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1. PROLOGO 

En esta REVISTA ELECTRONICA NRO. III, presentamos la actividad académica desarrollada 
durante el año 2017 por el  Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal (IIDC), el cual cierra su 
ciclo anual, con un Congreso. 

En el mes de octubre de 2017 en la hermosa ciudad de Punta del Este, República Oriental del 
Uruguay, el IIDC ha desarrollado su XIII CONGRESO IBEROAMERICANO DE DERECHO CONCURSAL, 
teniendo como eje temático central, el siguiente;   

“La macroeconomía: Su incidencia en la crisis de las empresas privadas y públicas”. 

El mismo se llevó adelante con la asistencia de un importante número de miembros del IIDC y 
de colegas de la especialidad, con activa participación de los presentes y de los panelistas 
(preguntas, respuestas, debates.etc.). Se conto con la presencia de colegas de todos los países que 
conforman el Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal.- 

El sistema de trabajo se desarrollo a través de reuniones plenarias, con disertaciones especiales 
y paneles,  de los que da cuenta el Programa del Congreso que se incorpora a esta  Revista.- 

Antes del Congreso, diversos miembros del IIDC, remitieron a los organizadores, una serie de 
trabajos doctrinarios los que se encuentran incorporados a esta Revista III.- 

Asimismo y al igual que en Congresos anteriores, se realizó la presentación, explicación  y 
defensa de los proyectos de investigación que se desarrollaron durante el año 2017, pudiendo 
advertirse el interés de los miembros del Instituto en participar en estos proyectos, lo que queda 
demostrado con la creciente cantidad de proyectos que cada año se van conformando.- Cada 
grupo de investigación ha dejado un trabajo escrito sobre lo que fue objeto de estudio, 
expresando las conclusiones a las cuales arribaron, los que  se incorporan a esta Revista.- Estos 
trabajos de investigación tienen una particularidad sumamente enriquecedora, cual es, que cada 
uno de los participantes realiza un enfoque del tema desde la perspectiva legal de su propio país, 
produciéndose de este modo un interesantísimo  intercambio multi-normativo que genera una 
suerte de “extensión académica” de mucho valor para los estudiosos de esta disciplina.-  

En definitiva, esta REVISTA III del Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal, de acceso 
abierto, tiene la intención de realizar un aporte en favor de la comunidad académica concursalista 
internacional.- 

A la página web del Congreso, se accede a través de esta dirección:  

https://www.institutoiberoamericanoderechoconcursal.org/eventos/eventos-pasados/174-xiii-
congreso-del-instituto-iberoamericano-de-derecho-concurs 
  

 

Directores 

Miguel A. Raspall - Ana Belen Campuzano 
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2. PROGRAMA DE ACTIVIDADES DEL XIII CONGRESO IBEROAMERICANO DE DERECHO 

CONCURSAL. ENTIDADES ORGANIZADORES, AUTORIDADES, PANELES. 

 

Punta del Este,  11,12 y 13 de octubre de 2017, Punta del Este, Uruguay  

 

Entidades educativas participantes  Universidad de la República;   Universidad Católica del 
Uruguay Dámaso Antonio Larrañaga; Universidad de Montevideo; Colegio de Abogados del 
Uruguay;  Colegio de Contadores del Uruguay;  Asociación de Escribanos del Uruguay Ÿ Colegio de 
Síndicos e Interventores Concursales del Uruguay;  Instituto de la Empresa Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba; Fespresa Fundación para el estudio de la Empresa;  
Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Córdoba;  Universita De Siena, Dipartimento di 
Giurisprudenza; Puerto Rico Bankruptcy Bar Association.   

 

Entidad organizadora; Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal Comité organizador del 
congreso.  

 

Presidencia: Prof. Dr. Alicia Ferrer; Presidencia Honoraria: Profs. Dres. Israel Creimer, Siegbert 
Rippe, Ricardo Olivera García y Daniel Truffat (Argentina); Vicepresidencia Académica: Zamira 
Ayul, Luisa Borgarello (Argentina), Aurelio Gurrea Chalé (España); Secretarios: Camilo Martínez 
Blanco, Lucía Grazioli;  Coordinadores: Fernando Cabrera, Daniel Martínez Vigil, Moira Cohen, 
Marithza Rivas  

 

Miércoles 11 de Octubre PROGRAMA 8:00 - 8:45 Acreditaciones de participantes. 8:45 – 9:30 
Acto de apertura a cargo de los Profs. Dres. Daniel Truffat, Alicia Ferrer y Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia. 9:30 – 10.30 Conferencia inaugural a cargo del Prof. Dr. Ricardo Olivera García 
(Uruguay): “Economía y concurso en vísperas de una década de la ley concursal”. 10:30 – 11:00 
Café. 11:00 – 13:00 Grupo de investigación 1: “El deudor sobreendeudado” Directora: Prof. Dra. 
Stefania Pacchi (Italia) 13:00 Finalización jornada matutina.  

15:00 – 17:00 Grupo de investigación 2: “Tratamiento de las garantías a favor de concursados 
constituidas sobre bienes de terceros” Director: Prof. Dr. Efraín H. Richard (Argentina) 17:00 – 
17:30 Café. 17:30 – 18:30 Grupo de investigación 3: “Formas de liberación y remisión de la deuda 
mundial para volver al crecimiento” Director: Dr. Darío Tropeano (Argentina).  18:30 – 19:30 
Conferencia a cargo del Dr. Germán Monroy Alarcón (Colombia) 19:30 Recepción de bienvenida. 

 

Jueves 12 de Octubre 8:30 – 9:30 Primer panel: Cuestiones de administración concursal 
Presidente: Prof. Dra. Teresita Rodríguez Mascardi Participantes: Adriana Bacchi, Carlos López 
Rodríguez, Daniel Germán y Mario Soca.  9:30 – 10:30 Conferencia a cargo del Prof. Israel Creimer: 
La crisis económica del año 2002 y su incidencia en los concursos.  10:30 - 11:00 Café.  11:00 – 
12:15 Segundo panel: Incidencia del concurso sobre las relaciones contractuales Presidente: Prof. 
Eva Holz Participantes: Alejandro Miller, Camilo Martínez Blanco y Fernando Cabrera Viernes 13 de 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

7 

 

Octubre. 12:15 – 13:00: Conferencia a cargo del Dr. Jorge Sepúlveda (México) 13:00 Finalización 
jornada matutina.   

15:00 – 15:45 Tercer panel: Novedades en el derecho concursal latinoamericano Presidente: 
Dr. Esteban Carbonell (Perú) Participantes: Hilario Ochoa (República Dominicana), Juan Luis 
Goldemberg (Chile), Alfonso Peniche García (Méjico), Jean Paul Brousset (Perú) 15:45 – 16:30 
Conferencia a cargo del Prof. Dr. Alessandro Nigro (Italia) 16:30 – 17:00 Café 17:00 – 19:00 Grupo 
de investigación 4: “Potestades de los jueces concursales” Directora: Dra. Lidia Vaiser (Argentina) 
19:00 – 19.30 Asamblea anual del Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal  

 

Viernes 13. 8:30 – 10:30 Grupo de investigación 5: “Aplicación concreta de mecanismos de 
colaboración entre quiebras transnacionales. Ya sea directamente las reglas de CNUDM/UNCITRAL 
o por vía de cortesía” Director: Dr. José Pajares (España) 10:30 – 11:00 Café 11:00 – 13:00 Grupo 
de investigación 6: “Funcionamiento de organismos no judiciales con facultades jurisdiccionales en 
el orden concursal. Mecanismos de mediación concursal” Director: Prof. Dr. Eduardo Jequier 
Lehuede (Chile) 13:00 Finalización de jornada matutina. 

15:00 – 17:00 Grupo de investigación 7: “Contenido mínimo exigible a una propuesta 
concordataria para imponerse a disidentes a la luz de los principios generales del derecho” 
Director: Dr. Armando Vargas (Méjico) 17:00 – 17:30 Café 17:30 – 18:15 Conferencia a cargo del 
Prof. Dr. Jesús Quijano (España) 18:15 – 19:00 Conferencia de clausura a cargo del Prof. Dr. Héctor 
Alegría (Argentina)  

19:00 – 19:15 Acto de clausura. 21:00 Cena de clausura. 
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3. CONFERENCIA DE CLAUSURA 
 

a) Conferencia de clausura. 
Jesús Quijano González. Catedrático de Derecho Mercantil Universidad de 
Valladolid (España). 

 
“CUESTIONES ACTUALES EN EL DERECHO CONCURSAL ESPAÑOL Y EUROPEO” 

 

SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN: delimitación y significado de las cuestiones elegidas.- II. DERECHO 
CONCURSAL ESPAÑOL: el momento de la refundición y el debate futuro. 1. La evolución 
concursal española: de la Ley Concursal de 2003 a la Ley Concursal de 2015; significado de las 
sucesivas reformas. 2. La situación actual: necesidad de una refundición. Breve consideración de 
la  Propuesta de Texto Refundido.  3. El necesario debate sobre el futuro del Derecho Concursal 
en España. III. DERECHO CONCURSAL EUROPEO: novedades de interés.   1. El nuevo Reglamento 
de procedimientos de insolvencia de 2015. 2. La Propuesta de Directiva de 2016 sobre 
reestructuración preventiva y segunda oportunidad. IV. CONSIDERACIÓN FINAL. 

 

I. INTRODUCCIÓN: delimitación y significado de  las cuestiones elegidas. 

 

No sin antes agradecer el encargo de pronunciar esta conferencia de clausura del Congreso, 
por el inmerecido honor que supone, me propongo realizar una somera reflexión sobre algunas 
cuestiones de actualidad en el Derecho Concursal español y europeo, de modo que sirvan para 
ofrecer una imagen sintética del estado  del debate sobre el futuro de la disciplina jurídica que nos 
ocupa en aquel ámbito geográfico. 

El conjunto de la Unión Europea, y España de manera particular, ha pasado, como es bien 
conocido, por una compleja etapa de crisis económica, de alcance desigual en unos y otros países, 
pero que con carácter general ha afectado al mundo empresarial de manera intensa. Y es 
igualmente conocido que una de las manifestaciones más significativas de tal crisis ha sido el 
aumento progresivo de los procedimientos concursales declarados, muchos de los cuales se 
encuentran aún en tramitación.  

En el caso concreto de España, desde final de 2008 hasta comienzo de 2016 la proliferación 
concursal alcanzó niveles ciertamente espectaculares, con tasas de crecimiento porcentual entre 
el 100 y el 200% en los años 2009 y siguientes, hasta que en 2014 empezó a moderarse el 
porcentaje que, desde entonces, ha decaído ostensiblemente a medida que se normalizaba el 
contexto económico y empezaban a moderarse o recuperarse las principales magnitudes 
macroeconómicas. 

Tan o más relevante es la constatación de que, de cada 100 concursos declarados, la inmensa 
mayoría de empresas, una media de 95 terminó con liquidación de la masa activa, en muchos 
casos insuficiente para satisfacer siquiera las deudas de la propia masa; e incluso bastantes de los 
pocos concursos en lo que se alcanzó un convenio entre el deudor y los acreedores, regresaron a 
la liquidación a causa del posterior incumplimiento del convenio. 
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Tal realidad no podía dejar de tener repercusión sobre la normativa concursal, como hemos de 
examinar a continuación. En el caso de España, con una sucesión casi continua de reformas 
legales, algunas de gran calado, que han terminado por colocar a la Ley Concursal, que era no más 
de 2003, en un estado prácticamente irreconocible, que exige una reflexión urgente sobre el más 
deseable futuro legislativo. En el ámbito comunitario, las manifestaciones más notables hay que 
situarlas, por un lado, en la actualización de la norma de aplicación directa a los concursos 
transfronterizos, de efecto extraterritorial, contemplados por el Reglamento comunitario de 
insolvencia del año 2000, hoy sustituido por el vigente de 2015, y, por otro, en el intento, aún en 
proceso de debate con incierto resultado, de armonizar, mediante Directiva, el tratamiento de dos 
cuestiones, como son la reestructuración empresarial en fase preconcursal y el régimen de la 
segunda oportunidad para empresarios, que han tenido distinta consideración en legislaciones de 
los países miembros que han seguido modelos diversos. 

A ambos aspectos dedico las consideraciones que siguen, con una finalidad principalmente  
informativa, ajustada a la dimensión razonable de una exposición de estas características, 
consciente en todo caso de que un tratamiento más a fondo de la temática apuntada requiere de 
otro formato más propicio para el análisis detallado. 

    

II.DERECHO CONCURSAL ESPAÑOL: el momento de la refundición y el debate futuro. 

1. La evolución concursal española: de la Ley Concursal de 2003 a la Ley Concursal de 2015; 
significado de las sucesivas reformas. 

  Como su propia Exposición de Motivos lo proclamaba la Ley Concursal de 2003 vino a 
satisfacer una aspiración largamente sentida en el mundo jurídico-económico, como lo era la 
sustitución del Derecho Concursal histórico por un modelo a la altura de los tiempos. En efecto ese 
Derecho histórico no era otro que el régimen de la quiebra de los Códigos de Comercio del siglo 
XIX (el de 1885 y, todavía en alguna medida a través de la normativa procesal, sustituida en el año 
2000, el de 1829), y el de la suspensión de pagos, como procedimiento alternativo para evitar la 
fatal liquidación, que había sido introducido por una ley especial de 1922. En conjunto, 
prácticamente un siglo de vigencia ininterrumpida, sin modificaciones ni actualizaciones 
relevantes, de un modelo concursal ciertamente anticuado, prácticamente pensado para 
empresarios individuales,  que no pudo ser sustituido en todo ese tiempo a pesar de que se 
sucedieron diversos Anteproyectos que no llegaron a prosperar. 

Se comprende bien la invocación de aquella vieja aspiración cuando, en 2003, se publicó la 
nueva Ley Concursal, que entraría en vigor en 2004 con el fin de dar tiempo para conocerla y para 
dotar los Juzgados de lo Mercantil encargados de aplicarla. Una ley que acogía un modelo 
ciertamente moderno, orientado por principios de unidad de disciplina (el concurso sería 
igualmente aplicable a deudores civiles o mercantiles, persona física o jurídica), unidad legal o de 
sistema (una única legislación concursal, que derogaba todo el derecho preexistente) y unidad de 
procedimiento (un único procedimiento concursal en el que se distinguía una fase común, una 
fase de convenio y una fase de liquidación, como tramos sucesivos que marcaban la prioridad de 
soluciones concursales con un fin conservativo más que solutorio). 

Tal modelo, sin embargo, fue concebido en época de bonanza económica y, muy 
probablemente, desde la convicción de que sería aplicado de manera más pausada, 
individualizada, ocasional y selectiva de lo que luego ocurrió. En efecto, entre 2004 y 2009, la 
época de “vigencia en normalidad” de una ley casi inédita, no se le advirtieron defectos dignos de 
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mención, sino más bien al contrario, se le consideró una ley moderna, coherente y homologable, a 
la vista de las tendencias más actuales que ya orientaban otros ordenamientos del entorno. 

Esa situación cambió radicalmente a partir del otoño de 2008, que es cuando empezaron a 
proliferar las declaraciones de concurso que, en poco tiempo, saturaron los recién creados 
Juzgados de lo Mercantil. Se empezó a percibir entonces que el modelo era excesivamente 
optimista y bienintencionado, mostrando algunas insuficiencias notables: apenas ofrecía cauces de 
preconcursalidad que facilitaran la anticipación con alternativas factibles al concurso; como tal 
procedimiento judicial resultaba largo y costoso, con un diseño de fases que relegaba la 
liquidación demasiado tiempo cuando ya se percibía que ese sería el resultado más frecuente, 
todo ello impulsado por un órgano, la administración concursal, de composición plural, etc., etc. 

Y comenzaron las reformas: hasta cinco se sucedieron entre 2009 y 2015, todas ellas de 
importante alcance, e incluso alguna de ellas afectó a más de la mitad de los preceptos de una ley 
que superaba los doscientos artículos; todo ello sin contar otras reformas más puntuales, 
canalizadas a través de leyes de muy diversas materias, o de carácter indirecto, provocadas por la 
modificación de otras leyes (así por ejemplo, la que amplió las atribuciones procesales de los 
antiguos secretarios judiciales, hoy Letrados de la Administración de Justicia, con ocasión de la 
nueva configuración de la Oficina Judicial). 

Cada una de esas cinco reformas citadas quedó identificada por el aspecto más significativo 
que contenía, aunque su impacto fuera mucho mayor: así, la de 2009 introdujo el primero de los 
instrumentos preconcursales, los llamados “acuerdos de refinanciación”; la de 2011, la de mayor 
amplitud, completó el régimen de esos acuerdos con la homologación judicial que extiende sus 
efectos, simplificó la estructura de la administración concursal, facilitó la apertura de la fase de 
liquidación, etc.; la de 2013 incorporó un nuevo instrumento preconcursal, el “acuerdo 
extrajudicial de pagos”, pensado para deudores de menor tamaño; la de 2014, también d amplio 
alcance,  pensada para impulsar la reestructuración de empresas en crisis, fomentó la 
capitalización de deuda y amplió el efecto de la homologación; la de 2015, acogió un peculiar 
sistema de segunda oportunidad, con una remisión de pasivo pendiente un tanto limitada. 

Resultado de ese trepidante proceso de reformas es la situación actual: un Derecho concursal 
complejo, un tanto fragmentado, formado por acumulación de estratos sucesivamente 
superpuestos en función de las necesidades del momento y de la propia evolución de la crisis 
económica; en buena medida, un sistema en el que se combinan los elementos que aún 
permanecen del modelo originario con una buena dosis de “Derecho concursal de guerra”, 
materializado en disposiciones de urgencia, algunas con vigencia temporal, dirigidas a dar solución 
a situaciones concretas. Y, a la vez, cabe llamar la atención sobre un crecimiento de la 
“paraconcursalidad”, integrada por tratamientos especiales de sectores (el financiero y bancario, 
el del seguro, el del mercado de valores y la inversión, etc.), generalmente sometidos a 
supervisión, para los que se disponen remedios alternativos de aplicación prioritaria al concurso. 

Pocas dudas ofrece la conveniencia de reordenar el material acumulado y de coordinar su 
contenido, objetivos a los que responde la elaboración de un Anteproyecto de Texto Refundido, 
que se comenta a continuación. La cuestión añadida, como luego se comentará, es si será 
suficiente mejorar la sistematización; porque también parece conveniente revisar algunos 
planteamientos con los que se configuró el modelo concursal y replantear algunos resultados de la 
evolución descrita, todo ello a la luz de la experiencia acumulada. En suma, tal vez resulte 
necesario “depurar y normalizar” el Derecho concursal para avanzar en la construcción de un 
modelo ordenado y estable, identificando lo que tuvo causa en las urgencias del momento, lo que 
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pretendió resolver situaciones particulares con medidas excepcionales, o lo que buscaba facilitar 
soluciones a problemas coyunturales. 

 

2. La situación actual: necesidad de una refundición; breve consideración de la  Propuesta de 
Texto Refundido: 

El primer paso en la línea indicada está dado: en el mes de marzo de 2017 la Ponencia especial 
creada un año antes en el seno de la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de 
Codificación entregó al Ministerio de Justicia la Propuesta de Real Decreto Legislativo por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Concursal.  

El artículo 82 de la Constitución española permite que la autorización al Gobierno para refundir 
no se limite a la formulación de un texto único, sino que incluya la posibilidad de regularizar, 
aclarar y armonizar los textos legales que se van a refundir, lo que supone un margen apreciable 
de adecuación en la propuesta final, aunque no alcance a la alteración material de su contenido, 
pues las normas preexistentes no pueden ser modificadas. Tal posibilidad, en efecto, constaba 
expresamente en el mandato de refundición contenido en la Disposición final octava de la Ley de 
25 de mayo de 2015 de reformas urgentes en materia concursal, aunque tal mandato tenía una 
duración de un año, por lo que, al estar ampliamente rebasado y por tanto extinguido, habrá de 
habilitarse de nuevo cuando se pretenda iniciar el proceso de aprobación por el Gobierno del 
Texto Refundido, lo que lamentablemente aún no se ha producido. 

La propuesta constituye, sin duda, un avance notable en cuanto a la sistematización de la 
normativa concursal, que tendrá notables efectos de claridad y certidumbre, lo que equivale a 
decir de seguridad jurídica. 

Se trata de un texto de 751 artículos, bastante más del doble del texto actual, lo que obedece a 
un criterio de dimensión de los preceptos perfectamente razonable; el texto actual está plagado 
de artículos de elevada extensión, y de excesiva complejidad, lo que a menudo dificulta su 
interpretación y hasta su comprensión, de manera que muchos de ellos se han dividido en 
preceptos más reducidos, que es lo que justifica el incremento tan notable en el número total. 

Tal conjunto aparece ahora dividido en tres Libros, que tratan sucesivamente “Del concurso de 
acreedores”, “Del Derecho preconcursal” y “De las normas de Derecho Internacional Privado”. 
Cada uno de estos Libros se estructura en Títulos y Capítulos, con un orden sistemático 
ciertamente lógico, que brevemente resumo. 

EL Libro I, obviamente el más amplio, acoge hasta catorce Títulos: el Título I regula la 
declaración del concurso, estableciendo los presupuestos (el subjetivo, que puede ser cualquier 
deudor; el objetivo, que es la insolvencia del deudor, actual o inminente, fundada en hechos 
externos cuando el concurso lo soliciten acreedores, a lo que se ha añadido la necesidad de que 
haya “pluralidad de acreedores” para que proceda la declaración); la legitimación para la solicitud, 
que ostentan el propio deudor o sus acreedores, dando lugar respectivamente al concurso 
voluntario o necesario; el presupuesto formal que lo constituye la decisión judicial, en forma de 
auto, que adopta el Juez Mercantil competente; y el especial supuesto de los denominados 
“concursos conexos”, que permite la declaración conjunta de varios concursos (de sociedades del 
mismo grupo, entre otros) o la acumulación de varios concursos ya declarados, para su 
tramitación coordinada, aunque sólo se produce consolidación de masas si hay confusión de 
patrimonios sin que sea posible deslindar la titularidad de activos y pasivos. 
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El Título II está dedicado a los órganos del concurso, donde con buen criterio se ha incluido 
ahora al propio Juez del concurso, junto a las reglas de atribución de competencia y de alcance, 
ciertamente extenso, de su jurisdicción, y a la Administración concursal, integrada ya por un único 
miembro profesional, persona natural o jurídica, con la única excepción de los “concursos con 
causa de interés público”, en los que puede nombrarse a una Administración pública como 
segundo administrador. Igualmente se agrupa en este Título el estatuto del administrador 
concursal que incluye el nombramiento, la aceptación, las incompatibilidades, el ejercicio del 
cargo y los deberes, la retribución, la responsabilidad, la separación y la revocación, además de la 
posibilidad de designar en ciertos casos auxiliares delegados con funciones específicas. 

Los efectos de la declaración del concurso ocupan el Título III, donde se distinguen los que se 
producen respecto del deudor, persona natural o jurídica, y respecto a los acreedores, sea en las 
acciones, declarativas o ejecutivas, de que dispongan, sea en los créditos, sea en los contratos 
pendientes de ejecución, con reglas generales y particulares para algunas categorías, 
principalmente los contratos de trabajo y los contratos administrativos. 

La formación de la masa activa y de la masa pasiva está disciplinada en los Título IV y V, 
respectivamente. Al Título IV se han llevado las reglas de composición de la masa activa, y de su 
conservación y enajenación durante el procedimiento; pero también el régimen de las dos típicas 
operaciones de reintegración, mediante acciones rescisorias, y de reducción, mediante derecho de 
separación, así como la enumeración de los créditos contra la masa que, en el texto actual, está 
confusamente incluida en la calificación de los créditos. En el Título V se regula lo relacionado con 
la integración de la masa pasiva, esto es, la comunicación, el reconocimiento y la clasificación de 
los créditos concursales, en las conocidas categorías de  privilegiados, con privilegio especial o 
general, ordinarios y subordinados. Cada uno de estos dos Títulos incluye también el reflejo formal 
de la masa activa (el inventario) y pasiva (la lista de acreedores), que se integran en el Informe de 
la administración concursal, al que se dedica el Título VI, que incluye también las reglas de 
impugnación, modificación y presentación de textos definitivos con que finaliza la fase común del 
concurso. 

Hasta aquí la temática de lo que cabe considerar como fase común del procedimiento 
concursal; y, a partir de aquí, las vías de salida o soluciones que conducen a la conclusión del 
procedimiento. La primera, en el Título VII, el convenio, que combina los aspectos de contenido de 
la propuesta, y de eficacia y cumplimiento si una propuesta prospera y se convierte en convenio, 
con los aspectos de procedimiento de tramitación que incluyen su presentación, anticipada u 
ordinaria, por el deudor o por acreedores, su evaluación, su aceptación por las mayorías de pasivo 
requeridas, bien sea con votación en junta de acreedores, bien sea por adhesión escrita, su 
impugnación en forma de oposición y, finalmente, su eventual aprobación judicial, condición 
necesaria para la vigencia del convenio. La otra vía de salida, desgraciadamente la más frecuente, 
y por ello la más facilitada, es la liquidación, a la que se dedica el Título VIII, cuyo contenido se ha 
reducido formalmente a establecer las causas de apertura, los efectos, las operaciones en 
desarrollo del plan de liquidación o de las reglas legales supletorias  , junto a otras previsiones más 
de detalle sobre la publicidad de bienes y derechos objeto de liquidación, los informes trimestrales 
sobre la marcha del proceso, la consignación preventiva de cantidades y la prolongación indebida 
y sus consecuencias. Tal reducción obedece a que la regulación del pago a los acreedores, 
atendiendo a su clasificación, se ha separado de la liquidación para integrar un Título autónomo, el 
IX, donde se han agrupado las reglas de la distribución ordenada del activo liquidado para 
satisfacer el pasivo. 
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Viene a continuación, en el Título X, el trascendental asunto de la calificación del concurso, 
fortuito o culpable, con la posibilidad en este caso de la grave condena de responsabilidad 
concursal, a la cobertura del déficit por quienes hayan sido declarados “persona afectada” en la 
sentencia que declare el concurso como culpable, además de la correspondiente inhabilitación, 
pérdida derechos en la masa, indemnización de daños y perjuicios, etc., tanto para personas 
afectadas como para cómplices del concurso culpable. 

El Título XI recoge el régimen de la conclusión del concurso por las distintas causas previstas, 
así como, en su caso, de la reapertura; pero reviste especial interés la ubicación también aquí del 
llamado “beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho”, la discutida variante española del 
discharge, o segunda oportunidad, para deudores persona natural que ya han pasado por un 
concurso concluido con liquidación o por insuficiencia de masa, con requisitos y limitaciones 
ciertamente amplias. 

Los  últimos Títulos de este Libro I agrupan las normas procesales del concurso, la especialidad 
del procedimiento abreviado, y el régimen del incidente concursal y los recursos, en el Título XII; la 
publicidad del concurso, especialmente a través del registro público concursal, en el Título XIII; y la 
singularidad de determinados concursos (el de la herencia, el que deriva de la naturaleza especial 
de la persona del deudor, donde se encuadran entidades sometidas a supervisión, financieras, 
aseguradoras, o inversoras, empresas concesionarias de obras y servicios públicos, y entidades 
deportivas), en el Título XIV, que bien puede constituir la base de una amplio Derecho 
paraconcursal alternativo para esos casos. 

El Libro II contiene ahora el Derecho Preconcursal, disperso en la Ley vigente de forma 
verdaderamente inconveniente como consecuencia de su regulación fragmentaria, que fue 
accediendo al texto legal en diversos procesos de reforma y con distintos criterios sistemáticos. 
Hay que considerar entonces que la propuesta de agrupación y ordenación en el Texto Refundido 
constituye un avance notable en cuento a claridad y coordinación normativa. El Libro, en efecto, se 
estructura en cuatro Títulos que, sucesivamente, tratan de la comunicación de la apertura de 
negociaciones con los acreedores (el famoso 5 bis actual, que suspende el plazo de solicitud del 
concurso y, con ciertas condiciones, la ejecución de garantías durante el plazo de negociación de 
tres meses); de los acuerdos de refinanciación (el instrumento preconcursal susceptible de la 
homologación que potencia sus efectos mediante un complejo sistema de extensión que combina 
la categoría de acreedores afectados, con o sin garantía real, el tipo de medida a extender y la 
mayoría de aceptación del acuerdo); del acuerdo extrajudicial de pagos (el otro instrumento 
preconcursal, pensado para pequeños deudores con apoyo de un mediador concursal); y del 
concurso consecutivo (que es el que sobreviene, con especialidades notables en su tramitación, 
cuando se han frustrado por diversas causas los acuerdos preconcursales). De manera que el 
sistema preconcursal, fruto de sucesivas aportaciones puntuales a lo largo del periodo de crisis, 
gana ciertamente en coherencia al aparecer unificado e integrado. 

Finalmente, el Libro III se ha reservado para las normas de Derecho Internacional Privado, que 
abarcan unas Disposiciones generales sobre competencia y aplicación de normas, con mención 
expresa del Reglamento europeo sobre procedimientos de insolvencia, de 20 de mayo de 2015, 
unas reglas particulares sobre ley aplicable, distinguiendo el procedimiento principal y el 
procedimiento territorial, el principio de reconocimiento de resoluciones extranjeras mediante 
exequátur, y las normas de coordinación y colaboración entre procedimientos paralelos de 
insolvencia.  
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Aún con las limitaciones que esta rápida síntesis conlleva, se puede apreciar que la Propuesta 
de Texto Refundido supone un avance notable en la configuración sistemática del modelo 
concursal. Obviamente, no altera sustancialmente el contenido, porque no es esa su función, pero 
constituiría sin duda una base sólida para el debate necesario sobre el futuro del Derecho 
Concursal en España; pretender un debate ordenado sobre el texto actualmente vigente sería 
tarea poco menos que imposible, habida cuenta del conglomerado normativo resultante de las 
reformas acumuladas. Resulta mucho más aconsejable plantear tal debate sobre un texto 
previamente ordenado y sistematizado con criterios racionales; se facilitaría así la delimitación de 
los ámbitos normativos en los que resulte necesaria o conveniente alguna reforma, sin riesgos de 
descoordinación como los que han acaecido en esta época. 

    

3. El necesario debate sobre el futuro del Derecho Concursal en España. 

Más allá entonces del avance que pueda suponer la aprobación del texto refundido que se 
acaba de comentar, hay que plantear la cuestión de fondo: esto es, si será suficiente una 
refundición que aclare, ordene y coordine, o si será necesaria una reflexión dirigida a replantear, si 
no el conjunto del modelo, que resultaría excesivo, sí al menos algunos aspectos, incluso básicos, 
de su contenido actual, con un doble objetivo, como puede ser  la depuración del Derecho 
concursal acumulado en la crisis, por un lado, y el retorno a una “normalidad concursal” como la 
que pretendió la Ley de 2003, pero ahora inevitablemente adaptada a la experiencia de su 
aplicación y a la propia evolución de los acontecimientos económicos. 

En esta línea, que me limito a apuntar, reconociendo la conveniencia de un debate de mucho 
más calado, quizá deba replantearse, en primer lugar, el propio ámbito de aplicación del concurso 
a partir de una diferenciación más cuidadosa en el presupuesto subjetivo. La insolvencia de un 
empresario y el sobreendeudamiento de un deudor civil consumidor pueden tener algunos puntos 
en común y estar sometidas a algunas reglas uniformes en cuanto a la declaración, el 
procedimiento y los efectos; pero tienen también diferencias importantes en cuanto al alcance y a 
los intereses en juego que aconsejan tratamientos diferenciados tanto para la búsqueda de una 
solución preconcursal adecuada, como para la disposición de salidas especiales de la situación de 
crisis o de dificultad. Más en concreto, el régimen de segunda oportunidad para personas físicas, 
tal y como se ha diseñado en el Derecho español, merece una reconsideración en cuanto pueda 
constatarse que se han minimizado los riesgos sistémicos, el efecto llamada, o el impacto sobre la 
solvencia del sistema financiero; porque se trata de que el discharge a conceder, en forma de 
remisión o exoneración de pasivo pendiente, ofrezca una segunda oportunidad real, con requisitos 
y efectos razonables que el modelo vigente raramente ofrece.        

Deberá igualmente efectuarse un análisis profundo  de eficacia de la preconcursalidad, que en 
el caso español se materializó en la habilitación de instrumentos cargados de urgencia y no 
exentos de improvisación, pues hubieron de incorporarse a un modelo concursal que sólo muy 
limitadamente los contemplaba; y, asimismo, será oportuno un análisis de alcance o extensión de 
la paraconcursalidad, que agrupa ahora un conjunto de regímenes sectoriales especiales, cuya 
“huida del concurso” deberá justificarse razonablemente en un contexto de mayor estabilidad 
económica. 

También, finalmente, algunos asuntos ya clásicos dentro del propio procedimiento concursal 
merecerán reflexión: la composición y funcionamiento de la administración concursal, el 
tratamiento del crédito público, la relación de créditos prededucibles contra la masa, el alcance de 
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los privilegios, la eficacia y la afectación concursal  de las garantías de los créditos concursales, el 
contenido del convenio y su posible modificación, los procedimientos y fórmulas para la 
liquidación, etc., por señalar sólo algunos, pueden ser objeto y motivo del debate sobre una nueva 
política jurídico-concursal para la “normalidad”, que hay que esperar pueda plantearse con 
sosiego en el plazo más breve posible. 

 

III. DERECHO CONCURSAL EUROPEO: novedades de interés. 

Es cierto que el Derecho concursal de los países miembros de la Unión Europea es 
principalmente derecho nacional; así ha venido siendo en todo este tiempo, y así es en la 
actualidad, sin duda porque cada país disponía de un derecho propio en la material, recogido en 
leyes concursales bien tradicionales, como es de sobra conocido. Esas leyes, además, acogían 
modelos concursales de considerable arraigo, y con notables diferencias, fruto evidente de cada 
tradición jurídica. Lo que no obsta para que el Derecho Comunitario haya adoptado algunas 
iniciativas de especial interés. 

Dentro de la finalidad informativa que persiguen estas reflexiones tiene sentido, pues, destacar 
dos de esas iniciativas, por su alcance y por su actualidad: una ya en vigor, el nuevo Reglamento 
sobre procedimientos de insolvencia, de 20 de mayo de 2015, que entró en vigor el pasado 26 de 
junio de 2017 y que ha venido a actualizar y refundir el Reglamento anterior del año 2000, con la 
conocida naturaleza de ser  norma de aplicación directa y prioritaria en los Estados miembros; la 
otra simplemente proyectada, y con incierto futuro, pues se trata de una propuesta de Directiva, 
presentada el 11 de noviembre de 2016, sobre reestructuración preventiva y segunda 
oportunidad, que pretende, como corresponde a una norma de este tipo, armonizar los derechos 
nacionales en la materia, habida cuenta de los distintos modelos existentes en este momento, lo 
que dificultaría cualquier pretensión de configurar un modelo europeo de aplicación directa. 
Convendrá, pues, con la declarada finalidad informativa,  una breve consideración sobre ambas 
iniciativas. 

 

1. El nuevo Reglamento de procedimientos de insolvencia de 2015. 

El Reglamento en cuestión fue elaborado tras la elaboración de un Informe, encargado por la 
Comisión Europea, sobre la aplicación del anterior Reglamento de 2000; el citado Informe venía a 
concluir que convenía actualizar la norma para mejorar la eficacia en la administración de los 
procedimientos de insolvencia transfronterizos, pero también para refundir las diversas reformas 
que el primer reglamento ya había experimentado. De manera que el nuevo Reglamento viene a 
constituir una pieza esencial para el tratamiento coordinado de situaciones concursales de 
dimensión transfronteriza, dada la frecuencia con que empresas domiciliadas en un país miembro 
realizan actividad en otro, a través de filiales propias o compartidas, participación en otras 
empresas, delegaciones, sucursales con cierta autonomía, etc.  

Del contenido esencial del reglamento, una vez que sus primeros artículos (1 y 2) delimitan el 
ámbito de aplicación y establecen las definiciones básicas de la materia regulada, cabe destacar un 
doble aspecto fundamental: de un lado, las reglas de atribución de competencia internacional para 
abrir procedimientos de insolvencia (para abrir el procedimiento principal son competentes los 
órganos jurisdiccionales del estado miembro en cuyo territorio se sitúe el centro de intereses 
principales del deudor, que es donde lleve a cabo la administración de esos intereses de manera 
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habitual y reconocible, presumiéndose que es el domicilio social de las personas jurídicas y el 
centro principal de actividad o lugar de residencia de los particulares; los procedimientos 
secundarios que se abran en otro Estado miembro donde el deudor tenga un establecimiento 
limitarán sus efectos a los bienes situados en él, y sólo podrán abrirse con anterioridad al 
procedimiento principal en supuestos concretos que enumera el artículo 3; tal competencia, que 
se puede examinar de oficio, opera además con una amplia “vis atractiva” para cualquier acción 
derivada directamente del procedimiento o vinculada con él); de otro lado, las reglas para 
determinar la ley aplicable ( que lo será la del Estado miembro donde se abra el procedimiento y 
determinará las condiciones de apertura, desarrollo y conclusión que enumera el artículo 7, si bien 
hay un conjunto de cuestiones, entre ellas los derechos reales de terceros, la compensación, las 
reservas de dominio, los contratos sobre inmuebles, los sistemas de pago, los contratos de 
trabajo, los derechos registrados, las patentes y marcas europeas, los actos perjudiciales en ciertos 
casos, los derechos de terceros adquirentes y los arbitrajes en curso, que disponen de tratamiento 
especial en cuanto a ley aplicable). 

Fijado este doble aspecto de la atribución de competencia y la determinación de ley aplicable, 
el artículo 19 establece el principio esencial de reconocimiento directo y automático del 
procedimiento: “toda resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia adoptada por el 
órgano jurisdiccional competente de un Estado miembro será reconocida en todos los demás 
Estados miembros desde el momento en que produzca efectos en el Estado de apertura”, lo que, 
obviamente, no impide la apertura de un procedimiento secundario cuando corresponda; la 
resolución, además, tendrá en cualquier otro Estado miembro los mismos efectos que le atribuya 
la ley  del Estado de apertura, lo que también permite que el administrador concursal ejerza  en 
otro Estado las facultades que le otorga dicha ley. A la mejor eficacia de los efectos 
transfronterizos de las resoluciones concursales contribuye, sin duda, la obligación de los Estados 
miembros de disponer de “registros de insolvencia” interconectados, conforme a las reglas de 
funcionamiento de los artículos 24 a 30 del Reglamento. El sistema, en todo caso, opera con un 
límite importante, como lo es la cláusula de “orden público” del artículo 33, que permite a un 
Estado miembro negarse a reconocer el procedimiento abierto en otro o a ejecutar una resolución 
dictada en otro cuando pueda producir efectos claramente contrarios al orden público, 
especialmente en relación con los principios fundamentales y derechos o libertades individuales 
que reconozca su constitución. 

Por lo demás, el Reglamento contiene también normas propias para los procedimientos 
secundarios de insolvencia, con notable amplitud (artículos 34 a 52) y con especial atención al 
control de apertura y a la coordinación entre administradores concursales y órganos 
jurisdiccionales; para la garantía de información a los acreedores, con el fin de facilitar la 
presentación de sus créditos (artículos 53, 54 y 55); para la disciplina especial de los 
procedimientos de insolvencia de miembros de un grupo de sociedades (artículos 56 a 77, también 
con singular énfasis en la cooperación y comunicación entre administradores y órganos 
jurisdiccionales, que puede materializarse en la apertura de un llamado “procedimiento de 
coordinación de grupo”, con nombramiento de un coordinador de los administradores concursales 
implicados); y, finalmente, para la protección de datos personales conforme a la normativa 
nacional armonizada por Directiva comunitaria. 

En todo caso, el reglamento de 2015, que sustituye a los múltiples Convenio bilaterales o 
plurilaterales entre Estados miembros, no tiene carácter retroactivo y sólo es aplicable a 
procedimientos de insolvencia que se abran a partir de su entrada en vigor el 26 de junio de 2017, 
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pues los actos relativos a procedimientos abiertos con anterioridad, aunque sean posteriores a esa 
fecha, siguen rigiéndose por el Reglamento de 2000, ahora derogado.    

 

2. La Propuesta de Directiva de 2016 sobre reestructuración preventiva y segunda 
oportunidad. 

La otra iniciativa comunitaria, ésta en fase de proyecto y ciertamente con incierto futuro, es la 
Propuesta de Directiva hecha pública el 22 de noviembre de 2016, cuyo título completo reza 
“sobre marcos de reestructuración preventiva, segunda oportunidad y aumento de la eficacia de 
los procedimientos de condonación, insolvencia y reestructuración”, lo que proporciona una idea 
ajustada de sus intenciones y de su contenido. 

Pretende la propuesta armonizar la disponibilidad de procedimientos de reestructuración 
preventiva habilitados para deudores con dificultades financieras cuando exista riesgo de 
insolvencia y de procedimientos para la condonación de deudas contraídas por empresarios 
sobreendeudados a fin de que puedan emprender una nueva actividad comercial, quedando 
expresamente excluidos de su ámbito de aplicación los casos de empresas sometidas a supervisión 
(de seguros, de créditos, de inversión y asimiladas). 

La primera medida busca que los Estados miembros dispongan de mecanismos de “alerta 
rápida”, que permitan detectar el deterioro de la actividad empresarial y adviertan de la 
conveniencia de adoptar iniciativas con urgencia, y garanticen a deudores y empresarios un acceso 
rápido y claro a la información sobre los instrumentos disponibles. A partir de ahí, debe existir en 
los Estados miembros un “marco de reestructuración preventiva”, integrado por uno o varios 
procedimientos o medidas, que permita con eficacia reestructurar las  deudas o la propia 
empresa, restablecer su viabilidad y evitar la insolvencia. Para facilitar las negociaciones sobre el 
plan de reestructuración preventiva, el deudor debe mantener en esta fase, total o parcialmente, 
el control de sus activos y la gestión de su empresa, como también las acciones de ejecución 
individuales deben quedar suspendidas hasta un máximo de cuatro meses, con posibilidad de 
prórroga por decisión judicial o administrativa, con los límites y en las condiciones que establecen 
los artículos 6 y 7 de la Propuesta. 

El objetivo, en todo caso, es la presentación de un plan de reestructuración que pueda ser 
adoptado (aceptado) por los acreedores y confirmado (homologado) por la autoridad judicial o 
administrativa competente. De modo que la Propuesta de Directiva se detiene en establecer con 
detalle el contenido del plan, la garantía del derecho de voto de los acreedores para su adopción, 
con respeto a las categorías de partes afectadas, y la previsión de que el efecto vinculante del plan 
requiera su confirmación judicial o administrativa, especialmente si se trata de extender sus 
efectos a una o más categorías de partes afectadas discrepantes a las que se va a imponer una 
reestructuración forzada de la deuda, aunque el artículo 14 resulta un tanto confuso en cuanto a 
estos efectos vinculantes. Se contempla también la posibilidad de evaluar el plan por las citadas 
autoridades, así como la habilitación de recursos contra sus decisiones ante instancia superior. La 
armonización en materia de reestructuración se completa con reglas de protección de la nueva 
financiación, de la financiación provisional o de otras operaciones relacionadas con la 
reestructuración, para evitar, entre otras cosas, que sea declaradas nulas, anulables o inoponibles 
como acto perjudicial para los acreedores en un procedimiento posterior de insolvencia, salvo si se 
realizaron con fraude o mala fe. A ello se añade una enumeración interesante de funciones de los 
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directivos, que constituyen auténticos deberes de conducta y cuidado en la fase de preinsolvencia 
y de negociación, tal como lo contempla el artículo 18 de la Propuesta. 

Por lo que se refiere a la “segunda oportunidad” la propuesta sólo contempla la condonación 
de deudas de los empresarios sobreendeudados, pudiendo consolidar tanto sus deudas 
profesionales como las personales, de manera que su objetivo armonizador consiste en que los 
estados miembros concedan tal posibilidad en las condiciones que en su día establezca la 
Directiva. Entre ellas está el plazo de concesión, que no puede superar los tres años desde que se 
inició el procedimiento si ya hubo liquidación de los activos del empresario o se inició un plan de 
reembolso, así como el periodo máximo de inhabilitación, si bien caben limitaciones en el acceso a 
la condonación para empresarios de mala fe, o que no se adhirieron a un plan de reembolso, o 
que ya accedieron en un momento anterior a un procedimiento de condonación. 

Finalmente, la Propuesta también contempla otro tipo de medidas que puedan contribuir a 
mejorar la eficiencia de la reestructuración, la insolvencia y la segunda oportunidad; tal es el caso 
de la formación de cuantos intervienen en los procedimientos (mediadores, administradores, 
jueces, autoridades, etc.), de la transparencia en los procesos de nombramiento, de la supervisión, 
y remuneración adecuada, de los profesionales, de la potenciación del uso de medios electrónicos 
de comunicación, etc. Tiene también un significado similar el seguimiento que se propone de los 
diversos procedimientos, disponiéndose un sistema de recogida de datos que permita contar con 
estadísticas fiables al respecto. 

La Directiva, en fin, no pretende tanto una armonización de contenidos en las materias que 
contempla, sino más bien una garantía de disponibilidad de procedimientos adecuados y 
accesibles de reestructuración y de concesión de segunda oportunidad en los Estados miembros.  

 

III. CONSIDERACION FINAL. 

Hasta aquí la panorámica sucinta de cuestiones concursales de actualidad, tanto en el Derecho 
español como en el ámbito comunitario. Se pretendía con ello, además de ofrecer una 
información mínima al respecto, poner de manifiesto el estado de permanente evolución que 
corresponde a una disciplina jurídica tan viva como lo es el Derecho Concursal, destinado a 
abordar y resolver situaciones complejas donde concurren múltiples intereses en un contexto de 
dificultad económica o de insolvencia. Esa finalidad es también la que hace de él una pieza decisiva 
en cualquier ordenamiento jurídico y la que avala y da sentido a la tarea de reflexión, de crítica y 
de propuesta en la que estamos comprometidos. 
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4. DISERTACIONES ESPECIALES 

 

a) CONFERENCIA A CARGO DEL DR. ISRAEL CREIMER. (URUGUAY) 

 

“LA CRISIS ECONÓMICA DEL AÑO 2002 Y SU INCIDENCIA EN LOS CONCURSOS” 

 

I) Datos de la economía** 

¿Por qué concursan las empresas? Muchos todavía creen que las empresas concursadas son 
defraudadoras. Sin embargo, en mi experiencia de más de más de medio siglo tratando estas 
situaciones, diría que defraudadores existen, pero son minoría. La mayoría de los concursados son 
empresarios que hicieron mal sus cálculos. La empresa empieza a perder y se piensa que en el 
futuro mejorará o se aferran a su estructura sin evaluar correctamente la situación. Se puede 
calificar, a menudo, la conducta como culposa. Raramente como dolosa.  

En otras  oportunidades,  la  situación  económica  general  -muchas veces no prevista- castiga a 
las empresas y las lleva al concurso. Una vez más, digo que en la economía de mercado, hay 
empresas que triunfan y otras que fracasan. Este fracaso debe administrarse sabiamente, pero es 
casi inevitable. 

Me ha tocado vivir dos crisis económicas importantes en el Uruguay: la de 1982 y la de 2002. 
Me ocuparé de ésta última. 

Si bien no somos economistas, consultadas varias fuentes periodísticas y el libro de Claudio 
Paolillo “Con los días contados”, se puede mencionar los siguientes datos, que nos hablan 
claramente de las dificultades por las que pasó el país. El producto bruto interno cayó un 11 %, el 
desempleo afectó al 22 % de la población activa (sin contar el empleo informal), el salario real 
disminuyó en 10.9 %, la línea de pobreza afectó al 37% de la población, y aumentó notablemente 
el índice de suicidios, la inflación fue de casi un 93.7%, el riesgo país llegó a 3.000 puntos básicos, 
las reservas del país bajaron a cifras alarmantes, cayeron las exportaciones y las importaciones. El 
sistema bancario perdió el 48 % de los depósitos, quebraron cuatro bancos, la deuda pública 
superó el 101% del P.B.I. Los bancos públicos tuvieron que reprogramar sus pagos, como después, 
veremos. 

La causa inmediata de la crisis uruguaya fue, sin duda, el descalabro  económico, social y 
político de la Argentina en el 2001. La Argentina se declaró en quiebra y no honró su deuda 
externa. Pero, debe tenerse en cuenta que, en la última década del siglo XX hubo varias 
turbulencias financieras en el mundo. La crisis de Oriente, Rusia, México y Brasil plantearon una 
problemática seria. 

Brasil que devaluó su moneda en 1999 era el principal importador de bienes uruguayos y en un 
año la exportación a ese país vecino disminuyó sustancialmente, porque afectó la competitividad. 
Pero el mazazo final fue el llamado “corralito” (imposibilidad de disponer de los depósitos 
bancarios) argentino que terminó con la renuncia de su Presidente y la sucesión de cinco 
presidentes en pocos días, con gran agitación social, caos y grave violencia en las calles. 

Se pensó que la crisis de confianza argentina tendría repercusiones en el Uruguay. Que la 
situación se iba a repetir, lo que, en parte, sucedió.  
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El Uruguay tenía un sistema bancario hipertrofiado, pues la mitad –o quizás más- de sus 
clientes eran argentinos. Siempre tuvieron más confianza en la banca uruguaya y en el sistema 
político más estable que tenía este país. 

Pero la desconfianza después de la caída del Banco de Galicia (un banco argentino que operaba 
con clientes argentinos básicamente) y un fraude en el Banco Comercial trajo aparejada –como se 
dijo- una corrida bancaria con gravísimas consecuencias. 

El Uruguay enfrentó en el año 2002 la más grave crisis económica de su historia, tal cual ya lo 
reseñáramos precedentemente. 

Las autoridades quisieron seguir con su política tradicional de apoyar a la banca, pero ante una 
corrida sistémica ello era imposible. 

 

II) Como se afrontó la crisis. 

El Fondo Monetario Internacional afirmaba que el Uruguay debía seguir el camino de Argentina 
y declarar el default de su deuda externa y recién después otorgarían un crédito. 

Sin embargo, la clase política y, sobre todo, el Poder Ejecutivo, no estuvo de acuerdo con esta 
postura. En el seno de este poder se cambió el equipo económico del gobierno, pero fue un 
cambio de personas y no de políticas. 

Se buscó otra solución, que resultó excepcional. Se consiguió un préstamo puente del Tesoro 
de los U.S.A por U$S 1.500.000.000 que no tenía antecedentes en ese país.  Llegó un avión con el 
dinero y, con éste, se enfrentó la crisis mediante el dictado de una ley. Esa norma ejecutó un plan 
que, un prestigioso economista independiente, sugirió antes. 

Si se quiere ver una clara enumeración de las medidas que se tomaron puede consultarse en el 
Capítulo titulado “La respuesta jurídica a la crisis financiera” del libro “El sistema Bancario 
Uruguayo a partir de la crisis” de  Ricardo Olivera García, Jean Jaques Bragard y Adrián Leiza 
Zunino. 

El 4/08/2002 se dictó la ley Nº 17.532 bajo el pomposo título de “Ley de fortalecimiento del 
sistema bancario”. 

Allí se estableció que los depósitos bancarios constituidos a plazo fijo en los bancos estatales 
(Banco de la República y Banco Hipotecario) no se pagarían a su vencimiento. Esto es, se 
reprograma el pago de los depósitos por  un plazo de tres años. Una primera cuota del 25% se 
pagaría al año, la cuota anual subsiguiente sería del 35% y la final, del 40% con un interés bastante 
alto. Para “indemnizar” a los depositantes, según expresión que se usó, (Olivera y otros, en la obra 
referida). 

Los depositantes recibían certificados de depósito al portador lo que permitía un mercado 
secundario para la circulación de éstos títulos valores. 

Los depósitos en cuenta corriente y a la vista, se pagarían a los acreedores con el Fondo de 
Estabilidad del sistema bancario que funcionaba en el ámbito del Banco Central del Uruguay y fue 
éste el que pagó. El fondo se integró con los  U$S 1.500.000.000 que el Uruguay recibía del F.M.I. 
El Estado se subrogó –entonces- a los acreedores originarios que tenían cuentas a la vista o en 
cuenta corriente (en realidad con el dinero recibido del tesoro americano que fue devuelto pocas 
semanas después cuando se concretó el préstamo con el organismo internacional). 
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La ley referida –además- suspendió parcialmente las actividades de cuatro bancos nacionales 
que estaban en dificultades y no podían seguir funcionando normalmente. No podían soportar la 
corrida. Sólo seguirían funcionando a los efectos del manejo de las tarjetas de crédito emitidas por 
ellos, acceso a los Cofres de Seguridad y otras actividades que no comprometieran más su 
patrimonio. 

También, en estos bancos, el Fondo del Banco Central adelantó los fondos para atender los 
depósitos a la vista y en cuenta corriente subrogándose. Lo importante era no producir una 
parálisis en la economía como se dio en la Argentina. Se pudo mantener la cadena de pagos. Esos 
bancos fueron luego liquidados administrativamente. 

Los bancos extranjeros fueron auxiliados por sus casas matrices, porque de lo contrario, 
quebrarían como lo hicieron los bancos nacionales privados. 

Por otra ley, ahora del 31/12/2002 (véase qué fecha!) la Nº 17.614, se modificó, 
intensificándola, la supervisión bancaria. Se recogen los consejos para los bancos centrales que 
surgieron de Basilea II. 

Siendo la situación vivida tan grave había que fortalecer la supervisión bancaria. En la práctica 
puede decirse que la banca en el Uruguay quedó saneada. 

Los aspectos que pasan a ser controlados por el B.C.U son básicamente, el análisis de los 
grupos económicos que integra la entidad de intermediación financiera, no sólo bancos. Se 
supervisa también las empresas en que los bancos tercerizan sus actividades. Los empleados de las 
entidades deben denunciar irregularidades que se detecten en las instituciones y otras medidas 
por el estilo. 

El B.C.U tiene ahora, mayores poderes de control, incluso sobre el personal jerárquico. Puede 
también controlar quienes son los accionistas de los bancos e incluso se pueden anular y expropiar 
derechos de accionistas. 

También se establecen las normas para la liquidación de bancos. Se pueden enajenar 
universalidades de bienes a un nuevo banco  que se crea o a otros. Ese banco recibe los activos 
“buenos” de los bancos liquidados. Sobre todo para generar puestos de trabajo para los 
empleados  cesantes.  

Asimismo, se crea un Fondo Especial de garantía de depósitos en la  banca privada con un tope 
máximo bajo y una Superintendencia de Protección del Ahorro Bancario. 

Como se dijo, la solución funcionó bien. Al vencimiento del primer año del reperfilamiento de 
la deuda de los bancos públicos, el Banco de la República dijo que pagaría la cuota 
correspondiente. Se formaron colas de personas que querían hacerse de su dinero. Después que 
se pagó a una larga fila, los que venían detrás resolvieron no retirarlo sino dejarlo en el mismo 
banco aunque el interés que se pagaría era menor. Se restableció la confianza y todo fue fácil. 
Incluso se adelantó el pago. 

Luego de esto sobrevino el alza de las materias primas en el mercado mundial y el Uruguay 
tuvo un auge económico extraordinario. 
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III) La actividad de las empresas privadas. 

Con el panorama descrito, la rebaja de salarios y una mayor carga impositiva impuesta por el 
Estado, se generó también una importante crisis en la actividad privada. 

Desde el año 1991 hasta 1999 la cantidad de concursos oscilaba en una cifra anual entre 50 a 
127. En el año 2000 se concursaron 101 empresas, en 2001 fueron 110 y en el fatídico 2002 la 
cantidad de concursos se elevó a 224. En 2003 ya pasó a 51 y en 2004 a 23. Posteriormente el 
número siguió bajando, llegando en 2007 a 16 concursos (datos suministrados por la Liga de 
Defensa Comercial). 

Los activos involucrados en 2002 ascendieron a U$S 2.198.998.348, mientras que los pasivos 
eran estimados en  U$S 19.822.766. Generalmente, y en definitiva, los pasivos resultaron bastante 
mayores que los activos. 

La crisis mundial de 2008 no tuvo mayor efecto en el Uruguay, manteniéndose en cifras no 
significativas de concursos. La banca, por otra parte, -como se dijo- estaba saneada. 

Quizás en el último año aumentó la cantidad de concursos por las dificultades de colocación de 
nuestros productos exportables. 

  

IV) Conclusiones. 

Como señalamos, hay crisis empresariales que se producen en una situación económica 
general aceptable. Son los casos de empresarios que actúan sin la debida diligencia. Pueden ser 
dolosos (los menos) y culposos (culpa leve o culpa grave). 

Pero también pueden darse crisis empresariales por circunstancias que afectan la economía de 
una región o un país. Esos son casos más graves y no manejables por las empresas singularmente 
considerada. 

Así sucedió con la crisis bancaria del Uruguay en el año 2002. Y ello también tuvo 
consecuencias en otras empresas que no eran del giro bancario. 

La solución adoptada para la crisis bancaria funcionó a la perfección. Pero cuatro bancos 
privados fueron liquidados y sus depositantes recibieron sólo una parte de sus acreencias. 

La banca pública reestructuró su deuda por los depósitos a plazo y esta cuestión se resolvió 
felizmente. 
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b) Conferencia a cargo del Prof. Dr. Alessandro Nigro (Italia) 

 

“IL DIRITTO SOCIETARIO DELLA CRISI: UNA NUOVA FRONTIERA?” 

 

1. In questa relazione vorrei svolgere alcune riflessioni sul c.d. «diritto societario della crisi», un 
segmento o, se si preferisce, un settore dell’ordinamento giuridico verso il quale si sta registrando, 
negli ultimi anni, una crescente attenzione da parte del legislatore italiano e, di riflesso, da parte 
della dottrina italiana.  

 

2. Mi sembrano indispensabili due notazioni preliminari.. 

a. La prima notazione è di ordine terminologico.  

Con l’espressione «diritto societario della crisi» si intende e si designa generalmente – o, per 
meglio dire, viste talune incertezze manifestatesi già su questo punto, si dovrebbe, a mio avviso, 
intendere e designare - il complesso delle regole destinate a governare la situazione, per un verso, 
ed il funzionamento, per altro verso, delle società in relazione allo stato di crisi delle medesime e/o 
al loro conseguente assoggettamento a procedure o procedimenti di soluzione o composizione di 
quello stato di crisi, cioè il complesso delle regole che investano contestualmente profili di diritto 
societario e profili di diritto concorsuale o, se si preferisce, che si pongano come “punti di 
intersezione” di questi due diritti.   

Con la stessa espressione, però, si è talora inteso e designato l’insieme di quelle particolari 
regole di diritto societario che sono state introdotte nel quadro delle misure destinate a favorire il 
superamento della crisi economica globale che, dal 2008, ha interessato tutti i sistemi economici. 
Si tratta, all’evidenza, di due “nozioni” o “accezioni” profondamente diverse (l’una facendo perno 
sulla crisi della singola società; l’altra facendo perno sulla crisi finanziaria ed economica di carattere 
generale) e che non vanno sovrapposte o confuse, come talvolta è successo. Anche se, debbo 
subito precisare, molte delle normative introdotte per favorire il superamento della crisi 
economica hanno riguardato la disciplina delle crisi delle imprese e, in questo ambito, hanno 
riguardato società: basta pensare ai meccanismi introdotti nella legislazione dell’Unione europea in 
materia di crisi bancarie (mi riferisco specificamente alla Direttiva n. 2014/59, c.d. BRRD) che 
incidono pesantemente sulle società bancarie e sui rapporti ad esse “sottostanti”.  

Nella mia relazione mi occuperò del «diritto societario della crisi» nel senso di regole 
concernenti la crisi delle società. 

b. Seconda notazione.  

L’espressione «diritto societario della crisi» è di conio recentissimo. Invece, le regole suscettibili 
di essere ricondotte in quell’ambito – ovviamente: se si accolga le linea da me prospettata - sono 
talvolta antiche o addirittura antichissime. Si pensi, per fare solo qualche esempio, alla regola 
dell’estensione ai soci illimitatamente responsabili del fallimento dichiarato a carico della società: 
regola, oggi consacrata nell’art. 147 l. fall., fatta risalire addirittura allo ius mercatorum 
medioevale, considerata immanente, anche se non esplicitata, nel code de commerce napoleonico 
e nei codici da questo direttamente ispirati ed infine oggetto di espressa previsione normativa nei 
codici di commercio di fine ‘800: quello italiano del 1882 (art. 847), quello spagnolo del 1885 (art. 
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923), ecc. Si pensi, ancora, alle disposizioni in materia di fallimento delle società anonime 
contenute nel cod. comm. italiano del 1882: mi riferisco, in particolare, all’art. 851, che riguardava 
l’ammissione al passivo dei portatori di obbligazioni, all’art. 852, in materia di “richiamo” da parte 
del curatore dei versamenti ancora dovuti dai soci e, infine, all’art. 853 - una disposizione, devo 
sottolineare, di particolare rilievo - per il quale “Nel fallimento di una società anonima che non si 
trovi in stato di liquidazione il concordato può avere ad oggetto la continuazione o la cessione 
dell’impresa sociale, ed in tal caso deve determinare le condizioni dell’esercizio ulteriore”. 

 

3. Fatte queste premesse, comincio con il rilevare che ogni ragionamento che si voglia svolgere, 
in via generale, in ordine alla materia «diritto societario della crisi», ogni costruzione che, sempre 
in generale, si voglia prospettare in relazione a tale materia postula la considerazione dell’intero 
complesso di disposizioni normative in cui tale materia si concretizza. Il che implica la necessità di 
un “inventario” analitico di quelle disposizioni: necessità non sempre avvertita dalla dottrina che 
del «diritto societario della crisi» si è occupata e si sta occupando e che ha preferito concentrare la 
sua attenzione su singole porzioni di quel diritto. 

Non è ovviamente possibile, in questa sede, affrontare un esame approfondito di tutte le 
norme che, alla luce del criterio “ordinatore” indicato nel paragrafo precedente, sono suscettibili di 
essere ricondotte alla materia di cui ci stiamo occupando. E’ giocoforza limitarsi ad un semplice 
quanto arido elenco: ma anche questo può essere sufficiente per i fini che qui interessano. 

Debbo aprire, a questo punto, una parentesi. La ricognizione alla quale mi accingo deve 
naturalmente avere ad oggetto le normative allo stato vigenti. Il fatto è, però, che si prospettano 
come imminenti modificazioni di tali normative: il Parlamento italiano infatti – all’esito di un 
itinerario a tratti tormentato e confuso – ha varato una legge delega di riforma organica della 
disciplina delle procedure concorsuali, una legge delega la cui attuazione inciderà profondamente 
sulla attuale legge fallimentare e sulle leggi ad essa collegate e che contiene anche e proprio 
specifiche previsioni riconducibili al «diritto societario della crisi»  (ne farò menzione più avanti). 
Non sappiamo quando uscirà il decreto delegato, non sappiamo come verranno attuati i principi di 
delega che qui interessano, non sappiamo se le regole non direttamente toccate dai principi di 
delega verranno in ogni caso modificate e come. La mia impressione, comunque, è che non 
verranno toccate le coordinate di fondo di quella parte di disciplina oggetto qui di attenzione e che 
quindi le riflessioni che intendo svolgere conserveranno comunque, anche dopo la riforma, un 
qualche senso. 

Tornando all’elenco. 

A. Disposizioni del codice civile. 

Iniziando dalle disposizioni del codice civile, vengono qui in considerazione: 

- l’art. 2308, per il quale la dichiarazione di fallimento ed il provvedimento di liquidazione coatta 
amministrativa costituiscono causa di scioglimento della società in nome collettivo (e quindi anche 
della s.a.s.); 

- l’art. 2394-bis, per il quale nel caso di fallimento, liquidazione coatta ed amministrazione 
straordinaria di società per azioni le azioni di responsabilità contro gli amministratori spettanti alla 
società ed ai creditori sociali sono esercitate dagli organi gestori di tali procedure; e l’art. 2497, co. 
4, il quale analogamente attribuisce agli organi gestori di quelle procedure aperte a carico di una 
società controllata l’azione spettante ai creditori nei confronti della società controllante; 
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- gli art. 2415 e 2418, i quali stabiliscono rispettivamente che l’assemblea degli obbligazionisti 
delibera sulla proposta di concordato della società e che il rappresentante comune degli 
obbligazionisti ha la rappresentanza processuale degli obbligazionisti anche nel concordato 
preventivo, nel fallimento, nella liquidazione coatta e nell’amministrazione straordinaria della 
società debitrice; 

- l’art. 2467, per il quale i crediti dei soci derivanti da finanziamenti da essi effettuati alla società 
in certe condizioni è postergato rispetto ai crediti dei terzi e l’eventuale rimborso di quei crediti 
avvenuto nell’anno precedente alla dichiarazione di fallimento della società è revocato; 
disposizione dettata espressamente per le s.r.l., ma che l’art. 2497-quinquies dichiara applicabile 
anche ai finanziamenti infragruppo e che, anche in relazione a ciò, è ritenuta operante anche per le 
s.p.a.; 

- l’art. 2499, secondo il quale può farsi luogo alla trasformazione anche in pendenza di 
procedura concorsuale nei limiti della non incompatibilità con le finalità o lo stato della stessa. 

B. Disposizioni della legge fallimentare. 

a.  Con riguardo alla disciplina del fallimento, vengono qui in considerazione: 

- l’art. 10, per il quale gli imprenditori collettivi (che includono in primo luogo le società) 
possono essere dichiarati falliti entro un anno dalla cancellazione dal registro delle imprese; 

- l’art. 33, in materia di relazione iniziale del curatore del fallimento al giudice delegato, dove, al 
co. 4, si precisa che, ove si tratti di società, la relazione “deve esporre i fatti accertati e le 
informazioni raccolte sulla responsabilità degli amministratori e degli organi di controllo, dei soci e, 
eventualmente, di estranei alla società”; 

- gli art. 48 e 49, i quali dispongono rispettivamente che la corrispondenza diretta al fallito che 
non sia persona fisica è consegnata al curatore e che gli amministratori ed i liquidatori della società 
sono tenuti agli obblighi imposti al fallito in punto di comunicazione del cambio di residenza, di 
presentazione agli organi della procedura ove occorrano informazioni o chiarimenti; 

- l’art. 58, che disciplina l’ammissione al passivo dei crediti derivanti da obbligazioni o altri titoli 
di debito; 

- l’art. 67-bis, in materia di revocatoria degli atti che incidono su un patrimonio destinato ad uno 
specifico affare; 

- l’art. 72-ter, che disciplina gli effetti del fallimento della società sui finanziamenti destinati ad 
uno specifico affare; 

- l’art. 87, per il quale in sede di chiusura dell’inventario nel fallimento di una società il curatore 
invita gli amministratori a dichiarare se hanno notizia dell’esistenza di altre attività; 

- l’art. 105, co. 8, per il quale il curatore può procedere alla liquidazione dell’attivo anche 
mediante il conferimento in una o più società, eventualmente di nuova costituzione, dell’azienda o 
di rami della stessa ovvero di beni o crediti; 

- l’art. 106, co. 2, il quale dispone che alla vendita in sede fallimentare di quote di s.r.l. si applica 
la disciplina del c.c. (art. 2471); 

- l’art. 118, co. 2, il quale stabilisce, nella prima parte, che in caso di chiusura del fallimento di 
una società per integrale liquidazione dell’attivo o per insufficienza di attivo il curatore chiede la 
cancellazione della società dal registro delle imprese; e, nella seconda parte, che la chiusura del 
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fallimento della società per mancanza di domande di ammissione al passivo e per integrale 
soddisfacimento dei creditori determina la chiusura anche dei fallimenti dei soci dichiarati in 
estensione; 

- l’art. 142, il quale, disponendo che solo il fallito persona fisica è ammesso al beneficio 
dell’esdebitazione, implicitamente stabilisce che i soggetti “collettivi” e in primo luogo le società, 
non possono essere ammessi a tale beneficio; 

- il complesso delle disposizioni contenute nel capo X, intitolato Del fallimento delle società, 
dedicate soprattutto al fallimento in estensione (art. 147-149; 153-154), ma riguardanti anche gli 
obblighi degli amministratori (art. 146, co. 1, che doppia l’art. 49), le azioni di responsabilità contro 
i medesimi (art. 142, co. 2, che doppia nella sua prima parte l’art. 2494-bis), i versamenti dei soci a 
responsabilità limitata (art. 150), l’escussione della polizza assicurativa o della fideiussione bancaria 
rilasciate dal socio di s,r.l. e, infine, la proposta di concordato (art. 152, su cui tornerò fra poco); 

- gli art. 155 e 156, che disciplinano la sorte del patrimonio destinato ad uno specifico affare nel 
caso di fallimento della società. 

b. Con riguardo alla disciplina del concordato fallimentare, vengono in considerazione: 

- innanzi tutto, l’art. 152, che, dopo aver precisato, al co.1, che la proposta di concordato per la 
società fallita è sottoscritta da chi ne abbia la rappresentanza legale, al co. 2 testualmente 
stabilisce: “La proposta e le condizioni del concordato, salva diversa disposizione dell’atto 
costitutivo o dello statuto: a) nelle società di persone sono approvate dai soci che rappresentano la 
maggioranza assoluta del capitale; b) nelle società per azioni, in accomandita per azioni e a 
responsabilità limitata, nonché nelle società cooperative, sono deliberate dagli amministratori”1); 

- poi, l’art. 124, co. 1, per il quale il divieto per il fallito di presentare una proposta prima che sia 
decorso un anno dalla dichiarazione di fallimento ed oltre due anni dal decreto di esecutività dello 
stato passivo opera anche per le società cui egli partecipi o da società sottoposte a comune 
controllo; 

- l’art. 124, co. 2, il quale stabilisce che la proposta di concordato deve prevedere la 
ristrutturazione dei debiti e la soddisfazione dei crediti «attraverso qualsiasi forma, anche 
mediante cessione dei beni, accollo o altre operazioni straordinarie, ivi compresa l’attribuzione ai 
creditori, nonchè a società da questi partecipate, di azioni, quote ovvero obbligazioni, anche 
convertibili in azioni o altri strumenti finanziari e titoli di debito»; 

- l’art. 125, co. 4, il quale stabilisce, da un lato, che «Se la società fallita ha emesso obbligazioni 
o strumenti finanziari oggetto della proposta di concordato, la comunicazione *della proposta+ è 
inviata agli organi che hanno il potere di convocare le relative assemblee, affinché possano 
esprimere il lori eventuale dissenso» e, dall’altro, che il termine che il g. d. dovrà fissare per le 
eventuali dichiarazioni di dissenso «è prolungato per consentire l’espletamento delle predette 
assemblee»; 

- l’art. 127, per il quale sono esclusi dal voto e dal computo delle maggioranze i crediti delle 
società controllanti o controllate o sottoposte a comune controllo rispetto al fallito. 

c. Con riguardo alla disciplina del concordato preventivo, vengono in considerazione: 

                                                           
1 Il co. 3 della medesima disposizione precisa: “In ogni caso, la decisione o la deliberazione di cui alla lett. b) del secondo 
comma deve risultare da verbale redatto da notaio ed è depositata ed iscritta nel registro delle imprese a norma dell’art. 
2436 cod. civ.” 
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- l’art. 160, che in punto di contenuto della proposta ripropone la formulazione dell’art. 124; 

- l’art. 161, co. 2 (per il quale il debitore deve presentare con la domanda di concordato, fra 
‘altro, l’indicazione del valore dei beni e dei creditori particolari degli eventuali soci illimitatamente 
responsabili) e co. 4 (che richiama l’art. 152); 

- l’art. 163, co. 4, il quale, nel prevedere la possibilità per uno o più creditori, che rappresentino 
almeno il 10% dell’ammontare complessivo dei crediti di presentare una proposta concorrente di 
concordato preventivo, precisa che ai fini del computo della percentuale non si considerano i 
crediti  della società che controlla la società debitrice, delle società da questa controllate e di 
quelle sottoposte a comune controllo; e co. 5, ult. parte, dove si stabilisce che la proposta 
concorrente «se il debitore ha la forma di società per azioni o a responsabilità limitata può 
prevedere un aumento di capitale con esclusione o limitazione del diritto di opzione»; 

- l’art. 171, co. 4 e 5, per i quali, rispettivamente, se vi sono obbligazionisti il termine previsto 
per la comunicazione da parte del curatore dell’avviso di convocazione è raddoppiato e l’avviso è 
comunicato al rappresentante comune; 

- l’art. 177, co. 4, che riproduce l’art. 127; 

- l’art. 182-quater, il quale, dopo aver stabilito, al co. 1, la prededucibilità dei crediti derivanti 
da finanziamenti  effettuati in esecuzione di un concordato preventivo o di un accordo di 
ristrutturazione e, al co. 2, la prededucibilità, a certe condizioni, dei crediti derivanti da 
finanziamenti effettuati in funzione della presentazione di una domanda di concordato preventivo 
o di omologazione di un accordo di ristrutturazione, dispone, al co. 3, che «in deroga agli art. 2467 
e 2497-quinquies» i primi due commi si applicano anche ai finanziamenti effettuati dai soci fino 
alla concorrenza dell’80% del loro ammontare, precisando che i suddetti commi «si 
applicano…quando il finanziatore ha acquisito la qualità di socio in esecuzione dell’accordo di 
ristrutturazione dei crediti o del concordato preventivo», e al co. 5 che, con riferimento ai crediti 
derivanti da finanziamenti in funzione della presentazione della domanda, i creditori, anche se 
soci, sono esclusi dal voto e dal computo delle maggioranze o della percentuale prevista per 
l’omologazione dell’accordo di ristrutturazione; 

- l’art. 182-sexies, per il quale, dalla data di presentazione di una domanda di concordato o di 
omologazione di un accordo di ristrutturazione, fino all’omologazione, non si applicano le norme 
del codice civile in materia di riduzione obbligatoria del capitale per perdite e di scioglimento per 
riduzione del capitale al di sotto del minimo legale; 

- l’art. 184, co. 2, per il quale «Salvo patto contrario, il concordato della societa' ha efficacia nei 
confronti dei soci illimitatamente responsabili.»; 

- l’art. 185, il quale, dopo aver stabilito, al co. 2, che il debitore è tenuto a compiere ogni atto 
necessario a dare esecuzione alla proposta presentata da uno o più creditori qualora sia stata 
approvata ed omologata, precisa, al co. 5, che il tribunale «puo' revocare l'organo amministrativo, 
se si tratta di societa', e nominare un amministratore giudiziario stabilendo la durata del suo 
incarico e attribuendogli il potere di compiere ogni atto necessario a dare esecuzione alla suddetta 
proposta, ivi inclusi, qualora tale proposta preveda un aumento del capitale sociale del debitore, la 
convocazione dell'assemblea straordinaria dei soci avente ad oggetto la delibera di tale aumento di 
capitale e l'esercizio del voto nella stessa»; 

- l’art. 186-bis, che, nel disciplinare il c.d. concordato con continuità aziendale, da un lato, al co. 
1, precisa che si ha tale figura anche quando il piano preveda il conferimento dell’azienda in 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

28 

 

esercizio in una o più società, anche di nuova costituzione, e dall’altro, al co. 3, chiarisce che della 
continuazione dei contratti pubblici (che costituisce uno dei “vantaggi” di take tipo di concordato) 
può beneficiare anche la società cessionaria o conferitaria dell’azienda o dei rami d’azienda, a cui i 
contratti siano stati trasferiti. 

c. Con riguardo alla disciplina della liquidazione coatta amministrativa, vengono in 
considerazione:  

- l’art. 200, per il quale «Dalla data del provvedimento che ordina la liquidazione …se l'impresa 
e' una societa' o una persona giuridica cessano le funzioni delle assemblee e degli organi di 
amministrazione e di controllo, salvo per il caso previsto dall'art. 214» (cioè il caso del concordato); 

-  l’art. 203, per il quale accertato giudizialmente lo stato di insolvenza dell’impresa assoggettata 
a liquidazione coatta amministrativa trovano applicazione, dalla data del provvedimento di 
liquidazione, le disposizioni in materia di azioni revocatorie, «anche nei confronti dei soci 
illimitatamente responsabili»; 

- l’art. 205, in materia di azione di responsabilità contro amministratori e sindaci dell’impresa in 
liquidazione coatta, che “doppia” l’art. 2394-bis c.c., di cui si è detto prima; 

- l’art. 210, co. 2, che riproduce l’art. 150 in materia di versamenti dei soci a responsabilità 
limitata; 

- l’art. 213, co 4, ult. inciso, per il quale completate le ripartizioni finali, si applicano le norme 
dell’art. 117 l. fall. «e, se del caso, degli artt. 2494 e 2495 del codice civile» (che, con riferimento 
alla liquidazione delle società di capitali, pongono a carico del liquidatore rispettivamente il 
deposito dei libri sociali e la cancellazione della società dal registro delle imprese); 

- l’art. 214, co. 1, che con riguardo alla proposta di concordato richiama le disposizioni dell’art. 
152. 

C. Disposizioni delle leggi sull’amministrazione straordinaria delle grandi imprese in stato di 
insolvenza. 

a. Con riferimento al d.lgs. n. 270/1999, che disciplina l’amministrazione straordinaria c.d. 
“comune” vengono in considerazione: 

- l’art. 4 il quale stabilisce che la dichiarazione dello stato di insolvenza di un’impresa 
individuale è soggetta alle disposizioni degli art. 10 e 11 l.fall., da cui si ricava, a contrario, che ove 
si tratti di impresa collettiva, in particolare di società, quelle disposizioni non si dovrebbero 
applicare (si tratta, peraltro, di una disposizione superata dal nuovo tenore dell’art. 10, di cui si è 
detto prima): 

- gli art. 23, 24 e 25, che regolano l’estensione ai soci illimitatamente responsabili degli effetti 
della dichiarazione dello stato di insolvenza e dei provvedimenti di apertura dell’amministrazione 
straordinaria, di dichiarazione di fallimento e di conversione delle procedure; 

- l’art. 26, che esclude l’applicazione delle disposizioni appena ricordate alle società cooperative; 

- l’art. 27, co. 2, lett. b-bis, dove è previsto un particolare tipo di programma «per le società 
operanti nel settore dei servizi pubblici esseziali»; 

- l’art. 38, per il quale non può essere nominato commissario straordinario chi, avendo 
intrattenuto con l’impresa anche quale socio o amministratore di altra organizzazione patrimoniale 
rapporti non occasionali abbia preso parte o comunque si sia ingerito nella gestione che ha portato 
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al dissesto dell’impresa; 

- l’art. 40, che attribuisce al commissario straordinario l’amministrazione dei beni anche dei soci 
illimitatamente responsabili, fermo per questi ultimi quanto previsto dall’art. 148 l. fall.; 

- l’art. 53, co. 2, per il quale, se è ammessa alla amministrazione straordinaria una società con 
soci illimitatamente responsabili si applicano anche le disposizioni dell’art. 148, co. 3,4,5 l. fall.; 

- l’art. 56, co. 3, dove si stabilisce che il programma di ristrutturazione deve indicare anche «le 
eventuali previsioni di ricapitalizzazione dell’impresa e di mutamento degli assetti imprenditoriali» 
(non si parla espressamente di società, ma è chiaro che proprio ad esse il legislatore soprattutto si 
riferisca); 

- gli art. 80-87, che contengono una analitica disciplina della estensione dell’amministrazione 
straordinaria alle imprese, soprattutto societarie, del gruppo; 

- gli artt. 88-90, che prevedono particolari “misure di contrasto” delle pratiche di svuotamento 
patrimoniale infragruppo (la denuncia al tribunale ex art. 2409 c.c.; la responsabilità per abuso 
della direzione unitaria). 

b. Con riferimento al d.l. n. 347/2003, che disciplina l’amministrazione straordinaria c.d. 
“speciale”, vengono in considerazione: 

- l’art. 4-bis, co. 1, il quale stabilisce che il concordato può prevedere: 

- la ristrutturazione dei debiti e la soddisfazione dei creditori «attraverso qualsiasi forma tecnica 
o giuridica, anche mediante accollo, fusione o altra operazione societaria; in particolare la proposta 
di concordato può prevedere  l’attribuzione ai creditori, o ad alcune categorie di essi,  nonchè a 
società da questi partecipate, di azioni, quote ovvero obbligazioni, anche convertibili in azioni o 
altri strumenti finanziari e titoli di debito»; 

- l’attribuzione ad un assuntore delle attività delle imprese interessate dalla proposta, con la 
precisazione che possono costituirsi come assuntori «anche i creditori o societa' da questi 
partecipate o societa', costituite dal commissario straordinario, le cui azioni siano destinate ad 
essere attribuite ai creditori per effetto del concordato»; 

- l’art. 4-bis, co. 6, il quale stabilisce che, in caso di impugnazione di crediti ammessi, il giudice 
può disporre «l'intrasferibilita' delle azioni eventualmente spettanti ai titolari di crediti contestati, 
disponendo le opportune annotazioni. Ove sia disposto tale vincolo, i titolari delle azioni possono 
esercitare i diritti di opzione e partecipare alle assemblee societarie, ma non effettuare atti di 
disposizione sui titoli. Con il provvedimento che decide sull'opposizione il giudice dispone in merito 
alle azioni gia' attribuite al soggetto il credito del quale sia stato ritenuto insussistente». 

D. Disposizioni di altre leggi. 

Molte leggi speciali contengono disposizioni suscettibili di essere ricomprese nel «diritto 
societario della crisi»; ed è impossibile darne qui indicazioni complete. Mi limito a ricordare, da un 
lato, il t.u.b. ed il d. lsgs. n. 180/2015; e, dall’altro, il d. lgs. n. 175/2016, che disciplina le società 
con partecipazione pubblica. 

a. Il t.u.b. contiene una articolatissima disciplina delle crisi di singole banche e di gruppi bancari, 
ulteriormente arricchita dalla disciplina contenuta nel d. lgs. n. 180/2015, di attuazione della 
Direttiva c.d. BRRD. 

In quelle discipline le “intersezioni” fra diritto societario e diritto concorsuale sono 
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innumerevoli, posto che le banche hanno ormai praticamente tutte la forma di società. Ma 
soprattutto merita di essere segnalato che quelle discipline attribuiscono alle autorità di settore 
(autorità di vigilanza; autorità di risoluzione) poteri di particolare ampiezza, elasticità e 
penetratività, idonei ad incidere sulla stessa struttura societaria, sui diritti dei soci; basta pensare, 
per fare un solo – credo emblematico - esempio, all’impressionante serie di poteri attribuiti alle 
autorità di risoluzione dall’art. 63 della BRRD, che reca la rubrica Poteri generali: vi si comprendono 
il «potere di assumere il controllo dell’ente soggetto a risoluzione ed esercitare tutti i diritti e poteri 
conferiti ai suoi azionisti, ai suoi altri proprietari e al suo organo di amministrazione» (lett. b); «il 
potere di trasferire azioni o altri titoli di proprietà emessi dall’ente soggetto a risoluzione» (lett. c); 
il «potere d’imporre all’ente soggetto a risoluzione o a un ente impresa madre pertinente di 
emettere nuove azioni o altri titoli di proprietà ovvero altri strumenti di capitale, compresi azioni 
privilegiate e strumenti convertibili contingenti» (lett. i) e così via. 

b. L’art. 14 del d.lgs. n. 175/2016, da un lato, stabilisce che le società a partecipazione pubblica 
sono soggette alla disciplina del fallimento del concordato preventivo e dell’amministrazione 
straordinaria e, dall’altro, pone le regole che devono osservarsi al fine di prevenire, prima, e 
risolvere, poi, le crisi. 

 

4. Questo quadro, che evidenzia una realtà normativa assai ricca dal punto di vista quantitativo, 
può offrire un idoneo punto di partenza per una serie di considerazioni di ordine generale. 

A. Primo ordine di considerazioni.  

a. L’attuale «diritto societario della crisi» è formato non già da un corpus completo ed organico 
di norme, ma da un insieme di “frammenti” di disciplina. E’ certamente possibile isolare in questo 
insieme gruppi di disposizioni suscettibili di integrare dei “microsistemi” (per esempio: il 
trattamento nelle varie procedure dei soci illimitatamente responsabili; o il trattamento dei 
patrimoni destinati ad uno specifico affare; o quello dei finanziamenti dei soci); ma, per il resto, si 
tratta di disposizioni isolate, frutto spesso di scelte occasionali del legislatore (come molta parte, 
del resto, della nostra legislazione concorsuale) e comunque intervenute in tempi diversi, in 
contesti diversi e con diversa ispirazione. 

Il che, ovviamente, ha determinato, per un verso, lacune o veri e propri vuoti di disciplina e, per 
altro verso, molte incongruenze. 

Quanto ai vuoti, uno dei più vistosi è dato dalla mancanza di una disciplina della crisi dei gruppi 
di società: ci sono – e vi ho accennato – delle regolamentazioni particolari nell’ambito di certe 
procedure o con riferimento a certe categorie di imprese; si tratta però di regolamentazioni non 
travasabili in blocco nelle procedure concorsuali “generali”. Ma ci sono altri vuoti: per esempio nel 
nostro sistema, accanto alle procedure che ho più volte richiamato (fallimento, concordato 
preventivo, l.c.a e a.s.) vi è il gruppo delle procedure di sovraindebitamento, che si applicano a tutti 
i soggetti non sottoponibili alle procedure appena menzionate, fra i quali certamente possono 
esservi società (in particolare: società con oggetto agricolo; società di piccole dimensioni). Orbene: 
la legge (del 2012) che disciplina le procedure di sovraindebitamento addirittura non menziona 
mai, a nessun proposito, le società. 

Quanto alle incongruenze, mi basta segnalare che mentre per le società di capitali e le società 
cooperative la dichiarazione di fallimento o il provvedimento di l,c.a. non costituisce più, dopo la 
riforma del diritto societario del 2003, causa di scioglimento, per le società di persone è rimasta la 
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regola opposta. La dottrina ha cercato di giustificare o di “ricomporre” tale incongruenza: ma, a 
mio avviso, senza successo. 

b. Né questo connotato di “frammentarietà” sembrerebbe poter essere superato in un 
prossimo futuro. 

Ho già accennato alla legge delega di riforma organica delle procedure concorsuali, che è stata 
approvata dal Parlamento italiano nel mese di ottobre di quest’anno. Tale legge contiene sì 
innovazioni importanti anche e proprio sul terreno che qui interessa, a partire da una disciplina 
della crisi dei gruppi: ma, ancora una volta, in una logica “episodica”.  

Tra l’altro, le nuove norme non sono esenti esse stesse da qualche vistosa contraddizione. Per 
esempio, da un lato, si prevede il ritorno alla regola secondo cui l’apertura del fallimento 
*ridenominato in quella legge “liquidazione giudiziale”+ costituisce causa di scioglimento anche 
delle società di capitali, recependo quindi la vecchia idea della valenza ex se dissolutiva delle 
procedure concorsuali liquidative, dall’altro si stabilisce che, chiusa la procedura di liquidazione, il 
curatore debba convocare i soci perché deliberino in  ordine alla prosecuzione o liquidazione 
ordinaria della società, secondo un’idea, allora, esattamente opposta. 

c. Tutto ciò detto, osserverei che le regole che possono essere ricondotte, oggi, nell’ambito del 
«diritto societario della crisi» sono (direi: naturalmente e inevitabilmente)  

- talvolta frutto dell’adattamento del diritto societario “comune” alla situazione di crisi delle 
società: mi sembra questo il caso, per fare qualche esempio, dell’art. 152, co. 2, l. fall., in materia di 
proposta di concordato o dell’art. 182-sexies sempre l. fall. in materia di disapplicazione, in 
presenza di una proposta di concordato, delle norme del codice civile in punto di riduzione 
obbligatoria del capitale per perdite e di scioglimento per riduzione del capitale al di sotto del 
minimo legale; 

- talaltra sono frutto dell’adattamento del diritto concorsuale “comune” alla peculiare natura 
del soggetto che a quel diritto si trova ad essere sottoposto; si possono fare anche qui degli 
esempi: l’art. 49 e l’art. 146, co. 1, legge fallimentare  per i quali gli amministratori ed i liquidatori 
della società sono tenuti agli obblighi imposti al fallito in punto di comunicazione del cambio di 
residenza, di presentazione agli organi della procedura ove occorrano informazioni o chiarimenti2;  

- talaltra ancora, sono il risultato di una “conciliazione” delle regole ed esigenze societarie con le 
regole ed esigenze concorsuali: l’esempio più illuminante è fornito dall’art. 2499 cod. civ., in 
materia di trasformazione delle società, dove, ricordo, si legge “Può farsi luogo alla trasformazione 
anche in pendenza di procedura concorsuale, purché non vi siano incompatibilità con le finalità o lo 
stato della stessa”. 

Tutto ciò spiega, fra l’altro, perché queste regole si rinvengano – e non è questa caratteristica 
esclusiva del nostro sistema – più o meno indifferentemente nelle leggi concorsuali (e in primis 
nella nostra legge fallimentare) o nel codice civile o in altre leggi speciali.3. 

                                                           
2 O ancora l’art. 33 l. fall., in materia di relazione iniziale del curatore del fallimento al giudice delegato; o, infine, l’art. 
125, co. 4 l. fall., in materia di comunicazione della proposta di concordato agli obbligazionisti 
3 E spiega anche perché non sembrerebbe accettabile l’idea - talvolta emersa in qualche dibattito – di scomporre le 
suddette regole in due blocchi diversamente denominati: il «diritto societario della crisi», da riferire alle regole che siano 
frutto dell’adattamento del diritto societario comune alla situazione di crisi della società; e il «diritto concorsuale delle 
società», da impiegare per designare le regole frutto dell’adattamento del diritto concorsuale “comune” alla particolare 
natura o particolari caratteristiche del soggetto sottoposto alle procedure concorsuali 
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Per completare il discorso si può osservare che la diversa collocazione “formale” delle regole di 
cui stiamo parlando nelle leggi concorsuali o nelle leggi societarie se è, in generale, irrilevante, può 
assumere, invece, importanza nello specifico contesto delle norme di conflitto, perché i criteri di 
collegamento internazionalprivatistici sono diversi a seconda che la regola venga ricondotta 
formalmente al diritto societario o al diritto concorsuale: nel primo caso, la legge da applicare sarà 
normalmente quella dello Stato di “incorporazione” della società; nel secondo caso, la legge da 
applicare sarà normalmente quella dello Stato dove è stata aperta la procedura concorsuale4. 

d. Sempre in linea generale, ricorderei infine che è stato posto il problema se al «diritto 
societario della crisi» debba riconoscersi autonomia rispetto sia al diritto societario sia al diritto 
concorsuale: e si è data talvolta risposta affermativa. 

Personalmente, osservo che già è dibattuto se al diritto commerciale nel suo complesso debba 
riconoscersi autonomia. Ho qualche dubbio che ci si possa porre il problema con riferimento ad un 
“sottosegmento” di tale diritto, come dovrebbe qualificarsi il diritto societario della crisi. Ed ho 
ancora maggiori dubbi sulla possibilità di “estrarre” dalla disciplina riconducibile a quel diritto, e 
men che meno da singole norme in cui quella disciplina si concreta, dei c.d. principi generali da 
applicare poi a fattispecie diverse da quelle espressamente regolate. E ciò anche e proprio in 
relazione allo stadio evolutivo in cui tale diritto si trova e che ho prima segnalato. 

Così, per fare anche qui qualche esempio, non credo che sia possibile pensare di “esportare” 
puramente e semplicemente nell’ambito delle procedure giudiziarie di cui alla l. fall. – come è stato 
talvolta proposto - i meccanismi di burden sharing (condivisione concorsuale delle perdite), 
introdotti di recente dalla legislazione europea nelle procedure di soluzione delle crisi bancarie; o, 
ancora, pensare di rendere di applicazione generale – come ugualmente è stato proposto - le 
regole poste oggi dall’art. 185 l.fall. in materia di esecuzione, nel concordato preventivo, delle c. d. 
proposte concorrenti (cioè presentate da soggetti diversi dal debitore). Ma su quest’ultima 
disposizione tornerò più avanti. 

Naturalmente, tutto ciò non significa che talune delle norme rientranti nel «diritto societario 
della crisi» non possano essere interpretate ed applicate in via estensiva o anche analogica. Ciò è 
sicuramente possibile per tutte quelle norme che possano ritenersi semplici adattamenti di regole 
di diritto comune (societario o concorsuale). Questo, per fare di nuovo degli esempi, è da dire, fra 
l’altro, proprio per alcune delle regole che ricordavo prima: la regola posta dall’art. 152 l. fall. con 
riferimento al concordato potrebbe tranquillamente essere considerata applicabile anche alla 
richiesta di fallimento; ed ugualmente la regola posta dall’art. 2499 cod. civ. con riguardo alla 
trasformazione può tranquillamente essere ritenuta applicabile con riguardo a tutte le modifiche 
statutarie da deliberare in pendenza di una procedura concorsuale. 

B. Secondo ordine di considerazioni.  

Dal quadro normativo delineato in precedenza possono sicuramente trarsi (non già principi 

                                                                                                                                                                                 
Questo non significa che non si possa usare l’espressione “diritto concorsuale delle società”: la si può tranquillamente 
usare ma, a mio avviso, come semplice sinonimo dell’espressione “diritto societario della crisi”. 
4 E’ il caso di aggiungere che un problema di questo tipo è stato dibattuto in Germania, con riguardo ad una disposizione 
della legge sulle società a responsabilità limitata (l’art. 64 della GmbH-Gesetz) che prevedeva l’obbligo degli 
amministratori di rimborsare alla società i pagamenti da essi effettuati successivamente al verificarsi dello stato di 
insolvenza o all’accertamento del suo deficit: in relazione ad una vicenda concreta, che aveva visto coinvolta una società 
inglese a cui carico era stata aperta in Germania una procedura di insolvenza, è intervenuta la Corte di Giustizia europea 
con la sentenza 10 dicembre 2015 che ha riconosciuto la natura “fallimentare” di quella disposizione anche se collocata 
in una legge societaria. 
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generali, ma) quelli che definirei come “indicatori di sistema”. 

a. Il principale “indicatore” di sistema mi parrebbe questo: da un lato, l’assoggettamento o 
l’ammissione ad una procedura concorsuale non comporta, di regola, né l’azzeramento e neppure il 
“congelamento” dell’organizzazione societaria (si tendeva a ritenerlo in passato, ma è una visione 
da tempo superata). Dall’altro, e correlativamente, l’assoggettamento o l’ammissione ad una 
procedura concorsuale non tocca, sempre in linea di principio, le funzioni ed i poteri inerenti 
all’organizzazione societaria come tale (quello che è stato di recente definito come il “principio di 
neutralità organizzativa”). 

Gli indici normativi che depongono in tal senso sono molti ed inequivoci. 

In particolare: 

- dagli art. 49, 87, 46, co. 1, 152 l. fall. si ricava che, dichiarato il fallimento della società, gli 
amministratori (o, eventualmente, i liquidatori) restano in carica, conservando integri i loro poteri 
(naturalmente con i limiti operativi derivanti dallo spossessamento); né, per converso, sono 
rintracciabili oggi disposizioni o regole che prevedano in via generale l’attribuzione in tutto o in 
parte di tali poteri ad organi della procedura; 

- dagli art. 152 e 214 l. fall. si deduce agevolmente che resta efficace, pur dopo la dichiarazione 
di fallimento o l’assoggettamento a liquidazione coatta amministrativa, la clausola statutaria che 
attribuisca all’assemblea dei soci la decisione su di una proposta di concordato fallimentare (o di 
liquidazione); e, d’altra parte, dall’art. 2499 cod. civ. si ricava agevolmente che l’assemblea 
straordinaria conserva, pur dopo il fallimento e, in genere, l’assoggettamento ad una procedura 
concorsuale, le sue competenze deliberative in materia di modifiche statutarie; 

- dagli art. 2415 e 2418 cod. civ. e dagli art. 125, ult. co. e 171 l. fall. si ricava agevolmente che, 
pur dopo il fallimento e, in genere, l’assoggettamento ad una procedura concorsuale, l’assemblea 
degli obbligazionisti ed il rappresentante comune degli stessi conservano le loro competenze; 

- dall’art. 182-sexies l. fall. si ricava agevolmente che, pur dopo la presentazione della domanda 
di concordato preventivo, gli amministratori e l’assemblea conservano, in principio, le loro funzioni 
(la disposizione non avrebbe senso se già la presentazione della domanda di concordato 
determinasse un “congelamento” delle funzioni dell’assemblea e, d’altra parte, essa sospende l’ 
obbligo di provvedere nell’ipotesi di perdite superiori al terzo del capitale ed in quella di 
diminuzione del capitale al di sotto del minimo legale, non invece il potere di farlo). 

Mi pare, allora, che resti tuttora valida, su di un piano generale, l’affermazione – che ho avuto 
occasione di formulare più di 20 anni fa – secondo cui «le procedure concorsuali non hanno, in 
linea di principio, alcuna conseguenza sull’assetto organizzativo della società e non toccano le 
funzioni ed i poteri inerenti all’organizzazione societaria come tale». 

b. Naturalmente, il principio di neutralità non costituisce affatto un dogma vincolante anche per 
il legislatore. Il legislatore ben può introdurre delle deroghe, come in effetti è accaduto. Basta 
considerare: 

- l’art. 118 l. fall., per il quale, chiuso il fallimento della società per integrale ripartizione 
dell’attivo o per insufficienza del medesimo, compete al curatore provvedere alla cancellazione 
della società; 

- l’art. 185 l. fall., per il quale – ricordiamo – in sede di esecuzione di una proposta concordataria 
il tribunale «puo' nominare un amministratore giudiziario attribuendogli il potere di compiere ogni 
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atto necessario a dare esecuzione alla suddetta proposta, ivi inclusi, qualora tale proposta preveda 
un aumento del capitale sociale del debitore, la convocazione dell'assemblea straordinaria dei soci 
avente ad oggetto la delibera di tale aumento di capitale e l'esercizio del voto nella stessa»5. 

Ma si tratta di eccezioni rispetto al sistema, che come tali debbono essere trattate.  

Il discorso è particolarmente importante per quanto riguarda l’art. 185, che una parte della più 
recente dottrina ha cercato di valorizzare come espressione di un definitivo superamento, anzi di 
un vero e proprio ribaltamento, del principio di neutralità. In realtà, quella norma, se 
correttamente letta, conferma, per un verso, che in ogni caso è l’assemblea che deve provvedere 
(sia pur costrettavi) all’aumento di capitale e, dall’altro, che per tutti i casi diversi da quello 
espressamente considerato i soci restano liberi di deliberare quello che ritengano più opportuno6. 

                                                           
5 Nonché: 
- l’art. 200 l. fall., per il quale, disposta la liquidazione coatta amministrativa, «cessano le funzioni delle assemblee e degli 
organi di amministrazione e di controllo» (per inciso: la dottrina tende a ritenere che più che di cessazione si tratti di 
sospensione e che la sospensione, d’altra parte, concerna solo i poteri incompatibili con la procedura); 
- l’art. 213, ult. inciso dell’ultimo co., per il quale, nel caso di chiusura della liquidazione coatta per ripartizione 
dell’attivo, il liquidatore deve “se del caso” procedere alla cancellazione della società dal registro delle imprese. 
- l’art. 4-bis del d.l. n. 347/2003, che attribuisce in via esclusiva al commissario straordinario, nell’amministrazione 
straordinaria speciale, il potere di presentare una proposta di concordato, tagliando completamente fuori, quindi, il 
debitore e pertanto, nel caso di società, gli amministratori e l’assemblea. 
6 Naturalmente, non ignoro che la ricordata legge delega ha introdotto altri “punti di rottura” del principio di neutralità. 
Mi riferisco, innanzi tutto, alla previsione dell’art. 6, co. 2, lett. b), per la quale, in caso di concordato preventivo 
riguardante società, si dovrebbe «imporre agli organi della società il dovere di dare tempestiva attuazione alla proposta 
omologata, stabilendo che, in caso di comportamenti dilatori od ostruzionistici, l’attuazione possa essere affidata ad un 
amministratore provvisorio, nominato dal tribunale, dotato dei poteri spettanti all’assemblea ovvero del potere di 
sostituirsi ai soci nell’esercizio del voto in assemblea, con la garanzia di adeguati strumenti d’informazione e di tutela, in 
sede concorsuale, dei soci». E mi riferisco, poi, alla previsione dell’art. 7, co. 2, lett. e) secondo la quale dovrebbero 
essere attribuiti al curatore nella procedura di liquidazione giudiziale (il vecchio fallimento) “previa acquisizione delle 
prescritte autorizzazioni, i poteri per il compimento degli atti e delle operazioni riguardanti l’organizzazione e la struttura 
finanziaria della società, previsti nel programma di liquidazione” (programma che – ricordo - è predisposto dallo stesso 
curatore) “assicurando – prosegue la disposizione - un’adeguata e tempestiva informazione dei soci e dei creditori della 
società, nonché idonei strumenti di tutela, in sede concorsuale, degli stessi e dei terzi interessati”.  
Non sappiamo se e come questi principi di delega verranno attuati dal legislatore delegato; in particolare non sappiamo 
come verranno strutturati gli idonei o adeguati strumenti di tutela dei soci previsti da quei principi, che potrebbero 
limitare fortemente l’incidenza dei nuovi obblighi o poteri. 
Entrambe le disposizioni mi sembrano, comunque, il frutto di scelte decisamente criticabili. 
Quanto alla prima. La disposizione si colloca nel solco del vigente e più volte ricordato art. 185 l.fall., rispetto al quale, 
peraltro, presenta un minor tasso di criticità, ove si consideri che se, per un verso, ne è più ampio l’ambito di 
applicazione (riguardando la nuova norma tutte le operazioni che esigano l’intervento dell’assemblea), per altro verso 
essa concerne ormai solo le proposte avanzate dalla società medesima, dal momento che il testo definitivo della legge, 
da un lato, ha soppresso la possibilità di presentazione di domande di concordato preventivo da parte di soggetti diversi 
dal debitore e. dall’altro, non menziona neppure le proposte concorrenti di cui alla legge vigente.  La disposizione resta 
comunque espressione di una logica di preminenza delle regole concorsuali sulle regole societarie o se si preferisce di 
“assorbimento” delle seconde da parte delle prime (in sostanza: la sequenza proposta-approvazione dei creditori-
omologazione del tribunale prenderebbe anche il posto delle deliberazioni assembleari), che – seppure rintracciabile 
anche in altri ordinamenti – risulta in quanto tale assai discutibile.  
Vorrei aggiungere che, per conseguire il risultato che il legislatore della nuova riforma ha espressamente dichiarato di 
volere raggiungere (quello di evitare comportamenti dilatori od ostruzionistici dei soci) altre strade avrebbero potuto  
essere seguite. In particolare, anziché intervenire, a valle, sulla disciplina della esecuzione del concordato, si sarebbe 
potuto intervenire, a monte, sulla disciplina della proposta (cioè sul già ricordato art. 152 l. fall.), stabilendo, per 
esempio, che la proposta decisa e presentata dagli amministratori, ove contenga la previsione di operazioni 
straordinarie, implichi ex se il potere dei medesimi, ove la proposta sia approvata dai creditori e omologata dal tribunale, 
di dare direttamente attuazione a tali operazioni oppure stabilendo che la proposta la quale contenga la previsione di 
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5. Nel titolo della mia relazione mi sono azzardato a qualificare il «diritto societario della crisi» 
come una “nuova frontiera”, sia pure con un punto di domanda. 

Probabilmente, vi è in questo una enfasi eccessiva. Sono fermamente convinto, comunque, che 
quello di costruire uno “statuto” normativo delle società in crisi (lo si chiami poi diritto societario 
della crisi o in qualsiasi altro modo) debba ormai costituire un obiettivo imprescindibile, in primo 
luogo, per il legislatore. Ormai, tutti gli ordinamenti si muovono nel senso di potenziare l’efficienza 
delle procedure di composizione e soluzione delle crisi delle imprese: ora, l’efficienza di queste 
procedure passa anche e proprio attraverso l’elaborazione di regole pensate e scritte su misura dei 
destinatari delle stesse. In passato, il destinatario era il debitore persona fisica, l’imprenditore 
individuale e su questa figura era articolata la disciplina. Oggi, si deve capovolgere la prospettiva ed 
assumere come destinatario il soggetto “collettivo”, in primo luogo le società; e su questa figura 
occorrerebbe modellare la disciplina. 

Le principali linee guida di questo “statuto” dovrebbero a mio avviso, essere quattro. 

A. Innanzi tutto, la completezza della regolamentazione, che dovrebbe toccare tutti i profili, 
diciamo, di intersezione fra diritto societario e diritto concorsuale, a partire da quelli che possono 
emergere in sede di verifica della sussistenza dei presupposti tradizionali delle procedure di crisi, 
ove la crisi riguardi appunto una società7.  

B. In secondo luogo, la modernizzazione della disciplina, con l’abbandono di idee tanto arcaiche 
quanto sbagliate. Ho già avuto occasione di indicarne una, quella della valenza necessariamente 
dissolutiva, per le società, delle procedure concorsuali liquidative. Si tratta di una idea che ha avuto 
ed ha ricadute che definirei nefaste: dalla qualificazione dell’apertura di una di tali procedure come 
causa di scioglimento della società alla esclusione delle società dal beneficio dell’esdebitazione.  

C. In terzo luogo, la chiarezza e la semplicità delle regole. Qui entra o entrerebbe in giuoco 
l’opportunità di ripensare certi principi o meccanismi tradizionali. E’ il caso, per esempio, del 
principio dell’estensione del fallimento della società ai soci illimitatamente responsabili. Questo 
principio - nell’esperienza italiana, ma non solo in quella - ha determinato l’accumularsi di un 
immenso e talvolta inestricabile groviglio di problemi. Dato ciò e dato che esso principio non 
presenta alcun carattere di necessarietà (molti ordinamenti non lo conoscono e non l’hanno mai 

                                                                                                                                                                                 
operazioni straordinarie debba sempre essere approvata (anche o solo) dall’assemblea straordinaria ovvero debba 
essere accompagnata dalla relativa delibera, sospensivamente condizionata all’approvazione della proposta da parte dei 
creditori ed alla omologazione del tribunale. Si tratta di soluzioni diverse, ma tutte idonee a realizzare un equilibrato 
coordinamento fra regole societarie e regole concorsuali, stabilendo oltretutto una precisa coerenza fra fase dell’accesso 
alla procedura e fase della esecuzione anche coattiva. 
Quanto alla seconda. La disposizione – la quale sembrerebbe comportare che il curatore possa direttamente decidere al 
posto degli organi ordinari, compresa l’assemblea, in ordine all’organizzazione ed alla struttura finanziaria della società – 
appare chiaramente ispirata all’art.63 della BRRD, di cui ho già detto in precedenza. Ora, da un lato, la disposizione della 
Direttiva comunitaria si inserisce in un contesto assai particolare che vede le banche assoggettate ad un regime di 
controlli pubblicistici talmente stretto ed incisivo da privare le medesime, in effetti, di qualsiasi spazio di autonomia: il 
che ovviamente non si riscontra per le imprese diciamo comuni. Dall’altro, la disposizione della Direttiva solleva non 
pochi dubbi di incostituzionalità per quella che si configura come una sorta di espropriazione delle prerogative e dei 
diritti della società e dei soci. Dubbi ancora maggiori di incostituzionalità evidentemente saranno suscettibili di porsi con 
riguardo alla disposizione di cui stiamo parlando. 
7 Un esempio per tutti: nella giurisprudenza italiana si ritiene che, nel caso delle società in liquidazione, l’accertamento 
in ordine all’insolvenza, ai fini della dichiarazione di fallimento, debba essere inteso come semplice verifica della 
sussistenza o meno di un deficit patrimoniale, con un sensibile scostamento allora rispetto al parametro offerto dall’art. 
5 l. fall.; la dottrina è su posizioni esattamente opposte. E’ un profilo importante e delicato che andrebbe espressamente 
disciplinato dalla legge. 
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conosciuto), sarebbe il caso, in un’ottica di semplificazione, di scegliere senz’altro la strada della 
sua eliminazione, seguendo l’esempio offerto, in tempi recenti, dall’ordinamento spagnolo e da 
quello francese, dove pure era da lungo tempo saldamente presente (mi ero permesso di 
suggerirlo all’inizio della stagione delle riforme; questo suggerimento è stato ignorato in quella 
sede ed è tornato ad esserlo anche nei lavori sfociati nella più volte richiamata legge delega di 
riforma. 

D. La quarta linea concerne l’approccio di fondo alla materia: profilo tanto delicato quanto 
importante. 

Se, da un lato, si dovrebbe abbandonare ogni idea di una necessaria “separatezza” e neutralità 
reciproca fra i profili societari ed i profili concorsuali, dall’altro, si dovrebbe rinunziare ad ogni idea 
di supremazia sempre e comunque della logica concorsuale sulla logica societaria o di 
strumentalizzazione o “asservimento”, sempre e comunque, dei meccanismi societari ai fini delle 
procedure concorsuali Ripeto qui quanto ho avuto occasione di scrivere alcuni anni fa: nessuna 
disciplina delle crisi può dirsi, oggi, realmente efficiente ed efficace se non è fondata su di un 
completo coordinamento, anzi su di una stretta integrazione fra normativa concorsuale e 
normativa societaria; una stretta integrazione indispensabile sia, in negativo, per evitare che 
norme di diritto societario siano di ostacolo al raggiungimento degli obiettivi della procedura 
concorsuale e sia, in positivo, per consentire l’utilizzazione di meccanismi di diritto societario per 
permettere o agevolare il raggiungimento di quegli obiettivi. 

Se si adotta questa prospettiva e se, d’altra parte, si considera che gli interessi tutelati dalle 
regole societarie hanno pari dignità rispetto a quelli tutelati dalle regole concorsuali, la strada da 
seguire diventa chiara: è quella della ricerca, volta per volta, del miglior punto di equilibrio fra le 
esigenze concorsuali e le esigenze societarie, in una logica quindi di conciliazione fra quelle 
esigenze.  

La nostra legislazione più recente offre molti esempi di norme riconducibili al nostro diritto ed 
ispirate proprio a quella logica. Ho già sottolineato l’importanza sotto questo aspetto dell’art. 2499 
cod. civ.; ma in una logica analoga si colloca, per esempio, l’art. 182-sexies l. fall. anch’esso più 
volte ricordato. Come mi è capitato di scrivere, questa disposizione ha come effetto, voluto, 
l’”innesto” dei meccanismi civilistici di tutela del capitale all’interno dei meccanismi compositivi 
della crisi della società ed in funzione della maggiore efficienza dei medesimi; un innesto che non 
svaluta affatto – come è stato sostenuto da una parte della dottrina - il ruolo del capitale sociale, 
ma anzi tale ruolo a ben vedere esalta. 

Posso aggiungere che la stessa logica ha guidato, in molti punti, i redattori della legge delega di 
riforma organica più volte ricordata: così, per esempio, nelle disposizioni relative alla disciplina 
della crisi dei gruppi che, tutte, muovono dall’idea di conciliare l’esigenza di conservare la 
distinzione fra le singole entità che compongono il gruppo con l’esigenza di una gestione unitaria o 
comunque coordinata della crisi.  

Mi pare, per concludere, che sussistano già molti buoni esempi di come – senza “appiattirsi” 
acriticamente su modelli adottati in altre esperienze – sia possibile costruire parti essenziali di un 
moderno «diritto societario della crisi» in una chiave di contemperamento fra le esigenze 
concorsuali e le esigenze societarie. 
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5. TRABAJOS DE INVESTIGACION 

 

1) Grupo de investigación 1: “El deudor sobreendeudado”  
Directora: Prof. Dra. Stefania Pacchi (Italia). 

Integraron este grupo de investigación:  

 Esteban Carbonell O’Brien (Perú) “El consumidor sobreendeudado: Hacia una 
respuesta eficiente desde el derecho de la insolvencia”.   

 Elianne Estecche de Fernández  (Venezuela)  El sobreendeudamiento del consumidor: 
Un desafío del nuevo milenio” 

 Luis Manuel Méjan (México) “Un Régimen de Insolvencia de los Consumidores en 
México”. 

 Stefania Pacchi (Italia) “I procedimenti concorsuali per la crisi da sovraindebitamento” 

 Francisco Junyent Bas  (Argentina) “En torno a las alternativas de saneamiento para el 
deudor sobre-endeudado”.   

 Juan Carlos Rodríguez Maseda (España) “El sobreendeudamiento de la persona física 
en España y las vías para su solución”. 

 Daniele Vattermoli (Italia)“ La procedura di liquidazione del patrimonio del debitore”.  
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Coordinador PROF. STEFANIA PACCHI 

 

EQUIPO 

Esteban Carbonell O’Brien - Perú 

Elianne Estecche De Fernandez - Venezuela 

Francisco Junyent Bas - Argentina 

Luis Manuel Méjan - México 

Stefania Pacchi - Italia 

Juan Carlos Rodríguez Maseda - España 

Sergio Ruiz - Argentina 

Daniele Vattermoli - Italia 

 

Título descriptivo: El consumidor sobreendeudado. Problemáticas y respuestas de las diversas 

legislaciones. 

Selección del área temática: La mayoría de los estudios realizados sobre la crisis financiera 
mundial han coincidido en que el endeudamiento de las personas humanas (o naturales)1 y la falta 
de mecanismos adecuados para tratar dicho flagelo, pueden tener graves repercusiones sociales y 
económicas en una sociedad cada vez más hiperconsumista. 

Si bien es cierto que algunas de las leyes concursales en los Estados Unidos, Europa y 
Latinoamérica permiten los concursos o quiebras de personas humanas, se advierte que el 
tratamiento que se da a las soluciones que se plantean no siempre contemplan las particularidades 
que supone el sobreendeudamiento del consumidor, pues están pensadas para comerciantes 
pequeños o profesionales, requiriéndose de normas tuitivas que posibiliten sea un mecanismo de 
reestructuración de deudas del consumidor, de manéra ágil, eficiente y con bajo coste, sea la 
“discharge”. 

Así, la legislación concursal, al no contener tales veces normas específicas respecto de las personas 
humanas no comerciantes, omite regular de manera concreta los efectos que trae aparejada la 
apertura del procedimiento concursal con relación a quienes no son comerciantes o empresarios, 
especialmente en lo que refiere a las consecuencias patrimoniales de la falencia. 

De allí que no han sido pocos los autores que desde, distintas aristas, han estudiado el tema 
afirmando la necesidad de un nuevo régimen para dar curso a la situación económica de los 
particulares cuando esta se encuentre en crisis. Este reclamo constituye una constante en los 

                                                           
1 Una advertencia: hay diversos vocablos para indicar el sujeto deudor diferente del empresario comercial no pequeño. 
En las leyes de los diversos Paises y en la doctrina se utilizan los siguentes terminos: persona natural, persona fisica no 
comerciante, deudor civil, deudor consumeril, consumidor, deudor no sujeto a quiebra. Por lo tanto en este protocolo 
cualquiera de estas palabras se utilizen, siempre se referieren al mismo sujeto 
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estudios sobre el tema y forma parte de la agenda de la mayoría de congresos y seminarios 
concursales. 

No obstante, cabe resaltar que mientras no existan reglas jurídicas que aborden específicamente la 
cuestión, resulta necesario analizar el derecho vigente para identificar y armonizar las normas a los 
fines de dar respuestas consistentes a los inconvenientes planteados. Al revés cuando existen 
reglas (Europa y Estados Unidos) para el deudor civil (término omnicomprensivo del consumidor, 
del pequeño empresario, del empresario agrícola y de todos que ejercen una actividad diferente 
de la de empresa) resulta necesario verificar si estas normas son eficaces y eficientes para resolver 
el problema. 

Por ello, en el presente protocolo de investigación nos proponemos analizar los alcances 
materiales y temporales de los sistemas concursales de Europa, de los Estados Unidos y de 
LatinoAmerica, con relación a los procedimientos disponibles para la reestructuración de pasivos 
de un deudor consumeril, y a las consecuencias normativas que de este efecto se derivan. 

A esos fines, primeramente se abordará la problemática del sobreendeudamiento de persona 
humana no comerciante, puntualizando los presupuestos objetivos y subjetivos. Efectuaremos 
asimismo un examen de las regulaciones que ofrecen los distintos ordenamientos concursales del 
derecho comparado de Europa, de los Estados Unidos y de LatinoAmerica en orden a determinar el 
marco normativo en el que se insertan los distintos procedimientos, sean preventivos o 
liquidativos, analizando, particularmente, los proyectos de reforma que se hubieren presentado 
para su sanción. 

Esbozadas todas estas cuestiones ingresaremos en el estudio de  los efectos que se suceden a 
partir sea de la admisión al procedimiento especifico para el consumidor (cuando esta previsto) 
sea de la sentencia de quiebra (cuando no existe procedimiento especifico) y las particularidades 
que presentan respecto de las personas físicas no comerciantes. Así, y sin perjuicio de describir 
brevemente los efectos personales de la quiebra, centraremos nuestro análisis en los efectos 
patrimoniales de la misma. 

Cabe referirse también al límite temporal del desapoderamiento y a las consecuencias que trae 
aparejada su instrumentación, sus implicancias respecto los haberes del deudor y la posibilidad de 
la liberación patrimonial del deudor (discharge). Al respecto, existen variados modelos que se han 
diseñado en el derecho comparado y que básicamente se reconducen a dos: una exoneración 
directa (modelo anglosajón) o tras un periodo de buena conducta tras el cumplimiento de un plan 
de pagos vigente por ejemplo en el Derecho de Europa, recientemente reformado (para adecuarlo 
a la Recomendación de la Comisión Europea del 12 de marzo 2014) en el sentido de reducir tal 
periodo de rehabilitación. 

Finalmente, expondremos nuestras conclusiones procurando integrar todas las aristas que 
presentan las particulares quiebras (o particulares procedimientos) que tienen como protagonistas 
a las personas físicas no comerciantes. 

En una palabra, partiendo de la premisa que sostiene que el régimen concursal de la mayoría de 
los países latinoamericanos está signado por la insuficiencia y la falta de actualización de sus reglas 
en lo que respecta a la reestructuración de las deudas de los consumidores frente a su 
sobreendeudamiento, y que las normas previstas para las personas comerciantes y sociedades son 
incompatibles con la realidad del consumidor, sostenemos que resulta urgente e imprescindible 
encarar legislativamente la adopción de reglas para los concursos de estos individuos, que sean 
acordes a las modernas tendencias en la materia, que logren una actuación rápida y eficiente, que 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

40 

 

contemplen los intereses de los consumidores, en el marco de los derechos humanos, y que 
afirmen los valores de la previsibilidad y de la seguridad jurídica, favoreciendo la pronta reinserción 
del deudor. 

Advertencia: Diversos vocablos para indicar el sujeto deudor diferente del empresario comercial 

no pequeño:  

 persona natural, 

 persona física no comerciante, 

 deudor civil, deudor consumeril, consumidor, 

 deudor persona fisica no sujeto a los procedimientos concursales para los 

 empresarios comerciales 
 
Con estos términos nos referimos al sujeto persona física que no ejerce una actividad económica y 
que presenta deudas contraídas por necesidades suyas o eventos. 

Premisa 1: La mayoría de los estudios realizados sobre la crisis financiera mundial coinciden: el 

endeudamiento de las personas naturales y la falta de mecanismos adecuados para tratar el 

problema, tienen graves repercusiones sociales y económicas en una sociedad hiperconsumista. 

Premisa 2: Algunas legislaciones permiten en la misma ley concursal el concurso de personas 
naturales, las soluciones no siempre contemplan las particularidades que supone el 
sobreendeudamiento del consumidor, otras legislaciones contemplan sólo las acciones ejecutivas 
individuales, otras, todavía, prevén mecanismos especiales para el consumidor. 

Premisa 3: Se ha afirmado la necesidad de un distinto régimen para enfrentar la situación de crisis 
económica de los particulares. Este reclamo constituye una constante en los estudios sobre el 
tema y forma parte de la agenda de la mayoría de estudiosos y profesionales del sector. 

 

MARCO TEÓRICO 

Hipótesis: La situación de sobreendeudamiento del consumidor requiere de normas tuitivas, en la 
órbita del derecho concursal, que prevea una justa y equitativa distribución de los riesgos de los 
créditos del consumo y la previsión de alguna forma de liberación de deuda, mediante el 
establecimiento de un procedimiento específico, ágil y económico, de reestructuración de pasivos, 
sea judicial, extrajudicial o mixto.  

La aplicación de los principios tuitivos del derecho del consumidor al régimen concursal mediante 
la adopción de sus reglas, sea como un capítulo de la ley concursal, o sea como una ley autónoma, 
permitirá una pronta y eficaz solución de los problemas suscitados por la legislación actual. 

Formulación del problema: ¿Cuáles son los principales mecanismos que han sido adoptados, o 
pudieran adoptarse en los distintos ordenamientos jurídicos para lograr, con una actuación rápida 
y eficiente, superar el sobreendeudamiento de la persona física expuesta a una relación de 
consumo, que afirme los valores de la previsibilidad y de la seguridad jurídica, favoreciendo la 
pronta reinserción del consumidor? 

Objetivo General: En el presente trabajo nos proponemos analizar los alcances materiales y 
temporales de los sistemas concursales de Europa, de los Estados Unidos y de LatinoAmerica, con 
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relación a los procedimientos disponibles para la reestructuración de pasivos de un deudor 
persona física no empresario, y a las consecuencias normativas que de este efecto se derivan. 

 

Objetivos Específicos: 

 Efectuar una investigación de nivel básico de tipo jurídico – descriptivo  

 Ofrecer una imagen del funcionamiento de las diferentes normativas 

 Realizar el análisis jurídico comparativo entre los distintos ordenamientos jurídicos 

 Poner a disposición de la comunidad de estudiosos y profesionales un instrumento útil 
para conocer los problemas de índole practica en la aplicación de las normas y principios 
de las distintas leyes existentes 

 Ofrecer alla comunidad de estudiosos y legisladores una visión panorámica de los distintos 
ordenamientos en el caso de reformas legislativas 

El presente protocolo pretende efectuar una investigación de nivel básico, a cuyo fin el diseño de 
objetivos será de tipo jurídico - descriptivo. Utilizando el método de análisis se pretende 
descomponer el problema de investigación en sus diversos aspectos, estableciendo relaciones y 
niveles que ofrezcan una imagen de funcionamiento de las diferentes normativas en el derecho 
comparado. 

El proyecto se enmarca dentro de las políticas de derecho de la insolvencia del consumidor 
prevalecientes en el orden internacional. 

Contribuye al afianzamiento de una nueva visión de la situación de sobreendeudamiento del 
consumidor. 

Tiende a generar certidumbre, confianza y seguridad, en una materia de especial delicadeza y 
relevancia para la reestructuración de las deudas de la persona humana no comerciante, sobre la 
base de los derechos humanos y su reinserción. 

Procura generar la posibilidad de superación de las crisis consumeriles y la conservación del 
empleo. 

Pretende ser un instrumento útil para resolver problemas de índole practica en la aplicación de las 
normas y principios de las distintas leyes existentes, y en la posibilidad de reformas legislativas en 
los distintos países latinoamericanos. 

Persigue transferir los conocimientos logrados a la sociedad. 

Prevé la realización del análisis jurídico comparativo entre los distintos ordenamientos jurídicos. 

Establecer mecanismos eficaces para la resolución de los casos de insolvencia del consumidor; y 
lograr una administración equitativa y eficiente de las insolvencias de los consumidores que 
proteja los intereses de todos los acreedores y de las demás partes interesadas, incluidos el deudor 
y la protección de los bienes del deudor y la optimización de su valor. 

 

Encuesta: 

 ¿Existe solamente un régimen de insolvencia que aplica a empresas, comerciantes 
personas físicas y personas naturales? 

 ¿Existe un régimen especial para personas naturales no comerciantes? 
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 ¿El procedimiento de insolvencia para personas naturales se lleva de manera judicial, de 
manera administrativa, o combinando una etapa administrativa y una judicial? 

 ¿Existe un umbral para determinar cuándo una persona natural está en situación de 
insolvencia? 

 ¿Puede ser útil el uso de facilitadores, mediadores o conciliadores? 

 ¿Para las personas naturales solicitar el procedimiento de insolvencia es voluntario o 
obligatorio? 

 ¿Los acreedores de una persona Natural pueden demandar la insolvencia de una persona 
natural? 

 ¿Los acreedores ¿forman una junta de acreedores u órgano similar para tomar decisiones 
en el proceso de insolvencia de una persona natural? 

 ¿Existe una lista de los bienes de una persona que están exentos de ser considerados como 
parte de la Masa? 

 ¿Se establece un plan periódico de pagos en adición o independientemente de la venta de 
los activos de la persona? 

 ¿Hay un tratamiento para los bienes adquiridos después del proceso de insolvencia? 

 ¿Existe un sistema de exoneración (discharge)? 

 ¿Existe una previsión para tratar con los casos de deudores “No bienes, no ingreso”? 

 ¿Existe un régimen de tratamiento especial para los créditos hipotecarios sobre la casa 
habitación? 

 ¿Existe una limitación de tiempo para que una persona moral pueda volver a solicitar el 
estar en un procedimiento de insolvencia? 

 

Conclusiones 
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EL CONSUMIDOR SOBREENDEUDADO: HACIA UNA RESPUESTA EFICIENTE DESDE EL DERECHO DE 

LA INSOLVENCIA 

Esteban CARBONELL O´BRIEN 

  

 
Resumen: La mayoría de los estudios que se realizan de la crisis financiera mundial que se 
presenta en el ámbito financiero sobre el tema de endeudamiento de las persona que se dan 
ámbito sociales y económicas en una sociedad .Los fines  que  se  tiene  con  la problemática del 
sobrendeudamiento que se le prestan a la persona humana como comerciante viendo su objetivos 
y subjetivos se efectuaran asimismo examen de la regulación que se ofrecen lo distintos 
ordenamiento concursales del derecho europeo en los estados unidos y de latinoamericana para 
determina marco normativo con el tema de endeudamiento que se da con la persona física o 
comerciante mediante tan bien de una ley concursal. 
 Palabras Claves: Ley Concursal, Financiera, Endeudamiento, Comerciante, Sobreendeudamiento, 
Crisis, y Crédito. 
 
Summary: The majority of the studies that are carried out of the global financial crisis that is 
presented in the financial field on the subject of indebtedness of the people that are given social 
and economic scope in a society. The aims that one has with the problematic of the Over-
indebtedness that lends itself to the human person as a merchant seeing its objectives and 
subjective will also be made examination of the regulation that are offered the different 
insolvency order of European law in the United States and Latin American for a certain normative 
framework with the subject of indebtedness that Occurs with the natural person or merchant 
through so much of a bankruptcy law 
Key Words: Insolvency Law, Financial, Indebtedness, Merchant, Over-indebtedness, Crisis, and 
Credit 

 

 

Introducción 

Tal como se viene explicando sobre el tema de sobreendeudamiento del consumidor éste 
constituye un fenómeno distinto al de la crisis de la empresa, por ende carece encuadramiento 
normativo especifico y sólo se da nuestro país en el contexto del artículo 65 de la Carta Magna, 
siendo una serie de reflexiones sobre los derechos de los consumidores, básicamente en lo 
referido al derecho de información sobre los productos y servicios en el mercado. 

Por una parte la crisis que se da productor y empresario es contranatural en el mundo de  los 
negocios y se corre grave riesgo, máxime si repercute en la vía concursal. 

Por el contrario, el endeudamiento del consumidor se define como un estado de exceso de 
deudas, que no implica necesariamente el incumplimiento de sus obligaciones que llevan a 
situaciones de ingresos insuficientes para cubrir necesidades básicas. 

La condición del consumidor sobreendeudado se da por encontrarse en crisis o bancarrota, 
siendo que su salario se ve mermado con retenciones diversas, resultando el remanente 
insuficiente para solventar sus necesidades vitales diarias. 

Al menos el consumidor carece de activos y si los posee, éstos son mínimos y su capacidad 
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económica para generar ingresos y/o retribuciones de su trabajo son insuficientes para una vida 
digna. 

Consumo y producción son dos polos de tensión, armonía, supervivencia y depende de los 
avances económicos, pero la crisis sus protagonistas, consumidor productor son tan distintas 
como su propios sujetos. 

 

Concepto de Sobreendeudamiento 

El sobreendeudamiento no se encuentra definido en ninguna norma, si bien hace tiempo que 
está a la búsqueda de un concepto unitario, que sea comúnmente aceptado, tanto que se ha 
justificado por la dimensión europea, que se presenta el fenómeno y hace escala a nivel mundial 
entre la dificultad que se da, sobre lo cual se ofrece una descripción precisa del 
sobreendeudamiento, el mismo que ocupa un lugar importante ante la falta de acuerdo y los 
indicadores que deberán emplearse para medir la dificultades financieras en un sujeto: así sea por 
una familia o una persona que este sobre endeudado, cuando sus atrasos son estructurales o 
están en riesgo de convertirse en estructurales. 

Además en otros documentos se apunta que el sobreendeudamiento es aquella situación en la 
que la ratio de endeudamiento de un particular de una familia excede de una forma clara y a lo 
largo plazo de su capacidad de pago. 

Se aprecia por tanto que no es tarea fácil encontrar una definición única para este fenómeno, si 
bien la mayoría sugiere que en un elemento de consumo, hace mención a un aspecto subjetivo 
(consumidor, persona física no empresario, unidad familiar) o la referencia a la dificultad para 
pagar deudas contraídas ejempladas en su retrasos normalmente estructurales en su abono. 

En los últimos años, se encuentra como recomendación, los elementos que deberían figurar en 
la definición armonizada del sobreendeudamiento que son los siguientes: 

 hogar como unidad de medida apropiada para cuantificar el sobreendeudamiento. 

 los compromisos financieros adquiridos (entre los que han incluirse lo créditos de 
hipotecario o para consumo de las facturas de servicio básico). 

 el compromiso informal adoptado por una familia o una comunidad. 

 la incapacidad de pago se referido a gasto corriente de compromiso adquirido e 
informales. 

 el sobreendeudamiento estructural que hace referencia de la continuidad y 
persistencia de los problemas financiero. 

 el manteamiento del nivel de vida digno permitiendo compatibilizar el compromiso 
financiero, sin reducir los gastos mínimos vitales. 

 la insolvencia que se presentará cuando la unidad familiar no pueda resolver la 
situación financiera mediante sus activos financieros y de otro tipo. 

En la consecuencia negativa de falta de concepto unitario se señala que una parte de la 
evaluación de la política es adoptada para mejorar las posiciones de los deudores de otras 
dificultades, y por ende, los intentos de llevar acabo el debate bien fundado sobre la medida 
efectiva con el tema del endeudamiento. 
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Para el profesor Gutiérrez de Cabiedes, el sobreendeudamiento hace referencia de un hecho o 
situación financiera y por tanto, referida al grado de endeudamiento. 

Y como señala el jurista español Angel Rojo, la insolvencia es una concepción legal, señalando 
que es insolvente quien momentáneamente se encuentra en imposibilidad de cumplir las 
obligaciones que exige cierto grado de continuidad, por tanto, para que exista insolvencia se 
requiere continuidad de la imposibilidad. 

Para el profesor Trujillo Diez en el sentido más amplio se hallara sobre endeudado, aquel 
consumidor que aunque no resulte definitivamente insolvente, no sea capaz de hacer frente su 
deuda según su ingreso racional y normal. 

De lo dicho hasta ahora podría entenderse, que más distinción en sí, el momen iuris que se da 
en uno u otro fenómeno, y se ofrece el interés en averiguar si el sobreendeudamiento e 
insolvencia merecen un mismo trato, bien tratándose de fenómenos distintos aunque 
estrechamente conectados cada uno de ellos y si deben contar con sus propios mecanismos de 
solución en cuestión sobre la que se volverá con más detalles. 

 

Clases de Sobreendeudamiento 

Para ofrecer un panorama completo sobre el tema de sobreendeudamiento, éste nuevo 
fenómeno se presenta en la crisis, y por ende, es preciso señalar que se presenta de manera 
distinta y se da en dos criterios: por un lado hay sobreendeudamiento activo y pasivo, siendo las 
causas que dan a lugar a un excesivo de endeudamiento (provoca además y como enseguida se 
comprenderá, un diferencia de trato entre uno a otro). 

El primero es el que se asocia como tema de exceso en el importe de las deudas, que hace 
referencia a un consumidor que no atiende su nivel de renta, ni posibilidad de pago y que se 
vincula su adición de consumo o al menos, a un consumo irreflexivo estimulado por publicidad 
inmediata de financiación a través de un medio de pago: la tarjeta de crédito. 

El sobreendeudamiento pasivo se caracteriza por que no se debe a un comportamiento 
irresponsable del deudor, si no que en cambio, es la incapacidad para hacer frente a los créditos y 
se debe a circunstancias sobrevenidas y en gran parte, imprevisibles (muerte, enfermedad, grave, 
separación o divorcios, partos múltiples o pérdida de empleo) que generan aumento y 
disminuciones de ingresos propios. 

Por otra parte, en atención de los tipos de indicadores de los empleados, se puede definir el 
sobreendeudamiento y se podría distinguir entre sobreendeudamiento subjetivo y objetivo. El 
primero es el que se da, cuando el consumidor se siente capaz de hacer frente al pago de deudas, 
mientras que el segundo es en el caso de concurso de persona física no empresario. Que, este 
asunto se ha caracterizado como endeudamiento cuantitativamente importante, aunque 
considero que también se podría recurrir a los indicadores, que han sido empleados en el 
documento elaborado para tratar de definir el sobreendeudamiento a los que me referí antes, que 
alude entre otros a los retrasos estructurales en el abono de las deudas, en el carácter recurrente 
de los pagos debidos y la imposibilidad de mantener el nivel de vida normal. 
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El Tratamiento del Sobreendeudamiento ¿Solución específica o adaptación de la normativa 
concursal? Planteamiento en cuestión 

Decíamos que probablemente la principal utilidad de la distinción entre sobreendeudamiento e 
insolvencia, radica en la proyección que deba darse a uno u otro fenómeno ¿conviene pensar en el 
marco de la legislación concursal, ya que la insolvencia se da en el sobreendeudamiento hacia la 
aplicación de la normativa concursal con la tremenda desventaja para el deudor persona física no 
empresario, que se ello comporte o es mejor optar por soluciones diferenciadas para cada uno? A 
este interrogante, se conecta con otra formulada hace tiempo por un sector de la doctrina, a juicio 
entre otros entre ellos el Profesor Carrasco Perrera. 

Para el tema de sobreendeudamiento en el concurso mercantil, en realidad podemos entender 
lo referido a la discusión sobre el endeudamiento excesivo y la insolvencia, puesto que el citado 
autor plantea esta cuestión de sobreendeudamiento y el presupuesto objetivo del concurso, que 
en realidad es un debate sobre conveniencia y razonabilidad de arbitrar soluciones concursales o 
para-concursales específicas para consumidores sobre endeudados. 

 

Los remedidos al sobreendeudamiento 

Para dar una respuesta adecuada a la cuestión planteada recuérdese que se refiere a la 
convivencia o no, siendo que las soluciones particulares son distintas de las dispensadas a la 
insolvencia, cuyo fenómeno del sobrendeudamiento del consumidor considero, que habrían de 
tenerse en cuenta, como mínimo los dos factores siguientes: 

Primero: que el sobreendeudamiento es una situación que según la mayoría de la doctrina, 
aparece antes de la insolvencia y que si no es adecuadamente atendida desembocaran a un estado 
insolvencia. 

Segundo: que la insolvencia es un estado en el que puedan incurrir tanto persona física como 
personas físicas no empresarias, consumidores o unidades familiares, más no se predica en ningún 
caso, de las empresas ni de las personas jurídicas de otra naturaleza. 

En cuanto a la primera circunstancia, aparece como correcto tratamiento el poner énfasis con 
el empleado en la medida que asuma más deudas de la que se pueda razonablemente de atender 
y por tanto, que eviten llegue a la situación de imposibilidad de cumplir regularmente sus 
obligaciones exigibles, diseñando por lo tanto, un régimen que podría denominarse de prevención 
del sobreendeudamiento (para evitar la insolvencia) del deudor consumidor. 

Tal como ya se dio en el segundo factor se debe contemplar para abordar correctamente la 
cuestión planteada lo referido al elemento o presupuesto subjetivo del sobreendeudamiento: 
mientras que puedan encontrarse en un estado de insolvencia, tanto las personas físicas como las 
jurídicas, con independencia de la actividad económica desarrollada del sobreendeudamiento que 
predica, el consumidor. 

En atención a lo expuesto hasta aquí, el modo más razonable para abordar la situación del 
sobreendeudamiento es la que presupone, en primer lugar, la preventiva y destinar evitar al 
consumidor (particular no empresario) que llegue a una situación de excesiva dificultad para 
abonar en plazo, los pagos debidos. 

Este régimen estaría conformado por los tres pilares de protección del consumidor esto es: 
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 La obligación de proporcionar información precontractual del particular, con énfasis en 
la parte normativa comunitaria. 

 La exigencia del establecimiento de medidas y reglas que garanticen practicas 
responsables, una vez evaluada la solvencia del deudor en el momento de mayor 
nitidez. 

 El reconocimiento del derecho del desistimiento del contrato de crédito sin 
penalización. 

Puede afirmarse en conclusión, que la finalidad principal en la norma, consiste en garantizar 
una contratación responsable de los créditos (crédito garantizados con hipoteca u otra garantía 
comparable y crédito destinados adquirir o conservar derecho propiedad sobre la fincas o edificios 
construidos o por construir. 

 

La aplicabilidad de la normativa concursal al deudor persona física no empresaria. Desventaja 
concursal 

Una vez que se han expuesto las posibilidades a dar un tratamiento a las dificultades 
financieras del consumidor (en un caso, de las unidades financieras) se podía considerar una fase 
embrionaria (el sobreendeudamiento) hasta la insolvencia definitiva, vale decir, es el enunciado 
para dar paso a un gran número de posibilidades y soluciones, y por tanto, habría que plantearse 
cuál sería el camino para seguir cuando ninguno de los instrumentos anteriores, no ha dado 
resultado, siendo que el deudor no ha llegado a su estado de insolvencia. Por ende, será 
precisamente el momento cuando se planteé, la disyuntiva sobre si acudir o no al procedimiento 
concursal. 

El problema se da -muy numerosos- son los inconvenientes que se presentan en el 
procedimiento concursal, a la hora de la aplicación de la persona física con dificultades financieras 
que han sido denunciadas por la doctrina, reiteración que se podrían dar (sin carácter exhaustivo) 
en los casos siguientes: 

En primer término, se apunta tanto en la complejidad de los elevados costes económicos y 
temporales del concurso, en proporción de sus posibilidades. 

En segundo término, la inadecuación de algunos efectos de la declaración del concurso del 
consumidor e ineficiente de la publica declaración de concurso en general. 

En concreto, se califica de desproporcionada e ineficiente, la publicación de la declaración de 
concurso del consumidor, ya que el sometimiento del patrimonio de este pequeño deudor o la 
intervención administración, sin reconocer la posibilidad de recurrir al asesoramiento y apoyo del 
órgano publico especifico (por ejemplo, los de consumo) y las posibilidades de limitar algunos 
derechos fundamentales, verbigracia el Artículo 65 de la Carta Magna peruana, del particular no 
empresario, sin afirmar su carácter excepcional. 

 

Propuesta de solución 

Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas y en particular, la envergadura de los 
problemas apuntados, estamos ya en condición de formular la interrogante formulada en el título 
epígrafe anterior, que planteaba disyuntiva entre articular un mecanismo autónomo, para 
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remediar el sobreendeudamiento ahora convertido en insolvencia del consumidor, o bien resolver 
esta situación en el marco del concurso de mediante articulación de un procedimiento concursal 
especifico, al haberse entendido, que serían insuficiente enmendar la vigente legislación 
concursal. 

 

En torno a las alternativas de saneamiento para el deudor sobreendeudado 

El fenómeno de consumo en la sociedad tiene un medio capitalista. El consumo es fomentado 
por todos los medios y se incentiva fuera de la capacidad de pago del sujeto consumidor. 

Señalamos que al uso de un crédito se pueda acceder mediante bienes y/o servicios que 
seducen y convocan a las económicas familiares, muchas veces, resignando el ahorro y afectando 
los ingresos normales. Tenemos que decir además, que el problema del consumidor es por 
excelencia, un problema de la clase media que se endeuda por cuotas, y su endeudamiento es 
adelantado para la industria de crédito y la reglamentación de esta situación, presupone una 
tensión entre el consumo capitalista y los derechos de los consumidores. De tal modo, que al 
consumidor seducido le otorgan una línea de crédito a consecuencia de la publicidad, y llega a 
endeudarse a niveles que comprometen sus posibilidades de pago y la forma configura, un exceso 
de deuda en donde la  responsabilidad de los dadores de crédito aparece hasta cierto punto 
configurada o preestablecida. 

En general de los estudios del medio de consumo se verifica una notable desatención a los 
problemas que se dan en millones de familias de todo mundo, tanto en los Estados Unidos de 
Norteamérica, como en Europa, así se puede observar los medios financieros, que se dan en el 
mundo y puede observarse, como un fenómeno de crédito de consumo, que se da en muchas 
ocasiones con financieras ilegales que actúan al margen del control del Banco Central y que 
explotan el salario de forma ilegal, poniendo en alto riesgo el sector crediticio. 

Desde otra orilla también existe otro estilo del consumista, que propone la gratificación ahora 
versus una posición financiera futura y otra parte se han modificado, el estatus económico de los 
consumidores, verbigracia, el alza de los costes, los sistema de salud, transporte etc. Aquí se 
plantea el dilema.2  

 

La problemática de las personas humanas sobreendeudadas 

En el mundo en los últimos años se formulan diversos proyectos con el tema de consumidor 
sobre endeudado, pero por diversos motivos no llegan a sancionarse y aun nos encontramos en 
grave deuda con la manda del Artículo 65 de la Carta Magna peruana. 

En el primer evento, los problemas a tratar sobre el endeudamiento es sí se podía retomar el 
viejo sistema de la falencia, y no caer en un excesivo favorecimiento, a quien haya actuado como 
verdadero defraudador. 

En esta línea el profesor argentino Daniel Truffat puntualizo que no duda en casos donde el 
abuso de derecho (Cod.Civil art 1071, hoy art 10 y 11 del CCCN) para que se pueda evitar repeler, 
la aplicación de la legislación concursal. Sin embargo y aun cuando admitió hay algo de antipático 

                                                           
2 SANCHEZ JORDAN, María Elena. El Régimen De Segunda Oportunidad Del Consumidor Concursado. Madrid, Civitas, 
2016. 
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(que incluso genera alguna incomodidad desde lo ético) al aferrarse a la tabla salvación de la 
quiebra para generar el fresh star, no encuentra que sea supuestamente ejercicio disfuncional del 
derecho. 

Así afirmo que la ley autoriza expresamente a quien está en cesación de pagos, a solicitar  su 
quiebra y obtener pronunciamiento judicial sobre el punto. 

En efecto, Truffat puntualizo que la sola presencia del art 232 LCQ argentina (clausura por falta 
de activo) debería demostrar que no es menester tener activo alguno, para poder quebrar, con el 
agregado que la inmensa mayoría buscaría su propia quiebra, y no solo su rehabilitación, si el 
activo tiene una cierta cantidad de sueldo o jubilaciones que caerá bajo el desapoderamiento 
durante como mínimo el año que dure según los artículos 107 y 236  de la LCQ argentina. 

En este aspecto cabe coincidir con el conocido jurista en el sentido, que el funcionamiento 
tiene dos negativas: 

 La publicidad de colegas que depresivamente proponen incluso por la prensa, se 
levanten los embargos sobre su sueldo, quiebre y rehabilitación al año y, 

 La actitud subyacente de picardía criolla, de tomarse ventaja con un tufillo de 
inmoralidad, que tienen aquellos deudores que sabían o intuían que no podrían jamás 
pagar las obligaciones asumidas y solicitan liberarse cómodamente de las 
consecuencias patrimoniales de su accionar. 

De tal modo, aun coincidiendo con los reproches efectuados a la conducta abusiva del deudor, 
no puede el juez convertirse en legislador modificando, el texto que se expresa en la ley y calificar 
la conducta en base del régimen que este fuera derogado expresamente. 

Demostrándose eventualmente el abuso del proceso concursal está expresamente reprimido 
mediante las acciones responsables pautadas en el art 173 y sig. de la L.C argentina, como así 
también en el propio sistema ineficacia o acción pauliana consagrado en los artículos 14 y 18 de la 
ley concursal peruana. 

En la última línea cabe precisar que el deudor no se convierte en muerto civil mediante la 
creación de una sanción no pautada legislativamente, por lo que el sistema sigue sin dar una 
respuesta concreta. 

De allí la preocupación de la doctrina de analizar lo que se ha dado a llamar concurso mínimo, 
como una alternativa por construir. 

Los problemas no solo es solo respecto del patrimonio argentino o peruano, sino que las causas 
de endeudamiento del consumidor son muchas y las modificaciones de las reglas de acceso al 
crédito, que aparejo una expansión del mismo en el entramado social y la circunstancia de que 
estos no pudieran ser devueltos, máxime tratándose de deudas para el consumo asumidas como 
tal por personas de ingreso fijos inmersos en una economía en crisis. 

De tal modo, que aun cuando se busque explicar el tema desde la óptica moral, ésta resulta 
palmariamente insuficiente. En efecto a la pregunta, como gastan las personas que terminan 
inmersos en sobreendeudamientos, debe anteponerse otro interrogante mucho más importante. 

¿Cómo compran y por qué compran y usan el crédito y no el efectivo? La respuesta no permite 
asignar un peso moral, tal como la pérdida de vergüenza, pues más allá de las faltas éticas de 
consumo, son lo que se facilitan el acceso irrestricto al crédito que a nuestro modo de ver, son 
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también responsables del problema. 

Dicho de otro modo, el abuso que da la quiebra o el aumento de las tasas de presentación no 
responde mayoritariamente a una conducta reprochable, si no que se encuentran fuertemente 
ligadas a cuestiones estructurales macroeconómicas. 

En consecuencia, para evitar el sobreendeudamiento del consumidor tanto en el derecho 
comparado como en nuestro país se advierten dos niveles de respuesta absolutamente 
imprescindible que caben ponderarse. 

Desde otras expectativas, los mecanismos regulados en las principales leyes de concursos y 
quiebras son insuficientes para solucionar, el sobreendeudamiento de los consumidores y resulta 
necesaria una legislación especial, que implemente el principio del Derecho del Consumidor que 
aborde los casos saneamiento, reparación, prevención y rehabilitación  para el caso de 
sobrendeudamiento de los consumidores y que incorporen los códigos de procedimiento como 
normas de carácter procesal para su implementación. 

Finalmente para crear un Registro Nacional de Crédito que le permita al acreedor evaluar los 
riesgos que asume y de hacerlo será bajo su entera responsabilidad, no pudiendo ejecutar sobre 
endeudado y estableciendo un sistema unificado único universal y obligatorio de scoring crediticio. 

 

Análisis de un anteproyecto básico 

De esta perspectiva nos parece útil explicar brevemente los principales aspecto del ante 
proyecto que busca modificar en la Argentina, el capítulo IV de la ley 24.522 que se regula los 
pequeños concursos y quiebra para la microempresa, en el cual se agrega un capítulo V Concurso 
de las personas humanas que no realizan actividad económica y otro sujetos. 

En otro aspecto, se detendrán en el esquema normativo capitulo quinto que regula lo que 
doctrina ha denominado en forma sencilla, como sobreendeudamiento del consumidor. 

 

El presupuesto objetivo 

La normativa concreta se renumera respetando un esquema de la ley 24522 argentina respecto 
del nuevo procedimiento contenido en el art 295, del cual aborda al presupuesto objetivo, es decir 
las situaciones de sobrendeudamiento del consumidor intentando construir una norma 
suficientemente flexible para relajar el pensamiento de la doctrina y la jurisprudencia. 

Así el art 295 expresa que es presupuesto para la apertura del proceso regulado en el presente 
capítulo del sujeto peticionante se encuentre: 

 Estado de cesación de pagos, 

 En dificultades económicas financieras de carácter genial, o. 

 Sobreendeudado. 

A efecto de este artículo se entenderá por sujeto sobre endeudado aquel que presente, al 
interior de su patrimonio, un desequilibrio significativo entre acto ejecutable y realizable de que se 
resulte titular y sus obligaciones sujetas a cumplimiento, por las cuales dicho activo deba 
responder en su máxima expresión. 
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Diferencia entre las crisis empresaria y el sobreendeudamiento 

Esta temática condujo analizar como un punto de partida, de manera que debía ser 
conceptualizada del presupuesto objetivo, a saber que las notas jurídicas permitían predicar la 
existencia del sobreendeudamiento y la relación clásica del estado de cesación de pago o aquellas 
dificultades económicas de índole general. 

Así, se tuvo presente las claras enseñanzas de la doctrina, en el sentido que los términos de 
cesación pagos, insolvencia y crisis demuestran existencia de un mismo fenómeno económico, que 
comienza con un deterioro financiero en el capital de giro empresa y que si no tiene una respuesta 
reorganizativa puede conducir definitivamente a la insolvencia y a una consecuente liquidación, tal 
como explica el jurista argentino Héctor Alegría. 

En este sentido, el derecho concursal reconoce que la fórmula de prevención de la crisis de la 
insolvencia, es permitir actuar de manera antelada ante la instalación de la cesación de pago y 
preservar la conversación de la empresa. 

En consecuencia, el presupuesto del objetivo de la apertura concursal debería retrotraerse a 
los prolegómenos o estado anteriores del estado de cesación de pagos, siendo la posición 
mayoritaria en la doctrina. 

Ahora bien, el sobreendeudamiento reconoce una situación distinta al de la génesis de la crisis 
empresaria pues, mientras en la organización comercial existe una intermediación en el cambio de 
las cosas, bienes, producto y/o servicio que apareja un flujo del fondos, en el caso de las personas, 
éstas no pueden realizar actividad económica organizada, y sus ingresos no tiene dicha 
característica. 

Para decirlo como lo explica el jurista Ariel Angel Dasso, la crisis del consumidor constituye un 
fenómeno totalmente distinto al de la crisis del empresario. Así, la crisis del empresario resulta 
connatural a mundo de los negocios en el que el riesgo explica el incumplimiento de la 
consecuencia del mundo negocial que se encuentra en vía concursal. 

 

El presupuesto del sobreendeudamiento 

El sobreendeudamiento del consumidor designa un estado de exceso de deudas que no implica 
necesariamente, el incumplimiento con sus obligaciones pero que se le llevan a la acuciante 
situación de ingresos insuficientes para cubrir necesidades básicas, incluso consagradas 
constitucionalmente. 

Así la confrontación del pasivo del activo disponible que permitirá determinar el grado de 
endeudamiento y concluir su eventual carácter excesivo. 

De allí que el jurista Ariel A. Dasso puntualiza, que fácil es advertir que siendo distinto el bien 
jurídico tutelado en el procedimiento de crisis empresarial respecto del sobreendeudamiento del 
consumidor cabe ponderarlo en forma específica. 

Ahora bien, tampoco conviene ignorar que gozando de un cariz tributario, el concepto de 
cesaciones de pagos e insolvencia resultaba conveniente que el presupuesto objetivo de apertura 
del proceso especial para los consumidores fuese amplio facilitando la admisibilidad del 
procedimiento. 
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Liberación del deudor. El Alcance del Fresh Start 

Queda claro que luego de un estudio en el campo de distintos tribunales, la mayoría se inclina 
en un procedimiento que concluya en presentar una falta de activos y de allí que las personas 
físicas gocen de un trato digno del ordenamiento jurídico, que resulta generalmente con un nuevo 
amanecer o llamado fresh start, un nuevo comienzo. 

Por ello se establece, que la descarga de todo pasivo es la ocasión de la situación del 
sobreendeudamiento de la cesación de pagos, disponiéndose la extinción de los créditos y los 
títulos que causan al anterior de la liquidación.3 

En este punto, cabe aclarar se exceptúa la extinción de las deudas alimentaria que tenga a 
titulo personal, de aquellas provenientes de daños a las personas, que resultan exigibles. 

Cabe resaltar que una vez realizados, si el activo no alcanzare para pagar el crédito se 
procederá al prorrateo de los fondos debiendo abonarse en primer lugar, a los gastos corrientes y 
el saldo a los acreedores reconocidos, respetando en su caso, el régimen de privilegios impuestos 
en la ley especial. 

Una vez distribuidos, el resultado será que la autoridad concursal quien dictara una resolución 
en la que se declaran extinguidas todas las deudas que tuviese el deudor vinculadas en el proceso, 
salvo las excepciones de ley, no pudiendo ningún acreedor reclamar en el fututo saldo insoluto 
alguno. 

La autoridad concursal podrá imponer al deudor la realización de curso dirigidos a la educación 
para el consumo o de la utilización de servicios, como así sea también ayudarlo para evaluar la 
alternativa y a emplear los recurso de forma eficiente con el objeto para evitar lo que puedan 
producirse la situaciones futuras que lo coloque nuevamente bajo el ojo de la tormenta. 

 

Breve análisis del proceso preventivo y conciliatorio proyectado 

El sobreendeudamiento de la persona humana en esta línea es un típico proceso concursal 
especial, por tanto de naturaleza universal y atento a que efecto de todo el patrimonio del deudor 
sirva como sostén al acreedor ante un incumplimiento en el pago, con excepciones de aquellos 
bienes específicamente excluidos por la ley. 

Se califica de especial para diferenciarlo al concurso preventivo propiamente dicho y porque 
además esta nueva propuesta va más allá de ser una simplificación del concurso, tal como lo 
conocemos e incorporar a un nuevo sujeto que se denomina conciliador, que va asumir entre 
otras tareas, el rol activo de negociación de los acuerdos que pueda celebrar el deudor con sus 
acreedores, quien convoca y les propondrá formulas conciliatorias para superar la crisis y todo ello 
en el marco de un proceso que es llamado conciliatorio, pero que si fracasa va dar paso a una 
liquidación judicial, sin quiebra. 

Por ende, se propone que los conciliadores, podrán ser abogados o contadores con cinco años 
de antigüedad de la profesión, aunque para garantizar se debe hacer referencia a que el ser 
conciliador debe ser de incumbencia de profesionales del Derecho. Dentro de esta línea de 
pensamiento el profesor argentino Daniel R. Vitolo ha expresado y afirmado que el consumidor no 
es en puridad de verdad, un sujeto quien deba referirse la normativa en el aspecto de la 

                                                           
3 JUNYENT BAS, Francisco. En Torno Alternativas De Saneamiento Para El Deudor Sobre endeudado. 
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legitimidad subjetiva en materia de insolvencia, ni tampoco puede constituirse en un régimen de 
insolvencia particular alrededor de este concepto. 

Más allá de esta disquisiciones se debe resaltar la importancia de incluir el 
sobreendeudamiento como llave de ingreso al proceso, que pueda permitir atacar la crisis en 
etapas tempranas y antes que se desencadene, dando al deudor y al abogado que asiste, una 
herramienta útil y oportuna para a evitar situaciones más gravosas y completa resolución como 
aquellas que se producen, a raíz de la insolvencia cuando esta se revela y comienza a producir 
perniciosos efectos, que golpean especialmente en el grupo familiar del deudor con una 
contundencia muchas veces insoportable por su consecuencia economía y fundamentalmente 
personales y sociales.4 

 

Conclusiones 

Llegamos a conclusión que conforme el tema de sobreendeudamiento es un tópico 
preocupante para la sociedad, esto es que la insolvencia de la persona física, no se desarrolla en 
una plena actividad empresarial, puesto que básicamente está integrado como ya se expuso por 
los trabajadores y/o la familia nuclear, quienes son receptores directos de los perjuicios, que se 
dan en el proceso pre-concursal. 

Que cambia la relevancia del proyecto pues aborda en la actualidad y destaca el realismo del 
problema del sobreendeudamiento del trabajador y/o consumidor- usuario, el cual desempeña 
diferentes actividades, y en aquellos sectores donde es más vulnerable, siendo la población la más 
afectada por las crisis económicas y financieras. 

El procedimiento de saneamiento en la economía familiar y que viene de una nueva visión 
normativa, la misma que deben asumir tanto la autoridad concursal, como el conciliador o la 
autoridad judicial en el caso peruano, siendo los facilitadores y promotores de futuros 
acuerdos, dotando al órgano jurisdiccional de la facultad de imponer este último, la imposición de 
una solución equitativa que respete el principio del esfuerzo compartido. 

Finalmente, el proyecto que hemos explicado es un sistema novedoso para la legislación, 
aunque participando parcialmente de otros modelos ya vigentes en el derecho comparado, razón 
por la cual asume la característica propia de nuestros medios jurídicos y la actual vida económica y 
social, cuya sanción seria de suma utilidad ante una insuficiencia y escasa normativa, la misma que 
debe buscar la eficiencia de los acuerdos. 
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EN TORNO A LAS ALTERNATIVAS DE SANEAMIENTO PARA EL DEUDOR SOBREENDEUDADO 

Francisco JUNYENT BAS 

A propósito de la descarga del pasivo del consumidor  
y un procedimiento específico que habilite una segunda  

oportunidad para su reinserción socioeconómica y 
por ende, para una vida digna. 

 

 

MODULO I: LA ECONOMÍA DE MERCADO Y EL SOBREENDEUDAMIENTO DEL CONSUMIDOR. 

La sociedad de consumo. 

I. 1. El proceso de globalización. 

En las últimas décadas, como parte integrante del proceso de globalización, hemos presenciado 
uno de los fenómenos que han afectado las distintas clases sociales sin distinción: el consumo. 

Ahora bien, esta manifestación, llevada a su máxima expresión, origina lo que puede ser 
denominado como una tendencia al “consumismo”. 

Así, Ariel Dasso5 enseña que “… el consumo adquirió relevancia como terapia de la economía 
en la gran depresión del año 30...” El autor citado explica que fue John Maynard Keynes quien en 
su obra “Teoría General de la Ocupación, el Interés y el Dinero”, publicada en el año 1936, 
atribuyó la gran caída de la bolsa a la falta de circulante, volcado a la inversión bursátil y calificado 
como “exceso de ahorro” y consecuentemente, promovió el consumo interno. 

En esta línea, Dasso6 explica que Keynes sostuvo la insuficiencia de las medidas monetarias y 
postuló el incremento, tanto del gasto público como del consumo, para incentivar la producción 
de bienes, totalmente desacelerada, en caída sin freno por carencia de compradores. 

Desde esta perspectiva económica, se crean necesidades, se otorgan múltiples y cada vez más 
sencillos medios de pago en base a ingresos futuros.  

El hábito de recurrir al crédito se ha instalado en la sociedad de consumo de una manera 
patente y éste se ha convertido en un producto más de adquisición. 

De tal forma, el uso del crédito por parte de particulares para acceder a bienes y servicios 
seduce y convoca a las economías familiares, resignando ahorro y afectando los ingresos normales 
del hombre común. 

En realidad, el sistema capitalista fomenta el consumo sin reparar en cuál sea la capacidad de 
pago de la persona concreta y es aquí donde se plantea un fenómeno de notable “ambivalencia”. 

En efecto, por un lado, el dador de crédito y de bienes y servicios, que no repara ante su interés 
de vender y, por el otro, el consumidor que muchas veces no tiene en cuenta el nivel de 
compromiso que adquiere. 

Ahora bien, cuando la persona advierte su nivel de endeudamiento, que sobrepasa su 

                                                           
5 DASSO, Ariel A. “El concurso del consumidor (y otros sujetos)”. Trabajo recibido por e-mail. 
6 DASSO, Ariel A., ob cit. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

56 

 

capacidad económica, deviene la situación de crisis y la necesidad de reestructurar sus deudas. 

Así, al descubrir este fenómeno social el presidente de los Estados Unidos John F. Kennedy, al 
pronunciar su discurso ante el Congreso de su país, el 15 de marzo de 1962, advirtió las 
dificultades de las familias endeudadas y particularmente los abusos en la publicidad y el 
marketing, y lanzó su célebre frase “todos somos consumidores”, describiendo el nuevo tipo de 
sociedad. 

 

I.2. El fenómeno de consumo. 

En rigor, la sociedad capitalista vive “de y por” el consumo. El consumo es fomentado por todos 
los medios y se incentiva y enaltece cualquiera fuere la capacidad de pago del sujeto consumidor. 

Así, el mercado y en él, las grandes corporaciones, se valen de la publicidad para crear 
necesidades, y además, se otorgan múltiples modalidades de operaciones de crédito para la 
adquisición de bienes y servicios. 

De tal forma, tal como señalamos supra, el uso del crédito por parte de particulares para 
acceder a bienes y servicios seduce y convoca a las economías familiares, “resignando ahorro” y 
“afectando los ingresos normales” del hombre común. 

A esta altura debemos decir, que el problema del consumidor fue, por excelencia, un problema 
de la clase media que se endeuda en cuotas “porque no llega” y su endeudamiento es alentado 
por la industria del crédito y la reglamentación de esta situación presupone una tensión entre “el 
consumo capitalista” y los derechos de los consumidores. El problema resulta preocupante porque 
el deudor no encuentra una solución a su sobreendeudamiento y tampoco el acreedor tiene un 
sistema que permita el recupero de su crédito en forma clara. 

En este aspecto, cabe resaltar que en los nuevos modos de comercialización se establece una 
“subordinación estructural” del consumidor con relación a las empresas productoras de bienes y 
servicios y que, en la práctica, se traduce en contratos de adhesión o con cláusulas predispuestas, 
en donde no existe posibilidad alguna de negociación. 

La afirmación precedente conduce a que la economía de mercado se encuentre en manos de 
los sectores de las corporaciones que fijan los precios y las condiciones de comercialización a los 
que se ve sometido el “hombre común” y donde, pese al contralor del Estado, a través de los 
organismos especializados, las “prácticas comerciales” se vuelven muchas veces “abusivas” con las 
consecuencias nocivas para el consumidor. 

De tal modo, el consumidor seducido por las líneas de crédito y la consecuente publicidad llega 
a endeudarse a niveles que comprometen sus posibilidades de pago y, de esta forma, se configura 
un “exceso de deuda” en donde la responsabilidad de los dadores de crédito aparece configurada. 

En general, los estudios nos alertan sobre una notable desatención del problema que agobia a 
millones de familias en todo el mundo, tanto Estados Unidos como Europa, y así puede observarse 
como fenómeno la problemática de crédito para consumo de las “financieras”, legales e ilegales, 
que actúan al margen del Banco Central y explotan los salarios de la gente que no puede recurrir al 
crédito formal, sea por no tener empleos registrados o por aparecer en los sistemas de riesgo 
crediticio. 

Desde otro costado, también existe un nuevo estilo de vida consumista que propone la 
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gratificación ahora versus la financiación futura y, por otra parte, se han modificado las bases 
económicas de los consumidores con el alza del costo de cuestiones como el colegio de los hijos, 
los sistemas de salud, el transporte, etc. 

Ahora bien, cuando la persona advierte su nivel de endeudamiento, que sobrepasa su 
capacidad económica, deviene la situación de crisis y la necesidad de reestructurar sus deudas. 

Aquí se plantea el dilema. 

 

II. La legislación concursal. 

II. 1. Las falencias normativas. 

La problemática planteada, como consecuencia del sobreendeudamiento del consumidor, se 
avisora con todas sus fuerzas al advertir que la ley 24.522 tiene virtualmente “un único modelo” 
de concurso preventivo o liquidativo para toda clase de deudores, sin reparar en la situación 
especial del consumidor y sin haber tenido en cuenta el marco de tutela especial contenido en el 
art. 42 de la Carta Magna y de ley 24240 como así también, las directrices incorporadas en los arts. 
1092 a 1122 del CCCN. 

En efecto, más allá de la distinción que efectúan los arts. 288 y 289 de la ley concursal con 
relación a los denominados “pequeños concursos”, la realidad es que se trata de un intento 
frustrado de simplificación del proceso único y, desde ninguna perspectiva, se contempla la 
situación de la persona física consumidora. 

De tal modo, el sistema de pequeños concursos es absolutamente insatisfactorio y no marca 

ninguna diferencia cualitativa, al grado tal que Osvaldo Maffía7 afirmó con toda claridad que “es 
un procedimiento especial sólo que sin procedimiento especial”. 

En una palabra, el régimen de pequeño concurso nada aporta a la problemática planteada 
sobre la insolvencia de las personas físicas y, por el contrario, se sigue recurriendo al actual 
esquema falimentario que, al no realizar distinción alguna ante el  sujeto consumidor, se traduce 
en una solución “inconsistente”. 

En efecto, en el actual sistema legal, el fallido queda desapoderado de sus bienes hasta su 
rehabilitación, pero ésta se produce automáticamente al año y permite la “liberación” de las 
deudas anteriores con el nuevo patrimonio que adquiera. 

Este “nuevo comienzo” puede ser una solución positiva o negativa según la situación de la 
persona fallida y, concretamente, con relación al consumidor, no existe respuesta legislativa 
concreta. 

Así, cuando el deudor “sobreendeudado” se presenta a pedir su propia quiebra se plantean 
diversas soluciones jurisprudenciales que ponen en “tela de juicio” los criterios de interpretación 
del actual sistema concursal. 

Desde esta perspectiva, se cuestiona el derecho a peticionar la propia quiebra cuando el 
consumidor carece de patrimonio y se advierte que el objetivo final del proceso es obtener el 
levantamiento de los embargos del sueldo y, por último, limpiar el  pasivo mediante la 

                                                           
7 Maffía Osvaldo, Procedimiento especial, sólo que sin procedimiento especial para los pequeños concursos, ED T. 165, 
pág. 1226. 
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rehabilitación que procede al año de su declaración, de conformidad al art. 236 de la L.C. 

 

II. 2. La situación del consumidor. 

En esta inteligencia, el régimen de pequeño concurso, reglado en la actual ley concursal, poco 
aporta a la situación del consumidor sobreendeudado que “prima facie” tiene a su disposición la 
posibilidad de concursarse preventivamente o presentarse en quiebra. 

Hasta ahora la alternativa del concurso preventivo, al menos en Argentina, no ha sido muy 
utilizada pues, las personas humanas que no realizan actividades económicas organizadas, art. 320 
del CCCN, no tienen la posibilidad de mejorar su “flujo de fondos”, característica propia del 
quehacer mercantil y/o empresarial y, por ende, con un sueldo en muy difícil concretar una 
“fórmula de repago”. 

Por el contrario, la quiebra, como ejecución colectiva, si bien produce el desapoderamiento 
pleno, no pueda afectar la vivienda familiar y a la postre, permite la  “liberación de deuda” cuando 
culmina el período de inhibición establecido en el art. 234 de la ley 24522, en correlación con los 
arts. 104 a 107. 

En una palabra, en el actual sistema legal, el fallido queda desapoderado de sus bienes hasta su 
rehabilitación, pero ésta se produce automáticamente al año y permite la “liberación” de las 
deudas anteriores del nuevo patrimonio que adquiera, art. 104, 107, 234 a 236 de la ley 24522. 

Este “nuevo comienzo” puede ser una solución positiva o negativa según la situación de la 
persona fallida y, concretamente, con relación al consumidor, no existe respuesta legislativa 
concreta. 

Así, cuando el deudor “sobreendeudado” se presenta a pedir su propia quiebra se plantean 
diversas soluciones jurisprudenciales que ponen en “tela de juicio” los criterios de interpretación 
del actual sistema concursal. 

 

II. 3. El debate planteado. 

Desde esta perspectiva, se cuestiona el derecho a peticionar la propia quiebra cuando el 
consumidor carece de patrimonio y se advierte que el objetivo final del proceso es obtener el 
levantamiento de los embargos del sueldo y, por último, limpiar el pasivo mediante la 
rehabilitación que procede al año de su declaración, de conformidad al art. 236 de la L.C. 

De esta forma, podríamos decir que nos encontramos frente a cambios “paradigmáticos”, de 
manera tal que, desde un punto de vista epistemológico, se cuestionan los postulados centrales 
que informan el fenómeno del sobreconsumo y la falencia. 

En esta inteligencia, también parece contradictorio que la ley concursal se preocupe 
exclusivamente de la gran empresa y no tenga ninguna medida de contención en orden a la 
economía familiar. 

En materia de insolvencia de los consumidores, se han enunciado una cantidad de factores 

propios de la vida personal y que Alegría8 explica puntualizando la complejidad de la problemática 

                                                           
8 Alegría Héctor, Los llamados “pequeños concursos”. Concurso de personas físicas, consumidores, patrimonios 
reducidos, SLL, Octubre 2005, pág. 5. 
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en la sociedad actual. 

El maestro Alegría9 explica que enfocar la problemática como una inadecuación del 
procedimiento a la realidad patrimonial menguada es insuficiente, pues es necesario diferenciar 
una serie de situaciones relativas a: 

Los concursos preventivos o quiebras en los que el patrimonio activo o pasivo es pequeño. 

Los concursos sin activos. 

Los concursos de personas físicas, que, a su vez, podrían comprender:  

c.1.) Consumidores 

c.2.) Personas con ingresos fijos. 

c. 3.) Profesionales autónomos. 

c. 4.) Pequeños comerciantes. 

Ahora bien, todos estos pequeños concursos abarcan distintas situaciones que pueden tener 
diferente tratamiento legal y, de allí, que Alicia Pereyra10 identifica al sujeto comprendido, o sea, al 
consumidor, a partir de la ley 24.240, pero estrecha aún más el concepto de dicha normativa 
limitándolo a “la persona física que tiene como único patrimonio su sueldo y que goza de 
estabilidad que le permite pagar sus deudas mediante el sistema de descuento de haberes”. 

En una palabra, un ingreso regular y la estabilidad laboral constituyen la garantía que los 
acreedores tienen en miras al momento de otorgarle un crédito. 

Ahora bien, con toda claridad, tanto en el derecho comparado como en nuestra doctrina, se 
pone de relieve que el sobreendeudamiento del consumidor tiene notables  diferencias con el 
del empresario o el comerciante, pues éste deudor llega a la situación de insolvencia, no producto 
de su actividad, sino que sus deudas tienen origen en el consumo11. 

Dicho derechamente, debe porque ha gastado más de lo que ha ganado; sus egresos superan 
sus ingresos, por lo que se ha visto en la necesidad de contraer deudas, las que han sido 
respaldadas por el único bien que compone su patrimonio: su sueldo o ingresos regulares. 

En este sentido, en el derecho comparado se advierte también la inadecuación de los 
procedimientos frente a la situación de “sobreendeudamiento del consumidor”, aspectos 
analizados en el ámbito de la Unión Europea, como así también de INSOL Internacional12. 

Dicho diagnóstico ha llevado a la necesidad de promover una legislación específica relativa a la 
liquidación colectiva de deudas para ofrecer un trato social, jurídico y económico a los 
consumidores con endeudamiento excesivo y, en este sentido, INSOL ha elaborado un documento 
con una serie de principios y recomendaciones en donde se destaca la necesidad de proveer 
nuevas vías alternativas, de acuerdo a las circunstancias del deudor consumidor, que revisen el 
acceso al crédito y la forma en que se prevee la información y el método de cobro, como así 
también, el respectivo plan de cancelación y liberación. 

                                                           
9 Alegría Héctor, ob cit, pág. 1. 
10 Pereyra Alicia, ob cit, pág. 127 y sig. 
11 Rubin Miguel E., La necesidad de reforma del régimen represivo concursal. La inaudita nueva inhabilitación para los 
quebrados no comerciantes sometidos a proceso penal, LLSupl. Concursos y Quiebras, 25/8/2009, pág. 12. 
12 COSTUMER DEBT REPORT, Report of findings and recommendations, INSOL Internacional, Londres, Mayo 2001. 
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De tal modo, tal como expresa Truffat13, la concursalidad, privada de su antigua autonomía 
jactanciosa, ha entrado en crisis –en lo atinente al tratamiento de los pequeños deudores- al 
concurrir con la temática de la tutela del consumidor. La inmensa mayoría de los concursos 
mínimos lo son de pequeños consumidores individuales, y el problema no queda únicamente en la 
saturación de trabajo para los Tribunales (¡cuestión importante si las hay!) sino en la insuficiencia 
del sistema para responder al desafío que propone el tutelar a quienes han caído víctimas de una 
propensión al consumo desmesurada, hija de una estética que ha venido a desplazar la vieja y 
querible ética del trabajo. 

El autor citado se pregunta con relación a los consumidores sobreendeudados, ¿víctimas o 
culpables?. Un poco de ambas cosas. Por un lado, una maquinaria publicitaria arrolladora que 
confunde el “ser” con el “tener” (si no tenés: no existís!) y que lleva a comprar más y más14. 
Mucho más lejos que las posibilidades reales, enmascarado tras la fantasía de que los pagos en 
cuotas, o las bonificaciones especiales, o los premios adosados, conseguirán el milagro de acceder 
a aquello que objetivamente se revelaba como inalcanzable. 

Tal como explica Anchával15, en la actualidad las propagandas de créditos fáciles y sin análisis 
previo están al orden del día. El autor explica que se busca y se escoge el mercado al cual prestar. 
Jubilados, agentes de seguridad, empleados públicos, todas personas que comprometen sus 
sueldos a futuro ante una sociedad de consumo, que gráficamente Truffat16 ha explicado que 
exhiben sus lujosos bienes para que pongan “la ñata contra el vidrio” del consumo. 

 

II. 4. La tutela del consumidor. 

En esta inteligencia, el mandato constitucional de proteger los derechos del consumidor 
impone al Estado el deber de actuar mediante la sanción de una legislación que prevea las 
consecuencias derivadas del endeudamiento excesivo que afecta a las economías domesticas. 

Así, Belén Japaze17 afirma que las graves consecuencias del sobreendeudamiento definen un 
cuadro de situación que no puede ser consentido con la mirada esquiva y voz silente del conjunto 
social; menos aún de los poderes públicos. 

En esta línea, en España la conocida jurista Pulgar Ezquerra18 expresa que la consagración 
constitucional de la tutela de los consumidores impone a los poderes públicos el mandato de 

                                                           
13 Truffat Daniel E., “Algunas ideas sobre los concursos de los consumidores y otros pequeños deudo res”, Doctrina 
Societaria y Concursal, Errepar, N° 260, Julio 2009. 
14 “…Escribe Heidegger: La publicidad lo oscurece todo y da así lo encubierto por lo sabido y accesible a todos”. El nuevo 
milenio lleva al desbocamiento de todas las posibilidades alienantes. El poder de aplanamiento es tal que, sin más, es 
uno de los rostros más constitutivos de las sociedades presentes. La publicidad o –por decirlo más exactamente- el 
“poder mediático” del “tecnocapitalismo” seduce a un mundo donde todo está decidido. Es cierta la expresión de 
Heidegger: “la publicidad lo oscurece todo”. Pero agreguemos: “lo oscurece todo encegueciéndonos con sus brillos, con 
sus destellos, con su ruido”. Un mundo de objetos, de valores-objeto, de horizontes-objeto, de cuerpos-objeto. El “ser 
ahí” ya no  toma decisiones. Ya no necesita ser responsable. El “uno” le quita el peso que tiene toda decisión…”, 
Feinmann, José Pablo, “La filosofía y el barro de la historia”, pág. 320 
15 Anchaval Hugo, El sobreendeudamiento de los consumidores y la cuestión social, Doctrina Societaria y Concursal, 
Errepar, Agosto 2009, pág. 808. 
16 Truffat Daniel, “¿Decoctor, ergo fraudator?, Lexis Nexis, Córdoba Nro 7, julio 2007, pág. 565 
17 JAPAZE, Belén, ECONOMÍAS DOMESTICAS Y SOBREENDEUDAMIENTO. DESTINATARIOS DE UNA REGULACION 
IMPOSTERGABLE., Revista de Derecho del Consumo, 2016, Nª 1, pág. 69 y ss 
18 PULGAR EZQUERRA, Juana, CONCURSO Y CONSUMIDORES EN EL MARCO DEL ESTADO SOCIAL DEL BIENESTAR, en 
Revista de Derecho Concursal Nª9, 2007, pág. 43. 
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garantizar su defensa y de allí la obligación de regular procedimientos adecuados con arreglo a 

criterios de justicia y equidad.  

En igual línea, la Corte de Casación Francesa ha calificado a la regulación del 
sobreendeudamiento como “norma de orden público económico de protección social”.19 

Hemos adelantado que toda esta situación llevó a la necesidad de promover una legislación 
específica relativa a la liquidación colectiva de deudas para ofrecer una vía de saneamiento a los 
consumidores con endeudamiento excesivo y, en este sentido, recordamos que INSOL elaboró un 
documento en donde se destacó la necesidad de proveer nuevas vías alternativas, de acuerdo a las 
circunstancias del deudor consumidor, que revisen: a) el acceso al crédito y la forma en que se 
provee la información; b) el método de cobro, y también, c) el correspondiente plan de 
renegociación del pasivo y la posibilidad de un “nuevo comienzo”. 

En igual sentido, la Asamblea General de la ONU dictó la resolución del 9 de abril de 1985 
tendiente a que los países miembros dicten normativas que protejan a los consumidores. A su vez, 
El Tratado de Constitución de la Unión Europea conocido por la ciudad que fue su sede, Mastrisch, 
1992 plasmó en su articulado una sección dedicada a la “protección de los consumidores”. 

Colombia anticipó una regulación en 1982, y con apoyo en ulteriores Tratados Internacionales 
consagró en 2011 el “Estatuto del consumidor”. En tanto Francia por ley de diciembre de 1989 
reguló el sistema que mayor adhesión parece concitar en la doctrina, dirigido a la “persona física 
sobreendeudada de buena fe” imposibilitada de pagar deudas no profesionales. 

En 2005 Estados Unidos dictó la famosa Ley de abuso en la prevención y protección del 
consumidor que fue incorporada al título 11 Capitulo 13 del Código de Quiebras bajo el titulo 
“Composición del patrimonio del individuo” cuyo sujeto es el deudor individual con ingresos 
regulares. 

Italia dictó una expresa regulación sobre el sobreendeudamiento del consumidor por Ley 
221/2012 entendiendo por sobreendeudamiento “el perdurable equilibrio entre las obligaciones y 
el patrimonio prontamente liquidable que determina la dificultad de cumplir las obligaciones o la 
definitiva incapacidad de hacerlo regularmente”. 

El Real Decreto Ley 1 /2015 del 27 de febrero titulado “Mecanismos de segunda oportunidad, 
reducción de carga financieras y otra medida social” procura incluir a las entidades bancarias en 
una normativa dirigida al tratamiento considerado de “buenas prácticas” al consumidor de 
productos bancarios, que en alguna medida guarda correlato con el Real Dec. Ley 27/2012 de 
“Medidas urgentes de protección a los deudores hipotecarios”, con suspensión de lanzamientos 
hasta el 15 de mayo de 2017 de la vivienda habitual de personas vulnerables incluyendo entre 
estas al deudor mayor de 60 años aunque no constituya unidad familiar con bajo ingreso. 

En nuestro país la Ley Nacional de Defensa del Consumidor del 22 de diciembre de 1993 
anticipó una nueva regulación legal que llegaría a su “cenit” con la Reforma de la Constitución de 
1994 cuyo art. 42 consagra los derechos y garantías de los consumidores y usuarios de bienes y 
servicios en relación al consumo, su salud, seguridad e intereses económicos por vía de una 
información adecuada y veraz, libertad de elección, trato equitativo y digno. 

 

                                                           
19 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aida, EL SOBREENDEUDAMIENTO DEL CONSUMIDOR, La Ley, Academia Nacional de 
Derecho de Buenos Aires, junio 2008 
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III. Los diferentes sistemas. 

III. 1. El estatuto del consumidor: una conciliación extrajudicial. 

La primera distinción de magnitud que se advierte en el derecho comparado conlleva a definir 
si la tutela debe darse en el estatuto del consumidor, como lo hace Francia, o como un 
procedimiento de insolvencia específico, como lo incorpora Alemania y E.E.UU. 

 En Francia el Código del Consumo regula el sobreendeudamiento de los consumidores como 
figura típica que introduce un específico sistema de cooperación entre la autoridad administrativa, 
representada por la Comisión de Sobreendeudamiento que ostenta un marcado papel conciliador, 
y la autoridad judicial que puede ordenar el cumplimiento y ejecución de las resoluciones dictadas 
por la Comisión, o iniciar el procedimiento de recuperación personal que queda a su cargo. 

De tal modo, se advierte una primera etapa extrajudicial con mediación ante la Comisión, como 
así también, la posibilidad de un plan de recuperación judicial, previendo la posibilidad de 
diferimiento de las deudas impositivas. 

En la primera alternativa, la Comisión invita a las partes a negociar un plan de pagos y, en caso 
de obtenerse un acuerdo, la Comisión propondrá medidas de reestructuración del pasivo. 

En algún caso, luego del plan de pagos, con reducción de intereses y de deudas impositivas, la 
Comisión puede recomendar la exoneración del pasivo, con excepción de aquellas que tengan 
carácter alimentario. 

Va de suyo que para obtener la posibilidad de la reestructuración, cuya viabilidad queda en 
último término a evaluación del juez, la legislación francesa requiere que se trate de deudas no 
profesionales y que el deudor sea de buena fe. 

 

III. 2. La mediación en el ámbito judicial. 

Desde otro costado, el sistema estadounidense habilita un “nuevo comienzo” o “fresh start” 
mediante un proceso especial formulado por el deudor con sustento en un plan de pagos. 

En el esquema legal aludido, se permite que el deudor concurra al juez de la quiebra a pedir 
una orden judicial de redención o espera, y ésta opera la suspensión de las acciones judiciales, 
habilitando a la persona a presentar un plan de pagos en un término de 90 días. 

El régimen se estructuraba, fundamentalmente, sobre las alternativas regladas en los capítulos 
12 y 13 de la ley de bancarrotas, y el juez a cargo del proceso convocaba a los acreedores a una 
audiencia para lograr la confirmación de dicho plan. 

Este sistema fue modificado en el año 2005, requiriéndose que todo sometimiento a proceso 
concursal debía acompañarse de una certificación de que el deudor había asistido a un curso de 
asesoramiento financiero y, de lo contrario, se habilitaba al juez para declarar la quiebra bajo el 
procedimiento del capítulo 7. 

Ahora bien, la última reforma de la ley de quiebras estadounidense del año 2005, que intentó 
equilibrar los abusos de la descarga de deudas por parte de los consumidores, ha recibido una 
severa crítica por parte de la doctrina. 

La reforma, que pretendió actuar sobre el abuso del sistema, funcionó en los hechos, no como 
un colador, sino más bien como una barricada, para el bloqueo de cientos de miles de familias que 
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luchaban para salir de esta circunstancia, retrasando las presentaciones en forma indiscriminada, 
sin importar sus circunstancias individuales, tal como lo explica detenidamente Anchával20. 

También la legislación concursal alemana contempla un procedimiento de solicitud de 
liberación del resto de la deuda para cualquier persona física que se encuentre ante una 
incapacidad de pago por deudas del consumo. 

La regulación europea citada establece que el deudor debe ceder la parte embargable de sus 
ingresos a un fiduciario para que éste vaya pagando a los acreedores y, una vez superado el plazo 
de 7 años, si el deudor ha observado buena conducta, el tribunal puede dictar la liberación de las 
deudas restantes. 

Tal como se advierte, ninguna de estas alternativas del derecho comparado tienen correlato 
alguno en nuestra legislación consumeril ni concursal. 

 

IV. El concurso del consumidor 

IV. 1. Introducción 

Tal como se viene explicando, el sobreendeudamiento del consumidor constituye un fenómeno 
totalmente distinto a la de la crisis de la empresa y, por ende, carece de encuadramiento 
normativo “específico” en nuestro país, por lo que a la luz del art. 42 de la Carta Magna se 
imponen una serie de reflexiones. 

Por una parte, la crisis del productor, empresario, es connatural al mundo de los negocios en el 
que el riesgo explica el incumplimiento como una mera consecuencia evolutiva del mundo 
negocial, cuyo remedio se encuentra en la vía concursal. 

Por el contrario, el sobreendeudamiento del consumidor, designa un estado de “exceso de 
deudas” que no implica necesariamente el incumplimiento de sus obligaciones pero, que le llevan 
a la “acuciante situación” de “ingresos insuficientes” para cubrir necesidades básicas. 

La condición del consumidor sobreendeudado se caracteriza por encontrarse facilitada por vía 
de la “bancarización” del sistema de pago que incide en su salario con “retenciones” diversas, de 
modo que, el remanente disponible resulta insuficiente para solventar sus necesidades vitales 
básicas. 

El consumidor es un deudor que carece de activos o, si los tiene, son mínimos. Su capacidad 
económica es la de generar ingresos en retribución de su trabajo y los bienes comprometidos son 
sus derechos elementales para una vida digna. 

Consumo y producción son dos polos en tensión y de su armonía y supervivencia depende el 
avance económico pero la crisis de sus protagonistas, consumidor y productor, son tan distintas 
como sus propios sujetos. 

En efecto, el productor tiene un patrimonio especial que le permite la comercialización de 
bienes y servicios, de modo tal que goza de un flujo de fondos para enfrentar los costos de la 
empresa y abonar sus deudas. 

Por el contrario el consumidor, en la mayoría de los casos, tiene ingresos fijos, verbigracia 
salarios, jubilaciones, etc. y por ello, superado un nivel de endeudamiento, carece de capacidad de 

                                                           
20 Anchaval Hugo, El sobreendeudamiento...ob cit, pág. 808 y sig 
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repago. Además cabe agregar que las deudas de la persona humana son de las denominadas 
“domésticas”, es decir, para su “diario vivir”. 

 

IV. 2. La problemática de las personas humanas sobreendeudadas. 

En nuestro país, se sucedieron durante los últimos años una serie de proyectos tendientes a 
regular la situación del consumidor sobreendeudado pero que, por diversos motivos, no llegaron a 
sancionarse y aún nos encontramos en grave deuda con la manda del art. 42 de la Carta Magna. 

Así, a la luz de los debates planteados por la doctrina, y que fueran especialmente abordados 
en las XVI Jornadas de Institutos de Derecho Comercial, realizadas en Santa Fe, como así también 
en las XXIV Jornadas Nacionales de Derecho Civil la problemática del consumidor sobreendeudado 
se reeditó una vez más. 

En efecto, en el primer evento se presentaron ponencias21 que polemizaron sobre el 
tratamiento del deudor sobreendeudado y se concluyó que, si bien no podía retornarse al viejo 
sistema sancionatorio de la falencia, tampoco podía caerse en un “garantismo” excesivo 
favoreciendo a quien haya actuado como verdadero defraudador. 

En esta línea, Truffat22 ha puntualizó que no duda en que hay casos donde el abuso de derecho 
(Cód.Civil, art. 1071, hoy arts. 10 y 11 del CCCN) habilita a repeler la aplicación de trámites 
concursales. Sin embargo, y aún cuando admitió que hay algo de antipático (que incluso genera 
alguna incomodidad desde lo ético) el aferrarse a la tabla de salvación de la quiebra para generar 
el “fresh star”, no encuentra que ello sea técnicamente un supuesto de ejercicio disfuncional del 
derecho. 

Así, el jurista citado afirmó que la ley autoriza expresamente a quien está en cesación de pagos 
a solicitar su quiebra y obtener pronunciamiento judicial sobre el punto. La salvedad, y esto es 
materia de debate –pero no sobre el fondo sino sobre la suficiencia de la “confesión” como dato 
para tenerla configurada-, es que el deudor esté efectivamente en cesación de pagos. 

En consecuencia, entiende que la circunstancia de que la liquidación no arroje resultados 
favorables, o que solo arroje resultados paupérrimos no es mérito para denegar la declaración de 
quiebra. 

En efecto, Truffat puntualizó que la sola presencia del art. 232 LCQ (clausura por falta de activo) 
debería demostrar que no es menester “tener activo alguno” para quebrar; con el agregado que la 
inmensa mayoría de los peticionarios de propia quiebra que solo buscan la ulterior rehabilitación 
sí tienen, como mínimo, un activo: el porcentaje de sus sueldos o jubilaciones que caerá bajo el 
desapoderamiento durante, como mínimo, el año que dure éste –arg arts. 107 y 236 LCQ-23. 

En este aspecto, cabe coincidir con el conocido jurista en el sentido de que el funcionamiento 

                                                           
21 Bergia, Marcelo R, “El abuso del derecho de pedir la propia quiebra con el objeto exclusivo (confesado  o no) de no 
pagar las deudas”, Libro de Ponencias de las XVI Jornadas de Institutos de  Derecho  Comercial, Santa Fe, Facultad de 
Derecho, Universidad Nacional del Litoral, Libro de ponencias, pág. 253; Aveillé Testi María Sol, Inhabilitación y 
rehabilitación del fallido: necesidad de precisiones, Libro de Ponencias de las XVI Jornadas de Institutos de Derecho 
Comercial, Santa Fe, Facultad de Derecho, Universidad Nacional del Litoral, pág. 247 
22 Truffat Daniel E., “Sobre el potencial abuso en el pedido de propia quiebra para obtener la rehabilitación 
patrimonial”, trabajo remitido vía mail por el autor. 
23 En sentido contrario Bergia, Marcelo R, “El abuso del derecho de pedir la propia quiebra con el objeto exclusivo 
(confesado o no) de no pagar las deudas”, en Jornadas ya referidas. Libro de ponencias, pág. 253 
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del sistema tiene –al menos- dos aristas negativas: (a) la publicidad de colegas que 
desaprensivamente proponen, incluso por la prensa, según informa algún autor, algo así como 
“levante los embargos sobre su sueldo: quiebre y rehabilítese al año”: y (b) la actitud subyacente 
de picardía criolla, de tomarse ventajas con un tufillo de inmoralidad, que tiene que deudores que 
sabían, o intuían, que no podrían jamás pagar las obligaciones asumidas, se liberen tan 
cómodamente de las consecuencias patrimoniales de su accionar24. 

Atento las circunstancias descriptas precedentemente, se plantean las distintas 
interpretaciones sobre la viabilidad de la falencia del consumidor y se esgrimen razones que 
demostrarían, en diversos supuestos, su utilización abusiva. 

Ahora bien, lo real y cierto es que el actual régimen de inhabilitación automática derogó la 
calificación de conducta del fallido y de sus cómplices, contenida en los arts. 234 a 240 de la ley 
19.551, dejando solamente subsistentes las acciones de responsabilidad regladas en los arts. 173 a 
176 de la ley 24.522. 

En esta inteligencia, es un principio hermenéutico sumamente claro que todo régimen 
sancionatorio debe ser expreso y no cabe la interpretación extensiva, so pretexto de abuso del 
derecho. 

De tal modo, aún coincidiendo con los reproches efectuados a la conducta abusiva del deudor, 
no puede el juez convertirse en legislador modificando textos expresos de la ley y “calificar la 
conducta” en base a un régimen que fuera derogado expresamente. 

En una palabra, el eventual abuso del proceso concursal está expresamente reprimido 
mediante las acciones de responsabilidad pautadas en los arts. 173 y sig. de la L.C., como así 
también, en el propio sistema de ineficacia. 

En esta línea, cabe también señalar que las inconductas del deudor no lo convierten en un 
“muerto civil”, mediante la creación de una sanción no pautada legislativamente, por lo que, el 
sistema sigue sin dar una respuesta concreta. 

De allí la preocupación de la doctrina de analizar lo que se ha dado a llamar “concurso 
mínimo”. 

 

IV. 3. Una alternativa por construir. 

De todo lo que venimos narrando se sigue que el problema no sólo no es patrimonio argentino, 
sino que las causas históricas del endeudamiento del consumidor son muchas y se explican en la 
modificación de las reglas de acceso al crédito, que aparejó una expansión del mismo en el 
entramado social, y la circunstancia de que éstos no pudieran ser devueltos, máxime tratándose 
de deudas para el consumo asumidas por personas físicas con ingresos fijos y en economías en 
crisis. 

De tal modo, aún cuando se busque explicar el tema desde la óptica “moral”, ésta resulta 
palmariamente insuficiente. 

En efecto, a la pregunta qué compran o cómo gastan las personas que terminan 
sobreendeudándose, debe anteponérsele otro interrogante mucho más importante. 

                                                           
24 La cuestión ha sido abordad por el jurista rosarino Edgar Baracat, en “Pequeñas quiebras y deudores de mala fe”, LL, 
2009-B, pág. 1229 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

66 

 

¿Cómo compran y porqué compran usando el crédito y no el efectivo? 

La respuesta no permite asignar una falta moral, tal como una pérdida de vergüenza, pues, más 
allá de las faltas éticas que siempre existen, está demostrado que los motivos estructurales de la 
sociedad de consumo son los que facilitan el acceso irrestricto al crédito. 

Dicho de otro modo, el abuso de la quiebra o el aumento de las tasas de presentación no 
responden mayoritariamente a conductas reprochables, sino que se encuentran fuertemente 
ligadas a cuestiones estructurales macroeconómicas. 

En efecto, es lógico que hoy las personas deseen tener acceso a bienes de uso cotidiano e, 
incluso, imprescindibles para mejorar la calidad de vida. 

En consecuencia, para evitar el sobreendeudamiento del consumidor, tanto en el derecho 
comparado como en nuestro país, se advierten dos niveles de respuesta absolutamente 
imprescindibles que cabe ponderar. 

Así, los especialistas del derecho del consumo reunidos en las XXIV Jornadas Nacionales de 
Derecho Civil 2013, afirmaron que el sobreendeudamiento, no implica estado de cesación de 
pagos, y que las soluciones deben ser “preventivas” para evitar justamente las consecuencias 
negativas de dicho estado. 

Así, se concluyó que deben ponderarse las causas del sobreendeudamiento y las condiciones 
subjetivas y objetivas que profundicen la vulnerabilidad propia del consumidor, y que también 
respecto del proveedor de crédito debe merituarse especialmente su proceder abusivo o 
engañoso al tiempo de la concesión de financiamiento. 

En esta línea, se estableció que los proveedores de crédito están obligados a cumplir con la 
obligación de información que prevén los arts. 4 y 36 –principalmente- de la LDC, y a evaluar la 
capacidad de pago y solvencia del deudor, y que su incumplimiento genera responsabilidad 
objetiva. 

Desde otro costado, los participantes de las Jornadas afirmaron que los mecanismos regulados 
en la actual ley de concursos y quiebras son insuficientes para solucionar el sobreendeudamiento 
de los consumidores, y que resulta necesario una legislación especial, que implemente los 
principios del Derecho del Consumidor, que aborde de manera integral medidas de prevención, 
saneamiento, reparación y rehabilitación para los casos de sobreendeudamiento de los 
consumidores; y también que se incorporen en los códigos de procedimientos normas de carácter 
procesal para su implementación. 

Finalmente, se aconsejó crear un Registro Nacional de Créditos, que le permita al acreedor 
evaluar los riesgos que asume y de hacerlo será bajo su responsabilidad, no pudiendo ejecutar al 
consumidor sobreendeudado, y estableciendo un sistema unificado: “único, universal y 
obligatorio” de scoring crediticio. 

En definitiva, en las Jornadas se trató el tema del sobreendeudamiento del consumidor pero 
casi exclusivamente desde la faz preventiva, y no desde la perspectiva del “saneamiento”. 

 

IV. 4. Los niveles de tutela. 

IV.4. a. La prevención de los créditos “predatorios”. 

Un primer aspecto que debe contemplar el legislador es el que articula un sistema de 
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prevención del sobreendeudamiento y correspondiente protección extrajudicial, evitando la 
concesión irrestricta del crédito. 

En esta línea, cabe desarticular lo que se ha denominado “la industria del crédito” atento a que 
puede distinguirse entre el crédito “prime”, común, corriente; el crédito “subprime” de alta tasa, 
lícito, dirigido a un mercado diferente; y el “crédito predatorio” que produce un grave daño y que 
persigue simplemente el consumo a determinados bienes sin preocuparse por la capacidad de 
pago de las personas. 

Desde esta perspectiva, no deja de llamar la atención la permanente queja en contra de la 
conducta del consumidor, y nada se dice de los dadores de crédito que, indudablemente, es el eje 
central de la problemática. 

En este sentido, adviértase que en la Unión Europea rige la directiva 2008/48 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativa a los contratos de crédito para el consumo y que obliga a los 
Estados Miembros a velar porque en todo contrato de crédito el prestamista evalúe la solvencia 
del consumidor, sobre la base de una información suficiente y, en su caso, se actualice la 
información financiera antes de otorgar el importe del crédito. 

En esta línea, resultan clarificadores los trabajos de Truffat y Anchával que ponen de relieve 
que éste tipo de créditos “asfixian” a los consumidores que recurren al pedido de su propia 
quiebra y que ningún país serio, que contenga una legislación relativa a la insolvencia de los 
consumidores, ha dejado de legislar sobre dicho aspecto para evitar la vulnerabilidad de los 
sectores sociales sujetos a sueldos, sean agentes de seguridad, empleados públicos, policías, etc. 

En una palabra, el primer ámbito de tutela debe enderezarse a asegurar que los préstamos se 
concedan, previo estudio de solvencia, y no se permita el descuento por planilla de porcentajes 
que afectan el carácter alimentario del salario. 

 

IV. 4. b. La conciliación de los intereses. 

Desde otro costado, cabe puntualizar que el consumidor sobreendeudado no debe quedar 
expuesto a las acciones de agresión patrimonial que puedan iniciar sus acreedores y, por ello, la 
legislación concursal debe articular, en caso de insolvencia, un procedimiento de saneamiento 
judicial que tutele específicamente esta situación, desestimando las alternativas negatorias 
actualmente esgrimidas por algunos tribunales. 

Así, pensamos que en nuestro país resulta más conveniente seguir el ejemplo de la legislación 
alemana, que articula la herramienta dentro de la legislación concursal, y no en el estatuto del 
consumidor, para dotarlo del control jurisdiccional. 

En esta línea, no concordamos con el Proyecto de Ley de Saneamiento de Deudas de las 
Economías Familiares que, al hacer referencia a la tutela del consumidor sobreendeudado, se 
inclina por no incorporar el remedio a la legislación concursal. 

Este remedio legal, que contemple a la persona del consumidor, debe permitir la propuesta de 
reestructuración de los pasivos mediante la participación activa de un conciliador o mediador que 
facilite el acuerdo entre las partes. 
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MODULO II: EN TORNO A UN PROYECTO DE PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA EL DEUDOR 
SOBREENDEUDADO. 

I. El anteproyecto de ley que crea un procedimiento especial para el consumidor. 

En esta línea, el Poder Ejecutivo de la Nación, a través del Ministerio de Justicia y Derecho 
Humanos dispuso la creación de una Comisión Especial con el objetivo de adecuar el régimen 
concursal aplicable a los pequeños procesos para proveer la necesaria reforma a fin de incorporar 
“el sobreendeudamiento del consumidor y la microempresa”. La aludida comisión fue designada 
por Resolución 1163 del 22/5/2015 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos25, y desarrolló 
la labor encomendada la que concluyó con un anteproyecto que fue elevado al Ministerio 
respectivo el 11/08/2015 y que estuvo precedido por una audiencia pública que se realizó en la 
Facultad de Derecho de la UBA el 7/7/2015 con representantes de foro académico, entidades 
empresarias, profesionales y del Ministerio Público. 

Con motivo del cambio de gobierno la comisión volvió a presentar el proyecto al Ministro de 
Justicia, Germán Garavano, sin que hasta ahora se conozca respuesta alguna. 

A los fines de que se advierta el estudio y la tarea realizada, cabe sintetizar los principales 
puntos de la nota de elevación: 

 

I. 1. El sobreendeudamiento del consumidor. 

En la comunicación elevada al Ministerio de Justicia se hace incapié en los siguientes aspectos: 

Hoy la República Argentina presenta una enorme cantidad de personas humanas que no 
desarrollan actividades comerciales ni empresarias, que carecen de actividad económica 
organizada, tales como los trabajadores en relación de dependencia —tanto en el sector privado 
como los empleados públicos—, los desempleados, las amas de casa, los jubilados y pensionados, 
que en razón de su deudas —generalmente de consumo— llegan a escenarios de sobre 
endeudamiento o quedan colocados en situaciones de quiebra. 

Así, en las provincias, se encuentran miles de servidores públicos —como policías, bomberos, 
enfermeras, empleados del correo, de la administración pública y de la Justicia— que son 
prácticamente esquilmados por los sistemas de crédito informal — muchas veces otorgados a 
tasas usurarias— y por el sistema perverso de “descuentos por planilla”, sin límite porcentual 
alguno, que le consumen —muchas veces— hasta el ciento por ciento (100%) de sus ingresos de 
donde, al final de mes, solo se les entrega un recibo de sueldo con un saldo que indica —
simplemente— “cero” (0). Lo mismo ocurre con los descuentos de cupones de tarjetas de crédito 
para acceder a dinero en efectivo, o los sistemas de préstamos bajo la modalidad “efectivo ya” —
ampliamente publicitados por los medios masivos de comunicación—, que le ofrecen al 
consumidor o usuario financieras y otros prestamistas. 

La actual Ley de Concursos y Quiebras —que funciona bien, adecuada y modernamente para 
las situaciones de crisis de las empresas en general— no brinda soluciones efectivas para estos 
otros sujetos. 

 

                                                           
25 Héctor Osvaldo Chomer, Daniel Roque Vítolo, Juan Carlos Veiga, Francisco Junyent Bas, Alejandra  Noemí Tevez, 
Emiliano García Cuerva, Marcelo Eduardo Haissiner, actuando como Secretaria Gabriela S. Antonelli. 
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I. 2. Algunos datos ilustrativos 

En la misma nota la Comisión pone de relieve que ha estudiado las estadísticas tanto a nivel 
mundial como nacional y de la cual se derivan las siguientes circunstancias: 

Según lo señalan las estadísticas a nivel mundial —y la Argentina, no escapa al fenómeno social 
generalizado— el origen de la quiebra de estos ciudadanos comunes deviene de un desequilibrio 
patrimonial que tiene su causa en: (i) gastos ordinarios del diario vivir —ante el aumento 
generalizado de precios y de necesidades de consumo y el no acompañamiento del nivel de 
ingresos—; (ii) desempleo; (iii) gastos médicos y de remedios propios y de sus grupo familiar; (iv) 
sobreendeudamiento crediticio por consumo; (v) deudas de educación; (vi) divorcios o 
separaciones; (vii) accidentes sufridos por sí o por otros miembros de la familia; o (viii) crisis 
empresarias de empleadores que importan para al asalariado, dependiente o pequeño profesional 
que presta servicios, una disminución de salarios o beneficios sociales; entre otros. 

A simple modo de ejemplo se puede informar que —según relevamientos utilizados para 
Jornadas Técnicas de la Secretaría de Investigación de la Facultad de Derecho de la UBA— en la 
ciudad de Santa Fé, el noventa y seis por ciento (96%) de los quebrados son personas humanas y 
sólo en seis (6) de cada trescientos treinta y cuatro (334) procesos hay inmuebles subastados; y 
además el sesenta y cinco por ciento (65%) de los procesos concursales corresponden a 
empleados públicos, y en la mayoría de ellos el patrimonio del concursado está compuesto 
únicamente por los haberes que perciben en su actividad laboral, y el pasivo se encuentra 
conformado, en su casi totalidad, por deudas contraídas con entidades financieras, siendo que en 
el noventa y ocho por ciento (98%) de los casos no hubo realización de bienes en la quiebra. 

Otras provincias y —hasta la Capital Federal— presentan datos similares. 

 

I. 3. La vinculación de este problema con la política en materia de Derechos Humanos 

En consecuencia, los integrantes de la Comisión destacan una serie de aspectos jurídicos deben 
tenerse presentes en la redacción de un procedimiento especial para los consumidores. 

A partir del año 1994 en que se produjo la reforma de la Constitución nacional, por imperio de 
los arts. 31 y 75, inc. 22, se ha establecido una jerarquía normativa —o pirámide jurídica— que 
coloca a los Tratados Internacionales —y en especial a los Tratados sobre Derechos Humanos— 
con jerarquía superior a las leyes y, en las condiciones de su vigencia, tiene jerarquía 
constitucional y deben ser considerados complementarios de los derechos y garantías reconocidos 
por nuestra Carta Magna. De donde deben ser respetados en su plena vigencia jurídica y política. 

La abundante jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado, en 
varias situaciones de vulnerabilidad, que es una obligación ineludible de los Estados salir a brindar 
protección a las personas por la vía de medidas legislativas o acciones gubernamentales concretas, 
para el establecimiento de los derechos económicos, sociales y culturales afectados, entre los 
cuales se han mencionado —como integrantes de la Convención— el derecho a las garantías 
judiciales —art. 8—; el derecho a igualdad ante la ley —art. 24—; y el derecho a la protección 
judicial —art. 25—. 
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I. 4. Trascendencia de sancionar esta ley 

Al elevar el proyecto, el Ministerio de Justicia, se pusieron de relieve cuales serían los impactos 
políticos, económicos, financieros y sociales que produciría la pronta sanción de esta ley: 

Es una norma de protección para débiles, vulnerables, y daría satisfacción a un segmento muy 
significativo de la población, compuesto por hombres y mujeres comunes, trabajadores, jubilados, 
pensionados y pequeños y medianos empresarios; 

Es una norma que se inserta en la política de Derechos Humanos que nosotros proclamamos, y 
que el nuevo Presidente de la República —Ing. Mauricio Macri— también sostiene, y cumple con 
el principio de convencionalidad que ajusta la labor legislativa del Estado a las recomendaciones 
de la Jurisprudencia de la C orte Interamericana de Derechos Humanos; 

Sancionar esta ley colocaría al país dentro de las legislaciones mundiales de avanzada en esta 
materia; y 

La noticia tendrá un fuerte impacto social positivo en la población —la cual se vería 
interpretada en sus necesidades por las autoridades gubernamentales—. 

De todas formas, tal como suele suceder en estas “lides” no ha habido respuesta alguna por 
parte de las autoridades y el consumidor sobreendeudado sigue esperando una respuesta 
legislativa y consecuentemente, el respeto de la manda constitucional contenida en los arts. 42 y 
43 de la Carta Magna. 

 

II. Análisis del anteproyecto. 

Desde esta perspectiva, nos parece útil explicar brevemente los principales aspectos del 
Anteproyecto que modifica el Capítulo IV de la ley 24.522 regulando los pequeños concursos y 
quiebras para la microempresa y en el cual se agrega uno más como capitulo V para el “Concurso 
de las personas humanas que no realizan actividad económica organizada y otros sujetos”. 

En este aspecto, nos detendremos en el esquema normativo del capítulo quinto que regula lo 
que la doctrina ha denominado en forma sencilla como el “sobreendeudamiento” del consumidor. 

 

II. 1. El presupuesto objetivo. 

La normativa concreta reenumera, respetando el esquema de la ley 24522 el nuevo 
procedimiento a partir del art 295 en el cual se aborda el presupuesto objetivo, es decir, la 
situación de sobreendeudamiento del consumidor, intentando construir una norma que tenga la 
suficiente flexibilidad como para reflejar el pensamiento de la doctrina y la jurisprudencia. 

Así el art. 295 expresa que “es presupuesto para la apertura del proceso regulado en el 
presente capítulo que el sujeto peticionante se encuentre: 

 en estado de cesación de pagos; 

 en dificultades económicas o financieras de carácter general; o 

 sobreendeudado. 

A efectos de este artículo se entenderá por sujeto sobreendeudado a aquel que presente, en su 
patrimonio, un desequilibrio significativo entre el activo ejecutable y realizable de que resulte 
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titular y las obligaciones sujetas a cumplimiento por las cuales dicho activo deba responder.” 

 

II. 2. Diferencias entre la crisis empresaria y el sobreendeudamiento. 

Esta temática condujo a analizar, como punto de partida, de que manera debía ser 
conceptualizado el presupuesto objetivo, a saber que “notas jurídicas” permitían predicar la 
existencia del “sobreendeudamiento” y qué relación existía con el clásico “estado de cesación de 
pagos” o las dificultades económicas de índole general. 

Así, se tuvo presente las claras enseñanzas de la doctrina en el sentido de que los términos 
“cesación de pagos”, “insolvencia” y “crisis”, demuestran la existencia de un mismo fenómeno 
económico que comienza con un deterioro financiero en el capital de giro de la empresa, y que si 
no tiene una respuesta reorganizativa, puede conducir definitivamente a la insolvencia y 
consecuente liquidación, tal como lo explica Héctor Alegría26. 

En opinión de Cámara27, el estado de cesación de pagos exige comprobaciones: la primera 
atiende a los elementos interdependientes del crédito, que tiene una empresa en particular, y en 
segundo lugar, como afecta su capacidad financiera y productiva; la tercera, basada sobre la 
estabilidad, permanencia e insanabilidad del equilibrio financiero. 

De todas formas, en la actualidad, la doctrina especializada reelaboró el presupuesto objetivo 
de la cesación de pagos, para actualizarlo a los tiempos que corren. 

En este sentido, el derecho concursal reconoció que las formulas de prevención de la crisis de 
la insolvencia, permiten actuar antes de la instalación de la cesación de pagos, y, 
consecuentemente, hacer realidad la conservación de la empresa. 

En una palabra, este debate se instaló a raíz de la preocupación por hacer efectivos los 
procedimientos de reorganización empresarial en tiempo oportuno y acudir a ellos antes de la 
instalación de la insolvencia. 

En consecuencia, el presupuesto objetivo de la apertura concursal debería retrotraerse a los 
prolegómenos o estados anteriores del estado de cesación de pagos, etapa que la doctrina patria 
denominó “estado de dificultades económicas o financieras de carácter general”, art. 79 y ss. de la 
Ley de Concursos y Quiebras, o “situación de crisis empresaria”. 

Por su parte, en el derecho comparado, mientras algunos países conservan el término 
“cesación de pagos”, otros -como el derecho germánico- introducen la noción de “imposibilidad de 
pago”, y en algunos casos se utiliza el giro “insolvencia”, “amenaza de insolvencia” o 
“sobreendeudamiento”, como alternativas demostrativas de un deterioro financiero que 
requiriere de medidas de prevención y reorganización. 

Ahora bien, el sobreendeudamiento reconoce una situación distinta al de la génesis de la crisis 
empresaria pues, mientras en la organización comercial existe una intermediación en el cambio de 
cosas, bienes, productos, y/o servicios que apareja un “flujo de fondos” en el caso de las personas 
humanas, al no realizar actividad económica organizada, los ingresos no tienen dicha 
característica. 

                                                           
26 ALEGRÍA, Héctor, “Objetivos y presupuestos concursales en el derecho actual”, Suplemento de Concursos y Quiebras, 
La Ley, abril 2009. 
27 CÁMARA, Héctor, El concurso preventivo y la quiebra, Depalma, Bs. As., 1981, t. 1, p. 241. 
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Para decirlo como lo explica Ariel Dasso28 “la crisis del consumidor constituye un fenómeno 
totalmente diverso al de la crisis del empresario.” 

Así, la crisis del empresario resulta connatural al mundo de los negocios en el que el riesgo, 
explica el incumplimiento como una consecuencia evolutiva del mundo negocial, cuyo remedio se 
encuentra en la vía concursal. 

 

II. 3. El presupuesto del sobreendeudamiento. 

Por el contrario, el sobreendeudamiento del consumidor designa un estado de “exceso de 
deudas” que no implica necesariamente el incumplimiento con sus obligaciones pero que le llevan 
a la acuciante situación de “ingresos insuficientes” para cubrir necesidades básicas. 

Esta línea, Belén Japaze29 expresa que el sobreendeudamiento remite a la idea de un 
endeudamiento excesivo y como es evidente esta calificación alude a un concepto relativo –el 
exceso- puesto que el límite entre la toma de deuda razonable o excesiva dependerá del patrón 
con el que se compare el endeudamiento. 

Así la confrontación del pasivo con el activo disponible permitirá determinar el grado de 
endeudamiento y concluir sobre su eventual carácter excesivo.30 

En una palabra, el consumidor normalmente carece de activos o si los tiene son mínimos y por 
ello, su capacidad económica de generar ingresos tiene relación con la retribución de su trabajo y 
los bienes comprometidos son sus derechos elementales para una vida digna. 

De allí, que el maestro Dasso31 puntualiza que “fácil es advertir que siendo distinto el bien 
jurídico tutelado en el procedimiento de crisis empresarial, respecto del sobreendeudamiento del 
consumidor, cabía ponderarlo en forma específica. 

Ahora bien, tampoco podía ignorarse que siendo tributarios en la ley concursal argentina del 
concepto de cesación de pagos e insolvencia, resultaba conveniente que el presupuesto objetivo 
de apertura del proceso especial para los consumidores fue amplio, facilitando la admisibilidad del 
procedimiento y de allí, el texto del art. 295 comprende ambos tipos de situaciones. 

Tal como se advierte, siguiendo a la doctrina italiana, se define como sujeto sobreendeudado a 
aquél cuyo patrimonio presente un desequilibrio significativo entre su activo ejecutable y las 
obligaciones por las cuales dicho activo debe responder, caracterizando así al 
sobreendeudamiento propiamente dicho. 

En este sentido, Belén Japaze coincide que el criterio seguido por la Comisión redactora y 
plasmado en el art. 295 es acertado pues, la asunción de una fórmula amplia en el presupuesto 
objetivo facilita la habilitación del remedio de conciliación y reordenamiento de deuda de la 
persona humana. 

 

                                                           
28 DASSO, Ariel A., El concurso del consumidor y otros sujetos, trabajo presentado en el Instituto Iberoamericano de 
Derecho Concursal 
29 JAPAZE, Belén, Economías domesticas y sobreendeudamiento, en  Revista de Derecho de Consumo,  año 1/2016, pág. 
78 
30 BARREIRO, Marcelo, Sobre la prevención del sobreconsumo, Ponencia presentada en el V Congreso Iberoamericano 
de Insolvencia y VII Congreso Argentino de Derecho Concursal, Mendoza, 2009. 
31 DASSO, Ariel A., ob. Cit. 
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II. 4. El presupuesto subjetivo. 

Un debate también muy complejo se da con relación a quienes pueden ser considerados 
estrictamente consumidores a los fines del procedimiento especial de conciliación y saneamiento 
en atención a las zonas grises que se advierten en los microemprendimientos. 

De allí que la Comisión optó por respetar el esquema establecido en el Código Civil y Comercial 
de la Nación y puntualmente en el art. 320 de dicho cuerpo legal excluyendo del presente proceso 
a las personas humanas que realizan “actividad económica organizada”. 

Así el texto puntualmente establece: 

ART. 296.— Pueden acceder voluntariamente al procedimiento previsto en este Capítulo las 
personas humanas que: 

 no realicen una actividad económica organizada ni resulten titulares de una empresa o 
establecimiento comercial, industrial, agropecuario o de servicios; 

 realicen una actividad como empleados públicos o privados en relación de 
dependencia; 

 ejerzan una profesión liberal no organizada bajo la forma de empresa; 

 realicen una actividad autónoma e independiente no organizada bajo la forma de 
empresa 

La circunstancia de que dichas personas humanas se encuentren inscriptas como empleadores 
y tengan personal en relación de dependencia en número no mayor a tres (3) trabajadores, no 
obstará a su inclusión dentro del régimen regulado por el presente capítulo. 

 

II. 4. a. Una primera aproximación. 

En esta línea, siguiendo la legislación del derecho comparado sobre la insolvencia de personas 
naturales no comerciantes y, en especial, tutelando al consumidor sobreendeudado, se tiene en 
cuenta que la legislación al considerar el sujeto pasivo incorpora también a los profesionales 
liberales y a los pequeños deudores que trabajan para la satisfacción de sus necesidades, tal como 
lo hace la legislación colombiana, el decreto ley español32, el capítulo 13 de la Bankruptey de 
Estados Unidos, y la Ordenanza Francesa 326 del 16/03/2014. 

Así, la legislación francesa tiene en cuenta el endeudamiento del consumidor en tanto la crisis 
está generada en función de “deudas contraídas para el desarrollo de su profesión”, lo que puede 
conceptuarse “tan vital” como el generado en razón de la adquisición de bienes necesarios para la 
alimentación, la salud, la educación y toda otra exigencia calificada como doméstica. 

Por ello, se admite al procedimiento cualquier deudor persona humana, sea que la causa de su 
situación de crisis sea el sobreendeudamiento propiamente dicho o que las dificultades financieras 
y/o patrimoniales devengan del ejercicio profesional no comercial. 

                                                           
32 El Real Decreto-Ley 1/2015 de España incorpora diferentes dispositivos vinculados  a la problemática  del 
sobreendeudamiento de consumidores pero la gran novedad es, sin dudas, la modificación del régimen de la llamada 
segunda oportunidad o exoneración del pasivo insatisfecho oportunamente diseñada por la ley 14/2013. La reforma 
incorpora a la ley concursal un nuevo art. 178 bis, bajo el título "Beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho" y 
modifica el art. 178 que lo precede. 
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En este sentido, se agrega que pueden estar inscriptos como empleadores en la medida que no 
tengan más de tres trabajadores, para permitir la incorporación de la hipótesis propia de los 
profesionales liberales y de las personas humanas que puedan tener personal doméstico, sin que 
ello implique ningún tipo de actividad empresaria. 

Este aspecto ha sido cuestionado por alguna doctrina33 señalando que además del consumidor 
propiamente dicho, es decir, a las personas que no realizan actividad económica organizada se ha 
agregado a quienes ejerzan una profesión liberal no organizada bajo la forma de empresa, 
habilitando la posibilidad de que tengan empleados lo que permitiría introducir a las PYMES. 

A los fines de que se comprenda bien el alcance subjetivo del procedimiento, se transcribe la 
norma: 

De la lectura del artículo, se sigue con meridiana claridad una directiva central con relación a 
los consumidores; rectius personas humanas que no realicen actividad económica organizada, 
excluyendo de esta forma cualquier tipo de actividad empresarial, aún las de las microempresas 
para quienes se introducen las modificaciones al capítulo IV. 

 

II. 4. b. El alcance del precepto. 

De tal modo, se advierte que quedan comprendidos en este procedimiento los empleados 
públicos o privados en relación de dependencia, justamente por sus ingresos fijos y cuando se 
agrega a los profesionales se señala puntualmente que no deben funcionar bajo la forma de una 
empresa. 

Así, queda claro que la amplitud del presupuesto subjetivo tiende a proteger adecuadamente a 
los consumidores, es decir, a las personas humanas que no realizan actividad económica 
organizada pero, incorporando a los profesionales y trabajadores autónomos que no titulizan una 
empresa. 

Desde esta perspectiva, su definición puede generar polémica, pues la propia Aida Kemelmajer 
de Carlucci34 se preguntaba quién es el consumidor sobreendeudado, advirtiendo las zonas 
grises que esta figura trae cuando se trata de personas humanas que no realicen actividad 
económica organizada. 

De todas formas, la profesora tucumana Belén Japaze35 señala que al momento de establecer si 
estamos frente a una situación de endeudamiento vinculada a la actividad lucrativa del sujeto o 
ajena a la misma, debamos acudir a criterios de cierta flexibilidad y, en caso de duda, estar a la 
interpretación más favorable del consumidor. 

Por ello, entendemos, que incorporar los profesionales que no están organizados bajo la forma 
de empresa es una laudable intención que deberá ser adecuadamente ponderada por el 
intérprete. 

 

                                                           
33 SISTERNA, María de las Mercedes, El concurso del consumidor sobreendeudado, a la luz del proyecto  de reforma a la 
Ley 24.522. 
34 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aida, El sobreendeudamiento del consumidor y la respuesta del legislador francés, 
Academia Nacional de Derecho de Buenos Aires, junio 2008 
35 JAPAZE, Bélen, ob. Cit. 
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II. 5. Juez competente 

La definición del juez competente podría haberse remitido al art. 3 de la ley 24522 pero, cabe 
reconocer que dicha norma esta enderezada a la actividad empresaria aún cuando refiera a las 
“personas físicas” pues habla del lugar de la administración y, por el contrario, el deudor 
sobreendeudado tiene domicilio real allí donde reside. De allí que la norma puntualmente 
expresa: 

ART. 297.— Corresponde intervenir en el presente procedimiento al juez con competencia 
ordinaria del lugar del domicilio del deudor, entendiendo por tal al lugar de residencia habitual o 
donde desempeña su actividad profesional, en los términos de los arts. 73 y 76 del Código Civil y 
Comercial de la nación. 

Con relación, a la asignación de competencia el art. 297 establece una máxima propia del 
derecho consumeril como es el domicilio del deudor. 

Así, se tiene en cuenta el domicilio real de la persona humana, definido en el Art. 73 del Nuevo 
Código Civil y Comercial que lo establece “en el lugar de la residencia habitual” y, si ejerce 
actividad profesional lo tiene en el lugar del cumplimiento de las obligaciones emergentes de 
dicha actividad. 

También se tiene en cuenta la situación del domicilio ignorado a los fines de solucionar casos 
donde el deudor no tenga un domicilio fijo. 

Por último, cabe recordar que como dice el art. 78 el domicilio determina la competencia de las 
autoridades pero que en materia concursal no existe prórroga pues esta norma atributiva es de 
orden público y máxime cuando se trata de un consumidor, art. 36 de ley 24240. 

 

II. 6. Instancia del procedimiento 

Aún cuando la apertura del procedimiento es a instancia de parte, en este caso del consumidor 
sobreendeudado, debe tenerse presente el rol activo del juez concursal y la tutela 
constitucionalizada del estatuto del consumidor y consecuentemente tener presente el impulso de 
oficio, contemplado en el art. 274 de la ley concursal y el principio de verdad real que impera en 
esta materia. De tal modo, aún cuando se le haya pedido la quiebra o esta haya sido declarada la 
preferencia de este procedimiento luce nítida en el Anteproyecto. Así, el artículo dispone lo 
siguiente: 

ART. 298.— El procedimiento podrá ser solicitado exclusivamente por el deudor, o por 
apoderado con facultad especial, mientras no haya sido declarado en quiebra. Declarada la 
quiebra, el deudor podrá hacer uso de la facultad prevista en el art. 90, con el objeto de convertir 
el trámite en el procedimiento previsto en el presente Capítulo, en el mismo plazo, y con los 
efectos y alcances fijados en el art. 91. 

El esquema legal sigue la tradición argentina de que es el deudor, es decir el consumidor 
sobreendeudado, quien pide la apertura del procedimiento especial, debiendo destacarse que 
ésta vía es prevalente frente a un pedido de quiebra, mientras no se encuentra declarada. 

Va de suyo que, como este proceso especial integra la ley 24.522, al consumidor se le puede 
pedir la quiebra y, ante dicha petición, el deudor que se encuentre sobreendeudado puede, en la 
oportunidad del art. 84, pedir el acogimiento al presente proceso. 
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Además, si así no lo hubiese hecho, y aun cuando se haya declarado la quiebra, también tiene 
la facultad de convertirla tal como expresamente lo señala la norma proyectada. 

 

III. Los elementos de la demanda. 

III. 1. Los recaudos formales. 

Los requisitos formales que se exigen son los propios del pequeño deudor que normalmente no 
tendrá contabilidad alguna y, por ende, sólo podrá explicar las causas de su situación patrimonial y 
acompañar detalles del activo y del pasivo, como así también la nómina de sus acreedores, para 
que el juez pueda analizar la situación de sobreendeudamiento. 

Por ello, los recaudos enumerados no deben exigirse con el rigor formal del procedimiento 
concursal ordinario y por el contrario, se encuentra de por medio la tutela judicial efectiva que 
debe concederse a los consumidores sobreendeudados, Art. 42 de la CN. 

Por su parte, el requerimiento sobre los empleados en relación de dependencia, tiene en 
cuenta a los profesionales liberales que puedan tener colaboradores, como así también, a las 
personas humanas que tienen personal doméstico. 

Veamos brevemente la información requerida. 

ART. 299.— Son requisitos formales de la petición de apertura del procedimiento previsto en el 
presente Capítulo:  

 Suministrar al juez los datos completos de identificación del deudor, incluyendo su 
nombre, copia del documento nacional de identidad, fecha y lugar de nacimiento, 
domicilio, estado civil, actividad o profesión, y dirección de correo electrónico, ésta 
última si la tuviese. 

Tal como se advierte, este recaudo tiende a la individualización del sujeto deudor y se relaciona 
directamente con el presupuesto subjetivo contemplado en el art. 296, es decir, debe tratarse de 
una persona que no realiza actividad económica organizada, no resulte titular de una empresa o 
establecimiento comercial. 

En una palabra, debemos estar frente a un empleado, público o privado; o quien realice una 
actividad “autónoma” pero no organizada bajo la forma de empresa, o tratarse de una profesional 
liberal que tampoco este organizada negocialmente. 

De lo contrario, si no se dan dichas características, el sujeto no estará legitimado para 
peticionar este procedimiento, siempre teniendo presente las claras enseñanzas de Belén Japaze36 
en cuanto explica que hay que tener un criterio flexible y que en caso de duda rige el principio “in 
dubio pro consumidor”, art 3 de la ley 24240 y 1094 CCCN. 

 Explicar las causas concretas de su situación patrimonial con expresión de la época en 
que se produjo la situación de sobreendeudamiento, las dificultades económicas o 
financieras de carácter general o el estado de cesación de pagos —según sea el caso— 
e identificar y señalar los hechos por los cuales alguna de estas circunstancias se 
hubieran manifestado. 

Aún cuando se trate de un consumidor, la ley exige que explique las causas de su situación 

                                                           
36 JAPAZE Belén, ob. cit. 
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patrimonial, en una palabra, cuáles fueron los motivos que lo llevaron a la situación de 
sobreendeudamiento, justamente para conocer lo sucedido con las deudas domésticas y/o 
profesionales no lucrativas y eventualmente poder insinuar una salida o solución de la situación 
que lo aqueja. 

En esta línea, no puede obviarse el fallo dictado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en la causa Rinaldi37. 

En dicha oportunidad, el Alto Tribunal Federal, puntualizó que el problema del 
sobreendeudamiento ha motivado que en diversos países se autoricen medidas vinculadas con la 
intervención en el contrato, otorgando plazos de gracia y promoviendo refinanciación a través de 
terceros. 

En el fallo citado, la corte reconoce un derecho a la protección del consumidor 
sobreendeudado elevándola al rango de derecho fundamental vinculado con la dignidad de la 
persona humana y reflexiona sobre la necesidad de repensar los niveles de tutela. 

Por ello podemos decir, siguiendo a María Belén Japaze38, si la Corte Suprema ha impuesto un 
estándar de protección del consumidor sobreendeudado en causas singulares, con mayor razón, 
dichas consideraciones se potencian cuando se trata de diseñar dispositivos para gestionar la crisis 
de los sectores vulnerables en situación de sobreendeudamiento y, de allí, la necesidad de que la 
persona humana que requiere este tipo de tutela explique los motivos de su situación. 

 Acompañar, con carácter de declaración jurada, un estado detallado y valorado del 
activo y pasivo actualizado a la fecha de presentación, con indicación precisa de su 
composición, los criterios seguidos para su valuación, la ubicación, estado y 
gravámenes de los bienes y demás datos necesarios para conocer debidamente el 
patrimonio y la documentación contable que se llevare voluntariamente. 

En la mayoría de los casos al tratarse de empleados o monotributistas que trabajan “para vivir” 
no tendrán contabilidad alguna, pese a lo cual se les requiere que describan los bienes que 
integran su activo y su pasivo, para conocer la situación de sobreendeudamiento y, de allí, la 
necesidad de que se indiquen los criterios seguidos para la valuación de los bienes y todo dato 
necesario para conocer debidamente el patrimonio. 

En esta línea, hay que tener muy presente la tutela de la vivienda personal de conformidad en 
los arts. 244 y ss. del CCCN, como así también cuando se trata de conyuges y/o convivientes lo 
dispuesto por los arts. 456 infine y 522 del CCCN que establecen que la vivienda familiar no puede 
ser ejecutada por deudas contraídas después de la celebración de un matrimonio o de inscripta la 
convivencia, salvo que la obligación haya sido contraída por ambos o haya existido asentimiento. 

Va de suyo que también se debe tener presente cuales son los bienes que puede alcanzar el 
procedimiento a tenor del art. 744 del CCCN. 

 Acompañar, con carácter de declaración jurada, la nómina de acreedores, con 
indicación de sus domicilios, sus direcciones de correo electrónico, montos de los 
créditos, causas, vencimientos, codeudores, fiadores o terceros obligados o 
responsables y privilegios, con copia de la documentación sustentatoria de la deuda 

                                                           
37 Rinaldi, Francisco A. y otros contra Guzman Toledo, Ronal C. y otra. La Ley 2007-B-43. 
38 Japaze, María Belén. “Economías domésticas y sobreendeudamiento. Destinatarios de una regulación impostergable” 
Revista Derecho del Consumo, Año 1, 2016 – 1, Ed. Fidas, pag. 76 
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denunciada, que tuviera en su poder. Debe agregar, en su declaración, el detalle de los 
procesos judiciales o administrativos de carácter patrimonial en trámite o con condena 
no cumplida, precisando su radicación. 

La nómina de los acreedores y la documentación de la deuda resultan fundamentales en el 
caso de los consumidores porque, en la mayoría de los supuestos, se tratará de “deudas 
domésticas”. 

Dicho de otro modo, no será siempre sencillo establecer el origen de las deudas contraídas o el 
destino de los bienes y servicios contratados. Asimismo, la toma de créditos puede explicarse en la 
necesidad de refinanciar deudas anteriores y, el uso de las tarjetas de crédito, sea probablemente 
una característica en este tipo de presentaciones. 

En esta inteligencia no puede ignorarse que el sobreendeudamiento requiere analizar de qué 
manera han impactado los modos de financiación en la economía de la persona en concreto y la 
eventual capacidad de respuesta de la persona, como así también las responsabilidades de los 
dadores de crédito. 

 Denunciar la existencia de proceso concursal anterior y justificar, en su caso, que no se 
encuentra dentro del período de inhibición que establece el artículo 59, o el 
desistimiento del concurso si lo hubiere habido. 

En este sentido, la norma es una reedición del principio de buena fe para evitar el abuso en el 
uso del proceso. 

 Acompañar nómina de empleados, si los tuviere, con detalle de domicilio, categoría, 
antigüedad y última remuneración recibida. Deberá acompañarse también declaración 
sobre la existencia de deuda laboral y de deuda con los organismos de la seguridad 
social. 

Tal como hemos explicado se habilita que el consumidor que utilice este procedimiento pueda 
tener hasta tres empleados y de allí, la necesidad de acompañar esa nómina y la eventual 
existencia de deuda laboral y previsional. 

 Acompañar certificado de su inscripción ante la autoridad tributaria, en caso de existir. 

Como el consumidor puede ser un cuentapropista o trabajado autónomo que tenga inscripción 
tributaria, aún cuando no realice actividad económica organizada, se requiere que acompañe la 
correspondiente inscripción en caso de existir, de manera tal de conocer exactamente su situación 
particular. 

 El escrito y la documentación agregada deben acompañarse con dos (2) copias 
firmadas. 

 Cuando el deudor lo requiera, o en su caso el tribunal lo estime necesario, ponderando 
los requisitos legales con criterio de razonabilidad, según las circunstancias del deudor, 
se podrá otorgar un plazo de diez (10) días desde la presentación, para completar la 
información que se estime necesaria para habilitar el procedimiento pudiendo 
dispensarse del cumplimiento de algún requisito que el juez no considere pertinente. 

Por último, la norma establece una directriz central distinta a la del proceso ordinario pues, no 
solamente concede el plazo de gracia para completar los recaudos necesarios para habilitar el 
proceso, sino que señala que estos deben ser ponderados con flexibilidad y razonabilidad pues se 
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trata de facilitar la tutela, atento a que el régimen tutela la dignidad de vida de la persona humana 
que no realiza actividad económica organizada. 

Desde otro costado, también se exige la constitución de domicilio procesal y a esos fines el art. 
300 establece como recaudo procesal el cumplimiento de dicho recaudo. 

ART. 300.— Se aplica la norma contenida en el art. 12 en lo pertinente. El presentante deberá 
constituir domicilio electrónico y denunciar un teléfono de contacto en los que el conciliador 
pueda efectuar válidamente las comunicaciones necesarias. 

 

III. 2. Plazo para resolver 

Como no podía ser de otro modo se establecen taxativamente cuales son las causales de 
rechazo del procedimiento y que, en este caso, la resolución judicial resulta apelable. 

Así, el art. 301 puntualmente señala que: “Presentado el pedido o, en su caso, vencido el plazo 
que acuerde el juez, éste se debe pronunciar dentro del término fijado en el art. 13. 

Debe rechazar la petición, cuando el deudor: 

 no sea sujeto susceptible de acceder al procedimiento regulado en el presente 
Capítulo; 

 si no se ha dado cumplimiento al artículo 295; 

 si se encuentra dentro del período de inhibición que establecen los artículos 59 y 312, o 

 cuando la causa no sea de su competencia. La resolución es apelable” 

Al igual que el concurso preventivo, el nuevo capítulo prevé que el juez tiene un plazo de 5 días 
para pronunciarse sobre la procedencia de la apertura del procedimiento. 

Asimismo, se mantienen las causales de rechazo propias de éste tipo de procesos, en orden al 
encuadramiento del deudor, y si bien, se faculta el rechazo en caso de incumplimiento de los 
recaudos formales, se ha establecido el principio de “tutela judicial efectiva” como directiva 
central de su correcta inteligencia, relacionando el art. 299 y 301, de manera tal que el juez debe 
tener un criterio de flexibilidad y razonabilidad en orden a la habilitación del proceso pues se 
encuentra de por medio la dignidad de la persona sobreendeudada, art. 1097 del CCCN. 

 

IV. La apertura del proceso de conciliación. 

IV. 1. El contenido de la resolución de apertura 

Este procedimiento tiene como “figura central” al juez y al conciliador, pues la ley busca que el 
deudor logre un acuerdo con los acreedores, de allí que se faculte al primero a tomar todas las 
medidas necesarias a esos fines, tal como lo establece el art. 36 del CPCCN, incluso dar las 
instrucciones pertinentes a las partes y al conciliador para facilitar el eventual convenio, de 
conformidad a las pautas que establece el artículo que se transcribe: 

ART. 302.— Cumplidos en debido tiempo los requisitos legales, el juez debe dictar resolución 
que disponga: 

 La declaración de apertura del procedimiento, identificando al deudor. 
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 La designación de un conciliador de la lista para que intervenga en el procedimiento. 
Los conciliadores sólo podrán ser abogados o contadores. Se aplicará el art. 253 a los 
efectos de la inscripción, selección y designación y, en cuanto sea pertinente, rigen los 
arts. 255, 256 y 258. 

 La orden de publicar edictos durante dos (2) días en el diario de publicaciones legales 
de la jurisdicción del juzgado, los que deberán contener los datos referentes a la 
identificación del; los del juicio y su radicación; el nombre y domicilio del conciliador, y 
la citación a los acreedores para que formulen sus pedidos de verificación de sus 
créditos ante el conciliador dentro de los diez (10) días de la fecha de publicación del 
último edicto observando las disposiciones contenidas en el art. 32. 

 La inhibición general para disponer y gravar bienes registrables del deudor, la que será 
anotada en los registros pertinentes. 

 La publicación de edictos será gratuita; debiendo llevarse a cabo dentro de los cinco (5) 
días desde la aceptación del cargo del conciliador, y su diligenciamiento estará a cargo 
del deudor. 

El anteproyecto crea la figura del “conciliador”, como una alternativa “diferenciada” de los 
estudios de síndicos clase A y de la sindicatura clase B, en atención a la especial preparación que 
debe tener este funcionario. 

El conciliador puede ser abogado o contador, con una antigüedad de cinco años de ejercicio 
profesional, sin perjuicio que también se inscriban para tal cargo los integrantes de los estudios de 
contadores y los síndicos clase B, siempre y cuando se tenga en cuenta que no bastan los 
conocimientos de las ciencias contables, sino que el conciliador debe ser un experto en el Estatuto 
del Consumidor y manejar muy especialmente los tratados de derechos humanos que se 
encuentran en juego en esta temática. 

A esos fines y de conformidad a los arts. 253 y sgtes. las Cámaras con competencia concursal 
deberán articular la confección de los listados de conciliadores para la actuación en estos 
procesos. 

Hasta tanto, una norma supletoria habilita a los síndicos clase B a actuar como conciliadores. 

Este funcionario es el que tiene a su cargo la recepción de los pedidos de verificación por parte 
de los acreedores y el que deberá informar oportunamente al juez sobre quienes han concurrido a 
insinuarse en el pasivo del deudor, como así también la documentación en que se basan, el 
monto, causa y eventual privilegio del crédito, siendo relevante la opinión que se vierta sobre su 
procedencia. 

Asimismo, la efectiva tutela del consumidor conlleva a que la publicación de edictos esté a su 
cargo, pero, en caso de incumplimiento, el desistimiento sólo apareja un plazo de inhibición de 
seis meses. 

En igual línea, se ordena la inhibición general para disponer y gravar bienes registrables del 
deudor la que será anotada en los registros pertinentes. 

En una palabra, el conciliador no solo se vuelve un “controlador” de la actividad de la persona 
humana sobreendeudada sino que debe tener muy presente el principio de educación para el 
consumo y la dignidad de aquella. 
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IV. 2. Efectos de la apertura. 

Las consecuencias jurídicas de la apertura del procedimiento especial trata de tener en cuenta 
la especial situación de la persona humana sobreendeudada y de allí que se dispongan las 
siguientes pautas: 

La norma en cuestión dispone que (art 303): La apertura del procedimiento produce los 
siguientes efectos: 

 La suspensión por 90 días de todos los juicios de contenido patrimonial por causa o 
título anterior a su presentación, no pudiendo deducirse nuevas acciones con 
fundamento en tales causas o títulos, incluidas la ejecución de créditos prendarios y/o 
hipotecarios y desalojos de la vivienda particular del deudor o del lugar donde lleva a 
cabo su labor profesional. 

Los expedientes permanecerán en los Juzgados originariamente asignados y los acreedores 
deberán acreditar su condición con copia certificada a presentar ante el conciliador, cuando sean 
convocados a los efectos de su reconocimiento. 

 La suspensión de los intereses de los créditos del deudor, con excepción de los créditos 
garantizados con garantías reales que prosiguen en la medida que alcanza el asiento 
del crédito. 

 Quedan sin efectos todas las medidas cautelares trabadas sobre los bienes y 
honorarios del deudor y en especial los embargos sobre los sueldos y salarios. 

 El conciliador tiene las facultades de contralor de la situación patrimonial del deudor, 
aplicándose el régimen establecido por los arts. 15 y 16 de la presente ley, a cuyo fin el 
juez puede autorizar para tutela personal del deudor y de su familia el pago de las 
cuotas correspondientes a las coberturas de salud de obras sociales o empresas de 
medicina prepaga. 

 La apertura de la etapa de conciliación, la cual se extenderá por 90 días desde la última 
publicación de edictos en el cual el conciliador tendrá por misión promover y facilitar 
acuerdos entre el deudor y sus acreedores”. 

Los efectos de la apertura son fundamentalmente la suspensión de todas las acciones dirigidas 
en contra del pequeño deudor y especialmente, las ejecuciones de créditos con garantías reales 
para habilitar la posibilidad de un acuerdo. 

Cabe destacar, que a diferencia del concurso preventivo este procedimiento también suspende 
las ejecuciones de garantías reales pues, se encuentran de por medio las condiciones de vida de la 
persona humana sobreendeudada e incluso se suspende el desalojo de la vivienda y del lugar de 
trabajo del profesional. 

En orden a la vivienda, si es familiar estará tutelada por el régimen de los arts. 456 y 522 de la 
CCCN o incluso por el nuevo esquema de los arts. 244 y ss. del ordenamiento citado. 

Va de suyo que quedan sin efecto todas las medidas cautelares trabadas en juicios singulares 
en atención a que la resolución de apertura de este proceso universal ordena la anotación de la 
indisponibilidad general de los bienes y, en especial, se ordena el cese de todo tipo de descuento 
sobre el salario y/o retribución del consumidor, justamente para permitir que recupere el nivel de 
vida que tiene como sustento la dignidad de la persona humana. 
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En igual sentido, el conciliador tiene las mismas facultades que el síndico en el concurso 
preventivo, en cuanto controla la situación patrimonial del deudor pero, no es el mismo 
funcionario pues debe estar imbuido del contenido del estatuto del consumidor para poder emitir 
opinión fundada sobre los créditos y las eventuales responsabilidades que se derivan de las 
obligaciones que el art. 42 de la Carta Magna, la ley 24240 y el CCCN imponen al proveedor en la 
relación de consumo. 

Desde otro costado, este nuevo funcionario tiene el contralor de la actividad de la persona a los 
fines de que aquella no puede alterar la situación de los acreedores por causa anterior y respete el 
régimen de autorización que prevé el art. 16 en caso de actos extraordinarios, aplicándose en caso 
de violación lo dispuesto por el art. 17 en orden a la ineficacia de pleno derecho de dichos actos. 

A su vez, el conocimiento del estado patrimonial del deudor le permite al conciliador ser un 
verdadero “facilitador y promotor” del acuerdo entre el deudor y sus acreedores, y en su caso, 
presentar su propio plan de saneamiento ante el juez. 

En este sentido, la especial relación entre los acreedores y el deudor permite que el conciliador 
realice una labor fundamental en orden a la reorganización del pasivo, aspecto que puede ser 
presentado como una respuesta concreta ante el juez para que éste convoque a todas las partes y 
trate de arribar a un acuerdo que contemple todos los intereses en juego. 

Por último, cabe señalar que la etapa de conciliación se extiende por el plazo de 90 días, 
período en el cual se procederá a la verificación de créditos, a la presentación del informe 
individual y a promoverse el proceso conciliatorio para lograr el acuerdo entre el deudor 
sobreendeudado y sus acreedores. 

Asimismo, se puntualiza especialmente que el proceso no afecta la legitimación del deudor el 
que puede continuar con sus tareas, de conformidad al texto del art. 304 que se transcribe: 

“La apertura del proceso no afecta la legitimación del deudor, el que conserva sus facultades 
para desempeñar tareas artesanales, profesionales o en relación de dependencia, debiendo 
aplicarse la obligación de residencia reglada en el art. 25”. 

Por último, el art 305 establece que el desistimiento del procedimiento solo se produce si el 
deudor no cumple con la publicación de edictos pero el plazo de inhibición previsto en el art. 31, 
último párrafo, se reduce a seis (6) meses. 

 

V. Período de conciliación. 

V. 1. El conciliador como promotor del acuerdo. 

El período de conciliación se inicia desde la última publicación de edictos, pues es en ésta 
oportunidad donde los acreedores toman conocimiento del proceso y de quien es el conciliador y 
su domicilio para presentarse a pedir la verificación. 

Asimismo, se establece que el conciliador deberá informar al juez la nómina de los acreedores 
que considera admisibles, como así también de las eventuales exclusiones, acompañando la 
documentación pertinente en cada legajo, a los fines de que el tribunal dicte la respectiva 
sentencia de admisión en el pasivo. 

Una vez dictada la sentencia de verificación por el juez se inicia la etapa conciliatoria 
propiamente dicha, con un plazo de vigencia de 60 días y donde, en caso de no lograrse acuerdo, 
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el conciliador puede proponer su propio plan de saneamiento, tal como explicamos supra, y en 
cualquier etapa del proceso, el juez tiene facultades para convocar a audiencias conciliatorias 
buscando la concreción del acuerdo. 

Tal como se advierte, aún antes de llegar al esquema de las mayorías, tanto el conciliador como 
el juez tienen un rol muy “activo” en el acercamiento de los intereses de las partes, de manera tal 
que los acreedores comprendan el estatuto del consumidor requiere de vías de saneamiento 
específicas y de un esfuerzo compartido que otorgue una segunda oportunidad al deudor 
sobreendeudado, sin perjuicio de analizar tanto la conducta de los acreedores “dadores de 
crédito” como del consumidor en orden a las causas de su situación de endeudamiento. 

Todas estas particularidades tiñen especialmente este proceso y, consecuentemente, 
demuestran las especiales calidades que debe tener el conciliador y consiguiente información que 
debe proveer ser juez en sustento de los convenios que se propugnan. 

El sistema conciliatorio requiere las mayorías del art. 45 de la LC y en caso de no lograrse 
acuerdo faculta al conciliador a proponer un plan, que habilite el saneamiento de su situación 
patrimonial. 

De tal modo, el texto legal puntualmente expresa: 

ART. 306 El periodo de conciliación se extenderá por 90 días corridos desde la última 
publicación de edictos, etapa durante la cual el conciliador tendrá por misión determinar 
provisionalmente el pasivo y facilitar acuerdos entre el deudor y sus acreedores. 

Durante el período de conciliación se llevarán a cabo las siguientes gestiones: 

El funcionario designado recibirá la documentación que le presenten los acreedores y 
corroborará la denuncia del deudor a los fines de procurar celebrar acuerdos para la satisfacción 
de las obligaciones pendientes de cumplimiento. 

Los acreedores tendrán un plazo de 10 días desde la iniciación de la etapa de conciliación para 
presentarse ante el conciliador o solicitar la verificación de sus créditos. 

Vencido dicho plazo, y en igual término, el conciliador deberá informar al juez la nómina 
detallada de los acreedores cuya verificación o admisibilidad recomienda, como así también de las 
eventuales exclusiones acompañando la documentación pertinente en sus respectivos legajos. 

El juez en el plazo de diez (10) días deberá dictar la sentencia de verificación, con los efectos 
del art. 36 último párrafo. 

El funcionario promoverá el proceso conciliatorio y podrá celebrar tantas audiencias como 
considere necesarias, convocando a ellas al deudor y a los acreedores. 

La etapa concluye por el vencimiento del plazo o cuando se obtuviere la conformidad de 
acreedores que representen la mayoría absoluta del capital verificado y declarado admisible, 
rigiendo el régimen de exclusiones del art. 45. 

En caso de no lograrse acuerdo, el conciliador propondrá una fórmula de repago y cualquier 
otra que estime conveniente ante el Juez. 

De texto de la norma se sigue que el conciliador es el que recibe la documentación que le 
presentan los acreedores, en un plazo de 10 días, a cuya finalización el funcionario debe informar 
al juez la nómina detallada de los acreedores que considera admisibles, como así también de 
aquellos que entiende deben excluirse del pasivo. 
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Es función del conciliador cotejar la documentación que le presenten los acreedores, con la 
denuncia del deudor y podrá convocarlos a tantas audiencias como considere necesario. 

Dentro del plazo de 10 días de vencido el plazo de verificación, informa y recomienda el juez la 
admisibilidad o rechazo de los presentados y las eventuales exclusiones, en legajos separados. El 
Juez debe dictar dentro de un nuevo plazo de 10 días la sentencia de verificación con los mismos 
efectos del art 36 in fine (art. 306). 

A su vez, el magistrado tiene otros 10 días para dictar la sentencia de verificación. 

De todas formas y tal como se sigue del juego de los artículos 302 inc. 2, 303 inc. 4 y 5, 
conjuntamente con lo previsto en la manda contenida en el inc. 3 del presente artículo, el 
funcionario debe promover el proceso conciliatorio entre el deudor y los acreedores y, a esos 
fines, podrá celebrar tantas audiencias como considere necesarias, a cuyo fin convocará a las 
partes. 

El esquema legal establece que la etapa conciliatoria concluye cuando se obtuviere la 
conformidad de acreedores que representen la mayoría absoluta del capital verificado y declarado 
admisible, rigiendo el régimen de exclusiones del art. 45. 

Tal como se advierte, éste procedimiento ha flexibilizado las mayorías concordatarias pues, 
sólo resulta necesario lograr las mayorías de capital y, en caso contrario, se dispone que el 
conciliador está facultado para proponer una fórmula de repago y/o cualquier otra solución que 
estime conveniente ante el juez, todo lo cual se correlaciona con las facultades que se le otorgan 
al magistrado para imponer el plan de reorganización, art. 309 inc. 3 y 4. 

En este aspecto, y en correlación con lo que dispone la Ley de Defensa al Consumidor, el juez 
tiene facultades para integrar el acuerdo. 

El deudor conserva sus facultades para su actividad artesanal, profesional o en relación de 
dependencia (art. 304). 

 

V. 2. Forma y contenido de los acuerdos 

La finalización de la etapa conciliatoria concluye con la firma del instrumento del convenio, el 
que puede tener diversas categorías, a los fines de dotar de máxima flexibilidad las alternativas 
concordatarias, todo lo cual debe ser informado al tribunal, en el plazo de 48 hs. de concluir el 
plazo de 90 días, dando cuenta de las mayorías obtenidas, y del convenio que se haya conformado 
entre el deudor y los acreedores. 

En caso contrario, el conciliador deberá formalizar su propio plan de saneamiento el que 
quedará a estudio del tribunal a los fines de la etapa homologatoria. 

ART. 307 El conciliador deberá comprobar, bajo su firma y autoridad, los acreedores que están 
en su presencia, sea en forma personal o por apoderado. 

Se aplica el art. 70, en cuanto el o los acuerdos deben ser otorgados por instrumento firmado 
por el conciliador debiendo los documentos habilitantes de la representación de los acreedores 
estar debidamente certificados por escribano público o mediante poder otorgado ante el 
Secretario del Juzgado. 

Los acuerdos podrán habilitar diversas categorías y ser diferentes respecto de cada acreedor 
pudiendo pactarse quitas y esperas sin límite temporal, ni cuantitativo, y toda otra fórmula que 
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obtenga la conformidad de los acreedores. 

Dentro de las dos (2) días de vencido el plazo de conciliación, el conciliador informará al juez 
sobre los acuerdos, presentándole los convenios a los que se hubiere arribado, con la expresa 
indicación del porcentaje de acreedores y capital de créditos que hubieran conciliado,”. 

El artículo en comentario, establece que los acuerdos deben ser otorgados por instrumento 
firmado ante el conciliador, debiendo los documentos habilitantes de la representación de los 
acreedores estar debidamente certificados por escribano o poder otorgado ante el Secretario del 
juzgado. 

Además, los convenios pueden habilitar diversas categorías y ser diferentes respecto de cada 
acreedor pudiendo pactarse quitas y esperas sin límite temporal ni cuantitativo y toda otra 
fórmula que obtenga la conformidad de los acreedores. 

Tal como se advierte, tratándose de una persona humana se flexibiliza la posibilidad de que 
existan diversos acuerdos, tanto por el carácter del acreedor como por la capacidad de pago del 
deudor. 

Además, se señala que vencido el plazo de conciliación el funcionario informará al juez sobre 
los acuerdos a los fines de que este haga saber su existencia mediante resolución que se notificará 
en el expediente para habilitar la etapa impugnativa prevista en el art. 308; el que puntualmente 
dice “presentados los acuerdos en el expediente el juez hará saber de su existencia mediante 
resolución que se notificará por ministerio de la ley, momento a partir del cual correrá el plazo 
previsto en el art. 50 de la ley a los fines de dar cumplimiento a la etapa impugnativa.” 

 

VI. Facultades homologatorias. 

VI. 1. El acuerdo del deudor y los acreedores y el rol del magistrado. 

En este aspecto, el sistema previsto reconoce la posibilidad de existencia de acuerdo entre el 
deudor y los acreedores, pero en caso de que éste no se obtuviese, se habilita un nuevo período 
conciliatorio para intentar superar las objeciones de los acreedores, a cuyo fin, el conciliador está 
facultado para presentar una fórmula de “repago”. 

De todas formas, encontrándose de por medio un consumidor sobreendeudado, el esquema 
legal asume las facultades propias del estatuto protectorio de aquél y otorga al juez la facultad de 
imponer un plan de reorganización, valorando el tipo de créditos, el contexto familiar y social de 
deudor, y a esos fines, solo requiere que el o los acuerdos hayan obtenido una mayoría del 50% 
del capital. 

Así, el texto proyectado puntualmente expresa: 

ART. 309 Una vez vencido el plazo previsto en el artículo anterior, ya sea que exista acuerdo 
entre el deudor y los acreedores, o propuesta del conciliador o que se hayan realizado 
impugnaciones, el juez procederá a realizar el control de legalidad formal y sustancial de los 
acuerdos, respetando el principio de buena fe y evitando el abuso del derecho en el convenio, 
previa intervención del Ministerio Público Fiscal. 

A tal efecto, el juez podrá: 

 analizar la eventual procedencia de las impugnaciones que pudieran existir, y en su 
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caso, habilitar un nuevo período conciliatorio por treinta (30) días a cuyo fin dará nueva 
intervención al conciliador, para que intente la superación de los planteos realizados 
por los acreedores. 

 homologar en caso que lo estime ajustado a derecho. 

 en el supuesto que no se alcanzara acuerdo alguno, podrá imponer un plan de 
reorganización que considere razonable, valorando la naturaleza de créditos, origen, el 
contexto social y familiar del deudor y su conducta, tanto antes como durante el 
proceso. 

En todos los casos el juez tiene la facultad para integrar el acuerdo, mediante resolución 
fundada, aumentando o reduciendo plazos y adecuando los montos de las cuotas pactadas, en 
tanto lo considere pertinente a fin de asegurar el cumplimiento de lo acordado sin afectar 
subsistencia decorosa del deudor y la de su familia. 

El acuerdo tiene los efectos consignados en la Sección III del Capítulo V del Título II”. 

El procedimiento tiene en cuenta cuatro cuestiones fundamentales: 

En primer lugar, la posibilidad de habilitar otra etapa conciliatoria en el supuesto de que las 
impugnaciones de los acreedores, tuviesen sustento y a los fines de que el conciliador intente una 
alternativa superadora. 

En segundo lugar, el juez puede homologar el acuerdo si lo estime ajustado a derecho. 

En tercer lugar, si el acuerdo no obtuviese las mayorías legales, se faculta al juez a imponer el 
mismo o el plan del conciliador, siempre con una base del cincuenta por ciento de capital de los 
acreedores con derecho a voto. 

A esos fines, en cuarto lugar, se lo faculta a integrar el acuerdo morigerando los montos o 
reduciendo plazos, de manera tal que el esquema de reorganización permita al deudor su 
cumplimiento sin afectar su dignidad personal y la subsistencia de su familia. 

 

VI. 2. Acreedores no admitidos 

Como no podía ser de otro modo, la normativa habilita el recurso de revisión por parte de los 
acreedores que no han sido admitidos en el pasivo. 

En igual línea, se habilita la verificación tardía para los acreedores que no se presentaron en 
tiempo propio pero acotando el plazo del art. 56 de la LC al período conciliatorio. 

Así, el texto proyectado establece que: 

ART. 310 Los acreedores y el deudor, en su caso podrán presentarse al juez en un plazo de diez 
(10) días a fin de solicitar la revisión de la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de los 
créditos dispuestos por el juez. 

A esos fines, en el plazo de cinco (5) días el juez designará una audiencia, la que se llevará a 
cabo con la participación del conciliador, en acreedor y el deudor y donde se receptará toda la 
prueba ofrecida, oportunidad en la que invitará a las partes a conciliar. 

La audiencia será pública y el procedimiento oral. La prueba será producida en la misma 
audiencia y, solo en casos excepcionales, el juez podrá fijar una nueva audiencia para producir la 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

87 

 

prueba también, la que deberá celebrarse en un plazo máximo e improrrogable de diez (10) días. 

Una vez concluido el procedimiento, el tribunal resolverá la incidencia en el plazo de cinco (5) 
días. 

Los acreedores que no se hubieran presentado tempestivamente tendrán la posibilidad de 
formular su pedido de verificación tardía hasta la conclusión del período conciliatorio, el que 
tramitará según el procedimiento pautado en el párrafo procedente. 

La resolución que admita al acreedor y su crédito deberá, además, indicar cómo, cuánto y 
cuándo deberá el deudor pagar el monto admitido. Firme la decisión que desestima la pretensión 
del acreedor, o transcurrido el plazo previsto en el párrafo quinto, el crédito pierde toda 
exigibilidad. 

Ambas decisiones son apelables”. 

El artículo precedente plasma en un solo procedimiento lo que es el incidente de revisión y la 
verificación tardía, a los fines de la incorporación de los acreedores al acuerdo. 

La norma contempla dos hipótesis, una la del clásico revisionista que se alza en contra de la 
sentencia que lo declara inadmisible, dentro de los diez días de dictada la resolución del juez y la 
segunda hipótesis, es la del verificante tardío al que se le concede todo el período conciliatorio 
para insinuarse en el pasivo, y consecuentemente incorporarse en el acuerdo. 

Por último, queda claro que los acreedores que no se presenten a verificar pierden el derecho 
creditorio que pudieran ostentar en un régimen más severo que la prescripción del art. 56 del a 
ley, constituyendo así una “norma de cierre” que permita al deudor concursado liberarse del 
pasivo anterior, no sólo por el efecto novatorio de las conformidades, sino también, por la 
caducidad del plazo para insinuarse en el pasivo concursal. 

 

VI. 3. Cumplimiento o vicisitudes de los acuerdos 

Por su parte, también se regla la conclusión del acuerdo y el consecuente levantamiento de la 
inhibición del deudor, como así también, el caso de incumplimiento del acuerdo, de conformidad 
al siguiente texto: 

ART. 311 Una vez ejecutado el acuerdo el deudor podrá peticionar se declare su cumplimiento 
y el levantamiento de la inhibición originariamente trabada. 

Cuando el deudor no cumple el acuerdo total o parcialmente, a instancia de acreedor 
interesado, el juez podrá derivar el conflicto al conciliador, a fin de que se intente una nueva 
negociación conclusiva del asunto. Tal período especial de renegociación no podrá extenderse por 
más de sesenta (60) días desde el requerimiento del acreedor pero este mecanismo podrá 
reiterarse en la medida que el juez lo estime razonable”. 

El artículo establece, en primer lugar, que una vez cumplido el acuerdo, el proceso 
concordatario se da por concluido definitivamente, por lo que se levantan las medidas 
precautorias vigentes sobre el patrimonio del deudor. 

A su vez, se regla el incumplimiento del acuerdo, habilitándose una etapa de “renegociación”, 
antes de disponerse la liquidación judicial. 

Cabe destacar que la etapa de renegociación se explica perfectamente como una última 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

88 

 

alternativa de “salvataje” de la persona humana, teniendo presente la dignidad de ésta y que 
como se trata de un “consumidor” con ingresos fijos y limitados, las fórmulas de reorganización 
empresaria no resultan viables. 

Por ello, la Comisión entiende que no pudiendo articularse un esquema de salvaguarda típico 
de otro tipo de emprendimientos, se justifica ésta alternativa de renegociación en caso de 
incumplimiento, para restablecer la situación personal del deudor. 

 

VI. 4. Inhibición 

La Comisión analizó las diversas posiciones en torno al período de inhibición para volver a 
utilizar este remedio procesal, en función de las distintas soluciones que se dan en el derecho 
comparado, para concluir que el año establecido en aquel artículo 59 de la ley debe reiterarse por 
ser un período lo suficientemente razonable. 

ART. 312 El deudor no podrá presentar una nueva petición para el sometimiento al régimen de 
este Capítulo, hasta después de haber transcurrido un (1) año, contados a partir de la fecha de 
cumplimiento del acuerdo o plan de reorganización impuesto por el tribunal, o de la clausura del 
proceso liquidatorio”. 

En esta inteligencia, y como una forma de evitar el abuso de este tipo de procesos, se establece 
que no puede presentarse una nueva petición hasta después de un año de cumplimiento del 
acuerdo o plan de reorganización dispuesta por el tribunal. 

 

VII. Liquidación judicial sin quiebra 

VII. 1. Las notas del proceso liquidatorio del consumidor. 

La especial situación de la persona humana insolvente y con una situación irreversible, desde el 
punto de vista conciliatorio, concluye sin quiebra, pero mediante la liquidación de los bienes que 
existieren. 

En efecto, la clásica inhabilitación del art. 234 de la ley 24522 con los efectos del art 238 de 
dicho cuerpo legal deviene absolutamente incoherente con relación a la persona humana que no 
realiza actividad económica organizada; es más, no resulta aplicable. 

De todas formas, el esquema legal que realice los bienes del consumidor tiene que tener muy 
en cuenta, que si bien rige el principio de responsabilidad del art. 743 del CCCN, resulta 
fundamental respetar las pautas del art. 744 en orden a los bienes inembargables, teniendo muy 
en cuenta la dignidad de la persona y la centralidad que esta directriz ostenta hoy en el 
ordenamiento jurídico argentino. 

Por ello, los integrantes de la Comisión redactora del procedimiento del pequeño concurso 
entendimos que no correspondía que se declarase la quiebra del consumidor, pues, este tenía 
derecho a seguir trabajando o ejerciendo la profesión y, consecuentemente, lo que correspondía 
ordenar era simplemente la apertura de la etapa liquidativa pero, sin los efectos propios de la 
falencia y especialmente con relación a las consecuencias personales que devenían inaplicables. 

Va de suyo que la liquidación produce el desapoderamiento de los bienes del consumidor pero 
modificando el art. 107 de la ley concursal pues, al no haber inhabilitación, lo que corresponde es 
la inmediata incautación de los bienes a los fines de su realización pero, como el deudor mantiene 
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su trabajo, sus nuevos ingresos y los bienes que adquiera a partir de la presentación del informe 
general, constituyen una “nueva masa” que no puede ser agredida por los acreedores anteriores 
salvo las excepciones específicamente contempladas en el texto. 

De tal modo, el art. 313 dispone los siguiente: “En caso de que la conciliación fracasara, ante la 
imposibilidad de cumplir cualquier medida de saneamiento, el juez mediante resolución fundada 
abrirá el proceso liquidatorio, disponiendo la realización de los bienes por parte del enajenador 
que designe, habilitándo las vías más idóneas para el mejor resultado del proceso liquidatorio y el 
restablecimiento del deudor. Asimismo, ordenará al conciliador que presente el informe general 
que prevé el art. 315.” 

Esta resolución del juez habilita este proceso liquidatorio no falencial, con la realización de los 
bienes en forma inmediata, de manera tal que el conciliador debe hacer saber al juez el mejor 
modo de concretar dicha tarea, proponiendo la designación de enajenador, sea un martillero o 
algún especialista en atención a la naturaleza de los bienes. 

A esos fines, la norma dispone la formulación del informe general para poder aplicar el régimen 
de ineficacia y de responsabilidad, que fuere menester de conformidad al principio de aplicación 
analógica establecido en el art. 319 del anteproyecto en caso que fuera necesario declarar la 
ineficacia de alguna operación “predatoria para el deudor” y/o iniciar las acciones de 
responsabilidad en contra de los dadores de crédito. 

 

VII. 2. Facultades del deudor 

El proceso liquidatorio implica el desapoderamiento del deudor pero con notas especiales. 

Así, cabe reiterar que el desapoderamiento no implica la inhabilitación del deudor que 
mantiene las facultades de desarrollar tareas en relación de dependencia y profesionales y por 
ende, los bienes desapoderados son aquellos existentes al momento que se dispone la liquidación. 

De tal modo, el deudor por ser una persona humana no pierde en ningún momento la 
capacidad de adquirir nuevos bienes, lo que implica la existencia de una “nueva masa” que no 
puede ser agredida por los acreedores anteriores, salvo como se señalará oportunamente los 
gastos de justicia del presente proceso, las obligaciones alimentarias del deudor, y los que 
constituyan créditos originados en daños a la persona humana. 

La norma en cuestión establece las directrices comentadas: 

ART. 314 La apertura del proceso liquidatorio implica el desapoderamiento de los bienes del 
deudor existentes a la fecha de la resolución del juez, sin perjuicio de lo cual el deudor conserva 
facultades y legitimación para desempeñar tareas artesanales, profesionales o en relación de 
dependencia. 

VII. 3. Informe General 

Como sustento del proceso liquidatorio, el conciliador debe presentar el informe general en 
donde lucen especialmente la descripción de los bienes a realizar, su valor de realización y la 
composición del pasivo. 

En esta línea, el funcionario debe establecer cual entiende que es la fecha inicial del 
sobreendeudamiento para poder habilitar el período de sospecha y en su caso las acciones de 
responsabilidad, tal como lo señala el art. 315 que se transcribe: 
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ART. 315 El conciliador deberá presentar en el plazo de treinta (30) días de iniciada la 
liquidación un informe general con el contenido del art. 39 en lo que fuere pertinente, en especial 
los incisos 1, 2, 3, 6 y 8. 

Además, deberá pronunciarse sobre la eventual procedencia de acciones de responsabilidad 
patrimonial. 

Esta pieza procesal estará a cabo de quien se desempeñó como conciliador y referirá 
especialmente a las causas de la situación patrimonial, a los bienes realizables, al pasivo que deba 
cancelarse, como así también a la fecha de cesación de pagos y la eventual existencia de actos 
revocables y/o de responsabilidad, tanto por parte del deudor como de los terceros, en especial, 
las empresas dadoras de créditos. 

Un punto central que puede llevar al fracaso del sistema conciliatorio es el esquema de crédito 
“predatorio” por lo que el conciliador deberá pronunciarse sobre la eventual responsabilidad de 
los dadores de crédito en el informe general y de esta forma, tanto el Ministerio Público Fiscal 
como el Funcionario quedan habilitados para iniciar las acciones que corresponden. 

 

VII. 4. Realización de Bienes – Enajenadores 

En orden a la realización de los bienes, se prevé que el trámite liquidativo sea ágil y dinámico y 
no esté sujeto a criterios formales. 

En esta línea, se pueden habilitar vías alternativas de ejecución de los bienes que sean idóneas 
para el mejor resultado, por ello el mismo conciliador está autorizado a vender los activos. 
Eventualmente, podrá designarse un martillero para la subasta judicial de los bienes o un 
especialista por la particular naturaleza de éstos. 

ART. 316 La etapa de realización de bienes estará a cargo del enajenador, de conformidad a lo 
dispuesto por el art. 261, bajo el control judicial. 

El texto legal puntualmente establece que esta etapa se encuentra a cargo del conciliador, bajo 
el control judicial y que obviamente se pueden designar enajenadores a martilleros, sin perjuicio 
de que, en casos especiales y de acuerdo al tipo de bien de que se trate, se pueda recurrir a 
especialistas. 

 

VII. 5. Informe final - Proyecto de distribución 

Tal como se sigue, el artículo establece que culminada la realización de los bienes, el 
conciliador presenta el informe final dando cuenta de cómo se llevó a cabo la liquidación y el 
producido a repartir entre los gastos de justicia y los acreedores de conformidad a los privilegios 
reglados en los artículos 240 y siguientes de la ley. 

A esos fines, también se presenta en el mismo acto el proyecto de distribución que queda a la 
oficina y las eventuales observaciones son resueltas por el tribunal sin trámite alguno. 

ART. 317 Una vez efectuadas las realizaciones e ingresados los fondos el conciliador deberá 
presentar el informe final sobre el producido de los bienes y el respectivo proyecto de 
distribución. 

A esos fines se seguirá el siguiente procedimiento: 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

91 

 

Una vez presentado en el expediente el informe final y el proyecto de distribución, quedarán a 
disposición de los acreedores por un plazo de cinco (5) días para que estos formulen las 
observaciones pertinentes. 

El proyecto deberá contener una reserva para la regulación de honorarios del conciliador y 
demás funcionarios intervinientes teniendo en cuenta las pautas establecidas en el presente 
proceso. 

Una vez resueltas las impugnaciones, el juez resolverá la reformulación del proyecto o su 
aprobación, y en su caso la correspondiente distribución de fondos. 

El proyecto de distribución se notificará a cada acreedor a los domicilios electrónicos, o en su 
defecto, podrá ser consultado en la página de internet correspondiente o en el expediente. 

Los fondos quedarán disponibles en el banco de depósitos judiciales luego de los cinco (5) días 
de la última comunicación. 

Se aplicarán los artículos 228 a 233, en cuanto corresponda. 

Como no podía ser de otro modo, el informe final debe detallar el resultado de los bienes 
realizados y de los gastos llevados a cabo, determinando la cifra a distribuir. 

En esta inteligencia, deberá también explicar de que manera se proyecta la distribución entre 
los acreedores, todo lo cual queda a disposición de aquellos para que se formulen las 
observaciones. 

Una vez resultas las observaciones, el juez debe ordenar la correspondiente distribución de los 
fondos notificando a cada acreedores a los domicilios electrónicos, y aquello quedan disponibles 
en el banco de depósitos judiciales. 

Cabe destacar que según el resultado distribuido pueden darse todas las etapas conclusivas del 
proceso y de allí la remisión a los artículos 228 a 233 de la ley, los que se aplicarán en la medida 
que sean pertinentes. 

 

VIII. Liberación del deudor 

VIII. 1. El alcance del “fresh start” 

La Comisión tiene en claro, luego del estudio de campo realizado en distintos tribunales del 
país, que la mayoría de éstos procedimientos concluyen por “falta de activo” y, de allí, que la 
persona humana, cuyo trato digno en el ordenamiento jurídico resulta una directiva central, 
merece lo que en el derecho comparado se llama “fresh start” es decir, un nuevo comienzo. 

Para ello, se establece “la descarga” de todo el pasivo que ocasiono la situación de 
sobreendeudamiento o cesación de pagos, disponiéndose la extinción de los créditos por título o 
causa anterior a la liquidación. 

En este punto, cabe aclarar que se exceptúa de la extinción de las deudas alimentarias que 
tenga el deudor a título personal y aquellas provenientes de daños a las personas. 

Por último, también resultan exigibles los gastos de justicia de éste presente proceso de 
conformidad al artículo 318. 

ART. 318 Descarga de deuda. Una vez realizados los bienes, si el producido del activo no 
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alcanzare para pagar los créditos se procederá al prorrateo de los fondos debiendo abonarse en 
primer lugar los gastos de justicia, y el saldo entre los acreedores reconocidos, respetando en su 
caso el régimen de privilegios dispuesto en la presente ley. 

Una vez distribuido el resultado, el juez dictará una resolución en la que declarará extinguidas 
todas las deudas que tuviese el deudor vinculadas con el proceso, salvo los gastos de justicia, las 
obligaciones alimentarias, y los que constituyan créditos originados en daños a la persona 
humana, por daño moral y por daño material derivado de lesiones a la integridad psicofísica, no 
pudiendo ningún acreedor reclamar en el futuro saldo insoluto alguno. 

El juez podrá imponer al deudor la realización de cursos dirigidos a la educación para el 
consumo con la finalidad de orientarlo y prevenir los riesgos que pudieran derivarse del consumo 
de productos o de la utilización de servicios, como así también ayudarlo a evaluar alternativas y a 
emplear los recursos en forma eficiente, con el objeto de evitar que puedan producirse situaciones 
futuras que lo coloquen nuevamente bajo los presupuestos señalados en el art. 295. 

 

VIII. 2. Normas Procesales y principio de analogía en materia sustancial. 

Atento a que este procedimiento de tutela del consumidor se integra como un nuevo capítulo 
de la ley 24522, el artículo descripto establece una remisión expresa a las normas generales 
procesales para evitar eventuales lagunas jurídicas. 

Asimismo, y desde el punto de vista sustantivo, señala expresamente que el magistrado se 
encuentra habilitado para aplicar las normas análogas en aquellos supuestos que puedan no estar 
previstos expresamente. 

Así, el art. 319 establece que: 

ART. 319 En el presente trámite son aplicables las normas procesales generales contenidas en 
el art. 273, en lo que sea pertinente, y el juez atendiendo a la debida protección de los intereses 
de éste procedimiento y el interés general, podrá aplicar las normas que resulten análogas. 

 

VIII. 3. Honorarios 

La Comisión ha analizado el tema arancelario y consecuentemente, ha establecido un régimen 
típico por las características del proceso. 

Así, en la etapa conciliatoria la base de regulación es el pasivo y no el activo que puede ser 
virtualmente inexistente. La escala es acotada en función de lo ágil y breve del trámite. 

De todas formas, se establece una retribución sostén pero sensiblemente menor a la 
establecida en el régimen ordinario. 

Para el supuesto de la liquidación se habilita una doble base económica de regulación para que 
se tome la más beneficiosa a los profesionales, dejándose subsistente a cualquier evento el piso 
mínimo ya establecido para la etapa conciliatoria. 

ART. 320 La regulación de honorarios del letrado del deudor, de los conciliadores y demás 
funcionarios se regirá por el presente artículo que tiene carácter de orden público. 

A esos fines, la regulación de honorarios en la etapa concordataria se establecerá entre el tres 
por ciento (3%) y el seis por ciento (6%) del pasivo verificado, y el juez tiene facultades para 
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distribuir los porcentajes que corresponda a cada uno de los profesionales intervinientes. 

A todo evento, se establece un piso regulatorio de 4 salarios mínimos vitales y móviles. 

En el caso de liquidación judicial, la escala será de cinco por ciento (5%) al ocho por ciento (8%) 
del activo realizado y/o el pasivo verificado, el que sea mayor, con idéntico piso mínimo. 

Las costas en el proceso conciliatorio están a cargo del deudor, el que podrá enfrentarlas en 
cuotas de conformidad a lo que resuelva el juez al homologar el acuerdo. En el caso de liquidación 
judicial, al no extinguirse los gastos de justicia, las sumas que queden adeudadas en el concepto de 
honorarios deberán abonarse por el deudor, pudiendo a esos fines solicitar un régimen de cuotas 
al tribunal, el que previa vista a los funcionarios resolverá en definitiva el modo de pago, pudiendo 
aplicar el art. 271. 

 

IX. Reflexiones finales. 

De todo lo que venimos diciendo se sigue que el anteproyecto integra la ley concursal como un 
capítulo más pues, ésta era la manda recibida por la Comisión Redactora, sin perjuicio de advertir 
que se podía dictar una ley autónoma, tal como lo reclaman muchos especialistas en consumo 
para que se comprendiera acabadamente las especiales notas de este tipo de procedimiento. 

A su vez, el anteproyecto descarta la adscripción a los modelos puramente administrativos 
considerando más apropiado a nuestra cultura jurídica mantener la judicialidad pero, con 
importantes concesiones a los aspectos privatistas particularmente focalizados en el protagonismo 
asignado al conciliador al que queda referido el auspicio y la negociación del acuerdo, incluyendo 
el control de la formación del estado pasivo de las formas del acuerdo y, en su caso de la 
formulación del plan propuesta de repago. 

El rol judicial se mantiene siempre concretado no sólo en el control de legalidad sino también 
en el de mérito y oportunidad pues, sigue siendo potestad judicial exclusiva la resolución de 
verificación, y la homologación del acuerdo. 

De todas formas, el norte del procedimiento está en el saneamiento de la economía familiar y 
de allí la relevancia que tiene la nueva visión normativa que deben asumir tanto el juez como el 
conciliador, como facilitadores y promotores del acuerdo, dotándose al órgano jurisdiccional de la 
facultad de imponer este último más los acreedores cuando se entiende que es una solución 
equitativa que respete el principio del esfuerzo compartido. 

Por ello, constituyendo la télesis del sistema la solución del estado de crisis y la consecuente 
reincorporación del deudor al mercado de consumo por vía de la descarga de su pasivo de las 
obligaciones el procedimiento culminará a falta de acuerdo con la imposición judicial de un plan 
de repago, o aún de remisión del pasivo, obviando la clásica condición del acuerdo mayoritario. 

En suma, el anteproyecto que hemos explicado constituye un sistema absolutamente novedoso 
en nuestra legislación pues, aunque participando parcialmente de otros modelos ya vigentes en el 
derecho comparado, asume características propias a nuestro medio jurídico y a la actual 
problemática económica y social, cuya sanción sería de suma utilidad ante la actual insuficiencia 
normativa. 
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UN RÉGIMEN DE INSOLVENCIA DE LOS CONSUMIDORES EN MÉXICO 

Luis Manuel C. MÉJAN 

 

Resumen: El tema concierne a una realidad que se ha desatendido en México. Se presenta cómo 
la materia ha venido siendo tratada en otras jurisdicciones y en estudios de derecho comparado 
que se han realizado en otras jurisdicciones y en organizaciones internacionales a fin de analizar 
una posible propuesta para ese régimen en México. 
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Introducción. Importancia de un régimen de insolvencia para las personas naturales. 

Ha sido común que el tema de la insolvencia se trate refiriéndose a las empresas y, en general a 
los comerciantes, es ahí donde las jurisdicciones del mundo, México no es una excepción, han 
puesto el énfasis. Sin embargo, hay que admitir que la división de tratamiento legal de la 
insolvencia de las personas naturales y de las personas comerciantes, físicas o morales, es una 
evolución que el fenómeno ha tenido en la historia; el problema es en el fondo exactamente el 
mismo: se da cuando alguien incumple en forma generalizada sus obligaciones de pagos a 
terceros. Quizá la trascendencia económica que produce un efecto multiplicador en el caso de la 
insolvencia de las empresas ha sido la causa de este énfasis en estas, dejando de lado el problema 
de las personas naturales. 

Sin embargo, el número de incidencias de personales naturales en materia de insolvencia es 
sumamente elevado. Véanse, como ejemplo, los siguientes datos tomados de países que llevan un 
estricto régimen y seguimiento de las insolvencias de las personas naturales: 

• En Australia en los años 2013-2014 se presentaron 29,514 casos de insolvencia 
personal, en el año 2014-2015 fueron 28,288. Hay que hacer la aclaración que aquí se 
incluyen las insolvencias de personas físicas con actividad mercantil (por ejemplo, en el 
trimestre julio-septiembre de 2015 de los 7511 casos, sólo 1,333 fueron de 
comerciantes. Resulta tan importante el tema de la insolvencia personal que el 
gobierno del país ha dedicado una Agencia completa al manejo de las insolvencias 
personales: la Australian Financial Security Authority (antes ITSA)39 

• En Canadá entre 2000 y 2012 aproximadamente 100,000 canadienses solicitaron un 
procedimiento de insolvencia personal40 

• En los Estados Unidos de América, en el trimestre julio-septiembre de 2015  se 
presentaron 6,338 solicitudes de insolvencia de comercios mientras que de personas 
naturales se presentaron 206,568. En el período de 12 meses concluyendo en 
septiembre de 2015, se presentaron en total 860,182 casos de los cuales solamente 
24,985 fueron de empresas y comerciantes.41 

• En el Reino Unido, Inglaterra y Gales, durante el segundo trimestre de 2015 ingresaron 
a procedimientos de insolvencia 3,908 compañías mientras que los individuos que 
ingresaron al sistema fueron 18,866. En Escocia: 1606 individuos por 224 empresas; En 
Irlanda del Norte 696 individuos por 66 empresas.42 

• En España, en cambio, el número de empresas supera al de las personas físicas. Un 
estudio de PricewaterhouseCoopers revela que del año 2004 al año 2009 se 
presentaron 8923 casos concursales de los cuales 1258 fueron personas físicas. Esa 
proporción se ha mantenido en la actualidad pues en 2014 llegaron a concurso 6420 

                                                           
39 Fuente: Australian Financial Security Authority. https://www.afsa.gov.au/ 
40 Fuente: Household Insolvency in Canada Bank of Canada Review, Winter2011, 2012 
http://www.bankofcanada.ca/wp-content/uploads/2012/02/boc-review-winter11-12-allen.pdf 
41  Fuente: United States Courts. http://www.uscourts.gov/report-name/bankruptcy-filings 
42 Fuente: The Insolvency Service: se encuentra disponible para su consulta en: 
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/448858/Q2_2015_statistics_release_-
_web.pdf 

http://www.afsa.gov.au/
http://www.bankofcanada.ca/wp-content/uploads/2012/02/boc-review-winter11-12-allen.pdf
http://www.uscourts.gov/report-name/bankruptcy-filings
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/448858/Q2_2015_statistics_release_-_web.pdf
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/448858/Q2_2015_statistics_release_-_web.pdf
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/448858/Q2_2015_statistics_release_-_web.pdf
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personas jurídicas por 850 personas físicas.43 

Un sistema de insolvencia para personas naturales es importante porque está naturalmente 
asociado con la vida económica de las mismas, una gran cantidad de recursos fluyen hacia las 
personas naturales vía crédito tanto de fuentes financieras como de proveedores de bienes y 
servicios. Por eso, aunque no es exactamente lo mismo, como quedará de manifiesto más 
adelante, este tipo de insolvencias han sido llamadas “insolvencia del consumidor”. Esto es 
especialmente importante en un país como México en donde el 84% de la población no tiene 
interés alguno en iniciar una actividad empresarial, contra 48.4 en Estados Unidos, 62.3% en 
Alemania, 67% en Gran Bretaña y 63% en Francia.44 

Un régimen de insolvencia para personas naturales debe tomar en cuenta, no solamente los 
intereses de los acreedores (fundamentales en el ciclo económico de un país), sino también 
algunos otros conceptos relacionados con derechos humanos: el derecho a una vivienda, el 
derecho al trabajo y a su remuneración, el derecho a un patrimonio mínimo básico para la vida de 
un individuo y la familia que lo rodea (concepto de household45), derecho a pensiones alimenticias 
así como la obligación de proporcionar éstas, derecho a la intimidad, etc.46 “La necesidad y la 
estructura adecuada de un sistema para el tratamiento de la insolvencia serían profundamente 
afectados por tal perspectiva”.47 

Aún cuando en muchos países se ha tomado en cuenta esta necesidad y han legislado al 
respecto48, México no conoce un régimen moderno de insolvencia para atender la situación de la 
concursalidad de las personas naturales. Los Códigos Civiles y los de Procedimientos Civiles de 
cada entidad atienden el tema, pero es fuerza reconocer que su uso es esporádico y está lejos de 
ser un régimen adecuado para atender la problemática.49 El poco uso que se hace de ello así lo 
demuestra. 

Diversos regímenes de trato a la insolvencia de consumidores. 

El tratamiento que se da en otras jurisdicciones al problema es altamente variable 
dependiendo de las circunstancias sociales, económicas y jurídicas que les son peculiares. En este 
apartado se ofrece un análisis de lo que sucede en forma sucinta. 

Clasificación. Los regímenes de insolvencia podrían clasificarse, a grosso modo, de la siguiente 
manera: 

                                                           
43 Fuente: “Analisis económico de los concursos en España”.6 Fuente: Baremo Concursal Año 2014. Price Waterhouse 
Coopers. https://www.pwc.es/es/publicaciones/gestion-empresarial/assets/baremo- concursal-2014.pdf 
44 GARCÍA ALVARADO, Eduardo C. “Creando un Régimen de insolvencia para consumidores en México”. Tesis 
profesional. ITAM, 2012, página 17 
45 Household: A family living together...Those who dwell together as a family under the same roof” Black’s Law 
Dictionary. Sisth edition (Centenial) West Publishing Co. St Paul Minn, USA, 1990. Página 740 
46 The need for and proper structure of a system for treating insolvency would be profoundly affected by such a 
perspective, 
47 The World Bank. Report on the Treatment of the Insolvency of Natural Persons. Párrafo 25. Página 8 
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/17606/ACS68180WP0P120Box0382094B00PUBLIC0.pd
f?sequence=1&isAllowed=y 
48 En Europa, Dinamarca hizo su primera ley en 1984 seguida de Francia en 1989, Finlandia y Noruega en 1993, Suecia 
en 1994 al igual que Austria y Alemania, Holanda y Békgica en 1998, Luxemburgo en 2000.(Fuente: KILBORN, JASON J. 
Comparative Consumer Bankruptcy. Carolina Academic Press. Durham, USA 2007, página 11). En América son relevantes 
los casos de Colombia en 2010 y Chile en 2013. 
49 En el Distrito Federal aplican: del Código Civil artículos 2964 a 2998 y del Código de Procedimientos Civiles del artículo 
738 al 768. 

https://www.pwc.es/es/publicaciones/gestion-empresarial/assets/baremo-concursal-2014.pdf
https://www.pwc.es/es/publicaciones/gestion-empresarial/assets/baremo-concursal-2014.pdf
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/17606/ACS68180WP0P120Box0382094B00PUBLIC0.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/17606/ACS68180WP0P120Box0382094B00PUBLIC0.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/17606/ACS68180WP0P120Box0382094B00PUBLIC0.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
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• Una misma legislación de insolvencia aplica a todas las personas físicas o morales, 
comerciantes o no. Tal es el caso de los Estados Unidos de América en donde un 
individuo cae en la definición legal de “deudor” (debtor) del artículo 101 del Código  de 
quiebras (Bankruptcy Code)50.  En este mismo sentido discurre el Reglamento de la 
Unión Europea 2015/848 sobre procedimientos de insolvencia de 20 de mayo de 
201551. Es también el caso de España en donde la Ley Concursal aplica respecto de 
cualquier deudor, sea persona natural o jurídica52, aunque se han venido introduciendo 
disposiciones específicas para la insolvencia de personas naturales.53 

• Existen legislaciones diversas para la insolvencia de entidades comerciales y para la 
insolvencia de las personas naturales. Ejemplos de esta opción son: Colombia que 
dedica su ley 1116 de 2006 al régimen de la insolvencia y su ley 1380 de 2010 a la 
insolvencia de la persona natural no comerciante, Francia que además de su sistema de 
atención a las “Entreprises en difficulté”, como es llamada la situación mercatil de 
insolvencias, ha desarrollado un sistema en donde combina legislación especial con la 
legislación del consumidor54. El Reino Unido tiene una historia que arranca desde 
Enrique VIII en la que igual existían regímenes para personas naturales no 
comerciantes que para comerciantes para después fusionarse en un solo instrumento 
para llegar ahora a un concepto diverso: los particulares quiebran, las empresas van a 
liquidación.55 Dentro de esta categoría deben encontrarse variantes tales como una 
misma ley con capítulos especiales para el tratamiento de las personas naturales. Tal es 
el caso de Chile en su Ley 20720 que regula todo el fenómeno de insolvencia y hace un 
apartado en el Capítulo V para el caso de las Personas Deudoras que es como define la 
propia ley a toda persona natural no comprendida en la definición de Empresa 
Deudora56 y a donde se acerca España según el comentario que se hace en el párrafo a) 
anterior. 

 

Caracterización de la insolvencia de las personas naturales.  

Es cierto que el principio que rige la insolvencia es exactamente el mismo: un deudor que es 
incapaz de cumplir sus obligaciones dinerarias, ya sea porque los activos son menores que los 
pasivos, ya sea porque no se generan suficientes recursos líquidos para hacer frente a las 
obligaciones. Ante esta situación el Derecho debe encontrar cómo lograr que las obligaciones se 
cumplan, un régimen jurídico solo puede ser tal si provee al cumplimiento de las obligaciones; los 
acreedores reciban satisfacción de sus créditos, al menos en una base equitativa; se reinserte en la 

                                                           
50 Un autor indica que “Individuo” no está definido pero que por tal se quiere decir : “a real, honest to goodness, living, 
breathing, warm blooded-mammal of the species hommo sapiens” BLUM , Brian A.. Bankruptcy and Debtor/Creditor. 
Fifth edition.Wolters Kluwer. New York 2010.Página 178 
51 El ámbito de aplicación del presente Reglamento ... debe hacerse extensivo a los procedimientos que prevean una 
condonación o reestructuración de la deuda de los consumidores y de los trabajadores autónomos,... (párafo 10, Diario 
Ificial de la Unión Europea L 141/20, 5.6.2015). http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-8469 
52 Artículo 1. Ley Concursal, consultada en: Colección de Códigos Básicos. Lefebvre El Derecho. Madrid 2015. Página 40 
53 Ley 25/2015 de 28 de julio con su fe de erratas de 11 de diciembre, ambos de 2015 
54 Loi No.2003-710 et Loi 200-737. Véase: VIGNEAU, Vincent; BOURIN, Guillaume-Xavier; CARDINI, Cyril. Droit du 
surendettement des particuliers. 2e Édition. Lexis Naxis. Paris 2012. Páginas 12 y siguientes. 
55 “Individuals become bankrupt, or go into bankruptcy; companies go into liquidation, or winding up (the terms are 
synonymus)” Principles of Corporate Insolvency Law. Sweet &Maxwell. Second edition. London 2005. página 1 
56 http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1058072 

http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-8469
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1058072


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

98 

 

vida económica al sujeto deudor y se castigue al que dolosamente ha incurrido en el impago. 

Sin embargo, también es cierto que entre el deudor comerciante y el deudor que no lo es 
existen diferencias importantes que hacen conveniente el separar los regímenes de tratamiento 
de su insolvencia. Tales diferencias son: 

Un negocio puede liquidarse cuando la reestructuración no es posible. A una persona moral se 
le puede “matar”, a una persona física no. Esto impone a tomar decisiones durante el 
procedimiento de insolvencia con los ojos puestos en que esa persona tendrá que seguir viviendo, 
trabajando y operando en el mundo de las relaciones jurídicas. 

Un negocio no tiene algunos “derechos humanos” que respetar, cuidar y proteger como en el 
caso de las personas físicas. Éstas tienen derecho al trabajo, a la vivienda, a la educación, a la 
alimentación, a la salud, a la formación de una familia, a la circulación, a la propiedad, etcétera, 
que deben tomarse en cuenta al momento de tomar decisiones para enfrentar el impago de sus 
obligaciones y el régimen económico que le seguirá si es que se establece un convenio o plan de 
pagos a futuro. 

En un negocio es muy raro que exista un acreedor no comerciante. Las relaciones jurídicas de 
un comerciante con terceros se rigen por los principios del derecho mercantil. En el caso de las 
personas naturales los acreedores podrán ser comerciantes (proveedores de bienes y servicios) 
pero podrán serlo otros regidos por la materia civil o por materia social (préstamos de vivienda, 
becas de estudio, etc) 

Los acreedores de las personas naturales más frecuentes son proveedores de bienes y servicios 
quienes además de estar regidos por las normas mercantiles de contratación, están regulados por 
un régimen de protección al consumidor que debe tomarse en cuenta para resolver los casos de 
insolvencia de dichas personas naturales. El crédito de las empresas promueve la productividad, 
mientras que el crédito a la persona natural promueve el consumo o la formación de un 
patrimonio. La visión en el caso de las empresas es mercantil, en el caso de las personas físicas, es 
social. 

El concepto “riesgo” que se da en las situaciones mercantiles entre empresas es diverso al que 
existe en la materia de crédito con personas físicas. 

Los bienes que forman la masa de un negocio para responder de sus obligaciones son 
prácticamente todos los que tiene en su patrimonio, es un típico procedimiento “universal”. En el 
caso de una persona natural hay que considerar que hay determinados bienes que le pertenecen y 
que no pueden formar parte de la masa garantía de los acreedores. 

Los comerciantes están sujetos a unas normas de registro y publicidad que no tienen las 
personas naturales. 

El tratamiento fiscal de los negocios es muy distinto al tratamiento fiscal de las personas 
naturales. 

 Para un negocio es más fácil el de hacerse con asesores y ayuda profesional (abogados, 
contadores, financieros) que lo que lo es para las personas naturales. 

 En materia de personas naturales, éstas cuentan otro tipo de disposiciones e instancias 
gubernamentales como programas de ayuda social o para grupos desfavorecidos. 

 Los problemas psicológicos que nacen alrededor de verse inmerso en un procedimiento 
de insolvencia es distinto cuando se trata de comerciantes que de personas naturales. 
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En aquellos, el problema, si bien existe, es ajeno a la solución. En éstas no podemos 
decir lo mismo, pues forma parte del problema y de la solución. 

 La insolvencia de las personas comerciantes busca la reorganización de las mismas, 
mientras que en el caso de las personas naturales se busca reconstruir su actividad. 

 En las insolvencias de las personas comerciantes el foco debe estar en el valor de los 
activos pre existentes mientras que en el caso de las personas naturales el foco debe 
ponerse en la posibilidad de buscar recursos en el futuro. 

 En un procedimiento de insolvencia empresarial una exoneración (discharge) es poco 
probable, en una insolvencia de persona natural es el resultado esperado. 

Todas esas y otras más hacen que los Estados deban considerar cómo enfocar el problema y 
producir soluciones acordes a la situación. 

 
El “Consumer Debt Report” de INSOL International. 

Un estudio hecho por la Organización INSOL International al analizar la situación en 17 diversas 
jurisdicciones, llega a sugerir 4 principios y 10 recomendaciones derivadas de los mismos, 
orientadoras para el trato de la insolvencia de consumidores.57 

Estos principios son: 

a) Asignación justa y equitativa de los riesgos de crédito al consumo. 

Este principio sugiere que la sociedad reconozca que en ocasiones las razones por el 
sobreendeudamiento no son siempre su culpa. 

De este principio derivan las siguientes recomendaciones: 

1. Los legisladores deben promulgar leyes para proveer de una solución justa y 
equitativa, eficiente y rentable, accesible y transparente y la exoneración de 
deudas de naturaleza problemática, de los consumidores y pequeñas empresas. 

2. Los legisladores deberán considerar el establecimiento de diversos procedimientos, 
dependiendo de las circunstancias específicas del deudor. 

3. Los legisladores deben considerar procedimientos independientes o alternativos 
para los casos de consumidores con respecto de deudores pequeñas empresas. 

4. Los legisladores deben asegurarse de que las leyes de insolvencia del consumidor 
sean mutuamente reconocidas en otras jurisdicciones y deben ir encaminadas a 
estandarización y uniformidad. 

b) Exoneración de la deuda, rehabilitación o “Inicio fresco” 

Es el núcleo de todo sistema de insolvencia del consumidor. De este principio deriva la 
siguiente recomendación: 

1. Los legisladores deben ofrecer a los consumidores una exoneración de su 
endeudamiento como resultado de una liquidación o una reorganización. 

c) Los procedimientos mejores son los administrativos, más que los judiciales. Es una 
opción más rápida y menos costosa. 

                                                           
57 INSOL International. Consumer debt Report II. Londres, 2011. http://www.insol.org/pdf/consdebt.pdf 

http://www.insol.org/pdf/consdebt.pdf
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De este principio derivan las siguientes recomendaciones: 

1. Los legisladores deben alentar procedimientos extrajudiciales para la solución de 
las deudas de los consumidores y de la pequeña empresa. 

2. Los Gobiernos, organizaciones cuasi- gubernamentales o privadas debe asegurar la 
disponibilidad de suficiente, independiente y competente asesoramiento acerca del 
sobre endeudamiento. 

d) Es mejor prevenir que remediar. 

Supone el desarrollar programas educativos, que incluyan cuándo y cómo conceder este 
tipo de créditos y cómo manejar los procesos de cobranza. 

De este principio derivan las siguientes recomendaciones: 

1. Los Gobiernos, organizaciones semigubernamentales o privadas deben establecer 
programas educativos y mejorar la información y asesoramiento sobre los riesgos 
asociados a los créditos al consumo. 

2. Los prestamistas deben observar la forma en que el crédito se pone a disposición 
los consumidores y las pequeñas empresas, cómo se presenta la información y la 
forma en que estos créditos se cobran. 

3. Las organizaciones de los prestamistas y los consumidores deben establecer 
programas conjuntos para controlar la morosidad de préstamos de consumo. 

 

El Reporte del Banco Mundial.58  

Origen y Propósito del Reporte 

La organización del Banco Mundial ha venido desarrollando estudios sobre cómo se tratan en el 
mundo diversos problemas jurídicos que inciden a la economía, con el propósito de conjuntar 
prácticas que son útiles o recomendables de modo que éstas puedan ser conocidas y, si así lo 
desean, aceptadas en su cuerpo legal interno, por las diversas jurisdicciones del mundo. 

De esta suerte, en los últimos 20 años se han producido una serie de documentos sobre cómo 
llevar a cabo los regímenes que tienen que ver con la insolvencia y con la protección de los 
derechos de los acreedores59. Asimismo, el Banco ha desarrollado un ejercicio que ofrece a los 
países del mundo denominado ROSC, por ser las siglas de Reports on the Observation of Standards 
and Codes en donde se hace una evaluación del sistema jurídico de un país comparándolo con las 
mejores prácticas mundiales en materia de insolvencia y protección a los derechos de los 
acreedores. 

Durante todos esos ejercicios el Banco Mundial detectó la necesidad de proveer una guía sobre 
las características de un régimen efectivo de insolvencia para las personas naturales y sobre las 
oportunidades y retos que se encuentran en el desarrollo de tal régimen. 

A partir de las lecciones así obtenidas y tomando en cuenta documentos y reportes elaborados 
tanto por el Consejo Europeo y la Comisión Europea, estudios elaborados por Insol International, 

                                                           
58 El texto de este apartado sirvió como un artículo publicado en la Revista Abogado Corporativo Año VII, No. 37 
septiembre- octubre de 2013. 
59 Principios del Banco Mundial para un Sistema Efectivo de Insolvencia y Derechos de los Acreedores 
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los documentos de CNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional) y otras diversas instancias, inició la preparación del Reporte practicando una 
encuesta. 

Esa encuesta preliminar se aplicó en 59 países, 25 con economías de alto ingreso y 34 con bajo 
y mediano ingreso, cubriendo al 67.5% de la población mundial, para encontrar, entre otros 
resultados, que en más de la mitad de los países de bajo o mediano ingreso no existe un sistema 
que regule un sistema de tratamiento a la insolvencia de personas naturales. 

Al Banco Mundial le prestan apoyo un grupo internacional de profesionales de la insolvencia: 
jueces, practicantes, académicos y hacedores de políticas, expertos y experimentados. Este Grupo 
de Trabajo se reunió en enero y noviembre de 2011 y noviembre de 2012 para ir conociendo y 
afinando el documento que hoy en día se ha concluído.60 

 

Contexto y extensión del Reporte. 

El contexto de un régimen de insolvencia radica en que en éste deben encontrarse y coincidir 
tanto los sistema de recuperación de créditos que soportan los derechos de los acreedores, como 
el cuidado de datos personales y privacía, por el lado que concierne a derechos individuales y, por 
el otro, en el colectivo, los sistemas de seguridad social y las políticas sociales y económicas, 
sistemas todos que deben entrar en coordinación dentro del régimen de trato al 
sobreendeudamiento de las personas naturales. 

El reporte descubre que un régimen de insolvencia de personas naturales debe ser creado 
como un régimen de tratamiento al problema, no de prevención del mismo, esto último toca más 
a las políticas socio-económicas del país. Concomitante con lo anterior, lo que debe tratarse es el 
problema específico del sobreendeudamiento de las personas y no la pobreza en general. 

Otra diferenciación que debe de hacerse es el tratamiento de las personas naturales separando 
cuando éstas ejercen el comercio o cuando no lo hacen. El reporte no se ocupa de diferenciar 
comerciantes de no comerciantes, sino que busca analizar el caso de una persona natural 
independientemente de si ejerce la actividad mercantil o no. Asimismo es posible hacer una 
diferenciación entre la persona natural y la persona jurídica. 

Algunos regímenes (es el caso de México) sólo se ocupan de personas físicas en cuanto que son 
comerciantes y, si no lo son, el régimen de insolvencia no les aplica. Otros regímenes destinan el 
mismo régimen tanto para comerciantes como para no comerciantes indiferentemente si son 
personas físicas o jurídicas. Finalmente, otros regímenes distinguen un tratamiento para 
comerciantes personas físicas o morales y un régimen especial para las personas físicas no 
comerciantes, en estos sistemas el tema de que se ocupa este reporte es conocido como 
Insolvencia del Consumidor. 

 

Fundamentos de un régimen de insolvencia para personas naturales. 

Un régimen de insolvencia de personas naturales se fundamenta en los beneficios que provee 
para acreedores, deudores y sociedad. 

 

                                                           
60 El autor forma parte de ese Grupo de Trabajo 
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Beneficios para Acreedores 

Para los acreedores el beneficio es similar al que se deriva de cualquier régimen de insolvencia 
de deudores, que es proporcionar un régimen donde más acreedores pueden recibir lo más 
posible en una distribución proporcionada. En el caso de las personas naturales, por no poder 
desaparecer de la actividad económica, se actualiza el estímulo que éstos tienen para poder 
conservarse activos en la vida económica y el repago ordenado a sus acreedores, aunque sea 
parcial, es mayor que simplemente abandonar el tema y no pagar nada. 

Si de por sí, en este tipo de insolvencias los acreedores tienen pocas esperanzas de recupero, 
las posibilidades de lograr uno mayor, son mayores con un sistema de insolvencia que sin él. 

Un sistema ordenado evita esa carrera voraz que permite que el primero que llega a ejecutar 
bienes del deudor obtiene un razonable pago dejando a los posteriores sin posibilidad alguna. 

 

Beneficios para Deudores 

Al igual que en un sistema de insolvencia mercantil, el régimen especial para personas 
naturales ofrece una manera ordenada de cumplimiento de las obligaciones contraídas cuando se 
da el fenómeno del sobreendeudamiento y, muy especialmente, en el caso de personas naturales, 
la posibilidad de un reinicio nuevo en la vida económica. 

En el caso específico de las personas naturales el régimen provee también un alivio a la 
afectación psíquica y emocional que lastima especialmente a las personas cuando sufren una 
situación de sobreendeudamiento y que se extiende dolorosamente al círculo familiar 

 

Beneficios Sociales - Efecto sistémico 

La colectividad se ve beneficiada también por la mera existencia de un régimen que atienda la 
insolvencia de las personas naturales. No solo el flujo de actividad hacia los consumidores contará 
con una major certeza de saber lo que sucederá en el caso de un sobreendeudamiento, sino que 
además se cuenta con un régimen que permite hacer una adecuada valuación de los activos de los 
acreedores mejorando su posición financiera. 

A la vez que se reduce el costo de cobranza y la destrucción del valor de los activos (tanto del 
acreedor como de los bienes del deudor) se estimula un otorgamiento más responsable del 
crédito y permite un manejo efectivo de la concentración y distribución de las pérdidas. 

Hay quien llega a opinar que un buen régimen, como el de que se está hablando, reduce en el 
largo plazo el costo socio-económico que producen las enfermedades, el crimen y el desempleo, 
causas éstas de muchos fenómenos de sobreendeudamiento. 

Por último, un régimen que auxilia de ese modo a la vida económica del consumidor produce 
un incremento en la actividad mercantil y con ello, el incremento de ingresos gravables que llevan 
a una mayor recaudación de impuestos. 

 

Factores negativos a combatir 

Es menester entender que el mismo régimen puede producir algunos efectos no deseados. Al 
identificar tales efectos es posible abordarlos en el régimen y crear la regulación para evitar tales 
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efectos laterales noscivos. 

Uno de esos efectos negativos es la creación de incentivos perversos de modo que una persona 
no tenga temor a sobreendeudarse contando que existe un régimen que le ayudará a salir del 
atolladero. Para ello el régimen debe regular con cuidado los casos y las condiciones en que una 
persona puede ingresar al sistema y cuándo y cómo salir a fin de evitar que una persona haga uso 
asaz frecuente del régimen. 

En forma similar al anterior, un deudor puede verse motivado a endeudarse fraudulentamente 
a sabiendas que no podrá pagar y de que existe un régimen que lo podrá sacar en paz y a salvo. 
Para ello es conveniente regular el cuidado que se debe  tener en la toma de riesgo por parte de 
los acreedores. 

Un efecto negativo que es de muy difícil combate es el estigma que produce el incurrir en estas 
situaciones y usar el régimen. Esto es un fenómeno cultural enraizado de muchos siglos, contra 
esto no queda más que desarrollar una cultura del crédito, del pago y de que el uso de los 
regímenes de insolvencia no produce un desdoro, sino que, por el contrario, habla de la 
responsabilidad del deudor que a ellos acude. 

 

Lo esencial de un régimen de insolvencia para personas naturales. 

¿Cuáles son los temas centrales de los que debe ocuparse todo régimen de insolvencia de 
personas naturales? El Reporte hace un detallado análisis de tales tópicos presentando como 
alternativas las distintas soluciones que han aparecido en el mundo. Una solución en un país 
puede no funcionar en otro, habrá que considerar las ventajas y desventajas de las diferentes 
soluciones que presenta el reporte. 

Estos temas centrales son: 

Diseño general del régimen: opciones procesales y “workouts” informales 

Suele pensarse que es mejor el acceder a soluciones negociadas que las resueltas por 
tribunales, sin embargo, la definición de derechos y obligaciones requiere usualmente de una 
declaración judicial para que sean vinculantes para todos. 

Las soluciones negociadas tienen ventajas: eluden el estigma, tienen costos menores, se 
obtienen mejores resultados para ambas partes, tienen gran flexibilidad, etc. 

Por su lado las soluciones resueltas por una autoridad tienen el valor de verdades legales, 
pueden hacerse cumplir más fácilmente, toman en cuenta a todos los involucrados, etc. 

Todo parece indicar que una combinación de ambos sistemas puede proporcionar una solución 
adecuada. 

El respaldo institucional 

Todo régimen de insolvencia requiere el que se provea un soporte institucional que dé orden y 
estandarice las soluciones. Este soporte puede ser brindado por un sistema de tribunales formales 
(ya sea con especialidad en el tema en cuestión o como tribunales generales) o bien por una 
instancia administrativa, ordinariamente creada ad hoc para atender este tipo de controversias. 

El reporte explica cómo sistemas híbridos que combinan ambas soluciones han venido siendo 
exitosos especialmente cuando han desarrollado una gama de profesionales especializados en la 
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atención y solución de estos conflictos. 

Acceso al régimen formal de insolvencia. 

Un régimen formal debe regular cuándo una persona puede o debe sujetarse a una solución de 
insolvencia. ¿Debe dejarse a la iniciativa de la persona endeudada?, ¿podrán los acreedores llevar 
forzadamente a la persona al regimen? Es decir, debe pensarse si el procedimiento será solamente 
voluntario o podrá serlo involuntario. 

Por el lado del coste que representa ¿cómo se costea el procedimiento, ya judicial ya 
administrativo que se establezca? 

Sin embargo, el tema más conspicuo del acceso al régimen está en los requisitos que se fijen 
para ingresar. Requisitos demasiado fáciles pueden producir un enorme número de casos y un 
incentivo perverso para el sobreendeudamiento, por el contrario, un régimen con barreras muy 
altas puede ser nugatorio del beneficio que busca al limitar la producción y proliferación de casos. 

Trato a los créditos y participación de los acreedores. 

Aquí hay una diferencia importante entre el regimen de insolvencia de comerciantes y el de las 
personas naturales, en éste los acreedores no suelen jugar un papel tan importante como en 
aquél. Sin que se les niegue el derecho a participar, el énfasis de este régimen parecerá estar más 
en el professional que resuelva el plan de pagos que en la actuación de los acreedores. 

Soluciones al proceso de insolvencia y pago de los créditos. 

El repago a los acreedores sigue siendo un objetivo de primer nivel en todo sistema de 
insolvencia, pero la experiencia muestra la dificultad de lograrlo destinando para ello tanto los 
bienes actuales del deudor como sus ingresos futuros. Una posición extrema en ambas opciones 
puede ser conculcatoria de los derechos del deudor como persona a subsistir y a desarrollar una 
actividad productiva. 

Debe regularse con cuidado un sistema que defina cuáles son los bienes (presentes y futuros) 
que deben quedar exentos de la ejecución y establecer un plan de pagos a futuro que tenga una 
duración razonable y que le deje al deudor lo necesario para su  subsistencia y para la atención de 
pagos de largo plazo como es el caso de las hipotecas de la casa habitación, los pagos de 
préstamos de estudios y la constitución de fondos de pensiones. 

La exoneración (Discharge) 

Este es el tema clave en un régimen de insolvencia para personas naturales. Si a  la persona se 
le puede liberar de cargas acumuladas tendrá la posibilidad de hacer “borrón y cuenta nueva”, de 
tal suerte que, si no se incluye la posibilidad de la exoneración, todo el régimen es inútil. 

Con este tema están relacionados los relativos a: cuáles deudas no pueden / deben ser 
perdonadas por razones sobre todo socio-económicas y los regímenes específicos que se derivan 
de este tipo de tratamientos (por ejemplo, los préstamos a estudiantes, los fondos de pensiones, 
etc.); cuándo puede volverse a estar sujeto a un proceso de insolvencia; cómo se conduce el plan 
de pagos decidido; etcétera. 

 

Conclusión 

La gran conclusión a la que se llega al finalizar la lectura de este reporte es que un sistema de 
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trato a la insolvencia de personas naturales es de gran importancia jurídica y socialmente y no 
debe ser omitido. 

Es de esperarse que los países lo conozcan y al revisarlo, revisen también con él, qué puede 
hacerse en su caso peculiar. Colombia es un ejemplo de esa aplicación práctica. 

 

Hacia un régimen de insolvencia del consumidor. El caso de México. 

En este apartado se busca cómo se podría construir un típico sistema de insolvencia del 
consumidor y se hace, para ejemplificar, un análisis de la situación peculiar del país México. 

 

Los supuestos de cómo las personas naturales pueden aparecer en un régimen de 
insolvencia. 
Para hacer una consideración de un régimen de insolvencia para personas naturales, 

especialmente en el caso de México, debe considerarse que hay tres niveles posibles en la 
insolvencia de personas naturales: 

a. las personas físicas que son comerciantes 
b. las personas físicas con deudas puramente civiles. 
c. las personas físicas que son consumidores 

En el supuesto de a) su trato está regulado en México por la Ley de Concursos Mercantiles que 
ya conlleva el tratamiento de algunos problemas personales tales como los gastos de última 
enfermedad y sepelio, la insolvencia de una sucesión, el control de bienes de uso exclusivo de la 
persona, el trato a los créditos de personas con vínculos familiares cercanos, etcétera. Este 
tratamiento es lo usual en todos los regímenes de insolvencia. 

El supuesto de b) arranca de la situación particular de la organización política de México como 
República Federal en la que la materia estrictamente civil ha sido reservada por las entidades 
federativas, excluyendo a la Federación de intervenir en este tipo de materias. Es necesario 
asignar a este nivel las obligaciones alimentarias, la responsabilidad civil común, los mutuos civiles, 
los arrendamientos, y en general los créditos derivados de contratos civiles. Esta es una materia 
que debe dejarse a las legislaciones de las Entidades Federativas por así derivarse del pacto 
constitucional. 

Quizá en este nivel de cosas, las legislaciones de las entidades federativas incluyan la 
insolvencia de personas morales de tipo civil (Asociaciones Civiles y Sociedades Civiles). 

En el supuesto de c) es donde puede intentarse una legislación federal que cubra este 
segmento. 

En una jurisdicción donde no exista la división entre b) y c) estos podrán acumularse en un solo 
sistema de insolvencia lo cual es lo deseable. 

 

Descripción del sistema concursal existente en el Distrito Federal. 
Con propósito ejemplificativo, se expone la manera en que está regulado el concurso civil de las 

personas en la entidad federativa de la Ciudad de México en virtud de que lo dispuesto en Los 
Códigos Civil y de Procxedimientos Civiles correspondientes han sido modelo para las demás 
entidades federativas, sin que ello quiera decir que sean necesariamente iguales. (Artículos 2964 a 
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2998 del Código Civil para el Distrito Federal y Artículos 738 a 768 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal) 

 

La estructura del concurso. 
Las normas que rigen el concurso civil parten del principio de la prenda universal que pesa 

sobre los bienes del deudor para garantizar todas sus obligaciones. 

Existirá situación de concurso cuando una persona suspende el pago de sus deudas civiles, 
líquidas y exigibles. Es menester que así sea declarado por un Juez, produciendo por dicha 
declaración en concurso el efecto de incapacitar al deudor para continuar en la administración de 
sus bienes o de cualquiera otros. Asimismo, los adeudos dejan de generar intereses salvo los 
garantizados que siguen creciendo hasta igualar el valor de la garantía. 

El deudor podrá celebrar convenio con sus acreedores, pero solo dentro del concurso, los 
convenios hechos por fuera en forma fraudulenta hacen perder la preferencia que los acreedores 
pudiesen tener. 

El convenio debe aprobarse con el voto de la mitad más uno de los concurrentes a la junta de 
acreedores convocada cuando representen tres quintas partes del pasivo total excluyendo 
acreedores garantizados que no entran a concurso. 

Los acreedores inconformes tendrán ocho días para oponerse al mismo con base en alguna de 
las causas que se señalan en la ley y que refieren a defectos formales en la convocatoria y 
celebración de la junta, así como en las maniobras para alterar la verdadera composición de los 
pasivos, de los activos y de los créditos. 

Una vez aprobado el convenio, obliga a todos los acreedores anteriores al concurso. 

Para los acreedores garantizados (con hipoteca o prenda) es optativo participar en el convenio, 
si lo hacen deberán aceptar las esperas y quitas que se pacten y conservarán su preferencia. 

Si el convenio se incumple, renacerán los derechos originales de los acreedores. 

No hay exoneración automática. Los acreedores conservan sus derechos una vez agotados los 
bienes y pagado hasta donde se pudo llegar. 

 

Tratamiento a los créditos. 

Deberá pagarse primero capital, luego intereses al tipo legal o al pactado si es menor a éste. Si 
quedan bienes se pagarán los intereses al tipo pactado superior al legal 

El sistema de preferencias y orden en el pago resulta complejo. Inicialmente: 

1. Los trabajadores no entran al concurso y se respeta la super preferencia que les da la 
Constitución en su artículo 123. 

2. Los créditos ocuparán el grado que les corresponde conforme al orden establecido por la 
ley 

3. El principio de prelación es por la fecha fehaciente de su título y si no hay fehaciencia, a 
prorrata. 

4. Los créditos fiscales se pagan con los bienes que hayan generado el gravamen fiscal. 
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Trato a los créditos garantizados 

Como se dijo arriba, los acreedores garantizados pueden optar por ejecutar sus garantías sin 
participar en el concurso. Si coinciden varios sobre los mismos bienes, cobrarán conforme su 
otorgamiento si se registró en tiempo su título. Los acreedores pignoraticios deben conservar el 
control de la cosa dada en prenda. 

Si así conviene al concurso, éste puede pagar los créditos garantizados y asumir los bienes para 
la masa. Asimismo, si el concurso llega a la sentencia de graduación, sin que los acreedores 
garantizados hayan ejecutado su garantía, el concurso hará vender los bienes y depositará el 
importe del crédito y de los réditos correspondientes. 

Con el importe de los bienes dados en garantía se pagarán primero los gastos generados en el 
juicio, los que hayan sido necesarios para la conservación y administración de los bienes, 
incluyendo sus seguros y finalmente el importe de los créditos con los réditos de tres años si se 
trata de hipoteca y de seis meses si es una prenda. 

Se establecen una serie de “privilegios especiales”, es decir créditos que deben ser pagados con 
la venta de los bienes que de alguna manera estuvieron relacionados con la generación del crédito 
(por ejemplo: La deuda por gastos de salvamento, con el valor de la cosa salvada; La deuda 
contraída antes del concurso, para ejecutar obras de rigurosa conservación de algunos bienes, con 
el valor de éstos; Los créditos por semillas, gastos de cultivo y recolección, con el precio de la 
cosecha; El crédito por fletes, con el precio de los efectos transportados; El crédito del arrendador, 
con el precio de los bienes muebles embargables que se hallen dentro de la finca arrendada o con 
el precio de los frutos de la cosecha respectiva si el predio fuere rústico; Los créditos por 
embargos registrados, etcétera.) 

 

Sistema de preferencias 

Los demás créditos que no tienen una fuente específica de repago se cubrirán conforme el 
orden de las diversas clases de acreedores que se definen. No se pagan los de la siguiente clase si 
no están saldados los de la anterior: 

Acreedores de Primera clase:  

 gastos judiciales comunes; 

 gastos de rigurosa conservación y administración de los bienes concursados; gastos de 
funerales del deudor, su mujer e hijos bajo su patria potestad sin bienes propios; 

 gastos de la última enfermedad de esas personas por 6 meses anteriores al deceso; 

 crédito por alimentos fiados al deudor para su subsistencia y la de su familia,  (6 
meses): 

 responsabilidad civil de gastos de curación o funerales del ofendido y las pensiones 
alimenticias a sus familiares. 

Acreedores de Segunda clase: 

 créditos que teniendo derecho a pedir hipoteca necesaria no la hayan solicitado; 
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 créditos del erario salvo fiscales preferentes; 

 créditos de los establecimientos de beneficencia pública o privada. 

Acreedores de Tercera clase: 

 créditos en escritura pública o documento auténtico; 

 créditos garantizados que no se pagaron con el valor de los bienes. 

Acreedores de Cuarta clase: 

 créditos en documento privado;  

 todos los demás a prorrata. 

 

 Apertura y efectos del concurso. 

El procedimiento concursal es llevado ante el juez del domicilio del concursado deudor y puede 
ser: Voluntario si es promovido por el propio deudor, o Necesario si lo es por dos o más aceedores. 

El concurso se declara y se notifica a los involucrados. Los bienes del deudor quedan 
inmovilizados, los deudores no pueden hacer pagos ni entregas al concursado, se designa un 
síndico provisional, se abre un plazo para que los acreedores presenten la justificación de sus 
créditos, se señala la celebración de la junta de reconocimiento de créditos y se ordena acumular 
al procedimiento concursal todos los litigios en los que el deudor sea parte. El deudor puede 
oponerse sin que esta oposición suspenda el trámite. El concursado deberá proporcionar 
información sobre sus activos y pasivos. La declaración de concurso podrá ser revocada a petición 
de los acreedores y, en ciertos casos, del  propio deudor. 

 

Rectificación y graduación de créditos. 

Los acreedores cuentan con un plazo para presentar su crédito al síndico con sus títulos 
justificativos y para objetar los créditos que el deudor reconoce. No presentar su crédito les 
excluye del concurso aunque no pierden sus derechos. 

La labor de rectificación y graduación está conferida a una junta de acreedores que preside el 
juez a partir de un informe del síndico y para la que hay diversas normas de representación para 
los acreedores. 

Los créditos se verifican y se listan aunque los acreedores tienen derecho a impugnarlos 
incidentalmente después de la junta. 

En la junta se designa el síndico definitvo y se pueden tomar acuerdos convenidos por 
unanimidad con el concursado para adjudicarse los bienes de éste. 

 

Administración del concurso 

Habrá un síndico provisional designado por el juez al abrir el concurso y un síndico definitivo 
ratificado por la junta de acreedores. Su labor fundamental es la de proceder a la venta de los 
bienes después de la junta en la que se le designó. 
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El síndico designado, quien debe ser independiente del deudor y otorgar caución para su 
desempeño, toma posesión e inventaría los bienes, libros y papeles del deudor y maneja los 
recursos dinerarios depositándolos en una cuenta. Por ser el administrador de la masa, él es el 
representante ante terceros en toda cuestión judicial o extra judicial, el deudor ha perdido la 
administración y la personería. Aunque la norma es realizar bienes por vía de remate, el síndico 
podrá realizar activos en forma emergente con autorización del juez en caso de urgencia o para 
cubrir gastos urgentes de administración y conservación. Los pagos se harán conforme el sistema 
de grado y prelación establecido. El síndico debe rendir cuenta mensual so pena de destitución, 
puede ser removido también por mal desempeño o por tener impedimentos y puede ser vigilado 
por los interventores que los acreedores designen. 

El concurso termina si se pagó a los acreedores o se celebró convenio o se agotaron los bienes. 

 

Papel del deudor. 

El deudor tiene sus derechos limitados durante el concurso, sólo participa como parte en 
algunos litigios y asuntos (rectificación de créditos y enajenación de bienes), en la gran mayoría es 
representado por el síndico. Tiene derecho a alimentos sólo si sus bienes son superiores a los 
créditos. 

 

Comentario crítico. 

El núcleo de lo que es valioso en un procedimiento de insolvencia es que se logre maximizar el 
valor de los activos y de los ingresos del concursado con el propósito de lograr sacar adelante al 
deudor sobre endeudado, para ello es necesario reducir formalidades y simplificar los procesos de 
toma de decisiones. El sistema como está diseñado produce exactamente lo contrario. 

Ejemplos de ello son las siguientes consideraciones: 

 El sistema de clasificación de grados y prelación de créditos, así como su calificación y 
aprobación, es sumamente complejo. Encontrar dónde encaja un crédito puede ser 
tarea difícil y material para litigio. 

 No se contemplan procesos de mediación y conciliación. 

 El concentrar con el mismo juez todos los procedimientos en los que el deudor es parte 
produce una carga procesal enorme. 

 La venta de activos en forma emergente requiere autorización del juez, eso limita la 
posibilidad de obtener un buen retorno en caso de urgencia o para cubrir gastos 
urgentes de administración y conservación. 

 La junta de acreedores para reconocer créditos y ejercer el voto, es sumamente 
compleja y fuente de disidencias y litigio. Es a fin de cuentas provisional porque los 
acreedores pueden individualmente objetar la inclusión de un crédito en la lista. 

 El deudor, principal interesado en salir adelante es constreñido a un rol menor y 
secundario, lo cual elimina el incentivo de buscar voluntariamente en el régimen 
concursal una salida a sus dificultades. 
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Regimen del consumidor: nueva creación del derecho. 

La aparición del concepto de Derecho del Consumidor ha introducido una nueva visión al 
mundo jurídico. Hubo alguien que ha dicho que se trata de la venganza del Derecho Civil contra el 
Derecho Mercantil, si bien es una afirmación exagerada, revela que se trata de regir las relaciones 
que se encuentran a medio camino entre ambas disciplinas. 

En efecto, en uno de los extremos de la ecuación jurídica del Derecho del Consumidor existe un 
proveedor de bienes y servicios, típicamente un comerciante, regido por la disciplina comercial y 
en el otro extremo una persona que no lo es, o que, si acaso lo es, en ese momento no actúa como 
tal sino como un típico particular regido por la norma del derecho común. 

En la relación jurídica del Derecho del Consumidor siempre se parte de una situación de 
desigualdad entre las partes: el comerciante proveedor de bienes y servicios fuerte, estructurado, 
conocedor y experto en su materia y el adquirente que carece de esos medios para enfrentarse en 
una situación económica, técnica, culural y social diferente. Las Directrices de las Naciones Unidas 
para la protección del Consumidor arrancan la enunciación de sus objetivos indicando. 
“reconociendo que los consumidores afrontan a menudo desequilibrios en cuanto a capacidad 
económica, nivel de educación y poder de negociación; y teniendo en cuenta que los 
consumidores deben tener el derecho de acceso a productos que no sean peligrosos, así como la 
importancia de promover un desarrollo económico y social justo, equitativo y sostenido, y la 
protección del medio ambiente, las presentes directrices para la protección del consumidor 
persiguen los siguientes objetivos: ...”61 

Consumidores lo son todos puesto que todo el mundo tiene necesidad de adquirir y usar 
bienes y servicios, esto hace de la disciplina un derecho universal aplicable a todos. 

La legislación mexicana aborda el tema en dos diversas legislaciones: una, general, la Ley 
Federal de Protección al Consumidor y otra, específica, para el consumidor de servicios de tipo 
financiero: Ley de Protección y Defensa a los Usuarios de Servicios Financieros que aborda la 
protección de este tipo preciso de consumidor: el que usa servicios financieros ordinariamente de 
las instituciones catalogadas como parte del Sistema Financiero mexicana, aunque sus normas se 
extienden a otros concededores de crédito al consumidor. 

La normatividad citada define el concepto de Consumidor de la siguiente manera: 
“Consumidor: la persona física o moral que adquiere, realiza o disfruta como destinatario final 
bienes, productos o servicios. Se entiende también por consumidor a la persona física o moral que 
adquiera, almacene, utilice o consuma bienes o servicios con objeto de integrarlos en procesos de 
producción, transformación, comercialización o prestación de servicios a terceros, únicamente 
para los casos a que se refieren los artículos 99 y 117 de esta ley.“ (Artículo 2 Fracción I). Y el 
concepto de Usuario: “Usuario, en singular o plural, la persona que contrata, utiliza o por cualquier 
otra causa tenga algún derecho frente a la Institución Financiera como resultado de la operación o 
servicio prestado;...” Aunque no repugna, como se desprende de las definiciones apuntadas, que 
personas jurídicas sean consumidores, lo usual es que se trate de personas físicas y de ahí que al 
tratar el concepto de la insolvencia de las personas naturales se refiera a ésta como a la 
insolvencia de los consumidores, tal como lo hacen muchas de las legislaciones conforme se cita 
en el apartado 2 del presente. “Consumer bankruptcy applies to a bankruptcy case of an individual 
                                                           
61 Resolución 39/248 de la Asamblea General de 9 de abril de 1985, ampliada en 1999. 
www.un.org/es/comun/docs/?symbol=E/1999/99(SUPP) 
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debtor whose debts were incurred primary for a personal, family or household purpose”62 

Una insolvencia de consumidores refiere pues a personas naturales que se han 
sobreendeudado para propósitos de consumo personal o familiar a veces presionado por un 
deficiente ingreso económico o un desbalance entre lo que se gana y lo que se compra, en 
ocasiones debido también a gastos extraordinarios por enfermedades, fallecimientos, bodas, 
desgracias naturales que destruyen el patrimonio, desempleo, etcétera o bien por un deseo 
incontrolable de consumo producido ya sea por causas patológicas, por anticipar un ingreso que 
no llega, o por la presión que la publicidad hace en esta realidad que ha sido llamada “sociedad del 
consumo”. No hay que descartar el sobreendedudamiento fraudulento que se da cuando un 
deudor sabe que no pagará las deudas que contrae y lo hace de mala fe. Un régimen de 
insolvencia tendrá que hacerse cargo de estas situaciones combinando las medidas y las 
soluciones que auxilien al deudor de buena fe, desincentiven al de mala fe o, incluso sancionen a 
éste. 

La fundamentación legal de un régimen de Insolvencia del Consumidor debe arrancar de la 
previsión de los artículos constitucionales: “Las leyes fijarán bases para que se señalen precios 
máximos a los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía 
nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la organización de la 
distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones 
innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley 
protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses.” 
(énfasis añadido) Y, concomitantemente, 73, fracción X: “Para legislar en toda la República sobre 
... comercio...”; fracción XXIX-E. Para expedir leyes para la programación, promoción, concertación 
y ejecución de acciones de orden económico, especialmente las referentes al abasto y otras que 
tengan como fin la producción suficiente y oportuna de bienes y servicios, social y nacionalmente 
necesarios; fracción XXX: Para expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer 
efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes 
de la Unión. 

 

Propuesta de estructura de un régimen de insolvencia del consumidor. 

Las ideas siguientes son una simple idea de cómo podría abordarse el problema en México. Al 
llamarle “problema” se quiere decir eso exactamente: un incremento de la deuda de los 
consumidores puede producir un malestar social intenso y un serio peligro a la economía. México 
lo vivió en la segunda parte de la década de los 90. Por eso es menester que además de las 
políticas educativas que se implementen para guiar al consumidor y usuario de crédito, debe 
establecerse un régimen legal adecuado. 

Los profesores Walters y McKenzie de las Universidades Kent de Chicago y de Aberdeen lo 
expresan así: “The policy response to rising levels of consumer debt and financial distress has two 
aspects. The first aspect is an ongoing attempt by government to develop preventative strategies 
aimed at limiting consumer over-indebtedness. These strategies emphasize responsible lending, 
debt advice and financial education. The second aspect ― which forms the subject matter of this 

                                                           
62 BECKET, Alane A.; NC NEAL, William A. Consumer Bankruptcy. American bankruptcy Institute. Third edition. 
Alexandria Va. 2011. Page 1 
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article ― is a series of current reform proposals that seek to modernize the insolvency laws...”63 

El enfoque educativo debe concentrarse en convencer que tener bienes no significa ser 
solvente, la costumbre de pagar es la mejor situación de solvencia en el caso de personas 
naturales. 

Respecto del enfoque de creación legislativa, el régimen que a continuación se propone, se ha 
diseñado con base en los principios que se desprenden de los apartados anteriores del presente y 
guarda por propósito el motivar el estudio y discusión del tema a fin de lograr un consenso que 
permita llegar a una legislación sólida. 

 

Sujetos a los que se aplica 

El primer tema a dilucidar es a quién debe aplicar el procedimiento de insolvencia del 
consumidor, es decir el definir el ámbito de aplicación subjetiva de la Ley. Para ello un régimen en 
México deberá definir que se aplica a: 

a. personas físicas que sean además; 
b. consumidores y/o usuarios en los términos que como tales definen la Ley de 

Protección al Consumidor y la Ley de Protección y Defensa a los Usuarios de Servicios 
Financieros64; 

c. El cónyuge (en caso de matrimonio, o el equivalente en el régimen que exista para 
unión de parejas del mismo sexo) en el supuesto que exista un régimen económico 
comunitario. 

d. las sucesiones de los anteriores. 
Deberá consignarse que se excluye a los comerciantes personas físicas en los términos que a 

éstos se refiere la Ley de Concursos Mercantiles. 

 

Detonante 

Esto es, cúando se dan las condiciones para iniciar el procedimiento. 

El deudor podrá solicitar su insolvencia cuando se vea en la imposibilidad de cumplir con sus 
adeudos y haya incumplido a por lo menos dos acreedores. 

Si en el pasado ya solicitó o le fue demandado un procedimiento de insolvencia al que estuvo 
sujeto, deben haber transcurrido al menos cinco años de la conclusión del anterior. 

Un acreedor estará autorizado a pedir la apertura del procedimiento cuando el deudor se vea 
en la imposibilidad de cumplir con sus adeudos y haya incumplido a por lo menos dos acreedores. 

 

Efectos de la declaración de insolvencia 

                                                           
63 Paper: Consumer Bankruptcy Law Reform in Scotland, England and Wales by Donna McKenzie Skene∗ and Adrian 
Walters†. http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=914522 
64 Ley Federal de Protección al Consumidor: “ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta ley, se entiende por: I. Consumidor: 
la persona física o moral que adquiere, realiza o disfruta como destinatario final bienes, productos o servicios...” 
Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros: “Artículo 2o.- Para los efectos de esta Ley, se entiende 
por: I. Usuario, en singular o plural, la persona que contrata, utiliza o por cualquier otra causa tenga algún derecho 
frente a la Institución Financiera como resultado de la operación o servicio prestado;...” 

http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=914522
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El deudor permanece en la administración de sus bienes. 

Los créditos dejan de generar intereses y se convierten a UDIs. 

Se suspenden todos los pagos a acreedores, con excepción de las pensiones alimenticias y los 
salarios a sus trabajadores. Podrán seguir haciéndose los pagos que se generen en lo sucesivo 
(suministros, arrendamiento) 

Se suspenden las ejecuciones en el patrimonio del deudor. 

 

Procedimiento y su administración 

El procedimiento será llevado administrativamente por el hasta ahora Instituto Federal de 
Concursos de Especialistas de Concursos Mercantiles que cambiará de nombre por el de Instituto 
Concursal. En este caso el procedimieno será gratuito para el deudor. 

La Cámara Nacional de Comercio a través de sus estructuras nacionales y de arbitraje y 
mediación estarán capacitadas para llevar a cabo el procedimiento. 

Una vez concluido el procedimiento se podrá, a petición del deudor o de los acreedores que 
representen el 40% de los créditos solicitar una homologación judicial de la resolución que 
concluye el procedimiento. 

 

Inicio del procedimiento. 

En caso de petición por acreedor el Centro de Mediación (Instituto o Cámara de Comercio) éste 
recibirá la petición, designará Mediador e informará al interesado dándole 5 días hábiles para 
presentarse al procedimiento: 

a) oponiéndose al mismo en cuyo caso debe demostrar que no está en el supuesto de 
incumplimiento de pagos a por lo menos dos acreedores o exhibiendo la suma adeudada 
al acreedor que hizo la petición, si la oposición procede se concluye el procedimiento, si 
no, se le pide al deudor presente el inventario de bienes y la relación de acreedores, o 
bien, 

b) aceptando el procedimiento y adjuntando el inventario de sus bienes y una lista de sus 
acreedores con los datos de sus créditos. 

En caso de solicitud por el deudor, éste acompañará información sobre sus ingresos, el 
inventario de sus bienes y una lista de sus acreedores con los datos de sus créditos, inclyendo los 
datos de aquellos en los que exista juicio iniciado. El centro de mediación (Instituto o Cámara de 
Comercio) recibirán la petición, designará Mediador y convocará a los acreedores para que en un 
plazo de 30 días naturales presenten sus créditos con detalle de documentos en que conste, 
estado de cuenta y demás detalles de los mismos. 

En la misma resolución que admita la solicitud o la petición se designará Mediador y se 
ordenará: 

 Al deudor constituirse como depositario de sus bienes. 

 Los créditos dejan de generar intereses y se convierten a UDIs.65
 

                                                           
65 UDI: Unidad de inversión. Medida de inflación emitida por el Banco Central mexicano para indexar obligaciones. 
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 Suspender todos los pagos a acreedores, con excepción de las pensiones 
alimenticias y los salarios a sus trabajadores. Podrán seguir haciéndose los pagos 
que se generen en lo sucesivo (suministros, arrendamiento) 

 Suspender las ejecuciones en el patrimonio del deudor. 

 Notificar el inicio del procedimiento a las autoridades fiscales y a la Procuraduría 
Federal del Consumidor y a la Comisión para la Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros la instauración del procedimiento. 

Una vez que el mediador cuente con la información de los créditos en litigio, notificará al juez o 
autoridad correspondiente a fin de que continúe el procedimiento pero sin que ninguna ejecución 
o pago se pueda llevar a cabo, debiendo éstos quedar a resultas de la negociación en el 
procedimiento concursal. 

 

La formación de la Masa 

Formarán parte de la Masa concursal la totalidad de los bienes del deudor incluyendo las 
partes alícuotas que tenga en sociedades o patrimonios de carácter conyugal. Estarán exentos de 
formar parte aquellos bienes que son inembargables por disposición legal. 

Los actos celebrados por el deudor en fraude de sus acreedores podrán ser anulados por 
demanda de los acreedores en los términos de la legislación común y la nulidad resultante 
beneficiará a la totalidad de la Masa. 

El deudor deberá proporcionar un inventario al solicitar el procedimiento o contestar la 
petición de apertura de un acreedor y el Mediador designado tendrá facultades para determinar la 
existencia y adhesión a la Masa de otros bienes. Los acreedores podrán proporcionar al mediador 
información que auxilie en tal propósito. 

 

La definición de los créditos 

Al hacer la solicitud el deudor deberá presentar una lista detallada de todos los créditos 
adeudados (nombre, tipo de crédito, montos, calendarios, datos de juicio, etcétera). 

Lo mismo deberá hacer al contestar la petición en caso de que un acreedor haya iniciado el 
procedimiento. 

Desde la declaración del estado concursal del deudor, los acreedores contarán con 30 días 
naturales para presentar al mediador sus créditos con detalle de documentos en que conste, 
estado de cuenta y demás detalles. 

Concluido el plazo, el Mediador publicará la lista de los créditos. El deudor y los acreedores 
contarán con 8 días naturales para hacer observaciones. 5 días después de concluido el plazo, el 
mediador hará pública la lista definitiva. Deberán excluirse aquellos créditos regulados por el 
derecho civil común propio de cada Estado de la República. 

 

El Mediador. 

Será la persona responsable de manejar el procedimiento. 

Será responsable de procurar el logro de un convenio entre el deudor y la mayoría de los 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

115 

 

acreedores que representen más de la mitad del monto total de los créditos reconocidos. 

Está obligado a proporcionar al deudor y a los acreedores toda la información que conjunte en 
el procedimiento. 

 

El Convenio y el pago a los acreedores. 

El convenio es el acuerdo que el Mediador consiga entre el deudor y los acreedores que 
representen por lo menos, más de la mitad del monto total de los créditos reconocidos. 

Los términos del convenio serán el resultado de la negociación sin que haya limitación alguna. 
Puede incluir venta de activos, espera, quita, fijación de un porcentaje del ingreso del deudor para 
repartirse entre los acreedores en forma periódica y cualesquier otra medida que se juzgue 
oportuna, incluyendo, si así se vota, un trato diferenciado a alguno de los acreedores. 

Obtenido el convenio será obligatorio para la totalidad de los acreedores anteriores a la 
declaración del estado de concurso del deudor. 

En caso de no lograrse un convenio, en un plazo de 60 días naturales a partir de la declaración 
del estado de concurso, con excepción de los acreedores garantizados, de las pensiones 
alimenticias y los salarios a sus trabajadores, no habrá preferencia alguna, todos, incluyendo los 
acreedores fiscales, tendrán el mismo grado y se cubrirán a prorrata. El Mediador pagará a los 
acreedores, realizando los activos del deudor y pudiendo imponer a éste un Plan que contenga la 
obligación de destinar un determinado porcentaje de su ingreso para el pago periódico a los 
acreedores a prorrata. En este último caso, el plazo para cubrir a los acreedores no excederá de 
cinco años.66 

Si el concurso llega a este momento, sin que los acreedores garantizados hayan ejecutado su 
garantía, el Nediador hará vender los bienes y depositará el importe del crédito y de los réditos 
correspondientes. 

Para la venta de los activos se aplicarán los términos establecidos en la Ley de Concursos 
Mercantiles para la ejecución de los activos. 

Los litigios que queden pendientes seguirán su curso y, al definirse se incorporarán los 
derechos y obligaciones resultantes al convenio o a la decisión de liquidación tomada por el 
Mediador. 

 

Acreedores garantizados. 

Los acreedores garantizados podrán, si así lo desean, sumarse al Convenio celebrado con el 
deudor. En caso contrario podrán ejecutar sus garantías a efecto de cobrar con su importe su 
crédito. Deberán dar aviso al Mediador de su procedimiento. El deudor o el mediador de motu 
propio o a petición de los acreedores podrán apersonarse al procedimiento para cuidar que la 
valuación sea óptima y se obtenga el mayor resultado posible de la ejecución a fin de integrar a la 
masa, el sobrante del pago al acreedor garantizado. 

                                                           
66 García Alvarado sugiere que se pueda aplicar un “means test” como es llamado al procedimiento establecido en el 
artículo “§ 707. Dismissal of a case or conversion to a case under chapter 11 or 13”, del Bankruptcy Code de los Estados 
Unidos de América. GARCÍA ALVARADO, Eduardo C. “Creando un Régimen de insolvencia para consumidores en 
México”. Tesis profesional. ITAM, 2012, páginas 11 y 32 
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Exoneración 

La culminación del procedimiento, ya sea por convenio o por el Plan definido por el Mediador, 
dará por concluidas las obligaciones del deudor. 

El incumplimiento del convenio o del plan dará acción a los acreedores para anular la 
exoneración y hacer renacer el procedimiento concursal a menos que el deudor se ponga al 
corriente en las obligaciones del convenio o del plan al ser notificado de la acción de los 
acreedores. 

No se otorgará el beneficio de la exoneración cuando, en el plazo de 10 años anteriores se haya 
otorgado el mismo dos veces al mismo deudor. 

 

Situación Transfronteriza 

Cuando se presenten casos de deudores extranjeros con bienes en México o de mexicanos con 
bienes en el extranjero, se seguirá el tratamiento prescrito en el Título Décimo Segundo de la Ley 
de Concursos Mercantiles.67 

 
Instrumentación legislativa. 

Para la adopción de un régimen de insolvencia para el consumidor puede pensarse en dos 
opciones: a) su inclusión como un nuevo título en la Ley de Concursos Mercantiles (que debería 
entonces cambiar su nombre por Ley de Concursos Mercantiles y del Consumidor) o, b) crear un 
cuerpo legal específico: “Ley de Concursos del Consumidor”. 

Adicionalmente será necesario introducir reformas a otras leyes: 

 Ley de Concursos Mercantiles para cambiar el nombre del IFECOM y ampliar sus 
facultades. 

 Ley Orgánica del Poder Judicial para cambiar el nombre del IFECOM 

 Ley Federal del Trabajo para que en caso de que trabajadores ejecuten bienes del 
deudor, la Junta entregue al Mediador el sobrante después de pagar los créditos 
laborales. 

 Ley Federal de Protección al Consumidor para incorporar la obligación de 
colaborar con el mediador de los procesos concursales. 

 Ley de Protección y Defensa a los Usuarios de Servicios Financieros para incorporar 
la obligación de colaborar con el mediador de los procesos concursales. 

 

 

 

 

 

                                                           
67 El título Décimo Segundo de la Ley de Concursos Mercantiles es la adopción que México hace de la Ley Modelo de 
CNUDMI sobre insolvencia transfronteriza. 
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México, al igual que otros países que carecen de un sistema eficiente de insolvencia de las 
personas naturales y de los consumidores, deberá plantearse la conveniencia de lograr un régimen 
que atienda esta problemática. Los modelos existentes tanto en diversas jurisdicciones como en 
los instrumentos de análisis doctrinal y de Derecho Comparado deben servir de base a la toma de 
decisiones al respecto. 

La propuesta hecha en el último capítulo lleva la intención de motivar el estudio y discusión de 
cuál debe ser la respuesta que cada país dé conforme su sistema jurídico y su realidad socio-
económica. 

 

México D.F. Enero 2016. 
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I PROCEDIMENTI CONCORSUALI PER LA CRISI DA SOVRAINDEBITAMENTO 
Stefania PACCHI 

 

 

Premessa.  

La reazione sanzionatoria, a volte addirittura efferata, dell’Ordinamento al fallimento proveniva 
dalla lungimiranza mercantile che per proteggere il circuito degli affari dal possibile 
ammutinamento dei finanziatori aveva pensato che tanto rigore avrebbe creato un’aurea di 
correttezza attorno alla classe stessa. 

La connotazione attribuita al fallimento indusse l’Ordinamento a riservarlo alla classe 
mercantile – quella che aveva preteso per sé stessa tanto rigore - così lasciando fuori dall’area di 
applicazione alcune categorie68. Fu per scelte che possono ricondursi a disparate e a volte 
contrastanti interpretazioni. Forse certe categorie rimasero esenti dal rigore del fallimento perché 
svolgevano attività sottoposte a rischi imponderabili addirittura in misura superiore ai mercanti, o 
perché offrivano servizi di natura intellettuale o perché non facevano ricorso al credito (o non lo 
facevano nella stessa misura dei mercanti), o perché non intessevano molteplicità di rapporti, o 
perché non avrebbero creato turbativa con la loro insolvenza, o alla fine perché il legislatore voleva 
proteggere determinati censi da una normativa creata dai e per i mercanti “dai piedi polverosi” 
impegnati in affari di sporco denaro. Pur nell’evoluzione giuridica del soggetto – dal mercante al 
commerciante e, quindi, all’imprenditore – l’impostazione di riservare la procedura concorsuale 
alla categoria più rappresentativa nella scena economica fu calata dal codice di commercio 
francese del 1807 ai codici commerciali italiani del 1865 e del 1882 per giungere, infine, pressoché 
inalterata nei principi fino a noi. 

L’esenzione fu e rimane tuttora nella nostra legge per gli imprenditori agricoli e per i 
professionisti intellettuali. A questi deve aggiungersi l’esenzione dal fallimento – questa però 
perché altra specifica procedura è prevista – dell’ente pubblico che in tal modo continua a 
gravitare nella sfera di dominio dell’autorità amministrativa. 

Ma poi fu deciso che neppure tutti gli imprenditori dovessero essere sottoposti al fallimento 
quando la dimensione dell’iniziativa e quindi dell’insolvenza rendesse improduttiva l’applicazione 
di una procedura che impegna giudici e produce costi riducendo le già scarse possibilità di 
soddisfacimento dei creditori. 

La riserva all’imprenditore commerciale di natura privata e di dimensione normale permase 
anche dinanzi all’introduzione di procedure preventive che almeno in astratto avrebbero potuto 
conservare l’attività e che si presentavano come un beneficio sia per l’imprenditore, sia per i 
creditori. 

E nel tempo è stata creata così una corsia che consente ai creditori di chi è imprenditore 
commerciale di natura privata e di dimensione normale di usufruire degli strumenti concorsuali 
previsti dalla legge fallimentare ed un’altra corsia che agli stessi creditori, ma di soggetti esclusi 
dall’applicazione di quegli strumenti, consente soltanto l’utilizzo delle procedure esecutive 
previste dal codice di procedura civile. Tale diverso trattamento ha sollevato dubbi di legittimità 

                                                           
68 Sulla  configurazione  del  fallimento  da   ultimo  cfr. F.COLAO, Per un profilo storico dell’insolvenza e negoziazione, 
in Studi Senesi, 2013, fasc. 2, p. 207 ss. 
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costituzionale con riferimento all’art. 3 ma la questione è stata ritenuta manifestamente infondata 
dalla Corte Costituzionale (16.6.1970, n.94) che ha sottolineato, appunto, per sostenere la 
coerenza dell’impostazione legislativa con i principi della Carta fondamentale, il diverso impatto 
che l’insolvenza dell’imprenditore commerciale provoca sulla collettività rispetto a quella di chi 
imprenditore non è (il c.d. debitore civile). 

Nonostante gli stimoli da tempo provenienti sia dal Regolamento comunitario relativo alle 
procedure di insolvenza transnazionali (Reg. 1346/2000 del Consiglio del 29 maggio 2000), sia dalle 
legislazioni di Paesi vicini (Belgio, Francia, Spagna, Portogallo, Gran Bretagna) e di oltre Oceano 
(Stati Uniti) per liberare dalla morsa delle procedure esecutive individuali non solo tutti gli 
imprenditori, a prescindere dal tipo di attività svolta e dalla dimensione ma anche il c.d. debitore 
civile, e quindi, sia il professionista che il consumatore sovraindebitato - quest’ultimo dilagante 
fenomeno dimostrando che il frequente ricorso al credito non è più appannaggio esclusivo 
dell’imprenditore - il nostro legislatore ha continuato per la strada imboccata fin dagli albori della 
disciplina fallimentare e seguita senza tentennamenti fino al 2011. 

 

La percezione del problema.  

Le difficoltà economiche e finanziarie degli ultimi anni avevano reso manifesta l’incongruità di 
un ordinamento che solo per l’imprenditore commerciale non piccolo di natura privata prevedeva 
un sistema di regolazione concorsuale della crisi, affidato all’iniziativa dello stesso debitore e, solo 
in situazioni di insolvenza azionabile anche dai creditori, mentre lasciava che per gli imprenditori 
non fallibili e i debitori civili vi fosse soltanto l’azione esecutiva individuale. 

La differenza di trattamento – acuita dalle variegate possibilità oggi affidate all’imprenditore 
fallibile e che possono declinarsi in strumenti conservativi e in liquidazioni (per la persona fisica) 
anche esdebitative 

 diveniva sempre più stridente69. Oltre all’indebitato non esercente attività d’impresa e a chi 
lavora nell’ambito delle professioni “protette”, rimanevano fuori dall’area della concorsualità 
imprenditori 

 i piccoli e quelli agricoli – che occupano un’ampia area della nostra economia. La dottrina si 
occupava sporadicamente del tema70 ed il legislatore non raccoglieva il monito di chi – 
riconoscendo il contributo di tali soggetti - raccomandava che “the principle of "think small 
first" must become the touchstone of European and national policies”71. 

Appariva quasi come uno sterile accanimento del legislatore la mancanza di una disciplina ad 

                                                           
69 Già per una critica vedi F. FERRARA jr. – A. BORGIOLI, Il fallimento, V ed., Milano, 1995, p. 47 e da ultimo: M. FABIANI, 
Diritto fallimentare – Un profilo organico , Bologna, 2011,p. 62; S. PACCHI, Il presupposto soggettivo per la dichiarazione 
di fallimento, in AA.VV. (a cura di), Manuale di diritto fallimentare, II ed., Milano, 2011, p. 35; L. GUGLIELMUCCI, Diritto 
fallimentare, V ed., Torino, 2012, p. 23 ss.; A. NIGRO – D. VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese – Le procedure 
concorsuali, II ed., Bologna, 2012, 64;  M. VENTORUZZO,  L’esenzione  dal  fallimento  in   ragione delle dimensioni 
dell’impresa, cit., p. 1043; M. NOTARI, Le imprese non soggette al fallimento: (a) le imprese agricole; (b) le imprese 
pubbliche , in AA.VV., Diritto fallimentare. Manuale breve , Milano, 2013, 102 ss.; L. STANGHELLINI, Le crisi di impresa fra 
diritto ed economia – Le procedure di insolvenza, Bologna, 2007, p. 158-163; N. RONDINONE, Il mito della conservazione 
dell’impresa in crisi e le ragioni della commercialità, Milano, 2012 
70 G. PRESTI – L. STANGHELLINI – F. VELLA, L’insolvenza del debitore civile. Dalla prigione alla liberazione, in Analisi 
Economica del diritto, 2/2004 dove anche un’analisi dello stato legislativo negli altri Ordinamenti 
71 Entrepreneurship 2020 action plan COM(2012) 795 /2, in http://eurlex.europa.eu/, p. 5. 
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hoc capace di sistemare la crisi – magari secondo diversi modelli – arrivando, in presenza di 
condizioni anche severe, a una liberazione del debitore civile dai debiti residui al fine di ripartire da 
zero (di qui l’espressione fresh start utilizzata in tali ipotesi) e di riacquistare un ruolo attivo 
nell’economia, senza restare schiacciati dal carico dell’indebitamento preesistente. 

La crisi premeva facendo emergere in tutta la sua gravità il fenomeno sia del default delle 
piccole imprese e delle imprese agricole abbandonate alle azioni esecutive, sia dell’accesso al 
credito, incontrollato e senza limiti, da parte del consumatore che si converte per lo più in 
soggetto sovraindebitato72. Atteso che la prevenzione - grazie all’intervento della direttiva 
comunitaria 23 aprile 2008/48/CE73 che ha spinto il nostro legislatore ad intervenire con il d.lgs. 13 
agosto 2010, n. 14174 - si compie sul fronte dell’informazione precontrattuale (art. 124)75 che 
dovrebbe consentire una responsabile assunzione dell’obbligazione e della verifica del merito 
creditizio (124 bis)76, rimaneva tuttavia da creare un rimedio ex-post che, al pari di quanto oggi la 
legge prevede per l’imprenditore commerciale, consentisse sia al debitore civile che 
all’imprenditore non fallibile di riemergere dopo essersi liberati dai debiti residui. Il rimedio per il 
sovraindebitamento si presenta pertanto come un “figlio della crisi economica, per affrontare, a 
livello di massa, situazioni di insolvenza non considerate dalle tradizionali misure concorsuali ed 

                                                           
72 G. COSI, Il debito: un fenomeno patologico, in Studi senesi, 2013, fasc. 2, p. 228, così scrive: “Chi si trova in condizione 
di sovraindebitamento – sembra dire la ratio della norma – non è altro che un soggetto che ha sbagliato, che ha 
commesso un errore di valutazione nell’applicare la propria buona intenzione di indebitarsi per consumare (e di buone 
intenzioni, come si dovrebbe sapere, è lastricato l’inferno). Eccolo il nuovo soggetto antropologico che sta al centro delle 
nostre società a “crescita obbligatoria”; e che non a caso va in depressione – sia economica che psicologica – quando 
questa crescita viene a mancare: il consumatore”. 
73 Questa direttiva relativa ai contratti di credito ai consumatori (pubblicata in G.U.C.E. del22 maggio 2008, n. L. 133 ed 
entrata in vigore l’11 giugno 2008) ha abrogato la direttiva 87/102/CEE che era stata attuata in Italia con la L. 19 febbraio 
1992, n. 142, (Legge Comunitaria per il 1991), le  cui disposizioni  erano state successivamente abrogate e  riprodotte 
all’interno del Titolo VI, Capo II e III, del T.U.B. (d.lgs. 1 settembre 1993, n. 385) In seguito all’introduzione del Codice del 
Consumo (d.lgs. 6 settembre 2005, n. 206) parte dell’art. 125 T.U.B. fu trasposta nell’art. 42 del Codice stesso. E’ stato a 
seguito della Direttiva 08/48/Ce, attuata in Italia con il d.lgs. 13 agosto 2010, n. 141 che la disciplina ha subito notevoli 
modifiche. 
74 Il d. lgs. 13 agosto 2010, n. 141, e successive modificazioni, (pubblicato in Gazzetta Ufficiale 4 settembre 2010, n. 209) 
ha sostituito il Capo II del Titolo VI del Testo unico bancario per recepire la direttiva 2008/48/CE sui contratti di credito ai 
consumatori. 
75 Ai sensi dell’art. 1: “Il finanziatore o l'intermediario del credito, sulla base delle condizioni offerte dal finanziatore e, 
se del caso, delle preferenze espresse e delle informazioni fornite dal consumatore, forniscono al consumatore, prima 
che egli sia  vincolato  da  un  contratto o da un'offerta di credito, le informazioni necessarie per consentire il confronto 
delle diverse offerte di credito sul mercato, al fine  di  prendere  una  decisione  informata  e consapevole in merito alla 
conclusione di un contratto di credito”. 
76 Il primo comma così recita: “Prima della conclusione del contratto di credito, il finanziatore valuta  il merito creditizio 
del consumatore sulla base di  informazioni adeguate, se del caso fornite dal consumatore stesso e, ove necessario, 
ottenute consultando una banca dati pertinente”. Come è stato efficacemente scritto (G.PIEPOLI, Sovraindebitamento e 
credito responsabile, in Banca, borsa, tit.cred., 2013, p. 38): “(…) il finanziatore viene vincolato al “prestito 
responsabile”. In virtù di quest’ultimo, il creditore deve stimare preventivamente il merito creditizio e la solvibilità del 
consumatore, scegliendo l’operazione creditizia conforme alle esigenze ed alla situazione patrimoniale e finanziaria del 
medesimo: viene così messo in discussione il principio di autoresponsabilità del consumatore. (…)Infatti quale “relitto” 
che evoca la originaria e globale prospettiva sul “prestito responsabile” disegnata nella Proposta rimangono l’art. 5 c.6 – 
che arricchisce i doveri di informazione e di assistenza – nonché l’art. 8 che fissa l’obbligo di verifica del merito creditizio 
del consumatore”. In sostanza il principio del prestito responsabile “mira ad impedire la concessione del credito al 
consumatore che, privo della capacità di rimborsare lo stesso, verrebbe di conseguenza ad essere necessariamente 
posto in una situazione di sovraindebitamento” (Autore e op, cit., p. 44). 
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oggi di drammatica diffusione ed attualità”77. 

Probabilmente è stato il dibattito circa il possibile sbocco (costituito dall’esdebitazione) di un 
procedimento per il sovraindebitamento che frenava una risposta al tema. 

In sostanza non si trattava tanto di rompere lo steccato, esistente da secoli, che diversificava la 
disciplina dell’insolvente commerciale da quella dell’insolvente civile78, quanto, infatti, di saltare il 
fossato per scorrere da un sistema ancorato esclusivamente alle procedure esecutive individuali – 
uno studioso argentino scrive che «Para el productor, industrial o comerciante rige la par condicio, 
para el consumidor el prior in tempore»79 – ad uno che consentisse una negoziazione della crisi80 
ed una esdebitazione anche ai soggetti deboli81 quali il consumatore (sia esso professionista o 
lavoratore subordinato), l’imprenditore di piccole dimensioni e l’imprenditore agricolo, 
attualmente espunto, se pur con impostazione ormai criticabile, dalle procedure concorsuali. 

Era in giuoco, di nuovo, la barriera dell’art. 2740, cod. civ., che ad oggi per molti risulta ancora 
insuperabile per il debitore civile (per cui l’esdebitazione potrebbe spingere verso un consumo 
irresponsabile82) ma, da tempo, non più per l’imprenditore commerciale83. 

Eppure il riconoscimento della possibilità dell’esdebitazione a tutti i debitori per molti altri 
appare come una soluzione apprezzabile, oltre che socialmente e umanamente, anche su quello 
económico consentendo al soggetto che ne beneficia di risollevarsi ricominciando un’attività 
lavorativa e una vita dignitosa. Ma non solo. Non può, infatti, trascurarsi – come autorevole 
dottrina spagnola ha evidenziato84 – l’impatto che la previsione dell’esdebitazione svolge sia sul 
debitore inducendolo a ricorrere tempestivamente a una procedura di sistemazione dei propri 
debiti, e a collaborare onestamente e assiduamente per la migliore esecuzione possibile 
dell’accordo, sia (in via preventiva) sui creditori, inducendoli a comportamenti accorti nella 

                                                           
77 M.A. LUPOI, Le ultime novità in materia di giustizia civile (dall’estate 2011 all’inverno  2012), in 
www.academia.edu/.../Le_ultime_novita_in_materia_di_giustizia_civile_ 
78 Cfr. A. CASTAGNOLA, L’insolvenza del debitore civile nel sistema della responsabilità patrimoniale, in AGE, 2004, p. 
243 ss. 
79 A.A. DASSO, La exaltación del consumo y el derecho del consumidor al procedimiento concursal, relazione tenuta a 
Roma nel Convegno La composizione delle crisi da sovraindebitamento, il 7-8.6.2012. 
80 Certamente – come osserva G. TERRANOVA, La composizione della crisi da sovraindebitamento: uno sguardo 
d’insieme, in Composizione della crisi da sovraindebitamento, Di Marzio - Macario - Terranova (a cura di), Il Civilista, p. 8, 
2012 – la spinta che hanno i creditori dell’imprenditore fallibile a negoziare oggi la crisi usufruendo delle protezioni 
previste per gli strumenti di cui agli artt. 67, co. 3, lett. e; 160; 182-bis, LF; non è rinvenibile tra i creditori del debitore 
civile: «non vi sono valori organizzativi da salvaguardare e, quindi, non vi sono remore ad intraprendere le azioni 
esecutive; gli accordi individuali con il debitore sono possibili perché la revocatoria ordinaria non travolge i pagamenti di 
debiti scaduti ed esigibili (e nemmeno le garanzie concesse allo stesso scopo); non si corrono rischi di natura penale». 
81 A. AGNESE, Osservazioni storiche e comparatistiche sul concetto di sovraindebitamento del consumatore: lex 
mercatoria e privilegium mercaturae nel secondo millennio, in www. http://semplificazionifiscali.diritto.it/docs/33024- 
osservazioni-storiche-e-comparatistiche-sul-concetto-di-sovraindebitamento-del-consumatore-lex-mercatoria-e- 
privilegium-mercaturae-nel-secondo-millennio, propone una lettura della disciplina del sovraindebitamento nel solco di 
una tutela dei soggetti contrattualmente deboli. 
82 Per evitare un abuso da parte del debitore, sempre più spinto a sovraindebitarsi, contando sulla successiva discharge 
(chapter VII del Bankruptcy Code), l’Ordinamento Statunitense ha dato, secondo certa dottrina, «un giro di vite 
ingiustificato» (E. WARREN - A. WARREN, The Two-Income Trap: Why Middle-Class Mothers and Fathers Are Going 
Broke, p. 6 ss.) alla Bankruptcy Abuse Prevention and Consumer Protection Act del 2005 inserendo una serie di requisiti. 
Sul punto si rinvia a J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit., p. 
16-35. 
83 In senso critico, A. NIGRO, La disciplina delle crisi patrimoniali delle imprese. Lineamenti generali, in Trattato di diritto 
privato, Bessone (diretto da), vol. XXV, Torino, 2012, p. 37. 
84 J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit. 

http://www.academia.edu/.../Le_ultime_novita_in_materia_di_giustizia_civile_
http://www.academia.edu/.../Le_ultime_novita_in_materia_di_giustizia_civile_
http://www/
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http://semplificazionifiscali.diritto.it/docs/33024-osservazioni-storiche-e-comparatistiche-sul-concetto-di-sovraindebitamento-del-consumatore-lex-mercatoria-e-privilegium-mercaturae-nel-secondo-millennio
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concessione del credito e nella contrattazione. Accortezza che può sfociare – è vero – in restrizioni 
del credito al consumo così come, l’assenza della esdebitazione favorisce una disinvolta 
concessione di credito e, di conseguenza, un consumo che può diventare sfrenato con 
conseguente sovraindebitamento85. 

È quest’ultima un’istanza consigliata anche dalla Guida legislativa della Commissione delle 
Nazioni Unite86 sulla regolamentazione dell’insolvenza del 25.6.2004 che, se pure rivolta ai debitori 
che svolgono attività economiche, non manca di indicare il debitore civile - sempre nell’ottica del 
riconoscimento del fresh start – come destinatario delle discipline adottate da diverse Paesi in 
tema di esonero dal pagamento dei suoi debiti anteriori all’apertura di un procedimento della 
soluzione della crisi. 

In realtà per l’imprenditore fallibile, sia esso persona fisica o giuridica, la esdebitazione 
consegue o in virtù di un concordato o, se imprenditore persona fisica, di un fallimento introdotto 
tempestivamente e gestito responsabilmente dal debitore (artt. 142 ss., l.fall.). 

La ragione che sta dietro al riconoscimento della possibilità, accordata all’imprenditore persona 
fisica fallibile, di liberarsi dai debiti residui è da ricollegarsi alla presenza di un’attività economica la 
cui ripresa (sia essa preesistente e risorta dalle ceneri della procedura concorsuale, o sia invece 
nuova, non rileva) è considerata conveniente per il soggetto tornato in bonis che potrà tornare a 
fare impresa e per il mercato che potrà sfruttare del ricambio imprenditoriale. 

Nel caso del debitore civile – diversamente per l’imprenditore commerciale non fallibile e per 
l’imprenditore agricolo – mancando l’impresa, risulta invece difficile per molti riconoscere 
un’esigenza di esdebitazione, in quanto costituirebbe soltanto lo sgravio da obbligazioni alle quali, 
per l’art. 2740, cod. civ., appunto, il soggetto è tenuto sine die ad adempiere, peraltro con utilità 
solo indiretta per lo sviluppo delle imprese87. 

Probabilmente – come uno Studioso Spagnolo ha scritto – l’istituzione dello strumento per 
sistemare il sovraindebitamento differisce sostanzialmente dal concorso in quanto il primo non ha 
– a differenza del secondo – come finalità il soddisfacimento dei creditori, ma soltanto l’adozione 
di misure che permettano al debitore di uscire dalla situazione di indebitamento. «Así pues, el 
resultado del procedimiento de sobreendeudamiento puede no consistir ni en un Convenio ni en 
la liquidación del patrimonio del deudor, sino que pueden imponerse soluciones a los acreedores 
incluso contra la voluntad de éstos. Por lo tanto, la finalidad de la institución es permitir al 
particular sobreendeudado que ha actuado y actúa de buena fe, salir de la situación en que se 
encuentra»88. 

                                                           
85 J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit., p. 19-35. 
86 CNUDMI, Guía legislativa sobre el Régimen de la insolvencia, New York, 2006, p. 24. 
87 M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del debitore “non fallibile” (d.l. 212/2011), (disponibile in: 
www.ilcaso.it). Come è stato osservato (B. PEÑAS MOYANO - D. PORRINI, Il sovraindebitamento delle famiglie: il rimedio 
del fallimento del debitore e l’esperienza spagnola, cit., p. 21), «Il fresh start si sostanzia nella concessione di una sorta 
di responsabilità limitata alle persone fisiche». Il motivo contrario alla concessione è che, mentre per le imprese 
l’impiego delle somme ricevute è vincolato e la tipologia di eventi che inducono l’insolvenza è ristretta (per esempio, 
perdite di gestione dell’attività), per le persone fisiche l’impiego del denaro è più libero e gli eventi che inducono la loro 
insolvenza possono essere moltissimi, in parte al di fuori della sfera di controllo del creditore o addirittura al di fuori 
della sfera di controllo dello stesso debitore (come l’insorgenza di malattie). 
88 A. BERCOVITZ RODRIGUEZ-CANO, El presupuesto subjetivo de la declaración de concurso. En particular, el problema 
del sobreendeudamiento de los consumidores, in Il trattamento giuridico della crisi d’impresa. Profili di diritto 
concorsuale e spagnolo a confronto, Sarcina - García Cruces (a cura di), Bari, 2008, p. 85 ss. 
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La storia del problema.  

Nonostante i fermenti in sede internazionale lambissero anche il nostro Paese, il Legislatore si 
attardava nell’emanare una normativa che potesse costituire, se non altro, una prima proposta di 
regolamentazione89. 

Nel 2001 fece la sua comparsa un d.d.l. (atto della Camera n. 7497, XIII Legislatura) sul 
sovraindebitamento per la persona fisica non soggetta alle procedure concorsuali – il suo target 
era la famiglia – redatto da Adiconsum, ispirato molto da vicino alla Francia e «sostanzialmente di 
impronta amministrativa più che giudiziale», lasciando «ampio spazio all’accordo delle parti e al 
profilo contrattuale della procedura stessa»90. Tale progetto rimase totalmente negletto. 

Negli anni immediatamente successivi (tra il 2002 e il 2004) nella fucina della Riforma 
concorsuale vari progetti videro la luce91. Quello del gruppo DS, che presentava due diverse 
alternative per le persone fisiche sovraindebitate: una preventiva procedura semigiudiziale tesa al 
raggiungimento di un accordo tra debitore e creditori e facilitata da una Commissione di 
regolazione delle insolvenze e un piano di regolazione dei debiti sottoposto al voto dei creditori e 
all’ omologa del giudice, come alternativa alla liquidazione di tutti i beni. 

Vi furono poi i progetti della Commissione Trevisanato (schema d.d.l. 28.2.2004), e della 
Trevisanato-bis. Queste Commissioni elaboravano ciascuna un progetto per l’indebitamento del 
debitore civile, dell’imprenditore agricolo e del piccolo imprenditore, facendo del discharge 
l’obbiettivo centrale se pur regolamentato nei principi e nelle modalità di riconoscimento. 

Nei progetti ricordati «sono rintracciabili diversi approcci: da un lato (è l’ipotesi 
dell’Adiconsum), si prescinde dalle procedure concorsuali e si regola l’insolvenza civile attraverso 
una procedura ad hoc, marcatamente amministrativa; dall’altro, nei provvedimenti di riforma della 
legge fallimentare, si postula la riconduzione della vicenda in parola alla nuova procedura 
delineata per la crisi dell’imprenditore, sia pure modulandone diversamente la disciplina»92. 

Dopo la Riforma fallimentare del 2006 con la quale era naufragata ogni idea di introdurre una 
disciplina per il sovraindebitamento93, il tema faceva parte del sommerso94. 

                                                           
89 Già con Ris. CUE 26.11.2001 (si legge in http://eur-lex.europa.eu) relativa al credito e al sovraindebitamento dei 
consumatori, si segnalava che «dieci Stati membri dell’Unione Europea dispongono oggi di una legislazione specifica 
relativa alla liquidazione collettiva dei debiti per offrire un trattamento sociale, economico e giuridico ai consumatori in 
situazione di sovraindebitamento eccessivo mentre i restanti Stati membri continuano ad applicare gli ordinari 
procedimenti». 
90 F. MAIMERI, Il quadro comunitario e le proposte italiane, in (AA.VV.) L’insolvenza del debitore civile. Dalla prigione 
alla liberazione, Presti - Stanghellini - Vella (a cura di), Bologna, 2004, p. 436. Quello di Adiconsum era un disegno 
Proposta organica di riforma delle procedure per le crisi di impresa, riguardante anche la disciplina del 
sovraindebitamento delle persone fisiche. 
91 Per i testi di tali Progetti si rinvia a A. JORIO - S. FORTUNATO, La riforma delle procedure concorsuali. I progetti, 
Milano, 2004. 
92 F. MAIMERI, Il quadro comunitario e le proposte italiane, cit., p. 435. 
93 Pone l’accento la mancanza dell’apertura del presupposto soggettivo al consumatore e ai professionisti, G.B. 
PORTALE, Dalla pietra del vituperio alle nuove concezioni del fallimento e delle altre procedure concorsuali, in 
Autonomia negoziale e crisi d’impresa, Di Marzio - Macario (a cura di), Milano, 2010, p. 3; D. SPAGNUOLO, L’insolvenza 
del consumatore, in Contratto e impresa, 2008, p. 668 ss.; G. TERRANOVA, La composizione della crisi da 
sovraindebitamento: uno sguardo d’insieme, cit., p. 7 ss. 
94 Proprio nel 2006 un progetto presentato nel corso della XV Legislatura (Progetto “D’Agrò n. C. 412 del 3 maggio 2006 
recante "Disposizioni per il superamento delle situazioni di sovraindebitamento delle famiglie, mediante l'istituzione 
della procedura di concordato delle persone fisiche insolventi con i creditori") sebbene confuso nei punti centrali della 
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Anzi, in quell’occasione il nostro Legislatore – nonostante i contrasti sorti tra Ministero 
dell’Economia e quello della Giustizia95 – aveva deviato decisamente dal possibile percorso 
tracciato durante i lavori di Riforma, optando – in ossequio al criterio, contenuto nella legge di 
delega, secondo il quale vi era l’esigenza di «semplificare la disciplina del fallimento attraverso 
l’estensione dei soggetti esonerati dall’applicabilità dell’istituto» – per un restringimento ulteriore 
dell’area della fallibilità, generando conseguentemente effetti che lo hanno probabilmente stupito 
ed imbarazzato. 

La semplificazione non appare, in buona sostanza, come criterio valido a risolvere una 
problematica (quella dell’area della fallibilità/concorsualità) che dovrebbe piuttosto essere 
ordinata sulla base di spinte razionalizzatrici96 del processo concorsuale e garantistiche dei diritti 
dei creditori, altrimenti ancorati soltanto alla procedura esecutiva97. 

Da una parte l’art. 1, co. 1, l.fall, continua, quale portavoce di una tradizione solida ma non 
indiscussa, a delimitare in punto di soggetto l’area di applicazione del fallimento e del concordato 
preventivo98: quella dell’imprenditore che esercita un’attività commerciale, con esclusione 
dell’ente pubblico. Dall’altra lo stesso art. 1, co. 2, l.fall. – nel solco della scelta legislativa operata 
nel 1942 e tesa ad escludere dalle procedure concorsuali la piccola impresa – pone le ben note alte 
soglie di fallibilità in conseguenza delle quali anche il tema dell’esclusione del così detto piccolo 
imprenditore si faceva più spinoso, perché molti imprenditori alla luce del rinnovato art. 1, l.fall., 
diventavano piccoli e quindi erano relegati nel melmoso ed infinito terreno delle esecuzioni 
individuali. 

Senza dubbio è stato proprio in conseguenza della riforma fallimentare che la riserva del 
regime di soluzione della crisi all’imprenditore commerciale di natura privata e di normale 
dimensione è apparsa, sotto diversi profili, del tutto incongrua. 

Un primo profilo lo rinveniamo nel definitivo colpo inferto alla caratterizzazione infamante-
sanzionatoria del fallimento accompagnato dalla spinta verso nuovi progetti di soluzione della 
crisi99 resi possibili dall’affinamento degli strumenti extra, semi- giudiziali e giudiziali di 
composizione della crisi, proiettati ad esperire tentativi conservativi dei valori100. 

Un secondo profilo si riallaccia al recepimento della cultura della seconda chance, prodotto 
della rilettura della crisi in termini di fisiologia, che non può precludere, anche tenendo conto 
dell’interesse del mercato, il ritorno fresco dell’imprenditore alla scena economica. Tali punti di 
arrivo della riforma appaiono, di conseguenza, riduttivamente intesi se circoscritti ai tradizionali 

                                                                                                                                                                                 
procedura concordataria ivi abbozzata, non ebbe seguito, v. N. RONDINONE, Il mito della conservazione dell’impresa e il 
mito della “commercialità”, Milano, 2012, p. 153; A. NIGRO, L’insolvenza delle famiglie nel diritto italiano, in 
Dir.banc.merc.fin., 2008, p. 204 ss. Dal 2006 si arriva al 1° aprile 2009, data di approvazione al Senato del Progetto 
Centaro sul quale v. supra par. 5 (Il percorso  del legislatore italiano). 
95 Sul punto F. SANTANGELI, sub art. 1, in (AA.VV.) Il nuovo fallimento, Santangeli (a cura di), Milano, 2006, p. 4 ss.; S. 
FORTUNATO, sub art. 1, in (AA.VV.) Il nuovo diritto fallimentare, Jorio (diretto da), t. I, Bologna, 2006, p. 40 ss. 
96 Così D. PLENTEDA, La legge delega per la riforma delle procedure concorsuali: principi e criteri direttivi, in Fallimento, 
2005, p. 969. 
97 Per una critica all’impostazione della riforma del 2006 cfr. anche S. FORTUNATO, sub art. 1, cit., nt. 12, p. 41. 
98 Cfr. (AA.VV.), Le procedure concorsuali: dalla piccola impresa al consumatore, Sandulli (a cura di), Milano, 2007, p. 16. 
99 G.B. PORTALE, Dalla pietra del vituperio alle nuove concezioni del fallimento e delle altre procedure concorsuali, in 
Studi per Franco Di Sabato, Napoli, 2009, II, pp. 749-762. 
100 Sul punto A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese, ed. II, Bologna, 2012, p. 33 ss. 
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personaggi delle procedure concorsuali101. Il tema non tocca, infatti, solo la sensibilità economica 
ma anche quella sociale. 

Se rispetto all’esclusione degli imprenditori dalle procedure concorsuali si profila, infatti, un 
grave danno per il mercato del credito, per le imprese fornitrici e per la collettività che si 
impoverisce di settori produttivi e di opifici che, dediti ad un’attività agricola o di tipo 
artistico/artigianale, caratterizzano la nostra produzione anche a livello internazionale, per il 
debitore civile sovraindebitato la questione si colloca più sul piano della sensibilità sociale, 
l’insistente azione esecutiva individuale potendo apparire come un’inutile persecuzione nei 
confronti di chi è incapace definitivamente di adempiere le obbligazioni assunte. 

Il tema – occorre avvertire – non va disgiunto però da quelli rispettivamente del consumo 
consapevole come approccio consapevole al credito e del prestito responsabile102. Il primo – 
l’approccio responsabile al consumo e quindi al credito – deve essere improntato a criteri di 
correttezza e chiarezza, promuovendo una vera e propria cultura finanziaria che sensibilizzi a una 
maggiore conoscenza dei prodotti del credito e, quindi, all’adozione di atteggiamenti prudenti 
nell’assunzione di obbligazioni, come già ammoniva il 26° considerando della Direttiva 2008/48/CE 
del Parlamento Europeo e del Consiglio, relativa ai contratti di credito al consumo e per la quale si 
deroga alla Direttiva 87/102/CEE del Consiglio103. 

Il secondo – il prestito responsabile – vuole, invece, richiamare le banche e gli istituti finanziari 
alla concessione del credito responsabile attraverso un’analisi accurata delle condizioni 
economiche del cliente/consumatore, se pure tale attività di controllo possa comportare il 
pericolo di un interventismo e di un controllo da parte delle entità finanziarie sulla persona104. Il 
tema è stato oggetto di attenzione da parte  della Direttiva 2008/48/CE che, preoccupandosi  
anche di un apparato di strumenti di prevenzione prevedeva, oltre all’informazione 
precontrattuale, al riconoscimento di un diritto di recesso del consumatore in diversi ambiti 
relazionati all’indebitamento e alle assicurazioni, anche i controversi registri dell’insolvenza che 
contenessero una sezione dedicata ai prestiti in atto e una agli inadempimenti. Il Legislatore 
italiano ha recepito (attraverso il d.lgs. 141/2010) all’art. 124-bis, T.U.B., le spinte, provenienti 
dalla Direttiva sul credito al consumo, verso la verifica del merito creditizio105. 

                                                           
101 L. PANZANI, Le imprese soggette al fallimento, in La riforma organica delle procedure concorsuali, Bonfatti - Panzani 
(a cura di), Milano, 2008, p. 9. Sul tema cfr. anche P. PISCITELLO, La selezione delle imprese fallibili e la 
“frammentazione” del piccolo Imprenditore, Relazione svolta presso la Facoltà di Giurisprudenza dell’Università Suor 
Orsola Benincasa di Napoli, 23.3.2012 (in www.associazionepreite.it/materiali/selezionerdc3.pdf.fall.), p.3, che 
sottolinea anche l’evoluzione del credito al quale non accedono più esclusivamente le imprese. 
102 Nella considerazione del sovraindebitamento non deve essere sottovalutata la posizione dei creditori al momento 
della concessione del credito. Cfr. G. FALCONE, Credito “responsabile” e sovraindebitamento del consumatore, in 
Dir.fall.., I, 2010, pp. 642-667; A. GUIOTTO, La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in 
itinere, in Fallimento, 2012, p. 21. In Francia così la Commissione per il sovraindebitamento non è obbligata a offrire il 
medesimo trattamento a tutti i creditori, potendo considerare il grado di imprudenza o di negligenza del creditore nella 
concessione del credito, quando fosse in grado di conoscere la situazione di indebitamento esistente al momento del 
debitore. 
103 DOUE L-133, 22.4.2008. 
104 Il pericolo è segnalato da M.J. MORILLAS, Sobreendeudamiento y (des) proteccion de los consumidores, cit., p. 7. 
105 Per una indagine ad ampio respiro sul tema del credito responsabile e delle sue declinazioni in ambito europeo, cfr. 
U. REIFNER, Verso i principi del credito nell’Unione europea, in A.SARCINA (diretto da), El sobreendeudamiento de los 
particulares y del consumidor. Sistemas Juridicos europeos a debate, EuriConv – Lecce, 2014, p.5 ss. 

http://www.associazionepreite.it/materiali/selezionerdc3.pdf.fall.)
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Insomma il perdono deve passare da una correzione e da una rieducazione, non dal lassismo106 
che può ripercuotersi negativamente sui rapporti economici e creditizi. 

D’altra parte dinanzi ad una crisi sia essa lo stato d’insolvenza, che per sua natura meglio si 
individua con riferimento a chi svolge un’attività economica, oppure il sovraindebitamento del 
debitore civile - dobbiamo comunque relazionarci anche con il problema della cultura che si 
declina, sia per il debitore che per i creditori, in termini di conoscenza (di sé, delle esperienze, 
delle capacità, dei limiti e delle possibilità), di consapevolezza (della crisi e delle sue dimensioni) e 
di tempestività (nell’adozione di uno strumento per risolverla). Solo la cultura della crisi può 
evitare una ripetitività di crisi che non siano fisiologiche bensì patologiche perché innescate da 
atteggiamenti distratti e/o compulsivi107. 

Da ciò il problema di individuare strumenti validi di prevenzione dell’indebitamento eccessivo 
declinati in punto di informazione e di educazione che si possano accompagnare a quelli di 
soluzione della crisi in atto. 

Era necessario tuttavia stabilire se sottoporre tutti alle medesime procedure concorsuali create 
per l’imprenditore commerciale normale, magari apportando alcuni ritocchi per adeguare gli 
strumenti alle tipicità, o invece apprestare un diverso strumento concorsuale o paraconcorsuale 
che tenesse conto dell’esigenza di prevenzione e di correzione che il fenomeno 
sovraindebitamento esige108. Conseguentemente occorreva decidere se il nuovo strumento 
dovesse essere unico o duplice (una liquidazione ed un concordato o soltanto uno dei due), e 
inoltre, se rispetto all’ampia categoria dei debitori si dovesse apprestare un solo strumento per 
tutti o diversi strumenti, in considerazione vuoi delle caratteristiche del debitore e del suo 
dissesto, vuoi dei riflessi che la presenza o meno di un’attività d’impresa determina rispetto alle 
parti del rapporto creditorio e ai terzi. 

 

Le soluzioni degli altri Ordinamenti.  

Il ritardo con cui il nostro Legislatore è intervenuto109 era divenuto imbarazzante e ingiustificato 
sol che si volgesse lo sguardo verso gli altri Ordinamenti, più o meno vicini al nostro per 
impostazione, che da tempo avevano preso una posizione mostrando una varietà di soluzioni110 sul 

                                                           
106 Sulla carenza di educazione del consumatore da parte dello Stato, cfr. D. GALLETTI, Insolvenza civile e fresh start, 
cit., p. 395. 
107 Come scrive A.A. DASSO, La exaltación del consumo y el derecho del consumidor al procedimiento concursal, cit., 
«El consumidor navega en una barca que a diferencia de la de Ulises carece del mástil a la que se ató para evitar la 
tentación del canto de sirenas. Más aún, Ulises pudo prescindir de las sirenas, allí donde de ordinario, el consumidor cae 
en la seducción no sólo por tentación lúdica sino por necesidad». 
108 Sul punto cfr. le riflessioni critiche all’impostazione dell’ordinamento spagnolo che ha puntato sull’unicità di 
procedure, di J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit., p. 4. 
109 Come è stato scritto (A. MASCELLARO, Composizione delle crisi da sovraindebitamento. Prospettive e nuove 
funzioni, conseguenze e implicazioni sull’attività notarile della legge 3/2012, come modificata dal d.l. 179/2012, in 
Composizione della crisi da sovraindebitamento. Via di fuga per consumatori, professionisti e piccoli imprenditori?, 
Quaderno n. 22 a cura dell’Associazione Sindacale dei Notai della Lombardia, reperibile in 
http://www.sfogliami.it/sfogliabili/101015/QUADERNO_22.pdf.) “vi è stato il completo restyling del procedimento di 
composizione della crisi da sovraindebitamento, con radicale e “copernicana” metamorfosi e con l’aggiunta del 
procedimento di liquidazione, quando una ristrutturazione dell’esposizione debitoria non fosse praticabile”. 
110 Per un quadro di soluzioni cfr. L.MODICA, Profili giuridici del sovraindebitamento, Napoli, 2012, p. 12 ss. 

http://www.sfogliami.it/sfogliabili/101015/QUADERNO_22.pdf


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

129 

 

tema del sovraindebitamento del debitore civile111. 

Così fu per la Francia. La situazione francese, già difficile negli anni Ottanta e che vedeva un 
ricorso massiccio al credito al consumo,112 spinse il Legislatore francese ad emanare, nel 1989, la 
legge 31 dicembre 1989, n. 1010, Relative à la prévention et au règlement des difficultés liées au 
surendettement des particuliers et des familles113. Con questo intervento la Francia fu il secondo 
Paese114 dell’Europa Continentale ad intervenire legislativamente per tentare di risolvere il 
problema dell’indebitamento eccessivo di molte famiglie soprattutto rispetto all’acquisto della 
casa di abitazione. Andarono, però, deluse le aspettative di chi attendeva un rimedio di tipo 
concorsuale. Questo era avversato da parte di chi riteneva che potesse costituire una comoda 
scappatoia per tanti debitori e una lesione del principio dell’obbligatorietà dell’obbligazione115. 

La procedura è riservata alle sole persone fisiche, debitori francesi o stranieri residenti in 
Francia “de bonne foi” in stato di “surendettement”. Non possono beneficiarne le persone morali 
(Società) e quelle professionali (commercianti, artigiani, agricoltori) che rientrano nell’area della 
procedura concorsuale collettiva riservata alle imprese regolate dal Codice di Commercio. 

Fu istituito così un rimedio giudizial/amministrativo “con l’istituzione di apposite commissioni 
aventi il compito di esaminare le singole posizioni (…)assegnando al giudice il potere di 
innalzamento del termine massimo di pagamento fino a cinque anni, come anche di riduzione del 
tasso di interesse e del debito rimanente dopo l’esecuzione immobiliare dell’abitazione principale 
del sovraindebitato. (…) Il risultato di quella timidezza normativa portava all’aumento vertiginoso 

                                                           
111 Peraltro, a livello internazionale, i fermenti nei confronti di questa problematica – come preconizzava J.J. KILBORN, 
(Three Key Questions, and Evolving Answers in European Consumer Insolvency Law: Responsibility, Discretion, and 
Sacrifice, in J.(December 17, 2007) (2007), in I. RAMSAY, J. NIEMI, W. WHITFORD, Consumer credit, debt and bankruptcy: 
Comparative and international perspectives, Oxford, 2009, p. 307 ss.) “the next decade promises to be more interesting 
than the last” – sono ancora intensi. 
112 Si tratta di “un periodo caratterizzato dalla soppressione della regolamentazione del credito che aveva liberato la 
distribuzione del credito e da un deterioramento della situazione economica che aveva messo in crisi numerosi ménages 
della società francese avevano fatto ricorso al credito in modo consistente” (così G. JOUVE, La normativa francese 
disciplinante il sovraindebitamento, in Atti del Convegno “L’insolvenza del consumatore: problemi e prospettive di 
riforma”, Firenze, Palazzo Incontri, 12 maggio 2005 in http://www.cesifin.it, p. 1. Sul tema del credito al consumo in 
Francia e sulle forme di pagamento ad esso collegato v. Banque de France, Le crédit à la consommation, ENM. Rapport 
sur la prévention et le traitement du surendettement des ménages, Paris, 2005. Sul tema delle carte di credito come 
strumento di “democratisation of credit” e sul loro effetto corrosivo v. I. RAMSAY, Consumer credit society and 
Consumer bankruptcy: reflections on credit cards and bankruptcy on informational Economics, in . J. NIEMI- 
KIESILAINEN, I. RAMSAY, W.C. WHITFORD (a cura di), Consumer Bankruptcy in Global Perspective, Oxford, Portland, 
Oregon: Hart Publishing, 2003, p. 17. Sull’esplosione dell’accesso al credito al consumo- favorito dagli Stati Uniti e dal 
Regno Unito con il processo di democraticizzazione dell’accesso al credito - avvenne però a cavallo tra gli anni Novanta e 
l’inizio del 2000, v. G. ROJAS ELGUETA, L’esdebitazione del debitore civile: una rilettura del rapporto civi law-common 
law, in Banca, borsa, tit.cred., 2012, p. 310. 
113 Con questa legge del 1989 - conosciuta come «Loi Neiertz» dal nome del Segretario di Stato per i diritti dei 
Consumatori che aveva assunto l’iniziativa - introduceva per la prima volta una procedura diretta non già ad assicurare il 
rispetto dei termini contrattuali bensì “a dare una risposta all’angoscia delle famiglie, all’urgenza delle situazioni 
economiche e, non di meno, all’esigenza sempre più avvertita di una chiara responsabilizzazione dei prestatori di somme 
e mutuatari” (così il Secretaire d’Etat per i diritti dei Consumatori nella presentazione della legge citato da A. LAURIAT-
V.VIGNEAU, L’insolvenza da sovraindebitamento in Francia, in A. SARCINA (diretto da), El sobreendeudamiento de los 
particulares y del consumidor. ecc., cit., p. 46. 
114 Il primo Paese fu la Danimarca nel 1984. J. NIEMI-KIESILAINEN, I. RAMSAY, W.C. WHITFORD (a cura di), Consumer 
Bankruptcy in Global Perspective, Oxford, Portland, Oregon: Hart Publishing, 2003. 
115 R. LERON, Rapport sur l'application de la loi n° 89-1010 du 31 décembre 1989 relative à la prévention et au 
règlement des difficultés liées au surendettement des particuliers et des familles, Paris, Direction des journaux officiels, 
1991, VI- p. 205. 

http://www.cesifin.it/manifestazionecesifin.page?docId=1080&amp;pageId=44
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=Johanna%20Niemi-Kiesilainen&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=Johanna%20Niemi-Kiesilainen&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=Iain%20Ramsay&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=William%20C.%20Whitford&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=Johanna%20Niemi-Kiesilainen&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=Johanna%20Niemi-Kiesilainen&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=William%20C.%20Whitford&amp;search-alias=english-books
http://www.amazon.it/s?_encoding=UTF8&amp;field-author=William%20C.%20Whitford&amp;search-alias=english-books


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

130 

 

delle situazioni di crisi da sovraindebitamento sottoposte alle valutazioni delle commissioni 
amministrative e del giudice, sino al caos totale degli uffici pubblici amministrativi e giudiziari”116. 

Dinanzi all’insuccesso della disciplina del 1989 e all’incedere delle crisi dei particuliers il 
legislatore fu costretto ad intervenire nuovamente: l’intervento del 1989 fu così seguito da quello 
concretizzatosi nella L. n. 125 dell’8 febbraio 1995. Invece di rivolgersi verso altri strumenti il 
legislatore riprese in mano l’idea di fondo della legge del 1989 che individuava nella creazione 
della Commissione e nel ruolo sovraordinato del Giudice il fulcro del sistema. La legge del 1995 
ridefinisce le competenze della commissione e del giudice, trasformando la procedura del 
regolamento amichevole in una procedura di diritto comune. Mancava ancora una forma di 
liberazione dai debiti residui117. 

L’incalzare della crisi che portava alla perdita dei posti di lavoro spinse il legislatore ad 
intervenire nuovamente nella materia con la L. n. 657 del 29 luglio del 1998 considerata “una 
legge di contrasto alle varie  forme  di  esclusione  sociale  da  eccessivo  indebitamento della 
persona fisica e delle famiglie”118. 

Il legislatore francese non si fermava: prima con la L. n. 710 del 1 agosto 2003, d’orientation et 
de programmation pour la rénovation urban, cui è stata data attuazione nel febbraio 2004 con il 
decreto n. 18, fu introdotta una peculiare procedura finalizzata all’esdebitazione della persona 
fisica119, successivamente nel 2010 con l’intervento del crédit à la consommation con il quale la 
disciplina della crisi del consumatore è stata scorporata dalla legge dedicata alla crisi 
imprenditoriale. Questa legislazione che ha costituito una tempestiva presa di posizione per le 
difficoltà delle famiglie, si caratterizza non tanto per gli strumenti di soluzione della crisi della 
persona fisica quanto per il piano convenzionale di rientro e per le misure dirette alla eliminazione 
della situazione debitoria. Si tratta di un sistema organico, dunque, per il regolamento in via 
stragiudiziale delle situazioni di eccessivo indebitamento dei privati. 

La procedura di sovraindebitamento, attivata dal debitore dinanzi alla Commission 
départementale de surendettement des particuliers120 territorialmente competente, presenta la 
possibilità di svolgersi in tre fasi: una fase di composizione amichevole (phase amiable) che vede al 
centro una trattativa tra debitore e creditori e sottoposta all’omologa del giudice; una fase di 
composizione controllata (phase de reccomandation) che subentra alla phase amiable che non 
abbia portato al successo dell’operazione. In tal caso non è il debitore che propone un piano di 
pagamenti ma la stessa Commission départementale avvalendosi delle informazioni provenienti 
dal debitore. Anche questo piano sarà sottoposto al giudice per l’omologa; l’ultima spiaggia è 

                                                           
116 G. JOUVE, La normativa francese disciplinante il sovraindebitamento, cit., p. 2; A. LAURIAT-V.VIGNEAU, L’insolvenza 
da sovraindebitamento in Francia, in A. SARCINA (diretto da), El sobreendeudamiento de los particulares y del 
consumidor. ecc., cit., p. 49. 
117 V. CATRY, Le surendettement des particuliers et la réforme intervenue en 1995 », Rapport annuel C. cass., 1997, p. 
83; P.L. CHATAIN – F. FERRIERE, Le nouveau régime de traitement du surendettement après la loi d'orientation 98-657 
du 29/7/98 relative à la lutte contre les exclusions, Paris, Dalloz, 1999, p. 287; G. JOUVE, La normativa francese 
disciplinante il sovraindebitamento, cit., p. 2. 
118 A. LAURIAT-V.VIGNEAU, L’insolvenza da sovraindebitamento in Francia, in A. SARCINA (diretto da), El 
sobreendeudamiento de los particulares y del consumidor. ecc., cit., p. 50. 
119 Cfr. F. PEROCHON, Entreprises en difficulté, Paris, 2012, p. 32 sottolinea che questa legge intende “assurer un 
deséndettement durable des ménages applicable au débiteur de bonne foi dpnt la situation est jugée irrémédiablement 
compromise par le juge de l’exécution”. 
120 Si tratta di una Commissione mista presieduta da un incaricato del Prefetto e composta dal responsabile 
dipartimentale delle finanze pubbliche, da alcuni membri della Banque de France, dell’associazione bancaria e delle 
associazioni dei consumatori. 
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costituita dalla phase d’insolvabilité che consiste in una fase di congelamento della posizione 
debitoria per un periodo massimo di tre anni, in attesa di un miglioramento della situazione 
economica del debitore. Tale fase di congelamento viene disposta dalla stessa Commission 
départementale. Al termine di tale  periodo, qualora la condizione economica del debitore 
permanga inadeguata ad assicurare l’adempimento di una proposta di composizione, la 
Commissione, previa valutazione dell’atteggiamento del debitore, potrà disporre la cancellazione 
dei debiti. 

A fianco della procedura ora descritta l’ordinamento francese presenta anche una procedura di 
risanamento personale, distinta dalla procedura di surendettement. Si tratta di una procedura, 
denominata di rétablissement personnel che si apre sempre su richiesta del debitore quando 
questi presenti una situazione patrimoniale del tutto insufficiente a far fronte, sia pure 
percentualmente e con dilazioni, al passivo esistente. 

La procedura in questione si colloca nel solco del fallimento per il carattere liquidativo che la 
caratterizza. Si distingue per essere finalizzata decisamente alla liberazione dei debiti quando la 
situazione non possa essere risolta diversamente, sulla base dei principi sociali per i quali è inutile 
perseguitare per debiti chi non potrà mai farvi fronte ed è umano perdonare l’errore e condonare i 
debiti, specialmente quando sono stati assunti per eventi straordinari quali una malattia, un 
licenziamento, un divorzio ecc. quella in cui il debitore si trovi in una situazione irrimediabilmente 
compromessa, caratterizzata dall’assenza di qualunque prospettiva di recupero121. “Si tratta quindi 
di un procedimento giudiziario, sussidiario ed eccezionale, in quanto è una soluzione estrema 
quando null’altra soluzione è ipotizzabile; volontaria poiché non può essere intrapresa se non con 
l’accordo del debitore nel caso in cui non sia lui stesso ad averne fatto richiesta”122. In sostanza 
possiamo osservare che “il modello francese” è “ caratterizzato da una significativa discrezionalità 
dell’organo che gestisce la procedura e da  chance  piuttosto ridotte di cancellazione del 
debito”123. 

A differenza dell’impostazione dell’Ordinamento francese, la disciplina spagnola delle 
procedure concorsuali si caratterizza per essere unitaria: “l’unitarietà deriva sia dalla codificazione 
in un unico testo di tutta la normativa riguardante l’insolvenza, sia dalla uniformazione dei 
requisiti sostanziali e processuali relativi alla procedura concorsuale”124. In punto di presupposto 
soggettivo le disposizioni della Ley Concursal si applicano sia alle società e alle persone giuridiche, 
sia alle persone fisiche, a prescindere dalla loro qualità di imprenditori. Anche in punto di 
presupposto oggettivo permane la unitarietà: questo è identificato nell’insolvenza “aunque este 
concepto es tambiéen flexible y juega de manera diferente según se trate de concurso voluntario 

                                                           
121 Dal punto di vista delle fonti normative dobbiamo avvertire che le procedure (Surendettement des particuliers e 
rétablissement personnel), i cui principi sono stati sinteticamente enunciati, sono disciplinate nel Codice del consumo 
(Code de la consommation), agli art. L. 330-1 a L. 334-12 sulla base delle linee guida tracciate dalla Loy «Borloo», n° 20 
03- 710 del 1°Agosto 2003 e dalle successive riforme contenute nella L. n° 2008-776 del 4 Agosto 2008 e nella L. 
(Lagarde) n° 2010-737 del 1° luglio 2010. In dottrina si rinvia a C. CARDARELLI, L’insolvenza del debitore civile in Francia, 
in Analisi Giur. Econ., 2004, p. 310 ss.; G. X. BOURIN – C. CARDINI – V. VIGNEAU, Droit du surendettement des 
particuliers, Paris, 2012; X. LAGARDE, Analyse prospective et comparatiste de la loi sur le rétablissement personnel, in 
Revue de droit bancaire et financier, Septembre – octobre 2006, p. 55 s.; D. CERINI, Sovraindebitamento e consumer 
bankruptcy: tra punizione e perdono, Milano, 2012, p. 335 ss. 
122 G. JOUVE, La normativa francese disciplinante il sovraindebitamento, cit., p. 5. 
123 PALMIERI, Consumer bankruptcy e debt mitigation : modelli a confronto, in Studi senesi, fasc. 2,, p. 395. 
124 D. PORRINI, Il sovraindebitamento delle famiglie: un’analisi di economia e diritto, in G. BRACCHI – D. MASCIANDARO 
(a cura di), Banche italiane e governo dei rischi. Imprese, famiglie, regole,in Fondazione Rosselli, Tredicesimo rapporto 
sul sistema finanziario italiano, Edibank, 2008, p. 369 ss. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

132 

 

o necesario125” possiamo individuare la Ley Concursal prevede un procedimento unico 
denominato “Concurso” sopprimendo così il criterio dualistico (suspensión de pagos e  concurso 
de acreedores in senso stretto fondati rispettivamente sui presupposti di illiquidità e insolvenza), si 
concretizza in una procedura finalizzata all’esdebitazione del debitore. Per quest’ultimo sono 
risultati di gran lunga ridotti gli effetti repressivi previsti dal regime anteriore, sanzionando con 
l’inabilitazione solo il debitore cui  il concurso è stato dichiarato culpable. 

Dal punto di vista patrimoniale, la legge stabilisce che, in via generale, il debitore civile 
conserva il potere di amministrare i propri beni e, nel caso in cui questi svolga un’attività 
professionale, la dichiarazione di Concurso non interrompe l’attività che continua anche durante la 
procedura. Tuttavia, la Ley Concursal distingue tra concurso necesario e voluntario, stabilendo che 
soltanto nelle ipotesi di concorso volontario non si producono gli effetti dello spossessamento (e 
quindi la possibilità del debitore di disporre dei propri beni anche durante la procedura). 
Diversamente se il concorso è stato sollecitato dai creditori, vertendosi in ipotesi di concurso 
necesario l’amministrazione dei beni del debitore è affidata all’amministrazione concorsuale. 

Nonostante ciò, e affermata l’unitarietà del procedimento, da una lettura dettagliata della Ley 
Concursal del 2003 emerge come questa Legge in verità si occupa quasi unicamente delle crisi 
economiche dei debitori con forma giuridica di società commerciali ed invece trascuri il debitore 
civile ed anche il debitore piccolo imprenditore. In verità mancano procedimenti specifici per i 
debitori persone fisiche e, in particolare, per i consumatori. La Ley concursal “mete a todos los 
deudores en el mismo saco”126, non prendendo neppure in considerazione la crisi da 
sobraindebitamento127. Neppure la previsione di un procedimento abbreviato (artt. 190 e 191 
L.C.), recentemente riformato128, ha risolto la questione perchè sono assenti norme specifiche per 
il sovraindebitamento delle persone naturali non imprenditori. 

La Ley Concursal spagnola del 2003, nei suoi articoli 190 e 191, ha regolato un “procedimento 
ridotto” e questa disciplina succinta potrebbe essere adatta alle situazioni di insolvenza delle 
famiglie, ma nella pratica non è stato così perché quel procedimento ridotto continua ad essere 
complesso nelle sue regole ed economicamente costoso per le famiglie. Il procedimento previsto 
dagli articoli 190 e 191 è risultato quindi adatto per gli imprenditori piccoli, ma sempre con una 
certa dimensione economica129. 

Dal 2009 prende avvio in Spagna un vero e proprio processo di riforma della Ley concursal130 
che culminò nel RDL 3/2009 e successivamente nella riforma del 2011 (Ley 10 ottobre 2011, n. 37) 
che importò “un radicale aggiornamento” del diritto concorsuale spagnolo “alla luce della seppure 

                                                           
125 F. CÓRDON MORENO, Inexistencia en España de normas concursales especificas para los consumidores, in A. 
SARCINA (diretto da), El sobreendeudamiento de los particulares y del consumidor. Sistemas Juridicos europeos a 
debate, cit., p. 99. 
126 F. CÓRDON MORENO, Inexistencia en España de normas concursales especificas para los consumidores, cit., p. 101. 
127 J. QUIJANO, La riforma spagnola del 2011 del diritto concorsuale: contesto ed aspetti di maggiore rilevanza, in 
Dir.fall., , 2013, I, p. 932. 
128 Ley 30/2011. 
129 Per una critica a questa impostazione cfr. B. PEÑAS MOYANO, Concurso de consumidores, in La Ley, § 281, 2008 e in 
www.Laleydigital.es; M. ZABALETA DÍAZ, La condonacion de las deudas pendientes en el derecho concursal aleman, en 
V.V. AA, Estudios sobre la ley concursal. Libro homenaje a Manuel Olivencia, t. 1, Madrid- Barcelona, 2005; P. GUTIERREZ 
DE CABIEDES, El sobreendeudamiento domestico: prevencion y solucion, Pamplona, 2009; J. PULGAR EZQUERRA, 
Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, in Revista del derecho concursal y paraconcursal, 
La Ley, 2008, n. 9, p. 43 ss. Si può leggere in www.laleydigital.es., 2/35. 
130 J. QUIJANO, La riforma spagnola del 2011 del diritto concorsuale: contesto ed aspetti di maggiore rilevanza, cit., pp. 
932-933. 

http://www.laleydigital.es./
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breve ma intensa esperienza applicativa della Legge del 2003 e delle esperienze comparatistiche in 
fieri”131. Anche in questa occasione nessuna norma apparve per disciplinare in maniera particolare 
la crisi del consumatore così che Emilio Beltran poteva dire che si trattava di un tema con un “Gran 
pasado, discutible presente e incierto futuro” (Emilio Beltran132). Eppure la L. 37/2011 conteneva 
una disposizione addizionale di rimettere alle Cortes generales una relazione sul tema nel termine 
di sei mesi dall’entrata in vigore della legge di riforma del 2011. Tale informe non è mai stato 
presentato. 

Diversamente dalla Spagna, la Riforma del diritto fallimentare tedesco – nel 1999 la 
InsolvenzOrdnung ha preso il posto della vecchia KonkursOrdnung – da collocare nell’alveo degli 
ordinamenti orientati in via esclusiva alla tutela dei creditori e organizzati attorno ad un unico 
procedimento nel cui interno viene scelta, in considerazione dello stato e delle possibilità 
dell’impresa, la procedura più consona a risolvere la crisi, ha introdotto una disciplina speciale per 
l’insolvenza delle persone fisiche. Il procedimento d’insolvenza può, infatti, essere aperto nei 
confronti di una persona naturale, di una persona giuridica, di una società di persone o di 
capitali133. Con questa Riforma, entrata in vigore il 12 gennaio del 2001, – dopo un dibattito durato 
almeno trent’anni134 - fa la sua comparsa per la prima volta nell’Ordinamento Tedesco la discharge 
per il debitore persona física (Restschuldbefreiung). La persona fisica destinataria della normativa 
può essere un consumatore o anche un piccolo imprenditore. La disciplina prevede, per gli 
insolventi civili che rientrino nella nozione di consumatori, una procedura d’insolvenza ad hoc, che 
sfocia in una esdebitazione Verbraucherinsolvenzverfahren di cui al § 305 InsO); una procedura di 
insolvenza semplificata, (Vereinfachtes Insolvenzfahren di cui al §§ 311 ss. InsO), ed una procedura 
di liberazione dai debiti residui (Restschuldbefreiungsverfarhen di cui al §§ 286 ss InsO) dedicata a 
tutte le persone fisiche, a prescindere dalla loro qualifica di consumatori. 

Sono previsti tre gradini: in un primo momento ha luogo il tentativo di una soluzione 
stragiudiziale dei debiti. Se questo non ha successo, il debitore può tentare un accordo giudiziale 
sottoposto all’assenso dei creditori e, in ultima istanza, in caso di ulteriore insuccesso potrà 
utilizzare un procedimento semplificato d’insolvenza (§§ 311 e ss. InsO.) avente la funzione di 
liquidare il patrimonio per soddisfare con il ricavato i creditori – la cui apertura potrebbe essere 
disposta dallo stesso giudice – in conseguenza del quale potrà ottenere la liberazione dai debiti. Il 
tribunale, su richiesta del fiduciario al quale viene attribuita la conservazione e amministrazione 
del patrimonio, può disporre la rinuncia totale o parziale alla liquidazione. 

L’Insolvenzordnung prevede, per tutte le persone fisiche che non siano in possesso dei requisiti 
soggettivi di cui al § 304 InsO., la liberazione dai debiti residui, che presuppone vi sia già stata la 
liquidazione dei beni del debitore, il cui ricavato non è stato però sufficiente a soddisfare per 
intero le pretese creditorie. Il debitore è ammesso alla presentazione di una domanda di 
liberazione, con cui sostanzialmente si impegna, per un periodo di sei anni, decorrenti 

                                                           
131 Dal II paragrafo del Preambolo del Progetto riportato da J. QUIJANO, La riforma spagnola del 2011 del  diritto  
concorsuale: contesto ed aspetti di  maggiore rilevanza, cit., p. 934. 
132 Tratamiento de la insolvencia de la persona natural, in www.youtube.it. 
133 Sulla disciplina tedesca cfr.: D. CERINI, Sovraindebitamento e consumer bankruptcy: tra punizione e perdono, cit., 
379 ss.; nonché G. LECHNER, The German Consumer Bankruptcy Process — (Not) A Rational Solution for All Filers for 
Bankruptcy, in AA.VV., Consumer Bankruptcy in Europe Different Paths for Debtors and Creditors, EUI Working Papers, 
Law, 2011/09, p. 59 ss. 
134 G. LECHNER, The German Consumer Bankruptcy Process — (Not) A Rational Solution for All Filers for Bankruptcy, in 
AA.VV., Consumer Bankruptcy in Europe Different Paths for Debtors and Creditors, EUI Working Papers, Law, 2011/09, p. 
59 ss. 

http://www.youtube.it/
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dall’apertura del procedimento, a cedere ad un fiduciario la parte pignorabile dei crediti derivanti 
dalla propria attività lavorativa. 

In altri termini, il debitore dovrà promettere, per tutta la durata del periodo, di fare tutto ciò 
che è necessario per adempiere le proprie obbligazioni e di tenere una condotta impeccabile. In 
particolare, la legge prevede specifici obblighi a carico del debitore (che dovrà essere 
meritevole135  del beneficio ai sensi del § 290. Versagung  der Restschuldbefreiung): cedere al 
fiduciario la metà dei patrimoni ereditati e delle risorse acquisite nello svolgimento della propria 
attività; comunicare al fiduciario ogni cambio di residenza; adempiere tutte le obbligazioni della 
massa fallimentare nelle mani del fiduciario. Qualora non si verifichi alcuna violazione colpevole di 
tali doveri, trascorsi sei anni, il debitore, anche se egli è riuscito ad adempiere solo in minima parte 
le proprie obbligazioni, a fronte di una buona condotta, potrà ottenere la liberazione dai debiti 
residui136. 

Il lento ed incerto percorso degli Ordinamenti Francese, Spagnolo e tedesco verso la liberazione 
del consumatore dai debiti è stato orientato, come è noto, dall’indirizzo, risalente nel tempo 
anche se da ultimo riveduto e corretto137, del Legislatore Statunitense che della discharge per 
consentire to make a fresh start in life, ha fatto per lungo tempo il suo vessillo138. 

Semplicità e immediatezza sono i caratteri della disciplina statunitense. I principali scopi di 
questo Ordinamento sono, da un lato, di dare al debitore onesto a new fresh start liberandolo 
deala maggior parte dei debiti e dall’altro, di rimborsare i creditori in modo ordinato, nella misura 
in cui il residuo patrimonio del debitore lo consenta. 

L’attuale Diritto delle crisi negli Stati Uniti è regolato a livello federale nel Titolo 11 dell’U.S. 
Code dedicato a ogni tipo di debitore – per cui il procedimento di Liquidation disciplinato nel 
Chapter VII o la Reorganization prevista nel Chapter XI sono applicabili a tutti i debitori - anche se 
poi vi sono strumenti – come quello disciplinato nel Chapter XIII (Adjustment of debts of an 

                                                           
135 Sulla  vaghezza  dell’immagine  del debitore “onesto” essendo  “ able to both attribute everything “negative” to 
debtors and to take into account all the strokes of fate that may result in insolvency” cfr. G. LECHNER, The German 
Consumer Bankruptcy Process — (Not) A Rational Solution for All Filers for Bankruptcy, cit., p. 61. 
136 Sull’Ordinamento tedesco della crisi cfr. D. MALTESE, La nuova legge tedesca e la riforma delle procedure 
concorsuali, in Il fallimento, 2001, p. 146 ss.; L. GUGLIELMUCCI, La legge tedesca sull’insolvenza (InsolvenOrdnung) del 5 
ottobre 1994, Milano, 2000; G. PAPE, Entwicklung des Verbraucherinsolvenzfahrens im Jahre 2003, in Neue Juristische 
Wochenschrift, Heft 35, 2003, p. 2492; W. BREUER, Das neue Insolvenzrecht, in Neue Juristische Wochenschrift, Heft 2, 
1999, p. 125. Sul tema della crisi del consumatore cfr. J.K. KILBORN, The Innovative German Approach to Consumer Debt 
Relief: Revolutionary Changes in German Law and Surprising Lessons for the U.S., in www.ssrn.com; F. M. MUCCIARELLI, 
L’insolvenza del debitore in Germania, in Analisi giuridica dell’economia, vol. II, 2004, p. 337 ss. In generale, sul problema 
del sovraindebitamento in Germania, cfr. E. VON HIPPEL, Herausforderungen der Rechtswissenschaften, in Juristen 
Zeitung, 1998, p. 532 ss. 
137 Al 2005 risale la riforma antielusiva introdotta dal Bankruptcy abuse prevention and Consumer protection Act, 
mentre al 2010 risale il Dodd Frank Act diretto a proteggere i consumatori tramite il monitoraggio e la regolazione dei 
settori delle carte di credito, di debito e dei mutui immobiliari. 
138 Nel 1991 C.J. TABB (The historical evolution of the bankruptcy discharge, in American Bankruptcy law journal, 1991, 
p. 325 scriveva: “Bankruptcy has permeated pur national consciousness and conscience. A federal bankruptcy law has 
been on the books for as long as any but the oldest among us has been alive. To most Americans, bankruptcy probably is 
synonymous with the idea of a discharge from one’s debts. Little wonder, since the United States may well have the 
most liberal discharge laws in the world. The idea of a bankruptcy law without a freely available discharge seems 
unimaginable.” Sulla storia della discharge cfr. anche J. COHEN, The history of imprisonment for debt and its relation to 
the development of discharge in bankruptcy, in The Journal of Legal History 3.2 (1982), p. 153 ss.; J. C. McCOID, 
Discharge: The Most Important Development in Bankruptcy History, in American Bankruptcy Law Journal, 70 (1996), p. 
163. Tra gli Autori Italiani che si sono occupati dell’istituto Statunitense della discharge v. A. CASTAGNOLA, La liberazione 
del debitore (discharge) nel diritto fallimentare statunitense, Milano, 1993, p. 51 ss. 
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individual with regular income) o quello previsto nel Chapter XII (Adjustments of Debts of a Family 
Farmer or Family Fisherman with Regular Annual Income - dedicati specificamente al debitore 
individuale o all’imprenditore agricolo o ittico. In estrema sintesi la legislazione fallimentare degli 
Stati Uniti è chiaramente consumer-oriented. Una volta ammessi a uno dei procedimenti previsti, I 
consumatori sono protetti in diversi modi al putno che per loro è possibile conservare una parte 
consistente delle loro proprietà139. 

La normativa per il consumatore fu parzialmente innovata dalla riforma del 17 ottobre 2005 
intitolata “Bankruptcy Prevention Abuse and Consumer Protection”140 e subito sorse un mito: 
“bankruptcy is dead” quando, invece, erano state introdotte soltanto alcune modifiche che 
rendevano più complesso l’utilizzo della procedura di Liquidation141. L’intento dichiarato della 
Riforma del 2005 era quello “di rimettere al centro della procedura fallimentare il debitore onesto 
ma sfortunato e costringere i debitori con reddito superiore alla media del loro Stato di residenza 
(c.d. means test) a ripagare una parte dei debiti, mettendo così fine alle pratiche abusive di quei 
debitori che, strategicamente, ricorrebbero alla discharge come strumento di pianificazione 
finanziaria (c.d. bankruptcy of convenience)”142. 

La “Bankruptcy Prevention Abuse and Consumer Protection”, ha introdotto un procedimento 
che ruota attorno all’idea dell’informazione al consumatore in ordine al migliore uso del credito143. 
Con questo procedimento il Legislatore ha inteso limitare il ricorso al Chapter 7 il cui 
procedimento consente al debitore civile di liberarsi dei debiti in un periodo di cinque anni, più 
breve di quello previsto nel Chapter 13144. 

                                                           
139 M. GERHARDT, Consumer bankruptcy regimes and credit default in the US and Europe. A comparative study , Ceps 
working document no. 318/JULY 2009, p. 2. 
140 Cfr. L. GHIA, L’esdebitazione. Evoluzione storica, profili sostanziali, procedurali e comparatistica, Milano, 2008, p. 61 
ss. È stato sostenuto (R.M. LAWLESS – E. WARREN,  Shrinking the Safety Net: The 2005 Changes in U.S. Bankruptcy Law, 
in Illinois Law & Economics Research Paper No. LE06-031) che la nuova regolazione fu praticamente redatta per 
l’industria del credito al consumo, in beneficio di banche, venditori di automobili, compagnie di carte di credito, locatari 
di abitazioni ed ogni impresa finanziatrice di denaro ai consumatori. Circa l’impatto economico le statistiche fornite dalla 
Federal Reserv rivelano che il tasso di interesse dei prestiti personali e carte di crediti diventarono più elevati di quello 
che erano in precedenza all’entrata in vigore della riforma del 2005. Sull’esplosione del credito al consumo e sui riflessi 
svolti sulla crisi da sovraindebitamento, cfr. R.M. LAWLESS, The paradox of consumer credit, in University of Illinois Law 
Review, 2007, p. 347 secondo cui però “the 2005 amendments may similarly lead to an expansion of consumer credit 
and a long-term increase in the bankruptcy filing rate”. 
141 L. C. THOMPSON, B. O. WHIPPLE, Options for dealing with debt and the stigma of bankruptcy, in Nevada Lawyer, 
2009, p. 11 “All individuals and businesses may file for bankruptcy relief; it just depends what type of bankruptcy case 
they qualify for under the new guidelines. Filing a Chapter 7 bankruptcy is more limited than before BAPCPA, but 
individuals may still file a Chapter 13 if they do not meet the requirements of a Chapter 7. Additionally, if an individual 
does not meet the debt limitations for a Chapter 13, that individual may file a Chapter 11 as a means to reorganize. 
Bankruptcy is available to everyone in some form”. 
142 G. ROJAS ELGUETA, L’esdebitazione del debitore civile: una rilettura del rapporto civi law- common law, cit., p. 310. 
143 L. C. THOMPSON, B. O. WHIPPLE, Options for dealing with debt and the stigma of bankruptcy, cit. p. 11, i quali 
precisano che “For example, individuals must now complete a credit-counseling class prior to filing a bankruptcy case 
and they must complete a financial management class after they have filed for bankruptcy. These classes may be 
completed via the Internet or by phone. In addition, the amount of income that individuals earn in the six months prior 
to filing bankruptcy determines what type of bankruptcy case they can file”. 
144 M. GERHARDT, Consumer bankruptcy regimes and credit default in the US and  Europe.cit., p. 4: “The BAPCPA 
imposed stricter rules for bankruptcy applications, for instance with a restricted eligibility for Chapter 7 to limit the 
possibility of a fast debt discharge for individuals that are not completely destitute. The numbers of insolvency filings 
increased significantly in 2005 and decreased the following year, a development that was the result of the entry into 
force of the BAPCPA in 2005. (…) Debtors were quick to file under the old regime before eligibility requirements were 
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Un consumatore, per accedervi, deve farsi obbligatoriamente assistere, nei 180 giorni che 
precedono la richiesta di sottoposizione alla procedura, da un consulente (bankruptcy counsel), 
scelto da una lista che forma il Ministero di Giustizia. La richiesta può essere presentata via 
Internet e può essere soddisfatta in 20 minuti. Il procedimento culmina con un certificato di 
assistenza creditizia, senza il quale il consumatore non può accedere al concorso. 

Il soggetto richiedente deve sottoporsi ad un means test che ha lo scopo di verificare e 
misurare le reali condizioni economiche del sovraindebitato e nel contempo di canalizzarlo, se vi 
sono i presupposti, verso il piano di pagamento parziale (previsto dal Chapter 13 del Bankruptcy 
Code) durante la cui esecuzione scatta un blocco delle azioni esecutive. Ciò nell’ottica di limitare il 
ricorso al procedimento liquidativo-satisfattivo previsto nel Chapter 7145. 

E’ in seno al Chapter 7 che trova collocazione la disciplina del discharge, contrassegnata, in 
omaggio all’orientamento debt oriented di quell’Ordinamento – a differenza della nostrana 
esdebitazione – dall’immediatezza146, quasi da un automatismo, per consentire un immediato 
ritorno al mercato del soggetto che, così, può vivere un’esperienza di fresh new start. 

 

Il percorso del Legislatore Italiano.  

Con passi felpati nell’estate del 2011 il nostro legislatore schiudeva nuovi, se pur attesi, scenari 
prevedendo, nel d.l. 98/2011, l’accesso dell’imprenditore agricolo in crisi (di qualsiasi dimensione 
e senza circoscrivere l’area di applicabilità della disciplina al perimetro delle attività connesse)147 

                                                                                                                                                                                 
tightened”. Comunque “Even though the possibility to file for bankruptcy has been limited by the BAPCPA, numbers of 
bankruptcy filings have been soaring again since 2006 and crossed the mark of one million cases in 2008”. 
145 M. GERHARDT, Consumer bankruptcy regimes and credit default in the US and Europe. A comparative study , Ceps 
working document no. 318/JULY 2009, p. 2 riporta questa percentuale “The majority of consumer bankruptcies are 
processed under Chapter 7: in 2008, 67% of all non- business bankruptcies were filed under Chapter 7 and the other 
33% under Chapter 13”. 
146 L. MODICA, Profili giuridici del sovraindebitamento, cit., p. 319 osserva che il favor debitoris che contraddistingue il 
diritto fallimentare statunitense, “si apprezza, ancor prima che nella presenza della discharge, già nelle pieghe delle 
modalità con cui essa è concessa: la richiesta di bankruptcy è il più delle volte essa stessa richiesta di discharge , 
accordata al debitore indipendentemente da una sua apposita istanza. La pronuncia dell’order of discharge da parte del 
tribunale è per certi versi un atto dovuto dal momento che non è necessario il consenso dei creditori”. 
147 Era da tempo che l’esenzione dell’impresa agricola dalle procedure concorsuali appariva superata dalla 
conformazione assunta da tale attività, sempre più vicina per caratteristiche, e non tanto per dimensioni, all’impresa 
commerciale. In molte aree geografi che – sul punto per tali osservazioni anche A. AGNESE, Osservazioni storiche e 
comparatistiche sul concetto di sovraindebitamento del consumatore: lex mercato ria e privilegium mercaturae nel 
secondo millennio, cit. – l’agricoltura industrializzata ha da tempo preso il posto dell’impresa che si basa unicamente 
sulla coltivazione della terra. Da ciò l’esigenza di rimeditare la categoria dell’imprenditore agricolo in senso al diritto 
commerciale, direzione quest’ultima che l’UE attraverso la Politica Agricola Comune addita (La PAC verso il 2020 
disponibile in: www.ec.europa.eu). Anche sul piano legislativo un susseguirsi di interventi ha progressivamente dilatato 
la nozione di imprenditore agricolo. Tra l’altro la stessa nozione civilistica di imprenditore agricolo è stata radicalmente 
innovata ad opera del d.lgs. 18.5.2001, n. 228, che ha riscritto l’art. 2135, cod. civ., superando la limitazione delle attività 
connesse a quelle di alienazione e trasformazione dei prodotti del fondo nell’esercizio normale dell’agricoltura, per 
ricomprendervi anche le attività dirette alla fornitura di beni o servizi. Recentemente il Trib. Torre Annunziata, con 
ordinanza del 20.1.2011, (in una fattispecie che vedeva coinvolto un imprenditore ittico e la sua fallibilità) ha sollevato, 
in riferimento all’art. 3, Cost., questione di legittimità costituzionale dell’art. 1, l.fall., nella parte in cui esclude dalla 
assoggettabilità alla dichiarazione di fallimento gli imprenditori agricoli e quelli ad essi equiparati. Con sentenza 
20.4.2012, la Corte Cost. ha dichiarato la questione inammissibile, muovendo dall’insoddisfacente identifi cazione del 
soggetto (del quale si discuteva la fallibilità) quale imprenditore ittico, e come tale equiparato a quello agricolo, che 
rendeva, quanto meno, non adeguatamente motivata la rilevanza nel giudizio di legittimità costituzionale, “in un ambito 
tematico nel quale questa Corte ha già in passato postulato la necessità di applicare criteri assolutamente idonei e sicuri, 
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all’accordo di ristrutturazione regolato dall’art. 182-bis l. fall. e alla transazione fiscale (art. 182-
quater l. fall.)148. Di nessun altro soggetto (piccolo imprenditore, debitore civile o consumatore) – 
che eppure attendeva uno strumento per sistemare la propria crisi – si faceva menzione così come 
nessun altro strumento di natura concorsuale veniva messo, con l’intervento normativo citato, 
nella disponibilità dell’imprenditore agricolo149. 

Sul finire di quell’anno il Governo – nell’affannosa ricerca di soluzioni di vario tipo alla 
generalizzata crisi economica e sulla falsariga di un disegno di legge di iniziativa parlamentare (del 
1° aprile 2009, n. 2364, meglio conosciuto come d.d.l. Centaro)150 varato da entrambi i rami del 
Parlamento nel 2009 ma poi rimasto silente – faceva un ulteriore passo avanti emanando il D.L. 22 
dicembre 2012, n. 212, contenente “Disposizioni urgenti in materia di composizione delle crisi da 
sovraindebitamento e disciplina del processo civile”151. 

                                                                                                                                                                                 
dovendosi il giudizio di fallibilità dell’imprenditore ricavare in «relazione all’attività svolta, all’organizzazione dei mezzi 
impiegati, all’entità dell’impresa ed alle ripercussioni che il dissesto produce nell’economia generale» (sentenza n. anche 
dalla 570 del 1989) ed affermato che l’individuazione del «tipo» di impresa non può prescindere concreta indagine sulla 
sua struttura ed organizzazione (sentenza n. 54 del 1991)”). Per un esame ampio e accurato della nozione di 
imprenditore agricolo, condotto alla luce della l. 111/2011 e della l. 3/2012, si rinvia a E. BERTACCHINI, Esigenze di 
armonizzazione e tendenze evolutive (o involutive?) nella composizione negoziale delle crisi: il tramonto del dogma della 
“non fallibilità”, in Le Nuove leggi civili commentate, 2012, n. 5, p. 877. 
148 Il d.l. 98/2011 fu convertito, con modificazioni, nella l. 15.7.2011, n. 111 (in GU, Serie generale, n. 164 del 
16.7.2011), recante: «Disposizioni urgenti per la stabilizzazione finanziaria». L’ art. 23, co. 43, l. 15.7.2011, n. 111 
prevedeva che: «In attesa di una revisione complessiva della disciplina dell’imprenditore agricolo in crisi e del 
coordinamento delle disposizioni in materia, gli imprenditori agricoli in stato di crisi o di insolvenza possono accedere 
alle procedure di cui agli articoli 182-bis e 182-ter del regio decreto 16 marzo 1942, n. 267, come modificato da ultimo 
dall’articolo 32, commi 5 e 6, del decreto-legge 29 novembre 2008, n. 185, convertito, con modificazioni, dalla legge 28 
gennaio 2009, n. 2». 
149 L’assenza di uno sbocco normativo all’insuccesso di un accordo di ristrutturazione dei debiti apre senza dubbio uno 
scenario inquietante (cfr. E. BERTACCHINI, Esigenze di armonizzazione e tendenze evolutive (o involutive?) nella 
composizione negoziale delle crisi, cit.; A. CAIAFA, Il nuovo procedimento: la disciplina specifica per l’imprenditore 
agricolo, Relazione al congresso, La composizione della crisi da sovraindebitamento, Roma, 7-8.6.2012, cit., (disponibile 
su http://www.creditmanagementbank.eu) dove crollano le operazioni poste in essere in esecuzione dell’accordo e dove 
c’è un ritorno alle azioni esecutive. Stante la disposizione, racchiusa nell’art. 7, co. 2, l. 3/2012, ai sensi del quale la 
proposta di composizione della crisi da sovraindebitamento «è ammissibile quando il debitore: a) non è assoggettabile 
alle procedure previste dall’art. 1 del regio decreto 16 marzo 1942, n. 267, e successive modificazioni; b) non ha fatto 
ricorso, nei precedenti tre anni, alla procedura di composizione della crisi», è da escludersi che l’imprenditore agricolo, 
dopo l’insuccesso di un accordo di ristrutturazione dei debiti, possa utilizzare il procedimento disciplinato dalla l. 3/2012. 
Tale preclusione pare che possa scaturire sia dalla lett. a, che dalla lett. b, dell’art. 7. Ove, infatti, si ritenga che l’accordo 
di ristrutturazione dei debiti sia da considerare procedura concorsuale, la preclusione scatta sulla base della lettera a). Vi 
è però anche una preclusione sulla base della lettera b), in quanto l’accordo ex art. 182-bis, l.fall. è da annoverare tra gli 
strumenti di composizione della crisi che il soggetto richiedente l’assoggettamento al procedimento di cui alla l. 3/2012, 
non deve aver utilizzato nei tre anni precedenti. 
150 Il Progetto recante Disposizioni in materia di usura e di estorsione, nonché di composizione della crisi da 
sovraindebitamento era stato approvato dal Senato l’1.4.2009 e quindi portato dinanzi alla Camera dei Deputati come 
Atto della Camera n. 2364 dove è stato licenziato il 26.10.2011.Su questo Progetto v. F. DI MARZIO, Sulla composizione 
negoziale della crisi da sovraindebitamento, in Dir.fall., , 2010, I, p. 659; L. GIRONE, Il tentativo del legislatore italiano di 
allinearsi agli ordinamenti internazionali con un provvedimento in materia di sovraindebitamento” dei soggetti non 
fallibili, nonché interventi in materia di usura ed estorsione (disegno di legge C2364), in Dir.fall., I, 2009, p. 818; G. 
PUSTERLA, Il d.l. sull’insolvenza del debitore civile e del piccolo imprenditore: prime note, in (AA.VV.), Grandi e piccole 
insolvenze, Atti del Convegno di Alba, 2.11.2009, Torino 2010, p. 57. 
151 Era sottoponibile al procedimento di composizione della crisi chi svolgesse o un’attività economica di tipo non 
commerciale o commerciale ma dimensionalmente sotto soglia (art. 1 l.  fall.) o un’attività non ritenuta imprenditoriale 
(quella del professionista) o chi, agendo “per scopi estranei all’attività imprenditoriale, commerciale, artigianale o 
professionale eventualmente svolta” (art. 3, Codice del consumo del 2005), fosse comunque sovraindebitato. Il d.l. 212 
identificava il sovraindebitamento “in una situazione di perdurante squilibrio tra le obbligazioni assunte e il patrimonio 
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Questo decreto legge non fu convertito in legge, per la parte relativa al sovraindebitamento 
essendo nel frattempo intervenuta la L. 27 gennaio 2012, n. 3, rubricata “Disposizioni in materia di 
usura e di estorsione, nonché di composizione delle crisi da sovraindebitamento”, entrata in vigore 
– ma con scarsa fortuna - il 29 febbraio 2012152. 

                                                                                                                                                                                 
liquidabile per farvi fronte, nonché” – con un evidente richiamo alla nozione di stato d’insolvenza scolpita nell’art. 5 l. 
fall. - la definitiva incapacità del debitore di adempiere regolarmente le proprie obbligazioni” (art. 1). Lo strumento per 
risolvere “le situazioni di sovraindebitamento” dei soggetti sopra indicati era individuato in “un accordo di 
ristrutturazione dei debiti” calato in una procedura (di composizione della crisi) controllata dal giudice e supportata 
dall’Organismo di gestione delle crisi, modellata secondo le linee dei concordati preventivo e fallimentare (artt. 160 e 
124 ss. l. fall.) ma senza tuttavia acquisirne l’effetto per cui  la maggioranza si impone sulla minoranza. Sotto questo 
aspetto il nuovo procedimento si collocava, invece, nell’alveo dell’accordo di ristrutturazione dei debiti ex art. 182 bis, 
per cui come ogni contratto ha forza di legge soltanto tra le parti aderenti. Il modello seguito era evidentemente quello 
disegnato dal Riformatore del 2005 che tuttavia – andando a disciplinare la crisi di imprese commerciali – aveva dinanzi 
altre istanze che lo inducevano conseguentemente a creare una rete di protezione che potesse incentivare i creditori a 
sede al tavolo delle trattative. Per un commento sul d.l. 212/2011 v.: A. CAIAFA, La composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, in www.ilfallimentarista.it; A. CAIAFA, La crisi da sovraindebitamento. La disciplina specifica per 
l’imprenditore agricolo, in www.creditmanagementbank.eu; A.CAIAFA, La composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, in Dir.fall., 2012, I, p. 412; M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del debitore “non 
fallibile” (d.l. 212/2011), in www.ilcaso.it, sez. II, doc. 278/2012; A. GUIOTTO, Composizione della crisi da 
sovraindebitamento, in Fallimento, 2012, p. 21; L. PANZANI, Composizione delle crisi da sovraindebitamento, in Nuovo 
dir. soc., I, 2012; Cfr. F. DI MARZIO, F. MACARIO E G. TERRANOVA (a cura di), Composizione della crisi da 
sovraindebitamento, Milano, 2012; E. PELLECCHIA, Dall'insolvenza al sovraindebitamento. Interesse del debitore alla 
liberazione e ristrutturazione dei debiti, Torino, 2012; EAD., Il sovraindebitamento del consumatore: esperienze 
legislative a confronto, in Riv. critica dir. privato, 2012, p. 427; L. MODICA, Profili giuridici del sovraindebitamento, 
Napoli, 2012; M. FERRO (a cura di), Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012; G.U. TEDESCHI, Composizione delle crisi 
da sovraindebitamento [aggiornamento-2012], in Digesto comm., Torino, p. 127; M. FABIANI, Primi spunti di riflessione 
sulla regolazione del sovraindebitamento del debitore non «fallibile» (l. 27 gennaio 2012 n. 3), in Foro it., 2012, V, p. 94; 
ID., Crescita economica, crisi e sovraindebitamento, in Corriere giur., 2012, p. 449; F. MACARIO, La nuova disciplina del 
sovra-indebitamento e dell’accordo di ristrutturazione per i debitori non fallibili, in Contratti, 2012, p. 229; Id., Il 
contenuto dell’accordo,in Fallimento, 2012, p. 1039; A. CAIAFA, La composizione delle crisi da sovraindebitamento, in 
Dir. fallim., 2012, I, p. 412; R. BATTAGLIA, La composizione delle crisi da sovraindebitamento del debitore non fallibile: 
alcuni profili problematici, ibid., p. 423; A. PACIELLO, Prime riflessioni (inevitabilmente) critiche sulla composizione della 
crisi da sovraindebitamento, in Riv. dir. comm., 2012, II, p. 83; C. RINALDINI, Il procedimento per la composizione della 
crisi da sovraindebitamento: note a prima lettura, in Riv. trim. dir. e proc. civ., 2012, p. 1409; G. TRISORIO LIUZZI, Il 
procedimento di composizione della crisi da sovraindebitamento (l. 27 gennaio 2012 n. 3), in Giusto processo civ., 2012, 
p. 647; G. LO CASCIO, La composizione delle crisi da sovraindebitamento (introduzione), in Fallimento, 2012, p. 1021; F. 
MAIMERI, Presupposti soggettivi ed oggettivi di accesso, ibid., p. 1029; F.S. FILOCAMO, Deposito ed effetti dell’accordo, 
ibid., p. 1047; I. PAGNI, Procedimento e provvedimenti cautelari ed esecutivi, ibid., p. 1063; G.P. MACAGNO, 
Approvazione ed omologazione, ibid., p. 1073; G. MINUTOLI, L’adempimento dell’accordo, ibid., p. 1085; P. CELENTANO, 
La caducazione degli effetti dell’accordo omologato, ibid., p. 1089; A. GUIOTTO, Gli organismi di composizione della crisi, 
ibid., p. 1101; P. FILIPPI, Gli aspetti penali della procedura, ibid., p. 1114; L. DEL FEDERICO, Gli aspetti fiscali della 
procedura, ibid., p. 1122; C. D’AMBROSIO, La ristrutturazione dei debiti civili, in Gazzetta forense, 2012, fasc. 1, 9; G. 
BERSANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento per le imprese non fallibili nella l. n. 3/2012, in Fisco 1, 
2012, p. 1960; D. MANENTE, Profili della disciplina della procedura di composizione delle crisi da sovraindebitamento (l. 
27 gennaio 2012 n. 3), in Studium iuris, 2012, p. 987 e p. 1104. 
152 Prima di procedere alla sua conversione, il Senato, infatti, nella seduta del 17.1.2012, approvava definitivamente il 
progetto di legge Centaro (ora l. 3/2012), mentre in sede di conversione del d.l. 212, veniva stralciata tutta la materia 
della crisi da sovraindebitamento mantenendo solo alcune norme in tema di processo civile. Nel corso del procedimento 
di conversione del d.l. 212/2011 si era infatti accesa una vivace discussione nell’ambito dei lavori di commissione. Era 
sembrato però che si potesse affermare un’idea: quella di modifi care il d.l. 212/2011 affinché disciplinasse la sola 
composizione della crisi da sovraindebitamento del consumatore, lasciando che la procedura per l’imprenditore non 
fallibile fosse regolata dalla l. 3/2012. Sulla prima versione della l.3/2012 si veda, M. FABIANI, Primi spunti di riflessione 
sulla regolazione del sovraindebitamento del debitore non “fallibile” (L. 27 gennaio 2012 n. 3), in Foro it., 2012, V, p. 94 
ss.; ID., Crescita economica, crisi e sovraindebitamento, in Corriere giur., 2012, p. 449 ss.; C. RINALDINI, Il procedimento 
per la composizione della crisi da sovraindebitamento: note a prima lettura, in Riv. trim. dir. e proc. civ., 2012, p. 1409 
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Con D.L. 18 ottobre 2012, n. 179, convertito con modificazioni dalla 17 dicembre 2012, n. 
221153 ed entrato in vigore, in parte qua, il 18 gennaio 2013, il Legislatore è nuovamente 

                                                                                                                                                                                 
ss.; P. BATTAGLIA, La composizione delle crisi da sovraindebitamento del debitore non fallibile: alcuni profili 
problematici, in Riv. dir. fallim., 2012, I, p. 423 ss.; A. CAIAFA, La composizione delle crisi da sovraindebitamento, in Dir. 
fall., 2012, I, p. 412 ss.; F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA (a cura di), Composizione della crisi da 
sovraindebitamento, Milano, 2012; G. LO CASCIO (a cura di), La procedura di composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, in Fallimento, 2012, p. 1019 ss.; F. MACARIO, La responsabilità patrimoniale. Sovraindebitamento 
dei debitori non fallibili, in www.treccani.it; S. PACCHI, Il sovraindebitamento: il regime italiano, in Riv.dir.comm., 2012, I, 
p. 665 ss. 
153 In dottrina si registrano numerosi studi. Tra questi: B. ARMELI, Giustizia digitale e composizione della crisi da 
sovraindebitamento: una prima lettura, Fallimentarista, 21.12.2012, pp. 1-68; R. BATTAGLIA, La composizione delle crisi 
da sovraindebitamento del debitore non fallibile: alcuni profili problematici, in Dir. fall., 2012, I, pp. 423-453; R. BELLE’, Il 
contenuto dell’accordo, in M. FERRO *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 105-118; R. BELLE’, Il 
contenuto dell’accordo, in M. FERRO *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 339-346; G. BERSANI, La 
composizione della crisi da sovraindebitamento per le imprese non fallibili nella L. n. 3/2012, in Il fisco, 2012, p. 1960; L. 
BOTTAI, La liquidazione del patrimonio del debitore in procedura di sovraindebitamento, Fallimentarista, 21.12.2012, 
pp.  1-10; N. BOTTERO, F. MAZZI , L’ammissione al procedimento di composizione della crisi da sovraindebitamento: un 
primo commento, Fallimentarista, 6.2.2013, pp. 1-9; A. CARON, L’omologazione dell’accordo e del piano, in F. DI 
MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA (a cura di), La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, Il civilista, 
2013, p. 44-53; A. CECCARINI, L’attività del liquidatore e i controlli del giudice, in F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. 
TERRANOVA (a cura di), La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., pp. 77-80; P. CELENTANO, Le 
sanzioni penali, in M. FERRO M. [a cura di] Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 269-285; F. CERRI, Contenuto 
della proposta e del piano, in F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA (a cura di), La nuova composizione della crisi da 
sovraindebitamento, cit., pp. 26-29; CORDOPATRI M., Presupposti di ammissibilità, in La nuova composizione della crisi 
da sovraindebitamento, cit., pp. 21-25; S. CORDOPATRI, L’esecuzione dell’accordo o del piano del consumatore, in La 
nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, cit. , pp. 54-58; R. D’AMORA, Aristotele, Holmes e i creditori 
estranei (note a margine della legge n. 2 del 2012), in www.oci-org., giugno 2013, pp. 1-20; R. D’AMORA – G. MINUTOLI, 
L’omologazione dell’accordo, in M. FERRO *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, cit., pp. 181-204; R. D’AMORA – G. 
MINUTOLI, La fase esecutiva dell’accordo, in FERRO M. *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, cit., pp.205-213; R. 
D’AMORA – G. MINUTOLI, L’omologazione dell’accordo, in FERRO M. *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, cit., pp. 
355-357; R. D’AMORA – G. MINUTOLI, La fase esecutiva dell’accordo, in FERRO M. *a cura di+ Sovraindebitamento e 
usura, cit., pp. 359-360; R. D’AQUINO DI CAMARICO, A. PARINI, Gli organismi di composizione della crisi, in La nuova 
composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., pp. 89-98; F. DI MARZIO, Introduzione alle procedure concorsuali in 
rimedio del sovraindebitamento, Fallimentarista, 21.12.2012, pp. 1-8; G. DI MARZIO, L’estensione e la tutela del 
patrimonio oggetto di liquidazione nella novella legislativa, in La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, 
cit., pp. 81-84; R. DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio. La fase di apertura e la fase di accertamento 
del passivo, in La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., pp. 67-76; M. FABIANI, La gestione del 
sovraindebitamento del debitore “non fallibile”, www.ilcaso.it , doc. 278/2012, pp. 1-21; M. FERRO M., L’avvio del 
procedimento: il deposito della proposta, in FERRO M. [a cura di] Sovraindebitamento e usura, cit., pp. 119-132; FERRO 
M., L’insolvenza civile, in FERRO M. *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 49-73; M. FERRO, Il 
sovraindebitamento del non fallibile, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 331-334; F. 
S. FILOCAMO, L’ammissione e l’anticipazione degli effetti protettivi, in M. FERRO *a cura di+ Sovraindebitamento e usura, 
Milano, 2012, pp. 133-162; F. S. FILOCAMO – P. VELLA, L’annullamento e la risoluzione dell’accordo, in M. FERRO (a cura 
di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 215-229; FILOCAMO F. S., Gli organismi di composizione della crisi: 
l’assetto organizzativo, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 231-240; F. S. FILOCAMO, 
Gli organismi di composizione della crisi: l’assetto operativo, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, 
Milano, 2012, pp. 241-243; F. S. FILOCAMO Gli organismi di composizione della crisi: le attività, in M. FERRO (a cura di) 
Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 245-250; F.  S. FILOCAMO – P. VELLA, L’annullamento e la risoluzione 
dell’accordo, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 361-363; F. S. FILOCAMO, Gli 
organismi di composizione della crisi, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 365-367; R. 
GIORDANO, L’impugnazione e la risoluzione dell’accordo, in La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, (a 
cura di F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA), Il civilista, 2013, pp. 59-66; L. GIRONE, Il tentativo del legislatore 
italiano di allinearsi agli ordinamenti internazionali con un provvedimanto in materia di “sovraindebitamento” dei 
soggetti non fallibili, nonché interventi in materia di usura ed estorsione (Disegno di legge C 2364), Dir. fall., 2009, I, pp. 
818-830; A. GUIOTTO , La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in itinere, Fallimento, 
2012, pp. 21-32; A. GUIOTTO, La continua evoluzione dei rimedi alle crisi da sovraindebitamento, Fallimento, 2012, pp. 

http://www.treccani.it/
http://www.oci-org./
http://www.ilcaso.it/


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

140 

 

intervenuto sulla materia con incisive modifiche imposte dal totale insuccesso della precedente 
disciplina154. 

L’attuale legge n. 3 del 2012 ci ha consegnato un sistema articolato di procedure per la 
composizione della crisi da sovraindebitamento. Così non era con il primo intervento del quale 
merita, comunque, sintetizzarne l’impianto. 

Originariamente era stata introdotta, infatti, una procedura unica per tutti i debitori non 
fallibili, incentrata su un accordo tra debitore e soggetti rappresentanti una aliquota importante 
della massa debitoria, impostata sul requisito di meritevolezza del debitore, scevra 
dall’applicazione del principio di maggioranza, sottoposta agli stessi incidenti di percorso previsti 
per i concordati (risoluzione ed annullamento) ma priva di una alternativa soluzione liquidativa155 
o, comunque, di uno sbocco in una procedura liquidativa perché il suo insuccesso poteva solo 
determinare il ritorno alla procedura esecutiva individuale. 

Oltre a ciò mancava l’esdebitazione156 del tipo di quella prevista per l’imprenditore fallito 
persona fisica. Il debitore avrebbe raggiunto la liberazione dai debiti residui soltanto nel caso in cui 
avesse eseguito puntualmente l’accordo, soddisfacendo secondo la misura pattuita i creditori 
aderenti ed integralmente gli estranei, vale a dire in seguito all’adempimento delle obbligazioni 
assunte nella proposta di accordo ma non in seguito ad un procedimento finalizzato 
esclusivamente a ciò. Il debitore, che da solo o per l’intervento di un terzo, non potesse proporre 

                                                                                                                                                                                 
1285-1289; G. IVONE , L’ammissione alla procedura, in La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, (a cura 
di F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA), Il civilista, 2013, pp. 34-37; IVONE G., L’accordo tra il debitore e i 
creditori, in La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, (a cura di F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. 
TERRANOVA), Il civilista, 2013, pp. 38-43; F. LAMANNA, Composizione delle crisi da sovraindebitamento: poteri e 
funzioni del tribunale, Fallimentarista, 21.12.2012, pp. 1-13; A. M. LEOZAPPA, Il sovraindebitamento del debitore 
fallibile, Fallimentarista, 23.4.2013, pp. 1-5; G. LO CASCIO, L’ennesima modifica alla legge sulla composizione della crisi 
da sovraindebitamento (L. 27 gennaio 2012, n. 3), Fallimento, 2013, pp. 813-828; F. MACARIO, Finalità e definizioni, in La 
nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, (a cura di F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA), Il civilista, 
2013, pp. 15-20; A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, Padova, 2013, pp. 2027-2083; F. 
MICHELOTTI, La preparazione alla composizione della crisi nell’attività del professionista, in FERRO M. *a cura di+ 
Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 305-328; G. M. NONNO, Il presupposto soggettivo di ammissibilità e il 
contenuto del piano, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 75-103; G. M. NONNO, 
L’accesso alle banche dati, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 251-268; G. M. 
NONNO, Le disposizioni transitorie e finali, in M. FERRO M. (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 2012, pp. 
287-297; G. M. NONNO, L’entrata in vigore della legge, in M. FERRO (a cura di) Sovraindebitamento e usura, Milano, 
2012, pp. 299-301; S. PACCHI, La composizione del sovraindebitamento nell’Ordinamento italiano, in A. SARCINA (diretto 
da), El sobreendeudamiento de los particulares y del consumidor, cit., p. 61 ss.; S.PACCHI, La composizione del 
sovraindebitamento nella l.3 del 2012, in Studi senesi, 2013, p. 326 ss. 
154 Subito dopo il varo della l.3/2012, il Governo presentò un DDL (C-5117) di modifica alla citata legge che fu approvato 
dal Consiglio dei Ministri del 9.3.2012. Naufragato anche il DDL C- 5117, la Novella della l. 3/2012 è giunta con l’art. 8 del 
d.l. 179/2012 (convertito con modificazioni nella l.221/2012). Per una storia di questo avvicendarsi di provvedimenti 
legislativi cfr. L. PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il d.l. 179/2012, in 
http://www.treccani. it/magazine/diritto,  3. Sull’insuccesso della  prima versione  della l.3/2012 G. TERRANOVA, La 
composizione della crisi da sovraindebitamento: uno sguardo d’insieme, cit., 8; M. FERRO, I nuovi problemi del 
concordato preventivo e la faticosa partenza della nuova procedura delle crisi da sovraindebitamento, disponibile 
all’URL 
http://www.ipsoa.it/i_nuovi_problemi_del_concordato_preventivo_e_la_faticosa_partenza_della_nuova_procedura_de
lle_crisi_da_sovraindebitamento_id1081647_art.aspx. Rispetto a questa prima versione della disciplina per il 
sovraindebitamento risultano due provvedimenti. L’unico reperibile pubblicato è Trib. Firenze 27 agosto 2012, in 
Fallimento, 2012, p. 1249. 
155 Osservano tale carenza, A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese, cit., p. 409. 
156 G. TERRANOVA, La composizione della crisi da sovraindebitamento: uno sguardo d’insieme, op. cit., p. 8. 

http://www.ipsoa.it/i_nuovi_problemi_del_concordato_preventivo_e_la_faticosa_partenza_della_nu
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un accordo, non era liberato dai debiti, rimanendo così sottoposto alle azioni esecutive individuali. 

Il totale insuccesso della prima versione della l.3/2012157 spingeva il Governo ad intervenire 
nuovamente per modificare alcuni tratti essenziali del procedimento. 

Il risultato è un sistema composto da uno strumento concordatario (l’accordo) destinato a tutti 
i soggetti non fallibili, da un piano riservato al consumatore e gestito esclusivamente dal giudice 
senza ingerenza dei creditori, da una procedura di liquidazione alla quale può conseguire 
l’esdebitazione. 

 

Il presupposto oggettivo: il sovraindebitamento.  

“Al fine di porre rimedio alle situazioni di sovraindebitamento non soggette né assoggettabili a 
procedure concorsuali diverse da quelle regolate dal presente capo, é consentito al debitore 
concludere un accordo con i creditori nell'ambito della procedura di composizione della crisi 
disciplinata dalla presente sezione” (art. 6, 1° co.). 

Così il Legislatore della L.3/2012, con una commistione tra stato (presupposto oggettivo), 
condizione soggettiva e strumento, ci introduce nella nuova procedura di composizione della crisi. 

Per la fruizione di uno degli strumenti concorsuali descritti in questa legge parrebbe sufficiente 
l’esistenza di una massa di debiti, neppure quantificata in un determinato ammontare. 
Rileverebbe soltanto il perdurante squilibrio tra patrimonio e debiti. 

Non viene operata inoltre alcuna distinzione tra sovraindebitamento attivo o passivo, che possa 
selezionare i debitori possibili fruitori del procedimento o che imponga un diverso iter del 
procedimento. 

L’incipit della disciplina parrebbe voler far corrispondere questo sottosistema concorsuale ad 
un particolare tipo di crisi158 – quella da sovraindebitamento – non sovrapponibile con nessuno 
degli altri presupposti oggettivi posti a base dei sottosistemi ordinamentali delle crisi dedicati 
rispettivamente agli imprenditori commerciali fallibili, alle grandi e grandissime imprese, alle 
imprese con particolare oggetto. 

Il legislatore parla, infatti, di una “situazione di sovraindebitamento” non soggetta né 
assoggettabile a procedure concorsuali diverse da quelle regolate dal presente capo (“accordo”, 
“piano”, “liquidazione del patrimonio”), lasciando intendere che si tratti di situazione “diversa” 
che in quanto tale necessita di strumenti concorsuali ad essa “dedicati”. 

Parrebbe anche che il legislatore avesse voluto introdurre un sottosistema concorsuale 
ordinato sulle “situazioni” e non sul “soggetto”. 

Se il Legislatore è consapevole che sta dettando una disciplina che viene a concedere la 
possibilità di una limitazione di responsabilità – erodendo la granitica assolutezza del principio di 
cui all’art. 2740 c.c. - in presenza di procedure “che possono essere aperte solo ad istanza di un 
debitore «persona fisica», che non eserciti un’attività economica di un qualche rilievo”, tale 
consapevolezza svelandosi dal “mutamento del registro linguistico” che “serve a segnalare che i 

                                                           
157 La Relazione governativa di accompagnamento alla legge di conversione del d.l. 179/2012 (l. 221/2012) da conto 
delle indagini svolte presso i Tribunali, che avevano confermato l’inutilizzazione dello strumento. 
158 A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto delle crisi delle imprese, Seconda appendice di aggiornamento in relazione al d.l. 
n.179/2012, cit., p. 5. 
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problemi da risolvere sono diversi e che, pertanto, deve essere diverso anche l’approccio 
nell’affrontarli”159, non per questo intende “smantellare” il metro ordinante di tutti i sottosistemi 
concorsuali.  

E’ vero che dalla lettura testuale dell’art. 6 potremmo ricavare che la non assoggettabilità “ora 
e sempre” alle procedure concorsuali diverse da quelle regolate dal presente capo sia determinata 
dalla natura di quello che, con linguaggio giusfallimentaristico, viene denominato “presupposto 
oggettivo”, nella specie il sovraindebitamento. In verità proseguendo nella lettura delle norme ci 
accorgiamo però che il metro ordinante continua ad essere, anche per le procedure dedicate al 
sovraindebitamento, il presupposto soggettivo. 

Già nello stesso art. 6 si parla di “consumatore”, soggetto che rileva per la pertinenza non 
all’esercizio di un’attività “eventualmente svolta” bensì alla sua vita privata delle obbligazioni 
contratte dedicandogli uno strumento anch’esso concorsuale: il piano160. Trattasi di soggetto 
escluso dalle procedure concorsuali degli altri sottosistemi ordinamentali delle crisi imperniati – 
sia pure con diversificazioni per dimensione o per oggetto dell’attività - sul presupposto soggettivo 
dell’imprenditore commerciale. 

Proseguendo ancora nella lettura della disciplina, troviamo nell’art. 7, 2° co., enucleati i 
“presupposti di ammissibilità” dai quali ricostruiamo il presupposto soggettivo, vero spartiacque 
tra il sottosistema disciplinato dalla l.3/2012 e gli altri sottosistemi: si tratta del debitore non 
soggetto a “procedure concorsuali diverse da quelle regolate dal presente capo”. 

A questo punto vediamo che la “situazione” (o presupposto oggettivo) legittimante l’iniziativa 
del debitore, definita di sovraindebitamento (art. 6, comma 2, lett. a), si sostanzia in un 
perdurante squilibrio tra le obbligazioni assunte e il patrimonio prontamente liquidabile161 per 
farvi fronte che determina una difficoltà “importante” ad adempiere o una definitiva incapacità ad 
adempiere regolarmente le obbligazioni in essere162. La valutazione dell’ammontare e dell’attuale 
liquidabilità del patrimonio deve essere svolta – in un primo approccio soltanto con attenzione ai 
“numeri” - in esclusiva corrispondenza con l’entità dell’indebitamento e assumendo un arco 
temporale sufficientemente ampio per poter affermare l’esistenza di uno squilibrio tra le due voci. 
Rileva la situazione attuale (la sproporzione attuale, direi), nessun ruolo giuocando prospettive 
reddituali che possano anche solo parzialmente o interamente ricomporla in un dato arco 
temporale. 

In un secondo approccio la valutazione deve diventare prospettica per poter affermare che lo 
squilibrio è “perdurante” e, quindi, non ricomponibile senza il ricorso ad uno degli strumenti 

                                                           
159 G. TERRANOVA, Insolvenza. Stato di crisi. Sovraindebitamento, Torino, 2013, p. 102. 
160 Il piano, in realtà, non è di per sé una procedura bensì “integra l’oggetto di una procedura”: così F. DI MARZIO, 
Introduzione alle procedure concorsuali in rimedio del sovraindebitamento, in F. DI MARZIO-F. MACARIO - G. 
TERRANOVA (a cura di), La “nuova” composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., p. 9. 
161 Secondo L. PANZANI, Composizione delle crisi da sovraindebitamento, cit., p. 9, la nozione di sovraindebitamento è 
«nuova, ma non troppo» riprendendo il legislatore una giurisprudenza in tema di società inattiva (Cfr. da ultimo, Cass., 
14 ottobre 2009, n. 21834, in Fallimento, 2009, p. 1384 secondo cui nel caso di società inattiva, in liquidazione, sussiste 
lo stato d’insolvenza in presenza di un attivo liquidabile non sufficiente per far fronte alle obbligazioni assunte). 
162 Il d.l. 212 identificava, invece, il sovraindebitamento “in una situazione di perdurante squilibrio tra le obbligazioni 
assunte e il patrimonio liquidabile per farvi fronte, nonché la definitiva incapacità del debitore di adempiere 
regolarmente le proprie obbligazioni”, unificando in quella situazione due realtà effettuali equipollenti (M. FERRO, 
L’insolvenza civile, , in Ferro (a cura di), Sovraindebitamento e usura, cit., p. 60) che, quindi, dovevano sussistere ai fini 
dell’ammissione ai procedimenti. 
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descritti nella l.3/2012. Si deve trattare, però, di una perdurante e durevole crisi patrimoniale163. 
Non ci si può, infatti, servire del procedimento per alleggerirsi da debiti che comunque, anche se 
non alla scadenza, si possono pagare. 

E’ chiaro che la suddetta valutazione deve avere anche attenzione allo “status” del debitore 
perché trattandosi di crisi di un consumatore dovrà tenersi in conto l’entità del patrimonio e le 
eventuali entrate che potrebbero essere impiegate per far fronte al soddisfacimento dei 
creditorie, mentre ove si tratti di crisi di debitore imprenditore l’analisi prospettica dovrà 
abbracciare lo stato aziendale e la collocazione dell’attività nel mercato. 

Tale valutazione prospettica dovrà essere condotta, tenendo presente “il mercato” di 
riferimento, anche in caso di crisi di un professionista, sia pure nella consapevolezza che tale 
soggetto esercita un’attività della quale, diversamente dall’impresa, può esserne più difficilmente 
descritto uno scenario di espansione o di stasi. Certamente l legislatore non ha avuto un compito 
facile scegliendo di proseguire nel sentiero del doppio binario, uno per l’imprenditore 
commerciale fallibile e l’altro per tutti gli altri soggetti, imprenditori o meno, che si trovino in crisi. 
Comprendiamo così perché il perdurante squilibrio possa aprire due diversi scenari entrambi 
legittimanti la proposta concorsuale. Può trattarsi, infatti, di una rilevante difficoltà di adempiere 
le obbligazioni, presupposto oggettivo che meglio si attaglia al consumatore o anche l’insolvenza, 
vale a dire quello stato composito nel quale possono affluire e concorrere problemi finanziari, 
economici, patrimoniali, di governance e che si rivela attraverso (anche) inadempimenti, 
sintomatici di una impotenza irreversibile ad adempiere le proprie obbligazioni. 

Si tratta di quello stesso presupposto descritto dall’art. 5 l. fall. che abilita l’imprenditore 
commerciale fallibile ad utilizzare la gamma degli strumenti concorsuali (preventivi e liquidativi) 
disciplinati nella legge fallimentare Si tratta di quella situazione che legittima: A) l’imprenditore; B) 
la grande e grandissima impresa a chiedere la sottoposizione ad una delle due versioni di 
amministrazione straordinaria secondo l’indirizzo prescelto; C) gli organi di controllo delle imprese 
avente particolare oggetto a chiedere l’applicazione della procedura liquidativa-satisfattiva 
prevista per quel settore. E’ comprensibile che il legislatore, dinanzi ad eterogeneità dei soggetti 
abbia fatto ricorso a due diverse connotazioni del presupposto oggettivo. 

Il sovraindebitamento non viene qualificato immediatamente  (art. 6, comma 2, lett. a) dalla 
natura dei debiti (non si parla né di debiti personali, né di debiti contratti per l’impresa o per 
l’esercizio della professione). 

Ad una prima lettura parrebbe che per accedere ad uno qualsiasi degli strumenti per risolvere 
la crisi fosse sufficiente l’esistenza di una massa di debiti, neppure quantificata in un determinato 
ammontare perché ciò che dovrebbe rilevare sarebbe lo stato di perdurante squilibrio del 
patrimonio rispetto all’ammontare dei debiti164. 

                                                           
163 “È importante definire questo momento poiché è necessario porre un limite al concetto di crisi e delimitare così 
l’accesso alla procedura di composizione (e quindi ai suoi benefici) al fine di evitare abusi da parte di debitori che, pur 
trovandosi in un mero stato di difficoltà, potrebbero approfittare dello strumento per spostare i sacrifici sui creditori”. In 
tal senso C. RINALDINI, Il procedimento per la composizione della crisi da sovraindebitamento: note a prima lettura, in 
Riv. trim. dir. e proc. civ., 2012, p. 3, citando anche R. DRISALDI,  Sovraindebitamento.  L’ammissibilità, in Guida dir., n. 3, 
14 gennaio 2012, p. 32. 
164 Non rilevando la natura dei debiti (personali, connessi all’attività d’impresa o all’esercizio di una libera professione) 
al fine della sottoposizione alla procedura di composizione del sovraindebitamento, non potrebbe essere utilizzare lo 
strumento un imprenditore fallibile sovraindebitato esclusivamente a causa di spese personali (A. GUIOTTO, La nuova 
procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in itinere, cit., p. 22). 
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In realtà così non è perché proseguendo nella lettura e passando alla lettera b) dello stesso art. 
6, comma 2, ci accorgiamo che la funzionalità delle obbligazioni all’esercizio dell’impresa o della 
professione circoscrive l’utilizzazione degli strumenti all’accordo di ristrutturazione e alla 
procedura di liquidazione. Al contrario l’assunzione di obbligazioni per scopi estranei all’attività 
imprenditoriale o professionale non determina limitazioni. 

Il consumatore (art. 7, comma 1-bis) ha, così, a disposizione l’intera gamma degli strumenti: 
piano, accordo di ristrutturazione e procedura di liquidazione. Ove i debiti siano solo in parte 
derivati dallo svolgimento di un’attività imprenditoriale o professionale, il soggetto potrà ricorrere 
all’accordo ma non al piano165. 

Concludendo sul tema del presupposto oggettivo così come presentato dal legislatore della 
l.3/2012 possiamo osservare muovendo dal dato patrimoniale, che di per sé pare indulgere a 
valutazioni eminentemente statiche, giungiamo a insistere sulla necessità di un’indagine che tenga 
conto delle sue possibili movimentazioni vuoi tenendo conto (in prospettiva statica) delle entrate 
future vuoi, se la fattispecie in esame fosse quella relativa alla crisi di un soggetto imprenditore o 
professionista intellettuale, considerando le chances che l’attività presenta. Abbiamo allora una 
“situazione” - per la quale viene utilizzato un medesimo vocabolo identificativo 
(sovraindebitamento) – che può dar luogo a due realtà effettuali diverse – rilevante difficoltà di 
adempiere o stato  d’insolvenza – che da una parte consentono ad un’ampia gamma di debitori di 
accedervi, e dall’altra aprono alla possibilità (anche per l’impresa) di interventi tempestivi 
assumendo allora, in particolare l’accordo, una funzione preventiva esattamente come lo stato di 
crisi rispetto al concordato preventivo e agli accordi di ristrutturazione dei debiti. L’indubbia minor 
esigenza e portata di una procedura concorsuale preventiva per gli imprenditori non fallibili, non 
deve, infatti, a mio avviso, precludere nondimeno tale possibilità. 

 

Presupposto soggettivo: il soggetto sovraindebitato.  

Negli artt. 6 e 7, l. 3/2012, il legislatore introduce il tema del presupposto soggettivo 
centrandolo sull’attribuzione della legittimazione e sulla prescrizione dei requisiti. Nell’art. 6 il 
tema è toccato indirettamente mentre viene descritta la finalità della nuova procedura che 
consiste nell’attribuire al soggetto debitore (non necessariamente persona fisica se non si 
presenta come consumatore), che versi in una situazione di sovraindebitamento, la facoltà di 
concludere con i propri creditori un accordo teso a comporre la crisi166. 

Nell’articolo successivo rubricato presupposti di ammissibilità, abbandonato il tradizionale 
metodo espositivo del presupposto soggettivo della procedura concorsuale, il legislatore insegue il 
soggetto nella previsione dei requisiti per l’accesso167. Ogni soggetto diverso dall’imprenditore 

                                                           
165 L. PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il d.l. 179/2012, cit., p. 26. 
166 L’art. 6 così esordisce: ““Al fine di porre rimedio alle situazioni di sovraindebitamento non soggette né assoggettabili 
a procedure concorsuali diverse da quelle regolate dal presente capo, é consentito al debitore concludere un accordo 
con i creditori nell'ambito della procedura di composizione della crisi disciplinata dalla presente sezione. Con le 
medesime finalità, il consumatore può anche proporre un piano fondato sulle previsioni di cui all'articolo 7, comma 1, ed 
avente il contenuto di cui all'articolo 8”. 
167 L’art. 7 enuncia quali sono gli strumenti di composizione della crisi da  sovraindebitamento (accordo e piano) 
costituendo due corsie: una (quella dell’accordo) aperta indistintamente a tutti i debitori in stato di sovraindebitamento 
(compresi il consumatore e l’imprenditore agricolo) e l’altra (quella del piano) riservata al consumatore. Atteso che 
quello di “debitore” – enunciato nel 1° comma - potrebbe costituire un presupposto soggettivo talmente generico da 
consentire un utilizzo indiscriminato delle procedure da sovraindebitamento, il legislatore, al 2° comma, ne sbarra 
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fallibile168 (leggi: sottoponibile ad altra procedura tipica di soluzione/composizione della crisi 
diversa da quelle regolate nella legge in esame169), senza limiti dimensionali o categoriali, a 
prescindere dal livello di indebitamento e dall’ammontare del patrimonio o reddito utilizzabile per 
il soddisfacimento dei creditori170, può accedere ad uno degli strumenti concorsuali ivi descritti: la 
legge parla, infatti (nell’art. 7, comma 1), di debitore, salvo poi inserirvi all’interno la 
sottocategoria del consumatore, destinatario (anche) di un suo proprio strumento regolatore del 
sovraindebitamento. 

Abbiamo così dinanzi una eterogeneità socio-economica dei soggetti in grado di fruire del 
nuovo istituto. E’ un cammino quello per la composizione della crisi da sovraindebitamento che 
può essere percorso da tutti coloro che, rispetto ad numero x di obbligazioni, occupano la 
posizione di debitori incapaci – vista la consistenza e la natura del proprio patrimonio – 
attualmente e prospetticamente di adempiere. 

Il legislatore non fissa parametri, dimensioni, qualità né del soggetto, né della massa debitoria 
puntando sulla confezione di abiti che dovrebbero adattarsi a diverse misure e distinti ambiti171. 
Parrebbe totalmente abbandonato il criterio – che lega l’individuazione del presupposto 
soggettivo per l’accesso a una procedura concorsuale – basato sullo svolgimento di una tipica 
attività d’impresa. Così non è, o almeno non in toto. Mentre il legislatore enuncia il primo requisito 
di accesso consistente nella non assoggettabilità alle procedure previste dall’art. 1, l.fall., richiama 
anche quelle fattispecie d’impresa diverse da quella alla quale viene destinata la disciplina delle 
procedure concorsuali. 

L’imprenditore agricolo (che ha a disposizione anche, e forse prima172, l’accordo di 

                                                                                                                                                                                 
l’accesso al debitore, anche consumatore, che sia soggetto a procedure concorsuali diverse da quelle di composizione e 
di liquidazione del patrimonio. 
168 Il soggetto che presenti ricorso per accedere al procedimento ex l. 3/2012 deve quindi che dimostrare sulla base 
dell’art. 1, co. 2, l.fall., la non fallibilità e quindi il possesso congiunto dei requisiti previsti dall’art. 1, co. 2, l.fall.: a) aver 
avuto, nei tre esercizi antecedenti la data di deposito della istanza di fallimento o dall’inizio dell’attività se di durata 
inferiore, un attivo patrimoniale di ammontare complessivo annuo non superiore ad euro trecentomila; b) aver 
realizzato, in qualunque modo risulti, nei tre esercizi antecedenti la data di deposito dell’istanza di fallimento o dall’inizio 
dell’attività se di durata inferiore, ricavi lordi per un ammontare complessivo annuo non superiore ad euro 
duecentomila; c) avere un ammontare di debiti anche non scaduti non superiore ad euro cinquecentomila. 
169 G.M. NONNO, Il presupposto soggettivo di ammissibilità e il contenuto del piano, in Ferro (a cura di), 
Sovraindebitamento e usura, cit., p. 85. 
170 Anche un nullatenente, osserva G.M. NONNO (op. e loc. cit., p. 87), potrebbe accedere alla procedura. Ritengo però 
improbabile il raggiungimento di un accordo con i creditori. Il soggetto nullatenente è destinato a rimanere in balìa delle 
azioni esecutive (anche se, nel caso, si rivelano armi spuntate), stante l’assenza di una esdebitazione autonoma come 
quella prevista nel d.d.l. approvato il 9.3.2012 dal Consiglio dei Ministri. 
171 Come è stato scritto (A. GUIOTTO, La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in 
itinere, cit., p. 22) «Il legislatore, evidentemente, ha inteso disciplinare con un unico provvedimento tutti i fenomeni di 
insolvenza non regolabili attraverso le procedure concorsuali, con l’esito di accorpare nella medesima disciplina 
fattispecie non sempre paragonabili e sacrificando, in parte, la coerenza delle specifiche disposizioni sull’altare 
dell’universalità dei destinatari». 
172 S. AMBROSINI, La composizione delle crisi da sovraindebitamento: lineamenti generali, Convegno Paradigma, 
Milano, 26 marzo 2012 / Roma, 16.4.2012, p. 4, ritiene che la possibilità di fruire dello strumento di cui all’art. 182-bis, 
l.fall., del quale l’autore sottolinea i vantaggi a livello di più ampio automatic stay e di assenza di requisito di 
meritevolezza, faccia perdere appeal al procedimento di cui alla l. 3/2012. Riguardo la possibilità per l’imprenditore 
agricolo di accedere anche al procedimento di composizione della crisi da sovraindebitamento non sono mancate, 
tuttavia, in dottrina voci discordi che muovendo dall’art. 6, co. 1, che riserva il procedimento «alle situazioni di 
sovraindebitamento non soggette, né assoggettabili alle vigenti procedure concorsuali» e facendo rientrare gli accordi 
ex art. 182-bis, l.fall.., tra le procedure concorsuali (in tal senso, P. VALENSISE, sub art. 182-bis, in La riforma della legge 
fallimentare, Sandulli - Santoro (a cura di), Torino, 2006, p. 1087 e p. 1107; G. VERNA, Sugli accordi di ristrutturazione ex 
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ristrutturazione dei debiti ex art. 182-bis, l.fall., e la transazione fiscale) e l’imprenditore sotto 
soglia (ai sensi dell’art. 1, co. 2, l.fall.) quando debitori incapaci di far fronte alle proprie 
obbligazioni diventano soggetti legittimati a fruire della procedura di composizione della crisi. 
Sempre per espressa previsione legislativa contenuta nel d.l. n. 179 del 2012, la c.d. impresa start 
up innovativa173 (artt. 25 ss.), limitatamente al periodo di quattro anni dalla sua costituzione «non 
è soggetta a procedure concorsuali diverse  da quelle previste dal capo II della legge 27 gennaio 
2012, n. 3» (art. 31). 

La norma – si legge nella Relazione174 – persegue l’obbiettivo “di contrarre i tempi della 
liquidazione giudiziale della start-up in crisi, approntando un procedimento semplificato rispetto a 
quelli previsti dalla legge fallimentare e così “ di “facilitare la ripartenza dello start- upper su nuove 
iniziative imprenditoriali”. Probabilmente il Legislatore, se il suo pensiero correva esclusivamente 
al  procedimento di liquidazione di cui alla l.3/2012, ha dimenticato che tale strumento ha una 
durata minima di quattro an\ni e che l’esdebitazione è prevista, in analogia alla disposizione della 
legge fallimentare, soltanto per la persona fisica mentre le start-up sono costituiti secondo i tipi 

                                                                                                                                                                                 
art. 182-bis della legge fallimentare, in Dir.fall., I, 2005, p. 865 ss.; A. PEZZANO, Gli accordi di ristrutturazione dei debiti 
ex art. 182-bis legge fallimentare: una occasione da non perdere, in DF, II, 2006, p. 678 ss. Prevalente è tuttavia la tesi 
contraria, sia in dottrina – tra i molti cfr. G. PRESTI, Gli accordi di ristrutturazione dei debiti, in Banca, borsa, tit.cred., 1, 
2006, p. 16; G. PRESTI, L'art. 182-bis al primo vaglio giurisprudenziale, in Fallimento, 2006, p. 171; G.B. NARDECCHIA, Gli 
accordi di ristrutturazione dei debiti ed il procedimento per la dichiarazione di fallimento, in Fallimento, 2008, p. 704 – 
sia in giurisprudenza, e cfr. Trib. Bari, 21 novembre 2005, in Fallimento, 2006, p. 479; Trib. Udine, 22 giugno 2007, in 
Fallimento, 2008, p. 701; Trib. Milano, 23 gennaio 2007, in Fallimento, 2007, p. 701; Trib. Roma, 16 ottobre 2006, in 
www.ilcaso.it; Trib. Brescia, 22 febbraio 2006, in www.ilcaso.it, 2006, p. 669), demanda esclusivamente a questi 
strumenti la soluzione della crisi dell’impresa agricola. Sul punto cfr. A. CAIAFA, La composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, in Dir.fall., I, 2012, 412 ss.; L. PANZANI, Composizione delle crisi da sovraindebitamento, cit., p. 9, 
demanda esclusivamente a questi strumenti la soluzione della crisi dell’impresa agricola. Sul punto cfr. A. CAIAFA, La 
composizione delle crisi da sovraindebitamento, in Dir.fall., I, 2012, p. 412 ss.; L. PANZANI, Composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, cit., p. 9. 
173 Ai sensi dell’art. 25, comma 2°, del Decreto crescita 2.0 (d.l. 179/2012 conv. con l. 221/2012) “ l'impresa start-up 
innovativa, di seguito « start-up innovativa », è la società di capitali, costituita anche in forma cooperativa, di diritto 
italiano ovvero una Societas Europaea, residente in Italia ai sensi dell'articolo 73 del decreto del Presidente della 
Repubblica 22 dicembre 1986, n. 917, le cui azioni o quote rappresentative del capitale sociale non sono quotate su un 
mercato regolamentato o su un sistema multilaterale di negoziazione, che possiede i seguenti requisiti: a) i soci, persone 
fisiche, detengono al momento della costituzione e per i successivi ventiquattro mesi, la maggioranza delle quote o 
azioni rappresentative del capitale sociale e dei diritti di voto nell'assemblea ordinaria dei soci; b) è costituita e svolge 
attività d'impresa da non più di quarantotto mesi; c) ha la sede principale dei propri affari e interessi in Italia; d) a partire 
dal secondo anno di attività della start-up innovativa, il totale del valore della produzione annua, così come risultante 
dall'ultimo bilancio approvato entro sei mesi dalla chiusura dell'esercizio, non è superiore a 5 milioni di euro; e) non 
distribuisce, e non ha distribuito, utili; f) ha, quale oggetto sociale (esclusivo o prevalente), lo sviluppo, la produzione e la 
commercializzazione di prodotti o servizi innovativi ad alto valore tecnologico; g) non è stata costituita da una fusione, 
scissione societaria o a seguito di cessione di azienda o di ramo di azienda; h) possiede almeno uno dei seguenti ulteriori 
requisiti: 1) le spese in ricerca e sviluppo sono uguali o superiori al 20 per cento del maggiore valore fra costo e valore 
totale della produzione della start-up innovativa. (…); 2) impiego come dipendenti o collaboratori a qualsiasi titolo, in 
percentuale uguale o superiore al terzo della forza lavoro complessiva, di personale in possesso di titolo di dottorato di 
ricerca o che sta svolgendo un dottorato di ricerca presso un'università italiana o straniera, oppure in possesso di laurea 
e che abbia svolto, da almeno tre anni, attività di ricerca certificata presso istituti di ricerca pubblici o privati, in Italia o 
all'estero; 3) sia titolare o depositaria o licenziataria di almeno una privativa industriale relativa a una invenzione 
industriale, biotecnologica, a una topografia di prodotto a semiconduttori o a una nuova varietà vegetale direttamente 
afferenti all'oggetto sociale e all'attività di impresa”. 
174 Disegno di legge per la conversione in legge del decreto-legge 2012, n. 179, recante ulteriori misure urgenti per la 
crescita del paese, in http://www.diritto24.ilsole24ore.com. 

http://www.ilcaso.it/
http://www.diritto24.ilsole24ore.com/
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delle società cooperative o delle società di capitali.175 

A fianco delle imprese si collocano, per la medesima facoltà loro accordata nel momento della 
crisi, i non imprenditori, vale a dire tutti coloro che siano debitori per una negativa e durevole 
condizione del proprio patrimonio a prescindere dallo svolgimento di una qualsiasi attività 
(imprenditoriale o professionale)176. Potrà trattarsi di professionisti, di artisti, di altri lavoratori 
autonomi. Così la soluzione per la composizione della crisi è indifferenziata e ciò lascia perplessi 
perché accanto a situazioni dinamiche, come quelle che hanno come protagonista l’impresa, 
vengono poste situazioni statiche, come è quella rappresentata da un patrimonio. Non è sicuro 
che uno strumento forgiato per l’impresa possa attagliarsi al patrimonio. Non  a caso la 
composizione (incontro di volontà su un progetto per l’attività) quale metodo per risolvere la crisi 
consistente nella negoziazione è stato concepito per tentare (se possibile) una conservazione 
dell’attività. Lo stesso metodo – comporre per conservare – mal si addice al patrimonio 
stabilmente insuficiente all’adempimento delle obbligazioni e pertanto destinato alla liquidazione 
per rendere possibile di corrispondere il ricavato ai creditori. 

Dove non c’è impresa c’è staticità, e, quindi, c’è solo l’esigenza di soddisfare in qualche misura i 
creditori. La conservazione può attenere solo a parte del patrimonio, alla permanenza di un 
minimo perché il soggetto possa vivere ricominciando da capo e correggendo eventuali errori 
commessi. Di tale limite il legislatore della rinnovata l.3/2012 ha preso atto introducendo, così, a 
fianco dell’accordo di ristrutturazione, la procedura di liquidazione destinata a tutti i debitori “non 
fallibili” fruitori del nuovo strumentario concorsuale e, per il consumatore soltanto, un piano 
presentato unilateralmente dal debitore e gestito dall’autorità giudiziaria senza intervento dei 
creditori. 

Alla nuova procedura saranno, quindi, sottoponibili i consumatori (intendendosi per tale 
soggetto, ai sensi dell’art. 6, co. 2, lett. b), il «debitore persona fisica che ha assunto obbligazioni 
esclusivamente per scopi estranei all’attività imprenditoriale o professionale eventualmente 
svolta»)177, gli imprenditori commerciali sotto soglia (piccoli), gli imprenditori agricoli 
(indipendentemente dalla loro dimensione e dal fatto che possano avvalersi anche degli accordi di 
ristrutturazione dei debiti e, secondo la criticabile lettera della legge178, anche transazione 

                                                           
175 A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto delle crisi delle imprese, Seconda appendice di aggiornamento1in relazione al d.l. 
n.179/2012, conv. dalla l. n. 221/2012, Bologna, 2013, p. 3. 
176 L’apertura ai non imprenditori è confermato da alcune disposizioni: l’art. 9, co. 3, prevede l’obbligo di depositare, 
unitamente alla proposta di accordo, le scritture contabili nel caso in cui il debitore sia un soggetto che svolge attività 
d’impresa; l’art. 10, co. 2, dispone, quale ulteriore forma di pubblicità del decreto di fissazione dell’udienza per 
l’approvazione dell’accordo, l’iscrizione nel registro delle imprese se il debitore è anche imprenditore. 
177 L.PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il d.l. 179/2012, cit., p. 26, sottolinea che “ la 
nozione legislativa è pienamente compatibile con l’esistenza di un debito derivante da finanziamento concesso per 
l’acquisto di un immobile non destinato ad attività imprenditoriale, anche nel caso in cui si tratti di immobile in 
costruzione”. 
178 Sulla fruibilità da parte dell’imprenditore agricolo degli strumenti concorsuali previsti  dalla l.3/2013 si è 
chiaramente espresso – sgombrando il campo dai dubbi che inizialmente erano stati avanzati – il d.l. n. 179, che all’art. 7 
comma 2-bis, recita che «l’imprenditore agricolo in  stato di sovraindebitamento può proporre ai creditori un accordo di 
composizione della crisi secondo le disposizioni della presente sezione». Da tale disposizione ne consegue – per una 
necessaria linearità – che tale imprenditore sia assoggettabile anche alla procedura di liquidazione del patrimonio. Sul 
punto (rispetto al d.l. 179) cfr. A. CAIAFA, La disciplina specifica per l’imprenditore agricolo, in A.SARCINA (diretto da), El 
sobreendeudamiento de los particulares y del consumidor. Sistemas Juridicos europeos a debate, cit., p. 153 ss. Prima 
dell’intervento chiarificatore del d.l. 179/2012 cfr. sul tema: A. CAIAFA, Il nuovo procedimento: la disciplina specifica per 
l’imprenditore agricolo, cit.; M. FERRO, L’insolvenza civile, cit., p. 69, dubitava della possibilità di estrapolare la 
transazione fiscale dal concordato a cui essa accede 
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fiscale179) e coloro che svolgono un’attività di prestazione di servizi che dal nostro Ordinamento 
non è ritenuta impresa: si tratta dei professionisti intellettuali180. Debitore civile – figura che, alla 
luce della l. 3/2012, comprende tutti i soggetti non fallibili, a prescindere dalla presenza e dalla 
qualificazione dell’attività svolta – può essere considerato sia il soggetto persona fisica sia l’ente 
associativo. Così anche le associazioni, le fondazioni non commerciali e i comitati non svolgenti 
attività d’impresa, trovano nella l. 3/2012 uno strumento di composizione del sovraindebitamento. 

Nel presupposto soggettivo vi rientrano anche i soci illimitatamente responsabili di società 
fallibili quando abbiano debiti personali eccessivi rispetto al proprio patrimonio181, mentre la 
società (il cui fallimento farebbe scattare in via di estensione quello dei soci) non mostra segni di 
crisi. I soci illimitatamente responsabili non sono ritenuti imprenditori, quindi non sono fallibili 
autonomamente e pertanto, se indebitati a titolo personale potrebbero – finchè la società è in 
bonis – ricorrere allo strumento della l. 3/2012. Una volta, però, dichiarata fallita la società, la 
procedura concorsuale si estende al socio illimitatamente responsabile con conseguente 
applicazione delle regole di cui all’art. 148 l. fall. Ne deriva allora l’ incompatibilità con  la 
procedura della l. 3/2012 che giustifica, ove il debitore avesse prescelto la strada dell’accordo o 
del piano (richiesto in quanto titolare di debiti contratti in veste di consumatore) la previa 
risoluzione dello strumento compositivo per approdare al fallimento in estensione182. 

Tali soggetti potrebbero però usufruire del procedimento in commento anche quando siano 
usciti dalla società che comunque non attraversi uno stato di crisi. 

Inoltre potrà fruire dello strumento il garante del fallito o di altro debitore che ha chiesto il 
procedimento per il sovraindebitamento.183 

Mi pare ammissibile la fruibilità di tale nuovo strumento da parte di colui che sia stato 
imprenditore fallibile ma che cessato, per decorso del tempo ex art. 10, abbia perduto tale 
requisito. 

Riassumendo possono utilizzare il procedimento per la composizione della crisi da 
sovraindebitamento sia chi non è fallibile (per natura o dimensione) o non è più fallibile pur 
essendo sovraindebitato o insolvente. 

Parrebbe così che tutti i debitori sovraindebitati/insolventi trovassero ora nella legge 
fallimentare, ora nelle l. 3/2012 un confacente strumento per sistemare la propria situazione. Così 
forse non è. Rimane, a mio avviso, la possibilità che un imprenditore fallibile in stato d’insolvenza 
sia escluso sia dalle procedure previste dalla legge fallimentare che dalla procedura di 
composizione  della crisi ex l. 3/2012. Ciò avviene quando – ai sensi dell’art. 15, co. 9, l.fall. – 
«l’ammontare dei debiti scaduti e non pagati risultanti dagli atti dell’istruttoria prefallimentare è 

                                                           
179 In tal senso, cfr. anche L. PANZANI, Composizione delle crisi da sovraindebitamento, cit., p. 8. 
180 Merita osservare che i professionisti individuali possono fruire della disciplina di cui alla l.3/2012 sia che operino in 
forma individuale o in forma associata. 
181 A. GUIOTTO, La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazione in itinere» in Fallimento , 
2012, p. 23; A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, Padova, 2013, p. 2031; A. NIGRO - D. 
VATTERMOLI, Diritto delle crisi delle imprese, Seconda appendice di aggiornamento1in relazione al d.l. n.179/2012, 
conv. dalla l. n. 221/2012, cit., pp. 2-3; D. MANENTE, Gli strumenti di regolazione della crisi da sovraindebitamento dei 
debitori non fallibili. Introduzione alla disciplina della l. 27 gennaio 2012, n. 3, dopo il c.d. Decreto crescita –bis, in 
Dir.fall., 2013, I, p. 568, se pur definendola problematica. 
182 A. PACIELLO, Prime riflessioni (inevitabilmente) critiche sulla composizione della crisi da sovraindebitamento, in Riv. 
dir. comm., 2012, I, p. 93. 
183 M. FERRO, L’insolvenza civile, cit., p. 69. 
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complessivamente inferiore a euro trentamila». In tal caso la legge prevede che, nonostante il 
tribunale abbia accertato la sussistenza dei presupposti oggettivo e soggettivo per dichiarare il 
fallimento, non si faccia luogo alla dichiarazione. Il soggetto rimane però fallibile e quindi rimane 
escluso dalla procedura di composizione della crisi184. 

 

Il requisito per l’accesso: la meritevolezza.  

Il requisiti base (dalla rubrica dell’art. 7 definiti “presupposti”) per all’ammissione ai due 
strumenti di composizione della crisi ai quali si aggiungono quelli previsti esclusivamente per il 
piano del consumatore, ci riportano ad uno stadio della nostra normativa concorsuale nella quale 
le procedure a sfondo beneficiario (concordato preventivo e amministrazione controllata) erano 
permeate dalla presenza del requisito di meritevolezza. Tale requisito, richiesto sia per l’accesso 
all’amministrazione controllata che al concordato preventivo e oggetto di uno specifico controllo 
di merito in sede di omologazione della procedura concordataria, era per un lato compendiato in 
una serie di requisiti, il cui accertamento era oggetto di accertamento giudiziale in sede di 
ammissione185, e per un altro lato, affidato al giudice dell’omologa186. A quest’ultimo spettava l’ 
esame della passata gestione imprenditoriale in funzione di un giudizio prognostico circa 
l’adempimento della proposta concordataria e, abbandonate sterili impostazioni etiche, circa le 
reali chances del complesso aziendale. 

L’art. 181, 4° co., era tra le norme “più aperte” della legge fallimentare pre-riforma perché 
laconicamente affidando al giudice l’esame della meritevolezza del debitore non poneva parametri 
di verifica, sulla base del dato testuale affidando al giudice una valutazione di sintesi della 
meritevolezza alla luce delle cause del dissesto da un lato e della condotta di chi aveva gestito 
dall’altro. Abbandonato quasi definitivamente l’orientamento che riassumeva la meritevolezza in 
un giudizio etico si creava al requisito un fondamento che poggiasse su basi più concrete e ciò non 
solo per facilitare il compito del magistrato, ma anche per rafforzare un edificio instabile come 
quello delle procedure minori, nelle quali si coglieva il rischio di disperdere pubbliche risorse con 
nessun risultato utile né per la collettività, né per la stessa impresa decotta, né, tanto meno, per i 
creditori. In quel contesto il giudice non poteva fermarsi dinanzi a comportamenti ineccepibili per 
concedere l’omologazione ove non vi fosse la convenienza, così egli avrebbe dovuto far luce su 
comportamenti che presentassero più zone d’ombra per accertare se, nonostante tutto, la 

                                                           
184 In tal senso anche G.M. NONNO, Il presupposto soggettivo di ammissibilità e il contenuto del piano, cit., p. 82. In 
senso contrario, A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., p. 2032. 
185 Nella versione anteriore al 2005, l’art. 160 l. fall. (Condizioni per l'ammissione alla procedura) così recitava: I. 
L'imprenditore che si trova in stato d'insolvenza, fino a che il suo fallimento non è dichiarato, può proporre ai creditori 
un concordato preventivo secondo le disposizioni di questo titolo, se:1) é iscritto nel registro delle imprese da almeno un 
biennio o almeno dall'inizio dell'impresa, se questa ha avuto una minore durata, ed ha tenuto una regolare contabilità 
per la stessa durata; 2) nei cinque anni precedenti non è stato dichiarato fallito o non è stato ammesso a una procedura 
di concordato preventivo;3) non è stato condannato per bancarotta o per delitto contro il patrimonio, la fede pubblica, 
l'economia pubblica, l'industria o il commercio. 
186 Il giudizio che il Tribunale doveva compiere in sede di omologazione era regolato dall’art. 181 (Chiusura della 
procedura): I. Il tribunale, accertata la sussistenza delle condizioni di ammissibilità del concordato e la regolarità della 
procedura, deve valutare: 1) la convenienza economica del concordato per i creditori, in relazione alle attività esistenti e 
all'efficienza dell'impresa; 2) se sono state raggiunte le maggioranze prescritte dalla legge, anche in relazione agli 
eventuali creditori esclusi che abbiano fatto opposizione all'esclusione; 3) se le garanzie offerte danno la sicurezza 
dell'adempimento del concordato e, nel caso previsto dall'art. 160, comma 2, n. 2, se i beni offerti sono sufficienti per il 
pagamento dei crediti nella misura indicata dell'articolo stesso; 4) se il debitore, in relazione alle cause che hanno 
provocato il dissesto e alla sua condotta, è meritevole del concordato. 
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procedura potesse essere conveniente per tutti gli interessi coinvolti nella crisi dell’impresa. 

La Riforma del concordato preventivo ha spazzato via, come è noto, ogni requisito di 
meritevolezza sia autonomamente inteso, sia come risultato di un analisi avente ad oggetto una 
serie di requisibili in  essa sussumibili. Al giudice non appartengono più giudizi né di meritevolezza, 
né di convenienza, tutto essendo consentito e tutto essendo rimesso alla valutazione dei creditori. 
La convenienza per i creditori è ritenuto l’unico vantaggio che si può ricavare da un concordato 
rispetto ad un fallimento. Ovviamente in questa valutazione rimessa ai creditori potrà rientrarvi 
anche la meritevolezza, se pur non richiamata espressamente, ma comunque si tratterà di una 
valutazione che, specie quando si ragioni di concordato in continuità, non potrà non afferire al 
profilo dell’attitudine del complesso aziendale a produrre reddito. 

Cosa cambia nella meritevolezza richiesta dalla l.3/2012? 

Il soggetto sottoponibile alla procedura in esame, indipendentemente dall’appartenenza al 
novero dei debitori civili o degli imprenditori (sotto soglia o non commerciali), deve presentarsi 
come meritevole del beneficio. Direi che la riforma della l.3/2012 ha fatto ruotare l’accesso a 
questi strumenti attorno al requisito di meritevolezza risultando così corrispondentemente 
rimarcato l’aspetto beneficiario dello strumento di composizione: 1) il debitore (qualsiasi debitore) 
non deve aver fatto ricorso nei 5 anni precedenti (anziché nei 3 anni precedenti come prevede la l. 
3/2012) a uno di questi procedimenti; 2) non deve aver subito (di nuovo qualsiasi debitore) per 
cause a lui imputabili, uno dei provvedimenti di cui agli artt. 14 (annullamento o risoluzione 
dell’accordo e 14-bis (revoca e cessazione degli effetti dell’omologazione del piano del 
consumatore)187; 3) non deve aver fornito una documentazione sostanzialmente irregolare che, in 
quanto tale, non consente la ricostruzione “compiuta” della situazione economica e patrimoniale. 

Il senso delle disposizioni è quello di evitare disinvolte assunzioni di debiti» nella fiducia di 
poter beneficiare di un procedimento  esdebitativo188 e nel contempo ponendosi anche quale 
<garanzia> di adempimento dell’impegno assunto con la proposta. 

Se l’introduzione del requisito per l’accesso del consumatore alle procedure di composizione 
del sovraindebitamento può condividersi, non altrettanto può dirsi per quanto riguarda 
l’imprenditore non fallibile che in tal modo subisce un ingiustificato diverso trattamento rispetto 
all’imprenditore commerciale fallibile che oggi guida la soluzione della propria crisi a prescindere 
da come abbia gestito la propria impresa e da quante volte abbia fatto ricorso alle procedure 
concorsuali. 

 

Gli strumenti e le proposte.  

La legge prevede due strumenti negoziali (l’accordo di ristrutturazione per tutti i debitori non 
fallibili e il piano riservato esclusivamente al consumatore e una procedura di liquidazione del 
tutto assimilabile al fallimento) e la procedura di liquidazione di tutto il patrimonio. 

                                                           
187 Ove la mancanza della meritevolezza venisse scoperta successivamente all’instaurazione del procedimento, 
determinerebbe la risoluzione o l’annullamento dello stesso. Nel caso di procedimento instaurato da un consumatore, il 
verificarsi di tale fattispecie produrrebbe la revoca e la cessazione degli effetti dell’omologazione del piano. 
188 In tal senso cfr. M. FABIANI, Crisi del debitore civile. Crescita economica ecc., cit., secondo il quale «Poiché, in virtù 
delle direttive comunitarie, il nostro legislatore si è dovuto occupare della disciplina del credito al consumo e in 
particolare del profilo del “credito responsabile”, era logico che avrebbe rappresentato un evidente disincentivo al 
credito responsabile il consentire al debitore renitente di promuovere PCC a ripetizione (il triennio appare sin troppo 
generoso), anche se ora assistito dalla tutela penale». 
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Per tutti e tre l’iniziativa è rimessa al debitore che è libero di scegliere come e quando 
comporre la sua crisi. L’iniziativa d’ufficio – espunta dalla legge fallimentare – può, ai sensi della 
l.3/2012, determinare soltanto la conversione di un accordo o di un piano nella procedura di 
liquidazione. I creditori possono “pungolare” il debitore con l’azione esecutiva individuale ma non 
chiedere direttamente l’adozione di un “rimedio” previsto nella legge sul sovraindebitamento. 

Sia l’accordo che il piano del consumatore devono avere come obiettivo il soddisfacimento dei 
creditori attraverso la ristrutturazione dei debiti (artt. 7 e 8). Non è fissata «una regolazione 
uniforme dei crediti»189 ma dalla stessa previsione che attribuisce al debitore la facoltà di creare 
classi, si può desumerne, in via di principio, l’obbligo di rispettare tale regola. 

La legge riecheggia lo schema utilizzato negli artt. 124 e 160, l.fall.190, per cui sia il piano che 
l’accordo possono avere contenuto vario. In ogni caso devono assicurare il regolare (vale a dire 
integrale e alla scadenza pattuita) pagamento dei crediti impignorabili. 

La proposta si dirige ai creditori chirografari, i quali possono ricevere proposte di variegate e 
flessibili modalità di soddisfacimento anche mediante la suddivisione in classi. La norma, a dir poco 
laconica, accorda la facoltà del classamento senza tuttavia fissare né i parametri, né i paletti a 
protezione dell’ordine dei privilegi, né il sistema di calcolo delle adesioni ed, infine, senza 
prevedere un controllo del giudice sul corretto esercizio di tale facoltà. Dobbiamo a mio avviso 
ritenere che per non scardinare il principio della concorsualità (affermato fin dall’art. 6) e per 
l’equiparazione effettuata dal legislatore tra accordo ex l. 3/2012 e concordato preventivo, si 
possano e debbano applicare, però, i principi previsti dalla legge fallimentare per il classamento. 

Passando ai creditori privilegiati, dobbiamo dire che, in linea di principio, non sarebbero 
destinatari della proposta, avendo diritto al soddisfacimento integrale a meno che – informati 
comunque della proposta – non abdichino alla loro posizione di supremazia rinunciando, anche 
parzialmente, alla garanzia e al pagamento integrale, acquistando conseguentemente il diritto di 
voto. 

I creditori muniti di privilegio, pegno o ipoteca – con norma che è prevista per i concordati 
preventivo e fallimentare e che è stata importata in sede di riforma nella l. 3/2012 - potranno non 
essere soddisfatti integralmente, se ne sia assicurato il pagamento in misura non inferiore a quella 
realizzabile sul ricavato in caso di liquidazione, avuto riguardo al valore di mercato dei beni 
oggetto della prelazione, attestato dagli organismi di composizione della crisi.  

Sempre con riguardo ai privilegiati – questa volta sulla scia di una recente previsione introdotta 
dal decreto sviluppo (l. 134/2012) per il concordato di continuità – l’art. 8, comma 4 consente che 
la proposta di accordo con continuità e il piano del consumatore offrano un pagamento 
dilazionato fino ad un anno ai privilegiati, a meno che non si proceda alla vendita del bene oggetto 

                                                           
189 M. FABIANI, Crisi del debitore civile. Crescita economica, crisi e sovraindebitamento, cit., p. 5.  
190 La proposta ha quindi un obbligatoriamente satisfattivo ma il suo contenuto è, secondo la legge, libero anche se 
trattandosi di debitore non imprenditore pare logico ritenere che la proposta non prenda in considerazione l’attività del 
soggetto se non come possibile di fonte di reddito e che il piano potrà prevedere o una liquidazione dei beni esistenti, o 
la destinazione di previsti o prevedibili redditi futuri o l’intervento di un terzo che metta a disposizione propri beni per il 
soddisfacimento dei creditori. Se invece il debitore fosse imprenditore, il piano, pur nel medesimo obiettivo satisfattivo, 
potrebbe anche concernere decisioni sull’attività. Sul punto S. AMBROSINI, La composizione delle crisi da 
sovraindebitamento: lineamenti generali, cit., 8, così si esprime: «Gli unici dati qualificanti che il legislatore impone al 
piano di risanamento sono dunque di natura teleologica e non tipologica. In altri termini, non viene prederminato il 
contenuto dell’accordo, ma soltanto la sua finalità prospettica, vale a dire l’idoneità al risanamento dell’esposizione del 
debitore». 
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della garanzia, nel qual caso il ricavato deve essere destinato al soddisfacimento del creditore. 
Anche per i crediti relativi ai tributi costituenti risorse proprie dell’Unione europea, all’imposta sul 
valore aggiunto ed alle ritenute operate e non versate, il piano può prevedere una dilazione che 
peraltro costituisce per essi l’unica forma di ristrutturazione possibile, tali crediti trovando anche 
una particolare tutela nell’art. 11, co. 5, ai sensi del quale in caso di mancato rispetto del termine 
di novanta giorni dalle scadenze previste per questi crediti, l’accordo cessa di diritto di produrre 
effetti. 

La proposta, nel caso in cui il patrimonio esistente e le prospettive di reddito siano sufficienti a 
garantire la fattibilità del piano, può essere corredata, ma non necessariamente, di garanzie. 
Queste diventano invece imprescindibili, assumendo anche le sembianze di intervento di un terzo 
nel piano, nel caso di insufficienza attuale e prospettica dei mezzi propri del debitore. 

Coloro ai quali la proposta, per la stessa disposizione di legge, non si dirige neppure perché 
debbono essere soddisfatti integralmente sono i titolari di crediti impignorabili, le Agenzie fiscali e 
gli enti gestori di forme di previdenza e di assistenza obbligatorie191. Questi creditori costituiscono, 
per legge, la fascia dei creditori estranei, privi quindi del diritto di voto ma con diritto ad essere 
regolarmente pagati (per l’intero e alla scadenza). Essi sono estranei non già perché dissenzienti o 
non raggiunti dalla proposta, bensì perché la legge li pone fuori da ogni contrattazione non 
venendo loro indirizzata la proposta. È la stessa legge, quindi, che costruisce questa volta la 
categoria degli estranei diversamente dall’art. 182-bis, l.fall., dove creditore estraneo comprende 
sia i dissenzienti sia coloro ai quali il debitore non ha diretto la sua proposta di ristrutturazione dei 
debiti.  

 

Il piano.  

Il cuore della proposta – con evocazione di quella mappa programmatica di operazioni 
finanziarie ed anche industriali che deve essere alla base di ogni strumento concorsuale negoziale 
di soluzione della crisi dell’impresa commerciale è il piano, strumento típico della strategia 
d’impresa. La strategia consistente in ristrutturazioni in diversi settori e su vari livelli, suppone 
l’impresa. Lo strumento del piano se appare congruo a fattispecie e patrimoni imprenditoriali che 
per loro essenza sono dinamici anche nel momento della crisi, si presenta come inutilmente 
ridondante per quelle situazioni nelle quali, non essendovi stato esercizio di attività economica, il 
patrimonio, meramente statico, potrà essere oggetto alternativamente di liquidazione diretta o di 
cessione ai creditori ma non di sfruttamento sia pur temporaneo. 

Tanto più eccessivo appare lo strumento del piano per organizzare il soddisfacimento dei 
creditori, quando il debitore neppure prospetticamente, attraverso l’esercizio di un’attività, sia in 
grado di conseguire guadagni futuri, presentando evoluzioni positive della sua crisi, tali da 
configurare la ristrutturazione dei debiti come un passaggio che è obbligato, vista la situazione 
attuale, ma funzionale al ripristino di una regolare solvibilità192. La disposizione di cui all’art. 8 

                                                           
191 È assente una norma che richiami la transazione fiscale. Appare allora ragionevole ritenere – dinanzi alla previsione 
della risoluzione legale dell’accordo «se il debitore non esegue integralmente, entro novanta giorni dalle scadenze 
previste, i pagamenti dovuti alle Agenzie fiscali e agli enti gestori di forme di previdenza e assistenza obbligatorie» – che 
si applichi il principio della indisponibilità dei crediti fiscali. 
192 Su questa linea del tutto condivisibile la notazione di F. DI MARZIO, Una procedura per gli accordi in rimedio del 
sovraindebitamento, cit., p. 15: «Il debitore civile non ha (...) che un patrimonio incapiente e una massa di debiti. Non 
svolge alcuna azione sul mercato. Non deve procedere a nessuna ristrutturazione di attività produttive. Deve piuttosto 
controllare e limitare la dannosa propensione al consumo, e aborrire il consumo irresponsabile (…). Non vi sarebbe 
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regola sia il contenuto del piano sottostante all’accordo sia di quello del consumatore. 

Appare significativo che nel caso del consumatore (artt. 7 e 8) la legge non faccia menzione di 
una proposta ma soltanto del piano che allora indica nel contempo “nomen” e sostanza dello 
strumento per comporre il sovraindebitamento. Il consumatore non propone bensì impone una 
ristrutturazione dei debiti la quale, se contestata da uno o più creditori in punto di convenienza, 
potrà comunque essere approvata dal giudice ai sensi del comma 4 dell’art. 12-bis. 

Sia il piano del consumatore che l’accordo devono essere collocati all’interno di una procedura 
sottoposta al controllo dell’autorità giudiziaria con il supporto, non di un professionista di 
fiducia,ma di un OCC193  con sede nella circoscrizione del tribunale presso cui il  debitore in stato 

                                                                                                                                                                                 
dunque nessun spazio apprezzabile per la pianificazione del recupero della solvibilità. In conclusione, mentre la 
pianificazione può essere utile ed è certamente comprensibile per il trattamento della crisi della piccola impresa non 
fallibile, invece in nessun modo sembra essere proficuamente utilizzabile (e nemmeno effettivamente comprensibile) 
per il trattamento dell’insolvenza civile. (…) Nella composizione negoziale dell’insolvenza civile non si apprezza nessuna 
rilevanza dell’aspetto finanziario prospettico inteso questo come la capacità futura di generare risorse finanziarie». 
193 Su tutti i poteri attribuiti agli Organismi campeggia quello di assumere ogni iniziativa funzionale oltre che al 
raggiungimento dell’accordo, alla buona riuscita dello stesso. Questa previsione sintetizza il ruolo di questo nuovo 
organismo che a mio avviso è quello di un facilitatore, di un soggetto credibile (sono previsti requisiti per la costituzione 
degli Organismi e per adesso la nomina spetta al Giudice) che stemperi le rigidità, individui la soluzione di una situazione 
che appare incagliata, apra canali di comunicazione tra le parti. Più di uno spunto su un soggetto o Ente facilitatore 
possono cogliersi negli Ordinamenti Latino - Americani. Interessante sotto questo aspetto si presenta l’Ordinamento 
cileno. In Cile la Ley de Quiebra n. 18.175 è stata modificata nel 2005 una prima volta con la Ley 20.004, 8.3.2005, ed una 
seconda volta con la Ley 20.080, 24.11.2005, che dispose l’incorporazione della normativa concorsuale nel Libro IV, 
Ccom, mantenendo il capitolo II della Ley 18.175 Orgánica de la Superintendencia de Quiebras. La Ley è strutturata in 
dodici Titoli che integrano il libro IV de las quiebras  del Ccom del Cile. La struttura ha certe analogie con la legge italiana. 
Come osserva A.A. DASSO, Derecho concursal comparado, Buenos Aires, 2008, 301, «el Titulo I esta destinado a las 
disposiciones generales, con principios comunes aplicables tanto a la quiebra liquidativa como a la prevencion». La Ley 
cilena prevede un procedimento preventivo (convenio judicial preventivo) e uno liquidativo (quiebra). Entrambi 
poggiano sullo stato d’insolvenza che prevede l’insorgenza di difficoltà di comunicazione e quindi di contrattazione. 
Come in Italia, il creditore cileno non può presentare direttamente una proposta di concordato preventivo (convenio 
judicial preventivo), però ha la facoltà – dimostrando l’esistenza di uno stato d’insolvenza – di sollecitare la dichiarazione 
di fallimento (art. 39: «La quiebra podrá ser declarada a solicitud del deudor o de uno o varios de sus acreedores») 
dell’imprenditore che eserciti attività commerciale, industriale, mineraria o agricola, anche quando il suo credito non sia 
esigibile. Ciò solo nei seguenti casi: 1) «Cuando el deudor contra el cual existieren tres o más títulos executivos y 
vencidos, provenientes de obligaciones diversas, y estuvueren iniciadas, a los menos, dos ejecuciones, no hubiere 
presentado en todas éstas, dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requierimientos, bienes bastantes para 
responder a las prestación que adeude y las costas y 2) Cuando el deudor se fugue del territorio de la Républica o se 
oculte dejando cerradas sus oficinas o establecimientos, sin haber nombrado persona que administrare sus bienes con 
facultated para dar cumplimiento a sus obliigaciones y contestar nuevas demandas» (art. 43). In alternativa il creditore 
cileno può richiedere al tribunale che ordini al debitore di presentare una proposta concordataria. Secondo l’art. 172, 
Ley de Quiebra in Cile «Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo anterior» – che attribuisce unicamente al debitore la 
legittimazione a richiedere «el convenio judicial preventivo» –«el acreedor que se encuentreen algunos de los casos 
previstos en los números 1 y 2 del D.O. 29/11/2005 artículo 43, podrá solicitar el tribunale competente que ordene al 
deudor, o a la sucesión del deudor formular propociciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días 
desde la notificación (...)». In seguito il debitore in base al disposto dell’art. 177-ter «podrá solicitar al tribunal (…) que 
cite a una junta de acreedores (...) a fin que ella designe un experto facilitador». Se l’esperto facilitatore non assolve al 
proprio impegno entro il termine fissato, il giudice dichiara d’ufficio il fallimento. Gli onorari dell’esperto facilitatore 
sono a carico del debitore, con il quale dovrà pattuire. In caso di disaccordo saranno determinati dal giudice e godranno, 
al pari delle spese nelle quali incorra, della preferenza) il che non implica tuttavia la possibilità per il creditore di 
formulare il piano concordatario. Dinanzi all’intimazione del giudice per la presentazione del concordato il debitore può 
avvalersi di un procedimento alternativo, richiedendo alla giunta dei creditori di designare un esperto facilitatore che nel 
termine di trenta giorni dalla sua nomina deve valutare la situazione legale, contabile, economica e finanziaria del 
debitore e proporre ai suoi creditori un concordato che sia più vantaggioso del fallimento o, in caso contrario, sollecitare 
al tribunale la dichiarazione di fallimento, che a quel punto dovrà  essere dichiarato senza ulteriori formalità. Dinanzi 
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di sovraindebitamento procederà al deposito della proposta194. 

 

L’accordo.  

La disciplina pare alludere allo strumento di cui all’art. 182-bis, l.fall., mentre utilizza il termine 
accordo; quando ripete, disegnando l’obbiettivo della proposta, lo strumento tipico di cui all’art. 
182-bis, l.fall. (la ristrutturazione dei debiti), e là dove con la categoria dei creditori impignorabili 
rinvia ai creditori estranei in quanto deve essere agli uni come agli altri riservato un “regolare 
pagamento” (che oggi nell’art. 182-bis è divenuto “soddisfacimento integrale”), anche se poi, 
scorrendo le norme, incontriamo inequivocabili richiami al concordato preventivo. 

Fondamentalmente, a differenza dell’accordo di ristrutturazione ex art. 182-bis, l.fall., che 
viene raggiunto prima del deposito del ricorso per domandarne l’omologazione all’autorità 
giudiziaria, nella nuova procedura il soggetto legittimato chiede, presentando una proposta 
accompagnata da un piano, l’apertura di un procedimento nel cui seno possa raccogliersi l’assenso 
dei creditori siglato dal giudice dell’omologa. Secondo la disciplina in esame le parti debbono 
seguire un determinato iter procedimentale – nel cui seno e per l’ efficacia del quale si collocano 
l’adesione dei creditori e il controllo omologatorio del tribunale – per giungere alla stipula di un 
contratto che realizza la composizione della crisi195. 

Si presenta come procedimento volontario, funzionale al raggiungimento di un accordo di 
ristrutturazione dei debiti, maturato e raggiunto, sul modello del concordato, internamente, tra 
proponente (il debitore) e una certa percentuale dei suoi creditori i quali non sono stati tuttavia 
organizzati in comunità deliberante secondo i principi assembleari e la cui volontà si imporrà sulla 
minoranza assente, dissenziente o astenuta. 

Alla luce della prima versione della l. 3/2012 c’era chi, dinanzi all’accordo, vi rintracciava una 
natura ibrida dotata di alcuni tratti ripresi dal concordato ed altri dagli accordi di 
ristrutturazione196 e chi la definiva «istituto in bilico tra contratto e procedura di insolvenza». 

Dopo la riforma, osservando lo snodarsi del procedimento, peraltro definito fin dalle prime 
battute come concorsuale e soprattutto dinanzi alla chiara enunciazione del principio di 
maggioranza che si impone sulla minoranza (art. 12, comma 3) possiamo individuare nell’accordo i 
caratteri del concordato preventivo. 

                                                                                                                                                                                 
all’introduzione dell’organismo di composizione della  crisi  che  costituisce  una  novum  per  il  nostro  Ordinamento  
diviene  altresì  stimolante attingere alle esperienze di quegli Ordinamenti Latino - Americani che prevedono un Ente 
(Indecopi in Perù; Ifecom in Messico; Sovrintendencia des societades in Colombia) che si pongono come 
garanti/facilitatori nelle procedure di soluzione delle crisi. Per la disciplina con notazioni e comparazioni si rinvia ai 
volumi di A.A. DASSO, Derecho concursal comparado, cit. 
194 Criticano questa imposizione: S. AMBROSINI, La composizione delle crisi da sovraindebitamento: lineamenti 
generali, Convegno Paradigma, Milano, 26.3.2012 / Roma, 16.4.2012, p. 2; E. BERTACCHINI, Esigenze di armonizzazione 
e tendenze evolutive (o involutive?) nella composizione negoziale delle crisi, cit. 
195 È stato scritto (F. DI MARZIO, Una procedura per gli accordi in rimedio del sovraindebitamento (disponibile in: 
www.il.fallimentarista.it), p. 4; ID., Finalità, in Di Marzio - Macario - Terranova (a cura di), Composizione della crisi da 
sovraindebitamento, Il Civilista, Milano, 2012, p. 13) – ponendo in evidenza l’allontanamento dai principi contrattualistici 
perchè la legge non si preoccupa di proceduralizzare la fase di formazione dell’accordo e tantomeno di assoggettare 
questo delicato momento a controllo giudiziario – che si tratta dell’«esercizio dell’autonomia privata assistito da pubblici 
poteri: giudiziario (il tribunale) e amministrativo (l’organismo di composizione della crisi)». 
196 Così rispettivamente A. DIDONE, Il successo dell’“ibrido” (Ovvero dei nuovi istituti di sistemazione concordata 
dell’indebitamento), (disponibile in: ); F. DI MARZIO,  Una procedura per gli accordi in rimedio del sovraindebitamento, 
cit., p. 4. 
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Il piano – secondo l’art. 7, comma 1 – deve indicare le scadenze e descrivere le modalità di 
pagamento dei creditori che possono essere suddivisi in classi, le eventuali garanzie rilasciate per 
l'adempimento dei debiti, le modalità per l'eventuale liquidazione dei beni. Può anche prevedere 
l'affidamento del patrimonio del debitore ad un gestore (in possesso dei requisiti per la nomina a 
curatore e indicati nell’art. 28 l.fall.) con compiti di liquidazione, custodia e distribuzione del 
ricavato ai creditori introducendo, per questa via, lo spossessamento del debitore. Se la nomina 
del gestore/liquidatore è in generale facoltativa, diviene invece obbligatoria nel caso in cui vi siano 
beni sottoposti a pignoramento. La legge (art. 13, comma 1) adotta il vocabolo “liquidatore” 
anziché “gestore” ma i poteri paiono essere gli stessi. 

Il piano (dell’accordo e del consumatore) deve essere accompagnato dalla attestazione di 
fattibilità, resa dall’organismo di composizione della crisi. 

Il contenuto di tale attestazione che non è ricavabile né dall’art. 9, co. 2, ma può essere 
ricostruito dal combinato disposto degli artt. 7, co. 1, e 17, co. 2. Mentre questo ultimo articolo, 
investito l’organismo della verifica della veridicità dei dati contenuti nella proposta e nei 
documenti allegati, gli attribuisce l’attestazione di fattibilità del piano tout court, l’art. 7, co. 1, 
riempie di contenuto questo compito. Il piano qualsiasi sia il percorso che descrive – deve infatti 
assicurare «il regolare pagamento dei creditori ai titolari di crediti impignorabili ai sensi 
dell'articolo 545 del codice di procedura civile e delle altre disposizioni contenute in Leggi 
speciali». 

Questa relazione attestativa viene così a riecheggiare – ma soltanto per quanto riguarda il 
contenuto, l’Organismo non presentando alcuna affinità con il professionista attestatore – quella 
che deve accompagnare l’accordo di ristrutturazione ex art. 182-bis, l.fall.197. Inoltre il legislatore 
della l. 3/2012 ha previsto oltre alla attestazione iniziale di accompagnamento al piano, anche una 
attestazione finale che deve essere trasmessa insieme alla relazione sulle adesioni raccolte, svolta 
anch’essa dall’organismo. Il senso di questa seconda relazione si coglie nel fatto che, come già 
detto, l’art. 7 prevede la descrizione di un piano prefigurando le adesioni prima che sia avvenuto 
l’incontro delle volontà, per cui possono verificarsi divaricazioni dalle iniziali previsioni. Può anche 
avvenire però che sia lo stesso organismo a suggerire modifiche del piano oggetto della proposta 
di accordo (art. 17, co. 1). 

Viste le incertezze che circondano la redazione di questo piano, si comprende la ragione che ha 
indotto il Legislatore a prevedere due attestazioni di fattibilità: la prima redatta al momento del 
deposito della proposta (art. 9, co. 2) e la seconda demandata all’organismo di composizione della 
crisi che, dopo la votazione e la scadenza del termine per le contestazioni, la trasmette, 
unitamente ad una relazione sull’avvenuta votazione e le reazioni dei creditori, al giudice dell’ 
omologazione. Se sotto questo aspetto si comprende la previsione di una doppia attestazione, 
sotto il profilo della farraginosità di un procedimento che dovrebbe distinguersi dalle procedure e 
dagli strumenti per i più grandi, proprio per semplicità, snellezza e costo ridotto, la scelta del 
legislatore solleva parecchie perplessità. Sia la proposta di accordo che il piano del consumatore 
devono essere depositati presso il Tribunale, insieme alla richiesta documentazione che deve 
essere, per il consumatore, a pena di inammissibilità della proposta, idonea «a ricostruire 
compiutamente la sua situazione economica e patrimoniale». 

Alla proposta di piano del consumatore è altresì allegata una relazione particolareggiata 

                                                           
197 Si sofferma su tale differenza E. BERTACCHINI, Esigenze di armonizzazione e tendenze evolutive (o involutive?) nella 
composizione negoziale delle crisi, cit. 
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dell’organismo di composizione della crisi. Questa relazione viene dettagliata dal legislatore 
mentre quella che accompagna la proposta dell’imprenditore incentrandosi sulla fattibilità del 
piano va a ricalcare i principi redazionali che il legislatore e poi la prassi hanno coniato per la 
relazione che accompagna il piano concordatario. La norma parla di relazione di fattibilità e non di 
una relazione «sull’attuabilità dell’accordo con particolare riferimento alla sua idoneità ad 
assicurare il regolare pagamento dei creditori estranei» (ex art. 182-bis, l.fall., o come risulta dal 
decreto sviluppo). 

La relazione di accompagnamento del piano del consumatore riecheggia nelle prime quattro 
lettere della disposizione quella ex art. 33, l.fall., redatta dal curatore, mentre nell’ultima si 
avvicina, ma solo in parte, a quelle, da una parte del concordato preventivo e, dall’altra, del 
concordato fallimentare, incentrandosi: a) sull’indicazione delle cause dell’indebitamento e della 
diligenza impiegata dal consumatore nell’assumere volontariamente le obbligazioni; b) 
sull’esposizione delle ragioni dell’incapacità del debitore di adempiere le obbligazioni assunte; c) 
sul resoconto sulla solvibilità del consumatore negli ultimi cinque anni; d) sull’indicazione 
dell’eventuale esistenza di atti del debitore impugnati dai creditori; e) sul giudizio sulla 
completezza e attendibilità della documentazione depositata dal consumatore a corredo della 
proposta, nonché sulla convenienza del piano rispetto all’alternativa liquidatoria. 

 

Il procedimento. 

Il debitore si rivolge al tribunale con ricorso per chiedere che la propria crisi venga composta 
mediante l’accordo di ristrutturazione dei debiti di cui alla l. 3/2012. Si apre da questo momento la 
fase caratterizzata da un procedimento affidato ad un giudice monocratico (artt. 737 ss. c.p.c.) e 
diretta all’instaurazione del contraddittorio. Il giudice esamina i requisiti e i presupposti previsti 
negli artt. 7, 8 e 9, e se ne accerta la sussistenza fissa con decreto l’udienza disponendone, 
unitamente alla proposta, la comunicazione ai creditori. In tale decreto a) fissa idonee forme di 
pubblicità198; b) ordina, se il piano prevede la cessione o l’affidamento a terzi di beni immobili o di 
beni mobili registrati, la trascrizione del decreto, a cura dell’organismo di composizione della crisi, 
presso gli uffici competenti; c) dispone che, sino al momento in cui il provvedimento di 
omologazione diventa definitivo, non possono, sotto pena di nullità, essere iniziate (anche in 
pendenza del divieto) o proseguite azioni esecutive individuali né disposti sequestri conservativi 
(non però i sequestri giudiziari e penali e le altre misure cautelari di cui agli artt. 168 e 182-bis 
l.fall.), né acquistati diritti di prelazione sul patrimonio del debitore199 che ha presentato la 

                                                           
198 Ai sensi dell’art. 10, co. 2, l. 3/2012, «il giudice dispone idonea forma di pubblicità della proposta e del decreto, 
oltre, nel caso in cui il proponente svolga attività d'impresa, la pubblicazione degli stessi in apposita sezione del registro 
delle imprese». Sul punto D. BOGGIALI, Le crisi da sovraindebitamento, Studio n. 61-2012/I (disponibile in: 
www.notariato.it, 4), 6, osserva che: «il fatto che la legge imponga forme idonee di pubblicità sta a significare che la 
scelta dei mezzi pubblicitari non sia rimessa alla mera discrezionalità del giudice. Il requisito dell’idoneità dei mezzi di 
pubblicità impone, infatti, che la stessa sia funzionale rispetto alla natura dei beni coinvolti nell’accordo di risanamento 
della crisi da sovraindebitamento. Se, ad esempio, il patrimonio del debitore comprende beni immobili, l’unica forma di 
pubblicità idonea per gli stessi non può che essere la trascrizione dell’accordo nei registri immobiliari. Analogo discorso 
dovrebbe valere per gli altri beni soggetti ad altre forma di pubblicità legale, quali ad esempio l’iscrizione nel registro 
delle imprese». 
199 Diversamente da quanto è disposto per gli accordi ex art. 182-bis, l.fall. D’altra parte siamo in presenza di una 
disciplina molto più forte se si consideri che «dalla data di omologazione ai sensi del comma 2 e per un periodo non 
superiore ad un anno, l’accordo produce gli effetti di cui all’art. 10, comma 3» (art. 12, co. 3), ossia il divieto per i 
creditori aventi titolo o causa anteriore di tutelare i propri crediti mediante azioni esecutive individuali, sequestri 
conservativi o acquisto di diritti di prelazione sul patrimonio del debitore. 

http://www.notariato.it/
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proposta di accordo, da parte dei creditori aventi titolo o causa anteriore. La sospensione non 
opera nei confronti dei titolari di crediti impignorabili. Per tutto il periodo di sospensione le 
prescrizioni rimangono sospese e le decadenze non si verificano (art. 10, co. 4). 

Da notare che il blocco delle azioni esecutive, riguardando letteralmente soltanto quelle 
individuali200, è compatibile con la eventuale presentazione di un ricorso per il fallimento. 

Per quanto riguarda il piano del consumatore l’art.12-bis sancisce che il giudice, previa verifica, 
oltre che dei requisiti fissati negli artt. 7, 8 e 9, dell’assenza di atti in frode, fissa con decreto la 
data per il giudizio di omologazione. Nelle more di tale giudizio, ove siano in corso azioni esecutive 
che possano compromettere la fattibilità del piano, ne può disporre la sospensione. 

Non pare che il controllo del giudice, almeno in questa fase, si  estenda al merito, l’autorità 
giudiziaria essendo qui chiamata a verificare la completezza della documentazione (tanto è vero 
che l’art. 9, comma 3-ter prevede che il giudice possa assegnare un termine al debitore per 
un’integrazione del piano e il deposito di ulteriori documenti), l’esistenza delle condizioni richieste, 
rinviando all’omologazione, in presenza di contestazioni dei creditori, un esame sul merito201. 

Non è previsto l’esercizio di un’azione esercitata da un soggetto nominato per la tutela dei 
diritti di credito e finalizzata alla ricomposizione del patrimonio e, quindi, al ripristino della par 
condicio creditorum, la previsione di indicare con la proposta gli eventuali atti di disposizione 
compiuti nei cinque anni precedenti (art. 9, comma 2) sembrando legata alla concessione del 
blocco delle azioni esecutive e non all’individuazione – così come invece procede il curatore nel 
programma di liquidazione – di azioni revocatorie da esercitare. Per ottenere l’inefficacia di atti di 
disposizione antecedenti al ricorso i creditori, individualmente, potranno ricorrere alla revocatoria 
ordinaria ex art. 2901 cod. civ., che produrrà effetti, se vittoriosamente esercitata, soltanto nei 
confronti del procedente202. 

La procedura, che si svolge all’ombra di un giudice che controlla la regolarità ma privo di poteri 
gestori e con la presenza attiva e vigile dell’organismo di composizione della crisi, giungerà 
all’omologazione soltanto se viene raggiunta la maggioranza del 60% dei crediti. La percentuale 
viene calcolata sulla massa dei crediti ai quali si rivolge la proposta. Non si computano ai fini della 
maggioranza i creditori privilegiati da soddisfare integralmente e non votano a meno che non 
rinuncino. 

Viene applicato il meccanismo, proprio del concordato fallimentare, del silenzio-assenso. È una 
fase, quella che muove dal decreto del giudice ex art. 10 e che conduce verso l’omologazione, 
«caratterizzata (…) dall’assenza del contraddittorio (deviato verso l’organismo di composizione 

                                                           
200 Ne consegue che, in linea con quanto si è venuto affermando per gli accordi di ristrutturazione (in giurisprudenza, 
cfr. Trib. Milano, 15.10.2009, (disponibile in: www.ilcaso.it), secondo cui «Il divieto di azioni cautelari od esecutive sul 
patrimonio del debitore di cui all’art. 182 bis, comma 3, legge fallimentare non riguarda la proposizione dell’istanza di 
fallimento. A tale conclusione è possibile pervenire sia in considerazione del fatto che la norma tende ad evitare vincoli 
sul patrimonio del debitore solo a vantaggio di alcuni creditori, sia perché l’esigenza pubblicistica di accertare l’eventuale 
stato di insolvenza ha carattere preliminare rispetto alla tutela dell’interesse particolare del debitore a non veder 
turbato il suo stato patrimoniale per i sessanta giorni previsti dalla norma in esame»), deve ritenersi pur sempre 
possibile proporre istanza di fallimento (così, L. PANZANI, Composizione delle crisi da sovraindebitamento, cit., p. 17). 
201 Come è stato scritto da M. FABIANI, cit., p. 10, «secondo il paradigma ormai tipico delle procedure concorsuali 
riformate, il giudice non deve occuparsi né della gestione del dissesto né  del merito del contenuto degli accordi, ma 
deve effettuare una verifica preliminare alla quale può conseguire un provvedimento a tutela del patrimonio del 
debitore, per poi valutare se ricorrono tutti i requisiti di omologabilità». In tal senso anche L. PANZANI, cit., p. 17. 
202 D. BOGGIALI, Le crisi da sovraindebitamento, cit., p. 4, secondo la quale la disposizione di cui all’art. 9, co. 2, sarebbe 
finalizzata a consentire una corretta valutazione della proposta. 
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abilitato a raccogliere le opposizioni), proprio quando si tratta di dover emettere il provvedimento 
di omologazione»203. 

Un intervento rilevante è stato operato dalla l. 221/2012 sulla norma in tema di omologazione 
con avvicinamento alla disciplina concordataria. Il giudice verifica il raggiungimento della 
maggioranza (indicata come percentuale forse il legislatore rimanendo ancorato all’impostazione 
dell’accordo ex art. 182-bis, l.fall.) e l’idoneità del piano non più, letteralmente, ad assicurare il 
pagamento dei creditori estranei bensì dei crediti impignorabili e dei Tributi. Riguardo a questi 
ultimi sorge il dubbio se la verifica debba limitarsi ai tributi dell’unione europea o a tutti i tributi. 
Viene previsto un procedimento ad hoc per l’ omologazione del piano del consumatore. Il giudice, 
prima di fissare l’udienza, verifica preliminarmente i requisiti e l’assenza di atti in frode. Nel 
giudizio di omologazione il giudice verifica la fattibilità, l’idoneità dello stesso al pagamento dei 
crediti impignorabili e dei crediti solo dilazionabili, svolgendo inoltre una indagine sulla 
meritevolezza. È prevista la contestazione di qualsiasi creditore o di terzo. 

Eè stato inoltre introdotto il crawm down nel caso in cui un creditore dissenziente o escluso o 
un qualunque interessato contesti la convenienza dell’accordo, il giudice lo omologa se ritiene che 
il credito possa essere soddisfatto dall’esecuzione dell’accordo in misura non inferiore 
all’alternativa della liquidazione. L’impugnativa è aperta a qualunque interessato che presenti 
impugnazione sulla base della convenienza: pare così che possa essere introdotto un giudizio di 
convenienza a tutto campo e non relazionato all’opponente. 

L’omologazione consolida la destinazione del patrimonio al soddisfacimento dei creditori 
anteriori, immunizzandolo dalle azioni esecutive dei creditori posteriori e dei creditori anteriori i 
quali inoltre avendo scelto la strada dell’accordo non possono neppure esperire per un periodo 
massimo di tre anni dalla data dell’omologazione azioni esecutive sui nuovi beni né acquistare 
diritti di prelazione o disporre sequestri. Gli effetti vengono meno in caso di omesso pagamento 
dei crediti impignorabili e dei tributi solo dilazionabili. La nuova impostazione del procedimento in 
chiave concordataria importa l’assoggettamento dei creditori dissenzienti al volere dei più, 
rendendo così lo strumento più fruibile. 

L’accordo o il piano del consumatore non costituiscono l’unica possibile soluzione alla crisi per 
sovraindebitamento o insolvenza del consumatore o dell’imprenditore. In alternativa vi è, infatti, 
la soluzione liquidativa di tutti i beni e crediti. 

 

 

Gli effetti.  

Rispetto alla prima versione della l. 3/2012, il Riformatore è intervenuto con maggior 
puntualità sulla determinazione degli effetti che scaturiscono dall’apertura della procedura204. 

E’ previsto uno spossessamento attenuato per il debitore205 che continua dunque ad 

                                                           
203 M. FABIANI, cit., p. 6. 
204 L.PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il d.l. 179/2012, cit., p. 9. 
205 Non sono, infatti, richiamati né gli artt. 35, 42 e 44, l.fall., che, in tema di fallimento, sanciscono la perdita da parte 
del fallito della facoltà di amministrare e disporre del proprio patrimonio, con conseguente inefficacia degli atti negoziali 
posti in essere in violazione del divieto, e la nomina di un gestore, né l’art. 167, l.fall., che sancisce per il debitore in 
concordato preventivo la conservazione dell’amministrazione dei suoi beni e dell’esercizio dell’impresa, sotto la vigilanza 
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amministrare e gestire il proprio patrimonio ma necessita, fino all’omologazione, 
dell’autorizzazione del giudice per il compimento degli atti di straordinaria amministrazione. Per i 
creditori gli effetti previsti dalla legge si limitano ad un blocco temporaneo degli strumenti di 
autotutela. Non pare che rientri tra «gli strumenti di regolamentazione e composizione coattiva 
dei rapporti tra l’imprenditore debitore e l’insieme dei suoi creditori in chiave di attuazione della 
responsabilità patrimoniale dello stesso imprenditore-debitore, eretto in patrimonio separato e 
reso insensibile sia alle azioni esecutive individuali dei creditori e sia, almeno tendenzialmente, 
all’attività del suo titolare, ed alle obbligazioni da questo contratte, vincolo a cui corrisponde la 
costituzione, sul piano strutturale-organizzativo, di un particolare centro di competenza, che 
subentra all’imprenditore o che ad esso si affianca»206. 

La l. 3/2012 in punto di tutela dei creditori procede, infatti, con strumenti diversi da quelli 
propri della legge fallimentare, garantendo la cristallizzazione del patrimonio o incidendo 
indirettamente sull’attività del debitore207 o disponendo la nullità di atti che violano  la par 
condicio, successivi alla presentazione della proposta se compiuti dal debitore e degli acquisti di 
diritti di prelazione effettuati (per opera sia del debitore, sia del liquidatore) nei centoventi giorni 
nei quali opera il blocco disposto dal giudice208 o prevedendo il blocco delle azioni esecutive anche 
nella fase successiva all’omologazione209 o affidando ad un liquidatore la custodia e la gestione dei 
beni impignorabili e delle somme ricavate dalla loro liquidazione210. 

«Nonostante, quindi, l’ammissione al procedimento di composizione della crisi non incida sulla 
capacità giuridica e d’agire del debitore, l’attività negoziale sul patrimonio dello stesso incontra 
delle limitazioni finalizzate a garantire l’esatto adempimento dell’accordo con i creditori»211. 

 

La procedura di liquidazione.  

Una delle novità di maggior spessore, introdotte dalla riforma della l.3 del 2012 sulla 
composizione delle crisi da sovraindebitamento, è costituita dalla previsione della procedura di 
liquidazione del patrimonio212. Con questa parte della disciplina contenuta in dieci articoli (dall’art. 

                                                                                                                                                                                 
però del commissario giudiziale, e con una limitazione per gli atti di straordinaria amministrazione per i quali è richiesta 
l’ autorizzazione scritta del giudice delegato. 
206 A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese, cit., p. 392. 
207 L’art. 7, co. 1, ult. periodo, così recita: «Fermo restando quanto previsto dall’articolo 13, comma 1 *che dispone la 
nomina del liquidatore+, il piano può anche prevedere l’affidamento del patrimonio del debitore ad un fiduciario per la 
liquidazione, la custodia e la distribuzione del ricavato ai creditori». 
208 L’art. 10, co. 3, il quale sancisce la nullità dei degli acquisti di diritti di prelazione sul patrimonio del debitore che ha 
presentato la proposta di accordo, da parte dei creditori aventi titolo o causa anteriore, se compiuti entro il termine, non 
superiore a centoventi giorni, stabilito dal giudice all’udienza per l’approvazione dell’accordo. 
209 L’art. 12, co. 3, statuisce «Dalla data di omologazione ai sensi del comma 2 e per un periodo non superiore ad un 
anno, l'accordo produce gli effetti di cui all'articolo 10, comma 3». 
210 L’art. 13, co. 1, prevede «Se per la soddisfazione dei crediti sono utilizzati beni sottoposti a pignoramento ovvero se 
previsto dall’accordo, il giudice, su proposta dell’organismo di composizione della crisi, nomina un liquidatore che 
dispone in via esclusiva degli stessi e delle somme incassate. Si applica l’articolo 28 del regio decreto 16 marzo 1942, n. 
267». 
211 D. BOGGIALI, Le crisi da sovraindebitamento, cit., p. 4. 
212 DI MARZIO, La "nuova" composizione della crisi da sovraindebitamento, in www.il.fallallimentarista.it, 20.02.2013, 
osserva “La procedura di liquidazione del patrimonio è probabilmente la novità maggiore contenuta nel Decreto 
Sviluppo-bis ed è anche quella che ha un retroterra storico maggiormente consolidato giacchè con la procedura 
collettiva di liquidazione dei beni del soggetto sovraindebitato si realizza la ottocentesca aspirazione ad introdurre anche 
nel nostro ordinamento, allo stesso modo di quanto già accade in altri ordinamenti di civiltà affine, la disciplina del 

http://www.ilfallimentarista.it/
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14ter all’art. 14duodecies) e proiettata – quando la procedura costituisca scelta autonoma del 
debitore e in presenza di determinate condizioni - a condurre il debitore verso il “tranquillo porto” 
della esdebitazione, il legislatore ha cercato di colmare – aderendo alla raccomandazione della 
Banca Mondiale213 secondo la quale “One of the principal purposes of an insolvency system for 
natural persons is to re-establish the debtor’s economic capability, in other words, economic 
rehabilitation” - una delle lacune più vistose della prima versione della l.3/2012. 

Dall’esordio della norma di apertura (art. 14-ter) desumiamo che la procedura di liquidazione 
rappresenta innanzi tutto un percorso per risolvere la crisi, autonomo e alternativo rispetto a 
quello costituito dall’accordo o dal piano del consumatore. 

Il debitore che, alla luce delle condizioni presenti e anche di quelle prospettiche del proprio 
patrimonio nonché dell’assenza di soggetti terzi che possano supportarlo finanziariamente, non sia 
in grado di formulare una proposta di accordo (e, se consumatore, un piano), potrà direttamente 
ricorrere alla liquidazione di tutto il patrimonio214. In tal caso unico legittimato all’iniziativa – così 
come avviene per la proposta di accordo o di piano (artt. 7, 8 e 9) ma diversamente dalla 
previsione di cui all’art. 6 l.fall. per la procedura concorsuale liquidativa del fallimento è il debitore, 
quasi a voler prendere le distanze dall’attribuzione alla procedura della natura esecutiva, salvo poi 
equiparare il decreto di ammissione (nel comma 3 dell’art. 14- quinques) all’atto di pignoramento. 
L’attribuzione in via esclusiva della legittimazione al debitore per tale procedura non rappresenta 
un unicum nei nostro ordinamento delle crisi, dovendosi ricordare che analoga regola è prevista 
per l’amministrazione straordinaria speciale. Rimane il fatto però che mentre i creditori di una 
grandissima impresa possono chiedere l’apertura di un’amministrazione straordinaria base215 
quelli del soggetto non fallibile sovraindebitato possono reagire agli inadempimenti soltanto con le 
azioni esecutive individuali nonostante che il legislatore abbia previsto una modalità di 
soddisfacimento concorsuale ritmata secondo la metrica della legge fallimentare. 

Questo però non è l’unica ipotesi, prevista dalla legge, di liquidazione del patrimonio perché 
dalla norma contenuta nell’art. 14-quater apprendiamo che questa procedura può costituire lo 
sbocco all’insuccesso (nelle accezioni che vedremo) dell’ accordo o del piano del consumatore. 

Può essere ammesso alla procedura di liquidazione ex l. 3/2012 il debitore (anche il 
consumatore) in stato di sovraindebitamento che sia escluso dalle procedure concorsuali diverse 
da quelle disciplinate nella l.3/2012 e che non abbia fatto ricorso nei cinque anni precedenti ad un 
accordo o, se consumatore, a un piano, eccettuato il caso di conversione di uno di questi strumenti 
nella procedura liquidativa. 

Sotto questo aspetto non registriamo difformità rispetto al fallimento che anche dopo il 2006 
costituisce la procedura concorsuale liquidativa-satisfattiva universale alla quale il debitore può 
approdare o in prima battuta o per una mancata soluzione della crisi già affrontata con diverso 
strumento, potendo anch’esso, alla sua conclusione e in presenza di certi requisiti, condurre il 

                                                                                                                                                                                 
cosiddetto “fallimento civile” ossia del fallimento del soggetto per altro verso escluso dalla generale procedura 
fallimentare”. 
213 Sul Documento della Banca Mondiale ( Report on the Treatment of the Insolvency of Natural Persons, leggibile in 
www.worldbank.org) v. L. M. MEJIAN, El reporte del banco mundial sobre el tratamiento de la insolvencia de las 
personas naturales, in Studi Senesi, 2013, 2, p. 288. 
214 Il debitore deve infatti sottoporre alla liquidazione tutti i propri beni, non essendo ammessa un’offerta parziale. Sul 
punto cfr. L. D’ORAZIO, Le procedure di negoziazione delle crisi dell’impresa, Milano, 2013, p. 889. 
215 Sul punto A. NIGRO - D. VATTERMOLI, Diritto delle crisi delle imprese, Seconda appendice di aggiornamento, cit., p. 
27. 

http://www.worldbank.org/
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debitore persona fisica alla liberazione dai debiti residui. 

 

Il debitore assoggettabile alla procedura di liquidazione.  

Dall’ampia latitudine del vocabolo “debitore”, utilizzato dall’art. 14-ter per indicare il 
presupposto soggettivo, del quale la norma predica esclusivamente l’assenza delle condizioni di 
inammissibilità sopra rammentate e racchiuse nell’art. 7, comma 2, lett. a) e b), nonché 
dall’alternatività della procedura di liquidazione rispetto all’accordo e al piano del consumatore, 
possiamo desumere che possa esservi ricompresa tutta l’ampia gamma di soggetti non fallibili già 
individuata per la fruizione dello strumentario concorsuale disciplinato nella l.3/2012. Da ciò allora 
ne deriva che anche un debitore-società non fallibile potrebbe utilizzare – se pur i costi siano 
superiori a quelli della liquidazione ordinaria – questo procedimento liquidatorio del patrimonio216. 
Sempre sul piano della possibile convenienza di tale procedura rispetto alla liquidazione societaria, 
occorre osservare inoltre che la disciplina, non prevedendo una estensione della procedura di 
liquidazione ai soci illimitatamente responsabili, non rende possibile un loro conseguente accesso 
alla procedura di esdebitazione. Questa potrebbe essere conseguita soltanto in seguito 
all’adozione uti singuli della procedura di liquidazione del loro patrimonio217. 

Per quanto riguarda l’imprenditore agricolo ritengo che il disposto dell’art. 14-ter, comma 2-
bis, ai sensi del quale “Ferma l’applicazione del comma 2, lettere b), c) e d), l’imprenditore agricolo 
in stato di sovraindebitamento può proporre ai creditori un accordo di composizione della crisi 
secondo le disposizioni della presente sezione”, - a dispetto del tenore letterale che menziona 
soltanto l’accordo ex art. 6 ss. - non gli precluda la strada della procedura di liquidazione. 

La norma richiamata intende dare una risposta agli interrogativi che erano sorti in precedenza 
quando la l. 3/2012, non esplicitando in alcun punto se l’imprenditore agricolo che in virtù del d.l. 
98 del 2011 poteva utilizzare l’accordo di ristrutturazione dei debiti ex art. 182- bis, pareva 
escludere l’imprenditore agricolo dalla fruibilità, in via alternativa allo strumento di cui al 182-bis 
l.fall., dell’accordo previsto per il sovraindebitamento218. 

Risulterebbe non solo antieconomico per il sistema concedere due strumenti entrambi 
negoziali ma anche in contrasto con l’art. 3 Cost. privare l’imprenditore agricolo della possibilità di 
proporre in via primaria la liquidazione del suo patrimonio alla quale, invece, vi sarebbe 
sottoposto in conseguenza dell’insuccesso dell’accordo219. 

Merita osservare che la legge sul sovraindebitamento è organizzata in capi: il II, dedicato ai 
“Procedimenti di composizione della crisi da sovraindebitamento e di liquidazione del patrimonio”, 
ospita una Sezione prima dove sono disciplinate le “Procedure di composizione della crisi da 
sovraindebitamento”, ossia l’accordo e il piano del consumatore, e una Sezione seconda per la 

                                                           
216 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, VI ed., Padova, 2013, sub art. 14-ter, p. 2062. 
217 In tal senso A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., sub art. 14-ter, p. 2062. 
218 Davano risposta positiva: M. FABIANI, La gestione del sovra-indebitamento del debitore non fallibile (d.l. 212/2012), 
in www.ilcaso.it, p. 4; A. GUIOTTO, La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in itinere, 
in Fallimento, 2012, p. 22; F. MACARIO, Finalità, in F. DI MARZIO-F. MACARIO-G. TERRANOVA (a cura di), Composizione 
della crisi e sovraindebitamento,Il civilista, Milano, 2012, 19; A. NIGRO, Il nuovo procedimento di composizione della 
crisi da sovraindebitamento, in Dir.banc., 2012, II, p. 4 ss. 
219 R. DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio. La fase di apertura e la fase di accertamento del 
passivo, in F. DI MARZIO- F. MACARIO- G. TERRANOVA (a cura di), La “nuova” composizione della crisi da 
sovraindebitamento,Il civilista, Milano, 2013, p. 69. 

http://www.ilcaso.it/
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“Liquidazione del patrimonio”. 

I presupposti soggettivo ed oggettivo dei tre strumenti (procedimenti e procedure concorsuali 
per il sovraindebitamento) sono quindi fissati negli artt. 6 e 7, posti nella Sezione prima, nella 
quale non è rintracciabile alcun riferimento alla procedura di liquidazione oggetto della Sezione 
seconda. Anche su questa base non parrebbe accoglibile una interpretazione contraria, tesa a 
valorizzare il dato testuale, che vuole soltanto esprimere la compatibilità per l’imprenditore 
agricolo di due diversi strumenti negoziali di composizione della crisi. L’insuccesso dell’accordo di 
ristrutturazione ex 182-bis, mentre esclude una conversione in liquidazione ai sensi dell’art. 14-
quater, stante la tassatività delle ipotesi previste dalla norma, non preclude all’imprenditore 
agricolo una proposta di liquidazione del patrimonio, diversamente da quanto accadrebbe se in 
passato si fosse avvalso (eccettuato il caso della consecuzione) di uno strumento concorsuale di 
cui alla l. 3/2012. 

Per qualsiasi debitore sovraindebitato non fallibile la legge, rivelando ancora una volta il timore 
che il sistema concorsuale in questione possa risolversi in un troppo facile strumento per 
rimediare ad una  disinvolta gestione del denaro o dell’impresa e marcando vistosamente la 
differenza rispetto alle procedure concorsuali dell’imprenditore fallibile, limita l’accesso anche alla 
procedura di liquidazione del patrimonio che peraltro non determina di per sé l’esdebitazione220. 
Sono richieste, pena la non ammissibilità, due condizioni: 1) che si tratti di soggetto non 
sottoponibile a procedure concorsuali diverse da quelle disciplinate dal Capo II della l. 3/2012; 2) 
che non abbia fatto ricorso nei cinque anni precedenti, ai procedimenti di cui al medesimo Capo II 
della l. 3/2012. Il quinquennio qui fissato per la rilevazione e conseguente valutazione degli atti in 
frode - non previsto tuttavia per gli altri procedimenti regolati nella l.3/2012 – trova 
corrispondenza nell’arco temporale (art. 7, 2° co., lett. b) all’interno del quale è precluso l’accesso 
a due diverse procedure221. 

La norma disegna in primis il perimetro di applicabilità della disciplina, senza sollevare 
particolari questioni atteso che i soggetti esclusi dal fallimento lo sono anche – a parte 
l’imprenditore agricolo - dalle procedure e dagli strumenti negoziali disciplinati dalla legge 
fallimentare. Non appare così interessante al fine di una lettura di questa norma, intrattenersi 
sulla disputa se gli accordi di ristrutturazione ex 182-bis siano o meno da considerare procedura 
concorsuale. 

Oltre a ciò, come risulta indirettamente dall’art. 14-ter, comma 3, dove viene descritto il 
contenuto della relazione di accompagnamento alla domanda che l’Organismo di composizione 
della crisi deve redigere, sono richiesti alcuni requisiti che da un lato richiamano alla mente del 
giurista la relazione ex art. 33 l.fall., dall’altro configurano una sorta di “meritevolezza” – peraltro 
senza premio222 - collegata appunto dalle lettere a), b) e c) alla “persona fisica”. Su questo punto 
torneremo più avanti. 

 

Il presupposto oggettivo della procedura di liquidazione.  

Per quanto concerne il presupposto oggettivo – come già detto - l’art. 14- ter ripropone lo stato 

                                                           
220 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., sub art. 14-ter, p. 2062. 
221 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., sub art. 14-quinquies, p. 2066. 
222 A. NIGRO – D. VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese – Le procedure concorsuali, II ed., II appendice di 
aggiornamento, cit., p. 27. 
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di sovraindebitamento, definito nell’art. 6, comma 2, lett. a) in termini di squilibrio “perdurante”, 
quindi, durevole, non transitorio, - non risolvibile senza interventi – tra la massa debitoria e il 
patrimonio ad essa destinato e “agevolmente” liquidabile onde consentire l’adempimento. Tale 
situazione di impotenza ad adempiere, per concretizzare il presupposto oggettivo della procedura 
(sia essa compositiva oppure di liquidazione), - riecheggiando la gradazione tra temporanea 
difficoltà di adempiere e stato d’insolvenza - potrà esprimersi in termini (meno gravi) di rilevante 
difficoltà o (più gravi) di definitiva incapacità di adempiere. Alla liquidazione del patrimonio il 
debitore potrà giungere trovandosi indifferentemente in una delle due situazioni. 

C’è da immaginare che lo stato di sovraindebitamento, quando si giunge alla liquidazione in 
seguito alla conversione di un accordo o di un piano del consumatore, sia ad uno stadio di grave in 
capienza rispetto ai debiti. La legge tuttavia non distingue e non pone paletti quantitativi né in 
basso, né in alto. 

L’art. 14-quater ricollega la conversione- come ho già detto – all’insuccesso dell’accordo o del 
piano. Più precisamente queste sono le fattispecie in presenza delle quali si verifica la conversione 
in liquidazione: 

1. Annullamento dell’accordo (art. 14, comma 1) o cessazione degli effetti del 
piano del consumatore (art. 14-bis, comma 2) – su istanza del creditore e in 
contraddittorio con il debitore, quando è stato dolosamente o con colpa 
grave aumentato o diminuito il passivo, ovvero sottratta o dissimulata una 
parte rilevante dell’attivo ovvero simulate attività inesistenti. La previsione 
riecheggia l’art. 138 l.fall. in tema di annullamento del concordato; 

2. Cessazione sulla base di una pronuncia del giudice degli effetti dell’accordo o 
cessazione di diritto degli effetti del piano del consumatore a causa del 
mancato integrale pagamento delle amministrazioni pubbliche o degli enti 
gestori di forme di previdenza e assistenza obbligatorie entro novanta giorni 
dalle scadenze previste (art. 11, comma 5 e art. 14-bis, comma 1); 

3. Revoca con provvedimento giudiziale dell’accordo o di diritto del piano del 
consumatore per atti fraudolenti in corso di procedura (art. 11, comma 5 e 
14-bis, comma 1); 

4. Risoluzione dell’accordo su domanda del creditore o cessazione degli effetti 
del piano del consumatore, per cause imputabili al debitore (art. 14, comma 
2 e 14-bis, comma 2, lett. b). 

Da queste fattispecie risulta che mentre la procedura di liquidazione instaurata su domanda del 
debitore viene aperta in presenza del requisito di meritevolezza del debitore, quella originata dalla 
conversione svela sembianze sanzionatorie. Entrambe le ipotesi non si presentano come scelte 
dell’ordinamento per un miglior trattamento dei creditori. 

Mentre la conversione avviene d’ufficio una volta che su impulso del creditore venga accertata 
la causa di cessazione degli effetti, o di annullamento o di revoca o di risoluzione, la domanda di 
liquidazione quando questa costituisca scelta preventiva del debitore (in tal caso unico soggetto 
legittimato) e alternativa alla proposta di un accordo o, se consumatore, di un piano, deve essere 
presentata con ricorso al tribunale competente ai sensi dell’art. 9, comma 1, rilevando così, se 
consumatore, il luogo di residenza e, se imprenditore, il luogo dove è posta la sede principale. 

Si tratta di una competenza inderogabile al pari di quella per il fallimento. 
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La domanda e la documentazione.  

La domanda deve essere corredata della documentazione richiesta dagli artt. 9, commi 2 e 3, e 
14-ter, comma 3 alla quale dovrà aggiungersi, quando il debitore sia una società, e vista la 
particolare configurazione della procedura di liquidazione molto più vicina al concordato 
fallimentare che al fallimento, la delibera dei soci o degli amministratori sulla falsariga dell’art. 152 
l. fall. 

Quella richiesta espressamente dalla disciplina di cui alla l.3/2012 e sopra richiamata, è una 
documentazione ricca, molto più di quella che deve procurarsi l’imprenditore richiedente un 
concordato preventivo o l’omologazione di un accordo ex art.182-bis. 

Non solo il debitore deve depositare quei documenti che quantifichino la sua crisi (elenco dei 
creditori con le somme dovute e un inventario dei beni componenti il patrimonio) ma deve anche 
denunciare gli atti di disposizione compiuti negli ultimi cinque anni – per tracciare le relative 
entrate ed uscite e quindi per valutare se costituiscono atti di frode, preclusivi dell’ammissione alla 
procedura -, e accludere le dichiarazioni dei redditi degli ultimi tre anni. Quando il debitore svolga 
attività d’impresa, deve completare la documentazione con le scritture contabili degli ultimi tre 
esercizi, seguita dalla dichiarazione (autocertificazione) di conformità all’originale. 

Nella domanda deve essere inoltre indicato quanto dal patrimonio esistente deve essere 
lasciato periodicamente al debitore per il mantenimento suo e della sua famiglia (quest’ultima 
identificata attraverso lo stato di famiglia). 

Il clou degli allegati alla domanda è rappresentato – curiosamente al pari di quanto prescrive 
l’art. 9, comma 3-bis per la presentazione del piano del consumatore - dalla relazione 
particolareggiata redatta dall’Organismo di composizione della crisi. Questi deve, infatti, fermarsi 
sulle cause dell’indebitamento, sulla diligenza impiegata dal debitore persona fisica nell’assumere 
volontariamente le obbligazioni, sulle ragioni dell’incapacità del debitore persona fisica di 
adempiere le obbligazioni assunte, sulla solvibilità del debitore persona fisica nel quinquennio 
precedente. La norma prende in considerazione il debitore persona fisica, per cui tale relazione 
potrebbe non essere richiesta quando si tratti di società. Del resto in nessun punto sul quale deve 
soffermarsi la Relazione dell’OCC si fa riferimento alle modalità o alla diligenza spiegata 
nell’esercizio dell’impresa. 

Il contenuto della Relazione riecheggia quello della relazione ex art. 33 l.fall.che – come è noto - 
costituisce l’anamnesi, la diagnosi e la prognosi dell’insolvenza di un imprenditore onde 
individuarne responsabilità rilevanti anche in sede penale. 

Nella norma che regola la relazione dell’Organismo emerge invece un’attenzione esclusiva ad 
aspetti rilevanti per costruire un quadro in termini di meritevolezza o meno diretto al giudice che 
in sede di giudizio di ammissione deve valutare l’assenza di atti in frode. Probabilmente il 
legislatore ha ritenuto di fornire un supporto anche al giudice che debba decidere sulla 
esdebitazione, limitata appunto al debitore persona fisica. 

Una pregressa attività di debitore/consumatore senza macchia è però soltanto una delle 
condizioni richieste per l’apertura della procedura di liquidazione. La disciplina è cosparsa di 
condizioni di ammissibilità alla procedura di liquidazione. L’interprete le deve ricercare nel testo in 
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diverse norme. Si tratta degli artt.7, comma 2, lett. a) e b)223, 9 (presenza della documentazione 
richiesta), 14-ter e 14-quinques. 

Volgendoci alle ultime due disposizioni citate, vediamo che l’art. 14- ter introduce la condizione 
di “regolare contabilità in senso sostanziale” per tale intendendosi la documentazione che 
consente di ricostruire compiutamente la situazione economica e patrimoniale del debitore. “Ne 
deriva che il debitore privo di adeguata preparazione economica, che non abbia conservato la 
documentazione relativa ai debiti contratti, o assistito in misura non adeguata dall’OCC, rimarrà 
pregiudicato, anche se è da ritenere che la domanda possa essere riproposta”224. 

L’art. 14-quinques pone invece – l’ho già anticipato - come condizione l’assenza di atti in frode 
nei cinque anni precedenti. Così tali atti, per i quali non è conferito al liquidatore il potere di 
domandarne l’inefficacia ai sensi dell’art. 2901 e ss. c.c. facendo conseguentemente ricadere a 
beneficio dei creditori i risultati del vittorioso esercizio dell’azione, precludono l’ammissione alla 
procedura sospingendo il debitore verso le azioni esecutive individuali. Così non è però quando 
quegli stessi atti sono stati compiuti durante il procedimento per giungere all’omologazione 
dell’accordo (art. 11, comma 5). In questo caso infatti si potrà avere – su domanda dei creditori - la 
conversione dell’accordo in liquidazione. 

Tali prescrizioni lasciano perplessi sia perché si tratta di una procedura che dispone di tutto il 
patrimonio per liquidarlo, esattamente come avviene nel fallimento, sia perché come il fallimento 
può condurre la persona fisica ad una successiva ma eventuale esdebitazione, legata in ogni caso – 
al pari di quella prevista dall’art. 142 l.fall. e ss. - alla presenza di condizioni di meritevolezza e di 
convenienza accertate dal giudice. Stando così la disciplina della procedura di liquidazione non 
possiamo dire che il legislatore abbia creato un mini fallimento per le piccole insolvenze. Di fatto 
questi soggetti rimangono esclusi in molti casi da uno strumento alternativo all’accordo. La 
soluzione appare particolarmente censurabile se vagliata alla luce delle situazioni nelle quali 
possono trovarsi tutti coloro che svolgono attività d’impresa e che sono esclusi dal fallimento che 
subiscono, ancora una volta, un trattamento diverso  da quello previsto per il soggetti fallibili. In 
effetti il trattamento appare ingiustificatamente punitivo e tanto più incomprensibile perché dal 
2006 ci muoviamo in un ordinamento delle crisi che ha espunto la punizione dalle funzioni del 
fallimento225. 

 

L’apertura della procedura di liquidazione.  

Dalla data del deposito della domanda – con previsione che ricalca quella posta nell’art. 9, 3° 
co., quater, per il deposito dell’accordo o del piano del consumatore - si produce, per i creditori 
concorsuali, il blocco degli interessi legali e convenzionali ad eccezione delle regole di cui agli artt. 
2749, 2788, 2855, 2° e 3° comma c.c. per i creditori prelatizi. 

Il Giudice svolge un duplice controllo: da un lato verifica la regolarità della domanda e della 
documentazione – tra cui spicca, per il suo contenuto in punto di meritevolezza del soggetto 

                                                           
223 “La proposta non è ammissibile quando il debitore, anche consumatore: a) è soggetto a procedure concorsuali 
diverse da quelle regolate dal presente capo; b) ha fatto ricorso, nei precedenti cinque anni, ai procedimenti di cui al 
presente capo”. 
224 L. PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il D.L 179/2012, in 
http://www.treccani.it/magazine/diritto/approfondimenti/diritto_processuale_civile_e_delle_procedure_concorsuali/2
_Panzani_sovraindebitamento_2.html. 
225 In tal senso anche L. PANZANI, La composizione della crisi da sovraindebitamento dopo il D.L 179/2012, cit. 

http://www.treccani.it/magazine/diritto/approfondimenti/diritto_processuale_civile_e_delle_procedure_concorsuali/2_Panzani_sovraindebitamento_2.html
http://www.treccani.it/magazine/diritto/approfondimenti/diritto_processuale_civile_e_delle_procedure_concorsuali/2_Panzani_sovraindebitamento_2.html
http://www.treccani.it/magazine/diritto/approfondimenti/diritto_processuale_civile_e_delle_procedure_concorsuali/2_Panzani_sovraindebitamento_2.html
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richiedente, la relazione particolareggiata dell’Organismo di composizione della crisi - e dall’altro, 
valuta l’assenza di “atti in frode ai creditori negli ultimi cinque anni”. Si tratta di un controllo 
giudiziale che non pare circoscritto alla legittimità, dovendo l’autorità giudiziaria compiere una 
selezione tra atti per determinarne la carica fraudolenta e quindi la preclusione all’ammissione alla 
procedura di liquidazione. 

La procedura viene aperta con decreto e dura – sulla base del combinato disposto degli artt. 
14-quinquies e 14-novies - per un periodo che decorre dal giorno del deposito della domanda di 
non meno di quattro anni. Con lo stesso decreto – e parimenti a quanto è previsto per la 
procedura di accordo (art. 10, 2° co., lett. c) - il giudice dispone che fino al momento in cui diviene 
definitivo il decreto di omologa nessuna a zione cautelare o esecutiva a carico del debitore possa 
essere iniziata o proseguita, né che possano essere acquisiti diritti di prelazione da parte dei 
creditori anteriori. Rappresenta questo un altro elemento di diversità rispetto al fallimento la cui 
sentenza dichiarativa fa scattare automaticamente i suddetti effetti226. L’apertura della 
liquidazione determina lo spossessamento del debitore, sottolineato vuoi dalla disposizione 
contenuta nel 2° comma lett. e) ai sensi della quale il decreto “ordina la consegna o il rilascio dei 
beni facenti parte del patrimonio di liquidazione, salvo che non ritenga, in presenza di gravi e 
specifiche ragioni, di autorizzare il debitore ad utilizzare alcuni di essi. Il provvedimento è titolo 
esecutivo ed è posto in esecuzione a cura del liquidatore”, vuoi da quella contenuta nell’art. 14-
novies che investe il liquidatore “dell’amministrazione dei beni che compongono il patrimonio di 
liquidazione” 

 

La gestione della liquidazione.  

La gestione e la programmazione della liquidazione, come serie di atti e di attività funzionali 
alla ripartizione dell’attivo realizzato, vengono attribuite al liquidatore, vale a dire a colui che 
nominato dal giudice nel decreto di apertura della procedura (a meno che ai sensi dell’art. 13, 
comma 1, non lo avesse già nominato per l’esecuzione dell’accordo o del piano) e in possesso dei 
requisiti fissati dall’art. 28 l.fall.., è preposto all’amministrazione “dei beni che compongono il 
patrimonio di liquidazione”nonché alla redazione dell’inventario e alla verifica sommaria dei 
crediti (art. 14-sexies), alla formazione del passivo (art. 14-octies), alle operazioni di liquidazione 
(art. 14-novies). 

Quest’ultimo, infatti, “entro trenta giorni dalla redazione dell’inventario elabora un programma 
di liquidazione che comunica al debitore e ai creditori e deposita presso la cancelleria del giudice”. 
E’ la presenza di tale programma che lascia perplessi sulla presenza di un piano del debitore. Se 
circa il contenuto del piano del debitore la legge è totalmente muta, sul programma di liquidazione 
del liquidatore si limita a dire che deve assicurare “la ragionevole durata della procedura, non 
disegnando l’art. 14-novies, a differenza dell’art. 104-ter l.fall., un contenuto vario (né potrebbe 
farlo vista la funzione di questa procedura) e lasciando immaginare che preveda soltanto vendite e 
altri atti di liquidazione. 

Probabilmente però è proprio il carattere della liquidazione quale emerge negli artt. 14-novies 
e 14-decies che ci consente di svolgere alcune riflessioni sui tratti distintivi di questa procedura di 
liquidazione rispetto al fallimento. Come è noto dopo la riforma del 2006 il fallimento, oltre ad 
aver abbandonato quel carattere afflittivo che culminava non solo e non tanto nel Registro dei 

                                                           
226 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., sub art. 14-quinquies, p. 2067. 
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falliti quale albo dei “fraudatores”, ma addirittura nella perdita dell’elettorato attivo e passivo, si 
caratterizza per avere al suo interno – pur continuando nella sua funzione liquidativa-satisfattiva - 
strumenti idonei a conservare valori, quali: l’affitto d’azienda, un rinnovato esercizio provvisorio, 
la vendita in blocco del complesso aziendale o di suoi rami. 

Questi strumenti - supportati, “a monte” da una disciplina mitigata della revocatoria che non 
costringe più a bloccare l’attività fino dai primi segnali di crisi e, “a valle”da una disciplina dei 
rapporti pendenti che ha al centro la regola della sospensione del contratto in attesa di una scelta 
del curatore – sono indirettamente, funzionali al miglior soddisfacimento dei creditori, ma 
direttamente protesi a tentare la salvaguardia dell’azienda. Il fallimento è liquidazione 
dell’azienda, rispetto alla quale (art. 105 ma sul punto già l’art. 104- ter, comma 2, lett. d aveva 
fatto intuire la priorità della cessione unitaria) l’ipotesi della “liquidazione dei singoli beni (…) è 
disposta quando risulta prevedibile che la vendita dell’intero complesso aziendale, di suoi rami, di 
beni o rapporti giuridici individuabili in blocco non consenta una maggiore soddisfazione dei 
creditori”. 

La procedura di liquidazione ex l.3/2012, pur rivolgendosi non solo al consumatore ma anche 
alle crisi di imprese, non contempla modalità liquidative che possano salvaguardare, a differenza 
dell’attuale disciplina del fallimento, le aziende. 

La disciplina in esame ha di mira un patrimonio – tutto il patrimonio (l’art. 14-ter, comma 1, 
dispone che il debitore può chiedere la liquidazione “di tutti i suoi beni) - composto oltre che di 
beni esistenti alla data di presentazione della domanda anche di beni sopravvenuti dopo quel 
momento e nell’arco dei quattro anni successivi, per i quali a differenza di quanto prevede l’art. 
42, comma 3, l.fall. – l’acquisizione è automatica. Per quanto riguarda la composizione del 
patrimonio oggetto della procedura di liquidazione ex l. 3/2012, la legge fa riferimento a beni 
mobili e immobili, agli “accessori, pertinenze e (i) frutti prodotti dai beni”, ai “crediti” e di beni 
sopravvenuti. Nessun cenno, invece, all’azienda ed ai beni di eterogenea natura che la 
compongono. 

Nessun cenno alla continuazione dell’attività, dell’impresa che del resto, all’interno della 
disciplina che stiamo esaminando, è nominata soltanto una volta (art. 14-quinques, comma 2) e in 
tutta la l. 3/2012 quattro volte, per lo più in norme che regolano la pubblicità del provvedimento 
di ammissione (artt. 10, comma 2 e 14-quinques, comma 2) o la documentazione da allegare la 
proposta (art. 9, comma 3). Soltanto l’art. 8 prende in considerazione la presenza di un’impresa e 
una sua continuazione prevedendo la possibilità di una moratoria di un anno dei privilegiati, 
chiaramente concessa dal legislatore quale supporto per pagare le spese dell’esercizio. 

Neppure la norma che sancisce il soddisfacimento “con preferenza rispetto agli altri” dei 
“crediti sorti in occasione o in funzione della liquidazione”, pur evocando il tema dell’estensione 
della prededuzione (anche ai crediti sorti in funzione dell’ammissione alla procedura?) e quello dei 
controlli sugli atti che li generino, apre le porte al dubbio se possa trattarsi anche di crediti sorti 
per una gestione dell’impresa, intendendo questa come fase della liquidazione. 

In definitiva la procedura in esame è protesa a individuare ed apprendere i beni, a venderli, a 
realizzare i crediti e, pur nel silenzio della legge, a ripartirli tra i creditori in un arco temporale non 
inferiore a quattro anni dal deposito della domanda, onde consentire di ampliare il patrimonio con 
la percezione dei frutti o l’acquisizione di beni attesi. Rimangono fuori dal patrimonio da liquidare i 
beni elencati al comma 6 dell’art. 14-ter. 

I caratteri sono quelli di un’esecuzione per la quale non viene fissato, così come invece è 
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disposto dall’art. 42 l.fall., lo spossessamento che si ricava da un lato dai poteri attribuiti al 
liquidatore che (ai sensi dell’art. 14-decies) “esercita ogni azione prevista dalla legge finalizzata a 
conseguire la disponibilità dei beni compresi nel patrimonio da liquidare e comunque correlata 
con lo svolgimento dell’attività di amministrazione di cui all’art. 14-novies, comma 2” e dall’altro 
dalla previsione secondo cui il decreto di apertura della procedura “ordina la consegna o il rilascio 
dei beni facenti parte del patrimonio di liquidazione, salvo che non ritenga, in presenza di gravi e 
specifiche ragioni, di autorizzare il debitore ad utilizzare alcuni di essi”. E’ stato obiettato che “Sì 
gravosa precauzione non figura neppure nel fallimento”227. 

Bloccata l’attività gestoria e negoziale del debitore sul patrimonio, vengono congelate anche le 
posizioni dei creditori che dalla data del deposito della domanda e fino alla chiusura della 
procedura vedono sospendersi, agli effetti del concorso, il decorso degli interessi legali o 
convenzionali e fino alla chiusura della procedura) non possono essere iniziate o proseguite azioni 
esecutive o cautelari, né acquisiti diritti di prelazione, a pena di nullità. 

Lo stesso liquidatore, però, – è bene notarlo perché la norma vuole sottolineare che il soggetto, 
il cui patrimonio viene destinato, in virtù della procedura, al soddisfacimento dei creditori non 
perde il diritto di proprietà – è tenuto a “comunicare” al debitore (e ai creditori) il programma di 
liquidazione. Inoltre il debitore deve essere informato degli esiti delle procedure di vendita, sulle 
quali comunque vigila il giudice. 

Si tratta di uno spossessamento attenuato? Non è dato riscontrarne traccia nelle norme che 
non prevedono un regime autorizzatorio per gli atti di straordinaria amministrazione. Risulta 
invece chiaro che il legislatore vuole – in linea con quanto dispongono altre legislazioni - bloccare 
l’attività del debitore per un arco temporale sufficientemente ampio (quattro anni) per 
scoraggiare ogni abuso della procedura da parte del debitore. 

 

L’esdebitazione.  

La procedura di liquidazione costituisce il “lasciapassare” per l’esdebitazione. 

Il fulcro dei procedimenti per il sovraindebitamento è stato finalmente introdotto nella 
l.3/2012 dalla l. 221/2012 di conversione del d.l. 179/2012 in conseguenza della previsione di un 
procedimento liquidativo del patrimonio. 

Soltanto in questa procedura è stata, infatti, inserita dal momento che al termine 
dell’esecuzione dell’accordo e del piano consegue automaticamente secondo i principi 
concordatari. 

La liberazione dai debiti concorsuali residui non soddisfatti integralmente – a domanda del 
debitore presentata entro l’anno dalla chiusura della liquidazione - non è, tuttavia, né 
immediata228, né definitiva229, né “scontata” dal momento che la sua concessione con decreto da 

                                                           
227 L. A. BOTTAI, La liquidazione del patrimonio del debitore in procedura di sovraindebitamento, in 
www.il.fallimentarista.it., 22.12.2012 . 
228 Secondo G.TERRANOVA, in F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA (a cura di), La nuova composizione della crisi 
da sovraindebitamento, cit., p. 8, “non sarebbe stato uno scandalo, se lo si fosse liberato fin dal momento in cui ha 
messo lealmente a disposizione dei creditori tutti i propri beni, presenti e (in parte anche) futuri”. 
229 Innovando rispetto alla esdebitazione fallimentare, è, infatti, prevista la sua possibile revocabilità ai sensi del 5° 
comma dell’art. 14-terdecies (“ Il provvedimento di esdebitazione è revocabile in ogni momento, su istanza dei creditori, 
se risulta: a) che è stato concesso ricorrendo l'ipotesi del comma 2, lettera b); b) che è stato dolosamente o con colpa 

http://www.ilfallimentarista.it/
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parte del giudice (in contraddittorio con i creditori - è soggetta ad una serie di condizioni (fissate 
nell’art. 14-terdecies) che peraltro rammentano, se pur con differenze non di poco conto230, quelle 
previste nell’art. 142 l.fall. 

“In altri termini, la determinazione del debitore di spogliarsi dei suoi beni in favore del ceto 
creditorio ricorrendo alla loro liquidazione non è di per sé titolo per accedere al regime 
premiale/rieducativo dell’esdebitazione”231. 

E’ evidente che la diffidenza per chi si trova in stato di sovraindebitamento è ancora grande. Il 
legislatore non nasconde troppo il sospetto che sotto la situazione di impotenza patrimoniali si celi 
non un soggetto sfortunato bensì un truffaldino. D’altra parte un’ulteriore norma che rosicchia la 
roccaforte dell’art. 2740 c.c. deve essere presidiata da norme severe – ormai la responsabilità 
limitata della persona fisica ha un largo raggio di applicazione232 - perché se il mercato chiede che 
il debitore sia sgravato dai debiti per tornare a “spendere”233, se la propensione al perdono spinge, 
e se l’esigenza di arginare i conflitti sociali non può essere ignorata, non per tutto ciò deve essere 
abbassata la guardia verso le pratiche delinquenziali e usurarie che la legge 3/2012, tra l’altro, 
vuole combattere234. 

Viene valutata discrezionalmente dal giudice la condotta del debitore sia rispetto 
all’introduzione e conduzione della procedura235, sia rispetto alla gestione pregressa del 
patrimonio e dell’indebitamento, sia rispetto al “durante”. Sotto il profilo dell’esdebitazione rileva 
– e non potrebbe essere diversamente visto che la procedura di liquidazione è rimessa (quando 
non si versi in ipotesi di conversione di un accordo o di un piano “non riusciti) all’iniziativa del 
debitore - non solo l’onestà ma anche l’operosità. Sarebbe pesantemente lesivo degli interessi dei 
creditori se il debitore potesse “sabotare” il soddisfacimento dei creditori ed inoltre chiedere 
anche la liberazione dai debiti residui. 

Il fatto in sé di aver adito un procedimento liquidativo del patrimonio ai fini di risolvere il 
proprio sovraindebitamento è insufficiente ai fini dell’ottenimento dell’esdebitazione e “non 
stabilizza la posizione del debitore nel senso dell’esonero da ogni responsabilità relativa a decisioni 
e comportamenti futuri: tanto che quest’ultimo, per assicurarsi la possibilità di accedere al 
beneficio dell’esdebitazione, deve addirittura prodigarsi e quindi assumere iniziative utili per 

                                                                                                                                                                                 
grave aumentato o diminuito il passivo, ovvero sottratta o dissimulata una parte rilevante dell'attivo ovvero simulate 
attività inesistenti”). 
230 L. D’ORAZIO, Le procedure di negoziazione delle crisi dell’impresa, cit., p. 895. 
231 M.G. SIRNA, L’esdebitazione, in F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA (a cura di), La nuova composizione della 
crisi da sovraindebitamento, Il civilista, cit., p. 86. Secondo G.TERRANOVA, in F. DI MARZIO, F. MACARIO, G. TERRANOVA 
(a cura di), La nuova composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., p. 8 “i limiti posti all’esdebitazione (…) 
mostrano con quanta circospezione il legislatore continui a muoversi in una materia dotata di un così grande impatto 
emotivo”. 
232 Il presupposto che debba trattarsi di debitore persona fisica implica che possono avvalersi dell’esdebitazione sia 
l’imprenditore individuale (fallibile e non fallibile), sia il socio illimitatamente responsabile che fallisca in estensione ex 
art. 147 l. fall. o che ricorra, per debiti personali, al procedimento di liquidazione ex l. 3/2012, sia il socio di società di 
capitali che individualmente ricorra alla liquidazione del patrimonio ex l.3/2012, sia il consumatore, sia il professionista 
intellettuale ed ogni altra fattispecie di debitore civile persona fisica. Sul punto cfr. anche A. MAFFEI ALBERTI, 
Commentario breve alla legge fallimentare6, cit., p. 2075. 
233 M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del debitore “non fallibile” (d.l. 212/2011), cit., p. 2. 
234 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare6, cit., p. 2075. 
235 Deve trattarsi – perché possa seguire l’esdebitazione - di procedura liquidativa introdotta per iniziativa del debitore 
e non di procedura aperta in via di conversione, A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare6, cit., p. 
2076. 
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incrementare la sua liquidità onde assicurare maggiore soddisfazione dei creditori che, secondo il 
disposto dell’art. 14-terdecies, devono essere soddisfatti almeno in parte"236. 

In particolare il debitore deve aver collaborato con l’Organismo e il giudice fornendo tutta la 
documentazione idonea a ricostruire le masse attive e passive e le movimentazioni del patrimonio 
nei cinque anni anteriori all’apertura della procedura di liquidazione onde poter valutare se sono 
stati compiuti atti distrattivi e pregiudievoli per i creditori e deve aver tentato in ogni modo di 
condurre un’attività lavorativa. 

Innanzi tutto l’esdebitazione (art. 14-terdecies) è ammessa soltanto per il debitore persona nei 
fisica nei confronti dei creditori concorsuali e non soddisfatti “a condizione che: a) abbia cooperato 
– senza tuttavia specificare con chi e in quali fasi della procedura237 - al regolare ed efficace 
svolgimento della procedura, fornendo tutte le informazioni e la documentazione utili, nonché 
adoperandosi per il proficuo svolgimento delle operazioni; b) non abbia in alcun modo ritardato o 
contribuito a ritardare lo svolgimento della procedura; c) non abbia beneficiato di altra 
esdebitazione negli otto anni precedenti la domanda; d) non sia stato condannato, con sentenza 
passata in giudicato, per uno dei reati previsti dall'articolo 16; e) abbia  svolto, nei quattro anni di 
cui all'articolo 14-undecies, un'attività produttiva di reddito adeguata rispetto alle proprie 
competenze e alla situazione di mercato – che spesso costringe ad accettare, pur di avere 
un’occupazione remunerata, un lavoro nel quale non può sfruttare le proprie competenze - o, in 
ogni caso, (con atteggiamento garantista verso il debitore che si affanni vanamente nella ricerca di 
un lavoro) abbia cercato un'occupazione e non abbia rifiutato, senza giustificato motivo, proposte 
di impiego; f) siano stati soddisfatti, almeno in parte, i creditori per titolo e causa anteriore al 
decreto di apertura della liquidazione”. Sull’interpretazione e valutazione del soddisfacimento 
parziale al fine della concessione dell’esdebitazione è indispensabile fare riferimento alla decisione 
delle Sezioni Unite del 2011(18 novembre 2011, n. 24214)238 secondo cui “nel fallimento, il 

                                                           
236 M.G. SIRNA, L’esdebitazione, cit., p. 86. 
237 L. D’ORAZIO, Le procedure di negoziazione delle crisi dell’impresa, cit., p. 896. 
238 Fino all’intervento delle S.U. la giurisprudenza di merito era divisa. Da una parte alcune corti di merito avevano 
ritenuto sufficiente, al fine della concessione dell’esdebitazione, il pagamento parziale anche solamente dei creditori 
privilegiati. Così: Trib. Mantova, 3 aprile 2008, in Fallimento, 2009, p. 1193; App. Ancona, 12 dicembre 2008, in 
Fallimento, 2009, p. 1184 e  Trib. Taranto, 22 ottobre 2008, ivi, 1187; Trib. Firenze, 2 aprile 2008, in Toscana 
giurisprudenza, 2008, p. 166, con nota di PILLA; Trib. Terni, 9 marzo 2011, in www.unijuris.it; Trib. Piacenza, (decr.) 25 
settembre 2006, inedito; dall’altra c’era chi riteneva che tutti i creditori dovessero  essere stati soddisfatti parzialmente 
e che mancava la condizione se alcuni non fossero stati assolutamente soddisfatti: così, così Trib. Bari, 24 novembre 
2008, in www.giurisprudenzabarese.it; App. Torino, 6 febbraio 2009, su De Jure; Trib. Tivoli, 20 gennaio 2009, ivi; Trib. 
Roma, 21 settembre 2010, in www. unijuris.it.; Trib. Rovigo, 22 settembre 2008, sito Il caso.it., 2008 e chi riteneva che 
(Trib. Udine, 21 dicembre 2007, in Fallimento, 2008, 817, con nota di G. SCARSELLI, L’esdebitazione e la soddisfazione 
dei creditori chirografari) che “La esdebitazione non può essere concessa qualora non siano stati soddisfatti, nemmeno 
in parte, i creditori concorsuali, dovendo intendersi che la condizione per la concessione del beneficio può ritenersi 
integrata solamente ove tutti i creditori concorsuali, compresi quelli chirografari, risultino parzialmente soddisfatti”. 
Dopo la sentenza delle S.U. vi è stata, comunque, qualche dissenso giurisprudenziale: così, il Tribunale Udine, 18 maggio 
2012, in www.ilcaso.it, ha giudicato necessario il pagamento non solo dei creditori privilegiati, ma, e con percentuale 
significativa, anche dei chirografari. In dottrina tra le molte voci cfr. S. AMBROSINI, L'esdebitazione del fallito fra 
problemi interpretativi e dubbi di incostituzionalità, in Fallimento, 2009, p. 129; A. CARRATTA, Esdebitazione del fallito, 
in Giur. it., 2009, p. 404; A. CASTAGNOLA, L’esdebitazione del fallito,in Giur. comm., 2006, I, 448; R. CONTE,  Il 
procedimento di esdebitazione , in Giur. it., 2008, p. 2773; M. CORDOPATRI, Riabilitazione ed esdebitazione, in Banca 
borsa tit., 2009, II, p. 559; G. COSTANTINO, La esdebitazione, in Foro it., 2006, V, p. 208; C. FERRI, 
L’esdebitazione,  Fallimento, 2005, p. 1085; P. FILIPPI, La soddisfazione dei creditori concorsuali ai fini della concessione 
del beneficio dell’esdebitazione, in Giur. merito, 2009, I, p. 2795; E. FRASCAROLI SANTI, L’esdebitazione del fallito: un 
premio per il fallito o un’esigenza del mercato?, in Dir. fall., 2008, I 34; L. MARCHITTO, Appunti in tema di esdebitazione 
del fallito, in Riv. not., 2008, I, 843; E. NORELLI, L’esdebitazione del fallito a seguito del “decreto correttivo” della riforma 
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soddisfacimento almeno parziale dei creditori, quale condizione oggettiva di ammissibilità del 
fallito persona fisica al beneficio dell’esdebitazione e di cui all’art. 142 legge fall., va inteso, con 
interpretazione costituzionalmente orientata, nel senso più favorevole al debitore stesso, dunque 
essendo sufficiente che sia pagato, al termine della procedura, anche solo una parte dell’intero 
ammontare dei crediti ammessi, sebbene in ipotesi alcuni creditori non siano stati soddisfatti per 
nulla”239. 

A voler accentuare del profilo eccezionale e beneficiario dell’esdebitazione e sottolineando 
quello della meritevolezza che costituisce il leit-motiv dei procedimenti per il sovraindebitamento, 
la norma statuisce che sarà esclusa: “a) quando il sovraindebitamento del debitore e' imputabile 
ad un ricorso al credito colposo e sproporzionato rispetto alle sue capacita' patrimoniali; b) 
quando il debitore, nei cinque anni precedenti l'apertura della liquidazione o nel corso della stessa, 
ha posto in essere atti in frode ai creditori, pagamenti o altri atti dispositivi del proprio patrimonio, 
ovvero simulazioni di titoli di prelazione, allo scopo di favorire alcuni creditori a danno di altri”. Il 
primo caso di esclusione dell’esdebitazione affonda la motivazione nella genesi del 
sovraindebitamento dovendo il giudice verificarne la causa e l’atteggiamento psicologico-volitivo 
del debitore. 

Sono esclusi dall’esdebitazione: 1) i debiti derivanti da obblighi di mantenimento e 
alimentari; 2) i debiti da risarcimento dei danni da fatto illecito extracontrattuale e le sanzioni 
penali ed amministrative di carattere pecuniario che non siano accessorie a debiti estinti; 3) i 
debiti fiscali che, pur avendo causa anteriore al decreto di apertura delle procedure di cui alle 
sezioni prima e seconda del presente capo, sono stati successivamente accertati in ragione della 
sopravvenuta conoscenza di nuovi elementi. 

In sostanza “Il legislatore ha continuato a ragionare in una logica premiale, accentuando 
peraltro il rigore già previsto per l’esdebitazione del fallito. Siamo quindi molto lontani dalla più 
liberale concezione americana che vede il discharge come un passaggio necessario per assicurare il 
fresh start, la possibilità di ricominciare daccapo, senza condizionamenti dovuti al passato”240. 
Eppure è probabile che, vista la durata minima imposta alla liquidazione e lo spossessamento che 
allunga la sua mano per i quattro anni successivi all’apertura della procedura, facendo sì che i beni 
sopravvenuti possano andare a pagare debiti pregressi rimasti insoddisfatti, la sua portata 
effettiva sia veramente ridotta mentre l’aspetto beneficiario è significativamente ridotto241. 

 

Gli organismi per la composizione della crisi da sovraindebitamento.  

La disciplina degli strumenti concorsuali per comporre la situazione da sovraindebitamento è 
caratterizzata da una presenza “pervasiva”: quella dell’ Organismo di composizione della crisi che 
è stato definito il motore della procedura242. Dal momento della redazione della proposta e per 
tutta la fase esecutiva della procedura prescelta la sua presenza è imprescindibile ed è giustificata 

                                                                                                                                                                                 
fallimentare, in Nuovo dir. società, 2007, p. 20; G. SCARSELLI, La esdebitazione della nuova legge fallimentare, Dir. fall., 
2007, I, p. 30; Id., L' esdebitazione e la soddisfazione dei creditori chirografari, in Fallimento, 2008, p. 817. 
239 Tale impostazione è stata successivamente ribadita da Cass., 14 giugno 2012, n. 9767, in www.ilcaso.it. e da Cass. 6 
dicembre 2012, n. 21985, che ha riaffermato il principio di sufficienza del pagamento, anche parziale, dei soli creditori 
privilegiati. 
240 L. PANZANI, Il ruolo del giudice e degli organismi di composizione della crisi nelle procedure, in Studi Senesi, 203, 
fasc. 2, p. 409. 
241 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare, cit., p. 2075. 
242 L. PANZANI, Il giudice e gli organismi di composizione della crisi nelle procedure, in Studi Senesi, 2013, 419. 
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dalla molteplicità di compiti per lo svolgimento dei quali opera, ora a fianco del debitore, ora in 
posizione di equidistanza dal debitore e dai creditori, ora come organo della procedura nominato 
dal giudice. Le procedure  nelle quali a  vario titolo interviene  sono l’accordo, il piano del 
consumatore e la procedura di liquidazione del patrimonio. “La previsione deli organismi di 
composizione della crisi appare ispirata al duplice risultato di garantire omogeneità nei contenuti 
degli accordi, con una standardizzazione delle procedure, con maggiore celerità delle stesse, e di 
conseguenza un primo vaglio valutativo da parte degli stessi sul contenuto dell’accordo e del 
piano, onde rassicurare i creditori e convincerli in qualche misura ad aderire all’accordo, già 
scrutinato in modo approfondito da organismi pubblici”243. 

Fin dalla prima lettura della l.3/2012 – limitandoci ad osservare i singoli strumenti nella fase di 
presentazione della proposta e di esecuzione - emerge la singolare varietà dei compiti affidatati 
all’ Organismo che spaziano da quello di advisor, a quello di attestatore, a quello di controllore con 
la particolarità che per lo svolgimento di tali incarichi, con riferimento ad una medesima 
procedura, non sono investiti Organismi diversi. Da ciò desumiamo che in un medesimo 
Organismo potranno cumularsi i ruoli di advisor finanziario e legale, di attestatore, di 
“controllore”. 

Per quanto riguarda l’intervento dell’Organismo nella presentazione della domanda di 
liquidazione del patrimonio244 quello si estrinseca nella redazione di una relazione che, 
contenutisticamente parlando, ci richiama alla mente quella che il curatore stende ex art. 33 l. fall. 
L’art. 14-ter al 3° comma prevede, infatti, “una relazione particolareggiata dell'organismo di 
composizione della crisi che deve contenere: a) l'indicazione delle cause dell'indebitamento e della 
diligenza impiegata dal debitore persona fisica nell'assumere volontariamente le obbligazioni; b) 
l'esposizione delle ragioni dell'incapacita' del debitore persona fisica di adempiere le obbligazioni 
assunte; c) il resoconto sulla solvibilita' del debitore persona fisica negli ultimi cinque anni; d) 
l'indicazione della eventuale esistenza di atti del debitore impugnati dai creditori; e) il giudizio sulla 
completezza e attendibilita' della documentazione depositata a corredo della domanda”. 
Evidentemente tale relazione, con contenuto improntato decisamente ad individuare “tracce” di 
meritevolezza, è diretta al giudice affinchè possa valutare la sussistenza dei requisiti per l’apertura 
del procedimento ma, nel contempo, sarà funzionale, successivamente, per la concessione 
dell’esdebitazione del debitore-persona fisica245. 

Oltre a questi compiti che tipizzano l’Organismo come soggetto plurifunzionale, la legge gli 
attribuisce: incombenze che si ricollegano all’attività del cancelliere (notifiche e pubblicità dei 
provvedimenti, poteri di accesso altrimenti spettanti all’autorità giudiziaria – nel rispetto delle 

                                                           
243 L. D’ORAZIO, Le procedure di negoziazione delle crisi d’impresa, cit., 899. Nel senso che “si tratta (…) di soggetti che, 
più che impegnati a tutelare, in via diretta, l’interesse privato del singolo a veder migliorata la propria situazione 
economico finanziaria, finiscono per perseguire soltanto in via mediata tale scopo. Essi, difatti, appaiono tenuti ad agire, 
in via diretta ed immediata, con l’intento di offrire un aiuto professionale concreto volto alla risoluzione del fenomeno 
del sovraindebitamento”, R. D’AQUINO e A. PARINI, Gli organismi di composizione della crisi, in F. DI MARZIO – F. 
MACARIO – G. TERRANOVA, La “nuova” composizione della crisi da sovraindebitamento, cit., p. 89. 
244 Sul tema della nomina dell’Organismo dopo che il debitore aveva depositato la domanda di liquidazione con riserva 
di presentazione della relazione, cfr. Trib. Vicenza 8 luglio 2013, in www.ilcaso.it. Il comportamento processuale del 
debitore è stato ritenuto corretto in quanto la lettura dell’14-ter, nel descrivere il contenuto della relazione 
dell’organismo di composizione della crisi, fa riferimento ad un giudizio di completezza e attendibilità delle 
documentazione come “depositata”, ciò facendo pensare ad una domanda depositata in assenza della relazione. 
Diversamente il debitore avrebbe potuto attendere la nomina dell’organismo di composizione della crisi per poi 
procedere, con l’ausilio di questo, alla redazione del ricorso per sovraindebitamento. 
245 Così anche A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare6, cit., p. 2064. 
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norme di protezione dei dati personali (d.lgs. 196/2003 e ) e del codice di deontologia e buona 
condotta per i sistemi informativi gestiti da soggetti privati in tema di crediti al consumo, 
affidabilità e puntualità nei pagamenti246 - a dati sensibili quali quelli contenuti nell’anagrafe 
tributaria, nei sistemi di informazioni creditizie, nelle centrali rischi e nelle altre banche dati, 
attività di coordinamento della raccolta delle adesioni e di analisi e informazione circa i risultati 
della votazione. 

La normativa, dopo aver disseminato e descritto negli artt. 7, 9, 10 11, 12 e 13, le attribuzioni 
dell’Organismo, pone nell’art. 15, interamente dedicato a tale soggetto, due norme di chiusura 
(commi 5 e 6 dell’art. 15) che sintetizzano i compiti, come dicevo, tipizzanti e altre due norma 
contenute nei commi 7° e 8° dello stesso articolo, dove vengono rispettivamente enucleati i 
compiti in tema di pubblicità e di comunicazioni (comma 7) e la funzione di liquidatore e di gestore 
della liquidazione (comma 8). 

L’ampiezza dei compiti – sia con riferimento all’accordo che al piano del consumatore247 - viene 
scolpita nel 5° comma dell’art.15:“L’Organismo di composizione della crisi, oltre a quanto previsto 
dalle sezioni prima e seconda del presente capo, assume ogni iniziativa funzionale alla 
predisposizione del piano di ristrutturazione e all’esecuzione dello stesso”, lasciando intendere che 
saranno a carico dell’Organismo tutti gli interventi necessari al fine di condurre in porto la 
procedura. Successivamente nel comma 6° il Legislatore – fornendoci un’immagine dell’Organismo 
come controllore vuoi della documentazione che gli viene messa a disposizione per la redazione 
della proposta vuoi dei documenti allegati, vuoi come controllore di sé stesso – gli attribuisce 
l’attestazione sulla fattibilità del piano. 

Sotto quest’ultimo profilo è senza dubbio meritevole di  attenzione il fatto che 
l’Organismo/attestatore rediga inizialmente una bozza di attestazione sulla fattibilità di un piano 
che potrà essere modificato e che diviene definitiva sol quando siano state raccolte le adesioni e 
nella misura in cui lo siano. 

Senza dubbio si tratta di un “soggetto” sconosciuto fino ad oggi nei nostri sottosettori 
concorsuali che, seguendo diverso indirizzo, prediligono una molteplicità di soggetti ciascuno 
investito di particolare funzione ed ora di nomina giudiziaria, ora di nomina proveniente dallo 
stesso debitore. 

Probabilmente è stata la situazione di sovraindebitamento e la platea di possibili fruitori delle 
procedure regolate dalla l.3/2012 che hanno indotto il legislatore a concentrare più funzioni in uno 
stesso Organismo per una scelta che ha voluto premiare il risparmio di spesa rispetto 
all’indipendenza del professionista a differenza di quanto ha preteso nelle procedure riservate 
all’imprenditore fallibile. E’ auspicabile che nella pratica attuazione l’Organismo stesso potrà 
curare, con una diversificazione interna di funzioni, di non concentrare in un solo soggetto tanti 
ruoli248. 

Non è soltanto l’aspetto dell’indipendenza dell’Organismo che può essere messo in luce, ma 
anche quello del venir meno dell’autonomia del debitore nella scelta del professionista che lo 
assisterà nell’individuazione della soluzione alla sua crisi. Nelle procedure degli altri sottosistemi – 
pensiamo alle procedure concorsuali disciplinate nella legge fallimentare – gli organi di controllo 

                                                           
246 Provvedimento del Garante n. 8 del 16 novembre 2004, Gazzetta Ufficiale 23 dicembre 2004, n. 300, come 
modificato dall'errata corrige pubblicata in Gazzetta Ufficiale 9 marzo 2005, n. 56. 
247 L. PANZANI, Il giudice e gli organismi di composizione della crisi nelle procedure, in Studi Senesi, cit., 421. 
248 M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del soggetto non fallibile, cit., p. 17. 
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sono, infatti, nominati dal Giudice, e ciò a prescindere dall’essersi già verificato o meno lo 
spossessamento o dall’essere già stata introdotta o meno la procedura, mentre l’advisor e 
l’attestatore sono comunque nominati dallo stesso debitore, (così come l’esperto chiamato a 
redigere la relazione ex art. 160, comma 2°, l. fall.) il quale potrà scegliere liberamente a chi 
affidare gli incarichi con il solo limite, per quanto riguarda l’attestatore, del rispetto dei requisiti 
descritti dall’art. 67, 3°comma, lett.d) - e ivi prescritti per il piano di risanamento richiamati -, poi 
richiamati dagli artt. 161, 3° comma e 182-bis. Nella legge fallimentare vige, infatti, una regola che 
si riallaccia alla presenza o meno dello spossessamento. Fin quando il debitore non è spossessato, 
è libero di scegliere i propri professionisti conservando la piena disponibilità delle scelte che 
investono il proprio patrimonio 

Così non è per questa multiforme figura, non solo perché costituisce imprescindibile e 
obbligata presenza nella proposta e nell’iter della procedura, ma anche perché la stessa 
individuazione – in un certo senso – è obbligata, dovendo il debitore fare riferimento 
all’Organismo “con sede nel circondario del tribunale ai sensi dell’art. 9, comma 1”. In sostanza il 
debitore (imprenditore o meno) non fallibile è privo, rispetto all’imprenditore fallibile di 
autonomia decisionale circa la scelta del professionista di fiducia. 

Il debitore sceglierà l’Organismo cui affidarsi – una volta che sarà emesso il regolamento 
(previsto dal comma 3° dell’art. 15)249 - sulla base della sede o della residenza, mentre in attesa di 
tale regolazione la nomina spetterà al tribunale e la scelta potrà cadere su un professionista o una 
società tra professionisti aventi i requisiti di cui all’art. 28 l. fall. o da un notaio250. In questa fase è 
chiaro che il paventato cumulo di funzioni in uno stesso soggetto, con il conseguente spettro del 
conflitto di interessi sarà evitato, il tribunale curando di nominare diversi professionisti ciascuno 
preposto ad una diversa funzione251. 

E’ evidente che aver riunito in un’unica disciplina diverse tipologie di debitori (imprenditori, 
professionisti e consumatori) e aver assunto come dato di partenza “la fragilità e inesperienza” dei 
soggetti-debitori ha determinato una uniformità di trattamento che non può non destare 
perplessità. Se il consumatore potrebbe avere difficoltà ad organizzare una soluzione al 
sovraindebitamento con la scelta del professionista, così non sarebbe per chi è imprenditore che 
ormai deve avvalersi di uno o più professionisti per adempiere a tutte le disposizioni di legge in 
materia contabile, fiscale e legale. Una disciplina così cogente lo costringe a dover abbandonare il 
professionista di riferimento, quanto meno per la redazione della proposta252. 

 

Osservazioni conclusive.  

                                                           
249 Sulla disciplina della costituzione degli organismi si rinvia a A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge 
fallimentare6, cit., p. 2079; L. D’ORAZIO, Le procedure di negoziazione delle crisi d’impresa, cit., 898. 
250 Osserva che con l’intervento legislativo di cui al d.l 179/2012 “è stata profondamente alterata la natura degli 
organismi di composizione della crisi. Non soltanto tali soggetti, che continuano a svolgere il ruolo fondamentale cui si è 
accennato, possono essere anche soggetti privati, ma si è previsto che anche tutti coloro che hanno i requisiti per 
svolgere le funzioni di curatore fallimentare, le società tra gli stessi e i notai possono operare come organismi di 
composizione della crisi”, L. PANZANI, Il giudice e gli organismi di composizione della crisi nelle procedure, in Studi 
Senesi, 2013, 407. 
251 A. MAFFEI ALBERTI, Commentario breve alla legge fallimentare6, cit., p. 2080 osserva che in tal caso sarà previsto “il 
frazionamento dell’indennità onde evitare che la soluzione del problema si traduca in un maggior costo per il debitore”. 
252 M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del soggetto non fallibile, cit., p. 16; E. BERTACCHINI, Esigenze di 
armonizzazione e tendenze evolutive (o involutive?) nella composizione negoziale delle crisi: dal tramonto del dogma 
della « non fallibilità » alle prospettive de iure condendo, cit., 874. 
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La recente legge, pur implicitamente sottolineando – in ragione delle rispettive specificità – 
l’esigenza di regimi ordinamentali separati per chi è fallibile e per chi non lo è, organizza la 
soluzione con strumenti analoghi a quelli già concepiti nel 2005 per rimodernare il nostro sistema 
concorsuale. Così al sovraindebitamento del quisque de populo o all’insolvenza dell'imprenditore 
“non rilevante” vengono applicati strumenti creati per l’impresa e l’imprenditore commerciale dei 
quali, in presenza di una crisi si valuta però, più che l'indebitamento in sé, da una parte il valore 
residuo del complesso aziendale, per studiarne le prospettive di continuità, e dall'altra l'onestà del 
soggetto nella gestione della crisi per accordargli il ritorno sul mercato liberandolo dai debiti 
residui, anziché insistere nel suo assoggettamento ai creditori rimasti insoddisfatti. 

La situazione è diversa per chi non è imprenditore fallibile, e in particolare per chi neppure è 
imprenditore, la sua crisi essendo radicata in un mercato meno sensibile alle sue vicende e alle sue 
competenze e quindi ritenuto in apicibus disinteressato al suo ritorno. Entrano in giuoco così – per 
superare la barriera dell’art. 2740 c.c. - altre valutazioni, non d’impresa bensì antropologiche che 
muovono da considerazioni sociologiche, religiose, equitative. Non è chi non veda quindi che come 
anche all'interno del crogiolo di soggetti ricompresi nell'area di applicazione della 1.3/2012 - da 
una parte gli opifici dediti ad un'attività agricola o commerciale di tipo artistico/ artigianale e 
dall'altra il c.d. debitore civile - l'approccio non possa essere il medesimo. 

Se per i primi entrano in gioco valutazioni di ordine politico- economico trattandosi di attività 
che caratterizzano la nostra produzione anche a livello internazionale, per il debitore civile 
sovraindebitato la questione si colloca più sul piano della sensibilità sociale, l'insistente azione 
esecutiva individuale potendo apparire come un’inutile persecuzione nei confronti di chi è, per 
svariate cause e non sempre riconducibili alla propria volontà, definitivamente incapace di 
adempiere le obbligazioni assunte253. 

Insomma il perdono deve passare da una correzione e da una rieducazione, non dal lassismo, 
che può ripercuotersi negativamente sui rapporti economici e creditizi. E’ probabilmente per 
questo motivo che il nostro legislatore aderendo da una parte alla spinta, ormai incontenibile e 
indifferibile, di dare una disciplina alla crisi per debiti di soggetti consegnati esclusivamente alle 
iniziative esecutive individuali e scoordinate dei propri creditori, non solo utilizza i principi di un 
governo concorsuale della massa debitoria ma adatta regole, recentemente introdotte |per il 
default dell'impresa commerciale, essenzialmente scandite tra negoziazione ed esdebitazione. 

In una visione che legga le norme con le lenti del mercato, potremmo dire che gli strumenti per 
il sovraindebitamento consentono la “restituzione” del privato alla vita dei consumi, mentre ove si 
privilegi l’adozione delle lenti del sociologo, potremmo pensare alla liberazione dal “giogo” dei 
creditori, che per lo più si traduce in una sterile persecuzione. Non è chi non veda allora che i 
principi coniati per l’impresa e per risolvere la sua crisi vengono ripresi per far fronte a situazioni di 
indebitamento non assimilabili nè per la conformazione, né per i riflessi alla crisi dell’imprenditore 
commerciale “normale” nella quale viene in luce, prima dello stato del patrimonio rispetto alla 
massa debitoria, quello del complesso aziendale per valutarne la conservabilità e che può 
condurre al conseguimento del fresh start per recuperare al mercato un operatore. 

In questa importazione di strumenti concorsuali già coniati e sperimentati negli otto anni di 
vigenza della legge fallimentare riformata e corretta, il legislatore non si è limitato ai catturare i 
principi fondamentali. L’accordo e la liquidazione previsti per tutti i soggetti non fallibili sono 

                                                           
253 Sull’eccessivo indebitamento come fenomeno endemico e sul paradigma della c.d. credit society v. A.PALMIERI, 
Consumer Bankruptcy e debt mitigation: modelli a confronto, in Studi senesi, fasc. 2, p. 393. 
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organizzati rispettivamente sulla falsariga del concordato preventivo e del fallimento. In 
particolare per quanto riguarda l'accordo è stata riprodotta l'informativa ai creditori e al giudice 
sulla base di un'attività attestativa resa da un soggetto terzo che però, nelle procedure da 
sovraindebitamento, è anche colui che redige la proposta al fianco del debitore, cosi perdendo 
quanto meno quell'indipendenza che viceversa deve connotare l'attestatore di piani, accordi e 
concordati preventivi. Dinanzi all’indebolimento del primo controllore del piano che accompagna 
l'accordo, torna urgente la ridefinizione del ruolo del Giudice che negli strumenti per il 
sovraindebitamento - in controtendenza con quanto è stato sancito dalle Sezioni Unite della Supra 
Corte nella sentenza n.1528 del 2013 riguardo all’intervento giudiziale nel concordato preventivo – 
pare poter espandersi a un controllo di merito. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EL SOBREENDEUDAMIENTO DE LA PERSONA FÍSICA EN ESPAÑA Y LAS VÍAS PARA SU SOLUCIÓN. 

Juan Carlos RODRÍGUEZ MASEDA 

 

 

Introducción 

El planteamiento en la búsqueda de soluciones autocompositivas parte de una antítesis 
esencial: la contraposición entre convenios judiciales y convenios extrajudiciales o acuerdos 
privados. Evidentemente, este planteamiento sistemático, debería aceptar, o, al menos evaluar, la 
posibilidad de acuerdos privados en el seno del procedimiento judicial, al amparo del principio 
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dispositivo de las partes en todo proceso civil, aunque en procedimientos judiciales colectivos, 
afectados por el orden público, la capacidad de desistimiento y autocomposición, suele –debe- 
estar limitada, o al menos, sustancialmente intervenida. 

Los acuerdos privados encuentran su fundamento en el principio de autonomía de la voluntad, 
dentro de los límites establecidos por la Ley, y, siempre –dada su naturaleza negocial- con causa 
lícita. En el marco del Derecho comparado europeo, estamos asistiendo a un proceso claro de 
tendencia a la desjudicialización, procurando un marco jurídico para los ADRS (alternative dispute 
resolutions – arbitraje/mediación). Estos acuerdos privados deben responder, conceptualmente, a 
la definición y resolución del fenómeno de la preinsolvencia254, con determinación de sus límites 
cuantitativos –si es posible- y fundamentalmente, temporales: en qué momento, o hasta qué 
momento, puede el deudor negociar con sus acreedores, sin acudir a la vía judicial en búsqueda 
del obligatorio proceso colectivo concursal judicial. Aparece aquí la cuestión sobre el deber de 
solicitar, judicialmente, el concurso de acreedores, como deber legal y sus límites, lo que no 
concurre en todos los ordenamientos jurídicos. 

Este proceso de desjudicialización, pretende aprovechar los indudables beneficios temporales, 
reputacionales, incluso judiciales (responsabilidades civiles y penales) y de costes, que aportan los 
convenios privados255 Un proceso de desjudicialización que permite atender de forma más directa, 
ágil y pretendidamente mas transparente la problemática del sobreendeudamiento de las 
personas físicas. 

Un primer planteamiento sistemático podría partir de la diferenciación entre acuerdos privados 
típicos y acuerdos privados atípicos. Estos últimos encuentran su fundamento en la autonomía de 
la voluntad, inherente al concepto de negocio jurídico, con un fundamento contractual que 
extiende –y limita- su eficacia a los firmantes del acuerdo. Al amparo de estos acuerdos, atípicos 
por carecer de regulación legal, es posible la articulación de soluciones refinanciadoras, utilizando 
todas las soluciones que concede o pueda conceder cada Ordenamiento Jurídico. Evidentemente, 
estos acuerdos atípicos plantean problemas operativos a los deudores frente a una pluralidad de 
acreedores. En todo caso, parece evidente que el ámbito subjetivo de este camino negocial, no 
regulado, será protagonizado, intensamente, por los acreedores profesionales (entidades 
financieras) o los mas significativos proveedores estratégicos. Dado su alcance estrictamente 
negocial, únicamente vincularán a los firmantes del mismo, lo que, en escenarios de crisis 
colectiva, evidencia su debilidad: (i) posibilidad de impugnación del resto de acreedores (fraude 
negocial), (ii) continuación de las reclamaciones judiciales y ejecuciones por parte de los no 
firmantes, (iii) responsabilidades civiles y penales, calificadoras de la actuación del deudor y de los 
acreedores que pueden incurrir en la figura del administrador de hecho. A pesar de tantas y tan 
evidentes debilidades, el Legislador español no ha excluido la posibilidad de acuerdos atípicos ante 

                                                           
254 Preinsolvencia frente al concepto de insolvencia actual, que debería proponer el punto de inicio del procedimiento 
judicial. En el Ordenamiento Jurídico español, a pesar de las sucesivas reformas que introducen y potencian las 
instituciones prejudiciales, nos encontramos con el mantenimiento del concepto de insolvencia inminente en el artículo 
2 de la Ley 22/2003, que la define como la previsión futura de no poder cumplir con las obligaciones a su respectivo 
vencimiento, pero en un marco temporal de corto recorrido. Evidentemente, la insolvencia inminente es el ámbito 
propio de los acuerdos privados preventivos, sin embargo, como veremos, la refinanciación excede, conceptualmente, 
del marco de la insolvencia inminente. 
255 En el marco del Derecho Comparado encontramos la “prevención francesa: conciliación y salvaguarda de empresas. 
Los “schemes of arrangements del Derecho Inglés. Los acuerdos de reestructuración de deuda del Derecho Argentino. 
Los escudos protectores del Derecho italiano. Derecho norteamericano: “reorganization”, “workouts”, “prepackaged 
bankrupkcy”. 
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situaciones de insolvencia. Al contrario, parece aceptarlos en el marco del apartado 2 del artículo 
71 bis de la Ley Concursal. 

La cuestión temporal en la insolvencia resulta esencial. Por ello, las instituciones prejudiciales 
no se pueden vincular, exclusivamente a supuestos de insolvencia inminente o futura, sino que 
deben procurar enfrentar –y aportar herramientas jurídicas- para resolver la propia insolvencia 
actual, aunque parezca que los caminos para la remoción de la insolvencia se solapan; y la 
insolvencia previsible a mas o menos largo plazo, pero que requiere una intensa refinanciación. 

El legislador, opta y regula los denominados acuerdos privados que serán típicos y que deben 
coordinarse institucionalmente con el presupuesto objetivo del propio concurso de acreedores, 
que en el caso de insolvencia actual, serían coincidentes; debiéndose desplazar la obligación legal 
de instar el concurso, a un momento temporalmente posterior. Por ello, en estos supuestos, es 
necesario regular – tipificar- las condiciones en que un deudor puede optar entre acudir a un 
convenio privado o solicitar su propio concurso. El hecho de que disponga de diferentes 
herramientas, para resolver la misma patología, no debe preocuparnos. La complejidad del 
fenómeno de la insolvencia, aconseja la máxima flexibilidad para que el deudor pueda elegir la vía 
que mejor se adapta a sus necesidades y las de sus acreedores. 

Consideramos que la insolvencia es un concepto jurídico. Y como tal, únicamente, podrá ser 
lícita y eficazmente removida en vía prejudicial, si existen instituciones que regulen acuerdos 
típicos y sus efectos. La atipicidad, amparada en el ámbito de la autonomía de la voluntad, 
encuentra graves riesgos en las crisis colectivas. La relación entre una pluralidad de acreedores y 
un deudor, exige la aportación de un marco legal, desjudicializado, pero que permita alcanzar 
acuerdos eficaces. 

 

La persona física insolvente 

Nuestro sistema, a pesar de los relevantes avances en las reformas de los últimos años, deviene 
estructuralmente deficiente e insuficiente. El Fondo Monetario Internacional en su informe de 20 
de julio del 2014256, ha desarrollado una contundente crítica cuyo acierto veremos en muchos de 
los extremos necesariamente descriptivos de este trabajo. 

Veremos que en el Ordenamiento Jurídico español, que responde a un principio de unidad 
subjetiva en materia de insolvencia, no se distingue, en cuanto al régimen de aplicación, entre 

                                                           
256 En su informe el FMI reclama un régimen de segunda oportunidad (discharge o fresh start) y critica la regulación 
actual, al considerar que favorece la economía sumergida, desincentiva al deudor a declararse en concurso, amputa la 
iniciativa empresarial y no favorece la salida convencional de la crisis. La propuesta es que el deudor persona física 
insolvente pueda verse liberado del pasivo pendiente una vez liquidado su patrimonio tras el transcurso de un periodo 
de tiempo no superior a tres años. El informe recalca que la experiencia evidencia que los países con alta disciplina de 
pago introdujeron un régimen de bancarrota personal que fue aceptado por los bancos y el sector del crédito al 
consumo, sin menoscabo de la cultura de pago, y sin que afectara negativamente al coste de crédito. En definitiva, es 
crítico con la actual regulación concursal que vamos a analizar en este trabajo, que introdujo el régimen de segunda 
oportunidad exigiendo que el deudor abonara gran cantidad de pasivo para poder beneficiarse de la medida, al que 
considera como un discharge muy limitado. Así mismo, se propone un régimen especial para las deudas empresariales 
que han sido garantizadas con el patrimonio personal del deudor cuando éste ha actuado a través de una sociedad. 
Considera que ese pasivo debe resolverse en el marco de la insolvencia de la sociedad con reglas específicas que 
protejan al deudor y a su familia. 
El FMI se muestra partidario de un proceso especial para personas físicas (no solo empresarios), simplificado y acelerado 
con una mínima participación profesional y judicial y fuerte apoyo institucional. 
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personas físicas y jurídicas. Las especialidades vienen determinadas por las cuantías o por la 
intervención de determinados acreedores, como las entidades financieras, para la que se ha 
previsto un procedimiento específico, obligado el legislador, quizás, por el elevado nivel de 
bancarización de la economía española. 

Con una finalidad meramente descriptiva, en este básico trabajo, exponemos las que 
denominamos herramientas prejudiciales: 

 

El Acuerdo Extrajudicial de Pagos 

El acuerdo extrajudicial de pagos constituye un procedimiento introducido por la Ley 14/2013 
de 27 de setiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, por el que se adhiere 
un nuevo título X a la Ley Concursal. 

Es un procedimiento concursal puesto que, como veremos, su presupuesto objetivo es la 
insolvencia actual o inminente. Pero también lo es por su naturaleza universal puesto que afecta, o 
puede afectar a todos los acreedores, según lo establecido en la Ley257. Pero también puede ser 
subsumido en la categoría de los llamados “institutos preconcursales” ya que es una alternativa al 
proceso concursal, articulando de forma extrajudicial, una vía de refinanciación258 en aquellos 
supuestos en que es posible remover la insolvencia con el plan de pagos propuesto por el 
mediador y aceptado por el quorum necesario de acreedores. 

La norma nos dice que el deudor, persona natural, o persona natural empresario, que se 
encuentre en situación de insolvencia con arreglo a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 
Concursal, o que prevea que no podrá cumplir regularmente con sus obligaciones, podrá iniciar un 
procedimiento para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos con sus acreedores, siempre que la 
estimación inicial del pasivo no supere los cinco millones de euros. Vemos que el legislador 
español cualifica el procedimiento por la cuantía. No por el sujeto, como ratificamos a 
continuación. 

El acuerdo extrajudicial de pagos no solamente es un vehículo para las personas físicas, puesto 
que también (art 231.2 LC) podrán instar el mismo acuerdo cualesquiera personas jurídicas, sean o 
no sociedades de capital, que (i) se encuentren en estado de insolvencia, (ii) en caso de ser 
declaradas en concurso, dicho concurso no hubiere de revestir especial complejidad259, (iii) y que la 
entidad disponga de activos suficientes para satisfacer los gastos propios del acuerdo. 

Esta vía se considera un beneficio para el deudor, puesto que a través de ella, es posible 
alcanzar la exoneración total del pasivo ordinario (nunca del privilegiado y los créditos contra la 
masa). Tal es así, que se prohíbe la petición de solicitud para alcanzar un acuerdo extrajudicial de 
pagos a (i) quienes hayan sido condenados en sentencia firme por delito contra el patrimonio, 
contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda Pública, la Seguridad 
Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración de 

                                                           
257 SÁNCHEZ-CALERO, J. “El acuerdo extrajudicial de pagos”. Anuario de Derecho Concursal, 32, mayo agosto 2014, p. 
11. 
258 BOLDÓ RODA, C. “El acuerdo extrajudicial de pagos. Aspectos procedimentales”. La Mediación en Asuntos 
Mercantiles. Dir. Carmen Boldó Roda. Tirant Lo Blanch. 2015, p.391. 
259 El artículo 190 LC regula el procedimiento abreviado, para concursos que no revisten especial complejidad, 
determinados por la constancia de menos de 50 trabajadores y con un pasivo y un activo que no superen los cinco 
millones de euros. 
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concurso (ii) o a las personas que, dentro de los cinco últimos años, hubieran alcanzado un 
acuerdo extrajudicial de pagos con los acreedores, hubieran obtenido la homologación judicial de 
un acuerdo de refinanciación o hubieran sido declaradas en concurso de acreedores. 

Ya, desde el primer momento, nos encontramos con una de las decisiones más criticables de 
nuestro sistema que, sin rubor, establece que los créditos de derecho público no podrán en ningún 
caso verse afectados por el acuerdo extrajudicial. Es decir, el Estado español, decide inhibirse en el 
proceso de insolvencia de sus ciudadanos, optando por un camino técnicamente erróneo y 
moralmente claramente reprochable. 

El centro del funcionamiento del sistema del acuerdo es la figura del mediador. Una figura de la 
que se ha dicho que no es realmente un mediador260, puesto que se configura como un profesional 
especializado en materia concursal al que la Ley atribuye funciones concretas, técnicamente muy 
relevantes y complejas como es la elaboración de un plan de pagos y la preparación del 
denominado concurso consecutivo. Debemos destacar aquí que, a diferencia de cualquier 
mediador, este profesional debe ser proactivo, puesto que tendrá la responsabilidad de comprobar 
la existencia y cuantía de los créditos y la exactitud de la documentación aportada con la solicitud. 
El propio carácter reglado del procedimiento que lo aleja del principio de autonomía de la voluntad 
–inherente a toda mediación mercantil- para otorgarle consecuencias y exigencias naturales en un 
marco de tipicidad, evidencia que estamos en presencia de un mediador cuyo estatuto jurídico le 
confiere una imagen especial. 

Destaca su intervención en la determinación del pasivo. Dice el artículo 234 de nuestra Ley 
Concursal que dentro de los diez días siguientes a la aceptación del cargo, el mediador concursal 
comprobará los datos y la documentación aportados por el deudor, pudiendo requerirle su 
complemento o subsanación o instarle a corregir los errores que pueda haber; comprobando la 
existencia y cuantía de los créditos. El sistema es insuficiente y envuelve al mediador en un ámbito 
de inseguridad ciertamente relevante. La Ley establece un régimen de “comprobación”. Pero para 
comprobar, necesariamente, habrá que disponer de una realidad previa fiable, o normativamente 
regulada, que efectivamente, se pueda “comprobar”. Una contabilidad, es “comprobable”, aunque 
no se alcance el nivel de exigencia de una auditoría. Pero los deudores, personas físicas, no 
empresarios, no están sometidos a obligaciones contables, ni a técnicas de gestión que permitan 
una labor de comprobación. Realmente, el mediador, en tan breve plazo, queda sometido a la 
información que le expone el deudor, y a la que eventualmente le pueda llegar por los acreedores 
que tenga conocimiento del  procedimiento  extrajudicial.  Es  un  sistema  que  incrementa  el  
riesgo de aparición de créditos que no fueron conocidos, ni tenidos en cuenta en el procedimiento, 
agravando el riesgo de acreedores disidentes. 

Dice la Ley (art 236 LC) que tan pronto como sea posible, y en cualquier caso con una antelación 
mínima de veinte días naturales a la fecha prevista para la celebración de la reunión que debe 
mantener con los acreedores, el mediador concursal remitirá a los mismos, con el consentimiento 
del deudor, una propuesta de acuerdo extrajudicial de pagos sobre los créditos pendientes de pago 
a la fecha de la solicitud. La propuesta podrá contener cualquiera de las siguientes medidas: a) 
Esperas por un plazo no superior a diez años; b) Quitas; c) Cesión de bienes o derechos a los 
acreedores en pago o para pago de totalidad o parte de sus créditos; d) La conversión de deuda en 

                                                           
260 LLORENTE SÁNCHEZ-ARJONA. “La mediación mercantil. Especial referencia a la mediación en el marco concursal”. 
Diario La Ley nº 8225, de 9 de enero de 2014. Especialmente crítico resulta el profesor CARRASCO PERERA, en “Los 
nuevos mediadores concursales”. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 872/2013. Tribuna. Editorial Aranzadi, SA, 
Pamplona. 2013. 
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acciones o participaciones de la sociedad deudora. e) La conversión de deuda en préstamos 
participativos por un plazo no superior a diez años, en obligaciones convertibles o préstamos 
subordinados, en préstamos con intereses capitalizables o en cualquier otro instrumento 
financiero de rango, vencimiento o características distintas de la deuda original. 

En todo caso, continuando con las tradicionales prevenciones derivadas de la reacción 
protagonizada por la Ley Concursal en el año 2003261, se dice que en ningún caso la propuesta 
podrá consistir en la liquidación global del patrimonio del deudor para satisfacción de sus deudas 
ni podrá alterar el orden de prelación de créditos legalmente establecido, salvo que los acreedores 
postergados consientan expresamente. La prohibición de articular una propuesta que incluya o 
que recoja la liquidación global del patrimonio del deudor, es una limitación que carece de 
cualquier tipo de justificación. Especialmente, en los casos de insolvencia de personas físicas, en 
las que en un escenario de insolvencia, la única vía será la realización de los bienes para articular 
un plan de pagos. 

El mediador concursal deberá solicitar de inmediato la declaración de concurso de acreedores 
si, antes de transcurrido el plazo mencionado en el apartado 3 de este artículo, decidieran no 
continuar con las negociaciones los acreedores que representasen al menos la mayoría del pasivo 
que pueda verse afectada por el acuerdo y el deudor se encontrase en situación de insolvencia 
actual o inminente. Esta última mención demuestra, o permite entender que la presente vía 
también puede ser utilizada en supuestos de dificultades económicas o financieras graves, pero 
que no respondan, estrictamente, a supuestos de insolvencia actual o inminente; es decir, esta vía 
puede articular un mero proceso de refinanciación, no estrictamente vinculado al concepto de 
preinsolvencia. 

En el marco de la tipicidad a la que hacemos referencia, para que el acuerdo extrajudicial de 
pagos se considere aceptado, serán necesarias las mayorías establecidas en la Ley Concursal, 
calculadas sobre la totalidad del pasivo que pueda resultar afectado por el acuerdo262. 

                                                           
261 GUTIÉRREZ GILSANZ, A. “El Convenio Concursal”. La Ley. 2015. P, 72. 
262 El artículo 238 de la Ley Concursal establece: 1. Para que el acuerdo extrajudicial de pagos se considere aceptado, 
serán necesarias las siguientes mayorías, calculadas sobre la totalidad del pasivo que pueda resultar afectado por el 
acuerdo: a) Si hubiera votado a favor del mismo el 60 por ciento del pasivo que pudiera verse afectado por el acuerdo 
extrajudicial de pagos, los acreedores cuyos créditos no gocen de garantía real o por la parte de los créditos que exceda 
del valor de la garantía real, quedarán sometidos a las esperas, ya sean de principal, de intereses o de cualquier otra 
cantidad adeudada, con un plazo no superior a cinco años, a quitas no superiores al 25 por ciento del importe de los 
créditos, o a la conversión de deuda en préstamos participativos durante el mismo plazo. b) Si hubiera votado a favor del 
mismo el 75 por ciento del pasivo que pudiera verse afectado por el acuerdo extrajudicial de pagos, los acreedores 
cuyos créditos no gocen de garantía real o por la parte de los créditos que exceda del valor de la garantía real, quedarán 
sometidos a las esperas con un plazo de cinco años o más, pero en ningún caso superior a diez, a quitas superiores al 25 
por ciento del importe de los créditos, y a las demás medidas previstas en el artículo 236. Si la propuesta fuera aceptada 
por los acreedores, el acuerdo se elevará inmediatamente a escritura pública, que cerrará el expediente que el notario 
hubiera abierto. Para los abiertos por el registrador mercantil o la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación, se presentará ante el Registro Mercantil copia de la escritura para que el registrador pueda cerrar el 
expediente. Por el notario, el registrador o la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación se 
comunicará el cierre del expediente al juzgado que hubiera de tramitar el concurso. Igualmente se dará cuenta del 
hecho por certificación o copia remitidas a los registros públicos de bienes competentes para la cancelación de las 
anotaciones practicadas. Asimismo, publicará la existencia del acuerdo en el Registro Público Concursal por medio de un 
anuncio que contendrá los datos que identifiquen al deudor, incluyendo su Número de Identificación Fiscal, el 
registrador o notario competente o la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, el número de 
expediente de nombramiento del mediador, el nombre del mediador concursal, incluyendo su Número de Identificación 
Fiscal, y la indicación de que el expediente está a disposición de los acreedores interesados en el Registro Mercantil, 
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Únicamente interviene el órgano judicial para el caso de impugnación del acuerdo, que puede 
interponerse dentro de los diez días siguientes a la publicación del acuerdo extrajudicial de pagos, 
limitando la legitimación al acreedor que no hubiera sido convocado o no hubiera votado a favor 
del acuerdo o hubiera manifestado con anterioridad su oposición en los términos establecidos en 
el artículo 237.1 de la Ley Concursal. Contempla la norma la legitimación para el que denomina 
“acreedor no convocado”, aunque limita el plazo a 10 días. En todo caso, si se sostiene que el 
acuerdo extrajudicial de pagos no afecta a los acreedores no descritos en el apartado 1 del artículo 
238, qué interés puede tener un acreedor no convocado en impugnar un convenio que no le 
afecta. Y si le afecta, el plazo se antoja innecesario, porque en tal supuesto deberíamos acercarnos 
a un supuesto de nulidad del acuerdo, por infracción directa de la Ley, con plazo indefinido; aún 
siendo consciente del problema de inseguridad jurídica que esto genera. 

La impugnación no suspende la ejecución del acuerdo, configurándose con cognición limitada, 
ya que solo podrá fundarse en la falta de concurrencia de las mayorías exigidas para la adopción 
del acuerdo teniendo en cuenta, en su caso, a los acreedores que, debiendo concurrir, no hubieran 
sido convocados, en la superación de los límites establecidos por el artículo 236.1; o en la 
desproporción de las medidas acordadas. 

 

La Disposición Adicional Cuarta. Homologación de acuerdos de refinanciación. 

Con la introducción de la vía de la Disposición Adicional Cuarta, se profundiza en la cuestionable 
diferenciación entre acreedores financieros y los restantes acreedores263, continuando la Ley en su 
origen y las sucesivas reformas, dando la espalda a la persona física, al centrar la regulación, en 
este caso, en la figura del acreedor, fiel a la unidad subjetiva a la que hemos hecho referencia. 
Ciertamente, resulta evidente que los acreedores financieros, ostentan, siempre, una posición 
mejor, avalada en el acceso a mayor información y a la obtención de todo tipo de garantías, a las 

                                                                                                                                                                                 
Notaría o Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación correspondiente para la publicidad de su 
contenido. Si la propuesta no fuera aceptada, y el deudor continuara incurso en insolvencia, el mediador concursal 
solicitará inmediatamente del juez competente la declaración de concurso, que el juez acordará también de forma 
inmediata. En su caso, instará también del juez la conclusión del concurso por insuficiencia de masa activa en los 
términos previstos en el artículo 176 bis de esta Ley. Los acuerdos extrajudiciales de pagos adoptados por las mayorías y 
con los requisitos descritos en este Título no podrán ser objeto de rescisión concursal en un eventual concurso de 
acreedores posterior. 
263 En su apartado 1, la Disposición Adicional Cuarta, dice que a los efectos de esta disposición, tendrán la 
consideración de acreedores de pasivos financieros los titulares de cualquier endeudamiento financiero con 
independencia de que estén o no sometidos a supervisión financiera. Quedan excluidos de tal concepto los acreedores 
por créditos laborales, los acreedores por operaciones comerciales y los acreedores de pasivos de derecho público. 
Además recoge una posibilidad que, de alguna forma, viene a mediatizar el efecto discriminatorio que estamos 
denunciando, al establecer que voluntariamente podrán adherirse al acuerdo de refinanciación homologado los demás 
acreedores que no lo sean de pasivos financieros ni de pasivos de derecho público. En todo caso, la adhesión está 
configurada en términos muy amplios y genera muchos interrogantes. El primero, es si se trata de una adhesión 
unilateral, por manifestación y vinculante para el resto de acreedores. Ciertamente, tal adhesión puede no resultar 
inocua para las aspiraciones de los restantes. Pensemos en un acuerdo de capitalización de deuda; una adhesión no 
inicialmente contemplada ni prevista, modificará, evidentemente, la posición relativa de los que inicialmente 
configuraron el acuerdo. En el mismo sentido, la pregunta procede en relación con las nuevas garantías otorgadas en el 
proceso de refinanciación. Quizás, la solución la encontremos en la incorporación de pactos concretos, en los acuerdos 
de refinanciación que limiten la adhesión a determinados pactos, o a determinados contenidos. Téngase en cuenta que 
únicamente tienen facultad de impugnar los acreedores de pasivos financieros, por lo que ninguno de los acreedores 
que no lo sean, tendrían oportunidad de reivindicar ningún derecho frente a una limitación pactada y homologada de su 
facultad de adhesión. 
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que no suelen llegar los restantes acreedores, excepto que puedan disponer de algún tipo de 
poder estratégico que condicione el funcionamiento de la compañía. En todo caso, resulta 
cuestionable porque, la insolvencia tanto se financia con dinero como con productos, con 
acreedores financieros como con proveedores; sin que concurra ninguna razón material para esta 
sobreprotección, con un procedimiento especial, que aparece como un paso mas, alternativo, en el 
abandono del principio de pars conditio creditorum, superado en el marco de un procedimiento 
extrajudicial especial. 

El Decreto Ley 3/2009, introduce la Disposición Adicional Cuarta, comenzando a incorporar al 
Ordenamiento Jurídico Español, los primeros escudos protectores frente a la rescisoria concursal. 
De forma incipiente, tímida quizás, pero abriendo la vía al acceso a un Derecho preventivo de la 
insolvencia. Posteriormente la trascendente Ley 38/2011 de reforma de la Ley Concursal que 
constituye una norma estrella en el desarrollo de las instituciones preconcursales, para introducir 
los acuerdos de refinanciación264, que, consecutivamente sufren algunas modificaciones, con la 
finalidad de que alcancen la homologación, permitiendo extender sus efectos a minorías 
disidentes, alterando el principio de relatividad de los contratos, regulando en el artículo 1257 del 
Código Civil español. 

La finalidad del procedimiento extrajudicial preventivo que analizamos, es la homologación, 
que no permite ningún tipo de control inicial de oportunidad vinculado al sacrificio 
desproporcionado. Se configura –la intervención judicial- como un mero control ex post para el 
caso de que en sede de impugnación alguno de los acreedores lo alegue y lo pruebe265. La 
intervención del juez aparece con un grado de cognición limitada, puesto que simplemente se 
debe limitar a homologar o no homologar el acuerdo presentado266. 

Dice la norma que podrá homologarse judicialmente el acuerdo de refinanciación que habiendo 
sido suscrito por acreedores que representen al menos el 51 por ciento de los pasivos financieros –
no representativos, necesariamente de deudas líquidas y exigibles-, reúna en el momento de su 
adopción, las condiciones previstas en la letra a)267 y en los números 2.º y 3.º de la letra b)268 del 
apartado 1 del artículo 71 bis. Los acuerdos adoptados por la mayoría descrita alcanzarán el primer 
efecto que se pretende, su protección frente a cualquier acción de rescisión. 

                                                           
264 BELTRÁN SÁNCHEZ, Emilio. “Materiales de la Reforma Concursal”. Emilio Beltrán. Ana B. Campuzano. Coord. TIRAN 
LO BLANCH. Valencia. 2012. Pag. 662. “Los acuerdos de refinanciación avanzan hacia un verdadero procedimiento 
concursal alternativo/preventivo, mediante la homologación judicial, la paralización de acciones, la imposición de las 
esperas acordadas a los acreedores financieros no firmantes y la concesión de preferencia a los refinanciadores en caso 
de declaración de concurso …”. FERNANDO CERDÁ. “La extensión de efectos del acuerdo de refinanciación, homologado 
judicialmente, a los acreedores financieros disidentes o no partícipes”. Anuario de Derecho Concursal num.33/2014. 
Editorial Civitas, SA. 2014. 
265 CERVERA, Marta. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”. Anuario de Derecho 
Concursal 33. Setiembre-Diciembre 2014. Pag.120. 
266 LOPEZ SÁNCHEZ, Javier. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”. Los Acuerdos de 
Refinanciación y de Reestructuración de la Empresas en Crisis. GARCÍA CRUCES (dir.). BOSCH 2013. Pag. 304. 
267 Artículo 71 bis 1 a): “En virtud de éstos se proceda, al menos, a la ampliación significativa del crédito disponible o a 
la modificación o extinción de sus obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de vencimiento o el establecimiento 
de otras contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita la 
continuidad de la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo”. 
268 Artículo 71 bis 1 b): 2.º Se emita certificación del auditor de cuentas del deudor sobre la suficiencia del pasivo que se 
exige para adoptar el acuerdo . De no existir, será auditor el nombrado al efecto por el registrador mercantil del 
domicilio del deudor y, si éste fuera un grupo o subgrupo de sociedades, el de la sociedad dominante. 3.º El acuerdo 
haya sido formalizado en instrumento público al que se habrán unido todos los documentos que justifiquen su 
contenido y el cumplimiento de los requisitos anteriores . 
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Para extender sus efectos serán necesarias las mayorías exigidas en los, al que nos remitimos,269 
y que se han ido reduciendo en sucesivas reformas. 

En definitiva, el contenido del acuerdo de refinanciación, en la redacción actual del precepto, 
permite un amplio abanico de soluciones que, en principio, deberían consentir un uso generalizado 
de esta vía de refinanciación del pasivo financiero. Pero para ello, resulta imprescindible 
incrementar la cultura financiera de las entidades de crédito, en un marco de buena fe, 
imprescindible en la relación con sus clientes. Concurre tanta convicción en la herramienta que se 
contempla el arrastre de acreedores con garantía real, evidentemente, con incremento de 
porcentajes y por la parte que no exceda del valor de su garantía. 

Por último debe destacarse la intervención judicial y la competencia para conocer de la 
homologación que corresponderá al juez de lo mercantil que, en su caso, fuera competente para la 
declaración del concurso de acreedores. En este sentido también resulta relevante el efecto de 
paralización de ejecuciones que a diferencia de la regulada en el artículo 5 bis, corresponde al juez 
competente, y una vez que es admitida a trámite la solicitud de homologación.270 

Finalmente, el juez otorgará – nuevamente la norma lo establece en términos imperativos- la 
homologación, siempre que el acuerdo reúna los requisitos formales anteriormente referenciados 
y declarará –también en términos imperativos se expresa la norma- la extensión de efectos que 
corresponda cuando el auditor certifique la concurrencia de las mayorías requeridas. 

Como señalamos, cabe la impugnación del acuerdo, aún homologado, por aquellos acreedores 
de pasivos financieros, afectados por la homologación, que no hubieran suscrito el acuerdo o 
hubiesen mostrado su disconformidad. Los motivos de impugnación están limitados, dado que 
únicamente procederán sobre la concurrencia de los porcentajes de aprobación, y, sobre el 
carácter desproporcionado del sacrificio exigido. 

 

El artículo 5 bis de la Ley Concursal 

En esta exposición conscientemente desordenada de las herramientas existentes, en un afán de 
mera descripción, no podemos menos que hacer referencia al famoso 5 bis. Una muestra de la 
visión judicializada de la solución de la insolvencia que acunó la versión original de la Ley 22/2003, 
resulta evidente con la constatación de que no existía, en su versión original, una regulación 
suficiente de las situaciones de preinsolvencia, que se consideraban incardinadas dentro del 
concepto de insolvencia inminente que contemplaba –y contempla- la definición legal de 
insolvencia. El Legislador del año 2003, consideraba que ante un escenario de imposibilidad de 

                                                           
269 Una muestra de las dificultades de regular instituciones extrajudiciales, con categorías judiciales, se observa en la 
exclusión del cómputo a los pasivos financieros titularidad de acreedores que tengan la consideración de persona 
especialmente relacionadas (art 93 LC). Al lector no se le escapará que al estar en un ámbito prejudicial, procede que 
nos preguntemos quién y como determina y califica la concurrencia de personas especialmente relacionadas. 
Evidentemente, aparece aquí un expediente abierto al abuso de los acreedores financieros, que únicamente verán 
cuestionadas sus determinaciones por la vía de impugnación del acuerdo fundamentado en la no concurrencia de los 
porcentajes exigidos en esta disposición. 
270 La publicidad en este tipo de procedimientos resulta esencial. Por ello la norma establece que el secretario judicial 
ordenará la publicación de la providencia en el Registro Público Concursal por medio de un anuncio que contendrá los 
datos que identifiquen el deudor, el juez competente, el número del procedimiento judicial de homologación, la fecha 
del acuerdo de refinanciación y los efectos de aquellas medidas que en el mismo se contienen, con la indicación de que 
el acuerdo está a disposición de los acreedores en el Juzgado Mercantil competente donde se hubiere depositado para 
la publicidad, incluso telemática, de su contenido. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

185 

 

pago regular de las obligaciones exigibles (art 2.2 LC), únicamente cabía la remoción de la 
insolvencia a través del procedimiento judicial establecido por la Ley. 

El Real Decreto Ley 3/2009, añadió una especie de situación de prórroga en relación con la 
obligación legal (art 5 LC) de instar la declaración concursal, si el deudor comunicaba que se 
encontraba en negociaciones con sus acreedores para la consecución de un convenio anticipado271. 
Posteriormente, la reforma articulada por la Ley 38/2011, creando un nuevo artículo 5 bis amplía 
sus efectos de prórroga de la obligación legal de solicitar la declaración concursal, a cualquier tipo 
de negociación de refinanciación, ampliando así, sustancialmente sus efectos, y emprendiendo un 
camino desjudicializado. 

La Ley 14/2013, de apoyo de los emprendedores, modifica, nuevamente el precepto, 
incorporando las nuevas vías de refinanciación con la incorporación de las negociaciones para un 
acuerdo extrajudicial de pagos. Por último, las Leyes 17/2014 y 9/2015, configuran la actual 
redacción del precepto, debiéndose destacar que la Ley 17/2014272, incorpora la prohibición de 
ejecuciones judiciales, según veremos273. 

Algunos autores han destacado que la comunicación que articula el artículo 5 bis no es una 
institución concursal ni preconcursal, sino “extraconcursal”274. Compartimos en parte esta 
conclusión, puesto que la vía del 5 bis, en coherencia con su evolución, no contempla como 
supuesto de hecho, únicamente la insolvencia actual. La Ley 14/2013 centra su atención en los 
caminos de solución de la insolvencia, en los supuestos en que el artículo 5 bis debe actuar en su 
versión original de garantía frente al concurso necesario, es decir, cuando concurre insolvencia 
actual o preinsolvencia, en su caso; a través de las vías prejudiciales analizadas –a excepción de la 
propuesta anticipada de convenio- por lo tanto, óptimos para regular y atender a situaciones de 
insolvencia inminente y de preinsolvencia. Excede de este trabajo el análisis de los diferentes 
estadios del concepto de insolvencia, pero resulta esencial, al menos dejar constancia que las vías 

                                                           
271 Decía el apartado 3 del artículo 5 de la Ley Concursal que: “El deber de solicitar la declaración de concurso no será 
exigible al deudor que, en estado de insolvencia actual, haya iniciado negociaciones para obtener adhesiones a una 
propuesta anticipada de convenio y, dentro del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, lo ponga en 
conocimiento del juzgado competente para su declaración de concurso. Transcurridos tres meses de la comunicación al 
juzgado, el deudor, haya o no alcanzado las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de la propuesta anticipada 
de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes siguiente”. 
272 LUCEÑO OLIVA, José Luis. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 887/2014 parte  Comentario.  Editorial Aranzadi, SA, 
Pamplona. 2014. “La valoración de la reforma ha de ser positiva ya que protege, frente a las ejecuciones judiciales, la 
continuidad de la actividad del deudor en esta fase de negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación. Impide 
también la nueva norma el que pueda hacerse un uso abusivo de la misma limitando las comunicaciones sucesivas, y 
obligando a que transcurra al menos el periodo de un año entre las mismas. No obstante, apreciamos dos deficiencias 
importantes: la primera que el legislador sigue tratando privilegiadamente a los créditos de derecho público lo que 
impedirá que, incluso en esta fase, pueda continuarse la actividad si existen ejecuciones sobre bienes necesarios para el 
desarrollo de la actividad que provengan de créditos de aquella naturaleza, y la segunda deficiencia, bajo nuestro punto 
de vista, es el «olvido» de no otorgar protección a los bienes del deudor respecto a las ejecuciones extrajudiciales 
notariales que se encuentran inexplicablemente fuera del ámbito de la norma.” 
273 Téngase en cuenta que la Disp. Final 1ª del  RD-Ley 4/2014  (RCL 2014, 340)  también modifica la LEC (RCL 2000, 34, 
962 y RCL 2001, 1892) en su artículo 568.1: «Artículo 568. Suspensión en caso de situaciones concursales o 
preconcursales. 1. No se dictará auto autorizando y despachando la ejecución cuando conste al Tribunal que el 
demandado se halla en situación de concurso o se haya efectuado la comunicación a que se refiere el artículo 5 bis de la 
Ley Concursal y respecto a los bienes determinados en dicho artículo. En este último caso, cuando la ejecución afecte a 
una garantía real, se tendrá por iniciada la ejecución a los efectos del artículo 57.3 de la Ley Concursal para el caso de 
que sobrevenga finalmente el concurso a pesar de la falta de despacho de ejecución» 
274 VALPUESTA GASTAMIZA, Eduardo. “Las soluciones a la Situación de Insolvencia”. Coor. Ibón Hualde López. 
ARANZADI. 2014. Pag. 16. 
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que contempla o ampara el paraguas del artículo 5 bis, todas ellas, permiten la remoción de la 
insolvencia, pero en cuanto vías de refinanciación, también situaciones de preinsolvencia, en 
horizontes temporales más dilatados que los estrictos y propios de la insolvencia inminente, que se 
han demostrado ineficaces en la crisis vivida por Europa en los últimos años. 

El régimen legal pone de manifiesto que, cualquiera que sea su naturaleza, se pretende evitar la 
vía judicial o reducirla sustancialmente tramitándola por la vía de la propuesta anticipada de 
convenio (art. 104 LC). Dice la norma que el deudor podrá poner en conocimiento del juzgado 
competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un 
acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis. 1 y en la Disposición adicional 
cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos 
previstos en la Ley. Para el caso de acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador 
concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado 
la designación del mediador concursal deberá comunicar, de oficio, la apertura de las 
negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso. Es decir, nos ofrece la Ley, 
ahora, dos comunicaciones previas, inherentes a la situación concursal: En primer lugar, la 
voluntaria, la del deudor. En segundo lugar, la obligatoria que debe efectuar el registrador o el 
notario, ante la tramitación de un acuerdo extrajudicial de pagos. 

El tradicional efecto del artículo 5 bis de la Ley Concursal, siempre vino determinado por la 
suspensión de la legitimación para la solicitud de concurso necesario de cualquier acreedor (art 
15.3 LC) durante el plazo de tres meses desde las comunicaciones realizadas por el deudor o el 
mediador. Pero el efecto verdaderamente relevante es que desde la presentación de la 
comunicación, no podrán iniciarse ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o derechos 
que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, 
hasta que se produzcan unas circunstancias que están en estricta relación con cada una de las vías 
que el escudo del 5 bis ampara: i) se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en el artículo 
71 bis 1; ii) se dicte la providencia admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del 
acuerdo de refinanciación; iii) se adopte el acuerdo extrajudicial de pagos; iv) se hayan obtenido 
las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio; v) 
tenga lugar la declaración de concurso. 

Resulta muy relevante, en este sentido, indicar que en su comunicación el deudor indicará qué 
ejecuciones se siguen contra su patrimonio y cuáles de ellas recaen sobre bienes que considere 
necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial, que se harán constar en 
el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente. En 
caso de controversia sobre el carácter necesario del bien se podrá recurrir aquel decreto ante el 
juez competente para conocer del concurso. Algunos autores cuestionaron la competencia del 
Secretario que el 5 bis consagra, por la concurrencia de bienes necesarios275 y la evidente 

                                                           
275 GONZÁLEZ NAVARRO. Blas Alberto. “El nuevo artículo 5 bis de la Ley Concursal tras la reforma de 2014”. Revista 
Aranzadi Doctrinal num. 2/2014 parte Estudio. Editorial Aranzadi, SA, Cizur Menor. 2014: La reforma de 2014 no parece 
haber reparado en que, al mantener intacta la competencia del Secretario Judicial para dejar constancia de la 
comunicación previa, y desde ahora para gestionar la publicación de su resolución de constancia, deja fuera del precepto 
la necesaria intervención judicial que el precepto exige ahora. Y es que, si bien la diligencia de constancia, o la resolución 
que pide el artículo 5 bis al Secretario, no precisa de control ni intervención judicial ninguna, parece claro que no será el 
Secretario quien pueda valorar si los bienes afectados por la ejecución son necesarios o no para la continuidad de la 
actividad profesional o empresarial del deudor. Solamente los bienes que son necesarios para la continuidad de la 
compañía son los que habilitan al Juzgado mercantil a paralizar las ejecuciones contra el deudor. Podría pensarse, 
entonces, que el sistema de la comunicación previa sigue siendo el de la reforma de 2011; una ventanilla de sellado, en 
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necesidad de intervención judicial en tal sentido. La dicción literal del precepto no deja lugar a 
dudas en cuanto que, para el caso de disputa, será el juez de lo mercantil, competente para 
declarar el concurso, el que tenga que resolver la calificación de bienes necesarios. 

Transcurridos tres meses desde la comunicación al juzgado, el deudor, haya o no alcanzado un 
acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos o las adhesiones necesarias para la 
admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de 
concurso dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el mediador 
concursal o no se encontrara en estado de insolvencia. Excepto, evidentemente que ya no se 
encuentre en situación de insolvencia. 

 

El artículo 71 bis de la Ley Concursal 

Volvemos a la Ley 17/2014, de 30 de septiembre, de Medidas urgentes en materia de 
refinanciación y reestructuración de deuda empresarial, norma que viene precedida del Real 
Decreto Ley 4/2014, de 7 de marzo. Tal como consta en su preámbulo, la finalidad de la Ley es la 
de adoptar medidas que permitan aliviar la carga financiera a la que se encuentran sometidas 
determinadas empresas que podrían llegar a ser viables, permitiendo que éstas sigan atendiendo 
sus compromisos en el tráfico económico, generando riqueza y creando puestos de trabajo. Con 
esta confesada finalidad, se intenta mejorar el marco legal preconcursal de los acuerdos de 
refinanciación; acuerdos que, siendo fruto del consenso entre el deudor y sus acreedores, 
pretenden maximizar el valor de los activos, evitando el concurso de la entidad y la reducción y los 
aplazamientos pasivos. La norma habla de preconcursalidad, de evitación del concurso, 
reconociendo que un marco extrajudicial privado, permite una mejor gestión de los activos y de la 
propia situación de insolvencia o de preinsolvencia. 

En este marco, el artículo 71 bis LC, responde a la regulación de lo que se ha venido a 
denominar “escudos protectores”276 que permitirían articular estos acuerdos de refinanciación sin 

                                                                                                                                                                                 
la que el Secretario deja constancia meramente de la comunicación del inicio de las negociaciones. Será el deudor el 
que, con este papel, acuda a los Juzgados de 1ª Instancia instando la consiguiente paralización de las ejecutorias sobre 
bienes necesarios. Sin embargo, es obvio que ese sistema no puede perdurar: según una doctrina reiterada del Tribunal 
de Conflictos de Jurisdicción, que acabó por consagrase en el artículo 56.5 de la LC, «(a) los efectos de lo dispuesto en 
este artículo y en el anterior, corresponderá al juez del concurso determinar si un bien del concursado resulta necesario 
para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor» . Por tanto, ello obliga al juez civil a preguntar 
al juez mercantil sobre el carácter de los bienes de necesarios o no para la continuidad de la actividad de la empresa, lo 
que supone un coste temporal incompatible con la protección que otorga el artículo 5 bis. Es en consecuencia el Juez de 
lo Mercantil que recibe la comunicación el que debe valorar la necesidad de los bienes; evidentemente, en el caso de 
existir ejecutorias en marcha: es posible que las ejecuciones ni siquiera se hayan activado cuando se presenta la 
comunicación previa, por lo que no se pida valoración de necesidad ninguna, en cuyo caso no sería precisa intervención 
judicial. No obstante, cabe pensar en lo recomendable que sería que, en relación a bienes estratégicos sujetos a 
garantías reales, incluso sujetos al riesgo de ejecuciones por embargos ordinarios, se solicite del Juzgado que se declare 
su necesidad para la continuidad de la empresa, a los efectos de que, de iniciarse luego la ejecución, el Juez de 1ª 
Instancia no tenga que consumir un tiempo precioso preguntando al Juez del eventual concurso posterior, de modo que, 
presentando el deudor el auto del juez en que se declaran los bienes necesarios y se cierra el paso a cualquier ejecución 
durante el plazo del artículo 5 bis, ese debate ni siquiera se abriría.” 
276 Destacamos los trabajos de la profesora Pulgar Ezquerra, J., quien ha venido sosteniendo en numerosas ocasiones la 
necesidad de avanzar en esta línea, destacando la necesidad de establecer legislativamente «escudos protectores» para 
los acuerdos de refinanciación. Acuerdos que, por su propia naturaleza y la versatilidad de su contenido, podrían incluir 
pactos o requerir actos para su ejecución fácilmente subsumibles en el ámbito de las presunciones que en relación a la 
concurrencia de perjuicio patrimonial para la masa activa se establecen en el artículo 71 de la Ley Concursal. Así, puede 
verse, entre otros, en los siguientes trabajos de esta autora: «Licitud y temporalidad de los acuerdos amistosos 
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el riesgo de posteriores acciones de reintegración, consagrando así, una defensa preventiva, para 
el mantenimiento de los mismos. Es decir, se trata ahora, con esta vía, de una regulación reactiva 
que se estructura para evitar la rescisión de los acuerdos de financiación otorgados durante un 
período sospechoso. En España durante el período de dos años anteriores al auto de declaración 
del concurso (art. 71 LC). 

Probablemente por ello, la actual redacción del artículo 72.2 LC, evidencia la voluntad de 
legislador de limitar, de forma sustancial, la rescindibildad de los acuerdos de financiación y de 
refinanciación, puesto que tal acción únicamente podrá fundarse en el incumplimiento de las 
condiciones legales, con legitimación exclusiva de la administración concursal. Con esta redacción, 
se hace imposible la rescisión por razones materiales, de fondo. Se trata de bloquear la rescisión, 
otorgando la máxima seguridad jurídica a los acuerdos alcanzados por alguna de las vías típicas 
estructuradas por la Ley. 

Sin perjuicio de ello, no se nos escapa la posibilidad del ejercicio de acciones de nulidad –
simulación, fraude de ley, vicio del consentimiento- o, incluso, acción pauliana. En todo caso, desde 
el punto de vista práctico, resulta casi imposible impugnar un acuerdo de refinanciación que 
cumpla con las condiciones legales277, formales. Las extraordinarias acciones de nulidad o fraude, 
no resultan óptimas para procesos que tendrán un marco negociador previo, suficientemente 
contradictorio como para eludir cualquier vicio de este tipo. 

En definitiva, no serán rescindibles los acuerdos de refinanciación alcanzados por el deudor , así 
como los negocios, actos y pagos, cualquiera que sea la naturaleza y la forma en que se hubieren 
realizado, y las garantías constituidas en ejecución de los mismos, que cumplan con lo establecido 
y previsto en el artículo 71 LC. 

Esta norma no ostenta la naturaleza, estrictamente de una institución preconcursal, pero aporta 
la virtud de regular el concepto de acuerdo de refinanciación, al considerar que se refinancia 
cuando en virtud de éstos se proceda, al menos, a la ampliación significativa del crédito disponible 
o a la modificación o extinción de sus obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de 
vencimiento o el establecimiento de otras contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que 
respondan a un plan de viabilidad que permita la continuidad de la actividad profesional o 
empresarial en el corto y medio plazo. 

 

La Propuesta Anticipada de Convenio 

Por último, aunque no pueda considerarse una herramienta preconcursal, debemos hacer 

                                                                                                                                                                                 
extrajudiciales: riesgos para los intervinientes en un eventual concurso», Revista de Derecho Concursal y Paraconcursal 
nº 5, julio 2006; «Refinanciaciones de deuda y concurso de acreedores: la ausencia de “escudos protectores” y el fraude 
del artículo 10 de la Ley del Mercado Hipotecario», Diario La Ley nº 6963, 9 de junio de 2008 (La Ley 23016/2008); 
«Rescisión concursal y refinanciaciones bancarias», Diario La Ley nº 7097, Sección Doctrina, 29 de enero de 2009 (La Ley 
41791/2008); «Preconcursalidad y acuerdos de refinanciación», Revista de Derecho Concursal y Paraconcursal nº 14, 
Primer semestre 2011, (La Ley 1235/2011) y «Ley 17/2014 de medidas urgentes en materia de refinanciaciones y 
reestructuración de deuda empresarial y Real Decreto Ley 11/2014, de reformas urgentes en materia concursal: nuevos 
paradigmas», Diario La Ley nº 8391, 3 de octubre de 2014 (La Ley 7151/2014). 
277 Parra Lucán, M.A. «La compatibilidad de la rescisoria concursal con otras acciones de impugnación de actos y 
contratos del Derecho Común»,  Anuario de Derecho Concursal nº 19, 2010  (BIB 2010, 2)  , pág. 11. En sentido contrario 
se pronuncia Carmen Pérez de Ontiveros . Catedrática de Derecho Civil. Universidad de Las Palmas de Gran Canaria. 
Anuario de Derecho Concursal num. 35/2015 parte Estudios. Editorial Civitas, SA, Pamplona. 2015. Esta autora desarrolla 
un interesante estudio sobre la compatibilidad y posibilidades de ejercicio de la acción pauliana. 
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mención en este trabajo a la Propuesta Anticipada de Convenio regulada en la Sección 3ª del Título 
V (De las fases de convenio o de liquidación) de la Ley Concursal. Su posición sistemática revela 
que se trata de una vía estrictamente concursal, judicial. Sin embargo, es cierto que en la versión 
original de la Ley del año 2003, junto con la insolvencia inminente, resultaban los únicos cauces 
legales o previsiones normativas, para enfrentarse a situaciones de preinsolvencia o de situaciones 
de insolvencia futura o previsible. Se trata de un procedimiento de tramitación acelerada de un 
convenio concursal que debe articularse a través de la previa solicitud de concurso voluntario –o 
desde la declaración de concurso necesario-, y que responde estructuralmente al mismo esquema 
de aprobación del convenio concursal ordinario. Respondía al principio de unidad procedimental 
que regía en nuestra norma. 

Estadísticamente se ha demostrado que no ha resultado suficiente para dar solución a los 
problemas de preinsolvencia. Por esta razón, y por otras, a partir, fundamentalmente del año 2013, 
el Legislador español se ha aventurado al desarrollo motorizado de instituciones preconcursales. 

 

La exoneración del pasivo insatisfecho. Un fresh start limitado y con condiciones. 

En su última versión derivada de la redacción otorgada por la Ley 25/2015, de 28 de julio, el 
artículo 178 bis de la Ley Concursal incorpora la vigente regulación de la “discharge” española, 
criticada por la mejor doctrina278. 

La actual redacción procura superar alguna de las justificadas críticas recaídas sobre la versión 
anterior. Se establece que el deudor persona natural podrá obtener el beneficio de la exoneración 
del pasivo insatisfecho una vez concluido el concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa 
activa, solicitándolo de forma expresa ante el Juez que regula el concurso. 

Únicamente se admitirá la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho a los deudores de 
buena fe279, estableciendo los requisitos necesarios para alcanzar tal condición: (i) que el concurso 
no haya sido declarado culpable; (ii) que el deudor no haya sido condenado en sentencia firme por 
delitos  contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la 
Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años 
anteriores a la declaración de concurso; (iii) que, reuniendo los requisitos establecidos en la Ley, 
haya celebrado o, al menos, intentado celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos. 

El fresh start, encuentra una limitación cuantitativa, al exigir que el deudor que pretende gozar 
de este beneficio haya satisfecho en su integridad los créditos contra la masa y los créditos 
concursales privilegiados. Es decir, para obtener este beneficio, el deudor tendrá que ir pagando 
los créditos que se devenguen una vez declarado el concurso y que tengan la calificación de 
créditos contra la masa, incluso los propios de su endeudamiento; y los correspondientes a la 
actuación profesional: abogados, procuradores y administración concursal. Adicionalmente, verá 
ejecutados sus bienes gravados con derechos reales ejecutables, puesto que la exoneración es un 
efecto del concurso del deudor, que es concurso necesariamente de liquidación, y que únicamente 
otorgará el beneficio una vez que haya concluido la fase de liquidación con el fin de la realización 

                                                           
278 CUENA CASAS, Matilde. “El sobreendeudamiento privado como causa de crisis financiera y su necesario enfoque 
multidisciplinar”. Préstamo responsable y ficheros de solvencia. Coor. L. Prats Albentosa y M. Cuena Casas. ARANZADI 
2015. 
279 TOMAS TOMÁS, Salvador. “El nuevo régimen jurídico de la legislación sobre segunda oportunidad”. Revista Aranzadi 
Doctrinal num. 4/2016 parte Estudios. Editorial Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor. 2016. Quien destaca el carácter 
normativo, no judicialmente valorativo, del concepto de buena fé. 
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de los bienes. 

En ningún caso la exoneración afectará al crédito público que se regirá por su régimen 
correspondiente, que no contempla ningún tipo de remisión de deudas por insolvencia. Es decir, 
todo el peso de la exoneración recae sobre los ciudadanos280. 

Además, en aquellos casos en que el deudor, persona física, acude de forma directa al concurso 
de acreedores, no intentando un acuerdo extrajudicial de pagos, por superar su pasivo la cuantía 
señalada para dicho procedimiento, deberá pagar, al menos, el 25 por ciento del importe de los 
créditos concursales ordinarios. 

El Legislador aporta un régimen alternativo, para el caso de que no se haya cumplido con el 
pago del 25% de los créditos concursales que señalamos en el párrafo anterior, para que el deudor 
persona física alcance el beneficio de exoneración estableciendo: (i) que acepte someterse a un 
plan de pagos para las deudas que no queden exoneradas dentro de los cinco años siguientes a la 
conclusión del concurso; (ii) que no haya incumplido las obligaciones de colaboración con la 
administración concursal; (iii) que no haya obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años; 
(iv) que no haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una 
oferta de empleo adecuada a su capacidad; y (v) que acepte de forma expresa, en la solicitud de 
exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la 
sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años. 

Como indicamos, la concesión del pasivo requiere una petición por parte del deudor, en el seno 
del proceso concursal. Únicamente podrán formular oposición, que se tramitará como un incidente 
concursal, la administración concursal y los acreedores personados, cuya oposición únicamente 
podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos analizados, constitutivos del concepto 
normativo de buena fe. 

Uno de los elementos constitutivos de esta regulación, mas discutidos es la posibilidad de que 
cualquier acreedor concursal estará legitimado para solicitar del juez del concurso la revocación 
del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho cuando durante los cinco años siguientes a su 
concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos del deudor ocultados. Además 
la norma contempla que podrá solicitarse la revocación si durante el plazo fijado para el 
cumplimiento del plan de pagos: a) Incurriese en alguna de las circunstancias que hubiera 
impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho; b) en su caso, 
incumpliese la obligación de pago de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan 
de pagos, o; c) Mejorase sustancialmente la situación económica del deudor por causa de 
herencia, legado o donación; o juego de suerte, envite o azar, de manera que pudiera pagar todas 
las deudas pendientes sin detrimento de sus obligaciones de alimentos. 

Transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos sin que se haya revocado el 
beneficio, el juez del concurso, a petición del deudor concursado, dictará auto reconociendo con 

                                                           
280 Es un verdadero régimen de excepción que se reconoce a los créditos públicos —aun cuando carezcan de 
privilegio— por mero voluntarismo político; sin respetar ninguna técnica coherente en el reparto de sacrificios. En este 
sentido, como ha afirmado el Banco Mundial: «excluir de la exoneración al crédito público socava todo el sistema de 
tratamiento de la insolvencia porque priva a los deudores, a los acreedores y a la sociedad de muchos beneficios del 
sistema. El Estado debe soportar el mismo tratamiento que los demás acreedores para así apoyar el sistema de 
tratamiento de la insolvencia» 
http://siteresources.worldbank.org/INTGILD/Resources/WBInsolvencyOfNaturalPersonsReport_01_11_ 13.pdf. 

http://siteresources.worldbank.org/INTGILD/Resources/WBInsolvencyOfNaturalPersonsReport_01_11_13.pdf
http://siteresources.worldbank.org/INTGILD/Resources/WBInsolvencyOfNaturalPersonsReport_01_11_13.pdf
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carácter definitivo la exoneración del pasivo insatisfecho en el concurso281. También podrá el juez, 
atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, declarar la 
exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su 
integridad el plan de pagos pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los 
ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio que 
no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando 
concurriesen en el deudor las circunstancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real 
Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstancias familiares de especial 
vulnerabilidad. 

 

Conclusiones 

Hemos intentado realizar un trabajo fundamentalmente descriptivo de la situación en el 
Ordenamiento Jurídico español. Esperamos que su lectura permita al lector especializado caer en 
la cuenta de la existencia de un cierto desorden normativo que no oculta una constante voluntad 
de proteger a los acreedores profesionales (entidades financieras) y excluir de cualquier riesgo o 
contingencia al crédito público. Pero olvidando cualquier especialidad subjetiva, rindiendo tributo 
al principio de unidad consagrado en la Ley del año 2003. Con las últimas reformas se ha 
pretendido regular el problema de la preinsolvencia, fundamentalmente, como reacción frente a la 
ineficiencia del funcionamiento de los órganos judiciales. No se acude a ningún tipo de apoyo por 
parte de las Administraciones Públicas. No se ha previsto ningún tipo de procedimiento 
administrativo, muy recomendable para los consumidores. Al contrario, como hemos visto, el 
Estado da la espalda a estos procedimientos y a los agentes implicados, creando procedimientos 
privados, con la intervención judicial, esencialmente, para el caso de impugnación. 

Por lo tanto el éxito de estas herramientas depende de la formación, de la cultura concursal de 
la sociedad, de los profesionales; y del apoyo que los acreedores profesionales -entidades 
financieras- estén dispuestos a prestar, en la medida en que entiendan que estas vías les 
benefician, en cuanto gestión ordenada de la insolvencia, o imperativo legal para evitar riesgos de 
reintegración. 

Quizás, la evolución tecnológica, a través de la blockchain y los Smart contracts, sean capaces 
de ganar en descentralización, eficacia, transparencia; y, así, conseguir un mayor control en el 
endeudamiento de los consumidores, y una mayor rapidez y menores costes en la aportación de 
soluciones transparentes y seguras a su insolvencia. 

  

 

 

 

                                                           
281 PORFIRIO CARPIO, Leopoldo José. “El mecanismo de segunda oportunidad y el principio de seguridad jurídica”. 
Revista de Derecho Patrimonial num. 40/2016 parte Artículos. Editorial Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor. 2016. Este autor 
se pregunta: ¿No mina la confianza de los acreedores el hecho de que la remisión del pasivo insatisfecho se reconozca 
simplemente a cualquier deudor de «buena fe» y sea, prima facie , de carácter provisional? ¿No se compadecería más 
con el principio constitucional de seguridad jurídica que el beneficio de exoneración de las deudas se concediera a los 
deudores tras un riguroso procedimiento y que una vez concedido fuese definitivo?. 
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LA PROCEDURA DI LIQUIDAZIONE DEL PATRIMONIO DEL DEBITORE ALLA LUCE DEL DIRITTO 

“OGGETTIVAMENTE” CONCORSUALE 

 Daniele VATTERMOLI 

 

 
SOMMARIO: 1. La disciplina della crisi da sovraindebitamento: l’evoluzione legislativa. - 2. La 
procedura di liquidazione del patrimonio (natura, inquadramento sistematico, funzione, disciplina) 
ed il diritto “oggettivamente” concorsuale. - 3. Presupposti o condizioni di ammissibilità alla 
procedura. Rapporti con le procedure concorsuali “tradizionali”. - 4. L’apertura della procedura. 
Domanda e conversione. - 5. L’ufficio concorsuale. - 6. Gli effetti della procedura. - 7. Le fasi della 
procedura. - 8. L’esdebitazione. 
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1. La disciplina della crisi da sovraindebitamento: l’evoluzione legislativa.  

Sulla scorta di un vivace dibattito teorico282 ed a conclusione di un (a dir poco) tormentato iter 
parlamentare283, con la L. 28 gennaio 2012, n. 3 è stato introdotto nell’ordinamento domestico – 
similmente a quanto era dato riscontrare, da tempo, in molti sistemi giuridici a noi vicini284 – il 
procedimento per la composizione delle crisi da sovraindebitamento: un procedimento riservato ai 
debitori, imprenditori e non, non assoggettabili alle procedure concorsuali “tradizionali” ed in 
situazione, appunto, di sovraindebitamento; e caratterizzato da forti affinità strutturali con, per un 
verso, gli accordi di ristrutturazione e, per altro verso, il concordato preventivo285.  

Nell’aprile del 2012 il governo ha presentato alla Camera dei deputati un disegno di legge con il 
quale – riprendendo e potenziando una linea che aveva cercato vanamente di imporre al 
Parlamento durante l’iter di approvazione della medesima L. n. 3/2012286 – ha proposto 
sostanziose modificazioni della nuova disciplina. E ciò in una triplice direzione:  

- “trasformando” in chiave concordataria la natura del procedimento di composizione della crisi 
da sovraindebitamento, il quale veniva rimodellato, assumendo connotati assai simili appunto al 

                                                           
282  NIGRO A., L’insolvenza delle famiglie nel diritto italiano, in Dir. banc., 2008, I, 191 ss.; GHIA, Il debitore civile ed il 
procedimento per la composizione della crisi da sovraindebitamento, in GHIA-PICCININI-SEVERINI (a cura di), Trattato 
delle procedure concorsuali, 1, Dichiarazione di fallimento, Torino, 2010, 252 ss.; DI MARZIO, Sulla composizione 
negoziale della crisi da sovra-indebitamento, in questa Rivista, 2010, I, 650 ss.; GIRONE, Il tentativo del legislatore 
italiano di allinearsi agli ordinamenti internazionali con un provvedimento in materia di «sovraindebitamento» dei 
soggetti non fallibili, nonché interventi in materia di usura ed estorsione, ivi, 2009, 818 ss.; FALCONE, L’indebitamento 
delle famiglie e le soluzioni normative: tra misure di sostegno e liberazione dei debiti, in Bonfatti-Falcone (a cura di), La 
ristrutturazione dei debiti civili e commerciali, Milano, 2011, 204 ss.; MARCUCCI, Insolvenza del debitore civile e fresh 
start. Le ragioni di una regolamentazione, in PRESTI-STANGHELLINI-VELLA (a cura di), L’insolvenza del debitore civile 
dalla prigione alla liberazione, Analisi giuridica dell’economia, n. 2/2004, 363 ss.; GALLETTI, Insolvenza civile e fresh start: 
il problema dei coobbligati, ivi, 391 ss.   
283 I cui passaggi possono leggersi in NIGRO A., Il nuovo procedimento di composizione delle crisi da 
sovraindebitamento, in Dir. banc., 2012, II, 3 ss.; FABIANI, Primi spunti di riflessione sulla regolazione del 
sovraindebitamento del debitore non «fallibile» (l. 27 gennaio 2012 n. 3), in Foro it., 2012, V, 94 ss.; BATTAGLIA, La 
composizione delle crisi da sovraindebitamento del debitore non fallibile: alcuni profili problematici, in questa Rivista, 
2012, I, 423 ss.; DI MARZIO, Introduzione alle procedure concorsuali in rimedio del sovraindebitamento, in DI MARZIO-
MACARIO-TERRANOVA, La “nuova” composizione della crisi da sovraindebitamento, Il Civilista, Milano, 2013, 9 ss.; 
FALCONE, Il trattamento delle “crisi da sovraindebitamento” e l’insolvenza del consumatore: una occasione mancata, in 
BONFATTI-FALCONE (a cura di), Soluzioni negoziali e istituti “preconcorsuali” nella gestione delle crisi, Milano, 2013, 353 
ss.   
284  Sul punto, estremamente interessante risulta la lettura del documento elaborato per la World Bank da KILBORN, 
Report in the Treatment of the Insolvency of Natural Persons, maggio 2013, disponibile on line sul sito 
www.worldbank.org, contenente un’analisi approfondita dei principali problemi generati dalla crisi del debitore persona 
fisica (non imprenditore) e delle risposte che a tali problemi hanno dato gli ordinamenti più evoluti.  
Nella nostra dottrina, per un’analisi comparata della disciplina della crisi da sovraindebitamento nei principali 
ordinamenti occidentali cfr., da ultimo, MODICA, Profili giuridici del sovraindebitamento, Napoli, 2012, 308 ss.; 
PELLECCHIA, Dall’insolvenza al sovraindebitamento. Interesse del debitore alla liberazione e ristrutturazione dei debiti, 
Torino, 2012, 121 ss.   
285 NIGRO A., Il nuovo procedimento di composizione delle crisi, cit., 4.   
286 E’ noto, invero, che con il d.l. 22 dicembre 2011, n. 212, il governo era (inopinatamente) intervenuto, tra l’altro, 
proprio in materia di gestione della crisi da sovraindebitamento: peraltro, al fine di scongiurare l’inevitabile (e, per molti 
versi, assurdo) contrasto che si sarebbe creato con l’iniziativa parlamentare conclusasi con l’emanazione della l. n. 
3/2012, nella legge di conversione del suddetto d.l. (la l. 17 febbraio 2012, n. 10) sono state espunte tutte le disposizioni 
relative al sovraindebitamento. Sul d.l. n. 212/2011 cfr., per tutti, FABIANI, La gestione del sovra-indebitamento del 
debitore non fallibile (D.L. 212/2011), disponibile on line sul sito www.ilcaso.it; GUIOTTO, La nuova procedura per 
l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in itinere, in Fallimento, 2012, 21 ss.   
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concordato preventivo quale regolato dalla legge fallim.;  

- introducendo un particolare procedimento per la crisi patrimoniale del consumatore, dove 
non era previsto più nemmeno il consenso della maggioranza dei creditori alla proposta del 
debitore;  

- prevedendo una “procedura”, alternativa a quella di composizione, di liquidazione.  

Successivamente, il contenuto di questo disegno di legge – mai portato alla discussione – è 
stato trasfuso nell’art. 18 del d.l. 18 ottobre 2012, n. 179 (articolo incongruamente collocato nella 
sez. VI di tale decreto, recante la rubrica “Giustizia digitale”), convertito dalla L. 17 dicembre 2012, 
n. 221, che ha modificato la L. n. 3/2012, che oggi, dopo queste ultime modifiche, prevede, 
dunque, tre distinti procedimenti o procedure (la legge usa promiscuamente i due termini) di 
soluzione delle crisi da sovraindebitamento: due procedimenti o procedure di composizione di tali 
crisi, rispettivamente l’accordo ed il piano del consumatore; un procedimento o procedura di 
liquidazione del patrimonio, oggetto specifico del presente studio.  

 

2. La procedura di liquidazione del patrimonio (natura, inquadramento sistematico, funzione, 
disciplina) ed il diritto “oggettivamente” concorsuale.  

A. Se l’accordo e, per il solo debitore-consumatore, il piano occupano il posto che, nel sistema 
tradizionale della disciplina dell’insolvenza, viene ricoperto dalle soluzioni concordate della crisi, la 
procedura di liquidazione del patrimonio dovrebbe invece prendere il posto che, in quel sistema, è 
occupato dalla procedura fallimentare287.  

Come il fallimento, invero, la liquidazione del patrimonio ex artt. 14-ter ss., L. n. 3/2012 è una 
procedura concorsuale288 che, per un verso, coinvolge l’intero patrimonio (pignorabile) del 
debitore, che dal momento dell’apertura viene amministrato, ai fini della sua liquidazione e 
successiva ripartizione ai creditori, da un’autorità neutra (il liquidatore, appunto); e, per altro 
verso, esplica i suoi effetti nei confronti di tutti i creditori anteriori alla sua apertura, le pretese dei 
quali, dal quel momento, rimangono per così dire “congelate”, determinandosi il blocco delle azioni 

                                                           
287 In termini sostanzialmente coincidenti PANZANI, La nuova disciplina del sovraindebitamento dopo il d.l. 18 ottobre 
2012, n. 179, in Il Fallimentarista, 12 dicembre 2012 e, da ultimo, AMATORE, La conversione della procedura di 
composizione in liquidazione, ivi, di prossima pubblicazione, a pagina 2 del dattiloscritto che si è potuto consultare per 
gentile concessione dell’Autore.   
288 Con riguardo all’originaria disciplina contenuta nella l. n. 3/2012 si era posto il problema se il procedimento di 
composizione delle crisi da sovraindebitamento fosse o no da qualificare come procedura concorsuale. Autorevole 
dottrina aveva dato al problema risposta negativa, rilevando che tale procedimento non comportava né 
regolamentazione coattiva dei rapporti debitore-creditori, né imposizione di vincoli sul patrimonio del debitore, salva la 
limitatissima eccezione costituita dal “blocco” delle azioni esecutive per periodi prefissati e brevi (così NIGRO A., Il nuovo 
procedimento di composizione delle crisi, cit., 5; nello stesso senso cfr., altresì, FABIANI, Primi spunti di riflessione, cit., 
96). Oggi, dopo l’intervento “correttivo” ed “integrativo” del d.l. n. 179, la risposta non può che essere in senso 
affermativo e con riferimento a tutti e tre i procedimenti oggetto di tale intervento. Da un lato, è la stessa legge che 
espressamente li qualifica come procedure concorsuali (là dove ne preclude l’applicazione alle situazioni ed ai debitori 
soggetti o assoggettabili «a procedure concorsuali diverse da quelle regolate» da essa legge: artt. 6, comma 1 e 7, 
comma 2; ma si veda anche l’art. 31 d.l. n. 179/2012). Dall’altro, nella loro attuale configurazione essi comportano tutti 
sia una regolamentazione coattiva dei rapporti creditori-debitore sia l’imposizione di vincoli sul patrimonio del debitore. 
Con specifico riferimento alla procedura di liquidazione del patrimonio, poi, un ulteriore riferimento testuale in tal senso 
può trarsi dall’art. 14-ter, comma 7, il quale, come si vedrà (infra, § 6), ricollega alla presentazione della domanda di 
ammissione alla procedura l’effetto della sospensione degli interessi, legali o convenzionali, sui crediti concorsuali non 
“privilegiati”, fino alla chiusura della liquidazione, «ai soli effetti del concorso».   
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esecutive e cautelari individuali, nonché l’impossibilità della costituzione di cause legittime di 
prelazione. Inoltre, a differenza delle soluzioni concordate della crisi, la procedura de qua non 
prevede alcuna forma di accordo, tra il debitore ed i suoi creditori, in ordine alle modalità di 
attuazione della responsabilità patrimoniale del primo che, quindi, deve avvenire secondo il 
principio cardine della par condicio creditorum289.  

Eppure l’uso del condizionale si impone.  

Si impone, in primo luogo, perché la procedura di liquidazione del patrimonio è, come si vedrà, 
di tipo esclusivamente “volontario”, nel senso che la legittimazione a richiederne l’apertura spetta 
al solo debitore290; ed una procedura di liquidazione concorsuale del patrimonio responsabile “non 
coatta”, assomiglia, concettualmente, relativamente poco al fallimento.  

Si impone, in secondo luogo, perché la procedura de qua, a differenza del fallimento, 
sembrerebbe essere riguardata dal legislatore della riforma come un beneficio, da destinare allora 
al solo debitore meritevole; ciò che giustificherebbe anche la legittimazione ristretta alla richiesta 
di apertura, di cui si è appena detto.  

Anche su questo punto più specifico, però, il condizionale è nuovamente d’obbligo: perché, se è 
vero che vi sono disposizioni – in particolare quelle in tema di accesso alla procedura291 – che 
chiaramente depongono nel senso appena segnalato, ve ne sono altre, tuttavia, che, come si avrà 
modo di osservare, sembrerebbero spingere in una direzione esattamente opposta. Senza contare, 
poi, che non risulta affatto chiaro quale sarebbe, per il debitore, il “premio” conseguente 
all’ammissione alla procedura di liquidazione: nulla, infatti, a parte i beni impignorabili per legge, 
può residuare in capo al debitore al termine della procedura, salvo che si verifichi la condizione 
dell’integrale soddisfacimento dei creditori concorrenti292. Per il debitore, allora, il “premio” per 
l’ammissione non può che consistere nell’aspettativa dell’esdebitazione, ex art. 14-terdecies. Però, 
al di là del fatto che si tratta, appunto, di una mera aspettativa, per la cui traduzione in realtà si 
richiede che il debitore sia meritevole del beneficio e, soprattutto, sia una persona fisica (le altre 
categorie di debitori restandone escluse ex lege, indipendentemente dal comportamento tenuto 
prima e dopo il manifestarsi della crisi), non può trascurarsi il dato che anche nel fallimento, che 
pur dopo il restyling operato dalle riforme non è certo dalla legge riguardato come un beneficio, è 
ben possibile per il fallito – e ricorrendo, grosso modo, le stesse condizioni (quelle, cioè, ex artt. 
142 ss., legge fallim.) poste dalla L. n. 3/2012 – ottenere la liberazione dai debiti non soddisfatti dai 
riparti endoconcorsuali. Ciò che, a parere di chi scrive, dimostra come la prospettiva 
dell’esdebitazione non sia elemento sufficiente, di per sé, a qualificare la procedura al cui esito è 
subordinata come un beneficio.  

Indipendentemente da come si voglia inquadrarla, la procedura di liquidazione assume 
comunque un ruolo importante dal punto di vista sistematico, offrendo al giudice, nelle procedure 
di composizione della crisi da sovraindebitamento, il termine di confronto che consente al giudice 
di valutare, ai fini dell’omologazione ed in caso di contestazioni da parte dei creditori o di 

                                                           
289 Del resto, vi sono anche puntuali riferimenti testuali che depongono nel senso della assimilabilità della nostra 
procedura al fallimento: basti pensare a quanto stabilito dall’art. 15, comma 9, in tema di compensi al professionista che 
svolge le funzioni degli organismi di composizione della crisi, che, per la procedura di liquidazione del patrimonio, sono 
parametrati, appunto, a quelli del curatore del fallimento.   
290 Salva l’ipotesi della conversione, di cui si tratterà infra, § 4.   
291 Sulle quali v. più diffusamente infra, § 4.   
292 E si veda, in proposito, l’art. 14-ter, comma 1, nel quale è chiaramente stabilito che il debitore può chiedere la 
liquidazione «di tutti i suoi beni».   
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qualunque altro interessato, la convenienza dell’accordo o del piano del consumatore (ai sensi, 
rispettivamente, degli artt. 12, comma 2 e 12-bis, comma 4). 

B. Pur se nella L. n. 3/2012 nulla è detto in ordine alla funzione da riconoscere alla procedura di 
liquidazione del patrimonio, sembra certo che la stessa sia quella tipica di tutte le procedure 
concorsuali, ossia il massimo soddisfacimento dei creditori (nel rispetto, come si è detto, della par 
condicio creditorum).  

D’altra parte, nel nostro caso neanche potrebbero porsi i dubbi sollevati da una parte della 
dottrina rispetto alla funzione da riconoscere alle procedure concorsuali tradizionali, essendo 
meramente eventuale la presenza di complessi produttivi o (come a volte, impropriamente, si dice) 
imprese da salvaguardare. Allo stesso modo deve recisamente escludersi che tale funzione possa 
essere rintracciata nell’esdebitazione del debitore: obiettivo, quest’ultimo, certamente importante 
– può anzi dirsi che l’introduzione della nuova procedura risponda, in buona misura, proprio 
all’esigenza di assicurare ai debitori non fallibili il c.d. fresh start –, ma che, essendo doppiamente 
eventuale (ossia: escluso a priori per gli enti metaindividuali; eventuale in senso stretto per le 
persone fisiche), non può certamente essere collocato al vertice delle priorità da perseguire.  

C. Nel disciplinare la procedura di liquidazione, il legislatore del 2012 ha effettuato una scelta 
precisa e, se si vuole, coraggiosa, dettando regole “autonome” rispetto a quelle, ben più 
collaudate, relative alle procedure concorsuali tradizionali e, in particolare, al fallimento.  

E’ pur vero che nella L. n. 3/2012 si trovano riscritte (non sempre, peraltro, rispettando una 
precisa corrispondenza) alcune regole dettate per il fallimento, ma non è stata praticamente mai 
utilizzata la tecnica del rinvio293, a singole norme o a blocchi di norme della legge fallim.294, con la 
conseguenza, estremamente rilevante sul piano interpretativo, della mancanza di una norma di 
chiusura che consenta di colmare le molte lacune che il testo presenta.  

Tale decisione, considerando complessivamente il prodotto finale, è stata a dir poco infelice. In 
verità, poche volte è capitato, in passato, di assistere ad un tale “festival” di errori, dimenticanze ed 
imprecisioni, di scelte illogiche e, in alcuni casi, assurde da parte del legislatore. Basti pensare, per 
fare solo qualche esempio ed anticipando temi che verranno affrontati più avanti nella trattazione, 
alla durata della procedura, necessariamente ed inspiegabilmente non inferiore ai quattro anni; 
oppure, alla totale assenza di disciplina della ripartizione dell’attivo, fase topica di ogni procedura 
concorsuale; o, ancora, al riferimento, contenuto nell’art. 14-quinquies, comma 2, lett. b), ad un 
fantomatico “provvedimento di omologazione”, che ovviamente non esiste; o, infine, alla mancata 
previsione di ipotesi di chiusura della procedura, diverse dall’esecuzione del programma di 
liquidazione. Il che, evidentemente, non può non tradursi in un ostacolo – che allo stato non è 
ancora possibile stabilire se e quanto decisivo – al successo, in termini applicativi, del nuovo 
strumento di soluzione della crisi.  

D. La mancanza di una norma di chiusura, in uno con le lacune di cui si è sin d’ora segnalata 
l’esistenza, impone all’interprete di risolvere, a monte, un problema di vertice: quello, cioè, che 

                                                           
293 Le eccezioni sono rappresentate, per un verso, dall’art. 14-quinquies, comma 2, lett. a), che richiede il possesso, da 
parte del soggetto nominato come liquidatore, dei requisiti stabiliti per il curatore dall’art. 28 legge fallim.; e, per altro 
verso, dall’art. 14-novies, comma 4 che, per quel che concerne i requisiti di onorabilità e di professionalità dei soggetti 
che coadiuvano il liquidatore nelle operazioni di vendita, richiama il regolamento del Ministro della giustizia di cui all’art. 
107, comma 7 legge fallim.   
294 Tecnica del rinvio – diretto o indiretto – alle norme su fallimento che, com’è noto, caratterizza invece le discipline di 
tutte le altre procedure concorsuali tradizionali: ciò che consente di ritenere il fallimento, ancora oggi e nonostante la 
progressiva marginalizzazione subita negli ultimi anni, il “paradigma” delle procedure collettive.   
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attiene all’individuazione del criterio da utilizzare ai fini della ricostruzione della disciplina 
applicabile alla nostra procedura.  

A tal fine, sembra imprescindibile muovere dalla natura giuridica e dalle caratteristiche salienti, 
in parte già evidenziate, della liquidazione del patrimonio. In particolare, l’accento deve essere 
posto sul fatto che la stessa: è una procedura concorsuale non negoziale; si fonda sui principi di 
universalità e di generalità; prevede la cristallizzazione del patrimonio del debitore e l’attribuzione 
della gestione e della disponibilità di tale patrimonio ad un soggetto neutro; non persegue (quale 
scopo-mezzo) il risanamento in senso stretto della situazione economico-finanziaria del debitore. 

Caratteristiche, queste, che rappresentano altrettanti fattori che inducono a ritenere applicabili, 
alla procedura de qua, le regole ed i principi che, in quanto funzionali al (o espressione del) 
concorso in atto, si ritrovano puntualmente in tutte le procedure collettive dello stesso genere 
(fallimento, in primis; ma anche liquidazione coatta amministrativa ed amministrazione 
straordinaria “comune”, con indirizzo di cessione).  

L’utilizzo di tale criterio richiede, preliminarmente, di enucleare, nell’ambito delle discipline 
tradizionali dell’insolvenza, un “diritto oggettivamente concorsuale”, che trova la propria 
giustificazione, appunto, nel concorso in atto e nella necessità di rispondere alle esigenze generate 
dalla tutela collettiva del credito295 e che, in quanto tale, prescinde dalla dimensione o dalle qualità 
soggettive del debitore comune. Un corpus di regole e principi che, allora e necessariamente, per 
un verso, assicuri il rispetto del principio di neutralità dell’apertura della procedura rispetto ai 
diritti ex ante vantati dai creditori concorrenti, impedendo ai singoli di occupare posizioni di 
vantaggio all’interno del concorso, cristallizzando così il valore relativo dei crediti al momento in cui 
scatta il vincolo di destinazione sul patrimonio del debitore comune296; e, per altro verso, preveda 
la organizzazione di un particolare centro di competenza che subentri a quest’ultimo nella gestione 
del patrimonio ed al quale è affidato lo svolgimento della procedura nel perseguimento 
dell’interesse concorsuale, per tale intendendosi l’interesse della massa dei creditori 

                                                           
295 Il principio della “collettivizzazione della tutela del credito” non deve essere confuso con la par condicio creditorum. 
Più in particolare, il divieto delle azioni esecutive individuali; la disciplina delle azioni revocatorie; la cristallizzazione del 
valore dei crediti concorrenti al momento dell’apertura della procedura; ecc., rappresentano altrettante manifestazioni 
del principio della collettivizzazione della tutela del credito, che concerne – a ben considerare – la conservazione (lato 
sensu) del patrimonio del debitore, ma che, come si è detto, non hanno nulla a che vedere con il principio della par 
condicio, il quale attiene al come distribuire quel patrimonio (di norma incapiente) tra tutti gli aventi diritto sul 
medesimo. Tanto ciò è vero che gli istituti e le regole sopra menzionati sarebbero perfettamente compatibili con 
qualunque meccanismo di distribuzione venga adottato dall’ordinamento, anche in ipotesi diverso da quello fondato 
sulla par condicio. Sul punto cfr., da ultimo e seppure in diversa prospettiva, HO, The principle against divestiture and 
the pari passu fallacy, 2011, disponibile on line sul sito www.ssrn.com.   
296 Il principio della “neutralità” che governerebbe le procedure concorsuali, in ordine alla c.d. “questione distributiva”, 
è stato per la prima volta compiutamente elaborato da JACKSON, The Logic and Limits of Bankruptcy Law, Cambridge 
(Mass.), 1986, 20 ss. Secondo l’Autore, l’apertura del concorso non deve generare alcuna modificazione ai diritti dei 
creditori, la cui disciplina andrebbe ricercata esclusivamente nel diritto comune o extraconcorsuale (nonbankruptcy 
law). In caso contrario, qualora cioè il concorso introducesse alterazioni a tali diritti, vi sarebbero senz’altro dei soggetti 
avvantaggiati dall’apertura della procedura, i quali avrebbero così un incentivo a che ciò accada (perverse incentives); il 
che, in ultima analisi, si tradurrebbe in una distorsione del sistema. Che il diritto concorsuale debba rimanere ai margini 
della questione distributiva è, però, assunto aspramente criticato da una parte della dottrina statunitense, la quale, 
valorizzando l’aspetto propriamente sostanziale del diritto concorsuale, evidenzia come, in realtà, è nella decisione in 
ordine “a chi” ed “in che modo” deve essere ripartita la massa attiva che si situa il punto nevralgico di questa branca del 
diritto (e cfr., tra gli altri, WARREN, Bankruptcy Policy, in 54 U. Chi. L. Rev., 1987, 775 ss.; KOROBKIN, Rehabilitating 
Values. A Jurisprudence of Bankruptcy, in 91 Colum. L. Rev., 1991, 717 ss.; CARLSON, Postpetition Interest under the 
Bankruptcy Code, in 43 U. Miami L. Rev., 1989, 577 ss. e, soprattutto, ID., Philosophy in Bankruptcy, in 85 Mich. L. Rev., 
1987, 1341 ss.).   
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concorrenti297.  

Tale operazione ermeneutica, di per sé non particolarmente agevole, risulta ulteriormente 
complicata da ciò, che la L. n. 3/2012 sembra dare per scontato che il referente passivo della 
procedura di liquidazione sia il c.d. debitore civile, ossia il non imprenditore, in tal modo 
collocandosi agli antipodi, se così può dirsi, delle discipline che, come si è detto, contengono le 
regole ed i principi che dovrebbero colmarne le molte lacune.  

 

3. Presupposti o condizioni di ammissibilità alla procedura. Rapporti con le procedure 
concorsuali “tradizionali”.  

L’analisi della disciplina deve ovviamente prendere le mosse dai presupposti della procedura, 
precisando che gli stessi coincidono con quelli dettati per l’accordo (al quale, peraltro, può 
accedere anche il consumatore).  

A. Il debitore, innanzi tutto, non deve essere assoggettabile «a procedure concorsuali diverse da 
quelle regolate» dalla L. n. 3/2012 (artt. 6, comma 1 e 7, comma 2). Quindi, deve trattarsi di 
soggetto diverso dagli imprenditori commerciali di non piccole dimensioni (o, se si preferisce, non 
“piccoli”), non importa poi se imprenditore o non imprenditore, se persona fisica o ente298.  

Il criterio adottato dalla legge – della definizione in negativo dei soggetti ammessi ai 
procedimenti in questione – ha fatto e tuttora può far sorgere qualche dubbio. In particolare, in 
relazione alla versione originaria della legge dubbi si erano posti con riferimento, da un lato, ai soci 
illimitatamente responsabili, in considerazione del disposto dell’art. 147 legge fallim., e, dall’altro, 
agli imprenditori agricoli, in considerazione dell’estensione ai medesimi della possibilità di 
“accedere” agli accordi di ristrutturazione ed alla transazione fiscale (disposta dall’art. 23, comma 
43, d.l. n. 98/2011, conv. dalla L. n. 111/2011).  

Per quanto concerne i primi, la soluzione sembra dover essere nel senso della loro 
legittimazione ad accedere alla procedura di liquidazione (destinata a riguardare ovviamente tutti i 
loro creditori, siano essi personali o sociali), dal momento che essi non possono fallire in via 
autonoma (ma solo in estensione per effetto del fallimento della società), così come non possono 
essere ammessi in proprio al concordato preventivo.  

Per quanto concerne i secondi, è intervenuto lo stesso d.l. n. 179, il quale ha inserito nell’art. 7 
della legge un comma 2-bis, per il quale «l’imprenditore agricolo in stato di sovraindebitamento 

                                                           
297 Per una sintetica ma efficace definizione di interesse concorsule – inteso come «l’interesse che accomuna tutti i 
creditori, presi nel loro insieme, nella procedura» – come interesse al «massimo possibile soddisfacimento» dei creditori 
concorrenti, cfr. NIGRO A., La disciplina delle crisi patrimoniali delle imprese. Lineamenti generali, in Trattato di dir. priv., 
a cura di Bessone, XXV, Torino, 2012, 262. L’ufficio concorsuale dovrebbe dunque operare non privilegiando l’uno o 
l’altro degli interessi particolari che possono trovare cittadinanza all’interno della massa dei creditori, bensì come se il 
creditore da soddisfare fosse unico. Detto in altri termini, l’ufficio concorsuale dovrebbe disinteressarsi del modo in cui, 
in concreto, il risultato della gestione del patrimonio responsabile verrà distribuito tra gli aventi diritto (ciò dipendendo 
dalle scelte – motivate da ragioni politiche, economiche e sociali – effettuate dagli ordinamenti nella costruzione del 
sistema di graduazione dei crediti) e concentrarsi, viceversa, sull’obiettivo della massimizzazione del valore del 
patrimonio liquidabile.   
298 Sul punto cfr. altresì PACCHI S., Il sovraindebitamento. Il regime italiano, in Riv. dir. comm., 2012, I, 665 ss. Di 
diverso avviso MACARIO, Finalità e definizioni, in DI MARZIO-MACARIO-TERRANOVA, La “nuova” composizione, cit., 17, 
secondo il quale sarebbero assoggettabili alle procedure di cui alla l. n. 3/2012, «anche gli imprenditori individuali che, 
pur essendo in astratto assoggettabili alle procedure concorsuali, intendano proporre un accordo ai creditori “personali” 
(ossia il cui credito non derivi dall’esercizio dell’attività commerciale svolta del debitore)».   
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può proporre ai creditori un accordo di composizione della crisi secondo le disposizioni della 
presente sezione»; ed identica soluzione deve ritenersi valere, pur in difetto di una norma 
espressa, in ordine all’assoggettabilità degli imprenditori agricoli alla procedura di liquidazione del 
patrimonio299.  

E’ il caso di aggiungere che lo stesso d.l. n. 179 del 2012 ha contribuito ad arricchire la platea 
dei destinatari della normativa che stiamo esaminando: nel disciplinare la c.d. impresa start up 
innovativa (artt. 25 ss.), ha infatti stabilito, all’art. 31, che tale impresa «non è soggetta a procedure 
concorsuali diverse da quelle previste dal capo II (la procedura di liquidazione del patrimonio) della 
legge 27 gennaio 2012, n. 3», limitatamente, peraltro, ai primi quattro anni dalla costituzione della 
società (una previsione, quest’ultima, che non risulta avere precedenti nel nostro ordinamento)300. 

Oltre ad avere i requisiti soggettivi appena indicati il debitore, ai sensi dell’art. 7, comma 2, lett. 
b), non deve aver fatto ricorso, nei precedenti cinque anni, ai procedimenti di cui stiamo parlando.  

B. La procedura di liquidazione mira a porre rimedio alle situazioni di sovraindebitamento, le 
quali, per espressa previsione della legge *art. 6, comma 2, lett. b)+, sussistono:  

- o quando vi sia «un perdurante squilibrio tra le obbligazioni assunte e il patrimonio 
prontamente liquidabile per farvi fronte che determina la rilevante difficoltà di adempiere le 
proprie obbligazioni»;  

- o quando vi sia «la definitiva incapacità di adempierle *le obbligazioni+ regolarmente».  

Quest’ultima previsione ricalca sostanzialmente la definizione di insolvenza contenuta nell’art. 
5, comma 2, legge fallim.: quindi non pone, in sé, particolari problemi ricostruttivi. Qualche 
approfondimento richiede, invece, l’altra previsione.  

Nella formulazione originaria dell’art. 6, comma 2, si menzionava soltanto la «situazione di 
perdurante squilibrio tra le obbligazioni assunte e il patrimonio prontamente liquidabile per farvi 
fronte»: doveva quindi ritenersi che integrasse il presupposto oggettivo la situazione strutturale di 
deficit (che corrisponde poi, nel nostro sistema, alla insolvenza c.d. civile)301. Oggi, dopo 

                                                           
299 Nello stesso senso DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio. La fase di apertura e la fase di 
accertamento del passivo, in DI MARZIO-MACARIO-TERRANOVA, La “nuova” composizione, cit., 69.   
300 L’esenzione dalle “tradizionali” procedure concorsuali è giustificata, nella relazione al decreto, con l’esigenza di 
contrarre i tempi della liquidazione giudiziale della start up in crisi, utilizzando un procedimento semplificato rispetto a 
quelli previsti dalla legge fallimentare e tale da non precludere il fresh start dell’imprenditore: con il che, peraltro, si è 
trascurato di considerare, da un lato, che il procedimento di liquidazione previsto dalla l. n. 3/2012 ha obligatoriamente 
una durata minima di quattro anni e, dall’altro, che l’esdebitazione, all’esito di tale procedimento, è possibile solo per il 
debitore persona fisica, mentre le start up innovative sono necessariamente società di capitali o cooperative.     
301 Su questi concetti v. altresì TERRANOVA, Insolvenza, Stato di crisi, Sovraindebitamento, Torino, 2013, 100 ss. L’A., 
peraltro, confrontando il criterio adottato dal legislatore del 2012 con la nozione di Überschuldung (di cui al § 19 InsO), 
afferma che in Italia il «concetto di sovraindebitamento viene utilizzato in procedure che possono essere aperte solo ad 
istanza di un debitore “persona fisica”, che non eserciti un’attività economica di un qualche rilievo»: in verità, come si è 
visto in precedenza, alle procedure di composizione o di soluzione della crisi da sovraindebitamento possono accedere 
tutti i soggetti, anche non persone fisiche, che non rientrano nel campo di applicazione delle procedure concorsuali 
tradizionali.  
Il che, poi, impone di verificare quali effetti determina, sull’organizzazione e sul contratto sociale, l’apertura della 
liquidazione del patrimonio del debitore-società. Con riferimento alla sorte del contratto di società, è dubbio se 
l’apertura della procedura costituisca o meno una causa di scioglimento: il dubbio, in verità, si pone per le società di 
persone, le sole rispetto alle quali potrebbe in effetti entrare in giuoco l’applicazione in via analogica della norma (art. 
2308 c.c.) che ricollega tale effetto alla dichiarazione di fallimento della società. Con riferimento all’organizzazione, 
sembra invece indubbio che l’apertura della procedura non determini alcuna cessazione degli organi societari, che 
neppure entrano – come invece a volte, impropriamente, si dice con riferimento agli organi delle società fallite – in stato 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

200 

 

l’intervento dell’ottobre 2012, il solo deficit non è sufficiente, occorrendo che esso abbia 
determinato «la rilevante difficoltà di adempiere le proprie obbligazioni»: formulazione che 
riecheggia quella che definiva il presupposto oggettivo della amministrazione controllata (ossia, la 
«temporanea difficoltà di adempiere le proprie obbligazioni») e che, pertanto, sembrerebbe da 
interpretare – in conformità con la lettura a suo tempo dominante – come riferentesi sempre ad 
una situazione di insolvenza “dinamica”, ma caratterizzata dalla temporaneità302.  

C. In quanto applicabili solo a soggetti non sottoponibili alle procedure concorsuali 
“tradizionali”, i procedimenti (o procedure) disciplinati dalla L. n. 3/2012 – e, in particolare, la 
liquidazione del patrimonio – si pongono in una posizione di rigida alterità rispetto a quelle. 
Sembrano chiari, a questo punto, gli effetti (per certi versi dirompenti) che la loro introduzione 
determina sul piano sistematico generale. Con essa il sistema italiano ha cessato di appartenere al 
novero dei modelli dualistici puri303 ed è divenuto – sulla scia di altri ordinamenti – un modello 
dualistico misto, connotato dalla compresenza di due sottosistemi nettamente diversi, ma 
rigorosamente complementari: il sottosistema delle procedure concorsuali tradizionali, che ha 
come referente soggettivo l’area, in sé compatta, degli imprenditori commerciali di non piccole 
dimensioni e il sottosistema dei procedimenti di composizione o soluzione del 
sovraindebitamento, che ha come referente soggettivo l’area di tutti i soggetti diversi dagli 
imprenditori commerciali di non piccole dimensioni; un’area, quest’ultima, composita e 
frastagliata, che va dal consumatore al piccolo imprenditore, dall’imprenditore agricolo al 
professionista intellettuale, dalle persone fisiche alle società, associazioni, fondazioni, ecc.304.  

 

4. L’apertura della procedura. Domanda e conversione.  

All’apertura della procedura di liquidazione del patrimonio del debitore può giungersi attraverso 
due percorsi alternativi: il primo, definibile fisiologico, che parte dalla domanda di liquidazione 
presentata dal debitore ai sensi dell’art. 14-ter, comma 1 e che culmina con il decreto di apertura 
ex art. 14-quinquies; il secondo, definibile invece patologico, che approda al decreto di apertura 
per mezzo della conversione di un accordo o di un piano del consumatore non andati a buon fine. 
Ma procediamo con ordine, iniziando dall’ipotesi in precedenza definita fisiologica.  

A. a) La domanda di liquidazione dei beni può essere presentata – in alternativa alla proposta 

                                                                                                                                                                                 
di quiescenza: gli stessi continuano infatti ad operare normalmente, compatibilmente, peraltro, con il concorso in atto 
sul patrimonio della società (e, dunque, con i poteri che la legge assegna al liquidatore).  
Infine, sembra certo che l’apertura della liquidazione della società con soci illimitatamente responsabili non determini 
l’estensione automatica della procedura a questi ultimi, attesa la natura sicuramente eccezionale della disposizione 
contenuta nell’art. 147 legge fallim.   
302 E’ vero che la disposizione non fa alcun riferimento a tale connotato: ma esso potrebbe ritenersi implicito, in 
contrapposizione al connotato di definitività che invece deve, per espressa previsione della legge, contraddistinguere 
l’altra situazione idonea a fornire il presupposto oggettivo del procedimento in questione.   
303 Su questo specifico aspetto sia consentito il rinvio a NIGRO A.-VATTERMOLI, Diritto della crisi delle imprese. Le 
procedure concorsuali, II ed., Bologna, 2012, 24 ss.   
304 Sotto questo aspetto, la nuova normativa si espone ad un rilievo di vertice. Vale a dire che, una volta deciso sia di 
abbandonare il modello dualistico puro, sia di introdurre procedimenti di composizione concordata e di liquidazione 
largamente analoghi alle procedure concorsuali tradizionali ed affidate anch’esse all’autorità giudiziaria ordinaria (con 
abbandono totale, allora, della logica deflattiva che aveva ispirato la riforma del 2005-2007), sarebbe stato il caso di 
ripensare a fondo l’intero assetto complessivo degli strumenti di soluzione delle crisi, riprendendo in considerazione il 
modello monistico, magari con l’articolazione di procedimenti o subprocedimenti specifici per particolari figure di 
debitori. Questo avrebbe consentito di porre finalmente termine a distinzioni divenute ormai prive di senso e 
palesemente incostituzionali, su tutte quella fra imprese commerciali e imprese agricole.   
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per la composizione della crisi – dal debitore che si trova in stato di sovraindebitamento, che non 
sia assoggettabile a procedure concorsuali diverse da quelle disciplinate dalla L. n. 3/2012 e che 
non abbia già fatto ricorso, nei precedenti cinque anni, ai procedimenti di composizione della crisi 
da sovraindebitamento o di liquidazione del patrimonio (art. 14-ter, comma 1).  

Come si è già avuto modo di anticipare, la procedura di liquidazione è, dunque, “volontaria”, nel 
senso che per l’apertura della stessa è prevista la legittimazione esclusiva del debitore305. Peraltro, 
il fatto che il debitore non possa accedere alla liquidazione del patrimonio se già sottoposto, nei 
cinque anni precedenti, ad una procedura concorsuale disciplinata dalla L. n. 3/2012, conferma 
l’impressione – formulata nei paragrafi precedenti – che la nostra procedura sia riguardata dalla 
legge come un beneficio da riservare al debitore “onesto, ma sfortunato” (e tale non sarebbe, 
appunto, il sovraindebitato “recidivo”).  

La correttezza di tale impressione – ed anche questo si diceva – deve essere però attentamente 
verificata: non soltanto, infatti, il debitore non guadagna nulla dal passaggio dall’esecuzione 
individuale a quella collettiva sul suo patrimonio (anzi, considerato il carattere universale della 
procedura, essa ridonda senz’altro a suo svantaggio), ma anche l’unico ed eventuale “premio” 
associabile alla liquidazione, ossia l’esdebitazione, sarebbe, nella specie, escluso dalla condizione 
ostativa ex art. 14-terdecies, comma 1, lett. c)306.  

b) La domanda deve essere depositata nel tribunale del luogo di residenza o della sede 
principale del debitore, unitamente ai documenti ex art. 9, commi 2 e 3 (art. 14-ter, comma 2). A 
corredo della domanda debbono essere allegati, inoltre, l’inventario di tutti i beni del debitore – 
recante specifiche indicazioni sul possesso di ciascuno dei beni immobili e dei beni mobili – ed una 
relazione particolareggiata dell’organismo di composizione della crisi307, dalla quale dovrebbe 
emergere, tra l’altro ed in sintesi, la più volte menzionata “meritevolezza” del debitore.  

Con riferimento al contenuto della relazione dell’organismo di composizione della crisi una 
precisazione s’impone. Le parti della relazione che attengono alla meritevolezza del debitore non 
rilevano, in realtà, ai fini dell’ammissione alla procedura – nessuna conseguenza sembrerebbe 
infatti poter trarre il giudice, in sede di apertura, dall’eventuale “giudizio” negativo, anche 
implicitamente espresso dall’organo di composizione della crisi, in merito, ad esempio, alla 
diligenza impiegata dal debitore nell’assumere volontariamente le obbligazioni che lo hanno 
condotto al sovraindebitamento –, ma soltanto al fine dell’eventuale esdebitazione; non è un caso, 
d’altronde, che in esse si faccia espresso riferimento al debitore-persona fisica (l’unico che, come 
già anticipato, può godere del c.d. fresh start).  

                                                           
305 Sul punto va aggiunto che nel panorama delle procedure concorsuali non concordatarie, soltanto l’amministrazione 
straordinaria “speciale” prevede la legittimazione esclusiva del debitore, con la differenza, però, che mentre in quel caso 
nulla impedisce ai creditori di instare per l’apertura dell’amministrazione straordinaria “comune”, in questo, in 
alternativa alla procedura di liquidazione, non v’è – per ipotesi data – nessun’altra procedura concorsuale, ma solo, 
eventualmente, un fascio di esecuzioni singolari sul patrimonio del debitore. Ciò che, sul piano dell’opportunità, rende 
difficilmente spiegabile la scelta sul punto operata dal legislatore.   
306 Sulla quale si tornerà infra, § 8.   
307 Ai sensi dell’art. 14-ter, comma 3, la relazione – della cui richiesta da parte del debitore l’organismo di composizione 
della crisi deve, entro tre giorni, informare l’agente di riscossione e gli uffici fiscali competenti (art. 14-ter, comma 4) – 
deve contenere: «a) l’indicazione delle cause dell’indebitamento e della diligenza impiegata dal debitore persona fisica 
nell’assumere volontariamente le obbligazioni; b) l’esposizione delle ragioni dell’incapacità del debitore persona fisica di 
adempiere le obbligazioni assunte; c) il resoconto sulla solvibilità del debitore persona fisica negli ultimi cinque anni; d) 
l’indicazione della eventuale esistenza di atti del debitore impugnati dai creditori; e) il giudizio sulla completezza e 
attendibilità della documentazione depositata a corredo della domanda».   
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c) Possono, viceversa, portare al rifiuto di ammissione alla procedura sia l’esistenza di atti in 
frode ai creditori (art. 14-quinquies, comma 1) sia l’incompletezza e la non attendibilità della 
documentazione depositata, qualora da essa non sia possibile ricostruire compiutamente la 
situazione economica e patrimoniale del debitore (art. 14-ter, comma 5). Formulazione, 
quest’ultima, che richiama alla mente l’obbligo di deposito delle scritture contabili regolarmente 
tenute, al cui rispetto era subordinata l’ammissione del debitore al “beneficio” dell’ormai abrogata 
amministrazione controllata o del concordato preventivo, nella versione ante riforma308.  

d) La semplice presentazione della domanda di accesso alla liquidazione del patrimonio 
produce l’effetto della sospensione, ai soli effetti del concorso, del corso degli interessi, sia legali sia 
convenzionali, sui crediti diversi da quelli assistiti da cause legittime di prelazione (art. 14-ter, 
comma 7), replicandosi così la regola, propria della procedura fallimentare (ma in realtà 
applicabile, in virtù di rinvii espressi, anche in tutte le altre procedure concorsuali), desumibile dal 
combinato disposto degli artt. 54, comma 3 e 55, comma 1 legge fallim.  

e) Verificata la sussistenza dei presupposti, soggettivo ed oggettivo, per l’ammissione alla 
procedura, la completezza dei documenti depositati e l’assenza di atti in frode ai creditori compiuti 
negli ultimi cinque anni, il giudice dichiara, con decreto, aperta la procedura di liquidazione del 
patrimonio del debitore; in caso contrario, e sempre con decreto, respinge l’istanza.  

f) Al subprocedimento che porta all’apertura della liquidazione si applicano, nei limiti della 
compatibilità, le disposizioni sui procedimenti in camera di consiglio (artt. 737 ss. c.p.c.). Avverso il 
decreto del giudice monocratico può essere proposto reclamo al tribunale in composizione 
collegiale e del collegio non può far parte il giudice che tali decreti ha pronunciato (art. 14-
quinquies, comma 1, che rinvia all’art. 10, comma 6)309.  

B. Come anticipato, esiste però anche un altro percorso – alternativo e, per certi versi, antitetico 
a quello sin qui tratteggiato – per giungere all’apertura della procedura di liquidazione del 
patrimonio del debitore: il percorso, più in particolare, che passa per la conversione di una 
procedura di composizione della crisi da sovraindebitamento non andata a buon fine (art. 14-
quater)310.  

Prima di analizzare le condizioni al ricorrere delle quali scatta la conversione, va ricordato che 
nel nostro ordinamento con tale espressione deve intendersi la sostituzione di una procedura ad 
un’altra, senza soluzione di continuità e con salvezza degli atti già compiuti e degli effetti già 
prodotti, la nuova procedura innestandosi su quella originaria, di cui viene a costituire, quindi, 
prosecuzione o sviluppo311. Sempre su un piano generale, inoltre, va ricordato che l’istituto non è 
affatto nuovo nel panorama del diritto concorsuale domestico, essendo la conversione delle 
procedure espressamente contemplata nell’ambito sia dell’amministrazione straordinaria 
“comune” (artt. 11, 35, 69, 70, 77, 84 e 87 D. Lgs. n. 270/1999), sia della l.c.a. delle società 
fiduciarie (art. 3 L n. 430/1986) e sia della disciplina della crisi dei gruppi bancari (artt. 100 e 101 
TUB) ed assicurativi (artt. 277 e 278 cod. ass.).  

                                                           
308 In argomento va altresì aggiunto che se il debitore, al fine di ottenere l’accesso alla procedura di liquidazione, 
«produce documentazione contraffatta o alterata, ovvero sottrae, occulta o distrugge, in tutto o in parte, la 
documentazione relativa alla propria situazione debitoria ovvero la propria documentazione contabile», è punito, salvo 
che il fatto costituisca più grave reato, «con la reclusione da sei mesi a due anni e con la multa da 1.000 a 50.000 euro» 
[art. 16, comma 1, lett. b)].   
309 Sul punto cfr., per tutti, DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio, cit., 72.   
310 Sul tema specifico cfr. AMATORE, La conversione, cit., passim.   
311 Sul punto cfr., per tutti, NIGRO A., La disciplina, cit., 282.   
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Sul punto va infine aggiunto che delle ipotesi testé menzionate, quelle che più hanno in comune 
con la conversione ex art. 14-quater sono senz’altro quelle previste nel D. Lgs. n. 270/1999, in 
quanto riguardate dalla legge come un esito naturale, seppure “patologico”, della procedura 
originaria – le altre, in cambio, essendo effetto di un mutamento di status del soggetto passivo 
derivante da circostanze esterne alla procedura –, ma con una importante differenza, data da ciò, 
che la conversione disciplinata dal D. Lgs. n. 270/1999 è una misura che il tribunale può adottare 
sempre d’ufficio (e quasi sempre anche su impulso dell’organo tecnico della procedura), mentre 
nel caso che qui ne occupa, la stessa può essere dichiarata solo su istanza del debitore o dei 
creditori312.  

Ciò posto, le ipotesi al verificarsi delle quali si può passare da un accordo alla liquidazione del 
patrimonio del debitore sono:  

- la cessazione di diritto degli effetti (che la stessa legge qualifica, altresì, come revoca) 
dell’accordo in virtù o di inadempimenti “qualificati”, nei confronti delle amministrazioni pubbliche 
e degli enti gestori di forme di previdenza e assistenza obbligatorie, oppure del compimento, 
durante la procedura, di atti in frode ai creditori (art. 11, comma 5);  

- l’annullamento dell’accordo, ex art. 14, comma 1;  

- la risoluzione dell’accordo, ex art. 14, coma 2.  

Tali ipotesi sono esattamente le stesse che consentono la conversione in liquidazione del piano 
del consumatore, ossia: la cessazione di diritto degli effetti (art. 14-bis, comma 1, che richiama 
l’art. 11, comma 5), l’annullamento *art. 14-bis, comma 2, lett. a)+ e la risoluzione del piano *art. 
14-bis, comma 2, lett. b)+.  

Osservando le cause che possono condurre alla conversione della procedura di composizione 
della crisi in liquidazione del patrimonio del debitore ci si avvede immediatamente delle 
contraddizioni in cui è incorso il legislatore della riforma; contraddizioni che, ovviamente, non 
possono non tradursi in un’incoerenza di fondo dell’intera procedura. 

Ed invero. Per un verso, lo si è visto, la liquidazione viene riguardata dal legislatore come un 
beneficio, ciò che giustifica non solo le condizioni poste alla sua apertura313, ma anche la stessa 
legittimazione esclusiva del debitore; da altro verso, però, per l’accesso alla procedura attraverso 
l’istituto della conversione si richiede che la risoluzione dell’accordo (o del piano) sia determinata 
da cause imputabili al debitore, in tal modo attribuendo alla procedura de qua un connotato (lato 

                                                           
312 Diversamente da quanto risulta, invece, dalla Relazione di accompagnamento all’art. 18 d.l. n. 179/2012, nella quale 
si parla di conversione “d’ufficio” della procedura di composizione in procedura di liquidazione dei beni. Anche DI 
MARZIO, Introduzione alle procedure concorsuali in rimedio del sovraindebitamento, in DI MARZIO-MACARIO-
TERRANOVA, La “nuova” composizione, cit., 14, parla di «procedura di liquidazione aperta d’ufficio in seguito alla 
conversione della procedura di composizione» e, nello stesso senso, seppure con specifico riferimento alle sole ipotesi di 
conversione previste dalla seconda parte della norma (dove si stabilisce «la conversione è altresì disposta»), AMATORE, 
La conversione, cit., 4-5. Tale ultima interpretazione, che trae spunto dalla formulazione letterale della norma, non 
sembra convincente, né sul piano testuale (la divisione della norma in due periodi legati dall’avverbio aggiuntivo 
“altresì” potrebbe invero essere determinato dal fatto di voler escludere dalle ipotesi di conversione la risoluzione 
incolpevole), né, soprattutto, su quello logico, non scorgendosi valide ragioni per ammettere la conversione d’ufficio, in 
caso di comportamento colpevole del debitore, e la conversione su istanza di parte, in ipotesi di annullamento 
dell’accordo (o del piano), che, all’evidenza, presuppone il dolo (o la colpa grave) del debitore.   
313 Come, ad esempio, l’obbligo di deposito della documentazione contabile che consenta di ricostruire compiutamente 
la situazione economica e patrimoniale del debitore; oppure, l’inesistenza di atti in frode ai creditori ed il mancato 
assoggettamento del debitore ad altra procedura di composizione o di soluzione della crisi da sovraindebitamento, nei 
cinque anni precedenti la presentazione dell’istanza.   
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sensu) sanzionatorio. Con la conseguenza, paradossale, che se fosse realmente premiale 
l’assoggettamento alla liquidazione del patrimonio, per il debitore sarebbe più conveniente una 
risoluzione dell’accordo (o del piano) con colpa, rispetto all’alternativa “incolpevole” che non 
consente il passaggio dall’una all’altra procedura.  

 

5. L’ufficio concorsuale.  

Come ogni procedura concorsuale, anche la liquidazione del patrimonio presenta un particolare 
centro di competenza che (nel caso di specie) si sostituisce al debitore nella gestione del suo 
patrimonio e che, come detto in precedenza, deve operare perseguendo l’interesse di cui è 
portatrice la massa dei creditori, unitariamente considerata. Le componenti di questo apparato 
sono tre: il giudice che ha dato avvio al procedimento; il liquidatore e l’organismo di composizione 
della crisi. A queste tre componenti – similmente, di nuovo, a quanto è dato riscontrare nelle altre 
procedure concorsuali tradizionali – corrispondono tre funzioni essenziali: quella di direzione e di 
controllo; quella gestoria; quella consultiva.  

A. L’autorità giudiziaria alla quale è affidata la direzione ed il controllo della procedura è il 
giudice che apre la liquidazione. A differenza di quanto è dato riscontrare nel fallimento, per un 
verso, non è previsto lo sdoppiamento (tribunale fallimentare/giudice delegato) delle funzioni 
complessivamente assegnate a questa componente dell’ufficio concorsuale; e, per altro verso, al 
giudice non risultano attribuite specifiche funzioni “esterne” alla procedura (non opera, detto in 
altri termini, la vis attractiva concursus, di cui all’art. 24 legge fallim.).  

Le funzioni “interne” alla procedura vengono svolte dal giudice attraverso l’esercizio, in primis, 
del potere di nomina del liquidatore (art. 14-quinquies, comma 2, lett. a). In virtù dei principi 
generali, deve poi ritenersi che il giudice, pur in assenza di una norma ad hoc, possa in ogni tempo 
revocare o sostituire, con provvedimento motivato, il liquidatore, nonché sentire in camera di 
consiglio quest’ultimo ed il debitore.  

Dubbio è se al giudice spetti un generale potere di controllo sugli atti compiuti dal liquidatore, 
come a chi scrive parrebbe opportuno. In realtà, gli unici momenti in cui la legge prevede il 
controllo del giudice sull’operato di quest’ultimo attengono alle operazioni di liquidazione in senso 
stretto (art. 14-novies, comma 2 e 3): non è replicata, cioè, la regola sulla generale reclamabilità 
degli atti del curatore che ritroviamo nell’art. 36 legge fallim.314.  

Il giudice procede, poi, alla definitiva formazione dello stato passivo, qualora vi siano 
contestazioni al progetto di stato passivo predisposto dal liquidatore, che lo stesso liquidatore non 
ritiene fondate (art. 14-octies, comma 4).  

B. a) L’organo tecnico della procedura è il liquidatore, nominato dal giudice con lo stesso 
decreto che apre formalmente la liquidazione e che deve possedere i medesimi requisiti richiesti 
dalla legge per ricoprire il ruolo di curatore fallimentare *art. 14-quinquies, comma 2, lett. a)+. In 
verità, il liquidatore è nominato con il decreto di apertura, precisa la disposizione da ultimo 
richiamata, solo «ove non sia stato nominato ai sensi dell’art. 13, comma 1»; ipotesi, questa, che 
sembrerebbe potersi verificare solo qualora la procedura di composizione della crisi, nella quale si 

                                                           
314 E’ sicuro, invece, che tra il giudice ed il liquidatore non corra alcun rapporto di subordinazione gerarchica, non 
potendo il primo impartire ordini al secondo, né sostituirsi a quest’ultimo nell’esercizio delle funzioni che la legge gli 
assegna, né, infine, annullare di propria iniziativa gli atti del secondo.   
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sia resa necessaria la nomina del liquidatore315, sia stata successivamente convertita, ex art. 14-
quater, in liquidazione del patrimonio.  

Sul punto, va altresì aggiunto che con il decreto di apertura ex art. 14-quinquies, comma 2, il 
giudice può stabilire che le funzioni del liquidatore siano svolte dall’organismo di composizione 
della crisi (art. 15, comma 8), rendendo così eventuale la nomina di tale organo.  

b) Non è replicata la disposizione contenuta nell’art. 29, comma 1 legge fallim., sicché deve 
ritenersi inapplicabile, ai fini dell’accettazione della carica, il termine di due giorni ivi contenuto. 
Sembra indubbio, peraltro, che l’accettazione – da considerarsi validamente manifestata anche se 
tacitamente – sia comunque necessaria ai fini dell’efficacia della nomina, soltanto da quel 
momento sorgendo, per il liquidatore, poteri ed obblighi.  

c) Nulla è stabilito con riferimento alle possibili cause di cessazione dall’ufficio di liquidatore, da 
rinvenire, comunque, nella morte, nelle dimissioni e nella revoca.  

Per quel che concerne le dimissioni, debbono ritenersi applicabili, al pari di quanto avviene per 
il curatore, i principi generali che governano l’impiego pubblico, con la conseguenza che per 
determinare la cessazione del rapporto non è sufficiente la volontà manifestata dal liquidatore, 
occorrendo altresì il provvedimento del giudice di accoglimento delle dimissioni.  

Come anticipato, sembra poi corretto ritenere che il giudice che ha provveduto alla nomina 
possa in ogni tempo revocare, per giusta causa e con decreto motivato, il liquidatore.  

d) Tra le funzioni che la legge attribuisce al liquidatore la più importante è senz’altro quella 
inerente all’amministrazione del patrimonio del debitore (art. 14-novies, comma 2), in essa 
rientrando non soltanto le attività volte alla conversione in danaro (ossia liquidazione in senso 
stretto) dei beni e quelle ad esse strettamente connesse, ma anche quelle volte alla conservazione, 
alla gestione, alla ricostruzione ed alla distribuzione di tale patrimonio316.  

Nella legge non viene introdotto alcun regime particolare per gli atti eccedenti l’ordinaria 
amministrazione, dovendosi dunque ritenere che il liquidatore possa liberamente compierli, senza 
necessità di ottenere la preventiva autorizzazione da parte del giudice. La legge tace, inoltre, in 
ordine ai possibili rimedi contro gli atti di (ordinaria o straordinaria) amministrazione posti in 
essere dal liquidatore: sul punto, peraltro, sembra corretto ritenere che una qualche forma di 

                                                           
315 Ai sensi dell’art. 7, comma 1, il piano che accompagna la proposta di accordo può, tra l’altro, prevedere 
l’affidamento del patrimonio del debitore ad un gestore – che dovrà essere un professionista dotato dei requisiti per la 
nomina a curatore previsti dall’art. 28 legge fallim. e che dovrà essere nominato dal giudice – per la liquidazione, la 
custodia e la distribuzione del ricavato ai creditori. Inoltre, ai sensi dell’art. 13 l’organismo di composizione della crisi 
propone al giudice la nomina di un liquidatore (non solo, appunto, quando lo prevede il piano, ma anche) se necessaria 
in relazione all’utilizzazione, per il soddisfacimento dei creditori, di beni sottoposto a pignoramento.   
316 Così, competono al liquidatore:  
- la vendita dei beni che compongono il patrimonio di liquidazione e la cessione e l’incasso dei crediti del debitore (art. 
14-novies, comma 2);  
- l’esercizio di ogni azione prevista dalla legge finalizzata a conseguire la disponibilità dei beni compresi nel patrimonio 
da liquidare e comunque correlata con lo svolgimento dell’attività di amministrazione, nonché l’esercizio delle azioni 
volte al recupero dei crediti compresi nella liquidazione (art. 14-decies), senza necessità di ottenere la preventiva 
autorizzazione da parte del giudice;  
- l’esecuzione del decreto di apertura con il quale si ordina la consegna o il rilascio dei beni facenti parte del patrimonio 
di liquidazione [art. 14-quinquies, comma 2, lett. e)];  
- la redazione dell’inventario (art. 14-sexies);  
- l’elaborazione del programma di liquidazione (art. 14-novies, comma 3);  
- la ripartizione dell’attivo tra gli aventi diritto, pur se non detto espressamente (sul punto v. infra, § 7).   
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controllo del giudice su tali atti – siano essi commissivi od omissivi – debba poter essere attivata 
dagli interessati, magari utilizzando il “solito” procedimento in camera di consiglio disciplinato dagli 
artt. 737 ss., c.p.c. (e con la consueta possibilità di proporre reclamo al tribunale contro il 
provvedimento del giudice).  

Al liquidatore, inoltre, la legge assegna funzioni definibili “processuali”, quali, in particolare, 
quelle relative alla fase di accertamento dei crediti da soddisfare all’interno della procedura317.  

Allo stesso, infine, spettano anche funzioni (lato sensu) organizzative della procedura318.  

e) Nulla viene stabilito con riferimento alla responsabilità del liquidatore. Nei confronti della 
procedura, sembra corretto ritenere che la responsabilità del liquidatore abbia natura contrattuale, 
traendo la sua fonte dal rapporto scaturente dalla nomina, che è, appunto, un rapporto 
contrattuale; sembra altresì corretto ritenere che la diligenza richiesta al liquidatore 
nell’espletamento dei suoi compiti non sia quella media del buon padre di famiglia, bensì quella 
specifica imposta dalla natura dell’incarico (ciò che, del resto, giustifica i requisiti professionali 
richiesti per ricoprire l’ufficio). Per l’azionabilità di tale responsabilità durante il corso della 
procedura non sembra necessario revocare preventivamente il liquidatore (come invece previsto 
per il curatore, ex art. 38, comma 2 legge fallim.), ben potendo il giudice nominare un curatore 
speciale, al quale affidare, appunto, l’esercizio dell’azione di responsabilità.  

Sempre in tema di responsabilità risarcitoria del liquidatore è poi indubbio che, secondo i 
principi generali, l’organo risponda (non soltanto nei confronti della procedura, ma anche) 
direttamente nei confronti del debitore, dei creditori o di terzi per i danni eventualmente ad essi 
cagionati nell’esercizio delle sue funzioni.  

f) Nella legge non viene menzionato il rendiconto. Eppure, sembra corretto ritenere che 
l’obbligo di rendicontazione gravi anche sul liquidatore, tale obbligo discendendo 
automaticamente dall’attività di amministrazione della massa attiva concorsuale. Sul punto, non 
sembrano sussistere ragioni per discostarsi dalla disciplina dettata dalla legge fallimentare per il 
curatore (ma anche per il commissario liquidatore), almeno per quel che concerne il momento 
della presentazione ed il contenuto del rendiconto; più difficile, invece, immaginare di applicare in 
via analogica la disciplina, ex art. 116 legge fallim., in tema di procedimento di rendiconto. A tal 
fine, sembra invece utilizzabile il procedimento, disciplinato dalla stessa L. n. 3/2012, per la 
presentazione del programma di liquidazione.  

g) La legge, infine, serba il più assoluto silenzio in relazione al compenso del liquidatore. L’unico 
riferimento normativo, sul punto, è quello offerto dal già ricordato art. 15, comma 9, che però 
stabilisce il compenso da riconoscere al professionista (o alla società tra professionisti) o al notaio – 
nominati dal presidente del tribunale o dal giudice da lui delegato –, nell’ipotesi in cui siano questi 
ultimi a svolgere le funzioni ed i compiti che nella procedura di liquidazione sono assegnati 
all’organismo di composizione della crisi, commisurandolo a quello del curatore, ridotto del 
quaranta per cento. Tale criterio, quindi, è di diretta applicazione ai fini del calcolo del compenso 

                                                           
317 Sul punto v. più diffusamente infra, § 7.   
318 In particolare, egli deve:  
- procedere, su ordine del giudice, alla trascrizione del decreto di apertura sui registri dei beni immobili e dei mobili 
registrati eventualmente compresi nel patrimonio di liquidazione [art. 14-quinquies, comma 2, lett. d)];  
- verificare l’esattezza dell’elenco dei creditori e l’attendibilità della documentazione ex art. 9, commi 2 e 3 (art. 14-
sexies);  
- comunicare l’avviso ai creditori ai fini della presentazione della domanda di ammissione al passivo (art. 14-sexies).   
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del liquidatore solo qualora il giudice, nel decreto di apertura, abbia affidato le funzioni di 
liquidatore all’organismo di composizione della crisi (ex art. 15, comma 8) e, dunque, per ipotesi 
data, al professionista o al notaio.  

C. L’ultima componente (quella consultiva) dell’apparato da considerare è l’organismo di 
composizione della crisi.  

a) Questi organismi – stabilisce l’art. 15 – possono essere costituiti, con adeguate garanzie di 
indipendenza e professionalità, da enti pubblici, devono essere iscritti in un apposito registro 
tenuto presso il Ministero della giustizia e non debbono gravare in alcun modo sulla finanza 
pubblica319. 

Ai sensi dell’art. 15, comma 9, i compiti e le funzioni attribuiti agli organismi possono essere 
anche svolti da un professionista o da una società tra professionisti in possesso dei requisiti di cui 
all’art. 28 legge fallim. o da un notaio, nominati dal presidente del tribunale o dal giudice da lui 
delegato ed il cui compenso, fino all’entrata in vigore del regolamento ministeriale di cui si è detto 
prima, è da determinare, quanto alle attività svolte nell’ambito della procedura di liquidazione, 
secondo i parametri previsti per i curatori fallimentari, ridotti del quaranta per cento.  

b) L’intervento degli organismi è necessario, nel senso che non si può accedere al procedimento 
di liquidazione se non con l’assistenza, fin da subito, di un organismo. Nella versione originaria 
l’espressione usata dall’art. 15, comma 1 *gli organismi «sono deputati, su istanza della parte 
interessata, (…)»+ consentiva di ritenere che la nomina o designazione dell’organismo spettasse al 
debitore; questa espressione non è stata ripresa dal nuovo testo, ma non sembra che l’omissione 
porti a dover riconsiderare quella conclusione320.  

c) Passando alle funzioni. Va preliminarmente ricordato che con il decreto di apertura ex art. 14-
quinquies, comma 2, il giudice può stabilire che le funzioni del liquidatore siano svolte 
dall’organismo di composizione della crisi (art. 15, comma 8), nel qual caso a quest’ultimo si 
applicheranno le norme analizzate in precedenza. Nell’ipotesi appena segnalata, peraltro, sorge il 
dubbio se le funzioni del liquidatore debbano (possano) essere svolte collegialmente 
dall’organismo di composizione della crisi oppure se, come a chi scrive sembra più corretto, 
l’organismo debba designare – in applicazione analogica dell’art. 28, comma 1, lett. b) legge fallim. 
– il componente responsabile della procedura.  

Fuori da questa ipotesi, comunque, le funzioni assegnate dalla legge all’organismo sono 
alquanto limitate. Le stesse si riducono, per un verso, alla redazione della relazione che il debitore 
deve depositare con il ricorso per l’accesso alla procedura (art. 14-ter, comma 3) e del cui 

                                                           
319 Compete al Ministro della giustizia, che vi deve provvedere con apposito regolamento, determinare i requisiti di 
indipendenza e professionalità e le «modalità di iscrizione» nel registro; disciplinare «le condizioni per l’iscrizione» (vale 
a dire – è da ritenere – fornire anche e proprio le indicazioni, da un lato, su quali enti pubblici possano costituire gli 
organismi e, dall’altro, sulle caratteristiche strutturali che i medesimi organismi debbono possedere e sulle quali la legge 
tace completamente), la formazione dell’elenco e la sua revisione, la sospensione e la cancellazione degli iscritti; 
determinare i compensi e i rimborsi spese le indennità spettanti agli organismi e a carico dei soggetti che ricorrono alle 
procedure in oggetto. Ai sensi dell’art. 15, comma 1, sono iscritti di diritto nel registro, su semplice domanda, gli 
organismi di conciliazione costituiti presso la Camere di commercio, il segretariato sociale ex L. n. 328/2000 e gli ordini 
professionali degli avvocati, dei commercialisti ed esperti contabili e dei notai (la disposizione, in quest’ultimo caso, deve 
essere ovviamente interpretata nel senso che sono iscritti di diritto non gli ordini in quanto tali, ma gli organismi da essi 
costituiti).   
320 L’alternativa sarebbe di ritenere che la designazione spetti al giudice: ma per questa sarebbe stata sicuramente 
indispensabile una disposizione espressa che invece non c’è.   
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contenuto si è già trattato nella parte dedicata all’apertura della liquidazione321; e, per altro verso, 
alla comunicazione con la quale l’organismo dà notizia all’agente della riscossione e agli uffici fiscali 
dell’avvenuta richiesta, da parte del debitore, della suddetta relazione (art. 14-ter, comma 4)322.  

 

6. Gli effetti della procedura.  

Come le altre procedure concorsuali, anche la liquidazione del patrimonio del debitore è un 
evento giuridicamente rilevante, un evento, cioè, idoneo a produrre effetti giuridici. Per comodità 
espositiva sembra opportuno trattare tali effetti raggruppandoli secondo la classificazione 
definibile tradizionale, ossia quella costruita sulla quadripartizione: debitore, creditori, atti 
pregiudizievoli ai creditori e contratti pendenti.  

A. Iniziando dagli effetti nei confronti del debitore.  

a) Si è già avuto modo di osservare come l’apertura della procedura determini 
automaticamente lo spossessamento, ossia la perdita, da parte del debitore, del potere di 
disposizione e di amministrazione del patrimonio liquidabile; potere che “passa” al liquidatore. 
Così come accade nel fallimento, la limitazione dei poteri del debitore risponde unicamente 
all’esigenza di conservare il patrimonio responsabile ed è doppiamente relativa, nel senso che si 
estende ai soli beni e rapporti rientranti nel patrimonio liquidabile e dura finché la procedura non è 
chiusa.  

Quanto al primo aspetto, premesso che la titolarità dei beni rimane in capo al debitore (almeno 
finché non si sia perfezionata, all’interno della procedura, la vendita a favore del terzo), va 
sottolineato come l’art. 14-quinquies, comma 3 espressamente stabilisca che «Il decreto di cui al 
comma 2 (ossia, il decreto di apertura) deve intendersi equiparato all’atto di pignoramento», 
producendosi così quel vincolo sul patrimonio del debitore che consente il passaggio dalla tutela 
individuale a quella collettiva del credito, tipica delle procedure concorsuali.  

Lo spossessamento, inoltre e come anticipato, si estende al solo patrimonio liquidabile del 
debitore, del quale non fanno parte i beni indicati nell’art. 14-ter, comma 6323. La disposizione 
riprende quasi integralmente il dettato dell’art. 46 legge fallim., rispetto al quale, però, c’è 
l’aggiunta (superflua) dell’indicazione dei crediti relativamente impignorabili ex art. 545 c.p.c. e 
manca, all’opposto, quella relativa ai beni e ai diritti di natura strettamente personale (quali, ad 
esempio, i diritti potestativi), che debbono comunque ritenersi indubbiamente sottratti allo 
spossessamento.  

Nel patrimonio liquidabile rientrano, altresì, ed in attuazione del principio generale posto 
dall’art. 2470, comma 1 c.c., i beni che pervengono al debitore dopo l’apertura della procedura. Più 

                                                           
321 V. retro, § 4.   
322 Inoltre, ai sensi dell’art. 15, comma 7: «L’organismo esegue le pubblicità ed effettua le comunicazioni disposte dal 
giudice nell’ambito dei procedimenti previsti dalle sezioni prima e seconda del presente capo. Le comunicazioni sono 
effettuate a mezzo posta elettronica certificata se il relativo indirizzo del destinatario risulta dal registro delle imprese 
ovvero dall’Indice nazionale degli indirizzi di posta elettronica certificata delle imprese e dei professionisti e, in ogni altro 
caso, a mezzo telefax o lettera raccomandata».   
323 Ossia: «a) i crediti impignorabili ai sensi dell’articolo 545 del c.p.c.; b) i crediti aventi carattere alimentare e di 
mantenimento, gli stipendi, pensioni, salari e ciò che il debitore guadagna con la sua attività, nei limiti di quanto occorra 
al mantenimento suo e della sua famiglia indicati dal giudice; c) i frutti derivanti dall’usufrutto legale sui beni dei figli, i 
beni costituiti in fondo patrimoniale e i frutti di essi, salvo quanto disposto dall’articolo 170 c.c.; d) le cose che non 
possono essere pignorate per disposizione di legge».   
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in particolare, l’art. 14-undecies dispone che: «I beni sopravvenuti nei quattro anni successivi al 
deposito della domanda di liquidazione di cui all’art. 14-ter costituiscono oggetto della stessa, 
dedotte le passività incontrate per l’acquisto e la conservazione dei beni medesimi. Ai fini di cui al 
periodo precedente il debitore integra l’inventario di cui all’art. 14-ter, comma 3».  

La disposizione – che deve essere letta in uno con l’art. 14-quinquies, comma 4324 – è a dir poco 
bizzarra. Non si comprende, invero, per quale ragione soltanto i beni futuri entrati nel patrimonio 
del debitore nei quattro anni seguenti il decreto di apertura siano attratti alla massa attiva, 
restandone (apparentemente) fuori quelli successivi a tale termine, pur se acquisiti dal debitore in 
corso di procedura. Si ha la sensazione che l’intenzione del legislatore fosse quella di “estendere” il 
vincolo dell’esecuzione collettiva sui beni non facenti parte del patrimonio liquidabile al momento 
dell’apertura della procedura, onde evitare che, per effetto dell’esdebitazione, gli stessi 
permanessero in capo al debitore325.  

A tal fine, peraltro, sarebbe stato sufficiente stabilire, come in effetti è stato stabilito, per un 
verso, che la procedura di liquidazione dura minimo quattro anni326 e, per altro verso, che non si 
può beneficiare due volte della liberazione dai debiti se non trascorso un certo lasso di tempo tra 
una esdebitazione e l’altra. Così facendo, invece, si è di fatto raggiunto il risultato opposto a quello 
desiderato, la norma traducendosi in un limite all’operatività – che in assenza della disposizione de 
qua sarebbe stata senza dubbio piena – del principio generalissimo in tema di responsabilità 
patrimoniale del debitore327.  

Con il decreto di apertura, poi, il giudice può autorizzare il debitore ad utilizzare alcuni dei beni 
oggetto di spossessamento (come, ad esempio e verosimilmente, la casa di abitazione): a tal fine è 
peraltro necessario che ricorrano gravi e specifiche ragioni (art. 14-quinquies, comma 2, lett. e). 
Ciò non significa, evidentemente, che tali beni siano sottratti alla massa attiva: significa soltanto 
che finché non si sia realizzata la vendita endoconcorsuale, a cura del liquidatore, il godimento 
degli stessi permane in capo al debitore.  

Nulla è invece disposto con riferimento agli atti a contenuto patrimoniale ed ai pagamenti 
eventualmente compiuti dal debitore dopo l’ammissione alla procedura. Anche in tal caso soccorre 
quello che in precedenza è stato definitivo il diritto oggettivamente concorsuale: il principio di 
collettivizzazione della tutela del credito impone, invero, di ritenere tali atti relativamente (rispetto, 
cioè, alla massa dei creditori) inefficaci (arg. ex art. 44 legge fallim.); così come inefficaci debbono 
ritenersi i pagamenti eventualmente ricevuti dal debitore a procedura aperta e le formalità 
eseguite dopo l’apertura della procedura per rendere opponibili gli atti ai terzi (arg. ex art. 45 legge 
fallim.).  

                                                           
324 Sul quale v. infra, §   
325 Nella Relazione di accompagnamento all’art. 18 si legge, infatti, che l’intenzione era quella di «evitare l’abusivo 
accesso alla procedura di liquidazione con conseguente beneficio esdebitatorio».   
326 In realtà, sembra che i quattro anni siano visti, al contempo, come la durata minima e quella massima della 
procedura: solo così, invero, si può giustificare la norma contenuta nell’art. 14-novies, comma 2, in virtù della quale il 
liquidatore deve cedere i crediti vantati dal debitore, «anche se oggetto di contestazione, dei quali non è probabile 
l’incasso nei quattro anni successivi al deposito della domanda».   
327 Sempre rispetto all’oggetto dello spossessamento, va detto che nel patrimonio liquidabile non rientrano i beni 
posseduti dal debitore a titolo precario, mentre è dubbio se il liquidatore possa rinunciare ai beni sopravvenuti, o che si 
trovino già nel patrimonio del debitore al momento dell’apertura della procedura, da considerarsi antieconomici. Sul 
punto, considerando la funzione ultima da riconoscere alla procedura, sembra corretto ritenere – nonostante l’assenza 
di una norma analoga a quelle contenute negli artt. 42, comma 3 e 104-ter, comma 7 legge fallim. – che il liquidatore 
possa legittimamente disinteressarsi di tali beni, rispetto ai quali, quindi, per un verso, il debitore resta titolare dei poteri 
di amministrazione e disposizione e, per altro verso, i creditori possono esercitare le azioni esecutive individuali.   
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Tra gli effetti di tipo patrimoniale prodotti dalla procedura nei confronti del debitore può 
annoverarsi, altresì, quello – indiretto ed eventuale – dell’esdebitazione328.  

b) Lo spossessamento dovrebbe altresì determinare la perdita della legittimazione processuale 
del debitore nelle controversie – anche in corso – a carattere patrimoniale, relative a beni e 
rapporti compresi nel patrimonio liquidabile.  

Il dato è sufficientemente certo per quel che concerne la legittimazione attiva, attesa l’espressa 
attribuzione della stessa al liquidatore (ex art. 14-decies); ma lo stesso deve dirsi, pur in assenza di 
una norma ad hoc, anche rispetto a quella passiva, al debitore subentrando – secondo i principi e 
le regole che governano le procedure collettive analoghe alla nostra – la procedura e, per essa, il 
liquidatore329.  

c) Per quel che concerne gli effetti di tipo personale, va detto che la legge non fa discendere 
dall’apertura della procedura alcuna incapacità in capo al debitore; né sembra possibile applicare a 
quest’ultimo, in via analogica, le norme che, nel codice civile e nelle leggi speciali, ricollegano 
alcune incapacità allo status di fallito330. 

d) Per quel che concerne gli aspetti penali, è certo, infine, che al debitore (o agli amministratori 
dell’ente) ammesso alla procedura di liquidazione non siano applicabili le norme, ex artt. 216 ss. 
legge fallim., che disciplinano i reati fallimentari.  

B. La procedura di liquidazione dei beni è retta non soltanto dal principio di universalità, ma 
anche da quello della generalità, producendo i suoi effetti nei confronti di tutti i creditori anteriori 
al decreto di apertura.  

a) Pur se non detto espressamente, l’ammissione alla procedura di liquidazione apre il concorso 
sostanziale dei creditori sul patrimonio del debitore. Stabilisce, invero, l’art. 14-quinquies, comma 
2, lett. b), che il giudice, con il decreto che apre la procedura, «dispone che, sino al momento in cui 
il provvedimento di omologazione diventa definitivo, non possono, sotto pena di nullità, essere 
iniziate o proseguite azioni cautelari o esecutive né acquistati diritti di prelazione sul patrimonio 
oggetto di liquidazione da parte dei creditori aventi titolo o causa anteriore».  

La norma – a parte l’assurdo riferimento, ripreso dall’art. 10, comma 2, lett. c), a «sino al 
momento in cui il provvedimento di omologazione diventa definitivo», provvedimento che nella 
procedura de qua semplicemente non esiste, l’espressione dovendosi allora interpretare come se 
dicesse «dal momento dell’apertura della procedura»331 – impedisce ai creditori concorrenti di 

                                                           
328 Su cui v. infra, § 8.   
329 Di contrario avviso DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio, cit., 76, il quale, per un verso, 
riconosce la legittimazione processuale passiva in capo al debitore e, per altro verso e con specifico riferimento a quella 
attiva, qualifica quella del liquidatore «legittimazione ad agire straordinaria a carattere surrogatorio».   
330 Il debitore, peraltro, è chiamato dalla legge a collaborare con gli organi della procedura al fine del corretto 
svolgimento della stessa. Così, ai fini dell’ammissione alla procedura, oltre all’obbligo di depositare i documenti 
contabili, il debitore deve altresì, ex art. 14-ter, comma 3, allegare alla domanda l’inventario di tutti i suoi beni (non 
soltanto, quindi, di quelli compresi nel patrimonio liquidabile) che servirà da base, evidentemente, per la successiva 
attività di liquidazione da parte dell’organo tecnico della procedura. Sempre con riferimento all’inventario va altresì 
sottolineato come, stranamente, la legge ponga in capo al debitore (e non, come invece sembrerebbe più logico, al 
liquidatore) anche l’obbligo di integrare lo stesso qualora, in corso di procedura, sopravvengano beni inizialmente non 
presenti nel patrimonio liquidabile (art. 14-undecies). Obbligo, quest’ultimo, rafforzato dalla sanzione penale posta 
dall’art. 16, comma 1, lett. c) in caso di sua inosservanza, che scatta – sembrerebbe scattare – per il semplice fatto, in sé, 
dell’omessa indicazione del bene nell’inventario.   
331 E non – come ritiene invece DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio, cit., 73 – «al decreto di 
apertura della procedura». Ciò poi spiega come mai l’A. ultimo citato consideri la norma, pur con questa nuova 
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occupare posizioni di vantaggio all’interno della procedura, contribuendo così alla cristallizzazione 
del patrimonio del debitore ed alla piena attuazione del principio della par condicio creditorum332.  

b) I creditori concorsuali, poi, subiscono anche il concorso formale, potendo partecipare ai 
riparti all’interno della procedura solo a seguito dell’ammissione allo stato passivo della stessa, 
secondo il meccanismo delineato dagli artt. 14-septies e 14-octies333.  

c) Ciò premesso, occorre ora domandarsi se, anche nella procedura di liquidazione del 
patrimonio del debitore, viga, come nel fallimento, il principio generalissimo in virtù del quale i 
crediti concorrono per il loro valore alla data di apertura della procedura. Il che poi vale ad 
interrogarsi sul se, nella procedura de qua, trovino o meno applicazione le regole sulla scadenza 
anticipata dei crediti (artt. 55, comma 2 e 59 legge fallim.); sulla sospensione degli interessi (art. 
55, comma 1 legge fallim.) e sulla trasformazione di tutti i crediti in crediti pecuniari (art. 59 legge 
fallim.).  

Delle regole testé menzionate soltanto quella in ordine alla sospensione degli interessi durante 
la procedura ha trovato espressa cittadinanza nella L. n. 3/2012 (art. 14-ter, comma 7); sembra 
peraltro corretto ritenere che anche le altre regole siano applicabili alla nostra procedura. Ciò in 
quanto, sia la scadenza anticipata sia la trasformazione dei crediti rappresentano altrettante regole 
funzionali alla più compiuta attuazione del concorso sostanziale tra i creditori, costituendo 
componenti di quello che si è qui definito “diritto oggettivamente concorsuale”: non a caso, infatti, 
esse sono richiamate, direttamente o indirettamente, in tutte le procedure collettive tradizionali334.  

d) Sembra indubbio, inoltre, che il creditore in bonis possa eccepire al liquidatore la 
compensazione legale del suo credito con quello vantato, nei suoi confronti, dal debitore ammesso 
alla procedura di liquidazione. Peraltro, la compensazione potrà avere luogo soltanto se le 
condizioni poste dall’art. 1243 c.c. (omogeneità, liquidità ed esigibilità di entrambi i crediti) 
risultino soddisfatte al momento dell’apertura della procedura.  

C. Nulla è espressamente previsto con riferimento agli effetti della procedura di liquidazione nei 
confronti degli atti pregiudizievoli ai creditori. Pochi dubbi sembrerebbero sussistere circa 
l’inapplicabilità, nella procedura de qua, della disciplina dell’azione revocatoria fallimentare: 
l’inesistenza di una norma ad hoc, anche di mero rinvio alle disposizioni sul fallimento, e la 
mancata dichiarazione dello stato di insolvenza del debitore sottoposto alla procedura depongono, 
infatti, chiaramente in tal senso.  

                                                                                                                                                                                 
formulazione letterale, inadeguata «ad escludere l’aggressione esecutiva individuale dei beni del debitore da parte dei 
creditori per tutta la durata della procedura». Se fosse realmente così è evidente che “salterebbe” la stessa natura 
concorsuale della procedura de qua.   
332 La norma assomiglia da vicino (più che all’art. 51 legge fallim.) all’art. 168 legge fallim., dettato in tema di 
concordato preventivo, in quanto, per un verso, viene fatto riferimento all’impossibilità, per i creditori, di acquisire diritti 
di prelazione e, per altro verso, non ammette (sembrerebbe non ammettere) alcuna eccezione. Da un punto di vista 
formale va peraltro sottolineato come, inopportunamente, la norma relativa alla procedura di liquidazione del 
patrimonio non riconnetta l’automatic stay all’apertura della procedura (come invece accade per le procedure 
concorsuali tradizionali), bensì al provvedimento del giudice contenuto nel decreto di apertura.   
Sul punto va aggiunto che se alla data di apertura della liquidazione sono pendenti procedure esecutive su beni facenti 
parte del patrimonio liquidabile, il liquidatore può – oltre che chiedere al giudice dell’esecuzione di dichiarare 
l’improcedibilità dell’azione esecutiva (in applicazione analogica dell’art. 107, comma 5 legge fallim.) – subentrarvi (art. 
14-novies, comma 2, ult. inciso).   
333 Sul punto v. più ampiamente infra, § 7.   
334 E cfr. artt. 169 (per il concordato preventivo) e 201 (per la l.c.a.) legge fallim.; artt. 18 e 36, D. Lgs. n. 270/1999 (per 
l’amministrazione straordinaria “comune”); art. 8 d.l n. 347/2003 (per l’amministrazione straordinaria “speciale”).   
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Problema diverso si pone, invece, rispetto all’azione revocatoria ordinaria, ex artt. 2901 ss. c.c. 
In tal caso, il dubbio non attiene tanto al se sia possibile esercitare l’azione – da ritenere, infatti, 
sicuramente esperibile –, quanto all’individuazione del soggetto legittimato a promuoverla durante 
la procedura. Sul punto, attesa l’esistenza del concorso in atto tra i creditori, sembra corretto 
ritenere che dell’eventuale dichiarazione di inefficacia dell’atto revocato debba poter beneficiare, 
attraverso la reintegrazione del patrimonio liquidabile, (non già il singolo creditore procedente, 
bensì) l’intera massa passiva; con la conseguenza di ritenere unico legittimato all’esercizio 
dell’azione il liquidatore335. D’altra parte, va ricordato che, pur in mancanza di una disposizione 
puntuale come quella contenuta nell’art. 66 legge fallim., l’art. 14-decies attribuisce al liquidatore 
la legittimazione a promuovere ogni azione tendente a conseguire la disponibilità dei beni oggetto 
di liquidazione o che comunque sia correlata con lo svolgimento dell’attività di amministrazione: 
formule la cui ampiezza consente di ricomprendervi le azioni volte alla reintegrazione del 
patrimonio del debitore (incluse, oltre alle revocatorie, anche quelle di simulazione).  

D. Del tutto assente è, infine, la regolamentazione degli effetti della procedura nei confronti dei 
rapporti giuridici preesistenti.  

In proposito, il dubbio che si pone è se il liquidatore possa richiedere al giudice, nell’interesse 
della massa dei creditori, la sospensione o lo scioglimento (c.d. resiliazione) di tali rapporti. La 
mancanza di una norma ad hoc, come quella contenuta nell’art. 72 legge fallim., che consenta di 
superare il principio generalissimo pacta sunt servanda sembrerebbe deporre in senso negativo. 
Anche qui, però, il condizionale è d’obbligo. Non può, infatti, essere trascurato il fatto che in tutte 
le procedure concorsuali tradizionali (compresa, addirittura, quella in cui non opera lo 
spossessamento) è prevista una regolamentazione specifica per i contratti pendenti, che consente 
agli organi della procedura (e, nel concordato preventivo, allo stesso debitore) di sciogliersi dal 
vincolo contrattuale, salvaguardando così il patrimonio responsabile.  

Certo, nella procedura de qua, dove il soggetto passivo potrebbe anche non essere un 
imprenditore, la regolamentazione della sorte dei contratti pendenti sembrerebbe non rivestire 
quella importanza che invece assume nelle altre procedure concorsuali336; ed è forse in tale ottica 
che si giustifica la lacuna della legge sul punto. Resta il fatto, però, che alla stessa possono 
accedere imprese (agricole), anche grandi, che al momento dell’apertura della procedura 
potrebbero presentare una gran quantità di contratti in corso di esecuzione; e resta il fatto, altresì, 
che nulla è stabilito in ordine alla sorte dell’eventuale credito maturato dalla parte in bonis per 
effetto dell’esecuzione, durante la procedura, della prestazione dedotta in contratto. Ciò che 
avrebbe reso più che opportuna una regolamentazione specifica sul punto.  

 

7. Le fasi della procedura.  

Esaurita la trattazione degli effetti prodotti dalla procedura, si può passare ad analizzare le fasi 
attraverso cui la stessa si snoda, ossia: apertura, di cui si è già avuto modo di parlare in 
precedenza337; accertamento del passivo e liquidazione dell’attivo, alle quali si è accennato 

                                                           
335 Di contrario avviso PANZANI, La nuova, cit., 24.   
336 Sull’importanza economica che riveste la “porzione” di patrimonio del debitore rappresentata dai contratti in corso 
di esecuzione al momento dell’apertura della procedura, sia consentito il rinvio a VATTERMOLI, Degli effetti del 
fallimento sui rapporti giuridici preesistenti. Introduzione, in NIGRO-SANDULLI-SANTORO, La legge fallimentare dopo la 
riforma, I, Torino, 2010, 985 ss.   
337 Retro, § 4.   
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trattando, rispettivamente, della sottoposizione dei creditori al concorso formale e dei poteri del 
liquidatore; ripartizione dell’attivo e chiusura, fasi queste ultime che, come si avrà modo di 
osservare, risultano sostanzialmente (ed inspiegabilmente) orfane di disciplina.  

A. Si può iniziare dall’accertamento del passivo. Si tratta senza dubbio della fase più 
accuratamente disciplinata nella L. n. 3/2012, alla stessa essendo dedicati ben tre articoli (artt. 14-
sexies, 14-septies e 14-octies).  

In termini generali, può dirsi che il procedimento che scaturisce da detta disciplina:  

- rappresenta un unicum nel panorama delle procedure concorsuali: lo stesso, infatti, per un 
verso, presenta alcuni punti di contatto con l’omologo procedimento dettato per la l.c.a., la 
formazione dello stato passivo essendo rimessa direttamente all’organo tecnico della procedura e 
non all’autorità giudiziaria; ma, per altro verso, si discosta da quello, in quanto per essere ammesso 
al passivo il creditore deve comunque presentare la domanda di partecipazione, analogamente a 
quanto accade nel fallimento;  

- si applica non soltanto ai creditori concorsuali, ma anche a coloro che vantano diritti reali e 
personali su beni mobili o immobili facenti parte del patrimonio liquidabile; mentre è dubbio che si 
applichi ai creditori “prededucibili”338, non essendo stata replicata la norma ex art. 52 legge fallim.;  

- si compone di una fase “necessaria” che, come detto, è gestita dal liquidatore; e di una fase 
“eventuale”, scaturente dalle contestazioni al progetto di stato passivo redatto dal liquidatore, che 
invece vede l’intervento del giudice.  

Sempre su di un piano generale, va infine sottolineato come la volontà di apprestare un 
procedimento di accertamento agile e semplificato si sia in realtà tradotta, in più di un’occasione, 
in una disciplina tecnicamente scadente, caratterizzata da un evidente disinteresse nei confronti 
della tutela processuale delle parti e, dunque, inidonea ad assicurare la certezza delle situazioni 
giuridiche dei soggetti coinvolti nella procedura collettiva339.  

a) La fase di accertamento del passivo prende avvio con la comunicazione, a cura del 
liquidatore, dell’avviso ai creditori e ai titolari dei diritti reali e personali, mobiliari e immobiliari, su 
immobili o cose mobili in possesso o nella disponibilità del debitore, ex art. 14-sexies340.  

Tale disposizione, che nelle sue linee essenziali ricalca l’art. 92 legge fallim., sorprende in 
quanto, per un verso, rimette la fissazione del termine per la presentazione della domanda di 
partecipazione (o di rivendicazione o restituzione) al liquidatore e, per altro verso, non assegna 
alcun termine a quest’ultimo per la comunicazione dell’avviso. Trattandosi di una procedura 
concorsuale e di una fase, lato sensu, processuale, sarebbe stato invece opportuno stabilire ex lege 
i termini per la comunicazione dell’avviso e per l’insinuazione al passivo (come avviene, del resto, 

                                                           
338 Peraltro mai indicati come tali nella legge: sul punto si tornerà infra, in questo stesso §, sub C).   
339 Il giudizio, in realtà estensibile all’intera procedura, è condiviso, tra gli altri, da DONZELLI, Il procedimento di 
liquidazione del patrimonio, cit., 67.   
340 L’avviso informa i soggetti di cui al testo del fatto «che possono partecipare alla liquidazione, depositando o 
trasmettendo, anche a mezzo di posta elettronica certificata e purché vi sia prova della ricezione, la domanda di 
partecipazione che abbia il contenuto previsto dall’art. 14-septies», nonché della «data entro cui vanno presentate le 
domande» e di quella «entro cui sarà comunicata al debitore e ai creditori lo stato passivo e ogni altra utile 
informazione»; l’avviso, inoltre, viene comunicato solo dopo che il liquidatore abbia «verificato l’elenco dei creditori e 
l’attendibilità della documentazione» depositata dal debitore.   
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nella fase “amministrativa” dell’accertamento del passivo nella l.c.a., ex art. 207 legge fallim.)341.  

b) L’art. 14-septies, comma 1, che ricalca pressoché pedissequamente l’art. 93 legge fallim., 
disciplina il contenuto della domanda di partecipazione alla liquidazione (o di rivendicazione o di 
restituzione)342.  

Nella procedura de qua non viene fatta menzione degli effetti prodotti dalla presentazione della 
domanda di partecipazione (o di restituzione o di rivendicazione); manca, cioè, una norma analoga 
a quella di cui all’art. 94 legge fallim. Sembra indubbio, peraltro, che anche tale domanda produca 
gli effetti propri della domanda giudiziale (così, ad esempio, per quel che concerne l’interruzione 
della prescrizione del diritto di credito), tale soluzione discendendo dall’automatic stay (e, dunque, 
dall’imposizione del concorso formale) e dall’espressa equiparazione, operata dall’art. 14-
quinquies, comma 3, del decreto di apertura della liquidazione all’atto di pignoramento.  

c) Ricevute ed esaminate le domande di partecipazione, il liquidatore procede alla 
predisposizione di un progetto di stato passivo, comprendente l’elenco dei titolari di diritti reali e 
personali su beni mobili o immobili facenti parte del patrimonio liquidabile; il progetto e l’elenco 
vengono quindi comunicati agli interessati, i quali, nel termine di quindici giorni – decorrente, deve 
ritenersi, dal momento dell’avvenuta ricezione della comunicazione –, possono proporre eventuali 
osservazioni – ma, in realtà, vere e proprie contestazioni –, da comunicare al liquidatore nelle 
forme previste per la presentazione della domanda di partecipazione (art. 14-octies, comma 1).  

Se non vengono presentate osservazioni, stabilisce l’art. 14-octies, comma 2, «il liquidatore 
approva lo stato passivo dandone comunicazione alle parti». Com’è evidente, peraltro, nella specie 
non si è in presenza di una “approvazione”, atteso che il progetto è redatto dallo stesso liquidatore, 
quanto di una definitiva formazione dello stato passivo. Se, invece, vengono presentate 
osservazioni ed il liquidatore le ritiene fondate, lo stesso, nel termine di quindici giorni dalla 
ricezione dell’ultima osservazione, procede alla rettifica del progetto di stato passivo e lo comunica 
agli interessati, ai sensi del primo comma (art. 14-octies, comma 3). I destinatari della 
comunicazione avranno poi i consueti quindici giorni per presentare le loro osservazioni sul nuovo 
progetto di stato passivo. 

                                                           
341 In dottrina (e cfr. DONZELLI, Il procedimento di liquidazione del patrimonio, cit., 76) si è evidenziato, giustamente, 
che il liquidatore deve concedere un termine ragionevole ai creditori ai fini della presentazione della domanda di 
partecipazione: non sembra, tuttavia, che tale termine, per essere ragionevole, debba necessariamente essere «non 
minore dei trenta giorni previsti dall’art. 16, n. 5 l. fall.» (così l’A. ult. cit.). Quest’ultimo termine, invero, rappresenta il 
lasso di tempo che deve intercorrere tra la presentazione della domanda e l’udienza di verifica del passivo (tempo che, a 
ben vedere, serve al curatore per predisporre il progetto di stato passivo), ma nulla dice riguardo al tempo che deve 
intercorrere tra la comunicazione dell’avviso ai creditori da parte del curatore, ex art. 92 legge fallim., e la data fissata 
per la presentazione tempestiva delle domande di ammissione al passivo.   
342 Più in particolare, la norma stabilisce che nella domanda di partecipazione – da proporsi con ricorso, allegando i 
documenti dimostrativi dei diritti fatti valere (art. 14-septies, comma 2) – debbono figurare: «a) l’indicazione delle 
generalità del creditore; b) la determinazione della somma che si intende far valere nella liquidazione, ovvero la 
descrizione del bene di cui si chiede la restituzione o la rivendicazione; c) la succinta esposizione dei fatti e degli elementi 
di diritto che costituiscono la ragione della domanda; d) l’eventuale indicazione di un titolo di prelazione; e) l’indicazione 
dell’indirizzo di posta elettronica certificata, del numero di telefax o l’elezione di domicilio in un comune del circondario 
ove ha sede il tribunale competente». In difetto dell’indicazione di cui alla lett. e), le comunicazioni al creditore saranno 
eseguite esclusivamente mediante deposito in cancelleria [art. 14-sexies, lett. a), in fine]. Sul punto è peraltro singolare 
che nella liquidazione del patrimonio – introdotta, come si è detto, dall’art. 18 d.l. n. 179/2012, rubricato “Giustizia 
digitale” – i creditori, ai fini della ricezione delle comunicazioni da parte degli organi della procedura, possano (anche) 
eleggere il domicilio o indicare il numero di telefax, come stabilito nel previgente testo dell’art. 93 legge fallim.; mentre 
nel fallimento, il nuovo art. 93, comma 3, n. 5), modificato proprio dal d.l. n. 179/2012, imponga agli stessi, quale unico 
mezzo di ricezione delle comunicazioni relative alla procedura, l’indirizzo di posta elettronica certificata.   
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d) La c.d. fase eventuale dell’accertamento del passivo, quella cioè che vede l’intervento 
dell’autorità giudiziaria, si apre nell’ipotesi in cui siano state formulate osservazioni al progetto di 
stato passivo ed il liquidatore, non ritenendole superabili attraverso la rettifica dello stesso ai sensi 
dell’art. 14-octies, comma 3, «rimette gli atti al giudice che lo ha nominato, il quale provvede alla 
definitiva formazione del passivo. Si applica l’art. 10, comma 6» (art. 14-octies, comma 4)343.  

Anche qui si nota il difetto di tecnicismo della legge, testimoniato dall’assenza persino del 
termine entro il quale il liquidatore dovrebbe “rimettere gli atti” al giudice. Al procedimento che si 
apre a seguito della “rimessione degli atti” si applicano, nei limiti della compatibilità, gli artt. 737 
ss. c.p.c., ed il reclamo contro il provvedimento del giudice si propone al tribunale in composizione 
collegiale e del collegio non può far parte il giudice che tale provvedimento ha pronunciato.  

e) Eventuale è, infine, la parentesi che si apre a seguito della presentazione di domande di 
partecipazione “tardive”, rispetto al termine assegnato dal liquidatore. La legge è, di nuovo, muta 
al riguardo: non sembra dubbio, peraltro, che tale ultimo termine non possa in nessun caso essere 
considerato come perentorio (la cui violazione, cioè, determina l’impossibilità per il creditore di 
partecipare ai riparti)344.  

Ciò premesso, resta comunque del tutto oscura la disciplina degli effetti prodotti dalla domanda 
tardiva: non è chiaro, ad esempio, se e come reagisca su tale disciplina la colpevolezza o meno del 
ritardo; così come non chiaro è il meccanismo procedurale attraverso il quale debba avvenire 
l’ammissione tardiva; ecc.  

B. Passando alla liquidazione dell’attivo. Si tratta senza dubbio della fase centrale della 
procedura, e non soltanto perché è dalla stessa che i creditori traggono i mezzi per il 
soddisfacimento dei loro interessi economici. Sembra, invero, che l’intera procedura si esaurisca – 
salvo quanto si è detto con riferimento all’accertamento del passivo – nella liquidazione del 
patrimonio del debitore. E così, per un verso, la stessa norma di apertura della Sezione II della l. n. 
3/2012, espressamente stabilisce che il debitore, in alternativa alla proposta di composizione della 
crisi, «può chiedere la liquidazione di tutti i suoi beni» (art. 14-ter, comma 1); e, per altro verso, 
l’art. 14-novies, comma 5 precisa che: «Accertata la completa esecuzione del programma di 
liquidazione e, comunque, non prima del decorso del termine di quattro anni dal deposito della 
domanda, il giudice dispone, con decreto, la chiusura della procedura».  

Eppure, come si vedrà, alla liquidazione in senso stretto vengono dedicate poche disposizioni. 
Peraltro, è proprio osservando le norme in tema di liquidazione dell’attivo che si percepisce netta 
l’impressione che la legge sia costruita avendo in mente, quale referente passivo della procedura, il 
debitore c.d. civile (consumatore o professionista). Ciò spiega la totale assenza di riferimenti sia ai 
“complessi produttivi” (azienda e rami d’azienda) da alienare o, eventualmente, da concedere in 
affitto; sia all’esercizio dell’impresa durante la procedura, quale strumento di gestione dinamica del 
patrimonio del debitore funzionale alla più efficiente liquidazione della massa attiva.  

a) L’inizio della fase di liquidazione del patrimonio può farsi coincidere con la redazione, da 
parte del liquidatore, dell’inventario, attraverso il quale si delinea l’ammontare e la composizione 

                                                           
343 A differenza di quanto è dato riscontrare nelle altre procedure concorsuali, in questa la fase eventuale 
dell’accertamento del passivo non scaturisce, dunque, da un’impugnazione in senso proprio, ma da delle semplici 
osservazioni da parte dei creditori e da una decisione (di non accoglierle) del liquidatore.   
344 La soluzione discende dalla semplice constatazione che in tutte le altre procedure concorsuali, dove pure il termine 
di presentazione della domanda di ammissione tempestiva è fissato dalla legge, il creditore è legittimato a presentare 
domanda di ammissione tardiva (pur subendo, ovviamente, gli effetti della tardività).   
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della massa attiva che sarà oggetto, appunto, della successiva attività di liquidazione345.  

La legge non fissa il termine entro il quale lo stesso deve essere predisposto, limitandosi a 
stabilire che «il liquidatore, verificato l’elenco dei creditori e l’attendibilità della documentazione di 
cui all’articolo 9, commi 2 e 3, forma l’inventario dei beni da liquidare…» (art. 14-sexies). 

L’inventario di cui all’art. 14-sexies doppia, in certa misura, quello che deve comunque 
predisporre ed allegare al ricorso il debitore, ai sensi dell’art. 14-ter, comma 3: la differenza tra i 
due documenti risiede in ciò, che quello redatto dal liquidatore contiene i soli beni liquidabili 
all’interno della procedura, mentre quello del debitore anche quelli sottratti allo spossessamento. 
Per concludere sul punto, sembra corretto ritenere che è dalla redazione dell’inventario che il 
liquidatore prenda in consegna i beni del debitore e ne assuma, dunque, la custodia (e la relativa 
responsabilità).  

b) «Il liquidatore, entro trenta giorni dalla formazione dell’inventario, elabora un programma di 
liquidazione, che comunica al debitore ed ai creditori e deposita presso la cancelleria del giudice. Il 
programma deve assicurare la ragionevole durata della procedura». Anche nella procedura de qua, 
così come avviene nel fallimento (art. 104-ter legge fallim.), è dunque previsto un atto di 
pianificazione e di indirizzo in ordine alle modalità ed ai termini della successiva attività di 
liquidazione, che, almeno in teoria, consente di razionalizzare ed accelerare le operazioni di 
vendita.  

La legge, peraltro, nulla dice in ordine al contenuto del programma: in particolare, ferma 
restando la necessità che dallo stesso emergano gli elementi (tempi, modalità, condizioni) inerenti 
alla cessione dei beni e dei diritti del debitore, nulla viene detto in ordine alla necessità che in esso 
risultino altresì le azioni risarcitorie, recuperatorie o revocatorie da esercitare ed il loro possibile 
esito. Considerato che non v’è alcun controllo del contenuto del programma da parte dei creditori 
e che gli atti di esecuzione del programma non sono soggetti alla preventiva autorizzazione del 
giudice della procedura; che l’esercizio di tali azioni è comunque collegato, seppure indirettamente, 
all’attività di liquidazione; che il liquidatore non deve richiedere l’autorizzazione del giudice per 
stare in giudizio, sembra corretto ritenere che nel programma di liquidazione debbano risultare 
anche, e proprio, le azioni risarcitorie, recuperatorie ecc., che si intendono promuovere.  

Il programma vincola il liquidatore, nel senso che le cessioni dovranno avvenire sulla base di 
quanto in esso stabilito; come anticipato, però, la legge non prevede un controllo preventivo del 
giudice in ordine alla conformità dell’atto di liquidazione al contenuto del programma, un controllo 
del genere avvenendo soltanto ex post, a vendita effettuata346. Non è ben chiaro, peraltro, cosa 
possa avvenire nell’ipotesi in cui il giudice dovesse accertare la non conformità dell’atto al 
programma: per come è formulata la norma, si dovrebbe dire che, in tal caso, il giudice non può 
autorizzare lo svincolo delle somme né ordinare la cancellazione dei vincoli sui beni oggetto di 
cessione, con la conseguenza di far cadere nel nulla la procedura di vendita (e salva la 

                                                           
345 Un riferimento alla «continuazione dell’attività d’impresa», quale possibile oggetto della proposta, si ha invece 
nell’ambito della disciplina dell’accordo (art. 8, comma 4): il punto è evidenziato anche da DI MARZIO, Introduzione alle 
procedure concorsuali, cit., 9.   
346 Dispone, infatti, l’art. 14-novies, comma 3 che: «Il giudice, sentito il liquidatore e verificata la conformità degli atti 
dispositivi al programma di liquidazione, autorizza lo svincolo delle somme, ordina la cancellazione della trascrizione del 
pignoramento e delle iscrizioni relative ai diritti di prelazione, nonché di ogni altro vincolo, ivi compresa la trascrizione 
del decreto di cui all’articolo 14-quinquies, comma 1, dichiara la cessazione di ogni altra forma di pubblicità». Il 
riferimento all’effetto purgativo prodotto della cessione dei beni chiarisce, ove mai ve ne fosse bisogno, la natura 
coattiva delle vendite eseguite nell’ambito della procedura de qua.   
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responsabilità del liquidatore nei confronti del terzo aggiudicatario del bene).  

Poco comprensibile ed in buona misura “ipocrita” è, poi, il riferimento all’idoneità del 
programma ad assicurare «la ragionevole durata della procedura»: ed invero, oltre a non essere 
per nulla chiaro cosa debba intendersi per durata “ragionevole”, non va dimenticato che, per 
espressa disposizione di legge (cfr. artt. 14-quinquies, comma 4 e 14-novies, comma 5), la 
procedura non può durare meno di quattro anni.  

Sempre con riferimento al programma di liquidazione, deve infine ritenersi che, ogniqualvolta 
sopravvengano nuovi beni liquidabili, il liquidatore possa (debba) procedere alla modifica dello 
stesso.  

c) Per quel che concerne le modalità delle vendite, l’art. 14-novies, comma 2, terzo periodo, 
stabilisce che: «Le vendite e gli altri atti di liquidazione posti in essere in esecuzione del 
programma di liquidazione sono effettuati dal liquidatore tramite procedure competitive anche 
avvalendosi di soggetti specializzati, sulla base di stime effettuate, salvo il caso di beni di modesto 
valore, da parte di operatori esperti, assicurando, con adeguate forme di pubblicità, la massima 
informazione e partecipazione degli interessati».  

La disposizione è identica a quella contenuta nell’art. 107, comma 1 legge fallim., sostituito il 
liquidatore al curatore, ed ha il medesimo obiettivo di ottenere il massimo realizzo, e nel più breve 
tempo possibile, dalle operazioni di vendita, attraverso procedure e meccanismi che consentano la 
più ampia partecipazione possibile dei potenziali interessati all’acquisto347.  

Pur se nella legge non è disposto alcunché, sembra corretto ritenere che il liquidatore possa 
liberamente scegliere la modalità delle vendite (trattative private, licitazioni, aste) e prevedere, nel 
programma di liquidazione e in applicazione analogica dell’art. 107, comma 2 legge fallim., che le 
stesse siano effettuate dal giudice che lo ha nominato secondo le disposizioni del codice di rito, in 
quanto compatibili.  

Ai sensi dell’art. 14-novies, comma 2, quinto periodo, «Prima del completamento delle 
operazioni di vendita, il liquidatore informa degli esiti delle procedure il debitore, i creditori e il 
giudice». Rispetto a quelli che possono essere considerati i “correttivi” alle procedure di vendita 
non convenienti per la massa dei creditori, va sottolineato come nella procedura de qua non sia 
previsto, in capo al liquidatore, il potere – che l’art. 107, comma 4 legge fallim. riconosce invece al 
curatore del fallimento – di sospendere la vendita in caso di offerta irrevocabile di acquisto 
migliorativa per un importo non inferiore al dieci per cento del prezzo offerto; così come non è 
previsto il potere del giudice di impedire il perfezionamento della vendita – stabilito, nel fallimento, 
dall’art. 108, comma 1, seconda parte –, qualora il prezzo offerto risulti notevolmente inferiore a 
quello giusto, tenuto conto delle condizioni di mercato. L’unico correttivo contemplato dall’art. 14-
novies, comma 2, sesto periodo – che ricalca, grosso modo, quello previsto dall’art. 108, comma 1, 
primo periodo legge fallim. –, consiste in ciò, che «quando ricorrono gravi e giustificati motivi, il 
giudice può sospendere con decreto motivato gli atti di esecuzione del programma di 
liquidazione»; gravi e giustificati motivi che, deve ritenersi, possono attenere sia alla regolarità 
della procedura di vendita seguita, sia all’ammontare del prezzo offerto. La legge non condiziona il 
potere sospensivo del giudice all’istanza di parte (debitore, creditori, altri interessati); è indubbio, 

                                                           
347 Per quel che concerne sia i requisiti di onorabilità e di professionalità dei soggetti che a vario titolo partecipano alle 
operazioni di vendita (ossia, i soggetti specializzati e gli operatori esperti di cui fa menzione la disposizione testé 
menzionata), sia i mezzi di pubblicità e trasparenza delle operazioni di vendita, l’art. 14-novies, comma 4 rinvia al 
regolamento del Ministro della giustizia di cui all’art. 107, comma 7 legge fallim.   
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tuttavia, che tali soggetti possano dare impulso al provvedimento del giudice.  

C. Tale è l’immedesimazione tra la nostra procedura e la fase di liquidazione in senso stretto che 
la legge ha omesso persino di disciplinare la fase di ripartizione dell’attivo, pur essendo certo (e 
cfr., ad esempio, l’art. 14-novies, comma 3) che la procedura abbia natura esecutivo-satisfattiva, 
dovendo i creditori concorrenti essere soddisfatti all’interno della stessa e non, come accade, ad 
esempio, nell’amministrazione straordinaria con indirizzo di ristrutturazione, all’esterno (e dunque 
per effetto) della medesima348.  

Più in particolare, manca totalmente l’indicazione sia dei criteri da utilizzare per la distribuzione 
delle somme ricavate dalla liquidazione dei beni, sia dei meccanismi da seguire per effettuare 
concretamente le ripartizioni.  

a) Con riferimento ai criteri da impiegare per la distribuzione delle somme, l’assenza di 
disciplina specifica sul punto può essere facilmente superata considerando la natura concorsuale 
della liquidazione. Come si è avuto modo di anticipare, infatti, l’apertura del concorso tra i creditori 
impone, nella procedura de qua, l’applicazione del principio generalissimo della par condicio 
creditorum, che viene qui in rilievo quale meccanismo, appunto, di distribuzione di un patrimonio 
incapiente (o, se si vuole, come meccanismo di ripartizione di perdite) tra più aventi diritto sul 
patrimonio medesimo. Si applicherà, dunque, il sistema di graduazione dei crediti di diritto 
comune (ex art. 2471 c.c.): ogni credito, cioè, verrà soddisfatto seguendo l’ordine dei privilegi 
stabilito dalla legge e quelli di uguale rango verranno soddisfatti sulla base della regola di 
proporzionalità.  

Al sistema così delineato sfuggono, tuttavia, i crediti prededucibili, ossia quei crediti, qualificati 
tali dalla legge, che sono sottratti al concorso sostanziale in quanto debiti della massa.  

In verità, nella L. n. 3/2012 non viene fatta mai menzione dei crediti (o dei creditori) 
prededucibili, ma solo dei crediti sorti in occasione o in funzione della liquidazione o di uno dei 
procedimenti di composizione della crisi da sovraindebitamento349, i quali, secondo quanto 
stabilito dall’art. 14-duodecies, comma 2, «sono soddisfatti con preferenza rispetto agli altri, con 
esclusione di quanto ricavato dalla liquidazione dei beni oggetto di pegno ed ipoteca per la parte 
destinata ai creditori garantiti». La disposizione ricorda da vicino la disciplina, appunto, dei crediti 
prededucibili nel fallimento, di cui all’art. 111-bis, comma 2 legge fallim., ma rispetto a quella è 
tecnicamente meno precisa350.  

Nel concetto di “crediti sorti in occasione o in funzione della liquidazione” debbono senz’altro 
annoverarsi le spese di procedura, tra cui il compenso del liquidatore e dei soggetti che a vario 
titolo partecipano alle operazioni di vendita; nonché i crediti derivanti dagli atti legittimamente 
compiuti dal liquidatore nell’espletamento del suo incarico. Gli altri creditori, diversi da quelli che 
vantano crediti sorti in occasione o in funzione della liquidazione, posteriori351, non solo – e non 
tanto – «non possono procedere esecutivamente sui beni oggetto di liquidazione», come stabilisce 

                                                           
348 Nello stesso senso DI MARZIO, Introduzione alle procedure concorsuali, cit., 14: «Singolarmente manca una 
regolamentazione del riparto, che evidentemente costituisce comunque atto necessario e (quando redatto nella forma 
del riparto finale) anche sostanzialmente conclusivo della procedura».   
349 V. anche art. 13, comma 4-bis.   
350 Regola ed eccezione non sono, infatti, omogenee, essendo rappresentate: la prima, dalla “preferenza” dei 
“prededucibili” rispetto agli altri creditori; la seconda, da “quanto ricavato dalla liquidazione dei beni” sui quali insiste la 
causa di prelazione, che è destinato a soddisfare, in prima battuta, i creditori garantiti.   
351 Rispetto, deve ritenersi, al momento dell’esecuzione della pubblicità del decreto di apertura, di cui all’art. 14-
quinquies, comma 2, lett. c) e d).   
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l’art. 14-duodecies, comma 1, ma non possono neanche presentare domanda di partecipazione 
alla procedura, ex art. 14-septies, per essere soddisfatti all’interno della stessa: detto in altri 
termini, non essendo creditori concorsuali, non possono, a fortiori, divenire creditori concorrenti.  

b) Ben più grave, invece, è la lacuna normativa relativa ai meccanismi che debbono essere 
utilizzati ai fini delle ripartizioni dell’attivo.  

L’unico dato (relativamente) certo, pur in difetto di una disposizione espressa sul punto, è che la 
ripartizione dell’attivo deve avvenire ad opera del liquidatore, sulla scorta delle indicazioni 
contenute nello stato passivo.  

Per il resto, come si è anticipato, l’intera fase di ripartizione resta avvolta nella nebbia più fitta. 
Non è chiaro, ad esempio, se il liquidatore possa eseguire dei riparti parziali – e se sì, con quale 
cadenza temporale –, oppure se debba necessariamente attendere la liquidazione di tutto il 
patrimonio e procedere, così, ad un unico riparto (finale); non è chiaro, poi, se per la distribuzione 
delle somme sia sufficiente un mero atto di assegnazione del liquidatore oppure, come sembra 
preferibile, sia necessaria la predisposizione di un vero e proprio piano di riparto, da comunicare ai 
creditori (che dovrebbero poter presentare osservazioni in merito), che il giudice deve rendere 
esecutivo; non è chiaro, infine, quale sia il criterio che deve seguire il liquidatore per procedere agli 
accantonamenti, sia per la copertura delle spese di procedura, sia per preservare la posizione dei 
titolari di crediti contestati o sottoposti a condizione. Per quanto affermato in precedenza, poi, 
sembra corretto ritenere che, prima dell’ultimo riparto ai creditori, il liquidatore debba presentare 
il rendiconto della gestione.  

D. A dir poco scarna è, infine, la disciplina relativa alla chiusura della procedura.  

Ai sensi dell’art. 14-novies, comma 5: «Accertata la completa esecuzione del programma di 
liquidazione e, comunque, non prima del decorso del termine di quattro anni dal deposito della 
domanda, il giudice dispone, con decreto, la chiusura della procedura»; la norma è doppiata 
dall’art. 14-quinquies, comma 4, in virtù del quale: «La procedura rimane aperta sino alla completa 
esecuzione del programma di liquidazione e, in ogni caso, ai fini di cui all’art. 14-undecies, per i 
quattro anni successivi al deposito della domanda».  

Nessun’altra disposizione è dedicata alla chiusura della procedura; tale lacuna mette in luce, 
ancora una volta, l’insipienza del legislatore e l’assurdità delle scelte (non è ben chiaro, peraltro, 
quanto consapevoli) dallo stesso compiute.  

Per convincersi di ciò è sufficiente porre (porsi) i seguenti interrogativi. Perché mai la procedura, 
in difetto di domande di ammissione al passivo o in caso di completo soddisfacimento dei creditori 
ammessi, dovrebbe andare avanti sino alla completa esecuzione del programma? Perché mai, poi, 
nelle ipotesi appena segnalate, per ottenere il provvedimento di chiusura è necessario attendere 
che trascorrano addirittura quattro anni dal momento dell’apertura, nonostante la completa 
esecuzione del programma? Che senso ha subordinare la chiusura della procedura al trascorrere 
dei fatidici quattro anni rispetto, ad esempio, a debitori non persone fisiche che, comunque, non 
possono beneficiare dell’esdebitazione? Perché mai lo “spauracchio” dell’esdebitazione dovrebbe 
condurre a soluzioni così bizzarre, quando nel fallimento, ad esempio, ciò non si verifica?  

Gli inconvenienti appena segnalati possono in parte essere superati operando 
un’interpretazione sistematica del dato normativo, adeguandolo ai principi propri di ogni 
procedura concorsuale e, soprattutto, considerando la funzione giuridicamente rilevante da 
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riconoscere alla liquidazione del patrimonio352. Più in particolare, a chi scrive sembra corretto 
ritenere che la procedura di liquidazione possa altresì chiudersi: a) per la mancata presentazione, 
nei termini segnati dal liquidatore, delle domande di ammissione al passivo; e b) per l’estinzione in 
qualunque modo – anche, dunque, in virtù di un intervento finanziario di un terzo – ed in 
qualunque momento durante lo svolgimento della procedura – anche prima, quindi, della 
completa esecuzione del programma di liquidazione –, dei creditori ammessi.  

Sembra invece da escludere l’applicazione in via analogica della norma di cui all’art. 118, 
comma 1, n. 4 legge fallim., che disciplina la chiusura del fallimento per insufficienza di attivo. La 
durata necessariamente quadriennale della procedura, la possibilità di avocare alla massa, in tale 
periodo, ogni bene che dovesse entrare nel patrimonio del debitore e, infine, la mancata 
previsione di meccanismi procedurali alternativi alla completa liquidazione e successiva 
ripartizione dell’attivo, sembrano, invero, deporre inequivocabilmente in tal senso.  

 

8. L’esdebitazione.  

Alle fasi analizzate nel paragrafo precedente se ne può aggiungere un’altra, seppure eventuale 
ed “esterna” alla procedura, data dall’esdebitazione, disciplinata dall’art. 14-terdecies. Una fase, 
come si diceva meramente eventuale, ma che, ciò nonostante, sembrerebbe aver rivestito un ruolo 
determinante nell’architettura della procedura liquidatoria353. E’ alla luce del c.d. fresh start, 
invero, che nella Relazione di accompagnamento all’art. 18 d.l. n. 179/2012 viene giustificata 
l’introduzione stessa della nuova procedura nell’ordinamento; ed è avendo in mente 
l’esdebitazione che si spiegano molte delle norme sin qui analizzate.  

Attraverso l’esdebitazione, com’è noto, il debitore-persona fisica ottiene la liberazione dai debiti 
residui nei confronti dei creditori non integralmente soddisfatti dai riparti endoconcorsuali. 
L’effetto prodotto dal provvedimento di esdebitazione nei confronti del credito ancora vantato dai 
creditori concorsuali è la mera inesigibilità: ciò significa, per un verso, che non si ha alcuna 
estinzione né novazione dell’obbligazione originaria; e, per altro verso e conseguentemente, che – 
nonostante la mancanza di una norma analoga all’art. 142, ult. comma, legge fallim. – restano 
comunque salvi i diritti dei creditori concorsuali nei confronti dei soggetti (coobbligati, fideiussori e 
obbligati in via di regresso) legati al debitore “esdebitato” dal vincolo della solidarietà passiva. 

La fase è modellata sulla falsariga di quella regolata dagli artt. 142 ss. legge fallim., pur con delle 
peculiarità non del tutto marginali.  

a) Con riferimento all’ambito soggettivo di applicazione, si è più volte detto che soltanto il 
debitore-persona fisica può beneficiare dell’istituto (art. 14-terdecies, comma 1, primo inciso).  

Come per il fallimento, anche qui si ripropone il dubbio rispetto alla posizione dei soci (persone 
fisiche) illimitatamente responsabili; peraltro, se si ritiene – come chi scrive ritiene – che essi 
possano accedere alle procedure di cui alla L. n. 3/2012, non v’è alcuna ragione per negare loro la 
possibilità, ricorrendone le condizioni, di godere dell’esdebitazione.  

b) Passando all’ambito oggettivo di applicazione.  

Va in primo luogo detto che l’esdebitazione può essere concessa soltanto qualora la procedura 
si sia chiusa a seguito della completa esecuzione del programma di liquidazione, con ripartizione 

                                                           
352 V. retro, § 2.   
353 Spunti in tal senso anche in TERRANOVA, Insolvenza, Stato di crisi, Sovraindebitamento, cit., 105.   
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finale dell’attivo e soddisfacimento parziale dei creditori concorrenti. A tale risultato si giunge 
considerando, per un verso, che la chiusura per estinzione, in qualsiasi modo, dei crediti ammessi 
rende l’istituto del tutto superfluo; e, per altro verso, che la mancanza di domande di ammissione 
al passivo non consente di rispettare la condizione (sulla quale si tornerà a breve) posta, per il 
riconoscimento del beneficio, dall’art. 14-terdecies, comma 1, lett. f), che richiede il 
soddisfacimento, almeno parziale, dei creditori concorsuali.  

In secondo luogo, l’esdebitazione non opera per tutti i debiti, la liberazione non riguardando 
quelli contemplati dall’art. 14-terdecies, comma 3354.  

La legge non si occupa dei creditori concorsuali non concorrenti, di coloro, cioè, che pur 
avendone il diritto, non abbiano presentato domanda di ammissione allo stato passivo della 
procedura (manca, in altri termini, una norma analoga a quella di cui all’art. 144 legge fallim.). 
Anche in tal caso, però, la soluzione più coerente con i principi concorsuali dovrebbe essere nel 
senso, appunto, di non consentire a tali creditori di ottenere (o, anche, semplicemente, sperare di 
ottenere) vantaggi dalla sottrazione volontaria al concorso sostanziale: per essi, quindi, 
l’esdebitazione opererà, sulla base della fictio della loro ammissione, per la parte di credito 
eccedente la percentuale attribuita nel concorso ai creditori di pari grado.  

Discorso diverso, ma in qualche misura collegato al precedente, è quello che concerne i 
creditori per titolo o causa posteriore all’ammissione del debitore alla procedura concorsuale 
(ossia, i creditori non concorsuali). Questi, come si ricorderà, ai sensi dell’art. 14-duodecies, comma 
1, «non possono procedere esecutivamente sui beni oggetto di liquidazione»: espressione infelice 
impiegata dal legislatore per indicare i soggetti titolari di pretese nei confronti del debitore comune 
non opponibili alla massa dei creditori concorrenti e che, dunque, non possono essere fatte valere 
all’interno della procedura collettiva. Fuori dall’ipotesi dell’esdebitazione, è indubbio che tali 
soggetti, chiusa la procedura di liquidazione, abbiano il diritto – sempre che il rapporto 
obbligatorio da cui scaturisce la pretesa sia valido ed efficace tra le parti – di richiedere 
l’adempimento della prestazione al loro debitore, anche (se del caso) coattivamente, aggredendo 
singolarmente i beni che nel frattempo fossero entrati nel patrimonio di quest’ultimo. Ciò posto, 
che influenza può avere su tale diritto l’intervenuta esdebitazione del debitore? Possono essi 
essere trattati come i creditori concorsuali non concorrenti?  

La questione, per vero non affrontata neanche nella legge fallimentare, deve essere risolta 
considerando che l’esdebitazione è istituto che coinvolge necessariamente, ed esclusivamente, i 
creditori che hanno partecipato alla procedura – con l’eccezione, di cui si è dato conto, dei creditori 
che avrebbero potuto partecipare e non lo hanno fatto volontariamente –, mentre nessun riflesso 
può avere su quelli estranei. Sono solo i creditori anteriori non integralmente soddisfatti, infatti, 
che debbono essere ascoltati dal giudice ai fini del riconoscimento del beneficio al debitore e che 
possono proporre reclamo contro il provvedimento di esdebitazione (su questi punti si tornerà 
subito appresso).  

c) Anche l’esdebitazione ex art. 14-terdecies viene dalla legge subordinata all’accertamento 
della meritevolezza del debitore. Affinché il debitore sia considerato meritevole, è necessario che 

                                                           
354 Ossia: «i debiti derivanti da obblighi di mantenimento e alimentari» [lett. a)]; «i debiti da risarcimento dei danni da 
illecito extracontrattuale, nonché (le) sanzioni penali ed amministrative di carattere pecuniario che non siano accessorie 
a debiti estinti» [lett. b)]; «i debiti fiscali che, pur avendo causa anteriore al decreto di apertura delle procedure di cui 
alle sezioni prima e seconda del presente capo, sono stati successivamente accertati in ragione della sopravvenuta 
conoscenza di nuovi elementi» [lett. c)].   
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siano rispettate certe condizioni, alcune delle quali poste dalla legge in positivo, altre in 
negativo355.  

Per la verifica della sussistenza di tali condizioni il giudice potrà contare (anche) sulla relazione 
“particolareggiata” che, ai sensi dell’art. 14-ter, comma 3356, l’organismo di composizione della crisi 
deve rilasciare al debitore ai fini dell’accesso alla procedura.  

d) Il procedimento per giungere all’esdebitazione è disciplinato dall’art. 14-terdecies, comma 
4357. Anche in tal caso, la volontà di semplificazione procedurale si è tradotta in una disciplina a dir 
poco lacunosa. In particolare, non viene specificato chi (liquidatore o, come sembra preferibile, lo 
stesso debitore) e attraverso quali mezzi (notifica attraverso l’ufficiale giudiziario; raccomandata; 
posta elettronica certificata; ecc.) dovrebbe portare a conoscenza dei creditori concorsuali non 
integralmente soddisfatti il ricorso presentato dal debitore. Inoltre, il giudice come può (deve) 
“sentire” tali creditori?  

Si tratta di “vuoti normativi” a dir poco sorprendenti, considerando l’esistenza del modello, al 
quale il legislatore si sarebbe potuto tranquillamente ispirare, rappresentato dall’art. 143, comma 1 
legge fallim., modificato – a seguito della sentenza della Corte Costituzionale n. 181/2008, 
intervenuta, peraltro, proprio per assicurare il coinvolgimento dei creditori nel procedimento di 
esdebitazione –, neanche a dirlo, con lo stesso d.l. n. 179/2012 (art. 17).  

e) La novità di maggiore portata, rispetto alla disciplina ex artt. 142 ss. legge fallim., recata dalla 
L. n. 3/2012 concerne, senza dubbio, la revocabilità del provvedimento di esdebitazione. Stabilisce, 
infatti, l’art. 14-terdecies, comma 5, che «Il provvedimento è revocabile in ogni momento, su 
istanza dei creditori, se risulta: a) che è stato concesso ricorrendo l’ipotesi del comma 2, lettera b); 
b) che è stato dolosamente o con colpa grave aumentato o diminuito il passivo, ovvero sottratta o 
dissimulata una parte rilevante dell’attivo ovvero simulate attività inesistenti». Unici legittimati a 
richiedere la revoca sono, dunque, i creditori (che subiscono l’esdebitazione, è da aggiungere), che 
possono presentare la relativa istanza, parrebbe, senza alcun limite di tempo.  

Le condizioni al verificarsi delle quali si può procedere con la revoca attengono, entrambe, a 

                                                           
355 In positivo, è richiesto che il debitore «abbia cooperato al regolare ed efficace svolgimento della procedura, 
fornendo tutte le informazioni e la documentazione utili, nonché adoperandosi per il proficuo svolgimento delle 
operazioni» [art. 14-terdecies, comma 1, lett. a)+ e che «abbia svolto, nei quattro anni di cui all’art. 14-undecies, 
un’attività produttiva di reddito adeguata rispetto alle competenze e alla situazione di mercato o, in ogni caso, abbia 
cercato un’occupazione e non abbia rifiutato, senza giustificato motivo, proposte di impiego» *art. 14-terdecies, comma 
1, lett. e)]; e, come si è avuto modo di anticipare, è richiesto, altresì, che «siano stati soddisfatti, almeno in parte, i 
creditori per titolo e causa anteriore al decreto di apertura della liquidazione» [art. 14-terdecies, comma 1, lett. f)].  
In negativo, è richiesto che il debitore «non abbia in alcun modo ritardato o contribuito a ritardare lo svolgimento della 
procedura» [art. 14-terdecies, comma 1, lett. b)], «non abbia beneficiato di altra esdebitazione negli otto anni 
precedenti la domanda» [art. 14-terdecies, comma 1, lett. c)] e «non sia stato condannato, con sentenza passata in 
giudicato, per uno dei reati previsti dall’art. 16» *art. 14-terdecies, comma 1, lett. d)+; inoltre, l’esdebitazione non opera 
«quando il sovraindebitamento del debitore è imputabile ad un ricorso al credito colposo e sproporzionato rispetto alle 
sue capacità patrimoniali» [art. 14-terdecies, comma 2, lett. a)] e «quando il debitore, nei cinque anni precedenti 
l’apertura della liquidazione o nel corso della stessa, ha posto in essere atti in frode ai creditori, pagamenti o altri atti 
dispositivi del proprio patrimonio, ovvero simulazioni di titoli di prelazione, allo scopo di favorire alcuni creditori a danno 
di altri» [art. 14-terdecies, comma 2, lett. b)].   
356 Su cui v. retro, § 4.   
357 Ai sensi di tale disposizione: «Il giudice, con decreto adottato su ricorso del debitore interessato, presentato entro 
l’anno successivo alla chiusura della liquidazione, sentiti i creditori non integralmente soddisfatti e verificate le 
condizioni di cui ai commi 1 e 2, dichiara inesigibili nei suoi confronti i crediti non soddisfatti integralmente. I creditori 
non integralmente soddisfatti possono proporre reclamo ai sensi dell’articolo 739 del codice di procedura civile di fronte 
al tribunale e del collegio non fa parte il giudice che ha emesso il provvedimento».   
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comportamenti fraudolenti (o gravemente colposi) tenuti dal debitore prima dell’emanazione del 
provvedimento di esdebitazione, sfuggiti sia al giudice, sia all’organismo di composizione della crisi 
e sia, inizialmente, agli stessi creditori concorsuali.  

Il successivo comma individua nel consueto rito camerale il procedimento da seguire per 
ottenere la revoca, richiamando in blocco, seppure nei limiti della compatibilità, gli artt. 737 ss. 
c.p.c. e stabilendo che il reclamo si propone al tribunale e del collegio non può fare parte il giudice 
che ha pronunciato il provvedimento. 
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Objeto de la investigación: 
Examinar y comparar los instrumentos que nuestros respectivos Ordenamientos utilizan para 

solucionar el sobreendeudamiento del consumidor. 

 

Organización del trabajo: 
En este report hemos trazado un enfoque del problema intentando individuar los tópicos de la 

discusión. A éste sigue una sintética traza de lo que sucede en los Ordenamientos de América y de 
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Europa. Al final, se da respuesta a las preguntas que hemos identificado al inicio de la 
investigación. 

Cada miembro del equipo de investigación ha relizado un estudio sobre el sistema para 
solucionar el sobreendeudamiento del consumidor de su País o sobre específicos aspectos. 

Todos los trabajos con las conclusiones de esta investigación serán publicados en un volumen 
de una columna del Departamento de Jurisprudencia de la Universidad de Siena. 

 

Sumario: 1. El problema. - 2. Historia del problema. - 3. Algunas sintéticas informaciones sobre los 
distintos Ordenamientos. - 3.1. Ordenamientos que no tienen hasta hoy una disciplina específica 
para la insolvencia del consumidor: Brasil, México, Venezuela. - 3.2. Regímenes que utilizan para 
las personas naturales la legislación de insolvencia prevista para los empresarios (con o sin 
procedimientos simplificados o específicos): Alemania, Argentina, España, Estados Unidos de 
América, Perú. - 3.3. Regímenes que utilizan legislaciones diversas para la insolvencia de las 
empresas y para la insolvencia de las personas naturales. Dentro de esta categoría hay disciplinas 
(especiales) contenidas en la misma ley concursal general, disciplinas contenida en una ley especial 
para el sobreendeudamiento, disciplinas contenida en la ley de consumo o en la ley procesal: Chile, 
Colombia, Francia, Italia, Reino Unido. - 4. Las preguntas y nuestras respuestas. 

El problema. 

Nuestro proyecto de investigación358 trata de un particular sujeto al cual, sólo en los últimos 
años, los Legisladores de muchos Países, de Europa y de Latinoamérica, han dirigido su atención. 

Este sujeto es el consumidor que en una primera aproximación podemos identificar en la 
persona natural no empresario. 

Estudiamos este sujeto bajo el perfil de su responsabilidad patrimonial con respecto a las 
obligaciones no cumplidas y que no lo serán por una incapacidad actual y futura de su patrimonio. 
Se trata de una situación caracterizada por una desproporción duradera entre la consistencia 
patrimonial y el monto de las obligaciones asumidas, acompañada por la falta de perspectivas de 
flujos. 

Como en todas las situaciones de incumplimiento actual y/o en prospectiva de obligaciones, 
hay que evaluar dos posiciones antitéticas: la de los acreedores y la del deudor. Pero “en la 
relación jurídica del Derecho del Consumidor siempre se parte de una situación de desigualdad 
entre las partes: el comerciante proveedor de bienes y servicios fuerte, estructurado, conocedor y 
experto en su materia y el adquirente que carece de esos medios para enfrentarse en una 
situación económica, técnica, cultural y social diferente” (MÉJAN, Un régimen de insolvencia de los 
consumidores en México, p. 18). 

Por consecuencia estamos delante – como JUNYENT afirma (p.4) – a un problema preocupante 
“porque el deudor no encuentra una solución a su sobreendeudamiento y tampoco el acreedor 
tiene un sistema que permita el recupero de su crédito en forma clara”. Lejos de ser un problema 
de órden privado, afecta de manera directa el órden público económico al generar un impacto 
negativo considerable a nivel macroeconómico. 

                                                           
358 Esta presentación constituye una síntesis de los trabajos desarollados por cada uno de los investigadores y, en algún 
caso, se refiere literalmente el artículo o ensayo enviado. 
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Esto es lo que ha pasado y que continúa pasando en algunos Ordenamientos que o no tienen 
herramientas específicas o si los tienen, son ineficaces. 

La situación es macroscópicamente diversa con respecto a la crisis empresarial y a la historia de 
su disciplina. Han sido la conformación y la relevancia externa de la crisis del empresario que han 
empujado, desde la Edad Media, hacia una reglamentación. 

Sobre el punto MÉJAN (p. 1) subraya que “Ha sido común que el tema de la insolvencia se trate 
refiriéndose a las empresas y, en general a los comerciantes, es ahí donde las jurisdicciones del 
mundo, México no es una excepción, han puesto el énfasis. Sin embargo, hay que admitir que la 
división de tratamiento legal de la insolvencia de las personas naturales y de las personas 
comerciantes, físicas o morales, es una evolución que el fenómeno ha tenido en la historia”. Y que 
hoy por hoy no puede ser ignorada. 

Sin embargo los Legisladores se han movido con extrema lentitud y pasos inciertos: JUNYENT 
(p. 4) habla de una “notable desatención del problema que agobia a millones de familias en todo el 
mundo, tanto Estados Unidos como Europa”. MÉJAN en su estudio reporta algunos datos que 
destacan la importancia del fenómeno también en Australia, Canadá, Reino Unido, Escocia. 

En definitiva esta investigación se ocupa de las familias, compuesta por consumidores, cuya 
actividad constituye una de las principales aportaciones al circuito económico. 

Es verdad lo que afirma con mucha claridad JUNYENT (p. 13): “el sobreendeudamiento del 
consumidor constituye un fenómeno totalmente distinto al de la crisis de la empresa (…). Por una 
parte, la crisis del productor, empresario, es connatural al mundo de los negocios en el que el 
riesgo explica el incumplimiento como una mera consecuencia evolutiva del mundo negocial, cuyo 
remedio se encuentra en la vía concursal. Por el contrario, el sobreendeudamiento del consumidor, 
designa un estado de “exceso de deudas” que no implica necesariamente el incumplimiento de sus 
obligaciones pero, que le llevan a la “acuciante situación” de “ingresos insuficientes” para cubrir 
necesidades básicas. (…) el productor tiene un patrimonio especial que le permite la 
comercialización de bienes y servicios, de modo tal que goza de un flujo de fondos para enfrentar 
los costos de la empresa y abonar sus deudas. Por el contrario el consumidor, en la mayoría de los 
casos, tiene ingresos fijos, verbigracia salarios, jubilaciones, etc. y por ello, superado un nivel de 
endeudamiento, carece de capacidad de repago”. En la misma línea también CARBONELL (El 
consumidor sobreendeudado: Hacia una respuesta eficiente desde el derecho de la insolvencia). 

Por eso deviene sumamente importante - como el CESE ya en el 2007359 - una definición del 
concepto y de los parámetros cualitativos y cuantitativos del sobreendeudamiento “para permitir 
una adecuada información y observación de las realidades sociales subyacentes, de manera 
comparable en toda Europa (y sería deseable que en todo el mundo), basándose en la recogida y el 
tratamiento de datos estadísticos comparables”. 

La crisis de la empresa y aquella del consumidor, - aunque diferentes entre sí - de hecho, están 
estrechamente conectadas, una reflejándose en la otra, incluso en sus peculiares diferencias con 
respecto sea al perfil dimensional (entidad del patrimonio y números de los acreedores), sea al 
perfil social. Como CARBONELL subraya “Consumo y producción son dos polos de  tensión, 
armonía (…)”. La crisis del empresario se refleja sobre la colectividad y presenta un número 
normalmente alto de acreedores (proveedores, bancos, trabajadores), mientras que aquella del 

                                                           
359 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre “El crédito y la exclusión social en la sociedad de la 
abundancia” aprobado en sesió n del 25 de octubre de 2007, puntos 6.31, 6.3.1.1 y 6.3.1.2. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

226 

 

consumidor interesa un número pequeño de acreedores pero más que todo golpea el mismo 
deudor. 

De consecuencia, como afirma MÉJAN (p. 3): “Un régimen de insolvencia para personas 
naturales debe tomar en cuenta, no solamente los intereses de los acreedores (fundamentales en 
el ciclo económico de un país), sino también algunos otros conceptos relacionados con derechos 
humanos”. Muchas veces hay causas no absolutamente coligadas a la volutantad del deudor. Las 
causas principales del sobreendeudamiento de los consumidores, que la literatura ya había 
reconocido, se han confirmado como acontecimientos de por vida como la enfermedad o el 
divorcio, o factores macroeconómicos como el desempleo, la disminución de los salarios o, en 
general, bajos ingresos. Está claro que otra y diversa es la situación del deudor que ha contraído 
obligaciones para comprar (vivienda, segunda casa, objeto de consumo, de lujo v.g.) tomando 
crédito. En este caso “La discusión se plantea al querer establecer cuándo la toma de crédito y el 
consiguiente endeudamiento dejan de ser prácticas razonables, proporcionadas, prudentes y 
cruzan el umbral del sobreendeudamiento, como actos perniciosos, excesivos, inconvenientes y no 
deseados”360. Pero delante a este tipo de sobreendeudamiento no hay que pensar siempre que se 
trate de fraude del deudor. Algunas veces estamos en presencia de víctimas de la industria del 
crédito. “Se habla de créditos abusivos o de exceso de crédito. Y no se trata de postulados 
trasnochados.”361 De tal manera hay que establecer “cuándo la toma de crédito y el consiguiente 
endeudamiento dejan de ser práticas razonables, proporcionadas, prudentes y cruzan el umbral 
del sobreendeudamiento, como actos perniciosos, excesivos, inconvenientes y no deseados”.362 

El tema – profundizado en los trabajos individuales de los participantes a la investigación – no 
está sin embargo disgregado del consumo consciente, en cuanto que acercamiento prudente al 
crédito, y del préstamo responsable363. El primero –la aproximación responsable al consumo y, por 
ende, al crédito– debe basarse en criterios de propiedad y claridad, promoviendo una verdadera y 
propia cultura financiera que lleve a una a una mayor sensibilidad y consciencia respecto a los 
productos del crédito y, en consecuencia, a la adopción de actitudes prudentes en la asunción de 
obligaciones, como ya advirtió el considerando 26 de la Directiva 2008/48/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, relativa a los contratos de crédito para el consumo y 
por la que se deroga la Directiva 87/102/CEE del Consejo364. 

El segundo –el préstamo responsable– quiere, por el contrario, reclamar a la Banca y a las 
entidades financieras la concesión de crédito responsable a través de un análisis cuidadoso de las 
condiciones económicas del cliente/consumidor, si bien tal actividad de control puede comportar 
el riesgo de un intervencionismo y de un control por parte de las entidades financieras sobre las 

                                                           
360 M.B.JAPAZE, Sobreendeudamiento del consumidor. Remedios preventivos y de saneamiento. Ámbitos y 
procedimientos de  actuación, p. 16, in 
https://gredos.usal.es/jspui/bitstream/10366/128453/1/DDP_JapazeMB_Sobreendeudamientoconsumidor.pdf 
361 M.B.JAPAZE, cit. , p. 20. 
362 M.B.JAPAZE, cit. , p. 15; P. GUTIERREZ DE CABIEDES, El sobreendeudamiento doméstico: prevención y solución: crisis 
económica, crédito, familias y concurso, Cizur Menor, Navarra, Aranzadi, 2009, p.19 
363 Considerando que en el sobreendeudamiento no debe ser minusvalorada la posición de los acreedores en el 
momento de la concesión del crédito, cfr. G. FALCONE, Credito “responsabile” e sovraindebitamento del consumatore, 
en DF, I, 2010, 642-667; A. GUIOTTO, La nuova procedura per l’insolvenza del soggetto non fallibile: osservazioni in 
itinere, en Fallimento, 2012, 21. De esta manera en Francia la Comisión para el sobreendeudamiento no está obligada a 
ofrecer el mismo tratamiento a todos los acreedores, pudiéndose considerar el grado de imprudencia o de negligencia 
del mismo en la concesión del crédito, cuando estuviese en disposición de conocer la situación de endeudamiento en 
ese momento del deudor. 
364 DOUE L-133, 22 de abril de 2008. 

https://gredos.usal.es/jspui/bitstream/10366/128453/1/DDP_JapazeMB_Sobreendeudamientoconsumidor.pdf
https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=620816
https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=620816
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personas365. El tema - como ya dicho -ha sido objeto de atención por parte de la Directiva 
Comunitaria 2008/48/CE366 que, preocupándose también de un instrumento de prevención, del 
mismo modo tenía en cuenta, más allá de la información precontractual, el reconocimiento de un 
derecho de renuncia del consumidor en diversos ámbitos relacionados con el endeudamiento y 
con seguros; así como también contemplaba los controvertidos Registros de la insolvencia, que 
contenían una sección dedicada a los préstamos existentes y otra a los incumplidos. 

El empresario puede llegar a la exclusión del mercado mientras que el consumidor puede 
terminar con la exclusión social si no paga todos los acreedores o no puede disfrutar de la 
liberación de las deudas pero no puede ser dejado sin medios para vivir. 

Ahora se trata de decidir si la solución de perseguir los intereses de los acreedores tenga que 
ser absoluta en ambas crisis o si, al revés, la situación de debilidad del consumidor tenga que 
conducir a una solución pro deudor, menos respetuosa del principio de la responsabilidad 
patrimonial pero más cercana a los principios esculpidos en nuestras Constituciones para asegurar 
una existencia digna y a la valorización del principio recientemente introducido en nuestras leyes 
concursales para asegurar el fresh start al empresario. Pero, perdonar al deudor implica que los 
acreedores tengan que dar un paso atrás. 

Sabemos bien que tradicionalmente la tutela de los acreedores ha ocupado una posición de 
absoluta centralidad en el ámbito sea civilista, sea concursalista. Nuestras reformas concursales no 
han disminuido la estrella polar de estos intereses incluso cuando han introducido el poder de 
dividirlos en clases o de no pagar íntegramente, bajo ciertas condiciones, los privilegiados. 

Pero se trata de una tutela que hasta los últimos años, en muchos Países, ha sido concretizada 
(con raras excepciones) diversamente para los acreedores del empresario respecto a los 
acreedores del consumidor. 

Sólo los primeros podían utilizar sea la ejecución singular sea los procedimientos concursales 
mientras que para los segundos el sendero de la ejecución individual constituía la única forma de 
tutela. La diferencia entre las dos formas de tutela del crédito siempre ha sido fuerte pero después 
de las reformas concursales lo es más. 

La introducción por un lado de instrumentos negóciales, flexibles, preventivos, disponibles por 
las partes y por el otro de la liberación de las deudas residuales (fresh start) ha ampliado el surco 
entre los dos sistemas. En el sistema concursal el sujeto puede terminar de ser deudor sea con los 
concordatos sea con il fallimento (quiebra). Para los sujetos excluídos de la ley concursal este final 
no está previsto. 

La consideración del interés del deudor-empresario a no usar este “vestido” a tiempo 
indeterminado, ha sido una reciente adquisición del pensamiento jurídico concursalista. Se ha 
tratado de una reflexión orientada más por el interés del mercado – el empresario liberado de las 
deudas residuales regresa a desarrollar una actividad económica - que por el reconocimiento del 
derecho a una existencia digna. El fresh start del empresario (normalmente sociedad) tiene 
relevancia sobre todo para el mercado. 

En el caso del consumidor puede al revés considerarse principalmente el interés del sujeto a 

                                                           
365 El peligro es señalado por M.J. MORILLAS, Sobreendeudamiento y (des) proteccion de los consumidores, cit., 7. 
366 El legislador italiano ha recibido (a través del Decreto legislativo 141/2010) en el artículo 124-bis ese impulso 
proveniente de la Directiva comunitaria sobre el crédito para el consumo, encaminado a la verificación del mérito 
crediticio. 
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terminar con las persecuciones por parte de los acreedores aunque, pudiendo regresar al 
consumo, se pueda vislumbrar un interés de las empresas y del mercado. Tiene que ser claro que 
en todo caso la liberación de las deudas presenta un coste (directo e indirecto) sostenido por la 
colectividad. 

La solución para el sobreendeudamiento, que representa un costo para la colectividad, tiene 
que ser evaluada también bajo el aspecto de su posible prevención y no sólo del instrumento 
reparatorio-satisfactorio. CARBONELL – puesto que “la finalidad principal en la norma consiste en 
garantizar una contratación responsable de los créditos” - hace encapié sobre tres pilares de 
prevención-protección del consumidor: 

 La obligación de proporcionar información precontractual del particular con 
énfasis en la parte normativa comunitaria. 

 La exigencia del establecimiento de medidas y reglas que garanticen 
prácticas responsables, una vez evaluada la solvencia del deudor en el 
momento de mayor nitidez. 

 El reconocimiento del derecho del desistimiento del contrato de crédito sin 
penalización. 

 

Historia del problema. 

En el transcurso de los años, muchos de nuestros legisladores, convencidos que el aparato 
jurídico de la crisis debiera concernir exclusivamente al comerciante porque sólo su crisis levanta 
alarmas y tiene capacidad expansiva, instauraban nuevos y afinaban viejos instrumentos para la 
conservación de valores. 

De hecho, en la última década, la normativa de la crisis del empresario ha sido radicalmente 
renovada, tanto en los instrumentos como en sus planteamientos. 

Los Ordenamientos finalmente han adherido a una visión en la que, poniendo el mercado en 
primer plano, se considera la crisis como un suceso cíclico, formando parte no sólo del riesgo de la 
empresa sino también de las negociaciones. Sobre esta base nace y se afirma el reconocimiento, 
por un lado, de la supremacía de la negociación privada y, por el otro, del fresh start como señal de 
perdón por el incumplimiento y garantía del mercado. 

Está claro que los legisladores respondían a necesidades de modernización para enfrentarse no 
sólo a las emergencias económicas del momento, sino también a la competencia entre 
ordenamientos367. 

A veces extendían distraídamente la mirada sobre temáticas contiguas que, sin embargo, son 
socialmente delicadas, tal y como puede ser la crisis del deudor civil, del empresario agrícola  y del 
así llamado pequeño empresario, aunque sin empeñarse a fondo en la búsqueda de una solución. 
“Quizá – observa MÉJAN - la trascendencia económica que produce un efecto multiplicador en el 
caso de la insolvencia de las empresas ha sido la causa de este énfasis en éstas, dejando de lado el 
problema de las personas naturales” (p. 1). 

                                                           
367 Sobre este punto, G.B. PORTALE, Dalla pietra del vituperio alle nuove concezioni del fallimento e delle altre 
procedure concorsuali, en Autonomia negoziale e crisi d’impresa, Di Marzio - Macario (a cargo de), Milano, 2010, 15; 
G.B. PORTALE, La legge fallimentare rinnovata: note introduttive, en BBTC, I, 2007, 368 y ss.; Zoppini (a cargo de), La 
concorrenza tra ordinamenti giuridici, 2004. 
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En definitiva, no se trataba de derribar el muro, existente desde hace siglos, que diferenciaba la 
normativa del insolvente comercial de la del insolvente civil, como, de hecho, de saltar el foso para 
pasar de un sistema anclado exclusivamente en los procedimientos ejecutivos individuales –un 
especialista argentino comenta que «Para el productor, industrial o comerciante rige la par 
condicio,  para el  consumidor el prior in tempore»368– a uno que permitiese una negociación de la 
crisis369 y un mecanismo de liberación de deudas también para los sujetos débiles370 como el 
consumidor (sea profesional o trabajador por cuenta ajena), el empresario de pequeñas 
dimensiones y el empresario agrícola, actualmente eliminado, aunque con planteamientos ya 
criticables, de los procedimientos concursales. 

Estaba en juego, de nuevo, la barrera de la responsabilidad ilimitada, que aun hoy resulta para 
muchos insuperable para el supuesto del deudor civil (para el cual la liberación podría empujar a 
un consumo irresponsable371), pero, desde hace tiempo, ya no para el empresario comercial372. 

Sin embargo, para muchos otros, la posibilidad de que todos los deudores puedan acogerse al 
instituto de la liberación de deudas parece una solución interesante, tanto desde un punto de vista 
social y humano como desde una perspectiva económica, permitiendo al sujeto que se beneficia 
recuperarse para reanudar su actividad laboral y llevar una vida digna. Aunque no sólo eso. 

No puede, en efecto, descuidarse –tal y como cierta doctrina española ha demostrado373– el 
impacto que la previsión de la liberación de deudas despliega tanto sobre el deudor, animándole a 
recurrir a tiempo a un procedimiento de ordenación de sus propias deudas y a colaborar honesta y 
constantemente para la mejor ejecución posible del acuerdo, como (por anticipado) sobre el 
acreedor, convenciéndole a realizar los comportamientos acordados en la concesión del crédito y 
en la negociación. La perspicacia puede conducir –es cierto–a restricciones en el crédito para el 
consumo, del mismo modo que la ausencia de un instrumento para la liberación de deudas 
favorece una atrevida concesión del mismo y, en consecuencia, deriva en un consumo que puede 

                                                           
368 A.A. DASSO, La exaltación del consumo y el derecho del consumidor al procedimiento concursal, ponencia tenida en 
Roma durante la convención La composizione delle crisi da sovraindebitamento, los días 7al 8 de junio de 2012. 
369 Ciertamente –como observa G. TERRANOVA, La composizione della crisi da sovraindebitamento: uno sguardo 
d’insieme, in Composizione della crisi da sovraindebitamento, Di Marzio - Macario - Terranova (a cargo de), Il Civilista, 8, 
2012– el impulso que tienen los acreedores del empresario concursal a negociar hoy la crisis utilizando las protecciones 
previstas por los instrumentos a los que se refieren los arts. 67.3.e; 160 y 182-bis no se puede encontrar entre el 
acreedor y el deudor civil: «no están presentes los valores organizativos de salvaguarda y, por lo tanto, no hay dudas a la 
hora de interponer las acciones ejecutivas. Los acuerdos individuales con el deudor son posibles porque la revocatoria 
ordinaria no impide los pagos de deudas vencidas y exigibles (y ni siquiera las garantías concedidas para el mismo fin); 
no corriéndose riesgos de naturaleza penal». 
370 A. AGNESE, Osservazioni storiche e comparatistiche sul concetto di sovraindebitamento del consumatore: lex 
mercatoria e privilegium mercaturae nel secondo millennio (disponible en: <http://www.diritto.it/docs/33024>), 
propone una lectura de la normativa del sobreendeudamiento en bajo el encuadre de una tutela de los sujetos 
contractualmente débiles. 
371 Para evitar un abuso por parte del deudor, siempre más inclinado a sobreendeudarse si dispone de una discharge 
sucesiva (chapter VII del Bankruptcy Code), el ordenamiento estadounidense ha dado, según cierta doctrina, «una vuelta 
de tuerca injustificada» ( E. WARREN - A. WARREN, The Two-Income Trap: Why Middle- Class Mothers and Fathers Are 
Going Broke, 6 y ss.), en la Bankruptcy Abuse Prevention and Consumer Protection Act del 2005, insertando una serie de 
requisitos. Sobre este punto nos remitimos a J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado 
social del bienestar, cit., 16/35. 
372 En un sentido crítico, A. NIGRO, La disciplina delle crisi patrimoniali delle imprese. Lineamenti generali, in Trattato di 
diritto privato, Bessone (director), vol. XXV, Turín, 2012, 37. 
373 J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit. 

http://www.diritto.it/docs/33024
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llegar a ser desenfrenado y caer en un consecuente sobreendeudamiento374. 

Es esta última una necesidad aconsejada por la Asamblea General de la ONU que ya del 9 de 
abril de 1985 dictó la resolución tendiente a que los países miembros dicten normativas que 
protejan a los consumidores. A su vez, en 1992, el Tratado de Constitución de la Unión Europea de 
Maastricht presentó en su articulado una sección dedicada a la “protección de los consumidores”. 

Siguió la Guía legislativa de la Comisión de las Naciones Unidas375 sobre la regulación de la 
insolvencia de 25 de junio de 2004 que, aunque se refiriese a los deudores que desarrollan 
actividad económica, no dejaba de señalar al deudor civil –siempre desde la óptica del 
reconocimiento al fresh start– como destinatario de las normativas adoptadas por diversos países 
en lo relativo a exonerar del pago de sus deudas anteriores en la apertura de un procedimiento 
para la resolución de la crisis. 

La razón que está detrás del reconocimiento de la posibilidad, concedida al empresario persona 
física susceptible de procedimientos concursales, de liberarse de las deudas residuales es la de 
retomar una actividad económica (no siendo relevante que se trate de una actividad preexistente 
al concurso y que haya resurgido de sus cenizas o, en cambio, que sea nueva), lo cual es 
considerado conveniente tanto para el sujeto restablecido in bonis, que podrá volver a hacer 
empresa, como para el mercado, que se podrá aprovechar del intercambio empresarial. 

Por el contrario, en el caso del deudor civil a diferencia de los supuestos en que nos 
encontramos con un empresario comercial no susceptible de quiebra o con un empresario 
agrícola– para muchos resulta difícil reconocer la exigencia de un instrumento de liberación de 
deudas. Entienden que, al faltar el componente empresarial, esto únicamente constituiría una 
liberación de las obligaciones a las cuales, precisamente en virtud del principio civilista de la 
responsabilidad ilimitada, el sujeto es tenido sine die para cumplir; además de que, por otra parte, 
su utilidad sólo es indirecta para el desarrollo de las empresas376. 

Probablemente –como un estudioso español ha precisado (Beltran)– la institución del 
instrumento para ordenar el sobreendeudamiento se diferencia substancialmente del concurso en 
cuanto que el primero no tiene –a diferencia del segundo– como finalidad, la satisfacción de los 
acreedores, sino únicamente la adopción de medidas que permitan al deudor salir de la situación 
de endeudamiento. 

“Así pues, el resultado del procedimiento de sobreendeudamiento puede no consistir ni en un 
Convenio ni en la liquidación del patrimonio del deudor, sino que pueden imponerse soluciones a 
los acreedores incluso contra la voluntad de éstos. Por lo tanto, la finalidad de la institución es 
permitir al particular sobreendeudado que ha actuado y actúa de buena fe, salir de la situación en 

                                                           
374 J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit. 19/35. 
375 CNUDMI, Guía legislativa sobre el Régimen de la insolvencia, Nueva York, 2006, 24. 
376 M. FABIANI, La gestione del sovraindebitamento del debitore “non fallibile” (d.l. 212/2011), (disponible en: 
<www.ilcaso.it>). Como ha sido observado (B. PEÑAS MOYANO - D. PORRINI, Il sovraindebitamento delle famiglie: il 
rimedio del fallimento del debitore e l’esperienza spagnola, cit., 21), «El fresh start se fundamenta en la concesión de 
una especie de responsabilidad limitada a las personas físicas». El motivo contrario a la concesión es que, mientras que 
para la empresa empleo de las sumas recibidas están vinculadas a su actividad y la tipología  de sucesos que inducen a la 
insolvencia son limitados, para la persona física el empleo del dinero es más libre y los sucesos que le inducen a su 
insolvencia pueden ser muchísimos, algunos desde fuera de la esfera de control del acreedor o algunos dirigidos desde 
fuera de la esfera de control del mismo deudor (como el comienzo de una enfermedad). 

http://www.ilcaso.it/
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que se encuentra”377. 

 

Algunas sintéticas informaciones sobre los distintos Ordenamientos. 

En efecto, hasta los últimos años, en los demás Ordenamientos, faltaba una regulación de 
carácter concursal especial que atendiese la situación de crisis financiera o económica del 
consumidor. La mayor parte solucionaba el problema a través del procedimiento ejecutivo previsto 
en el código procesal, mientras que solo los Ordenamientos que prevén los procedimientos 
concursales como regla para todos los deudores, habían sometido el consumidor al mismo 
procedimiento concursal previsto para el empresario. 

Esta solución ha revelado muchos inconvenientes. Se trata de medidas desproporcionadas y 
ineficientes. CARBONELL indica en particular dos puntos: 

 En primer término, se apunta tanto en la complejidad de los elevados costes 
económicos y temporales del concurso, en proporción de sus posibilidades. 

 En segundo término, la inadecuación de algunos efectos de la declaración del 
concurso del consumidor e ineficiente de la publica declaración de concurso en 
general. 

Aparece así como deseable un procedimiento concursal autónomo. Todos los investigadores 
coinciden sobre esta solución. 

Lenta ha sido la toma de conciencia de la necesidad de una regulación (específica) de la crisis 
del deudor-consumidor a pesar de que a nivel comunitario, ya desde 1992, una resolución del 
Consejo con fecha 13 de julio (seguida por el dictamen del CESE, de 27 de mayo de 1999, que 
encomendaba a la sección de Mercado Único, Producción y Consumo el deber de preparar un 
informe a propósito del sobreendeudamiento y de proceder mientras tanto a la redacción de un 
Libro Verde que conteniese una definición del fenómeno que pudiera constituir la plataforma 
sobre la cual los legisladores nacionales pudieran fundar su normativa al respecto) 
recomendándose un examen de la cuestión del sobreendeudamiento. 

Delante a esta lentitud de los Legisladores podríamos simplemente pensar que la frenética 
búsqueda de siempre más sofisticados instrumentos para la crisis de las empresas había relegado a 
un segundo plano el problema del sobreendeudamiento del consumidor. 

De verdad estaba en juego, de nuevo, la barrera de la responsabilidad ilimitada, que resultaba 
insuperable para el caso del deudor civil (para el cual la liberación podría empujar a un consumo 
irresponsable378), aunque desde hace tiempo, ya no lo era para el empresario comercial379. 

                                                           
377 A. BERCOVITZ RODRIGUEZ-CANO, El presupuesto subjetivo de la declaración de concurso. En particular, el problema 
del sobreendeudamiento de los consumidores, en Il trattamento giuridico della crisi d’impresa. Profili di diritto 
concorsuale e spagnolo a confronto, Sarcina - García Cruces (a cargo de), Bari, 2008, 85 y ss. 
378 Para evitar un abuso por parte del deudor, siempre más inclinado a sobreendeudarse si dispone de una discharge 
sucesiva (chapter VII del Bankruptcy Code), el ordenamiento estadounidense ha dado, según cierta doctrina, «una vuelta 
de tuerca injustificada» ( E. WARREN - A. WARREN, The Two-Income Trap: Why Middle- Class Mothers and Fathers Are 
Going Broke, 6 y ss.), en la Bankruptcy Abuse Prevention and Consumer Protection Act del 2005, insertando una serie de 
requisitos. Sobre este punto nos remitimos a J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado 
social del bienestar, cit., 16/35. 
379 En un sentido crítico, A. NIGRO, La disciplina delle crisi patrimoniali delle imprese. Lineamenti generali, in Trattato di 
diritto privato, Bessone (director), vol. XXV, Turín, 2012, 37. 
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Sin embargo la posibilidad de que todos los deudores puedan acogerse al instituto de la 
liberación de deudas parece una solución interesante, tanto desde un punto de vista social y 
humano como desde una perspectiva económica, permitiendo al sujeto que se beneficia 
recuperarse para reanudar su actividad laboral y llevar una vida digna. Aunque no sólo eso. 

No puede, en efecto, descuidarse –tal y como cierta doctrina española ha demostrado380– el 
impacto que la previsión de la liberación de deudas despliega tanto sobre el deudor, animándole a 
recurrir a tiempo a un procedimiento de ordenación de sus propias deudas y a colaborar 
honestamente y constantemente para la mejor ejecución posible del acuerdo, como sobre el 
acreedor, convenciéndole a realizar los comportamientos acordados en la concesión del crédito y 
en la contratación. 

Variedad de Países significa variedad de Ordenamientos que con respecto a la materia 
investigada resulta especialmente evidente. De verdad, y como premisa al nuestro tema, hay que 
señalar, en primer lugar, que los Ordenamientos concursales, antes que nada, se diversifican por el 
amplitud del presupuesto subjetivo, ahora comprendiente todos los deudores, 
independientemente del desarrollo de una actividad económica, ahora reduciendo el área sólo a 
los empresarios. 

En segundo lugar, comenta ESTECCHE que “en los diferentes ordenamientos jurídicos la 
situación es diferente disponiendo de soluciones judiciales y extrajudiciales, percibiendo dos 
grandes tendencias: la primera, que regula el sobreendeudamiento del consumidor desde el 
ámbito del Derecho del consumidor; y la segunda que regula la situación desde el ámbito del 
Derecho de la insolvencia, en cuanto pareciera que el sobreendeudamiento se encuentra en una 
zona fronteriza entre el Derecho concursal y el Derecho del consumidor”381. 

Aparte de esta fundamental distinción, hay que indicar que en todo caso las soluciones 
ofrecidas por los diversos Ordenamientos nunca han sido lineales por la dificultad o de utilizar 
herramientas diseñadas para el sujeto económico, o de buscar instrumentos agiles, pero 
respetuosos de los derechos en juego (de los acreedores y del deudor) o de seguir utilizando el 
procedimiento ejecutivo que, de frente a un patrimonio insuficiente, poco y mal protege los 
derechos de los acreedores. 

Las diferencias entre los Ordenamientos dependen (MÉJAN, p. 3) de las circunstancias sociales, 
económicas y jurídicas que les son peculiares. Estas últimas se reflejan en el tipo de solución 
ofrecida al tema del sobreendeudamiento del consumidor. 

Tenemos que recordar que la situación de América es variada. 

Por un lado hay los EEUU donde una reglamentación se remonta en el tiempo, por el otro hay 
LatinoAmérica donde hasta el 2011, a nivel de Organismos Superiores, no se abordaba el tema de 
una protección integral del consumidor. 

“No lo hizo – comenta ESTECCHE - la Comisión de Defensa del Usuario y del Consumidor del 
Parlamento Latinoamericano durante la quinta sesión Ordinaria realizada en Panamá en 2006, en 
la cual presentó un proyecto de Ley Marco de Defensa del Usuario y Consumidor. Y en el ámbito 
del Mercosur, nada se establece en la normativa comunitaria acerca del sobreendeudamiento. 

No obstante, se cuenta con una Ley Modelo de Insolvencia Familiar para América Latina y el 

                                                           
380 J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit. 
381 E. ESTECCHE, El sobreendeudamiento del consumidor un desafio del nuevo milenio, p. 4. 
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Caribe del 2011, elaborada por Consumers International, la cual en su artículo 1º establece un 
procedimiento administrativo y judicial que permite a las personas usuarias de productos y 
servicios financieros que se encuentren en situación de insolvencia celebrar un acuerdo de pago 
con sus acreedores y cumplir así con sus obligaciones pecuniarias pendientes de naturaleza no 
comercial”382. 

Observa ESTECCHE (p. 7) que “En el Derecho latinoamericano, (…) la mayoría de los países 
fueron sancionando normas reguladoras de las relaciones de consumo a partir de legislaciones 
especiales, sin embargo, el sobreendeudamiento no ha sido tutelado, ni desde el ámbito del 
Derecho del consumidor, ni desde el ámbito del Derecho concursal, en tanto este se aplica a toda 
clase de deudor en cesación de pagos, en la mayoría de las legislaciones. Sin embargo, la doctrina 
se ha encargado de presentar proyectos sobre la insolvencia o quiebra personal o familiar, 
incluyendo sistemas de descarga de la deuda para el consumidor que ha llegado a una situación de 
cesación de pagos”. 

En igual medida si miramos a Europa – y en particular a Alemania, España, Francia, Italia – 
encontramos una situación análoga por la presencia de respuestas tempestivas en el abordaje del 
tema y otros llegaron o no han llegado todavía a una reglamentación específica. 

Los participantes a esta investigación han logrado hacer un cuadro del estado del arte sobre 
este problema en algunos Paises de America y de Europa. 

 

Ordenamientos que no tienen hasta hoy una disciplina para la crisis del consumidor ni 
concursal prevista para el empresario ni siquiera específica: Brasil, México, Venezuela. 

Brasil - En el ordenamiento brasileño, todo orientado hacia la empresa, no existe una ley 
especial que regule la insolvencia del consumidor. La ley brasileña 11.101/2005 pone a disposición 
del empresario privado y de la empresa-persona jurídica dos instrumentos preventivos (la 
Recuperación Judicial, análoga al anterior acuerdo, y la Recuperación Extrajudicial) y uno 
liquidativo (el concurso con instrumentos alternativos a favor de la continuación de la actividad. La 
ley prevé un convenio preventivo simplificado para la micro empresa y la empresa de dimensiones 
medias (su regulación específica está articulada en la ley 9.841/1999 y sus modificaciones), 
permitiendo que el deudor pague a sus acreedores indicados hasta los 36 meses, con la corrección 
monetaria que sea oportuna. Ningún remedio de tipo concursal está previsto para el consumidor. 

México - La Ley de Concursos Mercantiles 2.5.2000 establece su presupuesto objetivo en la 
empresa en el art. 1, donde aparece fijado el objetivo de la ley: «conservar las empresas y evitar el 
incumplimiento generalizado que ponga en riesgo su viabilidad». Como consecuencia se puede 
tratar de personas físicas o morales que presenten el carácter de comerciante, según lo dispuesto 
en el Código de Comercio, e incluye el patrimonio del fideicomiso, la sociedad controladora o 
controlada y la empresa con participación estatal constituida como sociedad mercantil. Están, sin 
embargo, excluídas del concurso los pequeños comerciantes cuyo pasivo exigible vencido no 
exceda de un determinado importe, salvo que se sometan al ordenamiento concursal de forma 
voluntaria. En lo relativo al presupuesto subjetivo de comerciante están excluidos, por razón de la 
calidad, los deudores no comerciales: los consumidores383. 

                                                           
382 E. ESTECCHE, El sobreendeudamiento del consumidor un desafio del nuevo milenio, p. 4. 
383 Sobre este punto cfr. L.M.C. MEJAN, Instituciones esenciales del derecho de la insolvencia, Ciudad de México, 2012, 
85: «Países como México, dejan la insolvencia personal como parte de su régimen de Derecho civil y regulan la 
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Con respecto a la crisis del consumidor se aplican las reglas dispuestas en Los Códigos Civil y de 
Procedimientos Civiles. MÉJAN observa que: “Los Códigos Civiles y los de Procedimientos Civiles de 
cada entidad atienden el tema, pero es fuerza reconocer que su uso es esporádico y está lejos de 
ser un régimen adecuado para atender la problemática.” 

Venezuela. El ordenamiento venezolano consta de la ley de quiebras contenida en el Código de 
Comercio de 1955, que se aplica a las empresas individuales y societarias. En la crisis del deudor 
civil, a pesar de la presencia del instituto de la cesión de bienes y del concurso de los acreedores, 
regulados en el código civil y en el código de procedimiento civil, se aplican las acciones ejecutivas 
individuales reguladas en el código de procedimiento civil384. En este Ordenamiento hay una 
regulación proteccionista del consumidor que, pero, no trata de su sobreendeudamiento. 
ESTECCHE explica que: “En el sistema legislativo venezolano no existe una normativa que regule el 
escenario del sobreendeudamiento del consumidor o la insolvencia personal o familiar. Para los 
deudores civiles que se encuentren en la imposibilidad de pagar sus deudas, se consagra el 
procedimiento de Cesión de bienes, previsto en el Código civil, que consiste en el abandono que 
un deudor hace de todos los bienes en favor de su acreedor o acreedores”. Como propuesta 
ESTECCHE – retomando una notación de JUNYENT385 – escribe: “la tutela hacia el consumidor viene 
impuesta por mandato constitucional, hecho que no puede ser negado ni discutido, pero obliga a 
una relectura normativa para buscar la eficiencia social del sistema de protección de los 
consumidores, y mucho más en el caso venezolano en el cual el Estado es definido como un Estado 
social de derecho y justicia”. (…) Así “se comienza a reclamar la necesidad de un procedimiento 
especial para las personas físicas que obtienen sus ingresos del trabajo personal (en relación de 
dependencia o no) y con escaso o nulo activo, por resultar evidente que los procedimientos 
concursales, no dan respuesta satisfactoria a todos los intereses involucrados en el concurso 
personal o familiar de los consumidores. (…)la legislación especializada la normativa podría ser 
incluida como un capítulo dentro del contenido normativo propio para la protección del 
consumidor, incorporando la regulación del sobreendeudamiento fundamentalmente bajo un 
procedimiento conciliatorio inicial, previendo un mecanismo tan valioso como el discharge 
(descarga o liberación), a fin de que continúe cumpliendo su función particular en el libre juego de 
la oferta y la demanda, como protagonista que es del mercado, incluso ha llegado a afirmarse que 
al desaparecer los consumidores del mercado, este tiende a paralizarse.” 

                                                                                                                                                                                 
insolvencia de empresas (personas físicas o morales) mediante una legislación mercantil ad hoc incorporando los casos 
de herencias, socios ilimitadamente responsables, fideicomisos, empresas de participación estatal, pequeños 
comerciantes y sucursales de empresas extranjeras». 
384 Cfr. A. BAUMEISTER TOLEDO, Conferencia tenida en el Seminario Latinoamericano y del Caribe sobre Insolvencia, 
México, octubre de 2000 (he podido leerla por concesión del autor): «Nuestro sistema jurídico todavía contempla una 
rígida separación de las normativas aplicables a los comerciantes y al resto de los ciudadanos, lo que explica existan 
ordenamientos diferentes en casos de concursos según se trate de que los deudores afectados sean o no comerciantes, 
más ambos, persiguen como fin común, procurar una liquidación justa y equitativa del patrimonio entre los acreedores. 
En todo caso, la moratoria judicial (Atraso) y la Quiebra, siempre han sido reservados para solventar la situación de crisis 
de los comerciantes. Para los no comerciantes se conservan aún instituciones procesales de vieja data, materialmente 
olvidadas y en absoluto desuso, reguladas en el Código Civil (Arts. 1934 y ss.) y en el Código Procesal (789 ss.), como lo 
son la Cesión de Bienes y el Concurso de Acreedores». Sobre el derecho concursal venezolano nos remitimos a M.A. 
PISANI RICCI, La quiebra. Derecho venezolano, Caracas, Editorial Universidad Central de Venezuela, 1990. 
385 F. JUNYENT BAS, El sobreendeudamiento del consumidor y las vías de saneamiento. En: XIX Jornadas Nacionales de 
Institutos de Derecho Comercial de la República Argentina. Comisión 3: Concursos. Tratamiento del pequeño concurso y 
si diferencia con el concurso del consumidor. Rosario, 28 y 29 de Junio 2012. Disponible en: 
http://foroconcursal.org/docs/14964241.pdf . “El proceso concursal, ni en su faz preventiva ni mucho menos en la 
liquidativa, aparece como un vehículo idóneo para que el consumidor intente renegociar con sus acreedores, pues 
resulta patente que con el sueldo no puede enfrentar la totalidad del pasivo.” 

http://foroconcursal.org/docs/14964241.pdf
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Entre los otros Ordenamientos esta es la clasificación a la cual hemos llegado (MÉJAN, p. 3 ss.): 

 

Regímenes que utilizan para las personas naturales la legislación de insolvencia prevista para 
los empresarios (con o sin procedimientos simplificados o específicos): Alemania, Argentina, 
España, Estados Unidos de América, Perú. 

Alemania - La Insolvenzordnung de 1994 (en vigencia el 1de enero de 1999) prevé mecanismos 
de tutela del consumidor sobreendeudado y la liberación de deudas para los civiles insolventes 
(también consumidores). Para el Ordenamiento Alemán consumidor es aquella persona física que 
no desarrolla ni ha desarrollado ninguna actividad económica (un empleado, un funcionario, un 
jubilado, una ama de casa, etc.). 

Tres son los procedimientos previstos en la ley concursal de Alemania. Por un lado, un trámite 
aplicable a las personas jurídicas; otro, al que pueden acogerse todas las personas físicas tras 
liquidar su patrimonio; y un tercero, denominado Restschulddefreiung, específico para los 
consumidores, que pueden acceder a la exoneración del pasivo pendiente dentro del 
procedimiento concursal. El deudor debe acompañar a la solicitud de apertura del procedimiento 
de insolvencia, una certificación expedida por persona u oficina habilitada en  la que conste que en 
un plazo de hasta 6 meses anteriores a la solicitud de apertura del concurso, procuró arribar, sin 
éxito, a un acuerdo extrajudicial con los acreedores. En esa oportunidad deberá expresar las 
razones que impidieron esa solución o concordato. 

La liberación del pasivo pendiente puede alcanzarse como consecuencia de la aprobación de un 
plan de insolvencia, cuya regulación presenta matices según el tipo de deudor. 

Para la empresa el saneamiento se presenta como una alternativa a la liquidación. Requisitos 
para llegar al saneamiento es que la conservación de la empresa coresponda al interés de los 
acreedores y su continuidad sea viable. Si el plan de pagos con liberación de pasivo pendiente 
propuesto es votado favorablemente por los acreedores se admite la liberación de las deudas. Es la 
única vía por la que las personas jurídicas en crisis puedan liberarse de las deudas residuas. 

Para las personas físicas, por el contrario, hay un procedimiento de condonación de deudas 
general (Allgemeines Insolvenzverfahren) y un procedimiento simplificado para los consumidores 
(Verbraucherinsolvenzverfahren,) cuya estructura presenta sustanciales diferencias con el primero. 
La obtención definitiva del beneficio está condicionada a la superación del referido período de 
buena conducta. Es, precisamente, la previsión de ese período de buena conducta y la imposición 
de las obligaciones al deudor durante el mismo, una de las notas distintivas del modelo de 
exoneración diseñado por el Derecho alemán. 

Presentada la solicitud de apertura del concurso por parte del deudor, juntamente con la 
petición de liberación de deudas, se abre la fase de tramitación de convenio con  los  acreedores, 
bajo la supervisión del juez interviniente. A partir de ese momento, el juez articulará ciertos 
instrumentos orientados a procurar que los acreedores acepten el plan propuesto por el deudor. 
En el caso de aceptación, el plan tiene la eficacia de una transacción judicial y la resolución que lo 
homologa constituye título de  ejecución  forzosa, habilitándose  la clausura del procedimiento. Por 
el contrario, si los acreedores rechazaran la propuesta de pagos del deudor, se abrirá el 
procedimiento de insolvencia simplificado. Iniciado el procedimiento propiamente de insolvencia 
(arts. 311-314 InsO), se impone la designación de un fiduciario (Treuhänder), que administrará los 
bienes del deudor, informará sobre su situación económica, sobre las causas de la insolvencia y 
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sobre la concurrencia de los requisitos para la obtención de la liberación de deudas, debiendo 
asimismo reconocer los créditos que le sean comunicados. 

ARGENTINA - Ley 24.522/1995 reformada con las leyes 25.589/2002; 26.086/2006 y 
26.684/2011, dedica la normativa “de Concursos y Quiebras” a todas las personas de existencia 
visible o ideales de naturaleza privada, incluyendo a aquellas en las cuales el Estado, la Provincia y 
los Entes Locales participen en cualquier medida, y también los patrimonios separados y los 
deudores domiciliados en el extranjero con respecto a bienes existentes en el país (art. 1). 

Bajo este punto de vista el consumidor parece estar comprendido entre la persona de 
existencia visible y, consiguientemente, el procedimiento previsto en la ley de Concursos y 
Quiebras está disponible para el consumidor. Sin embargo la ley está estructurada sobre el 
comerciante, por lo que la regulación resulta insuficiente para comprender las características 
particulares de la actividad negocial del consumidor. 

Como sucede en todos los ordenamientos en los que no existe un tratamiento específico para el 
sobreendeudamiento, la Ley de Concursos y Quiebras n. 24.522 incluye un breve capítulo 
destinado a los así denominados pequeños concursos, cuya regulación se basa en un criterio 
meramente dimensional, apareciendo comprendido como presupuesto subjetivo el consumidor, a 
causa de las reducidas características del sobreendeudamiento. 

Son comprendidos los deudores con un pasivo inferior a los 10.000 pesos, con no más de veinte 
acreedores relacionados y no menos de veinte empleados. La única diferencia respecto al 
procedimiento de los comerciantes son las siguientes: no se requiere una verificación del contador 
público sobre el estado del patrimonio y la certificación de las deudas, no hay un comité de 
acreedores y no se aplica el sistema conocido como crawm down o sustitución del empresario 
establecida en el artículo 48 (arts. 288 y 299). 

Todo ello significa que en Argentina hasta hoy la insolvencia del consumidor tiene un 
tratamiento idéntico a aquel previsto para la pequeña y mediana empresa, de manera que el 
criterio de admisibilidad no pone obstáculos ni cuantitativos ni cualitativos para su acogida. Se han 
tenido diferentes proyectos ante las Cámaras. 

En 2002 fue presentado un proyecto de “Ley para pequeños deudores” y en 2011 del nuevo 
“Régimen de Sobreendeudamiento para pequeños deudores”, que establecía un procedimiento 
extrajudicial, conciliatorio y un procedimiento de restablecimiento personal, presumiendo la buena 
fe del deudor, aplicable a toda persona física. Con respecto a la posibilidad de exoneración de 
deuda, en el caso que no alcanzase a cubrir la totalidad de los créditos una vez descontados los 
gastos del procedimiento, el saldo se habría dividido entre los acreedores, considerándose 
extinguidas las obligaciones salvo las deudas originadas por créditos alimentarios, reparaciones 
pecuniarias y multas fijadas judicialmente. 

En el 2015 Argentina presentaba un proyecto de procedimiento especial para el deudor 
sobreendeudado. Por lo que tiene que ver el presupesto objetivo el Proyecto habla de la situación 
de sobreendeudamiento del consumidor, que “designa un estado de “exceso de deudas” que no 
implica necesariamente el incumplimiento con sus obligaciones pero que le llevan a la acuciante 
situación de “ingresos insuficientes” para cubrir necesidades básicas” (Junyent). Siguiendo la 
legislación del derecho comparado pueden acceder al procedimiento especial “las personas 
humanas que: 

1. no realicen una actividad económica organizada ni resulten titulares de una 
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empresa o establecimiento comercial, industrial, agropecuario o de servicios; 

2. realicen una actividad como empleados públicos o privados en relación de 

dependencia; 

3. ejerzan una profesión liberal no organizada bajo la forma de empresa; 
4. realicen una actividad autónoma e independiente no organizada bajo la forma 

de empresa 

La circunstancia de que dichas personas humanas se encuentren inscriptas como empleadores y 

tengan personal en relación de dependencia en número no mayor a tres (3) trabajadores, no 

obstará a su inclusión dentro del régimen regulado por el presente capítulo.” 

El procedimiento podrá ser solicitado exclusivamente por el deudor, o por apoderado con 
facultad especial, mientras no haya sido declarado en quiebra. El procedimiento tiene como “figura 
central” al juez y al conciliador, pues la ley busca que el deudor logre un acuerdo con los 
acreedores, de allí que se faculte al primero a tomar todas las medidas necesarias a esos fines. 

Los efectos de la apertura son fundamentalmente la suspensión de todas las acciones dirigidas 
en contra del pequeño deudor y especialmente, las ejecuciones de créditos con garantías reales 
para habilitar la posibilidad de un acuerdo. La apertura del procedimiento no afecta la legitimación 
del deudor, el que conserva sus facultades para desempeñar tareas artesanales, profesionales o en 
relación de dependencia. 

El esquema legal establece que la etapa conciliatoria concluye cuando se obtuviere la 
conformidad de acreedores que representen la mayoría absoluta del capital verificado y declarado 
admisible. 

La finalización de la etapa conciliatoria concluye con la firma del instrumento del convenio, el 
que puede tener diversas categorías, a los fines de dotar de máxima flexibilidad las alternativas 
concordatarias, todo lo cual debe ser informado al tribunal, en el plazo de 48 hs. de concluir el 
plazo de 90 días, dando cuenta de las mayorías obtenidas, y del convenio que se haya conformado 
entre el deudor y los acreedores. 

En caso contrario, el conciliador deberá formalizar su propio plan de saneamiento el que 
quedará a estudio del tribunal a los fines de la etapa homologatoria. 

Como una forma de evitar el abuso de este tipo de procesos, se establece que no puede 
presentarse una nueva petición hasta después de un año de cumplimiento del acuerdo o plan de 
reorganización dispuesta por el tribunal. 

La especial situación de la persona humana insolvente y con una situación irreversible, desde el 
punto de vista conciliatorio, concluye sin quiebra, pero mediante la liquidación de los bienes que 
existieren. 

El proceso liquidatorio implica el desapoderamiento del deudor pero con notas especiales. Así, 
cabe reiterar que el desapoderamiento no implica la inhabilitación del deudor que mantiene las 
facultades de desarrollar tareas en relación de dependencia y profesionales y por ende, los bienes 
desapoderados son aquellos existentes al momento que se dispone la liquidación. 

De tal modo, el deudor por ser una persona humana no pierde en ningún momento la 
capacidad de adquirir nuevos bienes, lo que implica la existencia de una “nueva masa” que no 
puede ser agredida por los acreedores anteriores, salvo como se señalará oportunamente los 
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gastos de justicia del presente proceso, las obligaciones alimentarias del deudor, y los que 
constituyan créditos originados en daños a la persona humana. 

El Proyecto ha tenido en claro, luego del estudio de campo realizado en distintos tribunales del 
país, que la mayoría de éstos procedimientos concluyen por “falta de activo” y, de allí, que la 
persona humana, cuyo trato digno en el ordenamiento jurídico resulta una directiva central, 
merece lo que en el derecho comparado se llama “fresh start” . 

Para ello, se establece “la descarga” de todo el pasivo que ocasionó la situación de 
sobreendeudamiento o cesación de pagos, disponiéndose la extinción de los créditos por título o 
causa anterior a la liquidación. 

En este punto, cabe aclarar que se exceptúa de la extinción de las deudas alimentarias que 
tenga el deudor a título personal y aquellas provenientes de daños a las personas. 

Por último, también resultan exigibles los gastos de justicia de éste presente proceso de 
conformidad al artículo 318. 

El anteproyecto descarta la adscripción a los modelos puramente administrativos considerando 
más apropiado mantener la judicialidad pero, con importantes concesiones a los aspectos 
privatistas particularmente focalizados en el protagonismo asignado al conciliador al que queda 
referido el auspicio y la negociación del acuerdo, incluyendo el control de la formación del estado 
pasivo de las formas del acuerdo y, en su caso de la formulación del plan propuesta de repago. 

El rol judicial se mantiene siempre concretado no sólo en el control de legalidad sino también 
en el de mérito y oportunidad pues, sigue siendo potestad judicial exclusiva la resolución de 
verificación, y la homologación del acuerdo. 

De todas formas, el norte del procedimiento está en el saneamiento de la economía familiar y 
de allí la relevancia que tiene la nueva visión normativa que deben asumir tanto el juez como el 
conciliador, como facilitadores y promotores del acuerdo, dotándose al órgano jurisdiccional de la 
facultad de imponer este último más los acreedores cuando se entiende que es una solución 
equitativa que respete el principio del esfuerzo compartido. 

“Por ello, del sistema la solución del estado de crisis – como JUNYENT observa - y la 
consecuente reincorporación del deudor al mercado de consumo por vía de la descarga de su 
pasivo de las obligaciones el procedimiento culminará a falta de acuerdo con la imposición judicial 
de un  plan de repago, o aún de remisión del pasivo, obviando la clásica condición del acuerdo 
mayoritario”. 

Otro aspecto importante en el problema de la insolvencia del consumidor es el de la 
información que debe focalizarse no sólo en los medios e instrumentos de promoción o 
propaganda del producto o servicio, sino también en la formación del sujeto consumidor- usuario, 
aspecto que está ligado al hecho objetivo de las características del producto y a su garantía. Todo 
ello debe ligarse también a la educación respecto a no abusar del recurso al crédito, que constituye 
un elemento que facilita el acto de consumir. 

España: “En el Ordenamiento Jurídico español, que responde a un principio de unidad subjetiva 
en materia de insolvencia, no se distingue, en cuanto al régimen de aplicación, entre personas 
físicas y jurídicas. Las especialidades vienen determinadas por las cuantías o por la intervención de 
determinados acreedores, como las entidades financieras (…)”(RODRÍGUEZ MASEDA, p. 3). 

La normativa española de los procedimientos concursales se caracteriza por ser unitaria: la 
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unitariedad deriva tanto de la codificación en un único texto de toda la normativa relativa a la 
insolvencia como de la uniformación de los requisitos sustanciales y procesales relativos al 
procedimiento concursal. 

En efecto, desde un punto de vista sustancial, la nueva ley se caracteriza por: unidad de 
normativa, o lo que es lo mismo, que las nuevas disposiciones se aplican tanto a las sociedades y a 
las personas jurídicas como a las personas físicas, prescindiendo de su cualidad de empresarios; 
unidad de presupuesto objetivo, lo cual se deriva de que la ley, en vez de referirse a diferentes 
perfiles procesales, prevé un procedimiento único denominado concurso que, sustituyendo la 
suspensión de pagos y la quiebra, se concreta en un procedimiento encaminado a la liberación de 
deudas del sujeto deudor. 

En lo que concierne a los efectos frente al deudor a nivel personal, la ley ha atenuado en gran 
medida los efectos represivos previstos en el régimen previamente vigente, sancionando con la 
inhabilitación sólo al deudor que en el concurso ha sido calificado como culpable. Desde un punto 
de vista patrimonial, la ley establece que, con carácter general, el deudor civil conserva el poder de 
administrar los propios bienes y, en el caso en el que éstos desarrollen una actividad profesional, la 
declaración de concurso no interrumpe la actividad que continúa también durante el proceso. Sin 
embargo, la ley distingue entre deudor culpable e inocente, estableciendo que únicamente en el 
caso de concurso voluntario no se producen los efectos de la desposesión (y, por lo tanto, la 
posibilidad del deudor de disponer de sus bienes también durante el procedimiento). Por el 
contrario, si el concurso ha sido solicitado por los acreedores, la administración de los bienes del 
deudor es encargada al administrador concursal. 

No obstante ello, afirmada la unidad del procedimiento, de una lectura detallada de la Ley 
Concursal emerge como esta ley en verdad se ocupa casi exclusivamente de las crisis económicas 
de los deudores con forma jurídica de sociedad comercial y, en cambio, omite al deudor civil y 
también al deudor pequeño empresario. 

La Ley Concursal, en sus artículos 190 y 191, ha regulado un procedimiento abreviado y esta 
normativa sucinta podría ser adaptada a las situaciones de insolvencia de las familias, pero en la 
práctica esto no ha sido así porque dicho procedimiento abreviado sigue siendo complejo en sus 
reglas y económicamente costoso para las familias. El procedimiento previsto en los artículos 190 y 
191 ha resultado, por tanto, adaptado para pequeños empresarios, pero siempre con una cierta 
dimensión económica386. 

En el 2015 se han venido introduciendo disposiciones específicas para la insolvencia de 
personas naturales387 y, en particular, “en su última versión derivada de la redacción otorgada por 
la Ley 25/2015, de 28 de julio, el artículo 178 bis de la Ley Concursal incorpora la vigente 
regulación de la “discharge” española, criticada por la mejor doctrina. La actual redacción procura 
superar alguna de las justificadas críticas recaídas sobre la versión anterior. Se establece que el 
deudor persona natural podrá obtener el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho una 
vez concluido el concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa activa, solicitándolo de 
forma expresa ante el Juez que regula el concurso. Únicamente se admitirá la solicitud de 

                                                           
386 Para una crítica sobre esta formulación cfr. B. PEÑAS MOYANO, Concurso de consumidores, en La Ley, 2008, 281 
(disponible en: www.laleydigital.es); cfr. M. ZABALETA DÍAZ, La condonacion de las deudas pendientes en el derecho 
concursal aleman, en (Aa.Vv.) Estudios sobre la ley concursal. Libro homenaje a Manuel Olivencia, t. 1, Madrid-
Barcelona, 2005; P. GUTIERREZ DE CABIEDES, El sobreendeudamiento domestico: prevención y solución, Pamplona, 
2009; J. PULGAR EZQUERRA, Concurso y consumidores en el marco del estado social del bienestar, cit, 2/35. 
387 Ley 25/2015 de 28 de julio con su fe de erratas de 11 de diciembre, ambos de 2015. 
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exoneración del pasivo insatisfecho a los deudores de buena fe27, estableciendo los requisitos 
necesarios para alcanzar tal condición: (i) que el concurso no haya sido declarado culpable; (ii) que 
el deudor no haya sido condenado en sentencia firme por delitos contra el patrimonio, contra el 
orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o 
contra  los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración de concurso; (iii) 
que, reuniendo los requisitos establecidos en la Ley, haya celebrado o, al menos, intentado 
celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos. El fresh start, encuentra una limitación cuantitativa, al 
exigir que el deudor que pretende gozar de este beneficio haya satisfecho en su integridad los 
créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados. Es decir, para obtener este 
beneficio, el deudor tendrá que ir pagando los créditos que se devenguen una vez declarado el 
concurso y que tengan la calificación de créditos contra la masa, incluso los propios de su 
endeudamiento; y los correspondientes a la actuación profesional: abogados, procuradores y 
administración concursal. Adicionalmente, verá ejecutados sus bienes gravados con derechos 
reales ejecutables, puesto que la exoneración es un efecto del concurso del deudor, que es 
concurso necesariamente de liquidación, y que únicamente otorgará el beneficio una vez que haya 
concluido la fase de liquidación con el fin de la realización de los bienes. En ningún caso la 
exoneración afectará al crédito público que se regirá por su régimen correspondiente, que no 
contempla ningún tipo de remisión de deudas por insolvencia. Además, en aquellos casos en que 
el deudor, persona física, acude de forma directa al concurso de acreedores, no intentando un 
acuerdo extrajudicial de pagos, por superar su pasivo la cuantía señalada para dicho 
procedimiento, deberá pagar, al menos, el 25 por ciento del importe de los créditos concursales 
ordinarios. 

El Legislador aporta un régimen alternativo, para el caso de que no se haya cumplido con el 
pago del 25% de los créditos concursales que señalamos en el párrafo anterior, para que el deudor 
persona física alcance el beneficio de exoneración estableciendo: (i) que acepte someterse a un 
plan de pagos para las deudas que no queden exoneradas dentro de los cinco años siguientes a la 
conclusión del concurso; (ii) que no haya incumplido las obligaciones de colaboración con la 
administración concursal; (iii) que no haya obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años; 
(iv) que no haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una 
oferta de empleo adecuada a su capacidad; y (v) que acepte de forma expresa, en la solicitud de 
exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la 
sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años. 

Como indicamos, la concesión del pasivo requiere una petición por parte del deudor, en el seno 
del proceso concursal. Únicamente podrán formular oposición, que se tramitará como un incidente 
concursal, la administración concursal y los acreedores personados, cuya oposición únicamente 
podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos analizados, constitutivos del concepto 
normativo de buena fe. 

Uno de los elementos constitutivos de esta regulación, mas discutidos es la posibilidad de que 
cualquier acreedor concursal estará legitimado para solicitar del juez del concurso la  revocación 
del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho cuando durante los cinco años siguientes a su 
concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos del deudor ocultados. Además 
la norma contempla que podrá solicitarse la revocación si durante el plazo fijado para el 
cumplimiento del plan de pagos: a) Incurriese en alguna de las circunstancias que hubiera 
impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho; b) en su caso, 
incumpliese la obligación de pago de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan 
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de pagos, o; c) Mejorase sustancialmente la situación económica del deudor por causa de 
herencia, legado o donación; o juego de suerte, envite o azar, de manera que pudiera pagar todas 
las deudas pendientes sin detrimento de sus obligaciones de alimentos. 

Transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos sin que se haya revocado el 
beneficio, el juez del concurso, a petición del deudor concursado, dictará auto reconociendo con 
carácter definitivo la exoneración del pasivo insatisfecho en el concurso. También podrá el juez, 
atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, declarar la 
exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su 
integridad el plan de pagos pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los 
ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio que 
no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando 
concurriesen en el deudor las circunstancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real 
Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstancias familiares de especial 
vulnerabilidad. (RODRIGUEZ MASEDA, 16). ” 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA –En este Ordenamiento la persona natural cae en la definición 
legal de “deudor” (debtor) del artículo 101 del Código de quiebras (Bankruptcy Code). “La 
disciplina prevee que el deudor concurra al juez de la quiebra a pedir una orden judicial de 
redención o espera, y ésta opera la suspensión de las acciones judiciales, habilitando a la persona a 
presentar un plan de pagos en un término de 90 días. El régimen se estructuraba, 
fundamentalmente, sobre las alternativas regladas en los capítulos 12 y 13 de la ley de 
bancarrotas, y el juez a cargo del proceso convocaba a los acreedores a una audiencia para lograr 
la confirmación de dicho plan. 

Este sistema fue modificado en el año 2005, requiriéndose que todo sometimiento a proceso 
concursal debía acompañarse de una certificación de que el deudor había asistido a un curso de 
asesoramiento financiero y, de lo contrario, se habilitaba al juez para declarar la quiebra bajo el 
procedimiento del capítulo 7. Ahora bien, la última reforma de la ley de quiebras estadounidense 
del año 2005, que intentó equilibrar los abusos de la descarga de deudas por parte de los 
consumidores, ha recibido una severa crítica por parte de la doctrina. La reforma, que pretendió 
actuar sobre el abuso del sistema, funcionó en los hechos, no como un colador, sino más bien 
como una barricada (…)”(JUNYENT, p. 12). 

PERÚ – El Legislador peruano se encuentra, como CARBONELL afirma, “en grave deuda con la 
manda del Artículo 65 de la Carta Magna peruana” porque falta todavía una  regulación especifica 
para el consumidor. 

El ordenamiento concursal peruana se apoya sobre la Ley 27809/2002, reformada en el 2006. 
Se caracteriza, al igual que la colombiana, por la desjudicialización del procedimiento y por la 
consiguiente atribución de los procedimientos a un órgano administrativo que depende del poder 
ejecutivo. Ese órgano es el Instituto Nacional para la tutela de la competencia y de la propiedad 
intelectual (INDECOPI), que ha sido legitimado para realizar acuerdos con las instituciones 
representativas de cada ramo de la actividad económica. De hecho el ordenamiento atribuye a tal 
órgano los poderes de Jueces concursales. 

Entre los ordenamientos latinoamericanos, el peruano ofrece con una mayor precisión una 
metodología explicativa de los conceptos (como puede ser el ejemplo de su artículo 1, que 
contiene un glosario con el cual define el presupuesto subjetivo focalizado en el «deudor: persona 
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natural o jurídica, sociedades conyugales y sociedades individuales. Se incluye las sociedades en el 
Perú de organizaciones o sociedades extranjeras»). Desde el momento que esta ley se aplica al 
patrimonio del deudor, su genérica definición abraza el patrimonio de la persona física, 
comprendiéndose así la inexistencia de una normativa directa específicamente dirigida al 
consumidor. 

Perú, en 2012 propone un proyecto – inspirado a la legislación francesa - sobre una “Ley de 
Insolvencia Familiar” a fin de brindar una segunda oportunidad mediante un procedimiento 
conciliador, siguiendo el modelo francés, a los consumidores o usuarios del sistema financiero en 
situación de sobreendeudamiento por causa excepcional. Existiendo una Comisión de 
Sobreendeudamiento (autoridad administrativa) que se encargara de elaborar los planes de 
reestructuración o saneamiento económico, garantizando la subsistencia del deudor y sus 
dependientes, recuperar su economía familiar y reestablecer su situación económica, y el pago de 
sus obligaciones. Este proyecto, pero, no fue aprobado. CARBONELL retiene que “los mecanismos 
regulados en las principales leyes de concursos y quiebras son insuficientes para solucionar, el 
sobreendeudamiento de los consumidores y resulta necesaria una legislación especial, que 
implemente el principio del Derecho del Consumidor que aborde los casos saneamiento, 
reparación, prevención y rehabilitación para el caso de sobrendeudamiento de los consumidores y 
que incorporen los códigos de procedimiento como normas de carácter procesal para su 
implementación. Finalmente para crear un Registro Nacional de Crédito que le permita al acreedor 
evaluar los riesgos que asume y de hacerlo será bajo su entera responsabilidad, no pudiendo 
ejecutar sobre endeudado y estableciendo un sistema unificado único universal y obligatorio de 
scoring crediticio”. 

 

Regímenes que utilizan legislaciones diversas para la insolvencia de las empresas y para la 
insolvencia de las personas naturales. Dentro de esta categoría hay disciplinas (especiales) 
contenidas en la misma ley concursal general, disciplinas contenidas en una ley especial para el 
sobreendeudamiento, disciplinas contenidas en la ley de consumo o en la ley procesal: Chile, 
Colombia, Francia, Italia, Reino Unido. 

CHILE regula todo el fenómeno de la insolvencia (de las empresas y de las personas naturales) 
en su Ley 20720. Esta Ley representa un avance en lo que se refiere  a procedimientos concursales 
adecuados a la persona natural o bien al que se ha denominado deudor consumidor, pero el 
legislador ha olvidado un factor de importancia a la hora de adecuar el sistema al 
sobreendeudamiento del deudor consumidor. 

El deudor consumidor, es aquella persona natural que no tiene especial dedicación a la 
actividad mercantil y cuya capacidad de endeudamiento es considerablemente menor que la de un 
empresario. 

Resulta claro que la insolvencia de un deudor consumidor puede generar la cesación de pagos 
de un conjunto de acreedores, que a su vez pueden ser deudores consumidores o  empresarios, 
esta reacción en cadena produce en sí misma una afectación de la economía que turba el órden 
público económico. 

Por este motivo en Chile los estudiosos esperan un procedimiento para el consumidor no sólo 
directo a la restructuracción de las deudas y a la liberación de las deudas residuales sino también a 
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la prevención del excesivo endeudamiento388. 

COLOMBIA - Durante el largo camino hacia una reglamentación de la crisis del consumidor 
Colombia no ha estado silenciosa. Ya la Ley 222 de 1995 había optado por realizar una unidad de 
régimen de insolvencia que permitiera tanto al empresario persona natural o colectiva, como al no 
comerciante tener acceso, al menos para el último caso, al mecanismo del concordato, 
permitiendo por esta vía que los consumidores pudieran bajo una misma cuerda procesal 
renegociar con sus acreedores la forma como inicialmente se encontraban pactadas sus deudas. 

Esta norma se mantuvo vigente, y con algunas situaciones extremas en su aplicación, hasta la 
entrada en vigencia de la Ley 1116 de 2006, régimen de insolvencia que de forma expresa excluye 
a las personas naturales no comerciantes de los sujetos que acceden al proceso de Insolvencia. 

Esta previsión legislativa fue sometida a examen de constitucionalidad. La sucesiva sentencia 
dejó en claro que pertenece a la esfera de competencias del legislador dotar a quienes no son 
comerciantes y no operan de forma masiva en el mercado, de un régimen universal, ú nico y 
específico, diferente de los procedimientos consagrados en el Derecho civil y de procedimiento 
civil, aú n en casos de sobreendeudamiento de estos sujetos. La sentencia exhortaba al Congreso 
de la República a estudiar la situación y estructurar una solución que permita respuestas distintas 
cuando estos sujetos no empresarios se encuentren en situaciones de sobreendeudamiento. 

El Legislador expidió la Ley 1380 de 2010, con la cual crea un mecanismo exclusivamente de 
tipo recuperatorio, totalmente en sede extrajudicial, cuya finalidad es el logro de un acuerdo de 
pago entre este deudor sobreendeudado y la mayor parte de sus acreedores, para enfrentar el 
reiterado incumplimiento o el inminente incumplimiento de las obligaciones a su cargo. 

Este nuevo intento legislativo fue declarado inviable mediante la Sentencia C-685 de 2011. A 
partir de ese momento, se inicia una afanosa búsqueda de un modelo legislativo que siguiendo los 
lineamientos de lo señalado en la Guía de UNCITRAL y en la Resolución de 26  de noviembre de 
2001 expedida por el Consejo de la Unión Europea, culmina con la inclusión en el Título IV del 
Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012, de las normas relativas a una solución específica 
para la insolvencia del no comerciante. 

La disciplina de los procedimientos para la insolvencia del consumidor está incluida en el Código 
general del Proceso. El Código Único del Proceso (Título IV, arts. 531 a 576) fija una normativa 
(subdividida en cuatro capítulos dedicados respectivamente a las disposiciones generales, al 
procedimiento de negociación de las deudas, a la convalidación del acuerdo privado y a la 
liquidación patrimonial) precisa de la insolvencia de la persona natural no comerciante (si bien no 
la califica como consumidor) que parece inspirarse en la ley francesa. 

El sujeto es la persona natural no comerciante y tiene como finalidad que ésta negocie de 
forma anticipada con sus acreedores para llegar a un acuerdo de negociación de las deudas o 
decida la liquidación de su patrimonio. El sistema de la conciliación a través de los centros de 
conciliación rige el procedimiento. 

Se trata de un mecanismo similar a aquél que permite a los comerciantes llegar con sus 
acreedores a una reestructuración de sus acreencias y sólo en caso extremo y en sede 
jurisdiccional ser sometidos a un proceso de liquidación patrimonial, que al final lleva al “fresh 
start”. El Legislador colombiano está convencido que la insolvencia del consumidor merece un 

                                                           
388 K. DÍA CAMPOS, Del sobreendeudamiento del Deudor Consumidor en Chile. 
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trato distinto porque particulares intereses se encuentran en juego: por ejemplo, las obligaciones 
alimentarias a cargo del deudor y los derechos fundamentales del hombre. El regimen se basa 
sobre un mecanismo conciliatorio justificado por el pequeño número de acreedores del 
consumidor. La conciliación no está en contraste con la presencia del juez. 

Los sujetos que pueden disfrutar de los procedimientos son las Personas naturales no 
comerciantes excepto cuando tenga la condición de controlantes de sociedades mercantiles o 
formen parte de un grupo de empresas. 

La ley prevé tres alternativas: i) la negociación de un acuerdo; ii) la validación de un acuerdo 
privado y iii) la liquidación patrimonial. Estos procedimientos son de distinta naturaleza: judicial, 
administrativa e incluso asistencial. 

La legitimación pertenece exclusivamente al deudor que presenta el pedido antes de un Centro 
de conciliación. 

Dos son los escenarios que pueden presentarse: 

 Incumplimiento de los requisitos de fondo y forma. En este caso el conciliador señala 

los defectos que el deudor debe subsanar sufragando también las expensas del 

trámite. Si  siguese el Rechazo, el deudor podría presentar el Recurso de Reposición 

ante el mismo conciliador. 

 Cumplimiento de los requisitos de fondo y forma. En esta hipótesis sigue la 

aceptación de la solicitud e inicia el procedimiento (comunicación a los acreedores, 

pago de las expensas del trámite…) con la Audiencia donde el conciliador pone en 

conocimiento de los acreedores la relación detallada de acreencias. En la audiencia 

pueden pasar tres alternativas: 

1. no hay objeciones por parte de los acreedores en la audiencia. 

2. hay objeciones a las acreencia pero son conciliadas. 

3. hay objeciones no son conciliadas y vamos al juez 

Si: a). No hay objeciones por parte de los acreedores en la audiencia siguerá la votación de la 

propuestas. Por su parte el acuerdo tiene que presentar algunos requisitos: 

 Plazo de pago inferior a 5 años. 

 Dentro del término de ley. 

 Aprobado por el numero plural de acreedores que representen mas del 50% del  monto 

del capital de la deuda, aceptada por el deudor 

 Debe respetar la prelación y la igualdad de los acreedores. 

Si: b). Hay objeciones a la relación de acreencias (cuantas veces se requiera sin extenderse mas 

allá del término de celebración del acuerdo). El conciliador propiciará fórmulas de arreglo, acorde 

con la finalidad y los principios del régimen de insolvencia. Si se concilian las objeciones seguirán 

las votaciones y celebración del acuerdo que tiene que respetar la prelación y la igualdad de los 

acreedores. 

Si: c). Hay objeciones a las acreencias y no se concilian - El conciliador remite al Juez Civil 

Municipal para que resuelva de plano las objeciones (Auto del juez que resuelve objeciones) y 
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señala el conciliador fecha y hora para continuar la audiencia y despues de la exposición de la 

propuesta por parte del deudor se llega a la votación de la propuesta, 

Por el incumplimiento del acuerdo se llega a la liquidación del patrimonio. 

Nunca se llega a la liquidación por solicitud del deudor – En estos casos hay liquidación: 1) 
Fracaso de la negociación, 2) Nulidad del acuerdo o de su reforma, 3) Incumplimiento (no 
subsanado) del acuerdo. Se generan efectos personales, patrimoniales, procesales, contractuales. 

La liquidación se desarolla en estas fases: 

Empieza con el nombramiento del liquidador que sostituye el deudor y que dentro de los 5 días 
siguientes a su posesión notifica por aviso a los acreedores del deudor el inicio del procedimiento y 
actualiza el inventario valorado de bienes del deudor. Sigue el fraccionamiento del patrimonio del 
deudor entre: 

 Bienes anteriores. 

 Deudas anteriores. 

 Bienes posteriores. 

 Nuevo comienzo. 

El procedimiento lleva al Fresh start. 

FRANCIA - Francia fue el segundo país de Europa continental que intentó en 1989 resolver el 
problema del sobreendeudamiento de las familias, especialmente con respecto a la compra del 
hogar. 

El procedimiento está reservado exclusivamente a las personas físicas, los deudores franceses o 
extranjeros que residen en Francia "de bonne foi" y en estado de "surendettement". 

Según este primer modelo de solución están excluídas las personas morales (Sociedad) y 
profesionales (comerciantes, artesanos, agricultores) que se encuentran dentro del procedimiento 
concursal reservado a las empresas reguladas por el Código de Comercio. 

Se trata de un procedimiento judicial / administrativo caracterizado por la presencia de 
comisiones especiales encargadas de examinar posiciones individuales. Al tribunal corresponde el 
poder de elevar el plazo máximo de pago hasta cinco años, así como de reducir la tasa de los 
intereses y de la deuda restante, después de la ejecución inmobiliaria de la casa principal del 
deudor. 

Después de algunos años el legislador se vió obligado a intervenir de nuevo: la intervención de 
1989 fue así seguida por la Ley n. 125 de 8 de febrero de 1995. 

En lugar de recurrir a otros instrumentos, el legislador se adueñó de la idea básica de la ley de 
1989, que identificaba la creación de la Comisión y el papel del juez como punto de apoyo del 
sistema. 

La ley de 1995 redefine los poderes de la Comisión y del tribunal, transformando el 
procedimiento amistoso en un procedimiento de derecho común. Faltaba todavía la liberación de 
las deudas residuales. 

El auge de la crisis, que condujo a la pérdida de numerosos puestos de trabajo, llevó al 
legislador a intervenir nuevamente con la Ley n. 657 del 29 de julio de 1998, considerada "una ley 
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de contraste con las diversas formas de exclusión social del exceso de endeudamiento de la 
persona natural y de las familias”. 

Pero el legislador francés no se detuvo: primero con L. n. 710 de 1 de agosto de 2003, de 
Orientación y Programación para la Renovación Urbana, implementado en febrero de 2004  por el 
Decreto n. 18, se introdujo un procedimiento peculiar para agilizar a la persona física, más tarde en 
2010 con la intervención del crédit à la consommation con el que la disciplina de la crisis de 
consumo se disoció de la ley dedicada a la crisis empresarial. En tal manera al lado del sistema para 
las “Entreprises en difficulté”, el Código del Consumo presenta un sistema en donde combina la 
legislación especial con la legislación del consumidor.389 Después la ley N° 2013-672, de 26 de julio 
de 2013. 

Esta legislación, que ha fijado una reglamentación oportuna para las dificultades familiares, se 
caracteriza no por los medios para resolver la crisis de la persona física, ni por el plan de pago 
convencional y las medidas destinadas a eliminar la situación de la deuda. 

De verdad se trata de un sistema orgánico para la solución extrajudicial de las situaciones de 
endeudamiento excesivo de las personas. 

El procedimiento de sobreendeudamiento, iniciado por el deudor ante la Comisión, puede 
tener lugar en tres fases: una fase amistosa, que implica la negociación entre el deudor y los 
acreedores seguida por la homologación judicial; una fase de composición controlada que toma el 
lugar de la fase amistosa que no ha llevado al éxito de la operación. 

En tal caso, no es el deudor quien propone un plan de pago sino el mismo departamento de la 
Comisión que utiliza la información procedente del deudor. 

Este plan también será presentado al juez la homologación; la última playa es la fase de 
insolvencia que consiste en una fase de congelación de la masa deudora por un máximo de tres 
años, en espera de una mejor situación económica del deudor. 

Esta etapa de congelación está organizada por el mismo departamento de la Comisión. Al final 
de ese período, si la condición económica del deudor sigue siendo insuficiente para garantizar el 
cumplimiento de una propuesta de composición, la Comisión podrá, tras la evaluación de la actitud 
del deudor, cancelar la deuda. 

Junto con el procedimiento descrito, el sistema francés presenta  también un procedimiento de 
saneamiento personal, separado del procedimiento de surendettement. Se trata de un 
procedimiento llamado rétablissement personnel que siempre se abre a petición del deudor 
cuando presenta una situación patrimonial completamente insuficiente para hacer frente, aunque 
con porcentajes y con demoras, al pasivo existente. 

En última instancia, el sistema francés se caracteriza (Junyent, p. 11) por un “sistema de 
cooperación entre la autoridad administrativa, representada por la Comisión de 
Sobreendeudamiento, que ostenta un marcado papel conciliador, y la autoridad judicial que puede 
ordenar el cumplimiento y ejecución de las resoluciones dictadas por la Comisión, o iniciar el 
procedimiento de recuperación personal que queda a su cargo. 

ITALIA - En Italia, al final de los años 2000, el exceso de endeudamiento de ciertos estratos 
sociales asumía “rasgos muy críticos en los contextos de la vida que se caracterizan por la 

                                                           
389 Loi No.2003-710 et Loi 2010-737. Véase: VIGNEAU, VINCENT; BOURIN, GUILLAUME-XAVIER; CARDINI, CYRIL. Droit 
du surendettement des particuliers. 2e Édition. Lexis Naxis. Paris 2012. Páginas 12 y siguientes. 
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masificación del consumo de bienes y un alto grado de desarrollo del mercado de crédito al 
consumo ". Estos sujetos – según un viejo enfoque legislativo - habían quedado fuera del alcance 
de la ley concursal. 

Teniendo en cuenta la situación social, el Legislador en el 2012 promulgó la Ley 3/2012 
(modificada en el curso del mismo año). Con esta Ley especial, distinta de la Legge fallimentare, 
nuestro Ordenamiento apuntó a reducir el numero de personas sujetas a acciones ejecutivas 
individuales, para poner mano a un fenómeno social generalizado como el del 
sobreendeudamiento de los hogares, de regular la crisis de empresarios que representan una parte 
importante de nuestra economía permitiendoles a negociar la solución con sus acreedores o, si es 
inevitable, a liquidar su patrimonio, con la posibilidad de volver sin opacidad en el mercado, una 
vez liberado de la deuda residual. 

El presupuesto objetivo de estos procedimientos está caracterizado "por el continuo 
desequilibrio entre las obligaciones adquiridas y el patrimonio de alta liquidez", o por la 
"incapacidad definitiva del deudor para cumplir regularmente sus obligaciones". 

Con respecto al presupuesto subjetivo el Legislador italiano ha optado por un sistema dedicado 
sea al deudor tout court, cuyo endeudamiento no es atribuible al ejercicio de cualquier actividad 
empresarial (se trata de los consumidores) sea al deudor-empresario excluido de los 
procedimientos concursales (pequeño empresario y empresario agricola), sea a quien ejerce una 
actividad no considerada por la ley como empresa (los profesionales). 

Estos sujetos, a pesar de las diferencias notables entre el uno y el otro, pueden hoy utilizar, si 
sobreendeudados, específicos instrumentos (el acuerdo, el plan de los consumidores y el 
procedimiento de liquidación) que si por un lado pueden recordar los destinados al empresario 
falible, por el otro tienen sus propias y diferentes características. 

Para todos los usuarios potenciales del sistema de composición de la crisis ofrecido por la Ley 3 
del 2012, los instrumentos son diversificado entre un acuerdo de naturaleza concordataria al que 
pueden acceder sin distinción todos los deudores no falibles, un plan obligatorio de los 
consumidores y el procedimiento de liquidación que puede ser: 1) la consecuencia del negativo 
desarrollo del acuerdo o 2) la única opción para solucionar la crisis. En todo caso se trata de un 
procedimiento muy parecido al fallimento. Lo que interesa es que terminando la liquidación, el 
deudor puede llegar a la liberación de las deudas. 

Todos - aunque con diferentes caminos - conducen a la liberación de las deudas residuales. El 
acuerdo se caracteriza por el mismo "carácter atípico que caracteriza a la propuesta de concordato 
y esto con el fin de facilitar lo más posible la llegada a un acuerdo que sea satisfattivo para todas 
las partes involucradas" y, en todo caso, "con la aprobación del convenio o plan, se crea una 
superposición de la voluntad del tribunal con respecto a la voluntad de los acreedores 
discrepantes, que también sufren la falcidia." 

Estas son herramientas que, así estructuradas, tienen la función, porque en el fondo 
liquidadores, de definir la situación de la deuda a través del uso de los activos existentes y de los 
bienes futuros. 

Los instrumentos sudichos se desarrollan con el apoyo no de un profesional de confianza, sino 
de un Organismo de reorganización de la crisis390 con sede en la circunscripción del tribunal ante el 

                                                           
390 Sobre todos los poderes atribuidos a los Organismos destaca el de arrogarse toda iniciativa funcional, más allá de 
alcanzar el acuerdo, en lograr el éxito del mismo. Esta previsión sintetiza el papel de este nuevo Organismo, que a mi 
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cual el deudor en situación de sobreendeudamiento proceda a depositar su propuesta. 

El papel de este OCC es también el de un facilitador, de un sujeto confiable (se establecen 
requisitos para la creación de OCC y por ahora es el tribunal quien lo nombra) que mitige las 
rigideces, individue la solución para una situación que aparezca encallada, abra los canales de 
comunicación entre las partes. 

Sin embargo el OCC no sólo desempeña una actividad de mediación/conciliación. Se connota 
también como instrumento de apoyo a la solución de la crisis de sujetos económicos sustraidos del 
sistema de las tradicionales soluciones concursales. 

La suya es una función de "consultor, aunque tercero con respecto al deudor y a los acreedores 

                                                                                                                                                                                 
entender es el de un facilitador: un sujeto fiable (es requisito previsto para la constitución de los Organismos y para ser 
designados por el Juez) que atempere la rigidez, encuentre la solución de una situación que parece atascada y abra 
canales de comunicación entre las partes. Más de un apunte sobre un sujeto o Ente facilitador puede extraerse de los 
ordenamientos latino-americanos. Bajo este aspecto se presenta interesante el ordenamiento chileno. En Chile la Ley de 
Quiebra n. 18.175 ha sido modificada una primera vez en 2005, con la Ley 20.004 de 8 de marzo, y una segunda vez con 
la Ley 20.080 de 24 de noviembre de ese mismo año. En esta última se disponía la incorporación de la normativa 
concursal en el libro IV del Código de Comercio, aunque manteniendo el capítulo II de la Ley 18.175, Orgánica de la 
Superintendencia de Quiebras. La ley está estructurada en doce títulos que integran el Libro IV de las quiebras del citado 
Código de Comercio de Chile. La estructura tiene ciertas analogías con la ley italiana. Como observa A.A. DASSO, 
Derecho concursal comparado, Buenos Aires, 2008, 301; «el Titulo I está destinado a las disposiciones generales, con 
principios comunes aplicables tanto a la quiebra liquidativa como a la prevención». La ley chilena prevé un 
procedimiento preventivo (convenio judicial preventivo) y otro liquidativo (quiebra). Ambos se apoyan sobre el estado 
de insolvencia que prevé el principio de dificultades de comunicación y, por tanto, de negociación. Como en Italia, el 
acreedor chileno no puede presentarse directamente a una propuesta de convenio preventivo (convenio judicial 
preventivo), pero tiene la facultad –demostrando la existencia de un estado de insolvencia– de solicitar la declaración de 
quiebra (art. 39, «La quiebra podrá ser declarada a solicitud del deudor o de uno o varios de sus acreedores») del 
empresario que ejercite actividad comercial, industrial, minera o agrícola, también cuando su crédito no sea exigible. 
Esto sólo en los siguientes casos: 1) «Cuando el deudor contra el cual existieren tres o más títulos executivos y vencidos, 
provenientes de obligaciones diversas, y estuvieren iniciadas, al menos, dos ejecuciones, no hubiere presentado en 
todas éstas, dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requerimientos, bienes bastantes para responder a las 
prestación que adeude y las costas y 2) Cuando el deudor se fugue del territorio de la República o se oculte dejando 
cerradas sus oficinas o establecimientos, sin haber nombrado persona que administrare sus bienes con facultades para 
dar cumplimiento a sus obligaciones y contestar nuevas demandas» (art. 43). Como alternativa el acreedor chileno 
puede solicitar al tribunal que ordene al deudor a presentar una propuesta de convenio. Según el art. 172 Ley de 
Quiebra de Chile «Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior –que atribuye únicamente al deudor la 
legitimación a solicitar «el convenio judicial preventivo»– el acreedor que se encuentren algunos de los casos previstos 
en los números 1 y 2 del D.O. 29/11/2005 artículo 43, podrá solicitar el tribunal competente que ordene al deudor, o a la 
sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días desde la 
notificación (...)». A continuación el deudor, en base a lo dispuesto en el art. 177-ter «podrá solicitar al tribunal (…) que 
cite a una junta de acreedores (...) a fin que ella designe un experto facilitador». Si el experto facilitador no resuelve su 
obligación dentro del término fijado, el juez dictará de oficio la quiebra. Los honorarios del experto facilitador son a 
cargo del deudor, con el que deberá negociar. En caso de desacuerdo serán determinados por el juez y gozarán, al igual 
que los gastos en los cuales incurra, de preferencia, lo cual no implica sin embargo la posibilidad para el acreedor de 
formular el plan de convenio. Ante el requerimiento del juez para la presentación del convenio el deudor puede valerse 
de un procedimiento alternativo, solicitando a la junta de acreedores la designación de un experto facilitador que en el 
plazo de treinta días desde su nombramiento deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del 
deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que la quiebra o, en caso contrario, solicitar al 
tribunal la declaración de quiebra, que en ese punto deberá ser declarado sin ulterior formalidad. Ante la introducción 
del Organismo de reorganización de la crisis, que constituye una novedad para nuestro ordenamiento, es estimulante 
extraer la experiencia de aquellos ordenamientos latino-americanos que han previsto un ente (Indecopi en Perù; Ifecom 
en Messico y la Superintendencia de Sociedades in Colombia) que se erige como garante/facilitador en el procedimiento 
de solución de las crisis. Para el estudio de la normativa con comentarios y comparaciones nos remitimos a la obra de 
A.A. DASSO, Derecho concursal comparado, Buenos Aires, 2008. 
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(e imparcial)" para una actividad "desarollada en favor de las partes con el fin de contribuir a la 
elaboración de un plan factible (...)”. 

No se trata, por lo tanto, de una función de control igual a la ejercida por otros profesionales 
disciplinados en la Legge fallimentare, sino de una mediación cualificada, caracterizada por la 
independencia y la imparcialidad OCC . 

La presencia del OCC es muy importante, ya que con estos procedimientos conduce a la 
liberación de las deudas pendientes. 

Si para el empresario persona física la esdebitazione estaba presente en nuestro sistema 
concursal en todos los ámbitos: en los instrumentos de concordato, en presencia de una 
implementación completa del plan, y en la quiebra mediante la concesión, sin perjuicio de la 
evaluación judicial de los requisitos y las condiciones de esdebitazione; nada de esto existió hasta 
2012 para el deudor (empresario o no) excluidos de los procedimientos concursales disciplinados 
en la Legge fallimentare. 

Es la idea del rescate, es la idea de la mano amiga que ayuda a salir de una situación tragica, 
que está principalmente a la base de la disciplina del plan de consumidor. Este plan, en efecto, es 
impuesto a los acreedores si el juez lo homologa. Falta una negociación previa. 

En este sentido, el instrumento tiene que lidiar con el derecho del sujeto, aun cuando deudor, a 

una vida libre y digna que en el Sistema Jurídico italiano constituye "especialmente en su 

integración con el sistema jurídico de la UE, uno de los derechos inviolables y/o núcleo de la 

ciudadanía, en este caso un derecho social que debemos reconocer, más allá de todas las 

nacionalidades, cada persona humana, de conformidad con el art. 2, Cost., (...) En esta 

perspectiva, la esdebitazione se aleja cada vez más de la lógica puramente economicista de la ley 

estadounidense de quiebra del consumidor a ser más coherente con el grado actual de desarrollo 

de la ley italiana, que tiene como objetivo recuperar una protección unitaria de los derechos de la 

ciudadanía en su regulación del mercado (…)¨. 

Nuestro "producto", sin embargo, tiene diferentes perfiles de incertitumbre y de complicación 
en su puesta en acto que probablemente determinan la baja utilización de los procedimientos 
regulados en el mismo. VATTERMOLI evidencia las lagunas existentes en la disciplina del 
procedimiento de liquidación. 

En primer lugar se trata de procedimientos que unen a diferentes actores (empresarios, 
profesionales y consumidores) y a diferentes tipos de crisis. 

Por lo tanto, si es comprensible el apoyo ofrecido a los consumidores en la preparación de una 
propuesta y de un plan a través del (o mejor dicho, con la obligación de que necesariamente se 
hace uso de) un OCC que lo guía en el laberinto de la solución negociada de la deuda, menos 
comprensible la misma previsión con respecto a los empresarios, ya que les priva de la 
oportunidad de elegir un profesional de confianza. 

Esto sin nada quitar al interesante y nuevo OCC, que probablemente podría desempeñar un 
papel útil como facilitador, sin embargo, junto con los profesionales elegidos por el deudor, en 
todos los procedimientos y procesos para la solución de una crisis. 

Pienso a la propuesta y el plan para un acuerdo de reestructuración (en esta veste se ofrece la 
herramienta en el Art. 7) redactados cuando aún no se ha alcanzado el acuerdo y por lo tanto sin 
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saber el impacto que esta propuesta tendrá en los acreedores. En esta perspectiva, la tarea de un 
facilitador será útil, aunque sólo sea para tratar de darse cuenta de las expectativas del deudor en 
el momento de la elaboración del plan. 

Pero cuando aparece un momento de toma de decisiones (no parece apropiado llamarlo, de 
hecho, deliberativo) colocado dentro del procedimiento, salta a la similitud con el concordato de 
que, sin embargo, está ausente el más destacado momento, a saber, la reunión de los acreedores 
en la asamblea para discutir y votar. 

Así, la ley establece que la recogida de las adhesiones suceda por el OCC quien redactó el plan 

y la propuesta, ha hecho una primera atestación, supervisa el deudor y el plan, y, luego recibidas 

las adhesiones, elabora un informe sobre las posiciones adoptadas por los acreedores, y redacta 

una segunda certificación de factibilidad. 

El proceso es largo y complejo. Sin embargo en esta alternancia de informes y declaraciones, no 
se puede asegurar una actividad imparcial del OCC y la eficiencia de la solución propuesta por el 
Legislador para el sobreendeudamiento. 

En este momento hay una Propuesta de ley n. 3884 que prevee algunas relevantes 
modificaciones sobre: 

 La noción de consumidor 

 La lista de categorías de deudores 

 La propuesta no admisible sólo si el sujeto había conseguido la esdebitazione en los 
últimos 5 años o en todo caso, dos veces 

 La evaluación del mérito crediticio. Evaluación de la conducta del financiador 

 La evaluación del estado de necesidad del consumidor 

 La reducción de la mayoria (50%+1) 

 Las medidas protectivas en el plan del consumidor 

 El rol del deudor en la rinuncia al acuerdo o al plan para llegar al procedimiento de 
liquidación 

 La ampliación de la esdebitazione: persona física y jurídica. Al deshonesto se la puede 
negar. Se elimina la revoca de la esdebitazione sin límites temporales. Podría llegar 
dentro de pocos meses una ley delega para una reforma también de esta disciplina, 
además de la Legge fallimentare. 

REINO UNIDO - La legislación del Reino Unido sobre el tema que nos ocupa, tiene una larga 
tradición y ofrece múltiples procedimientos y niveles de soluciones, a elección del consumidor, con 
el doble objetivo de estabilizar y reescalonar las deudas durante un período de tiempo, y 
cancelarlas después de la conclusión de tal repago reprogramado. 

En el 1984 ha sido introducido el instrumento de “County Court Administration Orders” (CCAO) 
como medio para facilitar la recuperación de pequeñas deudas protegiendo al consumidor de la 
molestia en la recuperación de deudas. Los deudores pueden presentar una solicitud de la CCAO a 
la corte local que considera si el deudor tiene medios suficientes para pagar la deuda en cuotas a 
lo largo de un período de tiempo razonable. 
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The County Court ordena el reembolso bajo el cual los acreedores no pueden tomar medidas 
adicionales. Si el Tribunal establece que no hay fondos suficientes, o el deudor o acreedor se 
oponen al plan, el caso pasa a un Tribunal de Distrito que finalmente define un plan. 

Sin embargo, con la Ley de Insolvencia de 1986, ahora el sistema jurídico del Reino Unido 
favorece un procedimiento de solución extrajudicial que crea arreglos alternativos elegidos por el 
deudor que en la mayoría de los casos imponen una reorganización de la deuda y nuevos planes a 
los prestamistas. 

En virtud del procedimiento de acuerdo voluntario individual (IVA), los deudores tienen 

derecho a solicitar una composición con los acreedores. Se trata de un acuerdo legal de naturaleza 

contractual en el que el deudor propone un plan de reembolso a los acreedores a través de un 

insolvency practitioner con licencia. Para seguir adelante, el plan necesita la aprobación de las tres 

cuartas partes de los acreedores por valor. Por lo general, los profesionales de la insolvencia y los 

prestamistas han establecido términos estándar junto con un protocolo para el tratamiento de 

casos estándar. 

Los tribunales tienen un papel limitado de supervisión bajo el procedimiento de IVA, y los 
acreedores insatisfechos pueden apelar los planes de reembolso aprobados a los tribunales. 

Alternativamente, los deudores incapaces de pagar sus deudas pueden solicitar la quiebra, que 
es una liquidación de activos completa y el procedimiento de cancelación de la deuda. 

Es un procedimiento dirigido por los Tribunales donde se venden los activos del deudor y se 
establece un plan de pago por un período de hasta tres años. Las deudas fuera del plan se 
descargan (liberación de las deudas) después de un año. 

Bankruptcy Restrictions Orders and Bankruptcy Restrictions Undertakings han introducido para 
sancionar a los deudores que han actuado de manera irresponsable o deshonesta, prohibiéndoles 
participar en una serie de actividades profesionales durante un período de hasta quince años. 

Por último, en virtud del procedimiento de Debt Relief Order (DRO), los deudores sin activos, 
bajos ingresos disponibles y deudas de hasta 15.000 esterlinas pueden participar en este 
procedimiento administrativo siempre que no se hayan beneficiado de él en el anterior seis años. 

Los deudores admitidos al procedimiento están protegidos de la ejecución durante un año y se 
liberan de sus obligaciones. 

Dentro del marco legal descrito para las soluciones de deuda, la FCA considera que los 

prestamistas hipotecarios y los administradores todavía necesitan poner mayor énfasis en ofrecer 

resultados más justos para los clientes en la gestión de los atrasos en función de sus circunstancias 

individuales. 

 

Las preguntas y nuestras respuestas. 

Los investigadores participantes se han preguntado: 

A. si es necesaria una reglamentación específica para solucionar este tipo de crisis o si, al 
revés, los instrumentos del código procesal civil puedan bien desarrollar la tarea de 
proteger los acreedores por un lado y de respectar la normal fragilidad de este tipo de 
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deudor. 

Los participantes están convencidos sobre la peculiaridad del fenómeno que no puede 
reconducirse a lo del empresa. Es verdad que la dimensión de la crisis es pequeña por el número 
de los acreedores y por el monto de las deudas y que, por lo tanto, un procedimiento concursal, 
quizás simplificado, podría en apariencia solucionar la cosa. Sin embargo la dimensión no es 
absolutamente la característica fundamental. Hay que mirar sobretodo al impacto social del 
fenómeno. 

La consecuencia es que no están en juego sólo los intereses de los acreedores. Una solución 
que mire solo a la restructuración de las deudas con aplicación de los mismos principios creados 
para el empresario seria parcial. Hay que educar el consumo, hay que reglamentar la concesión de 
crédito a las personas naturales, hay que respectar las normas constitucionales sobre el derecho a 
una vida digna. 

En este sentido es necesaria una reglamentación específica que no se pare a organizar un 
concurso de acreedores. 

B. si una eventual reglamentación tenga que ser de naturaleza concursal y, además, si 
tenga que ser colocada en el ámbito administrativo o judicial. 

Como hemos visto la solución francesa ha sido objeto de interés por parte de muchos Países. La 
exclusiva intervención del juez sin la participación de un organismo que pueda acelerar y 
simplificar la gestión de un acuerdo, parece esencial. Estamos delante a sujetos sin preparación, 
con escasos medios para pagar hábiles profesionales, con ninguna organización contable. Parece 
por lo tanto oportuna la intervención de un sujeto de naturaleza administrativa que pueda agilizar, 
sustentar el deudor débil y aconsejarlo hacia la mejor solución. 

C. si tenga que ser una reglamentación concursal especifica o, al revés, tenga que ser 
utilizada la misma ley concursal para la insolvencia del empresario comercial. 

Como explíca Germán E. Gerbaudo391: “Aplicar un ú nico proceso concursal a todo tipo de 
sujeto provoca inequidades y no resuelve el problema de los consumidores sobreendeudados. 

La unidad de procedimiento genera mayores costos, demoras judiciales, pérdida del crédito  de 
los acreedores y la destrucción del patrimonio del deudor. 

No puede aplicarse el mismo proceso a un grupo de sociedades, a un pequeño emprendedor y 
a una persona humana sobreendeudada. Creemos que el proceso concursal debe servir al 
consumidor para superar su situació n de sobreendeudamiento y no como una forma de alongar 
una agonía”. 

La misma reglamentación concursal no puede fácilmente ser utilizada. Los problemas son 
diversos con relación a la dimensión y a los interés en juego. Véase respuesta a la pregunta A) 

D. y si se trata de una reglamentación concursal específica, tenga que ser declinada en 
instrumentos negociales y de liquidación o si, al revés, tenga que ser sólo de un tipo. 

La variedad de procedimientos es útil. Las situaciones son diferentes. No siempre puede 
solucionarse una crisis del consumidor con un acuerdo. Si no hay patrimonio o flujos no será 

                                                           
391 El problema del consumidor sobreendeudado. La necesidad de un proceso concursal especial y la crítica a la 
jurisprudencia que desestima los pedidos de propia quiebra ante la ausencia de activo liquidable, in Diario Comercial, 
Econó mico y Empresarial Nro 112 – 29.03.2017 
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posible prever un plan de pagos. La liquidación será la única vía. 

Está claro que puede apreciarse un ordenamiento – la elección es difícil – que prevea una 
liberación de las deudas prescindiendo de la liquidación si el deudor no tiene más nada. 

E. si tenga que tratarse de un procedimiento exclusivamente voluntario o, al revés, pueda 
ser prevista una legitimación a la iniciativa de diversos sujetos (acreedor, ministerio 
público). 

Hemos visto que siempre para un procedimiento negocial hay una legitimación absoluta y 
exclusiva para el deudor. Parece que la concurrencia que en algunos ordenamientos esta 
ingresando para el pedido de solución concordataria del empresario (pudiendo el acreedor 
presentar un pedido en competencia) no pueda absolutamente darse con respecto al 
sobreendeudamiento del consumidor. Si para el concordato de un empresario, el acreedor o un 
tercero pueden imaginar una inversión, en el procedimiento para el consumidor seguramente 
ninguno de estos sujetos podría tener interés en proponer una reestructuración de la deuda. 

F. en caso de procedimiento judicial, cuál tendría que ser el rol del juez de frente a la 
negociación de las partes? 

En este caso el rol del juez – véase la disciplina italiana del plan del consumidor - puede ser más 
fuerte con respecto a la intervención en los concordatos para la empresa. Hay casos de 
sobreendeudamiento del consumidor que podrán ser impuestos por el juez todas las veces que lo 
ofrecido represente el único medio para llegar a la conclusión de la situación. 

G. si hay que introducir la liberación de las deudas residuales y si ésta pueda intervenir 
sólo en el caso de satisfacción por lo menos en parte de las deudas o si pueda ser 
admitida también en caso de absoluta incapacidad patrimonial. 

Este es el tema mas caliente. Dos diversas instancias se enfrentan: por un lado la de los 
acreedores y por el otro la social, sensible a la tesis del perdón. 

Vemos que por parte del Organismos internacionales hay un empuje hay una liberación de las 
deudas rápida y ágil pero después de un procedimiento de liquidación del patrimonio 
independientemente de lo que el deudor ha logrado pagar. 

 

Prof. Stefania Pacchi 
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2) Grupo de investigación 2: “Tratamiento de las garantías a favor de concursados 
constituidas sobre bienes de terceros”  
Director: Prof. Dr. Efraín H. Richard (Argentina) y Alicia Ferrer (Uruguay)    

Integraron este grupo de investigación:  

a. Juan Goldemberg (Chile)  
b. José Antonio García Cruces (España)  
c. Elianne Estecche de Fernández (Venezuela) 
d. Juan José Rodríguez Maseda (Colombia) 
e. Carlos Molina Sandoval (Argentina) 
f. Sergio Gabriel Ruiz (Argentina)  
g. José María Pérez Paz (Argentina)  
h. Verónica Francisca Martínez (Perú)  
i. Israel Creimer- Teresita Rodriguez Mascardi- Alicia Ferrer Montenegro (Uruguay) 
j. Jean Paul Brousset (Perú) 
k. Roberto Alfredo Muguillo (Argentina)  
l. Efrain Hugo Richard (Argentina) 
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“GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN” 

 
Presentación de María del Carmen BIMA, Alicia FERRER MONTENEGRO y Efraín Hugo RICHARD 

 
Propuesta de investigación colectiva de ALICIA FERRER y EFRAÍN HUGO RICHARD. 

 
 

INTRODUCCION 

Es común en estos tiempos que frente al requerimiento de financiación por partes de las 
empresas, entendidas estás como la reunión de sujetos -aun comprendida hoy en algunas 
legislaciones la sociedad unipersonal- con el fin de alcanzar un objeto social predeterminado, ésta 
decida afianzar sus obligación, ya no comprometiendo el su capital social, sino requiriendo ¨a 
terceros¨ a fines o no, un apalancamiento a la solicitud de financiación respectiva.  

Es así como las empresas al solicitar asistencia crediticia frente a los avatares económicos de 
estos tiempos, comprometen a un tercero otorgando garantía hipotecaria sobre un inmueble de 
su propiedad y sin este ocupar el roll de fiador o codeudor de esa obligación originaria. 

En una hipótesis más acotada pero actual, posicionamos a esta misma empresa en el marco de 
un concurso preventivo de acreedores en búsqueda de arribar a un acuerdo preventivo 
homologado. 

Así planteado, interesante será dilucidar los distintos mecanismos utilizados por las 
legislaciones locales frente a la particular participación de este tercero que se involucra en una 
relación financiera sin más beneficios que otorgar una garantía con bien propio y el tratamiento 
que puede llegar a tener  su obligación, máxime cuando se hubiere homologado el acuerdo 
preventivo de la obligada principal, atento a que algunas legislaciones preveen como uno de los 
efectos la novación concursal. 

Sin duda la cuestión se enriquecerá en la investigación, ajustando o ampliando el planteo 
informativo formalizado en las preguntas. 

Metodologia de trabajo: La presente investigación parte de un supuesto fáctico básico al cual 
se le agregan distintos escenarios para circunscribir el caso en hipótesis de posible acción en la 
práctica. A partir de estos supuestos es que se proponen preguntas para acotar y delimitar las 
cuestiones a abordar. 

A continuación se presentan las exposiciones de cada uno de los partícipes en la investigación, 
las que se dividen por CAPÍTULOS en consonancia con los países de los participantes, involucrando 
así varios países de la región y advirtiendo como cada una de las legislaciones aborda o no los 
temas planteados. Algunos de los expositores presentan  sus criterios a través de escritos 
doctrinarios, jurisprudenciales y/o respondiendo a las preguntas esbozadas al inicio, partiendo 
siempre de los supuestos iniciales. 

Se concluye con un análisis comparativo de las opiniones y legislaciones, vertidas a través del 
desarrollo lo que nos permite conocer cómo es que los supuestos fácticos se desarrollan en la 
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actualidad en las legislaciones locales analizadas, finalizando con el ANEXO que contiene 
valiosísima información directa o indirectamente ligada con el tema que dejamos presentado. 

El problema: El supuesto fáctico básico. Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor 
requiere una garantía hipotecaria de un tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni 
principal pagador, ni fiador o garante en forma personal. 

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

Segundo supuesto. Las mismas preguntas se responderán para el caso que el tercero también 
se haya constituido en fiador, principal pagador, además de hipotecar para garantizar deuda de un 
tercero, siempre que el deudor concursado el de la obligación principal y el tercero se obliga en 
garantía del mismo. 

Otros supuestos. -¿Si el deudor y/o el tercero es o son sociedades cambiaría alguna de las 
respuestas?  

-Si algún país prevé quita o espera lograda por mayorías en el concurso de la persona humana o 
jurídica: ¿la misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de acuerdo a homologar a la 
hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no concursado?  

 En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar hipotecariamente 
o si también se ha constituído como garante personal de la obligación del concursado? 

-El caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo económico, 
¿alguna respuesta cambiaría? 

Las preguntas:  

1. ¿El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

2. En caso afirmativo, ¿En que carácter debe hacerlo? ¿Quirografario o hipotecario? 

3. ¿Puede votar la propuesta? 

4. ¿Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o está sujeta a alguna condición 
procesal? 

5. ¿El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

6. En caso afirmativo ¿En qué carácter debe hacerlo? 

7. ¿Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

8. ¿Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

9. ¿El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

10. ¿De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 
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CAPITULO CHILE 

 

EXPONENTE: JUAN GOLDENBERG 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

LAS PREGUNTAS, que podrán ser perfeccionadas por los intervinientes: 

 

1. ¿El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

En el marco del procedimiento concursal de reorganizaciónn (Capítulo III de la Ley N° 20.720) 
los acreedores garantizados (prendarios e hipotecarios) forman parte del concurso. Para estos 
efectos, el crédito debe incorporarse en la nómina de créditos reconocidos, sea en razón del 
reconocimiento que hace el propio deudor al momento de presentar sus antecedentes al tribunal 
(por medio de un certificado emitido por un auditor independiente fiscalizado por la 
Superintendencia de Valores y Seguros) o, en caso de omisión o errores en la identificación del 
crédito, por medio de la verificación del mismo dentro del plazo de ocho días contados desde la 
notificación de la resolución de reorganizaciónn. 

2. En caso afirmativo, ¿en qué carácter debe hacerlo? ¿Quirografario o hipotecario? 

El crédito garantizado puede formar parte de la categoría o clase de los créditos garantizados o 
de los créditos valistas (quirografarios), para lo cual debe tenerse presente el avalúo comercial del 
bien sobre el cual recae la garantía. si dicho valor es igual o superior al crédito, todo el crédito 
garantizado forma parte de la clase o categoría de los créditos garantizados. Lo anterior, a menos 
que el acreedor garantizado renuncie total o parcialmente a su preferencia. En cambio, si el valor 
comercial de la garantía es inferior al monto del crédito garantizado, el crédito se dividirá de tal 
manera que sólo la parte cubierta por la garantía forma parte de la clase o categoría de los 
créditos garantizados y el remanente forma parte de la clase o categoría de los créditos valistas 
(quirografarios).  

3. ¿Puede votar la propuesta? 

Para estos efectos, en el caso se tratará de un acreedor hipotecario cuya garantía ha sido 
otorgada por un tercero. A estos efectos, la norma distingue si se trata de un bien esencial o no 
esencial para el giro de la empresa. Para que el bien se declare como no esencial, el acreedor debe 
presentar tal solicitud ante el tribunal dentro del plazo de 8 días contados desde la notificación de 
la resolución de reorganización. Si se declara como esencial, forma parte del acuerdo y debe votar. 
Si no vota, los resultados de la votación (conforme al régimen de las mayorías) le resulta 
igualmente oponible. En caso que se declare que el bien no es esencial, el acreedor tiene una 
opción: si vota, se entenderá que quiere formar parte del acuerdo, por lo que los resultados le 
resultan oponibles; si no concurre a la junta de acreedores llamada para votar o se abstiene de 
votar, el crédito garantizado (en la parte garantizada en los términos explicados en la respuesta 
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anterior) no forma parte del acuerdo y el acreedor puede ejecutar libremente la garantía fuera del 
concurso conforme a los términos originales del crédito. 

4. ¿Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o esta sujeta a alguna condición 
procesal? 

Durante la tramitación del procedimiento concursal de reorganización se suspende el derecho 
de todos los acreedores de iniciar ejecuciones en contra del deudor y de hacer efectivas las 
garantía invocando como causal el inicio del procedimiento, todo ello bajo la lógica de la 
denominada "protección financiera concursal". Conforme a lo anterior, desde la notificación de la 
resolución de reorganización y, en general, hasta la fecha de la junta de acreedores, no es posible 
la ejecución. 

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, ¿debe 
verificar crédito en este concurso? 

En caso que el tercero haya solucionado la deuda y, en consecuencia, hubiese operado un pago 
con subrogación, deberá hacerse parte en el acuerdo de reorganización. 

6. En caso afirmativo, ¿en qué carácter debe hacerlo? 

Si bien la normativa concursal no lo resuelve, deben aplicarse las reglas del pago con 
subrogación del Código Civil, por lo que debería entenderse que lo hace en carácter de acreedor 
preferente (garantizado).   

7. ¿Cual es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

Depende del contenido del convenio. Para que se entienda que existe novación, debe existir 
una alteración sustancial entre las obligaciones originales y el contenido del convenio. No se 
entiende, por ejemplo, existir novación por el hecho de las quitas o esperas. 

8. ¿Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

Estimo que no hay efecto novatorio en el caso propuesto conforme a la ley chilena.  

9. ¿El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

Estimo que no hay efecto novatorio en el caso propuesto conforme a la ley chilena.  

10.  De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

Sólo acción de subrogación.  

UN SEGUNDO SUPUESTO: LAS MISMAS  PREGUNTAS SE RESPONDERÁN PARA EL CASO QUE EL 
TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE 
HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. SIEMPRE QUEDANDO EN CLARO QUE ES EL 
DEUDOR CONCURSADO EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL 
MISMO. 

En general, las respuestas son las mismas, pero si se quiere hacer efectiva la garantía personal 
deberá distinguirse si el acreedor vota el acuerdo (caso en el cual no puede hacer efectiva la 
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garantía, sino pagarse en los términos del acuerdo), o si no concurre o se abstiene de votar en la 
junta (caso en el cual no forma parte del acuerdo, y puede hacer efectiva la garantía personal). 

Y UNO O DOS ÚLTIMOS SUPUESTOS PARA LAS MISMAS PREGUNTAS: ¿SI EL DEUDOR Y/O EL 
TERCERO ES O SON SOCIEDADES CAMBIARÍA ALGUNA DE LAS RESPUESTAS? 

No hay cambios en razón de lo anterior. 

SI ALGÚN PAÍS PREVÉ QUITA O ESPERA LOGRADA POR MAYORIAS EN EL CONCURSO DE LA 
PERSONA HUMANA O JURÍDICA: ¿La misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de 
acuerdo a homologar a la hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no 
concursado? (Esta pregunta se introduce por lo informado por Jesús QUIJANO GONZALEZ en el 
Foro sobre Pre Insolvencia, del que acabamos de recibir completa información del colega Juan 
Carlos RODRÍGUEZ MASEDA) 

En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar hipotecariamente 
o si también se ha constituído como garante personal de la obligación del concursado? 

No entiendo la pregunta. Ruego aclarar el supuesto. 

José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las preguntas 
anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo 
económico, ¿alguna respuesta cambiaría? 

La ley chilena no contempla regulaciones especiales para concursos de grupos económicos. 
Sólo debe considerarse que los créditos de las personas relacionadas que no se encuentren 
documentados con a lo menos 90 días antes del inicio del concurso se entenderán legalmente 
pospuestos al pago de los dempas créditos. Asimismo, debe considerarse que las personas 
relacionadas carecen de derecho a voto. 
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EXPONENTE: JUAN ESTEBAN PUGA V.  

 

La legislación de Chile tiene una expresa previsión: En caso que el bien no esencial sea de 
propiedad de un tercero, el artículo 95.3 LRLAEP ofrece una mecánica diversa. En tal caso, deberá 
distinguirse la actitud del deudor en la Junta de acreedores llamada a pronunciarse sobre el 
acuerdo, estimando, en este caso, que el acreedor se encontrará en mejor posición para 
determinar si prefiere la ejecución separada de la garantía o renunciar a tal derecho haciéndose 
parte del acuerdo. Por ello, si el acreedor vota a favor del acuerdo, se sujetará a los términos y 
modalidades del mismo y no podrá perseguir su crédito en términos distintos a los estipulados. 

La norma no indica qué ocurre en caso de que el acreedor vote en contra del acuerdo de 
reorganización. Creemos que lo anterior se debe a una asunción errónea del legislador, en el 
sentido de entender que si el acreedor vota en contra no se logrará el quórum de aprobación, lo 
que, en todo caso, dependerá de la conformación del pasivo. Ante tal silencio, nos parece que una 
votación en contra igualmente implica el deseo del acreedor de formar parte de la voluntad 
colegial, por lo que termina asumiendo los resultados de la votación. De este modo, si a pesar de 
su voto negativo se logra el quórum de aprobación, entendemos que los efectos jurídicos son los 
mismos que aquellos que describe la ley para el voto favorable.  

Tus comentarios1 dan para mucho y yo de verdad  creo que el mecanismo de la responsabilidad 
limitada y la personalidad jurídica tiene múltiples defectos, con o sin proceso concursal, pero tiene 
infinitos beneficios para la sociedad que compensan con mucho sus falencias. 

El asunto de las quitas es una realidad que debe imponerse sólo cuando sin ellas aún el tramo 
no condonado se pagaría y a condición de que durante todo el proceso de  cumplimiento los 
socios o los accionistas primitivos no retiren utilidades. Lo esencial aquí es que la ley debe estar 
bien hecha para que no se abuse del instrumento. 

Yo, contrariamente a lo políticamente correcto, creo que se ha gestado un gran daño en el afán 
de salvar empresas en crisis. La empresa es un instrumento para producir riqueza y si no las 
produce- pues las empresas insolvente producen y esparcen pobreza- lo sano es liquidarlas.  Mis 
investigaciones de mercados como Gran Bretaña, Alemania, Francia, Chile y EEUU (este más difícil 
de discernir) me arroja una triste estadística: que de cada 10 concursos formales 9 terminan en 
liquidación y 1 en reorganización efectiva, de forma que lo razonable sería presumir la liquidación 
salvo prueba fehaciente de la salvabilidad de la empresa. Ese era  el sistema francés en nuestros 
países hasta bien entrado el siglo XX. Con esto lo que se logra es poner en movimiento 
rápidamente los activos del deudora y reinsertarlos en la economía para beneficio de 
sus  acreedores. No hay que olvidar que muchas veces, la mejor forma de salvar una empresa es 
liquidándola, esto es, vender sus activos como una empresa en marcha o unidad económica  que 
desde luego funcionará mejor en manos de un empresario solvente.  

Ahora para limitar los abusos de la responsabilidad limitada y la personalidad jurídica en 

materia concursal, muchos países (v.gr. Francia, Inglaterra y Gales, y Alemania) ha consagrado 
una responsabilidad de los administradores por el daño que se siga en la continuidad de la 
empresa inviable. En materia penal también se ha extendido la responsabilidad criminal no solo a 
los administradores de derecho sino también a los de hecho, muy útil en países como los nuestros 

                                                           
1
 Nota del Editor: dialoga el exponente con Efraín Hugo Richard. 

http://v.gr/
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en que las empresas tienen controladores que muchas veces no integran ni los directorios ni son 
gerentes de las compañías. 

Por último, hay países como España y Alemania donde para quitas muy significativas se exigen 
quórums muy altos y además no liberan de responsabilidad penal a los deudores o sus 
administradores que logran estos acuerdos. 

En todo caso son temas interesantes que en países con mayor prestigio judicial (v.gr Francia, 
Alemania, USA y UK) los jueces tienen un mayor ámbito de actuación para cada caso. En países 
como los nuestros lo tradicional ha sido una ley muy rígida, Chile tal vez el peor y por eso son muy 
pocos los casos en Chile que llegan a procedimientos concursales formales. 
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CAPITULO ESPAÑA 

 

EXPONENTE: JOSÉ ANTONIO GARCIA CRUCES 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

 
      SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO -LUEGO SE AMPLIARÁ A OTROS SUPUESTOS-: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantia hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal.  

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

PREGUNTAS: 

1.  EL ACREEDOR DEBE SOLICITAR VERIFICACIÓN-RECONOCIMIENTO DE SU CRÉDITO EN EL 
CONCURSO DEL DEUDOR? 

La respuesta ha de ser positiva, pues en cuanto acreedor deberá comunicar su crédito en el 
concurso a fin de quedar integrado en la masa pasiva. No pueden aplicarse, salvo que concurran 
circunstancias particulares, las reglas de reconocimiento necesario de tal crédito (art. 86 LC), pues 
el gravamen se constituye sobre un bien que no está integrado en la masa activa del concurso. 

2. EN CASO AFIRMATIVO EN QUE CARÁCTER DEBE HACERLO? QUIROGRAFARIO O 
HIPOTECARIO? 

Ese crédito, frente al deudor concursado, es un crédito ordinario. La garantía se ha constituido 
sobre un bien ajeno a la masa activa del concurso, pues su titular/propietario es un tercero ajeno 
al procedimiento concursal. 

3. PUEDE VOTAR LA PROPUESTA? 

Sí, en su condición de acreedor ordinario. 

4. PUEDE INICIAR DE INMEDIATO LA EJECUCIÓN HIPOTECARIA O ESTA SUJETA A ALGUNA 
CONDICIÓN PROCESAL? 

Es perfectamente posible dar inicio de forma inmediata a la ejecución hipoetcaria, pues la 
suspensión de la ejecución de garantías reales por causa del concurso solo afecta a los bienes 
integrados en la masa activa, pero no cuando el concursado sea “tercer poseedor”, como es el 
caso (art. 56 LC). 

5. EL TERCERO QUE OTORGÓ LA HIPOTECA EN GARANTÍA DE LA DEUDA DEL AHORA 
CONCURSADO, DEBE VERIFICAR CRÉDITO EN ESTE CONCURSO? 
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No, salvo que se hubiera ejecutado la garantía o hubiera atendido el pago garantizado con ese 
gravamen real. En tal caso, se subrogaría en la posición del acreedor inicial (esto es, aquél que 
hubiera visto reforzado su crédito con el gravamen constituido sobre que no es propiedad del 
concursado). 

6. EN CASO AFIRMATIVO EN QUE CARÁCTER DEBE HACERLO? 

Si comunica su crédito por haber atendido el pago del crédito que garantizó con la hipoteca 
constituida sobre un bien de su propiedad (acción de reintegro), Tendrá la misma clasificación que 
tuviera el acreedor inicial. 

7. CUAL ES EL ALCANCE DE LA NOVACIÓN CONCURSAL EN SU CASO DEL ACUERDO 
HOMOLOGADO? 

En realidad, el acuerdo – o, en su caso, el convenio – no supone una auténtica novación sino, 
mejor, un “pactum de non petendo”, cuya eficacia práctica es muy similar pero que tiene como 
consecuencia que su incumplimiento permita reclamar de modo inmediato el total del crédito. 

En principio, y respecto de las garantías reales no hay una norma similar a la prevista en el 
apartado 9 de la Disposición Adicional 4ª LC. Por ello, cabría pensar – aunque puede resultar 
dudoso – que la quita o la espera surtan efectos. 

De este modo, el acuerdo alcanzado – por el cauce que fuera – entre el deudor/concursado y el 
acreedor delimitará el alcance de la garantía, de tal manera que el garante no deudor verá 
reducida o limitada el alcance del gravamen. 

8. ES OPONIBLE ESE ACUERDO AL ACREEDOR? 

En el Derecho español se establecen reglas particulares para que, bajo las condiciones previstas 
en la norma, pueda extenderse el acuerdo que se homologue frente al acreedor con garantía real 
que se oponga al mismo. Es la Disposición Adicional 4ª LC. 

9. EL TERCERO PUEDE OPONER ESA NOVACIÓN AL ACREEDOR, O SEA LA QUITA Y ESPERA 
LOGRADA POR EL DEUDOR DE LA OBLIGACIÓN GARANTIZADA CON LA HIPOTECA DE UN TERCERO? 

En principio, y respecto de las garantías reales no hay una norma similar a la prevista en el 
apartado 1 del artículo 135 LC. Por ello, cabría pensar – aunque puede resultar dudoso – que la 
quita o la espera surtan efectos. 

10.  DE NO PODERLE OPONER EL TERCERO AL ACREEDOR UNA EXCEPCIÓN, Y LA QUITA Y 
ESPERA, DEBIENDO SOPORTAR EL REMATE  DE SU BIEN O AFRONTAR EL PAGO DE SU PECULIO 
PARA EVITAR EL REMATE: ¿TIENE ALGUNA ACCIÓN CONTRA EL DEUDOR MÁS ALLÁ DE 
SUBROGARSE EN LOS DERECHOS DEL ACREEDOR A COBRAR LA CUOTA CONCURSAL PARA 
RECUPERAR LA TOTALIDAD DE LO PAGADO? 

Vid. respuestas 7 y 9. 

SEGUNDO SUPUESTO: CASO QUE EL TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, 
PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. 
SIEMPRE QUEDADO EN CLARO QUE ES EL DEUDOR CONCURSADO EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL 
TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL MISMO. 

En este supuesto el planteamiento ha de ser completamente distinto, pues el tercero no solo 
permite el gravamen de un bien de su propiedad sino que, además, asume una responsabilidad 
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personal – que recae sobre todo su patrimonio presente y futuro – al constituirse en fiador o 
deudor de refuerzo. 

En tales circunstancias, el acreedor cuenta con la responsabilidad patrimonial universal de ese 
tercero y, además, con un derecho de preferencia sobre determinados bienes, en razón del 
gravamen real que se constituyera. 

De ser éste el supuesto de hecho, el tercero no podrá valerse del contenido del acuerdo 
homologado o del convenio por expresa disposición legal. La LC con esta regla traslada el coste de 
la insolvencia del deudor sobre las espaldas del deudor de refuerzo. 

SUPUESTO DE CONSTITUCIÓN DE GARANTÍAS POR UNA PERSONA JURÍDICA INTEGRADA EN EL 
MISMO GRUPO QUE LA DEUDORA CONCURSADA O INSOLVENTE. 

El principal problema que se suscita en este caso, y que ha generado una gran polémica, es el 
relativo a la posibilidad de hacer venir a menos las garantías constituidas en el concurso del 
garante, a través del ejercicio de una acción de reintegración (en el caso español, es una acción 
rescisoria ex artículo 71 LC). 

Sobre este tema redacté para un trabajo bastante largo y que publiqué no hace mucho2. 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
2
 Que incorporamos en el último capítulo con otros trabajos periféricos a la cuestión en investigación. 
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CAPITULO VENEZUELA 

 

EXPONENTE: ELIANNE ESTECCHE DE F. 

 

TRATAMIENTO DE LAS GARANTÍAS A FAVOR DE CONCURSADOS, CONSTITUIDAS SOBRE 
BIENES DE TERCEROS. 

   

RESPUESTAS AL CUESTIONARIO FORMULADO POR LA INVESTIGACION COLECTIVA3  

EL SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantía hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal.  

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

De acuerdo con el artículo 1877 del Código civil venezolano, “la hipoteca es un derecho real 
constituido sobre los bienes del deudor o de un tercero, en beneficio de un acreedor, para 
asegurar sobre estos bienes el cumplimiento de una obligación”.  

En consecuencia, puede constituirse garantía hipotecaria sobre bienes de un tercero. Sin 
embargo, nada se dice sobre la posibilidad de constituirse en deudor o no. La doctrina y 
jurisprudencia asume que se obliga a la satisfacción del crédito, solo con el bien hipotecado. Si 
dicha garantía no satisface la totalidad de la deuda, no responde con su patrimonio. Con lo cual el 
tercero constituyente no asume el carácter de fiador, ni de principal pagador, no siendo su 
obligación personal ni solidaria. El tercero constituye una garantía real, en consecuencia solo 
garantiza hipotecariamente no como garante personal. 

LAS PREGUNTAS: 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

Sí 

Establece el artículo 995 del Código de comercio venezolano, “todos los créditos contra el 
fallido, cualquiera que sea su carácter, están sujetos a calificación en el juicio de quiebra”. 

En consecuencia, todo acreedor debe presentarse a solicitar su calificación, 
independientemente que la hipoteca se haya constituido sobre un bien del deudor o de un tercero 
(no deudor). 

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario? 

Como quirografario 

                                                           
3
 Nota del Editor: En Anexos agregamos un importante trabajo de la misma autora sobre los temas en análisis 
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Como dispone el artículo 1899 del Código civil venezolano, “el acreedor hipotecario puede 
trabar ejecución sobre la cosa hipotecada y hacerla rematar, aunque esté poseída por terceros…” 

En consecuencia, para el legislador civil venezolano es un acreedor hipotecario aun cuando la 
cosa se encuentre en manos de un tercero poseedor, teniendo derecho a la ejecución de la cosa.  

En el caso del tercero constituyente, nada se menciona, salvo que el término “terceros” lo 
incluya. 

 En cualquier caso, debiera entenderse que el acreedor -independientemente de que el bien 
hipotecado sea de un tercero, la deuda la contrajo con el deudor principal, quien le otorgó una 
garantía hipotecaria sobre un bien para asegurar el pago de la deuda- será admitido en el 
concurso como quirografario, por cuanto el bien no se encuentra en el patrimonio del deudor 
concursado, lo cual lo diferencia del tercero poseedor, por cuanto en este caso el bien pertenecía 
al deudor, quien lo hipotecó y luego salió de dicho patrimonio para pasar a manos del tercero 
poseedor (adquirente). 

3. Puede votar la propuesta? 

Presentándose como quirografario puede votar la propuesta sin perder su garantía, 
asimilándose al acreedor que goza de una garantía personal 

Dispone el artículo 1011 del Código de comercio venezolano, “…los acreedores privilegiados e 
hipotecarios pueden concurrir a la junta, pero no tienen voto en las deliberaciones por los créditos 
privilegiados e hipotecarios, a menos que renuncien al derecho de prelación, y se entenderá 
efectuada la renuncia por el hecho de dar su voto”. 

Para la doctrina ante la falta de referencia expresa al acreedor hipotecario sobre un bien dado 
en garantía por un tercero (tercero constituyente), se plantea dos tesis:  

o para unos por el voto del convenio no pierde su garantía en tanto no se aplica cuando los 
privilegios o hipotecas gravan bienes que no pertenecían al fallido cuando se declara la quiebra, 
como puede ocurrir, cuando el bien pertenece a un tercero. Las normas sobre quiebra se refieren 
únicamente a los bienes del deudor al momento de la declaración de quiebra, es decir, no se 
entiende referido a ellos; 

o mientras que para otros la referencia es para ambos, por tanto, votando la propuesta 
pierde su garantía, en consecuencia pierde su derecho de prelación. 

Debiendo observar en el caso de la primera tesis: que se asimila la situación al acreedor con 
garantía personal; y que a diferencia del tercero poseedor (adquirente) si se aplica, perdiendo el 
acreedor su garantía por emitir su voto, en tanto el bien era del deudor y fue él quien constituyó la 
hipoteca. 

4. Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o está sujeta a alguna condición 
procesal? 

No se dispone de ninguna condición procesal, sólo debe esperar la realización del bien sujeto a 
la hipoteca.  

Según establece el artículo 1022 del Código de comercio venezolano, “la aprobación del 
convenio lo hace obligatorio para todos los acreedores conocidos o desconocidos, estén o no 
comprendidos en el balance, estén o no calificados;…es decir, a todos aun cuando no hayan 
participado en el mismo. Sin embargo, los acreedores privilegiados e hipotecarios que no hubieren 
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renunciado sus derechos pueden hacerlos efectivos sobre los bienes afectos al privilegio o 
hipoteca”. 

En este sentido, la situación dependerá de la tesis anteriormente asumida: 

o Si se asume la primera tesis, la norma no va referida a ellos, pudiendo hacer efectivo su 
derecho, en tanto presentándose como quirografario, y entendiendo que la norma va referida a 
los acreedores hipotecarios sobre bienes del deudor, no pierde su garantía.  

o Si se asume la segunda, dependerá entonces si han renunciado o no a su derecho, por 
haber votado la propuesta. Si votó la propuesta y se considera como un acreedor privilegiado 
pierde su garantía; de lo contrario no votando el convenio puede ejercer su derecho haciéndolo 
efectivo sobre el bien o los bienes afectos a la hipoteca. 

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

El legislador mercantil, no hace referencia al tercero constituyente. La ley no contempla 
expresamente la situación. Sin embargo, si ha pagado tiene derecho a que le indemnice su 
causante, en cuyo caso debe presentarse. 

Como ya se ha mencionado, el legislador mercantil no regula expresamente la situación del 
tercero constituyente, sin embargo, considerando que el tercero poseedor (adquirente) en caso de 
que haya pagado, tiene derecho a que le indemnice su causante, tanto el tercero constituyente 
como el tercero poseedor (adquirente) debería presentarse a calificar su crédito si ha pagado, 
previendo la norma:  

“el tercer poseedor que haya pagado los créditos registrados, abandonando el inmueble o 
sufrido la expropiación, tiene derecho a que le indemnice su causante. También tiene derecho a 
que se le subrogue contra los terceros detentadores de otros inmuebles hipotecados por las 
mismas acreencias; pero no puede cobrar solidariamente de los poseedores de dichas cosas, sino 
a prorrata, tomando por base el monto de la deuda y el valor de las cosas hipotecadas, inclusa la 
que él mismo poseía cuando se intentó la acción”.”. 

Igualmente, el legislador civil prevé para el fiador que tiene derecho a que el deudor principal 
le obtenga el relevo, le caucione las resultas de la fianza o consigne medios de pago, entre otros 
supuestos, cuando el deudor haya quebrado o se encuentre en estado de insolvencia (artículo 
1825 del Código civil). 

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

Debe hacerlo como quirografario. 

Tomando en cuenta el caso del tercero poseedor (adquirente), sin referencia expresa al tercero 
constituyente, tanto él como el tercero constituyente debieran presentarse como quirografarios. 

Es de observar que, el legislador mercantil, en caso de que el fiador o coobligado haya hecho el 
pago éste será admitido en la masa por lo que haya pagado en descargo del fallido, es decir, como 
quirografario (artículo 1044 del Código de comercio). 

7. Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

En el sistema concursal venezolano el convenio no produce novación. Y en todo caso, la 
novación es expresa no se presume (artículo 1315 del Código civil). No es una imposición de la ley, 
es voluntaria.  
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En el derecho venezolano el convenio no es causa de la novación y de la extinción de la 
obligación originaria y del nacimiento de una nueva, no existe la llamada novación legal concursal. 
En todo caso, la novación no se presume debe ser expresa, según dispone el artículo 1315 del 
Código civil. 

No obstante, según la doctrina, si la ausencia del efecto novatorio del convenio que calla sobre 
la novación resulta del hecho de que la novación no se presume, puede deducirse que es posible 
especificar en el convenio la novación, lo que puede ser ventajoso desde el punto de vista de las 
prescripciones, pero desventajoso desde el punto de vista de las garantías antiguas que 
desaparecen. Serían necesarias, entonces, cláusulas especiales para mantener esas garantías, por 
cuanto el artículo 1320 del Código civil expresa: “los privilegios e hipotecas del crédito anterior no 
pasan al que lo sustituye, si el acreedor no ha hecho de ellos reserva expresa”, es decir, se 
extinguen las obligaciones accesorias en caso de novación.  

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

En virtud de lo anterior no sería oponible, aun cuando nada se dice en el caso del tercero 
constituyente, las garantías permanecen intactas a pesar del convenio. 

En virtud de lo anterior, los fiadores y demás garantes del deudor, continuarán obligados a 
favor de los acreedores.  Incluso, en ocasiones el convenio hará surgir obligaciones de terceros 
que presten garantías, reales o personales, para el cumplimiento de las obligaciones del deudor en 
el convenio, si dichas garantías son accesorias se extinguirán en caso que se anule o resuelva el 
convenio. No obstante que el mismo no implica novación, nada se opone, a que la intención al 
celebrarlo haya sido la de novar. 

9. El tercero puede oponer a esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

Nada se  menciona al respecto, sin embargo, considerando lo anterior, negativa, debería ser la 
respuesta  

Considerando lo mencionado hasta ahora, no puede oponerle dicho acuerdo. 

10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

No 

Aun cuando nada se menciona, el derecho del acreedor se manifiesta como derecho de 
persecución, en cuyo caso, el tercero debe soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su 
peculio para evitar el remate, sin tener ninguna acción contra el deudor más allá de subrogarse en 
los derechos del acreedor a cobrar la cuota concursal para recuperar la totalidad de lo pagado.  

UN SEGUNDO SUPUESTO: LAS MISMAS  PREGUNTAS SE RESPONDERÁN PARA EL CASO QUE 
EL TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE 
HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. SIEMPRE QUEDADO EN CLARO QUE EL 
DEUDOR CONCURSADO ES EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL 
MISMO. 
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En el caso del tercero constituyente nada se establece sobre la posibilidad de que se obligue 
personalmente. 

De acuerdo con el artículo 1877 del Código civil, se admite que la hipoteca pueda ser dada por 
un tercero distinto del deudor del crédito que se garantiza, siendo tres las personas involucradas: 
el acreedor hipotecario, el deudor de la obligación y el tercero constituyente de la hipoteca sobre 
bienes propios para garantizar el pago de una obligación ajena. 

El legislador nada menciona sobre la posibilidad de accionar personalmente contra el tercero 
constituyente, si se ha obligado expresamente, es decir, si se ha obligado como garante personal 
de la obligación del concursado. Simplemente da la posibilidad que la hipoteca la constituya un 
tercero, el cual no está obligado personalmente, sino a la satisfacción del crédito con el bien dado 
en hipoteca, es decir, sólo garantiza hipotecariamente la obligación del deudor. 

Únicamente el legislador civil prevé la situación del fiador que se haya obligado solidariamente 
con el deudor o como principal pagador, estableciendo que no será necesaria la excusión (artículo 
1813 del Código civil). En este caso la demanda contra el deudor principal podrá extenderse al 
fiador para que pague inmediatamente (artículo 1814 del Código civil). 

Y UNO O DOS ÚLTIMOS SUPUESTOS PARA LAS MISMAS PREGUNTAS: SI EL DEUDOR Y/O EL 
TERCERO ES O SON SOCIEDADES, ¿CAMBIARÍA ALGUNA DE LAS RESPUESTAS? 

El legislador mercantil no distingue entre persona natural o jurídica. 

El legislador mercantil no distingue entre persona natural o jurídica. El régimen concursal 
venezolano está dirigido hacia un sujeto calificado como comerciante. La referencia a las 
sociedades, solamente se corresponde a casos puntuales, entre ellos: 

o Responsabilidad de promotores y administradores 

o Requisitos de la manifestación de quiebra y de su solicitud 

o Prohibiciones para el socio comanditario 

o Imposición de sellos domicilio del socio solidario 

o Celebración de convenio con uno o algunos socios 

o Objeto del convenio: continuación o cesación de la empresa social 

o La rehabilitación del socio luego de cancelar las deudas sociales 

 SI ALGÚN PAÍS PREVÉ QUITA O ESPERA LOGRADA POR MAYORIAS EN EL CONCURSO DE LA 
PERSONA HUMANA O JURÍDICA: ¿La misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de 
acuerdo a homologar a la hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no 
concursado? En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar 
hipotecariamente o si también se ha constituido como garante personal de la obligación del 
concursado? 

La situación no se encuentra regulada 

En el derecho concursal venezolano nada se menciona sobre la hipoteca otorgada por un 
tercero, como tampoco sobre la posibilidad de constituirse en garante personal de la obligación 
del concursado. 

 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

270 

 

*José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las preguntas 
anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo 
económico, ¿alguna respuesta cambiaría? 

El tratamiento de los grupos económicos no ha sido incorporado a la legislación concursal 
venezolana, no se encuentran regulados. 
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CAPITULO COLOMBIA 

 

EXPONENTE: JUAN JOSÉ RODRIGUE MASEDA 

 

Breve referencia a la novación en derecho civil colombiano 

La novación es considerada en derecho colombiano como un modo de extinción de 
obligaciones, al igual que el pago, la compensación, la prescripción extintiva, la confusión, la 
pérdida de la cosa debida y al remisión entre otras.   

1. Naturaleza de la novación 

La novación es un modo convencional de extinguir obligaciones, a través del cual se reemplaza 
una relación obligatoria existente por otra4. En virtud de dicha sustitución, la obligación original se 
extingue y en su lugar las partes quedan ligadas por otro vínculo obligatorio. 

2. Requisitos de la novación  

La doctrina ha reconocido en el Código Civil una serie de requisitos para que haya novación y 
produzca la totalidad de sus efectos. En términos generales, se pueden identificar los siguientes: 

2.1. Existencia de una obligación anterior 

Como la novación es un modo de extinguir obligaciones, lo primero que requiere es una 
obligación que deba ser extinguida (art. 1689 del C. C.).  

Las obligaciones a plazo, que existen jurídicamente, pero cuya exigibilidad se encuentra 
suspendida, cumplen con este requisito y pueden ser novadas.  

2.2. Creación de una nueva obligación 

Como la novación consiste en una sustitución de una obligación por otra, debe nacer una 
segunda obligación que reemplace a la primera.  

2.3. Diferencia sustancial entre ambas obligaciones 

La novación envuelve la extinción de la obligación original y su reemplazo por otra obligación. 
Para que opere este medio extintivo, se requiere que exista una diferencia sustancial entre la 
obligación y la nueva que la reemplaza, pues de lo contrario se trataría de un simple acto de 
modificación que no extingue la obligación original, sino que la confirma. 

En este sentido, debe variar un elemento esencial de la obligación5, y por tanto no hay 
novación si solo se modifican cláusulas accidentales, como el otorgamiento o cancelación de 
garantías, tasa de interés, término, lugar o forma en que se debe realizar el pago6. 

La doctrina ha identificado distintos elementos sobre los cuales puede versar la novación, a 
saber:  

                                                           
4 ARTICULO 1687.  La Novación es la sustitución de una nueva obligación a otra anterior, la cual queda por tanto 
extinguida. 
5 Claro Solar, Luis. Explicaciones de derecho civil chileno y comparado, vol. VI – de las obligaciones. Bogotá, Editorial 
Temis – Editorial Jurídica de Chile,1992, p. 397 
6 Alessandri Rodríguez, Arturo. Derecho Civil, teoría de las obligaciones. Santiago de Chile, Imprenta El Esfuerzo, p. 422-
424. 
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➢ Novación objetiva (por cambio de objeto): consiste en el cambio de la prestación debida. 
“Si las partes modifican el objeto de la obligación, se entiende que la nueva substituye y extingue la 
antigua: por ejemplo, en lugar de mercancías el deudor adeudará, en lo adelante, una suma de 
dinero o viceversa; en lugar de un capital, una renta vitalicia (…)”7. También pertenecen a este tipo 
de novación los casos en que hay sustitución de una prestación de dar por una de hacer, o no 
hacer, o viceversa. 

➢ Novación subjetiva (por cambio de acreedor o deudor): consiste en la extinción de la 
obligación original, para sustituirla por otra en la cual cambia uno de los extremos de la obligación 
(acreedor o deudor) por un tercero.  

➢ Novación por cambio de causa: consiste en la variación de la fuente u origen de la 
obligación8. 

2.4. Capacidad de las partes 

En la medida en que la novación envuelve un negocio jurídico entre el acreedor y el deudor de 
la obligación original, se requiere que uno u otro sean capaces, como en cualquier otra 
convención. 

2.5. Intención de novar (animus novandi) 

Finalmente, el último requisito para que haya novación es que las partes hayan tenido la 
intención de novar la obligación, es decir, que contraigan una nueva obligación con el ánimo de 
sustituir y extinguir la obligación anterior.9 

La intención de novar (animus novandi) puede darse de varias formas: 

➢ De manera expresa: Es decir por declaración formal de las partes para extinguir el vínculo 
anterior y reemplazarlo por el nuevo. 

➢ De manera tácita: Cuando de las circunstancias del contrato se deducen elementos de 
juicio suficientes para concluir que se trata de una novación10. 

La prueba de la intención de novar puede hacerse a través de cualquiera de los medios 
permitidos por el Código de Procedimiento Civil. 

 

                                                           
7 Planiol y Ripert, Tratado Práctico de derecho civil francés – tomo VI – De las obligaciones. La Habana, Editorial Cultural, 
1936, p. 596. 
8 Como el caso en que “debiéndose el precio de una compraventa o de un servicio, acreedor y deudor convienen en 
sustituir la ‘causa’ de la deuda: ya no se deberá esa cantidad de dinero a título de precio, sino de mutuo” Hinestrosa, 
Fernando. Tratado de las Obligaciones – tomo I. Bogotá, Externado, 2002, p. 709. 
9 Sobre este particular, el artículo 1693 del Código Civil expresa : 
“Para que haya novación es necesario que lo declaren las partes, o que aparezca indudablemente que su intención ha 
sido novar, porque la nueva obligación envuelve la extinción de la antigua. 
Si no aparece la intención de novar, se mirarán las dos obligaciones como coexistentes, y valdrá la obligación primitiva en 
todo aquello que la posterior no se opusiere a ella, subsistiendo en esa parte los privilegios y cauciones de la primera.” 
10 En este sentido, la novación “es tácita cuando aparece indudablemente del acto que la nueva obligación envuelve la 
extinción de la antigua; como si yo deudor de Pedro de mil pesos por precio insoluto de una compraventa, convengo con 
él que queden en mi poder a título de mutuo. En este caso ambas obligaciones no pueden subsistir, porque lo que debo a 
Pedro son simplemente mil pesos y hemos cambiado aquí la primitiva obligación por una nueva obligación que envuelve 
la extinción de la primera”. Alessandri Rodríguez, cit., p. 430. 
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Conclusión: 

Para el derecho colombiano la constitución de una garantía real por parte de un tercero o el 
amparar una obligación no constituye un caso de novación, entre otras razones porque aún 
tratándose de un tercero que asume la condición de deudor, es necesario que medie la voluntad 
del acreedor de darlo por liberado. Si ello no sucede, es claro que no existirá novación.  

2. Los terceros en el régimen de insolvencia colombiano 

La suerte de los terceros que ampararon o en general garantizaron obligaciones del deudor 
concursado en el régimen de insolvencia colombiano, se encuentra regulada en el artículo 71 de la 
ley 1116 de 200611, norma que apunta fundamentalmente a los siguientes premisas: 

➢ Que el inicio del proceso de insolvencia no le impide al acreedor hacer efectiva la 
obligación de manos del tercero o del garante. En este caso, sea lo primero indicar que la norma 
coloca en un mismo plano al codeudor solidario y en términos generales al tercero que hubiera 
garantizado el cumplimiento de la obligación. Esto apunta fundamentalmente al hecho de que el 
pago que haga el tercero o si se quiere se otro distinto al deudor concursado no compromete o 
afecta los principios del régimen de insolvencia, básicamente por el hecho de que no se hace con 
recursos o activos del patrimonio del deudor. 

➢ En este aspecto, el acreedor está facultado para cobrarle al deudor concursado en el 
proceso de insolvencia y al tercero por fuera del escenario concursal, es decir mediante el ejercicio 
de acciones ejecutivas singulares o reales. 

➢ Ahora bien, en el caso de que el acreedor adelante un proceso ejecutivo contra el 
deudor concursado y terceros, el proceso ejecutivo sufre una mutación en el sentido que se 
bifurca, pues continuará contra los terceros y las medidas cautelares  practicadas sobre bienes del 
deudor concursado, quedarán a órdenes del juez del proceso de insolvencia.  

3. Los terceros que garantizaron obligaciones del deudor concursado. 

Los terceros que garantizaron obligaciones del deudor concursado, son en términos sencillos 
acreedores condicionales, pues su obligación depende fundamentalmente de que ellos atiendan 
las obligaciones de aquel. En este aspecto, las normas que gobiernan el proceso de reorganización, 

                                                           
11ARTÍCULO 70. CONTINUACIÓN DE LOS PROCESOS EJECUTIVOS EN DONDE EXISTEN OTROS DEMANDADOS. En los 
procesos de ejecución en que sean demandados el deudor y los garantes o deudores solidarios, o cualquier otra persona 
que deba cumplir la obligación, el juez de la ejecución, dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación 
que le informe del inicio del proceso de insolvencia, mediante auto pondrá tal circunstancia en conocimiento del 
demandante, a fin que en el término de su ejecutoria, manifieste si prescinde de cobrar su crédito al garante o deudor 
solidario. Si guarda silencio, continuará la ejecución contra los garantes o deudores solidarios. 
Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los garantes, deudores solidarios o cualquier persona que deba 
cumplir la obligación del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que prescinde de cobrar el crédito a aquellos. 
Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago deberá denunciar dicha circunstancia al promotor o 
liquidador y al juez del concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto. 
De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar medidas cautelares sobre bienes del deudor en 
reorganización, y las practicadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del juez del concurso, aplicando las 
disposiciones sobre medidas cautelares contenidas en esta ley. 
PARÁGRAFO. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no hubiere iniciado proceso ejecutivo en contra del 
deudor, ello no le impide hacer efectivo su derecho contra los garantes o codeudores. 
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le exigen al concursado relacionar las obligaciones que hubiere garantizado y en especial, indicar 
quienes garantizaron sus obligaciones. 

En este aspecto, un tercero que garantizó la obligación es un acreedor condicional y en ese 
sentido, podrá intervenir dentro del proceso y en el acuerdo debe disponerse la inclusión de una 
reserva para la atención de su obligación, una vez la misma adquiera la condición de certeza. 

De otra parte y habida consideración que la constitución de una garantía por parte del tercero 
no constituye una novación, su obligación debe ser reconocida en el acuerdo como una obligación 
cierta y en la graduación que le corresponda. 

El acreedor no se encuentra imposibilitado para votar el acuerdo y solo debe informar cuando 
reciba pagos de su obligación.  
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CAPITULO ARGENTINA 

 

EXPONENTE: CARLOS MOLINA SANDOVAL 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

EL SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantía hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal. (Supuesto del art. 770 del Código de Comercio de Uruguay, art. 2799 del Código Civil y 
Comercial de Argentina) 

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

LAS PREGUNTAS, que podrán ser perfeccionadas por los intervinientes: 

El supuesto es muy claro, y casualmente es el del tercero hipotecante, sin ser deudor, principal 
pagador,  ni fiador, tiene una hipoteca. Sin perjuicio de que en la mayoría de los casos en que me 
ha tocado participar es además codeudor, fiador, etc. 

Es esencial que el acreedor verifique el crédito, pero se discute sino lo verifica si realmente 
tiene validez una ejecución hipotecaria directamente contra el tercero hipotecante frente al 
incumplimiento. De hecho en una hipótesis más grave si fuera fiador, deudor, principal pagador 
tampoco tiene que verificar el crédito;  el único caso que podría ser, es el del garante donde la 
accesoriedad podría determinar que la nulidad del crédito principal determine la nulidad de la 
fianza.     

El acreedor si verifica en el concurso del deudor, el crédito es quirografario, distinto sería el 
caso en donde el tercero hipotecante se concursara, allí sería crédito con calidad de privilegiado.  

En el primer caso, puede votar la propuesta para quirografarios. Obviamente no podría si 
hubiera propuesta para privilegiados 

A mi juicio se podría iniciar la ejecución y no está sujeta a condición salvo el incumplimiento. De 
todas formas, atento a que no es una situación clara en el ordenamiento argentino,  en esto 
sugiero dado que la hipoteca no tiene riesgo, sugiero la verificación;  ver que ocurre con ese 
crédito, si tiene las características. Dicho de otro manera no se aplica el art 21 de la LCQ que 
impone la previa verificación y después la ejecución.  

Estamos hablando que es un tercero hipotecario que ni siquiera es garante, la novación 
concursal tampoco le resultaría aplicable. Tampoco es oponible al acreedor sino lo es para el 
codeudor, fiador, por imperio del art 55 LCQ. Hay que distinguir lo que es la oponibilidad, en el 
sentido jurídico es ese acuerdo que tiene valor de acuerdo entre las partes lo que no significa que 
sea “extensible” es decir que pueda producir efectos contra el tercero hipotecante o sea que si se 
logra una quita, esa quita no puede afectar al tercer hipotecante, en algún punto la cuestiónestá 
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pensada para que el acreedor tenga una garantía total y esta garantía que es la hipoteca no se vea 
afectada por las quitas sino qué sentido tendría tener una garantía hipotecaria si después tengo 
que estar a las resultas del acuerdo quirografario que celebre, o sea estaría  desvirtuando los fines 
de la hipoteca.  

Tiene la acción de subrogarse y poder cobrar frente al tercero pero con calidad de 
quirografario, no podría cobrar con carácter de otra naturaleza. Me parece que la respuesta seria 
igual si se hubiese constituido como fiador o principal pagador, si un tercero hipotecante (no 
fiador) tiene esto, obviamente en el fiador la situación es mas clara, porque el fiador inclusive 
debería verificar en el mismo concurso del deudor conforme lo determina el art. 32, obviamente 
no podrá votar y su crédito quedaría condicionado a que efectivamente resulte cobrado. 

Si fueran sociedades habría que ver la cuestión societaria, tratándose de grupos societarios 
obviamente en lo que tiene que ver con ciertos accionistas controlantes que no pueden votar, 
pero en términos generales la respuesta sería lo mismo y no habría ningún inconveniente. 

Lo del grupo económico habría que analizar el contexto grupal y ver: 1.- cuales son las fianzas o 
garantías que pueden otorgar; 2.- si esa garantía dada por alguna sociedad excede los fines o lo 
que es notoriamente extraños al objeto social, el 58 in fine prohíbe la imputación a la sociedad de 
estos actos, entonces esto podría cambiar. Esto entra inclusive en las garantías intragrupo que 
establece el art 67 de la Ley que establece un sistema de verificación, habrá que aplicar las mismas 
reglas y eventualmente en esta votación se excluiría si la propuesta que realiza el concurso fuera 
grupal. 

Existe la problemática del concurso del grupo y es parecido al concurso del garante,  yo puedo 
tener un acreedor de una sociedad pero además tiene una hipoteca con respecto a la otra, 
entonces tendría un crédito con doble carácter, quirografario y privilegiado. Tendría que ver cual 
sería la calidad de ese crédito si trato unificadamente ese pasivo. Si lo trato separadamente 
deberá votar en cada concurso diferente. Pero si lo trato unificadamente tendría que ver en cada 
caso como lo resuelvo. Si trato unificadamente por un lado sería injusto hacerlo votar como 
quirografario cuando tiene un privilegio que no está sujeto  la conformidad y paralelamente 
excluirlo.  A mi juicio si se trata unificadamente este crédito es hipotecario, el puede continuar con 
la ejecución y no tiene que estar a las resultas de lo que ocurre en el concurso no vota en el 
concurso y la base del cómputo de la propuesta unificada se baja naturalmente. 
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EXPONENTE: SERGIO CABRIEL RUIZ 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

EL SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantía hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal. (Supuesto del art. 770 del Código de Comercio de Uruguay, art. 2799 del Código Civil y 
Comercial de Argentina). 

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

LAS PREGUNTAS, que podrán ser perfeccionadas por los intervinientes: 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

En la hipótesis en la que el que entra en situación de concurso es el deudor no hipotecante, el 
acreedor con garantía real debe solicitar verificación de créditos en el proceso universal.  

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario? 

Se califica exclusivamente como crédito quirografario u ordinario, pues el bien inmueble que 
sirve de garantía está fuera del patrimonio del concursado.  

3. Puede votar la propuesta? 

Al ser un acreedor verificado o admitido en el proceso concursal de su deudor, puede votar la 
propuesta ofrecida por el concursado, a menos de que se trate de la hipótesis en la que el 
hipotecante no deudor también se encuentre en concurso preventivo del garante (art. 68 de la Ley 
24.522) y existe propuesta unificada, en cuyo caso,  las conformidades emitidas por los acreedores 
que verificaron “el mismo crédito” o el crédito derivado de “la misma causa” en el concurso de la 
sociedad y en los de sus garantes, deben computarse “unificadamente”, es decir una sola vez en la 
categoría a que pertenezcan esos acreedores. Esto se explica en razón que la formulación de una 
propuesta única, provoca insoslayablemente la consolidación del pasivo, lo que resulta 
incompatible con el cómputo multiplicado de un mismo crédito o de los créditos derivados de la 
misma causa, que fueron reconocidos en cada uno de los concursos de los coobligados solidarios 
(garantes). De este modo, la base para el cómputo de las mayorías, los créditos admitidos o 
declarados verificados en cada proceso (en tanto provengan de la misma causa) solo se debe 
incluir en el pasivo por una vez, por el monto mayor y por la mejor gradación. Ningún acreedor 
puede pretender que su crédito, aunque reconocido en cada uno de los concursos, (de la sociedad 
y de sus garantes) sea multiplicado tantas veces como deudores obligados existan a los efectos del 
cómputo de las mayorías, pues ello importaría consagrar una indebida duplicación. En función de 
ello, habiéndose verificado con privilegio especial dicha acreencia en el concurso del hipotecante 
no deudor, no corresponde que vote en el proceso concursal del deudor. 

 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

278 

 

4. Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o esta sujeta a alguna condición 
procesal? 

La cuestión no es unánime en doctrina ni jurisprudencia local. Algunos entienden que como el 
dador de la hipoteca se encuentra in bonis, puede ser ejecutado directamente (ALBERTI, Edgardo 
M. en QUINTANA FERRYRA – ALBERTI, Concursos, t. III, p. 679. Para otro sector, en el que se enrola 
el suscripto, el acreedor puede reclamar al hipotecante no deudor la obligación vencida sin tener 
que atenerse a las normas concursales, aunque se exige la previa solicitud verificatoria en el 
concurso del deudor principal en función de lo dispuesto por el art. 21, inc. 2º segunda parte, 126 
y 2200 C.C.C. 

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

La normativa concursal, en su art. 32, establece que todos los acreedores por causa o título 
anterior a la presentación y sus garantes, deben formular ante el Síndico el pedido de verificación 
de sus créditos. En función de ello, el tercero hipotecante no deudor debe verificar su acreencia, la 
que se encuentra condicionada hasta tanto se haga efectiva la satisfacción del acreedor 
hipotecario frente al hipotecante no deudor, pues éste viene a ocupar la posición del acreedor 
hipotecario en el seno del concurso.  

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

Como quirografario, pues ya se dijo que el bien inmueble que sirve de garantía está fuera del 
patrimonio del concursado. 

7. Cual es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

La cuestión no ha sido resuelta en forma pacífica. Según entiendo, la novación legal que trae 
aparejada la homologación del acuerdo preventivo en los términos del art. 55 de la Ley 24.522, no 
extingue las garantías reales que fueron dadas por terceros con el fin de resguardar el 
cumplimiento de la obligación contraída por el deudor principal. Si bien es cierto que del  texto no 
surge expresa la exclusión de los efectos dimanantes de la novación concursal a hipotecantes no 
deudores, se entiende que el citado artículo 55 de la ley 24.522, cuando en su parte segunda 
excluye al fiador y a los codeudores solidarios de la novación legal que produce la homologación 
del acuerdo preventivo, también alcanza al tercero que constituyó, sin ser deudor, una hipoteca 
garantizando la deuda del concursado, en tanto refiera a obligaciones con causa anterior a la 
presentación en concurso. De este modo se excepciona el principio establecido por el artículo 934 
de la ley sustantiva en razón de no existir animus novandi por parte de los acreedores al momento 
de aceptar la propuesta, pues extender a los acreedores garantizados con prenda o hipoteca el 
efecto novatorio impuesto por la ley, sin que hayan prestado conformidad expresa al respecto, se 
prestaría a la conformación de conductas fraudulentas en desmedro del crédito, ya que bastaría 
con concursarse y obtener un acuerdo para que la garantía real desaparezca.  

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

Me remito a lo ya expresado precedentemente. 

9. El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

Conforme se ha señalado más arriba, la novación concursal no extingue las garantías reales que 
fueron dadas por terceros con el fin de resguardar el cumplimiento de la obligación contraída por 
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el deudor principal, motivo por el cual, el tercero no puede oponer válidamente esa novación en la 
ejecución hipotecaria iniciada en su contra. 

10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

Entiendo que a los fines del recupero del crédito abonado, deberá acudir al proceso concursal a 
verificar su acreencia, quedando incluido en las contingencias de la normativa concursal para la 
verificación y cobro de su crédito. 

UN SEGUNDO SUPUESTO: LAS MISMAS  PREGUNTAS SE RESPONDERÁN PARA EL CASO QUE 
EL TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE 
HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. SIEMPRE QUEDADO EN CLARO QUE ES EL 
DEUDOR CONCURSADO EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL 
MISMO. 

En este supuesto, esto es, en el que el tercero se haya constituido en fiador, principal pagador, 
además de ser tercero hipotecante, no estamos en presencia de un no deudor, en consecuencia, 
no se requiere la previa verificación en el concurso del deudor principal para ejecutar la garantía 
real.  

Y UNO O DOS ÚLTIMOS SUPUESTOS PARA LAS MISMAS PREGUNTAS: ¿SI EL DEUDOR Y/O EL 
TERCERO ES O SON SOCIEDADES CAMBIARÍA ALGUNA DE LAS RESPUESTAS?  

Entiendo que no cambia el esquema señalado, salvo alguna cuestión de responsabilidad en 
contra de los administradores que hubieron prestado como garantía bienes sociales, excediendo el 
objeto de la sociedad. 

SI ALGÚN PAÍS PREVÉ QUITA O ESPERA LOGRADA POR MAYORIAS EN EL CONCURSO DE LA 
PERSONA HUMANA O JURÍDICA: ¿La misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de 
acuerdo a homologar a la hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no 
concursado? 

En Argentina, existe la novación concursal, por lo que se remite a lo ya señalado. 

En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar 
hipotecariamente o si también se ha constituído como garante personal de la obligación del 
concursado? 

*José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las preguntas 
anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo 
económico, alguna respuesta cambiaría? 

Entiendo que no cambiaría el esquema señalado. 
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EXPONENTE: JOSÉ MARÍA PÉREZ PAZ 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

EL SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantia hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal. (Supuesto del art. 770 del Código de Comercio de Uruguay, art. 2199 del Código Civil y 
Comercial de Argentina) 

 El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

LAS PREGUNTAS, que podrán ser perfeccionadas por los intervinientes: 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

a. En el caso propuesto, el acreedor debe solicitar la verificación de su crédito en el concurso 
de su deudor (usada la expresión “debe” con el alcance o en el sentido de “carga”). Está sometido 
a dicho “imperativo del propio interés” en virtud del principio de colectividad que recoge el art. 32 
de la ley 24.522 (LCQ, en lo sucesivo), concordante con los arts. 1, 125, 126 y demás de la citada 
ley, de los que se desprende que todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación 
en concurso deben presentar sus pedidos de verificación a efectos de concurrir al proceso 
universal, cualquiera sea la naturaleza de sus créditos y el privilegio que les corresponda, e 
independientemente de que la obligación sea ya exigible o se encuentre pendiente del 
cumplimiento de plazo o condición. 

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario? 

a. El acreedor debe solicitar la verificación de su crédito con carácter quirografario. En el 
concurso del deudor cuya obligación fue garantizada mediante hipoteca sobre una cosa ajena, el 
acreedor no tiene mayor condición que la de cualquier otro quirografario, puesto que no existe en 
el patrimonio del deudor insolvente ningún inmueble afectado singularmente al cumplimiento de 
su crédito (Macagno, 2004). La jurisprudencia ha destacado que en el interior del procedimiento 
concursal, el acreedor puede participar como quirografario, y fuera del proceso mantiene intacto 
su poder de proceder ejecutivamente sobre el bien afectado por la garantía (SCJ Mza, 2004). 

3. Puede votar la propuesta? 

a. Sí, puede votar la propuesta. Si este acreedor reviste el carácter de quirografario frente a su 
deudor concursado, es consecuencia ineludible que la propuesta que el deudor presente a sus 
acreedores durante el período de exclusividad habrá de comprenderlo y, en consecuencia, este 
acreedor quirografario garantizado sobre bienes de terceros podrá votar la propuesta. 

4. Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o esta sujeta a alguna condición 
procesal? 
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a. El acreedor podría iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria contra el tercero 
constituyente de la garantía siempre que el plazo previsto para el cumplimiento de la obligación 
garantizada se encuentre vencido, conforme al título de la obligación. 

b. Si el plazo de pago estuviere vigente (esto es, pendiente de cumplimiento), el acreedor (que 
puede y “debe” pedir la verificación de su crédito en el concurso preventivo del deudor principal) 
no puede iniciar la ejecución hipotecaria, ya que la obligación no es aún exigible. El art. 353, 2ª 
parte, del Código Civil y Comercial de Argentina (CCCA, en lo sucesivo) dispone: “Caducidad del 
plazo. (…) La apertura del concurso del obligado al pago no hace caducar el plazo, sin perjuicio del 
derecho del acreedor a verificar su crédito, y a todas las consecuencias previstas en la legislación 
concursal”. De manera entonces que la situación de concurso preventivo del deudor principal no 
provoca la caducidad (o aceleración) de los plazos vigentes o pendientes12. 

c. Si, conforme se dijo en el literal “a” anterior, el plazo de la obligación se encontrara vencido, 
el acreedor del caso planteado puede iniciar la ejecución hipotecaria. Esta afirmación no está 
exenta de alguna complejidad que conviene analizar.  

d. A diferencia de lo que ocurre con los demás acreedores del deudor concursado, los titulares 
de garantías reales (sobre bienes del deudor concursado, ya que la ley no contempla 
expresamente supuestos como el del caso planteado) han tenido siempre un trato preferencial. 
Dichas acreencias escapan a la regla general y, si bien deben insinuarse al pasivo (y remover luego, 
en la ejecución del bien gravado, el obstáculo procesal de acreditar que dedujeron el pedido de 
verificación del crédito y del privilegio como requisito para la subasta del bien o para el despacho 
de medidas cautelares que impidan el uso de la cosa gravada por el deudor), pueden ejecutarse 
aún en el marco de un proceso concursal. La ley les concede un beneficio de orden temporal, una 
"ventaja no excluyente temporal" (Macagno, 2004), que los diferencia de los demás acreedores 
privilegiados.  

e. Tal como lo señala el autor citado, el caso del hipotecante no deudor obliga a considerar que 
el acreedor tiene frente a sí a dos “deudores” diferentes: el sujeto pasivo de la obligación 
“personal” (deudor principal), sometido a concurso; y el constituyente de la garantía hipotecaria 
(crédito real). Existe una dualidad de derechos a favor del acreedor: personal contra el deudor 
principal; real, contra el propietario de la cosa. 

f. Desde ese punto de vista, entonces, y siempre que el plazo concedido para el cumplimiento 
de la obligación se encuentre vencido (art. 353 CCCA), bastaría que la ejecución promovida para 
hacer efectiva la garantía real se dirija sólo contra el hipotecante no deudor. Ello así, por las 
siguientes razones. 

g. En primer lugar, porque la falta de pago de la obligación es un hecho que surge inre ipsa de 
la situación de concurso preventivo del deudor principal y de la solicitud de verificación formulada 

                                                           
12

 Caducidad o aceleración que sí produce la declaración de quiebra del deudor, conforme dispone el art. 353 CCCA, en 
su primera parte. Aunque aún no hemos introducido la discusión acerca de la viabilidad de asimilar la situación del 
hipotecante no deudor a la del fiador, es oportuno mencionar que el art. 1586 del CCCA (referido al contrato de fianza) 
dispone: “Subsistencia del plazo. No puede ser exigido el pago al fiador antes del vencimiento del plazo otorgado al 
deudor principal, aun cuando éste se haya presentado en concurso preventivo o haya sido declarada su quiebra, excepto 
pacto en contrario”, de lo que se sigue que, para el caso del fiador, la ley ha seguido un criterio más amplio incluso para 
el caso de quiebra del deudor principal, que produce la caducidad de los plazos pendientes en las obligaciones del 
deudor, pero sin que esta caducidad alcance a los fiadores. 
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por el acreedor13;  situación que impone al deudor, entre otras restricciones patrimoniales, la 
imposibilidad de alterar (v.gr., mediante el pago), la situación de los acreedores de causa o título 
anterior a la presentación. El deudor no pagó al vencimiento de la obligación y, hallándose 
actualmente en concurso, ya no puede hacerlo, por expresa prohibición legal. 

h. En segundo orden, porque iniciado el proceso universal, los acreedores pierden la 
posibilidad de promover las acciones individuales que el ordenamiento jurídico les  ofrecía 
mientras sus deudores estaban in bonis. Tales acciones individuales son sustituidas por la 
pretensión verificatoria (art. 32 y concordantes LCQ). De tal modo, el acreedor, quien ya no puede 
deducir acción ejecutiva alguna en contra del deudor principal y a quien le basta con pedir 
verificación de su crédito para cumplir con los postulados del principio de concurrencia, no precisa 
incoar el proceso de ejecución hipotecaria en contra de su deudor14. 

i. Es por ello que consideramos que el acreedor puede ejecutar la garantía directamente 
contra el hipotecante no deudor siempre que concurran las condiciones señaladas: a) que la 
obligación esté vencida;  y b) que el acreedor haya solicitado la verificación de su crédito15. 

j. Esta interpretación refleja la dualidad de derechos a favor del acreedor que se señaló 
precedentemente: personal (contra el deudor principal concursado y que se regirá por las reglas 
del proceso universal en cuestión) y la real (contra el hipotecante no deudor in bonis). Amén de 
ello, la interpretación protege adecuadamente el crédito (interés del acreedor) así como los 
intereses del proceso universal. 

k. El art. 2200 del CCCA establece: 

“ARTÍCULO 2200. Ejecución contra el propietario no deudor. En caso de ejecución de la 
garantía, sólo después de reclamado el pago al obligado, el acreedor puede, en la oportunidad y 
plazos que disponen las leyes procesales locales, hacer intimar al propietario no deudor para que 
pague la deuda hasta el límite del gravamen, o para que oponga excepciones. 

El propietario no deudor puede hacer valer las defensas personales del deudor sólo si se dan los 
requisitos de la acción subrogatoria. 

Las defensas inadmisibles en el trámite fijado para la ejecución pueden ser alegadas por el 
propietario no deudor en juicio de conocimiento”. 

La doctrina (Lorenzetti, Ricardo Luis (Director), 2015, pág. 120/121) resalta que el Código 
autoriza que la ejecución contra el propietario del inmueble gravado no deudor de la obligación 
garantizada (al que en la terminología del anterior Código de Vélez Sársfield se denominara “tercer 
poseedor”) se materialice una vez reclamado el pago al obligado, lo que se expone como acertado 

                                                           
13

 Sin perjuicio de otros elementos que podrían exteriorizar dicho incumplimiento en el proceso concursal, tales como 
las referencias que el deudor pudiera hacer al respecto al peticionar la apertura de su concurso (al exponer las causas 
concretas de su situación patrimonial, art. 11 inc. 2º, LCQ), o la inclusión del acreedor en la nómina de acreedores 
preconcursales (art. 11 inc. 5º, íb.), entre otras. 
14

 Siendo que el gravamen hipotecario ha sido constituido por un tercero (no deudor), la ejecución de la garantía real 
sólo puede ser considerada “hipotecaria” respecto de este tercero, el hipotecante no deudor, no así respecto del deudor 
principal, para quien dicho proceso configuraría un simple proceso de ejecución. Y, conforme el actual régimen del fuero 
de atracción (art. 21 LCQ), esa acción no podría deducirse ni continuarse luego de la publicación de edictos y resultaría 
atraída al juzgado del concurso. 
15

 En contra: (Macagno, 2004), para quien la configuración de un litisconsorcio pasivo necesario impediría que la relación 
procesal se establezca sin la intervención conjunta y simultánea del deudor principal y del hipotecante no deudor. 
Entendemos que en el caso, y especialmente por tratarse de un proceso de ejecución, la situación litisconsorcial no es 
necesaria sino voluntaria. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

283 

 

toda vez que “el juicio por cobro del crédito con garantía real agota en ese primer tramo la 
exigibilidad de la deuda y el propietario no deudor no forma parte del vínculo personal allí 
existente”. 

En un escenario de deudor principal no concursado, el autor citado sostiene que conforme 
establece el art. 599 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (CPCCN), sólo después de 
dictada la sentencia de remate contra el deudor principal se intimará al propietario no deudor 
para el pago de la deuda, no porque él sea deudor de la obligación, sino por ser ésta la vía para 
que pueda inhibir la ejecución del bien gravado. En el caso de estudio propuesto, siendo que el 
deudor principal está sometido a concurso, dicha sentencia no resulta ya ni posible (por el fuero 
de atracción) ni necesaria (por cuanto, se reitera, la acción individual del acreedor es sustituida 
por la pretensión verificatoria). 

l. La solución propuesta resulta concordante con el art. 2200 citado. En primer lugar, por 
cuanto la primer condición que establece para que el acreedor pueda reclamar el pago al 
hipotecante no deudor (“sólo después de reclamado el pago al obligado”) resulta cumplida con la 
petición verificatoria en el concurso (cuya naturaleza y eficacia jurídica es la de una demanda 
judicial, conforme doctrina y jurisprudencia pacíficas, y lo expresamente previsto por el art. 32 
LCQ). En dicho trámite, y con un marco cognoscitivo más amplio (arts. 34, 37 y 38 LCQ, según 
corresponda) que el de un simple proceso de ejecución, el concursado podrá oponer al pedido 
todas las defensas y excepciones que estime procedentes. En segundo lugar, por cuanto la 
ausencia del deudor principal en la relación procesal que abre la ejecución hipotecaria promovida 
sólo contra el hipotecante no deudor no acarrea ninguna lesión al derecho de defensa de las 
partes. El deudor principal ejerce su defensa en el marco del proceso de verificación. El 
hipotecante no deudor, si optara por no pagar, puede oponer no sólo las excepciones que él tenga 
contra el progreso de la ejecución, sino también las del deudor principal si se dieran las 
condiciones de la acción subrogatoria (y sin necesidad de contar con la previa aceptación o 
consentimiento del deudor concursado). Y como en el fondo no es más que un proceso de 
ejecución, el hipotecante no deudor podrá proponer en el juicio ordinario posterior todas las 
defensas que hubiesen sido declaradas inadmisibles en el trámite ejecutivo. 

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

El tercero constituyente de la hipoteca debe verificar su crédito en el concurso del deudor 
garantizado, por su eventual derecho a repetición de lo pagado. En consecuencia, debe verificar su 
crédito en carácter de acreedor condicional. 

La carga resulta impuesta por el segundo párrafo del art. 125 LCQ, norma que, tras sentar el 
principio de “concursabilidad” dispone que "quedan comprendidos los acreedores condicionales, 
incluso aquellos cuya acción respecto del fallido queda expedita luego de excusión o cualquier 
otro acto previo contra el deudor principal". De manera correlativa, el art. 32 LCQ impone la carga 
verificatoria para "todos los acreedores de causa o título anterior a la presentación y sus 
garantes16". 

El carácter eventual de la acreencia proviene de la naturaleza de la responsabilidad patrimonial 
asumida por el hipotecante no deudor y de la circunstancia según la cual su derecho a repetir lo 

                                                           
16 La doctrina entiende que los garantes a que alude el art. 32 LCQ son los fiadores, avalistas y también los terceros que 
hayan garantizado con prenda o hipoteca una obligación del concursado. Cfme. (Galíndez, 1997, pág. 101), citado por 
(Macagno, 2004). 
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abonado está supeditado tanto al incumplimiento del deudor principal, como a que sea requerido 
de pago por el acreedor17. 

El tempestivo cumplimiento de la carga procesal de solicitar la verificación del crédito en el 
concurso del deudor principal en calidad de acreedor condicional implica el despliegue de una 
conducta diligente del tercero que otorgó la hipoteca en la atención de sus propios asuntos, ya 
que tal insinuación lo pone a cubierto, por caso, de la eventual prescripción concursal de su 
acción, conforme art. 56 LCQ. Máxime aún si fuera el caso que el vencimiento de la obligación 
principal hubiese estado previsto en fecha próxima a los dos años desde la presentación en 
concurso del obligado principal. 

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

El hipotecante no deudor, además de su calidad de acreedor condicional, debe insinuarse en 
carácter de acreedor quirografario. Tal como se desprende del art. 2202 inc. c del CCA, el 
propietario no deudor que hubiese pagado la deuda (y logrado así subrogarse en los derechos del 
acreedor) tendrá el carácter de acreedor privilegiado respecto de otros terceros que hubieran 
constituido prendas o hipotecas junto con él en garantía de la misma deuda que el obligado 
principal incumplió. 

7. Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

De acuerdo al art. 55 LCQ, el acuerdo homologado “importa la novación de todas las 
obligaciones con origen o causa anterior al concurso”. El párrafo siguiente de la norma dispone 
también que dicha novación “… no causa la extinción de las obligaciones del fiador ni de los 
codeudores solidarios”. 

De manera que los fiadores o codeudores solidarios están expresamente excluidos del efecto 
novatorio concursal dispuesto por el art. 55 LCQ. 

Por su parte, el art. 940 del CCCA dispone, en orden a los efectos de la novación como forma de 
extinción de las obligaciones, que “La novación extingue la obligación originaria con sus 
accesorios. El acreedor puede impedir la extinción de las garantías personales o reales del antiguo 
crédito mediante reserva;  en tal caso, las garantías pasan a la nueva obligación sólo si quien las 
constituyó participó en el acuerdo novatorio”18. 

De manera concordante con esta disposición, el art. 1.597 CCCA (referido a la extinción de la 
fianza por novación) establece que “La fianza se extingue por la novación de la obligación principal 
aunque el acreedor haga reserva de conservar sus derechos contra el fiador. La fianza no se 

                                                           
17

 El art. 2202 del CCA establece: “Subrogación del propietario no deudor. Ejecutada la garantía o satisfecho el pago de la 
deuda garantizada, el propietario no deudor tiene derecho a: a) reclamar las indemnizaciones correspondientes; b) 
subrogarse, en la medida en que procede, en los derechos del acreedor;  c) en caso de existir otros bienes afectados a 
derechos reales de garantía en beneficio de la misma deuda, hacer citar a sus titulares al proceso de ejecución, o 
promover uno distinto, a fin de obtener contra ellos la condenación por la proporción que les corresponde soportar según 
lo que se haya acordado o, subsidiariamente, por la que resulta del valor de cada uno de los bienes gravados”. 
18

 En el régimen del anterior Código Civil argentino, derogado por la ley 26.994 a partir del 1º de agosto de 2.015, el art. 
803 permitía al acreedor efectuar reserva expresa en la novación “para impedir la extinción de los privilegios e hipotecas 
del antiguo crédito, que entonces pasan a la nueva”. Si bien la reserva era unilateral, el art. 804 disponía que no podía 
efectuarse “si los bienes hipotecados o empeñados pertenecieren a terceros que no hubiesen tenido parte en la 
novación”. De manera que el sistema, en líneas generales, se mantiene idéntico al anterior y se basa en el animus 
novandi. 
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extingue por la novación producida por el acuerdo preventivo homologado del deudor, aun cuando 
no se haya hecho reserva de las acciones o derechos contra el fiador”. 

Las normas anteriormente transcriptas dejan en claro que la novación alcanza a todas las 
obligaciones de causa anterior a la presentación concursal del deudor que, por resultar incluidas 
en la o las propuestas de acuerdo aprobadas y homologadas, quedarán reemplazadas por las 
prestaciones concordatarias respectivas precisamente por ese efecto extintivo o novatorio 
(Rouillón, 2015, pág. 155). 

Y el efecto novatorio alcanza a todas las obligaciones quirografarias del deudor de causa o 
título anterior a la presentación en concurso (cfme. Art. 56 LCQ, 1º párrafo, LCQ). 

En el caso propuesto, si bien el acreedor podría impedir la extinción de la garantía real 
hipotecaria mediante reserva, tales garantías sólo pasarían a la nueva obligación si quien las 
constituyó hubiera participado en el acuerdo novatorio (cfme. Art. 940 CCCA), circunstancia que, 
tratándose de hipoteca constituida por tercero, difícilmente pueda verificarse en la práctica, 
debido a que rara vez tales terceros participan del acuerdo preventivo. 

Rouillón (Rouillón, 2015, pág. 156) sostiene que “podría preservarse anticipadamente la 
garantía real si, en el instrumento de constitución, el otorgante de la garantía prestara expresa 
conformidad para que ésta no se extinga como resultado de la eventual novación de la deuda 
garantizada en caso de concurso del obligado”. 

En idéntico sentido (Drucaroff Aguiar, 2010, pág. 359/360), quien sostiene que dicha reserva 
“tiene plena validez, porque expresa la cabal intención del acreedor hipotecario de preservar en 
cualquier caso su garantía y porque esa interpretación es aún más relevante ante una novación 
impuesta por una norma legal, para la cual no es necesaria -más bien, resulta irrelevante- la 
expresión de la voluntad del acreedor”19. 

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

La oponibilidad de ese acuerdo al acreedor surge irremediablemente de las disposiciones 
contenidas en los arts. 55 y 56, 1º párrafo, LCQ. En el concurso preventivo del deudor, el crédito 
garantizado con hipoteca sobre bienes de terceros es quirografario. 

9. El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

El efecto novatorio del art. 55 LCQ alcanza a todas las obligaciones quirografarias del deudor, 
de causa o título anterior a la presentación concursal, con exclusión de los fiadores y de los 
codeudores solidarios. 

De tal manera, la oponibilidad del efecto novatorio por parte del tercero no deudor al acreedor 
está supeditado a si resulta factible asimilar su situación a la del fiador;  si la asimilación es viable, 
los efectos del acuerdo preventivo obtenido por el deudor principal no se extenderán a la garantía 
hipotecaria. De tal modo, la obligación del hipotecante no deudor no se extinguiría como efecto 
de la novación concursal, ni resultarían oponibles la quita y la espera logradas;  y así, el acreedor 
podría reclamar a aquél (incluso en una ejecución hipotecaria) la diferencia insoluta entre el 
monto total de la obligación originaria y lo que dicho acreedor hubiera percibido del obligado 
principal en la etapa de cumplimiento del acuerdo. 

                                                           
19 El citado autor valora desfavorablemente el precedente de la SCJBA, c. 90.124, 11-6-2008, in re “Norberto Antonio 
Galassi S.A. c/BBVA Banco Francés S.A. s/Extinción de garantía real”. Cita Online: 70047931. 
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Si, por el contrario, la equiparación entre la situación del hipotecante no deudor y el fiador no 
fuera posible, la novación producida por la homologación del acuerdo extinguirá la obligación que 
impone la garantía hipotecaria, liberando así al tercero no deudor. Advertimos aquí que el efecto 
jurídico producido por la novación concursal excede los límites del interrogante propuesto para 
esta investigación, en tanto no estaría en juego ya la oponibilidad al acreedor de la quita y espera 
obtenidas en el concurso, sino de la lisa y llana extinción de la garantía real otorgada por el 
hipotecante no deudor. 

Tal como se ve, la solución a la que se arribe puede provocar importantes perjuicios al acreedor 
(la pérdida de la garantía hipotecaria y la consiguiente liberación del tercero no deudor);  por esa 
razón es que la cuestión resulta trascendente, en términos de seguridad jurídica. 

La jurisprudencia argentina registra pronunciamientos contrarios en los contados supuestos en 
los que ha debido expedirse sobre el tema. 

En uno de los más relevantes casos (C1ªCCom. de San Nicolás, 2006), en el que se decidió 
eximir al hipotecante no deudor de los efectos de la novación concursal del acuerdo homologado, 
el tribunal asimiló la figura del “tercero que constituye hipoteca a favor del deudor principal sin 
obligarse personalmente” a la del fiador. Para ello, se consideró que la naturaleza y caracteres de 
la obligación asumida por el tercero son análogos a los resultantes de la fianza. 

En tal sentido, el magistrado preopinante sostuvo que “si bien el tercero que da en hipoteca un 
bien propio para garantizar la deuda ajena no asume responsabilidad personal alguna, halla 
similitud con el fiador en atención a que se ha calificado de caución real a la por él prestada, 
quedando obligado con el bien gravado con la hipoteca y correspondiéndole la acción de 
indemnización que se le brinda al fiador que hubiere hecho el pago, pudiendo pedir al deudor el 
valor íntegro de su inmueble (Salvat Raymundo M., "Tratado de Derecho Civil Argentino", Derechos 
Reales, 4ª ed., t. IV, Tipográfica Editora Argentina S.A., Bs. As., 1960, p. 93)”. 

A este respecto debe destacarse que el fiador (que se obliga de manera accesoria por un 
tercero20), así como el hipotecante no deudor, asumen una obligación ajena. En otros términos, 
ninguno de los dos era “deudor” antes de otorgar los respectivos actos jurídicos (fianza y contrato 
hipotecario) que generan su ulterior responsabilidad patrimonial para con el acreedor por el 
eventual incumplimiento del deudor u obligado principal. 

Por ello es que la naturaleza de la responsabilidad que asumen ambos “terceros” permite la 
asimilación21, poniendo a un costado la no menor circunstancia de que, en el caso del fiador, su 
responsabilidad jurídica por la obligación ajena debe ser afrontada con todo su patrimonio, 
mientras que en el caso de hipotecante no deudor, su responsabilidad jurídica por la obligación 
ajena se limita al o a los bienes sometidos al gravamen, y por el monto de la garantía (o, como 
expresa la parte final del art. 2199 CCCA, “responde únicamente con el bien objeto del gravamen y 
hasta el máximo del gravamen”). Mas ello (esto es, la hipoteca o la mayor o menor 
individualización o extensión de los bienes afectados a la deuda) no modifica sustancialmente la 
cuestión, ni hace que la responsabilidad asumida por uno u otro deje de ser por una obligación 
ajena. 

                                                           
20 Esta “ajenidad” de la obligación que asume el fiador resulta del régimen legal aplicable a la fianza no solidaria sin 
renuncia al beneficio de excusión (arts. 1583, 1590, 1591 y ss. del CCCA) en la que el fiador tampoco asuma la condición 
de deudor ni principal pagador. 
21 En contra (Macagno, 2004, pág. 3).  
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En ambos casos, entonces, hay responsabilidad patrimonial por deuda ajena. Desde este punto 
de vista, la naturaleza y caracteres de la obligación asumida por el tercero hipotecante no deudor 
son análogos a los de la fianza (Drucaroff Aguiar, 2010, pág. 355). 

Conviene tener presente que el párrafo final del art. 55 no sólo excluye al fiador, sino también 
al co-deudor solidario. 

Para justificar la exclusión del fiador (responsable por deuda ajena mediante el otorgamiento 
de una garantía personal) se sostuvo que el fundamento “se encuentra en que los fiadores y 
deudores solidarios, al momento de asumir sus obligaciones como tales, las asumieron en su 
verdadero e integral alcance y contenido, y la circunstancia de que la obligación originaria quede 
modificada por la celebración del acuerdo preventivo por parte de los acreedores con el deudor 
principal no importa por parte de dichos acreedores una remisión parcial de la deuda, ya que la 
modificación de los alcances de la obligación principal derivada del acuerdo aprobado por el 
régimen de mayorías no importa una concesión animus donandi sino un efecto propio, derivado de 
un instituto típico, contenido en la ley concursal” (Rivera, Roitman, & Vítolo, 2009). 

En otros términos, la razón para mantener a fiadores y codeudores solidarios al margen del 
efecto novatorio radica en que éstos, al obligarse, asumieron su responsabilidad patrimonial de 
manera voluntaria y mediante una declaración común con el acreedor. Y siendo que la 
modificación que el acuerdo produce sobre las obligaciones del deudor principal no proviene de 
una liberalidad concedida por los acreedores, sino de la ley, corresponde mantener incólume (esto 
es, tal como fuera originariamente asumida) la responsabilidad de dichos fiadores y codeudores. 

La novación del acuerdo preventivo es una imposición legal. En su momento, significó una 
novedad de la ley 24.522, incorporada a los fines de facilitar al deudor el acceso al crédito luego de 
la homologación del acuerdo, toda vez que, con esta (segunda) cristalización del pasivo, el 
acreedor post – homologación puede conocer con exactitud el monto total del pasivo de su 
deudor (Graziábile, 2015, pág. 1). 

Resulta entonces que si el sistema legal sobre la novación asienta en la voluntad (art. 940 
CCCA), y el acreedor (aun cuando hubiera prestado conformidad a la propuesta de acuerdo del 
deudor principal) nada ha manifestado (ni menos aún consentido) sobre extinción o liberación de 
garantías (sea la del fiador, la del codeudor solidario, o la del hipotecante no deudor) debemos 
concluir en que no existe voluntad jurídica de novar tales garantías y, de tal modo, la 
homologación del acuerdo no debe afectarlas ni extinguirlas. 

Pese a que el art. 55 LCQ no menciona expresamente al tercero hipotecante no deudor, si 
afirmamos que tanto éste como el fiador asumen responsabilidad patrimonial por deuda ajena, y 
sostenemos que la naturaleza y caracteres de la obligación del tercero hipotecante no deudor son 
análogos a los de la fianza, debemos concluir en que existe la misma razón para excluirlo de los 
efectos del acuerdo homologado. De tal manera se está optando por la solución que mejor 
atiende la finalidad económico – social que corresponde asignarle al contrato de otorgamiento de 
la garantía real (Rivera, Roitman, & Vítolo, 2009, pág. 451), las necesidades del crédito y los 
intereses del acreedor (a cuyo favor se orientó la contratación, mediante el otorgamiento de una 
garantía real hipotecaria por parte de un tercero que no integra la relación obligacional principal). 
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Por último, cabe mencionar que Graziábile (Graziábile, 2015, pág. 3) sostiene que el art. 941 del 
CCCA22 ha modificado la situación del tercero hipotecante no deudor y obligado a dejar de lado la 
discusión planteada en el régimen anterior al CCCA. Y que, ante un hipotecante no deudor 
(hipótesis que carece de solución concursal) y en función de la mentada aplicación analógica de lo 
previsto en el Código Civil y Comercial, debe concluirse en que no resulta posible que el acreedor 
pueda mantener esa garantía en el concurso, salvo que el acreedor haga reserva y el tercero 
participe del acuerdo. 

Agrega que “en un acuerdo concursal que se logra por mayoría, puede ocurrir que en el mismo 
no participe el acreedor garantizado con una hipoteca de un tercero distinto al deudor, por tratarse 
de un acreedor disidente que no presta conformidad al acuerdo, pero además, resultará imposible 
la participación del tercero, quien es ajeno al concurso”. Sostiene que en tal hipótesis, “el acreedor 
disidente quedará sometido al acuerdo logrado por mayoría sin poder conservar su garantía 
hipotecaria”. 

Postula asimismo, como solución alternativa, que el hipotecante preste conformidad (al 
momento de constituirse el gravamen) para el mantenimiento de la garantía “en el caso de que se 
homologue un acuerdo en un concurso preventivo y el acreedor no presente conformidad en el 
acuerdo”. Si, conforme al régimen legal, resulta indispensable a los efectos de conservar la 
garantía, que el acreedor manifiesta expresamente que quiere reservarla, dicha previsión le 
permitiría lograr el efecto deseado aun cuando no prestara conformidad al acuerdo. 

Por último, el autor citado afirma que la situación cambia si el acreedor presta conformidad al 
acuerdo, ya que al participar voluntariamente de la conformación del mismo, podría en ese 
momento reservarse la hipoteca para la obligación novada luego de la homologación y exigir la 
participación del tercero hipotecante para prestar así conformidad al acuerdo. En lo personal, 
consideramos que al acreedor (quirografario) del deudor concursado le resultará prácticamente 
imposible lograr la participación del tercero hipotecante a los fines de conservar la garantía real en 
la obligación novada. 

10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

El tercero no tiene otra acción contra el deudor que las que le confiere el ya citado art. 2202 
del CCCA. 

La norma reconoce al hipotecante no deudor el importe que este tercero haya debido abonar 
al acreedor (sea que lo haya atendido voluntaria o forzadamente). Dicho importe abonado 
constituye, en principio, el límite de la subrogación (art. 919 inc. a CCCA) y habrá de coincidir, en 
principio, con el monto por el cual el hipotecante no deudor se insinuó (y por el que debió ser 
admitido) al pasivo del obligado principal concursado, como acreedor quirografario condicional. 

A través del referido art. 2202 CCCA, la legislación común prevé que el hipotecante no deudor 
que paga la deuda puede: 

- Reclamar las “indemnizaciones correspondientes”, expresión que incluye a las 
indemnizaciones por daños y perjuicios sufridos por el tercero a consecuencia de la conducta 

                                                           
22

Artículo 941. Novación legal. Las disposiciones de esta Sección se aplican supletoriamente cuando la novación se 
produce por disposición de la ley. 
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antijurídica del deudor principal concursado. Esta acción de daños implica que la indemnización 
pueda resultar mayor al importe desembolsado (si se demostrara, por ejemplo, que el valor de 
bien era superior al precio obtenido por el acreedor) (Lorenzetti, Ricardo Luis (Director), 2015, 
pág. 125/126). Siempre que el daño sufrido por el hipotecante no deudor se hubiese producido, 
como en el ejemplo indicado, con posterioridad a la presentación concursal del obligado principal, 
constituiría una acción post concursal, no incluida en el acuerdo y susceptible de reclamo 
mediante acción individual (ordinaria) en el fuero común. 

- Subrogarse en los derechos del acreedor, sea con motivo de la ejecución o del pago, a fin de 
“recuperar los valores comprometidos” y “habida cuenta del provecho que el pago voluntario o 
forzado significó para el deudor”23. La doctrina a quien seguimos destaca que la subrogación 
constituye un remedio con el que cuenta el tercero que soportó la deuda más eficaz que la simple 
acción de regreso. 

Aunque la deuda se haya extinguido para el acreedor originario, las garantías dadas para el 
pago de la deuda (eje de la subrogación) subsisten (con excepción, claro está, de la que había dado 
el hipotecante que abonó la deuda). Esta subsistencia de las garantías dadas es la que permite al 
tercero actuar conforme autoriza el inciso c del art. 2202 sobre las otras garantías. 

- Ejecutar las demás garantías otorgadas por la misma deuda, en caso de que el deudor 
principal hubiera contado con otras garantías reales dadas por él (supuesto que modificaría la 
plataforma fáctica de este trabajo) o por otros terceros para asegurar el pago de la obligación que 
debió honrar el propietario no deudor de nuestro caso. 

En nuestro caso, la acción subrogatoria entablada contra el deudor principal concursado, 
quedará sujeta a los términos (quita, espera y demás condiciones) del acuerdo preventivo 
homologado aplicable a los quirografarios y con deducción de lo que el acreedor hubiera percibido 
en virtud del acuerdo. 

UN SEGUNDO SUPUESTO: LAS MISMAS  PREGUNTAS SE RESPONDERÁN PARA EL CASO QUE 
EL TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE 
HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. SIEMPRE QUEDADO EN CLARO QUE ES EL 
DEUDOR CONCURSADO EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL 
MISMO. 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

Sí, el acreedor debe solicitar la verificación de su crédito en el concurso del obligado principal. 

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario? 

Debe hacerlo en carácter de acreedor quirografario. 

3. Puede votar la propuesta? 

Sí, puede votar la propuesta. 

4. Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o esta sujeta a alguna condición 
procesal? 

                                                           
23

 (Lorenzetti, Ricardo Luis (Director), 2015, pág. 126) 
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Puede iniciar la ejecución hipotecaria de inmediato, siempre que se dé la primera de las 
condiciones mencionadas anteriormente para el primer supuesto fáctico, esto es, que la 
obligación esté vencida. Como el tercero hipotecante es fiador – principal pagador (art. 1591 
CCCA), se aplica el régimen de las obligaciones solidarias y, en consecuencia, el acreedor puede 
demandar autónomamente al fiador hipotecante, sin necesidad de accionar contra el deudor 
originario (esto es, sin necesidad de solicitar verificación en el concurso del nombrado). 

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

Sí, el tercero fiador hipotecante tiene la carga de solicitar la verificación de su eventual crédito 
contra el deudor principal. 

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

Debe solicitar verificación en carácter de acreedor quirografario condicional. Sin perjuicio de 
que, tal como se dijo precedentemente, resulta aplicable el art. 2202 inc. c del CCA, según el cual 
el propietario no deudor que hubiese pagado la deuda (y logrado así subrogarse en los derechos 
del acreedor) tendrá el carácter de acreedor privilegiado respecto de otros terceros que hubieran 
constituido prendas o hipotecas junto con él en garantía de la misma deuda que el obligado 
principal incumplió. 

7. Cual es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

La novación concursal producida por el acuerdo homologado producirá, para este caso, los 
mismos efectos señalados en el supuesto fáctico anterior (deja a salvo la fianza y la garantía 
hipotecaria que la acompaña). Aunque aquí la conclusión se obtiene sin mayor esfuerzo 
interpretativo ni argumentativo, ya que, al haberse obligado el tercero constituyente de la 
garantía como fiador – principal pagador, el supuesto está expresamente contenido en el art. 55 
LCQ, párrafo final, y no cabe duda alguna de que el tercero está excluido de los efectos del 
acuerdo homologado. 

Resulta conveniente mencionar que en la práctica, casos como el de este supuesto, determinan 
la presentación concursal del fiador – principal pagador constituyente de la hipoteca junto con el 
obligado principal, sea por la vía del art. 65 LCQ (concurso en caso de agrupamiento), por la vía del 
art. 68 LCQ (concurso del garante), o de manera individual o autónoma. 

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

Sí, el acuerdo es oponible al acreedor. 

9. El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

No, el tercero fiador hipotecante no puede oponer la novación (y los términos del acuerdo 
homologado, quita y espera incluidas) al acreedor, por hallarse expresamente excluido por la parte 
final del art. 55 LCQ. Su obligación se mantiene con la misma extensión con la que fue contraída. 

Cabe recordar que la ley 25563 (con una suerte de vigencia efímera en el derecho argentino 
entre el 14 de febrero de 2002 y el 16 de mayo del mismo año, fecha en la que la ley 25589 
derogara la mayoría de sus artículos) modificó el art. 55 LCQ y estableció que el fiador y los 
codeudores solidarios quedaban obligados en la extensión de la nueva obligación nacida del 
acuerdo homologado. 
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10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

Tiene los mismos derechos mencionados en el supuesto anterior. 

Y UNO O DOS ÚLTIMOS SUPUESTOS PARA LAS MISMAS PREGUNTAS: ¿SI EL DEUDOR Y/O EL 
TERCERO ES O SON SOCIEDADES CAMBIARÍA ALGUNA DE LAS RESPUESTAS? 

Entiendo que la respuesta podría cambiar si el tercero fuera sociedad cuyo objeto social no 
previera como actividad habitual el otorgamiento de fianzas, avales o garantías reales a favor de 
terceros, ya que, en tal hipótesis, el contrato hipotecario podría ser objeto de una acción de 
nulidad (por falta de capacidad jurídica para el acto, cfme. art. 58 de la Ley General de Sociedades 
19550, LGS en lo sucesivo), sin perjuicio de las acciones de responsabilidad por mal desempeño 
que cabrían contra los administradores y síndicos o miembros del órgano de fiscalización (art. 274 
LGS), y contra los socios que hubieran convalidado tales actos extraños al objeto social (art. 254 
LGS). 

SI ALGÚN PAÍS PREVÉ QUITA O ESPERA LOGRADA POR MAYORIAS EN EL CONCURSO DE LA 
PERSONA HUMANA O JURÍDICA: ¿La misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de 
acuerdo a homologar a la hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no 
concursado? 

El régimen concursal argentino no efectúa distinción alguna entre el acuerdo preventivo 
obtenido por la persona humana o por la persona jurídica concursadas, de manera que las 
respuestas son idénticas para uno u otro supuesto. Salvo lo expresado en el punto IV precedente, 
tampoco hay diferencia si el tercero hipotecante es persona humana o jurídica. 

En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar hipotecariamente 
o si también se ha constituído como garante personal de la obligación del concursado? 

Conforme lo manifestado en respuesta al punto V anterior, la solución no varía según el tercero 
sea persona humana o jurídica. Las diferencias entre el tercero hipotecante no deudor y el tercero 
fiador (garante personal) son idénticas a las señaladas para el supuesto fáctico del apartado I. El 
tercero fiador se encuentra expresamente apartado de los efectos del acuerdo homologado por el 
art. 55 LCQ, parte final. El tercero hipotecante no deudor no es mencionado por la norma, pero 
existe la misma razón jurídica para apartarlo también de tal efecto novatorio.  

* José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las preguntas 
anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo 
económico, alguna respuesta cambiaría? 

La legislación argentina no contiene normas que regulen el régimen de los grupos económicos. 
De tal manera, sólo encontramos disposiciones aisladas referidas al tema en la LSG (arts. 30 a 33), 
y en la LCQ (art. 65 y ss.), en lo que aquí interesa. 

De manera que las respuestas anteriores podrían ser diferentes en caso de los integrantes de 
grupo resolvieran recurrir a la presentación concursal agrupada del art. 65, o del 68 LCQ, en su 
caso, y sin perjuicio de las acciones de responsabilidad que podrían derivarse de tal vicisitud. 
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EXPONENTE: VERÓNICA FRANCISCA MARTÍNEZ 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

EL SUPUESTO FÁCTICO BÁSICO: 

Para asistir financieramente a un deudor, el acreedor requiere una garantía hipotecaria de un 
tercero, que la otorga sin constituirse en deudor, ni principal pagador, ni fiador o garante en forma 
personal. (Supuesto del art. 770 del Código de Comercio de Uruguay, art. 2799 del Código Civil y 
Comercial de Argentina) 

El deudor se concursa, formula una propuesta de 50% de quita y 5 años de espera con interés 
bancario de caja de ahorro para los créditos quirografarios, la que obtiene mayoría y es 
homologada por el juez. 

LAS PREGUNTAS, que podrán ser perfeccionadas por los intervinientes: 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

El acreedor debe solicitar el reconocimiento del crédito en el concurso del deudor, tanto si es 
para integrar el pasivo del obligado principal, como para percibir el crédito del tercero 
hipotecante, ahora uno de los supuestos del 'propietario no deudor', puesto que así lo imponían el 
artículo 3121 C.Civil de Vélez al referir al tercero constituyente de la garantía, como el art. 3163 
del mismo ordenamiento derogado, que exigían del tercero poseedor la intimación previa del 
deudor principal, de lo que se sigue que la que otorga en estas condiciones el garante o 
propietario no deudor, es efectivamente una garantía que accede al crédito de un tercero, y ese es 
el límite de su responsabilidad. Por lo que efectivamente ha de entablarse la acción contra ese 
deudor principal, o ser intimado de acuerdo a las leyes procesales locales en forma efectiva a que 
pague, recién de lo cual queda expedita la acción contra el garante constituyente.  

En el caso, habiéndose concursado el obligado principal, la forma de exigir su pago es 
concurriendo a su pasivo a través de la verificación del crédito en ese proceso universal. 

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario? 

En el concurso del acreedor principal el carácter del crédito es común o quirografario, puesto 
que la garantía es de un tercero sobre un bien que no es asiento de privilegio en ese proceso.  

3. Puede votar la propuesta? 

Puede votar la propuesta en tanto integra la categoría de acreedor común o quirografario. 

4. Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o está sujeta a alguna condición 
procesal? 

Entiendo que debe verificar el crédito en el concurso del deudor principal, en tanto como se 
sostiene la garantía hipotecaria es accesoria de ese crédito, y ello obraría como la previa 
intimación del mismo a tenor del art. 3163 C.C. derogado y art. 2200 del C.C.C.N. Luego, en tanto 
el hipotecante no esté sometido a concurso, puede ejecutar la garantía sin otro trámite o espera. 
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5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

Si pretende subrogarse en su contra de los derechos del acreedor que paga a través de la 
ejecución de la garantía por el otorgada, debe hacerlo. Si así no fuera, no tendría forma de 
resarcirse del obligado principal, puesto que la manda es someter a todos los acreedores al 
concurso (art. 200 y 32 L.C.Q.) 

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

El garante no deudor es en relación al obligado principal, quirografario; asume la posición del 
crédito que abona, con el límite de la garantía motivo de ejecución. 

7. Cual es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

La novación, en mi criterio, no alcanza la garantía otorgada, que no está sometida a la 
propuesta, de la que el garante es ajeno. Si la novación concursal no se extiende a los terceros 
obligados (fiadores vgr.) con menos razón habrá de afectar la obligación de aquél que otorgó esta 
garantía sin obligarse personalmente. La novación civil no entra en juego en este supuesto. 

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

El acuerdo es oponible en relación al acreedor en función y limitado solamente a la obligación 
principal, en la que recordamos, su crédito es quirografario. Pero no perjudica la garantía real 
otorgada por el tercero. 

9. El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

Entiendo, como se dijo más arriba, que no es posible.  

10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

Su acción está limitada a la subrogación en los derechos del acreedor que desinteresa, como se 
dijo, está alcanzado por los efectos del concurso en tanto su crédito es meramente quirografario, y 
no tiene otro privilegio en relación al deudor que deriva de la concesión de la garantía. 

UN SEGUNDO SUPUESTO: LAS MISMAS PREGUNTAS SE RESPONDERÁN PARA EL CASO QUE EL 
TERCERO TAMBIEN SE HAYA CONSTITUIDO EN FIADOR, PRINCIPAL PAGADOR, –ADEMÁS DE 
HIPOTECAR PARA GARANTIZAR DEUDA DE TERCERO-. SIEMPRE QUEDADO EN CLARO QUE ES EL 
DEUDOR CONCURSADO EL OBLIGADO PRINCIPAL Y EL TERCERO SE OBLIGA EN GARANTÍA DEL 
MISMO. 

Si además de garante real el tercero se obliga personalmente, el acreedor puede reclamar del 
mismo la acreencia de tal manera, es decir, íntegramente en tanto asumió la deuda. Pierde ese 
carácter de accesoriedad en tanto se convirtió al afianzar en obligado principal, y eventualmente 
el acreedor puede ejecutar la deuda con independencia de su accionar en relación al codeudor (no 
ya obligado principal).  

Y UNO O DOS ÚLTIMOS SUPUESTOS PARA LAS MISMAS PREGUNTAS: ¿SI EL DEUDOR Y/O EL 
TERCERO ES O SON SOCIEDADES CAMBIARÍA ALGUNA DE LAS RESPUESTAS? 
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Entiendo que no cambia el esquema señalado, salvo alguna cuestión de responsabilidad en 
contra de los administradores que hubieron prestado como garantía bienes sociales, excediendo el 
objeto de la sociedad. 

SI ALGÚN PAÍS PREVÉ QUITA O ESPERA LOGRADA POR MAYORIAS EN EL CONCURSO DE LA 
PERSONA HUMANA O JURÍDICA: ¿La misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de 
acuerdo a homologar a la hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no 
concursado? 

En nuestro país se prevé esa quita pero como se dijo, no es aplicable el efecto novatorio al 
hipotecante o garante no deudor. 

En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar 
hipotecariamente o si también se ha constituido como garante personal de la obligación del 
concursado? 

Como se dijo, en este caso la obligación del codeudor transita por su propio carril 
independiente del proceso del codeudor no garante real. 

*José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las preguntas 
anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo 
económico, alguna respuesta cambiaría? 

No cambia el supuesto, salvo que se presente como concurso del grupo, en cuyo caso se 
aplicaría la normativa específica, pero entiendo esto excede el objetivo de la investigación. 
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CAPÍTULO PERÚ 

 

EXPONENTE: JEAN PAUL BROUSSET 

 

REFLEXIONES SOBRE LA PROBLEMÁTICA DEL TERCERO GARANTE DE OBLIGACIONES 
CONCURSALES EN EL DERECHO PERUANO – Análisis del artículo 17 de la Ley 27809 Ley General 

del Sistema Concursal 

 

Artículo 17º de la Ley 27809.- Suspensión de la exigibilidad de obligaciones 

17.1 A partir de la fecha de la publicación a que se refiere el artículo 32º, se suspenderá la 
exigibilidad de todas las obligaciones que el deudor tuviera pendientes de pago a dicha fecha, 
sin que este hecho constituya una novación de tales obligaciones, aplicándose a éstas, cuando 
corresponda, la tasa de interés que fuese pactada por la Junta de estimarlo pertinente. En este 
caso, no se devengará intereses moratorios por los adeudos mencionados, ni tampoco procederá 
la capitalización de intereses. 

17.2 La suspensión durará hasta que la Junta apruebe el Plan de Reestructuración, el Acuerdo 
Global de Refinanciación o el Convenio de Liquidación en los que se establezcan condiciones 
diferentes, referidas a la exigibilidad de todas las obligaciones comprendidas en el 
procedimiento y la tasa de interés aplicable en cada caso, lo que será oponible a todos los 
acreedores comprendidos en el concurso. 

17.3 La inexigibilidad de las obligaciones del deudor no afecta que los acreedores puedan 
dirigirse contra el patrimonio de los terceros que hubieran constituido garantías reales o 
personales a su favor, los que se subrogarán de pleno derecho en la posición del acreedor 
original. 
 

GENERALIDADES 

En el derecho concursal peruano, la primera y principal herramienta para obligar a que los 
acreedores del deudor en crisis se sienten en una misma mesa negocial y pacten nuevas 
condiciones es la declaración de suspensión de exigibilidad de sus obligaciones.  

A partir de la declaración pública de concurso, todas las obligaciones nacidas con anterioridad a 
dicha fecha sufren una especie aletargamiento, una mutación momentánea en sus condiciones 
originales de plazo y modo que durará hasta que la junta de acreedores establezca las nuevas 
condiciones oponibles a todos los acreedores del concurso.  

El legislador concursal peruano, entendiendo que el concurso de acreedores es una medida 
excepcional que violenta el principio de libertad contractual, ha determinado que tanto la 
suspensión de exigibilidad como el señalamiento de nuevas condiciones de plazo y modo por parte 
de la junta de acreedores son medidas temporales encaminadas a solucionar colectivamente la 
crisis, por lo que ha establecido que las mutaciones a las obligaciones tienen también ese carácter 
transitorio.  

Esta intención legislativa se verifica en el hecho de que dicha suspensión y dichos pactos 
posteriores de la junta no van a producir la novación de las obligaciones originales, sino 
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únicamente afectan a las condiciones sustantivas de plazo y modo como ya lo indicamos. Así, de 
producirse el levantamiento posterior del concurso por alguna razón específica (por falta de 
pluralidad de acreedores, por incumplimiento del plan o por cualquier otra razón legal o negocial 
establecida en la norma), las antiguas condiciones de plazo y modo retornarán a regular dichas 
obligaciones, retomándose los procesos administrativos o judiciales de cobranza desde el 
momento en que los mismos fueron detenidos por los efectos del concurso. De haberse 
determinado la novación, este efecto ultractivo de retorno a las condiciones originalmente 
pactadas no sería posible. 

Ahora bien, la norma concursal ha establecido que esta suspensión de exigibilidad no le es 
oponible al tercero que haya garantizado (con garantía real o personal) al deudor concursado 
frente a algún acreedor. Así, la norma concursal –intentando mantener lo más posible incólume la 
validez de las garantías otorgadas- permite al acreedor diligente que obtuvo garantías sobre 
patrimonios distintos a los de su deudor, accionar contra estos terceros garantes, estableciendo 
que los mismos, en caso pagar las obligaciones garantizadas, puedan subrogarse en la posición del 
acreedor original, concursando dicha acreencia.  

A continuación intentaré desarrollar algunas de las inquietudes que el tema del tercero garante 
hipotecario de obligaciones concursales me generó, intentando a su vez incorporar en estas 
reflexiones las inquietudes generales que el grupo de investigación del Instituto se planteó. 

1. ¿Cuáles son las condiciones obligacionales que el acreedor garantizado le puede requerir 
al tercero garante ante el incumplimiento del deudor por ingreso a concurso? 

Cuando la norma peruana establece que la suspensión de exigibilidad de obligaciones no afecta 
a los terceros garantes, está diciendo que dichas obligaciones se mantendrán exigibles para los 
mismos en su relación con el tercero garantizado, pudiendo este último iniciar o continuar con la 
ejecución de la garantía dado el incumplimiento. 

Esto tiene su lógica dentro del concurso, pues el mismo protege el patrimonio del deudor, no 
de los terceros que se obligaron con él.  

El tema es ¿cuáles son las condiciones de plazo y modo que dicho garante tiene que cumplir? 
Antes de abordar este tema, queremos hacer referencia a una característica esencial de las 
garantías personales y reales a saber: la accesoriedad. 

En el caso de la fianza, NÚÑEZ precisa lo siguiente: 

“En cualquier caso, es claro que existe un mínimo de unión funcional entre la obligación del 
fiador y la obligación garantizada. La obligación del fiador es una obligación de refuerzo de la del 
deudor principal, compartiendo ambas la misma finalidad. La accesoriedad representa la cualidad 
relativa que, respecto de la principal, tiene la obligación de garantía en lo que se refiere a su 
existencia, subsistencia y vicisitudes.” (Núñez, 2015, p.59) 

En efecto, la obligación del fiador está sustantivamente conectada a la obligación principal. 
Existe y se sostiene en el mundo jurídico a través de ella. Lo que le ocurra a la primera le ocurrirá a 
la segunda. En el derecho civil peruano, la accesoriedad de la fianza está positivamente reconocida 
en el artículo 1875 del Código Civil.24  

                                                           
24

 Artículo 1875 del Código Civil Peruano.- La fianza no puede existir sin una obligación válida, salvo que se haya 
constituido para asegurar una obligación anulable por defecto de capacidad personal. 
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El mismo principio resulta válido y oponible al garante hipotecario. Sobre el particular, BIGIO 
nos comenta lo siguiente: 

“La hipoteca se constituye en respaldo de una obligación. De modo que la hipoteca es un 
derecho accesorio que, como regla general, supone la existencia de una obligación. Por 
consiguiente, la hipoteca subsiste y se extingue con el crédito. (…) 

De modo que la extinción de la obligación por pago, condonación, compensación, prescripción, 
etc., determina la extinción de la hipoteca. De la misma manera que si la obligación garantizada es 
declarada anulable, igualmente se extingue la hipoteca que la asegura. Ello no es sino la aplicación 
del principio de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal.” (Bigio, 1991, p. 114-115) 

Esta característica medular en las garantías reales y personales implica dos cosas muy claras 
que deben ser resaltadas en el análisis: 

a. Que la segunda obligación (la del garante), tiene el mismo contenido que la obligación 
principal. La replica. Así, debemos entender que si la obligación principal sufre mutaciones, la 
segundaria también las sufrirá. 

b. Que, con el incumplimiento del deudor, nace una obligación distinta a la principal, como es 
la obligación del fiador. Resaltamos esta característica pues, como veremos, en el derecho 
concursal peruano se estaría presuponiendo la inexistencia de relaciones obligacionales entre el 
acreedor y el tercero garante. 

Intentaremos tratar cada uno de estos temas para clarificar el debate. 

Accesoriedad como réplica de las condiciones en la obligación garantizada 

Este aspecto del principio de accesoriedad, que aparentemente reviste claridad en la doctrina, 
no resulta muy claro para la norma concursal. Así, si analizamos el texto del artículo 17.3 aquí 
comentado, podríamos intuir que la norma concursal, al establecer que la inexigibilidad de las 
obligaciones no afecta la responsabilidad de los terceros garantes frente a los acreedores, estaría 
pretendiendo que las condiciones originales de plazo y modo de dichas obligaciones le sean 
oponibles a dichos terceros a pesar de haber quedado suspendidas en su vigencia frente a los 
deudores garantizados, con lo que el principio de accesoriedad comentado se quebrantaría. Esta 
interpretación extraña se refuerza con el hecho de que el legislador –en la parte final del referido 
artículo- le sugiere al tercero garante el camino de la subrogación al interior del concurso, con lo 
cual está dando a entrever que este pago podría ocurrir en cualquier momento de dicho 
procedimiento, sin supeditarlo al incumplimiento del deudor. 

De consolidarse esta interpretación, el tercero garante se transformaría en un obligado 
principal. Y no solo ello. Con el advenimiento del concurso habría nacido una obligación distinta a 
la de su garantizado, pues su contenido sería diferente (tendría las mismas condiciones de la 
obligación original, que ya no es oponible al deudor principal de esa forma), siendo la misma 
exigible en cualquier momento por el acreedor a dicho tercero. 

De acuerdo a las teorías que tratan de proteger el crédito, esta interpretación resulta bastante 
razonable. Así, la misma se justificará señalando que la garantía sirve para evitar que el acreedor 
se afecte con la crisis patrimonial de su deudor. Pero estas intencionalidades no pueden llevar a la 
tergiversación de las instituciones de garantía. 

Esto nos lleva al segundo de los temas que queremos resaltar. 
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Accesoriedad como generación de una segunda obligación (obligación del garante 
hipotecario y obligación fideiusoria) 

En la teoría de las garantías, si bien existe una obligación principal entre el deudor y el acreedor 
garantizado, producido el incumplimiento se genera una obligación accesoria que tiene –como ya 
señalamos en el punto precedente- las mismas condiciones de plazo y modo que la obligación 
principal. En la estructura de la Fianza tiene un nombre específico, obligación fideiusoria. 25 

Pero el órgano administrativo peruano ha señalado que entre el tercero garante y el acreedor 
no existe relación obligacional alguna. En efecto, la Resolución 091-2000/TDC-INDECOPI al tratar 
un caso en el que la empresa insolvente es el tercero garante (caso distinto al analizado en el 
presente artículo, pero que nos permite verificar cual es la razonabilidad de la ley concursal 
peruana sobre este punto), ha señalado lo siguiente: 

 “las garantías reales constituidas sobre bienes de la insolvente que garanticen obligaciones no 
concursales deberán ser respetadas, sin perjuicio de que no concedan el derecho a participar en la 
junta de acreedores porque el titular del derecho real no es acreedor de la insolvente. Asimismo, 
tampoco serán oponibles al titular del derecho real de garantía los términos de los convenios de 
liquidación o del plan de reestructuración aprobados por la junta, al no tener dicho titular la 
condición de acreedor de la insolvente.” (los subrayados son nuestros) 26 

Como se puede ver, el órgano administrativo postula que el acreedor garantizado no tiene una 
obligación frente al tercero garante. En este análisis, la garantía surte sus efectos, no por existir 
obligaciones pendientes entre el acreedor y el tercero, sino únicamente para respetar la 
oponibilidad de dichas garantías. 

La interpretación que proponemos 

No podemos coincidir con la solución interpretativa propuesta por el órgano administrativo, la 
que consideramos inequitativa para los intereses del fiador, quien es rebasado por los intereses 
del acreedor. 

Por ello, creemos que en este caso, cuando el legislador señala que el acreedor puede accionar 
contra el tercero garante, dicho acreedor lo debe de hacer respetando el principio de 
accesoriedad de la obligación secundaria que es la que pretende activar frente a dicho tercero. 

En ese sentido, y dado que el contenido de la obligación principal habría mutado con el inicio 
del concurso, somos de la opinión que dicho contenido se deberá respetar en el requerimiento 
que se hace al tercero garante. Por ello, mientras dure la suspensión de exigibilidad de las 
obligaciones, la misma será oponible a dicho tercero, el cual podrá hacerse cargo del 
cumplimiento si se dan dos condiciones conjuntas a saber: 

a. Si los acreedores señalan las nuevas condiciones de plazo y modo en que debe cumplirse 
la obligación principal, condiciones que regularán la obligación secundaria, en respecto estricto del 
principio de accesoriedad. 

                                                           
25

  Sobre el particular, Luciano Barchi señala lo siguiente: “En la fianza existen, pues, dos relaciones obligatorias: (i) la 
relación obligatoria entre el deudor y el acreedor (que es la `obligación garantizada`); y, (ii) la relación obligatoria entre 
el fiador y el acreedor (`obligación fideiusoria` o `relación de fianza`). El contenido de la `relación de fianza` corresponde 
al de la `obligación garantizada`.” (Barchi, 2009, p.38) 
26

 https://www.indecopi.gob.pe/documents/20182/177659/ResolucionN0091-2000-TDC.pdf/73473f99-f606-445a-9ece-
e88b66e7b88d 
 

https://www.indecopi.gob.pe/documents/20182/177659/ResolucionN0091-2000-TDC.pdf/73473f99-f606-445a-9ece-e88b66e7b88d
https://www.indecopi.gob.pe/documents/20182/177659/ResolucionN0091-2000-TDC.pdf/73473f99-f606-445a-9ece-e88b66e7b88d
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b. Si el deudor incumple los términos del plan de reestructuración o acuerdo global de 
refinanciamiento aprobado, en cuyo caso podrá requerirse al tercero garante para que proceda al 
cumplimiento de los mismos. Sólo en este último caso, y en el entendido que dicho tercero no 
quiera cumplir con su obligación secundaria, podrá darse inicio a la ejecución forzada de las 
garantías otorgadas (principio de subsidiariedad). 

2. ¿Por qué el legislador concursal no incluyó dentro de los supuestos del artículo 17.3 a las 
medidas cautelares o embargos interpuestos contra el patrimonio del tercero garante fiador? 

SHMERLER en un análisis doctrinario sobre el artículo materia de comentario señala lo 
siguiente: 

“La única inquietud que nos queda es el motivo por el que nuestros legisladores consideraron 
dentro de los alcances de la excepción únicamente a las garantías reales, excluyendo en cambio a 
otros gravámenes, como es el caso de las medidas cautelares que recaen sobre bienes de tercero, 
cuando para otros fines (como sería el caso de una asignación de órdenes de preferencia) se da 
igual tratamiento, sin distinción alguna, a ambos tipos de afectación sobre bienes. 

Evidentemente, al ser la del artículo 17.3 una norma excepcional, el acreedor del concursado 
cuyos créditos estén respaldados con medida cautelar sobre bien de tercero, no podrá dirigirse 
contra éste, a diferencia de los acreedores garantizados con bien de tercero, que sí contarán con 
tal beneficio. No existe explicación alguna de por qué se ha generado ese trato diferenciado.” 
(Schmerler, 2010, p. 299) 

La inquietud del profesor Schmerler pasa por un tema de equidad en el trato en supuestos 
similares, es decir, de aplicación del principio general de derecho que establece que ante la misma 
razón se debe de aplicar el mismo derecho (Ubi eadem est ratio, eadem est o debet esse juris 
dispositio). Así Schmerler identifica un vacío normativo que pretende llenar con la aplicación del 
principio analógico antes señalado (denominado el argumento a pari), intuyendo que para el caso 
de medidas cautelares deberá de aplicarse la norma que se aplica a las garantías, pudiendo por lo 
tanto el acreedor beneficiado por estas medidas accionar contra el tercero afectado por las 
mismas en caso insolvencia del deudor. 

Sobre el particular, y antes de intentar elucubrar una solución jurídica a la inquietud antes 
señalada, debemos de efectuar una precisión de forma. Las medidas cautelares en el derecho 
peruano son aquellas por las que un acreedor afecta bienes con el objeto de garantizar una 
sentencia futura, mientras que los embargos son medidas procesales que afectan bienes para 
ejecutar una sentencia ya dictada, consentida y ejecutoriada. En ese sentido, creo que sería 
pertinente ampliar la pregunta no solo a los supuestos de medidas cautelares interpuestas sobre 
bienes de terceros para garantizar sentencias futuras, sino también de embargos sobre bienes de 
terceros para ejecutar sentencias firmes. 

Efectuada esta precisión, pasaremos a abordar la pregunta de fondo.  

El artículo 17.3 regula el supuesto de ejecución de las garantías otorgadas por terceros a favor 
del deudor concursado. Para podernos hallar en el supuesto normativo que propone Schmerler 
deberíamos poder identificar casos en los que terceros puedan obligarse por el deudor (o 
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conjuntamente con el mismo) sin haber otorgado garantías reales o personales a su favor, y que –
producto de dichas obligaciones- sean afectados con medidas cautelares o embargos. 27 

Creemos que esos supuestos solo podrían darse cuando dichos terceros asuman obligaciones 
solidarias ya sea por la vía contractual como por la extracontractual.  Ahora bien, para poder 
aplicar la analogía “el agente de derecho realiza una operación volitiva, es decir, toma una opción 
no demostrable lógicamente, en virtud de la cual decide que el hecho ocurrido en la realidad es 
esencialmente igual al que describe el supuesto de la norma cuya consecuencia aplica, aun cuando 
es de hecho distinto a él.” (Rubio, 2007, p.248). 

Así, la doctrina jurídica refiere que en la aplicación analógica deben existir un requisito de 
semejanza esencial y una ratio legis común. Creemos que esto no se da en el supuesto propuesto 
por Schmerler, pues las obligaciones solidarias difieren esencialmente de las garantías personales.  

Núñez, en un artículo sobre derecho concursal, se encarga de resaltar las diferencias esenciales 
entre ambas relaciones jurídicas.  

“(…) existen diferencias conceptuales que marcan su distinta naturaleza entre una y otra figura, 
que podemos resumir seguidamente: a) Mientras la obligación solidaria es directa y principal, la 
fianza siempre es una obligación accesoria; b) Mientras en la obligación solidaria la causa fuente 
de la obligación asumida por cada deudor es la misma, pues existe un solo contrato, la causa de la 
fianza es distinta de la obligación principal, pues nacen de declaraciones de voluntades diferentes; 
c) Mientras que el fiador que ha pagado la deuda tiene derecho a reclamarle al deudor el 
cumplimiento íntegro de la obligación, ello no ocurre entre codeudores solidarios que solamente 
podrán demandar la parte proporcional; d) El codeudor solidario no puede oponer las excepciones 
personales que pueda tener otro de los codeudores contra el acreedor; en cambio, en la fianza 
puede el fiador oponer las defensas personales que tuviera el deudor principal. 

Cierto que en algunos supuesto esta diferencia se disipa, ya que en el caso de la remisión o la 
confusión sólo pueden ser invocadas (las excepciones) por el interesado, pero aprovechan a los 
demás codeudores solidarios hasta la concurrencia de la parte que le corresponde a aquél. En 
cambio, otras excepciones personales, como la incapacidad de uno de los codeudores, o el dolo y 
la violencia sufrida por uno de ellos, en nada afecta a la obligación de los restantes codeudores. 
Por todo ello, debemos de concluir que la figura de la fianza solidaria no podemos configurarla 
como distinta de la fianza ordinaria, excepto en lo propio de su modalidad y, en consecuencia, 
funcionará en el concurso de la misma manera que la fianza simple. Estas diferencias van a marcar 
la legislación concursal aplicable.” (Núñez, 2015, p. 69-70)  

Como se puede ver del minucioso análisis de este autor, las distinciones entre el fiador y el 
obligado solidario son bastante claras, por lo que no podríamos equiparar los supuestos jurídicos 
de ambos personajes. Los principios de accesoriedad y subsidiariedad comentados no son 
oponibles entre los deudores solidarios. Éstos asumen las obligaciones de manera global frente al 
acreedor, pero sus relaciones con el mismo son directas. 

                                                           
27

 El supuesto de fiadores que hayan sido afectados con medidas cautelares o embargos no sería relevante para la 
discusión, dado que el mismo sí estaría incluido en la regulación del 17.3, al partir de una fianza. En ese caso, las 
medidas cautelares o embargos contra el fiador podrían continuar su trámite, justamente por lo establecido en el 
comentado artículo. 
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Ahora bien, además de la claridad de lo indicado, en el derecho peruano podemos identificar 
otro elemento que distingue el tratamiento entre fiador y obligado solidario. Este se encuentra en 
el artículo 1204 del Código Civil Peruano, el mismo que señala lo siguiente: 

“Artículo 1204.- Si alguno de los codeudores es insolvente, su porción se distribuye entre los 
demás, de acuerdo con sus intereses en la obligación. 

Si el codeudor en cuyo exclusivo interés fue asumida la obligación es insolvente, la deuda se 
distribuye por porciones iguales entre los demás.” 

Este artículo indica que el estado de insolvencia libera al deudor de ser requerido por el 
acreedor por el incumplimiento de la obligación contraída en solidaridad, debiendo distribuirse la 
parte de la obligación que le corresponde al mismo entre los otros deudores solidarios. 

Por lo tanto, ya desde el punto de vista positivo y no meramente doctrinario, este artículo 
establece que los otros deudores solidarios que son afectados con medidas cautelares o 
embargos, sufren dichas afectaciones por obligaciones propias, y no por obligaciones contraídas 
por terceros. Esto no inhibe el hecho de que estos co-deudores, una vez pagada la obligación 
frente al acreedor, puedan solicitar en el concurso de su co-deudor insolvente el resarcimiento por 
la parte de obligación pagada en nombre del mismo. Pero en este último supuesto no nos 
encontraremos ante la situación regulada por el artículo 17.3 (que implica que terceros paguen 
por el deudor y no con él). 

En conclusión, tanto por los elementos doctrinarios antes señalados (las diferencias esenciales 
que impiden la aplicación analógica a pari del artículo al supuesto de terceros afectados con 
medidas cautelares y embargos) como por el distinto tratamiento que da el Código Civil al 
obligado solidario declarado insolvente (estableciendo que, producto de la insolvencia, la 
obligación de este último se debe distribuir entre los demás obligados solidarios para efectos de su 
requerimiento y cumplimiento frente al acreedor) consideramos inviable aplicar el artículo 17.3 a 
los supuestos de medidas cautelares y embargos otorgados fuera del marco de garantías 
personales o reales otorgadas. 

3. ¿Es adecuada la regulación del tema del tercero garante por el legislador concursal? 

Luego del análisis positivo efectuado, me quedé con una duda humana. La de saber si esta 
norma trae justicia a las partes sobre las que se aplica. Y no quedé muy convencido de la respuesta 
que se me vino a la mente.  

Y es que se nos presentan dos alternativas que podemos impulsar en base a los argumentos 
interpretativos e integrativos expuestos: 

a. Involucrar al tercero garante en el problema del deudor concursado, aplicándole todo el 
peso de la responsabilidad al permitir que el acreedor garantizado cobre primero y en las 
condiciones primigenias al mismo, y permitiendo a dicho tercero repetir frente al deudor en el 
concurso (lo que en realidad –por lo menos en el derecho concursal peruano- es condenar a ese 
tercero, ahora acreedor, a una lenta procesión con los otros acreedores esperando que alguna 
gracia divina permita que se le paguen sus acreencias).  

b. Permitir que el tercero garante vaya respondiendo por las obligaciones garantizadas en las 
mismas condiciones de plazo y modo establecidas en el concurso. 
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Yo sospecho que la opción por una u otra alternativa debería depender de la calidad ético-
subjetiva de dicho tercero, y por lo tanto, ameritaría un análisis causalista mucho más profundo de 
cada caso en concreto.  

Me explico.  

Si el tercero garantizó las obligaciones del deudor por favores comerciales previos, por 
negocios inter partes, por garantías similares otorgadas en su favor, en suma, por temas de los 
que se puede inferir que la garantía fue otorgada en función a sinalagmas previos, entonces la 
opción a) sería la pertinente. Y es que ese tercero asumió los riesgos inherentes a su negocio al 
otorgar la garantía, por lo que tiene las mismas precondiciones subjetivas que cualquier acreedor 
frente a su deudor. 

Por el contrario, si la garantía otorgada fue “de favor”, es decir, que se generó por simples 
relaciones de amistad, de afecto, de solidaridad, etc., creemos que la opción b) es la adecuada 
para regular a dichas partes, permitiéndole al tercero ir respondiendo por las obligaciones del 
deudor al mismo ritmo y en las mismas condiciones que éste. 

En concreto, creemos que las teorías causalistas nos ayudarían a ubicar mejor el nivel de 
justicia requerido en la regulación de temas como el que nos avoca, pues identificarían de manera 
más precisa y justa el contenido de las relaciones inter partes, estableciendo supuestos distintos a 
relaciones que tienen causas distintas. 

En una conferencia reciente, uno de los asistentes al evento me reparó airadamente el hecho 
de querer mezclar temas filosóficos con temas prácticos. El derecho concursal es praxis, me dijo. 
Yo me resistí a creer en esa afirmación, dicha con tanta convicción. Yo creo –le dije al iracundo 
participante- que el derecho es fundamentalmente justicia. Y la justicia es búsqueda de equidad. Y 
la equidad -en un mundo como el nuestro- no se presupone, se impone. Así, el derecho está 
llamado a imponer relaciones equitativas, justas, que tienen que ser visualizadas por agentes 
éticos que pongan el interés general por encima de sus intereses particulares. 

Ese es nuestro reto ético e intelectual. Nuestra inacabada y compleja tarea.  

 

Lima, 31 de julio del 2017 
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CAPÍTULO URUGUAY 

 

EXPONENTES: ISRAEL CREIMER- TERESITA RODRIGUEZ MASCARDI- ALICIA FERRER 
MONTENEGRO 

 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO, EL ACUERDO 
CONCURSAL Y LA NOVACIÓN 

 

El Código de Comercio del Uruguay en el artículo  770 habilita a  que se constituya sobre el bien 
de un tercero una hipoteca para garantizar la deuda  contraída  por  un deudor frente a su 
acreedor. Este tercero es ajeno al vínculo obligacional deudor- acreedor. A diferencia de las 
garantías personales que implican  agregar  otro  patrimonio  al del deudor  sobre el que se realiza 
el crédito el patrimonio del garante, en este caso,  la garantía real que se adiciona refleja 
exclusivamente una ventaja cuantitativa a la del  patrimonio del deudor.   

El tercero no tiene vínculo contractual alguno con  el deudor que luego se insolventa como en 
el caso planteado  en esta investigación.  

El tercero se obliga  exclusivamente frente al acreedor para el caso de que la prestación no se 
cumpla,  no es acreedor del deudor originario, ni se subroga en el lugar del acreedor de éste.   
Existe un crédito del acreedor  frente al titular del bien hipotecado en garantía, que podrá ser 
ejecutado si no se cumple con la obligación principal y en ese caso puede ir directamente  contra 
el bien del tercero objeto de la garantía, no contra todo el patrimonio de éste.   

Desde esta perspectiva inicial, estamos frente a un garante que conoce el límite cuantitativo de 
su garantía, pero no sucede lo mismo cuando se trata de hipoteca que garantiza obligaciones 
futuras, conforme lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 769 del Código de Comercio o el mismo 
inciso del 2326 del Código Civil. Esta es la hipoteca que  cierta doctrina denomina autónoma (no 
accesoria, pues no otra cosa significa una hipoteca otorgada antes del contrato a que acceda -o 
sea antes del nacimiento de la obligación principal- hipoteca que el derecho positivo uruguayo no 
conoce. En función de ello, aún siendo hipoteca sobre obligaciones futuras debe respetar los 
principios de accesoriedad y especialidad.28 

De modo que en el concurso podremos encontrar créditos con garantía de terceros, sean éstas 
personales o reales; de obligaciones prenacidas o futuras.   

En derecho positivo uruguayo solo se impide la constitución de hipoteca para garantizar 
obligaciones naturales. 

La concurrencia  de estos créditos puede  plantear  problemas de coordinación en el concurso  
si no se parte de una correcta identificación de la diversa naturaleza de ambos.  El problema surge 
concretamente si al declararse el concurso del deudor, el acreedor  no ha satisfecho aún  el crédito 
garantizado con hipoteca sobre bien de un tercero. En este caso hay un crédito  actual del 
acreedor garantizado  con un bien de un tercero  contra el deudor insolvente  que debe comunicar 
en el concurso ya que en nuestra ley  concursal todos los acreedores concursales deben insinuar 

                                                           
28

 Gamarra, Jorge Tratado de derecho Civil uruguayo Tomo II Volumen  2 FCU Montevideo 2009, página 16 y siguientes 
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sus créditos en etapa de verificación de créditos,  aún los privilegiados. La jurisprudencia de los 
Juzgados de Concursos   ha sido coincidente al respecto. 

Diversa es la situación del garante hipotecario, éste no es acreedor del concursado, no tiene 
acción de reembolso contra el concursado en el caso de que el deudor se haya cobrado contra el 
bien que gravó con hipoteca en garantía de la deuda del concursado, ni tampoco tiene un crédito 
condicional por si el acreedor decide ejecutar el bien que hipotecó  por consiguiente carece de 
legitimación para concurrir al concurso. 

SUPUESTO EN EL QUE EL TERCERO ES GARANTE HIPOTECARIO DEL ACREEDOR CONCURSAL. 

1. El acreedor ¿debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

Conforme a lo desarrollado el acreedor concursal que tiene su crédito garantizado con una 
hipoteca sobre  el bien de un tercero debe denunciar su crédito en el concurso de su deudor y 
calificarlo como  quirografario al presentarse, sin perjuicio del posterior examen del interventor o 
síndico a los efectos de confeccionar  la lista de acreedores. 

La verificación del crédito en materia concursal es una exigencia derivada del tenor de los 
artículos 94 y 95 de la Ley 18.387 y que deben cumplir todos los acreedores que pretendan hacer 
valer sus derechos frente al concurso del deudor. Tal ineludibilidad responde al principio de 
concurrencia. Es una carga específica del acreedor impuesta por la ley.   

2. En caso afirmativo, ¿en qué carácter debe hacerlo? ¿Quirografario o hipotecario? 

Se trata de un acreedor quirografario con la particularidad de que goza de una garantía 
hipotecaria, lo cual debe hacer saber al concurso al denunciar su crédito en etapa de verificación.  
La ley de concursos  impone al Síndico o Interventor, en el artículo 101 preparar la lista de 
acreedores y en su contenido deberá especificarse que ese acreedor titular de un crédito 
verificado tienen garantía real otorgada por un tercero, esto es, que no se trata de un acreedor 
con privilegio especial  sino un acreedor quirografario. 

Hay una previsión especial sobre esta situación en el artículo 126 inciso 2 de la ley de concursos 
al referirse a los acreedores quirografarios cuyos créditos se encuentran garantizados con 
derechos reales sobre bienes de terceros. 

3. ¿Puede votar la propuesta? 

 No puede  votar  la propuesta  de convenio en cuanto la ley uruguaya en  el precitado artículo 
expresamente excluye del derecho al voto a los acreedores quirografarios cuyos créditos se 
encuentren adecuadamente garantizados con derechos reales de garantía sobre bienes de 
terceros.  

En principio la solución dada por el artículo 126 nos parece justa por la ventajosa situación en 
que se encuentra este acreedor frente a los demás acreedores quirografarios.29  

El término “adecuadamente” utilizado por el legislador uruguayo ha originado posiciones 
encontradas tanto en doctrina como en los  pronunciamientos de los jueces  concursales respecto 
a si debe ser interpretado el texto legal  desde el punto de vista económico  o estrictamente 
formal.  

                                                           
29

 Conforme Rodriguez Mascardi, Teresita y Ferrer Montenegro, Alicia. Los créditos y el concurso. FCU. 3° Edición. 
Montevideo, 2016, página 70 
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Así, Para Bacchi y Ayul30 “El tema tiene relevancia porque si bien en algunos casos resultará 
sencillo y hasta obvio que la garantía constituida es “adecuada” desde el punto de vista jurídico y 
también examinada desde la perspectiva de si es suficiente para satisfacer íntegramente el crédito 
del acreedor, en otros la relación entre la cuantía del crédito garantizado y el valor de la garantía 
puede ser negativa. Esta insuficiencia, a su vez, puede resultar evidente o al menos de fácil 
constatación, o por el contrario requerir de cierta información adicional para poder establecer con 
la debida precisión si la garantía es o no suficiente.” Para las autoras, debe optarse por n enfoque 
que atienda a lo sustancial y al aspecto económico, por lo que la garantía será adecuada solo 
cuando ella resulte suficiente para que, de ejecutarse, el acreedor garantizado logre satisfacer su 
crédito. 

Por su parte, Germán Florio31 sostiene que “El determinar el concreto alcance del término tiene 
considerable importancia pues tal extremo deberá ser valorado por síndicos e interventores a la 
hora de verificar los créditos insinuados, a fin de otorgárseles la calificación jurídica que 
corresponda, e incluirlos, en su caso, en la lista de acreedores (art. 101 LCRE), proceso que habrán 
de completar en los breves plazos que la ley concursal señala….el análisis del carácter adecuado de 
la garantía por el síndico o interventor no debe ni puede ir más allá del examen formal de la 
existencia de negocios jurídicos que impliquen una garantía real o personal del crédito insinuado.  
El primer argumento a favor de la tesis expuesta es de índole práctica. Interpretar que para 
calificar el crédito como adecuadamente garantizado, es necesario valorar los bienes o derechos 
sobre los que se constituyó la garantía, siendo la misma personal, el patrimonio del fiador que ha 
afianzado la obligación asumida por el concursado, es fácticamente imposible de realizar.” 
Termina el citado autor afirmando que la valoración desde el punto de vista económico de las 
garantías otorgadas por el tercero “supondría exigir al síndico o interventor la pericia y diligencia 
en la valoración de la garantía que eventualmente pudo faltarle al propio acreedor.” 

En definitiva, la discusión se centra sobre el grado de aislamiento sobre riesgo que proporciona 
la garantía real al crédito concedido y que se pretendió lograr a través de la afectación de uno o 
más bienes determinados. La cobertura del crédito se obtiene sobre el valor del bien. 
¿Corresponde al síndico o interventor concursal determinar el valor de ese bien y someterlo al 
análisis de adecuada cobertura del crédito?. 

También la jurisprudencia de los Juzgados especializados se ha pronunciado. 

En la medida que la exclusión del derecho al voto es excepcional en nuestro derecho, si se 
entiende en un caso puntual que  la garantía hipotecaria es inadecuada para garantir el crédito del 
acreedor concursal este podría votar.  

La prohibición afecta al crédito y no a la persona; la razón por la cual están impedidos de votar 
esos acreedores es la naturaleza de sus créditos y no la calidad de sus personas. Si la hipoteca o 
prenda garantiza solamente una parte de sus créditos, ese acreedor podría igualmente votar por la 
parte de sus créditos quirografarios que no estuviera adecuadamente garantizada.32   

                                                           
30

 Bacchi, Adriana y Ayul, Zamira. Derecho de voto y acreedores adecuadamente garantizados.  En Consolidación y 
Cambios: el fecundo panorama del Derecho Comercial FCU. Montevideo 2014, páginas 409 y siguientes. 
31

 Germán Florio, Carlos Daniel. Acreedores sin derecho a voto por encontrarse sus créditos adecuadamente 
garantizados.  En Los retos de la modernidad: cuestiones de Derecho Comercial actual. FCU Montevideo, 2015,  páginas 
515 y siguientes. 
32

 Conforme Rodriguez Mascardi, Teresita y Ferrer Montenegro, Alicia Ensayos Concursales. LA LEY, Montevideo 2016 
página 159 
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4. ¿Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria? o ¿está sujeta a alguna condición 
procesal? 

El acreedor puede promover ejecución hipotecaria contra el tercero, no le  está vedado  
hacerlo y es correcto que así sea en la medida  que su pretensión se funda en una obligación  de 
fuente contractual ajena al concurso y no tiene por qué esperar a las resultas del mismo.  

La  moratoria no afecta este accionamiento en el que el concursado  no es el demandado, no 
existe ningún obstáculo procesal para su accionamiento.        

5. El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, ¿debe 
verificar crédito en este concurso? En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

Por la ya desarrollado  inicialmente el tercero no es acreedor concursal y por tanto no está 
legitimado para participar  en el proceso concursal, de hacerlo, su comparecencia debe ser 
liminarmente desestimada 

6. ¿Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

El alcance novatorio del convenio aprobado conforme a lo consagrado expresamente  en el   
artículo 159 inciso2  de la ley concursal  implica que el nuevo crédito queda limitado en su cuantía 
y exigibilidad a lo pactado en el convenio y es obligatorio para todos los acreedores  concursales 
del deudor  por causa anterior al concurso afectados por éste. 

El artículo  precitado de la ley concursal uruguaya pone fin a la discusión sobre el efecto 
novatorio del convenio homologado  al establecer literalmente que la porción de los créditos 
quirografarios y subordinados  que comprende la quita quedará definitivamente extinguida  salvo 
que en el propio convenio  disponga lo contrario  o que la condena en sede  de calificación 
implique  la cobertura  de la totalidad o parte del déficit patrimonial. Esto es consecuencia de que 
la sentencia que se dicte en el incidente nominado de calificación del concurso  puede culminar 
con una condena  a los integrantes  de la concursada o sus cómplices  a cubrir la totalidad o 
parte  del déficit patrimonial  y  en ese caso el crédito que es exigible  en los términos del convenio 
puede  aumentarse de prosperar tales acciones    

7. ¿Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

El tercero hipotecante no es acreedor del concursado por consiguiente no le alcanza  el 
convenio aprobado, por el contrario, es deudor del acreedor concursal en función del contrato de 
garantía celebrado con éste. Al acreedor verificado el acuerdo le alcanza, a pesar que, como ya se 
dijera, no participa en la formación del mismo por estarle vedado por el artículo 126 de la ley 
concursal.  

8. ¿El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

El tercero no puede invocar el  contenido del convenio en caso que su acreedor promueva 
ejecución  hipotecaria, las garantías reales no se pierden por la aprobación del convenio  

9. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 
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No puede, solo está legitimado para subrogarse en el lugar del acreedor por su cuota concursal 
y  carece de  acción de enriquecimiento sin causa por el resto contra el deudor concursado en la  
medida que falta un presupuesto para su configuración  en el derecho positivo uruguayo que es la 
falta de causa. En estas circunstancias la  causa es el convenio homologado 

SUPUESTO EN QUE EL TERCERO ES GARANTE HIPOTECARIO Y FIADOR DEL ACREEDOR 
CONCURSAL. 

Los créditos con garantía personal implican la existencia de otros patrimonios que se adicionan 
al del deudor originario, a los que puede acudir el acreedor para realizar su crédito.  

En tal sentido, la garantía personal pretende asegurar al acreedorla íntegra satisfacción de su 
crédito, pero en ningún caso puede el titular del crédito garantizado obtener más valor que el que 
originariamente le corresponde. 

El garante asume el cumplimiento íntegro del crédito asegurado y debe esperar luego a que el 
deudor le reembolse lo pagado. 

En realidad, es el garante quien asume el riesgo del crédito y padece la devaluación propia de 
éste. Las garantías personales no implican la afectación de un determinado bien en el patrimonio 
del deudor y por tanto los acreedores que son titulares de un crédito con garantía personal son 
acreedores quirografarios en caso de concurso de su deudor con la particularidad de que tienen la 
posibilidad de cancelar sus créditos por afuera del concurso y sobre otros patrimonios. 

El elenco de garantías personales es numeroso en el ámbito mercantil. 

La fianza es la garantía personal por excelencia en la que el fiador asume el pago del crédito en 
forma subsidiaria y accesoria, su eficacia se supedita al no pago por el deudor y está condicionada 
por las vicisitudes de la relación obligacional entre deudor y acreedor, las partes pueden suprimir 
el beneficio de excusión o configurarla como una fianza solidaria. 

El aval cambiario y las garantías a primera demanda son ejemplos de nuevas modalidades de 
garantías nacidas para satisfacer las necesidades del tráfico mercantil al resultar insuficiente o 
inadecuada la regulación legal de la fianza. 

Otro ejemplo es el contrato de asunción de deuda en el que un tercero se obliga con el deudor 
a cumplir lo que le incumbe a éste y el crédito resulta reforzado por la responsabilidad 
concurrente del nuevo patrimonio del obligado a cumplir. 

Es evidente que el valor de las garantías personales depende en definitiva del valor variable del 
patrimonio del garante, lo que no significa que el mismo sea inferior al de las garantías reales. La 
diferencia entre ambas garantías es cualitativa y no cuantitativa, como bien señala en la doctrina 
española Nuria Bermejo33, quien destaca que muchas veces una garantía personal puede 
proporcionar más aislamiento frente al riesgo que una garantía real. 

La Ley Concursal Nº 18.387 hace sólo puntuales referencias a la situación del fiador o avalista a 
diferencia del específico tratamiento que brinda a las garantías reales, así por ejemplo los 
menciona cuando en el artículo 98 en sede de solicitud de verificación de créditos habla de la 
posibilidad de que la comunicación del crédito que haga el fiador o avalista del deudor beneficie al 
acreedor omiso, y en materia de exclusión del derecho al voto en sede de junta de acreedores 
cuando en el artículo 126 inciso 2 se refiere a los acreedores quirografarios garantizados 

                                                           
33

 Conforme Bermejo, Nuria. Créditos y quiebra. Civitas,  España 2002 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

310 

 

adecuadamente con garantías reales o “en cualquier otra forma” concepto abarcativo de las 
garantías personales. También al tratar el contenido de la lista de acreedores en el artículo 101 
impone al interventor o síndico que incluya respecto de cada crédito la identificación de las 
garantías personales si las hubiese. 

1. El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

Sí, por la imposición de los artículos citados al responder idéntica pregunta en capítulo I. 

Las garantías personales configuran una relación triangular entre tres personas: el deudor, el 
acreedor y el garante, de la que nacen dos créditos que se adicionan al crédito principal. 

Desde la óptica del proceso concursal la concurrencia de estos tres créditos implica dificultades 
de coordinación para el legislador quien deberá resolver si se verifican todos estos créditos en el 
concurso o sólo el crédito del acreedor o sólo el del garante contra el del deudor, porque en 
definitiva el acreedor dispone de la acción contra el garante y no necesita del concurso para 
cobrar.  

2. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? Quirografario o hipotecario?  

Como acreedor quirografario por las razones expuesta en pregunta 2 de capítulo I. 

3. Puede votar la propuesta? 

Es complejo el análisis de la legitimación para votar en el concurso, si corresponde al acreedor 
principal o el garante -éste evidencia un interés legítimo en participar en las decisiones colectivas 
para no verse perjudicado cuando accione por el reembolso- o bien que la opinión de los dos sea 
tenida en cuenta y se refleje en las decisiones a tomar por el conjunto de acreedores. 

La situación del garante adquiere relevancia cuando al tiempo de declararse el concurso del 
deudor, el titular del crédito garantizado no lo ha cobrado aún del garante, porque si ya se lo pagó, 
el único titular del crédito es el garante y es quien tiene legitimación para participar en el 
concurso. 

El caso del pago parcial antes del concurso al acreedor no ofrece dificultades, porque el garante 
se convierte en acreedor actual por la parte satisfecha y el acreedor mantiene su crédito por la 
parte no cancelada, y por consiguiente ambos están legitimados para concurrir al concurso como 
acreedores concursales. 

El pago parcial posterior presenta mayor complejidad. El pago por el garante subroga al 
acreedor en el crédito ya reconocido en el concurso en principio, aún cuando se tratase de un 
pago parcial. Adviértase sin embargo que de admitirse dicha subrogación, el crédito del garante y 
el crédito del acreedor participarían en igualdad de condiciones en el concurso y por consiguiente 
se vería reducido el importe del crédito principal al reducirse la cuota o dividendo concursal que le 
correspondería. 

En nuestra legislación,  el derecho de voto por lo general corresponde a los titulares de los 
créditos quirografarios que tienen su crédito reconocido en el concurso. 

Cuando es el acreedor principal quien obtuvo el reconocimiento de su crédito en el concurso 
será él quien vote. 

Si el crédito reconocido es el del garante será éste quien vote, no existe razón alguna que 
impida su voto considerándolo como tal. 
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4. Puede iniciar de inmediato la ejecución de la garantía personal  o está sujeta a alguna 
condición procesal? 

Idéntica respuesta a la del garante hipotecario. El acreedor puede promover ejecución de la 
garantía personal contra el tercero, no le  está vedado  hacerlo y es correcto que así sea en la 
medida  que su pretensión se funda en una obligación  de fuente contractual ajena al concurso y 
no tiene por qué esperar a las resultas del mismo.  

La  moratoria no afecta este accionamiento en el que el concursado  no es el demandado, no 
existe ningún obstáculo procesal para su accionamiento.  

El acreedor que tiene una garantía personal dispone de dos vías para la satisfacción de su 
crédito en el concurso de su deudor: una concursal contra el deudor principal devenido insolvente, 
y otra ajena a ese procedimiento contra su garante en virtud de la garantía prestada. A tal efecto 
puede proceder inmediatamente a la insinuación de su crédito en el concurso del deudor 
insolvente o con independencia de lo anterior, reclamar extraconcursalmente el cumplimiento de 
la garantía frente al fiador.       

5. El tercero que otorgó la hipoteca y la garantía personal sobre la deuda del ahora 
concursado, debe verificar crédito en este concurso? 

El artículo 98 de la ley Nº 18.387, contenido en el capítulo relativo a la formación de la masa 
pasiva prevé la solicitud de verificación del crédito por parte del fiador o avalista del deudor y se 
concluye en que ese caso se beneficia al acreedor, subsanando su omisión si así aconteciese. 

6. En caso afirmativo en que carácter debe hacerlo? 

Como acreedor quirografario. 

7. Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? 

El convenio, es un instrumento de composición de intereses que permite reajustar el contenido 
de los créditos para alcanzar una solución alternativa a la liquidación. 

Implica modificar el contenido de éstos con independencia incluso de su participación en el 
mismo o de su disidencia.  

En los acuerdos la relación obligacional subsiste aunque modificada en cuanto a su exigibilidad, 
se hace absolutamente inexigible en caso de quita y se hace temporalmente inexigible en caso de 
la espera. La quita concursal no es irrevocable ya que se revoca en caso de incumplimiento del 
convenio. 

Estos pactos no provocan la extinción del crédito y por consiguiente difícilmente extinguirán la 
garantía cuya existencia dependa de éste. Esta ocurre en el caso de la fianza o del aval entre otros 
ejemplos.  

A mayor abundamiento, el contenido del convenio concursal, sólo afecta a aquellos créditos 
que se realicen sobre el patrimonio insolvente que el convenio trata de recomponer, por ejemplo, 
el crédito frente al deudor insolvente pero no frente al deudor solidario o frente al fiador. 

Entonces, el acreedor podrá exigir al garante la íntegra satisfacción de la prestación adeudada 
sin que ésta pueda invocar a su favor el contenido del convenio. 
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Cancelado el crédito del acreedor, el garante podrá subrogarse en la posición de éste para 
obtener el reembolso y su crédito quedará afectado por lo pactado en el convenio como un 
acreedor concursal concurrente. 

A nuestro juicio, la eficacia del convenio es independiente del voto del titular del crédito 
garantizado en el concurso, ya sea que éste haya votado a favor o en contra del acuerdo o se haya 
abstenido. El convenio por su naturaleza de pacto concursal no alcanza a terceros y por 
consiguiente el acreedor puede exigirles a los fiadores el cumplimiento conforme a los términos 
de la fianza. 

Si el garante pudiera invocar el contenido del acuerdo concursal se le permitiría reducir de 
forma superveniente el grado de responsabilidad asumida originariamente. 

Estas consideraciones son aplicables a las cesiones pro solvendo, pero no a los acuerdos de 
dación en pago de bienes y derechos integrados en el patrimonio concursal. 

En el primer supuesto, habrá de subsistir la garantía hasta alcanzar la íntegra satisfacción de las 
cantidades adeudadas. Si se trata por el contrario, de una dación en pago los efectos solutorios o 
extintivos del crédito personal conducen a la extinción de la fianza. En tal sentido en el artículo 
160 se regula la situación de los acreedores que no hayan votado a favor de la propuesta de 
convenio y se establece que éstos conservarán las acciones que le correspondan por la totalidad 
de los créditos contra los obligados solidarios y contra los fiadores o avalistas del deudor. 

En virtud del pacto de espera contenido en el acuerdo concursal, los créditos conforme lo 
pactado resultan temporalmente inexigibles para el deudor, lo que no afecta al crédito existente 
entre acreedor y garante. 

El pacto de espera al igual que el de quita surte efectos en interés del concurso para reordenar 
los créditos que gravan el patrimonio concursal y dar una solución a la insolvencia del deudor. 

8. Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

La respuesta clara está dada por el artículo 158 de la ley 18.387. 

Es importante indicar brevemente, cómo se llega a este efecto obligatorio para los acreedores 
y cuál es su alcance. 

Los convenios, tal cual están regulados en el artículo 138 y siguientes de la ley concursal 
uruguaya tienen un contenido muy variado, además de las quitas y esperas. La propuesta puede 
consistir en constituir una sociedad con los acreedores quirografarios, capitalización de pasivos, 
creación de fideicomiso, etc., siempre que el contenido sea lícito, admite todo tipo de 
combinaciones. Cierta doctrina insiste en la necesidad de que quede claramente  establecida la 
suma a pagar, sea esta fija o porcentual respecto a la totalidad de los pasivos. Por expresa 
prohibición del artículo 140, no puede presentarse una propuesta condicionada. Tampoco se 
admite revocar o modificar las propuestas por lo dispuesto en el artículo 141. 

Una vez que la propuesta de convenio es aceptada por las mayorías de acreedores 
quirografarios requeridas en el artículo 144, mayoría de créditos y no de personas,  pueden 
oponerse a su aprobación los acreedores que hayan sido privados ilegítimamente del derecho de 
voto, los que hayan votado en contra de la propuesta y el Sindico o el Interventor. Las causales de 
oposición están  indicadas en el artículo 152. 
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Aprobado el convenio, y no habiendo oposiciones o rechazadas las mismas, el Juez aprueba el 
convenio y una vez que la sentencia quede firme, será publicada. 

A partir de la sentencia de aprobación del convenio firme, este comienza a desplegar sus 
efectos, entre otros, que será obligatorio para los acreedores quirografarios y subordinados cuyos 
créditos fueran anteriores a la declaración de concurso, incluidos los que, por cualquier causa no 
hubieran sido verificados. Así lo señala el artículo 158, citado al comienzo de la respuesta. 

Quedan excluidos del efecto obligatorio del convenio los acreedores privilegiados y los 
acreedores contra la masa. 

9. El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca y fianza de un tercero? 

Idem respuesta 9 anterior 

10. De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 

Idem respuesta 10 anterior 

11. José Antonio GARCÍA CRUCES formalizó un nuevo interrogante respecto a todas las 
preguntas anteriores para el caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un 
grupo económico, alguna respuesta cambiaría? 

En el caso de que los sujetos involucrados  en los términos de esta investigación  formaran 
parte de un mismo grupo económico  con el concursado  la respuesta  es la misma en virtud de 
que en nuestro derecho  la pertenencia a un mismo  grupo no admite la consolidación patrimonial 
de los deudores vinculados   

Adviértase que en la ley concursal  no hay una regulación integral del grupo como tampoco la 
hay en nuestro derecho societario, el artículo 112 numeral 2 inciso 3 de la ley 18387 lo define al 
sólo efecto de calificar a los llamados créditos subordinados, no hay confusión patrimonial entre 
los integrantes del grupo ni extensión del concurso en nuestro régimen vigente. La diferencia ente 
la vinculación patrimonial y la autonomía formal en el grupo societario  se manifiesta en el 
concurso desde su iniciación hasta su finalización. El resultado de esa oposición  es la inexistencia 
de una consolidación  que convierta al grupo en sujeto concursable sino que por  el contrario se 
mantienen  las distintas masas activas y pasivas de cada una de las sociedades  en caso de que se 
concursen.   

Si bien frente a los acreedores se pueda  invocar la solvencia patrimonial del grupo como 
garantía para atraerlos, en caso de una situación de crisis esa apariencia  no tiene respaldo legal 
en la medida que no existe la responsabilidad solidaria de quienes integran el grupo.  En definitiva, 
si bien el grupo tiene legitimidad  no tiene personería jurídica y nuestra ley ha regulado en forma 
específica al grupo como eventual protagonista del concurso, al mantenerse  los límites derivados 
de la personalidad jurídica de cada una de las sociedades  la situación de los garantes  se resuelve 
de igual forma que cuando  la concursada  no forme parte de un grupo.  

La postura de nuestra ley es concorde con la opinión de UNCITRAL-CNUDMI.  
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Alguna doctrina española ha señalado que es lo más natural, por ejemplo, que una empresa del 
grupo le preste o asista a otra del mismo grupo. Podría incluso cuestionarse la subordinación. 

La cuestión es ver si el préstamo fue concedido en condiciones normales o si hay alguna 
maniobra detrás que perjudique a los acreedores de la concursada. Aquí si cabría una 
subordinación. Pero esto es pura especulación. 

En el derecho positivo uruguayo la subordinación es automática, de modo que aún cuando la 
asistencia financiera de una sociedad del grupo a otra sea habitual, resulta de estricto 
cumplimiento lo previsto en los artículos 111 y 112 de la ley concursal, y el crédito será 
subordinado. 
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RESUMEN, CONCLUSIONES Y MEDITACIONES. 

-¿El acreedor debe solicitar verificación-reconocimiento de su crédito en el concurso del 
deudor? 

Es homogénea la doctrina en su postura de que el tercero-acreedor con garantía real debe 
solicitar la verificación del crédito en el proceso, debiendo incorporarse a la nómina de créditos 
reconocidos. 

Sostiene el Dr. Juan Goldenberg que en el derecho chileno se aceptarán dos grandes vías de 
reconocimiento: una a través del reconocimiento que hace el propio deudor al momento de 
presentar sus antecedentes al tribunal (certificado)o a través de un de la verificación de crédito.  

Por su parte el derecho venezolan oconforme al Artículo número 995 del Código de Comercio 
de dicho país, tal como lo expresa la Dra. Estecche todos los créditos contra el fallido, cualquiera 
sea su naturaleza, están sujetos al proceso de calificación en la quiebra, lo que sería equivalente a 
la verificación, en consecuencia “todo acreedor debe presentarse a solicitar su calificación”. 

A su vez los autores argentinos, por ejemplo el Dr. Molina Sandoval subraya que es ESENCIAL 
que el acreedor verifique el crédito, sometido a un “imperativo del propio interés” al decir de 
Pérez Paz, en una clara evidencia de aplicación del principio de colectividad acogido en los 
artículos 32 de la ley 24.522 y concordantes. Así coinciden los Dres. Ruiz y Martínez. 

-En caso afirmativo, ¿En que carácter debe hacerlo? ¿Quirografario o hipotecario? 

A su vez también son unánimes los autores al opinar que es en el carácter de quirografario. En 
el derecho chileno se considera que forman parte de la categoría de créditos garantizados o valista 
(quirografarios). Para el derecho argentino esta verificación de acreedor es con carácter 
quirografario, sin embargo no tendrá mayor condición que cualquier otro quirografario u 
ordinario. Se destaca que en el derecho venezolano, teniendo en cuenta que el bien inmueble que 
sirve de garantía está fuera del patrimonio del concursado, el acreedor hipotecario puede trabar 
ejecución sobre la cosa hipotecada y hacerla rematar, aun cuando esté poseída por un tercero.  

Para el derecho colombiano, sin embargo encontramos una particularidad que un tercero que 
garantizó la obligación es un acreedor condicional puesto que su obligación depende de que este 
tercero tienda la obligación del principal. 

-¿Puede votar la propuesta? 

Para el derecho chileno, se tendrá en cuenta el carácter del bien, esencial o no para giro de la 
empresa. De ser esencial el acreedor forma parte del acuerdo y debe votar. Si el bien es 
considerado no esencial, el acreedor tiene la opción de votar o no hacerlo y si se abstiene el 
crédito garantizado no forma parte del acuerdo. 

Para el derecho venezolano, si el acreedor se presentó como quirografario puede votar la 
propuesta, sin perder su garantía. 

Para la postura colombiana el tercero que garantizó la obligación es un acreedor condicional y 
podrá intervenir en el proceso, y en el acuerdo debe incluirse una reserva para atender la 
obligación si la misma adquiere la condición de certeza. 

Por su parte, para los exponentes argentinos existe coincidencia en que el acreedor verificado 
como quirografario puede votar. Sosteniendo que cabría una hipótesis distinta cuando el 
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hipotecante no deudor también se encuentre en concurso preventivo del garante (Art. 68 LCQ) y 
exista propuesta unificada. 

-¿Puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria o está sujeta a alguna condición procesal? 

El Dr. Molina Sandoval, argentino, sostiene que se puede iniciar la ejecución y que no estaría 
sujeta a condición salvo el incumplimiento, en coincidencia con el Dr. Pérez Paz, quien entiende 
que el acreedor puede iniciar de inmediato la ejecución hipotecaria siempre que el plazo previsto 
para el cumplimiento de la obligación se encuentre vencido. Por su parte el Dr. Ruiz, entiende que 
la cuestión no es unánime tanto en la doctrina como en la  jurisprudencia local dado que un sector 
entiende que como el dador de la hipoteca se encuentra in bonis, este puede ser ejecutado 
directamente. Para otros, el acreedor puede reclamar al hipotecante-no deudor, la obligación 
vencida sin tener que atenerse a las normas concursales. La Dra. Martínez entiende que el 
acreedor puede ejecutar previo la verificación del crédito. 

En el derecho chileno, para el Dr. Goldenberg encontramos un particularismo denominado 
“protección financiera concursal”, el cual opera durante la tramitación del procedimiento 
concursal de reorganización, en donde se suspenden el derecho de todos los acreedores de iniciar 
ejecuciones contra el deudor. Esto delimita una etapa en la cual no se podrá ejecutar el bien, la 
que comienza desde la notificación de reorganización y culmina en general en la fecha de junta de 
acreedores. 

Para Venezuela, explica la Dra. Estecche que no existe ninguna condición procesal, sino que 
solo se debe esperar la realización del bien sujeto a hipoteca. 

-¿El tercero que otorgó la hipoteca en garantía de la deuda del ahora concursado, debe 
verificar crédito en este concurso? 

Explica Goldenberg, simplificando la dinámica chilena partiendo de la hipótesis de que el 
tercero hubiera solucionado la deuda (hubiese operado el pago por subrogación), deberá hacerse 
parte del acuerdo de reorganización. 

En el derecho venezolano, no surge la respuesta claramente de la ley mercantil de este país, ya 
que no se hace referencia al tercero constituyente. Sin embargo, sostiene la Dra. Estecche que el 
tercero poseedor (adquirente) en caso de ya haber pagador, tiene derecho de que se le 
indemnice. 

En relación a los autores argentinos, el Dr. Pérez Paz sostiene que el tercero deberá verificar su 
crédito en carácter de acreedor condicional, por su eventual derecho a repetición de lo pagado, 
avalando su postura en el principio de  “concursabilidad” el cual encuentra su  seno en el art. 125 
LCQ. Por su parte, el Dr. Ruiz sostiene su postura en el art. 32 de la LCQ, el que establece que 
todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación y sus garantes, deben formular 
ante el Síndico del concurso el pedido de verificación de sus créditos. Molina Sandoval mantiene 
que el tercero hipotecario, tiene la acción de subrogarse y cobrar con calidad de quirografario.  

La Dra. Martínez nos dice que si pretende subrogarse, debe verificar. Si así no fuera, no tendría 
forma de resarcirse del obligado principal, puesto que la manda es someter a todos los acreedores 
al concurso (art. 200 y 32 L.C.Q.). Todo esto, denota una gran variedad de opiniones con respecto 
a la pregunta en cuestión, entre los argentinos.  

-En caso afirmativo ¿En qué carácter debe hacerlo? 
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Es unánime la doctrina argentina en decir que en caso de que este tercero que otorgó garantía 
hipotecaria de la deuda del concursado, debe verificar en carácter de quirografario en el concurso. 
Encontrando así coincidencia con el derecho venezolano. 

Por su parte, los colaboradores chilenos, exponen que en la normativa concursal no encuentran 
solución a este supuesto, sugieren la aplicación de las reglas del pago con subrogación del Código 
Civil, entendiéndose que lo hace en carácter de acreedor preferente (garantizado). 

¿Cuál es el alcance de la novación concursal en su caso del acuerdo homologado? Perez Paz 
apunta (transcribimos) “Por su parte, el art. 940 del CCCA dispone, en orden a los efectos de la 
novación como forma de extinción de las obligaciones, que “La novación extingue la obligación 
originaria con sus accesorios. El acreedor puede impedir la extinción de las garantías personales o 
reales del antiguo crédito mediante reserva;  en tal caso, las garantías pasan a la nueva obligación 
sólo si quien las constituyó participó en el acuerdo novatorio”34. De manera concordante con esta 
disposición, el art. 1.597 CCCA (referido a la extinción de la fianza por novación) establece que “La 
fianza se extingue por la novación de la obligación principal aunque el acreedor haga reserva de 
conservar sus derechos contra el fiador. La fianza no se extingue por la novación producida por el 
acuerdo preventivo homologado del deudor, aun cuando no se haya hecho reserva de las acciones 
o derechos contra el fiador”. Las normas anteriormente transcriptas dejan en claro que la novación 
alcanza a todas las obligaciones de causa anterior a la presentación concursal del deudor que, por 
resultar incluidas en la o las propuestas de acuerdo aprobadas y homologadas, quedarán 
reemplazadas por las prestaciones concordatarias respectivas precisamente por ese efecto 
extintivo o novatorio (Rouillón, 2015, pág. 155). Y el efecto novatorio alcanza a todas las 
obligaciones quirografarias del deudor de causa o título anterior a la presentación en concurso 
(cfme. Art. 56 LCQ, 1º párrafo, LCQ)”. En el caso propuesto, si bien el acreedor podría impedir la 
extinción de la garantía real hipotecaria mediante reserva, tales garantías sólo pasarían a la nueva 
obligación si quien las constituyó hubiera participado en el acuerdo novatorio (cfme. Art. 940 
CCCA), circunstancia que, tratándose de hipoteca constituida por tercero, difícilmente pueda 
verificarse en la práctica, debido a que rara vez tales terceros participan del acuerdo 
preventivo”.(fin de la transcripción) 

El Dr. Muguillo –en artículo que agregamos en Anexo, que no responde a la encuesta- efectúa 
un interesante análisis de la norma del Art. 55 de  la LCQ argentina y el Art 1597 del Código Civil y 
Comercial de la Nación sostiene que ni uno ni otro fijan el monto por el cual está obligado el 
fiador, ni remiten la fianza a la obligación anterior inexistente por haber sido novada. Destaca que 
la ley debe ser interpretada de modo coherente con todo el ordenamiento jurídico y la 
interpretación que se da al Art. 55 LCQ choca con las pautas legales y jurisprudenciales 
establecidas por la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  

Para el Dr. Molina Sandoval quien sostiene que este tercero hipotecario al no ser garante, no 
resultaría aplicable la novación concursal, exposición que guarda concurrencia con lo sostenido 
por la Dra. Martínez. El Dr. Ruiz expone que esta cuestión ha sido discutida en forma pacífica, 
sosteniendo que la novación legal en los términos del art. 55 LCQ no extingue las garantías reales 

                                                           
34

 En el régimen del anterior Código Civil argentino, derogado por la ley 26.994 a partir del 1º de agosto de 2.015, el art. 
803 permitía al acreedor efectuar reserva expresa en la novación “para impedir la extinción de los privilegios e hipotecas 
del antiguo crédito, que entonces pasan a la nueva”. Si bien la reserva era unilateral, el art. 804 disponía que no podía 
efectuarse “si los bienes hipotecados o empeñados pertenecieren a terceros que no hubiesen tenido parte en la 
novación”. De manera que el sistema, en líneas generales, se mantiene idéntico al anterior y se basa en el animus 
novandi. 
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que fueron dadas por terceros. Así el artículo referido que excluye al fiador y a los codeudores 
solidarios, también alcanzaría al tercero hipotecante, sin ser deudor. Extender a los acreedores 
garantizados con prenda o hipoteca el efecto novatorio de la Ley Concursal sin que hayan prestado 
conformidad expresa (arts. 934 CCyC: animus novandi) se prestaría a conductas fraudulentas en 
desmedro del crédito. 

Por su parte la Dra. Estecche destaca que en el derecho venezolano no existe novación legal 
concursal a partir del convenio de homologación y aclara que la novación no se presume, debe ser 
expresa atendiendo las normas del Derecho Civil en su art. 1315.  

En relación al derecho chileno, se debe seguir teniendo en cuenta lo resuelto en el convenio, 
que claramente expone y destaca el Dr. Goldenberg, diciendo que para que haya novación, debe 
existir una alteración sustancial entre las obligaciones originales y el contenido del convenio. 

Por último, Juan José Rodríguez Maceda, señala que para el derecho colombiano es necesario 
que medie la voluntad del acreedor de darlo por liberado, si ello no sucede es claro que no existirá 
novación. 

-¿Es oponible ese acuerdo al acreedor? 

Los escritores chilenos sostienen que al no haber efecto novatorio en la ley chilena nada habría 
que oponerse al acreedor. 

Para los venezolanos, no sería oponible, aun cuando nada se dice para el caso del tercero 
constituyente, quedando claro que los terceros y demás garantes del deudor, continuarán 
obligados a favor de los acreedores. 

Los argentinos por su parte, el Dr. Molina Sandoval entiende que esta garantía que es la 
hipoteca no se puede ver afectada por las quitas, sino que sentido tendría tenerla si después el 
acreedor debe estar a las resultas del acuerdo quirografario. La Dra. Martinez indica que el 
acuerdo es oponible en relación al acreedor en función y limitado únicamente a la obligación 
principal, dado que este crédito es quirografario. Pero no perjudica la garantía real otorgada por el 
tercero. Por último, el Dr. Perez Paz nos dice que la oponibilidad surge de los arts. 55 y 56 LCQ, 
dado que en el concurso preventivo del deudor, este crédito es quirografario, concluyendo que la 
obligación del hipotecante no deudor no se extinguiría como efecto de la novación concursal.  

-¿El tercero puede oponer esa novación al acreedor, o sea la quita y espera lograda por el 
deudor de la obligación garantizada con la hipoteca de un tercero? 

Los autores venezolanos, se inclinan por la negativa, partiendo de su  respuesta a la pregunta 
anterior. 

El Dr. Ruiz indica que la novación concursal no extingue las garantías reales que fueron dadas 
por terceros, por lo cual este no puede oponer esa novación en la ejecución hipotecaria en su 
contra. En discrepancia y basado en el análisis que efectúa de la normativa de la fianza en el 
Código Civil y Comercial de la Nación,el Dr. Muguillo entiende que si el deudor garantizado y 
concursado puede oponer los efectos emergentes del acuerdo homologado, también lo podrá 
hacer en igual forma el fiador (art. 1587). 

-¿De no poderle oponer el tercero al acreedor una excepción, y la quita y espera, debiendo 
soportar el remate de su bien o afrontar el pago de su peculio para evitar el remate: ¿tiene alguna 
acción contra el deudor más allá de subrogarse en los derechos del acreedor a cobrar la cuota 
concursal para recuperar la totalidad de lo pagado? 
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Los venezolanos, continúan encontrando un silencio en su normativa, sin embargo mencionan 
que el derecho del acreedor se manifiesta como derecho de persecución, en tal medida, el tercero 
deberá soportar el remate de su bien o hacerse cargo del pago de precio, sin tener acción contra el 
deudor, más allá de la subrogación. 

En la legislación chilena, no encontramos más que la acción de subrogación. 

Entre los argentinos encontramos consenso respecto de que la acción está limitada a la 
subrogación en los derechos del acreedor. El Dr. Perez expresa que conforme al art. 2202 del CC y 
C A, se establece que el hipotecante no deudor que paga las deudas puede reclamar las 
indemnizaciones correspondientes (por daños y perjuicios); subrogarse en los derechos del 
acreedor y ejecutar las demás garantías otorgadas por las mismas deudas. Uno de nosotros 
entiende que, generando una quita un beneficio a la sociedad concursada y a sus socios, que 
incluso violaría normas imperativas de la ley societaria35, el tercero no garante otorgante de la 
hipoteca podría iniciar una acción de responsabilidad por daño, de carácter extraconcursal. 

-Las mismas preguntas se responderán para el caso que el tercero también se haya constituido 
en fiador, principal pagador, además de hipotecar para garantizar deuda de un tercero, siempre 
que el deudor concursado el de la obligación principal y el tercero se obliga en garantía del mismo. 

Para este nuevo supuesto, los autores argentinos entienden que las respuestas serías iguales si 
además el hipotecante se hubiese constituido como fiador o principal pagador. Interesante 
destacar el comentario del Dr. Ruiz respecto de que en este supuesto no estamos en presencia de 
un “no deudor”, en consecuencia, no se requiere la previa verificación del concurso del deudor 
principal para ejecutar la hipoteca. 

Por su parte, el Dr. Goldenberg entiede que las respuestas son las mismas pero si se quiere 
hacer efectiva la garantía personal deberá distinguirse si el acreedor vota el acuerdo (no puede 
hacer efectiva la garantía) o si no ocurre (no firma parte del acuerdo) puede hacer efectiva la 
garantía personal. 

Para Estecche, en el derecho venezolano, el legislador nada menciona sobre la posibilidad de 
accionar personalmente contra el tercero constituyente si se ha obligado expresamente; 
simplemente da la posibilidad que la hipoteca la constituya un tercero el cual no está obligado 
personalmente, sino a satisfacer el crédito con el bien dado en hipoteca. 

El autor Rodríguez Maseda, destaca que el inicio del proceso de insolvencia no le impide al 
acreedor hacer efectiva la obligación de manos del tercero o del garante. La norma coloca en un 
mismo plano al codeudor solidario y en términos generales al tercero que hubiera garantizado el 
cumplimiento de la obligación. 

-¿Si el deudor y/o el tercero es o son sociedades cambiaría alguna de las respuestas? 

Tanto la Dra. Martinez como el Dr. Ruiz entienden que no cambia el esquema señalado, salvo 
alguna cuestión de responsabilidad en contra de los administradores que hubieron prestado como 

                                                           
35

 Conforme al criterio que uno de nosotros sostiene desde hace mucho tiempo integrando el sistema societario con el 
concursal en el caso de concurso de sociedades, por ej. RICHARD, Efraín Hugo “Integración de la Ley General de 
Sociedades con el Codigo Civil y Comercial y responsabilidad, incluso de socios no solidarios” en Revista de las 
sociedades y Concursos, Director Ricardo A. Nissen, año 17, 2016-3 pág. 3 a 42, Buenos Aires; “La Enseñanza y la 
Investigación del Derecho Societario de Crisis” en Anuario XV (2013-2014) del Centro de Investigaciones Jurídicas y 
Sociales de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Córdoba, pág. 351, Editado en Córdoba diciembre 
2015, etc.. 
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garantía bienes sociales, excediendo el objeto de la sociedad. El Dr. Molina Sandoval por su parte 
sostiene que si fueran sociedades, habría que ver la cuestión societaria, tratándose de grupos 
societarios, puntualmente en lo que tiene que ver con ciertos accionistas controlantes que no 
pueden votar, pero en términos generales, las respuestas serian lo mismo. Perez Paz argumenta 
que la respuesta podría cambiar si el tercero fuera una sociedad en cuyo objeto social no estuviera 
previsto como actividad habitual el otorgamiento de fianzas, avales u otras garantías reales, en 
donde el contrato hipotecario podría ser objeto de una acción de nulidad, sin perjuicio de las 
acciones de responsabilidad por mas desempeño que cabrían contra los administradores y otros 
sujetos involucrados.  

En relación autor chileno, entiende que no hay cambios en relación al esquema planteado con 
anterioridad. 

En el derecho venezolano, el legislador mercantil no distingue entre persona natural o jurídica, 
el régimen concursal está dirigido hacia un sujeto calificado como comerciante.  

-Si algún país prevé quita o espera lograda por mayorías en el concurso de la persona humana o 
jurídica: ¿la misma posibilidad podrá trasladarse en la propuesta de acuerdo a homologar a la 
hipoteca otorgada por un tercero (persona humana o jurídica) no concursado?  

Los autores argentinos manifiestan que en la legislación se prevé la posibilidad de una quita en 
la propuesta concursal  pero, en concordancia con lo expuesto, no es aplicable el efecto novatorio 
al hipotecante o garante no deudor. 

En el derecho venezolano no se encuentra regulado este supuesto. 

Las respuestas del grupo uruguayo son precisas: en forma alguna se alteran las situaciones de 
la garantia real otorgada por tercero en favor de la obligación asumida por un luego concursado y 
alterada por el acuerdo concursal. Es interesante el análisis en caso de grupo empresario. 

Para el exponente Puga, chileno, el tema de las quitas es una realidad que debe imponerse solo 
cuando sin ellas aún el tramo no condonado se pagaría y a condición de que durante el proceso de 
cumplimiento los socios no retiren utilidades. Agregando, que la empresa es un instrumento para 
producir riqueza y si no las produce lo sano es liquidarlas. Entiende que en países como España y 
Alemania para quitas muy significativas se exigen quórums muy altos y no liberan de 
responsabilidad penal a los deudores o sus administradores. Una posición similar sostiene uno de 
nosotros basado en el principio tipificante de la relación societaria de que las pérdidas deben ser 
soportadas por los socios –art. 1° Ley General de Sociedades argentina con idéntica solución en la 
legislación comparada-. 

-En caso afirmativo ¿la situación varía si el tercero sólo ha asumido garantizar 
hipotecariamente o si también se ha constituído como garante personal de la obligación del 
concursado? 

En relación a este supuesto los autores remiten a lo señalado. 

-El caso que los tres sujetos involucrados o dos de ellos integraran un grupo económico, 
¿alguna respuesta cambiaría? 
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El Dr. Goldemberg sostiene que la ley chilena no contempla regulaciones especiales para 
concursos de grupos económicos.  Solo debe considerarse que los créditos de las personas 
relacionadas, se entenderán legalmente pospuestas al pago de los demás créditos y que las 
mismas carecen de derecho a voto. 

El tratamiento de los grupos económicos no ha sido incorporado a la legislación concursal 
venezolana, sostiene la Dr. Estecche. 

Para el Dr. Carlos Molina Sandoval entiende que respecto del grupo económico habría que 
analizar el contexto grupal y ver cuáles son las fianzas o garantías que pueden otorgar y si las 
mismas exceden los fines o son notoriamente extrañas al objeto social. En el concurso del grupo 
económico habrá que analizar si se trata unificadamente o separadamente ese pasivo. Sostiene 
que si se trata unificadamente este crédito es hipotecario, el acreedor puede continuar con la 
ejecución, no tiene que estar a la resulta de lo que ocurre en el concurso, no vota y la base del 
cómputo de la propuesta unificada se baja naturalmente. 

Por su parte, el Dr. Perez Paz, sustenta que las respuestas anteriores podrían ser diferentes en 
caso de que los integrantes de un grupo resolvieran recurrir a la presentación concursal agrupada 
(art. 65 y sig. LCQ) y sin perjuicio de las acciones de responsabilidad que podrían derivarse de esta 
situación. Como se advierte flota la idea de una teoría general de la responsabilidad por daño 
generado a través de personas jurídicas societarias, por acción u omisión de administradores y 
socios en relación a normas imperativas u opciones imperativas de la legislación societaria 
específica. 

Jean Paul Brusset, analizando la posición desde la legislación peruana pone énfasis en la 
distincion de situación del tercero obligado solidario del tercero fiador, atendiendo a la 
accesoriedad de la obligación de garantia, que se particulariza en la hipoteca otorgada en garantia 
por tercero no deudor, que lo lleva (en el punto 3 de su ensayo) a expresarse sobre si las 
modificaciones a la obligación genética y principal logradas en el concurso limitan o no la garantia 
real accesoria, debiendo a su entender indagar en aspectos causales del otorgamiento de esa 
garantia. Un trabajo imperdible que impone su lectura completa. 

Como se colegirá de este prieto resumen, con pocas meditaciones propias, se advierte la 
riqueza del tema trabajado –con pocos estudios integrales, en relación a lo cual hemos acercado 
los anexos que van a continuación. 

El tema central es la unidad o no de la relación obligacional con la garantía real accesoria de un 
tercero que no se obliga personalmente, para derivar de ello a los efectos novatorios del acuerdo 
concursal, especialmente de las quitas y esperas. Unido a esas quitas que benefician al 
concursado, con especiales características cuando se trata de una sociedad, la acción de 
responsabilidad del tercero garante si no le alcanzan los efectos de la homologación judicial del 
acuerdo de mayorías. 

Las disidencias y visiones dispares abonan la corrección del cuestionario propuesto 
originariamente para motivar el análisis y abrir aspectos novedosos, que si bien no quedará 
cerrada y abrirá nuevas polémicas, de cuestiones que trascienden el ámbito concursal para 
imponer una visión sistémica de la cuestión, de la que tampoco es ajena la visión societaria en 
torno a responsabilidad de los integrantes de los órganos de la concursada. 

  

María del Carmen BIMA -  Alicia FERRER MONTENEGRO - Efraín Hugo RICHARD 
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ANEXO 

LA GARANTÍA HIPOTECARIA DE TERCERO, EL CONCURSO DEL GARANTIZADO Y DEL GARANTE. 
EL CONVENIO Y LA NOVACIÓN CONCURSAL (CASO VENEZOLANO) 

Elianne ESTECCHE DE F. 

 

RESUMEN: En el sistema concursal tradicional el interés protegido era la satisfacción de los 
acreedores. El uso del sistema de garantías le daba mayor seguridad al momento de un concurso 
de su deudor o de sus garantes; sin embargo, las nuevas corrientes, contestes con el principio de 
conservación de la empresa y más recientemente con la incorporación de mecanismos de segunda 
oportunidad; al deudor, ya sea persona física o jurídica, se le está otorgando las mayores 
posibilidades para solventar la crisis, lo cual favorece mayormente el interés del deudor y no de los 
acreedores, no resultando tan eficaz el régimen de garantías, y mucho menos bajo el principio 
jurídico: “lo accesorio sigue la suerte de lo principal”, debiendo suspender la exigibilidad de la 
obligación accesoria. En este contexto, surge como inquietud considerar el tratamiento dado por 
el legislador venezolano al régimen de garantías en el Derecho concursal.    

Palabras claves: Sistema de garantías. Derecho concursal. Tercero constituyente. Tercero 
poseedor. Derecho venezolano.     

 

INTRODUCCION  

El presente análisis requiere involucrar dos sistemas legales, el régimen de garantías y el 
régimen concursal, los cuales en esencia tienen un mismo interés la protección del crédito, en 
ellos, la respuesta del legislador ocurre ante el incumplimiento de la obligación. 

La referencia va dirigida al Derecho venezolano, siendo necesario recordar que, el Derecho 
privado por tradición francesa se encuentra regulado en dos textos legales, el Código civil y el 
Código de comercio, en este sentido, es que se habla de dos sistemas legales uno regulado por el 
Derecho civil y otro por el Derecho concursal que expresamente está contenido en el Código de 
comercio, en muchas oportunidades se ha mencionado la ausencia de una ley especial que regule 
la materia de la insolvencia.  

En perspectiva con la investigación propuesta, dos son los temas a analizar: el régimen de 
garantías, especialmente reales (hipoteca) y el régimen concursal, a fin de determinar la forma en 
que se afectan una vez que opera la quiebra sobre el patrimonio del deudor, ya sea persona 
individual o persona jurídica; de su garante (tercero constituyente); o del tercero poseedor 
(adquirente). Si bien la apertura de un procedimiento concursal afecta al patrimonio del deudor, 
en este caso específico, también se afectan los acreedores, por cuanto, el concurso como proceso 
universal, tiene una doble manifestación, tanto en lo que hace a los acreedores como en lo 
atinente al patrimonio que, de una manera u otra, se afecta a la satisfacción del interés de 
aquéllos.36 Y su satisfacción dependerá en gran medida de cómo ha configurado el legislador el 
régimen de garantías concursales y el orden a la hora del cobro de los créditos.37 El Derecho 

                                                           
36

 GARCIA, José. “Las Garantías reales en el concurso”. III Seminario de Derecho Concursal. Zaragoza: 2008. Disponible 
en: http://www.unizar.es/departamentos/derecho_empresa/doc/LasGarantiasreales.pdf 
37

 GARCÍA, Gabriel. “El tratamiento de los créditos concursales y el principio par conditio creditorum”. Universidad de 
Granada. Disponible en: http://www.ual.es/revistas/.../pdfs/2014-03/articulos_el-tratamiento-de-los-creditos.pdf 
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concursal tiene estrechos lazos con las garantías, especialmente en cuanto guarda relación con la 
determinación de las preferencias y la oportunidad de su ejecución,38 tanto si el que se concursa 
es el deudor o su garante.    

1. REGIMEN DE GARANTIAS, CON ESPECIAL REFERENCIA A LA HIPOTECA, AL TERCERO 
CONSTITUYENTE Y AL TERCER POSEEDOR (ADQUIRENTE) 

La responsabilidad del deudor, es patrimonial e ilimitada. Patrimonial, porque el deudor sólo 
con sus bienes está sujeto a satisfacer (eventualmente en forma forzosa) el derecho de su 
acreedor. Ilimitada, por cuanto, el artículo 1863 del Código civil establece: “el obligado 
personalmente está sujeto a cumplir su obligación con todos sus bienes habidos y por haber”.39 El 
principio de responsabilidad patrimonial implica que los bienes que integran el patrimonio de la 
persona están sujetos a sufrir las consecuencias que se derivan del incumplimiento de sus 
obligaciones.  

Sin embargo, en virtud del derecho de igualdad de los acreedores sobre los bienes del deudor 
“par conditio creditorum” -previsto en el artículo 1864 del Código civil, que prevé, los bienes del 
deudor son prenda común de sus acreedores, quienes tienen en ellos un derecho igual; si no hay 
causas legítimas de preferencia-; si bien, los acreedores gozan de una garantía genérica que 
constituye el principio del concurso,40 por el cual, todos concurren en situación de igualdad a la 
satisfacción de sus créditos, las causas legítimas de preferencia, conformadas por los privilegios y 
las hipotecas, son excepciones, de interpretación restrictiva,41 existiendo dos clases de acreedores: 
privilegiados y quirografarios. Los acreedores quirografarios o comunes, son los llamados a 
soportar las pérdidas en proporción a sus respectivos créditos; mientras que los privilegiados 
escapan a la aplicación del principio igualitario.42 

Por ello, la situación jurídica del acreedor quirografario no siempre ofrece al acreedor el grado 
de seguridad que éste desea, de que podrá lograr la ejecución forzosa de su crédito.43 

Para Morles, la forma convencional de escapar a ese tratamiento igualitario es la de obtener 
con la debida anticipación una garantía personal o una garantía real.44 Así, junto a los privilegiados 
y quirografarios se encuentran los acreedores que disponen de una garantía real, como la hipoteca 
o la prenda o los que disponen de una reserva de dominio o de una anticresis, que no resultan 
afectados por el proceso concursal; como los acreedores de la masa, que son los titulares de 
créditos posteriores a la declaración de quiebra que tampoco resultan afectados por el 
funcionamiento de la regla.45  

1.1. PRIVILEGIOS  

De acuerdo con el artículo 1866 del Código civil, el privilegio es el derecho que concede la ley a 
un acreedor para que se le pague con preferencia a otros acreedores en consideración a la causa 

                                                           
38

 MORLES, Alfredo. Garantías Mercantiles. Universidad Católica Andrés Bello. Caracas: 2007, pág. 39. 
39

 GORRONDONA, José. Contratos y Garantías. (Derecho Civil IV). Universidad Católica Andrés Bello. Caracas: 1984, pág. 
12. 
40

 MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 12. 
41

 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 18. 
42

 MORLES, Alfredo. Curso de Derecho Mercantil… Ob. cit., pág. 2637. 
43

 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 23. 
44

 MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 58. 
45

MORLES, Alfredo. Curso de Derecho Mercantil… Ob. cit., pág. 2637, 2638. 
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del crédito.46 El privilegio concede al acreedor una precedencia respecto a otros acreedores para 
hacer efectivo su derecho en vez de dejarlo sometido a la ley de concurso.47 En virtud de esa 
prelación, los otros derechos de crédito que existan frente al mismo deudor, especialmente los 
créditos quirografarios, quedan pospuestos a la hora de distribuir el precio del bien (o de los 
bienes) del deudor sobre los cuales se haya concedido privilegio.  

A diferencia de las garantías propiamente dichas, el privilegio nace de la ley y opera 
automáticamente, sin que puedan crearse por voluntad privada. Estableciendo el artículo 1867 del 
Código civil: entre varios créditos privilegiados, la prelación la determina la Ley, según la calidad 
del privilegio. Con lo cual, siendo de un mismo grado, los créditos privilegiados concurren entre sí 
en proporción de su monto (artículo 1868 del Código civil), en manera alguna según su fecha, 
como ocurre con las garantías. Teniendo preferencia sobre todos los demás, incluso los 
hipotecarios (artículo 1867 del Código civil). 

El privilegio se ejercita siempre sobre bienes del deudor. No existen privilegios sobre bienes de 
terceros no deudores, a diferencia de lo que ocurre con la prenda y la hipoteca que pueden ser 
constituidas por un tercero (tercero constituyente), con el fin de garantizar la deuda de otro.48 

Con respecto a su regulación, muy pocas disposiciones se encuentran en el Código de 
comercio, estos son legislados por el Código civil, a diferencia de otros ordenamientos no existe 
dualidad en la legislación.49 Así, aun cuando el Código de comercio legisla un sistema propio, con 
prelación sobre el Código civil, “es evidente que los principios o normas generales sobre privilegios 
son de aplicación, tanto en materia civil como mercantil.  

1.2. GARANTÍAS 

En cuanto a las garantías, el derecho venezolano es heredero de la tradición romana que se 
manifestó en la codificación civil francesa de 1804, tanto en la concepción de las garantías reales 
como de las garantías personales.50 Estando reguladas principalmente, en el Código civil, Libro 
Tercero: de las maneras de adquirir y transmitir la propiedad y demás derechos; entre los 
contratos. La hipoteca inmobiliaria (artículo 1877 a 1912), la prenda posesoria (artículo 1837 a 
1854), la fianza (artículo 1804 a 1836) y la anticresis (artículo 1855 a 1862). El Código de comercio,  
regula en el Libro Primero: del Comercio en general, Título XVI, la prenda (artículo 535 a 543) y la 
fianza (artículo 107 y 544 a 547).  

La hipoteca inmobiliaria no se encuentra regulada en el Código de comercio. Por tradición las 
operaciones sobre inmuebles escapan a la regulación comercial, anteriormente se sostenía que 
cuando una relación jurídica tenía por objeto un inmueble, las consecuencias que se derivaban de 
esa relación, eran, a “fortiori”, de naturaleza esencialmente civil, ya que la legislación mercantil en 
lo referente a la condición física de las cosas y objetos que forman la actividad comercial, se 
limitaba en general a los bienes muebles con absoluta abstracción de los inmuebles.51 Sin 
embargo, la tesis prevaleciente hoy día es la contraria. 

                                                           
46

GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 17. 
47

Ídem. 
48

 Ídem. 
49

 ANTA, Carlos. “La garantía hipotecaria frente al concurso y la liquidación falencial. Cuestiones controvertidas”. 
Disponible en: http://www.dspace.palermo.edu/dspace/bitstream/handle/10226/858/Alberto%20Anta.doc?... 
50

 MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 52. 
51

 NUÑEZ, José. De la comercialidad de las empresas de fábricas o de construcciones. Publicaciones del Colegio de 
Abogados del Estado Zulia. Maracaibo: 1982, pág. 48. 
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Por otra parte, el ordenamiento regula las garantías individualmente, sin referencia a normas 
generales y comunes a todas ellas, salvo las disposiciones aplicables a los contratos y a las 
obligaciones, en virtud de lo cual como todo contrato deben cumplir para su perfeccionamiento 
con los respectivos requisitos de fondo y de forma comunes a todos.52 

De acuerdo con Morles,53 se considera garantía en general, todo lo que amplía el poder jurídico 
del acreedor, añade al crédito algo que por sí mismo no tiene y refuerza la capacidad de 
satisfacción del acreedor. La doctrina identifica las garantías en sentido amplio como la concesión 
voluntaria al acreedor de una situación más favorable de la que tiene el acreedor quirografario.54 

En sentido estricto, tienen la función de satisfacer el derecho del acreedor, bien confiriéndole a 
éste un poder directo y preferente sobre un bien determinado de su deudor o de un tercero, o 
bien atribuyéndole la posibilidad de exigir el cumplimiento de la prestación a una persona distinta 
de su propio deudor. Únicamente cuando un bien concreto y determinado es afectado al 
cumplimiento de la prestación debida al acreedor o cuando otro patrimonio responde de la 
obligación ejecutable sobre el patrimonio del deudor, se puede hablar de garantía en sentido 
estricto. 55  

“Pueden consistir en obtener que respondan de la obligación no sólo el deudor, sino también 
otras personas, con lo cual aumenta el número de patrimonios afectados al cumplimiento de la 
obligación; o en obtener la ventaja de adquirir para seguridad de su crédito un derecho real 
accesorio sobre un bien o varios bienes determinados (del deudor o de un tercero), que al darle el 
derecho de preferencia y de persecución, lo aseguren contra el riesgo de tener que concurrir con 
otros acreedores o de que a consecuencia de actos de enajenación no pueda ejecutar el bien por 
haber salido del patrimonio del deudor. En el primer caso se habla de garantías personales y en el 
segundo de garantías reales”.56 

En todo caso, siendo la distinción propia de los paises de tradición romanista, pertenece a la 
clasificación que se basa en la naturaleza de la figura: las reales, que tienen efectos erga omnes, 
confieren al acreedor el derecho de ejecutar una cosa (ius distrahendi) con derecho de cobrarse 
preferentemente de su precio (derecho de preferencia o de prelación) e independientemente de 
las manos en que se encuentre el objeto de la garantía (derecho de persecución); y las personales, 
que sólo surten efectos entre las partes que las contratan, no aumentan el poder de agresión del 
acreedor sobre los bienes de su deudor, sino que aumentan el número de deudores (principales o 
subsidiarios) de la obligación.57  

El artículo 1877 del Código civil establece, “la hipoteca es un derecho real constituido sobre los 
bienes del deudor o de un tercero, en beneficio de un acreedor, para asegurar sobre estos bienes 
el cumplimiento de una obligación”. Es indivisible y subsiste toda ella sobre todos los bienes 
hipotecados, sobre cada uno de ellos y sobre cada parte de cualquiera de los mismos bienes. Está 
adherida a los bienes y va con ellos, cualesquiera que sean las manos a que pasen.58   
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 MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 111. 
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 MORLES, Alfredo. “Nuevos desarrollos del Régimen de las Garantías de las obligaciones mercantiles”. Disponible en:  
http://www.acienpol.msinfo.info/bases/biblo/texto/boletin/2005/BolACPS_2005_143_209-238.pdf 
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 24. 
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 MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 16. 
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 24. 
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 Ibídem, pág. 24, 55. 
58

 Artículo 1877 del Código civil venezolano. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

326 

 

Frecuentemente el bien pertenecerá al deudor; pero nada obsta para que pertenezca a un 
tercero considerado “tercero constituyente”, que voluntariamente constituya el derecho a favor 
del acreedor para garantizar la obligación del deudor.59 Es de observar el término “tercero 
constituyente” utilizado para identificar al tercero que hipoteca un bien propio para garantizar una 
deuda ajena (calificado por otros ordenamientos como “tercero hipotecante”, “tercero dador”), 
diferenciándolo del tercero poseedor que es quien adquiere el bien hipotecado, ya sea, del deudor 
o de un tercero constituyente. Es una norma común a las garantías, que el constituyente de la 
garantía sea el propietario o titular del derecho dado en garantía, aun cuando puede no ser la 
persona personalmente obligada60 a satisfacer el crédito hipotecario. Bajo estos aspectos, el 
tercero constituyente ni el tercero poseedor (adquirente), son obligados principales, el primero, 
porque constituye la hipoteca sobre un bien suyo por una deuda ajena; el segundo, porque el bien 
hipotecado lo adquiere por un acto posterior a la constitución hipotecaria.  

El tercero constituyente propietario de un inmueble sin constituirse en deudor, ni fiador de la 
obligación a la que la garantía real accede, concurre al acto de celebración de la misma y grava un 
bien de su propiedad para garantizar la deuda de otro. Si bien no asume la deuda como propia, 
asume otra obligación principal de pagar por el deudor a condición que éste no pague y limita su 
responsabilidad a la cosa o al máximo del gravamen. 

El tercer poseedor no debe haber intervenido en la hipoteca constitutiva del gravamen, sino 
que debe haber llegado a ser titular del dominio del bien hipotecado por un acto posterior a dicha 
constitución hipotecaria.61 

Si bien el tercero poseedor no es deudor, por subsistir el derecho real, debe soportar la 
ejecución de la cosa. No existe relación personal entre el acreedor hipotecario y el tercer 
poseedor, pero en caso de que el deudor principal no pague, es el tercero quien soportará la 
ejecución del inmueble hipotecado, ya que no recibió el dominio pleno o perfecto, sino 
imperfecto.62 

El sistema venezolano, a diferencia de otros, nada menciona sobre la posibilidad de otorgar al 
acreedor el derecho de ejercer acción personal si el tercero constituyente o tercer poseedor 
(adquirente), se han obligado expresamente a pagar la deuda. La acción es real, e implica la 
ejecución del bien hipotecado, en ambos casos.  

Entendiendo que, si el constituyente de la hipoteca no es el deudor, sino un tercero, sus demás 
bienes, obviamente, no quedan afectados al pago de la obligación pero sí el bien dado en garantía. 
Si este es ejecutado tendrá acción contra el deudor,63 ejerciendo la acción del acreedor en razón 
de la subrogación.64   
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 55. 
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 Ibídem, pág. 58. 
61

 COSSARI, Nelson. “La hipoteca dada por un tercero y los principios de accesoriedad y especialidad”. Disponible en: 
http://www.saij.gob.ar/doctrina/dasf060051-cossari-hipoteca_dada_por_un.htm 
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 ÁLAMO, Roxana. “El derecho del acreedor hipotecario frente al deudor principal y el tercero poseedor o hipotecante, 
en caso de concursamiento o quiebra”. Disponible en: http://www.estudioton.com.ar/congresos/Jornadas.htm 
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 58. 
64

 Artículo 1298 del Código civil venezolano: “la subrogación en los derechos del acreedor a favor de un tercero que 
paga, es convencional o legal”. Siendo convencional, “cuando el acreedor, al recibir el pago de un tercero, lo subroga en 
los derechos, acciones, privilegios o hipotecas, que tiene contra el deudor; esta subrogación debe ser expresa y hecha al 
mismo tiempo que el pago” (artículo 1299 del Código civil). 
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Por su parte, el tercero poseedor del inmueble hipotecado (por haberlo adquirido del deudor o 
de un tercero constituyente) si ha pagado la deuda hipotecaria (sin estar obligado personalmente), 
ya sea, abandonando el inmueble o sufriendo la ejecución (remate de la cosa) o expropiación, 
tiene derecho a que le indemnice su causante (artículo 1906 del Código civil); teniendo acción de 
reembolso contra el obligado personalmente al pago de la deuda, teniendo contra el deudor las 
mismas acciones del fiador que ha pagado. El derecho del acreedor hipotecario se manifiesta 
principalmente, como derecho de persecución.  

“…la situación del acreedor hipotecario frente al tercero poseedor es análoga a la que tiene 
frente al deudor constituyente de la hipoteca (salvo por lo que respecta al crédito, ya que el 
tercero poseedor no está obligado personalmente a la satisfacción del mismo). Así pues, en 
principio, el acreedor hipotecario tiene frente al tercero poseedor el derecho de hacer ejecutar 
judicialmente la cosa hipotecada (C. C. art. 1899, encab.)”.65 

Por otro lado, debe entenderse que el pago total de la deuda hipotecaria no configura 
necesariamente el pago total de la deuda del obligado principal, en tanto, puede haberse 
hipotecado por una cantidad menor, y es hasta allí que el tercero deberá responder, es decir, 
hasta el máximo del gravamen, y no hasta la totalidad de la deuda, si ha preferido pagar.  

Gorrondona66 define al tercero poseedor como aquel que sin estar obligado personalmente a 
satisfacer el crédito hipotecario, posea a título no precario todo o parte del inmueble gravado. No 
está obligado personalmente sino que está sujeto a una carga (“pati”). Al igual que el deudor, no 
puede realizar actos que directamente y por su propia naturaleza perjudiquen los derechos del 
acreedor hipotecario. Puede usar libremente de la cosa siempre que no realice actos que 
deterioren o disminuyan su valor más allá de lo que es consecuencia del uso normal. 
Estableciendo el artículo 1894 del Código civil: “cuando los bienes sometidos a hipoteca perezcan, 
o padezcan un deterioro que los haga insuficientes para garantir el crédito, el acreedor tendrá 
derecho a un suplemento de hipoteca y, en su defecto, al pago de su acreencia, aunque el plazo 
no este vencido. 

El tercer poseedor está obligado a rembolsar los daños ocasionados al inmueble por culpa 
grave de su parte, en perjuicio de acreedores que hayan registrado su título, y no podrá invocar 
contra ellos retención por causa de mejoras. 

Tiene, sin embargo, derecho de hacer sacar del precio la parte correspondiente a las mejoras 
hechas por el, después del registro de su título, hasta concurrencia de la suma menor entre la de 
las impensas y la del mayor valor en la época del abandono, o de la vente en pública subasta.67 

Debe observarse que el dador de la garantía (ya sea el deudor o un tercero) conserva la plena 
disponibilidad jurídica del bien, por lo cual su enajenación o gravamen resulta, en principio, inocua 
frente al acreedor. El deudor constituyente puede libremente enajenar y gravar la cosa 
hipotecada, sin que tales actos perjudiquen los derechos del acreedor, el cual tiene el derecho de 
persecución y el derecho preferente. Incluso, frente al tercero constituyente de la hipoteca. 
Siendo evidente, de acuerdo con Gorrondona,68 que la enajenación del inmueble hipotecado no 
convierte al adquirente en deudor de la obligación principal, ya que no produce novación.  
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 103, 104. 
66

 Ibídem, pág. 104. 
67

 Artículo 1905 del Código civil venezolano. 
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 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 100. 
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El derecho de persecución deja de constituir un derecho frente al constituyente cuando por 
cualquier causa el bien pasa al patrimonio de un tercero, caso en el cual entra en juego el derecho 
de persecución del acreedor hipotecario. 

El derecho de ejecutar del acreedor hipotecario no excluye el derecho de los demás acreedores 
de ejecutar la cosa hipotecada; pero en la distribución del precio obtenido en el remate, habrá de 
respetarse el derecho de preferencia del acreedor hipotecario. 

El derecho de ejecutar la cosa hipotecada no excluye tampoco el derecho del acreedor 
hipotecario a trabar ejecución sobre los demás bienes de su deudor, con la limitación de que no 
puede hacer rematar sin consentimiento del deudor los inmuebles que no le están hipotecados, 
sino cuando los hipotecados hubiesen resultado insuficientes para el pago de su crédito (C. C. art. 
1931).69 

Por otra parte, no es válido el pacto comisorio que permitiría al acreedor hacerse propietario 
del bien constituido en garantía o disponer de ella sin ejecutarla judicialmente en defecto de pago 
al vencimiento de la obligación principal.70 A diferencia de otros derechos reales principales, la 
hipoteca, en principio, no confiere al acreedor hipotecario ningún derecho en orden al uso, goce y 
disposición de la cosa hipotecada. El artículo 1878 del Código civil establece: el acreedor no se 
hace propietario del inmueble hipotecado por la sola falta de pago en el término convenido. 
Cualquiera estipulación en contrario es nula.   

2. REGIMEN CONCURSAL, CON ESPECIAL REFERENCIA AL RÉGIMEN DE GARANTÍAS: EN 
CASO DE CONCURSO DEL DEUDOR, DEL TERCERO CONSTITUYENTE, O DEL TERCER POSEEDOR 
(ADQUIRENTE). EL CONVENIO, LA NOVACIÓN CONCURSAL Y EL RÉGIMEN DE GARANTÍAS. 

La legislación concursal venezolana, cuenta prácticamente con la regulación contenida en el 
Código de comercio de 1862, las reformas posteriores prácticamente no afectaron dicha 
normativa. La única reforma sustancial a considerar fue la de 1904, para introducir la institución 
del Atraso, extraído de la moratoria italiana y la Liquidación por los acreedores. La regulación se 
corresponde con la antigua naturaleza de derecho sancionatorio: su carácter es el de un derecho 
de la organización de los acreedores para satisfacerse con el patrimonio del fallido y para decidir 
sobre la suerte de éste, sin atender ningún otro interés.71 Conservando el carácter infamante que 
tuvo desde su origen. 

El Derecho venezolano para el comerciante, únicamente regula en el Código de comercio dos 
procedimientos concursales: el Atraso y la Quiebra; en función del retardo o aplazamiento en los 
pagos, para el primero; y la cesación de pagos, para el segundo; los cuales responden a “modelos 
de juicio lento y complicado, con un índice bajo o ínfimo de recuperación de créditos, sometido a 
manejos tortuosos de síndicos, acreedores, jueces y abogados”.72 Para el no comerciante, se 
regula en el Código civil la cesión de bienes. Así como se regulan casos particulares en la Ley de 
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 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil, Mercantil y del Trabajo, sentencia de 13-XII-60. Cita de: 
GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 101. 
70

 Ibídem, pág. 57, 82. 
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 MORLES, Alfredo. Curso de Derecho Mercantil… Ob. cit., pág. 2627. 
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 MORLES, Alfredo. “Bases para un nuevo derecho concursal venezolano”. Breves Estudios de Derecho Mercantil. 
Sociedades, Contratos, Títulos Valores, Derecho Concursal, Derecho Marítimo. Academia de Ciencias Políticas y Sociales. 
Serie Estudios (79). Caracas: 2008, pág. 292. 
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Instituciones del Sector Bancario, la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros y la Ley de Mercado 
de Capitales.73 

2.1. EL ATRASO 

Constituye uno de los procesos concursales para aquellos comerciantes de buena fe que por 
circunstancias ajenas a su voluntad se ven imposibilitados temporalmente de cumplir con sus 
obligaciones retardando y aplazando sus pagos. Su finalidad esencial es la cancelación del pasivo 
existente en un momento determinado, pero bajo las reglas de un concurso que abarca el 
universo de acreedores. 

“El comerciante cuyo activo exceda positivamente de su pasivo, y que por falta de numerario 
debido a sucesos imprevistos o causa de cualquiera otra manera  excusable, se vea en la necesidad 
de retardar o aplazar sus pagos, será considerado en Estado de Atraso y podrá pedir al Tribunal de 
Comercio competente que le autorice para proceder a la liquidación amigable de sus 
negocios…”.74   

A. EFECTOS CON RESPECTO A LAS GARANTÍAS 

El procedimiento de atraso, es una forma de liquidación en la cual el deudor debe proceder al 
pago de todas sus deudas respetando los privilegios y las garantías que puedan afectarlos y 
aplicando, de resto, el principio par conditio creditorum a los acreedores quirografarios. Estas 
reglas únicamente pueden ser alteradas por el deudor mediante arreglo o convenio con los 
acreedores eventualmente afectados, salvo el caso de los privilegios, los cuales escapan a la regla 
de la autonomía de la voluntad.75 

Sin embargo, si bien queda claro que los acreedores privilegiados o hipotecarios no se ven 
afectados por el beneficio de atraso concedido al deudor, si el acreedor privilegiado acudió a la 
reunión y manifestó que consideraba conveniente para toda la masa de acreedores la concesión 
del atraso, es indudable que con tal intervención renuncia al derecho de actuar posteriormente en 
forma individual contra el deudor. Por consiguiente, si alguno de ellos quiere conservar intactos 
sus derechos contra el deudor y no hacerse partícipe de la moratoria que solicita, debe abstenerse 
de asistir o, en todo caso, de emitir opinión.76 

Según dispone el artículo 905 del Código de comercio: “durante el tiempo fijado para la 
liquidación amigable se suspenderá toda ejecución contra el deudor y no podrá intentarse ni 
continuarse ninguna acción de cobro, a menos que ella provenga de hechos posteriores a la 
concesión de la liquidación amigable. Pero ésta no producirá efectos respecto a las acreencias 
fiscales o municipales por causa de contribuciones, ni con relación a los derechos de los 
acreedores prendarios, hipotecarios o de otra manera privilegiados”. 

Para algunos autores, deben suspenderse las ejecuciones individuales desde el momento en 
que se solicita la liquidación amigable hasta que se resuelva sobre su procedencia, por cuanto, si 
bien los acreedores mientras se decide la solicitud no pueden demandar la quiebra, tendiente a la 
ejecución general de su patrimonio, tampoco pueden promoverse acciones ejecutivas singulares 
con excepción de los supuestos indicados en el artículo 905 (créditos con garantías reales, entre 
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ellos).77 Otros, como Zambrano,78 consideran que la norma expresamente establece “durante el 
tiempo fijado para la liquidación…”, es decir, únicamente a partir de la fecha en que haya quedado 
firme la sentencia que acuerde el beneficio. Lo cual no obsta para que el propio deudor pueda 
solicitar como medida cautelar la suspensión del procedimiento de ejecución en contra suya 
adelantado por un acreedor singular.  

En cualquier caso, una vez decretado el beneficio de atraso, todas las medidas que hubieren 
sido decretadas con fecha anterior deben levantarse, ya que los acreedores que hubieren 
accionado previamente, obteniendo o materializando medidas preventivas, no son en ninguna 
forma acreedores privilegiados y en definitiva, la concesión del estado de atraso afecta en 
principio a todos los bienes del deudor existentes al momento de la concesión del beneficio. 
Operando bajo estos parámetros la acumulación prevista en caso de quiebra, por la cual todas las 
causas ordinarias o ejecutivas, civiles o comerciales, que al tiempo de la declaración de quiebra se 
hallen pendientes contra el fallido y puedan afectar sus bienes, serán acumuladas al juicio 
universal de quiebra.79 

Para la doctrina venezolana, aun cuando no lo establece expresamente el legislador, unos de 
los efectos de la sentencia que declaró con lugar el estado de atraso, debe ser la suspensión del 
curso de la prescripción de las obligaciones del deudor.80 La prohibición de intentar acciones de 
cobro contra el deudor en beneficio de atraso impone que mientras subsista el mismo no 
transcurran los lapsos de prescripción y de caducidad que puedan estar corriendo, en aplicación 
del artículo 1965 numeral 4º del Código civil, el cual dispone: no corre tampoco la prescripción: 
respecto de cualquiera otra acción cuyo ejercicio está suspendido por un plazo, mientras no haya 
expirado el plazo.81 

Por otra parte, el estado de atraso es una institución eminentemente personal al comerciante 
que la solicita, de ahí que los garantes de las obligaciones, relacionadas dentro de las cuentas por 
pagar en el estado de atraso, no puedan oponer como excepción al acreedor esta circunstancia. 
Los garantes no pueden beneficiarse del atraso concedido.82 

Cabe acotar también, con respecto a los bienes afectos a hipoteca o privilegio, que para el 
establecimiento del activo del comerciante no deberán tomarse en cuenta sino los bienes 
remanentes una vez pagados los créditos privilegiados. Según Giménez,83 este cálculo será de muy 
difícil realización porque existe la posibilidad de que en el remate de los bienes afectos al privilegio 
o la hipoteca, los mismos sean adquiridos por un precio muy inferior a su valor real (artículo 482 
del Código de Procedimiento civil). Por consiguiente, de acuerdo con el autor, a objeto de calcular 
la positiva excedencia del activo sobre el pasivo, no deberán tomarse en cuenta, normalmente, 
tales bienes. Por el contrario, al estimar el pasivo se deberá notar especialmente la calidad 
privilegiada de los acreedores.84 
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 Ibídem, pág. 259 a 261. 
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B. DEL CONVENIO  

Durante la liquidación amigable podrá el deudor celebrar con sus acreedores cualquier otro 
arreglo o convenio que le conceda mayores moratorias; y aun quitas de intereses y hasta de parte 
de capitales; pero para que tenga validez necesitará el acuerdo de todos los acreedores. También 
podrá establecerse válidamente con la sola mayoría de los acreedores que representen, por lo 
menos, las tres cuartas partes del pasivo, con tal que los acreedores que convengan con el deudor, 
acuerden y aseguren el medio de atender al resultado de toda controversia con los disidentes, de 
modo que quede a éstos asegurada la parte que realmente pudieran sacar de la liquidación 
practicada prudentemente según sus respectivos derechos (artículo 906 del Código de comercio).  

En caso de aprobación, la mayoría obliga a la minoría y éstos no podrán pretender condiciones 
de pago que se aparten de la regla “par conditio creditorum”. Además, agrega Morles, aun cuando 
se celebre convenio, el proceso de atraso continúa. Si el deudor no cumple con las obligaciones o 
condiciones impuestas en el convenio, el juez puede revocar la liquidación amigable y declarar la 
quiebra.85 Los fiadores y demás garantes del deudor, continuarán obligados a favor de los 
acreedores.  Incluso, en ocasiones el convenio hará surgir obligaciones de terceros que presten 
garantías, reales o personales, para el cumplimiento de las obligaciones del deudor en el convenio, 
si dichas garantías son accesorias se extinguirán en caso que se anule o resuelva el convenio. No 
obstante que el mismo no implica novación, nada se opone, según Giménez,86 a que la intención al 
celebrarlo haya sido la de novar. En este caso, respecto a los garantes del deudor se aplicarán las 
disposiciones de los artículos 1320 y 1830 del Código civil, los cuales prevén: los privilegios e 
hipotecas del crédito anterior no pasan al que lo sustituye, si el acreedor no ha hecho de ellos 
reserva expresa, es decir, si la intención es novar debe ser expresa (en el derecho venezolano la 
novación no se presume); la obligación del fiador se extingue por la extinción de la obligación 
principal y por las mismas causas que las demás obligaciones.  

2.2. LA QUIEBRA 

El legislador venezolano en el artículo 914 del Código de comercio establece: el comerciante 
que no estando en estado de atraso, según el Título anterior, cese en el pago de sus obligaciones 
mercantiles, se halla en estado de quiebra. Exigiendo la norma la cualidad de comerciante, así 
como el cese en el pago de obligaciones mercantiles. 

A. EFECTOS SOBRE LOS ACREEDORES GARANTIZADOS 

En el sistema concursal venezolano, la finalidad de la quiebra se limita a sustraer a la 
disponibilidad del deudor los bienes que constituyen la garantía de los acreedores, liquidarlos y 
repartirlos entre éstos,87 por lo cual, los efectos de la sentencia que declara la quiebra del deudor, 
son los siguientes: 

- El acreedor es privado del ejercicio autónomo de sus acciones contra el fallido 
sometiéndose por ello al procedimiento concursal 

El principio básico de la quiebra, de igualdad de trato y de la comunidad de perdidas, no podría 
lograrse si los acreedores conservasen el ejercicio individual en la defensa de sus créditos. La 
finalidad de la quiebra está en sustituir las acciones individuales por una acción conjunta, 
reemplazar el interés particular por el interés de la masa de acreedores, lo cual se consigue a 
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través de la constitución de una masa de acreedores que elimina la personalidad individual de 
cada uno de ellos en beneficio del interés común.  De este modo, la declaración de concurso tiene 
como efecto necesario el surgimiento de la masa pasiva, en la que se han de agrupar todos los 
acreedores.88 La acción individual se transforma en acción concursal, la cual sólo puede ejercer el 
síndico, en defensa de sus intereses. Además, expresa Burgos,89 como el síndico es quien provee a 
la satisfacción de los acreedores, sustituyéndose al deudor, las acciones de los acreedores no 
pueden hacerse valer sino en la quiebra a través de síndico. Incluso si hubieran comenzado antes 
de la sentencia declarativa, no pueden ser continuadas después de la sentencia que declara la 
quiebra, ya sean bienes muebles o inmuebles. El síndico se subroga en los derechos del 
demandante.90 

“La administración de que es privado el fallido pasa de derecho a la masa de acreedores, 
representada por los síndicos. Con éstos se seguirá todo juicio civil relativo a los bienes del fallido, 
sin perjuicio de que éste sea oído cuando el Juez o el Tribunal lo creyere conveniente. Pero el 
fallido puede ejercitar por sí mismo todas las acciones que exclusivamente se refieran a su 
persona, o que tengan por objeto derechos inherentes a ella”.91  

Debe observarse que, la suspensión de las demandas individuales no acarrea la suspensión de 
la prescripción en beneficio de los acreedores a los cuales se aplica, sin embargo, pueden 
interrumpirla presentando sus acreencias en la quiebra para la calificación.92  

En el caso de bienes afectados por una garantía real (prenda o hipoteca) o por un privilegio, su 
incorporación a la masa activa de los bienes del fallido es procedente. En cuyo caso la ejecución 
individual de las garantías es sustituida por la ejecución colectiva del concurso.93 Esta ejecución no 
perjudica en forma alguna la naturaleza de la garantía o privilegio, al contrario, al estar los 
acreedores privilegiados o garantizados dentro del concurso, pueden recibir pagos antes de que 
los bienes que son objeto de su garantía o de su privilegio sean ejecutados (artículo 1048 del 
Código de comercio).94 El propio legislador mercantil reconoce que las únicas causas de 
preferencia en los pagos son los privilegios y las hipotecas legalmente constituidas (artículo 1041 
del Código de comercio). 

De las ideas anteriores debe entenderse que no se excepciona el supuesto en que el acreedor 
del concursado disponga en su favor de una garantía real constituida sobre bienes o derechos 
integrados en el patrimonio de éste, ahora convertido en masa activa del concurso. El acreedor 
beneficiado con esa garantía real es, siempre y necesariamente, un acreedor concursal y su crédito 
deberá ser reconocido en la lista de acreedores, con independencia de la clasificación que luego 
pueda merecer.95  

“El principio de la par condicio creditorum deja a salvo las causas legítimas de prelación, ya que 
no las desconoce, pero de esto no se deriva que quienes se ven beneficiados por ellas se 
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sustraigan de la carga común a todo acreedor atinente a la verificación de los créditos (principio 
de concurrencia).  

En efecto, del hecho de que desde la perspectiva de una correcta tutela del crédito deba el 
ordenamiento mantener la inalterabilidad de las preferencias que eran conocidas -o debían ser 
conocidas- por la generalidad de los acreedores antes de la quiebra, no puede derivarse sic et 
simpliciter que los beneficiarios de tales privilegios queden marginados, una vez decretada la 
falencia, de la carga de verificar sus créditos y la preferencia misma, pues la verificación es el único 
medio habilitado por la ley para que los restantes acreedores deban soportar los distintos efectos 
jurídicos que son inherentes a las causas legítimas de prelación. Por lo demás, como lo observa De 
Semo, la verificación de los créditos asistidos por alguna causa legítima de preferencia resulta 
necesaria a los fines de aventar insidiosas simulaciones en daño a la masa”.96 

¿Qué ocurre si el acreedor prendario o hipotecario no se presenta a verificar el crédito? La 
respuesta no es distinta de la que compete a cualquier acreedor que omite insinuarse en el pasivo: 
no hay pérdida alguna de derecho, y, ciertamente, la ausencia de verificación tampoco hace 
perder al acreedor su derecho real, ya que tal omisión no es reconocida por la ley como causa de 
extinción de la hipoteca.97  

El artículo 942 del Código de comercio señala: “todas las causas ordinarias o ejecutivas, civiles o 
comerciales, que al tiempo de la declaración de la quiebra se hallen pendientes contra el fallido y 
puedan afectar sus bienes, serán acumuladas al juicio universal de quiebra”. En consecuencia, en 
virtud del principio de universalidad y concursalidad que preside el juicio de quiebra, conforme a 
los cuales todos los bienes (el patrimonio íntegro) del fallido están afectados por el proceso y 
todos los créditos están sometidos a concurso (calificación, gradación y pago), salvo las 
excepciones expresas o virtuales como la relativa a los bienes sujetos a reivindicación, la 
persecución de las cosas gravadas y la reclamación de los derechos de los acreedores hipotecarios, 
prendarios y de otro modo privilegiados se hace ante el tribunal de la quiebra (artículo 964 del 
Código de comercio); incluso el legislador establece la participación obligatoria de los acreedores 
titulares de privilegios y garantías reales en la repartición del producto de la venta de otros bienes 
aún antes de que se vendan los bienes sometidos a gravámenes (artículos 1045 a 1049 del Código 
de comercio). Todo lo cual, confirma que la sede para la ejecución de los créditos garantizados o 
privilegiados es la sede concursal.98 No pudiendo hacer valer sus derechos fuera de la quiebra. 
Además, como observa Morles, la verificación de los créditos incluye el cuestionamiento de la 
legalidad del crédito y de sus accesorios, incluyendo las garantías. Agregando, si existiere 
contradicción entre los derechos procesales especiales que le hayan sido atribuidos por el deudor 
a su garante y el interés general tutelado por el proceso concursal, debe decidirse en favor de este 
último.99 

El artículo 995 del Código de comercio establece expresamente: “todos los créditos contra el 
fallido, cualquiera que sea su carácter, están sujetos a calificación en el juicio de quiebra”. Si bien 
es cierto, los acreedores privilegiados, prendarios o hipotecarios, escapan a la regla del concurso, 
una vez verificados y sólo después que hayan sido admitidos en el pasivo con prelación es que 
pueden hacer valer la acción ejecutiva independiente; aun cuando el síndico puede rescatar la 
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cosa, pagando al acreedor. Cuando los acreedores hipotecarios quieran ejercer sus acciones en 
ejecución de hipoteca después de la declaración de la quiebra, deben demandar al síndico y no al 
fallido personalmente.100 

Por lo cual, una vez efectuada la graduación de créditos, los acreedores hipotecarios, los 
privilegiados y los prendarios cobran primero que los demás y éstos no tienen necesidad de 
esperar que se verifique la liquidación y se comience el reparto; porque tienen garantía sobre una 
cosa determinada, de acuerdo con esto, pueden pedir que el bien objeto de la garantía de su 
crédito sea vendido en pública subasta.101 Agregando, si fuere el caso, en que la garantía sea 
general, no con un solo bien, si deberá esperar la liquidación. Sin embargo, dichos acreedores 
pueden entrar en el concurso, cuando el bien gravado no sea suficiente para garantizar todo el 
crédito; solo que, el acreedor, sea prendario o hipotecario va al concurso como acreedor 
quirografario, por el saldo (artículo 1047 del Código de comercio), quedando sometido a la ley del 
dividendo,102 es decir, de la cuota que corresponda a cada acreedor en el reparto dirigido por el 
síndico y ordenado por el Juez.103 

- Cese de los intereses, artículo 944 del Código de comercio 

Desde el día en que se declare la quiebra dejarán de correr intereses, sólo respecto de la masa, 
sobre toda acreencia no garantizada con privilegio, prenda o hipoteca. El cese se justifica por el 
deseo de asegurar la igualdad entre los acreedores, ya que si los intereses siguen corriendo 
después de la declaración de quiebra, la prolongación del procedimiento concursal beneficia a los 
acreedores que fueron cuidadosos en estipularlo y perjudica a los otros acreedores. 
Contrariamente a la equidad, la desigualdad se vería acrecentada en la medida de lo que dure el 
procedimiento. Aun cuando la medida no es absoluta, solo dejan de correr los intereses sobre las 
acreencias quirografarias, que son aquellas que no están sujetas a garantía, mientras que las 
acreencias privilegiadas, hipotecarias o prendarias siguen teniendo derecho a sus intereses, pero 
cobrándose éstos sólo del producto de los bienes afectos al privilegio, la prenda o la hipoteca. La 
excepción se explica, según Zambrano,104 porque la garantía real constituida por el deudor sobre 
los bienes gravados con prenda o hipoteca, cubre no solo el capital o principal de la deuda, sino 
también los intereses. 

- Exigibilidad de las deudas de plazo no vencido, artículo 943 del Código de comercio 

Con la declaración de quiebra se ha perdido la fe depositada en el deudor, lo que conlleva a 
dejar sin efecto la concesión del beneficio del término o plazo, previendo el legislador mercantil 
que, la declaración de quiebra hace exigibles las deudas del fallido de plazo no vencido. En el 
mismo sentido, el legislador civil establece en el artículo 1215: si el deudor se ha hecho insolvente, 
o por actos propios hubiere disminuido las seguridades otorgadas al acreedor para el 
cumplimiento de la obligación, o no le hubiere dado las garantías prometidas, no puede reclamar 
el beneficio del término o plazo. 
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B. DEL CONVENIO, LA NOVACION CONCURSAL Y EL RÉGIMEN DE GARANTÍAS 

El convenio es la única alternativa de la quiebra, a parte del beneficio de atraso. El convenio 
está caracterizado, según Morles, por ser: 

“un acuerdo celebrado entre el deudor y sus acreedores, en junta debidamente constituida, 
con intervención del juez, el cual lo homologa, cuyo contenido se concreta en una quita, en una 
espera, en una dación en pago o en cualquier otro pacto dirigido a la satisfacción de las 
obligaciones del fallido y a la remoción o a la suspensión de la quiebra”.105  

Queda fuera toda clase de acuerdo o concordato preventivo, incluso extrajudicial. Para la 
celebración de convenio debe realizarse una junta para deliberar sobre el mismo a la cual pueden 
asistir los acreedores privilegiados, no teniendo derecho a voto salvo que renuncien al derecho de 
prelación (artículo 1011 del Código de comercio).  

Los acreedores privilegiados o hipotecarios escapan a los efectos del convenio si no han votado 
en él. Sin embargo, si se presentan como quirografarios, sea porque su garantía es insuficiente, 
sea porque han renunciado, el convenio les es oponible, es decir, no escapan a él. También les es 
oponible a los acreedores hipotecarios que, después de la ejecución completa del convenio, 
quieren que se les pague lo que falta de su acreencia sobre bienes mobiliarios advenidos al fallido 
después del convenio. Los acreedores privilegiados e hipotecarios no pueden valerse del convenio 
para reclamar su parte de dividendos a los vencimientos mientras no hayan liquidado previamente 
sus garantías y demostrado que éstas fueron insuficientes. El hecho de que un acreedor 
privilegiado o hipotecario haya recibido dividendos del fallido convenido no acarrea el 
vencimiento de su garantía por lo que se le deba.106  

En relación a la pérdida del privilegio y de la hipoteca, en caso de emitir su voto en la junta, si 
bien Pierre, no rechaza la opinión mayoritaria, que justifica tal pérdida diciendo que el acreedor 
privilegiado o hipotecario, por estar seguro de ser pagado íntegramente o en la medida de su 
garantía, tendría tendencia a acordar el convenio aunque ese no fuera el interés de la masa 
quirografaria; lo considera insuficiente, argumentando: 

“…si fuera así debería decirse que la pérdida de la garantía debe aplicarse no solamente a los 
acreedores privilegiados o hipotecarios, sino también a todos los acreedores provistos de una 
garantía cualquiera, como en el caso de una fianza, por ejemplo; lo que no parece acertado 
porque el artículo 1011 debe ser interpretado restrictivamente y no debe aplicarse a los 
acreedores garantizados por una fianza. Además, la pérdida del privilegio o la hipoteca se justifica 
sobre todo porque “estas garantías alcanzan a bienes que entran en la prenda común de la masa, 
de tal suerte que haciéndolas valer el acreedor tomaría con preferencia y en perjuicio de la masa 
la porción de esa prenda”, lo que no sucede en el caso de la fianza”.107   

Además agrega el autor, aunque el aparte último del artículo 1011 presenta esta pérdida como 
una renuncia expresa o presumida, se trata más bien de una privación legal de pleno derecho,108 
“para que el acreedor pierda su garantía es necesario: a) que se trate de un privilegio o de una 
hipoteca y no de otra garantía; b) que el acreedor haya votado por el convenio en condiciones 
regulares de capacidad”.  
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La doctrina sobre el punto, ha planteado cierta controversia en torno a la situación del tercero 
constituyente, por cuanto para unos no se encuentra prevista expresamente en el régimen 
concursal venezolano por cuanto las normas sobre quiebra solamente afectan bienes del 
patrimonio del deudor; para otros, cuando el legislador hace referencia al acreedor hipotecario 
(que únicamente lo hace para que se abstengan de votar el convenio salvo que renuncien a su 
derecho de prelación y en el orden de prelación en la liquidación), incluye tanto a la hipoteca 
constituida por el deudor como por un tercero.  Y el punto en cuestión se trae a colación en virtud 
de diferenciar la doctrina la situación cuando se trate de tercero constituyente o tercero poseedor 
(adquirente). 

Para Pierre, la disposición sobre la pérdida de la garantía por emitir su voto en el convenio, no 
se aplica cuando los privilegios o hipotecas gravan bienes que no pertenecían al fallido cuando se 
declara la quiebra, como puede ocurrir, cuando el bien pertenece a un tercero o a un codeudor 
solidario del fallido; es decir, pueden votar y no por ello pierden su garantía. No obstante, si es 
aplicable, y el acreedor que tiene la garantía la perdería votando el convenio, cuando la hipoteca 
es sobre un inmueble que, después de haber pertenecido al fallido, pertenece a un tercero 
(adquirente) y que, como consecuencia, el ejercicio de la hipoteca involucraría una acción que 
abre una vía de recurso contra la masa; o cuando el precio, siendo todavía debido, está sometido 
al ejercicio de los derechos de preferencia.109  

No resultando aplicable al tercero constituyente, la situación se asimila a la regulada por el 
artículo 1023 del Código de comercio, en tanto: “el convenio con el fallido no priva a los 
acreedores de sus derechos por la totalidad de sus créditos contra los coobligados y los fiadores de 
aquél”. Aun cuando, en virtud del convenio, opere respecto el quebrado la remisión de parte de la 
deuda, los acreedores que no sean satisfechos íntegramente, conservan sus acciones por el saldo 
insoluto frente a los coobligados y los garantes del fallido-. Los acreedores (con garantía personal) 
en este caso, conservan su derecho a pesar de dar su voto en las deliberaciones del convenio, en 
tanto el artículo 1011, debe aplicarse restrictivamente a los acreedores privilegiados e 
hipotecarios,110 siendo clara la intención del legislador de ofrecerle la mayor seguridad al acreedor 
provisto de una garantía personal y a tal fin norma estas máximas en tutela de su derecho.111 

En todo caso, al tercero constituyente -garante del pago de una obligación ajena-, se le asimila 
al fiador, si resulta aplicable por analogía el artículo 1023 del Código de comercio, a fin de que no 
se afecte y por tanto no se prive al acreedor garantizado por dar su voto en el convenio. 
Asumiendo que las normas sobre quiebra afectan solamente a los bienes del deudor, el acreedor 
hipotecario garantizado con un bien de un tercero, no es el acreedor hipotecario a que se refiere 
la norma. 

Para otros,  “… la ley no distingue y por tanto están sujetos igualmente a la pérdida de su 
garantía por emitir voto en las deliberaciones del convenio considerando acreedor hipotecario 
tanto cuando la hipoteca la constituyo el deudor o un tercero.”112  

En el derecho comparado, hay quienes consideran improcedente la aplicación de la analogía -
ante la ausencia de normas que regulen la situación del tercero constituyente-, fundamentando 
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Cerdeira, refiriéndose al derecho español, para quien en este caso, el tercero hipotecante no 
deudor, estaría calificándose como «fiador real» cobijado por la analogía en el régimen de la fianza 

“…tal tesis constituye una contradictio in terminis perturbadora de categorías clásicas como, 
sobre todo, la distinción entre derechos reales y personales, entre cargas reales y personales y, 
por ende, entre garantías reales y personales, desconociendo la diferencia radical, esencial, que 
entre tales categorías existe en su naturaleza jurídica y, por ello mismo, en su régimen jurídico. 
Que tanto la hipoteca dada por tercero como la fianza tengan en común el ser ambas garantías 
ajenas y accesorias del crédito sólo justifica la comparación, no la asimilación, como especies del 
mismo tronco o género por ser garantías, pero especies o ramas distintas, de diversa naturaleza y, 
también por ello, de diverso régimen: la fianza, como garantía personal en la que el fiador debe y 
responde, y la hipoteca, como garantía real, en la que el tercero hipotecante no debe ni responde. 
En lo práctico, admitir la tesis del «fiador real» conllevaría, como se pretende, aplicar por analogía 
el régimen legal de la fianza a la hipoteca dada por tercero, protegiendo con ello en demasía al 
hipotecante, por una especie imaginaria de favor pigneratoris, en detrimento de la hipoteca, del 
acreedor y, por ende, del crédito territorial y del tráfico jurídico inmobiliario...113 

Ahora bien, en caso de aprobación el convenio es obligatorio para todos, sin embargo, los 
acreedores privilegiados que no hubieren renunciado al derecho de prelación pueden hacerlos 
efectivos sobre los bienes afectos al privilegio, en cuyo caso la ejecución correspondiente se 
seguirá separadamente del juicio concursal, el cual en virtud del convenio se suspende o cesa -
naturalmente volviendo a la controversia anterior, podrán hacerlo dependiendo de la tesis 
asumida-. Los intereses comienzan a correr nuevamente. Aun cuando, la mayoría de las veces el 
convenio lo impide o modifica completamente la situación suprimiendo el pago de intereses en las 
obligaciones que los producen. Y lo mismo ocurre con el beneficio del término.114   

Los acreedores deben respetar las estipulaciones del convenio que contienen los sacrificios 
económicos que ellos mismos han consentido. El convenio puede ser invocado no solamente por 
los acreedores en sus relaciones entre ellos y con el deudor, sino también por el fallido en relación 
a cada uno de sus acreedores, para hacer respetar las cláusulas e impedir que alguno de los 
acreedores rompa en su beneficio la igualdad que entre ellos ha establecido el convenio. 

Si el convenio calla respecto a la novación, ésta no se produce porque no puede presumirse 
(artículo 1315 del Código civil). De ello resulta que las acreencias que existían contra el fallido 
conservan después del convenio el carácter comercial o civil que tenían antes y permanecen 
sometidas, en cuanto a la competencia a las mismas jurisdicciones. Las acreencias quedan 
sometidas a las prescripciones que les son propias, especialmente a las prescripciones especiales 
de los efectos de comercio. Los coobligados del fallido no pueden invocar el artículo 1322 del 
Código civil para pretenderse liberados por el convenio, ni aunque un tercero hubiere afianzado 
solidariamente la ejecución del convenio.115 

No obstante, sobre la novación concursal, expresa Pierre, si la ausencia del efecto novatorio del 
convenio que calla sobre la novación resulta del hecho de que la novación no se presume, puede 
deducirse que es posible especificar en el convenio la novación, lo que puede ser ventajoso desde 
el punto de vista de las prescripciones, pero desventajoso desde el punto de vista de las garantías 
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antiguas que desaparecen. Serían necesarias, entonces, cláusulas especiales para mantener esas 
garantías,116 por cuanto se extinguen las obligaciones accesorias en caso de novación. Sin 
embargo, debe dejarse claro que, en el derecho venezolano el convenio no es causa de la 
novación, de la extinción de la obligación originaria y del nacimiento de una nueva, no existe la 
llamada novación legal concursal.  

C. RÉGIMEN DE GARANTÍAS, EN CASO DE CONCURSO DEL DEUDOR, DEL TERCERO 
CONSTITUYENTE, O DEL TERCER POSEEDOR (ADQUIRENTE).  

De acuerdo con el artículo 1877 del Código civil citado, se admite que la hipoteca pueda ser 
dada por un tercero distinto del deudor del crédito que se garantiza, siendo tres las personas 
involucradas: el acreedor hipotecario, el deudor de la obligación y el tercero constituyente de la 
hipoteca sobre bienes propios para garantizar el pago de una obligación ajena. 

El legislador nada menciona sobre la posibilidad de accionar personalmente contra el tercero 
constituyente, si se ha obligado expresamente. Simplemente da la posibilidad que la hipoteca la 
constituya un tercero, el cual no está obligado personalmente como deudor, sino a la satisfacción 
del crédito con el bien dado en hipoteca. La diferencia es que si no se obliga personalmente al 
pago de la deuda del deudor, la situación se rige por los mismos principios que rigen la hipoteca 
dada en garantía de una deuda propia, pero con la diferencia de que el tercero constituyente se 
obliga únicamente por el monto de la garantía real, es decir, sin obligarse en sus demás bienes por 
el remanente de la deuda que el gravamen no llegase a extinguir. Esta responsabilidad es proter 
rem, teniendo una posición jurídica análoga a la del “tercero poseedor”, es decir, a la de quien ha 
adquirido el bien hipotecado ya sea por el mismo deudor o por un tercero, sin asumir la deuda. 

Ahora bien, si el tercero poseedor (adquirente) se obliga al pago de la deuda, además de 
responder frente a los acreedores con el bien objeto de la hipoteca, responde igualmente por la 
deuda ajena como si fuera propia, es decir, no solo con el bien hipotecado sino con todo su 
patrimonio. Entendiendo que si la deuda no es cubierta con la venta del bien hipotecado, por el 
saldo pendiente responde con todo su patrimonio. Por otro lado, obligándose al pago, no puede 
abandonar el inmueble para liberarse, como sí puede hacerlo el tercer detentador que no esté 
obligado personalmente.  

El abandono del inmueble sometido a la hipoteca podrá efectuarse por todo tercer detentador 
que no esté obligado personalmente a la deuda, y que tenga capacidad de enajenar o esté 
debidamente autorizado para hacerlo. 

Este abandono no perjudicará las hipotecas constituidas por el tercer poseedor y debidamente 
registradas (artículo 1902 del Código civil).  

En todo caso, si se obligara expresamente, por un acuerdo con el deudor, el acreedor tiene dos 
deudores: el obligado, cuya deuda ha sido garantizada por el tercero que constituyo la hipoteca y 
el tercero constituyente de la hipoteca que se obligó personalmente al pago o el adquirente si 
fuera el caso. En ambas situaciones, van a responder con todo su patrimonio no solamente con el 
bien hipotecado, no pudiendo excepcionarse.  

Comprendido lo anterior, resulta fundamental reconocer que, el acreedor que tiene 
garantizada la deuda con hipoteca constituida sobre bienes de un tercero, goza del derecho de 
persecución, previsto por el artículo 1899 del Código civil, según el cual: “el acreedor hipotecario 
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puede trabar ejecución sobre la cosa hipotecada y hacerla rematar, aunque esté poseída por 
terceros…”. Igualmente, goza del derecho de preferencia, previsto por el artículo 1864 del código 
civil, según el cual: “…las causas legítimas de preferencia son los privilegios y las hipotecas”. La 
relación en todo caso, está determinada por el ejercicio de los derechos: de persecución y remate 
judicial. 

En la misma forma, con respecto al tercero poseedor, afirma Gorrondona,117 el derecho del 
acreedor hipotecario se manifiesta principalmente como derecho de persecución, dejando claro 
que:  

“es tercero poseedor, porque no es ni ha sido parte de la obligación que existe entre el deudor 
y el acreedor y no se le ataca como deudor, sino como representante del inmueble y sus 
obligaciones existen en razón de la causa, de tal manera que al separarse de ella deja de existir 
toda relación de él con el acreedor. Es un Litis consorcio forzoso, a quien se llama al juicio 
mediante la intimación, por si tiene interés en pagar y no perder la posesión…”.118   

Sin embargo, conviene analizar la situación cuando el deudor de la obligación garantizada con 
hipoteca (sin obligarse el constituyente) quiebra; o cuando quien quiebra es el tercero 
constituyente que no se obligó al pago. La situación del tercero constituyente plantea 
controversia, en virtud de ausencia expresa en el régimen concursal venezolano, no pudiendo 
aplicar estrictamente la normativa civilista en tanto existe un concurso, situación especial frente al 
régimen común. Es decir, la posibilidad de constituir hipoteca por un tercero, no se encuentra 
legislada por la ley concursal, solo se encuentran normas referidas a la hipoteca dada por el propio 
deudor.  

La doctrina afirma, en el caso que sea el deudor quien quiebra, éste no puede ampararse en el 
beneficio del plazo para cumplir la obligación, las deudas se hacen exigibles, como efecto de la 
declaratoria de quiebra. Lo cual opera igual para el tercero constituyente no deudor, la obligación 
también se hace exigible para él. En este caso, aun cuando el bien no pertenece al fallido, la deuda 
garantizada con el bien sí, por lo cual, el constituyente de la hipoteca está constreñido a tolerar el 
ejercicio de un derecho real que garantiza el pago de una deuda “en” la masa. Respetando el 
hecho de que si el bien sujeto a hipoteca no fuera suficiente el constituyente como ocurre con el 
tercer poseedor no responde con todo su patrimonio. En este sentido, si quien quiebra es el 
deudor, el acreedor hipotecario debe presentarse al concurso aun cuando el bien no se encuentre 
en su patrimonio, porque la deuda sí lo está. Una vez verificado su crédito y admitido se 
presentará como quirografario en tanto el bien no se encuentra en el patrimonio del deudor, 
pudiendo iniciarse la ejecución hipotecaria. Presentándose a ocupar su lugar el garante que ha 
pagado la deuda.  

Si quien quiebra es el tercero constituyente de la hipoteca, el acreedor no puede insinuarse en 
dicha quiebra porque no es acreedor del constituyente fallido, queda fuera del concurso, sin 
embargo, en virtud del derecho que tiene a perseguir la cosa, queda sujeta ésta a la ejecución del 
bien hipotecado en la ejecución individual seguida contra el deudor, en tanto lo sometió al 
derecho real aun cuando no era la persona deudor del crédito garantizado. Y esto debe permitirse 
por cuanto el concurso que incautó ese bien está forzado a soportar la ejecución, por cuanto una 

                                                           
117

 GORRONDONA, José. Contratos… Ob. cit., pág. 103. 
118

 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia del 30 de noviembre de 1978. 1-1-78 al 10-8-83. Dr. 
José Román Duque Sánchez. Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales. 1986, pp. 66 y ss. Cita de: 
MORLES, Alfredo. Garantías… Ob. cit., pág. 352.  



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

340 

 

vez efectuado el desapoderamiento de sus bienes, éste estaba garantizando una deuda ajena. Sin 
embargo, si luego de la ejecución individual no alcanzare a cubrirse la totalidad de la deuda, 
entrará por el remanente entre los acreedores quirografarios.  

Es el caso del acreedor hipotecario que tiene un derecho real de hipoteca sobre un inmueble 
de un tercero concursado, sin resultar ser acreedor personal de éste, y que por las normas 
previstas para la quiebra no puede incorporarse al pasivo del concurso, no puede solicitar la 
calificación o verificación de su crédito. Sin embargo, es claro que éste, tiene una relación 
obligacional con el acreedor, no del crédito mismo (contractual) -es independiente de la obligación 
del deudor principal-, sino de la ley.119 El acreedor hipotecario debe presentarse a verificar su 
crédito en el concurso del tercero constituyente, como cualquier otro derecho de contenido 
patrimonial (calificado como crédito ordinario), como deuda de la masa no como acreedor 
concursal, por el crédito derivado de la obligación legal de éste de pagar la suma -garantizada con 
el bien hipotecado- por el deudor principal o de hacer abandono del bien.  Negarle el derecho al 
acreedor de entrar al concurso, sería como negarle el derecho de persecución y de preferencia 
que tiene sobre la cosa dada en garantía, aun cuando se constituyó por una deuda ajena. En 
ordenamientos como el italiano la situación asumida por cierta parte de la doctrina y la 
jurisprudencia se basa en la aplicación analógica del deber del reivindicante de presentarse a la 
verificación de su derecho,120 sin embargo, en el derecho venezolano no está previsto. 

Otra es la situación, como menciona García, si el hipotecante (tercero constituyente para la 
doctrina venezolana) se obligara al pago de la deuda principal y es declarado en quiebra, además 
de responder como garante real, respondería a título personal; y si la cosa gravada no cubre la 
totalidad de la deuda, tendrán los acreedores que perseguir el cobro, como quirografarios, con el 
producto de la liquidación general del patrimonio del hipotecante-deudor. En este caso el 
acreedor se presenta en la quiebra del tercero hipotecante como un acreedor concursal más (la 
obligación respectiva queda abarcada por la quiebra).121 

Muy diferente es cuando son los coobligados o fiadores los que se concursan, regulación 
prevista expresamente por el Código de comercio. En principio, la quiebra del deudor no modifica 
la situación de sus coobligados. Sin embargo, cuando todos los codeudores solidarios o varios 
entre ellos o el deudor principal y su fiador están en quiebra, el acreedor puede representar en 
cada quiebra por el todo para la calificación de su crédito. Sin embargo, dos dispositivos regulan la 
situación del acreedor, ante el concurso del fiador o coobligado: el artículo 1043 y 1044 del Código 
de comercio.  Insistiendo, la legislación concursal nada menciona sobre el concurso del tercero 
constituyente; como tampoco hace referencia a la situación en la cual el tercer poseedor es 
concursado. La referencia es al acreedor que goza de una garantía personal a su favor y todos, 
fiador y coobligado, han quebrado, previendo en el artículo 1043, simplemente, los derechos del 
acreedor que está garantizado por la solidaridad de varios deudores o por fiadores que luego han 
quebrado. 
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“El acreedor por obligaciones suscritas, endosadas o garantizadas solidariamente por personas 
que luego hayan quebrado, será admitido en todas las quiebras por valor total de sus créditos y 
participará de los dividendos que cada una de ellas dé hasta su completo pago. 

Ningún recurso tienen unas contra otras las quiebras de los coobligados por razón de 
dividendos pagados, sino cuando la suma de estos dividendos exceda al monto del capital y 
accesorios de la creencia. En tal caso el exceso será devuelto según la naturaleza y orden de las 
respectivas obligaciones a las quiebras de los coobligados que tengan a los otros por garantes”. 

El acreedor conserva su derecho de recurrir contra los demás obligados o fiadores, no a 
prorrata, sino por la integridad de su crédito, frente a cada uno, y participará en los dividendos de 
cada una de las quiebras hasta obtener su pago total. Lo que para Pisani,122 esta solución legal, 
“luce un tanto teórica”, ya que si en efecto, los acreedores conservan íntegramente sus derechos 
frente a corresponsables y garantes, pese a la celebración de convenio, no se entiende por qué 
dichos acreedores no ejercen sus legítimas acciones ante ellos que les ofrecerían mayor seguridad 
que un fallido, especialmente los acreedores por causa mercantil que están respaldados por la 
presunción de solidaridad. 

Con respecto al primer aparte, para la doctrina, se evidencia la tutela prioritaria que se ofrece 
al acreedor:  

“…lo que importa en primer término es que él cobre la totalidad de su deuda, sin interesar que 
uno de los deudores pague más que el otro estando igualmente obligados. Ahora bien, cuando 
eventualmente la suma de tales dividendos exceda el monto total de la deuda, sí hay lugar al 
reintegro del excedente. ¿Cómo? Según la naturaleza y orden de las respectivas obligaciones. ¿A 
quién? A las quiebras de los coobligados que tengan a los otros como garantes”.123   

Por su parte, el legislador civil, en caso de quiebra del fiador, dispone en el artículo 1811: caso 
de estar obligado el deudor a dar fianza, si el fiador aceptado por el acreedor se hiciera insolvente, 
podrá el acreedor exigir otro en su lugar. Esta regla tiene su excepción en el caso en que se haya 
exigido y pactado fianza de una persona determinada, porque en este caso la insolvencia de ésta 
no obliga al deudor a dar una nueva fianza.124 

El artículo 1044 igualmente define los derechos del acreedor por obligaciones solidarias, pero 
que antes de la quiebra hubiere recibido de un fiador o coobligado alguna parte de su crédito. 

“El acreedor por obligaciones solidarias que antes de la quiebra hubiere recibido de un fiador o 
coobligado alguna parte de su crédito, será admitido en el concurso del fallido por lo que se le 
quede debiendo, y conservará su derecho contra el coobligado o fiador por la misma suma. 

El fiador o coobligado que haya hecho el pago será admitido en la masa por lo que haya pagado 
en descargo del fallido”. 

Debe entenderse que el fiador o coobligado que haya pagado al acreedor, se subroga en el 
derecho del acreedor, en su misma posición jurídica. 

Debe tomarse en cuenta también, como explica Pierre,125 que en caso de quiebra de los 
coobligados, si bien por la declaración de quiebra se hacen exigibles las deudas del fallido de plazo 
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no vencido, como la pérdida del término sólo se aplica al fallido, se deduce que no hay 
perecimiento del término en relación a los coobligados in bonis (dueños de sus bienes) del fallido, 
y es así como, cuando uno de varios codeudores solidarios es puesto en quiebra, la deuda no se 
hace exigible contra los otros. Sin embargo, aclara el autor, si el coobligado o la fianza conservan el 
beneficio del término, deben, al vencimiento, pagar, además del capital, los intereses corridos 
incluso después de la sentencia que declara la quiebra, porque el artículo 944 del Código de 
comercio, anteriormente citado, sólo hace cesar legalmente el curso de los intereses en relación a 
la masa. Agregando, la solución admitida con respecto a los coobligados y fiadores no debe ser 
extendida a los terceros detentadores: el acreedor hipotecario puede accionar antes del 
vencimiento contra el tercero que detenta el inmueble hipotecado.126 
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Francisco A. JUNYENT BAS, y SENTENCIAS DE CAMARA EN DIFERENTE SENTIDO. 

Asunto Concursal - Tercero Hipotecante no deudor  

Excma. Cámara: 

El Fiscal de las Cámaras Civiles y Comerciales que suscribe en estos autos caratulados "ORTIZ, 
RODOLFO ALBERTO – CONCURSO PREVENTIVO LEY 19551 – VERIFICACION TARDÌA ARTS. 260 Y 56 
L.C.Q) – HOY QUIEBRA – INICIADO POR JUAN CARLOS ORTIZ", (Expte. Nº 1403560/36), fecha de 
remisión del día 10/05/2013, por ante la Excma. Cámara en lo Civil y Comercial de Segunda 
Nominación, comparece y dice: 

I. Intervención de este Ministerio Público 

Que viene a contestar el traslado corrido a fs. 114, con motivo del recurso de apelación 
interpuesto por los apoderados del Sr. Juan Carlos Ortiz, en contra de la Sentencia Nº 64 del 
16/03/2013 que corre glosada a fs. 61/67 que resuelve rechazar el incidente  

II. Expresión de agravios del acreedor hipotecario 

Al mantener el recurso a fs. 89/92 los Dres. Jorgelina Flores y Adán Luis Ferrer se alzan en 
contra de la sentencia del inferior que rechaza el presente incidente y a los fines de clarificar sus 
agravios hacen un relato de la situación planteada en autos. 

Así, en primer lugar, destacan que con fecha 7 de diciembre de 1992 el hoy fallido garantizó 
con un inmueble de su propiedad una deuda contraída por su hija María Alejandra Ortiz. 

Así, explican que la deudora abonó parcialmente la deuda y con un saldo impago de U$S 
120.000 se promovió la ejecución hipotecaria que concluyó con la sentencia de remate y cuya 
ejecución se suspendió con la declaración en quiebra del deudor. 

En esta línea, explican que el acreedor hipotecario pidió en el concurso preventivo de Rodolfo 
Ortiz la verificación de su crédito, el que fue declarado inadmisible por Sentencia Nº 206 del 
28/5/1997. 

Así, los quejosos destacan que en dicho resolutorio se expresó que “el acreedor no lo es 
respecto al concursado, por lo que no puede insinuarse en el pasivo, aun cuando tendrá un interés 
innegable si el bien inmueble se subastara en el proceso universal, toda vez que, bajo pena de 
perder su prioridad deberá hacerse presente en la misma”.  

En el mismo sentido, la parte apelante destaca que el 8/9/2003, habiendo sido citado por el 
juez de la quiebra para hacer valer sus derechos, su representado pidió se le reconociese el 
privilegio hipotecario y el juez concursal rechazó la petición en atención a la ausencia de 
verificación y no estando prevista por la legislación falimentaria su actuación en el expediente 
principal. 

De tal modo, puntualizan que ha iniciado la presente demanda incidental reclamando el 
reconocimiento de su derecho, ya no mediante una mera petición en el expediente principal, sino 
por la vía reglada en los artículos 280 y sgtes. 

En esta inteligencia, argumentan que el fallo apelado que declaró inadmisible su pretensión en 
atención a la firmeza que habría adquirido la Sentencia Nº 206, con el valor de cosa juzgada 
implica una conclusión errónea del inferior.  

Así, puntualizan que justamente en la sentencia de verificación, si bien se declaró la 
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inexistencia de una relación creditoria sin embargo, se reconoció la responsabilidad objetiva, 
ceñida a los bienes gravados, y se puntualizó que el acreedor hipotecario debía hacer valer sus 
derechos sobre el inmueble en cuestión recién cuando este se enajene. 

En una palabra, los letrados del incidentista ponen de relieve que la cosa juzgada comprende 
no solo la parte dispositiva de la sentencia, sino también sus fundamentos y motivaciones, y que 
en el presente caso no puede ignorarse el reconocimiento que el juez concursal realizó del 
derecho hipotecario. 

En síntesis, puntualizan que no existe cosa juzgada que oponer al derecho real de hipoteca que 
ostenta su representado, pues contrariamente a lo afirmado por el inferior, dicho derecho está 
expresamente admitido en los considerandos de la sentencia que culmina con una inadmisibilidad 
de la relación creditoria. 

De tal modo, afirman que no es factible prevalecerse del valor de la cosa juzgada de la 
Sentencia Nº 206 para negar el derecho hipotecario que fue expresamente reconocido en dicho 
resolutorio. 

Desde otro costado, y con relación al decreto del 11/04/2007 que quedó firme por perención 
de la instancia apelativa, argumentan que constituyó una petición en el expediente principal que 
no cierra la vía incidental hoy intentada. 

En esta línea, enfatizan que el proveído del 11/4/2007 no fue una resolución de fondo sobre el 
derecho invocado por su cliente, sino la denegatoria formal de una petición que, tal como había 
sido formulada, no resultaba admisible. 

En definitiva, piden que previo a los trámites de ley se haga lugar al recurso. 

III. El responde del fallido 

Por su parte, a fs. 99/100, el apoderado del fallido, Dr. Flavio Ruzzón, puntualiza que los 
agravios del apelante no son de recibo. 

Así, argumenta que en el presente caso el recurrente intentó oportunamente la verificación de 
su acreencia y en dicha oportunidad se indagó acerca de la procedencia sustancial del crédito 
insinuado declarándoselo inadmisible. 

Asimismo, recuerda que el interesado también formuló presentación del reconocimiento de su 
derecho a fs. 879/882 de los autos principales, lo que fue denegado a fs. 1093/1103 y una vez 
concedida la apelación interpuesta en subsidio se declaró la perención de dicha vía recursiva. 

En una palabra, el apoderado del fallido sostiene que al declararse la inadmisibilidad del crédito 
y luego en la quiebra intentar ejercer derechos que decía tener, lo que fue motivo de reprobación 
por el juez que intervenía y haber quedado firme dicho resolutorio por perención de la segunda 
instancia, ha operado la preclusión de la pretensión esgrimida en el presente incidente.  

Desde esta perspectiva, entiende que guste o no tanto la sentencia de verificación de créditos 
como las ulteriores actuaciones procesales no reconocieron al incidentista ningún derecho y esta 
situación ha precluido definitivamente. 

IV. El traslado a la Sindicatura 

Por su parte, el Síndico Contador Marcelo Garriga contesta el traslado pronunciándose también 
por el rechazo de la apelación a fs. 106/107. 
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El funcionario entiende que existe cosa juzgada en atención al alcance de la sentencia de 
verificación que declaró inadmisible el crédito que hoy se pretende reeditar.  

Asimismo, entiende que la expresión de agravios es contradictoria pues el propio actor 
reconoce que se trata de una instancia procesal atípica que constituye una verdadera aventura 
jurídica y que hubiera correspondido rechazar in limine. 

En síntesis, pide el rechazo del recurso de apelación articulado. 

V. “Thema decidendum” 

Así las cosas, esta Fiscalía de Cámaras advierte que la cuestión debatida gira en torno a las 
siguientes cuestiones: a) la eventual oponibilidad de la cosa juzgada material de la declaración de 
inadmisibilidad recaída en la Sentencia Nº 206 del 28/5/1997, b) el alcance del proveído del 
11/4/2007 y consecuente perención de la instancia apelativa, y c) en su caso, el eventual derecho 
del incidentista hipotecario en la quiebra del tercero hipotecante. 

VI. La plataforma fáctica jurídica 

VI. 1. La pretensión verificatoria 

De la lectura de la sentencia de verificación Nº 206 (vide página 266/271 de los autos 
principales) se sigue que con relación a la situación del Sr. Juan Carlos Ortiz la inferior, en aquella 
oportunidad, analizó tanto la pretensión verificatoria, como la opinión de la sindicatura y la 
impugnación del fallido. 

En este sentido, el Sr. Juan Carlos Ortiz requiere la verificación de un crédito por la suma de 
U$S 180.029,68 con privilegio especial y manifiesta que la causa del crédito se encuentra en la 
constitución de hipoteca que el concursado otorgara a su favor afianzando la deuda por saldo del 
precio de las acciones de la razón social Rodolfo A. Ortiz e Hijos S.A. y que la Srta. María Alejandra 
Ortiz le adquirió al presentante.  

El pretenso acreedor narra también que inició ejecución hipotecaria por ante el Juzgado de 22º 
Nominación Civil y Comercial y acompaña la correspondiente escritura de garantía hipotecaria 
Nº298 del 17/12/1993. 

Por su parte, el síndico pide el rechazo del crédito sosteniendo que la escritura acompañada no 
se ajusta a derecho en cuanto de su lectura no se infiere el crédito al cual accede la hipoteca. 

Por el contrario, el Sr. Juan Carlos Ortiz insiste en que el instrumento reúne todos los recaudos 
legales y resguarda el principio de especialidad del crédito, por lo que insiste en la pretensión 
verificatoria. 

Por último, el concursado, hoy fallido aduce que se trata de una fianza pura y simple y que no 
existe una obligación personal, sino que, se requiere la previa excusión de los bienes de la deudora 
principal. 

VI. 2. La sentencia de verificación: El hipotecante no deudor 

En esta inteligencia, la inferior, Dra. Raquel Visconti de Maghini entiende que el concursado es 
un hipotecante no deudor y con cita puntual de Héctor Cámara reconoce al presentante el 
carácter de “hipotecario” al expresar que “en esta hipótesis a tenor del art. 3121 del C.C. hay una 
responsabilidad objetiva ceñida a los bienes gravados, deuda propter rem, en donde el concursado 
no es deudor…”. 
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Así, la sentenciante afirma que el concursado no es deudor y que no se está frente a un 
acreedor sino frente a un hipotecario, quién podrá ejercer “su derecho directo” sobre el bien 
afectado, “recién cuando este se enajene”, sin especificar cuál será el procedimiento o modo que 
corresponderá utilizar a tal fin. 

En síntesis, la magistrada culmina declarando inadmisible el crédito por U$S 180.029,68, y 
habida cuenta que el Sr. Juan Carlos Ortiz no articuló incidente de revisión, la resolución quedó 
firme (art. 37 L.C.Q). 

Cabe entonces preguntarse ¿cuál es el alcance de la sentencia verificatoria con respecto al 
derecho que le asiste al Sr. Juan Carlos Ortiz?.  

VII. La cuestión relativa al tercero hipotecante no deudor 

VII. 1. El reconocimiento del derecho del acreedor hipotecario en la Sentencia de verificación 
Nº 206 del 28/05/1997 

A los fines de dilucidar la extensión del derecho reconocido en la sentencia verificatoria resulta 
evidente que cabe integrar el resolutorio de inadmisibilidad con las consideraciones que efectúa la 
magistrada, pues tal como se señaló supra, de su decisorio se advierte que se reconoce al 
presentante el carácter de tercero hipotecante no deudor e incluso se señala que podrá hacer 
valer dicho carácter cuando se enajene el bien. 

En una palabra, la inadmisibilidad sólo alcanza al aspecto creditorio, es decir, la juez no 
reconoce el carácter de deudor del entonces concursado y hoy fallido. 

Desde esta perspectiva, cabe recordar, tal como lo hace la doctrina127 que la hipoteca no sólo 
puede ser otorgada por el deudor, sino por un tercero incluso sin erigirse en co-deudor. Es lo que 
establece el art. 3121 del Código Civil: "No es necesario que la hipoteca sea constituida por el que 
ha contraído la obligación principal, puede ser dada por un tercero sin obligarse personalmente." 

En este orden de ideas, la situación jurídica subjetiva del tercero hipotecante no deudor es 
asimilable a la del adquirente del bien ya hipotecado que no asume la deuda garantizada, quien 
recibe la denominación de "tercer poseedor"; de allí que las normas relativas a la situación de éste 
pueden analógicamente aplicarse a la de aquél. 

El análisis hace referencia a tres sujetos: el acreedor hipotecario (Sr. Juan Carlos Ortiz), el 
deudor no hipotecante (simplemente, el deudor, Srta. María Alejandra Ortiz) y el tercero 
hipotecante no deudor asimilable al tercer poseedor (a secas, el tercer hipotecante, Sr. Rodolfo 
Alberto Ortiz). 

A su vez, si el deudor no cumple y el acreedor hipotecario persigue la efectivización de la 
garantía ¿no pasa a ser en cierta forma deudor el tercero hipotecante?. 

En esta línea, si se responde que, ante el incumplimiento del deudor, el tercero hipotecante 
también pasa a ser deudor, entonces, en caso de concurso del tercero hipotecante surge la 
pregunta si ¿debe verificar el acreedor hipotecario?. 

                                                           
127 SOSA TORIBIO E. “¿El acreedor debe verificar en el concurso del tercero hipotecante?”. DJ 04/10/2006, 353. 
GRAZIABILE, Darío. “El problema de la ejecución hipotecaria en el concurso del tercero hipotecante no deudor”. La Ley 
2002- E, 1102. BORETO, Mauricio y DE LAS MORENAS, Gabriel. Las garantías reales ante la cesación de pagos. Ed. Lexis 
Nexis, Buenos Aires, 2005. BENÍTEZ CAORSI, Juan. “La hipoteca en garantía de deuda ajena. Régimen jurídico del fiador 
hipotecario”. La Ley 10/12/2012,5. 
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VII. 2. El debate planteado en torno a la figura del tercero hipotecante 

En esta inteligencia, podemos señalar que la doctrina se divide en orden a la conducta que 
debe seguir el acreedor hipotecario en el concurso del tercero hipotecante. 

En una primera aproximación podría creerse que no debe presentarse a verificar porque el 
tercero hipotecante no es deudor, sino tan solo propietario del inmueble hipotecado, de modo 
que, en rigor extremo, el acreedor hipotecario tiene crédito sólo contra el deudor no contra el 
tercero hipotecante no deudor. 

Ahora bien, esa es sólo una primera aproximación, ya que si el deudor no paga, cualquiera que 
fuese la excusa que alegare, tiene que pagar el tercero hipotecante si quiere conservar la cosa 
hipotecada, esto es, el tercero hipotecante no deudor debe pagar o abandonar la cosa. 

Por otro lado, si paga, debe pagar toda la deuda garantizada y si no paga, debe abandonar la 
cosa y su responsabilidad no excederá de ella.  

En una palabra, lo cierto es que, en defecto de pago del deudor, se activa la responsabilidad del 
tercero hipotecante por su relación con la cosa hipotecada: para conservarla debe cancelar la 
deuda garantizada y si prefiere no conservarla no responderá con su patrimonio más allá de la 
cosa hipotecada pero sí en la medida de ésta.  

En pocas palabras, ante el incumplimiento del deudor, el tercero hipotecante también deviene 
deudor, aunque no más allá de la medida de la cosa hipotecada, a menos que resuelva pagar toda 
la deuda para conservar la cosa hipotecada y el importe de la deuda fuese mayor que el valor de la 
cosa hipotecada. 

VII. 3. Algunas consideraciones sobre el régimen jurídico del mal llamado “fiador hipotecario” 

Desde esta atalaya, hemos dicho que el tema ha merecido un largo debate, tanto en el derecho 
comparado como en la doctrina patria, pues, el instituto bajo estudio importa la constitución de 
una hipoteca por parte de un tercero ajeno a la obligación garantizada.  

El punto de partida del análisis del régimen jurídico del mal llamado "fiador hipotecario" 
requiere previamente destacar la carencia casi absoluta de estudios doctrinarios o 
jurisprudenciales en la materia, así como la ausencia de referencias normativas, circunstancia que 
resulta curiosa si se compara con la intensidad de su utilización en la vida negocial. 

El mayor problema que presenta esta figura, no reside en otorgarle validez a la particular 
modalidad de la garantía, sino en identificar las reglas que regirán su funcionamiento. Resulta 
incontrastable que, al amparo del principio de la autonomía privada, un tercero puede garantizar 
una obligación ajena a través de la constitución de una hipoteca sobre un bien propio. 

Así, conviene recordar que tal como explica Benítez Caorsi128 en el derecho romano, el “pignus” 
como garantía de las obligaciones no ocupaba, ni mucho menos, el lugar más destacado debido a 
la importancia de la “fides”; así como el honor, la respetabilidad y la seriedad en los negocios 
hicieron que se concediese mucha más importancia a las formas de garantía personal, pero a 
pesar de esta circunstancia, vale decir, pobreza de las garantías reales, igualmente existió el pignus 
en garantía de deuda ajena.  

                                                           
128 BENITEZ CAORSI, J. Op. Cit.  
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De tal modo, explica el autor citado que como se lee en Paulo129, puede darse en prenda una 
cosa ajena con la voluntad de su dueño, pero aunque haya sido dada ignorándolo y luego lo 
hubiere ratificado, será válida la prenda. A su turno Marciano130 reconoció la posibilidad de 
hipotecar, en garantía de una deuda ajena, un bien propio (Dare autem quis hypothecam potest, 
sive pro sua obligatione sive pro aliena). Más tarde en el capítulo relativo a las pruebas y 
presunciones, vuelve a señalar que debe probarse que la cosa dada en hipoteca otorgada por un 
tercero le pertenecía al momento de constituirse la garantía.  

Dicho derechamente, la posibilidad de constituir una hipoteca con el fin de garantizar el 
cumplimiento de una obligación que no es propia está plenamente justificada por cuanto el 
Código Civil permite de manera general pagar por un tercero (arts. 727 y 728 C. Civil Argentino), “a 
fortiori” debe admitirse también que un tercero pueda asegurar una deuda ajena. 

VII. 4. En torno al nomen iuris de la relación jurídica 

En este sentido, no se oculta a nadie, que para algunos, entre ellos este Ministerio Público, la 
expresión "fiador real" repugna al rigor científico, es una “contradictio in terminis” perturbadora 
de las categorías clásicas.  

Así como explica Benítez Caorsi131, el "fiador hipotecario" no es más que una inviable quimera 
nacida del incesto, de la unión contra natura de dos especies filiales del mismo género paterno: la 
fianza como garantía personal y la hipoteca, como garantía real, no se trata simplemente de una 
diferencia de medida sino de esencia, radical o de raíz.  

En España Roca Sastre, —mayor expositor del derecho hipotecario— manifiesta que el 
concepto de fianza preside evidentemente el acto de constitución de una hipoteca por deuda 
ajena en virtud de que asume la condición de fiador, no siendo un fiador personal sino real; pero 
en el fondo es fiador del deudor personal.132 

En términos similares el magnífico jurista Diez-Picazo señala que cuando un tercero constituye 
una prenda o una hipoteca sobre sus propios bienes, para asegurar una deuda de otro, se ha dicho 
también que se hace responsable sin ser deudor. Sin embargo, también aquí la conclusión debe 
ser la contraria. El constituyente de la garantía es en realidad un fiador y en tanto que fiador, un 
obligado al pago, si bien su obligación queda limitada la valor de los bienes especialmente dados 
en garantía.133 

En rigor, en nuestra opinión el tercer hipotecante no es fiador y quien da un bien en garantía de 
una obligación ajena no está contrayendo una obligación de la que debe responder con todo su 
patrimonio sino que solamente está atado a la deuda el bien afectado por la hipoteca, es decir, se 
está frente a una responsabilidad de la cosa. 

VIII. La situación ante el concurso y/o quiebra del tercero hipotecante 

                                                           
129 PAULO, "Digeste", Livre XIII, Titre VII-20, p. 299 en "Les cinquante livres du Digeste ou des Pandectes de l´empereur 
Justinien", Tome second, Behmer-Lamort-Rondonneau, Paris, 1804. 
130 MARCIANO, "Digeste", Livre XX, Titre I-5.2, p. 95 en "Les cinquante livres du Digeste ou des Pandectes de l´empereur 
Justinien", Tome troisième Behmer-Lamort-Rondonneau, Paris, 1804. 
131 BENITEZ CAORSI, J. Op. Cit.  
132 ROCA SASTRE, Ramón M., "Derecho Hipotecario", t. I Registro de la propiedad, 5ª ed., Bosch, Barcelona, 1954, pp. 
506 y 507. 
133 DIEZ-PICAZO, Luis, "Fundamentos del derecho civil patrimonial", Vol. II "Las relaciones obligatorias", 5ª ed., Civitas, 
Madrid, 1996, p. 80. En España admite la fianza real COSSIO y CORRAL, Alfonso de, "Instituciones de derecho 
hipotecario" 2ª edición Bosch Barcelona 1956, p. 356. 
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VIII. 1. La garantía hipotecaria 

Una vez definida la posibilidad de que un tercero otorgue en garantía hipotecaria un bien de su 
propiedad, aunque no sea deudor, cabe preguntarse qué es lo que corresponde hacer en caso de 
concurso y/o quiebra. 

Las respuestas de la doctrina han sido diversas ante la falta de tratamiento concreto en la Ley 
Concursal. 

Así, algunos autores se pronuncian por la necesidad de que el acreedor hipotecario verifique su 
“acreencia” o si se quiere, mediante el proceso verificatorio “haga valer” su derecho real de 
hipoteca, por lo que estaríamos ante una verificación especial o anómala134. 

Por el contrario, otros juristas  se pronuncian por la innecesaridad de la verificación y 
entienden que no existiendo normativa específica el acreedor hipotecario debe hacer valer su 
derecho por la vía del art. 209 de la LC. 

Así, para buscarle una solución al problema, no podemos aplicar estrictamente la ley común 
porque existe un concurso.  Tampoco podemos ceñirnos estrictamente a la Ley 24.522 porque el 
hipotecario no es acreedor del fallido (el tercero poseedor no deudor). 

Por ello, deben conciliarse ambos ordenamientos y debe permitírsele al acreedor hipotecario, 
en el concurso preventivo o la quiebra del tercero hipotecante no deudor, ejecutar la garantía real. 

El mayor problema se radica en la quiebra del tercero, pues en el concurso preventivo, no 
habría mayores inconvenientes porque el acreedor podría continuar la ejecución del inmueble, 
art. 21 de la L.C. 

En este caso de concurso preventivo, previo a continuar la ejecución contra el deudor 
concursado, según la posición que se sostenga habrá que presentar o no el pedido de verificación 
(art. 21 inc. 2º segunda parte L.C.Q.) por el hecho de que el acreedor no lo es del tercero, sino que 
debe tenerse la sentencia ejecutiva contra el deudor principal. 

Ahora bien, para el caso de autos la pregunta central sigue siendo ¿Cómo se ejecuta dicha 
garantía en la quiebra?. 

VIII. 2. El “case” ante la falencia 

Desde esta perspectiva, en opinión de Graziabile135, en principio la ejecución hipotecaria 
“strictu sensu” estaría vedada por tratarse de un bien objeto de desapoderamiento (doctr. arts. 
106 y ss, 132, 126 y 209 L.C.Q.).  

El especialista citado, expresa que sería más coherente otorgarle la posibilidad de iniciar un 
concurso especial (especialísimo diría) sobre un bien desapoderado, ejecutando una garantía real 
de un “no acreedor” (el acreedor hipotecario).  

El problema que surgiría aquí, es que éste procedimiento queda acotado al estudio del título 
sin consideración alguna sobre el crédito; no se realiza un análisis exhaustivo de la acreencia, el 
cual queda reservado para la etapa de verificación y como el tercero no es deudor, nunca éste será 
analizado.  

Por ello es que completando la normativa, para posibilitar la ejecución concursal debe 

                                                           
134 SOSA, Toribio, Op. Cit.  
135 GRAZIABILE, Daría. Op. Cit. 
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requerirse el reconocimiento judicial del crédito frente al deudor principal, como dijimos, 
sentencia de trance y remate en ejecución individual.  

Ahora bien, en el caso en que el deudor principal se encuentre concursado suficiente sería la 
acreditación de la presentación del pedido de verificación, permitiéndosele al tercero hipotecante 
y al síndico de su quiebra oponer las excepciones que crean convenientes al progreso del concurso 
especial (doctr. arts. 3166 y cc del Código Civil).  

Más allá de ello, tratando de llenar la laguna legislativa, creemos que quien tiene una garantía 
hipotecaria sobre un bien de un tercero que no es su deudor, tiene el derecho de ejecutar el 
derecho real, aun estando aquel en concurso preventivo o quiebra, y sin perjuicio de no estar 
contemplada específicamente en la ley falimentaria.  

En igual línea de pensamiento, Boretto y De las Morenas136 expresan que si el tercero 
hipotecante es fallido el acreedor puede iniciar concurso especial en la falencia del tercero, art. 
126 y 209 de la LC, acompañando si esta in bonis el deudor principal, la sentencia de remate 
recaída en contra de éste en la ejecución individual seguida en los términos del código de rito, o 
después de ser requerido y puesto en mora.  

Ambos autores agregan que si el acreedor no ejerce el derecho a promover el concurso 
especial, podrá hacer valer su derecho sobre el bien cuando sea liquidado dentro de la quiebra y 
para ello deberá notificársele la venta en resguardo del derecho real inscripto, conforme surgirá 
del respectivo informe de dominio. 

En síntesis, definida la conducta que debe seguir el acreedor hipotecario y analizado el instituto 
del tercero hipotecante cabe analizar si corresponde aplicarlo al sub lite.  

IX. La correcta lectura de la Sentencia de Verificación Nº 206 del 28/05/1997 

IX. 1. El carácter del Sr. Rodolfo Alberto Ortiz a la luz de la escritura de hipoteca 

De la aplicación de los principios reseñados al sub lite se sigue, con meridiana claridad, que la 
inferior en su resolutorio solo receptó parcialmente la pretensión verificatoria entendiendo que se 
estaba frente a un tercero hipotecante no deudor y que, consecuentemente, no correspondía 
reconocerle el carácter de “acreedor” pues el fallido no ostentaría la calidad de deudor. 

A poco que se lea el título en que se instrumenta la hipoteca se advierte, tal como lo hizo el 
juez singular en la ejecución hipotecaria y el resolutorio de la Cámara Quinta en voto del Dr. 
Armando Andruet, que el tercero si se había constituido como deudor.  

En efecto, de las constancias de los autos principales que corren a fs. 14/19 del Cuerpo Nº 1 y 
781/787 del Cuerpo Nº 4 en donde obra la Escritura Nº 298 del 17/12/1992 se sigue que, si bien es 
cierto que el Sr. Rodolfo Alberto Ortiz da en garantía hipotecaria su inmueble a favor del Sr. Juan 
Carlos Ortiz por una deuda de su hija María Alejandra Ortiz, también se somete a las cláusulas y 
condiciones que se describen en dicho título. 

IX. 2. La calidad de deudor y tercero hipotecante 

De tal modo, la primera de las cláusulas establece textualmente “el Sr. Rodolfo Alberto Ortiz, 
en adelante “el deudor” se obliga a abonar al Sr. Juan Carlos Ortiz en adelante “el acreedor” la 
suma de …”. 

                                                           
136 BORETTO, Mauricio y DE LAS MORENAS, Gabriel. Op. Cit. 
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Asimismo, en la cláusula sexta se constituye el gravamen hipotecario en segundo grado por la 
suma de U$S 215.000 y se describe el inmueble ubicado en barrio Rogelio Martínez. 

En esta inteligencia, resulta patente que la inferior realizó una lectura incompleta del título 
hipotecario pues, le dio prevalencia a la primera parte en donde se expresa que se constituye la 
garantía hipotecaria por la deuda de la hija del fallido y no tuvo en cuenta las condiciones a las 
cuales se sometieron que puntualmente establecen el carácter de deudor de este último. 

Tal como dijimos, esta calidad es puesta de relieve por la Sentencia de trance y remate Nº 340 
del 28/04/1998 del Juzgado de 1º Inst. y 22ª Nom. C. y C. que corre glosada a fs. 391/394 del 
Cuerpo Nº 2 de los autos principales y en donde el inferior pone de relieve la innecesaridad de 
integrar la litis con la Srta. María Alejandra Ortiz pues, tal como se sigue de las condiciones de la 
hipoteca en la cláusula primera el hoy fallido, Sr. Rodolfo Ortiz, asume la calidad de deudor del Sr. 
Juan Carlos Ortiz. 

Este criterio es ratificado por la Sentencia de la Cámara Quinta en lo Civil y Comercial Nº 13 del 
1/03/1999, que corre glosada a fs. 395/402 del Cuerpo Nº 2 de los autos principales, y en especial 
del voto del Dr. Armando Andruet que también puntualiza con meridiana claridad que el Sr. 
Rodolfo Ortiz subordina la garantía hipotecaria a las siguientes clausulas y condiciones y allí 
entonces el conjunto referencial otorga base suficiente al título ejecutivo en consideración, y 
consecuentemente, el magistrado rechaza la excepción de inhabilidad de título. 

X. La calidad del Sr. Juan Carlos Ortiz y los derechos reconocidos en la causa concursal 

X. 1. El reconocimiento del fallido como hipotecante no deudor  

Desde esta atalaya, cabe puntualizar que de la correcta interpretación de la sentencia de 
verificación Nº 206 se sigue que, si bien la entonces magistrada concursal entendió que el Sr. 
Rodolfo Ortiz, hoy fallido, era un tercero no deudor hipotecante y rechazó la calidad de acreedor 
del Sr. Juan Carlos Ortiz, declarando inadmisible la relación creditoria, sí le reconoce su calidad de 
“hipotecario” y de la responsabilidad que el primero tiene en la medida de la cosa gravada.  

Es más, cabe puntualizar que la juez cita puntualmente a la opinión de Héctor Cámara para 
reconocer el derecho hipotecario del Sr. Juan Carlos Ortiz, agregando que éste deberá hacerlo 
valer cuando el bien se enajene. 

En esta inteligencia, surge el interrogante de si es válido oponerle al acreedor hipotecario la 
sentencia verificatoria como cosa juzgada y en que alcance.  

Así, corresponde señalar que no está en tela de juicio que el hipotecario no entabló recurso de 
revisión y se conformó con el reconocimiento de su derecho real de garantía, dejando firme la 
resolución que lo excluye como acreedor personal de quien sí era su deudor. 

Desde esta perspectiva, la oponibilidad de la cosa juzgada que realiza el Dr. Ricardo Bianciotti, 
mediante proveído del 27/03/2007 y 11/04/2007 que corren a fs. 1093 y 1103 del cuerpo Nº 6 de 
los autos principales respectivamente, constituye una cuestión que cabe dilucidar debidamente. 

En efecto, este criterio ha sido reeditado por el Dr. Jose Di Tullio en su Sentencia Nº 64 del 
19/03/2013 que corre a fs. 61/67 del presente incidente, haciendo aplicable el art. 141 del CPC, y 
explicando que según la jurisprudencia del Excmo. Tribunal de Justicia no se está frente a un 
supuesto que habilite la verificación tardía del crédito. 

De todo lo dicho, se sigue que corresponde analizar entonces los agravios del apelante en 
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cuanto aduce que no puede oponérsele la cosa juzgada ni de la sentencia de verificación 
originaria, ni de los decretos posteriores como tampoco hacerse valer la perención de la instancia 
apelativa ante la Cámara, todos aspectos que requieren un tratamiento puntual. 

XI. La eventual oponibilidad de la declaración de inadmisibilidad contenida en la sentencia 
verificatoria Nº 206 del 28/5/1997 

XI.1. El carácter accesorio de la garantía hipotecaria y la calidad de deudor del Sr. Rodolfo Ortiz 

Hemos relacionado supra que en la etapa verificatoria el síndico cuestiona la hipoteca 
puntualizando que no respeta la especialidad del crédito a tenor del art. 3148 del Código Civil. 

La afirmación del funcionario sindical se basa en que no se ha indicado expresamente el crédito 
al cual accede la hipoteca. 

Por su parte, el acreedor hipotecario al impugnar dicho informe, recuérdese que en el viejo 
régimen de la Ley 19.551 la etapa de observaciones del art. 34 de la LC se tramitaba como 
impugnación del informe individual ante el Juzgado, expresa que la escritura de hipoteca respeta 
el principio de especialidad y accesoriedad pues en dicho título consta textualmente que la 
hipoteca se constituye en garantía de la compra de acciones de la firma Rodolfo A. Ortiz e hijos 
que efectuara la Srta. María Alejandra Ortiz por la suma de $215.000 en concepto de saldo de 
precio. 

De tal modo, el acreedor destaca que la hipoteca es accesoria de la obligación que asumiera la 
hija del hipotecante, hoy fallido, en garantía del precio de venta de las acciones de la firma 
mencionada supra. 

En esta inteligencia, cabe afirmar que la especialidad de la hipoteca que impone el art. 3109 del 
Código Civil gira alrededor de dos aspectos: Objeto y Crédito.  

Así, de la lectura de la escritura que instrumenta la hipoteca se sigue que se respeta el principio 
de especialidad con respecto al crédito, de conformidad a los arts. 3131 y 3152 del Código Civil, en 
cuanto se ha individualizado tanto la cosa hipotecada como el monto de la deuda. 

En este aspecto, cabe afirmar que Rodolfo Ortiz asumió, al constituir la hipoteca en garantía del 
saldo de precio adeudado por su hija, María Alejandra Ortiz, el carácter de deudor liso y llano, 
aspecto que es ratificado por el acreedor, Sr. Juan Carlos Ortiz, cuando en la impugnación narra las 
circunstancias de la denuncia penal y del acuerdo que se llegó entre las partes para la 
transferencia del paquete accionario. 

En esta línea, el propio actor, hoy apelante, en la impugnación obrante a fs.118/122vta. del 
legajo de copias,  puntualiza que el Sr. Rodolfo Ortiz de conformidad a la cláusula primera de la 
escritura hipotecaria se constituyó voluntariamente en deudor del crédito y no en fiador. 

Es más, enfatiza con singular fuerza el carácter de deudor del fallido y sostiene ser titular de un 
crédito en contra del Sr. Rodolfo Ortiz.  

Esta situación condujo al hoy apelante a iniciar la ejecución hipotecaria únicamente en contra 
del hoy fallido y cuando el demandado reclama la integración de la litis con la deudora principal, el 
juez en lo Civil y Comercial de 22º Nominación, en la sentencia Nº 340 del 28/04/1998 que corre 
glosada a fs. 391/394 del Cuerpo Nº 2 de los autos principales, puntualiza la innecesariedad de 
cumplimentar este aspecto en atención a que el demandado Rodolfo Ortiz se ha constituido 
también en deudor de la obligación contraída por su hija.  
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También señalamos supra que dicho criterio fue ratificado por la Sentencia de la Cámara 
Quinta en lo Civil y Comercial Nº 13 del 1/03/1999, que corre glosada a fs. 395/402 del Cuerpo Nº 
2 de los autos principales. 

En dicha pieza procesal el Dr. Armando Andruet, por entonces Vocal de la Cámara aludida, 
destacó que el Sr. Rodolfo Ortiz subordinó la garantía hipotecaria a las clausulas y condiciones 
establecidas en dicho instrumento el cual otorgaba base suficiente al título ejecutivo atento el 
carácter de deudor del demandado. 

La conclusión arribada pone en juego el carácter accesorio de la hipoteca en cuanto requiere la 
existencia de un deudor para su ejecución y a la luz de esta plataforma fáctica jurídica cabe 
analizar la demanda incidental y el hoy recurso de apelación traído ante Vuestra Excelencia. 

XI.2. La demanda incidental 

Desde esta atalaya, al iniciar el presente incidente y describir la plataforma fáctica el propio 
acreedor hipotecario, Juan Carlos Ortiz, puntualiza en el párrafo segundo que “la deudora abonó 
parcialmente la deuda y con un saldo impago exigible y en mora promovió ejecución hipotecaria 
por ante el Juzgado de 22ª Nominación Civil y Comercial, la que desembocó en sentencia que 
mandó a llevar adelante la ejecución de la suma reclamada, más intereses y costas”, agregando 
que fue “la declaración de quiebra del deudor lo que motivó la suspensión del trámite de 
ejecución de sentencia”. 

De tal modo, se advierte una palmaria contradicción en la argumentación del libelo cuando el 
acreedor pretende prevalerse del reconocimiento parcial que la juez concursal realiza de la 
responsabilidad objetiva ceñida a los bienes gravados, afirmando que es un tercero con derecho a 
cobrarse y que por ello no corresponde verificar su crédito. 

En efecto, hemos dicho que la hipoteca es una garantía accesoria, art. 3109 CC, y 
consecuentemente toda la doctrina elaborada alrededor del “hipotecante no deudor” exige o que 
se integre la litis con el deudor principal en caso de ejecución singular contra el tercero 
hipotecante in bonis, o si éste se encuentra en concurso o quiebra se promueva la 
correspondiente verificación de crédito para poder ejecutar la garantía. 

Así, Graziabile137 puntualmente señala que si bien el acreedor hipotecario no debe verificar su 
crédito, tiene la posibilidad del concurso especial por ser titular de una garantía real y entiende 
que es suficiente en este último caso la sentencia de “trance y remate” contra el deudor principal 
o en el caso de que el deudor también este concursado, es necesaria la acreditación de haberse 
presentado a verificar por imperio del art. 3163 del Código Civil. 

En igual línea, Boretto y De las Morenas138 explican que para realizar la garantía contra el 
tercero se justifica la exigencia de que se acompañe la sentencia recaída en el juicio individual 
seguida contra el deudor o la constancia de haber verificado la acreencia en el concurso de éste 
último, según los casos. 

En una palabra, la doctrina entiende que para poder hacer valer su derecho contra el tercero 
hipotecante, el acreedor necesita sine qua non una sentencia de trance y remate o la acreditación 
de haberse presentado a verificar en el concurso del deudor principal. 

XI.3. Las exigencias de la accesoriedad de la hipoteca en el caso de autos 

                                                           
137 GRAZIABILE, Darío. Op. Cit. 
138 BORETTO, Mauricio y DE LAS MORENAS, Gabriel . Op. Cit. Pág 129. 
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A la luz de lo dicho se sigue que el Sr. Juan Carlos Ortiz para poder ejecutar su garantía debió 
acompañar la sentencia obtenida en contra de la Srta. María Alejandra Ortiz, pues la que ostenta 
con motivo de la ejecución habida en el Juzgado de 22º Nominación en lo C. y C., deviene 
insuficiente pues, sólo resulta ejecutado el hoy fallido en su calidad de deudor hipotecante. 

En este caso, resulta patente que el acreedor hipotecario, que en su propia impugnación insiste 
en que el concursado, hoy fallido, era deudor y por eso la hipoteca respetaba el principio de 
accesoriedad y especialidad, dejó firme una resolución de inadmisibilidad de un crédito que 
pretendió verificar.  

De tal modo, el carácter accesorio de la garantía hipotecaria, más allá del reconocimiento de 
ésta, aspecto que sí reconoció la juez concursal, exigía para ejecución de la hipoteca la existencia 
de una sentencia de trance y remate en contra de la deudora principal, Sra. María Alejandra Ortiz. 

Dicho derechamente, sin deuda principal, no puede ejecutarse una obligación accesoria, 
aunque se trate de una garantía hipotecaria y este aspecto quedó consolidado con la sentencia de 
verificación Nº 206 del 28/5/1997. 

XI.4. La contradicción entre la sentencia recaída en el juicio singular y la resolución verificatoria 

De lo expuesto en los párrafos precedentes, se sigue una evidente contradicción entre los 
decisorios obtenidos en la ejecución hipotecaria y el reconocimiento parcial realizado por la juez 
concursal. 

En efecto, mientras en los primeros el acreedor hipotecario rescata el carácter de deudor del 
Sr. Rodolfo Ortiz y en el segundo también lo hace al introducir la pretensión verificatoria, luego se 
conforma con una sentencia que le niega dicho carácter. 

De tal forma, la resolución verificatoria que deviene del proceso de conocimiento necesario y 
típico que implica la insinuación del crédito hipotecario en el pasivo (Art. 32 y concordante de la 
L.C.) hace cosa juzgada material y tiene prevalencia sobre la sentencia de trance y remate recaída 
en sede singular. 

En efecto, la sentencia que se obtuvo en el fuero concursal tiene la fuerza de “cosa juzgada 
material”, a diferencia de la que se obtuvo en el fuero singular que solamente tiene el alcance de 
“cosa juzgada formal”, en atención a la acotada etapa cognitiva del juicio ejecutivo. 

Esta es la situación que da motivo a los decretos del nuevo juez concursal cuando, pese a citar 
al acreedor hipotecario, advierte que se está frente a un tercero hipotecante que sí es deudor y 
que a todo evento, aunque pretendiera ser “no deudor” no acredita haber exigido el 
cumplimiento de la obligación principal al cual accede la hipoteca como garantía real que depende 
de aquella (art. 3109 C.C.). 

XI. 5. La improcedencia de los agravios esgrimidos por el apelante 

En una palabra, no es exacto que en la primera etapa verificatoria no se halla debatido el fondo 
de la relación creditoria e hipotecaria que uniera al hoy recurrente con el fallido.  

No solo se debatió sino que de la lectura de las constancias de autos y, en especial, de la 
impugnación del Sr. Juan Carlos Ortiz se sigue que éste era absolutamente conocedor que, si bien 
la hipoteca se había constituido en garantía del saldo de precio que adeudaba la Srta. María 
Alejandra Ortiz, también el Sr. Rodolfo Ortiz había asumido la calidad de deudor de conformidad a 
la cláusula primera de las condiciones de la hipoteca. 
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En una palabra, llama poderosamente la atención que el recurrente hoy pretenda decirse 
acreedor hipotecario de un tercero hipotecante no deudor, intentando salvar una parte del 
resolutorio de la inferior, “volviendo sobre sus propios pasos” claramente definidos en la 
impugnación citada supra. 

Dicho derechamente, le asiste razón al inferior cuando sostiene que la sentencia del art. 36 de 
la Ley Concursal, al haber abordado la cuestión de fondo hace cosa juzgada material e impide 
ejecutar autónomamente una garantía accesoria, en tanto no existe sentencia de trance y remate 
en contra de la deudora Sra. María Alejandra Ortiz y la recaída en sede singular en contra del Sr. 
Rodolfo Ortiz, carece de eficacia en atención a la cosa juzgada concursal. 

En síntesis, el resolutorio apelado en cuanto aplica el art. 141 del Código de Rito, se ajusta a 
derecho y las quejas del apelante no son de recibo tal como se ha explicado detalladamente en los 
diversos capítulos que integran el presente dictamen. 

XII. Conclusión. 

En definitiva, es criterio de esta Fiscalía de Cámaras que corresponde rechazar el recurso de 
apelación interpuesto por el Sr. Juan Carlos Ortiz, y en consecuencia, confirmar la sentencia del 
inferior en todas sus partes. 

Así opino. 

Dios Guarde a V.E. 

Córdoba, 02 de Septiembre de 2013. 
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Fallo CAMARA APEL CIV. Y COM 2a - 232 

SENTENCIA NUMERO: CIENTO DIECISIETE 

En la ciudad de Córdoba, a los Dieciseis días del mes de Octubre del año Dos Mil Catorce 
reunidos en Audiencia Pública los Señores Vocales de la Excma. Cámara Segunda Civil y Comercial, 
en los autos caratulados "ORTIZ RODOLFO ALBERTO – CONCURSO PREVENTIVO – LEY 19.551 – 
VERIFICACION TARDIA (ARTS. 260 Y 56 L.C.Q.) – HOY QUIEBRA – INICIADO POR JUAN CARLOS 
ORTIZ” (Expte. N° 1403560/36) venido en apelación del Juzgado de Primera Instancia y Vigésimo 
Novena Nominación Civil y Comercial de esta ciudad (Concurso y Sociedades N° 5) a cargo del Dr. 
José Antonio Di Tullio, en contra de la Sentencia número Sesenta y Cuatro, de fecha Diecinueve de 
Marzo de Dos Mil Trece, por la que se resolvía: "I) Rechazar el incidente promovido por el Sr. Juan 
Carlos Ortiz.II) Imponer las costas al incidentista. III) Regular los honorarios del Dr. Flavio Orlando 
Ruzzón, en la suma de $61.954,23, con más la alícuota del IVA, en caso de corresponder y los del 
Cr. Marcelo Garriga y el Dr. Lucas José Cmet, en la suma de $61.954,23, en conjunto. No regular 
los honorarios profesionales de los Dres. Jorgelina Flores y Adán L. Ferrer, en virtud de lo 
dispuesto por el art. 26, C.A., a contrario sensu. Protocolícese, hágase saber y dése copia. ” 
(fs.61/67). 

Este Tribunal, en presencia del Actuario, formula previamente las siguientes cuestiones a 
resolver: 

1) ¿ Procede el recurso de apelación incoado por el Verificante Tardío Juan Carlos Ortíz ?  

2) ¿ Que pronunciamiento corresponde dictar ? 

Efectuado el sorteo de Ley, la emisión de los votos se realizó en el siguiente orden: 1°) Dra. 
Carta de Cara;2°) Dra. Chiapero y 3°) Dr. Lescano. 

VOTO DE LA SEÑORA VOCAL DOCTORA DELIA INES RITA CARTA DE CARA. 

A LA PRIMERA CUESTION, LA SRA. VOCAL DRA. DELIA INES RITA CARTA DE CARA, DIJO: 

I. Contra la Sentencia Número Sesenta y Cuatro dictada con fecha Diecinueve de Marzo de Dos 
Mil Trece y su Aclaratoria (Auto número Veintiséis del Diecisiete de Abril de Dos Mil Trece), ambas 
resoluciones dictadas por el Señor Juez a cargo del referido Juzgado, interpuso recurso de 
apelación el incidentista, a través de apoderado (fs. 72), siendo concedido conforme surge de fs. 
73. -Radicados los autos en esta Sede, expresa agravios el apelante (fs. 89/92), los que son 
respondidos por el Concursado (fs. 99/100 vta.) y por la Sindicatura (fs. 106/107). Por último, el Sr. 
Fiscal de las Cámaras Civiles y Comerciales emite su dictamen (fs. 120/135). Dictado el proveído de 
autos (fs. 138), firme (fs. 151/153) y consentida la integración del Tribunal (fs. 156/160 vta.), 
queda la causa en estado de resolver. 

II. Las resoluciones recaídas en autos provocan la apelación del incidentista, cuya exposición de 
agravios admite el siguiente compendio: Refiere como antecedentes del caso que, mediante 
Escritura de fecha 07/12/1992 labrada por ante el Escribano José María Aliaga (h), titular del 
Registro Notarial Nº 73 de esta Ciudad, el Fallido, en garantía de una deuda contraída por su hija, 
María Alejandra Ortiz, constituyó en favor de su parte, derecho real de hipoteca sobre el inmueble 
matrícula Nº 134.326 (11).Continúa diciendo que la deudora abonó parcialmente la deuda y, con 
un saldo impago de U$S 120.000, se promovió ejecución hipotecaria, la que desembocó en 
sentencia de remate, cuya ejecución se suspendió con motivo de la declaración de quiebra del 
deudor.Señala que al abrirse el concurso preventivo del deudor, solicitó la verificación de su 
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crédito, el que fue declarado inadmisible por Sentencia Interlocutoria Nº 206 del 28/05/1997 con 
fundamento en que “el acreedor no lo es respecto del concursado, por lo que no puede insinuarse 
en el pasivo, aun cuando tendrá un interés innegable si el bien inmueble se subastara en el proceso 
universal, toda vez que, bajo pena de perder su prioridad, deberá hacerse presente en la misma. En 
definitiva, el verificante podrá ejercer su derecho directo sobre el bien afectado, recién cuando éste 
se enajene” (sic). Que el 08/09/2003, habiendo sido citado por el Juez de la quiebra para que 
hiciera valer sus derechos, solicitó se le reconociera el privilegio hipotecario y se ordenara 
abonarle la suma garantizada con el derecho real de que se trata, rechazando el Magistrado su 
petición porque el crédito había sido declarado inadmisible por resolución firme y, además, 
porque no constaba que el peticionante se hubiera presentado a verificar en la quiebra y hubiera 
sido reconocido como acreedor. 

A continuación expresa que mediante la presente demanda promovió incidente por la vía del 
art. 280 Ley 24.522 y que en la misma señaló que ella podía valorarse como un pedido de 
verificación de crédito, como una tercería de mejor derecho o como una instancia procesal atípica, 
impuesta por la Sentencia Interlocutoria Nº 206, del 28/05/1997. 

Sostiene que el fallo apelado entiende que la resolución que declaró inadmisible el pedido de 
verificación de crédito formulado en el concurso preventivo del deudor, al no haber sido 
cuestionado por vía del art. 37 del ordenamiento concursal, tiene alcances de cosa juzgada, lo que 
impone el rechazo de la demanda que motiva estas actuaciones. Considera que esa conclusión es 
errónea, primero, porque no es su pretensión sino el Auto recurrido el que violenta la cosa 
juzgada, ya que contradice el pronunciamiento firme conforme al cual el derecho del acreedor 
hipotecario sobre el producido de subasta del inmueble hipotecado debe hacerse valer “recién 
cuando éste se enajene”. Advierte que la cosa juzgada busca fijar definitivamente no tanto el texto 
formal del fallo, cuanto la solución del caso prevista por el Juez a través de aquél, conforme 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que cita. Que, consecuentemente, la 
cosa juzgada comprende no sólo la parte dispositiva de la sentencia, sino también sus 
fundamentos y motivaciones, en tanto constituyen una unidad lógico jurídica con aquélla.Cita 
Doctrina y Jurisprudencia. Afirma que la parte dispositiva de la Sentencia Interlocutoria Nº 206, en 
cuanto al crédito del incidentista se refiere, se limitó a declararlo inadmisible. Que sin ponderar los 
fundamentos de esa Sentencia, se ignora cuál es el contenido y alcance de lo resuelto; y que 
meritando esos fundamentos, no puede negarse a su parte el derecho que fue sustento del 
rechazo del pedido de verificación, esto es, la posibilidad de invocar el derecho emergente de la 
hipoteca sobre el inmueble del fallido, “cuando éste se enajene”. Reitera lo alegado en la 
demanda, que el A-quo no ha meritado en medida alguna, en punto a que suponer que la 
denegatoria del pedido de verificación hace cosa juzgada en cuanto a la inadmisibilidad del 
crédito, más no así en cuanto a los fundamentos que reconocen el derecho del acreedor sobre el 
producido de la subasta, no puede ser sostenido. Que ello así, no sólo porque importa desconocer 
la unidad lógica de la sentencia, sino porque desemboca en el absurdo de una hipoteca que no se 
paga, tan sólo porque los jueces que sucesivamente se ocuparon del caso, tuvieron opiniones 
distintas sobre los caminos formales que el acreedor debía adoptar (verificación o tercería de 
mejor derecho). Entiende que la conclusión arribada en el fallo apelado es errónea, en segundo 
lugar, porque no hubo pronunciamiento sobre el fondo del reclamo. Cita Doctrina en abono de su 
postura. Concluye diciendo que la Sentencia Nº 206 no obsta a la petición que el fallo en crisis ha 
desestimado, ya que aquella resolución no declaró la inexistencia de su derecho, sino tan sólo la 
improcedencia formal de la demanda de verificación. No obstante ello, advierte que el Juez arriba 
a la conclusión opuesta porque afirma que la referida sentencia indagó acerca de la procedencia 
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sustancial del crédito insinuado. Agrega que el fundamento así formulado es claramente 
insostenible porque la misma resolución que declara que no es acreedor del Fallido, dice que 
podrá ejercer su derecho directo sobre el bien afectado, recién cuando éste se enajene, lo que 
implica la obligada procedencia de la vía incidental promovida por su parte al tiempo de 
subastarse el inmueble hipotecado.Asimismo objeta que el punto IV de los considerandos del fallo 
en crisis, suma como argumento del rechazo de su demanda, la firmeza del proveído del 
11/04/2007 mediante el cual se rechazó su pedido de que, con motivo de la subasta del inmueble 
hipotecado, se le reconociera el privilegio hipotecario y se le ordenara abonarle la suma 
garantizada con dicho derecho real.Postula que el argumento del A-quo es erróneo por cuanto el 
citado proveído negó su pedido de pago preferente por tratarse de “un tercero a los fines 
concursales, -al no haberse reconocido su calidad de acreedor-, no estando prevista por la 
legislación falimentaria su actuación en el expediente principal”. Que siendo así, dijo al promover 
la demanda de fs. 1/3, “mediante esta presentación, promuevo la instancia incidental idónea para 
lograr el reconocimiento de su derecho, ya no mediante una mera petición en el expediente 
principal, sino por la vía que regulan los arts. 280 y ss. de la ley 24.522.”. Explica que el Juez 
admitió y dio curso a su demanda, porque compartió ese criterio, esto es, que el anterior rechazo 
se fundaba en que no era acreedor del Fallido y, por ende, no tenía “actuación en el expediente 
principal” (sic), pero que ello no excluía la posibilidad de demandar su derecho a cobrarse del 
precio del inmueble hipotecado “cuando éste se enajene” (Sentencia Nº 260), siendo la vía 
procesal idónea para ello la incidental que prevé el art. 280 de la Ley 24.522, que en el caso tiene 
la naturaleza de una tercería de mejor derecho. Concluye en que el proveído del 11/04/2007 no 
fue una resolución de fondo sobre el derecho invocado por su parte, sino la denegatoria formal de 
una petición que, tal como había sido formulado, no resultaba admisible. Agrega que tanto la 
Sindicatura como el Fallido, consintieron la resolución que admitió este incidente y le dio trámite y 
si se admitió dar trámite a la demanda y se tramitó la misma, está claro que su rechazo no había 
quedado consumado con el referido decreto del 11/04/2007.  

III. El Fallido, en la oportunidad procesal pertinente, solicita el rechazo del recurso intentado. 
Sostiene que la sentencia apelada desgrana el criterio empleado por el Tribunal Superior de 
Justicia respecto de los casos en los que puede proponerse la verificación intempestiva, cuando se 
ha empleado con anterioridad la insinuación en el pasivo dentro del marco temporal asignado en 
la inauguración del proceso concursal, con resultado adverso, sin que, por ello, quede atrapado 
por los efectos de la cosa juzgada material. Agrega que allí se exponen los diversos motivos 
tenidos en cuenta por el Alto Cuerpo, entre los que no se encuentra la situación generada en el 
sub lite, dado que, los casos siempre apuntan a problemas formales sin que se hubiera ingresado a 
tratar el tema de fondo.Destaca que con motivo del pedido de verificación de crédito formulado 
por el apelante, existió impugnación por parte del ahora Fallido y dictamen del Síndico, dándose el 
marco de discusión necesario sobre la procedencia y legitimidad del crédito en el procedimiento 
causal que importa la insinuación en el pasivo. Agrega que la Juez de aquel entonces tuvo en 
cuenta todos los argumentos y pruebas expuestas por las partes y resolvió sobre el fondo de la 
cuestión, con un criterio que puede compartirse o no (equivocado a juicio de su parte). Continúa 
explicando que al declararse la inadmisibilidad del crédito, siempre quedaba la posibilidad de que 
el ahora incidentista peticionara, primero aclaratoria y si no obtenía una respuesta jurisdiccional 
que lo satisficiera, intentar el recurso de revisión. Que la actuación del apelante fue diversa, 
porque consintió la declaración de inadmisibilidad de su acreencia y luego, en la quiebra, 
aferrándose de una frase de aquélla sentencia, intentó ejercitar derechos que decía tener, lo que 
fue motivo de reprobación por el Juez que intervenía, quien concedió recurso de apelación, 
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declarándose la perención de la segunda instancia, quedando entonces firme la providencia que 
rechazaba su pretensión.- 

Que, en consecuencia, frente a la preclusión procesal operada, no cabe volver a intentar 
incorporarse en el pasivo concursal porque las puertas están definitivamente cerradas. 

Finalmente agrega que mientras la sentencia recaída al momento de la verificación de créditos 
reviste carácter de cosa juzgada material con relación a todos quienes intervinieron en el proceso, 
el mecanismo procesal de la tercería, no se brinda en el proceso concursal o falencial con los 
mismos lineamientos que se encuentra legislado en la Ley ritual local y que solamente se 
establecen normas en la Ley falencial, para que se ejerciten los derechos, encauzados 
específicamente. Que así, la participación en el dividendo falencial, sólo puede alcanzarse 
obteniendo la llave de ingreso a través de la verificación de crédito, con sus diversas variables 
(pronto pago, subasta extrajudicial, concurso especial); pero cuando ésta ha sido adversa 
sustancialmente, no puede volver a reeditarse por la vía de la verificación tardía.  

IV. La Sindicatura, a su turno, sostiene que el apelante no ha logrado conmover ni en lo mínimo 
la resolución del A-quo. Que el quejoso termina por hacer una confesión lapidaria, ya que se 
sorprende que se hubiera dado trámite a la presente demanda incidental, cuando -a su criterio- 
merecía un rechazo liminar, cuestión que no corresponde sea aducida por su parte, que en todo 
momento se opuso al presente. Reitera que esta instancia procesal atípica no puede ser defendida 
ni por su propio proponente, quien, en definitiva, se sorprende por el trámite dado a su 
pretensión, sin el abono de tasas ni aportes de ley. Concluye solicitando el rechazo del recurso 
intentado en autos, con costas. 

V. Previo a toda otra consideración, se estima de interés poner de resalto que el Tribunal de 
origen, Juzgado de Primera Instancia y Vigésimo Novena Nominación Civil y Comercial, estuvo 
integrado –al tiempo de la primera resolución- por la Dra. Raquel Visconti de Maghini. Luego, en 
los trámites de subasta del bien inmueble, asiento del privilegio especial hipotecario, por el Dr. 
Ricardo S. Bianciotti y, por último, en razón de la vacancia de titularidad, a cargo –en lo atinente a 
la resolución impugnada- del Dr. José Antonio Di Tullio. La detenida consulta de las actuaciones 
revela divergencias de criterio entre aquéllos, lo cual sin hesitación -se adelanta- redundó en claro 
perjuicio del justiciable, según se verá a continuación. 

VI. La sentencia bajo examen apoya su argumentación en los proveimientos anteriores recaídos 
en la causa, para concluir en la existencia de cosa juzgada material respecto de la acreencia 
insinuada. De tal modo y atento la queja expuesta por el apelante, se impone revisar los mismos a 
los efectos de corroborar o desvirtuar el aserto. Así, la Sentencia Interlocutoria Número 
Doscientos Seis, de fecha 28-05-1997 (fs. 266/272 del expediente principal), en la parte pertinente 
al Crédito N° 14 del Sr. Juan Carlos Ortíz, señala: “El Tribunal entiende, luego de consideradas las 
opiniones vertidas por el peticionante, Síndica y concursado, y parafraseando al Dr. Héctor 
Cámara, El concurso preventivo y la quiebra. Vol. I, pág. 629, que en esta hipótesis a tenor del art. 
3121 del C.C. hay una responsabilidad objetiva ceñida a los bienes gravados –deuda propter rem-, 
en donde el concursado no es deudor –sin obligación personal- restando su patrimonio libre, a 
diferencia de lo que acontece si el propio obligado entrega la garantía, hay una responsabilidad sin 
deuda y limitada. El acreedor no lo es respecto del concursado, por lo que no puede insinuarse en el 
pasivo, aun cuando tendrá un interés innegable si el bien inmueble se subastara en el proceso 
universal, toda vez que, bajo pena de perder su prioridad, deberá hacerse presente en la misma. En 
definitiva, el verificante podrá ejercer su derecho directo sobre el bien afectado, recién cuando éste 
se enajene. Ello sin perjuicio de que si el acto fue a título gratuito, se haga valer oportunamente la 
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ineficacia frente a los acreedores… (por lo que) merece ser declarado INADMISIBLE…” (el 
destacado no obra en el original). Del tenor de lo transcripto, el Juez de primer grado ahora 
interviniente, concluye en la existencia de cosa juzgada sustancial, óbice infranqueable –señala- 
del requerimiento actual de inclusión en el pasivo falencial. La conclusión es precedida de profusas 
citas jurisprudenciales, que con ser concordantes en el valor de la sentencia que prevé el art. 36 
L.C., lo cual, por lo demás, es previsión normativa expresa (art. 37 ib.), no alcanza a configurar una 
adecuada motivación con la que debe contar toda resolución judicial, ello por expreso mandato 
constitucional provincial y legal (arts. 155 y 326, respectivamente), en tanto constituye un 
pronunciamiento dogmático. En efecto: para desestimar la presentación soslaya las 
particularidades del caso, deteniéndose sólo en la declaración de inadmisibilidad efectuada por la 
anterior Juez, con lo cual armoniza el supuesto de autos con la Doctrina Judicial invocada, sin 
reparar en el resto de la argumentación plasmada en aquella oportunidad, conforme la cual más 
que inadmisible, la concurrencia del acreedor amparado con privilegio especial, era innecesaria, 
pues él debía comparecer -se le dijo- en forma directa, al tiempo de la ejecución del bien objeto de 
la garantía real a reclamar su acreencia o, dicho de otro modo, a prevalerse de su derecho de 
preferencia. O sea que, del modo hecho, se resolvió sobre la improcedencia de la vía incoada, 
sobre la inconducencia de la pretensión verificatoria, desde que el derecho que asistía al Sr. Juan 
Carlos Ortíz –según criterio de aquella Juez- lo excluía como acreedor del Concursado (luego 
Fallido) y lo habilitaba a reclamar el monto impago sobre el producido de realización del inmueble 
en forma prioritaria atento la garantía real. En este punto cabe interrogarse si rectamente puede 
sostenerse que se le denegó el derecho o sólo se le indicó un camino alternativo para obtener la 
satisfacción del crédito, objetivo de todo acreedor insoluto que concurre a un proceso concursal. 
Por ello, resulta atendible la queja vertida por el apelante en cuanto a que no ha mediado 
consideración integral del primer pronunciamiento. Sólo ha habido valoración sui géneris de la 
motivación proporcionada y de la conclusión final, lo que es impropio de una adecuada 
fundamentación. 

A mayor precisión, señala el Iudicante que el Tribunal Superior de Justicia ha delineado un 
criterio jurisprudencial conforme el cual no pueden proponerse nuevamente mediante verificación 
tardía, las acreencias insinuadas tempestivamente respecto de las cuales ya ha recaído resolución 
sobre el fondo de la cuestión, siendo la vía para remover el pronunciamiento adverso, la revisión 
contemplada en el art. 37 L.C.; ergo, ello impone al Tribunal interviniente en el requerimiento 
tardío de inclusión en el pasivo concursal, ingresar en la consideración de los fundamentos 
expuestos en la ocasión anterior (Sentencia del art. 36 ib.) para indagar sobre la naturaleza de 
aquéllos y dirimir si fueron de índole formal o sustancial, pues tanto unos como otros justifican la 
declaración de inadmisibilidad. Conforme fuera el resultado y según Doctrina Judicial aludida, cabe 
o no rechazo formal de la tardía insinuación. De allí que el análisis respectivo que luce efectuado 
en la sentencia en recurso, resulte parcial e inadecuado pues, como ya se le dijera, a partir del 
encuadramiento del cesante Rodolfo A. Ortíz, como tercero hipotecante no deudor, no 
correspondía –se estimó- la admisión como acreedor del nombrado, esto es, era innecesaria y su 
derecho debía ejercerse directamente en el momento de la ejecución (realización) del bien. No fue 
sólo la primera parte, que sí hubiera colocado al apelante en el trance de revisar o aceptar que su 
garantía se tornara ilusoria. Si se va a considerar el pronunciamiento, debe hacerse en todo cuanto 
contiene, no ignorando parte, que, sin dudarlo determinó la estrategia procesal del interesado. 
Adviértase que tanto es ello así, que en la oportunidad que le señalara la primera Juez, esto es, al 
tiempo de la realización del bien raíz, compareció invocando su derecho, tal como le indicó la 
Magistrada, con total claridad y sin controversia oportunapor parte del fallido ni de la Sindicatura 
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en la ocasión correspondiente, a quienes -en verdad- podía agraviar lo resuelto ya fuera antes o 
después pues el derecho de Juan Carlos Ortíz estaba resguardando con la postura adoptada. 

Para corroboración de lo dicho deben verse las actuaciones obrantes a fs. 879/882 vta., Cuerpo 
IV, expediente principal. En resguardo de la seguridad jurídica no pudo desconocerse el 
pronunciamiento anterior. Las divergencias que puedan suscitarse a su respecto, los errores que 
se le atribuyan, el eventual defecto en el encuadramiento en el art. 3.121 C.C., son innocuos por 
extemporáneos y fuera de todo contexto idóneo, a la par, de conllevar una clara indefensión para 
el apelante y, a la postre, una privación de justicia ya que –adelantando el análisis- tres Jueces han 
intervenido en el asunto sin que exista pronunciamiento de fondo. La primera de ellos, indicando 
la impropiedad de la vía de insinuación aun cuando resguardó el derecho del presentante; el 
segundo Magistrado, desconoció lo que rectamente no podía desconocer, “creó” una nueva 
discusión sobre lo que ya estaba dispuesto (ver fs. 883, Cuerpo IV). El tercer Juez, concluyó en la 
existencia de cosa juzgada en razón de una visión parcial (por oposición a integral, no por 
subjetiva) de los proveimientos anteriores. Cabe interrogarse cuál hubiera sido el gravamen que 
pudiera esgrimir Juan Carlos Ortíz para incoar revisión contra la Sentencia N° 260, si el fin esencial 
–cobro de su crédito en forma preferente- estaba asegurado a mérito del pronunciamiento ya 
indicado. Por lo demás, el criterio expuesto es el que luce plasmado textualmente en la obra del 
Dr. Héctor Cámara, por lo que no resulta extraño o aislado, sino sólidamente sustentado. 

Retomando la consideración de las actuaciones, en especial, las cumplidas por el segundo Juez, 
a fs. 1.093 ya surge expuesto el rechazo a la presentación del Sr. Ortíz invocando la firmeza de la 
sentencia de verificación.Impugnado el decreto respectivo, en la desestimación (fs. 1.103/1.103 
vta.; 11-04-2007) se consigna: “…Además no consta que el peticionante se presentara a verificar 
‘en la quiebra’ conforme la Sentencia N° 340 del 25-08-00, a la que se lo remitiera en oportunidad 
de proveerse su escrito de fs. 892 del 09-09-03 por decreto de fs. 893…”, con lo que se le está 
señalando otra vía para solicitar el reconocimiento de su acreencia, la cual fue ejercitada prueba 
de lo cual son las presentes actuaciones. En este punto cabe reparar ya que es argumento de la 
resolución en recurso, que el hoy apelante “consumió la oportunidad para reeditar el debate sobre 
cuestiones ya resueltas, pues de lo contrario, admitir la revisión sine die de aquellos 
pronunciamientos, lo cual no puede convalidarse…” (ver fs. 68 vta.). A contrario de tal repulsa, se 
advierte que los diferentes modos de ingresar al pasivo del cesante partieron del Órgano 
Jurisdiccional –conforme integraciones sucesivas- pues el pretenso acreedor hipotecario acató lo 
que se le señalaba según criterios cambiantes. La preclusión que se estima operada con 
declaración de caducidad de la segunda instancia habilitada por la apelación del incidentista 
contra el proveído que desestima la pretensión del mismo conforme la Sentencia del art. 36 L.C., 
no es tal desde que el mismo Tribunal (y a más, con igual integración que en la referida 
denegatoria) admitió el litigio incidental en base al art. 280 ib. y le imprimió trámite según dicha 
norma, ello con la anuencia del Fallido y de la Sindicatura, que se limitaron a responder la 
demanda, sin esgrimir oposición al trámite mismo, permítase la reiteración. Consiguiente con lo 
expuesto, el apelante se ve nuevamente sujeto a criterios jurisdiccionales antagónicos, seriamente 
lesivos de la seguridad jurídica y, en definitiva, del acceso a la Justicia, a lo que cabe agregar, el 
importante perjuicio de tener que soportar las costas por el resultado adverso. 

De tal modo estimo procede admitir la apelación y revocar la Sentencia impugnada en lo que 
dispone, principal y accesorio, ordenando se proceda a dictar nueva resolución que contemple la 
pretensión del Actor incidental desde una perspectiva sustancial.- 

En tal sentido dejo expedido mi voto. 
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A LA PRIMERA CUESTION, LA SRA. VOCAL DRA. SILVANA MARIA CHIAPERO, DIO: 

Que adhiere al voto y fundamentos esgrimidos por la Sra. Vocal preopinante, votando en el 
mismo sentido. 

A LA PRIMERA CUESTION, EL SR. VOCAL DR. MARIO RAUL LESCANO, DIJO: 

Que adhiere al voto y fundamentos vertidos por la Sra. Vocal Carta de Cara, votando de igual 
forma. 

VOTO DE LA SEÑORA VOCAL DOCTORA DELIA INES RITA CARTA DE CARA. 

A LA SEGUNDA CUESTION, LA SRA. VOCAL DRA. DELIA INES RITA CARTA DE CARA, DIJO: 

En mi opinión corresponde: I. Admitir la apelación y, en consecuencia, revocar la resolución 
bajo examen en todo cuanto dispone, debiendo dictarse nuevo pronunciamiento que resuelva 
sobre la cuestión de fondo; II. Imponer las costas de Segunda Instancia a la Falencia en cuanto 
resulta vencida (arts. 278 L.C. y 130 C.P.C.); III. Fijar provisoriamente y en conjunto, los honorarios 
de los Dres. Jorgelina Flores y Adán Luis Ferrer en Ocho jus, con más el 21% en concepto de 
Impuesto al Valor Agregado en relación al segundo de los Letrados atento su condición de 
responsable inscripto ante tal tributo. No establecer aranceles a favor de la Sindicatura, Dres. 
Lucas José Cmet y Flavio Orlando Ruzzón por estar comprendidos en la regulación general. 

Así voto. 

A LA SEGUNDA CUESTION, LA SRA. VOCAL DRA. SILVANA MARIA CHIAPERO, DIJO: 

Que adhiere al voto y fundamentos manifestados por la Sra. Vocal del primer voto, votando de 
la misma manera. 

A LA SEGUNDA CUESTION, EL SR. VOCAL DR. MARIO RAUL LESCANO, DIJO: 

Que adhiere al voto y fundamentos explicitados por la Sra. Vocal Carta de Cara, votando de 
igual modo. 

A mérito del Acuerdo que antecede, 

SE RESUELVE: 

I. Admitir la apelación y, en consecuencia, revocar la resolución bajo examen en todo cuanto 
dispone, debiendo dictarse nuevo pronunciamiento que resuelva sobre la cuestión de fondo 

II. Imponer las costas de Segunda Instancia a la Falencia en cuanto resulta vencida (arts. 278 
L.C. y 130 C.P.C.). 

III. Fijar provisoriamente y en conjunto, los honorarios de los Dres. Jorgelina Flores y Adán Luis 
Ferrer en Ocho jus, con más el 21% en concepto de Impuesto al Valor Agregado; en relación al 
segundo de los Letrados atento su condición de responsable inscripto ante tal Tributo. No 
establecer aranceles a favor de la Sindicatura, Dres. Lucas José Cmet y Flavio Orlando Ruzzón por 
estar comprendidos en la regulación general. 

Delia I. R. Carta de Cara Silvana M.Chiapero Mario R. Lescano, Vocal Presidente Vocal 
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SENTENCIA NÚMERO: ciento veinticinco 

En la Ciudad de Córdoba a los seis días del mes de octubre de dos mil dieciséis, se reunió la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Novena Nominación, integrada por los Dres. 
Jorge Eduardo Arrambide y María Mónica Puga de Juncos, a los fines de dictar sentencia en estos 
autos caratulados “COOPERATIVA DE PROVISIÓN DE SERVICIOS PARA COMERCIANTES DEL GREMIO 
DE LA CONSTRUCCIÓN LTDA (COPMACO) contra INMOBILIARIA KUMA S.A. – Ejecución Hipotecaria 
– Recurso de Apelación” (Expte. 2371567/36), venidos en virtud del recurso de apelación 
interpuesto por los representantes legales de la demandada INMOBILIARIA KUMA S.A. con el 
patrocinio del Dr. Ernesto Frías Minetti, en contra de la Sentencia número cuatrocientos cuarenta 
y ocho de fecha catorce de octubre de dos mil quince, dictada por la señora Juez del Juzgado de 
Primera Instancia y Vigésima Segunda Nominación en lo Civil y Comercial, Dra. Patricia Verónica 
Asrin, que en su parte resolutiva dispuso: “I) Rechazar la excepción de inhabilidad de título 
interpuesta por la demandada Inmobiliaria Kuma SA. II) Mandar llevar adelante la ejecución 
promovida por la Cooperativa de Provisión de Servicios para Comerciantes del Gremio de la 
Construcción Limitada (Copmaco Ltda.) en contra de la Inmobiliaria Kuma SA hasta el completo 
pago de la suma de pesos doscientos cincuenta mil ($250.000,00) con más los intereses 
establecidos en el considerando respectivo de la presente resolución. III) Imponer las costas a la 
demandada mencionada precedentemente, a cuyo fin se regulan los honorarios profesionales del 
Dr. Jorge Alberto Frattari en la suma de pesos ciento veintiocho mil seiscientos cuarenta y nueve 
con noventa y nueve centavos ($128.649,99). IV) No regular en esta oportunidad los honorarios del 
Dr. Ernesto Frías a tenor de lo establecido en el art. 26 de la ley 9459. Protocolícese, hágase saber y 
dese copia.”. 

El Tribunal se plantea las siguientes cuestiones a resolver:  

1.- ¿Resulta procedente el recurso intentado? 

2.- En su caso, ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Efectuado el sorteo de ley se fija el orden de la votación en la siguiente forma: Dra. María 
Mónica Puga de Juncos y Dr. Jorge Eduardo Arrambide. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA. 

LA DRA. MARÍA MÓNICA PUGA DE JUNCOS, DIJO:  

I).- Contra la Sentencia número cuatrocientos cuarenta y ocho de fecha catorce de octubre de 
dos mil catorce, los Sres. Emanuel Alejandro Cáceres y Alejandro Gustavo Cáceres en carácter de  
Presidente y Director Suplente de la demandada Inmobiliaria Kuma SA, interponen recurso de 
apelación (foja 132), el que es concedido por la a quo (foja 133). Radicados los autos en esta sede, 
expresan agravios a fojas 139/143 vuelta de los presentes, siendo confutados por el Dr. Jorge A. 
Frattari a fojas 145/149. Dictado y consentido el proveído de autos, queda la causa en estado de 
estudio y resolución. 

II).- La demandada estructura su apelación en base a tres agravios referidos a la sentencia 
impugnada. En primer lugar, cuestiona que la a quo funda su resolución partiendo de la 
circunstancia aceptada por las partes y no controvertida en autos, como es la plena vigencia de lo 
acordado en la escritura hipotecaria base de la demanda. Luego, impugna el análisis formulado 
por la Juzgadorarespecto a que en dicho instrumento, la demandada Inmobiliaria Kuma SA, ha 
constituido un domicilio especial conforme lo autoriza el art. 101 del anterior Código Civil, lo que 
tampoco ha sido controvertido. Centra su queja en que la actora remitió la carta documento de 
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fecha 07/XI/2012 a la demandada en donde reclama el pago de la suma pretendida al domicilio 
constituido y que dicha pieza postal fue devuelta con la leyenda “destinatario desconocido”. 
Expresa que es en la interpretación de esta circunstancia en donde yerra la a quo, al sostener que 
dicha carta documento operó como una notificación válida y que cuando se constituye un 
domicilio especial es la demandada quien debe tomar los recaudos necesarios para procurar que 
las notificaciones que se dirijan a dicho domicilio lleguen efectivamente a su conocimiento. Señala 
que el razonamiento utilizado es aparente y carece de fundamentación lógica y legal. Asimismo, 
sostiene que parte de una falacia y con ello construye un pronunciamiento en apariencia fundado, 
pero que se encuentra viciado de nulidad. Destaca, que el tema en cuestión pasa por considerar si 
la carta documento devuelta por el correo constituye una notificación o no, y manifiesta que es 
evidente y surge del propio instrumento documental que la misma nunca pudo llegar a 
conocimiento de la demandada por cuanto no fue entregada. Afirma que la carta documento 
“devuelta” por cualquier causa no es una notificación. Entiende que esto resulta de suma 
trascendencia, por cuanto se está frente a un garante hipotecario, es decir, un tercero que no 
tenía relación alguna con el acreedor, por cuanto solo garantizaba las obligaciones impagas del 
deudor, las cuales como se expresa en el mismo título (escritura hipotecaria abierta) son ilíquidas, 
indeterminadas, y solo existirán cuando se confeccione el saldo deudor emitido por el contador 
que luego se harán valer en la ejecución hipotecaria (cláusula tercera). Indica, que por tal motivo, 
es que la escritura hipotecaria fue muy puntual en la cláusula cuarta al establecer que la sociedad 
Inmobiliaria Kuma SA se obliga a abonar a la acreedora los saldos, que a favor de ésta arrojen las 
cuentas, dentro de las setenta y dos horas de haber recibido el requerimiento de pago respectivo. 
Agrega que esto no se trata de una interpretación, sino que es una obligación pactada entre las 
partes que suscribieron el instrumento base de la acción y la obligación de pagar de parte de la 
garante hipotecaria nace luego de que haya recibido el certificado de deuda y requerimiento de 
pago. Adiciona que quien tenía una cuenta corriente y comercializaba con el actor era Julia Teresa 
Carrizo, en tanto que Inmobiliaria Kuma SA garantizaba el cumplimiento de las operaciones que 
aquélla efectuaba y que a futuro efectuase. Razona, que es lógico que las partes pactaran que la 
ejecución de la deuda no podía realizarse sin que antes se notificara al garante de la existencia de 
la deuda, vía comunicación de la certificación de la deuda por contador y que luego se le diera un 
plazo de 72 horas, y ello es así porque el garante era un extraño en la relación comercial por lo 
tanto no conocía de las operaciones y menos de la deuda. Precisa, que esta obligación no fue 
cumplimentada por la parte actora; nunca la garante recibió la notificación sobre existencia del 
saldo en cuenta corriente, ni tampoco fue intimada a abonar la obligación en el plazo pactado, y 
en consecuencia al título base de la demanda le falta un requisito esencial, que es su exigibilidad. 
Cuestiona, por otro lado, que pretender fundar lo resuelto en lo dispuesto por el art. 101 del 
anterior Código Civil constituye un grave error, ya que el domicilio especial o convencional 
pactado y con mayor razón en una escritura pública, tiene pleno valor y eficacia jurídica, por lo 
tanto son válidas todas las notificaciones efectuadas en el mismo, sin que la carta documento 
devuelta constituya una notificación. Cita doctrina en apoyo a su postura. 

En segundo lugar, critica la resolución en la parte que indica que no le corresponde a la parte 
actora utilizar otros medios alternativos de notificación, por cuanto la carta documento fue 
dirigida al domicilio constituido, y que por otro lado Alejandro Gustavo Cáceres, quien según la 
escritura hipotecaria es director suplente de Inmobiliaria Kuma S.A., es el esposo de la deudora 
principal Julia Teresa Carrizo, habiendo sido ella emplazada (foja 62, mediante la cual rechaza la 
intimación de pago). Que esta circunstancia hace presumir que la demandada habría tomado 
conocimiento del referido requerimiento, con mención del art. 316 del CPCC. Agrega que este 
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razonamiento se encuentra carente de fundamentación lógica y legal, lo que lo constituye en 
arbitrario y nulo. Alude, que Julia Teresa Carrizo es una tercera ajena totalmente a este proceso, lo 
que impide que de la conducta pueda inferirse determinadas situaciones vinculada con la sociedad 
Inmobiliaria Kuma SA, y por la sola circunstancia de que ésta sea la esposa de un director suplente 
de aquella. Agrega, que el requerimiento de pago efectuado a la Sra. Carrizo, era por la suma de 
$2.247.278,07 (foja 86) y que no tiene nada que ver con el requerimiento de la carta documento 
de foja 11. Esgrime que no puede considerarse una presunción judicial lo expresado por la a quo, 
teniendo en cuenta lo determinado por el art. 316 del CPCC. 

En tercer lugar, se agravia en cuanto la sentencia sostiene que para el supuesto de que la carta 
documento no se considere una intimación válida, no puede soslayarse que la notificación de la 
demanda es idónea para constituir en mora al deudor. Expone que esto constituye un grave 
apartamiento de lo acordado por las partes en el contrato de constitución de hipoteca. Advierte 
que la cuestión no solo está vinculada con la mora, sino que la notificación previa del 
requerimiento era un recaudo para la exigibilidad del instrumento. Afirma que esto implica que si 
previamente no se cumplió con el requerimiento, al título le faltaba un recaudo para que tuviera la 
acción ejecutiva, es decir, su exigibilidad y el actor sin el cumplimiento del recaudo pactado, no 
podía demandar. Reitera doctrina expuesta en la contestación de demanda. Señala que el título de 
crédito nace con la certificación del contador y su exigibilidad para con el garante nace con la 
notificación de dicha certificación y requerimiento de pago, y ello no fue cumplimentado, por lo 
que el título es inhábil para su ejecución. Agrega que hasta la notificación y requerimiento, 
además de ser una deuda desconocida, es para el garante ilíquida e indeterminada, por lo tanto 
inexistente y no exigible judicialmente. Alega contradicción del pronunciamiento efectuado en 
tanto a foja 48 vuelta se cuestiona absolutamente todo, y a foja 129 no se tiene en cuenta por la a 
quo. Cuestiona que la juzgadora no sólo confunde la mora con la existencia del título, sino que, 
aun considerando que la mora se produjo con la notificación de la demanda, manda a pagar 
intereses desde el 22/V/2012 (foja 15) y a mérito de lo estipulado por las partes en la cláusula 
sexta, que establece que si la Inmobiliaria Kuma SA no abonara los saldos dentro del plazo previsto 
en la cláusula cuarta, quedará automáticamente constituido en mora retroactivamente a la fecha 
de la certificación, esto es, para el caso de que el garante se obligase a pagar los saldos que 
arrojen las cuentas de la deudora (certificados por contador – cláusula tercera) dentro de las 72 
horas de haber recibido el requerimiento de pago. Pide que se revoque la sentencia y que se haga 
lugar a la excepción de inhabilidad de título, con costas.  

Corrido el traslado de ley, el apoderado de la actora, Dr. Jorge Frattari, contesta los agravios y 
solicita que se rechace el recurso interpuesto en todas sus partes, con costas a la recurrente. 

III).- Así planteada las cosas, corresponde anticipar la solución en el sentido de que el recurso 
no merece ser recibido. Se ha de dejar a salvo que se trata la cuestión apelada en función del 
límite que los agravios imponen a esta instancia. Esto significa, que no se han considerar ninguna 
cuestión respecto de la suficiencia del título; sólo los aspectos cuestionados por la apelante. 

Hecha la salvedad, tratamos los puntos de apelación por su orden. El primero, en rigor, no 
importa verdadero agravio, sino la reiteración de las expresiones vertidas al oponer la excepción 
de inhabilidad de título. Estos son estériles para un embate efectivo contra los fundamentos de la 
sentencia y exponer los motivos por los que merecía ser desechada la pretensión. En efecto la Sra. 
Juez expuso claramente los fundamentos de porqué consideraba que recae en cabeza de la 
demandada la responsabilidad de la eficacia de las notificaciones que son efectivamente dirigidas 
al domicilio especialmente constituido en la escritura hipotecaria. Sostuvo así que es la parte que 
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constituyó domicilio especial en el contrato quien debe tomar los recaudos para que esos 
anoticiamientos puedan hacerse efectivos, apoyándose en la doctrina correcta que determina que 
la designación de un domicilio especial reposa en cabeza del que lo elige. De tal manera que si esta 
notificación fracasa, no por la negligencia de la parte notificadora, sino por dificultades que son 
propias del domicilio determinado, esto no impide la validez de las notificaciones cursadas al 
mismo. Agregamos sencillamente que la postura que esgrime el apelante determinaría el dejar en 
cabeza del notificado la validez o no de las comunicaciones a él cursadas por el solo recurso de 
obstaculizar el señalamiento del domicilio especial, o sencillamente, rechazar el despacho postal, 
lo que demuestra la inadmisibilidad del planteo aquí reiterado. 

Por lo pronto, el apelante no expone ningún motivo original que revierta la postura que asume 
el pleito y se limita a reiterar sus argumentos sin atacar los fundamentos que sólidamente expone 
el fallo. En todo caso expresa su disconformidad, con lo que no concreta agravio respecto a este 
punto. El agravio no merece estima. 

IV).- El segundo corre igual suerte que el anterior. Porque el argumento de la Sra. Juez que se 
ataca en este acápite del recurso, fue expresado a modo de reforzar la solución anterior, y por lo 
tanto, no modifica la estructura del fallo apelado por sí mismo con lo cual resulta inocuo para 
revertirla. No se trata de un argumento troncal en el razonamiento fundante de la decisión, sino 
de la expresión de la Juez que estima que el rechazo de la deudora principal, a la sazón esposa del 
Director, redundaba en un conocimiento de la existencia de la deuda; circunstancia que ha sido así 
ponderada por prestigiosa jurisprudencia (CNCiv, Sala F, 07.05.1970 López Gómez c. Cía Arg. Gral 
de Adm. y Mandatos, citado por Claudio Kiper en Tratado Jurisprudencial y Doctrinario – Derecho 
Civil – Reales – Tomo I – pág. 628 (La Ley – Avellaneda – 2.010). 

El tercer punto de queja, refiere que la notificación previa de la deuda constituía un recaudo no 
para la mora, que podía ser suplida con la demanda, sino para la exigibilidad del instrumento, por 
lo que si no fue intimada la demandada previamente el título no era hábil a esos fines. En realidad, 
el apelante pretende sostener nuevamente un requisito en la exigibilidad del título consistente en 
su previa notificación, a despecho de la CD que le fuera cursada y no fue posible diligenciar. Como 
se sostuvo al tratar el primer agravio resulta de una negligencia en la constitución e 
individualización del domicilio especial por la quejosa constituido en la hipoteca que sólo a ella le 
es imputable. Debe asumir las consecuencias de esa condición. Por lo tanto el motivo en sí, 
tampoco es suficiente para revertir la suerte del recurso, que queda sellada en el primer agravio. 
Más allá de ello, el apelante equivoca la crítica al cuestionar la necesidad de intimación previa 
eficiente o efectiva en su cabeza, cuando en rigor, tanto del art. 3121 Código Civil argentino y del 
3163 del mismo ordenamiento vigente al tiempo del hecho (art. 7 del Código Civil y Comercial de 
la Nación) en función de la constitución del gravamen esa intimación debía ser la referida al 
deudor principal, contra quien se podía dirigir la acción en conjunto. En realidad, el hecho no fue 
introducido como defensa, ni sustentado por la demandada al trabarse la Litis. Tampoco en esta 
instancia, aunque en realidad lo que aquí interesa es que al tratarse de un tercero constituyente y 
conforme los términos en que se ha pactado la garantía real, la deuda debía certificarse por 
contador público, lo que está cumplido. Entonces, la intimación postal realizada, aún cuando no 
haya sido recibida por la demandada aquí, es suficiente interpelación previa de pago de lo que se 
adeuda, a lo que se suma que frente a la demanda, cuyo efecto sustancial es la de constituir en 
mora, tomó conocimiento de la misma, y nada dijo sobre ello. Por el contrario, sin cumplir con la 
satisfacción de la deuda se opuso a la ejecución. Entonces, el requisito de notificación previa de la 
constitución del gravamen está cumplido con esa notificación postal, y también, con la notificación 
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de la demanda Que por lo tanto, a los fines de la cláusula cuarta constituye suficiente notificación 
del saldo que se le reclama. Nada dice el instrumento que permita derivar el requisito de 
notificación de otro tipo para integrar el título como pretende el apelante. El contrato sostiene 
que la acreedora ha de intimar el pago del saldo deudor de la cuenta y la garante abonarlo, y si no 
lo hiciere, quedará automáticamente constituida en mora desde la fecha de la certificación 
contable. Por lo tanto, a esos fines -constitución en mora- como bien lo afirma la a quo, la 
notificación de la demanda también era suficiente. El agravio es improcedente. 

V).- En suma, corresponde rechazar el recurso, y confirmar la sentencia apelada en todo cuanto 
resuelve. Así voto. 

EL DR. JORGE EDUARDO ARRAMBIDE, DIJO: 

En adhesión a lo expuesto por el Sr. Vocal preopinante, lo que comparto, a la primera me 
expido por la negativa. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA. 

LA DRA. MARÍA MÓNICA PUGA DE JUNCOS, DIJO: 

Que por lo expuesto, se propone resolver: “I).- Rechazar el recurso de apelación de la parte 
demandada y en consecuencia, confirmar la sentencia en todo cuanto dispone; II).- Con costas a la 
demandada apelante (art. 130 CPCC); III).- Estimar los honorarios profesionales del Dr. Jorge A. 
Frattari por las tareas cumplidas en esta sede, en el 35 % del punto medio de la escala del art. 36 
Ley 9459 sobre la base de lo que fue motivo de discusión en este recurso, con respeto del mínimo 
de 8 jus. Omitir la regulación del Dr. Ernesto Frías Minetti (art. 26 contrario sensu, CA)”. 

EL DR. JORGE EDUARDO ARRAMBIDE, DIJO: 

Comparto la solución que propone la Dra. Puga de Juncos. Adhiero a su voto. 

Por todo ello y disposiciones citadas. 

SE RESUELVE:I).- Rechazar el recurso de apelación de la parte demandada y en consecuencia, 
confirmar la sentencia en todo cuanto dispone. 

II).- Con costas a la demandada apelante (art. 130 CPCC).  

III).-Estimar los honorarios profesionales del Dr. Jorge A. Frattari por las tareas cumplidas en 
esta sede, en el 35% del punto medio de la escala del art. 36 Ley 9459 sobre la base de lo que fue 
motivo de discusión en este recurso, con respeto del mínimo de 8 jus. Omitir la regulación del Dr. 
Ernesto Frías Minetti (art. 26 contrario sensu, CA). 

Protocolícese, hágase saber y dese copia. 

CERTIFICO: que la presente se expide en los términos del art. 382 del CPCC por cuanto la Dra. 
Martínez se encuentra en uso de licencia médica. Of.: …/10/16. 
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APARTADO ESPAÑA. 

HIPOTECA EN GARANTÍA DE DEUDA AJENA Y DECLARACIÓN DE CONCURSO DEL HIPOTECANTE 

José Antonio GARCÍA CRUCES 

 

1. LA POSICIÓN JURÍDICA DEL HIPOTECANTE NO DEUDOR EN EL CONCURSO DE ACREEDORES 

Un supuesto de hecho que, con cierta frecuencia, se da en nuestra práctica concursal es el 
aquél en el que el ahora concursado es hipotecante no deudor; esto es, viene a actuar una 
garantía real a favor de deuda ajena. Ante este tipo de situaciones no han faltado ocasiones en 
que los acreedores interesados y, de igual manera, la administración concursal en el juicio 
universal han manifestado distintos criterios. Por ello, puede resultar oportuno que atendamos a 
tal situación, a su afección en el concurso del hipotecante y, en definitiva, a cuál ha de ser el 
tratamiento que ha de merecer este particular acreedor hipotecario en el proceso universal. 

En el escenario señalado, la constitución de la hipoteca por parte de quién ahora resulte ser 
concursado no obedece a su carácter de deudor –este es el presupuesto del que se parte en la 
delimitación del supuesto de hecho– sino que es consecuencia de su voluntad de constituir ese 
gravamen a favor de un tercero, deudor del acreedor respecto del que el ahora deudor común 
deviene acreedor hipotecario. 

En una situación como la descrita se suscitan, junto a otros, tres problemas con carácter 
principal. El primero de ellos hace referencia a las cargas que pudieran resultar exigibles a ese 
acreedor hipotecario por deuda ajena en el concurso del hipotecante no deudor. De otro lado, 
será preciso, también, atender el problema relativo a la incidencia que ha de tener la declaración 
de concurso del hipotecante no deudor respecto de la posibilidad de ejecución que le pudiera 
asistir a tal acreedor hipotecario. Por último, y con carácter principal, habrá que detenerse en 
considerar la posibilidad de «revisar» la hipoteca constituida en garantía de deuda ajena a través 
del expediente de reintegración concursal. 

De todos modos, y a fin de atender estos problemas, conviene precisar dos cuestiones en 
relación con la figura del hipotecante no deudor y que bien pueden tener una indudable 
relevancia. 

En primer lugar, habrá que intentar concretar en estos supuestos el alcance de la 
responsabilidad asumida por el concursado en su cualidad de hipotecante tercero o hipotecante 
no deudor. Con un proceder de este tipo, el ahora concursado vino a acogerse con anterioridad a 
la posibilidad dispuesta en el inciso final del artículo 1857 C.c., a cuyo tenor «las terceras personas 
extrañas a la obligación principal pueden asegurar ésta pignorando o hipotecando sus propios 
bienes». De este modo, se asume el carácter de «responsable no deudor»139, pues como ha 
advertido la jurisprudencia, «el hipotecante por deuda ajena no es un obligado al pago»140, pues 

                                                           
139

 CHICO ORTIZ: Estudios sobre Derecho Hipotecario, II, Madrid, 1990, pgs. 1462 y ss.; MORENO QUESADA: Las 
garantías reales y su constitución por tercero, Universidad de Granada, 1987, pgs. 89 y ss.; DE LA RICA: La obligación 
personal y la responsabilidad real en las nuevas modalidades de hipoteca, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 217, 
1946, pgs. 313 y ss 
140

 STS 3 de febrero de 2009 (Id. Cendoj 28079110012009100060). 
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tiene «la condición de tercero extraño a la obligación garantizada (artículo 1.857 in fine del Código 
Civil)».141 

Los efectos derivados de tal negocio jurídico –la hipoteca así constituida– pueden concretarse, 
con independencia de cómo se justifiquen dogmáticamente, señalando que el régimen jurídico 
que, como garante, ha de aplicarse al hipotecante no deudor «no depende de que sea un obligado 
sui generis o un responsable, porque, aun no respondiendo de la obligación asegurada ex artículo 
1911 C.c., resulta claro que va a tener que soportar las consecuencias del incumplimiento de una 
obligación ajena».142 

Esas consecuencias son fáciles de precisar. En efecto, tal y como señalara la jurisprudencia, 
«cuando el hipotecante es un tercero ajeno a la obligación principal, no se convierte en modo 
alguno en deudor, baste pensar que su responsabilidad se agota en el límite del dinero 
eventualmente obtenido al realizar la hipoteca, y si éste es insuficiente no tendrá otra vía el 
acreedor que perseguir otros bienes del deudor, aunque no haya pacto limitativo de 
responsabilidad, porque el artículo 140 no es aplicable más que a las hipotecas constituidas por los 
deudores en sus propios bienes, como se desprende del artículo 105».143 Por lo tanto, en virtud de 
tal hipoteca al acreedor le asiste un derecho de realización de valor sobre el inmueble hipotecado, 
en el quantum y por las obligaciones exigibles que fueran determinadas en el título constitutivo, 
sin que, una vez realizado tal valor, sea posible que el acreedor pueda requerir algo más del 
hipotecante no deudor. 

Por otro lado, resulta también necesario atender a otra cuestión, pues habrá que pronunciarse 
sobre el carácter oneroso o gratuito del gravamen así constituido en garantía de deuda ajena. El 
criterio parece claro y así se ha manifestado en la doctrina, quién no duda en afirmar que la 
hipoteca constituida por tercero no deudor «es gratuita cuando ni el deudor ni, en su caso, el 
hipotecante tercero, reciben ninguna ventaja patrimonial como correspectivo a la prestación de 
hipoteca (…). La hipoteca prestada por tercero será gratuita si el garante no obtiene a cambio 
ninguna ventaja patrimonial».144 Sobre este aspecto, y en particular por su importancia en torno a 
la posibilidad de rescindir la hipoteca constituida en garantía de deuda ajena, se volverá más 
adelante. 

 

2. DECLARACIÓN DE CONCURSO Y EJECUCIÓN DE HIPOTECA CONSTITUIDA POR EL DEUDOR 
COMÚN EN GARANTÍA DE DEUDA AJENA. 

El primero de los problemas anunciados hace referencia a los efectos que pudiera provocar la 
declaración de concurso sobre la posibilidad de ejecutar la hipoteca constituida por el concursado 
en garantía de deuda ajena. 

En principio, parece que, en tales circunstancias, resultaría de aplicación la regla de paralización 
de la ejecución de garantías reales que dispone el artículo 56 LC. Ahora bien, habrá que 
cuestionarse si la aplicación de tal precepto no requiere que el crédito en cuyo favor se 

                                                           
141

 STS 30 de marzo de 2006 (Id. Cendoj 28079110012006100335). 
142

 CARRASCO, CORDERO y MARÍN: Tratado de los Derechos de Garantía, 2ª edición, Aranzadi, Cizur menor, 2008, pgs. 
717 y 718.  
143

 STS 6 de octubre de 1995 (Id. Cendoj 28079110011995104398). 
144

 CARRASCO, CORDERO y MARÍN: Tratado de los Derechos de Garantía, 2ª edición, Aranzadi, Cizur menor, 2008, pgs. 
687 y 688. 
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constituyera la garantía real deba estar, también, integrado en la masa pasiva del concurso; esto 
es, sea un crédito concursal. 

Es lugar común advertir que la regla de paralización ex artículo 56.1 LC se justifica en las 
consecuencias que produciría la realización forzosa de un bien del concursado en relación con el 
interés del concurso y que lleva al legislador a sentar tal regla suspensiva cuando el bien gravado 
fuera un bien afecto a la actividad empresarial o profesional del deudor común. Desde luego, la 
posible afección de los bienes que conforman la masa activa también se actuará cuando un 
tercero, beneficiario de la garantía constituida sobre un bien integrado en la masa activa, no 
resultara ser acreedor concursal. En estos supuestos, el ahora concursado habría gravado 
elementos de su patrimonio –que llegará a constituir la futura masa activa– a favor de los 
acreedores de tercero o, bien, habría adquirido bienes ya gravados sin asumir la obligación 
garantizada. 

Ahora bien, cuando así suceda, de modo que el acreedor garantizado no sea a su vez acreedor 
concursal, habrá que destacar cómo no resulta de aplicación, pese a que en estos supuestos 
podría llegar a realizarse la ratio a que obedece el precepto, la regla de suspensión en orden a la 
realización de esa garantía real. Así lo señala el artículo 56, 4 LC al disponer que «la declaración de 
concurso no afectará a la ejecución de lagarantía cuando el concursado tenga la condición de 
tercer poseedor del bien objeto de ésta». Como es conocido, este concepto de tercer poseedor se 
ha formalizado en nuestro Derecho positivo (en particular en la legislación hipotecaria) y ha de ser 
interpretado de forma sistemática con cuanto dispone el art. 662 LEC. De ahí que parece que 
debamos entender que es presupuesto de aplicación del precepto citado la exigencia de que el 
crédito garantizado se integre en la masa pasiva del concurso.145 

 

3. ¿COMUNICACIÓN DEL CRÉDITO DEL ACREEDOR HIPOTECARIO EN EL CONCURSO DEL 
DEUDOR HIPOTECANTE EN GARANTÍA DE DEUDA AJENA? 

El segundo de los problemas anunciados hace referencia a la conducta que debe desarrollar el 
acreedor hipotecario que resulta beneficiado con esta garantía real constituida a favor de deuda 
ajena. En la práctica concursal no es infrecuente que tal acreedor hipotecario venga a practicar 
una comunicación de su crédito a la administración concursal, incluso instando el reconocimiento 
de su crédito como crédito con privilegio especial en el concurso del hipotecante no deudor. 

De acuerdo con cuanto señalara, al haberse constituido la garantía a favor de deuda ajena, no 
parece que tal proceder resulte acertado ni posible conforme a nuestro Derecho. Dicho en otras 
palabras, la administración concursal en el proceso universal del hipotecante no deudor no podrá, 
en ningún caso, reconocer en tal concurso el crédito que titule ese acreedor frente a un tercero y 
que se benefició con la garantía real prestada por quien ahora es concursado. Si no existe, como 
tal, el crédito frente al deudor común, no será posible, simplemente, su reconocimiento en el 
concurso de quien actuó la garantía a favor de deuda ajena. 

La razón de tal negativa es obvia, pues dado el carácter que tiene el concursado como 
hipotecante no deudor, nada adeudará frente a quien resultara ser el acreedor beneficiado con la 
hipoteca así constituida. Por lo tanto, el acreedor no podrá interesar el reconocimiento de su 
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 Vid., por todos, SÁNCHEZ RUS y SÁNCHEZ RUS: La ejecución de las garantías reales en el concurso, ADCo., 3, 2004, 
pgs. 65 y ss., en particular, pgs. 92 y 93. 
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crédito frente al tercero en el concurso de quien prestara hipoteca en su favor, pues tal crédito no 
es un crédito concursal, ya que el concursado no es deudor frente a tal acreedor. 

Cuestión distinta es la relativa a la responsabilidad hipotecaria que, en virtud de la garantía real 
constituida, pudiera resultar exigible al deudor común y con cargo al bien gravado con aquélla. 
Con independencia de cuanto luego se dirá, conviene advertir que la responsabilidad hipotecaria 
contraída resultará exigible en tales circunstancias pero que quedará limitada al importe fijado en 
la pertinente inscripción registral y que, indudablemente, no tiene por qué coincidir con el importe 
de crédito garantizado, ya que puede ser inferior. 

Bastará, entonces, con lo expuesto para poder afirmar que no resultará exigible la carga de 
comunicación dispuesta a los efectos señalados en el artículo 85.1 LC (insinuación del crédito).146 
Una pretensión de comunicación y subsecuente reconocimiento no es acertada ni conforme con 
nuestro Derecho, pues no habrá que olvidar que la garantía real prestada por el deudor común lo 
es siempre en garantía de deuda ajena, por lo que –en consecuencia– el ahora concursado no es 
deudor del acreedor beneficiario de la hipoteca así constituida. 

Desde luego, negar –como ha de hacerse– el carácter de crédito concursal al derivado de la 
estricta responsabilidad hipotecaria en el supuesto contemplado aboca a una consecuencia más, 
pues las reglas de reconocimiento forzoso de tales créditos (art. 86.2 LC), que obviamente quedan 
referidas a los créditos concursales, devienen inaplicables. 

Lo anterior no significa, en realidad, un menoscabo del acreedor garantizado con tal hipoteca, 
ni tampoco que la administración concursal deba desconocer la responsabilidad hipotecaria 
asumida por el ahora concursado. Ahora bien, esa responsabilidad hipotecaria no tiene su causa 
en crédito alguno que tal acreedor pueda hacer valer frente al concursado sino, antes bien, es 
consecuencia de la garantía real constituida en beneficio de tercero. 

En consecuencia, ante este tipo de supuestos, la administración concursal no deberá reconocer 
en la lista de acreedores crédito concursal alguno en favor del acreedor beneficiado con hipoteca 
en garantía de deuda ajena sino, tan sólo, realizar esa responsabilidad hipotecaria como una 
operación más a consignar en el inventario que acompañe su informe ex artículos 74 y 75 LC y, por 
tanto. como una actuación delimitadora de la masa activa del concurso.147 Desde luego, con este 
proceder la realización de tal responsabilidad hipotecaria queda al margen de propio proceso 
concursal, aunque integrada en él, constituyendo una operación de reducción o de detracción de 
la masa activa que quedará afecta a la solución que se dé al concurso. 

La realización –al margen de las reglas concursales– de los derechos y expectativas que 
asistieran al acreedor hipotecario beneficiado con esa garantía real por deuda ajena (ejecución 
separada) vendrá asegurada por la publicidad registral que, con carácter constitutivo (art. 1875 
C.c.), requiere la hipoteca. Ahora bien, cuando ese acreedor hipotecario pudiera temer que su 
derecho llegara quedar afectado como consecuencia del actuar de la administración concursal, al 
no haber reconocido como tal esa garantía real y no quedar constancia de la misma en el 
inventario que acompañara su informe, este beneficiario de la hipoteca tendría una adecuada 

                                                           
146

 Sobre este particular, vid. VEIGA COPO: La verificación de créditos en el concurso, Civitas, Madrid, 2009, en particular, 
pgs. 155 y ss., y la amplia bibliografía allí recogida 
147

 El acreedor beneficiado con la hipoteca en garantía de deuda ajena no es acreedor concursal y, en consecuencia, no 
quedará vinculado por el particular estatuto a que se sujeta a este tipo de acreedores. En consecuencia, no participará 
en los repartos concursales ni podrá formar –mediante su voto o su adhesión– la mayoría necesaria para que sea 
aprobado el convenio ni, tampoco, estará legitimado para su impugnación. 
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tutela de su derecho mediante la posibilidad de impugnar tal inventario, ya que, en cuanto 
«interesado», estará legitimado activamente para tal proceder (art. 96.1 y 2 LC).148 

La realidad de las cosas llevará a pensar que, como consecuencia de la exigencia constitutiva de 
la publicidad registral para la hipoteca, el desconocimiento en el inventario que confeccionara la 
administración concursal de la garantía real que afecta al bien encierra un supuesto casi 
inimaginable. En todo caso, la falta de constancia en el inventario del gravamen hipotecario que 
recayera sobre un bien no afectaría ni impediría la posibilidad de la ejecución separada que se 
atribuye a este acreedor hipotecario. 

Ahora bien, y sin alterar esa observación, también puede constatarse como son dables 
situaciones en que el acreedor hipotecario, de una u otra manera, deberá poner en conocimiento 
de la administración concursal ciertas circunstancias a fin de asegurar la efectividad de su derecho 
y, en consecuencia, de la posibilidad de acudir a la ejecución separada de tal garantía real. Este 
sería el supuesto en que la hipoteca constituida en garantía de deuda ajena lo fuera con el 
carácter de hipoteca de máximo. De darse tal circunstancia, el acreedor no puede esperar la 
realización íntegra en su favor de la cuantía dineraria fijada como límite máximo de la 
responsabilidad hipotecaria sino, antes bien, deberá concretar –dentro de ese límite– cuál es el 
importe efectivamente exigible como deuda ajena. Respecto de esta situación, sí cabe pensar, 
razonablemente, que este acreedor hipotecario deberá ofrecer a la administración concursal las 
pertinentes informaciones, a fin de que ésta pueda delimitar la masa activa del concurso que 
reflejará en el inventario. En todo caso, con la ejecución separada que instara el acreedor 
hipotecario sobre el bien gravado en garantía de deuda ajena vendría a manifestar el «quantum» 
que resultara exigible, con respeto de la cifra máxima fijada como responsabilidad hipotecaria 
asumida. 

 

4. HIPOTECA EN GARANTÍA DE DEUDA Y EJERCICIO DE LA ACCIÓN RESCISORIA EX ARTÍCULO 
71 LC 

4.1. CUESTIONES PREVIAS 

El principal problema que suscita en la práctica la constitución de una hipoteca en garantía de 
deuda ajena por parte de quién luego es declarado en concurso, hace referencia a la posibilidad de 
revisar tal proceder, de modo que la administración concursal, y en su caso otros legitimados, 
pueden ejercitar la acción rescisoria acogida en el apartado primero del artículo 71 de la Ley 
Concursal. 

La procedencia de la acción de reintegración se sujeta a la concurrencia de un doble 
presupuesto, pues no sólo será necesario que el acto a impugnar se hubiera celebrado en los dos 
años anteriores a la fecha de declaración del concurso sino, también y fundamentalmente, que el 
mismo fuera perjudicial para la masa activa. De igual modo, y de manera expresa, nuestro Derecho 
positivo exonera la necesidad de que concurra cualquier elemento intencional en las partes –
concursado y tercero– que celebraran el acto que quiera impugnarse. El citado artículo 71.1 LC 

                                                           
148

 Pudiera pensarse que, en las circunstancias descritas, el acreedor hipotecario podría acudir a ejercitar su derecho de 
separación, en cuanto instrumento para hacer valer su derecho que grava el bien integrado en la masa activa. Ahora 
bien, como con aciertos se ha señalado, la atribución de un derecho de preferente satisfacción en los derechos reales de 
garantía, tal y como sucede con la hipoteca, excluye la posibilidad de un derecho de separación a favor de tal tercero. 
Vid., RECALDECASTELLS: Comentario artículo 80, en ROJO-BELTRÁN, «Comentario a la Ley Concursal», I, Civitas, Madrid, 
2004, pg. 1446. 
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advierte cuáles son los presupuestos que determinan el éxito de la rescisoria, señalando que basta 
su concurrencia «aunque no hubiera existido intención fraudulenta». La misma idea –no podría ser 
de otro modo– se destaca por la jurisprudencia, al señalar que «la acción de reintegración, si bien 
requiere como presupuesto el perjuicio para la masa activa, no precisa que haya el ánimo o 
propósito de defraudar».149 

Antes de analizar detenidamente los presupuestos que determinan el éxito del ejercicio de la 
acción rescisoria por reintegración, conviene hacer algunas precisiones que derivan del tenor 
literal del apartado primero del artículo 71. En primer lugar, debe advertirse cómo no media 
vinculación alguna, a fin de que proceda la acción rescisoria, entre el acto que se quiere impugnar 
y el estado de insolvencia del ahora concursado. 

El perjuicio, noción sobre la que se asienta el entero sistema de reintegración, es 
independiente del estado de insolvencia, en el sentido de que el acto puede resultar perjudicial 
aunque no medie relación causal alguna entre éste y aquel estado de insolvencia del ahora 
concursado. 

En ningún caso la norma viene a vincular la procedencia de la acción rescisoria con la 
producción del estado de insolvencia, como así se deriva de su tenor literal.150 Expresamente ha 
destacado este extremo el Tribunal Supremo en su reciente STS de 16 de septiembre de 2010.151 

Por otro lado, no habrá que olvidar que la procedencia de la acción de reintegración va 
referida, siempre, a actos del deudor, por lo que la voluntariedad que caracteriza a éstos se 
constituye en presupuesto de tal remedio jurídico. De este modo, puede señalarse que no cabe la 
rescisión de un acto al amparo del art. 71.1 LC cuando el mismo viniera a suponer el cumplimiento 
de una norma jurídica, pues no habría «acto», como tal, impugnable del deudor, con 
independencia de su significado para la masa activa, ya que, de alguna manera, esa valoración 
acerca del carácter perjudicial o no de aquél viene resuelta de modo negativo en la norma que 
impusiera tal comportamiento. Esta idea resulta de interés, pues no cabe desconocer ciertos 
supuestos en que la constitución de garantías viene impuesta por nuestro Ordenamiento jurídico, 
tal y como sucede con ciertos acuerdos de recuperación y aplazamiento de pago de créditos 
públicos152; exigencia de la que no puede dispensarse al deudor salvo en los supuestos y 
condiciones allí previstas.153 Esta conclusión puede ampararse en el tenor literal y en la función 
que está llamado a cumplir el sistema de reintegración del concurso. De todos modos, no cabe 
dejar de lado la modificación de la LC que, a través del RDL 3/2009, ha incorporado una nueva 

                                                           
149

 STS 27 de octubre de 2010. En la jurisprudencia de las Audiencias Provinciales, vid., entre muchas, SAP Barcelona 
(Secc. 15ª) de 2 de mayo de 2006, Rollo 47/2006. 
150

 Este es, acertadamente, un lugar común. Vid., por todos, BELTRÁN, en URÍA y MENÉNDEZ (dirs.), Curso de Derecho 
Mercantil, II, 2ª ed., Madrid, 2007, pg. 1024; LEÓN: Comentario art. 71, en ROJO y BELTRÁN (dirs.), «Comentario de la 
Ley Concursal», tomo I, Madrid, 2004, pg. 1307 y CARRASCO: Los derechos de garantía en la Ley Concursal, 2ª ed., 
Madrid, 2008, pg. 365 
151

 En la jurisprudencia de las Audiencias Provinciales, vid., por todas, SAP Barcelona (Secc. 15ª) de 22 de mayo de 2008, 
Rollo 646/2007 
152

 Vid., ad ex. arts. 65.3 y 82 LGT. 
153

  En el ámbito tributario, el art. 82.2.a LGT determina los supuestos en que procede la dispensa en la constitución de 
las garantías para los supuestos de fraccionamiento y aplazamiento de la deuda tributaria, reduciendo esta posibilidad a 
aquellos casos en que el deudor carezca de bienes, así como aquellos otros en que tal dispensa se justifique en lo 
reducido de la cuantía adeudada, cantidad que se fijara a través del oportuno desarrollo reglamentario. La DA Segunda, 
apartado 1, del RD 1065/2007, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los 
tributos, fija ese límite cuantitativo en 6.000 euros para el conjunto de dudas exigibles al deudor 
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norma en sede de reintegración concursal que explicita tal idea. Con la nueva previsión que acoge 
el art. 71.5.3º LC154, se zanja cualquier discusión sobre este extremo, superándose así el criterio 
que alguna ocasión manifestara la jurisprudencia155, quien no dudó en rescindir ex art. 71 LC las 
garantías que, impuestas por la normativa general, se habían constituido a favor de créditos 
públicos.156 

No obstante lo anterior, el problema que pudiera suscitarse respecto de la voluntariedad del 
acto, a fin de poder ser objeto de rescisión concursal, hace referencia a aquellos casos en que la 
debida realización del acto tiene su origen en una previa decisión –ahora sí, voluntaria– del 
deudor. En este sentido, no parece dudoso que excluyamos la procedencia de la acción de 
reintegración respecto de aquellos actos que se hubieran llevado a cabo, obviamente con merma 
del patrimonio que luego dará lugar a la masa activa, como ejecución de una garantía real 
previamente constituida por el ahora concursado.157 En tales supuestos, faltará la voluntariedad 
que requiere la impugnación de aquel acto. Ahora bien, lo anterior no empece para que deba 
advertirse cómo sí será posible la impugnación, en supuestos como el descrito, de aquellos actos 
anteriores de los que deriven los actos de ejecución. En este sentido, si el acto –ad ex., la 
constitución de una garantía real– fuera impugnable, con tal proceder también se harían venir a 
menos los actos debidos en ejecución de aquel anterior.158 

En último lugar, y con carácter previo al análisis de los presupuestos que requiere el éxito de la 
acción de reintegración, conviene volver a hacer referencia a la irrelevancia de que concurra 
elemento intencional alguno en el deudor a fin de que el acto pudiera resultar rescindible ex art. 
71.1 LC. Recuérdese la procedencia de la impugnación, aunque no hubiere existido intención 
fraudulenta, pues ésta sólo requiere de la concurrencia de las exigencias de plazo y de perjuicio. 
Con ello se quiere advertir que el objeto del sistema de reintegración español es el acto en sí, con 
independencia de la intencionalidad del partícipe –o partícipes– en él. No se trata, por tanto, de 
valorar las conductas seguidas sino, antes bien, el significado patrimonial de los actos llevados a 
cabo. Esta idea es importante y permite superar algunas concepciones arcaicas que pudieran 
haber estado presentes en nuestro Derecho derogado159 y que, incluso, pudieran tener su reflejo 
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 Sobre esta norma, vid. GARCÍA-CRUCES, en GARCÍA-CRUCES y LÓPEZ SÁNCHEZ: «La reforma de la Ley Concursal», 
Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pgs. 17 y ss 
155

 SJM-1 Bilbao 3 de octubre de 2007, Incidente Concursal 30/2007, Sentencia 442/2007. 
156

 En contra, se ha observado –con acierto– que «la Ley Concursal se refiere, además, a "actos perjudiciales para la 
masa activa realizados por el deudor". La autoría declarada (que no voluntad dañosa, que resulta indiferente a estos 
efectos) entendemos que debe interpretarse como facultad. Así, no serán susceptibles de rescisión aquellos actos cuya 
realización proceda de una imposición administrativa o judicial». ESCRIBANO: El perjuicio en la acción rescisoria 
concursal, ADCo, 10, 2007, pg. 10. 
157

 En este sentido se pronuncia la SJM 3 Barcelona de 28 de septiembre de 2005. 
158

 Cabe cuestionarse si resultaría posible el ejercicio de la acción de reintegración frente a omisiones del deudor que 
pudieran haber irrogado un perjuicio a la masa activa. En relación con este extremo, se ha observado que «la noción de 
acto se ha de interpretar de una manera flexible. Se trata de un concepto abierto. La delimitación se ha de concretar en 
cada caso en atención a los fines de la norma. (…) Dentro del concepto de actos quedan comprendidas incluso las 
omisiones, como la relativa a la renuncia tácita al ejercicio de un derecho por parte del deudor o de una reclamación 
frente a tercero». LEÓN: Comentario art. 71, cit., pg. 1305 
159

 En el –afortunadamente– derogado sistema de retroacción absoluta, se partía de la ficción de que los efectos que 
tenía la declaración de quiebra se retrotraían en el tiempo, de modo que, al quedar inhabilitado el quebrado como 
consecuencia del auto declarativo (cfr. art. 878.1 CCom.), se propagaba ese efecto respecto de los actos anteriores a tal 
fecha pero posteriores a aquélla que se fijara como fecha de retroacción (art. 878.2 CCom.). Vid. GARCÍA-CRUCES: De la 
retroacción de la quiebra a la rescisión de los actos perjudiciales para la masa activa, ADCo., 2, 2004, pgs. 43 y ss 
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en la terminología usual con que suele explicarse el sistema de reintegración que consagra la 
vigente LC.160 

Lo anterior no significa que la concurrencia de una conducta reprobable en el acto que se 
impugna al amparo del art. 71.1 LC no deba conducir a ciertas consecuencias. En efecto, el actuar 
doloso o con culpa lata podrá, además, tener como consecuencia que el tercero que se relacionara 
con el deudor merezca la consideración de cómplice, siempre que el acto impugnado además 
hubiera provocado o agravado el estado de insolvencia (cfr. art. 166 LC), pudiendo también 
resultar relevante ese proceder para el deudor en lo que hace a la calificación del concurso como 
culpable (cfr., ad ex., art. 164.2.4º, 5º y 6º LC). De igual modo, si no se satisficiera esa exigencia y el 
acto no hubiera causado o empeorado el estado de insolvencia del deudor, la mala fe concurrente 
no dejaría de arrastrar ciertas consecuencias para el tercero, pues el art. 73.3 LC califica el crédito 
de restitución que asiste a éste como crédito concursal subordinado de sexto rango (cfr. art. 92.6 
LC), tal y como expresamente ha afirmado –tras la entrada en vigor de la LC– la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo.161 Pero, lo relevante es que, en cualquier caso, la impugnación del acto ex art. 
71.1 LC resulta procedente al margen de la concurrencia o no de ese elemento intencional, pues 
bastará para lograr la ineficacia del acto con que éste se realizara en el período bianual resultando 
ser perjudicial para la masa activa. La mala fe es inane a los efectos de la impugnación ex art. 71.1 
LC pero muestra sus consecuencias en la determinación de los efectos anudados a la rescisión del 
acto. 

En atención a estas previsiones parece razonable señalar que el fundamento de la acción de 
reintegración en el sistema adoptado en la LC se hace descansar en el perjuicio que dicho acto 
puede causar a la masa activa. Esta observación no hace venir a menos la necesidad de respetar la 
exigencia temporal pues el acto impugnable deberá haberse celebrado en el período de los dos 
años anteriores a la declaración de concurso. 

4.2. LA CONCURRENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE RESCINDIBILIDAD 

El citado artículo 71 LC fija los presupuestos que debe reunir el acto que, a su amparo, quiera 
impugnarse, pues en el mismo deben concurrir tan sólo dos circunstancias. 

• La primera de ellas es una exigencia temporal, pues el acto que quiera impugnarse deberá 
haberse realizado por el deudor «dentro de los dos años anteriores a la fecha de la declaración» 
(de concurso). 

• El segundo presupuesto cuya concurrencia determinará el éxito de la súplica rescisoria 
encierra una exigencia material, pues los actos a impugnar habrán de ser «perjudiciales para la 
masa activa». 

La literalidad de la norma advierte del significado objetivo que tiene la noción de «perjuicio», 
de modo que a su amparo podrán ser rescindidos aquellos actos que supongan un menoscabo 
patrimonial en razón del tiempo y circunstancias que lo rodean. No obstante lo anterior, también 
es cierto que la jurisprudencia162 ha ampliado el alcance de tal noción, decantándose por un 
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 En efecto, es usual referirse a la exigencia de que el acto se lleve a cabo en el período de dos años que advierte el art. 
71.1 LC como el «período sospechoso». Debe rechazarse cualquier connotación de esa referencia temporal respecto de 
un actuar merecedor reproche, pues la procedencia de la acción de reintegración es inmune a exigencia alguna de este 
tipo 
161

 Vid. STS 16 de septiembre de 2010 
162

 La jurisprudencia ha llevado a cabo una amplia –quizás amplísima– delimitación del perjuicio que requiere la acción 
rescisoria. Desde hace tiempo me vengo manifestando críticamente sobre tal proceder, no sólo por que el criterio 
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concepto amplio de perjuicio, comprensivo no sólo de aquellos actos que suponen una 
aminoración de la masa activa sin contraprestación de ninguna clase, sino también de los actos 
que perjudican la masa activa al tiempo que minoran el pasivo si ello supone una alteración del 
principio general de la «par condicio creditorum».163 El mismo criterio se ha defendido en la 
doctrina.164 

Si desde estos parámetros se quisiera juzgar el carácter perjudicial de una hipoteca en garantía 
de deuda ajena constituida por el ahora deudor común, habría que destacar cómo estaremos en 
presencia de un acto llevado a cabo por el ahora concursado, en cuya virtud no obtiene nada para 
sí (carácter gratuito), y cuya finalidad radica exclusivamente en favorecer a un tercero. 

Repárese que, en virtud del negocio que quiera impugnarse, el concursado no ha obtenido 
nada para sí, pues dada la naturaleza y los pactos alcanzados en el mismo –una hipoteca en favor 
de tercero– resulta imposible, en principio, la obtención de un beneficio, directo o indirecto, que 
ingrese en el patrimonio social de la entidad ahora concursada. Además, en virtud de tales actos, 
no sólo se agrava –sin justificación material alguna– la situación patrimonial del deudor común. 
sino, también, se afecta muy gravemente al resto de los acreedores de la concursada, pues en 
virtud de la garantía real constituida se da un mejor trato a un acreedor –en realidad, a alguien 
que no es ni siquiera acreedor– en detrimento del resto, con una radical lesión de la exigencias del 
principio de paridad de trato o par condicio creditorum. En efecto, como consecuencia de la 
hipoteca constituida, el concursado vincula una parte de su patrimonio a favor de quién no es 
acreedor suyo sino de tercero, pues tal efecto es consecuencia necesaria tanto del gravamen que 

                                                                                                                                                                                 
jurisprudencial se contradiga con el tenor literal de la norma sino, también y fundamentalmente, con fundamento en 
una interpretación tanto sistemática como sobre todo finalista de las reglas que disciplinan en nuestro Derecho el 
instituto de la reintegración. Vid., con amplitud, GARCÍA-CRUCES: Presupuestos y finalidad de la acción de reintegración 
en el concurso de acreedores, en «La reintegración en el Concurso de acreedores», dir.GARCÍA-CRUCES, Edit. Aranzadi, 
Cizur Menor, 2009, pgs. 27 y ss 
163

 En la jurisprudencia, vid. SAP Madrid (Secc. 28ª) de 19 de diciembre de 2008, Rollo 36/2008; SAP Alicante (Sección 8) 
22.10.2008 (PROV 2009, 25857); Sentencia 367/2008; Rollo 92/2008); SAP Barcelona (Sección 15) 02.05.2006 (Rollo 
47/2006); SAP Barcelona (Sección 15) 08.01.2009 (AC 2009, 1180); Sentencia 3/2009; Rollo 497/2008); SAP Barcelona 
(Sección 15) 06.02.2009 (Rollo 607/2008); SAP Castellón (Sección 3) 27.04.2009 (PROV 2009, 304131); Sentencia 
134/2009; Rollo 586/2008); SAP Girona 20.03.2009 (AC 2009, 1603); (Sentencia 137/2009; Rollo 33/2009); SAP Girona 
28.10.2009 (Sentencia 384/2009; Rollo 392/2009); SAP Lugo 19.12.2006 (PROV 2007, 128096); SAP Navarra (Sección 3) 
10.11.2009 (PROV 2010, 187862); Sentencia 167/2009; Rollo 179/2008); SAP Pontevedra 22.07.2009 (Rollo 406/2009; 
Sentencia 369/2009); SAP Pontevedra 18.11.2009 (AC 2010, 34); (Sentencia 570/2009; Rollo 632/2009); SAP Valladolid 
(Sección 3) 23.03.2009 (PROV 2009, 207224); SAP Valladolid (Sección 3) 07.05.2009 (AC 2009, 1161); (Sentencia 
124/2009; Rollo 52/2009); SAP Valladolid (Sección 3) 15.10.2009 (PROV 2009, 468431) Sentencia 272/2009; Rollo 
252/2009); entre muchas otras. 
164

 Vid. MASSAGUER: Aproximación al régimen de los efectos del concurso sobre los actos perjudiciales para la masa 
activa: la reintegración de la masa, en «Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia», IV, 
Madrid, 2005, pgs. 4220 y 4221; GALÁN CORONA: Acciones rescisorias concursales, en García-Cruces y Sarcina (dirs.), Il 
trattamento giuridico della crisi d'impresa, Cacucci, Bari, 2008, pgs. 118 y 119; GILRODRÍGUEZ: Comentario art. 71, en 
BERCOVITZ (Dir.), «Comentarios a la Ley Concursal», I, Tecnos, Madrid, 2004, pg. 852; LINACERO DE LA FUENTE: Las 
acciones de reintegración en la Ley Concursal, Madrid, 2005, pgs. 68 y 69; RIVERA FERNÁNDEZ: Reintegración y Concurso 
de acreedores, Madrid, 2005, pgs. 91 y 92;ALCOVERGARAU: Comentario art. 71, en AA VV, Comentarios a la Legislación 
Concursal, I, Dykinson, Madrid, 2004, pg. 772; CRESPO ALLÚE: Comentario art. 71, en SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE Y 
GUILARTE SÁNCHEZ, Comentarios a la Legislación Concursal, III, Lex Nova, Valladolid, 2004, pgs. 1372 y 1377; 
VARGASBENJUMEA: La acción de reintegración concursal, Valencia, 2008, pg. 47; ESCRIBANO GAMIR: El perjuicio en la 
acción rescisoria concursal, ADCo., 10, 2007, pgs. 7 y ss.; VALLE: Introducción al sistema de reintegración concursal en el 
sistema financiero español, RDBB, 102, 2006, pg. 93; SILVETTI: Comentario artículo 71, en CORDÓNMORENO, 
«Comentarios a la Ley Concursal», I, 2ª edición, Aranzadi, Cizur menor, 2010, pgs. 804 y 805 
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se constituyera a favor de otras personas distintas, designándose como beneficiario de todo ello a 
quién no era su acreedor. 

De este modo, parece que razonable afirmar que la constitución de una hipoteca en garantía 
de deuda ajena por quien luego es declarado en concurso, podría ser objeto de una acción 
rescisoria pues tal negocio jurídico vendría a tener carácter perjudicial tanto para la masa activa 
del concurso como para el conjunto de acreedores o masa pasiva del juicio universal. 

En primer lugar, la aminoración de la masa activa se produce en un doble sentido como 
consecuencia del acto descrito. Así, y como consecuencia del mismo, el concursado empeoró 
sustancialmente la calidad de su patrimonio, pues vino a gravar una parte de tal masa patrimonial 
con la constitución de una garantía real. Además, no sólo se grava con esa deuda ajena el 
patrimonio que vino a constituir la masa activa del concurso sino, también, y como consecuencia 
necesaria de la hipoteca constituida, se da un mejor trato a un tercero que no es acreedor en 
sentido estricto sino acreedor ajeno, en detrimento de los acreedores propios, y en relación con el 
bien objeto de tal hipoteca constituida como garantía de deuda ajena. 

En definitiva, con tal negocio, se causa un perjuicio a la masa activa, pues ésta se grava a fin de 
satisfacer una deuda ajena sin obtener a cambio prestación alguna, y, además, se altera la regla de 
igualdad de trato de los acreedores o par condicio creditorum, pues ese acreedor que no es propio 
es recibe un mejor trato como consecuencia de que el deudor común se constituye en hipotecante 
no deudor, generándose así una preferencia a favor de ese tercero de quien ni siquiera es 
acreedor, pues queda beneficiado con la responsabilidad hipotecaria que se fijara en el título 
constitutivo.  

La jurisprudencia de las distintas Audiencias, así como la dictada por los juzgados de lo 
mercantil, han concluido que, ante supuestos como el descrito, los actos llevados a cabo por el 
concursado deben calificarse como perjudiciales para la masa activa y, en consecuencia, que 
procede su rescisión al amparo del artículo 71.1 LC. 

En este sentido, y como exponente del criterio general165, puede recordarse la SAP Barcelona 
(Secc. 15ª) de 26 de julio de 2007, Rollo 48/2007, en la que se puso de manifiesto que la 

                                                           
165

 La jurisprudencia no ha dudado en señalar que la cuestión central que plantea la parte recurrente es si en el supuesto 
examinado la garantía real constituida sobre bien propio pero respecto de una deuda ajena, de tercero, tiene carácter 
gratuito u oneroso, y en su caso, si ha supuesto un perjuicio patrimonial para la masa activa, como exige el art. 71.1 LC. 
Para resolver esta cuestión debe tenerse en cuenta como hecho central que el 19 de abril de 2007 Banco de Galicia 
entrega en concepto de préstamo a Altafrigo SL la suma de 540.000 euros, garantizándose la devolución mediante la 
constitución, en la misma escritura, de garantía hipotecaria sobre una finca propiedad de Servarosa SL. El 30 de octubre 
de 2007 Altafrigo SL suscribe otro préstamo por importe de 300.000 euros con el Banco de Galicia en el que vuelve a 
comparecer como garante hipotecario Servarousa SL. El bien gravado había sido adquirido por Servarousa SL el día 4 
abril de 2007, siendo el principal activo de dicha mercantil. Debe observarse que, de la lectura de la escritura pública en 
que se contiene el contrato de préstamo con garantía hipotecaria ninguna contraprestación recibe la concursada por 
acceder a establecer una garantía hipotecaria sobre su principal activo pero en beneficio de la obligación de un tercero 
que es el titulado prestatario. (…) la garantía será onerosa si el garante ha recibido del deudor o del acreedoralguna 
contraprestación, la cual puede constar en el propio contrato que incluye la garantía o bien de forma independiente 
entre algunos de los integrantes de esa relación trilateral. Ahora bien, esta garantía, como el resto de negocios jurídicos, 
sin exigir un justo precio, si exige una contraprestación que despeje la apariencia de gratuidad. En el supuesto sometido a 
examen no consta contraprestación alguna que impida considerar la gratuidad de la garantía al no constar, a pesar de la 
importancia cuantitativa de la operación y de su documentación en escritura pública, una contraprestación en dicho 
contrato. (…) En consecuencia, esta gratuidad lleva a presumir, sin admitir prueba en contrario, el perjuicio patrimonial a 
la masa activa que justifica la éxito de la acción de reintegración ejercitada al amparo del art. 71.1 y 2 LC». SAP 
Pontevedra 18 de noviembre de 2009, Rollo 632/2009. 
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concursada constituyó una hipoteca, siete meses antes del concurso, en garantía de una deuda 
ajena (de persona jurídica especialmente relacionada ex art. 93.2.3º LC), y lo hizo a título lucrativo 
o gratuito, pues nada obtuvo a cambio, ya que se limitó a gravar el único inmueble de su activo a 
favor de un tercero a quien nada adeudaba, proporcionando al mismo un instrumento adecuado 
para minorar la masa mediante la ejecución separada, al tiempo que favorecía la posición deudora 
de una persona jurídica vinculada, por lo que es aplicable al supuesto la presunción iuris et de iure 
del art. 71.2 LC, al margen (añadimos ahora) de que el perjuicio para la masa podría 
fundamentarse y ser apreciado sin dificultad, de conformidad con el art. 71.4 LC, de no ser 
aplicable ninguna de las presunciones establecidas en los apartados anteriores. 

En definitiva, la constitución de una hipoteca en garantía de deuda ajena por quien luego fuera 
declarado en concurso, podría suponer la realización, en un doble sentido, del perjuicio requerido 
en el artículo 71 LC. 

Así, con la constitución de este gravamen, garantizando la deuda de terceros y a favor del 
acreedor de éstos, se actuó sin recibir a cambio prestación alguna, se incrementó 
injustificadamente el número de sus acreedores, causando un perjuicio objetivo o perjuicio a la 
masa activa del concurso, pues los acreedores propios verán aminoradas sus posibilidades de 
satisfacción por el menor valor de tal masa patrimonial. Por otro lado, y de acuerdo con el 
mayoritario criterio jurisprudencial en torno a la noción de perjuicio, con este proceder el deudor 
común concedió, en relación con un bien integrado en su patrimonio, un trato de preferencia 
injustificado a favor de un acreedor que no es propio sino de tercero, de modo que se causó un 
perjuicio a la masa pasiva, por alteración de la par condicio creditorum de este concurso. 

4.3. EL CARÁCTER GRATUITO DE LA HIPOTECA CONSTITUIDA EN GARANTÍA DE DEUDA AJENA 

Desde otro punto de vista, se hace preciso también valorar si efectivamente la garantía 
hipotecaria prestada previamente por el concursado tiene carácter gratuito u oneroso.166 
Recientemente, el Tribunal Supremo se ha enfrentado a tal problema a fin de resolver sobre la 
procedencia de la acción rescisoria ex artículo 71.1 LC en relación con una hipoteca constituida en 
garantía de deuda ajena. El Alto Tribunal, tras confirmar la rescindibilidad del acto, advierte que, 
en tales circunstancias lo relevante son los datos fácticos, las circunstancias y características de la 
operación, que permitan apreciar la causa onerosa o gratuita de la operación, y en concreto si ha 
habido o no una «real reciprocidad de intereses, que no exige equivalencia de prestaciones» –en 
que consiste la onerosidad–, o, por el contrario, solamente «un puro beneficio sin contraprestación 
para una parte y para la otra una disminución de acervo patrimonial sin compensación 
económica» –en que consiste la gratuidad–.167 

En principio, resulta razonable afirmar que la prestación de una garantía por deuda ajena 
tendrá carácter oneroso cuando el garante hubiera recibido –o podido recibir– del deudor o del 
acreedor alguna prestación.  

Esa prestación puede derivar o justificarse en lo pactado en la relación que medie entre el 
hipotecante y el deudor garantizado o, bien, en un acuerdo entre quien constituye tal garantía real 
y el acreedor beneficiario de ella. 

                                                           
166

 Sobre este extremo, vid., en relación con las garantías constituidas a favor de deuda ajena, MORALEJO: Las garantías 
reales y las acciones de reintegración concursal (I), ADCo., 17, 2009, pgs. 81 y ss., en particular, pgs. 99 y 100. 
167

 STS 13 de diciembre de 2010. 
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Cuestión distinta es quién sea el beneficiario directo de esa prestación, pues lo relevante será 
constatar si el hipotecante no deudor tiene o puede tener algún interés económico en la entera 
operación. 

De este modo, resultará acertado afirmar el carácter gratuito del acto cuando la garantía 
hipotecaria prestada lo fuera respecto de deudas preexistentes y a favor de deuda ajena, de modo 
que el deudor favorecido no ha comprometido ni realizado contraprestación alguna a favor de la 
compañía ahora concursada y, por otra parte, el acreedor hubiera realizado, como consecuencia 
de la hipoteca constituida y de la que deriva su preferencia, prestación alguna que amparara el 
proceder del ahora concursado a la hora de constituir la garantía hipotecaria. 

No obstante lo anterior, se suscita la duda de si tales conclusiones deberían mantenerse en 
aquellos casos en que el deudor garantizado formara parte de un grupo de empresas y la garantía 
hipotecaria se constituyera a favor de otra sociedad integrada en el mismo. Dada esta 
circunstancia, resultará entonces oportuno que –siquiera brevemente– se haga referencia a los 
criterios, tanto jurisprudenciales como doctrinales, que se han venido fijando a fin de valorar el 
carácter gratuito u oneroso de la prestación de garantías intragrupo. Así, y de modo esquemático, 
puede señalarse que éstos son los siguientes. 

En primer lugar, no cabe duda del carácter oneroso de la garantía prestada por la sociedad 
matriz a favor de sus filiales. Como con acierto se ha señalado, «el crédito recibido por la filial es 
una atribución patrimonial que beneficia a la matriz (..). Y no sólo por la existencia evidente de un 
flujo de dividendos futuros, estrechamente conectados con el crédito, que revertirán a la matriz, 
sino porque la propia subsistencia del grupo como tal es una ventaja que hay que imputar a la 
matriz; además de que, con la garantía, la sociedad matriz protege sus activos en la filial».168 Esta 
regla parece haber sido confirmada por la jurisprudencia, aun cuando sea en relación con otros 
problemas de los que se ocupara.169 

De otro lado, mayor complejidad se dará en aquellos supuestos en que la garantía se prestara 
por una sociedad filial. En tal caso, la regla ha de ser la contraria, de modo que el simple «interés 
del grupo» no puede justificar la garantía así constituida. Por lo tanto, la constitución de una 
garantía por parte de una sociedad dominada ha de presumirse que encierra un acto de carácter 
gratuito, salvo que venga a ampararse en una contraprestación a favor de la filial, que en cada 
caso será imprescindible justificar. 

En todo caso, y en relación con estas cuestiones, no habrá que dejar de lado la necesidad de 
constatar previamente la existencia de tal grupo empresarial. A estos efectos, resultará oportuno 
señalar dos extremos. 

El criterio jurisprudencial nos advierte que no hay una noción específica de grupo de empresas 
en la normativa concursal, de modo que en su concreción habrá de acudirse a las reglas generales 
(art. 42 C.com.).170 

                                                           
168

 CARRASCO: Los derechos de garantía en la Ley Concursal, 2ª edición, Civitas, Madrid, 2008, pg. 384. 
169

 Ad ex. STS de 11 de octubre de 2003 y STS de 19 de noviembre de 2002. 
170

 La Jurisprudencia concursal ha advertido, de modo reiterado, que, a fin de constatar la existencia de un grupo de 
empresas, «la característica decisiva es la existencia de una unidad de dirección entre las varias sociedades integrantes 
de un grupo» (SAP Baleares, Secc. 5ª, 16.5.2008 [PROV 2009, 19754]). Se insiste en esta idea al señalar que, de cuanto 
disponen tanto el artículo 42 CCom como el artículo 18 de la Ley de Sociedades de Capital, «cabe extraer que la base 
para la presencia de un grupo de sociedades es la existencia de una unidad de decisión» (SAP Sevilla, Secc. 5ª, 17.7.2008 
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Por otra parte, y en relación con cuanto ahora interesa, conviene recordar que las 
vinculaciones de orden subjetivo –participación en el capital social, si es que se diera, de alguno de 
los deudores garantizados– no es de por sí relevante para afirmar la situación de grupo de 
empresas, pues a decir de la jurisprudencia concursal, cuando ésta ha juzgado sobre el carácter 
gratuito u oneroso de las garantías intragrupo, resulta necesario acreditar la unidad de decisión 
que ha de mediar entre quiénes se predica su integración en el grupo. En este sentido se ha 
advertido que en el supuesto enjuiciado únicamente consta la identidad del sustrato personal de 
ambas sociedades, así como la utilización de su patrimonio de forma conjunta, según se desprende 
del informe de la administración concursal. Sin embargo, más allá de estas meras alegaciones, no 
se ha acreditado en modo alguno que tal forma de actuar obedezca a esa unidad de dirección y de 
decisión encaminada a conseguir un fin común del grupo con una definida unidad de política 
empresarial. Tal actuación puede tener su explicación, simplemente, en el carácter familiar de las 
sociedades, y el escaso respeto a la independencia patrimonial de cada una de las sociedades, 
entre ellas y respecto de los propios socios, que deriva de su separada personalidad jurídica, pero 
sin la idea de unidad de decisión o dirección antes expuesta como definidora de un grupo de 
sociedades. Ni siquiera existen elementos para revelar si, en tal caso, estaríamos ante la modalidad 
de grupos por subordinación o por dependencia (grupos verticales o de estructura jerárquica) o de 
grupos por coordinación (grupos horizontales o de estructura paritaria).171 

De acreditarse la gratuidad de la hipoteca constituida en garantía de deuda ajena, no habrá que 
olvidar la regla específica que sienta el artículo 71.2 LC, a cuyo tenor «el perjuicio patrimonial se 
presume, sin admitir prueba en contrario, cuando se trate de actos de disposición a título gratuito, 
salvo las liberalidades de uso, y de pagos u otros actos de extinción de obligaciones cuyo 
vencimiento fuere posterior a la declaración del concurso». 

La gratuidad del acto hace que éste sea siempre perjudicial para la masa activa del concurso 
(«nisi liberalis nisi liberatur»). La presunción dispuesta en esta norma es más que evidente.172 

Pues bien, la consecuencia de realizar el supuesto de hecho acogido en la presunción es, 
también, clara. El Tribunal Supremo ha concretado su alcance señalando que la norma de este 
precepto es clara dado que en los supuestos que prevé presume el perjuicio patrimonial sin admitir 
prueba en contrario, lo que supone una disposición legal concluyente –en cierta terminología 
doctrinal una presunción «iuris et de iure», o presunción impropia–.173 

4.4. LA IMPOSIBILIDAD –O IMPROBABILIDAD– DE QUE TAL ACTO SE CONSIDERE «ACTO 
ORDINARIO DEL DEUDOR» 

Todas las ideas anteriores no empecen para que el carácter perjudicial de la garantía real 
constituida por deuda ajena pudiera acogerse a alguna de las exclusiones de perjuicio que 
sanciona la LC. En este sentido, y en razón de las circunstancias que la rodearan, podrían 
considerarse la posibilidad de que tal proceder encerrara un acto ordinario del deudor común en 
el sentido previsto en la norma, Ahora bien, no parece que la constitución de una hipoteca en 

                                                                                                                                                                                 
[AC 2009, 21]). Este criterio se reitera en otros pronunciamientos (ad ex. SAP Badajoz, Secc. 2ª, 2.10.2008 [PROV 2009, 
93654]). 
171

 SAP Pontevedra 18.11.2009 (AC 2010, 34); (Sentencia 570/2009; Rollo 632/2009) 
172

 «La presunción tiene en este caso pleno sentido, porque el acto a título gratuito implica por definición quebranto 
patrimonial de quien lo realiza como disponente, siendo por otra parte esta regla concorde con la del párrafo primero 
del art. 1297 C.c.» DE ÁNGEL YÁGUEZ y HERNANDOMENDÍVIL: De los efectos sobre los actos perjudiciales para la masa 
activa, en «Tratado Práctico Concursal», III, Aranzadi, Cizur menor, 2009, pg. 850. 
173

 STS de 13 de diciembre de 2010. 
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garantía de deuda ajena pueda beneficiarse de la excepción dispuesta en el artículo 71.5.1º LC, 
pues resultará extraordinariamente difícil justificar tanto su carácter de acto ordinario de la 
actividad profesional o empresarial del deudor como la circunstancia de haberse realizado en 
condiciones normales.174 

La concreción de estas dos condiciones que excluyen el carácter perjudicial del acto no siempre 
es una tarea sencilla. En principio, la exigencia de que el acto se hubiera realizado en condiciones 
normales encierra una cuestión de hecho que habrá de ser valorada ad casum. Por otra parte, la 
consideración del carácter ordinario del acto habrá de hacerse siempre en relación a una finalidad. 
La norma advierte cuál es esa relación, pues la justificación del acto llevado a cabo se hace recaer 
en el desarrollo de la actividad profesional o empresarial del deudor. De ahí que se venga 
afirmando, de modo acertado, que será ésta actividad y su consideración –en los casos de 
personas jurídicas– como objeto social el criterio que permita el escrutinio del concreto acto. Este 
es, por otra parte, el criterio de general aceptación en la jurisprudencia175, y en la que no ha 
faltado el expreso pronunciamiento negando el carácter de acto ordinario a la constitución de un 
gravamen de naturaleza real en garantía de una deuda ajena.176 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
174

 Sin que deba desconocerse el criterio jurisprudencial que afirma la inaplicabilidad de cuanto dispone el artículo 
71.5º.1 LC en los supuestos en que resulte de aplicación una presunción absoluta ex artículo 71.2 LC. Cfr. SJM-1 Bilbao 
3.10.2007 (Incidente concursal 30/2007, Sentencia 442/2007). 
175

 El criterio jurisprudencial afirma que los actos ordinarios son aquellos que constituyen el objeto social de la compañía 
que los llevara a cabo. Vid., ad ex. SAP Barcelona (Sección 15) 08.01.2009; Sentencia 3/2009; Rollo 497/2008; SAP 
Pontevedra 18.11.2009; Sentencia 570/2009; Rollo 632/2009; SAP Málaga (Secc. 6ª) 11.3.2009 (PROV 2009, 275004); y 
SAP Lugo (Secc. 1ª) 11.1.2007 (AC 2007, 742); entre muchas otras. 
176

 SJM-1 Oviedo 10.12.2007 (AC 2008, 464). 
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LA REINTEGRACIÓN EN EL CONCURSO. LA ACCIÓN RESCISORIA CONCURSAL177 

José Antonio GARCÍA-CRUCES 

 

1. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

El objeto de esta líneas es exponer el régimen que prevé nuestra Ley Concursal (en adelante, 
LC) para revisar los actos anteriores que realizara el ahora concursado, a fin de que queden 
privados de efectos aquellos que así se entienda procedente. Este instrumento  –conocido como 
reintegración de la masa activa– ha de asentarse sobre un fundamento sólido que no solo asegure, 
sino que también justifique, la privación de los efectos de un acto anterior perfectamente válido. 

De otra parte, en el estudio de tal régimen (actualmente dispuesto en los artículos 71 a 73 LC) 
conviene destacar alguna idea, pues su importancia práctica resulta evidente, en la medida en que 
supone –o tiende a suponer– un incremento de la masa activa. Esta circunstancia, junto con otras, 
ha llevado al resultado de que la denominada acción rescisoria concursal haya tenido un muy 
relevante protagonismo en nuestra Jurisprudencia, como habrá ocasión de constatar más 
adelante. Precisamente, el estudio de esa jurisprudencia quiere hacerse al hilo del estudio de las 
principales cuestiones que suscita este instituto, insertando en tal análisis los criterios 
jurisprudenciales que se han ido formando respecto de los muchos problemas que se suscitan. 

En todo caso, resulta oportuno comenzar estas páginas advirtiendo un cierto prejuicio, pues el 
sistema de reintegración concursal plasmado en los arts. 71 a 73 LC, incluso a despecho de sus 
posibles defectos, siempre supondrá un avance respecto de la situación precedente, en la que la 
caracterización que ofrecían tanto las disposiciones que le dedicaba el Código de comercio (art. 
878.2 C.Com.) como algunas decisiones jurisprudenciales que las interpretaran, eran 
manifiestamente rechazables. 

Ese prejuicio favorable a la nueva regulación del sistema de reintegración descansa en la 
finalidad que, respecto de este extremo, expresamente atiende la LC. Desde luego, no puede 
ocultarse la finalidad perseguida en el nuevo Derecho Concursal en lo que hace a esta materia 
particular, pues se pretende superar, y no tan sólo perfeccionar, el sistema de reintegración 
previgente, al menos tal y como venía siendo interpretado y aplicado por cierta jurisprudencia. 
Entiendo que, en materia de reintegración concursal, existe un rechazo expreso de las soluciones 
que se acogían en el Derecho codificado y, en particular, del modo en que habían sido 
interpretadas –al menos, en ocasiones– por la Sala Primera de nuestro Tribunal Supremo. 

Así, la Exposición de Motivos que acompaña a la LC, advierte con toda claridad las nuevas 
opciones, pues el perturbador sistema de retroacción del concurso se sustituye por unas específicas 
acciones de reintegración destinadas a rescindir los actos perjudiciales para la masa activa,.., para 
añadir, poco más La reintegración en el concurso. La acción rescisoria concursal adelante, una 
elección muy distinta a la que en ocasiones se adhiriera la jurisprudencia, pues los terceros 
adquirentes de bienes o derechos afectados por estas acciones gozan de la protección que derive, 
en su caso, de la buena fe, de las normas sobre irreivindicabilidad o del registro178. 

                                                           
177

 Trabajo realizado en el marco del proyecto de investigación DER 2013- 43323- P “Financiación y Continuidad 
Empresarial de Sociedades Insolventes”, Ministerio de Economía y Competitividad.  
178

 Cfr. E. de M., ap. III, in fine. 
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2. LA REINTEGRACIÓN CONCURSAL COMO OPERACIÓN DE INCREMENTO DE LA MASA ACTIVA 

2.1. Masa de hecho y masa de derecho 

Por concepto, el concurso no es más, ni menos, que un procedimiento de satisfacción de 
carácter universal que ha de seguirse ante el estado de insolvencia del deudor, pues todos sus 
bienes quedan destinados, en principio, a satisfacer los créditos de la pluralidad de sus acreedores 
y de acuerdo con la solución que se diera al mismo. Conforme con este carácter, todos los bienes 
del concursado van a quedar afectados en favor de sus acreedores, pues con ellos y de acuerdo 
con las previsiones alcanzadas se dará cumplimiento a las exigencias del convenio o, por el 
contrario, esa masa de bienes será el objeto sobre el que recaiga la entera liquidación concursal. 

En cualquiera de ambos casos, lo cierto es que la determinación de cuáles son esos bienes, 
afectados al cumplimiento del convenio concursal o que serán objeto de la liquidación que se 
desarrolle en el procedimiento universal, es una operación necesaria dentro de las que componen 
el trámite a seguir. Con tal finalidad, el artículo 76.1 LC destaca que constituyen la masa activa del 
concurso los bienes y derechos integrados en el patrimonio del deudor a la fecha de la declaración 
del concurso y los que se reintegren al mismo o adquiera hasta la conclusión del procedimiento. 

Con esta previsión, la LC nos advierte ya que la masa activa estará formada por los bienes y 
derechos que, por emplear una terminología tradicional en nuestro Derecho Concursal, fueran 
ocupados –aun cuando no se dé una detentación material– en el momento de la declaración de 
concurso, pues son de propiedad y están en poder y posesión del deudor común. 

Ahora bien, ese sumatorio de bienes y derechos que se encontraran en poder del concursado 
en tal fecha constituye la masa activa que podríamos calificar como de hecho, pues no 
necesariamente su disposición de cara al convenio o a la liquidación va a ser posible, porque, ad 
ex., pertenecen a tercero ajeno al concurso. Por otra parte, habrá bienes y derechos que resulten 
ser de titularidad del concursado, o que se entienda que deben ser de su titularidad, y que, sin 
embargo, no estén en su poder y posesión. 

De este modo, se hace preciso transformar esa masa activa de hecho en masa activa de 
derecho, a fin de determinar con toda exactitud cuál es la composición de ella. En definitiva, y a fin 
de poder actuar las soluciones que se den al concurso, hemos de –permítase esa expresión– 
juridificar la masa activa.  

Ese proceso de juridificación de la masa activa requiere el desarrollo de operaciones dirigidas a 
depurar los bienes o derechos que han de constituir la masa activa, tanto excluyendo aquéllos que 
por una u otra razón deban quedar al margen del juicio universal como incluyendo aquellos que se 
entienda que no debieron salir del patrimonio del deudor común o que, por el motivo que fuere, 
han de engrosar esta masa patrimonial. De este modo, y a fin de llevar a cabo tales operaciones, 
habrá que excluir de la masa activa aquellos bienes y derechos que, aun teniendo carácter 
patrimonial, sean legalmente inembargables (cfr. art. 76.2 LC). Por otra parte, tampoco deberán 
formar parte de la masa activa los bienes de propiedad ajena que se encuentren en poder del 
concursado y sobre los cuales éste no tenga derecho de uso, garantía o retención (separatio ex iure 
domini. Cfr. art. 80.1 LC). Igualmente, no puede olvidarse que, pese a su inclusión en la masa 
activa, en la misma pueden concurrir bienes o derechos vinculados a la satisfacción particular de 
ciertos créditos (vid. art. 90.1 LC), pues el pago de los créditos con privilegio especial se hará con 
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cargo a los bienes y derechos afectos, ya sean objeto de ejecución separada o colectiva (separatio 
ex iure crediti. Crf. art. 155.1 LC)179. 

Pero, junto con estas operaciones de reducción de la masa también existen otras dirigidas a 
buscar su incremento o que, al menos, conducen a ese resultado. Así, la LC destaca que ciertos 
bienes, pese a no ser de titularidad del concursado, deben integrar la masa activa de su concurso, 
tal y como ocurre con los saldos que sean de titularidad indistinta y en la que participa el 
concursado (vid. art. 79.1 LC) o, bien, que tal resultado derive de la aplicación de la presunción de 
donaciones y pacto de sobrevivencia entre cónyuges, a tenor de cuanto señala el artículo 78 LC, o 
de la extensión, en su caso, a los bienes comunes o gananciales, según previene el artículo 77.2 LC. 
Ahora bien, la principal operación que conlleva un incremento de masa activa es la denominada 
reintegración concursal o reintegración de masa activa. 

2.2. El sentido y finalidad del instituto de la reintegración concursal 

El origen de todo sistema de reintegración de masa en el concurso descansa en la experiencia 
contrastada que antecede al reconocimiento jurídico del estado de insolvencia. La realidad nos 
muestra cómo, ante el riesgo de una situación de insolvencia, el deudor puede llevar a cabo una 
huida hacia delante que agrava aún más aquel estado, con grave perjuicio de sus acreedores; 
puede también tratar de eludir ciertos bienes respecto de su futuro concurso o, en fin, adopta las 
medidas oportunas, por sí o a petición de tercero interesado, en virtud de las cuáles se favorece a 
unos acreedores en detrimento del resto. La constatación de esa realidad ha llevado, desde 
siempre, a que en toda regulación concursal se disponga de normas e instituciones que permitan 
revisar las actuaciones del concursado en esa etapa anterior a la declaración del concurso y en la 
que ya padecía el estado de insolvencia que luego se formalizará o en la que, al menos, vinieron a 
producirse ciertos desarreglos económicos que le llevaron a tal comportamiento180. 

Surgen así los distintos sistemas de reintegración concursal cuya finalidad, que se realizará a 
través de modos muy distintos y con consecuencias bien diferentes, no es otra que la de preservar 
la integridad, tanto cuantitativa como cualitativa, del patrimonio del ahora concursado. En este 
sentido se ha pronunciado la jurisprudencia, que no ha dudado en señalar que: mediante tales 

                                                           
179

 Junto con los anteriores, también habrá que excluir de la masa activa aquellos buques y aeronaves sobre los que, 
recayendo un privilegio especial, el acreedor instara la ejecución separada que reconociera su legislación específica, sin 
olvidar la previsión de que si de la ejecución resultara remanente a favor del concursado, se integrará en la masa activa 
(art. 76.3 LC). Esta posible ejecución separada en los casos señalados, está sujeta al plazo de un año, a contar desde la 
fecha de la declaración de concurso, pues –como advierte el precepto citado– transcurrido dicho plazo ya no podrá 
efectuarse y la clasificación y graduación de créditos se regirá por lo dispuesto en esta ley. De igual manera, también 
habrán de excluirse de la masa activa aquellos bienes y derechos sobre los que recayera la ejecución singular y ésta 
continuara, pese a la declaración de concurso, por derivar de procedimientos administrativos de ejecución en los que se 
hubiera dictado diligencia de embargo y las ejecuciones laborales en las que se hubieran embargado bienes del 
concursado, todo ello con anterioridad a la fecha de declaración del concurso, siempre que los bienes objeto de embargo 
no resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor (art. 55.1 LC). Por último, 
y para el caso en que así se diera, habría que excluir también aquellos bienes y derechos que fueran objeto de ejecución 
a favor de los créditos contra la masa, en los términos dispuestos en el artículo 84.4 LC. La reintegración en el concurso. 
La acción rescisoria concursal 
180

 Este tipo de consideraciones, aunque con diferentes matices, son frecuentes entre nosotros. En relación con el 
sistema de retroacción derogado, vid. ROJO: «Introducción al sistema de reintegración de la masa de la quiebra», RDM, 
1979, pp. 89 y ss.; GARCÍA-CRUCES: Notas sobre el instituto concursal de la retracción, libro Homenaje al Prof. Dr. 
Menéndez Menéndez, III, Madrid, 1996, pp. 3553 y ss.; MASSAGUER: La reintegración de la masa en los procedimientos 
concursales, Barcelona, 1986, pp. 11 y ss.; SANCHO GARGALLO: La retroacción de la quiebra, Cizur Menor, 1997, pp. 193 
y ss. 
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acciones se busca restaurar la integridad del patrimonio del deudor, que debe garantizar la 
satisfacción de los créditos, así como salvaguardar la par condicio creditorum181. 

 

3. DESLINDE DE LA REINTEGRACIÓN RESPECTO DE OTRAS REGLAS E INSTITUCIONES 
ACOGIDAS EN LA LEY CONCURSAL Y QUE PUDIERAN TENER EL EFECTO DE GENERAR UN 
INCREMENTO DE LA MASA ACTIVA 

3.1. Reintegración y complicidad concursal 

Antes se indicó cómo el resultado a que conduce todo sistema de reintegración concursal no es 
otro que el de, en su caso, un incremento de la masa activa, como consecuencia de las 
operaciones de determinación de la misma. Pues bien, un repaso del texto de la LC nos permitirá 
constatar, de igual manera, la previsión de ciertas reglas e instituciones concursales cuya 
aplicación podrá generar, también, ese mismo resultado de incrementar la masa activa del 
concurso. Por ello, no estará de más detenerse brevemente en diferenciar tales supuestos 
respecto de la figura de la reintegración en el concurso. 

En primer lugar, conviene analizar las relaciones que pueden mediar entre la reintegración y la 
figura de la complicidad concursal, supuestos distintos y que, conduciendo a un resultado común 
de incremento de la masa activa182, a veces no se diferencian adecuadamente entre nosotros183. La 
coincidencia de resultados no puede, sin embargo, llevarnos a afirmar que el tercero que se 
relacionara con el futuro concursado y frente al que  se ejercite una acción de reintegración 
merezca, como consecuencia de tal proceder, la calificación de cómplice concursal. Si ese tercero 
lo es in bonis pese a la impugnación del acto o contrato, resulta manifiesto que no puede merecer 
sin más el calificativo de cómplice, pues el artículo 166 LC requiere para la complicidad la 
concurrencia de un elemento intencional –dolo o culpa lata– que en tal supuesto, por definición, 
es inexistente. Pero, incluso, si ese tercero que se relacionara con el futuro concursado mereciera 
la calificación de tercero de mala fe, la respuesta habría de ser la misma. En efecto, la mala fe, que 
encerraría su actuación dolosa o, al menos, con culpa grave, vendría referida al concreto acto en 
que participara y que podría constituir el objeto de la correspondiente acción de reintegración184. 
Sin embargo, la calificación de un sujeto como cómplice concursal requiere algo más, pues el dolo 
o la culpa lata con que actuara no quedan referidos a un concreto acto sino, por el contrario, a la 
causación o al agravamiento del estado de insolvencia del concursado (cfr. art. 166 LC). Por ello, 
sólo en la medida en que el tercero participara en un acto que tuviera el efecto anunciado podría 
ser calificado como cómplice, de tal modo que frente a él no solo cabría el ejercicio de una acción 

                                                           
181

 STS 30 de abril de 2014 (TOL4.331.151). En otras ocasiones, y respecto de nuestra regulación vigente, se advierte –
respecto de un supuesto de otorgamiento de garantías por el deudor, ahora concursado– que en el caso enjuiciado la 
ineficacia de la prenda como consecuencia del ejercicio de la acción rescisoria concursal no es una sanción civil, sino el 
resultado de los efectos propios de aquella ya que la finalidad que se persigue es la reparación de un perjuicio 
ocasionado a los acreedores, concurriendo un perjuicio “para la masa”, atendido que el otorgamiento de las garantías 
financieras (prenda) ha sido realizado perjudicando injustificadamente las expectativas de cobro de los acreedores que 
por entonces tuviera el deudor, ahora concursado. STS 4 de septiembre de 2014 (TOL4.521.047). 
182

 Derivado de los efectos que el artículo 172.2.3.º LC dispone para los cómplices (extinción de derechos, obligación de 
restitución, indemnización de daños y perjuicios causados). 
183

 Ad ex., ALCOVER GARAU: «La calificación del concurso», en AAVV, Estudios sobre el Anteproyecto de Ley Concursal, 
Dilex, Madrid, 2002, pp. 255 y 256. 
184

 La consideración de un sujeto como cómplice requiere que éste haya cooperado de manera relevante con el deudor 
persona física o con los administradores o liquidadores del deudor persona jurídica, a la realización de actos que han 
servido para fundamentar la calificación del concurso como culpable. STS 27 de enero de 2016. 
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de reintegración sino, sobre todo, los efectos de carácter patrimonial que previene el artículo 
172.2.3.º LC en relación con la complicidad concursal185. 

En realidad, si se repasan las previsiones de los artículos 73 y 166 LC podrá comprobarse cómo, 
en relación con el tercero, el objeto de la reintegración y de la consideración de aquél como 
cómplice son radicalmente distintos. En efecto, mientras que con el ejercicio de la acción de 
reintegración viene a considerarse un acto particular, a despecho de la valoración que merezca la 
conducta seguida por el agente y en el que resulta irrelevante –a fin de lograr el éxito de la acción– 
cualquier elemento intencional, en la sección de calificación, que es el trámite reservado para 
considerar a ese tercero como cómplice, el enjuiciamiento de conductas deviene esencial, pues es 
la razón de ser de esta sección del juicio universal, ya que se trata de valorar la conducta seguida 
por ese tercero, en este caso, su participación intencional en la causación o agravación del estado 
de insolvencia, de modo que, constatado su actuar doloso o con culpa lata, procede sentar las 
oportunas consecuencias entre las que se dará la ineficacia de ciertos actos.  

Dicho en otras palabras, en la reintegración se analiza la pertinencia de un acto, al margen de 
cuál haya sido la intención del agente, aun cuando ésta pueda llegar a ser relevante en orden a la 
modulación de los efectos. Por el contrario, en la calificación la consideración de un sujeto como 
cómplice se ha de hacer en razón del reproche que merece su actuar, pues éste se caracteriza por 
la concurrencia del dolo o la culpa lata. Por todas estas razones, cabe concluir afirmando que el 
tercero afectado por la reintegración y el cómplice concursal son figuras que se excluyen. 

3.2. Reintegración concursal y personas afectadas por la calificación 

Otro tanto cabe afirmar respecto de la figura de las personas afectadas por la calificación (vid. 
arts. 164.1 y 172.2.1.º LC) que, en su caso, se diera en el concurso. Con este concepto nuestra 
legislación concursal se imbuye de realismo pues, a la hora de valorar las conductas seguidas en 
relación con la causación o agravación del estado de insolvencia que da origen al concurso, no sólo 
toma como referencia la conducta seguida por el deudor común sino, también, y sobre todo para 
las personas jurídicas, el proceder de quienes fueran sus administradores o liquidadores, de 
derecho o de hecho, así como de sus apoderados generales, a fin de constatar el dolo o la culpa 
lata con que participaron en el origen o empeoramiento de tal impotencia patrimonial. 

El resultado, entre otros, a que conduce que algún sujeto sea considerado como persona 
afectada por la calificación es el de un incremento de la masa activa, pues como efecto propio de 
ella se obtiene tal resultado, tanto como consecuencia de su obligación de restitución a favor de la 
masa activa como de la pérdida de cualquier derecho que frente a ésta pudiera asistirles (cfr. art. 
172.2.3.º LC). Un efecto similar puede alcanzarse en aquellos supuestos en que los sujetos que 
fueran considerados como personas afectadas por la calificación reunieran ulteriores exigencias, 
pues en tal caso los acreedores dispondrán de otro u otros patrimonios con cargo a los cuales 
poder satisfacer sus créditos y como consecuencia de la responsabilidad concursal o por el fallido 
concursal a que pudieran ser condenados aquéllos (vid. art. 172 bis LC). En estos casos, tanto 
como efecto de la mera consideración del administrador o liquidador (y ahora, también, del 
apoderado general), sea de derecho o de hecho, como persona afectada por la calificación como 
si, además, se declarara su responsabilidad concursal, el resultado que vendría a alcanzarse es el 

                                                           
185

 Sobre la figura de la complicidad concursal, vid. GARCÍA-CRUCES: La Calificación del Concurso, Cizur Menor, 2004, pp. 
141 y ss. y MORALEJO: El ámbito subjetivo del concurso culpable: concursado, cómplices y personas afectadas por la 
calificación, en García-Cruces (Dir.), Insolvencia y responsabilidad, Civitas, Madrid, 2012, pp. 75 y ss. Sobre la 
responsabilidad de los cómplices y su alcance, vid. STS 11 de marzo de 2015 (TOL4.807.186). 
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de un incremento de la masa activa o, en su caso, también un resultado próximo y que consistiría 
en la vinculación de otros patrimonios a la satisfacción de los créditos frente al deudor común186. 

Ahora bien, bastará con recordar el supuesto de hecho para, sin desconocer cierta comunidad 
de efectos, poder diferenciar estos casos de la posición jurídica del tercero en aquel acto que se 
quiera impugnar al amparo del sistema de reintegración de la masa activa. El fundamento que 
legitima el desplazamiento patrimonial a favor de la masa activa es, en cada caso, muy diferente, 
pues si tal resultado se produce frente a una persona afectada por la calificación, su justificación 
radica en el previo enjuiciamiento de su proceder doloso o con culpa lata en la causación o 
agravamiento del estado de insolvencia del deudor por el que esta persona actuó o cuya voluntad 
determinó (cfr. art. 164.1 LC). Por el contrario, el éxito de la acción de reintegración no requiere el 
enjuiciamiento de una conducta para calificarla como dolosa o con culpa grave, pues la 
concurrencia de tal elemento intencional no despliega consecuencia alguna a los efectos de 
determinar la procedencia de tal acción rescisoria. Su posible relevancia se limita, tan sólo, a la 
calificación que pudiera merecer el crédito que, como consecuencia de la rescisión del acto, 
pudiera asistir al tercero (cfr. art. 73.3 LC). 

 

4. RÉGIMEN GENERAL DE LA ACCIÓN DE REINTEGRACIÓN EN LA LC 

4.1. Los presupuestos de la acción rescisoria ex art. 71 LC 

El apartado primero del artículo 71 LC advierte que: Declarado el concurso, serán rescindibles 
los actos perjudiciales para la masa activa realizados por el deudor dentro de los dos años 
anteriores a la fecha de la declaración, aunque no hubiere existido intención fraudulenta. 

La lectura de esta regla nos permite destacar algunas ideas que pudieran tener una indudable 
importancia de cara a interpretar el régimen a que se sujeta esta acción de reintegración. En 
primer lugar, el texto destaca expresamente el carácter rescisorio de la acción de reintegración 
(serán rescindibles). La jurisprudencia ha advertido de modo expreso tal caracterización, pues tal y 
como destaca la STS 12 de noviembre de 2014187: las “acciones de reintegración”, y, en particular, 
las acciones rescisorias concursales, responden a la categoría jurídica de rescisión por concurrir 
algunos requisitos de dicha figura y en particular, la sanción de ineficacia de negocios válidamente 
celebrados. 

Por otra parte, la acción de reintegración o acción rescisoria concursal es una actio vicaria del 
propio concurso. Con esta idea se quiere poner de manifiesto la vinculación funcional de la acción 
respecto del propio proceso concursal, de modo que la acción no caduca en tanto en cuanto se 
mantenga el mismo; esto es, mientras subsista el proceso concursal cabrá la posibilidad del 
ejercicio de la acción. Ello es así en la medida en que, como destaca la jurisprudencia188, nos 

                                                           
186

 Sobre la noción de «persona afectada por la calificación», vid. GARCÍA-CRUCES: La Calificación del Concurso, cit., pp. 
114 y ss. y MORALEJO: El ámbito subjetivo del concurso culpable: concursado, cómplices y personas afectadas por la 
calificación, cit., pp. 75 y ss. 
187

 TOL4.584.443 Insiste en tal idea la STS 21 de noviembre de 2016 (TOL …), al advertir que es claro, en atención a la 
propia terminología usada por el legislador, que la acción de reintegración propiamente concursal introducida en el art. 
71 LC, la rescisión concursal, tiene naturaleza rescisoria. Se trata de una acción de ineficacia funcional, en cuanto que 
presupone que el acto impugnado es válido, pero puede impugnarse en atención a los efectos perjudiciales para 
terceros, en este caso los acreedores en el posterior concurso de acreedores del disponente. 
188

 STS 12 de diciembre de 2013 (Roj: STS 6309/2013-ECLI:ES:TS:2013:6309). Vid., también, aunque de forma más 
confusa, STS 12 de noviembre de 2014 (TOL4.584.443). 
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encontramos ante: una acción de reintegración propiamente concursal, que nace y se extingue con 
el concurso de acreedores, de naturaleza rescisoria, que funda la ineficacia de los actos de 
disposición realizados por el deudor concursado dentro de los dos años anteriores a la declaración 
de concurso, en el perjuicio para la masa activa (art. 71.1 LC). 

La lectura del citado artículo 71.1 LC permite concluir señalando que la procedencia de la 
acción de reintegración se sujeta a la concurrencia de un doble presupuesto, pues no sólo será 
necesario que el acto a impugnar se hubiera celebrado en los dos años anteriores a la fecha de 
declaración del concurso sino, también y fundamentalmente, que el mismo fuera perjudicial para 
la masa activa. El texto, además, viene a especificar cómo no resulta necesario que en el acto que 
se desea impugnar, por reunir los presupuestos señalados, concurra intención fraudulenta alguna. 
El Tribunal Supremo ha expresado esta idea con toda claridad, al manifestar que la acción de 
reintegración, si bien requiere como presupuesto el perjuicio para la masa activa, no precisa que 
haya el ánimo o propósito de defraudar189. 

Antes de analizar detenidamente los presupuestos que determinan el éxito del ejercicio de la 
acción rescisoria por reintegración, conviene hacer algunas precisiones que derivan del tenor 
literal del apartado 1 de este art. 71 LC. 

En primer lugar, debe advertirse cómo no media vinculación alguna, a fin de que proceda la 
acción rescisoria, entre el acto que se quiere impugnar y el estado de insolvencia del ahora 
concursado. El perjuicio, noción sobre la que se asienta el entero sistema de reintegración, es 
independiente del estado de insolvencia, en el sentido de que el acto puede resultar perjudicial 
aunque no medie relación causal alguna entre éste y aquel estado de insolvencia del ahora 
concursado. En ningún caso la norma viene a vincular la procedencia de la acción rescisoria con la 
producción del estado de insolvencia, como así se deriva de su tenor literal190. 

La STS 24 de julio de 2014191 expresamente manifiesta esta circunstancia al señalar que bajo la 
configuración de la acción rescisoria concursal en el art. 71 LC, para poder apreciar que el acto 
objeto de rescisión es perjudicial para la masa activa no es necesario ni que haya generado o 
agravado la insolvencia, ni que se haya realizado estando la sociedad concursada en estado de 
insolvencia. 
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 STS 27 de octubre de 2010 (TOL1.982.638). La STS 24 de julio de 2014 (TOL4.513.843) señala que bajo la 
configuración de la acción rescisoria concursal en el art. 71 LC, para poder apreciar que el acto objeto de rescisión es 
perjudicial para la masa activa no es necesario ni que haya generado o agravado la insolvencia, ni que se haya realizado 
estando la sociedad concursada en estado de insolvencia. Insiste en esta idea la STS 28 de marzo de 2012 (TOL2.533.407) 
al destacar que el artículo 71 prescinde por completo del requisito subjetivo de la intención fraudulenta, al extremo que 
su tenor literal de forma expresa excluye tal exigencia al disponer que “*d+eclarado el concurso, serán rescindibles los 
actos perjudiciales para la masa activa realizados por el deudor dentro de los dos años anteriores a la fecha de la 
declaración, aunque no redunden en daño del patrimonio de la concursada, con independencia de si han sido realizados 
de buena fe. Por el contrario, no lo son los que no son lesivos para la masa activa, incluso si fueron ejecutados de mala fe. 
Vid., también, STS 30 de abril de 2014 (TOL4.331.151). Con posterioridad reitera estas ideas la STS 4 de noviembre de 
2016. 
190

 Éste es, acertadamente, un lugar común. Vid., por todos, BELTRÁN, en URÍA y MENÉNDEZ (Dirs.), Curso de Derecho 
Mercantil, II, 2.ª ed., Madrid, 2007, p. 1024; LEÓN: Comentario art. 71, en ROJO y BELTRÁN (Dirs.), Comentario de la Ley 
Concursal, tomo I, Madrid, 2004, p. 1307 y CARRASCO: Los derechos de garantía en la Ley Concursal, 3.ª ed., Madrid, 
2009, p. 391. 
191

 TOL4.513.843. La STS 16 de septiembre de 2010 (TOL1.981.027) ya advirtió esta idea al señalar que en cuanto a la 
alegación de inexistencia de insolvencia de los Srs. … en abril de 2003, cuando tuvo lugar la operación, resulta 
inconsistente porque incurre en supuesto de la cuestión al contradecir una apreciación fáctica de la resolución recurrida 
no previamente desvirtuada, además de no ser necesaria a los efectos de que se trata porque la Ley sólo exige perjuicio. 
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Por otro lado, no habrá que olvidar que la procedencia de la acción de reintegración va 
referida, siempre, a actos del deudor, por lo que la voluntariedad que caracteriza a éstos se 
constituye en presupuesto de tal remedio jurídico. De este modo, puede señalarse que no cabe la 
rescisión de un acto al amparo del art. 71.1 LC cuando el mismo viniera a suponer el cumplimiento 
de una norma jurídica, pues no habría acto, como tal, aunque no hubiere existido intención 
fraudulenta”. Dicho de otra forma, los actos susceptibles de reintegración lo resultan porque 
resultan lesivos para la masa activa, impugnable del deudor, con independencia de su significado 
para la masa activa, ya que, de alguna manera, esa valoración acerca del carácter perjudicial o no 
de aquél viene resuelta de modo negativo en la norma que exige tal comportamiento. Pues bien, 
no cabe desconocer ciertos supuestos en que la constitución de garantías viene impuesta por 
nuestro Ordenamiento jurídico, tal y como sucede con ciertos acuerdos de aplazamiento y 
fraccionamiento de pago de créditos públicos192; exigencia de la que no puede dispensarse al 
deudor salvo en los supuestos y condiciones allí previstas193. 

Esta conclusión puede ampararse en el tenor literal y en la función que está llamado a cumplir 
el sistema de reintegración del concurso. De todos modos, no cabe dejar de lado la modificación 
de la LC que, primero mediante la reforma llevada a cabo con el RDL 3/2009 y luego con su 
ratificación por la Ley 38/2011, ha incorporado una nueva norma en sede de reintegración 
concursal que explicita tal idea. Con la nueva previsión que acoge el art. 71.5.3.º LC194, se zanja 
cualquier discusión sobre este extremo, superándose así el criterio que alguna ocasión 
manifestara la jurisprudencia195, quien no dudó en rescindir ex art. 71 LC las garantías que, 
impuestas por la normativa general, se habían constituido a favor de créditos públicos196. 

                                                           
192

 Vid., ad ex. arts. 65.3 y 82 LGT. 
193

 En el ámbito tributario, el art. 82.2.a LGT determina los supuestos en que procede la dispensa en la constitución de 
las garantías para los supuestos de fraccionamiento y aplazamiento de la deuda tributaria, reduciendo esta posibilidad a 
aquellos casos en que el deudor carezca de bienes, así como aquellos otros en que tal dispensa se justifique en lo 
reducido de la cuantía adeudada, cantidad que se fijara a través del oportuno. desarrollo reglamentario. La Orden 
HAP/2178/2015, de 9 de octubre fija ese límite cuantitativo en 30000 euros para el conjunto de dudas exigibles al 
deudor. 
194

 Sobre esta norma, vid. GARCÍA-CRUCES, en GARCÍA-CRUCES y LÓPEZ SÁNCHEZ: La reforma de la Ley Concursal, Cizur 
Menor, 2009, pp. 17 y ss. 
195

 La administración concursal se sustenta en el art. 71.3.2.º LC para justificar su petición de que la hipoteca constituida 
sobre la maquinaria de la concursada sea rescindida. El precepto esencial en esta materia es el art. 71.1 LC, que permite 
la rescisión de los actos perjudiciales para la masa activa realizados por el deudor dentro de los dos años anteriores a la 
fecha de la declaración de concurso, aunque no hubiera existido intención fraudulenta. En este caso el requisito temporal 
se atiende, pues la hipoteca se constituye semanas antes de que se declare el concurso. No consta intención fraudulenta, 
pues lo que se negocia es un aplazamiento constituyendo una garantía real sobre un bien productivo que tenía algún 
valor. El art. 71.3.2.º de la Ley Concursal, citado por la administración concursal, permite la rescisión ante la constitución 
de garantías reales a favor de obligaciones preexistentes o nuevas contraídas en sustitución de aquéllas. La propia 
escritura de constitución de la hipoteca señala cómo la deuda que se garantiza, 78.597,15 euros, corresponde al período 
noviembre dos mil tres a marzo dos mil cuatro. Al ir a constituir la hipoteca en abril de dos mil cinco se reconoce que se 
ha obtenido un aplazamiento por resolución de la Dirección Provincial de Bizkaia de la TGSS de veintidós de octubre de 
dos mil cuatro, y que lo garantizado es esa deuda, 78.597,15 euros, y los intereses que menciona. Es decir, la misma 
deuda que preexistía. Estamos, en consecuencia, ante un caso claramente subsumible en las previsiones del art. 71.3.2.º 
LC, pues se constituye una garantía, la hipoteca sobre la maquinaria, para asegurar el cumplimiento de una obligación 
que ya existía previamente al momento en que se otorga. Este mismo juzgado dijo en su sentencia de 9 de septiembre de 
2005, que «ha sucedido, en consecuencia, lo que el legislador previene el art. 71 de la Ley Concursal, esto es, que un 
acreedor obtiene, dentro del período sospechoso, una garantía añadida sobre una deuda aparentemente nueva, pero 
que en realidad es anterior, mejorando de forma obvia su condición y posición frente a los demás acreedores de la 
concursada». Esa conclusión debe reiterarse en este caso. En efecto, el art. 71.3 presume el perjuicio patrimonial salvo 
prueba en contrario. La TGSS considera que la hay en tanto que con su actuación contribuyó a favorecer la continuidad 
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No obstante lo anterior, el problema que pudiera suscitarse respecto de la voluntariedad del 
acto, a fin de poder ser objeto de rescisión concursal, hace referencia a aquellos casos en que la 
debida realización del acto tiene su origen en una previa decisión –ahora sí, voluntaria– del 
deudor. En este sentido, no parece dudoso que excluyamos la procedencia de la acción de 
reintegración respecto de aquellos actos que se hubieran llevado a cabo, obviamente con merma 
del patrimonio que luego dará lugar a la masa activa, como ejecución de una garantía real 
previamente constituida por el ahora concursado. En tales supuestos, faltará la voluntariedad que 
requiere la impugnación de aquel acto. Ahora bien, lo anterior no empece a que deba advertirse 
cómo sí será posible la impugnación, en supuestos como el descrito, de aquellos actos anteriores 
de los que deriven los actos de ejecución. En este sentido, si el acto –ad ex., la constitución de una 
garantía real– fuera impugnable, con tal proceder también se harían venir a menos los actos 
debidos en ejecución de aquel anterior197. 

En último lugar, y con carácter previo al análisis de los presupuestos que requiere el éxito de la 
acción de reintegración, conviene insistir en la irrelevancia, expresamente destacada por el 
legislador, de la concurrencia de elemento intencional alguno en el deudor a fin de que el acto 
pudiera resultar rescindible ex art. 71.1 LC. Recuérdese la procedencia de la impugnación, aunque 
no hubiere existido intención fraudulenta, pues ésta sólo requiere de la concurrencia de las 
exigencias de plazo y de perjuicio. 

Con ello quisiera advertir que el objeto del sistema de reintegración español es, a mi juicio, el 
acto en sí, con independencia de la intencionalidad del partícipe –o partícipes– en él. No se trata, 
por tanto, de valorar las conductas seguidas sino, antes bien, el significado patrimonial de los actos 
llevados a cabo. Entiendo que esta idea es importante y que permite superar algunas 
concepciones arcaicas que pudieran haber estado presentes en nuestro Derecho derogado198 y 

                                                                                                                                                                                 
empresarial, pues de no haberse obtenido el aplazamiento y garantía, hubiera ejecutado el patrimonio de la hoy 
concursada. Seguramente haya ocurrido así, como acontece, en general, con cuantos conceden crédito o aplazan el 
exigible a cambio de la constitución de garantías. Pero tan legítima finalidad no impide apreciar que sí se produjo 
perjuicio patrimonial. Por un lado, porque se ha favorecido a un acreedor en perjuicio de los demás, al mejorar su 
posición pues con la hipoteca el crédito se califica como privilegiado, conforme al art. 90.1.1.º LC. Por otro, porque un 
bien de algún valor, la maquinaria hipotecada, fue gravado para garantizar una deuda que preexistía al momento de 
constituir la hipoteca. Es decir, se disminuye la posibilidad de obtener crédito porque ya no puede ofrecerse como 
garantía todo el valor de la maquinaria hipotecada, que ha de responder primero de la garantía que ha logrado la TGSS. 
SJM-1 Bilbao 3 de octubre de 2007 (Incidente Concursal 30/2007, Sentencia 442/2007). 
196

 En contra, se ha observado –con acierto– que la Ley Concursal se refiere, además, a “actos perjudiciales para la masa 
activa realizados por el deudor”. La autoría declarada (que no voluntad dañosa, que resulta indiferente a estos efectos) 
entendemos que debe interpretarse como facultad. Así, no serán susceptibles de rescisión aquellos actos cuya realización 
proceda de una imposición administrativa o judicial. ESCRIBANO GÁMIR: El perjuicio en la acción rescisoria concursal, 
ADCo, 10 2007, pp. 7 y 11, en concreto, p. 26. 
197

 De igual modo, cabe cuestionarse si resultaría posible el ejercicio de la acción de reintegración frente a omisiones del 
deudor que pudieran haber irrogado un perjuicio a la masa activa. En relación con este extremo, se ha observado que la 
noción de acto se ha de interpretar de una manera flexible. Se trata de un concepto abierto. La delimitación se ha de 
concretar en cada caso en atención a los fines de la norma. (…) Dentro del concepto de actos quedan comprendidas 
incluso las omisiones, como la relativa a la renuncia tácita al ejercicio de un derecho por parte del deudor o de una 
reclamación frente a tercero. LEÓN: Comentario art. 71, cit., 2004, p. 1305. 
198

 En el –afortunadamente– derogado sistema de retroacción absoluta, se partía de la ficción de que los efectos que 
tenía la declaración de quiebra se retrotraían en el tiempo, de modo que, al quedar inhabilitado el quebrado como 
consecuencia del auto declarativo (cfr. art. 878.1 CCom.), se propagaba ese efecto respecto de los actos anteriores a tal 
fecha pero posteriores a aquélla que se fijara como fecha de retroacción (art. 878.2 CCom.). Vid. PINTO RUIZ: «De la 
retroacción al retorno de las acciones rescisorias», en Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel 
Olivencia, IV, Madrid, 2005, pp. 4283 y ss. Sobre este extremo, y de forma crítica, vid. GARCÍA-CRUCES: Notas sobre el 
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que, incluso, pudieran tener su reflejo en la terminología usual con que suele explicarse el sistema 
de reintegración que consagra la vigente LC199. 

Lo anterior no significa que la concurrencia de una conducta reprobable en el acto que se 
impugna al amparo del art. 71.1 LC no deba conducir a ciertas consecuencias. En efecto, el actuar 
doloso o con culpa lata podrá, además, tener como consecuencia que el tercero que se relacionara 
con el deudor mereciera la consideración de cómplice concursal, siempre que el acto impugnado 
además hubiera provocado o agravado el estado de insolvencia (cfr. art. 166 LC), pudiendo 
también resultar relevante ese proceder para el deudor en lo que hace a la calificación del 
concurso como culpable (cfr., ad ex., art. 164.2.4.º, 5.º y 6.º LC). De igual modo, si no se satisficiera 
esa exigencia y el acto no hubiera causado o empeorado el estado de insolvencia del deudor, la 
mala fe concurrente no dejaría de arrastrar ciertas consecuencias para el tercero, pues el art. 73.3 
LC califica el crédito de restitución que asiste a éste como crédito concursal subordinado de sexto 
rango (cfr. art. 92.6 LC). Pero, lo relevante, es que, en cualquier caso, la impugnación del acto ex 
art. 71.1 LC resulta procedente al margen de la concurrencia o no de ese elemento intencional, 
pues bastará para lograr su ineficacia con que se realizara en el período bianual resultando ser 
perjudicial para la masa activa. La mala fe resulta inane en lo que hace a la impugnación ex art. 
71.1 LC pero muestra sus consecuencias en la determinación de los efectos anudados a la rescisión 
del acto. 

En atención a estas previsiones parece razonable señalar que el fundamento de la acción de 
reintegración en el sistema adoptado en la LC se hace descansar en el perjuicio que dicho acto 
puede causar a la masa activa. Esta observación no hace venir a menos la necesidad de respetar la 
exigencia temporal pues el acto impugnable deberá haberse celebrado en el período de los dos 
años anteriores a la declaración de concurso200. 

4.2. El plazo 

El primer presupuesto que ha de satisfacerse a fin de que pudiera tener éxito la impugnación 
ex artículo 71.1 LC, es la exigencia de que el acto se hubiera llevado a cabo, tal y como dispone la 
norma, dentro de los dos años anteriores a la fecha de la declaración de concurso201. 

Respecto de esta exigencia temporal se han formulado algunas críticas cuyo recordatorio 
pudiera ahora resultar de interés. En este sentido, y atendiendo quizás en demasía a los 

                                                                                                                                                                                 
instituto concursal de la retroacción, en el Libro Homenaje al Prof. Dr. Menéndez Menéndez, vol. III, Madrid, 1996, pp. 
3553 y ss. 
199

 En efecto, es usual referirse a la exigencia de que el acto se lleve a cabo en el período de dos años que advierte el art. 
71.1 LC como el período sospechoso. Debe rechazarse cualquier connotación de esa referencia temporal respecto de un 
actuar merecedor reproche, pues la procedencia de la acción de reintegración es inmune a exigencia alguna de este tipo. 
200

 Una cuestión que se ha suscitado en ocasiones es la que hace referencia a si, dado el carácter rescisorio de la acción 
ex artículo 71 LC, la misma debe sujetarse a la exigencia de subsidiariedad con que tal tipo de acción se caracteriza en 
nuestro Derecho privado. De acuerdo con tal exigencia, que proclama el artículo 1294 C.c., no será posible el ejercicio de 
la acción rescisoria si el legitimado tuviera a su disposición otro medio legal de obtener la reparación del perjuicio (ad ex. 
STS 22 de abril de 2004 [Roj: STS 2632/2004 - ECLI:ES:TS:2004:2632]; STS 30 de enero de 2004 [Roj: STS 471/2004 - 
ECLI:ES:TS:2004:471]; entre muchas otras). La exigencia de subsidiariedad ha de excluirse, sin embargo, respecto de la 
acción rescisoria concursal. Dada la previa –y necesaria para la existencia de la acción– declaración de concurso, 
constatando la insolvencia del deudor común, se entenderá que carezca de sentido tal requisito. Por ello, y a diferencia 
de cuanto sucede con la rescisoria común, el artículo 71.6 LC declara la compatibilidad de esta acción rescisoria 
concursal respecto de otras acciones de impugnación de actos del deudor que procedan conforme a Derecho. 
201

 El Tribunal Supremo ha rechazado, con todo acierto, una aplicación de este plazo bianual al ejercicio de la acción de 
retroacción que preveía el derogado artículo 878.2 C.com. y que quería justificarse en virtud de cuanto advierte la 
Disposición Adicional Primera de la LC. Cfr. STS 25 de marzo de 2011 (TOL2.644.935). 
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antecedentes inmediatos de tal previsión y que no son otros que las reglas de retroacción del 
C.com. previgentes, se ha criticado la predeterminación de un único período, común para todos 
los actos pero, también, para cualquier supuesto en que se alcanzara la declaración de 
concurso202. Por ello, se vino a sugerir la conveniencia de sustituir tal opción de política legislativa 
por otra en la que viniera a confiarse al Juez del concurso la determinación de una fecha que 
operara como límite temporal de la posible reintegración, para lo cual éste vendría a fijarla en 
atención a las circunstancias que rodearan cada concreto concurso. 

La crítica es, desde luego, atractiva y las razones en que se justifica resultan más que 
atendibles. Pese a todo ello, quizás no estaría de más una defensa de la opción que acoge la LC en 
lo que hace a este particular pues, de lo contrario, nos situaríamos al margen de la que ha sido 
nuestra experiencia concursal, podrían afectarse negativamente exigencias elementales derivadas 
de un principio de seguridad jurídica y, por último, cabría la posibilidad de desconocer alguna otra 
previsión que, sobre estos extremos, adopta la LC203. 

En primer lugar, resulta incuestionable que la crítica que acabamos de exponer viene a hacerse 
eco de algunas de las particularidades que presentaba el anterior sistema de reintegración, en 
particular en lo que hacía a las reglas que disciplinaban la retroacción. En efecto, de acuerdo con 
cuanto prevenía el artículo 1024 C.com. de 1829, el Juez, en el auto declarativo de la quiebra, 
debía fijar con calidad de por ahora y sin perjuicio de tercero, la época a la que deban retrotraerse 
los efectos de la declaración por el día que resultase haber cesado el quebrado en el pago 
corriente de sus obligaciones. Pues bien, es de general conocimiento las muchas dificultades y 
problemas que suscitaba tal exigencia de fijación de una fecha de retroacción204 y que justificaron 
la afirmación de la profunda insatisfacción que tal proceder generó, pues bastará con recordar la 
arbitrariedad con que en más de una ocasión se determinó tal referencia temporal, de modo que 
en nuestra práctica no eran infrecuentes algunas decisiones en las que se concretaba un período 
de retroacción extremadamente alargado, con todas las negativas consecuencias, en particular 
para la seguridad del tráfico, que ello supone. Descargar sobre el Juez una tarea de este tipo, 
obligándole a una suerte de investigación casi detectivesca, pudiera no resultar siempre acertado. 

Pero, también, puede considerarse que existe otra razón para disentir de la opinión expuesta. 
La crítica a la que nos referimos obedece a la finalidad de permitir adecuar la duración del período 
en que es posible la reintegración a las particularidades que rodeen cada concreto concurso, a fin 
de evitar que la fijación de un único plazo pudiera tener como resultado la escapatoria de actos 
cuya impugnación, dado su carácter lesivo, pudiera ser más que evidente. Sin embargo, me parece 
que esta finalidad puede no hacerse venir a menos si se tiene presente la perfecta compatibilidad 
del sistema de reintegración diseñado en la LC con otras acciones. En efecto, el ejercicio de la 
acción ex artículo 71.1 LC no impedirá el de otras acciones de impugnación de actos del deudor 
que procedan conforme a Derecho (cfr. art. 71.6 LC). Con el juego de estas otras acciones 
generales de impugnación (ad ex., art. 1111 C.c.) podría darse cobertura a aquellos supuestos que 
quedaran al margen del sistema de reintegración por razón de la fecha en que se hubieran 
celebrado tales actos. 

                                                           
202

 Vid., ad ex. LINACERO DE LA FUENTE: Las acciones de reintegración en la Ley Concursal, Madrid, 2005, pp. 65 y 66; 
RIVERA FERNÁNDEZ: Reintegración y Concurso de acreedores, Madrid, 2005, pp. 89 y 90. 
203

 Vid. GARCÍA-CRUCES: «La reintegración de la masa activa en la Ley Concursal», en Quintana, Bonet, y García-Cruces 
(Dirs.), Las claves de la Ley Concursal, Cizur Menor, 2005, p. 355. 
204

 Sobre tal exigencia y su plasmación en la práctica, vid. GUTIÉRREZ GILSANZ: La fecha de retroacción, Valencia, 2001, 
passim. 
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De igual modo, no habrá que olvidar otro extremo importante. En mi opinión, no tiene sentido 
discriminar –a efectos de fijar la duración del plazo– entre los supuestos en que procede la 
declaración de concurso ni, tampoco, entre los distintos tipos de actos a fin de ponderar su posible 
carácter perjudicial para la masa activa. Recuérdese que la reintegración no es instrumento para 
valorar las conductas seguidas por el deudor, de modo que pudiera moderarse su alcance en razón 
de como aquél hubiera actuado sino, antes bien, el texto legal opta por una objetivación a 
despecho de cualquier consideración de ese tipo. Por otro lado, no parece conveniente discriminar 
a través de la fijación de distintos plazos respecto del tipo de acto de que se trate, pues lo 
relevante no es el acto en sí y sus particulares caracteres –con excepción de aquellos de los que el 
legislador considera alguna circunstancia particular para ordenar su irrescindibilidad– sino, mejor, 
los efectos perjudiciales que éste acarrea para la masa activa205. 

Por último, y con un mayor calado, en todo este temario no cabe dejar de lado el conflicto de 
intereses que necesariamente subyace. En cualquier sistema de reintegración concurren dos 
valores en profunda contradicción, pues se trata de armonizar la necesidad de revisar la conducta 
anteriormente seguida por el luego concursado, a fin de lograr una correcta formación del 
patrimonio que quedará afecto a favor de sus acreedores, con la básica exigencia de la seguridad 
jurídica que se pone, de algún modo, en entredicho con un sistema de reintegración, pues se trata 
de privar de eficacia, de una u otra manera, a actos de un sujeto que, en el momento de llevarlos a 
cabo, sobre él no pesaba limitación alguna. Los terceros que confiaron en la capacidad y 
regularidad del proceder del futuro concursado se verán, no obstante tales circunstancias, 
afectados sorpresivamente por una declaración posterior al acto que se impugna. Por ello se 
entenderá la, al menos, conveniencia de fijar un concreto período que resulte ser un mecanismo 
de protección de los terceros que se hubieran relacionado con quien posteriormente fuera 
declarado en concurso206. 

En todo caso, no puede desconocerse el significado del plazo bianual dispuesto en el art. 71.1 
LC. En este sentido, y rechazando alguna opinión en contra207, no puede afirmarse que se trate de 
un plazo de caducidad.  

La fijación de un lapso temporal en el citado precepto no obedece a la razón de determinar el 
plazo de que dispone el legitimado activamente para el ejercicio de la pertinente acción sino algo 
muy distinto. En efecto, esa determinación temporal se hace con la finalidad de delimitar los actos 
respecto de los cuáles resulta posible el ejercicio de la acción de reintegración, de modo tal que se 
estará resolviendo un problema de muy diferente significado. Con esta previsión el legislador 
viene a realizar una elemental exigencia de seguridad en el tráfico, de manera que esta referencia 
en el tiempo no es más –ni menos– que un presupuesto que se requiere para la procedencia de la 
impugnación. 

Cuestión distinta es la relativa al plazo de que se dispone para el ejercicio de la acción de 
impugnación ex art. 71.1 LC y en como incide el transcurso del tiempo sobre su posibilidad. Pues 

                                                           
205

 Dos años parece un plazo correcto para conciliar adecuadamente el conflicto de intereses que subyace a todo sistema 
de reintegración concursal: de una parte, la necesidad de revisar la conducta del concursado con vistas a la correcta 
formación de la masa activa y de otra, la exigencia de seguridad jurídica que se ve afectada por la reintegración 
concursal, en cuanto que en virtud de la misma quedan privados de eficacia actos realizados por quien en su momento 
no estaba afectado por limitación alguna. GALÁN CORONA: «Acciones rescisorias concursales», en GARCÍA-CRUCES y 
otro (Dirs.), Il trattamento giuridico della crisis d’impresa, Bari, 2008, p. 117. 
206

 En este sentido, vid., ad ex., GARCÍA SANZ: «Notas sobre el sistema de reintegración de la masa en la nueva Ley 
Concursal», en Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia, IV, Madrid, 2005, p. 4069 
207

 Vid. RIVERA FERNÁNDEZ: Reintegración y Concurso de acreedores, cit., p. 89. 
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bien, respecto de este extremo cabe observar que, en razón de su naturaleza como acción 
rescisoria, se derivan consecuencias particulares, en especial en relación con la determinación del 
plazo de prescripción –o, mejor, de caducidad– de la acción. Sin embargo, no debería olvidarse 
algo muy importante y es que esta acción de reintegración tiene como presupuesto la declaración 
de concurso208, lo que significa la imposibilidad de su ejercicio antes de tal declaración judicial.  

Ello significa, entonces, que –en todo caso– el “dies a quo” para el inicio de tal plazo vendría 
dado, al menos, por la fecha del auto declarativo del concurso, pues “actio nondun nata, non 
praescribitur”. Pero, de igual modo, tampoco cabe dejar de lado el particular régimen a que se 
sujeta en la LC el ejercicio de esta acción y en las particularidades que presenta en lo que hace al 
plazo para su ejercicio, el cual viene determinado no en razón de un concreto lapso temporal sino, 
antes bien, en función de las diferentes secciones209 e incluso más allá de haberse alcanzado el 
convenio210. 

En realidad, si se recuerdan las prescripciones legales sobre las causas de conclusión del 
concurso, podría llegarse a la conclusión de que el ejercicio de la acción de reintegración siempre 
es posible mientras el concurso no hubiera concluido211. Por ello, el problema que analizamos, en 
realidad, sólo podría referirse a aquellos supuestos en que se ejercitara la acción de reintegración 
con posterioridad a la conclusión del concurso, como así sucedería en los supuestos en que, 
habiéndose alcanzado esa decisión judicial poniendo fin al procedimiento universal (art. 176.1 y 2 
LC), se hubiera cedido la correspondiente acción de impugnación212. 

En este supuesto, y solo en este supuesto, sí tiene sentido interrogarse acerca del plazo de 
caducidad de la acción ex art. 71.1 LC. Y, respecto de tal cuestión, cabe hacer dos observaciones. 
En primer lugar, que el dies a quo en el cómputo de ese plazo será aquélla fecha en que la acción 
hubiera sido cedida y, por tanto, fuera posible su ejercicio. Por otro lado, y en razón de la 
naturaleza rescisoria de la acción ex art. 71.1 LC, parece razonable considerar la aplicación 
analógica de cuanto dispone el art. 1299 C.c., de modo que el plazo de caducidad será el de cuatro 
años213. 

4.3. El perjuicio 

4.3.1. Observaciones previas 

La irrelevancia del elemento intencional –fraude– a fin de justificar la procedencia de la acción 
de reintegración, así como el carácter de mero hecho de la exigencia de que el acto a impugnar se 

                                                           
208

 En este sentido, por todos y expresando un lugar común, CRESPO ALLÚE, Comentario art. 71, en Sánchez Calero 
Guilarte y Guilarte Sánchez (Dirs.), Comentarios a la Legislación Concursal, III, Valladolid, 2004, p. 1369. 
209

 Obsérvese que puede darse su ejercicio como contenido de la pretensión que se ventile en la sección de calificación. 
Cfr. art. 172, 3, 3.º LC. 
210

 Como así sucedería en aquellos casos en que, aprobado el convenio y, por tanto, habiendo cesado los 
administradores concursales, a tenor de cuanto dispone el art. 133.2 LC, se decidiera el ejercicio de la acción de 
reintegración mediante la cesión de ésta a favor, ad ex., de la comisión de seguimiento del convenio. Sobre la licitud de 
la cesión de esta acción de reintegración, vid. art. 176.3 LC. Sobre la cesión de la acción rescisoria concursal, vid. GARCÍA-
CRUCES: La Cesión de las acciones rescisorias, en La reintegración de la masa, dirs. Beltrán y Sanjuán (Dirs.), Madrid, 
2012, pp. 517 y ss..  
211

 Cfr. art. 176 bis.4 LC. 
212

 En tanto en cuanto es posible el ejercicio de la acción hasta la conclusión del concurso, salvo que en un momento 
anterior se hubiera cedido. En este caso, la fecha de tal cesión determinara el dies a quo en el cómputo del plazo de 
caducidad. 
213

 Ésta es una opinión generalizada. Vid., ad ex., VARGAS BENJUMEA: La acción de reintegración concursal, Valencia, 
2008, pp. 69 y 70. 
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hubiera realizado en el período bianual dispuesto en el art. 71.1 LC, tienen como consecuencia 
manifiesta que la noción central sobre la que se construye el régimen de la reintegración concursal 
en nuestro Derecho sea la de perjuicio214. 

La noción de perjuicio ex art. 71.1 LC no deja de estar exenta de dificultades. Si nos 
cuestionamos que hemos de entender por tal, no parece que sea incorrecto afirmar dos extremos. 
En primer lugar, la noción de perjuicio, en el ámbito concursal, tiene un significado material de 
lesión, de menoscabo patrimonial. Por otro lado, habrá que observar que, además, encierra un 
concepto relativo, en el sentido de que ese menoscabo o lesión debe referirse a alguien o a algo. Y 
es, precisamente, a la hora de determinar ese criterio de referencia donde surgen los problemas. 
Por ello, hemos de interrogarnos acerca del significado que cabe predicar de la noción perjuicio y 
quién o qué ha de soportar esa minoración a fin de que resulte procedente la impugnación del 
acto desencadenante de tal efecto al amparo de cuanto dispone el art. 71.1 LC. 

Ahora bien, para conseguir tal objetivo me parece que no estará de más hacer dos 
advertencias. En este sentido, ha de partirse de un hecho incuestionable cómo es la dificultad de 
la labor que pretende llevarse a cabo. En efecto, las dificultades que presenta el intento por 
concretar la noción de perjuicio, así como su aplicación en la realidad práctica, vienen puestas de 
manifiesto por el propio legislador pues, a fin de aligerar las dificultades, el texto legal ofrece un 
elenco de presunciones de perjuicio que facilitan sustancialmente la posible impugnación de actos 
anteriores del ahora concursado. Por otro lado, no parece que para concretar la noción de 
perjuicio ex art. 71.1 LC pueda seguirse otro camino que el de atender a los criterios de 
interpretación de las normas que proclama el art. 3.1 C.c., sin olvidar la jerarquía de los distintos 
criterios hermenéuticos que sanciona el precepto citado. 

De acuerdo con estos presupuestos, el primer criterio de interpretación que hemos de 
considerar es el de la literalidad del precepto. Un repaso de la norma permite adverar dos 
extremos. Resulta indudable que no se requiere, pues el art. 71.1 LC no viene a exigirlo, que el 
acto, para ser perjudicial, deba a su vez ser el origen del estado de insolvencia del deudor. De este 
modo se amplían las posibilidades de impugnación pues resultarán impugnables actos que, sin ser 
determinantes del estado de insolvencia, sin embargo resultan perjudiciales. Pero, también, la 
norma refiere el menoscabo que implica el perjuicio a una concreta realidad cómo es el 
patrimonio afecto al concurso, por lo que parece que habremos de concluir, tal y como señala el 
precepto, que la acción ex art. 71.1 LC se habrá de actuar frente a actos que suponen un perjuicio 
para la masa activa. En definitiva, de acuerdo con el canon hermenéutico de carácter literal, la 
posibilidad de impugnar un acto anterior del deudor requiere, como presupuesto insoslayable, 
que aquél produzca un menoscabo en la masa activa, entendida ésta como el sumatorio de bienes 
y derechos que, de acuerdo con las disposiciones de la LC, va a quedar afecta al cumplimiento del 
convenio o constituirá el objeto de la liquidación concursal215.  

La literalidad de la norma no deja lugar a dudas y no se niega –pues no se puede negar– la 
procedencia de aquella impugnación que justificara que el acto anterior de quien ahora es el 
concursado causó un menoscabo o lesión en alguno de los componentes integrados en la masa 
activa del concurso. Sin embargo, y sin restar valor alguno a la literalidad de la norma, viene a 

                                                           
214

 El centro de gravedad de la normativa concursal sobre rescisión de actos perjudiciales del deudor lo constituye la 
existencia de perjuicio patrimonial y el régimen de su prueba. GULLÓN BALLESTEROS: «La acción rescisoria concursal», 
en Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia, IV, Madrid, 2005, p. 4126. 
215

 MARTÍN REYES: La impugnación de los actos perjudiciales para la masa activa. Breves apuntes sobre una reforma 
esperada, en “Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia, IV, Madrid, 2005, p. 4181. 
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entenderse con cierta frecuencia que tal criterio de interpretación debe completarse con otros 
argumentos y, en particular, con la consideración de los aspectos sistemáticos y con la finalidad a 
la que responde el instituto de la reintegración concursal, llegándose a conclusiones que suelen, 
también, ampliar sustancialmente las posibilidades de impugnación de este tipo de actos. 

4.3.2. Jurisprudencia y doctrina sobre la noción de “perjuicio” 

La jurisprudencia menor ha acogido, de forma mayoritaria, una noción amplia –quizás, 
demasiado amplia– de perjuicio, refiriendo la concurrencia de éste no sólo al menoscabo de la 
masa activa sino, también, a la ruptura de la par condicio creditorum. Este parecer también se ha 
visto refrendado con la opinión de numerosos autores, como habrá ocasión de comprobar.  

En todo caso, y a fin guardar unas básicas exigencias de claridad, conviene ahora detenerse en 
cuál ha sido el criterio manifestado por el Tribunal Supremo, para luego atender a las opiniones 
habidas en la doctrina. 

El Tribunal Supremo, en sus primeras decisiones tras la entrada en vigor de la LC, se pronunció, 
aunque no siempre con la claridad debida, sobre la noción de perjuicio. En la STS 16 de septiembre 
de 2010216 parece delimitar –siquiera sea incidentalmente– qué hemos de entender por perjuicio a 
estos efectos, considerando que éste encierra un sacrificio patrimonial injustificado (Fundamento 
3.º). Esta sentencia también parece referirse a una noción de perjuicio al intentar concretar la 
mala fe de la parte in bonis, pues considera que ésta no requiere intención de dañar, pues basta la 
conciencia de que se afecta negativamente –perjuicio– a los demás acreedores, de modo que al 
agravar o endurecer la situación económica del deudor, se debilita notoriamente la efectividad 
frente al mismo de los derechos ajenos (Fundamento 5.º). Estas ideas en torno a la noción de 
perjuicio son reiteradas en posteriores pronunciamientos. 

Así, se calificó un acto como perjudicial pues causó una disminución del valor del patrimonio de 
la entidad vendedora constituyendo un sacrificio patrimonial injustificado217, concluyendo –en otra 
ocasión– que un acto realizado a título gratuito es perjudicial218. En todo caso, el Tribunal Supremo 
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 TOL1.981.027 
217

 STS 27 de octubre de 2010 (TOL1.982.638), que estimó la rescisión del acto, pues la venta se hizo por un precio 
notablemente inferior al del mercado lo que produjo una disminución del valor del patrimonio de la entidad vendedora 
constituyendo un sacrificio patrimonial injustificado (Fundamento 7.º). 
218

 STS 13 de diciembre de 2010 (TOL2.018.774), en la que se afirma que la disposición a título gratuito es un 
presupuesto de la aplicación del art. 71.2, inciso primero, de la LC, pero, sentada por la resolución recurrida la afirmación 
de que un acto de disposición es a título gratuito, su impugnación en casación solo puede tener lugar invocando defecto 
de fundamentación, o combatiendo o integrando los elementos fácticos, o refutando la apreciación sobre la significación 
jurídica de estos elementos. Los dos primeros aspectos son ajenos al recurso de casación. Sostener, como se hace en el 
recurso, que «no se argumentó suficientemente la naturaleza de “disposición a título gratuito”» supone desconocer que 
es tema de motivación; y formular alegaciones genéricas (“cariz de operación global de difícil singularización”; 
“operación compleja con significativas contraprestaciones”) no es fundamentación adecuada sobre la que pueda operar 
el juicio casacional. Lo relevante son los datos fácticos, las circunstancias y características de la operación, que permitan 
apreciar la causa onerosa o gratuita de la operación, y en concreto si ha habido o no una “real reciprocidad de intereses, 
que no exige equivalencia de prestaciones” - en que consiste la onerosidad–, o, por el contrario, solamente “un puro 
beneficio sin contraprestación para una parte y para la otra una disminución de acervo patrimonial sin compensación 
económica” –en que consiste la gratuidad–. La recurrente señala las ventajas patrimoniales, pero falta un soporte 
probatorio adecuado en la resolución recurrida. Por lo demás, “ex abundantia” y en el aspecto jurídico, las 
argumentaciones de la Sentencia del Juzgado asumidas por la de la Audiencia Provincial, toman en cuenta en la medida 
adecuada el alcance de la existencia de la hipoteca anterior y las mejores condiciones de la nueva (ftos. quinto y sexto), 
reduciendo la disposición gratuita a la garantía sobre la parte del préstamo (concedido a Dña. Rosaura) que excede de lo 
debido por Dña. Guillerma (préstamo anterior garantizado por hipoteca que se cancela), y manteniendo la 
responsabilidad hipotecaria de dicha concursada por la cantidad que garantizaba la hipoteca anterior. En definitiva, 
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insiste en una consideración de gran importancia pues, a los efectos de valorar la concurrencia del 
perjuicio en un acto y, por tanto, su posible rescindibilidad al amparo de cuanto dispone el art. 71 
LC, advierte la necesidad de una consideración unitaria de los diferentes actos llevados a cabo a fin 
de descubrir la finalidad de la operación. 

Con posterioridad, el alto tribunal ha venido insistiendo en la identificación del perjuicio con un 
sacrificio patrimonial injustificado, esto es, un detrimento o disminución injustificada del 
patrimonio del concursado219. El criterio formado por la Sala, reiterado en numerosas 
resoluciones220, se expresa con otal claridad en la STS 1 de noviembre de 2014221 al destacar que: 
La jurisprudencia de esta Sala ha fijado el concepto del perjuicio para la masa propio de las 
acciones de reintegración concursal como «sacrificio patrimonial injustificado», en cuanto que 
tiene que suponer una minoración del valor del activo sobre el que más tarde, una vez declarado el 
concurso, se constituirá la masa activa (art. 76 de la Ley Concursal), y, además, debe carecer de 
justificación.  

Reitera este criterio la STS 26 de octubre de 2016222, al afirmar que existe perjuicio cuando, de 
forma injustificada, haya una disminución efectiva del patrimonio que debe conformar la masa 
activa del concurso, lo que se producirá si como consecuencia del acto se desvaloriza el patrimonio 
objeto del procedimiento concursal, lo que impide, disminuye o dificulta la satisfacción colectiva de 
los acreedores concursales, sin que sea necesario que entre el acto del deudor y la situación de 
insolvencia que da lugar a la declaración de concurso haya una relación causal.  

Pero, también, en pronunciamientos posteriores la Sala ha venido a concretar, aún más, el 
alcance de la noción de perjuicio ex artículo 71.1 LC, aquilatando la noción y haciendo alguna 
observación que conduce a importantes consecuencias prácticas. 

Atendiendo a esa finalidad, debe destacarse la STS 8 de noviembre de 2012223, con la que se 
quiere concretar el significado del perjuicio, entendido como sacrificio patrimonial injustificado, 
advirtiendo que: la primera de las cuestiones que se plantea en el recurso es decidir qué debe 
entenderse por “acto perjudicial para la masa activa”, a cuyo efecto hay que analizar el acto en el 
momento de su ejecución, proyectando la situación de insolvencia de forma retroactiva. Es decir si 
con los datos existentes en el momento de su ejecución, el acto se habría considerado lesivo para la 
masa activa en la hipótesis de que esta hubiese existido en aquella fecha. 

La casuística en esta materia es muy amplia y con frecuencia pueden hallarse expresiones, 
incluso en decisiones judiciales, que permiten equiparar el perjuicio o lesión a una disminución del 
patrimonio del concursado. Pero, si se analizan con detalle y en el contexto en el que son vertidas, 
no se encuentra una concepción tan restrictiva de lo que debe entenderse por acto perjudicial para 
la masa activa en las decisiones de la jurisdicción ni en la doctrina. Dicho de otra forma, los actos 
del concursado que implican una “disminución injustificada de su patrimonio” caen en el régimen 

                                                                                                                                                                                 
existe acto de disposición a título gratuito, en los términos reconocidos por la resolución recurrida, por cuanto se 
constituye una hipoteca sobre un bien propio (sobre el que se tiene la nuda propiedad) por una deuda ajena sin recibir 
nada a cambio (Fundamento 4.º). 
219

 Ad ex., STS 12 de abril de 2012 (TOL2.567.746). 
220

 Ad ex., STS 10 de marzo de 2015 (TOL4.799.130); STS 17 de febrero de 2015 (TOL4.763.897); STS de 24 de julio de 
2014 (TOL4.513.843); y STS 24 de junio de 2015 (TOL5.199.614), entre muchas otras. 
221

 TOL4.567.281. 
222

 La STS 5 de abril de 2016 afirma que el perjuicio supone una minoración del valor del activo sobre lo que más tarde se 
constituirá la masa activa del concurso y, además, carece de justificación. 
223

 TOL2.708.621. 
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de la reintegración (en este sentido, como afirma la sentencia 210/2012, de 12 de abril, “no existe 
discrepancia alguna a nivel doctrinal ni en las decisiones de los Tribunales de que en todo caso son 
perjudiciales los que provocan un detrimento o disminución injustificada del patrimonio del 
concursado”), pero ello no supone que no puedan ser rescindidos otros actos que, sin afectar 
negativamente al patrimonio del concursado, perjudiquen a la masa activa, como acontece con los 
que alteran la par condicio creditorum (paridad de trato de los acreedores). 

En definitiva el texto de la norma es suficientemente claro y la expresión “actos perjudiciales 
para la masa activa” permite distanciar la idea del perjuicio de la de disminución y la del 
patrimonio del deudor de la de la masa pasiva, ya que la Ley no dispone la rescindibilidad de los 
actos que suponen una disminución del patrimonio del deudor sino de los que son perjudiciales 
para la masa activa. Los que, a la postre, suponen un sacrificio patrimonial injustificado.  

La lectura de esta resolución permite constatar, junto con una notable falta de claridad, una 
posible ampliación del concepto de perjuicio a estos efectos, pues, al lado de aquellos actos que 
resultan rescindibles por suponer una disminución injustificada de su patrimonio, afirma que 
también resultan impugnables actos que, sin afectar negativamente al patrimonio del concursado, 
perjudiquen a la masa activa, como acontece con los que alteran la par condicio creditorum. 

Mayor precisión encontramos en la STS 26 de octubre de 2012224 que, probablemente, 
constituye la principal resolución jurisprudencial sobre estas cuestiones. En este pronunciamiento, 
el TS intenta concretar la noción de perjuicio y, con tal finalidad, señala que: El art. 71.1 LC acude a 
un concepto jurídico indeterminado, el perjuicio para la masa activa del concurso, que no puede 
equipararse con los tradicionales criterios justificativos de la rescisión existentes hasta entonces en 
nuestro ordenamiento jurídico: ni el fraude, de la acción pauliana, porque el art. 71.1 LC 
expresamente excluye cualquier elemento intencional, más o menos objetivado; ni tampoco la 
lesión, entendida como mero detrimento patrimonial, pues el art. 71.2 LC presume el perjuicio, sin 
admitir prueba en contrario, en el caso del pago debido pero anticipado, en que propiamente no 
hay lesión, o devaluación del patrimonio, sino alteración de la par condijo creditorum, al pagar un 
crédito que por no ser exigible sino después de la declaración de concurso, debía haber formado 
parte de la masa pasiva del concurso. 

El perjuicio de la rescisión concursal tiene en común con el perjuicio pauliano que comporta una 
lesión patrimonial del derecho de crédito, en este caso, no de un determinado acreedor, sino de la 
totalidad englobada en la masa pasiva, y esta lesión se ocasiona por un acto de disposición que 
comporta un sacrificio patrimonial para el deudor, injustificado desde las legítimas expectativas de 
cobro de sus acreedores, una vez declarado en concurso. 

Aunque el perjuicio guarda relación con el principio de la paridad de trato, tampoco cabe 
equiparar el perjuicio para la masa activa con la alteración de la par condicio creditorum, pues nos 
llevaría a extender excesivamente la ineficacia a todo acto de disposición patrimonial realizado dos 
años antes de la declaración de concurso que conlleven una variación en la composición de la masa 
pasiva, como sería cualquier garantía real que subsistiera al tiempo del concurso e, incluso, los 
pagos debidos y exigibles. 

El perjuicio para la masa activa del concurso, como ya apuntábamos en la Sentencia 622/2010, 
de 27 de octubre, puede entenderse como un sacrificio patrimonial injustificado, en cuanto que 
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tiene que suponer una aminoración del valor del activo sobre el que más tarde, una vez declarado 
el concurso, se constituirá la masa activa (art. 76 LC), y, además, debe carecer de justificación. 

De acuerdo con esta decisión jurisprudencial, parece que el perjuicio pudiera presentar una 
doble faz, pues por tal habrá que entender la afección negativa, y carente de justificación, del 
patrimonio del deudor que luego dará lugar a la masa activa tras la declaración de concurso225 
pero, también, encontraría acomodo bajo tal concepto la ruptura del principio de paridad de trato 
de los acreedores226, con la consecuencia de que el acto anterior que provoque este efecto 
deviene rescindible ex artículo 71.1 LC. Sin embargo, y en relación con esta segunda manifestación 
del perjuicio, el Tribunal Supremo advierte expresamente la necesidad de limitar su alcance, pues 
en caso contrario podría conducir a resultados inaceptables227. 

El Tribunal Supremo ha atendido con particular atención el problema de la delimitación del 
perjuicio ex artículo 71.1 LC con ocasión de la posible rescisión de los pagos que efectuara el 
deudor que luego es declarado en concurso. La Sala se ha pronunciado sobre la rescindibilidad de 
los pagos realizados en un momento próximo a la declaración de concurso (tempus proximun 
decotionis) así como de aquellos pagos que se hicieran en favor de una persona especialmente 
relacionada con el concursado (artículo 93 LC). 

La regla general que se constata en la jurisprudencia afirma la irrescinidbilidad de los pagos que 
hiciera el deudor luego concursado, pese a la reducción de masa activa que viniera a suponer, 
dada la justificación de tal acto en el carácter debido y exigible que tienen tales pagos228. Ahora 
bien, esa regla general puede venir a menos cuando concurran lo que la Sala denomina 
circunstancias excepcionales, de modo que éstas vienen a privar de justificación a algunos pagos 
en la medida que suponen una vulneración de la par condicio creditorum. 

La lectura de estas resoluciones permite dos conclusiones del máximo interés e importancia. En 
primer lugar, la noción de perjuicio, centrada en el sacrificio patrimonial injustificado, también da 
cabida a ciertos supuestos en que esa lesión se produce respecto de la regla de paridad de trato 
de los acreedores. De otro lado, la rescindibilidad del acto por suponer la afección negativa de la 
par condicio creditorum solo está justificada cuando se den esas circunstancias excepcionales. Sin 
embargo, no cabe desconocer cómo el criterio que expresara el Tribunal Supremo no solo afirma 
las conclusiones señaladas sino que, también, suscita un grave problema en la aplicación de las 
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 Así, la citada STS 26 de octubre de 2012 destaca que el perjuicio comporta una lesión patrimonial del derecho de 
crédito, en este caso, no de un determinado acreedor, sino de la totalidad englobada en la masa pasiva, y esta lesión se 
ocasiona por un acto de disposición que comporta un sacrificio patrimonial para el deudor, injustificado desde las 
legítimas expectativas de cobro de sus acreedores. 
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 Ya que, al decir de esta STS 26 de octubre de 2012, el art. 71.2 LC presume el perjuicio, sin admitir prueba en 
contrario, en el caso del pago debido pero anticipado, en que propiamente no hay lesión, o devaluación del patrimonio, 
sino alteración de la par condicio creditorum, al pagar un crédito que por no ser exigible sino después de la declaración 
de concurso, debía haber formado parte de la masa pasiva del concurso. 
227

 En esta STS 26 de octubre de 2012 se destaca que aunque el perjuicio guarda relación con el principio de la paridad de 
trato, tampoco cabe equiparar el perjuicio para la masa activa con la alteración de la par condicio creditorum, pues nos 
llevaría a extender excesivamente la ineficacia a todo acto de disposición patrimonial realizado dos años antes de la 
declaración de concurso que conlleven una variación en la composición de la masa pasiva, como sería cualquier garantía 
real que subsistiera al tiempo del concurso e, incluso, los pagos debidos y exigibles. Sin embargo, la Sala no advierte cuál 
pueda ser el límite –o límites– que circunscriben la consideración del principio de paridad de trato de los acreedores a 
los efectos de determinar la impugnabilidad del concreto acto. 
228

 En principio, un pago debido realizado en el periodo sospechoso de los dos años previos a la declaración de concurso, 
siempre que esté vencido y sea exigible, por regla general goza de justificación y no constituye un perjuicio para la masa 
activa. STS 10 de julio de 2013 (TOL3.888.194). Con menor claridad, STS 28 de marzo de 2012 (TOL2.533.407). 
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reglas de la LC, pues se hace preciso concretar qué significado tienen y determinar cuándo 
concurren esas circunstancias excepcionales que permiten la impugnación del acto anterior (pago), 
pese a su inicial justificación (carácter debido y exigible), por suponer la ruptura de la par condicio 
creditorum. 

El repaso de la jurisprudencia recaída sobre la rescisión de los pagos anteriores muestra cómo 
la Sala ha afirmado la procedencia de la rescisión que se interesara respecto de aquellos pagos que 
vinieran a hacerse cuando el deudor estuviera en insolvencia o se encontrara en un momento 
próximo a su solicitud de concurso, al igual que en aquellos supuestos en que así se justificara en 
razón de la naturaleza del crédito que se satisface o, fundamentalmente, la condición del acreedor 
beneficiario de tal pago. 

En relación con el primer caso (estado de insolvencia o proximidad con la solicitud y 
declaración de concurso), el criterio expresado por la citada STS 26 de octubre de 2012 se ha 
reiterado en otras resoluciones, como la STS 24 de junio de 2015229, en la que se señala que en 
principio, un pago debido realizado en el periodo sospechoso de los dos años previos a la 
declaración de concurso, siempre que esté vencido y sea exigible, por regla general goza de 
justificación y no constituye un perjuicio para la masa activa. Sin embargo, ello no excluye que en 
alguna ocasión puedan concurrir circunstancias excepcionales (como es la situación de insolvencia 
al momento de hacerse efectivo el pago y la proximidad con la solicitud y declaración de concurso, 
así como la naturaleza del crédito y la condición de su acreedor), que pueden privar de justificación 
a algunos pagos en la medida que suponen una vulneración de la par condicio creditorum. 

De acuerdo con tal criterio, la realidad de la insolvencia del deudor determina la rescindibilidad 
del pago que éste hiciera encontrándose en tal estado, pues ese acreedor escaparía del concurso y 
no quedaría sometido a la par condicio creditorum, afectándose negativamente al resto. 

Respecto del segundo supuesto en que concurren las citadas circunstancias excepcionales que 
ampararían la rescindibilidad del acto por implicar una ruptura de la paridad de trato entre los 
acreedores, la STS 10 de julio de 2013230 afirma que cuando la persona a la que se ha hecho el 
pago es alguna de las especialmente relacionadas con el concursado a las que se refiere el art. 93 
de la Ley Concursal, el art. 71.3.1.º presume el perjuicio patrimonial pero permite prueba en 
contrario. En consecuencia, en el caso de estos pagos no ha de probarse la existencia de perjuicio 
para que pueda estimarse la acción de reintegración, sino que ha de probarse la ausencia de 
circunstancias excepcionales que determinan la existencia de tal perjuicio para que la acción sea 
desestimada. El socio-administrador demandado pudo, por tanto, haber probado la ausencia de 
perjuicio. La sentencia de la Audiencia Provincial apuntaba una de las circunstancias que, de haber 
sido probada, hubiera excluido la existencia de perjuicio, como es que al tiempo de hacerse los 
pagos al socio administrador la sociedad no se hallara todavía en situación de insolvencia o no 
hubiera sobreseído en el pago de sus obligaciones exigibles231. 

                                                           
229

 TOL5.199.614. En igual sentido, y rechazando la rescisión de un pago anterior a la declaración de concurso, vid. STS 
29 de diciembre de 2014 (TOL4.708.588). 
230

 Roj: STS 4178/2013-ECLI:ES:TS:2013:4178. 
231

 En esta resolución el TS, en último término, parece volver al primero de los criterios señalados pues es el estado de 
insolvencia el que justificaría la rescindibilidad del pago que se hiciera a la persona especialmente relacionada con el 
concursado, considerando que la jurisprudencia ha admitido que el perjuicio exigido para que proceda la rescisión de los 
actos del concursado en el régimen de las acciones concursales de reintegración puede provenir de haberse realizado 
pagos en un momento en que el concursado se hallara en situación de insolvencia o hubiera sobreseído el pago de sus 
obligaciones exigibles de modo que se altere el régimen de preferencias propios del proceso concursal y se beneficie de 
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En definitiva, el Tribunal Supremo viene a acoger una noción de perjuicio comprensiva no sólo 
de los actos que supongan una lesión –cuantitativa o cualitativa– del patrimonio que da origen a la 
masa activa del concurso sino, también, respecto de aquellos otros que, siempre que concurran 
las mencionadas circunstancias excepcionales, impliquen una lesión de la par condicio creditorum. 
Así parece expresarlo la STS 17 de marzo de 2015232, al afirmar la procedencia de la rescisión del 
acto cuando: puede suponer no solo una minoración del activo del concurso sino también una 
alteración injustificada de la “par conditio creditorum”, al situar al acreedor en una posición más 
ventajosa que al resto de los acreedores que conforman la masa pasiva del concurso. 

En todo caso, el Tribunal Supremo ha insistido en una idea de gran transcendencia práctica, 
pues la valoración del acto que se impugna a fin de verificar si el mismo supone o no el perjuicio, 
no habrá de hacerse de modo aislado sino, mejor, requiere una valoración de conjunto (una 
consideración unitaria), atendiendo a las circunstancias que lo rodean así como a otros actos y 
negocios con los que pueda guardar relación233, exigencia que resulta de particular interés en 
aquellas situaciones en que el acto que se impugne se inserte en las operaciones habidas en un 
grupo de sociedades234. 

Esta exigencia busca evitar cualquier riesgo de sesgo retrospectivo, de modo que la valoración 
del perjuicio fuera a hacerse hic et nunc, cuando la exigencia del texto legal –tal y como reitera la 
Sala– ha de hacerse conforme al momento en que el acto se produjera y de acuerdo con las 
circunstancias que lo rodearan. En este sentido se expresa la STS 8 de noviembre de 2012235, al 
exigir que: hay que analizar el acto en el momento de su ejecución, proyectando la situación de 
insolvencia de forma retroactiva. Es decir si con los datos existentes en el momento de su 
ejecución, el acto se habría considerado lesivo para la masa activa en la hipótesis de que esta 
hubiese existido en aquella fecha. 

Por último, conviene destacar el alcance que cabe dar al control que en casación puede hacerse 
respecto del carácter perjudicial del acto impugnado, pues la existencia de perjuicio para la masa 
activa constituye una valoración que, en cuanto supone un juicio de hecho no es susceptible de 
control en casación, a salvo supuestos excepcionales, lo que no es el caso236. 

En la doctrina, de igual manera, no faltan autores que insisten en una interpretación amplia de 
la noción del perjuicio rescisorio, destacando que, dado que el sistema de reintegración persigue 

                                                                                                                                                                                 
modo injustificado a unos acreedores, los que reciben el pago, respecto de otros, que han de someterse a las quitas o 
esperas propias del concurso, o directamente a la pérdida total de su crédito por insuficiencia de la masa activa. 
232

 TOL4.839.115. 
233

 Claro está que, para decidir si un acto supone un detrimento del patrimonio y si está justificado deberá analizarse en 
el contexto en el que se desarrolla, sin aislarlo artificiosamente de los que constituyen su causa jurídica y sus 
consecuencias, ya que en otro caso se llegaría a la absurda conclusión de que todos los pagos o actos que suponen una 
disminución del patrimonio suponen siempre un perjuicio para la masa, aunque fuesen debidos y constituyesen la justa 
contraprestación de bienes o servicios obtenidos a cambio, en virtud de contratos onerosos con obligaciones recíprocas. 
STS 12 de abril de 2012 (TOL2.567.746). En igual sentido, vid. STS 8 de noviembre de 2012 (TOL2.708.621) y STS 16 de 
septiembre de 2010 (TOL1.981.027). 
234

 el fenómeno de la actuación coordinada de los grupos societarios –no necesariamente tributarios de cuentas anuales 
e informe de gestión consolidables y sin necesidad de que concurran relaciones de dominio ni los requisitos que 
justificarían el levantamiento del velo–, hace que las llamadas garantías contextuales prestadas a favor de sociedades 
del mismo grupo, como regla, deban entenderse como “operaciones de grupo en las que la existencia o no de perjuicio 
debe valorarse en tal marco”. STS 8 de noviembre de 2012 (TOL2.708.621). 
235

 TOL2.708.621 Insisten esta exigencia las STS 27 de octubre de 2010 (TOL1.982.638) y STS 12 de abril de 2012 
(TOL2.567.746). 
236

 STS 12 de abril de 2012 (TOL2.567.746). Vid., también, STS 28 de marzo de 2012 (TOL2.533.407). 
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la mejor tutela de los acreedores concursales, ésta sólo será salvaguardada si se toma en  
consideración a estos sujetos, de modo que también habrá que afirmar el carácter perjudicial del 
acto anterior del deudor cuando el mismo venga a incidir negativamente –de modo directo– sobre 
estos acreedores, implicando una ruptura de la par condicio creditorum. Además, no puede 
dejarse de lado el hecho de que la LC, tras sentar una regla general que determina la posibilidad 
de impugnar los actos del deudor, acompaña la cláusula ex art. 71.1 LC con el reconocimiento de 
otros supuestos en los que también es posible la impugnación, justificándose la rescindibilidad de 
tales actos en su carácter perjudicial para los acreedores. Así sucede con la regla dispuesta en el 
art. 71.2 LC, en donde la posibilidad de impugnación se refiere a los pagos u otros actos de 
extinción de obligaciones cuyo vencimiento fuere posterior a la declaración del concurso. En tales 
casos, la actuación seguida por el deudor implica una injustificada discriminación entre sus 
acreedores, de modo que el beneficiario de tales pagos o subrogados de pago obtiene el importe 
íntegro de su crédito y en un momento anterior a su vencimiento, quedando así al margen del 
concurso, mientras que el resto de los acreedores se verán sujetos, de acuerdo con la calificación 
que merezca su crédito, a los resultados derivados de la comunidad de pérdidas. Otro tanto 
permite concluir el tenor literal de la regla acogida en el art. 71.3.2.º LC, en donde la posible 
impugnación va referida a los actos anteriores del deudor que supongan la constitución de 
garantías reales a favor de obligaciones preexistentes o de las nuevas contraídas en sustitución de 
aquéllas. En este último supuesto, puede que no medie –normalmente, así será– una minoración 
de la masa activa pero sí una alteración de la clasificación crediticia, de modo que un acreedor –el 
beneficiario de la garantía real– podrá aparecer en el concurso revestido de un privilegio especial, 
por lo que se actúa una ruptura de la necesaria igualdad entre los acreedores. 

En definitiva, se nos advierte que, tanto en razón de un criterio sistemático como en función de 
una interpretación finalista o teleológica de las reglas que disciplinan la reintegración concursal, 
resulta necesario ampliar la noción de perjuicio, de tal manera que la posible impugnación al 
amparo de estas normas no sólo resultará procedente cuando el acto implique un menoscabo de 
la masa activa sino, también, una lesión de la igualdad que debe mediar entre los acreedores 
concursales, esto es, un daño para la masa pasiva237. 

 

4.3.3. El concepto de “perjuicio”. Valoración crítica 

                                                           
237

 GALÁN CORONA: Acciones rescisorias concursales, en García-Cruces y otro (Dirs.), Il trattamento giuridico della crisi 
d’impresa, Cacucci, Bari, 2008, pp. 118 y 119; GIL RODRÍGUEZ: Comentario art. 71, en Bercovitz (Dir.), “Comentarios a la 
Ley Concursal”, I, Tecnos, Madrid, 2004, p. 852; LINACERO DE LA FUENTE: Las acciones de reintegración en la Ley 
Concursal, Madrid, 2005, pp. 68 y 69; MASSAGUER: Aproximación al régimen de los efectos del concurso sobre los actos 
perjudiciales para la masa activa: la reintegración de la masa, en “Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a 
Manuel Olivencia, IV, Madrid, 2005, pp. 4220 y 4221; RIVERA FERNÁNDEZ: Reintegración y Concurso de acreedores, 
Madrid, 2005, pp. 91 y 92; ALCOVER GARAU: Comentario art. 71, en AAVV, Comentarios a la Legislación Concursal, I, 
Dykinson, Madrid, 2004, p. 772; CRESPO ALLÚE: Comentario art. 71, en Sánchez-Calero Guilarte y Guilarte Sánchez 
(Dirs.), Comentarios a la Legislación Concursal, III, Lex Nova, Valladolid, 2004, pp. 1372 y 1377; SAN JUÁN MUÑOZ: El 
perjuicio para la masa activa, en Beltrán y San Juan (Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, pp. 129 y ss.; 
VARGAS BENJUMEA: La acción de reintegración concursal, Valencia, 2008, p. 47; ESCRIBANO GAMIR: El perjuicio en la 
acción rescisoria concursal, ADCo., 10, 2007, pp. 7 y ss.; VALLE: Introducción al sistema de reintegración concursal en el 
sistema financiero español, RDBB, 102, 2006, p. 93. En contra, afirmando una objetivación de la noción de perjuicio por 
referencia a la masa activa, vid. MORALEJO: Las garantías reales y las acciones de reintegración (I), ADCo., 17, 2009, pp. 
81 y ss.; y BUSTO LAGO: Aproximación a las acciones de reintegración en la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal, en 
González Porras, J. M./Méndez González, F. P. (coords.), Libro homenaje al profesor Manuel Albaladejo García, I, 
Madrid-Murcia, 2004, pp. 698 y 699. 
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Los criterios jurisprudenciales expuestos, y compartidos por un importante sector de la 
doctrina, en torno al significado y alcance que merece la noción de perjuicio ex artículo 71.1 LC 
pudieran suscitar algunas dudas y parecen contrastar con la mera literalidad de la norma 
(recuérdese que el art. 71.1 LC refiere el perjuicio a aquél que sufre la masa activa), circunstancia 
que obliga a analizar con detenimiento los argumentos y razones con que viene a respaldarse esta 
forma de entender el perjuicio rescisorio. 

Y, en este sentido, a fin de ofrecer un mínimo de claridad expositiva, se considerarán 
separadamente el argumento que toma su razón de ser en una interpretación sistemática de la 
regla dispuesta en el art. 71.1 LC para después valorar la interpretación finalista o teleológica de 
este precepto.  

De otro lado, también habrá que considerar separadamente la referencia a las denominadas 
circunstancias excepcionales, que a decir de la jurisprudencia, vendría a limitar, de alguna manera, 
el alcance de una noción demasiado amplia de tal perjuicio. 

La primera justificación que tradicionalmente se ofrece para afirmar una concepción amplia del 
perjuicio rescisorio, entendida no solo como lesión de la masa activa sino, también, como ruptura 
de las exigencias derivadas de la par condicio creditorum, hace referencia al argumento 
sistemático. En este sentido, viene a señalarse cómo el texto legal presume el perjuicio en 
determinados supuestos respecto de los cuales no se da una afección negativa de la masa activa 
pero que sí generan un trato discriminatorio entre los acreedores (pagos anticipados, constitución 
de garantías no contextuales ex artículo 71.3.2.º LC). 

En relación con esta exégesis sistemática lo primero que cabe observar es que con la misma 
viene a darse un salto en el vacío, pues se atribuye un valor que no tienen a aquellos supuestos 
(art. 71. 2 y 3 LC) en que la norma, con un diferente alcance, predica su carácter perjudicial. Así 
puede comprobarse si se recuerda la estructura del precepto que nos ocupa, ya que, tras sentar 
una regla de impugnabilidad de los actos con fundamento en su carácter perjudicial, acompaña 
esta cláusula general con dos listados de supuestos en los que predica la concurrencia de tal 
perjuicio. En efecto, el apartado segundo del citado precepto advierte que ciertos actos –los actos 
de disposición a título gratuito, salvo las liberalidades de uso, y de pagos u otros actos de extinción 
de obligaciones cuyo vencimiento fuere posterior a la declaración del concurso, excepto si contara 
con garantía real, en cuyo caso se aplicará lo previsto en el apartado siguiente –siempre resultan 
perjudiciales y, por tanto, rescindibles. 

Por otro lado, el apartado tercero de la norma señala la misma consecuencia para otro tipo de 
actos– los dispositivos a título oneroso realizados a favor de alguna de las personas especialmente 
relacionadas con el concursado al igual que la constitución de garantías reales a favor de 
obligaciones preexistentes o de las nuevas contraídas en sustitución de aquéllas y los pagos u otros 
actos de extinción de obligaciones que contasen con garantía real y cuyo vencimiento fuera 
posterior a la declaración del concurso –pero matizando que podrá excluirse tal efecto y lograr su 
consolidación si los interesados probaran que el concreto acto no generó perjuicio alguno. En 
último lugar, el apartado quinto de este art. 71 LC sanciona un grupo de supuestos respecto de los 
cuáles no es posible el ejercicio de la acción de reintegración (esto es, los actos ordinarios de la 
actividad profesional o empresarial del deudor realizados en condiciones normales, al igual que los 
actos comprendidos en el ámbito de leyes especiales reguladoras de los sistemas de pagos y 
compensación y liquidación de valores e instrumentos derivados, y las garantías constituidas a 
favor de los créditos de derecho público y a favor del Fondo de Garantía Salarial en los acuerdos o 
convenios de recuperación previstos en su normativa específica), constituyendo un elenco de 
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exclusiones legales de la posibilidad de rescisión ex art. 71 LC. Siendo ésta la estructura de la 
norma, no habrá, entonces, que otorgar un mayor valor, pese a la importancia práctica que tienen, 
a las reglas dispuestas en los apartados 2 y 3 del art. 71 LC, ya que, en realidad, no constituyen 
otra cosa que instrumentos de orden procesal dirigidos a facilitar el ejercicio de la acción rescisoria 
por reintegración en el concurso. Dicho en otras palabras, estamos ante distintos supuestos en 
que el legislador presume el perjuicio para la masa, pero no más. Así sucede respecto de los 
supuestos contemplados en el art. 71.2 LC, en donde en atención al significado material de los 
actos allí contemplados, el legislador presume iuris et de iure su carácter perjudicial, pues el juez 
deberá acordar tal calificación sin admitir prueba en contrario. De igual modo, la previsión del 
apartado tercero atribuye a los actos allí contemplados su carácter perjudicial, a través –también– 
de la técnica presuntiva. La particularidad de este apartado radica en el carácter de la presunción, 
que ha de ser entendida iuris tantum, pues expresamente advierte la norma que se presumirá 
respecto de los actos seleccionados su carácter perjudicial salvo prueba en contrario. 

Por lo tanto, en atención al carácter estrictamente procesal de las reglas dispuestas en los 
apartados 2 y 3 del art. 71 LC, resulta forzoso concluir advirtiendo que estamos ante meras 
presunciones de perjuicio y que, de este modo, no se alteran los presupuestos que requiere la 
rescisión del acto en los términos dispuestos en este texto legal. En definitiva, estas particulares 
previsiones no alteran ni amplían el significado que tiene el perjuicio en la LC y que proclama el 
apartado primero del art. 71 LC, entendido éste, en virtud de una interpretación literal, como 
menoscabo de la masa activa.  

Cuando el deudor hubiera llevado a cabo cualquiera de los actos enumerados en los apartados 
citados, los legitimados para el ejercicio de la acción de reintegración verán facilitada su labor, 
pues se les dispensa –aunque con distinto alcance en razón del tipo de presunción que resulte de 
aplicación– de satisfacer la carga de la prueba de ese perjuicio que –a tenor de cuanto dispone el 
art. 71.1 LC– sigue siendo un perjuicio para la masa activa. 

Junto con el argumento sistemático, el criterio que extiende la noción de perjuicio por 
referencia también a aquél que pudiera soportar la masa pasiva y no sólo la masa activa, viene a 
justificarse en una interpretación teleológica de la norma. En este sentido, se nos advierte que, 
dado que la finalidad del instituto concursal de la reintegración es la mejor tutela del interés de los 
acreedores, resultaría contraria a aquélla una consideración del perjuicio que no abarcara la lesión 
de la masa pasiva y, en particular una ruptura de las exigencias derivadas de la par condicio 
creditorum238. De todo ello se infiere que ha de resultar procedente la rescisión por reintegración 
de aquellos actos que, sin lesión de la masa activa, impliquen una ruptura de la regla de igualdad y 
supongan un sacrificio patrimonial para los acreedores, habiéndose –sin embargo– beneficiado 
otros. 

El argumento no deja de ser sugerente, pues viene a hacerse recaer sobre el fundamento 
mismo de la institución que es el concurso de acreedores.  

Sin embargo, su carácter meramente genérico viene a poner de manifiesto, también, sus 
límites y escasa utilidad a los fines perseguidos. En efecto, toda institución concursal responde a la 
finalidad de ordenar una adecuada protección de los acreedores ante el estado de insolvencia del 
deudor común. De ello no hay duda posible. El problema, en realidad, no es tanto el de la finalidad 

                                                           
238

 LEÓN: Comentario art. 71, en Rojo y Beltrán (Dirs.), “Comentario de la Ley Concursal”, tomo I, Civitas, Madrid, 2004, 
pp. 1307 y 1308. En igual sentido, vid. FERNÁNDEZ SEIJO: Acciones rescisorias y reintegración efectiva del patrimonio del 
deudor, Estudios de Derecho Judicial (Ejemplar dedicado a: La reforma concursal), 85, 2005, p.231. 
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de la concreta norma concursal sino, mejor, el como ordena y consigue esa protección de los 
acreedores. Y si éste interrogante lo referimos a la acción rescisoria por reintegración que acoge el 
art. 71 LC, podrá comprobarse cómo el legislador realiza determinadas opciones. Así, puede 
constatarse que la ordenada protección de los acreedores en el expediente de reintegración se 
actúa con carácter mediato o reflejo, en la medida en que se consigue aquella tutela a través de la 
preservación del patrimonio del deudor. Es ese patrimonio del ahora concursado, y que ha dado 
origen a la masa activa del concurso, la realidad que permite en el juicio universal la satisfacción 
del crédito de aquéllos. De otro lado, señalar que la finalidad del expediente de la reintegración es 
lograr una ordenada protección de los acreedores es acertado, aunque ello no permita 
necesariamente la conclusión que no se comparte. En los arts. 71 y ss. LC también se busca esa 
tutela de los acreedores pero se instrumentaliza a través de la protección de la masa activa, con 
un carácter reflejo o mediato. Como luego se desarrollará, no cabe hacer una aplicación ex ante de 
la regla de la par condicio creditorum que viniera a legitimar un atentado contra la seguridad del 
tráfico sino, antes bien, valorar los actos realizados por el deudor en el periodo bianual a fin de 
verificar si los mismos obedecen o no a un razonable fundamento o causa. De lo contrario, se 
estaría redistribuyendo el coste de la insolvencia de forma retroactiva e, incluso, haciéndolo 
recaer sobre terceros que no tienen por qué ser acreedores concursales. 

Por todo ello, y desde el punto de vista de una interpretación finalista o teleológica de la 
norma, la rescisión por reintegración no se actúa como consecuencia de la afección directa que 
provoca a los acreedores sino, tan sólo, en la medida en que éstos se ven afectados por un acto 
que resulta ser perjudicial para la masa activa. 

Esta forma de entender el instituto de la reintegración es la que parece estar presente, en mi 
opinión, en el texto de la LC. En efecto, no puede desconocerse cómo en el texto legal se 
contemplan actos que el legislador presume perjudiciales pero frente a los que es posible romper 
tal presunción mediante la oportuna prueba en contrario y que, sin embargo, siempre –y 
necesariamente en razón de su significado material– van a afectar negativamente a los acreedores 
concursales. El ejemplo más claro es el de la previsión acogida en el art. 71.3.2.º LC. Desde luego, 
la constitución de una garantía real a favor de una obligación preexistente o de una nueva 
contraída en sustitución de aquélla, siempre supone, por definición, una alteración de la par 
condicio creditorum, en la medida en que al acreedor beneficiado con tal garantía se le va a 
atribuir un privilegio especial ex art. 90 LC. Sin embargo, también es cierto que la garantía real así 
constituida, aún afectando negativamente al resto de los acreedores, puede no resultar 
impugnable por no resultar perjudicial para la masa activa del concurso (ad ex. prórroga del 
vencimiento del crédito garantizado e incremento de la disponibilidad crediticia). Dicho en otras 
palabras, el resultado que deriva de este tipo de actos y que el legislador quiere hacer venir a 
menos no es la lesión de la regla de igualdad entre los acreedores, que necesariamente se va a 
producir, sino, antes bien, el hecho de que tales actos provoquen un menoscabo en la masa activa. 

Si se repasa el supuesto que acaba de considerarse, cabría hacer una observación más que nos 
podrá ayudar a desentrañar el significado del perjuicio que la LC requiere para sentar la 
impugnabilidad ex art. 71 LC del acto.  

Y en este sentido, debemos hacernos una pregunta, pues ¿por qué en estos casos ex art 
71.3.2.º LC el texto legal presume el perjuicio pero también permite evitar la rescisión del acto si 
se logra la pertinente prueba en contrario? 

Obsérvese que, en estos supuestos de constitución no contextual de garantías reales, el 
perjuicio no puede referirse a la vigencia de la par condicio creditorum, pues como antes se 
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señalara cabe la posibilidad de que el acto no resulte ser perjudicial aunque lesione las exigencias 
derivadas de esta regla de paridad. La procedencia de la acción rescisoria descansa en que la 
constitución de garantías reales a que se refiere la norma cause un perjuicio para la masa activa, 
con independencia de su significado –necesariamente negativo– para la masa pasiva. Pues bien, 
podrá comprobarse cómo en este tipo de actos no hay una minoración del patrimonio que 
constituirá la masa activa pero sí una grave afección cualitativa de ésta. La calidad de la masa 
activa, como resultado anudado a la constitución no contextual de la garantía, es indudable, 
redundando en la capacidad de crédito del deudor, con independencia de que ésta fuera mucha o 
poca. 

Todo lo anterior nos lleva, de nuevo, a la conclusión de que el perjuicio que requiere el ejercicio 
de la acción rescisoria por reintegración siempre supone un menoscabo de la masa activa, bien por 
implicar su minoración cuantitativa, bien por incidir negativamente en su calidad. 

Esta conclusión acerca del significado que cabe predicar del perjuicio ex art. 71.1 LC también 
podrá ratificarse si atendemos estos problemas desde otro ángulo. 

La Exposición de Motivos de la LC manifiesta, de forma expresa, que la finalidad pretendida con 
la nueva regulación del sistema de reintegración es superar el perturbador sistema de retroacción 
del concurso y los extraordinariamente negativos efectos que producía239, sustituyéndolo por un 
modelo reintegratorio distinto y basado en la regla de rescindibilidad, a fin de no afectar 
innecesariamente –y con los mayores límites posibles– la seguridad del tráfico. Pues bien, no se 
alcanzaría tal finalidad si la noción de perjuicio la referimos a una afección negativa de la masa 
pasiva del concurso, pues –bien vistas las cosas– todo acto que llevara a cabo el deudor en el 
período bianual dispuesto en la norma, con independencia de su justificación material, implicaría 
una lesión de la par condicio creditorum. Piénsese en los pagos realizados por el deudor en 
cumplimiento de obligaciones vencidas y exigibles, que vinieran a realizarse en el citado lapso 
temporal. Desde luego, se actuaría a favor de un acreedor con merma de los derechos de aquellos 
que, no habiendo obtenido su pago por no mediar el vencimiento de su crédito o por la razón que 
fuera, luego intentaran su realización participando en el juicio universal. Sin embargo, 
expresamente el legislador nos advierte que, en ningún caso podrán ser objeto de rescisión (…) los 
actos ordinarios de la actividad profesional o empresarial del deudor realizados en condiciones 
normales (art. 71.5.1.º LC). Si no entendiéramos el perjuicio al que se refiere la norma como una 
exigencia de minoración, cuantitativa o cualitativa, de la masa activa sino, por el contrario, 
ampliáramos su extensión a fin de dar cobertura al menoscabo de la paridad entre los acreedores, 
podría acabarse, junto con no ajustarnos a las exigencias dispuestas por el legislador, en unos 
resultados demasiado próximos a aquéllos que se obtenían bajo la vigencia del derogado modelo 
de la retroacción de la quiebra. Circunstancia que ha llevado a algún autor a caracterizar el 
modelo, si se llegara a estas consecuencias, como el propio de una criptoretroacción240. Por ello, se 
entenderá la advertencia que se hiciera al señalar que una defectuosa comprensión de este 
concepto (perjuicio) puede convertir en rescindibles todos los actos realizados por el deudor en el 
periodo sospechoso, con la consecuencia de que la retroactividad automática de la quiebra, 
expulsada por la puerta grande de la LC, habría vuelto a introducirse por la ventana241. 

                                                           
239

 Sobre estos efectos y la comparación con el modelo vigente, vid. GARCÍA-CRUCES: De la retroacción de la quiebra a la 
rescisión de los actos perjudiciales para la masa activa, ADCo., 2, 2004, pp. 43 y ss. 
240

 GORDILLO CAÑAS: Par conditio creditorum y protección del tráfico (un apunte en el paso de la retroacción de la 
quiebra a su supresión en la Ley Concursal), AC, 17, semana del 21 al 27 de Abril de 2003, p. 12. 
241

 CARRASCO: Los derechos de garantía en la Ley Concursal, 3.ª ed., Civitas, Madrid, 2009, p. 388. 
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Por otro lado, repárese que con la interpretación que no compartimos y que extiende la 
posibilidad de la rescisión ex art. 71 LC a los supuestos en que el perjuicio recaiga sobre la masa 
pasiva, se estaría actuando una suerte de aplicación retroactiva de la regla de igualdad de los 
acreedores.  

Sin embargo, no puede olvidarse que la par condicio creditorum surge con  el nacimiento de la 
masa pasiva, esto es, con la misma declaración de concurso, sin que, desde luego, estuviera 
vigente en un momento anterior y, por tanto, en aquél en se hubiera realizado el acto que ahora 
se quisiera impugnar (Cfr. art. 49 LC). 

En definitiva, por todo lo expuesto parece que habría de concluirse afirmando que el interés 
que atiende nuestro sistema de reintegración concursal es el de reconstituir el patrimonio del 
entonces deudor, a fin de dejarlo inmune frente a aquellos actos que - afectando de manera 
negativa, tanto cualitativa como cuantitativamente, a aquél - carecieran de la suficiente 
justificación material para producir tal efecto, a fin de que luego ese sumatorio de bienes y 
derechos pueda constituir la masa activa del concurso que permitirá, dentro de lo posible, la 
satisfacción de los acreedores concursales. Sólo en la medida en que se dieran tales circunstancias 
vendría a estar justificada la ruptura de las exigencias que impone la necesaria seguridad del 
tráfico, permitiéndose la afección de un acto como consecuencia de la realidad de un suceso 
posterior, tal y como sucede respecto de la declaración de concurso.  

En este contexto habrá que referirse, también, al límite que ha señalado la jurisprudencia a fin 
de evitar que la alegación de la ruptura de la par condicio creditorum, como fundamento de la 
impugnación de actos, pueda suponer un exceso y lleve a la rescisión de aquéllos en que tal 
resultado carezca de justificación. Antes se ha señalado que ese límite viene dado por la necesidad 
de que concurran circunstancias excepcionales que vengan a legitimar la rescisión del acto por la 
ruptura de tal principio de paridad de trato. En ausencia de las mismas, la noción de perjuicio –
según expresara el alto tribunal– ha de quedar objetivada, de modo que la mera quiebra de la 
igualdad entre los acreedores no puede amparar tal ineficacia. Un examen detenido de este 
criterio jurisprudencial puede permitir varias observaciones.  

En primer lugar, una de carácter positivo pues la Sala parece ser consciente de la extensión –
injustificada– a que puede llevar una aplicación desmesurada de tal noción amplia de perjuicio, 
por lo que sienta un límite implícito a la posible rescisión del acto por tal causa, de modo que éste 
no será ineficaz por la mera ruptura de la par condicio creditorum sino que, necesariamente, 
deberá reservarse tal posibilidad a aquellos supuestos en que concurran las citadas circunstancias 
excepcionales. Dicho en otras palabras, solo cuando concurran esas circunstancias excepcionales 
podrá instarse la impugnación del acto al amparo del art. 71 LC por suponer una lesión de la 
paridad de trato entre los acreedores. 

La segunda observación afecta al fundamento de este límite. En lo que hace a su fundamento, 
la necesidad de que concurran esas circunstancias excepcionales, a fin de justificar la rescisión en 
virtud de la lesión de la par condicio creditorum, no parece encontrarse en la literalidad de 
precepto alguno de la LC. Es cierto que el Tribunal Supremo, al destacar este criterio, hace 
referencia tanto a la presunción –absoluta– de perjuicio prevista para los pagos anticipados como 
respecto de la presunción –ahora relativa– de perjuicio en lo que hace a los actos de carácter 
oneroso que llevara a cabo el deudor con las denominadas personas especialmente relacionadas 
con el concursado. 
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Ahora bien, ambas normas no son más que reglas presuntivas que, como antes se señalara, no 
vienen a delimitar la noción de perjuicio sino, tan solo, a sancionar una dispensa de carga 
probatoria respecto de una realidad que el propio texto legal antes definiera (art. 71.1 LC). Es más, 
un análisis detenido de tales reglas presuntivas viene a poner de relieve cómo estamos ante 
supuestos de afección negativa del patrimonio del deudor, pues suponen una minoración 
cualitativa de éste (pérdida de calidad del gravamen, renuncia al beneficio del plazo). 

Pero, de igual manera, es posible hacer una tercera y última observación, ahora atinente al 
significado práctico que cabe predicar de este límite. 

La mención a unas circunstancias excepcionales, como único supuesto en que cabe pretender la 
rescisión del acto por ruptura de la par condicio creditorum, supone hacer valer un concepto que, 
sin encontrar acomodo expreso en la norma, genera un notable riesgo de indeterminación. Al 
margen de la justicia de cada caso concreto ante los que la Sala manifestó esta posición, no puede 
desconocerse tal coste de inseguridad jurídica. 

Queda, no obstante, una última cuestión que ha de ser afrontada en este contexto. Me refiero 
a la determinación de un criterio temporal que ha de constituir la referencia a fin de concretar si el 
particular acto que se enjuicie resulta o no ser perjudicial para la masa activa. El criterio más 
extendido entre nosotros afirma la necesidad de que la valoración acerca del posible carácter 
perjudicial de un acto se haga de modo contextual respecto de éste, en el sentido de que serán las 
particulares circunstancias que se dieran en tal momento las que deban ser consideradas para 
estimar su carácter perjudicial y, por tanto, determinante de su impugnabilidad ex art. 71.1 LC242. 
Este criterio, junto con su razonabilidad, se apoya en la misma finalidad del expediente de la 
reintegración concursal, dado que ésta no es otra que la de reconstituir el patrimonio del deudor 
que luego dará lugar a la masa activa cuando sea declarado su concurso. Pues bien, tal y como 
antes se indicará, esta referencia temporal es la que considera la jurisprudencia243. 

En efecto, bastará con recordar el significado y finalidad del instituto de la reintegración, para 
concluir que, con el objetivo de revisar aquellos actos anteriores del deudor que resultaren ser 
perjudiciales para la masa, será preciso atender al momento en que el acto a impugnar se hubiera 
celebrado. Así, y a fin de no afectar en demasía la seguridad del tráfico, ni tampoco dar una 
extensión desmedida e injustificada a la regla de ineficacia negocial, resulta preciso ponderar la 
concurrencia o no del perjuicio rescisorio de acuerdo con el momento en que el acto se llevara a 
cabo, tomando en consideración todas cuantas circunstancias rodearan entonces a éste y que 
pudieran considerarse relevantes a tal fin. 

De este modo, el significado que ese mismo acto pudiera llegar a tener como consecuencia del 
transcurso del tiempo, así como su significado actual, han de quedar al margen de cualquier 
consideración tendente a justificar la súplica revocatoria. Esto es, habrá que ignorar los procesos 
de revalorización –o de minusvaloración– que hubieran podido sufrir los bienes o las prestaciones 
que realizaran las partes en cumplimiento de ese acto respecto del que se enjuicia su posible 
carácter perjudicial. La posibilidad de la impugnación del acto –es decir, la concurrencia del 
perjuicio rescisorio– vendrá determinada por las circunstancias concurrentes en el momento de 
celebración del mismo, concretando cuál fue el cruce de prestaciones que se acordó y qué 
trascendencia patrimonial tenían entonces. Si así no fuera, el tercero in bonis vendría a tener que 
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 MASSAGUER: Aproximación al régimen de los efectos del concurso sobre los actos perjudiciales para la masa activa: 
la reintegración de la masa, cit., p. 4221. 
243

 Vid., ad ex. STS 8 de noviembre de 2012 (TOL2.708.621) y STS 27 de octubre de 2010 (TOL1.982.638), entre otras. 
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soportar las resultas de circunstancias posteriores y ajenas completamente a él, con grave merma 
de una básica exigencia de seguridad jurídica. 

Esa misma referencia temporal –el momento de celebración del acto– habrá de tomarse como 
criterio para concretar los efectos que deba producir la rescisión del acto al amparo del instituto 
de la reintegración concursal. 

En puridad, dado su significado, la estimación de la pretensión rescisoria abocará a la privación 
de los efectos derivados del acto impugnado, derivando entonces en la consecuencia de la 
necesaria restitución de las prestaciones que hubieran cruzado el ahora concursado y el tercero in 
bonis. Desde luego, si la restitución de tales prestaciones guardara un principio de identidad y, en 
consecuencia, se reintegrara la prestación que cada parte previamente hubiera entregado, no 
habría problema alguno y se habría alcanzado plenamente la finalidad restitutoria anudada al 
pronunciamiento judicial que declarara la ineficacia del acto por rescisión. 

Tan sólo habría que añadir que, a fin de reponer la situación patrimonial de los contratantes a 
aquélla que tenían en el momento anterior a la celebración del acto impugnado, la entrega de un 
bien debería ir acompañada de sus frutos. Pero, de igual manera, la referencia temporal a la fecha 
de la celebración del acto también desplegará sus consecuencias en aquellos supuestos en que no 
fuera posible, por la razón que fuera, la restitución in natura de las prestaciones que se hubieran 
realizado al amparo del acto ahora privado de efectos. Es decir, cuando no fuera posible la 
restitución en especie, ésta no devendría inexigible sino que habría de ser atendida mediante su 
cumplimiento por equivalente. Pues bien, la determinación del equivalente dinerario habrá de 
hacerse tomando como referencia el valor que cabría atribuir a la prestación cuya entrega ya no 
resulta posible pero en el momento y conforme a las circunstancias que rodearan el acto privado 
de efectos. 

 

5. LA PRUEBA DEL PERJUICIO 

5.1. Régimen general 

La ineficacia del acto impugnado al amparo del artículo 71 LC se justifica, al margen de la 
exigencia del plazo bianual, en su carácter perjudicial para la masa activa. Este fundamento 
acarrea una consecuencia importante pues, a fin de hacer valer la súplica rescisoria, será necesario 
adverar tal resultado material. 

A este respecto, la LC no presenta grandes particularidades, pues la carga de la prueba del 
perjuicio rescisorio deberá ser atendida por quién, estando legitimado, quisiera hacer valer tal 
pretensión. Ahora bien, siguiendo una cierta tradición, el texto legal incorpora un elenco de 
presunciones de perjuicio, con distinto alcance y significado, de modo que, en tal caso, el actor 
queda relevado de tal exigencia de prueba. Como se verá a continuación, esas presunciones de 
perjuicio se ordenan en dos grandes grupos, en atención al carácter que de cada una de ellas 
pueda predicarse. En este sentido, la noma dispone distintos supuestos de hecho a los que anuda 
la concurrencia de un perjuicio para la masa activa, sin admitir prueba en contrario, de manera 
que tal perjuicio se presume in re ipsa (presunciones absolutas ex art. 71.2 LC). De otro lado, 
aparece otro elenco de supuestos ante los que también se presume la concurrencia de tal 
circunstancia, pero con la particularidad de que el demandado pueda articular prueba a fin de 
justificar que, pese a la realización del supuesto de hecho previsto en la norma, el acto impugnado 
no fue perjudicial para la masa activa (presunciones relativas ex art. 71.3 LC). Al margen de los 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

411 

 

supuestos de hecho acogidos en esas presunciones, el actor deberá acreditar que el acto 
impugnado fue perjudicial para la masa activa (art. 71.4 LC). 

El juego de relaciones entre la exigencia general de prueba que ha de satisfacer el demandante 
y, de otro lado, el elenco de presunciones sancionado por el texto legal, se destaca por la 
jurisprudencia afirmando, tal y como señala la STS 26 de octubre de 2012244, que: La falta de 
justificación subyace en los casos en que el art. 71.2 LC presume, sin admitir prueba en contrario, el 
perjuicio. Fuera de estos supuestos, en la medida en que el acto de disposición conlleve un 
detrimento patrimonial, deberán examinarse las circunstancias que concurren para apreciar su 
justificación, que va más allá de los motivos subjetivos, y conforman el interés económico 
patrimonial que explica su realización. En principio, la acreditación del perjuicio le corresponde a 
quien insta la rescisión concursal (art. 71.4 LC), salvo que el acto impugnado esté afectado por 
alguna de las presunciones de perjuicio previstas en el art. 71.3 LC, que por admitir prueba en 
contrario, traslada a los demandados la carga de probar que aquel acto impugnado no perjudica a 
la masa activa. 

Por ello, puede concluirse, como hace la STS 10 de julio de 2013245, que: El régimen del art. 71 
de la Ley Concursal a efectos de la apreciación del perjuicio contra la masa es mucho más severo 
en los actos de disposición realizados a título gratuito que en los realizados a título oneroso. 
Mientras que en los primeros siempre se presume el perjuicio, sin admitir prueba en contrario, 
salvo las liberalidades de uso, en los segundos se presume el perjuicio sin admitir prueba en 
contrario en el caso de que consistan en pagos u otros actos de extinción de obligaciones cuyo 
vencimiento fuere posterior a la declaración del concurso, y admitiendo prueba en contrario, los 
realizados a favor de alguna de las personas especialmente relacionadas con el concursado. 

En definitiva, si al actor no le asistiera la posibilidad de acudir a alguna de las presunciones 
legales dispuestas, y que le relevan de la carga de la prueba, deberá satisfacer tal exigencia, pues: 
en la medida en que el acto de disposición conlleve un detrimento patrimonial, deberán 
examinarse las circunstancias que concurren para apreciar su justificación, que va más allá de los 
motivos subjetivos, y conforman el interés económico patrimonial que explica su realización. En 
principio, la acreditación del perjuicio corresponde a quien insta la rescisión concursal (art. 71.4 
LC), salvo que el acto impugnado esté afectado por alguna de las presunciones de perjuicio …70. 

5.2. Presunciones absolutas 

Con la finalidad de favorecer el ejercicio de la acción, el apartado segundo del artículo 71 LC 
sienta una presunción de perjuicio patrimonial a estos efectos. El supuesto de hecho previsto en la 
presunción a la que se anuda la concurrencia del perjuicio a la masa activa es, en realidad, doble, 
pues viene a afirmarse tal resultado tanto cuando el acto a impugnar se englobara dentro de los 
actos de disposición a título gratuito, salvo las liberalidades de uso, como si se pudiera encuadrar 
en los pagos u otros actos de extinción de obligaciones cuyo vencimiento fuere posterior a la 
declaración del concurso. 

La caracterización de la regla presuntiva acogida en el artículo 71.2 LC es la propia de una 
presunción iuris et de iure, pues como destaca la STS 13 de diciembre de 201071: la norma de este 
precepto es clara dado que en los supuestos que prevé presume el perjuicio patrimonial sin admitir 
prueba en contrario, lo que supone una disposición legal concluyente –en cierta terminología 
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 68 TOL2.686.811. En igual sentido, vid. STS 17 de febrero de 2015 (TOL4.763.608) y STS 30 de abril de 2014 
(TOL4.331.151), entre otras. 
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 69 TOL3.888.194. 
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doctrinal una presunción “iuris et de iure”, o presunción impropia–, en cualquier caso el 
planteamiento del motivo es artificioso. 

En definitiva, las presunciones de perjuicio dispuestas en el art. 71.2 LC tienes carácter radical o 
impropio, pues la concurrencia de los elementos que configuran cualquiera de los supuestos de 
hecho contemplados en la norma aboca a la conclusión indefectible de que el acto es perjudicial, 
sin admitirse prueba en contrario. 

La procedencia de los supuestos seleccionados por el legislador parece evidente, pues el 
resultado perjudicial para la masa activa que de ellos se deriva es más que obvio. En efecto, la 
disposición del propio patrimonio a título gratuito y en favor de tercero supone una actuación 
contraria a elementales exigencias cuando, poco después, viene a declararse el estado de 
insolvencia de quien procediera con aquella generosidad246. Por otra parte, el principio básico de 
nuestro Derecho Privado que viene a afirmar la menor tutela que han de merecer las 
adquisiciones a título gratuito, justifica también el acierto de esta previsión.247 Lógicamente, y a fin 
de no afectar innecesariamente a los terceros y, por tanto, la seguridad del tráfico, las 
liberalidades de uso quedan excepcionadas, también en razón de su limitada significación 
económica. 

De otro lado, el segundo supuesto de hecho contemplado en la norma presuntiva es el del 
pago anticipado respecto de obligaciones cuyo vencimiento fuera posterior a la fecha de la 
declaración de concurso, respecto del que el legislador afirma que concurre un efecto lesivo para 
la masa activa que el Derecho no puede admitir. 

La correcta delimitación de este supuesto del hecho requiere que en el mismo concurran dos 
elementos. En primer lugar, debe realizarse un pago u otros actos de extinción de obligaciones, tal 
y como advierte la norma citada. En principio, no sólo el pago sino cualquier forma de extinción de 
una obligación preexistente vendría a realizar este primer elemento del supuesto de hecho de esta 
presunción, aun cuando habría que matizar que ciertas formas de extinción de la obligación, en 
razón de su propia naturaleza, no podrían integrar el supuesto de hecho (ad ex. Pérdida de la 
cosa).248 Por otro lado, el pago que se realice lo ha de ser de una obligación en un momento 
anterior a su vencimiento y, por ende, exigibilidad. De ahí que la regla presuntiva resulte 
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La justificación del carácter perjudicial de los actos a título gratuito es evidente, pues –como señala la STS 23 de 
febrero de 2015 (TOL4.776.959). - en el caso de las donaciones y, en general, de las transmisiones a título gratuito, se 
considera que la liberalidad deja de estar justificada cuando con ella se impide el pago de las deudas. En estos casos, y a 
fin de entender aplicable la presunción de perjuicio reservada para los actos a título gratuito, la STS 13 de diciembre de 
2010 (TOL2.018.774) señala que lo relevante son los datos fácticos, las circunstancias y características de la operación, 
que permitan apreciar la causa onerosa o gratuita de la operación, y en concreto si ha habido o no una “real 
reciprocidad de intereses, que no exige equivalencia de prestaciones” - en que consiste la onerosidad–, o, por el 
contrario, solamente “un puro beneficio sin contraprestación para una parte y para la otra una disminución de acervo 
patrimonial sin compensación económica” –en que consiste la gratuidad–. (…) En definitiva, existe acto de disposición a 
título gratuito, en los términos reconocidos por la resolución recurrida, por cuanto se constituye una hipoteca sobre un 
bien propio (sobre el que se tiene la nuda propiedad) por una deuda ajena sin recibir nada a cambio. 
247 

La gratuidad del acto hace que éste sea siempre perjudicial para la masa activa del concurso (nisi liberalis nisi 
liberatur). En relación con esta previsión se ha afirmado que La presunción tiene en este caso pleno sentido, porque el 
acto a título gratuito implica por definición quebranto patrimonial de quien lo realiza como disponente, siendo por otra 
parte esta regla concorde con la del párrafo primero del art. 1297 C.c.. DE ÁNGEL YAGUEZ y HERNANDO MENDÍVIL: De 
los efectos sobre los actos perjudiciales para la masa activa, en “Tratado Práctico Concursal”, III, Aranzadi, Cizur menor, 
2009, p. 850. 
248 

RODRIGUEZ ACHÚTEGUI: Las presunciones absolutas de perjuicio para la masa activa, en García-Cruces (Dir.), La 
Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, p. 109. 
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inaplicable en aquellos casos en que, por la razón que fuere (ad ex. resolución judicial), el pago 
devenga exigible en un momento anterior a aquel que se pactó para su realización. 

La justificación a la que responde esta previsión del legislador concursal es clara, dado el 
resultado derivado de tales actos, pues es el anticipo de tales obligaciones, en principio no 
exigibles hasta el día cierto fijado (art. 1125 C.c.), que supone un detrimento del patrimonio que en 
principio no habría de producirse hasta momento ulterior al concurso, lo que determina la 
aplicación de la presunción.249  

De todos modos, y al hilo de esta regla ex art. 71.2 LC, también se ha señalado que el texto 
legal asume la regla de igualdad entre los acreedores como una exigencia que quiere hacerse valer 
también a través del expediente de la reintegración, de tal modo que la rescindibilidad que –con 
carácter absoluto– se predica de este tipo de pagos y subrogados de pago obedece a su carácter 
discriminatorio entre acreedores. En este sentido, viene a considerarse que tal regla concursal no 
sería más que un trasunto de cuanto dispone el artículo 1292 del Código Civil. 

En este sentido, y a fin de anular un pago anticipado que hiciera el deudor a favor de la 
Hacienda Pública, parece pronunciarse la STS 17 de febrero de 2015,250 al destacar que: Pese a 
que, en tal supuesto, el acreedor cobra lo que se le debe, aunque sea antes de tiempo, y es regla 
que no comete fraude quien ejercita su derecho …–“qui suum recepit nullum videre fraudem 
facere”–, el legislador entendió que, estando el deudor en insolvencia, pagar a un acreedor antes 
de que la deuda sea exigible, constituye una alteración de la “par conditio creditorum”. 

Esa norma, de indudable interés por su relación con otras del Código Civil, ha quedado reflejada 
en la Ley 22/2003, cuyo artículo 71, tras establecer –en el apartado 1– que, declarado el concurso, 
serán rescindibles los actos perjudiciales para la masa activa - realizados por el deudor dentro de 
los dos años anteriores a la fecha de la declaración, con independencia de que hubiera existido o 
no intención fraudulenta, dispone –en el apartado 2– que el perjuicio patrimonial se presume, sin 
posibilidad de prueba en contrario, cuando se trate de pagos u otros actos de extinción de 
obligaciones cuyo vencimiento fuera posterior a aquella declaración –con la excepción que señala, 
no aplicable al caso que ahora se enjuicia–. 

Sin embargo, parece que puede –y debe– disentirse de tal criterio por, al menos, dos razones. 

En primer lugar, y desde un punto de vista sistemático, con este criterio se da un valor a la 
presunción que no puede ni debe tener. En efecto, tal y como antes señalara, la regla dispuesta en 
el art. 71.2 LC no altera la noción de perjuicio, entendido como perjuicio para la masa activa, que 
sanciona el art. 71.1 LC, pues –dada su naturaleza procesal– la regla presuntiva constituye un 
instrumento de prueba que no altera la noción sustancial o material de tal perjuicio. 

De otro lado, el fundamento al que responde la consideración –necesaria– de los pagos 
anticipados como actos perjudiciales pudiera ser otro muy diferente al que se afirmara. En este 
sentido, también es posible –e, incluso, preferible– una consideración bien distinta acerca del 
sentido de esta norma de presunción. En efecto, si la norma persiguiera restaurar una igualdad 
entre los acreedores que se ha hecho venir a menos como consecuencia del pago anticipado de 
una obligación, el legislador debería haber excluido la posibilidad de rescisión en aquellos 
supuestos en que no se produjera tal resultado. Así podría suceder, en los casos en que el 
acreedor beneficiario del pago anticipado titulara un crédito beneficiado con un privilegio 
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RODRIGUEZ ACHÚTEGUI: Las presunciones absolutas de perjuicio para la masa activa, cit., p. 105. 
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general,251 que le permitiera asegurar su pago íntegro en el concurso. De darse tal resultado, 
carecería de interés alguno la posibilidad, tras la declaración de concurso, de que la administración 
concursal –o un acreedor legitimado ex art. 72 LC– intentara rescindir aquel pago anterior y 
anticipado. Por ello, dado que la lesión de la regla de igualdad no ha de ser una consecuencia 
necesaria anudada al pago anticipado, cabe pensar que –en razón del carácter absoluto de la 
presunción ex art. 71.2 LC– el fundamento a que responde la regla presuntiva ha de ser otro y que, 
además, necesariamente siempre se ha de dar, pues estamos ante una presunción iuris et de iure. 
Y, en este sentido, una consideración objetiva de la noción de perjuicio, ajena a cualquier 
connotación derivada de la par condicio creditorum, puede servir para explicar – y justificar– el 
alcance absoluto de la presunción ex art. 71.2 LC. En efecto, el pago anticipado siempre supone, 
por definición, un menoscabo de la masa activa, con independencia de su incidencia sobre la masa 
pasiva, pues indefectiblemente aquélla se ve minorada como consecuencia de la alteración de uno 
de sus componentes y que no es otro que la pérdida del beneficio del plazo, realidad evaluable 
económicamente y que puede llegar a tener un indudable relieve. Es esta pérdida de un 
componente –beneficio del plazo– integrado en el patrimonio del deudor el que justifica, siempre 
y necesariamente, la consideración del pago anticipado como un acto perjudicial para la masa 
activa y, por lo tanto, rescindible. 

5.3. Presunciones relativas 

Ahora bien, la LC no se conforma con sentar esta presunción de perjuicio sino que, además, 
añade otra respecto de supuestos distintos. El apartado 3 del artículo 71 LC señala que también se 
presumirá el perjuicio cuando se trate de los actos siguientes Los dispositivos a título oneroso 
realizados a favor de alguna de las personas especialmente relacionadas con el concursado. 

La constitución de garantías reales a favor de obligaciones preexistentes o de las nuevas 
contraídas en sustitución de aquéllas. 

Los pagos u otros actos de extinción de obligaciones que contasen con ganancia real y cuyo 
vencimiento fuera posterior a la declaración de concurso. 

De concurrir estos supuestos en el período arbitrado por el artículo 71.1 LC, la consecuencia 
que ordena la norma es la de presumir el perjuicio a fin de que tales actos sean impugnados. La 
justificación de tal consecuencia en ambos casos resulta más que suficiente dado el significado 
material que cabe atribuirles. 

En efecto, la LC sienta un criterio de disfavor respecto de aquellos sujetos que, por razones de 
proximidad con el concursado, merecen el calificativo de persona especialmente relacionada con 
el concursado.252 El articulo 93 LC enumera, diferenciando según que el concursado sea una 
persona física o jurídica, los sujetos que merecen tal calificación. Basta con leer el elenco de 
sujetos allí enumerados para comprender, entre otras consecuencias que la LC sanciona (ad ex. El 
carácter subordinado de sus créditos. Cfr. art. 92, 5 LC), que en atención al vínculo que media 
entre ellos y el concursado los actos que entre sí hubieran celebrado en el período de los dos años 
anteriores a la fecha de la declaración del concurso merezcan una valoración negativa, acorde con 
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De hecho, el texto legal exceptúa la aplicación de esta regla en los casos en que el acreedor fuera beneficiario de una 
garantía real. 
252 

Sobre esta presunción, vid. ÁVILA DE LA TORRE: Las presunciones relativas de perjuicio (I): impugnación de los actos 
dispositivos a título oneroso realizados a favor de alguna de las personas especialmente relacionadas con el concursado, 
en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 113 
y ss. 
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la general con que la LC considera los créditos de estas personas especialmente relacionadas con el 
concursado. No obstante, tal y como ha advertido la jurisprudencia, la noción de persona 
especialmente relacionada con el concursado ha de ser objeto, a los efectos previstos en el 
artículo 71.3 LC, de una interpretación estricta.253 

El otro supuesto que contempla la presunción que nos ocupa es el relativo a la constitución de 
garantías reales con cargo al patrimonio del futuro concursado y a favor de obligaciones 
preexistentes o de aquellas otras que vinieran a sustituir las precedentes.254 Si tal conducta se 
hubiera producido en el período señalado en el artículo 71.1 LC, la consecuencia que la norma 
previene es la de presumir el perjuicio que tal proceder acarrea para la masa activa. No cabe duda 
de la justificación material que respalda esta decisión de política legislativa, como bien viene a 
probar el hecho de que tal supuesto fuera considerado tradicionalmente en el Derecho concursal 
como un acto típico de perjuicio para la masa activa. En efecto, el resultado inmediato que se 
sigue con la constitución de este tipo de garantías patrimoniales no es otro que el de una lesión 
del patrimonio del deudor que luego dará lugar a la masa activa, pues la calidad de ésta sufre una 
merma más que importante. Esto es, la calidad de esa masa patrimonial viene a menos no en su 
cantidad sino, mejor, en su calidad, dado que permitirá un menor grado de satisfacción de la 
colectividad de los acreedores como consecuencia de la garantía constituida a favor de uno de 
ellos. De este modo, es indudable que el gravamen constituido arrastra una pérdida de la 
capacidad crediticia del deudor. En este sentido, puede recordarse la afirmación de la STS 26 de 
marzo de 2015,255 al advertir que: La constitución de una garantía sobre unos bienes del deudor, 
luego declarado en concurso, es un acto de disposición que conlleva una sacrificio patrimonial para 
la masa activa porque “implica una disminución, siquiera sea cualitativa, del valor del bien sobre el 
que recaen, al sujetarlo a una posible realización a favor del acreedor garantizado, lo que merma 
su valor en la medida en que se afecta directamente el bien al cumplimiento de una obligación por 
parte del tercero, preparando por tanto su salida del patrimonio del garante si acontece el impago 
por el deudor principal de la obligación garantizada. Tal disminución del valor del bien sobre el que 
recae la garantía real se manifiesta sobre todo a la hora de enajenar o gravar nuevamente el bien 
para obtener crédito” (Sentencia 100/2014, de 30 de abril). Cuestión distinta es que el sacrificio 
patrimonial que conlleva la constitución de una garantía real esté justificado, porque sea 
contextual a la concesión de un nuevo crédito, y no concurra otra circunstancia que le prive de 
justificación.256 
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Como advierte la STS 2 de junio de 2015 (TOL5.199.619), la LC incluye una relación de sujetos que se encuentran 
vinculados por una relación especial al deudor, sea éste una persona natural (art. 93.1 LC) o una persona jurídica (art. 
93.2 LC). La enumeración, tanto en uno u otro supuesto, es taxativa y cerrada, introduciendo presunciones iuris et de 
iure, de modo que cualquier sujeto incluido en la relación tendrá la consideración de persona especialmente 
relacionada; pero, del mismo modo, un sujeto no incluido en la relación no tendrá esta condición de persona 
especialmente relacionada con el deudor, pues la lista está limitada a los sujetos allí relacionados de forma inalterable, 
como único recurso para alcanzar un alto grado de rigor y de seguridad jurídica, evitando conceptos jurídicos 
indeterminados y, dado el carácter excepcional del precepto por sus consecuencias jurídicas que entraña la 
subordinación de los créditos, no caben interpretaciones analógicas. En igual sentido, y con la misma literalidad, STS 2 
de junio de 2015 (TOL5.190.913) y STS 3 de junio de 2015 (TOL5.199.602). 
254 

Sobre esta presunción, vid. MORALEJO: Las presunciones relativas de perjuicio (II): impugnación de la constitución de 
garantías reales a favor de obligaciones preexistentes y de las nuevas constituidas en sustitución de aquéllas, en García-
Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 135 y ss.
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TOL4.839.213. 

256 
Esta objetivación del supuesto de hecho acogido en la presunción ex artículo 71.3.2.º LC es coherente con el carácter 

iruis tantum que tiene tal presunción. En efecto, si el fundamento al que respondiera esta previsión fuera que con el 
supuesto de hecho se causa una lesión de la par condicio creditorum, ese resultado se daría siempre y en cualquier caso, 
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Si ahora nos interrogáramos acerca del carácter de la presunción ex artículo 71.2 LC, la 
literalidad del texto (salvo prueba en contrario) nos ha de obligar a destacar que estamos ante una 
presunción iuris tantum. Así lo advierte la jurisprudencia, al señalar, como hace la STS 17 de marzo 
de 2015,257 que: Como se ha señalado antes, este supuesto perjuicio previsto en la norma invocada 
admite prueba en contrario. Es al acreedor a quien corresponde la carga de la prueba de que no ha 
habido un sacrificio patrimonial injustificado y, por tanto, que no puede predicarse del contrato o 
de los actos impugnados, perjuicio para la masa. Sin embargo, como señalan las sentencias citadas 
de esta Sala, no todos los actos de disposición patrimonial suponen un perjuicio para la masa 
activa, cuando se da una contraprestación de valor patrimonial equivalente. 

Es necesario examinar y analizar las circunstancias en que se concierta la operación, las 
ventajas que pudo suponerle al concursado para desarrollar su actividad, económica o profesional, 
y también a quien concede liquidez, en un entorno económico y, más concretamente, en un sector 
que en agosto del año 2008, había ya iniciado, una grave crisis. En suma, se trata de valorar si en 

                                                                                                                                                                                 
de manera que no sería posible articular prueba alguna que viniera a adverar que tal acto no resultaba ser perjudicial. 
Sin embargo, la norma es clara, y no hay duda de que el interesado podrá articular la pertinente prueba que evite el 
efecto presuntivo del perjuicio. Por lo tanto, tal y como ha señalado la jurisprudencia en relación con este supuesto de 
constitución de garantías por obligaciones preexistentes, si no se articula tal prueba la presunción surtirá sus efectos. Así 
lo destaca la STS 21 de julio de 2014 (TOL4.469.365), al afirmar que la garantía se prestó por “obligaciones 
preexistentes” (art. 71.3.2.º LC), sin que la hipotecante no deudora recibiera nada a cambio en el acto de su 
otorgamiento. Aún admitiendo, como reconoce la sentencia, que existe grupo por la unidad de dirección (grupo vertical 
y participativo), la hipoteca no garantizaba un suministro futuro (de tratarse de una hipoteca de máximo, si se prefiere, 
ex art. 158 bis LH), lo que podría haber destruido la noción de perjuicio. Se trata en el caso enjuiciado de una hipoteca 
de reconocimiento de deuda y ampliación de la garantía hipotecaria. Se otorga en garantía exclusivamente de 
obligaciones preexistentes sin que nada recibiera a cambio la hipotecante no deudora. Luego la garantía debe 
rescindirse, bien porque se da el supuesto del art. 71.2 LC, por tratarse de una garantía gratuita, bien porque, se trata de 
garantizar con hipoteca “obligaciones preexistentes” (art. 71.3.2.º LC) sin que se haya destruido la presunción de 
perjuicio, que incumbía, en su caso, a la parte demandada. Por el contrario, si el tercero consiguiera prueba bastante 
que acreditara una justificación material de la constitución de la garantía respecto de obligaciones preexistentes, 
enervaría el efecto presuntivo y, en consecuencia, se evitaría la rescisión de la garantía así constituida. En este sentido, 
la STS 24 de junio de 2015 (TOL5.199.614) señala que en cuanto a las novaciones de los préstamos hipotecarios 
realizados en noviembre de 2010, es evidente que, en la medida en que supusieron, en un caso, una ampliación de 
capital disponible y, en todos se ampliaba el plazo de carencia y se reduce el tipo de interés, no puede sostenerse que la 
“única beneficiaria de dichas operaciones fue la entidad de crédito, en perjuicio del resto de acreedores”. En este caso 
tampoco hay perjuicio para la masa activa: la ampliación del plazo de carencia y la reducción del tipo de interés son 
circunstancias que objetivamente son favorables para la deudora, que le permitía vender viviendas ya terminadas, con 
mayor holgura. Por tanto, no pueden rescindirse las operaciones de novación denunciadas por la administración 
concursal y que fue acordada por las sentencias de instancia. En definitiva, ante la constitución de garantías por 
obligaciones preexistentes es preciso valorar, conforme a la prueba que se alcance, si existe una justificación material de 
tal proceder, en el sentido de que se derive un resultado patrimonial beneficioso para el garante luego concursado, de 
modo que en ausencia de tal circunstancia resultará operativa esta presunción ex artículo 71.3.2.º LC. En este sentido, 
puede recordarse la STS 23 de febrero de 2015 (TOL4.776.959), en la que se manifiesta que lo que hemos de valorar es si 
la ampliación del crédito en 498.000 euros y la modificación de los términos de la póliza de crédito al prorrogarse por un 
nuevo año, justificaban que las obligaciones derivadas del contrato de préstamo a favor de Caja Rural cuando más tarde, 
al cabo de un año, se declarara el concurso, estuvieran garantizadas por hipoteca. Debemos concluir que sí, porque se 
cumplen dos circunstancias que ordinariamente deben valorarse en estos casos para juzgar sobre el perjuicio en los 
supuestos del art. 71.3.2.º LC : se ha producido una aportación significativa de dinero nuevo, 500.000 euros (menos 
2.000 retenidos por comisión), al ampliarse el crédito disponible en ese momento en esa suma (498.000 euros); y se ha 
prorrogado un año más la póliza de crédito anterior. Si, además, advertimos que la garantía real tan sólo cubre la 
obligación de devolución del dinero nuevo otorgado, debemos concluir que, pese al espejismo de perjuicio para la masa 
activa, en realidad no lo hay, de tal forma que, aunque opere la presunción del art. 71.3.2.º LC, se ha acreditado que en 
este caso, por la aportación significativa de crédito y la prórroga de la póliza de crédito, no concurría perjuicio para la 
masa activa. 
257 
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este supuesto estaba justificado el sacrificio patrimonial que supone la obtención de una garantía 
real de un préstamo que, en un 65 % aproximadamente se destina a cancelar créditos personales y 
un 35 % suponen liquidez para la concursada. 

Esta inversión de la carga de la prueba se reitera, como no podía ser de otro modo, en 
numerosas sentencias, pues, como señala, en relación con un pago hecho por el concursado, la 
STS 10 de julio de 2013258: Cuando la persona a la que se ha hecho el pago es alguna de las 
especialmente relacionadas con el concursado a las que se refiere el art. 93 de la Ley Concursal, el 
art. 71.3.1.º presume el perjuicio patrimonial pero permite prueba en contrario. En consecuencia, 
en el caso de estos pagos no ha de probarse la existencia de perjuicio para que pueda estimarse la 
acción de reintegración, sino que ha de probarse la ausencia de circunstancias excepcionales que 
determinan la existencia de tal perjuicio para que la acción sea desestimada. 

En este sentido, parece que tal carácter iuris tantum, frente a cuanto venía a considerarse en 
algunos antecedentes de la LC, ha de merecer un juicio positivo, pues siempre es posible que 
pudiera concurrir una justificación material suficiente y que acreditara la inexistencia de perjuicio 
alguno para la masa activa pese a que el acto que pudiera impugnarse vinculara a persona 
especialmente relacionada con el concursado o, bien, conllevara la constitución de garantías reales 
en el sentido indicado. 

 

6. LAS EXCLUSIONES DE RESCINDIBILIDAD 

La exposición que nos ocupa resultaría incompleta si no se hiciera referencia a otros aspectos 
sobre los que expresamente también se pronuncia la LC al regular, con carácter general, la acción 
de reintegración. En este sentido, deben mencionarse las excepciones que el texto acoge respecto 
de ciertos supuestos en los que, pese a realizarse los presupuestos que, a tenor del artículo 71.1 
LC, determinan la procedencia de su impugnación, no resulta posible que vengan afectados como 
consecuencia de la reintegración concursal. En este sentido, bastará con recordar cómo el 
apartado 5 del tantas veces citado artículo 71 LC señala la improcedencia de impugnar, incluso 
cuando se realizaran las exigencias que reclama el éxito de la acción de reintegración, ciertos 
supuestos pues, en ningún caso podrán ser objeto de rescisión: 1.º) los actos ordinarios de la 
actividad profesional o empresarial del deudor realizados en condiciones normales, 2.º) los actos 
comprendidos en el ámbito de las leyes especiales reguladoras de los sistemas de pagos y de 
compensación y liquidación de valores e instrumentos derivados, y 3.º) las garantías constituidas a 
favor de los créditos de Derecho Público y a favor del FOGASA en los acuerdos o convenios de 
recuperación previstos en su normativa específica. 

Las excepciones señaladas tienen, a mi juicio, una justificación material más que suficiente. En 
efecto, la excepción a favor de los actos que se realizaran al amparo de la regulación especial de 
los sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores (recuérdese el art. 11, 1 de la Ley 
41/1999) deriva de un elemental criterio de seguridad jurídica, dada la incidencia que sobre todo 
el sistema tendría la ineficacia de los actos de este tipo que pudieran ser impugnados al amparo 
de cuanto dispone el artículo 71 LC. Por otra parte, la inclusión de los actos ordinarios de la 
actividad profesional o empresarial del deudor realizados en condiciones normales resulta 
totalmente acertada pues, si tales actos se llevarán a cabo bajo las condiciones así previstas, no 
supondrían perjuicio alguno para la masa, razón que explicaría ya suficientemente la excepción ex 
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artículo 71.5.1.º LC. Bajo estas circunstancias, no habría razón alguna para evitar su consolidación 
y realizar, también, las exigencias del principio de seguridad jurídica.259 Por último, otro tanto cabe 
afirmar respecto del tercer supuesto contemplado en la norma, pues en tales circunstancias 
(garantías a favor de créditos públicos derivadas de acuerdos de recuperación) una norma viene a 
imponer la constitución del gravamen, lo que excluye toda posibilidad de perjuicio. 

La jurisprudencia ha afrontado un proceder frecuente, pues es relativamente común que quién 
se viera afectado por una impugnación al amparo de cuanto dispone el artículo 71 LC, venga a 
justificar su oposición, junto con otros motivos, en el carácter ordinario del acto cuya rescisión se 
pretende. 

El Tribunal Supremo se ha visto obligado a concretar el significado y alcance de la previsión 
acogida en el artículo 71.5.1.º LC, manifestando260 que: Para ser considerados como tales actos 
ordinarios no basta que no se trate de actos o negocios extravagantes o insólitos. Es preciso que 
sean actos que, en una consideración de conjunto, tengan las características normales de su clase, 
se enmarquen en el tráfico ordinario de la actividad económica habitual del deudor y no tengan 
carácter excepcional, pues respondan a la forma usual de realizar tales actos tanto por el deudor 
como en el sector del tráfico económico en el que opere. 

La determinación de lo que pueda considerarse como tales actos ordinarios de la actividad 
profesional o empresarial del deudor es ciertamente casuística, sin que sea fácil establecer 
categorías generales cerradas. Como criterios útiles para la determinación se ha apuntado que 
presentan tal carácter los actos relacionados con el objeto social, cuando se trata de una sociedad, 
o los propios del giro típico de la actividad empresarial o profesional de que se trate, especialmente 
si han sido celebrados con consumidores, así como los que hayan sido generados por el 
mantenimiento del centro de actividad profesional o empresarial. 

Es preciso además que presenten las características de regularidad, formal y sustantiva, que les 
permita ser considerados como realizados en condiciones normales. 

La finalidad de esta excepción es proteger a quienes contrataron con el deudor declarado 
posteriormente en concurso y confiaron en la plena eficacia de tales negocios jurídicos en tanto 
que manifestaciones de la actividad económica normal del deudor y realizadas en las condiciones 
habituales del mercado, pues no presentaban ninguna característica externa que revelara la 
posibilidad de ser declarados ineficaces por causas que en ese momento no podían preverse. 

Junto con las excepciones previstas en el artículo 71.5 LC es necesario señalar otras que 
también aparecen recogidas en el mismo texto legal así como aquellos supuestos que, 
contemplados en otras normas, no evitan su posible rescisión al amparo del artículo 71 LC pero si 
la condicionan a la concurrencia de ciertos requisitos no previstos en la norma concursal. 

                                                           
259 

La STS 10 de marzo de 2015 (TOL4.799.130) incide en estas ideas, destacando que la ley pretende evitar la ineficacia 
de actos anteriores a la declaración de concurso que, por formar parte de su giro y tráfico ordinario, se habrían realizado 
ya se fuera a declarar el concurso posterior o no, y que por lo tanto no podían evitarse a riesgo de paralizar la actividad 
profesional o empresarial del deudor. 
260 

STS 10 de julio de 2013 (TOL3.888.194). En igual sentido, STS 17 de febrero de 2015 (TOL4.763.897) y STS 26 de 
octubre de 2016 (TOL …). La STS 24 de julio de 2014 (TOL4.513.843) expresamente declara que el pago de una 
remuneración al administrador de la sociedad no constituye un acto ordinario a estos efectos. 
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El primero de los supuestos enunciados hace referencia a los denominados acuerdos de 
refinanciación.261 El artículo 71 bis LC dispone la irrescindibilidad de tales acuerdos de 
refinanciación siempre y cuando en ellos concurran los requisitos dispuestos en tal norma. De otro 
lado, el apartado 13 de la Disposición Adicional 4 de la LC sanciona la misma regla de 
irrescindibilidad en relación de los denominados acuerdos de refinanciación homologados, en la 
medida en que satisfagan las exigencias dispuestas en tal regla. Todos estos acuerdos, y en la 
medida en que vengan a reunir los requisitos que se exigen en cada caso, quedan al margen de su 
posible impugnación al amparo del artículo 71 LC. Ahora bien, el mero hecho de que el supuesto 
de hecho se califique o pueda calificarse, en razón de su contenido y finalidad, como acuerdo de 
refinanciación (homologado o no) no supone necesariamente que quede a salvo de la posibilidad 
del ejercicio de la acción rescisoria, pues tal efecto se reserva para aquellos supuestos que vengan 
a satisfacer los requisitos sancionados, según los casos, por los citados artículo 71 bis y Disposición 
Adicional 4 LC. 

En este sentido se ha pronunciado la STS 9 de julio de 2014,262 al afirmar que: hemos de señalar 
que el RDL 3/2009 fue una norma que pretendía proporcionar una seguridad jurídica a las partes a 
determinadas operaciones de reestructuración y de financiación, o ambas, con el fin de que, si se 
daban ciertos requisitos, fueran irrescindibles frente a las acciones de reintegración. En modo 
alguno puede pensarse que la norma supuso que todos los acuerdos de refinanciación o de 
reestructuración debían ajustarse a los requisitos que en la misma se establecen, so pena de poder 
ser rescindidos inevitablemente. Las mismas razones que llevaron y llevan a la jurisprudencia, en 
cada caso particular, tras su análisis y ponderación, a apreciar o no un sacrificio patrimonial 
injustificado por las operaciones descritas, también ahora, nada impide que pueda probarse que no 
ha existido perjuicio, destruyendo la presunción iuris tantum, que es lo que ha ocurrido en el 
presente caso y que la sentencia recurrida ha ponderado detenidamente. Por tanto, ni la norma 
que introduce los acuerdos de refinanciación (la DA 4.ª del RDL 3/2009), ni las posteriores reformas 
concursales que los ha modificado (Ley 38/2011 y el RDL 4/2014) impiden que para los acuerdos de 
refinanciación que no se acojan a la protección específica prescita recientemente en la disposición 
adicional 4 .ª y en el art. 71.bis, deba seguir examinándose, caso por caso, si existe o no sacrificio 
patrimonial injustificado como venía haciéndose hasta ahora, pues aunque los acuerdos no se 
ajusten a los requisitos exigidos por las nuevas normas pueden ser igualmente inmunes si no 
comportan perjuicio concursal en el sentido del art. 71 LC.  

                                                           
261 

En relación con el problema de la irrescindibilidad de los acuerdos de refinanciación debe destacarse la duda de si su 
origen no habría de situarse en una interpretación excesivamente amplia de la noción de perjuicio como presupuesto de 
la acción rescisoria concursal (GARCÍA-CRUCES: Configuración general de los instrumentos preventivos y paliativos de la 
insolvencia, en García-Cruces (Dir.), Los Acuerdos de refinanciación y de reestructuración de la empresa en crisis, 
Barcelona, 2013, p. 40), tal y como ya se advirtiera respecto de la reforma de la LC llevada a cabo con el RD 3/2009 
(GARCÍA-CRUCES, en GARCÍA-CRUCES y LÓPEZ SÁNCHEZ: La reforma de la Ley Concursal, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, 
pp. 19 y ss. La bibliografía sobre este problema es muy numerosa, Vid. SANCHO GARGALLO: La rescisión concursal de los 
acuerdos de refinanciación, en II Foro de Encuentro de Jueces y Profesores de Derecho Mercantil, Madrid, 2010, pp. 31 y 
ss.; SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE: La rescisión de los acuerdos de refinanciación, en Beltrán y San Juan (Dirs.), La 
reintegración de la masa, Madrid, 2012, pp. 333 y ss.; MORALEJO: Efectos de los Acuerdos en relación con terceros: 
Irrescindibilidad del acuerdo y otros efectos, en García-Cruces (Dir.), Los Acuerdos de refinanciación y de 
reestructuración de la empresa en crisis, Barcelona, 2013, pp. 247 y ss.; y FERNÁNDEZ SEIJO: Acuerdos de refinanciación 
y rescisoria concursal, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur 
Menor, 2014, pp. 321 y ss. 
262 

TOL4.443.376. 
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De otro lado, es preciso hacer una mención a aquellos supuestos, contemplados en normas 
especiales, en que no se excluye la posibilidad del ejercicio de la acción rescisoria ex artículo 71 LC 
pero sí se condiciona a la concurrencia de particulares exigencias.  

El primero de estos supuestos es el previsto en el artículo 15.5 del Decreto Ley 5/2005, de 11 
de abril, de reformas urgentes para el impulso a la productividad y para la mejora de la 
contratación pública. En virtud de esta norma, la adopción de un acuerdo de garantías financieras 
o su aportación podrán ser impugnadas, cuando resultaran ser anteriores a la declaración de 
concurso, de conformidad con lo previsto en el artículo 71 LC, siempre y cuando la administración 
concursal –y, en su caso, como luego se verá, los legitimados subsidiarios– acrediten que tales 
operaciones se han realizado en fraude de acreedores. De esta manera, junto con los presupuestos 
que siempre exige el ejercicio de la acción rescisoria concursal deberá adverarse la concurrencia 
de tal fraude de acreedores.263 

El Tribunal Supremo, en su STS 10 de marzo de 2015,264 puso de manifiesto la exigencia de tal 
requisito adicional pues Para que pudiera prosperar la acción rescisoria concursal sobre la 
formalización o aportación de la garantía financiera, el apartado 5 del art. 15 DL 5/2005, en su 
redacción originaria, exigía que se hubieran «realizado en perjuicio de acreedores». Tras la reforma 
operada por la Ley 7/2011, de 11 de abril, se sustituye la exigencia adicional de que la 
formalización o aportación de las garantías financieras se hubieran realizado en «perjuicio de 
acreedores», por la exigencia de que se hubieran realizado «en fraude de acreedores». Al margen 
de lo que se deba entender por una u otra exigencia, en ambos casos se trata de un complemento 
que se añade a los requisitos generales de la rescisión concursal, y no consta en este procedimiento 
que se hubieran cumplido. Máxime cuando sí consta que el tribunal de instancia rechazó 
expresamente que los actos impugnados hubieran sido realizados con mala fe o en fraude de 
acreedores. 

El segundo supuesto respecto del que nuestro legislador sigue un planteamiento similar es el 
de ciertas hipotecas que se constituyeran al amparo de cuanto dispone la Ley 2/1981, de 25 de 
marzo, de regulación del Mercado Hipotecario. El artículo 10 de esta Ley advierte la posibilidad de 
que tales hipotecas puedan ser objeto de la acción rescisoria concursal pero exige, como requisito 
adicional que determinará el éxito de la impugnación, que se acredite la existencia de fraude en la 
constitución de gravamen. 

En relación con esta regla especial debe observarse que su ámbito de aplicación queda 
reducido respecto del que pudiera derivarse de su mero tenor literal, pues las hipotecas a las que 
se refiere el precepto habrán de observar una exigencia de finalidad (tanto en lo que hace al 
destino de la financiación prestada como a la razón de la emisión de títulos hipotecarios), tal y 
como se deriva de cuanto disponen los artículos 1 y 4, en relación con el artículo 10, de esta Ley.265  

                                                           
263 

Sobre la rescisión de tales garantías financieras, vid. GONZÁLEZ NAVARRO: Reintegración concursal y normas 
especiales: el Real Decreto 5/2005, de 11 de marzo, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de 
acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 525 y ss. 
264 

TOL4.799130. 
265 

Dicho en otras palabras, la regla prevista en el artículo 10 LMH no constituye una excepción de carácter subjetivo –
esto es, en razón de determinados sujetos– sino, antes bien, se dispone a favor de una finalidad (protección de las 
titulaciones que tienen su origen en las hipotecas constituidas). Por ello, se hace precisa –y así viene entendiéndose– la 
necesidad de una reducción teleológica del particular régimen rescisorio acogido en el artículo 10 LMH. Vid., una breve 
referencia sobre este extremo en NIETO DELGADO: La rescisión de los actos sustantivos del deudor, en Beltrán y San 
Juan (Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, p. 105. 
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En este sentido, y propugnando una interpretación restrictiva en la aplicación del citado 
artículo 10 de la Ley 2/1981, parece manifestarse el Tribunal Supremo en su STS 26 de marzo de 
2015,266 ya que Si partimos de la consideración de que el previsto en el art. 10 LMH es un régimen 
excepcional al general de la acción rescisoria concursal, regulado en el art. 71 LC, debería ser quien 
lo invoca el que acreditara el cumplimiento de los requisitos y condiciones que justifican su 
aplicación. Sin que pueda ser presumido por el hecho de que las entidades financieras que operan 
en el mercado suelen acudir a la emisión de cédulas hipotecarias o títulos garantizados por los 
créditos hipotecarios previamente concertados. 

Insiste en tal idea la STS de 8 de noviembre de 2012267 advirtiendo que: La interpretación 
sistemática de ese conjunto normativo evidencia que el régimen excepcional orbita alrededor de 
los títulos que en la Ley del mercado hipotecario se regulan y que se emitan en territorio español, 
no de las “entidades habilitadas para emitir los títulos” ni de las “hipotecas” otorgadas por dichas 
entidades. Lo que acota la tutela excepcional a las hipotecas que garantizan los títulos emitidos 
por las entidades que pueden participar en el mercado hipotecario que reúnan los requisitos 
exigidos. Dicho de otra forma, la norma tutela el mercado hipotecario y, en la medida necesario, 
las operaciones destinadas a darle estabilidad, sin reconocer privilegios subjetivos a las entidades 
financieras. 

 

7. COMPATIBILIDAD DE LA ACCIÓN RESCISORIA CONCURSAL RESPECTO DE OTRAS ACCIONES. 

Por otra parte, la LC destaca la compatibilidad del sistema de reintegración respecto de 
cualquier acción de impugnación que reconozca nuestro Ordenamiento jurídico y que permita 
obtener la ineficacia de los actos anteriores del ahora concursado.268 En tal sentido, el artículo 71.6 
LC establece que el ejercicio de las acciones rescisorias –se refiere a las derivadas del sistema de 
reintegración concursal– no impedirá el de otras acciones de impugnación de actos del deudor que 
procedan conforme a Derecho. 

El reconocimiento de la compatibilidad de la acción rescisoria por reintegración de la masa 
activa respecto de cualquier otra acción impugnatoria de los actos anteriores del deudor obligaba 
a incorporar alguna previsión más en el texto de la LC, dada la incidencia que el resultado de esas 
acciones impugnatorias pudiera tener en relación con el propio concurso.269 La necesidad de 
coordinación entre éstas y aquéllas acciones ha sido atendida y, de este modo, el citado precepto 
añade que el conocimiento de las acciones impugnatorias generales se atribuye al Juez del 
concurso, debiendo acomodarse su ejercicio a las reglas de legitimación y de procedimiento que 
se requieren para la acción rescisoria contemplada en el artículo 71 LC. 

8. LOS ASPECTOS ADJETIVOS (LEGITIMACIÓN, COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO) 
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TOL4.839.213. 
267 

TOL2.708.621. 
268 

Sobre este régimen de compatibilidad, vid. PARRA LUCAN: El ejercicio de otras acciones de impugnación de actos 
anteriores del deudor dentro del concurso, en García- Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª 
edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 241 y ss. 
269 

Sobre la posible utilidad práctica de la acción pauliana en este contexto, vid. JEREZ DELGADO: La acción pauliana del 
Código civil como vía de ampliación del marco de la reintegración de a masa activa del concurso, en Beltrán y San Juan 
(Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, pp. 163 y ss. 
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La LC también se ocupa de detallar las reglas formales relativas al ejercicio de la acción de 
reintegración.270 Con tal finalidad, el artículo 72.1 LC advierte que corresponde la legitimación 
activa para el ejercicio de la acción de reintegración a la administración concursal. Ahora bien, esta 
regla atributiva de la legitimación activa se extiende, como antes se señalara, al resto de las 
acciones impugnatorias que pudieran ejercitarse frente al concursado y con un fundamento 
distinto al propio de la reintegración. Por ello, serán los administradores concursales quienes 
quedan legitimados tanto para el ejercicio de la acción de reintegración como para cualquier otra 
acción impugnatoria que, con distinto fundamento, pudiera ejercitarse frente a los actos 
anteriores del ahora concursado. 

Pero, igualmente, la LC dispone una legitimación activa de carácter subsidiario a favor de los 
acreedores que participaran en el concurso. Así, si los acreedores estuvieran interesados en el 
ejercicio de la acción de reintegración deberán instar a la administración concursal para que acuda 
al ejercicio de la acción requerida. Si tal petición de los acreedores interesados no fuera atendida 
por los administradores concursales, aquéllos podrán ejercitar la acción de reintegración si se 
dieran los requisitos que dispone el artículo 72.1 LC. Las exigencias que deberán respetarse para 
poder actuar esta legitimación activa de carácter subsidiario son: a) previamente, los acreedores 
interesados deberán haber instado de la administración concursal el ejercicio de la acción; b) ese 
requerimiento previo ha de hacerse por escrito; c) el escrito de requerimiento a los 
administradores concursales que fuera remitido por los acreedores interesados deberá tener un 
contenido mínimo, pues necesariamente expresará la acción que se quiere ejercitar, la 
especificación del acto concreto que se quiere impugnar y, por último, ha de explicitar el 
fundamento que, a juicio de estos acreedores, respalda la impugnación de aquel acto; y d) el 
requerimiento que hicieran los acreedores no ha de ser atendido por la administración concursal 
en un plazo de dos meses a contar desde la fecha en que fuera practicado.271 

Estas mismas exigencias se extienden para aquellos casos en que los acreedores mostraran su 
interés respecto del ejercicio de una acción de impugnación que respondiera a otro fundamento 
(acciones generales de impugnación de actos) y no al propio de la acción rescisoria ex artículo 71 
LC. 

En todo caso, y por razones de la necesaria coordinación de actuaciones, sea cual fuera la 
acción ejercitada por los acreedores legitimados subsidiariamente, la demanda que fuera 
presentada deberá ser comunicada a los administradores concursales (cfr. Art. 72.3 LC). 

La previsión de una legitimación subsidiaria para el ejercicio de la acción de reintegración y de 
otras acciones impugnatorias, puede ser la ocasión para que se suscite un cúmulo de problemas 
derivados de las relaciones que se den entre la administración concursal y los acreedores 
interesados en tal proceder. 

Respecto de tales relaciones, cabría cuestionarse si resulta posible que los administradores 
concursales puedan, antes de que se agote el plazo dispuesto en el artículo 72.1 LC, rechazar la 
solicitud interesada por los acreedores o, bien, autorizar el ejercicio de la pertinente acción 
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Sobre todos estos aspectos, vid. HERRERO PEREZAGUA: Legitimación y procedimiento en las acciones de 
reintegración, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur 
Menor, 2014, pp. 175 y ss.; y SANCHO GARGALLO: Reintegración de la masa del concurso: aspectos procesales de la 
acción rescisoria concursal, Revista jurídica de Catalunya, 105-2, 2006, pp. 321 y ss. 
271 

Sobre el régimen dispuesto para la legitimación activa respecto del ejercicio de la acción, vid. PINAZO: El ejercicio de 
la acción rescisoria. La legitimación activa, en Beltrán y San Juan (Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, pp. 
445 y ss. 
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impugnatoria a quienes así estuvieran interesados. La LC parece vincular la procedencia de la 
actuación subsidiaria de estos acreedores a la falta de ejercicio de la correspondiente acción por 
parte de la administración concursal. De hecho, la letra de esta previsión (no lo hiciere) pudiera 
sugerir la necesidad de agotar el plazo predispuesto a fin de poder afirmar la legitimación activa, 
pero siempre subsidiaria, de los acreedores, pues dentro de tal plazo siempre sería posible que los 
administradores concursales decidieran –revisando cualquier resolución anterior– acudir al 
ejercicio de la acción. 

Ahora bien, transcurrido el plazo señalado habiéndose producido la inactividad de la 
administración concursal, ¿sería legítimo el ejercicio de la acción por los acreedores pese –incluso– 
a la oposición ya mostrada por ésta? Resulta razonable una respuesta positiva a tal interrogante 
por distintas razones. En primer lugar, si los administradores concursales hubieran mostrado su 
rechazo a ejercitar la acción, el decurso del plazo tendría como consecuencia la realización del 
supuesto de hecho que desencadena la legitimación activa a favor de los acreedores. La previsión 
del tantas veces citado artículo 72.1 LC no sólo cubre, en su literalidad, los supuestos de omisión o 
inacción de la administración judicial sino, también, su rechazo o negativa a presentar la oportuna 
demanda. De lo contrario se estaría alterando, innecesariamente, el carácter subsidiario que tiene 
la legitimación activa que se confiere a los acreedores. Si así no se entendiera, en realidad se 
estaría afirmando una suerte de veto a favor de la administración concursal y dirigido a evitar 
cualquier actuación de los acreedores, conclusión que evidentemente se opone a cuanto previene 
el texto legal. Por otra parte, la actuación de los acreedores, en nada perjudica al concurso y a los 
intereses de quienes en él participan, pues expresamente el texto legal señala la aplicación en 
estos casos de cuanto previene el artículo 54.4 LC. 

Conviene, por ello, hacer un breve recordatorio de cuanto dispone este apartado 4 del artículo 
54 LC. Conforme con esta regla, cabe afirmar que los acreedores, cuando les asista esta 
legitimación subsidiaria en el ejercicio de una acción impugnatoria, litigarán a su costa pero en 
interés de la masa. De este modo, nada pueden, en principio, reclamar para sí en el concurso y por 
tal concepto. Ahora bien, si la demanda que presentaran fuera total o parcialmente estimada tras 
la sustanciación del correspondiente procedimiento, entonces tendrán derecho al reembolso con 
cargo a la masa de los gastos y costas que por tal motivo se hubieran producido. 

El crédito derivado de este concepto presenta, además, dos caracteres particulares. En primer 
lugar, su exigibilidad frente a la masa está limitada cuantitativamente, pues no podrá reclamarse 
un importe superior a aquél que se hubiera obtenido como consecuencia del ejercicio de la acción 
que diera origen al procedimiento seguido. El importe fijado en la sentencia estimatoria vendrá a 
delimitar la cuantía de este crédito frente a la masa. Por otro lado, y como segunda característica, 
dado su origen posterior al concurso y como consecuencia del desarrollo de este procedimiento, el 
texto legal no duda en calificar tal crédito como crédito contra la masa (tendrán derecho a 
reembolsarse con cargo a la masa activa), con todas las consecuencias que dicha calificación 
conlleva. Esta calificación como crédito contra la masa se reitera en el artículo 84, 2, 3.º LC. 

Respecto de la legitimación subsidiaria que asiste a los acreedores cabe atender a una última 
cuestión. No resulta desconocida la práctica de que un acreedor, que normalmente titula un 
pequeño crédito y suele ser insolvente o próximo a la insolvencia, acude al ejercicio de esta acción 
rescisoria sin fundamento alguno. En tales supuestos, cuando tal pretensión carece absolutamente 
de justificación, pudiéramos encontrarnos con una actuación que no puede aceptarse y que 
encierra un ejercicio abusivo del derecho que pudiera asistir a tal legitimado. 
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El Tribunal Supremo se ha tenido que ocupar de tal problema y, con notable dureza, calificó tal 
proceder como actuación abusiva. Así, en la STS 15 de septiembre de 2015272 no se dudó en 
afirmar que: las acciones rescisorias que contempla el art. 71 LC tratan de proteger la masa activa 
del concursado en beneficio de la masa pasiva. Pero en el presente caso, tanto la presentación del 
concurso de acreedores como, posteriormente, el ejercicio de la acción rescisoria, supone una 
anormalidad e inmoralidad en el ejercicio del derecho y una antisocialidad del daño a tercero que 
se hubiera evitado, empleando una mínima diligencia por parte del hermano de la concursada, D. 
Dimas, primero y, posteriormente, por parte de la administración concursal, en la gestión de la 
masa pasiva. Sencillamente reclamando el importe de las deudas del piso a su ocupante o 
resolviendo el precario. 

Por ello, el motivo se estima y declaramos la nulidad por abuso de derecho del ejercicio de la 
acción rescisoria, privándole de los efectos perseguidos. La aplicación restrictiva, excepcional y 
extraordinaria de la institución (SSTS de 22 de junio de 2010), en el presente caso, queda 
sobradamente justificada. 

Las reglas expuestas conocen, sin embargo, una excepción, pues cuando el objeto de la 
impugnación fuera un acuerdo de refinanciación protegido por el texto legal, el texto legal limita la 
legitimación activa, ya que solo la administración concursal estará legitimada para el ejercicio de la 
acción rescisoria y demás de impugnación que puedan plantearse contra los acuerdos de 
refinanciación del artículo 71 bis. (art. 72.2 LC). La redacción de este precepto no es, desde luego, 
la más acertada. En efecto, parece que media una contradicción evidente respecto de cuanto poco 
antes viene a afirmar la LC, al sancionar la irrescindibilidad de tales acuerdos de refinanciación 
(art. 71 bis. 3 LC). Ello ha obligado al legislador a delimitar el alcance de la posibilidad de impugnar 
un acuerdo de refinanciación, en el sentido de que, cuando la administración concursal formule tal 
pretensión, la acción rescisoria solo podrá fundarse en el incumplimiento de las condiciones 
previstas en dicho artículo, correspondiendo a quien ejercite la acción la prueba de tal 
incumplimiento (art. 72.2 LC). Esto es, la administración concursal, con carácter previo al 
enjuiciamiento del carácter perjudicial para la masa activa que se predica del acuerdo de 
refinanciación, deberá adverar que se han incumplido los presupuestos que hacen de éste un 
negocio irrescindible. Solo en la medida en que se probara que tal acuerdo de refinanciación no 
satisface las exigencias requeridas en el artículo 71 bis LC, es posible el ejercicio de la acción 
rescisoria concursal. Por el contrario, si no se alcanzara tal prueba y, en consecuencia, el acuerdo 
de refinanciación alcanzado reuniera los requisitos exigidos, la consecuencia es que tal negocio no 
podrá ser, con independencia de su posible carácter perjudicial, objeto de rescisión. Además, en 
estos supuestos se excluye expresamente la regla de legitimación subsidiaria dispuesta a favor de 
los acreedores (art. 72.2 LC). 

En lo que hace a la legitimación pasiva, debemos entender que la detentan el deudor común y 
el tercero o terceros que con él participaron en el acto que se pretenda impugnar con el ejercicio 
de la acción de reintegración. 

En este sentido, el apartado 3 del artículo 72 LC advierte que las demandasde rescisión deberán 
dirigirse contra el deudor y contra quienes hayan sido parte en el acto impugnado. Por ello, y en 
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atención a la naturaleza del supuesto, así como a los efectos derivados de la sentencia que se 
dictara, no me cabe duda de que estamos ante un supuesto de litisconsorcio pasivo necesario.273 

No obstante la regla anterior que, con carácter general, sienta el artículo 72 LC, resulta precisa 
una ulterior previsión. En efecto, la LC no puede desconocer aquellos supuestos, demasiado 
frecuentes en la práctica, en que los bienes dispuestos a través del acto que se pretende impugnar 
por reintegración hubieran sido objeto de ulterior transmisión. En tales casos, la administración 
concursal –o, en su caso, los acreedores legitimados subsidiariamente– puede entender la 
conveniencia y posibilidad de impugnar, también, el negocio del que deriva esa posterior 
transmisión, considerando que la posición jurídica del subadquirente no es inatacable. Ante esta 
circunstancia, ¿deberá demandarse, de igual modo, a ese subadquirente? ¿Y si se omitiera tal 
proceder? ¿También estaríamos ante un supuesto litisconsorcial de carácter necesario? 

Desde luego, si se pretendiera atacar la eficacia de la segunda transmisión, sería necesario traer 
al procedimiento al subadquirente que hubiera sido parte en aquel acto de disposición. De lo 
contrario, no sería posible un pronunciamiento judicial sobre la eficacia –o ineficacia– de aquel 
acto. 

Así lo viene a destacar el propio artículo 72.3 LC (si el bien que se pretenda reintegrar hubiera 
sido transmitido a un tercero, la demanda también deberá dirigirse contra éste cuando el actor 
pretenda desvirtuar la presunción de buena fe del adquirente o atacar la irreivindicabilidad de que 
goce o la protección derivada de la publicidad registral). Por lo tanto, el tercero estará legitimado 
pasivamente y frente a él deberá presentarse la correspondiente demanda de impugnación de la 
segunda –o ulterior– transmisión. 

Resuelta esta primera cuestión, queda entonces por afrontar un segundo problema, pues habrá 
que interrogarse acerca del carácter que tiene esta exigencia, en el sentido de sí la ausencia de 
demanda frente al subadquirente impide la posibilidad de continuar el procedimiento derivado de 
la acción de reintegración que se hubiera ejercitado. La solución a este problema viene dada por 
cuanto previene el artículo 73.2 LC, en sede de transmisión aparece el caso en que los bienes 
enajenados no pudieran reintegrarse a la masa por pertenecer a tercero no demandado. Por lo 
tanto, parece que ha de concluirse señalando cómo la ausencia de demanda frente al 
subadquirente, legitimado pasivamente frente al ejercicio de la acción por reintegración, tiene el 
efecto de consolidar la posición jurídica de éste, pero no impide la continuación del procedimiento 
respecto del concursado y, sobre todo, el tercero que con el deudor común se relacionara en el 
acto que se viene a impugnar. En definitiva, no media litisconsorcio pasivo necesario respecto del 
subadquirente. 

Por supuesto, si la adquisición del subadquirente derivara, tan sólo, de la omisión de la 
preceptiva demanda en su contra, el supuesto podría dar lugar, si así lo justificaran las 
circunstancias del caso concreto, a exigir la pertinente responsabilidad de los administradores 
concursales al amparo de cuanto previene el artículo 36 LC. 
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Para acabar esta referencia a las normas de carácter adjetivo, conviene señalar que la 
competencia para conocer del ejercicio de esta acción de rescisión corresponde al Juez del 
concurso, debiendo seguirse el trámite dispuesto en los artículos 192 y ss. LC para el incidente 
concursal (cfr. art. 72.4 LC). Iguales reglas de competencia y procedimiento deberán observarse 
respecto del ejercicio de cualquier otra acción de impugnación de los actos del concursado que, 
distinta a la rescisoria prevista en el artículo 71.1 LC, procediera conforme a Derecho (cfr. art. 71.6 
LC). 

 

9. LOS EFECTOS ANUDADOS A LA RESCISIÓN CONCURSAL 

9.1. Régimen general 

La rescisión de un acto al amparo de cuanto dispone el artículo 71 LC provoca una declaración 
judicial en cuya virtud éste queda privado de efectos. El apartado 1 del artículo 73 LC advierte 
tales consecuencias al señalar que: La sentencia que estime la acción declarará la ineficacia del 
acto impugnado y condenará a la restitución de las prestaciones objeto de aquel, con sus frutos e 
intereses. 

Como consecuencia de la ineficacia del acto, surgen los deberes restitutorios, de manera que la 
masa activa del concurso se incrementará con aquello a cuya restitución viene obligado quien fue 
parte en el negocio rescindido. 

Pero, de igual manera, esta masa activa habrá de hacer frente a la obligación de restitución que 
deriva del pronunciamiento rescisorio, pues el tercero partícipe en tal acto tiene derecho a que se 
le reintegre aquello que hubiera entregado al deudor, ahora concursado. 

Ahora bien, no debemos dejar de lado algunas circunstancias que rodean el derecho de crédito 
del tercero in bonis y que le permiten requerir la devolución de la prestación que hubiera 
satisfecho a favor del concursado. 

Así, el deudor de tal prestación no es otro que el concursado y el origen de tal crédito está en el 
desarrollo de las operaciones de reintegración de la masa activa. Desde este punto de vista, es 
indudable que el tercero resulta ser, como consecuencia de la impugnación del acto, acreedor en 
el concurso. 

Por ello, teniendo presente que el surgimiento del crédito aparece rodeado de estas 
circunstancias, que el mismo es necesariamente posterior a la fecha de la declaración del concurso 
y, además, consecuencia del desarrollo y ejecución del procedimiento concursal, parecerá 
razonable pensar que su calificación a los efectos del concurso deba reflejar adecuadamente tales 
circunstancias. Pues bien, todas estas ideas han pesado en los redactores de la LC, pues este texto 
califica el crédito del tercero in bonis como crédito contra la masa (cfr. art. 73.3 LC), reiterando tal 
consideración en otros preceptos de su articulado (cfr. art. 84.2.8.ª LC) 

Pero, a pesar de la expresa calificación del crédito que asiste al tercero en estos supuestos de 
reintegración como crédito frente a la masa, no podemos olvidar las particularidades que el 
mismo presenta respecto de su satisfacción, pues el carácter prioritario y prededucible que 
tendría en virtud de tal calificación va a acentuarse hasta desvirtuar su propio significado. En 
efecto, el texto legal advierte una previsión particular en sede de reintegración de la masa activa, 
de modo que este crédito del tercero in bonis y calificado como crédito frente a la masa habrá de 
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satisfacerse simultáneamente a la reintegración de los bienes y derechos objeto del acto rescindido 
(cfr. art. 73.3 LC). 

Con esta regla se altera profundamente el significado de tal crédito como crédito frente a la 
masa, pues no sólo hay una absoluta prededucción sino que, además, no se somete a las 
exigencias derivadas del orden de satisfacción de tales créditos (cfr. art. 84.3 LC, que acoge el 
criterio temporal de la fecha de vencimiento). De este modo, la satisfacción del crédito del tercero 
in bonis y que sea consecuencia de la reintegración concursal aparece configurada como condición 
de exigibilidad de la obligación de restitución que, al amparo del artículo 73.1 LC, pesa sobre este 
sujeto. Sin que se actúe simultáneamente el pago del crédito de restitución de este sujeto, la 
administración concursal no podrá conseguir la devolución de la prestación que hiciera el 
concursado como consecuencia del acto ahora rescindido. 

La jurisprudencia ha destacado esta caracterización del crédito que asiste a la parte in bonis, 
pues como advierte la STS 7 de diciembre de 2012274 En principio, el crédito de la contraparte a 
recibir la contraprestación entregada al deudor concursado al perfeccionar el negocio que se 
rescinde es un crédito contra la masa (art. 84.2.8.º LC), y debe ser abonado por la administración 
concursal “simultáneamente a la reintegración de los bienes o derechos objeto del acto rescindido” 
(art. 73.3 LC). Esta referencia a la consideración de crédito contra la masa es para diferenciarlo de 
los créditos concursales y, por lo tanto, para legitimar la obligación impuesta a continuación de 
que la restitución sea simultánea, y para que, en el hipotético caso en que la contraparte hubiera 
restituido la prestación por ella recibida sin obtener a cambio la suya, se le permita reclamar su 
satisfacción inmediatamente, y, en cualquier caso, con la preferencia respecto de los créditos 
concursales derivada de lo dispuesto por los arts. 48.3 y 154 LC. 

Este tratamiento que la LC dispensa al tercero in bonis pudiera merecer una valoración positiva. 
No cabe duda de la necesidad de ofrecer una adecuada protección a los legítimos intereses del 
tercero que, habiéndose relacionado con quien posteriormente fuera declarado en concurso, ve 
como su adquisición se hace venir a menos como consecuencia de la reintegración de la masa 
activa del concurso. Sin embargo, la solución dada en la LC no está exenta de críticas, al menos si 
no se evita una interpretación puramente literal de la norma. En efecto, una lectura superficial del 
apartado 3 de este artículo 73 LC nos llevaría a afirmar la improcedencia de la restitución derivada 
de la impugnación de un acto cuando la masa activa existente con anterioridad fuera insuficiente 
para atender simultáneamente el pago del crédito de ese tercero in bonis. Esta consecuencia 
pudiera resultar criticable cuando, al menos y como consecuencia de su revalorización, el valor de 
la cosa que se restituyera fuera relevante y permitiera no sólo satisfacer ese crédito sino, también, 
un incremento de la masa activa. 

Por ello, quizás fuera preferible una interpretación correctora del tal norma y en la que viniera 
a evitarse un resultado como el descrito, asegurando –en todo caso– la satisfacción prioritaria del 
crédito de ese tercero in bonis. Ahora bien, conviene no olvidar que el régimen que se acaba de 
describir presupone la actuación de buena fe por parte del tercero que con el concursado se 
hubiera relacionado. Por el contrario, si su actuación no se ajustara al oportuno patrón y fuera 
calificada de mala fe, apreciándose así en la sentencia que resolviera la impugnación del acto, las 
consecuencias serían muy distintas, como luego después habrá ocasión de constatar. 
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9.2. Protección del subadquirente y efectos de la rescisión concursal 

Hasta ahora se han analizado los efectos que la LC sanciona para el ejercicio de la acción 
rescisoria concursal. Sin embargo, la práctica enseña cómo los problemas que se plantean en todo 
este temario pueden agudizarse, como así ocurre cuando el tercero que hubiera adquirido del 
ahora concursado transmitiera lo que recibió a favor de otro sujeto ajeno a aquel primer acto. 
Nuestra jurisprudencia, aplicando la vetusta normativa codificada, no había formado un criterio 
que pudiera considerarse como sólido, pues no faltaron ocasiones en que vino a negar toda 
protección al tercero de buena fe que adquirió de otro sujeto a quien el quebrado había 
transmitido tal cosa, mientras que en otros pronunciamientos privó de efectos a la acción que se 
ejercitara manteniendo a este sujeto en su adquisición. 

Como ya avanza en su Exposición de Motivos, la LC opta por mantener la inatacabilidad de la 
posición jurídica del subadquirente cuando éste lo fuera de buena fe, dispusiera en su favor de las 
reglas que determinan la irreivindicabilidad de lo que adquiriera o gozara en su favor de la 
protección registral, viniendo a consolidar de este modo su adquisición. Por otra parte, tal y como 
antes se señalara, debemos equiparar a los anteriores supuestos aquél en que, por la razón que 
fuere, el subadquirente de lo que hubiera transmitido el deudor común no fuera demandado. 
Conforme con tal previsión, no cabe duda de que la LC opta, en estos supuestos, por dar la 
oportuna primacía a las exigencias derivadas de la seguridad del tráfico, viniendo a constituirse tal 
regla como un límite de los efectos anudados a la rescisoria concursal. 

Sin embargo, y pese a esta limitación, los efectos de la acción de reintegración no quedan 
excluidos sino, mejor, se transforma su contenido. La protección debida al subadquirente no 
excluye el efecto restitutorio que recae sobre el tercero in bonis que contrató con el concursado, 
pero sí le impide la posibilidad de restituir aquello que recibiera. Pues bien, ante tales 
circunstancias, la procedencia de la condena a restituir se mantiene pero ha de tener un contenido 
distinto, debiendo concretarse en un pronunciamiento de carácter dinerario. La LC concreta el 
importe de tal condena dineraria, pues el mismo vendrá determinado por el valor que tuvieran (los 
bienes y derechos) cuando salieron del patrimonio del deudor concursado, más el interés legal (cfr. 
art. 73, 2 LC). 

La previsión de la LC no podía ser otra ante las circunstancias que rodean tal supuesto de 
hecho. Por ello, parece que las opciones del texto sobre todos estos extremos han de ser 
valoradas positivamente. 

No obstante lo anterior, también cabe advertir que, cuando el derecho del subadquirente se 
consolidara, puede llegar a plantearse un delicado problema. 

En efecto, recuérdese que la exigibilidad de la condena al tercero in bonis que sea consecuencia 
de la reintegración concursal se sujeta a una condición de exigibilidad, pues requiere la simultánea 
satisfacción del crédito contra la masa que es titularidad de tal sujeto como consecuencia de la 
rescisión del acto impugnado. 

Si la posición del subadquirente fuera inatacable y, en consecuencia, la condena al tercero 
fuera dineraria, ¿cabría compensar ambos créditos? Este interrogante no tiene fácil respuesta. 
Como principio general, el artículo 58 LC establece que, declarado el concurso, no procederá la 
compensación de los créditos y deudas del concursado¸ pero producirá sus efectos la compensación 
cuyos requisitos hubieran existido con anterioridad a la declaración. Por ello, una interpretación 
puramente gramatical de esta norma nos llevaría a excluir cualquier posibilidad de compensación, 
debiendo los administradores concursales satisfacer el importe del crédito frente a la masa que es 
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titularidad del tercero in bonis para, simultáneamente, recibir la cuantía de la condena dineraria 
que recae sobre este tercero y que se había concretado en la sentencia que declaró la rescisión del 
acto. 

Ese pago simultáneo y la imposibilidad de compensación en las circunstancias descritas no 
parece, sin embargo, tener mucho sentido. Así, no habrá que olvidar que la regla prevista en el 
citado artículo 58 LC va referida, exclusivamente, a los créditos concursales. Sin embargo, el 
crédito que titula la parte in bonis y derivado de la rescisión no puede calificarse como crédito 
concursal sino, por expresa disposición legal, como crédito contra la masa. En este contexto, no 
estará de más recordar cómo el fundamento que justifica la prohibición de compensación tras la 
declaración del concurso responde, fundamentalmente, a la necesidad de adoptar una medida 
necesaria que salvaguarde exigencias elementales derivadas de la par condicio creditorum y evitar 
la huida de un acreedor respecto del concurso y sus consecuencias. Siendo esto así, se compartirá 
entonces la consecuencia de que si en un pago ordenado por la Ley tras la declaración del 
concurso no media lesión alguna de las exigencias del principio de igualdad de trato, pueda 
entonces admitirse la compensación como forma de extinguir tal crédito. Pues bien, eso es 
precisamente lo que acontece cuando el tercero condenado como consecuencia de la 
reintegración deba satisfacer un pago dinerario, por no resultar posible la restitución de lo que 
recibiera del concursado, ya que en tales circunstancias se eleva a condición de exigibilidad de tal 
condena la simultánea satisfacción por parte del concurso de la prestación dineraria debida a 
aquel sujeto. Al configurar de este modo el pago del crédito frente a la masa que es de titularidad 
del tercero me parece que no puede hablarse de una posible afección de la par condicio 
creditorum, pues su satisfacción se realiza al margen, y de forma previa, a la realización de los 
otros créditos contra la masa y los créditos concursales. 

9.3. El alcance de la ineficacia del acto rescindido 

9.3.1. Observaciones previas 

El régimen general de efectos anudados a la rescisión que concreta el artículo 73 LC aparece 
diseñado en relación con un supuesto particular, pues la regla de ineficacia contempla aquellos 
casos en que el acto impugnado tiene carácter bilateral. Esta circunstancia obliga a que deba 
atenderse a dos problemas. En primer lugar, será necesario adecuar tales efectos en aquellos 
casos en que el acto no pueda calificarse como bilateral, pues solo media un desplazamiento 
patrimonial que realizara el concursado a favor de la parte in bonis; supuesto que no se contempla 
expresamente en esta regla de efectos (sobre esta cuestión, vid. Supra 10.5), pese a que el 
legislador no duda en advertir la rescindibilidad de estos supuestos (Cfr. art. 71.2 LC). 

De igual manera, no habrá que dejar de advertir que las reglas señaladas constituyen el 
régimen general de efectos que derivan de la rescisión concursal de un acto del ahora concursado. 
Sin embargo, no debe olvidarse el caso en que mediara mala fe del tercero que con éste se 
relacionara y que fue parte en el acto rescindido. En tales circunstancias, se adopta una particular 
previsión que acoge el apartado 3 del artículo 73 LC. 

Ahora bien, enumeradas las principales cuestiones que han de ser objeto de estudio, conviene 
que, con carácter previo nos detengamos en recordar el alcance material que tiene la ineficacia 
derivada de la rescisión que prevé, como norma general, el citado artículo 73.1 LC, considerando –
en primer lugar– su caracterización de conformidad con las normas generales a fin de luego 
concretar su significado en el ámbito concursal. 

9.3.2. La ineficacia del acto rescindido de conformidad de las normas generales 
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La doctrina civilista es unánime en advertir respecto de la acción de rescisión que nos 
encontramos ante una ineficacia del contrato que adviene mediante el ejercicio de una acción de 
impugnación del mismo, que se aplica a “contratos válidamente celebrados” (cfr. art. 1295) y 
obedece no a la irregularidad de la formación del contrato, sino al hecho de que el contrato 
regularmente celebrado contribuye a obtener un resultado injusto, inicuo o contrario a Derecho: 
produce un fraude de acreedores o una lesión. Por esto, hemos hablado anteriormente de una 
ineficacia funcional. La rescisión es una ineficacia funcional.275 

Dentro de la categoría de la ineficacia contractual, y junto con formas sobradamente conocidas 
y que obedecen a un vicio o defecto originario o estructural (nulidad, anulabilidad), el Código civil 
reconoce la figura de la rescisión en donde el fundamento al que responde la ineficacia provocada 
tiene carácter sobrevenido, en razón de los efectos o consecuencias que produjera el contrato 
válidamente celebrado. La rescisión se engloba dentro de la categoría de la ineficacia contractual, 
sin perjuicio de sus particularidades. 

Así, se afirma que se trata, por tanto, de una ineficacia provocada, esto es, que opera a través 
del ejercicio de una acción de impugnación y no de modo automático o ipso iure por la fuerza 
misma del ordenamiento jurídico. Del mismo modo, se proyecta como una ineficacia funcional que 
no atiende a los posibles vicios o defectos en la fase de celebración o formalización del contrato, 
sino a un juicio de valoración de las consecuencias o efectos que dicho contrato produce, en 
especial respecto de un posible fraude o una lesión contractual”.276 

La rescisión de un contrato solo procede en aquellos casos expresamente previstos por la Ley. 
No obstante, la lectura de cuanto dispone el artículo 1291 C.c., delimitando los supuestos en que 
resulta posible el ejercicio de esta acción rescisoria, ha llevado a sentar una clasificación, 
distinguiéndose la rescisión por lesión y la rescisión por fraude de acreedores.277 

Las diferencias entre uno y otro caso no son relevantes a los efectos de las cuestiones que nos 
ocupan, pues se centran en el carácter restitutorio o revocatorio del contrato impugnado, sin que 
ello venga a incidir en la retroactividad o no de sus efectos.278 No obstante, conviene señalar que 
en los supuestos de rescisión por lesión se afirma que la estimación de la acción acarrea un efecto 
restitutorio, de manera que las partes deberán restituirse las prestaciones derivadas del contrato 
rescindido.279 De otro lado, en los casos en que la rescisión se justificara en el fraude de 
acreedores, el contrato impugnado también vendría a menos, produciéndose un efecto 
revocatorio, en el sentido de que tal negocio no será eficaz frente al acreedor que ejercitara la 
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DÍEZ-PICAZO, L.: Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Tomo I, Introducción. Teoría del contrato, sexta edición, 
Civitas, Madrid, 2007, pp. 612 y 613. 
276 

ORDUÑA MORENO, F.J.: Comentario art. 1290 C.c., en Cañizares Laso, A.; De Pablo Contreras, P.; Orduña Moreno, F.J. 
y Valpuesta Fernández, R. (Dirs.): Código Civil Comentado, volumen III, Civitas, Madrid, 2011, p. 708. 
277 

Al margen de esta distinción ha de quedar la acción rescisoria ex artículo 71 LC en razón de sus propias 
particularidades, como luego se indica. 
278 

Sobre la diferenciación de supuestos y el distinto efecto restitutorio o revocatorio en razón de la causa de rescisión, 
vid. MORENO QUESADA, B.: Comentario artículo 1295, en Albaladejo, M. y Díaz Alabart, S., Comentarios al Código Civil y 
Compilaciones Forales, Tomo XVII, Volumen 2, EDERSA, Madrid, 1995, pp. 202 y ss. 
279 

En los supuestos de rescisión por lesión se produce una restitutio in integrum de las prestaciones derivadas del 
contrato rescindido. Con acierto, se ha señalado que la llamada restitución o reintegración en forma específica de las 
prestaciones trata de recuperar el status quo ante a la celebración del contrato lesivo, al objeto de equilibrar 
nuevamente los patrimonios, impidiendo el mantenimiento de una ventaja injusta. Se pretende reparar la lesión 
mediante la eliminación del contrato y sus efectos jurídicos. Y solamente cuando no es posible la restitución in natura, la 
rescisión se transforma en una acción de indemnización. MARTÍN PÉREZ, J.A.: La rescisión del contrato, Bosch, 
Barcelona, 1995, p. 426. 
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acción, quién podrá –en consecuencia– agredir esos bienes en su favor, al resultarle inoponible el 
contrato rescindido.280 

Ahora bien, tanto en los supuestos de lesión como de fraude de acreedores, la rescisión hace 
venir a menos el contrato impugnado (con carácter restitutorio o revocatorio según los casos), 
pues con el ejercicio de la acción se pretende deshacer éste. 

Ello es así en la medida en que ésta es la finalidad a la que responde la acción de rescisión. No 
cabe desconocer que el efecto principal de esta acción rescisoria - en esto coinciden ambas 
modalidades - es privar de eficacia al negocio fraudulento, restituyendo las cosas al estado que 
tenían al tiempo de la celebración. 

Supone “revocar” –volver los bienes a su antiguo titular– o decretar la “inoperancia” de esa 
enajenación en la parte necesaria para que los acreedores defraudados, puedan hacer efectivos 
sus créditos.281 

El tenor literal del artículo 1295 del Código Civil no permite duda alguna, pues la rescisión 
obliga a la devolución de las cosas que fueron objeto del contrato con sus frutos, y del precio con 
sus intereses; en consecuencia, sólo podrá llevarse a efecto cuando el que la haya pretendido 
pueda devolver aquello a que por su parte estuviese obligado, añadiendo que tampoco tendrá 
lugar la rescisión cuando las cosas, objeto del contrato, se hallaren legalmente en poder de 
terceras personas que no hubiesen procedido de mala fe. 

La caracterización de la rescisión como una categoría de ineficacia negocial lleva 
indefectiblemente a manifestar, utilizando un término usual, que los efectos derivados de la 
estimación de la acción se producen ex tunc, de manera que se actuará retroactivamente. Si la 
finalidad perseguida es privar de efectos al contrato rescindido, éste no ha de producir alguno, por 
lo que se busca reponer a las partes en la posición que tenían con anterioridad a la celebración de 
tal negocio.282 

La Jurisprudencia se ha manifestado reiteradamente en este sentido, tanto en lo que hace a la 
caracterización general de la acción rescisoria como respecto de los concretos supuestos en que –
de conformidad con las prescripciones del Código– ésta procede. 

Así, lo ha hecho el Tribunal Supremo al caracterizar y comparar la acción resolutoria y la acción 
rescisoria, tal y como advierte la STS 26 de marzo de 2012,283 al destacar que: es opinión 
comúnmente aceptada, tanto por la doctrina científica como por la jurisprudencia, que la 

                                                           
280 

En el caso de la rescisión por fraude de acreedores no hay, en rigor, una destrucción del contrato lesivo (no se 
deshace) sino que se desconocen sus efectos: el contrato lesivo se considera inoponible frente al acreedor, que puede 
conducirse como si aquél no se hubiera celebrado y, por ello, ejecutar los bienes y derechos que fueren su objeto allá 
donde estén (siempre que su poseedor actual sea la contraparte o un tercero no protegido) y también, como advierte el 
artículo 595 LEC, tal ejecución se extenderá a los frutos o rentas que deriven o hayan derivado del objeto del contrato y 
se hallen en posesión de la contraparte (o del tercero no protegido) del contrato lesivo, en la medida del perjuicio 
sufrido. GARCÍA VICENTE, J.R.: Comentario art. 1290 C.c., en Bercovitz, R. (Dir.), Comentarios al Código Civil, Tomo VII, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 9224 y 9225. 
281 

MARTÍN PÉREZ, J.A.: La rescisión del contrato, Bosch, Barcelona, 1995, p. 441. 
282 

El fundamento de la impugnación y, por ende, de la ineficacia contractual operada, hace que los efectos de la 
rescisión se focalicen principalmente sobre un mecanismo de retrocesión de la cosa objeto de transmisión al patrimonio 
del deudor, caso del fraude de acreedores, o de restitución de las recíprocas prestaciones efectuadas, caso de la 
rescisión por lesión. ORDUÑA MORENO, F.J.: Comentario art. 1290 C.c., en Cañizares Laso, A.; De Pablo Contreras, P.; 
Orduña Moreno, F.J. y Valpuesta Fernández, R. (Dirs.): Código Civil Comentado, volumen III, Civitas, Madrid, 2011, p. 
722. 
283 

TOL2.498.518. 
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resolución contractual produce sus efectos, no desde el momento de la extinción de la relación 
obligatoria, sino retroactivamente desde su celebración, es decir, no con efectos “ex nunc” sino “ex 
tunc”, lo que supone volver al estado jurídico preexistente como si el negocio no se hubiera 
concluido, con la secuela de que las partes contratantes deben entregarse las cosas o las 
prestaciones que hubieran recibido en cuanto la consecuencia principal de la resolución es destruir 
los efectos ya producidos, tal como se ha establecido para los casos de rescisión en el art. 1295 del 
Código Civil al que expresamente se remite el art. 1124 del mismo Cuerpo legal, efectos que 
sustancialmente coinciden con los previstos para el caso de nulidad en el art. 1303 y para los 
supuestos de condición resolutoria expresa en el art. 1123. 

Con igual claridad se expresa la STS de 23 de julio de 2001,284 manifestando que: el que se 
encuentre uno de los bienes en poder de tercera persona, nada empece al ejercicio de la acción 
rescisoria, porque la declaración de ineficacia del contrato que se rescinde se produce ex tunc con 
efectos retroactivos desde su perfección y produce la restitución de las prestaciones percibidas por 
cada contratante incrementadas con sus frutos e intereses.285 

Además, el Alto Tribunal, en su STS 6 de octubre de 2006,286 ha advertido –en relación con la 
resolución contractual pero extensible a los supuestos de rescisión– que: La obligación de 
restitución de las prestaciones recibidas que establece el art. 1303 del Código Civil para cuando se 
declare la nulidad de una obligación, aplicable según la doctrina de esta Sala a los supuestos de 
resolución contractual, no precisa de petición de parte, en razón del principio “iura novit curia”, por 
lo que el Juzgador de instancia debió así acordarlo. Al no hacerlo, ha incurrido en la incongruencia 
omisiva denunciada por lo que ha de estimarse el motivo en este aspecto. 

Por lo tanto, y en atención al significado y finalidad de la acción, habrá de concluirse 
manifestando que los efectos derivados de la rescisión de un contrato se producen ex tunc, 
operando retroactivamente, tal y como prescriben las reglas dispuestas en el Código civil.287 
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Roj:STS 6503/2001 - ECLI:ES:TS:2001:6503 
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En igual sentido, pueden señalarse las STS de 27 de octubre de 2005 (Roj: STS 6545/2005 - ECLI:ES:TS:2005:6545); STS 
5 de febrero de 2002 (Roj:STS 707/2002 - ECLI:ES:TS:2002:707) y STS 17 de junio de 1986 (Roj:STS 3395/1986 - 
ECLI:ES:TS:1986:3395), entre muchas otras. 
286 

Roj:STS 8730/2006 - ECLI:ES:TS:2006:8730 
287 

La rescisión, sin embargo, y en razón de que se ataca un contrato válido, no extiende sus efectos frente a tercero de 
buena fe, pese a actuarse retroactivamente. Así lo destaca el segundo inciso del artículo 1295 del Código Civil. La STS 6 
de noviembre de 2001 (Roj: STS 8636/2001 - ECLI:ES:TS:2001:8636), aplica este precepto, señalando que a la vista de 
todo ello, ha de entenderse correcta la calificación que realiza el Tribunal de instancia de la venta realizada por la Sra. 
Raquel a la sociedad tantas veces mencionada como contrato no absolutamente simulado, sino simplemente 
rescindible, al tratarse de un acto querido por las partes intervinientes en el mismo, en procura de beneficios diversos, 
pero también en evidente fraude de acreedores, subsumible por ello en el artículo 1291.3.º del Código Civil. El negocio, 
por tanto era inicialmente válido si bien podría devenir ineficaz si, con posterioridad a su celebración, los acreedores a 
quienes se pretendía defraudar no podían de otro modo cobrar lo que se les debía. Esto es lo que ha sucedido en el caso 
que nos ocupa, en que la venta aludida fue base de nuevas operaciones crediticias en las que intervinieron personas que 
confiaban en la presunción de exactitud registral que establecen los artículos 38-1.º y 1-3.º de la Ley Hipotecaria, y de las 
que se beneficiaron la tercerista y su familia. Solo la circunstancia de que el Monte de Piedad y Caja de Ahorros de 
Sevilla no consiguiese recuperar la totalidad de las sumas a que tenía derecho en virtud del préstamo a que nos hemos 
referido, determinó la rescisión ordenada por la Audiencia Provincial en sentencia dictada en la causa criminal ya 
mencionada. Pero dicha rescisión, cuyo carácter subsidiario reitera el art. 1294 del Código Civil, no hace desaparecer los 
efectos producidos como consecuencia de la actuación de terceros de buena fe, según se desprende del párrafo 
segundo del artículo 1295, aplicable por analogía a quienes evidentemente no llegaron a adquirir los bienes objeto del 
contrato rescindido, pero que efectuaron desembolsos a favor, entre otros, de quien ahora es tercerista, confiando en la 
validez y legitimidad de la inscripción registral dimanante de aquel contrato. 
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9.3.3. La ineficacia del acto rescindido en la Ley Concursal. 

De conformidad con cuanto antes se señalara, tras la consideración de las reglas generales que 
disciplinan la rescisión, se debe ahora atender a las normas previstas en la Ley Concursal y, en 
especial, al régimen de efectos dispuesto. 

En este sentido, debe partirse de que la acción que contempla el artículo 71 LC es una acción 
rescisoria, en sentido estricto. Así lo advierte la Jurisprudencia dictada por el Tribunal Supremo, 
pues como señala la STS 8 de abril de 2014288: la naturaleza de esta ineficacia es la propia de la 
rescisión, pues se trata de una ineficacia funcional, que presupone la validez del negocio o acto 
impugnado, y que se funda en el perjuicio que ocasiona a la quiebra declarada con 
posterioridad.289 

Desde esta perspectiva, y si se comparan las reglas que acoge el artículo 73 LC sobre estos 
extremos respecto de cuanto dispone el artículo 1295 del Código Civil, podrá comprobarse cómo 
no hay una sustancial diferencia entre ambas normas.290 La lectura del citado precepto permite 
concluir afirmando su sustancial identidad respecto de cuanto dispone el primer inciso del artículo 
1295 del Código Civil (La rescisión obliga a la devolución de las cosas que fueron objeto del 
contrato con sus frutos, y del precio con sus intereses). 

De otro lado, la misma excepción al alcance restitutorio que se predica de la rescisión en el 
inciso segundo del artículo 1295 del Código Civil (Tampoco tendrá lugar la rescisión cuando las 
cosas, objeto del contrato, se hallaren legalmente en poder de terceras personas que no hubiesen 
procedido de mala fe), así como las consecuencias que se derivan en tal situación y que dispone el 
tercer inciso de este precepto (En este caso podrá reclamarse la indemnización de perjuicios al 
causante de la lesión), vienen a preverse, adecuándolos a las particularidades del supuesto de 
hecho, para la acción rescisoria contemplada en el artículo 71 LC. En este sentido, el tenor literal 
del artículo 73.2 LC es claro. 

La lectura de estas normas, así como el carácter rescisorio que se predica de la acción, lleva a 
destacar varias afirmaciones. 

En primer lugar, la rescisión que sea consecuencia de la reintegración concursal requiere, en 
razón de su naturaleza, un previo pronunciamiento judicial. 
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TOL4.259.500 
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La STS 28 de marzo de 2012 (TOL2.533.407), añade que las grandes similitudes entre las acciones de reintegración 
concursal, y la rescisoria regulada en el artículo 1290 y siguientes del Código Civil, han llevado al legislador a calificar 
como rescisoria la acción de reintegración. 
290 

En realidad, la acción prevista en el artículo 71 LC puede reconducirse, aunque con ciertas particularidades, a la 
rescisión por lesión, dada la previsión de su carácter no revocatorio sino restitutorio (cfr. art. 73.1 LC) y su eficacia en 
interés no de un acreedor sino de la colectividad de ellos. El TS así parece manifestarlo en su STS 21 de noviembre de 
2016 (TOL …), al señalar que el art. 73.1 LC expresamente prevé como efecto consiguiente a la estimación de la rescisión 
concursal la ineficacia del acto de disposición impugnado, así como la restitución de las prestaciones objeto de aquel, 
con sus frutos e intereses. Sin embargo, la estimación de la acción pauliana conlleva una ineficacia relativa y parcial del 
acto de disposición, tal y como razonamos en la sentencia 245/2013, de 18 de abril (con cita de las anteriores sentencias 
de 28 de noviembre de 1997, de 24 de julio de 1998 y 25/2004, de 30 de enero) (…). Esta distinción tiene gran 
relevancia, pues la rescisión concursal no determina una ineficacia relativa del acto impugnado, sino total, con el 
consiguiente efecto de restitución a la masa de los bienes o derechos objeto del acto de disposición impugnado. Sólo si 
los bienes no pueden restituirse, el art. 73.2 LC impone a la contraparte, destinatario de los bienes objeto de disposición, 
la restitución por equivalente: el pago del valor de los bienes cuando salieron del patrimonio del deudor concursado, 
más el interés legal; y, en caso de mala fe en quien contrató con el concursado, también deberá indemnizar los daños y 
perjuicios causados a la masa activa. 
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En efecto, la sentencia que estime una acción de este tipo tiene carácter constitutivo pues, de 
acuerdo con su significado rescisorio, no se afectará la validez del acto impugnado sino, tan sólo, 
sus efectos. Así lo viene a poner de manifiesto el artículo 73.1 LC, al señalar que la sentencia que 
estimara la acción de rescisión por reintegración declarará la ineficacia del acto impugnado, para 
añadir a continuación un pronunciamiento de condena, pues deberá imponer la restitución de las 
prestaciones objeto de aquel, con sus frutos e intereses. 

Esta previsión de la LC es coherente con el carácter rescisorio que quiere predicarse de la 
acción ex artículo 71.1 LC, de tal modo que se sanciona, para los actos impugnados, un supuesto 
de ineficacia no estructural sino, mejor, funcional. Dicho en otras palabras, lo que se pretende es 
actuar sobre la relación contractual que se crea al amparo y como consecuencia del acto 
impugnado, pero no respecto de la validez del contrato del que tal relación deriva. Por todo ello, 
no cabe otra cosa que afirmar la validez del acto o contrato objeto de la acción de reintegración, 
pese a que el mismo quede privado de los efectos que, en principio, hubiera producido. 

De otro lado, y en razón de la finalidad perseguida, con el ejercicio de la acción se busca privar 
de efectos al acto que resultaba válido, de manera que éste no debiera haber producido sus 
efectos. Por ello, la ineficacia que deriva de la acción rescisoria opera en el tiempo, haciendo 
desaparecer los efectos que hubiera producido el contrato con anterioridad a su rescisión. 

Dicho en otras palabras, y utilizando un término usual aunque a veces confuso, la ineficacia 
opera ex tunc; esto es, desde el momento en que el contrato se perfeccionara. 

La consecuencia derivada de esa retroacción de los efectos de la rescisión del contrato es el 
pronunciamiento que ha de contener la sentencia, pues ésta ha de ordenar la restitución de las 
prestaciones objeto de aquel, con sus frutos e intereses. 

9.3.4. La ineficacia del acto objeto de la rescisión concursal según la Jurisprudencia 

El estudio de la jurisprudencia recaída en esta materia permite realizar una observación 
preliminar no exenta de importancia. En este sentido, hay que señalar cómo las expresiones y 
términos que vienen a utilizarse en las diferentes sentencias no siempre se hace con una excesiva 
carga de rigor, pues distintos pronunciamientos jurisprudenciales vienen a emplear expresiones 
diversas –e, incluso, antitéticas– para referirse a una misma realidad. 

Además, en todos estos temas, se superponen cuestiones de orden procesal –ad ex., el 
carácter constitutivo de la acción y, en consecuencia, de la sentencia que estimara el ejercicio de 
la acción rescisoria– con otras relativas a los efectos anudados a esta forma de ineficacia negocial. 

Por estas razones, conviene señalar cuál ha sido la respuesta dada a estos problemas por la 
Jurisprudencia a fin de, en un momento posterior, depurar el significado que cabe atribuir a las 
expresiones que vienen a utilizarse y así poder concretar los efectos derivados de la rescisión de 
un acto al amparo de cuanto dispone el artículo 71 LC. 

A fin exponer el estado de la cuestión, resulta oportuno atender a la jurisprudencia 
denominada menor. Y, en este sentido, bastará con referirse a las dos Audiencias que mayor 
predicamento gozan en la materia para así constatar, como se verá, la discordancia de los 
términos con que se expresan para, sin embargo, coincidir en las consecuencias materiales. 
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De acuerdo con lo señalado, cabe referirse, en primer lugar, a cuanto advierte la SAP Madrid 
(Secc. 28), 9 de octubre de 2015,291 para quien: La consecuencia propia de la acción rescisoria 
concursal, del art. 73.1 LC, es la reintegración de las prestaciones recibidas por las partes a causa 
del contrato que se rescinde, con sus frutos e intereses. Es decir, se declara la ineficacia del acto 
atacado por la reintegración concursal, declaración con efectos ex tunc, por tanto, retrotrayendo 
sus consecuencias al momento de perfección del acto o contrato en cuestión, acorde con las reglas 
generales de la acción pauliana civil, arts. 1.295 y 1.298 CC, según SsTS de 27 de octubre de 2005, 
FJ 1.º, pte. González Poveda, s. 6 de noviembre de 2001, FJ 4.º, pte. Romero Lorenzo. 

Este criterio, por el que se afirma –expresamente– los efectos ex tunc de la rescisión concursal, 
es reiterado por otras muchas Audiencias.292 

De otro lado, y como segundo referente, cabe citar la SAP Barcelona (Secc. 15) 6 de febrero de 
2009,293 en la que se manifiesta que El allanamiento realizado por las demandadas a la rescisión 
concursal de las otras cuatro escrituras de constitución de hipoteca, lleva consigo su ineficacia. Es 
cierto que se trata de una ineficacia ex nunc, que opera desde la declaración, por lo que hasta 
entonces el negocio es válido y produce sus efectos. Es a partir de la resolución judicial que estima 
la rescisión cuando se declara la ineficacia de los actos impugnados, y surge para las partes la 
obligación de restituirse las prestaciones que fueron objeto del negocio o acto dispositivo, más los 
intereses y frutos, conforme a lo dispuesto en el art. 73.1 LC. No empece a esta naturaleza de los 
efectos ex nunc, el hecho de que la restitución incluya los intereses y frutos producidos desde la 
celebración del negocio, pues con ello más que tratar de borrar los efectos desplegados antes de la 
rescisión del acto, se pretende compensar los posibles daños y perjuicios ocasionados por el 
negocio. 
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Roj: SAP M 14548/2015 - ECLI:ES:APM:2015:14548. En igual sentido, vid. SAP Madrid, (Secc. 28), 11 de septiembre de 
2015 (Roj: SAP M 13005/2015 - ECLI:ES:APM:2015:13005).; SAP Madrid (Secc. 28), 22 de mayo de 2015 (Roj:SAP M 
7275/2015 - ECLI:ES:APM:2015:7275).; SAP Madrid (Secc. 28), 13 de febrero de 2015 (Roj: SAP M 1325/2015 - 
ECLI:ES:APM:2015:1325).; y SAP Madrid (Secc. 28), 28 de septiembre de 2010 (Roj:SAP M 15591/2010 - 
ECLI:ES:APM:2010:15591), entre otras. 
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La utilización de la expresión ex tunc, tradicional en el ámbito de los supuestos de ineficacia negocial, también cuando 
va referida a la rescisión, se encuentra generalizada en la jurisprudencia mercantil que aplica las reglas dispuestas en el 
artículo 73 LC. Vid., ad ex., SAP Córdoba (Secc. 3), 8 de junio de 2012 (Roj:SAP CO 711/2012 -ECLI:ES:APCO:2012:711) 
(produce sus efectos, no desde el momento de la extinción de la relación obligatoria, sino retroactivamente desde su 
celebración, es decir, no con efectos “ex nunc” sino “ex tunc”); SAP Gerona (Secc. 1), 20 de marzo de 2009 (Roj:SAP GI 
558/2009 - ECLI:ES:APGI:2009:558) (se declara la ineficacia del acto atacado por la reintegración concursal, declaración 
con efectos “ex tunc”, por tanto, retrotrayendo sus consecuencias al momento de perfección del acto o contrato en 
cuestión); SAP Granada (Secc. 3), 23 de junio de 2014 (Roj:SAP GR 1314/2014-ECLI:ES:APGR:2014:1314) (es 
incuestionable el efecto ex tunc que a la rescisión confieren las partes); SAP Murcia (Secc. 4), 3 de octubre de 2013 
(Roj:SAP MU 2291/2013-ECLI:ES:APMU:2013:2291) (es la propia Ley Concursal la que en su artículo 73 atribuye 
específicamente a la ineficacia del acto impugnado, sin exclusión ni excepción alguna, unos efectos “ex tunc”, es decir, 
sin producción de efecto alguno como si el contrato nunca se hubiera celebrado. La jurisprudencia del Tribunal Supremo 
que antes hemos señalado confirma definitivamente, también sin excepción, los aludidos efectos “ex tunc”); SAP Jaén 
(Secc. 1), 19 de enero 2011 (Roj:SAP J 1522/2011 - ECLI:ES:APJ:2011:1522) (se declara la ineficacia del acto atacado por 
la reintegración concursal, declaración, según reiterada y mayoritaria jurisprudencia, con efectos “ex tunc”, por tanto, 
retrotrayendo sus consecuencias al momento de perfección del contrato o acto en cuestión); y SAP Valladolid (Secc. 3), 7 
de mayo 2009 (Roj:SAP VA 447/2009 - ECLI:ES:APVA:2009:447) (El argumento expuesto por el apelante no puede 
prosperar puesto que, aunque el acto o negocio rescindido sea válido y eficaz en un principio, la jurisprudencia, de 
siempre, ha señalado que la rescisión supone la destrucción de sus efectos “ex tunc” y no “ex nunc”), entre muchas 
otras. 
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Roj:SAP B 1485/2009 - ECLI:ES:APB:2009:1485. 
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Ahora bien, si se atiende no a los términos empleados –ex tunc, ex nunc– sino a las 
consecuencias que ordenan podrá comprobarse una coincidencia en el criterio sostenido por 
ambas Audiencias.  

Así lo advierte la SAP Madrid (Secc. 28), 5 de junio de 2015,294 resolviendo que: Como corolario 
de cuanto se lleva expuesto procede declarar la ineficacia del acto impugnado y, anudado a tal 
declaración, condenar a MERSA a restituir a la masa el importe del pagaré que en su día hizo 
efectivo, con sus intereses al tipo legal desde esa fecha, todo ello de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73.1 LC. 

De igual manera, y coincidiendo en las consecuencias anudadas al contrato rescindido, la SAP 
Barcelona (Secc. 15), 4 de noviembre de 2015,295 concluye que Por tanto, como regla general, la 
rescisión del acto determina la recíproca y simultánea restitución de las prestaciones, lo que 
implica volver a la situación inmediatamente anterior al acto impugnado. Las prestaciones que 
resulten a favor del demandado deberán atender, por tanto, con cargo a la masa, salvo que se 
aprecie mala fe, en cuyo caso el crédito tendrá la consideración de subordinado. 

Si ahora atendemos a la Jurisprudencia dictada por el Tribunal Supremo, no habrá que olvidar 
la naturaleza rescisoria de la acción ex artículo 71 LC y, en consecuencia, su comunidad de efectos 
respecto de cuanto dispone con carácter general el Código Civil para la acción rescisoria, tal y 
como antes se destacara. El repaso de las resoluciones del alto Tribunal, viene a mostrar una 
diversa expresión y términos para, sin embargo, afirmar unos mismos efectos materiales. 

En efecto, y a título de ejemplo, la STS 7 de diciembre de 2012296 destaca que: El art. 73.1 LC 
dispone que la estimación de la acción rescisoria concursal lleva consigo la ineficacia del acto 
impugnado y la consiguiente obligación de restitución de las prestaciones objeto de aquél, con sus 
frutos e intereses. 

En el presente caso, la compraventa que ha sido objeto de rescisión tenía por objeto 25 fincas, 
que se transmitían libres de cargas, en la medida en que el precio se calculó de esa forma y una 
parte del mismo fue destinado a amortizar el préstamo hipotecario y a cancelar las hipotecas. De 
este modo, la compradora recibió las fincas libre de cargas. Es por ello que al acordarse más tarde 
la rescisión de la compraventa, está obligada a restituir las 25 fincas, con sus frutos, a cambio de 
percibir a su vez el precio abonado. 

Reitera tal consideración STS 25 de junio de 2015,297 discriminando los efectos anudados a la 
ineficacia del negocio, en razón de que se tratara de un negocio bilateral o unilateral, pues: 
Conforme al art. 73.1 LC, la sentencia que estima la acción rescisoria, además de declarar la 
ineficacia del acto impugnado, “condenará a la restitución de las prestaciones objeto de aquél, con 
sus frutos e intereses”. Como ya hemos indicado en otras ocasiones, este es el efecto propio de la 
rescisión de un negocio bilateral con reciprocidad de prestaciones. Mientras que si el acto objeto de 
rescisión fuera unilateral y consistiera, por ejemplo, en el pago o en la constitución de una 
garantía, en estos casos la consecuencia de la rescisión sería dejar sin efecto el pago o la garantía. 

Por lo tanto, el negocio rescindido deviene ineficaz, generándose obligaciones restitutorias 
que, en el caso de la concursada deudora, se realizarán con cargo al concurso. Ahora bien, si el 
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Roj: SAP M 10603/2015 - ECLI:ES:APM:2015:10603. 
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Roj:SAP B 10534/2015 - ECLI:ES:APB:2015:10534. 
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TOL2.714.943. 
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Roj: STS 2737/2015 - ECLI:ES:TS:2015:2737. 
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negocio se calificara como unilateral (ad ex. un pago), el efecto derivado de su rescisión, ha de ser 
–como afirma la sentencia últimamente citada– dejar sin efecto el pago o la garantía. 

Por lo tanto, resulta obvio en la Jurisprudencia que con la acción rescisoria se busca privar de 
efectos a un acto o contrato, debiendo desconocerse los que se hubieran producido. Esto es, la 
finalidad perseguida es volver a la situación anterior a la perfección del contrato rescindido,298 de 
modo que si éste tuviera carácter bilateral su ineficacia generaría las pertinentes obligaciones de 
restitución, mientras que si el negocio fuera unilateral, el pago o la garantía constituida resultarían 
ineficaces, debiendo –en su caso– reintegrarse a la masa del concurso aquello que entonces 
hubiera entregado la ahora concursada. 

Así lo advierte el Tribunal Supremo en los supuestos de rescisión del pago de un dividendo299 
realizado por la concursada, como reiteradamente se ha señalado en relación cuando este 
supuesto fuera objeto de la acción rescisoria, pues a decir, entre otras,300 de la STS 24 de julio de 
2014301: los tribunales de instancia han aplicado correctamente esta doctrina: como una vez que se 
declara la rescisión del acuerdo de reparto de dividendos, los pagos realizados resultan 
injustificados, procede la condena a su restitución, y las compensaciones realizadas, en la medida 
en que la sociedad no debía adeudar las sumas compensadas, se dejan sin efecto. 

En definitiva, la rescisión supone –siempre y necesariamente– la ineficacia del negocio que se 
declara rescindido, tanto si éste es bilateral y genera obligaciones de restitución a cargo tanto del 
tercero como de la concursada como si, en otro caso, lo fuera unilateral, en cuyo caso será 
únicamente el tercero el que sufra la ineficacia del negocio y, en su caso, deberá restituir aquello 
que hubiera percibido.302 

No obstante lo anterior, ha de recordarse un pronunciamiento jurisprudencial que –
aparentemente– parece que pudiera alterar las conclusiones señaladas. 

Éste es la STS 26 de marzo de 2015,303 en el que viene a afirmarse que: Este precepto legal, al 
fijar los efectos de la rescisión concursal, toma la parte por el todo pues prevé con carácter general 
una eficacia restitutoria que solo puede ser predicada de las obligaciones recíprocas. De ahí que 
cuando el acto rescindido es un acto dispositivo a título gratuito o una garantía constituida en 
perjuicio de la masa, la sentencia que acuerda la rescisión no provoca tales efectos restitutorios 
recíprocos, sino tan solo la ineficacia del acto rescindido y la devolución a la masa del concurso de 
lo que salió del patrimonio del deudor en virtud del acto gratuito rescindido o, tratándose de una 
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El texto legal prevé la reposición al estado anterior respecto del acto que se rescindiera. En este sentido, la STS de 4 
de noviembre de 2016 (TOL …) se tuvo que ocupar de los efectos anudados a la rescisión de una garantía hipoteca que 
había sustituido a una anterior reserva de dominio, señalando que de tal forma que resulta lógico que si el acto de 
disposición objeto de rescisión consiste en la sustitución de una originaria garantía, que se califica de más débil, por otra, 
que se considera más consistente, el efecto de la rescisión previsto en el art. 73 LC no sea la mera cancelación de las 
hipotecas, sino que también alcance a la rehabilitación de la reserva de dominio. Sin perjuicio de que la imposibilidad de 
restituir estas reservas de dominio sobre los vehículos pueda transformarse en una restitución por equivalencia, 
mediante el pago del importe de aquellas garantías (las reservas de dominio) al tiempo en que se dejaron sin efecto 
como consecuencia de la constitución de las hipotecas, el 29 de diciembre de 2003. 
299 

Sobre tal problema, vid., por todos, MORALEJO: Rescisión concursal y acuerdos de distribución de beneficios, en 
Beltrán y San Juan (Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, pp. 233 y ss. 
300 

STS 17 de abril de 2015 (Roj: STS 1704/2015-ECLI:ES:TS:2015:1704) y STS 1 de noviembre de 2014 (Roj: STS 
4839/2014 - ECLI:ES:TS:2014:4839).
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TOL4.513.843. 
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STS 30 de abril de 2014 (TOL4.331.151); STS 9 de abril de 2014 (TOL4.280.696); STS 8 de abril de 2014 (TOL4.259.560); 

y STS 26 de octubre de 2012 (TOL2.686.811), entre otras. 
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garantía, su extinción. (…) Tampoco procede en estos casos, como pide la demanda, la declaración 
retroactiva de nulidad de todos los asientos posteriores a la constitución de la hipoteca objeto de 
rescisión, ni tampoco la nulidad de la ejecución hipotecaria, en la medida en que la rescisión es una 
ineficacia funcional y no opera ex tunc. 

De todos modos, y a fin de poder calibrar el alcance que pueda predicarse de esta decisión, no 
estará de más que se sitúe la afirmación transcrita en el contexto de tal sentencia. 

En efecto, la lectura de esta resolución permite comprobar cómo la afirmación antes reflejada 
se hace a fin de ofrecer una respuesta al petitum que se dedujera, y en cuya virtud se instaba la 
ineficacia de otros actos de disposición sobre el bien que previamente había sido objeto del 
negocio objeto de la rescisión concursal. 

En este sentido, el supuesto de hecho era el de la constitución de una garantía no contextual 
sobre un bien de la ahora concursada y que, posteriormente al gravamen, fue objeto de 
disposición. En tales circunstancias, la Sala declaró la ineficacia de la hipoteca constituida pero, al 
haberse transmitido el bien a favor de tercero, entendió que la única forma de reparar el perjuicio 
causado, dado que el inmueble había sido enajenado, era la condena a que la acreedora 
satisficiera a favor del concurso el importe garantizado. Ahora bien, en ese mismo contexto, la 
actora había instado la ineficacia, dada la rescisión de la garantía, de los actos ulteriores y sus 
inscripciones registrales. A fin de negar la procedencia de su ineficacia, la Sala viene a realizar la 
afirmación antes transcrita. 

Por lo tanto, la citada sentencia no parece alterar el planteamiento que ha venido sosteniendo 
el Tribunal Supremo, pues reafirma el criterio de la ineficacia del acto objeto de rescisión (el acto 
rescindido es un acto dispositivo a título gratuito o una garantía constituida en perjuicio de la 
masa, la sentencia que acuerda la rescisión no provoca tales efectos restitutorios recíprocos, sino 
tan solo la ineficacia del acto rescindido y la devolución a la masa del concurso de lo que salió del 
patrimonio del deudor en virtud del acto gratuito rescindido o, tratándose de una garantía, su 
extinción) y, a la vez, en razón de su carácter de ineficacia funcional, la rescisión no afecta a 
terceros ajenos al negocio objeto de la acción rescisoria (Tampoco procede en estos casos, como 
pide la demanda, la declaración retroactiva de nulidad de todos los asientos posteriores a la 
constitución de la hipoteca objeto de rescisión, ni tampoco la nulidad de la ejecución hipotecaria, 
en la medida en que la rescisión es una ineficacia funcional y no opera ex tunc).304 

La negación que se hace respecto del carácter ex tunc de la rescisión no se hace para excluir la 
ineficacia del negocio rescindido sino, tan solo, para evitar la afección de terceros ajenos a tal 
acto. No parece, entonces, que deba darse un mayor relieve a tal afirmación.305 

 

9.3.5. Excursus: El carácter constitutivo de la acción ex artículo 71 LC y su posible incidencia 
en el régimen de efectos 

                                                           
304 

En realidad, y a fin de ganar claridad, hubiera bastado con que la citada resolución, a los efectos buscados, se hubiera 
limitado a recordar la regla dispuesta en el artículo 73.2 LC (protección de terceros ajenos al negocio rescindido) y que 
reitera la norma acogida en el segundo inciso del artículo 1295 del Código Civil. 
305 

Exponiendo los distintos criterios que se han defendido en torno a estos problemas pero sin pronunciarse la cuestión, 
vid. ORELLANA CANO: Efectos de la rescisión, en Beltrán y San Juan (Dirs.), La reintegración de la masa, Madrid, 2012, 
pp. 584 a 587. 
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Dadas las dudas que pudiera sugerir alguna afirmación jurisprudencial, como la contenida en la 
citada STS 26 de marzo de 2015, resultará oportuno detenerse, siquiera sea brevemente, en una 
cuestión no exenta de importancia. 

Es lugar común advertir que la acción de rescisión tiene carácter constitutivo, pues la obtención 
de la correspondiente resolución judicial determina la ineficacia de un contrato hasta entonces 
plenamente válido y eficaz.306 Además, es una acción claramente rogatoria sin que pueda 
ejercitarse de oficio.307 

Pues bien, en atención al carácter constitutivo de la acción, la sentencia por la que se estimara 
la pertinente demanda vendría a hacer surgir el crédito restitutorio que asiste a cada parte en el 
acto rescindido, de tal manera que, en virtud de tal circunstancia, podría llegar a negarse todo 
efecto retroactivo a la rescisión acordada. 

Sin embargo, con esa afirmación se estaría olvidando algo muy importante, pues las sentencias 
constitutivas pueden tener un distinto significado en razón de cuál sea el pronunciamiento 
requerido. 

En este sentido, la doctrina procesalista advierte que cabe distinguir dos tipos de sentencias 
constitutivas: las que producen sus efectos pro futuro y las que tienen efecto retroactivo. De entre 
las primeras se suelen citar las sentencias de divorcio, mientras que producirían efectos ex nunc las 
pretensiones de nulidad del matrimonio o la declaración de ilegitimidad de un hijo. Sin embargo, 
un estudio más detenido de tales pretensiones nos revela que el segundo grupo, es decir, la 
petición de nulidad del matrimonio o, en general, la de cualquier negocio jurídico, no supone la 
creación de dicha nulidad, sino el reconocimiento judicial de que el matrimonio o el contrato eran 
nulos por vulneración de sus requisitos constitutivos (esto es, se trata del reconocimiento de hechos 
preexistentes al proceso), por lo que, al tratarse de una nulidad radical, los efectos han de 
retrotraerse al momento de la celebración del negocio nulo de pleno derecho.308 

Dicho en otras palabras, normalmente, las sentencias constitutivas producen sus efectos ex 
nunc; es decir, desde el momento en que devienen firmes; pero, en algunos casos, es posible que su 
eficacia se extienda hacia atrás (ex tunc), cuando la relación jurídica que se extingue o se modifica 
haya producido algunos efectos.309 

En los supuestos de rescisión de un acto al amparo de cuanto dispone el artículo 71 LC nos 
encontramos ante ese segundo grupo de sentencias constitutivas y cuyos pronunciamientos 
vienen a determinar la ineficacia de un contrato, haciendo desaparecer todos cuánto el rescindido 
hubiera producido.310 

El hecho de que en estos supuestos deba operar la sentencia retrotrayendo en el tiempo sus 
efectos, no hace venir a menos el carácter constitutivo de la pretensión. En estos casos, y más aún 
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MARTÍN PÉREZ, J.A.: La rescisión del contrato, Bosch, Barcelona, 1995, p. 413. 
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Respecto de las reglas generales previstas en el C.c., vid. STS 20 febrero 1989 (Roj:STS 9071/1989 -
ECLI:ES:TS:1989:9071). 
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GIMENO SENDRA, V.: Comentario artículo 5, en Gimeno Sendra, V.: Proceso Civil Práctico, Tomo I, La Ley, 4.ª edición, 
Madrid, 2010, p. 83. 
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FERNÁNDEZ BALLESTEROS, M.A.: Comentario artículo 5, en Fernández Ballesteros, M.A.; Rifá Soler, J. M.ª., y Valls 
Combau, J.F. (Coords.), Comentarios a la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, Tomo I, Iurgium-Atelier, 2001, p. 115. 
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El acto resulta ineficaz, y esa ineficacia se pondrá de manifiesto con la sentencia. Ahora bien, en estos casos, no ha 
existido ninguna irregularidad estructural que la sentencia ponga de manifiesto, y por eso es constitutiva. GULLÓN 
BALLESTEROS, A.: La acción rescisoria concursal, Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia, 
Marcial Pons, Madrid, 2005, p. 4132. 
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en el de la rescisión, debe afirmarse que sin una sentencia que así lo declare no puede hablarse de 
ésta, ni de que el negocio resulte ineficaz. 

El Juez, con su resolución, simplemente actúa el control que dispone la Ley, en el sentido de 
que sin sentencia no hay rescisión, pero, también, en atención a la naturaleza de la pretensión –y 
el tenor literal de las normas (artículo 1295 del Código Civil y artículo 73.1 LC)– el contrato ha 
devenido ineficaz desde su origen, pues la declaración judicial tiene por contenido privar de todo 
efecto –producido o por producir– al negocio que se declara rescindido. El juez no crea la causa 
que determina rescisión –en nuestro caso, el perjuicio– sino, tan solo, constata su realidad y, en 
consecuencia, acuerda rescindir el acto o contrato. La anterioridad de esa causa de rescisión lleva 
a que los efectos anudados a la resolución judicial se retrotraigan en el tiempo al momento de 
realización del acto o contrato que se rescinde. 

Las diferencias entre los distintos grupos de sentencias constitutivas son claras y dependen, en 
último término, de la pretensión que se haga valer y de las normas que resulten de aplicación. Hay 
sentencias constitutivas que crean un estado y que, principal aunque no exclusivamente, van 
referidas a aquellos pronunciamientos que recaigan sobre el estado civil de las personas. 

Sin embargo, hay otras sentencias, también de carácter constitutivo, en donde se impetra una 
resolución judicial de reconocimiento de una situación antecedente y, en consecuencia, solo en la 
medida en que la sentencia así lo estime podrá entenderse la existencia de ésta, pero los efectos 
de tal reconocimiento se actuarán retroactivamente Gráficamente podría decirse que una 
sentencia de divorcio es constitutiva, pues el divorcio no existe con anterioridad, mientras que una 
sentencia que declare la nulidad del matrimonio (o la rescisión de un contrato), también será 
constitutiva, ya que sin tal resolución judicial no cabe entender esa ineficacia, pero la nulidad 
precede a su reconocimiento judicial y actuará retroactivamente. 

Así lo ha venido confirmando, tal y como ha habido ocasión de comprobar, la Jurisprudencia 
dictada por el Tribunal Supremo en relación con la acción rescisoria. Respecto de ésta, el carácter 
constitutivo, tanto de la acción como de la sentencia que estime tal pretensión, deriva de la 
configuración que hace nuestro Derecho positivo de la rescisión como una ineficacia funcional y, 
sobre todo, una ineficacia provocada. 

9.3.6. Retroacción de efectos, validez del acto y eficacia ex tunc de la rescisión concursal 

No hay duda para afirmar que la rescisión encierra un supuesto que ha de insertarse dentro del 
sistema de la ineficacia negocial, el cual engloba diferentes categorías (nulidad, anulabilidad, 
rescisión, revocación, desistimiento, denuncia).311 

Siendo así las cosas, habrá que interrogarse acerca de las particularidades que presenta la 
rescisión en cuanto forma de ineficacia negocial. Y, en este sentido, tal y como se ha podido 
comprobar, se predica de la rescisión los caracteres de ser una ineficacia provocada y funcional. 

El carácter de ineficacia provocada significa, simplemente, que tal ineficacia no es in re ipsa o 
automática sino que, antes bien, se confiere a uno o varios legitimados –aquellos que concrete la 
Ley– el poder para impugnar el acto y, en consecuencia, provocar la ineficacia del contrato.312 Por 
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DELGADO ECHEVERRÍA, J. Y PARRA LUCÁN, M.ª. A.: Las nulidades de los contratos, Dykinson, Madrid, 2005, pp. 15 y 
ss. 
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Si cabe el ejercicio de la acción rescisoria, el contrato nace eficaz, pero esa eficacia es claudicante, por cuanto el 
contrato se encuentra pendiente del eventual y posible ejercicio del poder de actuar la ineficacia. En la ineficacia 
provocada hay sobre todo un medio puesto a disposición de ciertas personas para proteger sus intereses. No existe un 
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ello, es lugar común afirmar que el contrato es válido pero que, si se ejercitara tal poder de 
impugnación (actio), el contrato devendría ineficaz. 

En coherencia con ese carácter provocado, también se predica una segunda característica de la 
categoría de la rescisión, pues ésta es una ineficacia funcional. Con esta idea quiere destacarse el 
hecho de que el contrato que pueda ser rescindido es un contrato válido, pues la causa de la 
ineficacia no se encuentra en un defecto o irregularidad que afectara al proceso de formación o a 
la perfección del contrato sino que, antes bien, la ineficacia se justifica por los resultados que 
provoca o puede provocar ese contrato regular y valido, pues no presenta defecto estructural u 
original alguno.313 

Por ello, la sentencia que declare la rescisión de un contrato, como supuesto de ineficacia 
negocial, acarrea un pronunciamiento que impide que tal contrato continúe produciendo efectos 
pero, también, privándole de aquellos que hubiera podido producir. Es decir, la declaración de 
ineficacia del contrato que se rescinde y, por tanto, su revocación, que se produce con carácter ex 
tunc, es decir con efectos que se retrotraen al momento de la perfección contractual, causa “la 
devolución de las cosas que fueran objeto del contrato y del precio con sus intereses”, es decir, la 
restitución de las prestaciones percibidas, por cada contratante, incrementadas con sus frutos e 
intereses.314 

A todo lo anterior no empece el hecho de que nuestro Derecho positivo dispense una cierta 
tutela a favor de terceros y conserve, respecto de ellos, los efectos que hubiera podido producir el 
contrato rescindido (segundo inciso del artículo 1295 C.c.). Es decir, la retroacción de los efectos 
derivados de la rescisión (esto es, la ineficacia ex tunc del contrato) puede venir limitada a favor de 
terceros de buena fe que confiaron en un contrato que, en principio, era válido aunque con una 
eficacia claudicante (ad ex., tercero que adquirió un bien que fue previamente objeto del contrato 
luego rescindido). En estos casos, la retroacción de la ineficacia no viene a menos pero, con la 
finalidad de salvaguardar el legítimo interés del tercero de buena fe, la obligación restitutoria se 
transforma en una obligación indemnizatoria o de cumplimiento por equivalente. Esto es, el 
tercero de buena fe queda protegido, pero la ineficacia ex tunc se mantiene generando una 
obligación de restitución in tantundem. 

Esta configuración de la rescisión se reproduce en sede concursal. El carácter de ineficacia 
funcional y provocada que presenta la acción ex artículo 71 LC es indudable, pues en tal supuesto 
la rescisión del acto –y, en consecuencia, su ineficacia– resulta del perjuicio causado a la masa 
activa. 

En lo que hace a sus efectos, el tenor literal de la norma es claro pues sanciona la ineficacia del 
acto o contrato respecto del que se ejercita la acción (la sentencia declarará la ineficacia del acto 

                                                                                                                                                                                 
interés público o social en la sanción, pero hay una valoración de los intereses en juego y la protección privilegiada de 
uno de ellos. Quiere decirse que una o varias personas son titulares de un poder de impugnación del contrato, de 
manera que la ineficacia solamente adviene si los titulares del poder de impugnación la provocan. Una demanda de 
cualquier otra persona no puede ser atendida. DÍEZ-PICAZO, L.: Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Tomo I, 
Introducción. Teoría del contrato, sexta edición, Civitas, Madrid, 2007, p. 566. 
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Dicho en otras palabras, la ineficacia funcional en cambio, atiende a las consecuencias que un contrato regularmente 
formado produce en la realidad. La ineficacia es funcional porque la irregularidad consiste en la consecuencia inmediata 
que un contrato estructuralmente regular despliega. Hay ineficacia funcional, cuando un contrato regularmente 
formado contribuye a obtener un resultado contrario a Derecho o un resultado que el derecho no puede consolidar. En 
especial, un perjuicio, un fraude o una lesión. DÍEZ-PICAZO, L.: Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, cit., p. 566. 
314 

ALMAGRO NOSETE, J.: Comentario artículo 1295, en Sierra Gil de la Cuesta, I. (Coord.), Comentario del Código Civil, 
Tomo VI, Bosch, Barcelona, 2000, p. 687. 
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impugnado, dice el artículo 73.1 LC) y, además, se disponen las consecuencias anudadas a tal 
declaración de ineficacia del acto impugnado y que se concretan en una obligación de restitución y 
en una liquidación del estado posesorio (recuérdese que el texto legal afirma que la sentencia 
condenará a la restitución de las prestaciones objeto de aquel, con sus frutos e intereses). 

Esta caracterización de la acción rescisoria concursal y su identidad con la configuración de la 
acción rescisoria prevista en el Código Civil, en particular en lo que hace a sus efectos, se destaca 
afirmando que en el Derecho civil, declarada la ineficacia de un negocio jurídico, la consecuencia 
principal es la recíproca restitución de las prestaciones; esto es, la devolución de la cosa con sus 
frutos y del precio con sus intereses, y en el caso de imposibilidad de restitución (v. gr. por haber 
sido transmitida a un tercero) el valor de la cosa con sus frutos e intereses. 

En estos términos se pronuncian los arts. 1295, 1303 y 1307 CC, y es la consecuencia de 
cualesquiera supuestos de ineficacia del contrato, ya se trate de inexistencia, nulidad, anulabilidad, 
rescisión, resolución o revocación del negocio jurídico. Pues bien, en similares términos se 
pronuncia el art. 73.1 LC para el caso de que la acción de reintegración o impugnatoria tuviere 
éxito.315 

A través del régimen de efectos que dispone el artículo 73.1 LC se persigue evitar no solo que el 
acto o contrato continúe produciendo sus efectos sino, también y principalmente, remover los que 
se hubieran producido. 

Por ello, es lugar común en la doctrina316 la afirmación de que la consecuencia a que conduce el 
éxito de la acción rescisoria concursal es que el acto impugnado quede privado de todo efecto, de 
modo que ha de volverse a la situación que se daba en el momento anterior a la realización de tal 
acto, para lo cual la norma ordena un efecto restitutorio y una liquidación del estado posesorio. 

Con la rescisión concursal viene a deshacerse el perjuicio que causara el acto o contrato 
impugnado, de manera que el título que constituía la causa y justificaba la atribución patrimonial a 
la contraparte del concursado (el contrato rescindido) queda privado de toda eficacia. Por ello, la 
consecuencia última a que conduce el éxito de la acción rescisoria concursal es la de obligar a la 
restitución de aquello que se entregara y que diera lugar al perjuicio que se trata de reparar. 

El tenor literal de la norma deja pocas dudas al respecto pero, además, así lo confirma la 
dicción del apartado 2 del artículo 73 LC. En efecto, cuando resultara imposible la restitución in 
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VIGUER SOLER, P.L.: La masa activa: determinación y acciones de reintegración, en Garnica Martín, J.F., “La nueva Ley 
Concursal, Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, Madrid, 2004, p. 390. 
316 

Entre los comentaristas de la LC, vid. LEÓN SANZ, F.: Comentario artículo 73, en Rojo, A. y Beltrán, E. (Dirs.), 
Comentario de la Ley Concursal, Tomo I, Civitas, Madrid, 2004, pp. 1330 y ss.; CRRESPO ALLUÉ, F.: Comentario artículo 
73, en Sánchez-Calero, J. y Guilarte Gutiérrez, V., Comentarios a la Legislación Concursal, Tomo II, Lex Nova, Valladolid, 
2004, pp. 1415 y ss.; GIL RODRÍGUEZ, J.: Comentario artículo 73, en Bercovitz, R. (Dir.), Comentarios a la Ley Concursal, 
Volumen I, Tecnos, Madrid, 2004, pp. 887 y ss.; ALCOVER GARAU, G.: Comentario artículo 73, en AAVV, Comentarios a la 
Legislación concursal, Tomo I, Dykinson, Madrid, 2004, pp. 781 y ss.; SILVETTI, E.: Comentario artículo 73, en Cordón 
Moreno, F.: Comentarios a la Ley Concursal, Tomo I, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2010, p. 836. Respecto de las 
obras generales, vid. DE ÁNGEL YAGUEZ, R. y HERNANDO MENDÍVIL, J.: De los efectos sobre los actos perjudiciales para 
la masa activa, en AAVV, Tratado Práctico Concursal, Tomo II, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pp. 901 y ss.; ARIAS VARONA, 
F.J.: La delimitación de la masa activa en el concurso, en Pulgar Ezquerra, J. (Dir.), El concurso de acreedores, La Ley, 
Madrid, 2012, pp. 382 y ss.; ROMERO SANZ DE MADRID, C.: Derecho Concursal, Civitas, Madrid, 2005, p. 168. Con 
carácter monográfico, vid. RIVERA FERNÁNDEZ, M.: Reintegración y concurso de acreedores, Madrid, Dílex, 2005, p. 142; 
ESPIGARES HUETE, J.C.: La acción rescisoria concursal, Civitas, Madrid, 2011, 215 y ss.; MUÑIZ ESPADA, E.: La acción 
revocatoria como una vicisitud del concurso, Centro de Estudios Registrales, Madrid, 2006, pp. 233 y ss.; LINACERO DE 
LA FUENTE, M.: Las acciones de reintegración en la Ley Concursal, Reus, Madrid, 2005, pp. 234 y ss. 
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natura de los bienes transmitidos mediante el contrato rescindido, la obligación de restitución no 
viene a menos sino que deberá actuarse in tantundem, a través de la entrega del valor de esos 
bienes.317 Pues bien, a fin de concretar ese valor de los bienes a reintegrar, el texto legal no 
atiende a la fecha en que la sentencia de rescisión se dictara sino, por el contrario, actúa 
retroactivamente, ya que la condena a la contraparte del concursado será la de entregar el valor 
que tuvieran (esos bienes) cuando salieron del patrimonio del deudor concursado. 

Pero, también, al deshacerse el contrato rescindido y quedar éste privado de todo efecto, la 
atribución de los frutos y de la utilidad que hubiera podido producir la cosa carece de causa de 
atribución que justifique su apropiación por la parte in bonis. Ello explica y justifica que, junto con 
la obligación de restitución, la sentencia que estimara la acción rescisoria concursal contenga un 
pronunciamiento más, pues la restitución de las prestaciones derivadas del contrato rescindido 
deberá acompañarse con sus frutos e intereses, tal y como expresamente dispone el apartado 1 
del artículo 73 LC. 

Mal puede explicarse, en realidad resulta imposible, que la condena englobe la restitución de 
frutos o el pago de un interés si la ineficacia no se hubiera actuado retroactivamente. 

9.4. Concurrencia de mala fe en el tercero partícipe en el acto rescindido 

Una cuestión de la mayor importancia práctica es la relativa a la calificación como tercero de 
mala fe de la parte in bonis en el acto rescindido al amparo del art. 71 LC. La importancia de este 
problema ha merecido la atención del Tribunal Supremo desde que comenzara a conocer de estas 
reglas de la LC, como así lo acredita la STS 16 de septiembre de 2010 (TOL1.981.027), aún cuando 
no cabe desconocer su frecuencia, pues el alto tribunal vuelve sobre estas cuestiones en 
posteriores pronunciamientos. 

En el supuesto enjuiciado en la STS 16 de septiembre de 2010 se concluye en la existencia de 
mala fe en la parte in bonis afectada por el ejercicio de la acción de reintegración. En efecto, en 
esta resolución se advierte que la contraparte actuó a sabiendas de la delicadísima situación 
financiera de los concursados individuales y de la entidad concursada, y en el mismo fto., ap. 10, se 
afirma que (…) conocía sobradamente al contratar la insolvencia de los concursados; y si bien es 
cierto que para declarar la existencia de mala fe ex art. 73.3 LC no se estima suficiente el mero 
conocimiento de una situación de insolvencia, sin embargo, en el caso, dadas las demás 
circunstancias concurrentes en la operación, ya aludidas, cabe considerar justificada la apreciación 
de la resolución recurrida. La mala fe expresada, no requiere la intención de dañar, pues basta la 
conciencia de que se efecta negativamente –perjuicio– a los demás acreedores, de modo que al 
agravar o endurecer la situación económica del deudor, se debilita notoriamente la efectividad 
frente al mismo de los derechos ajenos. Este aspecto subjetivo se complementa con el aspecto 
objetivo, valorativo de la conducta del acreedor, consistente en que ésta sea merecedora de la 
repulsa ética en el tráfico jurídico. 

La concurrencia de mala fe en el tercero que participara en el acto rescindido al amparo de 
cuanto disponen los arts. 71 y ss. LC, suscita básicamente dos grandes cuestiones, pues habrá que 
atender al significado que quepa predicar de la mala fe en este contexto, así como a los efectos 
derivados de su concurrencia. 
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En estos casos, que son los previstos en el artículo 73.2 LC, se actúa la protección de los terceros que, confiando en la 
validez del contrato luego rescindido, actuaron la adquisición de los bienes, de modo que no verán afectada su posición 
por el pronunciamiento de condena, salvo –claro está– que se tratara de terceros de mala fe. 
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Desde luego, la formulación de la exigencia de que la parte “in bonis” actúe de buena fe, so 
pena de sufrir las consecuencias que detalla el art. 73.3 LC en caso contrario, es una manifestación 
de una exigencia de carácter general que rige en nuestro Derecho Privado. Ahora bien, conviene 
no olvidar su correcto significado, pues de su afirmación no se debe deducir que la utilización de la 
idea de buena fe por una norma jurídica signifique la apertura de un portillo por donde se haga 
posible un proceso de intenciones. Pues también las ideas de buena y mala fe permiten una cierta 
objetivación, de manera que, en cada caso concreto, no habrá que analizar tanto la genuina y 
subjetiva buena o mala fe del concreto sujeto, que es lo que ordenaría siempre el posible proceso 
de intenciones, como la conformidad de la conducta con el tipo o modelo ideal, según los rasgos 
exteriores socialmente reconocibles.318 

La concreción de qué ha de entenderse por mala fe a los efectos dispuestos en el art. 73.3 LC es 
una cuestión sobre la que no media unanimidad alguna, habiendo sido resuelta ad casum.319 
Dejando de lado las distintas manifestaciones jurisprudenciales en que se ha entendido su 
concurrencia, parece razonable considerar que la concreción de lo que deba entenderse por mala 
fe a estos efectos ha de partir de algunas ideas básicas. 

En primer lugar, y de acuerdo con su significación en el ámbito jurídico-privado, la mala fe es 
una noción más amplia que la de dolo. Por ello, para calificar la actuación de un sujeto como la 
propia de la mala fe bastará con un elemento cognoscitivo sin resultar necesario otro de carácter 
volitivo, en el sentido de que ese sujeto aunara a su conocimiento la voluntad de causar un daño –
en nuestro caso, el perjuicio– a quien fuera. 

Por otro lado, la mala fe, entendida así como conocimiento de una realidad, debe referirse 
necesariamente, y ser coherente, a aquellos presupuestos que determinan la impugnabilidad del 
acto al amparo del régimen de la reintegración concursal. La mala fe que toma en consideración el 
art. 73.3 LC no puede entenderse al margen de la misma configuración de nuestro sistema de 
reintegración, tal y como lo diseña la LC. 

Esta consideración de la mala fe de la parte in bonis como conocimiento o cognoscibilidad de 
una determinada realidad, pese a la cual participa en el acto que se considera rescindible, permite 
obtener algunas consecuencias que pudieran ser útiles de cara a la interpretación y aplicación de 
la regla de disfavor con que la LC trata estos supuestos. 

Así, la realidad, cuyo conocimiento o cognoscibilidad es relevante a fin de verificar la mala fides 
del tercero partícipe en el acto objeto de la acción de reintegración, no puede ser otra que aquélla 
que nuestro Derecho positivo considera relevante para enjuiciar la procedencia o no de la 
rescisión del acto; esto es, que el acto resulta perjudicial para la masa activa, en cuanto que 
supone un perjuicio patrimonial injustificado. Por ello, no podrá exigirse, entonces, que ese sujeto 
conozca –o, teniendo en cuenta las circunstancias, no pueda dejar de conocer– que el acto en el 
que participa resulte ser perjudicial para los acreedores que se integren en la masa pasiva del 
concurso que posteriormente se declare. La posible impugnación de tal acto al amparo de cuanto 
dispone el art. 71.1 LC no puede justificarse en ese resultado lesivo de la par condicio creditorum, 
tal y como antes señalara. 
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DIEZ-PICAZO: Prólogo a Wieacker, El principio general de la buena fe, Civitas, Madrid, 1977, p. 13. 
319 

Sobre las diferentes opiniones expresadas, vid. CURIEL LORENTE: Los efectos de la acción de reintegración en el 
concurso, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 
2014, pp. 211 y ss. 
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Es por estas razones por lo que pudiera criticarse la afirmación jurisprudencial, que efectúa la 
STS 27 de octubre de 2010,320 y en la que se advierte que la apreciación de mala fe a los efectos 
del art. 73.3, in fine, no requiere intención fraudulenta, pues basta el conocimiento de la 
insolvencia del deudor y la conciencia de dañar o perjudicar a los demás acreedores. 

Esta afirmación jurisprudencial, en realidad, no implica necesariamente que no sean posibles 
otros supuestos en que, sin daño alguno a los acreedores, pudiera concurrir la mala fe del sujeto 
afectado por la rescisión. Es más, en la sentencia citada el Tribunal Supremo parece luego afirmar 
una objetivación de la concurrencia de esa mala fe al no referir los resultados del acto a su 
afección de los acreedores sino, por el contrario, atiende a las consecuencias objetivas derivadas 
de aquél sobre el patrimonio del deudor. 

Por otro lado, puede entenderse que esa afirmación, si se generalizara sin las matizaciones 
oportunas, supone una conclusión incoherente con la correcta delimitación que hace esta misma 
resolución al calificar el perjuicio, en cuanto fundamento de la impugnabilidad del acto, como un 
sacrificio patrimonial injustificado. Por ello, parece más acertado cuanto se afirmara en la STS 16 
de septiembre de 2010, ya que toda referencia al perjuicio causado a los acreedores viene a 
objetivarse a través de las consecuencias del acto sobre el patrimonio que luego dará lugar a la 
masa activa del concurso. 

Como antes advirtiera, obviamente la protección que quiera dispensarse a los acreedores en 
sede de reintegración tiene en nuestro Derecho un carácter mediato, en cuanto que mediante la 
protección del patrimonio del deudor se ordena la adecuada satisfacción de los intereses de 
aquellos. 

Así lo pone de manifiesto la citada STS 16 de septiembre de 2010 cuando advierte que La mala 
fe expresada, no requiere la intención de dañar, pues basta la conciencia de que se afecta 
negativamente –perjuicio– a los demás acreedores, de modo que al agravar o endurecer la 
situación económica del deudor, se debilita notoriamente la efectividad frente al mismo de los 
derechos ajenos. Este aspecto subjetivo se complementa con el aspecto objetivo, valorativo de la 
conducta del acreedor, consistente en que ésta sea merecedora de la repulsa ética en el tráfico 
jurídico. 

De otra parte, no puede requerirse, a fin de entender la concurrencia de mala fe, que la parte 
in bonis conociera el estado de insolvencia de su contraparte cuando celebrara el acto que luego 
fuera objeto de la acción de reintegración. La mala fe no es conocimiento del estado de 
insolvencia de quién después será declarado en concurso, pues esa identificación resultaría 
contradictoria con la finalidad perseguida con el sistema de reintegración, dado que la acción 
rescisoria ex art. 71.1 LC no requiere, en modo alguno, que el acto que se impugna fuera realizado 
en un momento en el que el ahora concursado fuera ya insolvente o que, como consecuencia del 
acto que quiere rescindirse, se produjera el estado de insolvencia. Nuestro sistema de 
reintegración no requiere, a fin de afirmar la procedencia de la rescisión, la insolvencia contextual 
o causada con el acto que quiera rescindirse. 

Por último, dado que el entero sistema de reintegración pivota en torno a la noción de 
perjuicio, en su significado objetivo o de perjuicio para la masa activa, el conocimiento o la 
cognoscibilidad de la parte in bonis que pudiera justificar su consideración de mala fe ha de 
referirse, necesariamente, a ese resultado patrimonial. Esto es, el tercero afectado por el ejercicio 
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de la acción de reintegración será de mala fe si conociera o, teniendo en cuenta las circunstancias, 
no pudo dejar de conocer que tal acto provoca un resultado en el patrimonio del deudor que no 
resulta justificado en la contraprestación que realizara. Ese conocimiento de que el acto produce 
un –permítaseme la expresión– aprovechamiento injustificado por parte del tercero en detrimento 
del patrimonio que luego dará lugar a la masa activa del concurso, justifica un reproche social que 
lleva a la consideración del proceder de la parte in bonis como el propio de la mala fe. 

La prueba de ese conocimiento - y, por tanto, de la mala fe - acerca de la realidad del perjuicio 
objetivo que supone el acto rescindible vendrá facilitada de darse ciertas circunstancias. En efecto, 
tal y como destaca la sentencia que nos ocupa, si el deudor, luego concursado, se encontrara ya en 
estado de insolvencia, al igual que si sufriera –en palabras del Tribunal Supremo– una delicadísima 
situación financiera, se facilitaría la prueba de las circunstancias que permitirían concluir en el 
conocimiento de ese perjuicio patrimonial injustificado, que sería objeto de una valoración 
consistente en que ésta sea merecedora de la repulsa ética en el tráfico jurídico. 

Señalados algunos criterios que nos pudieran permitir conocer cuándo la parte in bonis debe 
ser considerada de mala fe, conviene atender a las consecuencias que para tal supuesto dispone 
nuestro Derecho Concursal. 

De darse esta circunstancia, las previsiones de la LC son claras, pues la mala fe de la 
contraparte no acarrea su consideración como cómplice ex artículo 166 LC,321 pero sí una 
particular calificación que ha de merecer el derecho de crédito que pudiera asistirle como 
consecuencia de la restitución de prestaciones a que da lugar la ineficacia del acto rescindido. De 
modo expreso, el apartado tercero del artículo 73 LC nos advierte que, bajo tales circunstancias, 
dicho crédito se calificará como subordinado. 

Como destaca la STS 5 de abril de 2016 (TOL …): La trascendencia de que concurra mala fe en la 
acreedora hipotecaria cuando se acuerda la rescisión del préstamo hipotecario por estimarse la 
acción de reintegración concursal, consiste en que se excepciona la regla de la simultaneidad en las 
restituciones que sean consecuencia de la rescisión, prevista como regla general en el art. 73.3 de 
la Ley Concursal, puesto que el crédito del acreedor de mala fe no tendrá la consideración de 
crédito contra la masa, cuya satisfacción ha de ser simultánea a la reintegración de los bienes y 
derechos objeto del acto rescindido, sino que se considerará crédito concursal subordinado, como 
prevé el último inciso de ese precepto legal. 

Esta calificación como crédito subordinado de aquél que asistiera al tercero como consecuencia 
de la rescisión por reintegración, aboca a determinadas consecuencias. De esta manera, resulta 
inaplicable la regla general de prededucibilidad y simultánea satisfacción que previene el art. 73.3 
LC para tales supuestos (El derecho a la prestación que resulte a favor de cualquiera de los 
demandados como consecuencia de la rescisión tendrá la consideración de crédito contra la masa, 
que habrá de satisfacerse simultáneamente a la reintegración de los bienes y derechos objeto del 
acto rescindido). Por ello, en tales circunstancias, la satisfacción del crédito que asistiera a la parte 
in bonis ya no es una condición determinante de la exigibilidad de la obligación de restitución que 
sobre él recayera, de modo que su realización se sujetará a las reglas generales de pagos 
concursales. Habiendo perdido su calificación como crédito contra la masa por devenir crédito 
concursal y, además, subordinado, deberán aplicarse las normas previstas en el artículo 158 LC, 
por lo que su pago no se realizará en tanto en cuanto no se hubiera atendido íntegramente el de 
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Sobre la distinción entre tercero de mala fe y cómplice, vid. GARCÍA-CRUCES: La Calificación del Concurso, Aranzadi, 
Aranzadi, Cizur Menor, 2004, pp. 141 y ss. 
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los créditos ordinarios, los cuales sólo se satisfacen tras la previa realización de los créditos contra 
la masa y de los créditos privilegiados (cfr. arts. 157.1 y 158.1 LC) Pero, además, y para el 
hipotético caso en que existiera masa con que atender el pago de los créditos subordinados, el 
crédito del tercero de mala fe derivado de la rescisión será el penúltimo en satisfacerse (crédito 
subordinado de sexto rango). La razón a que obedece esta última afirmación no es otra que la 
regla dispuesta en el artículo 158.2 LC, conforme con la cual la satisfacción de los créditos 
subordinados se hará por el orden establecido en el artículo 92 LC. Esta norma enumera, en 
penúltimo lugar, los créditos que como consecuencia de rescisión concursal resulten a favor de 
quien en la sentencia haya sido declarado parte de mala fe en el acto impugnado (cfr. art. 92.6 LC). 
De igual modo, el adquirente de mala fe, cuyo crédito es, entonces, calificado como subordinado, 
verá limitadas sus facultades, en el sentido de que sobre él, y en relación con la propuesta de 
convenio que se formulara, recae una prohibición de voto (cfr. art. 122.1.1.º LC). 

En el ámbito de la acción de reintegración la valoración de la conducta seguida por parte in 
bonis no sólo es relevante la mala fe con que actuara en relación con el carácter perjudicial del 
acto impugnado, sino que ese proceder también puede ser importante en otro ámbito, como así 
sucede en aquellos casos en que no fuera posible la restitución in natura y la contraparte del 
ahora concursado tuviera que restituir el equivalente pecuniario de la prestación que recibiera. 

Recuérdese que, en relación con aquellos supuestos en que la prestación recibida del 
concursado hubiera sido objeto de una nueva transmisión, la LC, como ya avanza en su Exposición 
de Motivos, opta por mantener la inatacabilidad de la posición jurídica del subadquirente cuando 
éste no fuera demandado, lo fuera de buena fe, dispusiera en su favor de las reglas que 
determinan la irreivindicabilidad de lo que adquiriera o gozara en su favor de la protección 
registral, viniendo a consolidar de este modo su adquisición (cfr. art. 73.2 LC). Conforme con tal 
previsión, no cabe duda de que la LC opta, en estos supuestos, por dar la oportuna primacía a las 
exigencias derivadas de la seguridad del tráfico, viniendo a constituirse tal regla como un límite de 
los efectos anudados a la rescisoria concursal. Sin embargo, y pese a esta limitación, los efectos de 
la acción de reintegración no quedan excluidos sino, mejor, se transforma su contenido. La 
protección debida al subadquirente no excluye el efecto restitutorio que recae sobre el tercero in 
bonis que contrató con el concursado, pero sí le impide la posibilidad de restituir aquello que 
recibiera. Pues bien, ante tales circunstancias, la procedencia de la condena a restituir se mantiene 
pero ha de tener un contenido distinto, debiendo concretarse en un pronunciamiento de carácter 
dinerario. La LC concreta el importe de tal condena dineraria, pues el mismo vendrá determinado 
por el valor que tuvieran (los bienes y derechos) cuando salieron del patrimonio del deudor 
concursado, más el interés legal (cfr. art. 73.2 LC) 

En mi opinión, la previsión de la LC no podía ser otra ante las circunstancias que rodean tal 
supuesto de hecho. Por ello, me parece que las opciones del texto sobre todos estos extremos han 
de ser valoradas positivamente. 

Ahora bien, el texto legal contiene otra previsión no exenta de importancia y que suscita 
notables dudas hermenéuticas. En efecto, el apartado segundo del artículo 73 LC también 
contempla el supuesto en que el tercero que participó en el acto impugnado fuera calificado como 
de mala fe cuando el subdaquirente resultara protegido frente a la reintegración a favor del 
concurso. Si se dieran tales circunstancias, ese tercero no sólo sería condenado a satisfacer a favor 
de la masa el valor del bien que ahora no puede reintegrarse, sino que, además, se le condenará a 
indemnizar la totalidad de los daños y perjuicios causados a la masa activa (cfr. art. 73.2 LC). 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

448 

 

Esta regla por la que se otorga, también, relevancia a la concurrencia de la buena o mala fe con 
que la parte in bonis participó en aquel negocio que hace imposible la restitución in natura y que 
obliga a su cumplimiento por equivalente, suscita algunos problemas importantes. 

Ante todo, y con carácter previo, habrá que determinar el sentido de la norma y, por tanto, 
delimitar el supuesto de hecho que considera. En mi opinión, el principal problema que se suscita 
es el relativo a determinar qué hemos de entender por actuación de mala fe en este contexto. En 
este sentido, creo que la actuación de mala fe no puede quedar referida a la conducta seguida por 
el tercero con su participación en el acto del concursado que es objeto de la rescisión concursal, 
pues tal supuesto ya estaba contemplado en el inciso final del artículo 73.3 LC, y al que se anuda la 
consecuencia de la calificación como crédito subordinado del crédito de restitución. En la regla 
que ahora nos ocupa, ese actuar de mala fe se concreta en otro acto distinto, como es el de la 
disposición que realiza ese tercero de aquello que recibiera del concursado y a favor de persona 
ajena a ellos y que consolida su adquisición. Cuando así sucediera, el tercero que de mala fe 
enajenó lo que le había transmitido el deudor común, sin que sea posible su restitución por 
resultar protegido el actual titular, no sólo deberá satisfacer al concurso el valor de lo que 
recibiera sino, también, será condenado a indemnizar el daño causado a la masa. 

En este contexto, la mala fe de la parte in bonis parece que ha de ser entendida como la 
concurrencia de un elemento de carácter volitivo, pues así ha de reputarse dada la descripción del 
supuesto de hecho. Esto es, el tercero es de mala fe cuando quiere y lleva a cabo una actuación en 
cuya virtud constituye a otra persona en adquirente de lo que recibiera del ahora concursado, 
consolidando su adquisición ese subadquirente y logrando, con ese proceder, que resulte 
impedida la restitución in natura a favor del concurso. Si las circunstancias no adveraran esa 
voluntad de la parte in bonis, no parece que, a estos efectos, deba ser considerada de mala fe. 

El otro problema que pudiera plantear la aplicación de esta regla del artículo 73.2 LC es el de 
determinar cuáles son, y con que alcance, las consecuencias anudadas a la mala fe con que 
participó el tercero en ese acto posterior a su adquisición y que hace imposible la restitución in 
natura. De darse las circunstancias descritas, la consecuencia dispuesta para la parte in bonis en la 
LC es que se le condenará a indemnizar la totalidad de los daños y perjuicios causados a la masa 
activa (art. 73.2 in fine LC). 

La dificultad se traslada, entonces, a la concreción del importe de la indemnización debida. A 
fin de resolver esta cuestión, parece razonable considerar que esa cuantía no vendría dada por el 
importe de los gastos y costas ocasionados como consecuencia de la reclamación que interesara la 
administración concursal frente al subadquirente de aquello que el concursado hubiera dispuesto 
a favor del tercero. Entiendo que es muy dudosa la exigibilidad de tales conceptos, pues el 
fundamento de la inatacabilidad de la posición del subadquirente es público y deriva de las 
previsiones de carácter general vigentes en nuestro Ordenamiento (ad ex., art. 34 LH) y, pese a 
todo ello, la administración concursal decidió embarcarse en tal reclamación. 

Creo que el camino a seguir no puede ser otro que el de intentar determinar cuál es daño que, 
bajo tales condiciones, pudiera sufrir la masa activa. Desde luego, éste no es la imposibilidad de 
obtener lo enajenado por el ahora concursado, pues la parte in bonis siempre va a satisfacer el 
valor que tuviera por equivalente, sino, mejor, la diferencia entre ese valor en el momento de su 
inicial transmisión y el valor que la misma cosa pudiera ahora tener. Si no se hubiera dado esa 
segunda transmisión que se consolida y fuera posible la restitución en especie, los administradores 
concursales conseguirían ingresar en la masa activa el bien enajenado y, así, se dispondría del 
valor actual de éste. Sin embargo, ese resultado se impide con la ulterior disposición a favor del 
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subadquirente y el mantenimiento de sus derechos, en cuya realización no sólo intervino el 
tercero que se relacionara con el concursado sino que, además, su participación en tal acto 
posterior lo fue de mala fe. 

Por todo ello, cabe entender que esa condena indemnizatoria, que ha de recaer sobre el 
tercero de mala fe en la posterior transmisión, cubriría la diferencia de valor que tuviera el bien o 
derecho que no puede retornar a la masa activa entre aquél que tenía en el momento en que lo 
recibiera del deudor común y el que corresponda en la fecha en que ha de satisfacer su obligación 
de restitución como consecuencia de la sentencia que estimara la acción por reintegración. 

Si, además, el tercero no sólo actuó de mala fe en la posterior enajenación sino, de igual modo, 
en el acto de adquisición que hiciera del concursado, deberá entregar el valor de la cosa y 
satisfacer la pertinente indemnización en los términos indicados pero, también, el crédito que le 
asistiera frente a la masa como consecuencia de la reintegración perderá tal carácter y será 
calificado como crédito subordinado ex artículo 92.6 LC, con todas las consecuencias ya vistas. 

 

10. ALGUNAS CUESTIONES PARTICULARES 

10.1. La rescindibilidad de las garantías constituidas por el concursado 

10.1.1. Planteamiento 

A lo largo de estas páginas se ha podido comprobar cómo el enjuiciamiento que ha de hacerse 
a fin de resolver sobre la rescisión de un acto anterior del ahora concursado esta preñado de un 
indudable casuismo. 

Nuestra jurisprudencia así lo ha afirmado en más de una ocasión, ocupándose de distintos 
problemas particulares.322 

Sin embargo, en todo este temario ha tenido un papel protagonista, también en las decisiones 
del Tribunal Supremo, el relativo a la rescisión de las garantías, en particular las de carácter real, 
constituidas por el concursado. 

Ello justifica que nos detengamos ahora en su estudio, atendiendo a los principales problemas 
que se suscitan. Éstos pueden enumerarse por referencia a los siguientes. En primer lugar, resulta 
necesario atender a aquellas garantías que hubiera constituido el propio deudor.323 De otro lado, 

                                                           
322 

Vid., entre otros, los supuestos de rescisión de actos debidos (STS 28 de marzo de 2012 [TOL2.533.407]), rescisión del 
pago de dividendos en el período de sospecha por la sociedad luego concursada (STS 17 de abril de 2015 
[TOL4.918.319]; STS 1 de noviembre de 2014 [TOL4.567.281]; y STS 24 de julio de 2014 [TOL4.513.843]); rescisión de una 
compensación entre el crédito por la remuneración del administrador y la deuda que éste mantenía con la sociedad (STS 
19 de diciembre de 2012 [TOL2.732.221]); rescisión de dación en pago (STS 9 de abril de 2014 [TOL4.280.696] y STS 16 
de diciembre de 2014 [TOL4.709.077]), etc. 
323 

Se excluye la consideración de las garantías personales (fianza) que hubiera prestado el concursado. Sobre la misma 
se ha pronunciado el Tribunal Supremo en distintas ocasiones. Así, las STS 2 de junio de 2015 (TOL5.199.619). En igual 
sentido, STS 3 de junio de 2015 (TOL5.199.602) y STS 3 de junio de 2015 (TOL5.202.950) entendieron que, en atención a 
las circunstancias concurrentes en el supuesto de hecho, no era procedente la rescisión de la garantía. Por el contrario, a 
una conclusión distinta llegó la STS 21 de abril de 2014 (TOL4.395.220), que rescindió la fianza constituida por el 
concursado, pues en la medida en que la fianza es una garantía a favor de tercero, un negocio obligacional, de riesgo sin 
inversión, puede derivarse, en caso de incumplimiento de la obligación principal, un perjuicio para la masa activa del 
fiador concursado, con todo su patrimonio presente y futuro (art. 1911 Cc). Al propio tiempo puede suponer una 
alteración de la composición de la masa pasiva como consecuencia de la insinuación y reconocimiento, en el concurso 
del fiador concursado, del importe del crédito del acreedor garantizado en la lista de acreedores, en caso de 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

450 

 

también es preciso considerar el supuesto en que el concursado constituyera la garantía a favor de 
tercero. Como supuesto particular dentro de este último caso, habrá que atender a las 
denominadas garantías intragrupo. 

Por último, deberán concretarse los efectos anudados a la rescisión de las garantías prestadas 
por el ahora concursado. 

10.1.2. Las garantías constituidas por el deudor a favor de su pasivo 

El enjuiciamiento de una garantía, a los efectos de determinar su posible rescindibilidad, 
requiere valorar si su constitución supone o no un perjuicio para la masa activa. Ello ha de 
llevarnos a verificar en cada supuesto si la existencia del gravamen supone, de acuerdo con las 
circunstancias que rodeen cada supuesto de hecho, un sacrificio patrimonial injustificado o, por el 
contrario, esa lesión patrimonial no existe o, bien, se ampara en una ventaja obtenida por el 
garante y que justifica tal acto de disposición. 

A fin de poder efectuar tal enjuiciamiento, no estará de más acudir a los criterios formados por 
la doctrina acerca de la justificación de la garantía que se constituyera y en atención a la causa 
onerosa o gratuita en que se respaldara.324 En este contexto será necesario valorar la causa de la 
garantía que se otorgara, entendiendo por tal –de conformidad con cuanto dispone el artículo 
1274 C.c.– la presencia o ausencia de un intercambio de prestaciones o ventajas patrimoniales. 
Ahora bien, en este proceder se hace preciso tener en cuenta dos circunstancias que pueden 
incidir notablemente en el resultado que se alcance acerca de la onerosidad o gratuidad que 
acompañara a la constitución del gravamen. Así, habrá que atender, en primer lugar, al hecho de si 
la garantía se presta a favor del propio pasivo o, por el contrario, se dispone en beneficio de deuda 
ajena. De otro lado, también resulta un dato relevante, como habrá ocasión de comprobar, el 
hecho de si la constitución de la garantía resulta ser o no coetánea –el término que usualmente 
viene a emplearse es el de contextual– con el crédito que viene a ser garantizado. Sin embargo, y 
frente a lo que en ocasiones se ha sugerido, en todo este temario resulta irrelevante la nota de la 
accesoriedad. En efecto, la accesoriedad es un elemento estructural de la garantía que se prestara 
(sin crédito garantizado no hay garantía) pero, en todo caso, no es de por sí, y en todo caso, un 

                                                                                                                                                                                 
insuficiencia de la masa activa, por la menor cuota de participación que pudiera corresponderles al resto de los 
acreedores ordinarios en la liquidación. Por ello, si a cambio de este riesgo potencial (perjuicio para la masa activa) no se 
recibe una contraprestación que justifique la concesión de la fianza por deuda ajena o, por lo menos, se obtiene una 
ventaja, una atribución o beneficio patrimonial que lo justifique, es decir, se presta gratuitamente, sin recibir nada a 
cambio, la mera liberalidad como causa del afianzamiento entraría en juego la presunción iuris et de iure de perjuicio a 
que se refiere el art. 71.2 LC. En este sentido, la fianza gratuita sería un acto o negocio obligacional, equiparable a un 
acto de disposición a que se refiere el art. 71.2 LC porque existe un sacrificio injustificado del patrimonio del garante, 
que posteriormente, tras la declaración de concurso, perjudicará a la masa activa de dicho concurso. Se dan, en tal 
supuesto, todos los requisitos para rescindir la fianza calificada de gratuita de acuerdo con el art. 71.2, al existir la 
presunción iuris et de iure de perjuicio para la masa activa por un acto o contrato realizado por el concursado, en los dos 
años anteriores a la declaración de concurso, sin necesidad de que exista intención fraudulenta (art. 71.1 LC). Sobre la 
rescindibilidad de las garantías personales, vid. MARTÍNEZ MARTÍNEZ: Constitución de garantías personales por el 
concursado durante el período de reintegración, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 
2.ª edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 465 y ss. 
324 

La referencia obligada es LACRUZ BERDEJO: La causa en los contratos de garantía, Revista Crítica de Derecho 
Inmobiliario, 544, 1981, pp. 709 y ss., quien manifiesta cómo los negocios de garantía, en razón tanto de la función que 
atienden como de su misma caracterización, son indiferentes en lo que hace a su onerosidad o gratuidad, en el sentido 
de que pueden obedecer tanto a una como a otra causa. Por ello, es necesario atender a la razón que justifica la 
constitución de la garantía a fin de concluir en el carácter oneroso o gratuito que en cada caso pueda tener (cit., p. 743). 
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elemento que pueda justificar el carácter oneroso o gratuito del gravamen, pues la causa de la 
garantía no participa de la causa del negocio garantizado. 

De acuerdo con estas bases cabe enfrentar el problema anunciado. Y con esta finalidad resulta 
necesario diferenciar distintos supuestos, según que la garantía fuera prestada por el deudor del 
crédito garantizado o, bien, por un tercero, debiendo considerarse, igualmente, el momento en 
que se presta el gravamen.325 

En primer lugar, y a los efectos de determinar su carácter oneroso o gratuito, debe 
considerarse el supuesto en que la garantía fuera prestada por el deudor del crédito garantizado. 
En línea de principio, cabe formular un criterio general326 en el que es posible diferenciar dos 
situaciones. Así, si la constitución de la garantía fuera simultánea al surgimiento del crédito 
garantizado, resulta necesario considerar que el gravamen se constituyó como condición de éste, 
de manera que el acreedor solo concedió crédito a su deudor en la medida en que éste prestó una 
garantía aceptada por aquél. De otro lado, también es posible que el crédito que fuera a 
garantizarse preceda a la constitución de la garantía. En tal supuesto, la garantía es sobrevenida 
respecto del crédito garantizado que ya era existente, de modo que la justificación del gravamen 
no puede respaldarse en éste sino que ha de obedecer a otra razón. 

En el primer supuesto enunciado, el deudor no solo constituye el gravamen sino que lo hace a 
favor de su acreedor y en razón del crédito del que resulta deudor. Siendo éstas las circunstancias 
que caracterizan el supuesto de hecho, será fácil colegir el carácter oneroso del gravamen así 
constituido. En efecto, en tal contexto el acreedor no concedió crédito sino es en razón de la 
garantía constituida, razón que explica que solo como resultado de la constitución del gravamen 
pudo ese deudor ingresar en su patrimonio las prestaciones realizadas por el acreedor en su favor 
y como contenido del negocio garantizado. Esto es, la prestación realizada por el acreedor (ad ex. 
las sumas entregadas en el contrato de préstamo) justifican la onerosidad de la garantía 
constituida (ad ex. la hipoteca que garantizara tal préstamo) pues ésta es la que hizo posible 
aquélla. Por ello, la garantía coetánea o contextual con el negocio garantizado y constituida por el 
propio deudor es, con carácter general, una garantía onerosa y, en consecuencia, no vendría a 
causar un perjuicio para la masa activa, por lo que no procedería su rescisión al amparo del 
artículo 71 LC. 

Este criterio general –onerosidad de la garantía contextual prestada por el deudor– puede 
conocer, sin embargo, una excepción. Ésta no será otra que aquel supuesto en que medie una 
notable desproporción entre el gravamen y el resultado patrimonial con que se incrementa el 

                                                           
325 

Distinto es el supuesto en que la garantía se constituyera a favor de créditos futuros, tal y como sucede con aquélla 
que se prestara a fin de obtener el suministro a favor de la ahora concursada. Respecto de tal supuesto, la STS 26 de 
octubre de 2016 (TOL ...) advierte que si aplicamos los criterios expuestos a la constitución de la hipoteca litigiosa, no 
podemos considerar que perjudicara a la masa, porque no supuso perjuicio patrimonial injustificado. Al contrario, al no 
garantizar el pago de deudas preexistentes, sino el de deudas futuras contraídas por la recepción de suministros 
imprescindibles para el mantenimiento de la actividad empresarial de Dipolack, lo que hacía era contribuir a la 
subsistencia de la empresa y a que siguiera funcionando, lo que supondría la generación de nuevos activos con los que 
cumplir con el resto de sus acreedores. Es decir, el sacrificio patrimonial que podría suponer la constitución del 
gravamen tenía como contrapartida el aseguramiento del suministro durante un largo periodo de tiempo –siete años– y, 
desde ese punto de vista, estaba justificado. (...). Por ello, se opone a la jurisprudencia de esta Sala la conclusión de la 
sentencia recurrida de que la constitución de la hipoteca fue perjudicial para la masa activa del concurso, porque la 
minoración de la masa en el valor de la carga hipotecaria tuvo como contrapartida razonable el aseguramiento de la 
continuidad de los suministros necesarios para el mantenimiento de la actividad empresarial de Dipolack, lo que no 
puede considerarse un sacrificio patrimonial injustificado. 
326 

LACRUZ BERDEJO: La causa en los contratos de garantía, cit., p. 733. 
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patrimonio del deudor. En estas circunstancias de sobregarantía, el Tribunal Supremo ha afirmado 
la procedencia de la acción rescisoria. Así sucedió respecto del supuesto en que la constitución de 
la garantía (prenda) se constituyó sobre una gran parte de las sumas obtenidas con la financiación 
que, de modo contextual, se beneficiaba con la garantía. En la STS 17 de febrero de 2015,327 la Sala 
afirmó que: Seguidamente debemos considerar las garantías complementarias tomadas con 
ocasión de la financiación descrita. En concreto, la pignoración de 1.800.000.- en garantía de los 
intereses que debía devengar la operación. En tal supuesto, una garantía prendaria de gran parte 
(30%) del saldo de una cuenta a nombre de la acreditada en la que se le ha abonado el importe de 
la operación, supone una sobregarantía, y, en definitiva, un acto perjudicial para la masa. No 
decimos que no sea posible tomar garantías adicionales a una operación de financiación, pero no 
las que, en su integridad, se nutren del importe líquido de una operación de anticipo –que no de 
descuento–. Tenía sentido que no se realizara la operación de descuento porque los intereses 
serían muy elevados y que se optara por una operación de anticipo. Pero el resultado final fue que 
se impidió al acreditado la disponibilidad de una parte importante (30%) del principal, como si de 
una operación de descuento se tratara. 

El otro supuesto que ahora habrá de considerarse es aquél en que la constitución de la garantía 
por el deudor resultara ser posterior al crédito garantizado. En tales circunstancias, la justificación 
patrimonial de la garantía prestada no puede hacerse descansar en el negocio del que deriva el 
crédito garantizado, pues tal crédito se concedió en ausencia de cualquier gravamen. Por ello, la 
falta de contextualidad cuando la garantía tiene el carácter de sobrevenida requiere que se 
verifique la existencia de una ventaja que, al margen del negocio inicial que ahora se garantiza, 
pueda respaldar la constitución del gravamen y evite, de este modo, su consideración como acto 
perjudicial para la masa activa. 

Con anterioridad,328 se ha analizado el supuesto de hecho de la constitución de garantías a 
favor de obligaciones preexistentes, respecto de las que el texto legal sienta una presunción de 
perjuicio, aunque con carácter relativo; esto, admitiendo prueba en contra. De este modo, y frente 
a cuanto acontece respecto de las garantías contextuales constituidas por el deudor, cuando éstas 
tuvieran lugar con carácter sobrevenido se invierte la carga de la prueba, correspondiendo al 
acreedor garantizado y al deudor constituyente del gravamen la prueba bastante que advere que 
ese acto supone una ventaja que ingresa en el patrimonio del deudor (ad ex. Novación del crédito 
que implica un nuevo plazo de cumplimiento y/o un incremento de la financiación recibida). 

En este sentido, la STS 24 de junio de 2015 señala que en cuanto a las novaciones de los 
préstamos hipotecarios realizados en noviembre de 2010, es evidente que, en la medida en que 
supusieron, en un caso, una ampliación de capital disponible y, en todos se ampliaba el plazo de 
carencia y se reduce el tipo de interés, no puede sostenerse que la “única beneficiaria de dichas 
operaciones fue la entidad de crédito, en perjuicio del resto de acreedores”. En este caso tampoco 
hay perjuicio para la masa activa: la ampliación del plazo de carencia y la reducción del tipo de 
interés son circunstancias que objetivamente son favorables para la deudora, que le permitía 
vender viviendas ya terminadas, con mayor holgura. Por tanto, no pueden rescindirse las 
operaciones de novación denunciadas por la administración concursal y que fue acordada por las 
sentencias de instancia.329 

                                                           
327 

TOL4.763.897. 
328 

Vid. supra V.3. 
329 

TOL5.199.614. En igual sentido, vid. STS 23 de febrero de 2015 (TOL4.776.959). 
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En definitiva, ante la constitución de garantías por obligaciones preexistentes es preciso 
valorar, correspondiendo la carga de la prueba al acreedor y deudor, si existe una justificación 
material de tal proceder,330 en el sentido de que se derive un resultado beneficioso que ingresara 
en el patrimonio de quien luego es concursado, de modo que en ausencia de tal circunstancia 
resultará operativa la presunción ex artículo 71.3.2.º LC. 

La consideración de todos estos problemas ha de ser necesariamente distinta cuando quien 
constituyera la garantía no fuera deudor del crédito garantizado, circunstancia que obliga a su 
estudio de modo separado. 

10.1.3. La garantía prestada por el concursado a favor de deuda ajena 

Un supuesto de hecho que, con cierta frecuencia, se da en nuestra práctica concursal es el 
aquél en el que el ahora concursado es hipotecante (o pignorante) no deudor; esto es, viene a 
actuar una garantía real a favor de deuda ajena. Ante este tipo de situaciones no han faltado 
ocasiones en que los acreedores interesados y, de igual manera, la administración concursal en el 
juicio universal han manifestado distintos criterios. Por ello, puede resultar oportuno que 
atendamos a tal situación, viendo la afección que genera el concurso del garante y, en definitiva, 
cuál deba ser el tratamiento que ha de merecer este particular acreedor –beneficiario de una 
garantía real prestada por tercero– en el proceso universal. 

En el escenario señalado, la constitución de la garantía por parte de quién ahora resulte ser 
concursado no obedece a su carácter de deudor –éste es el presupuesto del que se parte en la 
delimitación del supuesto de hecho– sino que es consecuencia de su voluntad de constituir ese 
gravamen a favor de un tercero, de modo que el bien gravado viene a garantizar esa deuda ajena. 

En una situación como la descrita se suscitan numerosos problemas, aunque a los efectos que 
ahora interesan debemos centrar la atención sobre la posibilidad de acudir al ejercicio de la acción 
rescisoria a fin de postular la ineficacia de tal garantía real,331 considerando –principalmente– el 
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En relación con la prueba de la ausencia de perjuicio en tales circunstancias, la STS 8 de junio de 2016 (TOL ...) advirtió 
que la justificación va ligada a la ampliación significa tiva de crédito y/o a la modificación de la obligación, 
ordinariamente, mediante la concesión de un nuevo término, que prorrogue la exigibilidad de la obligación». Sobre esta 
base, se ha precisado que en la valoración del perjuicio que irroga la constitución de la nueva garantía, como 
fundamento último de la aplicación del artículo 71 LC, debe tenerse en cuenta, entre otros extremos, si dicha garantía se 
ha constituido en un contexto determinado por una aportación significativa del crédito y por una prórroga de la póliza 
del crédito, pues de ser así, no concurriría perjuicio para la masa activa. Esto es lo que sucede en el presente caso, en 
donde se observa tanto una clara aportación significativa del crédito, como la concesión de un nuevo término para la 
devolución de lo finalmente dispuesto. En efecto, si tenemos en cuenta la cantidad que ya se había dispuesto de la 
póliza anterior y, por lo tanto, se adeudaba a la entidad bancaria, (742.608,89 €), y el nuevo importe concedido (pasó de 
1.000.000 millón de euros a 2.500.000 euros), la diferencia es reveladora de la significativa ampliación del crédito 
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prórroga del vencimiento del crédito garantizado, con el aplazamiento de la deuda por un año. Todo ello, contando con 
el beneficio que dicha ampliación del crédito representó a la entidad deudora (Ocioland, S.L), pues permitió su 
continuidad empresarial durante casi dos años más, permitiendo el pago a otros acreedores hasta prácticamente la 
totalidad del importe máximo concedido (2.491.331,16 euros). Por lo que debe concluirse que, pese a la presunción del 
artículo 73.3.2.° LC, en el presente caso se ha acreditado que la constitución de la garantía de prenda no derivó perjuicio 
para la masa activa. 
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Entre estos problemas ha de hacerse referencia a las cargas que pudieran resultar exigibles a ese acreedor, 
beneficiado con la garantía por deuda ajena, en el concurso del garante no deudor. De otro lado, también ha de 
mencionarse el problema relativo a la incidencia que ha de tener la declaración de concurso del garante no deudor 
respecto de la

 
posibilidad de ejecución que le pudiera asistir a tal acreedor. Sobre estas cuestiones, vid. GARCÍA-CRUCES: 

Hipoteca en garantía de deuda ajena y declaración de concurso del hipotecante, en “Estudios de Derecho Mercantil en 
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supuesto del hipotecante no deudor, pues las conclusiones que se obtengan podrán extenderse a 
otros supuestos. 

A fin de atender este problema, conviene precisar dos cuestiones en relación con la figura del 
hipotecante no deudor y que bien pueden tener una indudable relevancia. 

En primer lugar, habrá que intentar concretar en estos supuestos el alcance de la 
responsabilidad asumida por el concursado en su cualidad de hipotecante tercero o hipotecante 
no deudor. Con un proceder de este tipo, el ahora concursado vino a acogerse con anterioridad a 
la posibilidad dispuesta en el inciso final del artículo 1857 C.c., a cuyo tenor las terceras personas 
extrañas a la obligación principal pueden asegurar ésta pignorando o hipotecando sus propios 
bienes. De este modo, se asume el carácter de responsable no deudor,332 pues como advirtiera la 
jurisprudencia, el hipotecante por deuda ajena no es un obligado al pago,333 pues tiene la 
condición de tercero extraño a la obligación garantizada (artículo 1.857 in fine del Código Civil).334 

Los efectos derivados de tal negocio jurídico –la hipoteca así constituida– pueden concretarse, 
con independencia de cómo se justifiquen dogmáticamente, señalando que el régimen jurídico 
que, como garante, ha de aplicarse al hipotecante no deudor no depende de que sea un obligado 
sui generis o un responsable, porque, aun no respondiendo de la obligación asegurada ex artículo 
1911 C.c., resulta claro que va a tener que soportar las consecuencias del incumplimiento de una 
obligación ajena.335 

Esas consecuencias son fáciles de precisar. En efecto, tal y como señalara la jurisprudencia, 
cuando el hipotecante es un tercero ajeno a la obligación principal, no se convierte en modo 
alguno en deudor, baste pensar que su responsabilidad se agota en el límite del dinero 
eventualmente obtenido al realizar la hipoteca, y si éste es insuficiente no tendrá otra vía el 
acreedor que perseguir otros bienes del deudor, aunque no haya pacto limitativo de 
responsabilidad, porque el artículo 140 no es aplicable más que a las hipotecas constituidas por los 
deudores en sus propios bienes, como se desprende del artículo 105.336 Por lo tanto, en virtud de 
tal hipoteca al acreedor le asiste un derecho de realización de valor sobre el inmueble hipotecado, 
en el quantum y por las obligaciones exigibles que fueran determinadas en el título constitutivo, 
sin que, una vez realizado tal valor, sea posible que el acreedor pueda requerir algo más del 
hipotecante no deudor. 

Retomando el tema que nos ocupa, cabe señalar que el principal problema que suscita en la 
práctica la constitución de una hipoteca en garantía de deuda ajena por parte de quién luego es 
declarado en concurso, hace referencia a la posibilidad de revisar tal proceder, de modo que la 
administración concursal, y en su caso otros legitimados, pueden ejercitar la acción rescisoria 
concursal. 

La procedencia de la rescisión de la hipoteca constituida a favor de deuda ajena requiere que 
se satisfagan los presupuestos exigidos en el artículo 71.1 LC. Al margen de la exigencia del plazo 
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CHICO ORTIZ: Estudios sobre Derecho Hipotecario, II, Madrid, 1990, pp. 1462 y ss.; MORENO QUESADA: Las garantías 
reales y su constitución por tercero, Universidad de Granada, 1987, pp. 89 y ss.; DE LA RICA: La obligación personal y la 
responsabilidad real en las nuevas modalidades de hipoteca, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 217, 1946, pp. 313 
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CARRASCO, CORDERO y MARÍN: Tratado de los Derechos de Garantía, 2.ª edición, Aranzadi, Cizur menor, 2008, pp. 
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bianual, la cuestión central es la relativa a si tal merece ser considerado como perjudicial para la 
masa activa. 

En línea de principio, podría afirmarse que una hipoteca en garantía de deuda ajena constituida 
por el ahora deudor común, supondría un acto llevado a cabo por el ahora concursado, en cuya 
virtud no obtiene nada para sí (carácter gratuito), y cuya finalidad radica exclusivamente en 
favorecer a un tercero, ajeno al propio concurso. 

Repárese que, en virtud del negocio que quiera impugnarse, el concursado no habría obtenido 
nada para sí, pues dada la naturaleza y los pactos alcanzados en el mismo –una hipoteca en favor 
de tercero– no se daría, en principio, la obtención de un beneficio, directo o indirecto, que ingrese 
en el patrimonio social del concursado. Además, en virtud de tales actos, no sólo se agrava –sin 
justificación material alguna– la situación patrimonial del deudor común sino, también, se afecta 
muy gravemente al resto de los acreedores de la concursada, pues en virtud de la garantía real 
constituida se excluye de la masa activa del concurso el valor de realización del bien gravado, al 
menos, en el importe correspondiente al crédito del tercero que se garantizara. 

En definitiva, la minoración de la masa activa se produce en un doble sentido como 
consecuencia del acto descrito. Así, y como consecuencia del mismo, el concursado empeoró 
sustancialmente la calidad de su patrimonio, pues vino a gravar una parte de tal masa patrimonial 
con la constitución de una garantía real. De otro lado, la constitución del gravamen viene a 
suponer la indisponibilidad del valor de realización del bien hipotecado o pignorado pues éste se 
destinará a la satisfacción de un tercero, que no es acreedor concursal sino acreedor frente a otro 
sujeto (el deudor favorecido con tal garantía por deuda ajena). 

Ahora bien, ese análisis tendría que ser completado con una consideración más, pues se ha 
partido de una circunstancia que no tendría por qué darse. En efecto, la constitución de una 
garantía real a favor de deuda ajena puede venir amparada no solo en la voluntad del hipotecante 
o del pignorante sino, también, en el hecho de que éste, como consecuencia del gravamen 
constituido, obtiene una ventaja patrimonial, con independencia de que ésta se satisfaga por el 
tercero -deudor garantizado- o, bien, por el acreedor beneficiario de la garantía. 

Por ello, debe completarse el análisis ya que resulta necesario atender también al carácter 
oneroso o gratuito del gravamen así constituido en garantía de deuda ajena.337 El criterio parece 
claro y así se ha manifestado en la doctrina, quién no duda en afirmar que la hipoteca constituida 
por tercero no deudor es gratuita cuando ni el deudor ni, en su caso, el hipotecante tercero, 
reciben ninguna ventaja patrimonial como correspectivo a la prestación de hipoteca (…). La 
hipoteca prestada por tercero será gratuita si el garante no obtiene a cambio ninguna ventaja 
patrimonial.338 

Éste es el criterio seguido por nuestra jurisprudencia pues, destacando la necesidad de una 
valoración ad casum, no se duda en afirmar que: lo relevante son los datos fácticos, las 
circunstancias y características de la operación, que permitan apreciar la causa onerosa o gratuita 
de la operación, y en concreto si ha habido o no una “real reciprocidad de intereses, que no exige 
equivalencia de prestaciones” –en que consiste la onerosidad–, o, por el contrario, solamente “un 
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puro beneficio sin contraprestación para una parte y para la otra una disminución de acervo 
patrimonial sin compensación económica” –en que consiste la gratuidad–.339 

En principio, resulta razonable afirmar que la prestación de una garantía por deuda ajena 
tendrá carácter oneroso cuando el garante hubiera recibido o podido recibir, directa o 
indirectamente, del deudor garantizado o del acreedor beneficiario del gravamen alguna 
prestación o una ventaja económica. Esa ventaja puede derivar o justificarse en lo pactado en la 
relación que medie entre el hipotecante y el deudor garantizado o, bien, en un acuerdo entre 
quien constituye tal garantía real y el acreedor beneficiario de ella. Cuestión distinta es quién sea 
el beneficiario directo de esa prestación, pues lo relevante será constatar si el hipotecante no 
deudor tiene o puede tener algún interés económico en la entera operación. 

De este modo, resultará acertado afirmar el carácter gratuito del acto cuando la garantía 
hipotecaria prestada lo fuera respecto de deuda ajena y el deudor favorecido no ha comprometido 
ni realizado contraprestación alguna respecto del concursado pero, tampoco, el acreedor ha 
realizado, como consecuencia de la hipoteca constituida y de la que deriva su preferencia, 
prestación alguna que amparara el proceder del ahora concursado a la hora de constituir la 
garantía hipotecaria. 

Por el contrario, si mediara esa ventaja económica que realizara el interés del hipotecante o 
pignorante –y, por tanto, el interés de sus acreedores– la calificación del gravamen constituido no 
podría calificarse como acto gratuito sino, antes bien, como negocio oneroso, resultando 
improcedente su ineficacia por rescisión. 

Pero, en todo este contexto habrá que atender un último interrogante, pues debemos 
cuestionarnos, con independencia de su origen en el deudor garantizado o en el acreedor 
beneficiario de la garantía, quién ha de ser el beneficiario de la prestación o de la ventaja 
económica que justifica la constitución de la garantía a favor de tercero. 

Desde luego, es razonable afirmar que el destinatario de esa ventaja patrimonial ha de ser el 
garante que constituye el gravamen. Ahora bien, a fin de hacer un ejercicio de realismo no estará 
de más indicar que esa prestación o ventaja patrimonial puede ser tanto directa como indirecta. 

En el primer caso, esa resultado económico ingresará en el patrimonio del garante, luego 
declarado en concurso. Pero, también, es posible que esa ventaja patrimonial venga a ser 
indirecta, de manera que se justifica el carácter oneroso de la garantía constituida pues se realiza 
el interés –económico– del propio garante (ad ex. garantía constituida por una constructora a 
favor de la promotora en la financiación que ésta recibiera para llevar a cabo la edificación; 
garantía constituida por el administrador único a favor de la sociedad y de la que obtiene una 
remuneración). 

Estas ideas permiten ofrecer respuesta a una cuestión compleja, cómo es aquélla en que la 
garantía no solo se presta por deuda ajena sino, también, con carácter no contextual. En tales 
circunstancias, el gravamen viene a constituirse a favor de deudas preexistentes del deudor 
garantizado y a fin de beneficiar a quién ya había prestado la financiación que da lugar al crédito 
garantizado. Pues bien, de ser tal el supuesto, habrá que valorar todas las circunstancias que lo 
rodean, verificando si la constitución de la garantía supone esa ventaja patrimonial, directa o 
indirecta, para el garante ahora concursado. Si así no fuera, el gravamen debería calificarse como 
acto gratuito, deviniendo –en su caso– rescindible. Por el contrario, el acto se calificará como 
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oneroso cuando la hipoteca o la prenda se ampararan en una ventaja económica, con 
independencia de que el beneficiario directo fuera el deudor garantizado o el garante por deuda 
ajena. En estos casos, resulta irrelevante la circunstancia de quien sea el destinatario de la ventaja 
económica derivada del negocio, en la medida en que siempre beneficiaría al garante, en la 
medida en que éste tenga un previo interés respecto del beneficiario del gravamen. 

Estos son los criterios que ha venido aplicando nuestra jurisprudencia, como lo muestra la STS 
de 8 de noviembre de 2012340 o la STS 30 de abril de 2014.341 En esta última resolución se afirma 
que: En la sentencia núm. 487/2013, de 10 de julio, afirmamos que en la distinción entre “actos de 
disposición a título gratuito” (art. 71.2 de la Ley Concursal) y “*actos+ dispositivos a título oneroso” 
(art. 71.3.1.º de la Ley Concursal) que se hace en la regulación de las acciones de reintegración de 
la Ley Concursal ha de entenderse que se incluyen en la segunda categoría de actos los 
desplazamientos patrimoniales que no puedan incluirse en la primera. No existe a estos efectos un 
“tertium genus”, un tercer género a mitad de camino entre una y otra categoría. 

La garantía a favor de tercero se constituye a título oneroso cuando el acreedor, como 
equivalencia de la garantía prestada, se obliga a una determinada prestación a favor del garante o 
del deudor principal, que si resulta incumplida permitirá al garante liberarse de su obligación de 
garantía. Salvo prueba en contrario, la constitución de la garantía coetánea o contextual con el 
nacimiento del crédito garantizado se entenderá correspectiva a la concesión de este, y por tanto 
onerosa, pues el acreedor concede el crédito en vista de la existencia de la garantía, es decir, recibe 
como correspectivo conjunto de su crédito la promesa de pago del deudor y la garantía del tercero. 

10.1.4. Las denominadas garantías intragrupo 

No obstante lo anterior, se suscita la duda de si tales conclusiones deberían mantenerse en 
aquellos casos en que el deudor garantizado formara parte de un grupo de empresas y la garantía 
se constituyera a favor de otra sociedad integrada en el mismo. Dada esta circunstancia, resultará 
entonces oportuno que –siquiera brevemente– se haga referencia a los criterios, tanto 
jurisprudenciales como doctrinales, que se han venido fijando a fin de valorar el carácter gratuito 
u oneroso de la prestación de garantías intragrupo. 

Así, y de modo esquemático, puede señalarse que éstos son los siguientes. 

En primer lugar, no cabe duda del carácter oneroso de la garantía prestada por la sociedad 
matriz a favor de sus filiales. Como con acierto se ha señalado, el crédito recibido por la filial es 
una atribución patrimonial que beneficia a la matriz (..). Y no sólo por la existencia evidente de un 
flujo de dividendos futuros, estrechamente conectados con el crédito, que revertirán a la matriz, 
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sino porque la propia subsistencia del grupo como tal es una ventaja que hay que imputar a la 
matriz; además de que, con la garantía, la sociedad matriz protege sus activos en la filial.342 

De otro lado, mayor complejidad se dará en aquellos supuestos en que la garantía se prestara 
por una sociedad filial. En tal caso, la regla ha de ser la contraria, de modo que el simple interés del 
grupo no puede justificar la garantía así constituida. Por lo tanto, en la constitución de una 
garantía por parte de una sociedad dominada ha de entenderse que no supone –en principio– una 
prestación a favor de la garante, de modo que cabría la rescisión del gravamen, siempre y cuando 
no viniera a justificarse la existencia de esa contraprestación a favor de la filial. 

En todo caso, y en relación con estas cuestiones, no habrá que dejar de lado la necesidad de 
constatar previamente la existencia de tal grupo empresarial. A estos efectos, resultará oportuno 
señalar distintos extremos. El criterio jurisprudencial nos advierte que no hay una noción 
específica de grupo de empresas en la normativa concursal sino que, antes bien, el texto legal 
(Disposición Adicional Sexta LC) reenvía a las reglas generales (art. 42 C.com.).343 

La jurisprudencia se ha enfrentado con estas cuestiones sentando distintos criterios que 
conviene destacar. En primer lugar, a la hora de valorar la concurrencia o no de un perjuicio a fin 
de que resulte procedente la rescisión de una garantía intragrupo, la Sala ha señalado la necesidad 
de que tal negocio sea valorado como una operación del grupo. 

En este sentido, la STS 8 de noviembre de 2012344 ya advirtió que: el fenómeno de la actuación 
coordinada de los grupos societarios –no necesariamente tributarios de cuentas anuales e informe 
de gestión consolidables y sin necesidad de que concurran relaciones de dominio ni los requisitos 
que justificarían el levantamiento del velo–, hace que las llamadas garantías contextuales 
prestadas a favor de sociedades del mismo grupo, como regla, deban entenderse como 
“operaciones de grupo” en las que la existencia o no de perjuicio debe valorarse en tal marco. 

Junto con esa consideración unitaria del negocio, como realizado en el seno de un grupo de 
sociedades, surge la duda de si debería, también, tenerse presente un elemento temporal. Poco 
antes se ha señalado que la contextualidad de la garantía respecto del negocio que hace surgir el 
crédito garantizado vendría a justificar la constitución del gravamen, excluyendo la posibilidad de 
perjuicio rescisorio. En este sentido se ha manifestado algún autor, entendiendo que en un 
negocio jurídico complejo, las partes prestan su consentimiento teniendo en cuenta todos los 
elementos de la operación (o al menos los que tienen carácter esencial). Así, cuando un 
prestamista concede una financiación que está garantizada por una sociedad del grupo del 
prestatario, lo hace sobre la base de la garantía prestada. En este contexto, sería contrario a la 
buena fe contractual privar después al prestamista de la garantía obtenida, en caso de concurso 
del garante. Más bien, sería artificial atacar la eficacia de la garantía sin impugnar a la vez la 
concesión de la financiación.345 

Sin embargo, y al margen de que siempre son posibles casos en que la garantía resulte ser 
simultáneamente contextual y perjudicial, no puede desconocerse el carácter limitado de tal 
circunstancia cuando la garantía viniera a constituirse en favor de una deuda ajena, como sería –
en principio– la que se beneficiara de una garantía intragrupo. En efecto, la contextualidad, en 
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tales circunstancias, deviene irrelevante. Recuérdese que el carácter coetáneo constituye un 
elemento de valoración de primer orden cuando el gravamen se constituye por el propio deudor a 
fin de garantizar el crédito que frente a él titula su acreedor. Solo en la medida en que la garantía 
tuvo lugar de modo contextual con la concesión de crédito, pudo el deudor (y también garante) 
ingresar en su patrimonio la prestación realizada por el acreedor garantizado. Por el contrato, en 
la garantía intragrupo, al constituirse la garantía por una persona distinta a la beneficiaria de la 
prestación realizada por el acreedor, es perfectamente posible que el garante no ingrese ventaja 
alguna en su patrimonio, pese al carácter contextual del gravamen. Dicho en otras palabras, y a 
diferencia de cuanto sucede con el gravamen constituido por el propio deudor, la mera 
contextualidad, no acompañada de atribución patrimonial alguna en favor de la garante, no 
asegura el carácter oneroso de la garantía constituida en el seno del grupo y que pudiera excluir su 
rescindibilidad. 

El Tribunal Supremo parece haberse manifestado sobre esta cuestión, y respecto del gravamen 
constituido por una sociedad a favor de otra integrada en el mismo grupo, en la STS 21 de julio de 
2014,346 afirmando que: En el momento en que se otorga la garantía hipotecaria por parte de una 
sociedad del grupo por una deuda de otra sociedad del grupo, no existe una correspectiva 
prestación a favor de la hipotecante. No existe la contextualidad o simultaneidad de actos o 
contratos (prestaciones), por los que pudiera calificarse la garantía concedida como un acto 
oneroso. En el presente caso, al no recibir nada a cambio la hipotecante no deudora, la operación 
hipotecaria es un acto dispositivo a título gratuito, conforme previene el art. 71.2 LC. 

En todo este debate se ha buscado otra justificación posible de la garantía intragrupo y, en tal 
sentido, se ha afirmado la existencia de un interés de grupo, como realidad que vendría a evitar la 
posibilidad de su rescisión al amparo del artículo 71 LC. Sin detenernos ahora en intentar 
concretar que deba –o pueda– entenderse por tal interés del grupo (máxime en un ordenamiento 
como el nuestro y que carece de una regulación sustantiva y completa de tal fenómeno 
empresarial), ha de advertirse que tal argumentación ha sido rechazada jurisprudencialmente. 

En efecto, la importante STS 30 de abril de 2014347 ya destacó que: la simple existencia de un 
grupo de sociedades no es por si sola justificativa de la existencia de esa atribución o beneficio 
patrimonial que excluya el perjuicio en la constitución de la garantía. No basta, pues, la invocación 
en abstracto del “interés de grupo” para excluir la existencia de perjuicio en la constitución de una 
garantía intragrupo, es preciso concretar y justificar el beneficio económico obtenido por el 
garante. 

Es más, en ocasiones, algunos resultados provechosos para el “interés del grupo” pueden 
lograrse a costa de sacrificar los intereses objetivos de una o varias de las sociedades consorciadas, 
lo que los acreedores de estas no están obligados a soportar. 

Cada una de las sociedades integradas en el grupo tiene una personalidad jurídica, y un 
patrimonio, independiente de las demás, que constituye un centro de imputación individualizado 
de relaciones jurídicas. El grupo de sociedades, como tal, carece de personalidad jurídica propia, y 
por tanto de un patrimonio propio. Cada sociedad es exclusiva titular de su propio patrimonio, que 
responde de sus obligaciones. 

                                                           
346 

TOL4.469.365. 
347 

TOL4.331.151. 
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No existe un “patrimonio de grupo”, ni un principio de comunicabilidad de responsabilidades 
entre los distintos patrimonios de las distintas sociedades por el mero hecho de estar integradas en 
un grupo, sin perjuicio de situaciones excepcionales de confusión de patrimonios, o que justifiquen 
de otro modo el levantamiento del velo. 

No puede aceptarse por tanto la afirmación de la recurrente de que no existe perjuicio para la 
masa porque el grupo societario de la concursada y, por ende, la concursada, han percibido una 
cuantiosa suma de dinero por los préstamos con relación a los cuales se constituyeron las 
hipotecas. El dinero lo ha recibido la otra sociedad. No lo ha recibido “el grupo”, que carece de 
personalidad como tal, ni la concursada, que se limitó a hipotecar su nave industrial para 
garantizar el préstamo concedido a la otra sociedad, y las sentencias de instancia consideran 
probado que la concursada no recibió contraprestación alguna, pues tales préstamos no sirvieron 
siquiera para que la prestataria saldara la deuda que mantenía con la garante, la posteriormente 
declarada en concurso. 

Por otra parte, sería un contrasentido que la misma circunstancia que sirve de fundamento a la 
presunción “iuris tantum” de perjuicio, como es el carácter “intragrupo” de la garantía prestada, 
sea la que excluya la existencia de perjuicio por entender que el mero interés de grupo lo excluye. 

Por todo ello, el elemento relevante a fin de resolver sobre la rescisión de una garantía 
intragrupo, junto con valorar el carácter unitario de la operación, no es otro que el de atender a 
las resultas patrimoniales, directas o indirectas, que el gravamen vino a suponer para el 
patrimonio de la sociedad que, integrada en el grupo, así lo constituyera. 

En efecto, tal y como concluye la citada STS 30 de abril de 2014: Para decidir si ha existido un 
sacrificio injustificado del patrimonio del garante, que posteriormente, tras la declaración de 
concurso, constituirá la masa activa de dicho concurso, ha de examinarse únicamente si ha existido 
algún tipo de atribución o beneficio en el patrimonio del garante, que justifique razonablemente la 
prestación de la garantía. 

No ha de ser necesariamente una atribución patrimonial directa como pudiera ser el pago de 
una prima o precio por la constitución de la garantía. Puede ser un beneficio patrimonial indirecto. 

Ahora bien, en la averiguación de si la garantía constituida en el seno del grupo tiene carácter 
oneroso o, por el contrario, gratuito, no habrá que olvidar la distribución de la carga de la prueba 
que ordena el texto legal. En este sentido, la regla acogida en el artículo 71.3.1.º LC en relación 
con los actos dispositivos realizados por el deudor a favor de una persona especialmente 
relacionada con él, presume su carácter perjudicial, admitiéndose prueba en contrario. Por lo 
tanto, serán el acreedor garantizado o la deudora en cuyo favor otra integrante del grupo prestó la 
garantía, quienes deban probar la existencia de algún tipo de atribución o beneficio en el 
patrimonio del garante, que justifique razonablemente la prestación de la garantía, tal y como 
requiere acertadamente la jurisprudencia. 

10.1.5. Los efectos derivados de la rescisión de las garantías constituidas por el concursado 

Llegados a este extremo queda hacer una referencia final respecto de los efectos que han de 
derivarse de la rescisión de las garantías que constituyera el deudor, ahora concursado, y que 
fueran rescindidas por ser perjudiciales para la masa activa. Como ya conocemos, la regla general 
acogida en el artículo 73.1 LC dispone la ineficacia del acto rescindido y la restitución de las 
prestaciones derivadas de éste. Esta regla general, sin embargo, ha de conocer ciertas 
excepciones, debiendo acomodarse a las particulares circunstancias de cada supuesto de hecho. 
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En este sentido, no puede desconocerse que el efecto restitutorio que dispone la norma deriva de 
la previa declaración de la ineficacia del acto rescindido. Por ello, una vez acordada la rescisión del 
acto, y en atención a las particularidades del supuesto de hecho, es posible que no se genere 
efecto restitutorio alguno, como así sucedería si las prestaciones realizadas del acto ineficaz aún 
no se hubieran ejecutado (ad ex. opción de compra sin prima que se rescinde). 

Pero, igual consecuencia se dará en aquellos otros casos en que el acto celebrado no reuniera 
la nota de la bilateralidad,348 de manera que no habría prestación alguna que restituir a favor de la 
parte in bonis, así como en los de constitución por el concursado de garantías a favor de tercero.349 

                                                           
348 

Ad ex., la realización de un pago por el deudor. Cfr., entre muchas, STS 26 de octubre de 2012 (TOL2.686.811). 
349 

El Tribunal Supremo, en un notable y valioso esfuerzo de síntesis, ha concretado el alcance de los efectos anudados a 
la rescisión concursal atendiendo a los distintos supuestos, tal y como manifiesta la STS 4 de noviembre de 2016 (TOL 
...), al destacar que: Conforme a! art. 73.1 LC, el efecto legal consiguiente a la rescisión de un acto de disposición es la 
«ineficacia del acto impugnado» y la condena «a la restitución de las prestaciones objeto de aquel, con sus frutos e 
intereses». Bajo esta regulación legal, el alcance de los efectos de la rescisión concursal va a depender del acto de 
disposición que sea objeto de impugnación. i) Está claro que cuando el acto objeto de impugnación es un contrato con 
obligaciones recíprocas, la rescisión concursa! conllevara la condena de las partes a la restitución de las prestaciones, 
con sus frutos e intereses. Para estos casos tiene sentido la previsión del art. 73.3 LC, que regula cómo debe realizarse 
esta restitución recíproca de prestaciones: «El derecho a la prestación que resulte a favor de cualquiera de los 
demandados como consecuencia de la rescisión tendrá la consideración de crédito contra la masa, que habrá de 
satisfacerse simultáneamente a la reintegración de los bienes y derechos objeto del acto rescindido, salvo que la 
sentencia apreciare mala fe en el acreedor, en cuyo caso se considerará crédito concursal subordinado» La condena a la 
restitución de prestaciones es consiguiente a la rescisión, sin que la demandada, contraparte en el negocio objeto de 
rescisión, para que se cumpla con la previsión del art. 73.3 LC tenga que solicitarlo en su contestación. La condena a la 
restitución recíproca de prestaciones y el derecho de la contraparte a que se le restituya su prestación es un efecto legal 
consiguiente a la rescisión del contrato bilateral. ii) Cuando lo que se impugna es un acto unilateral, como puede ser el 
pago, es jurisprudencia que la rescisión no conlleva la ineficacia del negocio del que nace la obligación que se pretende 
satisfacer con el pago, sino tan sólo la ineficacia del pago y la obligación de restituir a la masa la suma percibida, sin 
perjuicio de que, si el pago era debido, renazca aquel crédito cuyo impago se impugna, que deberá ser objeto de 
reconocimiento como crédito concursa!: «La rescisión de un acto de disposición unilateral, como el pago o la 
compensación, no conlleva la rescisión del negocio del que nace la obligación de pago que se pretende satisfacer con el 
acto impugnado, porto que la rescisión afecta exclusivamente al pago o a la compensación, surgiendo para el acreedor 
beneficiado por el pago o la compensación la obligación de restituir la cantidad cobrada o compensada, sin que pierda 
su derecho de crédito, que deberá ser reconocido como crédito concursa!» (STS 100/2014, de 30 de abril, que recoge la 
doctrina formulada en la STS 629/2012, de 26 de octubre). Si el acto objeto de impugnación es la constitución de una o 
varias garantías reales, y la impugnación no afecta al nacimiento de la obligación garantizada, la rescisión provoca la 
ineficacia de la garantía, siempre que con ello se resarza el perjuicio ocasionado a la masa. «(C)uando el acto rescindido 
es un acto dispositivo a título gratuito o una garantía constituida en perjuicio de la masa, la sentencia que acuerda la 
rescisión no provoca tales efectos restitutorios recíprocos, sino tan solo la ineficacia del acto rescindido y la devolución a 
la masa del concurso de lo que salió del patrimonio del deudor en virtud del acto gratuito rescindido o, tratándose de 
una garantía, su extinción» (STS 100/2014, de 30 de abril). Por otra parte, «en los casos en que la finca hipoteca hubiera 
sido enajenada antes de la declaración de concurso, y por ello o no pudiera ya ser cancelada la hipoteca o con dicha 
cancelación no se reparaba el perjuicio ocasionado en su día, al tiempo de constituir la garantía para la deudora 
hipotecante y luego concursada, en ese caso, el efecto de la rescisión no puede ser su cancelación, pues con ello no se 
satisface el interés de la masa con la rescisión concursa! en la medida en que el bien gravado no forma parte de la masa 
activa. Tampoco procede en estos casos, como pide la demanda, la declaración retroactiva de nulidad de todos los 
asientos posteriores a la constitución de la hipoteca objeto de rescisión, ni tampoco la nulidad de la ejecución 
hipotecaria, en la medida en que la rescisión es una ineficacia funcional y no opera ex tunc». No siendo posible la 
cancelación de la hipoteca, como efecto consiguiente a la rescisión, la beneficiaria de la garantía debería restituir a la 
masa el importe de la deuda de la concursada que se cubrió con la constitución de la garantía, siempre que no conste 
que el valor de la garantía era inferior (en atención al valor de realización del bien en ese momento). Ese sería, de forma 
orientativa, el desvalor sufrido por el bien hipotecado, cuando se realizó el acto objeto de rescisión, que es la 
constitución de la hipoteca, y que debió ponerse de manifiesto al tiempo de enajenarse el bien hipotecado (...), cuyo 
valor se vio minorado por la deuda garantizada» (STS 143/2015, de 26 de marzo). 
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Este criterio se ha visto refrendado por la jurisprudencia, advirtiéndose, como hace la STS 30 de 
abril de 2014,350 que: Este precepto legal, al fijar los efectos de la rescisión concursal, toma la parte 
por el todo pues prevé con carácter general una eficacia restitutoria que solo puede ser predicada 
de las obligaciones recíprocas. De ahí que cuando el acto rescindido es un acto dispositivo a título 
gratuito o una garantía constituida en perjuicio de la masa, la sentencia que acuerda la rescisión 
no provoca tales efectos restitutorios recíprocos, sino tan solo la ineficacia del acto rescindido y la 
devolución a la masa del concurso de lo que salió del patrimonio del deudor en virtud del acto 
gratuito rescindido o, tratándose de una garantía, su extinción. 

En igual sentido se manifiesta, entre otras, la STS 12 de abril de 2012,351 al destacar que: no 
siempre la rescisión comporta restitución de prestaciones, sino tan solo en aquellos casos en los 
que la liquidación de la situación resultante de la rescisión así lo exija a fin de mantener el 
equilibrio de prestaciones, pero no en aquellos en los que la reintegración se sustenta en la 
ausencia de contrapartida o en la falta de equilibrio determinante del perjuicio. 

La aparente sencillez de esta regla de acomodación al supuesto de los efectos derivados de su 
rescisión ala amparo del artículo 71 LC, no puede ocultar algunos supuestos de mayor dificultad. 
Así sucede en aquellos casos en que la garantía constituida hubiera sido enajenada, de modo que 
el bien objeto de la misma se transmitió a favor de tercero. Dada la protección que ha de merecer 
ese subadquirente (art. 73.2 LC), resulta obvio que la cancelación de la garantía resulta imposible y 
el bien gravado ya no se encuentra en la masa activa del concurso. En tales circunstancias, 
conviene destacar cómo el resultado que se produce (abandono del bien respecto del patrimonio 
que constituirá la masa activa) es consecuencia del negocio rescindido (la ejecución de la 
garantía), por lo que el acreedor cuyo crédito se garantizó habrá obtenido el valor de realización 
de tal bien. Por ello, en el supuesto descrito, los efectos anudados a la rescisión han de ser los 
propios de toda ineficacia negocial, con la consecuencia de que deberá volverse a la situación 
anterior al acto rescindido. Siendo así las cosas, y al resultar imposible el retorno del bien gravado 
(y libre de cargas como consecuencia de la rescisión), dada la protección de que goza el 
subadquirente, el acreedor garantizado deberá atender el cumplimiento de lo debido mediante 
equivalente (art. 73.2 LC), entregando a la masa activa el valor del bien al tiempo de la 
constitución de la garantía ahora rescindida. 

Así, se ha manifestado el Tribunal Supremo, pues como señala la STS 26 de marzo de 2015352: 
Ahora bien, en los casos en que la finca hipotecada hubiera sido enajenada antes de la declaración 
de concurso, y por ello o no pudiera ya ser cancelada la hipoteca o con dicha cancelación no se 
reparaba el perjuicio ocasionado en su día, al tiempo de constituir la garantía para la deudora 
hipotecante y luego concursada, en ese caso, el efecto de la rescisión no puede ser su cancelación, 
pues con ello no se satisface el interés de la masa con la rescisión concursal en la medida en que el 
bien gravado no forma parte de la masa activa. Tampoco procede en estos casos, como pide la 
demanda, la declaración retroactiva de nulidad de todos los asientos posteriores a la constitución 
de la hipoteca objeto de rescisión, ni tampoco la nulidad de la ejecución hipotecaria, en la medida 
en que la rescisión es una ineficacia funcional y no opera ex tunc. 

No siendo posible la cancelación de la hipoteca, como efecto consiguiente a la rescisión, la 
beneficiaria de la garantía debería restituir a la masa el importe de la deuda de la concursada que 
se cubrió con la constitución de la garantía, siempre que no conste que el valor de la garantía era 

                                                           
350 

TOL4.331.151. 
351 

TOL2.567.746. 
352 

TOL4.839.213. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

463 

 

inferior (en atención al valor de realización del bien en ese momento). Ese sería, de forma 
orientativa, el desvalor sufrido por el bien hipotecado, cuando se realizó el acto objeto de rescisión, 
que es la constitución de la hipoteca, y que debió ponerse de manifiesto al tiempo de enajenarse el 
bien hipotecado (6 de octubre de 2009), cuyo valor se vio minorado por la deuda garantizada. 

Este criterio ya se avanzó en la STS 8 de abril de 2014,353 al señalar que: Conforme a esta 
normativa, deberíamos distinguir entre la ineficacia o rescisión de actos de disposición que 
constituyen negocios con obligaciones recíprocas de aquellos actos de disposición que carecen de 
esta condición. En el primer caso, rige la regla de que la rescisión o ineficacia conlleva la recíproca 
restitución de prestaciones (art. 73.1 LC) y el derecho a la prestación que resulte a favor de los 
demandados como consecuencia de la rescisión tendrá la consideración de crédito contra la masa. 
Conviene advertir que no nos encontramos propiamente en este caso, sino en el de la constitución 
de una garantía real a favor de una obligación nueva contraída en sustitución de otra anterior, que 
carecía de esta garantía, respecto del que la rescisión o ineficacia conlleva dejar sin efecto la 
garantía y, si esta ya ha sido ejecutada y los bienes han sido adjudicados a un tercero, que no fue 
parte en el acto impugnado, entonces el banco debe abonar el valor de los bienes al tiempo en que 
salieron del patrimonio del concursado, sin que el crédito garantizado pase a tener la condición de 
crédito contra la masa, sino que, en la medida en que se constituyó en sustitución de otro anterior, 
tendrá la consideración de concursal. 

10.2. La rescindibilidad de las modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles 

Un problema de extraordinaria trascendencia, tanto práctica como dogmática, es el relativo a 
la posibilidad de ejercitar la acción rescisoria concursal frente a una modificación estructural de 
carácter traslativo (fusión, escisión, cesión global de activo y pasivo) en la que hubiera participado 
una sociedad ahora declarada en concurso. El debate acerca de tal posibilidad no solo se ha dado 
entre nosotros sino que constituye una cuestión abierta en aquellos países próximos al nuestro. 

La doctrina española354  ha debatido acerca de la procedencia de tal acción rescisoria frente a 
una modificación estructural así como respecto de la posible justificación que abocaría a excluir su 
ejercicio.355 

Sobre estos problemas también se pronunciado, muy recientemente, el Tribunal Supremo, a 
través de su STS 21 de noviembre de 2016, y de la que ahora ha de darse noticia. 

En esta resolución, el Tribunal Supremo da respuesta a tres cuestiones principales, sobre las 
que conviene centrar la atención. En primer lugar, y frente a una consideración disgregadora de la 
operación, el alto tribunal advierte de cuál sea el objeto de la acción rescisoria en tales supuestos, 
pues éste necesariamente es la propia modificación estructural, en tanto en cuanto la transmisión 
de activos no es más que un efecto derivado de tal negocio jurídico, lo que es necesariamente 
coherente con el significado de sucesión universal que encierra la modificación estructural. 

                                                           
353 

TOL4.259.500. 
354 

Vid., ad ex., Pérez Troya: La rescisión concursal de las modificaciones estructurales, en García-Cruces, “La 
reintegración en el concurso de acreedores”, 2a edición, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 587 y ss.; Cerdá: 
Modificaciones estructurales societarias y concurso de acreedores: acciones de impugnación y convenio concursal, en 
“El Derecho Mercantil en el umbral del siglo XXI. Libro Homenaje al Prof. Dr. Carlos Fernández-Novoa en su octogésimo 
cumpleaños”, Marcial Pons, Madrid, 2010, pp., 713 y ss.; González Navarro: La rescisión de las modificaciones 
estructurales, en Beltrán y San Juan, “La reintegración de la masa, Civitas, Madrid, 2012, pp. 199 y ss. 
355 

Puede encontrarse un excelente análisis de los distintos argumentos y razones que vienen a utilizarse en tal discusión 
en Pérez Troya: La rescisión concursa] de las modificaciones estructurales, cit., pp. 593 y ss. 
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Así, se destaca que: Esta posibilidad de impugnar un negocio o un acto de cumplimiento de una 
de las obligaciones nacidas de ese contrato, con sus efectos propios en cada caso, puede darse, 
obviamente, cuando sea posible diferenciar entre estos dos actos. Este no es el caso de la escisión 
parcial y la transmisión de los activos que dicha escisión conlleva desde la sociedad escindida a la 
beneficiaria. (…) La transmisión de los activos y pasivos de la rama de actividad escindida a favor 
de la sociedad beneficiaria es un efecto propio de la escisión, sin que sea un acto posterior o 
distinto de la propia escisión. 

Delimitado así el objeto de la acción y, por tanto, el contenido de la pretensión, la segunda –y 
central– cuestión que se afronta es la relativa a la viabilidad del ejercicio de la acción rescisoria 
concursal como instrumento que prive de eficacia a la modificación estructural que se hubiera 
operado. El problema se atiende con carácter principal en la citada STS 21 de noviembre de 2016 
en relación con un supuesto de escisión parcial, pudiendo generalizarse la respuesta dada por el 
alto Tribunal respecto de cualquier otro supuesto de modificación estructural que acarree ese 
efecto traslativo. 

En esta resolución, y a fin de ofrecer una respuesta adecuada a tal problema, la Sala toma 
como referencia cuanto dispone el art. 47.1 de la Ley sobre Modificaciones Estructurales de las 
Sociedades Mercantiles que, como es conocido, sienta una regla de limitación –extraordinaria– de 
las posibilidades de impugnar la fusión y que resulta aplicable a todas estas modificaciones 
estructurales. 

El precepto citado excluye la posibilidad de instar la ineficacia de la modificación estructural 
más allá de los estrictos términos que prevé, disponiendo una suerte de regla particular respecto 
de las normas generales que disciplinan la ineficacia de cualquier negocio jurídico, y entre las que 
se suscita la duda de si habría de incluirse, también, el instituto de la rescisión concursal. 

Atendiendo a esta norma, el Tribunal Supremo realiza dos afirmaciones de importancia, pues 
señala que el citado art. 47.1 de la Ley sobre Modificaciones Estructurales de las Sociedades 
Mercantiles constituye una norma especial frente al régimen general de la ineficacia del negocio 
jurídico y, de otro lado, que en tal regla de exclusión se subsume, igualmente, el supuesto de la 
acción rescisoria concursal. De este modo, no se duda en afirmar que La justificación de que baste 
la mención contenida en el art. 47.1 LME a la impugnabilidad de la fusión inscrita en el Registro 
Mercantil, y por ende de cualquier modificación estructural, radica en que en este caso la exclusión 
legal a afecta a “todas” las acciones de impugnación que conlleven la ineficacia de la operación, 
salvo la nulidad basada en el incumplimiento de los requisitos legales, que además deberá 
ejercitarse en un breve plazo de tiempo. Por esta razón, el art. 47.1 LME no menciona 
expresamente la rescisión concursal, como tampoco otras acciones de ineficacia, que deben 
entenderse igualmente excluidas. En este sentido, la Ley de Modificaciones Estructurales es una 
norma especial, respecto de la normativa general o sectorial que regula ineficacia de los negocios 
jurídicos, tanto fuera como dentro del concurso de acreedores. En consecuencia, debemos concluir 
que no yerra el tribunal de instancia al afirmar que la escisión parcial está excluida de los actos de 
disposición susceptibles de rescisión concursal. 

De acuerdo con cuanto se acaba de exponer, resulta claro que el Tribunal Supremo ha excluido 
la posibilidad de ejercitar la acción rescisoria concursal respecto de una modificación estructural 
cuando, con posterioridad, hubiera sido declarado el concurso de alguna de las partícipes en tal 
operación y se considerara que la misma acarreó un perjuicio, tal y como requiere el art. 71.1 LC. 
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El criterio manifestado por el Tribunal Supremo suscita dos cuestiones que ahora han de 
mencionarse, pues será necesario verificar la posibilidad de ciertas medidas compensatorias del 
coste asociado a la exclusión de la impugnabilidad (ahora, también de la rescindibilidad) y, de otro 
lado, interrogarse acerca del fundamento que respalda la respuesta dada por la Sala. Respecto de 
la primera cuestión anunciada, esta STS 21 de noviembre de 2016 ofrece una respuesta expresa, 
pues la inimpugnabilidad de las modificaciones estructurales traslativas prevista en el art. 47.1 
LME afecta a las acciones por las que se pretende su ineficacia, pero no impide otros remedios que 
permiten salvaguardar los derechos de los socios o, en su caso, de determinados acreedores, que 
hubieran sido ilícitamente soslayados, como ocurrió en los precedentes expuestos. No sería 
inconveniente para ello que se hubiera declarado el concurso de la sociedad escindida, pero la 
acción a ejercitar, que no sería la rescisión concursal, por lo ya expuesto, pretendería una 
compensación equivalente sólo a los créditos que hubieran sido, en su caso, ilícitamente 
defraudados con la escisión. Esto es, sin perjuicio de que se tratara de una acción colectiva 
ejercitada por la administración concursal (arts. 71.6 y 72.1 LC) y que lo obtenido fuera a parar a la 
masa, el importe reclamado guardaría relación con los créditos que realmente hubieran sido 
ilícitamente defraudados, que necesariamente deberían ser anteriores a la escisión. 

El alto Tribunal viene así a recordar cómo la inimpugnabilidad de una modificación estructural 
se ve compensada con la posible acción que acoge el tan citado art. 47.1 de la Ley sobre 
Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles y con cuyo ejercicio se busca el 
resarcimiento de los daños y perjuicios causados. No obstante la procedencia de esta acción de 
corte indemnizatorio, si cabe cuestionarse la consideración de su carácter colectivo y, en 
consecuencia, la afirmación de una legitimación activa en favor de la administración concursal –
que la sentencia tantas veces citada parece afirmar– pues, resulta obvio, que no hay ninguna 
norma que así lo sancione y, de otra parte, pese a la afirmación jurisprudencial, la cuantía 
indemnizatoria que fuera satisfecha por un tercero no debería ingresar en la masa activa sino, 
antes bien, en el patrimonio de quien hubiera soportado el daño que se repara.356 

De todas las maneras, expuesto el criterio manifestado por el Tribunal Supremo en esta 
sentencia, no estará de más cuestionarse su alcance y el fundamento que lo respalda. En la 
sentencia tantas veces citada se hace recaer sobre la previsión acogida en el art. 47.1 de la Ley 
sobre Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles la razón de ser de la 
improcedencia de la acción rescisoria concursal en relación con una operación de este tipo. Sin 
embargo, si atendemos al fundamento que justifica la posible ineficacia de una modificación 
estructural –impugnación– y lo comparamos respecto de aquél que cimenta la acción rescisoria 
concursal, podrán constatarse sustanciales diferencias que, quizás, pudieran haber justificado una 
respuesta distinta a la dada por la resolución que nos ocupa. 

En efecto, el tenor literal del citado art. 47.1 de la Ley sobre Modificaciones Estructurales de las 
Sociedades Mercantiles muestra no solo la voluntad de subsumir todas las posibles acciones que 
pudieran hacerse valer frente a tal tipo de operaciones sino, también, que en todas ellas concurre 
la nota común de la ilicitud de tal decisión social, por lo que su ejercicio conduce al resultado de la 
ineficacia de tal acto. Dicho en otras palabras, la antijuridicidad es la característica común a todas 
aquellas acciones que, al amparo de cuanto dispone el art. 47.1 de la citada Ley, quedan excluidas 
frente a una modificación estructural, la cual deviene inimpugnable. Sin embargo, la acción 
rescisoria concursal, aun siendo un instrumento que provoca el mismo resultado (ineficacia 
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En este sentido se manifestaba Cerdá: Modificaciones estructurales societarias y concurso de acreedores: acciones de 
impugnación y convenio concursal, cit., pp., 713 y ss. 
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aunque con carácter funcional), no viene a ampararse necesariamente en un ilícito. Recuérdese 
que la rescisoria concursal es una acción que, conforme antes se analizara y destaca la propia 
Jurisprudencia, no obedece a una finalidad fraudulenta sino que busca la reconstitución de un 
patrimonio que luego dará lugar a la masa activa, pues el acto que con su ejercicio viniera a 
impugnarse era perfectamente válido, sin mácula de ilicitud, pero resulta ser perjudicial para la 
masa activa.357 

 

11. CONSIDERACIONES FINALES 

11.1. El conflicto de intereses en la configuración de la reintegración concursal: Ineficacia 
negocial y seguridad del tráfico 

El problema fundamental que suscita todo régimen de reintegración es el de cohonestar la 
necesidad de evitar la eficacia de ciertos actos del deudor en consideración a su posterior estado 
de insolvencia y, de otro lado, salvaguardar la imprescindible seguridad del tráfico. Las decisiones 
de política legislativa que se adopten en torno al instituto reintegratorio tienen una indudable 
incidencia en la debida protección y seguridad en el tráfico. 

En efecto, el tercero que se relacione con quien luego es declarado en concurso verá afectada 
la posición jurídica que vino a ocupar como resultado de aquel acto (propietario, acreedor 
garantizado, etc.) como consecuencia del ejercicio de una acción que, de una u otra manera, se 
hace depender de un suceso posterior y no necesariamente previsible cuando se realizó aquel 
acto, tal y como es el futuro concurso de la contraparte. 

De esta manera, resulta imprescindible que toda regulación del instituto de la reintegración 
permita satisfacer, en más o en menos, un imperativo básico, pues a su través se trata de 
compaginar dos exigencias contrapuestas; esto es, lograr la ineficacia de un acto anterior, 
perfectamente válido y llevado a cabo por un sujeto que no sufría restricción alguna a su libre 
decisión, a la vez que el tercero que se relacione con este sujeto (tercero in bonis) pueda disponer, 
en la mayor medida posible, de los medios que le permitan valorar el alcance del riesgo derivado 
de verse expuesto a tal ineficacia negocial como consecuencia de haberse declarado 
posteriormente el concurso de su contraparte y en el que se decidiera el ejercicio de la acción que 
se hubiera previsto a tal fin. 

En definitiva la idea que se quiere expresar es relativamente sencilla. La regulación que quiera 
hacerse podrá resultar más acertada cuanto mejores instrumentos de información pueda ofrecer a 
la parte in bonis ya en el momento de celebración de ese acto que, después, tras la declaración de 
concurso, pudiera resultar impugnado en interés del juicio universal. En mi opinión, la única forma 
de cohonestar la exigencia de seguridad del tráfico y la necesaria previsión de la posibilidad de 
revisar actos al amparo del interés del concurso es ofrecer un régimen reintegratorio que facilite al 
máximo las pertinentes informaciones a fin de que el tercero pueda evaluar, como uno más, el 
riesgo de una eventual impugnación del acto en el que participara junto con quien luego es 
declarado en concurso. 
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De alguna manera, estas ideas parecen estar presentes en otras normas, a cuyo través se excluye la rescindibilidad de 
una modificación estructural, pues la transmisión operada como consecuencia de esta operación no podrá ser, en 
ningún caso, objeto de rescisión por aplicación de las acciones de reintegración previstas en la legislación concursal. Cfr. 
art. 36.4.a] de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito. 
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Desde luego, alcanzar ese objetivo es cualquier cosa menos fácil. Sin embargo, esa es también 
la necesidad que, desde un punto de vista de política legislativa, ha de ser enfrentada. 

Las observaciones anteriores pueden permitir, entonces, una primera conclusión. Si la 
necesidad a satisfacer es la de diseñar un modelo de reintegración en el que la información que se 
suministre a la parte in bonis sea lo más completa posible y resulte, de alguna manera, disponible 
en el momento de celebración del acto, será entonces imprescindible que el fundamento que 
venga a legitimar la posibilidad de impugnar tal acto –en el concurso posterior– pudiera resultar 
conocido o no dejar de conocerse por parte del tercero que contratara con quien luego es 
declarado en concurso. 

Esta idea aboca a una configuración del modelo de reintegración en el que el fundamento que 
legitima la impugnación del acto venga a darse o resultar previsible, de alguna manera, en el 
momento de producirse el acto. No puede hacerse depender la justificación de la ineficacia del 
acto en un suceso no sólo posterior, lo cual podría resultar irrelevante en la medida en que 
pudiera preverse, sino, también y sobre todo, en un suceso del que no se tiene noticia y que no 
tiene amparo alguno en las circunstancias que rodeen ese acto en el que participa el tercero in 
bonis. 

11.2. Libertad del deudor y tutela de los acreedores. ¿Perjuicio para la masa activa o 
protección de la par condicio creditorum? 

A fin de reflexionar sobre las cuestiones centrales que suscita el diseño del sistema de 
reintegración concursal, no estará de más recordar algunas ideas generales pero de indudable 
importancia. En efecto, todo deudor, por el mero hecho de serlo, viene obligado a satisfacer la 
prestación debida, pero no más. Nuestro Ordenamiento jurídico prevé los remedios oportunos 
para, ante el incumplimiento de lo debido, lograr la realización forzosa de la prestación exigible al 
deudor renuente a satisfacerla. Esta realización forzosa de la prestación debida se actuará, de una 
u otra manera, con cargo al patrimonio del deudor. 

A estas reglas no se opone otra idea de gran importancia en este contexto, pues el deudor es 
también libre de determinar el orden de satisfacción de sus acreedores. Será éste quien, 
libremente, podrá ordenar los pagos de una u otra manera, pues todos los acreedores disfrutan de 
una misma garantía; esto es, el patrimonio, presente y futuro, de este deudor (art. 1911 C.c.). 
Estas afirmaciones no desconocen, sin embargo, la posible preferencia con que puedan contar 
unos acreedores respecto de otros y que les habilita para satisfacer su interés de modo previo al 
que asistiera a aquellos. 

Nuestro Derecho positivo no sólo conoce distintas formas de privilegios (arts. 1922 y ss. C.c.) 
sino que, también, ordena una prelación en orden a su satisfacción (arts. 1926 y ss. C.c.). Ahora 
bien, no cabe desconocer cómo el remedio ante la falta de respeto a la prelación de créditos 
ordenada en nuestro Derecho positivo queda confiado a los acreedores que pudieran verse 
beneficiada con aquélla. El acreedor que viera defraudada su expectativa basada en el privilegio 
que le asiste podrá intentar un incremento del patrimonio de su deudor, negando la procedencia 
de un derecho ajeno (rescisoria por fraude de acreedores ex arts. 1111 y 1291.3 C.c.) o ejercitando 
los derechos que frente a tercero asistieran al deudor (acción subrogatoria ex art. 1111 C.c.), pero, 
también, podrá realizar la prioridad que a su derecho corresponde mediante el ejercicio de una 
tercería de mejor derecho (arts. 614 y ss. LEC), a través de la cual vampiriza el embargo del 
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ejecutante.358 Incluso, la jurisprudencia, en ocasiones, ha realizado una interpretación ciertamente 
flexible respecto de esta última posibilidad. 

En efecto, pese a que el art. 614 LEC establece que solo puede formular tercería de mejor 
derecho el acreedor que afirme un derecho preferente respecto del que titula el ejecutante, el 
Tribunal Supremo ha extendido esa posibilidad a favor de acreedores del mismo rango, 
procediéndose a la satisfacción de ambos a prorrata.359 De esta manera, se ha señalado que la 
tercería de mejor derecho presenta un indudable sesgo concursal, a modo de concurso de 
acreedores en ejecución singular.360 

En todo caso, en el supuesto descrito no parece que concurran problemas especialmente 
graves, pues se parte del presupuesto de la solvencia del deudor. El problema cambia 
radicalmente cuando el deudor deviene insolvente. En tal caso, la regla general afirma la sujeción 
de todos los acreedores a un mismo procedimiento en el que satisfacer colectivamente sus 
derechos, al igual que el entero patrimonio del deudor se afecta a tal finalidad. De darse ese 
estado de insolvencia, las reglas generales parecen que pierden su razón de ser, pues el 
patrimonio del deudor ya no permite la íntegra satisfacción de todos los acreedores y es éste la 
garantía común en la que confiaban todos ellos. De hecho, el Derecho Concursal dispone su propio 
régimen de clasificación de créditos, a la par que impide la realización individual del propio crédito 
más allá de las previsiones dispuestas en la Ley Concursal, por lo que todo acreedor queda sujeto 
al juicio universal (art.49 LC) y a sus resultas (arts. 50 y ss. LC). 

Ahora bien, para nuestro Derecho positivo, la insolvencia no sólo ha de manifestarse sino, 
también, debe ser objeto de un expreso pronunciamiento judicial, con el que se declara la 
apertura del proceso universal. Dicho en otras palabras, sin esa declaración judicial que constate la 
insolvencia no hay concurso ni, por tanto, actuación y tutela colectiva –o colectivizada– de los 
acreedores. Expresamente el art. 49 LC advierte que declarado el concurso, todos los acreedores 
del deudor, ordinarios o no, cualesquiera que sean su nacionalidad y domicilio, quedarán de 
derecho integrados en la masa pasiva del concurso, sin más excepciones que las establecidas en las 
leyes. 

La citada regla aboca a dos observaciones no exentas de trascendencia a los efectos que ahora 
interesa. En primer lugar, desde ese momento –la fecha del auto declarativo del concurso– es 
absolutamente relevante cualquier actuación del deudor que pueda incidir en su patrimonio, de 
modo que queda sujeto, aun cuando sea con carácter instrumental, al régimen de intervención o 
de suspensión que hubiera sido acordado (art. 40.1 y 2 LC). Pero, también, a partir de ese 
momento es cuando toma su vigencia la regla de la par condicio creditorum o principio de paridad 
de trato entre los acreedores, pues todos ellos se encuentran, en principio y a salvo de 
preferencias y privilegios (arts. 90.2 y 91 LC) reconocidos en la LC, en una situación de igualdad. 

Estas ideas tienen un particular relieve en materia de reintegración de la masa activa del 
concurso. En puridad, la justificación de la ineficacia de aquellos actos anteriores del deudor no 
podría ampararse –en sentido estricto– en su significado de lesión de la igualdad de los 
acreedores. En el momento de celebrarse tal acto, necesariamente anterior a la declaración de 
concurso, no habría paridad alguna que pudiera resultar exigible entre los acreedores de quién, en 
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tal tiempo, no era insolvente. Pero, además, una suerte de aplicación retroactiva de la par condicio 
creditorum conduciría a resultados extremadamente perturbadores de la seguridad del tráfico, de 
modo similar a los que venía a producir el afortunadamente derogado sistema de retroacción 
absoluta que consagraba el C.com. (art. 878.2 C. com.). De igual manera, la justificación del 
instituto reintegratorio, basado en un principio de paridad de trato en ese momento anterior a la 
declaración de concurso, vendría a imponer sobre el tercero que se relacionara con el deudor, 
posteriormente concursado, una carga de diligencia que, prácticamente, es de imposible 
cumplimiento. En efecto, el tercero in bonis que contratara con quien luego es declarado en 
concurso debería poder valorar como afecta, y con que alcance, el acto que quiere celebrar en 
relación con quienes en ese momento fueran ya acreedores de su contraparte, pero, también, 
debería hacer un imposible ejercicio de imaginación –o de profecía– a fin de intentar prever quien 
más, tras la celebración del acto en el que participa, pudiera llegar a ser acreedor. Simplemente, 
resulta excesivo un proceder de este tipo, afectándose gravemente la seguridad del tráfico. 

Por todas estas razones, cabe concluir en la necesidad de objetivar el fundamento al que 
responde la institución de la reintegración concursal. Y, en este sentido, entiendo que resulta un 
acierto la decisión plasmada en la vigente LC, en donde el ejercicio de la acción rescisoria toma su 
fundamento en el hecho de que los actos que quisieran impugnarse resultaran ser perjudiciales 
para la masa activa (art. 71.1 LC). Con esta decisión de política legislativa se alcanzan dos 
resultados que deben valorarse como acertados. 

En primer lugar, se actúa una adecuada tutela de los acreedores que luego participaran en el 
concurso, pues a través de la preservación del patrimonio del deudor que posteriormente dará 
lugar a la masa activa (art. 76 LC) se actúa mediata pero eficazmente en interés de aquéllos. De 
otro lado, el tercero in bonis que, en aquel momento anterior, celebrara el acto con quien luego es 
declarado en concurso, podrá valorar adecuadamente el significado que puede predicarse del 
mismo, así como su incidencia y justificación, conforme a las circunstancias del mercado, en aquel 
momento.361 

Ahora bien, ese criterio puede –y debe– acompañarse con otro que pondere adecuadamente 
otra circunstancia. En nuestro Derecho, la insolvencia solo es tal y produce sus particulares efectos 
cuando es constatada en virtud de la correspondiente declaración judicial, momento a partir del 
cual toma vigencia esa regla de paridad de trato. En el Derecho privado la insolvencia de hecho no 
tiene anudados los efectos que derivan de la declaración de concurso, ni esa simple realidad hace 
surgir regla de paridad alguna. Sin embargo, no puede desconocerse la justificación material a la 
que responde la par condicio creditorum y que no es otra que la de afirmar, ante la impotencia 
para cumplir que caracteriza al patrimonio del deudor (art. 2 LC), que todos los acreedores han de 
disfrutar de un trato igual, a salvo de privilegios y preferencias legalmente establecidas, respecto 
de un patrimonio que era la garantía común a todos ellos.362 

De este modo, y dado que tras constatarse judicialmente la insolvencia se ordena una 
particular tutela del patrimonio del deudor a fin de asegurar la igualdad de los acreedores ante esa 
masa patrimonial, parece razonable que pudiera permitirse la impugnación de aquellos actos 
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La duda que pudiera generar tal planeamiento es la relativa a si en esa situación de insolvencia de hecho no debería, 
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doble régimen de prelación de créditos que actualmente sanciona nuestro Derecho positivo. 
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anteriores que vinieran a romper la paridad de trato entre acreedores cuando el fundamento de 
este principio ya fuera una realidad, esto es, el deudor ya hubiera devenido insolvente aunque su 
concurso aun no hubiera sido declarado. Con una decisión de este tipo se alcanzarían dos 
resultados positivos. En primer lugar, podría anticiparse en el tiempo la tutela de los acreedores 
que en el futuro participaran en el concurso, sin merma del interés del tercero in bonis que, ya en 
ese momento, podrá procurarse los instrumentos necesarios a fin de tener noticia de la 
insolvencia del deudor. De otro lado, se pondría fin a la nada infrecuente práctica de ciertos 
acreedores que, ante la proximidad de la insolvencia, se procuran determinados recursos jurídicos 
con los que hacer ineficaces en su favor los efectos de la par condicio creditorum. 

En todo caso, esta segunda posibilidad de justificar en la ruptura de la paridad de trato la 
impugnación de los actos anteriores de quien después fuera declarado en concurso debería 
asumirse con una doble caracterización. 

En primer lugar, sería necesario afirmar su perfecta compatibilidad con un fundamento 
objetivo como respaldo del instituto de la reintegración. 

De otro lado, y dado su significado material, la procedencia de la impugnación del acto por 
lesión de la par condicio creidtorum debería satisfacer una exigencia probatoria necesaria. Así, la 
administración concursal o los legitimados subsidiarios deberían aportar prueba bastante que 
adverara que, dentro del plazo bianual (o aquél que se fijara) y en el momento en que se celebró 
el acto que ahora se impugna con tal fundamento, el deudor ya se encontraba en estado de 
insolvencia y que tal circunstancia era conocida, o no podía dejar de resultar cognoscible, para la 
parte in bonis. 

Estas ideas podrían resultar de utilidad a los efectos de determinar los contenidos de una 
posible reforma de nuestra legislación concursal. En todo caso, en esa tarea legislativa parece 
conveniente mantener la actual redacción del artículo 71.1 LC, a la vez que podría completarse con 
una regla que pudiera extender la posibilidad de la acción rescisoria para ciertos casos en que el 
acto impugnado fuera lesivo de la paridad de trato de los acreedores, en las condiciones antes 
señaladas. 
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Comentario artículo 5, en Gimeno Sendra, V.: Proceso Civil Práctico, Tomo I, La Ley, 4.ª edición, 
Madrid, 2010; GONZÁLEZ NAVARRO: Reintegración concursal y normas especiales: el Real Decreto 
5/2005, de 11 de marzo, en García-Cruces (Dir.), La Reintegración en el Concurso de acreedores, 
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SANCHO GARGALLO: Reintegración de la masa del concurso: aspectos sustantivos de la acción 
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EL CONTRATO DE FIANZA Y LA NOVACIÓN LEGAL DE LA L.C.Q., ¿QUÉ AGREGÓ LA REFORMA 
DEL C.C.C.N. AL DEBATE? 
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SINTESIS 

La norma del Art. 55 de la LCQ – que se reitera en el Art. 1597 del C.C.C.N. - solo ha creado una 
excepción a los principios generales de la novación (evitando su extinción) y como excepción que 
es, debe ser analizada y juzgada restrictivamente, con criterio estricto. Pretender que la obligación 
del fiador del deudor concursado con acuerdo homologado (con quita y extensión de plazo) se 
circunscribe a una obligación que no tiene existencia jurídica, impidiéndole ejercer su defensa en 
base a la cosa juzgada emergente del acuerdo homologado por su afianzado; importará una clara 
discriminación sin causa, una violación de las normas vigentes y conlleva un claro agravio 
constitucional.  

 Ni la norma del Art. 55 LCQ, ni la disposición del Art. 1597 C.C.C. fijan el monto por el cual 
está obligado el fiador, ni remiten la fianza a la obligación anterior inexistente por haber sido 
novada. Como bien expresa el Art. 2 del C.C.C. y lo ha resaltado la doctrina de la C.S.J.N., la ley 
debe ser interpretada de modo coherente con todo el ordenamiento jurídico y la interpretación 
que se le pretende dar al Art. 55 LCQ por la doctrina y jurisprudencia que hemos criticado, choca 
claramente con tales pautas legales y las jurisprudenciales establecidas por nuestro Superior 
Tribunal Nacional. 

 

1.- Introducción 

Es conocido que la norma del Art. 55 de la Ley 24522 de Concursos y Quiebras Argentina (LCQ) 
establece que…..”el acuerdo homologado importa la novación de todas las obligaciones con origen 
o causa anterior al concurso..”.  

La norma indica además que …”esta novación no causa la extinción de las obligaciones del 
fiador ni de los codeudores solidarios..” 

Esta disposición ha sido interpretada por la gran mayoría de la doctrina concursalista y toda la 
jurisprudencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal en el 
sentido que fiadores y codeudores mantienen su obligación por el monto total de la obligación 
original, sin poder descontar las renuncias que emerjan del acuerdo homologado, ni los nuevos 
plazos de la obligación asumida por el deudor concursado garantizado.  

Por nuestra parte, venimos sosteniendo hace ya tiempo (364) que ante la homologación del 
acuerdo preventivo por el deudor afianzado y concursado (con quita y extensión de plazo); el 
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 Insertamos el comentario que formuló el Dr. Mugillo a uno de nosotros (EHR) cuando se le requirió autorización para 
incluir su trabajo en esta investigación: “Te comento que el tema del artículo enviado tiene historia, pues mi primera 
publicación al respecto fue en la Revista “DERECHO & EMPRESA” (Editada por la Universidad Austral) y el artículo fue “La 
Novación de la Deuda y la Responsabilidad de Fiadores y Codeudores Solidarios en la Nueva Ley de Concursos”.(Rev. No. 
6, año 1997). Luego reedite el tema en la Jornadas Rioplatenses de Derecho (Colegio de San Isidro/Colegio de la 
R.O.Uruguay) en 2012. A su vez como Alejandro Borda hizo su tesis doctoral sobre Fianza y me cito y discutimos el tema; 
hicimos un trabajo conjunto que se publicó en la Revista La Ley el 18 de julio de 2014 como un extenso comentario a dos 
fallos de la CNCom. Sala F de diciembre de 2013. El trabajo que te envié fue una actualización del tema en función de la 
reforma de la Ley 26.994. No se si con esto te aclaro el tema o no. No conozco otras opiniones coincidentes con la mía o 
de Alejandro, pues en general doctrina y jurisprudencia son contrarias a lo que sostenemos.” 
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fiador (y el coobligado solidario) no debe responder sino por el monto y en los plazos provenientes 
de dicho acuerdo, sin que ello importe garantizar el acuerdo, ni que la posibilidad de concursarse 
del fiador sea una salida jurídicamente justa para el mismo. 

¿Qué agregó la reforma de la Ley 26.994 a este esquema y al debate? 

2.- El Nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. 

El nuevo Código Civil y Comercial en igual sentido que la norma concursal establece en el Art. 
1597 que ..”la fianza no se extingue por la novación producida por el acuerdo preventivo 
homologado del deudor, aun cuando no se haya hecho reserva de las acciones o derechos contra el 
fiador..” 

Si bien parecería que nada ha cambiado respecto de la normativa anterior, lo cual llevaría a 
consentir o ratificar la casi unánime doctrina y jurisprudencia que sostiene – reiteramos sin 
fundamento en derecho alguno (365) - que el fiador continúa obligado por el total de la obligación 
original y en todos los términos de esa obligación anterior; entendemos que ello no es así por 
diversas razones que han resaltado las nuevas disposiciones del nuevo derecho sustantivo común 
civil y comercial.  

El nuevo C.C.C. ha incorporado nuevas pautas y nuevos conceptos al debate y en tal sentido 
debemos resaltar aquellas que – a nuestro criterio – definitivamente deberán dar por tierra con la 
doctrina mayoritaria y la jurisprudencia vigente: 

a.-En primer lugar, el Art. 1575 C.C.C. a diferencia del Art. 1995 del Cod.Civ. (366) genera 
claramente una disposición de carácter imperativo al indicar que “la prestación del fiador debe ser 
equivalente a la del deudor principal o menor que ella”, lo cual impone que las obligaciones del 
fiador no pueden ir más allá de aquella que estuviera en cabeza del deudor garantizado y resultara 
de la novación concursal.  

Esto se ve corroborado con la última frase de la norma citada que expresamente indica que 
..”no puede sujetarse a estipulaciones que la hagan más onerosa..” lo que impide interpretarla por 
valores o plazos más allá de lo que resulte de la obligación novada, sobre la cual continuará 
flotando la garantía.  

b.- En segundo lugar el Art. 1574 C.C.C.N. al definir la fianza, expresamente indica que la misma 
se acuerda para ..”satisfacer una prestación para el caso de incumplimiento”, característica 
definitoria que no se encontraba en los anteriores Arts. 1986 y 1987 del Cod.Civ. Velezano. 

Dado que el acuerdo homologado ha novado la obligación anterior del acreedor y – 
usualmente - generado nuevos plazos de cumplimiento de la nueva obligación que continúa 
afianzada; el fiador no podrá ser requerido ni demandado por la obligación anterior, pues la 

                                                                                                                                                                                 
364

 Remitimos a nuestra ponencia a las Jornadas Rioplatenses de Derecho (11/12 mayo 2012) y la publicación efectuada 
en el Boletín L.L. de julio de 2014 en colaboración con el Dr. Alejandro Borda. 
365

 Sin otro fundamento en derecho que el derogado Art. 2049 C.C. que decía que la renuncia (onerosa o gratuita) del 
acreedor al deudor principal extingue la fianza con excepción de la renuncias en acuerdo de acreedores, aunque ellas 
importen la remisión de la deuda y aunque los acreedores no se reserven expresamente sus derechos contra aquellos. 
En esta norma diversos autores se fundaron para mantener la obligación del fiador por el monto de la obligación 
anterior y novada, por lo que al no haber sido reproducida en el nuevo texto legal, este único argumento de base legal 
de la doctrina que criticamos, ha quedado sin sustento. Otros argumentos que criticaremos en el presente trabajo, eran 
que con ello se mantiene la continuidad operativa y el crédito del concursado y que los efectos del acuerdo son 
exclusivamente “personales” del deudor concursado.   
366

 La norma derogada (Art. 1995 Cod.Civ.) a diferencia de la nueva citada, solo hablaba de ‘puede” y no de “debe”. 
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novación legal del Art. 55 L.C.Q. (y del actual Art. 1597 C.C.C.N.) ha quitado existencia jurídica a la 
anterior obligación (que ha quedado sin efecto) y por ende no existirá ya el incumplimiento que 
pueda generar la exigibilidad de la fianza, incumplimiento que fue de aquella obligación ahora 
extinguida por la novación y que por ello ha dejado de ser causa para requerir el cumplimiento de 
la garantía.. 

c.- En tercer lugar habíamos expresado que el fiador no podía responder por el monto original 
de la anterior obligación, ya que la novación había dejado sin causa a la fianza, respecto de esa 
deuda primigenia. Aquella opinión que sustentábamos en la norma del Art. 499 Cod.Civ. (367) se 
refleja en la actual disposición del Art. 726 C.C.C.N.  

Esta norma no hace más que establecer que la fuente de la obligación debe estar dada por un 
presupuesto de hecho al cual el ordenamiento jurídico le asigna virtualidad obligatoria y la 
anterior obligación ahora novada, ha dejado de tener virtualidad generadora de obligaciones.  

Más aún, siguiendo este concepto la nueva codificación ha incorporado con mayor claridad y 
énfasis el Art. 1013 C.C.C.N. por el cual se dispone que: “La causa debe existir en la formación del 
contrato y durante su celebración y subsistir durante su ejecución. La falta de causa da lugar, 
según los casos, a la nulidad, adecuación o extinción del contrato”. 

De allí entonces que la obligación originariamente afianzada no tendrá ya existencia jurídica en 
virtud de la novación legal producida, lo que impide lisa y llanamente obligar al fiador por un 
monto derivado de una obligación jurídicamente inexistente, pues conforme al citado Art. 1013 
C.C.C.N. ya no subsiste la causa de la misma, imponiendo en particular – en este supuesto – la 
adecuación de la fianza a la nueva obligación novada, en una suerte de flotación de la garantía 
hacia esa nueva obligación.  

En concordancia con lo expuesto el, también el nuevo Art. 727 da una nueva dimensión a 
nuestra interpretación al expresar que ..”la existencia de la obligación no se presume“, por lo que 
la obligación anterior novada no puede ser causa de la obligación del fiador y la interpretación de 
la responsabilidad del fiador debe hacerse en los términos de esta norma es decir que, respecto de 
la existencia y extensión de la obligación, la interpretación debe – además - ser restrictiva, por lo 
que mal puede imponerse la responsabilidad del fiador por una obligación que carece de 
existencia jurídica, debiendo “flotar” su obligación hacia la nueva obligación emergente del 
acuerdo homologado. 

d.- En cuarto lugar el nuevo Art. 1587 C.C.C.N. resalta que todas las excepciones y defensas 
sean propias y las que correspondieren al deudor principal,aun cuando este las haya renunciado, 
pueden ser opuestas por el fiador.  

Consecuentemente queda también de lado el argumento de la doctrina mayoritaria y de la 
jurisprudencia que los efectos del acuerdo homologado son solo “personales” del deudor 
concursado.  

Por ello entonces si el deudor garantizado y concursado puede oponer los efectos de la cosa 
juzgada emergentes del acuerdo homologado a cualquier reclamo de un acreedor fundado en la 
obligación anterior novada, también lo podrá hacer en igual forma el fiador por la expresa norma 
del Art. 1587 C.C.C.N. que no impide, sino que por el contrario habilita expresamente al fiador a 
ejercer las defensas que puedan ser “personales” del deudor concursado.  

                                                           
367

 Decía el Art. 499: No hay obligación sin causa es decir sin que sea derivada de los hechos o de uno de los actos lícitos 
o ilícitos, de las relaciones de familia o de las relaciones civiles.  
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Y esa “cosa juzgada” emergente de la resolución que ha homologado el acuerdo del deudor 
concursado y garantizado, también ingresa – por vía del Art. 1587 C.C.C.N. - en el patrimonio del 
fiador; por lo que el derecho a esa defensa importará un derecho constitucional del fiador garante 
a la luz de los  Arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, derecho que no puede ser violado por una 
interpretación contraria a derecho. 

e.- Finalmente el Art. 963 C.C.C.N. fija un orden de primacía normativa, dando prioridad a las 
normas indisponibles de la ley especial, a las del Código y a las normas particulares del contrato 
(en este caso, el contrato de fianza).  

Si bien la norma especial (Art. 55 LCQ) coincide en su disposición con la del Art. 1597 C.C.C. 
(segundo párrafo) lo cierto es que ninguna de las dos normas fija el monto de la obligación por la 
cual se responsabiliza al fiador (368), de lo que se debe derivar necesariamente que la única 
obligación existente a la que puede acceder la fianza – como obligación accesoria que es - será la 
obligación derivada de la novación y no la anterior por carecer de existencia jurídica y no poder 
configurar una “causa” suficiente ni eficiente de la obligación del garante. 

3.- Conclusión  

La norma del Art. 55 de la LCQ – que se reitera en el Art. 1597 del C.C.C.N. solo ha creado una 
excepción a los principios generales de la novación y como excepción que es, debe ser analizada y 
juzgada restrictivamente y con criterio estricto, caso contrario toda interpretación diferente a la 
expuesta continuará – ahora con mayor claridad - contradiciendo la estructura jurídica vigente.  

Pretender que la obligación del fiador se debe interpretar en función de una obligación que no 
tiene existencia jurídica e impedirle ejercer su defensa en base a la cosa juzgada emergente del 
acuerdo homologado por su afianzado; importará una clara discriminación sin causa y una 
violación de las normas vigentes, conllevando un claro agravio constitucional. 

Por amplias que sean las facultades judiciales en orden a la aplicación e interpretación de las 
normas jurídicas, el derecho no consiente ni habilita a los jueces a prescindir de lo dispuesto por la 
ley respecto del caso, ni a extenderlo de modo tal de impedir el ejercicio de legítimos derechos 
(369), como ocurre con la actual interpretación que se viene haciendo del Art. 55 LCQ, pues como 
bien expresa el Art. 2 del C.C.C. y lo ha resaltado la doctrina de la C.S.J.N., la ley debe ser 
interpretada de modo coherente con todo el ordenamiento jurídico y la interpretación que se le 
pretende dar al Art. 55 LCQ por la doctrina y jurisprudencia choca claramente con tales pautas 
legales y las jurisprudenciales establecidas por nuestro Superior Tribunal Nacional (370). 
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 Conf. Cura J.M. y García Villalonga J.C., en “Código Civil y Comercial Comentado”, to. V, Ed. La Ley, 2ª. Edición, pag. 
133. En igual sentido Garrido Cordobera, A. Borda y Alferillo en “Código Civil y Comercial Comentado”, Ed. Astrea, 2016, 
to. II, pag. 909, quienes expresan:.”¿Por qué inferir que la obligación del fiador se mantiene en los términos estrictos de 
la obligación principal original? En definitiva lo que la norma remarca es que la obligación del fiador n o se extingue, 
sigue viva, pero nada establece sobre el quantum de esa garantía”.    
369

 Conf. Carrio G. y Carrio A.“El recurso extraordinario por sentencia arbitraria”, 3ª. ed. pag. 154 con cita de precedentes 
de la CSJN. 
370

  Conf. C.S.J.N. en Fallos to. 234 pag. 482 y to. 295 pag. 1001. ”un índice seguro para verificar la razonabilidad de la 
inteligencia de una norma o de una resolución judicial es su congruencia con el resto del sistema jurídico y su verificación 
con este, de todos los resultados a que su exégesis conduzca en el caso concreto… 
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SOBRE LA NOVACIÓN POR ACUERDOS CONCURSALES (y algo sobre responsabilidad de 
administradores) 

Efraín Hugo RICHARD 

 

“En el porvenir, el progreso será estrechar cada vez 
más el círculo de las leyes positivas y, por el 
contrario, ensanchar más el de las leyes naturales. 
Toda ley natural es un principio que se realiza por la 
precisión de sus consecuencias. Toda ley positiva es 
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un expediente que se dilata por sus complicaciones" 
de Emilio Gilardin 

 

Publicado en Doctrina Societaria y Concursal, Ed. Errepar, nº 282, mayo 2011, año XXIV, tomo 
XXIII, pág. 445. 

(Nota del Editor original: El maestro cordobés responde rápidamente la nota de E. Daniel 
Truffat (IMPROCEDENCIA DE ACCIONES EXTRACONCURSALES DE RESPONSABILIDAD CONTRA LOS 
DIRECTORES DE CONCURSADAS POR LAS QUITAS HOMOLOGADAS), publicado en el número 
anterior, generando un respetuoso contrapunto que se agrega a las varias anteriores, 
excluyendo del efecto de la novación concursal las acciones de responsabilidad extraconcursales. 

1. Nuevamente Truffat, cuya calidez y versación se advierten en todas las polémicas que 
hemos mantenido, y también en su recuerdo afectuoso en relación a algún reconocimiento –del 
que no sabemos de que se trata371- nos propone dos nuevas polémicas. 

Se trata de su artículo IMPROCEDENCIA DE ACCIONES EXTRACONCURSALES DE 
RESPONSABILIDAD CONTRA LOS DIRECTORES DE CONCURSADAS POR LAS QUITAS 
HOMOLOGADAS, en el número anterior de Doctrina Societaria y Concursal, abril de 2011, nº 281, 
de Editorial Errepar, donde polemiza con gran cordialidad sobre nuestras posiciones en torno a 
“confiscatoriedad de propuestas de quita en acuerdos concursales” y sobre la “posibilidad de 
promover acciones de responsabilidad contra las sociedades que han conseguido homologar 
acuerdos con esas quitas”. 

Es de nuestro interés, como lo hacemos a veces con él y otros distinguidos amigos, contestar 
como si estuviéramos dialogando, perfeccionando la construcción interpretativa, conciliando 
aspectos y subrayando diferencias en otros. Por ello solicitamos a la Editorial espacio para el mes 
de mayo y con gran condescendencia se nos ha aceptado con tal que escribamos en el día. 

1.1.Anticipatoriamente señalamos que nunca hemos sostenido que las acciones de 
responsabilidad contra administradores societarios (no sólo directores) lo son por la quita 
homologada, sino por daños causados a acreedores de la sociedad por aplicación del art. 59 de la 
ley societaria. En esto acordamos con el polemista que por la mera quita no se generan acciones 
de responsabilidad contra los administradores de la sociedad concursada. 

1.2. Pero resulta que Truffat postularía que la homologación de un acuerdo de quita, además 
del beneficio que resulta para la sociedad de la pérdida que sufren los acreedores generaría el 
efecto de extinguir las acciones de responsabilidad contra los administradores de la concursada, 
cualquiera sea el motivo. Es evidente que subyace en el pensamiento de Daniel el negocio que 
hacen los administradores –y los socios- de las concursadas al recurrir a las quitas de los créditos 
de los acreedores –normalmente muy cuantiosas y obtenidas vaya a saber como- que traspasan 
esa riqueza al patrimonio de la sociedad –y por ende a los socios- alejando cualquier solidaridad en 
las pérdidas o esfuerzo compartido, tanto que esa quita está gravada por impuesto a las 
ganancias.  

La homologación de un acuerdo de quitas no implica la inexistencia de abuso ni asegura la 
extinción de todo tipo de responsabilidad, obviamente no nace ninguna responsabilidad por la 

                                                           
371

 En “Reflexiones sobre paradigmas concursales en el derecho argentino y en el americano” (DSC, Nro. 270, mayo 
2010, pág. 453), y en la nueva nota donde nos propone otro contrapunto. 
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quita en sí, aunque la misma pueda generar un dato referencial al daño inferido por la conducta 
culposa o dolosa de administradores societarios respecto a determinado acreedor, daño que 
puede ser muy superior a la quita o no. 

No hay duda  que la insolvencia –o la crisis económico o financiera de carácter general372- 
implican causales de disolución de la organización societaria, imponiendo las medidas imperativas 
que marca la ley societaria y la responsabilidad de los administradores en caso de continuidad 
operatoria (art. 99 LS)373. Se dispara así la pregunta: si se ha con configurado la responsabilidad 
prevista en los arts. 59 y 99 LS ¿la homologación de un acuerdo concursal extingue o elimina de 
por sí esa acción? 

Por otra parte el criterio del Presidente de la Corte, esbozado particularmente en el caso 
Daverede374 señala que las acciones individuales de responsabilidad se disparan recién ante la 
insolvencia –o crisis- de la sociedad, y no se nos diga que eso es en caso de quiebra, por la 
confesión de incapacidad patrimonial se revela en la presentación en concurso. 

No podemos pensar en administradores diligentes sin plan de negocios375 ante la mera crisis; y 
si este no se presenta debemos presumir que es para ocultar las razones por las que no se 
cumplen las normas imperativas de la ley de sociedades376 y direccionando actos miento para 
perjudicar a terceros. Truffat, en reciente artículo, concuerda en la necesidad del plan “Acoto que 
personalmente no creo posible intentar un salvataje empresario sin una estrategia, sin cursos de 
acción predeterminados y analizados, sin metas debidamente ponderadas, etc.. Lo que no me 
merece tanta certeza es la exisgencia formal de un plan de empresa que más parece una invitación 
a atosigar de papeles, gráficos y proyecciones a los jueces…”377. Hemos con anterioridad previsto 
esta crítica aludiendo a las previsiones de la reforma de 1983 a la ley 19.551 en la excelente 
factura de los arts. 125-1 y 125-2, y lo hemos reiterado378 en el mismo libro colectivo donde Daniel 
formula la coincidencia sustancial y la reserva formal, señalando nosotros que aquella solución 
evitaba papeleo y perfilaba responsabilidad en caso de advertirse posteriormente abusos o 
“negocios”. Claro que –como decimos antes- que Juez no consideraría abusivo una propuesta –y 
acuerdo- de la que resultara claramente –por el plan- el “negocio” que formaliza la concursada, y 
si ello se hubiere ocultado en los papeles presentados no cabría duda del dolo que permitiría 
reclamar por daños. 

                                                           
372

 “Perspectiva del Derecho de la Insolvencia” Ed. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, 
Córdoba 2010, 1ª parte La crisis de la organización societaria, pag. 260 y ss.. 
373

 Funcionalidad de la empresa, organización societaria, pérdida del capital social y concurso págs. 275 a 357 en 
“Ensayos de Derecho Empresario” nº 6 Ed. Fespresa, Córdoba 2010, serie en homenaje a comercialistas fallecidos de la 
Universidad Nacional de Córdoba, número in memoriam de Juan José de Arteaga. 
374

 No hay que fomentar el incumplimiento (Sobre la petición de quiebra por acreedor) en Doctrina Societaria y 
Concursal, Ed. Errepar, nº 280 marzo 2011, pág. 309 y ss., particularmente punto IV pág. 326 y ss.. 
375

 “Perspectiva del derecho de la insolvencia”, Ed. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, 
Córdoba 2010,  1ª parte La planificación preconcursal (actuando tempestiva y extrajudicialmente, pág. 215 y ss.. 
376

 “Perspectiva del derecho de la insolvencia” cit. 1ª parte La crisis de la organización societaria cit. y 2ª parte con 
Antonio Silva Oropeza El aumento de capital como solución a la crisis pág. 405 y ss.. 
377

 TRUFFAT, E. Daniel Nuevas reflexiones sobre el derecho concursal actual en “Derecho Económico Empresarial – 
Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 
2011,  tomo I  pág. 997, específicamente pág. 1007. 
378

 Sobre la conservación de la empresa (en torno a aspectos patrimoniales) en “Derecho Económico Empresarial – 
Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 
2011,  tomo II  pág. 1398 y ss. 
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2. Parece central el tema de la “novación”, por eso hoy limitaremos referirnos al tema de 
confiscatoriedad, introduciendo un breve comentario del Profesor Dr. José Luis Palazzo, 
catedrático de Derecho Público en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad 
Nacional de Córdoba, con quién hiciéramos la última presentación de este tema.  

Anticiparemos que la confiscatoriedad de una quita importante, impuesta por mayoría de los 
verificados acreedores de una sociedad comercial a los restantes de esa categoría y a los que aún 
no lo han conseguido, no importa una expropiación de propiedad en interés del Estado, sino en 
beneficio directo de los socios de la concursada –quizá también de los directivos por el porcentaje 
de honorarios-. Conciliamos en el interés de “conservar la empresa” que explota la sociedad 
comercial concursada, pero ello se puede lograr con otros medios, sin que signifique el ser “socio a 
palos”, argumento sostenido para mantener como beneficiarios a los socios que no afrontaron el 
default por las normas de la organización societaria elegida y pretenden mantener la propiedad de 
la sociedad saneada gracias al sacrificio de los acreedores379. 

Truffat con realismo se ha referido en otras oportunidades al “negocio” que representa el 
concurso con los “acuerdos” que se homologan imponiéndose a todos los acreedores, tanto a los 
que no adhirieron como a los que no podían expresar su voluntad. También se ha referido y 
refiere ahora al “esfuerzo compartido”.  

Al margen del análisis legal, apuntemos que toda quita –potenciada con esperas insólitas que 
se logran- impone una alteración del balance de una sociedad que representa un incremento 
patrimonial, que traduce un beneficio de los socios imponiendo normalmente el pago de impuesto 
a las ganancias, se reparta o no. Y que una quita descarta todo esfuerzo compartido, poniendo el 
salvataje a cargo exclusivo de los acreedores, cuya afectación patrimonial es despojatoria en 
términos de la Corte cuando supera cierto porcentaje380. 

Entrevistando al Prof. Palazzo, previa lectura del artículo de Truffat, nos expresó “Nuevamente 
deberemos referirnos a un aspecto muy preciso ya expuesto con mayor desarrollo en el trabajo 
publicado  en el Libro Colectivo:” VI Congreso Argentino de Derecho Concursal- IV Congreso 
Iberoamericano Sobre Insolvencia” Tomo I, en el que se expuso la fractura constitucional que en el 
sistema jurídico Argentino, significaba una propuesta írrita de quita y espera, para aquellos 
acreedores que no habían prestado su expreso consentimiento. 

El calificativo se corresponde con quitas superiores al treinta y tres por ciento (33%), límite que 
estimamos ha fijado la Constitución para la afectación de la propiedad. 

El sistema de la Constitución, en nuestra opinión  pretende, que el orden jurídico argentino se 
oriente hacia la equidad, entendida ésta como:” DAR  A CADA UNO LO SUYO”. 

Nos vemos obligados a tratar nuevamente el tema frente a una calificada y muy respetada  
opinión del Profesor E Daniel Truffat, que ha vertido sobre nuestra propuesta el siguiente 
comentario: “Estos temas referidos al funcionamiento de la normativa concursal, o de la 
posibilidad de constreñir el cumplimiento de las obligaciones, poco tiene que ver con 

                                                           
379

Sobre la conservación de la empresa (en torno a aspectos patrimoniales) en “ Derecho Económico Empresarial – 
Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 
2011,  tomo II  pág. 1398 y ss.. 
380

 Sobre el punto puede verse en los libros del “VI Congreso Nacional de Derecho Concursal y IV Congreso 
Iberoamericano de la Insolvencia”, Santa Fe 2006, Tema: CONCURSOS CON PROPUESTAS ÍRRITAS: VISION BÁSICA 
CONSTITUCIONAL DE PROPUESTA ÍRRITA DE QUITA Y ESPERA que presentáramos con el Profesor Dr. José Luis PALAZZO, 
Tomo I pág. 715, bajo el Sub tema: Constitucionalidad de la propuesta. 
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expropiaciones  (propiamente dichas) o confiscaciones. La analogía con el límite en la contribución 
de impuestos es forzado. Tiene un gran impacto mediático (si se me permite el adjetivo) pero no 
guarda relación de consistencia lógica con el supuesto en análisis como para extraer conclusiones 
que permitan su aplicación extensiva en los términos del art. 16 del Cod. Civil”.( La cita es textual). 

La analogía, como instrumento integrativo válido para operar justicia, en ausencia de previsión 
expresa, forma parte de las herramientas necesarias para la resolución de las cuestiones  
sometidas a conflicto judicial, tal las derivadas de la normativa concursal. 

Por eso vamos a insistir, que la quita írrita, que supere aquel referencial del treinta y tres por 
ciento ( 33%), roza la legitimidad Constitucional, sobre todo en el análisis integral de los hechos de 
la causa, fundamentales para afianzar una sentencia equitativa. 

Si como dice el Autor que nos ha citado, “si un golpe de fortuna o un cambio del mercado”, 
revierte la situación falencial del beneficiado con el acuerdo homologado y convierte en prospero 
el negocio, decimos nosotros que sólo quedarán como perjudicados aquellos que lo hicieron  
posible con sus aportes no devueltos y apropiados o extinguidos en contra de su expresa voluntad. 

Por eso insistimos, que un acuerdo homologado con esas características, debe tener en cuenta 
todos los hechos anteriores, concomitantes  y los posteriores, para resolver con justicia y equidad. 
Esto quiere decir que aquellos acreedores, sacrificados en contra de su voluntad, con violación de 
su derecho de propiedad tutelado por el art. 17 de la Constitución Nacional, titulares de créditos 
legítimos, deberían contar con una compensación en participación accionaria, para que si en el 
futuro, ocurre lo que señala como posible nuestro distinguido disidente, participen en la nueva 
sociedad con una compensación  razonable y proporcionada a su aporte a esa nueva situación, sin 
que ello los obligue a ser socios, tal decisión les corresponderá a los titulares del derecho 
conculcado y por un periodo de tiempo también razonable, que habrá de fijar el Tribunal en su 
decisión. 

Esa regla de capitalización potencial, que propugnamos llevará seguramente a morigerar la 
tentación de abusar de la quita en la propuesta, o bien si se logra la homologación de propuestas 
de esas características, será el Tribunal el que fije un plazo de posible capitalización. 

Con ello no se afectará la seguridad jurídica, sino que por el contrario se hará un considerable 
aporte a la moralización de los procesos concursales. 

El sujeto falencial, podrá recuperarse y entonces, en tal supuesto, será lógico que haga 
participar de esta buena fortuna, a quienes lo hicieron posible con el sacrificio de sus acreencias, 
asignándoseles- cuando así lo peticionen - una participación que los compense, aún cuando 
parcialmente, de sus pérdidas.   

 No parece apropiado, reiterar los argumentos expuestos en la ponencia que se alude, ya que 
en definitiva, el derecho se construye con tesis y refutaciones, por eso nos alegra que el tema 
asuma la importancia que le asignamos, se debata y  en algún momento se logrará la necesaria 
garantía de los acreedores, que no es otra que la defensa del derecho de propiedad que el Estado 
debe garantizar”. Hasta aquí lo expresado por José Luis Palazzo.  

La calificación de despojatoria y abusiva –o irrita que formulamos- resultaría inocente si la 
sociedad concursada reparte utilidades a corto plazo de homologado el acuerdo, pues cabría otra 
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calificación jurídica381. Vitolo ha marcado la responsabilidad de los administradores382, y muy 
particularmente comparte la posibilidad de calificar de confiscatoria a la propuesta en relación a 
los que no la aceptaron o no podían expresar opinión, haciendo especiales referencias al límite a la 
privación de la propiedad383. 

Pensemos si algún Juez no calificaría de abusiva la propuesta de la que resultara un anunciado y 
próximo reparto de utilidades de la sociedad, hasta ese momento en cesación de pagos.  

3. Vamos ahora al efecto novatorio. Sostiene nuestro distinguido amigo y jurista la extensión 
del efecto novatorio del acuerdo concursal, denominándolo una cuestión de Perogrullo. Una 
cuestión judicial similar, en la que él ha intervenido y nosotros intervenimos limita nuestras 
consideraciones, obligándonos a recordar que en el prólogo del libro “Responsabilidad de los 
Administradores” del Profesor Dr. Francisco Junyent Bas, que vió la luz en junio de 1996, 
apuntábamos “3. En la realidad económica de hoy la responsabilidad de los administradores 
societarios, situación calificada en el caso de grupos societarios, toma especial relevancia por las 
crisis que han llevado, incluso, a pergeñar una nueva legislación concursal. – Pero consideramos 
que la cuestión no se solucionará con esa legislación concurrencial, sino previniendo sobre la isma 
sociedad, imponiendo una adecuada inteligencia del rol de sus administradores y particularmente 
de su responsabilidad frente a la crisis preanunciada y no afrontada. De allí la importancia de la 
recapitulación de temas tan fundan tes como la responsabilidad de los administradores 
societarios, con la sistemática que se afronta en esta obra. Esa responsabilidad es la llave maestra 
de una adecuada funcionalidad societaria y de una verdadera acción preventiva de la insolvencia. 
De esa visión de un sistema preconcursal, paraconcursal, vienen las polémicas que señala Daniel, 
quién cuidadosamente viene reconociendo el “negocio” del concurso y la necesidad de soluciones 
donde el peso del riesgo y de los problemas societarios no recaiga únicamente sobre los 
acreedores. 

Daniel enfatiza sobre ese negocio del concurso384, lo que ha ratificado Vitolo en diversas 
conferencias donde apunta a las utilidades distribuidas –sobre lo que no se llevaría estadísticas-, y 
se hizo evidente en el caso de un APE donde en el mismo ejercicio en el cual se ejecutaron las 
consecuencias de su homologación, se produjeron utilidades, en el solo beneficio del grupo de 
control–obvio que gracias o con el apoyo de administradores y fiscalizadores-, sobre un Capital 
Social de  $ 594.911.263 obtuvieron, repito, en un solo ejercicio $ 1.246.496.775 o sea más del 
doscientos por ciento de utilidades, tema sobre el que no abundaremos por las razones 
expresadas en nota.  

Justamente trabajamos dentro de ese parámetro apuntado por el distinguido colega E. Daniel 
Truffat en EL DERECHO CONCURSAL EN LOS TIEMPOS DE LA “GRAN CONTRACCIÓN –y acaba de 

                                                           
381

 Nuestra posición de más de 15 años despeja que no esta vinculada a ninguna causa judicial, aunque haya sido 
aplicable a muchas, particularmente en una que ha intervenido Truffat e intervenimos nosotros –requeridos por nuestra 
tradicional posición doctrinaria-, donde se discuten algunas de estas cuestiones.  
382

 “Responsabilidad de los directores al ingresar la sociedad en la zona de insolvencia” en LA LEY 2005-A, 1207. 
383 VITOLO, Daniel Roque “Acuerdos preventivos abusivos o en fraude a la ley”, Ed.Astrea, Buenos Aires 2009. 
384

 TRUFFAT, E. Daniel EL DERECHO CONCURSAL EN LOS TIEMPOS DE LA “GRAN CONTRACCIÓN (en comunicación al V 
Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal, organizado por Stefania Pacchi y para el Instituto Iberoamericano de 
Derecho Concursal en Montepulciano –Italia, Septiembre de 2009-,. Debemos agradecer a Truffat no sólo sus ideas y 
referencias, sino el alimentar la polémica respetuosa y constructiva que permite afrontar los problemas con mayor 
profundidad, descubriendo nuevas facetas, con metodologías y propuestas superadoras, con el diálogo maduro que 
logra despejar iniciales perspectivas.  
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reiterarlo en otro ensayo-385, al expresar: “Hace años que con la colaboración de queridos amigos, 
venimos señalando que –al menos en el derecho argentino “soplan nuevos vientos”. Y, de modo 
muy notable, ello ocurre en el ámbito societario y concursal  ... Este escenario novedoso … nos 
impone: pensar el derecho. Pensar en clave colectiva en pos de articular soluciones…La 
“concursalidad” en tanto técnica jurídica es, básicamente, una regla de reparto de pérdidas frente 
al fenómeno insidioso de la cesación de pagos386. Su norte es evitar la propagación de tal 
fenómeno –dado que la imposibilidad de cumplimiento de un sujeto cualesquiera, bien puede 
desencadenar en catarata otras imposibilidades y así al infinito 387.…Librado a las solas fuerzas del 
mercado, la impotencia patrimonial de un cierto sujeto irrogaría, una guerra de todos contra 
todos, la eventual satisfacción del mas fuerte, la absoluta falta de atención de los derechos de los 
mas débiles y la directa desaparición del baldado.…Pero además, y el tema toma otro cariz en vía 
preventiva, cuando se está frente a un sujeto recuperable…, cuando está en juego la preservación 
de fuentes de trabajo…. Este (o sus propietarios) no podrán, o –al menos- no deberán, “hacer 
negocio” de tal contribución colectiva (el subrayado nos pertenece), pero sí recibirán de tal 
esfuerzo común la provisión de condiciones mínimas para superar el mal momento (o, al menos, lo 
recibirá la empresa, si la solución consistiera entre otras medidas en el cambio de titulares). Un 
concurso rehabilitatorio que no contemple un “sacrificio compartido” sería un abuso. Pero un 
concurso que intente que todo el padecer recaiga exclusivamente sobre los hombros del vector 
infectado por cesación, concluirá en un fracaso…388. No es aquí el lugar para debatir sobre la 
necesidad de mecanismos de prevención y soluciones “autocompuestas”, básicamente de orden 

                                                           
385 Citado en nota anterior. A su vez lo reitera en reciente artículo Nuevas reflexiones sobare el derecho Concursal 
actual en “ Derecho Económico Empresarial – Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – 
Marcelo Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 2011,  tomo I  pág. 997, especialmente pág. 1005 “Es evidente que el 
concurso no puede ser un “negocio” para los malos deudores; haciendo a los deudores partícipes de su debacle sin 
asumir –para sí (léase: para el concursado, y si es una persona jurídica, para sus socios)- una razonable cuota del padecer 
emergente de la restructuración… lo que cabe exigir es un “sacrificio compartido”… ”. 
386 “…Esta teoría amplia del estado de cesación de pagos o insolvencia define este concepto como el grado de 
impotencia patrimonial que imposibilita el cumplimiento regular de las obligaciones con los recursos normales del giro 
comercial. Sus notas características son la generalidad y la permanencia, ya que debe afectar a todo el patrimonio y no 
sólo a una parte; también debe ser subsistente y no aleatorio…”, Junyent Bas, Francisco, “El instituto de la quiebra. 
Procedimientos para su declaración” en Revista de Derecho Privado y Comunitario Nro. 11, Concursos y Quiebras –II, 
pág. 9 [la cita es de página 18] 
387

 Efraín Hugo Richard, al analizar la situación de las empresas que prosiguen el giro sin patrimonio adecuado, señala: 
“…La demostración de la ineficiencia de un sistema lo constituyen las sociedades que actuando en cesación de pagos 
contagian ese estado a los que tengan vínculo con ella…”, autor citado, “Relaciones de organización. Sistema societario”, 
pág. 171 
388

 “…A poco que se mire se advertirá que el derecho concursal argentino, antiguamente tan estatista  y –al mismo 
tiempo ritual-, hoy, luego de la durísima experiencia de siete años de un liberalismo que atrasaba cien años en materia 
concursal, está buscando un quicio que lo ha vuelto a acercar a las hipótesis “convencionales” o “contractualistas”. Sólo 
que, y el dato no es menor, con jueces atentes que –concientes de un acuerdo de mayorías debe ser mirado con ojos 
severos para tutelar los derechos de las minorías- recurren libremente a todas las disposiciones que provee la ley 
sustantiva (en particular civil) para garantizar la transparencia de tales acuerdos y la justicia última de lo pactado en 
ellos. Es cierto que esto de la “justicia última” puede no pasar muchas veces de una expresión de deseos; porque la 
concursalidad es hija de la cesación de pagos [es decir, de la escasez, de la impotencia], pero parece obvio que la actual 
directriz está orientada a impedir que el concurso se vea como un negocio de un empresario pícaro que pretende 
transferir a sus acreedores las consecuencias de sus malas decisiones; y que, por el contrario, aparezca como un modo 
prudente y racional de socializar el daño, permitiendo a quien (obtenidas quitas, esperas o mutación del objeto de la 
deuda) se revele como sujeto potencialmente útil –capaz de repagar las consecuencias de ese “pasado” en los términos 
acordados y de proyectarse al futuro- intentando superar el duro trance de la cesación…”, Truffat, E. Daniel, 
comunicación al Congreso de Nueva Esparta, Venezuela, 2007, titulada “Brevísimas reflexiones sobre el estado actual 
del derecho concursal argentino en lo referente al procedimiento preventivo o saneatorio”, publicado en Revista de las 
Sociedades y Concursos , Año 10, Nro. 50, febrero/marzo 2008, pág. 37 [la cita es de página44] 
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intrasocietario, en los que tanto ha trabajado algún sector de la doctrina argentina –cuyo 
bastonero ha sido, claramente, el maestro Efraín Hugo Richard389-. Tales posturas, cuyo sentido 
común y sensatez parecen indisputables, marcan algo así como un “código de buena conducta” 
para las sociedades en crisis; como un “manual de operaciones”. Ahora cuando tales pasos no ha 
sido seguidos, o han sido cumplidos de modo insuficiente, o cuando el daño era tan profundo que 
no había modo de llevar a cabo los pasos del auto rescate; solo queda la técnica concursal390”. 

Y en el artículo que genera esta contestación Daniel expresa “No me opongo sino que 
preconizo las fórmulas donde el deudor “asocia” a sus acreedores al éxito. No esta bien esto de 
hacerlos partícipes del sacrificio común para salvar su empresa (los accionistas: el valor de sus 
tenencias) y que si un golpe de fortuna, o un cambio en el mercado, permite volver a ganar dinero, 
se deje a esos sacrificados acreedores “afuera”. Amigos en las malas, deben serlo en las buenas. Y 
además reconozco, y lo señalo con énfasis, en que hay supuestos en que el único modo de 
preservar un sujeto útil es con un sacrifico máximo de sus accionistas al resignar todo la mayor 
parte del “equity” a favor de los acreedores. Tesis que, bien mirado el art. 48 LCQ, encuentra un 
espaldarazo normativo en tal disposición”, sobre lo que ha meditado José Luis Palazzo en la 
entrevista transcripta. 

¿La homologación produce la condonación del daño? No lo creemos,  a veces es el momento a 
partir del cual el mismo se hace evidente. 

3.1. Heredia391 comentando la novación concursal remarca lo limitado de esa noción: “el efecto 
novatorio dispuesto por la ley concursal intenta facilitar al deudor la obtención de financiamiento 
y crédito después de homologado el acuerdo mediante la cristalización  de su pasivo en un monto 
definitivo –con cita de Rivera-(tomo 2 pág. 246  )”. Apuntamos nosotros que no interesa 
desobligar a terceros –salvo los socios en las sociedades donde tienen responsabilidad solidaria 
por el tipo. Sigue “… No obstante tratarse de una novación dispuesta por la ley, funciona a nuestro 
juicio con carácter supletorio.  Es decir, el efecto novatorio del art. 55 LCQ no es imperativo, pues 
ninguna razón de orden público lo sustenta. La novación concursal no parece ser una solución en 
la que está interesado el fin común o el interés público…” –pág.247). “En este aspecto, la norma 
concursal aparenta ser contraria a diversos preceptos del Código Civil, que establecen una 
consecuencia jurídica distinta. En efecto, de acuerdo con el art. 707 del C. Civil la novación hecha 
por el acreedor con cualquiera de los deudores solidarios extingue la obligación solidaria. 
Conforme, el art. 810 de ese cuerpo legal establece que “La novación entre el acreedor y uno de 
los deudores por obligaciones solidarias o indivisibles, extingue la obligación de los otros 
deudores”. El fundamento de ello es la unidad del objeto debido por los codeudores solidarios –
pág. 250-… Por su parte, la solución del art. 55 LCQ, es también contraria a lo dispuesto por el art. 
2047 del Cód. Civil, según el cual la novación hecha por el acreedor y el deudor afianzado de la 

                                                           
389

 “…La funcionalidad y la legislación societaria tienen hoy normas y recursos que permiten reencauzar las crisis 
patrimoniales. Son fundamentales las previsiones en torno a como debe procederse cuando se detecten o produzcan 
causales de disolución, facilitando la remoción de la vinculadas a aspectos patrimoniales las de aumento o reintegración 
del capital social, aumento por capitalización de pasivos, solución esta última que debería anticiparse a la apertura de 
cualquier concurso, como lo hace la ley concursal de Colombia, vinculando ambas legislaciones. La conservación de la 
empresa estructurada societariamente es un problema de los administradores y de los socios. Es una cuestión de 
derecho privado….”, autor citado, “Ensayo sobre axiología del derecho concursal”, en RDCO Nro. 235, marzo/abril 2009, 
pág. 315 [la cita es de pág. 379] 
390

 TRUFFAT, E. Daniel, “El carácter imprescindible de la concursalidad frente al fenómeno de la insolvencia”, en libro del 
IIDC, “Cuarto Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal”, pág. 289 
391

 HEREDIA, Pablo D. “Tratado Exegético de Derecho Concursal”, Editorial Ábaco, Buenos Aires 2000, tomo 2 págs. 238 y 
ss., comentarios a los arts. 55 y 56 de la ley 24.522 y sus modificatorias. 
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obligación que los vincula extingue la fianza, sin que le sea dado al primero hacer reserva de 
mantener o trasladar la garantía de una a otra obligación. En este caso, la novación extingue la 
fianza…. Sin embargo la contradicción de la ley civil con la ley concursal es sólo aparente, tal como 
se dijo. …responden a la decisión voluntaria de las partes. …. En cambio, la novación concursal es 
de base legal –pág. 250-1-… la novación es una imposición de ese trámite –pág. 252- No 
ignoramos la singular situación que se crea, ya que subsiste una obligación accesoria de otra que 
se ha extinguido por novación (el subrayado es nuestro). Pero ello se explica porque, en la especie, 
existe una derogación del principio contenido en el art. 525 del Cód. Civil. Además, es sabido que 
el principio de accesoriedad no es absoluto, ya que tiene múltiples excepciones –con cita de 
Llambías-. Además de múltiples argumentos que expone Heredia, apunta “la aceptación del 
acuerdo no se puede interpretar como una renuncia a exigir a los codeudores o fiadores del 
convocatorio el pago íntegro de la deuda, pues la intención del acreedor no es la de beneficiarlo 
indebidamente … por cuya razón el acreedor puede libremente dirigir su pretensión por el importe 
total contra los fiadores del concursado, inclusive sin necesidad de reserva explícita en el 
acuerdo…” -pág. 255-.  

Obviamente ni traza de daños con responsables no concursados, pues en este caso se trata de 
otra obligación. 

3.2. En primer lugar debemos señalar que cuando apuntamos a la responsabilidad de los 
administradores de la sociedad concursada no lo hacemos vinculando directamente esa 
responsabilidad a una quita. Cualquier conducta omisiva o activa de los administradores de sus 
deberes de diligencia y lealtad (art. 59 ley 19550) que genere daños a terceros le impone a 
aquellos la obligación de reparar ese perjuicio392. Daño que puede ser inferior o muy superior a la 
quita concursal, que no es sino una exteriorización de la conducta de administradores que se 
considere causante de esos daños. El polemista la vincula directamente a la quita. 

El tema de la cuantía del daño nos lleva a recordar un ensayo compartido con la joven pero 
madura jurista Gabriela Boquin393 transcribiendo parte del mismo: “Recordemos que “el centro de 
la escena” lo constituye la “tempestividad” en la asunción de la crisis, dentro del que se 
encuentran soluciones societarias o la apertura de un proceso concursal. - Sin perjuicio de ello 
analizaremos la conducta reprochable a los administradores que con desidia o por provecho no 
llevan la contabilidad societaria en forma debida, vacían a la sociedad de sus activos, e ignoran la 
infrapatrimonialización del ente que gerencian prosiguiendo con su actividad, ignorando los 
procedimientos liquidatorios previstos en la ley de sociedades o de concursos, generando pasivos 
que saben, como es lógico, no serán satisfechos. - Con esa conducta impropia los administradores 
–y quizá los socios- la sociedad y su actividad se transforman en una cosa riesgosa que, operando 
ilícitamente en el mercado, dejarán victimas de sus vínculos que no verán jamás un céntimo en 
relación a sus créditos insatisfechos…. se trata que, en el caso de sociedades, la crisis sea 
afrontada dentro de las técnicas previstas en la legislación societaria –cuanto más temprana 
mejor, sin llegar a la infrapatrimonialización, ni a operar en insolvencia o cesación de pagos-. Lo 

                                                           
392

 Sobre la buena fe y la responsabilidad  agravada puede verse DRUCAROFF AGUIAR, Alejandro La responsabilidad 
agravada en el derecho comercial: una visión actual en “ Derecho Económico Empresarial – Estudios en Homenaje al Dr. 
Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 2011,  tomo I  pág.101 y ss., 
esp. pág. 133/4 “Llevado el concepto al terreno práctico, se requiere hoy sinceridad, transparencia y lealtad en los 
comportamientos y se sanciona su ausencia. Se reclama una prudencia y un actuar diligente que considere las legítimas 
y fundadas expectaativs del (o de los) otro (s), el respeto a la confianza recibida, que en los contratos se debe desde 
antes de su celebración y hasta después de su extinción”. 
393

 AFRONTAR LA CRISIS OPORTUNAMENTE El Derecho, diario del 30 de septiembre de 2009, como nota a fallo.  
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fundamental es que los administradores, como buenos hombres de negocios dentro de las normas 
y afirmaciones autorales citados por la Cámara, encaren esa crisis con un plan de negocios o un 
plan de reorganización. O en su caso procedan a la liquidación con los medios efectivos que les da 
la ley de sociedades. Inmediatamente y de ser necesario por exceder a sus facultades, que pongan 
la cuestión en manos de los socios, pues la insolvencia implica por lo menos dos causales de 
disolución: imposibilidad sobreviniente de consecución del objeto social –empresa- y pérdida del 
capital social. Los socios deben asumir la solución de la crisis ante la convocatoria de los 
administradores, normalmente patrimonializando a la sociedad, a través de decidir un aumento de 
capital de las diversas formas que prevé o impone la ley de sociedades, donde teniendo derecho 
de preferencia pueden llegar a llamar a los acreedores a capitalizar sus acreencias. Esto puede 
tener diversas respuestas técnicas, con primas, rescates, emisión por clases, donde sin perder la 
dirección del negocio acerquen a los acreedores contractuales en razón de la empresa a 
involucrarse en su desarrollo y permanencia….Y por cierto que este no es un tema menor. La 
conducta sub-examine ingresa en el plano de lo que se conoce como dolo eventual, esto es, 
aquella conducta obrada con tanta desaprensión y ligereza, omitiendo los recaudos más 
elementales de cuidado y prevención, que el autor de esa conducta no puede dejar de 
representarse las consecuencias derivadas de sus actos: en otras palabras una culpa de una 
gravedad tal que no puede sino asimilarse al dolo.- Puede ser que parte de la doctrina ofrezca 
resistencia a la posibilidad de aplicar esta apreciación considerando que el dolo eventual solo 
resulta de aplicación en los procesos penales. Pero a esos efectos apreciaremos que  la 
interpretación de dolo como factor de atribución de responsabilidad de los administradores debe 
ser efectuado a  la luz del Código Civil y sus diferentes acepciones. Lamentablemente a los fines de 
las acciones de responsabilidad concursal, la ley respectiva eligió al dolo como factor de 
atribución, pero lo más gravoso  es la apreciación  que hacen los tribunales del concepto,  
ciñéndolo al criterio del acto ejecutado a sabiendas con la intención de dañar, requiriendo una 
prueba positiva que sólo es posible de lograr introduciéndonos  en la psiquis del dañador a  los 
fines de comprobar positivamente sus intenciones. ¡Prueba diabólica por cierto! … Por ende 
cuando no se han respetado las mínimas condiciones de uso previstas en la ley de sociedades 
comerciales, dicho actuar  debe quedar encuadrado en los art. 506,  521, 902 y 931 del Código 
Civil, más allá de la apreciación en cada caso en particular del encuadramiento en el art. 1072 CC.  
Sabemos que la responsabilidad de los administradores por su función puede ser denominada 
como “calificada” ya que el artículo 59 LSC exige un obrar con la diligencia de un buen hombre de 
negocios. Esta responsabilidad calificada quedará encuadrada en los parámetros del art. 902 CC 
que prevé que cuanto mayor es el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas 
mayor es la obligación que surja de las consecuencias de los hechos que le fueran imputables.- ¿Y 
cual es la mayor obligación  prevista en el Código Civil cuando se incumple una obligación a cargo 
de determinada persona? La  prevista en el artículo  521 de dicho cuerpo legal que establece que 
la inejecución  maliciosa  produce una responsabilidad por  las consecuencias mediatas e 
inmediatas producto de dicho obrar. Ello nos lleva claramente a la noción de “dolo obligacional” 
regulado en el 506. Es decir que el administrador en cuestión debe responder por los daños 
directos e indirectos que le ha provocado al acreedor social por el mal desempeño de sus 
funciones .Lamentablemente en este punto no profundiza el fallo siendo la descripta una conducta 
reprochable perfectamente enmarcable en estas nociones. Pero no hay duda que continuar 
operando una sociedad en cesación de pagos implica cuanto menos dolo civil respecto a los 
nuevos acreedores…. Para responsabilizar a los administradores tenemos que la normativa 
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societaria no está sola, pues si bien el artículo 59, 157, 274, 279394 LS reconocen un patrón de 
conducta y causales de imputabilidad tales como mal desempeño del cargo, violación a la ley, el 
estatuto o el reglamento y por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o 
culpa graves, dichas conductas deben ser apreciadas bajo la lupa del principio general del 
derecho395 emanado del artículo 902 del Código Civil396, siendo por ende una responsabilidad 
claramente “calificada”. Como correlato de lo expuesto debe también tenerse en cuenta la noción 
de culpa expresada en el art. 512 del CC397. Como complemento de todas estas normas debemos 
recordar que frente al fraude laboral opera a los fines de la extensión de la responsabilidad la 
solidaridad consagrada por el artículo 1081398 del Código Civil respecto de los autores, coautores, 
consejeros y cómplices”. 

Hasta aquí la referida transcripción. 

3.3. La seguridad de Daniel en entender el efecto novatorio, nos llevó a consultar al Profesor 
Gabriel Rubio, distinguido catedrático de las Universidades Nacional y Católica de Córdoba, quién 
en forma inmediata tuvo a bien exponerme su posición: “Para el caso en cuestión estimo que el Dr. 
E- Daniel Truffat entiende que las obligaciones crediticias extinguidas por el efecto de la novación  
en materia de concursos en virtud del art. 55 de la Ley de Concursos y Quiebras, produce “ipso 
iure” la extinción de la responsabilidad de los administradores de la  concursada,  refrendado esta 
afirmación como una verdad jurídica de perogrullo. 

                                                           
394

 ARTICULO 59. — Los administradores y los representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia 
de un buen hombre de negocios. Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por 
los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión 
ARTICULO 157. — ( parte pertinente ) Los gerentes serán responsables individual o solidariamente, según la organización 
de la gerencia y la reglamentación de su funcionamiento establecidas en el contrato. Si una pluralidad de gerentes 
participaron en los mismos hechos generadores de responsabilidad, el Juez puede fijar la parte que a cada uno 
corresponde en la reparación de los perjuicios, atendiendo a su actuación personal. Son de aplicación las disposiciones 
relativas a la responsabilidad de los directores cuando la gerencia fuere colegiada  
ARTICULO 274. — Los directores responden ilimitada y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros, 
por el mal desempeño de su cargo, según el criterio del artículo 59, así como por la violación de la ley, el estatuto o el 
reglamento y por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la imputación de responsabilidad se hará atendiendo a la actuación 
individual cuando se hubieren asignado funciones en forma personal de acuerdo con lo establecido en el estatuto, el 
reglamento o decisión asamblearia. La decisión de la asamblea y la designación de las personas que han de desempeñar 
las funciones deben ser inscriptas el Registro Público de Comercio como requisito para la aplicación de lo dispuesto en 
este párrafo. 
Exención de responsabilidad. Queda exento de responsabilidad el director que participó en la deliberación o resolución 
o que la conoció, si deja constancia escrita de su protesta y diera noticia al síndico antes que su responsabilidad se 
denuncie al directorio, al síndico, a la asamblea, a la autoridad competente, o se ejerza la acción judicial. 
ARTICULO 279. — Los accionistas y los terceros conservan siempre sus acciones individuales contra los directores 
395

 En la nota a la sección segunda del Libro primero del Código civil que regula a los hechos y actos jurídicos que 
producen la adquisición, modificación , transferencia, o extinción de los derechos y obligaciones, Velez aprecia que en la 
misma se ven generalizados los mas importantes principios del derecho 
396

 Texto del artículo 902 del Código Civil: “ Cuando mayor  sea el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de 
las cosas , mayor será la obligación  que resulte de las consecuencias posibles de los hechos” 
397

 Texto 512 Código Civil: “La culpa del deudor en el cumplimiento de la obligación  consiste en la omisión  de aquellas 
diligencias que exigiere la naturaleza de la obligación y que correspondiesen a las circunstancias de las personas, del 
tiempo y del lugar” 
398

 Texto del artículo 1081 del Código Civil “ la obligación de reparar el daño causado por un delito pesa solidariamente 
sobre todos los que han participado en  él como autores, consejeros o cómplices , aunque se trate de un hecho que no 
sea penado por el derecho criminal” 
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“Sin dudas que coincidimos en los aspectos generales  que el Dr. Truffat manifiesta en su 
tratamiento del tema, pues creemos que la doctrina es conteste que “la novación es la 
transformación de una obligación en otra”399,  así el Dr. Salvat continúa afirmando “se asemeja al 
pago en el sentí do que ella constituye, lo mismo que este último, un modo de extinción de las 
obligaciones. Pero la novación se diferencia de él, en el que el pago opera la extinción lisa y llana 
de una obligación, en tanto en la novación, esta extinción va a acompañada de la creación de una 
nueva obligación: la primera se extingue para ser reemplazada por otra”400 

“Por lo que a poco de andar en el tema en examen, debemos detenernos en distinguir que las 
obligaciones que el Dr. Truffat pretende asimilar son obligaciones independientes de causas 
eficientes diferentes,  por un lado tenemos la extinción de las obligaciones crediticias de la empresa 
en crisis que devienen extinguidas en virtud de la causa lícita propia de la novación legal  del 
acuerdo concursal homologatorio;  mientras que la obligación de reparar se basa en el obrar ilícito 
del  actuar de los administradores de la empresa en crisis. Así  Dr. Truffat confunde y afirma que se 
extinguirían estas obligaciones al ser accesorias en los términos del art. 803 del Código Civil,  sin 
embargo no se puede predicar dicha accesoriedad en obligaciones principales, que existen por sí en 
forma  independiente y con causas autónomas”. 

Hasta aquí el aporte del colega, asumiendo nosotros la responsabilidad por cualquier error de 
transcripción. 

3.4. La novación es un modo de extinción de la obligación (y de liberación del deudor), a la que 
acompaña inseparablemente la sustitución de una obligación nueva, la cual, sin embargo, desde el 
punto de vista económico, es el equivalente de la extinguida… La novación objetiva es una relación 
que media entre los mismos sujetos de la originaria obligación401.  Los efectos son sobre la 
obligación y sus accesorios402, con el limitado alcance señalado por el Prof. Heredia, que hemos 
transcripto. 

Por eso es imposible extender el efecto de la novación causal (art. 812 del Código Civil 
contrario sensu) y legal de las obligaciones crediticias producidas por el acuerdo homologado (art. 
55 de la Ley 24522), a la obligación de reparar derivadas de la responsabilidad de los 
administradores pues como afirmamos son obligaciones independientes, autónomas  y de fuentes 
diferentes, por todo lo expuesto creemos inadmisible hablar del efectos que la obligación de 
reparar  se extinga como consecuencia de la novación concursal. 

Por todo ello,  afirmamos que el efecto de la novación concursal del art. 55 de la LCQ se 
extiende única y exclusivamente a las obligaciones de la empresa en crisis y no extingue las 
acciones de responsabilidad que se pudieran entablar contra los administradores de la misma, o 
contra los socios sin responsabilidad limitada por su conducta abusiva.   

Franco Bonelli403 afronta el supuesto de la continuación de la gestión social después de la 
pérdida del capital social, con la responsabilidad de los administradores. 

                                                           
399 Salvat, Raymundo M. “Tratado de Derecho Civil Argentino” Obligaciones en General Tomo III, Ed. Tipográfica Editora 
Argentina, Buenos Aires, 1956. Pág 1.    
400 Salvat, Raymundo M. ob cit. Pág 2    
401

MESSINEO, Francesco “Manuel  de Derecho Civil y Comercial” Ed. Ejea, Buenos Aires 1971, tomo IV pág. 401. 
402

 ALTERINI, Atilio Anibal, AMEAL Oscar José y LÓPEZ CABANA, Roberto M. “Derecho de Obligaciones Civiles y 
Comerciales”, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires  1995 pág. 618. 
403

 En La responsabilità degli amministratori di società per azioni, Ed. Giuffré, nº 135 de los Quaderini di Giurisprudenza 
Commerciali, 
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De E. Daniel Truffat debemos recordar su artículo con Barreiro en esta misma Revista donde 
señala la necesidad de dar intervención a los socios y nuestra respuesta coincidente 
tranquilizándolo sobre la no responsabilidad de administradores si actúan diligentemente: lo 
“dirimente404 es poner la cuestión en manos de los socios. Estos tal vez decidan la capitalización de 
la empresa o admitan su fusión por absorción con otro ente más saludable”. Claro que lo ideal es 
hacerlo a través de la funcionalidad societaria, sin presentación en concurso: menores costes de 
transacción y evitar la saturación de los tribunales por la falta de aplicación de las normas 
imperativas de la ley societaria. En forma alguna pretendemos que el administrador asuma el 
riesgo del mercado o del error en la planificación, sino que tome conciencia que de una actitud 
omisiva o desleal puede resultar responsabilidad, si se aparta de ese interés social, o si no adopta 
las medidas tendientes a su cumplimiento, frustrándolo indirectamente405 

En esa idea que la cuestión debe ponerse en manos de los socios, para que los administradores 
no asuman responsabilidad, volvemos a apuntar el criterio de la Corte en el “obiter dictum” 
formalizado en el caso “Comercial del Plata”406 . 

La Corte ha señalado el camino y ahora lo ratificamos para los casos en que administradores 
por omisión u acción hayan omitido diligencia o lealtad, causando daño. Las técnicas 
extrajudiciales societarias imperativas son aplicables aún cuando el daño sea “tan profundo” y 
recién es admisible el dispendio del concurso cuando aquellas han fracasado. 

No nos distraeremos en la suposición que formaliza Daniel Truffat que nuestra posición sobre 
la responsabilidad de administradores se limitaría a quiénes votaron en contra –o no pudieron 
votar-. El tema no queda cerrado, pues quién vota favorablemente después de haber sufrido daño 
por la gestión del administrador –generándose responsabilidad-, puede haber votado 
favorablemente para proteger a la empresa, no al empresario –claramente distinguido por 
Dasso407. O sea que voto favorablemente la propuesta dañosa para asegurar la continuidad de la 

                                                           
404

 BARREIRO, Marcelo G. – TRUFFAT, E. Daniel Responsabilidad de administradores y representantes en la ley de 
quiebras: el deber fiduciario de la ley de sociedades, ¿se traslada a los acreedores” en Doctrina Societaria  y Concursal, 
octubre 2005, tomo XVII p. 1205 y ss. 
405

 La preocupación es similar a reparos que nos formalizan los Dasso en nuestras fraternales discusiones en giras por 
congresos internacionales, al mismo tiempo que nos alientan a proseguir nuestro análisis sistémico, separándonos de 
discusiones sobre aspectos formales, meramente doctrinarios o procedimentales. Por eso coincidimos con lo expresados 
por Truffat y Barreiro, en Responsabilidad de administradores y represenantes en la ley de quiebras: el deber fiduciario 
de la ley de sociedades, ¿se traslada a los acreedores en Doctrina Societaria y Concursal”, Ed. Errepar, Octubre 2005, 
tomo XVII pág. 1205, que contestamos adhiriendo y tranquilizándolos en Está lloviendo. ¡Se acabó la sequía!, en 
“Doctrina Societaria y Concursal”, Ed. Errepar, Buenos Aires diciembre 2005, nº 217, tomo XVII pág. 1532. De ninguna 
forma pretendemos que el administrador asuma el riesgo del mercado o del error en la planificación, sino que tome 
conciencia que de una actitud omisiva o desleal puede resultar responsabilidad. 
406

 En ¿REORGANIZACION SOCIETARIA O CONCURSAL ANTE LA CRISIS? (UN “OBITER DICTUM” DE LA CORTE), publicado 
en libro colectivo AAVV “Reestructuración y Reorganización Empresarial en las Sociedades y los Concursos”, publicación 
del Instituto Argentino de Derecho Comercial – 2010, Director Martín Arecha, Vicedirectora Laura L. Filippi, Ed. Legis, 
Buenos Aires 2010, págs. 3 a 78. 
407

 DASSO, A. “Derecho Concursal Comparado”, 2009/2010  2 tomos, tomo 1, pág. 804/5. Lo hacía Yadarola en el año 
1925 Proyecto de ley de quiebras publicado en la Revista de la Universidad Nacional de Córdoba, año 1925, y 
reproducido en “Homenaje a Yadarola”, Córdoba 1963, Editorial Universidad Nacional de Córdoba, tomo I pág. 335, lo 
hizo nuestra legislación en el año 1983 y ahora lo remarca MAFFIA, Osvaldo J. FRANCIA.  LA LEY  DEL 26/JULIO/05 SOBRE 
SALVAGUARDA DE LA EMPRESA, en El Derecho, martes 25 de octubre de 2005: “conlleva la exigencia de intervenir   
cuando la situación de la empresa  acusara una situación  susceptible de  comprometer  la continuación de su actividad, 
vale decir, tempestivamente, por tanto antes de  que se instalara  el estado de insolvencia, tesitura  político-legislativa 
que recoge la preocupación volcada en ese hito que fue  el Rapport Sudreau, aún cuando anterior al mismo. 
...Destacamos al pasar la claridad con que se expresa la primacía del mantenimiento de una empresa, postergando el 
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empresa, pero no se dispensa –salvo expreso punto de la propuesta- de responsabilidad a los 
administradores si hubieren generado daño por culpa o dolo (art. 59 LS). 

Expresa el polemista “Llevo acumulados múltiples contrapuntos, siempre con afecto recíproco 
y con altura, con el distinguido maestro cordobés Efraín Hugo Richard (quien, en el fondo, recibe 
mis desafíos –eso creo- como un acicate para pulir sus ideas y convicciones y que, como buen 
docente de alma, encuentra motivador que alguien de una generación ulterior, no demasiado 
afecto al temor reverencial, levante periódicamente el guante sobre sus tesis más revulsivas). Es 
sabido que Richard, a partir de su enfoque sistémico del derecho, ha esbozado una teoría  
inquietante sobre la responsabilidad de los administradores por las “quitas” impuestas en los 
concursos”. Esto motiva nuestro reiterado agradecimiento a Daniel. 

Y la pregunta que se formula Truffat como eje de su posición: “¿Cómo responsabilizar a 
terceros (administradores/accionistas) por un crédito que ya no existe como tal porque por 
expreso imperio legal se ha extinguido?”, ya ha sido contestada. Se trata de una obligación 
independiente, no de garantía, sino de responder al daño causado por su conducta. Las 
situaciones son múltiples y no sólo por la quita408. Así la jurisprudencia: “Si bien el art. 55 de la ley 

                                                                                                                                                                                 
amparo de los acreedores, posturas difíciles de conciliar  fuera de las “expectoraciones  entusiásticas” –Ortega- que 
encontramos en  nuestras ingenuas, pintorescas exposiciones de motivos. ...El nuevo régimen concreta   una antigua 
idea que es de justicia  unir  al trabajo  inteligente y perseverante de   Roger Houin, y  resume el gran tema  del derecho 
concursal   de las últimas décadas, a saber, la prevención. ... El Rapport Sudreau  plantea con claridad y elocuencia el 
gran problema de aprehender cuanto antes las dificultades que sobrellevaba una empresa para permitir la intervención 
tempestiva, esto es,  al surgir los problemas en medida  tal que la empresa no  alcanzara  a neutralizarlos  con  sus 
medios normales,  y  esas  dificultades pudieran comprometer la prosecución de su actividad. ...El tema específico de la 
nueva figura que nos ocupa, o sea la “salvaguarda de la empresa”, exhibe una extraña  limitación  si tenemos en cuenta 
las recordadas orientaciones en orden a tempestividad, lo cual presupone   la ampliación  subjetiva en orden a instancia  
(la experiencia de que el deudor demora cuanto puede  su ocurrencia  al tribunal es pandémica).”. Cfme. RICHARD E.H.  
Justicia y Derecho. Insolvencia societaria: “El incumplimiento voluntario de ciertas obligaciones por un deudor en 
dificultades financieras puede llevar a la quiebra al acreedor previsor que se encontraba in bonis” en “Congreso de 
Academias Iberoamericanas de Derecho” pág. 631 y ss., Edición Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de 
Córdoba, Córdoba 1999.  
408

 Ntos. “PERSONALIDAD DE LAS SOCIEDADES CIVILES Y COMERCIALES, TIPICIDAD E INOPONIBILIDAD DE LA 
PERSONALIDAD JURIDICA COMO EXTENSION DE LA RESPONSABILIDAD DE SOCIOS O CONTROLANTES, EN EL DERECHO 
ARGENTINO, en Rev. de Derecho Mercantil, Nos. 193-194, Madrid 1989, 387. RICHARD, Efraín Hugo INOPONIBILIDAD DE 
LA PERSONALIDAD JURÍDICA: IMPUTABILIDAD Y RESPONSABILIDAD en Revista de Derecho Privado y Comunitario, Ed. 
Rubinzal Culzoni, Santa Fe 2009,  nº 2008 – 3 pág. 191 a 246. Reproducido por Microjuris, 2010. RICHARD. E. H. 
“Insolvencia societaria” ed. Lexis Nexis, Buenos Aires 2007; “Perspectiva del Derecho de la Insolvencia” Ed. Academia 
Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Córdoba 2010. RICHARD, E.H.. LAS LIQUIDACIONES SOCIETARIA, LA 
CONCURSAL Y EL ARGUMENTO DEL RESULTADO DE ESTA ÚLTIMA PARA HOMOLOGAR UNA PROPUESTA ABUSIVA, en 
Zeus Córdoba, nº 353, Año VIII, 18 de agosto de 2009, tomo 15 pág. 169, Doctrina, y en Editorial Zeus, 10 de agosto de 
2009, año XXXVI, Revista nº 15, tomo 110, pág. 785. Doctrina. RICHARD, E.H El PLAN DE EMPRESA (o  como asumir crisis 
tempestiva y extrajudicialmente)  en libro colectivo “Homenaje al Dr. Osvaldo J. Maffia” Cap. II pág. 217, Ed. Lerner 
Córdoba 2008, Instituto Argentino de Derecho Comercial y Fundación para la Investigación del Derecho Concursal y la 
empresa en crisis Pablo Van Nieuwenhoven. Coordinadores E. Daniel Truffat – Marcelo Barreiro – Carlos Roberto Antoni 
Piossek – Ramón Vicente Nicastro. RICHARD, E.H. Conservación de la empresa, mayo de 1981, en Anales de la Academia 
Nacional de Derecho de Córdoba, t. 25 p. 107 y ss.. QUINTANA FERREYRA, FRANCISCO y RICHARD, EFRAÍN HUGO “La 
conservación de la empresa…” cit. en RDCO año 1978 Pág.1373; y nto. “La conservación de la Empresa” en Anales de la 
Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba tomo XXV Pág.107 y ss.. Nos hemos basado en muchos 
autores, entre otros BELTRAN SANCHEZ, Emilio La responsabilidad por las deudas sociales de administradores de 
sociedades anónimas y limitadas incursas en causa de disolución, en BOLAS ALFONSO, Juan (dir.) “La responsabilidad de 
los administradores de sociedades de capital”, Consejo General del Poder Judicial, Consejo General del Notariado, 
Madrid, 2000, p. 133, especialmente a pág. 154 parágrafo “5. Responsabilidad de los administradores por las deudas 
sociales e insolvencia de la sociedad”. ARAYA, M.: La función  preconcursal de la pérdida del capital social, en Ensayos de 
Derecho Empresario Nº 3, Director: E.H. Richard, p. 247 y ss., FESPRESA, Córdoba, 2007. DÍEZ ECHEGARAY, José Luis 
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24.522 establece que el acuerdo homologado importa la novación de las obligaciones con origen o 
causa anterior al concurso, esta novación no causa la extinción de las obligaciones del fiador ni de 
los codeudores solidarios. La aplicación de la legislación común (arts. 707, 803, 8l0, 2042, 2047 y 
2049 del Código Civil), extinguiría las obligaciones de los garantes como consecuencia de la 
novación de la deuda principal. A evitar este efecto la ley apunta la segunda parte del mentado 
art. 55 expresando que "esta novación no causa la extinción de las obligaciones del fiador ni de los 
codeudores solidarios". Imputable”.CNCom. Sala B, Noviembre 12 de 2010, “Braun Estrugamou 
Guillermo sobre concurso preventivo sobre Incidente de verificación por el Banco General de 
Negocios SA”. 

4. La cuestión podría devenir en la siguiente situación: malos administradores que perjudicaron 
con su negligencia el haber societario, no podrían ser demandados por acreedores de la sociedad, 
pero sí por ésta o por los socios. También estimularía que se homologue un acuerdo de cualquier 
forma –con créditos cedidos y/o subrogados-, para borrar barbaridades pasadas (omisiones, 
trasvasamientos, negocios paralelos, demora en la presentación o en adoptar medidas de 
solución, incumplimientos a la ley societaria, contratación a sabiendas del estado patrimonial), 
que han generado daño a los acreedores pero que la homologación de ese acuerdo. O sea 
fomentando el incumplimiento ante el efecto “borratorio” que generaría la homologación. 

No creemos que la cosa sea así. La homologación de un acuerdo concursal, firme y consentida, 
no implica nada más allá de lo previsto en el art. 55 LCQ. No elimina las conductas culposas o 
dolosas de los administradores que generaron daño, no borra los abusos cometidos por los socios 
de control usando la técnica societaria en su beneficio y perjuicio de terceros, particularmente 
ante el “obiter dictum” de la Corte en el caso Comercial del Plata, al que hemos hecho 
referencia409. Son obligaciones independientes, no novadas ni extinguidas, que ni siquiera son 
atraídas por el proceso concursal en cuanto intentadas por el perjudicado contra sujetos no 
concursados, como viene repitiendo la jurisprudencia y se afirma en el derecho comparado. 

En LA INSTITUCIÓN JURÍDICA SOCIEDAD (Sobre responsabilidad de socios y controlantes, 
motivada en fallos laborales)410 decíamos: En la reforma italiana, por ejemplo, el art. 2497 que 
expresamente establece un régimen de acciones de responsabilidad: "Las sociedades o los entes 
que, en ejercicio de actividades de dirección y coordinación de sociedades, actúen en el interés 
empresarial propio o ajeno, en violación de los principios de correcta gestión societaria y 
empresarial de éstas sociedades,  son directamente responsables frente a los socios de éstas por el 
perjuicio causado a la rentabilidad y al valor de la participación social, y frente a los acreedores 
sociales por la lesión producida a la integridad del patrimonio de la sociedad.  [...]  Responde 
solidariamente quien haya participado en el acto lesivo y, en los límites del beneficio obtenido, 
quien se haya beneficiado a sabiendas". … A su vez “La imposibilidad manifiesta de realizar el fin 
social”, nuestra equivalencia de “cumplimiento del objeto social”,…“Hipótesis típica de 
imposibilidad manifiesta de conseguir el fin social es la infracapitalización material, es decir, aquel 
supuesto en que la sociedad carece, en el momento constitutivo o con posterioridad, de los 
fondos suficientes para el ejercicio de la empresa que constituye el objeto social (sobre el 
concepto y las clases de infracapitalización, v. C. Paz-Ares, ADC,1983,1588-1595). En efecto, si los 

                                                                                                                                                                                 
Deberes y Responsabilidad de los Administradores de Sociedades de Capital, 2006, Ed. Thomson-Aranzadi 2ª edición, 
Navarra, p. 387. BELTRÁN, E. La responsabilidad por las deudas sociales en “La responsabilidad de los administradores”, 
dirigido por Angel Rojo y Emilio Beltrán, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia 2005, cap. 6, pág. 213. 
409

 En ¿REORGANIZACION SOCIETARIA O CONCURSAL ANTE LA CRISIS? (UN “OBITER DICTUM” DE LA CORTE), citado. 
410 En libro colectivo “Responsabilidad de los administradores y socios por deudas laborales”, Ed. Fundacion para la 
Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, 2009, Buenos Aires, pág. 111 a 166. 
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fondos sociales son manifiestamente insuficientes para el desarrollo del objeto social y los socios 
no proceden a su adecuación (v.gr. Aumentando el capital social, eliminando o modificando  
alguna de las actividades de su objeto) la sociedad se encontrará en una situación de imposibilidad 
de realizar el fin social (cfr. C. Paz-Ares ob.cit.1608,1611; J.C. Sáenz El objeto social,343; J. 
Massaguer, en RGD, 1990, 5571)” –págs. 100/1). 

“La infracapitalización constituye en cuanto tal una fuente de peligros ya que al aumentar el 
ratio recursos ajenos/recursos propios eleva los costes de agencia de los acreedores de tal suerte 
que el socio de una sociedad infracapitalizada, que arriesga solo una pequeña parte de todos los 
activos involucrados en la empresa social, tiene –como beneficiario de las rentas residuales y 
titular del poder de gestión- unos intereses que se separan abiertamente de los de quienes tienen 
comprometidas mayores inversiones y no las gestionan”411… “En los procesos de 
infracapitalización lo característico es justamente la ausencia de acreedores profesionales, que son 
los únicos en condiciones de valorar el riesgo asumido. El dispositivo de protección se focaliza en 
consecuencia hacia los pequeños acreedores…” –pág. 1180- “Si la limiación de responsabilidad 
comporta la traslación de las consecuencias del fracaso empresarial a los acreedores cuanto estos 
últimos no logran satisfacer sus créditos, parece lógico que el legislador haya establecido en la 
práctica totalidad de los ordenamientos nacionales medidas encaminadas a proteger a dichos 
acreedores frente a los riesgos derivados de la limitación de responsabilidad” –pág.1185-. 

Así Vitolo enfatiza412 “No caben dudas que la protección del crédito, de la actividad económica 
y –en materia societaria- de los accionistas y terceros, debe ser uno de los objetivos primordiales 
del sistema jurídico que gobierna las relaciones empresarias, económicas, financieras y del 
mercado. Y en ello el capital social tiene un rol preponderante, asi lo hemos sostenido en varias 
oportunidades”, y particularmente concilia con nuestra postura no novatoria expresando “Frente 
a un Acuerdo Preventivo Extrajudicial o un Concurso preventivo con acuerdos homologados 
judicialmeante, quedará sólo la posibilidad de intentar acciones derivadas del derecho común con 
el objeto de reclamar los daños y perjuicios sufridos por quien los invoque”413. 

5. Nos preocupa la visión catastrófica con la que Daniel cierra la polémica en cuanto se 
aceptara nuestra postura, pues nadie como nosotros ha trabajado por la conservación de la 
empresa, afrontándose en forma temprana las crisis como apunta el mismo Truffat con sus 
apreciaciones sobre nuestra visión en el citado trabajo EL DERECHO CONCURSAL EN LOS TIEMPOS 
DE LA “GRAN CONTRACCIÓN. La visión sistémica de la cuestión nos permite señalar que –como 
señala nuestro distinguido amigo- el concurso en muchísimos casos constituye un negocio para 
administradores y socios de la sociedad en crisis, que se aborda con gran desgaste jurisdiccional 
bajo el lema “hay que conservar la empresa”, sin que se expliciten que planes de negocio –que de 
no existir perfilan por lo menos culpa omisiva. se desarrollan ni se cumplimenten los recaudos 
societarios y concursales previstos, y menos una actuación temprana asumiendo esfuerzos y no 

                                                           
411

 FERNANDEZ de la GÁNDARA La infracapitalización societaria: un problema de política y técnica legislativas en 
“Derecho Económico Empresarial – Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo 
Gebhardt, Ed. La Ley, Buenos Aires 2011,  tomo II  pág. 1175 v. con cita de PAZ-ARES La infracapitalización. Una 
aproximación contractual” en Revista de Derecho de Sociedades, número extraordinario sobre “La reforma del Derecho 
de Sociedades de Responsbilidad Limitada, 1994, ps. 253 y ss., pág. 258. Las citas posteriores del párrafo corresponden 
al primer artículo. 
412

 VITOLO, Daniel R. Algo más sobre el fenómeno de la infracapitalización en las sociedades comerciales en “Derecho 
Económico Empresarial – Estudios en Homenaje al Dr. Héctor Alegría”, Coordinadores Diana Farhi – Marcelo Gebhardt, 
Ed. La Ley, Buenos Aires 2011,  tomo II  pág.1569 v.. 
413

 Ensayo citado en nota anterior pág. 1597 
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trasladando los perjuicios a los acreedores. No es la quita la generadora del daño, sino las 
conductas de esos administradores y socios. 

5.1 Creemos que el polemista no distingue las obligaciones implicadas considerándolas únicas. 
No se detiene a analizar no sólo la diferente fuente sino la posibilidad de diversos montos. Es claro 
que si estamos ante el incumplimiento obligacional del administrador que en violación al art. 59 
produjo daños por el incumplimiento de la sociedad, que se podría haber evitado si hubiese 
cumplido con su actuar diligente las consecuencias serán no sólo repara el daño inmediato (no 
pago de obligación societaria en tiempo y forma) sino además el mediato –ver supra 3.2.-. Además 
¿si la ley no libera a pesar de la novación concursal, por cierto especialísima, al codeudor solidario 
o al fiador , porque entendemos que la homologación libera o exonera de responsabilidad al 
administrador por su inconducta en la gestión de administración? Si una obligación accesoria 
como la fianza no se extingue  porque habrá de extinguirse una obligación de fuente distinta e 
independiente al crédito novado? 

5.2. No hay que descartar supuestos de los llamados “aprovechamientos indebidos” o “el 
fraude construido”, que son formas del abuso de derecho414.  Con el criterio de Daniel, presurosos 
asesoremos a administradores inescrupulosos que han hechos estragos con su gestión que la 
mejor solución para purgar su responsabilidad respecto de los terceros es el concurso, que 
condonará sus culpas y dolos por gravosos que sean. Sólo se conseguirá incentivar el negocio del 
concurso y atiborrar los juzgados. 

Cerramos con nuestro agradecimiento y disculpándonos de la forma expositiva, como si 
estuviéramos conversando en una mesa de café con apreciados colegas. Los procedimientos 
concursales (o preconcursales) son para salir de una crisis no para hacer negocios como bien 
señala nuestro distinguido amigo el jurista E. Daniel Truffat, con quién sin duda seguiremos 
dialogando y acercándonos en la polémica respetuosa y madura, en la vocación y amistad que nos 
une. 

 

 

 

 

 

                                                           
414

 DOBSON, Juan M. “El abuso de la personalidad jurídica (en el derecho privado)” Ed. Astrea, Buenos Aires 1985, pág. , 
149, 157, 295 y muchas otras referencias. 
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3) Grupo de investigación 3: “Formas de liberación y remisión de la deuda mundial para 
volver al crecimiento”  
Director: Dr. Darío Tropeano (Argentina) 

Integraron este grupo de investigación:  

a.  Carlos Alberto Ferro Ilardo.- La Problemática del endeudamiento global: 
Introducción. 

b. Darío Tropeano. Causales y circunstancias del endeudamiento global. 
c. Gerardo Carlo-Altieri. Antecedentes históricos sobre la condonación de la deuda 

pública y privada. 
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FORMAS DE ALIVIO DE LA DEUDA GLOBAL 

Trabajo Preliminar 

 

LA PROBLEMATICA DEL ENDEUDAMIENTO GLOBAL: INTRODUCCION. 

Carlos Alberto FERRO ILARDO 

 

A pesar de la crisis financiera del año 2008, se sigue navegando en un mundo de riesgos y las 
burbujas financieras no se detienen, profundizando  de esta manera perspectivas inciertas para los 
próximos años.  

El problema de crecimiento de las economías se ha trasladado como “burbujas” al sistema 
financiero, esta dinámica en la que se destinan más capitales al mercado y se buscan eludir los 
problemas de acumulación mediante el crédito y la constante generación de burbujas 
especulativas, ha expandido la deuda tanto para hogares, como para empresas y gobiernos a nivel 
antes nunca vistos.  

Todo indica que los problemas de sobreendeudamiento externo en el mundo capitalista están 
a punto de estallar nuevamente, las variables económicas así lo auguran, no  vislumbrándose  
mecanismos en lo inmediato que permitan y faciliten su reducción.  

La crisis en proceso es una metamorfosis de aquellas con las que se concluyo el S. XX,  como la 
Asiática de 1997,  la cual precipitó la revisión a escala mundial del funcionamiento de los acuerdos 
financieros internacionales.1   

No recuperadas del todo las finanzas globales, un nuevo golpe sufrieron con la crisis de las 
empresas tecnológicas en el año 2000 y de ahí en más, la inestabilidad de los mercados mundiales 
se profundizo por los efectos propios de la liberalización sobre el funcionamiento de la economía. 

La liberalización y la innovación financiera  de los últimos años han vuelto en cierta medida 
irrelevante  las fronteras físicas de los países. Si la regulación era necesaria dentro de ellas, en este 
nuevo escenario se vuelve una realidad insoslayable por cuanto los mercados liberales son 
eficientes si están eficientemente regulados.2 Hasta que ello no se comprenda los trastornos 
masivos de los mercados integrados seguirán siendo la génesis de crisis cada vez más expansivas y 
dinámicas. 

El origen de la crisis financiera en las prácticas de préstamos de alto riesgo en el mercado de 
EE.UU demostraron a partir del año 2008, una clara vinculación entre la expansión del crédito 
ilimitado a empresas y particulares y la estabilidad financiera macroeconómica3, por lo que las 
conexiones entre ambos son evidentes.  

Así como una crisis bancaria mal resuelta puede ser causa de una crisis soberana; el 
sobreendeudamiento de los particulares y de las empresas pueden afectar la economía de un país. 

                                                           
1 John Eatwll & Lance Taylor “Finanzas globales en riesgo”  pág., 10 y ss. S. XXI editores 2005 
2 John Eatwll & Lance Taylor cit., pág. 10 y ss. 
3 Matilde Cuena Casas: “ Sobreendeudamiento privado como causa de las crisis financieras y su necesario enfoque 
multidisciplinar” (documento PDF)  en http://eprints.ucm.es 
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En mirada retrospectiva, tanto en el mundo “subdesarrollado” como en el “desarrollado”, el 
sobreendeudamiento reiteradamente ha generado complejas situaciones económicas, incluyendo 
el estallido recurrente de crisis de deuda externa.4 

En términos macroeconómicos,5 la deuda global ha llegado a superar los 217 billones de 
dólares (208 billones de euros). Esta cantidad, que agrupa lo que deben las empresas, los hogares 
y los gobiernos, ya equivale a un 327% del producto interior bruto de todo el mundo, según el 
Instituto Internacional de Finanzas (IIF). Ciertos especialistas denominan a esta crisis en gestación  
como la crisis de “sobreproducción y de endeudamiento” dada la forma que adquiere en la 
dinámica global.  

Dos tercios del monto provienen de endeudamiento privado, lo cual constituye un freno 
importante para la recuperación económica y un riesgo para la estabilidad financiera. El origen de 
esta situación se encuentra en las políticas que promovieron los bajos intereses y la ‘flexibilización 
cuantitativa’, una opción que les permitió a los bancos centrales comprar bonos e inyectar billones 
de dólares al sistema bancario.  

A través de esta inyección se esperaba que los bancos privados aumentasen los préstamos a las 
empresas y estimulasen así el crecimiento económico. Empero, la economía real no se benefició 
mucho. Por el contrario, la mayor parte del dinero se destinó a los mercados de valores.  

También, en la búsqueda de altos rendimientos, los inversionistas impulsaron el 
endeudamiento de los países en desarrollo, los cuales se volvieron más vulnerables a las 
oscilaciones del ánimo de aquellos.6 

Las economías capitalistas no se quedan atrás al momento de cotejar porcentajes, pues las más 
desarrolladas presentaban en el segundo trimestre del año 2016, niveles de endeudamiento 
público y privado del 250% al 388% de su PIB7, lo que señala que la única forma de mantenerse 
creciendo ha sido a través del endeudamiento, aspecto  que se acentúa en el año en curso. 

En el análisis no puede evitarse mencionar la trampa de la deuda a la que se enfrentan los dos 
colosos de la economía mundial: EE.UU y China. En el país asiático los riesgos se acumulan, con 
una deuda galopante y  un crecimiento basado en el gasto público y una burbuja inmobiliaria, 
obligando al gobierno a endurecer su política monetaria para desactivar además la bomba de 
relojería que constituye la “banca en la sombra”.   

Por otro lado, como lo sostiene el especialista F. William Engdahl8, la economía financiera de 
Estados Unidos está entrando en una nueva espiral descendente provocada por la deuda. Deuda 
que tiene sus origines en múltiples sectores de la economía que se analizaran seguidamente. 

Gobiernos, empresas, financieras y no financieras, y familias de todo el mundo siguen 
aumentado sus niveles de deuda progresivamente a la vez que la economía mundial sufre de 
relentizacion. En este panorama debe destacarse que el protagonismo como mayor deudor, en los 
nueve primeros meses de 2016, corresponde a los Gobiernos, tal como lo expresan las 
estadísticas.  

                                                           
4 Alberto Acosta: “Deuda externa una pesadilla” en http://www.cadtm.org 
5 https://economia.elpais.com del 6/01/2017 
6 http://www.eltelegrafo.com.ec/noticias/punto-de-vista/1/el-alto-nivel-de-endeudamiento-mundial-amenaza-la-
estabilidad-economica 
7 www.http://cartaeconomica.com 
8 Analista geopolítico de la Universidad de Princeton 

http://www.cadtm.org/Deuda
https://elpais.com/tag/deudas/a
https://elpais.com/tag/pib/a
https://economia.elpais.com/
http://www.eltelegrafo.com.ec/noticias/punto-de-vista/1/el-alto-nivel-de-endeudamiento-mundial-amenaza-la-estabilidad-economica
http://www.eltelegrafo.com.ec/noticias/punto-de-vista/1/el-alto-nivel-de-endeudamiento-mundial-amenaza-la-estabilidad-economica
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I- MONTOS DE LA DEUDA PÚBLICA Y PRIVADA SEGÚN ESTADISTICAS GLOBALES 

 

 

 

 

 

Los ratios de deuda pública entre PIB, han entrado a formar parte del debate público sobre la 
economía en los últimos años.9 El ratio se calcula como el cociente entre la deuda pública y el 
producto interior bruto de un país. El PIB es una variable-flujo que se referencia a un período de 
tiempo concreto. Normalmente se entiende como el conjunto de bienes y servicios producidos en 
un país en un año. La deuda en cambio es una variable-fondo, que tiene el sentido de acumulación 
desde siempre hasta una fecha determinada. 

Bajo estas variables, puede entenderse que el PIB de un país implica un determinado nivel de 
ingresos fiscales,  lo que a su vez, determinaría una cierta capacidad para pagar la deuda pública. 

Esta relación, sin embargo, es muy genérica y no determinante, porque se ve afectada por 
otros factores  como los tipos de interés, la estructura impositiva o el déficit público.10   

Si bien no existe una relación universal específica entre deuda pública y PIB que sirva para 
explicar las crisis financieras, es un dato no menor de referencia para la solvencia de un país, pero 
no el único. 

 

                                                           
9 Nicolás López: “La relación entre deuda pública y PBI” en http://www.expansion.com 
10 Nicolás López cit. 
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Si una economía está endeudada, pero presenta niveles aceptables de crecimiento económico 
su ratio de deuda acabará disminuyendo con el tiempo, en función del volumen de deuda y de la 
tasa de crecimiento. 

Éste es precisamente el problema de algunos países de Europa porque la falta de crecimiento 
se compensa a la fuerza con las llamadas medidas de austeridad.11 Estas últimas tienen como 
objetivo a través de una política económica y fiscal disminuir la deuda  pública. 

 

                                                           
11 Luis Torrent “ La deuda pública de los países de la Unión Europea” en http://www.unitedexplanations.org 
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La deuda pública son todas las obligaciones insolutas del sector público, contraídas en forma 
directa o a través de sus agentes financieros (The World Bank, 2015). La deuda es una herramienta 
del gobierno para diferir sus gastos en el tiempo y así poder cumplir el conjunto de funciones que 
le son encomendadas.12 El déficit público es un flujo monetario que se forma al realizar las 
administraciones gastos superiores a los ingresos que se generan a través de los impuestos y las 
cotizaciones sociales. 

¿Por qué es importante el conocimiento de los índices de deuda? La deuda es una herramienta 
financiera del gobierno para repartir sus costos en el tiempo que impacta en su política 
económica.  

Si bien la deuda puede ser utilizada para ejercer la política fiscal, así como financiar inversiones 
necesarias para mejorar la provisión de bienes públicos, y con ello fomentar el desarrollo 
económico y los servicios, si se emite sin mesura puede dañar al crecimiento económico. Esto 
genera un dilema para algunos gobiernos que tienen que decidir entre invertir en infraestructura 
(a costa de una mayor deuda) o mantener un bajo nivel de endeudamiento y no crecer (Ostry, 
Ghosh, y Espinoza 2014). 

La forma  inmediata para reducir déficit público es a través del crecimiento de la actividad 
económica y del empleo (PBI). Otra vía de reducción seria introducir modificaciones fiscales en los 

                                                           
12 Entre otros documentos se consultó en pdf:  
scholar.harvard.edu/files/vrios/files/201508_mexicodebt.pdf?m=14535131 
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ingresos, como en los gastos13 o venta de activos públicos, poniendo especial énfasis en este caso 
en el destino de los ingresos. 

La quita de deuda pública voluntaria con los tenedores de deuda  o unilateral mente a través 
del “default” es otra opción que tienen los países con estos desequilibrios financieros. 

A medida que los niveles de deuda aumentan hacia sus límites históricos, las primas de riesgo 
comienzan a subir acusadamente, situando a los gobiernos altamente endeudados ante difíciles 
dilemas de solución,14 pues tienen que elaborar planes para su reducción, en la mayoría de las 
veces con costos sociales elevados. 

A continuación expondremos a nivel global, las principales causas del endeudamiento actual, 
según análisis de los distintos especialistas financieros. 

 

II-  LA INQUIETANTE EXPANSION DEL ENDEUDAMIENTO  EMPRESARIAL Y FAMILIAR EN CHINA 

A China como a varios países emergentes, la formula de sólidos superávits en el balance de 
cuenta corriente, reducciones en el apalancamiento y acumulación de reservas internacionales 
desde el año 2000, le permitió atravesar la tormenta desatada por la crisis financiera global del 
2008.  

Sin embargo en la actualidad el panorama luce muy diferente;  no obstante la opacidad 
informativa, temiéndose el fortalecimiento del dólar y los nuevos cambios en la regulación del 
mercado que la llevan a una transformación estructural,  se advierte un fuerte aumento en la 
colocación de títulos de deuda empresarial, a la par que la deuda de los hogares y los precios de 
las viviendas en el país asiático crece a un ritmo “alarmante”15.  

A partir de ese prospecto es que probablemente se esté desplegando  una “nueva burbuja”, 
por cuanto la desaceleración económica y la volatilidad en el mercado de acciones ha levantado 
preocupaciones en el gobierno que apuesta a la transformación de China en una economía donde 
el consumo interno sea el principal motor del crecimiento.16 

En consecuencia, se está promovido medidas para estimular el desarrollo empresarial con 
deuda local, suavizando la regulación y permitiendo que las empresas aumenten su liquidez vía 
emisión de bonos corporativos con menos requisitos, lo que favorece al sector privado, por cuanto 
para obtener financiación no necesitan estar listadas en el mercado de acciones y a las firmas con 
calificación AAA se las exime de cualquier revisión regulatoria a la hora de emitir nuevos títulos de 
deuda local. 

Esta mutación en materia fiscal y monetaria ha llegado a los hogares. Los créditos fáciles y los 
cambios de hábitos han transformado al país, cuyos consumidores eran más bien reacios a los 
préstamos, pero que ahora se lanzan ávidamente a las compras.   

En términos cuantitativos debe apreciarse que estas transformaciones en los hábitos y la 
cultura de consumo, están conduciendo al gran país asiático a una verdadera "trampa de la 

                                                           
13 https://economia.elpais.com/economia del 4/12/2014 
14 Se recomienda la lectura del siguiente trabajo: - Dialnet deudaPublicaYCrecimientoEconomicoUnaRelacionLlenaD-
5581989.pdf 
15 http://w3.informador.com.mx/economia/2016/694272/6/el-endeudamiento-de-los-hogares-se-dispara-en-
china.htm; https://economia.elpais.com del 11/8/2016 con nota de Xavier Fontdegloria 
16 http://www.dinero.com/internacional/articulo/la-deuda-empresarial-china-2015/215873. 

https://economia.elpais.com/economia
http://w3.informador.com.mx/economia/2016/694272/6/el-endeudamiento-de-los-hogares-se-dispara-en-china.htm
http://w3.informador.com.mx/economia/2016/694272/6/el-endeudamiento-de-los-hogares-se-dispara-en-china.htm
https://economia.elpais.com/
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deuda" por el incremento permanente del crédito de la banca, controlada totalmente por el 
Estado.  

Las fuertes políticas de estimulo inducidas por el gobierno pueden terminar descarrilando; 
porque si el crédito sigue expandiéndose a las actuales tasas, cuanto más tiempo tarde el gobierno 
en  introducir medidas correctivas, mayor será el impacto.  La experiencia indica que todos los 
grandes países con un aumento rápido de la deuda han experimentado ya sea una crisis financiera 
o una desaceleración económica prolongada.17 

En los últimos cinco años la deuda de los hogares en la segunda economía mundial aumentó 
del 28% del PIB a más de 40%. Desde el ámbito empresario las condiciones favorables han 
registrado que la emisión de bonos de compañías chinas  aumento 45% en un año, lo que permite 
intuir un apalancamiento alarmante. 

El diferencial entre los bonos soberanos y los corporativos se ha reducido y registran su nivel 
más bajo desde hace ocho años, lo que podría verse como un síntoma de que los bonos 
corporativos están siendo adquiridos a través de operaciones de apalancamiento, lo que permite 
hacerse sin recursos estables o flujos adicionales  que incrementa el riesgo y una potencial 
amenaza al futuro de la economía global, ya que la asignación sin supervisión de préstamos a 
empresas con poca capacidad de pago puede generar un importante número de futuros impagos 
por los que deberá responder la administración china.  

En concordancia con lo señalado la agencia de calificación crediticia estadounidense Moody’s18 
en el mes de Mayo pasado rebajo la categoría de deuda China, primera degradación de la 
calificación china desde noviembre de 1989,  ante las expectativas de que la fortaleza financiera 
del país se deteriore en los próximos años debido a la peligrosa combinación de una deuda cada 
vez más abultada y una tasa de crecimiento a la baja.  

Como se advierte las variables de deuda empresarial y familiar,  se encuentran atravesando una  
zona sensible  y los recursos que deban  destinarse para mitigarlas, dado el volumen desarrollado, 
sin duda pondrían a la segunda economía más grande del mundo en un tobogán. 

 

III-EL IMPAGO DE LA DEUDA ESTUDIANTIL EN LOS EE.UU Y SU EFECTO DERRAME EN LA 
ECONOMIA  

No solo la fuerte escalada de la deuda China amenaza la economía global, como ya lo ha 
advertido el FMI y Banco Mundial, sino que la deuda de los estudiantes estadounidenses, la cual 
no para de crecer,  está provocando que se estén disparando los casos de impago a niveles que 
preocupan directamente a la misma Reserva Federal e indirectamente a las finanzas mundiales, de 
por si en estado frágil, tras la crisis irresuelta del año 2008.  

La deuda estudiantil total en EE UU ascendió en el año 2016, a 1,3 billones de dólares19 y está 
en manos de 42,4 millones de estadounidenses, lo que supone un aumento del 170% desde el año 
2006 sin vicios de ser reducida en los próximos tiempos; de ello, 4.2 millones de endeudados 
faltaron el año pasado a sus pagos durante al menos nueve meses.  

                                                           
17 Ángel Jozami: “La economía de China tiene en vilo al mundo” www.telam.com del 29/4/2017 
18 www.eluniversal.com.mx del 24/5/2017 
19 Armando Dieguez: “La deuda estudiantil de Estados Unidos mete miedo: $1.3 billones y contando” 
http://www.mundiario.com del 21/3/2017. 

http://www.telam.com/
http://www.eluniversal.com.mx/
http://www.mundiario.com/
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Es decir, uno de cada diez estudiantes no está cumpliendo a tiempo con los plazos.20 La deuda 
de préstamos estudiantiles es ahora la segunda categoría de deuda de consumo más alta, detrás 
de la deuda hipotecaria; siendo inclusive  más alta que la de tarjetas de crédito y los préstamos 
para automóviles.  

Según encuestas, el 20% de los estadounidenses con más de 50 años tienen deudas 
relacionadas con su educación. Los jóvenes que deciden abandonar los estudios tienen cuatro 
veces más posibilidades de entrar en una espiral de impago de los créditos que uno que se gradúa 
a pesar de los múltiples planes de repago existentes.  

Lo grave es que en el contexto, la evolución del crédito estudiantil va en línea con el 
incremento general del endeudamiento por parte de las familias, que asciende a 12,6 billones de 
dólares, de acuerdo con los datos de la Reserva Federal.21 Esto es más de U$S 460.000 millones 
que en el 2015, representando  el alza más importante en una década. La mayor parte se 
concentra en las hipotecas, con 8,5 billones, lo que indica  que la crisis del año 2008 al fin de 
cuentas, tiene su continuación bajo otra modalidad y ambas  variables  de deuda estudiantil y 
endeudamiento familiar van en escala ascendente a velocidad crucero.  

El encadenamiento de los índices mencionados tendrá indudablemente un impacto social en el  
desarrollo de la economía, por cuanto la baja remuneración de los empleos complica las 
perspectivas de reducir deuda, influyendo en la calidad educativa y en el aumento considerable 
del abandono estudiantil.  

A esta situación por demás sensible,  se agrega que la actual administración en el gobierno ha 
complicado las cosas un tanto más, al ordenar la eliminación de las protecciones frente a los 
recolectores de la deuda estudiantil que ahora pueden imponer comisiones de doble dígito, sobre 
el principal de la deuda,22 lo que dificultará su pago y reestructuración. 

Ante el efecto negativo que este índice provoca en el entorno económico, se evalúan  distintas 
formas de alivianar la deuda estudiantil, y una de las propuestas legislativas, consiste en permitir a 
los estudiantes declararse en bancarrota; que según palabras de los especialistas es como “la 
última tarjeta para salir gratis de la cárcel”, con ello se pretender  brindar a este sector 
ampliamente endeudado una oportunidad que no se tenía.23 

La Ley de Bancarrota para el Descargo de Préstamos para Estudiantes (H.R. 2366) propone 
reformar las normas federales de bancarrota, para establecer la paridad entre la deuda de 
préstamos estudiantiles y otras formas de deuda. 24 

Se advierte que el proceso de quiebra es el oxigeno, que se pretende dar a un sector sobre 
endeudado que no para de crecer;  la economía de EE.UU sufrirá el impacto de esta modalidad de 
salida, agregando un eslabón mas a la pesada cadena de deuda que el país tiene, siendo los 
contribuyentes quienes una vez más deberán soportar este lastre. 

                                                           
20 Sandro Pozi “El impago de la deuda estudiantil se dispara en Estados Unidos” 21/3/2017; 
http://consumerfed.org/press_release/new-data-1-1-million-federal-student-loan-defaults-2016/ 
21 https://www.newyorkfed.org/microeconomics/hhdc.html 
22 Armando Dieguez, ob., cit., 
23 Proponen ley para que deudas estudiantiles sean liquidadas en bancarrota en https://www.tribunahispanausa.com 
del 24.5.2017 
24 Proponen ley para que deudas estudiantiles sean liquidadas en bancarrota en https://www.tribunahispanausa.com 
del 24.5.2017 

https://www.newyorkfed.org/microeconomics/hhdc.html
https://www.tribunahispanausa.com/
https://www.tribunahispanausa.com/


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

504 

 

IV- BURBUJA DE INVENTARIO Y BAJA CALIDAD DE LOS CREDITOS PRENDARIOS EN EL SECTOR 
AUTOMOTRIZ DE LOS EE. UU. 

El sector de la industria automotriz se encuentra actualmente en una encrucijada, que de no 
mediar un esfuerzo por distintos actores financieros y económicos para solucionarla seguirá 
generando una burbuja de efectos impredecibles.  

La industria automotriz de EE.UU cerró el 2016 con una “burbuja” en inventario que requerirá 
disciplina en producción y precios para ser resuelta.  Sin embargo, la alerta no termina allí, sino 
que se extiende a otra burbuja  que se estaría incubando producida  por la baja calidad de los 
créditos para automotores otorgados tras el rescate de la industria en el año 2008.  

La crisis del sector del automóvil estalla en el segundo semestre de 2008 en los EEUU con 
ramificaciones a todo el mundo. En líneas generales  tiene su origen en la combinación de diversos 
factores entre los cuales se encuentra: caída de  producción, disminución de las exportaciones, 
contracción del crédito, aumento del combustible  y un panorama financiero global enmarcado 
por la recesión.  

En este contexto los tres grandes protagonistas del sector: General Motors, Ford y Chrysler, se 
vieron en serias dificultades; debiendo recurrir no solo a la reestructuración de personal, sueldos, 
modificación en sus modelos de producción25 y cierre de establecimientos, sino que en uno de los 
casos directamente la fusión con otra empresa se vislumbro como la única salida a la bancarrota. 

Luego del salvataje que el gobierno de los EE.UU26 les hizo, supieron reinventarse desde lo 
tecnológico, adecuando sus modelos a las nuevas necesidades del mercado; pero, desde lo 
financiero el respaldo del rescate dejo abierta la brecha para la innovación financiera, lo que 
provoco un auge de préstamos para levantar a las alicaídas ventas. 

El impulso a los préstamos de baja calidad y el feroz endeudamiento como una política cultural 
arraigada  en la sociedad de consumo, sembraron como factor de recuperación en el lapso de 8 
años, una cartera de morosos en el sector de manera  imparable.  

Según especialistas son más de un millón los deudores atrasados en el pago de esta clase de 
créditos prendarios cuyo nivel de morosidad sigue en aumento. Si el monto total de préstamos 
automotores ya alcanza los u$s 1,15 billones, en la sola categoría subprime llegan a u$s 179.000 
millones. 27 

El sector bancario sigue atentamente este espiral ascendente, por cuanto el desempeño del 
crédito automotor, especialmente en la securitización, se sigue deteriorando y ello repercute en 
las carteras de los bancos, lo que es aprovechado por la ingeniería financiera que a ante la 
ausencia de regulaciones, tiene vía libra para provocar descalabros. 

                                                           
25  Según especialistas de la industria para ese tiempo, estas empresas habían descuidado en sumo grado el desarrollo 
de automóviles de pasajeros y, en su lugar, se enfocaron en camionetas  debido a los mejores márgenes de beneficios, 
para compensar los costos. Luego de la crisis se adaptaron a la realidad mundial. 
26 Se dice que la industria recibió U$S 17.400 millones como ayuda con condiciones rigurosas, entre ellas la desaparición 
de marcas, y la renovación en las líneas de modelos, sin dejar de reconocer que las malas políticas administrativas 
fueron las responsables de la debacle. Ver “EEUU: automotrices recibirán ayuda por u$s 17.400 millones” en  
http://www.ambito.com del 19/12/2008. 
27 Martin Burbridge: “Aparecen senales de alerta en los creditos para automotores” en 
https://www.cronista.com/finanzasmercados del 24/4/2017 

http://gestion.pe/noticias-de-estados-unidos-200?href=nota_tag
https://es.wikipedia.org/wiki/General_Motors
https://es.wikipedia.org/wiki/Ford_Motor_Company
https://es.wikipedia.org/wiki/Chrysler
http://www.ambito.com/
https://www.cronista.com/finanzasmercados/Aparecen-senales-de-alerta-en-los-creditos-para-automotores-20170424-0023.html
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Esta historia al parecer se repite, porque ambas crisis tanto la subprime de inmuebles como 
ahora la  automotriz, si bien en volúmenes diferentes, tienen en común la fragilidad del sistema 
financiero y la falta de regulaciones.28  

Se señala que los grandes bancos están nuevamente en uso de innovadores instrumentos 
financieros, al desarrollar de manera semejante a lo que hicieron con los paquetes de hipotecas, 
los de bonos con la deuda de las automotrices; al fin de cuentas a último momento tienen la 
certeza de que  el Gobierno los salvara de producirse una crisis.  

Según especialistas, el hogar estadounidense se ve obligado a endeudarse cada vez más, 
debido a que el aumento en el costo de vida ha superado el crecimiento de los ingresos en los 
últimos 12 años. Hoy en día la deuda total del consumidor asciende hasta unos asombrosos 11.91 
billones de dólares, casi el 70% del PIB. 

 

V-EL ENDEUDAMIENTO MEDIANTE TARJETAS DE CREDITO 

Desde el estallido de la crisis financiera en 2008, buena parte de los esfuerzos destinados a 
paliar sus efectos ha estado en la reducción de la deuda de los estadounidenses.  

Por las dinámicas del crédito y las reglas de la sociedad de consumo imperantes  los ciudadanos 
dependen de las tarjetas de crédito no solo para construir su historial crediticio en ese país, sino 
para acceder a innumerables beneficios entre ellos las de la hipoteca. 

La Reserva Federal de Estados Unidos en Abril de 2017 dio a conocer que la deuda total por 
tarjeta de crédito supero el “trillón” de dólares, número que para nosotros representa mil millones 
de dólares ($1,000,000,000,000).29 

Según apuntaba CardHub.com en el año 2016,30 la medida por individuo se encontraba sólo a 
500 dólares de alcanzar el límite de lo que se considera "insostenible". A partir de dicho nivel, el 
riesgo de impagos masivos aumenta dramáticamente: "Los consumidores están volviendo a sus 
malos hábitos”, por lo que si la deuda sigue creciendo los consumidores estadounidenses tendrán 
que pagarlas en un tiempo récord para evitar impagos o una reducción en su crédito disponible.  

Esa misma institución recientemente31 anunció  que aumenta su tasa de interés por tercer 
semestre consecutivo, lo que  afectará a la mayoría de las tasas ajustables de deudas, como las 
tarjetas de crédito y los préstamos hipotecarios; por lo que a los consumidores endeudados en 
estos mercados se les dificultará aun mas las condiciones de pago. 

 

VI- LA DEUDA PENDIENTE DE LAS CORPORACIONES NO FINANCIERAS EN LOS EE.UU 

El excesivo endeudamiento privado es un freno importante para la recuperación económica 
mundial y un riesgo inherente para la estabilidad financiera.  

                                                           
28 Ver “El nuevo 'subprime' de EU: los coches”  en http://www.elfinanciero.com.mx 18/7/2017 
29 “La deuda por tarjeta de crédito en EEUU alcanza los mil billones de USD” en  https://capitalfix.mx del 17/03/2017. 
30 José Luis Hard: “La deuda de las tarjetas de crédito en EEUU se dispara hasta rozar el billón de dólares” en  
www.eleconomista.es del 11/03/2016. 
31 “Malas noticias si tiene créditos o hipotecas en EEUU: la Reserva Federal aumenta nuevamente la tasa de interés” en 
http://www.univision.com del 14/6/2017. 

http://www.elfinanciero.com.mx/
https://capitalfix.mx/
http://www.eleconomista.es/
http://www.univision.com/
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La deuda pendiente de las corporaciones no financieras de EE.UU se encuentra casi en los 14 
billones de dólares, luego de que se disparó durante la última década y se evidencia un alto 
incumplimiento de su pago por parte de los tomadores de deuda. Su desintegración sería un golpe 
más al derrumbe de la economía estadounidense y la economía global, que en general atraviesa 
un ciclo de relentizacion.  

Bajo pronóstico reservado un “crac” con su epicentro en la burbuja de la deuda corporativa 
podría ser mucho peor que el estallido de la burbuja hipotecaria del año 2007 y 2008, que era de 
11 billones de dólares, la cual ocasionó sangre y lágrimas que todavía se sufren32.  

La falta de regulación adecuada del sistema financiero facilita que los instrumentos bancarios 
combinen operaciones de la banca comercial con otras operaciones financieras que potenciadas 
por la tecnología viabilizan  grandes desastres y desequilibrios en los mercados.  

La amnesia histórica de la crisis del 2008, siembra como se advierte, un panorama de fuerte 
riesgo, puesto que  la desregulación bancaria sigue facilitando que los bancos comerciales se 
transformen en vehículos pesados de alto riesgo.      

Se observa que la Reserva Federal de los EE.UU33  se encuentra ante un dilema de difícil 
solución con respecto a una posible normalización de las tasas de interés, ya que ello haría estallar 
la pirámide de deuda de los consumidores de casi 12 billones de dólares, junto con la deuda 
corporativa, todo un coctel explosivo que puede pulverizar parte del sistema económico mundial, 
tal como se lo conoce actualmente. 

La burbuja de los bancos centrales es hoy más grande de lo que fueron en el año 2000 la 
burbuja de las empresas tecnológicas y en año 2007, la de la crisis  inmobiliaria.  

La primera llevo a la quiebra a muchas compañías en donde se advirtió entre otras cosas, un 
descomunal fraude contable (Enron). En la segunda, los bancos y la especulación de los 
consumidores desato una crisis subprime en el mercado inmobiliario con quiebras como la del 
banco Lehman brothers y un efecto global en el sistema bancario que hasta hoy no luce 
totalmente recuperado como sucede en la Unión Europea. 

Hoy el mundo enfrenta una burbuja de deuda soberana, ramificada y conformada a su vez por 
otras burbujas locales, como lo analizado en China, y en los EE.UU.  El FMI ha cifrado la deuda 
global en el 225% del PIB mundial. 

En el horizonte se advierte que el sistema financiero internacional como se conocía ha dejado 
de existir, y que el mismo ha mutado a uno mucho más volátil, donde las tasas de cambio, de 
interés y los precios de los activos están sujetos a fuertes fluctuaciones. 

                                                           
32 “Presagios de que otra burbuja financiera está  estallar” cit., 
33 F. William Engdahl: ”la bancarrota de los EE.UU más cerca de lo creemos” Fuente: http://journal-
neo.org/2016/03/06/behind-the-facade-america-the-bankrupt-hegemon/ 

http://journal-neo.org/2016/03/06/behind-the-facade-america-the-bankrupt-hegemon/
http://journal-neo.org/2016/03/06/behind-the-facade-america-the-bankrupt-hegemon/
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La deuda pública de los gobiernos, el endeudamiento elevado de las familias y otros 
consumidores,  un sistema bancario que no lograr recuperarse tras la crisis del año 2008 en ciertos 
países y las incógnitas que plantea la  crisis del dinero físico a nivel global, es la batalla financiera 
del S. XXI que deberán librar los bancos centrales y los especialistas del derecho, la economía y las 
finanzas. 

 

VI- LA RELENTIZACION DE LA ECONOMIA MUNDIAL 

Los factores expuestos en los acápites anteriores a los que se suma la crisis migratoria, alto 
desempleo en la UE,  una gestión ambigua en lo referente a política petrolera y cambio climático, 
con notorias diferencias entre los países en cuanto a planes de contingencia y solución, no hacen 
más que provocar el amesetamiento y hasta profundizar el lento desarrollo económico global. 

Las causas como se advierten son varias, no vislumbrándose en el horizonte consensos 
mínimos para resolverlas, por cuanto ello implica romper necesariamente con  barreras culturales 
muy afianzadas en las sociedades, destacándose en el último año  el incremento de las tendencias 
proteccionistas y las desigualdades distributivas, que no hacen más que aumentar la tensión en el  
comercio mundial que se encuentra en una etapa de lenta recuperación. 

La historia nos refiere que cuando estalla una burbuja, se produce una verdadera caída libre de 
empresas, no solo en el sector financiero, sino que su impacto es en toda la realidad económica y 
social de un país, sin exclusiones.  

Así, la crisis de la industria tecnológica en el año 2000, llevó inexorablemente al cierre masivo 
de empresas, con el correlato de inversores que se perdían en cuestión de horas; la exuberancia 
irracional en la valoración de acciones y  otros activos, es una patología propia de los mercados del 
S. XXI., que aun no encuentran remedio.  

Adviértase que solo ocho años después de la burbuja tecnológica, se desato la peor crisis 
financiera conocida por el hombre, cuyos efectos residuales siguen vigentes a partir de la burbuja 
inmobiliaria. Prueba de ello es  que la banca europea  actualmente sufre pérdidas extraordinarias 
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bajo la caída de distintas instituciones financieras como en Italia34  y España,35 sin que las 
autoridades puedan dar una solución a la crisis de solvencia, porque sobra voluntad, pero falta 
confianza. 

La crisis del nuevo siglo no pueden ser abordadas de manera aislada, cada vez son más 
recurrentes y vinculadas entre sí, con un denominador común: la irrupción de la tecnología 
combinada con la innovación financiera  y la falta total de regulación en los mercados, que han  
desarrollado un arma letal, silenciosa y de efectos devastadores, que no encuentra correlato de 
respuesta  para su prevención, contención y mucho menos solución por las autoridades políticas. 

Analizando retrospectivamente las crisis del nuevo milenio, y las perspectivas conforme 
variables abordadas, podríamos denominar a esta parte del S. XXI como la “era del 
sobreendeudamiento”, la cual  no conoce de formas, fronteras, ni límites. 

Las probabilidades de encontrar remedios y amortiguar los efectos de las crisis financieras y 
económicas ante estos nuevos  paradigmas que se gestan y desenvuelven en los mercados 
mundiales, resultan cada vez menores.  

Se percibe ante estos trastornos que el derecho ha quedado desfasado en su objetivo de 
prever, regular y llegada la ocasión, solucionar  los desequilibrios y distorsiones económicas y 
financieras en un mundo sobre conectado. 

Sin límites, orden, reglas  y sanciones ciertos agentes económicos abusan de las herramientas 
que la ingeniería financiera desarrolla,  provocando  crisis de mutaciones vertiginosas.   

La mala gestión de las crisis, tendría importantes consecuencias en el devenir económico 
mundial favoreciendo su relentizacion y explicando en parte, que la falta de confianza que ello 
genera, siembra más incertidumbres que certezas para los próximos años. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
34 Veneto Banca ni a Banca Popolare di Vicenza  
35 Banco Popular, fue vendido al banco  Santander en un euro.  
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CAUSALES Y CIRCUNSTANCIAS DEL ENDEUDAMIENTO GLOBAL 

Dario Antonio TROPEANO 

 

 

1. Antecedentes:  

Los antecedentes que han dado origen a los que denominamos “el sistema de deuda”36 
provienen de muchos años atrás37. Originariamente convivía el crecimiento y desarrollo de 
industria motivada por el auge de la producción, la automatización y la revolución científico 
técnica, asistiendo el sistema bancario con capital ese crecimiento. En los inicios del siglo XX 
surgen nuevos procesos de elaboración masiva, más complejos y sofisticados que posibilitan 
fabricar productos en serie mediante líneas de producción ligadas entre sí. En pocos años ello fue 
superado combinando líneas enteras de producción automatizadas en un proceso total de 
fabricación, empezando por ejemplo con una materia prima que finaliza  empacada para su 
despacho en la misma máquina38. Este nivel de producción determino la fase inmediata del 
proceso, que es la comercialización de los productos fabricados, que en realidad significa la 
realización del valor para obtener la tasa de ganancia. Pero esta tasa de ganancia no es infinita, 
sino que está sometida a fluctuaciones históricas.  

Terminada la segunda guerra mundial y hasta el año 1966 tanto los salarios reales39 como la 
productividad fueron aumentando en forma intensa y conjunta, llegándose incluso casi a una 
situación de pleno empleo en los Países desarrollados40. La tasa de ganancia del capital41 se 
mantuvo a un nivel alto, gracias al constante aumento de la productividad y el desarrollo 
tecnológico,  impulsando a la baja el valor de los bienes de consumo. La expansión del consumo 
fue una consecuencia inmediata de esta situación. 

Durante el periodo 1966-1982 la tasa de utilidad del capital disminuye en tanto la ralentización 
de las ganancias de productividad no permite compensar la disminución de las horas de trabajo y 
el aumento de los salarios reales.  

El detalle del cuadro que a continuación se exhibe evidencia la evolución de la tasa de ganancia 
del capital en el periodo 1951-2017: 

 

 

                                                           
36 Nos referimos a un sistema económico-financiero que alienta el consumo y los negocios a través del endeudamiento 
del público y de empresas en general, sea para la adquisición de bienes durables –que en otro caso no podrían ser 
adquiridos por las personas y las familias - o para la especulación financiera. 
37 La ley de la Reserva Federal , El Banco Central privado de los EEUU fue promulgada en diciembre de 1913 por 
el presidente Woodrow Wilson que en su lecho de muerte, en 1924 declaro :  
"Soy un hombre muy infeliz. He arruinado sin querer a mi país; una gran nación industrial está controlada por su sistema 
de crédito. Nuestro sistema de crédito es concentrado. El crecimiento de la nación, por lo tanto, y todas nuestras 
actividades están en manos de unos pocos hombres. Hemos llegado a ser uno de los gobiernos más mal gobernados, 
uno de los más completamente controlados y dominados en el mundo civilizado, ya no es un Gobierno de libre opinión, 
ya no es un gobierno por convicción y el voto de la mayoría, sino un Gobierno por la Opinión y coacción de un pequeño 
grupo de hombres dominantes ". www.web of debt.com 
38 J.D Bernal “ Science in History “, Pelican Book Vol 3 pag 818 
39 La cantidad de bienes de consume (bienes y servicios) que un trabajador puede adquirir. 
40 www.capitalism-and-crisis-info. 
41 Valor total creado que se compone de salarios ( valor de la fuerza de trabajo ) y ganancias ( plusvalía ) 

http://www.capitalism-and-crisis-info/
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En ciclo 1982-2013 se recupera la tasa de ganancia del capital, proceso que comienza a 
manifestarse sobre finales de 1982 con los primeros efectos de las medidas adoptadas a través de 
la globalización. Ello en tanto el aumento de la productividad del trabajo que recupera márgenes 
de rentabilidad para el capital  - sin alcanzar los niveles que tenía luego de la postguerra- a través 
de una baja en la disminución del tiempo trabajado, y por cierto con una caída paulatina de los 
salarios reales y el poder del compra de los consumidores42.  

El informe de la OCDE43 del año 2016 sobre el  desempeño macroeconómico44 en el mundo  
marca la persistente debilidad del crecimiento de los ingresos de los hogares tras la crisis en las 
economías avanzadas, indicando que su origen se debe fundamentalmente al tenue crecimiento 
de los ingresos laborales. Los salarios reales continúan,  han ascendido escasamente, lo cual refleja 
la debilidad de la productividad- 

El historiador de la UCLA45 Robert Brenner ha descripto con precisión el estancamiento que 
evidencian las economías maduras adelantando las inminentes turbulencias46 y detallando el 

                                                           
42 Ídem cita 5 
43 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico ; Organización Internacional que promueve ciertas 
políticas económicas , está integrada por 35 Países con economías de mercado promoviendo el desarrollo de la 
globalización de mercados .    
44 www.oecd.org/eco/outlook/Evaluacion-general-de-la-situacion-macroeconomica.pdf 
45 University of California 
46 "La principal fuente de la crisis actual es el declive constante de la vitalidad de las economías capitalistas avanzadas a 
lo largo de tres décadas, tras ciclos de auge y depresión, uno tras otro, hasta llegar al presente. La debilidad de largo 
plazo de la acumulación de capital y demanda agregada ha estado enraizada en un profundo declive en todo el sistema y 
el claro fracaso en la recuperación. De la tasa de retorno de capital, lo que resulta principal, pero no exclusivamente, de 
una persistente tendencia a la sobrecapacidad (sobreoferta) en la industrias manufactureras mundiales. Desde el 
comienzo del largo ciclo de declive en 1973, la autoridades económicas evitaron el tipo de crisis que históricamente 
asoló al sistema capitalista mediante el recurso de endeudarse pública y privadamente cada vez más para subsidiar la 
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defecto estructural del sistema, cual es la sobre-oferta que no puede canalizarse en mayor 
consumo, provocando sucesivos periodos de auge y depresión, lo que ha conducido al 
estancamiento desde la década del setenta hasta la fecha. 

El autor nos dice que para enfrentar el amesatamiento y falta de rentabilidad la Reserva 
Federal se embarcó en un plan de endeudamiento público y privado generalizado posibilitando un 
incremento ficticio de riqueza mediante bajas tasas de intereses y expansión general de deuda. El 
Banco central privado de los EEUU se embarcó en un plan que usaría a las corporaciones, a los 
hogares y al gobierno para impulsar la economía mediante enormes sumas de préstamos y gasto 
público, posibilitando un incremento histórico de la riqueza pero sólo en los papeles. Se 
permitieron así históricos aumentos en los precios de los activos, esto último animado por el bajo 
costo de los préstamos. Los déficit privados, corporativos y de los hogares reemplazarían a los 
déficit públicos mediante una incesante oferta de crédito barato para avivar los mercados de 
activos a la larga asegurados por la Reserva Federal47.  

Brenner evalúa  la década de 1970 como el punto de inflexión. Los grandes déficit fiscales de 
los EEUU no lograron el objetivo de activar la demanda, se conjugaron simultáneamente  con una 
gran reducción de salarios y gastos sociales para ajustar los costos de productividad. Ello, 
acompañado de bajos tipos de interés, frenó al capital financiero durante los años de la década del 
70, que se negaba a prestar a una industria menguante. Los bancos reciclaron las enormes 
cantidades de dinero procedentes de los países productores de petróleo para dar préstamos al 
Tercer Mundo, siendo este el primer canal de expansión de las finanzas48. La aparición de las 
doctrina neoliberal al inicio de la década de 1980 en el marco de una crisis recesiva ( 1979-1982)  
impulsada por los gobiernos de Reagan y Thatcher en los EEUU y el Reino Unido comienza a 
financiarizar a la economía a través de múltiples medidas : fuertes reducciones de impuestos a los 
segmentos de mayores ingresos , eliminación de regulaciones financieras , arancelarias , recortes 
salariales y disminución de derechos sindicales y sociales .En esa década los gobiernos de los 
Países referidos abandonan cualquier política keynesiana 49 y se orientan hacia la suba de los tipos 
de interés y un dólar alto. Estas medidas favorecen mucho a la banca, a la que además se le 
permite tener acceso a áreas cada vez más amplias (como por ejemplo el sector inmobiliario) de la 
economía. 

En otra obra50 el autor afirma que problema de los desarrollos financieros es que son muy 
irracionales, porque el capital financiero no produce y lo único que le importa es colocarlo donde 
piensa que tendrá mayores beneficios. Va de un lado a otro sin ningún criterio firme sobre dónde 
invertir, y el resultado es normalmente un exceso de préstamos que desemboca en una crisis. Eso 
es lo que sucedió con los préstamos al Tercer Mundo: cuando subieron los tipos de interés hubo 
una crisis que casi arruina a los bancos en 1982, y lo mismo pasó con la fiebre de fusiones y 

                                                                                                                                                                                 
demanda. Pero ello solamente logra un mínimo de estabilidad y el costo de un estancamiento cada vez más pronunciado 
a medida que el creciente endeudamiento y el fracaso para eliminar la sobre-capacidad dejaron la economía con cada 
vez menos posibilidades de reaccionar frente a los estímulos...", Brenner, Robert, The Economics of Global Turbulence, 
Año 2006. 
47 Brenner Robert: What´s good for Goldman Sachs is good for America: The origins of the Current crisis. Center Of 
Social Theory an Comparative History, UCLA 2009. 
48 André Gunder Frank, Economista y Sociólogo Alemán, 6/2/1989 Diario El País España. 
49 John Maynard Keynes, economista británico cuya obra editada en 1936 “teoría general del empleo, el interés y el 
dinero “ modifica ecuaciones sustanciales del modelo liberal  al sostener que las carencias de demandad agregada y 
empleo en tiempos de crisis debían ser impulsadas mediante políticas públicas activas por parte del Estado.  
50 Robert Brenner: La expansión económica y la burbuja bursátil. Editorial Akal, 200 
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adquisiciones en los años 80. La única razón de que el capital financiero continúe haciendo este 
tipo de negocios es que  los gobiernos acuden en su auxilio. Ocurrió en la crisis de deuda soberana 
del Tercer Mundo en los años ochenta51 y también a comienzos de los años 90, cuando Alan 
Greenspan52 bajó los tipos de interés para reflotar la banca.  Como consecuencia de esto, las 
acciones de las compañías -especialmente en el campo de las altas tecnologías y de las tecnologías 
de la información- comienzan a subir ante la ilusión de que está emergiendo una "Nueva 
Economía", aunque en realidad están impulsadas por los bajos tipos de interés. La subida de las 
acciones hace que las compañías tengan acceso a préstamos enormes a pesar de sus bajas 
ganancias, con el aval de los altos precios de sus acciones. Así que el panorama en el año 2000 
acelera un boom muy rápido53, un mercado de valores enorme, y una rentabilidad en descenso en 
toda la economía, que derivo en el colapso de las denominadas compañías punto.com. 

La única razón de que este período no terminase con un colapso total fue la deuda de las 
economías domésticas, que pidieron préstamos contra su propiedad inmobiliaria (hipotecas) en un 
momento en que estaban subiendo los precios de las casas. Ello permitió mantener un boom 
artificial en el consumo aumentando la deuda de los hogares en relación al PBI. Los bancos 
centrales de los EEUU, Europa y Japón   recurrieron de nuevo a la inflación de los precios de los 
activos para salir de la recesión , reduciendo las tasas de interés real a corto plazo a 0% facilitando 
entonces una explosión del préstamo hipotecario en el mercado inmobiliario lo cual disparo hacia 
arriba los precios de las viviendas. La riqueza inmobiliaria así inflada permitió un incremento en el 
gasto de consumo, el cual simultáneamente dio sustento a la expansión. El consumo personal, 
sumado a la inversión en vivienda, representó entre el 90-100% del crecimiento del PIB54. Sólo el 
sector de la vivienda fue responsable del crecimiento del PIB en más de un 40%, lo que contribuyó 
a obscurecer la debilidad de la recuperación. Al mantenerse  bajos niveles en la creación de 
empleo, inversión y los salarios, el crecimiento de la demanda agregada no aumento, afectando la 
expansión. Lo que se hizo fue, en lugar  de aumentar la inversión y crear más empleo,  explotar las 
ventajas del crédito barato y dedicar los inversores financieros y compañías una parte sin 
precedentes de sus recursos a la recompra de sus propias acciones55, a la financiación de fusiones 
y adquisiciones de otras empresas y a pagar dividendos a los accionistas.56  

                                                           
51 El plan Brady conocido por el nombre del titular del Tesoro Estadounidense Nicholas Brady aborda la cesación de 
pagos de varios Países Latinoamericanos acuciados por el aumento de la tasa de interés de deudores  ellos de Bancos 
comerciales principalmente de los EEUU. El plan consistió en  canjear los títulos de los Bancos por nuevos bonos con 
descuento y plazo , garantizando el pago de intereses con títulos del tesoro de los EEUU que los Países deudores 
adquirieron con créditos otorgados por el FMI 
52 Presidente de la Reserva Federal de los EEUU 1997-2006 
53 Alan Greenspan consideraba en Julio del 2000 ante una Comisión del Senado de los EEUU que la recuperación de la 
productividad era estructural y creciente; meses después comenzó la caída de los valores bursátiles y la quiebra de las 
punto.com y el inicio de una recesión. 
54 Robert Brenner ,The Guardian 26 /9/ 2007 
55 El mecanismo de recompra de acciones no ha dejado de crecer en los principales Países centrales: dado que las 
grandes compañías obtienen crédito bancario a tasas de interés de entre el 1 a 2 %, recompran sus acciones ubicadas en 
el mercado abierto ( acciones cotizantes ) y no pagan dividendos a esos accionistas, lo cual le sale más barato. Este 
negocio es más rentable que invertir en nuevas tecnologías y maquinarias, en tanto no se asegura con ella rentabilidad 
en un mercado que no reacciona. Se endeudan así para retirar acciones del mercado. La firma de inversiones Yardeni 
Research informa en su web que entre septiembre del 2011 y 2012 las grandes empresas industriales de Wall Street 
recompraron cerca de 290.000 millones de dólares. Por otro lado el proceso debe completarse con el origen de esos 
fondos baratos: Son los Bancos Centrales de los EEUU; Japón, la UE y el Reino Unido los que alientan con préstamos al 
sector financiero a casi el 0% ,ese proceso  de financiarizacion de la economía. 
56 Ídem anterior  
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De esta forma el consumo apalancado ha sido el único motor de impulso y mantenimiento de 
una relativa situación de estabilidad previa el desplome del 2008 hasta la fecha, donde aun se 
evidencia la contracción y el apego a la deuda.  

Veamos un cuadro que ejemplifica los beneficios reales y los financieros  respecto de las 
ganancias en miles de millones de dólares en los EEUU durante el periodo 1950 -2100 57 

 

 

 

2. Configuración actual del “Sistema de Deuda”  

La intermediación financiera entonces encuentra su actual desarrollo histórico en el sustancial 
fundamento de la constante caída de beneficios de la economía productiva (la famosa frase que 
muchos de nosotros en nuestros Países escuchamos ¿Para qué sirve producir?) modulada por el 
crecimiento y deterioro del Estado de Bienestar.  

Las hojas de ruta utilizadas ha sido la tecnología para mejorar la productividad con el objeto de 
alcanzar un costo marginal 58 0 con la finalidad de maximizar beneficios. Por otro lado la 
financiarizacion del bienestar social a través de la deuda, en tanto los créditos para consumir 
reemplazan la baja de ingresos genuinos a través del trabajo. Y el tercer elemento es la 
globalización 59 como estructura normativa, reglamentaria y arancelaria que permite la libre 
circulación de capital, mercaderías, contratos, y eliminación de regulaciones en los mercados 

                                                           
57 Guglielmo Carchedi, 2017,  Doctor en Economía Universidad de Turín Italia, Profesor de Economía Universidad de 
Ámsterdam. www.http://www.sinistrainrete.info/crisi-mondiale/8750-guglielmo-carchedi-l-esaurimento-dell-attuale-
fase-storica-del-capitalismo.html 
58 Mide la tasa de variación del costo dividida por la variación de la producción. El costo marginal es el incremento que 
sufre el costo cuando se incrementa la producción en una unidad. Es el incremento del costo total que supone la 
producción adicional de una unidad de un determinado bien. A más unidades producidas con mayor tecnología, menor 
costo marginal.  
59 Para cotejar un desarrollo de este proceso” Hacia un Proyecto de Insolvencia Soberana”, Darío Tropeano, Diario La 
Ley Argentina 24/6/ 2010 
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mundiales para trasladar las producciones intensivas desde los Países desarrollados a los Países de 
bajos costos de producción (bajos salarios y derechos sociales)60.  

El informe del año 2017 del Banco Internacional de Pagos61  evidencia claramente -en forma 
indirecta y no como efecto del bajo crecimiento económico global- el proceso de deterioro del 
salario en el proceso de globalización al indicar respecto a la creciente cooscilación de los costos 
laborales unitarios (CLU) a escala mundial obedece probablemente a la mayor integración 
económica. Se especifica que la globalización económica ha favorecido una mayor sustitubilidad 
entre países, no solo de servicios y bienes intermediarios y finales, sino también del factor trabajo. 
Y en particular, la rápida expansión de las cadenas de valor mundiales en las últimas décadas ha 
generado mayor competitividad en la determinación de precios y salarios entre los Países. Se 
reconoce e que para la mano de obra, esto ha supuesto mayor exposición a la competencia 
mundial, directamente a través del comercio e indirectamente a través de la amenaza de un 
desplazamiento de la producción a otros países dentro de las cadenas de suministro mundiales.62 

La deuda entonces fue desplazando a los salarios63 para sostener la demanda, modificando al 
estado de bienestar en una sociedad obligada financieramente64, posibilitando la situación actual 
de endeudamiento general, con un primer cimbronazo en el año 2008 que fue superado con 
emisión monetaria, la cual se ha direccionado nuevamente a la especulación financiera, a mayor 
escala aun. La economía mundial -hogares, empresas y Estados- se halla fuertemente contagiada 
de deuda lo cual constituye un proceso que consideramos en su fase final65. 

Habitualmente desconocido el fenómeno de los microcréditos66 en los Países pobres ha 
generado un volumen de endeudamiento que está ocasionando la imposibilidad de su repago en 
tanto las tasas de interés implícitas que conlleva, además de las acusaciones en torno al principal 
banco que  desarrollo la actividad 67 por sus actividades fraudulentas. Este sector de la economía 
cuasiformal de la globalización también experimente problemas de sostenibilidad parra el repago. 

                                                           
60 Respecto a los efectos de la Globalización nada mejor que consignar un apartado del informe 2017 del banco 
Internacional de pagos para advertir una clara defensa de ella y sus efectos sobre el salario: “Cualquier intento de dar 
marcha atrás en el proceso de globalización sería una respuesta equivocada a estos desafíos. La globalización, como la 
innovación tecnológica, forma parte integral del desarrollo económico y, como tal, debe dirigirse y gestionarse 
correctamente. Los países pueden implementar políticas nacionales que fomenten la resiliencia, entre ellas la 
flexibilización de los mercados laborales y programas de reciclaje profesional.” 17 Informe Anual del BPI  , ver 
referencias 22/28 
61 El banco de los principales bancos centrales del mundo, ver cita 28. 
62 “La evolución de los costes laborales se ha ido sincronizando cada vez más entre países a lo largo de los últimos 20 
años. Esta tendencia general se refleja en la creciente relevancia estadística de la relación entre el crecimiento mundial 
de los costes laborales unitarios (CLU) “   Informe 2017 BIP .http://www.bis.org/publ/arpdf/ar2017_es.pd 
63 El proceso obtuvo dos beneficios para sus impulsores: rentabilidad a través de los préstamos y negocios financieros y 
control de presión sobre el salario de millones de personas en todo el mundo. 
64 “El Sistema de Deuda “ a que nos referimos en el inicio de esta trabajo. 
65 La Fase final no tiene un tiempo determinado de implosión, no es posible acertar el momento en que estallará el 
ciclo, pero resulta inevitable su cercano final, el que ocasionara un nuevo aluvión de incumplimientos que deberán ser 
reconducidos para sanear la economía global. 
66 Es recordado el aliciente publicitario que en la década de los ochenta del siglo anterior recibió Muhammad Yunes por 
el otorgamiento de micro préstamos en Países pobre a través de su banco Grameen en Bangladesch que le mereciera el 
premio Nobel de la paz en 2006. 
67 “En los últimos años han surgido una serie de estudios independientes, el más popular llevado a cabo por el 
investigador norteamericano David Roodman, autor del libro Due Diligence, donde evidencia a través de los datos 
recogidos en  decenas de programas de microfinanzas en todo el mundo cómo, salvo en contadas excepciones, han sido 
un estrepitoso fracaso…. El sociólogo Carlos Gómez Gil, especialista en cooperación al desarrollo, ha dedicado gran parte 
de su trayectoria al análisis de los microcréditos en todo el mundo. Sus sospechas sobre esta pujante industria financiera 

http://www.cgdev.org/expert/david-roodman
http://microfinance.brac.net/
http://carlosgomezgil.com/
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Es interesante remarcar como este fenómeno fue acondicionado a nivel global mediante el 
dictado -y modificaciones constantes- de diversas leyes y códigos de defensa del consumidor68 y 
de la competencia. El “sistema de deuda” debía ser organizado y disciplinado a través de 
normativas nacionales que institucionalicen mecanismos legales que contengan a los sujetos 
sobreendeudados de la nueva economía: los consumidores. Los mercados abiertos expandidos por 
la globalización y por la constante expansión de los mercados de deuda necesitaron un 
contrabalancee en las leyes de consumo y defensa de la competencia, regulación del derecho 
económico y del nuevo mercado abierto. El profesor Francés Jean Calais Auloy69  afirma que la 
defensa de los consumidores es uno de los temas claves de la sociedad moderna, la sociedad de 
consumo, que implica la necesidad constante de adquirir bienes y servicios.70 

El propio Banco Internacional de Pagos en su informe de Junio 2017 lo reconoce expresamente 
“El consumo privado ha contribuido notablemente a la demanda mundial en los últimos años. Sin 
embargo, los principales factores que sustentaron el crecimiento del consumo podrían debilitarse 
más adelante”71. 

Lo explicado significa efectivamente que, desde hace algunas décadas, la expansión económica 
continua en los Estados Unidos y la mayoría de las economías desarrolladas se volvió cada vez más 
dependiente de los consumidores, incluyendo el poder del gobierno para aumentar su capacidad 
de endeudamiento a través de tasas de interés constantemente decrecientes.72 La tendencia se 
convirtió en un sistema de soporte vital para el consumidor73 y origino por ciertas legislaciones 
concursales específicas para atender el fenómeno sobre la deuda acumulada. 

Este factor –nos referimos al endeudamiento a bajo costo– es muy importante a tener cuando 
se observa la política de la Reserva Federal de los EEUU, así como las perspectivas económicas y 
financieras generales en el futuro. Como muestra el gráfico, más o menos llegamos al final del 
camino en esta tendencia.  No habrá más estímulos significativos para el consumidor a través de la 
disminución de los tipos de interés. 

El prolongado período de bajas tasas de interés, ha sido una tendencia de largo plazo que 
comenzó hace unos 35 años como muestra el grafico que a continuación se detalla74: 

 

                                                                                                                                                                                 
se han confirmado, sobre todo a partir de la difusión en 2010 del documental Caught in Micro Debt, donde se acusaba a 
las instituciones de microcréditos de practicar la usura más despiadada y al propio Grameen Bank de desviar fondos a 
paraísos fiscales” http://www.elconfidencial.com/tecnologia/2014-03-04/microcreditos-bajo-sospecha-el-nobel-
muhammad-yunus-es-un-gran-impostor_96535 
68 El Código Francés 1993, Brasil 1990, Italia 2005, La Ley Española de 1984,  Portugal 1981, La Argentina 1994, México 
1978 .En 1985 la ONU aprobó mediante la Resolución 39/248 Las Directrices para la protección del consumidor, donde 
se reconoce la situación de desigualdad de ellos con los empresarios en el ámbito del mercado. 
69 A quien se considera el más destacado doctrinario del Derecho del Consumo en Francia, desarrollando el mismo en la 
década de los 70 del siglo anterior. 
70 https://cdcm-montpellier.com/tag/jean-calais-auloy 
71 87 Informe Anual BPI 2017. http://www.bis.org/publ/arpdf/ar2017_es.htm 
72 Zoltan Ban; SeekingAlpha.com  
73 La aparición de sucesivas leyes  del consumidor en los últimos 25 años a lo largo del todo el mundo , y sus reformas 
sucesivas dan cuenta de una estructura legal que debió ser construida no solo para tutelar los derechos de ellos, sino 
mecanismos legales defensivos frente a su endeudamiento, como lo demuestras las legislaciones concursales que 
atienden este particular fenómeno. 
74Elaborado por el  Banco de la Reserva Federal de St Louis, EEUU. 

http://www.imdb.com/title/tt1844075/
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El Banco Internacional de Pagos75 en su informe del año 201676 ha dicho que la deuda ha 
actuado demasiado tiempo como sustituto político y social del crecimiento de los ingresos, siendo 
necesario un reequilibrio urgente de medidas estructurales, reconociendo el efecto acumulativo 
de las políticas sobre el nivel de deuda, la asignación de recursos y el margen de maniobra de las 
políticas, en tanto que esa falta de reconocimiento de la situación reduce las opciones cuando el 
futuro se convierte en presente.  

La inversión y el consumo –continua el informe– se hallan condicionadas por el 
endeudamiento, alertando además por crecimiento de la productividad inusualmente bajo, y 
margen de maniobra de la política económica notablemente estrecho. 

En otro párrafo se consigna textualmente: 

“Los repetidos auges y contracciones financieros, unidos a la acumulación de deuda, también 
pesan sobre el crecimiento potencial mundial: la asignación ineficiente de recursos parece estar 
conteniendo la productividad, al tiempo que el exceso de deuda y la incertidumbre restringen la 
inversión….La evidencia reciente extraída de una muestra de economías avanzadas sugiere que el 
aumento de la deuda de los hogares en relación con el PIB ha estimulado el consumo a corto plazo, 
pero normalmente esta evolución ha ido seguida de resultados macroeconómicos desfavorables a 
medio plazo (Recuadro III.A). El canal principal parece ser el peso de la carga del servicio de la 
deuda, que se incrementa con la acumulación de deuda y las subidas de las tasas de interés.” 77 

                                                           
75 Se trata de una Entidad Internacional con sede en Suiza, de propiedad de los Principales Bancos Centrales del Mundo, 
(el banco de los Bancos) con solo 18 miembros. Fue creado en 1930 por los gobernadores del Banco de Inglaterra y 
Alemania. No rinde cuenta a ningún gobierno y es absolutamente autónomo en su regulación, y está protegido por 
tratados internacionales. Estos bancos centrales controlan la política monetaria en el mundo desarrollado. Gestionan la 
oferta de dinero de las economías Nacionales. Fijan las tasas de interés decidiendo el valor de los ahorros e inversiones, 
deciden si hay que centrarse en la austeridad o crecimiento.  
76 86 Informe Anual 2016. www.bis.org/publ/arpdf/ar2016_es.pdf 
77 Cap III La Economía Mundial ¿Reajuste en curso? 
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Este informe dedica  párrafos y capítulos al tratamiento tanto de la deuda corporativa, del 
sector financiero así como de la soberana, lo que indica la importancia del tema, que, sin alarmar 
por cierto, debe leerse como de máxima preocupación dado los alcances de las insinuaciones que 
se coligen de su lectura. Se indica en la actualidad los incentivos fiscales contribuyen más a 
menudo a estimular un mayor apalancamiento que a fomentar la estabilidad financiera, que 
quiere decir que la expansión cuantitativa (emisión monetaria) de los bancos centrales alienta el 
endeudamiento corporativo , el cual se direcciona –como ya lo explicáramos– a la especulación 
financiera creando burbujas de activos. 

El informe advierte además sobre la exposición de los bancos comerciales a las deudas 
soberanas y la relativización de las agencias de calificación de riesgo respecto de sus informes 
periódicos78, como así también la profundización de activos de deuda soberana en los activos de 
las entidades, advirtiendo que el riesgo de impago soberano atraviesa en la actualidad a todo tipo 
de Países. 

La deuda pública es tratada considerando el sustancial incremento observado tras la crisis 
financiera del 2008. Si se la compara con los episodios de inestabilidad financiar ocurridos después 
de 1970, esta última crisis ha provocado incrementos de la deuda pública de mayor tamaño y 
duración. El cuadro que a continuación se refleja muestra las crisis financieras en el periodo 1970-
2008 en puntos porcentuales del PBI79. 

                                                           
78 Punto V “Hacia una Política Fiscal orientada a la estabilidad financiera, La Deuda Publica como fuentes de tensiones 
financieras – Proteger al sector financiero al riesgo soberano – exposición de la banca al Riesgo Soberano”: “La crisis de 
la deuda en la zona del euro nos ha recordado que los impagos de deuda soberana han dejado de ser cosa del pasado o 
de economías menos desarrolladas. No obstante, sería arriesgado suponer que tales impagos únicamente ocurren en 
países que han cedido su soberanía monetaria, como los de la zona del euro, o que se han endeudado en moneda 
extranjera. Los impagos de deuda interna, aunque son menos frecuentes que los de deuda externa, en absoluto son 
inhabituales… En muchos países, los valores de deuda pública nacional constituyen una proporción significativa de los 
activos bancarios y no bancarios, lo cual los expone directamente al riesgo soberano. Así sucede tanto en el caso de los 
bancos como de las entidades financieras no bancarias (fondos de pensiones, compañías de seguros, instituciones de 
inversión colectiva, etc…. El incremento de la exposición tras la crisis dista de haber sido uniforme en todos los países. En 
particular en la zona del euro, la dispersión entre países y el sesgo hacia la deuda pública nacional se han acentuado. 
79 La línea vertical indica el año de comienzo de las crisis. 
Años de comienzo de las crisis en paréntesis. 2. Alemania (2008), Austria (2008), Bélgica (2008), Dinamarca (2008), 
España (1977 y 2008), Estados Unidos (1988 y 2007), Finlandia (1991), Francia (2008), Grecia (2008), Irlanda (2008), Italia 
(2008), Japón (1997), Noruega (1991), Países Bajos (2008), Portugal (2008), Reino Unido (2007), Suecia (1991 y 2008) y 
Suiza (2008).  
3 Respecto a las economías de mercado emergentes, se incluyen también las crisis entre 2007 y 2008.  
4 Argentina (1980, 1989, 1995 y 2001), Brasil (1990 y 1994), Chile (1976 y 1981), Colombia (1982 y 1998), Corea (1997), 
Filipinas (1983 y 1997), Hungría (1991 y 2008), India (1993), Indonesia (1997), Malasia (1997), México (1981 y 1994), 
Perú (1983), Polonia (1992), República Checa (1996), Rusia (1998 y 2008), Tailandia (1983 y 1997) y Turquía (1982 y 
2000).  
Fuentes: L. Laeven y F. Valencia, «Systemic banking crises database: an update», IMF Working Papers, n.º 12/163, junio 
de 2012; C. Reinhart, www.carmenreinhart.com/data; FMI, Estadísticas Financieras Internacionales y Perspectivas de la 
Economía Mundial; OCDE, Perspectivas Económicas; datos nacionales; cálculos del BPI. 
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Un año después, en el informe del mes de Junio  del año 2017 de la BPI80, se consigna  el 
impacto de la acumulación de deuda en los hogares y su proyección futura, y el protagonismo que 
este factor ha tenido en los auges y contracciones financieras mundiales81.    

El informe muestra un cuadro sobre el impacto de la deuda nueva sobre los hogares y su 
crecimiento proyectado y los efectos del nuevo endeudamiento a través de los años en todos los 
casos con ratios crecientes. 

 

                                                           
80 87 Informe Anual BPI 2017. http://www.bis.org/publ/arpdf/ar2017_es.htm 
81  “El endeudamiento excesivo ha sido una de las causas determinantes de las crisis financieras y de las profundas 
recesiones resultantes. En los últimos años la atención se ha centrado en la deuda de los hogares, ya que el excesivo 
apalancamiento de este sector fue uno de los principales desencadenantes de la Gran Crisis Financiera. Existe un amplio 
reconocimiento de que el crédito a las familias es una faceta importante de la inclusión financiera y puede desempeñar 
funciones económicas útiles, como suavizar el consumo a lo largo del tiempo. No obstante, el rápido crecimiento del 
crédito a los hogares ha tenido un papel protagonista en los auges y contracciones del ciclo financiero. En primer lugar, 
el hecho de que la deuda de este sector —o la deuda en general— supere el crecimiento del PIB durante periodos 

prolongados constituye un claro indicador de alerta temprana de tensiones financieras. Además, existe cada vez más 
evidencia de que el endeudamiento de los hogares afecta no solo a la profundidad de las recesiones, sino también al 
crecimiento en general”.  
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Se consigna además un cuadro comparativo sobre el nivel de deuda al 2016 en comparación al 
PBI en hogares y  empresas y la variación de ella sobre el PBI desde el año 200782, pudiendo 
observarse el sustancial aumento de la misma. 

 

                                                           
82 EA 1: Economías desarrolladas con cifras tomadas en porcentajes medios, EME 1,2 Economías Emergentes con cifras 
tomadas en porcentajes medios. 
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Por otro lado el informe del BPI del año 201783, se indican cuatro riesgos que podrían afectar la 
sostenibilidad económico-financiera global. Uno de ellos es el debilitamiento del  consumo bajo el 
peso de la deuda. En realidad el informe invierte el factor de riesgo económico en tanto no es el 
consumo el factor que afecta la sostenibilidad de la situación económico-financiera sino que el 
endeudamiento general tiene impacto hacia el consumo, la sostenibilidad de crédito, la inversión, 

                                                           
83 Pag 8 http://www.bis.org/publ/arpdf/ar2017_es.pdf 
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la deuda pública y el comercio en general. El cuadro que a continuación se exhibe muestra los 
ratios de aumento del endeudamiento global: 

 

 

Es necesario señalar por otro lado la advertencia que la OCDE en su informe 201984 realiza con 
relación a la tasa de morosidad actual (informe 2016) en la Unión Europea, proponiendo para el 
alivio de deuda para el sistema financiero un mercado secundario de negociación de la misma (a 
los fines de su descarga de los balances de las entidades) y una modificación de los régimen 
legales de insolvencia. Todo ello a fin de evitar que los Bancos asumen las pérdidas emergentes de 
la morosidad subyacente. 

                                                           
84  “Para reforzar la transmisión de la política monetaria en la zona del euro, se necesita una reestructuración más 
rápida de la tasa de morosidad a través de una supervisión bancaria más sólida y unos marcos de insolvencia más 
robustos. Esto podría implicar la aplicación de recargos de capital para créditos morosos de larga duración. Su resolución 
también se verá facilitada mediante el desarrollo de un mercado para este tipo de activos, y el establecimiento de 
sociedades de gestión de activos, posiblemente a nivel europeo. Bajo la regulación actual, la venta de activos 
improductivos por encima del precio de mercado a una sociedad de gestión de activos respaldada por el Estado se 
considera como una ayuda estatal e implica la asunción de pérdidas por parte de los acreedores, incluidos los clientes 
minoristas que posean bonos bancarios. Dado que esto obstaculiza la reestructuración de los créditos morosos, debería 
tratarse de obtener un acuerdo con alcance al conjunto de la UE para o bien no desencadenar el procedimiento de 
asunción de pérdidas o bien para adoptar una definición más benévola de los niveles de precios del mercado que 
desencadenan la ayuda estatal en aquellos países en los que los créditos morosos sean elevados y generen una grave 
perturbación económica. Una estrategia alternativa que sanearía rápidamente los balances consiste en permitir la venta 
de activos a bajo precio a sociedades de gestión de activos privadas, incluida la venta de opciones al Estado para 
aprovechar el potencial de revalorización de estas ventas masivas. Con independencia de ello, deberían abreviarse los 
procedimientos de insolvencia, que en muchos países son injustificadamente largos, recurriendo para ello a 
procedimientos extrajudiciales. En vista de la experiencia internacional, esto reduciría los costes de reestructuración”. 
www.oecd.org/eco/outlook/Evaluacion-general-de-la-situacion-macroeconomica.pdf 
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El economista Estadounidense Michael Hudson85 ha dicho recientemente86 que crecimiento 
exponencial del capital financiero y de la deuda con intereses avanza mucho más rápido  que el 
resto de la economía, la cual tiende a disminuir en una curva S87. Eso es lo que hace que el ciclo 
económico se deteriore cada vez más. No es realmente un ciclo, es más como una acumulación 
lenta de deuda,  como una ola que verticalmente cae en forma  súbita. Afirma que esto ha estado 
sucediendo durante un siglo. Repetidas olas financieras se acumulan hasta que la economía se 
detiene en tanto la deuda la bloquea. En el siglo XIX un accidente de deuda solía ocurrir cada 11 
años aproximadamente, pero en los EEUU  desde 1945 al 2008 el auge exponencial se mantuvo 
artificialmente largo creando más y más financiamiento de deuda. Así que el accidente se pospuso 
hasta 2008. 

La mayoría de los accidentes desde el siglo XIX tenían una solución concreta: se eliminaban  las 
deudas incobrables. Pero esta vez las deudas fueron dejadas en su lugar, dando lugar a una ola 
masiva de ejecuciones hipotecarias. Ahora estamos sufriendo inflación de de la deuda. La única 
capa de la economía que está creciendo es la capa más rica del 5%, principalmente el sector de 
Finanzas, Seguros y Bienes Raíces (FIRE), es decir, los acreedores que viven de interés y renta 
económica: renta monopolista, renta de la tierra e interés financiero. El resto de la economía se 
mantiene lenta pero constantemente disminuyendo. 

El propio Alan Greenspan88, con responsabilidad evidente en la construcción del cuadro 
especulativo actual que ha llevado a la financiarizacion mundial ha dicho por estas fechas89 que el 
problema no es el precio de las acciones, sino la deuda acumulada. Afirma además que los 
intereses excesivamente bajos resultan insostenibles en el tiempo y que al subir generaran serios 
resultados. 

Según el Instituto Internacional de finanzas ( IIF) la deuda mundial alcanza 217 billones de 
dólares, lo que equivale al 327% del PBI mundial, por efecto directo de la liquidez prácticamente a 
tasa 0 % que han proporcionado los bancos centrales para superar la crisis financiera90. La deuda 
global se ha incrementado en los últimos doce meses en más de medio billón de dólares, tras 
cerrar el primer trimestre de 2016 en 216,4 billones de dólares (189,4 billones de euros) y 
elevándose un 46% por encima de los 149 billones de dólares (130,5 billones de euros) de hace 
diez años. Las economías de los Países más desarrollados sumaban al finalizar el primer trimestre 
del año una deuda total de 160,6 billones de dólares (140,7 billones de euros), un 1,4% menos que 
un año antes, mientras que la deuda de los Países emergentes llegaba a 56,4 billones de dólares 
(49,3 billones de euros), un 5,4% más.  

El incremento registrado en el último año se explica por el mayor endeudamiento de los 
hogares, con 40,9 billones de dólares (35,8 billones de euros), frente a los 40,3 billones de dólares 
(35,3 billones de euros) del primer trimestre de 2016, así como de las empresas, cuya deuda 
sumaba 63,5 billones de dólares (55,6 billones de euros), frente a los 63 billones de dólares (55,2 
billones) del año anterior, lo cual representa un aumento exponencial de la deuda global.  

                                                           
85 Profesor de Economía de la Universidad de Missouri, Investigador del Levy Economics Institute Bard College, ex 
analista de Wall Street.   
86 www.counterpunch.org. 
87 La curva S representa el avance real de un proyecto planificado en un periodo acumulado hasta el presente. La forma 
de la curva es una S, que se grafica como que al principio del proyecto los costos son altos, mientras que decrecen hacia 
el final. El objetivo de la misma es detectar desviaciones existentes y tomar medidas correctivas. 
88 Citado al punto 18 
89 Agosto 2017 Bloomberg  TV www.expansion.com/mercados/2017/08/02/5980e334268e3ef54c8b45e8.html  
90 https://www.iif.com/publications/global-debt-monitor?sort_by=field_date_of_publication_value 
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El informe de IIF agrega que mientras los niveles de deuda y tolerancia al endeudamiento 
difieren significativamente entre países y sectores, el persistente incremento en los niveles de 
deuda mundial junto al deterioro de la calidad del crédito en el sector empresarial, 
particularmente en los mercados emergentes, supone mayores pasivos contingentes para muchos 
emisores soberanos y en algunos casos ha comenzado a disminuir la calidad de la solvencia 
soberana, incluyendo en  Países como China y Canadá. Según los cálculos del IIF, el volumen total 
de deuda de China habría alcanzado en el primer trimestre de 2017 el 304% del PIB ante la 
aceleración del endeudamiento de los hogares, mientras las empresas han frenado en cierta 
medida su apalancamiento.  

UNCTAD91 advierte en su informe sobre comercio y desarrollo del año 201692, que continúan 
los riesgos deflacionarios por efecto de las caídas de consumo, la fuga de capitales, las 
devaluaciones monetarias y el hundimiento de los precios de los activos las que podrían poner 
trabas al crecimiento y encoger los ingresos de los Estado. Varios exportadores de productos 
básicos ya están pasando por dificultades para hacer frente al pago de la deuda soberana y, de no 
aplicarse procedimientos de renegociación ordenada, la situación podría empeorar. En las 
economías emergentes, la explosión de los niveles de deuda en la actualidad superan los 25 
billones de dólares. 

La referencia que indicamos respecto a la situación de los microcréditos en los Países pobres y 
en desarrollo93 señala en el informe de UNCTAD un número creciente de crisis en el sistema de 
microcréditos94, manifestadas en una reducción sustancial en la amortización de ellos por los 
prestatarios y un aumento sustancial de los incumplimientos como indicios de 
sobreendeudamiento del sector95. El estudio concluye que la causa de esta crisis es un desfase 
sistemático entre la oferta crediticia y el crecimiento débil de la demanda efectiva de los 
productos ofrecidos por los tomadores, o el poder adquisitivo d sus consumidores. Se consigna 
además que como consecuencia de ello el microcrédito en realidad ha ido direccionado al 
consumo básico en lugar de la inversión productiva a escala micro. El sector acumularía al año 
2015  la suma de 7,7 billones de dólares, de los cuales 6,2 billones corresponden a economías en 
desarrollo96. 

Surge entonces de la realidad fáctica y técnica que hemos llegado a un punto donde 
necesariamente la economía mundial ha ingresado en un disfuncionalismo evidente, contraída en 
su capacidad productiva y de consumo. El cierre de las industrias de bienes de consumo en los 
principales Países de occidente, la desmaterialización de la economía basada en productos 
financieros, el cobro de derechos de propiedad intelectual, las libertades de circulación de los 
bines y servicios y los espacios aéreos, marítimos, reglamentarios y contractuales -fundamentos de 
la globalización- han colapsado a la economía real. Todos los medios financieros y legales públicos 
(emisión monetaria y desregulatoria) se han puesto al servicio de un grupo de entidades 
financieras privadas a fin de evitar no solo la quiebra de ellas, sino también facilitándoles la 
compra entidades en problemas y adquiriendo instrumentos financieros insolventes (títulos, 
bonos) para alivianar los balances de aquellas, favoreciendo la concentración económica mundial.  

                                                           
91 Conferencia de la ONU sobre comercio y Desarrollo. 
92 http://unctad.org/es/paginas/About%20UNCTAD/A-Brief-History-of-UNCTAD.aspx 
93 Citado al punto 31. 
94 Camboya, Colombia, Filipinas, Senegal, México, Uganda, Kirguistan, Ghana, Republica Dominicana experimentan 
dificultades crecientes de sobreendeudamiento e incumplimientos de pago por microfinanzas.  
95 Punto  B: Rápido crecimiento de la deuda Privada; Puntos 49/54.  
96 Instituto de Finanzas Internacionales Capital Markets Monitor, Nov/Dic 2015 , Informe del 5/12/15 
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Enfrentamos la deuda más elevada que se ha tenido el capitalismo desde su nacimiento  que, 
como explicáramos en el desarrollo del presente,  ha sido potenciada por los rescates públicos al 
sector financiero, lo cual genero la propia crisis actual. La flexibilización cuantitativa fue una 
fracaso en estimular la economía, y ha agrado los efectos de la crisis. La emisión monetaria no se 
dirigió a la economía real, sino al incremento del valor de los activos financieros, principalmente. 
Las entidades financieras compran activos con dinero público que les otorgan los bancos centrales. 
Esta situación por otro lado ha eliminado la competencia entre los actores económicos, lo cual 
resulta violatorio de una ley esencial del capitalismo.  

Muchos de esos bancos  centrales son de mayoría accionaria privada97, y el dinero que prestan 
por otro lado lo reciben los Estados a los cuales representan, repotenciando el proceso. Todo el 
sistema –como hemos visto– se encuentra en la actualidad comprometido (estados, hogares, 
empresas no financieras, bancos). Ello ha eliminado la competencia lo cual confronta con las 
propias leyes del sistema capitalista. 

La creación de deuda se realiza a través de préstamos, es decir emitiendo deuda para sacar 
renta de las burbujas de activos que se crean artificialmente, mediante el arbitraje de tasas de 
interés o cualquier otra forma de riqueza artificial (derivados, credit default swaps) que en 
realidad resultan un gran esquema Ponzi98 de imposible sostenibilidad.  

Resulta tan paradójica e irregular la situación fáctica -nos referimos incluso en materia legal y 
reglamentaria- que en los EEUU si un trabajador pide un prestamos de U$U 10.000 pagara en la 
actualidad una tasa aproximada del 8 o 9 % anual, pero si una entidad financiera, o una gran 
compañía multinacional o cualquier empresa del SP 50099 consiguen U$S 1.000 millones, la tasa 
del préstamo será del al 1 o 0,5 %, la cual emite un banco a través del sistema informático (reserva 
fraccionaria). 

 Ahora bien, si  una entidad financiera pide a los Bancos Centrales U$ 100.000.000 y ellos  le 
prestan al 0% de interés, lo cual es lo que ha hecho el Banco Central de Japón, de Inglaterra, la 
Reserva Federal o el Banco Central Europea. De esta forma, lateralmente se han “regalado” 15 
billones de dólares100 afirmando estas instituciones centrales que la crisis del sector  no se trataba 
de un problema de liquidez, sino porque el dinero debía destinarse a pagar los depósitos de bonos 
técnicamente insolventes que estaba en la cartera de las entidades financieras. Resulta claro 
entonces que si estábamos ante una situación de insolvencia del sistema financiero el cual fue 
resucitado momentáneamente para que continúe con el actual “esquema Ponzi” en el que se basa 
la economía inmaterial vigente. 

 

                                                           
97 Por ejemplo la FED de los EEUU,  
98 Consiste en un proceso en el que las ganancias que obtienen los primeros inversionistas son generadas gracias al 
dinero aportado por ellos mismos o por otros nuevos inversores que creen que obtendrán beneficios apoyados en altas 
tasas de interés o retornos abultados. El sistema funciona solamente si crece la cantidad de nuevas inversores 
ingresantes. Se denomina también sistema piramidal en el cual la única manera de cubrir los altos retornos es por medio 
del dinero de otro participante de la pirámide. Este sistema no invierte en instrumentos financieros, sino que 
redistribuye el dinero de unos inversionistas hacia otros. El sistema colapsa una vez que dejan de ingresar nuevos 
inversores con recursos para solventar el pago a los ya existentes.   
99 El índice se basa en la capitalización bursátil de 500 grandes empresas que poseen acciones que cotizan en las 
bolsas NYSE o NASDAQ 
53.http://www.eleconomista.es/mercados-cotizaciones/noticias/3565055/11/11/La-Fed-orquesto-un-rescate-
financiero-secreto-que-comprometio-77-billones-de-dolares.htm ;  
www.tni.org/files/publication-downloads/tni_el_negocio_del_rescate_online.pd 

https://es.wikipedia.org/wiki/Capitalizaci%C3%B3n_burs%C3%A1til
https://es.wikipedia.org/wiki/NYSE
https://es.wikipedia.org/wiki/NASDAQ
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ANTECEDENTES  HISTÓRICOS SOBRE LA CONDONACIÓN DE LA DEUDA PÚBLICA Y PRIVADA  

Gerardo CARLO-ALTIERI 

 

 

“Creo que ha llegado el momento de un 'jubileo' al estilo bíblico: 
un 'perdón' que afecte tanto la deuda internacional como la 
deuda de los consumidores. Sería beneficioso no sólo porque 
aliviaría el sufrimiento de mucha gente, sino porque sería una 
manera de recordarnos a nosotros mismos que el dinero no es 
infalible, que pagar las deudas no es la esencia de la moralidad, 
que todas esas cosas no son más que 'arreglos entre humanos' 
y que la democracia no es sino la habilidad de todos para 
'arreglar' las cosas de un modo diferente".101 

 

 

El perdón en sus alcances filosóficos y morales en el ser humano: 

A lo largo de la historia las religiones asocian el perdón como un acto de misericordia humano, 
“que lava” el sujeto de pecados, faltas o incumplimientos de conductas impuestas por un orden 
social. En todo perdón genuino la lógica del “ojo por ojo se rompe”102. 

La asimetría de poder se manifiesta claramente entre los sujetos intervinientes: el que perdona 
renuncia a una pretensión con respecto al ofensor o deudor y “salda la deuda” de culpa que este 
había contraído con el, por voluntad de aquel. Perdonar al que ha agraviado no significa solo 
“purificar la memoria” liberarla, sino reconocer que la propia persona del ofendido no se agota en 
la ofensa, en tanto sus valores y grandeza serian superiores a ella. 

Entre ofensor y ofendido, entre acreedor y deudor, surge una “apertura de cuenta“,  el perdón 
contiene el elemento de renuncia, de cancelación de esa cuenta entre ambos: “No te lo tendré 
más en cuenta” es un proceso que apunta a toda forma de liberación de resentimientos cuyo 
fundamento es una nueva toma de postura de la persona que ha infringido una norma o 
conducta.103 Se ha dicho además que el perdón desata el último nuevo que nos amarra al pasado, 
que nos empuja hacia atrás, dejando por delante el futuro y una etapa superior104. 

El perdón introduce un cambio sustancial entre las personas, dado que la relación, siendo más 
fácil aun para el ofendido si el ofensor pide el perdón, esto espera respuesta del parte del otro 
frente a su reclamo. De esta forma el ofensor no es reducible a su ofensa, y este pide no ser 
identificado con ella, dando entonces buenas condiciones para perdonarle105 . 

                                                           
101 La Deuda ; los primeros 5.000 años  David Graeber, Ed Ariel 
102 La doctrina de Cristo apunta a la misericordia, la misericordia contra la dureza y el castigo ignominioso, lo cual tiene 
sus orígenes en cultos paganos. El carácter positivo del perdón se advierte en la Biblio en las parábolas del hijo prodigo y 
la oveja perdida. Contra una lógica formal, si se quiere de justicia como orden establecido, encontramos una lógica del 
corazón. Mariano Crespo : “El perdón , una investigación filosófica “, Ed Encuentro Ediciones , Madrid 2004 
103 Cit al punto 2 , pag 99 
104 V Jankelevich , El Perdon , Francia ,pag 1012 
105 Cit al punt 2 

http://www.elmundo.es/cronica/2014/12/22/54947a79268e3e522a8b456b.html
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En materia de obligaciones económicas el componente racional, social y político resulta 
determinante para identificar esta forma de liberación, que se estructura a través del derecho a 
través de alguna de las múltiples categorías jurídicas que el ser humano ha construido a lo largo de 
la historia. Pero no hay duda que debería existir un determinismo moral para impulsar ese perdón, 
aunque las condiciones aludidas han sido determinantes a lo largo de la historia del hombre para 
llegar aquel, como veremos en este trabajo. 

 

Condonación o perdón de la deuda: 

En primer lugar es preciso destacar la variada y diversa terminología empleada por la normativa 
y doctrina mundial con el fin de calificar la misma circunstancia. En este sentido, aludiendo a la 
condonación o perdón de deuda  se utilizan las siguientes expresiones: quita, condonación, 
renuncia, remisión, perdón, liberación (discharge). 

Respecto a la condonación de deuda, se ha dicho que esta consiste en una renuncia unilateral 
del acreedor a su derecho de crédito que provoca la extinción de la deuda, siendo tal renuncia 
expresa o tácita. También es admisible el contrato de condonación en el que se acuerda la 
extinción de la deuda sin que exista transferencia alguna106.  

En consecuencia, la condonación puede consistir en el perdón de una deuda y es posible que 
recaiga sobre obligaciones de dar, hacer o no hacer. Cabe la condonación de una obligación nacida 
de contrato o de una indemnización derivada de responsabilidad extracontractual, es válida la 
remisión de una responsabilidad civil derivada de delito, es posible la condonación en los 
cuasicontratos, también cabe la remisión de la prenda. 

Esta distinta terminología para cada caso induce a pensar que se está operando con figuras 
diversas, cuando parece que bastantes supuestos resultan en realidad una pura condonación. Se 
ha dicho en la doctrina seguida en el tema  que se trata de una figura jurídica que en su 
desenvolvimiento histórico, e incluso en su forma actual no ofrece a veces contornos claros y 
precisos, en razón sobre todo al concepto elástico que ha presidido su formación107. 

Por otro lado es necesario que podamos tener una definición clara de lo que envuelve una 
condonación y diferenciar  - o acaso emparentar en sus aspectos identificatotrios - con una posible 

                                                           
106  Cristina Fuenteseca, Universidad Complutense, España, “El concepto de condonación de deuda “, Edersa 2005. 
107 “Desde el viejo concepto romano de la aceptilatio o remisión de las obligaciones verbales en forma de pregunta y 
respuesta (que extinguía el crédito ipso iure al confesar haberse recibido lo debido), hasta los modernos concordatos o 
convenio de acreedores con sus quitas y esperas (sustraídas a veces a la voluntad personal y exclusiva de los respectivos 
interesados), siendo frecuente que en el mismo molde de esta institución se vacíen otras de parejos efectos al constituir 
también, como aquélla, medios extintivos de obligaciones; tales como el pacto de no pedir (que antiguamente al llevar 
implícito, el de no alegar, en absoluto el crédito, permitía al deudor repetir lo pagado por error, y hoy son expresamente 
configurados en hipótesis más o menos arbitrarias y curiosas —conservación del crédito sin querer hacerlo efectivo pero 
reteniendo la prenda constituida por el deudor, conservación del crédito sin exigirlo pero con posibles fines de 
compensación futura, renuncia tácita al capital pero continuando percibiendo los intereses); el llamado contrato 
voluntario, por el cual se considera como no surgido el primeramente celebrado (figura jurídica solo eficaz cuando 
ninguna de las partes ha iniciado el cumplimiento de aquél); el contrato de reconocimiento negativo (celebrado con la 
intención de extinguir una deuda existente o con el único propósito de constatar la efectiva inexistencia de un débito); la 
entrega de recibo (que puede operar automáticamente un contrato de remisión o por el contrario constituir meramente 
una fórmula de prueba por la vía de las prescripciones iuris tantum de la inexistencia de deudas), por cuyas razones, es 
generalmente estudiado en conexión íntima con el contrato de remisión; la renuncia de garantías (en su doble 
modalidad del compromiso a no obtenerlas ni exigirlas o a dispensar las ya prestadas por tercero)”, Cristina Fuenteseca , 
ob citada pto 6. 
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quita de deuda privada y pública, ya que el efecto varía y el significado de condonación puede ser 
muy distinto dependiendo de su tipo.  Perdón de deuda es utilizado en la doctrina moderna para 
referirse a las deudas de los Países del tercer mundo o altamente endeudados, y remisión, 
renuncia e incluso condonación son categorías jurídicas propios de la leyes y códigos Nacionales. 

La condonación, también llamada remisión o perdón de la deuda es el acto jurídico por el que 
un acreedor expresa su voluntad de extinguir total o parcialmente su derecho de crédito, sin 
recibir nada a cambio. La misma puede suponer la extinción de (todas o parte de) las obligaciones 
que tiene un deudor hacia su acreedor y a veces la modificación de las obligaciones y contratos o 
legislación de donde surge y se mantiene la deuda y sus garantías si alguna. 

Se utiliza muchas veces el término quita de la deuda para cubrir y definir el mismo concepto. 
Aunque algunos consideran que significa prácticamente lo mismo, la diferencia es que la 
condonación de la deuda es el perdón oficial (jurídico) de la deuda, mientras que la quita puede 
ser la reducción del pago de esa deuda o sus intereses por acuerdo de las partes –bilateral– o 
incluso por voluntad del acreedor –unilateral–. 

 

Clases de condonación: 

Hay cuatro posibilidades para clasificar las condonaciones de deuda, las que casi 
simultáneamente se repiten en la legislación comprada:   

1. voluntaria, 

2. forzada,  

3. total  

4. parcial.  

Existe también la usual situación donde el deudor sin tener el consentimiento del acreedor deja 
de pagar la deuda, evento que es definido como “default” – en lenguaje ingles-  o impago de la 
deuda. El default puede, algunos casos, y dentro de un periodo predeterminado, saneado por el 
deudor sin consecuencias ulteriores mayores dependiendo por supuesto de las cláusulas del 
contrato u obligación pendiente. 

El “default” es el término anglosajón que se ha venido usando con aceptación común108 aun en 
países hispano parlantes y en el mundo de las finanzas para significa técnicamente un tipo de 
repudio.  

Contractualmente, el “default” puede traer serios resultados109, por cierto también en los 
soberanos110 muchas veces creando una causa de acción directa a favor de los acreedores, la 
aceleración del vencimiento de la deuda, el posible nombramiento de síndicos para administrar las 
finanzas u operaciones, los cobros acelerados de la deuda y las acciones contra terceros que estén 
garantizados, contra las propiedades dadas en garantías o como colateral para la obligación. Otras 
consecuencias son la ejecución de las garantías, ventas de los colaterales -garantías- en pública 

                                                           
108 legal-dictionary.thefreedictionary.com/default 
109 https://www.insolvency.govt.nz/business-debt/the-effect-of-liquidation-on-a-company/ 
110 Domínguez Martínez; J.M., López de Paso, R.: “Situaciones de impago de deuda soberana”, en: 
www.extoikos.es/n4/pdf/24.pdf). 
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subasta posteriormente para satisfacer la deuda incumplida, restricción de acceso a los mercados, 
etc.. 

 

Quitas en la deuda pública y privada: 

En la deuda privada, los deudores son personas o empresas. En la deuda pública, los deudores 
son las administraciones públicas de un País, Municipales, Estaduales o Nacionales.  

La historia de las quitas en el ámbito público es bastante más reciente que los antecedentes 
históricos de los perdones de deuda privada, ya que la deuda pública en la configuración que hoy 
conocemos, aparece a finales del siglo XVII. 

En el caso de la deuda privada, desde tiempos inmemoriables (los primeros antecedentes 
conocidos datan del 2.400 A.c en el reino de sumeria)  la condonación de deuda privada  se la 
consideraba un mecanismo para superar una crisis económica y social que azotaba a los 
habitantes de los imperios, asegurando mediante ella cierta “paz social” y estabilidad política para 
el mantenimiento del reino.  Los perdenores de deuda en sumeria alcanzaban a los orfebres y 
campesinos para con los impuestos al reino, no así entre comerciantes.111 El perdón alcanzaba a 
los esclavos que eran liberados, pero no a los prisioneros de guerra, lo que evidencia claramente el 
objetivo de ir alivianando la carga del pueblo en torno a la deuda. 

Sin embargo, en el caso de la deuda pública, al no tratarse de una renuncia libre por parte de 
los acreedores y al ser una iniciativa de la parte deudora, se ajustaría a otros supuestos legales 
como la declaración de impago o “default” descrita anteriormente, pudiendo incluso llegarse a 
repudiar la deuda112, lo cual por cierto ha sucedido a lo largo de la historia en múltiples 
ocasiones113. 

El recurso de repudio ha sido definido a como “una forma violenta de amortizar la deuda 
pública” y  se dice que el Estado repudia la deuda cuando declara de forma completamente 
unilateral que no va a cumplir su compromiso legal y contractual de pagar en parte o en su 
totalidad los intereses o el capital de la deuda al vencimiento de la obligación114. 

El dilema que hoy representa para los Estados un default o incluso la moratoria de la deuda 
pública evidencia dos vertientes: 1) La restricción al acceso a los mercados internacionales de 
capital115, b) La ausencia de un mecanismo global que facilite la reestructuración de este tipo de 
deudas. La notoria ausencia de instituciones internacionales agravan la problemática cada vez más 
reiterada de Países que no pueden hacer frente a sus obligaciones en un mundo donde el 
comercio, la tecnología y las finanzas globales tienen muy estrecha relación.  

                                                           
111 Michael Hudson, Dre n Economia de los EEUU “The Lost Tradition of Biblical Debt Cancellations”, 1993, 87 páginas; 
“The Archaeolgy of Money”, 2004. 
112 El repudio de deuda se emparenta conceptualmente con la teoría de la “deuda odiosa” desarrollada por Alexander 
Stark, jurista Ruso que desarrollo la misma en su obra: “Efectos de las transformaciones de los Estados sobre sus deudas 
públicas y otras obligaciones financieras, 1927 “. 
113 Stark refería en su Tratado el rechazo por parte del Estado Mexicano de las deudas contraídas por el 
Emperador Maximiliano I de México, y el rechazo por Estados Unidos, de las deudas contraídas por Cuba siendo colonia 
española- , luego de ser anexada por aquel , y definía la deuda como odiosa o deuda execrable  
114 Fuentes Quintana, F.: Manual de la Hacienda Pública, Imp. Rufino, Madrid, pág. 147. 1973. 
115 Eaton Jonatham-Mark Gersovitz, “Debt with potential repudiatum, Theory and estimation” Economist Magazine 
(2002) Ed The O Neill Doctrine. 

https://es.wikipedia.org/wiki/Maximiliano_I_de_M%C3%A9xico
https://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos
https://es.wikipedia.org/wiki/Historia_de_Cuba#Ocupaci.C3.B3n_estadounidense


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

529 

 

La remisión de deuda como alternativa de solución a estos desafíos de la economía  no es un 
fenómeno propio del S. XXI, los antecedentes históricos así lo demuestran. 

Frente a la insolvencia soberana los acreedores e inversionistas extranjeros desde los últimos 
cuatrocientos años han intentado recuperar su dinero inclusive por la fuerza, sin mayores éxitos; 
como los EE.UU en 1915 que ocupo Haití para lograr el cobro de las deudas, o los buques 
cañoneros envidos por aquel País a Venezuela a mediados de la década de 1890 dado que este 
último había incumplido el pago de su deuda exterior.116  

En épocas anteriores el acceso a los mercados de capital permitía a los países obtener alimento 
cuando las cosechas eran malas. Pero en nuestros tiempos con la diversidad y liberalización de los 
mercados, donde las fronteras físicas de los países resultan irrelevantes, los países pueden usar 
créditos para enfrentar recesiones económicas, desarrollar proyectos de infraestructura o 
productivos de ahí la necesidad y la importancia en una regulación que permita dar respuestas a 
los nuevos desafíos. 

Vista las distintas clases de condonación,  y analizadas aquellas de mayor impacto en nuestras 
sociedades a lo largo de la evolución histórica, se puede demostrar que no se trata de un 
mecanismo novedoso sino que a lo largo de los siglos sufrió variantes para responder en cierta 
medida a las exigencias de las deudas cualquiera sea su naturaleza los que nos lleva a afirmar que 
todos los Estados Nación modernos están construidos sobre la base del gasto deficitario. La deuda 
se ha erigido en tema central de la política internacional. Pero nadie parece saber exactamente 
qué es ni qué pensar de ella.117 

 

Las mayores condonaciones de deuda de la Historia: 

La gracia de “indulto” o “perdón” es de honda raigambre histórica, tanto en los regímenes 
monárquicos como republicanos. En los datos que nos ofrece la historia podemos observar que la 
institución del indulto es tan antigua como el delito, así ya aparece en las sociedades y pueblos 
arcaicos118.  En las sociedades primitivas la justicia era venganza, ya sea individual o  familiar, y en 
las más adelantadas, la venganza privada se trasforma en vindicta pública, la clemencia impone la 
gracia y se instituye como derecho el perdón, bien por instinto, bien por previsión se inclinan a 
salvar al reo de una sentencia cruel.  

En la ley mosaica judía, cada siete años se celebraba el llamado “Año de reposo”, en el que se 
anulaban las deudas contraídas con esa antigüedad.  Los siete años tuvieron sus sentido en dejar 
de acumular, dejar descansar la tierra y ese año sus cosechas irán a los pobres .Cada 49 años, es 
decir, cada siete años sabáticos, se celebraba el Año Jubilar, en el que además de condonar deudas 
se liberaban esclavos, y se devuelve la tierra a su propietario inicial119.Los préstamos, siguiendo 
esta tradición, no eran formas de conseguir dinero, sino un medio de ayudar al prójimo.  

En 1792 A.c sucedió una de las renuncias de deuda más famosas en la antigua Babilonia (actual 
Irak). En esta fecha, el autoproclamado rey de Babilonia, Hammurabi, anuló las deudas de todos 
los ciudadanos ante el Gobierno y sus altos funcionarios.  

                                                           
116 Carmen Reinhart –Kenneth Rogoff: “Esya vez es distinro: ocho siglos de necedad financiera “ pag 82 Ed FCE Mexico. 
117 David Graeber “Una historia alternativa de la economía” versión on line en 
http://es.theanarchistlibrary.org/library/deuda 
118 Ireneo  Herrero Bernabe: “Antecedentes Históricos del Indulto” en Revista de Derecho UNED , Num 10/2012 
119 Jacques Attali, “Los Judios, el mundo y el dinero “, pag 48 Ed FCE Mexico. 

http://es.theanarchistlibrary.org/category/author/david-graeber
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El Código de Hammurabi, que se encuentra ahora en el Museo del Louvre en París, decía: “Si un 
hombre contrae una deuda y el divino Adad desvasta su campo o se lo lleva una riada o por falta 
de agua no se produce cebada en el campo, ese año no le devolverá cebada a su acreedor, que 
moje su tablilla y no pague interés ese año120.  

 Los historiadores han registrado al menos treinta supresiones o condonaciones generales 
entre el 2.400 y el 1.400 a.c. con el fin de garantizar la paz social121, y en particular, evitando un 
deterioro de las condiciones de vida de los campesinos.  Cabe recordar que bajo la dinastía de la 
familia de Hammurabi fue instaurada la tradición de destruir las tabletas sobre las que estaban 
inscritas las deudas. 

Las proclamaciones de anulación general de deudas entonces no se limitaron al reino de 
Hammurabi: comenzaron antes de él y se prolongaron después de él. Se tiene prueba de 
anulaciones de deuda que se remontan al año 2400 antes de J.C., es decir seis antes de ese rey. 
Michael Michel Hudson122 afirma que las anulaciones generales de deuda constituyen una de las 
características principales de las sociedades de la Edad del Bronce en Mesopotamia. Se 
encuentran por otra parte en las diferentes lenguas mesopotámicas expresiones que designan 
estas anulaciones para borrar la deuda y poner las cuentas a cero: amargi en Lagash (Sumer), nig-
sisa en Ur, andurarum en Ashur, misharum en Babilonia, shudutu en Nuzi. Estas proclamaciones de 
anulación de deuda eran ocasión de grandes festividades, generalmente en la fiesta anual de la 
primavera. 

Bajo la dinastía de la familia de Hammurabi fue instaurada la tradición de destruir las tabletas 
sobre las que estaban inscritas las deudas. En efecto, los poderes públicos tenían una contabilidad 
precisa de las deudas en tabletas que eran conservadas en el templo. Hammurabi muere en 1749 
antes de J.C., tras 42 años de reinado. Su sucesor, Samsuiluna, anula todas las deudas con el 
estado y decreta la destrucción de todas las tabletas de deudas salvo las que se refieren a deudas 
comerciales. Cuando Ammisaduqa, el último gobernante de la dinastía Hammurabi, accede al 
trono en 1646 antes de J.C., la anulación general de las deudas que proclama está muy detallada. 
Se trata manifiestamente de evitar que ciertos acreedores se aprovechen de algunos fallos. El 
decreto de anulación precisa que los acreedores oficiales y los cobradores de impuestos que han 
expulsado campesinos deben indemnizarles y devolverles sus bienes bajo pena de ser ejecutados. 
Si un acreedor ha acaparado un bien por presión, debe restituirlo y/o pagarlo por entero, si no lo 
hace es condenado a muerte. 

Como consecuencia de este decreto, se pusieron en pie comisiones a fin de revisar todos los 
contratos inmobiliarios y eliminar los que estaban afectados por la proclamación de anulación de 
deuda y de restauración de la situación anterior, statu quo ante. La puesta en práctica de este 
decreto era facilitado por el hecho de que los campesinos espoliados por los acreedores 
continuaban trabajando en sus tierras aunque éstas se hubieran convertido en propiedad del 
acreedor. A partir de ahí, anulando los contratos y obligando a los acreedores a indemnizar a las 
víctimas, los poderes públicos restauraban los derechos de los campesinos.  

                                                           
120 Ley 48 Código de Hammurabi; Tablilla Mojada Ñ se deshace el barro como el papel mojado, desaparece el contrato. 
http://www.ataun.net/ 
121 Eric Toussaint “ La Amplia tradición de las anulaciones de deuda en la Mesopotamia y Egipto del 3 al 1 Milenio antes 
de J.C “http://www.cadtm.org/La-amplia-tradicion-de-anulacion 
122 Citado al punto 5 
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En Mesopotamia, durante la Edad del Bronce, los esclavos por deudas eran liberados pero no 
los demás tipos de esclavos (prisioneros de guerra). 

A través de estas condonaciones los gobernantes intentaban mantener una cohesión social 
evitando la creación de grandes propiedades privadas, tomando medidas para que los campesinos 
mantuvieran un acceso directo a la tierra y la producción para alimentar el imperio. 

Después de 1400 antes de J.C., no se ha encontrado ningún acto de anulación de deuda. Las 
desigualdades se reforzaron y desarrollaron fuertemente. Las tierras fueron acaparadas por 
grandes propietarios privados, la esclavitud por deudas se enraizó. Una parte importante de la 
población emigró hacia el noroeste, hacia Canaan con incursiones hacia Egipto (los faraones se 
quejaban por ello)123. 

A lo largo de los siglos que siguieron, considerados por los historiadores de Mesopotamia como 
tiempos obscuros (Dark Ages) -a causa de la reducción de las huellas escritas-, se tienen sin 
embargo pruebas de luchas sociales violentas entre acreedores y endeudados. 

Enfrentados a un crisis económico, social y política, los reyes sumerios, y posteriormente los 
babilonios, anunciaban periódicamente amnistías generales: «pizarras limpias», como indica el 
referenciado Hudson. Estos decretos solían declarar nulo y sin efecto todo crédito al consumo (no 
afectaban al crédito comercial), devolver todas las tierras a sus dueños originales y permitir a 
todos los peones por deuda el regreso con sus familias. No tardó mucho en convertirse en un 
hábito de todo rey al asumir el poder hacer una declaración de este tipo, y muchos se vieron 
forzados a repetirlas periódicamente a lo largo de sus reinados.124 

Del contenido de la piedra Rosetta125 se confirma la tradición de la anulación de las deudas que 
se instauró en el Egipto de los faraones a partir del siglo VIII A.c, antes de ser conquistado por 
Alejandro Magno en el siglo IV  A.c. Se lee en ella que el faraón Ptolomeo V, en 196 antes de J.C., 
anuló las deudas debidas al trono por el pueblo de Egipto y más allá126. 

Se encuentra así en Egipto evidencias respecto a una tradición de proclamación de amnistía 
que precede a las anulaciones generales de deuda. Ramsés IV (1153-1146 antes de J.C.) proclamó 
que quienes huyeron podían volver al país. Quienes estaban encarcelados eran liberados. Su padre 
Ramsés III (1184-1153 antes de J.C.) hizo la misma política. Se afirma que  existen señales que en 
el 2º milenio parece no había esclavitud por deudas en Egipto. Los esclavos eran prisioneros de 
guerra127. Las proclamaciones de Ramsés III y IV otorgaban la anulación de los atrasos de 
impuestos debidos al faraón, la liberación de los presos políticos, la posibilidad para las personas 
condenadas al exilio de volver al país. 

                                                           
123 Cit al punto 5 
124  David Graeber ob. cit. 
125 Esta piedra que se encuentra en la actualidad en el Museo de Londres. Las inscripciones, que datan de 196 aC, son 
decretos aprobados por un consejo de sacerdotes en Memphis. Los pasajes resumen las glorias de la regla de Ptolomeo 
V Epifanio que gobernó desde 205-180 aC El decreto se inscribe en la piedra tres veces: en jeroglífico, los caracteres 
sagrados del sacerdocio; Demótica, el guión utilizado diariamente por los egipcios; Y el griego, el lenguaje 
administrativo. Incluye una letanía de las buenas acciones que el rey había realizado en los templos egipcios, incluidos 
los perdones de deuda. Dra Deborah Cibelli, Nicholls State University www.nicholls.edu/art-dhc/2004essay1.html. 
126 Cit al punto 5 
127 Cit punto 5 

http://es.theanarchistlibrary.org/category/author/david-graeber
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Solo a partir del siglo VIII antes de J.C. se encuentran en Egipto proclamaciones de anulación de 
deudas y de liberación de los esclavos por deudas. Es el caso del reinado del faraón Bocchoris 
(717-711 antes J.C.), cuyo nombre fue helenizado. 

Una de las motivaciones fundamentales de las anulaciones de deuda era que el faraón quería 
disponer de un campesinado capaz de producir suficientes alimentos y disponible cuando fuera 
necesario para campañas militares. Por estas dos razones, era necesario evitar que los campesinos 
fueran expulsados de sus tierras por la influencia de los acreedores. 

En los libros sagrados de la India también la gracia era un atributo propio de la delegación 
divina que legitimaba el poder. En estos libros se atribuye al rey la facultad de modificar las 
sentencias de las condenas. El ejercicio concreto de esta facultad constituía un acto religioso que 
purificaba al monarca Manava-Dharma-Zastra, o libro de las Leyes de Manú128. 

En el Texto Bíblico, entre las prerrogativas de los reyes de Israel, se encontraba la facultad de 
anular las sentencias y sustituir unas penas por otras. Durante el tiempo que estuvieron sometidos 
a la dominación romana, el derecho de gracia ya no se acordaba en nombre del pueblo judío, sino 
en el del emperador romano129.  

La historia del Derecho romano se extiende por casi mil años desde el inicio de la República 510 
a.C. hasta la codificación de Justiniano (528-534 d.C.)130 Durante esos siglos se fueron 
conformando diversos procedimientos (algunos que subsistieron paralelamente, otros que 
sustituyeron o modificaron a los más antiguos) aplicables para hacer efectiva la responsabilidad 
del deudor, sea en su persona, sea en su patrimonio, o en ambos ámbitos. 

La ejecución, acudiendo a la responsabilidad y sanción personal131, puede ser considerada 
como la más antigua de las vías ejecutiva. Sirvió para que el acreedor pudiera decidir sobre la 
suerte en la persona (y claro está, en el patrimonio insuficiente) del deudor. En eficiencia y 
económicamente pensado el deudor insolvente podía someterse a servidumbre personal y de esa 
forma trabajar para el acreedor pagando a lo largo del tiempo sus deudas. O bien según las 
necesidades del acreedor disponía de la posibilidad de obtener liquidez inmediata ya que el 
deudor devenía en esclavo y por ende era enajenable en el comercio. El proceso correspondiente 
ya estaba en las XII Tablas (451 a.C.), fue dominado por un fuerte carácter punitivo: si el deudor, 
dentro de los 30 días judicialmente establecidos, no pagaba su deuda, el acreedor podía acceder a 
su custodia y control mediante la actio legis per manum iniectionem132. 

                                                           
128 José Alemany Bolufer, 1912. Libro IX, números 233 y 234, Madrid cit., por Ireneo  Herrero Bernabe 
129 Cit al punto 12. 
130 Álvaro Pérez-Ragone en “La progresiva humanización de los procesos de insolvencia de personas naturales: desde la 
servidumbre e infamia hasta los procesos concursales de consumidores” www.scielo.cl 
131 Una persona se vincula o se somete a otra por el acto del nexum. Este acto está relacionado con la mancipatio, 
consistente en una automancipación o sometimiento de una persona a otra para garantizar una deuda propia o ajena. 
La lex Poetelia Papiria del 263 a. C. abolió el nexum y sustituyó el sometimiento personal del deudor por el de sus 
bienes, transformando así la vinculación personal en patrimonial 
132 Se trataba de la aprehensión corporal del deudor. A dicho la doctrina respecto a este procedimiento que La acción 
de la Ley por "aprehensión corporal" fue la más antigua de las acciones de la Ley y constituyó el primer ejemplo de 
acción ejecutiva. Fue la Ley de las XII Tablas la que fijó las formalidades que habían de cumplirse y los plazos que habían 
de concederse al deudor. Este procedimiento se aplicaba al deudor que había sido previamente juzgado y condenado 
(iudicatus), o que había confesado (reconocido) su deuda ante el magistrado (confessus). A partir del pronunciamiento 
de la sentencia o, en su caso, de la confesión, el deudor tenía treinta días para pagar, transcurridos los cuales, el 
acreedor impagado, aprehendiendo corporalmente al deudor, lo conducía ante el tribunal del Pretor y decía: “Puesto 
que has sido condenado a pagarme diez mil sestercios, y hasta el momento no has pagado, precisamente por esta razón 
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Es evidente que los tiempos del imperio Romano, y aun en Grecia, el retroceso en orden a los 
perdones de deuda fue evidente, y claro en colegir que el poder de los sectores económicos-
financieros más poderosos influyeron en este cambio histórico de la situación. 

Con el tiempo los métodos más duros y que afectaban la libertad y dignidad del deudor no 
fueron  tolerados: una multitud enfurecida marchó hacia el Foro –la Curia– para exigir que el 
Senado hiciera cambiar la ley. Así el nexum se convertiría en un negocio de prestación de servicios 
(el que no perdía de hecho su carácter ciertamente de servidumbre personal) al que se sumaba 
una garantía real de la deuda conformada por los bienes pignorados (propios del deudor, de su 
familia, o bien, entregado por terceros)133. 

Durante la edad media los Tribunales especiales constituidos por los mercaderes en las 
ciudades estado134 eran los receptores de las tensiones generadas entre los oficios y artes 
menores en el Tribunal de la Mercanzia para anular las deudas contraídas por los artesanos con los 
banqueros135. Somos de la opinión que esos Tribunales especiales constituidos alrededor de los 
comerciantes y artesanos fueron el germen de los acuerdos concursales que dieron origen del 
concordato preventivo que hoy conocemos, y que tuvieron en la ley Belga de 1883 su germen de 
constitución actual136.  

En los tiempos modernos no observamos perdones generales de deuda entre particulares. El 
rescate de Europa luego de la primera guerra mundial -la que se hallaba inmersa en una profunda 
depresión económica- significo una reducción aproximada del 19% en las economías más 
desarrolladas, lo que sucedió entre los años 1932/1939, llegando alcanzar un 50% en el caso de 
Gracia y Francia. Finlandia ha sido el único País Europeo que cumplió con el pago de sus 
obligaciones de la postguerra. Alemania en cambio pago fuertes sumas de dinero impuesta por el 
Tratado de Versalles de 1919 hasta que suspendió los pagos en el régimen de Adolf Hitler. 

Al finalizar la II  Guerra Mundial, el Acuerdo de Londres sobre la deuda en 1953 dio lugar a la 
abolición de toda la deuda externa de Alemania. La cantidad total alcanzó el 280% del PIB 1947-
1953137 de acuerdo con el historiador Albrecht Ritschl. La cancelación de la deuda, junto con la 
ampliación del calendario de pagos, permitió a Alemania volver a los mercados y convertirse en 
miembro poderoso del FMI y del Banco Mundial. El milagro económico de Alemania no hubiera 
sido posible sin el acuerdo de Londres. Esa condonación y el Plan Marshall resultante, permitió al 

                                                                                                                                                                                 
realizo sobre tí la aprehensión corporal “.Y al decir esto lo agarraba materialmente con la mano. Si entonces no 
intervenía un garante (vindex) que se hiciese cargo de la deuda, el magistrado autorizaba al acreedor a llevar consigo al 
deudor mediante la expresión addico (te lo atribuyo). El acreedor lo tenía prisionero durante sesenta días, durante los 
cuales debía exhibirlo atado en tres mercados consecutivos, proclamando su situación y la cuantía de su deuda, por si 
algún pariente o amigo, compadecido, lo liberaba de su obligación. Si nadie lo rescataba el acreedor podía darle muerte 
o venderlo como esclavo. A partir de una lex Poetelia Papiria, del 326 a.C., que mitigó notablemente la inhumana 
situación a que se veía reducido el deudor insolvente, se abre camino una nueva concepción según la cual, sería más 
bien el patrimonio del deudor y no su propia persona quien respondería de la deuda. Antonio Ortega Carrillo de 
Albornoz. Derecho Privado Romano ,Ed Promotora Cultural Malagueña, España pág 73 
133 Álvaro Pérez-Ragone cit. 
134 Florencia, Flandes, Génova, Las Hansas Alemanas, etc. 
135 Jacques Le Goff, Marcaderes y Banqueros de la edad Media pag 62, Ed Universodad de Bs As. 
136 Nos referimos a la visión del deudor ya no como un defraudador sino como un sujeto que afronta dificultades 
económicas que pueden ser reorganizadas en un pacto legal de común acuerdo con sus acreedores, impidiendo la 
liquidación de su patrimonio. 
137 Albretch Rischl , Historiador Económico del London School of Economics en una entrevista  al semanario Alemán Der 
spigel : www.spiegel.de/wirtschaft/soziales/euro-krise-deutschland-ist-der-groesste-schuldensuender-des-20-
jahrhunderts-a-769052.html 
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estado alemán posicionarse rápidamente en un modelo de desarrollo que compita con los Países 
socialistas bajo la órbita de la Unión Soviética. 

En materia de deuda exterior o del soberano , la doctrina de la deuda odioso de Alexander 
Sack138 introduce la idea que si un poder despótico139 o incluso un gobierno regular140 contrae una 
deuda irregular se considera odiosa y puede ser rechazada . El nuevo gobierno que pretenda 
rechazar la deuda odiosa debería probar en un Tribunal internacional   dos condiciones para ser 
reconocidas como tal: 1) las causas por las cuales el antiguo gobierno había contraído la deuda en 
cuestión, eran “odiosas” y francamente contrarias a los intereses de la población de todo o parte 
del antiguo territorio, 2)  que los acreedores, en el momento de la emisión del préstamo, habían 
estado en conocimiento de su destino odioso 

De forma más sintética, se puede decir que según Sack, una deuda es odiosa si ha sido 
contraída para satisfacer necesidades francamente contrarias a los intereses de la población y si, 
en el momento de conceder el crédito, los acreedores eran conscientes de ello. 

El concepto de deuda odiosa fue aplicado en diversas ocasiones: El general José de San Martín, 
una vez conquistada Lima en 1821, al asumir el cargo de Protector de la libertad de Perú, promulgó 
un Estatuto provisional que contiene posiblemente el primer antecedente normativo de la 
aplicación de la deuda odiosa, al proclamarse que el nuevo gobierno no debía pagar la deuda 
contraída por las autoridades del Virreinato del Perú ya que los fondos así conseguidos habían sido 
utilizados contra el pueblo de Lima y del Perú. En 1898 los Estados Unidos, victoriosos de la Guerra 
Hispano-Estadounidense en la que Cuba colonial española. Cuba fue separada de la corona 
española, así como Puerto Rico y Filipinas que quedaron bajo protectorado de Estados Unidos. 
España le reclamo el pago de la deuda. Estados Unidos sostuvo que la deuda era odiosa, pues 
había sido impuesta en su único interés, sin el consentimiento del pueblo y sirvió para reprimir el 
movimiento de liberación de Cuba. España aceptó el argumento y Cuba se vio librada del pago de 
la deuda colonial141. 

Ya en los tiempos actuales, y luego de la sistema crisis del año 20008 en adelante, los perdones 
de deuda han institucionalizados a través de mecanismos más sofisticados al sector de la banca 
global: el préstamo a 0% de interés o la recompra de títulos y bonos de deuda basura –sin valor de 

                                                           
138 Jurista Ruso (1890-1955) enseño en San Petesburgo y en Paris. “Efectos de las transformaciones de los Estados 
sobre sus deudas públicas y otras obligaciones financieras”, publicado en París en 1927. 
139  «Si un poder despótico contrae una deuda no para las necesidades y los intereses del Estado, sino para fortificar su 
régimen despótico, para reprimir a la población que lo combate, etc., esta deuda es odiosa para la población de todo el 
Estado [...] Esta deuda no es obligatoria para la nación; es una deuda de régimen, personal del poder que la contrajo, y, 
en consecuencia, deja de tener validez cuando ese poder cae.» (p. 157). |1| «La razón por la cual estas deudas “odiosas” 
no pueden ser consideradas como gravando el territorio del Estado, es que esas deudas no responden a una de las 
condiciones que determinan la regularidad de las deudas de Estado, es decir, ésta: las deudas del Estado deben ser 
contraídas y los fondos que provienen de ellas utilizados para las necesidades y en el interés del Estado (supra 6). Las 
deudas “odiosas”, contraídas y utilizadas para fines que, a sabiendas de los acreedores, son contrarios a los intereses de 
la nación, no comprometen a esta última —en caso en que llegue a librarse del gobierno que las había contraído— (…) 
Los acreedores han cometido un acto hostil hacia el pueblo; no pueden por tanto contar con que la nación liberada de 
un poder despótico asuma las deudas “odiosas”, que son deudas personales de ese poder.» (p.158). 
140 Sack define un gobierno regular de la forma siguiente: «Se debe considerar como gobierno regular el poder 
supremo que existe efectivamente en los límites de un territorio determinado. Que ese poder sea monárquico (absoluto 
o limitado) o republicano; que proceda de la ’gracia de Dios’ o de la ’voluntad del pueblo’; que exprese la ’voluntad del 
pueblo’ o no, del pueblo entero o solo de una parte de éste; que haya sido establecido legalmente o no, pag 6 
141 cadtm.org/La-deuda-odiosa- 
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mercado– por parte de los bancos Centrales de los EEUU, Japón y la UE  para alivianar los balances 
de esas entidades financieras. 

Solo el caso de Islandia, habitualmente poco conocido, evidencio en el año 2009 una situación 
que se acerca a la vieja sumeria: fruto de la ira de sus ciudadanos, los bancos de la isla han 
perdonado préstamos equivalentes al 13% del PIB. Las medidas para la recuperación se mostraron 
efectivas en la economía real que fue creciendo por sobre la media de la Unión Europea. El 
enfoque para manejar el colapso ha puesto las necesidades de la población por delante de los 
mercados. Como dato adicional y por cierto único en los Países afectados por la crisis  más de 200 
personas, incluyendo a los directores ejecutivos de los tres principales bancos Islandeses, se 
enfrentan a cargos criminales. 

 

Aspectos Conclusivos Preliminares: 

La historia de la humanidad evidencia dos etapas muy marcadas respecto los perdones de 
deuda: la preliminar, donde el perdón alcanzaba al pueblo en general ante situaciones generales 
de endeudamiento público (el ciudadano con el monarca) y también privadas (entre sujetos 
privados) con una fuerte impronta económica, en tanto las crisis que afectaban al reino a raíz de la 
deuda. 

Luego, la religión puso un manto de piedad en el tratamiento del perdón de deudas, el cual se 
materializaba periódicamente (años, décadas) bajo la idea de un renacer generalizado en dirección 
a los pobres. 

Pero siempre, como elemento determinante, la crisis económica, la marcha forzada o detenida 
de la producción y la riqueza dieron origen a esta solución dispuesta por la autoridad reinante. 

La civilización greco-romano significo un claro retroceso a esa idea, en tanto la sujeción física o 
patrimonial del sujeto de la obligación a su cargo (deuda)  

Las soluciones encontradas no fueron ya de carácter general para toda la población, sino que 
era el soberano era el que otorgaba en forma “particular” el perdón; entendido este como indulto 
o incluso perdones de deuda. 
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4) Grupo de investigación 4: “Potestades jurisdiccionales de los jueces concursales”  
Directora: Dra. Lidia Vaiser (Argentina) 

Integraron este grupo de investigación:  

a. Adriana Bacchi (Uruguay).- “Presentación de la situación de los tribunales de 
concurso de la República Oriental del Uruguay “  

b. Jean Paul Brousset (Perú).- “El papel del Juez en el Concurso: Una aproximación 
desde el deecho concursal peruano”  

c. Ariel Dasso (Argentina).- Facultades jurisdiccionales en la declaración de apertura 
del concurso”.- 

d. Gerardo Carlo Altieri (Puerto Rico).- “Presentación de la situación de los tribunales 
de quiebra de los EEUU”.- 

e. Jesús Quijano González y Juan Carlos Rodríguez Maseda (España).- “Las 
potestades jurisdiccionales del juez Concursal: Situación en el derecho español”.- 

f. Lidia Vaiser (Argentina) “Vicisitudes de las facultades jurisdiccionales en la ley y en 
la doctrina judicial argentina” 

g. Informe Final 
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LAS POTESTADES JURISDICCIONALES DEL JUEZ  CONCURAL. 

Investigación a cargo de un equipo de miembros del Instituto Iberoamericano de Derecho 
Concursal. 

 

I) INTEGRANTES: DIRECTORA: Dra. Lida Vaiser (Argentina); Stefania Pacchi (Italia); Gerardo Carlo 
Altieri (Puerto Rico); Juan Carlos Rodriguez Maseda (España); Jesús Quijano Gonzalez (España); 
Jean Paul Brousset (Perú); Daniel Fernando Alonso (Argentina); Antonio Silva Oropeza (Méjico); 
Ariel Gustavo Dasso (Argentina); Adriana Bacchi (Uruguay); Efrain H. Richard (Argentina).  

Objeto de la investigación: Cotejar y comentar con sentido crítico los distintos alcances de las 
facultades del juez concursal  o autoridad administrativa a cargo de los procedimientos , en 
aspectos claves del concurso preventivo y de la  quiebra, conforme la legislación de los países a 
que pertenecen los integrantes del equipo de investigación, o de aquellos a los que además  se 
refieran comparativamente, con el objeto de extraer conclusiones generales, respecto de las 
cuales no será imperativa la unanimidad, pudiendo verterse opiniones  en disidencia. Se analizará 
en todos los casos la conveniencia de la especialización del juez concursal.  

Instancias del proceso en la cuales se propuso analizar las potestades jurisdiccionales  objeto de 
la investigación:   

1. En la apertura del proceso, sea voluntario o necesario;  

2. En la verificación o admisión de los créditos;  

3. En la conformación de las clases o categorías de acreedores;  

4. En la propuesta o plan de pago a los acreedores;  

5. En la imposición del plan a los acreedores ausentes o disidentes (Cramdown)  

6. En la homologación o confirmación del plan;  

7. En la continuación de la empresa en estado de quiebra;  

8. En la liquidación del activo falimentario.  

II) FASES DE LA INVESTIGACION  
 

a) Trabajos iniciales  a cargo de cada uno de los miembros:  

 Cada uno de los miembros integrantes del equipo de investigación redactó  un documento 
conforme los presupuestos previamente aprobados,  sobre todos o algunos de los aspectos 
indicados en el punto anterior y según la legislación de sus respectivas  naciones.  

 La mayoría de los autores abordaron  algunos de los  puntos  señalados. Los Profesores Carlo 
Altieri y Bacchi los analizaron en su totalidad conforme la legislación aplicada en sus países, 
Estados Unidos de América y Uruguay,  respectivamente  

b) Tareas subsiguientes:  

 A partir de los contenidos  recogidos en los documentos pre señalados se abrió  una ronda de 
intercambio de opiniones  entre todos los miembros del equipo.   
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c) Encuesta:  

Seguidamente se elaboró una  encuesta de opinión,  cuyo resultado quedó plasmado en las 
respuestas del preopinante Prof. Jesús Quijano y las observaciones recibidas sobre las mismas por 
los Prof. Alonso y Richard. Tanto la opinión primaria como las observaciones s  

d) Redacción final del Informe:  

 Con el resultado de los antecedentes reseñados hasta aquí,  hemos redactado el presente 
informe final  que fue sometido a la consideración  y análisis de todos los miembros del equipo 
siendo aprobado por unanimidad.  

III)  INFORME FINAL: 

A.- Introducción  

Resulta destacable para dar inicio a este informe, que el nutrido material que forma parte de la 
investigación, tiene como objeto del análisis  tres fuentes legislativas de marcadas características 
diferenciadas: la continental europea y la anglo sajona,  por una lado, y la que coloca en cabeza del 
poder administrador el desarrollo de los procesos concursales, reservando solo ciertas cuestiones 
a la decisión de los jueces, en contraposición a los dos modelos anteriores, de corte netamente 
judicial.  

Por otra parte,  se cuentan entre los miembros participantes de la investigación  quienes son o 
han sido magistrados con competencia concursal,  como también catedráticos y abogados de 
ejercicio profesional.  De allí deriva la riqueza que aspiramos puedan aportar estos trabajos.  

En líneas generales puede decirse que la figura del juez en materia concursal presenta en los 
contextos legislativos analizados una notable  fortaleza, con una amplitud considerable en sus 
facultades.  

La mayoría de los autores han aludido,  en algún modo, a la palpable especialización de los 
jueces de quiebras, aún en el supuesto en que las facultades fueran ejercidas por una autoridad  
de superintendencia, habiendo destacado el  Prof. Brousset del Perú, las condiciones técnicas y 
profesionales de los integrantes del INDECOPI.  

Por otro lado, es clara la contraposición entre el  juez del derecho anglo sajón (cuyo rol ha 
explicitado el Prof. Carlo Altieri)  y  el del Derecho continental europeo, analizado en los restantes 
trabajos.  

En el desenvolvimiento del  primero de los sistemas se advierte la existencia de una mayor 
libertad de formas y contenidos en la negociación deudor - acreedor, pudiendo  concluirse en que 
el juez americano se encuentra convocado solo para las grandes decisiones del proceso, las  que 
son adoptadas también con una gran amplitud de criterio , fortaleza y marcada ejecutividad.  

Mientras que en los restantes regímenes el acento aparece puesto en la minuciosidad del 
proceso y en un  mayor desarrollo teórico en el plexo legal, en consonancia con las características 
del derecho continental europeo.-  

Puede decirse no obstante que en las postrimerías del S XX el derecho iberoamericano fue  
influenciado en mayor o menor medida por el derecho anglosajón, lo cual incidió 
inocultablemente sobre la figura del juez.  Al propio tiempo se flexibilizaron los procesos con una 
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mayor incidencia de la autonomía de la voluntad y fueron cobrando mayor relevancia los procesos 
preventivos y extrajudiciales.1  

Si bien la labor del juez emana  obviamente de la legislación positiva, no resulta ajeno a la 
observación de los autores el desempeño personal de la judicatura en aspectos subjetivos  que 
responden al orden sociológico y político.  Desde ese punto de vista puede apreciarse diferentes 
grados de aceptación. Al mismo tiempo no se ha evadido el análisis de las razones históricas, 
políticas o institucionales y hasta filosóficas, para evaluar en su conjunto el sistema legal y  la 
judicatura. O el devenir histórico del derecho concursal en cada uno de los países a que 
pertenecen los miembros del equipo.    

Así y por ejemplo resulta interesante resaltar:  

 El planteo del Prof. Brousset sobre los orígenes y desempeño  del INDECOPI; y sobre 
las teorías jusnaturalistas y positivistas en la evolución del  derecho concursal;   

 Las razones económicas que llevaron al dictado del  derecho especial mejicano, en los 
señalamientos del Prof. Silva Oropeza;  

 El devenir histórico del Derecho español, según la síntesis del Prof. Quijano  

 Los motivos sociológicos-jurídicos  de las sucesivas reformas del derecho italiano, 
conforme lo expresa en su trabajo la Prof. Stefania Pacchi.  

 B) Algunos aspectos abordados respecto a la función del juez en instancias cruciales de los 
procesos concursales.  

 1.- Apertura del proceso concursal:  

El trabajo con que nos ilustra la Prof. Adriana Bacchi, del Uruguay, trae a nuestro juicio una 
cuestión de interés y originalidad. Se trata de la facultad judicial de adoptar medida cautelares 
antes de la iniciación del proceso, sea este voluntario o necesario.  

Las medidas precautorias son generalmente adoptadas  en los pedidos de quiebra, o concurso 
necesario, según  otra nomenclatura. Pero el derecho uruguayo tiene un signo distintivo ya que se 
trata de cautelares adoptadas con carácter previo a un  procesos voluntario. Tal como quedara 
expuesto en el trabajo de la Dra. Bacchi, la medida cautelar puede ser solicitada por cualquier 
persona que demuestre un interés legitimo,  en los prolegómenos de un proceso que no será en el 
caso derivación de una acción  uti singulis, sino de carácter colectivo. Y estará enderezada a 
mantener la integridad del patrimonio del deudor. Estas medidas cesaran de declararse la 
apertura del concurso (art.18); pero no puede dejar de resaltase que la misma norma  establece la 
potestad del juez para decretar nuevas medidas en cualquier estado del proceso.  

De su lado el trabajo del Prof. Ariel G. Dasso, nos pone frente al interrogante de cuales serian 
las facultades jurisdiccionales en punto a los requisitos  de apertura de un proceso voluntario. Y en 
especial, respecto de la situación patrimonial  del pretenso concursado, lo que nos lleva de la 
mano hacia el presupuesto objetivo de los procesos concursales.  

En el derecho argentino  la ley establece que dicho presupuesto  es  el “estado de cesación de 
pagos”, noción que ha traído debates doctrinarios desde tiempos inmemoriales. Sin embargo el 
régimen concursal establece excepciones, como y por ejemplo en el concurso del “agrupamiento”, 

                                                           
1 Puede verse al respecto el trabajo del Prof. Juan Carlos Rodriguez Maseda que brinda un panorama de los procesos 
extrajudiciales en el derecho español, que contiene además nutridos conceptos de interés  académico.  
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donde uno o varios de los integrantes pueden no encontrarse en esa particular situación 
patrimonial.  

En opinión del autor  el juzgamiento de los requisitos formales y el requisito  sustancial de la 
cesación de pagos solo puede surgir de la prueba documental aportada por el presentante. En 
efecto, la petición de concurso voluntario normalmente se ve rodeada de prueba documental, 
aunque  permítasenos apuntar que por mayores que sean los recaudos y las formalidades que la 
ley impone, la real situación patrimonial del deudor se conocerá  bastante después de la apertura 
del procedimiento,  con la insinuación de los acreedores y los informes de los síndicos concursales,  
sin que pueda descartarse la posibilidad de que cualquier incidencia ulterior arroje nuevos puntos 
de vista acerca del real cumplimiento del recaudo sustancial de los concursos.  

No puede dejar de señalarse  que la caracterización del presupuesto objetivo de los concursos 
constituye un punto de gran trascendencia en  la política legislativa, ya que  su mayor o menor 
exigencia  marca con claridad  la tendencia del legislador hacia regímenes más o menos 
restrictivos. Y valga también recordar que el presupuesto de la cesación de pagos viene siendo 
fustigado por quienes puntualizan la necesidad de contar con instrumentos más agiles para el  
tratamiento de las dificultades patrimoniales,  que no se satisfacen necesariamente con procesos 
para- judiciales o preventivos  y que prescinden de la cesación de pagos (entendida como situación 
patrimonial generalizada y permanente) para llevarse a cabo.2  

Como ilustra la Prof. Pacchi en su ensayo,  la reforma  de los años 2006/2007 al régimen 
concursal italiano  trajo como novedad la superación de ese presupuestos, orientando la 
legislación hacia la consideración de  un estado de crisis que puede comprender una variada gama 
de supuestos, es decir,  contemplar una forma más leve o aún el mero peligro de la insolvencia.3  

Sin embargo y en punto a las facultades jurisdiccionales, que es el tema que nos ocupa, la 
pregunta crucial  es aquella que plantee habilitar  o no el pedido de mayores requisitos que los 
legalmente establecidos por parte del tribunal.  O si la sola confesión del deudor es suficiente para 
abrir el proceso. O cual sería la facultad jurisdiccional en caso advertirse con posterioridad a la 
apertura el incumplimiento de dicho recaudo sustancial.  

Resulta evidente que la respuesta habrá de variar según las circunstancias y el régimen legal 
que aborde dichos interrogantes. Pero permítasenos señalar que en la jurisprudencia argentina 
existen al menos dos precedentes en  los cuales,  llegado el momento procesal oportuno,  los 
jueces decidieron no homologar el acuerdo y revocar el auto de apertura del concurso por no 
verificarse el  presupuesto sustancial de la cesación de pagos4 

Cabe referir a  las apreciaciones del Prof. Carlo, cuando deja en evidencia que el derecho 
americano se encuentra en las antípodas del continental europeo e hispanoamericano en materia 
de juzgamiento sobre la existencia o inexistencia de requisitos legales para acceder al concurso. Y 
nada mejor que dejar esclarecidos esos conceptos con las  propias palabras del autor:  

                                                           
2 Ver al respecto: “Las potestades jurisdiccionales del juez concursal; la situación en el derecho español” Quijano-
Rodriguez Maseda; La fase preconcursal.  
3 Pacchi, Stefania:  “Il perímetro del controllo giudiziales nel concordato preventivo in Italia”  
4 Unión Argentina de Rugby s/Conc.Prev.; Camara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, Sala A; 23-8-2007;  
Publicado en Microjuris Rev. Electrónica  MJ-JU-M-53679-AR  ; y Galassi 2000 s/Conc.Prev., Juzgado Nac.Civil y Comercial 
de Bahía Blanca Nro. 5, firme; 14-11-2001   Microjuris Rev. Electrónica MJ-JU-E-6093-AR ; anotado  en doctrina ; en  MJ-
DOC-4800-AR | MJD4800  
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Los jueces de quiebra no participan ni toman acción alguna para admitir o no un caso de 
quiebra radicado por un deudor de forma voluntaria bajo la sección 301 del código de quiebra de 
los EE.UU (“el código”) (US Bankruptcy Code of 1978, 11 USC 101 et seq., “The Code”).   

La mera radicación en la corte de quiebra de una petición de quiebra (“petition”) crea la 
paralización automática bajo la sección 362 del código (“automatic stay”) e inmediatamente la 
secretaria del tribunal expide la orden de relevo (“order of relief”) a todos los acreedores incluidos 
en la lista de acreedores radicada por el deudor con la petición y las planillas informativas de 
activos y pasivos.5  

2.-  Sistema de información concursal   

Como derivación del trabajo de los Prof. Quijano-Rodriguez Maseda, se profundizo en la 
cuestión vinculada a la publicidad en los concursos, dado su carácter relevante. Adicionalmente se 
contó con un trabajo del Prof. Jesús Quijano, sobre el sistema de información en el concurso en 
España. Remito a sus palabras para resaltar la relevancia de la cuestión.  

“ Teniendo en cuenta la pluralidad de intereses afectados por una declaración de concurso, y la 
necesidad de que tal acto jurídico, por su trascendencia jurídica y patrimonial, resulte difundido de 
la forma más amplia posible, de manera que pueda llegar a conocimiento de los acreedores del 
deudor concursado y de otros muchos interesados que puedan resultar afectados, es evidente que 
deben disponerse instrumentos y medidas de publicidad legal que funcionen con eficacia y aporten 
seguridad y certeza al desarrollo del procedimiento concursal…”    

“A tal efecto, existe una REGISTRO PÚBLICO CONCURSAL, de carácter oficial y dependiente del 
Ministerio de Justicia, regulado en el artículo 198 de la Ley y desarrollado por un Real Decreto de 
15 de noviembre de 2013. El RPC se organiza en cuatro secciones a fin de ordenar 
sistemáticamente la información acumulada (resoluciones concursales, resoluciones remitidas a 
otros registros públicos, acuerdos extrajudiciales y administración concursal). En todo caso, la 
publicidad tiene carácter informativo (meramente declarativo y no constitutivo para la validez o la 
eficacia del acto publicado), puede realizarse en extracto y en coordinación con otros Registros  
públicos (Civil y Mercantil, principalmente) y debe ser accesible de forma gratuita por internet u 
otro medio equivalente de consulta telemática…” (Se acompaña también la legislación respectiva, 
contenida en el Real decreto de 2013)  

 Resulta necesario destacar que la legislación española  aborda la publicidad de los concursos a 
través de la mencionada normativa,  más allá de la publicidad edictal que normalmente recogen 
los regímenes hispanoamericanos  

3.- Fuero de atracción:   

Las consideraciones sobre el fuero de atracción en los concursos, pasó a nutrir la encuesta de 
opinión que también acompaña la investigación, (la que se comentará más  adelante) partiendo 
también de los contenidos acercados por el Prof. Quijano, en cuya aportación se lee:,  “….   La 
jurisdicción del juez del concurso está sin duda potenciada por una intensa “vis atractiva” que, 
pretendiendo concentrar la mayor parte de las decisiones relacionadas con el procedimiento 
concursal en el mismo juez, extiende su competencia con notable amplitud…”  

                                                           
5 Carlo Altieri, Gerardo “Presentación de la situación de los tribunales de quiebras de los EEII” 
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El comentario está direccionado a analizar la normativa vigente en España; pero de todos 
modos sirve para señalar cuál es la influencia del fuero de atracción,  y su mayor o menor 
amplitud, sobre las potestades jurisdiccionales en general.  

4.- Homologación del acuerdo:  

En la mayoría de los trabajos efectuados por los miembros del equipo de investigación se 
abordó el tema de la función jurisdiccional en la homologación del acuerdo.  

No parece dudoso que se trata de un tema medular en la concepción del sistema concursal y 
en la política legislativa tendiente a regularlo.  

Sobre el particular puede verse la intervención del Prof. Alonso quien destacó especialmente 
estos aspectos, señalando que el Concurso preventivo es  un modo colectivo de regular el pasivo, 
que surge cuando han fracasado, por acción u omisión, las soluciones autónomas. Y esa pérdida de 
autosuficiencia en la gestión del patrimonio por parte del concursado, tiene correlativamente un 
incremento en el involucramiento de terceros. Así surge la intervención del Estado, representado 
por el juez concursal, cuya labor en la solución preventiva reconoce, como actividad de 
fundamental importancia,  la homologación del acuerdo preventivo, ya que otorga autoridad a la 
voluntad expresada por los acreedores para exteriorizar su conformidad.6  

Puede señalarse además,  que en la evolución del derecho concursal, la influencia del 
privatismo contribuyó a morigerar las potestades del juez en estas instancias. Como muestra 
puede verse el derrotero de la legislación italiana, conforme lo expone la Prof. Pacchi en su 
trabajo:  

“…Il giudice risolve le controversie interne al fallimento, vigila sul rispetto della legalità mentre 
non valuta, come nel passato, la congruenza e la convenienza del soddisfacimento dei creditori.  

“….Nella disciplina del ’42 il giudice, già in sede di ammissione (art. 162, co.1) doveva valutare 
la rispondenza della proposta alle condizioni elencate nell’art. 160, co. 2, il quale indicava in ogni 
caso un giudizio prognostico sia sulla serietà e sufficienza delle garanzie offerte, sia sul valore dei 
beni ceduti, rispetto al risultato di pagare almeno il 40% dell’ammontare dei crediti chirografari. Si 
trattava di un’incursione valutativa extragiuridica sulla realizzabilità della proposta, in funzione 
dell’obbiettivo del pagamento di almeno il quaranta per cento. …”  

“….Oggi queste valutazioni sono rimesse al professionista indipendente, “iscritto nel registro dei 
revisori legali ed in possesso dei requisiti previsti dall’art. 28, lett. a) e b)”, designato dal debitore 
ed è sull’attestazione resa da tale soggetto che si dipana il tema dell’intensità del controllo del 
giudice….”  

“….Dopo il 2005 abbiamo un giudizio di omologazione dal quale viene espunto il giudizio di 
convenienza e quello di meritevolezza (che nella vecchia disciplina era anticipato e riassunto nella 
verifica di certi requisiti di ammissione)….”   

Junto con el Prof. Alonso compartimos el análisis sobre la jurisprudencia nacional en la 
Argentina, para señalar que a partir de la sanción de la ley 24522 se abrió un debate de marcado 
interés sobre las facultades del juez al momento de la homologación. Y que desde una posición 
restrictiva, como inicialmente se entendió, se paso - a través de la jurisprudencia y de las sucesivas 
modificaciones de la ley-  a otorgar mayor preponderancia al juez en las potestades relativas  a la 

                                                           
6 Alonso; Daniel Fernando: El juez y la homologación del acuerdo en el derecho argentino”  
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homologación del concordato. Citó el  Prof. Alonso e fallo recaído en la causa “Unión Argentina de 
Rugby”  que ya fue mencionada aquí, como ejemplo paradigmático del cambio de tendencia y de 
una mayor injerencia del Estado a través del Juez, en la homologación de los acuerdos.  

 Como corolario se nos permitirá citar al Prof. Quijano con la  opinión vertida en la encuesta 
realizada, respecto de los caracteres y fundamentos del  acto jurisdiccional consistente en la  
homologación de un acuerdo preventivo:  

 “….La homologación es una decisión estrictamente judicial, justificada por la conveniencia de 
extender los efectos del acuerdo alcanzado con la mayoría del pasivo a creedores no participantes 
o disidentes. Por esa razón debe seguir siendo una facultad estrictamente judicial, ya que eso es lo 
que legitima salvar el límite de la relatividad de una relación contractual para extender sus efectos 
más allá de las partes que celebran el pacto, en forma de acuerdo de refinanciación, de pagos, 
etc.…”  

 Sobre las facultades jurisdiccionales  relativas a la homologación del acuerdo, se pronunciaron 
también en sus trabajos las Profa. Pacchi; Bacchi y quien suscribe. Asimismo, los Prof. Quijano, 
Alonso, Carlo Altieri, y Richard (este último en su participación de la encuesta de opinión que 
forma parte integrante de la investigación) Se analizaron de tal modo  las legislaciones de Italia, 
Uruguay, Argentina  y EEUU sobre la materia.-  

 Existe un aspecto común  en la legislación estadounidense y la legislación argentina sobre una 
cuestión a la cual se le ha concedido la nomenclatura de “cramdown”. En el derecho 
norteamericano, tanto el nomen juris como el instituto tienen perfiles propios.  

 La legislación argentina  presenta un instituto emparentado con aquel en el art. 52,2,b de la ley 
24522, en cuanto establece que cumplimentados ciertos requisitos,  el juez pude imponer el 
acuerdo a la totalidad de los acreedores, por lo cual serán alcanzados los ausentes y los  
disidentes, es decir, quienes no aceptaron la propuesta de acuerdo.  

 En consecuencia los efectos del cramdown power en la legislación estadounidense y en la 
legislación argentina son similares.  

 Recientemente se ha intentado formar cierta corriente de opinión respecto a que, - como 
principio jurídico- , el juez debería homologar un acuerdo preventivo cuando la propuesta de pago  
consistiera en el pago de una suma equivalente al dividendo concursal en la quiebra. Sería tal vez 
una forma de extrapolar lo que se legisla en materia de imposición del acuerdo a acreedores 
disidentes, a otra cuestión (la valoración de la propuesta por parte del juez) que no se encuentra 
vinculada a aquella.  

 No participamos de ese criterio por varias razones.  En primer lugar debe señalarse que la 
postura mencionada asienta en un contexto hipotético imposible de discernir a priori.  

 Además, no toma en cuenta que el producido de los bienes liquidados en la quiebra no 
resultan ser el único activo que ingresa a la masa, ya que ésta pude incrementarse a través de las 
acciones de recomposición patrimonial, emergentes de los desvíos y responsabilidades que todos 
los sistemas jurídicos contemplan en relación a los actos reprochables; especialmente por la 
actuación de los administradores o terceros que hubieran afectado, dañado o menoscabado  los 
bienes de la masa.   

 Asimismo las dos legislaciones cotejadas, la de EEUU y la de Argentina, recogen, en efecto,  la 
posibilidad de imponer la propuesta concordataria o plan a ciertos acreedores disidentes 
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(cramdown power), lo que constituye una circunstancia excepcional y solo para el caso en que se 
cumpla con una extendida serie de requisitos. Por lo tanto, el tópico no podría ser de aplicación 
general como principio interpretativo,  sin cumplirse con los esos recaudos, que son rigurosos, en 
un modo acorde a  cualquier normativa  de excepción ..  

 El Prof. Carlo Altieri nos ilustra con  su trabajo sobre los aspectos centrales de la legislación de 
EEUU en cuanto concierne a la imposición del plan a los acreedores ausentes o disidentes y 
expresa lo siguiente:  

“….El tribunal tiene poder para aplicar el “cramdown” de forma de imponer la modificación de 
las obligaciones a los acreedores disidentes, luego de notificación a todos los acreedores y partes 
en el caso y de darle la oportunidad a todos de presentar evidencia en una vista en su fondo.   

El código de quiebra de los EE.UU requiere trece requisitos para la homologación o 
confirmación de un plan de reorganización tipo capítulo 11, bajo la sección 1129(a), cuando todas 
las clases de acreedores votan a favor del plan; de cumplirse todos estos requisitos, puede dar 
lugar a lo que se conoce como un plan consensual.    

De no obtenerse las requeridas dos terceras partes de las cantidades de intereses admitidos en 
cada clase y el 50% en numero de votantes actuales necesario para confirmar todas las clases bajo 
la sección 1129 (a), se puede todavía proceder a confirmar el plan bajo un proceso conocido como 
“cramdown”, cumpliendo estrictamente con lo descrito en la sección 1129 (b).   

De esta forma puede homologarse un plan, siempre que el deudor en posesión (DIP) pruebe al 
tribunal que cumplió con todos los requisitos de la sección 1129 (a), excepto el requisito del voto de 
todos las clases según aparece en la sub-sección octava de la 1129 (a).   

En todo caso, bajo la sección 1129(b) siempre también se requiere que por lo menos una clase 
impactada vote a favor y el tribunal encuentre que se cumple con lo siguiente:   

1. El plan cumple con el código en todas sus partes;   

2. El proponente cumple con el código;  

3. El plan se radico de buena fe y no por motivos contrarios a la ley;   

4. Los pagos hechos han sido aprobados por el tribunal;  

5. Se han hecho las informaciones necesarias sobre los directores de la corporación;    

6. Las autoridades pertinentes han aprobado los aumentos en tarifas, si aplica;  

7. Con respecto a las clases “impaired” o impactadas, estas han aceptado el plan o recibirán 
propiedad en valor no menos de lo que recibiría bajo una liquidación en capítulo 7 (“Best 
interest test”);   

8. La votación de todas las clases a favor - {Este requisito octavo, que requiere el voto de 
todas las clases bajo la sección 1129 (a), es el único que se exime bajo la 1129 (b)}.   

9. Por lo menos una clase impactada (“impaired”) debe aceptar, sin incluir la aceptación de 
personas internas (“insiders”); y   

10. El plan no “discrimina injustamente”, es “justo y equitativo” respecto a todas las clases 
afectadas: Para efecto del cumplir con el requisito de ser “justo y equitativo” se deben 
seguir las siguientes reglas: a) para acreedores garantizados - que se retenga el 
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gravamen por el acreedor afectado y que este reciba efectivo totalizando por lo menos el 
valor de su crédito a la fecha de efectividad del plan o su equivalente y; b) para los 
acreedores no garantizados - deben recibir el equivalente del valor en efectivo de su 
reclamación autorizada, o cualquier acreedor que sea de menor jerarquía no debe recibir 
o retener su interés o propiedad.   

O sea, se determina en caso de los acreedores no asegurados por el tribunal, si se cumple 
con el requisito indispensable de “justo y equitativo” usándose el llamado “test of 
absolute priority”.   

El resultado de lo anterior es que los dueños de la empresa no pueden retener sus 
intereses en la empresa si intentan hacer un “cramdown”, excepto si hacen un pago total 
de todos los créditos superiores a los suyos. También debe aclararse que puede haber un 
excepción a esta regla si los dueños han hecho una aportación de capital que la corte 
determina que constituye suficiente valor nuevo o “new value”; o cuando siendo el 
deudor una persona natural, se le permite retener su propiedad bajo los parámetros de la 
sección 1115 del código.     

11. El test de viabilidad (“feasibility”).  El deudor debe probar que la confirmación del plan no 
ha de resultar en una liquidación posterior….”7  

Asimismo y de su lado, la ley argentina establece en el art. 52, que si no se hubieran alcanzado 
las mayorías para aprobar el acuerdo en todas las categorías el juez puede homologar el acuerdo,  
siempre que resulten reunidos la totalidad de los siguientes requisitos:  

i) Aprobación por al menos una de las categorías de acreedores quirografarios;  

ii) Conformidad de por lo menos las tres cuartas partes del capital quirografario;  

iii) No discriminación en contra de la categoría o categorías disidentes. Entiéndese como 
discriminación el impedir que los acreedores comprendidos en dicha categoría o 
categorías disidentes puedan elegir — después de la imposición judicial del acuerdo— 
cualquiera de las propuestas, únicas o alternativas, acordadas con la categoría o 
categorías que las aprobaron expresamente. En defecto de elección expresa, los 
disidentes nunca recibirán un pago o un valor inferior al mejor que se hubiera acordado 
con la categoría o con cualquiera de las categorías que prestaron expresa conformidad 
a la propuesta;  

iv) Que el pago resultante del acuerdo impuesto equivalga a un dividendo no menor al que 
obtendrían en la quiebra los acreedores disidentes.  

Como bien puede apreciarse, las facultades judiciales para imponer el acuerdo, dentro del 
cumulo de presupuestos indicados, son discrecionales y no obligatorias; y en este aspecto coincide 
con lo reflejado en la legislación de EEUU.  

 Además, según la ley argentina debe encontrarse reunidos todos los requisitos que la ley 
establece para habilitar esa facultad jurisdiccional, que como se expresó no es imperativa para el 
tribunal.  

                                                           
7 Carlo Altieri, Gerardo:” Presentacion de la situación de los tribunales de quiebra en los EEUU”  
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Finalmente, que el pago resultante del acuerdo no sea inferior al dividendo del acreedor en la 
quiebra, es solo uno de todos esos amplios requisitos, que, insistimos, deben hallarse reunidos en 
su totalidad, tal como expresa la disposición legal.   

En suma: las características propias de las legislaciones que contemplan el instituto 
denominado cramdown, establecen la excepcionalidad del instituyo,  dada la pesada carga de 
recaudos que lo habilita,  no es obligatorio para el juez homologar el acuerdo o el plan, aun de 
reunidos los mismos y de allí resulta la imposibilidad de extrapolar sus postulados a otras 
situaciones juridicas.  

 IV.- ENCUESTA DE OPINIÓN :  

 Completando la labor de los miembros y en base a los trabajos efectuados, la dirección elaboró 
una encuesta de opinión, de la cual participaron los Prof. Quijano, (como preopinante) y Alonso y 
Richard (quien se incorporó al grupo a través de ésta) Pasamos a transcribir su contenidos y 
resultados:  

 CUESTIONARIO :  

1.- Si  los procedimientos concursales deben estar enteramente judicializados o si existen 
ciertas materias que el juez puede delegar en otros funcionarios:  

2.- Si la competencia debe ser o no exclusiva del juez concursal en los llamados pequeños 
concursos  

3.- Cuales deben ser los alcances de la vis atractiva del concurso (fuero de atracción en otros 
ámbitos)  

4. Cuáles deben ser los mecanismos por los cuales el juez del concurso no quede al margen de 
las acciones tramitadas en otras competencias, por ej. Penal  

5.-Como organizar las relaciones entre el juez concursal y las autoridades administrativas de 
contralor de banca y seguros  

6.-Cuales debieran ser las facultades jurisdiccionales en punto a los contratos celebrados por el 
deudor  

7.- Cual puede ser la injerencia del juez concursal en punto a las políticas y relaciones laborales 
del concursado  

8.- Cuales pueden ser las facultades jurisdiccionales en punto al diseño de la propuesta de pago 
del deudor  

9.- Cual debe ser el alcance de las facultades jurisdiccionales en punto a la homologación del 
acuerdo:  

10.- Es conveniente que el juez concursal califique la conducta del deudor o es una materia 
estrictamente de competencia del juez penal?  

Al respecto remitimos a las respuestas y replicas expresadas a los fines del cuestionario, en 
documento anexo que forma parte de la investigación. Debe destacarse además que el 
documento respectivo fue sometido a la consideración de todos los participantes, no habiendo 
recibido comentarios ni objeciones de ninguna índole.  
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 V.- CONCLUSIONES:  

 Nos permitiremos efectuar algunas consideraciones  a modo de conclusión, desprendidas de 
todos  los intercambios de opinión efectuados de un modo u otro, que en suma apuntan al 
objetivo último de la investigación:   

1. Los procedimientos concursales deben estar controlados y supervisados por autoridad 
judicial, sin perjuicio de que el juez puede delegar en distintos funcionarios o en 
comisiones arbitrales algunos aspectos o conflictos del proceso, debiendo distinguirse al 
respecto entre las crisis empresariales y la de los sujetos-persona física, donde se puede 
recurrir a un trámite simplificado. Además, en el caso de las organizaciones 
empresariales insolventes debe priorizarse los procedimientos extrajudiciales en el 
marco del derecho societario, con la finalidad de no alterar los mercados, la lealtad 
comercial y la libre competencia.   

2. El fuero de atracción del concurso debe ser amplio y el juez concursal, además de su 
especialización, debe tener una competencia extensa, que es lo que justifica la amplitud 
de la  vis atractiva. En consonancia con ello, las excepciones al fuero de atracción deben 
estar especialmente legisladas y todo lo relativo a la materia debe responder a la 
protección del “interés del concurso”. Con cuya definición se diferencia del interés del 
concursado y el de los acreedores.   

3. La publicidad de los concursos debe responder a instrumentos de comunicación e 
información eficientes y obligatorios.  

4. Sería conveniente que el juez concursal estuviera munido de una capacidad de 
paralización o veto de decisiones ajenas al concurso; aunque salvaguardando la 
autonomía de cada competencia.  

5. En caso de conflicto debe prevalecer la opinión del juez de la causa por sobre la de las 
autoridades administrativas.   

6. Resulta altamente relevante la información proporcionada por el  síndico; y el juez no 
podría homologar una propuesta abusiva o en fraude a la ley.  

7. Debería existir en los procesos concursales un sistema de información regulado y 
obligatorio.  

8. La injerencia del juez en los contratos celebrados por el concursado debe propender a su 
mantenimiento en tanto y cuanto se respeten los intereses del concurso. Existe un 
mayor grado de libertad para las decisiones judiciales en materia de concursos 
liquidativos que en materia de concursos reorganizativos .  

9. Cabe mantener la competencia de la autoridad judicial y administrativa laboral y la del 
sistema social, pero trasladando la ejecución de sus decisiones al juez del concurso.   

10. El diseño de la propuesta de pago es una cuestión a debatir y resolver entre las partes, 
pero al juez le compete el control del contenido del acuerdo y de los requisitos de 
regularidad del proceso.   

11. El juez debe considerar  si la concursada ha asegurado un plan de viabilidad económica y 
en ningún caso podrá homologar un acuerdo abusivo o en fraude a la ley. 
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12. La homologación del acuerdo es una decisión estrictamente judicial, justificada por la 
conveniencia de extender los efectos del acuerdo alcanzado con la mayoría del pasivo a 
acreedores no participantes o disidentes. Resulta muy importante precisar la naturaleza 
del control judicial al momento de la homologación. Dentro de la amplia gama que existe 
entre un control formal de legalidad y uno de mérito,  el legislador debe brindar pautas 
claras respecto de cuál es la naturaleza del control judicial esperado.   

13. Siempre debería salvaguardarse en la hermenéutica, que la decisión del juez concursal 
debe armonizarse con el sistema normativo en su conjunto y, por lo tanto, aplicarse los 
institutos del derecho común –como fraude, abuso del derecho, etc.-, interpretados a la 
luz de los principios del subsistema concursal.  

14. Para un adecuado ejercicio de las facultades jurisdiccionales, resulta indispensable que la 
ley prevea con claridad el correlativo deber –durante todo el procedimiento- de brindar 
información económica, financiera y contable respecto del deudor, extendiendo tal 
deber al propio deudor, a los miembros de sus órganos de administración y fiscalización, 
y, en su caso, a quien resulte administrador durante el procedimiento.   

Resulta preferible que la ley precise el régimen informativo, las oportunidades de 
presentación de la información, el contenido de tales presentaciones y las consecuencias 
ante un eventual incumplimiento, error o falsedad.  

15. Amerita requerirse que toda información económica y financiera que se presente en el 
proceso debe explicitar las normas de valuación utilizadas, las que deben considerarse 
conforme estándares generalmente aceptados.   

En lo atinente a la homologación del acuerdo debería requerirse que quien efectúe una 
propuesta a los acreedores y, oportunamente, quien solicite su homologación, debe 
suministrar a los mismos y al juez concursal, información específica respecto del impacto 
del acuerdo propuesto sobre las finanzas y la economía del deudor, con especial énfasis 
en el flujo de fondos proyectados.  

16. En punto a la existencia o inexistencia de una calificación concursal de la conducta del 
deudor, no han existido coincidencias de opinión, pudiendo establecerse una escala 
graduada que va desde su decidida conveniencia, a la irrelevancia del asunto. Sin 
embargo se ha puntualizado que  el marco concursal no debe quedar excluido de las 
reglas de la responsabilidad –civil y penal- por los actos realizados en el período anterior 
a la insolvencia. Las acciones de responsabilidad suscitadas en este marco deben 
tramitar  ante el juez concursal, con previsión legislativa expresa de sus consecuencias.-   

 Para finalizar, no puedo dejar de expresar mi agradecimiento por la labor de excelencia 
desempeñada por todos y cada uno de los  integrantes del equipo, el entusiasmo demostrado, la  
responsabilidad puesta en evidencia  en el cumplimiento ajustado a las pautas establecidas y por 
los resultados obtenidos. No nos queda más que decir: TAREA CUMPLIDA.   

  

Dra- Lidia Vaiser 

Buenos Aires, 24 de Julio de 2017 
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CUESTIONARIO: RESPUESTAS Y DEBATE. 

   

1-Si los procedimientos concursales deben estar enteramente judicializados o si existen ciertas 
materias que el juez puede delegar en otros funcionarios:  

 JQG: Los procedimientos concursales deben estar controlados y supervisados por el juez, pero no 
es necesario que estén enteramente judicializados; es perfectamente compatible con la 
supervisión judicial la posibilidad de que la sindicatura, la administración concursal, u otras 
instancias (notarios, registradores públicos, autoridades administrativas especializadas, incluso 
comités de acreedores, etc.) dispongan de capacidad de iniciativa y de decisión, sin perjuicio de 
que las cuestiones litigiosas sean resueltas por el juez. Por supuesto, esto sería válido en el 
procedimiento concursal propiamente dicho; los procedimientos pre-concursales o para-
concursales, que pueden ser de muy distinta naturaleza, deben ser principalmente extrajudiciales.  

 DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ. A ello agrego que, en 
oportunidades específicas, puede resultar conveniente que ciertas resoluciones sean tomadas en 
el marco de un arbitraje -institucional o no-, pero conservándose la supervisión judicial, aunque 
acotada, como última instancia.  

EHR: Coincido, pero formulo alguna aclaración. Debemos distinguir entre crisis de organizaciones 
empresariales de las de personas humanas, particularmente empleados y retirados. Todas estas 
últimas deberían tener un trámite muy sencillo no concursal, casi sin costos para los insolventes y 
para el Estado, resolviendo la cuestión. Para las organizaciones empresariales, incluso las no 
societarias, deberían privilegiarse las soluciones extrajudiciales, tornándolas inatacables en cuanto 
respondan al momento de efectivizarse a planes de negocios que aseguren la viabilidad económica 
inmediata. Las soluciones concursales o privadas deben organizarse para superar las crisis, 
particularmente las societarias, económicamente eficientes y riables, para reasignar recursos, y los 
procedimientos deben ser eficientes, de ser posible privados y asumidos por los propios 
administradores y socios sin perjudicar a terceros, de bajo coste, a fin de no alterar los mercados, 
la lealtad comercial y la libre competencia.   

 2.- Si la competencia debe ser o no exclusiva del juez concursal en los llamados pequeños 
concursos  

 JQG: La competencia decisoria estimo que sí debe ser judicial, sea cual sea el tamaño del 
concurso. Asunto distinto son las atribuciones relacionadas con la negociación del deudor y los 
acreedores, las propuestas de pago o reestructuración de deuda, etc., donde puede y debe haber 
una importante intervención de mediadores o instancias equivalentes en estos casos de 
“concursos menores”.  

 DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, acotando que estimo conveniente 
que, aún en supuestos de intervención de mediadores o facilitadores, debe existir la posibilidad de 
recurrir a la competencia decisoria judicial.  

 EHR: Coincido con JQG. Con las salvedades formalizadas en la respuesta 1.  
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 3.- Cuales deben ser los alcances de la vis atractiva del concurso (fuero de atracción en otros 
ámbitos)  

 JQG: La vis atractiva del concurso debe ser amplia e intensa, sin perjuicio de excepciones: El 
interés del concurso (del deudor y de los acreedores en su conjunto) en una situación de 
insolvencia, creo que exige que el juez tenga una competencia extensa, que es lo que justifica la 
amplitud de la vis atractiva.  

DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ.  Agrego asimismo que las 
excepciones a la vis atractiva concursal deben estar claramente definidas en la ley, y que tal 
definición legislativa debe inspirarse en la protección del interés del concurso equilibrándolo con 
la posibilidad de tomar decisiones efectivas y eficientes.  

EHR: Coincido con JQG. Se trata de juicios universales. En la República Argentina ha sido debilitada 
so pretexto de una recarga de trabajo de la Justicia metropolitana. La verificación y admisibilidad 
de créditos en los juicios concursales representaba una revolución procesal frente a la marca 
ineficiencia y demoras de los procesos concursales. Esas excepciones facilitan al concursado la 
presentación de propuestas predatorias y su aprobación por los acreedores que, a la fecha de la 
votación-aceptación-, no están legitimados para expresar su voluntad.  

4. Cuáles deben ser los mecanismos por los cuales el juez del concurso no quede al margen de 
las acciones tramitadas en otras competencias, por ej. en el fuero Penal  

 JQG: Los mecanismos, además de la propia vis atractiva, deben consistir en disponer y aplicar 
instrumentos de comunicación e información obligatoria al juez del concurso por parte de 
cualquier otra autoridad que pueda adoptar decisiones de cualquier naturaleza con incidencia en 
el concurso; no descarto tampoco facultades del juez del concurso para emitir informes, recabar 
actuaciones, ejercer cierta capacidad de paralización o veto de decisiones ajenas, cuando el interés 
del concurso lo exija. En todo caso, debe entenderse también que la especialidad de la jurisdicción 
penal a estos efectos puede dar lugar a una regla de autonomía (las decisiones del juez del 
concurso no vinculan al juez penal), sin perjuicio de admitir algún supuesto de prejudicialidad en 
virtud de la forma en que esté tipificado el delito de insolvencia punible, o de concurso culpable, 
en los distintos ordenamientos.  

 DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, subrayando que debe procurarse el 
afianzamiento de los sistemas de comunicación judicial, salvaguardando – ciertamente- la 
autonomía de cada competencia.  

 EHR: Concuerdo con JQG. Con la información recabada, y que también debería proporcionar el 
Síndico, en la República Argentina, el Juez no podrá homologar un acuerdo con abuso de derecho 
y fraude a la ley. Ese abuso de derecho se entiende en afectación al sistema jurídico y 
particularmente a los acreedores a los que se le extienda los efectos del acuerdo logrado por 
mayoría. Como fraude a la ley catalogamos las quitas en concurso de sociedades, atendiendo a 
que las mismas comportan una transferencia de riqueza de acreedores a la sociedad –y por ende a 
los socios que son los que deberían (directa o promoviéndola) capitalizar la sociedad-, situación 
que genera cargas impositivas a la sociedad, aunque diferidas. A su vez deberían vigilar que las 
quitas y esperas no impliquen una afectación al derecho constitucional de propiedad de los 
acreedores que no votaron o votaron en contra.  
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5.- Como organizar las relaciones entre el juez concursal y las autoridades administrativas de 
contralor de banca y seguros. 

 JQG: En efecto, por lo dicho en la respuesta anterior, debe existir un sistema de información 
regulada con carácter obligatorio, y entendiendo que el centro de información relevante es el 
concursal, donde debe concentrase la información.  

En esos casos, lo más razonable creo que es reconocer a tales instituciones de control y 
supervisión capacidad legal de designación de administradores concursales, síndicos, etc., 
recayendo el nombramiento en personal cualificado de su ámbito funcional. Todo ello, sin 
perjuicio de que la insolvencia de entidades sometidas a supervisión tenga regulación 
paraconcursal específica, diferenciada del procedimiento concursal ordinario o común.    

 DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, agregando asimismo que, en caso 
de conflicto, deberá preverse la prevalencia de la decisión judicial.  

EHR: Concuerdo con JQG. Las sociedades con objeto bancario y de seguros están sujetas 
normalmente a trámites de liquidación especiales, impidiéndoles los procesos concursales 
rehabilitatorios.  

 6.- Cuales debieran ser las facultades jurisdiccionales en punto a los contratos celebrados por el 
deudor  

 JQG: Deben ser amplias, incluyendo, por este orden, la conservación del contrato en interés del 
concurso, el impulso del cumplimiento obligatorio cuando proceda, la sanción del incumplimiento 
malicioso o del empleo de estrategias para dificultar el cumplimiento, también la resolución del 
contrato cuando sea más conveniente, y la rehabilitación del contrato incumplido, ya antes del 
concurso o durante el concurso, cuando sea posible. Por supuesto, tratándose de relaciones 
contractuales, tales facultades deben ejercerse por regla general a solicitud de las partes del 
contrato (del deudor concursado o de su administración concursal, o del acreedor), pero sin 
descartar decisiones judiciales de oficio en interés del concurso.  

DFA:  Entiendo que debe diferenciarse entre procedimientos reorganizativos y liquidativos.  

En los primeros, debe existir un mayor grado de libertad en la actuación de quien ejerce la 
administración del patrimonio del deudor –ya sea el deudor o un tercero-.  A tal fin, debe ejercerse 
la misma atendiendo al principio de conservación de la empresa y a la protección de los intereses 
de los acreedores;  y establecer con claridad un estándar de conducta, un régimen de 
responsabilidad para el administrador por su actuación y la naturaleza de la supervisión o control 
por la sindicatura y el juez.    

En los segundos, concuerdo con los argumentos vertidos por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, en la 
importancia de conceder amplias facultades jurisdiccionales con la extensión por él apuntada.   

EHR: Concuerdo con Jesús Quijano.  

7.-Cual puede ser la injerencia del juez concursal en punto a las políticas y relaciones laborales 
del concursado.  

 JQG: Este es un asunto muy discutido y polémico: cabe atribuir al juez del concurso 
excepcionalmente la competencia sobre las relaciones laborales colectivas (modificación, 
suspensión extinción, etc.) en caso de concurso de la empresa, utilizando en todo caso un 
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procedimiento particular en el que tenga intervención la representación sindical, o convenida para 
el caso, de los trabajadores; y cabe mantener la competencia de la autoridad administrativa 
laboral y de la jurisdicción social también en situación concursal, trasladando la ejecución de sus 
decisiones al juez concursal. Me inclino por la primera opción, que creo es más coherente con la 
finalidad del concursó.  

DFA: Concuerdo con JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ.  Asimismo, estimo merecedor de particular 
énfasis que el reconocimiento de créditos frente al concurso sea competencia, en última instancia, 
del juez concursal.   Hago también la salvedad que, en los procedimientos preventivos o 
reorganizativos, el debate respecto del derecho colectivo del trabajo puede continuar 
directamente en la esfera administrativa laboral, sin intervención del juez concursal.    

EHR: Concuerdo con Jesús Quijano.  

8.- Cuales pueden ser las facultades jurisdiccionales en punto al diseño de la propuesta de pago 
del deudor.  

JQG: El diseño de la propuesta de pago es una cuestión a debatir y resolver entre las partes; al juez 
debe corresponder exclusivamente el control del contenido, la verificación de que se han 
cumplido los requisitos de regularidad del procedimiento (convocatoria de acreedores, 
tramitación de propuestas, constitución de asamblea o junta, votación y mayoría, etc.), cuando 
haya algún tipo de oposición o impugnación, y la supervisión del cumplimiento del plan de pagos 
establecido. Todo ello en el supuesto de que se hubiera alcanzado un convenio entre el deudor y 
sus acreedores; de no ser así, el pago a los acreedores en fase de liquidación concursal es una 
operación estrictamente judicial, sin perjuicio de la colaboración del órgano concursal de 
sindicatura, administración, representación de los acreedores, etc.  

DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, que estimo presenta una muy 
ajustada síntesis de las circunstancias.   

EHR: Remito a mi contestación en la pregunta 4. El Juez debe, en la República Argentina y a mi 
entender en cualquier sistema como principio lógico, receptar si la concursada ha asegurado un 
plan de viabilidad económica –que luego puedo suponer responsabilidad si era inviable- (art. 100 
Ley General de Sociedades) y en ningún caso puede homologar acuerdos que constituyan abuso 
de derecho o fraude a la ley –art. 52 ap. 4 Ley de Concursos y Quiebras-, que debe valorarse frente 
a las normas constitucionales, y en caso de sociedades frente a normas imperativas de la ley 
específica –art. 150 Código Civil y Cmercial, arts. 94.5, 96 y 99 Ley General de Sociedades-.  

 9.- Cual debe ser el alcance de las facultades jurisdiccionales en punto a la homologación del 
acuerdo:  

 JQG: La homologación es una decisión estrictamente judicial, justificada por la conveniencia de 
extender los efectos del acuerdo alcanzado con la mayoría del pasivo a creedores no participantes 
o disidentes. Por esa razón debe seguir siendo una facultad estrictamente judicial, ya que eso es lo 
que legitima salvar el límite de la relatividad de una relación contractual para extender sus efectos 
más allá de las partes que celebran el pacto, en forma de acuerdo de refinanciación, de pagos, etc.  

 DFA: Adhiero a lo contestado por JESÚS QUIJANO GONZÁLEZ, aunque entiendo que resulta muy 
importante precisar la naturaleza del control judicial a la hora de homologar.  Dentro de la amplia 
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gama que existe entre un control formal de legalidad y uno de mérito, estimo que el legislador 
debe brindar pautas claras respecto de cuál es la naturaleza del control judicial esperado.  

Sin perjuicio de ello, entiendo que siempre debería salvaguardarse que en la hermenéutica la 
decisión del juez concursal debe tender a la armonización del sistema normativo en su conjunto y, 
por lo tanto, aplicar los institutos de derecho común –como fraude, abuso del derecho, etc.-, 
interpretados a la luz de los principios del subsistema concursal.  

Estimo también que para un adecuado ejercicio de las facultades jurisdiccionales, resulta 
indispensable que la ley prevea con claridad el correlativo deber –durante todo el procedimiento- 
de brindar información económica, financiera y contable respecto del deudor, extendiendo tal 
deber al propio deudor, a los miembros de sus órganos de administración y fiscalización, y, en su 
caso, a quien resulte administrador durante el procedimiento.  Resulta preferible que la ley precise 
el régimen informativo, las oportunidades de presentación de información, el contenido de tales 
presentaciones y las consecuencias ante un eventual incumplimiento, error o falsedad.  

Amerita requerirse que toda información debería presentarse explicitando las normas de 
valuación utilizadas, las que deben considerarse conforme estándares generalmente aceptados.  
Finalmente, y en lo atinente a la homologación del acuerdo debería requerirse que quien efectúe 
una propuesta a los acreedores y, oportunamente, quien solicite su homologación, deba 
suministrar a los mismos y al juez concursal, información específica respecto del impacto del 
acuerdo propuesto sobre las finanzas y economía del deudor, con especial énfasis en el flujo de 
fondos proyectado.  

EHR:  Concuerdo, con las aclaraciones formalizadas en respuestas 4 y 8.  

10.- es conveniente que el juez concursal califique la conducta del deudor o es una materia 
estrictamente de competencia del juez penal. 

 JQG: Es conveniente que haya una calificación concursal, diferenciada e independiente de la 
calificación penal, sin prejudicialidad necesaria ni vinculación de pronunciamientos. Se trata de dos 
perspectivas distintas, con requisitos y efectos distintos. No todo concurso culpable a efectos 
mercantiles o civiles, debe tener carácter de delito penal, ni viceversa. Otra cosa es que en muchos 
casos las bases fácticas de la calificación coincidan y un mismo supuesto revista caracteres de 
delito y simultáneamente constituya un concurso culpable, acumulándose sanciones penales y 
jurídico-económicas, sin que ello afecte al principio non bis in ídem.  

DFA: Entiendo esencial que el marco concursal no debe quedar excluido de las reglas de la 
responsabilidad –civil y penal- por los actos realizados en el período anterior a la insolvencia.  El 
modo para la determinación de tal período, en cada caso concreto, debería encontrarse 
claramente determinado.  Creo conveniente que las acciones de responsabilidad suscitadas en 
este marco tramiten ante el juez concursal, con previsión legislativa expresa de consecuencias y, 
en su caso, sanciones que, incluso, puedan determinar distintas duraciones para los períodos de 
incautación de bienes y ámbitos temporales para que opere la extinción de deudas alcanzadas por 
la quiebra.  Sin embargo, más allá de lo antedicho y de la estrecha colaboración que debiera existir 
entre el juez penal y el concursal, entiendo inconveniente que el juez concursal proceda a una 
calificación de conducta, puesto que tal calificación –aunque fuese sólo una calificación 
“concursal”-, puede reforzar el carácter estigmatizante de la quiebra cuando el foco debería estar 
ubicado en la detección, investigación y, si acaso, castigo penal, de los eventuales delitos  
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EHR: No me preocupa la existencia o inexistencia de una calificación, particularmente frente a la 
homologación del acuerdo. Creo fundamental señalar que los efectos novatorios de la 
homologación de un acuerdo no excluyen las acciones de responsabilidad extraconcursales que 
terceros, acreedores o no, puedan promover contra administradores y socios basados en los 
principios de la teoría general de la responsabilidad: haber sufrido daño, que el imputado haya 
realizado una acción u omisión que constituya una antijuridicidad y que tenga un vínculo causal 
con el daño generado.   
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VICISITUDES DE LAS FACULTADES JURISDICCIONALES EN LA LEY Y EN LA DOCTRINA JUDICIAL 
ARGENTINA 

Lidia VAISER 

 

I. La ley concursal argentina se sancionó en 1995; y si bien ha sufrido algunas 
modificaciones, ha sido la doctrina judicial la definitiva modeladora del régimen, a través –
precisamente- de una gran preponderancia de las potestades jurisdiccionales, las que claramente 
habían entrado en pugna en el texto oportunamente aprobado en el Congreso Nacional. 

Inicialmente, y ya desde el proyecto legislativo que fuera su génesis, se señaló el cambio de 
orientación de la legislación concursal, que se presentaba con marcado acento iusprivatista. Como 
resulta ser la lógica consecuencia de esa corriente, la nueva ley puso el acento en  el recorte de las 
facultades de los jueces. 

Señaló Maffia, con su filosa e irónica pluma, que el juez concursal se había convertido en un 
mero “cuentaporotos” , aludiendo principalmente a que  en el nuevo  régimen legal, alcanzadas las 
mayorías de ley el juez del concurso debía homologar el acuerdo. Esa redacción de la nueva norma 
(art. 52 LCQ) puso en duda si las facultades jurisdiccionales, al decisivo momento de aprobar la 
propuesta concordataria, se limitaban a un simple control de legalidad formal; o si por el contrario 
el juez conservaba la función de resolver según la observancia o  la inobservancia de la legalidad 
sustancial del acuerdo.  

Ese “debe homologar”, en palabras del texto normativo,  se convirtió en la piedra de toque 
apta para juzgar la orientación de la ley, y abrió un debate muy ardoroso en la doctrina interna, 
que puede repasarse en  “El juez frente a la homologación del acuerdo: Ni apocalípticos ni 
integrados” 8 donde se señalaba: 

“Uno de los puntos más controvertidos de la última reforma concursal fue, sin duda, el recorte 
de las potestades atribuidas al juez a la hora de homologar la propuesta de acuerdo votada 
favorablemente por los acreedores.” “La dramática amputación normativa del poder-deber de 
valorar el mérito del arreglo convenido, fue calurosamente defendida y no menos calurosamente 
criticada.”  

Pero la ulterior interpretación de la ley por parte de la jurisprudencia, llevó las cosas a un justo 
punto, reivindicando la figura del juez y sus indiscutibles facultades para juzgar la legalidad del 
acuerdo desde un punto de vista sustancial. 

En el recordado caso “Covello, Francisca”9 muy tempranamente y apenas sancionado el texto 
legal de 1995, se rescataron esas potestades, cuando la propuesta de acuerdo pudiera 
considerarse lesiva del orden público (noción de cierta amplitud, - como se concederá -, lo que 
amplía por tanto los alcances de la competencia judicial). 

Pero tal vez el inicio de la corriente jurisprudencial que luego se impuso, dado su mayor 
impacto, puede encontrarse en el fallo recaído en la causa “Línea Vanguard” con la decisión que 
juzgó ilícita y contraria a la moral y las buenas costumbres una propuesta de concordato a 

                                                           
8 En: La Ley 1997-E-243; por Ribichini; Guillermo Emilio 
9 CNCom. Sala B; 3.9.1996 
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veinticuatro años, con cinco de gracia y sin intereses  10  

II. Aún con anterioridad a la sanción de la ley 25589, (modificatoria de la ley 24522), que 
trajo de la mano la facultad del juez de imponer el  acuerdo a acreedores disidentes y la 
reinstauración explícita del control sustancial de la propuesta concordataria,  el rol  del magistrado 
concursal fue recuperando paulatinamente  su perfil.  Me animo a decir, por encima  de las 
atribuciones que  tuviera durante la vigencia de su predecesora,  la ley 19551.- y más allá del 
controvertido control del concordato. 

Es así que en una larga lista de fallos novedosos, comenzó a avizorarse un avance sistemático 
de la figura del juez en la dilucidación de diversas cuestiones de relevancia  dentro del marco del 
proceso concursal. 

Sin ánimo de realizar un catálogo exhaustivo, podemos encontrar esos rasgos en los siguientes 
ejemplos: 

1) En la adopción  de una variada gama de medidas cautelares, genéricas y en muchos 
casos autosatisfactivas. 11  

2) En la  fijación “definitiva” (en la propia  nomenclatura legal) de las clases  y subclases de  
acreedores. Recordemos que la ley 24522 introdujo la novedosa posibilidad  de que deudor separe 
en clases a los acreedores concurrentes y les ofrezca propuestas diferenciadas, circunstancia que 
marcó como pocas las diferencias con el régimen precedente. 

En esa línea pueden encontrarse los pronunciamientos recaídos  en las causas Florio ICSA 
s/Conc.Prev” 12; “Schoeller Cabelma s/Conc.Prev”,13; “Salinas Abelardo s/Conc.Prev.17.11.95;14 y 
“Listas Argentinas SA s/Conc.Prev” 15 

Y más recientemente en la causa “Forman Fueguina SA s/Concurso preventivo” 16 

Cabe recordar que en el aludido caso “Schoeller Cabelma”,  en ejercicio de la facultad para fijar 
definitivamente las clases de acreedores, el juez estableció  la creación de una  categoría no 
prevista por el concursado, para alojar en ella a las sociedades controladas por éste, las cuales no 
están excluidas de votar el acuerdo según el texto legal (art. 45 LCQ) . Lo que revela una doble 
injerencia  judicial: para fijar las clases o categorías de acreedores ampliando las previstas por el 
deudor;  y para discriminar a ciertos acreedores que si bien no se encuentran impedidos de votar, 
pueden licuar con su participación a otros acreedores comunes.  

 
3) En la exigencia de que el deudor adapte la propuesta concordataria a las pautas legales 

vigentes17. 

                                                           
10 CNCom.Sala C; 4.9.2001; Errepar Doctrina Societaria y Concursal, Diciembre de 2001, con nuestra nota “La propuesta 
de acuerdo preventivo y su debida observancia del orden jurídico. Facultades de los jueces.” 
11 Por todos v. Kemelmajer de Carlucci; “Cuestiones de competencia en las medidas urgentes en el concurso”; Revista 
de Derecho Privado y Comunitario; Concursos; 2002 Nro.3; Ed.Rubinzal Culzoni).  
12 22.8.96 .JNCom Nro.11. 
13 30.10.96 originario del mismo Juzgado. 
14 Juzg.Proc.Conc. Nro. 3 de Mendoza”. 
15 en DSyC Errepar; Nro.155, Octubre 2000, junto con nuestra nota “La categorización de acreedores en el concurso 
preventivo: el abrazo del oso”. 
16 CNCom Sala D; 18-2-2016 MJ-JU-M-97378-AR. 
17 “Massey Ferguson SA s/Conc.Prev.” 4.6.96 JCiv y Com Nro.13 de Rosario; cit. Nuestro trabajo “La propuesta de 
acuerdo preventivo y su debida observancia del orden jurídico. Facultades de los jueces” en Errepar Doctrina Societaria y 
Concursal, Diciembre de 2001. 
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4) En la sincronización de los plazos procesales durante el trámite del “cramdown”, y demás 
decisiones tendientes a subsanar las falencias imputables a  la ley 18  

5) En la morigeración de intereses excesivos, especialmente los aplicados por el fisco 
nacional 19   

Merece destacarse que en un fallo reciente se estableció que si bien la facultad de los 
organismos fiscales de imponer intereses punitorios, (además de los moratorios), deriva de la 
necesidad de atender los gastos del Estado y obedece a razones de orden público, las pautas 
establecidas por la normativa fiscal para regir esos cálculos no cercenas la facultad genérica de 
morigeración que tiene el órgano judicial20 

6) En el establecimiento de una categoría o clase especial dentro del universo de los 
acreedores, para instalar a los organismos recaudadores de impuestos nacionales, provinciales o 
municipales 21 . Ello así, en razón de que la normativa propia de esos entes establece de modo 
imperativo las condiciones en las cuales se admite,  desde el punto de vista administrativo, prestar 
conformidad con  un acuerdo concordatario. Por ende,  establecer una clase especial para dichos 
organismos, permite al concursado ofrecer una propuesta a medida de esos planes de pago, a fin 
de  garantizar la aprobación del convenio. 

7) En la intrincada trama del concurso “en caso de agrupamiento” 22   

8) En la desestimación de la llamada “propuesta residual”   23  referida a la que normalmente 
con menor beneficio,  trataba de imponerse a los acreedores que no participaban del proceso. 
Dicho de otro modo, aquellos que si bien legítimos no se presentan en termino oportuno a validar 
sus créditos y por ende quedas fuera del marco de la votación. 

9) En el método de integración de las mayorías necesarias para llevar adelante las acciones 
de recomposición patrimonial en la quiebra, donde una nueva corriente jurisprudencial  se 
sobrepuso a la fría letra de la ley, con un casi seguro aniquilamiento de las vías integrativas del 
patrimonio cesante; ello así,  morigerando los recaudos impuestos a los acreedores para formar 
mayorías y como forma de equilibrar los escollos legales para llevar adelante las acciones de ley 24 

                                                           
18 “Pedro y José Martín S.A., Juzg.Proc.Conc.Nro.3 Mendoza; en LL 25/03/97. 
19 “Pedro Worms Y Cia. SRL s/Conc.Prev. s/Inc. De Revisión por DGI” – CNCom.Sala E – 29/09/00; “Zapata Jorge Julio 
s/Conco Prev. S/Inc.Rev” SCJ MENDOZA – 11/04/03;  “Frigorifico Minguillon SA  s/Quiebra s/inc. de revision por Fisco 
Nacional DGI”, CNCom, Sala C, 15/09/93.; mas recientemente “ Preantonio Gerardo Héctor s/ concurso preventivo 
s/incidente de revisión de crédito de AFIP - DGI y otro” ; CNCom Sala B; 3-11-2016; en  Microjuris; MJ-JU-M-102183-AR 
20 Quattro Latina SA s/quiebra; CNCom sala D; 29-12-2016. 
21 “El Rápido Argentino Compañía de Microómnibus S.A. s/concurso preventivo” Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Comercial N° 21 – Secretaría N° 41, febrero 19-2003; “Yampolsky, Natalio Alfredo s/concurso preventivo”,  Juzgado 
Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 18 – Secretaría N° 35, abril 8-2003. Willmor S.A. s/ concurso 
preventivo; CNCom, Sala A; 21-4-2014. 
22 Tercer Juzgado de Procesos Concursales y Registro de Mendoza, autos “Quiroga, Oscar Horacio y otros s/ Concurso 
Preventivo Agrupado”;22 SCJ de Medoza, julio 7-997, “Salinas Pardo, Jorge y otra en: Motores y Materiales Eléctricos 
S.A. s/ inc. Cas.”, RDPyC, 18-442, Digesto Práctico La Ley, pág. 840; 22 CNCom., Sala C, julio 15-997, “Homero Fonda y 
Cía. S.A.I.C. s/ Conc. prev.”, RDPyC, 1997-853, Digesto Práctico La Ley, pág. 840). Librandi Karina Andrea s/ concurso 
preventivo; CNCom, Sala B; 23-12-2008; en Microjuris,  MJ-JU-M-42497-AR. 
23 “La Franco Andina” citado más arriba; “Argenfruit SA en Pedro Lopez  e Hijos s/Conc.Prev.” CSJ Mendoza, 24.6.03; en 
Errepar, Doctrina Societaria y Concursal;, Nro.189, Agosto 2003). 
24 "Banco Extrader S.A. s/quiebra s/incidente de responsabilidad"; conf. Sala D, 3/7/1997, –del dictamen del señor fiscal 
de cámara- CNCom, Sala E, 7/3/2001, "Cardoso Mariano s/quiebra c/Artes Gráficas Modernas S.A. s/revocatoria 
concursal (ordinario); CNCom, Sala D, 3/7/97, "Eledar S.A. s/quiebra s/inc. de responsabilidad", ED 20/11/98; C.Civ. y 
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10) En la interpretación de las normas que excluyen del computo de las mayorías a 
acreedores que resultan ser parientes, socios o controlantes del deudor, ampliando sensiblemente 
el escueto elenco que establece la ley (art. 45 LCQ) bien sea a otros sujetos vinculados 
especialmente al deudor por razones que pudieran suponer una complacencia fraudulenta. O aún,  
a los acreedores disidentes sospechados de llevar adelante acciones encuadradas en la 
competencia desleal u otras formas de abuso del derecho, integrando de este modo la normativa 
concursal con todo el sistema jurídico.25 

Ha sido esta última temática la que despertó sin duda las mayores atenciones de la doctrina y 
reconoce un vasto universo de fallos judiciales y notas autorales en una materia que, como se 
apreciará, representa la instancia más álgida del proceso concursal; la que marca el  equilibrio 
entre la propuesta concordataria y  la mayor o menor cantidad de acreedores o créditos 
concurrentes cuya conformidad  el deudor necesita recabar. Personalmente le he dedicado al 
tema numerosos trabajos monográficos y una obra publicada en 2015,  que puede consultarse 
para mayor ampliación de estas notas.26 

III. Como corolario de las apreciaciones hasta aquí vertidas y en punto a las facultades del juez 
concursal en la legislación nacional, puede apreciarse que aquello que se inicio con un recorte 
remarcable de las potestades inherentes a la judicatura fue rápidamente subsanado. 

Si bien la ley 25589, modificatoria de la LCQ 25422 fue la que restituyó en la letra de la norma, 
(aunque de un modo elíptico) el control de legalidad sustancial del acuerdo, caben dos 
apreciaciones: en primer lugar que aún en la primigenia redacción de la norma, no era factible 
suponer el cercenamiento de la potestad jurisdiccional inherente a juzgar la legitimidad intrínseca 
del acuerdo, ya que el acto de homologar (el acuerdo concordatario o cualquier otra relación 
jurídica, mirado desde la óptica del Derecho procesal)  presupone siempre la existencia de ese 
control exhaustivo de legalidad que corresponde formular al tribunal27 

Al mismo tiempo, es dable advertir que en la evolución de la jurisprudencia se produjo un 
verdadero rediseño de numerosos aspectos normados en la ley, en su gran mayoría signados por 
un avance de la figura del juez. 

Lo que permite concluir en que en el derecho interno, el juez del concurso se encuentra 
revestido de una gran fortaleza para establecer en el amplio ámbito de sus facultades un 
concordato satisfactorio, ceñido estrictamente a la ley, y  que respete el necesario equilibrio de 
todos los intereses en juego. 

 

 

 

                                                                                                                                                                                 
Com., Rosario, sala III, 2000/09/15 – Dutto, Florentino, LL Litoral, 2001-1114). Tomás Francinelli y Cía. S.A. s/ quiebra, 
Incidente de Ineficacia de acto. Art. 119 LCQ.; CNCOM, Sala A; 30-12-2010. 
25 Juan C Guzman y Cía. S/Conc.Prev; CNCom, Sala 27-12-2002; En LL  2003-C-721; Productos Maimumbí; CNCom SalaA; 
10-8-04; en Microjuris MJ/REP/M108587/AR;  Inversora Eléctrica de Bs.As. SA s/Concurso; CNCom, Sala B; 13-3-06; en 
Microjuris MJ/JU/M/8495 AR; Grinberg de Aizemberg Jezabel Adriana s/ quiebra; CNCom; Sala E; 10-10-2012, Microjuris 
MJ-JU-M-76512-AR.  
26 “La exclusión de acreedores en el proceso concursal” Ed. Astrea; Bs.As. 2015. 
27 Así lo sostuve en “Homologación del acuerdo preventivo: iusprivatismo o iuspublicismo” Ponencia a las VII Jornadas 
de Rioplatenses de Derecho Comercial; Punta del Este, Octubre 28 y 29; 1994. 
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EL JUEZ Y LA HOMOLOGACIÓN DEL ACUERDO EN EL DERECHO ARGENTINO 

Daniel Fernando ALONSO 

  

Sumario: I. La homologación del acuerdo preventivo: aproximación. II. El juez, sus facultades y la 
homologación a la luz de la evolución. III. Las facultades jurisdiccionales entendidas desde la 
jurisprudencia. IV. El debate y su síntesis. V. A modo de conclusión. 

I.-La homologación del acuerdo preventivo: aproximación  

El concurso preventivo es un “modo colectivo de regular el pasivo”28,  que surge cuando han 
fracasado, por acción u omisión, las soluciones autónomas, es decir, cuando el concursado no ha 
logrado resolver autónomamente su estado y recurre, en consecuencia, a una solución que, al 
menos en parte, es heterónoma: la solución mediante terceros.  Esa pérdida de la autosuficiencia 
en la gestión de su patrimonio tiene correlativamente el incremento del involucramiento de los 
terceros.  Dentro de los múltiples matices del mismo, surge la intervención del Estado y, por él, 
del juez concursal, cuya labor en la solución preventiva reconoce, como oportunidad de singular 
importancia, a la homologación del acuerdo preventivo.  

A fin de enmarcar la discusión cabe primeramente decir que, en derecho argentino, la 
homologación judicial del acuerdo preventivo otorga autoridad a la voluntad manifestada por los 
acreedores legitimados para dar su conformidad.  Así, la homologación se yergue como requisito 
esencial para la aplicación del acuerdo pre-aprobado, puesto que hasta tanto ella se dé, aunque el 
acuerdo cuente con todos los requisitos legales e incluso con unanimidad de los legitimados a dar 
conformidades, el mismo carece de eficacia29.    

En ese marco, se ha sostenido que la homologación tiene una función declarativa de la validez 
del acuerdo previamente aceptado30.  

Visto ello, puede decirse que la actividad jurisdiccional tiende a tutelar los derechos de 
aquellos acreedores ausentes y disidentes, puesto que el acuerdo homologado tendrá efecto 
vinculante para ellos, y no sólo para quienes lo han consentido31.  

Por ello, sin desconocer el interesantísimo debate respecto de la naturaleza jurídica del 
acuerdo y sin ignorar que el mismo conlleva importantes consecuencias prácticas, puede 
analizarse la función del juez concursal, a la hora de la homologación, concentrándose en sus 
potestades jurisdiccionales homologatorias y denegatorias.  Para acometer tal objetivo, 
iniciaremos por un sucinto análisis del derrotero legislativo, acompañado con la referencia – 
necesariamente breve- a algunos de los numerosos fallos relevantes; finalmente, trataremos de 
sistematizar el debate, en los términos más recientes, los que, si bien llevan una década y media, 
no dejan de presentar matices de interés.  

                                                           
28 El término es empleado por Ariel A. DASSO, en “La exclusión de la base de cómputo de las conformidades y la regla 
de la mayoría concursal” en Arecha, Martín (editor), El voto en las sociedades y en los concursos. Buenos Aires, Legis, 
2006, p. 95-129. Al respecto, debe decirse que el autor lo emplea refiriéndose a la ley belga del 18 de abril de 1851.  
29 Héctor CÁMARA, El concurso preventivo y la quiebra. Comentario Ley 19.551. Bs. As., Ed. Depalma, Vol. II, 1979, 
1090.  
30 Roberto GARCÍA MARTÍNEZ – Juan Carlos FERNÁNDEZ MADRID, Concursos y quiebras. Tomo I, Bs. As., Ed. 
Contabilidad Moderna, 1976, 554 y ss.  
31 CÁMARA, op. cit., 1091.  
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 II.- El juez, sus facultades y la homologación a la luz de la evolución legislativa  

Código de Comercio.  Imbuido de una orientación tendiente a la punición de la conducta del 
deudor y la satisfacción de los acreedores, el Código de Comercio Argentino, cuya normativa rigió 
las quiebras desde 1862 a 1902, previó el “concordato” como forma de conclusión de la quiebra.  
En el concordato, el rol del juez era uno de control de legalidad y no de conveniencia.  

 Ley 4.156.  El régimen del Código de Comercio fue reemplazado por el de la Ley nro. 4.15632, 
cuyos 170 artículos, rigieron las quiebras desde 1902 a 1933.  Concebida la cuestión de la 
insolvencia como un quid de interés privado, esta ley –pionera para su tiempo- incorporó, como 
procedimiento alternativo a la quiebra, la “Convocación de acreedores” (art. 6 y siguientes), pero 
conservando el juez un rol de control de legalidad y no de conveniencia.33   

 Ley 11719.  La antes aludida orientación en política legislativa comenzó a variar –y si se quiere 
fluctuar- cuando mediante la Ley nro. 11.71934, se derogara el anterior régimen y se lo 
reemplazara por el que se aplicó desde  

1933 a 1972.  Frecuentemente denominada “Ley Castillo”, a raíz de su inspirador Ramón 
Castillo,35 este ordenamiento implicó avanzar hacia la agregación de un interés general o 
intereses supra individuales al interés individual o privado de los acreedores.  La “convocatoria” 
adquirió entonces cierto beneficio y cierta impronta de “salvaguardar el interés general”, siendo 
el rol del juez el de “director del proceso”  -en expresión que se conserva aún en el régimen 
vigente- e incorporando, en lo que podría denominarse “facultad denegatoria”, al control de 
legalidad un control de mérito.  

Durante la vigencia de la ley 11.719, se dictó el fallo “Compañía Swift de La Plata S.A.F., conv” 
por la sala C de la Cámara Nacional de Comercio –en adelante CNCom.- de fecha 06 de junio de 
1972.36   En este precedente, el juez de primera instancia denegó la homologación, pese a la 
obtención de mayorías, en fallo que fue confirmado por la alzada sosteniendo que la facultad 
denegatoria está inspirada por el interés general, que la finalidad legal es beneficiar al 
comerciante desventurado y salvaguardar el interés general y evitar el proceder contrario al 
propósito y espíritu de ley.  

 Ley 19.551. Días antes del fallo expuesto en el párrafo precedente, se aprobó la ley 19.551,37la 
que imbuida del principio de conservación de la empresa marcara un hito respecto de la primacía 
de los intereses supra individuales sobre los individuales.  Este ordenamiento, vigente desde 1972 

                                                           
32 Sanción: 23/11/1902 - Promulgación: 30/12/1902 - Publicación en: Registro Nacional 1902, t. III, p. 784 – ADLA 1889 - 
1919, 564.  Antecedentes parlamentarios: D. ses. Sen., 1902, p. 456; D. ses. Dip., 1902, t. II, p. 627; D. ses. Sen., 1902, p. 
826.   
33 Al respecto, ver en particular los arts. 23 a 25, los que limitaban, más que la legislación presente, la legitimación y las 
causales de impugnación,  establecían un abreviado trámite para las mismas y el marco para la resolución judicial.  
34 Publicación: Boletín Oficial 30/09/1933 - ADLA 1920 - 1940, 325. Antecedentes parlamentarios: D. ses. Sen., 1933, t. I, 
p. 836 - D. ses. Dip., 1933, t. V, p. 38.  
35 Ramón Castillo, catamarqueño, tuvo una dilatada carrera pública, política y académica, que incluyó, como hitos, el 
formar parte de la Cámara Nacional de Comercio, ser profesor titular y decano de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, ser senador nacional, Ministro del Interior, luego vicepresidente del Dr. Ortiz (1938-2942) y 
finalmente Presidente de la Nación (1942-1943).  Sobre el tema, ver: Fernando SABSAY (1999). «Presidente Ramón 
Castillo». Presidencias y Presidentes constitucionales argentinos. Buenos Aires: Biblioteca Nacional, por un resumen ver: 
http://web.archive.org/web/20130715062556/http://www.paisglobal.com.ar/html/argentina/presidencias/presi22.htm 
(última consulta: 24/02/2017).  
36 Publicado en: ED, t. 43, 129/143  
37 Sanción: 04/04/1972 - Promulgación: 04/04/1972 – Publicación en: B.O.: 08/05/1972 – ADLA 1972 - B, 1847.  

http://web.archive.org/web/20130715062556/http:/www.pais-global.com.ar/html/argentina/presidencias/presi22.htm
http://web.archive.org/web/20130715062556/http:/www.pais-global.com.ar/html/argentina/presidencias/presi22.htm
http://web.archive.org/web/20130715062556/http:/www.pais-global.com.ar/html/argentina/presidencias/presi22.htm
http://web.archive.org/web/20130715062556/http:/www.pais-global.com.ar/html/argentina/presidencias/presi22.htm
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a 1995, reguló el concurso preventivo (arts. 5 a 83), y en lo relativo a la homologación (arts. 61 a 
63) se percibía el intento de salvaguarda del interés general diferenciado del interés –particular- 
de los acreedores.  Conserva aquí el juez la facultad denegatoria y se establecen criterios de 
valoración (art. 61),38 resultando importante destacar que establecía que el juez “se debe 
pronunciar sobre la homologación…”, estableciendo entre los criterios el merecimiento de la 
solución preventiva (inc. 5 art. 61).  

Durante la vigencia de este régimen, tramitó el conocido caso “Sasetru”.39  En este caso, 
habiendo la resolución de primera instancia denegado la homologación, pese a contar con las 
mayorías, la sala D de la CNCom confirma el fallo argumentando que el acuerdo empeoraba la 
perspectiva de cobro e implicaba una conducta contraria al crédito; sin embargo, en disidencia se 
sostuvo que el parámetro es la conservación de la empresa y el  “interés general” no es el interés 
general de los acreedores.  Posteriormente, el recurso extraordinario es admitido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación –en adelante, SCJN-, tribunal que señala que el fallo de la CNCom 
“discurre con plausible inquietud ética” pero “se despreocupa… de la suerte que han de correr las 
plantas industriales y el valioso capital humano y económico que emplea un conjunto 
empresario” 40 y que la arbitrariedad radica en no acatar el principio rector.41,42 

                                                           
38 Art. 61. -- No deducidas impugnaciones en término o rechazadas las interpuestas, el juez se debe pronunciar sobre la 
homologación del acuerdo, por resolución fundada, en la que valora:   

 Su congruencia con las finalidades de los concursos de acreedores y si resulta conforme con el interés general.   

 Su conveniencia económica respecto de la conservación de la empresa y la protección del crédito.   

 Las posibilidades de su cumplimiento y las garantías o medidas dispuestas para asegurarlo.   

 La existencia de causales de impugnación no invocadas.   

 Si el deudor, en relación a las causas que provocaron su cesación de pagos y su propia conducta, es merecedor 
de una solución preventiva.   

 La época y condiciones de la matriculación y la regularidad de su contabilidad. La inscripción luego de 
comenzado el giro y dentro del año anterior a la presentación, autoriza a presumir que ha sido hecha a los 
fines de obtener el acuerdo.   

39 CNCom., sala D, 21/12/1982, “Sasetru S.A., quiebra”. LL, 1983-B, 658/677 – CSJN, 11/10/1984. SASETRU 
S.A.C.I.F.I.A.I.E. s/ RECURSO EXTRAORDINARIO. SAIJ: FA84000525 - JA, 1984-IV, p. 56.  
40 El considerando 12 dice: “Que el fallo discurre con plausible inquietud ética acerca "del espontáneo rigor moral del 
concordato" y el "crédito moral para con el deudor" que implica su homologación. Se despreocupa, empero, de la suerte 
que han de correr las plantas industriales y el valioso capital humano y económico que emplea un conjunto empresario 
al que sitúa "entre los más importantes del país", y no se hace cargo de los resultados que pueden derivarse de su 
extinción, en virtud de la diferencia más que sensible que registran los valores de explotación y los que eventualmente 
pueden obtenerse con la venta judicial. “La escueta y aislada referencia sin mayor apoyo de fs. 572 no exime a los 
magistrados de considerar uno de los elementos de la misma norma que aplican, justamente aquel que por estar 
vinculado al interés general la doctrina pensó que ´tiene que ser celosamente escudriñado por el juez, como ya lo había 
resuelto la jurisprudencia fundada en el art. 40, de la ley 11.719´ (Héctor Cámara, ´El concurso preventivo y la quiebra 
Comentario de la ley 19.551", vol. II, p. 1121)´”. Considerando 12, transcripto íntegramente.  
41 Concretamente, puede decirse que la mayoría de la SCJN sostiene que el fallo de la CNCom: “satisface sólo de 
manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente” (considerando 13), “en 
relación con la observancia del principio de conservación de la empresa como pauta central para decidir acerca de la 
homologación del acuerdo propuesto por la fallida y aceptado por la gran mayoría de sus acreedores” (considerando 
14).  
42 También en el fallo de la SCJN medió la disidencia del Dr. Carlos S. Fayt, quien sostuvo: “15. Que esta Corte no se 
desentiende de la tendencia actual de la legislación y la doctrina orientada a conservar aquellas empresas que por el 
capital invertido, mano de obra ocupada, los bienes que producen, lo que consumen y el efecto multiplicador que tienen 
sobre la actividad industrial o comercial gravitan positivamente sobre la economía en general. Y valora en su justo límite 
la disociación entre empresa y empresario como forma de preservar ese tipo de empresa. Pero considera que el 
principio de la preservación de la empresa tiene sentido cuando ésta se encuentra en marcha y no cuando no lo está. 
Ello es así, porque dentro del marco del Estado contemporáneo, la separación empresa empresario apareció como un 
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Ley 24.522.  El régimen de la ley 19.551 fue sustituido por el establecido mediante la ley nro. 
24.522,43 con cuya versión originaria se regresa a la prevalencia del interés de los acreedores y se 
consagra expresamente la separación empresa y deudor, pudiendo sintéticamente decirse que el 
concurso preventivo se encontraba inspirado en la protección de la actividad empresarial, del 
interés de los acreedores y la salvaguarda del interés general. La adopción de este régimen 
disparó en lo que nos ocupa, una pregunta ineludible: ¿había aquí un retroceso general de las 
facultades del juez?, tributaria del debate respecto de la interpretación de la frase “el juez dictará 
resolución homologatoria” (art. 52), que contrasta, en su tenor literal, con el de su predecesor art. 
61, ley 19.551, que decía: “el juez se debe pronunciar sobre la homologación del acuerdo”.44  A lo 
que se agrega un segundo debate, ¿lo que se persigue es la legalidad formal o la legalidad 
sustancial?  

Durante la vigencia de esta redacción originaria (1995-2002), se dictaron algunos fallos 
relevantes en la materia, dentro de los cuales hemos seleccionado dos: los casos “Covello” y 
“Línea Vanguard”.  

En “Covello”, la sala B de la CNCom, siguiendo el dictamen del Fiscal de Cámara, sostuvo que el 
art. 52 proporcionaba una directiva al juez para la homologación del acuerdo, pero tal directiva 
“no impide la facultad jurisdiccional de realizar un control excedente de la mera legalidad formal, 
en los casos en los que el acuerdo podría afectar el interés público, teniendo en cuenta el 
universo jurídico en su integridad, como menciona el Fiscal de Cámara con sustento en los arts. 
953 y 1071 del Cód. Civil”.45 

                                                                                                                                                                                 
requisito del sistema en correspondencia de los objetivos de crecimiento del consumo y el bienestar social, el pleno 
empleo, la aplicación constante de la tecnología al proceso productivo, y la economía de mercado con las limitaciones 
necesarias para suprimir sus consecuencias disfuncionales y por tanto, la lucha contra los monopolios y la defensa de la 
mediana y pequeña empresa.  
“16. Que la función arbitral entre los distintos intereses y su acción económico social, convierten al Estado en una parte 
del sistema, que se complementa con las grandes empresas y las organizaciones de intereses. En los niveles 
empresariales se dan diversos estratos, que van desde el sector monopólico al competitivo y de las macroempresas a las 
medianas y pequeñas. Es en el primer estrato donde se da como estructura habitual interna la separación entre 
propiedad y gestión y la dispersión en empresas filiales o vicarias, generalmente dependientes en lo fundamental de un 
único centro de decisión. Estas macroempresas controlan su ambiente, tienen capacidad de autodeterminación y 
adquieren influencia sobre los poderes públicos, no necesariamente mediante prácticas corruptoras sino mediante otros 
medios de coerción. En este nivel de la tecnoestructura económica, la empresa es necesariamente una gran 
organización, no un conglomerado inerte de cosas, y le es de aplicación el principio de que su suerte no está 
subordinada a la suerte de los directores cuya conducta debe sancionarse por otras vías del derecho. Los jueces con 
competencia en materia concursal tienen potestad jurisdiccional para determinar con pleno conocimiento de la lógica 
de cada situación si tal empresa puede sobrevivir y si existen o no posibilidades concordatorias, teniendo en cuenta la 
realidad económica de la empresa. Este es el ámbito jurisdiccional en que tiene aplicación el principio de la disociación 
empresa empresario, situación que no se da en el presente caso en razón de las circunstancias examinadas en la 
sentencia en recurso. 
“Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General se declara procedente el recurso extraordinario y se 
confirma la sentencia apelada…” (considerandos 15 y 16 del voto en disidencia del Dr. Fayt). 16 Sanción: 20/07/1995 – 
Promulgación parcial: 7/08/1995 – ADLA, LV-D, 4381.  
43 Sanción: 20/07/1995 – Promulgación parcial: 7/08/1995 – ADLA, LV-D, 4381. 
44 De allí que surgiera la expresión “cuenta porotos”, ver: Lidia Vaiser, “El Juez del concurso: de cuenta porotos a 
protagonista”.    
45 Considerando 4, en CNCom, sala B, 03/09/1996. Covello, Francisca M. s/ quiebra. LL 1997-E, 244 – LLO: 
AR/JUR/2289/1996.  En el mismo sentido, punto 4 del Dictamen del Fiscal de Cámara, Raúl A. Calle Guevara.  
45 CNCom., sala C, 4/09/2001, “Línea Vanguard SA s/ concurso preventivo”, LL 2002-A, 394. 
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En “Línea Vanguard”,46 el juez de primera instancia había rechazado la impugnación del 
acuerdo preventivo efectuada por un acreedor quien argumentaba que la misma afectaba el 
orden público y el interés general.47  Apelado el fallo por el acreedor impugnante y previa 
solicitud de confirmación del fallo por la sindicatura, el Fiscal de Cámara, ejerciendo su facultad 
requirente, postuló que se revoque la sentencia y se rechace la homologación del acuerdo.  Al 
fallar, la sala C de la CNCom48 resolvió revocar la decisión apelada, haciendo lugar a la 
impugnación y, en definitiva, denegando la homologación, con fundamento en que una propuesta 
de estas características podría importar un “verdadero ejercicio abusivo de los derechos por parte 
del deudor, y sobre todo de los acreedores que integran la mayoría”, “que virtualmente 
desnaturalizaría el instituto del concurso preventivo (art. 1071, Cód. Civil)” y como acto jurídico 
resultaría “encuadrable en la noción de ´objeto ilícito´, violatorio de la regla moral ínsita en el art. 
953 del mismo Código”.49  De este fallo, no puede sino destacarse que enfáticamente se 
pronuncia por el rechazo de la hermenéutica del control de la legalidad formal –entendida como 
que los acreedores serían los únicos en situación de decidir y los jueces se encontrarían 
constreñidos al mero análisis formal de la propuesta- y la adhesión a la conservación de la 
potestad jurisdiccional de efectuar un control que trascienda la mera legalidad formal.50  

 Ley 25.589.  Durante el año 2002, el régimen de la ley 24.522 recibió dos modificaciones: la 
primera por ley 25.56351 y la segunda mediante la ley 25.589.52  Concentrándonos en esta segunda 
modificación, puede decirse que la misma se inclinó hacia un resurgimiento de los intereses supra 
acreedores, con una tendencia hacia lo publicístico, y con el concurso preventivo atento a la 
protección de la actividad empresarial, del interés de los acreedores y de la salvaguarda del interés 
general.  Luce aquí la nueva redacción dada al art. 52, en donde surge la consagración explícita de 
las facultades jurisdiccionales denegatorias de la homologación del acuerdo, a través de la 
imposibilidad de homologar “propuestas abusivas” o en “fraude a la ley”.  A la par, se incrementan 
las facultades homologatorias a través de la incorporación del denominado “cramdown power”, 
por el cual el juez puede homologar e imponer –con el cumplimiento de determinados requisitos- 
un acuerdo que no alcanzó las mayorías legales para que se dicte la resolución de existencia del 
acuerdo (art. 49).  

                                                           
46 CNCom., sala C, 4/09/2001, “Línea Vanguard SA s/ concurso preventivo”, LL 2002-A, 394.  
47 La propuesta había sido aprobada por la mayoría de los acreedores y consistía en un pago del 40% de los créditos 
verificados, sin interés, con cinco años de gracia y veinte cuotas anuales a contar desde la homologación (considerando 
4).  
48 El fallo de la sala cuenta con dos votos.  El voto mayoritario es suscripto por los Dres. Héctor M. Di Tella y Bindo B. 
Caviglione Fraga.  El Dr. José L. Monti vota por sus fundamentos, explicitando compartir íntegramente “lo expresado en 
lo principal de la resolución, adicionando que, habida cuenta del rechazo y que el mismo se basa en circunstancias que 
podrían revertirse, expresa factible instar a la instancia de grado para que, mediante un nuevo período e exclusividad, 
acuerde a la concursada una nueva posibilidad de proponer una “reformulación a fin de hacer compatible la propuesta 
con los principio enunciados precedentemente”.  
49 Considerando 5, primer párrafo.  Ver, asimismo, considerando IV del Dictamen del Sr. Fiscal de Cámara.  
50 Cfr. considerando 5, segundo y tercer párrafo.  Seguidamente, la sala se dirigirá derechamente a realizar tal control 
en el caso y concluirá que, en el caso, la combinación de quita y espera implica una quita real de casi el 95%, por  lo que 
tampoco satisfaría las exigencias mínimas de integridad patrimonial (cfr., considerando 6) y asimismo resalta que las 
mayorías de capital y acreedores “apenas superaron los mínimos legales (69,86% y 57,81%, respectivamente)” 
(considerando 7 ) 
51 B.O. 15/2/2002. 
52 B.O. 16/5/2002.  
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En este marco, merece resaltarse que, muy cercano a la reforma reseñada, se dictó la 
sentencia de primera instancia en el caso “Havanna”,53 en la que el juez concursal tenía para su 
escrutinio un acuerdo preventivo consistente en el pago del “100% del monto de los créditos 
quirografarios y/o declarados admisibles, sin intereses y con un único pago a los 3 días de la 
homologación”.54  Lo interesante aquí no es propiamente la decisión homologatoria, sino la 
esforzada actividad jurisdiccional, previa a resolver y pese a haberse logrado las conformidades 
suficientes para el acuerdo antes del vencimiento del plazo y no mediar impugnaciones,55 de dejar 
sentado que el régimen vigente confirma las facultades judiciales de analizar la propuesta “bajo el 
prisma que proporcionan los ´principios generales del derecho, el orden público, la moral y las 
buenas costumbres´”, siguiendo con un minucioso análisis respecto del concreto alcance de las 
potestades judiciales contraponiendo la eliminación del “control de mérito” al deber jurisdiccional 
de hacer “valoraciones de distinta índole, entre las que no es dable considerar excluidas a las de 
naturaleza económica”.56  

 Régimen vigente.  Cabe decir que desde entonces, existieron otras modificaciones –además de 
la ley 25.563 y 25.589- al régimen de la ley 24.522,57 sin perjuicio de lo cual, en lo que a nuestro 
tema refiere, el instituto de la homologación no ha sufrido cambios que ameriten, a nuestro juicio, 
su especial tratamiento en esta instancia.  

 

 III.- Las facultades jurisdiccionales entendidas desde la jurisprudencia. 

Calificado como ecléctico o acusado de hibridez, el régimen de concursos y quiebra por la ley 
24.522, con sus reformas –en especial la mediante ley 25.589- parece procurar una armonización 
del interés de los acreedores con aquellos otros intereses que exceden a los intereses de los 
acreedores, intentando establecer un equilibrio entre un enfoque de la insolvencia como 
fenómeno de repercusión privada y otro con tendencia a lo publicístico.  Es tal intento de 
armonización y equilibrio, el que, aún mirado con disfavor, ha servido de campo fértil para un 
productivo intercambio doctrinario e importantes antecedentes jurisprudenciales que, en alguna 
u otra medida, van delineando una hermenéutica alejada de la inercia interpretativa y 
comprometida con un análisis más profundo de las facultades jurisprudenciales a la hora de la 
homologación.  

Concentrándonos en los antecedentes jurisprudenciales y siendo que el número es 
importante, sólo reseñaremos, y muy brevemente, unas pocas a las que consideramos, a nuestro 
criterio, entre las más relevantes y sin desconocer las notables omisiones que, brevitatis causae, 
dejaremos de lado en la oportunidad.  Veamos.  

                                                           
53 JNCom nro. 16, 10/03/2004. Havanna S.A. s/conc. prev. Sup. CyQ 2004 (septiembre), 54 – LL 2004-E, 764 – LLO 
AR/JUR/830/2004.  
54 La cita textual corresponde a la propuesta de acuerdo por la concursada, reproducida por el juez Alfredo A. Kolliker 
Frers en el considerando 2 de la sentencia homologatoria, donde también se relatan otras precisiones respecto de la 
moneda de pago.  
55 Cfr., considerandos 3 y 4, respectivamente.  
56 Considerando 5, cuya muy recomendable lectura, acompañada por abundantes citas jurisprudenciales y doctrinarias, 
refleja claramente y funda la postura reseñada en el texto transcribo.  
57 Así, cabe reconocer especialmente a la Ley 26.08631 CNCom, sala A, 30/04/2004. Arcángel Maggio. LL 2004-D, 882 – 
LLO: AR/JUR/732/2004.  
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 Caso “Arcángel Maggio”.58  Ante la homologación por el juez a quo de un acuerdo previa 
desestimación de las impugnaciones, la sala A -por mayoría- de la CNCom dispuso la revocación 
del fallo apelado, haciendo lugar a las impugnaciones formuladas.59  En el caso, la mayoría 
consideró abusiva la propuesta de un 40% en veinte cuotas anuales, sin intereses, con la primera 
pagadera a los sesenta meses de la homologación.60  Para así resolver expresó: que la espera sin 
intereses funge como una quita, que cuando la espera resulta tan significativa debe darse 
prevalencia a las facultades –denegatorias- previstas en el inc. 4 del art. 52, que las cláusulas de la 
propuesta permiten considerarla “abusiva e irrazonable” y que importan la “desnaturalización del 
derecho de los acreedores”, que “la obtención de las mayorías legales, es condición necesaria, 
pero no suficiente para merecer la homologación judicial”, que en las circunstancias del caso “es 
menester realizar con carácter previo a la homologación el análisis técnico-financiero de las 
propuestas”,  que en la misma se encontraban “actos de liberalidad que resultan inverosímiles”, y 
que “la buena fe del deudor constituye un requisito esencial a los fines de la homologación”.  Por 
otro lado, resulta muy interesante contraponer lo anterior con el también meduloso voto del Dr. 
Peirano, en minoría, quien concluye que no parece abusiva la propuesta “máxime en los tiempos 
que corren”, basándose en el análisis del concepto de abuso y de la validez –o fraude- de las 
cesiones de créditos acaecidas en autos.61  

 Caso “Nef S.R.L.”.  Aún cuando éste es un caso de nulidad del procedimiento de salvataje -
declarado por la jueza de primera instancia quien decretó la quiebra de la concursada,  y apelada 
la misma, la sala B de la CNCom confirmó el fallo-62  resulta interesante lo postulado en su 
dictamen por la Fiscal General, Dra. Gils Carbó, quien estimó que en el caso “se habría producido 
una suerte de vaciamiento de la empresa deudora” del que “no sería ajeno quien es el interesado 
en la adquisición de las participaciones de los socios…”, lo que tornaba imposible “convalidar 
jurisdiccionalmente una conducta que contraviene la regla del art. 953 del Cód. Civil”.63´ La sala, al 
rechazar la apelación, reafirmó que el juez tiene la facultad de realizar un control excedente de la 
mera legalidad formal, teniendo en cuenta la integralidad del universo jurídico, puesto que de otro 
modo estaría incumpliendo con los deberes propios de la función jurisdiccional.64  

 Caso “UAR”.  En el caso de la Unión Argentina de Rugby – UAR-, el juez concursal, en 
oportunidad de decidir a efectos de dictar la resolución de existencia de acuerdo (art. 49), rechazó 
el pedido y revocó el auto de apertura del concurso basado en que con posterioridad a la apertura 

                                                           
58 CNCom, sala A, 30/04/2004. Arcángel Maggio. LL 2004-D, 882 – LLO: AR/JUR/732/2004.  
59 El fallo fue luego confirmado por la SCJN  en fecha 15/03/2007, donde sostuvo que la conformidad de los acreedores 
es condición necesaria pero no suficiente para obtener la homologación, dado que el juez concursal  puede ejercer un 
control sustancial de la propuesta, pudiendo incluso denegar su aprobación si la considera abusiva o en fraude a la ley 
(art. 52 inc. 4º de la ley 24.522) –lo que estimó había ocurrido en autos.  
60 Anotó este considerando que el valor actual de la propuesta homologada era del 12,39% y no de 27,62% como había 
computado el juez a quo, por lo que consideró la misma contraria a la buena fe y a las buenas costumbres.  
61 Cfr. considerando 10 del voto del Dr. Peirano, en minoría.  
62 CNCom, sala B, 13/04/2005. LL 2005-E, 744 – LLO AR/JUR/2274/2005.  
63 Cfr., considerando 8.b).  
64 Si bien es un supuesto de acuerdo preventivo extrajudicial homologado en primera instancia en que el acreedor 
impugnante apeló la resolución que desestimó su oposición,  resulta también interesante tanto el Dictamen de la Fiscal 
General de Cámara –que solicitó violatoria de los derechos de propiedad, defensa en juicio y debido proceso al art. 76 
de la ley concursal que impone la sujeción al acuerdo de los acreedores que no lo han aceptado- como la decisión de la 
sala B de la CNCom rechazando la apelación: CNCom, sala B, 31/1072005. Romi S.R.L., LL 2006-B, 617 – IMP 2006-I, 271 
– LLO: AR/JUR/5094/2005.  
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del concurso había cesado el estado de impotencia patrimonial del concursado.65  El juez rechaza 
el carácter de “acreedor hostil” del acreedor que no había otorgado la conformidad, al entender 
que la finalidad de la norma del art. 45 es encauzar el ejercicio del derecho a dar la conformidad 
“en un marco de regularidad evitando abusos y distorsiones”  y que en tal contexto “es deber del 
juez concursal velar por el cumplimiento de esa finalidad evitando que se incurra en abusos en el 
ejercicio de los derechos respectivos, tanto por la concursada como por los respectivos 
acreedores”.66  Luego, resuelve que, pese a la ausencia de las mayorías legales, “ello no torna 
razonablemente posible decretar una quiebra” cuando existe la propuesta de pago como la de 
autos,67 y procede a declarar la ausencia, a la luz de la realidad económica integral del patrimonio 
del deudor, de un requisito indispensable -el presupuesto subjetivo concursal-, sosteniendo que 
“mientras que la apertura del concurso preventivo se realiza sin otro examen que el formal se 
contrarresta con el examen de fondo que pesa sobre el juez al homologar”.68   

 Caso “Editorial Perfil”.  Pese a la impugnación por algunos acreedores de la propuesta de 
acuerdo por considerarla abusiva, el juez concursal la homologó, en homologación que fue 
confirmada por la sala D de la CNCom.69  En el caso, la sala interpretó que, el texto legal tras la 
reforma según ley 25.589, ha otorgado al juez la posibilidad de estimar si la propuesta es abusiva, 
que al respecto, no existen parámetros estandarizados para mensurar la razonabilidad o, su 
contracara, la abusividad, pero que “abusivo” es tal acto contrario a los fines que tuvo en mira la 
ley para reconocer el derecho o que excede los límites impuestos por la buena fe, la moral y las 
buenas costumbres.70  También resalta que existe el parámetro de que la propuesta no puede 
depender de la voluntad del deudor (art. 43), y que desde la eliminación del piso de la quita -40%- 
la razonabilidad de la propuesta y el carácter restrictivo constituyen  los dos principios 
interpretativos cardinales71.  Sobre tal base, el tribunal interpreta que no se da un supuesto de 
abuso del derecho.  

 Caso “Talleres Reunidos Italo Argentino”.  Apelada la decisión del a quo de rechazo a la 
homologación y designación de coadministración para preservar el patrimonio hasta que quede 
firme la decisión, la sala F de la CNCom confirmó el decisorio.72  Igual que en fallos anteriores, la 
mayoría de la sala sostuvo, con numerosa cita de doctrina y jurisprudencia, que el juez no se 
encuentra obligado, en todos los casos y en forma absoluta e irrestricta, a dictar sentencia 
homologatoria,73 por lo que resultaba improcedente la homologación, a pesar de contar con las 
mayorías legalmente exigidas, cuando la propuesta ofrecida vulneraba el orden público 
económico, por dañar la protección del crédito, puesto que debe “siempre prevalecer el interés 

                                                           
65 En el caso, un acreedor –respecto del cual se debatía la conformidad tácita y la exclusión de voto- sostenía la 
inexistencia del estado de cesación de pagos, manifestando que el concursado había confesado su impotencia para 
hacer frente a sus obligaciones corrientes, para presentarse en concurso haciendo un ejercicio abusivo de su derecho.  
66 Cfr., considerando iv).  
67 Considerando v.  La propuesta de autos consistía en el pago del 100% del monto verificado, más intereses 
devengados desde la fecha de presentación en concurso preventivo, calculados a la tasa LIBOR trimestral, dentro de los 
cinco días de que quedara firme la homologación (cfr., considerando 1.c.).  
68 Considerando vi.c).  
69 CNCom, sala D, 19/09/2007. Editorial Perfil S.A. s/ conc. prev.  IMP 2007-21, 2007 – LL 2007-F, 338 – LLO: 
AR/JUR/5688/2007.  
70 Cfr. considerando VI.a).  
71 Cfr. considerando VI.c).  
72 CNC, sala F, 24/04/2012. Talleres Reunidos Italo Argentino S. A. s/ concurso preventivo. LL 2012-C, 499 – LLO 
AR/JUR/12689/2012.  
73 Cfr., considerando 3.a.  
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general del comercio, del crédito y de la comunidad en general por sobre el individual de los 
acreedores o del propio deudor”.  

 

 IV.- El debate y su síntesis. 

Los escasos precedentes citados reflejan cierta variedad de criterios pero algunas cuestiones 
en común.  

La primera de ella es que la modificación del art. 52 por la ley 25.589 ha venido a informar el 
debate respecto de la interpretación a darle a la sustitución del texto originario -“No deducidas 
las impugnaciones en término, o rechazadas las interpuestas, el juez dictará resolución 
homologatoria del acuerdo”-, por “el juez debe pronunciarse sobre la homologación del 
acuerdo”.  En efecto, a una exégesis si se quiere aislada de la referida expresión, se le opone la 
evidencia de que el legislador otorgó facultades judiciales expresas tanto para homologar sin 
conformidades suficientes (art. 52.2)74 como para denegar la homologación pese a registrarse las 
mayorías de conformidades requeridas por ley (art. 52.4).75  

La segunda cuestión es la relativa al límite para el ejercicio de tales facultades.  En esto, se 
encuentra la tensión entre la autonomía de la voluntad de los acreedores y los intereses 
privatísticos, por un lado, y la protección del interés general, en sus diversos perfiles –protección 
del crédito, orden económico, protección de la empresa, protección del empleo, hasta la moral y 
las buenas costumbres-, por el otro.  Tal tensión debe armonizarse, lo que conlleva debatir el 
perfil del juez al considerar la homologación.  ¿Se trata de un juez “cuenta porotos” o de un juez 
“empresario?  O ¿se trata de un juez, que no puede desdeñar sus funciones juridiccionales 
aplicando las premisas generales de todo el ordenamiento jurídico –y no sólo el concursal- al caso 
concreto? Arribamos así a una tercera cuestión cual es la relativa a las potestades jurisdiccionales 
al momento de homologar el acuerdo y, concretamente, si el análisis previo implica un control del 
mérito o conveniencia, un control de legalidad formal o un control de legalidad sustancial que 
exceda la legalidad formal.  

Finalmente, en el marco de la adhesión al deber de control de la legalidad sustancial, surge 
primero el debate de los parámetros para efectuar tal control, y luego el de los nuevos perfiles de 
tal control, lo que conlleva a debates relacionados al tema como: cuándo una propuesta debe ser 
considerada abusiva, si procede y cómo procede la denominada “tercera vía” y cuál es la 
interpretación a darle al instituto de la exclusión de voto (atento lo regulado en el art. 43).  

 

                                                           
74 La homologación sin las conformidades suficientes presupone la existencia de categorización y pluralidad de 
propuestas, y la no obtención de las mayorías necesarias en todas las categorías.  En estos casos, el juez “puede 
homologar el acuerdo, e imponerlo a la totalidad de los acreedores quirografarios, siempre que resulte reunida la 
totalidad de los siguientes requisitos:…” aprobación por al menos una de las categorías de acreedores quirografarios, 
conformidad de por lo menos las tres cuartas partes del capital quirografario, no discriminación en contra de la 
categoría o categorías disidentes y que el pago resultante del acuerdo impuesto equivalga a un dividendo no menor al 
que obtendrían en la quiebra los acreedores disidentes.  
75 El texto legal reza: “4. En ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley.”  
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IV.- A modo de conclusión.  

“Concordancia con la finalidades de la ley”, “quitas exorbitantes”, “valor actual de la 
propuesta”, “capacidad de pago”, “discriminación de acreedores” resultan algunas, entre varias, 
pautas de delimitación del accionar judicial.   

Son eso, “pautas”, que, propuestas por la doctrina, cuando son tomadas por la jurisprudencia, 
permiten resolver el caso concreto.  ¿Pueden ellas expandirse para convertirse en reglas o 
premisas generales?  He aquí otro debate de sumo interés que dejamos aquí planteado.  

Iniciamos diciendo que el concurso preventivo es un “modo colectivo de regular el pasivo”,  y 
es un modo “colectivo” no plural,76 que tras el fracaso de las soluciones puramente privadas, 
requiere de la participación del Estado, a través del juez concursal, para la resolución del conflicto 
de ese “colectivo” que son los acreedores alcanzados por el acuerdo.  La intervención de estos es 
necesaria, pero sólo la homologación judicial otorga eficacia a la misma.  El alcance de la actividad 
jurisdiccional en oportunidad de analizar la pertinencia de la homologación luce como el quicio de 
encuentro de los intereses involucrados;  he aquí la importancia de la reflexión respecto de la 
misma.  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
76 Esto lo distingue del avenimiento en el que no se requiere simultaneidad ni identidad de propuesta.  Cfr., por todos: 
Adolfo A. N. ROUILLON. Régimen de concursos y quiebras. Ley 24.522. 16ta. ed. Buenos Aires, Astrea, 2012, p. 345.  
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FACULTADES JURISDICCIONALES EN LA DECLARACION DE APERTURA DEL CONCURSO 
 

 Ariel G. DASSO 
 
Sumario: 1) Fines del sistema concursal. 2) Características del sistema concursal argentino. 3) Los 
Requisitos. 4) Facultades del juez en cuanto a la apreciación del cumplimiento. 5) Selección de 
jurisprudencia. 
 
1) Fines del sistema concursal 
 

El sistema concursal atiende (o debe atender) al tratamiento de la insolvencia como dato 
objetivo de la vida empresaria, que la pone en peligro. 

La razón principal de la existencia de este sistema excepcional, es la voluntad del estado de 
proteger el crédito y la empresa, y su subsistencia como única manera de recomponer el crédito 
que la insolvencia hace peligrar. 

De manera que la primera idea que debe dar base a este trabajo es que , en materia comercial, 
las obligaciones se pagan a su vencimiento. Y en caso de incumplimiento el sistema jurídico otorga 
una acción al cumplidor que puede recurrir al Estado, en su función jurisdiccional para ejecutar esa 
acción en caso de que el deudor no se avenga a cumplir la suya. Ese es, entonces el régimen 
general. El juez interviene en la vida privada de los comerciantes, para recomponer el equilibrio 
prestacional que el incumplimiento ha alterado. La obligación, el contrato, es un asunto privado, 
entre comerciantes, con las únicas salvedades que el derecho del consumo ha incorporado. Sólo la 
perseverancia en el incumplimiento permite, a quien ha cumplido, recurrir al poder público para 
recomponer la situación, y , en su caso, obtenerlo, o, el resarcimiento (indemnización que 
comprende el valor de la prestación más el daño causado por el incumplimiento, restableciendo la 
situación al momento inmediato anterior al incumplimiento.) 

Este es, entonces, el régimen general. 

El sistema concursal es concebido como consecuencia de la constatación que cuando la 
ecuación económica de la empresa no le permite pagar las obligaciones corrientes con los 
resultados propios del giro, las ejecuciones de las obligaciones cuyo incumplimiento se generaliza 
como consecuencia de esa impotencia patrimonial, repercuten de tal manera en los activos de la 
empresa que los mismos resultan, a menudo,  insuficientes, en el régimen general, para atender a 
todos los acreedores. En este caso, sólo cobrará el acreedor más avisado, el mejor asesorado, el 
que mejor preparado está para lidiar con el incumplimiento, dejando a los demás con un 
quebranto que tendrán que asumir como una pérdida total.  

La consecuencia natural de este estado, será la quiebra del deudor, que como procedimiento 
de ejecución colectiva pretende, mediante la realización de los bienes del quebrado, devolver a los 
acreedores, a prorrata de sus acreencias, parte de lo adeudado. Este sistema se revela como 
totalmente insatisfactorio, produciendo un impacto generalizado en las cuentas de los propios 
acreedores que, al verse privados de la recuperación de sus créditos, o a una recomposición ínfima 
de los mismos, ven como a su vez, esta merma impacta en su propia ecuación económica, 
pudiendo llevarlos a ellos mismos a dificultades importantes o a la misma insolvencia. Si a esto se 
le agrega la pérdida del activo productivo que es la empresa que desaparece, más las fuentes de 
trabajo, el resultado, para la comunidad social en su conjunto, es muy indeseable. 
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Por eso, el sistema concursal, en todas sus variantes, y no es distinto en la Argentina, al menos 
en su diseño legal, es un sistema que procura darle al deudor insolvente una segunda oportunidad 
para recomponer esa ecuación económica y permitirle reinsertarse en el mercado y en la actividad 
para, con el giro ordinario de sus negocios, poder pagar a sus acreedores a través de un acuerdo 
que se lo permita. Es decir, salir de la quiebra financiera a través de un proceso jurisdiccional 
concertado con los acreedores. 

Como tal, entonces, este sistema será una excepción a la regla general, y le permitirá al deudor 
que acceda al sistema, preservar sus activos y su patrimonio de la agresión de sus acreedores que 
se verán forzados a una espera, durante la cual no podrán ejecutar sus créditos, y, en una 
situación de paridad de derechos, darán al deudor la oportunidad de ofrecer una propuesta de 
pago. Asimismo, y por tratarse de un régimen excepcional, el patrimonio del deudor estará 
sometido a una serie de salvaguardas, para evitar que éste lo dilapide o despilfarre, y protegido de 
toda ejecución mientras dure el proceso.  

De manera que estamos ante un sistema excepcional, con reglas propias. No debe ser de otra 
manera, ya que la realidad nos ha demostrado que, el deudor, en el mercado “abierto”, es decir, 
jugando con las reglas comunes, no es capaz de sostener la ecuación económica según la cual sus 
ingresos superen sus egresos. Por ello la suspensión del curso de los intereses y la prohibición de 
nuevas acciones de contenido patrimonial, poniendo a todos los acreedores en paridad de 
negociación frente al deudor insolvente. 

Y la primera intervención estatal, será, según los sistemas que cada nación haya elegido, la 
determinación de las vías de acceso a la protección de esos activos, ya por vía jurisdiccional o por 
vía administrativa.. 

Nos centraremos en el sistema argentino, a los efectos de este breve trabajo, que sólo 
pretende ser la puerta de entrada a un debate mucho más amplio. 

2) Características del sistema concursal argentino 

De todos los sistemas posibles de administración de una crisis de insolvencia, la Argentina ha 
adoptado lo que en las palabras de Joaquín Bisbal Méndez sería un Método jurisdiccional “de 
mercado corregido”77. Esto es, la administración del proceso concursal y su sede está en manos 
del poder judicial y la decisión de convenir y aprobar la propuesta de pago está diferida a un 
proceso de negociación y acuerdo con los acreedores verificados en el proceso concursal, aunque 
los jueces pueden intervenir en la conformación de la propuesta y las categorías de acreedores, en 
su caso. 

El sistema argentino regula el acceso al sistema excepcional a través de sus arts. 1 a 11, en los 
cuales determina los presupuestos subjetivos y objetivos para ingresar el mismo. 

Este articulado determina ciertas condiciones cuyo cumplimiento está derivado al deudor, pero 
cuyo control depende del juez.  

Sin embargo, el sistema legal es bien preciso acerca de los requisitos exigidos, y cumplidos los 
mismos, el juez debe decretar la apertura del concurso (art. 11 LCQ). 

 

                                                           
77 BISBAL MENDEZ, Joaquín, “La Empresa en Crisis y el Derecho de Quiebras”. Studia Albornotiana. Publicaciones del 
Real Colegio de España. Bolonia 1986. 
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3)  Los Requisitos 

Estas condiciones pueden clasificarse en:  

A. Presupuesto objetivo: LA INSOLVENCIA. 

El deudor deberá acreditar que se encuentra incurso en el presupuesto objetivo que condiciona 
el ingreso el régimen excepcional: la cesación de pagos, con las únicas excepciones previstas en los 
art. 66 y 69 LCQ, que regulan la posibilidad de concurso por agrupamiento y el Acuerdo Preventivo 
Extrajudicial.   

Por más que mucho se ha discutido acerca de la posibilidad de flexibilizar este presupuesto 
para acceder a la jurisdicción concursal, la jurisprudencia argentina no se ha demostrado 
demasiado receptiva en este sentido. La discusión académica internacional acerca del fracaso de 
los sistemas concursales, mucho ha hecho hincapié en que el presupuesto objetivo de la 
insolvencia es demasiado profundo o se produce en un estadio demasiado avanzado que impide al 
deudor salir de la situación de crisis a pesar de transcurrir todo el trámite. Eso ha producido 
innumerables trabajos tendientes a demostrar que un adelantamiento del momento de acceso a 
la jurisdicción  o una flexibilización del presupuesto objetivo facilitaría la solución concursal, (como 
las señales que demuestren la crisis, o las situaciones de dificultades financieras de carácter 
general), solo han trascendido en los ámbitos académicos y apenas ha sido introducido en los 
casos antes referidos de los art. 66 y 69 LCQ. 

Pero la realidad es que frente al caso de concurso preventivo, los jueces aún hoy exigen el 
cumplimiento del presupuesto objetivo. 

Lo que ha ido variando con el tiempo, es la intensidad del control en cuanto a la acreditación 
del estado de insolvencia. De una primera instancia claramente permisiva, facilitadora en 
extremos del acceso a la jurisdicción, a partir de la nueva ley en el año 1995, en el cual le mera 
confesión del estado de insolvencia parecía ser suficiente, ha habido caso en los cuales los jueces 
han sido más intensos en el control, sobre todo a partir del caso UAR, y las teorías que permearon 
las opiniones jurisdiccionales relacionadas con el “abuso del proceso concursal”. 

De todos modos, la prueba del estado de insolvencia se refleja en la presentación de un estado 
de activo y pasivo que demuestra la insuficiencia de caja, que en el momento preciso de la 
presentación, le impide al deudor concursal hacer frente a sus obligaciones corrientes con los 
recursos propios del giro. 

Mas allá de esta mayor o menor intensidad en el control de la existencia del estado objetivo de 
la insolvencia, lo que no se ha visto es que los jueces sobrepases, por ahora los límites impuestos 
por la ley en este sentido, evitando apartarse del texto legal y permitiendo la apertura cuando el 
dato de la insolvencia no se ha dado, pero sí se constatan dificultades insalvables o una insolvencia 
inminente o un sobreendeudamiento irremontable.  

B.- Presupuesto subjetivo:  El deudor debe por un lado ser un sujeto concursable. Este es un 
dato de la realidad, que deberá acreditar ante la jurisdicción, presentando la documentación que 
así lo acredite.   

Ser persona física, natural o humana, como hoy se la define en el código civil y comercial, con 
su DNI.  

O ser persona jurídica, con la presentación de los estatutos pertinentes y sus modificaciones. 
O un patrimonio sucesorio en condiciones de indivisión forzosa, con la documentación 

sucesoria correspondiente. 
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La demostración de esta condición será siempre documental, la cual será evaluada por el 
juzgador, en cuanto a su legalidad y completividad. Sin embargo no advertimos en este tema que 
haya margen para una intervención discrecional, que condicione que ciertos deudores puedan o 
no concursarse. No hay condiciones de cumplimiento de buena conducta, certificados de 
salubridad comercial, o ninguna condición que pueda derivarse de las condiciones particulares del 
deudor, sea éste persona física o jurídica que cumpla con la presentación de los documentos 
exigidos. 

C.- Los requisitos formales: Por otro lado, el deudor debe cumplir con requisitos formales, 
contenidos en la ley, que en el listado del art. 11 LCQ impone al deudor acompañar su pedido con 
una serie de documentos que le permitirán al juez conocer la condición actual de la empresa, sus 
activos y pasivos, las razones que la llevaron a la insolvencia, sus estatutos, sus principios de 
gobierno sus autoridades, su historia económica reciente, el estado actual de sus negocios, entre 
otras cosas. 

El listado parece ser exhaustivo y además taxativo. Decimos esto porque el texto legal no tiene 
ninguna frase o salida como la que podría indicar una mayor flexibilidad al juez a la hora de pedir 
otros requisitos. El texto es cerrado. Nunca dice…” y cualquier otra documentación o medida 
previa que el juez pudiera creer necesaria para abrir el concurso”. 

Y esto tiene una razón de ser. El concurso es un derecho del deudor (no una obligación, al 
menos en nuestro sistema), que está incurso en insolvencia. No es un privilegio. Ni tampoco es 
algo que dependa de su conducta previa, comercial o fiscal  o sus condiciones físicas, o jurídicas, 
políticas o religiosas. El juez concursal, bajo la ley argentina tiene vedado hacer un juicio de 
mérito, oportunidad o conveniencia al momento de decidir la apertura del  concurso. Tiene que 
determinar si los requisitos legales, objetivos y subjetivos, han sido suficientemente cumplidos, y 
verificado esto, debe abrir el concurso. Aquí sí el texto legal es mandatorio, e incluso prescribe 
todo lo que debe decidir. 

Como puede leerse del articulado, los requisitos que demanda cumplir el art. 11 desde lo 
formal, tiene que ver, fundamentalmente con la provisión de información suficiente al 
expedientes y por ende a los acreedores, juzgado y síndico acerca de las condiciones jurídicas, 
financieras y patrimoniales de la empresa. 

Son en todos los casos, requisitos formales que se derivan de la información que normalmente 
se halla a disposición de los administradores de la empresa, sólo que ordenada de acuerdo a 
ciertas reglas. 

No es difícil cumplirlas y cualquier empresa medianamente ordenada consigue producirlas en 
un período más o menos breve, salvo situaciones excepcionales, como puede ser algún estado de 
fuerza mayor, como inundación o incendio, o la toma de la empresa por parte de los empleados. 

En alguna otra época, el texto legal anterior, requería además el cumplimiento previo de 
ciertas cargas fiscales, o mas bien previsionales, como el famoso inc 8 del art. 11 del la ley 19551, 
cuyo incumplimiento impedía la apertura. 

Esto implicaba que para acceder al concursamiento, la empresa debía estar al día con los pagos 
de sus obligaciones previsionales. Una mera constatación fáctica demostraba que ninguna 
empresa insolvente del país estaba en condiciones de hacer frente a los pagos previsionales, y 
que, en realidad, por lo general, son estas obligaciones las que primero se dejan de cumplir. De 
manera que persisitir en la exigencia del cumplimiento del requisito, hacia que ninguna empresa 
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pudiera concursarse y de esa manera no solo no se aseguraba el pago de ese impuesto o 
contribución, sino que se sellaba el destino de la empresa, condenándola a la quiebra. Por ello se 
recurría primero subterfugios, como acreditar haber pagado el último período exigible cuando se 
debían todos los anteriores. Finalmente, el requisito fue eliminado,, luego de que la jurisprudencia 
de ese momento,  en la vigencia de la ley anterior, había determinado que ese requisito no era 
exigible. 

La ley 24522 lo eliminó por completo. 

Requisitos formales: 

Veamos cuáles son los requisitos formales contenidos en el art. 11.- 

a.- Justificación de personería. La acreditación de la existencia de la persona física o jurídica se 
hace con la presentación de su documentación personal y sus inscripciones fiscales si se trata de 
una persona humana o la de su contrato constitutivo o Estatuto y sus modificaciones inscriptas. 

b.- Explicación de cómo se llega al estado de cesación de pagos, de los hechos que la 
manifiestan y la época en que se produce. En el relato de esos hechos, el deudor confiesa el 
estado de cesación de pagos, al tiempo que refiere cual es el hecho revelador del mismo o los 
hechos si son varios, dándose una fecha de inicio. Es en este punto donde los jueces han ejercido 
recientemente una mayor despliegue discrecional, al requerir a veces mayores explicaciones de 
cómo se llega al estado o al desestimar la presentación por entender que las explicaciones no 
resultan suficientes, o que el estado no se encuentra debidamente acreditado. Parece un exceso 
decidir por sobre el deudor si el mismo está o no en condiciones de cumplir con sus obligaciones 
corrientes en tiempo y forma y dicho sea de paso, la consecuencia de este andar discrecional se da 
de bruces con la idea de facilitar el acceso del insolvente al proceso o de incluso adelantar la 
presentación del presupuesto objetivo, pero esto es lo que ha sucedido en algunos casos 
recientes. 

c.-  Presentación de los últimos tres balances 

d.- Presentación de un estado detallado y valorado de activos y pasivos a la fecha de 
presentación con indicación precisa de ubicación de los bienes y gravámenes que pesen sobre 
ellos. 

e.- Nómina de acreedores, con indicación de monto de sus créditos, fecha de vencimiento, 
causa, privilegios, y garantías otorgadas o codeudores ofrecidos. 

f.- Legajos individuales de los acreedores, en los que deben constar todos sus datos, y la 
documentación respaldatoria de los créditos. Esta documentación y la anterior debe estar 
certificada por Contador Público Nacional, salvo el paso de los pequeños concursos, de escaso 
monto de pasivo o pocos acreedores 

g.- Nómina de juicios y procesos en trámite de toda índole, con indicación de monto de 
reclamo, radicación y estado. 

h.- Recientemente se ha añadido, en el marco de la reciente reforma con una marcada 
impronta de índole laboralista, la nómina de empleados, con indicación de fecha de ingreso, 
último salario y tareas desempeñadas. 

i.- Acreditar la inexistencia de concurso anterior 
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Se trata, en definitiva, de un corpus documental. De índole más bien contable, cuyo 
cumplimiento, en definitiva, recae  en el deudor y su organización administrativa y, en la medida, 
que se presente en forma completa y ordenada, debería conducir, sin más, a la apertura. 

4)  Facultades del juez en cuanto a la apreciación de cumplimiento 

Pareciera que, cumplidos los requisitos formales, y acreditada la existencia del presupuesto 
objetivo, el juez, tratándose de un sujeto concursable y siendo competente según el domicilio del 
deudor, no debería más que ordenar la apertura del concurso. 

No hay margen en la ley argentina, a nuestro modo de ver, para la discrecionalidad en esta 
materia, más allá del criterio más o menos estricto en la apreciación de los cumplimientos 
formales. 

Se ha abierto sin embargo en los últimos tiempos una brecha, que parece no tener andamiento 
legal, pero que responde a una tendencia más intervencionista de los jueces, de requerir mayores 
precisiones o ampliar el alcance y extensión de los requisitos legales a la hora de ordenar la 
apertura, como ampliar el grado de información, elevar el grado de apertura de los estados 
contables más allá de lo usual y/o requerir la acreditación de que se trata de una empresa con 
actividad actual. 

En el caso de la ley argentina no se requiere que le empresa tenga actividad al momento de 
presentare en concurso, ya que la amplitud de las posibilidades en cuanto a planes para ofrecer a 
los acreedores, son infinitas e incluyen el cambio de objeto, la asociación con acreedores o 
terceros, e incluso el pago con entrega de bienes. 

Sin embargo hay abierto hoy en día un debate incluso entre juzgados y salas de la cámara en 
torno a si procede la apertura del concurso preventivo en el caso de empresas sin actividad al 
momento de concursarse. Un caso emblemático ha sido el del Correo Argentino y actualmente el 
del Jardín Zoológico de Buenos aires. 

Aquí el tema entra en un cono de sombras, ya que, a la vez, la ley le permite al juez tomar 
medidas cautelares en protección del patrimonio del concursado, y se trata de una medida 
habitual que los deudores solicitan es la protección de activos intangibles como contratos en curso 
de ejecución, permisos y concesiones otorgados por el estado nacional provincial o municipal o 
licitaciones ganadas. Este es el caso, por ejemplo de rutas aéreas, prestaciones de servicios 
públicos, transporte público u otros similares.  

En este caso se advierte una fuerte disparidad de criterios y el ejercicio de un amplio margen 
de discrecionalidad que genera, a la hora de proponer una solución concursal para este tipo de 
empresas, un mar de dudas. 

5) Selección de jurisprudencia  

Agregamos a título ilustrativo una selección de Jurisprudencia nacional, para ilustrar un poco el 
sentido que los tribunales han dado a las facultades jurisdiccionales a la hora de decidir la apertura 
del concurso y el cumplimiento de los requisitos sustanciales y formales, agrupadas por temas. 
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a.- La integración de los requisitos de la petición del concurso preventivo en la ley 24522, se 
deben interpretar favorablemente, examinando si son suficientes para conformar el estado real 
del pasivo y del activo. 
  

La disconformidad puesta de resalto por el juzgador en orden a la fecha fijada como 
comienzo de cesación de pagos denunciada, no puede fundar un rechazo, cuando el 
único fundamento del mismo consiste en el incumplimiento por parte del solicitante 
de un beneficio concordatorio de los requisitos legales (art. 13 L.C. Q), no 
correspondiendo por tanto tales disquisiciones a este estadio procesal, las que son 
propias de la tarea investigativa del funcionario sindical quién deberá pronunciarse 
fundadamente al respecto, en oportunidad de emitir su informe general. (Voto de la 
Dra. Chiapero de Bas, por sus fundamentos). 
La subsanación de las exigencias contenidas en los inc. 3 y 5 del art. 11, Ley 24522 en 
la Alzada por parte del interesado en oportunidad de expresar agravios, lo hace 
merecedor de la solución concordataria habida cuenta que permitir la integración de 
los requisitos exigidos por la ley en esta oportunidad es la posición que mejor 
consulta los intereses comprometidos en la solicitud de apertura de un proceso 
universal. Adoptar una postura contraria importaría un exceso de rigorismo y 
ritualismo que no condice con la naturaleza de la petición formulada. (Voto de la Dra. 
Chiapero de Bas, por sus fundamentos). N.R.: Fuente de información: 
http://www.justiciacordoba.gov.ar Sumarios oficiales del Poder Judicial de la 
Provincia de 
Córdoba CÁMARA 2DA. C. Y C. COMPLETO 
AUTO NÚMERO: 337 DEL 26/8/99 

 
b.- Cumplimiento UMPLIMIENTO de los requisitos EN LA ALZADA 

Cabe la complementación de los requisitos del artículo 11 de la ley 24522 en la 
Alzada, en momento de recurrir la denegatoria de la apertura del concurso 
preventivo, en la medida que no se advierta un intento del recurrente de llenar la 
mayor parte de los requisitos o una parte sustancial de ellos fuera de las 
oportunidades procesales correspondientes, sino de subsanar algunas exigencias 
legales que resultaran cumplimentadas definitivamente en la etapa inicial. En estas 
circunstancias, su ponderación deviene razonable no obstante la extemporaneidad 
de su presentación. La índole de la cuestión debatida vinculada con la procedencia 
del concurso preventivo requerido, cuyo eventual rechazo deriva en la inhibición de 
una nueva presentación en los mismos términos, por el plazo y condiciones del art. 
31 in fine de la ley, requiere desechar soluciones rigoristas, máxime teniendo en 
cuenta la colectividad de intereses que se entrelazan cuando de abrir o no un 
concurso se trata, que exceden a los del propio deudor extendiéndose a los de la 
masa de sus acreedores.  
Juez: CABANAS (SD)  
Caratula: Metalúrgica H. RR S.R.L. s/ Concurso Preventivo  
Mag. Votantes: Cabanas-Mares-Occhiuzzi 
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c.- Criterio amplio  

La ley de concursos y quiebras 25522 establece puntualmente cuáles han de ser los 
requisitos que debe abastecer quien pretende su concursamiento (art. 11) así como 
las causales de su rechazo (art. 13). Que por más amplio que pueda ser el criterio de 
apreciación por parte del juez sobre el cumplimiento de los requisitos formales de 
presentación en concurso preventivo y el correlativo ejercicio de la facultad judicial 
de la concesión del llamado "plazo de gracia o completamiento" que prevé el artículo 
11 in fine, no puede, apriorísticamente, obviarse toda consideración al respecto ya 
que si la presentación abastece los recaudos legales, no corresponde denegar la 
apertura del juicio universal, sin perjuicio delas facultades con las que cuenta el 
juzgador al momento de decidir la homologación de la solución preventiva (art. 52 
ap. 4 LCQ). Si en la especie, ni una sola consideración se ha hecho respecto al 
cumplimiento por parte de la apelante de los requisitos legales que condicionan la 
apertura del concurso que se solicita, limitándose la sentenciante de grado a fundar 
la desestimatoria por considerar, dogmáticamente, que sólo se buscó la suspensión 
de la denunciada ejecución individual, soslayando todo análisis objetivo de aquellas 
exigencias, de por sí severas, que la ley impone al insolvente que quiere lograr su 
concursamiento, cabe revocar la resolución que denegó el pedido de apertura del 
concurso preventivo, debiendo en la instancia de origen resolverse la suerte del a 
pretensión actora con ajuste al criterio que se deja expuesto (arts. 11, 13, 52, 68, 213 
LCQ).  
REFERENCIA NORMATIVA: LEY 25522 Art. 11 ; LEY 25522 Art. 13 ; LEY 25522 Art. 52 ; 
LEY 25522 Art. 68 ; LEY 25522 Art. 213  
Fecha: 12/12/2006  
Caratula: Danilovich, Fernando y otros s/ Concurso preventivo (pequeño)  
Mag. Votantes: Marroco-Bissio 

 
El recurrente de opone a la resolución del Tribunal a quo que rechaza el pedido de 
formación del concurso preventivo a la firma compareciente. Atribuye a la inferior 
haberse excedido en exigencias, no previsto por la Ley y por consiguiente, mal 
aplicada la disposición concursal. Objetó a la iudex, la apreciación que efectúa en el 
sentido de que es posible establecer un equilibrio en el corto plazo, que la llevó a 
afirmar respecto a la imposibilidad de satisfacer regularmente las obligaciones 
contraídas es sólo temporal, por lo que no se verifica en el caso el necesario 
presupuesto requerido para la apertura del concurso preventivo, esto es el estado de 
cesación de pagos al encontrarse ausente una de sus notas características: la 
permanencia (remite a lo dispuesto en el art. 1°, L.C.Q.). Llevada la causa al Superior, 
se expidió en los siguientes términos: Advierte en primer lugar que de los distintos 
acreedores denunciados como integrantes del pasivo, los que refieren a los dos 
principales acreedores muestran una sorprendente orfandad de documentación 
respaldatoria. Se presentan para merituar mails que dan cuenta de cheques 
rescatados o consultas informáticas de movimientos bancarios que por sí mismos no 
se explican demasiado. Obra también una carilla con detalles de movimientos sobre 
préstamos, notas de débito, permitas de valores, pagos a cuenta, etc. Sostiene que si 
para explicar la crisis financiera que se denuncia y se reconoce, ésta fuera la base de 
sustentación, poco habría para llevar adelante el procedimiento preventivo al que se 
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aspira. En lo atinente al requisito de "permanencia" esgrimido en el fundamento del 
fallo, el recurrente no rebate argumentalmente aquellas consideraciones de la 
sentenciante. No obstante, considera que, su impugnación fundada en la 
extralimitación de las atribuciones que competen a la Sra. Juez y en el marco de 
régimen concursal actualmente vigente, se ha configurado el exceso denunciado al 
desestimarse in limine la peticionada apertura del concurso preventivo. La a quo ha 
realizado, un estudio de particular naturaleza técnica, cuando aún no ha sido siquiera 
designado el profesional en ciencias económicas, auxiliar del juzgador a cuyo cargo 
estará la sindicatura, análisis qu en sustancia se refiere a la situación patrimonial de 
la recurrente, pronunciándose por la suficiencia de la empresa para superar la crisis 
que atraviesa sin necesidad de recurrir al remedio concursal. Por otro lado, destaca el 
opinante, que los créditos denunciados parecieran evidenciar movimientos 
bancarios, financieros, comerciales o de servicios, que lucen verosímiles y 
desatendidos por la deudora. Agrega también la carencia de garantías por lo cual, 
avizora que si el remedio preventivo no se pone en funcionamiento, muy 
probablemente éstos no demorarán en aparecer con las más gravosas implicancias 
que ello supone. Entiende que la confesión o reconocimiento judicial del estado de 
cesación de pagos que la petición de concurso supone estimar suficiente presunción 
del mentado desequilibrio como elemento objetivo. En definitiva, de la 
documentación agregada, hechos relatados y circunstancias reconocidas por el 
peticionante, puede inferirse que la situación patrimonial de la empresa si bien 
quizás no sea extrema ni insalvable, sí muestra visos que hacen que ese 
reconocimiento no resulte vacío de contenido, encontrándose explicitado el cuadro 
de situación, que permite tener por comprobado el estado de cesación de pagos que 
se denuncia y que es presupuesto ineludible. El Tribunal resuelve: hacer lugar al 
recurso de apelación interpuesto y ordenar la revocación de la resolución recurrida. 
En su lugar establece que la inferior dicte pronunciamiento disponiendo la apertura 
del Concurso Preventivo. 
Id. del fallo: 98164120 - Fecha: 03/07/2009 - Tribunal: C.DE APEL.CIV.COM. CONT. 
FLIA. 2ºN. - RIO IV - Fuero: CONCURSOS Y SOCIEDADES - Tipo de proceso: Auto 
Interlocutorio - Carátula: GUICAR S.A. S/CONCURSO PREVENTIVO - Firmantes: 
ORDOÑEZ - MOLA - TADDEI - Referencias normativas: LEY N 25.589 0 L.C.Q. 
 
Apeló la concursada la resolución de fs. 257/259 que rechazó su solicitud de 
formación de concurso, por incumplir diversos recaudos de admisibilidad exigidos 
por la LCyQ. Su memoria obra a fs. 370/382. 
Las constancias documentales anejadas por la apelante con su recurso (fs. 263/369), 
que dan cuenta del cumplimiento de los requisitos que el juez a quo   señaló como 
incumplidos, resultan suficientes para acceder a lo peticionado por la quejosa. Ello, 
en tanto aparecería como una solución de excesivo rigor y contraria al espíritu de la 
normativa concursal la resolución apelada, cuando los requisitos reputados como 
desatendidos fueron cumplimentados al tiempo de acompañar la memoria (CNCom., 
esta Sala,   in re, “Abanova Salud S.R.L. s/ concurso preventivo”, 10-4-12; y sus citas). 
Lo anterior procura evitar una solución excesivamente exigente que sólo agravaría -
sin fundamento suficiente- las exigencias de la ley concursal e importaría desvirtuar 
la télesis del instituto del concurso preventivo, con posible perjuicio para los propios 
acreedores de la deudora.  
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PRODUCCIONES G.M.A. S/ concurso preventivo. CNCom Sala B del  26 de octubre de 
2016. 
 

d.- Caso de los no comerciantes 

La exigencia que el inciso 3 del art. 11 de la ley 24522 establece como presupuesto 
sustancial para la apertura del concurso preventivo -esto es, la presentación de un 
estado valorado del activo y pasivo, actualizado a la fecha de la presentación, con 
indicación precisa de su composición, las normas seguidas para su valuación, la 
ubicación, estado y gravámenes de los bienes y demás datos necesarios para conocer 
debidamente el patrimonio-, no debe requerirse estrictamente cuando se trata de un 
pequeño concurso que involucra deudores no comerciantes. Es que el cabal 
conocimiento de la verdadera situación patrimonial del deudor quedará reflejado en 
el dictamen del síndico, verdadera auditoría en que consiste el informe general.  
Juez: PERALTA REYES (SD)  
Caratula: Alvarez de Vide, Marta Raquel y otros s/ Concurso Preventivo  
Mag. Votantes: Peralta Reyes-De Benedictis-Galdós 

 

Cuando se trata de personas que no se encuentran compelidas legalmente a llevar 
libros de comercio rubricados o a confeccionar balances de ejercicio, no es menester 
cumpli las exigencias de los incisos 4 y 6 del art. 11 de la LCQ. Mas aún cuando -como 
en el caso- se trata de una pequeña explotación agropecuaria familiar en la que los 
integrantes se han manejado sin rigor contable, circunstancia que debe ser 
ponderada por el juez de modo tal que no resulte afectado el sentido del 
concursamiento.  
Fecha: 26/08/2008  
Juez: PERALTA REYES (SD)  
Caratula: Alvarez de Vide, Marta Raquel y otros s/ Concurso Preventivo  
Mag. Votantes: Peralta Reyes-De Benedictis-Galdós 

 
e.- La interpretación de los requisitos formales no debe tornarse de tal modo exigente que 
llegue a conspirar contra la apertura del concurso como medio de resolución de la crisis. 

Es menester reflexionar acerca de las objeciones formuladas por el Aquo, a fin de 
denegar la apertura con fundamento en el incumplimiento del los recaudos del art. 
11, LCQ, desde que se encuentra vedado a los jueces exigir aquello que no fue 
ordenado por el legislador como requisito de acceso a la solución preventiva, máxime 
considerando que, en el caso, se trata de una petición formulada por un pequeño 
deudor. “La interpretación de los requisitos formales no debe tornarse de tal modo 
exigente que llegue a conspirar contra el sentido del concursamiento como solución 
a una crisis extrema y de premiosa respuesta (art. 11 de la LC)”, CCCom. De Quilmas, 
sala I, 8-5-2008, “Bautista, Héctor Hugo s/concurso preventivo, JUBA, citado por 
Vítolo Daniel Roque, en “La ley de concursos y quiebras y su interpretación en la 
jurisprudencia”, T. I, pág. 67, Rubinzal-Culzoni editores). En tal sentido, con relación 
al inc. 1 del art. 11, LCQ, se indica que el peticionante no adjuntó copia de su DNI y/o 
CI y/o pasaporte, que permita su correcta individualización. Sin embargo, la 
agregación de tal identificación no es exigida por el mentado inciso para las personas 
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físicas, aún cuando sea deseable y hasta evidente, la conveniencia de contar con 
dicha documentación, a fin de que no exista duda al respecto acerca de su identidad. 
Sirve, asimismo, para definir la competencia del Juez interviniente, desde que 
contiene mención al domicilio del sujeto, a los fines del art. 3, LCQ y en tanto el 
examen de dicho extremo puede ser efectuado de oficio por el magistrado, librando 
los oficios que estime pertinentes (registro público de comercio, civil, juzgado 
electoral, etc.). “La primera exigencia contemplada por el art. 11, LCQ, sirve para: a) 
determinar la competencia del tribunal, la cual debe ser examinada por él de oficio; 
b) asimismo, se vincula con la correcta individualización del accionante, como es 
propio en toda demanda judicial…”, (Heredia Pablo D., “Tratado Exegético de 
Derecho Concursal”, T. I, pág. 368, Ed. Abaco). En tanto dichas probanzas no se 
encuentran efectuadas –ni por el peticionante ni por el Aquo en uso de sus 
facultades oficiosas-, cabe considerar que, surge del poder general para juicios que el 
escribano interviniente tuvo a la vista el DNI, a lo cual se agrega que las 
certificaciones contables contienen mención de su domicilio en el centro judicial 
Capital, lo que permite considerarlo identificado. Nótese, asimismo, que el inciso 1 
en análisis ninguna referencia hace sobre los deudores que sean personas físicas, 
sino que se circunscribe a los que se encuentre matriculados quienes, en tal caso, 
deben “…acreditar la inscripción en los registros respectivos” (art. 11, inc. 1, LCQ). 
Nada dice la ley concursal en relación a la prueba que deben rendir, en el punto, los 
peticionantes que sean personas físicas, por lo cual no cabe imponerles 
pretorianamente una carga que no surge de la ley.  
DRES.: IBAÑEZ - MOLINA. AMARELO JORGE ENRIQUE s/ CONCURSO PREVENTIVO, 
Fecha: 17/06/2013, Sentencia N°: 232, Cámara Civil y Comercial Común - Sala 3. 
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FACULTADES DEL JUEZ EN CONCURSO DE SOCIEDADES Y LA SENTENCIA DEL ART. 52.4 LCQ 

Efraín Hugo RICHARD 

Síntesis: El análisis doctrinal y jurisprudencial sobre la imposición al juez  que en ningún caso 
homologue un acuerdo con abuso de derecho o fraude a la ley, previsto en el art. 52.4 LCQ, se 
limita -en caso de quitas y esperas- a sus aspectos cuantitativos que pueden configurar un abuso 
de derecho, omitiendo cualquier consideración en torno al fraude a la ley. 

Esta corriente que es muy correcta en el concurso de personas humanas, a nuestro entender no 
encuentra sustento en el concurso de sociedades, en tal caso, pues se omite la consideración 
sobre normas imperativas de la ley específica. 

Este razonamiento implica una misión casi imposible78, pues se ha entronizado profesional y 
judicialmente la licitud de quitas y esperas desmesuradas en los concursos preventivos de 
sociedades.  

La doctrina debe colaborar en la dificil tarea de la magistratura para encontrar el equilibrio de las 
sociedades en el sistema jurídico, desde su nacimiento como personas jurídicas, hasta sus crisis 
previstas en las normas del CCC y en la especifica Ley General de Sociedades –LGS-, inclusive con 
reflejos en la legislación concursal79.  

I – CRITERIO ACTUAL DE PROPUESTAS DE QUITA Y ESPERA EN CONCURSOS DE SOCIEDADES. 

Recientes fallos tienden a ratificar la apreciación meramente cuantitativa de los supuestos 
abusos, con una inclinación a aprobarlas apenas se introduce alguna mejora por la sociedad 
concursada.  

Así la Sala D de la CNCom, en fallo de Diciembre 27 de 2016, en la causa“Amancay SAICAFI 
sobre concurso preventivo” señaló : “…Es claro, entonces, que la cuestión de que se trata, esto es, 
la "abusividad" de la propuesta, es un aspecto muy conflictivo del actual derecho concursal 
argentino, que ha colocado a jueces y litigantes en el trance de dar concreción, en cada caso, a un 
concepto jurídicamente indeterminado como es el del abuso del derecho, con el grave riesgo del 
relativismo que todo juicio de esa índole lleva en su seno, al punto de ser dificultosa -sino 
imposible- la construcción de una jurisprudencia que defina cuándo es y cuándo no es abusiva una 
propuesta. Es que, como lo observa la doctrina especializada, en materia de descalificación de una 
propuesta de acuerdo, la palabra "abusiva" es un término omniabarcativo: todo cabe en él (conf. 
Maffía, O., La homologación en la ley 24.522 modificada por la ley 25.589, JA 2002-IV, p. 1292, 
espec. p. 1302), habiendo señalado otro autor, con igual sentido crítico, que la referencia al abuso 
del derecho constituye "...una pauta cuya vaguedad produce vértigo..." (ver Ribichini, G., El nuevo 

                                                           
78 Nto. “FACHADAS EMPRESARIAS y PREOCUPANTE MENSAJE JURISPRUDENCIAL: ¿vale todo para homologar una 
propuesta?” en La Ley 15 de abril de 2009 y  “LAS LIQUIDACIONES SOCIETARIA, LA CONCURSAL Y EL ARGUMENTO DEL 
RESULTADO DE ESTA ÚLTIMA PARA HOMOLOGAR UNA PROPUESTA ABUSIVA”, en Zeus Córdoba, nº 353, Año VIII, 18 de 
agosto de 2009, t.15 pág. 169, Doctrina, y en Editorial Zeus, 10 agosto 2009, año XXXVI, Revista nº 15, tomo 110, pág. 
785. Doctrina. 
79 Nto. “LA FUNCIÓN DE GARANTÍA DEL PATRIMONIO: CONEXIÓN DEL SISTEMA SOCIETARIO CON EL CONCURSAL. CRISIS 
Y TERMINOLOGÍA” en El Derecho Societario y de la Empresa en el Nuevo Sistema del Derecho Privado. Tomo III, XIII 
Congreso Argentino de Derecho Societario, IV Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, 
Universidad de Mendoza – Universidad Nacional de Cuyo, Ed. Advocatus, Córdoba agosto 2016, pág. 2017; y “EL 
EQUILIBRIO DE LAS SOLUCIONES SOCIETARIAS PARA EVITAR SU CRISIS Y DAÑAR. INTERPRETACIÓN CONGRUENTE CON 
LA LEY CONCURSAL” en la misma publicación y tomo pág. 2025. 
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artículo 52 de la ley de concursos y quiebras, LL 2003-A, p. 1084). …”. Suscriben este fallo los Dres. 
Pablo D. Heredia, Gerardo G. Vassallo y Juan R. Garibotto; Julio Federico Passarón Secretario de 
Cámara, homologando el acuerdo. 

A su vez sostuvo la Sala F de la misma Cámara que la homologación, es “juzgar la presencia o 
ausencia de ... todos los elementos que hacen a la corrección procedimental y la concreción de los 
valores superiores del ordenamiento jurídico…. Como reza el art. 52 inc. 4 de la ley 24.522, en 
ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley”;…y el hecho de que la 
ley concursal no es un compartimento estanco separado del resto del ordenamiento jurídico…. Si  
a la fecha del presente decisorio la deudora ha presentado una mejora sustancial de sus anteriores 
propuestas” resolviéndo homologarlo el 29.12.2016, en el caso “Resingel SA sobre quiebra”. 

Apuntamos de los mismos las referencias a valores, al sistema jurídico extraño a la ley 
concursal, a que se trata en todos los casos de apreciaciones sobre la abusividad y no sobre el 
fraude a la ley, a esfuerzos, etc., y contradictoriamente entre quitas y esperas –estas últimas en 
realidad suman quitas aunque no están gravadas con el impuesto a las ganancias- ciertas 
apreciaciones de los fallos: “la "abusividad" de la propuesta, es un aspecto muy conflictivo del 
actual derecho concursal argentino, “no existen parámetros estandarizados para mensurar la 
razonabilidad o, su contracara, la abusividad de una propuesta concursal”, traduzca alguna ventaja 
o beneficio a favor de los acreedores; también la subsistencia de la concursada como fuente 
generadora de puestos de trabajo, esto es, si el deudor es o no dador de empleo,…valores 
superiores del ordenamiento jurídico”, “y el hecho de que la ley concursal no es un 
compartimento estanco separado del resto del ordenamiento jurídico”. Pero no se analiza el 
sistema jurídico integral. 

1. La doctrina más reciente continua con la tendencia evaluativa de la propuesta de quita y 
espera como legítima formalmente, pero vinculada a su análisis cuantitativo: Romina CELANO “Las 
propuestas abusivas en el concurso pereventivo. Herramientas de análisis e incidencia de la 
inflación”80. Repasa la obligación del juez impuesta en el año 2002 por la ley 25589  que en ningún 
caso debía homologarse una propuesta abusiva o en fraude a la ley. Después del análisis en que 
parte que no existen límites en cuanto al tiempo y porcentaje de espera, no distinguiendo entre 
concurso de personas humanas y jurídicas –como nosotros lo hacemos constantemente- se refiere 
a los diversos elementos a tener en cuenta para determinar esa abusividad, siempre desde el 
punto de vista cuantitativo, refiriendo a la mejora de la propuesta o tercera via como remedio, con 
despliegue de citas”. 

En el mismo sentido Daniel Roque VITOLO81 limitado al  análisis cuantitativo para determinar la 
abusividad de la propuesta, citando a todos los autores que habrían escrito sobre la abusividad de 
las propuestas, sin mencionarnos ni a los que hoy hablan del esfuerzo compartido. A su vez analiza 
la abusividad en forma similar en concursos de personas humanas como de sociedades. 

Claro que el tema cuantitativo es importante, pero el enfoque también debería ser legal –no 
formal sino sustancialmente-, cuando no constitucional que es el aspecto mayor de lo legal. 

2. Se advertirá que el análisis cuantitativo no esta vinculado a un problema constitucional de 
confiscatoriedad, o sea atentando contra el derecho de propiedad, como hemos sostenido con 

                                                           
80 En Doctrina Societaria y Concursal n° 347, ocubre 2016 pág. 1037. 
81 “EL CASO DEL CORREO ARGENTINO ¿PUZZLE O UN COMPLEJO MODELO PARA ARMAR EN VARIOS AÑOS?”, publicado 
en Revista Doctrina Societaria y Concursal, Ed. Errepar, Buenos Aires, Marzo 2017. 
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Palazzo82. 

II – EL SISTEMA JURÍDICO. 

Uno de los fallos señala acertadamente “la ley concursal no es un compartimento estanco 
separado del resto del ordenamiento jurídico”. 

El tema se centra en la integración y prelación de normas en torno a las personas jurídicas y 
específicamente de la sociedad sujeto de derecho, conforme determinación del art. 150 CCC 
dentro del título 2 Persona Jurídica, Sección 2 Clasificación: “Leyes aplicables. Las personas 
jurídicas privadas que se constituyen en la República, se rigen: a. por las normas imperativas de la 
ley especial o, en su defecto, de este Código…”.  

O sea que para las sociedades la ley especial es la Ley General de Sociedades –LGS-, “o en su 
defecto” –de sus normas- por las normas imperativas del CCC. Las normas se clasifican en 
imperativs y supletorias, siendo indispensable reconocerlas para interpretar y aplicarlas. Una 
norma es imperativa cuando no es posible substraerse a lo que obliga o prohibe,  es supletoria 
cuando lo dispuesto por la norma se aplica a falta de previsión del contrato o estatuto, o sea 
cuando puede ser cambiada o modificada según esa voluntad de las pesonas intervinientes en el 
negocio jurídico en cuestión. Así son imperativas para sus destintarios las que se les imponen a 
quiénes están en una situación jurídica determinada sin posibilidad de pacto o decision en contra 
pues sus efectos deben producirse con indendencia del querer de las personas. Son imperativas 
también las opcionales, esto es, las que permiten a los individuos escoger, según su deseo y 
conveniencias, entre dos o más posibilidades reguladas por la misma ley en cuanto a los efectos de 
las opciones consagrdas. La ley imperativa se impone a la voluntad de las partes. Se cumple 
aunque las parte en común acuerdo quisieran que no fuera asi. La norma imperativa 
generalmente impone obligaciones o establece prohibiciones. La norma supletoria, en cambio, 
brinda la posibilidad de que las partes fijen los efectos o consecuencias, o las  obligaciones y 
prohibiciones que gobiernes su relacion jurídica, y si las partes nada dicen al respecto la norma 
entra a suplir esa indefinicion, de modo que la ley sólo tendrá efecto si las partes no han 
expresado su voluntad, por lo que se puede afirmar que una norma supletoria permite que la 
voluntad de las partes prevalezca. El conjunto de leyes integra un sistema jurídico conforme el art. 
2 CCC.83 

Son imperativas las disposiciones del art. 96 LGS. 

1. La causal de disolución de pérdida del capital social es en realidad la determinación de 
patrimonio insuficiente para satisfacer el pasivo social, o lo que es lo mismo la constatación de la 
inexistencia de valor de la eventual cuota de liquidación para los socios. Generándose a su vez 
obligaciones a administradores y socios en protección a terceros. 

Cuando la crisis afecta el equilibrio patrimonial de la sociedad, o sea cuando el patrimonio neto 
de la misma pasa a ser negativo, la LGS impone conductas a administradores y socios. 

                                                           
82 PALAZZO, José Luis y nosotros “VISION BÁSICA CONSTITUCIONAL DE PROPUESTA ÍRRITA DE QUITA Y ESPERA” en 
libros del “VI Congreso Nacional de Derecho Concursal y IV Congreso Iberoamericano de la Insolvencia”, Rosario 2006, T. 
I pág. 715. 
83 Nto. “INTEGRACIÓN DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES CON EL CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL”, en Revista de las 
sociedades y Concursos, Director Ricardo A. Nissen, año 17, 2016-3 pág. 3 a 42, Buenos Aires.  
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El art. 99 LGS fija criterios con “la declaración de haberse comprobado” la causal. Pero ¿cuando 
se “declara” la existencia de la causal de disolución de desbalance patrimonial que contablemente 
se determina como pérdida total del capital social? 

No hay duda que la pérdida del capital social cuando se formaliza o debió formalizar el balance 
con tal revelación aparece como de inmediata constatación e impone la convocatoria a los socios, 
para adoptar alguna de las previsiones imperativas del art. 96 LGS. Si hay “recomposición” o 
reintegración del capital social o su aumento desaparece todo problema aunque hubiere alguna 
demora, pues ningún daño se generó manteniéndose la garantía de los acreedores84. 

Por tanto: ¿quién debe darle solución? Sin duda los socios con la opción prevista en el art. 96 
LGS, incluso con la colaboración privada o concursal de los acreedores “capitalizando el pasivo” 
(arts. 96 y 197 LGS), también previsto en el art. 43 2° párrafo LCQ “capitalización de créditos, 
inclusive de acreedores laborales, en acciones o en un programa de propiedad participada…”. 

Pero siempre son los socios los que deben atender a la solución, no transfiriéndoles el 
problema a los acreedores con quitas. La quita concursal es un fraude a la ley societaria en los 
términos del art. 12 CCC, pues se soslaya la norma imperativa del art. 96 LGS, lo que impediría al 
juez homologar el acuerdo en los términos del art. 52.4 LCQ.  

2. La quita figura en el listado del art. 43 LCQ, no en forma imperativa sino postestativa, y como 
varias otras propuestas que corresponden al concurso de personas humanas como la “constitución 
de sociedad con los acreedores”, así como varias posteriores son exclusivamente potestativas para 
sociedades. Si no hay deficit patrimonial una quita sería abusiva, pues la sociedad solo necestaría 
espera. Pero si hay déficit patrimonial –evidenciado en un balance con patrimonio neto negativo- 
son los socios los que deben reintegrar o capitalizar la sociedad por sí o acercando a terceros, 
compartiendo la propiedad. La quita devendría en un enriquecimiento para ellos violando normas 
imperativas de la ley societaria.  

La empresa viable debe ser conservada como generadora de riqueza y puestos de trabajo. La 
sociedad es el vehiculo jurídico de la actividad empresaria. Esta previsión normativa es aplicable a 
todos los supuestos, previstos específicamente o se trate de causales a las que la ley no les otorga 
tratamiento, incluso a las particulares previstas en los estatutos sociales, si los socios acreditan el 
cumplimiento de los extremos legales para continuar con la actividad de la empresa. 

III - LAS QUITAS EN CONCURSO DE SOCIEDADES. EL ABUSO DE DERECHO Y EL FRAUDE A LA LEY 
SOCIETARIA. 

Las quitas implican un menoscabo al patrimonio de los acreedores que significa un 
enriquecimiento del patrimonio de la sociedad concursada, pues su pasivo se reduce. Generando 
una ganancia de este patrimonio esta gravado por el impuesto correspondiente, o sea que implica 
un costo para la concursada, aunque ese pago se difiera.  

                                                           
84 Nto. “Remoción de causales disolutorias y responsabilidad de administradores (y socios) de sociedades: la función de 
garantía del capital social”, en Cuestiones Mercantiles en el Código Civil y Comercial de la Nación”, Ed. Fundación para la 
Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Buenos Aires abril 2016, pág. 279. En el debate de esta comunicación 
en el III Congreso sobre los Aspectos Empresarios enel Código Civil y Comercial de la Nación, realizado en ese mes en 
Mar del Plata, cuando insistimos que la responsabilidad se generaba al día siguiente de constatada la insuficiencia 
patrimonial, se debatió unánimemente que no, que esa responsabilidad se generaba al minuto siguiente –corrección 
que aceptamos-. Posteriormente lo hicimos en “La causal disolutoria de pérdida del capital social”, en Doctrina 
Societaria y Concursal  ERREPAR (dsce) tomo/boletín XXVIII, mayo año 2016. 
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Los socios abusarían del derecho si en vez de reintegrar el capital o capitalizar la sociedad la 
concursaran para que los acreedores asuman la pérdida.  

La capitalización de los créditos quirografarios puede ser la propuesta superadora para lograr 
un acuerdo. Quita y espera impuestas en acuerdo concursal importan enriquecimiento para los 
socios y empobrecimiento para los acreedores, un verdadero abuso de derecho y fraude a la ley, 
reafirmado en el Código en análisis.85 

La conclusión lógica es simple: si la sociedad tiene un mero problema de cesación de pagos, un 
activo corriente inferior al pasivo corriente, una espera –corta o muy larga- solucionará el 
problema. Si tiene patrimonio neto positivo no se advierte la necesidad de una quita. 

Si la sociedad tiene un patrimonio neto neutro o negativo se ha producido una causal de 
disolución que impone su liquidación salvo que los socios decidan  reintegrar el capital social o 
capitalizar, sea ellos mismos o terceros, incluso por la capitalización de pasivo (arts. 96 y 197 LGS). 
De no resulta responsabilidad de administradores, y quizá de socios86, si el pasivo no resultara 
satisfecho. Intentar una quita en el concurso, cuya presentación es ratificada por los socios, 
implica un fraude a la ley societaria intentando que los acreedores asuman las obligaciones que 
tienen los socios, y los enriquezcan. 

¿Esto no es impeditivo de la homologación de una propuesta en concurso de sociedad a tenor 
del art. 52 ap. 4 LCQ? Recuérdese: impone al juez no homologar en ningún caso frente a abuso de 
derecho o fraude a la ley. 

No tenemos duda que un juez deberá afrontar esta lógica integración con la LGS en concurso 
de sociedades  y descartarla expresamente si decide homologar un acuerdo de quita en el 
concurso de una sociedad. Lo que podría ser aceptable en el concurso de una persona humana –
salvo confiscatoriedad- difícilmente pueda catalogarse como que es un fraude a normas 
imperativas de la ley societaria.  

Ante ciertos criterios que reducen la juricididad de las quitas al valor recibido por debajo de lo 
que correspondería en liquidación (“the best interest of creditors”) apuntamos que ello es lógico 
en el caso de personas humanas, pero descartable para personas jurídicas, especialmente 
societarias, por la función de garantía del capital social que hemos analizado.  

Parte de la doctrina clásica ha intentado morigerar nuestra interpretación interativa de la 
legislación societaria sosteniendo la legalidad del “esfuerzo compartido”. Juristas especializados 
en concursos, como Truffat87, Botteri88 y Carlino89, a aceptar que para la quita no configure una 
ilegalidad debe existir “esfuerzo compartido”, o sea quitas equivalentes a los aportes de los socios. 
De todas formas esto siginfica un enriquecimiento ilegal de los socios, con una carga impositiva 

                                                           
85 Nto. “Insolvencia societaria en el Proyecto de Código”, en diario La Ley del 4 de marzo de 2013, pág. 1 y 
ss..correspondiente al tomo La Ley 2013-B. 
86 Nto. “EL ART. 99 LEY 19.550 Y CAUSALES DE DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES (De cómo evitar responsabilidad ante la 
insolvencia societaria)”, en RDCO 2013-A- pág. 663, año 46, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires 2013. 
87 TRUFFAT, Daniel “La abusividad de la propuesta y la moralizacion de los concursos en lo atinente –preisamente- a la 
oferta del deudor”, en Segundo Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal, Mérida, Estado de Yucatán, México. 
88 BOTTERI, José David “Notas sobre las quitas concursales, acuerdos abusivos y la integración entre el nuevo Código 
Civil y la Ley de Concursos y Quiebras 24.522”, en Revista de Derecho Comercial y de las Obligaciones Nro. 278, 
(Mayo/Junio de 2016). 
89 CARLINO, Bernardo “Las quitas a los pasivos deben ser proporcionales o menores a la inyección de fondos de los 
socios (art. 96 LGS)”, en CRISIS Y DERECHO IV Congreso Argentino de Derecho Concursal – VII Congreso Iberoamericano 
de Derecho de la Insolvencia, Córdoba, septiembre 2015, Ed. Fespresa, tomo III El sistema concursal, pág. 48. 
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para la sociedad –Impuesto a las Ganancias- que desaparecería si el porcentaje de quita ingresa 
como capitalización a la sociedad. Se acepta que “el derecho concursal no es una isla, pero sí es un 
derecho especial”, lo que permite ubicar el problema dentro de lo previsto por el art. 150 incs. a y 
c CCC.  

La solución es la capitalización de pasivos que hoy se aconseja en las reformas en la legislación 
de crisis, de acreedores profesionales, pero porque no incluir a los proveedores que han vinculado 
su futuro con la sociedad proveída en crisis, compartiendo así un proyecto productivo en común. 

Si hay fraude, la norma será la del artículo 12 del Título Preliminar del Código Civil y Comercial 
se refiere al “Orden público” y al “Fraude a la ley”: “Las convenciones particulares no pueden dejar 
sin efecto las leyes en cuya observancia esté interesado el orden público. El acto respecto del cual 
se invoque el amparo de un texto legal, que persiga un resultado sustancialmente análogo al 
prohibido por una norma imperativa, se considera otorgado en fraude a la ley. En ese caso, el acto 
debe someterse a la norma imperativa que se trata de eludir”.  

No se trata de responsabilizar a nadie, ni administradores ni socios, que para ello tiene que 
haber daño, tratamos de alertar para que no se genere daño, o se acote ante un evento 
impensable, conforme las previsiones imperativas de la ley de sociedades en torno a la función de 
garantía del capital social como forma de tutelar su patrimonio y a los terceros que contratan cn la 
misma, y no se sorprenda a la judicatura por medio de abusos en procesos concursales de 
sociedades. 

Recuérdese que la Corte en el caso Comercial del Plata inició la atención sobre el régimen 
societario para anticiparse a la crisis y actuar como medios preconcursales90, incluso la solución 
final ante idas y vueltas fue la capitalización de pasivo. 

La entrega a la par de obligaciones negociables convertibles puede ser una solución 
compatible. 

IV – EN RESUMEN 

 Advertimos un interés cada vez mayor en el análisis sistémico, en animarse a zonas extrañas 
frente a las crisis concursales de sociedades. Llevaría a un equilibrio de derechos, a mejorar costos 
y asegurar la eficiencia, pero creemos dificil que ciertos cenáculos acepten un cambio de su visión 
originalista encerrada en las soluciones concursales, en apoyar a la concursada a cualquier efecto, 
tratando de evitar la quiebra, aún ante la inviabilidad económica que desencaderá nuevas crisis, 
eventualmente no concursales sino sociales. 

Lo que no tenemos duda es que el juez concursal debe asumir con criterio sustancialista el 
análisis de la legalidad de las quitas en los procesos concursales de sociedades. Aunque sea para 
rechazar nuestra posición y señalar la legalidad de la propuesta de quita y espera por una 
sociedad, incluso inviable, y el consiguiente acuerdo.  

Es fundamental, al decir de Cámara, la tutela o conservación de la empresa, no necesariamente 
la posición de control de los socios que contravinieron las disposiciones imperativas de la ley 
societaria. 

                                                           
90 Nto. “¿REORGANIZACION SOCIETARIA O CONCURSAL ANTE LA CRISIS? (UN “OBITER DICTUM” DE LA CORTE)”, en libro 
colectivo AAVV “Reestructuración y Reorganización Empresarial en las Sociedades y los Concursos”, publicación del 
Instituto Argentino de Derecho Comercial – 2010, Director Martín Arecha, Vicedirectora Laura L. Filippi, Ed. Legis, 
Buenos Aires 2010, págs. 3 a 78. 
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LAS POTESTADES JURISDICCIONALES DEL JUEZ  CONCURSAL. INVESTIGACION A CARGO DE UN 
EQUIPO DE MIEMBROS DEL INSTITUTO IBEROAMERICANO DE DERECHO CONCURSAL. 

Presentación de la situación de los tribunales de quiebra de los EEUU 

Gerardo CARLO ALTIERI (Puerto Rico) 
 

PROYECTO PARA LLEVAR A CABO LA INVESTIGACION: 

Objeto de la investigación: Cotejar y comentar con sentido crítico los distintos alcances de las 
facultades del juez concursal  o autoridad administrativa a cargo , en aspectos claves de los 
procesos preventivos y en la quiebra, conforme la legislación de los países a que pertenecen los 
integrantes del equipo de investigación, o de aquellos a los que además  se refieran 
comparativamente, con el objeto de extraer conclusiones generales, respecto de las cuales no será 
imperativa la unanimidad, pudiendo verterse las opiniones  en disidencia. Se analizará en todos los 
casos la conveniencia de la especialización del juez concursal. 

      Instancias del proceso en la cuales se analizarán las potestades jurisdiccionales  objeto de la 
investigación:  

 En la apertura del proceso, sea voluntario o necesario. 

Contestación:  

El sistema de resolución de insolvencias estadounidense nace bajo la sombrilla de la 
Constitución federal, al disponerse en la sección 8 del articulo I, que el Congreso deberá establecer 
una legislación uniforme para toda la nación que tenga que ver con el asunto de las quiebras.  

Los tribunales de quiebra de los EE.UU (“U.S. Bankrupcty Courts”) son instituciones judiciales 
establecidas por el Congreso para llevar a cabo tal disposición de uniformidad constitucional bajo 
el Titulo 28 del Código de los EE.UU (Title 28, United States Code -Judiciary and Judicial 
Procedures) específicamente en la sección de dicho titulo que trata sobre los poderes judiciales 
(Part I, Organization of Courts - 28 USC 151-159).  

Este tribunal se constituye, como una entidad anexa o unidad de los tribunales de distrito 
federales establecidos en cada circuito judicial, con poderes expresamente delegados para 
administrar e intervenir judicialmente y exclusivamente en todo caso de insolvencia a nivel 
federal.  

Los tribunales de quiebra en EE.UU. son cortes especializadas con jurisdicción sobre la materia 
delegada de forma exclusiva y con poder para decidir asuntos y casos concursales de todo tipo 
presentados bajo los títulos 7, 11, 12, 13 o 15 del código de quiebra federal. Los jueces del tribunal 
(U.S. Bankruptcy Judges) reciben nombramientos de 14 años bajo la sección 28 USC 152, contrario 
a los de distrito y circuito federales que son nombrados bajo el artículo 3 de la Constitución por 
vida. Los cincuenta Estados de la nación están impedidos de legislar en este campo, quedando el 
campo ocupado (“federal preemption”) por el U.S. Bankruptcy Code de 1978, según enmendado, 
bajo la legislación de quiebra federal.  

La jurisdicción del tribunal ha sido limitada en varias ocasiones debido al requisito de que 
algunos asuntos federales que no permiten la decisión sea expedida por un juez de quiebra, sino 
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que requieren la participación exclusiva de un juez nombrado bajo el artículo 3 de la constitución 
(ver: Northern Pipeline, Constr. Co. v. Marathon Pipeline, Co. , 458 U.S. 50 (1982)).   

Aunque en teoría, la  Constitución requiere uniformidad en el campo de la quiebra, la realidad 
es que debido a los muchos conflictos de interpretación que surgen entre los distintos circuitos tal 
uniformidad no se consigue. Además, en muchas ocasiones los jueces de las cortes de quiebra 
tienen que interpretar las provisiones del código de quiebra que resulten ambiguas con mucha 
libertad.   

El código de quiebra es uno de carácter mayormente procesal, debiendo los jueces de quiebra 
utilizar el derecho positivo de los cincuenta Estados para controversias que envuelvan derecho 
civil y de familia, sucesiones, propiedad, daños y perjuicios, derecho real, hipotecas y gravámenes 
y ejecución; a menos que exista un interés federal que requiera la aplicación de una ley federal y 
un resultado contrario.  

Además el tribunal de quiebra opera dentro del sistema de “common law” que permite que se 
utilicen las decisiones anteriores como precedentes, dando más libertad a los jueces de quiebra 
para crear jurisprudencia a base de la línea de precedentes judiciales anteriormente establecidos, 
sino legislar judicialmente.  

Los jueces de quiebra no participan ni toman acción alguna para admitir o no un caso de 
quiebra radicado por un deudor de forma voluntaria bajo la sección 301 del código de quiebra de 
los EE.UU (“el código”) (US Bankruptcy Code of 1978, 11 USC 101 et seq., “The Code”).  

La mera radicación en la corte de quiebra de una petición de quiebra (“petition”) crea la 
paralización automática bajo la sección 362 del código (“automatic stay”) e inmediatamente la 
secretaria del tribunal expide la orden de relevo (“order of relief”) a todos los acreedores incluidos 
en la lista de acreedores radicada por el deudor con la petición y las planillas informativas de 
activos y pasivos.  

En los casos involuntarios o necesarios radicados bajo la sección 303 del código, permitidos 
solo para bajo capítulo 7 (liquidación) o capítulo 11 (reorganización), se requiere que la petición 
sea radicada por tres acreedores (cuando la corporación tiene 12 o mas acreedores) o por solo un 
acreedor, si se tiene menos de doce acreedores.  

En estos casos involuntarios o necesarios, aunque la paralización automática comienza a regir 
igualmente desde el primer momento de la presentación de la petición involuntaria, el juez tiene 
que ordenar una vista y pasar juicio sobre la admisibilidad del caso bajo el capítulo que aplique a la 
situación de insolvencia según la opción escogida (reorganización o liquidación) por el abogado del 
deudor.  

En estos concursos, el juez tiene que dar oportunidad de una vista judicial y determinar si se 
cumplen los requisitos de la sección 303 (numero mínimo de acreedores peticionarios que el 
código requiere; si las deudas son finales, firmes, no contingentes; que no sean tales deudas 
objeto de una disputa bona-fide y; que se cumpla con la cantidad de deuda mandatorio).  

En estos casos, puede también el juez ordenar el nombramiento de un síndico interino y puede 
también ordenar que se preste una fianza monetaria para responder por posibles daños al deudor 
y a los demás acreedores.  

Sino hay alguna objeción a la petición radicada a tiempo, el juez podrá ordenar que se admita 
el caso y que se ordene la orden de relevo (“Order of Relief”) que constituye la aprobación judicial 
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para que el concurso (y la paralización automática que concede la sección 362) pueda proseguir 
ante el tribunal de quiebra. 

Además, el Código de Quiebra de los EEUU, excepto en casos limitados de individuos naturales 
y por ser una obligación contractual entre un deudor y acreedor, no establece procesos especiales 
o alternos extrajudiciales y fuera del régimen judicial, para resolver asuntos de insolvencia 
empresarial. La estructura del código con muy pocas excepciones es una mayormente de tipo 
judicial. 

Podría decirse que la única excepción se encuentra en el Chapter 11 donde solamente se 
reconoce indirectamente el régimen pre-concursal del Pre Packaged bankruptcy. Pero el concepto 
del caso pre-acordado extrajudicialmente y el Pre-pack, igual que los acuerdos para ventas pre-
acordadas se usan muy efectivamente, aunque siempre requieren la radicación de un caso (bajo 
Chapters  7 (liquidación) , 11 o 13 (reorganización del deudor) y la aprobación y homologación de 
tal acuerdo por los tribunales de quiebra.  

Los préstamos o DIP loans también están en muchos casos relacionados con las ventas del 
negocio o de sus activos de forma pre acordada; y también se encuentran los acuerdos privados 
extrajudiciales llevados a cabo entre acreedor individual y deudor pre-petición y con carácter de 
reorganización del capital o del negocio. 

 En la verificación o admisión de los créditos.  

Contestación:  

En un capítulo 7 de liquidación el acreedor debe radicar una reclamación formal si quiere 
participar en cualquier distribución de dividendos futura. En un capítulo 11 el acreedor tiene que 
radicar una reclamación si se ha informado la deuda como una contingente, disputada o no 
liquida.  

Normalmente los acreedores son enumerados y sus créditos descritos en detalle en los estados 
de información (“Schedules”) radicados con la petición por el deudor al presentarse el caso y, de 
no surgir una objeción de alguna parte con interés dentro de un periodo de tiempo razonable, los 
mismos se convierten y se reputan como créditos validos y admitidos y solamente las deudas 
admitas se pagan bajo la sección 726 del Código.  

Luego, los acreedores, si no están de acuerdo con la cantidad de la deuda informada o con la 
prelación o validez de la garantía informada por el deudor, pueden presentar su propio formulario 
de reclamación (“Proof of Claim”) dentro de un periodo especificado por el tribunal.  

De haber objeción por un acreedor a la reclamación informada por el deudor en su planilla 
informativa inicial, el tribunal decide esta controversia luego de una vista judicial en su fondo 
donde tendrán oportunidad de ser oídos por lo menos el deudor, el acreedor objetante y cualquier 
otra parte con interés. Tales vistas judiciales incluyen el derecho a ser notificado, a ser oído y la 
oportunidad de presentación de evidencia y argumentos a favor y en contra de la admisión del 
crédito. El tribunal tiene discreción para decidir sobre la validez y extensión del crédito y de sus 
garantías, según la ley aplicable de cada Estado de la nación.  

Si el deudor entiende que la reclamación del acreedor no es correcta, debe objetar a la misma 
radicando una moción de objeción a la reclamación, que constituye un asunto contencioso  dentro 
del caso de quiebra. 
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De no radicarse una objeción a tiempo la reclamación se entiende admitida bajo la sección 502 
del código.  

El tribunal puede también re-caracterizar una deuda como equidad y convertir la deuda en 
capital social (“subordinación equitativa”), sin necesidad de encontrar conducta fraudulenta, bajo 
sus poderes en equidad según  la sección 105 del código, especialmente cuando se trata de 
persona internas (“insiders”) a la sociedad y cuando hay falta de capitalización social.  

La sección 105 provee poderes judiciales extraordinarios para los jueces de quiebra, y dice que 
un juez de quiebra federal tiene poder para emitir cualquier orden proceso o sentencia que sea 
necesaria o apropiada para llevar a cabo todas las provisiones bajo el código de quiebra. A la vez, 
estos poderes tan amplios en equidad que bajo la sección 105 posee un Bankruptcy Judge han sido 
limitados por los tribunales apelativos y el propio Tribunal Supremo de los EEUU quienes han 
determinado, que de existir un remedio en el derecho positivo, el juez de quiebra no debe 
apartarse de la letra clara del código ni ejercer sus poderes en equidad bajo la sección 105 (US v. 
Energy Resources Co. Inc., 190 C.B. 263; 495 U.S. 545, (1990)).    

 En la conformación de las clases o categorías de acreedores. 

Contestación:  

El abogado del deudor se encarga de hacer la clasificación de acreedores inicialmente según 
bases de razonabilidad de los créditos (no discriminar entre acreedores en clases iguales o 
superiores en prelación), a la vez; separando los acreedores asegurados o garantizados de los 
acreedores no garantizados o comunes y estableciendo las prioridades de administración, 
gubernamentales y laborales.  

Tal clasificación se hace inicialmente en los estados que acompañan la petición, donde se 
describen los activos y pasivos, y también más tarde en el estado informativo (“Disclosure 
Statement” o “DS”) y luego en el “Plan de Reorganización” que se propone a todos los acreedores 
y se radica para su aprobación ante el tribunal de quiebra.  

Cualquier acreedor de toda clase pueden radicar una moción de objeción a la clasificación de su 
crédito hecha por el deudor por ser irrazonable y discriminatoria y puede objetar al DS y al Plan, y 
desde entonces, el asunto se torna en una materia o litigio contencioso que se resuelve por el 
tribunal luego de conceder la oportunidad de una vista en su fondo. 

 En la propuesta del plan de pago de los acreedores. 

Contestación:  

El plan de pago se describe y presenta por el deudor en el DS y Plan y lo aprueba el tribunal 
luego de dos vistas separadas; la primera para aprobar el DS y otra para la homologación final del 
Plan de reorganización que rige el caso de concurso tipo reorganizativo.   

 En la imposición del plan a los acreedores ausentes o disidentes (Cramdown). 

Contestación:  

El tribunal tiene poder para aplicar el “cramdown” de forma de imponer la modificación de las 
obligaciones a los acreedores disidentes, luego de notificación a todos los acreedores y partes en 
el caso y de darle la oportunidad a todos de presentar evidencia en una vista en su fondo.  
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El código de quiebra de los EE.UU requiere trece requisitos para la homologación o 
confirmación de un plan de reorganización tipo capítulo 11, bajo la sección 1129(a), cuando todas 
las clases de acreedores votan a favor del plan; de cumplirse todos estos requisitos, puede dar 
lugar a lo que se conoce como un plan consensual.   

De no obtenerse las requeridas dos terceras partes de las cantidades de intereses admitidos en 
cada clase y el 50% en numero de votantes actuales necesario para confirmar todas las clases bajo 
la sección 1129 (a), se puede todavía proceder a confirmar el plan bajo un proceso conocido como 
“cramdown”, cumpliendo estrictamente con lo descrito en la sección 1129 (b).  

De esta forma puede homologarse un plan, siempre que el deudor en posesión (DIP) pruebe al 
tribunal que cumplió con todos los requisitos de la sección 1129 (a), excepto el requisito del voto 
de todos las clases según aparece en la sub-sección octava de la 1129 (a).  

En todo caso, bajo la sección 1129(b) siempre también se requiere que por lo menos una clase 
impactada vote a favor y el tribunal encuentre que se cumple con lo siguiente:  

1. El plan cumple con el código en todas sus partes;  

2. El proponente cumple con el código; 

3. El plan se radico de buena fe y no por motivos contrarios a la ley;  

4. Los pagos hechos han sido aprobados por el tribunal; 

5. Se han hecho las informaciones necesarias sobre los directores de la corporación;   

6. Las autoridades pertinentes han aprobado los aumentos en tarifas, si aplica; 

7. Con respecto a las clases “impaired” o impactadas, estas han aceptado el plan o 
recibirán propiedad en valor no menos de lo que recibiría bajo una liquidación en capítulo 
7 (“Best interest test”);  

8. La votación de todas las clases a favor - {Este requisito octavo, que requiere el voto de 
todas las clases bajo la sección 1129 (a), es el único que se exime bajo la 1129 (b)}.  

9. Por lo menos una clase impactada (“impaired”) debe aceptar, sin incluir la aceptación 
de personas internas (“insiders”); y  

10. El plan no “discrimina injustamente”, es “justo y equitativo” respecto a todas las 
clases afectadas: Para efecto del cumplir con el requisito de ser “justo y equitativo” se 
deben seguir las siguientes reglas: a) para acreedores garantizados - que se retenga el 
gravamen por el acreedor afectado y que este reciba efectivo totalizando por lo menos el 
valor de su crédito a la fecha de efectividad del plan o su equivalente y; b) para los 
acreedores no garantizados - deben recibir el equivalente del valor en efectivo de su 
reclamación autorizada, o cualquier acreedor que sea de menor jerarquía no debe recibir 
o retener su interés o propiedad.  

O sea, se determina en caso de los acreedores no asegurados por el tribunal, si se cumple 
con el requisito indispensable de “justo y equitativo” usándose el llamado “test of 
absolute priority”.  

El resultado de lo anterior es que los dueños de la empresa no pueden retener sus 
intereses en la empresa si intentan hacer un “cramdown”, excepto si hacen un pago total 
de todos los créditos superiores a los suyos. También debe aclararse que puede haber un 
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excepción a esta regla si los dueños han hecho una aportación de capital que la corte 
determina que constituye suficiente valor nuevo o “new value”; o cuando siendo el 
deudor una persona natural, se le permite retener su propiedad bajo los parámetros de la 
sección 1115 del código.    

11. El test de viabilidad (“feasibility”).  El deudor debe probar que la confirmación del 
plan no ha de resultar en una liquidación posterior.   

 En la homologación o confirmación del plan. 

Contestación:  

El tribunal preside la vista de homologación o confirmación del plan y determina si se han 
cumplido todos los requisitos del código para confirmar u homologar un plan de reorganización, 
incluso los requisitos de las secciones 1129 (a) y (b) según anteriormente explicados. Además debe 
determinar y fundamentar su orden de homologación “Order of Confirmation” en los todos los 
factores anteriormente explicados (“Best interest”, justo y equitativo, viabilidad y prioridad 
absoluta). 

 En la continuación de la empresa en estado de quiebra. 

Contestación:  

El tribunal supervisa, con la ayuda de la oficina regional del US Trustee, el caso de quiebra en 
todas sus etapas bajo cualquiera de los capítulos de reorganización o liquidación. La 
determinación sobre mantener el caso de capítulo 11 de reorganización (de individuo natural u 
persona jurídica) o convertir el caso a una liquidación o desestimación del mismo, la hace el 
tribunal en cualquier momento del proceso concursal.  

Si él tribunal encuentra causa para convertir un caso de reorganización para uno de liquidación 
bajo el capítulo 7, se nombra un síndico que se encarga de inventario, administración interina, 
venta de activos y distribución de los dividendos resultantes, si alguno. El tribunal también 
siempre tiene la opción de desestimar el caso en vez de convertir el mismo, y su decisión sobre 
esto se basa en un análisis de lo que resulte en el mejor interés de los acreedores y del caudal.    

De homologarse el plan de reorganización, la orden del juez rige las obligaciones de todas las 
partes y modifica cualquier acuerdo o contrato anterior entre partes y todos los accionistas, no 
importa si aprobaron o no el plan, están obligados por el mismo. En un capítulo 11 el plan actúa 
como un descargo.  

 En la liquidación del activo falimentario. 

Contestación:  

El proceso de liquidación se encuentra solo en el capítulo 7 del código, aunque muchos 
concurso de tipo re organizativos envuelven ventas de activos sustanciales del caudal dentro de un 
capítulo mixto 11 / 7 que por tal razón podría considerarse de tipo híbrido. En el capítulo 7 es el 
síndico bajo la sección 704 del código, quien se encarga de los procesos de venta y liquidación. El 
tribunal normalmente no interviene directamente en las labores de venta y distribución del 
caudal, al menos que el síndico requiera su participación y ayuda en la formalización de las 
subastas y en las acciones de preferencia o recobro de activos al caudal, las cuales envuelven 
asuntos que normalmente requieren una vista y determinación judicial.  
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LAS POTESTADES JURISDICCIONALES DEL JUEZ CONCURSAL. INVESTIGACIÓN A CARGO DE UN 
EQUIPO DE MIEMBROS DEL INSTITUTO IBEROAMERICANO DE DERECHO CONCURSAL 

Adriana BACCHI 

Presentación de la situación de los tribunales de concurso de la REPUBLICA ORIENTAL DEL 

URUGUAY 

Objeto de la investigación: El mismo consiste en cotejar y comentar con sentido crítico los 
distintos alcances de las facultades del juez concursal o autoridad administrativa a cargo, en 
aspectos claves de los procesos preventivos y en la quiebra, conforme la legislación de los países a 
que pertenecen los integrantes del equipo de investigación, o de aquellos a los que además se 
refieran comparativamente, con el objeto de extraer conclusiones generales, respecto de las 
cuales no será imperativa la unanimidad, pudiendo verterse las opiniones en disidencia. Se 
analizará en todos los casos la conveniencia de la especialización del juez concursal. 

En el caso de la legislación uruguaya, existen dos regímenes concursales diversos. Uno de ellos 
rige para el deudor concursado  persona física que no realiza actividad empresarial y es el previsto 
por el  Código General del Proceso. En cambio, si quien concursa es una persona jurídica civil o 
comercial  o una persona física que realice actividad empresarial, el concurso está regulado por la 
Ley 18.387 de Declaración de Concurso y Reorganización Empresarial (en adelante Ley uruguaya 
de Concursos, LUC). Esta investigación se limita a las potestades de los jueces que entienden en el 
procedimiento previsto en la LUC. Ello por cuanto es ésta la legislación más reciente, que ha 
incorporado soluciones novedosas y cuya aplicación plantea cuestiones de mayor interés. La 
normativa del C.G.P., que se aplica a consumidores, funcionarios públicos, empleados privados, y 
en general personas físicas no comprendidas en la LUC (criterio residual) es imprecisa e 
incompleta, presentando serios problemas de interpretación. La eficiencia, agilidad, flexibilidad y 
especialización que requiere el tratamiento de las situaciones concursales no es en absoluto 
contemplada. Tampoco los principios que orientan el abordaje del sobreendeudamiento del 
consumidor han sido los inspiradores de esta normativa, que, muy por el contrario, debe 
calificarse de obsoleta en muchos de sus aspectos, al punto que la doctrina – en forma casi 
unánime - reclama su modificación a la brevedad posible91.  

Las diversas instancias del proceso concursal regulado por la LUC en las cuales se analizarán las 
potestades jurisdiccionales objeto de la investigación son las siguientes: 

I-EN LA APERTURA DEL PROCESO, SEA VOLUNTARIO O NECESARIO. 

Contestación: 

Legislación vigente: Ley 18.387 de Declaración de Concurso y Reorganización Empresarial (en 
adelante Ley uruguaya de Concursos, LUC) 

 

I-A. Medidas cautelares previas. 

                                                           
91 Bacchi Argibay, Adriana, “Una mirada concursalista a la  “ejecución colectiva” del CGP (ley 19.090) en Estudios de 
Derecho Concursal uruguayo” Libro II, Montevideo, UM, 202015, p. 269-294.  
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Comenzaremos por aludir a la facultad que se confiere al Juez para que, antes de la declaración 
judicial de concurso (sea éste necesario o voluntario) , en cualquier estado de los procedimientos, 
a pedido y bajo la responsabilidad del solicitante,  decrete medidas cautelares, tendientes a 
proteger la integridad del patrimonio del deudor. Estas medidas podrán consistir en el embargo 
preventivo de los bienes y derechos del deudor, en la intervención de sus negocios o en alguna 
otra adecuada a los fines perseguidos, y  quedarán sin efecto una vez declarado el concurso o 
desestimada la solicitud (Art. 18 LUC). 

Ingresando a la apertura del concurso, debemos consignar que la LUC prevé dos clases de 
concurso (Art. 11): “El concurso será voluntario cuando sea solicitado por el propio deudor, a 
condición de que no exista una solicitud de concurso previa, promovida por alguno de los restantes 
legitimados legalmente. El concurso será necesario en los restantes casos”. 

Por consiguiente, distinguiremos una y otra clase de concurso en todas aquellas fases del 
procedimiento en las que las facultades del Juez varían precisamente en función del tipo de 
concurso. Una de esas etapas es la de promoción del proceso y apertura del concurso.  

I-B. Concurso voluntario. 

El deudor que promueve la declaración de concurso92 debe presentar una demanda que reúna 
todos los requisitos que impone la ley procesal respecto a la demanda (Código General del 
Proceso) y agregar los recaudos que exige el Art. 7 LUC.  

Bajo el título “trámite posterior a la solicitud” el Art. 15 LUC dispone que “ Si el concurso es 
solicitado por el deudor, directamente o a través de sus representantes, el Juez se expedirá, sin 
más trámite, dentro de los dos días de presentada la solicitud”. 

Este breve plazo responde a uno de los pilares de la reforma concursal del año 2008. En efecto, 
la LUC vigente es el resultado de un proceso de reforma  de la legislación concursal que se asentó 
sobre ciertos “pilares” que inspiraron y orientaron las soluciones incorporadas, gestando un 
régimen concursal muy distinto al que existía hasta su sanción. Uno de esos pilares fue 
precisamente “LA SIMPLIFICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS”, pues la experiencia adquirida bajo 
el régimen anterior había dejado en evidencia que los procesos se prolongaban demasiado y que 
tenían estructuras complejas que dificultaban la adopción de decisiones oportunas y eficientes 
para encauzar la crisis y minimizar la pérdida de valor que siempre conllevan esta situaciones. 

Obviamente, para que el Juez pueda pronunciarse (y además en un breve lapso) es menester 
examinar la solicitud del deudor y todos los recaudos que aquél debe acompañar a la misma. En 
esta oportunidad, otro de los pilares inspiradores de la reforma - el de “FORTALECIMIENTO DE LA 
JUDICATURA Y ESPECIALIZACIÓN” - ha conducido a incorporar cargos auxiliares del Juez que 
cumplen funciones que son sumamente útiles y adecuados en este primer contacto con la 

                                                           
92 El deudor está obligado a solicitar el concurso dentro de los 30 días  siguientes a que hubiera conocido o debido 
conocer su estado de insolvencia Si el deudor es persona jurídica, la obligación recae sobre cada uno de los 
administradores, liquidadores o integrantes del órgano de control interno (art. 10 LUC). Si no cumple con esta obligación 
genera una presunción relativa de culpabilidad para la calificación del concurso (art. 194 LUC). Este régimen severo 
sumado al incentivo de que la solicitud por el propio deudor permite calificar al concurso como voluntario, evitando ser 
desplazado por un síndico, constituye auténticos estímulos para la presentación temporánea que, obviamente, favorece 
directamente a los acreedores. 
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situación del deudor. Se trata de los Secretarios Contadores, cargo especializado creado por el Art. 
258 LUC para los dos Juzgados de Concursos (Primer y Segundo Turno) con sede en la Capital del 
país, Montevideo. 

Presentada la demanda con los recaudos exigidos por el art. 7 LUC,  se conforma el expediente 
respectivo y el mismo  pasa a estudio de los referidos Secretarios Contadores. En el interior del 
país, como no existen estos cargos, el expediente pasa a estudio de la Oficina Actuaria del Juzgado. 

La Exposición de Motivos  que acompañó al Proyecto de Ley que se convirtió en LUC señaló, 
respecto a este punto, que reviste especial relevancia para el objeto de esta investigación que “La 
complejidad de la temática y los cambios sustantivos que introduce el Proyecto de Ley, requieren 
trabajar en el fortalecimiento de los órganos de aplicación. Un paso en esa línea fue la creación de 
los juzgados concursales especializados ocurrida en 2001. 

El Proyecto prevé concentrar en Montevideo los concursos de mayor importancia, en los 
juzgados concursales. Si bien no es factible la creación de juzgados especializados 
departamentales, se requiere una especialización en la aplicación de la normativa por la necesaria 
especificidad de la temática. Por lo tanto, los juzgados de Montevideo son la instancia clave para 
transitar los procedimientos de mayor complejidad, tanto en su procedimiento como en su 
eventual solución. 

Asimismo, se prevé la creación de dos secretarios contadores que trabajarán directamente con 
el Juez en cada juzgado. La temática requiere que los jueces cuenten con asesoramiento rápido y 
eficaz en la revisión de la información de las empresas y respecto de la actuación de los deudores. 
En ese sentido, contar con un asesor en la propia sede implica un paso importante para agilitar, 
facilitar y controlar el procedimiento y la información”.- 

Resulta con claridad el propósito del legislador: ante la evidencia de la complejidad que 
presenta la situación concursal de una empresa, y, por consiguiente , de todos los documentos 
que reflejan la situación económica del deudor, las causas que lo llevaron al estado de insolvencia, 
su historia jurídica y económica, la suficiencia o insuficiencia del activo para hacer frente al pasivo, 
etc., la respuesta legislativa fue crear dos cargos de “Secretario Contador” que tengan por función 
asesorar en forma ágil y eficiente al magistrado. En efecto, estos Secretarios Contadores, son los 
encargados de revisar toda la información que presenta el deudor mediante  los diferentes 
recaudos exigidos por el art. 7 LUC, y expedirse acerca de si la misma cumple con las exigencias de 
la norma, en el plano formal y sustancial. En caso de advertirse carencias, defectos, irregularidades 
así como si surgen dudas sobre la información  contable tal como ella ha sido expuesta en la 
documentación presentada, los Secretarios Contadores formularán observaciones indicado todos 
los extremos que no cumplen con la normativa o que suscitan dudas93.  

La especialización de la judicatura prevista en el Art. 12 LUC94 es fundamental en virtud de la 

                                                           
93 Bacchi Argibay, Adriana, Los pilares de la reforma concursal uruguaya y los acreedores del deudor concursado: del 
“empalidecimiento” de su rol al protagonismo, en  Revista de Derecho Comercial N° 4-2011, FCU, Montevideo, p. 9-32. 
94 Artículo 12. (Competencia).- Los Juzgados de Concursos conocerán en primera instancia en todos los procedimientos 
concursales cuya competencia corresponda al departamento de Montevideo. También conocerán en los procedimientos 
concursales originados fuera del departamento de Montevideo cuyo pasivo sea superior a 35.000.000 UI (treinta y cinco 
millones de unidades indexadas). 
En los demás procedimientos concursales fuera del departamento de Montevideo, serán competentes los Tribunales 
que determine la legislación procesal vigente. 
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entidad, complejidad y especificidad de la problemática sometida al órgano jurisdiccional. El Juez 
es el conductor del proceso, siendo numerosas las situaciones que el legislador deja libradas a su 
criterio, por lo que resulta imperioso que el magistrado esté específicamente capacitado para 
resolverlas idóneamente. En los nueve años de vigencia de la LUC la experiencia ha demostrado 
que la creación de los cargos de Secretarios Contadores auxiliares del Juez de concurso, dotaron 
de mayor agilidad y tecnicismo al  examen de la documentación que se adjunta a la solicitud de 
concurso, facilitando la detección de carencias o irregularidades  en cuestiones que involucran 
aspectos propios de la ciencia contable y que – por su complejidad – desbordan los conocimientos 
que pueden exigirse a los jueces. Por otra parte, el examen de la demanda  de declaración de 
concurso y toda la información que se agrega a la misma es el primer contacto que el tribunal 
tiene con la situación de insolvencia que revela el deudor, siendo fundamental que ellas sean 
objeto de un análisis que permita iniciar el proceso respetando los tiempos que las situaciones de 
crisis imponen, descargando a los jueces de esa labor de contralor y examen que los excede y 
trasladándola a auxiliares capacitados para desempeñar esa función  tan específica. 

Estos Secretarios Contadores asesoran al Juez asimismo en otras etapas del proceso siempre 
que sea necesario requerir su opinión técnica sobre los muy diversos aspectos que se plantean a lo 
largo del proceso (conformación de mayorías, suficiencia o insuficiencia de la empresa, regulación 
de honorarios de los administradores concursales y sus auxiliares, rendiciones de cuentas de éstos, 
y todo lo relativo a la información económica y contable del deudor).  

Debe precisarse que los informes emitidos por estos Secretarios Contadores no son vinculantes 
para los Magistrados, pero dad la especialidad de la mayoría de las cuestiones sobre las que se 
expiden, los Jueces suelen  seguir los mismos. Sin perjuicio de ello, la decisión, en definitiva, la 
adopta el Juez,. Pudiendo obviamente dejar de lado una observación formulada o efectuar el 
mismo otras observaciones distintas a las advertidas por estos auxiliares. 

Siguiendo con el trámite posterior al concurso, el informe que elaboran estos Secretarios 
Contadores (o la Oficina Actuaria si se trata de un Juzgado del interior del país) es elevado al Juez 
de concurso. Este debe proceder conforme lo establece el art. 7 in fine LUC: “En caso de omitirse 
la presentación de alguno de los recaudos establecidos precedentemente, el Juez la rechazará de 
plano, sin que esta decisión cause estado. La decisión judicial será apelable por el deudor con 
efecto suspensivo”.  

Se ha planteado si, pese al claro texto de la norma citada, los jueces pueden conferir vista al 
deudor para que subsane las observaciones o si la única actitud que pueden asumir es el rechazo  
la solicitud. 

La cuestión ha llegado a plantearse ante el Tribunal de alzada. En efecto, el Tribunal de 
Apelaciones en lo Civil al que se ha encomendado entender en la segunda instancia de las 
cuestiones que se suscitan en los procesos concursales (cuando la providencia en cuestión sea 
apelable), ha decidido al respecto que el art. 7 LUC “prevé a texto expreso como presupuesto de la 
acción el acompañamiento de la documentación que se detalla específicamente en el art 7 y su no 
agregación determina el rechazo preceptivo de la acción interpuesta la cual no causa estado. Por 
tanto, si el deudor no acompañó la documentación referida, “ el magistrado no cuenta por expresa 

                                                                                                                                                                                 
El Tribunal que entienda en el concurso será también competente en las acciones sociales de responsabilidad 
promovidas contra los administradores o directores de sociedades concursadas (artículos 83 y 393 y siguientes de la Ley 
Nº 16.060, de 4 de setiembre de 1989). 
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interdicción de la norma con la posibilidad de conceder un plazo para subsanar cualquier omisión, 
ni de exonerar su presentación total o parcialmente , sino que debe rechazar la solicitud en caso de 
la carencia anotada. No debemos perder de vista que por claro precepto constitucional el orden y 
formalidad de los juicios lo fija el legislador y no es dable al intérprete apartarse de los mismos ya 
que tal conducta implicaría una clara trasgresión de los requisitos exigidos legalmente extremo 
este claramente vedado por el art 18 de la Constitución”. 

Como la decisión judicial no causa estado, el deudor que no haya cumplido con adjuntar toda la 
información en debida forma, puede volver a presentarse en el mismo expediente, acompañando 
los recaudos faltantes y levantando las observaciones formuladas, y solicitar nuevamente que se 
declare el concurso. 

Procederá entonces que se realice un nuevo estudio por parte de los secretarios contadores y 
que éstos emitan un nuevo informe que se eleva al Juez. Esta situación se reiterará cuantas veces 
sea menester hasta que todas las observaciones se hayan levantado.  

Cuando ello ocurra, el Juez podrá considera cumplida la norma del art. 7 LUC, y procederá a 
dictar la sentencia de  SENTENCIA DE DECLARACIÓN DE CONCURSO con el contenido previsto en el 
Art. 19: “La sentencia judicial que declare el concurso del deudor deberá contener: 

1) Declaración de concurso del deudor. 

2) Suspensión o limitación de la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa del 
concurso, según corresponda. 

3) Designación de síndico o interventor, según corresponda. 

4) Convocatoria de la Junta de Acreedores a celebrarse dentro del plazo máximo de ciento 
ochenta días. 

5) Inscripción de la sentencia en el Registro Nacional de Actos Personales, Sección 
Interdicciones, y publicación de un extracto de la misma en el Diario Oficial. 

Es pertinente destacar que la designación del síndico o interventor (en adelante también 
administradores concursales, AC),  a quien la LUC confía  importantes y diversas  funciones, es 
efectuada únicamente por el Juez, que lo elije entre los inscriptos en el Registro de Síndicos e 
Interventores que lleva la Suprema Corte de Justicia en base a una Lista confeccionada por la 
misma cada cuatro años  por y que se compone de profesionales especializados en materia 
concursal. La LUC no adopta los modelos basados en la designación del AC por los acreedores ni 
tampoco se ha organizado una institución que desempeñe las funciones de los AC95. 

                                                           
95 Artículo 26. (Condiciones subjetivas).- El síndico o el interventor será designado por el Juez en la sentencia que 
declare el concurso, de entre aquellos profesionales universitarios o sociedades de profesionales o instituciones 
gremiales representativas con actuación en materia concursal con personería jurídica inscriptos en el Registro de 
Síndicos e Interventores Concursales que llevará la Suprema Corte de Justicia. Las mismas personas elegibles como 
síndicos lo serán como interventores. 
En los concursos radicados en el interior del país y en los pequeños concursos (Título XII), la designación podrá recaer en 
profesionales universitarios no inscriptos en el Registro de Síndicos e Interventores Concursales, a condición de que sean 
abogados, contadores públicos o licenciados en administración de empresas con un mínimo de cinco años de ejercicio 
profesional o egresados de los cursos de especialización para síndicos e interventores concursales. 
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I-C. Concurso Necesario. 

Con el propósito de facilitar el acceso al proceso concursal se admite que los acreedores 
puedan promover un proceso preventivo. En el régimen anterior, algunos acreedores podían pedir 
la quiebra o liquidación judicial del deudor, lo que implicaba necesariamente el cese de la 
actividad del mismo y la liquidación de sus bienes por partes. El concordato, esto es, el proceso 
preventivo, sólo podía ser promovido  por el deudor. El cambio a un proceso único que no implica 
el cese de la actividad salvo hipótesis excepcionales, va acompañado de la facilitación del acceso 
temporáneo al procedimiento a instancias del acreedor, que, advertido de las dificultades de su 
deudor puede solicitar el concurso para prevenir la quiebra o liquidación, que constituyen los 

peores escenarios para los acreedores
96

. 

La LUC amplió entonces el elenco de los legitimados para solicitar el concurso, estableciéndose 
que, además del deudor, podrán solicitar la declaración concurso (Art. 6 LUC) las siguientes 
personas físicas y jurídicas:  

2) Cualquier acreedor, tenga o no su crédito vencido. 

3) Cualquiera de los administradores o liquidadores de una persona jurídica, aun cuando 
carezcan de facultades de representación, y los integrantes del órgano de control interno. 

4) Los socios personalmente responsables de las deudas de las sociedades civiles y 
comerciales. 

5) Los codeudores, fiadores o avalistas del deudor. 

6) Las Bolsas de Valores y las instituciones gremiales de empresarios con personería jurídica. 

7) En el caso de la herencia, podrá además pedirlo cualquier heredero, legatario o albacea.  

 En todos estos casos el concurso será necesario e implicará la suspensión de la legitimación del 
deudor para obligar y disponer de  la masa activa, designándose un síndico que desplaza al deudor 

                                                                                                                                                                                 
Artículo 27. (Inscripción en el Registro de Síndicos e Interventores Concursales).- Cada cuatro años la Suprema Corte de 
Justicia llamará a interesados para integrar una lista con un mínimo de treinta titulares y treinta suplentes 
preferenciales, elegibles como síndicos e interventores concursales. 
Para ser inscripto en el Registro de Síndicos e Interventores Concursales se requerirá ser profesional universitario y tener 
un mínimo de cinco años de ejercicio profesional. La selección se realizará teniendo en cuenta los antecedentes y 
experiencia de los postulantes, otorgando prioridad a los egresados de los cursos de especialización para síndicos e 
interventores concursales, dictados por entidades universitarias o instituciones gremiales de profesionales 
universitarios. Hasta tanto no existan egresados de estos cursos en número suficiente, se dará prioridad a los abogados, 
contadores públicos o licenciados en administración de empresas. Ver más ampliamente, Bacchi Argibay, Adriana, 
Síndicos e interventores en la Ley Nª 18.387, FCU, Montevideo, 2009. 
96 A lo largo de la extensa vigencia de las normas que integraban el anterior régimen pudo constatarse que los procesos 
de ejecución concursal habían provocado el desinterés de los acreedores tanto por promoverlos como por seguirlos. En 
efecto, el acreedor se desinteresaba rápidamente del engorroso trámite de la quiebra o liquidación judicial, pues 
avizoraba tempranamente remotas expectativas de cobro, sobre todo si se trataba de un acreedor quirografario o 
común. La falta de todo estímulo para el acreedor y la ineficacia que tenía por lo general su participación eran tales que 
lo que acontecía más frecuentemente era que tales procesos quedaban inconclusos. Además, a menudo esos procesos 
no recogían las situaciones de insolvencia o de cesación de pagos, por lo que se les denominaba “quiebras virtuales” tal 
como recuerda Olivera García, Ricardo en “Principios y bases de la nueva Ley de Concurso y Reorganización 
Empresarial”, FCU, Montevideo, 2008, p. 23. 
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persona física o a los representantes naturales de  la persona jurídica, según la forma jurídica bajo 
la cual el deudor realice la actividad empresarial. 

Estos otros legitimados para solicitar la declaración de concurso del deudor, además de cumplir 
con lo dispuesto por los Arts. 117 y 118 del Código General del Proceso,  esto es, con todos los 
requisitos para la presentación de una demanda incluyendo el ofrecimiento de prueba, deberán 
“aportar los elementos de juicio que acrediten la existencia de una presunción de insolvencia”. 

Recordemos que la LUC establece presunciones absolutas y relativas de insolvencia a las que en 
la Exposición de Motivos que acompañó al proyecto de Ley presentado por el Poder Ejecutivo, se 
denominó “alertas tempranas basadas en elementos objetivos para iniciar los procedimientos” 
(artículos 4º y 5º). “Éstas establecen una serie de criterios que señalan una posible, o segura, 
situación de insolvencia empresarial, y son una referencia para las partes y para el Juez a la hora 
de aplicación de la legislación”97.  

Ante la solicitud de estos otros legitimados, el Juez (art. 8 LUC) podrá exigirle al acreedor la 
constitución de contracautela por los perjuicios que su solicitud pudiera causar, previsión ésta que  
confiere garantías, resguarda el equilibrio de intereses y además evitará que la figura del acreedor 
instante se desprestigie y pase a ser peyorativamente considerada, en perjuicio de quienes 
pretenden utilizarla sin perseguir un fin espurio. 

En cuanto al trámite posterior a la solicitud de concurso cuando éste es solicitado por otros 
legitimados que no sean el deudor, el Art. 16 LUC indica cómo debe proceder el Juez, quien tiene 
un activo rol en el contradictorio que puede suscitarse al conferir traslado al deudor de la solicitud. 

El primer paso que debe ordenar el Juez es  conferir traslado al deudor por el plazo que estime 
razonable, según la importancia y la complejidad del asunto, el cual no podrá exceder de diez días. 

Si el deudor se allanara a la solicitud o no se opusiera dentro del término legal, el Juez 
decretará el concurso sin más trámite, para lo cual dispone del plazo de dos días. 

Si, en cambio, el deudor se opusiera a la solicitud, ésta se sustanciará por el procedimiento de 
los incidentes. 

                                                           
97 Cabe señalar que el régimen uruguayo de alertas tempranas nada tiene que ver con el “Procédure d´alerte” del 
sistema francés. Agregamos que en nuestra opinión no todas las presunciones de la LUC configuran “alertas tempranas”, 
pero no puede dudarse que la intención del legislador ha sido la de introducir situaciones que sí constituyen una alerta 
temprana que permiten acceder al procedimiento cuando aún se está a tiempo para que la empresa logre un acuerdo 
con sus acreedores y continué, o que se venda en bloque y en funcionamiento. Esa intención se plasma en la medida de 
que algunas de las presunciones incorporadas son verdaderamente “alertas tempranas” . Otras constituyen situaciones 
en las que la empresa ya no es recuperable y, por ende, no pueden considerarse supuestos de “alerta temprana”. Nos 
referimos, por ejemplo,  a  los casos de  “ocultación o ausencia del deudor o de los administradores, en su caso, sin dejar 
representante con facultades y medios suficientes para cumplir con sus obligaciones”, al caso en que se haya 
homologado un acuerdo privado de reorganización, y “ el deudor omita presentarse en plazo al Juzgado (artículo 220), 
no se inscriba el auto de admisión (artículo 223), se rechace, anule o incumpla el acuerdo”. El contenido de algunas de 
las presunciones ha sido criticado por la doctrina en base a diversos argumentos. Más allá de algunas objeciones 
acertadas que deberían tenerse en cuenta en caso de modificar la LUC, creemos que será la  práctica la que indicará el 
acierto o desacierto del legislador en esta regulación.  Bacchi Argibay, Adriana, “El concepto de insolvencia en la ley 
uruguaya de concursos y reorganización empresarial. ¿Un concepto ambiguo?. Ponencia presentada en el "Ix Congreso 
Argentino De Derecho Concursal Y Vii Congreso Iberoamericano De La Insolvencia" – "Xi Congreso Iberoamericano De 
Derecho Concursal", 2015, República Argentina. 
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Se impone al deudor que presente con la oposición todos los documentos y elementos que le 
permitan probar su derecho. 

Si se trata de un deudor obligado a llevar libros, el mismo deberá presentar igualmente con la 
oposición sus libros y demás documentos contables. Si los elementos presentados por el deudor 
no fueran suficientes a juicio del Juez, éste podrá decretar una pericia contable, que deberá 
realizarse en un plazo máximo de diez días hábiles. El perito será designado por el Juez de la 
nómina de profesionales inscriptos en el Registro de Síndicos e Interventores Concursales. 

Presentada por el deudor la oposición o presentado el informe del perito, en su caso, el Juez 
convocará audiencia en un plazo máximo de cinco días. 

Si el deudor no concurriera a la audiencia u obstaculizara en cualquier forma la indagatoria 
sobre la situación de insolvencia invocada, se declarará sin más trámite su concurso. 

Dentro del plazo de cinco días de realizada la audiencia, el Juez decidirá sobre la declaración 
judicial de concurso. 

Tratándose de un concurso necesario, la sentencia de declaración judicial de concurso 
dispondrá en todos los casos la suspensión de la legitimación del deudor para disponer y obligar a 
la masa del concurso y se designará un síndico98. 

Para completar esta descripción de las potestades del Juez en la primera etapa del proceso, 
corresponde referir a las Medidas Cautelares Posteriores A La Declaración De Concurso  que 
puede adoptar el Juez de conformidad con los arts. 23 a 25 LUC. 

En cuanto a las medidas sobre la persona del deudor, conjuntamente con la sentencia de 
concurso o en cualquier momento posterior de los procedimientos, el Juez, actuando de oficio o a 
instancia de parte, podrá disponer alguna de las siguientes medidas cautelares: 

1) Intervención de las comunicaciones del deudor relacionadas con la actividad profesional 
del giro. Aquellas de carácter privado y personal serán entregadas al titular destinatario. 

2) Prohibición al deudor de cambiar de domicilio y/o de salir del país sin la previa 
autorización del Tribunal. En caso de personas jurídicas esta medida podrá ser dispuesta respecto 
de todos o de algunos de sus administradores o liquidadores. 

La LUC (Art. 24) prevé asimismo que, en caso de concurso necesario de las personas jurídicas, 
siempre que de un examen preliminar del estado patrimonial del deudor resulte que su activo no es 

                                                           
98 Esta  suspensión producirá los siguientes efectos (art. 46 LUC): 
1) Serán ineficaces frente a la masa los actos de administración y disposición que realice el deudor respecto de los 
bienes o derechos que integren la masa activa del concurso, incluida la aceptación o repudiación de herencias, legados y 
donaciones. 
2) Solamente el síndico estará legitimado para realizar actos de administración y disposición sobre los bienes y derechos 
que forman la masa activa del concurso, en los términos de la presente ley. 
3) El síndico sustituirá al deudor en todos los procedimientos jurisdiccionales o administrativos en curso en que éste sea 
parte, con excepción de aquellos fundados en relaciones de familia que no tengan contenido patrimonial. 
4) En los casos de suspensión de la legitimación del deudor para disponer y obligar la masa del concurso, los pagos 
realizados al deudor no tendrán efecto liberatorio para los acreedores, salvo los realizados de buena fe en el período 
que medie entre la sentencia declaratoria del concurso y la registración y publicación de la misma. 
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suficiente para satisfacer su pasivo, conjuntamente con la sentencia o en cualquier momento 
posterior, el Juez dispondrá el embargo preventivo de los bienes de sus administradores, 
liquidadores o integrantes del órgano de control interno. 

El Art. 25 LUC, por su parte, faculta al Juez para que, de manera fundada, también pueda 
“trabar embargo sobre los bienes de ex administradores, ex liquidadores o ex integrantes del 
órgano de control interno, siempre que de un examen preliminar de los hechos surja que, durante 
el plazo de dos años anteriores a la declaración de concurso, conocieron el estado de insolvencia de 
la persona jurídica deudora. 

Estos embargos se conservarán hasta la finalización de los procedimientos concursales, salvo 
que haya recaído una sentencia judicial sobre la responsabilidad de cualquiera de los sujetos 
mencionados en el inciso anterior”. 

II-EN LA VERIFICACIÓN O ADMISIÓN DE LOS CRÉDITOS 

La LUC reglamenta la verificación de créditos estableciendo diversas etapas para que la misma 
se lleve a cabo: 

1ª.- Comunicación a los acreedores.- Dentro de los quince días siguientes a su designación, el 
síndico o el interventor notificará por carta u otro medio fehaciente a los acreedores cuya 
identidad conste en la contabilidad y documentos del deudor, o que resulten conocidos de alguna 
otra forma, la declaración de concurso, la sede ante la cual se tramita, el nombre del síndico o 
interventor y la fecha fijada para la Junta de Acreedores. Igual comunicación será remitida a 
quienes conste que sean codeudores, fiadores o avalistas del deudor. 

2ª.- Presentación de los acreedores a verificar sus créditos. Para ello disponen de un plazo de 
sesenta días, contados desde la fecha de declaración judicial de concurso. 

La solicitud de verificación debe presentarse en el Juzgado en escrito dirigido al síndico o al 
interventor, con el siguiente contenido: 

1) Solicitud de verificación de los créditos, indicando la fecha, causa, cuantía, vencimiento y 
calificación solicitada de los mismos. 

2) Documento o documentos originales o medios de prueba que permitan acreditar la 
existencia de sus créditos. 

3) En caso de acreedores domiciliados en el exterior, deberán constituir domicilio en la sede 
del Juzgado. 

3ª.- Preparación de la lista de acreedores. Dentro de los treinta días siguientes, a contar de la 
terminación del plazo para solicitar la verificación de créditos, el síndico o el interventor 
prepararán la lista de acreedores con el siguiente contenido: 

1) La nómina de los acreedores que forman la masa pasiva, hayan solicitado o no la 
verificación de sus créditos, ordenados por orden alfabético, indicando respecto de cada crédito la 
fecha, causa, cuantía, vencimiento, garantías personales o reales y calificación jurídica, 
distinguiendo la parte correspondiente al principal y a los intereses. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

601 

 

2) La nómina de acreedores excluidos, indicando las razones de exclusión de cada uno de 
ellos. 

4ª.- Puesta de manifiesto. La lista de acreedores quedará de manifiesto en el Juzgado a 
disposición de los acreedores.  

5ª.- Comunicación por parte del síndico o el interventor  a los acreedores que se hubieran 
presentado a verificar sus créditos, si los mismos fueron verificados y, en caso afirmativo, las 
condiciones de la verificación. 

6ª.- Resolución judicial sobre la lista de acreedores y el inventario.- Si no existieran 
impugnaciones dentro del plazo establecido para la impugnación de la lista de acreedores y el 
inventario, el Juez aprobará ambos documentos. (Art. 105).  

Como lo hemos expresado en otra oportunidad, en trabajo conjunto con AYUL, se comparte la 
posición doctrinaria conforme la cual “al Juez del concurso le está vedado entrar al análisis de los 
créditos incluidos en la lista de créditos presentada por el síndico o interventor si no se deducen 
impugnaciones y debe aprobar la lista originaria de créditos presentada por el síndico o 
interventor por lo que en principio la etapa de verificación y la problemática atinente a la causa de 
los créditos concursales se resuelve a través de la actividad y decisión del administrador 
concursal”99 . 

7ª.- Etapa eventual: Impugnación de la lista. Dentro del plazo de quince días, contados desde la 
puesta de manifiesto de la lista de acreedores o de la recepción de comunicación de verificación o 
rechazo de los créditos, según los casos, cualquier interesado podrá impugnar la inclusión o la 
exclusión de los créditos, la cuantía de los verificados y la calificación jurídica que se les hubiera 
atribuido.  

La acción se dirigirá contra el síndico o el interventor, en caso de demandarse la inclusión o la 
modificación de la cuantía o de la calificación de un crédito del impugnante, y se dirigirá contra el 
titular del crédito impugnado, en los demás casos (Art. 104). 

En caso de existir impugnaciones, el Juez dictará sentencia aprobando la lista de acreedores y el 
inventario o introduciendo a los mismos las modificaciones motivadas por las impugnaciones 
deducidas. 

O sea que tanto cuando se deducen impugnaciones como cuando ello no sucede, el Juez es 
quien aprueba la lista de acreedores confeccionada por la sindicatura y el inventario. La diferencia 
radica en que mientras que de no haber mediado impugnaciones la lista será aprobada tal como la 
confeccionó el administrador concursal; en cambio, si hubo impugnación, el Juez puede aprobar la 
lista en los mismos términos en que ella fuera formulada por el síndico o interventor, o bien hacer 
lugar - total o parcialmente a las impugnaciones -  e introducir las consiguientes modificaciones a 
la misma. 

                                                           
99 La opinión citada fue expuesta por Rodríguez  Mascardi, Teresita en   “La causa del crédito del acreedor concursal”. 
Sociedades y Concursos en un mundo en cambios, FCU, Montevideo, año 2010., p. 556- 557. Por su parte, la posición de 
la suscrita  fue puesta de manifiesto en el siguiente  trabajo elaborado en  conjunto con Ayul, Zamira: La Lista de 
Acreedores del Art.101 Ley 18.387: ¿Deben Incluirse Acreedores que no han Insinuado Sus Créditos En El Proceso? En 
Consolidación y Cambio: El fecundo panorama del Derecho Comercial, FCU, Montevideo,  2014, p. 415-422. 
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En todos los casos los efectos de la aprobación judicial serán los siguientes: “Los créditos 
contenidos en la lista de acreedores aprobada por el Juez se tendrán por verificados y reconocidos 
dentro y fuera del concurso”. (Art. 106 LUC). 

La sentencia puede ser recurrida y, en tal hipótesis,  a solicitud del recurrente, el Juez del 
concurso podrá adoptar las medidas cautelares necesarias para asegurar la efectividad de la 
sentencia que resuelva el recurso. 

La LUC también prevé cómo afecta esta interposición de recursos  a los acuerdos a los que 
pudiere arribarse en la Junta de Acreedores, ya que uno de los propósitos de la reforma fue dotar 
al proceso concursal de celeridad impidiendo que los recursos contra las providencias apelables  
entorpezcan o enaltezcan el normal decurso del mismo. Es así que el art. 107 LUC dispone que:  

“En ningún caso la resolución de los recursos interpuestos contra la aprobación judicial de la 
lista de acreedores o el inventario invalidará las decisiones de la Junta de Acreedores, salvo que se 
cumplan acumulativamente las siguientes condiciones: 

1) Que el voto del acreedor excluido, reducido en la cuantía de su crédito o calificado como 
subordinado, hubiera sido esencial para la adopción del acuerdo. 

2) Que dentro del mes siguiente de que la sentencia haya quedado firme, el acreedor 
comparezca ante el Juez del concurso manifestando su disconformidad con el acuerdo adoptado en 
la Junta de Acreedores”. 

III- EN LA CONFORMACIÓN DE LAS CLASES O CATEGORÍAS DE ACREEDORES 

El acreedor que se presenta a solicitar la verificación de su crédito conforme lo explicitado en el 
Núm. III), debe indicar la calificación que pretende para el mismo. Por su parte, el AC cuando 
elabora la lista de acreedores debe establecer la calificación  de cada uno de los créditos que 
incluye en la misma. 

De acuerdo al Art. 108 LUC los créditos se clasifican en: a) privilegiados (con privilegio general 
(Art. 110) o especial; c) quirografarios o comunes  y d) subordinados100. 

                                                           
100 Artículo 109. (Créditos con privilegio especial).- Son créditos con privilegio especial los garantizados con prenda o 
hipoteca. 
Los créditos con privilegio especial deberán estar inscriptos a la fecha de declaración del concurso en el Registro Público 
correspondiente, salvo los créditos emergentes de contratos de prenda común que serán considerados privilegiados 
cuando hayan sido otorgados en documento público o en documento privado con fecha cierta o comprobada. 
Artículo 110. (Créditos con privilegio general).- Son créditos con privilegio general, en el orden planteado: 
1) Los créditos laborales de cualquier naturaleza, devengados hasta con dos años de anterioridad a la declaración del 
concurso, siempre y cuando no hubieran sido satisfechos en la forma prevista en el artículo 62, hasta por un monto de 
260.000 UI (doscientos sesenta mil unidades indexadas) por trabajador. Tendrán también este privilegio los créditos del 
Banco de Previsión Social por los aportes personales de los trabajadores, devengados en el mismo plazo. 
 No gozarán del privilegio previsto en el inciso anterior, los créditos de los directores o administradores, miembros del 
órgano de control interno y liquidadores de la deudora, los cuales tendrán naturaleza de quirografarios, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 201. 
2) Los créditos por tributos nacionales y municipales, exigibles hasta con cuatro  años de anterioridad a la declaración 
del concurso. 
3) El 50% (cincuenta por ciento) de los créditos quirografarios de que fuera titular el acreedor que promovió la 
declaración de concurso, hasta el 10% (diez por ciento) de la masa pasiva. 
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O sea que la calificación del crédito incluyéndolo en alguna de las clases que prevé el Art. 108 
LUC forma parte de la Lista de Acreedores, respecto a la cual los acreedores, el deudor  y el Juez 
tienen las facultades que hemos examinado en  el Núm. II) rigiéndose la calificación por las mismas 
normas que el resto del contenido de la lista. 

Por ende, la calificación del crédito efectuada por la AC podrá ser impugnada y quien resolverá 
en definitiva confirmando dicha calificación u otorgándole al respectivo crédito (total o 
parcialmente)  una distinta será el Juez del concurso, en providencia que es apelable. 

IV- EN LA PROPUESTA DE CONVENIO 

IV-1 En la formulación y presentación de la propuesta. 

El único legitimado para presentar una propuesta de convenio es el deudor. El Art. 45. 6) LUC 
exceptúa en forma expresa  de la suspensión o limitación de la legitimación del deudor la 
presentación de propuestas de convenio así como la interposición  de recursos contra la actuación 
del síndico o del interventor y contra las resoluciones judiciales. 

En cuanto a la oportunidad para la presentación de la propuesta, el Art. 138 dispone que la o 
las propuestas, acompañadas del plan de continuación o de liquidación deben presentarse con 
una anticipación no menor de sesenta días a la fecha de reunión de la Junta de Acreedores. 

Esta propuesta deberá ser informada por el AC quien, además de referirse a la propuesta, debe 
incluir un informe especial sobre la viabilidad del plan de continuación o de liquidación. El informe 
deberá ser presentado al Juzgado y puesto a disposición de los acreedores con una anticipación 
mínima de quince días a la fecha prevista para la celebración de la Junta de Acreedores (Art. 
142)101. 

IV-2. En la Aprobación del Convenio Concursal 

La propuesta o propuestas de convenio presentadas por el deudor, el plan de continuación o 
de liquidación y el informe especial que sobre este plan hubiera emitido el síndico o el interventor 
serán consideradas por la Junta de Acreedores (Art. 143 LUC).  

Conforme al Art. 115 LUC “ La Junta de Acreedores se reunirá en el lugar, día y hora fijados en 
la sentencia de declaración de concurso, bajo la presidencia del Juez del concurso. 

Las Juntas de Acreedores sólo podrán prorrogarse con carácter excepcional. La solicitud de 
prórroga planteada por el deudor, será resuelta por el Tribunal en audiencia, atendiendo el voto 
mayoritario de los acreedores concursales presentes. 

El Actuario del Juzgado del concurso actuará como Secretario de la Junta. 

                                                                                                                                                                                 
Estos privilegios se establecen sin perjuicio del derecho conferido por la ley a los acreedores a la satisfacción parcial de 
los créditos no pagados a través del concurso, cuando hubieran ejercitado acciones en interés de la masa. 
Artículo 111. (Créditos subordinados).- Son créditos subordinados: 
1) Las multas y demás sanciones pecuniarias, de cualquier naturaleza. 
2) Los créditos de personas especialmente relacionadas con el deudor. 
101 Más ampliamente, Bacchi Argibay, Adriana, “Temas de Derecho Mercantil”,  Los convenios concursales en la Ley Nº 
18.387, Editorial Académica Española, Saarbrücken, Alemania, 2012,  p. 537-569. 
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La inasistencia del síndico o del interventor, sin justa causa, será sancionada por el Juez con 
multa de hasta el 5% (cinco por ciento) del total del pasivo concursal. 

La Junta se considerará válidamente constituida cualquiera que sea el número de acreedores y 
el porcentaje de pasivo concurrentes, asista o no el deudor”. 

Una de las potestades de los Jueces de Concursos más controvertidas en nuestra doctrina y 
práctica judicial es la relativa a la prórroga de la Junta de Acreedores, instancia de fundamental 
importancia ya que en ella habrá de considerarse la propuesta de convenio, si esta se ha 
formulado. Si no presentó propuesta o esta no logra la mayoría de los acreedores requerida por la 
LUC, se dispondrá la liquidación de la masa activa. 

Es indudable que la celebración de la Junta marca un momento de inflexión en el proceso y a la 
vez que limita en el tiempo la posibilidad de que el deudor siga en situación concursal sin definir 
cómo habrá de satisfacer a sus acreedores.  

“Una de las situaciones que indudablemente conspira contra la celeridad del  proceso es la 
postergación de la fecha fijada para la celebración de la Junta de acreedores y más aún la 
suspensión de la misma. La LUC plasmó claramente esta concepción del proceso concursal que 
boga por su eficiencia, celeridad  y reducción de costos.- Según el artículo 19 núm. 4 de la LCRE es 
preceptivo que el Juez, en la misma providencia que declara el concurso del deudor, convoque la 
Junta de Acreedores para que se celebre dentro de un plazo máximo de 180 días siguientes a dicha 
declaración, reduciéndose el plazo a los 90 días siguientes si se trata de un pequeño concurso (art. 
237 núm. 1).  

La Junta de Acreedores - regulada en los artículos 115 y siguientes de la LCRE - se reunirá en el 
lugar, día y hora fijados en la sentencia de declaración de concurso, bajo la presidencia del Juez de 
Concurso (art. 115 inc. 1º). Dicho artículo continúa estableciendo en su inciso 2 que “*las+ Juntas 
de Acreedores sólo podrán prorrogarse con carácter excepcional. La solicitud de prórroga 
planteada por el deudor, será resuelta por el Tribunal en audiencia, atendiendo el voto 
mayoritario de los acreedores concursales presentes.”. Esta disposición es categórica en cuanto a 
que aún la prórroga (no ya la suspensión) de la Junta de Acreedores por parte del Juez debe ser la 
excepción y no la regla, y que la misma debe adoptarse con participación de los acreedores 
presentes. Reforzando la disposición anterior el artículo 94 inciso 2 de la LCRE prescribe que “*l+a 
no finalización de la verificación de los créditos, en ningún caso será causal de suspensión de la 
Junta de Acreedores”. Sin  embargo, nuestros Tribunales de Concurso suspenden la Junta hasta 
tanto la lista de verificación de créditos no queda firme, posición con la que discrepamos”102. 

En cuanto a las mayorías requeridas para la aprobación del convenio concursal, la LUC revisó 
las mayorías requeridas por la anterior legislación (en algunos casos dobles mayorías), 
estableciendo – como principio general -  que la aprobación del acuerdo requiere el voto a favor 
de acreedores que representen, como mínimo, la mayoría del pasivo quirografario (Art. 144 LUC). 
Quiere decir que se exige únicamente mayoría simple de créditos; no siendo necesaria además la 
mayoría de  personas. La Exposición de Motivos que acompañó al proyecto de Ley que se convirtió 
en LUC  fundamentó esta reforma en que “el éxito o fracaso de las negociaciones depende 
también de la forma en que se estructuren los procesos de decisión”. 

                                                           
102 Bacchi Argibay, Adriana - Ayul Toma,  Zamira, “Reflexiones Sobre La Suspensión De La Junta De Acreedores” en “Los 
retos de la modernidad: Cuestiones de Derecho Comercial Actual”, FCU, Montevideo, 2015, p. 385-396.  



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

605 

 

No obstante, existen algunos casos en los que la aprobación de la propuesta requiere mayorías 
especiales: 

a) Cuando la propuesta implica  quitas superiores al 50% del monto de los créditos 
quirografarios y/o plazos superiores a diez años se requiere el voto favorable de acreedores que 
representen las dos terceras partes del pasivo quirografario con derecho a voto (art. 126 de la  
LUC). Se exige un mayor porcentaje de créditos que se calcula sobre otra base: el pasivo 
quirografario con derecho a voto.  

b) Cuando la propuesta de convenio consista en el pago íntegro del pasivo quirografario dentro 
de un plazo no superior  a dos años, o en el pago inmediato de los créditos quirografarios vencidos 
con quita inferior al 25%, será suficiente que voten acreedores que representen una porción del 
pasivo del deudor con derecho a voto superior a la que vote en contra, siempre que los votos 
favorables representen al menos la cuarta parte del pasivo quirografario del deudor deducido el 
pasivo sin derecho de voto.   

Los dos casos están previstos en el Art.144 LUC. En el primero, dado que se impone un 
importante sacrificio a los acreedores, se exige una adhesión mayor a la propuesta, a fin de no 
dejar en manos de la mayoría simple una decisión que compromete tanto la recuperación de los 
créditos para todos los acreedores. El segundo caso representa  la situación opuesta: siendo la 
fórmula que se propone muy beneficiosa, sólo se exige que sea aceptada por una porción del 
pasivo mayor a la que se pronuncia por la negativa, siempre y cuando la propuesta cuente con la 
adhesión de la cuarta parte del pasivo, como mínimo. Se quiso evitar que  una buena propuesta se 
frustre por una minoría, no siempre bienintencionada o acertada.    

c) Cuando la propuesta contenga ventajas en favor de uno o varios acreedores o de una o 
varias clases de créditos, además de las mayorías establecidas en el Art. 144, es decir, la mayoría 
del pasivo quirografario, se requerirá que voten a favor de la propuesta acreedores que 
representen una porción del pasivo no beneficiado superior a la de aquellos que votaron en contra 
(Art. 145).  

Se confiere legitimación para  oponerse a la aprobación judicial del convenio a los  acreedores 
que hayan sido privados ilegítimamente del derecho de voto y los que hayan votado en contra la 
propuesta de convenio; y al  síndico o el interventor. El plazo para deducir la oposición será de 
cinco días a contar desde el siguiente al de la conclusión de la Junta de Acreedores. Las causas por 
las que pueden oponerse son las siguientes: infracción legal en la constitución o en la celebración 
de la Junta o en el contenido del convenio103. 

Además, el acreedor o acreedores que representen, por lo menos, el diez por ciento del pasivo 
quirografario del deudor y el síndico o el interventor podrán oponerse a la aprobación judicial del 
convenio alegando alguna de las siguientes causas: 1) Que el voto o los votos decisivos para la 
aceptación de la propuesta han sido emitidos por quien no era titular real del crédito o han sido 
obtenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la paridad de trato entre los 
acreedores quirografarios. 2)  Que el cumplimiento del convenio es objetivamente inviable. 

                                                           
103 Para que un acreedor asistente a la Junta pueda oponerse por infracción legal en la constitución o en la celebración 
de la Junta será necesario además que haya denunciado la infracción durante la Junta o en el momento en que se 
hubiera producido. 
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La LUC prevé asimismo que el deudor puede optar por presentar adhesiones a una propuesta 
de convenio suscrita por acreedores que representen la mayoría del pasivo quirografario del 
deudor con derecho a voto, antes de la celebración de la Junta de Acreedores. 

 En este caso, luego de haber recaído aprobación judicial de la lista de acreedores, el Juez 
dispondrá la suspensión de la Junta y abrirá plazo de oposición para la aprobación del convenio. 

El procedimiento y las facultades del Juez – en este supuesto - son las siguientes: 

La resolución judicial que suspenda la junta mandará publicar un extracto de la propuesta de 
convenio en el Diario Oficial, por el plazo de tres días, convocando a los acreedores concursales a 
presentar sus oposiciones en el plazo de veinte días a partir de la última publicación. El texto 
íntegro de la propuesta estará, en todo momento, a disposición de los acreedores en la sede del 
Tribunal.  

Podrán oponerse a la aprobación del convenio los acreedores quirografarios y subordinados del 
deudor, con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto, y el síndico o el interventor, por 
cualquiera de las causales previstas en el artículo 152. 

Transcurrido el plazo legal sin que se hubiera formulado oposición el Juez dictará auto en el 
primer día hábil posterior aprobando el convenio de acreedores. 

En caso de mediar oposiciones, las mismas se tramitarán por el procedimiento previsto en el 
artículo 155 y la decisión que apruebe o rechace el convenio tendrá los efectos previstos en los 
artículos 157 a 162. 

Son trasladables a la propuesta de convenio que se tramita bajo esta modalidad que, en lo 
sustancial, se diferencia porque las adhesiones a la misma no son recogidas en la Junta sino 
previamente a ella, por el propio deudor, las consideraciones que realizamos este numeral – en 
cuanto a las potestades del Juez - respecto a la propuesta de Convenio que se aprueba en Junta. 

IV-3. En la aprobación judicial del Convenio 

El rol del Juez se ubica en la etapa de aprobación judicial del convenio, debiendo distinguirse  
dos situaciones: 

a.-  en caso de falta de oposición, se establece que transcurrido el plazo de 5 días antes 
mencionado sin que se hubiere formulado oposición, el Juez dictará auto en el primer día hábil 
posterior aprobando el convenio de acreedores. 

b.- en caso de haberse formulado oposiciones, las mismas se sustanciarán en un incidente 
concursal y una vez tramitado el incidente, el Juez dictará sentencia aprobando o no el convenio, 
sin que en ningún caso pueda modificarlo. 

IV-4. En el control de la propuesta presentada por el deudor 

Interesa establecer las facultades del Juez respecto al control de la propuesta y, en especial, a 
su contenido (pues no se duda que el Juez tendrá la potestad de observar defectos formales de la 
presentación ni tampoco en cuanto a que el Juez no puede inmiscuirse en la conveniencia de la 
propuesta formulada, ya que sobre ella deciden los acreedores, por las mayorías establecidas por 
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la LUC). Para apreciar mejor este aspecto, debemos hacer una breve referencia al contenido 
legalmente admitido para una propuesta. La LUC abandonó el rígido molde de las quitas y esperas 
como contenido del convenio concursal, y habilitó la formulación de propuestas con un contenido 
muy amplio. Según el Art. 139 la propuesta podrá consistir en quitas y/o esperas, cesión de bienes 
a los acreedores, constitución de una sociedad con los acreedores quirografarios, capitalización de 
pasivos, creación de un fideicomiso, reorganización de la sociedad, administración de todo o parte 
de los bienes en interés de los acreedores  o cualquier otro contenido lícito, incluyendo la 
constitución de una cooperativa de trabajo con todo o parte del personal siempre se reúnen los 
requisitos previstos por el art. 174 núm. 2) y en las condiciones previstas en esa norma, o 
cualquier combinación de las anteriores. Pese a que la norma comienza enumerando una serie de 
soluciones concretas, agrega luego la fórmula genérica “cualquier otro contenido lícito”, con lo 
cual el único límite para la propuesta será la ilicitud. El fundamento de la norma fue expresamente 
mencionado en la Exposición de Motivos: “Lo importante a la hora de buscar soluciones a 
dificultades empresariales es que las propuestas sean flexibles. Las situaciones de dificultad 
requieren de soluciones acordes a la problemática, a la realidad de la empresa, de los acreedores y 
del mercado donde operan. Por ello, la solución nunca puede ser única y general para todas las 
empresas”. El legislador cumplió así con otro de los pilares de la reforma: “DAR UN MARCO 
FLEXIBLE PARA QUE LAS PARTES ACUERDEN”. No obstante, la mencionada amplitud no puede 
conducir al extremo de afirmar que es aceptable cualquier propuesta. La ley marca un límite: la 
ilicitud. 

Cuando nos referimos a ilicitud, debemos distinguir varias situaciones, siendo  aplicable al 
convenio concursal el concepto de ilicitud receptado por el derecho civil, en el cual es admitido 
que “la noción de ilicitud se compone de una tripartición: a) contrariedad a la ley (negocio ilegal o 
contra legem); b) contrariedad a las buenas costumbres (negocio llamado inmoral); c) 
contrariedad al orden público”. Examinaremos algunos de los casos más comunes en el ámbito 
concursal.  

Las propuestas “predatorias” o “írritas”. Entendemos que en el esquema de la LUC el tema se 
ha resuelto – en principio- trasladando el juicio acerca de este tipo de propuestas a una mayoría 
especial de acreedores. En efecto, el Art. 144 lit. A) prevé que si la propuesta implica el 
otorgamiento de quitas superiores al 50% y/o plazos superiores a 10 años, será necesario que 
voten a favor de la misma,  acreedores quirografarios que representen las dos terceras partes del 
pasivo con derecho a voto.  Quiere decir que serán los acreedores, con su voto, quienes decidirán 
si una de esas propuestas que podría ser considerada “predatoria” igualmente debe aprobarse: La 
solución es muy atinada si pensamos que dado que el sacrificio lo harán los acreedores, nadie 
mejor que ellos mismos para dirimir si la propuesta es merecedora de apoyo por constituir el 
menor mal de todos los posibles en el siempre complejo terreno concursal. Podrá decirse que 
algún acreedor no adherente quedará desprotegido, pues la mayoría le impondrá una propuesta a 
la que no podrá resistirse invocando su carácter predatorio. A esta objeción debe responderse que 
si la propuesta ha alcanzado la adhesión de tan importante porción del pasivo, debe imponerse la 
regla de la mayoría para viabilizar un acuerdo en el que la propuesta, aun pudiendo ser 
objetivamente “predatoria”, constituya la mejor solución para los acreedores que, de otra forma, 
enfrentarán una liquidación en la que la recuperación del crédito será aún menor o inexistente. 
Entendemos que cuando se obtiene la mayoría requerida por la ley, el interés de ese colectivo 
adherente debe primar sobre el del acreedor no adherente individualmente considerado (a veces 
convertido en acreedor “hostil”). 
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La “propuesta abusiva”. El abuso de derecho se ubica en el terreno de la ilicitud, formando una 
categoría con perfiles propios. El mismo se configura cuando se constata que lo que constituye el 
formal y aparente ejercicio de un derecho en realidad  no lo es, material o sustancialmente, pues 
entrañando una violación de los límites internos del mismo, sitúa la especie en el ámbito de los 
actos ilícitos. 

Cabe preguntarse si dada la concepción de la LUC si puede el juez relevar un caso de abuso de 
derecho y, en su mérito, no aprobar el convenio. Entendemos que  dado que el contenido del 
acuerdo no puede ser ilícito, en la medida que el abuso de derecho configura una ilicitud, el Juez 
no deberá homologar aquellos convenios que impliquen un abuso de derecho. Resulta obvio que 
la dificultad radicará en determinar si existió abuso y qué se entiende por tal. Al respecto, se ha 
dicho que “los jueces no pueden buscar la fenomenología del acto abusivo sino casuísticamente, 
ponderando las circunstancias propias del supuesto examinado en todos sus aspectos y 
conjuntamente, lejos de  cualquier aplicación mecanicista y con la flexibilidad necesaria para su 
adecuación a  las complejas circunstancias humanas…”104. .-   

Propuestas con cláusulas potestativas. Existe al menos un antecedente jurisprudencial que no 
hizo lugar a la aprobación del convenio presentado por la concursada en virtud de que el mismo 
contenía una cláusula estableciendo que  “se suscribirá un convenio con BPS y DGI en los términos 
y condiciones más beneficiosos para la sociedad”. La sentencia entendió que el “dicha cláusula no 
se compadece con el nuevo régimen legal introducido por la ley 18.387 no solo por su vaguedad en  
cuanto deja  a criterio de la deudora establecer cuáles son los términos más beneficiosos para 
suscribir un convenio con dichos organismos, sino que no es ajustado a derecho en el nuevo 
régimen concursal”105. Más adelante precisó “No es ajustado a  derecho pretender que la 
concursada una vez recuperada su legitimación suscriba unilateralmente  un convenio cuyos 
términos no surgen de la propuesta formulada en autos y sobre la cual no se informa a los 
restantes concursales”. La cláusula en cuestión atribuye al deudor un poder absoluto en el sentido 
de que el contenido del convenio con los entes estatales involucrados dependerá de la pura 
voluntad del deudor, quien, con un  poder que puede tildarse de absoluto o arbitrario, 
determinará qué es “lo más conveniente” para la sociedad. Es evidente que respecto a los demás 
acreedores,  la cláusula aparece como potestativa, con las siguientes consecuencias: a.- votarán el 
convenio sin conocer qué habrá de acordarse con BPS y DGI, por lo cual estarán votando un 
acuerdo incompleto. b.- votarán sin poder juzgar la viabilidad de cumplimiento del acuerdo, ya 
que el contenido es indeterminado en cuanto a estos dos acreedores, con el agravante, en la 
especie, de que se trata de dos acreedores con notoria  incidencia  en la  continuidad de la 
actividad empresarial por los certificados que expiden y que se exigen a la deudora para una serie 
de actos. c.- no constituye una hipótesis de trato singular admisible, ya que éste debe estar 
explicitado precisamente para que los demás acreedores lo conozcan, lo juzguen y lo voten de 
conformidad con las especiales previsiones del Art. 145 LUC que exige mayorías especiales. d.- es 
potencialmente violatorio de la par conditio creditorum desde que el deudor quedaría facultado 
para conceder cualquier beneficio a esos acreedores sin someterlo al previo conocimiento y voto 

                                                           
104 Sentencia de la SCJ de la República  Argentina del 15 de marzo de 2007 cit. por Vaiser, Lidia,  en “El abuso del 
derecho en los procesos concursales”. Ed. Ad-Hoc. Buenos aires. 2008,  p. 74. 
105 Resolución nº 1465/2010 dictada por la entonces titular del Juzgado Letrado de Concurso de Primer Turno, Dra. 
Teresita Rodríguez Mascardi, comentada por la suscrita en “Responsabilidad del deudor por la presentación de 
propuestas de convenio legalmente inadmisibles” en Sociedades y Concurso en un mundo en cambios”, FCU, 
Montevideo, p. 587-596. 
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de los demás acreedores conforme al Art. 145 LCRE. Los acreedores darían una especie de cheque 
en blanco al deudor para que lo complete según su conveniencia. La LUC admitió la categorización 
y el trato singular a los efectos de pactar ventajas, pero sometiéndolos al filtro de la adhesión de 
los acreedores no beneficiados. Esto es aplicable a las ventajas que se conceden a una clase de 
créditos por lo cual los acreedores en cuestión quedan comprendidos ya integran la clase de 
acreedores con privilegio general (Art. 110).   

Las facultades del Juez ante este tipo de propuestas. La sentencia  referida precedentemente – 
que fue un auténtico “leading case” - sostuvo con extrema claridad que “tanto la doctrina 
argentina como los recientes comentarios provenientes de la doctrina concursalista nacional 
sostienen que el rol del Juez no está limitado al cálculo matemático de las adhesiones sino que de 
acuerdo a sus potestades debe efectuar el control de legalidad sobre el contenido del convenio (los 
profesores argentinos A. Dasso y L. Vaiser, entre nosotros Holtz-Rippe, entre otros) al extremo  que 
la propia ley concursal establece que debe rechazarse de oficio aquel convenio que contenga 
propuestas condicionadas. En definitiva, la decisión positiva o negativa configurada por la 
homologación de un acuerdo constituye un acto procesal que implica por sí un análisis de la 
legalidad intrínseca del acuerdo presentado”. Coincidimos con el criterio sentado por la Dra. 
Rodríguez Mascardi. Al decir de Maffia, el juez no debe quedar relegado al rol de “cuenta 
porotos”. Todo aquello que tenga que ver con la legalidad del convenio en su forma y en su 
contenido debe ser controlado por el Juez.  Lo que éste no puede hacer ha sido expresamente 
establecido por la ley: no puede modificar el convenio (Art. 155 LUC). 

V- EN LA IMPOSICIÓN DEL PLAN A LOS ACREEDORES AUSENTES O DISIDENTES (CRAMDOWN) 

La legislación concursal uruguaya no ha incorporado u instituto de naturaleza y caracteres 
similares al Cramdown. 

El proceso regulado por la LUC – que es único - tiene una fase de convenio (hasta que se 
celebra la Junta de Acreedores) y una de liquidación de la masa activa que se produce cuando no 
se aprueba un convenio concursal y cuando la solicitan los legitimados para ellos, aun 
anticipadamente. 

 

VI- EN LA CONTINUIDAD DE LA ACTIVIDAD DE LA EMPRESA CONCURSADA 

La LUC  consagró el principio de continuidad de la actividad económica del deudor, desarrollada 
por él mismo junto con el interventor para el supuesto de concurso voluntario o por el síndico 
para el caso de concurso necesario. 

Pero, como la única empresa que merece continuar es la que resulta viable, los acreedores no 
quedan vinculados inexorablemente a ese principio de continuidad de la actividad del deudor, 
consagrándose  la posibilidad de liquidación anticipada de la masa activa a pedido de acreedores 
que representen la mayoría de los créditos quirografarios con derecho a voto, en cualquier etapa 
del proceso. La liquidación se efectuará conforme a los Arts. 171 y 174, es decir, por el proceso 
general previsto en la LUC. Lo novedoso es el poder que se confiere a los acreedores de anticipar 
la etapa de liquidación, lo cual será sumamente útil y beneficioso toda vez que los acreedores 
perciban que los bienes de la masa activa se están deteriorando, que la continuación de la 
actividad empresarial es ruinosa o de resultado totalmente impredecible, que el deudor y el 
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coadministrador no actúan adecuadamente, que se está comprometiendo en exceso a la masa 
activa sin beneficio para la misma por la vía de contraer nuevas obligaciones que generarán 
créditos extraconcursales que postergarán a los acreedores quirografarios, etc.  Con esta medida 
se pueden evitar los estragos a los que quedaban expuestos los activos en el sistema anterior.  

El Art. 44 LUC dispone: 

El principio: “La declaración judicial de concurso no implica el cese o clausura de la actividad del 
deudor”. 

La excepción: salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá hacer en cualquier momento 
durante el concurso, a solicitud del deudor, de los acreedores, del síndico o interventor, o de oficio. 

Como hemos señalado en un trabajo anterior, con el cese de la actividad de una empresa no 
viable, se podrán evitar “lo que podemos llamar las paradojas de los concursos tardíos, en los que 
la demora en solicitar la apertura del proceso tiene por consecuencia inevitable la generación de 
un importante pasivo pos concursal, que deberá abonarse a su vencimiento y antes que el pasivo 
concursal, con lo que el procedimiento termina teniendo por resultado la liquidación de la 
empresa para pagar pasivo pos concursal y no para satisfacer a los acreedores anteriores a la 
apertura del concurso, lo que constituye una incongruencia”106.  

Las empresas en crisis económica (insolvencia) pueden ser viables y para comprobarlo es 
preciso preparar un plan de viabilidad (estratégico), que siempre se basa en el estudio de la 
situación pretérita, para proponer los cambios necesarios y proyectar la “nueva empresa” hacia el 
futuro con previsiones favorables de buenos resultados. Precisamente el diagnóstico integral de la 
empresa sirve para contrastar la mala situación empresarial y sus causas, así   como para preparar 
el plan de urgencia, que logre el mantenimiento provisional de la actividad empresarial o 
profesional y permita disponer del tiempo suficiente para abordar el plan de viabilidad, que 
incorpora las medidas correctoras imprescindibles para cambiar la tendencia y alcanzar los 
objetivos proyectados (estabilidad y rentabilidad). 

De acuerdo a la citada disposición del art. 44 LUC es el Juez quien resuelve acerca de la solicitud 
de clausura o cese de actividad, pudiendo incluso disponer estas medidas de oficio. 

Otro instrumento idóneo para establecer si la empresa puede continuar con su actividad en 
condiciones que permitan el pago del pasivo, es el  denominado “plan de continuación” respecto 
al que la LUC innova imponiendo al deudor presentar el mismo junto con la propuesta de 
convenio. El Art. 138 prescribe que : “con una anticipación no menor a sesenta días a la fecha de 
reunión de la Junta de Acreedores, el deudor podrá presentar al Juez de Concurso una o varias 
propuestas de convenio, acompañadas de un plan de continuación o de liquidación”. 

En cuanto a su contenido, según la citada norma: “El plan de continuación deberá contener un 
cuadro de financiamiento, en el que se describirán los recursos necesarios para la continuación 
total o parcial de la actividad profesional o empresarial del deudor durante el período de 
cumplimiento del convenio, así como sus diferentes orígenes. El plan deberá incluir una fórmula de 
pago a los acreedores con privilegio especial”. 

                                                           
106 Bacchi Argibay, Adriana. “Paradojas de los concursos tardíos: liquidación de la masa activa para pagar créditos 
contra la masa” en  Tres pilares del Moderno Derecho Comercial, FCU, Montevideo, 2011, p. 421-427. 
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La LUC se refiere al plan de continuación como aquel en el cual se explicitan los recursos 
necesarios para que la actividad desarrollada por el deudor sea considerada viable y el deudor 
pueda seguir adelante.  

En este sentido corresponde distinguir entre “plan de pagos” y “plan de continuación o de 
viabilidad”. La construcción y credibilidad del plan de pagos o financiamiento está sujeta a la del 
plan de viabilidad y forma parte integrante de éste último . El plan de pagos lo definimos como 
aquel documento en el cual el deudor determinará el modo en el que se abonarán los créditos a 
pagar, los que deberán estar bien detallados e identificados, pudiendo agruparse en categorías 
(por monto, causa, tipo de acreedor, etc.). Asimismo, el deudor establecerá los medios y 
condiciones para la realización del plan de pagos. En el plan de viabilidad, a diferencia del de 
pagos, se describirá el procedimiento a través del cual el deudor podrá cumplir con los acuerdos 
contenidos en el convenio, así como con los compromisos asumidos en el plan de pagos, todo en 
función de los recursos derivados de la actividad profesional o empresarial del deudor. Se trata del 
documento que incluye los objetivos que se pretenden alcanzar, describiendo aquellas políticas 
que el deudor prevé implantar para generar en el corto y mediano plazo, los recursos necesarios 
para satisfacer sus créditos, y de esta forma alcanzar la estabilidad patrimonial. Por lo tanto,  la 
finalidad principal de un plan de viabilidad es modificar el proyecto empresarial vigente a la fecha 
de solicitud del concurso. El logro del convenio se lo hace depender de la continuación de la 
actividad, y los recursos que esta genere, por lo cual deviene necesario una herramienta que 
legitime la viabilidad económica y financiera de la actividad profesional o empresarial del deudor 
concursado, representando ésta la fuente de los recursos para cumplir con los créditos 
concursales.  

El plan de viabilidad debe constituir el punto de partida que permita a la empresa elaborar un 
proyecto empresarial y así superar la situación de crisis que llevó al deudor a solicitar su concurso. 
Este es el motivo por el cual todo plan de continuación o de viabilidad debe contener un “plan de 
empresa” con objetivos claros, y estableciendo los medios para su continuación, detallando los 
recursos necesarios para lograr tal fin, la fuente de los mismos, su evolución (que seguramten será 
progresiva, incrementándose a lo largo del tiempo en respuesta a los medios instrumentados para 
reorganizar a empresa, sin perjuicio de períodos no zafrales en que pueden decrecer). Una 
dificultad frecuente en las propuestas es la falta de información veraz sobre la viabilidad y 
razonabilidad de la misma. Un buen plan de empresa deberá contener las hipótesis y presupuestos 
económicos en los que se basará el modelo económico y financiero. El plan de viabilidad es 
fundamental para el cumplimiento de un convenio, el cual estará supeditado al logro de las metas 
propuestas en dicho plan.  

El contenido del plan de empresa o de viabilidad no debe limitarse a una “declaración de 
buenas intenciones” . Corresponde que se trate de un instrumento técnico profesional que parte 
de las premisas que el concursado elaboró, y que el analista siguiendo estas premisas, arribe a las 
conclusiones. El contenido del plan de viabilidad se ajustará a cada circunstancia empresarial 
concreta. Se persigue obtener una pormenorizada visión de la empresa, un detalle de los 
elementos que la constituyen, y del entorno en el que la empresa se desarrolla, permitiendo este 
análisis previo preparar un plan estratégico en el que fijar los objetivos a alcanzar. A tales efectos, 
y sin que implique un elenco cerrado de puntos a analizar en forma previa a la creación de un plan 
de viabilidad, se realizará un estudio de aspectos tales como: descripción de la actividad y estudio 
del mercado objetivo; descripción del proceso productivo, determinando los recursos disponibles 
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y la forma en el cual se organizan; plan de ventas y marketing; organización de la empresa y 
recursos humanos con los que cuenta, su organigrama y funciones que desempeñan los mismos107. 

Como ya dijimos, es el AC quien debe emitir un informe especial sobre la viabilidad del plan de 
continuación o de liquidación, el cual deberá ser presentado al Juzgado y puesto a disposición de 
los acreedores con una anticipación mínima de quince días a la fecha prevista para la celebración 
de la Junta de Acreedores. 

VII- EN LA LIQUIDACIÓN DEL ACTIVO FALIMENTARIO 

VII-A. En la resolución de apertura de la fase de liquidación. 

Si en la Junta de Acreedores no se presenta o no se aprueba un convenio, el Juez, que es quien 
la preside, dispondrá la liquidación de la masa activa. En este caso el Juez debe preceptivamente 
disponer la liquidación. 

Esta constituye la oportunidad natural y la razón más habitual para que se decrete la 
liquidación, que es el único camino alternativo ante la falta de aprobación de convenio; pero 
existen también otras etapas del proceso en que puede disponerse y otras causas para solicitarla y 
resolver acerca de la misma, que a continuación reseñamos brevemente: 

1) Cuando el deudor así lo pida en la solicitud de declaración judicial de concurso. Si bien la 
LUc fue pensada para acreedores que soliciten tempranamente el concurso y por ende pueden – 
en principio – evitar la liquidación celebrando un convenio concursal, la experiencia demuestra 
que muchas empresas se presentan tardíamente a solicitar el concurso y, por lo tanto, cuando lo 
hacen el único camino que resta transitar es el de la liquidación de la masa activa, pues la 
continuidad de la actividad no es viable. 

2) En caso de falta de aprobación judicial del convenio. Se trata del caso en que el convenio 
fue aprobado por los acreedores pero no logró la aprobación judicial. También en este supuesto es 
preceptiva la apertura d ela fase de liquidación. 

3) En caso de incumplimiento del convenio. Constatado el mismo, debe decretarse la 
liquidación de la masa activa. 

4) Cuando, en cualquier estado del procedimiento, así lo soliciten, en la Junta de Acreedores 
o fuera de ella, acreedores que representen la mayoría de los créditos quirografarios con derecho 
a voto. 

  Se prevé asimismo la liquidación anticipada de la masa activa (art. 175).- En efecto, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el art. 174, en cualquier estado del procedimiento, en la Junta de 
Acreedores o fuera de ella, acreedores que representen la mayoría de los créditos quirografarios 
del deudor con derecho a voto podrán resolver la liquidación de la masa activa del concurso en los 
términos de los artículos 171 a 174. 

                                                           
107 Bacchi Argibay, Adriana - Ayul Toma, Zamira, “Empresa Viable y Plan de Continuación en la Ley Uruguaya de 
Concursos y Reorganización Empresarial N° 18.387”, ponencia presentada en el "IX Congreso Argentino De Derecho 
Concursal y VII Congreso Iberoamericano De La Insolvencia" – "XI Congreso Iberoamericano De Derecho Concursal", 
República Argentina, 2015. 
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El Juez, previa vista al síndico o al interventor y al deudor, dispondrá de inmediato la liquidación 
en la forma resuelta, transformando al interventor en síndico, si correspondiere. 

Mientras que en el caso del art. 174 (identificado en nuestra enumeración con el número 4), 
acreedores que representen la mayoría de los créditos quirografarios con derecho a voto solicitan 
al Juez la liquidación; en la hipótesis del art. 175, los mismos acreedores resuelven la misma. 

Al preverse una vista al deudor y AC, surge la posibilidad de deducir una oposición, que en 
definitiva habrá de resolver el Juez. La experiencia ha demostrado que muchos  deudores que no 
quien admitir la realidad que impone la liquidación para evitar mayor destrucción de valor, o que 
se están beneficiando - de una u otra forma - de la situación concursal, deducen oposición 
suscitando un incidente que a menudo demora en resolverse mucho más de lo aconsejable y 
saludable para la preservación de la masa activa y mejor satisfacción de los acreedores cuando la 
actividad empresarial ya no arroja frutos que permitan, al menos,  pagar el pasivo concursal. 

VII-B. En la liquidación 

De acuerdo al Art. 171 LUC  “En todos los casos se procurará en primer lugar la venta en bloque 
de la empresa en funcionamiento”. 

La misma se subastará mediante un proceso licitatorio que ha sido regulado por el Decreto 
182/009. 

En caso de no lograrse la venta en bloque de la empresa en funcionamiento ya sea al contado o 
a crédito, se procederá a la Liquidación por partes de la masa activa. Corresponderá al síndico 
presentar a la Comisión de Acreedores o al Juez si no se designó dicha Comisión (que es 
facultativa) un proyecto actualizado de liquidación, dentro de los treinta días siguientes a la fecha 
de la resolución judicial que declare desierta la licitación, en el que se determinarán para cada 
clase de bienes y derechos que integran la masa activa, las reglas particulares conforme a las 
cuales deberán enajenarse (Art. 174). 

Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión o por el Juez, la enajenación de los bienes y 
derechos se ajustará a lo determinado por el síndico. Si no lo fuere o en todo lo no previsto en el 
proyecto, el síndico procederá a enajenar la masa activa de acuerdo con las reglas previstas por el 
propio art. 174.- 
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IL PERIMETRO DEL CONTROLLO GIUDIZIALE NEL CONCORDATO PREVENTIVO IN ITALIA 

Stefania PACCHI 108 

  

Sommario: 1. Premessa. - 2. La Riforma. Cosa è mutato nell’ordinamento concorsuale italiano. - 3. 
I poteri del giudice nel fallimento. - 4. I poteri del giudice nel concordato preventivo. La 
valutazione del piano. - 5. Quali controlli vi sono nel concordato preventivo dopo la riforma? - 6. L’ 
estensione del controllo del giudice: le tesi emerse all’indomani della Riforma. - 7. Come fu letto 
l’intervento del giudice dal 2005 fino alle S.U. del 2013? - 8. La giurisprudenza dopo le S.U. 
1521/2013 - 9. Le sentenze della Cassazione dal 2015 a oggi. - 10. L’evoluzione della disciplina dal 
2012 ad oggi. - 11. Le prospettive dopo la Raccomandazione della Commissione Europea e i lavori 
per una Riforma. 
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1. Premessa. La ricerca sui poteri del giudice nell’ordinamento concorsuale italiano dopo alcuni 
accenni all’assetto degli organi nel fallimento, si incentra sul tema dei controlli giudiziali nel 
concordato preventivo  

2. La Riforma. Cosa è mutato nell’ordinamento concorsuale italiano.  

La Riforma fallimentare che si è snodata dal 2005 al 2015 in una serie di interventi normativi, 
innovando profondamente la “geometria” concorsuale, ha consegnato agli operatori alcuni 
strumenti per risolvere la crisi di un’impresa, non solo evitando il fallimento, ma conservando, ove 
possibile, valori. Tutti gli strumenti sono accomunati da una più o meno accentuata negozialità e 
dal controllo necessario o eventuale, - preventivo, in itinere o successivo - dell’autorità giudiziaria.  

Tali strumenti sono: gli accordi di ristrutturazione dei debiti (art. 182-bis l. fall.), veri e propri 
contratti stipulati tra il debitore e tanti creditori che rappresentino almeno il sessanta per cento 
dei crediti e sottoposti all’autorità giudiziaria per l’omologazione; il piano attestato di risanamento 
(art. 673 lett. d) l. fall), atto unilaterale dell’imprenditore che sarà esaminato dal giudice solo in 
caso di fallimento, se il curatore  eserciti l’azione revocatoria contro gli atti (atti, pagamenti, 
garanzie) esecutivi del piano, ed, infine, il concordato preventivo procedura concorsuale che, si 
fonda su una proposta unilaterale dell’imprenditore che ove ritenuta meritevole, in quanto 
supportata da un piano fattibile che muova da veridici dati aziendali, è capace di realizzare un 
accordo procedimentalizzato tra il debitore e la maggioranza dei creditori, vincolante anche i 
dissenzienti, e soggetta al controllo (iniziale, in itinere e finale) dell’autorità giudiziari.  

La nostra attuale l. fallimentare concentra l’attenzione – sulla scia di orientamenti affermati da 
tempo nella legislazione dei Paesi europei - sulla prevenzione offrendo la possibilità di interventi 
sia con strumenti negoziali che, se tempestivamente utilizzati, possono essere efficaci per 
l’impresa o per l’azienda, sia con una procedura concordataria potenzialmente idonea (concordato 
preventivo) – grazie allo sfaccettato presupposto oggettivo (lo stato di crisi) – alla conservazione 
dell’unitarietà dell’azienda.   

Per le situazioni scivolate nel dissesto rimane il fallimento, depurato però dalle sanzioni 
personali, con un’azione revocatoria depotenziata che non costituisce più un cordone sanitario 
iperprotettivo, con la possibilità di sfruttare con un affitto l’azienda per recuperarne i residui valori 
aggregati attraverso la liquidazione unitaria – quest’ultima divenuta obiettivo prioritario del 
curatore – al fine di un miglior soddisfacimento dei creditori e del mercato. Inoltre il fallimento 
apre la via all’ipotesi concordataria (concordato fallimentare), che costituisce mezzo non solo per 
concludere con miglior esito la procedura ma anche per rendere possibili investimenti acquistando 
– a seconda della tipologia e della vocazione del proponente - la procedura o, invece, il complesso 
aziendale, in entrambi i casi comunque insieme all’impegno di soddisfare i creditori. 

3. I poteri del giudice nel fallimento.  

Con la Riforma del 2006 il fallimento – la cui conduzione è improntata ai canoni di una rigorosa 
programmazione - si presenta anche come modello di conservazione riallocativa dei valori 
aziendali in funzione non dell’occupazione come la legislazione speciale anteriore, ma del più 
proficuo e rapido soddisfacimento delle ragioni creditorie. La conservazione viene affidata alla 
liquidazione unitaria, preparata sia dalle misure cautelari (ex art.15, comma 8, l. fall.) sia da una 
fase di conservazione dinamica attuata mediante l’esercizio provvisorio, l’affitto o il conferimento 
in una società veicolo.  
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Sono scelte per favorire le quali anche il fallimento viene lambito da una sorta di 
privatizzazione della liquidazione con l’attribuzione al curatore del ruolo di materiale liquidatore 
dei beni del fallito e al comitato dei creditori di organo guida nella monetizzazione dei diritti del 
fallito, seppure sotto il controllo di legittimità del giudice delegato.  

La disciplina degli organi incaricati del procedimento fallimentare è racchiusa, nelle sue linee 
generali, nel Capo II della l. fallimentare. La Riforma fallimentare operata con il d. lgs. 9 gennaio 
2006, n. 5 e con il d. lgs. 12 settembre 2007, n. 169 ha innovato questa materia, in particolare per 
quanto riguarda le norme sul giudice delegato, sul curatore e sul comitato dei creditori, mutando 
tanto la funzione di ciascun organo rispetto alla procedura, come il rapporto che adesso intercorre 
tra essi.  

L’espressione «organi», che compare nel titolo di questo Capo, non vuol fare riferimento al 
fallimento come ente o persona giuridica: essi non esprimono la volontà di un soggetto 
personificato. Più semplicemente essi sono soggetti incaricati delle diverse attività che nella 
procedura debbono essere svolte, per raggiungere l’obbiettivo del soddisfacimento dei creditori, 
attraverso la liquidazione del patrimonio e la ripartizione del ricavato. 

Negli artt. 23-41 l. fall. vengono disegnati soltanto i compiti tipici di ciascun organo rispetto 
all’amministrazione del patrimonio fallimentare. In altre norme sparse della legge fallimentare 
possiamo rinvenire più specifiche previsioni in ordine a poteri o doveri propri di tali soggetti nel 
fallimento.  

Con il termine organi del fallimento si vuole indicare il Tribunale fallimentare, il giudice 
delegato, il curatore e il comitato dei creditori. A ciascuno di essi la legge assegna specifici compiti 
inerenti alla procedura e relativi alla giurisdizione, all’amministrazione, alla direzione, all’indirizzo e 
alla vigilanza. 

 Il nuovo sistema degli organi del fallimento, frutto della riforma del 2006, lascia 
sostanzialmente immutati i poteri del tribunale fallimentare, ridimensiona sensibilmente i poteri 
del giudice delegato, conferisce ampia autonomia gestionale al curatore e attribuisce significativi 
poteri al comitato dei creditori. 

La riforma fallimentare del 2006-2007 persegue l’idea di  sfruttare ogni residua potenzialità del 
complesso aziendale, senza per ciò ledere il soddisfacimento dei creditori e al contempo spinge 
verso una privatizzazione nella gestione della crisi. Ciò importa che il curatore assuma autonomo 
potere decisionale, che i creditori partecipino alle scelte fondamentali e che il giudice delegato 
abbandoni la direzione della procedura mantenendone, insieme al comitato dei creditori, la 
vigilanza. Il giudice risolve le controversie interne al fallimento, vigila sul rispetto della legalità 
mentre non valuta, come nel passato, la congruenza e la convenienza del soddisfacimento dei 
creditori.  

Che il giudice faccia il giudice e non il gestore del procedimiento, dice il riformatore. 

Il curatore è autonomo sia dal giudice delegato, sia dal fallito, sia dai creditori. Questi ultimi 
tengono oggi in mano «il timone del comando»: determinano la stabilità dell’incarico affidato al 
curatore, potendo la maggioranza di essi (chiusa l’adunanza e prima della dichiarazione di 
esecutività dello stato passivo) chiederne la sostituzione oltre che, in ogni tempo, proporne la 
revoca; autorizzano le operazioni di straordinaria amministrazione; approvano il programma di 
liquidazione; esprimono parere vincolante sulla continuazione temporanea dell’esercizio 
dell’impresa e ne possono determinare l’interruzione.  
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4. I poteri del giudice nel concordato preventivo. La valutazione del piano. 

Il passaggio dalla disciplina concordataria del 1942 a quella del 2005, segnando l’emersione di 
una forte impronta privatistica, ha posto al centro dei dibattiti un tema: quello relativo ai poteri 
del giudice in sede di esame della proposta di concordato. La visione privatistica si è contesa il 
campo con quella pubblicistica. I toni sono stati accesi perché al fondo vi è la contesa del 
“controllo sul mercato”. 

Sono molteplici i profili normativi incisi dal Legislatore che hanno concorso all’emersione di 
questo tema: 

A) la legge ha sostituito il presupposto oggettivo dello stato d’insolvenza con lo stato di crisi 
che può comprendere il primo ma che può anche declinarsi in misura assai lieve o di solo pericolo 
d’insolvenza.  L’esistenza di una crisi implica una possibilità dinamica di cambiamento. E’ il giudice 
che deve indagare in sede di ammissione l’esistenza di questo presupposto insieme a quello 
soggettivo (di soggetto fallibile). 

B) la riforma ha caratterizzato il concordato preventivo per il fatto di poter poggiare su una 
proposta flessibile per: 1) il percorso (liquidativo o di continuità); 2) le modalità di soddisfacimento 
(“anche mediante cessione dei beni, accollo o altre operazioni straordinarie, ivi compresa 
l’attribuzione ai creditori, nonché a società da questi partecipate, di azioni, quote, ovvero 
obbligazioni, anche convertibili in azioni, o altri strumenti finanziari o titoli di debito”); 3) l’entità 
del soddisfacimento anche se oggi (dopo l’intervento della L. 132 del 2015) la proposta “deve 
assicurare il pagamento di almeno il venti per cento dell’ammontare dei crediti chirografari”. Tale 
previsione non si applica però al concordato con continuità aziendale. 

C) Nella disciplina del ’42 il giudice, già in sede di ammissione (art. 162, co.1) doveva valutare la 
rispondenza della proposta alle condizioni elencate nell’art. 160, co. 2, il quale indicava in ogni 
caso un giudizio prognostico sia sulla serietà e sufficienza delle garanzie offerte, sia sul valore dei 
beni ceduti, rispetto al risultato di pagare almeno il 40% dell’ammontare dei crediti chirografari. Si 
trattava di un’incursione valutativa extragiuridica sulla realizzabilità della proposta, in funzione 
dell’obbiettivo del pagamento di almeno il quaranta per cento.  

Oggi queste valutazioni sono rimesse al professionista indipendente, “iscritto nel registro dei 
revisori legali ed in possesso dei requisiti previsti dall’art. 28, lett. a) e b)”, designato dal debitore 
ed è sull’attestazione resa da tale soggetto che si dipana il tema dell’intensità del controllo del 
giudice. 

Dopo il 2005 abbiamo un giudizio di omologazione dal quale viene espunto il giudizio di 
convenienza e quello di meritevolezza (che nella vecchia disciplina era anticipato e riassunto nella 
verifica di certi requisiti di ammissione).  

D) “Viene abbandonata l’impostazione che poggiava sulla presenza invasiva dell’organo 
giudiziale nella stessa fase di gestione delle procedure e che incarnava la cifra marcatamente 
eteronoma del sistema concorsuale, pensato in funzione protettiva degli stessi creditori, 
evidentemente ritenuti incapaci di tutelare autonomamente i propri interessi” (Vella). 

E) “L’equilibrio degli interessi tra debitore e creditori viene affidato all’autonomia delle parti, 
piuttosto che alla tutela del giudice, il quale in linea con i principi del giusto processo (abrogazione 
iniziativa d’ufficio a fronte, però, di una costante presenza del P.M. già in fase preconcordataria), 
guadagna una posizione di maggiore terzietà, essendo tendenzialmente destinato ad intervenire 
solo laddove accordi e negoziazioni inter partes falliscano” (VELLA). 
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5. Quali controlli vi sono nel concordato preventivo dopo la riforma? 

Nell’esposizione dei controlli che si incontrano nella disciplina del concordato preventivo 
occorre distinguere quelli che intervengono: a) nella fase di presentazione del piano e della 
proposta; b) nella fase di ammissione; c) nella fase concordataria; d) nell’omologazione. 

a) Nella fase di presentazione del piano e della proposta: (se si sta depositando domanda 
corredata di piano, proposta e documentazione richiesta dalla legge) il controllo è effettuato 
dall’attestatore nominato dal debitore. Si tratta di un controllo sulla fattibilità del piano e 
costituisce:  

1) un valido ausilio tecnico per il tribunale, chiamato a operare, nella fase di ammissione, in 
tempi ristretti e senza altri organi giudiziali di supporto, consentendogli quella funzione di filtro 
rispetto all’ammissione a concordati privi di serietà al fine di proteggere i creditori dagli incisivi 
effetti pregiudizievoli che derivano dall’art. 168 l.f.;  

2) la prima base informativa, poi verificata e integrata dalla relazione del commissario 
giudiziale, per una corretta e consapevole manifestazione di voto dei creditori. 

a) Se siamo nella fase di preconcordato (o concordato in bianco o con riserva di presentazione 
del piano, della proposta e della documentazione) i controlli vengono svolti dal precommissario e 
dal giudice ed hanno come principale oggetto da una parte l’attività gestionale del debitore (anche 
attraverso le relazioni periodiche da questi presentate) e dall’altra quella svolta per giungere alla 
presentazione  del piano e della proposta. 

b) nella fase di ammissione di un concordato “pieno” (corredato da piano, proposta e 
documentazione): spetta al tribunale (art.163) verificare: 1) l’esistenza dei presupposti oggettivo e 
soggettivo; 2) l’esistenza di un piano che conduca alla soddisfazione dei creditori; 3) la regolare 
formazione delle classi, se sono state costituite; 4) la presenza della relazione giurata di un 
professionista circa il valore di mercato dei beni sui quali insiste il privilegio, pegno o ipoteca del 
creditore al quale si propone un soddisfacimento non integrale; la 5) completezza e regolarità 
della documentazione. Si tratta di un primo controllo sulla legittimità di una domanda di 
procedura concorsuale limitativa dei diritti dei creditori (dalla data di presentazione della 
domanda scatta il blocco delle azioni esecutive) e sull’informazione resa. 

c) nella fase concordataria: è il commissario giudiziale che vigila sull’attività condotta dal 
debitore e redige una relazione “particolareggiata sulle cause del dissesto, sulla condotta del 
debitore, sulle proposte di concordato e sulle garanzie offerte ai creditori” (art. 172 l. fall.). La fase 
concordataria vede anche la partecipazione dei creditori all’adunanza (che culmina nella 
votazione) in seno alla quale “ciascun creditore può esporre le ragioni per le quali non ritiene 
ammissibili o convenienti le proposte di concordato e sollevare contestazioni sui crediti 
concorrenti”. 

d) nell’omologazione: è il tribunale che, una volta raggiunta la maggioranza richiesta per 
l’approvazione del concordato, fissa un’udienza in camera di consiglio per la comparizione delle 
parti e del commissario giudiziale che, dieci giorni prima dell’udienza, deve depositare il proprio 
parere motivato. In mancanza di opposizioni (che possono essere presentate da un creditore 
dissenziente di classe dissenziente o da tanti creditori dissenzienti che rappresentino almeno il 
venti per cento dei crediti ammessi al voto), il tribunale verificata la regolarità della procedura e 
l’esito della votazione, omologa il concordato potendo anche ricorrere al cram down. 

Per completezza dobbiamo, però, segnalare che il controllo del giudice permea la procedura in 
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tutte le sue fasi dovendo anche considerare il suo intervento anche:  

1) nella fase delle votazioni, dove il giudice delegato decide sui crediti contestati, sia pure ai soli 
fini del voto e del calcolo delle maggioranze ex art. 175;  

2) nelle fasi eventuali dei sub-procedimenti autorizzatori previsti per finanziamenti e pagamenti 
di crediti anteriori (art. 182-quinquies, co. 1 e 4), sospensione o scioglimento dai contratti (art. 
169-bis) e atti di straordinaria amministrazione, di competenza del tribunale nel preconcordato 
(art. 161, co. 7) e del giudice delegato dopo l’apertura della procedura (art. 167 l.f.);  

3) nella fase eventuale della revoca dell’ammissione, ex art. 173;  

4) nella fase esecutiva, con i subprocedimenti eventuali di risoluzione o annullamento. 

6. L’ estensione del controllo del giudice: le tesi emerse all’indomani della Riforma. 

Dai punti elencati (a, b, c, d) ricaviamo che si tratta di un controllo di ammissione funzionale 
alla verifica dell’esistenza dei presupposti oggettivo e soggettivo e della regolarità della domanda, 
della proposta e della documentazione; eventualmente della correttezza del classamento. Si tratta 
di controlli di legittimità. Soltanto nel concordato in bianco (o con riserva) si potrà parlare anche di 
un controllo (del commissario giudiziale) di merito, sull’attività gestoria e sulla preparazione della 
proposta. 

In fase di ammissione il tribunale ha il potere-dovere di respingere la domanda allorquando 
essa risulti priva della necessaria chiarezza e completezza (ad esempio, perché lacunosa in uno o 
più dei suoi aspetti essenziali, a cominciare dalle modalità e dai tempi di pagamento dei creditori) 
ovvero manifestamente inattendibile o contraddittoria alla luce delle premesse da cui muove 
rispetto alle conclusioni cui perviene  (ad esempio, perché il piano si fonda sulla presenza, 
all’interno del patrimonio del debitore, di beni che per tabulas risultano di terzi, o di beni descritti 
come liberi da vincoli che in realtà non lo sono). E ciò vale, a fortiori, quando il tribunale si trovi di 
fronte ad una proposta del tutto aleatoria, come nel caso di piani il cui successo dipenda in misura 
prevalente dall’esito vittorioso di giudizi pendenti, o addirittura non ancora promossi, e non già 
dall’esistenza di crediti certi, liquidi ed esigibili.  

Deve inoltre essere  considerata inammissibile ove poggi su dati aziendali «in sé e per sé non 
veritieri e comunque errati o non attendibili» e ciò emerga per tabulas dalla documentazione agli 
atti del procedimento o sia in contrasto con disposizioni di legge - vedi sul punto così App. Torino, 
20 luglio 2009, in Fallimento, 2010, p. 961 (In dottrina, AMBROSINI). 

Ancora il tribunale dichiarerà inammissibile il ricorso quando la relazione del professionista 
appaia inidonea ad assolvere alla funzione “certificativa” cui è diretta. Il Tribunale deve accertare 
la coerenza e l’esaustività della relazione, che deve, da un lato, fornire ai creditori tutte le 
informazioni necessarie all’espressione di un consenso realmente consapevole e informato 
dall’altro, contenere un giudizio di fattibilità nel senso proprio del termine (AMBROSINI). 

“Ne discende che resta fermo l’assunto in base al quale lo scrutinio giudiziale in sede di 
ammissione alla procedura attiene (ed è circoscritto) essenzialmente all’esistenza della relazione 
del professionista attestatore e alla qualità delle informazioni fornite ai creditori (…)” rientrando 
tra queste anche la correttezza metodologica della attestazione. 

In giurisprudenza già Cass., 15 settembre 2011, n. 18864, (Est. Bernabai), evidenziava che «In 
tema di omologazione del concordato preventivo, sebbene, nel regime conseguente all’entrata in 
vigore del d.lg. 169/2007, al giudice sia precluso il giudizio sulla convenienza economica della 
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proposta, non per questo gli è affidata una mera funzione notarile di regolarità formale, per 
effetto della quale gli sarebbe preclusa la possibilità di intervenire a tutela dell’interesse pubblico a 
che il governo della crisi dell’impresa non sia piegato a utilizzazioni improprie, come nei casi di 
vizio genetico della proposta accertabile in via preventiva, e non sanabile dal consenso dei 
creditori, di radicale e manifesta inadeguatezza del piano per sopravvalutazione di cespiti 
patrimoniali o indebita pretermissione, o svalutazione, di voci di passivo, non rilevata ab initio 
nella relazione del professionista». 

Dalle norme introdotte e anche da quelle lasciate inalterate dal riformatore del 2005 si 
ricavava, secondo un’impostazione, una forte restrizione del potere del giudice che avrebbe 
potuto effettuare soltanto un controllo sul deposito dei documenti redatti in funzione della 
procedura e sulla loro regolarità formale con esclusione di un controllo sulla fattibilità del piano109. 

Secondo un’altra posizione che faceva leva sull’oggetto della verifica giudiziale («la 
completezza e la regolarità della documentazione»), invece, il giudice, pur non potendo sindacare 
la proposta nel merito, avrebbe potuto tuttavia controllare la fattibilità del piano mediante una 
verifica della relazione dell’esperto di cui all’art. 161, comma 3. Secondo questa tesi il giudice 
avrebbe potuto accertare la serietà, la completezza e lo svolgimento argomentativo anche 
secondo i canoni della scienza aziendalistica110. 

Il decreto correttivo del 2007 interveniva sull’art. 162 riformulandolo integralmente e 
recependo una prassi applicativa virtuosa adottata da alcune corti di merito per non respingere 
una proposta di concordato sol perchè accompagnata da documentazione insufficiente. 

Il comma 1 dell’art. 162 l. fall.. adesso sancisce che: «Il tribunale può concedere al debitore un 
termine non superiore a quindici giorni per apportare integrazioni al piano e produrre nuovi 
documenti», aprendo ad un colloquio tra imprenditore e giudice ed introducendo una sorta di 
potere di indirizzo del tribunale che può chiedere al debitore di arricchire o ritoccare la proposta e 
al professionista di integrare o meglio chiarire la propria relazione sulla fattibilità del piano. 

Tale norma potrebbe anche legittimare una lettura favorevole ad un controllo giudiziario nel 
merito. Come è stato scritto «Probabilmente il legislatore del 2007 non aveva l’esatta percezione 
delle conseguenze che l’intervento sull’art. 162 avrebbe potuto provocare. Il decreto correttivo, 
infatti, cercava di completare e levigare la disciplina del concordato preventivo » . 

In seguito all’intervento del decreto correttivo del 2007, riformulando integralmente l’art 162 e 
recependo una prassi applicativa virtuosa adottata da alcune corti di merito - per non respingere 
una proposta di concordato sol perché accompagnata da documentazione insufficiente - «Il 

                                                           
109 In tal senso, molte fra le prime pronunce giurisprudenziali: Tribunale Torino, 16 ottobre 2005, in Giur. it., 2006, I, 
559; Tribunale Firenze, 8 febbraio 2006, in Fallimento, 2006, 5, 608; Tribunale Pescara, 20 ottobre 2005, in Fallimento, 
2006, 56; Tribunale Treviso, 15 luglio 2005, ivi, 63; Tribunale Milano, 13 luglio 2006, in Fallimento, 2007, 110; Tribunale 
Milano, 17 marzo 2006, in Fallimento, 2006, 729; Tribunale Milano, 9 febbraio 2007, in Fallimento, 2007, 1218; Tribunale 
Milano, 16 febbraio 2007, ibidem, 548; Appello Torino, 19 giugno 2007, ibidem, 1315. Nel senso, invece, che il tribunale 
potesse esercitare anche un controllo di merito sulla fattibilità del piano proposto dal debitore concordatario: Tribunale 
Salerno, 3 giugno 2005, in Giur. it., 2006, 3, 559 e in Fallimento, 2005, II, 1297; Tribunale Sulmona, 19 gennaio 2006, in 
Fallimento, 2006, 5, 608; Tribunale Roma, 8 marzo 2006, in Dir. e prat. Fall., 2006, 54; Tribunale Roma, 20 dicembre 
2005, in Merito, 2006, 22. 
110 Tesi formulata da BOZZA, Il vecchio, l’attuale e il (forse) prossimo art. 173 ult. Parte della l. fall.entare, in Fallimento, 
2007, 685; VACCHIANO, I poteri di controllo del tribunale in sede di ammissione del debitore al concordato preventivo, 
in Fallimento, 2007, 1321; MANDRIOLI, Concordato preventivo: la verifica del tribunale in ordine alla relazione del 
professionista, ibidem, 1221; PENTA, Il controllo del tribunale in sede di omologazione del concordato preventivo e la 
prosecuzione dell’attività d’impresa, ivi, 2008, 84. 
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tribunale può concedere al debitore un termine non superiore a quindici giorni per apportare 
integrazioni al piano e produrre nuovi documenti». Questa norma apre indubbiamente ad un 
colloquio tra imprenditore e giudice introducendo una sorta di potere di indirizzo del tribunale che 
può chiedere al debitore di integrare la proposta e al professionista di perfezionare la relazione 
attestativa sulla fattibilità.  

In seguito a questo intervento normativo, vi è stato chi ha ritenuto che il dialogo tra 
l’imprenditore e l’autorità giudiziaria possa scivolare dalla regolarità formale della domanda al 
merito facendo riacquistare al giudice un ruolo che sembrava perduto.111 

L’interpretazione corretta del comma 1 dell’art. 162 può in verità condurre alla riconduzione ad 
unità del nuovo sistema: il giudice è garante della regolarità dell’atto processuale e del 
procedimento e quindi il suo intervento nella fase di ammissione rientrerebbe nel ruolo 
assegnatogli dalla riforma che nel contempo vuole favorire la composizione concordataria delle 
crisi. 

In sostanza l’art. 162, nel I comma, consentirebbe «un’esternazione anticipata e non 
traumatica del controllo sulla regolarità della domanda al fine di consentire alla parte di apportarvi 
correzioni». Secondo questa impostazione anche l’eventuale rappresentazione da parte del 
giudice di carenze sostanziali del piano che potrebbero impedire il successo dell’operazione, 
riconducendosi ai poteri che gli sono assegnati in caso di opposizione all’omologazione, non 
sarebbe da leggere come valutazione del merito «atteso che si tratta – alla luce del nuovo art. 180 
l. fall.. – di una valutazione attribuita alla competenza del giudice e che, se espressa in sede di 
controllo di completezza, consente al proponente di depositare un piano omologabile». 

Il giudice «legge», esamina cioè preliminarmente il piano, valuta gli obiettivi assunti, esamina la 
documentazione e riscontrando carenze del primo e/o omissioni nella seconda, decide di 
concedere un termine per l’integrazione di entrambi? Oppure può concedere tale termine solo su 
richiesta del debitore che voglia introdurre nuovi elementi nel piano supportandoli da idonea 

                                                           
111 All’indomani del decreto correttivo (d. lgs. 12 settembre 2007, n. 169) si considerava «definitivamente accantonato» 
«il disegno del legislatore del 2006 di eliminare il controllo del giudice sul merito della proposta concordataria» 
(PANZANI, Il decreto correttivo della riforma delle procedure concorsuali (prima parte), in Quotidiano Giuridico/Ipsoa, 
settembre, 2007, 1; sulla stessa linea SCARAFONI, Il giudizio di ammissione al concordato preventivo: riflessioni sul 
decreto legislativo correttivo della l. fall.entare, in Dir. fall., 2007, I, 914-915, dichiarando che è «del tutto tramontato il 
tentativo d’attribuire alla relazione del professionista una funzione sostitutiva della valutazione di merito del giudice»; 
BONFATTI - CENSONI, Le disposizioni correttive e integrative della riforma della l. fall.entare, Padova, 2008, 79; In senso 
contrario, però, AMBROSINI, Il concordato preventivo e gli accordi di ristrutturazione, XI, 1, diretta da COTTINO, Padova 
2008, 72 secondo il quale il disegno tracciato nel d.l. n.35 del 2005 è stato confermato, ciò desumendo dalla Relazione 
Illustrativa al correttivo che spiega le modifiche all’art. 163 per esigenze di coordinamento con l’art. 162 e non enuncia, 
invece, una inversione di rotta circa i poteri del tribunale. La Relazione enuclea il comma 1 («Il tribunale può concedere 
al debitore un termine non superiore a quindici giorni per apportare integrazioni al piano e produrre nuovi documenti») 
nell’ambito della inammissibilità della proposta senza addentrarsi in una illustrazione della norma in se´ ; JACHIA, Il 
concordato preventivo e la sua proposta, in FAUCEGLIA - PANZANI (diretto da), Fallimento e altre procedure concorsuali, 
3, cit., 1616-1617; Fauceglia, Ancora sui poteri del Tribunale per l’ammissibilità del concordato preventivo: errare è 
umano, perseverare diabolico, in Dir. fall., 2008, II, 573. Sul dialogo tra giudice e debitore che implicherebbe un esame 
approfondito del piano e dei dati aziendali da parte del tribunale, cfr. AZZARO, Concordato preventivo e autonomia 
privata, in Fallimento, 2007, 1267. Su questa linea, in giurisprudenza, Tribunale Bari, 25 febbraio 2008, in Fallimento, 
2008, 682 sostanzialmente sulla medesima linea delle sue pronunce ante-correttivo: Tribunale Bari, 7 novembre 2005, in 
Fallimento, 2006, 52 e Tribunale Bari, 21 novembre 2005, ibidem, 222. In senso contrario Fauceglia, Ancora sui poteri del 
Tribunale per l’ammissibilità del concordato preventivo: errare è umano, perseverare diabolico, cit., 576, secondo il 
quale questo dialogo non si traduce in un maggiore coinvolgimento del giudice. 
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documentazione o anche solo rafforzare la documentazione che gli appaia, melius re perpensa, 
lacunosa? 

7. Come fu letto l’intervento del giudice dal 2005 fino alle S.U. del 2013? 

Prima dell’intervento della Suprema Corte a Sezioni Unite nel 2013 non vi era uniformità di 
orientamenti tra gli interpreti sulla natura e sull’intensità di tale controllo. 

Un primo orientamento escludeva qualsiasi sindacato sostanziale sulla fattibilità del piano da 
parte del giudice e ammetteva soltanto un controllo formale sulla completezza e regolarità della 
documentazione allegata alla domanda (c.d. controllo di legalità formale o controllo 
documentale).  

Nettamente contrapposto al primo, un secondo orientamento attribuiva al tribunale il potere 
di effettuare un vero e proprio giudizio di merito sulla fattibilità del piano, anche attraverso la 
verifica diretta della correttezza del giudizio di fattibilità formulato dall’asseveratore (c.d. controllo 
di merito).  

Una tesi intermedia, poi, attribuiva al professionista attestatore il giudizio sulla veridicità dei 
dati e sulla fattibilità del piano, e al tribunale un controllo indiretto sulla coerenza, logicità e 
completezza della relazione del professionista (c.d. controllo di legittimità sostanziale). 

Le conseguenze dell’adesione all’uno o all’altro orientamento erano (e sono tuttora) rilevanti.  

Da un lato, i fautori del c.d. controllo di merito ritenevano che il giudice potesse acquisire 
direttamente i dati aziendali e confrontarli con quelli contenuti nell’attestazione per pervenire ad 
un autonomo giudizio sulla veridicità degli stessi e sulla fattibilità del piano.  

Dall’altro, i sostenitori del c.d. controllo di legittimità sostanziale limitavano il sindacato del 
giudice alla verifica dell’idoneità della documentazione prodotta e, in particolare, dell’attestazione 
a garantire una decisione informata e consapevole dei creditori sulla proposta di concordato in 
sede di votazione112. 

Proprio partendo da quest’ultimo orientamento, iniziava a delinearsi tra gli interpreti l’idea che 
il legislatore avesse inteso stabilire una precisa suddivisione delle competenze all’interno della 
procedura di concordato preventivo:  

1) da un lato l’attestatore, in possesso di specifici requisiti di terzietà e professionalità, cui 
spetta esprimersi sulla veridicità dei dati contabili e sulla fattibilità del piano nella relazione ex art. 
161, terzo comma;  

2) dall’altro il tribunale, cui compete la verifica della completezza e logicità della relazione e il 
giudizio sulla idoneità della stessa a consentire ai creditori di esprimere un voto informato e 
consapevole;  

                                                           
112 In giurisprudenza, Cass., 14 febbraio 2011, n. 3586, (Est. Didone); Cass., 25 ottobre 2010, n. 21860, (Est. Fioretti), 
con nota adesiva di FABIANI e nota critica di BOZZA; App. Roma, 18 settembre 2010, in Dir. fall., 2011, 1, II, 18, con nota 
di FAUCEGLIA; App. Torino, 20 luglio 2009, in Fallimento, 2010, 961; App. Milano, 4 ottobre 2007, in Dir. fall., 2008, II, 
317; App. Torino, 19 giugno 2007, in Fallimento, 2007, 1315; Trib. Milano, 10 marzo 2010, in Fallimento, 2010, 743; Trib. 
Milano, 9 febbraio 2007, in Dir. e prat. fall., 2007, 51; Trib. Palermo, 17 febbraio 2006, in Fallimento, 2006, 570; Trib. 
Monza, 16 ottobre 2005, in Fallimento, 2005, 1402; Trib. Ancona, 13 ottobre 2005, in Fallimento, 2005, 1405. Contra, 
App. Bologna, 30 giugno 2006, in Fallimento, 2007, 470; Trib. Cagliari, 12 marzo 2009, in Dir. fall., 2010, 3-4, 304; Trib. 
Milano, 2 ottobre 2006, in Fallimento, 2007, 331; Trib. Pescara, 20 ottobre 2005, in Fallimento, 2006, 56; Trib. Sulmona, 
6 giugno 2005, in Fallimento, 2005, 793; Trib. Salerno, 3 giugno 2005, in Fallimento, 2005, 1297. 
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3) infine, il commissario giudiziale, che nelle relazioni ex artt. 172 e 180 deve pronunciarsi sulla 
fattibilità del piano per offrire ai creditori una lettura indipendente dello stesso e consentire loro 
di ponderare attentamente le conseguenze del voto. 

Allo stesso tempo, era poi generalmente ammesso che una volta determinata l’ampiezza del 
sindacato giudiziale nella fase dell’ammissione del debitore al concordato preventivo, le medesime 
conclusioni dovessero valere anche per le fasi successive della procedura e, soprattutto, per la fase 
di omologazione del concordato.  

Sempre secondo tale orientamento, proprio nella regolazione della fase di omologa sarebbe 
emersa la volontà del legislatore di limitare il giudizio del tribunale alla verifica della regolarità 
della procedura e dell’esito della votazione. Ciò sarebbe dimostrato dal dispositivo dell’art. 180, 
che esclude qualsivoglia sindacato giudiziale sul merito della proposta, fatto salvo il caso in cui la 
convenienza della stessa sia contestata da parte di creditori appartenenti ad una classe 
dissenziente ovvero - a seguito della recente riforma e nel caso in cui non siano formate classi - da 
parte di creditori dissenzienti che rappresentino il venti per cento dei crediti ammessi al voto.  

Solo in questi casi, pertanto, il Tribunale sarebbe autorizzato a valutare la convenienza della 
proposta di concordato (rispettivamente, per la classe dissenziente cui appartiene il creditore 
opponente ovvero per i creditori opponenti rappresentanti la percentuale richiesta dalla legge)113. 
L’orientamento da ultimo illustrato è stato dapprima accolto dalla Corte di Cassazione nella 
sentenza n. 21860 del 25 ottobre 2010 (Est. Fioretti) e, successivamente, confermato dalla 
Suprema Corte a Sezioni Unite n. 1521 del 23 gennaio 2013. 

In primo luogo - affermano le S.U. - la «fattibilità» non va confusa con la «convenienza» della 
proposta, quest’ultima certamente sottratta al sindacato del giudice e riservata all’apprezzamento 
dei creditori. «Fattibilità» significa, infatti, «prognosi circa la possibilità di realizzazione della 
proposta nei termini prospettati». 

Tale prognosi può riguardare la «fattibilità giuridica» o la «fattibilità economica» del piano di 
concordato. 

Il controllo sulla «fattibilità giuridica» spetta senza dubbio al tribunale, che effettua un 
sindacato diretto e non di secondo grado sul piano volto a verificare la compatibilità delle modalità 
attuative ivi previste con le norme di legge inderogabili.  

Più delicato, di contro, è il sindacato sulla «fattibilità economica» del piano, in quanto giudizio 
prognostico che presenta margini di opinabilità e possibilità di errore. 

                                                           
113 In giurisprudenza, Cass., 16 settembre 2011, n. 18987, (Est. Cultrera); Cass., 25 ottobre 2010, n. 21860, (Est. 
Fioretti), che ha valorizzato il ruolo di “eccezione alla regola” della disposizione di cui all’art. 180, quarto comma, e 
affermato che dall’attuale formulazione dell’art. 180 si evince chiaramente che «la decisione in ordine alla convenienza 
del concordato spetta esclusivamente ai creditori», mentre «al Tribunale, in assenza di opposizioni, spetta il solo potere 
di verificare che la procedura si sia svolta regolarmente e se il concordato è stato effettivamente approvato dalla 
maggioranza». Il Tribunale, infatti, può aprire una istruttoria ed entrare nel merito della convenienza del piano solo su 
istanza di un creditore appartenente ad una classe dissenziente, ma «giammai potrebbe procedervi d’ufficio». Si v. 
inoltre, nella giurisprudenza di merito, App. Roma, 18 settembre 2010, (nt. 3), 21; Trib. Mondovì, 6 marzo 2009, in Dir. 
fall., 2010, 3-4, 304. Contra, VITIELLO che ritiene che al tribunale competa verificare, oltre il raggiungimento delle 
maggioranze e la legalità della procedura, la rispondenza dell’accordo agli interessi generali, con particolare riferimento 
all’attuabilità del piano; e, in giurisprudenza, Trib. Roma, 22 gennaio 2009, in Nuovo diritto delle società, 2010, 2, 67; 
Trib. Bari, 25 febbraio 2008, in Fallimento, 2008, 682; Trib. Pescara, 16 ottobre 2008, in Giur. merito, 2009, 1, 125, con 
nota di D’ORAZIO; Trib. Milano, 24 aprile 2007, (nt. 1), 1443. 
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Proprio la maggiore opinabilità e incertezza rendono opportuno che siano i creditori a 
esprimere tale giudizio una volta ottenuta completa informazione sul punto, in qualità di soggetti 
direttamente interessati dal piano e dalla proposta concordatari. 

Ciò chiarito, resta da affrontare la questione fondamentale che si pone nell’applicazione pratica 
di tali principi, che è la seguente: esiste un limite al principio dell’insindacabilità della «fattibilità 
economica» da parte del giudice? In altre parole, il giudizio sulla «fattibilità economica» è sempre 
di competenza dei creditori anche in ipotesi limite di assoluta mancanza di fattibilità economica 
del piano proposto? 

Per rispondere a tale interrogativo, le Sezioni Unite affrontano l’indagine della «causa» della 
procedura di concordato, distinguendo il profilo della «causa in astratto» da quello della «causa in 
concreto». 

Da un lato, la «causa in astratto» del concordato preventivo può individuarsi nella 
composizione della crisi d’impresa attraverso il soddisfacimento dei creditori, ove possibile 
attraverso soluzioni idonee a favorire la conservazione dei valori aziendali. 

Dall’altro, la «causa in concreto» è l’obiettivo perseguito dalla singola proposta di concordato 
depositata, che assume concretezza nell’indicazione delle modalità di soddisfacimento dei 
creditori e, eventualmente, delle percentuali e dei tempi di adempimento. 

Non è possibile, secondo le Sezioni Unite, stabilire in astratto i limiti dell’intervento del giudice 
in ordine alla fattibilità (economica) del concordato, dovendosi avere riguardo alla causa concreta 
della procedura. Questa sussiste ed è soddisfatta ove sia garantito il diritto dei creditori di votare 
avendo contezza di tutti i dati a tal fine necessari e ove il piano persegua le finalità del 
superamento della situazione di crisi dell’imprenditore riconoscendo ai creditori una percentuale 
pur minima di soddisfazione del credito in tempi di realizzazione ragionevolmente contenuti. 

Compito del giudice è, dunque, in primis, quello di verificare l’idoneità della documentazione 
prodotta a fornire gli elementi di giudizio necessari ai creditori per esercitare il proprio voto in 
modo informato. Ciò deve avvenire attraverso un controllo circa la presenza, l’analiticità, la 
complessiva coerenza e logicità delle attestazioni di veridicità dei dati e di fattibilità del piano 
dell’esperto e delle motivazioni poste alla base di tale giudizio. 

In secondo luogo, il giudice deve verificare la fattibilità giuridica della proposta e l’effettiva 
compatibilità di quanto previsto dal piano con le norme inderogabili dell’ordinamento. 

Infine, il giudice potrà esprimersi sulla fattibilità economica del piano soltanto in caso di 
manifesta impossibilità di realizzazione della causa concreta del concordato, intesa come 
soddisfazione anche minima dei creditori concorsuali nel rispetto dei termini indicati nella 
proposta. La Suprema Corte risponde, dunque, all’interrogativo sopra prospettato circa la 
possibilità o meno del giudice di sindacare la «fattibilità economica» del piano di concordato in 
ipotesi limite di assoluta mancanza di fattibilità economica del piano proposto: solo ove il giudice 
accerti la manifesta impossibilità di un qualsivoglia soddisfacimento dei creditori concorsuali potrà 
negare o revocare l’ammissione del debitore alla procedura o l’omologazione del concordato. 

Spetta, di contro, ai creditori il giudizio di «convenienza» e, salvo il caso limite di cui sopra, il 
giudizio sulla «fattibilità economica» della proposta di concordato, rispetto ai quali il tribunale non 
può anteporre la propria valutazione. 
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Le Sezioni Unite hanno altresì chiarito che tali conclusioni non valgono soltanto per il giudizio di 
ammissione alla procedura ex art. 161 e ss., bensì per tutto il corso della procedura e financo per il 
giudizio di omologa ex art. 180. L’estensione del sindacato giudiziale nelle fasi dell’ammissione, 
dello svolgimento e dell’omologazione del concordato è, infatti, la medesima e consiste nella 
verifica della sussistenza iniziale e della successiva permanenza dei presupposti di ammissione alla 
procedura nonché nell’accertamento della regolarità della procedura per tutta la sua durata114. 

D’altra parte, afferma la Suprema Corte, anche le modifiche della l. fallimentare successive al 
2005 sembrano confermare al giudice quel ruolo di garante della legalità della procedura. Va in 
questa direzione, innanzitutto, la previsione di cui all’art. 161, sesto comma, che disciplina la 
fattispecie del c.d. concordato con riserva di successivo deposito della proposta, del piano e della 
ulteriore documentazione richiesta dalla legge e che consente al debitore di continuare ad 
occuparsi della gestione ordinaria della società e di compiere gli atti urgenti di straordinaria 
amministrazione «previa autorizzazione del tribunale, il quale può assumere sommarie 
informazioni»; come pure la nuova disciplina di cui all’art. 169 bis in tema di contratti pendenti, 
che prevede la possibilità di sospensione dei contratti in corso ovvero di scioglimento degli stessi 
previa autorizzazione del giudice; ovvero la già citata previsione di cui al quarto comma dell’art. 
180, che estende l’“eccezionale” giudizio di convenienza sulla proposta di concordato da parte del 
tribunale all’ipotesi di opposizione di creditori rappresentanti il venti per cento dei crediti ammessi 
al voto, in caso di mancata formazione delle classi.  

Nello stesso senso sembrano essere le previsioni di cui all’art. 182 quinquies in tema di 
autorizzazione del tribunale alla sottoscrizione di finanziamenti prededucibili o al pagamento di 
crediti anteriori per la prestazione di beni o servizi, e di cui all’art. 186 bis, sesto comma, in materia 
di concordato con continuità aziendale, che attribuisce al tribunale un potere di intervento nel 
corso della procedura ove accerti che «l’esercizio dell’attività d’impresa cessa o risulta 
manifestamente dannoso per i creditori». 

Si tratta di norme finalizzate a contemperare la possibilità di un rapido accesso alla procedura 
di concordato con la presenza di un organo giudiziale, in funzione di garanzia dei creditori, 
particolarmente necessario in considerazione dell’assenza momentanea di tutti i controlli 
normalmente previsti. Esse, infatti, non ampliano tout court il ruolo del giudice nella procedura, 
bensì prevedono l’intervento di un organo terzo in funzione di garanzia dei creditori in quelle fasi 
della procedura introdotte ex novo e caratterizzate dall’urgenza e dall’assenza di altre tipologie di 
controllo. Lungi dal costituire un rafforzamento del sindacato di merito del tribunale nella 
procedura, confermano invece la suddivisione di competenze tra giudice e creditori sopra 
illustrata. 

D’altra parte, anche la recente modifica dell’art. 179, secondo comma, sembra confermare che 
il giudice non ha il potere di interrompere la procedura in caso di mutamento delle condizioni di 
fattibilità economica del piano.  

                                                           
114 Conf. Cass., 16 maggio 2014, n. 10778, (Est. Di Virgilio), che ha riaffermato «che il controllo di legittimità spettante al 
giudice si realizza facendo applicazione di un unico e medesimo parametro nelle diverse fasi di ammissibilità, revoca ed 
omologazione in cui si articola la procedura di concordato preventivo» e che tale controllo di regolarità della procedura 
«comporta necessariamente la verifica della persistenza, sino a quel momento, delle stesse condizioni di ammissibilità 
procedura, seppure già scrutinate nella fase iniziale, dell'assenza di atti o fatti di frode che potrebbero dare impulso al 
procedimento di revoca ex art.173 1.f. ed infine, in caso di riscontro positivo di tali condizioni, del rispetto delle regole 
che impongono che la formazione del consenso dei creditori sulla proposta concordataria sia stata improntata alla più 
consapevole ed adeguata informazione». 
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Da tempo ci si chiedeva, infatti, per l’ipotesi in cui si fossero verificati eventi idonei a incidere 
sulla fattibilità (economica) del piano nel periodo intercorrente tra l’adunanza dei creditori e il 
decreto di omologa, quali fossero le più opportune iniziative a tutela dei creditori e chi fosse 
competente ad adottarle nell’ipotesi in cui fosse stato evidente che il giudizio dei  creditori sulla 
proposta sarebbe stato diverso se avessero avuto contezza delle mutate prospettive 
anteriormente all’espressione del voto in adunanza.  

Mentre secondo un certo orientamento tali iniziative sarebbero dovute consistere nella revoca 
dell’ammissione al concordato da parte del tribunale, altri già avevano evidenziato l’opportunità in 
questi casi di convocare nuovamente l’adunanza dei creditori e di ripetere le operazioni di voto, 
sul presupposto che solo i creditori hanno il diritto di valutare la rilevanza da attribuire al 
mutamento delle condizioni della proposta. 

Il legislatore, attraverso la nuova formulazione dell’art. 179, secondo comma, ha chiarito che 
dal mutamento sopravvenuto delle circostanze di fattibilità (economica) del piano proposto ai 
creditori non possa desumersi, sic et simpliciter, la volontà dei creditori di modificare il proprio 
voto e di interrompere la procedura.  

Ne consegue inevitabilmente l’illegittimità dell’eventuale automatica reiezione 
dell’omologazione da parte del giudice in caso di sopravvenuto mutamento delle circostanze e, al 
contempo, la non obbligatorietà di una nuova adunanza dei creditori, in quanto - stabilisce la 
norma in discorso - soltanto i creditori che intendano revocare il proprio voto favorevole o 
esprimere il proprio voto in luogo dell’eventuale precedente astensione possono e devono 
costituirsi nel giudizio di omologazione ex art. 180, istando per la reiezione dell’omologazione 
medesima. 

Ciò rappresenta un’importante indicazione circa il ruolo del giudice immaginato dal legislatore 
nelle diverse fasi del procedimento in discorso, con particolare riferimento al controllo in itinere ex 
art. 173. E di tale avviso sono anche le Sezioni Unite ove affermano che il dettato normativo 
dell’art. 179, secondo comma, «esclude incontestabilmente che il tribunale debba avere notizia 
dell’eventuale mutamento registrato in ordine alle condizioni di fattibilità, il che lascia 
implicitamente intendere che l’organo giudiziario non dovesse essersene occupato prima, solo così 
potendosi giustificare la sua indifferenza, rispetto al mutamento di dati altrimenti potenzialmente 
rilevanti»115. 

E’ evidente che anche le recenti riforme della l. fallimentare hanno valorizzato il principio di c.d. 
autotutela informata dei creditori concorsuali, confermando l’indirizzo già seguito del legislatore in 
occasione dei precedenti interventi riformatori. 

8. La giurisprudenza dopo le S.U. 1521/2013. 

A seguito della sentenza delle Sezioni Unite, la successiva giurisprudenza di legittimità e di 
merito si è sostanzialmente attenuta ai principi espressi dalla Suprema Corte.  

Se i principi sanciti dai giudici di legittimità sono abbastanza chiari in teoria, più difficile è la loro 
applicazione in concreto. Si tratta di stabilire quali fatti siano idonei a integrare una assoluta e 
manifesta irrealizzabilità del piano proposto ai creditori. Risulta, pertanto, particolarmente utile 
l’analisi della giurisprudenza di legittimità successiva alla pronuncia delle Sezioni Unite. 

                                                           
115 Così Cass., SS. UU., 3 gennaio 2013, n. 1521. Conf. App. Firenze, 10 febbraio 2014 che ha stabilito che la disposizione 
di cui all’art. 179, secondo comma, introduce la possibilità di esaminare e sottoporre ai creditori non solo modifiche 
peggiorative, ma anche migliorative. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

627 

 

Tra le pronunce successive all’intervento delle Sezioni Unite è senza dubbio degna di nota 
quella di Cass, 9 maggio 2013, n. 11014, (Est. Mercolino), che ha confermato la correttezza della 
pronuncia della Corte d’Appello di Firenze (3 aprile 2009), che aveva già censurato la dichiarazione 
di fallimento effettuata dal Tribunale di Lucca a seguito del rigetto della domanda di concordato 
preventivo proposta dal debitore. La Corte d’Appello aveva già evidenziato, infatti, che 
«l’ottimismo delle previsioni di vendita degli immobili formulate nella proposta concordataria e 
nella relazione allegata, pur ponendosi in contrasto con la grave crisi economica in atto, con il 
crescente immobilismo del mercato immobiliare e con la posizione geografica dei beni, incidesse 
sulla fattibilità del concordato in termini non già di certezza ma di mera probabilità».  

La Suprema Corte, chiamata a valutare la correttezza della decisione dei giudici di secondo 
grado, ha confermato la decisione della Corte d’Appello, ritenendo che la stessa avesse valutato in 
modo ponderato i rischi e i vantaggi connessi alla liquidazione concorsuale dei beni aziendali e 
effettuato un corretto giudizio di merito in ordine all'intrinseca serietà logica della proposta 
concordataria, procedendo «ad una valutazione delle possibilità di attuazione della stessa, sotto il 
profilo della concreta realizzabilità delle previsioni di vendita degli immobili e delle connesse 
prospettive di soddisfacimento dei creditori, poste a confronto con i rischi ai quali questi ultimi 
sarebbero rimasti esposti in caso di fallimento».  

«L’esclusione dell’irrealizzabilità» - ad avviso della Suprema Corte - «è di per sé sufficiente, 
sotto il profilo logico, a collocare l'attuazione del piano nell'arco delle probabilità astrattamente 
attingibili dal giudizio di fattibilità, la cui valutazione in concreto costituisce proprio l'oggetto 
dell'apprezzamento demandato al giudice di merito». 

Ciò conferma e contestualizza quanto affermato dalle Sezioni Unite circa i limiti del sindacato 
del giudice sulla «fattibilità economica», possibile soltanto nel caso in cui emerga manifestamente 
l’impossibilità di attuare quanto contenuto nel piano concordatario; in caso contrario, il diniego 
dell’ammissione al concordato si tradurrebbe in un ingiustificato rischio di danno sia per il debitore 
che per i creditori, ai quali resterebbe preclusa la possibilità di esprimere il loro giudizio in ordine 
alla proposta e di prestare la propria collaborazione alla riuscita del piano. 

Un’altra pronuncia molto interessante in relazione al tema in esame è la sentenza Cass., 6 
novembre 2013, n. 24970, (Est. De Chiara), che ha il merito di aver effettuato la valutazione circa i 
limiti del sindacato giudiziale sulla fattibilità economica del piano di concordato in modo chiaro ed 
esplicito, analizzando singolarmente i rilievi evidenziati nella relazione finale del commissario, 
rilievi posti poi alla base della pronuncia del giudice di prime cure.  

Nel caso all’esame della Suprema Corte, veniva negata l’omologazione del concordato 
preventivo in continuità proposto dal debitore e approvato dalla maggioranza dei creditori a 
seguito della rilevazione ex officio della non fattibilità del concordato stesso sulla base dei seguenti 
elementi, già evidenziati dal commissario giudiziale nel parere motivato di cui all’art. 180, secondo 
comma: (a) la mancanza di impegni cogenti da parte delle banche quanto all’apporto di nuova 
finanza dopo l’omologazione; (b) un deficit patrimoniale di oltre 850.000 Euro registrato nei mesi 
successivi al deposito del concordato preventivo in discorso, con conseguente perdita del capitale 
sociale in itinere; (c) la mancanza di garanzie circa le dismissioni di due immobili previste dal piano; 
(d) la mancanza di copertura del fabbisogno concordatario nel quinquennio 2011-2015 mediante 
le risorse previste nel piano. 

Già i giudici della Corte d’Appello di Firenze (14 giugno 2012), investiti dell’esame del reclamo 
proposto dal debitore contro la sentenza che ne aveva dichiarato il fallimento, avevano accolto le 
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doglianze del debitore censurando l’illegittima valutazione da parte del giudice di primo grado 
sulla fattibilità del concordato, valutazione riservata ai soli creditori purché compiutamente 
informati e consapevoli delle criticità relative alla proposta di concordato loro presentata; e nel 
caso di specie, secondo i giudici di seconda istanza, «non sussisteva alcun deficit di consapevolezza 
da parte del ceto creditorio al momento della votazione, posto che gli elementi evidenziati dal 
commissario nel suo parere finale altro non erano che una riconsiderazione delle criticità già 
riferite in precedenza ai creditori, in particolare evidenziando l’aumento dell’entità dello sbilancio 
fra attività e fabbisogno concordatario». 

Tali censure, devolute poi all’esame della Suprema Corte dal curatore del fallimento, venivano 
ritenute infondate anche dai giudici di legittimità. In particolare, secondo la Suprema Corte, la 
mancanza di impegni cogenti da parte delle banche per l’apporto di nuova finanza dopo 
l’omologazione e di garanzie circa le dismissioni di due immobili evidentemente previste nel piano 
non sono elementi tali da integrare una assoluta inattitudine del piano a realizzare quanto 
proposto, in quanto non può escludersi che in futuro si verifichino, rispettivamente, apporti di 
nuova finanza ovvero la vendita degli immobili al prezzo ipotizzato.  

D’altra parte, proseguono i giudici, anche i rilievi sub (b - un deficit patrimoniale) e (d - la 
mancanza di copertura del fabbisogno concordatario) non sono tali da escludere in assoluto la 
fattibilità economica del piano proposto, pur evidenziando un andamento negativo della società 
debitrice durante la procedura di concordato e sollevando dubbi circa la capacità della stessa di 
soddisfare il fabbisogno concordatario con le risorse derivanti dalla continuazione della sua 
attività.  

Orbene, è evidente che un piano che si basa su dismissioni di immobili per loro natura incerte 
nei modi e nei tempi, che evidenzia la mancata copertura del fabbisogno concordatario con le 
risorse previste dal piano e, al contempo, non prevede impegni circa l’apporto di c.d. nuova 
finanza, genera comprensibili preoccupazioni circa la capacità di soddisfazione dei creditori 
indicata nella proposta. Tali preoccupazioni, tuttavia, non devono riguardare il giudice bensì i 
creditori stessi, ai quali compete la valutazione prognostica circa la realizzabilità del piano e la 
votazione della proposta. 

Alla luce di tale suddivisione di competenze tra i diversi soggetti della procedura, è di tutta 
evidenza che assume una particolare rilevanza il tema della corretta informazione dei creditori 
chiamati a valutare la proposta di concordato. Tale aspetto, già compiutamente analizzato dalle 
Sezioni Unite e illustrato nei precedenti paragrafi, viene esaminato anche nella sentenza citata. In 
particolare, i giudici di legittimità, nel dichiarare inammissibile - in quanto giudizio di merito già 
effettuato dalla Corte d’Appello e precluso alla Suprema Corte - le doglianze del commissario circa 
il difetto di informazione dei creditori prima del voto, riaffermano l’importanza del fatto che la 
scelta di questi avvenga in un contesto chiaro e privo di asimmetrie informative, nella disponibilità 
del quadro più completo possibile della proposta che sono chiamati a votare.  

Da qui i distinti ruoli del giudice delegato e del commissario giudiziale: il primo ha il compito di 
verificare la presenza dei presupposti richiesti per l’accesso alla procedura, attraverso un giudizio 
penetrante sulla principale condizione di ammissibilità al concordato, la relazione dell’attestatore 
sul piano, nonché di garantire che i creditori siano in condizione di esercitare il proprio voto con 
cognizione di causa sulla base di una corretta rappresentazione della realtà; il secondo, deve 
scandagliare il piano e prendere espressamente posizione sulla fattibilità di quanto proposto per 
fornire ai creditori, nelle relazioni ex artt. 172 e 180, gli elementi di valutazione necessari ad una 
votazione informata. 
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Anche la sentenza Cass., 14 marzo 2014, n. 6022, (Est. Cristiano) ha offerto un rilevante 
contributo nella comprensione dei principi affermati dalle Sezioni Unite. 

La Suprema Corte - nel respingere il ricorso presentato dal debitore ammesso al concordato poi 
omologato ed eseguito, il quale pretendeva la restituzione delle somme ricavate dalla vendita 
degli immobili eccedenti rispetto alla percentuale di soddisfazione promessa ai creditori - ha 
ribadito che nel concordato con cessione dei beni l’imprenditore assume l’obbligo di porre a 
disposizione dei creditori l’intero patrimonio dell’impresa e non di garantire il pagamento dei 
crediti in una misura percentuale prefissata.  

Di conseguenza, ha affermato la Corte, «va escluso che in tale tipo di concordato, in cui l’entità 
del soddisfacimento deriva dal risultato della liquidazione, sul quale non può esservi alcuna 
preventiva certezza, i creditori che, ciò nonostante, hanno approvato la proposta, possano 
richiedere la risoluzione nell’ipotesi in cui la somma ricavata dalla vendita dei beni si discosti, 
anche notevolmente, da quella necessaria a garantire il pagamento dei loro crediti nella 
percentuale indicata, non potendosi configurare inadempimento rispetto ad un’obbligazione che il 
debitore non ha assunto». Ciò sembra confermare il principio per cui, anche in presenza di una 
notevole incertezza sugli esiti del piano presentato dal debitore, il giudice deve astenersi da un 
giudizio sulla fattibilità del piano e rimettere ai creditori tale valutazione, quali unici soggetti che 
possono disporre dei propri interessi di credito e votare positivamente un piano concordatario 
che, seppur incerto, ritengono migliore della alternativa rappresentata dal fallimento. 

Di interesse per l’analisi del tema in esame sembra essere quanto affermato da Cass., 23 
maggio 2014, n. 11497, (Est. De Chiara) che ha accolto il ricorso proposto dal debitore contro la 
sentenza di fallimento seguita alla dichiarazione di inammissibilità della proposta di concordato, 
proprio alla luce di quanto affermato dalle Sezioni Unite in relazione all’impossibilità per il giudice 
di sindacare la fattibilità economica del piano di concordato.  

La Suprema Corte, nel censurare la pronuncia di primo grado in quanto basata sulla valutazione 
del probabile insuccesso del concordato, ha ricordato che «le Sezioni Unite, con riferimento alla 
fattibilità economica, individuano un solo profilo su cui si esercita il sindacato officioso del giudice 
*…+: quello della verifica della sussistenza o meno di una assoluta, manifesta non attitudine del 
piano presentato dal debitore a raggiungere gli obiettivi prefissati, ossia a realizzare la causa 
concreta del concordato, individuabile caso per caso in riferimento alle specifiche modalità 
indicate dal proponente per superare la crisi mediante una sia pur minimale soddisfazione dei 
creditori chirografari in un tempo ragionevole». 

Applicando poi tali principi al caso concreto in esame, i giudici di legittimità hanno rilevato che 
«sia l’incapacità della proponente di formalizzare l’acquisto - al quale, pure, non si disconosce il 
diritto - dei cespiti immobiliari, sia la mancata formalizzazione delle garanzie promesse da terzi, sia 
la ritenuta inattendibilità della valutazione degli immobili in quanto situati in zona agricola, 
costituiscono ragioni di probabile insuccesso del concordato sulla base di valutazioni di fatto 
spettanti in via esclusiva ai creditori, dei quali non è posta in discussione la compiuta informazione 
anche su tutti gli aspetti ad esse relativi; né, essendo basate su valutazioni opinabili, può dirsi che 
integrino un’assoluta, manifesta inettitudine del piano presentato dalla società debitrice a 
raggiungere gli obiettivi prefissati di soddisfazione dei creditori». 

Tali affermazioni trovano poi ulteriore conferma in numerose altre sentenze di legittimità e 
merito relative al tema in esame, e sembrano segnare ormai il superamento delle incertezze che 
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hanno caratterizzato per lungo tempo il tema dei limiti del sindacato giudiziale sulla fattibilità del 
piano di concordato anteriormente all’intervento della Suprema Corte a Sezioni Unite116. 

                                                           
116 Si v. Cass., 4 luglio 2014, n. 15345, (Est. Di Amato) che ha ribadito che «dopo l’approvazione della proposta da parte 
dei creditori non è consentito al tribunale, e neppure alla corte di appello in sede di reclamo, verificare la probabilità di 
successo del concordato e non omologarlo quando appaia prevedibile un inadempimento del debitore che 
legittimerebbe i creditori a chiedere la risoluzione del concordato. *…+ Il contrario non può sostenersi neppure ove la 
verifica del giudice facesse emergere l’inidoneità della proposta a soddisfare i diversi crediti nella misura e nei tempi 
promessi. *…+ Questi ultimi, del resto, ben potrebbero avere accettato non solo il rischio ma anche l’eventualità di essere 
soddisfatti in una misura ed in tempi diversi da quelli preventivati nella approvata proposta di concordato. *…+ In sede di 
omologazione il sindacato del tribunale, e della corte di appello nell’eventuale giudizio di reclamo, non può estendersi, 
attraverso una verifica istruttoria, alla probabilità di successo del concordato approvato dai creditori, e l’omologazione 
non può essere negata neppure quando, a giudizio del tribunale o della corte di appello, sia prevedibile l’inadempimento 
del concordato»; Cass., 23 maggio 2014, n. 11497 (De Chiara) che ha ribadito che l’unico profilo relativo alla fattibilità 
economica del concordato su cui il giudice può esercitare d’ufficio il proprio sindacato (fermo il controllo della 
completezza e correttezza dei dati informativi forniti dal debitore ai creditori con la proposta di concordato e i 
documenti allegati) è quello relativo alla «verifica della sussistenza o meno di una assoluta, manifesta non attitudine del 
piano presentato dal debitore a raggiungere gli obiettivi prefissati, ossia a realizzare la causa concreta del concordato, 
individuabile caso per caso in riferimento alle specifiche modalità indicate dal proponente per superare la crisi mediante 
una sia pur minimale soddisfazione dei creditori chirografari in un tempo ragionevole (causa in astratto)» e ha censurato 
la decisione della Corte d’Appello impugnata in quanto «gli elementi sui quali ha basato la decisione d’inammissibilità 
della proposta di concordato non configurano ragioni d’incompatibilità del piano con norme inderogabili (difetto di 
“fattibilità giuridica”) né d’altra parte evidenziano con chiarezza un deficit informativo per i creditori» quanto piuttosto 
«dubbi circa la possibilità della società affittuaria di produrre risultati imprenditoriali sufficienti ad assicurare il 
pagamento del canone d’affitto occorrente al soddisfacimento delle esigenze del concordato, dubbi che finisco per 
sconfinare nel merito della valutazione di fattibilità economica del piano, sul quale il giudice non può direttamente 
intervenire»; Cass., 16 maggio 2014, n. 10778 (Est. Di Virgilio); Cass. 30 aprile 2014, n. 9541, (Est. Di Virgilio); Cass., 14 
marzo 2014, n. 6022 (Est. Cristiano); Cass., 31 gennaio 2014, n. 2130, (Di Amato); Cass. 25 settembre 2013, n. 21901 (Est. 
Cristiano); Cass., 27 maggio 2013, n. 13083, (Est. Di Amato) che, pur rigettando il ricorso per le ragioni illustrate infra, ha 
censurato la decisione della Corte d’Appello in quanto «pur premettendo di non voler sindacare il merito e la 
convenienza della proposta concordataria, ha svolto valutazioni di convenienza e di fattibilità economica con riferimento 
alla accettabilità della transazione fiscale da parte dell'amministrazione finanziaria, alla possibilità di vendere la 
partecipazione sociale nella *…+ s.r.l. alle condizioni previste nel piano, alla certezza della realizzabilità della vendita di un 
ramo di azienda alla s.r.l. *…+»; Cass., 9 maggio 2013, n. 11014, (Est. Mercolino); App. Firenze, 10 febbraio 2014, che ha 
revocato la sentenza di fallimento pronunciata dal giudice di prime cure a seguito del rigetto dell’omologazione del 
concordato preventivo proposto dal debitore, ribadendo che «il giudizio di prognosi sulla fattibilità economica del piano 
- quale appunto quello sulla possibilità di incassare i crediti nei tempi prospettati e di dare soddisfazione ai creditori 
chirografari nella percentuale indicata - è rimesso esclusivamente alla valutazione dei creditori»; App. Bologna, 7 
novembre 2013, che ha accolto il reclamo contro la dichiarazione di fallimento pronunciata dal giudice di prime cure 
evidenziando l’illegittimità del giudizio di questi sulla fattibilità del concordato proposto dal debitore, in quanto relativo 
alla «probabilità di successo economico del piano e dei rischi inerenti» e, dunque, esorbitante i limiti individuati dalle 
Sezioni Unite in tema; Trib. Piacenza, 6 giugno 2014, che in sede di giudizio di omologazione ha rigettato l’opposizione di 
un creditore - che lamentava una sopravvalutazione dei cespiti immobiliari il cui ricavato era destinato dal piano alla 
soddisfazione dei creditori, nonché l’assenza di potenziali acquirenti degli stessi, e paventava il rischio di una non 
realizzabilità del concordato con conseguente fallimento del debitore e perdita di tempo e di valore dei beni aziendali - 
evidenziando che l’argomento non è condivisibile in quanto, così ragionando, «si dovrebbe concludere che l’attuale crisi 
generale del settore, come di molti altri, per l’estrema difficoltà della vendita di detti beni, tradizionalmente considerati 
beni rifugio, impedirebbe qualsiasi concordato il cui oggetto della cessione fossero immobili, difficoltà che non sarebbe 
comunque evitata anche in caso di fallimento, non trattandosi tanto di una questione di prezzo, quanto di mancanza di 
domanda»; Trib. Pesaro, 29 maggio 2014; Trib. Prato, 30 aprile 2014, che ha precisato che normalmente il giudizio circa 
la fattibilità economica del piano di concordato spetta ai creditori, ma che «non può essere rimesso alla decisione della 
maggioranza dei creditori, con pregiudizio dei dissenzienti, il rischio di fattibilità di un piano i cui margini di opinabilità e 
di errore siano talmente ampi da inficiarne la ragionevole tenuta e la probabilità di successo. La presenza di opposizioni 
non muta l'oggetto del giudizio del tribunale, che rimane circoscritto alla fattibilità giuridica, ma determina la necessità 
di valutare in modo rigoroso la predetta adeguatezza e l’accettabilità del rischio da riversare sui creditori in sede di 
omologazione». E ha aggiunto, con riferimento alle censure dei creditori opposti in relazione al valore dei beni oggetto di 
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Si arriva quindi a Cass. 17 ottobre 2014, n. 22045, (Est. Mercolino) la quale, affrontando ex 
professo la questione del sindacato giudiziale sulla fattibilità del concordato, esplicita ancor meglio 
i limiti entro i quali va esercitato il potere-dovere del giudice di rilevare l’eventuale difetto di 
trasparenza, congruenza, logicità e realizzabilità del piano.  

Nella fattispecie concreta, il giudice di legittimità manda esente dalla censura di violazione di 
legge (con riguardo agli artt. 160, 161, 162, 163, 172 e 180 l. fall.) la pronuncia con cui il giudice di 
merito aveva disatteso l’attestazione di fattibilità  economica del piano, ritenendo inappaganti, 
«sotto il profilo della trasparenza», le giustificazioni addotte dal debitore sulla mancata 
svalutazione dei crediti (nel senso che la relativa riscossione sarebbe stata agevolata dalla cessione 
dell’azienda), in quanto i creditori non erano stati informati dell’avvenuta cessione del marchio 
(avvenuta pochi giorni prima della domanda), che avrebbe - in tesi - impedito alla debitrice la 
prosecuzione dell’attività.  

Peraltro, la stessa Cassazione rileva l’erroneità - in fatto - di tale conclusione (poiché la cessione 
del marchio era avvenuta a favore della stessa società cessionaria dell’azienda, ed era perciò  
funzionale dell’adempimento degli obblighi assunti verso la cedente concordataria) e di 
conseguenza, in accoglimento del secondo motivo di ricorso (vizio motivazionale), rileva l’illogicità 
delle considerazioni che avevano indotto i giudici ad attribuire portata decisiva alla mancata 
informazione dei creditori sulla cessione del marchio, erroneamente ritenuta idonea ad ostacolare 
la continuità aziendale e a far quindi apparire improbabile la riscossione integrale dei crediti.  

Di qui la conclusione che, sebbene la prospettata continuità  aziendale non fosse «sufficiente a 
giustificare le ottimistiche previsioni di realizzazione dei crediti formulate nella proposta 
concordataria», tuttavia «l’avvenuta cessione del marchio non poteva essere considerata una 
circostanza ostativa al perseguimento di tale obiettivo», con la conseguenza che quella mancata 
comunicazione non integrava un «difetto di trasparenza così rilevante da giustificare 
l’apprezzamento negativo espresso dalla Corte di merito in ordine alla correttezza 
dell’informazione fornita ai creditori».  

Dalla pronuncia può quindi trarsi la massima che, in tema di ammissione (e di omologazione) 
del concordato preventivo, fermi restando i controlli specificamente demandati al commissario 
giudiziale sull’attendibilità delle previsioni concordatarie, il tribunale e la corte d’appello (in sede 
di reclamo) hanno il potere-dovere di rilevare le eventuali carenze informative della 
documentazione che correda la domanda, nonché l’incongruenza o contraddittorietà del piano 
concordatario e della relazione del professionista attestatore, dovendo verificare la correttezza, 
coerenza e logicità del giudizio di fattibilità del piano, la “possibilità giuridica” di dare esecuzione 
alla proposta di concordato e l’eventuale inidoneità di quest’ultima, prima facie, a soddisfare in 
qualche misura i crediti, nel rispetto dei termini di adempimento previsti.  

Come si può rilevare, pur esprimendosi con i medesimi termini adottati dalle Sezioni Unite 
(quanto a “causa concreta”, “fattibilitaà giuridica” e valutazione di “inidoneità prima facie” della 

                                                                                                                                                                                 
dismissione, che «non vi è dubbio che la prima contestazione circa l'incertezza del ricavato della vendita costituisca un 
rischio normale nei concordati con cessione, anche parziale, dei beni e che, una volta accertata l'esistenza ed il valore di 
perizia del bene, sia giustificato che del medesimo rischio si facciano carico i creditori»; Trib. Modena, 7 aprile 2014, che 
ha negato l’omologazione di un concordato, pur in assenza di opposizioni, rilevando che fatti sopravvenuti (la risoluzione 
di alcuni contratti con conseguente iscrizione dei relativi crediti tra quelli prededucibili e aumento del passivo 
concordatario) avevano determinato l’impossibilità assoluta di soddisfare i creditori chirografari e, in parte, quelli 
privilegiati, con conseguente sopravvenuta non fattibilità del piano di concordato già positivamente valutato dai 
creditori; Trib. Roma, 29 gennaio 2014. 
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proposta) la Suprema Corte, nell’ammettere che i giudici di merito possano pervenire - anche 
attraverso la valutazione della condotta del debitore - ad una prognosi di (non) fattibilità del piano, 
per l’irragionevolezza delle previsioni di realizzo dei crediti, sembra accorciare le distanze rispetto 
al profilo della “fattibilità economica”.  

Inoltre, pur rimanendo nel solco della “causa concreta” del concordato, inaugurata dalle 
Sezioni Unite, essa lega l’idoneità della proposta al soddisfacimento dei creditori non più al 
rispetto dei «tempi di realizzazione ragionevolmente contenuti», bensì al rispetto dei «termini di 
adempimento previsti».  

La pronuncia lascia dunque trasparire una dilatazione - rispetto alle Sezioni Unite - del controllo 
giudiziale sulla fattibilità del concordato, poiché: a) ammette un sindacato giudiziale sulla fattibilità 
(anche) economica del piano concordatario, fondato sull’esame non solo della relazione 
attestativa, ma anche della complessiva condotta del debitore; b) consente che, a fronte di un 
deficit di informazione ai creditori, il giudice non si limiti a rigettare de plano la domanda, ma 
scenda a sindacare la concreta rilevanza di quel deficit nell’economia dell’iter concordatario, 
procedendo eventualmente - in via sostitutiva - all’apprezzamento della fattibilità economica del 
piano concordatario. 

 

 

9. Le sentenze della Cassazione dal 2015 a oggi.  

Nel 2015 la Cassazione è tornata a pronunciarsi circa i limiti del sindacato giudiziale sulla 
fattibilità del concordato preventivo, puntualizzando, in particolare, il concetto di “fattibilità 
giuridica”.  

Si tratta di Cass. 29 gennaio 2015, n. 1726 (Est. Cristiano) la quale afferma, in primo luogo, che 
si ha una domanda di concordato “decettiva” – in quanto tale inammissibile, per difetto dei 
requisiti di cui all'articolo 161, comma 1, lett. a) e b) l.fall. – solo laddove risultino omessi o 
falsamente rappresentati i dati aziendali sui quali si fondano la relazione sulla situazione 
patrimoniale, economica e finanziaria dell'impresa, l'analisi e la stima delle attività e la formazione 
dell'elenco nominativo dei creditori.  

Al contrario, non ha natura decettiva il piano concordatario che offra un'esatta ricognizione di 
quei dati, inclusa la ricostruzione completa dei rapporti negoziali dai quali scaturiscono le posizioni 
creditorie (comprese quelle in ipotesi erroneamente individuate come tali), poiché in tal caso non 
si ha un deficit informativo pregiudizievole ai creditori, i quali dispongono di tutti gli strumenti per 
verificare la convenienza della proposta ed esprimere un consenso consapevole ed informato.  

In secondo luogo la Corte sottolinea l'essenzialità del controllo giudiziale sulla “fattibilità 
giuridica” del piano concordatario - intesa come «compatibilità delle modalità di attuazione della 
proposta con le norme giuridiche vigenti» - in quanto essa costituisce una «imprescindibile 
condizione di ammissibilità del concordato, la cui mancanza, comportando l’impossibilità di dare 
esecuzione alla proposta, può e deve essere rilevata dal giudice d’ufficio - in ogni fase del 
procedimento - indipendentemente dalle preclusioni già verificatesi a carico delle parti».  

“In realtà, inquadrando la tematica in una prospettiva di più ampio respiro, non può mancare di 
osservarsi che, sotto il profilo linguistico, la “fattibilità giuridica” rappresenta una sorta di ossimoro 
che resterebbe sicuramente “incompreso” nel più pragmatico contesto europeo” (VELLA).  
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Non sembra quindi da escludere una revisione della fraseologia che ha sinora accompagnato 
l’indagine ermeneutica su ambito e confini del sindacato giudiziale sulla fattibilità del concordato.  

Nel medesimo solco si colloca Cass., 13 marzo 2015, n. 5107 (Est. Ragonesi) secondo cui “La 
fattibilità del piano è uno dei presupposti di ammissibilità della proposta di concordato preventivo, 
sulla cui esistenza il giudice è tenuto a pronunciarsi, a prescindere dalle valutazioni espresse al 
riguardo dal professionista designato dal debitore. Tale sindacato non incontra limiti con riguardo 
alla cosiddetta fattibilità giuridica - intesa come verifica della non incompatibilità del piano con 
norme inderogabili - mentre ai fini della cosiddetta fattibilità economica - intesa come concreta 
realizzabilità del piano - esso resta circoscritto al riscontro dell'eventuale manifesta ed assoluta 
inettitudine del piano a raggiungere gli obiettivi in concreto prefissati, in relazione alle modalità 
indicate dal proponente per il superamento della crisi, mediante una sia pur minimale 
soddisfazione dei creditori chirografari, in tempi ragionevoli.  

Il dovere del giudice di esercitare il controllo di legittimità sul giudizio di fattibilità della 
proposta di concordato non resta escluso dall'attestazione del professionista, mentre rimane 
riservata ai creditori la valutazione in ordine al merito di detto giudizio, che ha ad oggetto la 
probabilità di successo economico del piano e la sua convenienza, tenuto conto dei rischi inerenti. 
A tal fine il giudice è però chiamato a verificare la completezza ed affidabilità dei dati informativi 
forniti dal debitore ai creditori, con la proposta di concordato ed i documenti ad essa allegati, per 
assicurare una consapevole espressione del loro voto”.  

Nel caso di specie, la Suprema Corte ha ritenuto manifestamente inadeguata la relazione del 
professionista che non consentiva di individuare l'attivo ricavabile in caso di liquidazione, a causa 
di una estrema prudenza nelle valutazioni, di una stima solo atomistica dei beni, piuttosto che del 
complesso aziendale funzionante, ed infine della mancanza di qualsivoglia riferimento alla 
possibilità di esperire eventuali azioni risarcitorie o revocatorie. 

Anche nel 2016 la Cassazione (Cass. 12 agosto 2016, n. 17079, Est. Di Virgilio), tornando sul 
tema della fattibilità, ha ripreso i capisaldi delle Sezioni Unite. Si trattava di una fattispecie di 
concordato con cessione dei beni, dinanzi alla quale la Corte di merito aveva confermato il decreto 
impugnato, la cui prognosi negativa in ordine all'esito della nuova proposta concordataria si 
fondava sulla ritenuta manifesta inadeguatezza ed illogicità della relazione dell'attestatore, il quale 
aveva omesso di spiegare perché un piano, fondato sulla cessione dei beni agli stessi soggetti che 
non erano stati in grado di acquistarli nel corso di un precedente concordato, potesse trovare 
realizzazione pochi mesi dopo l'esito negativo di quest'ultimo. 

La Cassazione ha affermato che “Nel concordato preventivo, il giudice deve controllare la 
legittimità del giudizio di fattibilità della proposta concordataria, competendo, invece, 
esclusivamente ai creditori la valutazione della probabilità di successo economico del piano e dei 
relativi rischi. Il controllo, da effettuarsi in tutte le fasi in cui si articola la procedura, si attua 
verificando l'effettiva realizzabilità della causa concreta, da intendersi come obiettivo specifico 
perseguito dal procedimento, priva di contenuto fisso e predeterminabile, essendo dipendente dal 
tipo di proposta formulata, pur se inserita nel generale quadro di riferimento finalizzato, da un 
lato, al superamento della situazione di crisi dell'imprenditore, e dall'altro, all'assicurazione di un 
soddisfacimento, sia pur ipoteticamente modesto e parziale, dei creditori”. 

Andando a scavare nell’opera dell’attestatore Cass. 12 agosto 2016, n. 17079, (Est. Di Virgilio) 
ha statuito che “In tema di relazione del professionista ex art. 161 L.F., allo scopo di porre i 
creditori in condizione di esprimere un consenso informato è necessario che l’attestatore, non 
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solo verifichi, valuti ed attesti, ma anche riferisca le sue fonti conoscitive e descriva i controlli 
specificatamente effettuati per giungere alle proprie conclusioni, che comunque non può 
esprimere in forma dubitativa o apodittica.” Nella specie, i dati utilizzati dal professionista erano 
stati semplicemente recepiti sulla base di quanto indicato dalla società debitrice e nessun 
elemento di giudizio era stato fornito per porre i creditori in grado di valutare l'effettiva 
realizzabilità dei crediti, costituenti la voce principale del fabbisogno concordatario.  

Anche Cass., 14 settembre 2016, n. 18091 ( Est. Didone),  si è soffermata sulla funzione 
dell’attestazione e sul controllo del giudice stabilendo che “Il professionista attestatore, come 
professionista indipendente, svolge funzioni assimilabili a quelle di un ausiliario del giudice ed 
all'attestazione deve essere attribuita la funzione di fornire dati, informazioni e valutazioni sulla 
base di riscontri effettuati dall'interno, elementi tutti che sarebbero altrimenti acquisibili 
esclusivamente soltanto tramite un consulente tecnico nominato dal giudice.  

Da ciò va tratta la conseguenza per la quale va escluso che destinatari naturali della funzione 
attestatrice siano soltanto i creditori e, viceversa, che il giudicante ben possa discostarsi dal 
relativo giudizio, così come potrebbe fare a fronte di non condivise valutazioni di un suo ausiliario.  

E' certo, peraltro, che il controllo del giudice non è di secondo grado, ossia destinato realizzarsi 
soltanto sulla completezza e congruità logica dell'attestato del professionista, potendo invece 
estendersi sino alla verifica del collegamento effettivo fra i dati riscontrati ed il conseguente 
giudizio.  

Saldamente ancorata a S.U. 1521/2013, Cass. 18091/2016 ribadisce che nel concordato 
preventivo, al giudice compete di verificare la fattibilità giuridica del concordato e quindi 
esprimere un giudizio negativo in ordine all'ammissibilità quando determinate modalità attuative 
risultino incompatibili con norme inderogabili, mentre, laddove entrino in discussione gli aspetti 
relativi alla fattibilità economica, di ogni rischio si fanno esclusivo carico i creditori, una volta che vi 
sia stata corretta informazione sul punto.  

La proposta di concordato preventivo deve necessariamente avere ad oggetto la regolazione 
della crisi, la quale a sua volta può assumere concretezza soltanto attraverso le indicazioni delle 
modalità di soddisfacimento dei crediti (in esse comprese quindi le relative percentuali ed i tempi 
di adempimento), rispetto alla quale la relativa valutazione (sotto i diversi aspetti della 
verosimiglianza dell'esito e della sua convenienza) è rimessa al giudizio dei creditori, in quanto 
diretti interessati. Giudizio che presuppone che i creditori ricevano una puntuale informazione 
circa i dati, le verifiche interne e le connesse valutazioni, incombenti che assumono un ruolo 
centrale nello svolgimento della procedura in questione ed al cui soddisfacimento sono per 
l'appunto deputati a provvedere dapprima il professionista attestatore, in funzione 
dell'ammissibilità al concordato (art. 161 l.f.), e quindi il commissario giudiziale prima 
dell'adunanza per il voto (art. 172 l.f.)”. 

Sulla fattibilità giuridica della proposta come presupposto di ammissibilità della proposta anche 
Cass., 20 dicembre 2016 n. 26329 ( Rel. Terrusi). 

10. L’evoluzione della disciplina dal 2012 ad oggi.  

Dal 2005 ad oggi ne è passata di acqua sotto il ponte del concordato preventivo. Vi sono stati 
frequenti e importanti interventi legislativi: da un lato quello che ha introdotto una disciplina ad 
hoc per il concordato in continuità  (d.l. 83/2012 convertito con modificazioni nella legge 
134/2012) e, dall’altro quello che ha inserito (d.l. 69/2013 conv. Nella L. 98/2013) il 
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preconcordato. Di conseguenza abbiamo assistito ad una intensificazione – direi a una pervasività - 
delle attestazioni/autorizzazioni, e all’introduzione della figura del commissario fin dalla fase del 
preconcordato. 

C’è chi ha letto negli interventi che si sono succeduti a partire dal 2012 una sorta di 
controriforma con la quale il legislatore avrebbe valorizzato il ruolo dell’organo giudiziario, 
attribuendogli una serie di poteri autorizzatori ignoti anche alla precedente connotazione 
pubblicistica dell’istituto e tali da lambire in alcuni casi lo stesso profilo della convenienza che (se 
si esclude il cram down in sede di omologa) sembrava fuori dal perimetro dei controlli giudiziali 
(VELLA).  

Non vi è dubbio che si sono moltiplicati gli interventi del giudice, supportato da attestazioni del 
professionista: ora ai fini dell’autorizzazione del debitore; ora al compimento di atti urgenti di 
straordinaria amministrazione, previa eventuale assunzione di sommarie informazioni (art. 161, 
co. 7); ora all’ottenimento di finanziamenti prededucibili (art. 182-quater e 182 quinquies, co. 1), 
ora alla sospensione e scioglimento dei contratti in corso di esecuzione e nel concordato in 
continuità, anche al pagamento di crediti anteriori, o alla partecipazione a procedure di 
affidamento di contratti pubblici, sino al potere-dovere di revoca d’ufficio della procedura, ex art. 
173, non solo in caso di cessazione dell’attività d’impresa ma anche in ipotesi di manifesta 
dannosità della sua continuazione per i creditori (art. 186-bis, ult. co.). 

Le suddette autorizzazioni del giudice blindano gli atti oggetto di autorizzazione rendendoli 
impermeabili a future contestazioni. 

Anche gli interventi del 2013 potrebbero essere letti come affermazione di un rinvigorito ruolo 
del tribunale (Vella): 1) obbligo del debitore di depositare l’elenco dei creditori con l’indicazione 
dei rispettivi crediti; 2) facoltà del tribunale di nominare un commissario giudiziale anche durante 
il concordato con riserva; 3) l’attribuzione al precommissario del compito di accertare e riferire al 
tribunale eventuali condotte fraudolente ex art. 173; 4) imposizione di obblighi informativi più 
stringenti a carico del debitore anche con riferimento alla gestione finanziaria e alla 
predisposizione della proposta e del piano concordatario; 5) l’obbligo del debitore di depositare, 
con periodicità mensile una situazione finanziaria soggetta a pubblicazione nel registro delle 
imprese; 6) il potere officioso del tribunale, sentiti debitore e precommissario, di abbreviare il 
termine fissato per il deposito della proposta (e del piano), quando risulti che l’attività compiuta 
dal debitore sia manifestamente inidonea alla sua predisposizione; 7) la possibilità per il tribunale 
di sentire in ogni momento i creditori. 

Non vi è dubbio che la nuova disciplina (posto 2012-2013-2015) nel suo complesso potrebbe 
dare l’impressione di un ritorno al passato anche se – è importante sottolinearlo – non è 
ricomparsa la dichiarazione di fallimento d’ufficio (o quanto meno ad opera del commissario 
giudiziale) ai fini della risoluzione (AMBROSINI). 

“Va da sé che, se la proposta prevede una percentuale inferiore al 20%, o se dall’esame del 
ricorso e della documentazione allegata emerge ictu oculi che essa non è raggiungibile 
(tipicamente, perché  l’attivo disponibile non risulta sufficiente a coprire il fabbisogno, di là da 
quanto – in ipotesi erroneamente – indicato dal debitore), il tribunale è tenuto a decretare 
l’inammissibilità della domanda. Fuori da questi casi il tribunale continua a dover condurre le 
verifiche che la (ormai consolidata) giurisprudenza in materia prevede, da cui esula – com’è noto – 
lo scrutinio in ordine alla fattibilità economica del piano, non essendovi ragione, pur alla luce della 
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novellata disciplina (che non a caso nulla dice in merito ai poteri del tribunale), per disattendere i 
princìpi sanciti sul punto dalla citata decisione delle Sezioni Unite (1521/2013)”.  

Non è quindi mutato il perimetro dei poteri giudiziali nelle fasi dei controlli, che risultano 
viceversa assai ampliati nella fase di esecuzione del concordato in virtù della previsione di cui 
all’ultimo comma dell’art. 185, in base al quale il tribunale, al fine di dare compiuta esecuzione alla 
proposta presentata dal terzo e omologata, può revocare l’organo amministrativo, se si tratta di 
società, e nominare un amministratore giudiziario (salvo attribuire i poteri propri di quest’organo 
al liquidatore giudiziale, ove nominato).  

Altro profilo, intimamente collegato al precedente, attiene all’eventualità in cui, secondo le 
risultanze della relazione commissariale ex art. 172, non sia possibile conseguire la percentuale 
indicata dal debitore, bensì altra minore percentuale. Ebbene, così come il tribunale non fa alcun 
atto di fede relativamente al contenuto del piano e dell’attestazione, analogamente non può 
prendere “per oro colato” quanto sostenuto, sebbene da una posizione di terzietà (che è cosa 
diversa dall’indipendenza: fatto, questo, oggettivamente non trascurabile), dal commissario 
giudiziale, ma è chiamato a valutare comparativamente le due prospettazioni e ad accordare la 
propria preferenza, in termini di maggiore attendibilità, a quella più coerente, completa e 
congruamente motivata.  

Solo nell’ipotesi di conclamata non fattibilità del piano nella misura assicurata dal debitore può 
dunque farsi luogo, non diversamente da quanto accaduto fino a oggi, alla revoca dell’ammissione 
al concordato ex art. 173. E altrettanto dicasi, evidentemente, per quanto concerne i poteri del 
tribunale in sede di omologazione” (AMBROSINI). 

Dopo l’intervento del 2015 (ispirato, dall’un lato, all’esigenza di riequilibrare il rapporto tra 
debitore e creditori in favore dei secondi, tramite l’introduzione di strumenti di contendibilità 
dell’impresa in crisi, quali sono le proposte e le offerte concorrenti; dall’altro, dall’intenzione di 
porre un freno agli abusi dello strumento concordatario, tramite l’introduzione di una percentuale 
minima di soddisfacimento dei creditori chirografari nel concordato liquidatorio), la giurisprudenza 
di merito ha sottolineato, in alcune pronunce, l’intento delle nuove norme: così Tribunale di 
Ravenna del 27 novembre 2015 ha espressamente affermato che «la riforma del 2015 ha avuto lo 
scopo di portare ad un complessivo riequilibrio delle posizioni e degli interessi dei creditori 
rispetto a quelli dell’imprenditore in crisi, con il non nascosto fine di eliminare alcune “storture” 
applicative, quando non veri e propri “abusi” nell’utilizzo dello strumento concordatario» mentre 
Tribunale di Pistoia, 29 ottobre 2015, ha sostenuto che le disposizioni di cui agli artt. 160, 4° co. e 
161, 2° co. lett. e) l. fall rappresentano «un filtro voluto dal legislatore per selezionare in senso 
restrittivo la presentazione delle proposte concordatarie, negando l’accesso a quelle che non 
apparissero idonee a consentire una congrua soddisfazione dei creditori, così reagendo alla 
tendenza emersa nelle prassi di offrire ai creditori percentuali irrisorie di soddisfazione poi 
destinate a vanificarsi del tutto nella fase esecutiva. 

In buona sostanza, secondo i giudici pistoiesi, l’intervento legislativo del 2015 è diretto ad 
impedire l’abuso dello strumento concordatario ed il suo progressivo svilimento attraverso una 
determinazione per via normativa di ciò che debba intendersi per riconoscimento ai creditori di 
una “sia pur minimale consistenza del credito...” quale requisito di idoneità della proposta a 
consentire il superamento dello stato di crisi e a realizzare la cosiddetta “causa concreta” del 
concordato (SSUU 1521/13)» . 
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Come è ovvio, l’introduzione delle previsioni qui rapidamente esaminate ha posto in 
discussione la natura del vaglio di ammissibilità del concordato preventivo effettuato dal Tribunale 
ed i poteri di indagine del giudice in tale fase, conducendo dottrina e giurisprudenza a interrogarsi 
sulla perdurante stabilità o meno dei principi sanciti dalla ormai storica sentenza 1521/2013 della 
Cassazione, che aveva distinto tra giudizio di fattibilità giuridica, di competenza del giudice, e di 
fattibilità economica, di competenza dei creditori, limitando al vaglio sul rispetto della causa 
concreta del concordato l’ingerenza del tribunale sulla convenienza economica di quest’ultimo.  

La giurisprudenza di merito, ancora una volta guidata dalla pronuncia del Tribunale di Pistoia, 
29 ottobre 2015, confermata dal Tribunale di Firenze, 8 gennaio 2016, ha sostenuto che la 
distinzione tra fattibilità economica e fattibilità giuridica non è stata superata, riconducendo al 
vaglio di fattibilità giuridica la verifica del rispetto della soglia minima di cui all’art. 160, 4° co. l. 
fall. In sostanza, “oggi, come in precedenza, si tratta pur sempre per il Tribunale di verificare che la 
soddisfazione indicata nella proposta rappresenti una seppur minimale soddisfazione dei creditori 
chirografari, così realizzando la causa concreta del concordato. Che per molte tipologie 
concordatarie vi sia una determinazione legale di ciò che debba intendersi per tale requisito, non 
muta la natura qualitativa dell’indagine, ma soltanto la semplifica non dovendosi più porre la 
questione se percentuali infime di soddisfazione siano idonee allo scopo”. 

 

 

11. Le prospettive dopo la Raccomandazione della Commissione Europea e i lavori per una 
Riforma. 

In verità già dal 14 marzo 2015, l’ordinamento interno avrebbe dovuto adeguarsi ai principi 
contenuti nella Raccomandazione della Commissione europea 12 marzo 2014, n. 2014/135/UE - 
“Raccomandazione della commissione europea su un nuovo approccio al fallimento delle imprese 
e all’insolvenza”- la quale ad esempio, sul tema della “omologazione giudiziaria del piano di 
ristrutturazione”, contempla un approccio valutativo prognostico assai simile a quello tracciato nel 
nostro ordinamento per l’ipotesi (eccezionale) del c.d. cram down, piuttosto che a quello 
ordinariamente riservato al controllo di fattibilità, quale è stato inteso dalla S.C.  

Il 19° Considerando prevede, infatti, che “il giudice dovrebbe respingere il piano di 
ristrutturazione se è probabile che il tentativo di ristrutturazione limiti i diritti dei creditori 
dissenzienti in misura superiore rispetto a quanto questi potrebbero ragionevolmente prevedere 
in assenza di ristrutturazione dell’impresa del debitore”.  

Da ciò possiamo intravedere una valutazione di convenienza affidata al giudice senza alcuna 
limitazione di percentuali, né di classi.  

Ancor più ampi sono i termini dell’adeguamento ai principi fissati dalla Commissione UE e, di 
recente (22 novembre 2016), dalla Proposta di direttiva sulla ristrutturazione delle imprese, 
sull’insolvenza e sulla concessione di una seconda opportunità – primo fra tutti l’obbiettivo della 
“ristrutturazione precoce” di imprese che siano ancora sane, anche se in difficoltà finanziarie – in 
vista della integrazione tra i sistemi dei singoli Stati membri, in un assetto concorsuale europeo 
che aspira ad essere tendenzialmente omogeneo. Si tratta di un’aspirazione che dovrà 
concretizzarsi ove si voglia far assurgere il diritto concorsuale a elemento fondamentale per la 
crescita del mercato. Ed allora per eliminare incertezze che danneggiano l’applicazione della 
normativa, anche sulla scìa dei risultati della Commissione Rordorf, si dovrà esplicitare i poteri del 
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tribunale, con particolare riguardo: “i) alla valutazione della fattibilità del piano, tenuto conto della 
specifica utilità indicata nella proposta ed alla luce dei criteri desumibili da consolidati 
orientamenti del giudice di legittimità; ii) alla verifica sulla correttezza dei criteri di formazione 
delle classi”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

LAS POTESTADES JURISDICCIONALES DEL JUEZ CONCURSAL: LA SITUACIÓN EN EL DERECHO 
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Jesús QUIJANO GONZÁLEZ 117 y   Juan Carlos RODRÍGUEZ MASEDA118 

 

SUMARIO: I.  Introducción: el concurso como procedimiento judicial. 1. Evolución  del Derecho 
español. 2. El modelo procedimental de la vigente Ley Concursal: Juzgados de lo Mercantil; 
jurisdicción y competencia del juez del concurso; otros aspectos  - por Jesús Quijano González. 

II. La fase preconcursal: 1. El acuerdo extrajudicial de pagos. 2. Los acuerdos de refinanciación y su 
homologación judicial: la Disposición Adicional Cuarta de la Ley Concursal. 3. Consideraciones 
finales - por Juan Carlos Rodríguez Maseda. 

III. La intervención judicial a lo largo del concurso: breve examen de las principales potestades 
judiciales a lo largo de las distintas fases del procedimiento concursal (en la declaración del 
concurso; en la fase común; en la fase de convenio; en la fase de liquidación; en la calificación del 
concurso; en la conclusión, reapertura y segunda oportunidad) - por Jesús Quijano González. 

I.  INTRODUCCIÓN: EL CONCURSO COMO PROCEDIMIENTO JUDICIAL.  

1. Evolución  del Derecho español. 

   El concurso de acreedores es, por encima de cualquier otra consideración, un procedimiento 
judicial, y como tal se inicia, se desarrolla y concluye. Así es, y ha así ha sido tradicionalmente en el 
Derecho español, al igual que sucede en otros muchos ordenamientos. 

                                                           
117 Catedrático de Derecho Mercantil. Universidad de Valladolid. 
118 Abogado, especialista en Derecho Concursal. Socio de Dictum/Abogados. Madrid 
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   En efecto, los procedimientos previstos para el tratamiento ordenado de la situación de 
insolvencia del deudor en la evolución histórica han tenido ese carácter, singularmente en la etapa 
que podemos considerar como antecedente más inmediato de la situación actual. Tanto la quiebra 
de los Códigos de Comercio del siglo XIX (Códigos de 1829 y de 1885), como la institución 
alternativa que, con algunos precedentes anteriores, se consolidó en la Ley de Suspensión de 
Pagos de 1922, estaban configuradas como procedimientos judiciales, con una doble peculiaridad.  

Por un lado, eran privativos de deudores que tuvieran la condición de comerciantes 
(empresarios, en la terminología posterior), pues tal condición constituía un presupuesto subjetivo 
para la declaración judicial de un deudor en quiebra o en suspensión de pagos, requisito que a 
menudo planteaba el conocido debate sobre el alcance de tal condición; a los deudores civiles les 
eran de aplicación entonces los instrumentos propios del Derecho común (del Código Civil, en 
nuestro caso) para el tratamiento de la situación del deudor insolvente (los convenios de quita y 
espera; las reglas de prelación de créditos en ejecuciones colectivas, etc.). 

 Por otro lado, el Derecho concursal español siempre consideró que el procedimiento concursal 
judicial sólo podía abrirse a instancia de parte, fuera voluntariamente por el deudor en 
insolvencia, fuera necesariamente por sus acreedores insatisfechos; no cabía que el juez, de oficio, 
declarara a un deudor en quiebra o en suspensión de pagos, por mucho que le constara su 
situación de iliquidez o incluso de insolvencia patrimonial irreversible, debido a que ya hubiera 
tramitado otros juicios o embargos contra ese deudor quedando de manifiesto tal situación en 
forma palmaria e indubitada.  

Por lo demás, a lo largo de esta amplia etapa histórica que ocupa buena parte del siglo XIX y 
todo el siglo XX, la competencia para conocer de los procedimientos concursales, tanto el de 
quiebra, como el de suspensión de pagos, correspondió a los jueces y tribunales ordinarios (los del 
orden civil), una vez que los Tribunales de Comercio quedaron abolidos  en la segunda mitad del 
siglo XIX y con la paradoja de que las instituciones concursales privativas de los comerciantes 
fueran competencia de la jurisdicción civil.  

Finalmente, hay que destacar que el Derecho histórico español, más allá de la función que 
podía cumplir el convenio con los acreedores dentro de la suspensión de pagos, no conoció 
instituciones preconcursales específicas, ni judiciales, ni extrajudiciales, más allá de lo que pudiera 
suponer la utilización de acuerdos o convenios privados entre el deudor y algunos o todos sus 
acreedores, con los efectos relativos propios de un pacto de naturaleza contractual, que sólo 
alcanzan a quienes lo han suscrito; por el contrario, sí estuvo abierto a incorporar especialidades 
procedimentales, antecedentes de lo que luego ha sido un amplio y variado Derecho 
paraconcursal, aplicables a empresas o sectores que se consideraban merecedores de tratamiento 
especial por razones diversas de interés general (la ley reguladora de la quiebra de las compañías 
de ferrocarriles, o de obras públicas; luego la normativa sectorial de la ordenación bancaria, de las 
compañías aseguradoras, etc., son ejemplos bien significativos); como también ocurre, de manera 
creciente, en la actualidad, este Derecho paraconcursal se desarrollaba mediante procedimientos 
de intervención administrativa más que judicial, estando dirigido a sectores sometidos a 
supervisión jurídico-económica.  

La situación brevemente descrita ha permanecido vigente, con escasas modificaciones, hasta la 
aprobación, publicación y entrada en vigor de la reciente Ley Concursal actualmente vigente (la 
Ley Concursal tiene fecha de 9 de julio de 2003 y entró en vigor el 1 de septiembre de 2004,  si 
bien en el tiempo transcurrido hasta la actualidad ha sido ampliamente modificada en diversas 
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ocasiones, en general con ocasión del desenvolvimiento de la crisis económica, como habrá 
ocasión de señalar) 

2. El modelo procedimental de la vigente ley concursal: los juzgados de lo mercantil;  

jurisdicción y competencia del juez del concurso; otros aspectos. 

El procedimiento concursal en la ley española responde a un modelo de procedimiento judicial 
típico, en el que el juez del concurso desempeña una función central; cabe decir en ese sentido 
que el procedimiento, además de ser judicial, está intensamente judicializado en todo su 
itinerario, de modo que el juez competente para declarar al deudor en situación legal de concurso 
es también competente para adoptar la mayor parte de las decisiones con relevancia, tanto 
procesal como material, según tendremos ocasión de examinar. 

La competencia para tramitar los procedimientos concursales corresponde de forma general a 
los Juzgados de lo Mercantil. Estos Juzgados fueron creados precisamente con ocasión de la 
aprobación de la Ley Concursal, mediante una denominada Ley Orgánica para la Reforma 
Concursal, de la misma fecha (9 de julio de 2003), ya que era necesaria esa modalidad legislativa 
de “ley orgánica” porque resultaba modificada la estructura judicial prevista en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Conviene, no obstante, aclarar que la puesta en marcha de esos Juzgados de lo 
Mercantil, ubicados con distintas fórmulas flexibles en las capitales de provincia o en otras 
localidades importantes, a partir del 1 de septiembre de 2004, no supone exactamente una 
recuperación de los viejos Tribunales de Comercio desaparecidos en el siglo XIX, ni tampoco la 
creación ex novo de una “jurisdicción mercantil” completa, en el sentido en que lo son las 
jurisdicciones civil, penal, etc. Se trata más bien de juzgados especializados en materia mercantil 
(concursal, societaria, contractual, etc.) que deciden en primera instancia, pues los recursos de 
apelación siguen siendo resueltos por las Salas de lo Civil de las Audiencias Provinciales y los 
recursos de casación por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, sin perjuicio de que en unas y en 
otra se promuevan magistrados especialistas en Derecho Mercantil. 

Una vez creados estos Juzgados de lo Mercantil la competencia genérica para conocer de los 
concursos de acreedores, cualquiera que fuera la naturaleza civil o mercantil del deudor, ya que la 
Ley Concursal les es aplicable indistintamente a ambos, conforme a su artículo 1,  les quedó 
atribuida en el artículo 8 de la Ley Concursal. Con posterioridad, una doble reforma, en 2015, en 
las Leyes Orgánica del Poder Judicial (artículos 85 y 86) y en la Ley de Enjuiciamiento Civil (artículo 
45) ha modificado esa situación, otorgando competencia para conocer del concurso a los Juzgados 
de Primera Instancia (que son los juzgados competentes en materia civil), cuando el deudor sea 
persona natural no empresario. De manera que actualmente son competentes para tramitar el 
concurso de personas jurídicas (sociedades mercantiles principalmente) y de personas naturales 
empresarios (empresarios individuales y asimilados) los Juzgados de lo Mercantil, mientras que los 
Juzgados de Primera Instancia son competentes para tramitar el concurso de personas naturales 
no empresario (consumidores); pero la distinción es sólo en cuanto a la competencia, no en 
cuanto al procedimiento concursal ni en cuanto al régimen jurídico que en él se aplica, salvo en lo 
que ya la propia Ley Concursal contenga como especialidad para uno u otro caso. 

La jurisdicción del juez del concurso está sin duda potenciada por una intensa “vis atractiva” 
que, pretendiendo concentrar la mayor parte de las decisiones relacionadas con el procedimiento 
concursal en el mismo juez, extiende su competencia con notable amplitud. El artículo 8 de la Ley 
Concursal, en paralelo a como también lo hace el artículo 86 ter de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, enumera las materias a las que alcanza la jurisdicción del juez del concurso, y califica a 
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ésta como exclusiva y excluyente respecto de esas materias. El listado comprende hasta siete 
apartados que cabe sintetizar así: acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan 
contra el patrimonio del concursado; acciones sociales relacionadas con los contratos de trabajo 
en que sea empleador el concursado; ejecución de bienes y derechos del concursado; medidas 
cautelares que afecten al patrimonio del concursado; asistencia jurídica gratuita en el seno del 
procedimiento concursal; acciones contra socios para reclamar deudas a los que sean 
subsidiariamente responsables de los créditos contra la sociedad o para exigir el desembolso de 
aportaciones pendientes o el cumplimiento de prestaciones accesorias; acciones de 
responsabilidad por daños y perjuicios a la persona jurídica concursada contra sus 
administradores, liquidadores y auditores. Más aún, el artículo 9 reconoce igualmente 
competencia al juez del concurso en todas las cuestiones prejudiciales civiles, administrativas o 
sociales directamente relacionadas con el concurso, aunque las decisiones que recaigan en esos 
casos no tienen efecto fuera del procedimiento concursal en que se produzcan. Fuera de la 
jurisdicción del juez del concurso, además de determinadas cuestiones concretas de naturaleza 
administrativa y tributaria, queda principalmente la materia penal, pues la competencia para 
conocer de los delitos de insolvencia punible, tipificados en los artículos 259 y siguientes del 
Código penal, corresponde íntegramente a la jurisdicción penal en sus distintos grados; incluso el 
artículo 163, 2, de la Ley Concursal, al referirse a la calificación del concurso como fortuito o 
culpable, establece que la calificación que haga el juez del concurso no vinculará a los jueces y 
tribunales del orden jurisdiccional penal que entiendan de actuaciones del deudor que pudieran 
ser constitutivas de delito. Queda de este modo definitivamente superado el modelo que estuvo 
presente en los Códigos del siglo XIX, que, sobre la base de la distinción entre quiebra fortuita, 
culpable y fraudulenta, incorporaba en el régimen mercantil los supuestos que constituían delito 
en el ámbito penal. 

 Configurada así la jurisdicción, la competencia particular para declarar y tramitar el concurso, 
conforme al artículo 10 de la ley, corresponde al juez de lo mercantil  en cuyo territorio tenga el 
deudor el centro de sus intereses principales (con la excepción ya indicada para deudores persona 
natural no empresario). Al juez corresponde, pues, las principales decisiones en materia concursal, 
si bien no todas tienen la misma forma ni el mismo alcance, como queda de manifiesto a lo largo 
de la Ley: determinadas decisiones adquieren forma de providencia de trámite, o de auto judicial 
(la propia declaración del concurso se efectúa por auto), mientras que otras tienen que resolverse 
por sentencia (la calificación del concurso como fortuito o culpable se decide por sentencia), lo 
que influirá en la posibilidad o no de recurso. También hay que observar que ha sido notoria la 
tendencia a descargar al juez de ciertas decisiones, especialmente las de trámite, que se han ido 
encomendado en sucesivas reformas al secretario judicial, actualmente designado como Letrado 
de la Administración de Justicia, tras la reforma de la denominada Oficina Judicial por Ley de 3 de 
noviembre de 2009. 

Más allá del ámbito más propiamente judicial en la atribución y desarrollo de la competencia y 
dirección del procedimiento, hay que tener en cuenta que, en dicho procedimiento, intervienen, 
de muy distinta manera y con muy distinto alcance, otros órganos o instancias de diversa 
naturaleza a los que la Ley Concursal asigna funciones de mayor o menor trascendencia 
procedimental. El órgano más relevante a estos efectos es, sin duda, la administración concursal, 
hoy constituida como regla general por un único miembro profesional (abogado o economista, y 
tanto persona física como jurídica), en los términos del artículo 27, si bien la última reforma legal 
en la materia, operada en 2014, está aún pendiente d desarrollo reglamentario que condiciona su 
entrada en vigor. El artículo 33 clasifica y enumera de forma sorprendentemente exhaustiva, y 
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bastante innecesaria, pues ya están asignadas a lo largo del texto legal y en el momento oportuno,  
las funciones del administrador concursal (de carácter procesal; propias del deudor; en materia 
laboral; relativas a derechos de los acreedores; de realización de valor y liquidación; de secretaría; 
y otras varias), lo que da una idea suficiente de las materias, momentos y aspectos en que la 
intervención, iniciativa, informe, etc., del administrador concursal es relevante. Además del 
administrador concursal, hay que mencionar la posibilidad de que, en ciertos casos que indica el 
artículo 31, sean designados auxiliares delegados que colaboren en su función, o más 
excepcionalmente, expertos que informen sobre aspectos determinados. Como también, a ciertos 
efectos, está prevista la intervención del Ministerio Fiscal (informando sobre la calificación del 
concurso, por ejemplo), lo mismo que hay que mencionar la posible relación intraprocesal entre el 
juez del concurso y el ejercicio de otras jurisdicciones cuando legalmente sea posible (jueces civiles 
que continúan hasta sentencia procedimientos iniciados antes del concurso; jueces penales, 
aunque su actuación no suspende el procedimiento judicial conforme al artículo 189, jueces de lo 
contencioso administrativo en relación con contratos del deudor con la Administración; jueces de 
lo social, etc.), o la intervención de otras autoridades administrativas (tributaria, de la Seguridad 
Social, Administraciones y Entidades Públicas sectoriales, etc.). Especialmente significativa será 
también la intervención de autoridades de supervisión y control de empresas (bancarias, 
financieras, de seguros, de servicios de inversión, etc.), y no tanto en el procedimiento concursal, 
sino más bien aplicando el Derecho paraconcursal específico, como así lo contempla la Disposición 
Adicional Segunda de la Ley Concursal. 

Por otro lado,  el citado artículo 10 contiene también varias matizaciones de interés: si el 
deudor tiene domicilio en España y no coincide con el centro de sus intereses principales, el 
acreedor que solicite el concurso puede optar entre cualquiera de los dos lugares; el centro de los 
intereses principales es el lugar donde el deudor ejerce de modo habitual y reconocible por 
terceros la administración de tales intereses, si bien en el caso de las personas jurídicas se 
presume que el centro de intereses principales está en el lugar del domicilio social, sin que se 
tengan en cuenta los cambios de domicilio en los seis meses anteriores al concurso, para evitar 
maniobras de cambio de foro. 

Con estas reglas se ordena también el alcance del “concurso principal”, declarado por el juez 
competente con carácter universal y con afectación de todos los bienes del deudor, dentro o fuera 
de España, que produce efectos, como “concurso territorial”, en el ámbito internacional, teniendo 
en cuenta las reglas de coordinación entre procedimientos paralelos de insolvencia que se hayan 
declarado respecto de un mismo deudor en España y en el extranjero, conforme a los artículos 227 
y siguientes de la Ley Concursal, que es donde se establece el deber de cooperación, con la debida 
reciprocidad, entre jueces, tribunales y autoridades competentes. A tal efecto, la ley española 
contiene un Título IX, sobre normas de Derecho Internacional Privado (artículos 199 y siguientes), 
donde se establece como regla general que la ley española rige los presupuestos, efectos, 
desarrollo y conclusión del concurso declarado en España; igualmente se delimitan los criterios 
para determinar la ley aplicable, tanto en el procedimiento principal como en el territorial,  las 
reglas comunes a ambos procedimientos y las de reconocimiento de procedimientos judiciales de 
insolvencia, además de las citadas reglas de coordinación entre procedimientos paralelos. 
Obviamente, este conjunto de reglas que establecen el alcance internacional de la competencia 
del juez del concurso, reconocen un ámbito especial de supranacionalidad concursal cuando los 
efectos del procedimiento de insolvencia vayan a producirse en los Estados miembros de la Unión 
Europea, ya que entonces será de aplicación el Reglamento europeo de procedimientos de 
insolvencia de 20 de mayo de 2015, que sustituirá al precedente de 29 de mayo de 2000 una vez 
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que sea aplicable a partir del 26 de junio de 2017. Su artículo 3 atribuye competencia para abrir el 
procedimiento de insolvencia principal a los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo 
territorio se sitúe el centro de intereses principales del deudor insolvente, a partir del cual se 
ordenan los procedimientos de insolvencia secundarios, en los artículos 34 y siguientes del citado 
Reglamento. 

  Finalmente, hay que subrayar, como cuestión de interés en la configuración del 
procedimiento concursal, que la Ley Concursal española distingue, por un lado, el procedimiento 
judicial ordinario, al que están dirigidas las normas procesales generales sobre tramitación 
(artículos 183 y siguientes) y la ordenación del procedimiento en Secciones ( seis en concreto 
referidas a la declaración del concurso, la administración concursal, la masa activa, la masa pasiva, 
el convenio y la liquidación, y la calificación del concurso), y, por otro, el procedimiento abreviado, 
con los criterios cuantitativos del artículo 190 (menos de 50 acreedores y menos de cinco millones 
de euros de pasivo y activo), en el que se reducen los plazos y en el que cabe aplicar 
especialidades singulares cuando, al solicitar el concurso, se acompaña ya propuesta de convenio 
o plan de liquidación. Por lo demás, el régimen de los incidentes concursales, como cauce general 
para el tratamiento de cualquier cuestión que no tenga tratamiento procesal propio; de los 
recursos posibles, ya que no toda decisión judicial en el concurso es recurrible; y de la 
organización y funcionamiento del Registro Público Concursal, de libre acceso on line, completan 
los aspectos de más relevancia en la configuración del modelo procedimental en la Ley española. 
Este Registro, desarrollado por un Real Decreto de 15 de noviembre de 2013, constituye un 
instrumento fundamental para la publicidad de las resoluciones concursales, sin perjuicio de la 
que proceda en cada caso a través de otros Registros públicos (Civil, Mercantil, etc.), a través de 
edictos, o a través del Boletín Oficial del Estado. Baste observar el amplio detalle con que los 
artículos 23 y 24 de la Ley Concursal regulan la publicidad que debe darse al auto de declaración 
del concurso, a la vista del conjunto de pronunciamientos que debe contener, conforme al artículo 
21. 

II. FASE PRECONCURSAL. 

Desde el año 2012, en el marco de un proceso de intensa actividad legislativa, en el 
Ordenamiento Jurídico español comienza una dinámica pretendidamente desjudicializadora para 
implementar soluciones a la preinsolvencia, procurando aprovechar los indudables beneficios 
temporales, reputacionales,y de costes, que, eventualmente, pueden aportar los convenios 
privados119. Si perjuicio de observar, en algunas de estas reformas, soluciones propias de 
coyunturales modas jurídicas, meramente estéticas, en ocasiones ajenas, no solamente a nuestra 
tradición jurídica, sino, también, a nuestras estructuras técnicas, generando disrupciones en el 
funcionamiento de las instituciones.  En todo caso, a la vista de la normativa que vamos a 
describir, es fácil concluir que la viabilidad empresarial o la recuperación del deudor se configura 
como el núcleo, quizás la causa, entendiendo causa como fin, de toda la regulación en materia de 
refinanciación en el contexto básicamente prejudicial.  

1. El Acuerdo Extrajudicial de Pagos 

                                                           
119En el marco del Derecho Comparado encontramos la “prevención francesa: conciliación y salvaguarda de empresas. 
Los “schemes of arrangements del Derecho Inglés. Los acuerdos de reestructuración de deuda del Derecho Argentino. 
Los escudos protectores del Derecho italiano. Derecho norteamericano: “reorganization”, “workouts”, 
“prepackagedbankrupkcy”. 
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Constituye un procedimiento introducido por la Ley 14/2013 de 27 de setiembre, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización, por el que se adhiere un nuevo título X a la Ley 
Concursal. Es un procedimiento concursal puesto que, su presupuesto objetivo es la insolvencia 
actual o inminente. Pero también lo es por su naturaleza universal ya que afecta, a todos los 
acreedores, según lo establecido en la Ley120.  Igualmente puede ser subsumido en la categoría de 
los llamados “institutos preconcursales” puesto que es una alternativa al proceso judicial 
concursal, articulando de forma prejudicial, una vía de refinanciación121 en aquellos supuestos en 
que es posible remover la insolvencia con el plan de pagos propuesto por el mediador y aceptado 
por el quórum necesario de acreedores. 

La norma nos dice que el deudor, persona natural, o persona natural empresario, o persona 
jurídica (art 231.2 LC) que se encuentre en situación de insolvencia con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Ley Concursal, o que prevea que no podrá cumplir regularmente con sus 
obligaciones, podrá iniciar un procedimiento para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos con 
sus acreedores, siempre que se cumplan ciertos parámetros que lo configuren como de limitada 
cuantía o trascendencia122. 

Esta vía permite al deudor, persona física, alcanzar la exoneración total del pasivo ordinario 
(nunca del privilegiado y los créditos contra la masa), accediendo a la denominada second chance. 
El centro del funcionamiento del sistema es la figura del mediador.  Una figura de la que se ha 
dicho que no es realmente un mediador123, ya que se configura como un profesional especializado 
en materia concursal al que la Ley atribuye funciones concretas, técnicamente muy relevantes y 
complejas como es la elaboración de un plan de pagos y la preparación del denominado concurso 
consecutivo. Dice la Ley (art 236 LC) que tan pronto como sea posible, y en cualquier caso con una 
antelación mínima de veinte días naturales a la fecha prevista para la celebración de la reunión 
con los acreedores, el mediador concursal remitirá, con el consentimiento del deudor, una 
propuesta de acuerdo extrajudicial de pagos sobre los créditos pendientes de pago a la fecha de la 
solicitud. La propuesta podrá contener cualquiera de las siguientes medidas: a) Esperas por un 
plazo no superior a diez años; b) Quitas; c) Cesión de bienes o derechos a los acreedores en pago o 
para pago de totalidad o parte de sus créditos; d) La conversión de deuda en acciones o 
participaciones de la sociedad deudora. e) La conversión de deuda en préstamos participativos por 
un plazo no superior a diez años, en obligaciones convertibles o préstamos subordinados, en 
préstamos con intereses capitalizables o en cualquier otro instrumento financiero de rango, 
vencimiento o características distintas de la deuda original. El mediador concursal deberá solicitar 
de inmediato la declaración de concurso de acreedores si, antes de transcurrido el plazo 

                                                           
120 SÁNCHEZ-CALERO, J. “El acuerdo extrajudicial de pagos”. Anuario de Derecho Concursal, 32, mayo agosto 2014, p. 
11.  
121 BOLDÓ RODA, C. “El acuerdo extrajudicial de pagos. Aspectos procedimentales”.  La Mediación en Asuntos 
Mercantiles. Dir. Carmen Boldó Roda. Tirant Lo Blanch. 2015, p.391. 
122 La estimación inicial del pasivo no supere los cinco millones de euros, para las personas físicas. Pero el acuerdo 
extrajudicial de pagos es un vehículo para las personas físicas, puesto que también (art 231.2 LC) podrán instar el mismo 
acuerdo cualesquiera personas jurídicas, sean o no sociedades de capital, que (i) se encuentren en estado de 
insolvencia, (ii) en caso de ser declaradas en concurso, dicho concurso no hubiere de revestir especial trascendencia. El 
artículo 190 LC regula el procedimiento abreviado, para concursos que no revisten especial complejidad, determinados 
por la constancia de menos de 50 trabajadores y con un pasivo y un activo que no superen los cinco millones de euros. 
123 LLORENTE SÁNCHEZ-ARJONA. “La mediación mercantil. Especial referencia a la mediación en el marco concursal”.  
Diario La Ley nº 8225, de 9 de enero de 2014.  Especialmente crítico resulta el profesor CARRASCO PERERA, en “Los 
nuevos mediadores concursales”. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 872/2013. Tribuna. Editorial Aranzadi, SA, 
Pamplona. 2013. 
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mencionado en el apartado 3 de este artículo, decidieran no continuar con las negociaciones los 
acreedores que representasen al menos la mayoría del pasivo que pueda verse afectada por el 
acuerdo y el deudor se encontrase en situación de insolvencia actual o inminente. 

La intervención judicial se estructura en vía de impugnación del acuerdo (art 239), otorgando 
legitimación únicamente a los acreedores que no hubieran sido convocados y a los que no 
hubieran votado a favor del acuerdo. La cognición de la impugnación es limitada124. La primera 
causa para impugnar el acuerdo que puede hacer valer el acreedor legitimado es la circunstancia 
de la falta de concurrencia de las mayorías exigidas para la adopción del acuerdo teniendo en 
cuenta, en su caso, a los acreedores que, debiendo concurrir, no hubieran sido convocados. Con 
esta previsión se actúa la posibilidad de un control procedimental o de la legalidad del 
procedimiento seguido en la formación del acuerdo. La segunda causa que permite la 
impugnación del acuerdo extrajudicial de pagos es la superación de los límites establecidos por el 
artículo 236.1 del texto legal. Estos son los límites con que se disciplina la espera (plazo no 
superior a diez años) y la conversión de deuda en préstamos participativos (que no podrán 
sujetarse a un plazo superior a diez años). Mayor trascendencia puede presentar la tercera y 
última causa de impugnación que contempla el artículo 239.2 de la Ley Concursal, a cuyo tenor, 
procederá la impugnación del acuerdo cuando medie una desproporción de las medidas 
acordadas. Con esta causa se actúa un control material de los contenidos del acuerdo extrajudicial 
de pagos. Concurrirá la exigida "desproporción", y el acuerdo será impugnable por tal causa, 
cuando el significado material de lo pactado suponga para los acreedores un "sacrificio 
patrimonial excesivo" respecto de las posibilidades reales de pago efectivo en función de sus 
activos, que puede ofrecer el deudor. Pudiéndose valorar la concurrencia de quitas excesivas que 
puedan ser innecesarias para dar cumplimiento al plan de viabilidad y el plan de pagos. También, 
es posible, en un escenario legal de  paridad entre los acreedores, por inexistencia de una previa 
clasificación voluntaria de sus créditos, a la hora de valorar la posible desproporción intrínseca de 
las condiciones establecidas, también deba atenderse como término de comparación al trato 
dispensado a determinados acreedores frente a los disidentes. El juicio de desproporción vendría a 
justificarse, en tal caso, en la existencia de un trato desigual entre los acreedores partícipes en el 
acuerdo. 

Si bien la impugnación no suspende la ejecución el acuerdo, dentro de estos límites cognitivos, 
el trámite procesal del incidente concursal garantiza la posibilidad de práctica de prueba y 
suficiente contradicción, con cumplimiento de la tutela judicial efectiva. La prueba relevante será 
la pericial económica, que se constituye como el cauce que permitirá al juez valorar el marco 
técnico en el que debe desarrollar su cognición. En cuanto a la consecuencia de la Sentencia que 
estime la impugnación el texto legal se limita a indicar dos extremos, pues la estimación de la 
impugnación tendrá como consecuencia la "anulación" del acuerdo extrajudicial de pagos (artículo 
239.4 LC), la cual, a su vez, "dará lugar a la sustanciación del concurso consecutivo regulado en el 
artículo 242" (artículo 239.6 LC). 

En definitiva, la intervención del juez es relevante, en un marco necesariamente garantista 
dado el efecto de arrastre que permite el acuerdo extrajudicial si se alcanzan las mayorías legales 
establecidas, y la superación de los efectos de la relatividad de los contratos inherente a toda 
institución concursal. Pero lo es al final del procedimiento extrajudicial, y para el caso de 
impugnación. Tiene sentido el esquema dada la intervención reglada de un mediador, que en 

                                                           
124 GARCÍA CRUCES, JA. “La Ineficacia del Acuerdo Extrajudicial de Pagos”. Estudios jurídicos. En memoria del profesor 
Emilio Beltrán. LiberAmicorum. TIRANT. 2015. 
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cuanto profesional independiente, y conforme a unas normas legales bastante desarrolladas, 
promueve un plan de pago y un acuerdo amparado en mayorías relevantes. Esa relevancia judicial 
no se puede considerar mediatizada por el carácter limitado de su cognición. Al contrario, el 
funcionamiento de la institución requiere que la discrecionalidad judicial incorpore en su proceso 
de toma de decisión, como principio, un cierto ámbito de presunción de validez y suficiencia del 
acuerdo alcanzado por acreedores, profundamente afectados en la integridad de sus créditos. 

2. Los  acuerdos de refinanciación y su homologación: la Disposición Adicional Cuarta de la 
Ley Concursal. 

Con la introducción de la vía de la Disposición Adicional Cuarta de la Ley Concursal y su 
homologación judicial, se configura un instituto preconcursal, cuyo contexto fáctico viene 
determinado por un acuerdo de una mayoría de acreedores financieros125 frente a un deudor en 
situación de insolvencia actual o inminente, pero no en concurso126 

Con este instituto, se profundiza en la cuestionable diferenciación entre acreedores financieros 
y los restantes acreedores127.Es decir se otorga un cauce especial al acreedor profesional, 
fundamentalmente entidades financieras, de las que se espera, o se podría exigir, al menos, la 
máxima proactividad en la obtención del acuerdo. El Decreto Ley 3/2009, introduce la Disposición 
Adicional Cuarta, y la trascendente Ley 38/2011 de reforma de la Ley Concursal, que constituye 
una norma estrella en el desarrollo de las instituciones preconcursales, lo desarrolla128. En 
definitiva, la finalidad del procedimiento extrajudicial preventivo es la homologación judicial. Se 
configura la intervención judicial como un mero control ex post para el caso de que en sede de 

                                                           
125 QUIJANO, J. “La homologación judicial de los acuerdos de refinanciación”. Estudios Jurídicos. En memoria del 
Profesor Emilio Beltrán. Liber Amicorum. TIRANT. 2015. En esta obra se analiza con claridad el funcionamiento de esta 
institución, destacando el estudio sobre la evolución y el concepto de acreedor financiero, y sobre los efectos del 
acuerdo de homologación, su incumplimiento y su irrescindibilidad.  
126 VALPUESTA GASTAMIZA, E. “Los acuerdos de refinanciación en el proyecto de reforma de la Ley Concursal”. RCP nº 
15, 2011, pp. 162-165.  
127 En su apartado 1, la Disposición Adicional Cuarta, dice que a los efectos de esta disposición, tendrán la 
consideración de acreedores de pasivos financieros los titulares de cualquier endeudamiento financiero con 
independencia de que estén o no sometidos a supervisión financiera. Quedan excluidos de tal concepto los acreedores 
por créditos laborales, los acreedores por operaciones comerciales y los acreedores de pasivos de derecho público. 
Además recoge una posibilidad que, de alguna forma, viene a mediatizar el efecto discriminatorio que estamos 
denunciando, al establecer que voluntariamente podrán adherirse al acuerdo de refinanciación homologado los demás 
acreedores que no lo sean de pasivos financieros ni de pasivos de derecho público. En todo caso, la adhesión está 
configurada en términos muy amplios y genera muchos interrogantes. El primero, es si se trata de una adhesión 
unilateral, por manifestación y vinculante para el resto de acreedores. Ciertamente, tal adhesión puede no resultar 
inocua para las aspiraciones de los restantes. Pensemos en un acuerdo de capitalización de deuda; una adhesión no 
inicialmente contemplada ni prevista, modificará, evidentemente, la posición relativa de los que inicialmente 
configuraron el acuerdo. En el mismo sentido, la pregunta procede en relación con las nuevas garantías otorgadas en el 
proceso de refinanciación. Quizás, la solución la encontremos en la incorporación de pactos concretos, en los acuerdos 
de refinanciación que limiten la adhesión a determinados pactos, o a determinados contenidos. Téngase en cuenta que 
únicamente tienen facultad de impugnar los acreedores de pasivos financieros, por lo que ninguno de los acreedores 
que no lo sean, tendrían oportunidad de reivindicar ningún derecho frente a una limitación pactada y homologada de su 
facultad de adhesión.  
128 BELTRÁN SÁNCHEZ, Emilio. “Materiales de la Reforma Concursal”. Emilio Beltrán. Ana B. Campuzano. Coord. TIRAN 
LO BLANCH. Valencia. 2012. Pag. 662. “Los acuerdos de refinanciación avanzan hacia un verdadero procedimiento 
concursal alternativo/preventivo, mediante la homologación judicial, la paralización de acciones, la imposición de las 
esperas acordadas a los acreedores financieros no firmantes y la concesión de preferencia a los refinanciadores en caso 
de declaración de concurso …”.  FERNANDO CERDÁ. “La extensión de efectos del acuerdo de refinanciación, homologado 
judicialmente, a los acreedores financieros disidentes o no partícipes”. Anuario de Derecho Concursal num.33/2014. 
Editorial Civitas, SA. 2014.  
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impugnación alguno de los acreedores lo alegue y lo pruebe129. La intervención del juez resulta 
restrictiva, puesto que simplemente se debe limitar a homologar o no homologar el acuerdo 
presentado130. 

Dice la norma que podrá homologarse judicialmente el acuerdo de refinanciación que 
habiendo sido suscrito por acreedores que representen al menos el 51 por ciento de los pasivos 
financieros –no representativos, necesariamente de deudas líquidas y exigibles-, reúna en el 
momento de su adopción, las condiciones previstas en la letra a)131 y en los números 2.º y 3.º de la 
letra b)132 del apartado 1 del artículo 71 bis. Los acuerdos adoptados por la mayoría descrita 
alcanzarán el primer efecto que se pretende, su protección frente a cualquier acción de rescisión. 
Para extender sus efectos serán necesarias las mayorías exigidas en la norma, que se ha ido 
reduciendo paulatinamente en sucesivas reformas: (i) 51% para obtener la homologación; (ii) para 
obtener los efectos de extensión para acuerdos que representen esperas no superiores a 5 años o 
la conversión de deuda en préstamos participativos, el 60%; (iii) para esperas de 5 a 10 años, 
quitas, capitalización, conversión de deuda en préstamos participativos de mas de 5 años de 
duración, la cesión de bienes, el 75%. La extensión de efectos en caso de acreedores financieros 
con garantía real, las mayorías se incrementan al 65%, en el supuesto (ii), y al 80%, en los casos 
que exponemos como (iii). 

La competencia para conocer de la homologación corresponderá al juez de lo mercantil que, en 
su caso, fuera competente para la declaración del concurso de acreedores. En este sentido 
también resulta relevante el efecto de paralización de ejecuciones que a diferencia de la regulada 
en el artículo 5 bis, corresponde al juez competente, y una vez que es admitida a trámite la 
solicitud de homologación.133 

Finalmente, el juez otorgará – la norma lo establece en términos imperativos- la homologación, 
siempre que el acuerdo reúna los requisitos formales anteriormente referenciados y declarará –
también en términos imperativos se expresa la norma- la extensión de efectos que corresponda 
cuando el auditor certifique la concurrencia de las mayorías requeridas. 

El presupuesto de la viabilidad empresarial futura del deudor, viene impuesto al juez como 
presupuesto de toda homologación que, además, como hemos visto, debe cumplir con la 

                                                           
129 CERVERA, Marta. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”. Anuario de Derecho 
Concursal 33. Setiembre-Diciembre 2014. Pag.120.  
130 LOPEZ SÁNCHEZ, Javier. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”.  Los Acuerdos de 
Refinanciación y de Reestructuración de la Empresas en Crisis. GARCÍA CRUCES (dir.). BOSCH 2013. Pag. 304.  
131 Artículo 71 bis 1 a): “En virtud de éstos se proceda, al menos, a la ampliación significativa del crédito disponible o a 
la modificación o extinción de sus obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de vencimiento o el establecimiento 
de otras contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita la 
continuidad de la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo”. 
132 Artículo 71 bis 1 b): 2.º Se emita certificación del auditor de cuentas del deudor sobre la suficiencia del pasivo que se 
exige para adoptar el acuerdo . De no existir, será auditor el nombrado al efecto por el registrador mercantil del 
domicilio del deudor y, si éste fuera un grupo o subgrupo de sociedades, el de la sociedad dominante. 3.º El acuerdo 
haya sido formalizado en instrumento público al que se habrán unido todos los documentos que justifiquen su 
contenido y el cumplimiento de los requisitos anteriores . 
133 La publicidad en este tipo de procedimientos resulta esencial. Por ello la norma establece que el secretario judicial 
ordenará la publicación de la providencia en el Registro Público Concursal por medio de un anuncio que contendrá los 
datos que identifiquen el deudor, el juez competente, el número del procedimiento judicial de homologación, la fecha 
del acuerdo de refinanciación y los efectos de aquellas medidas que en el mismo se contienen, con la indicación de que 
el acuerdo está a disposición de los acreedores en el Juzgado Mercantil competente donde se hubiere depositado para 
la publicidad, incluso telemática, de su contenido. 
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adhesión, al menos, del porcentaje del 51 por ciento del pasivo financiero. No obsta a tal 
conclusión el hecho de que el RD-L 4/2014 haya otorgado carácter potestativo a la intervención 
del experto independiente, en la búsqueda de mayor celeridad y menores costes. Ciertamente 
puede dificultar la labor judicial, pero no puede el órgano judicial obviar, como contenido esencial 
del acuerdo, la ampliación significativa del crédito disponible o a la modificación o extinción de sus 
obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de vencimiento o el establecimiento de otras 
contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita 
la continuidad de la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo.  

Que el órgano judicial deba velar por el cumplimiento de los requisitos materiales y formales 
del acuerdo, resulta esencial puesto que se observa un estrechamiento134 evidente de los 
motivos de oposición, limitados, exclusivamente a la concurrencia de los porcentajes exigidos y a 
la valoración del carácter desproporcionado del sacrificio exigido. Sin duda alguna, la limitación de 
causas de impugnación tiene sentido en un acuerdo protagonizado por acreedores profesionales, 
expertos – o por lo menos deberían serlo- en insolvencia y profundos conocedores de las 
patologías financieras que afectan a sus clientes -o por lo menos, deberían serlo-.  

Por lo tanto el juez que en su momento homologó el acuerdo y valoró la legalidad del mimo, en 
caso de impugnación, deberá comprobar la concurrencia de las mayorías necesarias en cada caso, 
teniendo en cuenta los efectos de arrastre que en cada proceso refinanciador se pretendan. 
Especial consideración merece el denominado sacrificio desproporcionado para los acreedores 
financieros no firmantes del acuerdo.  Así se puede considerar que (i) será desproporcionado el 
sacrificio si su cuota de satisfacción esperada o previsible en un escenario de concurso o de 
liquidación fuera superior a la resultante de la extensión coactiva de los efectos del acuerdo 
(bestinterest test) (ii) si resulta un trato asimétrico entre acreedores homogéneos, más perjudicial 
para el acreedor disidente, (iii) la imposición de medidas que puedan ser consideradas 
desmesuradas. En su consecuencia, no habrá sacrificio desproporcionado cuando pueda 
constatarse que las posibilidades de cobrar de los acreedores disidentes son mayores con la 
homologación del acuerdo de refinanciación que sin ella, puesto que sin tal acuerdo el escenario 
concursal determinaría que las posibilidades de cobro de los disidentes disminuirían en lugar de 
incrementarse135; o en aquellos casos en que se conceden garantías a los acreedores afectados 
que les asegura su recuperación136. 

No aclara la norma que tipo de procedimiento se va a seguir para la emisión de la resolución 
judicial de homologación. No contempla el apartado 6 de la Disposición Adicional Cuarta, traslado 
a los acreedores disidentes, previo a la emisión del Auto de homologación. Es decir, se puede 
concluir que el acuerdo homologado, no es una solución heterocompositiva, sino autocompositiva, 
que podríamos calificar como jurisdicción voluntaria137. Aunque algunas resoluciones judiciales 
atribuyen a la homologación judicial naturaleza de transacción judicial. En todo caso, se convierte 
en un proceso si existe impugnación. Un proceso judicial, especial, con cognición limitada, con 
efectos de cosa juzgada frente a los acreedores financieros disidentes.  

3. Consideraciones finales.  

                                                           
134 AZOFRA VEGAS, F. “La Homologación Judicial de Acuerdos de Refinanciación”, pp. 62-63.  REUS. 2016. 
135 Auto del Juzgado de lo Mercantil número 5 de Barcelona de 28 de junio del 2013. Se puede consultar en el Boletín 
Oficial del Estado (BOE) nº 157, de 2 de julio del 2013, p. 33770.  
136 Auto del Juzgado de lo Mercantil de Barcelona de 23 de enero del 2013. Se puede conultar en el Boletín del Estado 
(BOE) nº 127, de 28 de mayo de 2013. 
137 SENÉS MOTILLA, C. “La homologación de los acuerdos de refinanciación”, ADCom nº 30, 2013. 
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En el Ordenamiento jurídico español, el protagonismo del órgano judicial está diseñado, 
fundamentalmente en vía de recurso, con cognición limitada, tal como hemos visto, pero con 
capacidad para analizar la concurrencia de los requisitos materiales y formales del acuerdo; y, en 
caso de impugnación, la concurrencia de las mayorías legales,  y la compleja determinación de la 
proporcionalidad del acuerdo.  

En otras normas que tienen naturaleza de instituto preconcursal, como el famoso 5 bis, que se 
limita a regular la comunicación al órgano judicial de la existencia de un proceso negociador, con 
algunos efectos suspensivos, incorporados por las Leyes 17/2014 y 9/2015, que configuran la 
actual redacción del precepto138,regulando la prohibición de ejecuciones judiciales o 
extrajudiciales de bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad 
profesional o empresarial del deudor, hasta que se produzcan unas circunstancias que están en 
estricta relación con cada una de las vías que el escudo del 5 bis ampara: i) se formalice el acuerdo 
de refinanciación previsto en el artículo 71 bis 1; ii) se dicte la providencia admitiendo a trámite la 
solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación; iii) se adopte el acuerdo 
extrajudicial de pagos; iv) se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la admisión a trámite 
de una propuesta anticipada de convenio; v) tenga lugar la declaración de concurso. Podemos 
destacar que este efecto suspensivo se establece en el Decreto del Secretario Judicial que tiene 
por hecha la comunicación de inicio de negociaciones con los acreedores. Aquí se produce la única 
intervención directa del Juez en este escenario del 5 bis: en caso de controversia sobre el carácter 
necesario del bien al que afecta la ejecución suspendida, mediante recurso al Decreto del 
Secretario, ante el Juez competente para conocer del concurso. Algunos autores cuestionaron la 
competencia del Secretario que el 5 bis consagra, por la concurrencia de bienes necesarios139 y la 
evidente necesidad de intervención judicial en la propia valoración de la comunicación.  

                                                           
138 LUCEÑO OLIVA, José Luis. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 887/2014 parte Comentario. 
Editorial Aranzadi, SA, Pamplona. 2014. “La valoración de la reforma ha de ser positiva ya que protege, frente a las 
ejecuciones judiciales, la continuidad de la actividad del deudor en esta fase de negociaciones para alcanzar un acuerdo 
de refinanciación. Impide también la nueva norma el que pueda hacerse un uso abusivo de la misma limitando las 
comunicaciones sucesivas, y obligando a que transcurra al menos el periodo de un año entre las mismas. No obstante, 
apreciamos dos deficiencias importantes: la primera que el legislador sigue tratando privilegiadamente a los créditos de 
derecho público lo que impedirá que, incluso en esta fase, pueda continuarse la actividad si existen ejecuciones sobre 
bienes necesarios para el desarrollo de la actividad que provengan de créditos de aquella naturaleza, y la segunda 
deficiencia, bajo nuestro punto de vista, es el «olvido» de no otorgar protección a los bienes del deudor respecto a las 
ejecuciones extrajudiciales notariales que se encuentran inexplicablemente fuera del ámbito de la norma.” 
139 GONZÁLEZ NAVARRO. Blas Alberto. “El nuevo artículo 5 bis de la Ley Concursal tras la reforma de 2014”. Revista 
Aranzadi Doctrinal num. 2/2014 parte Estudio. Editorial Aranzadi, SA, Cizur Menor. 2014: La reforma de 2014 no parece 
haber reparado en que, al mantener intacta la competencia del Secretario Judicial para dejar constancia de la 
comunicación previa, y desde ahora para gestionar la publicación de su resolución de constancia, deja fuera del precepto 
la necesaria intervención judicial que el precepto exige ahora. Y es que, si bien la diligencia de constancia, o la resolución 
que pide el artículo 5 bis al Secretario, no precisa de control ni intervención judicial ninguna, parece claro que no será el 
Secretario quien pueda valorar si los bienes afectados por la ejecución son necesarios o no para la continuidad de la 
actividad profesional o empresarial del deudor. 
Solamente los bienes que son necesarios para la continuidad de la compañía son los que habilitan al Juzgado mercantil a 
paralizar las ejecuciones contra el deudor. Podría pensarse, entonces, que el sistema de la comunicación previa sigue 
siendo el de la reforma de 2011; una ventanilla de sellado, en la que el Secretario deja constancia meramente de la 
comunicación del inicio de las negociaciones. Será el deudor el que, con este papel, acuda a los Juzgados de 1ª Instancia 
instando la consiguiente paralización de las ejecutorias sobre bienes necesarios. Sin embargo, es obvio que ese sistema 
no puede perdurar: según una doctrina reiterada del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, que acabó por consagrase en 
el artículo 56.5 de la LC, «(a) los efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, corresponderá al juez del 
concurso determinar si un bien del concursado resulta necesario para la continuidad de la actividad profesional o 
empresarial del deudor» . Por tanto, ello obliga al juez civil a preguntar al juez mercantil sobre el carácter de los bienes 
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Por último, no podemos concluir sin volver la vista a la Ley 17/2014, de 30 de septiembre, de 
Medidas urgentes en materia de refinanciación y reestructuración de deuda empresarial, norma 
que viene precedida del  Real Decreto Ley 4/2014, de 7 de marzo. Tal como consta en su 
preámbulo, la finalidad de la Ley es la de adoptar medidas que permitan aliviar la carga financiera 
a la que se encuentran sometidas determinadas empresas que podrían llegar a ser viables, 
permitiendo que éstas sigan atendiendo sus compromisos en el tráfico económico, generando 
riqueza y creando puestos de trabajo. Con esta confesada finalidad, se intenta mejorar el marco 
legal preconcursal de los acuerdos de refinanciación; acuerdos que, siendo fruto del consenso 
entre el deudor y sus acreedores, pretenden maximizar el valor de los activos, evitando el 
concurso de la entidad y la reducción y los aplazamientos pasivos. La norma habla de 
preconcursalidad, de evitación del concurso, reconociendo que un marco extrajudicial privado, 
permite una mejor gestión de los activos y de la propia situación de insolvencia o de 
preinsolvencia. 

En este marco, el artículo 71 bis LC, responde a la regulación de lo que se ha venido a 
denominar “escudos protectores”140 que permitirían articular estos acuerdos de refinanciación sin 
el riesgo de posteriores acciones de reintegración, consagrando así, una defensa preventiva, para 
el mantenimiento de los mismos. Es decir, se trata ahora, con esta vía, de una regulación reactiva 
que se estructura para evitar la rescisión de los acuerdos de financiación otorgados durante un 
período sospechoso. En España durante el período de dos años anteriores al auto de declaración 
del concurso (art. 71 LC).  

Probablemente por ello, la actual redacción del artículo 72.2 LC, evidencia la voluntad de 
legislador de limitar, de forma sustancial, la rescindibildad de los acuerdos de financiación y de 
refinanciación, puesto que tal acción únicamente podrá fundarse en el incumplimiento de las 
condiciones legales, con legitimación exclusiva de la administración concursal. Con esta redacción, 

                                                                                                                                                                                 
de necesarios o no para la continuidad de la actividad de la empresa, lo que supone un coste temporal incompatible con 
la protección que otorga el artículo 5 bis. 
Es en consecuencia el Juez de lo Mercantil que recibe la comunicación el que debe valorar la necesidad de los bienes; 
evidentemente, en el caso de existir ejecutorias en marcha: es posible que las ejecuciones ni siquiera se hayan activado 
cuando se presenta la comunicación previa, por lo que no se pida valoración de necesidad ninguna, en cuyo caso no 
sería precisa intervención judicial. No obstante, cabe pensar en lo recomendable que sería que, en relación a bienes 
estratégicos sujetos a garantías reales, incluso sujetos al riesgo de ejecuciones por embargos ordinarios, se solicite del 
Juzgado que se declare su necesidad para la continuidad de la empresa, a los efectos de que, de iniciarse luego la 
ejecución, el Juez de 1ª Instancia no tenga que consumir un tiempo precioso preguntando al Juez del eventual concurso 
posterior, de modo que, presentando el deudor el auto del juez en que se declaran los bienes necesarios y se cierra el 
paso a cualquier ejecución durante el plazo del artículo 5 bis, ese debate ni siquiera se abriría.” 
140Destacamos los trabajos de la profesora PULGAR EZQUERRA, J., quien ha venido sosteniendo en numerosas 
ocasiones la necesidad de avanzar en esta línea, destacando la necesidad de establecer legislativamente «escudos 
protectores» para los acuerdos de refinanciación. Acuerdos que, por su propia naturaleza y la versatilidad de su 
contenido, podrían incluir pactos o requerir actos para su ejecución fácilmente subsumibles en el ámbito de las 
presunciones que en relación a la concurrencia de perjuicio patrimonial para la masa activa se establecen en el artículo 
71 de la Ley Concursal. Así, puede verse, entre otros, en los siguientes trabajos de esta autora: «Licitud y temporalidad 
de los acuerdos amistosos extrajudiciales: riesgos para los intervinientes en un eventual concurso», Revista de Derecho 
Concursal y Paraconcursal nº 5, julio 2006; «Refinanciaciones de deuda y concurso de acreedores: la ausencia de 
“escudos protectores” y el fraude del artículo 10 de la Ley del Mercado Hipotecario», Diario La Ley nº 6963, 9 de junio 
de 2008 (La Ley 23016/2008); «Rescisión concursal y refinanciaciones bancarias», Diario La Ley nº 7097, Sección 
Doctrina, 29 de enero de 2009 (La Ley 41791/2008); «Preconcursalidad y acuerdos de refinanciación», Revista de 
Derecho Concursal y Paraconcursal nº 14, Primer semestre 2011, (La Ley 1235/2011) y «Ley 17/2014 de medidas 
urgentes en materia de refinanciaciones y reestructuración de deuda empresarial y Real Decreto Ley 11/2014, de 
reformas urgentes en materia concursal: nuevos paradigmas», Diario La Ley nº 8391, 3 de octubre de 2014 (La Ley 
7151/2014). 
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se hace imposible la rescisión por razones materiales, de fondo. Se trata de bloquear la rescisión, 
otorgando la máxima seguridad jurídica a los acuerdos alcanzados por alguna de las vías típicas 
estructuradas por la Ley. 

Sin perjuicio de ello, no se nos escapa la posibilidad del ejercicio de acciones de nulidad –
simulación, fraude de ley, vicio del consentimiento- o, incluso, acción pauliana. En todo caso, 
desde el punto de vista práctico, resulta casi imposible impugnar un acuerdo de refinanciación que 
cumpla con las condiciones legales141, formales. Las extraordinarias acciones de nulidad o fraude, 
no resultan óptimas para procesos que tendrán un marco negociador previo, suficientemente 
contradictorio como para eludir cualquier vicio de este tipo. En definitiva, no serán rescindibles los 
acuerdos de refinanciación alcanzados por el deudor , así como los negocios, actos y pagos, 
cualquiera que sea la naturaleza y la forma en que se hubieren realizado, y las garantías 
constituidas en ejecución de los mismos, que cumplan con lo establecido y previsto en el artículo 
71 LC.  

III. LA INTERVENCIÓN JUDICIAL EN EL CONCURSO: BREVE EXAMEN DE LAS PRINCIPALES 
FACULTADES JUDICIALES A LO LARGO DE LAS DISTINTAS FASES DEL PROCEDIMIENTO 
CONCURSAL. 

Una vez analizado el modelo de procedimiento concursal en la Ley española, procede realizar 
un recorrido sintético por las distintas fases del concurso con el fin de subrayar, cuando menos, las 
facultades judiciales principales que cabe ejercer en cada de esas fases. A tal efecto, conviene 
indicar previamente que, aunque tales facultades se expondrán de modo consecutivo, agrupadas 
con un criterio de sucesión temporal a lo largo del procedimiento, no todas responden a la misma 
finalidad ni participan de la misma naturaleza. Cabrían, por tanto, criterios de clasificación 
diversos, que tomaran en consideración no tanto el momento en que recaen las decisiones y el 
efecto que producen en ese contexto, sino el carácter formal de la decisión o del acto judicial, o la 
función que pretenden cumplir; así, por ejemplo, hay resoluciones judiciales que implican el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional propiamente dicha, en forma de auto o de sentencia, con 
efecto generalmente decisorio en la resolución de una determinada controversia que afecta a las 
partes del procedimiento concursal, y otras que no tienen tal carácter jurisdiccional, sino que 
tienen una finalidad de impulso del procedimiento, buena parte de las cuales, como decisiones de 
trámite que son, están ahora encomendadas al secretario judicial/letrado de la administración de 
justicia; hay otras decisiones, de nombramiento, cese, etc., de órganos el concurso, de 
autorización de actos, negocios, enajenaciones, etc., que, normalmente, están relacionadas con la 
actividad de la administración concursal; hay, en fin, decisiones de alcance más personal, cuyos 
efectos se proyectan en la esfera personal del deudor, sea éste persona física o jurídica, de sus 
socios o administradores, y decisiones de alcance patrimonial, que se proyectan sobre la masa 
activa, la masa pasiva, los contratos vigentes, los actos perjudiciales objeto de revocación, las 
responsabilidades exigibles por distintas causas, etc. En suma, la variedad de funciones que se 
expresan en resolución judicial es tan amplia, que la posibilidad de clasificación o de agrupación en 
categorías con criterios diversos es igualmente amplia.  

                                                           
141PARRA LUCÁN, M.A. «La compatibilidad de la rescisoria concursal con otras acciones de impugnación de actos y 
contratos del Derecho Común»,  Anuario de Derecho Concursal nº 19, 2010  (BIB 2010, 2) , pág. 11.  En sentido contrario 
se pronuncia CARMEN PÉREZ DE ONTIVEROS. Catedrática de Derecho Civil.  Universidad de Las Palmas de Gran Canaria. 
Anuario de Derecho Concursal num. 35/2015 parte Estudios. Editorial Civitas, SA, Pamplona. 2015. Esta autora desarrolla 
un interesante estudio sobre la compatibilidad y posibilidades de ejercicio de la acción pauliana.  
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Hecha esta precisión, la exposición de las principales facultades judiciales a lo largo del 
procedimiento se ordenará siguiendo el itinerario legalmente previsto, aunque no siempre el real 
o efectivo en muchos concursos. A tal fin, los momentos y fases a distinguir serían los siguientes: la 
declaración del concurso; la fase común; la fase de convenio; la fase de liquidación; la calificación 
del concurso; la conclusión. 

La declaración del concurso es una decisión nítidamente judicial; sólo el juez puede declarar al 
deudor insolvente en concurso y sólo hay formalmente concurso si lo declara el juez competente, 
por más que el deudor se encuentre en una situación de patente insolvencia actual, o vaya a 
estarlo de manera inminente. En la Ley española (artículos 13 a 24), la decisión judicial, que reviste 
forma de auto, se adopta tras un breve procedimiento que tiene distinta función si la solicitud ha 
sido presentada por el deudor, en caso de concurso voluntario, o por los acreedores, en caso de 
concurso necesario. En el primer caso, la declaración es prácticamente automática (la solicitud del 
propio deudor reviste cierto carácter de confesión judicial), si la documentación aportada pone de 
manifiesto alguna de las circunstancias que acreditan la insolvencia (los llamados “hechos de 
concurso”) conforme al artículo 2, apartado 4. En el segundo, la declaración es también 
prácticamente automática si la solicitud de acreedor se funda en embargos infructuosos o en 
previa estimación judicial o administrativa de la insolvencia, pudiendo el deudor recurrir el auto 
que le declara en concurso; si se funda en otras causas ha de notificarse al deudor y emplazarle, ya 
que puede oponerse a la solicitud, en cuyo caso caben medidas cautelares, práctica de prueba y 
vista previa, antes de que el juez resuelva, aceptando o rechazando la solicitud, y sin perjuicio de 
posterior recurso por la parte correspondiente; obviamente, si el deudor se allana o no se opone a 
la solicitud, la declaración en concurso procede sin más. Como ya se indicó, la declaración de 
concurso se realiza mediante auto judicial, en el que han de figurar los pronunciamientos que 
indica el artículo 21 (carácter voluntario o necesario del concurso; efectos iniciales sobre las 
facultades patrimoniales del deudor; nombramiento de administrador concursal; requerimiento 
de documentos; posibles medidas cautelares; llamamiento a los acreedores para que comuniquen 
su crédito; medidas de publicidad; previsiones cuando haya sociedad matrimonial de gananciales; 
posible aplicación de procedimiento simplificado). Notificado el auto a las partes y efectuada la 
publicidad que ya se indicó (artículos 23 y 24), la situación concursal queda formalmente 
establecida y se producen, en consecuencia, los efectos que la ley determina, comenzando el 
desarrollo de la fase común del concurso, pero siempre teniendo en cuenta que la ley permite 
presentar junto con la solicitud una propuesta anticipada de convenio (104 y siguientes) y también 
solicitar desde ya la liquidación (142). 

En lo que podemos considerar fase común, la función judicial se manifiesta en el ejercicio de 
facultades ciertamente relevantes. Por el orden en que aparece contempladas en el texto legal, 
cabe señalar: la declaración conjunta de varios concursos o la acumulación de concursos ya 
declarados (se trata de los denominados  concursos conexos, de especial aplicación en los grupos 
de sociedades, artículos 25, bis y ter) y la designación de administrador concursal, y de auxiliares 
delegados cuando proceda, así como su separación del cargo, con nuevo nombramiento (artículos 
27 a 39). 

A continuación se desarrolla un bloque muy amplio de preceptos (desde el artículo 40 al 
artículo 97 ter) en que se van ordenando los efectos que la declaración de concurso produce en los 
distintos ámbitos personales y patrimoniales, activos y pasivos. En relación con cada una de las 
categorías de esos efectos, el juez dispone de atribuciones fundamentales, en las que con 
frecuencia se ve acompañado de la administración concursal en las variadas formas en que puede 
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producirse la intervención de este órgano en el procedimiento. Una relación exhaustiva de todas y 
cada una de las atribuciones y facultades judiciales en esta materia de los efectos del concurso 
puede obtenerse a partir del análisis puntual del texto legal. Cabe aquí sintetizar las potestades 
judiciales principales, tomando como criterio de agrupación el mismo que la propia Ley utiliza para 
ordenar los efectos del concurso. 

En primer lugar, están los efectos sobre el deudor (artículos 40 a 48 quáter): el juez decide 
sobre las facultades patrimoniales del deudor, si las mantiene con intervención del administrador 
concursal, o le quedan suspendidas, con sustitución en esas facultades por el administrador 
concursal; la regla general es que la primera opción es la ordinaria en el concurso voluntario, la 
segunda en el concurso necesario; pero el juez puede razonadamente invertir la opción, o 
modificar posteriormente la opción inicialmente acordada. También al juez corresponde autorizar 
enajenaciones de activos, como medida un tanto excepcional y sometida a condiciones, en esta 
fase; proponer medidas de restricción de comunicaciones, residencia y circulación, con las debidas 
garantías; decidir si, a pesar del principio general de continuación de la actividad empresarial o 
profesional del concursado, procede el cierre total o parcial de explotaciones; fijar el alcance del 
derecho de alimentos del concursado y su familia; y, finalmente, en caso de deudor persona 
jurídica, tramitar las acciones contra socios y administradores, auditores o liquidadores, para exigir 
el desembolso pendiente de la aportación o la responsabilidad por daños a la sociedad, 
respectivamente, así como decretar los embargos cautelares que permite la ley en estos casos. 

En segundo lugar, se contemplan los efectos sobre los acreedores, integrados ope legis en la 
masa pasiva del concurso (artículos 49 a 60), si bien en este ámbito los efectos proceden más 
directamente de la ley, sin que sea necesario el ejercicio de potestad judicial con carácter general. 
Así ocurre con la aplicación de las reglas sobre ejercicio de acciones individuales contra el 
concursado, en las que se contienen mandatos de inhibición de jueces distintos al del concurso, en 
beneficio de la jurisdicción de éste, y de no admisión de nuevos juicios declarativos, sin perjuicio 
de que continúen hasta la sentencia los que ya estuvieren iniciados, con algunas excepciones, o de 
que tal continuación se haga mediante acumulación de oficio al concurso en algunos casos. 
También los procedimientos arbitrales en curso siguen la misma regla de continuidad hasta el 
laudo, aunque es cierto que el juez del concurso podría suspender la eficacia de un pacto o 
convenio arbitral que entendiera perjudicial. Más especialidad tiene el régimen de las ejecuciones 
singulares y los apremios administrativos y tributarios, donde se siguen reglas diversas de 
continuidad de procedimientos iniciados de ejecución administrativa o laboral, si el embargo recae 
sobre bienes no necesarios para la confinidad de la actividad del concursado, y de paralización 
preventiva de ejecución de garantías reales sobre bienes necesarios hasta que se apruebe un 
convenio que no las afecte o hasta que transcurra un año desde la declaración del concurso, tras 
lo cual se podrán iniciar o reanudar si ya estaban iniciadas cuando se paralizaron. Las demás reglas 
en esta materia (prohibición de la compensación tras el concurso; suspensión del devengo de 
intereses y del derecho de retención; interrupción de la prescripción) son también de aplicación 
legal directa y no tanto de decisión jurisdiccional, salvo que generen conflicto que haya que 
resolver en esta vía. 

 Mayor ámbito de decisión judicial aparece en el grupo de efectos que se proyectan tanto sobre 
los contratos vigentes en que fuera parte el concursado (artículos 61 a 70), como sobre los actos 
perjudiciales realizados por el deudor en la época anterior al concurso, frente a los que cabe 
ejercitar las conocidas acciones revocatorias o de reintegración de la masa activa (artículos 71 a 
73). En el primer caso, porque las diversas decisiones sobre resolución de contratos, sea a 
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instancia de la administración concursal, sea de la otra parte del contrato, corresponden al juez del 
concurso, teniendo carácter muy especial la atribución judicial en relación con los contratos de 
trabajo vigentes, ya que el juez del concurso asume la competencia para tramitar un 
procedimiento de modificación sustancial de las condiciones laborales de carácter colectivo, sea 
traslado, despido, suspensión o reducción de jornada, una vez declarado el concurso, conforme lo 
establece el extenso artículo 64 de la Ley. En el caso de la revocación concursal, las acciones de 
reintegración contra actos perjudiciales realizados por el deudor hasta en los dos años anteriores 
al concurso se ejercitan ante el juez del concurso en todo caso, conforme al artículo 72, siendo 
muy de destacar en esta materia la excepción configurada en el artículo 71 bis a fin de que los 
acuerdos de refinanciación preconcursales, en su distinta tipología, queden exentos de la 
revocación concursal, si reúnen los requisitos legales, como también ocurre con los acuerdos de 
refinanciación con acreedores financieros que fueran judicialmente homologados, conforme a la 
Disposición Adicional Cuarta de la Ley Concursal. 

Finalmente, en las operaciones de determinación de la masa activa (artículos 76 a 83) y de la 
masa pasiva (artículos 84 a 97), con que concluye la fase común, una vez que el administrador 
concursal presenta su informe, con el inventario de bienes y la lista de acreedores (artículos 74 y 
75), la intervención judicial es intensa y altamente determinante. En efecto, la decisión última 
sobre integración de bienes en la masa pasiva y sobre procedencia del ejercicio del derecho de 
separación de bienes por terceros que lo aleguen, corresponde al juez del concurso. Como 
también es notorio el ejercicio de potestades jurisdiccionales para determinar definitivamente la 
composición de la masa pasiva, que sigue los trámites de la comunicación, el reconocimiento y la 
clasificación de créditos concursales en privilegiados, ordinarios y subordinados, una vez hecha la 
distinción entre créditos contra la masa y créditos concursales. La litigiosidad potencial de estas 
operaciones, inicialmente atribuidas a la administración concursal, es grande, de modo que han de 
ser frecuentes las decisiones judiciales que resuelven definitivamente los incidentes concursales a 
que dan lugar las impugnaciones del inventario y de la lista de acreedores, con las consiguientes 
modificaciones previstas en los artículos 97 y siguientes.  

Se desarrolla a continuación la fase de convenio, en el caso de que así proceda por existir 
propuesta de convenio, sea en este momento procesal, o sea en forma anticipada, presentada ya 
con la solicitud del concurso. Y de nuevo en esta fase el protagonismo judicial es evidente; lo 
justifica un doble motivo: de un lado, el propio control del contenido y del cumplimiento del 
convenio; de otro, y principalmente, la propia utilidad del convenio, que requiere que sus efectos 
puedan extenderse más allá del pasivo que formó la mayoría de aceptación, extensión que, debido 
a la naturaleza contractual y de alcance relativo entre las partes, requiere de la aprobación judicial 
como instrumento de vinculación de otros acreedores. De ahí que la fase de convenio (artículos 98 
a 141) esté especialmente judicializada en toda su extensión. 

La intervención judicial es ya notoria en relación con la propuesta anticipada de convenio que 
puede presentarse con la solicitud del concurso: al juez corresponde admitir a trámite la 
propuesta y, si obtiene la mayoría suficiente, aprobarla (artículos 106 y 109, respectivamente), 
previo informe de evaluación de la propuesta por la administración concursal. 

En lo que podemos considerar tramitación ordinaria del convenio, la propia apertura de la fase 
de convenio se produce mediante auto judicial, que ordena convocar la junta de acreedores a la 
que se someterán las posibles propuestas de convenio para su aceptación, aunque también es 
posible la tramitación escrita, con adhesiones, si el número de acreedores supera los 300. Al juez 
del concurso corresponde admitir a trámite las propuestas de convenio que pueden presentar 
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tanto el deudor, como acreedores cuyos créditos alcancen un quinto del pasivo, verificando que se 
cumplen los requisitos de tiempo, forma y contenido de las propuestas, ya que el artículo 100, 
aunque fue modificado para ampliar los límites el convenio, especialmente en lo que hace a la 
quita y espera, sigue teniendo algunas restricciones que el juez debe someter a control. Al juez 
corresponde también presidir la junta de acreedores y supervisar su celebración, ordenando los 
debates y las votaciones (artículos 116 y 121), si bien es posible la delegación en la administración 
concursal.  

La propuesta que resulte aceptada por la mayoría requerida en virtud de su contenido, ha de 
someterse a la aprobación judicial, siendo posible en este momento la oposición de acreedores 
que el juez habrá de resolver (artículos 127 y 128). Pero es importante observar lo siguiente: haya 
habido o no oposición de acreedores, la facultad de aprobación del convenio por el juez es 
autónoma; esto es: si el juez estima la oposición, el convenio será rechazado; pero si no hay 
oposición, o ésta no es estimada, ello no supone que el convenio sea aprobado automáticamente 
por el juez; el juez, incluso en esos casos, puede rechazarlo de oficio por cualquiera de las causas 
que indica el artículo 131 (infracción de normas sobre el contenido del convenio o de las 
adhesiones, sobre la forma, o sobre la tramitación escrita o en junta, por defectos en la 
constitución o en la celebración de ésta). Con el fin de reforzar el efecto extensivo de la 
aprobación judicial del convenio, ésta se produce mediante sentencia, de la que deriva la fuerza 
vinculante para el deudor y los acreedores ordinarios y subordinados, y, con las especialidades 
legales que les afectan, los acreedores privilegiados, en función de su voto y del porcentaje de 
aceptación (artículo 134). 

Finalmente, una vez que el convenio aceptado por los acreedores y aprobado por el juez entra 
en fase de cumplimiento, al juez corresponde también el control de su correcta ejecución. Cada 
seis meses recibe un informe del deudor sobre la marcha del cumplimiento; y al propio juez 
corresponde declarar formalmente que el convenio está íntegramente cumplido, a solicitud del 
deudor, determinando entonces la conclusión del concurso,  como también, a instancia de 
cualquier acreedor,  que ha sido incumplido, procediéndose entonces a la apertura de oficio de la 
fase de liquidación. 

En la práctica concursal española durante los años de la aguda crisis económica acaecida a 
partir de 2008, la proporción de procedimientos concursales que han concluido con liquidación ha 
sido elevadísima, alcanzando medias del 90% de los concursos declarados. En el modelo legal 
inicial, a la fase de liquidación se llegaba tras fracasar la fase convenio (por falta de propuestas, por 
no aceptación de ninguna, por no aprobación judicial, por incumplimiento de la aceptada y 
aprobada); la realidad fue imponiendo la conveniencia de facilitar la anticipación de la liquidación, 
incluso facilitando que a solicitud del deudor la liquidación se abra inmediatamente después de la 
propia declaración del concurso (artículo 142), o permitiéndola en cualquier momento posterior, 
una vez que se pusiera de manifiesto la insuficiencia de masa activa para satisfacer siquiera las 
propias deudas de la masa (artículo 176 bis). 

Así configurada la fase de liquidación, es explicable que también en este tramo del 
procedimiento haya una intensa actividad judicial. Es el juez quien declara por auto la apertura de 
la fase de liquidación, a solicitud del propio deudor, de los acreedores o de la administración 
concursal, en cada uno de los supuestos que contempla el artículo 142; pero hay aquí una 
importante singularidad: cabe la posibilidad en ciertos supuestos que el propio juez abra la fase de 
liquidación de oficio, justamente en los casos en que el modelo legal inicial entendía frustrada o 
fracasada la fase de convenio, que ahora ya no es necesario agotar, como antes se señaló. 
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Con la apertura de la fase de liquidación, se desencadenan un conjunto de efectos y 
operaciones bajo la directa supervisión del juez. Así, si el deudor es persona jurídica, se produce su 
disolución, si no hubiera llegado al concurso ya disuelta (téngase en cuenta que en el Derecho 
español actual la declaración de una sociedad e concurso no es causa de disolución; lo es la 
apertura de la fase de liquidación concursal; y téngase en cuenta que al concurso puede llegar una 
sociedad ya disuelta y en trance de liquidación societaria, donde se haya puesto de manifiesto la 
situación de insolvencia que impide culminar la liquidación societaria y obliga a pasar a la 
liquidación concursal para que la sociedad quede extinguida y cancelada en el Registro Mercantil). 

La liquidación se desarrolla conforme a un plan de liquidación elaborado por la administración 
concursal y aprobado por el juez, que cabe completar con las reglas legales supletorias y con otras 
normas especiales, entre las que destaca actualmente la posibilidad de transmitir unidades 
productivas de la masa activa con subrogación del adquirente, a su voluntad, en las relaciones 
contractuales vigentes (artículos 146, 148, 149). Puesto en aplicación el plan de liquidación, el juez 
recibe un informe trimestral sobre su desarrollo, así como una rendición de cuentas final, 
previendo la ley un plazo de un año para su terminación y facultando al juez para separar al 
administrador concursal por dilación indebida, y para nombrar un nuevo administrador. 
Finalmente, el pago a los acreedores se produce conforme a las reglas legales  que establecen el 
orden de prioridades por clases y dentro de las clases, así como  la proporción (artículos 154 a 
162), estando igualmente facultado el juez para autorizar determinadas excepciones o 
especialidades en la aplicación de las reglas generales. 

La calificación del concurso, y sus consecuencias, es materia, por obvios motivos de contenido 
eventualmente sancionador, especialmente apropiada para la intervención judicial y también para 
el litigio, como lo prueba la abundante jurisprudencia acumulada en sentencias del Tribunal 
Supremo, resolviendo recursos de casación interpuestos contra sentencias de apelación de las 
Audiencias provinciales ante las que se recurre la sentencia inicial del Juez de lo Mercantil 
competente en el concurso (artículos 163 a 175). En efecto, la calificación del concurso, cuando se 
den las circunstancias que abren la denominada “sección de calificación” (principalmente cuando 
haya liquidación o se alcance un convenio gravoso, conforme al artículo 167), es una decisión 
marcadamente judicial, que se materializa en una sentencia del juez del concurso, que lo declara 
fortuito o culpable, sin que tal calificación vincule a los jueces penales que intervengan en 
supuestos de delito de insolvencia punible.  

La calificación del concurso como culpable es, en el modelo legal español, una decisión judicial 
ciertamente compleja en su fundamentación y rigurosa en sus efectos. Los artículos 164 y 165 
combinan tres elementos para determinar la calificación del concurso como culpable: una cláusula 
general (el concurso es culpable cuando en la generación o agravación de la insolvencia haya 
mediado dolo o culpa grave del deudor, o de sus administradores o liquidadores, de hecho o de 
derecho, o apoderados generales , de los dos años anteriores, si es persona jurídica); un conjunto 
de supuestos en los que cabe presumir, salvo prueba en contrario, la culpabilidad (en general, 
incumplimientos del deudor, sus administradores, socios, en los casos del artículo 165);  un listado 
de hechos concretos que, si concurren, determinan sin más la calificación del concurso como 
culpable (son los casos más graves del 164, 2: ausencia o irregularidad contable, inexactitud 
documental, incumplimiento culpable del convenio, alzamiento de bienes, fraude o simulación 
patrimonial). La apreciación de este conjunto de elementos propicia, como se señaló, la elevada 
litigiosidad que rodea la calificación del concurso. 
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Una vez tramitada la calificación, conforme a los artículos 167 y siguientes, la sentencia que 
declare culpable el concurso incluye un conjunto de pronunciamientos de elevado rigor jurídico 
(artículo 172 y 172 bis): determina las personas afectadas por tal calificación, con alcance a 
administradores, etc., e incluso socios, de la sociedad concursada; esas personas afectadas pueden 
ser inhabilitadas para administrar bienes ajenos por plazo de entre 2 y 15 años, con cese y 
sustitución en sus cargos; pierden los derechos que tuvieren como acreedores y deben devolver lo 
indebidamente obtenido del patrimonio del deudor e indemnizar daños y perjuicios. Cabe 
igualmente la posibilidad de declarar cómplices del concurso culpable, acreedores o no, con las 
correspondientes sanciones. Además, pueden ser condenados, en los términos que indica el 
complejo artículo 172 bis a la grave y rigurosa responsabilidad concursal, que consiste en una 
auténtica responsabilidad de cobertura del déficit concursal (la parte de la masa pasiva no 
satisfecha con la liquidación de la masa activa), en cuantía individualizada para cada persona 
afectada condenada, teniendo en cuenta su grado de contribución a los hechos que hicieron que 
el concurso se calificara como culpable  

Finalmente, el itinerario del procedimiento concursal culmina con la conclusión del concurso, 
sin perjuicio de la posibilidad de su reapertura posterior. Es en este tramo final del concurso 
donde ha tenido encaje más recientemente (reforma de 2015) la limitada segunda oportunidad 
para deudores personas naturales, a través de una peculiar técnica del llamado “beneficio de 
exoneración de pasivo insatisfecho”, en el artículo 178 bis. 

La conclusión del concurso se establece también por auto judicial cuando concurra alguna de 
las causas legales previstas en el artículo 176 (revocación de la declaración del concurso; 
cumplimiento del convenio; pago íntegro de los créditos; desistimiento o renuncia de todos los 
acreedores); pero hay también una vía especial de conclusión cuando en cualquier estado del 
procedimiento se compruebe la insuficiencia de la masa activa para satisfacer los créditos contra 
la propia masa, aplicándose entonces las reglas especiales de pago recogidas en el artículo 176 bis. 
A la conclusión habrá de presentarse al juez la completa rendición de cuentas que pide el 
artículo181; y el juez habrá de aprobarla o desaprobarla, con negativas consecuencias de 
inhabilitación temporal para el administrador concursal en ese caso (artículo 181). 

La conclusión del concurso supone la extinción del deudor persona jurídica, mientras que el 
deudor persona natural continúa respondiendo del pago de los créditos restantes (artículo 178), 
conforme al principio tradicional de la responsabilidad ilimitada del deudor con todos sus bienes 
presentes y futuros (artículo 1911 del Código Civil), sin perjuicio de la posibilidad de obtener el 
beneficio de exoneración de pasivo pendiente, en los términos del artículo 178 bis. Tal beneficio 
puede ser concedido por decisión judicial a deudores persona natural, empresarios o no, previa 
solicitud de éstos, tras haber concluido su concurso por liquidación o por insuficiencia de masa 
activa; el beneficio está sometido a un conjunto de requisitos, tanto personales (condición de 
buen deudor), como económico-patrimoniales (satisfacción de créditos contra la masa y 
privilegiados, con variantes en los ordinarios en función de la situación), aunque cabe también una 
concesión provisional del beneficio, a falta del requisito de pago de esos créditos, si el buen 
deudor, junto a otras condiciones, acepta un plan de pagos de cinco años de duración, durante el 
cual el beneficio podría ser revocado si tal plan de pagos se incumple, o incluso si el deudor mejora 
de fortuna por herencia, legado, donación o por juego de suerte, envite o azar. Si el plan se 
cumple y no resulta revocado el beneficio, el juez podrá concederlo con carácter definitivo, si bien 
se admite en este aspecto cierta flexibilidad para deudores que, no pudiendo cumplir el plan, han 
destinado la mitad de sus ingresos, o la cuarta parte en casos de riesgo de exclusión social, al 
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cumplimiento del plan. En conjunto se trata de una modalidad de segunda oportunidad 
ciertamente limitada, si se observa que el primer requisito es que el deudor haya transitado ya por 
un concurso que terminó con liquidación, pues no se contempla una segunda oportunidad 
obtenida en fase preconcursal de dificultad económica, o ya de insolvencia, salvo lo que puede 
derivar en forma de quita de acuerdos preconcursales de financiación, poco aptos para personas 
naturales, o de acuerdos extrajudiciales de pagos. 

Finalmente, cabe la posibilidad (artículos 179 y 180) de reapertura de un concurso de persona 
natural, si vuelve a ser declarada en concurso en el plazo de cinco años desde la conclusión del 
anterior, o de persona jurídica, cuando aparezcan nuevos bienes, pero sólo en este caso a los 
efectos de liquidar el patrimonio aparecido con posterioridad a la conclusión del concurso 
anterior, que ya extinguió a la persona jurídica. 

                          

 

 

EL SISTEMA DE INFORMACIÓN EN EL CONCURSO   (ESPAÑA) 

Jesús QUIJANO GONZÁLEZ142 

 

Teniendo en cuenta la pluralidad de intereses afectados por una declaración de concurso, y la 
necesidad de que tal acto jurídico, por su trascendencia jurídica y patrimonial, resulte difundido de 
la forma más amplia posible, de manera que pueda llegar a conocimiento de los acreedores del 
deudor concursado y de otros muchos interesados que puedan resultar afectados, es evidente que 
deben disponerse instrumentos y medidas de publicidad legal que funcionen con eficacia y 
aporten seguridad y certeza al desarrollo del procedimiento concursal. 

El sistema de información previsto al efecto debe estar operativo no sólo en el momento inicial 
de puesta en marcha del procedimiento concursal, sino también a lo largo de todo su desarrollo, y 
especialmente en los momentos más relevantes en que es necesaria mayor difusión, como lo son, 
por ejemplo, la aprobación del convenio o la apertura de la fase de liquidación, entre otros. 

La Ley Concursal española establece un principio inicial de preferencia por la información 
telemática, informática y electrónica, en su artículo 23, que lo extiende  a la publicidad de la 
declaración del concurso y a las restantes notificaciones, comunicaciones y trámites del 
procedimiento, garantizando la seguridad y la integridad de las comunicaciones. 

A tal efecto, existe una REGISTRO PÚBLICO CONCURSAL, de carácter oficial y dependiente del 
Ministerio de Justicia, regulado en el artículo 198 de la Ley y desarrollado por un Real Decreto de 
15 de noviembre de 2013. El RPC se organiza en cuatro secciones a fin de ordenar 
sistemáticamente la información acumulada (resoluciones concursales, resoluciones remitidas a 
otros registros públicos, acuerdos extrajudiciales y administración concursal). En todo caso, la 
publicidad tiene carácter informativo (meramente declarativo y no constitutivo para la validez o la 
eficacia del acto publicado), puede realizarse en extracto y en coordinación con otros Registros  
públicos (Civil y Mercantil, principalmente) y debe ser accesible de forma gratuita por internet u 
otro medio equivalente de consulta telemática. 

                                                           
142 Catedrático de Derecho Mercantil. Universidad de Valladolid (España). 
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El detalle sobre la estructura, contenido, sistema de publicidad y procedimiento de inserción y 
acceso está desarrollado en la citada norma reglamentaria, que se adjunta a este texto para mejor 
conocimiento, junto con los artículos de la Ley Concursal referidos principalmente a la materia (23, 
24 y 198). 

Por otro lado, los artículos 23 y 24, sobre publicidad general y publicidad registral, establecen 
las medidas informativas que deben adoptarse por las distintas vías (Boletín Oficial del Estado, 
edictos judiciales, RPC citado, Registros de personas, Civil y Mercantil, de cosas, de la propiedad, 
de Bienes Muebles, etc.,) en función del tipo de publicidad requerida, del acto a publicitar y de la 
persona o bien afectado.  

                

 

 

                                    

 ANEXOS 
 
I)  LEY CONCURSAL 
 
Artículo 23. Publicidad. 
 1. La publicidad de la declaración de concurso, así como de las restantes notificaciones, 

comunicaciones y trámites del procedimiento, se realizará preferentemente por medios 
telemáticos, informáticos y electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, 
garantizando la seguridad y la integridad de las comunicaciones. El extracto de la declaración de 
concurso se publicará, con la mayor urgencia y de forma gratuita, en el “Boletín Oficial del Estado”, 
y contendrá únicamente los datos indispensables para la identificación del concursado, incluyendo 
su Número de Identificación Fiscal, el juzgado competente, el número de autos y el Número de 
Identificación General del procedimiento, la fecha del auto de declaración de concurso, el plazo 
establecido para la comunicación de los créditos, la identidad de los administradores concursales, 
el domicilio postal y la dirección electrónica señalados para que los acreedores, a su elección, 
efectúen la comunicación de créditos de conformidad con el artículo 85, el régimen de suspensión 
o intervención de facultades del concursado y la dirección electrónica del Registro Público 
Concursal donde se publicarán las resoluciones que traigan causa del concurso.  

2. En el mismo auto de declaración del concurso o en resolución posterior, el juez, de oficio o a 
instancia de interesado, podrá acordar cualquier publicidad complementaria que considere 
imprescindible para la efectiva difusión de los actos del concurso. 

 3. El traslado de los oficios con los edictos se realizará preferentemente por vía telemática 
desde el juzgado a los medios de publicidad correspondientes. Excepcionalmente, y si lo previsto 
en el párrafo anterior no fuera posible, los oficios con los edictos serán entregados al procurador 
del solicitante del concurso, quien deberá remitirlos de inmediato a los medios de publicidad 
correspondientes. Si el solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, el traslado del oficio se realizará 
directamente por el Secretario judicial a los medios de publicidad. 

 4. Las demás resoluciones que, conforme a esta Ley, deban ser publicadas por medio de 
edictos, lo serán en el Registro Público Concursal y en el tablón de anuncios del juzgado. 
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 5. El auto de declaración del concurso así como el resto de resoluciones concursales que 
conforme a las disposiciones de esta Ley deban ser objeto de publicidad, se insertarán en el 
Registro Público Concursal con arreglo al procedimiento que reglamentariamente se establezca. 

 
 Artículo 24. Publicidad registral.  
1. Si el deudor fuera persona natural, se inscribirán preferentemente, por medios telemáticos, 

en el Registro Civil la declaración de concurso, con indicación de su fecha, la  intervención o, en su 
caso, la suspensión de sus facultades de administración y disposición, así como el nombramiento 
de los administradores concursales.  

2. Si el deudor fuera sujeto inscribible en el Registro Mercantil, serán objeto de inscripción en la 
hoja abierta a la entidad, preferentemente por medios telemáticos, los autos y sentencias de 
declaración y reapertura del concurso voluntario o necesario, de apertura de la fase de convenio, 
de aprobación de convenio, la apertura de la fase de liquidación, la aprobación del plan de 
liquidación, la conclusión del concurso y la resolución de la impugnación del auto de conclusión, la 
formación de la pieza de calificación y la sentencia de calificación del concurso como culpable, así 
como cuantas resoluciones dictadas en materia de intervención o suspensión de las facultades de 
administración y disposición del concursado sobre los bienes y derechos que integran la masa 
activa. Cuando no constase hoja abierta a la entidad, se practicará previamente la inscripción en el 
Registro.  

3. Si se tratase de personas jurídicas no inscribibles en el Registro Mercantil y que consten en 
otro registro público, el secretario judicial mandará inscribir o anotar, preferentemente por 
medios telemáticos, en éste las mismas circunstancias señaladas en el apartado anterior. 

 4. Si el deudor tuviera bienes o derechos inscritos en registros públicos, se inscribirán en el 
folio correspondiente a cada uno de ellos la declaración de concurso, con indicación de su fecha, la 
intervención o, en su caso, la suspensión de sus facultades de administración y disposición, así 
como el nombramiento de los administradores concursales. Practicada la anotación preventiva o 
la inscripción, no podrán anotarse respecto de aquellos bienes o derechos más embargos o 
secuestros posteriores a la declaración de concurso que los acordados por el juez de éste, salvo lo 
establecido en el artículo 55.1. 

 5. Los asientos a que se refieren los apartados anteriores se practicarán en virtud de 
mandamiento librado por el secretario judicial. En el mandamiento se expresará si la 
correspondiente resolución es firme o no. En todo caso, las anotaciones preventivas que deban 
extenderse en los registros públicos de personas o de bienes por falta de firmeza de la resolución 
caducarán a los cuatro años desde la fecha de la anotación misma y se cancelarán de oficio o a 
instancia de cualquier interesado. El secretario judicial podrá decretar la prórroga de las mismas 
por cuatro años más.  

6. El traslado de la documentación necesaria para la práctica de los asientos se realizará 
preferentemente por vía telemática desde el juzgado a los registros correspondientes. 
Excepcionalmente, y si lo previsto en el párrafo anterior no fuera posible, los oficios con los 
edictos serán entregados al procurador del solicitante del concurso, con los mandamientos 
necesarios para la práctica inmediata de los asientos registrales previstos en este artículo. Si el 
solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase representada y defendida 
por sus servicios jurídicos, el traslado de oficio se realizará directamente por el juzgado a los 
correspondientes registros.  

7. Reglamentariamente podrán establecerse mecanismos de coordinación entre los diversos 
registros públicos en los que, con arreglo a lo previsto en los apartados anteriores, habrán de 
hacerse constar el auto de declaración y las demás vicisitudes de concurso.  
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 Artículo 198. Registro Público Concursal.  
1. El Registro Público Concursal se llevará bajo la dependencia del Ministerio de Justicia y 

constará de cuatro secciones: a) En la sección primera, de edictos concursales, se insertarán 
ordenados por concursado y fechas, las resoluciones que deban publicarse conforme a lo previsto 
en el artículo 23 y en virtud de mandamiento remitido por el Secretario Judicial.  b) En la sección 
segunda, de publicidad registral, se harán constar, ordenadas por concursado y fechas, las 
resoluciones registrales anotadas o inscritas en todos los registros públicos de personas referidos 
en el artículo 24.1, 2 y 3, incluidas las que declaren concursados culpables y en virtud de 
certificaciones remitidas de oficio por el encargado del registro una vez practicado el 
correspondiente asiento. c) En la sección tercera, de acuerdos extrajudiciales, se hará constar la 
apertura de las negociaciones para alcanzar tales acuerdos y su finalización. d) En la sección 
cuarta, de administradores concursales y auxiliares delegados, se inscribirán las personas físicas y 
jurídicas que cumplan los requisitos que se establezcan reglamentariamente para poder ser 
designado administrador concursal y hayan manifestado su voluntad de ejercer como 
administrador concursal, con indicación del administrador cuya designación secuencial 
corresponda en cada juzgado mercantil y en función del tamaño de cada concurso. También se 
inscribirán los autos por los que se designen, inhabiliten o separen a los administradores 
concursales, así como los autos en los que se fije o modifique su remuneración. Cuando un 
administrador concursal sea separado en los términos del artículo 37, se procederá a la baja 
cautelar del administrador concursal separado. En el caso de personas físicas, se indicará el 
nombre, dirección profesional, correo electrónico, número de identificación fiscal, ámbito 
territorial en el que se declara la disposición para ejercer y se señalarán todas las personas 
jurídicas inscritas en la sección cuarta con las que se encuentre relacionada. Adicionalmente se 
indicará la experiencia en todos los concursos previos, señalando la identidad del deudor, el sector 
de actividad de su razón social y el tipo de procedimiento y la remuneración percibida. En el caso 
de las personas jurídicas se indicará el nombre, domicilio social, forma jurídica, correo electrónico, 
dirección de cada oficina en la que se realice su actividad y el ámbito territorial en el que se 
declara la disposición para ejercer. También se señalará el nombre, dirección de cada uno de los 
socios y de cualquier persona física inscrita en la sección cuarta que preste sus servicios para la 
persona jurídica. Asimismo, se consignará toda la información sobre la experiencia en los 
concursos previos del párrafo anterior, indicando la persona física encargada de la dirección de los 
trabajos y de la representación de la persona jurídica. 

 2. La publicación de las resoluciones judiciales o sus extractos tendrá un valor meramente 
informativo o de publicidad notoria.  

3. Reglamentariamente se desarrollarán la estructura, contenido y sistema de publicidad a 
través de este registro y los procedimientos de inserción y acceso, bajo los principios siguientes: 
1.º Las resoluciones judiciales podrán publicarse en extracto, en el que se recojan los datos 
indispensables para la determinación del contenido y alcance de la resolución con indicación de 
los datos registrables cuando aquéllas hubieran causado anotación o inscripción en los 
correspondientes registros públicos. 2.º La inserción de las resoluciones o sus extractos se 
realizará preferentemente, a través de mecanismos de coordinación con el Registro Civil, el 
Registro Mercantil o los restantes registros de personas en que constare el concursado persona 
jurídica, conforme a los modelos que se aprueben reglamentariamente. 3.º El registro deberá 
contar con un dispositivo que permita conocer y acreditar fehacientemente el inicio de la difusión 
pública de las resoluciones e información que se incluyan en el mismo. 4.º El contenido del 
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registro será accesible de forma gratuita por Internet u otros medios equivalentes de consulta 
telemática.  

 

  

II) REAL DECRETO DE 15 DE NOVIEMBRE DE 2013 QUE REGULA EL REGISTRO 

PÚBLICO CONCURSAL. 

 

I. DISPOSICIONES GENERALES 
I 

La publicidad de los concursos de acreedores es una consecuencia necesaria del 
carácter universal de los efectos del concurso de acreedores, que exige que el conocimiento 
de su declaración y de los pormenores de su tramitación llegue a todos los posibles 
interesados. Es por ello que la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, ha prestado especial 
atención a la publicidad del concurso de acreedores, que ha de permitir a estos conocer no 
sólo la existencia de un concurso que les afecta, sino también la de todas las resoluciones 
que se aprueben a lo largo del proceso concursal y de las anotaciones que se han de 
practicar en los registros públicos jurídicos de personas y bienes. 

Los problemas que se fueron detectando tras la entrada en vigor de la Ley Concursal 
pusieron de manifiesto la necesidad de reforzar el papel que aquí ha de cumplir el Registro 
Público Concursal. El Real Decreto-ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en 
materia tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación económica, ya 
modificó el artículo 198 de la Ley Concursal, con esa finalidad. Igualmente, la Ley 38/2011, 
de 10 de octubre, de reforma de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, ha profundizado 
en esta cuestión modificando no sólo el artículo 198, sino también el 24 relativo a la 
publicidad registral. Asimismo, la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización, ha modificado la Ley Concursal para añadir un 
nuevo título X que regula los llamados acuerdos extrajudiciales de pagos, para cuya 
publicidad se ha creado una nueva sección en el Registro Público Concursal. 

El calado de estas reformas obliga a establecer un régimen nuevo para el Registro 
Público Concursal, que, por un lado, se adapte a su nueva configuración en el artículo 198 
de la Ley Concursal y, por otro lado, instaure los mecanismos de coordinación entre los 
diversos registros públicos que prevé el apartado 7 del artículo 24 de la Ley. Estos 
preceptos contienen las novedades que explican el contenido de este real decreto. 

II 

El Registro Público Concursal que ahora se configura responde, en primer lugar, a un 
principio de unidad de información, de tal forma que tanto las resoluciones procesales que 
se adopten a lo largo del proceso concursal, como las que implican la apertura de 
negociaciones para alcanzar los acuerdos extrajudiciales y su finalización, y los asientos 
registrales derivados de los mismos encuentren un punto de encuentro a efectos de su 
publicidad. El Registro es el instrumento que asegura esa coordinación entre los Juzgados 
de lo Mercantil y los distintos registros públicos, así como con los expedientes sobre 
acuerdos extrajudiciales de pagos. 
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Y, en segundo lugar, que esa publicidad se obtenga a través de Internet, lo que facilita 
la accesibilidad a la información concursal. El resultado ha de ser la puesta a disposición de 
los interesados de una información coordinada y completa. 

La puesta en marcha y el mantenimiento del Registro Público Concursal corresponde  al 
Ministerio de Justicia, que encomienda su gestión al Colegio de Registradores de la  
Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España. En lo que se refiere al  
funcionamiento del Registro Público Concursal, son los Juzgados, los Registradores  
Mercantiles, los Notarios y los registros públicos los que proporcionan la información de los 
distintos concursos y expedientes de acuerdo extrajudicial que se ha de incorporar al 
Registro. 

Al Registro Público Concursal corresponde el almacenamiento y sistematización de toda 
esa información, facilitando la interconexión con los demás registros, cumpliendo así la 
función coordinadora prevista en el apartado 7 del artículo 24 de la Ley Concursal. 

La publicidad correspondiente a cada procedimiento se producirá con la resolución por 
la que se deje constancia de la comunicación de negociaciones prevista en el artículo 5 bis 
o con la apertura de cada concurso, cuyo auto, al igual que las demás resoluciones que se 
adopten en el proceso concursal, se remitirán al Registro Público Concursal, así como a los 
correspondientes a los registros públicos que corresponda, de los cuales procederá, a su 
vez, la información que integrará la sección segunda del Registro.  

Otro tanto sucede con la publicidad correspondiente a la apertura de negociaciones 
para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos, que se producirá con la certificación o 
copia del acta que acuerde dicha apertura. Y que al igual que los restantes anuncios, actas 
o resoluciones que se adopten sobre ese expediente, se remitirán al Registro Público 
Concursal, así como a los correspondientes a los registros públicos que corresponda, de los 
cuales procederá, a su vez, la información que integrará la sección segunda del Registro. 

En cumplimiento del artículo 24 de la Ley Concursal, los asientos que se practiquen 
como consecuencia de las anteriores comunicaciones en los distintos registros públicos se 
remitirán también al Registro Público Concursal, de acuerdo con un criterio de integración 
y coherencia de la información, a la que todos tendrán acceso. Lo mismo sucederá para el 
Juzgado que tramite el concurso, que irá dando publicidad a las resoluciones que de 
acuerdo con la Ley Concursal han de incluirse en el Registro Público Concursal. 

III 

La estructura del Registro Público Concursal es la que se establece en el artículo 198 de 
la Ley Concursal y consta de tres secciones.  

La sección primera dará la publicidad correspondiente a las resoluciones procesales 
dictadas durante el proceso concursal y a las que deba darse publicidad de acuerdo con la 
ley. En esta sección se incluyen también aquellas resoluciones que ordene el Juez al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 23.2 de la Ley Concursal. 

La sección segunda contiene las resoluciones registrales anotadas en los distintos 
registros públicos, incluyendo las que declaren la culpabilidad del concursado y las 
designen o inhabiliten a los administradores concursales. 
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La sección tercera, relativa a los acuerdos extrajudiciales, contiene la información 
precisa sobre la iniciación y finalización de los procedimientos para alcanzar los cuerdos 
extrajudiciales de pagos regulados en el título X de la Ley Concursal, así como las 
previsiones de publicidad edictal del proceso de homologación judicial de los acuerdos de 
refinanciación de la disposición adicional cuarta de la Ley Concursal. 

 
IV 

Finalmente, este real decreto incluye una previsión relativa a la interconexión del 
Registro Público Concursal con los registros de resoluciones concursales de los restantes 
Estados miembros de la Unión Europea, la cual habrá de realizarse de conformidad con las 
normas europeas que la regulen. De esta forma, en el contexto europeo se reconoce el 
papel de estos registros como una fuente de información jurídica esencial para facilitar las 
gestiones de ciudadanos, juristas, Administraciones Públicas, empresas y otros interesados. 
Estos registros permiten a los bancos, los acreedores, los socios comerciales y los 
consumidores acceder a información oficial y fiable sobre casos de insolvencia, 
garantizando la transparencia y la seguridad jurídica en los mercados de la Unión Europea. 
Esta previsión se refleja también en la regulación de la sección primera del registro, en la 
que se prevé la publicidad de la apertura de un procedimiento de insolvencia abierto en 
otro Estado miembro cuando así lo inste el síndico de dicho concurso. 

Con esta nueva regulación, el Registro Público Concursal se configura como una 
herramienta a disposición de los diversos acreedores del concursado y también de la 
Administración de Justicia, que cuenta con un instrumento que le facilita la comunicación 
de las resoluciones que adopten los Juzgados de lo Mercantil a los distintos registros 
públicos, el conocimiento de otras situaciones concursales con las que pueda guardar 
conexión y de los expedientes de negociación de los acuerdos extrajudiciales de pago.  

Todo ello debe contribuir a la mejora de la seguridad jurídica en lo que concierne a los 
concursos de acreedores o sus procedimientos preventivos y a una mayor agilidad procesal. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de noviembre de 
2013, 

DISPONGO: 
 

CAPÍTULO I 

De las disposiciones generales para el funcionamiento del Registro Público Concursal 

Artículo 1. Objeto y finalidad. 

1. Este real decreto contiene el régimen de funcionamiento del Registro Público 
Concursal, al objeto de asegurar la difusión y publicidad de las resoluciones procesales 
dictadas al amparo de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, y de los asientos registrales 
derivados del proceso concursal, así como los mecanismos de coordinación entre los 
diversos registros públicos en los que deban constar la declaración del concurso y sus 
vicisitudes. 

2. El régimen de funcionamiento del Registro Público Concursal asegurará la difusión, 
coordinación y publicidad de las actas, anuncios y resoluciones procesales dictadas al 
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amparo de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sobre los acuerdos extrajudiciales, 
procedimiento de homologación y de los asientos registrales derivados de los mismos. 

Artículo 2. Gestión y organización del Registro Público Concursal. 

1. La publicidad de las resoluciones concursales publicadas en el Registro Público 
Concursal se realizará a través de un portal en Internet que se localizará dentro de la sede 
electrónica que determine el Ministerio de Justicia. 

2. El Registro Público Concursal depende del Ministerio de Justicia y se encuentra 
adscrito a la Dirección General de los Registros y del Notariado, a la que corresponde dictar 
cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico y técnico den soporte a la actividad del 
Registro. 

3. La gestión material del servicio de publicidad se encomienda al Colegio de 
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España, que la realizará 
a sus expensas y bajo la dependencia del Ministerio de Justicia. 

4. Las comunicaciones que se efectúen a través del Registro Público Concursal serán 
siempre electrónicas, utilizándose canales de comunicación securizados. Las 
comunicaciones deberán asegurar la seguridad y la integridad de su contenido. Sólo en 
caso de imposibilidad de emplear medios electrónicos se podrán efectuar las 
comunicaciones a través de otro medio, de acuerdo con la legislación que resulte aplicable, 
que asegure, asimismo, la seguridad e integridad de su contenido. 

Artículo 3. Acceso a la información del Registro Público Concursal. 

1. El acceso al Registro Público Concursal será público, gratuito y permanente, sin que 
requiera justificar o manifestar interés legítimo alguno. 

2. Las resoluciones procesales se publicarán en el Registro en extracto, que incluirá los 
datos indispensables para la determinación de su contenido y alcance con indicación de los 
datos registrables cuando aquéllas hubieran causado anotación o inscripción en los 
correspondientes registros públicos. 

Se adoptarán medidas orientadas a evitar la indexación y recuperación automática de 
los datos contenidos en el Registro a través de motores de búsqueda desde Internet. 

3. En el caso de que la resolución publicable en las secciones primera y tercera fuere 
susceptible de inscripción en un registro público de personas se indicará que la inscripción o 
anotación está pendiente o, una vez acceda el certificado correspondiente a la sección 
segunda, que la resolución en cuestión ha causado asiento de inscripción o anotación con 
referencia a los correspondientes datos registrales. 

4. El Registro contendrá un dispositivo de sellado temporal que permita acreditar de 
una manera auténtica el inicio de la difusión pública de las resoluciones o información que 
se incluyan en el mismo. 

5. La publicidad de las inhabilitaciones contenidas en las sentencias de calificación que 
no sean firmes sólo será accesible a los órganos jurisdiccionales y las Administraciones 
Públicas habilitadas legalmente para recabar la información necesaria para el ejercicio de 
sus funciones, a menos que no siendo firmes tuvieran acceso al Registro Mercantil u otros 
registros públicos de personas. A estos efectos, el Director General de los Registros y del 
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Notariado, en colaboración con los responsables de los distintos registros públicos y de 
conformidad con el Consejo General del Poder Judicial, adoptará las medidas necesarias 
para asegurar la identidad de los solicitantes de información. 

Artículo 4. Estructura y contenido del Registro. 

1. El portal se estructura en tres secciones: 

a) Sección primera, de edictos concursales. 

b) Sección segunda, de publicidad registral de resoluciones concursales. 

c) Sección tercera, de acuerdos extrajudiciales. 

2. La publicidad tanto de la primera como de la segunda sección permitirá realizar 
consultas en atención al nombre, denominación o número de identificación fiscal del 
deudor o concursado y, con referencia a los correspondientes concursos y resoluciones 
procesales, por el nombre o denominación de las personas físicas o jurídicas que hubieren 
sido nombrados o separados como administradores concursales, así como por el número 
de autos y el número de identificación general del procedimiento y el Juzgado competente. 
Respecto de las inhabilitaciones de las personas afectadas por la calificación del concurso 
como culpable se insertará la parte dispositiva de la sentencia de calificación que las 
hubiere acordado.  

3. La sección tercera comprenderá la información y los anuncios que se regulan en el 
capítulo IV. Su publicidad permitirá realizar consultas en atención al nombre o 
denominación del deudor y, con referencia a los correspondientes expedientes, por el 
nombre o denominación del mediador concursal que hubieren aceptado, así como por el 
número de identificación fiscal, el número de expediente o procedimiento y el Notario o 
Registrador Mercantil que lo tramite. En el caso de procedimientos de homologación, por 
el número de autos y el número de identificación general del procedimiento y el Juzgado 
competente. 

Artículo 5. Protección de datos personales. 

A los efectos de lo establecido por la normativa de protección de datos de carácter 
personal: 

a) La finalidad y uso de los datos incorporados al Registro Público Concursal son los 
previstos en la Ley Concursal, sin que puedan emplearse para un fin distinto. 

b) Las personas de las que se obtendrán datos serán las declaradas en concurso y todas 
aquellas a que se refieran las resoluciones que se publican de conformidad con la Ley 
Concursal que no son concursados.  

c) Los datos serán los remitidos por los Juzgados de lo Mercantil, los Registradores 
Mercantiles, los Notarios y por los registros públicos en los que se realicen los asientos 
previstos en la Ley Concursal. 

d) La estructura del Registro y los datos personales incluidos en él se ajustarán a lo 
establecido en los artículos 3 y 4. 

e) Los datos indicados serán públicos, conforme al artículo 198 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, en la forma indicada en el artículo 6 de este real decreto. 
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f) El responsable del Registro Público Concursal es el Ministerio de Justicia. 

g) El encargado del tratamiento de los datos del Registro Público Concursal es el Colegio 
de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España, y ante él se 
ejercerán derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición. 

h) Se aplicarán a los datos incorporados al Registro Público Concursal las medidas de 
seguridad de nivel medio.  

Artículo 6. Duración de la publicidad en el Registro Público Concursal y cancelación de 
sus datos. 

Los datos de carácter personal incluidos en las resoluciones concursales y en los 
asientos registrales insertados en el Registro Público Concursal en cualquiera de sus 
secciones serán cancelados dentro del mes siguiente a que finalicen sus efectos, sin 
perjuicio de su disociación para su utilización posterior. En concreto: 

a) Los datos relativos a las sentencias firmes en que se ordena la inhabilitación para 
administrar bienes ajenos, así como para representar a cualquier persona en los términos 
previstos en el número 2.º del apartado 2 del artículo 172 de la Ley Concursal, serán 
cancelados de oficio en el plazo de dos meses contados desde que hubiere trascurrido el 
período de inhabilitación establecido en la misma sentencia. 

b) También se cancelarán de oficio dentro del mismo plazo anterior los datos relativos a 
la inhabilitación temporal para ser nombrado administrador en otros concursos en los 
términos previstos en el apartado 4 del artículo 181 de la Ley Concursal y una vez terminen 
los efectos de la inhabilitación según lo que se establece en la sentencia de desaprobación 
de cuentas. 

c) Los datos relativos al cese de los administradores concursales o auxiliares delegados 
en aplicación de lo que establecen los artículos 37, 151, 152 y 153 de la Ley Concursal, se 
cancelarán transcurrido un plazo de tres años desde la firmeza del auto o de la resolución 
judicial. 

d) Los datos relativos al acuerdo extrajudicial de pagos se cancelarán de oficio 
transcurridos dos meses desde la publicación del acta notarial de cumplimiento del plan de 
pagos o desde la firmeza de la resolución judicial que declare la conclusión del concurso 
consecutivo. 

 
CAPÍTULO II 

 
De la sección primera de edictos concursales 

Artículo 7. Contenido de la sección primera del Registro Público concursal. 

1. En la sección primera, de edictos concursales, del Registro Público Concursal se 
insertarán, ordenadas por deudor o concursado y dentro de cada procedimiento por fecha 
de su adopción, la resolución por la que se deje constancia de la comunicación de 
negociaciones prevista en el artículo 5 bis y las resoluciones procesales que deban 
publicarse conforme a lo previsto en el artículo 23 de la Ley Concursal y demás preceptos 
que a aquél se remiten. 
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2. En la sección primera del Registro se insertarán también las resoluciones 
correspondientes al proceso concursal a las que, por decisión judicial, se deba dar 
publicidad de acuerdo con la Ley Concursal.  

3. También se dará publicidad en esta sección a la apertura de un procedimiento de 
insolvencia abierto en otro Estado miembro de la Unión Europea cuando así lo solicite el 
síndico designado por el Tribunal competente de ese Estado o, en su caso, el propio 
Tribunal, con arreglo a lo dispuesto en la normativa de la Unión Europea sobre 
procedimientos de insolvencia. 

Artículo 8. Remisión de las resoluciones procesales al Registro Público Concursal. 

1. Las resoluciones que deban publicarse en la sección primera del Registro Público 
concursal se remitirán desde los Sistemas de Gestión Procesal por el personal del  Juzgado 
de lo Mercantil, bajo la dirección del Secretario judicial, a través de la aplicación 
electrónica y el modelo que el Registro pondrá a su disposición. 

No obstante, cuando no sea posible el traslado de las resoluciones a través de la 
aplicación electrónica, las mismas serán entregadas al procurador del solicitante del 
concurso que de inmediato los remitirá al Registro Público Concursal. En estos casos, 
cuando el concurso se hubiera solicitado por una Administración Pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, la inserción de las resoluciones 
judiciales se hará en virtud de mandamiento remitido por el Secretario judicial al Registro. 

2. En relación con cada una de las resoluciones objeto de publicidad en la sección 
primera el documento remitido contendrá los siguientes datos: 

a) Clase de resolución procesal en atención a su contenido tipificado. 

b) Identidad del deudor o concursado por su nombre o denominación social y el número 
de identidad fiscal si lo tuviere. En caso de concurso de acreedores declarado 
conjuntamente o acumulados, se expresará esta circunstancia con identificación de los 
demás concursados. 

c) La denominación y número de Juzgado, del Tribunal u Oficina judicial que la hubiere 
dictado, la identidad del Juez o, en caso de Tribunales colegiados, del ponente o del 
Secretario judicial cuando se trate de un decreto, el número de autos y la fecha de la 
resolución, con expresa indicación de si es o no firme. 

d) El contenido literal del edicto. 

e) Firma del secretario. 

Artículo 9. Remisión de las resoluciones procesales a los registros públicos y a otros 
registros. 

1. Corresponde al personal del Juzgado de lo Mercantil, bajo la dirección del Secretario 
judicial remitir las resoluciones que se dicten en su Juzgado a los registros públicos de 
personas y de bienes en los que deban aquéllas inscribirse o anotarse a través de la 
aplicación electrónica y con el modelo que el Registro pondrá a su disposición. A tal efecto, 
para el cumplimiento electrónico de los trámites fiscales y registrales y, eventualmente, 
para la subsanación de los defectos advertidos en la calificación podrá interesarse la 
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tramitación telemática a través de cualquier profesional colaborador de la Administración 
de Justicia que cuente con los medios adecuados. 

No obstante, cuando no sea posible el traslado de las resoluciones a través de la 
aplicación electrónica será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior.  

2. Si los datos que obran en las actuaciones y el mandamiento se refieren a un sujeto 
inscribible en el Registro Mercantil, el Secretario judicial, en la forma y con los requisitos 
previstos en el apartado anterior, solicitará del Registrador Mercantil competente que 
remita, el mismo día en que se hubiera practicado el correspondiente asiento, certificación 
telemática del contenido de la resolución dictada por el Juez del concurso al Registro de la 
Propiedad, al Registro de Bienes Muebles o a cualquier otro registro público de bienes 
competente, de conformidad con lo previsto en el Reglamento del Registro Mercantil.  

3. De igual forma, el personal de la Oficina judicial, bajo la dirección del Secretario 
judicial remitirá, en función de la naturaleza del concursado, las resoluciones a 
cualesquiera otros registros en los que se encuentre inscrito, incluidos los registros 
administrativos.  

CAPÍTULO III 

De la sección segunda de publicidad registral 

Artículo 10. Contenido de la sección segunda del Registro Público concursal. 

En la sección segunda, de publicidad registral, se harán constar en extracto y ordenadas 
por concursado y fechas, las resoluciones registrales anotadas o inscritas en todos los 
registros públicos de personas referidos en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 24 de la Ley 
Concursal, incluidos los asientos registrales relativos a las sentencias que declaren 
concursados culpables o acuerden la designación o inhabilitación de los administradores 
concursales, y en virtud de certificaciones remitidas de oficio por el encargado del Registro 
una vez practicado el correspondiente asiento. También se hará constar en la misma forma 
las resoluciones registrales anotadas o inscritas en los registros públicos de personas 
reseñados en el apartado 3 del artículo 233 de la Ley Concursal. 

Artículo 11. Remisión de asientos de los registros públicos al Registro Público Concursal. 

1. El mismo día en que se hubiere practicado la inscripción o anotación preventiva de las 
resoluciones que deban publicarse en la sección segunda, el Registrador competente que 
estuviere a cargo del correspondiente registro público a que se refiere el artículo 24 de la 
Ley Concursal expedirá una certificación en extracto del contenido del asiento autorizada 
con su firma y la remitirá al Registro Público Concursal.  

2. La certificación en extracto del Registrador se ajustará al formato que se proporcione 
por el Registro Público Concursal y contendrá la indicación del tipo de asiento practicado y 
los datos de inscripción. 

3. El encargado del Registro Público Concursal comprobará que la remisión permite la 
inserción de la resolución en la sección segunda del Registro y, en su caso, comunicará los 
defectos que impiden su difusión a los efectos de publicidad noticia. La inserción debe 
practicarse en formato estandarizado en el mismo día de la recepción, con excepción de los 
supuestos en que el documento ingrese en el Registro en soporte papel, en cuyo caso su 
publicidad se producirá dentro de los dos días hábiles siguientes. 
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CAPÍTULO IV 

De la sección tercera de acuerdos extrajudiciales 

Artículo 12. Contenido de la sección tercera del Registro Público concursal. 

1. En la sección tercera, de acuerdos extrajudiciales, se hará constar, ordenados por 
deudor, los procedimientos para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos, con indicación 
del nombre o denominación del deudor y del mediador concursal, del número de 
identificación fiscal de ambos, de las fechas de solicitud, de apertura del expediente, de 
inicio de negociaciones y de finalización de las mismas, así como la información que se 
indica en los artículos siguientes. 

2. En la sección tercera, ordenadas por entidades deudoras, se publicarán el anuncio 
con el extracto del decreto del Secretario judicial por el que se admite a trámite la solicitud 
de la homologación, del auto judicial por el que se apruebe la homologación de los 
acuerdos de refinanciación y de la sentencia que resuelva sobre la impugnación de la 
homologación en los términos previstos en la disposición adicional cuarta de la Ley 
Concursal.  

Artículo 13. Remisión de información al Registro Público Concursal. 

1. El Notario o el Registrador Mercantil remitirá certificación o copia del acta al Registro 
Público Concursal para su publicación en la sección tercera de la apertura del expediente, 
debiendo indicar: 

a) La identidad del deudor, incluido su número de identificación fiscal.  

b) La fecha en que se ha presentado la solicitud del deudor. 

c) La fecha en que se ha admitido la apertura del procedimiento. 

d) La fecha de aceptación del mediador concursal. 

e) La identidad del mediador concursal, incluido su número de identificación fiscal, y la 
dirección electrónica en la que los acreedores podrán realizar cualquier comunicación o 
notificación. 

2. El Notario o el Registrador Mercantil comunicará al Registro Público Concursal la 
finalización de las negociaciones. En los supuestos del apartado 6 del artículo 235, el 
apartado 4 del artículo 236 y el apartado 3 del artículo 238, una vez que el mediador 
concursal haga constar estas circunstancias por acta, el Notario o Registrador Mercantil 
comunicará la fecha del cierre del expediente y, en su caso, si se ha solicitado declaración 
de concurso. 

3. La información señalada en este precepto que se haya de remitir por el Notario o 
Registrador Mercantil se ajustará al formato que se proporcione por el Registro Público 
Concursal. 

Artículo 14. Publicidad del acuerdo extrajudicial de pagos y sus incidencias. 

1. Cuando las negociaciones concluyan con la adopción de un acuerdo extrajudicial de 
pagos, el Notario o Registrador remitirá para su publicación en el Registro Público 
Concursal anuncio que contendrá los datos que identifiquen al deudor, incluyendo su 
número de identificación fiscal, el Notario o Registrador competente, el número de 
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expediente de nombramiento del mediador, el nombre del mediador concursal, incluyendo 
su número de identificación fiscal, y la indicación de que el expediente está a disposición  
de los acreedores interesados en el Registro Mercantil o Notaría correspondiente para la 
publicidad de su contenido. 

2. En caso de anulación por sentencia del acuerdo extrajudicial de pagos, dicha 
resolución será remitida para su publicación en la sección tercera del Registro Público 
Concursal desde los Sistemas de Gestión Procesal por el personal del Juzgado de lo 
Mercantil, bajo la dirección del Secretario judicial, en la forma prevista en el capítulo II. 

3. Cuando el plan de pagos incluido en el acuerdo extrajudicial fuera íntegramente 
cumplido, el Notario que levante el acta prevista en el artículo 241 de la Ley Concursal 
remitirá la misma al Registro Público Concursal para su publicación en la sección tercera, 
de conformidad con el formato que se proporcione por el Registro. 

4. Cuando el acuerdo extrajudicial de pagos fuera incumplido, una vez que el mediador 
concursal haga constar esta circunstancia por acta, el Notario o el Registrador Mercantil lo 
comunicará al Registro Público Concursal. En todo caso, la publicación en la sección 
primera del Registro Público Concursal de la declaración de concurso prevista en el artículo 
241 de la Ley Concursal se publicará igualmente en la sección tercera, de conformidad con 
el formato que se proporcione por el Registro. 

5. En caso de imposibilidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos o de 
incumplimiento del plan de pagos aprobado, la resolución que declare el concurso 
consecutivo, en los términos del artículo 242 de la Ley Concursal, se publicará en la forma 
prevista en el capítulo II. Dicha publicación determinará el cierre de la sección tercera. 

Artículo 15. Publicidad de la homologación de los acuerdos de refinanciación. 

1. Para la remisión al Registro Público Concursal de las resoluciones procesales relativas 
a la homologación de los acuerdos de refinanciación y de la sentencia que resuelva sobre la 
impugnación de la homologación será de aplicación lo previsto en el artículo 8. 

2. Cuando por sentencia se declare la anulación de la homologación o el incumplimiento 
del acuerdo de refinanciación homologado, dicha resolución será remitida para su 
publicación en la sección tercera del Registro Público Concursal desde los Sistemas de 
Gestión Procesal por el personal del Juzgado de lo Mercantil, bajo la dirección del 
Secretario judicial, en la forma prevista en el capítulo II. 

Disposición adicional primera. Interconexión con los registros de resoluciones 
concursales de la Unión Europea. 

De conformidad con las normas de la Unión Europea que lo regulen, el Registro Público 
Concursal podrá conectarse con los registros de resoluciones concursales de los demás 
Estados miembros, así como con las plataformas comunitarias que al efecto se 
establezcan, al objeto de facilitar las consultas en materia concursal en la Unión Europea y 
permitir el conocimiento de los procesos concursales en este ámbito, con los efectos que se 
prevean. 

El acceso al registro concursal desde la plataforma dispuesta al efecto por la Unión 
Europea se regirá por su normativa específica.  

Disposición adicional segunda. Estadística concursal. 
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Se habilita al Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles de España para que elabore anualmente una estadística concursal, que se 
remitirá al Instituto Nacional de Estadística y a la Comisión Nacional de Estadística Judicial. 
A tal fin, se coordinará la actuación del Colegio de Registradores con el Instituto Nacional 
de Estadística, contando con la colaboración que presta el Consejo General del Poder 
Judicial para la elaboración de estadísticas en materia de concursal. 

Por resolución conjunta de la Dirección General de los Registros y del Notariado y del 
Instituto Nacional de Estadística se establecerá el contenido y el procedimiento de envío a 
éste último de la información relevante a los efectos del cumplimiento de sus funciones. 

Disposición transitoria primera. Resoluciones concursales anteriores a este real decreto. 

1. El Ministerio de Justicia adoptará las medidas necesarias para incluir en el Registro 
Público Concursal el contenido de las resoluciones concursales correspondientes a procesos 
que no hayan terminado en la fecha de su entrada en vigor. 

2. Hasta la implantación definitiva del Registro Público Concursal seguirá subsistente el 
sistema de publicidad concursal regulado en el Real Decreto 685/2005, de 10 de junio. 

Disposición transitoria segunda. Sistema de envío automático. 

En cuanto las condiciones técnicas lo permitan, la transmisión de la información 
prevista en este Real Decreto se realizará directamente desde las aplicaciones de gestión 
procesal, en la forma que reglamentariamente se determine. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa del Real Decreto 685/2005, de 10 
de junio. 

Queda derogado el Real Decreto 685/2005, de 10 de junio, sobre publicidad de 
resoluciones concursales y por el que se modifica el Reglamento del Registro Mercantil, 
aprobado por el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, en materia de publicidad registral 
de las resoluciones concursales, sin perjuicio de su aplicación provisional en los términos 
del apartado 2 de la disposición transitoria primero. 

También quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango resulten 
contradictorias e incompatibles con la regulación que se contiene en este real decreto. 

Disposición final primera. Habilitación al Ministro de Justicia. 

Se habilita al Ministro de Justicia para dictar cuantas normas sean necesarias para la 
ejecución de lo dispuesto en este real decreto. 

Disposición final segunda. Competencia del Estado. 

Este real decreto se dicta en virtud de las competencias que atribuye al Estado el 
artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución Española, en materia de legislación mercantil y 
de ordenación de los registros e instrumentos públicos. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

El presente real decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 15 de noviembre de 2013. JUAN CARLOS R. El Ministro de Justicia, 
ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN JIMÉNEZ.                      
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“EL PAPEL DEL JUEZ EN EL CONCURSO: UNA APROXIMACION DESDE EL DERECHO CONCURSAL 
PERUANO” 

Jean Paul BROUSSET143 

 

I. TEORIAS GENERALES SOBRE EL PAPEL DEL JUEZ 

Las teorías que tratan de sustentar el papel del derecho en las sociedades modernas tienen dos 
extremos que se han ido aproximando conforme han ido evolucionando dichas sociedades. Así, las 
teorías iusnaturalistas han ido dejando de lado el derecho natural o el divino para aproximarse a 
conceptos como los principios universales (llámense derechos humanos, principios generales del 
derecho, etc.)144, que desde una posición externa a las legislaciones son entendidos como entes 
que ordenan y hacen lógicas las normativas internas de cada país. Del otro lado, las teorías 
positivistas modernas (sobre todo las conocidas como positivismos incluyentes145) parten de la 
norma formal como eje fundamental del quehacer jurídico, pero aceptando que los principios 
pueden complementar dichos constructos con el objeto de regular adecuadamente todas las 
conductas que son relevantes para el mundo jurídico. Así, el problema de la discrecionalidad de los 
jueces -que es una de las grandes discusiones que antaño alejaba a ambas corrientes filosóficas- 
está tratando de ser solucionado por ambas teorías validando los principios desde distintos 
enfoques, pero entendiendo a los mismos como conceptos fundamentales para la resolución de 
los problemas de la manera más segura y justa como sea posible. 

                                                           
143 Debo agradecer a la señorita FABIOLA TUNA, quien me asiste en la cátedra de Derecho Concursal en la Universidad 
Tecnológica del Perú, quien me apoyó no solo en la recopilación de los datos bibliográficos del presente artículo, sino 
con quien discutimos los alcances y contingencias del mismo.  
144 CORIPUNA A. Razonamiento constitucional: críticas al neoconstitucionalismo desde la argumentación judicial. Tesis  
para  optar  el  Grado  Académico  de  Magíster   en  Derecho  Constitucional , PUCP,  Lima,  2014 
145 HART, H.L.A.  El  Concepto de Derecho.  3ª  ed.  Buenos  Aires,  Abeledo Perrot,  2009. 
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En ese sentido, para los positivistas los principios jurídicos constituyen  una herramienta 
secundaria que complementa el texto normativo, mientras que para los iusnaturalistas dichos 
principios constituyen en el punto de partida de cualquier regulación de comportamientos 
humanos. 

En el derecho concursal anglosajón BAIRD 146intuye la existencia de dos tipos de concursalistas 
según su enfoque jurídico filosófico: Los tradicionalistas y los procedimentalistas.  

Entiende por los primeros a aquellos doctrinarios que creen en que el papel del derecho 
concursal debe ser la protección de la empresa, al ser ésta el núcleo económico fundamental de la 
sociedad, partiendo para ello de un análisis “sensible” del fenómeno de la crisis empresarial, en el 
sentido de que este análisis intenta paliar los efectos negativos de dicha crisis en todos los actores 
del concurso (acreedores, deudor, trabajadores, empresas proveedoras, familias, etc.). En suma, 
este enfoque privilegia el principio de justicia social por encima de cualquier enfoque utilitarista 
coincidiendo con la posición filosófica de Rawls en la teoría de la justicia.147 

De otro lado, va a entender como procedimentalistas a aquellos doctrinarios que creen que el 
papel del derecho concursal es meramente formal, un proceso diseñado para acercar a las partes y 
motivarlas a la solución del conflicto, -no más- pues es el mercado el que debe libremente regular 
las contingencias de la crisis empresarial. Así, la toma de decisiones se debe dejar a los sujetos más 
afectados de la crisis, en este caso -según estos doctrinarios- a los acreedores. Esta teoría está 
cerca a postulados utilitaristas, pues busca el beneficio de la mayoría de los sujetos del concurso, 
sin importar si el resultado regulatorio es justo o no lo es, al entender que es suficiente la solución 
que ellos toman en mayoría y en supuesta libertad de decisión.  

Como se ve, la distinción de BAIRD148 coincide en esencia con la distinción entre iusnaturalistas 
y positivistas, siendo los primeros cercanos a los tradicionalistas, estando los segundos cercanos a 
los procedimientalisas. 

 Pero lo que resulta relevante para el tema pretendemos desarrollar en el presente artículo es 
el papel del juez en el concurso, y esta dicotomía descrita implica dos visiones distintas sobre ello: 

- En la visión positivista procedimentalista, el juez debe tener un papel dual: ser un 
motivador que aproxime a las partes del conflicto, y ser un fiscalizador de las formas 
procesales generales del concurso. Es extraño a su función verificar la validez sustantiva 
del acuerdo (porque sí puede reparar la formalidad del mismo).  

 
El proceso concursal es -en esta visión neo liberal del mismo- un mero proceso positivo 

formal, en donde se trata de evitar que este juez tenga mayores discrecionalidades 
respecto al tema de fondo: la decisión sobre la crisis. Esta decisión le compete única y 
exclusivamente a aquellos agentes económicos que -supuestamente- han sido más 
afectados por la misma, a saber, los acreedores. 

 
- En la visión iusntaturalista moderna (que Baird denomina tradicionalista), por el 

contrario, el juez tiene un papel más activo, pues es el encargado de verificar no solo que 

                                                           
146 BAIRD D. Axiomas concursales aceptados. Revista Themis No.45. PUCP. 2014. Pgs. 7-24.  
147 RAWLS J. Teoría de la justicia. 2da Ed. México DF. FCE. 1995.  
148 BAIRD D. Op cit. pg. 10 
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la norma positiva se active de manera adecuada, sino que, en cada caso en concreto, se 
respeten de manera genérica y específica los principios generales que regulan nuestras 
sociedades, en especial el principio de justicia inter partes, el mismo que -para esta 
corriente- no puede ser dejado en manos de particulares que solo verifican sus propios 
intereses y no los intereses de la colectividad.  

 
Así, la búsqueda del acuerdo justo es el leif motif del juez, quien no restringe su acción 

para ello en las normas positivas, sino que actúa con la discrecionalidad suficiente para 
sobrepasarlas en caso que las mismas generen inequidades entre las partes reguladas. 

Con este marco teórico general, pasaremos a revisar lo ocurrido en el caso peruano. 

 

 

II. EL CASO PERUANO: LA ADMINISTRACION COMO ELECCIÓN COMPLEJA EN 
UN CONTEXTO POLÍTICO Y SOCIAL ADVERSO AL PODER JUDICIAL 

El derecho concursal como rama novísima del derecho comercial irrumpe en nuestro país el 
año 1993. En efecto este año se publica la Ley 26116, Ley de Reestructuración Patrimonial en cuyo 
contenido verificamos las ideas centrales de este derecho innovador. 

Pero los acontecimientos históricos que precedieron a la promulgación de la referida norma  
nos sirven para entender mejor el contenido final de la misma, así como el de las sucesivas normas 
que la modificaron, y sobre todo nos sirven para comprender la decisión de retirar del fuero 
jurisdiccional común la regulación de la crisis empresarial y entregársela a un órgano 
administrativo. 

Y es que el gobierno de Alberto Fujimori -que ganó las elecciones democráticas del año 1990 
con ideas de centro izquierda- dio un viraje de 180 grados y terminó no solo postulando políticas 
neoliberales radicales, sino que, -con el pretexto de que su implementación era obstruida por los 
otros poderes del estado- terminó dando un golpe de estado (autogolpe) desde el mismo 
gobierno, disolviendo los poderes legislativo y judicial y convocando a un nuevo pacto 
constitucional. Es así como se promulga la nueva constitución de 1993, generándose bajo su 
marco diversas normas que pretendían sustentar la nueva visión de sociedad que tenía esta 
dictadura. Una de esas normas fue la referida Ley 26116. 

Entonces podemos ver que el derecho concursal se impone en el Perú como una rama de 
derecho que sustenta un cambio de visión general del Estado. Las políticas neoliberales que 
sustentan esta visión son las que le dan el marco principista a esta rama del derecho. 

En este contexto, el antiguo poder judicial era un estorbo para el dictador, pues en él se 
mantenían los jueces designados por los anteriores gobiernos que eran enemigos del régimen. Es 
por ello que uno de los objetivos del gobierno fue reducir la influencia y la capacidad de decisión 
de dicho poder del Estado. Así, se inició una purga del mismo, calificando a sus integrantes de 
corruptos. Miles de jueces fueron despedidos y se colocaron en su lugar abogados que tenían la 
confianza del régimen. Pero este proceso era demasiado lento, y la dictadura deseaba correr con 
el acaparamiento del poder.  
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Los teóricos que rodeaban a Fujimori idearon entonces un plan que implicaba asentar de una 
manera radical los poderes del ejecutivo frente a los otros poderes del Estado.  

Así, en el ámbito del poder legislativo, se eliminó una de las cámaras y se diseño a la que 
quedaba como un poder títere que se limitaba a tibias acciones políticas de control, dejando para 
el ejecutivo la mayor labore en la expedición de normas con rango de ley. Mecanismos como la 
delegación de facultades son los que -a partir de ese momento- priman a nivel legislativo en 
nuestro país, habiéndose convertido al Congreso en un órgano casi meramente decorativo en 
materia legislativa, siendo el poder ejecutivo el que verdaderamente expide las normas que 
regulan los comportamientos de los ciudadanos en nuestro país.  

Pero estos mismos teóricos también diseñaron acciones para que el poder ejecutivo se 
impusiera y tomara la batuta en diversos asuntos que le competían al poder judicial. Este 
copamiento de funciones jurisdiccionales comenzó la designación de jueces “amigos del régimen” 
(la llamada provisionalidad que todavía constituye un grave problema en nuestro poder judicial) y 
siguió con la creación de nuevos organismos administrativos, a los que la dictadura les delegó 
funciones que eran originariamente de los jueces. Uno de esos organismos fue el Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia INDECOPI, que asumió la resolución de diversos temas 
que le correspondían por esencia a la jurisdicción originaria del poder judicial.  

Hasta acá hemos hecho un análisis somero de las razones que llevaron a la dictadura a entregar 
la regulación del concurso a un órgano administrativo. Ahora trataremos de rastrear las razones 
que sustentaron la forma como dicho proceso fue regulado. 

Nuestra primera intuición es que el neoliberalismo como concepto le venía muy bien a la 
dictadura. Vender los activos del estado a precios lucrativos (privatizaciones de la mayor parte de 
actividades económicas), asumir funciones limitadas (estado pequeño) y focalizar las mismas en 
actividades electoreras (como inauguración de colegios, postas médicas y carreteras que luego se 
fueron cayendo a pedazos por su endeble construcción debido a los negociados y las coimas) era 
el negocio ideal para este grupo de poder que asaltó el estado peruano. 

Es en el marco de estas intencionalidades dudosas y amorales que se diseñaron  las funciones 
jurisdiccionales de los nuevos organismos (entre ellos el INDECOPI). Es por ello que, en el caso del 
concurso, EL INDECOPI tiene fundamentalmente una función de veedor y buen componedor del 
conflicto originado por la crisis del deudor, dejando a la junta de acreedores las funciones de 
evaluar y decidir sobre el destino y la administración de la empresa en problemas. El INDECOPI en 
ese sentido es una institución que no tiene demasiadas discrecionalidades en esta materia 
(coincidiendo por lo tanto con el modelo positivista procedimientalista explicado en la primera 
parte), siendo más un ejecutor del derecho positivo contenido en la norma concursal la cual, -
como ya lo dijimos- deviene en una norma simplemente procedimental que estructura el proceso 
que tienen que seguir los particulares (deudor y acreedores) para solucionar la crisis económica 
del deudor.  

El modelo neoliberal por lo tanto se aplicó, no necesariamente en búsqueda de eficiencia de 
mercado o maximización de la justicia inter partes, sino porque -a nuestro concepto- resultaba 
conveniente para este grupo de personajes que buscaba lucrarse del estado en la venta de sus 
principales activos, lo que implicaba la disminución paulatina de sus principales actividades, 
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manteniendo algunas de carácter casi decorativo, como la de fiscalización de los procesos de 
empresas en crisis. 

Esta situación no ha variado en todos los años que tiene vigente la norma concursal. 

Los grandes problemas que ha implicado este diseño han sido resaltados por la doctrina 
peruana y los podemos resumir en los siguientes: 

- Al ser una jurisdicción delegada, el INDECOPI no puede fallar en última instancia 
jurisdiccional, no teniendo tampoco la capacidad de identificar y sancionar directamente 
(en materia civil o penal) a las personas que hayan actuado con dolo o culpa inexcusable 
afectando al patrimonio concursado o a terceros. 

- En concreto, en materia penal, cada vez que el INDECOPI ha detectado algún 
comportamiento ilícito, ha tenido que requerir la intervención del poder judicial para que 
este recién inicie acciones punitivas contra los responsables del mismo. 

- En materia civil, quien lidera las investigaciones por actos ineficaces es el poder 
judicial, dada la limitación jurisdiccional que tiene el INDECOPI para ver estos asuntos, que 
la misma Ley concursal delega al poder originario. Por ello, todas las indagaciones sobre 
actos en período de sospecha, o actos ineficaces posteriores al inicio de concurso es 
desarrollada en un proceso sumarísimo seguido ante las cortes regulares. 

- Los procesos concursales son constantemente paralizados por acciones 
constitucionales. Estas paralizaciones en la mayor parte de los casos son bastante largas y 
hacen que se desnaturalice la labor de manejo de la crisis del deudor -que es una labor de 
rescate inmediata-, dado que, luego de alguna de estas largas interrupciones, el 
patrimonio ya ha sido depredado o ha quedo mermado, así como la empresa totalmente 
desprestigiada para continuar acciones en su mercado. 

- Cualquier decisión que tome la administración puede ser revocada por el proceso 
contencioso administrativo que puede seguirse ante el poder judicial. Así, las decisiones 
del INDECOPI son absolutamente relativas, restándole certeza a las mismas, dado que 
pueden ser revocadas por los órganos jurisdiccionales regulares. 

Todos estos hechos fácticos han producido una serie de ineficiencias en la práctica que vamos a 
ver a continuación. 

III. EFICIENCIA DEL MODELO ADMINISTRATIVO EN EL TIEMPO 

Uno de los grandes reparos al proceso de quiebra vigente antes de que el concurso regulara las 
crisis patrimoniales de comerciantes en el Perú, era que este tenía una extensión en el tiempo 
excesiva. Así, la Ley concursal propugnaba una norma expeditiva que implicaba que este tipo de 
procesos podía concluir en un plazo absolutamente reducido de tiempo. 

Las últimas evaluaciones efectuadas por el mismo organismo demuestran que esta propuesta 
inicial esta siendo incumplida. Los procesos concursales demoran en promedio 8 años149, contados 
desde que se presenta la solicitud hasta que el proceso concluye en la vía administrativa (por 
levantamiento de concurso o por quiebra). Esta estadística no incluye el proceso de quiebra 
seguido ante el poder judicial, por lo que habría que agregarle ese plazo, que no es menor. 

                                                           
149 Puelles G. y De la Puente C. Reforma  que  deforma: Decreto Legislativo 1189 y la oportunidad de mejorar el sistema 
concursal. Ius et veritas No.52. Julio 2016. PUCP. Pg. 320 
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De otro lado, consideramos que el INECOPI como organismo autónomo es uno de los más 
eficientes en nuestro medio, contando con profesionales conocedores de sus labores técnicas y en 
su mayor parte personas éticas. Así , las resoluciones expedidas por sus órganos principales, son 
adecuadamente sustentadas, inclusive con criterios técnicos elevados. El problema es, como ya lo 
dejamos intuir, que estas resoluciones no son concluyentes, que tratan sobre cuestiones 
meramente formales (coincidiendo con el modelo positivista propuesto), y que las actividades 
fiscalizadoras no solo son menores, sino que no pueden ser vistas de manera global por el mismo 
organismo, pues su verificación última tiene que derivarse a los órganos de justicia regular, con el 
aletargamiento en las investigaciones que esto implica.  

Un tema relacionado con este es el hecho de que, al ser el concurso competencia del poder 
ejecutivo, este poder -a lo largo de todo este tiempo- ha caído en innumerables tentaciones de 
politizar los casos concursales, con el objeto de beneficiar al gobierno de turno y a sus amigos. Así, 
intervenciones groseras por parte del Estado se han producido en muchos de los procesos 
concursales emblemáticos (ya sea por los montos involucrados o por el tipo de empresas 
concursadas). Son conocidas las extrañas maniobras estatales en los casos de los concursos de los 
canales de televisión (canal cuatro y canal 5), -quitando y volviendo a poner acreedores vinculados 
dependiendo del beneficio del gobernante de turno- o motivando concursos para controlar clubes 
deportivos populares (con los casos de Alianza Lima y Universitario de deportes que fueron 
manejados durante mucho tiempo por los representantes estatales). Como se puede ver, dejar los 
temas concursales en manos de un poder ejecutivo inescrupuloso acrecienta severamente estos 
abusos de poder que son inaceptables en sociedades democráticas como las nuestras. 

Finalmente, los procesos concursales en el Perú concluyen mayoritariamente en la quiebra (las 
estadísticas del mismo INDECOPI reportan un 95% de procesos culminados en ese estado150), por 
lo que es claro que se trata de procedimientos con una clara tendencia liquidatoria. Esta situación 
-que supuestamente debió ser revertida por el derecho concursal-, ratifica que en el Perú, esta 
rama del derecho no se ha alejado casi nada de los objetivos del antiguo derecho de quiebra. Es 
decir, en la práctica, las normas concursales sirven primordialmente para desaparecer empresas, 
sin que sea claro -y esto es lo grave- que las mismas hayan estado en una situación de crisis 
empresarial tal que resultaban ineficientes para el mercado. 

En conclusión, del análisis efectuado, podemos afirmar que el hecho de que el INDECOPI sea el 
que lleve adelante los concursos, presenta mucho más problemas y contingencias que beneficios 
para el desarrollo eficiente del derecho concursal en el Perú. Es por ello que consideramos 
pertinente retornar al fuero judicial, lo que permitiría un mejor manejo del proceso y una 
adecuada sanción de las inconductas que son reiteradas en los concursos peruanos, tanto a nivel 
civil (con el control de los fraudes civiles en el concurso) como penal (con el control y sanción de 
los delitos que puedan cometer los actores concursales antes y durante el proceso concursal).  

Pero, este cambio no solo debería efectuarse a nivel formal. Debe cambiarse también la visión 
filosófica del derecho concursal, sustituyendo un proceso meramente formalista por un proceso 
en donde el juez busque realmente la justicia interpartes (la cual no solo incluye a los actores del 
concurso, sino a los terceros que dependen del núcleo empresarial en problemas), fin último del 

                                                           
150 https://www.indecopi.gob.pe/estadisticas 
 

https://www.indecopi.gob.pe/estadisticas
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derecho que no puede dejarse de lado para asumir posiciones positivistas que entienden al 
derecho como un simple mecanismo de conexión entre dos partes en conflicto. 

 

 

 

 

 

 

 

“LAS POTESTADES JURISDICCIONALES DEL JUEZ CONCURSAL EN EL DERECHO MEXICANO” 

DR. Antonio SILVA OROPEZA151 

 

l. Características del Procedimiento Concursal en México. II. Jurisdicción de los jueces concursal, 
Sistema Jurídico Mexicano. III. La potestad jurisdiccional del juzgador en los procedimientos 
concursal en México. IV. Procedimiento especial ante concursal. V. Conclusión. 

 

I.     CARACTERISTICAS DEL PROCEDIMIENTO CONCURSAL EN MEXICO. 

La crisis que golpeó al mundo en los años noventa y cuatro – noventa y cinco, marcó al sector 
productivo y a la economía mundial, a raíz de esto, se crearon diversos sistemas o mecanismos de 
insolvencia que a la fecha no han resuelto el problema de las empresas para que éstas no caigan 
de nueva cuenta en la misma situación y el derecho de los acreedores continúe vulnerando su 
seguridad jurídica. 

El poco crecimiento en la generación de empleos y una menor circulación de la riqueza, son 
consecuencias que han perjudicado tanto al sector público, como al privado personas físicas 
(naturales) y morales (jurídicas) desde pequeñas, medianas o grandes empresas, es decir, no se ha 
exentado ningún sector de la economía de esta problemática. 

En México, el instrumento concursal creado para combatir el incumplimiento generalizado, en 
principio fue la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, hoy llamada “Ley de Concursos 
Mercantiles (LCM)”, publicada el doce de mayo del año dos mil, actualmente en vigor, con dos 
reformas, la primera en el año dos mil siete y la segunda en el dos mil catorce. 

                                                           
151 Abogado Postulante y Asesor de Empresas, en las materias de Derecho Civil, Familiar, Mercantil, Quiebras y 
Suspensión de Pagos, Concursos Mercantiles, Corporativo, Financiero e Inmobiliario, así como Medios Alternos de 
Solución de Controversias, Mediación, Conciliación y Arbitraje. Doctorando en la Universidad Panamericana. Se 
desempeña como Catedrático y Conferencista en diversas Instituciones y Universidades del País y el extranjero en 
materia de Quiebras y Suspensión de Pagos, Concursos Mercantiles, Amparo, Derecho Civil y Mercantil y Medios 
Alternos de Solución de Controversias 
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El objetivo de la Ley de Concursos Mercantiles, como se establece en términos de la Exposición 
de Motivos de la misma y su artículo 1º, es que el procedimiento de Concurso Mercantil es de 
Interés Público, el cual se configura en la Conservación de la empresa, viabilidad y maximización 
de la misma, a efecto de evitar el Incumplimiento Generalizado de Obligaciones. 

Por otro lado, el procedimiento concursal vigente en la República Mexicana, solamente está 
contemplado de manera exclusiva para comerciantes. La ley realiza una distinción y señala que es 
comerciante, aquella Persona Física o Moral, que su deuda sea mayor a 400 mil Unidades de 
Inversión (UDIs) al momento de la solicitud o demanda, además de las Empresas de Participación 
Estatal constituidas como sociedades mercantiles, las Organización Auxiliares del Crédito, aquellos 
que prestan Servicios Públicos Concesionados e Instituciones Financieras (con excepción de Las 
Instituciones de Crédito, que se rigen por la Ley de Instituciones de Crédito para los casos de 
Insolvencia). 

En este sentido, existe una clara discriminación de la LCM, sobre la calidad de comerciantes, 
determinándola exclusiva para el caso del monto de su deuda, excluyendo a la pequeña y mediana 
empresa, así mismo, deja de lado la protección de la Jurisdicción Concursal al consumidor persona 
física y en el correspondiente a la deuda soberana y municipal. 

El concurso mercantil, trata de ser visto como un juicio de carácter universal a trayente, se 
puede ver en dos formas; en primer lugar, como un juicio mediante el cual un comerciante que se 
encuentre en una crisis económica y financiera, pueda solicitar al Estado por conducto del Órgano 
Jurisdiccional paralizar cualquier tipo de ejecución y llamar a sus acreedores a efecto de llegar a un 
convenio de pago o en su caso para realizar los activos de la empresa y pagarles; en segundo lugar, 
puede ser visto como un juicio mediante el cual, cualquier acreedor que tengan créditos no 
pagados por comerciante en determinado tiempo y que representen un porcentaje significativo 
del pasivo total del deudor, puedan demandar ante el Organismo Jurisdiccional el pago de su 
crédito mediante la realización de un convenio o la realización de sus activos. 

Los Artículos 9152 y 10153  de la Ley de Concursos Mercantiles establecen que para  declarar a un 
comerciante en Concurso Mercantil cuando éste incumpla generalizadamente con sus 
obligaciones. 

                                                           
152 Artículo 9°. Será declarado en concurso mercantil, el Comerciante que incumpla generalizadamente en el pago de 
sus obligaciones. Se entenderá que un Comerciante incumplió generalizadamente en el pago de sus obligaciones 
cuando: 
I. El Comerciante solicite su declaración en concurso mercantil y se ubique en alguno de los supuestos consignados en 
las fracciones I o II del artículo siguiente, o 
II. Cualquier acreedor o el Ministerio Público hubiesen demandado la declaración de concurso mercantil del 
Comerciante y éste se ubique en los dos supuestos consignados en las fracciones I y II del artículo siguiente 
153 Artículo 10.- Para los efectos de esta Ley, el incumplimiento generalizado en el pago de las obligaciones de un 
Comerciante a que se refiere el artículo anterior, consiste en el incumplimiento en sus obligaciones de pago a dos o más 
acreedores distintos y se presenten las siguientes condiciones: 
I. Que de aquellas obligaciones vencidas a las que se refiere el párrafo anterior, las que tengan por lo menos treinta días 
de haber vencido representen el treinta y cinco por ciento o más de todas las obligaciones a cargo del Comerciante a la 
fecha en que se haya presentado la demanda o solicitud de concurso, y 
II. El Comerciante no tenga activos enunciados en el párrafo siguiente, para hacer frente a por lo menos el ochenta por 
ciento de sus obligaciones vencidas a la fecha de presentación de la demanda o solicitud. 
Los activos que se deberán considerar para los efectos de lo establecido en la fracción II de este artículo serán: 
a)   El efectivo en caja y los depósitos a la vista; 
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Se entiende que hay incumplimiento generalizado de sus obligaciones cuando el comerciante 
que lo solicite o cuando se demande por cualquier acreedor o por el Ministerio Público, se 
encuentren en los siguientes supuestos: 

Que exista un incumplimiento en sus obligaciones de pago a dos o más acreedores distintos y 
que de aquellas obligaciones vencidas las que tengan por lo menos treinta días de haber vencido, 
representen el treinta y cinco por ciento o más de todas las obligaciones a cargo del Comerciante a 
la fecha en que se haya presentado la demanda o solicitud de concurso y que no tenga activos 
para hacer frente a por lo menos el ochenta por ciento de sus obligaciones vencidas a la fecha de 
la demanda o solicitud. 

En razón de las circunstancias que podrían permitir al comerciante tratar de evadir el dictamen 
de la contabilidad y estados financieros con los cuales se encuadren los supuesto señalados en el 
punto anterior, el artículo 11 de la Ley de Concurso Mercantiles establece que se puede declarar 
en concurso a un comerciante presumiendo sobre su incumplimiento generalizado de sus 
obligaciones, cuando se presente alguno de los siguientes casos: 

“I. Inexistencia o insuficiencia de bienes en qué trabar ejecución al practicarse un embargo por 
el incumplimiento de una obligación o al pretender ejecutar una sentencia en su contra con 
autoridad de cosa juzgada; 

II. Incumplimiento en el pago de obligaciones a dos o más acreedores distintos; 

III. Ocultación o ausencia, sin dejar al frente de la administración u operación de su empresa a 
alguien que pueda cumplir con sus obligaciones; 

IV. En iguales circunstancias que en el caso anterior, el cierre de los locales de su empresa. 

V. Acudir a prácticas ruinosas, fraudulentas o ficticias para atender o dejar de cumplir sus 
obligaciones; 

VI. Incumplimiento de obligaciones pecuniarias contenidas en un convenio celebrado en 
términos del Título Quinto de esta Ley, y 

VII. En cualesquiera otros casos de naturaleza análoga. 

El comerciante que considere encontrarse dentro de cualquiera de los supuestos señalados en 
las fracciones I y II del artículo 10 de la Ley de Concursos Mercantiles, se actualizara de manera 
inevitable dentro de los noventa días siguientes a la solicitud.154 

                                                                                                                                                                                 
b)   Los depósitos e inversiones a plazo cuyo vencimiento no sea superior a noventa días naturales posteriores a la fecha 
de presentación de la demanda o solicitud; 
c)   Clientes y cuentas por cobrar cuyo plazo de vencimiento no sea superior a noventa días naturales posteriores a la 
fecha de presentación de la demanda o solicitud, y 
d)   Los títulos valores para los cuales se registren regularmente operaciones de compra y venta en los mercados 
relevantes, que pudieran ser vendidos en un plazo máximo de treinta días hábiles bancarios, cuya valuación a la fecha de 
la presentación de la demanda o solicitud sea conocida. 
El dictamen del visitador y las opiniones de expertos que en su caso ofrezcan las partes, deberán referirse expresamente 
a los supuestos establecidos en las fracciones anteriores. 
154 Artículo 20 Bis. El Comerciante podrá también solicitar el concurso mercantil, manifestando bajo protesta de decir 
verdad, que es inminente que se encuentre dentro de cualquiera de los supuestos señalados en las fracciones I y II del 
artículo 10º de esta Ley. 
Se entenderá que el Comerciante caerá de manera inminente en los supuestos de incumplimiento generalizado en el 
pago de las obligaciones cuando se presuma que cualquiera de dichos supuestos se actualizará de manera inevitable 
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El Concurso Mercantil, se puede presentar de diversas modalidades o procedimientos, uno 
ordinario, ya sea conciliación y quiebra, otro de quiebra directa presentado por el deudor, y uno 
más denominado Reestructuración Previa. El ordinario se constituye mediante una demanda o 
denuncia. 

Sin embargo, existen concursos mercantiles especiales, de empresas con participación estatal, 
concesionadas u Organismos Auxiliares del Crédito. Los concursos mercantiles, de las Instituciones 
Financieras (Bancarias y Bursátiles) serán conforme a la Ley de Instituciones de Crédito y el 
procedimiento es liquidatario. 

La procedencia del concurso mercantil radica en que el comerciante se encuentre en los 
supuestos establecidos en los artículos 9, 10 y 11 de la LCM, ya sea Federal o Local, o bien, 
mediante solicitud formulada por el propio Comerciante para resolver su crisis financiera 
(concurso ordinario voluntario). 

CONCURSO MERCANTIL VOLUNTARIO Y ORDINARIO. 

 

 

La anterior tabla, es precisada conforme a lo que establecen los artículos 3º, 20, 20 bis 169, 

177,181 fracciones II y III y 190 de la Ley de Concursos Mercantiles155, la idea de precisar a través 

                                                                                                                                                                                 
dentro de los noventa días siguientes a la solicitud. En este caso, el Comerciante deberá realizar la solicitud de 
declaración de concurso mercantil conforme a lo previsto en el artículo anterior. 
155 Artículo 177.- Sin perjuicio de lo ordenado en el párrafo segundo, las facultades y obligaciones atribuidas por esta 
Ley al conciliador, distintas a las necesarias para la consecución de un convenio y el reconocimiento de créditos, se 
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del anterior esquema, es establecer que el procedimiento concursal tiene diversas matices y que 
cada una contiene directrices, características especiales, de las cuales podemos enunciar desde 
este momento, el caso de la Quiebra Operativa, que en cualquiera de estas modalidades del 
concurso mercantil, permitiría la celebración de un convenio en etapa de quiebra, cuando la 
empresa continúe en operación y demuestre viabilidad. 

 

CONCURSO MERCANTIL ORDINARIO NECESARIO. 

 

 

                                                                                                                                                                                 
entenderán atribuidas al síndico a partir de su designación. Cuando la etapa de conciliación termine anticipadamente 
debido a que el Comerciante hubiere solicitado su declaración de quiebra, o concluido el plazo de la conciliación y sus 
prórrogas en su caso, y el juez la haya concedido, la persona que hubiese iniciado el reconocimiento de créditos 
permanecerá en su encargo hasta concluir esa labor. 
En caso de que el concurso mercantil inicie en la etapa de quiebra, el síndico tendrá además las facultades que esta Ley 
atribuye al conciliador para efectos del reconocimiento de créditos. 
Artículo 3°. La finalidad de la conciliación es lograr la conservación de la empresa del Comerciante mediante el convenio 
que suscriba con sus Acreedores Reconocidos. La finalidad de la quiebra es la venta de la empresa del Comerciante, de 
sus unidades productivas o de los bienes que la integran para el pago a los Acreedores Reconocidos. 
Artículo 169.- La sentencia de declaración de quiebra deberá contener: 
I. La declaración de que se suspende la capacidad de ejercicio del Comerciante sobre os bienes y derechos que integran 
la Masa, salvo que esta suspensión se haya decretado con anterioridad; 
II. La orden al Comerciante, sus administradores, gerentes y dependientes de entregar al síndico la posesión y 
administración de los bienes y derechos que integran la Masa, con excepción de los inalienables, inembargables e 
imprescriptibles; 
V. La orden al Instituto para que designe al conciliador como síndico, en un plazo de cinco días, o en caso contrario 
designe síndico; entre tanto, quien se encuentre a cargo de la administración de la empresa del Comerciante tendrá las 
obligaciones de los depositarios respecto de los bienes y derechos que integran la Masa. La sentencia de quiebra deberá 
contener, además de las menciones a que se refiere este artículo, las señaladas en las fracciones I, II y XV del artículo 43 
de esta Ley. 
Artículo 190.- Dentro de un plazo de sesenta días contados a partir de la fecha en que el síndico tome posesión de la 
empresa del Comerciante, deberá entregar al juez: 
I. Un dictamen sobre el estado de la contabilidad del Comerciante; II. Un inventario de la empresa del Comerciante; 
III. Un balance, a la fecha en que asuma la administración de la empresa, y 
IV. Un reporte detallado de la asistencia que hubiere recibido por parte del Comerciante en términos del artículo 184 de 
esta Ley. Estas obligaciones deberán cumplirse en los formatos que al efecto establezca el Instituto. 
Una vez que reciba los documentos señalados en las fracciones anteriores, el juez deberá ponerlos a la vista de cualquier 
interesado. 
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CONCURSOS ESPECIALES. 

 

156157158 

                                                           
156 (6) Artículo 244 Bis. Para efectos de lo dispuesto en el presente Capítulo, se entenderá por: I. Institución Financiera: 
a la entidad que las leyes federales le otorgan tal carácter. Quedan excluidas las instituciones de crédito, las 
organizaciones auxiliares del crédito y las personas que realicen actividades auxiliares del crédito. II. Comisión 
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Ahora bien, las personas que se encuentran legitimadas para promover un concurso mercantil 
son los que señala los artículos 20 y 21 de la LCM, las cuales son las siguientes: 

“I.   El comerciante 

II.  Cualquier Acreedor (uno o más) del Comerciante 

III. El Ministerio Público. 

IV. Si un Juez durante la tramitación de un juicio mercantil, advierte que un Comerciante se 
ubica en cualquiera de los supuestos de los artículos 10 u 11 de la Ley de Concursos Mercantiles, 
procederá de oficio a hacerlo del conocimiento de las autoridades fiscales competentes y al 
Ministerio Público para que, en su caso, este último demande la declaración del concurso 
mercantil. 

V.  Las Autoridades Fiscales solo procederán al demandar el concurso mercantil de un 
comerciante, en el carácter de acreedores.” 

Se debe precisar que en el caso de que promuevan el comerciante y el o los acreedores, y 
además de la entrega de la información financiera y contable requerida, se tienen que garantizar 
los gastos y honorarios del Visitador; en el supuesto de que lo haga el Ministerio Público o la 
Autoridad Hacendaría no se tendrán que garantizar tales honorarios. 

También cabe señalar que en algunos procedimientos especiales no es necesaria la exhibición 
de la garantía, ya que no existe visita, por así estar requerido en la ley. Al admitir la demanda o 
solicitud y dependiendo del procedimiento de concurso mercantil, se ordenará una etapa pre-
procesal denominada “visita” en la cual, se designa a un especialista del Instituto Federal de 
Especialistas en Concursos Mercantiles (IFECOM), órgano facultado para auxiliar al Juzgador, para 
la designación de especialistas que se encargaran de la parte administrativa del concurso 
mercantil. 

En la visita, el especialista denominado visitador, verificara la contabilidad y situación 
financiera de la empresa, para dictaminar si se cumple con los requisitos precisados por los 
artículos 9, 10 y 11 de la LCM, a efecto de determinar la procedencia del mismo. De resolverlo 
favorablemente el Juez, resolverá mediante sentencia declarando al comerciante en concurso 

                                                                                                                                                                                 
Supervisora: Aquella que de conformidad con las disposiciones que le resultan aplicables, sea responsable de la 
supervisión y vigilancia de una Institución Financiera. 
157 (7) Estos procedimientos tienen regulación además con diversas legislaciones especiales en materia de concursos 
mercantiles. Como puede es la Ley de Instituciones de Crédito, Ley para Regular Las Actividades de Ahorro y Préstamo, 
Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, entre otras. 
158 (8) Artículo 271 Bis. Cuando el Comerciante haya sido declarado, por sentencia firme, en concurso mercantil, se 
impondrá de tres a doce años de prisión, a los miembros del consejo de administración, administrador único, director 
general, empleados relevantes a que se refiere el artículo 270 Bis, o representantes legales del Comerciante que, 
mediante la modificación de las cuentas activas o pasivas o de las condiciones de los contratos hagan u ordenen que se 
registren operaciones o gastos inexistentes con conocimiento de dicha circunstancia, o que dolosamente realicen 
cualquier acto u operación ilícita o prohibida por la ley, generando en cualquiera de dichos supuestos un daño en el 
patrimonio del Comerciante de que se trate, en beneficio económico propio, ya sea directamente o a través de 
interpósita persona, o en beneficio de terceros, incluyendo el registro de pasivos a favor de cualquiera de las personas 
señaladas en los artículos 116 y 117 de esta Ley. La pena a que se refiere este artículo será de uno a tres años de prisión 
cuando se acredite haber reparado el daño y resarcido el perjuicio ocasionado al Comerciante. No se procederá 
penalmente por el delito previsto en este artículo, cuando las personas actúen en términos de lo establecido por el 
artículo 270 Bis-2 de esta Ley, así como en cumplimiento de las leyes que regulen los actos o conductas a que se refiere 
el primer párrafo de este artículo 
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mercantil. Como ya se mencionó, el concurso mercantil puede iniciar en diversa etapa, ya sea de 
conciliación o de quiebra, según sea la solicitud o demanda y dependiendo del resultado de la 
visita o de que así lo haya solicitado el comerciante, o se haya demostrado los extremos del 
estado de quiebra del comerciante, o si presente a la solicitud de concurso mercantil con plan de 
reestructura previa o sea procedimiento especial de los ya señalados con anterioridad. 

Con la declaración de la sentencia del concurso mercantil, inician la etapa de conciliación159 

mediante la designación de un especialista, denominado Conciliador160, que, dentro de las dos 
etapas de Reconocimiento de Créditos y Conciliación,161 será el encargado de vigilar, salvaguardar 

y en su caso administrar al Comerciante, así como determinar con la información proporcionada 
por este y por el visitador, la lista de acreedores que tienen derechos y obligaciones frente al 
comerciante. Además, tiene como objetivo, el buscar salvaguardar la empresa, buscando la 
viabilidad de la misma y proponiendo un convenio a los acreedores a fin de pagar a los mismos, 
otorgando quitas y dando plazos para el cumplimiento de sus obligaciones.  

Es necesario señalar que el término de la conciliación se puede prorrogar por un periodo igual al 
concedido, por lo que se estaría tratando de un plazo máximo de 365 días naturales. Durante este 
término se debe presentar una propuesta de convenio por parte del conciliador y en dado caso de 
no cumplirse se declara a la empresa en un estado legal de quiebra, tal y como lo previene el 
artículo 145 de la LCM. 

Una vez concluida la mencionada fecha, de no existir conciliación, al no presentarse las 
condiciones para un convenio, el juez levantará la certificación correspondiente dando por 
terminada la etapa de conciliación, declarando al comerciante en estado de quiebra, en términos 
del artículo 145 párrafo quinto de la LCM; en la etapa de quiebra se requerirán los requisitos del 
artículo 3, se rematarán los bienes de la empresa a fin de cubrir los créditos adeudados, conforme 
a la preferencia que tengan y hasta donde alcancen los mismos.  

Siguiendo con los procedimientos del concurso mercantil, el referido al Plan De Reestructura 
Previa se realiza mediante solicitud por parte del comerciante, mediante un escrito que contenga 

                                                           
159 Artículo 145.La etapa de conciliación tendrá una duración de ciento ochenta y cinco días naturales, contados a partir 
del día en que se haga la publicación en el Diario Oficial de la Federación de la sentencia de concurso mercantil. 
El conciliador o los Acreedores Reconocidos que representen más del cincuenta por ciento del monto total de los 
créditos reconocidos, podrán solicitar al juez una prórroga de hasta noventa días naturales contados a partir de la fecha 
en que concluya el plazo señalado en el párrafo anterior, cuando consideren que la celebración de un convenio esté 
próxima a ocurrir. El Comerciante y los Acreedores Reconocidos que representen al menos el setenta y cinco por ciento 
del monto total de los créditos reconocidos, podrán solicitar al juez una ampliación de hasta por noventa días naturales 
más de la prórroga a que se refiere el párrafo anterior. 
En ningún caso el plazo de la etapa de conciliación y su prórroga podrá exceder de trescientos sesenta y cinco días 
naturales contados a partir de la fecha en que se hubiese realizado la última publicación de la sentencia de concurso 
mercantil en el Diario Oficial de la Federación. 
Concluido el plazo inicial y, en su caso, el de la prórroga, el juez procederá únicamente a levantar la certificación 
correspondiente haciéndose constar  en  la  misma  la  terminación de  la  etapa  de conciliación y, en su caso, de su 
prórroga, y el Comerciante en concurso mercantil será considerado en estado de quiebra. Los plazos para la aprobación 
del convenio quedan comprendidos dentro de la etapa de conciliación y de su prórroga, no pudiendo extenderse en 
exceso del término previsto en este artículo. 
160 Artículo 146.- Dentro de los cinco días siguientes a que reciba la notificación de la sentencia de concurso mercantil, 
el Instituto deberá designar, conforme al procedimiento aleatorio previamente establecido, un conciliador para el 
desempeño de las funciones previstas en esta Ley salvo que ya se esté en alguna de las situaciones previstas en el 
artículo 147. 
161 Artículo 148.- El conciliador procurará que el Comerciante y sus Acreedores Reconocidos lleguen a un convenio en 
los términos de esta Ley. 
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todos los requisitos del procedimiento ordinario mencionados en el artículo 20 de la LCM, 
señalados anteriormente, y con un convenio suscrito por los titulares de cuando menos la mayoría 
simple del total de sus adeudos. El convenio señalado, deberá proponer una reestructura de los 
pasivos del comerciante y tomada por los acreedores antes referidos que tanto comerciante como 
conciliador deberán presentar a votación y subsecuente aprobación judicial del Plan de 
Reestructura Previa exhibido. En este caso, no es necesaria la visita, sólo se iniciará en etapa de 
conciliación, donde se realizarán todas las etapas del procedimiento ordinario en conciliación, es 
decir, se procederá a realizar la lista de acreedores, y se tomará como convenio el planteado 
como reestructura previo con las salvedades ya mencionadas que se encuentran fundadas en el 
artículo 342162, y una vez aprobado, tendrán el carácter de sentencia de terminación de Concurso 
Mercantil. 

Hasta aquí, una breve introducción a lo que es el Procedimiento bajo la Ley de Concursos 
Mercantiles de México. 

II. JURISDICCIÓN  DE  LOS  JUECES  CONCURSAL  SISTEMA  JURÍDICO MEXICANO. 

Existe un sin fin de sujetos que se encuentran inmersos indirecta o directamente dentro de un 
procedimiento de naturaleza falimentaria, esto es, porque al comerciante a través de las múltiples 
y diversas relaciones que puede llegar a constituir para realización de su actividad, como 
acreedores (hacendarios, bancarios, bursátiles, laborales entre otros), deudores, contadores, 
financieros, economistas, abogados entre muchos otros y dentro del mismo procedimiento, se le 
suman aquellos sujetos que indirectamente tienen relación como es el Órgano Jurisdiccional, los 
Auxiliares de la Administración de Justicia Concursal, los Representantes Sociales y todas aquellas 
Entidades del Estado que pudieran tener relación directa con la actividad del comerciante.  

Esto nos da una perspectiva de la gran importancia del Derecho Concursal, puesto que, para el 
Estado, es de suma importancia la subsistencia de la actividad comercial y empresarial, puesto 

que, con ello, se obtiene un País, con desarrollo, empleo y estabilidad social y política. De ahí 

que cada sujeto inmerso debe tener una regulación específica, que permita como engranaje de 
reloj, que las empresas (comerciante) se conserven y en su defecto provoquen el menor daño 
colateral a los demás sujetos relacionados.  

Dentro de los Procedimientos Concursales, considero que existe una multidisciplinaria 
participación de sujetos activos, pasivos, terceros y profesionistas, que denominare como 
“operadores del concurso mercantil”, dependiendo el momento procesal. 

 

OPERADORES DEL CONCURSO MERCANTIL 

 

                                                           
162 Artículo 342. La sentencia de concurso mercantil deberá reunir los requisitos que esta Ley le exige y a partir de ese 
momento el concurso mercantil con plan de reestructura se tramitará como un concurso mercantil ordinario, con la 
única salvedad de que el Comerciante o, en su caso, el conciliador deberá presentar a votación y subsecuente 
aprobación judicial el plan de reestructura exhibido con la solicitud. 
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Específicamente en el caso que nos atañe, para la presente exposición trataremos sobre el 
Órgano Jurisdiccional, que identificamos en la figura del Juez. 

El  Juez,  dentro  de  los  procedimientos  concursales,  es  el  Rector  del Procedimiento, si 
bien es cierto que en el caso mexicano, se busca que sean las partes, a través del conciliador, las 
que resuelvan el conflicto económico que tienen, lo cierto es que el Juez Concursal, tiene 
obligaciones que no puede o no debe violentar, oficiosamente debe atender, como es el caso de la 
aprobación de aquellos acuerdos de acreedores con el comerciante, pero en general todo lo que 
afecte al comerciante, deberá tener una resolución del Juzgador, quien escucha a las partes, como 
a los Especialistas en Concursos Mercantiles, pero no le obligan.  

Son competentes en materia concursal: el Juez en Materia de Concursos Mercantiles en la 
Legislación Mexicana, un Juez de Competencia Civil y de Jurisdicción Federal según lo establecido 
en el artículo 17 de la LCM163, debido a que el legislador decidió que la naturaleza del 
procedimiento al ser de Orden Público e Interés Social, debía ser conocido por un Juez que en el 
Orden Jurídico Nacional tuviere jerarquía y fuera eficiente, sin embargo, olvidó que los Juzgados 
Federales, no solo conocen de Juicios Civiles, Mercantiles, y ahora los mixtos penales, así como 
también de Amparo, materia para lo que verdaderamente fueron creados. 

                                                           
163 Artículo 17. Es competente para conocer del concurso mercantil de un Comerciante, el Juez de Distrito con 
jurisdicción en el lugar en donde el Comerciante tenga su domicilio, salvo por lo dispuesto en los párrafos siguientes. En 
el caso de las solicitudes o demandas de concurso mercantil que se promovieren por o en contra de sociedades 
controladoras, habiéndose ya promovido un concurso mercantil de sus controladas o bien, las solicitudes o demandas 
de concurso mercantil promovidas contra sociedades controladas, habiendo iniciado el trámite de un concurso mercantil 
de la sociedad o sociedades controladoras, para la acumulación a que se refiere el artículo 15 de esta Ley, será 
competente el juez que hubiere conocido del primer juicio, bastando promover la solicitud o demanda subsecuente ante 
el mismo para su admisión. 
Será juez competente para la declaración conjunta de concurso mercantil a que se refiere el artículo 15 Bis de esta Ley, 
el del lugar donde tenga su domicilio la sociedad integrante del grupo societario que se ubique primero en los supuestos 
de los artículos 10, 11 o 20 Bis. 
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Conforme al artículo 104 fracción II Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Jurisdicción en materia Mercantil, es concurrente, tal y como lo prevé, el mencionado precepto 
legal que en su parte conducente señala lo siguiente: 

“Artículo 104. Los Tribunales de la Federación conocerán: *…+ II. De todas las controversias del 
orden civil o mercantil que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los 
tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano. A elección del actor y cuando sólo se 
afecten intereses particulares, podrán conocer de ellas, los jueces y tribunales del orden común. 
*…]”. 

En este sentido, aquella persona que pretenda una acción de naturaleza mercantil podrá optar 
por elegir un Juez del Orden Común (Local-Estatal) o un Juez Federal. En este sentido, cabe precisar 
que existen por la complicidad territorial de la República Mexicana, Juzgados de Distrito Mixtos, 
Especializados y Semiespecializados de la, que actualmente tienen competencia en juicios civiles 
federales, para atender los asuntos mercantiles.  

No obstante, la Legislación Concursal desde su origen limitó la concurrencia en los Juicio de 
Concurso Mercantil a la Jurisdicción Federal, dejándola en manos de los Juzgados Federales en 
Materia Civil, quienes conforme a lo que establece el artículo 17 de la Ley de Concursos 
Mercantiles, en relación con el artículo 53 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación.164 

Se debe precisar que, si bien es cierto, que, conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, existen Juzgados de Distrito en Materia Mercantil, pero no han sido creados Juzgados 

Mercantiles para atender procedimientos Mercantiles, como sería el caso de los Concursos 
Mercantiles, solamente se han creado para los Juicios Orales Mercantiles de Cuantía Menor, por 
lo que siguen conociendo los JUZGADOS DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL.  

Por lo anterior, considero que es necesaria la especialización de la materia, la creación de estos 
Juzgados, por lo menos especializados en la materia mercantil, y así, no habría necesidad de la 
desafortunada pero plausible labor de los Juzgados Federales en Materia Civil, por conocer de los 
concursos mercantiles, ya que su materia particular es el Amparo en materia Civil, lo cual afecta 
de manera trascedente el que los Juzgadores tengan la capacidad, conocimiento y practica para 
poder resolver procedimientos Mercantiles, como el Concurso Mercantil, siendo una materia de 
estudiado derecho que requiere de un conocimiento especializado y multidisciplinario. 

                                                           
164 Artículo 53 bis. Los jueces de distrito mercantiles federales conocerán: 
I. De las controversias del orden mercantil cuando el actor no haya optado por iniciar la acción ante los jueces y 
tribunales del orden común conforme a lo dispuesto por el artículo 104, fracción II de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. En estos casos no podrá declinarse la competencia en favor de dichos jueces y tribunales; 
II. De todas las controversias en materia concursal; 
III. De los juicios mercantiles en los que la Federación sea parte; 
IV. De los juicios mercantiles que se susciten entre una entidad federativa y uno o más vecinos de otra, siempre que 
alguna de las partes contendientes esté bajo la jurisdicción del juez; 
V. De las diligencias de jurisdicción voluntaria que se promuevan en materia mercantil cuyo valor exceda de una 
cantidad equivalente a un millón de Unidades de Inversión por concepto de suerte principal, sin que sean de tomarse en 
consideración intereses y demás accesorios reclamados a la fecha de presentación de la solicitud; 
VI. Del reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales comerciales cualquiera que sea el país en que haya sido dictado, 
y de la nulidad de laudos arbitrales comerciales nacionales o internacionales cuando el lugar del arbitraje se encuentre 
en territorio nacional, y 
VII. De las acciones colectivas mercantiles a que se refiere el Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
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III. LA    POTESTAD    JURISDICCIONAL    DEL    JUZGADOR    EN    LOS PROCEDIMIENTOS 
CONCURSAL EN MEXICO. 

Conforme a lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo 
Acto de Autoridad debe estar Fundado y Motivado, debiendo la misma, dictar todas sus 
resoluciones y mandamientos, con base en normas previamente establecidas para ello, derivado 
de lo anterior, podemos establecer que el Juzgador Concursal debe resolver con base en su marco 
normativo, no puede sino aplicar de manera estricta la legislación tanto vigente a la materia, 
como la supletoria. 

En este sentido, la materia concursal no puede estar ante una normatividad aplicable de 
manera estricta, porque en ella converge un gran mosaico de partes, de materias, tanto nacional 
como internacional, bajo esa tesitura, cada concurso mercantil, es distinto diametralmente, 
como cualquier procedimiento, pero el problema al ser económico, financiero, contable y de 
diversas materias, no necesariamente jurídicas, no debe resolverse mediante encuadramientos 
aplicables, como lo son los plazos, las quitas, o la mal llamada conciliación, pues cada caso merece 
un estudio que sea aplicable a su asunto, pues la vida, desarrollo y muerte de una empresa, no 
puede resolverse en plazos y condiciones “generales”, en este sentido considero que el artículo 7º 
de la Ley de Concursos Mercantiles165 si bien es cierto, busca dar Seguridad y Certeza Jurídica a los 
enjuiciados, comerciantes, acreedores y demás que participan en los procedimientos, le limita e 
impide poder buscar cumplir con el objetivo primario que es LA CONSERVACIÓNDE LA EMPRESA O 
SU BIEN MORIR. 

No obstante, lo anterior, el Juez Concursal tiene una facultad que le da un grado de 
superioridad  que  implica  la suspensión  de  ejecuciones de cualquier naturaleza, con 
independencia de la materia laboral, lo cual le concede una herramienta que en beneficio del 
comerciante pueda evitar que este caiga en actos de fraude de acreedores, donde por la ejecución 
de sentencias, el patrimonio concursal, se vea afectado e inclusive se dicten medidas 
precautorias, que van desde el embargo, arraigo, arresto y en general cualquier medida necesaria 
y tendiente a salvaguardar el patrimonio concursal, es por eso que las medidas precautorias 
siempre deben estar debidamente fundamentadas y motivadas, pero no es necesario dar a quien 
afecte la medida una previa garantía de audiencia, toda vez que estas atienden a la buena fe y 
peligro en la demora. 

En este sentido, las medidas precautorias, llegan al grado de afectar los Principios 

Generalmente Reconocidos del Derecho de pacta sunt servanda y res inter alios acta, al grado 
de modificar las condiciones de la voluntad de las partes y afectar con esto, a terceros ajenos. 

Pero en contraste con lo señalado, el Juez, tiene una facultad para admitir o desechar de plano 
una solicitud o demanda de concurso mercantil si así lo considera, como lo establece el artículo 24 
de la multicitada Ley de Concursos Mercantiles.166 

                                                           
165 Artículo 7o. El juez es el rector del procedimiento de concurso mercantil y tendrá las facultades necesarias para dar 
cumplimiento a lo que esta Ley establece, sin que pueda modificar cualquier plazo o término que fije la misma salvo que 
ésta lo faculte expresamente para hacerlo. Será causa de responsabilidad imputable al juez o al Instituto la falta de 
cumplimiento de sus respectivas obligaciones en los plazos previstos en esta Ley, salvo por causas de fuerza mayor o 
caso fortuito. El procedimiento de concurso mercantil es público, por lo que cualquier persona puede solicitar acceso a 
la información sobre el mismo, a través de los mecanismos de acceso a la información con que cuente el Poder Judicial 
de la Federación. 
166 Artículo 24. En caso de oscuridad, irregularidad o deficiencia en el escrito o anexos de solicitud o demanda de 
concurso mercantil, el juez dictará acuerdo en el que señalará con precisión en qué consisten ellas previniendo para que 
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Lo anterior, considero es una desafortunada técnica legislativa, pues si bien es cierto, existen 
requisitos de procesabilidad y necesarios para una demanda, también lo es que acorde a la 
legislación concursal, si cualquier Juez de procedimientos mercantiles tiene conocimiento de que 
un comerciante se encuentra en los supuestos del concurso mercantil, tiene la obligación de dar 
aviso al Ministerio Público para que presente la demanda correspondiente, siendo esto una 
paradoja que contrapone las potestades del Juzgador Concursal, específicamente el artículo 21 de 
la LCM establece lo siguiente en su parte conducente: 

“Artículo  21.  Podrán  demandar  la  declaración  de  concurso  mercantil cualquier acreedor 
del Comerciante o el Ministerio Público. 

Si un juez, durante la tramitación de un juicio mercantil, advierte que un Comerciante se ubica 
en cualquiera de los supuestos de los artículos 10 u 11, procederá de oficio a hacerlo del 

conocimiento de las autoridades fiscales competentes y del Ministerio Público para que, en su caso, 

este último demande la declaración de concurso mercantil. Las autoridades fiscales sólo procederán 
a demandar el concurso mercantil de un Comerciante en su carácter de acreedores. *…]”. 

Ahora bien, es importante señalar que todas las potestades del Juzgador, siempre deben estar 
apegadas a lo que establece la legislación, sin embargo, considero que este punto, puede afectar 
el propio ordenamiento jurídico, su ratio legis, y su objetivo principal. 

El artículo 1º de la LCM establece en su parte conducente el objeto de la misma, al tenor de lo 
siguiente: 

“Artículo 1o. La presente Ley es de interés público y tiene por objeto regular el concurso 
mercantil. 

Es de interés público conservar las empresas y evitar que el incumplimiento generalizado de las 
obligaciones de pago ponga en riesgo la viabilidad de las mismas y de las demás con las que 
mantenga una relación de negocios. Con el fin de garantizar una adecuada protección a los 
acreedores frente al detrimento del patrimonio de las empresas en concurso, el juez y los demás 
sujetos del proceso regulado en esta Ley deberán regir sus actuaciones, en todo momento, bajo los 
principios de trascendencia, economía procesal, celeridad, publicidad y buena fe.” 

Derivado de lo anterior, este objeto que el Juzgador debe tener como principio rector se ve 
acotado, pues tiene obligaciones dentro de la Legislación que le impiden poder cumplir con el 
mismo, como son los plazos donde se establece que el plazo máximo para la conciliación es de 
ciento ochenta y cinco días y dos prórrogas de noventa días, estos plazos son fatales, y para una 
restructuración de una empresa resultan mortales, pues aun cuando pudiera determinarse la 
viabilidad de la empresa, más aún una empresa en marcha  si no existe dentro de ese plazo 
convenio entre las partes, el juzgador tiene la obligación de decretar la quiebra, conforme lo 
establece el artículo 145 de la LCM que establece lo siguiente: 

                                                                                                                                                                                 
se aclaren y subsanen en el mismo expediente en un plazo máximo de diez días y de no hacerlo, el juez desechará y 
devolverá al interesado todos los documentos. Si el juez no encuentra motivo de improcedencia o defecto en la solicitud 
o demanda de concurso mercantil, o si fueren subsanadas las deficiencias ordenadas en la prevención que haga el juez, 
admitirá aquélla. 
El auto admisorio de la solicitud o demanda dejará de surtir sus efectos si el actor no garantiza los honorarios del 
visitador, por un monto equivalente a mil quinientos días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, dentro de los 
tres días siguientes a la fecha en que se le notifique el auto admisorio. La garantía se liberará a favor del actor si el juez 
desecha la solicitud o demanda o dicta sentencia que declare el concurso mercantil. En caso de que la demanda la 
presente el Ministerio Público no se requerirá la garantía a la que se refiere este artículo. 
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“Artículo 145. La etapa de conciliación tendrá una duración de ciento ochenta y cinco días 
naturales, contados a partir del día en que se haga la última publicación en el Diario Oficial de la 
Federación de la sentencia de concurso mercantil. *…+.  

Concluido el plazo inicial y, en su caso, el de la prórroga, el juez procederá únicamente a 
levantar la certificación correspondiente haciéndose constar en la misma la terminación de la 
etapa de conciliación y, en su caso, de su prórroga, y el Comerciante en concurso mercantil será 
considerado en estado de quiebra.” 

Resulta entonces, que la potestad del Juzgador para cumplir en su rectoría con el principio de 
la CONSERVACIÓN DE LA EMPRESA, se ve afectado para hacerlo si los plazos están tazados para 
todos los casos, sin que esto pueda variarse o encuadrarse al caso en concreto, y máxime puede 
existir viabilidad y por consiguiente la conservación de la empresa que le obliga al Juzgador velar 
por ella, pero por el fenecimiento de los plazos se decrete una quiebra. 

No obstante, el Juzgador tiene posibilidades de continuar con la conservación de la empresa, 
considerándola desde mi punto de vista como una QUIEBRA OPERATIVA, donde a pesar de estar 
en una etapa liquidataria, por la naturaleza de la empresa de que se trate, ésta puede continuar 
operando y en su caso decretar su viabilidad y llegar hasta un convenio, la circunstancia es que los 
Jueces al no ser especializados y cumplir estrictamente con lo que define la ley, no admiten que 
la quiebra pueda ser operativa y ante todo consideran esta etapa como liquidataria, sin embargo 
el artículo 262 de la LCM167 previene que la quiebra puede terminar por existir un convenio entre 
las partes, de lo cual podemos asentar que puede haber operatividad y conciliación en la etapa 
de quiebra, sin  que en esta  etapa  se establezca un plazo para la terminación de la misma, sin 
embargo los Jueces, al no tener especialización en la materia, precisan que la quiebra es 
liquidataria.  

Sin embargo, en la Conciliación dentro del concurso mercantil, se podría entender que 
exclusivamente es en dicha etapa procesal donde se puede llevar a cabo el Medio Alterno de la 
Conciliación, para llegar a obtener un convenio de reestructura entre el comerciante y sus 
acreedores, en el cual se cumplan los requisitos establecidos por la propia ley, pero por su 
eficacia, considero que dentro de la etapa de Quiebra es posible la conciliación, dando paso a un 
tema de igual importancia sobre la Quiebra Operativa, donde la sociedad, aun en etapa 
falimentaria, continua operando, pero en su caso los plazos o términos para la conciliación, 
fenecieron, no obstante, la sociedad sigue siendo operativa y viable, por lo que la función del 
síndico, deberá ser la de Maximización y Conservación de la Empresa, atendiendo a lo que el 
propio artículo 1º de la Ley establece, que anteriormente señale, tanto para la celebración de un 
convenio de reestructura, como para la propia liquidación de la sociedad, tal y como lo previene el 
artículo 262 de la LCM, en los términos siguientes: 

                                                           
167 Artículo 262.- El juez declarará concluido el concurso mercantil en los siguientes casos:  
I. Cuando se apruebe un convenio en términos del Título Quinto de esta Ley; 
II. Si se hubiere efectuado el pago íntegro a los Acreedores Reconocidos; 
III. Si se hubiere efectuado pago a los Acreedores Reconocidos mediante cuota concursal de las obligaciones del 
Comerciante, y no quedaran más bienes por realizarse; 
IV. Si se demuestra que la Masa es insuficiente, aun para cubrir los créditos a que se refiere el artículo 224 de esta Ley; 
V. En la etapa de quiebra, cuando se apruebe un convenio por el Comerciante y los Acreedores Reconocidos que 
representen las mayorías que refiere el artículo 157 de la Ley y el convenio prevea el pago para todos los Acreedores 
Reconocidos, inclusive para los que no hubieren suscrito el convenio, o VI. En cualquier momento en que lo soliciten el 
Comerciante y la totalidad de los Acreedores Reconocidos 
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“Artículo 262. El juez declarará concluido el concurso mercantil en los siguientes casos: *…+ V. 
En la etapa de quiebra, cuando se apruebe un convenio por el Comerciante y los Acreedores 
Reconocidos que representen las mayorías que refiere el artículo 157 de la Ley y el convenio prevea 
el pago para todos los Acreedores Reconocidos, inclusive para los que no hubieren suscrito el 
convenio, o *…]”. 

IV.     PROCEDIMIENTO ESPECIAL ANTE CONCURSAL. 

Al ser el IFECOM, un órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Federal con autonomía técnica 
y operativa tiene como una de sus funciones, designar a las personas que acreditan cubrir los 
requisitos necesarios para prestar servicios de conciliadores, los cuales podrán fungir como 
amigables componedores para resolver en forma extrajudicial los procedimientos, tal y como lo 
establece el artículo 312 de la Ley de Concursos Mercantiles.168 

En efecto, el artículo 312 de la Ley Concursal establece un Mecanismo de Solución Alterno de 
Controversia, de carácter extrajudicial, el cual, permite  al comerciante que se encuentre 
frente a una difícil situación financiera, acudir ante el IFECOM a efecto de que pueda obtener la 
designación de un conciliador para que funja como amigable componedor entre él y sus 

acreedores, es decir actuará como facilitador entre el comerciante y sus acreedores, a efecto de 
que logre una solución sin que se inicie el procedimiento de carácter concursal. 

Una vez estando ante dicha autoridad, dentro de los 15 días siguientes a la presentación de la 
solicitud, se le exhibirá al comerciante una lista de conciliadores de los cuales decidirá cuál de los 
mismos intervendrá como amigable componedor. 

Es de señalarse que, resulta por demás importante la designación en forma minuciosa del 
conciliador puesto como lo establece el precepto legal antes señalado, el Instituto se exime de 
cualquier responsabilidad por las actuaciones que pudiere realizar el especialista designado y en 
general de cualquiera de los que intervengan en dicho procedimiento. 

Por su parte, aún y cuando la Ley de Concursos Mercantiles no lo establezca, una vez designado 
el conciliador, este entrará en funciones con el comerciante a efecto de estar al tanto de su 
situación financiera, contable y conocer las condiciones y elementos con los que el comerciante 
podría hacer frente a sus obligaciones y cumplir con los acreedores. Cabe recordar que el 
conciliador debe ser una persona con una amplia experiencia en procesos de reestructuración 
financiera, mediación, rescate y dirección de empresas. Asimismo, se debe de buscar procurar al 
mayor número de acreedores, que tengan una relación preexistente con el acreedor y que la 
obligación se encuentre vencida, toda vez que la intención de la amigable composición es la de 
resolver el conflicto y evitar acudir a un procedimiento concursal. 

El amigable componedor, que en este caso resulta el conciliador designado por el IFECOM, es 
el encargado de presentar la situación y condiciones tanto financieras como jurídicas que tienen el 

                                                           
168 Artículo 312.- El Comerciante que enfrente problemas económicos o financieros, podrá acudir ante el Instituto a 
efecto de elegir a un conciliador, de entre aquéllos que estén inscritos en el registro del Instituto, para que funja como 
amigable componedor entre él y sus acreedores. Todo acreedor que tenga a su favor un crédito vencido y no pagado 
también podrá acudir ante el Instituto para hacer de su conocimiento tal situación y solicitarle la lista de conciliadores. 
El Instituto deberá notificar al solicitante por escrito, dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha de la 
solicitud correspondiente, la lista a la que se refiere el párrafo anterior. Los honorarios del conciliador serán a cargo del 
solicitante. 
En ningún caso el Instituto será responsable por los actos realizados por el conciliador que el Comerciante o, en su caso, 
cualquier acreedor hubieren elegido. 
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comerciante y el o los acreedores, con lo cual puedan buscar una solución que resulte amigable o 
satisfactoria para las partes, con finalidad de obtener un acuerdo de composición, es decir un 
convenio, el cual puede realizarse como si se estableciera dentro del procedimiento de 
conciliación en el concurso mercantil.  

Cabe señalar, que la amigable composición debe establecerse con la plena voluntad tanto del 
comerciante como de los acreedores, para permitir que su conflicto se pueda resolver con la 
ayuda de un tercero ajeno, que es el conciliador, ya que el acuerdo de composición o convenio no 
tienen carácter de sentencia o mandamiento de autoridad, toda vez que no es emitido por un 
órgano jurisdiccional.  

Es prudente hacer notar que los honorarios del especialista designado por el IFECOM, corren a 
cargo de quien solicite la amigable composición. 

V.     CONCLUSIÓN. 

La Potestad Jurisdiccional en los Procedimientos Concursales, es desafortunada al ser 
contradictoria entre sí misma, porque existen principios fundamentales del mismo, como lo es la 
Conservación de la Empresa, contraponiéndose con los plazos y términos que bajo el estricto 
apego a la ley resulta de difícil cumplimiento en el objeto de la conservación y, debido a la falta de 
especialización, no hacen efectivos aquellos argumentos como la quiebra operativa, para un 
convenio en esa etapa que podría considerar como liquidatario. 

No obstante, como lo he señalado en diversos foros y artículos, la verdadera Justicia está en la 
resolución que las propias partes, acreedores y comerciantes, puedan llegar a resolver, donde el 
Juez solo estará para dar Seguridad y Certeza Jurídica, por lo que los Medios Alternativos de 
Solución de Controversias, propiciados por el propio Juzgador en su potestad jurisdiccional, es el 
mecanismo adecuado para cumplir con la conservación de la empresa, como objetivo 
fundamental de la ley. 

Considero, que al ser objetivo de la Ley Concursal el de propiciar la solución de los conflictos de 
manera extrajudicial al buscar la conservación de las empresas, en la cual sean las partes quienes 
de manera voluntaria puedan dirimir sus controversias, específicamente en el cumplimiento de las 
obligaciones del comerciante. 

Finalmente, es preciso enunciar que el procedimiento establecido en  el artículo 312 de la 
LCM, respecto de la amigable composición, puede beneficiar a las partes que inmersas dentro de 
un procedimiento, ya que resultaría un procedimiento económico tanto procesal como financiero, 
toda vez que el término en el que puede resolverse un conflicto es mucho menor al que 
conllevaría el procedimiento jurisdiccional concursal, siempre y cuando, como ya se mencionó, 
exista voluntad de las partes someterse a la amigable composición y; en cuanto al ahorro 
financiero, únicamente se estaría invirtiendo para el pago de los honorarios del conciliador y no 
así como en el juicio concursal donde se tendría que pagar los honorarios del visitador, conciliador 
y síndico, así como sus auxiliares. Cabe mencionar, que el procedimiento extrajudicial es 
contemplado como una facultad del Instituto Federal de Especialistas en Concursos Mercantiles y 
como un procedimiento establecido en la propia legislación a efecto de salvaguardar la empresa. 

El fin único de la concursalidad, es la conservación de las empresas, de los derechos y 
obligaciones del comerciante y acreedores, por ello el procedimiento extrajudicial propuesto en el 
medio alterno de solución de conflicto, resulta de suma trascendencia para lograr el objetivo de la 
ley de concursos mercantiles, que es la conservación de la empresa. 
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Como lo hemos señalado, la ley concursal mexicana en la actualidad cuenta con un capítulo  
denominado “Del Concurso Mercantil con Plan de Reestructura Previo, que al final del camino es 
un procedimiento judicial, por lo que planteo que se regule y tome en consideración lo que 
establece el artículo 312 de la Ley de Concursos Mercantiles mediante una amigable 
composición con la intervención de un conciliador, que debe llevarse a cabo, sin anteponer causas 
para su no aplicación, pero si se sigue demostrando temor o desconocimiento de ésta figura, no 
tendremos la oportunidad de salvar empresas, solo se logrará llevarlos a la declaración del 
concurso mercantil y seguramente quebrarlos. 

Es por eso que, se debe seguir trabajando y coadyuvando para que los miembros de los países 
Iberoamericanos que integramos los diversos operadores del sistema de la insolvencia, 
investiguemos nuevas fuentes de estudio para lograr el advenimiento del Derecho Concursal. 
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5) Grupo de investigación 5: Aplicación concreta de mecanismos de colaboración entre 
quiebras transnacionales, ya sea directamente las reglas CNUDMIM/UNCITRAL, ya sea 
por vía de cortesía.-  

 

Integraron este grupo de investigación:  

 

a. Carmen D. Conde Torres.- “Cruzando fronteras Código de Quiebras Federal 11. 
USC. 1500, ET SEQ”.  

b. Diana Rivera Andrade- Laura Ricaurte Azcuénaga. “Insolvencia Transfronteriza en 
el Derecho Colombiano”.- 

c.  José Pajares Echeverría.- La insolvencia transnacional. Especial referencia a la 
Unión Europea y España.-  

d. Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo. 20 de mayo de 
2015 sobre procedimiento de insolvencia (texto refundido)  

e. INFORME FINAL. Proyecto de investigación 2017. Aplicación Concreta de 
mecanismos de colaboración entre quiebras transnacionales, ya sea directamente 
las reglas de CNUDMI/ UNCITRAL, ya sea por vía de Cortesía.- 
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APLICACIÓN CONCRETA DE MECANISMOS DE COLABORACIÓN ENTRE QUIEBRAS 

TRANSNACIONALES, YA SEA DIRECTAMENTE LAS REGLAS DE CNUDMI/UNCITRAL, YA SEA POR 

VÍA DE CORTESÍA. 

 

 

 

EQUIPO DE INVESTIGACION: 

Dra. Diana Rivera Andrade, con domicilio en Bogotá (Colombia), carrera 7, nº 32-33, oficina 
1303, teléfonos +57-1-2879238 y correo electrónico drivera@ochoarivera.com. 

Dra. Carmen A. Conde Torres con domicilio en San Juan de Puerto Rico, 254 San José Street, 5 
floor, old San Juan, teléfonos (787) 7292900 y correo electrónico condecarmen@condelaw.com. 

Dra. Marithza Rivas Ansalas con domicilio en Montevideo (Uruguay), calle Tacuarembo 1442, 
teléfonos 24008628 y correo electrónico marithzara@gmail.com. 

Don José Pajares Echeverría con domicilio en Zaragoza (España), paseo de la Independencia nº 
21, 1º centro, teléfonos +34 976233383 y +34 619009013 y correo electrónico 
josepajares@pajaresyasociados.com. 

 

OBJETO DE INVESTIGACION: 

Los vaivenes de la legislación concursal en los últimos diez años han hecho caer ya demasiados 
supuestos paradigmas. La realidad económica ha hecho que el legislador haya ido abandonando, 
uno tras otro, diversos modelos de regulación, para al final dejarse llevar del puro posibilismo. Uno 
de ellos ha sido, sin duda, la insolvencia transnacional. 

La insolvencia transnacional afecta cada vez con mayor frecuencia a sociedades pertenecientes 
a grupos internacionales y a empresas cuyos deudores (activos) o acreedores (pasivos) se 
encuentran repartidos por el territorio de diferentes países. Las causas se deben a la 
internacionalización de la vida económica como expresión del fenómeno de la globalización y a la 
“creación de espacios comerciales supranacionales” (Unión Europea, MERCOSUR, NAFTA, etc.). 

La ausencia de un Derecho concursal uniforme tiene como consecuencia la respuesta 
diferenciada de los ordenamientos nacionales a la hora de regular estas situaciones, lo cual 
provoca conflictos de leyes y de jurisdicción. 

Pese al indudable avance en la integración económica y jurídica de la Unión Europea, tampoco 
se ha conseguido aún un Derecho concursal uniforme, si bien existen al respecto algunas 
propuestas de lege ferenda como el reciente estudio publicado por el Parlamento Europeo titulado 
"Harmonisation of insolvency law at EU level" centrado en la armonización de los procedimientos 
de insolvencia y de liquidación en la Unión Europea. 

Así las cosas la verdad es que no se sabe muy bien cuándo y cómo han de aplicarse unas 
normas u otras; y lo que es peor, para evitar desagradables consecuencias para sus nacionales cada 
país ha generado un sistema de protecciones que todavía complican más las cosas. 

Si como escribe nuestro maestro D. Ariel Dasso en su magnífica obra “Derecho Concursal 

mailto:drivera@ochoarivera.com
mailto:condecarmen@condelaw.com
mailto:marithzara@gmail.com
mailto:josepajares@pajaresyasociados.com
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comparado” “la legislación concursal es el brazo armado de la economía” no puede comprenderse 
que el legislador del siglo XXI todavía permita esas “protecciones” a la legislación concursal de 
cada país. 

Protecciones, entre otras, que se recogen en el Capítulo 15 de Título 11 de Bankruptc y Law of 
U.S. Code al exigir una “asistencia adicional”, en la Ley portuguesa los “principios fundamentales 
del orden jurídico portugués” y en la Ley Concursal Española el “orden público”. 

Parece pues, en definitiva, que superando la realidad a la normativa que regula la insolvencia 
en el mundo no sucede lo mismo con la insolvencia transnacional donde las regulaciones, los 
tiempos y los agentes están “controlados” llevando, como sabemos, a la impunidad del deudor 
más avispado. 

Se trataría pues con este Proyecto de Investigación de conocer la regulación transnacional que 
afecta a los países iberoamericanos, sus facilidades y dificultades, incluso las interpretaciones más 
actuales con respecto a sus respectivas protecciones, y poder tener una idea concreta y práctica 
del método, modo y práctica tanto de la insolvencia internacional como de la ejecución de las 
decisiones judiciales tomadas en diferentes países. 

 

PLAN DE INVESTIGACION: 

El equipo desarrollará su investigación desde la normativa y jurisprudencia de su país y su 
específica regulación de la insolvencia transnacional y, en su caso, de la reciprocidad que por su 
propia experiencia y/o investigación haya encontrado con otros países, en particular 
contrastándola con la regulación iberoamericana, europea y genéricamente con la Ley UNCITRAL. 

Dicha investigación se facilitará a la Dirección del Proyecto de Investigación para, previa su 
consideración, trasladarla a los restantes miembros de equipo para su análisis en conjunto e 
identificación de los extremos que requieran una mayor profundización, aclaración o 
complementación. 

Con todo ello se confeccionará un pre informe global que se remitirá a la Vicepresidencia 
Académica y Consejo Académico para su valoración y traslado de aspectos a profundizar, aclarar o 
completar. 

Finalmente, del resultado se elaborarán por el equipo tres cuestiones prácticas sobre las que se 
cuestionarán preguntas muy concretas que exijan contestaciones telegráficas, a modo o tipo “test”, 
de manera que fruto del debate en el Instituto se pueda confeccionar un cuadrante sobre 
supuestos y soluciones concretas en esta materia. Se intentará preparar un proyecto básico que 
pudiera presentarse en el próximo Congreso. 

 

PLAZOS: 

Cerrado formalmente el plazo de inscripción de los interesados en este proyecto de 
investigación no habría ningún problema en incorporar nuevos miembros del mismo siempre y 
cuando sean admitidos por el Consejo Académico y, fundamentalmente, se adapten a los plazos y 
condiciones que se aprueben. 

Los miembros del equipo completarán su investigación el día 30 de abril de 2017. 

La Dirección revisará las investigaciones y trasladará a los restantes miembros del equipo para 
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su análisis en conjunto e identificación de los extremos que requieran una mayor profundización, 
aclaración o complementación hasta el día 30 de mayo de 2017. 

El pre informe a presentar al Vicepresidente Académico y Consejo Académico se concluirá el 30 
de junio de 2017. 

Y el informe final, y en su caso el proyecto de cuestiones y respuestas antes indicado, se habrá 
de presentar antes del 30 de julio de 2017. 

Otras cuestiones a introducir o profundizar, plazos y opiniones dependerán de la 
Vicepresidencia Académica y Consejo Académico, de manera que pueda mejorarse el informe 
global y completarse el cuadrante de cuestiones y respuestas esquemático. 

Zaragoza (España) a treinta de diciembre de dos mil dieciséis. 

Fdo. José Pajares 

PAJARES & ASOCIADOS ABOGADOS DESDE 1958, S.L. 

Director del Proyecto de Investigación del IIDC 
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LA INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA 

Esteban CARBONELL O´BRIEN 

 

 

Resumen: El presente artículo narra las tratativas del procedimiento de insolvencia, a la vista del 
derecho, de acuerdo a la realidad que acontece en estos tiempos, debido a interacción de los 
mercados en el mundo y la estrecha relación que tiene el patrimonio con el crédito del deudor a 
nivel macro económico. En primer lugar hare un recuento sobre los inicios de dicha materia y 
como ha ido evolucionando a medida que ha avanzado el tiempo, y el impacto que tuvo algunos 
hechos económicos desencadenando consecuencias jurídicas como la insolvencia transnacional. 
De ahí, la importancia que la unificación de legislaciones o la concordancia jurídica, en tanto a esta 
institución jurídica, en América Latina. Por último, unas aportaciones –que a mi criterio– deberían 
realizarse paulatinamente en el Perú.  
Palabras Clave: Insolvencia, acreedor, deudor, CDNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional), Ley Modelo. 
 
Abstract: The present article narrates the insolvency proceedings preview talks, in view of the law, 
according to the reality that occurs in these times, due to the interaction of the markets in the 
world and the close relationship that the patrimony has with the credit of the debtor at the 
macroeconomic level. First, I will recount the beginnings of this subject and how it has evolved as 
time has progressed, and the impact that some economic events have had, triggering legal 
consequences such as transnational insolvency. Hence, the importance of the unification of 
legislations or legal agreement, in as much to this legal institution, in Latin America. Finally, some 
contributions -which in my opinión- should be carried out gradually in Peru. 
Key Words: insolvency, creditor, debtor, UNCITRAL (United Nations Commissions on International 
Trade Law), Model Law. 
 
 

Introducción y definición de la Insolvencia Transfronteriza 

Antes de empezar con el tema central, el cual es la insolvencia transfronteriza. Voy a hacer un 
breve recuento histórico de qué trata la insolvencia. La cual se remite a los tiempos del derecho 
romano. Pero al hablar de insolvencia nos referimos implícitamente también del concurso de 
acreedores y la quiebra, ya que el patrimonio, es la prenda común de los acreedores y al no haber 
patrimonio, ésta devenga en quiebra.  

Comenzaremos por la definición del concepto de insolvencia, para que podamos entender 
posteriormente lo que conlleva y por ende, que consecuencias genera. La insolvencia viene a ser 
una razón económica, que es conocida como la mejor forma de resolver situaciones, cuando se 
genera un sobreendeudamiento o la excesiva obligación de un deudor frente a la pluralidad de sus 
acreedores. Por otro lado, para los acreedores la insolvencia es parte del cálculo, al conceder un 
crédito o al realizar cualquier tipo de negocio, en el que intervengan comerciantes (hoy, el término 
correcto, es empresario) de diferentes países, lo cual los obliga a analizar el uso correcto del 
crédito, así como también el objeto del contrato. La protección al deudor es un hecho esencial, lo 
cual según la práctica internacional actual no se da, puesto que los acreedores han sido casi 
siempre la parte fuerte de la relación comercial, llegando a convertirse en jueces de los deudores 
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ejerciendo, muchas veces, abusivamente sus derechos, lo cual no debe permitirse, dado que solo 
conlleva a que la crisis se prolongue en el tiempo, desde un punto de vista económico, en lugar de 
resolver el contrato extinguiendo, así una obligación, que no podrá ser cumplida. La CNUDMI 
(Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional) se ha pronunciado 
definiendo a la insolvencia como “estado de un deudor que no puede atender al pago general de 
sus deudas a su vencimiento o estado activo”1.  

Respecto a los antecedentes históricos, éstos se remontan a la época romana. Esto es, en el 
derecho romano no se concebía la posibilidad, de que los bienes salieran del patrimonio sino por 
voluntad del titular –lo cual excluía cualquier forma de ejecución forzosa de sus bienes− por ello, 
las medidas que se tomaban, no se dirigían al patrimonio del deudor, sino a la persona para 
forzarlo a cumplir2. Por eso había cierto desprendimiento del patrimonio del deudor respecto a la 
obligación o deuda, ya que la garantía de la deuda no era el patrimonio sino el deudor mismo, la 
propia persona; por ello, el castigo al incumplimiento podía ser su libertad o hasta su propia vida. 
Esta institución era el nexum3, por la cual la persona que tenía una obligación con otra, quedaba 
ligada físicamente si no cumplía con honrar la deuda. De esto desprendemos, que el marco 
normativo estaba evidentemente a favor del acreedor, con la finalidad de asegurar y tener 
certidumbre que su crédito(s) sea pagado e impedir, que sus derechos sean vulnerados por el 
deudor, por ello en el caso de que se incumpla, con el pago de la deuda, las repercusiones recaían 
directamente sobre la integridad y la libertad del deudor. La normatividad de este periodo está 
sustentada en la costumbre (more), que constituye el derecho consuetudinario o derecho no 
inscrito (ius non scriptum).  

En este sistema se instituyo un procedimiento contra el deudor, es la llamada “LEGIS ACTION 
PER MANUS INJECTIO”, la cual era la aprehensión corporal que se preveía, entre otros casos, para 
la ejecución de sentencia en virtud de la ley de las XII Tablas. La severidad de la ejecución personal, 
fue dando paso a una forma más patrimonial de forzar el cumplimiento por el hecho, de que la 
esclavitud se estaba convirtiendo en una traba para el desarrollo económico de Roma, por lo que 
durante el Consulado de Petelio y Papiriose da la Lex Poetelia Papiria4. Con esta se facilita al 
deudor, a ofrecer a sus acreedores todos sus bienes, conservando su libertad personal, bajo el 
principio que los bienes y no el cuerpo del deudor responden por las deudas. Este cambio da inicio 
al sistema de ejecución patrimonial, sobre éste, Castro Covelli nos dice: “Podemos considerar que 
fue el desarrollo de la cultura jurídica, el que logró la aceptación de la separación del patrimonio 
de la persona y su titular”5. 

Posteriormente nació el Missio in Prossesionem, el cual autorizaba al acreedor apropiarse de 
los bienes del deudor y hacerse con ellos pagos de la deuda. Podemos ver claramente que esta 
deuda, pasa de ser una garantía personal a ser una garantía real, por lo que empezó a recaer en 
los bienes del patrimonio del deudor. Luego fue modificado por la Bonurum Venditio que 

                                                           
1Guía Legislativa sobre el Régimen de la Insolvencia. Pág. 6. Véase: www.uncitral.org/pdf/spanish/texts/insolven/05-
80725_Ebook_s.pdf 
2Durán Prieto, Maria Cristina y Reinales Rondoño, Ana María. Insolvencia Transfronteriza. Tesis de Licenciatura en 
Derecho. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas. Pág. 24 
Véase:http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere5/TESIS81.pdf 
3Carmes Ferro, José. Curso de Derecho Romano. Editorial Emilio Perrot.  Argentina, Buenos Aires, 1940. Pág. 33 
4Álvarez Joven, Arturo. «El fundamento de la transmisibilidad de las obligaciones». Pág. 13. 
Véase:file:///C:/Users/User/Downloads/Dialnet-ElFundamentoDeLaTransmisibilidadDeLasObligaciones-808052.pdf 
5Castro Covelli, Miguel. «Evolución y principios doctrinales de la institución de la quiebra». Tesis para optar por el Título 
de Abogado, Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas y Económicas. Op.,  cit. Pág. 35 

http://www.uncitral.org/pdf/spanish/texts/insolven/05-80725_Ebook_s.pdf
http://www.uncitral.org/pdf/spanish/texts/insolven/05-80725_Ebook_s.pdf
http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere5/TESIS81.pdf
file:///C:/Users/User/Downloads/Dialnet-ElFundamentoDeLaTransmisibilidadDeLasObligaciones-808052.pdf
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prescribe la autorización que otorgaba una persona, para enajenar los bienes del deudor y pagar 
con el producto de la venta, las deudas existentes. Este era un acuerdo privado, y era 
personalísimo, en tanto, la participación de los acreedores presentes al momento de celebrado 
dicho contrato, lo cual con el paso del tiempo, se hizo una ampliación que abarcaba a todos los 
acreedores, que tenían algún tipo de crédito frente al deudor, pero este tipo de contrato está 
circunscrito en el ámbito de derecho sucesorio. 

Entrando un poco con el tema de la insolvencia, había una institución en el derecho romano 
clásico que reflejaba un poco la figura de la insolvencia, la cual era la condemnatio que era un 
proceso en donde el iudex privatus tenía la facultad de condenar al deudor a una determinada 
cantidad pecuniaria o de absolverlo, si no consideraba fundamentada la intentio6 del acreedor 
demandante. Sin embargo, a ciertos deudores, el iudex podía también concederles in id quod 
facere potest7, es decir, en el límite de sus posibilidades económicas. Esta posibilidad coexistía con 
aquella, que tenía lugar cuando la condemnatio pecuniaria resultaba ser incierta, de que el pretor 
introdujera en la fórmula una taxatio con la cual establecer una cantidad máxima que el iudex 
debía observar al emitir su sentencia.  

En la praxis romana procesal de la época clásica preveía el beneficio, en favor de ciertos 
deudores a ser condenados limitadamente a sus posibilidades económicas, el cuál llegaría a la 
dogmática jurídica moderna con la locución de beneficium competentiae, siendo que este 
derecho, marca la culminación en la lucha del deudor ante aquella ejecución personal a 
consecuencia de la addictio, una vez practicada la manusinicctio cuya primera victoria en Roma se 
señala simbólicamente, con la Lex Poetelia Papiria, lucha que logra en el futuro no solo la 
supresión de la ejecución personal en materia de obligaciones, sino que dentro de la ejecución 
personal real por razones de equidad, otorga el derecho a ciertos deudores a conservar el mínimo 
indispensable para su sustento neegeat y por lo tanto, solo se podrá condenar in id quod facere 
potest, es decir, en el límite de sus posibilidades económicas. A pesar de que se mejoró la posición 
del deudor, esto no significo que haya un decaimiento en la figura del acreedor, ya que se crearon 
mecanismos para proteger su crédito, un claro ejemplo de ello es la actio pauliana,  también 
conocida como la acción pauliana, esta es una medida conservativa del patrimonio del deudor, y 
por ello protectora de créditos. A esta acción se le refiere el art. 1111 C.C., en su inciso 2 al indicar 
                                                           
6Fernández Baquero, María Eva. «Procedimiento Civil Romano». Universidad de Granada. 
Véase:http://digibug.ugr.es/bitstream/10481/27353/1/PROCEDIMIENTO%20CIVIL%20ROMANO.pdf. Pág. 11 
Partes principales del proceso romano: 
El nombramiento del Juez o jueces. 
DEMOSTRATIO. Es aquella parte de la fórmula que se inserta al principio de la misma para designar el asunto por el que 
se inicia el proceso.  Se reconoce por la expresión que aparece en la fórmula: Quod (puesto que) seguida de un sujeto y 
un verbo (“Puesto que Paulo vendió a…”). 
INTENTIO. Es la parte de la fórmula en la que expresa el derecho que pretende el demandante. 
CONDEMNATIO. Es la parte en donde se otorga al juez la facultad de condenar o no al demandado, bien por una 
cantidad de dinero cierta o incierta. 
ADIUDICATIO. Es una parte de la fórmula  que solo se incluye si estamos ante un juicio divisorio, ya que permite al juez 
adjudicar algo o alguno o a todos  los que actúan como litigantes ejercitando alguna de las acciones divisorias, tales 
como: 
Actiofamiliaeerciscundae, para la división de la herencia. 
Actiocommuni dividendo, para la división de un bien común. 
Actiofiniumregundorum, acción para establecer los límites entre fundos. 
7Bialostosky de Ch., Sara. El Beneficio Competentiae. Facultad de Derecho de la U.N.AM. Véase: 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/jurid/cont/9/pr/pr5.pdf. Pág. 223 
El beneficiumcompetntiae, es el derecho que se concede a ciertos deudores a ser condenados solamente in id 
quodfacerepotest a través de una cláusula insertada en la condemnatio de la fórmula. 

http://digibug.ugr.es/bitstream/10481/27353/1/PROCEDIMIENTO%20CIVIL%20ROMANO.pdf
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/jurid/cont/9/pr/pr5.pdf
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que los acreedores “pueden también impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude 
de su derecho”. El fundamento del poder excepcional que se atribuye al acreedor para inmiscuirse 
en las relaciones entre deudor y terceros, que le reconoce la acción pauliana ha sido discutido, 
manteniéndose distintas teorías que simplemente enumeramos, como la de la “afección real” de 
patrimonio del patrimonio del deudor al pago de los créditos contra el deudor, o la del “delito 
civil” o del “enriquecimiento injusto” perjudicial para el acreedor o la teoría de la “colisión de 
derechos” que da preferencia al derecho del acreedor defraudado8. En última instancia dicho 
fundamento, radica en el derecho del acreedor a que no sea disminuida la garantía, que la ley 
concede sobre los bienes del deudor en virtud del principio de responsabilidad patrimonial 
universal consagrado en el art. 1911 y, consecuentemente, la protección del tráfico jurídico.  

Para ilustrarnos mejor sobre la insolvencia traeremos a colación la “Lex Mercatoria”. Por ello 
nos remontaremos a la Edad Media, donde esta tuvo un mayor apogeo. En esta etapa histórica, 
los comerciantes (hoy empresarios) y diferentes agrupaciones formaron manifestaciones para 
reclamar sus derechos ante las autoridades. En esta etapa se vio una institución llamada Cessio 
Bonorum, que se extendió por el siglo XIII, mediante la cual, la ejecución de los bienes liberada al 
deudor de la ejecución personal, pero respondía con bienes futuros frente a deudas insatisfechas. 
Para que se aplique esta institución, debía cumplir con el requisito, que la insolvencia se haya 
generado sin la culpa del deudor. En esta época existía una regulación comunal, es decir, que cada 
ciudad y cada gremio, había llegado a formar un ordenamiento jurídico parcial para sus miembros, 
los actos que realizaban y los conflictos que se originaban a consecuencia de ellos, esto significo, 
que era un derecho de clases. Esto es evidenciado, en ciertas ciudades que tenían el comercio más 
desarrollado tales como Venecia, Génova, Florencia, Siena, Amalfi y Milán. Estas ciudades 
establecieron una regulación sistemática y completa de la quiebra, observamos, así las bases de 
esta institución: a) En un inicio la quiebra se aplica tanto a los comerciantes, como a los no 
comerciantes (Estatuto de Siena 1262), pero rápidamente solo se restringió a los primeros, porque 
eran estos los que realizaban operaciones de crédito y quedaban expuestos a los a los efectos de 
incumplimiento; b) La cesación de pagos constituía al comerciante en quiebra; c) La fuga se 
consideraba un síntoma típico de la insolvencia, se requería una desaparición relacionada con un 
pasivo insatisfecho; d) Ante un hecho de la quiebra por cesación de pagos o por fuga, intervenía el 
órgano jurisdiccional; e)La oficiosidad del procedimiento, oficiosidad consecuentemente al interés 
público. Sea cual fuera la guía por la que el hecho de la quiebra llegaba a conocimiento del 
magistrado, se actuaba de inmediato de acuerdo a las previsiones legales; f) El magistrado 
disponía de diversas medidas cautelares: se apartaba al fallido de la administración y la disposición 
de su patrimonio (desapoderamiento), un funcionario judicial examinaba los libros y demás 
elementos de la contabilidad, inventariaba sus bienes y mediante bandos se hacía público el 
estado de quiebra fallido; g) Los acreedores eran convocados por el juez para que soliciten, la 
verificación de sus créditos, sino lo hacían en el término determinado perdían su derecho frente a 
los demás acreedores; h) El concordato era remisorio perdonaba una parte de la deuda; i) La 
quiebra se hacía extensiva al núcleo familiar del fallido, j) Los fallidos eran equiparados a ladrones 
y la primera pena como consecuencia de esa asimilación era el arresto que podía efectivizarlo los 
propios acreedores. En Francia se ordenaba la muerte o la pena del bando que consistía en la falta 
de protección legal por lo tanto podría ser agredida en su persona y bienes9. 

                                                           
8Enciclopedia jurídica. La acción pauliana. Véase:http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/accion-pauliana/accion-
pauliana.htm 
9TULLUME CARRIÓN, Giovanna Elizabeth. “La inobservancia del concurso en su dimensión internacional y la ausencia de 
regulación en el ordenamiento jurídico peruano: una aproximación desde el Derecho Internacional Privado para un 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/accion-pauliana/accion-pauliana.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/accion-pauliana/accion-pauliana.htm
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Reitero, la quiebra era un mecanismo de limitación de castigo. No obstante, había mecanismos 
que servían como un medio para evitar el fraude a los acreedores, esta figura denominada 
interdictum fraudatorium la cual era una creación de los pretores romanos, cuyo fin se resumía en 
reprimir la conducta fraudulenta del deudor. Su función era lograr que los acreedores 
recuperaran, la posesión de los bienes que había transmitido al deudor. Posteriormente surge la 
restitutio in integrum que era un recurso por medio del cual, se anulaba la sentencia del 
procedimiento formulario, que se consideraba injusta. Con la aplicación de éste recurso, lo que se 
lograba era la suspensión de actos jurídicos dictados por la autoridad. En este sentido, Eugene 
Petit señala: “cuando alguna persona era lesionada por la realización de un acto jurídico o la 
aplicación de un principio de Derecho Civil, y este resultado era contrario a la equidad, podía 
dirigirse al pretor, solicitando de él la in integrum restitutio. Se llamaba así la decisión en virtud de 
la cual, el pretor, teniendo por no sucedida la causa del perjuicio, destruía los efectos poniendo las 
cosas en el estado en que estaban antes”10. Otra figura muy interesante era la Pingnus ex causa 
Judicati captum, la cual surge como una forma de obligar a los deudores solventes que se negaban 
a cumplir con el pago de la deuda. 

Haciendo un breve paréntesis, en el siglo IX este panorama cambió, observamos muchas 
ciudades italianas que tenían como actividad económica principal, el comercio y se constituyeron 
en los centros mercantiles más importantes de América. En estas ciudades se preocuparon por los 
comerciantes que cesaban en sus pagos e implantaron severas reglas, que desarrollaron en sus 
Estatutos, para proteger a los acreedores. Y estas reglas influenciaron a las demás ciudades. 
Algunas de sus características fueron las medidas coactivas, que iban contra el deudor. Un claro 
ejemplo de esto, es el Estatuto de Bolonia que condenaba a muerte al deudor que huía, en lugar 
de cumplir con sus obligaciones11. 

Retornando al tema de la insolvencia, con incidencia en la quiebra, la Edad Media fue 
influenciada por la corriente privatista, evidenciada con el denominado “Reglamento de Lyon”, en 
el que se consideraba a la quiebra, como un procedimiento de ejecución colectiva o de liquidación 
colectiva de una masa de bienes. Dicho reglamento establece, el principio de la “par conditio”, es 
decir, la igualdad entre los  acreedores, aunque con exclusión a los extranjeros; la disciplina del 
periodo sospechoso y la restricción de su libertad personal, etc.12 Esta tuvo tal influencia privatista 
que surgieron otras disposiciones, tales como: 1) La célebre Ordenanza de 1673, que fue la 
primera codificación del derecho comercial francés; 2) El Código de Comercio Francés de 1807 
(Code Napoleón), con lo que se da inicio a la codificación mercantil. 

En resumen, la evolución histórica de la quiebra se evidencia a partir de la Edad Media, en las 
cuales se dieron varias etapas o fases. La primera comienza en la Baja Edad Media y concluye con 
la Primera Guerra Mundial (siglo XI a 1917). Esta fase se caracterizó por contener procedimientos 
de insolvencia presentes en los diversos sistemas legislativos, tales como instrumentos de 
ejecución patrimonial en contra del deudor. A primera vista se puede observar, que la finalidad del 
procedimiento concursal tenía un carácter preponderante ejecutivo, ya que lo que se pretendía 
era la liquidación del patrimonio del deudor sobre el cual se ejercita, la ejecución. La segunda 

                                                                                                                                                                                 
marco normativo adecuado”. Tesis para optar el título de Abogado. Lima, 22 de julio de 2013. Pág. 9. 
Véase:http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/123456789/5502/TULLUME_CARRION_GIOVANNA_INOBS
ERVANCIA_CONCURSO.pdf?sequence=1 
10PETIT, Eugene. Tratado elemental de Derecho Romano. Editorial Porrúa. 1992. Pág. 692 
11“Antecedentes del Concurso Mercantil”. Pág.20. Visto 22/03/2016 en: 
http://catarina.udlap.mx/u_dl_a/tales/documentos/lfis/acosta_o_v/capitulo1.pdf 
12 Ramírez, José A. La Quiebra: Derecho Concursal Español. Editorial Bosch S.A., 1998. Pág. 102 

http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/123456789/5502/TULLUME_CARRION_GIOVANNA_INOBSERVANCIA_CONCURSO.pdf?sequence=1
http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/123456789/5502/TULLUME_CARRION_GIOVANNA_INOBSERVANCIA_CONCURSO.pdf?sequence=1
http://catarina.udlap.mx/u_dl_a/tales/documentos/lfis/acosta_o_v/capitulo1.pdf
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etapa evolutiva se ubica temporalmente después de la Primera Guerra Mundial al darse la crisis 
industrial, en esta época comienza a sentirse, un especial interés por la conservación de las 
empresas, en lugar de su liquidación. El sistema jurídico y político en esta fase realiza una 
valoración del enfrentamiento o coincidencia de los intereses privados del empresario, quien 
podría intentar eludir la quiebra o conservar por lo menos la posibilidad de continuar en el 
ejercicio de la propia actividad; y los intereses de los acreedores, quienes eventualmente podrían 
preferir aceptar las propuestas del deudor antes que hacer uso de la quiebra, especialmente en los 
casos en que la opción distinta brinda una mejor posibilidad de recuperación económica. Durante 
esta época, los sistemas jurídicos se limitaron a predisponer ciertos instrumentos jurídicos que 
tenían la finalidad de servir como un regulador de conflictos entre acreedores y el insolvente, sin 
embrago es importante indicar que en esta época, aún no se protegían los intereses de los 
acreedores minoritarios en el sentido de que pudieran impedir arreglos de la mayoría de los 
acreedores con el deudor insolvente. La tercera fase se inicia en la segunda post guerra, esta 
época se caracterizó por un mayor interés del Estado, en las crisis económicas de las empresas, en 
razón a que las empresas no solamente ponen en riesgo, el capital de los socios y de la empresa, 
sino también a la gran masa de inversionista o ahorristas al recurrir al crédito y a la colocación de 
valores de mercado. Esto se debe a la aparición de grandes empresas, que acuden a la captación 
de fondos en el público y de financiamiento de entidades estatales agrava los efectos perjudiciales 
de la insolvencia, ya que no solo perjudica a la empresa, sino a todos los que están en su círculo 
económico; ya sea los que trabajan o los que aportan a la empresa. Por ello podemos decir que en 
esta fase, la quiebra y otros procedimientos liquidatarios, eran como medios de solución de las 
crisis de las empresas, entran en  un proceso de crisis ya que: “Cuando la disgregación de los 
medios de producción de la empresa insolvente se considera al interés de la colectividad, es fácil 
sostener que la crisis se afronte con otros medios, incluso jurídicos, más eficaces. La quiebra, a 
estas alturas deviene, en una hipótesis residual: queda destinada a las iniciativas económicas que 
no han alcanzado dimensiones e importancia, tales como, para implicar el interés público”13. 

 

La quiebra, el concurso y la insolvencia en busca de unificación del Derecho  

Para visualizar mejor el fenómeno de la insolvencia internacional vamos a explicar algunas 
figuras que están relacionadas con esta realidad, que es la insolvencia transfronteriza, que nace a 
causa de la globalización, producto de los diferentes mecanismos de contratación internacional, 
que son de suma importancia en el mundo de hoy. Es importante reconocer la importancia de la 
cooperación internacional, no solo en el ámbito financiero o tecnológico, sino también jurídico. 
Esta cooperación generaba, que se cumpla uno de los fines supremos del derecho, el cual es el 
principio de universalidad– obviamente, esto es desde mi punto de vista–, y así se intensifique la 
compilación de diversas formas jurídicas, no siendo ya de uso exclusivo de los nacionales, sino una 
interacción entre Estados. 

Comenzaremos hablando sobre la quiebra, que se remonta al derecho romano– así como casi 
como todas las instituciones que se encuentran en nuestro sistema jurídico– en los que los 
acreedores podían descuartizar o esclavizar a los deudores, tanto a ellos como a su familia, esto 
era el “nexum”. En este, si había varios acreedores que no podían ponerse de acuerdo en la 
explotación del esclavo, podían disponer del cuerpo del esclavo “in partis sacando”14, es decir 

                                                           
13 Ídem, pág. 33 
14 «LAS XII TABLAS TEXTO 450 a.C.». Tabla 3era. Véase: 
http://ermoquisbert.tripod.com/dr/12t/12text.htm#_Toc127174474 
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repartirse en partes, por supuesto con esto el esclavo terminaba muerto. 

Posteriormente, las medidas utilizadas para el pago de deudas se han ido “humanizando” en el 
trascurso del tiempo. Pasando al concepto de la quiebra, en ella encontramos múltiples 
definiciones. La RAE (Real Academia Española) la define como “rotura de una superficie de cierta 
dureza o rigidez, grieta, pérdida o menoscabo de algo, acción de quebrar un comerciante, juicio 
por el que se incapacita patrimonialmente a alguien por sus bienes en favor de la totalidad de sus 
acreedores”15, para fines de este estudio nos quedaremos con la última definición. La Enciclopedia 
jurídica nos dice “la quiebra era un procedimiento de ejecución colectiva por el que los diversos 
acreedores de un deudor en común, comerciante en estado de insolvencia, intentaban satisfacer 
sus créditos mediante la ejecución del patrimonio presente y futuro del deudor; patrimonio que 
era repartido equitativamente entre los acreedores, sin perjuicio de la preferencia de créditos. La 
declaración de quiebra podía ser: 1) voluntaria, solicitada por el deudor, y 2) necesaria, instada por 
el acreedor legítimo”16. 

Pasando al concurso, hablando jurídicamente nos referimos al concurso de acreedores. La 
Enciclopedia jurídica también nos da una definición acertada, a la cual  refiere como 
“Procedimiento de ejecución colectiva por el que los diversos acreedores de un deudor común, ya 
sea civil o mercantil que se encuentren en estado de insolvencia definitiva intentan satisfacer sus 
créditos con el patrimonio del deudor, representando el orden de prelación de créditos. El 
concurso de acreedores puede ser: 1) voluntario, solicitado por el mismo deudor, y 2) necesario, 
cuando la declaración de concurso sea formada a instancia de todos los acreedores o cualquiera 
de ellos”17. Si analizamos un poco, nos damos cuenta que esta definición es muy similar al de la 
quiebra, con la diferencia, que aquí, el procedimiento es seguido a todo deudor no comerciante 
que haya incumplido en sus pagos, haciendo un breve paréntesis.  

En el ordenamiento jurídico español se hace distinción entre los deudores, por un lado están 
los deudores comerciantes y por otro, los deudores civiles (no comerciantes). Este es un 
antecedente jurídico del concurso peruano, ya que como sabemos el Código de Comercio de 1902 
tuvo mucha influencia de las Ordenanzas de Bilbao y la doctrina de los antiguos tratadistas 
europeos. La diferencia entre estos deudores radicaba, en el caso de España, en que para los no 
comerciantes, se resucitaba el antiguo concepto de «concurso», donde aparece la cesión de 
bienes a los acreedores bajo la forma de juicio voluntario: el juicio se promovía por el mismo 
deudor, cediendo todos los bienes a sus acreedores. En cambio, el comerciante era tratado con 
mayor severidad. Y esta severidad la podemos evidenciar en el hecho, de que el quebrado tenía la 
sanción de prisión, en caso de que la quiebra se tipificase de determinada forma. Pero hoy en día– 
en la mayoría de legislaciones, por no decir todas– no hay distinción entre deudor civil y 
comerciante18. 

Repasando el concepto de insolvencia, Garrigues la define como “La insolvencia se refiere no 
solo al deudor que no paga a ningún a acreedor, sino también al que puede pagar algunos dejando 

                                                           
15 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la Real Academia Española. Consultado el 24/06/2016. Véase: 
http://dle.rae.es/?id=UpUlfRT 
16 Enciclopedia Jurídica. Edición 2014. Consultado el 24/06/2016 en: «http://www.enciclopedia-
juridica.biz14.com/d/quiebra/quiebra.htm»  
17 Ídem. En: «http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/concurso-de-acreedores/concurso-de-acreedores.htm»  
18FERRERO DIEZ CANSECO, Alfredo. «DEL DERECHO DE QUIEBRA AL DERECHO CONCURSAL MODERNO Y LA LEY DE 
REESTRUCTURACIÓN EMPRESARIAL”. Véase: file:///C:/Users/User/Downloads/Dialnet-
DelDerechoDeQuiebraAlDerechoConcursalModernoYLaLey-5084712%20(2).pdf 

http://dle.rae.es/?id=UpUlfRT
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/quiebra/quiebra.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/quiebra/quiebra.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/concurso-de-acreedores/concurso-de-acreedores.htm
file:///C:/Users/User/Downloads/Dialnet-DelDerechoDeQuiebraAlDerechoConcursalModernoYLaLey-5084712%20(2).pdf
file:///C:/Users/User/Downloads/Dialnet-DelDerechoDeQuiebraAlDerechoConcursalModernoYLaLey-5084712%20(2).pdf
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insatisfechos o impagos a otros, o al deudor que puede pagar todas sus deudas pero solo 
parcialmente. Además, solo es admisible la ejecución universal o colectiva que provoca la quiebra 
cuando el deudor se encuentra en una situación patrimonial de insolvencia definitiva”19. Otras 
definiciones que se pueden encontrar en la doctrina, tales como “La insolvencia presupone una 
situación o estado patrimonial en el que el deudor no puede satisfacer a sus acreedores en el 
momento en que ellos pueden exigirle el cumplimiento de sus obligaciones. Puede y debe 
distinguirse entre la insolvencia provisional o transitoria, cuando el deudor no puede pagar 
debido, a una situación de iliquidez a pesar de que el valor de sus bienes superan al de su deudas, 
y la insolvencia definitiva, que se presenta cuando el valor total de sus bienes, es inferior al 
importe de sus deudas”. Acotando con lo mencionado antes, hay un problema en la probanza de 
la insolvencia definitiva, porque pareciera que la única forma es mediante manifestaciones 
externas, que sean de fácil comprobación, para lo cual los acreedores deberán justificar sus títulos 
de crédito, siendo necesaria la intervención del órgano jurisdiccional, ya que es el encargado de 
apreciar si hay o no insolvencia, que implique un estado de permanencia o definitivo, que haga 
imposible el cumplimiento por parte del deudor. 

 

Las tratativas legislativas sobre insolvencia transfronteriza en América Latina 

Pasando al tema central, el cual es objeto de esta investigación. Al respecto, la insolvencia 
transfronteriza, nace a consecuencia de la globalización, dado que el mundo que hoy conocemos, 
está basado en las múltiples relaciones de todo tipo de índoles, tales como tecnológicos, 
financieros, comerciales, etc. Para ubicarnos históricamente, ésta se da, cuando el capitalismo 
vence al comunismo, con la caída del Muro de Berlín, en los albores de los noventa. A 
consecuencia de ello, se genera un impacto mundial, en tanto en el aspecto social y en el 
económico (conocida como “globalización”) generando una tendencia en los mercados y las 
empresas, y de extenderse, hasta el punto de abarcar todo el mundo y sobrepasar las fronteras 
nacionales. Estas relaciones de crecimiento y de interdependencia de los Estados, han 
desencadenado, que las crisis de las grandes potencias económicas repercutan mundialmente. Y 
estas crisis– que generó la creación de la legislación sobre insolvencia transfronteriza– fueron dos, 
conocidas como la “Burbuja de las DotCom”, y la otra– la más reciente–  es la “Crisis de las 
Hipotecas Sub-Prime o Hipotecas Basura”. 

Hablaré un poco acerca de las mencionadas crisis, para ilustrar un poco y el impacto que 
generaron en el mundo empresarial. En referencia al primero, “Burbuja de las DotCom” o 
“Puntocom”, vemos que ste período fue marcado por la fundación (y en muchos casos, 
especulativos de la quiebra) de un nuevo grupo de compañías basadas en Internet designadas 
comúnmente, empresas Punto com. La “Burbuja Puntocom” fue una burbuja especulativa entre 
1998 y 2001, donde las empresas de internet (llamadas puntocom) vieron incrementando su valor 
en las bolsas de valores. Este incidente se notó más, el día el 10 de marzo de 2000, cuando el 
mercado de empresas tecnológicas  NASDAQ llegó al punto máximo de 5132.52 puntos. El nivel de 
especulación era tan alto, que el valor de las empresas subía simplemente por tener una “e-
“(electronic) como prefijo o “.com” como sufijo. Las principales causas que se reconocen sobre la 
caída de las acciones de las empresas tecnológicas son las siguientes: 1) Un cambio de 
expectativas sobre las empresas punto com y tecnológicas en general, debido a que los 
inversionistas comenzaron a notar que los principios de la Nueva Economía, no eran tan distintos a 

                                                           
19 BROSETA PONT, Manuel. Manual de Derecho Mercantil. 8va edición. Editorial Tecnos S.A. 1990. Pág. 658 
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los de la vieja, sino que era necesario, que el dinero invertido en los start-ups se recuperase en un 
plazo razonable y que los modelos de negocios basados en B2C, subestimaron la complejidad y los 
costos de logística y distribución, y sobrestimaron también algunos efectos de la economía, en red 
de difícil comprobación empírica: la economía de la abundancia y la premisa de prestar servicios 
gratuitos porque la red recompensa la gratuidad; 2) El otro factor fundamental que explica la caída 
es inherente al funcionamiento de los mercados financieros: la información.  

Las opiniones de algunos economistas y empresarios del establishment (comenzaron 
prediciendo la caída en 1997), terminaron por imponerse haciendo realidad, la profecía auto-
cumplida, de que la burbuja algún día iba a estallar; 3) La existencia de una sobrevaluación de 
ciertas acciones de empresas tecnológicas alimentada con fines especulativos20. A pesar de todo 
ello, hoy en día aún podemos observar el resurgir de estas políticas de empresas puntocom, pero 
con ideales empresariales mucho más organizados y no como pequeñas mega empresas que 
aparecen y desaparecen del mercado, en un instante o de manera fugaz. 

Respecto a la Crisis de las Hipotecas Sub-Prime o Hipotecas Basura. Esta se da dentro del marco 
del Mercado Global Arbitrado de Bonos y la Crisis de la Vivienda. El detonante inmediato de esta 
crisis, fue la proliferación global de hipotecas sub-prime tóxicas titularizadas de  Estados Unidos de 
Norteamérica. Pero para algunos autores, sus orígenes se remontan a las secuelas de la Guerra 
Fría. Y como ya mencionamos anteriormente, se evidencia con la caída del Muro de Berlín que 
dejó al descubierto, el desastre económico causado por el sistema económico del bloqueo 
soviético21. En respuestas, los mercados competitivos, silenciosa pero rápidamente, desplazaron a 
la desacreditada planificación centralizada, que prevalecía en el bloqueo soviético y el entonces 
“Tercer Mundo”. Un buen número de naciones, especialmente China, replicaron el exitoso modelo 
económico orientado a la exportación de los Tigres Asiáticos: una fuerza laboral bien educada y de 
bajo costo de unidad a la tecnología del mundo desarrollado y protegida por el fortalecimiento 
gradual del imperio del derecho, desató un crecimiento económico explosivo22. El FMI estimó que 
en 2005 más de US$ 800 millones de miembros de la fuerza laboral del planeta se incorporan a los 
mercados de exportación y, por tanto, competitivos; un incremento de US$ 500 millones desde la 
caída del Muro de Berlín (IMF, 2007, cap. 5, 162). En consecuencia, cientos de millones de 
trabajadores adicionales quedaron expuestos a las fuerzas competitivas domésticas, 
especialmente en la antigua Unión Soviética. Como resultado, entre 2000 y 2007 el crecimiento 
del PIB real del mundo en desarrollo fue más del doble que el mundo desarrollado23. Ello generó 
una caída pronunciada de las tasas de interés mundial de largo plazo, nominal y real entre 2000 y 
2005, que indicaba que las intenciones mundiales de ahorro, habían sido crónicamente mayores, 
que las intenciones mundiales de inversión. Y esto se evidencio más en la segunda mitad del año 
2007 y el principio de 2008,siendo que los mercados financieros vivieron turbulencias de gran 
magnitud. Las fuertes caídas de los precios de las acciones, reflejaban un brusco cambio de 
expectativas sobre la salud de algunos grandes bancos internacionales y posteriormente los 
anuncios de pérdidas significativas no dejaron ya dudas sobre la importancia de los problemas. Al 
                                                           
20 «La burbuja puntocom», visitado el 01 de Julio del 2016 en Portal Educativo para la Educación Financiera en 
Educación Secundaria Obligatoria, España. Véase: 
http://www.finanzasparatodos.es/gepeese/es/fichasDidacticas/momentoHistoricoFD/BURBUJA_PUNTOCOM.pdf 
21 GREENSPAN, Alan. LA ERA DE LA TURBULENCIAS, Aventuras en nuevo mundo. Traducido por Gabriel Dols Gallardo. 
Editorial B, S.A. Impreso por LITOGRAFÍA. 1° Edición. España, Barcelona, 2008. Pág. 20 
22 La inversión extranjera directa de China, por ejemplo, aumentó gradualmente entre 1980 y 1990, pero se septuplicó  
en 2007 
23 GREENSPAN, Alan. «LA CRISIS». Visto el 01 de julio de 2016. Véase: 
http://www.economiainstitucional.com/pdf/no22/agreenspan22.pdf 

http://www.finanzasparatodos.es/gepeese/es/fichasDidacticas/momentoHistoricoFD/BURBUJA_PUNTOCOM.pdf
http://www.economiainstitucional.com/pdf/no22/agreenspan22.pdf
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poco tiempo, la crisis se instaló en los mercados internacionales, en forma de crisis de liquidez, 
con el subyacente riesgo de crédito, y el panorama cambió dramáticamente, hacia una crisis de 
primer orden, con consecuencias negativas sobre la actividad económica general. Pero esta caída, 
no se remonta al 2007, ya que durante años en los Estados Unidos de Norteamérica, las hipotecas 
sub-prime fueron un pequeño apéndice del mercado hipotecario de la vivienda, y en una fecha tan 
reciente, como el año 2002 solo representaron el 7% del total de las hipotecas originadas. La 
mayoría de esos préstamos eran hipotecas de vivienda sub-prime en títulos. 

Esas firmas –involucradas en el negocio- encontraron compradores receptivos. Los 
inversionistas locales y extranjeros, fueron atraídos por el rendimiento de estos títulos, por gozar 
de una tasa de ejecución de las hipotecas subyacentes, que había disminuido durante años. Sin 
embargo, la realidad ha sido cruel en este punto, dado que la crisis ha puesto en evidencia, las 
deficiencias prácticas de valoración y gestión del riesgo, que han protagonizado, los grandes 
bancos del sistema financiero internacional. Y la pérdida de algunos casos, tiene el dudoso mérito 
de corresponder, a un récord histórico, pero se plantean serias interrogantes sobre la capacidad 
de estas entidades, para autorregularse. Sin embargo, la situación en los mercados interbancarios 
era insostenible y podía llevar al colapso al sistema en cualquier momento. Por ello, el papel de los 
bancos centrales ha sido lógico, al aportar de liquidez de forma indiscriminada, a todos los bancos 
tratando con ello, de relajar los tipos de interés y lo que es más importante, suministrar liquidez a 
los que no tenían ninguna vía, para conseguirla fuera de la apelación al Banco Central. La 
intervención, dada la situación creada, era necesaria, pero lo fundamental era saber si los bancos 
centrales iban a ser capaces de analizar a fondo, las causas que han conducido a la crisis y la 
necesidad de una profunda reflexión crítica, sobre la estructura del sistema financiero 
internacional y el tipo de controles, reglas y métodos de supervisión, que era necesario diseñar, 
para evitar episodios de la gravedad vivida. 

Explicado las causas que dan origen a la Insolvencia Transfronteriza, comenzare por explicar 
sobre ella. Podemos decir que ésta comprende, todos los eventos en que el deudor que adelanta a 
un proceso de insolvencia, tiene bienes en más de un Estado o en los que algunos de los 
acreedores del deudor, no son del Estado en el que se han abierto el procedimiento de 
insolvencia. Ya que las empresas buscan crecer descomunalmente, a lo largo de los últimos años, y 
por ello han abierto sus mercados, brindando productos y/o servicios, adquiriendo bienes y 
obligaciones fuera de su territorio original, y en determinado momento, puede caer en situación 
de impago de sus deudas (generado por un crecimiento desordenado), trayendo como 
consecuencia, una serie de obligaciones por cumplir y no solo en el Estado de origen, sino también 
en otros. Lo que origina, un suceso de tipo patrimonial, que es la llamada insolvencia, agregando 
un problema adicional, el cual es derecho de cada Estado y esto se debe a que cada uno, tiene un 
marco jurídico distinto y provoca, la desigualdad de conceptos en la forma de concebir la 
insolvencia. 

Por lo explicado anteriormente, en tanto a la diferencia o desigualdad de conceptos en algunas 
instituciones jurídicas a nivel de internacional, este trabajo se va desarrollar dentro del marco del 
proyecto de investigación denominado “CNUDMI: Estudio del Régimen Internacional en 
Insolvencia Transfronteriza para América Latina”. Ante ello, primero debemos entender cuál es la 
finalidad de esta ley modelo. Respondiéndonos la pregunta, ésta tiene por finalidad ayudar a los 
Estados a dotar a sus respectivos regímenes de la insolvencia, de un marco legislativo moderno, 
para así poder resolver con mayor eficacia, los casos de insolvencia transfronteriza, en el que el 
deudor se encuentre, sea una situación financiera muy precaria, o sea insolvente. Su principal 
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función, es autorizar y alentar la cooperación y la coordinación entre jurisdicciones, en lugar de 
promover la unificación del derecho sustantivo en materia de insolvencia, y respetar las 
diferencias existentes en los derechos procesales de cada país. A los efectos de la Ley Modelo, una 
insolvencia transfronteriza, es aquella en la que el deudor tiene bienes en más de un Estado o en 
la que algunos de los acreedores del deudor no forman parte del Estado, donde se está 
tramitando el procedimiento de insolvencia. Hay que acotar que en la Ley Modelo de la Comisión 
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional se señala que en “algunos países 
este término tiene un significado técnico estricto ya que se refiere, por ejemplo, únicamente a los 
procedimientos colectivos que afectan a una sociedad o persona jurídica similar, o únicamente a 
los procedimientos colectivos contra una persona física. En esos países se utilizan en ocasiones 
otro término, el de quiebra, para referirse a los procedimientos que son de insolvencia”24. Por ello, 
es difícil establecer un único concepto de insolvencia, debido a las distintas acepciones de que él 
existe en los diferentes derechos internos, se prefirió referir al término de insolvencia a un 
proceso concursal, ya sea en forma de concordato o liquidación obligatoria. Por otra parte, el 
término “transfronterizo” hace alusión a la principal característica de este tipo de procedimientos, 
como lo es que las pretensiones y efectos trasciendan, las fronteras de un Estado, para acceder a 
otros. Y que según estos conceptos, los dos principales supuestos de la insolvencia tradicional son: 
1) Que el deudor tenga bienes en más de un Estado y/o que entre sus acreedores se presente uno 
o varios que sean extranjeros; 2) La existencia de un solo procedimiento en una única jurisdicción 
supone una mayor seguridad a los acreedores, que estarían en capacidad de conocer, a través de 
un conjunto de normas claras, la situación de su crédito dentro de la masa concursal, lo que se 
traduce en un incremento de los beneficios sociales colectivos; también supone, un considerable 
ahorro en términos administrativos, el uso de asistencia legal, se simplifica al no necesitar 
contratar abogados en cada jurisdicción, además de que no existiría la necesidad, de que la misma 
cuestión, tenga que ser juzgada en varios foros; también se ve beneficiado el deudor, ya que el 
valor de su activo se incrementaría, debido a la agregación de valor, que supone tanto la 
diversificación en distintos países, como la unidad patrimonial del conjunto, la cual no se ve rota 
en ningún momento por la intervención de los diferentes acreedores localizados en sus  
respectivas jurisdicciones.  

Por otro lado, los teóricos del derecho concursal, por tradición y por ser el objeto de su estudio, 
notan que estos procesos donde se ven involucrados los activos y los pasivos del deudor, se han 
apoyado en las teorías clásicas sobre el patrimonio, entendiendo que éste se encuentra integrado 
por dos elementos: el haber, compuesto por los bienes y créditos, los cuales constituyen el activo; 
y el deber, integrado por las deudas que conforman el pasivo del sujeto, los cuales son ocurrencias 
negativas que se respetan del activo, permitiendo obtener la verdadera valoración del patrimonio, 
el cual constituye prenda general de los acreedores. Por lo anterior, se puede afirmar, que todos 
los acreedores tienen garantizado su crédito, en principio, con todos los bienes que conforman el 
patrimonio de su deudor, y en caso de la no satisfacción del pago, podrán ejercer las acciones 
ejecutivas que correspondan25. A pesar de estas diferencias, perspectivas doctrinarias sobre el 
problema de la imposibilidad de cobrar o la posibilidad de proteger el crédito del acreedor, cabe 
resaltar que actualmente, existe un consenso mayoritario, al señalar como objeto de estudio del 

                                                           
24 Naciones Unidas, Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional. Proyecto de guía para la 
incorporación al derecho interno de las disposiciones para un régimen legal modelo de la CNUDMI sobre la insolvencia 
transfronteriza. A/CN.9/436.    
25 GRAZIBIALE, Darío J.; ALEGRIA, Héctor. Derecho Concursal. Segunda Edición, editorial AbeldoPerrot. Argentina, 
Buenos Aires.  2006. Pág. 37 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

712 

 

Derecho internacional privado a la relación privada internacional, no obstante durante muchos 
años, hubo fuerte debate acerca del verdadero objeto de esta disciplina, e incluso, la doctrina 
clásica, reconoce como objeto de estudio del Derecho internacional privado al conflicto de leyes, 
el cual en la actualidad ha pasado a ser uno de los métodos, que éste utiliza para resolver los 
problemas, que se le presentan. Esta disciplina, se caracteriza por dos componentes 
fundamentales, las cuales son dos, el carácter privado y la presencia de por lo menos, un elemento 
internacional privado. 

Para ubicar la insolvencia dentro del objeto del estudio del derecho internacional privado, 
debemos determinar, el carácter privado de esta relación jurídica y el elemento 
internacionalmente relevante. El profesor IAN FLETCHER 26señala: “muchos son los diferentes 
factores capaces, ya sean solos o en combinación, que otorgan carácter internacional a un caso de 
insolvencia. El deudor probablemente ha tenido relaciones comerciales con una o más partes de 
otro país, o puede ser propietario o tener intereses en propiedades los cuales no estarán los 
cuales no estarán exclusivamente dentro de una jurisdicción de un mismo Estado. Los pasivos 
pueden ser deudas cuyas conexiones están vinculadas predominantemente con un país diferente 
al cual el deudor está asociado; u obligaciones importantes probablemente regidas por una ley 
extranjera, posiblemente celebradas fuera del país del deudor o que deban ser realizadas en el 
extranjero”27. 

En concordancia, el profesor SOTOMONTE MUJICA28 considera que el carácter transfronterizo 
de insolvencia se da: “cuando quiera que exista un ingrediente internacional en la red generada a 
través de la actividad económica y la interacción comercial afectada por la insolvencia (…) cuando 
quiera que exista una norma aplicable, un bien, un acreedor y, en general, un elemento de un 
Estado distinto a aquel en el que el deudor se encuentre domiciliado”. 

Al respecto la Dra. SCOTTI nos dice que una situación de imposibilidad patrimonial puede 
calificarse de internacional, cuando se hallen elementos extranjeros, “tales como un patrimonio 
internacionalmente disperso y/o la existencia de acreedores locales y extranjeros. Precisamente 
ese carácter de internacional del fenómeno es el que convoca al Derecho Internacional Privado”29. 
De ello podemos apreciar dos alternativas, donde algunos optarán por la insolvencia relativa y 
otras por la insolvencia absoluta del deudor, para admitir, la apertura de un procedimiento 
concursal. Por lo mencionado anteriormente, podemos observar el carácter netamente privado de 
estas relaciones jurídicas, la cual nace del derecho de crédito u obligacional, generadas por las 
operaciones comerciales que realizas las partes en diversos Estados. Y más aún, con el impulso de 
resurrección que se le quiere dar hoy en día a olvidada Lex Mercatoria, por el carácter universal 
que tenía este derecho, en sus inicios.  

                                                           
26 FLETCHER, Ian F. “Insonvency in Private International Law”. National and International Aproaches. New York: Oxford 
University Press. Second Edition. 2005. Pág.5-6 
27 Original en Inglés: “Many different factors are capable, either singly or in combination, of imparting a cross-border 
dimension to a case of insolvency. The debtor may have had dealing with one or more parties from the other countries, 
or may own or have interests in property not all of which is exclusively within the juridisction of a single state. Liabilities 
may be owed to parties whose forensic connections are predominantly with a different country to that with the debtor´s 
home country, or may be due to be performance abroad”. 
28 SOTOMONTE MUJICA, David. “Insolvencia Transfronteriza. Evolución y estado de la materia”. Bogotá: Universidad 
Externada de Colombia. 2009. Pág. 30 
29 SCOTTIL, Luciana B. “La Insolvencia Internacional a la luz  del Derecho Internacional Privado Argentino y de Fuente 
Interna”. En revista: Revista Electrónica del Instituto de Investigaciones “Ambrosio L. Gioja”. Año 1. N° 1, 2007. Pág. 170. 
Consultado 06 de julio del 2016. Véase: 
http://www.derecho.uba.ar/revistagioja/articulos/R0001A001_0008_investigacion.pdf 
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En referencia de la insolvencia internacional y el carácter privatista que tiene La Comisión de 
Naciones Unidas para Unificación del Derecho Mercantil, CNUDMI o UNCITRAL (por sus siglas en 
inglés)30, entendió que los elementos clave, para hablar de insolvencia transfronteriza son: a) que 
curse un procedimiento interno, de acuerdo a las reglas internas de casa país, y b) que se dé 
algunos criterios de presencia de bienes de bienes en más  de un Estado y/o acreedores  que no 
sean ciudadanos del Estado donde se adelantan un procedimiento de insolvencia31. Haciendo una 
conclusión a priori, podemos decir que la insolvencia transfronteriza tiene un carácter privado, 
donde el acreedor vinculado por un derecho de crédito u obligacional con el deudor, que nace por 
las operaciones comerciales que se realiza el deudor en diversos Estados. De igual forma, el 
derecho reconoce los conceptos de los elementos extranjeros relevantes, que dan carácter de 
internacionalidad al concurso (así llamado en el Perú), llamado también insolvencia 
transfronteriza. Estos elementos extranjeros son: a) el patrimonio internacional disperso del 
deudor, tales como, los contratos internacionales, la ejecución de dichos contratos en el 
extranjero, los bienes del deudor ubicados en otros países, etc., y b) los acreedores del deudor que 
se  encuentren en un Estado diferente al domicilio del deudor. 

 

La insolvencia transfronteriza en América Latina 

Para hablar sobre la insolvencia transfronteriza en América Latina, debemos de remontarnos a 
un suceso importante. Este fue la Asamblea General de las Naciones Unidas,  que por medio de la 
resolución del año 1997 recomendó, que los Estados adoptasen la Ley Modelo, estipulando una 
declaración convincente sobre la  necesidad de la Ley Modelo, lo cual marcó su permanente y 
fundamental propósito. Específicamente, la Asamblea General notó que el incremento del 
comercio y la inversión transfronteriza, conlleva a una mayor incidencia de casos, en los cuales las 
empresas y los particulares tenían activos en más de un Estado y que en tales casos habían 
urgente necesidad de cooperación y coordinación transfronteriza, para facilitar la supervisión y 
administración de los activos y asuntos del deudor insolvente. La cooperación y coordinación 
inadecuada, en casos de insolvencia transfronteriza reduce las posibilidades de rescatar negocios 
viables, pero que se hallen en aprietos financieros, lo cual impide una administración justa y 
eficiente de insolvencias transfronterizas, haciendo más probable, que los activos del deudor sean 
ocultados o disipados y dificulta la reorganización y liquidación de los activos y asuntos del deudor 
que serían más ventajosos para los acreedores y otras personas interesadas, incluyendo los 
deudores y los empleados del deudor. La Asamblea General en consecuencia, advirtió que muchos 
Estados, carecían de un marco legislativo que pudiera hacer posible o facilitara de manera efectiva 
la coordinación y cooperación transfronteriza. Esto aclaró su convicción de que una legislación 
sobre insolvencia transfronteriza justa y armonizada internacionalmente, que respetase los 
sistemas procesales y judiciales nacionales y que fuese aceptable para los Estados con sistemas 
legales, sociales y económicos diferentes, no solo contribuiría al desarrollo del comercio y la 
inversión internacional, sino también ayudaría a los Estados en la modernización de su legislación 

                                                           
30 Estas son sus siglas en inglés y es como usualmente es conocida: United Nations Commisionon International Trade 
Law. 
31 WILCHEZ DURÁN, Rafael. “Insolvencia Transfronteriza en el derecho colombiano”. Universidad del Norte. En: Revista 
de Derecho Barranquilla. 2009. Pág. 167. Consultado el 06 de julio del 2016. Véase: 
http://ciruelo.uninorte.edu.co/pdf/derecho/32/7%20LA%20INSOLVENCIA%20TRANSFRONTERIZA.pdf 

http://ciruelo.uninorte.edu.co/pdf/derecho/32/7%20LA%20INSOLVENCIA%20TRANSFRONTERIZA.pdf
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sobre insolvencia transfronteriza32. 

Podemos decir que la adopción de la Ley Modelo es el primer paso para la facilitación de 
cooperación y coordinación en casos de insolvencia transfronteriza. Esto se debe, a que facilita la 
implementación efectiva, de los jueces, profesionales de insolvencia y abogados (los cuales deben 
estar familiarizados no solo con las disposiciones de la ley, en tanto que se relacionan con la 
insolvencia transfronteriza, sino también con la forma como dichas disposiciones deben aplicar en 
la práctica. Y estas materializaciones, deben proveer una base para desarrollar esa familiaridad y 
tener una finalidad de ayudar a identificar y resolver asuntos relevantes. Esto se da dentro del giro 
normal de las actividades económicas y financieras de toda persona (sea natural o jurídica), se 
encuentra el riesgo latente de incurrir en la imposibilidad de hacer frente a las obligaciones de 
pago, que pueden llevar a la quiebra o a la liquidación total de los activos del deudor insolvente. 
De ello, podemos señalar que el termino insolvencia pretende englobar y comprender todas las 
situaciones de incapacidad o de impotencia patrimonial de una persona física o de existencia ideal 
(“el deudor”) para hacer frente con modos y medios ordinarios a las propias obligaciones, 
situación que se pone de manifiesto por incumplimientos u otros hechos exteriores. Esta noción 
abarcadora comprende los procedimientos destinados no solo a liquidar los bienes del deudor, 
sino también a reorganizar su patrimonio. Quedan así comprendidos los procedimientos tales 
como la quiebra, el concurso, la reorganización, la reestructuración y las negociaciones 
extrajudiciales. 

Entrando a tocar el tema de la Insolvencia en Latinoamérica, comenzare por el caso de 
Colombia. Que regula la insolvencia transfronteriza con su Ley 1116 de 2006 que estableció el 
Régimen de Insolvencia Transfronteriza, aprobada por la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional. La adopción del régimen de insolvencia transfronteriza en 
Colombia, significo darles seguridad jurídica a los inversionistas internacionales ya que fue un 
elemento determinante en la disminución de la tasa de riesgo, además esto fue un mecanismo 
para combatir el fraude internacional. Pero la esta ley, no sido el primer mecanismo (sustantivo o 
procesal), para tratar el problema de la insolvencia. Estos mecanismos pretendieron alcanzar un 
balance entre cumplimiento de las obligaciones de pago y la salvaguardia de aquellas empresas 
que resulten económicamente viables.  

Sin embargo, estos objetivos a veces pueden o resultan contradictorios en la práctica, aunque 
no existe consenso sobre cual debe primar, y esto se debe que se analiza según el contexto 
económico de cada país, con ello tomar una decisión entre dos opciones, ahora explicadas: 1) Por 
un lado, optar por proteger los intereses del deudor, con el fin específico de salvar la empresa 
insolvente que se considere económica y jurídicamente viable, para que continúe siendo fuente 
generadora de empleo y de desarrollo económico; 2) Por otro parte, existen legislaciones que 
pretenden por respetar los derechos de los acreedores, incluso si esto implica la liquidación de la 
empresa para pagar las obligaciones contraídas, con el objeto de respaldar el sistema financiero y 
los acuerdos sin incumplir los términos establecidos por las partes. En este sentido y siguiendo lo 
dicho por Espina, las legislaciones corren el riesgo de incurrir  en dos tipos de errores, 
dependiendo de la orientación que tengan. Por ejemplo: a) Error tipo I: Consiste en que las 
legislaciones orientadas a proteger al deudor permitan que empresas no viables, y cuyo valor de 

                                                           
32 DÍAZ-GRANADOS GUIDA, Sergio. “SEMINARIO INTERNACIONAL DE INSOLVENCIA TRANFRONTERIZA”. Revista de 
Superintendencia de Sociedades. Colombia, 2007. Pág. 5. Consultado el 06 de julio del 2016. Véase: 
http://www.supersociedades.gov.co/web/documentos/Insumos%20Seminario%20Internacional%20%20-
%20%20en%20espa%F1ol.pdf 

http://www.supersociedades.gov.co/web/documentos/Insumos%20Seminario%20Internacional%20%20-%20%20en%20espa%F1ol.pdf
http://www.supersociedades.gov.co/web/documentos/Insumos%20Seminario%20Internacional%20%20-%20%20en%20espa%F1ol.pdf
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liquidación sea superior al valor de la empresa como unidad económica de explotación, continúen 
funcionando; b) Error tipo II: Por su parte, las legislaciones orientadas a la protección  del acreedor 
pueden dar lugar a la liquidación de empresas viables que atraviesen por problemas coyunturales, 
perjudicando así la economía y la sociedad en general33. Una acotación importante son los 
conceptos de “HARD LAW” Y “SOLF LAW”, ya que éstos han sido utilizados en el desarrollo de las 
regulaciones propuestas por los Estados y diversas Organizaciones Internacionales en un intento 
de dar solución a los problemas derivados de la insolvencia. 

Explicando acerca de los conceptos mencionados, por un lado el “HARD LAW” está conformado 
por las reglas que contienen obligaciones específicas nacidas de la voluntad de los Estados y es 
vinculante entre los Estados parte, a esta categoría pertenecen los tratados que están basados en 
el principio del “PACTA SUNT SERVANDA”34. Y por otra parte, el “SOLF LAW” consiste en normas o 
principios generales, no vinculantes entre las naciones firmantes pero se espera que éstas realicen 
esfuerzos por implementarlos, basados en el principio de la buena fe.  La diferencia entre uno u 
otro es el “principio de coerción”, al primero le será aplicable este principio, generándose 
responsabilidad internacional de los Estados ante su inobservancia; en cambio, el segundo no le 
será aplicable algún mecanismo de coerción, pues ya que es precisamente lo que se trata de evitar 
en este instrumento de SOLF LAW, facilitándose así la negociación y diálogo.  

En tanto al ordenamiento jurídico chileno, referente a la regularización transfronteriza, esta se 
guía por la idea de regulación y seguridad, por el motivo de que estos son un requisito sine qua 
non en el escenario jurídico. Un antecedente de esto es la codificación en la cual comienza a regir 
el Código de Comercio35que había sido dictado el 23 de noviembre de 1865. Y, será en este cuerpo 
normativo, en el cual encontrará asidero la regulación de la institución de la Quiebra su medio 
nacional, y esto lo afirma Viada y Rojas, al manifestar que “las disposiciones sobre quiebra estaban 
dispersas, lo que dificultaba el comercio y la aplicación y consulta de leyes”36. En su legislación 
actual, no nos brinda un concepto claro acerca de ello. Sin embargo, el art. Inc. II de la Ley N° 18 
175 37da ciertas luces referentes al particular, señalando: “El juicio de quiebra tiene por objeto 
realizar en un solo procedimiento los bienes de una persona natural o jurídica, a fin de proveer al 
pago de sus deudas, en los casos y en la forma determinados por la ley”. 

Acercándonos al concepto transfronterizo debemos tener en cuenta al OCDE, como su nombre 
lo indica, es una Organización de carácter internacional en cuyo caso alberga a países de diversas 
latitudes de la región con la finalidad de “promover políticas que mejoren el bienestar económico 
y social de las personas alrededor del mundo”38. Chile se suscribió a la Ley Modelo de la CNUDMI, 
haciendo una revisión comparada entre el texto de la Ley Modelo ya aprobó el Capítulo VIII de la 
NLI, intitulado “De la insolvencia transfronteriza”, se puede concluir que se intentó respetar al 
máximo la estructura, el articulado y los términos utilizados en la Ley Modelo, procurando evitar 

                                                           
33 VÁSQUEZ VALENCIA, María Victoria; ÁNGEL POSADA, Andrés Felipe. «La insolvencia transfronteriza: generalidades de 
un fenómeno económico con impacto jurídico». Visitado el 08 de julio del 2016. Pág. 150 Véase: 
http://revistas.javerianacali.edu.co/index.php/criteriojuridico/article/viewFile/367/564 
34 COLÍN VILLAVICENCIO, Luis Guillermo. «El SolfLaw, ¿una fuente formal más del Derecho Internacional». Pág. 1. 
Consultado el 12 de julio del 2016. Véase:http://linkscatedradhrg.blogspot.pe/2010/12/el-soft-law-una-fuente-formal-
mas-del.html 
35 El jurista José Gabriel Ocampo  fue el encargado de redactar el Código de Comercio Chileno labor para la cual recibió 
una inspiración proveniente tanto del Código de Comercio Francés de 1808; así como también, del Código Mercantil 
Español de 1829.  
36 VIADAL., A. Derecho de Quiebras. Editorial Cono Sur (LexisNexis Chile). Santiago de Chile, 2001. Pág. 13 
37 Ley de Quiebras incorporada al Libro IV del Código de Comercio. 
38 Visitado en la revista electrónica el 12 de julio del 2016. Véase: http://www.oecd.org/centrodemexico/laocde/ 

http://revistas.javerianacali.edu.co/index.php/criteriojuridico/article/viewFile/367/564
http://linkscatedradhrg.blogspot.pe/2010/12/el-soft-law-una-fuente-formal-mas-del.html
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cambios de la ley, asemejando más a su realidad. Por ello, se agregó en la NLI, las letras g) y h) al 
artículo 301, definiendo los conceptos de administradores concursales y tribunal competente. 
Toda la regulación de la insolvencia transfronteriza en la NLI (Nueva Ley de Insolvencia)39, gira en 
torno al concepto de procedimiento extranjero. Como afirma Sandoval: “La piedra angular sobre la 
que se sustenta el ámbito de aplicación de la Ley Modelo es la noción de procedimiento 
extranjero, porque gracias a ella se describen las situaciones a las cuales se aplican reglas 
uniformes”40. 

Por otro lado en Perú al igual que Ecuador y Panamá, tampoco adoptó la Ley Modelo de la 
CNUDMI sobre Insolvencia Transfronteriza, pero al hablar de nuestra regulación interna, en el 
Perú, se está haciendo un esfuerzo por establecer teorías específicas sobre la jurisdicción 
concursal internacional, en los casos de Insolvencia Transfronteriza. Esto significa un avance no 
solo, en el ámbito jurídico, sino también en el económico, ya que esto generara una mayor 
seguridad jurídica para el inversor (ya sea nacional o extranjero). Acerca de este avance 
reseñamos a Ezcurra, quien señala “De acuerdo con esta teoría mixta, por un lado, se reconoce un 
concurso principal que será aquel que se inicia ante la corte concursal competente del país en el 
que el deudor concursado tiene sede social o domicilio principal y, por otro, se reconocen 
procedimientos concursales secundarios que se llevarán a cabo en cada uno de los países en los 
que el deudor concursado tenga bienes”. Pero a pesar de no estar suscritas las normas sobre 
insolvencia transfronteriza se encuentran dispersas por el Código Civil peruano (CC), pero también 
existen normas precedentes del Tribunal del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de 
la Propiedad Intelectual-INDECOPI. No solo este órgano administrativo sirve de fuente para la 
Insolvencia Internacional, sino también las regulaciones internacionales suscritas por el Perú 
establecidas en el Código de Derecho Internacional Privado. Aunque en la doctrina se puede 
observar dos tendencias muy marcadas en materia de jurisdicción internacional concursal en los 
casos de insolvencia transfronteriza. Las dos tendencias referidas son, por un lado, la Teoría de la 
Territorialidad y, por el otro, la Teoría de la Universalidad.  

La predominante a nivel de las legislaciones de todo el mundo es sin duda la Teoría de la 
Territorialidad. Y esto se evidencia en los artículos 2061 y 2105 del Código Civil antes comentados, 
habrá entonces, por un lado, un procedimiento de quiebra o procedimiento concursal principal 
que se seguirá en el país extranjero, siendo competente el Tribunal extranjero, y resultando 
aplicable la ley concursal foránea. Y, asimismo, habrá un procedimiento concursal secundario que 
se llevará a cabo en el Perú, después de que la sentencia extranjera de quiebra sea debidamente 
reconocida por los tribunales peruanos vía “exequatur”.41 De otro lado, nuestra ley regula la 
ineficacia de los actos jurídicos ocurridos o celebrados entre la fecha en que el deudor presentó su 
solicitud para acogerse a alguno de los procedimientos concursales, fue notificado de la resolución 
de emplazamiento o fue notificado del inicio de la disolución y liquidación, hasta el momento en 

                                                           
39 En octubre de 2014 entró en vigencia la Nueva Ley de Insolvencia y Reemprendimiento. Esta crea un régimen de 
reorganización y liquidación de empresas y personas, sustituyendo la Ley de Quiebras. Y los principales objetivos de la 
nueva ley son: a) facilitar la negociación y aprobación de los Acuerdos de Reorganización del Deudor; b) mejorar el 
recupero de los acreedores  en los procesos  de insolvencia, creando un procedimiento más eficaz y eficiente; c) regular 
los efectos de los procesos de insolvencia transfronteriza.  
40 SANDOVAL LOPEZ, Ricardo. «LA LEY MODELO DE LA CNUDMI SOBRE TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES DE 
CRÉDITO». Revista de Derecho de la Universidad de Concepción. Consultado el 13 de julio del 2016. Véase: 
file:///C:/Users/User/Downloads/2457.pdf 
41 EZCURRA RIVERO, Huáscar. «LA QUIEBRA DECLARADA EN EL EXTRANJERO Y SUS EFECTOS EN TERRITORIO PERUANO». 
Consultado el 13 de julio del 2016. Véase: http://www.bullardabogados.pe/publications/wp-
content/uploads/2011/12/2005he_quiebradeclarada.pdf 
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Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

717 

 

que la Junta de Acreedores respectiva nombre o ratifique a la administración del deudor o se 
apruebe y suscriba el respectivo convenio de liquidación (artículo 19.3 de la Ley General del 
Sistema Concursal).  

Pero la teoría que acoge el Perú es la Teoría Mixta, que es por un lado el reconocimiento de un 
concurso principal, que será aquel que se inicia ante la corte concursal competente del país en el 
que el deudor concursado, tiene su sede social o domicilio principal y, por el otro, se reconocen los 
procedimientos concursales secundarios que se llevarán a cabo en cada uno de los países en los 
que el deudor concursado tiene bienes. El procedimiento concursal principal se regirá por la ley 
concursal local estará sometida a la jurisdicción de la corte concursal respectiva. Y los 
procedimientos concursales secundarios se conducirán, de acuerdo a la legislación concursal 
respectiva de cada país se regirán a la jurisdicción local, estos procedimientos se realizarán 
después que la apertura del concurso principal en el extranjero sea reconocida vía el 
correspondiente exequatur en cada Estado donde el deudor tenga bienes o derechos. Teniendo en 
cuenta Ley General de Sistema Concursal (Ley N° 27809) tiene como fundamento la Teoría de 
Universalidad Moderado o de Procedimientos Secundarios, mayormente conocida así por la 
doctrina.  

Sin embargo, cuando se trata de personas no domiciliadas en territorio peruano, la autoridad 
competente será la peruana si es que hay un reconocimiento de la autoridad extranjera, 
reconociendo la declaración de insolvencia de dicha persona, y respecto de aquellos bienes que se 
encuentran circunscritos en la territorialidad peruana. Y en cuanto a la exigibilidad de las 
obligaciones, la ley establece que se suspende dicha exigibilidad de aquellas deudas que 
estuvieran a cargo del deudor una vez publicada la difusión del concurso en el Diario Oficial “El 
Peruano”, pero no implica que el acreedor no pueda accionar contra el deudor. Y según  el artículo 
17.4 que dice “En el caso de concurso de una sucursal la inexigibilidad de sus obligaciones no 
afecta la posibilidad de que los acreedores puedan dirigirse por vía legales permitentes contra el 
patrimonio de la sede principal situada en territorio extranjero”, de la ley mencionada 
anteriormente, da la posibilidad  de ejercer vías legales contra el patrimonio del deudor si en caso 
hubiera una sucursal principal en el extranjero, con el fin de proteger el crédito del deudor. Este 
artículo me parece importante ya que no solo es una garantía del acreedor sino el impacto 
económico que genera es mayor, por lo que da una seguridad jurídica al tráfico comercial y 
eventualmente trae como consecuencia una economía más dinámica.  

 

Conclusiones  

Para concluir podemos decir que la Insolvencia Transfronteriza, es producto del aumento en el 
flujo económico, consecuencia de la llamada Globalización que generó que los países comercien 
con el mundo, es decir que el tráfico económico se genere en países que se encuentran de 
extremo a extremo, aunque es evidente los problemas que se descaderaron en razón a esta 
vinculación. Podemos decir también que en el Perú  hay una regulación de la Insolvencia 
Transfronteriza, aunque dispersada en todo el ordenamiento jurídico. Por ello, también podemos 
desprender de la necesidad de crear una regulación exclusiva o propia de la materia. Por ende, 
carecemos de una armonización normativa y una escasa cooperación judicial, a nivel Estado a 
Estado.  

También hay que resaltar la gran influencia que  ha tenido la Ley Modelo propuesta por la 
CNUDMI, y la suscripción de una gran parte de países latinos a este. Tal es el caso de nuestro 
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mayor inversor, Chile. Además de otros países como Colombia,  Argentina, Brasil, etc. Ya que esta 
normativa, establece que los procedimientos y trámites sean mucho más sencillos y céleres, con la 
finalidad de evitar largos y engorrosos procesos, en cuanto a la legalidad, por tanto,deben generar 
mayor fluidez en la cooperación, entre tribunales en donde se encuentran los bienes, que 
constituyen el patrimonio del deudor. Ello –quizás en un futuro-crear un marco legal comunitario, 
que surta efectos a nivel internacional, en relación al instituto, denominado, Insolvencia 
Transfronteriza. 
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RESUMEN: La actual investigación tiene como objeto explorar y evaluar las principales ventajas 
y dificultades de la regulación existente en materia de insolvencia transfronteriza en diversos 
países de Iberoamérica. Se estudiará a profundidad la normatividad colombiana, haciendo énfasis 
en la adopción de la Ley Modelo sobre Insolvencia Transfronteriza propuesta por la Comisión de las 
Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional CNUDMI/UNCITRAL y la jurisprudencia 
de la Superintendencia de Sociedades, en aplicación de dicha norma. 

Adicionalmente, ante la falta de uniformidad en el derecho comparado sobre esta materia y de 
la respuesta diferenciada que sobre el tema se ha desarrollado por parte de los distintos 
ordenamientos jurídicos internacionales, se estudiará y contrastará la regulación legislativa 
presente en naciones vecinas con Colombia como lo son Ecuador, Perú y Panamá; esto, en razón de 
los íntimos lazos de intercambio comercial y económico que caracterizan las relaciones entre estos 
países. 

A lo largo del presente documento se planteará como la insolvencia transfronteriza se ha 
convertido en una realidad cada vez más frecuente en el ámbito internacional, por lo cual urge 
hallar una vía análoga de regulación jurídica entre los distintos territorios. 

Con relación a la metodología que se empleará en el presente trabajo de investigación, se 
utilizará la técnica de la dogmática jurídica en conjunto con el análisis normativo y la doctrina 
existente sobre el tema. Adicionalmente, se algunos de los principales casos resueltos por la 
Superintendencia de Sociedades, como juez concursal, en escenarios de insolvencia transfronteriza 
y el primer caso de reconocimiento de un proceso principal colombiano en Estados Unidos. 
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INTRODUCCIÓN 

“La normatividad –Ley Modelo de la CNUDMI- no busca la unificación de las normas  
de derecho sustantivo de la insolvencia, 

sino una armonización de los distintos ordenamientos aplicables,  
mediante soluciones que pueden resultar útiles.” 

(Juan José Rodríguez Espitia, 2007) 

 

En primera instancia, es conveniente definir el contexto mundial actual, el cual está en gran 
parte determinado por el apogeo del fenómeno de la globalización y el permanente intercambio 
comercial entre las naciones. El auge del proceso de globalización en la era contemporánea ha 
hecho imperiosa la necesidad para los diferentes Estados, de crear nuevos lazos de comunicación e 
interrelación, a fin de consolidar y potencializar el crecimiento y progreso económico interno. En 
consecuencia, las fronteras que salvaguardan la soberanía de cada territorio se han hecho difusas 
mediante la permanente promoción y desarrollo de las telecomunicaciones y relaciones 
transnacionales, a través de las cuales, los países han intentado construir redes de cooperación 
recíproca, con el fin de impulsar el desarrollo interno en áreas como la economía, el derecho y la 
sociopolítica. 

Esta coyuntura internacional se ha vuelto parte del mundo moderno, salpicando todas las áreas 
de la vida política, económica y jurídica, haciendo inminente la consolidación de regímenes legales 
análogos que propicien dicho fenómeno de la globalización. En ese sentido, a pesar de que la 
apertura de los mercados internacionales ha llevado consigo una serie de beneficios irrefutables 
frente al progreso económico que respalda, ha ocasionado también, el surgimiento de 
determinadas polémicas derivadas de los diferentes niveles técnicos, jurídicos, políticos y 
económicos encontrados entre los países involucrados; esto último, ha generado dificultades en la 
resolución de conflictos que emanan entre distintos Estados, entre ellos, los relativos a la 
insolvencia. Aquello, se evidencia en la normatividad heterogénea que al respecto, se ha venido 
desarrollando en las diversas naciones de Iberoamérica como lo son Colombia, Ecuador, Perú y 
Panamá. 

Aquello entra en consonancia con lo planteado por la tratadista Candelario Macías, quien 
afirma que “el origen del problema *sobre cuál de las teorías de tratamiento de la insolvencia 
transfronteriza debe ser acogida+ radica en que los principios generales de la quiebra 
(universalidad, par conditio creditorum, y economía procesal) chocan con la territorialidad y 
soberanía estatal en las quiebras internacionales” (Candelario Macías, 2005). En efecto, el 
fenómeno de la insolvencia transfronteriza tiende hacia la receptividad internacional tanto 
económica como jurídica, por lo que se convierte en discrepante y tenaz adversario de la soberanía 
territorial; ello, al fomentar la construcción de lazos transnacionales que incentiven la 
correspondencia, cooperación y coordinación entre los diversos países. 

De conformidad con los lineamientos anteriores, cuando se produce la insolvencia de una 
organización empresarial con bifurcaciones internacionales, este adquiere el carácter de 
insolvencia transfronteriza en donde la solución judicial atraviesa por un mecanismo complejo, 
ante la ausencia de uniformidad en los regímenes legales de los países intervinientes, pues el 
derecho interno de cada Estado es diferente provocando una disparidad de criterios en el 
tratamiento formal de los casos de insolvencia. Lo anterior, generó la necesidad de conciliar o 
armonizar las normas en materia de quiebra transnacional, lo cual se hizo palmario a finales del 
siglo XX a medida en que la frecuencia de los casos de insolvencia transnacional se hizo cada vez 
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más abundante como consecuencia directa de la expansión mundial del comercio y de las 
inversiones. 

Frente a esta coyuntura, las Naciones Unidas impulsó una iniciativa para examinar soluciones 
factibles a estos conflictos que culminó con la aprobación de la ley modelo CNUDMI/UNCITRAL en 
el año 1997, la cual se debe citar necesariamente al hablar de derecho concursal transfronterizo. 
Pues dicha ley tiene como objetivo principal, el forjar una regulación unitaria en temas como la 
colaboración, coordinación, compatibilización, normas aplicables, principios, ámbito territorial de 
cada norma, entre otros aspectos, los cuales logren garantizar en mayor grado la eficacia, eficiencia 
y la seguridad jurídica de los procesos concursales transnacionales. 

Resulta pertinente, referirnos a los datos de la página web de la CNUDMI, según la cual se han 
promulgado leyes basadas en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Insolvencia Transfronteriza en 
países tales como: Australia (2008), Colombia (2006), Eritrea (1998), Eslovenia (2008), los Estados 
Unidos de América (2005), Gran Bretaña (2006), Japón (2000), México (2000), Polonia (2003), 
Montenegro (2002), Nueva Zelandia (2006), República de Corea (2006), Rumania (2003), Serbia 
(2004), Sudáfrica (2000), y España, que ha acogido dicha normatividad en su derecho interno, 
mediante la Ley Orgánica No. 8 de 9 de julio de 2003 y la Ley 22 de 9 de julio de 2006 (Esplugues 
Mota, 2006). 

Ahora bien, ¿qué se entiende por insolvencia transfronteriza y cuál es su marco de acción? La 
Ley modelo de la CNUDMI la define como la situación en la que “los bienes del deudor insolvente 
están situados en dos o más Estados o existen acreedores extranjeros” (Documento 
A/CN.9/378/Add4). En cuanto a que se entiende por insolvencia, esta puede ser entendida como la 
insuficiencia patrimonial del deudor que lo incapacita para cancelar su pasivo externo y que se 
puede manifestar en la cesación de pagos o incapacidad de pago inminente (Ley 1116 de 2006, 
artículo 9), para el caso colombiano. El carácter de transfronterizo se lo atañe el hecho de que en 
estos eventos las pretensiones y efectos que se debaten en dicho proceso trascienden las fronteras 
nacionales de un país, para extenderse a las de otro Estado, territorio o jurisdicción. 

Es así como, la CNUDMI planteó como los elementos esenciales de toda insolvencia 
transfronteriza los siguientes: 1) Que curse un procedimiento de insolvencia de acuerdo con las 
reglas internas de cada país, y 2) Que se dé alguno de los criterios de presencia de bienes en más 
de un Estado y/o de acreedores que no sean ciudadanos del Estado donde se adelanta dicho 
procedimiento de insolvencia. Solo con la concurrencia de estos dos elementos, puede entenderse 
configurado un fenómeno de insolvencia transnacional (CNUDMI, 1997). 

Con base en las anteriores consideraciones, se pone de presente que la actual investigación 
pretende establecer cuáles son los mecanismos legales que han adoptado tanto Colombia como 
Ecuador, Perú y Panamá hasta la fecha, a fin de regular la insolvencia transfronteriza; lo anterior, 
buscando delimitar brevemente sus logros y desatinos en el proceso. Conviene señalar que dado 
que la mitad de los países antes mencionados no han acogido los lineamientos señalados por la 
Ley Modelo de la CNUDMI (con excepción de Colombia y Panamá), la insolvencia transfronteriza se 
regula desde su Derecho Internacional Privado, dificultando la tarea de resolución de conflictos 
sobre esta materia. 

 

PRINCIPIOS DE LA INSOLVENCIA TRANSNACIONAL 

Con el objetivo de implantar un esquema internacional que logre estandarizar las normas sobre 
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quiebra transfronteriza, un amplio sector de la doctrina ha creado una serie de principios rectores 
que procuran brindar claridad sobre ciertos criterios inherentes a dicha tipología de insolvencia; 
entre ellos se destaca el foro o jurisdicción que está llamado a resolver las controversias suscitadas 
en el seno de la colectividad, así como otros principios que sirven de guía para la aplicación de la 
ley modelo de la CNUDMI sobre este mismo tópico; entre ellos se deben subrayar los principios de 
universalidad, territorialidad, universalidad moderada e Igualdad. 

En primer lugar, el Principio de Universalidad se refiere a la centralización del proceso 
concursal en un trámite único y al reconocimiento de una sola jurisdicción y competencia (lex fori 
concursus principales). Por lo anterior, como lo afirma el doctrinante Correa Caraballo (2010), las 
decisiones adoptadas en las providencias proferidas por el Juez del concurso surtirán sus efectos 
sobre todos los bienes que conforman el patrimonio de la persona insolvente y el conjunto total de 
sus acreedores, sin que en ello tenga relevancia el territorio en el que se hallen dichos bienes y su 
jurisdicción, o el domicilio o nacionalidad de los acreedores. Cabe resaltar que se hace referencia a 
la asociación de todo el patrimonio del deudor en un único proceso y a la comparecencia de todos 
los acreedores al mismo (Arrubla Paucar, 2008). Este principio permite consolidar en mayor grado 
la seguridad jurídica en beneficio de los acreedores, pues se reúne todo el patrimonio del deudor 
en un único proceso, y además, garantiza la igualdad de trato entre quienes tienen interés en el 
pago de sus créditos, sin perjuicio de la prelación legal a que hubiere lugar. 

En segundo lugar, el Principio de Territorialidad hace referencia a que cada Estado tiene 
jurisdicción sobre el proceso concursal que se adelante sobre los bienes de la persona insolvente 
que se encuentren dentro de su soberanía territorial; por tanto, no existiría un proceso unitario y 
común, sino que cada nación tendría competencia para llevar a cabo un proceso de insolvencia 
donde se vinculen bienes que hacen parte del patrimonio del deudor, por estar domiciliados 
dentro de su respectivo territorio (Wilches Durán, 2009). Así las cosas, se hablaría de una 
pluralidad de procesos concursales. No obstante, dicho principio tiende a obstaculizar el auge del 
fenómeno de la globalización y la expansión del intercambio comercial, convirtiéndose en un 
aliado de la disparidad de ordenamientos jurídicos en materia de insolvencia transfronteriza. 

En tercer lugar, el Principio de la Universalidad Moderada está definido como aquel punto de 
equilibrio entre los dos principios previamente anunciados, pues esta teoría hace referencia a que 
se dé inicio a un proceso o foro concursal principal cuya competencia será asignada al juez del 
domicilio en donde se asienten los principales negocios del deudor (Sotomonte Mújica, 2005) y 
dicha autoridad deberá realizar la gestión y coordinación de los demás procesos que se adelanten 
en otras jurisdicciones (procesos secundarios). Es preciso establecer que la CNUDMI busca que los 
procesos de insolvencia transfronteriza se practiquen bajo los lineamientos de este principio, en la 
medida que contempla la existencia de un foro de carácter principal pero a su vez, es inclusivo con 
los foros secundarios para así lograr una administración eficiente y equitativa. Adicionalmente, 
esta perspectiva permite facilitar la reorganización empresarial de las entidades viables, con la 
finalidad de proteger las inversiones de capital efectuadas y salvaguardar el empleo. 

Con base en esta teoría, la CNUDMI desarrolla cuatro principios42 fundamentales que deben 
coexistir con la insolvencia transfronteriza: 

1. Principio de Acceso, referido al derecho que tiene el representante extranjero a acceder 
al Tribunal del Estado promulgante, donde se realice un proceso de insolvencia 

                                                           
42 Principios mencionados en la Perspectiva Judicial de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre insolvencia transfronteriza 
(2012). 
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principal; 

2. Principio de Reconocimiento, que busca garantizar que el tribunal dispuesto en el foro 
principal esté facultado para dictar una orden de reconocimiento del procedimiento 
extranjero o secundario; 

3. Principio de Medidas Otorgables, que hace alusión a que la finalidad del proceso de 
insolvencia transfronteriza persigue la totalidad del patrimonio del deudor; 

4. Principio de Cooperación y Coordinación, exige a los jueces concursales, tribunales y 
representantes de la insolvencia de distintas naciones a cooperar de forma recíproca, 
con el fin de consolidar los principios de equidad y eficiencia en la administración de la 
masa patrimonial del deudor, de modo que los acreedores obtengan el mayor provecho 
posible de dicha distribución o se logre la reorganización empresarial de la persona 
insolvente con el objetivo de disminuir el riesgo de desempleo. 

Por último, encontramos el Principio de Igualdad en los procesos concursales, el cual hace 
alusión al trato ecuánime que debe dársele a los acreedores, sin perjuicio de la prelación legal de 
créditos a que hubiere lugar. Así, la totalidad de los acreedores soporta por igual las pérdidas del 
patrimonio de la persona insolvente. 

 

MARCO DE INVESTIGACIÓN 

INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA EN EL DERECHO COLOMBIANO 

En el presente capítulo, se abordará el tratamiento que se le ha dado al fenómeno de la 
insolvencia transfronteriza en el ordenamiento jurídico colombiano, haciendo énfasis en la Ley 
1116 de 2006 o Nuevo Régimen de Insolvencia Empresarial, la cual en su título III (arts. 85 a 116) 
incluyó las normas de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre insolvencia transfronteriza de 1997. 

Antes de la expedición de la Ley 1116 de 2006, las quiebras transnacionales en Colombia eran 
manejadas mediante el empleo de figuras jurídicas intrínsecas al Derecho Internacional Privado, 
como lo son las cartas rogatorias y el exhorto (Wilches Durán, 2009). Dichos mecanismos tenían 
plena validez jurídica, pero se consideraban poco eficientes a la hora de hallar soluciones legales a 
ese tipo de circunstancias. Además, es preciso anotar “hasta la entrada en vigencia de la Ley 1116 
de 2006, la eficacia de las sentencias extranjeras en materia concursal estaba sujeta a la exigencia 
de superar el exequátur” (Isaza Upegui & Londoño Restrepo, 2008), que es el mecanismo judicial 
previsto por las normas procesales para brindar reconocimiento a una providencia judicial 
proferida por un tribunal extranjero, permitiendo su aplicación en el territorio nacional. 

Es así como, los doctrinantes Durán Prieto & Reinales Londoño (2003) plantean que la 
normatividad vigente en Colombia en materia de insolvencia transfronteriza, previa expedición de 
la Ley 1116 de 2006, se resume en: 

a) Tratado de Montevideo de 1889 sobre Derecho Comercial Internacional, el cual abarca la 
cuestión de las quiebras o falencias, como ahí se denominan, dando preeminencia al lugar de 
residencia del comerciante con el objetivo de determinar el domicilio donde deba desarrollarse el 
proceso concursal; 

b) Resolución 2201 de 1997 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, el cual 
estableció que todo escrito conferido en un Estado extranjero, requería de legalización anticipada 
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por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores y autenticación del cónsul de Colombia en el país 
de origen del documento, en concordancia con lo establecido previamente en materia de 
exequatur; 

c) Convención de La Haya de 1961 que consagra la derogación del requisito de legalización y 
verificación para documentos públicos proferidos en el exterior, ratificada mediante la Ley 455 de 
1998 y el Decreto 106 de 2001; 

d) Convención Interamericana sobre Exhortos y Cartas Rogatorias, celebrada en Panamá en 
1975 durante la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado y el 
protocolo adicional a dicha convención, elaborado en 1979 en Montevideo, ambos ratificados por 
la nación colombiana mediante la Ley 27 de 1988, pero cuya entrada en vigencia se dio en 1995. 

Lo anterior, demuestra que el tratamiento jurídico en materia de insolvencia transfronteriza ha 
estado dirigido ampliamente a atender la regulación procedimental más no la de carácter 
sustancial. Ahora bien, a raíz de la falta de cohesión entre las normas sobre esta materia, con la 
entrada en vigencia del Nuevo Régimen de Insolvencia Empresarial -Ley 1116 de 2006-, se buscó 
mayor celeridad y eficacia en dichos procedimientos, estableciendo un camino de cooperación y 
reciprocidad con las naciones extranjeras al incorporar en su integridad la Ley Modelo de la 
CNUDMI en el ordenamiento jurídico colombiano. 

El título III dela Ley 1116 incorpora lo referente a la insolvencia transfronteriza, en cinco 
capítulos al igual que la Ley Modelo de la CNUDMI: 1). Disposiciones generales; 2). Acceso de los 
representantes y acreedores extranjeros ante las autoridades Colombianas competentes; 3). 
Reconocimiento de un proceso extranjero y medidas otorgables; 4). Cooperación con tribunales y 
representantes extranjeros; y finalmente, 5). Procesos paralelos43. 

Los casos en los cuales se aplica esta normatividad, según el artículo 86 de la referida Ley 1116, 
son: 

1) En los que un tribunal o representante extranjero u autoridad competente solicite 
asistencia en la República de Colombia con relación al transcurso de un procedimiento foráneo; 

2) En los que sea solicitado el apoyo de un Estado extranjero en lo relativo a un proceso 
interno tramitado con arreglo a las normas colombianas en materia de insolvencia; 

3) En los que se estén gestionando de forma coetánea y concurrente, respecto de una misma 
persona insolvente, un proceso extranjero y un proceso concursal en el Estado colombiano; y 

4) En los que los acreedores u otros sujetos interesados, los cuales residan en un país 
extranjero, tengan interés en requerir la iniciación de un proceso concursal o en intervenir en un 
proceso ya adelantado con arreglo a las normas colombianas. 

Esta normas son aplicables respecto de quienes se hayan sujetos al régimen de insolvencia 
previsto en la Ley 1116 de 2006, el cual es un régimen residual que cobija tanto a las personas 
naturales comerciantes como las personas jurídicas que realicen negocios permanentes en el 
territorio nacional, de conformidad con lo dispuesto en el art. 2° de la Ley 1116 de 2006. Pero al 
ser residual, existen sujetos con régimen especial que se encuentran excluidos expresamente por 

                                                           
43 Salvo la presunción de insolvencia basada en el reconocimiento de un procedimiento extranjero principal prevista en 
el artículo 31 de la Ley Modelo de la CNUDMI, no fue incorporada en la Ley 1116 de 2006, por considerarse 
inconveniente (Wilches Durán, 2009). Por lo demás, el ordenamiento interno colombiano adoptó casi de forma 
homogénea las disposiciones de dicha Ley Modelo. 
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el art. 3° Ibídem, como son las Entidades Promotoras de Salud, las Bolsas de Valores y 
Agropecuarias, las Entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, entre otras, 
a quienes no les son aplicables las normas de insolvencia transfronteriza, quedando a expensas de 
las normas del Derecho Internacional Privado. 

Como lo menciona el tratadista Rodríguez Espitia (2007, pg. 596) al referirse a la Ley Modelo de 
la CNUDMI, esta normatividad “no busca la unificación de las normas de derecho sustantivo de la 
insolvencia, sino una armonización de los distintos ordenamientos aplicables, mediante soluciones 
que pueden resultar útiles”. Lo anterior alude a que dicha ley no regula de manera sustancial y 
unánime la definición conceptual de lo que se debe entender como insolvencia trasfronteriza, sino 
que su objetivo es sugerir y brindar una guía sobre el procedimiento que permitiría lograr una 
uniformidad práctica en su aplicación, para así suministrar una salida más eficaz para los casos en 
los que un deudor insolvente tenga bienes o pasivos en más de un  Estado. Es así como la ley se 
limita a expresar una definición adjetiva más no sustantiva, planteando que la insolvencia 
transfronteriza es aquella situación de insolvencia en la se ven involucrados bienes en más de un 
país o que envuelve acreedores provenientes de más de un Estado, tal y como se plasma en el 
artículo 87 de la Ley 1116 de 2006. 

En efecto, la Ley Modelo de la CNUDMI no brinda soluciones de fondo en materia de 
insolvencia, al remitirse de forma exclusiva a factores procedimentales; aquello, puede resultar 
insuficiente a la hora de resolver  inquietudes de carácter sustancial, como por ejemplo, temas  
que involucren el conflicto de intereses que surjan entre los involucrados –persona insolvente y 
acreedores-; caso en el cual, el tribunal principal se tendrá que remitir directamente al derecho 
interno de cada país. Esto último, afecta el objetivo buscado con la Ley Modelo, de armonizar las 
normas en dicha materia. No obstante, el hecho de que fomente la armonía procedimental 
implanta las bases de una normatividad más receptiva y conciliadora, al brindar lazos de 
comunicación uniformes entre los Estados intervinientes, por lo que dichos esfuerzos no son en 
vano. 

En cuanto a las ventajas que ha traído la incorporación de la Ley Modelo de la CNUDMI al 
derecho colombiano, se destacan las siguientes: 

 Ofrece dispositivos ágiles que otorgan celeridad y eficiencia a los procesos y admiten el 
reconocimiento eficaz de procedimientos extranjeros tanto judiciales como administrativos por 
parte de los tribunales nacionales, brindándoles plena legitimidad (Isaza Upegui & Londoño 
Restrepo, 2008). 

 Favorecen la práctica de medidas encaminadas a optimizar la gestión de la insolvencia, 
inclusive previas. 

 Impulsa la cooperación entre tribunales de distintas jurisdicciones donde se lleven a cabo 
procesos de insolvencia, haciendo posible la adaptación de la rama judicial a los impulsos de la era 
de la globalización. 

 Sirve como parámetro general de la insolvencia transfronteriza, permitiendo uniformidad 
en los distintos ordenamientos jurídicos, favorece la seguridad jurídica pues brinda legitimación a 
los Estados y a los acreedores extranjeros, para intervenir y hacer valer sus derechos dentro del 
ámbito de un proceso principal. Lo anterior, genera una serie de garantías para aquellos 
acreedores extranjeros cuyos intereses estén en juego en un proceso concursal con ramificaciones 
internacionales; aquello, fomenta la inclusión y receptividad de los intereses contrapuestos, genera 
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certeza sobre los derechos y  las formas de reparación y protección existentes y permite 
materializar el principio de equidad. 

 Los acreedores extranjeros gozan de los mismos derechos que los acreedores nacionales, 
sin perjuicio, de los privilegios a que tengan derechos los acreedores, de conformidad la prelación 
legal de créditos, la cual será respetada. Por ello en caso de existir sobrantes de la masa 
patrimonial del deudor tras haber realizado el respetivo pago y la cancelación total de las 
acreencias en el proceso principal, dicho rubro u excedente será transferido al procedimiento 
adelantado en el exterior –proceso secundario- (Isaza Upegui & Londoño Restrepo, 2008). 

 El reconocimiento de un procedimiento extranjero no imposibilita que los acreedores 
colombianos inicien o persistan con un proceso de insolvencia que se adelanta con ajuste a las 
normas de derecho interno o que el juez pierda la capacidad de decretar su apertura de oficio; por 
tanto, es válido que el juez concursal colombiano se aparte de las normas de insolvencia 
transfronteriza, en los casos en que se vean vulneradas las normas de orden público nacional. En 
concordancia con lo anterior, los procedimientos locales predominan sobre los efectos emanados 
de las operaciones y medidas otorgadas con ocasión a un proceso extranjero, sin importar el hecho 
de que el procedimiento colombiano haya sido adelantado con anterioridad o posterioridad al 
reconocimiento del proceso concursal extranjero (Isaza Upegui & Londoño Restrepo, 2008). 
Asimismo, el Juez del concurso colombiano queda facultado para alterar o dejar sin efecto las 
medidas otorgables procedentes del pleito extranjero, cuando estas resulten incongruentes con el 
proceso concursal interno o en el evento en que exista incompatibilidad entre el procedimiento 
extranjero principal y el secundario. 

Con relación a las falencias identificadas en la Ley 1116 de 2006, el doctrinante Wilches Durán 
(2009), los formula con gran claridad, dentro de las que se destacan los aspectos de carácter 
sustancial que no fueron regulados en dicha normatividad, los cuales son de suma importancia a 
fin de delimitar el marco de acción y aplicación de la insolvencia transfronteriza en Colombia, así: 

 La carencia de una definición de los eventos en los cuales se configura una circunstancia de 
quiebra o insolvencia, aplicables de forma análoga en distintos países; 

 La falta de demarcación sobre el tipo de entes que cobija su regulación o sobre los cuales 
se restringe su aplicación, con pautas armónicas para múltiples Estados; 

 Ausencia de facultades y atribuciones del tribunal o autoridad competente para llevar a 
cabo el procedimiento de insolvencia de manera uniforme para distintas soberanías territoriales; 

 Normas únicas con relación a los requisitos que configuran la legitimación en la causa para 
los acreedores, a fin de permitirles implorar el inicio de un proceso de insolvencia, distintas a las 
establecidas a favor del representante y tribunal extranjero; 

 Falta de exactitud sobre las consecuencias jurídicas que se derivan del inicio de un proceso 
de insolvencia para los intervinientes –deudores y acreedores-; 

 Ausencia de precisión en materia de formalidades legales y contenido de los acuerdos de 
reestructuración y de recuperación de la masa patrimonial de la persona insolvente; y finalmente, 

 La carencia de exactitud y delimitación del alcance y desarrollo de cada una de las etapas y 
pautas de los procesos de liquidación del patrimonio del deudor. 

En resumen, se evidencia como a pesar de las flaquezas esgrimidas con anterioridad, con 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

729 

 

relación a los vacíos legales evaluados tras la incorporación de la Ley Modelo de la CNUDMI en el 
ordenamiento jurídico colombiano, es posible concluir que la Ley 1116 de 2006 plantea soluciones 
importantes para lograr acercarse a las metas buscadas por la CNUDMI, referente a la 
armonización de las diferentes legislaciones en materia de insolvencia transfronteriza, fomentando 
una mayor seguridad jurídica tanto en el derecho como en las inversiones. Sin embargo, las 
normas de la Ley Modelo agregadas al Derecho interno de la República de Colombia no son 
suficientes para dar respuesta a todas las controversias que se desencadena el fenómeno de la 
insolvencia transnacional. 

 
ANÁLISIS PRÁCTICO EN EL DERECHO COLOMBIANO 

Es indispensable traer a colación la jurisprudencia que la Superintendencia de Sociedades, en 
los pocos casos de insolvencia transfronteriza de los que ha conocido y en los que ha aplicado las 
normas incorporadas a la Ley 1116. 

1. Sociedad URBE CONSTRUCCIONES Y OBRAS PÚBLICAS S.L. 

Mediante Auto No. 400-006724 de fecha 07 de mayo de 2014, la Superintendencia de 
Sociedades reconoció en Colombia como proceso foráneo principal el proceso extranjero de 
insolvencia adelantado por la sociedad URBE CONSTRUCCIONES Y OBRAS PUBLICAS S.L, constituida 
bajo las leyes de España, de acuerdo a la solicitud elevada por el Juzgado de lo Mercantil número 3 
de Valencia (España). Lo anterior, de conformidad con el parágrafo del artículo 105 de la Ley 1116 
de 2006, el cual consagra que el reconocimiento del proceso concursal extranjero del propietario 
de una sucursal foránea en Colombia da lugar a la apertura del respectivo proceso de insolvencia 
con arreglo a la legislación colombiana44. 

En dicha decisión el juez del concurso, señaló: 

 Que la Superintendencia de Sociedades como autoridad competente para brindar pleno 
reconocimiento a procesos extranjeros de conformidad con lo establecido en el artículo 103 de la 
Ley 1116 de 2006, debe proceder con dicho reconocimiento siempre que se cumplan los 
lineamientos del art. 85 ibídem: 1). Se debe tratar de un proceso extranjero principal o no 
principal; 2). El representante extranjero debe ser una persona u organismo en el sentido del 
numeral 47 del artículo 87 de la Ley 1116 de 2006; 3). La solicitud debe cumplir con el lleno de 
requisitos formales consagrados en el artículo 100 de la misma ley; y finalmente, 4). La solicitud 
debe haber sido presentada ante la  autoridad colombiana competente. En este caso, el juez del 
concurso encuentra que se han cumplido a cabalidad con los anteriores requisitos tanto 
procedimentales como sustanciales, por lo que resuelve dar pleno reconocimiento a dicho proceso 
concursal extranjero como proceso extranjero principal. En consecuencia procede a dar 
cumplimiento del principio de publicidad del reconocimiento aludido, mediante su inscripción en 
el Registro Mercantil de la Cámara de Comercio respectiva. El reconocimiento del proceso 
extranjero principal determina su carácter universal en el territorio soberano donde el deudor 
tenga el centro de sus principales intereses comerciales. 

 Que un proceso extranjero es todo proceso colectivo, ya sea judicial o administrativo, “que 
tramite un Estado extranjero con arreglo a una ley relativa a la insolvencia y en virtud del cual los 
bienes y negocios del deudor queden sujetos al control o a la supervisión del tribunal extranjero, a 

                                                           
44 Urbe Construcciones y Obras Públicas S.L.- Reconocimiento en Colombia de Proceso Extranjero Principal. Sociedad de 
Sucursal Extranjera, Auto No. 400-006724 (Superintendencia de Sociedades 07 de mayo de 2014). 
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los efectos de su reorganización o liquidación” (art. 87, numeral 1, Ley 1116 de 2006). En 
consonancia con los lineamientos de la citada ley, un proceso principal se distingue de un proceso 
concursal no principal, en razón de que el primero de ellos cursa en el Estado en donde el deudor 
tenga el centro de sus intereses principales; en contraste, el segundo transcurre en la nación en 
donde el deudor sólo cuenta con un establecimiento o sucursal comercial. El juez encuentra 
probado que el centro de los principales intereses de la sociedad aludida se encuentra en Valencia, 
España, por lo que es posible brindarle la calidad de proceso principal. Pero advierte que la 
Superintendencia de Sociedades podría no reconocer en absoluto el proceso extranjero en caso de 
que se encuéntrase probado que al hacerlo se contravendría el orden público de la República de 
Colombia. 

 Que el régimen de insolvencia transfronteriza en Colombia prevé tres tipos de medidas 
cautelares otorgables: a) Medidas provisionales o urgentes, establecidas en el artículo 102 de la 
Ley 1116 de 2006, las cuales pueden solicitarse en cualquier momento desde que se presente la 
solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero, b) Medidas automáticas a partir del 
reconocimiento de un proceso extranjero principal, establecidas en el artículo 105 de la Ley 1116 
de 2006 y c) Medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranjero ya sea como 
principal o como no principal, según lo dispuesto en el artículo106 de la Ley 1116 de 2006. Dichas 
medidas podrán ser otorgadas mediando previa solicitud del representante extranjero y siempre 
que la autoridad colombiana competente las considere necesarias para amparar los bienes del 
deudor en Colombia o los intereses de los acreedores. En el caso concreto, el representante 
extranjero no presenta dicha petición; sin embargo, el despacho deja la posibilidad abierta para 
futuras solicitudes a este respecto. 

 Por último, el despacho en dicha providencia recuerda al representante extranjero los 
deberes contemplados en el artículo 104 de la Ley 1116 de 2006, “consistentes en informar de 
inmediato a la Superintendencia de Sociedades todo cambio importante en la situación del 
proceso extranjero reconocido o del nombramiento del representante extranjero” (Auto 400-
006724, SS, 2014). Así pues, se reitera el deber de todo representante legal de informar de todo 
acontecimiento que pueda afectar el curso del proceso concursal, de forma oportuna y diligente. 

Con posterioridad a dicha providencia, mediante Auto No. 400-006815 de fecha 8 de mayo de 
2014, el juez del concurso determina que con base en el material probatorio aportado por el 
representante legal de la sucursal de la sociedad extranjera, el cual incluía estados financieros del 
último período gravable, se puede concluir que dicha sucursal presenta una situación financiera 
crítica que no le permite avizorar un futuro alentador para la unidad de explotación económica y 
por tanto, al no ser posible la recuperación y la conservación de la sucursal extranjera en Colombia, 
se debe dar inicio al proceso de liquidación judicial por ajustarse a lo previsto en el artículo 49 de 
la Ley 1116 de 200645. 

2. Sociedad STANFOR TRUST COMPANY LIMITED. 

La Superintendencia de Sociedades mediante Auto de No. 405-019656 de fecha 22 de 
noviembre de 2013, rechaza la solicitud de reconocimiento de proceso extranjero principal, 
presentada por el representante legal de la sociedad STANFOR TRUST COMPANY LIMITED., quien 
requirió dicho reconocimiento respecto del proceso de liquidación de la empresa adelantado ante 
la Corte Suprema del Caribe del Este, Alta Corte de Justicia de Antigua y Barbuda. Para 

                                                           
45 Urbe Construcciones y Obras Públicas S.L.- Proceso en donde se decreta Trámite de Liquidación Sociedad de Sucursal 
Extranjera, Auto No. 400-006815 (Superintendencia de Sociedades 07 de mayo de 2014). 
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fundamentar dicha solicitud el representante legal extranjero manifestó que el centro de los 
principales intereses de dicha corporación se encontraba en Antigua y Barbuda, en la medida que 
el domicilio y oficina principal de dicha sociedad se hallaban asentadas en aquel Estado. 

El juez colombiano fundamento el referido rechazo con base en los documentos allegados con 
la solicitud, de los cuales se colegia que dicho proceso concursal tenía efectos directos sobre la 
sociedad STANFOR S.A. COMISIONISTA DE BOLSA domiciliada en Bogotá, Colombia, la cual se 
encontraba en proceso de liquidación voluntaria desde el 23 de diciembre de 2010. 
Adicionalmente, dicha sociedad cuenta con la calidad de sociedad comisionista de bolsa la cual  se 
encuentra sometida a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia de 
conformidad con lo dispuesto en el numeral 1° del parágrafo 3 del artículo 75 de la Ley 964 de 
2005, en consonancia con el Decreto 2555 de 2010, arts. 11.2 y 16.1. y expresamente excluida  del 
régimen de insolvencia previsto en la citada Ley 1116 de 2006. Por lo tanto, no podía el juez del 
concurso aceptar dicha solicitud pues por una parte podría afectar la liquidación voluntaria en 
curso y por otra, porque las normas de insolvencia trasfronteriza no le eran aplicables. 

Por último, el Tribunal recuerda que la finalidad del Título III de la Ley 1116 de 2006 fue la 
incorporación de la Ley Modelo de la CNUDMI en materia de insolvencia transfronteriza, y se tiene 
que el Estado de Antigua y Barbuda no ha adoptado dicha normatividad en su ordenamiento 
jurídico interno. Así entonces, no se da cumplimiento al principio de reciprocidad previsto el 
numeral 6 del art. 4 de la Ley 1116 de 2006. 

3. Sociedad QBEX COLOMBIA S.A. EN LIQUIDACIÓN JUDICIAL46 

Mediante Auto 400-017834 de fecha 18 de diciembre de 2012, la SUPERINTENDENCIA DE 
SOCIEDADES decidió inadmitir la solicitud de reconocimiento de proceso extranjero por falta del 
cabal cumplimiento de los requisitos formales, atendiendo a lo dictaminado en el artículo 100 de la 
Ley 1116 de 2006. Toda vez, que el representante legal de la sociedad QBEX ELECTRONICS 
CORPORATIONS INC., si bien acreditó adecuadamente la apertura del proceso extranjero de la 
actual corporación, no pudo certificar la plena identificación del representante extranjero 
allegando la debida documentación pertinente. En consecuencia, la SUPERINTENDENCIA DE 
SOCIEDADES otorgó un término de cinco (5) días contados a  partir de la notificación de la presente 
providencia para que se presente la información requerida. 

Por otro lado, en consonancia con la línea jurisprudencial que adoptó la Superintendencia de 
Sociedades en el caso de URBE CONSTRUCCIONES Y OBRAS PÚBLICAS S.L. previamente citada, 
dicha corporación mediante Auto 400-018739 de fecha 19 de diciembre de 2014, se pronuncia 
conforme a la solicitud de reconocimiento de proceso extranjero respecto del proceso adelantado 
por la sociedad QBEX ELECTRONICS CORPORATIONS INC. en los EE.UU., el cual según el liquidador 
designado, tiene incidencia directa sobre las sociedades QBEX COLOMBIA S.A. EN LIQUIDACION 
JUDICIAL y COMERCIALIZADORA DE PRODUCTOS TECNOLOGICOS S.A.S. EN LIQUIDACION JUDICIAL. 
En ese orden de ideas, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES determina que dicho proceso 
adelantado ante la Corte de Bancarrota de los Estados Unidos, Distrito Sur de Florida, frente a las 
tres corporaciones antes mencionadas, correspondía a un proceso extranjero en la medida que 
cumple con los presupuestos consagrados en el numeral 1° del artículo 87 del Título III de la Ley 
1116 de 2006. Por tanto, se está en presencia de procedimientos de insolvencia de un Grupo 
empresarial que solicitó conjuntamente la apertura de un proceso concursal bajo el régimen del 

                                                           
46 Qbex Colombia S.A. En Liquidación Judicial.- Reconocimiento de proceso extranjero principal y representante 
extranjero, Auto No. 400-018739 (Superintendencia de Sociedades 19 de diciembre de 2014). 
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capítulo 11°, el cual fue transformado al capítulo 7° del Código de Bancarrota de los EE.UU. 

De conformidad con lo anterior y habiéndose probado que el reconocimiento pretendido no es 
contrario al orden público, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES procede a brindar pleno 
reconocimiento al proceso extranjero principal de los miembros del grupo de empresas constituido 
por las sociedades QBEX ELECTRONICS CORPORATIONS INC, QBEX COLOMBIA SA., y 
COMERCIALIZADORA DE PRODUCTOS TECNOLOGICOS S.A.S., cuyo centro de sus principales 
intereses económicos se halla localizado en una sola jurisdicción, correspondiente a aquella en la 
cual se tramita el proceso concursal de las tres sociedades precitadas, es decir, el Distrito Sur de la 
Florida, EE.UU. Lo anterior, considerando que la legislación colombiana reconoce el concepto legal 
de “grupo de empresas” atendiendo al panorama de la insolvencia y en consonancia con el 
Decreto 1749 de 2011 (hoy 1074/2015). 

Paralelamente, en dicha oportunidad la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES ordena el 
embargo de todos los bienes, haber y derechos de propiedad de la sociedad QBEX ELECTRONICS 
CORPORATION INC, teniendo en cuenta que sobre las demás sociedades integrantes del grupo 
empresarial, esto es, QBEX COLOMBIA S.A. y COMERCIALIZADORA DE PRODUCTOS TECNOLOGICOS 
S.A.S., ya se habían decretado tales medidas cautelares en los correspondientes autos de apertura 
que admitieron a dichas corporaciones a los procesos de liquidación judicial. Lo anterior, de 
conformidad con el artículo 106 de la Ley 1116 de 2006 y los lineamientos expresados en el acápite 
correspondiente a la sociedad  URBE CONSTRUCCIONES Y OBRAS PÚBLICAS S.L. en materia de 
medidas cautelares. 

4. Sociedad GLOBAL GEOPHYSICAL SERVICES INC. EN REORGANIZACIÓN.47 

Por medio de Auto 430-007280 con fecha del 19 de mayo del 2014 y dentro del  proceso 
concursal adelantado por la sociedad GLOBAL GEOPHYSICAL SERVICES INC. EN REORGANIZACIÓN, 
la Superintendencia de Sociedades reitera de manera detallada los presupuestos consignados en la 
Ley 1116 de 2006 en materia de insolvencia transfronteriza, tal y como lo hace en el proceso 
adelantado por URBE CONSTRUCCIONES Y OBRAS PÚBLICAS S.L. En ese sentido, se tiene que el 
presente proceso de reorganización, el cual se adelanta ante la Corte de Bancarrota de los EE.UU. 
es un proceso extranjero principal de conformidad con los lineamientos consagrados en el numeral 
1° del artículo 87 del Título III de la Ley 1116 de 2006 y de que el representante extranjero de la 
sociedad en cuestión, es una persona en el sentido del numeral 4° del mismo artículo. Lo anterior, 
entra en consonancia directa los presupuestos dictaminados por los artículos 100 y 103 ibídem. 
Por ende, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES se inclina a determinar que la actual solicitud 
cumple cabalmente con el lleno de requisitos formales y sustanciales impuestos por el Título III de 
la Ley 1116 de 2006, por lo que procede a otorgar su pleno reconocimiento.  Aquello, obedece en 
gran medida al hecho de que el centro de los principales intereses de la sociedad aludida se hallan 
asentados en los Estados Unidos y que adicionalmente, fue constituida con arreglo a la 
normatividad del Estado de Delaware; análogamente, dicha corporación cuenta con su domicilio 
principal en Texas, EE.UU. como obra en los documentos allegados por el representante extranjero, 
los cuales acreditan plenamente tal calidad. 

Paralelo al otorgamiento del reconocimiento como proceso principal extranjero, la 
SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES solicita al representante legal de la sociedad en cuestión, la 
realización de un informe mensual dirigido a la Superintendencia de Sociedades de Colombia en el 

                                                           
47 Global Geophysical Services Inc. en Reorganización - Reconocimiento de proceso extranjero principal y representante 
extranjero, Auto No. 430-007280 (Superintendencia de Sociedades 19 de mayo de 2014). 
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cual explique de forma detallada la situación financiera y contable de la compañía, y en donde se 
vislumbre los giros de capital e inversiones que se adelanten en ella. 

5. Sociedad PACIFIC EXPLORATION AND PRODUCTION CORP.48 

Por Auto 400-006872 de fecha 04 de mayo de 2016, con referencia al proceso concursal con 
sede en Ontario, Canadá, iniciado por la sociedad PACIFIC EXPLORATION AND PRODUCTION CORP., 
la Superintendencia de Sociedades estimó procedente dar apertura al trámite de reconocimiento 
del proceso de insolvencia extranjero en Colombia al considerar que las decisiones que se tomen 
en la jurisdicción canadiense frente a dicho proceso de reorganización empresarial, pueden 
repercutir directamente en el desarrollo de las siguientes sociedades, las cuales son sucursales 
vinculadas a PACIFIC EXPLORATION & PETROLIUM CORP: META PETROLEUM CORP. SUCURSAL 
COLOMBIA, PACIFIC STRATUS ENERGY COLOMBIA CORP. SUCURSAL COLOMBIA Y PETROMINERALES 
COLOMBIA CORP. SUCURSAL COLOMBIA, todas con domicilio en la ciudad de Bogotá D.C. Por tanto, 
en aquella oportunidad, dicha corporación ordena requerir a todos los representantes legales de 
las sucursales antes mencionadas para que alleguen la documentación pertinente que vislumbre la 
situación financiera y contable de cada uno de los núcleos de explotación económica que tengan 
sede en Colombia. Cabe anotar, que si bien la Ley 1116 de 2006, no prevé la celebración de 
audiencias en este trámite, la Superintendencia como juez del concurso, convocó a una audiencia, 
invocando jurisprudencia extranjera en materia de insolvencia transfronteriza y con el fin de que 
todos los interesados tuviera oportunidad de pronunciarse. 

Es de resaltar que en una oportunidad anterior, mediante Auto 400-000282 con fecha del 20 de 
abril de 2016 y dentro del proceso concursal adelantado por las sucursales previamente 
mencionados domiciliadas en Colombia, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES determinó que 
dichas sucursales colombianas son aquellas que producen los flujos de capital sobre los cuales 
reposan las últimas posibilidades de recuperación y conservación de la sociedad Pacific Exploratión 
& Production Corp, por lo que resulta primordial buscar la satisfacción de los acreedores en 
Colombia, a fin de consolidar un futuro positivo para la empresa en crisis. Solo así, se puede 
promover una efectiva reorganización empresarial, que vele por la promoción de los principios de 
inclusión y equidad entre los involucrados, y se halle cimentada en la ponderación de todos los 
intereses involucrados. 

6. Sociedad ESTRATEGIAS EN VALORES S.A.49 

En el caso de la sociedad ESTRATEGIAS EN VALORES S.A., la Corte de Bancarrota de los EE.UU., 
Distrito del Sur de la Florida, mediante providencia de fecha 05 de julio de 2017, determina como 
principal al procedimiento concursal adelantado en Colombia respecto de la sociedad aludida, 
brindándole pleno reconocimiento a aquel como proceso extranjero principal. Para fundamentar 
dicha consideración, tal Corporación sostiene como principales argumentos los siguientes: 

 Como primera medida, estima que el peticionario y liquidador judicial de la sociedad en 
cuestión, el señor Luis Fernando Alvarado Ortiz, es la autoridad competente para representar el 
procedimiento colombiano tal y como lo define la sección 101(24) del Código de Bancarrota de 

                                                           
48 Pacific Exploration and Production Corp. Meta Petroleum Corp. Sucursal Colombia (Nit. 830.126.302) Pacific Stratus 
Energy Colombia Corp. Sucursal Colombia (Nit. 800.128.549) Petrominerales Colombia Corp. Sucursal Colombia (Nit. 
830.029.881), Solicitud de trámite de reconocimiento de proceso extranjero, Auto 400-006872. (Superintendencia de 
Sociedades, 04 de mayo de 2016). 
49 Estrategias en Valores S.A. – Reconocimiento de Procedimiento extranjero principal (Corte de Bancarrota de EE.UU., 
Distrito del Sur de Florida, Cao 17-16559-LMI, 06 de julio de 2017.) 
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EE.UU. 

 El peticionario ha satisfecho todos los requerimiento impuestos por la sección 1515 del 
Código de Bancarrota y las Reglas 1007(a)(4), 1011(b) y 2002(q) de las Reglas Federales del 
Procedimiento de Bancarrota de EE.UU. 

 El procedimiento colombiano es un procedimiento extranjero tal y como lo define la 
sección 101(23) del Código de Bancarrota. 

 Bogotá, Colombia, es la sede de los principales intereses del deudor y por ende, dicho 
procedimiento colombiano es un “proceso extranjero principal” tal y como lo define la sección 
1502(4) del Código de Bancarrota, y sujeto a reconocimiento como un proceso extranjero principal 
de conformidad con la sección 1517(b)(1) del mismo Código. 

 En consecuencia, el Representante extranjero queda obligado a cumplir con lo dispuesto 
en el Capítulo 15 y las secciones 105(a), 1521 y 1525 del Código de Bancarrota, consistente en la 
tarea de examinar testigos, extraer evidencia e investigar y buscar información concerniente a los 
bienes del deudor y demás intereses involucrados. 

Bajo ese entendido, la Corte de Bancarrota de los EE.UU. otorga el reconocimiento como 
proceso extranjero principal al procedimiento colombiano, el cual fue solicitado por el 
Representante extranjero de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo 15 del Código de 
Bancarrota estadounidense. De esta forma, el Representante colombiano queda facultado para 
ejercitar todos los poderes que le otorga la Ley de insolvencia colombiano, Ley 1116 de 2006, 
incluyendo los poderes otorgados por el Capítulo 15 del Código de Bancarrota de los EE.UU. 
Asimismo, a dicho Representante se le confía la administración, realización y distribución de todos 
los bienes del deudor concursal que se hallen domiciliados dentro de la jurisdicción territorial de 
los Estados Unidos de América. 

En suma, a fin de extraer una breve conclusión del presente acápite relativo al análisis práctico 
y jurisprudencial de la insolvencia transfronteriza en el derecho colombiano, conviene establecer 
que la Superintendencia de Sociedades ha sido muy estricta y rigurosa al exigir el seguimiento de 
los parámetros establecidos por el régimen de insolvencia dispuesto por la Ley 1116 de 2006 para 
el reconocimiento de procesos extranjeros principales. Lo anterior, hace posible el fomento de la 
seguridad jurídica que propende por una mayor confianza en las inversiones y en el ordenamiento 
jurídico por parte de los acreedores y demás actores del comercio. A su vez, evidencia una clara 
colaboración entre Tribunales internacionales, promoviendo la eficacia y celeridad de los procesos 
concursales de insolvencia. De este modo, esta entidad hace posible la construcción de lazos de 
entendimiento y reciprocidad entre las naciones que incorporen la Ley Modelo de la CNUDMI 
dentro de sus regímenes internos en materia de insolvencia, haciendo efectiva la armonización 
jurídica y la cooperación internacional. Aquella colaboración internacional se hace tangible a través 
de las consideraciones pronunciadas por la Corte de Bancarrota de los Estados Unidos en el caso 
de ESTRATEGIAS EN VALORES S.A., por medio del cual se decreta el reconocimiento del proceso 
extranjero principal en Colombia. 

 

INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA EN ECUADOR 

A diferencia de Colombia, su vecino país Ecuador consagra lo relativo a la insolvencia 
trasfronteriza en su Código de Procedimiento Civil (en adelante C.P.C.E.) y se abstiene hasta la 
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fecha de incorporar las disposiciones de la Ley Modelo. 

Respecto de la normativa ecuatoriana, el doctrinante Cubillos (2004) señala que “existe cierta 
reticencia en lograr una normativización internacional de este tema (…), en el entendido que se 
encuentra íntimamente ligada a un ámbito nacional ya sea de intereses privados, como resultan 
ser los de los acreedores y trabajadores del empresario insolvente, o bien de intereses públicos 
como serán los de los Estados; empero la realidad económica ha determinado y demostrado una 
situación totalmente contraria”. 

Ahora bien, el artículo 519 del C.P.C.E. consagra los casos en los que una persona, natural o 
jurídica, se considera en estado de insolvencia. Así pues, en su numeral segundo, establece: se 
presume la insolvencia y como consecuencia de ella se declarará haber lugar al concurso de 
acreedores, o a la quiebra, “cuando los bienes dimitidos sean litigiosos, o no estén poseídos por el 
deudor, o estén situados fuera de la República (…). Dicho numeral, establece un componente de 
suma relevancia frente a la regulación de la insolvencia transfronteriza, en la medida que consagra 
como una de sus causales para presumir la insolvencia y abrir un concurso, que los bienes 
dimitidos estén situados fuera de la República del Ecuador. Sin embargo, dicha regulación 
concursal guarda silencio con respecto a la viabilidad de perseguir dichos bienes del patrimonio de 
la persona insolvente, vulnerando el principio de Ejecución Universal o Colectiva el cual hace 
alusión al requisito primordial de que todos los bienes del deudor se tengan como prenda general 
de ejecución de los acreedores, con la finalidad de que estos últimos vean satisfechos sus créditos 
(Larrea A. 2013). A pesar de lo anterior, dicha presunción de quiebra, que abarca el evento en  que 
la persona insolvente tenga bienes en el exterior, abre el horizonte para que los acreedores 
nacionales puedan iniciar el procedimiento concursal pertinente en el domicilio forastero donde se 
hallen los bienes del deudor. No obstante, frente a la carencia de una armonización normativa 
sobre insolvencia transfronteriza entre las naciones implicadas que brinde cohesión entre las 
normas jurídicas aplicables, se desencadenan una serie de impedimentos que tienden a limitar 
aspectos sustanciales para la satisfacción plena de los derechos de los acreedores extranjeros, las 
cuales se reflejan en la legitimación en la causa; reconocimiento, verificación y aceptación de una 
acreencia foránea; y la correspondencia de los ordenamientos jurídicos, entre otras. 

En el evento en que el proceso de insolvencia se haya adelantado internacionalmente y se 
pretenda dar ejecución a la sentencia en la República del Ecuador, pues la masa de bienes de la 
persona insolvente se hallen situados en domicilio ecuatoriano, se deberá atender a lo 
preceptuado en el artículo 414 del C.P.C.E., a saber: 

Art. 414.- Las sentencias extranjeras se ejecutarán si no contravinieren al Derecho 
Público Ecuatoriano o a cualquier ley nacional y si estuvieren arregladas a los tratados y 
convenios internacionales vigentes. A falta de tratados y convenios internacionales, se 
cumplirán si, además de no contravenir al Derecho Público o a las leyes ecuatorianas, 
constare del exhorto respectivo: 

a) Que la sentencia pasó en autoridad de cosa juzgada, conforme a las leyes del país en 
que hubiere sido expedida; y, b) Que la sentencia recayó sobre acción personal 

Según lo establecido en dicha norma, el Ecuador restringe el reconocimiento y validación de 
forma exclusiva frente a las acciones personales, descartando así a las acciones reales. De aquello 
se colige el hecho de que el ordenamiento legal ecuatoriano se rige por el principio de la “ (…) LEX 
REI SITAE, principio jurídico de conformidad con el cual las relaciones jurídicas respecto de los 
bienes, deben regularse por el derecho del lugar en el que éstos se encuentran” (Akkermans & 
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Remaekers, 2012). En ese sentido, es posible establecer que lo anterior está en consonancia con lo 
dispuesto en el artículo 15 del Código Civil ecuatoriano, conforme al cual los bienes domiciliados 
en el territorio nacional estarán supeditados a la legislación interna, a pesar de que su dominio o 
propiedad recaiga sobre sujetos de diferente nacionalidad o que residan en otro país; por tanto, se 
excluye la competencia del Juez extranjero para fijar el futuro de los bienes situados en domicilio 
ecuatoriano, so pena de que dicha sentencia foránea no surta efectos dentro del Ecuador. 

En suma, se resalta el hecho de que el ordenamiento jurídico ecuatoriano no acoge los 
lineamientos de la Ley Modelo de la CNUDMI, recayendo en el derecho privado interno a fin de 
consolidar una legislación en materia de insolvencia transfronteriza. Además, se resalta la 
aplicación del principio LEX REI SITAE, el cual otorga primacía al derecho interno sobre el 
internacional en el evento en que los bienes estén domiciliados en el territorio ecuatoriano. 

 

INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA EN PERÚ 

En semejanza con el régimen jurídico ecuatoriano, la República de Perú tampoco ha acogido las 
disposiciones de la Ley Modelo de la CNUDMI en materia de insolvencia transfronteriza; no 
obstante, la legislación peruana ha adelantado grandes esfuerzos por establecer unos lineamientos 
concretos sobre la jurisdicción concursal transnacional a fin de regular su alcance y procedimiento. 
Es así, como Perú se inclina por adoptar el Principio o Teoría de la Universalidad Moderada, tal 
como lo hace la Ley Modelo de la CNUDMI. Cabe recordar que dicha teoría reconoce un proceso 
concursal principal con domicilio en el país donde habite el deudor insolvente, además de que se 
brinda reconocimiento a los procedimientos de insolvencia secundarios adelantados en el lugar 
donde dicho deudor tenga bienes o acreedores (Ezcurra, 1996). 

Sus normas de insolvencia concursal internacional se encuentran disgregadas por el Código Civil 
Peruano (CPP), y por las disposiciones proferidas por del Tribunal del Instituto Nacional de Defensa 
de la Competencia y de La Propiedad Intelectual (INDECOPI). Con referencia al marco histórico de 
la legislación sobre dicho concepto, conviene anunciar que desde el año 1932, en el país peruano 
estuvo vigente la Ley Procesal de Quiebras No. 7566, la cual fue derogada por la Ley de 
Reestructuración Patrimonial No. 26116, promulgada el 28 de diciembre de 1992. Dicha 
normatividad tenía como meta primordial transformar la perspectiva tradicional del sistema 
concursal nacional, ajustándolo a las necesidades impuestas por la nueva era de la globalización y 
la realidad económica global. El 21 de septiembre de 1996, con el objetivo de orientar el 
fortalecimiento los progresos alcanzados con la entrada en vigencia del Decreto Ley No. 26116, el 
Estado peruano promulgó el Decreto Legislativo No. 845. 

Cabe anotar, que en discordancia con la legislación ecuatoriana en donde no existe una 
regulación legal que estimule la reorganización empresarial para las entidades viables y sostenibles 
financieramente, el propósito de la Ley No. 26116 y del Decreto Legislativo No. 845 fue incentivar 
la “apertura a un marco de negociación que permita al empresario la reestructuración de la 
empresa insolvente y no la quiebra o liquidación total de la empresa” (Godoy & Girón 2014). Por 
tanto, con esta nueva legislación en materia de procesos concursales, se buscó promover el 
fortalecimiento de la masa patrimonial del deudor insolvente, orientada al mantenimiento de la 
productividad empresarial en el mercado; a esto, sumada la finalidad de salvaguardar el empleo y 
el desarrollo económico. Esto último guarda especial analogía con el sistema concursal 
colombiano, el cual hace posible la preservación de las empresas viables y sostenibles, evitando su 
extinción y liquidación. 
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A raíz de una serie de dificultades presentadas en la aplicación de la Ley No. 26116, el 8 de 
octubre del 2001 entró en vigencia la Nueva Ley General del Sistema Concursal No. 27809 a fin de 
consolidar un régimen de insolvencia más estructurado y eficiente. Tal y como lo establece 
Barragán Arque (2006): 

La falta de celeridad de los procedimientos concursales, el uso indisciplinado y confuso 
de los procedimientos, los elevados costos de uso y administración del sistema, la 
capacidad de fiscalización y control limitada de acreedores y de la autoridad concursal 
(…), las inequidades en tratamiento de la acreencia laboral y la falta de predictibilidad 
del Sistema Concursal como consecuencia de las intervenciones del Poder judicial en el 
procedimiento concursal (…) llevaron a INDECOPI a plantear la necesidad de una 
reforma integral para perfeccionar el sistema concursal vigente, que si bien logró 
algunos avances era indispensable fortalecerlo para ser mejor entendido. 

En materia de insolvencia transfronteriza, la Ley No. 27809 logró desarrollos relevantes; a 
manera de ejemplo se trae a colación lo dispuesto por el artículo 6.2 del Capítulo segundo, a saber: 

Art. 6.2 las Comisiones son competentes para conocer de los procesos concursales de 
personas naturales o jurídicas domiciliadas en el extranjero en caso de que se hubiera 
reconocido, por las autoridades judiciales peruanas correspondientes, la sentencia 
extranjera que declara el concurso o cuando así lo dispongan las normas de Derecho 
Internacional Privado. En ambos supuestos, dicha competencia se extenderá 
exclusivamente a los bienes situados en el territorio nacional. 

De lo anterior se colige que, aunque la providencia que da origen al proceso concursal sea 
proferida por un tribunal foráneo, cuando se trata de bienes de la persona insolvente domiciliados 
en la República de Perú, la competencia para conocer de dichos procedimientos será otorgada de 
forma exclusiva a los Jueces nacionales; aquello, tomando en consideración “el previo 
reconocimiento de la providencia extranjera que haya declarado el concurso por parte de la 
autoridad judicial a través de Exequátur” (Godoy & Girón 2014). Bajo ese entendido, se respeta la 
competencia de los tribunales peruanos para conocer de los procesos de insolvencia respecto  de 
los bienes alojados en el territorio nacional. Lo anterior, guarda estrecha semejanza con el régimen 
ecuatoriano, en la medida que ambos ordenamientos jurídicos privilegian la aplicación del 
principio de LEX REI SITAE cuando se ven implicados bienes asentados dentro de su respectiva 
soberanía territorial en un proceso de insolvencia transnacional. 

 

INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA EN PANAMÁ 

Como primera medida, se debe resaltar la promulgación de la Ley No. 12 del 19 de mayo de 
2016, la cual entró en vigor el 2 de enero de 2017, mediante la cual Panamá estableció su régimen 
concursal de insolvencia. En ese orden de ideas, es preciso establecer que dicho sistema legal se 
aparta de los principios punitivos que caracterizaban a su antigua legislación concursal, la cual se 
hallaba comprendida en el Código de Comercio nacional, en donde se sancionaba penalmente al 
deudor que incurría en insolvencia o quiebra. 

Bajo ese entendido, el nuevo régimen concursal de insolvencia de la República de Panamá tiene 
por objeto la salvaguardia crediticia y la protección de los acreedores, por intermedio de un 
proceso de reorganización empresarial que busca garantizar la subsistencia, recuperación y 
conservación de las corporaciones viables y de la empresa sostenible, como unidad de explotación 
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económica promotora de empleo y desarrollo financiero. Adicionalmente, dicho régimen incorpora 
como alternativa paralela, la posibilidad de abrir una liquidación judicial dispuesta para aquellas 
empresas ineficientes e inviables económicamente. 

Este nuevo régimen concursal de Panamá, confiere una protección financiera a la masa 
patrimonial del deudor concursal, radicada en el hecho de que no se podrá iniciar contra éste 
ningún proceso ejecutivo, de restitución de bienes o de lanzamiento, para lo cual se suspenderán 
los términos de prescripción. Por otro lado, con respecto al ámbito de aplicación, dicha 
normatividad regirá a personas naturales comerciantes y sociedades mercantiles inscritas o no el 
Registro Público, con domicilio comercial, sucursal, agencia o establecimiento en la nación 
panameña (art. 3, Ley 12 de 2016), lo cual entra en consonancia directa con lo dispuesto en la 
actual legislación colombiana en materia de insolvencia consagrada en la Ley 1116 de 2006. Así 
pues, en ambos países se excluyen de la legislación concursal las entidades públicas, municipios, 
entidades autónomas, descentralizadas, entre otras. 

Ahora bien, en lo referente al tema objeto de estudio relativo a la insolvencia transfronteriza en 
la Ley 12 de 2016, dicha normatividad ha destinado el Título III (arts. 210 a 241) para regular todo 
lo concerniente a la quiebra internacional, la cual tiene como propósito primordial la promoción de 
la “cooperación entre las autoridades competentes de Panamá y los estados extranjeros que hayan 
de intervenir en casos de insolvencia y brindar mayor seguridad jurídica al comercio y las 
inversiones” (Revista Legislación y Economía - edición mayo 2016). Paralelamente, es posible 
afirmar que dicho título busca el fomento de la administración equitativa y eficaz de los procesos 
de insolvencia transnacional, los cuales busquen resguardar los intereses de los acreedores 
concursales; además, busca incentivar la reorganización de la empresa sostenible que se halle en 
dificultades financieras, con el objetivo de preservar el capital invertido y salvaguardar el empleo. 

En ese sentido, a través de la Ley 12 de 2016 el derecho interno panameño incorpora casi la 
totalidad de los trabajos preparados por la Ley Modelo de la CNUDMI/UNCITRAL en materia de 
insolvencia transfronteriza, obedeciendo a una coyuntura internacional anidada por la era de la 
globalización y la preponderancia del comercio y las inversiones, tal como lo hace la legislación 
colombiana con la Ley 1116 de 2006. 

A manera de conclusión, conviene establecer que el nuevo Régimen de procesos concursales de 
la República de Panamá surge en gran medida con el objetivo de brindar una protección a la masa 
patrimonial del deudor, a fin de conservar la eficiencia de su núcleo económico y de salvaguardar 
la prenda general de los acreedores por medio de los acuerdos de reorganización empresarial. Lo 
anterior, en razón de que las antiguas normas contenidas en materia de insolvencia en el Código 
de Comercio panameño, respondían a un sistema liberalista imperante en la época de expedición 
de dicha legislación mercantil, cuya cardinal intención era la de castigar al deudor concursal por el 
incumplimiento de sus compromisos y obligaciones con los acreedores; dicha conducta era 
penalizada mediante la inhabilitación de la administración y gestión de su actividad económica, y 
adicionalmente, por medio de la repartición de los activos empresariales del deudor entre sus 
acreedores. Así pues, con este nuevo marco jurídico se busca dar un giro a la teoría sancionatoria y 
penalista del régimen concursal a través de la implementación de la Ley 12 de 2016, la cual 
incentiva la preservación y recuperación de las empresas sostenibles financieramente, con el 
objetivo de amparar el empleo y el desarrollo económico. Asimismo, por medio de la 
incorporación de los lineamientos expuestos por la Ley Modelo de la CNUDMI, se evidencia que el 
ordenamiento jurídico de Panamá busca fomentar los canales de diálogo y cooperación extranjera 
mediante la armonización de sus normas y prerrogativas con los estándares y parámetros 
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internacionales en materia de derecho mercantil e insolvencia transnacional, para así lograr 
consolidar su meta más pretendida: el sostenimiento y crecimiento económico a través de la 
reestructuración empresarial. 

 

CONCLUSIÓN 

Tomando en consideración lo anteriormente mencionado, cabe aseverar que a raíz de las 
estrechas relaciones comerciales y económicas existentes entre las Repúblicas de Colombia, 
Ecuador, Perú y Panamá, se evidencia la configuración de múltiples eventos de insolvencia 
transnacional. En ese orden de ideas, tras realizar una breve evaluación de los distintos 
ordenamientos jurídicos presentes en cada territorio, es posible concluir que dichas 
normatividades exhiben falencias a la hora de brindar soluciones eficientes a las controversias 
suscitadas entre particulares domiciliados en diferentes países o cuyos bienes se encuentren 
asentados en diversas soberanías territoriales. 

Aquello, se ve plasmado en la falta de homogeneidad en las normas jurídicas aplicables en 
materia de insolvencia internacional, lo cual eventualmente desencadena una serie de resultados 
negativos que tienden a desfavorecer el progreso económico y desincentivar la circulación de 
inversiones y de capital extranjero, además de que va en contravía directa con el auge de la 
globalización. En consecuencia, dicha heterogeneidad legislativa deviene en inseguridad jurídica y 
la ausencia de certeza sobre régimen jurídico aplicable. 

En síntesis, es menester concluir que el fenómeno de la insolvencia transnacional cada vez 
conquista más trascendencia en las esferas tanto jurídicas como económicas. Por tanto, se cree 
que el derecho interno colombiano ha acertado al incorporar en su legislación nacional -Ley 1116 
de 2006- las disposiciones de la Ley Modelo CNUDMI. Ello permite la atracción de mayor inversión 
internacional; provee mayor facilidad para el impulso de las relaciones de intercambio comercial 
con países extranjeros; y hace posible la apertura del esquema de globalización de la economía y 
del ámbito jurídico. 
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 Ley Modelo de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza. Recuperado de 
http://www.uncitral.org/uncitral/es/uncitral_texts/insolvency.html 

 Ley 27809 de 2001 emitida por el correspondiente Órgano Legislativo de la República 
de Perú 

 Ley 12 de 19 de marzo de 2016, publicada en la Gaceta Oficial 28036-B de la República 
de Panamá el 23 de mayo de 2017, mediante la cual se establece el Régimen de los 
procesos concursales de insolvencia y se dictan otras disposiciones. 

 Estrategias en Valores S.A. – Reconocimiento de Procedimiento extranjero principal 
(Corte de Bancarrota de EE.UU., Distrito del Sur de Florida, Cao 17-16559-LMI, 06 de 
julio de 2017.) 

 Global Geophysical Services Inc. en Reorganización - Reconocimiento de proceso 
extranjero principal y representante extranjero, Auto No. 430-007280 
(Superintendencia de Sociedades 19 de mayo de 2014). 

 Pacific Exploration and Production Corp. Meta Petroleum Corp. Sucursal Colombia (Nit. 
830.126.302) Pacific Stratus Energy Colombia Corp. Sucursal Colombia (Nit. 
800.128.549) Petrominerales Colombia Corp. Sucursal Colombia (Nit. 830.029.881), 
Solicitud de trámite de reconocimiento de proceso extranjero, Auto 400-006872. 
(Superintendencia de Sociedades, 04 de mayo de 2016). 

 Qbex Colombia S.A. En Liquidación Judicial.- Reconocimiento de proceso extranjero 
principal y representante extranjero, Auto No. 400-018739 (Superintendencia de 
Sociedades 19 de diciembre de 2014). 

 Urbe Construcciones y Obras Públicas S.L.- Proceso en donde se decreta Trámite de 
Liquidación Sociedad de Sucursal Extranjera, Auto No. 400-006815 (Superintendencia 
de Sociedades 07 de mayo de 2014). 

 Urbe Construcciones y Obras Públicas S.L.- Reconocimiento en Colombia de Proceso 
Extranjero Principal. Sociedad de Sucursal Extranjera, Auto No. 400-006724 
(Superintendencia de Sociedades 07 de mayo de 2014). 

 Stanford Trust Company Limited - Proceso en donde se rechaza solicitud de 
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(Superintendencia de Sociedades 22 de noviembre de 2013). 

 

REFERENCIAS DOCTRINALES: 

 Akkermans, B., & Ramaekers, E. (2012). Lex Rei Sitae in Perspective: NAtional 
Developments of a Common Rule? Maastricht: Maastricht European Private Law 
Institute. 

 Calvo Caravaca, A., & Carrascosa González, J. (2005). Competencia internacional y 
procedimientos principales de insolvencia en el Reglamento 1346/2000. . En I. 

http://www.uncitral.org/uncitral/es/uncitral_texts/insolvency.html


Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

741 

 

Candelario Macías, & J. Oviendo Albán, Derecho Mercantil Contemporáneo Tomo I 
(págs. 483- 534). Bogotá D.C.: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibañez Ltda. . 

 Candelario Macías, I. (2005). La disciplina normativa de la insolvencia en la Unión 
Europea. En 

 Candelario Macías, & J. Oviedo Albán, Derecho Mercantil Contemporáneo (págs. Tomo I 
págs. 427-482). Bogotá D.C.: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibañez Ltda. 

 Correa Caraballo, A. (2010). Ley modelo de la CNUDMI sobre insolvencia 
trasnfronteriza: Análisis Comparativo de su aplicación en la República de Colombia y el 
Sistema Federal de los Estados Unidos de América. Cartagena de Indias: Universidad de 
Cartagena. 

 Durán Prieto, M. C., & Reinales Londoño, A. M. (2003). Insolvencia Transfronteriza. 
Bogotá D.C.: Facultad de Ciencias Jurídicas, Pontificia Universidad Javeriana. 

 Huascar Ezcurra, R. (1996). La Quiebra Declarada en el Extranjero y sus Efectos en 
Territorio Peruano. Lima: Publicaciones Bullard Abogados. 

 Isaza Upegui, A., & Londoño Restrepo, A. (2008). Comentarios al régimen de insolvencia 
empresarial - Ley 1116 de 2006. Bogotá D.C.: Legis . 

 Oviedo Alban, J. (2009). Estudios de Derecho mercantil internacional. Bogotá D.C.: 
Editorial Ibañez/Universidad de la Sabana. 

 Revista Legislación y Economía. (2016). Nueva Ley de Procesos Concursales e 
Insolvencia. Revista Legislación y Economía, 13-14. 

 Rodríguez Espitia, J. J. (2007). Nuevo régimen de insolvencia. Bogotá D.C.: Universidad 
Externado de Colombia. 

 Sotomonte Mujica, D. R. (2005). La desfiguración de los principios concursales por la 
ausencia de una normativa transfronteriza unificada. Bogotá D.C.: Universidad de los 
Andes. 

 Wilches Durán, R. E. (2008). Vacíos e inconsistencia estructurales del nuevo régimen de 
insolvencia empresarial colombiano. Identificación y propuestas de solución. Bogotá 
D.C.: Revista Vniversitas. 

 Wilches Durán, R. E. (2009). La Insolvencia Transfronteriza en el Derecho Colombiano. 
Barranquilla, Colombia: Revista de Derecho n° 32; Universidad del Norte. 

 

 

 

 

 

 

 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

742 

 

APLICACIÓN CONCRETA DE MECANISMOS DE COLABORACION ENTRE QUIEBRAS 

TRASNACIONALES, YA SEA DIRECTAMENTE LAS REGLAS DE CNUDMI/UNCITRAL, YA SEA POR VIA 

DE CORTESIA 

 

LA INSOLVENCIA TRASNACIONAL. ESPECIAL REFERENCIA A LA UNION EUROPEA Y ESPAÑA 

José PAJARES ECHEVERRÍA 

 

Quienes hemos tenido que seguir los vaivenes de la legislación concursal en los últimos diez 
años hemos visto caer ya demasiados  supuestos paradigmas. La realidad económica ha hecho que 
el legislador  haya ido abandonando, uno tras otro, diversos modelos de regulación, para al final 
dejarse llevar del puro posibilismo. Uno de ellos ha sido, sin duda, la insolvencia transnacional. 

La insolvencia transnacional afecta cada vez con mayor frecuencia a sociedades pertenecientes 
a grupos internacionales y a empresas cuyos deudores (activos) o acreedores (pasivos) se 
encuentran repartidos por el territorio de diferentes países. Las causas se deben a la 
internacionalización de la vida económica como expresión del fenómeno de la globalización y a la 
“creación de espacios comerciales supranacionales” (Unión Europea, MERCOSUR, NAFTA, etc.). 

Desde la perspectiva del Derecho internacional privado, la ausencia de un Derecho concursal 
uniforme tiene como consecuencia la respuesta diferenciada de los ordenamientos nacionales a la 
hora de regular estas situaciones, lo cual provoca conflictos de leyes y de jurisdicción. 

Pese al indudable avance en la integración económica y jurídica de la Unión Europea, tampoco 
se ha conseguido aún un Derecho concursal comunitario uniforme, si bien existen al respecto 
algunas propuestas de lege ferenda como el reciente estudio publicado por el Parlamento Europeo 
titulado "Harmonisation of insolvency law at EU level" centrado en la armonización de los 
procedimientos de insolvencia y de liquidación en la Unión Europea. 

Entre las materias que se han comunitarizado figuran los procedimientos de insolvencia, 
regulados mediante el Reglamento (UE) nº 2015/848, de 20 de mayo de 2015, que entró en vigor 
el 25 de julio de 2015 aunque alguna de sus normas lo irán haciendo posteriormente, sobre 
procedimientos de insolvencia (en adelante RI), por el que se establecen reglas de determinación 
de la competencia judicial para abrir un procedimiento de insolvencia en el territorio de los 
Estados miembros, además de normas sobre ley aplicable al concurso, sobre reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales y sobre coordinación entre procedimientos paralelos de 
insolvencia. 

Se une a la presente copia de dicho reglamento (RI) que en todo caso podrían descargar en el 
siguiente enlace: https://www.boe.es/doue/2015/141/L00019-00072.pdf. 

El nuevo Reglamento Europeo sobre procedimientos de insolvencia, como acertadamente 
apunta Don F.J. Garciamartín Alférez, catedrático de Derecho Internacional Público de la 
Universidad Autonóma de Madrid; extiende su ámbito de aplicación a los llamados procedimientos 
híbridos o pre-concursales cuyo fin es prevenir la insolvencia del deudor; aclara el concepto de 
Centro de Intereses Principales (CIP o COMI, en el acrónimo inglés) y refuerza el control judicial de 
su locación, con el fin de prevenir localizaciones ficticias o artificiales; refuerza el papel del 

https://www.boe.es/doue/2015/141/L00019-00072.pdf.
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procedimiento principal en relación a los posibles procedimientos secundarios que se hayan 
podido abrir frente al mismo deudor; introduce reglas sobre información y publicidad de los 
procedimientos concursales dentro de la Unión Europea; y añade un nuevo capítulo dedicado a los 
concursos de grupos de sociedades. 

Siguiendo a ese mismo catedrático diré con él que el legislador europeo ha intentado ofrecer 
una definición que (i) por un lado, alcance tanto a los procedimientos concursales, en el sentido 
tradicional del término, como a los procedimientos pre-concursales o híbridos (ii) pero, por otro 
lado, deje fuera a instituciones propias del Derecho contractual o societario, e incluso a ciertos 
procedimientos pre-concursales nacionales que no ofrecen garantías suficientes de tutela de los 
derechos individuales. Así la nueva definición, el Reglamento 2015/848 se aplica: 

«*…+ a los procedimientos colectivos públicos, incluidos los procedimientos 
provisionales, regulados en la legislación en materia de insolvencia y en los 
que, a efectos de rescate, reestructuración de la deuda, reorganización o 
liquidación, 

a) se desapodere a un deudor total o parcialmente de sus bienes y se 
nombre a un administrador concursal; 

b) los bienes y negocios de un deudor se sometan a control o supervisión 
judicial; o 

c) un órgano jurisdiccional acuerde, o se establezca por ministerio de la 
ley, una suspensión temporal de los procedimientos de ejecución individual 
para facilitar las negociaciones entre el deudor y sus acreedores, siempre 
que los procedimientos en los que se acuerde la suspensión prevean 
medidas adecuadas para proteger al conjunto de los acreedores y, en caso 
de que no se alcance un acuerdo, sean previos a uno de los procedimientos a 
los que hacen referencia las letras a) o b). 

En los casos en los que los procedimientos a que se refiere el presente 
apartado puedan iniciarse en situaciones en las que únicamente existe una 
probabilidad de insolvencia, su propósito será evitar la insolvencia del 
deudor o el cese de su actividad.» 

El nuevo Reglamento no hace ya referencia a que el procedimiento esté basado «*…+ en la 
insolvencia del deudor», sino al hecho de que el procedimiento debe de estar «*…+ regulado en la 
legislación en materia de insolvencia». Esta frase tiene como fin ofrecer una descripción lo 
suficientemente amplia como para incluir todos los procedimientos pre- concursales incorporados 
recientemente en los Estados miembros, pero excluir las liquidaciones o restructuraciones basadas 
en otros sectores del ordenamiento como, por ejemplo, en el Derecho de sociedades. 

Para evitar una expansión desmesurada del ámbito de aplicación del Reglamento, el art. 1 
añade tres matices. El propósito del procedimiento debe ser el rescate del deudor, su 
reorganización, su liquidación o una reestructuración de sus deudas que cuando los 
procedimientos pueden iniciarse ante la mera probabilidad de concurso del deudor, deben estar 
llamados a prevenir esa insolvencia o la cesación de sus actividades. Estos procedimientos sean 
realmente «previos» al concurso, esto es, que estén diseñados de tal modo que, si no se alcanza un 
acuerdo, puedan acabar en un procedimiento donde hay un desapoderamiento total o parcial del 
deudor y la designación de un administrador concursal. 
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El Reglamento contempla tres situaciones. Cuando el procedimiento conlleve (a) un 
desapoderamiento total o parcial del deudor y la designación de un administrador concursal; (b) el 
sometimiento de los activos y negocios del deudor a control o supervisión judicial; o (c) una 
suspensión temporal de los procedimientos individuales de ejecución, sea por decisión judicial, sea 
por obra de la ley. En este tercer supuesto, sólo se incluyen bajo el ámbito de aplicación del 
Reglamento aquellos procedimientos o institutos pre- concursales que, además de cumplir con las 
otras condiciones señaladas más arriba, conllevan una suspensión temporal de las ejecuciones 
individuales pero (i) con el fin de facilitar las negociaciones entre el deudor y sus acreedores; (ii) 
prevean medidas adecuadas para proteger al conjunto de acreedores y (iii) sean preliminares a un 
procedimiento concursal en sentido estricto, i.e. un procedimiento que conlleve un 
desapoderamiento total o parcial del deudor y el nombramiento de un administrador concursal, o 
la sujeción de sus bienes a control o supervisión judicial, si el procedimiento pre-concursal fracasa. 

El RI se aplica en todos los Estados miembros sin necesidad de transposición en Derecho 
interno. Sin embargo, este instrumento coexiste en el territorio de los Estados miembros de la 
Unión Europea junto con los restantes ordenamientos nacionales (en España, con la Ley Concursal 
22/2003, de 9 de julio). Así, ha de determinarse en consecuencia cuándo ha de aplicarse el RI y 
cuándo las normas de Derecho internacional privado internas (Ley Concursal, en adelante LC). 

Sin embargo esto, parece que sucede lo mismo en todas las legislaciones que hemos estudiado; 
así: 

a) En UNCITRAL también se está debatiendo la mejor manera de que el Derecho 
Concursal sea reconocido uniformemente. Es significativo que si su contenido es 
difícil de reconocer su ejecución lo es mucho más en tanto en cuanto no se establezca 
un convenio o tratado que obligue a todos sus miembros, lo que no está todavía en la 
agenda de UNCITRAL. 

b) En Europa, y en particular en los países del sur, esto es Grecia, Italia, España y 
Portugal, en el periodo más álgido de la crisis se posibilitó por el legislador como 
mejor solución el apoyo a los emprendedores y su internacionalización sin valorar las 
fuertes consecuencias que para el empresario pudiera conllevar, como así sucedió, la 
insolvencia en el país de destino. 

c) Si como escribe nuestro maestro D. Ariel Dasso en su magnífica obra “Derecho 
Concursal comparado” “la legislación concursal es el brazo armado de la economía” 
no puede comprenderse que el legislador del siglo XXI –que bien pudo imaginar la 
crisis mundial- todavía permita “protecciones” a la legislación concursal de cada país. 

Ad exemplum, el Capítulo 15 de Título 11 de Bankruptc y Law of U.S. Code regula la “asistencia 
adicional”, la Ley portuguesa regula los “principios fundamentales del orden jurídico portugués” y 
la Ley Concursal Española alude al “orden público”, conceptos que pueden generar problemas –
que es seguramente de lo que se trata-. 

A mayor abundamiento el Reglamento Europeo sobre procedimiento de insolvencia ha dejado 
dicho en su introducción: 

El presente Reglamento debe incluir disposiciones que regulen la competencia para la 
apertura de procedimientos de insolvencia y de acciones que se deriven directamente 
de dichos procedimientos y guarden una estrecha vinculación con ellos. Asimismo, el 
presente Reglamento debe contener disposiciones relativas al reconocimiento y la 
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ejecución de las resoluciones judiciales dictadas en dichos procedimientos, así como 
disposiciones relativas a la ley aplicable a los procedimientos de insolvencia. 
Adicionalmente, el presente Reglamento debe establecer normas sobre la 
coordinación de los procedimientos de insolvencia relativos a un mismo deudor o a 
varios miembros de un mismo grupo de sociedades. 

En consonancia con este criterio restrictivo, sólo se admite una causa como motivo de 
denegación del reconocimiento y ejecución de la resolución: que pueda producir efectos 
claramente contrarios al orden público del Estado requerido (artículo 33 RI). El RI no precisa cuál es 
el contenido del orden público; se limita en dicho precepto sólo a indicar que incluye los 
“principios fundamentales” o “los derechos y a las libertades individuales garantizados por su 
Constitución”. 

De acuerdo con el Informe VIRGÓS / SCHMIT (núm. 206), incluiría tanto el orden público de 
fondo como el orden público procesal. 

Siendo el orden público la única causa para denegar el reconocimiento y ejecución de la 
resolución extranjera dictada en un procedimiento de insolvencia, el tribunal del Estado requerido 
no podrá controlar otros extremos diferentes, y menos aún, esgrimirlos para denegar el 
reconocimiento. 

Pero adviértase que el concepto de orden público puede ser diferente en cada país europeo, y 
no se diga nada cuando se trate de otros países, como antes ya he señalado aludiendo incluso a 
que quizás se trata de eso, de dificultar la interpretación y con ello el reconocimiento de los 
procedimientos de insolvencia mantenidas en otros países, a modo de protección de sus empresas 
nacionales. 

La Ley de Uruguay en el título XIII, dedicado al “Régimen Internacional de Concurso”, persigue 
atraer cualquier concurso a su país cuando al COMI, el centro efectivo de su actividad, se 
encuentre en esa República, obstaculizando de algún modo que se puedan seguir concursos 
locales o territoriales en otros países (que no niega en todo caso). Es más, de seguirse en otro país 
los derechos de los uruguayos han de ser los mismos que tienen en Uruguay. 

En este punto convendría hacer una referencia a la legislación colombiana sobre lo insolvencia 
transfronteriza para convenir que sucede algo parecido, ya que incluye en el capítulo V un título 
específico dedicado a los efectos y procesos de insolvencia transfronterizas derivados de la Ley 
Modelo de UNCITRAL que conforme a los mismos, y en mi opinión, se limita a regular la 
cooperación entre las autoridades competentes de la República de Colombia y los estados 
extranjeros que han de intervenir en los casos de insolvencia trasfronteriza, protegiendo 
naturalmente su legislación y sus empresas, hasta el extremo de definir términos en la Ley que 
permiten simplificar las diferencias incluso semánticas que pudieran darse. 

Sirvan estas escuetas notas diferenciales de solo algunos países por cuanto que 
afortunadamente desde la reforma que en 2005 se acometió en la Bankruptcy Law of U.S. Code, 
introduciendo un nuevo capítulo ordinal 15 dentro del título 11 adaptándose el modelo 
recomendando por la Comisión de Naciones Unidas para el Comercio Internacional (UNCITRAL), se 
ha ido aplicando en todas las legislaciones actuales. 

En dicha reforma se reconoce, por fin, la existencia de un procedimiento extranjero en EEUU 
con la demostración de que se ha iniciado y se ha nombrado un representante del concurso, 
legitimándose a éste para solicitar el reconocimiento de órdenes judiciales emitidas en el 
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procedimiento principal foráneo, así como utilizar, vender o disponer propiedades del deudor 
extranjero en EEUU, pudiendo obtener asistencia adicional del Tribunal norteamericano, lo que 
también puede hacerse a la inversa con respecto del concurso de una sociedad extranjera en 
EEUU. 

No obstante, lo que considero más importante de esta modificación  es el propio espíritu de la 
misma, pues reconoce los cambios con tendencia a la restructuración empresarial antes que a la 
liquidación. 

Tendencia que sin embargo no llega a la Unión Europea hasta que el 10 de Marzo de 2014 
aprueba la Recomendación de la Comisión de la Unión Europea “sobre un nuevo enfoque a la 
insolvencia y el fracaso en especial”, en la que se dice: 

(12)… La eliminación de los obstáculos a la reestructuración efectiva de empresas 
viables con dificultades financieras contribuye a preservar puestos de trabajo y 
beneficia también a la economía en general. Facilitar a los empresarios una segunda 
oportunidad también haría que aumentaran las tasas de actividad por cuenta propia 
en los Estados miembros. 

(20)… Las consecuencias de la insolvencia, especialmente el estigma social, las 
consecuencias jurídicas y la incapacidad permanente para saldar deudas constituyen 
importantes desincentivos para los empresarios que desean crear una empresa o 
aprovechar una segunda oportunidad. 

En la Unión Europea se dotó junto a los instrumentos de reconocimiento y ejecución de las 
resoluciones judiciales, en materia civil y mercantil, de un mecanismo de cooperación 
internacional en materia concursal cual es la coordinación entre procedimientos paralelos de 
insolvencia (principal y secundarios o territoriales). 

El RI establece una serie de medidas de coordinación para el adecuado tratamiento de los 
bienes de la sociedad insolvente que pudieran estar repartidos por el territorio de más de un 
Estado miembro. Esta coordinación está regulada dentro del articulado del Capítulo III RI relativo a 
los “procedimientos de insolvencia secundaria” (artículos 34 a 52 RI). 

En particular, en el artículo 42.3 se establecen, entre otras medidas de comunicación, las 
siguientes: 

a) la coordinación del nombramiento de los administradores concursales; 

b) la comunicación de información por cualquier medio que el órgano jurisdiccional 
considere oportuno; 

c) la coordinación de la administración y supervisión de los bienes y negocios del 
deudor; 

d) la coordinación de la celebración de las vistas;  

e)  la coordinación en la aprobación de protocolos, en caso necesario. 

Uno de los fines esenciales del Derecho internacional privado es obtener la eficacia 
extraterritorial de las decisiones judiciales dictadas por los órganos judiciales de otros Estados y 
facilitar el tráfico jurídico externo de resoluciones judiciales. 

El RI regula en su Capítulo II (artículos 19 a 33) el procedimiento de reconocimiento de toda 
resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia adoptadas por el Tribunal de un Estado 
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miembro que sea competente para ello. En otras palabras, sólo se beneficiarán del mecanismo de 
reconocimiento del RI las decisiones dictadas por tribunales que se han declarado competentes 
por encontrarse el centro de intereses principales del deudor en un Estado miembro. 

El RI sigue la tesis de extensión de los efectos: el artículo 20 RI señala que la resolución de 
apertura de un procedimiento producirá, sin ningún otro trámite, en cualquier otro Estado 
miembro, los efectos que le atribuya la Ley del Estado en que se haya abierto el procedimiento, 
salvo disposición en contrario del RI y mientras no se abra en otro Estado miembro ningún otro 
procedimiento de insolvencia. Es decir, la resolución concursal tendrá en el Estado requerido de 
reconocimiento los efectos que establezca la Ley del Estado de origen de la decisión. Se trata de 
una consecuencia del principio de confianza mutua entre los Estados miembros, superando las 
reticencias del pasado de algunos países de negarles efectos extraterritoriales a las resoluciones 
extranjeras. 

Uno de los principales efectos del reconocimiento de la resolución de apertura de un 
procedimiento concursal será el del nombramiento y las facultades del administrador concursal del 
procedimiento principal en los demás Estados miembros. 

Para una comprensión más amplia, pero sobre todo práctica, destacaré a continuación alguna 
jurisprudencia europea personalmente seleccionada en revista judicial española: 

 

Corte di Cassazioni, Sala Civil, 12 de enero de 2016, no 2201 

DOCTRINA: Sólo puede desvirtuarse la presunción de que el centro de intereses principales de 
una sociedad se encuentra en el Estado Miembro en el que tiene su domicilio social (art. 3.1. RI), si 
existen elementos objetivos que puedan ser comprobados por terceros y permitan establecer que 
la situación real no coincide con la situación que aparentemente refleja la ubicación del citado 
domicilio social. En este caso concreto, el hecho de que la persona encargada de las áreas de 
contabilidad y comercial se encontrase domiciliada en Italia en todo momento y siguiese 
recibiendo toda la correspondencia; que el traslado al extranjero de la sociedad se hubiese 
producido apenas un mes antes de la solicitud de concurso por los acreedores y además fuese 
imposible entregar notificaciones en el nuevo domicilio social, el cual no había sido registrado 
correctamente en el Registro Mercantil de Lisboa, rompe la presunción del artículo 3.1. RI. 

 

High Court of Justice, Chancery Division, 22 de julio de 2015 

DOCTRINA: Para determinar la competencia de un tribunal inglés para sancionar un scheme of 
arrangement de una compañía que no tiene su centro de intereses principales en el Reino Unido 
no se ha de tomar como referencia el RI, ya que la norma europea no pretende limitar la 
competencia de los tribunales ingleses respecto a los schemes. Estos procedimientos no son 
procedimientos colectivos en el sentido del RI y no están listados en el Anexo A, no teniendo por 
tanto la norma europea ningún efecto directo o indirecto sobre la competencia inglesa respecto a 
los schemes. El criterio utilizado por el juez inglés en esta sentencia consiste en comprobar si: (i) La 
Companies Act 2006 da competencia al juez; (ii) hay conexión suficiente; (iii) no hay ninguna 
norma en el RI o en Reglamento Bruselas I Bis que impida determinar dicha jurisdicción y (iv) si hay 
base para creer que el scheme será reconocido en el Estado Miembro del centro de intereses 
principales. 
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Sentencia de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca de 24 de julio de 2015, 
procedimiento no 203/2015 

DOCTRINA: Una acción de reconvención, cuyo objeto consiste en que se reconozca un crédito 
de la masa frente a una entidad que ha formulado una impugnación de una lista de acreedores, es 
competencia del juzgado competente para conocer del concurso de acreedores si la acción está 
íntimamente ligada con el procedimiento de insolvencia y deriva directamente del mismo, 
teniendo su fuente en reglas específicas propias de los procedimientos de insolvencia. 

 

Auto del Juzgado de lo Mercantil nº 9 de Madrid de 26 de junio de 2016, procedimiento 
nº447/2014 

DOCTRINA: Los efectos o procedencia de la resolución de un contrato swap, dentro del marco 
de un procedimiento concursal cuya apertura se produjo con anterioridad a una supuesta 
resolución contractual, habrán de ser identificados al amparo de la ley aplicable al procedimiento 
concursal y siendo, en esta ocasión, competente para ello el juez del concurso. La competencia 
tiene su fundamento en el hecho de que el incidente concursal dirimido versaba sobre la 
resolución del contrato en interés del concurso y de la consecuente clasificación de créditos 
concursales. Por tanto, carece de eficacia el pacto de sumisión acordado por las partes en el 
contrato mediante el cual las mismas se sometían expresamente a la jurisdicción exclusiva de los 
tribunales de otro Estado Miembro para la resolución de toda disputa dimanante de dicho 
contrato. 

 

Cour de Cassation, Chambre Sociale, 28 de octubre de 2015, no 14- 21319 

DOCTRINA: Un litigio relativo a la ruptura de un contrato de trabajo y a la determinación de los 
correspondientes créditos que se deriven de dicha ruptura no está comprendido directamente en 
el marco de un procedimiento de insolvencia y, por lo tanto, no es competente el juez del concurso 
en virtud del RI, sino que la competencia judicial habrá de determinarse en virtud del artículo 19 
del Reglamento de Bruselas I (nº44/2001). 

 

Auto de la Audiencia Provincial de Málaga de 23 de octubre de 2015, procedimiento no 
762/2013 

DOCTRINA: La competencia de un juzgado nacional para conocer de un procedimiento cuyo 
objeto consiste en determinar la nulidad de un préstamo hipotecario, en el que la finca se 
encuentra localizada en el territorio de dicho juzgado nacional, no cede en favor del juzgado de 
otro Estado Miembro competente para conocer del concurso, en fase de liquidación, en el que se 
encuentra inmerso el acreedor, entidad financiera, en virtud del RI, ya que el mismo no es de 
aplicación a este tipo de entidades. En estos casos, para que el juzgado extranjero sea competente 
para conocer las acciones conexas al concurso, con base en la legislación concursal aplicable y que 
guarden relación inmediata con el mismo, dicho concurso ha de ser reconocido en el otro Estado 
mediante el procedimiento aplicable correspondiente. 
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Cour de Cassation, Chambre Commerciale, 17 de marzo de 2016, no 14-26868 

DOCTRINA: Se debe interpretar estrictamente el anexo A del RI, en el cual se definen con 
exactitud los procedimientos que entran dentro del ámbito de aplicación de la norma europea. A 
pesar de que un procedimiento pueda tener semejanzas con otros procedimientos enumerados en 
el Anexo A del RI, por ejemplo, porque acaben en una liquidación judicial del patrimonio, ello no 
puede implicar que ese procedimiento entre dentro del ámbito de aplicación del RI y que por ello 
se pueda entender que son aplicables los mecanismos y criterios de interpretación de la norma 
europea. 

 

Bundesgerichtshof, 20 de noviembre de 2014, no IX ZR 13/14 

DOCTRINA: De acuerdo con los artículos 17.1 y 18.1 del RI, el síndico de un procedimiento de 
insolvencia principal está legitimado para interponer una acción de reintegración a la masa 
concursal en otro Estado Miembro en el que se incoó un procedimiento secundario, siempre y 
cuando este último no esté vigente en el momento de interposición de la acción. Las facultades del 
síndico principal respecto a las acciones y activos del deudor localizados en otro Estado Miembro 
solo se suspenden en la medida en que no se superpongan con la apertura de un procedimiento 
secundario y las acciones del síndico local. 

 

Bunderfinanzhof, 9 de febrero de 2015, no VII B 104/13 

DOCTRINA: El artículo 15 del RI establece que los efectos de un procedimiento de insolvencia 
incoado en un Estado Miembro con respecto a otros procedimientos en curso, en relación con un 
bien o un derecho de la masa, se regirán exclusivamente por la ley del Estado Miembro en el que 
esté en curso dicho procedimiento de insolvencia. No es de relevancia que un procedimiento en 
curso en otro Estado Miembro tenga un carácter administrativo y sea promovido por una 
autoridad u órgano público. Si la lex concursus del Estado Miembro de apertura del procedimiento 
de insolvencia establece una suspensión de los procedimientos en curso, los procedimientos 
extranjeros, cualquiera que sea su naturaleza, se habrán de suspender también. 

 

Finanzgericht de Munich, 29 de abril de 2015, nº 1 K 1080/13 

DOCTRINA: De acuerdo al artículo 6 del RI, la apertura del procedimiento de insolvencia no 
afectará al derecho de un acreedor a reclamar la compensación de su crédito con el crédito del 
deudor, cuando la ley aplicable al crédito del deudor insolvente lo permite, no atendiéndose a la 
lex concursus del procedimiento de insolvencia para determinar la procedencia de la 
compensación. 

 

Cour de Cassation, Chambre Commerciale, 16 de febrero de 2016, no 14-10378 

DOCTRINA: A partir de la interpretación del RI (arts. 4.2.m y 13) se desprende que es necesario 
consultar la ley aplicable al procedimiento de insolvencia abierto en un Estado Miembro con el fin 
de determinar si la apertura de dicho procedimiento permite la impugnación de un acto perjudicial 
contra la masa de acreedores (un embargo) practicado en otro Estado Miembro con anterioridad a 
la apertura del procedimiento de insolvencia. Para escapar de la aplicación de la ley que gobierna 
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el procedimiento de insolvencia es necesario que el acreedor beneficiado del supuesto acto 
perjudicial demuestre que la ley aplicable al acto de embargo es la ley de otro Estado Miembro y 
que dicha ley no permite en ningún caso la impugnación del acto. 

 

Corte di Cassazioni, Sala Civil, 13 de enero de 2016, no 4843 

DOCTRINA: El artículo 22 del RI recoge una potestad discrecional del síndico del procedimiento 
de insolvencia y no debe afectar al reconocimiento del auto de apertura del mismo. No se puede 
dar una interpretación de dicho artículo en el sentido de que es necesario cumplir por parte del 
síndico con todas las particularidades nacionales en materia de publicidad del procedimiento en 
todos los demás Estados Miembros. Dicho planteamiento estaría condicionando la eficacia del 
procedimiento principal al cumplimiento de los requisitos nacionales de todos los demás Estados 
Miembros. 

 

Landgericht de Aachen, 17 de julio de 2015, no 6 T-44/15 

DOCTRINA: El artículo 25.1 del RI, relativo al reconocimiento de resoluciones de desarrollo y 
conclusión de un procedimiento de insolvencia, no contiene una referencia cerrada a otros textos 
europeos, sino que su contenido ha de ser interpretado de forma dinámica, incluyendo aquellos 
textos europeos que fueron promulgados con posterioridad al RI, como por ejemplo el Reglamento 
nº805/2004 por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos no impugnados. 

 

Cuestión prejudicial planteada por la Corte di Appello di Bari (Italia), Asunto C-353/15 el 13 de 
julio de 2015 — Leonmobili Srl, Gennaro Leone/Homag Holzbearbeitungssysteme GmbH y otros 

1) En caso de que no exista un establecimiento en otro Estado miembro, ¿puede la 
parte que impugna la competencia del tribunal que conoce del procedimiento 
destruir la presunción prevista en el [artículo 3], [apartados 1] in fine, y [2], del 
[Reglamento (CE) no] 1346/2000 (1), [de 29 de mayo de 2000, sobre procedimiento 
de insolvencia], aportando pruebas que acrediten que el centro de los intereses 
principales se encuentra en un Estado distinto de aquel en el que está domiciliada la 
empresa? 

2) En caso de respuesta afirmativa a la cuestión anterior, ¿puede fundamentarse la 
prueba en otra presunción, concretamente en la valoración de indicios de los que 
pueda inferirse, desde un punto de vista lógico y deductivo, que el centro de los 
intereses principales se encuentra en otro Estado miembro? 

 

Asunto C-649/13, Comité d’entreprise de Nortel Networks SA y otros/Cosme Rogeau, que actúa 
en calidad de liquidador judicial en el procedimiento secundario de insolvencia de Nortel Networks 
SA y Cosme Rogeau, que actúa en calidad de liquidador judicial en el procedimiento secundario de 
insolvencia de Nortel Networks SA/Alan Robert Bloom y otros de 11 de junio de 2015 

DOCTRINA: 1) Los artículos 3, apartado 2, y 27 del Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo, 
de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de insolvencia, deben interpretarse en el sentido de 
que los tribunales del Estado miembro en el que se ha abierto un procedimiento secundario de 
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insolvencia son competentes, con carácter alternativo a los tribunales del Estado miembro en el 
que se ha abierto el procedimiento principal, para determinar los bienes del deudor sujetos a los 
efectos de ese procedimiento secundario. 2) La determinación de los bienes del deudor sujetos a 
los efectos de un procedimiento secundario de insolvencia debe realizarse conforme a las 
disposiciones del artículo 2, letra g), del Reglamento no 1346/2000. 

 

Asunto C-594/14, Simona Kornhaas v Thomas Dithmar de 10 de diciembre de 2015 

DOCTRINA: 1) El artículo 4 del Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 
2000, sobre procedimientos de insolvencia, debe interpretarse en el sentido de que está 
comprendida en su ámbito de aplicación una demanda presentada contra el administrador de una 
sociedad de Derecho inglés o galés, incursa en un procedimiento de insolvencia abierto en 
Alemania, ante un tribunal alemán por el administrador concursal de esa sociedad y que tiene por 
objeto, con arreglo a una disposición nacional como el artículo 64, apartado 2, primera frase, de la 
Ley de sociedades de responsabilidad limitada, la devolución de los pagos efectuados por el 
administrador de la sociedad antes de la apertura del procedimiento de insolvencia, pero después 
de la fecha en que se hubiera fijado la insolvencia de la referida sociedad. 2) Los artículos 49 TFUE 
y 54 TFUE no se oponen a la aplicación de una disposición nacional como el artículo 64, apartado 
2, primera frase, de la Ley de sociedades de responsabilidad limitada al administrador de una 
sociedad de Derecho inglés o galés incursa en un procedimiento de insolvencia abierto en 
Alemania. 

 

Asunto C-310//14, Nike European Operations Netherlands BV v Sportland OY de 15 de octubre 
de 2015 

DOCTRINA: 1) El artículo 13 del Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 
2000, sobre procedimientos de insolvencia, debe interpretarse en el sentido de que su aplicación 
está sujeta al requisito de que el acto de que se trate no pueda ser impugnado sobre la base de la 
ley aplicable a dicho acto (lex causae), habida cuenta de todas las circunstancias del caso concreto. 
2) Para aplicar el artículo 13 del Reglamento no 1346/2000, y en el supuesto en que el demandado 
en una acción de nulidad, de anulación o de inoponibilidad de un acto invoque una disposición de 
la ley aplicable a dicho acto (lex causae) según la cual este acto sólo es impugnable en las 
circunstancias previstas por dicha disposición, incumbe a dicho demandado alegar la inexistencia 
de estas circunstancias y aportar prueba de ello. 3) El artículo 13 del Reglamento no 1346/2000 
debe interpretarse en el sentido de que la expresión «no permite en ningún caso que se impugne 
dicho acto» se refiere, además de a las disposiciones de la ley aplicable a dicho acto (lex causae) 
aplicables en materia de insolvencia, a todas las disposiciones y principios generales de esta ley. 4) 
El artículo 13 del Reglamento no 1346/2000 debe interpretarse en el sentido de que el demandado 
en una acción de nulidad, de anulación o de inoponibilidad de un acto debe demostrar que la ley 
aplicable a dicho acto (lex causae), en su conjunto, no permite impugnar dicho acto. El tribunal 
nacional que conoce de tal acción sólo puede considerar que incumbe al demandante aportar 
prueba de la existencia de una disposición o de un principio de esta ley en virtud de los cuales este 
acto puede impugnarse cuando dicho tribunal considera que el demandado, en un primer 
momento, ha demostrado efectivamente, a la luz de las reglas habitualmente aplicables según su 
Derecho procesal nacional, que el acto de que se trata es inimpugnable en virtud de la misma ley. 
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Cuestión prejudicial planteada por el Tribunale Ordinario di Venezia (Italia), Asunto C-54/16, 29 
de enero de 2016 - Vinyls Italia SpA, en procedimiento concursal/Mediterranea di Navigazione SpA 

1) La «prueba» que el artículo 13 del Reglamento (CE) no 1346/2000 (1) exige a quien 
se ha beneficiado de un acto perjudicial para los intereses de los acreedores para 
poder oponerse a la impugnación de ese acto con arreglo a las disposiciones de la 
lex fori concursus, ¿incluye también la obligación de formular una excepción 
procesal en sentido estricto dentro de los plazos establecidos por la  ley procesal del 
órgano jurisdiccional que conoce del procedimiento, amparándose en la cláusula de 
exención que prevé el Reglamento y acreditando que concurren los requisitos 
exigidos por dicha disposición? O ¿Debe aplicarse el artículo 13 del Reglamento no 
1346/2000 en caso de que la parte interesada haya solicitado su aplicación en el 
curso del procedimiento, incluso después de expirados los plazos previstos por la ley 
procesal del órgano jurisdiccional que conoce del procedimiento para formular 
excepciones procesales, o puede aplicarse también de oficio, siempre que la parte 
interesada haya demostrado que el acto perjudicial está sujeto a la lex causae de 
otro Estado miembro cuya ley no permite en ningún caso que se impugne dicho acto 
en ese caso concreto? 

2) ¿Debe interpretarse la remisión a las normas de la lex causae prevista en el 
artículo 13 del Reglamento nº1346/2000 para establecer si «en ese caso concreto, 
dicha Ley no permite en ningún caso que se impugne dicho acto» en el sentido de 
que la parte obligada debe demostrar que en ese caso concreto la lex causae no 
prevé con carácter general y abstracto ningún medio para impugnar un acto como el 
que se ha considerado perjudicial en el presente procedimiento, a saber, el pago de 
una deuda contractual, o bien en el sentido de que la parte obligada debe acreditar 
que aunque la lex causae permita impugnar un acto de ese tipo, no concurren los 
requisitos, distintos de los previstos en la lex fori concursus, exigidos para que 
pueda admitirse la impugnación en el asunto objeto del litigio? 

3) Habida cuenta de la finalidad del régimen excepcional recogido en el artículo 13 
del Reglamento nº 1346/2000, consistente en proteger la confianza de buena fe de 
las partes en la estabilidad del acto conforme a la lex causae, ¿puede aplicarse ese 
régimen incluso cuando las partes del contrato tengan su domicilio social en el 
mismo Estado [miembro] cuya legislación esté previsiblemente destinada a 
convertirse en la lex fori concursus en caso de insolvencia de una de ellas, y cuando 
las partes, al elegir mediante una cláusula contractual la legislación de otro Estado 
[miembro], excluyan la posibilidad de revocar los actos de ejecución de ese contrato 
del ámbito de aplicación de las normas imperativas de la lex fori concursus 
establecidas para garantizar el principio de la par condicio creditorum, en perjuicio 
del conjunto de los acreedores en caso de insolvencia sobrevenida? 

4) ¿Debe interpretarse el artículo 1, apartado 1, del Reglamento no 593/2008 en el 
sentido de que las «situaciones que impliquen un conflicto de leyes» a efectos de la 
aplicación de dicho Reglamento incluyen también un contrato de fletamento 
marítimo celebrado en un Estado miembro entre sociedades con domicilio social en 
ese mismo Estado miembro que incluya una cláusula de elección de la ley aplicable 
de otro Estado miembro? 

5) En caso de respuesta afirmativa a la cuarta cuestión, ¿debe interpretarse el 
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artículo 3, apartado 3, del Reglamento no 593/2008, en relación con el artículo 13 
del Reglamento no 1346/2000, en el sentido de que la voluntad de las partes de 
someter un contrato a la legislación de un Estado miembro distinto de aquel en el 
que están situados «todos los demás elementos pertinentes de la situación» no 
impide que se apliquen las normas imperativas de la legislación de dicho Estado 
miembro que resultaría aplicable en cuanto lex fori concursus a la impugnación de 
los actos realizados antes de la apertura del procedimiento de insolvencia en 
perjuicio del conjunto de los acreedores, prevaleciendo así sobre la cláusula de 
exención contenida en el artículo 13 del Reglamento no 1346/2000? 

 

Cuestión prejudicial planteada por el Tribunalul Mures (Rumanía), Asunto C-212/15, 8 de mayo 
de 2015 — ENEFI Energiahatekonysagi Nyrt/Directia Generala Regionala a Finantelor Publice 
Brasov (DGRFP) Brasov — Administratia Judeteana a Finantelor Publice Mures 

1) En la interpretación del artículo 4, apartados 1 y 2, letras f), y k), del Reglamento 
(CE) no 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de 
insolvencia, que se precise si entre los efectos del procedimiento de insolvencia 
regulados por la ley del Estado de apertura del procedimiento de insolvencia puede 
incluirse la caducidad del derecho de un acreedor que no ha participado en el 
procedimiento de insolvencia a exigir su crédito en otro Estado miembro o la 
suspensión de la ejecución forzosa de dicho crédito en ese otro Estado miembro. 

2) Si presenta relevancia el hecho de que el crédito exigido por vía ejecutiva en 
otro Estado miembro distinto del de apertura [del procedimiento de insolvencia] sea 
de naturaleza fiscal. 

 

Expuesto todo lo anterior, restará ahora exponer la herramienta con que contamos para la 
insolvencia transfronteriza en la Ley Concursal Española de 9 de julio de 2003, que no es sino 
reflejo de lo que he apuntado de Reglamento de la Unión Europea sobre procedimientos de 
insolvencia. 

Las resoluciones extranjeras que declaren la apertura de un procedimiento de insolvencia se 
reconocerán en España mediante el procedimiento de exequátur si: 

a) se refiere a un procedimiento colectivo y sus bienes y actividades quedan sujetos al 
control o a la supervisión de un tribunal o una autoridad extranjera; 

b) sea resolución definitiva; 

c) la competencia del tribunal o de la autoridad que haya abierto el procedimiento de 
insolvencia esté basada en alguno de los criterios contenidos en el artículo 10 de esta 
ley; 

d) no haya sido pronunciada en rebeldía, haya sido precedida de entrega o notificación de 
cédula de emplazamiento o documento equivalente; y sea contraria al orden público 
español. 

El procedimiento de insolvencia se reconocerá: 

 Como procedimiento extranjero principal, si se está tramitando en el Estado donde el 
deudor tenga el centro de sus intereses principales. 
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 Como procedimiento extranjero territorial, si se está tramitando en un Estado donde el 
deudor tenga un establecimiento o con cuyo territorio exista una conexión razonable de 
naturaleza equivalente, como la presencia de bienes afectos a una actividad económica. 

Obviamente el reconocimiento de un procedimiento extranjero principal no impedirá la 
apertura en España de un concurso territorial. 

Se considerará administrador o representante del procedimiento extranjero el que así hubiera 
sido designado, lo que acreditará mediante copia autenticada del original de la resolución 

Una vez reconocido un procedimiento extranjero principal, el administrador o representante 
estará obligado a dar publicidad al procedimiento y solicitar las inscripciones en registros públicos. 

Ejercerá las facultades que le correspondan conforme a la ley del Estado de apertura, salvo que 
resulten incompatibles con los efectos de un concurso territorial declarado en España o con las 
medidas cautelares adoptadas en virtud de una solicitud de concurso y, en todo caso, cuando su 
contenido sea contrario al orden público. 

Deberá respetar la ley española, en particular en lo que respecta a las modalidades de 
realización de los bienes y derechos del deudor. 

Las resoluciones extranjeras reconocidas en España producirán los efectos que les atribuya la 
ley del Estado de apertura del procedimiento, que se limitarán a los bienes y derechos que en el 
momento de su declaración estén situados en el Estado de apertura. 

Al igual que el reconocimiento del procedimiento extranjero principal, la ejecución de las 
resoluciones extranjeras necesitará previo exequátur para su ejecución en España. 

Se regulan también las medidas cautelares en el artículo 226 que puedan acordarse en España 
incluidas las siguientes: 

1. ª Paralizar cualquier medida de ejecución. 

2. ª La administración o la realización de aquellos bienes o derechos situados en 
España que, por su naturaleza o por circunstancias concurrentes, sean perecederos, 
susceptibles de sufrir grave deterioro o de disminuir considerablemente su valor. 

3. ª Suspender el ejercicio de las facultades de disposición, enajenación y gravamen de 
bienes y derechos del deudor. Condicionará su subsistencia a la presentación de esta 
última solicitud en el plazo de 20 días. 

Como particularidad en el artículo 125 dispone el pago hecho en España a un deudor sometido 
a procedimiento de insolvencia abierto en otro Estado y conforme al cual deberá hacerse al 
administrador o representante en él designado sólo liberará a quien lo hiciere ignorando la 
existencia del procedimiento antes de la publicidad. 

Termina la Ley Concursal la regulación de la insolvencia transnacional con la coordinación entre 
procedimientos paralelos de insolvencia, dejando claro con la Unión Europea el deber de 
cooperación recíproca en el ejercicio de sus funciones, bajo la supervisión de sus respectivos 
jueces, tribunales o autoridades competentes. La negativa a cooperar por parte del administrador 
o representante, o del tribunal o autoridad extranjeros, liberará de este deber a los 
correspondientes órganos españoles, (artículo 227). 

Cooperación que podría consistir en: 
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1. º El intercambio, por cualquier medio que se considere oportuno, de informaciones 
que puedan ser útiles para el otro procedimiento, sin perjuicio del obligado respeto 
de las normas que amparen el secreto o la confidencialidad de los datos objeto de la 
información o que de cualquier modo los protejan. 

Existirá la obligación de informar de cualquier cambio relevante en la situación del 
procedimiento respectivo, incluido el nombramiento del administrador o 
representante, y de la apertura en otro Estado de un procedimiento de insolvencia 
respecto del mismo deudor. 

2. º La coordinación de la administración y del control o supervisión de los bienes y 
actividades del deudor. 

3. º La aprobación y aplicación por los tribunales o autoridades competentes de 
acuerdos relativos a la coordinación de los procedimientos. 

Advertir que deberá permitir al administrador o representante del procedimiento extranjero 
principal la presentación, en tiempo oportuno, de propuestas de convenio, de planes de 
liquidación o de cualquier otra forma de realización de bienes y derechos de la masa activa o de 
pago de los créditos. 

En cuanto a los acreedores, el administrador en la medida que así lo permita la ley aplicable al 
procedimiento extranjero de insolvencia, podrá comunicar en el concurso declarado en España, y 
conforme a lo establecido en esta ley, los créditos reconocidos en aquél. 

La administración concursal de un concurso declarado en España podrá presentar en un 
procedimiento extranjero de insolvencia, principal o territorial, los créditos reconocidos en la lista 
definitiva de acreedores, siempre que así lo permita la ley aplicable a ese procedimiento. 

El artículo 229 deja claro una circunstancia que podría generar problemas entre los acreedores. 
El acreedor que obtenga en un procedimiento extranjero de insolvencia pago parcial de su crédito 
no podrá pretender en el concurso declarado en España ningún pago adicional hasta que los 
restantes acreedores de la misma clase y rango hayan obtenido en éste una cantidad 
porcentualmente equivalente. 

Parece pues, en definitiva, que superando la realidad a la normativa que regula la insolvencia 
en el mundo no sucede lo mismo con la insolvencia transnacional donde las regulaciones, los 
tiempos y los agentes están “controlados” llevando, como sabemos, a la impunidad del deudor 
más avispado. 
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Diario Oficial de la Unión Europea 5.6.2015 

 

REGLAMENTO (UE) 2015/848 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 

de 20 de mayo de 2015 sobre procedimientos de insolvencia (texto refundido) 

 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en particular, su artículo 
81,  

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los Parlamentos nacionales,  

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (50), 

De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario (51),  

 

Considerando lo siguiente: 

(1) El 12 de diciembre de  2012,  la  Comisión  adoptó  su  informe  sobre  la  

aplicación  del  Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo (52). El informe 
concluye que el Reglamento funciona correctamente en general, pero que sería 
conveniente mejorar la aplicación de algunas de sus disposiciones con el fin de 
reforzar la eficaz administración de los procedimientos de insolvencia 
transfronterizos. Puesto que dicho Reglamento se ha modificado varias veces y 
procede introducir más modificaciones, conviene refundirlo en aras de la 
claridad. 

(2) La Unión persigue el objetivo de establecer un espacio de libertad, seguridad y 
justicia. 

(3) El buen funcionamiento del mercado interior exige que los procedimientos 
transfronterizos de insolvencia se desarrollen de forma eficaz y eficiente. La 
adopción del presente Reglamento es necesaria para alcanzar dicho objetivo, 
que se incluye en el ámbito de cooperación judicial en materia civil con arreglo 
al artículo 81 del Tratado. 

(4) Las actividades empresariales tienen cada vez más repercusiones 
transfronterizas por lo que cada vez con mayor frecuencia están siendo 
reguladas por el Derecho de la Unión. La insolvencia de dichas empresas afecta al 

                                                           
50 DO C 271 de 19.9.2013, p. 55. 
51 Posición del Parlamento Europeo de 5 de febrero de 2014 (no publicada aún en el Diario Oficial) y Posición del 
Consejo en primera lectura de 12 de marzo de 2015 (no publicada aún en el Diario Oficial). Posición del Parlamento 
Europeo de 20 de mayo de 2015 (no publicada aún en el Diario Oficial). 
52 Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de insolvencia (DO L 160 
de 30.6.2000, p. 1). 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

757 

 

buen funcionamiento del mercado interior, y es necesario un acto de la Unión 
que exija la coordinación de las medidas que deban adoptarse respecto de los 
bienes del deudor insolvente. 

(5) Para el buen funcionamiento del mercado interior es necesario evitar que las 
partes encuentren incentivos para transferir bienes o litigios de un Estado 
miembro a otro, en busca de una posición jurídica más favorable en detrimento 
del conjunto de los acreedores (búsqueda de un foro de conveniencia). 

(6) El presente Reglamento debe incluir disposiciones que regulen la competencia 
para la apertura de procedimientos de insolvencia y de acciones que se deriven 
directamente de dichos procedimientos y guarden una estrecha vinculación 
con ellos. Asimismo, el presente Reglamento debe contener disposiciones 
relativas al reconocimiento y la ejecución de las resoluciones judiciales dictadas 
en dichos procedimientos, así como disposiciones relativas a la ley aplicable a 
los procedimientos de insolvencia. Adicionalmente, el presente Reglamento 
debe establecer normas sobre la coordinación de los procedimientos de 
insolvencia relativos a un mismo deudor o a varios miembros de un mismo 
grupo de sociedades. 

(7) La quiebra, los convenios entre quebrado y acreedores y demás 
procedimientos análogos, así como las acciones relacionadas con esos 
procedimientos,  están  excluidos  del  ámbito  de  aplicación  del  Reglamento  
(UE) n° 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo (53). Dichos 
procedimientos deben quedar sujetos al presente Reglamento. En la mayor 
medida posible, la interpretación del presente Reglamento debe evitar 
resquicios normativos entre ambos instrumentos. Sin embargo, el mero hecho 
de que un procedimiento nacional no figure en la lista del anexo A del presente 
Reglamento no ha de significar que esté sujeto al Reglamento (UE) n° 

1215/2012. 

(8) Para alcanzar el objetivo de mejorar la eficacia y eficiencia en los 
procedimientos de insolvencia con repercusiones transfronterizas es necesario 
y oportuno que las disposiciones sobre competencia judicial, reconocimiento y 
Derecho aplicable en este ámbito se recojan en un instrumento de la Unión 
vinculante y directamente aplicable en los Estados miembros. 

(9) El presente Reglamento debe ser aplicable a los procedimientos de insolvencia 
que cumplan las condiciones establecidas en él, independientemente de que 
el deudor sea una persona física o jurídica, un comerciante o un particular. 
Esos procedimientos de insolvencia se enumeran exhaustivamente en el 
anexo A. Respecto a los procedimientos nacionales recogidos en el anexo A, el 
presente Reglamento debe aplicarse sin necesidad de examen ulterior alguno 
por los órganos jurisdiccionales de otro Estado miembro acerca del 
cumplimiento de las condiciones establecidas en el presente Reglamento. Los 
procedimientos nacionales de insolvencia que no estén enumerados en el 

                                                           
53 Reglamento (UE) no 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la 
competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (DO L 351 
de 20.12.2012, p. 1). 
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anexo A deben quedar excluidos del presente Reglamento. 

(10) El ámbito de aplicación del presente Reglamento debe ampliarse a los 
procedimientos que promueven el rescate de empresas viables 
económicamente a pesar de estar en dificultades, y que ofrecen una segunda 
oportunidad a los empresarios. En particular, debe ampliarse a los 
procedimientos que estén dirigidos a la reestructuración de un deudor en una 
fase en la que la insolvencia es solo una probabilidad, o que permitan al 
deudor conservar el control total o parcial de sus bienes y negocios. También 
debe hacerse extensivo a los procedimientos que prevean una condonación o 
reestructuración de la deuda de los consumidores y de los trabajadores 
autónomos, por ejemplo reduciendo la cuantía que deba pagar el deudor o 
ampliando el plazo de pago que se le hubiera concedido. Dado que esos 
procedimientos no implican necesariamente el nombramiento de un 
administrador concursal, deben estar sujetos al presente Reglamento si se 
desarrollan bajo el control o la supervisión de un órgano jurisdiccional. En este 
contexto, el término «control» debe incluir aquellas situaciones en las que el 
órgano jurisdiccional solo intervenga a instancia de un acreedor u otras partes 
interesadas. 

(11) El presente Reglamento debe aplicarse también a los procedimientos en los 
que se acuerde una suspensión temporal de las acciones de ejecución 
interpuestas por acreedores individuales cuando dichas acciones puedan 
afectar de manera desfavorable a las negociaciones y obstaculizar las 
perspectivas de reestructurar la actividad mercantil del deudor. Dichos 
procedimientos no deben causar perjuicio al conjunto de los acreedores y, en 
caso de que no pueda llegarse a un acuerdo sobre un plan de 
reestructuración, deben preceder a otros procedimientos incluidos en el 
presente Reglamento. 

(12) El presente Reglamento debe aplicarse a los procedimientos cuya apertura 
esté sujeta a publicidad con el fin de permitir a los acreedores conocer los 
procedimientos y presentar sus créditos, asegurando de ese modo el carácter 
colectivo de los procedimientos, y con el fin de ofrecer a los acreedores la 
posibilidad de impugnar la competencia del órgano jurisdiccional que los haya 
abierto. 

(13) En consecuencia, deben excluirse del ámbito de aplicación del presente 
Reglamento los procedimientos de insolvencia que tengan carácter 
confidencial. Aunque tales procedimientos pueden desempeñar un papel 
importante en algunos Estados miembros, su confidencialidad hace imposible 
que un acreedor o un órgano jurisdiccional de otro Estado miembro pueda 
saber que se ha abierto un procedimiento de este tipo, por lo que resulta 
difícil garantizar el reconocimiento de sus efectos en toda la Unión. 

(14) Los procedimientos colectivos regulados por el presente Reglamento deben 
incluir a la totalidad o una parte significativa de los acreedores con los que el 
deudor tenga contraída la totalidad o una parte sustancial de su deuda 
pendiente, siempre que ello no afecte a los créditos de los acreedores que no 
sean parte en tales procedimientos. Deben incluir asimismo los 
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procedimientos en los que únicamente concurran los acreedores financieros 
del deudor. Los procedimientos en los que no concurran todos los acreedores 
del deudor deben ser procedimientos destinados a rescatar al deudor. Los 
procedimientos que conduzcan a un cese definitivo de las actividades del 
deudor o a la liquidación de sus activos deben incluir a todos los acreedores 
del deudor. Por otra parte, el hecho de que, en algunos procedimientos de 
insolvencia de personas físicas, determinadas categorías de créditos, como los 
derechos a alimentos, no puedan acogerse a una condonación de la deuda no 
significa que tales procedimientos no sean colectivos. 

(15) El presente Reglamento debe aplicarse asimismo a los procedimientos que, en 
virtud del Derecho de algunos Estados miembros, se abren y se desarrollan 
durante un tiempo a título temporal o provisional, hasta que un órgano 
jurisdiccional dicte un auto que confirme la continuación del procedimiento 
sobre una base que no sea provisional. Pese a su denominación de 
«provisional», esos procedimientos deben cumplir todos los demás requisitos 
del presente Reglamento. 

(16) El presente Reglamento se debe aplicar a los procedimientos que se basen en 
la legislación en materia de insolvencia. Sin embargo, los procedimientos que 
se basen en disposiciones generales del Derecho de sociedades que no estén 
concebidas exclusivamente para situaciones de insolvencia no deben 
considerarse procedimientos basados en la legislación en materia de 
insolvencia. De igual modo, los procedimientos a efectos de la 
reestructuración de la deuda no deben incluir los procedimientos específicos 
en los que se amorticen las deudas de las personas físicas con rentas muy 
bajas y un patrimonio de muy escaso valor, siempre que este tipo de 
procedimientos no establezca en ninguna circunstancia disposiciones para el 
pago a los acreedores. 

(17) El ámbito de aplicación del presente Reglamento debe ampliarse a 
procedimientos derivados de situaciones en las que el deudor se enfrente a 
dificultades que no sean financieras, siempre que esas dificultades supongan 
una amenaza real y seria para la capacidad actual y futura del deudor de pagar 
sus deudas al vencimiento de estas. El marco temporal indicado para 
determinar la existencia de tal amenaza puede extenderse a un período de 
varios meses o incluso más para tener en cuenta los casos en que el deudor se 
enfrente a dificultades que no sean financieras que hagan peligrar la situación 
de su empresa y, a medio plazo, su liquidez. Esto puede suceder, por ejemplo, 
cuando el deudor haya perdido un contrato de importancia clave para este. 

(18) El presente Reglamento debe entenderse sin perjuicio de las normas relativas 
a la recuperación de las ayudas públicas de las sociedades en situación de 
insolvencia, según ha interpretado la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea. 

(19) Los procedimientos de insolvencia relativos a empresas de seguros, entidades 
de crédito, empresas de inversión y otras sociedades, instituciones o empresas 
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sujetos a la Directiva 2001/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (54) y 
los relativos a organismos de inversión colectiva deben excluirse del ámbito de 
aplicación del presente Reglamento dado que todos están sujetos a regímenes 
especiales y que las autoridades nacionales de control disponen de amplias 
competencias de intervención. 

(20) Los procedimientos de insolvencia no implican necesariamente la intervención 
de una autoridad judicial. Así pues, el término «órgano jurisdiccional» en el 
presente Reglamento debe entenderse, en determinadas disposiciones, en un 
sentido amplio e incluir a la persona u órgano legitimado por el Derecho 
nacional para abrir procedimientos de insolvencia. A efectos de la aplicación 
del presente Reglamento, los procedimientos, que incluyen las diligencias y 
formalidades legalmente estipuladas, no solo deben cumplir lo dispuesto en 
este, sino que también deben estar reconocidos oficialmente y tener eficacia 
jurídica en el Estado miembro en el que se abra el procedimiento de 
insolvencia. 

(21) Los administradores concursales se definen en el presente Reglamento y se 
enumeran en el anexo B. Los administradores concursales nombrados sin la 
intervención de un órgano judicial deben estar debidamente regulados y 
autorizados para actuar en procedimientos de insolvencia en virtud del 
Derecho nacional. El marco normativo nacional debe establecer las 
disposiciones adecuadas para resolver posibles conflictos de intereses. 

(22) El presente Reglamento acepta el hecho de que la disparidad de las normas 
sustantivas entre los Estados miembros no permite la aplicación de un único 
procedimiento de insolvencia de alcance universal en toda la Unión. En este 
contexto, la aplicación sin excepciones del Derecho del Estado de apertura del 
procedimiento llevaría con frecuencia a situaciones difíciles. Así sucede, por 
ejemplo, en el caso de las muy diferentes normativas nacionales en materia de 
garantías que pueden encontrarse en los Estados miembros. Asimismo, los 
derechos de prelación de que gozan algunos acreedores en el procedimiento 
de insolvencia son, en algunos casos, completamente diferentes. En la 
próxima revisión del presente Reglamento será necesario determinar medidas 
adicionales a fin de mejorar el orden de prelación de los trabajadores a escala 
europea. El presente Reglamento debe tener en cuenta dicha disparidad de las 
normas nacionales de dos maneras distintas. Por una parte, deben preverse 
normas especiales de Derecho aplicable para el supuesto de derechos y 
relaciones jurídicas que revistan especial importancia (por ejemplo, derechos 
reales y contratos de trabajo). Por otra parte, junto a un procedimiento de 
insolvencia principal de alcance universal, también deben autorizarse 
procedimientos nacionales que se apliquen exclusivamente a los bienes 
situados en el Estado de apertura del procedimiento. 

(23) El presente Reglamento permite que los procedimientos de insolvencia 
principales se inicien en el Estado miembro en que el deudor tenga el centro 

                                                           
54 Directiva 2001/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de abril de 2001, relativa al saneamiento y a la 
liquidación de las entidades de crédito (DO L 125 de 5.5.2001, p. 15). 
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de sus intereses principales. Dichos procedimientos tienen alcance universal y 
su objetivo es que se apliquen a todos los bienes del deudor. Con objeto de 
proteger la diversidad de intereses, el presente Reglamento permite que se 
inicien procedimientos de insolvencia secundarios paralelamente al 
procedimiento de insolvencia principal. Se permite abrir procedimientos de 
insolvencia secundarios en el Estado miembro en que el deudor tenga un 
establecimiento. Los efectos de los procedimientos de insolvencia secundarios 
están limitados a los bienes situados en dicho Estado. La necesidad de 
congruencia dentro de la Unión se satisface mediante disposiciones 
imperativas de coordinación con el procedimiento de insolvencia principal. 

(24) Cuando el procedimiento de insolvencia principal relativo a una persona 
jurídica o una sociedad se haya abierto en un Estado miembro distinto de 
aquel en el que se encuentra su domicilio social, debe ser posible abrir 
procedimientos de insolvencia secundarios en el Estado miembro en el que se 
encuentre el domicilio social, a condición de que el deudor esté ejerciendo en 
dicho Estado una actividad económica con medios humanos y materiales, de 
conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. 

(25) El presente Reglamento se aplica solamente a los procedimientos relativos a 
deudores cuyo centro de intereses principales esté situado en la Unión. 

(26) Las normas de competencia judicial del presente Reglamento solo determinan 
la competencia internacional, es decir, designan al Estado miembro cuyos 
órganos jurisdiccionales pueden abrir un procedimiento de insolvencia. La 
competencia territorial dentro de ese Estado miembro debe ser determinada 
por su Derecho nacional. 

(27) Antes de abrir un procedimiento de insolvencia, el órgano jurisdiccional 
competente debe examinar de oficio si el centro de intereses principales o el 
establecimiento del deudor están realmente situados dentro de su ámbito de 
competencia. 

(28) Al determinar si el centro de intereses principales del deudor puede ser 
reconocible por terceros, debe prestarse una especial atención a los 
acreedores y a su percepción del lugar en el que el deudor lleva a cabo la 
gestión de sus intereses. Ello puede requerir, en caso de traslado del centro de 
intereses principales, que se informe a los acreedores a su debido tiempo de la 
nueva ubicación desde la cual el deudor está ejerciendo sus actividades, por 
ejemplo advirtiendo del cambio de dirección en la correspondencia comercial 
o haciendo pública la nueva ubicación mediante otros medios adecuados. 

(29) El presente Reglamento debe contener una serie de salvaguardias destinadas 
a evitar foros de conveniencia fraudulentos o abusivos. 

(30) Así pues, la presunción de que el domicilio social, el centro principal de 
actividad y la residencia habitual son el centro de intereses principales debe 
ser refutable, y el órgano jurisdiccional competente de un Estado miembro 
debe valorar cuidadosamente si el centro de los intereses principales del 
deudor está realmente situado en ese Estado miembro. En el caso de una 
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sociedad, debe ser posible destruir esa presunción cuando el lugar de la 
administración central de la sociedad esté situado en un Estado miembro 
distinto de aquel en el que esté su domicilio social, y cuando de una valoración 
conjunta de todas las circunstancias pertinentes se establezca, de forma que 
pueda ser reconocible por terceros, que el centro efectivo de dirección y 
control de dicha sociedad y de la gestión de sus intereses está situado en ese 
otro Estado miembro. Tratándose de una persona que no ejerza una actividad 
mercantil o profesional independiente, debe ser posible destruir dicha 
presunción, por ejemplo, en el supuesto de que la mayor parte de los bienes 
del deudor esté situada fuera del Estado miembro en el que reside 
habitualmente, o cuando pueda establecerse que la principal razón de su 
traslado haya sido tramitar los procedimientos de insolvencia en la nueva 
jurisdicción y ello perjudicase materialmente los intereses de los acreedores 
cuyos créditos con el deudor hayan nacido antes del traslado. 

(31) Con el mismo objetivo de evitar foros de conveniencia fraudulentos o 
abusivos, la presunción de que el centro de intereses principales se encuentra 
en el domicilio social, o en el centro principal de actividad o en la residencia 
habitual de la persona física de que se trate, no debe ser aplicable cuando, 
tratándose de una sociedad, de una persona jurídica o de una persona física 
que ejerza una actividad mercantil o profesional independiente, el deudor 
haya trasladado su domicilio social o centro principal de actividad a otro 
Estado miembro dentro de los tres meses anteriores a la solicitud de apertura 
de los procedimientos de insolvencia, o tratándose de una persona que no 
ejerza una actividad mercantil o profesional independiente, el deudor haya 
trasladado su residencia habitual a otro Estado miembro dentro de los seis 
meses anteriores a la solicitud de apertura de los procedimientos de 
insolvencia. 

(32) En todo caso, cuando las circunstancias del asunto susciten dudas sobre la 
competencia del órgano jurisdiccional, este debe exigir al deudor que aporte 
pruebas adicionales que respalden sus declaraciones y, en caso de que la ley 
aplicable a los procedimientos de insolvencia lo permita, ofrecer a los 
acreedores la posibilidad de presentar sus observaciones sobre la cuestión de 
la competencia jurisdiccional. 

(33) Cuando el órgano jurisdiccional ante el que se haya presentado la solicitud de 
apertura de un procedimiento de insolvencia concluya que el centro de 
intereses principales no está situado en su territorio, no abrirá el 
procedimiento de insolvencia principal. 

(34) Por añadidura, todo acreedor del deudor debe tener acceso a una tutela 
judicial efectiva frente a la resolución de apertura de un procedimiento de 
insolvencia. La consecuencia de la impugnación de la resolución de apertura 
de un procedimiento de insolvencia debe regirse por el Derecho nacional. 

(35) Los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo territorio se haya 
abierto un procedimiento de insolvencia también deben ser competentes para 
conocer de las acciones que se deriven directamente de dicho procedimiento 
y que guarden una estrecha vinculación con este. Esas acciones deben incluir 
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las acciones revocatorias frente a los demandados en otros Estados miembros, 
así como las acciones relacionadas con las obligaciones que surjan en el 
transcurso de los procedimientos de insolvencia, como los pagos anticipados 
de las costas procesales. En cambio, las acciones destinadas al cumplimiento 
de las obligaciones contraídas mediante contratos celebrados por el deudor 
con anterioridad a la apertura de los procedimientos no derivan directamente 
de estos últimos. Cuando una acción de este tipo guarde relación con otra 
acción basada en normas generales del Derecho civil y mercantil, el 
administrador concursal debe poder acumular ambas acciones ante los 
órganos jurisdiccionales del lugar de domicilio del demandado si considera 
más eficaz interponer la acción en ese foro. Tal puede ser el caso, por ejemplo, 
cuando el administrador concursal desee ejercitar una acción basada en el 
Derecho de insolvencia por la responsabilidad de un administrador junto con 
una acción basada en el Derecho de sociedades o en el Derecho general en 
materia de responsabilidad civil. 

(36) El órgano jurisdiccional competente para abrir el procedimiento de insolvencia 
principal debe estar facultado para ordenar medidas provisionales y cautelares 
desde el momento mismo de la solicitud de apertura del procedimiento. Las 
medidas cautelares y provisionales, ya sean anteriores o posteriores al inicio 
del procedimiento de insolvencia, son importantes para garantizar la eficacia 
del mismo. El presente Reglamento contempla a este respecto varias 
posibilidades. Por un lado, el órgano jurisdiccional competente para el 
procedimiento de insolvencia principal debe también estar facultado para 
ordenar medidas provisionales y cautelares respecto de los bienes situados en 
el territorio de otros Estados miembros. Por otro, el administrador concursal 
nombrado provisionalmente con anterioridad al procedimiento principal debe 
estar facultado para solicitar, en los Estados miembros en que se encuentre un 
establecimiento del deudor, las medidas cautelares que sean posibles en 
virtud del Derecho de dichos Estados miembros. 

(37) Antes de la apertura del procedimiento de insolvencia principal, el derecho a 
solicitar la incoación de un procedimiento de insolvencia en el Estado 
miembro en que el deudor tenga un establecimiento debe estar limitado a los 
acreedores locales y a las autoridades públicas, o a los casos en que el 
procedimiento de insolvencia principal no pueda abrirse con arreglo al 
Derecho del Estado miembro en el que el deudor tenga el centro de sus 
intereses principales. El motivo de esta restricción es limitar a los casos 
estrictamente indispensables las solicitudes de apertura de procedimientos de 
insolvencia territoriales previas al procedimiento de insolvencia principal. 

(38) El presente Reglamento no restringe el derecho a solicitar la apertura de un 
procedimiento de insolvencia en un Estado miembro en que el deudor tenga 
un establecimiento una vez abierto el procedimiento de insolvencia principal. 
El administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal o 
cualquier otra persona facultada en virtud del Derecho nacional de dicho 
Estado miembro puede solicitar la apertura de un procedimiento de 
insolvencia secundario. 
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(39) El presente Reglamento debe incluir normas para determinar la localización de 
los bienes del deudor, y estas normas deben aplicarse a la hora de determinar 
qué bienes corresponden al procedimiento de insolvencia principal y cuáles a 
los procedimientos de insolvencia secundarios, o sobre las situaciones en que 
existan derechos reales de terceros. En particular, en el presente Reglamento 
se ha de establecer que en los procedimientos de insolvencia principales 
solamente deben incluirse las patentes europeas con efecto unitario, las 
marcas comunitarias u otros derechos análogos, como la protección 
comunitaria de las obtenciones vegetales o los dibujos y modelos 
comunitarios. 

(40) Los procedimientos de insolvencia secundarios pueden tener distintos 
objetivos, además de la protección de los intereses locales. Pueden darse 
casos en que la masa del deudor sea demasiado compleja para ser 
administrada unitariamente, o en que las diferencias entre los ordenamientos 
jurídicos de que se trate sean tan grandes que puedan surgir dificultades por 
el hecho de que los efectos derivados del Derecho del Estado de apertura del 
procedimiento se extiendan a los demás Estados miembros en que estén 
situados los bienes. Por ese motivo, el administrador concursal del 
procedimiento de insolvencia principal puede solicitar la apertura de un 
procedi miento de insolvencia secundario cuando así lo requiera la eficaz 
administración de la masa. 

(41) Los procedimientos de insolvencia secundarios también pueden entorpecer la 
eficaz administración de la masa. En consecuencia, el presente Reglamento 
contempla dos situaciones específicas en las que el órgano jurisdiccional ante 
el cual se solicite la apertura de un procedimiento de insolvencia secundario, a 
instancia del administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
principal, ha de poder aplazar o denegar la apertura de dicho procedimiento. 

(42) En primer lugar, el presente Reglamento ofrece al administrador concursal del 
procedimiento de insolvencia principal la posibilidad de contraer el 
compromiso con los acreedores locales de que van a recibir el mismo trato 
que si se hubiesen abierto procedimientos de insolvencia secundarios. Ese 
compromiso debe reunir una serie de requisitos previstos en el presente 
Reglamento, en particular, ser aprobado por una mayoría cualificada de los 
acreedores locales. Una vez contraído ese compromiso, el órgano 
jurisdiccional ante el que se haya solicitado la apertura de un procedimiento 
de insolvencia secundario debe poder denegar la solicitud cuando considere 
que el compromiso protege adecuadamente los intereses generales de los 
acreedores locales. A la hora de valorar esos intereses, el órgano jurisdiccional 
debe tener en cuenta la aprobación del compromiso por una mayoría 
cualificada de los acreedores locales. 

(43) A los efectos de contraer un compromiso con los acreedores locales, los 
bienes y derechos situados en el Estado miembro en el que el deudor tenga un 
establecimiento deben formar una subcategoría dentro de la masa y, al 
distribuir dichos bienes y derechos o los importes percibidos por su 
realización, el administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
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principal debe respetar los derechos de prelación que tendrían los acreedores 
locales si se hubieran abierto procedimientos de insolvencia secundarios en 
dicho Estado miembro. 

(44) El Derecho nacional debe ser aplicable, según corresponda, en relación con la 
aprobación de un compromiso. En particular, en caso de que, con arreglo al 
Derecho nacional, las normas de votación aplicables a la adopción de un plan 
de reestructuración exijan el reconocimiento previo de los créditos de los 
acreedores, estos créditos deben considerarse asimismo reconocidos a efectos 
de la votación del compromiso. En caso de que en virtud del Derecho nacional 
existan distintos procedimientos para la adopción de planes de 
reestructuración, los Estados miembros deben determinar el procedimiento 
concreto que haya de aplicarse en este contexto. 

(45) En segundo lugar, el presente Reglamento debe prever la posibilidad de que el 
órgano jurisdiccional suspenda temporalmente la apertura de los 
procedimientos de insolvencia secundarios cuando en el procedimiento de 
insolvencia principal se haya acordado una suspensión temporal de los 
procedimientos de ejecución individual, a fin de preservar la eficacia de la 
suspensión acordada en el procedimiento de insolvencia secundario. El órgano 
jurisdiccional debe poder acordar la suspensión temporal cuando compruebe 
que se han establecido las medidas adecuadas para proteger el interés general 
de los acreedores locales. En ese supuesto, todos aquellos acreedores que 
pudieran verse afectados por el resultado de las negociaciones de un plan de 
reestructuración deben ser informados de su desarrollo y poder participar en 
ellas. 

(46) A fin de garantizar la eficaz protección de los intereses locales, el 
administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal no debe 
poder liquidar o trasladar de manera abusiva los bienes situados en el Estado 
miembro en el que esté ubicado un establecimiento, en particular con objeto 
de frustrar la posibilidad de que se satisfagan efectivamente tales intereses si 
posteriormente se abriese un procedimiento de insolvencia secundario. 

(47) Nada de lo dispuesto en el presente Reglamento debe impedir que los órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro en el que se haya abierto un 
procedimiento de insolvencia secundario sancionen a los administradores 
sociales del deudor por cualquier incumplimiento de sus obligaciones, siempre 
que dichos órganos jurisdiccionales sean competentes para resolver esos 
litigios en virtud de su Derecho nacional. 

(48) El procedimiento de insolvencia principal y los procedimientos de insolvencia 
secundarios pueden contribuir a una eficaz administración de la masa del 
deudor o a la liquidación efectiva de la masa activa si existe una cooperación 
adecuada entre los actores que intervengan en todos los procedimientos 
paralelos. Una cooperación adecuada implica que los diferentes 
administradores concursales y órganos jurisdiccionales involucrados colaboren 
estrechamente, en particular, mediante un intercambio suficiente de 
información. Para asegurar el papel predominante del procedimiento de 
insolvencia principal deben ofrecerse al administrador concursal de dicho 
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procedimiento varias posibilidades de intervención en procedimientos de 
insolvencia secundarios paralelos. En particular, el administrador concursal 
debe poder proponer un plan de reestructuración o convenio, o bien solicitar 
el aplazamiento de la liquidación de la masa en el procedimiento de 
insolvencia secundario. Al cooperar, los administradores concursales y los 
órganos jurisdiccionales deben tener en cuenta las mejores prácticas de 
cooperación en asuntos de insolvencia transfronteriza establecidas en los 
principios y directrices sobre comunicación y cooperación adoptados por las 
organizaciones europeas e internacionales que trabajan en el ámbito del 
Derecho de insolvencia y, en particular, las orientaciones pertinentes 
preparadas por la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CNUDMI). 

(49) En aras de esa cooperación, los administradores concursales y los órganos 
jurisdiccionales han de poder celebrar acuerdos y protocolos destinados a 
facilitar la cooperación transfronteriza entre procedimientos de insolvencia 
múltiples en distintos Estados miembros que afecten al mismo deudor o a 
miembros del mismo grupo de sociedades, cuando ello sea compatible con las 
normas aplicables a cada uno de los procedimientos. Dichos acuerdos y 
protocolos pueden variar en cuanto a su forma, que puede ser escrita u oral, y 
a su ámbito de aplicación, que puede variar, de genérico a específico, y 
pueden ser suscritos por diferentes partes. Los acuerdos genéricos simples 
pueden insistir en la necesidad de una cooperación estrecha entre las partes, 
sin referirse a cuestiones específicas, mientras que los acuerdos específicos, 
más detallados, pueden establecer un marco de principios que rijan los 
distintos procedimientos de insolvencia y pueden ser aprobados por los 
órganos jurisdiccionales que intervengan, cuando el Derecho nacional así lo 
requiera. Pueden reflejar el acuerdo entre las partes para adoptar o no 
adoptar determinadas medidas o acciones. 

(50) De igual forma, los órganos jurisdiccionales de diferentes Estados miembros 
pueden cooperar coordinando el nombramiento de administradores 
concursales. En ese contexto, pueden nombrar a un solo administrador 
concursal para varios procedimientos de insolvencia que afecten al mismo 
deudor o para diferentes miembros de un grupo de sociedades, siempre que 
ello sea compatible con las normas aplicables a cada uno de los 
procedimientos, en particular, con los requisitos de cualificación y habilitación 
del administrador concursal. 

(51) El presente Reglamento debe garantizar la eficaz administración de los 
procedimientos de insolvencia relativos a diferentes sociedades que formen 
parte de un grupo de sociedades. 

(52) Cuando se abran procedimientos de insolvencia respecto a varias sociedades 
de un mismo grupo, debe establecerse una coordinación adecuada entre los 
actores que intervengan en esos procedimientos. Así, los diferentes 
administradores concursales y órganos jurisdiccionales implicados deben estar 
sujetos a una obligación de cooperar y comunicarse entre sí similar a la que se 
impone a aquellos que intervienen en los procedimientos de insolvencia 
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principales y secundarios relativos a un mismo deudor. La cooperación entre 
los administradores concursales no puede en ningún caso ir en detrimento de 
los intereses de los acreedores de cada uno de los procedimientos, y debe 
tener por objeto hallar una solución que propicie las sinergias en el seno del 
grupo. 

(53) La introducción de normas sobre los procedimientos de insolvencia de grupos 
de sociedades no debe limitar la posibilidad de que un órgano jurisdiccional 
abra procedimientos de insolvencia para varias sociedades pertenecientes al 
mismo grupo en una jurisdicción única si considera que el centro de intereses 
principales de esas sociedades está situado en un único Estado miembro. En 
tales situaciones, el órgano jurisdiccional también debe poder nombrar, si 
procede, a un mismo administrador concursal en todos los procedimientos de 
que se trate, siempre que ello no sea incompatible con las normas que se les 
apliquen. 

(54) Deben establecerse en el presente Reglamento normas procesales sobre la 
coordinación de los procedimientos de insolvencia de miembros de un grupo 
de sociedades para mejorar la coordinación de dichos procedimientos y para 
permitir la reestructuración coordinada del grupo. Dicha coordinación, que 
debe estar orientada a su eficiencia, debe respetar a la vez la personalidad 
jurídica propia de cada miembro del grupo. 

(55) Los administradores concursales nombrados en los procedimientos de 
insolvencia abiertos en relación con un miembro de un grupo de sociedades 
deben poder solicitar el inicio de un procedimiento de coordinación de grupo. 
Con todo, cuando la ley aplicable a la insolvencia así lo requiera, el 
administrador concursal debe obtener la autorización necesaria antes de 
presentar esa solicitud. En la solicitud deben especificarse los elementos 
esenciales de la coordinación, con indicación, en particular, de las líneas 
generales del plan de coordinación, la persona cuyo nombramiento se 
propone como coordinador y un presupuesto de los costes estimados de la 
coordinación. 

(56) A fin de garantizar el carácter voluntario de los procedimientos de 
coordinación de grupo, debe darse a los administradores concursales de que 
se trate un plazo para poder oponerse a participar en ellos. Para que los 
administradores concursales de que se trate puedan tomar una decisión 
fundada sobre la participación en un procedimiento de coordinación de grupo, 
deben ser informados con prontitud de los elementos esenciales de la 
coordinación. No obstante, un administrador concursal que se haya opuesto 
en un principio a ser incluido en el procedimiento de coordinación de grupo 
debe poder pedir posteriormente participar en este. En tal caso, el 
coordinador debe tomar una decisión sobre la admisibilidad de la solicitud. 
Todos los administradores concursales, incluido el solicitante, deben ser 
informados de la decisión del coordinador y tener la posibilidad de impugnarla 
ante el órgano jurisdiccional que haya iniciado el procedimiento de 
coordinación de grupo. 

(57) Los procedimientos de coordinación de grupo deben procurar en todo 
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momento facilitar la eficaz administración de los procedimientos de 
insolvencia de los miembros del grupo y tener un impacto globalmente 
positivo para los acreedores. Así pues, el presente Reglamento debe garantizar 
que el órgano jurisdiccional ante el que se haya solicitado el inicio de un 
procedimiento de coordinación de grupo evalúe esos criterios con 
anterioridad a la apertura de dicho procedimiento. 

(58) En el mismo sentido, los costes de los procedimientos de coordinación de 
grupo no deben exceder nunca de las ventajas que dichos procedimientos 
presenten. Así pues, es necesario garantizar que los costes de la coordinación, 
y la parte de esos costes que deba soportar cada miembro del grupo, sean 
adecuados, proporcionados y razonables, y se determinen de conformidad con 
el Derecho nacional del Estado miembro en que se hayan iniciado los 
procedimientos de coordinación de grupo. Los administradores concursales de 
que se trate deben asimismo poder controlar esos costes desde las primeras 
fases del procedimiento. Cuando así lo exija el Derecho nacional, dicho control 
de los costes puede suponer que el administrador concursal solicite la 
aprobación de un órgano jurisdiccional o un comité de acreedores. 

(59) Cuando el coordinador considere que para cumplir su cometido es necesario 
un incremento significativo de los costes respecto a los estimados inicialmente 
y, en cualquier caso, cuando los costes superen el 10 % de los estimados, el 
coordinador, para incurrir en tal incremento, debe contar con la autorización 
del órgano jurisdiccional que haya iniciado el procedimiento de coordinación 
de grupo. Antes de tomar su decisión, el órgano jurisdiccional que haya 
iniciado el procedimiento de coordinación de grupo debe dar a los 
administradores concursales participantes la posibilidad de que le presenten 
alegaciones para permitirles comunicar sus observaciones sobre la pertinencia 
de la solicitud del coordinador. 

(60) Para los miembros de un grupo de sociedades que no participen en el 
procedimiento de coordinación de grupo, el presente Reglamento debe prever 
también un mecanismo alternativo que permita lograr una reestructuración 
coordinada del grupo. Un administrador concursal nombrado en un 
procedimiento relativo a un miembro de un grupo de sociedades debe estar 
facultado para solicitar la suspensión de toda medida relacionada con la 
liquidación de los activos en los procedimientos abiertos en relación con otros 
miembros del grupo que no se hallen sujetos a procedimientos de 
coordinación de grupo. Dicha suspensión solo ha de poder solicitarse si se 
presenta un plan de reestructuración para los miembros del grupo de que se 
trate, si ese plan redunda en beneficio de los acreedores en los 
procedimientos respecto a los cuales se ha solicitado la suspensión y si esta es 
necesaria para garantizar que el plan se pueda aplicar adecuadamente. 

(61) El presente Reglamento no debe impedir que los Estados miembros 
establezcan normas nacionales que complementen las normas sobre 
cooperación, comunicación y coordinación en lo que se refiere a la insolvencia 
de miembros de grupos de sociedades establecidas en el mismo Reglamento, 
siempre que el ámbito de aplicación de tales normas se limite a la jurisdicción 
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nacional y de que su aplicación no menoscabe la eficacia de las normas 
establecidas en el presente Reglamento. 

(62) Las normas sobre cooperación, comunicación y coordinación en el marco de la 
insolvencia de los miembros de un grupo de sociedades que prevé el presente 
Reglamento deben aplicarse únicamente en la medida en que se hayan 
abierto en más de un Estado miembro procedimientos relacionados con los 
distintos miembros del mismo grupo de sociedades. 

(63) Todo acreedor que tenga su residencia habitual, su domicilio o su domicilio 
social en la Unión debe tener derecho a formular sus pretensiones sobre los 
bienes del deudor en todos los procedimientos de insolvencia en curso en la 
Unión. Este derecho debe también aplicarse a las autoridades tributarias y los 
organismos de la seguridad social. El presente Reglamento no debe impedir al 
administrador concursal presentar créditos en nombre de determinados 
grupos de acreedores, por ejemplo los trabajadores, cuando así lo prevea el 
Derecho nacional. No obstante, para garantizar la igualdad de trato de los 
acreedores, debe coordinarse la distribución del activo liquidado. Cada 
acreedor debe poder conservar lo que haya recibido en el marco de un 
procedimiento de insolvencia, pero solo debe estar autorizado a participar en 
el reparto de la masa activa en otro procedimiento cuando los acreedores del 
mismo rango hayan visto satisfechas sus pretensiones en la misma proporción. 

(64) Es esencial que los acreedores que tengan su residencia habitual, su domicilio 
o su domicilio social en la Unión sean informados de la apertura de un 
procedimiento de insolvencia relativo a su deudor. A fin de garantizar una 
rápida transmisión de información a los acreedores, el Reglamento (CE) n° 

1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo (55) no debe ser de 
aplicación cuando el presente Reglamento se refiera a la obligación de 
informar a los acreedores. El uso de formularios normalizados en todas las 
lenguas oficiales de las instituciones de la Unión debe facilitar a los acreedores 
la presentación de sus créditos en los procedimientos abiertos en otro Estado 
miembro. Las consecuencias de la transmisión del formulario normalizado de 
forma incompleta deben regirse por el Derecho nacional. 

(65) El presente Reglamento debe establecer un reconocimiento inmediato de las 
decisiones relativas a la apertura, desarrollo y conclusión de los 
procedimientos de insolvencia que entran en su ámbito de aplicación y de las 
resoluciones judiciales dictadas en dichos procedimientos. Por esta razón, el 
reconocimiento automático debe tener por consecuencia que los efectos que 
el Derecho del Estado miembro de apertura del procedimiento atribuye a este 
se extiendan a todos los demás Estados miembros. El reconocimiento de las 
resoluciones pronunciadas por los órganos jurisdiccionales de los Estados 
miembros debe basarse en el principio de confianza mutua. A tal fin, los 
motivos de no reconocimiento deben reducirse al mínimo necesario. También 

                                                           
55 Reglamento (CE) no 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la 
notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil 
(«notificación y traslado de documentos») y por el que se deroga el Reglamento (CE) no 1348/2000 del Consejo (DO L 
324 de 10.12.2007, p. 79). 
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debe solventarse con arreglo a este principio cualquier conflicto que surja 
cuando los órganos jurisdiccionales de dos Estados miembros se consideren 
competentes para abrir un procedimiento de insolvencia principal. La decisión 
del órgano jurisdiccional que lo inicie en primer lugar debe ser reconocida en 
los demás Estados miembros, que no están autorizados a someter a control la 
decisión de dicho órgano jurisdiccional. 

(66) El presente Reglamento debe establecer, para las materias a las que se aplica, 
normas uniformes de conflicto de leyes que sustituyan, en su ámbito de 
aplicación, a las normas nacionales de Derecho internacional privado. A menos 
que se disponga de otro modo, debe ser de aplicación la ley del Estado 
miembro en que se haya abierto el procedimiento (lex concursus). Esta norma 
de conflicto de leyes debe operar tanto en los procedimientos de insolvencia 
principales como en los territoriales. La lex concursus determina todos los 
efectos del procedimiento de insolvencia, tanto procesales como materiales, 
sobre las personas y las relaciones jurídicas implicadas. Regula todas las 
condiciones para la apertura, desarrollo y conclusión del procedimiento de 
insolvencia. 

(67) El reconocimiento automático de un procedimiento de insolvencia, en el que 
por lo general es de aplicación la ley del Estado de apertura de dicho 
procedimiento, puede colisionar con las normas en virtud de las que se 
realizan las operaciones mercantiles en otros Estados miembros. Con el fin de 
proteger las expectativas legítimas y la seguridad de las operaciones en 
Estados miembros distintos a aquel en el que se abre el procedimiento, debe 
establecerse una serie de excepciones a la norma general. 

(68) En el caso de los derechos reales, es necesario aplicar una norma especial 
distinta a la ley del Estado de apertura del procedimiento, dada la especial 
relevancia de estos para la concesión de créditos. El fundamento, la validez y 
el alcance de dichos derechos reales deben por tanto determinarse con 
arreglo al Derecho del lugar de establecimiento y no verse afectados por la 
apertura del procedimiento de insolvencia. El titular de un derecho real debe 
poder así seguir invocando su derecho a la detracción y separación del objeto 
de garantía. Cuando con arreglo a la ley del Estado de establecimiento los 
bienes estén sujetos a derechos reales, pero el procedimiento de insolvencia 
principal se esté desarrollando en otro Estado miembro, el administrador 
concursal del procedimiento de insolvencia principal debe poder solicitar la 
apertura de un procedimiento de insolvencia secundario en la jurisdicción en 
que existen los derechos reales, siempre que el deudor tenga allí un 
establecimiento. Si no se abre un procedimiento de insolvencia secundario, el 
excedente correspondiente a la venta de los bienes garantizados por derechos 
reales debe ser abonado al administrador concursal del procedimiento de 
insolvencia principal. 

(69) El presente Reglamento establece varias disposiciones que permiten a un 
órgano jurisdiccional acordar la suspensión de la apertura del procedimiento o 
la suspensión del procedimiento de ejecución. Tales suspensiones no deben 
afectar a los derechos reales de los acreedores o de terceros. 
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(70) Si con arreglo al Derecho del Estado de apertura del procedimiento no está 
autorizada la compensación de créditos, el acreedor debe tener igualmente 
derecho a dicha compensación, si esta es posible en virtud de la ley aplicable 
al crédito del deudor insolvente. De esta forma, la compensación adquiriría 
una función de garantía sobre la base de disposiciones legales en las que el 
acreedor puede confiar en la fecha de nacimiento del crédito. 

(71) Existe también una especial necesidad de protección en el caso de los sistemas 
de pago y de los mercados financieros, por ejemplo, en relación con los 
contratos de liquidación y los acuerdos de compensación propios de dichos 
sistemas, así como con las cesiones de valores y las garantías ofrecidas como 
compensación de esas operaciones, tal como establece la Directiva 98/26/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo (56). Para esas operaciones solo debe 
ser determinante la norma aplicable al sistema o al mercado de que se trate. 
Dicha norma está destinada a evitar que en caso de insolvencia de un socio 
puedan modificarse los mecanismos previstos para los sistemas de pagos y 
liquidaciones de operaciones y para los mercados financieros regulados de los 
Estados miembros. La Directiva 98/26/CE contiene disposiciones especiales 
que deben prevalecer sobre las normas generales establecidas en el presente 
Reglamento. 

(72) Con el fin de proteger a los trabajadores y de defender el empleo, los efectos 
del procedimiento de insolvencia sobre la continuación o conclusión de la 
relación laboral y sobre los derechos y obligaciones de todas las partes que 
intervienen en dicha relación deben quedar determinados por el Derecho 
aplicable a los contratos de trabajo de que se trate con arreglo a las normas 
generales de conflicto de leyes. Asimismo, cuando la terminación de los 
contratos de trabajo requiera la aprobación de un órgano jurisdiccional o 
autoridad administrativa, el Estado miembro en el que el deudor tenga un 
establecimiento debe conservar la competencia para otorgar dicha 
aprobación, aunque no se hayan abierto aún procedimientos de insolvencia en 
ese Estado miembro. Cualquier otra cuestión relativa a la ley de insolvencia, 
como la posible protección de los créditos de los trabajadores en virtud de 
derechos preferentes o el orden de prelación entre estos, debe determinarse 
con arreglo al Derecho del Estado miembro en el que se haya abierto un 
procedimiento de insolvencia (principal o secundario), salvo en caso de que se 
haya contraído el compromiso de evitar procedimientos de insolvencia 
secundarios de conformidad con el presente Reglamento. 

(73) La ley aplicable a los efectos del procedimiento de insolvencia sobre otros 
procesos en curso o procedimientos arbitrales en curso en relación con los 
bienes o derechos que formen parte de la masa del deudor debe ser la del 
Estado miembro en el que esté en curso dicha acción o en el que tenga lugar 
el arbitraje. No obstante, esta disposición no debe afectar a las normas 
nacionales sobre reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales. 

                                                           
56 Directiva 98/26/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 1998, sobre la firmeza de la liquidación 
en los sistemas de pagos y de liquidación de valores (DO L 166 de 11.6.1998, p. 45). 
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(74) Con el fin de tener en cuenta las normas procesales específicas de los sistemas 
judiciales de determinados Estados miembros,  conviene  aplicar  con  
flexibilidad  determinadas   disposiciones   del   presente   Reglamento. En 
consecuencia, las referencias del presente Reglamento a la comunicación 
efectuada por un órgano jurisdic cional de un Estado miembro han de incluir, 
cuando así lo exijan las normas procesales de dicho Estado, cualquier 
resolución de tal órgano que ordene la práctica de esa comunicación. 

(75) En interés de la actividad empresarial, el contenido esencial de la resolución 
de apertura de un procedimiento debe publicarse, a instancia del 
administrador concursal, en otro Estado miembro que no sea el del órgano 
jurisdiccional que haya dictado esa resolución. Si existe un establecimiento en 
el Estado miembro de que se trate, dicha publicación debe ser obligatoria. La 
publicación no debe ser, sin embargo, en ninguno de ambos casos, una 
condición previa para el reconocimiento del procedimiento en otro país. 

(76) A fin de mejorar el suministro de información a los acreedores y órganos 
jurisdiccionales de que se trate y de impedir la apertura de procedimientos de 
insolvencia paralelos, debe exigirse a los Estados miembros que publiquen la 
información pertinente sobre los asuntos de insolvencia transfronteriza en un 
registro electrónico de acceso público. Para facilitar el acceso a esa información 
de los acreedores y órganos jurisdiccionales domiciliados o situados en otros 
Estados miembros, el presente Reglamento debe prever la interconexión de 
dichos registros de insolvencia a través del Portal Europeo de e-Justicia. Los 
Estados miembros deben poder publicar la información pertinente en varios 
registros, y debe ser posible interconectar más de un registro por Estado 
miembro. 

(77) El presente Reglamento debe determinar la cantidad mínima de información 
que haya de publicarse en los registros de insolvencia. No se debe impedir a 
los Estados miembros que incluyan información adicional. Cuando el deudor 
sea una persona física que ejerza una actividad empresarial o profesional 
independiente, el registro de insolvencia ha de poder indicar solamente un 
número de identificación. Ese número de identificación debe entenderse que 
es el número único de identificación de la actividad empresarial o profesional 
independiente del deudor que consta en el registro mercantil, en caso de que 
este exista. 

(78) La información sobre determinados aspectos de los procedimientos de 
insolvencia, como los plazos para la presentación de créditos o para la 
impugnación de decisiones, es esencial para los acreedores. No obstante, el 
presente Reglamento no debe exigir a los Estados miembros el cálculo de esos 
plazos para cada caso concreto. Los Estados miembros deben poder cumplir su 
obligación mediante la inclusión de hiperenlaces hacia el Portal Europeo de e-
Justicia, en el que ha de facilitarse información suficientemente clara sobre los 
criterios para el cálculo de esos plazos. 

(79) Para garantizar una protección suficiente de la información relativa a las 
personas físicas que no ejercen actividades empresariales o profesionales 
independientes, los Estados miembros deben poder supeditar el acceso a esa 
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información a criterios de búsqueda adicionales, como el número de 
identificación personal, la dirección y la fecha de nacimiento del deudor, o el 
ámbito territorial de competencia del órgano jurisdiccional competente, o 
condicionar dicho acceso a la solicitud de una autoridad competente o a la 
comprobación de la existencia de un interés legítimo. 

(80) Los Estados miembros también deben poder excluir de sus registros de 
insolvencia la información relativa a las personas físicas que no ejerzan 
actividades empresariales o profesionales independientes. En tal caso, los 
Estados miembros deben garantizar que se facilite a los acreedores la 
información pertinente mediante comunicación individual, y que los créditos 
de los acreedores que no hayan recibido dicha información no se vean 
afectados por tales procedimientos. 

(81) Puede darse el caso de que algunas de las personas afectadas no tengan 
efectivamente conocimiento de la apertura de un procedimiento de 
insolvencia y actúen de buena fe en contradicción con las nuevas 
circunstancias. En protección de esas personas que, con desconocimiento de la 
apertura del procedimiento en otro país, efectúen pagos al deudor, en lugar 
de al administrador concursal de ese otro país, debe establecerse que dicho 
pago tenga un efecto liberatorio de la deuda. 

(82) A fin de garantizar condiciones uniformes de aplicación del presente 
Reglamento, deben conferirse a la Comisión competencias de ejecución. 
Dichas competencias deben ejercerse de conformidad con el Reglamento (UE) 
n° 182/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo (57). 

(83) El presente Reglamento respeta los derechos fundamentales y observa los 
principios reconocidos en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea. En particular, el presente Reglamento aspira a promover la aplicación 
de los artículos 8, 17 y 47 de dicha Carta relativos, respectivamente, a la 
protección de los datos de carácter personal, el derecho a la propiedad y el 
derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial. 

(84) La Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (58) y el 
Reglamento (CE) n° 45/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo (59) se 
aplican al tratamiento de los datos personales en el marco del presente 
Reglamento. 

(85) El presente Reglamento se entiende sin perjuicio del Reglamento (CEE, 

                                                           
57 Reglamento (UE) no 182/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, por el que se 
establecen las normas y los principios generales relativos a las modalidades de control por parte de los Estados 
miembros del ejercicio de las competencias de ejecución por la Comisión (DO L 55 de 28.2.2011, p. 13). 
58 Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (DO L 281 de 
23.11.1995, p. 31). 
59 Reglamento (CE) no 45/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2000, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por las instituciones y los 
organismos comunitarios y a la libre circulación de estos datos (DO L 8 de 12.1.2001, p. 1). 
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Euratom) n° 1182/71 del Consejo (60). 

(86) Dado que los objetivos del presente Reglamento no pueden ser alcanzados de 
manera suficiente por los Estados miembros, sino que, debido al 
establecimiento de un marco legal para la adecuada administración de los 
procedi mientos de insolvencia transfronterizos, pueden lograrse mejor a 
escala de la Unión, esta puede adoptar medidas de acuerdo con el principio de 
subsidiariedad establecido en el artículo 5 del Tratado de la Unión Europea. De 
conformidad con el principio de proporcionalidad establecido en el mismo 
artículo, el presente Reglamento no excede de lo necesario para alcanzar 
dichos objetivos. 

(87) De conformidad con el artículo 3 y el artículo 4 bis, apartado 1, del Protocolo 

no 21 sobre la posición del Reino Unido e Irlanda, anejo al Tratado de la Unión 
Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el Reino Unido 
e Irlanda han notificado su deseo de tomar parte en la adopción y la aplicación 
del presente Reglamento. 

(88) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo no 22 sobre la posición de 
Dinamarca, anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, Dinamarca no participa en la adopción 
del presente Reglamento, por lo que no está vinculada por el mismo ni 
obligada a aplicarlo. 

(89) El Supervisor Europeo de Protección de Datos ha sido consultado y ha emitido 
su dictamen el 27 de marzo de 2013 (61). 

 

HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1 

  Ámbito de aplicación 

1. El presente Reglamento se aplicará a los procedimientos colectivos públicos, 
incluidos los procedimientos provisionales, regulados en la legislación en materia de 
insolvencia y en los que, a efectos de rescate, reestructuración de la deuda, 
reorganización o liquidación, 

a) se desapodere a un deudor total o parcialmente de sus bienes y se nombre a un 
administrador concursal; 

b) los bienes y negocios de un deudor se sometan a control o supervisión judicial, o 

                                                           
60 Reglamento (CEE, Euratom) no 1182/71 del Consejo, de 3 de junio de 1971, por el que se determinan las normas 
aplicables a los plazos, fechas y términos (DO L 124 de 8.6.1971, p. 1). 
61 DO C 358 de 7.12.2013, p. 15. 
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c) un órgano jurisdiccional acuerde, o se establezca por ministerio de la ley, una 
suspensión temporal de los procedimientos de ejecución individual para facilitar 
las negociaciones entre el deudor y sus acreedores, siempre que los 
procedimientos en los que se acuerde la suspensión prevean medidas adecuadas 
para proteger al conjunto de los acreedores y, en caso de que no se alcance un 
acuerdo, sean previos a uno de los procedimientos a los que hacen referencia las 
letras a) o b). 

En los casos en los que los procedimientos a que se refiere el presente apartado 
puedan iniciarse en situaciones en las que únicamente existe una probabilidad de 
insolvencia, su propósito será evitar la insolvencia del deudor o el cese de su 
actividad. 

Los procedimientos a que se refiere el presente apartado se enumeran en el anexo 
A. 

2. El presente Reglamento no se aplicará a los procedimientos a que se refiere el 
apartado 1 relativos a: 

a) empresas de seguros; 

b) entidades de crédito; 

c) empresas de inversión y otras empresas y entidades en la medida en que se 
incluyan en el ámbito de aplicación de la Directiva 2001/24/CE, ni a 

d) organismos de inversión colectiva. 

Artículo 2 

  Definiciones 

A efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

1) «procedimientos colectivos»: procedimientos de insolvencia que incluyan la 
totalidad o una parte significativa de los acreedores del deudor, a condición de 
que, en este último supuesto, los procedimientos no afecten a los créditos de los 
acreedores que no sean parte en ellos; 

2) «organismos de inversión colectiva»: organismos de inversión colectiva en 
valores mobiliarios (OICVM), tal como se definen en la Directiva 2009/65/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo (62), y fondos de inversión alternativos (FIA), tal 
como se definen en la Directiva 2011/61/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo (63); 

3) «deudor no desapoderado»: cualquier deudor respecto del que se haya abierto 
un procedimiento de insolvencia que no implique necesariamente el 
nombramiento de un administrador concursal o la transferencia total de los 

                                                           
62 Directiva 2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por la que se coordinan las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas sobre determinados organismos de inversión colectiva en valores 
mobiliarios (OICVM) (DO L 302 de 17.11.2009, p. 32). 
63 Directiva 2011/61/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, relativa a los gestores de fondos 
de inversión alternativos y por la que se modifican  las Directivas 2003/41/CE y 2009/65/CE y los Reglamentos (CE) no  
1060/2009 y (UE) no 1095/2010 (DO L 174 de 1.7.2011, p. 1). 
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derechos y funciones de la administración de su patrimonio a un administrador 
concursal y que, por tanto, permita al deudor seguir controlando total o 
parcialmente sus bienes y negocios; 

4) «procedimientos de insolvencia»: los procedimientos enumerados en el anexo 
A; 

5) «administrador concursal»: cualquier persona u órgano cuya función, incluso de 
manera provisional, sea: 

i) comprobar y admitir pretensiones formuladas en procedimientos de 
insolvencia, 

ii) representar el interés general de los acreedores, 

iii) administrar, total o parcialmente, los bienes de los que se ha desapoderado 
al deudor; 

iv) liquidar los bienes a los que hace referencia el inciso iii), o 

v) supervisar la administración de los negocios del deudor. 

Las personas y órganos a que se hace referencia en el párrafo primero se 
enumeran en la lista del anexo B; 

6) «órgano jurisdiccional»: 

i) en el artículo 1, apartado 1, letras b) y c), en el artículo 4, apartado 2, en los 
artículos 5 y 6, en el artículo 21, apartado 3, en el artículo 24, apartado 2, letra 
j), en los artículos 36 y 39, y en los artículos 61 a 77, el órgano judicial de un 
Estado miembro, 

ii) en todos los demás artículos, el órgano judicial o cualquier otra autoridad 
competente de un Estado miembro facultada para abrir un procedimiento de 
insolvencia, para confirmar dicha apertura o para adoptar decisiones en el 
curso del procedimiento; 

7) «resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia»: incluye 

i) la decisión de cualquier órgano jurisdiccional de abrir un procedimiento de 
insolvencia o confirmar la apertura de dicho procedimiento, y 

ii) la decisión de un órgano jurisdiccional por la que se nombra a un 
administrador concursal; 

8) «momento de apertura del procedimiento»: el momento a partir del cual surte 
efecto la resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, 
independientemente de que dicha resolución sea o no definitiva; 

9) «Estado miembro en el que se encuentre un bien»: 

i) para las acciones nominativas de sociedades distintas de las mencionadas en 
el inciso ii), el Estado miembro en cuyo territorio tenga su domicilio social la 
sociedad emisora, 

ii) para los instrumentos financieros cuya titularidad esté representada por 
anotaciones en un registro o cuenta mantenidos por un intermediario o en 
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nombre suyo («anotaciones en cuenta»), el Estado miembro en el que se 
lleve el registro o cuenta en la que se efectúan las anotaciones, 

iii) para el efectivo en cuenta en una entidad de crédito, el Estado miembro 
indicado en el IBAN de la cuenta o, para el efectivo en cuenta en una entidad 
de crédito que no disponga de IBAN, el Estado miembro en el que esté 
situada la administración central de la entidad de crédito en la que está abierta 
la cuenta o, en caso de que la cuenta esté abierta en una sucursal, agencia u 
otro establecimiento, el Estado miembro en el que esté situada la sucursal, 
agencia u otro establecimiento, 

iv) para los bienes y derechos cuya propiedad o titularidad esté inscrita en un 
registro público distinto de aquellos a que se refiere el inciso i), el Estado 
miembro bajo cuya autoridad se lleve dicho registro, 

v) patentes europeas, el Estado miembro a quien se haya concedido la 
patente, 

vi) derechos de autor y derechos afines, el Estado miembro en cuyo territorio 
esté situada la residencia habitual o el domicilio social del titular de dichos 
derechos, 

vii) para los bienes materiales distintos de los mencionados en los incisos i) a iv), 
el Estado miembro en cuyo territorio estén situados los bienes de que se 
trate, 

viii) para los créditos frente a terceros distintos de los relativos a los activos a que 
se refiere el inciso iii), el Estado miembro en cuyo territorio se encuentre el 
centro de intereses principales del tercero, tal como se determina en el 
artículo 3, apartado 1; 

10) «establecimiento»: todo lugar de operaciones en el que un deudor ejerza o haya 
ejercido, en los tres meses anteriores a la solicitud de apertura del 
procedimiento principal de insolvencia, de forma no transitoria una actividad 
económica con medios humanos y materiales; 

11) «acreedor local»: todo acreedor cuyos créditos frente al deudor surjan de la 
explotación de un establecimiento situado en un Estado miembro distinto del 
Estado miembro en el que el deudor tenga su centro de intereses principales, o 
que estén relacionados con dicha explotación; 

12) «acreedor extranjero»: todo acreedor que tenga su residencia habitual, su 
domicilio o su domicilio social en un Estado miembro distinto de aquel en el que 
se haya abierto el procedimiento, incluidas las autoridades tributarias y los 
organismos de la seguridad social de los Estados miembros; 

13) «grupo de sociedades»: una empresa matriz y todas sus empresas filiales; 

14) «empresa matriz»: una empresa que controla, directa o indirectamente, una o 
más empresas filiales. Se considerará empresa matriz la que elabora estados 
financieros consolidados de conformidad con la Directiva 2013/34/UE del 
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Parlamento Europeo y del Consejo (64). 

Artículo 3 

  Competencia internacional 

1. Tendrán competencia para abrir el procedimiento de insolvencia los órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo territorio se sitúe el centro de intereses 
principales del deudor («procedimiento de insolvencia principal»). El centro de 
intereses principales será el lugar en el que el deudor lleve a cabo de manera habitual 
y reconocible por terceros la administración de sus intereses. 

Respecto de las sociedades y personas jurídicas, se presumirá que el centro de sus 
intereses principales es, salvo prueba en contrario, el lugar de su domicilio social. 
Esta presunción solo será aplicable si el domicilio social no ha sido trasladado a otro 
Estado miembro en los tres meses anteriores a la solicitud de apertura de un 
procedimiento de insolvencia. 

Respecto de los particulares que ejercen una actividad mercantil o profesional 
independiente, se presumirá que el centro de sus intereses principales es, salvo 
prueba en contrario, su centro principal de actividad. Esta presunción solo será 
aplicable si el centro principal de actividad de la persona en cuestión no ha sido 
trasladado a otro Estado miembro en los tres meses anteriores a la solicitud de 
apertura de un procedimiento de insolvencia. 

Respecto de otros particulares, se presumirá que el centro de sus intereses 
principales es, salvo prueba en contrario, el lugar de residencia habitual de dicho 
particular. Esta presunción solo será aplicable si la residencia habitual no ha sido 
trasladada a otro Estado miembro en los seis meses anteriores a la solicitud de 
apertura de un procedimiento de insolvencia. 

2. Cuando el centro de intereses principales del deudor se encuentre en el 
territorio de un Estado miembro, los órganos jurisdiccionales de otro Estado 
miembro solo serán competentes para abrir un procedimiento de insolvencia con 
respecto a ese deudor si este posee un establecimiento en el territorio de este otro 
Estado miembro. Los efectos de dicho procedimiento se limitarán a los bienes del 
deudor situados en el territorio de dicho Estado miembro. 

3. Cuando se haya abierto un procedimiento de insolvencia en aplicación del 
apartado 1, cualquier otro procedimiento de insolvencia que se abra con 
posterioridad en aplicación del apartado 2 será un procedimiento de insolvencia 
secundario. 

4. Un procedimiento de insolvencia territorial basado en el apartado 2 solo podrá 
abrirse con anterioridad a un procedimiento de insolvencia principal en aplicación 
del apartado 1 en uno de los siguientes supuestos: 

a) cuando no pueda abrirse un procedimiento de insolvencia principal debido a las 

                                                           
64 Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los estados financieros 
anuales, los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos tipos de empresas, por la que se 
modifica la Directiva 2006/43/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan las Directivas 78/660/CEE y 
83/349/CEE del Consejo (DO L 182 de 29.6.2013, p. 19). 
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condiciones establecidas por la ley del Estado miembro en cuyo territorio esté 
situado el centro de intereses principales del deudor; 

b) cuando la apertura del procedimiento de insolvencia territorial sea solicitada por: 

i) un acreedor cuyo crédito tenga su origen en la explotación de un 
establecimiento situado dentro del territorio del Estado miembro en el que se 
ha solicitado la apertura del procedimiento territorial o cuyo crédito esté 
relacionado con dicha explotación, o 

ii) una autoridad pública que, de conformidad con la ley del Estado miembro en 
cuyo territorio esté situado el establecimiento, esté facultada para solicitar la 
apertura de un procedimiento de insolvencia. 

Cuando se abra un procedimiento de insolvencia principal, los procedimientos de 
insolvencia territoriales pasarán a ser procedimientos de insolvencia secundarios. 

Artículo 4 

  Comprobación de la competencia 

1. El órgano jurisdiccional que reciba una solicitud de apertura de un 
procedimiento de insolvencia examinará de oficio si es competente de conformidad 
con el artículo 3. La resolución de apertura del procedimiento de insolvencia 
especificará los motivos en los que se basa la competencia del órgano jurisdiccional 
y, en particular, si se basa en el apartado 1 o en el apartado 2 del artículo 3. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, cuando se abra un procedimiento de 
insolvencia con arreglo al Derecho nacional sin una resolución de un órgano 
jurisdiccional, los Estados miembros podrán encomendar al administrador concursal 
nombrado para dicho procedimiento que examine si el Estado miembro en el que se 
ha presentado una solicitud de apertura del mismo es competente de acuerdo con 
el artículo 3. En caso afirmativo, el administrador concursal especificará en la 
resolución de apertura del procedimiento los motivos sobre los que se fundamenta 
la competencia y, en particular, si se fundamenta en el apartado 1 o en el apartado 2 
del artículo 3. 

Artículo 5 

Control jurisdiccional de la resolución de apertura del procedimiento de insolvencia   
principal 

1. El deudor o cualquiera de los acreedores podrán impugnar ante un órgano 
jurisdiccional la resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia principal 
por motivos de competencia internacional. 

2. La resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia principal puede 
ser impugnada por otras partes distintas de las mencionadas en el apartado 1 o por 
motivos distintos de la falta de competencia internacional, siempre que el Derecho 
nacional así lo establezca. 

Artículo 6 

Competencia para las acciones que se deriven directamente de los procedimientos 
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de insolvencia o guarden una estrecha vinculación con ellos 

1. Los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo territorio se haya 
abierto un procedimiento de insolvencia en aplicación del artículo 3 serán 
competentes para cualquier acción que se derive directamente del procedimiento 
de insolvencia y guarde una estrecha vinculación con este, como las acciones 
revocatorias. 

2. Cuando una acción como la mencionada en el apartado 1 sea una acción 
conexa con una acción en materia civil y mercantil interpuesta contra el mismo 
demandado, el administrador concursal podrá promover ambas acciones ante los 
órganos jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo territorio esté domiciliado el 
demandado o, en caso de que la acción se interpusiera contra varios demandados, 
ante los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en cuyo territorio esté 
domiciliado alguno de ellos, siempre que esos órganos jurisdiccionales sean 
competentes con arreglo a las normas establecidas por el Reglamento (UE) n° 

1215/2012. 

El párrafo primero será aplicable al deudor no desapoderado, siempre que el 
Derecho nacional le permita presentar acciones en representación de la masa. 

3. A los efectos del apartado 2, se considerarán conexas las acciones vinculadas 
entre sí por una relación tan estrecha que es oportuno tramitarlas y juzgarlas al 
mismo tiempo a fin de evitar resoluciones que podrían ser contradictorias si se 
juzgasen los asuntos separadamente. 

Artículo 7 

  Ley aplicable 

1. Salvo que se disponga de otro modo en el presente Reglamento, la ley aplicable 
al procedimiento de insolvencia y a sus efectos será la del Estado miembro en cuyo 
territorio se abra dicho procedimiento («el Estado de apertura del procedimiento»). 

2. La ley del Estado de apertura del procedimiento determinará las condiciones de 
apertura, desarrollo y conclusión del procedimiento de insolvencia. Dicha ley 
determinará en particular: 

a) los deudores respecto de los cuales pueda abrirse un procedimiento de 
insolvencia; 

b) los bienes que forman parte de la masa y el tratamiento de los bienes adquiridos 
por el deudor, o que se le transfieran, después de la apertura del procedimiento 
de insolvencia; 

c) las facultades respectivas del deudor y del administrador concursal; 

d) las condiciones de oponibilidad de una compensación; 

e) los efectos del procedimiento de insolvencia sobre los contratos vigentes en los 
que el deudor sea parte; 

f) los efectos de la apertura de un procedimiento de insolvencia sobre las 
ejecuciones individuales, con excepción de los procesos en curso; 
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g) los créditos que deban reconocerse en el pasivo del deudor y el tratamiento de 
los créditos nacidos después de la apertura del procedimiento de insolvencia; 

h) las normas relativas a la presentación, examen y reconocimiento de los créditos; 

i) las normas del reparto del producto de la realización de los activos, la prelación 
de los créditos y los derechos de los acreedores que hayan sido parcialmente 
satisfechos después de la apertura del procedimiento de insolvencia en virtud de 
un derecho real o por el efecto de una compensación; 

j) las condiciones y los efectos de la conclusión del procedimiento de insolvencia, 
en particular, mediante convenio; 

k) los derechos de los acreedores después de terminado el procedimiento de 
insolvencia; 

l) la imposición de las costas y los gastos en los que se incurra en el procedimiento 
de insolvencia; 

m) las normas relativas a la nulidad, anulación o inoponibilidad de los actos 
perjudiciales para el conjunto de los acreedores. 

Artículo 8 

  Derechos reales de terceros 

1. La apertura del procedimiento de insolvencia no afectará a los derechos reales 
de un acreedor o de un tercero sobre los bienes, materiales o inmateriales, muebles 
o inmuebles, tanto bienes concretos, como conjuntos de bienes indefinidos que 
varían de vez en cuando, que pertenezcan al deudor y que, en el momento de 
apertura del procedimiento, se encuentren en el territorio de otro Estado miembro. 

2. Los derechos contemplados en el apartado 1 son, en particular: 

a) el derecho a realizar o a que se realice el bien y a ser pagado con el producto o los 
rendimientos de dicho bien, en particular, en virtud de prenda o hipoteca; 

b) el derecho exclusivo a cobrar un crédito, en particular, el derecho garantizado por 
una prenda de la que sea objeto el crédito o por la cesión de dicho crédito a título 
de garantía; 

c) el derecho a reivindicar el bien y reclamar su restitución a cualquiera que lo posea 
o utilice en contra de la voluntad de su titular; 

d) el derecho real a percibir los frutos de un bien. 

3. Se asimilará a un derecho real el derecho, inscrito en un registro público y 
oponible frente a terceros, que permita obtener un derecho real en el sentido del 
apartado 1. 

4. Lo dispuesto en el apartado 1 no impide el ejercicio de las acciones de nulidad, 
anulación o inoponibilidad contempladas en el artículo 7, apartado 2, letra m). 

Artículo 9 

  Compensación 
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1. La apertura del procedimiento de insolvencia no afectará al derecho de un 
acreedor a reclamar la compensación de su crédito con el crédito del deudor, 
cuando la ley aplicable al crédito del deudor insolvente permita dicha 
compensación. 

2. Lo dispuesto en el apartado 1 no impide el ejercicio de las acciones de nulidad, 
anulación o inoponibilidad contempladas en el artículo 7, apartado 2, letra m). 

Artículo 10 

  Reserva de dominio 

1. La apertura de un procedimiento de insolvencia contra el comprador de un bien 
no afectará a los derechos del vendedor basados en una reserva de dominio cuando 
dicho bien se encuentre, en el momento de apertura del procedimiento, en el 
territorio de un Estado miembro distinto del Estado de apertura del procedimiento. 

2. La apertura de un procedimiento de insolvencia contra el vendedor de un bien 
después de que este haya sido entregado no constituirá una causa de resolución o 
de rescisión de la compraventa y no impedirá al comprador la adquisición de la 
propiedad del bien vendido cuando dicho bien se encuentre en el momento de 
apertura del procedimiento en el territorio de un Estado miembro distinto del 
Estado de apertura del procedimiento. 

3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 no impide el ejercicio de las acciones de 
nulidad, anulación o inoponibilidad contempladas en el artículo 7, apartado 2, letra 
m). 

Artículo 11 

  Contratos sobre bienes inmuebles 

1. Los efectos del procedimiento de insolvencia en un contrato que otorgue un 
derecho de adquisición o de uso de un bien inmueble se regularán exclusivamente 
por la ley del Estado miembro en cuyo territorio esté situado el inmueble. 

2. El órgano jurisdiccional que haya abierto el procedimiento de insolvencia 
principal será competente para aprobar la rescisión o la modificación de los 
contratos contemplados en el presente artículo siempre que: 

a) el Derecho del Estado miembro aplicable a dichos contratos requiera que estos 
solo puedan ser rescindidos o modificados con la aprobación del órgano 
jurisdiccional que haya abierto el procedimiento de insolvencia, y 

b) no se haya abierto un procedimiento de insolvencia en dicho Estado miembro. 

Artículo 12 

  Sistemas de pago y mercados financieros 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8, los efectos del procedimiento de 
insolvencia sobre los derechos y obligaciones de los participantes en un sistema de 
pago o compensación o en un mercado financiero se regirán exclusivamente por la 
ley del Estado miembro aplicable a dicho sistema o mercado. 
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2. Lo dispuesto en el apartado 1 no impedirá el ejercicio de una acción de nulidad, 
anulación o inoponibilidad de los pagos o de las transacciones, en virtud de la ley 
aplicable al sistema de pago o al mercado financiero de que se trate. 

Artículo 13 

  Contratos de trabajo 

1. Los efectos del procedimiento de insolvencia sobre el contrato de trabajo y 
sobre la relación laboral se regularán exclusivamente por la ley del Estado miembro 
aplicable al contrato de trabajo. 

2. Los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en el que puedan abrirse 
procedimientos de insolvencia secundarios seguirán siendo competentes para 
aprobar la rescisión o modificación de los contratos contemplados en el presente 
artículo, aunque no se haya incoado ningún procedimiento en dicho Estado 
miembro. 

El párrafo primero también será aplicable a una autoridad que sea competente en 
virtud del Derecho nacional para aprobar la rescisión o modificación de los contratos 
contemplados en el presente artículo. 

Artículo 14 

  Efectos sobre los derechos sometidos a registro 

Los efectos del procedimiento de insolvencia sobre los derechos del deudor sobre un 
bien inmueble, un buque o una aeronave que estén sujetos a la inscripción en un 
registro público se establecerán en virtud de la ley del Estado miembro bajo cuya 
autoridad se lleve el registro. 

Artículo 15 

  Patentes europeas con efecto unitario y marcas comunitarias 

A efectos del presente Reglamento, una patente europea con efecto unitario, una 
marca comunitaria o cualquier otro derecho análogo establecido por el Derecho de 
la Unión únicamente podrán incluirse en un procedimiento del artículo 3, apartado 
1. 

Artículo 16 

  Actos perjudiciales 

No se aplicará lo dispuesto en el artículo 7, apartado 2, letra m), cuando el que se 
haya beneficiado de un acto perjudicial para los intereses de los acreedores pruebe 
que: 

a) dicho acto está sujeto al Derecho de un Estado miembro distinto del Estado de 
apertura del procedimiento, y que 

b) en ese caso concreto, la ley de dicho Estado miembro no permite por ningún 
medio que se impugne dicho acto. 
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Artículo 17 

  Protección de los terceros adquirentes 

Cuando el deudor, por un acto celebrado después de la apertura de un 
procedimiento de insolvencia, disponga a título oneroso 

a) de un bien inmueble; 

b) de un buque o de un aeronave sujetos a inscripción en un registro público, o 

c) de valores negociables cuya existencia requiera una inscripción en un registro 
determinado por ley, la validez de dicho acto se regirá por la ley del Estado en cuyo 
territorio se encuentre el bien inmueble, o bajo cuya autoridad se lleve el registro. 

Artículo 18 

Efectos del procedimiento de insolvencia sobre procesos en curso o procedimientos 
arbitrales en curso 

Los efectos del procedimiento de insolvencia sobre procesos en curso o 
procedimientos arbitrales en curso en relación con un bien o un derecho que formen 
parte de la masa del deudor se regirán exclusivamente por la ley del Estado miembro 
en el que esté en curso dicho proceso o en el que tenga su sede el tribunal arbitral. 

 

CAPÍTULO II 

RECONOCIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA 

Artículo 19 

  Principio 

1. Toda resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, adoptada por 
el órgano jurisdiccional competente de un Estado miembro en virtud del artículo 3, 
será reconocida en todos los demás Estados miembros desde el momento en que la 
resolución produzca efectos en el Estado de apertura del procedimiento. 

La norma establecida en el párrafo primero se aplicará también cuando el deudor no 
pueda ser sometido a un procedimiento de insolvencia en los demás Estados 
miembros. 

2. El reconocimiento del procedimiento contemplado en el artículo 3, apartado 1, 
no impedirá la apertura del procedimiento contemplado en el artículo 3, apartado 2, 
por parte de un órgano jurisdiccional de otro Estado miembro. Este último 
procedimiento se considerará un procedimiento de insolvencia secundario a los 
efectos del capítulo III. 

Artículo 20 

  Efectos del reconocimiento 

1. La resolución de apertura del procedimiento de insolvencia contemplado en el 
artículo 3, apartado 1, producirá, sin ningún otro trámite, en cualquier otro Estado 
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miembro, los efectos que le atribuya la ley del Estado de apertura del 
procedimiento, salvo que se disponga de otro modo en el presente Reglamento y 
mientras no se abra en ese otro Estado miembro ningún procedimiento de los 
contemplados en el artículo 3, apartado 2. 

2. Los efectos del procedimiento a que se refiere el artículo 3, apartado 2, no 
podrán impugnarse en los demás Estados miembros. Cualquier limitación de los 
derechos de los acreedores, en particular, un aplazamiento de pago o una 
condonación de deuda, solo podrá oponerse, por lo que respecta a los bienes 
situados en el territorio de otro Estado miembro, a los acreedores que hayan 
manifestado su consentimiento. 

Artículo 21 

  Facultades del administrador concursal 

1. El administrador concursal nombrado por un órgano jurisdiccional competente 
en virtud del artículo 3, apartado 1, podrá ejercer en otro Estado miembro todas las 
facultades que le hayan sido conferidas por la ley del Estado de apertura del 
procedimiento mientras no se haya abierto otro procedimiento de insolvencia ni se 
haya adoptado medida cautelar contraria alguna como consecuencia de una 
solicitud de apertura de un procedimiento de insolvencia en ese Estado. A reserva 
de lo dispuesto en los artículos 8 y 10, el administrador concursal podrá, en 
particular, trasladar los bienes del deudor fuera del territorio del Estado miembro en 
que se encuentren. 

2. El administrador concursal nombrado por un órgano jurisdiccional competente 
en virtud del artículo 3, apartado 2, podrá hacer valer por vía judicial o extrajudicial 
en cualquier otro Estado miembro que un bien mueble ha sido trasladado del 
territorio del Estado de apertura del procedimiento al territorio de ese otro Estado 
miembro tras la apertura del procedimiento de insolvencia. El administrador 
concursal podrá también ejercitar cualquier acción revocatoria en interés de los 
acreedores. 

3. En el ejercicio de sus facultades, el administrador concursal cumplirá la ley del 
Estado miembro en cuyo territorio quiera actuar, en particular, en lo que respecta a 
las modalidades de realización de los bienes. Dichas facultades no incluyen el uso de 
medios de apremio, a no ser que hayan sido dictados por un órgano jurisdiccional de 
dicho Estado miembro, ni la facultad de pronunciarse sobre litigios o controversias. 

Artículo 22 

Prueba del nombramiento del administrador concursal 

El nombramiento del administrador concursal se acreditará mediante la presentación 
de una copia certificada conforme al original de la decisión por la que se le nombre o 
por cualquier otro certificado expedido por el órgano jurisdiccional competente. 

Podrá exigirse su traducción en la lengua o en una de las lenguas oficiales del Estado 
miembro en cuyo territorio pretenda actuar. No se exigirá ninguna otra legalización o 
formalidad análoga. 
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Artículo 23 

  Restitución e imputación 

1. El acreedor que, tras la apertura de un procedimiento contemplado en el 
artículo 3, apartado 1, obtenga por cualquier medio, en particular por vía ejecutiva, 
un pago total o parcial de su crédito sobre los bienes del deudor situados en el 
territorio de otro Estado miembro, restituirá lo que haya obtenido al administrador 
concursal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8 y 10. 

2. Para garantizar la igualdad de trato de los acreedores, el acreedor que haya 
obtenido en un procedimiento de insolvencia una parte de su crédito, solo 
participará en el reparto efectuado en otro procedimiento cuando los acreedores 
del mismo rango o de la misma categoría hayan obtenido, en ese otro 
procedimiento, un dividendo equivalente. 

Artículo 24 

  Creación de registros de insolvencia 

1. Los Estados miembros crearán y llevarán en su territorio uno o más registros en 
los que se publique información relativa a procedimientos de insolvencia («registros 
de insolvencia»). Esta información se publicará tan pronto como sea posible tras la 
apertura de los procedimientos correspondientes. 

2. La información mencionada en el apartado 1 se pondrá a disposición del 
público, observando las condiciones estipuladas en el artículo 27, e incluirá lo 
siguiente («información obligatoria»): 

a) la fecha de apertura del procedimiento de insolvencia; 

b) el órgano jurisdiccional que abra el procedimiento de insolvencia, y el número de 
referencia del asunto, si lo hubiera; 

c) el tipo de procedimiento de insolvencia indicado en el anexo A y, en su caso, 
cualquier subtipo correspondiente de dicho procedimiento iniciado de 
conformidad con el Derecho nacional; 

d) si la competencia para abrir el procedimiento se basa en el apartado 1, el 
apartado 2 o el apartado 4 del artículo 3; 

e) si el deudor es una sociedad o una persona jurídica, su nombre, número de 
registro, domicilio social o, en caso de ser diferente, su dirección postal; 

f) si el deudor es un particular, ejerza o no una actividad mercantil o profesional 
independiente, su nombre, número de identificación, de haberlo, y dirección 
postal o, en caso de que la dirección esté protegida, su fecha y lugar de 
nacimiento; 

g) el nombre, la dirección postal o el correo electrónico del administrador concursal, 
si lo hubiera, nombrado en el procedimiento; 

h) el plazo de presentación de los créditos, si lo hubiera, o una referencia a los 
criterios para el cálculo de ese plazo; 
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i) la fecha de conclusión del procedimiento de insolvencia principal, si la hubiera; 

j) el órgano jurisdiccional ante el cual debe impugnarse la resolución de apertura 
del procedimiento de insolvencia y, en su caso, el plazo para presentar dicha 
impugnación de conformidad con el artículo 5, o una referencia a los criterios 
para el cálculo de ese plazo. 

3. El apartado 2 no impedirá a los Estados miembros incluir en sus registros 
nacionales de insolvencia documentos o información adicional, como las 
inhabilitaciones de administradores sociales relativas a la insolvencia. 

4. Los Estados miembros no estarán obligados a incluir en los registros de 
insolvencia la información mencionada en el apartado 1 del presente artículo en 
relación con particulares que no ejerzan ninguna actividad mercantil o profesional 
independiente, ni a divulgar dicha información a través del sistema de interconexión 
de dichos registros, siempre que los acreedores extranjeros conocidos sean 
informados, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 54, de los aspectos 
contemplados en el apartado 2, letra j), del presente artículo. 

Cuando un Estado miembro haga uso de la posibilidad prevista en el párrafo 
primero, los procedimientos de insolvencia no afectarán a los créditos de los 
acreedores extranjeros que no hayan recibido la información indicada en dicho 
párrafo. 

5. La publicación de información en los registros en virtud del presente 
Reglamento no tendrá ningún efecto jurídico al margen de lo previsto en el Derecho 
nacional y en el artículo 55, apartado 6. 

Artículo 25 

Interconexión de los registros de insolvencia 

1. La Comisión establecerá, mediante actos de ejecución, un sistema 
descentralizado para la interconexión de los registros de insolvencia. Dicho sistema 
estará compuesto por los registros de insolvencia y el Portal Europeo de e-Justicia, 
que actuará como punto central de acceso electrónico público a la información 
disponible en el sistema. El sistema ofrecerá un servicio de búsqueda en todas las 
lenguas oficiales de las instituciones de la Unión, con el fin de hacer accesible la 
información obligatoria y todos los demás documentos o la información incluida en 
sus registros de insolvencia que los Estados miembros decidan poner a disposición a 
través del Portal Europeo de e-Justicia. 

2. Mediante actos de ejecución con arreglo al procedimiento contemplado en el 
artículo 87, la Comisión adoptará a más tardar el 26 de junio de 2019 las 
disposiciones siguientes: 

a) las especificaciones técnicas en las que se definan los métodos de comunicación y 
de intercambio de información por medios electrónicos sobre la base de las 
especificaciones de interfaz para el sistema de interconexión de los registros de 
insolvencia; 

b) las medidas técnicas que garanticen las normas mínimas en materia de seguridad 
informática para la comunicación y distribución de información dentro del 
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sistema de interconexión de los registros de insolvencia; 

c) los criterios mínimos para el servicio de búsqueda facilitado por el Portal Europeo 
de e-Justicia basados en la información establecida en el artículo 24; 

d) los criterios mínimos para la presentación de los resultados de las búsquedas 
basados en la información establecida en el artículo 24; 

e) los medios y las condiciones técnicas de acceso a los servicios facilitados por el 
sistema de interconexión, y 

f) un glosario con una explicación básica de los procedimientos nacionales de 
insolvencia que figuren en el anexo A. 

Artículo 26 

  Coste del establecimiento y la interconexión de los registros de insolvencia 

1. El establecimiento, mantenimiento y desarrollo futuro del sistema de 
interconexión de los registros de insolvencia se financiará con cargo al presupuesto 
general de la Unión. 

2. Cada Estado miembro se hará cargo de los costes de establecimiento y 
adaptación de sus registros nacionales de insolvencia para hacerlos interoperativos 
con el Portal Europeo de e-Justicia, así como de los costes de gestión, funciona 
miento y mantenimiento de los mismos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la 
posibilidad de solicitar subvenciones para prestar apoyo a estas actividades de 
acuerdo con los programas de financiación de la Unión. 

Artículo 27 

Condiciones de acceso a la información mediante el sistema de interconexión 

1. Los Estados miembros se asegurarán de que la información obligatoria 
mencionada en el artículo 24, apartado 2, letras a) a j), está disponible sin costes a 
través del sistema de interconexión de los registros de insolvencia. 

2. El presente Reglamento no impide a los Estados miembros cobrar una tasa 
razonable por el acceso a los documentos o a la información adicional mencionada 
en el artículo 24, apartado 3, mediante el sistema de interconexión de los registros 
de insolvencia. 

3. Los Estados miembros podrán sujetar el acceso a la información obligatoria 
relativa a particulares que no ejercen ninguna actividad mercantil o profesional 
independiente, y a particulares que ejercen una actividad mercantil o profesional 
independiente cuando los procedimientos de insolvencia no estén relacionados con 
esa actividad, a criterios de búsqueda adicionales relacionados con el deudor, 
además de a los criterios mínimos contemplados en el artículo 25, apartado 2, letra 
c). 

4. Los Estados miembros podrán exigir que el acceso a la información mencionada 
en el apartado 3 se realice previa solicitud a la autoridad competente. Los Estados 
miembros podrán condicionar el acceso a dicha información a la verificación previa 
de la existencia de un interés legítimo. El solicitante podrá presentar su solicitud de 
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información electrónicamente por medio del Portal Europeo de e-Justicia. En caso 
de que se requiera un interés legítimo, el solicitante podrá justificar su solicitud 
mediante copias electrónicas de los documentos correspondientes. El solicitante 
recibirá una respuesta de la autoridad competente en un plazo de tres días 
laborables. 

El solicitante no estará obligado a proporcionar traducciones de los documentos que 
justifiquen su solicitud ni a hacerse cargo de ningún coste de traducción en que 
pueda incurrir la autoridad competente. 

Artículo 28 

  Publicación en otro Estado miembro 

1. El administrador concursal o el deudor no desapoderado solicitarán que la 
resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia y, en su caso, la decisión 
de nombrar al administrador concursal, se publiquen en cualquier otro Estado 
miembro en el que exista un establecimiento del deudor, de conformidad con los 
procedimientos de publicación previstos en dicho Estado miembro. En esa 
publicación se precisará, en su caso, el administrador concursal nombrado y si la 
norma de competencia aplicada es la del artículo 3, apartado 1, o la del artículo 3, 
apartado 2. 

2. El administrador concursal o el deudor no desapoderado podrán solicitar que la 
información mencionada en el apartado 1 se publique en cualquier otro Estado 
miembro que el administrador concursal o el deudor no desapoderado consideren 
necesario, de conformidad con los procedimientos de publicación previstos en dicho 
Estado miembro. 

Artículo 29 

  Inscripción en un registro público de otro Estado miembro 

1. Cuando el Derecho del Estado miembro en el que esté situado un 
establecimiento del deudor, y este establecimiento esté inscrito en un registro 
público de dicho Estado miembro, o el Derecho del Estado miembro en el que esté 
situado un bien inmueble perteneciente al deudor, exija que la información sobre la 
apertura de un procedimiento de insolvencia mencionada en el artículo 28 se 
publique en el Registro de la Propiedad Inmobiliaria, en el Registro Mercantil o en 
cualquier otro registro público, el administrador concursal o el deudor no 
desapoderado tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que se practica 
dicha inscripción. 

2. El administrador concursal o el deudor no desapoderado podrán solicitar dicha 
inscripción en el registro de cualquier otro Estado miembro, siempre que el Derecho 
del Estado miembro en el que se lleve el registro autorice tal inscripción. 

Artículo 30 

  Gastos 

Los gastos ocasionados por las medidas de publicación y de registro previstas en los 
artículos 28 y 29 se considerarán costas y gastos del procedimiento. 
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Artículo 31 

  Ejecución a favor del deudor 

1. Quien ejecute en un Estado miembro una obligación a favor de un deudor 
sometido a un procedimiento de insolvencia abierto en otro Estado miembro, 
cuando debería haberlo hecho a favor del administrador concursal de ese 
procedimiento, quedará liberado si desconocía la apertura del procedimiento. 

2. Salvo prueba en contrario, se presumirá que quien haya ejecutado dicha 
obligación antes de haberse efectuado la publicación prevista en el artículo 28 
desconocía la apertura del procedimiento de insolvencia. Salvo prueba en contrario, 
se presumirá que quien haya ejecutado la obligación después de haberse efectuado 
la publicación conocía la apertura del procedimiento. 

Artículo 32 

  Reconocimiento y carácter ejecutorio de otras resoluciones 

1. Las resoluciones relativas al desarrollo y conclusión de un procedimiento de 
insolvencia dictadas por el órgano jurisdiccional cuya resolución de apertura del 
procedimiento deba reconocerse en virtud del artículo 19, y los convenios 
aprobados por dicho órgano jurisdiccional, se reconocerán asimismo de pleno 
derecho. Tales resoluciones se ejecutarán con arreglo a los artículos 39 a 44 y 47 a 

57 del Reglamento (UE) no 1215/2012. 

Lo dispuesto en el párrafo primero se aplicará asimismo a las resoluciones, incluso 
las dictadas por otro órgano jurisdiccional, que se deriven directamente del 
procedimiento de insolvencia y que guarden una estrecha vinculación con este. 

Lo dispuesto en el párrafo primero se aplicará asimismo a las resoluciones relativas a 
las medidas cautelares adoptadas tras la solicitud de apertura de un procedimiento 
de insolvencia o en relación con esta. 

2. El reconocimiento y la ejecución de resoluciones distintas de las contempladas 
en el apartado 1 del presente artículo se regirán por el Reglamento (UE) n° 

1215/2012, siempre que dicho Reglamento sea aplicable. 

Artículo 33 

  Orden público 

Todo Estado miembro podrá negarse a reconocer un procedimiento de insolvencia 
abierto en otro Estado miembro o a ejecutar una resolución dictada en el marco de 
dicho procedimiento cuando dicho reconocimiento o dicha ejecución pueda producir 
efectos claramente contrarios al orden público de dicho Estado, en especial a sus 
principios fundamentales o a los derechos y a las libertades individuales garantizados 
por su Constitución. 

 

CAPÍTULO III 

PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA SECUNDARIOS 
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Artículo 34 

  Apertura del procedimiento 

Cuando el procedimiento de insolvencia principal se haya abierto por un órgano 
jurisdiccional de un Estado miembro y haya sido reconocido en otro Estado 
miembro, un órgano jurisdiccional de ese otro Estado miembro que sea competente 
en virtud del artículo 3, apartado 2, podrá abrir un procedimiento de insolvencia 
secundario de conformidad con lo establecido en el presente capítulo. Cuando el 
procedimiento de insolvencia principal exija que el deudor sea insolvente, la 
insolvencia del deudor no se examinará de nuevo en el Estado miembro en el que se 
pueda abrir un procedimiento de insolvencia secundario. Los efectos del 
procedimiento de insolvencia secundario se limitarán a los bienes del deudor 
situados en el territorio del Estado miembro en el que se haya abierto dicho 
procedimiento. 

Artículo 35 

  Ley aplicable 

Salvo que se disponga de otro modo en el presente Reglamento, la ley aplicable al 
procedimiento de insolvencia secundario será la del Estado miembro en cuyo 
territorio este se haya abierto. 

Artículo 36 

Derecho a contraer un compromiso con el fin de evitar procedimientos de 
insolvencia secundarios 

1. Con el fin de evitar la apertura de procedimientos de insolvencia secundarios, el 
administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal podrá contraer 
un compromiso unilateral («el compromiso») con respecto a los bienes situados en 
el Estado miembro en el que pueda abrirse un procedimiento de insolvencia 
secundario según el cual, al distribuir dichos bienes o los importes percibidos como 
resultado de su realización, cumplirá con los órdenes de prelación del Derecho 
nacional a la que se acogerían los acreedores en caso de que se abriera un 
procedimiento de insolvencia secundario en dicho Estado miembro. El compromiso 
especificará las circunstancias de hecho en las que se base, en particular en cuanto 
al valor de los bienes situados en el Estado miembro afectado y a las opciones 
existentes para realizar dichos bienes. 

2. En caso de que se contraiga un compromiso de conformidad con el presente 
artículo, la ley aplicable a la distribución de los importes percibidos por la realización 
de los bienes a que se refiere el apartado 1, al orden de prelación de los créditos y a 
los derechos de los acreedores en relación con los bienes mencionados en el 
apartado 1 será la del Estado miembro en el que hubiera podido abrirse un 
procedimiento de insolvencia secundario. El momento pertinente para determinar 
los bienes mencionados en el apartado 1 será el momento en el que se contraiga el 
compromiso. 

3. El compromiso se expresará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales 
del Estado miembro en el que hubiera podido abrirse un procedimiento de 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

792 

 

insolvencia secundario o, en caso de que en dicho Estado miembro existan varias 
lenguas oficiales, la lengua oficial o una de las lenguas oficiales del lugar en el que 
podía abrirse el procedimiento de insolvencia secundario. 

4. El compromiso se expresará por escrito. Estará sujeto a cualesquiera otros 
requisitos relativos a la forma, y a requisitos de aprobación en relación con la 
distribución, si los hubiera, del Estado miembro en el que se haya abierto el 
procedimiento de insolvencia principal. 

5. El compromiso será aprobado por los acreedores locales conocidos. Se 
aplicarán asimismo a la aprobación del compromiso las normas sobre mayoría 
cualificada y votación que se apliquen a la adopción de planes de reestructuración 
conforme al Derecho del Estado miembro en el que hubiera podido abrirse un 
procedimiento de insolvencia secundario. Los acreedores podrán participar en la 
votación utilizando medios de comunicación a distancia, cuando el Derecho nacional 
lo permita. El administrador concursal informará del compromiso a los acreedores 
locales conocidos, así como de las normas y procedimientos para su aprobación y de 
la aprobación o denegación del mismo. 

6. El compromiso contraído y aprobado conforme al presente artículo será 
vinculante para la masa. Cuando se inicien procedimientos de insolvencia 
secundarios de acuerdo con los artículos 37 y 38, el administrador concursal del 
procedimiento de insolvencia principal transferirá al administrador concursal del 
procedimiento de insolvencia secundario todos los bienes trasladados fuera del 
territorio de dicho Estado miembro después de que se haya contraído el 
compromiso, o sus importes en caso de que dichos bienes ya se hayan realizado. 

7. En caso de que el administrador concursal haya adquirido un compromiso, 
informará a los acreedores locales sobre el reparto previsto antes de la distribución 
de los bienes e importes contemplada en el apartado 1. Si esa información no 
cumple las condiciones del compromiso adquirido o de la normativa aplicable, 
cualquier acreedor local podrá impugnar dicha distribución ante los órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro en el que se haya abierto el procedimiento de 
insolvencia principal, con el fin de alcanzar una distribución conforme a las 
condiciones del compromiso adquirido y de la normativa aplicable. En tal caso, no se 
efectuará ninguna distribución hasta que el órgano jurisdiccional haya tomado una 
decisión sobre la impugnación. 

8. Los acreedores locales podrán solicitar que los órganos jurisdiccionales del 
Estado miembro en el que se haya abierto el procedimiento de insolvencia principal 
exijan al administrador concursal de dicho procedimiento que tome las medidas 
apropiadas necesarias para garantizar el cumplimiento de las condiciones del 
compromiso adquirido, de acuerdo con el Derecho del Estado de apertura del 
procedimiento de insolvencia principal. 

9. Los acreedores locales podrán también acudir a los órganos jurisdiccionales del 
Estado miembro en que hubiera podido abrirse un procedimiento de insolvencia 
secundario para solicitar que el órgano jurisdiccional tome medidas provisionales o 
cautelares para garantizar que el administrador concursal cumple las condiciones del 
compromiso. 
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10. El administrador concursal será responsable de cualquier perjuicio causado a 
los acreedores locales como consecuencia de su incumplimiento de las obligaciones 
y requisitos establecidos en el presente artículo. 

11. A los efectos del presente artículo, las autoridades del Estado miembro en el 
que hubiera podido abrirse un procedimiento de insolvencia secundario y que, en 
virtud de la Directiva 2008/94/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (65), estén 
obligadas a garantizar el pago de los créditos impagados de los trabajadores 
asalariados que resulten de los contratos de trabajo o de relaciones laborales, se 
considerarán que son un acreedor local cuando así lo disponga el Derecho interno. 

Artículo 37 

  Derecho a solicitar la apertura de procedimientos de insolvencia secundarios 

1. Podrán solicitar la apertura de un procedimiento de insolvencia secundario: 

a) el administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal; 

b) cualquier otra persona o autoridad facultada para solicitar la apertura de un 
procedimiento de insolvencia con arreglo al Derecho del Estado miembro en cuyo 
territorio se solicite la apertura del procedimiento de insolvencia secundario. 

2. Cuando un compromiso sea vinculante de conformidad con el artículo 36, se 
solicitará la apertura del procedi miento de insolvencia secundario dentro del plazo 
de 30 días a partir de la recepción de la comunicación de la aprobación del 
compromiso. 

Artículo 38 

  Resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia secundario 

1. El órgano jurisdiccional al que se presente una solicitud de apertura de un 
procedimiento de insolvencia secundario lo comunicará inmediatamente al 
administrador concursal o al deudor no desapoderado del procedimiento de 
insolvencia principal y le ofrecerá la oportunidad de ser oído al respecto. 

2. Cuando el administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal 
haya contraído un compromiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 36, el órgano 
jurisdiccional contemplado en el apartado 1 del presente artículo, a instancia del 
administrador concursal, no abrirá un procedimiento de insolvencia secundario si 
considera que el compromiso protege adecuadamente los intereses generales de los 
acreedores locales. 

3. Cuando se haya autorizado la suspensión temporal de los procedimientos de 
ejecución individual para facilitar las negociaciones entre el deudor y sus 
acreedores, el órgano jurisdiccional, a instancia del administrador concursal o del 
deudor no desapoderado, podrá suspender la apertura de un procedimiento de 
insolvencia secundario durante un plazo no superior a tres meses, siempre que se 
hayan tomado medidas adecuadas para proteger los intereses de los acreedores 
locales. 

                                                           
65 Directiva 2008/94/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2008, relativa a la protección de los 
trabajadores asalariados en caso de insolvencia del empresario (DO L 283 de 28.10.2008, p. 36). 
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El órgano jurisdiccional mencionado en el apartado 1 podrá adoptar medidas 
cautelares para proteger los intereses de los acreedores locales impidiendo al 
administrador concursal o al deudor no desapoderado trasladar o disponer de 
ningún bien ubicado en el Estado miembro en el que se encuentre su 
establecimiento salvo que se trate de actos u operaciones propios de su giro o 
tráfico. El órgano jurisdiccional podrá dictar asimismo otras medidas para proteger 
los intereses de los acreedores locales durante la suspensión, salvo que ello sea 
incompatible con sus normas procesales civiles nacionales. 

El órgano jurisdiccional levantará la suspensión de la apertura del procedimiento de 
insolvencia secundario, de oficio o a instancia de cualquier acreedor, si durante la 
suspensión se hubiera alcanzado un acuerdo en las negociaciones previstas en el 
párrafo primero. 

El órgano jurisdiccional podrá levantar la suspensión, de oficio o a instancia de 
cualquier acreedor, si su continuación menoscabase los derechos de los acreedores, 
en particular en caso de que se hayan interrumpido las negociaciones o resulte 
evidente que existen pocas probabilidades de que prosperen o en caso de que el 
administrador concursal o el deudor no desapoderado no hayan respetado la 
prohibición de disponer de los bienes o de trasladarlos fuera del territorio del Estado 
miembro en el que se encuentre el establecimiento. 

4. A instancia del administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
principal, el órgano jurisdiccional al que hace referencia el apartado 1 podrá abrir un 
tipo de procedimiento de insolvencia que figure en el anexo A distinto del solicitado 
inicialmente, siempre que se cumplan las condiciones de apertura de este otro tipo 
de procedimiento conforme al Derecho nacional y que ese procedimiento sea el más 
adecuado respecto a los intereses de los acreedores locales y por motivos de 
congruencia entre el procedimiento de insolvencia principal y el secundario. Se 
aplicará lo dispuesto en la segunda frase del artículo 34. 

Artículo 39 

Control jurisdiccional de la resolución de apertura del procedimiento de insolvencia 
secundario 

El administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal podrá 
impugnar la resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia secundario 
ante los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en el que este se haya abierto 
por el motivo de que el órgano jurisdiccional de que se trate no haya cumplido las 
condiciones y los requisitos del artículo 38. 

Artículo 40 

Anticipo de gastos y costas 

Cuando el Derecho del Estado miembro en que se haya solicitado la apertura de un 
procedimiento de insolvencia secundario exija que el activo del deudor sea 
suficiente para cubrir, total o parcialmente, los gastos y costas del procedimiento, el 
órgano jurisdiccional que conozca de dicha solicitud podrá exigir al solicitante un 
anticipo de gastos o una fianza adecuada. 
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Artículo 41 

Cooperación y comunicación entre administradores concursales 

1. El administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal y el 
administrador concursal o los administradores concursales de los procedimientos de 
insolvencia secundarios relativos a un mismo deudor cooperarán entre sí en la 
medida en que dicha cooperación no sea incompatible con las normas aplicables a 
los respectivos procedimientos. Dicha cooperación podrá adoptar cualquier forma, 
incluida la celebración de acuerdos o protocolos. 

2. Al poner en práctica la cooperación indicada en el apartado 1, los 
administradores concursales: 

a) se comunicarán lo antes posible toda información que pueda resultar útil para el 
otro procedimiento, en especial el estado de la presentación y comprobación de los 
créditos y todas las medidas destinadas al rescate o la reestructuración del deudor o 
a la conclusión de los procedimientos, siempre que se adopten las medidas 
oportunas para proteger la información confidencial; 

b) estudiarán la posibilidad de reestructuración del deudor y, si existe tal posibilidad, 
coordinarán la elaboración y la aplicación de un plan de reestructuración; 

c) coordinarán la administración de la realización o la utilización de los bienes y 
negocios del deudor; el administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
secundario ofrecerá al administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
principal la posibilidad de presentar, con la debida antelación, propuestas 
relativas a la realización o a cualquier otra utilización de los activos del 
procedimiento de insolvencia secundario. 

3. Los apartados 1 y 2 se aplicarán, mutatis mutandis, a aquellas situaciones en las 
que, en el procedimiento de insolvencia principal, en el procedimiento de 
insolvencia secundario o en los procedimientos de insolvencia territoriales que 
afecten al mismo deudor y se encuentren abiertos al mismo tiempo, el deudor no 
haya sido desposeído de sus bienes. 

Artículo 42 

Cooperación y comunicación entre órganos jurisdiccionales 

1. A fin de facilitar la coordinación entre el procedimiento de insolvencia principal, 
los procedimientos de insolvencia secundarios y territoriales, relativos a un mismo 
deudor, el órgano jurisdiccional que haya recibido una solicitud de apertura o que 
haya abierto un procedimiento de insolvencia cooperará con cualquier otro órgano 
jurisdiccional ante el que se haya presentado una solicitud de apertura de 
procedimiento de insolvencia o que ya haya abierto dicho procedimiento, en la 
medida en que dicha cooperación no sea incompatible con las normas aplicables a 
cada uno de esos procedimientos. A tal fin, los órganos jurisdiccionales podrán 
nombrar, cuando proceda, a una persona u órgano independiente que actúe 
siguiendo sus instrucciones, siempre que ello no resulte incompatible con las 
normas aplicables a dichos procedimientos. 

2. Al poner en práctica la cooperación mencionada en el apartado 1, los órganos 
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jurisdiccionales, o cualquier persona u órgano nombrado que actúe en su 
representación, tal como se indica en el apartado 1, podrán, directamente, 
comunicarse entre sí, o solicitarse mutuamente información o asistencia, siempre 
que dicha comunicación respete los derechos procesales de las partes en los 
procedimientos y el carácter confidencial de la información. 

3. La cooperación mencionada en el apartado 1 podrá llevarse a cabo por 
cualquier medio que el órgano jurisdiccional considere adecuado. En particular, 
podrá referirse a lo siguiente: 

a) la coordinación del nombramiento de los administradores concursales; 

b) la comunicación de información por cualquier medio que el órgano jurisdiccional 
considere oportuno; 

c) la coordinación de la administración y supervisión de los bienes y negocios del 
deudor; 

d) la coordinación de la celebración de las vistas; 

e) la coordinación en la aprobación de protocolos, en caso necesario. 

Artículo 43 

Cooperación y comunicación entre los administradores concursales y los órganos 
jurisdiccionales 

1. A fin de facilitar la coordinación entre el procedimiento de insolvencia principal, 
los procedimientos de insolvencia secundarios y los territoriales, relativos al mismo 
deudor, 

a) el administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal cooperará y 
se comunicará con cualquier órgano jurisdiccional ante el que se haya presentado 
una solicitud de apertura o que haya abierto un procedimiento de insolvencia 
secundario; 

b) el administrador concursal de un procedimiento de insolvencia territorial o 
secundario cooperará y se comunicará con el órgano jurisdiccional ante el que se 
haya presentado una solicitud de apertura o que haya abierto un procedimiento 
de insolvencia principal, y 

c) el administrador concursal del procedimiento de insolvencia territorial o 
secundario cooperará y se comunicará con el órgano jurisdiccional ante el que se 
haya presentado una solicitud de apertura o que haya abierto un procedimiento 
de insolvencia territorial o secundario, en la medida en que dichas cooperación y 
comunicación no sean incompatibles con las normas aplicables a cada uno de los 
procedimientos ni impliquen conflicto de intereses alguno. 

2. La cooperación a que se refiere el apartado 1 podrá llevarse a cabo por 
cualquier medio adecuado, como los establecidos en el artículo 42, apartado 3. 

Artículo 44 

  Costes de la cooperación y comunicación 

La aplicación de los artículos 42 y 43 no conllevará que los órganos jurisdiccionales 
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se requieran mutuamente el pago de los costes de cooperación y comunicación. 

Artículo 45 

Ejercicio de los derechos de los acreedores 

1. Todo acreedor podrá presentar su crédito en el procedimiento de insolvencia 
principal y en cualquier procedimiento de insolvencia secundario. 

2. Los administradores concursales del procedimiento principal y de los 
procedimientos de insolvencia secundarios presentarán en otros procedimientos los 
créditos ya comunicados en el procedimiento para el que se les haya nombrado, 
siempre que sea útil para los acreedores cuyos intereses representan y a reserva del 
derecho de estos últimos a oponerse a dicha presentación o a retirarla, cuando así lo 
contemple la ley aplicable. 

3. El administrador concursal de un procedimiento de insolvencia principal o 
secundario estará facultado para participar en otro procedimiento en las mismas 
condiciones que cualquier acreedor, en particular asistiendo a la junta de 
acreedores. 

Artículo 46 

Suspensión del procedimiento de realización de activos 

1. El órgano jurisdiccional que haya abierto el procedimiento de insolvencia 
secundario suspenderá total o parcialmente las operaciones de realización de 
activos a instancia del administrador concursal del procedimiento de insolvencia 
principal. En tal caso, el órgano jurisdiccional podrá exigir al administrador concursal 
del procedimiento de insolvencia principal cualquier medida adecuada para 
garantizar los intereses de los acreedores del procedimiento de insolvencia 
secundario y de determinados tipos de acreedores. La solicitud del administrador 
concursal únicamente podrá ser rechazada si, manifiestamente, no tiene interés 
para los acreedores del procedimiento de insolvencia principal. Dicha suspensión de 
la realización de activos podrá ser ordenada por un período máximo de tres meses. 
Podrá prolongarse o renovarse por períodos de la misma duración. 

2. El órgano jurisdiccional contemplado en el apartado 1 pondrá fin a la 
suspensión de las operaciones de realización de activos: 

a) a instancia del administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal; 

b) de oficio, a instancia de un acreedor o a instancia del administrador concursal del 
procedimiento de insolvencia secundario cuando dicha medida ya no parezca 
justificada, en particular, por el interés de los acreedores del procedimiento 
principal o del procedimiento de insolvencia secundario. 

Artículo 47 

  Facultad del administrador concursal de proponer planes de reestructuración 

1. Si el Derecho del Estado miembro en el que se haya abierto un procedimiento 
de insolvencia secundario permite que tal procedimiento se concluya sin liquidación 
mediante un plan de reestructuración, un convenio u otra medida similar, el 
administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal estará facultado 
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para proponer tal medida con arreglo al procedimiento de dicho Estado miembro. 

2. Las limitaciones de los derechos de los acreedores derivadas de una medida de 
las que se contemplan en el apartado 1, tales como un aplazamiento de pagos o una 
condonación de la deuda, propuesta en un procedimiento de insolvencia 
secundario, no podrán producir efectos respecto de los bienes del deudor que no 
formen parte de dicho procedimiento sin el consentimiento de todos los acreedores 
interesados. 

Artículo 48 

Repercusiones de la conclusión del procedimiento de insolvencia 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, la conclusión de un 
procedimiento de insolvencia no impedirá la continuación de otros procedimientos 
de insolvencia relativos al mismo deudor que sigan abiertos en ese momento. 

2. En caso de que el procedimiento de insolvencia relativo a una persona jurídica 
o a una sociedad en el Estado miembro en el que se encuentre su domicilio social 
implicara la disolución de la persona jurídica o la sociedad, dicha persona jurídica o 
sociedad no dejará de existir hasta que hayan concluido todos los demás 
procedimientos de insolvencia relativos al mismo deudor o hasta que el o los 
administradores concursales en dichos procedimientos hayan dado su visto bueno a 
la disolución. 

Artículo 49 

Excedente del activo del procedimiento de insolvencia secundario 

En caso de que la realización de activos del procedimiento de insolvencia secundario 
permita satisfacer todos los créditos admitidos en dicho procedimiento, el 
administrador concursal nombrado en este transferirá de inmediato el excedente del 
activo al administrador concursal del procedimiento de insolvencia principal. 

Artículo 50 

  Apertura posterior del procedimiento de insolvencia principal 

Cuando se abra un procedimiento del artículo 3, apartado 1, después de que se haya 
abierto en otro Estado miembro un procedimiento del artículo 3, apartado 2, se 
aplicarán los artículos 41, 45, 46 y 47 y el artículo 49 al procedimiento abierto en 
primer lugar, en la medida en que la situación de dicho procedimiento lo permita. 

Artículo 51 

  Conversión del procedimiento de insolvencia secundario 

1. A instancia del administrador concursal en el procedimiento principal, el órgano 
jurisdiccional del Estado miembro en el que se haya abierto un procedimiento de 
insolvencia secundario podrá ordenar que este se convierta en otro tipo de 
procedimiento de insolvencia de los relacionados en el anexo A, siempre que se 
cumplan los requisitos previstos en el Derecho nacional para la apertura de ese otro 
tipo de procedimiento y que este sea el más adecuado respecto a los intereses de 
los acreedores locales y para garantizar la congruencia entre los procedimientos de 
insolvencia principal y secundario. 
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2. Al examinar la solicitud a que se refiere el apartado 1, el órgano jurisdiccional 
podrá recabar información de los administradores concursales que intervengan en 
ambos procedimientos. 

Artículo 52 

  Medidas cautelares 

Cuando el órgano jurisdiccional de un Estado miembro, competente en virtud del 
artículo 3, apartado 1, nombre a un administrador concursal provisional con el fin de 
asegurar la conservación de los bienes del deudor, dicho administrador provisional 
estará habilitado para solicitar cualquier medida de conservación o protección sobre 
los bienes del deudor situados en otro Estado miembro, prevista por la ley de dicho 
Estado miembro para el período comprendido entre la solicitud de apertura de un 
procedimiento de insolvencia y la resolución de apertura del procedimiento. 

 

CAPÍTULO IV 

INFORMACIÓN A LOS ACREEDORES Y PRESENTACIÓN DE SUS 
CRÉDITOS 

Artículo 53 

  Derecho a presentar los créditos 

Los acreedores extranjeros podrán presentar sus créditos en el procedimiento de 
insolvencia por cualquier medio de comunicación aceptado por el Derecho del 
Estado de apertura del procedimiento. La representación mediante abogado u otro 
profesional del Derecho no será obligatoria al solo efecto de la presentación de 
créditos. 

Artículo 54 

  Obligación de informar a los acreedores 

1. Desde el momento en que se abra un procedimiento de insolvencia en un 
Estado miembro, el órgano jurisdiccional competente de dicho Estado, o el 
administrador concursal que haya sido nombrado por dicho órgano, informará sin 
demora a los acreedores extranjeros conocidos. 

2. La información a que se hace referencia en el apartado 1, facilitada mediante 
una comunicación individual, incluirá, en especial, los plazos que deben respetarse, 
las sanciones previstas en relación con dichos plazos, el órgano o la autoridad 
facultada para admitir la presentación de los créditos, y otras medidas establecidas. 
Dicha comunicación indicará asimismo si los acreedores cuyo crédito sea preferente 
o goce de una garantía real deben presentar sus créditos. La comunicación 
contendrá asimismo una copia del formulario normalizado para la presentación de 
créditos a que se refiere el artículo 55 o información sobre dónde obtener dicho 
formulario. 

3. La información mencionada en los apartados 1 y 2 del presente artículo se 
facilitará empleando el formulario normalizado de comunicación que se establecerá 
de conformidad con el artículo 88. El formulario se publicará en el Portal Europeo de 
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e-Justicia y llevará el encabezamiento «Anuncio de procedimiento de insolvencia» 
en todas las lenguas oficiales de las instituciones de la Unión. Se presentará en la 
lengua oficial del Estado de apertura del procedimiento o, en caso de que dicho 
Estado miembro tenga varias lenguas oficiales, en la lengua oficial o en una de las 
lenguas oficiales del lugar en que se haya abierto el procedimiento de insolvencia, o 
en otra lengua que dicho Estado miembro haya indicado que puede aceptar, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 55, apartado 5, si puede presumirse que 
dicha lengua será más fácil de comprender para los acreedores extranjeros. 

4. En los procedimientos de insolvencia que afecten a particulares que no ejerzan 
una actividad mercantil o profesional, el empleo del formulario normalizado previsto 
en el presente artículo no será obligatorio si no se exige a los acreedores la 
presentación de sus créditos para que estos sean reconocidos en el procedimiento. 

Artículo 55 

  Procedimiento para la presentación de créditos 

1. Todo acreedor extranjero podrá presentar sus créditos utilizando el formulario 
normalizado que se establecerá de conformidad con el artículo 88. El formulario 
llevará el encabezamiento «Presentación de créditos» en todas las lenguas oficiales 
de las instituciones de la Unión. 

2. El formulario normalizado para la presentación de créditos contemplado en el 
apartado 1 contendrá la información siguiente: 

a) el nombre, la dirección postal, la dirección de correo electrónico, si la hubiera, el 
número de identificación personal, si lo hubiera, y los datos bancarios del 
acreedor extranjero a que se refiere el apartado 1; 

b) el importe del crédito, con mención del principal y en su caso de los intereses, y la 
fecha de su nacimiento, así como la de vencimiento, en caso de ser distintas; 

c) de reclamarse intereses, el tipo de interés, si este es de índole legal o contractual, 
el período por el que se reclaman los intereses y el importe capitalizado de los 
mismos; 

d) si se reclaman gastos en que se haya incurrido para reclamar el crédito antes del 
inicio del procedimiento, el importe y el detalle de esos gastos; 

e) la naturaleza del crédito; 

f) si se invoca la condición de acreedor privilegiado, y el fundamento de tal 
pretensión; 

g) si se reivindica para el crédito una garantía real o una reserva de dominio y, en tal 
caso, cuáles son los bienes garantizados por el derecho que se alega, así como la 
fecha en que se constituyó la garantía y, si se hubiera registrado, el número de 
registro, y 

h) si se hace valer una compensación y, en tal caso, los importes de los créditos 
recíprocos existentes en la fecha de apertura del procedimiento de insolvencia, la 
fecha en que nacieron y el importe una vez deducida la compensación que se 
hace valer. 
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El formulario normalizado para la presentación de los créditos irá acompañado de los 
correspondientes justificantes. 

3. El formulario normalizado para la presentación de créditos indicará que el 
suministro de información relativa a los datos bancarios del acreedor y su número 
de identificación personal con arreglo al apartado 2, letra a), no es obligatorio. 

4. En caso de que un acreedor presente su crédito por un medio distinto del 
formulario normalizado contemplado en el apartado 1, la reclamación contendrá la 
información mencionada en el apartado 2. 

5. Los créditos podrán presentarse en cualquier lengua oficial de las instituciones 
de la Unión. El órgano jurisdiccional, el administrador concursal o el deudor no 
desapoderado podrán exigir al acreedor que facilite una traducción en la lengua 
oficial del Estado de apertura del procedimiento o, si este tiene varias lenguas 
oficiales, en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del lugar en que se 
haya abierto el procedimiento de insolvencia, o en otra lengua que dicho Estado 
miembro haya indicado que puede aceptar. Cada Estado miembro indicará si acepta 
alguna lengua oficial de las instituciones de la Unión distinta de la suya propia a 
efectos de presentación de los créditos. 

6. Los créditos se presentarán en el plazo señalado por el Derecho del Estado de 
apertura del procedimiento. En el caso de un acreedor extranjero, dicho plazo no 
podrá ser inferior a 30 días a partir de la publicación de la apertura del 
procedimiento de insolvencia en el registro de insolvencia del Estado de apertura del 
procedimiento. Cuando un Estado miembro se base en el artículo 24, apartado 4, 
ese período no será inferior a 30 días a partir del momento en que se haya 
informado al acreedor de conformidad con el artículo 54. 

7. En caso de que el órgano jurisdiccional, el administrador concursal o el deudor 
no desapoderado tengan dudas en relación con un crédito presentado de 
conformidad con el presente artículo, ofrecerán al acreedor la oportunidad de 
aportar pruebas adicionales sobre la existencia y el importe del crédito. 

 

CAPÍTULO V 

PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA DE MIEMBROS DE UN 
GRUPO DE SOCIEDADES 

SECCIÓN 1 

Cooperación  y comunicación 

Artículo 56 

  Cooperación y comunicación entre administradores concursales 

1. Cuando un procedimiento de insolvencia se refiera a dos o más miembros de 
un grupo de sociedades, el administrador concursal nombrado en el procedimiento 
relativo a un miembro del grupo cooperará con cualquier administrador concursal 
nombrado en un procedimiento relativo a otro miembro del mismo grupo en la 
medida en que tal cooperación sea conveniente para facilitar la eficaz 
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administración de esos procedimientos, no sea incompatible con las normas 
aplicables a los mismos y no suponga un conflicto de intereses. Dicha cooperación 
podrá adoptar cualquier forma, incluida la celebración de acuerdos o protocolos. 

2. Al aplicar la cooperación indicada en el apartado 1, los administradores 
concursales: 

a) se comunicarán lo antes posible cualquier otra información que pueda resultar 
útil para los otros procedimientos, siempre que se adopten las medidas 
oportunas para proteger la información confidencial; 

b) estudiarán si existen posibilidades de coordinar la gestión y la supervisión de las 
actividades de los miembros del grupo que estén sometidos a procedimientos de 
insolvencia y, en caso afirmativo, coordinarán dicha gestión y supervisión; 

c) estudiarán si existen posibilidades de reestructurar a los miembros del grupo que 
estén sometidos a procedimientos de insolvencia y, en caso afirmativo, se 
concertarán en relación con la propuesta y la negociación de un plan de 
reestructuración coordinado. 

A efectos de las letras b) y c), todos o algunos de los administradores concursales a 
que se refiere el apartado 1 podrán acordar conceder facultades adicionales a uno 
de ellos cuando las normas aplicables a cada uno de los procedimientos así lo 
permitan. Podrán acordar asimismo la distribución de determinadas funciones entre 
ellos, cuando las normas aplicables a cada uno de los procedimientos permitan tal 
reparto de funciones. 

Artículo 57 

Cooperación y comunicación entre órganos jurisdiccionales 

1. Cuando un procedimiento de insolvencia se refiera a dos o más miembros de 
un grupo de sociedades, el órgano jurisdiccional que haya abierto tal procedimiento 
cooperará con cualquier otro órgano jurisdiccional ante el que se haya presentado 
una solicitud de apertura de un procedimiento relativo a otro miembro del mismo 
grupo, o que haya abierto dicho procedimiento, en la medida en que tal cooperación 
sea conveniente para facilitar la eficaz administración de los procedimientos, no sea 
incompatible con las normas aplicables a los mismos y no suponga ningún conflicto 
de intereses. Con este fin, los órganos jurisdiccionales podrán designar, cuando sea 
oportuno, a una persona u órgano independiente que actúe siguiendo sus 
instrucciones, siempre que ello no sea incompatible con las normas aplicables a 
dichos órganos jurisdiccionales. 

2. Al poner en práctica la cooperación mencionada en el apartado 1, los órganos 
jurisdiccionales, o cualquier persona u órgano designado que actúe en su 
representación, a que se refiere el apartado 1, podrán, directamente, comunicarse 
entre sí, o solicitarse mutuamente información o asistencia, siempre que dicha 
comunicación respete los derechos procesales de las partes en los procedimientos y 
el carácter confidencial de la información. 

3. La cooperación a que se refiere el apartado 1 podrá llevarse a cabo por 
cualquier medio que el órgano jurisdiccional considere adecuado. En concreto 
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puede tratarse de: 

a) la coordinación del nombramiento de los administradores concursales; 

b) la comunicación de información por cualquier medio que el órgano jurisdiccional 
considere oportuno; 

c) la coordinación de la administración y supervisión de los bienes y negocios de los 
miembros del grupo; 

d) la coordinación de la celebración de las vistas; 

e) la coordinación en la aprobación de protocolos, en caso necesario. 

Artículo 58 

Cooperación y comunicación entre los administradores concursales y los órganos 
jurisdiccionales 

El administrador concursal nombrado en un procedimiento de insolvencia relativo a 
un miembro de un grupo de sociedades: 

a) cooperará y se comunicará con cualquier órgano jurisdiccional ante el que se haya 
presentado una solicitud de apertura de procedimiento respecto de otro 
miembro del mismo grupo de sociedades o que haya abierto tal procedimiento, y 

b) podrá solicitar a ese órgano jurisdiccional información sobre los procedimientos 
relativos al otro miembro del grupo o solicitar asistencia respecto del 
procedimiento para el que haya sido nombrado, en la medida en que dicha 
cooperación y comunicación resulten adecuadas para facilitar la eficaz 
administración de los procedimientos, no supongan un conflicto de intereses y no 
sean incompatibles con las normas que les sean aplicables. 

Artículo 59 

Costes de la cooperación y la comunicación en los procedimientos relativos a 
miembros de un grupo de sociedades 

Los costes que las medidas de cooperación y de comunicación previstas en los 
artículos 56 a 60 ocasionen al administrador concursal o al órgano jurisdiccional se 
considerarán costas y gastos de los procedimientos respectivos. 

Artículo 60 

Facultades del administrador concursal en los procedimientos relativos a 
miembros de un grupo de sociedades 

1. El administrador concursal nombrado en un procedimiento de insolvencia 
abierto respecto de un miembro de un grupo de sociedades podrá, en la medida 
adecuada para facilitar la eficaz administración del procedimiento: 

a) ser oído en cualquiera de los procedimientos abiertos respecto de cualquier otro 
miembro del mismo grupo; 

b) solicitar la suspensión de cualquier medida relacionada con la realización de los 
activos en el procedimiento abierto respecto de cualquier otro miembro del 
mismo grupo, siempre que: 
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i) un plan de reestructuración que tenga posibilidades razonables de éxito se 
haya propuesto en virtud del artículo 56, apartado 2, letra c), para todos o 
algunos de los miembros del grupo sometidos a procedimientos de 
insolvencia, 

ii) dicha suspensión sea necesaria para garantizar la adecuada realización del 
plan de reestructuración, 

iii) el plan de reestructuración redunde en beneficio de los acreedores en el 
procedimiento para el que se solicite la suspensión, y 

iv) ni los procedimientos de insolvencia para los que haya sido nombrado el 
administrador concursal mencionado en el apartado 1 del presente artículo, ni 
los procedimientos en los que se ha solicitado la suspensión estén sometidos a 
la coordinación prevista en la sección 2 del presente capítulo; 

c) solicitar el inicio de un procedimiento de coordinación de grupo, de conformidad 
con el artículo 61. 

2. El órgano jurisdiccional que haya abierto un procedimiento previsto en el 
apartado 1, letra b), suspenderá cualquier medida vinculada a la realización total o 
parcial de los activos en dicho procedimiento, cuando considere que se cumplen las 
condiciones previstas en el apartado 1, letra b). 

Antes de acordar la suspensión, el órgano jurisdiccional oirá al administrador 
concursal nombrado en el procedimiento para el que se haya solicitado la 
suspensión. Esta suspensión tendrá la duración, no superior a tres meses, que el 
órgano jurisdiccional considere adecuada y que sea compatible con las normas 
aplicables al procedimiento. 

El órgano jurisdiccional que acuerde la suspensión podrá exigir al administrador 
concursal mencionado en el apartado 1 que tome cualquier medida apropiada 
prevista en el Derecho nacional para garantizar los intereses de los acreedores del 
procedimiento. 

El órgano jurisdiccional podrá prorrogar la duración de la suspensión por el plazo o 
plazos que considere adecuados y que sean compatibles con las normas aplicables al 
procedimiento, siempre que sigan cumpliéndose las condiciones a que se refiere el 
apartado 1, letra b), incisos ii) a iv), y que la duración total de la suspensión (el plazo 
inicial junto con dichas prórrogas) no exceda de seis meses. 

 

SECCIÓN 2 

Coordinación 

Subsección 1 

  Procedimiento  

Artículo 61 

  Solicitud de inicio de un procedimiento de coordinación de grupo 

1. El administrador concursal nombrado en un procedimiento de insolvencia 
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abierto en relación con un miembro de un grupo podrá solicitar un procedimiento 
de coordinación de ese grupo ante cualquier órgano jurisdiccional que sea 
competente para conocer de un procedimiento relativo a uno de los miembros del 
grupo. 

2. La solicitud a que se refiere el apartado 1 se formulará de conformidad con las 
condiciones establecidas por la normativa aplicable al procedimiento en el que se 
haya nombrado al administrador concursal. 

3. La solicitud contemplada en el apartado 1 irá acompañada de: 

a) una propuesta sobre la persona del coordinador de grupo («el coordinador»), 
detalles sobre su idoneidad en virtud del artículo 71, pormenores acerca de su 
cualificación, así como su acuerdo por escrito para actuar como coordinador; 

b) las directrices de la coordinación de grupo propuesta y en particular de las 
razones por las que se cumplen las condiciones establecidas en el artículo 63, 
apartado 1; 

c) una lista de los administradores concursales nombrados en relación con los 
miembros del grupo y, en su caso, de los órganos jurisdiccionales y autoridades 
competentes en los procedimientos de insolvencia de los miembros de este; 

d) un presupuesto de los costes estimados de la coordinación de grupo propuesta y 
la estimación de la parte de dichos costes que deba pagar cada miembro del 
grupo. 

Artículo 62 

  Norma de prioridad 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66, en caso de que se solicite el inicio de 
un procedimiento de coordinación de grupo ante órganos jurisdiccionales de 
distintos Estados miembros, todo órgano jurisdiccional distinto de aquel al que se 
haya presentado la primera solicitud se inhibirá a favor de este. 

Artículo 63 

Comunicación del órgano jurisdiccional al que se presente la solicitud 

1. El órgano jurisdiccional ante el que se haya presentado una solicitud de inicio 
de procedimiento de coordinación de grupo comunicará lo antes posible la 
presentación de la misma y el coordinador propuesto a los administradores 
concursales nombrados en relación con los miembros del grupo indicados en la 
solicitud prevista en el artículo 61, apartado 3, letra c), cuando considere que: 

a) el inicio de ese procedimiento resulta adecuada para facilitar la eficaz 
administración de los procedimientos de insolvencia relativos a los distintos 
miembros del grupo; 

b) no es probable que ningún acreedor de cualquier miembro del grupo, cuya 
participación en el procedimiento esté prevista, resulte perjudicado 
económicamente por la inclusión de dicho miembro en el procedimiento, y 

c) el coordinador propuesto cumple los requisitos establecidos en el artículo 71. 
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2. La comunicación a que se refiere el apartado 1 del presente artículo enumerará 
los elementos mencionados en el artículo 61, apartado 3, letras a) a d). 

3. La comunicación a que se refiere el apartado 1 se enviará por correo certificado 
y con acuse de recibo. 

4. El órgano jurisdiccional al que se haya presentado la solicitud ofrecerá a los 
administradores concursales la oportunidad de ser oídos. 

Artículo 64 

Oposición de los administradores concursales 

1. Los administradores concursales nombrados respecto de cualquier miembro del 
grupo podrán oponerse a: 

a) la inclusión del procedimiento de insolvencia para el que hayan sido nombrados en 
el procedimiento de coordinación de grupo, o 

b) la persona propuesta como coordinador. 

2. Los administradores concursales a que se refiere el apartado 1 del presente 
artículo formularán la oposición contemplada en el apartado 1 del presente artículo 
ante el órgano jurisdiccional mencionado en el artículo 63, dentro del plazo de 30 
días a partir de la recepción de la comunicación de inicio del procedimiento de 
coordinación de grupo. 

La oposición podrá formularse mediante el formulario normalizado previsto en el 
artículo 88. 

3. Antes de tomar la decisión de participar o no en la coordinación conforme al 
apartado 1, letra a), el administrador concursal obtendrá la aprobación que se 
requiera en virtud del Derecho del Estado de apertura del procedimiento de 
insolvencia para el que ha sido nombrado. 

Artículo 65 

Consecuencias de la oposición a la inclusión en la coordinación de grupo 

1. En caso de que un administrador concursal se haya opuesto a la inclusión del 
procedimiento para el que ha sido nombrado en el procedimiento de coordinación 
de grupo, dicho procedimiento no se incluirá en el procedimiento de coordinación. 

2. Las facultades del órgano jurisdiccional a que se refiere el artículo 68 o las del 
coordinador derivadas de dicho procedimiento no surtirán efecto respecto de dicho 
miembro, y no conllevarán coste alguno para él. 

Artículo 66 

Elección de foro para procedimientos de coordinación de grupo 

1. Cuando al menos dos tercios de todos los administradores concursales 
nombrados en procedimientos de insolvencia de los miembros del grupo hayan 
acordado que un órgano jurisdiccional de otro Estado miembro que sea competente 
es el más adecuado para el inicio del procedimiento de coordinación de grupo, dicho 
órgano jurisdiccional tendrá competencia exclusiva. 
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2. La elección de foro se efectuará de común acuerdo por escrito o constará por 
escrito. Podrá efectuarse hasta el momento en que se haya iniciado el 
procedimiento de coordinación de grupo de conformidad con el artículo 68. 

3. Todo órgano jurisdiccional distinto del acordado conforme al apartado 1 se 
inhibirá a favor de este. 

4. La solicitud de apertura del procedimiento de coordinación de grupo se 
presentará ante el órgano jurisdiccional convenido de conformidad con el artículo 
61. 

Artículo 67 

Consecuencias de la oposición al coordinador propuesto 

En caso de que se haya formulado oposición a la persona propuesta como 
coordinador por parte de un administrador concursal que no se oponga también a la 
inclusión en el procedimiento de coordinación de grupo del miembro respecto del 
cual ha sido nombrado, el órgano jurisdiccional podrá abstenerse de nombrar a dicha 
persona y podrá invitar al administrador concursal que haya formulado oposición a 
presentar una nueva solicitud de conformidad con el artículo 61, apartado 3. 

Artículo 68 

Resolución de inicio de un procedimiento de coordinación de grupo 

1. Una vez que haya transcurrido el plazo al que se refiere el artículo 64, apartado 
2, el órgano jurisdiccional podrá iniciar el procedimiento de coordinación de grupo si 
considera que se cumplen las condiciones del artículo 63, apartado 1. En tal caso, el 
órgano jurisdiccional: 

a) designará un coordinador; 

b) resolverá sobre las directrices de la coordinación, y 

c) resolverá sobre la estimación de los costes y la parte que deban pagar los 
miembros del grupo. 

2. La resolución de inicio del procedimiento de coordinación de grupo se 
comunicará a los administradores concursales y al coordinador. 

Artículo 69 

  Adhesión subsiguiente de administradores concursales 

1. De conformidad con su Derecho nacional, todo administrador concursal podrá 
solicitar, con posterioridad a la resolución del órgano jurisdiccional a que se refiere 
el artículo 68, la inclusión de los procedimientos respecto de los que haya sido 
nombrado, en caso de que: 

a) se haya formulado oposición a la inclusión del procedimiento de insolvencia en el 
procedimiento de coordinación de grupo, o 

b) se haya abierto el procedimiento de insolvencia respecto de un miembro del 
grupo después de que el órgano jurisdic cional haya iniciado el procedimiento de 
coordinación de grupo. 
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2. Sin perjuicio del apartado 4, el coordinador podrá acceder a dicha solicitud tras 
consultar a los administradores concursales implicados, si 

a) considera que, teniendo en cuenta la fase en la que se encuentre el 
procedimiento de coordinación de grupo en el momento de la solicitud, se 
cumplen los criterios establecidos en el artículo 63, apartado 1, letras a) y b), o 

b) todos los administradores concursales implicados convienen en ello, a reserva de 
las condiciones establecidas por su Derecho nacional. 

3. El coordinador informará al órgano jurisdiccional y a los administradores 
concursales implicados de su decisión en virtud del apartado 2, así como de las 
razones en las que se fundamenta. 

4. Todo administrador concursal implicado o todo administrador concursal cuya 
solicitud de inclusión en el procedi miento de coordinación de grupo haya sido 
denegada podrá impugnar la decisión a que se refiere al apartado 2 de conformidad 
con el procedimiento establecido en virtud del Derecho del Estado miembro en el 
que se haya iniciado el procedimiento de coordinación de grupo. 

Artículo 70 

  Recomendaciones y plan de coordinación de grupo 

1. En la gestión de sus procedimientos de insolvencia, los administradores 
concursales tendrán en cuenta las recomen daciones del coordinador y el contenido 
del plan de coordinación de grupo contemplados en el artículo 72, apartado 1. 

2. El administrador concursal no estará obligado a seguir ni total ni parcialmente 
las recomendaciones del coordinador o el plan de coordinación de grupo. 

En caso de que no siga las recomendaciones del coordinador o el plan de 
coordinación de grupo, indicará los motivos para no hacerlo a las personas u 
organismos a los que deba informar con arreglo a su Derecho nacional, así como al 
coordinador. 

 

Subsección 2 

   Disposiciones generales  

Artículo 71 

   El coordinador 

1. El coordinador será una persona a la que pueda nombrarse en virtud del 
Derecho de un Estado miembro como administrador concursal. 

2. El coordinador no será ninguno de los administradores concursales nombrados 
para actuar respecto de los miembros del grupo, y no tendrá conflicto de intereses 
alguno respecto de tales miembros, de sus acreedores o de los administradores 
concursales nombrados respecto de cualquiera de los miembros del grupo. 

Artículo 72 

  Funciones y derechos del coordinador 
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1. El coordinador deberá: 

a) determinar y elaborar las recomendaciones para la sustanciación coordinada de 
los procedimientos de insolvencia; 

b) proponer un plan de coordinación de grupo que determine, describa y recomiende 
un conjunto completo de medidas adecuadas para un planteamiento integrado de 
la resolución de la insolvencia de los miembros del grupo. Concretamente, el plan 
podrá incluir propuestas sobre: 

i) las medidas que deben adoptarse para restablecer el rendimiento económico y 
la solidez financiera del grupo o de una parte del mismo, 

ii) la resolución de controversias en el seno del grupo en lo relativo a las 
transacciones internas y a las acciones revocatorias, 

iii) los acuerdos entre los administradores concursales de los miembros del grupo 
insolventes. 

2. El coordinador podrá asimismo: 

a) ser oído y participar, en particular asistiendo a las reuniones de la junta de 
acreedores, en cualquiera de los procedimientos abiertos respecto de cualquier 
miembro del grupo; 

b) mediar en las posibles controversias que surjan entre dos o más administradores 
concursales de miembros del grupo; 

c) presentar y explicar sus planes de coordinación de grupo a las personas u 
organismos a los que deba informar en virtud del Derecho nacional de estos; 

d) solicitar información de cualquier administrador concursal respecto de cualquier 
miembro del grupo cuando dicha información sea o pueda ser de utilidad para 
determinar y elaborar las estrategias y medidas destinadas a coordinar los 
procedimientos, y 

e) solicitar una suspensión, por un período máximo de seis meses, del 
procedimiento abierto respecto de cualquier miembro del grupo, siempre que 
dicha suspensión sea necesaria para garantizar la adecuada ejecución del plan y 
redunde en beneficio de los acreedores en el procedimiento para el que se 
solicite la suspensión, o solicitar el levanta miento de cualquier suspensión en 
curso. Dicha solicitud se presentará ante el órgano jurisdiccional que haya abierto 
el procedimiento cuya suspensión se solicite. 

3. El plan previsto en el apartado 1, letra b), no incluirá ninguna recomendación 
sobre la consolidación de los procedimientos o de las masas. 

4. Las funciones y derechos del coordinador definidos en el presente artículo no 
se extenderán a ningún miembro del grupo que no participe en el procedimiento de 
coordinación de grupo. 

5. El coordinador ejercerá sus funciones con imparcialidad y con la debida 
diligencia. 

6. En caso de que el coordinador considere que el cumplimiento de sus funciones 
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requiere un incremento significativo de los costes en comparación con los costes 
estimados a que se refiere el artículo 61, apartado 3, letra d), y, en cualquier caso, 
cuando los costes excedan del 10 % del presupuesto de los costes estimados, el 
coordinador: 

a) informará sin demora a los administradores concursales participantes, y 

b) recabará la aprobación previa del órgano jurisdiccional que haya iniciado el 
procedimiento de coordinación de grupo. 

Artículo 73 

  Lenguas 

1. El coordinador se comunicará con el administrador concursal de un miembro 
participante del grupo en la lengua convenida con este o, a falta de acuerdo, en la 
lengua oficial o una de las lenguas oficiales de las instituciones de la Unión, y del 
órgano jurisdiccional que haya abierto el procedimiento respecto de dicho miembro 
del grupo. 

2. El coordinador se comunicará con el órgano jurisdiccional en la lengua oficial de 
este. 

Artículo 74 

Cooperación entre los administradores concursales y el coordinador 

1. Los administradores concursales nombrados en relación con miembros del 
grupo y el coordinador cooperarán entre sí en la medida en que dicha cooperación 
no sea incompatible con las normas aplicables a los procedimientos respectivos. 

2. En particular, los administradores concursales comunicarán al coordinador toda 
información que sea pertinente para el desempeño de las funciones de este. 

Artículo 75 

  Revocación del nombramiento del coordinador 

El órgano jurisdiccional revocará el nombramiento del coordinador a iniciativa propia 
o a instancia del administrador concursal de un miembro de grupo participante, en 
caso de que: 

a) el coordinador actúe en detrimento de los acreedores del miembro de grupo 
participante, o 

b) el coordinador no cumpla con las obligaciones que le incumben en virtud del 
presente capítulo. 

Artículo 76 

  Deudor no desapoderado 

Las disposiciones aplicables, en virtud del presente capítulo, al administrador 
concursal se aplicarán también, cuando proceda, al deudor no desapoderado. 

Artículo 77 

  Costes y distribución 
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1. La remuneración del coordinador será adecuada, proporcionada respecto de las 
funciones desempeñadas y reflejará unos gastos razonables. 

2. Una vez que complete sus trabajos, el coordinador establecerá la relación final 
de costes y la parte que deba pagar cada miembro y presentará dicha relación a 
cada administrador concursal participante y al órgano jurisdiccional que haya 
iniciado el procedimiento de coordinación. 

3. Si los administradores concursales participantes no formulan oposición en el 
plazo de 30 días a partir de la recepción de la relación prevista en el apartado 2, los 
costes y la parte que deba pagar cada miembro se considerarán acordados. La 
relación se presentará al órgano jurisdiccional que haya iniciado el procedimiento de 
coordinación para que dicho órgano jurisdiccional la confirme. 

4. En caso de oposición, el órgano jurisdiccional que haya iniciado el 
procedimiento de coordinación de grupo resolverá, a instancia del coordinador o de 
cualquier administrador concursal participante, sobre los costes y la parte que deba 
pagar cada miembro de conformidad con los criterios establecidos en el apartado 1 
del presente artículo y teniendo en cuenta la estimación de costes a que hacen 
referencia el artículo 68, apartado 1, y, en su caso, el artículo 72, apartado 6. 

5. Todo administrador concursal participante podrá impugnar la decisión a que se 
refiere el apartado 4 de conformidad con el procedimiento establecido en virtud del 
Derecho del Estado miembro en el que se haya iniciado el procedimiento de 
coordinación de grupo. 

 

CAPÍTULO VI 

PROTECCIÓN DE DATOS 

Artículo 78 

  Protección de datos 

1. Las disposiciones nacionales de transposición de la Directiva 95/46/CE se 
aplicarán al tratamiento de datos personales que se lleve a cabo en los Estados 
miembros en virtud del presente Reglamento, siempre y cuando no se trate de las 
operaciones de tratamiento a que se refiere el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 
95/46/CE. 

2. El Reglamento (CE) no 45/2001 se aplicará al tratamiento de datos personales 
que lleve a cabo la Comisión con arreglo al presente Reglamento. 

Artículo 79 

Funciones de los Estados miembros respecto del tratamiento de datos personales    
en los registros nacionales de insolvencia 

1. Cada Estado miembro comunicará a la Comisión el nombre de la persona física 
o jurídica, autoridad pública, agencia u otro organismo designado en virtud del 
Derecho nacional para ejercer las funciones de responsable del tratamiento con 
arreglo al artículo 2, letra d), de la Directiva 95/46/CE, con vistas a su publicación en 
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el Portal Europeo de e-Justicia. 

2. Los Estados miembros velarán por que se implanten las medidas técnicas para 
garantizar la seguridad de los datos personales tratados en sus registros nacionales 
de insolvencia previstos en el artículo 24. 

3. Los Estados miembros se encargarán de comprobar que el responsable del 
tratamiento designado en virtud del Derecho nacional con arreglo al artículo 2, letra 
d), de la Directiva 95/46/CE garantice el cumplimiento de los principios de calidad de 
los datos, en especial de la exactitud y la actualización de los datos almacenados en 
los registros nacionales de insolvencia. 

4. Los Estados miembros se encargarán, de conformidad con la Directiva 
95/46/CE, de la recopilación y almacena miento de los datos en las bases de datos 
nacionales y de las decisiones adoptadas para que tales datos estén disponibles en 
el registro interconectado que se puede consultar a través del Portal Europeo de e-
Justicia. 

5. Como parte de la información que debe facilitarse a los titulares de los datos 
para que puedan ejercer sus derechos, y en particular el derecho a la cancelación de 
datos, los Estados miembros informarán a dichos titulares acerca del período de 
accesibilidad establecido para los datos personales almacenados en los registros de 
insolvencia. 

Artículo 80 

  Funciones de la Comisión vinculadas al tratamiento de datos personales 

1. La Comisión ejercerá las funciones de responsable del tratamiento con arreglo 
al artículo 2, letra d), del Reglamento (CE) n° 45/2001, de conformidad con sus 
funciones correspondientes definidas en el presente artículo. 

2. La Comisión definirá las políticas necesarias y aplicará las soluciones técnicas 
necesarias para ejercer sus funciones como responsable del tratamiento. 

3. La Comisión aplicará las medidas técnicas necesarias para garantizar la 
seguridad de los datos personales mientras estén en tránsito, en particular la 
confidencialidad y la integridad de cualquier transmisión con destino u origen en el 
Portal Europeo de e-Justicia. 

4. Las obligaciones de la Comisión no afectarán a las responsabilidades de los 
Estados miembros y de otros órganos respecto del contenido y el funcionamiento de 
las bases de datos nacionales interconectadas que administren. 

Artículo 81 

  Obligaciones de información 

Sin perjuicio de la información que haya de darse a los interesados conforme a los 
artículos 11 y 12 del Reglamento (CE) n° 45/2001, la Comisión informará a los 
interesados, mediante publicación en el Portal Europeo de e-Justicia, de su función 
en el tratamiento de los datos y de la finalidad de dicho tratamiento. 
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Artículo 82 

    Almacenamiento de datos personales 

Por lo que atañe a la información de las bases de datos nacionales interconectadas, 
no se almacenarán datos personales relativos a los interesados en el Portal Europeo 
de e-Justicia. Todos esos datos se almacenarán en las bases de datos nacionales 
administradas por los Estados miembros u otros órganos. 

Artículo 83 

Acceso a datos personales a través del Portal Europeo de e-Justicia 

Los datos personales almacenados en los registros nacionales de insolvencia a que 
se refiere el artículo 24 serán accesibles a través del Portal Europeo de e-Justicia en 
línea mientras sigan siendo accesibles con arreglo al Derecho nacional. 

 

CAPÍTULO VII 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 

Artículo 84 

   Ámbito temporal de aplicación 

1. Lo dispuesto en el presente Reglamento se aplicará únicamente a los 
procedimientos de insolvencia que se abran después del 26 de junio de 2017. Los 
actos que el deudor haya celebrado antes de esa fecha continuarán sujetos a la ley 
que les fuese aplicable en el momento de su celebración. 

2. No obstante lo dispuesto en el artículo 91 del presente Reglamento, el 
Reglamento (CE) n° 1346/2000 seguirá aplicándose a los procedimientos de 
insolvencia que entren dentro del ámbito de aplicación del citado Reglamento y que 
se hayan abierto antes del 26 de junio de 2017. 

Artículo 85 

   Relación con los Convenios 

1. El presente Reglamento sustituirá, respecto de las materias a que se refiere, y 
en las relaciones entre los Estados miembros, a los Convenios suscritos entre dos o 
más Estados miembros, en particular: 

a) Convenio entre Bélgica y Francia relativo a la competencia judicial, y 
sobre valor y ejecución de las resoluciones judiciales, laudos arbitrales y 
documentos públicos con fuerza ejecutiva, firmado en París el 8 de julio 
de 1899; 

b) Convenio entre Bélgica y Austria sobre la quiebra, el convenio de 
acreedores y la suspensión de pagos (con protocolo adicional de 13 de 
junio de 1973), firmado en Bruselas el 16 de julio de 1969; 

c) Convenio entre Bélgica y los Países Bajos relativo a la competencia 
judicial territorial, quiebra, y sobre valor y ejecución de resoluciones 
judiciales, laudos arbitrales y documentos públicos con fuerza ejecutiva, 
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firmado en Bruselas el 28 de marzo de 1925; 

d) Tratado entre Alemania y Austria sobre quiebra y convenio de 
acreedores, firmado en Viena el 25 de mayo de 1979; 

e) Convenio entre Francia y Austria sobre la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones sobre quiebra, firmado en 
Viena el 27 de febrero de 1979; 

f) Convenio entre Francia e Italia sobre ejecución de sentencias en materia 
civil y mercantil, firmado en Roma el 3 de junio de 1930; 

g) Convenio entre Italia y Austria sobre quiebra y convenio de acreedores, 
firmado en Roma el 12 de julio de 1977; 

h) Convenio entre el Reino de los Países Bajos y la República Federal de 
Alemania sobre reconocimiento y ejecución mutuos de resoluciones 
judiciales y otros títulos ejecutivos en materia civil y mercantil, firmado 
en La Haya el 30 de agosto de 1962; 

i) Convenio entre el Reino Unido y el Reino de Bélgica sobre la ejecución 
recíproca de sentencias en materia civil y mercantil, acompañado de un 
Protocolo, firmado en Bruselas el 2 de mayo de 1934; 

j) Convenio entre Dinamarca, Finlandia, Noruega, Suecia e Islandia, relativo 
a la quiebra, firmado en Copenhague el 7 de noviembre de 1993; 

k) Convenio europeo relativo a determinados aspectos internacionales de 
los procedimientos de insolvencia, firmado en Estambul el 5 de junio de 
1990; 

l) Convenio entre la República Popular Federativa de Yugoslavia y el Reino 
de Grecia sobre reconocimiento mutuo y ejecución de resoluciones 
judiciales, firmado en Atenas el 18 de junio de 1959; 

m) Acuerdo entre la República Popular Federativa de Yugoslavia y la 
República de Austria sobre reconocimiento mutuo y ejecución de laudos 
arbitrales y convenios arbitrales en materia mercantil, firmado en 
Belgrado el 18 de marzo de 1960; 

n) Convenio entre la República Popular Federativa de Yugoslavia y la 
República Italiana sobre cooperación judicial mutua en materia civil y 
administrativa, firmado en Roma el 3 de diciembre de 1960; 

o) Acuerdo entre la República Federativa Socialista de Yugoslavia y el Reino 
de Bélgica sobre cooperación judicial en materia civil y mercantil, 
firmado en Belgrado el 24 de septiembre de 1971; 

p) Convenio entre los Gobiernos de Yugoslavia y Francia sobre 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil, firmado en París el 18 de mayo de 1971; 

q) Acuerdo entre la República Socialista de Checoslovaquia y la República 
Helénica sobre asistencia judicial en materia civil y penal, firmado en 
Atenas el 22 de octubre de 1980, aún en vigor entre la República Checa y 
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Grecia; 

r) Acuerdo entre la República Socialista de Checoslovaquia y la República 
de Chipre sobre asistencia judicial en materia civil y penal, firmado en 
Nicosia el 23 de abril de 1982, aún en vigor entre la República Checa y 
Chipre; 

s) Tratado entre el Gobierno de la República Socialista de Checoslovaquia y 
el Gobierno de la República Francesa sobre asistencia judicial y el 
reconocimiento y ejecución de sentencias en materia civil, familiar y 
mercantil, firmado en París el 10 de mayo de 1984, aún en vigor entre la 
República Checa y Francia; 

t) Tratado entre la República Socialista de Checoslovaquia y la República 
Italiana sobre asistencia judicial en materia civil y penal, firmado en 
Praga el 6 de diciembre de 1985, aún en vigor entre la República Checa e 
Italia; 

u) Acuerdo entre la República de Letonia, la República de Estonia y la 
República de Lituania sobre asistencia judicial y relaciones jurídicas, 
firmado en Tallin el 11 de noviembre de 1992; 

v) Acuerdo entre Estonia y Polonia sobre prestación de asistencia judicial y 
relaciones jurídicas en materia civil, laboral y penal, firmado en Tallin el 
27 de noviembre de 1998; 

w) Acuerdo entre la República de Lituania y la República de Polonia sobre 
asistencia judicial y relaciones jurídicas en materia civil, familiar, laboral 
y penal, firmado en Varsovia el 26 de enero de 1993; 

x) Convenio entre la República Socialista de Rumanía y la República 
Helénica sobre asistencia judicial en materia civil y penal y su Protocolo, 
firmados en Bucarest el 19 de octubre de 1972; 

y) Convenio entre la República Socialista de Rumanía y la República 
Francesa sobre asistencia judicial en materia civil y mercantil, firmado en 
París el 5 de noviembre de 1974; 

z) Acuerdo entre la República Popular de Bulgaria y la República Helénica 
sobre asistencia judicial en materia civil y penal, firmado en Atenas el 10 
de abril de 1976; 

a bis) Acuerdo entre la República Popular de Bulgaria y la República de Chipre 
sobre asistencia judicial en materia civil y penal, firmado en Nicosia el 29 
de abril de 1983; 

a ter) Acuerdo entre el Gobierno de la República Popular de Bulgaria y el 
Gobierno de la República Francesa sobre asistencia judicial en materia 
civil, firmado en Sofía el 18 de enero de 1989; 

a quater) Tratado entre Rumanía y la República Checa sobre asistencia judicial en 
materia civil, firmado en Bucarest el 11 de julio de 1994; 

a quinquies) Tratado entre Rumanía y la República de Polonia sobre asistencia 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

816 

 

judicial y relaciones jurídicas en materia civil, firmado en Bucarest el 15 
de mayo de 1999. 

2. Los Convenios mencionados en el apartado 1 seguirán surtiendo efecto cuando 
se trate de procedimientos abiertos antes de la entrada en vigor del Reglamento 
(CE) n° 1346/2000. 

3. El presente Reglamento no será aplicable: 

a) en cualquier Estado miembro, cuando lo dispuesto en el mismo sea incompatible 
con las obligaciones en materia de quiebra resultantes de un Convenio celebrado 

antes de la entrada en vigor del Reglamento (CE) no 1346/2000 por dicho Estado 
miembro y uno o varios terceros Estados; 

b) en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, en la medida en que sea 
incompatible con las obligaciones en materia de quiebra y liquidación de 
sociedades insolventes resultantes de cualquier acuerdo adoptado en el marco de 
la Commonwealth vigente en el momento de la entrada en vigor del Reglamento 

(CE) no 1346/2000. 

Artículo 86 

   Información sobre el Derecho nacional y de la Unión en materia de insolvencia 

1. En el marco de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil creada por la 
Decisión 2001/470/CE del Consejo (66), los Estados miembros facilitarán una breve 
descripción de su legislación y de sus procedimientos nacionales en materia de 
insolvencia, en particular en lo que respecta a las materias relacionadas en el 
artículo 7, apartado 2, a fin de hacer pública esa información. 

2. Los Estados miembros actualizarán periódicamente la información a que se 
hace referencia en el apartado 1. 

3. La Comisión pondrá a disposición del público la información relativa al presente 
Reglamento. 

Artículo 87 

Establecimiento de la interconexión de registros 

La Comisión adoptará actos de ejecución por los que se establezca la interconexión 
de los registros de insolvencia conforme a lo dispuesto en el artículo 25. Dichos actos 
de ejecución se adoptarán con arreglo al procedimiento de examen previsto en el 
artículo 89, apartado 3. 

Artículo 88 

   Elaboración y ulterior modificación de los formularios normalizados 

La Comisión adoptará actos de ejecución en los que se establezcan y, si fuera 
necesario, se modifiquen los formularios a que se refiere el artículo 27, apartado 4, 
los artículos 54 y 55 y el artículo 64, apartado 2. Estos actos de ejecución se 

                                                           
66 Decisión 2001/470/CE del Consejo, de 28 de mayo de 2001, por la que se crea una Red Judicial Europea en materia 
civil y mercantil (DO L 174 de 27.6.2001, p. 25). 
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adoptarán de conformidad con el procedimiento consultivo contemplado en el 
artículo 89, apartado 2. 

Artículo 89 

   Procedimiento de comité 

1. La Comisión estará asistida por un comité. Dicho comité será un comité en el 

sentido del Reglamento (UE)  no 182/2011. 

2. En los casos en que se haga referencia al presente apartado será de aplicación 

el artículo 4 del Reglamento (UE) no 182/2011. 

3. En los casos en que se haga referencia al presente apartado será de aplicación 

el artículo 5 del Reglamento (UE) no 182/2011. 

Artículo 90 

  Cláusula de revisión 

1. A más tardar el 27 de junio de 2027, y a continuación cada cinco años, la 
Comisión presentará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y 
Social Europeo un informe sobre la aplicación del presente Reglamento. Dicho 
informe irá acompañado, cuando sea necesario, de una propuesta de adaptación del 
presente Reglamento. 

2. A más tardar el 27 de junio de 2022, la Comisión presentará al Parlamento 
Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo un informe relativo a la 
aplicación de los procedimientos de coordinación de grupo. Dicho informe irá 
acompañado, cuando sea necesario, de una propuesta de adaptación del presente 
Reglamento. 

3. A más tardar el 1 de enero de 2016, la Comisión presentará al Parlamento 
Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo un estudio sobre los 
aspectos transfronterizos en materia de responsabilidad e inhabilitación de 
administradores de empresas. 

4. A más tardar el 27 de junio de 2020, la Comisión presentará al Parlamento 
Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo un estudio sobre la 
cuestión de los foros de conveniencia fraudulentos o abusivos. 

Artículo 91 

  Derogación 

Queda derogado el Reglamento (CE) no 1346/2000. 

Las referencias al Reglamento derogado se entenderán hechas al presente 
Reglamento con arreglo a la tabla de correspondencias que figura en el anexo D del 
presente Reglamento. 

Artículo 92 

  Entrada en vigor 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en 
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el Diario Oficial de la Unión Europea. Será aplicable a partir del 26 de junio de 
2017, con excepción de: 

a) el artículo 86, que se aplicará a partir del 26 de junio de 2016; 

b) el artículo 24, apartado 1, que se aplicará a partir del 26 de junio de 2018, y 

c) el artículo 25, que se aplicará a partir del 26 de junio de 2019. 

 

 

 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente 
aplicable en los Estados miembros de conformidad con los Tratados. 

Hecho en Estrasburgo, el 20 de mayo de 2015. 

 

Por el Parlamento Europeo     Por el Consejo 

El Presidente        La Presidenta 

M. SCHULZ        Z. KALNIŅA-LUKAŠEVICA 
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ANEXO A 

Procedimientos de insolvencia a que se refiere el artículo 2, punto 4) 

 

BELGIQUE/BELGIË 

— Het faillissement/La faillite, 

— De gerechtelijke reorganisatie door een collectief akkoord/La réorganisation judiciaire 
par accord collectif, 

— De gerechtelijke reorganisatie door een collectief akkoord/La réorganisation judiciaire 
par accord collectif, 

— De gerechtelijke reorganisatie door overdracht onder gerechtelijk gezag/La 
réorganisation judiciaire par transfert sous autorité de justice, 

— De collectieve schuldenregeling/Le règlement collectif de dettes, 

— De vrijwillige vereffening/La liquidation volontaire, 

— De gerechtelijke vereffening/La liquidation judiciaire, 

— De voorlopige ontneming van beheer, bepaald in artikel 8 van de faillissementswet/Le 
dessaisissement provisoire, visé à l'article 8 de la loi sur les faillites. 

 

БЪЛГАРИЯ 

— Производство по несъстоятелност. 

 

ČESKÁ REPUBLIKA 

— Konkurs, 

— Reorganizace, 

— Oddlužení. 

 

DEUTSCHLAND 

— Das Konkursverfahren, 

— Das  gerichtliche Vergleichsverfahren, 

— Das  Gesamtvollstreckungsverfahren, 

— Das Insolvenzverfahren. 

 

EESTI 

— Pankrotimenetlus, 

— Võlgade ümberkujundamise menetlus. 
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ÉIRE/IRELAND 

— Compulsory winding-up by the court, 

— Bankruptcy, 

— The administration in bankruptcy of the estate of persons dying insolvent, 

— Winding-up in bankruptcy of partnerships, 

— Creditors' voluntary winding-up (with confirmation of a court), 

— Arrangements under the control of the court which involve the vesting of all or part of 
the property of the debtor in the Official Assignee for realisation and distribution, 

— Examinership, 

— Debt Relief Notice, 

— Debt Settlement Arrangement, 

— Personal Insolvency Arrangement. 

 

ΕΛΛΑΔΑ 

— Η πτώχευςη, 

— Η ειδική εκκαθάριςη εν λειτουργία, 

— χζδιο αναδιοργάνωςησ, 

— Απλοποιημζνη διαδικαςία επί πτωχεφςεων μικροφ αντικειμζνου, 

— Διαδικαςία Εξυγίανςησ. 

 

ESPAÑA 

— Concurso, 

— Procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación, 

— Procedimiento de acuerdos extrajudiciales de pago, 

— Procedimiento de negociación pública para la consecución de acuerdos de 
refinanciación colectivos, acuerdos de refinanciación homologados y propuestas 
anticipadas de convenio. 

 

FRANCE 

— Sauvegarde, 

— Sauvegarde accélérée, 

— Sauvegarde financière accélérée, 

— Redressement judiciaire, 
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— Liquidation judiciaire. 

 

HRVATSKA 

— Stečajni postupak. 

 

ITALIA 

— Fallimento, 

— Concordato preventivo, 

— Liquidazione coatta amministrativa, 

— Amministrazione straordinaria, 

— Accordi di ristrutturazione, 

— Procedure di composizione della crisi da sovraindebitamento del consumatore (accordo 
o piano), 

— Liquidazione dei beni. 

 

ΚΥΠΡΟ 

— Υποχρεωτική εκκαθάριςη από το Δικαςτήριο, 

— Εκοφςια εκκαθάριςη από μζλη, 

— Εκοφςια εκκαθάριςη από πιςτωτζσ, 

— Εκκαθάριςη με την εποπτεία του Δικαςτηρίου, 

— Διάταγμα Παραλαβήσ και πτώχευςησ κατόπιν Δικαςτικοφ Διατάγματοσ, 

— Διαχείριςη τησ περιουςίασ προςώπων που απεβίωςαν αφερζγγυα. 

 

LATVIJA 

— Tiesiskās aizsardzības process, 

— Juridiskās personas maksātnespējas process, 

— Fiziskās personas maksātnespējas process. 

 

LIETUVA 

— Įmonės restruktūrizavimo byla, 

— Įmonės bankroto byla, 

— Įmonės bankroto procesas ne teismo tvarka, 

— Fizinio asmens bankroto procesas. 
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LUXEMBOURG 

— Faillite, 

— Gestion contrôlée, 

— Concordat préventif de faillite (par abandon d'actif), 

— Régime spécial de liquidation du notariat, 

— Procédure de règlement collectif des dettes dans le cadre du surendettement. 

 

MAGYARORSZÁG 

— Csődeljárás, 

— Felszámolási eljárás. 

 

MALTA 

— Xoljiment, 

— Amministrazzjoni, 

— Stralċ volontarju mill-membri jew mill-kredituri, 

— Stralċ mill-Qorti, 

— Falliment f'każ ta' kummerċjant, 

— Proċedura biex kumpanija tirkupra. 

 

NEDERLAND 

— Het faillissement, 

— De surséance van betaling, 

— De schuldsaneringsregeling natuurlijke personen. 

 

ÖSTERREICH 

— Das Konkursverfahren (Insolvenzverfahren), 

— Das Sanierungsverfahren ohne Eigenverwaltung (Insolvenzverfahren), 

— Das Sanierungsverfahren mit Eigenverwaltung (Insolvenzverfahren), 

— Das Schuldenregulierungsverfahren, 

— Das Abschöpfungsverfahren, 

— Das Ausgleichsverfahren. 
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POLSKA 

— Postępowanie naprawcze, 

— Upadłośd obejmująca likwidację, 

— Upadłośd z możliwością zawarcia układu. 

 

PORTUGAL 

— Processo de insolvência, 

— Processo especial de revitalização. 

 

ROMÂNIA 

— Procedura insolvenței, 

— Reorganizarea judiciară, 

— Procedura falimentului, 

— Concordatul  preventiv. 

 

SLOVENIJA 

— Postopek preventivnega prestrukturiranja, 

— Postopek prisilne poravnave, 

— Postopek poenostavljene prisilne poravnave, 

— Stečajni postopek: stečajni postopek nad pravno osebo, postopek osebnega stečaja and 
postopek stečaja zapuščine. 

 

SLOVENSKO 

— Konkurzné konanie, 

— Reštrukturalizačné konanie, 

— Oddlženie. 

 

SUOMI/FINLAND 

— Konkurssi/konkurs, 

— Yrityssaneeraus/företagssanering, 

— Yksityishenkilön velkajärjestely/skuldsanering för privatpersoner. 
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SVERIGE 

— Konkurs, 

— Företagsrekonstruktion, 

— Skuldsanering. 

 

UNITED KINGDOM 

— Winding-up by or subject to the supervision of the court, 

— Creditors' voluntary winding-up (with confirmation by the court), 

— Administration, including appointments made by filing prescribed documents with the 
court, 

— Voluntary arrangements under insolvency legislation, 

— Bankruptcy or sequestration. 
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ANEXO B 

Administradores concursales a que se refiere el artículo 2, punto 5) 

 

BELGIQUE/BELGIË 

— De curator/Le curateur, 

— De gedelegeerd rechter/Le juge-délégué, 

— De gerechtsmandataris/Le mandataire de justice, 

— De schuldbemiddelaar/Le médiateur de dettes, 

— De vereffenaar/Le liquidateur, 

— De voorlopige bewindvoerder/L'administrateur provisoire. 

 

БЪЛГАРИЯ 

— Назначен предварително временен синдик, 

— Временен синдик, 

— (Постоянен) синдик, 

— Служебен синдик. 

 

ČESKÁ REPUBLIKA 

— Insolvenční správce, 

— Předběžný insolvenční správce, 

— Oddělený insolvenční správce, 

— Zvláštní insolvenční správce, 

— Zástupce insolvenčního správce. 

 

DEUTSCHLAND 

— Konkursverwalter, 

— Vergleichsverwalter, 

— Sachwalter (nach der Vergleichsordnung), 

— Verwalter, 

— Insolvenzverwalter, 

— Sachwalter (nach der Insolvenzordnung), 

— Treuhänder, 
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— Vorläufiger Insolvenzverwalter, 

— Vorläufiger Sachwalter. 

 

EESTI 

— Pankrotihaldur, 

— Ajutine pankrotihaldur, 

— Usaldusisik. 

 

ÉIRE/IRELAND 

— Liquidator, 

— Official Assignee, 

— Trustee in bankruptcy, 

— Provisional Liquidator, 

— Examiner, 

— Personal Insolvency Practitioner, 

— Insolvency Service. 

 

ΕΛΛΑΔΑ 

— Ο ςφνδικοσ, 

— Ο ειςηγητήσ, 

— Η επιτροπή των πιςτωτών, 

— Ο ειδικόσ εκκαθαριςτήσ. 

 

ESPAÑA 

— Administrador concursal, 

— Mediador concursal. 

 

FRANCE 

— Mandataire judiciaire, 

— Liquidateur, 

— Administrateur judiciaire, 

— Commissaire à l'exécution du plan. 
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HRVATSKA 

— Stečajni upravitelj, 

— Privremeni stečajni upravitelj, 

— Stečajni povjerenik, 

— Povjerenik. 

 

ITALIA 

— Curatore, 

— Commissario giudiziale, 

— Commissario straordinario, 

— Commissario liquidatore, 

— Liquidatore giudiziale, 

— Professionista nominato dal Tribunale, 

— Organismo di composizione della crisi nella procedura di composizione della crisi 
da sovraindebitamento del consumatore, 

— Liquidatore. 

 

ΚΥΠΡΟ 

— Εκκαθαριςτήσ και Προςωρινόσ Εκκαθαριςτήσ, 

— Επίςημοσ Παραλήπτησ, 

— Διαχειριςτήσ τησ Πτώχευςησ. 

 

LATVIJA 

— Maksātnespējas procesa administrators. 

 

LIETUVA 

— Bankroto administratorius, 

— Restruktūrizavimo administratorius. 

 

LUXEMBOURG 

— Le curateur, 

— Le commissaire, 

— Le liquidateur, 
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— Le conseil de gérance de la section d'assainissement du notariat, 

— Le liquidateur dans le cadre du surendettement. 

 

MAGYARORSZÁG 

— Vagyonfelügyelő, 

— Felszámoló. 

 

MALTA 

— Amministratur Proviżorju, 

— Riċevitur Uffiċjali, 

— Stralċjarju, 

— Manager Speċjali, 

— Kuraturi f'każ ta' proċeduri ta' falliment, 

— Kontrolur Speċjali. 

 

NEDERLAND 

— De curator in het faillissement, 

— De bewindvoerder in de surséance van betaling, 

— De bewindvoerder in de schuldsaneringsregeling natuurlijke personen. 

 

ÖSTERREICH 

— Masseverwalter, 

— Sanierungsverwalter, 

— Ausgleichsverwalter, 

— Besonderer Verwalter, 

— Einstweiliger Verwalter, 

— Sachwalter, 

— Treuhänder, 

— Insolvenzgericht, 

— Konkursgericht. 
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POLSKA 

— Syndyk, 

— Nadzorca sądowy, 

— Zarządca. 

 

PORTUGAL 

— Administrador da insolvência, 

— Administrador judicial provisório. 

 

ROMÂNIA 

— Practician în insolvență, 

— Administrator concordatar, 

— Administrator judiciar, 

— Lichidator judiciar. 

 

SLOVENIJA 

— Upravitelj. 

 

SLOVENSKO 

— Predbežný správca, 

— Správca. 

 

SUOMI/FINLAND 

— Pesänhoitaja/boförvaltare, 

— Selvittäjä/utredare. 

 

SVERIGE 

— Förvaltare, 

— Rekonstruktör. 

 

UNITED KINGDOM 

— Liquidator, 
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— Supervisor of a voluntary arrangement, 

— Administrator, 

— Official Receiver, 

— Trustee, 

— Provisional Liquidator, 

— Interim Receiver, 

— Judicial factor. 
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ANEXO C 

Reglamento derogado con la lista de sus sucesivas modificaciones 

 

Reglamento (CE) no 1346/2000 del Consejo (DO L 160 de 30.6.2000, p. 1). 

Reglamento (CE) no 603/2005 del Consejo (DO L 100 de 20.4.2005, p. 1). 

Reglamento (CE) no 694/2006 del Consejo (DO L 121 de 6.5.2006, p. 1). 

Reglamento (CE) no 1791/2006 del Consejo (DO L 363 de 20.12.2006, p. 1). 

Reglamento (CE) no 681/2007 del Consejo (DO L 159 de 20.6.2007, p. 1). 

Reglamento (CE) no 788/2008 del Consejo (DO L 213 de 8.8.2008, p. 1). 

Reglamento de Ejecución (UE) no 210/2010 del Consejo (DO L 65 de 13.3.2010, p. 1). 

Reglamento de Ejecución (UE) no 583/2011 del Consejo (DO L 160 de 18.6.2011, p. 
52). 

Reglamento (UE) no 517/2013 del Consejo (DO L 158 de 10.6.2013, p. 1). 

Reglamento de Ejecución (UE) no 663/2014 del Consejo (DO L 179 de 19.6.2014, p. 
4). 

Acta relativa a las condiciones de adhesión de la República Checa, la República de 
Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la 
República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de 
Eslovenia y la República Eslovaca, y a las adaptaciones de los Tratados en los que se 
fundamenta la Unión (DO L 236 de 23.9.2003, p. 33). 
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ANEXO D 

Tabla de correspondencias 

 

Reglamento (CE) no 1346/2000 El presente Reglamento 

Artículo 1 Artículo 1 

Artículo 2, frase introductoria Artículo 2, frase introductoria 

Artículo 2, letra a) Artículo 2, punto 4 

Artículo 2, letra b) Artículo 2, punto 5 

Artículo 2, letra c) — 

Artículo 2, letra d) Artículo 2, punto 6 

Artículo 2, letra e) Artículo 2, punto 7 

Artículo 2, letra f) Artículo 2, punto 8 

Artículo 2, letra g), término introductorio Artículo 2, punto 9, término introductorio 

Artículo 2, letra g), primer guion Artículo 2, punto 9, inciso vii) 

Artículo 2, letra g), segundo guion Artículo 2, punto 9, inciso iv) 

Artículo 2, letra g), tercer guion Artículo 2, punto 9, inciso viii) 

Artículo 2, letra h) Artículo 2, punto 10 

— Artículo 2, puntos 1 a 3 y 11 a 13 

— Artículo 2, punto 9, incisos i) a iii), v) y vi) 

Artículo 3 Artículo 3 

— Artículo 4 

— Artículo 5 

— Artículo 6 

Artículo 4 Artículo 7 

Artículo 5 Artículo 8 

Artículo 6 Artículo 9 

Artículo 7 Artículo 10 

Artículo 8 Artículo 11, apartado 1 

— Artículo 11, apartado 2 

Artículo 9 Artículo 12 

Artículo 10 Artículo 13, apartado 1 

— Artículo 13, apartado 2 

Artículo 11 Artículo 14 
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Artículo 12 Artículo 15 

Artículo 13, primer guion Artículo 16, letra a) 

Artículo 13, segundo guion Artículo 16, letra b) 

Artículo 14, primer guion Artículo 17, letra a) 

Artículo 14, segundo guion Artículo 17, letra b) 

Artículo 14, tercer guion Artículo 17, letra c) 

Artículo 15 Artículo 18 

Artículo 16 Artículo 19 

Artículo 17 Artículo 20 

Artículo 18 Artículo 21 

Artículo 19 Artículo 22 

Artículo 20 Artículo 23 

— Artículo 24 

— Artículo 25 

— Artículo 26 

— Artículo 27 

Artículo 21, apartado 1 Artículo 28, apartado 2 

Artículo 21, apartado 2 Artículo 28, apartado 1 

Artículo 22 Artículo 29 

Artículo 23 Artículo 30 

Artículo 24 Artículo 31 

Artículo 25 Artículo 32 

Artículo 26 Artículo 33 

Artículo 27 Artículo 34 

Artículo 28 Artículo 35 

— Artículo 36 

Artículo 29 Artículo 37, apartado 1 

— Artículo 37, apartado 2 

— Artículo 38 

— Artículo 39 

Artículo 30 Artículo 40 

Artículo 31 Artículo 41 

— Artículo 42 

— Artículo 43 

— Artículo 44 
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Artículo 32 Artículo 45 

Artículo 33 Artículo 46 

Artículo 34, apartado 1 Artículo 47, apartado 1 

Artículo 34, apartado 2 Artículo 47, apartado 2 

Artículo 34, apartado 3 — 

— Artículo 48 

Artículo 35 Artículo 49 

Artículo 36 Artículo 50 

Artículo 37 Artículo 51 

Artículo 38 Artículo 52 

Artículo 39 Artículo 53 

Artículo 40 Artículo 54 

Artículo 41 Artículo 55 

Artículo 42 — 

— Artículo 56 

— Artículo 57 

— Artículo 58 

— Artículo 59 

— Artículo 60 

— Artículo 61 

— Artículo 62 

— Artículo 63 

— Artículo 64 

— Artículo 65 

— Artículo 66 

— Artículo 67 

— Artículo 68 

— Artículo 69 

— Artículo 70 

— Artículo 71 

— Artículo 72 

— Artículo 73 

— Artículo 74 

— Artículo 75 

— Artículo 76 

— Artículo 77 
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— Artículo 78 

— Artículo 79 

— Artículo 80 

— Artículo 81 

— Artículo 82 

— Artículo 83 

Artículo 43 Artículo 84, apartado 1 

— Artículo 84, apartado 2 

Artículo 44 Artículo 85 

— Artículo 86 

Artículo 45 — 

— Artículo 87 

— Artículo 88 

— Artículo 89 

Artículo 46 Artículo 90, apartado 1 

— Artículo 90, puntos 2 a 4 

— Artículo 91 

Artículo 47 Artículo 92 

Anexo A Anexo A 

Anexo B — 

Anexo C Anexo B 

— Anexo C 

— Anexo D 
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“CRUZANDO FRONTERAS CODIGO DE QUIEBRAS FEDERAL 11 U.S.C. 1500, ET. SEQ” 

Dña. Carmen D. CONDE TORRES 

 

El capítulo 15 del código de Quiebras Federal es una creación del congreso federal en el 2005. 
Esto fue parte de un esfuerzo mundial para mejorar la administración y control sobre 
restructuraciones de deudas de corporaciones o entidades multinacionales. 

El capítulo 15 ha ofrecido una de las herramientas más ordenadas y sin precedente para poder 
promover no tan solo la cooperación de varios entes nacionales sino que también ha provisto una 
forma coordinada de administrar el patrimonio internacional de las entidades que buscan 
reestructurar sus deudas. 

Mediante la presente ponencia se proveerá una idea de cómo iniciar y/o participar un caso bajo el 

capítulo 15 del Código de Quiebra federal. Se discutirá los requisitos para que un deudor pueda 

conseguir ser denominado como elegible para bajo un Capitulo 15. Tomando en consideración que 

esta legislación lleva en existencia desde el 2005 también se sobresaltara las decisiones 

jurisprudenciales más importantes. 

1 PROPOSITO DE LA LEGISLACION 

a. COOPERACION MUTUA ENTRE EEUU Y PAISES FORANEOS 

b. PROVEER SEGURIDAD EN EL COMERCIO Y LA INVERSION 

EJEMPLOS: 

A. EL REPRESENTANTE DEL CAUDAL EN UN PAIS FORANEO 
NECESITA AYUDA CON BIENES EN EEUU 

B. EL REPRESENTANTE DEL CAUDAL EN EEUU NECESITA 
ASISTENCIA DEL PAIS FORANEO 

POR LO QUE EL DEUDOR ES: 

A. PARTE EN UN PROCEDIMIENTO FORANEO 

B. PARTE EN UN PROCEDIMIENTO LOCAL, o, 

C. EL ACREEDOR FORANEO ES PARTE EN UN 
PROCEDIMIENTO LOCAL 

2 ESTE PROCEDIMIENTO NO APLICA A: 

A. CASOS DE FERROCARILES 

B. DEUDORES INDIVIDUALES EN CAP. 13 

C. SECURITIES AND COMODITY BROKERS 

D. STATE INSURANCE FUNDS IN THE EEUU 

3 MARCO DE REFERENCIA PARA LA CREACION DEL CAPITULO 15 

a. THE MODEL LAW ON CROSS-BORDERS INSOLVENCY , creado por UNITED 
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NATIONS COMMISSION ON INTERNATIONAL TRADE LAW –UNCITRAL 

b. CODIGO DE QUIEBRAS FEDERAL i. 11 U.S.C. 101, §304, §1500 

4 COMIENZO DEL PROCESO 

a. SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO FORANEO 

i. AUTORIZACION DEL REPRESENTANTE FORANEO EN EEUU 

ii. AUTORIZACION DEL REPRESENTANTE LOCAL EN PAIS FORANEO 

b. NATURALEZA DEL PROCESO 

i. CENTRO DE INTERES U OPERACIÓN PRINCIPAL 

A. EL DEUDOR TIENEN EL CENTRO DE INTERES PRIMARIO EN 
ESE LUGAR 

ii. CENTRO DE INTERES U OPERACIÓN NO PRINCIPAL 

A. ELDEUDOR TIENE UN ESTABLECIMIENTO NO PRIMARIO 
EN ESE LUGAR 

iii. ESTADO DE OPERACIÓN TRANSITORIO 

A. NO TIENE DERECHO AL CAPITULO 15 

c. LIMITACIONES AL USO DEL CAPITULO 15 

i. CONFLICTO CON ALGUNA LEY O TRATADO DE EEUU 

ii. ACCION CONTRATIA A LA POLITICA PUBLICA DE EEUU 

d. ORDEN DE RECONOCIMIENTO=PARALIZACION AUTOMATICA 

5 DISCUSSION DE JURISPRUDENCIA MAS IMPORTANTE 2005- 2016 

1. Georg v. Parungao (In re Georg), 844 F.2d 1562 (11th Cir. 1988) 

2. In re Artimm, S.r.l., 335 B.R. 149 (Bankr. C.D. Cal. 2005) 

3. In re Tri-Continental Exch., 349 B.R. 627 (Bankr. E.D. Cal. 2006) 

4. Tacon v. Petroquest Tes. Inc. (In re Condor Ins. Ltd.), 601 F. 3d 319 (5th Cir. 
2010) 

5. In re Quimoda AG, 462 B.R. 165 (Bankr. E.D. Va. 2011) 

6. Ad Hoc Grp. Of Vitro Noteholders v. Vitro SAB de C.V. (In re Vitro SAB de 

C.V.), 701 F.3d 1031 (5th Cir. 2012) 

7. In re British Am. Ins. Co., 488 B.R. 205 (Bankr. S.D. Fla. 2013) 

8. Drawbridge Special Opportunities Fund LP v. Barnet (In re Barnet), 737 F.3d 

238 (2nd Cir. 2013) 

9. Peter M, Gilhuly; Kimberly A. Posin; Adam E. Malatesta, Bankruptcy Withou 
Borders: A Comprehensive Guide to the First Decade of Chapter 15, ABI 
Law Reviews, Vol. 24, No. 1 Winter 2016 
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6 SUPLEMENTO DECISIONES 2016 Y 2017 

 

 

PROPOSITO DE LA LEGISLACION 

A. COOPERACION MUTUA ENTRE EEUU Y PAISES FORANEOS 

B. PROVEER SEGURIDAD EN EL COMERCIO Y LA INVERSION 

•  EJEMPLOS: 

a) EL REPRESENTANTE DEL CAUDAL EN UN PAIS FORANEO 
NECESITA AYUDA CON BIENES EN EEUU 

b) EL REPRESENTANTE DEL CAUDAL EN EEUU 

NECESITA ASISTENCIA DEL PAIS FORANEO 

 

QUIEN ES UN DEUDOR EN UN CAPITULO 15? 

• PARTE EN UN PROCEDIMIENTO FORANEO 

• PARTE EN UN PROCEDIMIENTO LOCAL 

• EL ACREEDOR FORANEO ES PARTE EN UN 
PROCEDIMIENTO LOCAL 
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ESTE PROCEDIMIENTO NO APLICA EN: 

• CASOS DE FERROCARILES 

• DEUDOR ES INDIVIDUALES EN CAPITULO 13 

• “SECURITIES AND COMODITY BROKERS” 

• “STATE INSURANCE FUNDS IN THE EEUU” 

 

MARCO DE REFERENCIA PARA LA CREACION DEL CAPITULO 15 

• THE MODEL LAW ON CROSS-BORDERS INSOLVENCY, CREADO POR EL 
UNITED NATIONS COMMISSION ON INTERNATIONAL TRADE LAW –
UNCITRAL 

• CODIGO DE QUIEBRAS FEDERAL 

• 11 U.S.C. § 101, §304, §1500 

 

COMIENZO DEL PROCESO 

SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO FORANEO 

• AUTORIZACION DEL REPRESENTANTE FORANEO EN EEUU 

• AUTORIZACION DEL REPRESENTANTE LOCAL EN PAIS FORANEO 

 

NATURALEZA DEL PROCESO 

• CENTRO DE INTERES U OPERACIÓN PRINCIPAL 

a) EL DEUDOR TIENEN EL CENTRO DE INTERES PRIMARIO EN ESE LUGAR 

• CENTRO DE INTERES U OPERACIÓN NO PRINCIPAL 

a) EL DEUDOR TIENE UN ESTABLECIMIENTO NO PRIMARIO EN ESE 
LUGAR 

• ESTADO DE OPERACIÓN TRANSITORIO 

a) NO TIENE DERECHO AL CAPITULO 15 

 

LIMITACIONES AL USO DEL CAPITULO 15 

I. CONFLICTO CON ALGUNA LEY O 
TRATADO DE EEUU 

II. ACCION CONTRARIA A LA POLITICA PUBLICA DE 
EEUU 
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ORDEN DE RECONOCIMIENTO 

 

 

PARALIZACION AUTOMATICA 
 

DISCUSION DE JURISPRUDENCIA MAS IMPORTANTE* 

• Georg v. Parungao (In re Georg), 844 F.2d 1562 (11th Cir. 1988) 

• In re Artimm, S.r.l., 335 B.R. 149 (Bankr. C.D. Cal. 2005) 

• In re Tri-Continental Exch., 349 B.R. 627 (Bankr. E.D. Cal. 2006) 

• Tacon v. Petroquest Tes. Inc. (In re Condor Ins. Ltd.), 601 F. 3d 319 (5th Cir. 2010) 

• In re Quimoda AG, 462 B.R. 165 (Bankr. E.D. Va. 2011) 

• Ad Hoc Grp. Of Vitro Noteholders v. Vitro SAB de C.V. (In re Vitro SAB de C.V.), 701 
F.3d 1031 (5th Cir. 2012) 

• In re British Am. Ins. Co., 488 B.R. 205 (Bankr. S.D. Fla. 2013) 

• Drawbridge Special Opportunities Fund LP v. Barnet (In re Barnet), 737 F.3d 
238 (2nd Cir. 2013) 

* See Peter M, Gilhuly; Kimberly A. Posin; Adam E. Malatesta, Bankruptcy Without 
Borders: A Comprehensive Guide to the First Decade of Chapter 15, ABI Law Reviews, 
Vol. 24, No. 1 Winter 2016 

 

SUPLEMENTO DE LA Dra. Carmen A. Conde Torres con relación a alguna de la jurisprudencia 
reciente en EEUU bajo las disposiciones del Código de Quiebra Federal (11 U.S.C. 1500, et seq.), 
con el propósito del respaldo global a procedimientos de quiebra extranjeros. 

 

1. Decisiones 2016: 

a. In re Creative Fin., Ltd. ( In Liquidation) Chapter 15, Case No. 14-10358 
Southern District of NY: 

i. La corte de Southern District of New York, denegó el 
reconocimiento del proceso comenzado en British Virgin 
Islands, como procedimiento principal o procedimiento 
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extranjero no principal, debido a que el administrador 
designado por la Corte Británica para la liquidación de los 
bienes no realizó gestiones suficientes para desarrollar un 
centro de interés en las islas británicas. 

ii. Para determinar el centro de interese principal (“COMI”) se 
considera el momento en que se radica la petición en EEUU y 
no el momento en que comenzó el proceso de insolvencia en 
el país extranjero. 

iii. Este caso trae la figura de “la paralización discrecional” que 
puede ordenar la corte de EEUU antes de emitir la orden de 
reconocimiento. 

iv. Explica además que un deudor extranjero, puede ser 
reconocido en EEUU aún cuanto los acreedores demuestren 
evidencia de “mala fe” en el trámite, pues los requisitos de 
reconocimiento son los establecidos en la Sección 1517(a), que 
limita la discreción del tribunal en su determinación una vez se 
dan los requisitos allí establecidos. La única limitación al 
reconocimiento del deudor extranjero, una vez cumple con los 
requisitos del la Seccion 1517(a), es la establecida en la 
Sección 1506, que permite a las cortes rechazar el 
reconocimiento si la acción solicitada es contraria a la política 
pública de EEUU. 

b. In re Sanjel (USA) Inc.; Chapter 15, 16-50770 ( Western District of 
Texas): 

i. Dos individuos que radicaron acciones laborales en Colorado 
contra los oficiales y directores de una afiliada a una entidad 
que radica protección bajo las leyes de Canada y es reconocida 
en EEUU, solicitan al tribunal en EEUU modificar la orden de 
paralización automática para continuar sus reclamaciones. 

ii. A solicitud del representante foráneo o de alguna parte 
afectada por la paralización de los procedimientos en un caso 
bajo el Capítulo 15, esta orden puede ser modificada. Esta 
modificación está regida por las disposiciones de la Sección 
1522 (balance de intereses). 

c. In re Bluberi Gaming Techs., Inc. Case No. 16-05364 Northern District 
of Illinois: 

i. Este caso discute la asunción o rechazo de contratos bajo las 
disposiciones de un Capitulo 15. La asunción o rechazo de 
contratos se contempla bajo la Seccion 365(n) del Codigo de 
Quiebras Federal aplicable al Capítulo 15 por la sección 
1521(a)(7) que le da a la corte dicha autoridad. 

ii. Discute además la distinción en autoridad del juez de quiebras 
para emitir órdenes en casos que surgen bajo el Código de 
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Quiebras (Core Proceedings) o casos relacionados a casos de 
quiebras (Non Core Proceedings). Las órdenes bajo un “Core 
Proceeding” son finales, las órdenes bajo un “Non Core 
Proceeding”, a menos que no sean por consenso entre las 
partes, no son finales y son revisadas por la corte de 
apelaciones “de novo”. 

d. In re Transbrasil S.A. Linhas Aereas, 11-19484, Chapter 15, Souther 
District of Florida: 

i. Reglas para Descubrimiento: Para autorizar el descubrimiento 
de prueba bajo el contexto de la Regla Federal de Quiebras 
2004, debe el solicitante ser una parte con interés. Se resuelve 
que el accionista de una corporación insolvente donde no abra 
distribución a los accionistas, no son parte con interés bajo la 
Regla 2004. Parte con interés es aquella persona cuyos 
derechos o intereses están directa y adversamente afectados 
pecuniariamente. 

e. In re Ace rack Co. , Case No. 15-13819, Northern District of Illinois: 

i. La corte autorizó al deudor y a un acreedor el continuar con 
unos procedimientos de arbitraje. Las partes bajo el 
procedimiento de arbitraje transaron el caso, sin notificar a los 
acreedores y sin permiso del Tribunal. El Tribunal resuelve que 
mientras el proceso de quiebra y/o reconocimiento está 
vigente, para que una transacción sea válida se necesita 
notificación a todas las partes y una orden del tribunal. Sin 
autorización de  la  corte para transar y/o disponer de 
propiedad, la transacción no es válida. 

ii. Se determina además que cuando el asunto en controversia 
sea un asunto que surge bajo el caso de quiebras “core 
proceeding”, no se necesita un procedimiento adversativo 
para que el Tribunal de Quiebras decida una sentencia 
declaratoria. 

f. In re Hanjin Shipping Co. Caso No. 16-27041 District of New Jersey ( 
Decisión y orden relacionada a un embargo marítimo) 

i. Hanjin Shipping es un deudor bajo el Korea’s Debtor 
Rehabilitation and Bankruptcy Act, con base en Korea del Sur, 
cuyo negocio es la transportación marítima en barcos de carga. 
Este deudor pidió a la corte en EEUU  la protección de su carga 
según entraban en los puertos de EEUU. Los acreedores 
solicitaron hacer valer sus embargos marítimos o que se le 
solicitara al deudor koreano una fianza para garantizar la 
deuda. Originalmente, el Tribunal denegó el embargo pero 
ordenó que los barcos no podían salir de los puerto de EEUU 
hasta tanto garantizaran el pago. Esto ocasionó que los barcos 
no llegaran a los puertos estadounidenses y algunos que 
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estaban por llegar, cambiaron su rumo. En reconsideración y a 
solicitud de aquellos clientes que esperaban la carga para sus 
negocios, el tribunal denegó la solicitud de arresto o 
aseguramiento y refirió a los acreedores a participar y pedir la 
orden correspondiente ante el tribunal de Korea. Esta 
determinación en reconsideración se basó en la autoridad del 
tribunal para considerar otros factores, en este caso, el 
impacto económico adverso a muchas otras partes que 
dependían de la llegada de esta mercancía. 

ii. El Capítulo 15 del Código de Quiebras, adopta el concepto 
universalista que dirige a las cortes a resolver los asuntos 
considerando un contexto global unificado con la asistencia de 
las cortes de otras naciones y no un concepto territorial. Esto 
es, que las cortes deben promover la universalidad en la 
aplicación de las leyes adoptadas en otras jurisdicciones. Si se 
considera un contexto territorial en este caso, requeriría que 
se radicara una quiebra en cada puerto que pudiera 
encontrarse propiedad de este deudor. 

g. In re Inversora Eléctrica de Buenos Aires, S. A., Caso No. 16- 12854, 
Chapter 15, District Court of New York 

i. La corte emitió la Orden de Reconocimiento a esta corporación 
de Argentina que distribuía electricidad en la región este de la 
Provincia de Buenos Aires, quien justificó la jurisdicción del 
Tribunal de Quiebras en EEUU para que se le considerara como 
procedimiento foráneo con bienes en EEUU, con la siguiente 
prueba: 

1. Depósitos en un banco de New York 

2. El Deposito que pago a su abogado de quiebras 

3. El acuerdo en disputa disponía de New York como la 
jurisdicción primaria para determinar cualquier 
controversia 

 

2. Decisiones 2017 

a. In re Mood Media Corp. Case No. 17-114113, Chapter 15, Southern 
District of New York. 

i. Mood Media Corp es una corporación canadiense que se 
acogió a las Seccion 192, del Canadia Business Corporation Act. 
Catorce subsidiarias americanas de esta corporación “alegan” 
ser también deudores el en caso canadiense. Todos solicitan al 
Tribunal en EEUU  que se les reconozca este procedimiento 
como un procedimiento foráneo “no principal” y que se 
honren las órdenes de protección de la corte canadiense. 
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ii. La controversia en este caso es si las subsidiarias americanas, 
de esta compañía Canadiense que está protegida por el 
Canadian Business Corporation Act, pueden ser reconocidas 
como deudores bajo el Capítulo 15 del Código de Quiebras 
Federal. Se discute además  si el procedimiento canadiense 
cualifica para que Mood Media sea considerado un deudor en 
procedimiento foráneo (Non main proceeding). 

iii. El Tribunal concluye que el procedimientos de la Compañía 
Canadiense puede ser reconocido como procedimiento 
foráneo, pero no así el de las compañías estadounidenses ya 
que estas por si solas no podían acogerse a dicha ley 
canadiense, por lo que no cumplían con la definición de 
“deudor’ bajo el Capítulo 15, i.e., un deudor es una entidad 
que está sujeta a un procedimiento foráneo. El Tribunal 
concluye que el deudor en esta caso en si era la compañía 
canadiense y no así las subsidiarias. 

b. Laspro Consultores LTDA v. Alinia Corp. (In re Massa Falida Do Banco 
Cruzeiro Do Sul S.A.) Caso no. 14-22974, Capitulo 15, 

Adv. Proc. 16-01315, Southern District of Florida 

i. El representante foráneo nombrado para proteger los 
intereses de los acreedores de este banco Brasileiro, que 
radicó quiebra en Brazil, quiere recobrar bienes comprados 
por los principales del banco con dinero robado al banco. 

ii. Este caso discute la potestad del representante foráneo para 
retrotraer o recobrar bienes del deudor en EEUU, aun cuando 
el deudor no puede usar los “avoidance actions” bajo el Código 
de Quiebras (Sección 544) en un caso bajo el Capítulo 15. 
Véase Sección 1521(a)(7). 

iii. Se concluye que el representante foráneo, no puede utilizar 
los “avoidance actions” bajo el Código de Quiebras Federal, 
pero puede utilizar otras leyes del estado que provean dicho 
remedio y que no sean las disposiciones del Código de 
Quiebras. 
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PROYECTO INVESTIGACION 2017 

APLICACIÓN CONCRETA DE MECANISMOS DE COLABORACION ENTRE QUIEBRAS 

TRASNACIONALES, YA SEA DIRECTAMENTE LAS REGLAS DE CNUDMI/UNCITRAL, YA SEA POR VIA 

DE CORTESIA 

 

INFORME FINAL 

José PAJARES ECHEVERIIA 

 

La regulación del Derecho Concursal desde la perspectiva del Derecho Internacional Privado 
que ha de intentar regular en todos sus tramos la globalización y, en particular en lo que afecta a 
nuestro informe, la insolvencia trasnacional, resulta diferente -aunque no afortunadamente 
divergente- en cada país lo que conlleva consecuencias diferentes sobre su el ordenamiento 
jurídico pues, como se verá, no se ha conseguido un Derecho Concursal uniforme. 

Frente a esta problemática las Naciones Unidas aprobó una Ley Modelo CNUDMI/UNCITRAL en 
el año 1997 mediante la que se regula la insolvencia transfronteriza como una situación en la cual 
“los bienes del deudor insolvente están situados en dos o más Estados o existen acreedores 
extranjeros” (Documento A/CN.9/378/Add4). 

A raíz de ello, y no obstante las dos décadas transcurridas, la Ley Modelo no se aprobó por 
todos los estados miembros de Naciones Unidas y, en consecuencia, su objetivo principal de 
armonizar el Derecho Concursal no se ha conseguido. En todo caso, esa idea sigue desarrollándose 
por UNICITRAL en las sesiones de trabajo que viene celebrando y en las cuales ya figura como 
miembro observador el Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal. 

Trabajos que naturalmente tienen a desarrollar una hoja de ruta clara para conseguir una 
normativa análoga en el tema de insolvencia transfronteriza, y que se sustentan en los principios 
aprobados dentro de UNCITRAL: i) universalidad, que hace referencia al reconocimiento de una 
sola jurisdicción y competencia; ii) territorialidad, en el cual se establece que cada Estado tiene 
jurisdicción sobre el proceso concursal que se adelante sobre los bienes de una persona insolvente 
que se encuentre en su territorio; y iii) universalidad moderada, como punto medio entre los 
principios enunciados anteriormente dándole prevalencia a la asignación de un juez de acuerdo al 
lugar en el que se encuentran los principales negocios del deudor. 

Parecería con esto que el Derecho Concursal ha de tender a su aplicación uniforme aunque lo 
fuera en los Estados que han asumido expresamente esa Ley Modelo. Sin embargo esto no es así 
por cuanto que esa regulación no se traspone automáticamente a los Estados miembros y no se 
superpone a la ley nacional de cada de uno de los mismos, quienes naturalmente han establecido 
protecciones de su legislación y de sus nacionales que dificultan sobremanera esa uniformidad 
necesaria. 

Valga de ejemplo de esas proyecciones para el reconocimiento y ejecución de resoluciones de 
procedimientos de insolvencia trasnacionales: i) el Capítulo 15 del Código de Quiebra Federal de 
los Estados Unidos de América lo condiciona a la “asistencia adicional”; en Portugal, a los 
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“principios fundamentales del ordenamiento jurídico portugués”; en España, al “orden público”; y 
en Europa, para más complicarlo, confunde ese  concepto de “orden público” refiriéndolo a los 
“principios fundamentales” y “a los derechos y a las libertadas individuales garantizadas por su 
Constitución”. 

Tampoco se ha conseguido un Derecho Concursal comunitario (europeo) uniforme, aunque 
existe alguna propuesta con el estudio en el Parlamento Europeo sobre armonización del derecho 
de insolvencia europeo. 

Así se aprobó con la idea de uniformidad el Reglamento de la Unión Europea 2015/848 de 20 
de mayo, que entró en vigor el 25 de julio del mismo año aunque no todos los preceptos, 
estableciendo reglas de determinación de la competencia judicial para abrir un procedimiento de 
insolvencia en un estado miembro, leyes aplicables a los diferentes concursos, reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales y coordinación de procedimientos concursales. 

En estas circunstancias se ha investigado por nuestro equipo la legislación de diferentes países, 
en concreto: Estados Unidos de América, Colombia, Ecuador, Perú, Panamá, Europa y dentro de la 
misma España, alcanzándose las conclusiones que se dirán. 

El Capítulo 15 del Código de Quiebra Federal que gobierna la participación de los Estados 
Unidos de América en los casos de quiebra trasnacionales, incluido en el Código de Quiebras 
Federal en el año 2005 junto a las enmiendas al Código para evitar el fraude en los casos de 
quiebras (Bankruptcy Abuse Prevention and Consumer Protection Act (BAPCPA), pretendió con 
parcial éxito incorporar las reglas modelo sobre insolvencia fronteriza (The Model Law on Cross-
Border Insolvency) desarrolladas por las Comisión de las Naciones Unidas en Derecho 
Internacional para, entre otros extremos, maximizar la asistencia a Tribunales foráneos que tengan 
a su cargo el procedimiento principal de insolvencia. 

Se expone en el trabajo desarrollado sobre ello por Doña Carmen A. Conde Torreo las variables 
de aplicación de los concursos trasnacionales según ese Capítulo, recogiéndose ejemplos y 
jurisprudencia. 

En materia de la exposición de la legislación colombiana Doña Diana Rivera Andrade –que hace 
lo propio respecto de Ecuador, Perú y Panamá- recalca que la ley de insolvencia en Colombia es la 
ley 1116 del año 2006 y hasta ese momento se encontraban regulados los asuntos 
procedimentales más no los sustanciales del proceso de insolvencia transfronteriza, exponiendo 
soluciones relevantes que llegan a acercarse a los criterios establecidos por la ley modelo de la 
CNUDMI. En este sentido, y a grandes rasgos, se otorga seguridad jurídica al legitimar a los Estados 
a hacer valer las garantías de los acreedores extranjeros en los tribunales nacionales, que ahora 
deberán propender por tener una labor más armonizada y conjunta y aún más cercana a los 
parámetros que exige la globalización. Aun así se considera que esta normativa, si bien es de gran 
alcance, no es suficiente para abordar el problema de manera adecuada. 

El análisis práctico de algunos procesos relevantes en Colombia con respecto a la insolvencia 
transfronteriza se materializa, entre otros, en los casos de QBEX COLOMBIA S.A y de la sociedad 
ESTRATEGIAS EN VALORES S.A. 

En el primer escenario la SUPERINTENDENCIA DE SOCEIDADES (quien por ley detenta la 
competencia) llevó a reconocer plenamente el proceso extranjero principal de los miembros del 
grupo de empresas dentro de los cuales se encuentra la sociedad en cuestión. Esto último 
exponiendo que el centro principal de intereses económicos se encuentra localizado en una sola 
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jurisdicción en el distrito sur de la Florida en EE.UU. Por otra parte, frente al proceso de la segunda 
sociedad mencionada, la Corte de Bancarrota de EE.UU otorga el reconocimiento como proceso 
extranjero principal al proceso llevado en Colombia, esto último debido principalmente a que 
Bogotá, Colombia se presenta como la sede de los principales intereses del deudor. 

En cuanto a la legislación en Ecuador, se justifica que todo lo relativo a la insolvencia 
transfronteriza se encuentra en el Código de Procedimiento Civil. Para el derecho ecuatoriano se 
debe seguir el principio en el cual las relaciones jurídicas respecto de los bienes, se deben 
estructurar de acuerdo al derecho del lugar en el que se encuentren (según el artículo 414 del 
Código de Procedimiento Civil). Siguiendo esto es posible decir que no se siguen los criterios dados 
por la CNUDMI en su ley modelo y le da primacía a la legislación interna cuando los bienes se 
encuentren en el territorio ecuatoriano. 

En Perú las normas en este tema se asemejan a las establecidas en Ecuador. Pero a diferencia 
de lo dispuesto por este segundo país la legislación se acerca más a la teoría de la Universalidad 
Moderada expuesta con anterioridad. En materia de insolvencia transfronteriza la ley No 27809 
expone que cuando la providencia que da origen al procedimiento concursal sea foránea, se debe 
reconocer la competencia de los jueces nacionales cuando se trate de bienes que se encuentren en 
Perú. Esto último dejando claro que se debe dar previo reconocimiento a la sentencia extranjera 
mediante la figura del EXE QUATUR 

En Panamá se tiene la ley 12 del año 2016 como régimen concursal de Insolvencia. Dicho 
instrumento jurídico tiene un apartado dedicado a la quiebra internacional. En este escenario esta 
ley exhorta a las autoridades competentes panameñas a cooperar con los estados extranjeros que 
hayan de intervenir en los casos de insolvencia. Se puede leer de este instrumento jurídico que la 
reestructuración empresarial de compañías que aún son viables se volvió una prioridad para la 
legislación de este país. Vale la pena concluir diciendo que Panamá se ha convertido en uno de los 
pocos países  que ha incorporado algunos de los más importantes lineamientos de la ley modelo 
de la CNUDMI a su legislación de insolvencia. 

Y en España resulta que no obstante el Reglamento Europeo de Insolvencia se condiciona, 
como ya se ha dejado dicho, el reconocimiento y ejecución de las resoluciones trasnacionales, 
incluyéndose en el informe los preceptos vigentes de la Ley Concursal que persiguen la 
uniformidad de ese Derecho referidos a la exigencia de apertura de exequátur en determinadas 
condiciones, el reconocimiento de los procesos de insolvencia trasnacionales, las medidas 
cautelares y los deberes de cooperación y comunicación. 

Con todo lo visto se advierte que el desarrollo de un Derecho Concursal uniforme tuvo su 
origen -en lo que hace referencia a los últimos tiempos- en la inclusión del capítulo 15 dentro del 
título 11 del Código de Quiebra Federal de los Estados Unidos y que ello dio alas a los demás países 
para que tanto dentro de UNCITRAL como en sus respectos países se flexibilizara ese 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales en procesos de insolvencia trasnacionales, 
pero, como se advertirá en los trabajos desarrollados, sin conseguirlo del todo por cuanto que no 
sólo los países individualmente han protegido esa aplicación conforme su legislación, sino que lo 
han hecho con arreglo a consideraciones tales como “asistencia adicional”, “orden público”, etc. 
todas las cuales han de ser examinadas previamente por los tribunales nacionales. Esta limitación 
tiene especial incidencia en Europa donde el Reglamento de Insolvencia Europeo aprobado en el 
año 2005 regula ese límite sometiéndolo a “principios fundamentales” o lo que es lo mismo dando 
parangón a esa dificultad. 
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En estas circunstancias parece obvio que deberá desarrollarse dentro de UNCITRAL un proceso 
de convenio entre todos los Estados mediante el cual se reconozca y ejecute las resoluciones 
trasnacionales en materia de insolvencia sin necesidad de trasposición al derecho interno, cuestión 
que nos consta ha sido planteada en su seno aunque no consta en su reciente plan de trabajo 
como tuvimos ocasión de advertir durante la sesión celebrada en Viena a la que acudió el Instituto 
debidamente representado. 
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6) Grupo de investigación 6: “Funcionamiento de organismos no judiciales con facultades 
jurisdiccionales en el orden concursal. Mecanismos de mediación concursal”  
Director: Prof. Dr. Eduardo Jequier Lehuede (Chile) 

 

Integraron este grupo de investigación:  

a. Guillermo Caballero Germain – Ignacio Ríos Rabi. (Chile) 
b. Carlos Lopez (Uruguay) 
c. Adriana Bacchi Argibay 
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FUNCIONAMIENTO DE ORGANISMOS NO JUDICIALES CON FACULTADES JURISDICCIONALES EN EL 
ORDEN CONCURSAL. MECANISMOS DE MEDIACIÓN CONCURSAL. 

 LA SUPERINTENDENCIA DE INSOLVENCIA Y REEMPRENDIMIENTO (SIR) 

Guillermo CABALLERO GERMAIN (UCH) Ignacio RÍOS RABI (UCH) 

 

 

Los legisladores de la Ley N° 20.720 sobre Reorganización y Liquidación de Empresas y 
Personas, fue publicada en el Diario Oficial el 9 de enero del 2014 (LRLEP)  tomaron la decisión de 
política jurídica de asignar a la SIR la función de mediación en un procedimiento concursal de 
renegociación de una persona deudora. Así, entre otras disposiciones, se establece que: “El 
Superintendente, o quien éste designe, actuará *en la audiencia de determinación del pasivo+ 
como facilitador, ayudando a las partes a adoptar una solución satisfactoria” (artículo 265.II LRLEP).  

Se encarga a un órgano público, simultáneamente a cargo de la supervisión de los órganos 
concursales, la labor de acercar a las partes involucradas en un procedimiento concursal de 
renegociación a una solución convencional. 

La finalidad de este escrito es realizar una descripción normativa de las atribuciones que la 
LRLEP otorga a la SIR y una valoración de cómo se ha llevado adelante esa tarea durante los (ya 
casi) 3 años de vigencia de la LRLEP. Para ello se abordarán el fenómeno de la mediación (I) 
concursal (II) en el concurso de una persona deudora y rol de facilitador de la SIR (III). 

 

 I. Breves notas sobre la mediación en Chile 

Podemos ser incluso un poco más generales y partir por comentar algunas palabras sobre cuál 
es el estado de la mediación en Chile, como medio alternativo para la solución de conflictos. Aquí 
conviene seguir al profesor Jequier quien entrega un diagnóstico sobre el tema señalando que los 
legisladores han estado recurriendo a este tipo de soluciones en ámbitos muy diversos, como, por 
ejemplo, en el ámbito laboral con el “Programa de Conciliación y Mediación o el sistema de 
mediación familiar (Ley N° 19.698), e incluso ha instaurado la mediación con carácter previo y 
obligatorio en materia de salud (véase Ley N° 19.966 que establece un régimen de garantías en 
salud)1. Esto, sin embargo, se contrapone con la incorporación y desarrollo de este tipo de medios 
alternativos en los ámbitos civil y mercantil donde nuestro legislador se ha mostrado reticente a 
incluir esta clase de medios extrajudiciales. Esto revela, si ampliamos la mirada fuera de nuestras 
fronteras, “un claro rezago respecto de una tendencia comparada que ve en aquella *la mediación+ 
un mecanismo autocompositivo de soluciones rápidas, de menor costo, ajustadas a las 
necesidades de cada parte y, principalmente, a las complejidades propias de cada conflicto 
empresarial”2. En contraste con la realidad nacional, en otros ordenamientos se han observado y 
aprovechado los beneficios que traen consigo estos medios alternativos como son, por mencionar 

                                                           
1 Para un análisis más extendido sobre el tema véase JEQUIER, Eduardo, “La mediación como alternativa de solución de 
los conflictos empresariales en Chile. Razones y mecanismos para su regulación” en Revista de Derecho, Vol. XXIX, N ° 1, 
2016, p. 92. 
2 Para un análisis más extendido sobre el tema véase JEQUIER, Eduardo, “La mediación como alternativa de solución de 
los conflictos empresariales en Chile. Razones y mecanismos para su regulación” en Revista de Derecho, Vol. XXIX, N ° 1, 
2016, p. 92.  
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algunos, la reducción de costos y del tiempo que se invierte en la resolución de los conflictos3.  

La  mediación nace como una forma alternativa a la vía jurisdiccional para resolver conflictos 
dentro del movimiento más amplio de las Alternative Dispute Resolution o Adequated Dispute 
Resolution (ADR). Sintetizando lo que más podemos, se trata de una respuesta distinta a los modos 
tradicionales de resolución de conflictos. La resolución heterocompositiva a través de un proceso 
de lato conocimiento ante un tribunal con competencia para ejercer jurisdicción se ha vuelto 
ineficiente y muy costosa, trayendo como consecuencia un desincentivo en el uso de estos 
procedimientos judiciales por parte de los justiciables4. En este contexto es donde la mediación-
como ADR- adquiere protagonismo porque aparece como una vía alternativa en donde no se 
presentan todas las complejidades y dilaciones propias del sistema judicial. Sin perjuicio de que la 
mediación presente algunos problemas también, y más importante los presenta en el ámbito de 
las soluciones concursales5. 

La mediación es un medio autocompositivo de resolución de conflictos, esto quiere decir, en 
pocas palabras, que, en la resolución del conflicto, si bien participa un tercero “amigable 
componedor” encargado de acercar las pretensiones, son las mismas partes las que logran 
encontrar una solución satisfactoria a su conflicto. En un sentido técnico Baraona la define como 
“un medio a través del cual interviene un tercero, ajeno al conflicto, asume la función de reunir a 
las partes y ayudar a resolver sus desacuerdos. Su éxito pasa por un intercambio de información, 
asumiendo que, por regla general, se inicia la negociación desde la desconfianza, debiéndose limar 
poco a poco por el mediador, haciéndoles cada vez más participes de la técnica mediadora, 
desbrozando el problema, creando opciones, e instándoles a que propongan soluciones, 
asumiendo que la decisión debe ser el resultado de una participación de las partes que acepten su 
posición y toman un acuerdo como solución del conflicto”6. Dos elementos importantes de este 
concepto nos parecen claves en el rol del mediador. Por una parte, la reducción de las asimetrías 
de información sobre la real situación patrimonial del deudor es esencial para lograr un acuerdo 
viable. La mayor dificultad entre dos partes que tienen la disposición para conciliar sus 
pretensiones es precisamente el desconocimiento que puedan tener de la situación, por lo que 
resulta fundamental una participación activa de los interesados de tal forma de reducir al mínimo 
las asimetrías informativas y propender a la mayor satisfacción de los involucrados, esto es incluso 
más necesario en un caso como el concursal, donde el Deudor debe proponer una solución 
atractiva a sus acreedores para lograr su aprobación. Por otro parte, la función del mediador es 
fundamental para coordinar intereses muchas veces antagónicos . Como veremos más adelante, el 
legislador nacional otorga a la SIR la función mediadora y la dota en nuestra opinión de ciertas 
facultades en conexión con este objetivo. 

 

II. La mediación concursal                   

Los conflictos de interés presentes entre el deudor y sus acreedores y entre éstos entre sí en el 
ámbito concursal son múltiples. Esta notable complejidad se muestra especialmente apto para 
utilizar medios alternativos de solución de conflictos como la mediación en el ámbito concursal Un 

                                                           
3 Ibidem, p. 93. 
4 Para un análisis más extendido sobre el tema véase BARAONA, Silvia, “Las ADR en la justicia del siglo XXI, en especial la 
mediación” en Revista de Derecho, Universidad Católica del Norte, Año 18, N° 1, pp. 185-188. 
5 GOLDENBERG, Juan Luis, “Los acuerdos extrajudiciales desde la visión privatista del derecho concursal”, en Revista de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, N° XLII, passim.  
6 BARAONA, Silvia, op. cit. p. 205. 
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ejemplo de las tendencias comparadas mencionadas supra, en materia concursal, lo podemos 
encontrar en España en donde mediante la Ley 14/2013 se introdujo al ordenamiento “un 
procedimiento extrajudicial, ajeno a la intervención del juez, con voluntad universal, 
pretendidamente flexible, sencillo y sumario, impulsado por un profesional denominado 
“mediador concursal” y que tiene por objeto la remoción del estado de insolvencia del deudor 
mediante la consecución de un “acuerdo extrajudicial de pagos” o, en su caso y en el supuesto de 
deudores personas físicas, la remisión de sus deudas en un eventual posterior concurso 
consecutivo”7.         

En Chile, no obstante la excesiva judicialización, no se contempla la mediación propiamente tal 
como parte de la solución de conflictos de derecho mercantil ni civil patrimonial. Con todo, la Ley 
de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas (LRLEP) expresamente reconoce la figura 
en los términos que expondremos a continuación8. 

 

III. La SIR como mediador concursal 

1. El procedimiento concursal de renegociación 

El Capítulo V de la LRLEP trata sobre los procedimientos concursales aplicables a la “Persona 
Deudora” en oposición a una “Empresa Deudora” Conviene en este punto explicar de forma 
sucinta cuál es la justificación de este sistema concursal diferenciado, para luego poder entrar de 
lleno a analizar las atribuciones de la SIR en cuanto “ente mediador” en este procedimiento9. 

El contexto en el que surge esta nueva regulación concursal para la persona deudora se 
caracteriza por un estado del sistema crediticio, tanto en la economía nacional como internacional, 
especialmente crítico en relación con las personas naturales. Podemos observar que nos 
encontramos en una época en que el acceso al crédito se ha diversificado y masificado con una 
magnitud sin precedentes. Fenómeno que no es propio de nuestro país, sino de un 
comportamiento universal, que es consecuencia de la creación de sociedades especialmente 
consumistas, víctimas de la creación de múltiples y diversas necesidades materiales artificiales10. 
En Chile esta situación afecta especialmente a hogares dependientes de trabajadores asalariados: 
“*p+oco a poco, la familia y en particular las personas que la integran y que forman parte de la 
fuerza de trabajo, comienzan a sufrir muestras de agobio por la incapacidad real de pagar sus 
deudas, cayendo en invasivos procedimientos de cobranza extrajudicial e incluso a persecuciones 
judiciales en que el embargo y posterior retiro y realización de bienes puede dejar en la calle al 
grupo completo”11. Esta delicada situación financiera, que pareciera solo ir en aumento, puede 
conducir a situaciones de sobreendeudamiento. En ese caso, necesario establecer un mecanismo 
jurídico que permita un tratamiento flexible del patrimonio con el objeto de poder subsanar de 
forma eficiente el sobreendeudamiento, conciliando a la vez los intereses de las personas morosas, 
muchas veces de un grupo familiar completo, y los intereses de los acreedores. Este contexto es el 
que tuvo en consideración el legislador chileno al diseñar los procedimientos concursales de la 

                                                           
7 PARDO, Borja, “La mediación concursal. Una experiencia práctica” en Diario La Ley, N° 8490, 2015, p. 1.   
8 JEQUIER, Eduardo, op. cit. p. 94, nota n° 8.   
9 La ley no otorga una función mediadora a la SIR de forma expresa, pero, podremos observar al comparar la función en 
concreto que corresponde a este órgano administrativo con el concepto de medicación que esbozamos supra la 
insoslayable similitud que existe entre ambos.  
10 CONTARDOR, Nelson, Procedimientos Concursales, Thomson Reuters, Santiago, 2015, pp. 241-254.    
11 CONTADOR, Nelson, op. cit., p. 242. 
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persona deudora. Lo que se buscó en el fondo fue diseñar una institucionalidad que permita al 
Deudor la rehabilitación, y que la insolvencia no signifique el hundimiento financiero de la 
persona.    

El Capítulo V LRLEP se compone de dos Títulos, el primero de ellos “Del Procedimiento 
Concursal de Renegociación de la Persona Deudora”, y, el segundo, “Del Procedimiento Concursal 
de Liquidación de los Bienes de los Bienes de la Persona Deudora”. Antes de referirnos al ámbito 
subjetivo de estos procedimientos, conviene precisar que el Procedimiento Concursal de 
Renegociación es de naturaleza administrativa y se desarrolla ante la SIR, en oposición al 
Procedimiento Concursal de Liquidación, de naturaleza jurisdiccional. Lo anterior es relevante, 
pues el contexto en el que –como se explicará más adelante- la SIR lleva adelante la función de 
mediador es el de un procedimiento administrativo conducido por ella misma.  

En cuanto al ámbito subjetivo del Procedimiento Concursal de Renegociación viene delimitado 
por la noción de persona deudora, entendida como “*t+oda persona natural no comprendida en la 
definición de Empresa Deudora”. Se trata de un concepto residual que comprende a trabajadores 
dependientes, dueñas de casa, estudiantes, jubilados, entre otros. Unos de los principales 
objetivos de la reforma concursal apunta a eliminar una connotación negativa per se del estado de 
insolvencia, evolucionando a una concepción no criminalizada del deudor. La solución concursal 
para la persona deudora de buena fe no pretende sancionarla por no poder pagar sus deudas, sino 
que permitir al deudor rehabilitar su situación financiera para seguir participando como agente 
activo en la economía.  

En este sentido en los procedimientos aplicables a la persona deudora tienen una clara 
primacía la autonomía contractual. Se entiende que son las mismas partes las que están mejor 
capacitados para llegar a una solución eficiente. En ese contexto, facilitar un acuerdo entre los 
acreedores y el deudor a través de un Procedimiento Concursal de Renegociación de Una Persona 
Deudora aparece como un objetivo deseable, pero dependiente de la voluntad del deudor, único 
legitimado para solicitar el inicio del referido procedimiento (artículo 261 LRLEP). Si el deudor 
decide optar por la renegociación, debe acompañar a la solicitud información relativa a su estado 
patrimonial, así como el listado de todos sus acreedores, entre otras materias necesarias para 
corregir las asimetrías de información, pero también para cumplir con los presupuestos de 
admisibilidad procesal del concurso (insolvencia).  

3) Las facultades vinculadas a la función de mediación de la SIR 

La SIR puede solicitar al deudor toda la información necesaria para poder conducir una 
mediación exitosa. Así se desprende de las reglas de admisibilidad de la solicitud de inicio de un 
procedimiento concursal de renegociación: “Dentro de los cinco días siguientes a la presentación 
de la solicitud de inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación, la Superintendencia 
podrá:” (1) declarar admisible la solicitud, (2) ordenar rectificar los antecedentes, (3) declarar 
derechamente inadmisible la solicitud (artículo 262 LRLEP). Estas atribuciones habilitan desde el 
inicio del procedimiento a la SIR para preparar adecuadamente las bases para desempeñar un rol 
de mediador, porque va a declarar admisible la solicitud solo si cumple con ciertos parámetros que 
no están predeterminados por la ley, sino que debe definir la SIR. Así, el tenor del número dos de 
este artículo expresa “2) Ordenar a la persona deudora que rectifique sus antecedentes o entregue 
información adicional, en cuyo caso ésta deberá subsanar los defectos o proporcionar los 
antecedentes complementarios que le sean solicitados, según corresponda, en el plazo que la 
misma Superintendencia le fije, contado desde la referida resolución. Si así no lo hiciere la solicitud 
se declarará inadmisible”. En nuestra opinión, el tipo de información adicional exigible en esta 
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etapa es aquella necesaria para el éxito de la proposición. Probablemente, el conocimiento del 
estado patrimonial real del deudor permitirá un acercamiento de las posiciones, imprescindible 
para alcanzar un acuerdo, si se tiene en consideración la asimetría de información existente entre 
el deudor y los acreedores. Ese desequilibrio informativo debe ser corregido por la actividad de la 
SIR como mediador, en cuanto es un presupuesto ineludible para generar la confianza necesaria 
para que las partes estén dispuestas a llegar a un acuerdo, procediéndose posteriormente a su 
publicación en el Boletín concursal (artículo 263 LRLEP).  

Los efectos de la Resolución de Admisibilidad tienen gran importancia para el proceso de 
renegociación que abordamos en este estudio, de acuerdo con lo que pasamos a explicar. “Desde 
la publicación de la Resolución de Admisibilidad y hasta el término del Procedimiento Concursal de 
Renegociación se producirán los siguientes efectos:”, 1) se suspenden los derechos de los 
acreedores a ejecutar individual o colectivamente a la persona deudora, 2) se suspenden los plazos 
de prescripción extintiva como efecto natural en favor de los acreedores, 3) no se continuaran 
devengado intereses moratorios en contra de la persona deudora, 4) se mantendrá la vigencia y 
condiciones de pago de los contratos que se tengan con la persona deudora, de esta forma no se 
podrá deteriorar aún más la situación patrimonial de esta, 5) se otorga una plazo para que los 
interesados puedan objetar los créditos que se tengan por reconocidos y, 6) la persona deudora no 
podrá realizar actos o contratos relativos a la masa de activos afecta al procedimiento concursal 
(artículo 264 LRLEP).  

Este conjunto de efectos resulta vital desde el punto de vista del rol mediador que debe realizar 
la SIR. Es pertinente poner atención en que en la situación previa a la Resolución de Admisibilidad 
la Persona Deudora se encuentra en una crisis financiera, lo cual significa una alta tensión entre 
acreedores, y entre éstos y el deudor, a consecuencia del (actual o eventual) incumplimiento 
derivado de la incapacidad de pago de este último. En este contexto, la Resolución de 
Admisibilidad crea las condiciones necesarias para que el órgano mediador, la SIR, pueda lograr un 
acuerdo que deje a los múltiples interesados satisfechos. 

Antes de cerrar este apartado, es útil adelantar que, junto a las facultades antes indicadas, la 
SIR cuenta además con facultades normativas respecto al procedimiento concursal de 
renegociación, en particular respecto de las audiencias de determinación del pasivo, de 
renegociación y de ejecución. Esta es la NCG N° 9, de 29 de septiembre de 2016. En lo que ahora 
interesa, eso significa que la SIR tiene la facultad para determinar, dentro del ámbito de la ley, la 
forma cómo desempeñara la función de mediador concursal, según explicaremos en lo que sigue. 

4) La mediación en la audiencia de determinación del pasivo             

La Audiencia de determinación del pasivo es la primera oportunidad procesal en la cual la SIR 
puede cumplir su función mediadora, pudiendo tener ésta como resultado final un acta de créditos 
reconocidos o la citación a una audiencia de ejecución (artículo 265 LRLEP). Esa lista de créditos 
reconocidos tiene especial importancia para el tema en estudio, pues sólo esos acreedores 
quedarán vinculados por el acuerdo de renegociación, asistan o no a la posterior audiencia de 
renegociación. 

Debe destacarse es la naturaleza propiamente mediadora de la actividad de la SIR en esta 
audiencia, pues llegar a un acuerdo depende exclusivamente de las partes; es decir, hay una 
solución del conflicto eminentemente inter partes a través de un método autocompositivo de 
resolución de conflictos, donde el ente administrativo tiene una función facilitadora: “El 
Superintendente, o quien éste designe, actuará como facilitador, ayudando a las partes a adoptar 
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una solución satisfactoria (artículo 265.II LRLEP). Es manifiesto el rol de ente mediador que toca a 
la SIR en el diseño que realizó el legislador. 

Luego, sigue este artículo, la misma SIR presentará una propuesta que se formará en base a la 
información entregada por la persona deudora, las observaciones realizadas por los acreedores y 
lo que la misma SIR puede señalar. En esta audiencia se determinará el pasivo con derecho a voto, 
requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del pasivo y de la persona deudora, el quorum 
revela el carácter autocompositivo de la solución (inciso 4). Ese papel de mediador de la SIR 
aparece expresamente reconocido en la NCG N° 9, al establecer que la SIR “ayudará a las partes a 
adoptar una solución satisfactoria *en la deliberación de la propuesta de nómina de pasivo+” 
(artículo 6°). 

La SIR tiene la facultad de suspender la audiencia de determinación del pasivo: “Si no se llegare 
a acuerdo respecto de la determinación del pasivo de la persona deudora, la Superintendencia 
podrá suspender esta audiencia por una vez, hasta por cinco días, con el objeto de propender al 
acuerdo” (artículo 265.IV y artículo 8° NCG N°9). De esta forma, la SIR tiene cierto margen de 
flexibilidad en relación con la masa de acreedores, pudiendo manejar los ánimos de tal forma de 
incentivar un acuerdo entre las partes respecto del pasivo concursal. En nuestra opinión, esta 
norma faculta a la SIR para, durante la suspensión, realizar reuniones y llevar adelante 
conversaciones con las partes, a fin de alcanzar una solución, pues esa es una forma de “propender 
al acuerdo”. 

La mediación de la SIR cuenta con el incentivo de establecer la ley perentoriamente que de no 
llegarse a un acuerdo sobre el pasivo concursal, se deberá proceder a citar a una audiencia de 
ejecución. De esa forma, se incentiva a las partes a llegar a un acuerdo sobre el pasivo si existen 
expectativas de alcanzar un acuerdo de renegociación.  

5) La mediación en la audiencia de renegociación 

La audiencia de renegociación se realizará no antes de quince ni después de treinta días 
contados desde la publicación en el Boletín Concursal de la resolución que contendrá la nómina de 
acreedores (artículo 265 LRLEP). Esta audiencia, al igual que la audiencia de determinación del 
pasivo, se realizará ante la SIR, quien, asimismo, tendrá una función mediadora: “Al igual que en la 
audiencia de determinación del pasivo regulada en el artículo anterior, el Superintendente, o quien 
éste designe, facilitará la adopción de un acuerdo entre las partes” (artículo 266 LRLEP). Ese papel 
de mediador de la SIR en la Audiencia de renegociación aparece expresamente reconocido en la 
NCG N° 9, al extender también a ésta las facultades antes mencionadas de la SIR en la Audiencia de 
determinación del pasivo (artículo 10°) 

En el quorum requerido para aprobar el acuerdo de renegociación se pone en evidencia la 
naturaleza autocompositiva de esta solución concursal. La resolución del conflicto se logra a través 
de un acuerdo inter partes y el ente administrativo juega el rol de facilitador, característico de este 
tipo de medios, que tiene la primordial y necesaria función de lograr que las partes acerquen 
posiciones, para poder llegar a un convenio que sea satisfactorio para todos los interesados. Así, 
“La renegociación se acordará con el voto conforme de la persona deudora y de dos o más 
acreedores que en conjunto representen más del 50% del pasivo reconocido”. Como se dijo lo 
referido al quorum, también es aplicable, por lo demás, a la audiencia de determinación del 
pasivo. También se vuelve a otorgar a la SIR la facultad de que “Si no se acordare la renegociación, 
la Superintendencia podrá suspender esta audiencia por una sola vez, hasta por cinco días, con el 
objeto de propender al acuerdo”. Y, como en el artículo anterior, se establece el incentivo de que 
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en caso de no llegar al acuerdo requerido la SIR deberá citar a una Audiencia de ejecución. 

Debe destacarse, aunque antes se adelantó, que la fuerza vinculante del acuerdo de 
renegociación alcanza solamente la lista de créditos reconocidos, asistan o no esos acreedores a la 
audiencia de renegociación (artículo 266 LRLEP). 

6) La mediación en la audiencia de ejecución 

La audiencia de ejecución funciona como un procedimiento alternativo en caso de que no 
pueda llegarse a un acuerdo entre las partes en las audiencias anteriores. En los casos en que no se 
puede alcanzar un acuerdo de renegociación tendrá lugar una audiencia de ejecución. Se trata, 
según antes se indicó, de un incentivo para llegar a una solución convencional, porque en esta 
audiencia ya no existe posibilidad de negociación.  

No obstante lo anterior, también en este caso está presente el rol mediador de la SIR, en efecto 
deberá de igual manera llegarse a un acuerdo, no ya para renegociar los créditos del deudor, pero 
si se debe llegar a un acuerdo en relación con la forma en que serán realizados los bienes del 
deudor. El inciso 2 de este artículo expresa “Esta audiencia se celebrará ante el Superintendente o 
ante quien éste designe mediante resolución, con los acreedores que asistieren o sus 
representantes legales, y la Persona Deudora, personalmente o debidamente representada. Al 
igual que en las audiencias reguladas en los artículos anteriores, el Superintendente, o quien éste 
designe, facilitará la adopción de un acuerdo entre las partes” (facultad repetida en el artículo 13° 
NCG N°9). Nuevamente aparece el rol mediador que le corresponde al superintendente o a quien 
este designe. Deben comparecer los acreedores, la persona deudora y quien represente a la SIR, y 
también se deberá llegar a un acuerdo inter parte que presenta los rasgos característicos de la 
autocomposición. La SIR vuelve a tener un rol activo en la solución, y en este caso deberá 
presentar la propuesta de realización del activo que será sometida a votación.  

El Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora tiene un carácter no 
jurisdiccional; es en su totalidad un acto administrativo, compuesto -y es lo más relevante para 
nuestros efectos- de un conjunto de audiencias con claros rasgos de medios autocompositivos. Sin 
perjuicio de lo anterior, y de forma supletoria, en caso de que no pueda llegarse a un acuerdo de 
ejecución, la SIR deberá remitir los antecedentes al tribunal competente del domicilio del deudor, 
el cual dictará la correspondiente resolución de liquidación. En este punto se pasa a una solución 
concursal propiamente heterocompositiva quedando atrás las posibilidades que entrega la LRLEP 
de someterse a una solución autocompositiva en donde sean las partes interesadas las que tienen 
la oportunidad de diseñar una solución al estado de insolvencia de la persona deudora. 

La LRLEP reconoce fuertes efectos a la resolución que declara finalizado el Procedimiento 
Concursal de Renegociación de una Persona Deudora al declarar que: “Si el referido procedimiento 
hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de Ejecución, se entenderán extinguidos, por el solo 
ministerio de la ley, los saldos insolutos de las obligaciones contraídas por la Persona Deudora 
respecto de los créditos parte de dicho acuerdo, a contar de la publicación de esta resolución en el 
Boletín Concursal. Si el referido procedimiento hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de 
Renegociación, las obligaciones respecto de los créditos que conforman dicho acuerdo se 
entenderán extinguidas, novadas o repactadas, según lo acordado, y la Persona Deudora se 
entenderá rehabilitada para todos los efectos legales. Para ello, la Superintendencia emitirá un 
certificado de incobrabilidad a solicitud de los acreedores titulares de las deudas remitidas, que les 
permita castigar sus créditos en conformidad a la ley cuando corresponda” (artículo 268 LRLEP).  

De esta forma, en lo que ahora más nos interesa, se dota de eficacia jurídica al acuerdo de 
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renegociación que, como dijimos, tiene un marcado carácter autocompositivo. Esto adquiere en 
relación a nuestro estudio significancia porque resulta fundamental para la existencia de un 
procedimiento de mediación que el resultado del mismo tenga verdadera eficacia jurídica, en caso 
de llegar a resolver el conflicto por este medio. De otra forma no existe ningún incentivo para 
someterse a una mediación. 

En el Título 2 del Capítulo V se encuentra el Procedimiento Concursal de Liquidación de los 
Bienes de la Persona Deudora. Este no es un procedimiento administrativo, sino que entramos al 
ámbito propiamente jurisdiccional donde la solución se caracteriza fundamentalmente por ser 
heterocompositiva, no son las partes las que llegan al acuerdo, sino que un tercero, un juez 
imparcial, el que impondrá la pretensión que considere más ajustada a derecho. En este tipo de 
soluciones se pierden todas las ventajas de un acuerdo que diseñan las mismas partes quienes son 
los que finalmente están en la mejor posición para encontrar una solución eficiente.   

 

Consideraciones finales. 

En general, las estadísticas disponibles muestran un positivo balance de la actividad de la SIR 
como ente mediador, con un alto porcentaje de renegociaciones (90%) en un plazo promedio de 70 
días12. Probablemente ese positivo resultado se deba al fuerte compromiso de los funcionarios de 
la SIR con el éxito del Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora y con las 
amplias facultades legales concedidas a la SIR para alcanzar sus objetivos.  

Con todo, se observa en las estadísticas más recientes elaborados por la propia SIR, que las 
personas deudoras optan con mayor frecuencia por el procedimiento de liquidación que por el de 
renegociación, brecha que se ha incrementado en los últimos meses13.  Cabe preguntarnos hasta 
qué punto ese comportamiento se debe al papel de mediador de la SIR. En nuestra opinión, ese no 
es un elemento determinante, aunque tampoco irrelevante. La SIR, en cuanto autoridad con 
facultades normativas, ha exacerbado las diferencias entre las consecuencias derivadas de optar el 
deudor por un procedimiento de renegociación o de liquidación. La SIR, invocando su rol facilitador 
ha excluido ciertas obligaciones del procedimiento concursal de renegociación (artículo 5 Oficio 
Circular N°1, de 23 de noviembre de 2015 (modificado por el  Oficio Circular N°3, de 22 de 
noviembre de 2016). Se produce, de esta forma, una asimetría entre el ámbito de aplicación (el 
universo de obligaciones sujetos al concurso, según se trate de un procedimiento de renegociación 
o de liquidación. Existen ciertos créditos declarados “inconciliables” con el procedimiento de 
renegociación (como, por ejemplo, la compensación económica adeuda por un cónyuge), pero 
que, sin embargo (al menos por ahora) caen dentro del ámbito del procedimiento de liquidación y, 
por consiguiente, pueden extinguirse una vez dictada la resolución de término. Desde el punto de 
vista de un deudor, esta exclusión puede ser determinante.  

En nuestra opinión, es conveniente no diferenciar el universo de créditos comprendidos entre 
uno y otro procedimiento, pues ello finalmente impactará en la real capacidad de elección de los 
deudores por la mediación como mecanismo de solución de conflicto alternativo a la liquidación 
dentro del concurso. 

 

 

                                                           
12 http://www.superir.gob.cl/2-anos-de-la-ley-de-insolvencia-y-reemprendimiento-desde-putre-a-puerto-natales/ 
13 http://www.superir.gob.cl/informacion-y-estadisticas/ 
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LA FUNCIÓN DEL ADMINISTRADOR CONCURSAL14 

Por Dr. Carlos E. LÓPEZ RODRÍGUEZ 

 

El Derecho concursal ha sido considerado como la «piedra de toque» del ordenamiento jurídico 
económico15 o como el «banco de pruebas de las instituciones jurídicas»16, en la medida en que 
intenta dar solución a la inadecuación de diversos sistemas normativos que han sido diseñados 
para situaciones de normalidad y no para aquellos casos en que fallan las instituciones. La 
insolvencia pone en contraposición las normas reguladoras del derecho de propiedad con las que 
tutelan las relaciones laborales, por ejemplo, que colisionan entre sí ante una situación de crisis 
económica. En el centro de esas múltiples colisiones, las legislaciones concursales adjudican al 
administrador concursal un rol casi esquizofrénico, lo que justifica el esfuerzo por determinar el 
alcance y los límites de su función17. 

 

I. El administrador concursal como órgano 

El administrador concursal constituye un órgano del proceso concursal con un ámbito 
competencial complejo18. Dicho ámbito competencial se encuentra establecido en normas 
diversas de la Ley 18.387/2008, de 23 de octubre, de Declaración Judicial del Concurso y 
Reorganización Empresarial uruguaya (LCU). En virtud de las normas referidas, el administrador 
concursal tiene a su cargo variadas funciones dentro del proceso concursal y fuera de él, de 

                                                           
14 Brunetti, Diritto fallimentare italiano. Roma: Foro Romano, 1932. Bugallo Montaño, Derecho concursal uruguayo, 
Serie Manuales, n° 2 [2012], http://www.beatrizbugallo.com. Garrigues Díaz-Cañabate, Curso de Derecho Mercantil, t. 1, 
7ª ed. rev. por Bercovitz. Madrid: Imprenta Aguirre, 1976. Girón Tena, Derecho de sociedades, v. 1. Madrid: s.n., 1976. 
Couture, Vocabulario jurídico. 3ª ed. al cuidado de Peirano Facio y Sánchez Fontáns. Buenos Aires: Depalma, 1976. 
Chalar Sanz y Mantero Mauri, «La calificación del concurso», Anuario de Derecho Comercial (ADCom), v. 13, pp. 185-
204. Montevideo: FCU, 2010. Holz Brandus y Rippe Káiser, Reorganización empresarial y concursos Ley 18.387. 
Montevideo: FCU, 2009. Llebot Majó, Los deberes de los administradores en la sociedad anónima. Madrid: Civitas, 1996.  
Martínez Blanco, Manual de Derecho Concursal. De las causas de las crisis empresariales a la aplicación de la reforma 
concursal. Montevideo: FCU, 2012. Martínez Blanco, Manual del Nuevo Derecho Concursal. Montevideo: FCU, 2009. 
Mezzera Álvarez, «Síndicos», in: Rocca, De la quiebra, pp. 157-170. Montevideo: s/d. Mezzera Álvarez, Curso de Derecho 
Comercial, t. 5: Quiebras. Montevideo: FCU, 1997. Morillas Jarillo, Las normas de conducta de los administradores de las 
sociedades de capital. Madrid [Las Rozas]: La Ley, 2002. Navarrini, Trattato di Diritto Fallimentare, v. 1 Bologna: Nicola 
Zanichelli, 1935. Rocca, Curso de Derecho Comercial, t. 4, De las quiebras. Montevideo: Medina, 1947. Rodríguez 
Mascardi, «Análisis del año concursal 2012 y perspectivas para el 2013», Jornadas organizadas por el Colegio de Síndicos 
e Interventores Concursales. Montevideo: Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, 2012. 
Rodríguez Mascardi et al., Cuaderno de Derecho Comercial. Montevideo: FCU, 2011. Rodríguez Mascardi y Ferrer 
Montenegro, Los créditos y el concurso Montevideo: FCU, 2009. Rodríguez Olivera, Manual de Derecho Comercial 
Uruguayo, v. 6, Montevideo: FCU, 2009. Rojo Fernández-Río, «Prólogo», in: Tirado Martí, Los administradores 
concursales. Cizur Menor [Navarra]: Thomson-Civitas, 2005. Rojo Fernández-Río, «Prólogo», in: Beltrán Sánchez, Las 
deudas de la masa. Bolonia: Publicaciones del Real Colegio de España, 1986. Senés Motilla, «Tratamiento procesal de la 
oposición a la calificación de concurso culpable, comentario STS 22.4.2010», Anuario de Derecho Concursal (ADCo), 
2011-2, pp. 297-319. Madrid: Civitas, 2001. Tirado Martí, Los administradores concursales. Cizur Menor [Navarra]: 
Thomson-Civitas, 2005. Vicent Chuliá, Introducción al Derecho Mercantil, 2 v., 23 ed. Valencia: Tirant lo Blanch, 2012. 
Vicent Chuliá, «La responsabilidad de los administradores en el concurso», RDCP, n° 4, pp. 15-64. Madrid: La Ley, 2006. 
15 Tirado Martí, Los administradores concursales [2005], pp. 69 y 70. 
16 Rojo Fernández-Río, «Prólogo», in: Beltrán Sánchez, Las deudas de la masa [1986], p. 21. 
17 Tirado Martí, op. cit., p. 70. 
18 Tirado Martí, id., p. 15. 
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acuerdo con determinadas condiciones y circunstancias19. 

A. Unidad o dualidad 

En la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal española (LCE) la administración concursal se 
presenta formalmente como una figura unitaria. Sin embargo, en realidad, bajo este nombre único 
y equívoco se albergan dos figuras distintas según que el concursado conserve las facultades de 
administración o de disposición sobre su patrimonio o tenga suspendido por el juez el ejercicio de 
estas facultades. No hay unidad, sino dualidad. No hay identidad institucional, sino dos figuras 
muy diferentes que, junto con funciones comunes, tienen otras radicalmente distintas20. 

En el caso de la LCU esta dualidad se encuentra establecida a texto expreso en tanto que en los 
casos en que sólo se limita la limitación del deudor para disponer y obligar a la masa se designa un 
interventor y en los casos en que se suspende la legitimación se designa un síndico. Se explicita, de 
esa forma, mediante denominaciones diferentes, la dualidad referida, tal como se establecía 
originalmente en la Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal (PALC) española21. 

En sentido contrario, se ha sostenido que la naturaleza de los administradores concursales 
cuando hay sustitución o cuando hay intervención es la misma, porque el único cambio que se 
produce es meramente instrumental. Sería el tipo de acto el que variaría, pero no los contornos 
que indican cómo deben actuar los administradores concursales, en tanto deben realizar el mismo 
proceso intelectual al adoptar una decisión relativa a la administración de la masa. En la valoración 
de una autorización, en el caso de un interventor, este debe aplicar la misma finalidad 
conservativa o permitir la asunción del mismo nivel de riesgo que si se tratase de actuaciones 
directamente decididas por un síndico22 en caso de sustitución.  

B. Caracteres de la competencia del administrador concursal 

1. Soberanía 

El órgano de administración concursal existe para la realización de la función del sistema 
concursal que, mediante la satisfacción tanto del interés particular de los acreedores como del 
propio deudor23, se alcance la simultánea satisfacción de un interés general24. Para ello se requiere 
de un órgano aséptico, ajeno a las partes involucradas en el proceso concursal25. 

La administración concursal constituye un órgano con competencias específicamente 
determinadas, cuyo ejercicio es soberano. La actividad decisoria es exclusivamente suya. En 
ningún caso ejercitan competencias que el juez les haya delegado26.  

2. Excepcionalidad 

La competencia de la administración concursal es de naturaleza reglada y – al igual que sucede 

                                                           
19 Martínez Blanco, Manual del Nuevo Derecho Concursal [2009], p. 143; Rodríguez Olivera, Manual de Derecho 
Comercial Uruguayo, v. 6 [2009], p. 143. 
20 Rojo Fernández-Río, «Prólogo», in: Tirado Martí, Los administradores concursales [2005], pp. XXXV y XXXVI. 
21 La PALC de 1995 fue elaborada por Rojo Fernández-Río. Constituyó una de las fuentes de la LCE y la fuente principal 
de nuestra LC. 
22 Tirado Martí, op. cit., pp. 113 y 114. 
23 En este sentido, se ha afirmado que la LCU concibe el concurso como un instrumento jurídico para la satisfacción de 
los intereses privados que actúan en una economía de mercado en caso de insolvencia (Tirado Martí, id., p. 315). 
24 Tirado Martí, id., p. 90. 
25 Tirado Martí, id., p. 75. 
26 Tirado Martí, id., p. 112. 
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con los órganos de la administración pública – excepcional. La competencia no se presume ni 
constituye regla, sino excepción. 

Las funciones concretas atribuidas imperativamente por el legislador al órgano de 
administración concursal quedan al margen de una posible intromisión de cualquiera de las partes 
que intervienen en el proceso, incluyendo al juez. No es posible ni ampliar sus funciones, ni 
sustraerle funciones al órgano de administración concursal competencias originarias. 

Naturalmente, mucho menos puede el administrador concursal atribuirse facultades que 
exceden el marco de sus funciones y no le han sido atribuidas por una norma expresa. 
Consideraciones de conveniencia u oportunidad, aun con la mejor buena fe, no pueden amparar 
una actuación del síndico o el interventor que exceda los límites de su competencia orgánica. Los 
actos que realice fuera de su ámbito de competencia son nulos. 

C. Representación o sustitución 

Por ello, en tanto órgano, el administrador concursal no actuará como representantes del 
concursado, sino en virtud de un estatuto legal que le atribuye competencias propias. El 
administrador concursal actúa en nombre propio y sin invocar representación alguna del deudor27, 
por completo desvinculados de la voluntad de éste. Estaríamos en el ámbito de un negocio 
sustitutivo y no de un negocio representativo28, lo cual se evidencia expresamente, al menos en 
cuanto al síndico, en materia procesal.  

En cambio, el art. 55 de la LCU dispone que todos los acreedores del deudor comprendidos en 
la masa pasiva del concurso son representados por el síndico o el interventor. Luego, en el art. 
120, se le atribuye al síndico o al interventor, la facultad de representar legalmente a los pequeños 
acreedores29 ordinarios que no asistan a la junta, a los solos efectos de la consideración y votación 
de la propuesta de convenio presentada por el deudor. 

1. El síndico como sustituto 

De acuerdo con lo que se establece en el art. 46 de la LCU, el síndico sustituirá al deudor en 
todos los procedimientos jurisdiccionales o administrativos en curso en que éste sea parte, con 
excepción de aquellos fundados en relaciones de familia que no tengan contenido patrimonial. 

2. El interventor como coadministrador 

En el art. 45 de la LCU se establece que el interventor «coadministrará los bienes» juntamente 
con el deudor, lo que genera la impresión de que el interventor también administra. Desde el 
punto de vista jurídico, el órgano de administración es el encargado de la función de gobierno 
institucional, de la gestión de los asuntos sociales y de la representación de la sociedad. Gestión, 
de acuerdo con el Diccionario, es la acción de gestionar y gestionar es hacer diligencias 

                                                           
27 Brunetti, Diritto fallimentare italiano [1932], § 93; Navarrini, Trattato di Diritto Fallimentare, v. 1 [1935], §118; Rocca, 
De la quiebra [1931], p. 163. 
28 Mezzera Álvarez, Curso de Derecho Comercial, t. 5: Quiebras, 3ª ed. [1997], p. 98; Mezzera Álvarez, «Síndicos», in: 
Rocca, De la quiebra [1931], pp. 168 y 169. 
29 En los §§ 2 y 3 del art. 120 de la LCU, se considera pequeños acreedores aquellos que sean titulares de un crédito por 
importe inferior a UI 50.000 (Unidades Indexadas cincuenta mil) y los que, aun superando esa cifra, sean titulares de un 
crédito inferior al cociente de dividir por diez mil el total del pasivo. Se establece, también, que en ningún caso tendrán 
la consideración de pequeños acreedores el Estado, los demás entes públicos, las entidades de intermediación 
financiera, las compañías de seguros, y las sociedades administradoras de fondos de ahorro previsional y de fondos de 
inversión. 
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conducentes al logro de un negocio30. En materia societaria, en términos generales, se considera 
que el contenido esencial de las facultades y competencias de gestión es la realización del fin u 
objeto social31. Más concretamente, la gestión incluye, por una parte, la fijación de la política 
general de la sociedad, así como la programación o fijación de objetivos a corto, medio y largo 
plazo. Por otra parte, incluye la gestión diaria de todos los asuntos corrientes, en sus aspectos 
administrativos, contables, técnico-productivos, comerciales, financieros y otros32.  

Sin embargo, a pesar de la declaración del concurso, si únicamente se resuelve decretar la 
limitación de su legitimación, el concursado está plenamente legitimado para llevar adelante todas 
las operaciones ordinarias correspondientes a su giro, que meramente están sujetas al control del 
interventor. Únicamente se requerirá la autorización para contraer, modificar o extinguir 
obligaciones, conferir o revocar poderes o realizar otros actos jurídicos relacionados a bienes de la 
masa activa ajenos al giro. En particular, la LC advierte que no se consideran como operaciones 
ordinarias del giro los actos relativos a bienes de uso registrables, la venta o arrendamiento del 
establecimiento comercial y la emisión de obligaciones negociables. 

 

II. Extensión y límites 

El administrador concursal ostenta no sólo labores de administración directa (por sustitución) o 
indirecta (autorización y control), sino toda una serie de deberes de tipo auxiliar de la labor judicial 
(informes) o del procedimiento (lista de acreedores e inventario). En general, estos deberes se le 
asignan por sus conocimientos técnicos y por su carácter esencialmente independiente33.  

A. Extensión de la función informativa 

La LCU le impone a síndicos e interventores el deber de informar delimitado con precisión en 
cuanto a su contenido y oportunidad. Así, por ejemplo, deberá rendir cuentas de su gestión 
cuando lo solicite la comisión de acreedores, al solicitar la suspensión o conclusión del concurso y 
en caso de cese antes de la conclusión del concurso (art. 38 LC), en sentido amplio al formular la 
lista de acreedores (art. 101) e inventario (art. 77), al elaborar el informe previsto en el art. 123 
para su consideración en la junta de acreedores, sobre el plan de continuación o de liquidación en 
el caso de que el deudor hubiera presentado propuesta de convenio (art. 142), semestralmente 
sobre el estado de la liquidación (art. 178), sobre los hechos relevantes para la calificación del 
concurso (art. 198) y, en el caso de que exista causa de suspensión o de conclusión del concurso, 
sobre la existencia de actos del deudor anteriores a la declaración judicial de concurso que fueren 
susceptibles de revocación (art. 206). 

En el nº 4 del art. 35 de la LCE se establece que, en cualquier momento, el juez podrá requerirle 
una información específica o una memoria sobre el estado de la fase del concurso. De ahí que la 
doctrina española considere que el juez no se encuentra constreñido por las explicaciones que los 
síndicos e interventores hayan de dar en los momentos procesales concretos, disponiendo de las 

                                                           
30 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española. 
31 Girón Tena, Derecho de sociedades, v. 1 [1976], pp. 300 y 301; Llebot Majó, Los deberes de los administradores... 
[1996], p. 42; Morillas Jarillo, Las normas de conducta de los administradores… *2002+, p. 180. 
32 Garrigues Díaz-Cañabate, Curso de Derecho Mercantil, t. 1, 7ª ed. rev. por Bercovitz [1976], p. 560; Vicent Chuliá, 
Introducción al Derecho Mercantil, v. 1, 23 ed. [2012], p. 741. 
33 Tirado Martí, op. cit., p. 316. 
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máximas opciones para cometerles la formulación de los informes que consideren pertinentes34. 

1. Alcance de la calificación de los créditos 

Indicar la calificación jurídica de un crédito significa señalar la posición que le corresponde en la 
graduación. Para ello, el síndico o el interventor debe indicar si el crédito es quirografario, 
privilegiado o subordinado. En el caso de los créditos privilegiados se debe indicar si se trata de un 
privilegio general o especial35. 

Dentro de la tarea de calificación jurídica no está comprendido un pronunciamiento respecto 
de si el acreedor tiene o no derecho a voto (art. 126 LCU). Adviértase que lo que se califica es al 
crédito, no al acreedor, y no es el crédito el que tiene derecho a voto. Por otra parte, para la 
determinación de si un acreedor tiene o no derecho a voto, ha de poder establecerse si el crédito 
se encuentra adecuadamente garantizado36 o la existencia de una situación de conflicto de 
intereses37 que, en general, se trata de una tarea especialmente delicada y compleja, que el 
síndico o el interventor no suele estar en condiciones de realizar al momento en que se formula la 
lista de acreedores.  

2. Informe sobre las solicitudes tardías de verificación 

El vencimiento del plazo establecido para la insinuación de los créditos no impide que los 
acreedores se presenten tardíamente. En ese caso, el juez deberá proceder, igualmente, a verificar 
esos créditos 

La LCU no determina el procedimiento a seguir para proceder a esta verificación, no establece 
ningún plazo para que el síndico o al interventor realicen la verificación, ni les impone la 
presentación de una nueva lista de acreedores. Sólo dispone que deba realizarse judicialmente.  

Rodríguez Olivera considera que, en aplicación de lo dispuesto por el art. 250 de la LCU, la 
verificación debe sustanciarse ante el juez del concurso, siguiendo el procedimiento que prevé el 
Código General del Proceso (CGP) para los incidentes38. Sin embargo, sólo conocemos algunos 
casos tramitados en el interior de la República, en que el juez actuante optó por encauzar la 
verificación tardía bajo el procedimiento incidental, dando traslado a la sindicatura de la 
insinuación tardía y, una vez evacuado el mismo, adoptar resolución respecto a las observaciones 
formuladas39. 

                                                           
34 Tirado Martí, id., p. 345. 
35 Garrido, «De la clasificación de los créditos», Comentario de la Ley Concursal, t. 1 [2008], p. 1692.  
36 La alusión a que los créditos estén «adecuadamente garantizados» ha generado importantes dificultades en la 
práctica. La doctrina se cuestiona cómo hace el juez para evaluar si un crédito está adecuadamente garantizado. ¿Debe 
realizarse un contralor meramente formal del documento en el que se recoge la garantía o debe indagarse la suficiencia 
patrimonial del garante? (Martínez Blanco, Manual de Derecho Concursal. De las causas de las crisis empresariales a la 
aplicación de la reforma concursal [2012], p. 220; Rodríguez Mascardi et al., Cuaderno de Derecho Comercial [2011], p. 
196). 
37 En un sentido restrictivo, se ha considerado que se encuentra en conflicto de intereses aquel acreedor que sea 
competidor del concursado (Bugallo Montaño, Derecho concursal uruguayo, Serie Manuales, n° 2, 
http://www.beatrizbugallo.com [2012], p. 142). En un sentido más amplio se entiende que existe tal conflicto toda vez 
que la voluntad del acreedor se encuentra enderezada a frustrar las decisiones colectivas por la existencia de un interés 
propio cuyo ejercicio resulta disfuncional al Derecho vigente (Rodríguez Mascardi y Ferrer Montenegro, Los créditos y el 
concurso [2009], p. 132). 
38 Rodríguez Olivera, Manual... v. 6 [2009], p. 252. 
39 Sentencias del Juzgado Letrado de Primera Instancia (SJL) de Ciudad de la Costa de 5o t. n° 206 de 13/2/2012 y n° 
1198 de 19/4/2012. 
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En la práctica, nuestros tribunales reducen el trámite a dar noticia40, vista41 o traslado42 al 
síndico o al interventor de la presentación tardía. Luego, el síndico o el interventor expiden su 
opinión respecto a si corresponde verificar o no el crédito insinuado y, en su caso, en qué 
condiciones correspondería verificarlo. Si el síndico o el interventor verifican el crédito presentado 
tardíamente, el juez se limita a tener presente dicha actuación y dar noticia a los acreedores 
insinuantes43. Si el síndico o el interventor realizan observaciones, sin formar pieza incidental 
alguna, se le da vista al acreedor insinuante44. Evacuada la vista, el juez dicta sentencia verificando 
o no los créditos insinuados en las condiciones establecidas por el síndico45 o el interventor o en 
otras, con citación personal del acreedor insinuante46. Eventualmente, se le ordena al acreedor 
insinuante dar cumplimiento a lo dispuesto por el art. 95 de la LCU47. 

Al realizar este informe el síndico no está cumpliendo una función que estrictamente le 
corresponda en el ejercicio del cargo puesto que, en el caso de las solicitudes tardías, de acuerdo 
con lo que establece el art. 99 de la LCU la verificación es judicial. Es decir, la verificación no la 
hace el síndico, sino el juez. El informe se le requiere al síndico, entonces, no porque esté dentro 
de su ámbito de competencia orgánica, sino en su calidad de experto o entendido en la materia, a 
los efectos de que informen a los magistrados judiciales respecto de hechos que interesan a la 
labor de verificación, para lo que son necesarios conocimientos técnicos especiales (art. 177 CGP). 

3. Información respecto de los convenios 

El síndico o el interventor tienen la obligación de informar respecto de la viabilidad del plan de 
continuación o liquidación, oportunamente acompañado por el deudor al proponer el convenio 
(art. 138 LCU).  

El informe debe referir exclusivamente a su viabilidad, esto es, la posibilidad de concreción 
futura atendiendo a la documentación jurídica y contable que tiene a su disposición. En otras 
palabras, el síndico o el interventor deben augurar el éxito o el fracaso de la solución propuesta 
habida cuenta, entre otras cosas, de los recursos existentes. También, podría valorarse la legalidad 
de la solución pues, de no encontrar respaldo en la LCU, ciertamente, resultaría imposible de 
sostener en la práctica.  

Su única función es informativa48. Parece descartado, por tanto, un examen de la conveniencia 
de la solución. La consideración de este aspecto, entendemos que queda reservado a los 
acreedores. Por ello la norma no le manda informar al síndico o interventor sobre la propuesta en 
sí misma, sino sobre el plan de continuación o liquidación49. 

Tampoco la norma establece que el síndico o el interventor deban informar respecto a si la 

                                                           
40 Sentencia del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Concursal (SJLC) de 1er t., nos 964 de 22/5/2012 y SSJLC de 
2° t., nos 11 de 3/2/2014, 1962 de 11/11/2013, 1872 de 28/10/2013, 1806 de 22/10/2013, 1471 de 9/9/2013, 1242 de 
13/8/2013, 1075 de 23/7/2013 y 1007 de 16/7/2013 [González González]. 
41 SJLC de 1er t., nos 183 de 19/2/2013 y 318 de 12/3/2013 [Rodríguez Mascardi]. 
42 SJL de Ciudad de la Costa de 5o t. n° 206 de 13/2/2012 [Iriarte Espino]. 
43 SJLC de 1er t. n° 964 de 22/5/2012 [Rodríguez Mascardi] y SJLC de 2o t. n° 1384, de 2/8/2012 [González González]. 
44 SJLC de 2° t., n° 156 de 17/2/2014 [González González]. 
45 SJLC de 1er t., n° 338 de 18/3/2013 [Rodríguez Mascardi]. 
46 SSJLC de 2° t., n° 498 de 3/4/2014 y n° 1377 de 28/8/2013 [González González]. 
47 SJLC de 1er t., n° 1652 de 21/8/2012 [Rodríguez Mascardi]; SJL de Ciudad de la Costa de 5o t., n° 1198 de 19/4/2012 
[Iriarte Espino]. 
48 Rodríguez Mascardi et al., op. cit., p. 207. 
49 Contra Holz Brandus y Rippe Káiser, Reorganización empresarial y concursos Ley 18.387 [2009], p. 162. Allí, los 
autores citados sostienen que el síndico o el interventor deberán informar sobre la viabilidad de las propuestas. 
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propuesta de convenio dispone de las mayorías indispensables para su aprobación. No obstante, 
en nuestra práctica forense, los jueces acostumbran requerir un informe de este tipo a síndicos e 
interventores50, a pesar de que esta función pareciera corresponder a los secretarios contadores 
de la Sede51. 

B. La función del administrador concursal en la calificación del concurso 

El art. 198 de la LC establece que, dentro de los quince días siguientes al de expiración de los 
plazos para personación de los acreedores o cualquier otra persona que manifieste un interés 
legítimo, el síndico o el interventor presentará al juez un informe documentado sobre los hechos 
relevantes para la calificación del concurso, con propuesta de resolución. En su informe deben 
acreditar la configuración de los presupuestos para la calificación culpable, si entienden que la 
actuación de las personas afectadas por la calificación y las que hayan sido consideradas cómplices 
han provocado o agravado la insolvencia, con dolo o culpa grave, o concurra alguno de los 
supuestos previstos en los arts. 193 y 194 de la LCU. 

1. Interés tutelado 

En el incidente de calificación síndicos e interventores cumplen una función que persigue un 
interés público contrapuesto al interés del deudor y, asimismo, diferente al de los acreedores. La 
finalidad de su función es la protección del interés general (del tráfico o de la sociedad en general), 
como vehículo para que se alcance la sanción de una conducta antijurídica52. 

2. Requisitos y contenido del informe 

a. Identificación de las personas afectadas por la calificación y exposición de los hechos 
relevantes para la calificación 

Si se propone que el juez califique como culpable el concurso, la propuesta del síndico o del 
interventor debe incluir dos menciones expresas: la identidad de las personas a las que debe 
afectar la calificación y la identidad de las personas a las que debe calificarse de cómplices, 
justificando la causa. Además, de acuerdo con el tenor del art. 199 de la LCU, el informe del 
síndico o del interventor debe contener una exposición sobre los hechos relevantes para la 
calificación del concurso y una propuesta de resolución.  

Si el síndico o el interventor consideran que puede haber existido dolo o, al menos, culpa grave 
del concursado o, en el caso de las personas jurídicas, de sus administradores o liquidadores, de 
derecho o de hecho, en la producción o en la agravación de la insolvencia (art. 192 LCU), deben 
exponer los hechos que demostrarían que la actuación u omisión revistió ese elevado grado de 
culpabilidad, así como al existencia de nexo causal con la producción o agravación de la 
insolvencia. Si consideran que se ha configurado alguna de las presunciones de culpabilidad 
previstos en la LCU (arts. 193 y 194), deben demostrar que la conducta del deudor, 
administradores o liquidadores se ajusta a los supuestos allí previstos. Si consideran que existieron 
cómplices, deberán invocar los actos que configuran la cooperación con el deudor o, en el caso de 

                                                           
50 SJLC de 2º Turno nº 2616/2017, de 5 de octubre [González González]. 
51 De acuerdo con lo dispuesto por el art. 5 del Reglamento del Departamento de Asesoramiento en Procesos 
Concursales y de Pericias Contables (Acordada 7484/2003), compete a los secretarios contadores asesorar en las 
cuestiones patrimoniales, económicas y financieras relativas a los procesos concursales, así como en todas aquellas 
referidas a estos procesos en las cuales posean idoneidad técnica en función de su profesión. Les compete, asimismo, 
realizar las pericias contables que le sean requeridas judicialmente en materia concursal, dispuesta de oficio o a solicitud 
de partes. 
52 Tirado Martí, op. cit., p. 90. 
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personas jurídicas deudoras, con los administradores y liquidadores a la realización de cualquier 
acto que hubiera producido o agravado la insolvencia (art. 195). 

No es imprescindible la invocación expresa del precepto que le da cobertura al informe (iura 
novit curia)53. 

b. Prueba de los hechos invocados 

El informe debe ser documentado. Esto estrictamente significa que el informe debe ser 
acompañado de pruebas documentales de las imputaciones que se realizan.  La carga de la 
aportación de documentos no excluye la eficacia probatoria de los que ya constaran en otras 
secciones o piezas del concurso y que se hagan valer mediante remisión al contenido de los 
autos54. 

No obstante, entendemos que la prueba respecto a los hechos en que se funda la calificación 
culpable o la complicidad puede surgir de cualquier otro de los medios de prueba admisibles en 
nuestro Derecho. Consideramos, entonces, que la exigencia de que el informe sea documentado 
debe interpretarse en sentido amplio, como alusiva a la necesidad de que el síndico o el 
interventor acrediten debidamente los hechos que invocan. 

c. Propuesta de resolución 

El informe de calificación debe contener una propuesta de resolución que puede ser de 
calificación del concurso como culpable o fortuito. 

* La propuesta de resolución como petitorio de una demanda 

En general, la jurisprudencia española ha considerado que el informe de calificación constituye 
una demanda55. En nuestra doctrina, también, se afilia a esta posición56.  

Consecuentemente, sería necesario exigir a las partes que insten la calificación como culpable 
que concreten no solamente cuáles serían las personas afectadas por la misma, sino las 
consecuencias derivadas de tal calificación y, de manera específica, qué efectos puede deparar la 
calificación57. En este sentido, se alegó en una sentencia, que no correspondía hacer lugar a la 
condena al director por el total del déficit patrimonial, ya que no fue objeto del proceso58.  

Esta es la opinión generalmente aceptada por la jurisprudencia española, sobre la base de un 

                                                           
53 En la Sentencia del Tribunal Supremo (STS) de 22/4/2010 (RJ 2010\3545) se manifiesta esta idea en los términos 
siguientes: «(...) no resulta ineludible, otra cosa es que sea conveniente, que la calificación del Informe de la 
Administración Concursal o del dictamen del Ministerio Fiscal contenga una mención explícita y formal del concreto 
precepto legal que cobija el supuesto normativo, siendo suficiente que en la fundamentación consten los hechos 
relevantes para la adecuada calificación y que claramente resulten expresivos de la causa correspondiente...» 
54 Senés Motilla, «Tratamiento procesal de la oposición a la calificación de concurso culpable, comentario STS 
22.4.2010», ADCo, 2011-2, p. 319. 
55 Sentencia de la Audiencia Provincial (SAP) de Valladolid, Sec. 3a, n° 45 de 18/2/2013 [JUR 2013\126445] ponente 
Muñiz Delgado; Sentencia del Juzgado de lo Mercantil (SJM) n° 1 de Palma de Mallorca, de 15/5/ 2008 (ADCo, 17, 2009-
2, p. 604) 
56 Chalar Sanz y Mantero Mauri, «La calificación del concurso», ADCom, v. 13 [2010], p. 199. 
57 Rodríguez Mascardi, «Análisis del año concursal 2012 y perspectivas para el 2013», Jornadas organizadas por el 
Colegio de Síndicos e Interventores Concursales, 4 de diciembre de 2012 (Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay). 
58 SJLC de 1er t., n° 2097 de 4/11/2011 (Rodríguez Mascardi). Esta sentencia fue revocada, en cuanto a este aspecto, 
por la Sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo Civil (STAC) de 2° t., n° 182 de 8/8/2012. 
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texto idéntico al nuestro (art. 169 LCE)59. Así, por ejemplo, en la SAP de Córdoba, sec. 3, de 11 de 
julio de 2008, si bien se reconoce que el art. 169 de la LCE no exige, expresamente, que la 
propuesta de calificación revista forma de demanda (aunque tampoco lo prohíbe) y que podría 
argumentarse que el art. 172.3 faculta al juez para que proceda como considere oportuno (al igual 
que el art. 48.3 permite acordar el embargo de oficio), considera que la responsabilidad concursal 
no puede ser declarada de oficio por el juez, sino que debe ser postulada por las partes 
legitimadas para formular la pretensión de calificación del concurso60.  

La fundamentación de la jurisprudencia española parte de considerar que la pretensión de 
calificación constituye una demanda61. Por lo tanto, los proponentes de la calificación del concurso 
como culpable tienen que formular expresamente sus pretensiones, sin que baste aducir que se 
encuentran implícitas en su argumentación62. Se considera que la discrecionalidad del juez en este 
aspecto se compadece mal con el principio dispositivo63. Se advierte que el juez está vinculado por 
lo que se ha solicitado y por las razones invocadas para ello, sin que pueda alterarse la causa 
petendi. Si bien la pérdida de los derechos que tuviere el administrador afectado por la 
calificación, así como la devolución de lo recibido de la masa activa son sanciones que deben 
imponerse en todo caso, aunque no se soliciten, el resto de las condenas previstas en la LCE (como 
la condena a devolver los bienes o derechos que hubieren obtenido indebidamente del patrimonio 
del deudor o la indemnización de los daños y perjuicios causados, art. 172.2.3°), requieren una 
solicitud expresa de los legitimados para ello (administrador concursal y Ministerio Fiscal)64. 

En la jurisprudencia española se aduce, también, que la imposición de responsabilidad 
concursal de oficio afectaría el derecho de defensa, puesto que privaría al afectado de la 
posibilidad de controvertir la responsabilidad que se le imputa, exponiendo las razones fácticas y 
fundamentos jurídicos que pudieran amparar su absolución. De ser así, se resentiría la tutela 
jurídica efectiva de las personas afectadas por la calificación culpable y sus cómplices, que podrían 
invocar indefensión65. 

* La propuesta de resolución como parte integrante de un informe 

De acuerdo con los diccionarios, un informe sería una especie de dictamen destinado a 
esclarecer los hechos que interesan a una causa66 o meramente una descripción de las 

                                                           
59 SJM 1 de Alicante, de 11/3/2011 (JUR 2011\103.109); SSAP de Murcia 30/7/2009 (AC 2009\1956) y de 31/7/2007; 
SAP de Barcelona, Sec. 15, de 30/12/2008 (ADCo, 17, 2009-2, pp. 552 y ss); SAP de Córdoba, Sec. 3, de 11/7/2008 (ADCo 
17, 2009-2, p. 546); SJM 1 de Alicante, de 13/1/2011 (AC 2011\37), SJM 1 de La Coruña, de 20/6/2006 (AC 2007\203); 
SJM de Madrid, de 16/2/2006.  
60 SAP de Córdoba, Sec. 3, de 11/7/2008 (ADCo 17, 2009-2, p. 546). 
61 En el mismo sentido: SJM 1 de Palma de Mallorca, de 15/5/2008 (ADCo, 17, 2009-2, p. 604). 
62 SAP de Córdoba, Sec. 3, de 11/7/2008 (ADCo 17, 2009-2, p. 546). 
63 La doctrina del Tribunal Constitucional es constante al considerar que la congruencia de las sentencias «se mide por 
el ajuste o adecuación entre la parte dispositiva y los términos en que las partes han formulado sus pretensiones y 
peticiones, de manera tal que no puede la sentencia otorgar más de lo que se hubiera pedido en la demanda, ni menos 
de lo que hubiera sido admitido por el demandado, ni otorgar otra cosa diferente, que no hubiera sido pretendida» 
(SSTC 220/1997, 122/1994, 161/1993, 144/1991 y 20/1982). 
64 SAP de Barcelona, Sec. 15, de 30/12/2008 [ADCo, 17, 2009-2, pp. 552 y 553]. 
65 SAP de Barcelona, Sec. 15, de 30/12/2008 [ADCo, 17, 2009-2, p. 555]; SAP de Córdoba, Sec. 3, de 11/7/2008 [ADCo 
17, 2009-2, p. 546]. 
66 Couture, Vocabulario jurídico [1960], p. 346. 
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características y circunstancias de un suceso o asunto67.  

La jurisprudencia nacional ha entendido – en nuestra opinión, acertadamente – que el informe 
de calificación se trata de un informe o dictamen no vinculante para el juez del concurso. De ahí 
que el juez pueda apartarse de la aplicación de la normativa propuesta por la sindicatura como 
fundamento de la atribución de culpabilidad concursal68. 

En nuestra opinión, las legislaciones referidas no le cometen a la sindicatura la presentación de 
una demanda incidental, sino de un informe. Pretender que la presentación de la sindicatura 
constituye una demanda de condena, desvirtúa la función informativa que expresamente se les 
atribuye. 

Entendemos, entonces, que no puede eludirse la aplicación ex oficio del conjunto de efectos 
previstos en el art 201 de la LCU, so pretexto de la omisión de la administración concursal. 
Estrictamente, ni la LCE ni la LCU establecen que el informe de la administración concursal deba 
contener una solicitud de condena específica, ni proponer la extensión y alcance de ésta. Al 
síndico o el interventor la legislación no le comete la presentación de una demanda incidental, 
sino de un informe, según surge del sentido literal de las disposiciones en análisis. Pretender que 
la presentación del síndico o el interventor constituya una demanda de condena, desvirtúa la 
función informativa que expresamente se les comete.  

Por otra parte, el contenido de la sentencia de calificación surge en forma preceptiva de lo 
dispuesto en el art. 201 de la LCU. La extensión de la inhabilitación de las personas afectadas por 
la calificación, el monto de los daños y perjuicios causados, así como la extensión de la condena a 
la cobertura del déficit, queda al arbitrio del juez concursal. 

En este sentido, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil (TAC) de 2° turno ha considerado que 
basta que se haya establecido el objeto del proceso en «la procedencia o improcedencia del 
alcance subjetivo de la calificación culpable del concurso», para que el juez pueda condenar a la 
cobertura del déficit concursal. El alcance subjetivo de la calificación como culpable, según el 
criterio del TAC de 2° turno, involucra la cobertura del total del déficit patrimonial. La condena a 
reintegrar el importe del déficit patrimonial, según el TAC, no es otra cosa que un efecto más de la 
declaración culpable del concurso. No sólo se trata de determinar a quién afecta la calificación 
culpable del concurso, sino en qué medida se determina esa afectación y esto último, también, 
debe entenderse como un alcance subjetivo de la calificación culpable del concurso69. 

 

Conclusión 

En el entendido, básicamente compartido por la doctrina uruguaya, de que el administrador 
concursal constituye un órgano del proceso concursal, su ámbito de competencia si bien es 
soberano, se encuentra estrictamente limitado al cumplimiento de las funciones que le atribuye la 
LCU. Por lo tanto, el administrador concursal no puede atribuirse facultades que la legislación no 
le otorga expresamente, ni siquiera invocando razones de conveniencia o de oportunidad en 
atención al interés concursal. Ni siquiera el juez pude ampliar su ámbito de competencia, por lo 

                                                           
67 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, 22 ed., primera acepción de la palabra. En su acepción 
jurídica, el diccionario define a la palabra informe como «exposición total que hace el letrado o el fiscal ante el tribunal 
que ha de fallar el proceso». 
68 STAC de 2° t., de 7/8/2014, ponente Sosa Aguirre. 
69 STAC de 2° t., n° 182 de 8/8/2012. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

868 

 

que no puede, bajo la LCU, requerirle informes que no se encuentran previstos legalmente, ni 
darle ningún otro tipo de participación, sea en el proceso concursal o sea en otros procesos que se 
estén tramitando paralelamente. La función informativa, en la LCU, la ha de cumplir el 
administrador concursal en las oportunidades y con la extensión que expresamente el legislador 
nacional ha establecido. 

Está claro que, en virtud de lo dispuesto en el art. 35 de la LCE, puede el juez español solicitarle 
al administrador concursal los informes que le sean necesarios. De modo que, bajo la LCE, existe 
una función informativa amplia a cargo del administrador concursal, más allá de la presentación 
de otros informes que la legislación española le comete expresamente. Esta norma no existe en la 
LCU, por lo que los comentarios de la doctrina española a este respecto no nos parecen 
extrapolables. 

De ahí que entendamos que no le corresponde al administrador concursal, por ejemplo, 
manifestarse respecto a si un acreedor tiene o no derecho de voto, como tampoco le corresponde 
presentar informe alguno respecto de las solicitudes tardías de verificación, ni si se han alcanzado 
o no las mayorías necesarias para la aprobación de un convenio, tal como sucede todos los días en 
la práctica nacional. No negamos que pudiera ser útil que el administrador concursal informe 
respecto de estas cuestiones, pero esto ya deriva en una cuestión de lege ferenda. 
Probablemente, sería conveniente adoptar una solución como la prevista en el nº 4 del art. 35 de 
la LCE o bien establecer expresamente que el administrador concursal debe informar sobre dichas 
cuestiones.  

Puesto que, como expresábamos, en la práctica nacional estos informes efectivamente se 
realizan, sea a pedido del juez o porque se le ocurre informar sobre estas cuestiones al propio 
administrador concursal, nos enfrentamos al dilema de cuáles serían las consecuencias de la 
actuación fuera de los límites de las funciones expresamente atribuidas por la LCU. Al respecto 
entendemos que, si se trata de funciones que el administrador concursal se ha atribuido de motu 
proprio, los actos realizados se encuentran afectados de nulidad. Si se trata de funciones 
informativas encomendadas por el juez concursal, en cambio, consideramos que el acto puede ser 
considerado válido, en el entendido de que el art. 24 del CGP faculta a los jueces a ordenar las 
diligencias necesarias al esclarecimiento de la verdad y disponer, en cualquier momento del 
proceso, la presencia de peritos. Claro que, en este caso, el administrador concursal no estará 
actuando en calidad de tal, sino en calidad de perito, por lo que su intervención ha de quedar 
sujeta a lo establecido en los arts. 177 y ss. del CGP. 

En cuanto a la participación del administrador en el incidente de calificación, en nuestra 
opinión, no corresponde que se le atribuya al su informe la naturaleza de una demanda. Muy por 
el contrario, la demanda (incidental) la ha de presentar, eventualmente, el deudor o las personas 
que, según resulte de lo actuado, pudieran ser afectadas por la calificación del concurso o ser 
declaradas cómplices (art. 199 LCU). 

En particular, no nos parece imprescindible - a pesar de que debiera hacerlo - que el 
administrador concursal haya solicitado expresamente una condena a la cobertura del déficit. 
Entendemos que esa exigencia surge de una asimilación errónea entre la actuación del 
administrador concursal y una demanda, lo cual excede los términos literales tanto de la LCU 
como de la LCE.  

Por otra parte, ni el art. 198 de la LCU, ni el art. 169 de la LCE, al establecer el contenido de la 
propuesta de calificación culpable, imponen que allí se solicite la condena a la cobertura del 
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déficit. La función de la administración concursal se limita, meramente, a emitir un informe 
proponiendo la calificación del concurso como culpable o fortuito y, en el primer caso, expresando 
la identidad de las personas que deben, a su criterio, resultar afectadas por la calificación y de sus 
cómplices, justificando la causa (art. 198 LCU). El art. 169 de la LCE agrega que la administración 
concursal deberá determinar en su informe, los daños y perjuicios que se hayan causado.  

Este informe tiene la particularidad de que, si propusiere la calificación del concurso como 
fortuito, impone al juez el archivo de las actuaciones (art. 199 LCU). En cambio, si se propone la 
calificación culpable, la condena la impone el juez o no, según su leal saber y entender, 
considerando ese informe, así como los demás hechos relevantes que acreedores u otros 
interesados hayan aportado a la sección de calificación70.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
70 Vicent Chuliá señala que, estrictamente, ni los acreedores, ni la administración concursal pueden ejercitar una acción 
específica solicitando una condena de responsabilidad por el déficit (Vicent Chuliá, «La responsabilidad de los 
administradores en el concurso», RDCP, n° 4 [2006], p. 15). 
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MODALIDADES DE LA ADMINISTRACION CONCURSAL EN EL RÉGIMEN URUGUAYO 

Adriana BACCHI ARGIBAY 

 

 

I.- Introducción.  

Un denominador común que presentan las diferentes legislaciones sobre materia concursal lo 
constituye  la multiplicidad y heterogeneidad de las funciones que se asignan a los administradores 
concursales, razón que torna muy dificultoso sistematizar las mismas. La Ley uruguaya  de 
“Declaración Judicial de Concurso y Reorganización Empresarial” (Nº 18.387 de octubre del año 
2008, en adelante, LUC71) no las aborda en forma orgánica, sino en diversos artículos del texto 
legal, a medida que va regulando las distintas fases del procedimiento concursal. Por su parte, la 
doctrina las ha clasificado de muy diversas formas, admitiendo siempre que toda clasificación es 
arbitraria y que su utilidad se reduce a simplificar el estudio de las muy variadas funciones 
asignadas a estos administradores. Este rico ámbito competencial de los síndicos e interventores se 
ha visto considerablemente ampliado en el esquema de la LUC  en virtud de que la regla ha pasado 
a ser la continuidad de la actividad empresarial o profesional del deudor concursado (art. 44 
LUC72). Esto significa que la regla será que el administrador concursal administrará o co-
administrará junto al deudor - según los casos -  la empresa en marcha, lo que implica participar 
activamente en la actividad empresarial o profesional del concursado, adoptando una serie de 
decisiones relacionadas con el giro del deudor y con los negocios propios del mismo.  

La LUC prevé dos modalidades de administración concursal: la intervención y la sindicatura, 
según que el concurso sea solicitado por el propio deudor (en cuyo caso se denomina “voluntario”) 
o por otros, esto es, por terceros legitimados para  presentar tal solicitud conforme lo dispuesto en 
el Art. 6 LUC73 (supuesto en que es denominado “necesario”74),  atendiendo además a si el activo 

                                                           
71

 El ámbito subjetivo de la LUC está determinado por el Ar. 2 de la misma  que dispone que  se aplica a “cualquier 
deudor, persona física que realice actividad empresaria o persona jurídica civil o comercial. 
Se considera actividad empresaria a la actividad profesional, económica y organizada con finalidad de producción o de 
intercambios de bienes o servicios. 
Se encuentran excluidos del régimen de esta ley el Estado, los entes autónomos, los servicios descentralizados, los 
Gobiernos Departamentales y las entidades de intermediación financiera, en este último caso con excepción de las 
normas relativas a la calificación del concurso, contenidas en el Título IX”. El concurso de las personas que no ejercen 
actividad empresaria se rige por el Código General del Proceso, sin que existan procedimiento especiales para deudores 
consumidores.  
72

 Artículo. 44. “La  declaración judicial de concurso no implica el cese o clausura de la actividad del deudor, salvo que el 
Juez disponga lo contrario, lo que podrá hacer en cualquier momento durante el concurso, a solicitud del deudor, de los 
acreedores, del síndico, del interventor , o de oficio” 
73

 Art. 6º. (Legitimación para solicitar la declaración de concurso).- Pueden solicitar la declaración judicial de concurso: 
1) El propio deudor. En el caso de personas jurídicas, la solicitud deberá ser realizada por sus órganos con 
facultades de representación o por apoderado con facultades expresas para la solicitud. 
2) Cualquier acreedor, tenga o no su crédito vencido. 
3) Cualquiera de los administradores o liquidadores de una persona jurídica, aun cuando carezcan de facultades 
de representación, y los integrantes del órgano de control interno. 
4) Los socios personalmente responsables de las deudas de las sociedades civiles y comerciales. 
5) Los codeudores, fiadores o avalistas del deudor. 
6) Las Bolsas de Valores y las instituciones gremiales de empresarios con personería jurídica. 
7) En el caso de la herencia, podrá además pedirlo cualquier heredero, legatario o albacea. 
74

 El concurso es necesario en todos aquellos casos en que no sea solicitado  por el propio deudor (Art. 11). 
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es o no suficiente para cubrir el pasivo. La intervención supone la suspensión de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concurso y la sindicatura la suspensión de la misma, 
según veremos seguidamente. 

 

II. Situaciones en que procede cada una de las modalidades: intervención y sindicatura. 

Las situaciones que pueden presentarse, según las particularidades de cada caso al declararse 
el concurso (Art.19 LUC),  y conforme a cómo evolucione la situación del concursado en el 
transcurso del proceso, son las siguientes: 

II. A.- Posibles situaciones al inicio del procedimiento concursal. 

i.-El concurso es voluntario y además el activo es mayor que el pasivo: Régimen de 
intervención/limitación de la legitimación del deudor. 

ii.- El concurso es voluntario pero el activo es menor al pasivo: Régimen de sindicatura/ 
suspensión de la legitimación del deudor. 

iii.- El concurso es necesario: en todos los casos el régimen será de sindicatura/ suspensión de 
la legitimación del deudor. 

II. B.- Situaciones supervinientes. 

La limitación o suspensión no son medidas que permanezcan siempre estáticas durante el 
transcurso del proceso concursal, sino que pueden modificarse durante el mismo para adaptar el 
estatus jurídico del deudor concursado a su situación  mismo apreciada en la dinámica que ella 
tiene a través del proceso, y siempre que se presentan  situaciones que así lo ameriten las que 
deben estar expresamente previstas por la LUC. 

Es así que la LUC prevé un  caso en el que la situación inicial -ya sea de suspensión o limitación- 
puede transformarse para disponerse la otra modalidad de administración concursal; y un segundo 
caso en que puede convertirse la limitación  de la legitimación en suspensión de la misma. 

a.- El art. 45. 3) LUC dispone que “En el caso de concurso voluntario, si durante el desarrollo de 
los procedimientos se pusiera de manifiesto que, en el momento de la declaración judicial, la 
relación entre activo y pasivo era distinta a la tenida en cuenta para suspender o limitar la 
legitimación del deudor, el Juez modificará de oficio la medida adoptada, transformando la 
suspensión en limitación o la limitación en suspensión, según corresponda”. 

Esta situación proviene, comúnmente, de la constatación de la diferencia entre los valores 
adjudicados  a los activos por el deudor al presentar la solicitud de concurso y los que se fijan a los 
mismos por el experto independiente (tasador) que es designado por el administrador concursal a 
los efectos del inventario y valoración de los bienes que componen la masa activa del concurso. 
Este supuesto es frecuente en la práctica, pues el deudor suele caer en la tentación de exagerar el 
valor de sus activos para que los mismos parezcan suficientes para cubrir el pasivo y así quedar 
sometido – al menos transitoriamente - a un régimen menos severo como lo es la intervención 
respecto de la sindicatura  La diferencia en la valoración  se pone en evidencia cuando el tasador, 
como técnico independiente, presenta la tasación con los valores de los bienes que responden 
efectivamente a los que marca el mercado y a la naturaleza de los mismos.  

La relación entre activo y pasivo puede variar también  por otras causas como ser la inclusión 
en la declaración que hace el deudor con la solicitud de concurso de uno o más bienes respeto a 
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los cuales luego se constata que no son propiedad del mismo o que están hipotecados, o cuando 
se denuncian importantes créditos a cobrar que son incobrables o que han sido cedidos, entre 
otras muchas causas que presenta la rica casuística.  

b.- En caso de haberse dispuesto la limitación de la legitimación del deudor, en cualquier 
momento del proceso el Juez, previa solicitud fundada de los interventores y vista al deudor, 
podrá disponer la suspensión de la legitimación del deudor, cualquiera sea la situación patrimonial 
de éste”. (Art. 45.4) LUC). 

En los casos A. ii, A. iii y en los detallados en el lit. B), “se  suspenderá la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, sustituyéndolo en la administración y 
disposición de sus bienes por un síndico” (art. 45.1) LUC). Consecuentemente, “solamente el 
síndico estará legitimado para realizar actos de administración y disposición sobre los bienes y 
derechos que forman la masa activa del concurso, en los términos de la presente ley” (art. 46. 2) 
LUC). 

En estos casos, la tarea de administración desborda notoriamente la clásica “administración de 
la masa activa”, y la misma será llevada a cabo únicamente por el síndico quien  sustituye al 
deudor en la referida legitimación, con el alcance previsto en la LUC. 

En el caso identificado como A. i) “se limitará la legitimación del deudor para disponer y obligar 
a la masa y se designará un interventor que coadministrará los bienes conjuntamente con el 
mismo”. 

Como sostuvimos en anteriores oportunidades, en nuestra opinión, la redacción de esta dos 
normas de la LUC (Arts. 45 y 46) es de impecable factura técnica, ubicando la situación del deudor 
concursal ante los bienes y derechos de la masa en el ámbito de la legitimación para disponer y 
para obligarse. El Código de Comercio y demás normas concursales sancionadas en el Uruguay en 
el transcurso del  siglo XIX no aludían a este concepto, sino al de la incapacidad, pues la noción de 
legitimación recién comenzó a desarrollarse en el ámbito del derecho sustancial en el siglo XX.  

La legitimación (para disponer o para obligarse) es un presupuesto jurídico del negocio 
dispositivo u obligacional que incide en la producción de los efectos jurídicos del mismo75. La 
legitimación, como posición del sujeto (el deudor concursado)  respecto de un objeto (los bienes o 
derechos de la masa activa) que lo habilita a realizar negocios jurídicos  eficaces con respecto a 
dichos bienes y derechos, queda suspendida en virtud de la declaración de concurso necesario. Por 
tanto, si el deudor igualmente realiza el  negocio, éste no podrá desplegar sus efectos por carecer 
de un requisito de eficacia76. 

 

III. Consecuencias de los actos realizados en contravención al régimen 
sindicatura/suspensión.  

En este caso, se produce la suspensión de la legitimación del deudor para disponer y obligar a la 
masa del concurso, sustituyéndolo en la administración y disposición de sus bienes por un síndico 
(Art. 45. 1) LUC).  

El deudor es desplazado. El síndico deberá conservar los bienes del deudor (Art. 74), 
administrándolos del modo “más conveniente para la satisfacción de los acreedores” (Art. 75). En 

                                                           
75

 Jorge Gamarra. “Tratado de Derecho Civil Uruguayo”.  T. X. Vol. 3º. Ed. FCU. Montevideo. año 200. p.221 y ss.- 
76

 Adriana Bacchi Argibay, Síndicos e Interventores en la Ley Nº 18.387, FCU, Montevideo, 2009. 
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el plano procesal, el síndico actúa como sustituto procesal del deudor. El Art. 46. 3) LUC establece 
que “El síndico sustituirá al deudor en todos los procedimientos jurisdiccionales o administrativos 
en curso en que éste sea parte, con excepción de aquellos fundados en relaciones de familia que no 
tengan contenido patrimonial”. El Art. 46.6) LUC se refiere a las consecuencias de los actos de 
administración o disposición que el concursado realice pese a esta suspensión, y, con igual 
corrección técnica, establece que los mismos serán ineficaces ante la masa, quedando 
comprendidos los actos de aceptación o repudiación de herencias, legados y donaciones. 

Como sostiene la doctrina civilista nacional, la eficacia negocial estará presente “en todos 
aquellos casos en que por razón de correspondencia con la preceptiva legal, el negocio produce 
todas las consecuencias propias o inherentes al tipo específico formado por los intervinientes en 
él, para satisfacer las necesidades justificadoras del mismo”77. En el caso del concursado que, pese 
a la norma del Art. 45 LUC, realiza un negocio jurídico dispositivo u obligacional, faltará esa 
correspondencia con la preceptiva legal, pues ésta ha privado temporalmente al deudor de la 
legitimación para disponer y obligarse respecto a bienes o derechos de la masa activa.   

El Núm. 4) del Art. 46 prevé especialmente el caso de los pagos realizados al deudor cuya 
legitimación está suspendida, estableciendo que los mismos no tendrán efectos liberatorios para 
los acreedores que los hayan efectuado, salvo que se hayan llevado a cabo de buena fe y en el 
período que medie entre la sentencia declaratoria del concurso y la registración y publicación de la 
misma.       

Esta suspensión de la legitimación finaliza cuando queda firme la resolución judicial que 
aprueba el convenio, salvo que el propio convenio concursal disponga lo contrario o que el Juez, 
en la misma resolución hubiera acordado la prórroga de la suspensión, la que en ningún caso 
podrá ser superior a tres meses (Art. 161 LUC). También finaliza cuando concluye el concurso por 
alguna de las causas previstas en el Art. 211 LUC78. 

 

IV.- Consecuencias de los actos realizados por el deudor concursado en contravención al 
régimen de intervención/limitación.  

Como ya se explicó, en el caso del concurso voluntario en el cual, además, el activo es superior 
al pasivo, la administración será desempeñada por el interventor coadministrando con el deudor o  
controlando el ejercicio de la actividad por éste, según el tipo de actos de que se trate. 

En efecto, en estas situaciones, sólo se limita la legitimación del deudor para disponer y obligar 
a la masa y se designa un interventor que coadministrará los bienes conjuntamente con el mismo. 
A tales efectos, la  LUC  distingue:  

1.- Las operaciones ordinarias del giro del deudor seguirán siendo realizadas por el deudor 
personalmente bajo “el control” del interventor. No requieren de autorización previa, pero deben 
someterse a control del interventor, debiendo brindar el deudor concursado toda la información  

                                                           
77

 Eugenio Cafaro y Santiago Carnelli. “Metodología del examen de la eficacia negocial” en ADCU T. XI. Ed. FCU. 
Montevideo. Año 1982. p. 118 
78

 Art. 211. (Causas de conclusión del concurso).- Son causas de conclusión del concurso de acreedores: 
1) El íntegro cumplimiento del convenio. 
2) La íntegra satisfacción de los acreedores. 
3) El transcurso de diez años desde la suspensión del concurso de acreedores, en los términos establecidos en el 
artículo 213. 
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acerca de las mismas (deber de cooperación y de información del deudor, Art. 53).  A mayor 
abundamiento, la LUC establece qué operaciones quedan exceptuadas de las comprendidas en las 
consideradas como ordinarias del giro del deudor. Dispone el Art. 47.2)  LUC  que “No se 
considerarán operaciones ordinarias del giro los actos relativos a bienes de uso registrables, la 
venta o arrendamiento del establecimiento comercial y la emisión de obligaciones negociables”. 

2.- Para contraer, modificar o extinguir obligaciones; conferir, modificar o revocar poderes; o 
para realizar cualquier acto jurídico relativo a bienes de la masa activa, el deudor requerirá de la 
autorización del interventor.  

Los actos realizados por el deudor sin esta  autorización del interventor, serán ineficaces frente 
a la masa. 

 

V.-Límites a las potestades de los administradores concursales en ambas modalidades: 

V. A. Actos exceptuados por  el valor de los bienes involucrados. 

Hasta la resolución judicial que apruebe el convenio o disponga la apertura de la liquidación, la 
enajenación o el gravamen de bienes de uso o de derechos de cualquier clase, cuyo valor sea 
superior al 5% (cinco por ciento) del valor total de la masa activa, requerirá la autorización del Juez 
del concurso (Art. 75 LUC). 

V. B.- Actos exceptuados en atención a la naturaleza de los actos o de los bienes 
involucrados. 

a) Actos personalísimos  
b) Actos referidos a bienes inembargables,  
c) Presentación de propuestas de convenio, 
d) Impugnación o interposición de recursos contra la actuación del síndico o del interventor y 

contra las resoluciones judiciales. 
(Art. 45.6) LUC). 

La limitación finaliza a partir del momento en que alcance firmeza la resolución judicial de 
aprobación del convenio, cesará la suspensión o la limitación de la legitimación del deudor para 
disponer y obligar a la masa del concurso, salvo que en el propio convenio se disponga lo contrario 
o que el Juez, en esa misma resolución, hubiera acordado la prórroga de la suspensión o de la 
limitación, la cual en ningún caso podrá ser superior a tres meses (Art. 161 LUC).  

 
VI.- Fiscalización y control del interventor.  

El desplazamiento del deudor suele no presentar tantas zonas grises como la co administración 
propia de la intervención. En efecto, salvo aquellas hipótesis en que el deudor resiste el 
desplazamiento, éste tendrá lugar dejando al síndico como el único legitimado tanto para realizar 
eficazmente actos que obliguen a la masa activa o de disposición de los bienes que integran la 
misma, así como para actuar en los procesos judiciales o arbitrales. 

A la luz de la experiencia que ha dejado los diez años de aplicación de la LUC puede afirmarse 
que, si bien existen fronteras difíciles de definir, no se cuestiona el derecho del interventor a 
acceder en forma irrestricta  a la más amplia información sobre el deudor y el giro de sus negocios 
o, más generalmente,  sobre todos los aspectos relacionados con la actividad empresarial que el 
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mismo desempeña. Esto implica, naturalmente, el acceso a todos los documentos mediante los 
cuales se formalizan las operaciones que supone la continuidad de la actividad, la facturación, la 
información sobre las  ventas proyectas y las concertadas, la producción, los costos, los stocks 
iniciales y su evolución, los ingresos y egresos, la información bancaria (respecto a los 
administradores concursales  rige la inoponibilidad del secreto profesional de las entidades de 
intermediación financiera, financiera por sí disponerlo expresamente la LUC),  la de carácter 
comercial, las cuentas a cobrar, etc.  

Tampoco se controvierte el deber y derecho de ejercer el control posterior de los actos respeto 
a aquellas operaciones que pueden calificarse como ordinarias. En aquellos casos en que el 
interventor no esté de acuerdo con la forma en que el deudor maneja estas operaciones 
ordinarias, la conducta debida es, agotada la posibilidad de diálogo y consenso con el deudor, la 
elaboración de un  informe y eventual dada cuenta de la situación al Juzgado interviniente. 

De igual forma, si el interventor percibe  dificultades para acceder  o  interpretar la información 
del deudor, debe obrar guiado por la pauta de conducta que le impone la LUC: actuar como un 
“Ordenado administrador y representante leal”. Esta comprende, en algunas situaciones, la 
investigación de hechos, actos y omisiones, pudiendo acudir a la solicitud de  medidas cautelares o 
a requerir la conversión de la limitación de la legitimación en suspensión de la misma, fundando 
adecuadamente este cambio. Naturalmente, ante situaciones más graves, como por ejemplo la 
distracción de bienes, el ocultamiento de ingresos, el deterioro anormal de los bienes, la 
utilización de los recursos de la empresa para fines personales, etc., el interventor deberá adoptar 
en forma inmediata medidas aptas para encauzar la situación, dando cuenta al Juzgado de la 
situación que atraviesa el deudor.  

Algunos ámbitos que han presentado -en la práctica de la administración concursal- especiales 
dificultades para la actuación de los interventores han sido la operativa bancaria, en particular  el 
mantenimiento y operación de cuentas bancarias del deudor,  debido a las exigencias de los 
bancos que, para cumplir con las mismas y con la entidad reguladora y supervisora (en el caso, el 
Banco Central del Uruguay)  dilatan las medidas que debe poner en práctica el interventor o 
exigen de éste una participación que excede la que la LUC le impone. 

Otro terreno que ofrece dudas en cuanto a la participación y rol del interventor es el 
financiamiento del deudor, en especial, el descuento de documentos de terceros y el factoring, 
que son  los instrumentos de acceso al financiamiento a los que – con limitaciones- puede acudir 
un deudor que ha perdido el crédito bancario tradicional. 

Finalmente,  debe mencionarse como un área compleja, en la que cuesta armonizar algunas 
normas rígidas que regulan la actividad del Estado con los particulares con las normas especiales 
del derecho concursal, todo lo atinente a la contratación con el Estado, la participación en 
licitaciones, la ejecución de obras o servicios que ya han sido adjudicados pero que aún están en 
vías  de ejecución, los casos en que la concursada es una empresa  subcontratada por la 
adjudicataria de la licitación  o aquellos en los que  la opción más conveniente es proceder a 
subcontratar a otra empresa o ceder el contrato. Esta problemática suele presentarse con mayor 
agudeza en el caso de concurso de deudores que  giran en el ramo de la construcción y afines. 

 
VI.- Señales de Alerta. 

La situación concursal implica una crisis del sistema obligacional en su conjunto y en tal 
contexto deben reconocerse por la administración concursal algunas señales de alerta comunes a 
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los diversas situaciones. Una de ellas es la generación de pasivo pos concursal. Si el deudor no 
puede cumplir las obligaciones que contrae a posteriori de la declaración del concurso, debe cesar 
en su actividad precisamente para no asumir más pasivo pos concursal que, por ser tal, habrá de 
postergar en el cobro a los acreedores concursales. 

Asimismo, el incumplimiento de las obligaciones tributarias o aportes a la seguridad social, las 
dificultades para enfrentar los costos fijos o para reducirlos en el corto tiempo, serán situaciones 
que requerirán una actitud diligente del interventor, para determinar la causa de las mismas y los 
posibles remedios, si es que aún son viables. Los problemas de orden laboral como reclamos 
masivos, ocupación de los locales de la empresa, paralización de actividades, serán situaciones a 
evaluar en el contexto para determinar si pueden ser conjuradas o si la empresa habrá de 
sucumbir tarde o temprano a las mismas, a fin de adoptar la decisión que implique unja menor 
pérdida de valor. 

El principio de conservación de la empresa ha sido reformulado y el mismo, en un proceso 
netamente solutorio como lo es el implementado por la LUC, se limita a propiciar la continuidad de 
las empresas viables que pueden generar recursos suficientes para satisfacer a los acreedores 
concursales, además de mantener una unidad productiva sustentable y sus correspondientes 
fuentes de trabajo. El reto será entonces determinar a tiempo la viabilidad de la empresa, sin que 
el tiempo transcurra en desmedro de la mejor solución a la crisis, incrementando inútilmente 
gastos de conservación y administración. 
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CONCLUSIONES 

 

1. En el diseño privatista de los procedimientos concursales, el punto central se encuentra 
en el acuerdo alcanzado entre los particulares. La eficiencia de la respuesta supone 
que, en el caso de la empresa deudora, se logre averiguar la viabilidad de su proyecto 
como, a su vez, la maximización de las posibilidades de cobro de los acreedores, y, 
sobre dichas variables, se determine el mejor modo de enfrentar la crisis del deudor. 

 

2. Al situar en el centro del concurso al acuerdo, deberán considerarse especialmente los 
problemas de asimetría informativa y de coordinación entre particulares con posiciones 
e intereses heterogéneos. El concurso debe ofrecer una estructura de negociación que 
minimice dichos problemas y acerque a las partes, para lograr la conciliación de sus 
intereses. Las nuevas funciones de asesoría, negociación y facilitación, que la ley 
chilena le asigna a terceros independientes (privados o no), marca una decidida opción 
por dicha vía de solución alternativa de la situación de crisis. 

 

3. Uno de los principales desafíos de la Ley 20.720 ha sido la incorporar a un nuevo 
administrador concursal, el "Veedor”, cuyas funciones –entre otras- consisten en 
propiciar los acuerdos entre las partes mediante el intercambio de información, la 
identificación de la crisis y sus causas, la creación de opciones, el acercamiento de las 
posiciones. 

 

4. En el caso de la SIR, su nueva función como como mediador es positiva. Las cifras 
muestran un 92% de éxito en el logro de acuerdos de renegociación y un breve plazo de 
duración del procedimiento (69 días). Las razones del éxito se deben, en parte a los 
propios esfuerzos de la SIR en mediar exitosamente y, en parte, al diseño legal, que 
incentiva a un acuerdo frente al escenario de pasar a la liquidación y beneficiarse el 
deudor de un (generoso) fresh start. 
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7) Grupo de investigación 7: “Contenido mínimo exigible a una propuesta concordataria 
para imponerse a disidentes a la luz de los principios generales del derecho” 
Coordinadores:   

Daniel Truffat (Argentina) Dr. Armando Vargas (Méjico) 

 
Integrantes del grupo: 

 
a. Daniel Truffat. “Hacia una teoría general de las condiciones de obligatoriedad de 

una propuesta concordataria respecto de disidentes y tardíos”. 

b. Carolina Ferro. (Argentina). “Facultad judicial de aprobar, rechazar o imponer la 
propuesta de acuerdo formulada por el deudor”. 

c. Juan Luis Goldemberg Serrano (Chile).” “Los efectos del acuerdo de reorganización 
respecto a los acreedores no concurrentes y disidentes en la legislación concursal 
chilena”. 

d. Juan Carlos Rodríguez Maseda (España). “Las soluciones convenidas al concurso 
en vía judicial y extrajudicial en el ordenamiento jurídico español y la situación 
jurídica de los acreedores no firmantes del acuerdo”. 

e. Armando Vargas Ramos (Méjico). “Límites del arbitrio judicial en la aprobación del 
convenio concursal”. 

f. Jean Paul Brousset (Perú). “La oponibilidad del acuerdo de los acreedores en el 
concurso peruano”. 

g. Lucía Grazioli Milburn (Uruguay). “Obligatoriedad de los convenios concursales en 
la legislación uruguaya.  La situación de los acreedores disidentes y de los 
acreedores tardíos”. 

h. Efraín Hugo Richard (Argentina). “Propuesta de acuerdo para acreedores 
quirografarios y su homologación en concurso de sociedades en la legislación 
Argentina”. 
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CAPITULO UNO 

HACIA UNA TEORÍA GENERAL DE LAS CONDICIONES DE OBLIGATORIEDAD DE UNA  

PROPUESTA CONCORDATARIA RESPECTO DE DISIDENTES Y TARDÍOS. 

 

E. Daniel TRUFFAT -  Argentina 

 

Problemática de la insuficiencia dogmática de la remisión a la ley positiva. 

La respuesta más obvia respecto de las condiciones de obligatoriedad de una propuesta 
concordataria respecto de disidentes y tardíos es remitirse a que lo será por expresa decisión 
legal. 

En verdad lo habitual es que la propuesta (debidamente aprobada y homologada, así que tal 
vez en vez de “propuesta” lo correcto sería hablar de “acuerdo” o “concordato”) es vinculante 
para todo el universo de acreedores alcanzado por ella en función de lo que prescribe la ley. Pero 
también es cierto que como los aceptantes han expresado su voluntad afirmativa, generando 
entonces un tipo de vínculo que se entiende suscitado por la autonomía de la voluntad, al 
enseñarse académicamente lo que suele enfatizarse es que la propuesta (de nuevo: el acuerdo), 
una vez tornado más firme y solemne por decisión estatal –habitualmente judicial-, es decir, una 
vez “homologado” o “confirmado”, también sujeta a quienes integrando tal universo no están de 
acuerdo con él o aún no han sido reconocidos como acreedores e, incluso, han manifestado 
olímpico interés o desconocimiento del supuesto y jamás se han apersonado para estar “a 
derecho” en el tema. 

En los Estados democráticos cabales no basta con la voluntad del Legislador porque este carece 
de soberanía para hacer la ley. Obvio que los representantes del pueblo cuentan con plena 
discrecionalidad política y a ellos cabe elegir el cuándo y el cómo de las normas –y que esto, 
habitualmente, no es cuestión judiciable-. Pero su decisión deberá ajustarse al régimen supralegal 
emergente de la Constitución Nacional y de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y, 
básicamente, la tal elección del cuándo y en especial del cómo deberá someterse a los principios 
ya citados de tal suerte que exista algún grado de concordancia entre unos y otra. La ley deberá 
ser racional, ajustar sus soluciones y efectos de manera proporcional a aquello que persigue y si no 
se somete a tales parámetros, claramente resultará violatoria de su propio sistema constitucional. 
Aquellos que somos hijos lejanos del fallo del Juez Marshall “Madbury vs. Madison”, estamos 
convencidos que el Legislador no es “el intérprete de la ley”1 porque tal sistema –bien inspirado y 
con defensores de la talla de Jefferson y ciertamente respetuoso de la voluntad popular- pone en 
riesgo la finalidad última de las Constituciones (y de todo el sistema jurídico) al pretender que las 
leyes no están sujetas a revisión judicial. Es menester una agencia estatal (vgr. el Poder Judicial) 
que garantice la supremacía de las normas y principios constitucionales por encima del día a día 
que puede inspirar y motivar una ley en concreto. Y como el infierno se esconde en los detalles y 
en la letra chica, es obvio que tal revisión debe alcanzar no sólo la general idea de racionalidad 
para la norma de grado menor (la ley) sino también pretende su ajuste a la norma superior (la 

                                                           
1 Esto es tanto como señalar que por estar en juego la voluntad popular, representada por los legisladores, no sería 
admisible que un Poder de origen no electivo (el Poder Judicial) invalidara alguna decisión de éstos. Tesis ésta que 
alumbraron los revolucionarios franceses –porque desconfiaban de los jueces- pero que en los tiempos que corren 
resulta contraria al fin democrático perseguido; permitiendo la hipotética dictadura de una asamblea electiva 
(casualmente, como ocurrió en Francia con la Convención) 
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Constitución) en su concepción y en sus previsiones. 

Así pues, hurgar e indagar sobre el fundamento de la coactividad del concordato para los 
disidentes y tardíos, más allá de la mera previsión legal, aparece como un modo de garantizar la 
racionalidad de tal dispositivo en el caso concreto y como una vía para estudiar cuánto y de qué 
manera esas previsiones específicas son lógica y proporcional consecuencia para la consecución de 
los fines propios del sistema, en sujeción a las Constituciones Nacionales y a los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos. 

Richard sostiene algo similar con un preciso texto: “Toda norma debe tener una legitimación. 
La primera debe ser su necesidad frente a una circunstancia o una realidad estructural. Esto hace a 
la economía del derecho: pocas normas pero efectivas, para intervenir conforme esa necesidad 
(sea para facilitar la autonomía de la voluntad o intervenir el Estado para equilibrar situaciones). 
La segunda, su justificación axiológica, en orden a la causa de la norma y de los efectos 
pretendidos”.2 

Una cantera inagotable de análisis de tales parámetros es, básicamente, el apuntar el ajuste de 
los sistemas legales a ciertos principios jurídicos básicos y elementales. Cada Nación tendrá sus 
particularidades, sus bemoles, sus sutilezas, sus mañas incorporadas como capas geológicas en la 
legislación vigente, o sus más o menos sensatos o alocados experimentos en leyes recientes y con 
pretensiones de vanguardia. En cualquier caso en un escenario de propiedad privada y de gestión 
privada de los negocios (con la mayor o menor intensidad en cada sistema de la relativización de la 
inviolabilidad de la propiedad privada o de actuación conjunta y simultánea de la gestión privada 
con la gestión pública), parece lógico sentar que un sistema que estableciera que el acuerdo de 
mayoría es vinculante para los disidentes y tardíos “porque sí”, o porque así se ha venido 
haciendo, no satisfaría la pretensión mínima de seriedad y racionalidad que cabe esperar de una 
respuesta. El ukase no es propio de Naciones democráticas. Tal vez los Zares o sus émulos 
modernos (fuera cual fuese el título que portan) gusten de tal modo de razonar (si que tal 
operación puede ser considerada propia de la razón), pero es intolerable en gente que se 
pretende cultora del Derecho. 

La fuerza coactiva formal surgirá, es evidente, de una previsión legal. Pero la fuerza de la 
convicción (eso que Unamuno sabía que jamás tendrían los alzados contra la República y por eso 
les profetizó que vencerían pero no convencerían) exige determinar si el susodicho carácter 
vinculante para los disidentes y ausentes, surge en función –además de la finalidad última del 
sistema, que es obtener acuerdos de mayorías para superar la cesación- del cuidado de ciertos 
parámetros y detalles que garanticen a los tales disidentes y tardíos un mínimum de dignidad en 
su posición. Que garanticen que no habrá ni manejo espurio de mayorías en su contra ni 
otorgamiento de ventajas indebidas a los partícipes actuales ni falta de seriedad en el tratamiento 
del tópico. 

Es sabido que frente al fenómeno deletéreo de la cesación de pagos (imposibilidad de cumplir 
regularmente con las obligaciones) el derecho concursal suele responder de dos modos 
diametralmente diversos y que emplean procesos y mecanismos muy distintos (sin que haga a la 
exposición la circunstancia que, hoy por hoy, en muchos sistemas se niega al deudor elegir en cual 
de ambos situarse, que todo ellos prevean sistemas para pasar del medio menos agresivo a aquel 
que predica la solución más drástica o que existan sistemas legales donde es posible hacer lo 

                                                           
2 Richard, Efraín Hugo, “Cesación de pagos y responsabilidad (el eje del sistema preventivo de la  insolvencia)”, Summa 
Concursal Buenos Aires –director Etcheverry Raúl-,,Abeledo Perrot, Tomo I, pág. 594 
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inverso). Uno de los sistemas están previsto para sujetos que se entiende que no son 
recuperables, que por más que tramiten un largo proceso y obtengan tiempo, jamás volverán a 
levantarse sobre sus pies y podrán atender sus deudas y seguir adelante. A esos deudores se les 
dispensa la vía liquidativa (la quiebra), habitualmente – cuando son entes relacionales- 
declarándolos disueltos, liquidando sus activos (para que vuelvan rápidamente al ciclo productivo 
del mercado, teóricamente en manos más hábiles), y abriendo acciones de investigación y de 
reversión de ciertos actos jurídicos o de responsabilización de administradores y terceros. 

En cambio, cuando el sujeto en crisis aparece como susceptible de abonar el pasivo que 
actualmente no puede atender y mantenerse como sujeto útil dador de trabajo y proveer de 
bienes y servicios, en la medida que obtenga tiempo o quitas o cambio de la especie en que debe 
abonar, se activa una solución convencional –dado que tales mutaciones se obtienen en un 
acuerdo de mayorías, habitualmente hiposuficiente para obtener la superación de la cesación 
porque exige pronunciamiento judicial expreso-. Tales convenciones pueden celebrarse con todos 
los acreedores que integran un cierto subuniverso (usualmente definido temporalmente por la 
antelación a la presentación en concurso), pero es común que no todos ellos sean admitidos a tal 
discusión – porque uno de los secretos del sistema es el control correspectivo de los títulos de los 
sedicentes acreedores- y que algunos demoren su presentación y otros derechamente ni 
aparezcan. 

Los recaudos, los cuidados, aquellos “mínimos” que debería tener el acuerdo aprobado y su 
concepción e instrumentación, para que lo decidido por “los demás” sea vinculante, conforme 
reglas básicas e intuitivas de Derecho, para estos que no fueron admitidos al debate o que se 
quedaron fuera por propia mora o desinterés, es el núcleo de aquello que se busca analizar en 
esta aproximación a una Teoría General de la cuestión. 

No se ignora que hay otros valores relevantes en juego: la conservación de la empresa, su 
preservación como dadora de trabajo, etc. Todos estos argumentos, salvo hipótesis extremas 
donde los jueces eligen políticamente entre lo correcto jurídicamente y lo viable socialmente (por 
todos: la confirmación del plan en el caso GM en los Estados Unidos), son argumentos de refuerzo 
para viabilizar una homologación trabajosa. El salvataje de una empresa en crisis pesa, si es que 
ello acaece, sobre la sociedad, es decir sobre el Estado. Imponerla a particulares es tanto como 
una expropiación sin indemnización previa. 

Va de suyo que en situaciones de duda, sazonadas por la circunstancia de que muchas veces la 
solución preventiva es casi la única vía de cobro porque hay convicción que la liquidación arrojará 
un resultado groseramente insatisfactorio, cuestiones como la antedicha tienen un peso 
relevante. En particular, la cuestión social emergente de la preservación de la fuente de empleo. 
Ha habido casos donde se ponderaron otros derechos sociales, tal el caso –en Argentina- de 
“Editorial Perfil” donde se entendió que homologar un concordato que preveía una quita muy 
significativa era plausible en el caso, además de por otras razones, porque ello atendía a la libertad 
de prensa (valor de altísimo rango constitucional). Se dijo en ese último e interesante supuesto: 

“De otro lado, y con idéntica amplia apreciación de las circunstancias del caso, cabe tener 
presente la particular trascendencia que posee en el régimen democrático la actividad 
fundamental de la concursada, en tanto se refiere al ejercicio de la libertad de expresión por medio 
de la prensa (conf.  cláusula tercera del contrato social copiado en fs. 73/78. En este orden de 
ideas, cabe recordar que la prensa es condición necesaria para la existencia de un gobierno libre y 
el medio de información más apto y eficiente para orientar y aun formar una opinión pública 
vigorosa atenta a la actividad del gobierno y de la administración. Tiene por función política, 
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mediante la información, transmitir la voluntad de los ciudadanos a los gobernantes; permitir a los 
ciudadanos vigilar el funcionamiento del gobierno; servir de escudo a los derechos individuales 
contra los excesos de los funcionarios y hacer posible a cualquier ciudadano colaborar con la acción 
del gobierno (CSJN, Fallos 312:916, considerando 6° del voto del juez Fayt). Y es que, en definitiva, 
el derecho a la información opera como vínculo permanente entre las libertades públicas y el 
principio democrático (conf. A. Fernández Miranda y Campoamor, Art. 20: libertad de expresión y 
derecho de la información, reg. en "Comentarios a las Leyes Políticas - Constitución española de 
1978", vol. II, pág. 502, Madrid, 1984), pues, conforme lo ha señalado la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la libertad de expresión no sólo posee una dimensión individual, en cuanto es 
un derecho humano de todas las personas para acceder, expresar o difundir sus ideas y opiniones, 
sino que además tiene una dimensión colectiva, con lo cual se convierte en un derecho vital para 
garantizar la democracia (conf. Opinión Consultiva n° 5/85, del 13/9/1985, parágrafo 32). 9.- Como 
consecuencia de la importancia estratégica que en el marco de la democracia tienen las empresas 
periodísticas según lo precedentemente dicho, ha podido disponer el art. 11 del Código Europeo de 
Deontología del Periodismo, en criterio que cabe compartir, que "...Las empresas de información 
deben ser consideradas como empresas socioeconómicas que hagan posible la prestación de un 
derecho fundamental...". Al ser ello así, no es dudoso el carácter de empresa de interés público que 
tiene la concursada. Y, sobre la base de tal entendimiento, resulta naturalmente adecuado acudir a 
un criterio más flexible y tolerante (inclusive diferencial con relación a otros sujetos concursables, y 
acaso excepcional) a la hora de evaluar la homologabilidad de un acuerdo de reestructuración de 
deuda de empresas como Editorial Perfil S.A., máxime ponderando la amplia aceptación que en el 
caso la propuesta de arreglo tuvo de parte de los acreedores, y como modo de dar cabal aplicación 
a uno de los principios orientadores de la legislación concursal que es, como lo expresara la 
Exposición de Motivos de la ley 19.551, la conservación de la empresa en cuanto actividad útil para 
la comunidad (art. 4°, inc. b, de las Consideraciones Generales)”.3 

Corresponde insistir, sin embargo, que teniendo en miras los derechos de los disidentes y 
tardíos como norte del análisis, debe ponderarse primordialmente cuestiones atinentes a la 
satisfacción de tales derechos. Y todo lo demás, aun cuando sea un demás tan valioso como el 
mantenimiento de la fuente de trabajo, no parece suficiente de suyo para imponer una propuesta 
muy gravosa para los acreedores. 

Es obvio que cuanto se dirá aquí sobre la seriedad de la propuesta, sobre su factibilidad, sobre 
la prevención de desigualdad o de vulneración de la voluntad colectiva por vía de tráfico de voto, 
es también aplicable a los acreedores que aceptaron la oferta del deudor. Pero es menester 
ponderar que estos, al final del día, se sometieron voluntariamente a tal plan de rescate. Les 
pareció mejor. O plausible. O lo único posible. Pusieron su voluntad expresa en validar el acuerdo. 
Volvieron a darle crédito al debitor, es decir: volvieron a creerle. O se resignaron y prefirieron la 
aceptación como mal menor. 

La libertad para decidir aceptar o no hacerlo es de la esencia del convenio de salvataje. Los 
acreedores son habitualmente privados de su capacidad de agresión patrimonial y se les exige 
“revalidar títulos” (a través de algún sistema verificatorio o de control sindical). Prácticamente el 
único derecho intangible que les queda, en la práctica, es decir sí o no. Es cierto que hay supuestos 
de exclusiones legales o desarrollos jurisprudenciales, como el argentino, que admiten 
apartamientos por entender que se está ante un mero “prestanombre” del deudor o de un sujeto 

                                                           
3 Editorial Perfil S.A. s/acuerdo preventivo extrajudicial”, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, Sala D, 
19.9.07 
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que tiene su voluntad captada por éste o que se está ante un acreedor que incurre en ejercicio 
disfuncional de derecho a través de una hostilidad inadmisible. Pero la regla es la posibilidad de 
decidir si se acepta o no el acuerdo. Y quien lo hace se coloca voluntariamente en tal situación. 
Tiene derecho a que los jueces tutelen que los demás decidieron adecuadamente y que no hubo 
tráfico de voto, a que se revise que lo que se le ofreció es serio y objetivamente cumplible. Pero la 
intensidad de la tutela no es igual a aquella que exigen los disidentes y tardíos. 

Todos las construcciones que admiten tolerancia con las reglas liminares de la concursalidad, a 
la hora de determinar el contenido de un acuerdo, hacen la excepción del inusual (y casi imposible 
por no haber casi manera de conocer la íntegra y definitiva integración del pasivo concursal) caso 
de acuerdo unánime. Ello prueba que la homologación o confirmación está básicamente para 
tutelar, a la par del respeto al orden público, a aquellos constreñidos a someterse a un acuerdo de 
mayorías que no aceptaron. 

Sin embargo no debe olvidarse lo antedicho al leer este trabajo en el sentido que los mismos 
principios que justifican moral y racionalmente la sujeción de los disidentes, son principios que 
también brillan y se aplican (al menos en la mayoría de los casos) a los acreedores que prestaron 
conformidad. 

En algún punto no deja de ser paradójico que las mismas bases que sustentan el convenio 
sustenten la obligatoriedad para quienes no quisieron integrarlo, pero quedaron sometidos a él 
por imperio legal. 

Hay en la legislación casos especialísimos de concordatos que son mera imposición de plan por 
los jueces “concordatos de autoridad”. Ahí es como que todos son potenciales disidentes, pues su 
decisión no fue pedida y por ende no fue tenida en cuenta. Se los puede admitir en hipótesis 
extremas, en economías en guerra o situaciones de angustia, ya se verá en el caso particularísimo 
de pequeños deudores que sean primordialmente meros consumidores sobreendeudados, pero 
en general transitan, un capítulo propio que es derecho de excepción. Solo suelen ser regla en 
regímenes autoritarios –tal como ocurría en el tristemente célebre régimen nazi o durante el 
gobierno proto fascista de Getulio Vargas en Brasil-. 

Inviolabilidad de la propiedad. Relativización del principio ante la hipótesis liberatoria 
consistente en la imposibilidad de cumplimiento. 

En los sistemas capitalistas –sea en su versión ultraliberal sea en la versión que pivotea sobre la 
economía social de mercado- es regla básica que la propiedad es inviolable. Este concepto está 
fuertemente arraigado en los fundamentos del sistema. Para Locke la inviolabilidad de la 
propiedad era una de las libertades básicas y a mí nadie me quita de la cabeza que la mención a la 
“consecución de la felicidad” de la Declaración de la Independencia americana es un brillante giro 
de una mente superior como la de Jefferson para abarcar bajo un concepto difuso tanto la 
descarnada reivindicación de la importancia de la propiedad cuanto visiones más idealistas como 
la que él seguramente tenía. 

El ingreso de tesis provenientes de la Doctrina Social de la Iglesia y de los diversos socialismos 
que se sumaron al juego político de los países occidentales, en especial en Europa durante la 
posguerra, atenuó el concepto cerrado y algo desalmado que se refirió antes, pero sin tomar el 
núcleo de la idea que es bueno que la gente tenga bienes de su exclusiva titularidad y que sean 
ellas, con prescindencia del Estado, quienes puedan disponer de los mismos. Del viejo ius utendi, 
fruendi y abutendi se tendió a suprimir el último concepto (en particular frente a decisiones 
expropiatorias que perseguían el bien público y, en el terreno privado, de la mano de la teoría del 
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abuso del derecho). 

Pero el núcleo conceptual se mantuvo. Salvo situaciones especiales, donde entrara a tallar de 
modo intenso en bien común, la propiedad debía respetarse. Y cuando el Estado debía echar 
mano a algún bien particular, ello debería acaecer previa declaración de utilidad pública por 
autoridad constitucional habilitada y con previsión de indemnización previa. 

Toda esta construcción funciona de modo más o menos pasable (al menos en el terreno de los 
conceptos), mientras los bienes disponibles sean suficientes para la atención de los pasivos 
generados ya sea por voluntad propia o por imperio del deber de reparar el daño causado. 

Los jueces no pueden moderar o modificar la extensión de un pago convenido o de una 
reparación debida, al menos no pueden como regla. El reciente Código Civil y Comercial de la 
Argentina prevé, como excepción que: “El juez, al fijar la indemnización, puede atenuarla si es 
equitativo en función del patrimonio del deudor, la situación personal de la víctima y las 
circunstancias del hecho. Esta facultad no es aplicable en caso de dolo del responsable”.4 Fácil es 
advertir que esta importante excepción está prevista para situaciones de marcada desventura del 
obligado o de notable solvencia del afectado y parece una norma de escape para esos casos que, 
en palabras de León XIII, “llaman a voces las iras vengadoras del Cielo”. Pero la regla sigue siendo 
la ya sentada. 

El supuesto de la impotencia patrimonial o insolvencia abre cauce a un subuniverso muy 
distinto. 

La economía de mercado está estructurada sobre la base de poder coaccionar el 
incumplimiento de las obligaciones u obtener las reparaciones debidas y el habitual premio al 
acreedor más diligente y agresivo (el conocido prior in tempore). Escenario entendible cuando el 
cumplimiento forzado es posible y no se atenta a través de su aplicación contra la paz social. 

Pero cuando el deudor no puede cumplir, aunque quiera, regularmente con sus obligaciones 
(es decir, no puede hacer en tiempo, especie o sin recurrir a la usura u otros medios ruinosos), la 
aplicación de tales reglas desencadenaría un auténtico pandemónium con destrucción absoluta de 
valor y generando un tendal de insatisfechos, lo que pondría en crisis el sistema y, peor que peor, 
fomentaría el carácter “contagioso” de la cesación de pagos. 

Además, y este es el core conceptual de este apartado, la cuestión terminaría seguramente en 
la “imposibilidad absoluta de pago”. La imposibilidad de pago es uno de los mecanismos 
liberatorios de los pasivos: los extingue. Es cierto que usualmente sólo lo hace respecto del deudor 
de buena fe, pero no es menos cierto que más allá de la subsistencia formal de los créditos (que 
languidecen inejecutables a la espera de terminar quedar privados de acción por el paso del 
tiempo) si hay imposibilidad de pago, no hay cobro. 

Y es por eso que la ley y los jueces tienen mucho más para decir y hacer que en el caso común 
del simple incumplimiento contractual o desatención del deber de reparar el daño causado –por 
quien, aun cuando sea por vía coactiva, cuenta con fondos o activos para hacerlo-. Y tienen mucho 
más para decir y hacer sin lesión de la pretendida intangibilidad del derecho de propiedad. 
Porque, a fuerza de sincero, el derecho de propiedad (del crédito, en el caso) es más declamatorio 
que real. 

Así cuando la cesación es irreparable el Estado toma usualmente sobre sus hombros la 

                                                           
4 Artículo 1742, Código Civil y Comercial de la Argentina, texto vigente. 
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liquidación, o la delega en funcionario ad hoc y reparte aquello magro que se obtenga según un 
régimen preestablecido de preferencias que, muchas veces, importa que los acreedores no 
privilegiados terminen no recibiendo nada. No hay allí expropiación sin indemnización, porque –en 
función de los límites materiales que impone la imposibilidad de pago- ya nada recibían. 

Y es por eso que cuando hay alguna posibilidad de saneamiento, la ley confía en un acuerdo de 
mayorías. En la sabiduría de los más para aceptar un eventual plan de salvataje. Y, si este se 
homologa y se confirma, se aplica por igual a quienes confiaron en tal alternativa a quienes 
restaron ajenos a ella por ser acreedores disidentes o tardíos. 

Las duras soluciones concursales pueden llegar a ser inconstitucionales en casos puntuales. 
Pero por mérito de circunstancias propias y atinentes al caso. No lo son in genere por mérito a la 
posibilidad exaltada de la ley y de los jueces de meterse con la propiedad privada de los 
acreedores. Los símiles médicos son siempre muy útiles en este tema de la concursalidad y va de 
suyo que la misma siempre remite a la terapia intensiva; donde las urgencias y el carácter 
habitualmente invasivo de las decisiones médicas están amparados por la tolerancia que genera el 
riesgo cierto en que se encuentra el paciente y su consecuente estado de necesidad. 

Para los seguidores de Savigny y la escuela del historicismo jurídico el funcionamiento 
concursal puede verse como un acumulado histórico que ha mostrado ser el único, o casi el único 
camino, que la ciencia jurídica ha recorrido a los largo de siete u ocho siglos. Y, en consecuencia, 
estaría validado por ese uso pacífico y consecuente. Pero en los últimos dos de esos siete u ochos 
siglos ha habido una fortísima revalorización de los derechos innatos de la personas (los derechos 
naturales, en lenguaje de la filosofía tomista) que fueran a repensar que no basta con la 
costumbre de lo que se  vino haciendo para validar, precisamente, lo que se hace. Hay que buscar 
y hurgar en los principios jurídicos para encontrar un fundamento más efectivo que aquél que 
emerge de la pura experiencia. De nuevo, no es cuestión de vencer sino de convencer. 

Y con tal intención creo que la razón última está precisamente en la situación vacilante del 
derecho “efectivo” de los acreedores a percibir las acreencias que legítimamente los 
corresponden, por efecto de la imposibilidad de cumplimiento en que está inmerso el debitor. 
Este criterio comporta, de modo implícito, asumir el carácter excepcional del derecho concursal. 
Su audaz e intensa intromisión en los derechos de los acreedores está justificada por un dato que 
debe ser real e indisputable: la cesación de pagos del deudor. 

Como se dijera en un sonado fallo argentino: “En tal marco, tengo para mí que el juez tiene la 
obligación de examinar -incluso de oficio- la efectiva configuración de la insolvencia antes de 
aplicar las soluciones previstas para ella y sólo frente a ella. Que la cesación de pagos sea el 
presupuesto del concurso preventivo -como sin duda lo es (LC:1)- no se debe a un capricho del 
legislador, sino al hecho de que sus soluciones no sólo se explican frente a la situación excepcional 
y anómala que esa insolvencia implica, sin la cual, esas mismas soluciones -por completo 
razonables en su marco- serían inconstitucionales por atentar contra el derecho de propiedad de 
los perjudicados, al implicar un apartamiento drástico de los derechos adquiridos por ellos al 
amparo del derecho común. El concurso preventivo está previsto para situaciones en las cuales 
exista un verdadero estado de cesación de pagos, por lo que, si así no se utilizara y el juez lo 
permitiera, se estaría habilitando el uso del instituto en fraude a la ley”.5 

                                                           
5 (Juzgado Nacional en lo Comercial Nro. 17, “Unión Argentina de Rugby, Sociedad Civil s/concurso preventivo”, 
28/08/07). 
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El acuerdo de mayorías como mecanismo para superar tal imposibilidad. 

A fines de la Edad Media y “en vísperas del Renacimiento, renació también el comercio. Un 
auténtico milagro por cierto, porque hacía mil años que los caminos eran intransitables por obra 
de los bandoleros (desde la caída del Imperio Romano de Occidente) y porque el poder naval del 
imperio turco en el Mediterráneo no tenía límites. Cerrados los caminos con Bizancio, que iniciaba 
su marcha hacia su caída irremediable en 1453, y corrida la cristiandad de Tierra Santa, parece 
contrario a la lógica más elemental que los audaces mercaderes italianos “reinventaran” el tráfico 
mercantil en Europa. Pero lo hicieron. Como los riesgos eran abismales resultaba de toda 
evidencia que no había patrimonio individual que pudiera correr tales aventuras. Entonces unieron 
capitales y tomando la idea de "persona jurídica" de la vieja Universitas, dieron origen al derecho 
societario. Como las rutas eran en verdad peligrosísimas en vez de trasladar metálico de una 
ciudad a otra (la seguridad de los caminos recién volvería con el nacimiento de los Estados 
Nacionales) empezaron a cursarse comunicaciones con sus pares de otras ciudades para que ellos 
–allí- aceptaran la obligación asumida en las letras que se dirigían y alumbraron a los títulos 
circulatorios. Algún ingenioso descubrió que los miedos eran mayores que los daños reales y 
ofreció alguna reparación en caso de siniestro, siempre que se le participara de todas las 
aventuras, dando el primer paso hacia el derecho de los seguros. En ese marco, y visto el 
impresionante enriquecimiento que se generó de tanta audacia, y de tanto ingenio, los 
comerciantes se posicionaron como la “clase dominante” en las ciudades-estado italianas; aunque 
formalmente tuvieran un príncipe o similar. Como toda casta cerrada necesitaban proteger el 
estatus obtenido y así fue fulminado – como la manzana podrida- aquel comerciante que no 
cumplía con sus obligaciones. Y si no cumplía con un sinfín de ellas, peor que peor. Al cesante le 
esperaba el destino de los criminales: la nada confortable mazmorra ducal - llevándose al encierro 
a sus familiares y dependientes, léase: a sus "compañeros", los que compartían con él el pan-. 
También le esperaba la ignominia. Es bueno recordar que en la Edad Media el tener donde 
"sentarse" era símbolo de poder. Los reyes, los príncipes, los duques, aposentaban sus reales en 
un trono; los obispos en una cátedra (y por eso la Iglesia sede obispal se denominaba “catedral”). 
Los ricos comerciantes tenían, como símbolo de su importancia, el derecho de sentarse en 
bancas.6 El fallido, al modo de un rito primitivo de expatriación o expulsión del clan, veía como su 
“banca” era rota; se lo colocaba en “bancarrota” El fallido era siempre y en todo momento un 
defraudador (decoctor, ergo fraudator).Por cierto la realidad nunca es tan simple. Y ello fue 
advertido por estos burgueses enriquecidos, por más que los aterrara todo lo que ponía en crisis 
(aún teórica) sus privilegios laboriosamente obtenidos. Era evidente, de toda evidencia, que había 
deudores que no cumplían y que no eran "defraudadores"; los luego llamados deudores "honestos 
pero desventurados". Para que el desventurado pudiera salir de la mazmorra, para que pudiera 
recuperar su dignidad, a alguien se le ocurrió que tal vez era bueno permitir que el debitor 
celebrar un acuerdo solutorio con sus acreedores. A partir de allí el derecho falencial, hasta 
entonces represivo, empezó a incorporar la idea del acuerdo “resolutorio”. Hicieron falta muchos 
siglos (y la expropiación por el Estado de la jurisdicción mercantil hasta entonces en manos de la 
Corporación de comerciantes ) para que a fines del siglo XIX, principios del siglo XX, se pensara en 

la posibilidad de “anticipar” el acuerdo y prevenir, por su intermedio, la quiebra consecuente”.7 

Según es fácil de advertir el tratamiento de la crisis que prima facie podría considerarse “no 

                                                           
6 Esto seguro empezó de modo bastante más basto, por ser las bancas los lugares que –en las plazas o mercados 
públicos- los “cambistas” cumplían su menester. Ello ató terminológicamente la idea del fracaso comercial (la quiebra) a 
la suerte de los banqueros (porque se les rompía la banca; se lo colocaba en bancarrota. 
7 Truffat, Edgardo Daniel,¿ Decoctor ergo fraudator? Lexis Nexis, Córdoba Nro. 7, julio 2007, pág. 565. 
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terminal” –dado que bien podría servir para superar el estado de insolvencia, en el supuesto 
histórico referido incluso para revertirlo y salir del status de fallido- gira históricamente en 
derredor de un acuerdo. 

¿Cuál es la naturaleza jurídica de tal acuerdo? 

La naturaleza jurídica del “acuerdo preventivo”, entendiendo por este –al menos 
provisoriamente y a los fines de este análisis-, la traba de voluntades entre el deudor “oferente” y 
los acreedores “aceptantes”, todo ello sujeto a la confirmación judicial por vía de homologación;8 
es cuestión que ha merecido, una profusa y contradictoria opinión de la doctrina –tanto nacional 
como extranjera-. Bonsignori, en su crítica a la doctrina contractualista, señala la existencia de una 
nueva formulación de la posición citada,  la que consistiría  en que, desde el punto de vista del 
deudor y del acreedor -en el sentido de evitar la quiebra- se suscita un encuentro entre la oferta 
del uno (el pagar una cierta suma) y la aceptación del otro del conceder un pactum de non 
petendo; todo ello a través de un transacción (el concordato preventivo) mediante la cual se evita 
la quiebra bajo la supervisión de la autoridad judicial9 -tomado de mi tesis doctoral, inédita, 
presentada y aprobada en la Universidad Nacional de Córdoba en el año 2006-. 

La cuestión parece transitar sin mayor escándalo el terreno de lo convencional, pero el 
problema a dilucidar, en función de la temática de esta investigación, es cómo y por qué se pasó 
de un acuerdo “unánime” –tal como acaecía en la Edad Media-, lo que no hubiera levantado 
óbices sobre su carácter contractual si bien pluripersonal al actual escenario donde los acuerdos se 
alcanzan, como regla, con una mayoría calificada y sin embargo – si es que son homologados o 
confirmados- resultan vinculantes también para disidentes y tardíos. 

Es bueno escuchar sobre el punto las palabras de uno de los más eximios maestros de derecho 
comercial argentino, quien lo hace siguiendo nada menos que a Vivante: “Este instituto permite a 
la mayoría imponer y despojar a la minoría de una fracción más o menos importante de su crédito, 
dice Vivante. Pero una consideración de equidad social doblega aquí el riguroso derecho 
individual. Interesa demasiado a la sociedad que la hacienda formada a menudo con el trabajo 
honrado e industrioso de varias generaciones, no se deshaga al malbaratarla en la liquidación y 
vuelva a ser centro fecundo de una renovada actividad económica. Quien esclavo de aforismos del 
derecho tradicional, se turba porque la minoría de los acreedores disidentes pueda ser, me 
atrevería a decir, expropiada de una parte de sus créditos por la mayoría, debe reflexionar que en 
último análisis, todo establecimiento alimentado por el crédito es objetivamente una 
administración de capitales ajenos; si aquél que la dirige está exento de culpa, lógico resultará que 
los acreedores experimenten la pérdida, a consecuencia de su gestión, como habrían disfrutado 
sus beneficios si el negocio hubiera prosperado. Ellos que posiblemente tentaron al deudor con 
sus ofertas de crédito, deben dividirse las pérdidas de una industria en la cual pusieron su 
confianza”.10 

                                                           
8 “La homologación, explica Segovia, es la confirmación que da el juez a ciertos actos o convenciones para imprimirles 
carácter oficial. El concordato que antes de la homologación no es más que un proyecto, se hace definitivo y obligatorio 
mediante ese acto del juzgado, y tal intervención de la justicia es necesaria como una garantía de seriedad del acto y de 
los derechos de la minoría disidente y demás acreedores que no tomaron parte en el arreglo”, Heredia, Pablo, “Tratado 
Exegético de Derecho Concursal”, Editorial Abaco, Bs.As, 2000, Tomo 2, pág. 201 –con remisión en nota a pie de página 
(nro. 2) a Segovia, L, “Explicación y crítica al nuevo Código de Comercio de la República Argentina. 
9 Véase: Bonsignori, Angelo, “Del Concordato Preventivo”, comentario Scialoja-Branca “Legge Falimentare”, art. 160- 
186, N. Zanichelli Editore, Bologna, 1979, pág.138 
10 Cámara, Héctor, El Concurso Preventivo y la Quiebra, Ediciones Depalma, Buenos Aires, 1978, Vol I, pág. 361 
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Más allá de la profundidad y belleza del texto que antecede cabe acentuar el análisis de las 
razones por las cuales se entendió que se podía empoderar a un cierto sector mayoritario de 
acreedores para que decidan sobre la suerte patrimonial de todos –en relación al cesante-, 
incluidos los disidentes y ausentes. 

Puede ensayarse una explicación histórica. Porque la cuestión del remedio solutorio que 
empezó con la necesidad de un acuerdo unánime que redimiera al fallido y le permitiera salir de la 
prisión ducal para empezar a pagar en algún momento corrió el riesgo de quedar esterilizado si se 
proseguía con la exigencia de la unanimidad. Recuérdese que en los albores del siglo XX los 
grandes maestros italianos se escandalizaban, de que en los concursos había hasta “once o doce” 
acreedores. En un caso acaecido hace ya varias décadas denominado “Cooperativa El Hogar 
Obrero”, que tramitó ante los Tribunales Nacionales en Argentina, fueron llamados a votar la 
propuesta más de ciento cuarenta mil acreedores. 

Y además porque, y considero que esto es más importante, al hacerse siempre exigible la 
vigilancia y conformidad estatal con lo decidido (fenómeno que se fue acentuando a partir del 
Renacimiento con la aparición de los Estados Nacionales) existía un remedio técnico que 
preservaba los derechos de aquellos que no habían sido oídos: la necesidad de homologación por 
parte de un representante de la autoridad pública. 

Hoy los acuerdos de mayoría no llaman la atención. El más conocido es aquél que se da en el 
terreno de las relaciones laborales colectivas y que se conoce habitualmente como “convenio 
colectivo de trabajo”. A nadie se le ocurriría que la totalidad de los trabajadores celebraran un 
acuerdo sectorial con la totalidad de los empleadores. Pero una representación significativa de 
unos y otros y la voluntad homologatoria de la autoridad laboral, basta para asignar carácter 
coactivo a lo convenido. 

En el caso del tratamiento de la cesación esta técnica ha adquirido sólida carta de ciudadanía. 
Agréguese, además, que tiene el encanto de la decisión mayoritaria lo que la emparenta con el 
sistema democrático que felizmente rige nuestras Naciones y permite esbozar el argumento de 
que resulta presumible que la mayoría siempre atenderá mejor sus propios intereses que la 
minoría, por ser esa decisión valiosa para los más, aquella que atraerá precisamente a los votantes 
para conformar la voluntad que se impondrá. Es cierto esta regla no siempre aparece convalidada 
por la praxis diaria (ni en el terreno político, ni en el terreno sindical, ni en el pequeño mundo de la 
concursalidad). Pero como principio general es largamente admisible – precisamente porque la 
vida en las modernas sociedades democráticas tiene entre su bases fundantes esa confianza “in 
genere” por la voz de la mayoría. 

Sin embargo, y como toda gran batalla por la libertad y la dignidad, siempre hay que estar 
atento para defender a las minorías de los abusos de las mayorías –y, a veces, al revés-. Este 
supuesto es aquél que ha informado décadas de evolución del derecho societario y que hace a la 
esencia del moderno derecho concursal; previniendo que un acuerdo de mayorías termine 
consagrando una solución abusiva. 

Esta construcción cobra particular énfasis en el tratamiento de la insolvencia y como vía para 
evitar la insatisfacción general que suscitaría la liberación del deudor por efecto de su 
imposibilidad de pago. A algunos pocos acreedores puede resultarles indiferente el supuesto –y se  
limitarán a reflejar su contabilidad el quebranto-, otros gozarán con el corrimiento de mercado de 
colegas y competidores, habrá quien simplemente encogerá los hombros y seguirá adelante sin 
reparar en estos daños. Pero, habitualmente, a la inmensa mayoría de los acreedores lo que les 
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interesa es cobrar, aunque sea cobrar algo. Y por ello escucharán y analizarán las quitas sugeridas, 
las esperas requeridas, el eventual cambio de especie en la que cobrar, la factibilidad de 
cumplimiento de las nuevas promesas. Si lo ofertado es serio y permite mantener viva una 
razonable esperanza de no terminar cayendo en absoluta imposibilidad de pagos, resultará 
razonable que sean los más lo que decidan sobre el particular. Y, como mal podría admitirse un 
tratamiento disímil (ya se verá por qué) resultará también lógico, o, al menos inevitable, que sea la 
decisión mayoritaria de acordar la que defina qué ocurrirá con tales acreencias. Algún sector 
relevante de la doctrina –cuyo paladín sería Satta y en el ámbito regional Richard- encontraría la 
obligatoriedad del acuerdo para los disidentes en el carácter colegial de tal acuerdo. 

Cabe señalar que tal enfoque entiende que las decisiones tomadas - en medio de un ámbito 
deliberativo en asamblea –que no es sujeto pero funciona como órgano de cierto sujeto-, se 
imponen como expresión de voluntad del sujeto del cual la asamblea es órgano. Esto es: la 
decisión de la mayoría toma la decisión única de aquel cuya voluntad determina el Colegio. La 
razón histórica de ello se encuentra en la Edad Media y en la necesidad de que el Sumo Pontífice 
no debiera su elección a una facción del Colegio de Cardenales. A través del criterio colegial la 
votación mayoritaria automáticamente dejaba de ser tal para ser la voluntad de todo el corpus y 
consecuentemente se podía pretender que el Papa había sido elegido por unanimidad. 

Obviamente estamos en un terreno figurado del hablar y en una especie de argumentación 
lógica para obtener una consecuencia política. Es cierto, sin embargo, que tal construcción se ha 
revelado como de altísima utilidad en el funcionamiento de las sociedades comerciales. 

No es finalidad de esta investigación generar polémica, pero personalmente apunto que no 
comparto la construcción. La Junta o Asamblea de acreedores no es órgano de ningún sujeto. 
Salvo, claro está, que se recree la abandonada tesis de la personalidad de la masa –postura 
antropomorfista abandonada hace décadas-. Y, además, no resultaría suficiente para una teoría 
general. Sólo brindaría una respuesta posible a aquellos sistemas concursales donde se delibera y 
vota sobre la propuesta en un acto asambleario solemne, revestido de garantías sobre la amplitud 
del debate y sobre la bonificación informativa de los presentes. Hay mecanismos, como el 
argentino desde la Ley 24.522, donde las conformidades se colectan privadamente y la expresión 
de voluntad –con firma certificada- se adjunta al expediente. 

Sigo en tal enfoque al maestro Galgano: 

“La razón última de este modo de concebir el acuerdo se halla en la exigencia de justificar el 
principio mayoritario: la teoría del acto colegial asume la función de conducir este principio, al 
principio de unanimidad, asumido como coesencial a tal sistema y, ya que contrasta con el sistema 
de derecho privado, regido por la autonomía del particular; asume también, más allá del ámbito 
del derecho privado, la función de neutralizar, bajo la fórmula de la “voluntad colectiva” o 
“unitaria” del colegio, la existencia de votos disidentes. Al método colegial se atribuye así la 
función de realizar una integración e influencia recíproca de las voluntades individuales, de privar 
de relevancia autónoma a las declaraciones individuales, y por ello de eliminar “la heterogeneidad 
de contenido de alguna de ellas”; ello incluye a la misma minoría en el proceso de formación del 
acuerdo, hace que la voluntad de la mayoría sea “la voluntad del colegio” referible también a los 
disidentes. Mas contra ese modo de razonar –que tiene un origen antiguo y se remonta a los 
canonistas medievales- se rebela la cultura jurídica moderna: “la voluntad es siempre de los 
hombres y sólo concebible en los hombres”, porque “piensan y discuten y deciden los socios” y “no 
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hay lugar una mística voluntad diversa”.11 

 

Exigencias mínimas del acuerdo mayoritario. 

Mayorías calificadas. 

Directa consecuencia de todo lo hasta aquí dicho es que el acuerdo al que arriben los 
acreedores que lo aprueben y el deudor, y que eventualmente sea materia de homologación o 
confirmación del Tribunal, se ajusta a ciertos parámetros básicos en lo atinente a su producción y 
en lo referido a su núcleo basilar: el tratamiento igualitario. 

Por empezar, y si se parte de la base que esta figura convencional es un acuerdo de mayorías lo 
primero que resultaría exigible es, precisamente, ese carácter mayoritario. La antedicha rendición 
al concepto democrático según el cual son los más quienes pueden decidir la suerte de todo un 
conjunto de sujetos. 

Como ya se apuntó supra el mecanismo comenzó por ser unánime. Esto coloca el debate 
derechamente en la autonomía de la voluntad y en la disponibilidad del propio crédito que existe 
en cabeza de cada acreedor y tornaría innecesario tanto el sacrosanto tratamiento igualitario 
cuanto haría inimaginable la posibilidad de tráfico de voto –pues si cada uno arregló por sí, a 
condición de que arreglen todos, mal podría agraviarse ese uno de lo que hubiera acordado, según 
sus propios intereses, otro acreedor o los mayores beneficios que potencialmente pudiera haber 
recibido por su aceptación. 

Pero la unanimidad ha sido superada por el criterio del acuerdo de mayorías y su riesgo 
potencial más evidente, que los más decidan abusivamente en detrimento de los menos, aparece 
neutralizado por la presencia de un representante estatal que debe garantizar (además de otros 
valores tales como la sujeción de lo acordado al orden público vigente y que las voluntades 
rendidas no estén viciadas por error, violencia, explotación de la necesidad, ligereza o 
inexperiencia, o que el acuerdo en sí no comporte una grosera lesión enorme en contra de los 
celebrantes) que no exista la tal opresión de la minoría por parte de la mayoría que prestó 
conformidad. 

La cuestión de las mayorías puede abordarse desde dos ángulos: uno el atinente a la mayor o 
menor exigencia que pudiera tener el sistema jurídico concreto sobre el porcentaje aprobatorio 
exigible. En otro, el universo sobre el cual computar tal mayoría. 

El primer terreno queda librado a la prudencia del legislador. Es usual, sin embargo, que se 
trata de mayorías relevantes y no de mayoría simple. Además también se puede advertir que hay 
sistemas que agravan la mayoría exigible en función de la propia propuesta: si la oferta es menos 
generosa respecto de los acreedores, la mayoría a obtener debe ser más significativa. 

Habitualmente las mayorías exigidas son dobles. Deben rendirse en el terreno de las personas 
(es decir, sobre el número de acreedores) y en el terreno de los créditos (es decir, sobre el monto 
total de las acreencias). Resultaría bastante desagradable y difícil de admitir que un solo acreedor, 
con un crédito mayoritario, decidiera “per se” sin la asistencia de una mayoría de personas con 
créditos menos relevantes. E igual de insostenible resultaría que un pelotón de acreedores, con 
acreencias exiguas, aplastaran con su solo número como personas a un acreedor solitario que 

                                                           
11 Galgano, Francesco, “El negocio jurídico”, Tirant lo Blanch, Valencia, 1992, pág. 238. 
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tuviera un crédito harto significativo. 

 

Ausencia de tráfico de voto. 

El segundo tópico hace no solo a la definición que pudiera tener la ley sobre la posibilidad de 
que integren la base de cómputo acreencias aún no firmes (en el derecho argentino además de los 
verificados pueden votar los créditos admisibles, sujetos a revisión), sino, y básicamente, a la 
circunstancia de si la votación se efectúa sobre un numeral fijo preestablecido por alguna decisión 
judicial, o si, por el contrario, el número de personas y capitales a considerar pueden variar según 
la asistencia a la asamblea o junta que deba decidir sobre la aprobación del acuerdo. 

Esto lleva a la circunstancia de que la mayoría de los sistemas deciden esto en asambleas. En 
sistema como el de la Argentina, donde las conformidades se colectan privadamente, no hay duda 
que la única posibilidad es la primera de las enunciadas: integrarán la base de cómputo los 
acreedores (y sus créditos) habilitados por ley, (verificados y admisibles) que hubieran sido 
declarados tales en el auto general verificatorio. 

Pero en los casos en que hay Junta es menester optar por alguna de las alternativas señaladas 
más arriba. En el primer supuesto, la sola ausencia de acreedores equivaldrá a expresión de 
voluntad –porque de tal suerte estarán sumando votos negativos implícitos-. En el segundo 
supuesto, será sobre las bases que muestre el colectivo así reunido que se rendirán las mayorías. 

El segundo caso tiene a su favor una mayor valoración del debate y la mejora, en ciencia y 
conciencia, del tema a analizar y decidir –aumentando la calificación decisoria de los acreedores 
que participen-. En su contra tiene que la experiencia muestra que las asambleas o juntas son 
muchas veces puestas en escena, previamente regimentadas –y, consecuentemente, resultaría 
perturbador asignarles tanta potencialidad a los asistentes frente a tal riesgo-. 

Obviamente el voto debe ser rendido con intención, discernimiento y libertad y no puede 
prestarse a cambio de “ventajas especiales” que conviertan al acreedor votante en una mera 
fachada del debitor. 

Si hay alguien que no puede aprobar su propuesta es el deudor. Y esto obvio porque él es la 
contraparte necesaria de los acreedores a los que formuló la oferta y porque resulta 
conceptualmente ridículo imaginar que el propio debitor pudiera por esa vía definir las quitas, 
esperas, mutaciones o de especie o cuanto se acordara en la propuesta. No puede hacerlo por sí ni 
por interpósita persona. 

Las leyes suelen contener una nómina de exclusiones de sujetos que se infieren constreñidos y 
sin voluntad para decidir de modo diverso a lo que disponga al concursado: ascendientes, 
descendientes, cónyuges, parientes en cierto grado de consanguineidad o afinidad. Restricción 
que también alcanza en el caso del concurso de sociedades a los administradores de éstas y sus 
parientes, así como a los accionistas mayoritarios. Obviamente este supuesto de exclusión debe 
alcanzar a quien se vislumbrara y sospechara de modo consistente como mero prestanombre o 
testaferro (en buena medida esta circunstancia dependerá del mayor o menor rigor que impone 
cada ley para ser tenido por acreedor). Esto último abre un enorme campo de inquietudes y 
soluciones disímiles en presencia de relaciones grupales empresarias, su grado de integración y de 
eventual control de unas sobre otras. 

Quien cede su crédito sin exteriorizarlo en el expediente a favor de un tercero nominado por el 
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deudor (es decir, quien acepta actuar una simulación a favor de éste, aun habiendo sido en algún 
momento acreedor legítimo) tampoco puede votar. Hay legislaciones que apartan a cualquier 
cesionario o sucesor por acto entre vivos –solución que se presenta como muy moralizante pero 
que, a veces, trasunta una rigidez impropia del caso-. El aparecer como cesionario de un acreedor 
para participar de un concurso puede ser una vía para intentar una toma de control hostil, una 
medida defensista –en cambio- llevada adelante por socios minoritarios (que habitualmente sí 
pueden votar) para evitar esa toma hostil, puede ser un mecanismo usual por estar la deuda 
constituida por títulos (ejemplo: obligaciones negociables) destinadas a ser transadas en el 
mercado aún en situaciones de crisis, etc. El aparece como cesionario de un acreedor en un 
concurso es un motivo de alarma. Justifica indagaciones adicionales del Tribunal para ver si se está 
ante tráfico de voto. Pero, salvo previsión expresa, no debería conllevar exclusión automática. 

Es obvio que si los disidentes y ausentes aceptan la decisión de la voluntad mayoritaria, en 
tanto homologada por la autoridad pertinente, es a condición de que esa voluntad se haya 
expresado legítimamente. Que no esté viciada por argucias, artificios, maquinaciones, 
simulaciones de lo verdadero o aserciones de lo falso, orientadas que lo que se imponga sea la 
voluntad del debitor. Las reglas del juego son duras (porque la insolvencia es una expresión áspera 
de la realidad); pero lo menos que se puede pedir es que éstas se apliquen lealmente y que no se 
admitan artilugios u otras maniobras defraudatorias. 

Si hay una exigencia que por su intensidad e importancia pueda ser vista como la clave de 
bóveda del sistema de rehabilitación concursal por vía de convenio es aquella que impone el 
tratamiento igualitario. Lo que habitualmente se menciona con el texto latino par condicio 
creditorum. 

 

Tratamiento igualitario. 

El tratamiento igualitario entre los acreedores –con las especificaciones y salvedades que se 
formularán más abajo- parte de una demanda ilevantable en derredor de la moralidad del sistema: 
este sólo resulta aceptable, según criterios básicos de justicia, si se parte de la base que esa 
mayoría que no sólo decide de su propio crédito sino que también lo hace respecto de la acreencia 
de la minoría (en tanto tal acuerdo sea homologado por la autoridad habilitada para ello) “jamás 
podría válidamente someter a los otros a una regla más gravosa que aquella que se dispensa a sí 
misma”. 

La par condicio creditorum no solo aparece aquí. En vía de liquidación se distribuye a los 
acreedores el producido de la realización de los bienes del deudor quebrado conforme un criterio 
paritario. Pero aquí es donde la previsión resulta el epítome del sistema. Sólo es aceptable, 
axiológicamente, que la mayoría pueda decidir el destino común de todos –incluidos los que 
integran tal mayoría- de modo absolutamente igualitario. 

El tema suele verse como una expresión de transparencia del sistema y como prevención de 
que el deudor incurra en tráfico de votos. De hecho las legislaciones suelen prescribir la nulidad –
incluso absoluta- de la concesión de ventajas especiales y suelen tipificar tal accionar como 
crímenes de derecho penal (al menos cuando las tales ventajas se conceden a cambio de un cierto 
sentido de voto). Pero, y en lo aquí interesa, lo importante es remarcar, además de la impronta 
jurídica, el enorme peso de la cuestión ética implícita. Insisto: las mayorías son atendidas, y se 
respeta su decisión, porque se juzga que los más siempre eligen mejor en interés de lo que es 
bueno para ellos pero, a condición, de que esa regla la misma también para quienes 
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ocasionalmente quedaron en minoría. 

 

La igualdad de los iguales en el derecho concursal. Posibilidad de categorizar y efectuar 
propuestas diferenciadas. 

El conmocionante tema de la “igualdad” –uno de los tres leit motivs de la concepción del 
Estado democrático que alumbró la Ilustración durante la Revolución Francesa, merece plurales 
aproximaciones –en particular cuando no se lo predica en el terreno político (lo que se podría 
resumir en la vieja máxima de las fuerzas democráticas durante la Guerra de la Independencia 
americana: un hombre, un voto)- sino cuando se lo traslada al más resbaloso terreno de lo 
patrimonial. 

De hecho, una de las más acuciantes problemáticas que aún hoy sacude a las sociedades 
occidentales, y en especial a las latinoamericanas, es el difícil equilibrio entre libertad e igualdad –
visto que la igualdad ya no se concibe sólo en el plano jurídico sino, y especialmente, como 
“igualdad de acceso a ciertos bienes básicos”-. 

La Corte Suprema de Justicia en Argentina ha provisto una definición que aparece lógicamente 
trasladable a todos los casos y que permite ser aplicada, sin escándalo, a los casos de derecho 
patrimonial donde se discute el tema. 

La idea es que la “igualdad” que consagra la Constitución Nacional (entiendo que vale lo mismo 
para todas las Leyes Supremas de los Estados constitucionales de Derecho) es la igualdad de los 
iguales. Es decir que el derecho no puede consentir que se otorgue algo a algunos que se niega a 
otros en idéntica situación y, a la inversa, que se niegue algo a algunos que se otorga a otros en su 
misma posición. 

La igualdad así concebida se vuelve dinámica y se materializa en el “aquí y ahora” de cada 
realidad. Esto importa no cerrar los ojos a la circunstancia, evidente, que más allá de los esfuerzos 
igualadores de la ley –y el dato dirimente de asignarse sin diferencias los mismos derechos básicos 
(los así llamados Derechos Humanos) a todas las personas de existencia visible por el sólo hecho 
de serlo- en el mundo material existen diferencias que no pueden ser desatendidas. Casualmente, 
y el dato es evidente, no atender esas diferencias al calor de un presunto igualitarismo exacerbado 
es una excelente vía para consagrar iniquidades en la vida de todos los días. 

Desde muy antiguo se admitió en sede concursal la diferencia entre los acreedores con 
garantías reales y aquellos que eran acreedores simplemente comunes o quirografarios. Al 
ampliarse el electo de preferencias, particularmente aquellas de carácter general que recaen en 
todo o parte del pasivo remanente del deudor (excluidos los bienes sometidos a prenda, hipoteca, 
warrant, etc.) quedó claro que la regla de la par conditio creditorum imponía el tratamiento 
igualitario dentro de la clase de los privilegiados generales o de la clase de los quirografarios. Pero 
dando por implícita la idea y la solución legal de que era admisible, y ajustado a las reglas del 
tráfico y en nada afectaba o perjudicaba a la igualdad, que la ley permitiera, en particular en 
contratos de crédito, que los dadores de éste contaran con capacidad preferente de agresión 
sobre ciertos bienes y que la propia ley asignar el derecho al cobro preferente sobre algunos 
bienes, o sobre la totalidad o parte del patrimonio remanente a algún subuniverso de acreedores 
(por ejemplo aquellos de origen laboral). 

Las modernas legislaciones concursales, en la línea del derecho americano, han terminado 
aceptando que la par conditio creditorum no se violenta si dentro de cada uno de estos universos 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

901 

 

(privilegiados generales – quirografarios) se abren a su vez “subuniversos” de categorías de 
acreedores previstos ya sea por la voluntad del deudor ya sea porque vienen impuestos  por la ley. 
Al interior de estos sigue rigiendo la más estricta obligación de tratamiento paritario, pero las 
clases o categorías se instituyen para permitir el tratamiento diferenciado. 

Dasso, al analizar la introducción de la posibilidad de agrupamiento y categorización en el 
derecho argentino, señaló: “El propósito del legislador, al introducir esta novedosa mecánica en el 
procedimiento, ha sido recibido con general beneplácito por los comentaristas. Se ve en el nuevo 
sistema la forma de plasmar la realidad, la inocultable diferencia existente en la situación de 
distintos acreedores, ya fuera en razón de la naturaleza de sus créditos, o de sus montos, o de 
otras circunstancias. Consecuentemente, la separación en el tratamiento de estos acreedores, a 
los cuales les podrán ser ofrecidas distintas propuestas de acuerdo, sin respetar la tradicional 
norma de la par condicio creditorum, significa recoger en la ley un dato de la realidad, y posibilitar 
así, sin escarnio de una forzada igualdad sin matices, el tratamiento diferenciado que sólo debe ser 
necesariamente igual entre aquellos acreedores que participan de iguales notas o características 
determinantes de su clasificación o agrupamiento o categorización”.12 

En una línea muy concordante con lo aquí expuesto, se ha dicho: “La categorización es un 
nuevo concepto que inciden en el principio concursal del tratamiento igualitario, que en la 
terminología de Pajardi es la regla medio. Se trata de ese principio que siempre ha estado 
presente en la aplicación de cualquier ley concursal: la par condicio creditorum (la igualdad de 
trato entre los acreedores). Sin embargo, nos e trata de que este principio se haya dejado de lado 
en forma absoluta ni mucho menos (igualdad entre iguales). En efecto, la igualdad de trato es la 
recepción en el juicio universal del valor que sustenta todo reparto patrimonial y que se funda en 
la justicia distributiva. Por ende, no existe merma alguna del tratamiento igualitario y la 
categorización sólo implica la admisión de que no puede tratarse como iguales a quienes no lo 
son”.13 

Las categorías y el tratamiento diferenciado entre ellas, sin demérito del tratamiento paritario 
“intra categoría”, sólo se justifica, precisamente, se habrá de ofrecerse a los acreedores incluidos 
en cada categoría una propuesta diversa. “se ha fundamentado que la categorización no es 
obligatoria si el deudor no ha de ofrecer propuestas diferenciadas, pues no tiene sentido dividir a 
los acreedores en clases si se les va a ofrecer a todos la misma fórmula de acuerdo”.14 

Cuando la figura apareció en el derecho argentino, el gran argumento para explicarla era la 
existencia, por ejemplo, de acreedores pequeños y más apremiados (cuyo capital de giro estaba 
en juego) a quienes necesariamente debía hacerse una propuesta con un plazo breve de pago, 
como contrapuestos a instituciones financieras que –por la propia naturaleza de la concesión de 
crédito y por su propia enjundia y estabilidad- serían capaces, y hasta podrían estar interesadas, 
en aceptar una propuesta factible y a más largo plazo, en la medida que los intereses resultaran 
acordes para sus pretensiones. 

Este magnífico escenario teórico, tan sensato y con aires de justicia, seguramente es muchas 
veces vulnerado en la praxis diaria y no es de extrañar que las propuestas más exigentes para el 
deudor sean, muchas veces, aquellas que dirigen a acreedores cuasi monopólicos o con enorme 
presencia en el sector del mercado en el que se mueve el debitor, dejando para el resto de los 

                                                           
12 Dasso, Ariel Angel, “Quiebras. Concurso Preventivo y Cramdown”, Ad Hoc, Buenos Aires, 1997, T. I, pág. 207 
13 Junyent Bas, Francisco et al, “Ley de Concursos y Quiebras”, Abeledo Perrot, 3era Edición, BsAs., 2011, T. I, pág. 325 
14 Op Cít. pág. 323 
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acreedores propuestas más laxas (porque también hay que  tener presente que esos acreedores, 
precisamente por ser menos resistentes a los embates de la realidad económica son de aquellos 
que rara vez pueden dejar de apostar porque el deudor “se salve”, visto que tenerlos como 
proveedores o clientes es algo relevante). 

Flexibilizado el viejo concepto de igualdad mecanicista, algunos sistemas jurídicos, admiten que 
dentro de una misma categoría se ofrezca una pluralidad de ofertas diferenciadas. El detalle que 
mantiene vigente la igualdad, pese a tal disparidad evidente, es que todos los acreedores de la 
categoría han de poder optar por una cualesquiera de las subpropuestas. El rasero igualador está 
entonces en que ofrecido un cierto menú o abanico de opciones, todos los integrantes de la 
categoría pueden “por igual” optar por aquella subpropuesta que entiendan más interesante para 
cada uno de ellos. 

Es posible que la ley estatuya categorías imperativas. La ley argentina así lo hace. Prevé que 
ningún agrupamiento puede omitir tres categorías básicas: (i) quirografarios, (ii) quirografarios 
laborales y (iii) privilegiados. Se ha dicho que “resultan inaceptables las propuestas caprichosas, 

antojadizas o absurdas, como sería mezclar dentro de una misma clase a acreedores de diferente 
graduación (vgr. quirografarios con privilegiados)”.15 

Respecto de los ítems “i” y “iii” estamos como al principio de los tiempos. Los quirografarios 
por un lado, los privilegiados por el otro. No parece una previsión digna de la modalidad que 
permite categorizar. Se podría decir que la división entre créditos “con garantías reales” o “con 
privilegios” y entre créditos comunes surge de la naturaleza misma de la estructura capitalista y de 
los reparos que desde épocas inmemoriales toman los dadores de crédito. 

Es original, desde los conceptos, prever una categoría necesaria para los acreedores laborales 
por la porción de sus créditos en que estos no tengan privilegio o por la porción en que lo 
hubieran renunciado. Fue un intento de interesar a los trabajadores en el rescate de las empresas. 
Pero en el derecho argentino la inmensa mayoría de los rubros que integran los créditos laborales 
gozan de privilegio especial o de un superprivilegio general (porque están por encima de todos los 
demás privilegios generales) y la práctica ha demostrado que los trabajadores son reacios a 
renunciar a tales preferencias para entrometerse en el diseño del plan de salvataje que comporta 
la propuesta. 

 

La ausencia de discriminación arbitraria como garantía de igualdad. 

En el apartado anterior se señaló un dato que proyecta efectos, tanto sobre el concepto de 
igualdad como sobre el modo de estatuir las propuestas  y, obviamente, sobre la prohibición de 
existan opciones de hierro (tema que merecerá tratamiento específico más abajo): el mejor modo 
de servir a la igualdad, además –obviamente- de prohibición y tutela legal en contra de la 
concesión de ventajas especiales- es garantizar que no exista discriminación arbitraria entre los 
acreedores. 

Ya se ha visto y explicado que la pura discriminación es, muchas veces, el único modo de 
preservar la igualdad. Esto se ve muy claro en el terreno político: el cupo a favor de minorías 
raciales desfavorecidas, o, el cupo femenino para acceder a cargos públicos –en Argentina está por 
sancionarse una ley que prescriba que los postulantes deben ser por exactas mitades mujeres y 

                                                           
15 Pesaresi, Guillermo M., “Ley de Concursos y Quiebras·”, Abeledo Perrot, Bs.As., 2008, kpág. 312 
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varones- es un modo de discriminar. Pero es una discriminación positiva que busca igualar. 
Entendiendo por igualdad no aquella meramente jurídica que consagró la “Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano”, sino una igualdad que supere límites económicos o 
sociales o que venga a reparar inequidades antiguas, prejuicios y disfavores acumulados. 

Así pues el discriminar a los acreedores en diversas categorías, a fin de proponerles propuestas 
diferencias, si bien atiende a un fin obvio tal y como resulta la superación del estado de cesación 
de pagos y, en su caso, la conservación de la empresa, también aparece como un elemento para 
producir ofertas que resulten prima facie, más justas e igualitarias. 

La clave del tópico pasar por la ausencia de arbitrariedad al constituir categorías o al efectuar 
ofertas en su seno. La categorización debe ser objetiva. Puede tener en consideración montos de 
los créditos, naturaleza de estos (por ejemplo distinguiendo entre créditos comunes y créditos 
alimentarios), características objetivas de los acreedores (proveedores, dadores de crédito, entes 
estatales, etc.). 

Replicando algún texto que corre más arriba la discriminación no puede ser caprichosa o 
antojadiza. Y, especialmente, no puede ser mal intencionada. Toda distinción debe responder a un 
criterio de razonabilidad y todo deudor de buena fe tiene que estar en condiciones de explicarla y 
fundarla adecuadamente si así le fuera requerido por el Tribunal o por el síndico o por el comité 
de acreedores o por algún número de acreedores en particular. Todo concurso adecuado y justo, y 
por ende, oponible a los disidentes y tardíos, no solo debe incluir un intenso disclosure respecto 
del exacto estado de los negocios del debitor, de sus posibilidades y de su historia, sino que 
también tiene debe integrarse con una recreación de la confianza que no solo suscita el decir la 
verdad sino el pretender soluciones y hacer planteos que trasciendan sin drama el tamiz del 
sentido común. Ya bastante sufrimiento irroga en los accipiens la insolvencia de su deudor para 
que, convocados a analizar si lo asisten aceptando una propuesta de pago, tengan que padecer 
falta de veracidad en el estado del deudor y las causas de su crisis sino también el encontrarse con 
fórmulas, mecanismos y soluciones abstrusos, difíciles de explicar y menos de entender y, 
eventualmente, pasibles de ser vistos como mera expresión de deseos o esperanzas del deudor. 
Ello lesiona la majestad toda del trámite y del Juez que participa pero, básicamente, puede 
esconder una lesión implícita al tratamiento igualitario. 

 

Desigualdades impuestas por la buena fe: los acreedores involuntarios. 

En tiempos relativamente recientes ha hecho su aparición en el mundillo concursal una 
categoría de difícil conceptualización: los acreedores involuntarios. 

Si se piensa bien todos los acreedores de un concursado rehusarían gustosos tal calidad, así 
que –desde algún punto de vista- podría sostenerse que todos los acreedores son involuntarios. 
Cuando se presta un servicio, o se vende un bien o se concede un crédito, y en todos los casos se 
difiere en el tiempo la percepción del precio o el cobro del interés y el recupero del préstamo, es 
de imaginar que la intención última de tal hipotético acreedor es que se perfeccione la relación de 
cambio y que terminen recibiendo aquello que esperan tener a cambio de lo dado. 

Más intensa es la situación de quien, lesionado en su persona, o en sus bienes o en sus 
derechos, aguarda la debida reparación. Aquí no hay dudas que el sujeto en cuestión no tenía 
voluntad mínima de terminar siendo acreedor de nadie pero, menos que menos, de un cesante. 
Esto último llevó a que una parte de la doctrina denomine a los “involuntarios” como 
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“extracontractuales”, pero lo cierto es que hay involuntarios absolutamente contractuales lo que 
demuestra la insuficiencia de la anterior denominación. 

Piénsese en los acreedores laborales. Obviamente su vínculo emerge de un contrato. Pero ellos 
no lo celebraron ni ejecutaron con vocación a tener un crédito contra su empleado. Lo hicieron, de 
nuevo según palabras de León XIII, para “socorrer sus necesidades y las de sus familias”. 

Básicamente, y saliendo del escenario subjetivo, podría decirse que la aparición de los 
acreedores involuntarios tiene que ver con el registro que efectuó la doctrina, ante algunos 
sonados casos judiciales, de que existen acreedores que no asumieron jamás el riesgo de la 
insolvencia de su deudor (sí lo hicieron el prestamista o el proveedor) y que, de todas maneras, 
pueden ser arrastrados a una convocatoria o a una quiebra y encontrar que sus acreencias 
quedan, con o sin su anuencia, sujetas a un concordato o bien tener que conformarse con moneda 
de quiebra. 

En Argentina los dos casos más restallantes de acreedores involuntarios fueron el de una mujer 
de apellido González, de edad avanzada y gravemente baldada durante un viaje en una compañía 
de transportes, que se encontró con que esta se había sometido a un concurso preventivo y que 
debía percibir sus acreencias en una docena de años. Y el segundo, más impactante aún, el de un 
niño (de apellido Fava) nacido con mala praxis en un sanatorio privado a quien le quedaron 
gravísimas lesiones neurológicas y motrices que colocaron en situación de altísima degradación su 
calidad de vida, y que se encontró con que los médicos habían quebrado, se había concursado el 
organismo sindical de salud que supuestamente lo aseguraba y que el sanatorio había quebrado y 
su principal activo estaba a punto de liquidarse a favor de un acreedor hipotecario. Vale la pena 
remarcar que en ambos casos se trataba de acreedores “contractuales”. González había celebrado 
un contrato de transporte. Y los padres de Fava habían contratado –con la particularidad que son 
contratos adosados al de trabajo- el sistema de salud que, a través de terceros, le brindaba su 
sindicato. 

Los jueces no toleraron aquello que imponía la fría letra de ley. En el caso González el Juez 
Ribera estatuyó un concordato a medida, mucho más breve. Y su decisión fue validada por la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro –su tribunal de alzada-. En el caso Fava 
el Juez Malde declaró la inconstitucionalidad del régimen de privilegios, al calor de la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño y asignó al menor Fava privilegio sobre el crédito 
hipotecario. Su decisión fue revocada por la segunda Instancia, es decir la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial. 

Hay casos que ofender el sentir básico. Y frente a estas hipótesis hay que encontrar alguna 
solución. Mejor, por cierto, que fallos muy bien intencionados pero de dudoso ajuste a la ley 
positiva. En el caso González una de las Jueces de Cámara señaló que si el crédito de esta mujer 
hubiera estado verificado a tiempo el no haber previsto una categoría especial para ella, 
ofreciéndole un mejor acuerdo, hubiera sido arbitrario. 

Hay aquí una discriminación que impone el sentido de decencia y respeto por la dignidad 
humana. ¿Cómo tratarlo? ¿Con un privilegio? 

¿Excluyendo a estos acreedores de cualquier propuesta y mandando que se les pague 
conforme título? ¿Habilitando en este caso específico al Juez a disponer un concordato de equidad 
para este tipo de acreedores? Todo un desafío conceptual. 

El caso Fava se dio en una quiebra. Pero el caso de la Sra. González tiene la particularidad que 
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era una acreedora tardía. Como dependía de que su crédito fuera declarado en otro proceso (el de 
daños) no llevó a verificar en tiempo propio. Ergo, era una acreedora tardía. De aquellos de los 
que se ocupa “in genere” este trabajo. Parecería que todos los reparos y cuidados que aquí se 
proponen son insuficientes si el tardío o disidente es, además, un acreedor involuntario. Y que es 
exigible alguna solución especial. 

 

Recaudos mínimos de objetividad en la categorización. 

Imposibilidad de admitir propuesta supletoria coactiva (propuesta de hierro). 

Como ya se indicó más arriba “el fundamento de la categorización debe apoyarse en su 
razonabilidad y conveniencia. La razonabilidad será evaluada tanto por el concursado como por el 
juez al momento de resolver sobre la categorización. Sin embargo, la ponderación de conveniencia 
corresponde al concursado. La conveniencia se vincula con la mejor chance de obtener las 
conformidades a la propuesta y con la posibilidad de cumplimiento de ésta, y se refleja en la 
eficacia de la categorización. Y como bien apunta Rouillón, la razonabilidad es un límite a la 
conveniencia en función del trato paritario que impone la par condicio, a fin de evitar la 
discriminación irracional o arbitraria, tendiente a neutralizar la disidencia de algún acreedor. No 
puede admitirse la clase creada para neutralizar el poder de decisión de ciertos acreedores, 

agrupándolos con otros que carecen de elementos comunes que excluyen el fundamento de la 
propuesta de categorización, siendo necesario que la categoría se constituya con acreedores y con 
créditos similares. Explicaba Mosso que “la ley al exigir que la categorización sea razonable tiene a 
impedir abusos o maniobras destinadas a disminuir el peso relativo de ciertos acreedores 
considerados a priori como difíciles o, por lo menos, remisos a entrar a un acuerdo. El recurso de 
agrupar arbitrariamente a un cierto crédito junto con otros con los que no guarda ningún 
elemento de similitud o simpatía, con el fin de licuar su importancia, ya en monto, ya en privilegio, 
englobándolo dentro de los demás de otra clase, está claramente vedado. Así se constituye una 
clasificación irrazonable que carece de fundamento porque sólo tiene la intención de neutralizar el 
poder de decisión de algunos acreedores”.16 

Más allá del carácter muchas veces realistas y justiciero, en orden a reconocer desigualdades 
fácticas que permitan realizar un tratamiento que lleve a una efectiva igualdad, lo cierto es que la 
categorización también forma parte de la estrategia concursal diseñada por el deudor para 
obtener apoyo a su futura propuesta. 

En tal esquema es menester restringir el potencial diseño que proponga el debitor en función 
de ciertos parámetros objetivos, porque –tal y como advierte la cita que corre más arriba- siempre 
habrá quienes intenten una agrupación sin auténticos puntos en contacto entre los agrupados, en 
pos de obtener alguna ventaja. 

Y la tal ventaja, si bien aquella en que suele reparar la doctrina es la atinente a la licuación del 
poder de decisión de los acreedores, también puede consistir en apremiarlos a aceptar una cierta 
propuesta a riesgo, en caso de integrar el lote de disidentes, que se les imponga una peor. 

Esto último es lo que se conoce como “opción de hierro”. El deudor efectúa dos propuestas. 
Una exigente que encuentra reticencias en imponer y otra aterradora que pretende imponer a los 
disidentes. Esto es inadmisible. Y lo es porque comporta una violación de la regla básica de 

                                                           
16 Graziabile, Darío J., “Régimen concursal”, Abeledo Perrot, Bs.As., 2014, T. II, pág. 250 
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auténtica igualdad de los acreedores. Los que aceptaran no podrían, aunque quisieran, imponer 
una solución más gravosa que la propia a los disidentes y tardíos. Una categoría constituida por “el 
remanente de los acreedores que no aceptaran otras”, sería una violación de la regla anterior, una 
clara opción de hierro, pero –y además- vulneraría el criterio de categorías porque esos accipiens 
serían arrojados al vertedero de las propuestas (la propuesta residual) sin válidas razones que les 
asignen otro punto de contacto que su lícita disconformidad con las demás propuestas del deudor. 

En algunos casos se intentó esto mismo pero invirtiendo astutamente los términos. Es decir 
ofreciendo una propuesta general muy mala y otra, ligeramente mejor, pero con límite temporal. 
Suena a práctica de merchandising: ¡llame ahora y compre o se retira la oferta! Obvio que este 
escenario es análogo al anterior e igual de impropio aunque es justo reconocerlo es más sutil. 

Es cierto que, habiendo categorías o una misma propuesta para todos los acreedores, pero que 
alguna de ellas o aquella única son en verdad un menú de ofertas (subpropuestas) se genera la 
cuestión de quien determina cuál de las múltiples ofertas se aplica a disidentes y ausentes. 

Obvio que los acreedores han intentado ser ellos y así preverlo en la propuesta, pero esta tesis 
tiene mucho de opción de hierro y como tal no ha tenido andamiento. 

En general se han ensayado diversas soluciones: 

La variante más sencilla, y para mi gusto la menos sólida, entiende que es el juez quien, al 
homologar, decide cuál es la propuesta que se aplicará a los disidentes y a los tardíos, con 
prescindencia de que el deudor le haya asignado el carácter de residual a alguna de ellas. 

Otros pronunciamientos, rindiendo homenaje al criterio según el cual los más siempre eligen 
mejor que los menos, y qué decir de aquellos que ni siquiera llegaron a votar (por disenso o por 
desidia por lícita demora), han considerado que habiendo abanico de subpropuestas ostentará la 
condición de residual la más votada de ellas. 

La última tesis, respetuosa de los derechos de los acreedores (dado que es perfectamente 
legítimo negarse a aceptar una propuesta y no siempre los tardíos son morosos culpables de su 
tardanza) entiende que el tribunal debe intimar a tales acreedores, cuando concurren, a elegir. Y 
que solo en caso de silencio ante tal reclamo se aplicarán alguna de las dos soluciones 
precedentes. 

 

Recaudos mínimos de la propuesta: seriedad, pago mínimo y tiempo máximo. 

La primer y obvia exigencia de cualquier propuesta, como de cualquier otro acto negocial y más 
aún de uno sometido a ulterior decisión judicial, es que sea “seria”. En tiempos de realidad líquida 
y fuerte descontractura en las relaciones personales cuando se dice “serio” se piensa siempre en 
las primeras acepciones del término: “grave y compuesto en las acciones y en el modo de 
proceder”, “severo en el semblante, en el modo de mirar o de hablar”. Sin embargo cuando aquí 
se dice que la oferta debe ser seria se está pensando en la tercera acepción de la palabra. Lo 
“serio” es lo “real, verdadero y sincero, sin engaño o burla, doblez o disimulo”. 

Casi se podría decir, si se prefiere, que la propuesta debe ser “verdadera”. Es decir lo que 
“contiene verdad y la verdad es “conformidad de las cosas con el concepto que de ellas tiene la 
mente”, conformidad de lo que se dice con lo que se siente o piensa. 

Todo lo demás viene por añadidura (aunque son añadidos harto relevantes de los que se 
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hablará más abajo). Pero lo básico es que la propuesta trasunte una oferta de pagos o de daciones 
en pago o de cumplimiento de otras prestaciones efectivamente realizables y con auténtica 
voluntad de ser realizadas, que se ajusten a criterios de autenticidad entre lo estimado para hacer 
y aquello que efectivamente se pueda realizar. 

Vía subjetiva: prevención de abusividad y exigencia de máximo esfuerzo. El tema de la 
prevención del abuso ha dado mucho trabajo a los Magistrados y doctrinarios. Un brevísimo 
resumen sería el siguiente: “Un absoluto clásico, con un sinfín de literatura y fallos que giran en 
derredor del tópico.17 Personalmente, y luego de mucho escrito sobre el punto, creo que es 
posible imaginar alguna serie de recaudos razonables que, sin sustituir la voluntad de la mayoría 
de los acreedores (cuya recta expresión debe tutelarse), y sin hacer asumir al juez un rol 
“empresario” que le resulta ajeno, puedan ser exigidos para aventar el riesgo del abuso. Tengo 
para mí que no lo habrá (a) en la medida en que la propuesta comporte un sacrificio compartido 
para el deudor –o sus accionistas- y para los acreedores; (b) en tanto y en cuanto el plan de pagos 
se incardine en una suerte de “plan de salvataje” que permita determinar si se está más allá de la 
expresión de buena voluntad; (c) si el deudor ha provisto información generosamente a sus 
acreedores, al Tribunal y a la Sindicatura, de manera que “se le vuelva a creer” y (d) en tanto y en 
cuanto el dividendo de liquidación no sea mejor que la propuesta prometida.18 

Por lo que hace al tema de la abusividad tiene una arista donde se toca con el tema del 
acreedor involuntario y pasa porque, hoy por hoy, es lícito especular sobre si la abusividad no se 
integra con la “no discriminación” (o, al revés, con su contracara: la discriminación positiva)”.19 

                                                           
17 He participado hasta el hartazgo en tal debate. La nómina de artículos es muy extensa, pero me remito –en  
homenaje al lector- al último de ellos, en ocasión de un luminoso fallo de la CNCom, Sala “D” en el conocido caso de 
“Editorial Perfil” titulado “Perfiles homologatorios”, ED, 3.12.07. Al calor de la idea del “abuso del derecho en los 
concursos”, Vaiser, Lidia acaba de alumbrar un pequeño e interesante libro donde engloba el tratamiento de esta 
cuestión y también la que surge del punto siguiente (porque la temática de la exclusión del acreedor hostil tiene mucho 
que ver, casi todo diría, con el tema del abuso del derecho). Como actividad del Instituto Iberoamericano de Derecho 
Concursal, Capítulo Argentino, el libro fue presentado el 17.09.08 en una conferencia homónima, a cargo del prestigioso 
Juez de Cámara, Dr. José Luis Monti. En esa ocasión el citado magistrado (que tanto tuvo que ver con el tratamiento del 
concepto, aún antes de la ley 25.589, al haber suscripto, entre otros, el fallo “Línea Vanguard”) remarcó la prosapia de la 
figura del “abuso de derecho” y la justicia última de su existencia y eventual aplicación, pero no calló el lado inquietante 
de la misma: al generar un terreno de control de juricidad, por parte de los jueces, respecto de actos formalmente lícitos 
–que dejan de serlo, precisamente, si se los reputa abusivos- 
18 Sobre este particular la doctrina ha llegado a conclusiones bastante similares. Las ideas precedentes han sido 
expresadas –con sus propios énfasis- por otro autor , como sigue: “…Rouillón afirma que el abuso previsto en la ley 
constituye un standard de gran latitud y que su utilización por los jueces requiere prudente “…al solo efecto de 
excepcionalmente desestimar la aprobación de ciertos acuerdos que –sin ser fraudulentos- de modo manifiesto y sin 
justificación impongan sacrificios desmedidos y fuera de toda razonabilidad a acreedores disidentes que de otra suerte 
resultarán afectados por el acuerdo abusivo aprobado por las mayorías. La delimitación del concepto es la que fija el 
marco dentro del cual los jueces –con base en el art. 953, 1071 del Cód.Civil y 52, inc. 4 LCQ- deben realizar el control de 
legalidad sustancial del acuerdo, control que compensa la supresión de topes en las propuestas, le confiere equilibrio al 
sistema y evita los excesos del abuso. No es únicamente el porcentaje de la quita lo que juega en ese análisis, ya que 
cuando existen propuestas combinadas su apreciación exigirá de una consideración de conjunto del ofrecimiento 
aceptado por los acreedores. Uno de las variables para analizar está en determinar cuál sería el dividendo que percibiría 
el acreedor en una eventual quiebra, o sea el de formular una prueba de resistencia, pero de todos modos no es la 
única, como lo demuestran las decisiones de los Tribunales, en la que se han considerado el plazo de cumplimiento, los 
intereses ofrecidos, la cuantía o significación del pago, la afectación del crédito, y también la posibilidad de conservar 
una empresa que tenga viabilidad y la de resguardar la fuente de trabajo, máxime en épocas de crisis generalizada…”, 
Arecha, Martín, “Tensiones entre la propuesta del concursado y el abuso”, en “Conflictos en la insolvencia”, directores: 
Nissen, Ricardo –Vítolo, Daniel R., pág. 399 [la cita es de pág. 406. 
19 Truffat, E. Daniel, “La agenda concursal”, DSC Nro. 252, noviembre 2008, pág. 1045. 
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“En un antecedente, se trajeron a colación las interesantes conclusiones de la reunión 
académica del 24/4/2003, de la Universidad Notarial Argentina –instituto de derecho comercial- 
donde se destacan las pautas que pueden tenerse en cuenta para determinar la existencia de 
“abuso”: 1) si la voluntad de los acreedores es relevante comparando la totalidad de los 
acreedores (denunciados, insinuados, en revisión, en verificación tardía) y la proporción que votó 
el acuerdo; 2) si la voluntad de los acreedores fue libre o fue obtenida mediante manipulaciones 
hechas por el deudor; 3) la comparación de lo ofrecido en la propuesta con un eventual dividendo 
de quiebra y 4) la existencia de la empresa socialmente útil y generadora de empleo. Sin que 
ninguna resulte en sí misma configurativa o excluyente”.20 

Si se parte de un análisis tan exigente de la posibilidad de abuso como el que formula el 
maestro Richard (y que personalmente no comparto en tanto no colocar a la solución concursal en 
el mismo nivel que la capitalización o la reintegración) cuando se está en presencia de quitas “la 
constatación de pérdida del capital social determina contablemente que los socios han perdido 
totalmente su inversión. La ley societaria les otorga la posibilidad de reintegrar o aumentar el 
capital social, evitando la liquidación. El apartarse de tales conductas importa generar 
responsabilidad a los administradores y a los socios (art. 99 LSA). Esto se integra a la llamada 
responsabilidad social empresaria, y el apartamiento aparece hoy como una violación al orden 
público, si se constata que la sociedad ha continuado su giro contaminando al mercado, 
perjudicando a los acreedores posteriores, comprometiendo la conservación de la empresa y el 
empleo. En tal supuesto, el intento de homologación de un acuerdo de quita implica un abuso de 
derecho para no asumir sus obligaciones los socios y enriquecerlos, con empobrecimiento de los 
acreedores y la posibilidad de un fraude a la ley de sociedades. Se podría aceptar la quita frente a 
un empresario individual o de una persona humana, pero muy difícilmente ante el concurso de 
una sociedad”21 parece razonable postular que una propuesta que conceptualmente contemple 
quitas significativas, deberá articularlas a través de un mecanismo de capitalización adecuado –
que no mantenga ajenos a los acreedores sacrificados momentáneamente, a la eventual mejora 
de fortuna del deudor-.22 

En definitiva, y como resumen habido con galanura y precisión, cabe traer a colación este 
párrafo del fallo “Editorial Perfil”, pronunciamiento ya citado más arriba: “La cuestión sometida a 
decisión (si la propuesta de Editorial Perfil S.A. es abusiva o no) entronca con un aspecto muy 
conflictivo del actual derecho concursal argentino, que ha colocado a jueces y litigantes en el 
trance de dar concreción, en cada caso, a un concepto jurídicamente indeterminado como es el 
del abuso del derecho, con el grave riesgo del relativismo que todo juicio de esa índole lleva en su 
seno, al punto de ser dificultosa sino imposible la construcción de una jurisprudencia que defina 
cuándo es y cuándo no es abusiva una propuesta de acuerdo. Es que, como lo observa Maffía, en 
materia de descalificación de una propuesta de acuerdo, la palabra "abusiva" es un término 
omniabarcativo; todo cabe en él,23 habiendo señalado otro autor, con igual sentido crítico, que la 
referencia al abuso del derecho constituye "una pauta cuya vaguedad produce vértigo".24 Lo más 
                                                           
20 Pesaresi, Guillermo Mario, “Ley de concursos y Quiebras”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2008, pág. 368 
21 Richard, Efraín Hugo, “Abusos del Derecho concursal al Derecho societario: las quitas en concursos de sociedades”, El 
Abuso y el Fraude en el derecho societario, concursal y del consumidor publicación de FIDAS, Ed. Legis, Buenos Aires 
noviembre 2013, pág. 381. 
22 La tesis es seductora, pero personalmente creo que la lesión emergente de la obligación de mantener capitalizada a 
la sociedad no impone siempre la solución antedicha. Todo dependerá del contenido de la propuesta y que ésta 
prevenga un enriquecimiento injusto a favor de los socios. 
23 Conf. Maffía, O., La homologación en la ley 24.522 modificada por la ley 25.589, JA 2002-IV, p. 1292, espec. p. 1302. 
24 Conf. Ribichini, G., El nuevo artículo 52 de la ley de concursos y quiebras, LL 2003-A, p. 1084 
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que puede decirse es que, caso por caso los jueces habrán de decidir lo que en conciencia crean 
"justo", sin que sus fallos sirvan de guía para otros supuestos, ya que estos tendrán sus propios 
presupuestos fácticos y circunstancias, siendo por ello imposible la traslación de una solución 
determinada de una hipótesis a otra. En efecto, no existen parámetros estandarizados para 
mensurar la razonabilidad o, su contracara, la abusividad de una propuesta concursal. Y ello aleja 
toda posibilidad de ensayar interpretaciones rígidas. El análisis -ha coincidido la doctrina- variará 
según cada circunstancia.25 En el caso, la Fiscal ante la Cámara ha hecho referencia a dictámenes 
propios vertidos en otras actuaciones y ha señalado al valorarlos, las diferentes circunstancias 
fácticas que permitieron soluciones diversas. La diversidad de soluciones, empero, puede tener 
coto a la luz de ciertas pautas de delimitación negativa de lo que sería una propuesta abusiva. Así, 
por ejemplo, habrá de verse que la propuesta: 1) no proponga la remisión total de los créditos; 2) 
traduzca alguna ventaja o beneficio a favor de los acreedores; 3) no implique una promesa del 
deudor de pagar menos de lo que puede pagar; 4) no prometa un dividendo inferior al que los 
acreedores podrían obtener si se liquidasen los bienes; 5) no imponga sacrificios desmedidos a los 
acreedores disidentes; 6) no difiera el pago sin fecha, o a época indeterminada; 7) no discrimine a 
los acreedores de una misma categoría por su calidad de concurrentes (verificados o declarados 
admisibles) o no concurrentes, prometiéndoles a aquellos una prestación que se niega a estos 
últimos; 8) no desnaturalice el derecho de los acreedores o imponga a algunos pautas arbitrarias 
aceptadas por la mayoría; 9) no desatienda el contexto económico y social del país; etc.26 
Asimismo, debe ponderarse en cada caso, no sólo la propuesta en sí, sino también la subsistencia 
de la concursada como fuente generadora de empleo, esto es, si el deudor es o no dador de 
empleo.27 Y esta pauta cobra especial relevancia en los tiempos actuales al advertirse que pese al 
incremento constante del P.B.I. en los últimos años, los índices de desocupación laboral 
permanecen aún altos para los niveles históricos, hecho que se juzga público y notorio.28 En suma, 
son multifacéticas las pautas que pueden concurrir para determinar la existencia de abuso en una 
propuesta de acuerdo preventivo, conjugando no solo el punto de vista de los acreedores sino 
también la situación y actuación del deudor, más allá de la mirada que puede darse a partir de 
porcentajes de recupero de créditos y plazos de espera”. 

La jurisprudencia ha adicionado un requisito a todas luces justo: que el deudor, en pos de 
obtener el nuevo apoyo de sus acreedores (nuevo apoyo que conlleva en algún punto “socializar 
las pérdidas”, es decir repartir con ellos la insuficiencia patrimonial y el quebranto consecuente) 
esté realizando, en orden a lo ofrecido, su “mejor esfuerzo”. 

Resultaría de una iniquidad palmaria que se aceptara y tolerara una propuesta que invitara a 
los deudores a participar de un gran sacrificio, mientras el debitor contara con sólidas perspectivas 
–una vez superado el mal momento con el esfuerzo ajeno- adicionar significativamente valor a su 
emprendimiento. 

                                                           
25 Conf. Molina Sandoval, C., Facultades homologatorias del juez concursal y cramdown power en la ley 25.589, RDPC, t. 
2002-3, p. 103, espec. p. 116; Junyent Bas, F. y Molina Sandoval, C., El informe general del síndico y las nuevas facultades 
homologatorias del juez concursal. Reflexiones en torno a las modificaciones introducidas por la ley 25.589, ED, t. 198, p. 
674; Di Tullio, J., Macagno, A., y Chiavassa, E., Concursos y quiebras, reformas de las leyes 25.563 y 25.589, Buenos Aires, 
2002, p. 186; Villanueva, J., Concurso preventivo, Buenos Aires, 2003, p. 504. 
26 Conf. Heredia, P., ob. cit., t. 5, ps. 829/830). 
27 Conf. Boquin, G, La propuesta abusiva y la readecuación de la propuesta, en AA.VV., Derecho Concursal Argentino  e 
Iberoamericano, V Congreso Argentino de Derecho Concursal y III Congreso Iberoamericano sobre la Insolvencia, Ad-
Hoc, Buenos Aires, 2003, t. II, p. 429, esp. p. 445. 
28 Conf. Couture, E. Fundamentos del derecho procesal civil, Buenos Aires, 1993, n° 149, p. 231. 
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Por cierto es difícil saber cuál es la medida del mayor esfuerzo, porque siempre existe el 
fundado temor de la oferta de cumplimiento imposible (lo cual, ciertamente, no le sirve al deudor, 
no le sirve a los acreedores que simplemente habrán demorado el momento de la quiebra y de 
topar con un exiguo dividendo de liquidación y tampoco le servirá al Estado, conminado a llevar 
adelante un proceso de saneamiento de un patrimonio enfermo sin perspectivas razonables de 
que de él surja una solución que conserve la empresa, consolide la paz social y permita mantener 
al debitor como dador de bienes y servicios y proveedor de trabajo). Pero lo cierto es que el fiel de 
la balanza, a la hora de proponer, de considerar y de meritar una propuesta debe ser que ya que 
hay un empobrecimiento general, sea el deudor (o sus accionistas) quienes lleven sobre sus 
hombros la carga más pesada. 

Esto último suele asociarse con la exigencia, en propuestas muy exiguas, de contemplar algún 
mecanismo de mejora automática de la misma en caso de que la fortuna sonría al concursado. 
Este tipo de cláusulas vienen a compensar decisiones a veces muy ingratas, frente a una realidad 
angustiante, pero que, en caso de mejorar las perspectivas, reestablecen la equidad de la ecuación 
pues, ciertamente, resultaría muy injusto que los acreedores hicieran un gran sacrificio de sus 
créditos y que a posteriori, de mejorar las condiciones de mercado o similar, vean prosperar al 
deudor o sus accionistas y ellos sientan que “se quedaron afuera”. 

Se ha dicho: Lo primero, porque si bien el "enfoque desregulado" al que se alude fue el vigente 
con la redacción original del art. 52 de la ley 24.522 que, ciertamente, no reconocía expresis verbis 
en el magistrado facultad alguna para denegar la homologación de una propuesta de acuerdo que 
hubiera obtenido la aprobación de las mayorías legales en el entendimiento de que el concurso es 
un ámbito en el cual básicamente se debaten intereses privados de acreedores y deudor, no 
resultando conveniente que el juez en algunos casos se pueda subrogar a ese interés de los 
acreedores determinando qué es lo mejor para ellos, lo cierto es que, tras la sanción de la ley 
25.589, que reformuló el texto del citado art. 52, la conformidad de los acreedores a la propuesta 
de acuerdo ofrecida por el deudor es "como lo señaló correctamente el tribunal a quo" condición 
necesaria pero no suficiente para obtener la homologación, pues el juez puede ejercer un control 
sustancial de la propuesta, pudiendo denegar su aprobación si la considera abusiva o en fraude a 
la ley (inc. 4º). Dicho con otras palabras, el criterio interpretativo que en este aspecto propicia el 
recurso extraordinario, directamente no se adecua a la legislación vigente. Lo segundo, porque la 
afirmación "a los efectos de descartar su carácter abusivo" de que la propuesta de acuerdo 
ofrecida representa el límite máximo que la concursada puede pagar, no pasa de ser una aserción 
dogmática sobre aspectos de hecho y prueba, ajenos a la vía del art.14 de la ley 48, que ni siquiera 
han sido convenientemente propuestos a la decisión de las instancias de origen.29 

 

Mecanismos de adaptación en el cumplimiento de la propuesta para disidentes y tardíos. 

Alcanzada la homologación es obvio que los acreedores concurrentes quedan sujetos al 
concordato(o concordatos de haber habido propuestas por categoría e, incluso, subpropuestas 
dentro de una misma oferta del deudor) y, en consecuencia, están habilitados para cobrar en los 
términos del mismo. Lo que puede ocurrir en plazos breves, aunque habitualmente suele existir 
algún tiempo de espera -precisamente porque las esperas y la restructuración en el tiempo de la 

                                                           
29 CSJN, “Arcangel Maggio S.A. s/concurso preventivo s/recurso de hecho”, 15.03.07. Repárese en particular en el 
segundo argumento –donde la Corte Suprema da por tierra, sin más, el conocido latiguillo de los deudores de que lo 
ofrecido el máximum al que pueden llegar. 
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atención de los pasivos suele ser una de las vías más habituales para tratar de superar la 
insolvencia-. 

Tal mecanismo de atención de pasivo es derechamente aplicable a los disidentes, esto es a los 
acreedores que estando reconocidos como tales (verificados, admitidos) sin embargo no apoyaron 
la propuesta. Pueden cobrar en los mismos términos que los demás y el deudor, en caso de 
reticencia, si quiere liberarse, puede consignar su adeudo conforme se previera en el concordato. 

Ya se ha visto que cualquier intento de generar "opciones de hierro" que sancionen a los 
disidentes por su condición de tales, y como medio para forzar la aceptación, es intolerable por 
comportar una clara violación a la transparencia propia del sistema y una herida insanable a la par 
condicio creditorum. 

Pero queda el tema de los ausentes. Aquellos que no concurrieron en tiempo a ser reconocidos 
como acreedores o que, habiéndolo hecho, han quedado atrapados en un litigio -que suele 
discurrir por vía incidental- donde el tiempo que insuma la producción de pruebas y que alcance 
firmeza la decisión, los deja fuera de la posibilidad de cobrar. 

La ley argentina tiene un esquema especial frente a las verificaciones tempestivas. Cuando un 
pedido verificatorio no mereció impugnaciones/observaciones de los demás acreedores, la 
sindicatura dictaminó a favor y el juez concuerda con tal situación, el crédito se declara 
"verificado". Esto equivale a una sentencia de admisión que no es revisable, salvo acción por dolo. 

En cambio cuando un crédito es impugnado, aun cuando el síndico y el juez lo encuentren 
procedente, el crédito es declarado "admisible". Esta es una declaración provisoria, que permite 
votar la propuesta y aún cobrar, pero que es revisable, a través de un proceso de conocimiento 
por incidente que podría llegar a revertir la decisión. 

Si el crédito es impugnado y el síndico y el juez comparten tales observaciones, o si solo el 
síndico lo objeta y el tribunal concuerda, o aun no mediando objeciones de los particulares, el 
Juzgado no se convence de la existencia o legitimidad del crédito, éste se declara "inadmisible". 
Esta también es una declaración provisoria. El afectado ni vota ni cobra, pero tiene a su mano un 
incidente de revisión para dar vuelta el decisorio original. 

Como se advierte una vez que se obtiene la homologación pueden cobrar el acreedor cuyo 
crédito fue declarado verificado o admitido. En este último caso, y ante la previsible reticencia del 
deudor la Ley 24.522 tiene una previsión específica (art. 58): “Reclamación contra créditos 
admitidos: efectos. La reclamación contra la declaración de admisibilidad de un crédito o privilegio 
no impide el cumplimiento del acuerdo u obligación respectiva, debiendo el concursado poner a 
disposición del juzgado la prestación a que tenga derecho el acreedor, si éste lo solicita. El juez 
puede ordenar la entrega al acreedor o disponer la forma de conservación del bien que el 
concursado deba entregar. En el primer caso, fijará una caución que el acreedor deberá constituir 
antes de procederse a la entrega. En el segundo, determinará si el bien debe permanecer en poder 
del deudor o ser depositado en el lugar y forma que disponga. La resolución que se dicte sobre lo 
regulado por el apartado precedente es apelable”. 

El día que un acreedor "inadmisible" consigue, revertir en firme tal decisión. O que un acreedor 
ausente consigue ser tenido por tal (fueran cuales fuesen las previsiones rituales para tal 
situación) se podría generar un efecto peculiar: que los demás acreedores, aquellos que pudieron 
votar y cobrar, ya hayan percibido sus créditos y agotado el tiempo de espera o que, al menos, lo 
hayan hecho parcialmente. 
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¿Qué hacer por tanto con estos acreedores de ingreso demorado? ¿Si la propuesta preveía una 
espera de tres años y ya pasaron dos, tendrán que esperar tres o uno para cobrar el total de lo 
prometido? ¿Qué se hará con las cuotas ya abonadas a los demás? ¿Existe la posibilidad de 
reclamos entre los acreedores -es decir, que estos tardíos pudieran demandar asistencia a los 
tempestivos? 

En Argentina el art. 55 de la Ley de Concursos y Quiebras trae la previsión que prima facie 
resulta más lógica-y abierta a la diversidad de soluciones que pudieran exigirse-. Dice: “Los 
acreedores verificados tardíamente no pueden reclamar de sus coacreedores lo que hubieren 
percibido con arreglo al acuerdo, y el juez fijará la forma en que se aplicarán los efectos ya 
ocurridos, teniendo en cuenta la naturaleza de las prestaciones”. 

El ver como se aplicarán los efectos ya ocurridos requiere tener en cuenta que, sin violentar la 
par condicio creditorum, el Tribunal deberá encontrar el modo en que aquél porcentaje que ya se 
hubiera abonado a los demás también se pague a tardío, pero sin frustrar la solución preventiva y 
sin generar una debacle que terminara dando por tierra con los derechos de todos. Así ha 
acaecido, por ejemplo, que habiéndose devengado diversas cuotas el Juzgado en vez de ordenar 
su pago "todo de una" genere alguna especie de cuotificación pretoriana que, llevando intereses 
compensatorios, permitan el acople entre el tardío y aquellos que fueron habidos por acreedores 
en tiempo propio, sin afectar fatalmente las cuentas del deudor (que, dicho sea de paso, sobre 
estará en trámite de recuperación de su cesación, aunque técnicamente esta se haya dado por 
superada en mérito a la homologación y que, en consecuencia, presentará una alta sensibilidad a 
reclamos tal vez demasiado contundentes para su realidad y números). 

Este escenario puede complicarse según la propuesta. Piénsese que esta hubiera consistido en 
una dación en pago de los activos de la empresa. Bueno, hubiera dependido de un buen juez 
reservar activos para los tardíos de tal suerte que también les quedara a ellos de dónde cobrar. 

En una situación como la así descripta se decidió: “No escapa al suscripto que, teniendo en 
cuenta que el acuerdo consiste en la dación en pago por entrega de bienes de la deudora, reviste 
cierta complejidad establecer una forma de pago equivalente para los acreedores incluidos en la 
modalidad “C” (tardíos y revisionistas). Sin embargo, cualquiera fuere el acuerdo, siempre deberá 
contener cláusulas iguales para todos los acreedores quirografarios30 comprendidos en la 
categoría. Mas, dado que en el caso la entrega de bienes es parcial y no total –adviértase que 
según manifestaciones del síndico vertidas a fojas 8165 vta. b (reiteradas a fojas 8288) sólo afecta 
el 10% del activo de la concursada- tal escollo podrá ser definitivamente salvado, efectuando una 
reserva sobre el 90% restante del activo para cancelar el mismo porcentaje de capital que el resto 
de los acreedores (100%)”.31 

Imagínese otra hipótesis conflictiva. Que la concursada haya ofrecido cancelar su pasivo 
mediante la capitalización de acciones pero que, dado que el crédito de un cierto acreedor estaba 
impugnado judicialmente, la emisión sólo cubría el pasivo existente en  ese tiempo y que en 
sucesivas emisiones no se contempló el crédito de tal acreedor hasta que finalmente este último 
obtuvo reconocimiento. Para que el ejemplo sea más contundente, imagínese que no se había 
previsto la suspensión del derecho de suscripción preferente y que la compañía deudora había 
mejorado notablemente su cotización. Este caso existió en realidad y motivó eta decisión: “Lo 
cierto y concreto, reitérase, es que actualmente no existen suficientes acciones emitidas en 

                                                           
30 Tonón: Ob. cit. - pto.III - pág. 875. 
31 Curi Hnos S.A. s/concurso preventivo”, Juzgado Nacional en lo Comercial Nro. 9, 3/08/2002. 
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ocasión del anterior aumento de capital efectuado para cumplir el acuerdo preventivo. Solo 
queda, entonces, recurrir al procedimiento supletorio previsto en el mismo acuerdo, 
procediéndose a aumentar nuevamente el capital social en la suma necesaria para tender el 
crédito del… *acreedor+ –con los alcances del acuerdo- y, si como de toda obviedad, los restantes 
accionistas ejercieran el derecho de suscripción preferente el crédito del [acreedor] debería ser 
abonado en pesos con el dinero integrado por esos accionistas. Las alegaciones vinculadas a la 
falta de trato igualitario respecto del resto de son inatendibles… primero porque cuando los 
restantes acreedores recibieron las acciones emitidas por [deudor] para cumplir el acuerdo, su 
valor de cotización bursátil era inferir al valor nominal. Es decir, en aquel momento, todos los 
acreedores percibieron aún menos de lo que recibirá el [acreedor ahora. Sólo aquellos que hayan 
decidido conservar las acciones, han aumentado, luego de un tiempo, el valor de su capital 
invertido. Pero ello sucedió en una instancia ulterior a la de cumplimiento del acuerdo y se vincula 
con una decisión especulativa de cada acreedor en particular”.32 

 

Conclusiones. 

Los disidentes y tardíos están tan sujetos al concordato como aquellos que voluntariamente lo 
aprobaron y conformaron por directo imperio de ley. Decisión que resulta lógica con el sistema de 
acuerdo de mayorías y que, claramente, es funcional al funcionamiento del sistema de 
reestructuración convencional de pasivos y, por lógica implicación, al desiderátum  de superación 
del estado de cesación de pagos y conservación de la empresa. 

Pero tratándose de sujetos que no ejercieron la autonomía de su voluntad, o la ejercieron sin 
suerte porque se opusieron a la oferta efectuada por el deudor, parece lógico analizar si hay 
exigencias axiológicas inexcusables para que el sistema todo resulte acorde con una regulación 
racional, y ajustado a los parámetros de las Constituciones políticas. 

Sensatamente puede colegirse que sí, porque básicamente el derecho no sólo juega su vigencia 
en la coactividad del Estado sino que debe estar informado de legalidad (en orden al origen del 
dispositivo) y de legitimidad (esto es, de cierto consenso social de encontrarse frente a una 
previsión justa que no ofenda ni agravia el sentir de la moral social media). 

Con tal enfoque cabe apuntar que en auxilio de la propuesta concordataria viene el principio 
mayoritario y, eventualmente para quienes comparten tal tesis, el principio colegial. Lo que 
impone, como contrapartida, la libertad y transparencia de emisión de las voluntades que se 
computan para tener por tomada la decisión mayoritaria. 

De igual suerte la propuesta, de suyo, deberá ser veraz y seria, deberá resultar ajena a toda 
forma de abuso y deberá evitar y prevenir cualquier discriminación indebida. Debiendo, por el 
contrario, contemplar la necesidad de efectuar diferencias en ciertos casos particulares, tal como 
lo atinente a los acreedores involuntarios. 
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32 “Sociedad Comercial del Plata S.A. s/concurso preventivo”, Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial 
Nro. 18, 8.09.16. Increíblemente, realizada la asamblea de aumento de capital y suspensión del derecho de suscripción 
preferente, esta tesis fue aprobada por mayoría. 
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CAPÍTULO DOS. 

FACULTAD JUDICIAL DE APROBAR, RECHAZAR O IMPONER  

LA PROPUESTA DE ACUERDO FORMULADA POR EL DEUDOR. 

Carolina FERRO – Argentina 

 

 

La finalidad para la sociedad de la existencia del proceso de concurso preventivo (de 
reorganización). 

A modo introductorio es necesario establecer la importancia del concurso preventivo como 
método de reorganización de una actividad económica en estado de insolvencia, para la sociedad 
(comunidad toda). 

Sin detenernos a analizar las distintas definiciones que a lo largo de la historia de la filosofía 
ésta nos ha provisto sobre el concepto “sociedad”, en esta oportunidad vamos a entender a la 
sociedad como el grupo de seres humanos que funcionan en conjunto y como tales se relacionan. 

Dentro de “esa” sociedad, veremos que más allá de la ignorancia que al respecto tengan 
posiblemente la mayoría de las personas humanas sobre la importancia que pueda tener un 
proceso concursal de reorganización, ciertamente estos lo tienen. Ello así en tanto, como veremos 
infra, parte de la subsistencia de estas sociedades (comunidades) está basada en actividades 
económicas de pequeñas o medianas organizaciones que pueden requerir el remedio concursal, y 
deben encontrar en él una solución a su problema y no empeorar su situación con el tránsito de 
dichos procesos, con los consecuentes impactos que su fracaso tiene en toda la colectividad. 

De allí también la proporcional responsabilidad del juzgador que, en último término, será quien 
va a sellar de manera definitiva la suerte de ese proceso, en el uso de las facultades de aprobar, 
rechazar o imponer la propuesta formulada por el sujeto deudor. 

Para hacer justicia con el análisis sobre la importancia que tiene para la sociedad el éxito del 
proceso concursal, o las perjudiciales consecuencias que trae aparejada su frustración, es 
necesario resaltar que gran parte de la organización empresarial mundial que económicamente 
incide en nuestros países son, reiteramos, pequeñas o medianas empresas. 

Un estudio de Harvard en el año 2001 demostró que a nivel global las empresas familiares 
representan 2/3 del total mundial,33 advirtiendo a modo de ejemplo, que en Estados Unidos 
representan el 96%, Italia 99%, España el 71% y en la República Argentina el 70%.34 Si bien 
socialmente se ha comprobado que son más consistentes que el resto de las empresas al soportar 
mejor, las crisis económicas por su vocación de permanencia, realización de inversiones a largo 
plazo, duración en los puestos de trabajo, entre otros aspectos, la realidad es que las divergencias 
entre la multitud de agentes e intereses involucrados pueden causar conflictos que llevan a poner 
en peligro la existencia de la compañía y la estabilidad de la familia. Estos riesgos aumentan con 
las transferencias intergeneracionales ya que al pasar a la segunda generación crece la 

                                                           
33 CASADO, Fernando, “La empresa familiar y la clave del éxito en su evolución” Instituto de la empresa familiar. Sitges, 
5 de julio de 2007. www.iefamiliar.com 
34 FAVIER DUBOIS (h), Eduardo M., “Comentario de la obra colectiva Empresas de familia. Aspectos societarios, de 
familia y sucesiones, concursales y tributarios. Protocolo de familia, dirigida por Gabriela Calcaterra y Adirana Krasnow”, 
La Ley, 29.09.2010 

http://www.iefamiliar.com/
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complejidad de la familia en su relación con el negocio.35 

Así las cosas, siendo que la pérdida de una actividad económica organizada (en forma personal, 
o de sociedad comercial), con la consecuente pérdida de empleo y de riqueza económica es 
siempre lamentable, es aún más injusta cuando no se debe solamente a las fuerzas del mercado 
sino a la falta de utilización de las herramientas que provee el derecho –en este caso para la 
solución de la insolvencia-. La falta de especialización de los involucrados en la temática que nos 
ocupa, o la falta de eficacia en el ejercicio de las facultades que han sido puestas en manos del 
Juez por la propia ley. 

Demostrada la importancia que tiene para nuestras sociedades que la solución concursal sea 
exitosa, sería menester que quien tiene en sus manos la facultad homologatoria de la propuesta 
concursal reúna entre sus conocimientos, o entre sus asesorías, elementos propios de la 
administración de empresas y economía, así como también de la psicología, el derecho a través de 
diferentes áreas (sociedades, concursos y quiebras, laboral, fiscal, contratos y penal). 

Es decir, que la trascendencia del tema lleva a requerir del juzgador la capacidad de analizar 
elementos de muy diversos ámbitos: administradores de empresa, contadores, expertos en 
managment y en finanzas, escribanos, abogados, sociólogos, psicólogos, mediadores y 
negociadores, entre otros, hacia el objetivo de lograr una genuina solución que habilite el 
mantenimiento del sujeto endeudado, y la reinserción adecuada en la comunidad, no sólo en lo 
económico y jurídico, sino también como agente creador de empleo, de ingresos a las arcas 
públicas, etc. 

Así es clara la relevancia para la comunidad, de la subsistencia de estas “empresas”, que no son 
de envergadura, y en general responden al modelo familiar referido. Más allá de encontrar 
diversas definiciones -en las que predominan unos u otros elementos- en términos generales se 
considera que hay empresa familiar cuando los integrantes de una familia dirigen, controlan y son 
propietarios de una empresa, la que constituye su medio de vida, y tienen la intención de 
mantener tal situación en el tiempo y con marcada identificación entre la suerte de la familia y de 
la empresa.36 También se sostiene que es aquella en la que un grupo de personas pertenecientes a 
una o más generaciones, y unidas por vínculos familiares, comparten parcial o totalmente la 
propiedad de los medios instrumentales y la dirección de una empresa, produciéndose una 
comunicación entre los fines de la familia y de la empresa.37  

Es un hecho que la empresa familiar tiene una gran trascendencia económica y social, 
contribuyendo al desarrollo económico de los países en general y a la estabilidad económica de la 
familia en particular. Por ello, es en estos supuestos que resulta tan trascendente para la sociedad, 
la subsistencia de la empresa. Generalmente este tipo de organizaciones tienen mayor vocación 
de continuidad y permanencia en la propiedad y gestión de la misma, incorporando a las 
siguientes generaciones,38 y trascienden el mero objetivo económico. 

                                                           
35 MEDINA, Graciela, “Empresa Familiar”, La Ley 13.09.2010. 
36 FAVIER DUBOIS (h), Eduardo M., “La empresa familiar frente al derecho argentino. Hacia su reconocimiento 
doctrinario y sustentabilidad jurídica”, El Derecho, Tomo 236, 17.02.2010, p. 2. 
37 RODRÍGUEZ DÍAZ, Isabel, “La empresa familiar en el ámbito del derecho mercantil”, Cuadernos 2 Mercantiles, Edersa, 
Madrid, 2000, p. 23/24, citado por Martorell Zulueta, “Purificación Empresa Familiar y Regímenes Comunitarios”, en 
Reyes López, María José (coordinadora) La empresa Familiar: encrucijada de intereses personales y empresariales, Ed. 
Aranzadi S.A., Navarra, 2004, p. 76. 
38 GORTAZAR LORENTE, Carlos, “Derecho y empresa familiar: el protocolo y sus instrumentos de desarrollo”, Ponencia 
en las XIII Jornadas de Dret Catalá a Tossa. 
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Sin embargo los conflictos derivados de la insolvencia importan un deterioro más allá de lo 
económico, un menoscabo psíquico de los sujetos involucrados, como también de los 
trabajadores, así como también en la vida interna de la empresa y, en algunos casos, también de 
clientes y proveedores. Lo cual conlleva a dificultar aún más la solución de salida de las crisis. 

Con base en tal circunstancia es necesario que la facultad conferida al juez relativa a la 
aprobación, rechazo o imposición de una propuesta de acuerdo sobre todo en estos casos debe 
ejercerse con la mayor profesionalización, teniendo en cuenta las cuestiones económicas, 
financieras y roles de los sujetos involucrados en el proceso concursal, así como la trascendencia 
de la empresa dentro de su comunidad, todo lo que crea la necesidad de acudir a procedimientos 
y herramientas que permitan brindarle una debida sustentabilidad de modo de posibilitar su 
continuación y evitar las altas tasas de mortalidad de la mano de quiebras que tampoco pagan los 
créditos. Por supuesto, siempre y cuando las actividades sean realmente económicamente viables 
por sí mismas, pues de lo contrario, la solución es temporal y deja de ser tal para convertirse 
simplemente en un problema futuro o problema procrastinado y al postre agravado. 

La trascendencia de la facultad en manos del juez ha motivado que de un tiempo a esta parte la 
doctrina se interrogue sobre la necesidad de alguna reforma legislativa que establezca pautas que 
permitan el ejercicio más certero de esta facultad. 

Sin embargo la actual estructura normativa concebida no prevé mecanismos institucionales 
idóneos para determinar las pautas mínimas para resolver el conflicto en términos de repago del 
pasivo. 

Entonces, habrá que analizar y determinar si dichas pautas deben ser establecidas por ley. Y así 
interrogarse si la carencia de una regulación específica que fije las pautas mínimas de los términos 
de una propuesta y parámetros específicos facilita o impediría arribar a la mejor solución, siendo 
conveniente mantener en manos del juzgador - sin pautas pre establecidas  – la valoración final de 
la propuesta sea para desestimarla o para imponerla, aceptando que la realidad de cada caso no 
puede tener un molde en la legislación. 

En este sentido no podemos perder de vista que las empresas núcleo de las economías 
nacionales presentan características particulares, atendiendo a sus características de familiaridad, 
rubros involucrados, actividad, situación económica nacional, elenco de acreedores, cargas 
impositivas, y muchas otras variables. 

Repetidamente se ha dicho que el derecho de la insolvencia no ha podido, y lo cierto es que no 
es su función, atender a los especiales caracteres de una crisis económica nacional, lo que ha 
producido que algunas de las reformas legales resulten infértiles para la solución de estos 
conflictos. Esta experiencia debe ser considerada antes de instar una reforma. A veces la variable 
de ajuste no debe ser la legislación sino la formación de criterios doctrinarios y jurisprudenciales 
adaptados a la realidad de cada momento económico y social de cada comunidad y compatibles 
con proyectos y objetivos claros derivados de un proyecto de economía nacional seria, industrial 
de inversión, de responsabilidad empresarial, de consumo responsable. 

En este orden de ideas soy proclive a considerar innecesaria una reforma que contenga la 
fijación legal de pautas, sobre todo en países como la argentina con variaciones substanciales en 
su economía que alterna episodios de recesión con períodos de estabilidad en un promedio de 
cada cuatro años o una crisis cada cinco,39 y políticas sociales y públicas lamentablemente 

                                                           
39 Economía de los ansiosos: Martin Lousteau at TEDxRosario. 
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variables según el signo político. En este sentido, a lo sumo podríanconsiderarse parámetros de 
orientación –adaptables a cada caso concreto– pero nunca pautas que devengan en dogmas 
inamovibles. 

A esta altura no puede desatenderse que el 1 de agosto de 2015 comenzó a regir en la 
República Argentina un nuevo sistema de derecho privado. La Ley 26994 reformó integralmente el 
Código Civil, unificándolo con  el Código de Comercio, el cual fue abrogado; también derogó otras 
normas complementarias, como la de propiedad horizontal y la de fideicomiso que incorporó al 
texto unificado vigente, y realizó modificaciones parciales en la Ley 19.550, cuyo nombre fue 
sustituido por el de Ley General de Sociedad. 

El legislador incorporó en esta oportunidad a la ley de fondo en el Título Preliminar, Capítulo 3, 
artículos 9 a 14 el principio de buena fe, el abuso de derecho, el abuso de la posición dominante; 
opciones que merecen ser investigadas como herramientas alternativas para el Juzgador a fin de 
analizar en beneficio de la sociedad (comunidad) las propuestas de acuerdo formuladas por los 
deudores, y las conductas adoptadas por los acreedores cuando los casos concretos lo ameriten. 

Esta opción no implica, sin embargo, prescindir de la legislación concursal, sino todo lo 
contrario, integrarla con estos principios para brindar una mejor solución adaptada a cada caso. 

El Código Civil y Comercial aporta además todo un capítulo especial dedicado a los aspectos 
generales de las personas jurídicas, cualquiera sea su carácter, fijando criterios sobre el 
funcionamiento de aquellas cuya aplicación y eficacia es motivo de controversia en lo que respecta 
a las sociedades comerciales, reguladas por una ley especial. Ese cuerpo normativo, la Ley 19.550, 
también sufrió reformas en su articulado, aunque de un modo parcial. El cambio más ostensible es 
la aceptación de la sociedad unipersonal, ceñida a funcionar dentro del tipo de la sociedad 
anónima. La posibilidad de amalgamar ambas categorías, de modo que la sociedad anónima 
unipersonal facilite la formación y desarrollo de negocios y actividades. Así, se han incluido las 
nuevas sociedades reguladas en la Sección IV de la Ley 19.550, es decir, las sociedades que antes 
se tachaban de nulas y ahora pueden funcionar aun cuando no se sujetan a los tipos autorizados, o 
no cumplen los requisitos esenciales o no satisfacen las formalidades exigidas por la Ley. E incluso 
ha incorporado entre los motivos de remoción de las causales de disolución de las personas 
jurídicas que “En caso de duda sobre la existencia de una causal de disolución, se estará a favor de 
la subsistencia de la sociedad”,40 que si bien no pocas críticas dicha incorporación ha recibido de la 
doctrina, su vigencia es innegable. 

El Código Civil y Comercial es donde la balanza mejor se inclina hacia la tutela de la sociedad, 
especialmente a partir de la vocación legislativa de ampliar el ámbito de autonomía de los sujetos, 
con los beneficios derivados de una creciente autonomía de la voluntad de las personas que 
pueden advertirse en varias normas del nuevo Código Civil y Comercial, además de dotar al Juez 
de mayor arbitrio para sus decisiones siempre que resulten razonablemente fundadas.41 

El estudio sobre el alcance de la facultad judicial de aprobar, rechazar o imponer la propuesta 
de acuerdo formulada por el deudor resulta un gran desafío por haber sido y podríamos decir 
todavía ser un punto de análisis pendiente en Argentina. 

El primer cuestionamiento que a esa facultad debe hacerse, es relativo a la idoneidad de los 

                                                           
40 Artículo sustituido por punto 2.21 del Anexo II de la Ley N° 26.994 B.O. 08/10/2014 Suplemento. Vigencia: 1° de 
agosto de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077 B.O. 19/12/2014. 
41 Art. 3 CCCN 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=235975
http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do%3Bjsessionid%3D0E7C62548ECDA6F46E822E78EADD7A86?id=239773
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jueces para poder expedirse sobre cuestiones económicas, financieras, productivas, y en general 
de la vida de los negocios de una actividad en mayor o menor escala (individual o pequeña y 
mediana empresa), cuando en el caso particular de la Argentina la mayoría de los jueces carecen 
de expertice en tales asuntos como consecuencia de ser la judicatura en la mayoría de los casos 
una carrera en sí misma. Mientras que tanto la realidad como la doctrina, exigen un conocimiento 
mayor en tales materias. 

“En este sentido será de vital importancia que el juez posea absoluto conocimiento y 
comprensión, tanto del estado financiero como de las características particulares de la actividad 
que desempeña la deudora, ya que, una propuesta que a simple vista resulte abusiva, puede ser 
en el fondo, absolutamente justa en virtud de las circunstancias que rodean a la actividad de la 
deudora, esto, dado que los márgenes de ganancia o productividad varían en forma notable de un 
rubro a otro, así, resultan absolutamente diferentes los márgenes gananciales de una empresa 
dedicada a la venta de productos alimenticios y una empresa dedicada a la importación y venta de 
insumos para computación”.42 

Así se produce una llamativa incongruencia entre la importancia que la decisión del Juez de 
turno tiene sobre la actividad y la vida de los sujetos deudores (sean personas humanas o 
jurídicas) y su escaso o al menos limitado conocimiento sobre el mundo negocial y la empresa (en 
los mejores de los supuestos a la teoría) basado en la interpretación de nuestro ordenamiento 
jurídico, la doctrina y jurisprudencia.  

 

La importancia de los efectos del acuerdo homologado. 

La homologación por parte del juez respecto del acuerdo arribado entre el deudor y sus 
acreedores es la finalidad que persigue el procedimiento concursal de reorganización. 

En primer lugar, y desde el punto de vista del deudor, porque transitado el dificultoso proceso 
concursal, dicha homologación significa evitar la quiebra y continuar con la actividad. En todo 
caso, soslayar el fracaso que habría significado la liquidación de sus bienes. 

Por otra parte, para el acreedor importa la posibilidad de recuperar parte de su crédito de 
acuerdo a la propuesta respecto de la cual prestó su conformidad, o le fue impuesta por mayoría 
legal. 

La homologación del acuerdo evita la quiebra y sus consecuencias disvaliosas con impacto para 
toda la sociedad, impide la desaparición definitiva de la actividad productiva, la pérdida de 
puestos de trabajo, la pérdida de la posibilidad de recuperar un contribuyente para el fisco, la 
afectación del régimen de la seguridad social, entre otras. Estas cuestiones si bien no se enrolan 
dentro de la órbita estrictamente jurídica, no pueden ser ajenas a los operadores del derecho ni al 
legislador en su análisis, en virtud del impacto que tienen las normas que se dictan para paliar la 
escasez, sobre la comunidad toda, y considerar todo ello debe ser intrínseco de la función de 
aplicar dichas normas por parte del juzgador que le toque en cada caso. 

Dicho esto, cuestión harto relevante para hacer un correcto estudio del tema que estamos 
llamados a tratar, cabe adentrarnos en los efectos de carácter estrictamente jurídicos que trae 
aparejados para todos los intervinientes del proceso, y en los cuales se apoya la importancia de 

                                                           
42 Guillermo D. Hansen, Breve comentario al art. 52 de la Ley Nº 24.522. Facultades homologatorias del Juez. 30-07- 
2004 - Revista de las Sociedades y Concursos - IJ-XXIX-668 
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lograr u obtener dicha “homologación”, así tenemos: 

a) El primero y quizá más importante de los efectos es la novación: Para el derecho 
argentino la novación “es la extinción de una obligación por la creación de otra nueva, 
destinada a reemplazarla”.43 Cabe destacar que la novación que se produce como 
consecuencia de la homologación del concurso preventivo del deudor principal es una 
novación objetiva, pues se modifican los elementos objetivos esenciales de la 
obligación; en principio no existe novación subjetiva.44 Tal novación es “legal” por su 
origen y “objetiva” por cambio de causa, ya que da lugar al nacimiento de una 
obligación nueva -la obligación concordataria- que reconoce fuente u origen en la 
propuesta homologada judicialmente y que sustituye a la obligación primitiva.45 Este 
efecto es trascendente, pues como consecuencia de la propuesta homologada el 
deudor hace “desaparecer” aquellas obligaciones que no podía afrontar y nacen las 
que se compromete a cumplir a partir de ese momento. 

b) La exigibilidad inmediata de las obligaciones del deudor principal al fiador y a los 
codeudores solidarios, (si es que hasta entonces no hubiera operado la exigencia de los 
acreedores sobre los garantes, bajo distintas hipótesis que no son materia de este 

trabajo), en tanto la ley argentina prevé que “la novación no causa la extinción de las 
obligaciones del fiador ni de los codeudores solidarios”. 

c) Efecto respecto de todos los acreedores. Este (junto con la novación) es el más 
importante de los efectos de la homologación de la propuesta de acuerdo, formulada 
por el deudor y aceptada por sus acreedores.  

En este punto, hay que distinguir (o cuanto menos recordar) que sólo el acuerdo con 
acreedores comunes y su respectiva homologación es condición para la subsistencia del deudor. 
Mientras que el acuerdo con los acreedores privilegiados quedará supeditado o bien a la 
homologación de la propuesta que a éstos se les formule sólo cuando el deudor opte por hacerlo, 
o en su caso no existirá acuerdo con acreedores privilegiados para homologar y dichos acreedores 
retomarán su facultad ejecutiva individual. 

Es decir que este “efecto sobre todos los acreedores” lo será sobre todos aquellos con los que 
haya existido acuerdo, y en la medida de la propuesta ofrecida. Pudiendo entonces no existir 
efectos de homogeneidad en la forma de pago de los créditos sobre acreedores privilegiados, 
respecto de los cuales el deudor puede que haya optado por no ofrecer propuesta o la ofrecida no 
haya sido conformada con las mayorías suficientes, y no sea tal circunstancia condicionante de la 
homologación de la propuesta con los acreedores comunes. 

Así, el efecto “respecto de todos los acreedores”, en caso de éxito, será idéntico para todos 
aquellos acreedores cuyo rango (comunes o privilegiados) hayan recibido una propuesta que haya 
tenido acuerdo por los acreedores en cantidad (doble)46 suficiente y fuera homologada. 

d) Los acreedores (igual que el deudor) han perdido la facultad de negociar más allá de los 
términos de la propuesta de acuerdo, pues conforme la ley “Son absolutamente nulos 

                                                           
43 Art. 933 CCCN definición. 
44 Lornell S.A. s/Quiebra s/Inc. de Declaración de Ineficacia (por la Sindicatura). Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Comercial - Sala C. 05-07-2005 cita: IJ-IX-969 
45 Catter Meat S.A. s/Concurso Preventivo s/Inc. de Apelación (promovido por la concursada) - Cámara Nacional de  
Apelaciones en lo Comercial - Sala D - 10-04-2008 - IJ-XXIX-474 
46 Refiriendo a la doble mayoría de personas y capital que exige la ley. 
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los beneficios otorgados a los acreedores que excedan de lo establecido en el acuerdo 
para cada categoría”. 

Si bien este efecto no es fundamental como los señalados en a) y c), vale tener presente que el 
poder del acreedor en el proceso concursal debe (al menos) circunscribirse a su facultad de 
prestar o no conformidad con la propuesta que formuló el deudor. 

Sin embargo a los efectos del presente trabajo toma relevancia esta incapacidad de tener 
beneficios distintos a los demás acreedores integrantes de su categoría, pues una de las 
circunstancias que deberá analizar el juez para imponer al acreedor renuente la propuesta, es 
precisamente –si fuera posible determinar– las causas de su disidencia o discrepancia. Pues bajo 
aquellas hipótesis en las cuales pueda probarse o incluso existir indicios suficientes sobre el 
ejercicio de dicho derecho del acreedor de manera abusiva, el juez podría imponerle el acuerdo. 

e) La prescripción de los créditos cuyo reconocimiento no se haya solicitado en el plazo –
en general más acotado– previsto por la ley concursal. 

f) La responsabilidad de los socios ilimitadamente responsables, cuando se trate de una 
sociedad cuyos socios revistan tal carácter, en los términos de la propuesta de acuerdo 
formulada por el deudor a sus acreedores, y aprobada o conformada por estos. En 
última instancia homologada por el Juez. 

g) Se adoptarán todas aquellas medidas que correspondan de acuerdo a los términos de 
la propuesta de acuerdo homologada. Es decir, de acuerdo al elenco que ofrece en 
forma descriptiva le propia ley. Así, en caso de corresponder se constituirán las 
garantías pertinentes (ofrecidas en la propuesta), Podrá procederse a la entrega de 
bienes a los acreedores; constitución de sociedad con los acreedores quirografarios, en 
la que éstos tengan calidad de socios; reorganización de la sociedad deudora; 
administración de todos o parte de los bienes en interés de los acreedores; emisión de 
obligaciones negociables o debentures; emisión de bonos convertibles en acciones; 
constitución de garantías sobre bienes de terceros; cesión de acciones de otras 
sociedades; capitalización de créditos.47 

h) Se podrán mantener o remover las medidas cautelares dispuestas sobre el patrimonio 
del deudor con motivo de la declaración del concurso preventivo. Tal circunstancia 
dependerá de la conformidad o no que al respecto hayan prestado los acreedores para 
relevar esas trabas. 

i) Cesan las limitaciones (aunque atenuadas) a la administración y disposición de los 
bienes del concursado. Ello ocurre, en la medida de la propuesta que fue conformada 
por los acreedores, de acuerdo a lo señalado en los puntos g) y h) precedentes. 

Finalmente, cabe concluir que a los fines del presente trabajo, los efectos que debemos 
considerar preponderantes para determinar si el Juez puede tener la facultad de imponer una 
propuesta al o los acreedores disidentes, son la novación, pues aquél acreedor renuente se verá 
obligado a aceptar la modificación de su obligación sin poder hacer ejercicio de la autonomía de su 
voluntad, y para la consideración de la oportunidad del ejercicio de una facultad de tal naturaleza 
(si reconociéramos que existe) lo señalado en el inciso d) precedente, es decir la conducta y su 
motivación por parte del acreedor. 

                                                           
47 Art. 43 Ley 24.522 
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Tipos de propuestas de acuerdo que puede formular el deudor. Categorización. 

El deudor debe ofrecer una propuesta de pago a sus acreedores quirografarios, pues si no lo 
hiciere será declarado en quiebra (art. 43 LCQ). Sin embargo respecto de los acreedores 
privilegiados es facultativo que el deudor presente propuesta. 

Además, en relación a los acreedores quirografarios –y eventualmente a los acreedores con 
privilegio general– el deudor tiene la facultad de categorizar a los acreedores que integran su 
pasivo –siempre siguiendo un criterio de razonabilidad-. 

Cabe destacar que el texto de la ley concursal (en su artículo 41) indica que: el deudor debe 
presentar a la sindicatura y al juzgado una propuesta fundada de agrupamiento y clasificación en 
categorías de los acreedores verificados y declarados admisibles, la naturaleza de las prestaciones 
correspondientes a los créditos, el carácter de privilegiados o quirografarios, o cualquier otro 
elemento que razonablemente, pueda determinar su agrupamiento o categorización, a efectos de 
poder ofrecerles propuestas diferenciadas de acuerdo preventivo 

Del texto cabe colegir que la categorización tiene por finalidad facilitar el acuerdo al deudor a 
través de la posibilidad de ofrecer distintas propuestas a las distintas categorías de acreedores que 
fije. Y que dicha propuesta debe cumplir ciertas características, como ser fundada y razonable. 

Sin embargo, los argentinos proclives a cuestionar y debatir se encuentran divididos en su 
interpretación respecto de la disposición legal, pues hay quienes sostienen que lo que se clasifican 
o agrupan en los procesos concursales no son acreedores sino créditos,48 mientras que otra parte 
de la doctrina sustenta la idea que la categorización es de acreedores y no de créditos pues 
“siendo la finalidad de la categorización, posibilitar al concursado presentar propuestas 
diferenciadas a sus acreedores, carecería de sentido clasificar créditos, con el riesgo de que un 
mismo acreedor –con pluralidad de acreencia – se encuentre incluido en más de una categoría, y a 
él se le dirija más de una propuesta y tenga la posibilidad de prestar conformidad o no en un 
número igual de oportunidades”.49 

No entraremos a considerar dicho debate, ya que no es materia de análisis en el particular. A 
los efectos de este trabajo sólo es importante tener presente que el deudor tiene la facultad de 
dividir al total de los acreedores en grupos, y en cada uno de éstos coloca a algunos de ellos por 
razones de “afinidad”, de modo fundado y razonable esto es, mediante una utilización de criterios 
objetivos basados en un denominador común, lógico y funcional (la idea de afinidad anticipada), 
que permita agrupar los acreedores en forma adecuada e idónea para cumplir la finalidad que la 
ley impone.50 

Entonces, en el marco de esa categorización puede separar en grupos a sus acreedores 
quirografarios. Mientras que por su parte la ley establece dos categorías además de referir a los 

                                                           
48 BARREIRO, Marcelo G., “Modificabilidad de la categorización de los créditos (¿Hay categorización después de la 
categorización?), con cita de “Categorización de créditos no de acreedores”, en XXX ENCUENTRO DE INSTITUTOS DE 
DERECHO COMERCIAL DE COLEGIOS DE ABOGADOS DE LA PCIA. DE BUENOS AIRES, MAR DEL PLATA, 25 y 26 de 
noviembre de 1999, en co - autoría con el Dr. Javier Lorente, y “Categorización de créditos no de acreedores”, en la 
revista EL DERECHO del día 27 de abril de 2000, págs. 1 a 3 (E.D. 187 – 1409/15), en co - autoría con el Dr. Javier 
Armando Lorente 
49 GRAZIABILE, Dario J. “Problemas en la conformación del acuerdo preventivo judicial”, en Cuestiones conflictivas en el 
actual derecho concursal” en homenaje al Profesor Dr. Ariel Angel Dasso, E.D. Truffat Director Académico, IADC, Agosto 
2012. 
50 Barreiro, Marcelo G., MODIFICABILIDAD DE LA CATEGORIZACION DE LOS CREDITOS (¿HAY CATEGORIZACION DESPUES 
DE LA CATEGORIZACION?). 
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quirografarios, y se trata de los quirografarios laborales, y los privilegiados. El texto de la ley 
(literal)51 también genera un debate respecto de si la existencia o fijación de tales categorías es 
facultativa u obligatoria. 

Una vez más veremos que los criterios adoptados por la doctrina son diversos. Así, hay quienes 
afirman que “Más allá de la literalidad de la ley, no existe obligación por parte del concursado de 
presentar la propuesta de categorización…cuando la propuesta de acuerdo sólo haya de ser 
dirigida a los acreedores quirografarios, podrá presentarse la misma para todos ellos, incluso para 
los quirografarios laborales, sin necesidad de categorizar”.52 Se enrolan  en esa postura muchos de 
los doctrinarios argentinos;53 aunque, hay que decirlo, hay otros tantos que opinan lo contrario.54 

Veremos que esta cuestión, relativa a la obligatoriedad o no de categorizar a los acreedores 
quirografarios laborales tendrá cierta incidencia en nuestro estudio, tal como se desprende más 
adelante. 

 

Principales destinatarios de la propuesta de acuerdo. Los Acreedores comunes. 

Los principales destinatarios de las propuestas que formulará el deudor durante su proceso de 
concurso preventivo, en principio son los acreedores comunes. 

Aquellos que careciendo de cualquier privilegio o preferencia para la percepción de sus 
créditos tendrán luego en sus manos la subsistencia de “la empresa”. 

Sin la conformidad de estos acreedores comunes el concurso fracasará, consecuentemente su 
trascendencia como principales destinatarios de la propuesta será indiscutible. 

 

Acreedores privilegiados en general. 

Podrá advertirse que en el desarrollo de este trabajo no se ha incluido en el elenco de 
supuestos a analizar el del acreedor con privilegio especial. Ello así pues, es difícil imaginar que 
tales acreedores –cuando existiera más de uno– puedan acceder a un formato único de 
percepción de sus créditos, siendo que generalmente sus condiciones originales de crédito son 
absolutamente disimiles entre sí. Y tan o más difícil es imaginar que el deudor pueda obtener la 

                                                           
51 Art. 41 LCQ: “...La categorización deberá contener, como mínimo, el agrupamiento de los acreedores en TRES (3) 
categorías: quirografarios, quirografarios laborales -si existieren- y privilegiados, pudiendo -incluso- contemplar 
categorías dentro de estos últimos.” 
52 Graziabile, Dario J. o cit. 
53 Barreiro, Marcelo G. o.cit; Maffia, Junyent Bas, Reggiardo, Macagno y Di Tullio (citados en Digesto La Ley 
“CONCURSOS, Tomo II, capítulo IV, pág. 614, nota 3241) Rouillón y Fassi - Gebhardt (Rouillón, Adolfo, “Régimen de los 
Concursos y Quiebras”, Pág. 82 83, Edit. Astrea, y Fassi – Gebhardt, “Concursos y Quiebras”, pág. 138) entendiendo que 
“la obligatoriedad que proclama la ley es efectiva sólo cuando el deudor pretende formular ulteriormente...propuestas 
diferenciadas a distintos grupos de acreedores” y “tiene un apoyo implícito en la ley: que no hay sanción por la omisión 
de esta categorización”. 
54 Colombres Garmendia, Iglesias, Barbieri y Rivera (citados en Digesto La Ley “CONCURSOS, Tomo II, capítulo IV, pág. 
614, nota 3241) entienden que categorizar es una obligación del deudor y no una facultad, para lo que se fundan en la 
imperativa indicación “debe” que postula el art. 41, mientras que Por último, una tercer postura sostenida por los Dres. 
Vaiser y Mosso (citados en Digesto La Ley “CONCURSOS, Tomo II, capítulo IV, pág. 614, nota 3242), variante matizada de 
la segunda, postula que la categorización es una carga que debe cumplir aquel deudor que pretenda ofrecer propuestas 
diferenciadas a sus acreedores pero respetando la decidida observancia de las categorías mínimas que en definitiva son 
dos: quirografarios y quirografarios laborales. En buen romance, atento que la de quirografarios, como el sol siempre 
están, si el deudor no crea la categoría de quirografarios laborales, existiendo éstos, debe el Juez formularla 
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unanimidad de esos acreedores, que es la mayoría exigida por la ley, para lograr la homologación 
de acuerdos con los acreedores que son titulares de créditos con tal privilegio.55 

Bajo el régimen de la ley nacional, parece poco viable que el juez tenga facultades suficientes 
para imponer al acreedor con privilegio sobre un bien determinado la forma de cobrar su crédito, 
cuando el acreedor no pierde la facultad de ejecutar el bien que es asiento de su crédito, y tan 
solo puede ver postergada la ejecución por una vez a lo largo del proceso por un término de 90 
días y cuando se merite la “necesidad y urgencia evidentes para el concurso” y “el juez ha de 
ponderar la conveniencia para la continuación de las actividades del concursado y la protección de 
los intereses de los acreedores” (art. 16 in fine). 

Con tal plataforma fáctica y legal, sumada a la exigencia normativa que impone que para que 
exista acuerdo de acreedores con privilegio especial se requiere la unanimidad de éstos, parece 
imposible, en tal escenario que las facultades del juez puedan extenderse a imponer un acuerdo a 
este tipo de acreedores. Lo cual sella la suerte negativa respecto de tratarlos como materia de 
estudio en este trabajo. 

Luego, se presentan dentro del rango de acreedores posibles con alguna prioridad los 
denominados acreedores con privilegio general, e identificados por su preferencia de cobro sobre 
la totalidad del pasivo del deudor (y ya no sobre un bien determinado como los créditos que gozan 
de privilegio especial). Encontramos que estos privilegios son de carácter legal y tienen 
fundamento en el origen o causa de los respectivos créditos (vrg. Alimentarios, laborales, fiscales, 
etc.). 

Cabe destacar que generalmente aparece como complejo establecer una única categoría de 
“acreedores privilegiados generales” precisamente por la diversidad en las causas de sus créditos, 
y resulta imposible mezclar éstos con los acreedores con privilegio especial a la hora de ofrecer 
una solución a unos y a otros. 

Bajo el régimen de la ley argentina la obtención de mayorías en conjunto de acreedores con 
privilegios especiales y acreedores con privilegios generales reconocidos, resulta impracticable a 
los fines de la categorización, en tanto el art. 44 LCQ por expresa remisión al art. 46 establece que 
para los acreedores con privilegio general el acuerdo oponible a los integrantes de la categoría se 
obtiene con la mayoría absoluta de los acreedores dentro de la categoría, que representen las dos 
terceras partes del capital computable dentro de la misma; sin embargo, el citado art. 46 establece 
expresamente que debe contar con la aprobación de la totalidad de los acreedores con privilegio 
especial a los que alcance. Es decir que para unos y otros acreedores las mayorías computables 
son distintas, no pudiendo así integrar nunca una única categoría. 

Asimismo veremos a continuación respecto de dos clases de acreedores con privilegio general, 
qué posibilidades tendría el juez de ejercer las facultades de imponer el acuerdo a esos 
acreedores, o si en realidad carece de esa facultad ante tales supuestos. 

Según la ley argentina, en el marco del proceso concursal, gozan de privilegio general los 
siguientes créditos: 

“1) Los créditos por remuneraciones y subsidios familiares debidos al trabajador por SEIS (6) 
meses y los provenientes por indemnizaciones de accidente de trabajo, por antigüedad o despido 
y por falta de preaviso, vacaciones y sueldo anual complementario, los importes por fondo de 

                                                           
55 Unanimidad de los acreedores reconocidos en el proceso concursal, por lo que esta alcanzará y bastará para 
entender comprendidos en ella a los que posteriormente pudieran ser reconocidos como tales. 
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desempleo y cualquier otro derivado de la relación laboral. Se incluyen los intereses por el plazo 
de DOS (2) años contados a partir  de la mora, y las costas judiciales en su caso; 2) El capital por 
prestaciones adeudadas a organismos de los sistemas nacional, provincial o municipal de 
seguridad social, de subsidios familiares y fondos de desempleo; 3) Si el concursado es persona 
física: a) los gastos funerarios según el uso; b) los gastos de enfermedad durante los últimos SEIS 
(6) meses de vida; c) los gastos de necesidad en alojamiento, alimentación y vestimenta del 
deudor y su familia durante los SEIS (6) meses anteriores a la presentación en concurso o 
declaración de quiebras; 4) El capital por impuestos y tasas adeudados al fisco nacional, provincial 
o municipal; 5) El capital por facturas de crédito aceptadas por hasta veinte mil pesos ($ 20.000) 
por cada vendedor o locador. A los fines del ejercicio de este derecho, sólo lo podrá ejercitar el 
libramiento de las mismas incluso por reembolso a terceros, o cesionario de ese derecho del 
librador”.56 

Además de los acreedores quirografarios, son los acreedores con privilegio general quienes 
podrían ser destinatarios de propuestas diferenciadas, cuando hubieran sido clasificados por el 
deudor en diferentes categorías. En este supuesto la mayoría que exige la ley para arribar al 
acuerdo con estos acreedores, como se explicó al inicio de este acápite es doble, y se obtiene con 
la mayoría absoluta de los acreedores dentro de la categoría, que representen las dos terceras 
partes del capital computable dentro de la misma. 

Consecuentemente, descartada la posible facultad del juez de imponer los términos de un 
acuerdo a un acreedor con privilegio especial, analizaremos luego si dicha facultad puede 
extenderse sobre los acreedores con privilegio general. 

 

Acreedores privilegiados laborales. 

Los créditos de los trabajadores, según sea el rubro que se les adeuda, pueden gozar de 
privilegio especial (preferencia a ser pagados con el producido de las maquinarias, materias primas 
y mercaderías); privilegio general es decir la preferencia a ser pagado primero respecto de otros 
acreedores sobre la totalidad de los bienes del deudor –que puede ser invocado sólo en procesos 
universales-57 y ser por porciones sin privilegio, los cuales concurrirán con los restantes acreedores 
comunes a la hora de percibir sus créditos. 

Tal como señalé anticipadamente, en cuanto a la facultad del juez de imponer el acuerdo a este 
tipo de acreedores (art. 52 inc. 2 b), ello sólo sería posible en su caso respecto de las fracciones de 
los créditos con privilegio general, o reconocidos sin privilegio; pues en relación a las porciones 
con privilegio especial toma relevancia lo señalado anteriormente. 

 

Acreedores privilegiados fiscales. 

Del mismo modo que los créditos derivados de los vínculos laborales tienen distintos rangos, 
otro tanto ocurre con los créditos de carácter fiscal. Así encontramos que los impuestos y tasas 
que recaen sobre determinados bienes gozan de privilegio especial sobre esos bienes. Por su 
parte, el capital por impuestos y tasas a los distintos fiscos tienen un rango menor y gozan de 

                                                           
56 ARTICULO 246.- Créditos con privilegios generales. 
57 ARTICULO 2580.- Privilegios generales. Los privilegios generales sólo pueden ser invocados en los procesos 
universales. (Código Civil y Comercial de la Nación) 
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privilegio general. 

Por último, las multas e intereses suelen ser créditos comunes. 

De esta forma se repite la fórmula posible de un acreedor con distintos rangos dentro de un 
mismo proceso concursal. 

Al respecto cabe señalar que estos acreedores (impositivos, fiscales) suelen tener fórmulas pre-
establecidas para el cobro de las deudas a los concursados. 

Consecuentemente han recibido distinto tratamiento por parte de los deudores, y 
consecuentemente en las soluciones judiciales. 

En efecto, esto provocó que originalmente –como estrategia para poder ofrecer a los restantes 
acreedores comunes una propuesta que no estuviera ligada a la exigencia de los planes dispuestos 
por esos organismos estatales– los deudores solicitaran a los tribunales la exclusión de la 
plataforma de votantes de estas entidades públicas. 

Así en reiteradas oportunidades, por ejemplo, se solicitó la exclusión del voto de la 
Administración Federal de Ingresos Púbicos, fundando el pedido en la circunstancia que el 
organismo fiscal no analizaba –y no analiza aún hoy- propuestas de acuerdo formuladas por 
deudores concursados y sólo otorga planes de pago para éstos una vez homologado el acuerdo, o 
bien sólo habilita la adhesión a los programas de refinanciación de deuda por ella establecidos, 
con lo cual asume una postura totalmente diferente que el resto de los acreedores. 

Obviamente, el tratamiento de los restantes acreedores en los términos de lo exigido por 
aquella repartición como otros organismos estatales, es imposible para el deudor concursado, 
pues generalmente dichas fórmulas de pago no condonan intereses, ni multas, y establecen 
pautas que harían imposible el repago de todo el pasivo atado a dichas condiciones. 

La ley concursal cuenta con normativa específica relativa a la exclusión de voto de algunos 
acreedores, ha establecido en el art. 45 LCQ, determinados y precisos supuestos de créditos 
“excluidos del cómputo”; previsiones que en tanto excepcionales y limitantes de derechos 
fundamentales del acreedor concurrente, parte de la doctrina y durante muchos años se sostuvo 
de carácter taxativo, de interpretación restrictiva y la consecuente prohibición de su aplicación 
extensiva. Sin embargo, dicho criterio inicialmente rígido, como todo concepto evoluciona o muta, 
y luego ha ido reconociéndose al menos la necesidad de una ampliación del elenco de sujetos 
excluibles de la base del cómputo de las mayorías, aun cuando se hayan reconocidos sus créditos y 
tengan derecho a percibirlos. 

Es cierto que cuando se habla de “exclusión de voto” o “prohibición de voto”, se trata de privar 
a determinado acreedor verificado o declarado admisible de la posibilidad de pronunciarse por la 
aceptación o el rechazo de la propuesta de acuerdo que efectúe el deudor, pero aplicándose igual 
a su respecto el efecto novatorio y los términos del acuerdo que alcanzadas las mayorías fuera 
eventualmente homologado (LCQ.: 55 y 56). Y esto es lo que hace resaltar la necesidad de aplicar 
dicho instituto de manera restrictiva. Veremos que algo parecido sucede con la facultad del juez 
de imponer el acuerdo a los acreedores disidentes. 

En algunos casos, inicialmente, se hizo lugar a los planteos de exclusión de voto fundado en 
que con su rigidez los organismos oficiales restringían las facultades para proponer acuerdos 
distintos del previsto en esa reglamentación, y por tanto obstaculizaban la obtención del acuerdo 
(CNCom. Sala D, “Inflight SA. s/conc.prev.” del 05/03/05, L.L.2002-E, 649; demás fallos citados por 
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Alegría H. en el comentario a dicho fallo, “La relación Fisco- Concurso (con especial referencia a la 
exclusión de voto del fisco en el acuerdo preventivo)”, L.L.2002-E, 656 pto.III.3.1, pág. 659 nota n° 
59). 

Luego tanto la doctrina como la jurisprudencia advirtieron analizaron que entre la inflexibilidad 
de los organismos estatales y la privación de un derecho principal, el de quienes estando 
alcanzados por el concursamiento de su deudor conforman la masa pasiva, y es el de concurrir 
para formar la voluntad colectiva, y advirtieron como alternativa la clasificación de estos 
acreedores, en una categoría que les resultara propia. Permitiéndose así, que el deudor les 
ofreciera separadamente una propuesta de acuerdo adecuada al propio régimen establecido por 
la entidad recaudadora. 

 

El alcance de la discrecionalidad judicial. 

Facultades judiciales para negar la aprobación de la propuesta conformada por los 
acreedores. 

Bajo el régimen de la ley 19.551 la ley establecía criterios de valoración para que el juez pueda 
resolver si aprobaba o no la propuesta. 

Ya el título de los artículos que tratan la homologación en la vieja ley y en la vigente muestra 
claramente el cambio en el modo de ponderación, aquél artículo 61 de la ley 19.551 refería a 
“Criterios de valoración”, mientras que el actual artículo 52 de la ley 24.522 indica solamente 
como inicio “Homologación”. 

Al respecto, de antigua data la doctrina enseñaba que “En tal sentido hay que poner de relieve 
que el tribunal no es un mero ejecutor de las decisiones de la mayoría de los acreedores, sino que 
debe evaluar las pautas que la ley denomina “criterios de valoración”.58 

Así, era conteste la doctrina judicial en que “En lo relativo a la homologación del acuerdo 
preventivo, además del control de legalidad el juez realiza un amplio control de legitimidad, 
conveniencia y oportunidad”,59 debiendo ejercer además de un control de legalidad un control de 
mérito en base a ciertas pautas, como por ejemplo “reflexionar acerca de la conveniencia 
económica del acuerdo propuesto y analizar asimismo si el deudor –atendiendo a su 
comportamiento-, es merecedor o no de una solución preventiva.  El control de mérito que deberá 
ejercer el tribunal al tiempo de expedirse acerca de la homologación o no de la propuesta de 
acuerdo efectuada, entendiendo dicho “control” como el acto por el cual el juzgador custodia la 
conveniencia de ese acuerdo –no sólo para tutelar a los acreedores ausentes y disidentes, sino 
teniendo en cuenta el interés de aquellos que votaron favorablemente-, reside en examinar de 
modo expreso el interés público incluso de prevalencia sobre el interés de los acreedores, 
circunstancias éstas que deben ponderarse sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos 
atinentes a las mayorías de los votos”.60 

Siguiendo estos criterios, la doctrina era acorde en advertir sobre la importancia social que 
revestía el ejercicio de este control de mérito por parte del juez, y la cantidad de aristas que ello 

                                                           
58 Quintana Ferreyra, Concursos Ley 19.551 Comentada, anotada y concordada, Editorial Astrea, Buenos Aires 1985, 
Tomo 1 pág. 653. 
59 CNCom, Sala D, 18/06/80, LL 1980-D-511 según cita en ob. citada en nota anterior 
60 CNCom, Sala E, 15/04/82, LL, 1983-A-379 según cita en ob. citada en nota anterior 
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contenía. Debiendo el juez considerar “si el deudor, por los antecedentes de su comportamiento y 
conducta anterior, es merecedor del beneficio del acuerdo preventivo, y además analizar desde el 
punto de vista sociológico, el futuro del acuerdo y su confrontación con los que denomina 
inconvenientes notorios de la quiebra”;61 valoración que los autores de entonces consideraban 
que “exige extrema cautela en el examen de requisitos de orden patrimonial, técnico, ético-
jurídico, formales y sustanciales, e incluso económico-sociales”.62 

Veremos más adelante, como algunos de estos criterios, algo aggiornados, son reeditables a la 
hora no solo de ejercer el juez la facultad de no homologar la propuesta formulada por el deudor, 
sino quizá también al momento de ejercer la facultad de imponer un acuerdo a acreedores 
disidentes. ¿Por qué no?, pero ya lo analizaremos en el futuro. 

Con la sanción de la ley 24.522 se modificó ese criterio substancialmente y se pasó al juez que 
Maffía llamó “cuenta porotos”. 

Es decir un juez que sólo tenía facultades para establecer si estaban alcanzadas las mayorías en 
sentido formal. La doctrina hizo hincapié en que las potestades del juez no podían verse limitadas 
a tal circunstancia. 

Así, si bien en la redacción originaria del artículo art. 52 de la ley 24522 parecía poder 
entenderse que el magistrado concursal debía realizar un mero control formal de la propuesta de 
acuerdo y que alcanzadas las mayorías legales importaba la subsiguiente homologación por el 
tribunal sin prácticamente intervenir en su análisis, en la actualidad de la mano de la crítica de la 
doctrina y la reforma de dicho artículo a través de la ley 25.589 esas limitadas facultades 
homologatorias del juez se vieron ampliadas con la incorporación del cuarto párrafo de la norma 
que establece expresamente que “en ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en 
fraude a la ley”. 

Se ha dicho que es una reforma de buen orden aun cuando el control de abuso o fraude era 
ejercible sin necesidad de una previsión expresa, con sólo recurrir a las normas del derecho 
común, pues nunca el abuso del derecho pero, sobre todo, el fraude pueden permitirse.63 

De modo que el magistrado concursal no debe limitarse a efectuar solamente un análisis de la 
legalidad formal del acuerdo (reunión de la doble mayoría exigida por la ley), sino que es menester 
realizar un control de mérito para determinar si se adecúa tanto a los objetivos y finalidades del 
proceso concursal –conservación de la empresa y fuentes de trabajo, protección del crédito y el 
comercio, la igualdad de los acreedores-. 

Pero como veremos, ahora, en el abanico normativo argentino vinculado a la cuestión de la 
complacencia o negativa a prestar la conformidad por parte de los acreedores pueden tomar gran 
relevancia las normas de la ley de fondo vinculadas al ejercicio de los derechos. 

En este punto del trabajo analizaremos si es el Juez quien puede establecer si el concursado se 
encuentra en posición de mejorar lo ofrecido a los acreedores. Y si tiene facultades para exigírselo, 
y si acaso resulta posible fijar patrones para determinar lo que constituye una propuesta abusiva, 
que pueda extrapolarse de un caso a otro. 

                                                           
61 O.cit. Quintana Ferreyra, pág. 655 
62 Argieri, La quiebra, T I, p. 468, según cita en ob. citada en nota anterior 
63 Barreiro-Lorente-Truffat, “La aplicación de la facultad prevista en el art. 52.2. ”B” de la ley 24.522-el cramdown 
power en el derecho argentino”, LL-Suplemento de Concursos y Quiebras-8/7/05, pág. 34. 
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La doctrina argentina viene debatiendo en torno a esta cuestión con posturas contrarias a la 
generalización de soluciones sosteniendo que “No existen parámetros estandarizados para 
mensurar la razonabilidad o, su contracara, la abusividad de una propuesta concursal. Y ello aleja 
toda posibilidad de ensayar interpretaciones rígidas. El análisis -ha coincidido la doctrina- variará 
según cada circunstancia”.64 

Cabra preguntarse cuando ese ejercicio no viola la autonomía de la voluntad del deudor y los 
acreedores que en mayorías suficientes han logrado el acuerdo, y si vulnera el derecho de voto del 
acreedor que conformó esa propuesta. 

Para censurar propuestas ofrecidas y conformadas por los acreedores, por merituarlas 
abusivas, se han valorado circunstancias como las que se reseñan a continuación. Es dable 
destacar que todas ellas salen de un contexto que en este trabajo no será descripto pues excede el 
marco del mismo. 

Así, por ejemplo “se resolvió que la nueva propuesta importaba una virtual licuación del pasivo 
del deudor, utilizando al efecto -indebidamente- el instituto concursal, el cual está previsto con 
otra finalidad: facilitar la superación de una crisis financiera, mediante la reestructuración del 
pasivo del concursado, preservando la empresa y protegiendo los intereses de los acreedores. 

Se trata de facilitar una reestructuración ordenada del pasivo, incluyendo sacrificios razonables 
para los acreedores y -claro está- también para el deudor”.65 

Veremos como este mismo criterio, el de la finalidad concursal y la necesidad de sacrificios 
razonables para el deudor como también para los acreedores es un criterio de valoración que 
puede ser utilizado bajo el prisma del artículo 10 CCCN para imponer la conducta al acreedor 
disidente, como lo explicaré próximamente. 

En un resonado fallo nacional se ha dado doctrina judicial en tal sentido, sobre las pautas de 
valoración: El tribunal, al momento de valorar la propuesta presentada por el deudor, debe hacer 
prevalecer siempre el interés general del comercio, del crédito y de la comunidad en general por 
sobre el individual de los acreedores o del deudor; aun con las modificaciones introducidas a la Ley 
Nº 24522 por las leyes posteriores, la propuesta de acuerdo debe ser valorada para su 
homologación, atendiendo fundamentalmente a su compatibilidad con los principios de orden 
público, la finalidad de los concursos y el interés general, principios que determinan que el juez no 
deba limitarse al mero análisis formal de la propuesta, sino que debe considerar si dicha propuesta 
resulta conciliable con las finalidades del concurso preventivo y los principios superiores que lo 
inspiran.66 

Claramente lo que se tiene en cuenta es el poder de negociación entre el concursado y la 
capacidad que este tiene para imponer a sus acreedores, pero de lo que nunca se ha tratado es de 
la facultad inversa, y es lo que analizaremos oportunamente aquí, para lo cual de manera quizá 

                                                           
64 Conf. Molina Sandoval, C., Facultades homologatorias del juez concursal y cramdown power en la ley 25.589, RDPC, t. 
2002-3, p. 103, espec. p. 116; Junyent Bas, F. y Molina Sandoval, C., El informe general del síndico y las nuevas facultades 
homologatorias del juez concursal. Reflexiones en torno a las modificaciones introducidas por la ley 25.589, ED, t. 198, p. 
674; Di Tullio, J., Macagno, A., y Chiavassa, E., Concursos y quiebras, reformas de las leyes 25.563 y 25.589, Buenos Aires, 
2002, p. 186; Villanueva, J., Concurso preventivo, Buenos Aires, 2003, p. 504. 
65 URTUBEY, Alejandro A. s/Concurso Preventivo Juzgado Nacional de 1ª Instancia en lo Comercial Nº 4 - Buenos Aires, 
27 de Junio de 2016.- 
66 CNCom, Sala A, in re "Arcángel Maggio SA. s/inc. de impugnación al acuerdo preventivo", del 03.05.04, fallo 
confirmado por la CSJN el 15.03.07 
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sorprendente resultarán válidas las mismas premisas. 

Será abusivo el acuerdo que tenga cláusulas que importen una desnaturalización del derecho 
de los acreedores o que impongan a algunos acreedores pautas arbitrarias aceptadas por la 
mayoría. 

En el análisis del abuso del derecho relacionado con la admisibilidad de una propuesta de 
acuerdo preventivo, el juez debe apreciar objetivamente si el deudor, en el ejercicio de su 
derecho, ha contrariado la finalidad económico- social del mismo que, en la especie, no está 
solamente dada por la conservación de la empresa como fuente de producción y trabajo, sino que 
también está definida por el logro de una finalidad satisfactiva del derecho de los acreedores, la 
cual naturalmente resulta negada cuando la pérdida que se les impone a ellos resulta claramente 
excesiva.67 

Entonces, siguiendo este mismo criterio para dar respuesta a nuestro trabajo debemos analizar 
qué pasa cuando esa capacidad satisfactiva de un universo de acreedores menos poderosos es 
frustrada por otro acreedor, que por distintas circunstancias goza de la capacidad de hacer 
fracasar el acuerdo y de frustrar la satisfacción de los restantes acreedores con su negativa, y si 
resulta para ello de aplicación lo dispuesto por el art. 10 CCCN con los mismos parámetros 
analizados para considerar la abusividad de la propuesta. 

 

La Facultad del juez de imponer el acuerdo a los acreedores. El cramdown power argentino. 

Para abordar esta etapa del trabajo, la principal en realidad, cabe formularse una serie de 
interrogantes: 

La primera pregunta es si ¿creemos que ante la existencia de acreedores disidentes el juez 
puede tomar la iniciativa de considerar conveniente el acuerdo, y entonces imponerlo? 

Si la respuesta fuera afirmativa, el siguiente interrogante es ¿si las normas contenidas en la ley 
vigente facultarían al juez a imponer el acuerdo al acreedor disidente? 

Y en última instancia ¿cuáles serían las causas que justificarían imponer el acuerdo a 
acreedores disidentes que verán producidos respecto de sus créditos el efecto novatorio? 

No puede escaparse al adentrarse en el análisis sobre las facultades del juez, que el acreedor –
al menos aquél que verificó tempestivamente– goza de dos derechos fundamentales en el proceso 
concursal. El derecho a “votar” (o bien prestar o negar la conformidad con la propuesta que le 
formule el deudor) y el derecho a “cobrar” el crédito, en la medida de la propuesta. 

En este orden de ideas cabe analizar, bajo qué circunstancias el derecho al “voto” del que goza 
el acreedor puede ser delimitado. 

Pues bien, ese derecho a conformar la voluntad del acuerdo, en primer lugar se encuentra 
restringido en la ley concursal a través de la exclusión de voto. Este supuesto legal está ligado a 
hipótesis de presuntas conformidades complacientes del acreedor con el deudor, o bien con la 
finalidad de no afectar otra órbita de la comunidad como es la familia (se prevé la exclusión del 
cónyuge y los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad). Además la ley prevé la exclusión 
de la conformidad en el supuesto de concursos de grupo respecto de los créditos entre integrantes 
del agrupamiento o sus cesionarios dentro de los dos años anteriores a la presentación en 

                                                           
67 MANCUSO, Víctor s/Concurso Preventivo, CNAp.Com.Sala B, Buenos Aires, 3 de Julio de 2009 - IJ-XXXVI-104 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

931 

 

concurso preventivo. Sin embargo no se han previsto otros supuestos como los del acreedor 
competidor, o disidente. 

Es para la solución de estos supuestos para los cuales la ley concursal resulta insuficiente, pues 
no ha contemplado el llamado “voto hostil”, cuestión que será tratada con posterioridad. 

Pero cabe destacar que la existencia de supuestos de limitación del derecho a voto en la 
legislación, más allá que la doctrina ha sostenido que las hipótesis de exclusión son taxativas, abre 
la puerta para considerar otros supuestos de acotación a ese derecho, cuando prevalezca el bien 
de la comunidad, o cuando pueda probarse que la conducta seguida por el acreedor no es la 
amparada por la ley (ejercicio abusivo del derecho, o de mala fe). Cabe recordar al respecto que Si 
bien la ley otorga al acreedor verificado el derecho de votar la propuesta a la que se sujetará el 
pago de los créditos, los principios jurídicos que justifican la aceptación de un sistema de 
mayorías, que impone una solución a quienes no participaron o fueron disidentes, parten del 
presupuesto de que los votantes representan “el interés de los acreedores”.68 

En este orden de ideas cuadra adelantar como solución posible, aunque conllevará, la 
suficiente discusión doctrinaria, que parecería aceptable la utilización para estos supuestos de las 
herramientas contenidas en el régimen del actual Código Civil y Comercial de la Nación, que ha 
consagrado por un lado la referida autonomía de la voluntad más ampliamente, y como 
contrapartida las amplias facultades judiciales. 

Entonces, cuando el llamado voto negativo o disidente importe ejercicio abusivo de ese 
derecho será menester determinar cuál es la medida justa de incidencia que puede o debe tener el 
Juzgador. Ello así, porque aparecería como más equitativo en un sistema en el cual se otorgó al 
juez a su arbitrio la facultad de fulminar la propuesta del deudor, otorgar un contrapeso como la 
facultad de imponer aquella propuesta que resulte razonable cuando la negativa de su acreedor 
aparezca como abusiva o injustificada. 

Es cierto que la ley concursal ya no ofrece, cómo lo hacía durante la vigencia de la ley 19.551, 
un elenco de premisas para valorar la propuesta (art. 61),69 pero esto no obsta el ejercicio de la 
facultad judicial de acuerdo a la previsión legal expresa del art. 52 inc. 470 de la ley actual. 

El cramdown power argentino, es la única herramienta (aunque fuertemente criticada por 
cierto)71 que tiene el juez para imponer el acuerdo al que el deudor arriba con una porción de sus 
acreedores –pero que, en principio, por no alcanzar los mínimos en la totalidad de las mayorías 
exigidos por la ley resulta insuficiente para lograr la homologación del acuerdo y los efectos que 
de ello derivan-. Para que esta facultad homologatoria extendida del juez pueda ser ejercida por 

                                                           
68 Del dictamen fiscal (Alejandra Gils Carbó) Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial - Sala E - Buenos Aires, 4 
de Noviembre de 2004.- Doina S.A. s/Concurso Preventivo. 
69 [Criterio de valoración.] No deducidas impugnaciones en término o rechazadas las interpuestas, el juez se debe 
pronunciar sobre la homologación del acuerdo, por resolución fundada, en la que valora: 1) Su congruencia con las 
finalidades de los concursos de acreedores y si resulta conforme con el interés general. S) Su conveniencia económica 
respecto de la conservación de la empresa y la protección del crédito. 3) Las posibilidades de su cumplimiento y las 
garantías o medidas dispuestas para asegurarlo. 4) La existencia de causales de impugnación no invocadas. 5) Si el 
deudor, en relación a las causas que provocaron su cesación de pagos y su propia conducta, es merecedor de una 
solución preventiva. 6) La suficiencia de la contabilidad y documentación para informar con claridad los actos de gestión 
y la situación del concursado (texto según ley 22.917) 
70 [Homologación] 4) en ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley. 
71 VÍTOLO, Daniel R. La homologación de un acuerdo inexistente por parte del juez más allá de la voluntad de los 
acreedores (cramdown power), 30-10-2003 - IJ-XIV-173 - Fundación para la Investigación y Desarrollo de las Ciencias 
Jurídicas 
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éste, deben configurarse ciertos requisitos. 

Efectivamente, si no se hubieran obtenido las mayorías necesarias en todas las categorías, la 
ley faculta al juez a imponer el acuerdo a todos los acreedores quirografarios (incluidos los 
disidentes), sin embargo la ley supedita el ejercicio de tal facultad al cumplimiento de ciertos 
requisitos, que consisten en: i) Aprobación por al menos una de las categorías de acreedores 
quirografarios; ii) Conformidad de por lo menos las tres cuartas partes del capital quirografario. 
Agrega la ley como tercer recaudo la posibilidad de que los acreedores disidentes puedan elegir 
cualquiera de las propuestas acordadas en las categorías de acreedores que expresamente fueron 
aprobadas, llamando a este recaudo “No discriminación en contra de la categoría o categorías 
disidentes”; y por último exige que el pago resultante del acuerdo impuesto equivalga a un 
dividendo no menor al que obtendrían en la quiebra los acreedores disidentes. 

Más allá de las críticas basadas principalmente en una supuesta destrucción del crédito del 
acreedor disidente en caso de la posterior quiebra del deudor, la privación a los acreedores de 
utilizar el método de impugnación del acuerdo en el supuesto del ejercicio del cramdown power, 
la imprecisión sobre el universo de categorías necesarias para que sea equitativo imponer a otro 
universo de categorías el acuerdo, la mala técnica procesal, entre otras, y que no es del caso 
examinar aquí ni ahora, el único fundamento que se halló para explicar la figura –además de la 
crisis que atravesó el país al momento de recibirse la reforma introducida por la Ley N° 25.589 B.O. 
16/5/2002– fue el favorecer la prosecución de la empresa en funcionamiento.72 

Pero al margen del voluntarismo legislativo que introdujo a través de la reforma dicha figura, 
en la práctica, existen pocos antecedentes de su aplicación.73 

Los casos ocurridos han versado en supuestos de falta de obtención de las mayorías en 
categorías con algunas particularidades, por ejemplo cuando se trata de créditos fiscales o 
laborales. Con esto es necesario destacar que no se produce la aplicación del cramdown power –
es decir la imposición del acuerdo a la categoría de acreedores que cuenten con un porcentaje 
mayor de acreedores disidentes– cuando se trate de categorías de acreedores quirografarios de 
los más comunes, es decir sin características particulares y mucho menos cuando todos los 
acreedores quirografarios integren una única categoría, pues no existe previsión legal en tal 
sentido. 

Ha sido de aplicación por ejemplo en dos supuestos en los que existiendo una categoría de 
acreedores quirografarios con las mayorías suficientes para alcanzar el acuerdo, concurriendo esta 
con la categoría de acreedores quirografarios laborales esta última no obtuvo las mayorías 
necesarias. En uno de los casos, por tratarse de un único acreedor integrante de la categoría74 que 
había sido categorizado por el tribunal entendiendo que la categorización del art. 41 LCQ es 
obligatoria, y no parecía ajustado a estricta justicia que dicho acreedor pudiera frustrar la solución 
preventiva, en perjuicio del deudor y de los restantes acreedores. 

En otro supuesto, el conflicto también se suscitó entre las categorías de acreedores 

                                                           
72 Guillermo D. Hansen, Breve comentario al art. 52 de la Ley Nº 24.522. Facultades homologatorias del Juez.30-07- 
2004 - Revista de las Sociedades y Concursos -IJ-XXIX-668 
73 ASOCIACION CIVIL CLUB CIPOLLETTI S/ CONCURSO PREVENTIVO EXPTE. 17.998; JUZG. VII, Cipolletti, 27 de Mayo de 
2003 (inédito); 67126/O4 - "Ratto SA s/ Concurso Prev. s/ Incidente del Art. 250 CPr." - 04/03/2005 - CNCom Sala A; 
MARTORELLA, MABEL CLOTILDE S/ CONCURSO PREVENTIVO (PEQUEÑO) Expte. nº 22843.-MAR DEL PLATA, 28 de 
noviembre de 2007 
74 CAUSA 80518/03 - "Sucesión de Rodríguez, Juan Carlos Faustino s/ quiebra" - CNCOM - SALA D - 29/12/2005 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

933 

 

quirografarios y acreedores quirografarios laborales.75 En este proceso se retomó el conflicto 
como consecuencia de haber entendido también el tribunal que La categoría de acreedores 
quirografarios laborales ha sido instituida por la Ley 24.522, estableciendo el art. 41 la 
obligatoriedad de su constitución cuando existan acreedores laborales cuyo crédito no fuese 
privilegiado. Como consecuencia de ello, a la hora de reunir las conformidades el deudor obtuvo 
las correspondientes a los acreedores comunes, sin embargo no reclutó las suficientes en la 
mentada categoría de acreedores quirografarios laborales. En este caso el Juzgador aplicó el 
instituto del cramdown power, por entender reunidos los requisitos legales, y por la conveniencia 
social de la zona, por tratarse de un club con actividad cultural y deportiva, generador de empleo 
en la comunidad, sumado a la particularidad de que los integrantes de la categoría de acreedores 
quirografarios laborales eran ex jugadores de futbol que se encontraban desvinculados y con 
actividad en otras instituciones. 

Vemos que más allá de la reunión de requisitos legales, la aplicación de este instituto es traído 
a casos en que prima la búsqueda de la solución preventiva en contextos en los cuales un 
desenlace distinto resultaría verdaderamente disvalioso para el deudor y para los acreedores. 

Un supuesto distinto ha sido materia de tratamiento jurisprudencial, que carece de previsión 
legal pero se produce en la práctica, y es aquella que comprende a los organismos públicos, por 
ejemplo la Administración Federal de Ingresos Públicos, Dirección General de Aduanas, Dirección 
General de Recursos de la Seguridad Social, Dirección General de Rentas de cada Provincia, 
Direcciones Generales de Rentas de cada municipalidad. Como se explicó, éstos tienen sus propias 
pautas para aceptar propuestas (en realidad son dichas entidades las verdaderas proponentes y 
los deudores sólo pueden acogerse a sus exigencias) las cuales son imperativas y en caso de no 
adaptarse la propuesta del deudor a esas reglas no se logra la conformidad de los organismos. En 
un asunto en el que se vio involucrada la disconformidad de la Dirección Provincial de Rentas, se 
aplicó esta figura.76 

Como vemos, la práctica del cramdown power ha sido excepcional. La incorporación de la 
potestad judicial de imponer una propuesta de acuerdo cuando la misma no hubiera alcanzado las 
mayorías suficientes ha sido menos popular que la facultad consignada en la misma reforma para 
declarar abusiva o en fraude a la ley una propuesta de acuerdo por parte del juez, situación sobre 
la cual han corrido ríos de jurisprudencia y doctrina. 

Cabe subrayar que si bien la norma nada dice al respecto, parte de la doctrina ha sostenido que 
el cramdown power goza de la posibilidad de su aplicación oficiosa; pero de empleo prudente.77 
Por supuesto a instancia del deudor también podría disponerse. Sin embargo, aquél pedido 
doctrinario de prudencia ha calado hondo, pues son escasos los casos en que se ha visto su 
aplicación. 

Es dable destacar que esta figura resulta de empleo en el supuesto que el deudor haya 
establecido categorías diferenciadas dentro de su pasivo quirografario. Pues de lo contrario el 
pasivo quirografario debe considerarse como un todo único, en cuyo caso la falta de conformidad 
de uno o de varios acreedores haría inaplicable la figura del cramdown power, pues esta habilita 

                                                           
75 ASOCIACION CIVIL CLUB CIPOLLETTI S/ CONCURSO PREVENTIVO, EXPTE. 17.998; JUZG. VII, Cipolletti, 27 deMayo de 
2003 
76 MARTORELLA, MABEL CLOTILDE S/ CONCURSO PREVENTIVO (PEQUEÑO) Expte. Nº 22843.- MAR DEL PLATA, 28 de 
noviembre de 2007 
77 BARREIRO, Marcelo G. ; Javier A. LORENTE; E. Daniel TRUFFAT La Aplicación de la Facultad Prevista en el Art. 52.2.B 
de la Ley 24.522 El “Cramdown Power” En el Derecho Argentino. 
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su utilización cuando en alguna de las categorías se hayan obtenido las conformidades suficientes 
y no en otra u otras. Evidentemente la redacción del art. 52.2b no permite su aplicación en casos 
de inexistencia de al menos dos categorías diferenciadas de acreedores, dentro del mismo rango. 

Veremos cómo será aquél supuesto, en el que no resulta funcional el cramdown power, que 
podría ensayarse el empleo la propuesta contenida en el último punto de este trabajo, relacionada 
con la censura del abuso del derecho, cuando este se configure en cabeza del acreedor disidente. 

Una discusión aparte puede desarrollarse en torno a si sería aplicable el cramdown power 
sobre los acreedores con privilegio general. 

Como veremos esta cuestión no es pacífica. Pues autores han sostenido una posición y luego 
otra, en el mismo trabajo citado en la nota 37 (562) de este, los autores exponen que: “habíamos 
anticipado, a poco de salida la ley, una postura contraria diciendo: “Esta imposición no puede 
hacerse respecto de los acreedores privilegiados que no hubiesen aceptado el acuerdo (inc. 3°), 
agregado innecesario pues tanto del inciso 2° primer párrafo, como del apartado “b” del mismo, 
surge palmario que la imposición judicial será sólo respecto de los acreedores quirografarios”. 
Pero una revisión del tema nos ha dejado más dudas que certezas al respecto, pues no resulta 
imposible pensar si ¿no podría imponerse un acuerdo a los acreedores privilegiados –sólo 
generales obviamente- cuando no se hubiera supeditado la aprobación del concordato a la de 
dicha clase?” 

Vemos que resulta difícil sostener a ciencia cierta una solución, sobre todo porque la falta de 
casuística no ha permitido el contraste con la realidad y determinar las consecuencias de su 
aplicación o no. Más allá de las especulaciones científicas en la materia, el camino lo marca luego 
el contraste empírico, lo que no ha sucedido. 

Sin perjuicio de esto último, parece a todas luces que ante la existencia de acreedores con 
créditos a los que corresponda un privilegio, si en primer lugar el deudor los hubiera clasificado en 
distintas categorías, si luego sobreviniera la obtención de las conformidades en al menos una de 
esas categorías mientras que se reúnan por lo menos las tres cuartas partes del capital de todos 
los acreedores con privilegio especial, y que se cumplan los dos restantes requisitos de i) no 
discriminación y ii) que el pago resultante del acuerdo impuesto no resulte menor al que 
obtendrían en la quiebra los acreedores disidentes, nada obsta su ejercicio. 

Lamentablemente la redacción de la norma genera dudas para la adopción de una postura 
tajante. Debiendo estimarse en el caso concreto su viabilidad, en orden a las consecuencias que en 
un supuesto real podría traer aparejado. 

El abuso de derecho. Art. 10 del Código Civil y Comercial de la Nación, es una opción no 
utilizada pero que merece análisis en cuanto a su aplicación al tema tratado. 

Salvo el supuesto del cramdown power descripto en el punto precedente, no existen normas 
expresas en la ley concursal o en otro microsistema que habiliten al juez a imponer el acuerdo al 
acreedor “hostil” o “reticente”. 

A pesar de ese límite, dicha facultad puede enmarcarse en la utilización de las normas 
contenidas en la ley de fondo, como veremos en los párrafos siguientes. 

Tanto la formulación de una propuesta disvaliosa por el deudor, como el llamado voto negativo 
por parte de algún acreedor “imprescindible” cuando la propuesta es “razonable” comportaría un 
potencial abuso de derecho. Y en ninguno de los dos supuestos cabe ser admitido, porque 
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contraría el principio de “buena fe” consagrado en el art. 9 CCCN. Además, el ejercicio de los 
derechos nunca puede ser permitido abusivamente (CCC, art. 10), siendo el juez quien debe poner 
el límite a tal circunstancia cuando se configura. 

Repasando conceptos generales, antes de adentrarnos en la aplicación de éstos al tema que 
nos ocupa, cabe citar a Lorenzetti en tanto define que “La buena fe cumple una función correctiva 
del ejercicio de los derechos. El comportamiento correcto definido conforme a un standard 
objetivo señala un “deber ser” respecto de cómo deberían actuar las partes, y en virtud de su 
origen legal e imperativo se constituye en un control y en un límite”.78 

Según el comentario contenido en la misma obra, la buena fe es “fuente de deberes 
secundarios de conducta y como elemento correctivo del ejercicio de los derechos”, y 
precisamente agrega un concepto muy interesante de traer al análisis de este trabajo y es que 
bajo el prisma de la buena fe “el juez debe considerar la intención del sujeto, su estado psicológico 
o íntima convicción en relación a la situación dada”.79 En este caso, la conducta a considerar será 
la del acreedor disidente. 

A su vez, la obra al referir al “abuso del derecho”, lo describe como un “contexto para 
desnaturalizar, obstaculizar o impedir el ejercicio de un derecho”. Así veremos, como aquél 
acreedor disidente deberá pasar el tamiz de la buena fe y del ejercicio prudente de su derecho a la 
hora de negar el apoyo a la propuesta concordataria, siempre que no existan explicaciones 
razonables o justas para esa negativa. 

En el análisis del abuso del derecho relacionado con la admisibilidad de una propuesta de 
acuerdo preventivo, el juez debe apreciar objetivamente si el deudor, en el ejercicio de su 
derecho, ha contrariado la finalidad económico- social de aquél, que está dada no sólo por la 
superación de la situación de crisis sino que también está definida por el logro de una finalidad 
satisfactiva del derecho de los acreedores.80 

En este punto cabrá formularse el análisis desde el punto de vista contrario. El juez deberá 
apreciar si el acreedor –fundamental a la formación del acuerdo por la circunstancia que sea– en 
el ejercicio de su derecho desbarata la solución concursal que también se vincula no solo al 
objetivo de permanencia del deudor, sino a la finalidad satisfactiva de todos los acreedores. Los 
restantes acreedores. 

La homologación debe atender a los múltiples intereses en juego dentro del proceso concursal, 
y debe recordar el juez lo que tantas veces se ha repetido, y otras tantas se ha olvidado: el 
acuerdo preventivo no es un favor o beneficio exclusivo para el deudor.81 También importa una 
tabla de salvación para los acreedores, raramente exentos de responsabilidad en la catástrofe de 
su deudor.82 

Y siguiendo este criterio resulta de aplicación, la cita de autos caratulados "CORRUGADORA 

                                                           
78 RUY ROSADO DE AGUILAR según cita Código Civil y Comercial de la Nación Comentado. Lorenzetti, Ricardo Luis 
Director. 1ra Edición. Santa Fe. Rubinzal-Culzoni 2014, pág. 56. 
79 Ob.cit.Código Civil y Comercial de la Nación Comentado 
80 Cfr. en esa línea, voto de los Dres. Lorenzetti, Fayt y Zaffaroni, en el fallo de la C.S.J.N., S.620.XLII, “Sociedad 
Comercial del Plata S.A. s/ concurso preventivo”, del 20/10/2009. 
81 BARREIRO, Marcelo G. Javier A. LORENTE; E. Daniel TRUFFAT, La Aplicación de la Facultad Prevista en el Art. 52.2.B de 
la Ley 24.522 ( El “Cramdown Power” En el Derecho Argentino. 
82 CÁMARA, Héctor, El concurso preventivo y la quiebra, Depalma, vol. II, págs. 1126/7, con citas de Bolaffio y de una 
sentencia del tribunal de apelación de Roma del 12-12-22. 
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CENTRO S.A GRAN CONCURSO PREVENTIVO”,83 utilizada para valorar una propuesta de acuerdo 
formulada por el deudor, relativo al análisis del abuso del derecho que desarrolla la Dra. 
Kemelmajer de Carlucci en autos “Pedro López e Hijos S.A.C.I.A. s/ Concurso Preventivo” LLGran 
Cuyo, diciembre 2003, 902), donde concluye -frente al cuestionamiento de hasta dónde puede 
ejercer tal imperio el tribunal, cuál es el límite, “¿cuándo empieza el juez a gobernar, a exceder lo 
peticionado por las partes, a contrariar la voluntad negocial, a intentar modificar las pautas 
culturales, etcétera?-, afirmando “Tengo el convencimiento de que el legislador de la ley 25.589 
transó en esta polémica; lo hizo con gran eclecticismo; ni excesivamente publicista, ni demasiado 
privatista y dio la razón a quienes sostenían que el art. 52 de la ley 24.522 no era una isla, sino una 
norma que respeta la autonomía de la voluntad de los acreedores, pero la integra en un sistema 
que no tolera la flagrante violación al abuso del derecho ni al fraude; seguía campeando, pues, la 
buena fe, la moral, las buenas costumbres, el orden público”. 

En el referido fallo se refrenda que La teoría del Abuso del Derecho es un principio general del 
derecho, por ello incorporado en la parte general del Código Civil a través de la ley 17.711. Ha 
explicado Josserand –primer autor que la sistematizó– que cuando el legislador nos confiere una 
prerrogativa, no es para que hagamos de ella cualquier uso, ya que aquél ha tenido en vista un 
objetivo determinado. Toda institución –sigue diciendo– tiene un destino, que constituye su razón 
de ser y contra la cual no es lícito levantarse; cada derecho está llamado a seguir una dirección 
determinada y no pueden los particulares cambiarla a su antojo en otra diferente. De esta manera 
se ha impuesto una concepción más social del derecho.84 Precisamente por ser una reacción 
contra el legalismo, se insiste en la necesidad de que los jueces hagan un uso restrictivo del 
instituto; solamente cuando aparezca manifiesto el antifuncionalismo debe acudirse a este 
remedio excepcional.85 

Por eso sostengo sin temor a equivocarme que todos estos conceptos harto desarrollados para 
censurar propuestas formuladas por los acreedores son hábiles para tachar conductas de 
acreedores disidentes que retaceen su conformidad con el acuerdo, no movidos por fines 
genuinos, sino por otros queimporten un ejercicio abusivo de su derecho, es decir motivados por 
fines extraños a los objetivos del derecho concursal que como parafraseamos es el de facilitar una 
reestructuración ordenada del pasivo, incluyendo sacrificios razonables para los acreedores y -
claro está- también para el deudor (fallo Urtubey citado). 

Así veremos como el desarrollo realizado en el año 2005 sobre el abuso de derecho para 
resolver sobre la abusividad d la propuesta ofrecida por Corrugadora Centro SA, resultaría 
completamente aplicable al acreedor disidente. Dos frases de aquél fallo sellan la conclusión: 
“Sentado entonces que el tribunal está legitimado de oficio a analizar la legalidad aún sustancial 
de la propuesta, y aún ello de oficio, ante el acuerdo habido y no impugnado, cabe determinar que 
en ese camino, el juez del concurso puede valerse de toda la información posible, y recabarla de 
las partes, como del órgano sindical” y “Se ha de llegar a la conclusión de que se encuentran 
probados los elementos constitutivos del abuso: -la existencia de la conducta tachada como 
contraria a los fines de la norma; -el daño que el desvío produce; la relación causal”. 

En efecto, el juez puede y debería reunir aquella información que lo habilite a determinar las 

                                                           
83 Córdoba, veintitrés de Septiembre de dos mil cinco. 
84 Josserand, Louis, De l´espirt des droits et de leer relativité (Théorie dite de l´abus des drotis), 2° Ed., París 1939 citado 
en “Belluscio y otros CODIGO CIVIL y leyes complementarias – COMENTADO, ANOTADO Y CONCORDADO, Ed. Astrea, Bs. 
As. 1984, p.53. 
85 Adorno Luis O., Abuso del Derecho, Zeus, 16-D-21. 
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verdaderas motivaciones del acreedor disidente cuando la propuesta resulte razonable y/o justa 
usando del imperio que goza con tal finalidad, y en ese caso entrar en el análisis sobre la conducta, 
si acaso contraría la finalidad de la norma, y cuál es la consecuencia del ejercicio por parte del 
acreedor del derecho en esos términos. 

Evidentemente conspira contra esta propuesta un prejuicio social arraigado, y es la idea que el 
deudor generalmente tiene la voluntad de concursarse para perjudicar a los acreedores y sólo con 
dicha finalidad. Pues se cree, que el deudor en vez de gastar recursos en reencauzar su actividad y 
ser exitoso, prefiere desperdiciarlos en procesos que generalmente lo exceden, lo superan desde 
su capacidad técnica, y lo desbordan en el marco de lo social y familiar, sin siquiera considerar que 
su frustración podrá llevarlo a la quiebra. (recordemos lo señalado sobre el alto porcentaje de 
empresas familiares que conforman las economías nacionales y que son las que recurren a 
estosprocesos). Pues parece que el deudor (humano o jurídico) en el imaginario colectivo tiene 
una tendencia masoquista, que canaliza a través de los procesos concursales. 

Pero si disipáramos este pre-concepto, y asumiéramos que el fracaso de una actividad 
productiva es un resultado normalmente posible, y mayormente no querido por el empresario, 
pues de saberlo a priori seguramente hubiera elegido otra actividad, podríamos considerar que el 
ejercicio abusivo de los derechos en el proceso concursal no sólo puede estar en cabeza del 
deudor, sino que con un nuevo prisma y una intelectualidad más vasta alcanzaríamos a 
comprender que el acreedor puede caer en estos ejercicios abusivos, e igual que el juez en ningún 
caso homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley, el juez en ningún supuesto debería 
permitir el ejercicio abusivo del  derecho de “votar” o conformar la propuesta del deudor cuando 
esta reúna los parámetros de razonabilidad acordes al contexto, actividad, conducta procesal, 
consecuencia social, y otras valoraciones que quepa hacer en cada caso. 

Creer que el deudor (empresa familiar) va a poder ejercer un derecho abusivamente en 
perjuicio de grandes entidades bancarias que doblegan su voluntad a lo largo de la mayoría de las 
contrataciones, con intereses difusamente establecidos, con entrega de escasa documentación de 
las operaciones de crédito que otorgan, entre otros ejemplos, es de una ingenuidad pasmosa. Y 
considerar paralelamente que el ejercicio de los derechos como acreedor de tales entidades es 
apegada a las normas y al ejercicio regular de los derechos es igualmente cándido. 

Por eso, como el cramdown power ha sido la contra cara de la facultad de desestimar una 
propuesta por abuso o fraude, y ha fracasado como tal ya que ha sido tímidamente utilizado, 
fervientemente estimo que debe abrirse un nuevo camino hacia la valoración de la conducta de 
los acreedores cuando existan razones que lo justifiquen y resulten a la postre de pruebas o 
indicios ciertos de ejercicios abusivos por parte de aquellos. 

El juez cuenta con los elementos legales y el imperio suficiente para ingresar en ese análisis, 
pero probablemente sólo podrá hacerlo, siendo imparcial y despojado de prejuicios y pre-
conceptos, re entendiendo la realidad que nos circunda y que comienza claramente en el primer 
capítulo de este trabajo. 

Es cierto que el juicio sobre la homologabilidad de una propuesta de acuerdo al esquema legal 
vigente, debe tener en cuenta dos principios interpretativos cardinales, a saber, el de la 
"razonabilidad" y el del "carácter restrictivo" del instituto del abuso del derecho.86 

                                                           
86 CNCom., sala D: Editorial Perfil SA acuerdo preventivo extrajudicial -2ª Instancia. — Buenos Aires, 19 de  septiembre 
de 2007 
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La afirmación citada es de plena aplicación respecto del acreedor disidente, pues el juez deberá 
analizar la razonabilidad de la propuesta formulada por el deudor, en contraposición con la 
conducta del acreedor o acreedores que no la conforman, y en su caso valorar si hay abuso de su 
derecho a votar o a negar la conformidad, y dicha apreciación tiene que ser atendiendo al carácter 
restringido de la tacha sobre tal abuso, poniendo dentro de los ingredientes a evaluar otros 
elementos. 

Relacionados a la propuesta, deberá apreciar: 

La diversidad de soluciones, empero, puede tener coto a la luz de ciertas pautas de 
delimitación negativa de lo que sería una propuesta abusiva. Así, por ejemplo, habrá de verse que 
la propuesta: 1) no proponga la remisión total de los créditos; 2) traduzca alguna ventaja o 
beneficio a favor de los acreedores; 3) no implique una promesa del deudor de pagar menos de lo 
que puede pagar; 4) no prometa un dividendo inferior al que los acreedores podrían obtener si se 
liquidasen los bienes; 5) no imponga sacrificios desmedidos a los acreedores disidentes; 6) no 
difiera el pago sin fecha, o a época indeterminada; 7) no discrimine a los acreedores de una misma 
categoría por su calidad de concurrentes (verificados o declarados admisibles) o no concurrentes, 
prometiéndoles a aquellos una prestación que se niega a estos últimos; 8) no desnaturalice el 
derecho de los acreedores o imponga a algunos pautas arbitrarias aceptadas por la mayoría; 9) no 
desatienda el contexto económico y social del país; etc.87 

Asimismo, debe ponderarse en cada caso, no sólo la propuesta en sí, sino también la 
subsistencia de la concursada como fuente generadora de empleo, esto es, si el deudor es o no 
dador de empleo.88 

La situación de la economía local en el momento de la toma de la decisión, sea a nivel nacional 
o aún a nivel particular del lugar donde se debe valorar, pues muchas veces dentro de un país las 
economías regionales pueden sufrir afectaciones diversas. 

Que la propuesta formulada importe un reparto equitativo de los sacrificios entre el deudor y 
acreedores, pues de eso se trata el proceso concursal. 

Que la propuesta de pago signifique un beneficio para los acreedores mayor que el dividendo 
que pudieren obtener en una liquidación de quiebra, encomendándose al síndico o funcionario 
concursal la estimación del pago en una hipotética falencia, en confronte con el pago en el marco 
del concurso preventivo 

Si la frustración de la solución concursal importa la pérdida de puestos de trabajo y su 
incidencia local, y la afectación de producción o de prestación de un servicio en un contexto 
determinado. 

 

La actividad fundamental de la concursada.89 

Otros tantos componentes relativos al acreedor o acreedores disidentes deberán considerarse, 

                                                           
87 Conf. Heredia, P., ob. cit., t. 5, ps. 829/830. 
88 Conf. Boquin, G, La propuesta abusiva y la readecuación de la propuesta, en AA.VV., Derecho Concursal Argentino  e 
Iberoamericano, V Congreso Argentino de Derecho Concursal y III Congreso Iberoamericano sobre la Insolvencia, Ad-
Hoc, Buenos Aires, 2003, t. II, p. 429, esp. p. 445. 
89 “no es dudoso el carácter de empresa de interés público que tiene la concursada.” CNCom., sala D: Editorial Perfil SA 
acuerdo preventivo extrajudicial 2ª Instancia. — Buenos Aires, 19 de septiembre de 2007. 
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para estimar si su negativa a prestar conformidad puede importar una conducta abusiva. Debo 
destacar, en primer término y previo al análisis siguiente que estar en posición dominante no es 
sinónimo de obrar abusivo. 

Pero el juzgador deberá valorar para desestimar una conducta abusiva, por ejemplo: 

La conducta a lo largo del proceso del acreedor o acreedores disidentes. 

Si los acreedores disidentes conforman un grupo económico o están asociados de algún modo. 

Si los discrepantes tienen actividad afín o en competencia con la del deudor concursado, y 
sobre todo si existe alguna ventaja para el acreedor con la quiebra del deudor. 

El impacto de la quiebra sobre los restantes acreedores. Claramente no es el mismo efecto para 
un acreedor entidad bancaria o financiera que resulte titular de dos créditos, uno con privilegio 
especial sobre un bien determinado y otro quirografario con magnitud suficiente para frustrar la 
solución concursal, que acreedores vinculados a la producción o provisión del deudor. 

Si el o los acreedores disconformes son acreedores profesionales, con potencia económica, o 
acreedores no profesionales, es decir acreedores con poca relevancia económica. Y a partir del 
discernimiento de tal situación, considerar que el acreedor fuerte es el que está siempre en 
condiciones de especular y puede esperar porque tiene sus arcas llenas, mientras que el acreedor 
con menor significancia económica es quien necesita recuperar el crédito y posiblemente necesite 
de la continuidad de la actividad del deudor, y es este último el que va a negociar en un pie de 
mayor igualdad con el deudor. La solución que va a aceptar este acreedor es más cercana a la 
solución que puede dar el deudor. 

Si hay indicios que la conducta del acreedor pueda ser extorsiva. Hay que advertir sobre 
aquellos acreedores que si bien al amparo de lo dispuesto por el artículo 833 del Código Civil y 
Comercial de la Nación que establece que “El acreedor tiene derecho a requerir el pago a uno, a 
varios o a todos los codeudores, simultánea o sucesivamente”, ejercen dicho derecho en algunos 
supuestos abusivamente. 

Como se verá del desarrollo siguiente, dicha circunstancia abusiva se convalida por palmaria 
contradicción con lo dispuesto por el art. 743 del mismo cuerpo legal, que establece que si bien el 
acreedor puede exigir la venta judicial de los bienes del deudor, dicha facultad se circunscribe sólo 
en la medida necesaria para satisfacer su crédito. 

Es decir que el acreedor podrá o debería al menos ejecutar al deudor o deudores en la medida 
que sea suficiente para su satisfacción, y no más allá de ello. 

En este sentido, es menester recalcar que algunos acreedores -generalmente financieros y 
bancarios- en el marco de la suscripción de contratos conexos, derivan en conductas abusivas 
exigiendo de directores y accionistas en estado de necesidad suscribir instrumentos de garantías, 
que deriva en la presentación en concurso de tales garantes, gozando aquellos acreedores de 
posiciones de preponderancia en concursos de tales personas físicas. 

Generalmente las obligaciones de garantía carecen de verdadero sentido económico 
financiero, por la desproporción de los otros patrimonios que garantizan el crédito, confrontado 
con el patrimonio de las deudoras principales. 

Así, las causas de esas fianzas son sólo un intento de lograr cobrar la acreencia en mayor 
medida que los restantes acreedores de la deudora principal (generalmente una sociedad con 
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actividad productiva), y con la finalidad de ejecutar personas físicas cuyas garantías (patrimonios) 
son generalmente notablemente inferiores a las restantes garantías que tiene en el patrimonio de 
aquella deudora principal. 

Entonces cabrá preguntarse al juzgador ¿qué lleva al acreedor a retacear conformidades en 
multiplicidad de procesos? Y en procesos de deudores fiadores con patrimonios inferiores al de su 
deudora principal. La pregunta es inexorable si se analiza que en muchos casos alguna porción del 
crédito del disidente respecto de la porción quirografaria goza por otra porción de privilegio 
especial hipotecario en el concurso principal. 

Y si las respuestas a dicho interrogante generan suspicacias, vinculados cuanto menos el 
ejercicio abusivo del derecho contra obligados cuyos patrimonios son inferiores a los de los demás 
obligados que garantizan suficientemente el crédito que –en caso de ser reconocido cierto y 
firme– podrán ser percibidos de la garantía hipotecaria, podría bien imponerse una solución 
preventiva mediante la aplicación del abuso del derecho. 

Pues dicha conducta esboza como resultado, la violación de la igualdad de los acreedores en el 
concurso, valiéndose para ello de la posición predominante. 

Siguiendo con la idea esgrimida, las garantías personales generalmente carecen de toda 
proporcionalidad con la responsabilidad patrimonial del fiador, situación conocida por el acreedor, 
y que por otra parte en muchos casos cuenta con garantías holgadas. Sin embargo, retacea la 
conformidad a la propuesta por la porción quirografaria en la intención de obtener alguna ventaja 
adicional, o en el convencimiento que gozando de créditos privilegiados al menos aquellos le serán 
satisfechos. Esto no puede ser ignorado por el Juzgador. 

Otra conducta que no puede soslayarse que exista es la compra de créditos que adquieran 
significancia por un mismo acreedor que luego niegue la conformidad al acuerdo. 

La cesión de créditos siempre se ha censurado considerando que puede ser un mecanismo para 
lograr de forma fraudulenta la homologación del acuerdo, pero otro tanto puede ocurrir a la 
inversa, es decir con la finalidad de frustrar el acuerdo por algún acreedor interesado en destruir la 
competencia o adquirir o absorber de modo más económico a su competidor. 

Interesa entonces destacar, que estas situaciones no pueden constituirse en el medio para 
obtener resultados inmorales, ilícitos o contrarios a las buenas costumbres o abusivos de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 10 del CCC. 

Como vemos, la negativa del acreedor puede carecer de justificación e incurrir en una clara 
conducta abusiva en los términos del art. 10 del CCC, que debe ser subsanada por el juez, a fin de 
evitar las consecuencias disvaliosas para toda la comunidad derivadas de aquella conducta. 

 

Conclusiones. 

En esta última parte, trataré de dar respuesta a los interrogantes planteados como premisas 
para el presente análisis. A las dos primeras preguntas ¿creemos que ante la existencia de 
acreedores disidentes el juez puede tomar la iniciativa de considerar conveniente el acuerdo, y 
entonces imponerlo?, y ¿si las normas contenidas en la ley vigente facultarían al juez a imponer el 
acuerdo al acreedor disidente?, la respuesta será conjunta. 

En primer término hemos de considerar si estamos ante la convicción del juez sobre valoración 
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positiva de la propuesta formulada por el deudor. Sea dicho beneplácito como consecuencia de los 
términos económicos financieros favorables de la propuesta, o bien sea para evitar el mal mayor 
de la quiebra en el contexto en que dicha consecuencia importaría un recupero aún menor del 
crédito por parte de los acreedores. 

En segundo lugar esa comunidad de acreedores en realidad no pueda conformar una mayoría 
suficiente como consecuencia del porcentaje en cabeza de un acreedor con preponderancia 
suficiente para condicionar la homologación. 

En estos casos la respuesta será positiva, el juez tiene facultades para imponer los términos del 
acuerdo al acreedor o acreedores disidentes; y podrá hacerlo mediante la herramienta del 
cramdown power conforme lo prevé la propia ley concursal o bien puede imponerlo por vía de 
aplicación del abuso del derecho previsto por el art. 10 CCCN. 

Del mismo modo que luego de la sanción de la Ley 24.522, en su versión original, parte de la 
doctrina sostenía que la falta de previsión expresa de las normas sobre la facultad del juez de 
analizar el mérito de la propuesta no impedía juzgar improcedente y rechazar un acuerdo cuando 
se configurara abuso o fraude, aplicando el mismo criterio, parece que más allá de la existencia 
precisa del cramdown power nada impide que el juez a pedido de parte, o aun de oficio, si 
existiera una conducta abusiva –yo agregaría y que resulte indubitable– por parte de un acreedor 
no pueda hacer uso de las herramientas legales contenidas en la ley de fondo y a través de lo 
dispuesto por el art. 10 CCCN imponga al acreedor disidente y abusador los términos del acuerdo. 

Sobre las causales que justificarían imponer el acuerdo a acreedores disidentes que verán 
producidos respecto de sus créditos el efecto novatorio, es menester volver al primer punto de 
este trabajo. Cuando referí a las finalidades del proceso concursal y el beneficio de su existencia 
para la comunidad. 

Del mismo modo que dicho proceso debe ser entendido como un instrumento útil a la sociedad 
en su conjunto y al funcionamiento de los engranajes económicos y sociales, conferir al juez la 
facultad de imponer el acuerdo a los acreedores disidentes cuando la resistencia de estos exceda 
el ejercicio regular de su derecho de conformar la voluntad del acuerdo parece cumplir o ser 
funcional precisamente a dicha utilidad. 

Tal imposición debe ser velando por los intereses del deudor, tutelando los de los restantes 
acreedores (favorables al acuerdo), y aún por los acreedores disidentes. 

Pues el juez debe realizar un control de mérito, el mismo que realiza para desestimar la 
propuesta que considera abusiva, pero para imponer aquella que considera justa, moderada, 
sensata, equilibrada, razonable basada en el interés de la comunidad referida en el primer capítulo 
(2.1.), y analizando la conducta del acreedor si existen indicios de que esta pueda estar teñida de 
intereses contrarios a los considerados por la normativa que rige la cuestión. 

Agregaré y daré respuesta a una última pregunta que es ¿si resulta necesaria una reforma de la 
LCQ en sentido que habilite al juez expresamente a imponer al acreedor reticente la propuesta 
formulada por el deudor? 

Creo evidentemente que no. Las normas existentes en la ley concursal podrían mejorarse, pero 
si existe la voluntad de corregir conductas distorsivas de la finalidad e intereses de dicho cuerpo 
legal, las normas están en la ley de fondo. 
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CAPÍTULO TRES. 

LOS EFECTOS DEL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN RESPECTO A LOS ACREEDORES NO 

CONCURRENTES Y DISIDENTES EN LA LEGISLACIÓN CONCURSAL CHILENA. 

 

Juan Luis GOLDENBERG SERRANO – Chile 

 

 

 

Contexto del nuevo sistema concursal chileno (Ley N° 20.720). 

El presente Capítulo tiene por objeto dar cuenta del tratamiento del ordenamiento concursal 
chileno respecto a los acreedores no concurrentes y disidentes a un acuerdo de reorganización. El 
tema merece ciertas observaciones preliminares a partir de las cuales se ha construido el trabajo 
que se presenta a continuación. En primer término, la normativa concursal chilena fue 
recientemente reformulada por medio de la Ley N° 20.720 (en adelante, la “LRLAEP”),90 lo que ha 
justificado que el estudio de los efectos del acuerdo respecto a los acreedores no concurrentes y 
disidentes no haya tenido aún mayor atención por parte de nuestra doctrina y jurisprudencia (si 
bien destacaremos las excepciones al punto), pero, también, la necesidad de ofrecer un 
contrapunto con la normativa hoy derogada. Este segundo aspecto nos ha parecido fundamental 
puesto que ha existido una cierta visión transversal a nivel nacional de que el nuevo tratamiento 
de la reorganización concursal se ha centrado en ciertas modificaciones de nomenclatura respecto 
a la antigua Ley de Quiebras, desconociendo ciertos cambios estructurales que han incidido en su 
filosofía. Lo que pretendemos ahora es dar cuenta de estos últimos cambios, no desde la lógica de 
la privatización de esta área del derecho (que se advierte en uno y otro modelo), sino de la forma 
en que se lleva a cabo la negociación y los poderes que se otorgan a los acreedores que forman 
parte de ella. 

Una segunda reflexión que destacamos es que la normativa vigente no hace especial referencia 
a los acreedores no concurrentes y disidentes, de modo que su régimen jurídico debe observarse 
principalmente a partir de dicho silencio y a la configuración dogmática de un sistema orgánico-
asambleario y a las bases para la justificación de un principio mayoritario. Con este fin, deberemos 
efectuar una distinción entre las normas que confieren derecho a voto a los acreedores, por medio 
de las reglas destinadas a crear una nómina de créditos reconocidos, de aquellas que fijan los 
efectos jurídicos del acuerdo de reorganización aprobado. Al efecto, a diferencia de la regulación 
concursal derogada, la LRLAEP distingue ambos aspectos sin observar puntos de unión entre uno y 
otro. Las reglas para la determinación del pasivo no se construyen como una fórmula para 
deslindar las consecuencias jurídicas del acuerdo, sino como un medio para determinar quienes 
podrán formar parte de la voluntad colegial que terminará determinando el futuro de la Empresa 
Deudora, sea mediante la aprobación o rechazo de la propuesta presentada por el deudor. Sin 
embargo, tratándose de una formulación basada en expedientes privatistas, la lógica no se 
estructura completamente en torno a la noción de la autonomía privada, en la medida en la que se 
aprecia la existencia de intereses colectivos (no generales, como los que supone una construcción 
publicista) que se superponen a los particulares de cada acreedor. De este modo, la voluntad 
mayoritaria, especialmente si se encuentra cualificada en torno a su magnitud, hace suponer una 

                                                           
90 Acrónimo que se obtiene de la identificación de la normativa concursal chilena como Ley de Reorganización y 
Liquidación de Activos de Empresas y Personas. 
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mayor racionalidad económica de los sujetos para el diseño de una solución concursal acorde a la 
finalidad satisfactoria propia del concurso. 

Por otro lado, la extensión de los efectos a los acreedores no concurrentes o disidentes, 
justificada por la lógica de dicho principio mayoritario, se basaría en ofrecer un modo único de 
solución a la tragedia del recurso común al que se enfrentan los acreedores ante la desgracia 
patrimonial de su deudor. El propio concepto de “unidad de foro” da cuenta de la profundidad de 
tal planteamiento, al tiempo en que no parece posible pretender la reestructuración empresarial 
si acaso una parte de los acreedores pudiesensustraerse de esta forma de solución. Sin embargo, 
el problema se presentará cuando el principio mayoritario sea matizado por medidas de tutela a 
los acreedores minoritarios o ausentes, caso en el cual suelen plantearse reglas basadas en la 
igualdad de trato o, incluso, en la verificación de un comportamiento de buena fe al tiempo de la 
emisión del voto por parte de los acreedores. El ordenamiento concursal chileno sólo parece 
apuntar al primero de tales aspectos, con normas que admiten distinciones, sea creando 
categorías de créditos (aunque tipificadas en créditos garantizados y valistas), sea permitiendo 
excepcionalmente distinciones al interior de dichas clases. Pero el segundo elemento, esto es, 
aquél relativo a la buena fe, no se plantea con claridad en la LRLAEP (como tampoco se hacía en 
las legislaciones anteriores), cuestión que se oscurece al tiempo de apreciar que las facultades del 
tribunal para la revisión del contenido del acuerdo se ofrecen claramente disminuidas en el 
contexto legislativo chileno. 

Para la comprensión de todos estos puntos, el presente capítulo se plantea del siguiente modo: 
en primer término, se analizarán los aspectos claves para la comprensión del nuevo sistema 
concursal chileno, dando cuenta de los elementos considerados para su reformulación y la 
configuración de sus presupuestos subjetivo y objetivo. Luego, se analizarán las consecuencias 
vinculadas al inicio de un procedimiento concursal de reorganización, dando cuenta especialmente 
de sus efectos expansivos a toda clase de acreedores (sean o no concurrentes), asociando ello a la 
protección de la negociación y a la supervivencia de la empresa al menos durante dicho periodo. 
Posteriormente, se analizarán las reglas relativas a la determinación del pasivo, con la intención de 
dar cuenta de su conexión con la integración de sus titulares a la junta de acreedores y la 
asignación del derecho a voto, y, especialmente, con su paralela desconexión con los efectos 
sustantivos del acuerdo. Todo ello, para culminar tratando las consecuencias jurídicas del acuerdo, 
para lo cual se examinarán elementos relativos a su contenido, con especial referencia a la materia 
que nos interesa, tales como la configuración de las clases y categorías, las reglas de igualdad y sus 
excepciones, y la tipología de los créditos (garantizados, valistas y subordinados) para entender los 
efectos jurídicos que se producen respecto a cada uno de ellos. 

Al menos desde la entrada en vigencia de la Ley N° 18.175, de 28 de octubre de 1982, la 
legislación concursal chilena se había desprendido de los antecedentes claramente publicistas que 
habían teñido varios de los modelos normativos precedentes. Lo había hecho a partir de un 
sistema marcadamente privatista,91 en el sentido de que los destinos de los bienes y actividades 
del deudor habían sido entregados a los designios de los particulares, especialmente a los 
acreedores, con ciertas limitaciones que fueron desapareciendo con el curso de las continuas 
reformas legales efectuadas con la finalidad de facilitar la negociación.92 Con ello, la denominada 

                                                           
91 GOLDENBERG SERRANO, Juan Luis, La visión privatista del Derecho concursal, Santiago, Thomson Reuters La Ley, 
2015, passim. 
92 Como indicaba SANDOVAL LÓPEZ, Ricardo, Derecho comercial, La insolvencia de la empresa. Derecho concursal: 
quiebras, convenios y cesiones de bienes, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2007, t. IV, p. 164, “La nueva normativa 
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“junta de acreedores” se posicionaba como órgano deliberativo fundamental y, sea en fórmulas de 
quiebra o de convenios, se articulaba como el medio de expresión de una voluntad colectiva que 
soberanamente diseñaba el modo de dirigir las actividades para obtener, bajo su criterio, una 
maximización de sus posibilidades de cobro. El síndico pasaba a ser un órgano esencialmente 
ejecutor de tales deliberaciones (artículo 27, número 22, del mismo cuerpo legal)93 e, incluso en 
aquellos casos en los que las reglas aplicables parecían otorgarle cierta autonomía, se debía 
exclusivamente a los intereses comunes de los acreedores (artículo 27, inciso primero, del Libro IV 
del Código de Comercio).94 Los tribunales de justicia, por su parte, sólo intervenían a los efectos de 
verificar el cumplimiento de las condiciones necesarias para dar apertura a los respectivos 
procedimientos y para resolver los casos en que se plantearan problemas de naturaleza 
estrictamente jurídica, necesarias para la configuración de la mentada voluntad colectiva, 
despojándosele de cualquier forma de intervención en cuanto al contenido económico del 
acuerdo. 

No obstante, como señalan Contador Rosales y Palacios Vergara, la idea matriz de la Ley N° 
18.175 se encontraba en un fortalecimiento de la fórmula liquidatoria, en el siguiente sentido: “La 
percepción del legislador de la época era instar por la más breve y acotada discusión posible, a 
efectos de incentivar la realización veloz y efectiva de los bienes del fallido, buscando un próximo 
y expedito reingreso de los mismos al flujo de la economía”.95 Sin perjuicio de lo anterior, las ideas 
propias de tal “privatización del derecho concursal” fueron incluso profundizándose durante todo 
el tiempo en que dicha normativa se encontró vigente (incorporada, luego, al Libro IV del Código 
de Comercio por medio de la Ley No. 20.080, de 24 de noviembre de 2005), especial, pero no 
únicamente, en la órbita de los denominados “convenios judiciales”. Claro exponente de lo 
anterior fue la Ley No. 20.073, de 29 de noviembre de 2005, que especialmente pretendió un 
mejor diseño del citado convenio a efectos de facilitar su inicio. Así, despojándole de los requisitos 

                                                                                                                                                                                 
concursal chilena contenida en la Ley N° 18.175, de 1982, fuertemente inspirada en un criterio económico en cuanto a la 
finalidad de la quiebra, vuelve a otorgarle un papel protagónico a las juntas de acreedores. En un enfoque económico la 
quiebra representa uno de los tantos mecanismos de reasignación de bienes en el proceso productivo.” 
93 Sobre el particular, nuestra jurisprudencia había calificado al síndico como auxiliar de la administración de justicia, al 
tiempo de ser también representante legal de la masa de acreedores y del fallido (sentencia de la Corte de Apelaciones 
de Santiago, de fecha 24 de mayo de 2002, en materia de Quiebra de Manufacturas Sabinco S.A., disponible en RDJ, 
T. XCIX, segunda parte, sección segunda, pp. 59 y ss.), e, incluso, como quien obra en representación del poder público 
(sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 2 de diciembre de 2004, en autos relativos a Inmobiliaria 
Colo-Colo, rol N° 5.398-04, disponible en Gaceta Jurídica, No. 294, pp. 146 y ss). Sobre este último punto, la misma 
sentencia agregó que “la pasividad de los tribunales, limitada en relación con el reconocimiento formal de las 
actuaciones que aquél [el síndico] realice en ese carácter, tal pasividad termina desde el momento en que se suscita en 
la quiebra alguna controversia por los acreedores, el fallido o el síndico que los involucre a todos o sólo a alguno de 
ellos…”. 
94 En relación con la representación de los intereses generales de los acreedores, vid. Contreras Strauch, Osvaldo, 
Insolvencia y quiebra, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2010, p. 69. Respecto a las funciones asignadas a los síndicos, 
replicables hoy respecto a los liquidadores, Lira Silva, Diego y Román Rodríguez, Juan Pablo, Reforma al Derecho de 
quiebras. Nuevo estatutos de los síndicos, Santiago, Legal Publishing, 2010, p. 11, sostenían que “el hecho de que sus 
funciones sean de orden público permite explicar que ellas puedan estar en pugna con los intereses de algunos de los 
que intervienen en la quiebra, incluso con respecto a aquellos que hayan concurrido a su designación, ya que su 
nombramiento se realiza mediante una resolución judicial. La contraposición de intereses al interior del concurso es de 
la esencia del mismo, de modo que las actuaciones del síndico estarán siempre sujetas a la impugnación de ellas o a su 
control, pues resuelven sobre las pretensiones reflejadas en el concurso por cada acreedor, y es por ello que el síndico 
debe mantener una posición neutral, la cual siempre estará avalada por el órgano de control estatal si la actuación 
posee estas características de neutralidad y apego a la ley”. 
95 Contador Rosales, Nelson y Palacios Vergara, Cristián, Procedimientos concursales, Santiago, Thomson Reuters, 2014, 
p. 4 
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de dignidad del deudor, derivados de la ausencia en la comisión de delitos concursales, 
consagrando la posibilidad de que los acreedores que –teniendo la posibilidad de instar por la 
declaratoria de quiebra– forzaran al deudor a la presentación de propuestas de un convenio 
preventivo judicial, previendo la posibilidad de un experto facilitador para ayudar a las partes a 
llegar a alguna suerte de acuerdo, entre muchas otras, se consagraba lo que el legislador de la 
época estimaba como un incentivo a este tipo de solución concursal. Como nos indicaba Sandoval 
López: “el principio orientador de esta reforma es fomentar y privilegiar la celebración de 
acuerdos extrajudiciales y de convenios judiciales, entre el deudor y sus acreedores, a fin de evitar 
las declaraciones de quiebra, que por lo general suelen traer la desaparición de las empresas, la 
pérdida del empleo y otras consecuencias dañinas para la actividad económica del país”.96 

Los efectos prácticos de esta ley fueron bastante menores, de modo tal que la entonces 
Superintendencia de Quiebras daba cuenta que en Chile, a partir del año 2006, existió un 
promedio de 142 quiebras declaradas anualmente, en contraste con los 10 convenios presentados 
en promedio al año en el mismo periodo.97 Tomando en consideración lo anterior, el día 15 de 
mayo de 2012, se inició en Chile la tramitación de un proyecto de ley que terminó por reformular 
toda su regulación concursal. A juicio del Poder Ejecutivo, la normativa parecía desactualizada y, 
aunque Chile no estaba en una época de crisis sistémica –como aquellas que habían propiciado las 
grandes reformas concursales de los años 1929 y 1982– lo que sí parecía cierto era que los 
modelos de quiebras y convenios eran escasamente utilizados por los operadores económicos. 
Difícilmente podría pensarse que durante los más de treinta años de su vigencia no existieron 
momentos críticos en los que debía efectivamente hacerse un uso intensivo de las herramientas 
concursales, especialmente si se considera que el modelo chileno, a partir de la Ley N° 4.558, de 
1929, había adoptado un modelo unitario en razón del cual las soluciones de la quiebra y los 
convenios eran igualmente aplicables a personas naturales y jurídicas, comerciantes o no 
comerciantes. Al contrario, la falta de uso de los procedimientos dispuestos en la legislación 
concursal daba cuenta de sendos vacíos, inconvenientes, ineficacias y desconfianzas que 
difícilmente invitaban a los deudores y acreedores para dar pronto inicio a un concurso, a pesar de 
los diversos incentivos, directos e indirectos, positivos y negativos, que concedía el legislador.98  

Sin embargo, al tiempo de pretender la reforma del sistema concursal patrio, como revela el 
Mensaje de la LRLAEP, se puso especial atención a los estándares de eficiencia informados, por 
medio de estadísticas comparativas, en el informe de Doing Business del Banco Mundial. A ellos se 
enfocó el Gobierno chileno a partir de la incorporación de Chile a la Organización para el 
Desarrollo y la Cooperación Económicos en el año 2010,99 demostrando una muy deteriorada 
posición del país en el ranking de resolución de la insolvencia. El modelo observado, tal vez con 
mayor intensidad, fue el ordenamiento colombiano contenido en la Ley N° 1.116, de insolvencia 
empresarial, especialmente si se considera una cierta sintonía con dicho sistema jurídico privado 
(compartiendo la matriz normativa del Código Civil de Bello) y, en los hechos, por el hecho de 

                                                           
96 Sandoval López, Ricardo, op. cit., nota 4, p. 179. En similar sentido, Contreras Strauch, Osvaldo, op. cit., nota 6, p. 
321. 
97 Fuente: www.squiebras.cl [consultada el 2 de enero de 2014]. 
98 Goldenberg Serrano, Juan Luis, “El problema temporal en el inicio de los procedimientos concursales”, Ius et Praxis, 
Chile, año 18, núm. 1, 2012, passim. 
99 De lo anterior se dejó expresa constancia en el Mensaje del proyecto de ley (081-360), que dio inicio a su tramitación 
legislativa, expresando que “En esta materia, el informe Doing Business 2012, del Banco Mundial, nos ubica en un 
meritorio lugar 39, subiendo 2 puestos en relación con el informe del año 2011. Sin embargo, estamos ubicados en el 
lugar 110 en materia de solución de insolvencias, materia en la que estamos muy lejos de los mejores estándares 
mundiales.” 

http://www.squiebras.cl/
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ostentar un lugar privilegiado en el mencionado ranking, aun cuando Colombia no forma parte de 
la OCDE. 

Pero ninguna de tales motivaciones fue utilizada para alterar el modelo privatista que se había 
instalado como una solución coordinada con el orden público económico sostenido incluso a nivel 
constitucional. Se buscaba, en cambio, observar todos aquellos aspectos estructurales que 
parecían ir en contra de un resultado eficiente y generar un nuevo conjunto de incentivos a fin de 
que los particulares realmente utilizasen las soluciones concursales ante escenarios de crisis. Los 
resultados, si bien numéricamente han sido bastante más alentadores que los que se generaban 
en torno al Libro IV del Código de Comercio,100 no han sido por ello carentes de crítica. 
Especialmente, Puga Vial ha sostenido en sus múltiples obras una visión negativa de la nueva 
legislación, destacando especialmente la indefinición de su fundamento objetivo (ante una clara 
ausencia de referencias a situaciones de insolvencia) y, muy especialmente en lo que nos interesa, 
una ruptura del principio de neutralidad.101 El autor sostiene que “la nueva ley tiene una marcada 
tendencia hacia el denominado principio de conservación de la empresa, que además confunde 
con la noción de reorganización”.102 

Pese a ello, a nuestro juicio, la Ley N° 20.720 ha mantenido la neutralidad concursal. No nos 
parece efectivo que el ordenamiento, a priori, desee que toda empresa se reorganice, allí donde 
los acreedores no podrían obtener una mejor rentabilidad de sus créditos; ni que la persona 
deudora siempre pueda renegociar sus deudas, allí donde no tiene nada que ofrecer. Creemos que 
en este punto se ha confundido el hecho de que, en un modelo concursal que enaltece la 
autonomía privada como motor de la solución al problema que resulta de la insolvencia (como ha 
sido tradición en nuestro ordenamiento, especialmente con la Ley N° 18.175, por las razones antes 
indicadas), parece evidente que la formulación del convenio (o del acuerdo de reorganización, 
como ahora se le denomina) merecía una regulación bastante más acabada que la que se proponía 
en el Libro IV del Código de Comercio. El formato vigente al amparo de la Ley N° 18.175 no parecía 
comprender las poderosas dificultades de negociación a la que se veía expuesto el deudor que 
intentaba llegar a alguna fórmula de rescate del negocio, sea por la posibilidad de obstrucción de 
los acreedores (hold out), los débiles “escudos protectores” previstos para que la negociación 
llegase a buen término, la inadvertencia de la necesidad de privilegiar los mecanismos de 
obtención de la necesaria liquidez o continuidad de suministro durante la fase de negociación, o la 
insistencia de excluir a los acreedores garantizados sin considerar que –en la lógica moderna del 
financiamiento de la empresa– muy probablemente un número considerable de los bienes 
esenciales a su funcionamiento se encontrarían gravados con prendas e hipotecas. 

Nos parece que el principio de conservación de la empresa, con escasa vigencia en la legislación 
chilena al amparo del Decreto Ley No. 1.509, de 9 de julio de 1976, en que era una autoridad 
pública que se hacía portavoz de losintereses generales de la economía, no sobrevivió en los 
modelos vigentes en Chile a partir de la década de los ochenta del siglo XX y que, mucho menos, 

                                                           
100 La Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento ha reportado que desde el inicio de la vigencia de la ley en 
octubre de 2014 al 31 de diciembre de 2016, se habían iniciado los siguientes procedimientos concursales: respecto a las 
Personas Deudoras, 1935 procedimientos concursales de renegociación y 1459 procedimientos concursales de 
liquidación de bienes. Respecto a las Empresas Deudoras, 103 procedimientos concursales de reorganización y 1016 
procedimientos concursales de liquidación. Información disponible en el Boletín Estadístico de la citada 
Superintendencia, en www.superir.gob.cl. 
101 Puga Vial, Juan Esteban, “Mirada crítica de la Ley N° 20.720”, en Jequier Lehuedé, Eduardo (editor), Estudios de 
Derecho concursal. La Ley N° 20.720, a un año de vigencia, Santiago, Thomson Reuters, 2016, pp. 57 – 65 
102 Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 13, p. 61. 

http://www.superir.gob.cl/
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ha resurgido en el ámbito de la LRLAEP. Ella fue convenientemente reemplazada por el respeto de 
la unidad económica que, sea en sede de reorganización, sea en sede de liquidación, aparece 
observada en razón de su viabilidad y al hecho de que su existencia puede provocar la anhelada 
maximización de las posibilidades de cobro a los acreedores. 

Ahora bien, en lo que se refiere específicamente a la reorganización empresarial, la LRLAEP 
pretendió configurar un nuevo estatuto normativo para estructurar la negociación entre el deudor 
y sus acreedores, tomando especialmente en cuenta las dificultades técnicas para lograr una 
negociación equilibrada que constituyera una efectiva alternativa a la liquidación de la empresa. El 
procedimiento concursal de reorganización, como es bautizado ahora el modo de acordar los 
otrora convenios judiciales, sólo escasamente toca los elementos de fondo que habían propiciado 
el sistema anterior. Pero, obsérvese, los cambios no se presentaron en razón de su contenido 
(todavía inspirado en los amplios campos de actuación de la autonomía privada), sino en el diseño 
de la mentada forma de negociación. En otros términos, el legislador concursal chileno asume que 
sólo por medio de fórmulas que alienten esta clase de acuerdo y que concedan espacios para que 
la empresa viable pueda reestructurarse eficazmente, la herramienta de la reorganización puede 
tener sentido, para no ser una obra de museo con escaso valor práctico. 

 

La reorganización de la empresa deudora: planteamiento general. 

Presupuesto subjetivo: la configuración legal de la empresa deudora. 

De conformidad al artículo 54 LRLAEP, el procedimiento concursal de reorganización se 
encuentra concebido exclusivamente para la denominada “Empresa Deudora”. El modelo chileno 
incorporado por la LRLAEP ha terminado por desechar el modelo unitario que se había presentado 
en la legislación a partir de 1929, en que se establecieron unas idénticas modalidades de solución 
(quiebra y convenio) para los deudores civiles y comerciales, con ciertas diferencias no 
estructurales; y que fue fortalecido por la Ley N° 18.175, al distinguir para tales efectos a los 
deudores que ejercían una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, de quienes no lo 
hacían. Sobre la base de la eficiencia de los procedimientos (en relación con los costos de 
transacción necesarios para llegar a un acuerdo), y, en menor grado, en referencia a las diversas 
funciones que puede desempeñar el procedimiento concursal enfrentado a la persona natural, la 
LRLAEP incorporó un sistema dualista, sobre la base de distinguir a la Empresa Deudora y a la 
Persona Deudora. Ello principalmente a fin de dar cuenta de diversos procedimientos concursales 
aplicables a cada uno de tales perfiles. 

En lo que ahora nos interesa, vale considerar que el artículo 2.13 LRLAEP dispone de dos 
parámetros para la configuración de la Empresa Deudora: en primer término, abarcando a toda 
persona jurídica de derecho privado, sea que tenga o no fines de lucro; y, luego, si se trata de una 
persona natural, atendiendo a la normativa tributaria dispuesta en el Decreto Ley No. 824, del 
Ministerio de Hacienda, de 1974, que aprobó la Ley de Impuesto a la Renta (“LIR”). Al efecto, para 
calificar excepcionalmente a la persona natural como Empresa Deudora, será necesario revisar su 
calificación como contribuyente de ciertos tributos contemplados en la LIR.103 

                                                           
103 Puga Vial, Juan Esteban, Derecho concursal. El acuerdo de reorganización, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2014, 
p. 219, concluye, a la luz de dicha disposición, que la Empresa Deudora es “en general cualquier persona natural o 
jurídica productora o proveedora de bienes y servicios”. Con ello, agrega luego (p. 220), que “con esta ley, dejamos atrás 
la última conexión entre los procesos concursales y el derecho comercial. La noción de comerciante o de deudor que 
ejerce una actividad comercial, industrial, minera o agrícola que tanto espacio para el debate generaron, quedan en el 
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El primer supuesto se refiere a aquellos contribuyentes de primera categoría, para lo cual 
deberá atenderse a los supuestos previstos en los artículos 20 y siguientes de la LIR, que 
identificarán el tipo de renta (hecho gravado) que generará el tributo. Adicionalmente, 
considérese que el artículo 20.5 de la LIR dispone que “*E+ste impuesto se determinará, recaudará 
y pagará: 5°.- Todas las rentas, cualquiera que fuera su origen, naturaleza o denominación, cuya 
imposición no esté establecida expresamente en otra categoría no se encuentren exentas”, 
transformándose, en consecuencia, en el criterio general de tributación de las rentas en el 
ordenamiento jurídico chileno. 

Por su parte, el segundo supuesto se refiere a aquellos contribuyentes del artículo 42.2 de la 
LIR, que grava con el impuesto de segunda categoría los ingresos provenientes del ejercicio de las 
profesiones liberales o de cualquier otra profesión u ocupación lucrativa no comprendida en la 
primera categoría ni en el artículo 42.1 de la LIR, transformándose, en consecuencia, en el criterio 
general de tributación de las rentas en nuestro ordenamiento jurídico respecto a dichas 
ocupaciones lucrativas. Dichas ocupaciones son definidas por la misma norma como “la actividad 
ejercida en forma independiente por personas naturales y en la cual predomine el trabajo 
personal basado en el conocimiento de una ciencia, arte, oficio o técnica por sobre el empleo de 
maquinarias, herramientas, equipos u otros bienes de capital”. 

Por ello, si bien para efectos de la LRLAEP la regla general será que las personas naturales 
califiquen como Personas Deudoras (en atención a la definición residual de esta clase de deudor 
contenida en el artículo 2.25 de la citada normativa), la remisión a las reglas de la LIR hace que, en 
la práctica, el círculo se restrinja considerablemente, sea en razón de la amplitud del artículo 20.5 
o del artículo 42.2 de la LIR. Ello dado que la tributación conforme al artículo 42.1 de la misma ley 
se presenta como residual en el contexto de la citada normativa. De esta forma, los únicos modos 
de calificar como Persona Deudora propiamente tal estarán dados por: (i) una tributación única de 
acuerdo al artículo 42.1 de la LIR, esto es, que sus rentas se refieran sólo a sueldos, sobresueldos, 
salarios, premios, dietas, gratificaciones, participaciones y cualquiera otras asimilaciones y 
asignaciones que aumenten la remuneración pagada por servicios personales, montepíos y 
pensiones; (ii) la ausencia de rentas que resulten efectivamente gravadas por los impuestos de 
primera o segunda categoría, tomando en cuenta los ingresos no constitutivos de renta del  
artículo 17 de la  LIR;104 y (iii) el hecho de haber dejado de ser contribuyentes de los impuestos de 
primera categoría o del artículo 42.2 LIR, lo que nos reconduce necesariamente a una cuestión de 
tipo temporal.105 

                                                                                                                                                                                 
ámbito de la historia del derecho”. Para una visión crítica de esta formulación del sujeto pasivo de los procedimientos 
concursales, vid. Sandoval López, Ricardo, Reorganización y liquidación de empresas y personas. Derecho Concursal, 
Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2014, pp. 148 – 151 y 377. 
104 Una interrogante que se genera en torno a la aplicación de la normativa se refiere a la concurrencia de diversas 
formas de tributación por parte de la misma persona natural. Respecto a ello, nos parece que la definición prevista en el 
artículo 2.13 LRLAEP debe ser interpretada en el sentido de que si la persona natural es reconocida por la LIR como 
contribuyente de primera categoría o del artículo 42.2 de dicha normativa, con independencia a cualquier otra 
calificación, será considerada como Empresa Deudora. De este modo, el artículo 2.13 LRLAEP no gira en torno a una 
calificación única como contribuyente de estas clases de tributos, sino que el sólo hecho de constituirse en tal lo aleja de 
la calificación residual como Persona Deudora propiamente tal. Así puede apreciarse de la sentencia del 6° Juzgado Civil 
de Santiago, en autos rol C-1490-2015, de 25 de marzo de 2015 (disponible en el Boletín Concursal), en que lacalificación 
del solicitante como Empresa Deudora se dio por el hecho de ser empleado y, además, haber prestado servicios y 
emitido boletas de honorarios en a lo menos tres ocasiones en el año tributario vigente 
105 Contador Rosales, Nelson y Palacios Vergara, Cristián, op. cit., nota 7, pp. 242 y 243, se expresan en el siguiente 
sentido: “Chile, por su parte, ha decidido dar protección a sus habitantes por medio del tratamiento sistemático de la 
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Presupuesto objetivo. 

Como puede apreciarse desde la génesis de la LRLAEP, se destacaron las deficiencias del 
modelo anterior en lo que se refería a la posibilidad de reorganización de las empresas viables. 
Este parece ser uno de los principales puntos de partida de la nueva normativa, al tiempo en que 
el proyecto de ley de presentaba a sí mismo fundado en el ánimo de “fomentar o estimular, en 
primer lugar, la reorganización efectiva de empresas viables, es decir, permitir que un 
emprendimiento dotado de posibilidades de subsistir y prosperar pueda superar las dificultades 
transitorias en que se encuentra, con ayuda de sus acreedores y con miras a permanecer como 
unidad productiva en el tiempo”. Pero dicho punto de partida se enfrenta a la cuestión de 
determinar, ya en términos de diseño, cuándo entendemos que la empresa es efectivamente 
viable, y, por tanto, conviene su reorganización en lugar de llevar a cabo un trámite liquidatorio 
para el reingreso de los bienes productivos al mercado. Si bien el mensaje de la ley da cuenta en 
varias oportunidades de tal concepto de viabilidad, el mismo no logra encontrar un 
reconocimiento en el texto normativo de la ley, aunque éste se supone del juego de negociación 
entre el deudor y sus acreedores. Recordemos en este punto que, conforme a la legislación 
chilena, tal calificación no corresponde en caso alguno a los tribunales, ni en la admisibilidad de la 
solicitud de inicio del procedimiento, ni cuando el deudor presenta la propuesta de reorganización 
ni al tiempo de la Junta de acreedores llamada para votar la misma. 

En este sentido, la idea de la reorganización de la empresa viable se asoma como un ideal 
pretendido por el legislador, quien ofrece un mecanismo que estima mejor preparado para 
enfrentar las dificultades de la negociación, pero que en caso alguno constituye a la “viabilidad de 
la empresa” como un requisito jurídico para el inicio del procedimiento ni para la aprobación del 
acuerdo. Ello implica que, en primer término, será la propia Empresa Deudora la que deberá 
sopesar esta alternativa, considerando especialmente que la legitimación para presentar la 
correspondiente solicitud de inicio de la reorganización recae exclusivamente en ella (Artículo 54 
LRLAEP.106 No encontramos en el ordenamiento patrio la posibilidad de que los acreedores insten 
por la reorganización concursal, quedándoles sólo entregada la posibilidad de demandar el inicio 
de un procedimiento concursal de liquidación si acaso se cumplen con los requisitos legales 
previstos en el artículo 117 LRLAEP. Incluso, en el marco del inicio de dicho proceso liquidatorio, se 
concede al deudor, como una de las actuaciones previstas para el caso de ser notificado de la 
demanda de liquidación forzada, la posibilidad de instar por el procedimiento de reorganización 
concursal, el cual, nuevamente, es de su exclusivo resorte (artículo 120 LRLAEP).107 

                                                                                                                                                                                 
insolvencia de la persona natural, la que, normativamente, al tenor de lo dispuesto en el artículo 2° N° 25, se define por 
exclusión, vale decir, será Persona Deudora aquella que no ingrese dentro de la conceptualización de Empresa Deudora. 
Serán, entonces, las personas naturales contribuyentes de segunda categoría (asalariados), también personas naturales 
que reciben ingresos de fuentes no gravadas (montepíos, jubilaciones, etc.) y otros sujetos de crédito como estudiantes 
y personas que han optado por trabajar al interior de sus propios hogares, en beneficio del diario vivir del grupo”. 
106 Igual ocurría en el sistema anterior, como razonaban Puelma Accorsi, Álvaro, Curso de Derecho de quiebras, tercera 
edición corregida y actualizada, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1983, pp. 211 y 212, y Gómez Balmaceda, Rafael y 
Eyzaguirre Smart, Gonzalo, El derecho de quiebras, segunda edición aumentada, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 
2011, p. 469. 
107 Sobre la posibilidad de un denominado “convenio preventivo forzado”, como forma en razón de la cual los 
acreedores que podían demandar la quiebra podían instar por el apercibimiento al deudor para la presentación de 
propuestas, vid. Puga Vial, Juan Esteban, Derecho concursal. El convenio de acreedores, segunda edición actualizada, 
Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2006, pp. 167 – 169; y Gómez Balmaceda, Rafael y Eyzaguirre Smart, Gonzalo, op. 
cit., nota 18, pp. 470 y 471. Sólo Contreras Strauch, Osvaldo, op. cit., nota 6, p. 323 entendía que se trataba este de un 
reconocimiento de la iniciativa dada a los acreedores para formular proposiciones de convenio judicial preventivo, 
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Siendo de este modo, sea que el deudor haya instado por una liquidación voluntaria o sea que 
se haya previamente demandado su liquidación forzosa, los acreedores jamás pueden gatillar el 
inicio de un proceso reorganizativo, aun cuando lograsen comprobar que los resultados de la 
liquidación no producen el efecto maximizador buscado dada la viabilidad del negocio. Al 
contrario, a los acreedores sólo les corresponde sopesar dicha viabilidad en la medida en la que el 
deudor haya instado previamente por la reorganización concursal y, posteriormente, haya 
presentado la correspondiente propuesta. De ahí que, conforme al artículo 57 N° 8 LRLAEP, una 
vez efectuada tal presentación y, en todo caso, al menos tres días antes de la Junta de acreedores 
llamada a pronunciarse sobre ella, el veedor deberá ofrecer a los acreedores un informe que, 
entre sus aspectos más fundamentales, contiene una calificación fundada acerca de si la propuesta 
es susceptible de ser cumplida habida consideración de las condiciones del Deudor; el monto 
probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor en sus respectivas categorías, en 
caso de un procedimiento concursal de liquidación; y si la propuesta de determinación de los 
créditos y su preferencia indicada por el Deudor se ajustan a la ley.108 

En lo que se refiere propiamente al “acuerdo de reorganización judicial”, el ordenamiento 
chileno destaca por ciertos aspectos que dan cuenta de la absoluta privatización del instrumento. 
En primer término, el sistema ofrece una liberalización de su contenido, en el sentido que éste 
“puede versar sobre cualquier objeto tendiente a reestructurar los activos y pasivos de una 
Empresa Deudora” (artículo 60).109 Esta idea ya había sido asumida por la Ley No. 18.175, que en 
su texto original disponía de una serie de ejemplos no taxativos con relación al punto110, pero que 
fue posteriormente modificada por la Ley No. 20.073, para simplemente disponer que “Las 
proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para 
evitar la declaración de quiebra, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para 
determinar el pasivo”.111 

Al respecto, cabe efectuar ciertas aclaraciones. La variación en el texto normativo actual 
supone, en primer lugar, una pretensión de desconexión entre el acuerdo de reorganización y el 
procedimiento concursal liquidatorio. A diferencia del sistema anterior, se busca que la 
reorganización de la empresa se constituya como una solución con una cierta autonomía, sin 
construirla como un mero mecanismo de evitar la declaración de quiebra del deudor. Sin 
embargo, cabe advertir que se trata de una precisión más bien formal, por cuanto el retiro de la 

                                                                                                                                                                                 
conclusión que no podemos compartir puesto que no se les permitía presentar proposiciones directamente, sino sólo 
solicitar el apercibimiento en los términos indicados. 
108 En el sistema anterior, dicho informe era esencial para la celebración de la junta, de manera que, de no ser 
presentado dentro del plazo, el deudor o cualquiera de los acreedores podía concurrir al tribunal para la fijación de un 
nuevo plazo, para la asunción del síndico suplente en el cargo y para la fijación de una nueva oportunidad para la 
celebración de la citada junta. En la LRLAEP, la ausencia de dicho informe sólo impone responsabilidades al veedor, 
basado, nuevamente, en el principio de celeridad que ilumina toda la legislación concursal vigente. 
109 Idea que resulta coincidente con la definición de los Acuerdos de Reorganización Judicial contenida en el artículo2.1 
LRLAEP, al disponer que se trata de “aquel que se suscribe entre una Empresa Deudora y sus acreedores con el fin de 
reestructurar sus activos y pasivos, con sujeción al procedimiento establecido en los Títulos 1 y 2 del Capítulo III”. 
110 Ejemplos que, a juicio de Contreras Strauch, Osvaldo, op. cit., nota 6, p. 338, permiten iluminar guiar a las partes en 
cuanto al contenido habitual de los acuerdos de esta clase, incluyendo remisiones, ampliaciones de plazo, abandono 
total o parcial de los activos, continuación de las actividades económicas, enajenaciones de bienes como unidad 
económica, entre otros 
111 En el contexto de la legislación concursal hoy derogada, Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 19, p. 177 había dado 
cuenta del principio de libertad contractual como principio que gobernaba el objeto de los convenios, pudiendo pactarse 
múltiples formas para sanear la insolvencia del deudor. En similar sentido ya se había pronunciado Puelma Accorsi, 
Álvaro, op. cit., nota 18, p. 212. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

952 

 

propuesta (artículo 77 LRLAEP)112 y el fracaso de la negociación (artículo 96 LRLAEP),113 como 
asimismo la declaración de nulidad o de incumplimiento del acuerdo (artículo 100 LRLAEP), 
provocarán la necesaria apertura de la liquidación por parte del tribunal competente. Por su parte, 
la falta de referencia a la licitud del objeto en la nueva normativa no implica un reconocimiento 
tácito a acuerdos que infrinjan las disposiciones imperativas de nuestro ordenamiento jurídico, 
sino que se estimó innecesario dar cuenta del punto por la aplicación general de las normas que 
tratan sobre el particular en nuestro Código Civil (artículos 1.462 y siguientes). Finalmente, el 
propósito del nuevo concepto está dado por identificar el objeto típico de los acuerdos de 
reorganización, mediante el empleo de un concepto más económico que jurídico, relativo a la 
reestructuración de activos y pasivos de la empresa. Término que toma como base lo dispuesto en 
el artículo 1° de la legislación concursal colombiana (Ley No. 1.116, de 2006, sobre insolvencia 
empresarial), una de las fuentes de inspiración del nuevo sistema concursal chileno,114 que 
dispone que “El proceso de reorganización pretende a través de un acuerdo, preservar empresas 
viables y normalizar sus relaciones comerciales y crediticias, mediante su reestructuración 
operacional, administrativa, de activos o pasivos”. 

Pese a ello, tal enunciación parece esconder un elemento adicional que puede resultar 
controversial. Al efecto, en parte alguna nuestro ordenamiento jurídico establece un claro 
presupuesto objetivo para llevar a efecto un procedimiento concursal de reorganización. La 
doctrina chilena ha destacado, incluso, que “La ley emplea la palabra “insolvencia” sólo para 
aplicarlo a la nueva denominación de la autoridad fiscalizadora, la otrora Superintendencia de 
Quiebras que se llama hoy Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. La emplea 
también en el capítulo destinado a la insolvencia transfronteriza. Pero a la hora de tratar del 
fundamento objetivo del Procedimiento Concursal de Liquidación o del Procedimiento Concursal 
de Reorganización, la ley cae en una ambigüedad por momentos incomprensible”.115 

En este sentido, especialmente en el marco de la presentación de las correspondientes 
solicitudes de inicio de los procedimientos concursales (que, veremos, se articulan bajo la lógica de 
una “solicitud en blanco”) no se ofrecen parámetros para la calificación de la situación patrimonial 
de la Empresa Deudora, como tampoco se ofrecen instancias para que el tribunal –sea de oficio o 
a petición de parte- revise la existencia de alguna suerte de presupuesto objetivo para poder dar 
curso al procedimiento. El problema que se produce en este punto es que, ante la ausencia de un 
presupuesto de esta clase y desprovisto el sistema de cualquier clase de valoración económica por 
parte del tribunal, el procedimiento concursal de reorganización puede ser utilizado a efectos de 
alterar las posiciones crediticias del deudor por circunstancias ajenas a un escenario de crisis, 
como, por ejemplo, una mera reestructuración financiera de la empresa. En tales casos, el 
cuestionamiento se centra en la utilización de herramientas que de alguna manera alientan esta 
clase de soluciones (incluyendo, por ejemplo, prórrogas y remisiones de créditos), ante la 

                                                           
112 A menos que el retiro de la propuesta efectuado por el Deudor cuente con el apoyo de acreedores que representen 
al menos el setenta y cinco por ciento de su pasivo (artículo 77 LRLAEP). 
113 Lo anterior, a menos que en la misma Junta de acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre el acuerdo 
permitan al deudor, con quórum especial (correspondiente a acreedores que representen dos tercios del pasivo con 
derecho a voto), publicar una nueva propuesta y acompañarla al tribunal diez días antes de la celebración de una nueva 
Junta de acreedores citada para su revisión 
114 Si bien en la tramitación legislativa no se señalaron expresamente las fuentes consultadas para la preparación del 
texto normativo, la influencia del ordenamiento colombiano es evidente en muchos aspectos. Al respecto, cabe destacar 
la incorporación de la Ley Modelo de Insolvencia Transfronteriza, el tratamiento de la continuidad de los contratos, la 
denominación de los procedimientos, entre otros. 
115 Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 13, p. 57. 
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alternativa de que, rechazado que sea el acuerdo, el tribunal quede obligado a dar inicio a un 
procedimiento concursal de liquidación, en el que la posición de los acreedores puede quedar 
incluso más mermada, especialmente si se toma en consideración la necesaria extinción del saldo 
insoluto de todas las obligaciones anteriores a la dictación de la resolución de liquidación (artículo 
255 LRLAEP). 

La justificación para dicha medida parece encontrarse en diversas situaciones fácticas: en 
primer lugar, se aprecia una velada crítica a los tribunales en el sentido de que no se encontrarían 
en condiciones para poder efectuar esta clase de valoraciones, aun cuando el nuevo sistema haya 
pretendido instar por una justicia especializada por medio de reglas de radicación preferente de 
las causas concursales en los tribunales que cuenten con capacitación previa en estas materias 
(artículo 3 LRLAEP); y, luego, en la necesidad de dar pronto inicio a esta clase de soluciones, 
evitando larguísimas discusiones acerca de si se debía entender o no configurado un determinado 
presupuesto objetivo de difícil valoración técnica. Sin embargo, ello se aprecia con mayor fuerza 
en el ámbito de los procedimientos concursales de liquidación forzosa en los que la ponderación 
del presupuesto objetivo parece desplazada por la sola constatación de ciertos elementos fácticos 
(artículo 117 LRLAEP) y en la que el deudor, en lugar de poder defenderse negando la existencia de 
una situación patrimonial viciosa, sólo puede hacerlo invocando las causales propias de un juicio 
ejecutivo (artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, en relación con el artículo 120.2.d) 
LRLAEP). 

 

El inicio del procedimiento concursal de reorganización y sus efectos en los derechos de los 
acreedores. 

Como hemos señalado precedentemente, el nuevo sistema concursal pretende configurar un 
mecanismo de negociación más equilibrado en relación con los derechos de las partes. Para lograr 
tal equilibrio, y a diferencia del sistema derogado,116 el procedimiento reorganizativo ya no 
comienza con la presentación de una propuesta de convenio, sino con la mera solicitud de inicio 
(en blanco)117 por parte del deudor ante el tribunal competente,  correspondiente al domicilio de 
la Empresa Deudora.118 El objetivo se encuentra dado por el hecho de que el legislador pretende 
que todo el proceso de negociación se lleve a efectos al interior del procedimiento concursal, con 
el fin de resguardar la negociación a través de la denominada “Protección Financiera Concursal” 
(artículos 2.31 y 57 LRLAEP). No se quiere, entonces, que el deudor necesite llegar a ciertos 
acuerdos preliminares con los acreedores, desprovisto de todo tipo de escudo, sino que el propio 
ordenamiento le conceda ciertas salvaguardas para impedir comportamientos obstructores por 
parte de sus acreedores. Lo anterior es fácilmente comprensible si se aprecia en comparación con 
el modelo concursal chileno derogado. El sistema anterior disponía que la presentación de las 

                                                           
116 Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 19, pp. 157 – 193. 
117 Utilizando la denominación que se ha dado a esta posibilidad en el artículo 161,4 de la Legge Fallimentare italiana. 
Norma que fue introducida por el D.L. del 22 de junio de 2012, n. 83, finalmente sustituido por la Ley de conversión de  7 
de agosto 2012, n. 134. 
118 El nuevo procedimiento, en el marco del propósito de darle la mayor celeridad posible, hace que presentada la 
solicitud de inicio ante el tribunal, la Empresa Deudora deba concurrir a la Superintendencia de Insolvencia y 
Reemprendimiento a efectos de proceder a la nominación del veedor. Dado que el sistema propuesto permite que este 
órgano concursal sea designado por medio de mayorías de los tres principales acreedores, será necesario acompañar 
una certificación por parte de un auditor externo que les identifique a efectos de iniciar el proceso administrativo de 
nominación. Terminada esta fase, la Superintendencia remitirá el correspondiente certificado al tribunal a efectos que 
este pueda dictar la resolución de reorganización, designando al veedor previamente nominado (artículo 22 LRLAEP). 
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propuestas de convenio (que marcaban el hito inicial de la fórmula reorganizativa) no tenía por 
efecto la suspensión de la posibilidad de declaratoria de quiebra o del inicio o continuación de 
ejecuciones en su contra (artículo 177 del Libro IV del Código de Comercio), a menos que contara 
con el apoyo de dos o más acreedores que representaran al menos el cincuenta por ciento de su 
pasivo (artículo 177 bis del derogado Libro IV del Código de Comercio).119 En la práctica, ello 
implicaba que difícilmente el deudor podía presentar propuestas de convenio sin el mencionado 
apoyo, el que por supuesto debía obtener previo al concurso, quedando en tal fase a merced de 
las acciones de sus acreedores, en especial, si se tomaba en cuenta que éste había reconocido de 
forma expresa una posición patrimonial deteriorada. 

La lógica de la solicitud en blanco que propone el artículo 54 LRLAEP tiene únicamente por 
objeto obtener del tribunal (una vez nominado el correspondiente veedor y presentados los 
documentos que dan cuenta de la conformación patrimonial de la Empresa Deudora) una 
resolución que deslinde el arco temporal en que se llevará a cabo el proceso de negociación y que, 
en lo sustancial, señale la forma en la que el ordenamiento concederá la correspondiente 
protección. Así, la presentación de una propuesta de acuerdo queda desplazada para un momento 
posterior (a más tardar, 10 días antes de la junta de acreedores citada para deliberar sobre la 
misma), suponiendo que en el tiempo intermedio las partes habrán negociado sobre la base de 
información cierta para ponderar la viabilidad de la empresa y del acuerdo propiamente tal. Lo 
anterior también se entiende de mejor modo si se observa el rediseño del soporte negociador 
dado por el veedor, quien (a diferencia del síndico informante tratado en el Libro IV del Código de 
Comercio) tiene ahora por principal finalidad “propiciar los acuerdos entre el Deudor y sus 
acreedores, facilitando la proposición y negociación del Acuerdo” (artículo 25 LRLAEP). 

Pero como hemos destacado, la principal innovación que se ofrece a este respecto es aquella 
que la LRLAEP denomina “Protección Financiera Concursal”. En primer término, cabe destacar que 
se trata éste de un periodo que se iniciará con la notificación de la resolución de reorganización en 
el Boletín Concursal y terminará al tiempo de la celebración de la junta de acreedores citada para 
pronunciarse sobre la propuesta a ser presentada por el deudor en un momento posterior.120 Sin 
perjuicio de que destacaremos someramente el contenido de tal protección, cabe observar que 
todas ellas se articulan sobre la base de prohibiciones y limitaciones en el actuar de los acreedores 
del deudor. 

En lo que ahora nos interesa, las normas no reposan sobre la idea de afectar únicamente a los 
acreedores que forman parte activa del procedimiento o que son integradas en las nóminas de 

                                                           
119 Esta posibilidad excepcional había sido incorporada inicialmente por medio de la Ley N° 18.598, de 5 de febrero de 
1987, pero resultó ampliada con la Ley N° 20.073, en el sentido de impedir el inicio y continuación de todo 
procedimiento de ejecución, individual o colectiva, y no sólo la suspensión de la realización de los bienes y la posibilidad 
de la declaratoria de quiebra. Asimismo, la citada Ley N° 20.073 había introducido un artículo 177 quáter, bajo la misma 
lógica, pero suponiendo un apoyo de dos o más acreedores que representen más de un 66% del total del pasivo, caso en 
el cual se aceleraba la fecha de realización de la junta de acreedores y se omitía la necesidad de presentación de informe 
por parte del síndico respecto a la conveniencia y viabilidad de las propuestas. Sobre el particular, vid. Puga Vial, Juan 
Esteban, op. cit., nota 19, pp. 199 – 204; y Contreras Strauch, Osvaldo, op. cit., nota 6, pp. 335 - 338. 
120 Al respecto, la regla general es que la junta de acreedores sea citada para el trigésimo día contado desde la 
notificación de la resolución de reorganización en el Boletín Concursal, plataforma electrónica, gratuita y pública 
administrada por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. Excepcionalmente, podrá prorrogarse tal 
fecha, como asimismo la extensión de la “Protección Financiera Concursal”, si se cuenta con el apoyo de una mayoría 
considerable de los acreedores con derecho a voto. En efecto, esta prórroga será de hasta treinta días si se encuentra 
apoyada por acreedores que representen el cincuenta por ciento del pasivo con derecho a voto, y de hasta sesenta días, 
si los acreedores representan dos tercios del mismo (artículo 58 LRLAEP). 
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crédito reconocidos para efectos del otorgamiento de derecho a voto, sino que se extienden a 
todo quien tenga tal calidad respecto a la Empresa Deudora concursada. En otras palabras, a 
efectos de calibrar la viabilidad del negocio y negociar la consecuente propuesta de 
reorganización, el ordenamiento chileno ofrece un efecto expansivo de las consecuencias de la 
dictación de la resolución de reorganización, entendiendo que todos los acreedores quedan 
afectos por la misma en razón de su incorporación en un sistema general de notificaciones por 
medio de la publicación en el Boletín Concursal.121 En suma, nada importa si los acreedores 
conocieron o no de la existencia de dicha resolución o de si han decidido participar o no en el 
concurso. Los efectos que reseñaremos se producirán de igual forma puesto que lo que pretende 
el ordenamiento es efectivamente resguardar la unidad económica que conforma la empresa, al 
menos durante la época de la negociación, ante la evidencia de que en el sistema anterior las 
dificultades para obtener una protección similar terminaban por desincentivar cualquier fórmula 
reorganizativa. 

En este punto se advierte que los efectos expansivos de la resolución de reorganización no se 
articulan sobre la base de la lógica del principio mayoritario que justifica la afectación de los 
derechos de los acreedores en razón del acuerdo aprobado. Al contrario, se trata éste de un mero 
efecto legal, funcional a los fines del procedimiento de reorganización observado en sí mismo, 
como medida de salvaguarda de la unidad económica que se esconde tras la figura de la Empresa 
Deudora. Así, al tiempo en que el artículo 57.1 LRLAEP detalla las consecuencias jurídicas de la 
“Protección Financiera Concursal”, se tratan todas éstas de meros efectos impuestos por normas 
de ius cogens y que, por tanto, no pueden ser afectados en razón de la autonomía privada ni 
matizados por los tribunales de justicia. 

Si bien la protección descansa esencialmente sobre la idea de la suspensión de la posibilidad de 
iniciar o proseguir un procedimiento concursalde liquidación, como también de cualquier clase de 
ejecuciones y restituciones en juicios de arrendamiento (artículo 57.1, letras a) y b) LRLAEP), 
replicando parcialmente el sistema del convenio apoyado del artículo 177 bis del Libro IV del 
Código de Comercio, la tutela del deudor en el contexto de la negociación se extiende ahora a 
otras tantas consecuencias. Todas ellas se dirigen particularmente a impedir el entorpecimiento 
de la continuación de las actividades económicas de la Empresa Deudora, entendiendo que su 
paralización puede implicar su muerte y pérdida de valor en tanto unidad económica, creando 
trabas a la reestructuración de sus activos y pasivos y, eventualmente, perjudicando la posición 
económica de todos los involucrados. 

Así, durante el citado periodo se mantienen obligatoriamente la vigencia y condiciones de pago 
de todos los contratos celebrados por el deudor (artículo 57.1.c) LRLAEP), incorporando la 
imposibilidad de dar término a cualquier suerte de relación contractual durante la etapa de 
negociación, impidiendo terminaciones unilaterales, aceleraciones de plazo o ejecuciones de 
garantías invocando el inicio de un procedimiento concursal de reorganización. Pero obsérvese 
que la restricción se encuentra únicamente dada al ejercicio de los derechos de los acreedores 
invocando esta última circunstancia, lo que excluye otros supuestos en los que las partes, o la ley, 

                                                           
121 En el sistema anterior, la notificación de la resolución que tenía por presentadas las propuestas de convenio judicial 
preventivo era efectuada mediante la publicación de un aviso en el Diario Oficial, con un extracto de la proposición y 
copia íntegra de la resolución. Este sistema de notificación fue criticado por su lentitud, sus costos y las dificultades de 
su real conocimiento por parte del universo de acreedores que resultaban afectados por el convenio, justificando la 
creación de un sistema de notificación que se plantea como gratuito y bastante más veloz (como es el de la 
incorporación en una plataforma electrónica denominada Boletín Concursal), aun cuando todavía puedan platearse 
críticas respecto al real conocimiento de su contenido por parte de los acreedores. 
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pueden haber dispuesto su posibilidad122. Especialmente debe considerarse el supuesto en que, 
con motivo de la crisis financiera experimentada por la Empresa Deudora, ésta haya incumplido 
con las obligaciones que sobre ella pesaban en el marco de la relación contractual, caso en el cual 
entrarán en pleno vigor las tutelas generales concedidas por nuestro ordenamiento jurídico.123 

Así también, la protección financiera impide la eliminación o la privación de la posibilidad de 
participar en procesos de licitación por el sólo hecho de haberse iniciado un procedimiento 
concursal de reorganización (artículo 57.1.dLRLAEP). Ello tendrá lugar en caso en que el deudor ya 
formare parte de algún registro público como contratista o proveedor de cualquier servicio, sujeto 
únicamente al hecho de estar al día en sus obligaciones contractuales con el respectivo mandante. 
En suma, al igual que en el caso anterior, la obstrucción se refiere a la sola invocación del inicio del 
periodo de negociación del acuerdo de reorganización, pero no desconoce los efectos del 
incumplimiento de las obligaciones por su parte, haciendo operativas las tutelas generales del 
crédito. En este caso, la infracción no parece acarrear un vicio en el procedimiento de licitación, al 
tiempo de que la solución legal está dada por la obligación del mandante de indemnizar los 
perjuicios que dicha discriminación o eliminación provoquen al deudor, cuestión que puede 
resultar de difícil configuración en tanto se estime que probablemente concurrirá un problema 
probatorio, al menos, en lo que se refiere a la certeza del daño. 

 

Los incentivos a la conservación de la empresa y sus efectos en los derechos de los 
acreedores. 

Conforme se anuncia ya desde el mensaje de la LRLAEP, el procedimiento de reorganización 
pretende configurarse, como un instrumento a disposición de los particulares a fin de impedir la 
desarticulación de las empresas viables. Aunque carente de un claro presupuesto objetivo en los 
términos antes explicados, no desea el legislador que aquellas empresas que se encuentran en una 
fase patológica resulten potencialmente desmembradas en razón de una solución concursal 
liquidatoria que, en el contexto de la Ley N° 18.175, parecía articularse como mecanismo principal. 
Sin perjuicio de lo anterior, el legislador chileno también notó que la legislación derogada no 
contemplaba herramientas a fin de asegurar la continuidad de los negocios de la empresa en el 
marco de la negociación, sometiéndolas a una eventual paralización al no contar con medios para 
fomentar la continuidad de sus contratos ni la obtención de financiamientos de rescate. 

De este modo, ya situados en el contexto del juicio de viabilidad de la empresa en crisis, una de 
sus principales dificultades se refiere precisamente a la posibilidad de superación de los problemas 
de liquidez que ésta enfrenta.124 Será usual que la Empresa Deudora se someta al procedimiento 
concursal, incluso reorganizativo, en situaciones que ya evidencian una radical merma en las 
facultades económicas y financieras del negocio; o, incluso si tal posibilidad ha sido 
convenientemente anticipada (utilizando el procedimiento en calidad de preventivo), la sola 
amenaza de la apertura de una liquidación concursal en caso de fracaso de la reorganización 

                                                           
122 Precisando tal conclusión, puede consultarse la sentencia del 21° Juzgado Civil de Santiago, en autos rol C-28289- 
2016, de 28 de diciembre de 2016. 
123 Una infracción a este componente de la “Protección Financiera Concursal” se reconduce a la posposición legal del 
crédito, el que sólo resultará pagado una vez solucionadas todas las deudas de la Empresa Deudora, incluyendo aquellas 
cuyos titulares sean personas relacionadas al deudor. De este modo, la norma ofrece una dura respuesta que rebaja la 
graduación del crédito al escalón más bajo que reconocen nuestras normas de prelación de créditos, pretendiendo, en 
otras palabras, que este tipo de créditos nunca pueda ser realmente satisfecho. 
124 Pulgar Esquerra, Juana, Preconcursalidad y acuerdos de refinanciación, Madrid, La Ley, 2012, p. 420. 
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puede transformarse en un impedimento para normalizar las actividades de la empresa. 

Ahora bien, de tal formulación puede resultar evidente que el incentivo a la continuación de los 
suministros y la inyección de nuevos recursos puede ser un requisito indispensable para conservar 
el valor de la unidad en funcionamiento, dado que serán frecuentes los casos en que el deudor no 
pueda acudir a los mecanismos normales para conseguirlos en atención a su situación patrimonial 
crítica. Siguiendo la tendencia comparada de dar alguna suerte de tutela al fresh money, el 
ordenamiento chileno articula esta posibilidad haciendo excepción a las limitaciones generales 
impuestas como contrapartida de la “Protección Financiera Concursal” (artículo 57.2 LRLAEP).125 
Así, por ejemplo, se establece que la Empresa Deudora podrá disponer de parte de sus activos y 
contratar préstamos para el financiamiento de sus operaciones; así también se potencia la 
continuidad de los suministros por parte de los proveedores, haciendo que los créditos pendientes 
de pago no queden afectos por los términos del acuerdo de reorganización, o, en caso de fracasar 
éste, queden privilegiados en la escala de prelación de créditos, configurándose como créditos de 
primera clase (artículo 72 LRLAEP, en relación con el artículo 2472.4 del Código Civil). 

Coordinando lo anterior con la posición de los acreedores disidentes o no concurrentes al 
procedimiento, estos efectos son nuevamente tratados de manera general, implicando a todos los 
acreedores de la Empresa Deudoracon independencia a su participación en el concurso. De este 
modo, al igual como ocurre con los efectos de la “Protección Financiera Concursal”, los 
mecanismos de incentivo a la continuidad de la empresa no son sostenidos sobre la base del 
acuerdo con los acreedores (salvo los casos en que los compromisos patrimoniales sean de una 
entidad considerable, como destacaremos a continuación), sino que resultan lisa y llanamente del 
cumplimiento de los requisitos que el propio ordenamiento jurídico establece, sea para facilitar el 
cobro de los créditos, otorgarles privilegios crediticios o inmunizarlos de las revocatorias 
concursales (artículos 72 a 76 LRLAEP). Siendo de este modo, en nada importa la concurrencia o 
no de los acreedores al procedimiento, al tiempo que estos efectos tampoco se deducen de la 
autonomía privada, puesto que de otro modo no se conseguiría la finalidad perseguida por esta 
clase de reglas que también suponen un fortalecimiento de la posición de la Empresa Deudora 
durante el proceso de negociación. 

Por ello la tutela de los créditos que emanan de la continuidad de suministro y del 
otorgamiento de recursos frescos debe tomar en consideración el derecho de todos los 
acreedores preconcursales, a efectos de que la figura no sea utilizada indebidamente a fin de 
lesionar sus derechos de cobro. En este punto, y conforme a la lógica de la desjudicialización del 
concurso, la tutela estará subordinada a la acreditación por parte del veedor de que el producto 
de los actos o contratos que se otorguen o suscriban con motivo de las citadas operaciones 
ingresen efectivamente a la caja de la Empresa Deudora y se destine única y exclusivamente a 
financiar su giro (artículo 76 LRLAEP). Y ello justifica también que, a fin de establecer resguardos 
adicionales, toda operación por montos superiores al 20% del activo fijo contable o que impliquen 
nuevos endeudamientos por montos superiores al 20% del pasivo certificado por la Empresa 
Deudora, como asimismo toda operación con personas relacionadas con la Empresa Deudora, 
sean todos admisibles, e incluso tutelados de la manera antes indicada, pero siempre que se 

                                                           
125 Conforme al artículo 57.2 LRLAEP, durante la “Protección Financiera Concursal”, el Deudor está sujeto a medidas 
cautelares y de restricción consistentes en la intervención por parte del veedor, en la limitación a la constitución de 
gravámenes y enajenación de sus bienes (con excepción de aquellos cuya enajenación o venta sea propia de su giro o 
resulten estrictamente necesarios para el normal desarrollo de su actividad), y en la prohibición de modificar pactos, 
estatutos o regímenes de poderes de la empresa configurada como persona jurídica. 
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obtenga la autorización previa de acreedores que representen más del cincuenta por ciento del 
pasivo del deudor. Con ello, no se impide la financiación interna, quizás la más favorable en el 
contexto de crisis, ni se prohíben operaciones de mayor profundidad, pero todas ellas estarán 
restringidas por la necesaria supervigilancia de los acreedores y del veedor a fin de que por su 
intermedio no se logre una desviación de fondos y poderes que termine perjudicando la posición 
de todos los acreedores concursales. 

 

La determinación del pasivo en el procedimiento concursal de reorganización como forma de 
fijar el derecho a voto de los acreedores. 

Uno de los aspectos fundamentales en la articulación del nuevo Derecho concursal chileno 
reposa en la construcción que asume que los acreedores (en este caso, conjuntamente con el 
deudor), decidirán la suerte de la reorganización empresarial. Como hemos indicado, las labores 
de los veedores y de los tribunales son auxiliares a la correcta formación del consentimiento 
colectivo, de modo que la Junta de acreedores se presenta como el órgano esencial en el diseño 
de una ley de corte privatista.126 En este sentido, cobra especial relevancia en el ordenamiento 
chileno la delimitación de quienes formarán parte de la referida junta por medio de la asignación 
del derecho a voto, para lo cual resulta necesario revisar la determinación del pasivo en la órbita 
de los procedimientos concursales de reorganización. 

La posibilidad de integrar el órgano colegiado y, en esa medida, incidir en las resultas de la 
deliberación, pasa por la incorporación del crédito en la denominada “nómina de créditos 
reconocidos” que debe ser preparada y presentada por el veedor (artículo 78 LRLAEP). 
Adicionalmente, será necesario que su titular no se encuentre en la tipología de los acreedores 
que se encuentran privados del derecho a voto (artículo 79 LRLAEP).127 Lo relevante sobre el 
particular para efectos del presente discurso es que, en la órbita del procedimiento reorganizativo, 
la determinación del pasivo no se encuentra destinada a delimitar los créditos que se verán 
afectados por los términos del acuerdo (si es que acaso éste llega a ser aprobado), sino que  sólo 
se articula como un mecanismo para la construcción de una voluntad colectiva que, como tal, será 
vinculante por las decisiones mayoritarias a todos los titulares de los créditos que encuentren su 
origen en tiempos anteriores a la dictación de la resolución de reorganización (artículo 66 
LRLAEP).128 El punto se presenta, en consecuencia, de modo diverso a la finalidad de la 

                                                           
126 En otro sitio hemos explicado lo siguiente: “… la visión privatista del Derecho concursal pondrá especial énfasis en  
el acuerdo, generalmente conforme al régimen de mayorías, para lo cual tiene a utilizar, desde la perspectiva orgánica, 
la figura de la junta de acreedores, y, dinámicamente, el ejercicio de su derecho a voto. En suma se pretende que los 
acreedores, orgánicamente dispuestos, logren actuar bajo la racionalidad de ser un único sujeto, aunque jurídicamente 
no lo sean, para lo cual se requiere configurar una decisión colegial a partir de las declaraciones individuales 
manifestadas por medio del ejercicio del derecho a voto. Goldenberg Serrano, Juan Luis, op. cit., nota 3, p. 156. 
127 En su parte pertinente, la citada norma dispone: “*n+ o podrán votar las Personas Relacionadas con el Deudor y sus 
créditos no se considerarán en el pasivo. Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los treinta días anteriores a la 
fecha de inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización, conforme se indica en el artículo 54, no podrán concurrir 
a la Junta de acreedores para deliberar y votar el Acuerdo y tampoco podrán impugnarlo”. 
128 En este sentido hemos indicado que “debe tenerse presente que ellos *los modelos orgánicos concursales+ se 
sustentan en la noción que todos los interesados deben encontrarse, con mayor o menor alcance, imperativamente 
obligados a formar parte del concurso. Lo anterior porque, como hemos indicado previamente, la respuesta a la tragedia 
del recurso común se basará en las múltiples negociaciones que deben emprender los particulares a efectos de 
determinar aquella solución que, en razón de la racionalidad económica, les permite maximizar sus posibilidades de 
cobro. Esta idea, graficada como “unidad de foro” hace que la estructura diseñada por el legislador para ofrecer una 
respuesta orgánica a la crisis patrimonial requiera que ninguno de los partícipes de la negociación pueda evadirla, 
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determinación del pasivo en los procedimientos concursales de liquidación, en los que la 
integración a la “nómina de créditos reconocidos” considera idéntica finalidad, pero agrega 
también el acceso a los derechos económicos que permiten al liquidador efectuar repartos a su 
respecto. 

El único caso jurisprudencial que ha tratado este punto,129 sin embargo, razonó de forma 
diversa, y, a nuestro juicio, de manera errada. La cuestión fue resumidamente la siguiente: en el 
marco del procedimiento concursal de reorganización de la Sociedad Contractual Minera Hierros 
Tal Tal, uno de sus acreedores no estaba integrado en la nómina de créditos reconocidos, dado 
que su crédito no se encontraba previsto en el informe del auditor independiente presentado por 
la Empresa Deudora (artículos 55 y 56 LRLAEP), ni tampoco había concurrido en tiempo y forma a 
verificar sus créditos (artículo 70 LRLAEP). Sin embargo, luego de ser el acuerdo aceptado en la 
junta de acreedores, dicho acreedor concurrió al tribunal para su impugnación en los términos 
previstos en el artículo 85 LRLAEP. Dicha norma dispone, que la impugnación compete sólo a los 
acreedores a los que les afecte. El problema fue que el tribunal concluyó que la LRLAEP no había 
dispuesto de manera expresa quiénes conformaban el grupo de acreedores afectados por los 
términos del acuerdo, señalando que las disposiciones discurrirían sobre la base de aquellos que 
forman parte de la nómina de créditos reconocidos (artículo 70 LRLAEP), con independencia de si 
habían o no acudido a la junta respectiva (artículo 91 LRLAEP). De este modo, el tribunal concluyó 
que, siendo el acuerdo de reorganización una convención, ellas se encuentran sujetas a las normas 
generales aplicables a tal especie de actos jurídicos, incluyendo lo dispuesto en el artículo 1545 del 
Código civil, que consagra el efecto relativo de los contratos. De tal manera, concluyó que el 
acreedor ausente no se encontraba afectado por los términos del acuerdo, ignorando la 
disposición contenida en el artículo 66 LRLAEP, como, asimismo, la lógica de la denominada 
“unidad de foro”, la construcción de una voluntad colegial y el uso del principio mayoritario. Sobre 
este punto, advertimos que el principio mayoritario “se plantea de forma antitética a la 
construcción habitual del principio de autonomía privada, considerando que la regla general en 
nuestro Derecho privado está dada por la concreción de efectos jurídicos en atención a la 
declaración de voluntad efectivamente realizada por el particular”.130 

Ahora bien, respecto a la integración a la “nómina de créditos reconocidos”, la normativa 
dispuesta en la LRLAEP innova al no establecer la verificación del crédito como un trámite 
obligatorio a ser efectuado por el acreedor cuyo título es anterior al inicio del procedimiento. Al 
efecto, basta que el crédito se encuentre incorporado en el estado de deudas presentado por el 
deudor al inicio del procedimiento (artículo 70 LRLAEP), bajo la forma del certificado emitido por 

                                                                                                                                                                                 
obstruirla o configurar mecanismos para incrementar indebidamente su poder decisorio una vez que el procedimiento 
ya se ha iniciado”. Goldenberg Serrano, Juan Luis, op. cit., nota 3, p. 148.En el marco del Libro IV del Código de Comercio 
la finalidad de la verificación de los créditos parecía ser diversa, en la medida en la que se sostenía que ella buscaba 
determinar preliminarmente quienes se entendían afectados por los términos del convenio. Ello podía deducirse de la 
opinión de Puelma Accorsi, Álvaro, op. cit., nota 18, p. 223, al término de indicar que el síndico tenía la facultad 
discrecional para incluir o excluir acreedores de la nómina, hubiesen o no verificados sus créditos, lo que producía un 
evidente distanciamiento entre la verificación y la asignación del derecho a voto. Así lo sostenía, con mayor énfasis, 
Contreras Strauch, Osvaldo, op. cit., nota 6, p. 342, principalmente basado en ciertos argumentos de texto y en la 
posibilidad de que el artículo 205 permitía que los acreedores que no hubiesen verificado oportunamente podían 
demandar en un procedimiento incidental que el convenio se cumpliese a su favor. La ausencia de una norma de este 
tipo, como asimismo los términos del artículo 66 LRLAEP, nos inclinan a pensar que esta solución ya no es sostenible en 
el régimen concursal chileno vigente. 
129 Sentencia del 3° Juzgado Civil de Santiago, en autos rol C-24235-2014, de 21 de abril de 2015 (disponible en el 
Boletín Concursal). 
130 Goldenberg Serrano, Juan Luis, op. cit., nota 3, p. 177. 
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un auditor independiente fiscalizado por la Superintendencia de Valores y Seguros (artículo 54 
LRLAEP). De tal suerte, si el referido informe da cuenta de los términos efectivos del crédito (en 
relacióncon su titularidad, monto, preferencias y avalúo de las garantías, según corresponda), no 
se requiere de una nueva verificación del crédito por parte de su titular. Pero, a efectos de poder 
ser incorporado en la “nómina de créditos reconocidos” su actitud no puede ser totalmente 
pasiva. En este sentido, tal circunstancia no le libera de la obligación de acreditar ante el tribunal, 
dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de la publicación de la resolución de 
reorganización en el Boletín Concursal, la “personería para actuar en el Procedimiento Concursal 
de Reorganización, con indicación expresa de la facultad que le confieren a sus apoderados para 
conocer, modificar y adoptar el Acuerdo de Reorganización Judicial” (artículo 57.6 LRLAEP). Sin 
ello, conforme a lo dispuesto en el artículo 78 LRLAEP, no puede ser integrado a la referida 
nómina, y, en consecuencia, su titular carece de derecho de voto. 

En los casos en los que el acreedor no se encuentre conforme con los términos de la inclusión 
en el certificado del auditor independiente presentado por la Empresa Deudora al inicio del 
procedimiento, aquéllos tienen un plazo fatal de ocho días contados desde la notificación de la 
resolución de reorganización para comunicar sus créditos en el marco del procedimiento de 
reorganización, para lo cual deben acompañar los títulos justificativos de sus créditos, la existencia 
de garantías y el avalúo comercial de las mismas. Nuevamente en este caso, la integración a la 
“nómina” requiere de la acreditación de la personería ante el tribunal en los términos del citado 
artículo 57.6 LRLAEP, aunque, en la práctica, dicha actuación suele realizarse conjuntamente con la 
verificación del crédito en el plazo menor dispuesto en el artículo 70 LRLAEP. 

En uno u otro caso, se confiere al veedor, al deudor y a los acreedores la posibilidad de objetar 
los créditos en razón a la falta de títulos justificativos, sus montos, preferencias y avalúo comercial 
de las garantías, en un plazo de ocho días contados desde la publicación de las verificaciones 
efectuadas en el Boletín Concursal. En tal caso, el veedor deberá arbitrar las medidas necesarias 
para subsanarlas, y sólo en caso de no lograrlo, los créditospasarán a formar la nómina de créditos 
impugnados para su posterior resolución, en una audiencia única y verbal, con todas las partes 
involucradas, con un fallo que deberá ser dictado a más tardar el segundo día anterior a la fecha 
de celebración de la junta de acreedores (artículo 71 LRLAEP). 

Una valoración crítica del sistema impuesto por la LRLAEP nos lleva a advertir que el principio 
de celeridad que informa múltiples disposiciones del nuevo sistema concursal chileno confiere un 
escaso tiempo para que el tribunal pueda resolver aspectos que son evidentemente trascendentes 
para la conformación de la voluntad unitaria y el cumplimiento de las mayorías establecidas para 
la aprobación del acuerdo. El sistema parece sustentarse en el hecho que el sistema de objeciones 
mediadas por parte del veedor servirá de filtro suficiente como para que el tribunal sólo conozca 
aquellas situaciones en las que se produce un conflicto jurídico de mayor gravedad, impidiendo 
que lleguen a su conocimiento todas las cuestiones eminentemente formales que pudiesen 
parecer de fácil solución. Adicionalmente, el tribunal contará con la asistencia técnica del veedor 
respecto a aquellos créditos que integran la nómina de los créditos impugnados, mediante el 
formato de un informe, que, aunque la ley no lo señale directamente, debería versar sobre el 
mérito de los antecedentes expuestos para la determinación de la existencia, monto, preferencia o 
avalúo comercial de las garantías. Pero dicho informe debería ser únicamente orientativo para el 
tribunal, especialmente en aquellos casos en que la objeción provenga del propio veedor, quien ya 
se habrá formado una cierta convicción al tiempo de su formulación; y, en todo caso, debería 
considerar el escaso tiempo con el cual éste último cuenta para revisar los términos de la 
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verificación o de la calificación de los créditos incluidos en el estado de deudas presentado por el 
propio deudor. 

Cabe considerar, asimismo, que el ordenamiento no entrega directrices en virtud del cual el 
veedor puede formular soluciones a la objeciones presentadas, y que, en caso alguno podría 
pensarse que se le han asignado facultades jurisdiccionales para resolver el asunto, especialmente 
si se deja a salvo la participación del tribunal para dirimir la controversia. De tal suerte, 
la“mediación” que puede ser realizada por aquél se sustentará especialmente en sus buenos 
oficios, y en detectar fórmulas de solución que sean aceptables para el objetante (incluso, si se 
trata de él mismo) y el objetado. A su vez, la escasa regulación de la audiencia única y verbal que 
debe ser realizada ante el tribunal parece dar cuenta de que simplemente se tratará de una 
audiencia de fallo, aunque se presente esencialmente desregulada por parte del legislador, lo que 
supone una especial habilidad por parte del juez para llegar a una convicción que puede terminar 
por desestimar total o parcialmente el crédito para su incorporación en la nómina de créditos 
reconocidos o por alterar el avalúo comercial de los bienes sobre los cuales recae la garantía real, 
cuestiones que terminarán por determinar el universo y las mayorías necesarias para la 
aprobación del acuerdo de reorganización. 

 

La propuesta de acuerdo de reorganización. 

Oportunidad. 

Como hemos explicado previamente, a diferencia del sistema concursal chileno actualmente 
derogado, la LRLAEP ha aportado por un mecanismo de negociación que debe llevarse siempre al 
amparo de la denominada “Protección Financiera Concursal” y bajo la mediación del veedor. Ello 
es lo que justifica que el inicio del procedimiento no dé cuenta ni conceda indicios del eventual 
ofrecimiento a ser efectuado por el deudor a sus acreedores, bajo la esperanza de que, al alero del 
proceso de negociación diseñado por el legislador, la Empresa Deudora pueda presentar a la Junta 
de acreedores un mecanismo de reestructuración de sus activos y pasivos que efectivamente 
pueda maximizar sus posibilidades de cobro. 

El procedimiento de negociación propiamente tal no se encuentra normado en cuanto a sus 
fases, lo que queda al arbitrio de las virtudes negociadoras de las partes y el diseño en particular 
propuesto por el veedor. Al efecto, la única norma que da cuenta de ello se dispone en el artículo 
25 LRLAEP, al disponer que “La función principal del Veedor es propiciar los acuerdos entre el 
Deudor y sus acreedores, facilitando la proposición y negociación del Acuerdo. Para estos efectos, 
el Veedor podrá citar al Deudor y a sus acreedores en cualquier momento desde la publicación de 
la Resolución de Reorganización hasta la fecha en que debe acompañar al tribunal competente el 
informe que regula el numeral 8) del artículo 57, con el propósito de facilitar los acuerdos entre las 
partes y propiciar la celebración de un Acuerdo de Reorganización Judicial en los términos 
regulados en la presente ley”. 

Ahora bien, lo que sí se encuentra normado es lo que se refiere a la oportunidad en la que la 
Empresa Deudora debe hacer entrega al veedor de los términos formales de la propuesta. En este 
sentido, el artículo 57.4 LRLAEP dispone como parte del contenido de la resolución de 
reorganización, la orden al deudor para que, a través del veedor, publique en el Boletín Concursal 
y acompañe al tribunal competente, a lo menos 10 días antes de la fecha fijada para la Junta de 
acreedores, su propuesta de reorganización judicial. Todo ello, bajo el apercibimiento de que, 
certificada la circunstancia de la falta de presentación por parte del veedor, el tribunal deberá 
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dictar la correspondiente resolución de liquidación. Ello implica que el apercibimiento se traduce 
en un término temprano del procedimiento concursal de reorganización y su reemplazo por un 
concurso liquidatorio, en la medida en la que el legislador presupone que tal incumplimiento se ha 
debido a un fracaso en el avance de las negociaciones, un empeoramiento de las condiciones de la 
empresa que vaticinan dificultades para la reestructuración, o, incluso, una actitud oportunista del 
deudor que sólo quería limitar los derechos de los acreedores bajo la forma de la “Protección 
Financiera Concursal”. 

Cabe observar, sin embargo, que la normativa aplicable permite otras oportunidades para la 
presentación de propuestas de acuerdo. El primer caso tiene lugar cuando se acoge, por 
resolución firme y ejecutoriada, la impugnación del acuerdo de reorganización por las causales 
establecidas en los números  1), 2),  3)  y 6) del  artículo  85 de la LRLAEP.131 En tal  evento, la 
Empresa Deudora podrá presentar una nueva propuesta de acuerdo dentro de los diez días hábiles 
siguientes contados desde que se notifique en el Boletín Concursal la resolución que tuvo por 
acogida la impugnación referida, siempre que esta nueva presentación se presente apoyada por 
dos o más acreedores que representen, a lo menos, un 66% del pasivo con derecho a voto. En este 
caso, el deudor gozará de una nueva “Protección Financiera Concursal” hasta la fecha de 
celebración de la junta llamada a conocer y pronunciarse sobre la nueva propuesta, fecha que será 
determinada en la resolución que tenga por presentada la nueva propuesta de acuerdo, la que 
deberá celebrarse dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde que el deudor la 
presentó. 

El segundo caso tiene lugar ante el rechazo de la primera propuesta de acuerdo de 
reorganización presentada por el deudor, sea por no haberse obtenido el quórum de aprobación 
necesario o porque el deudor no otorgue su consentimiento. Para que ello tenga lugar, la Junta de 
acreedores, con quórum especial (esto es, dos tercios del pasivo total con derecho a voto 
reconocido), debe permitir que el deudor, por medio del veedor, publique en el Boletín Concursal 
y acompañe al tribunal nuevas propuestas de acuerdo de reorganización, a lo menos diez días 
hábiles antes de la celebración de una Junta de acreedores que tenga por objeto pronunciarse 
sobre ésta. En estas circunstancias, el deudor también conservará la “Protección Financiera 
Concursal” hasta la celebración de dicha junta, que deberá llevarse a cabo dentro de los veinte 
días hábiles siguientes a la que rechazó el acuerdo. 

 

Posibilidad de división del acuerdo en clases o categorías de acreedores valistas y acreedores 
garantizados. 

Una de las tantas novedades del Procedimiento Concursal de Reorganización es que, a 
diferencia de los modelos normativos previos, ya no se encuentra únicamente dirigido a los 
acreedores valistas (u ordinarios). En los sistemas concursales anteriores, el derecho de los 
acreedores preferentes quedaba salvaguardado por la inoponibilidad de los términos del 
convenio, a menos que el acreedor en cuestión decidiese voluntariamente formar parte del mismo 

                                                           
131 Causales que se encuentran referidas a: (i) defectos en las formas establecidas para la convocatoria y celebración de 
la junta de acreedores, que hubieren impedido el ejercicio de los derechos de los acreedores o del deudor; (ii) el error en 
el cómputo de las mayorías requeridas por la LRLAEP, siempre que incida sustancialmente en el quórum del acuerdo de 
reorganización judicial; (iii) falsedad o exageración del crédito o incapacidad o falta de personería para votar de alguno 
de los acreedores que hayan concurrido a formar el quórum necesario para el acuerdo, si excluido este acreedor o la 
parte falsa o exagerada del crédito, no se logra el quórum del acuerdo; y (iv) por contener una o más estipulaciones 
contrarias a lo dispuesto en la LRLAEP. 
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por medio de la renuncia a la preferencia y la correspondiente asignación del derecho a voto. Tal 
circunstancia no sólo se encontraba fundamentada en la indiferencia de los resultados del acuerdo 
respecto a las garantías contratadas, sino especialmente en evitar que por el contenido del 
convenio (por ejemplo, la alteración del monto y plazos de pagos) pudiese terminarse 
perjudicando a las preferencias.132 Aunque, detrás de todas estas argumentaciones, puede 
adivinarse un sustrato protector de esta clase de acreedores (especialmente, entidades 
financieras) para no afectar el valor de sus garantías.133 

El problema, como puede vaticinarse, es que en la actualidad los mecanismos de 
financiamiento de la empresa suelen articularse precisamente por medio de garantías (asset-
backed loans), resultando que todos los bienes de la empresa (o, al menos, los económicamente 
más relevantes) se encuentran gravados con prenda o hipoteca, según el caso, para asegurar el 
cumplimiento de la obligación principal. Al efecto, la LRLAEP considera que, si acaso la 
reorganización concursal se sustentase en una exclusión de esta clase de acreedores, las 
posibilidades de éxito del procedimiento quedarían reducidas ostensiblemente. Los acreedores 
valistas difícilmente votarían a favor de un acuerdo en el que, ya otorgando nuevos términos a los 
créditos subyacentes, podrían ver que los bienes necesarios para el giro de la empresa serían 
capturados por los acreedores hipotecarios o prendarios tan pronto terminase el concurso. Así 
ocurría en el sistema concursal derogado, en que cualquier limitación a los derechos de los 
acreedores garantizados –bajo la solicitud de los acreedores valistas– debía ser negociada fuera 
del concurso, de manera de no afectar la preferencia asignada a tales créditos, transformando el 
procedimiento en un escenario opaco y sin protección para las partes. 

El contrapunto, esto es, la incorporación de los acreedores garantizados en el procedimiento, 
no resultó en una alternativa exenta de críticas. Por supuesto que las sacrosantas garantías reales 
ven en ello perjudicada su posición en comparación con el modelo anterior, pero se consideró ésta 
la única alternativa posible a efectos de facilitar realmente la reorganización de la empresa viable. 
El mayor riesgo asumido por las entidades concedentes de créditos garantizados puede dar cuenta 
de un aumento en las tasas de interés (o en un fortalecimiento por medio de otros términos 
contractuales), pero deberá observarse que este mayor costo terminará considerándose como el 
valor socialmente asignado a la reestructuración de empresas viables, evitando una condena 
dirigida a su necesaria liquidación. 

Estando el acuerdo dirigido a acreedores valistas y garantizados, el artículo 61 LRLAEP admite 
que éste sea separado en clases y categorías diversas para cada uno de ellos. Si bien el resto de las 
normas que tocan el punto (especialmente el artículo 95 LRLAEP) parecen asumir que se trata ésta 
de una división imperativa, el texto del artículo 61 se presenta de modo facultativo (“podrá”), lo 
que puede dar lugar a comportamientos estratégicos por parte del deudor o en una extracción del 
valor de la garantía a favor de los acreedores valistas en caso que el deudor no efectuare la 
señalada división. 

Ahora bien, dividido el acuerdo en las citadas clases, deben efectuarse ciertas distinciones 
ulteriores: en primer término, los acreedores cuyos créditos se encuentren garantizados con 
prenda o hipoteca votarán de acuerdo al avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las 
garantías, conforme conste en la nómina de créditos reconocidos. Sin embargo, si el avalúo 
comercial de los bienes gravados excede el valor del crédito que garantizan, el acreedor 

                                                           
132 Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 19, pp. 256 – 259 
133 Para una crítica sobre esta solución en el sistema anterior, vid. Gómez Balmaceda, Rafael y Eyzaguirre Smart, 
Gonzalo, op. cit., nota 18, pp. 490 - 492 
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correspondiente votará de acuerdo al monto de su crédito, según conste en la mentada nómina 
(artículo 78 LRLAEP). Por su parte, los acreedores garantizados podrán votar la propuesta de 
acuerdo que se formule para acreedores valistas si renuncian a la preferencia de sus créditos y no 
podrán votar la propuesta de Acuerdo que se formule para la clase o categoría de los acreedores 
hipotecarios o prendarios, salvo que dicha renuncia sea parcial y se manifieste expresamente 
(artículo 61 LRLAEP). 

 

La igualdad de los acreedores al interior de las clases: justificación y excepciones. 

Adicionalmente, debe entenderse que el acuerdo de reorganización judicial es logrado en el 
marco de un proceso concursal, en el que se hace uso de una estructura colegial a efectos de 
obtener una voluntad mayoritaria que se imponga sobre los acreedores ausentes o disidentes. En 
este sentido, las limitaciones de contenido del acuerdo (por cierto, menores) se justificarán como 
reglas de protección a los acreedores minoritarios, a fin de evitar el posible abuso de la mayoría. 
Para estos efectos, la autonomía privada se restringe de modo general de manera que en las 
propuestas de acuerdo no pueden establecerse condiciones más favorables para algunos de los 
acreedores de una misma clase o categoría (artículo 61 LRLAEP). Ahora bien, el artículo 64 LRLAEP 
contempla una excepción sobre este punto: podrán contemplarse condiciones diversas a ciertos 
créditos que formen parte de una misma clase en la medida en que ello sea aprobado con quórum 
especial (conformado por dos tercios del pasivo con derecho a voto), incluyendo, para estos 
efectos, sólo a los acreedores que no resulten beneficiados por tales términos discriminatorios.134 

La norma, sin embargo, envuelve ciertos problemas prácticos: en primer lugar, puede ser 
complejo advertir quiénes son y quiénes no son favorecidos por la cláusula discriminatoria en 
algunos casos concretos. Para estos efectos, piénsese en la situación en que los términos son 
diversos en más de un factor entre dos grupos de acreedores que pertenecen a la misma clase 
(por ejemplo, una tasa de interés y una prórroga diversas). Lo que ocurre es que la norma razona 
sobre la base de un favorecimiento absoluto y no sobre diversidad de cláusulas. En segundo lugar, 
la práctica jurisprudencial ha dado cuenta que no resulta claro si esta mayoría debe obtenerse en 
una votación diversa de lapropuesta de acuerdo o si el resultado de una única votación debe dar 
cuenta del cumplimiento de ambos quora de aprobación. Si bien la tendencia ha sido la primera, 
un nuevo problema se ha presentado en orden a determinar cuál de las dos votaciones debe 
efectuarse en primer lugar, esto es, la del acuerdo en general o la de las cláusulas discriminatorias. 
Si bien el problema del orden puede parecer baladí, la práctica ha dado cuenta que el resultado de 
una votación tiene incidencia en el voto emitido en el segundo escrutinio. 

 

 

 

                                                           
134 En el sistema anterior, se esbozaba como un principio fundante de los convenios judiciales, el hecho que fuera uno 
mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario (artículo 178 del Libro IV del Código de 
Comercio). A juicio de Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 19, p. 181, ello no admitía propuestas múltiples para los 
diversos acreedores concursales, como tampoco establecer reglas discriminatorias. Sólo este último elemento podía ser 
alterado por la voluntad unánime de los acreedores (casi imposible de conseguir), estableciendo, por ejemplo, “plazos, 
condiciones, porcentajes de remisión, forma de extinción de las obligaciones, etc., entre unos y otros acreedores”. Para 
Puelma Accorsi, Álvaro, op. cit., nota 18, p. 213, la norma pretendía mantener la par condicio creditorum, evitando que 
la mayoría pudiese imponer a la minoría un convenio discriminatorio, a menos que éstos lo aceptasen expresamente. 
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La aprobación del acuerdo: el voto conforme en la junta de acreedores y las limitadas 
funciones del tribunal. 

En el sistema chileno, la aprobación del acuerdo debe darse en el marco de la Junta de 
acreedores citada al efecto por la resolución de reorganización (artículo 57.5 LRLAEP), la que 
generalmente tendrá lugar dentro del plazo de 30 días contados desde la publicación de dicha 
resolución en el Boletín Concursal. Excepcionalmente, la fecha en que deberá tener lugar la 
mencionada asamblea podrá prorrogarse en la medida en la que también se haya obtenido el 
apoyo de los acreedores para extender el periodo de “Protección Financiera Concursal” (artículo 
58 LRLAEP). A estas alturas, el deudor ya habrá entregado al veedor la propuesta de acuerdo para 
ser publicada en el Boletín Concursal, a lo menos 10 días antes de la fecha en que debe celebrarse 
tal junta (artículo 57.4 LRLAEP), como también el veedor habrá publicado el correspondiente 
informe que la resolución de reorganización le ha mandatado a efectuar en los términos del ya 
explicado artículo 57.8 LRLAEP). A partir de lo anterior, los acreedores tendrán en su poder los 
términos en los que el deudor pretende efectuar la reestructuración de sus activos y pasivos, 
como también una orientación por parte del veedor (no vinculante) sobre la viabilidad de la 
empresa y del acuerdo propiamente tal. 

Si bien la regla general está dada por el hecho de que los acreedores concurrirán con su voto en 
el contexto de la citada asamblea, el ordenamiento ha innovado en la medida en la que permite 
que el veedor haya recabado previamente las correspondientes firmas por parte de los acreedores 
que estén a favor del mismo.135 Para estos efectos, el artículo 80 LRLAEP perite que los acreedores 
suscriban los correspondientes documentos ante un ministro de fe o por medio de firma 
electrónica avanzada, votos que se considerarán equivalentes a aquellos efectuados por los 
acreedores en junta. La misma norma fija el ámbito temporal para la recolección de estas firmas 
por parte del veedor, lo que tendrá lugar entre la fecha de la publicación de la propuesta de 
cuerdo en el Boletín Concursal y hasta tres días antes de la fecha fijada para la celebración de la 
junta. A partir de lo anterior puede colegirse que estos acreedores podrán haber registrado 
preliminarmente sus votos sin contar con el informe del veedor, lo que daría cuenta de una 
ponderación individual de los términos de la propuesta. 

Ahora bien, incluso si se hubiesen obtenido los votos suficientes, ello no quita que la junta de 
acreedores debe celebrarse de igual modo. En ella podrán seguir discutiéndose los términos del 
acuerdo, lo que puede restringir la utilidad del registro previo de votos puesto que éstos habrán 
manifestado una voluntad aprobatoria del texto fijado en la propuesta. Pero el punto más 
relevante se refiere a la votación, para lo cual deben efectuarse ciertas distinciones, dependiendo 
de su el deudor ha hecho uso de la facultad del artículo 61 LRLAEP en términos de separar a los 
acreedores en clases o categorías. En tal caso, cada una de dichas clases deberá analizar, deliberar 
y votar la propuesta correspondiente de manera separada; y la propuesta se debe entender 
acordada en la medida en la que cuente con el consentimiento del deudor136 y el voto conforme 
de dos tercios o más de los acreedores presentes, que representen al menos dos tercios del total 

                                                           
135 Lo anterior proviene de una práctica existente al amparo de la legislación anterior, por la cual acreedores no 
concurrentes presentaban al tribunal escritos de adhesión a las propuestas del convenio. Contra la legalidad de dicha 
práctica al amparo de la ley hoy derogada, Puelma Accorsi, Álvaro, op. cit., nota 18, p. 228. 
136 Conforme al artículo 81 LRLAEP, si el deudor no compareciere a la Junta de acreedores llamada a conocer y 
pronunciarse sobre la propuesta de acuerdo, el tribunal competente debe dictar la correspondiente resolución de 
liquidación en la misma junta. Ello importa, en consecuencia, un fracaso de la negociación entre el deudor y sus 
acreedores, dando lugar a la solución concursal supletoria, dada por la liquidación de sus bienes conforme al 
Procedimiento Concursal de Liquidación. 
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del pasivo con derecho a voto de cada clase o categoría.137 Dicho acuerdo sobre la propuesta se 
adoptará bajo la condición suspensiva de que se acuerde la propuesta se acuerde también por la 
otra clase (artículo 79 LRLAEP).138 

A partir de dicha norma puede colegirse que, aun cuando la propuesta se haya separado en 
clases, existe una unidad del acuerdo. En este sentido, no es posible entender acordado su texto si 
alguna de las clases lo rechaza, por lo que el quórum funciona como una norma de doble 
protección. Por una parte, la doble mayoría exigida al interior de cada clase implica que no será 
posible que un acreedor que individualmente tuviese un porcentaje importante en el pasivo 
provoque la aprobación, puesto que será necesario también contar las cabezas de los acreedores 
presentes.139 Por otra parte, el poder de negociación se distribuye equilibradamente entre 
acreedores valistas y acreedores garantizados, de manera que ninguno de ellos pueda presionar 
por la aprobación de un acuerdo que termine perjudicando a la otra categoría. 

La norma, eso sí, no se pronuncia sobre la forma de votación que corresponderá en caso que la 
propuesta del deudor no haya sido separada en clases. A estos efectos, debemos entender que el 
proceso deliberativo se simplifica en términos de exigir las mayorías de cabezas y participación del 
pasivo considerando el número y monto total de acreedores. Es aquí donde puede producirse una 
traslación del poder de los acreedores garantizados a favor de los acreedores valistas, lo que 
tendrá lugar en el caso en que la participación del segundo grupo sea menor tanto en número 
como en porcentaje del pasivo. Pero, para estos efectos, deberá considerarse lo anteriormente 
señalado en lo relativo a la necesaria igualdad de condiciones para todos los acreedores, a menos 
de contar con el quórum especial para introducir términos diferenciados entre los créditos 
(artículos 61 y 64 LRLAEP). 

Como puede observarse, en el proceso de formación de la voluntad mayoritaria el peso de la 
decisión queda entregado únicamente a los acreedores. El informe del veedor sólo tendrá un 
carácter orientativo destinado a disminuir problemas de asimetría informativa y disminuir costos 
de transacción. En similares términos, la labor del tribunal se circunscribirá a dar cuenta de la 
obtención (o no) de las mayorías dispuestas en el artículo 79 LRLAEP a efectos de declarar la 
propuesta como acordadas. Esta tarea de mera constatación por parte del tribunal nuevamente da 
cuenta de la orientación privatista del ordenamiento chileno, en la medida en la que éste no 
puede ponderar elementos exógenos a los propios a la calidad de acreedores de los partícipes ni, 
menos aún, efectuar una valoración sobre sus términos económicos. Esta observación se acentúa 
al tiempo de observar que el acuerdo se entenderá aprobado y comenzará a regir una vez vencido 
el plazo para ser impugnado, sin que así hubiese ocurrido, caso en el cual el tribunal debe así 
decretarlo, sea de oficio o a petición de parte (artículo 89 LRLAEP). Ello implica que en este caso el 

                                                           
137 El establecimiento de un sistema de doble mayoría, esto es, numérica y por pasivo, se encontraba asimismo 
dispuesta en la regulación anterior. 
138 A nuestro juicio, la idea de la incorporación de un principio mayoritario para el perfeccionamiento del acuerdo no 
debe entenderse como un instituto autónomo, sino que debe ser considerado en atención a la finalidad que se pretende 
mediante su incorporación (en este caso, la construcción de una voluntad colegial para permitir la configuración de una 
“unidad de foro” para la solución del dilema que plantea una crisis patrimonial) y las salvaguardas ofrecidas a los 
acreedores minoritarios o ausentes para sobreponerse a su voluntad o silencio. Así, el principio mayoritario 
contemplado en los modelos concursales orgánicos (como los procedimientos concursales de reorganización) se 
incardina en la finalidad de asignar a la colectividad una voluntad común para resolver la tragedia del recurso. Sobre el 
particular, Goldenberg Serrano, Juan Luis, op. cit., nota 3, p. 188. 
139 Al efecto, Puelma Accorsi, Álvaro, op. cit., nota 18, p. 225, sostenía que “*s+e ha considerado injusto que un gran 
número de acreedores pequeños impongan su voluntad a los mayores acreedores, y que estos últimos, siendo 
numéricamente pocos, predominen y se impongan a la mayoría de pequeños acreedores”. 
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tribunal sólo constatará la falta de impugnación y, en su mérito, le otorgará fuerza vinculante al 
acuerdo, sin haber efectuado examen alguno sobre la forma en que la voluntad colectiva fue 
lograda ni sobre el contenido del acuerdo. 

A su vez, en caso que alguno de los acreedores a quienes afecte el acuerdo lo hubiese 
impugnado por alguna de las causales previstas en el artículo 85 LRLAEP, dentro del plazo de cinco 
días contados desde su publicación en el Boletín Concursal (artículos 84 y 86 LRLAEP), el tribunal 
deberá citar una audiencia de resolución. Tales impugnaciones serán tramitadas como un solo 
incidente y se fallarán conjuntamente en tal audiencia, la que deberá celebrarse dentro de los diez 
días siguientes al vencimiento del plazo para impugnar. Tal audiencia será verbal y se llevará a 
cabo con las partes que asistan, aunque el tribunal queda facultado para suspenderla y continuarla 
con posterioridad (en este caso, sin indicación de un plazo legal). El tribunal deberá resolver las 
impugnaciones dentro del plazo de 30 días desde la celebración de la audiencia, resolución que 
deberá publicarse en el Boletín Concursal y que será apelable en el solo efecto devolutivo (artículo 
87 LRLAEP). 

Al tenor de las diversas causales de impugnación previstas en el artículo 85 LRLAEP podemos 
observar que ellas se refieren esencialmente a la forma en que se ha formado la voluntad 
colectiva, dando cuenta de los vicios que el legislador ha estimado lo suficientemente graves para 
la invalidación del acuerdo. Tales defectos pueden observarse con relación a la ritualidad de la 
junta de acreedores (artículo 85.1 LRLAEP), al error sustancial en el cómputo de las mayorías 
exigidas (artículo 85.2 LRLAEP), a la errada información otorgada en lo relativo a los créditos 
(Artículo 85.3 LRLAEP), a los acuerdos subyacentes entre los acreedores y el deudor para la 
obtención de ventajas indebidas (Artículo 85.4 LRLAEP), a la ocultación o exageración del activo o 
pasivo (artículo 85.5 LRLAEP), o, en términos generales, por contener aquél estipulaciones 
contrarias a lo dispuesto en la misma ley (artículo 85.6 LRLAEP). 

Sobre este particular, caben tres observaciones. La primera, y más evidente, es que el 
ordenamiento sólo permite al tribunal observar los señalados defectos en la medida en la que 
hayan sido promovidos por los acreedores a quienes afecte el acuerdo, lo que impide cualquier 
clase de actuación oficiosa. El único punto a discutir, no resuelto por el legislador concursal, es si 
acaso el tribunal podría hacer uso de sus potestades generales, por ejemplo, para declarar la 
nulidad absoluta del acuerdo en los términos previstos en el Código Civil (artículo 1682 LRLAEP), 
especialmente cuando los vicios consten de manifiesto. Lo segundo, que las diversas causales no 
se refieren al contenido económico del acuerdo, por lo que no podrá solicitarse al tribunal su 
parecer sobre la racionalidad del mismo, la que es dejada exclusivamente en manos del deudor y 
de los acreedores. Y, finalmente, que algunas de las causales acogidas pueden dar lugar a que el 
tribunal no dicte la correspondiente resolución de liquidación refleja, permitiendo al deudor la 
presentación de una nueva propuesta (artículo 88 LRLAEP), en los términos previamente 
explicados. 

Rechazadas que hayan sido las impugnaciones el tribunal debe declarar aprobado el acuerdo, el 
que empezará a regir desde que la resolución cause ejecutoria (recordando lo indicado respecto a 
la posibilidad de apelar de dicha resolución en el solo efecto devolutivo). Acogidas que hayan sido 
estas es donde tiene lugar la dictación de la resolución de liquidación refleja, a menos que se trate 
de las causales indicadas en los números 1, 2, 3 y 6 del artículo 85 LRLAEP, caso en el cual se 
admite que el deudor presente nuevas propuestas de acuerdo dentro de los 10 días contados 
desde que se notifique la resolución que tuvo por acogida la impugnación. 
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Los efectos del acuerdo aprobado respecto a los acreedores. 

En los términos indicados, el acuerdo declarado como aprobado por el tribunal empezará a 
surtir efectos, por regla general, desde que haya vencido el plazo de impugnaciones y éstas no 
hubiesen sido presentadas. Igual ocurrirá en el caso en que el tribunal hubiese rechazado las 
impugnaciones, lo que será declarado así por el tribunal en la misma resolución. Sin embargo, el 
ordenamiento concursal chileno sorprende con una norma que ya se encontraba presente en la 
legislación anterior, que permite que el acuerdo, aun impugnado, igualmente empiece a regir de 
inmediato. Al efecto, el artículo 89 LRLAEP dispone, que el acuerdo regirá no obstante las 
impugnaciones, si ellas hubiesen sido interpuestas por acreedores de una determinada clase o 
categoría que representen en su conjunto menos de un 30% del pasivo con derecho a voto en la 
misma. En caso contrario, el acuerdo no podrá empezar a regir sino hasta que se hubiesen 
desechado tales impugnaciones por medio de sentencia firme y ejecutoriada. 

El propósito de dicha norma se basa en el interés del legislador de evitar que acreedores 
minoritarios obstaculicen la reorganización de la empresa. En ello se revela nuevamente el valor 
concedido a la celeridad y a la observación de que cualquier dilación en este sentido puede 
conducir a la muerte de la empresa. Al efecto, cabe tener presente que en este caso habrá cesado 
la “Protección Financiera Concursal”, cuyo arco temporal culminó al tiempo de la celebración de la 
Junta de acreedores, por lo que la posición del deudordeviene en crítica. En razón de lo anterior, la 
paralización de los efectos del acuerdo sólo puede obtenerse en la medida en que sean apoyados 
por un porcentaje de acreedores que la LRLAEP ha considerado suficiente para entender que no se 
trata de una mera maniobra dilatoria, sino que existe un sustrato de respaldo superior. 

Fijado que han sido los momentos en los cuales el acuerdo entra a regir, deben hacerse ciertas 
aclaraciones respecto a quiénes son afectados por los términos del acuerdo. Sin perjuicio de la 
necesidad de efectuar algunas aclaraciones ulteriores respecto a los acreedores garantizados, las 
reglas generales se disponen en el juego de los artículos 66 y 91 de la LRLAEP. Conforme al 
primero, los acuerdos afectarán sólo a los acreedores cuyos créditos se originen con anterioridad a 
la resolución de reorganización, destacando que, a contrario sensu, los créditos originados con 
posterioridad a ellas no serán incluidos en el acuerdo. La norma resulta redundante en sus dos 
incisos puesto que la enunciación de la primera regla hubiese bastado para comprender el efecto 
previsto en la segunda, pero tiene igualmente importancia para deslindar el universo de créditos 
que se verán sujetos a las consecuencias jurídicas del acuerdo adoptado. Tal enunciación implica 
que dicho universo queda regido por el momento en que los créditos se han originado, con 
independencia a su participación o no en el procedimiento concursal de reorganización y, en 
consecuencia, sin importar si se han integrado o no a la nómina de créditos reconocidos. Sea que 
el acreedor no haya estado enunciado en el informe de deudas acompañado por el deudor a 
inicios del procedimiento (artículos 55 y 56.4 LRLAEP), sea que haya o no verificado sus créditos 
conforme al artículo 70 LRLAEP, o sea que haya o no presentado personería suficiente en los 
términos del artículo 57.6 LRLAEP), sólo será la fecha del surgimiento del crédito el que será 
relevante a estos efectos. 

Por su parte, el artículo 91 LRLAEP agrega que el acuerdo, debidamente aprobado, obliga al 
deudor y a todos los acreedores de cada clase o categoría, hayan o no concurrido a la Junta que lo 
acuerde. Esta regla puede parecer redundante con la anterior, pero tiene por principal efecto dar 
cuenta de la operatoria del principio mayoritario para la formación de la voluntad colectiva. De tal 
modo, ya no estamos refiriéndonos a los acreedores cuyos créditos no hayan sido integrados en la 
nómina de créditos reconocidos, sino al contrario. Por ello, lo que el legislador agrega en el citado 
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artículo 91 es que el hecho de no haber concurrido a la formación de la voluntad mayoritaria no 
quita que los efectos del acuerdo igualmente le empecen. Así, sea que el acreedor no haya 
concurrido a la junta de acreedores, se haya abstenido de votar o haya votado en contra de la 
propuesta presentada por el deudor, ninguna de tales circunstancias puede ser considerada a 
efectos de ignorar los nuevos términos y condiciones para el pago de sus créditos contenidos en el 
acuerdo aprobado. Con ello, podrá apreciarse, se produce una ruptura del efecto relativo de los 
contratos (artículo 1545 del Código Civil), reemplazándose por una lógica colegial que sirve de 
sustrato en todos los procedimientos concursales. 

 

Efectos respecto a los créditos garantizados. 

Como se observó previamente, una de las novedades de la LRLAEP en materia de 
reorganización empresarial, fue la incorporación de los créditos garantizados, sea con prenda o 
hipoteca, al catálogo de aquéllos que puede ser afectado por los términos de un acuerdo de 
reorganización. Indicadas que han sido las motivaciones del legislador y la forma en la que estos se 
integran a la clase o categoría de los acreedores garantizados (o a la clase de los créditos valistas, 
según recordaremos en la sección posterior), queda hacer algunas distinciones adicionales. 

Al tiempo en que el legislador observa la necesidad de integración de esta clase de créditos a 
las fórmulas reorganizativas, lo hace sobre la base de que, en caso contrario, la reestructuración 
empresarial resultará difícil (sino, imposible) en la medida en la que exista afectación de los bienes 
que se encuentran integrados en el proceso productivo. En atención a lo anterior, el ordenamiento 
chileno admite la posibilidad de excluir estos créditos de los efectos del acuerdo de reorganización 
en la medida en la que se acredite que las garantías recaen sobre bienes que no son esenciales 
para la empresa deudora. Para tales efectos, el artículo 94 LRLAEP dispone que los acreedores 
titulares de los créditos garantizados tendrán un plazo de 8 días (el mismo para la verificación de 
créditos al amparo del artículo 70 LRLAEP) para solicitar fundadamente al tribunal que declare que 
el bien sobre el que recae la garantía no tiene el carácter de esencial para la empresa. En tal caso 
el tribunal puede (no siendo, por tanto, obligatorio) solicitar al veedor un informe que contendrá 
la calificación de esencialidad o no del bien, entendiendo el legislador que será éste quien podrá 
ofrecer mayores luces al tribunal sobre el asunto toda vez que se encuentra actuando como 
interventor de la empresa (artículo 57.2 LRLAEP). En todo caso, el tribunal debe resolver sobre 
esta petición en única instancia (por tanto, no susceptible de apelación) a más tardar el segundo 
día anterior a la fecha de celebración de la Junta de acreedores, puesto que tal pronunciamiento 
tendrá importancia, veremos a continuación, para efectos de las mayorías necesarias para la 
aprobación del acuerdo. 

En caso que el tribunal se pronuncie favorablemente, esto es, que estime que el bien sobre el 
que recae la garantía no es esencial para el giro de la empresa deudora, deberá distinguirse si el 
bien es de propiedad del deudor o de un tercero. En el primer caso, su titular sólo concurrirá en la 
clase o categoría de los créditos valistas por el monto no cubierto por el avalúo comercial de la 
garantía, si es del caso. En razón de lo anterior, el monto efectivamente cubierto no se integra a la 
clase de los acreedores garantizados para efectos del quórum, pudiendo ejecutar libremente su 
garantía sin estar afecto a los términos del acuerdo (artículos 94 y 95.2 LRLAEP). Pero dado que la 
separación ideal del crédito se ha basado en un mero avalúo comercial, el legislador ha pretendido 
efectuar un ajuste para el caso en que, ejecutada que sea la garantía fuera del concurso, el valor 
de ejecución no calce con tal avalúo. Así, en caso que el crédito no hubiese sido cubierto por la 
garantía, su titular puede solicitar ante el tribunal que conoció del acuerdo, que este se cumpla a 
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su favor mientras no se encuentren prescritas las acciones de cobro. En caso contrario, esto es, de 
existir un excedente en la liquidación, una vez pagado el respectivo crédito la diferencia debe ser 
destinada al cumplimiento del acuerdo. 

En caso que el bien no esencial sea de propiedad de un tercero, el artículo 95.3 LRLAEP ofrece 
una mecánica diversa. En tal caso, deberá distinguirse la actitud del deudor en la Junta de 
acreedores llamada a pronunciarse sobre el acuerdo, estimando, en este caso, que el acreedor se 
encontrará en mejor posición para determinar si prefiere la ejecución separada de la garantía o 
renunciar a tal derecho haciéndose parte del acuerdo. Por ello, si el acreedor vota a favor del 
acuerdo, se sujetará a los términos y modalidades del mismo y no podrá perseguir su crédito en 
términos distintos a los estipulados.140 En este caso, en consecuencia, el acreedor ha estimado que 
desea participar en la construcción de la voluntad mayoritaria y, en consecuencia, su crédito debe 
ser considerado para efectos del quorum y se terminará afectando por la reestructuración 
aprobada. Al contrario, si el acreedor manifiesta su intención de no votar o simplemente no asiste 
a la Junta de acreedores, su crédito no se considerará en el pasivo con derecho a voto de la clase 
de los acreedores garantizados, pudiendo cobrar su crédito mediante la ejecución de la garantía, 
de manera separada al concurso. 

Finalmente, si el bien sobre el que recae la garantía es declarado como esencial para el giro de 
la empresa, sea por la declaración efectuada en este sentido por el deudor al inicio del 
procedimiento (artículo 56 LRLAEP) o sea por declaración judicial (artículo 94 LRLAEP), siempre se 
aplicarán los términos y modalidades establecidos en el acuerdo de reorganización (artículo 95.1 
LRLAEP). Lo anterior, sin distinguir si el bien es o no de propiedad del deudor, puesto que en este 
punto sólo interesa la integración del bien a su proceso productivo con independencia al título que 
aquél tiene sobre el activo garantizado. Es aquí, entonces, donde se despliega en toda su magnitud 
la reforma propiciada por la LRLAEP, distinguiéndose del modelo reorganizativo contenido en el 
Libro IV del Código de Comercio. Y es aquí también donde se revela la finalidad del legislador en el 
establecimiento de las nuevas reglas del juego para los acreedores garantizados, en la medida en 
la que se restringen sus derechos a fin de favorecer la reorganización de la empresa. 

 

Efectos respecto a los créditos valistas. 

Respecto a los acreedores valistas, el legislador no efectúa mayores aclaraciones, por lo que 
cabe aplicar las reglas generales previamente enunciadas. Sólo cabe destacar al respecto dos 
puntos: en primer lugar, en el orden de prelación de créditos dispuestos en el ordenamiento 
chileno, la clase de los créditos valistas opera como regla general, de manera que no 
configurándose un crédito como preferente (por ley) o subordinado (sea voluntaria o legalmente), 
deberá calificarse como ordinario para todos los efectos legales (artículo 2489 del Código Civil). En 
segundo lugar, que en esta clase o categoría se integrarán, para los efectos del procedimiento 
concursal de reorganización, aquellas porciones de los créditos prendarios o hipotecarios que no 
se encuentren cubiertos por el avalúo comercial de las garantías (artículo 78 LRLAEP), como 

                                                           
140 La norma no indica qué ocurre en caso de que el acreedor vote en contra del acuerdo de reorganización. Creemos 
que lo anterior se debe a una asunción errónea del legislador, en el sentido de entender que si el acreedor vota en 
contra no se logrará el quórum de aprobación, lo que, en todo caso, dependerá de la conformación del pasivo. Ante tal 
silencio, nos parece que una votación en contra igualmente implica el deseo del acreedor de formar parte de la voluntad 
colegial, por lo que termina asumiendo los resultados de la votación. De este modo, si a pesar de su voto negativo se 
logra el quórum de aprobación, entendemos que los efectos jurídicos son los mismos que aquellos que describe la ley 
para el voto favorable. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

971 

 

también aquéllos cuyos titulares han renunciado a la preferencia, sea total o parcialmente 
(artículo 61 LRLAEP). 

De este modo, en caso que el deudor haya presentado una propuesta que distinga clases o 
categorías, los términos del acuerdo serán vinculantes para todos estos acreedores en la medida 
en que el acuerdo haya sido aprobado en su totalidad. En este sentido, y conforme dispone el 
artículo 93 LRLAE, los créditos se entenderán remitidos, novados o repactados, según 
corresponda, para todos los efectos legales. 

 

Efectos respecto a los créditos pospuestos. Planteamiento general. 

El reconocimiento de los créditos legalmente pospuestos es una de las tantas innovaciones de 
la LRLAEP, y que, para los efectos que nos interesa, tienen también aplicación en el marco de los 
procedimientos concursales de reorganización. Pero previo al estudio de la tipología de estos 
créditos, nos parece necesario hacer algunas referencias generales de esta figura, especialmente 
por su novedad (al menos en el contexto chileno) y a la necesaria referencia a la calificación de su 
naturaleza jurídica y características generales para comprender sus deslindes dogmáticos y 
operatoria práctica. 

En el contexto del Derecho comparado, la revisión de las normas de prelación de créditos no 
sólo se ha detenido en el adelgazamiento de la tutela preferencial,141 sino que también en la 
posibilidad de que ciertos créditos resulten minusvalorados en el campo del conflicto de 
acreedores.142 La minusvaloración es apreciada desde la lógica concursal, en que, por razones de 
justicia distributiva, y funcionales a los fines del concurso, pueden identificarse ciertos elementos 
constitutivos del crédito o conductuales de su titular que resultan relevantes para generar un 
nuevo tipo de norma de graduación, en este caso, negativa. Dicha clase de créditos suele 
designarse bajo el concepto de la subordinación,143 haciendo uso de la nomenclatura con la que 
ella nace terminológicamente en el Derecho norteamericano,144 aun cuando diversos 

                                                           
141 En España, por ejemplo, el apartado V de la Exposición de Motivos de la Ley No. 22/2003, concursal, justificaba la 
poda de los privilegios, ante evidencias, como las señaladas por Beltrán Sánchez, Emilio, “El nuevo Derecho concursal 
español”, Anales de la Academia Matrisense del Notariado, núm. 43, 2007, pp. 487 y 488, en que “La escasa satisfacción 
de los acreedores –ordinarios– deriva, en fin, de la existencia de numerosos créditos privilegiados, que se han ido 
acumulando a lo largo de la historia, introduciéndose en función de las presiones de los correspondientes grupos 
sociales”. O, en Alemania, en que –con un diagnóstico concordante– se suprimieron todos los privilegios legales en sede 
concursal (Schmidt, Karsten, “Fundamentos del nuevo Derecho concursal alemán”, en García Villaverde, R.; Alonso 
Ureba, A., y Pulgar Esquerra, J. (directores), Estudios sobre el Anteproyecto de la Ley Concursal de 2011, Madrid, Dilex, 
2002, p. 27). 
142 Ávila de la Torre, Alfredo, “La subordinación en el concurso de los créditos de las personas especialmente 
relacionadas”, en Sarcina, A. y García-Cruces, J.A. (directores), Il trattamento giuridico della crisi d’impresa. Profili di 
diritto concorsuale italiano e spagnolo a confronto, Bari, Cacucci Editori, 2008, p. 159. 
143 En nuestro ordenamiento, como veremos más adelante, la voz “subordinación” ha quedado reservada para el 
tratamiento especial del crédito valista del artículo 2489 CC, incorporado por la Ley 20.190, de 2007, y de los bonos 
subordinados que pueden emitir los bancos al amparo del artículo 55 del D.F.L. No. 3, de 1997, que fija el texto de la Ley 
General de Bancos. 
144 Si bien existen antecedentes en el Partnership Act inglés de 1890, el establecimiento de la subordinación crediticia 
recoge como primer antecedente expreso el reconocimiento, primero jurisprudencial y luego legal, de la subordinación 
a nivel del artículo 510 del United States Code 11 (“USC 11”). Vid. Ferré Falcón, Juan, Los créditos subordinados, Cizur 
Menor, Thomson Civitas, 2006, pp. 126 – 163, y Vattermoli, Daniele, Crediti subordinati e concorso tra creditori, Milán, 
Giuffrè Editori, 2012, pp. 96 - 110. Para un análisis particular de la teoría del “equitable subordination”, y su evolución 
histórica en el Derecho norteamericano, vid. Herzog, A. S. y Zweibel, Joel B., “The equitable subordination of claims in 
bankruptcy”, Vanderbilt Law Journal, Vol. 15, 1961, pp. 83-118. A su vez, para efectos de conceder un marco de 
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ordenamientos hayan reconocido la figura mediante denominaciones diversas, bajo las nociones 
análogas de “postergación”145 o, como en nuestro sistema jurídico, “posposición”. Dicha tendencia 
recibe ahora un reconocimiento expreso en la LRLAEP, aunque cabe señalar que, a diferencia de 
otros sistemas jurídicos, la nueva regulación concursal no postula un tratamiento unitario de los 
“créditos legalmente pospuestos”. 

Bajo una conceptualización más moderna de la posposición crediticia, el Derecho chileno ya 
había reconocido la admisibilidad general y efectos de la subordinación voluntaria por medio de su 
incorporación en el artículo 2489 CC. La creación de la figura de los créditos legalmente 
pospuestos en la LRLAEP, sin embargo, no obedece a iguales justificaciones y expedientes 
técnicos, conclusión a la que ha llegado la doctrina extranjera,146 aun en los casos en los que 
ambas figuras (subordinación voluntaria e involuntaria) se encuentran reguladas en una misma 
disposición o, incluso, integradas a una única categoría jurídica. No obstante, el punto de contacto 
entre ambas figuras se encuentra en su efecto primordial, como es el ofrecer una regla de 
graduación de los créditos que logra un descenso en la escala de prelación de créditos. Pero, en el 
caso de los créditos pospuestos por mandato legal, se han evidenciado objetivos eminentemente 
prácticos, como son el fortalecimiento de la posición económica y la “protección de los intereses 
de la masa pasiva ordinaria, pues elimina de la concurrencia a una serie de acreedores, o lo que 
permite ampliar el patrimonio concursal disponible para ellos”.147 

Para tales efectos, pueden destacarse las siguientes características generales de esta clase de 
créditos. En primer lugar, se trata de créditos concursales, vale decir, que integran la masa pasiva 
del concurso. De ello se derivan también una serie de consecuencias: (i) poseen iguales derechos 
que el resto de los acreedores, según la clase o categoría que les corresponda, con excepción de su 
posición en la escala de prelación en atención a la aplicación de la regla de degradación del 
crédito;148 y (ii) no se integrarán a este tipo los créditos que nazcan con posterioridad a la apertura 

                                                                                                                                                                                 
aplicación general a la subordinación equitativa, pueden consultarse las secciones 60 y 61 del Capítulo V de la Guía 
Legislativa de la CNUDMI sobre el régimen de la insolvencia. 
145 Denominación reconocida en el Derecho comparado, por ejemplo, en el artículo 2.467 del Codice Civile italiano, 
producto de la reforma societaria del año 2003, y el artículo 69 de la Ley No. 1.116, de Insolvencia Empresarial 
colombiana, de 2006), y que originalmente se encontraba en los artículos 139 y 240 del proyecto de ley contemplado en 
el Mensaje presidencial que dio inicio a la tramitación de la LRLAEP (Historia de la Ley N° 20.720, pp. 67 y 95). La voz 
“postergados” fue posteriormente reemplazada por la de “pospuestos” (Historia de la Ley, Segundo Informe de las 
Comisiones Unidas, pp. 1.045 y 1.088), probablemente para conservar una unidad terminológica. 
No obstante, a nivel comparado generalmente se utiliza la voz “subordinación” para abordar este efecto. Por ejemplo, el 
artículo 510 USC 11; el artículo 92 de la Ley No. 22/2003, concursal de España (“LC”); el artículo 46 del Código da 
Insolvência e Recuperação de Empresas portugués, de 2004; el artículo 83 de la Ley No. 11.101 de recuperaçao judicial, 
extrajudicial e falencia brasileña, de 2005; el artículo 111 de la Ley No. 18.387, de declaración judicial del concurso y 
reorganización empresarial uruguaya, de 2008; y el artículo 222 bis de la Ley de Concursos Mercantiles mexicana, de 
2000, conforme a la reforma incorporada el 10 de enero del presente año, entre otros. En el Derecho alemán, por su 
parte, la identificación de la figura se efectúa sobre la idea de la pérdida del rango (nachrangige Gläubigern), 
reconociendo un catálogo de tales créditos en la §39 de la Insolvenzordnung, de 1999 (“InsO”). La identidad de todos 
estos términos es expuesta, por ejemplo, por Vattermoli, Daniele, op. cit., nota 56, p. 3. 
146 Por todos, Bermejo Gutiérrez, Nuria, Créditos y quiebra, Madrid, Civitas, 2002, p. 436. 
147 Ferré Falcón, Juan, op. cit., nota 56, p. 693. 
148 Conservándose, en lo demás, el régimen jurídico dispuesto para la generalidad de los créditos concursales, los 
titulares de los créditos subordinados podrán igualmente participar en los procesos de nominación de los veedores y 
liquidadores (artículos 22 y 37 LRLAEP); se sujetarán a las reglas de determinación del pasivo (artículos 70, 71 y 170 a 
179 LRLAEP); se integrarán a la respectiva clase de acreedores en los acuerdos de reorganización (artículo 61 LRLAEP); 
gozarán de derecho a voto (artículos 79, 189 a 191, y 265 LRLAEP); podrán formar parte de las comisiones de acreedores 
(artículos 69 y 202 LRLAEP); y se le asignarán iguales facultades impugnatorias de los acuerdos, como también para 
hacer valer nulidades o denunciar incumplimientos (artículos 85, 97 y 98 LRLAEP), entre otras. La excepción está dada 
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del procedimiento, porque serán éstos créditos contra la masa y se sujetarán a sus propios 
términos, conforme a las reglas generales. 

Luego, se trata de créditos minusvalorados en el concurso. Esta idea ha sido reconducida a la 
categoría de los “derechos debilitados”, que, como señala Cannada-Bartoli, se refiere a ciertos 
derechos subjetivos con una menor eficacia, una vez que se ha producido el hecho productivo del 
debilitamiento.149 Si bien en otros sistemas tal carácter se extiende a los derechos políticos de los 
titulares de los créditos subordinados, la LRLAEP sólo ha optado por un debilitamiento del crédito 
en el ámbito de su prelación. Por su parte, resultará que los hechos productivos de la degradación 
del crédito encuentran un reflejo únicamente en el contexto de alguno de los procedimientos 
concursales previstos en la LRLAEP. Los créditos legalmente pospuestos, por tanto, no tienen 
operatividad fuera de aquéllos, ni en la regulación general del cumplimiento de las obligaciones 
(dado que se trata de una regla de graduación que sólo tiene sentido en el marco de un conflicto 
entre acreedores ante la evidencia de un patrimonio insuficiente), ni por medio del ejercicio de 
tercerías de prelación en la órbita del juicio ejecutivo. 

 Finalmente, también deben calificarse como créditos generalmente subordinados, esto es, 
respecto a todos los demás acreedores del deudor concursado. Así, todos los casos de 
subordinación legal se ofrecen como generales, en el sentido que serán todos los titulares de los 
créditos no subordinados los que recibirán los beneficios de la posposición legal, aumentando sus 
posibilidades de cobro. Dado que se trata éste de un efecto concedido por el legislador, no cabe 
participación de la voluntad de los particulares, en el sentido de alterar el efecto degradatorio 
asociado a la posposición crediticia, especialmente para escapar de sus consecuencias, por 
ejemplo, mediante la constitución de garantías reales sobre el patrimonio del deudor para obtener 
una preferencia, o para limitar el beneficio a favor de un número limitado de créditos. 

 

Tipología de los créditos legalmente pospuestos en el marco del procedimiento concursal de 
reorganización. 

a) Créditos legalmente pospuestos por infracción a la “Protección Financiera Concursal”. 

Ya nos hemos referido a la extensión y función que cumple la denominada “Protección 

                                                                                                                                                                                 
para las personas relacionadas al deudor, pero, en este caso, la normativa concursal no ha asociado la privación de 
derechos al carácter subordinado del crédito, sino especialmente a su carácter de acreedores complacientes, casi a 
modo de una presunción de derecho de conflicto de intereses que les impediría razonar en torno a los parámetros de 
eficiencia que pretende el concurso. De este modo, el carácter de personas relacionadas por parte del titular, conforme 
al listado previsto en el artículo 2.26 LRLAEP, ocasionará, adicionalmente, la pérdida de derechos políticos para 
participar en los procesos de nominación de veedores y liquidadores (artículos 37 y 55 LRLAEP); aceptar una prórroga de 
la protección financiera concursal (artículo 58 LRLAEP); votar en la junta de acreedores convocada para el conocimiento 
y deliberación de las propuestas de acuerdo de reorganización presentadas por el deudor, como también en las juntas 
que puedan celebrarse con posterioridad a la aprobación de dichos acuerdos, y en las juntas y audiencias que tengan 
lugar en los procedimientos concursales de liquidación y renegociación de deudas, según el caso (artículos 79, 83, 191, 
258, 265, 266 y 267 LRLAEP); y suscribir acuerdos de reorganización extrajudicial (artículo 109 LRLAEP). Por su parte, 
tampoco podrán deducir como gastos necesarios para la producción de la renta, las cantidades que correspondan a la 
condonación o remisión de deudas, intereses, reajustes u otras cantidades que se hayan devengado en su favor (artículo 
93 LRLAEP) ni obtendrán el régimen tributario especial en materia de impuesto al valor agregado para imputar el tributo 
pagado por facturas cuyos créditos han sido objeto de un acuerdo de reorganización (artículo 27 ter del decreto ley Nº 
825, de 1974); se ampliará a dos años el periodo de sospecha en el ejercicio de las acciones revocatorias objetivas 
(artículos 287 y 290 LRLAEP); y no podrán obtener recompensas en razón del ejercicio de las acciones revocatorias 
concursales (artículo 293 LRLAEP). 
149 Cannada-Bartoli, Eugenio, “Affievolimento”, en Enciclopedia del Diritto, Italia, Giuffrè, 1958, t. I, pp. 670 – 671. 
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Financiera Concursal” a efectos de ofrecer un espacio de tutela para la negociación del acuerdo de 
reorganización. También nos hemos referido a sus efectos y descrito la forma en la que se impide 
que, durante dicho periodo, se terminen anticipadamente los contratos, exijan anticipadamente 
las obligaciones o hagan efectivas las garantías invocando como causal el inicio de un 
procedimiento concursal de reorganización (artículo 57.1.c LRLAEP), todo ello con la finalidad de 
mantener vigentes los términos y condiciones de los contratos celebrados con el deudor y 
evitando cualquier obstaculización de la reestructuración de la empresa. Ahora debemos 
detenernos en el régimen sancionatorio, diferenciando los efectos jurídicos relativos a la 
incorporación de determinadas cláusulas en el texto contractual que transgredan la prohibición 
dispuesta en la norma, y aquellos que se despliegan  respecto  a  los  eventuales  créditos  que  
podría  tener  el  tercero contratante en contra del deudor, en caso que éste contraviniese las 
prohibiciones legales antes referidas. 

Sobre lo primero, la norma no es tan clara como la que se ofrece en su antecedente inmediato: 
el artículo 16 de la Ley N° 1.116, de insolvencia empresarial, colombiana. Este expresa la ineficacia 
de este tipo de cláusulas, incluso sin necesidad de declaración judicial. El ordenamiento concursal 
chileno no existe expresión sobre el efecto que tiene la incorporación de disposiciones 
contractuales que infrinjan las limitaciones antes indicadas, pero pueden llegarse a similares 
conclusiones si se atiende a la forma en la que operaría la tutela de la “Protección Financiera 
Concursal”. En primer término, si lo que pretende es la terminación unilateral del contrato, 
ocurrirá que la Empresa Deudora demandará igualmente el cumplimiento de las obligaciones de 
dicho tercero, basado en la ineficacia de la cláusula contractual al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 57.1.c) LRLAEP, y sólo entonces procederá la declaración judicial que desprecia el 
ordenamiento colombiano. Luego, si lo que se pretende es el cumplimiento anticipado de las 
obligaciones del deudor o la ejecución de las garantías contratadas, deberán oponerse las 
correspondientes excepciones, fundadas en que se trata de un crédito que no es actualmente 
exigible, nuevamente, producto de la ineficacia de la cláusula contractual que posibilitaba tal 
actuación. Ahora bien, dado que en estos dos últimos casos la norma debe conciliarse con lo 
dispuesto en el artículo 57.1.a) LRLAEP, no estaremos ante un procedimiento de ejecución ni de 
restitución de juicio de arrendamiento, sino sólo ante un proceso de carácter declarativo. Lo 
anterior, a menos que estemos frente a una garantía otorgada por un tercero, en que, no siendo 
aplicable la limitación recién indicada, la protección se producirá únicamente en razón del artículo 
57.1.c) LRLAEP antes referido. 

Ahora bien, respecto a las consecuencias jurídicas relativas a los eventuales créditos del 
contratante con el deudor, la normativa chilena replica un sistema de posposición legal conocido 
en el ordenamiento colombiano.150 

                                                           
150 En cualquier caso, la norma chilena indudablemente ha tomado como base el artículo 16 de la Ley de Insolvencia 
Empresarial colombiana, que dispone que “De verificarse la ocurrencia de la ineficiencia y haber intentado hacer 
efectiva la cláusula el acreedor, el pago de los créditos a su favor quedará legalmente postergado a la atención precia de 
todos los demás créditos dentro de dicho proceso…”, con la diferencia que esta última regula como segunda medida 
sancionatoria la posibilidad que el juez ordene la cancelación inmediata de todas las garantías que hayan sido otorgadas 
por el deudor o por terceros para caucionar los créditos objeto de la ineficacia. Otro ejemplo similar se encuentra en el 
artículo 92.7 de la Ley 22/2003, concursal (España), que concede la última posición en la escala de prelación a “7.º Los 
créditos derivados de los contratos con obligaciones recíprocas a que se refieren los artículos 61, 62, 68 y 69, cuando el 
juez constate, previo informe de la administración concursal, que el acreedor obstaculiza de forma reiterada el 
cumplimiento del contrato en perjuicio del interés del concurso”. Pero la norma no se encontraba dispuesta en el texto 
original de la ley, sino que fue incorporado por el R.D.-ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en materia 
tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación económica. 
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Para ello, se emplean las herramientas de la prelación de crédito a modo de sanción a la 
conducta del acreedor que ha buscado obstaculizar la pretensión reorganizativa, intentando hacer 
efectivos los derechos concedidos en un texto contractual, que, como hemos indicado, resulta 
ineficaz. 

A este respecto, como señala Puga Vial, “la sanción no surge por el hecho de que exista una 
cláusula en tal sentido, que además es ineficaz, sino por el hecho de intentar ponerle término 
unilateralmente o intentar ejecutar el acto”.151 Por ello, se trata de una sanción eventual, que se 
basa en un comportamiento desplegado por el contratante que, a la vez, es un acreedor dinerario 
de la empresa deudora, y que termina por desfavorecer sus posibilidades de cobro, mediante la 
técnica de la posposición legal. En este caso en particular, la minusvaloración del crédito en la 
escala de prelación surge a consecuencia de la conducta llevada a cabo por su titular, entendiendo 
que éste ha pretendido un fortalecimiento de su posición en el ámbito de la negociación de la 
reorganización empresarial. La posposición, en consecuencia, cumple con un objetivo funcional a 
los fines del concurso,152 sirviendo como obstáculo (ojalá, preventivo) para poder llevar a cabo una 
negociación tutelada que permita que los acreedores determinen si es posible reestructurar los 
activos y pasivos de la empresa o si, al contrario, resulta económicamente favorable propiciar el 
inicio de una liquidación concursal. 

En el aspecto que nos interesa, la posposición legal de los créditos resultantes de la relación 
contractual indebidamente terminada, que han pretendido ser acelerados o cuyas garantías han 
intentado ejecutarse, tiene tres elementos adicionales a considerar. Por una parte, se trata del 
caso de subordinación legal más profundo que ofrece el ordenamiento concursal chileno, por 
cuanto se dispone que el crédito quedará pospuesto hasta que se pague la totalidad de los 
acreedores a quienes les afecte el acuerdo de reorganización judicial, incluidos los acreedores que 
califican como personas relacionadas al deudor.153 Luego, que la configuración del supuesto, 
basado en una conducta desplegada por el acreedor que infringe una disposición legal que 
requiere de la mantención de la vigencia y condiciones de pago del deudor, advierte una 
justificación penalizadora en el supuesto (no advertible en todos los casos de posposición 
reconocidos en la LRLAEP).154 Finalmente, la posposición del crédito deberá ser declarada por el 
tribunal previo procedimiento incidental, dando cuenta de la posibilidad de debate entre las 
partes interesadas respecto a su ocurrencia, que se referirá, muy probablemente a si el hecho de 
la terminación, exigibilidad anticipada o ejecución de garantías ha considerado o no elementos 
funcionalmente diversos al solo inicio del procedimiento de reorganización. Así, aun en el caso en 
que el tribunal reconozca la ineficacia de la cláusula, la regla de la subordinación legal sólo se 
activará a requerimiento de parte, y no podrá declararse de oficio por aquél. 

b) Créditos legalmente pospuestos de las Personas Relacionadas al deudor. 

La posición de los créditos cuyos titulares son personas relacionadas al deudor constituye uno 
de los asuntos más complejos que han debido enfrentar los diversos ordenamientos jurídicos. Se 
posan sobre los mismos sendos mantos de sospecha, sea respecto a la propia existencia del 
crédito, sea porque en ciertos casos puede advertirse una dotación anómala de recursos a la 

                                                           
151 Puga Vial, Juan Esteban, op. cit., nota 15, p. 245. 
152 Goldenberg Serrano, Juan Luis, “Los créditos legalmente pospuestos en la Ley N° 20.720”, Revista de Derecho 
(Universidad Austral de Chile), Vol. XXVIII, núm. 2, 2015, p. 92. 
153 Se logra así una sanción poderosa que hará que sólo muy excepcionalmente este crédito será realmente satisfecho, 
en concordancia con la magnitud de la sanción impuesta, por ejemplo, en el Derecho español. 
154 Goldenberg Serrano, Juan Luis, op. cit., núm. 64, p. 105. 
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empresa, especialmente en aquellos casos en los que ésta se encuentra infracapitalizada. 

El punto de partida se encuentra en el tratamiento de la participación de los denominados 
insiders del deudor en el contexto concursal, lo que en el Derecho norteamericano se reflejó en la 
aplicación práctica de la denominada doctrina del equitable subordination prevista en el artículo 
510 (c) (1) USC. Luego, otros ordenamientos replicaron la técnica, pero desbordando el Derecho 
concursal, para recalificar esta clase de créditos como verdaderos aportes de capital, de manera 
de poder paliar la llamada “infracapitalización nominal” de las sociedades de responsabilidad 
limitada. Pero su mayor dificultad técnica se ha referido a la incorporación de criterios subjetivos 
basados en la idea del “comerciante ordenado” (§32 de la Ley de sociedades de responsabilidad 
limitada o GmbH, hoy derogada), o del “desequilibrio excesivo entre deuda y patrimonio neto o 
que la sociedad se hubiese encontrado en una situación en la que era necesaria una aportación de 
capital” (artículo 2.467 del Codice Civile italiano). Por último, surgió la idea de la subordinación 
automática, con una valoración que intentaba superar los problemas de los modelos europeos 
antes indicados, al tiempo de acercarse a la solución norteamericana, satisfaciéndose únicamente 
por el hecho de que el acreedor integrara un catálogo de personas relacionadas.155 En todo caso, 
esta última orientación se ha replicado en varios ordenamientos comparados.156 

No obstante, el legislador chileno ha tomado un rumbo distinto.157 El crédito no resulta 
subordinado por el hecho de haberse ofrecido en el marco de un modelo de infracapitalización 
societaria o de evidente cercanía familiar, sino precisamente por el hecho de la ausencia de 
documentación en un término previo al inicio del procedimiento concursal. De este modo, el 
legislador chileno no ha obrado sobre una base estructural del tipo de crédito concedido, sino 
motivado por la sospecha de su inexistencia en atención a la ausencia de antecedentes escritos 
que den cuenta de su realidad. Si es de este modo, la solución legislativa presenta como especial 
curiosidad que, ante la referida sospecha, en lugar de arbitrar medidas para su confirmación, 
resuelve mediante la conservación de la posibilidad de pago, aun cuando establezca una sanción 
degradatoria mediante la subordinación legal del crédito.158 

Así, en el contexto de la discusión legislativa, la redacción de la norma parece justificarse, en 
primer término, en una práctica habitual en el marco de los convenios judiciales, cuestión que 
hubiese implicado una tipificación de una solución disponible en el marco de las diversas 

                                                           
155 Goldenberg Serrano, Juan Luis, “Mecanismos de protección a los acreedores de una sociedad de responsabilidad 
limitada infracapitalizada. Análisis crítico y propuesta de solución”, Revista Chilena de Derecho Privado, núm. 27, 2016, 
pp. 191 – 209. 
156 Por ejemplo, los artículos 46.e) y 47 del Código da Insolvência e Recuperação de Empresas, portugués; el artículo 
83.VIII.b) de la Ley No. 11.101, brasileña; el artículo 69.1 de la Ley No. 1.116, colombiana; los artículos 111 y 112 de la 
Ley No. 18.387, uruguaya; y el artículo 222 bis.II de la Ley de Concursos Mercantiles, mexicana. 
157 Para los efectos de la LRLAEP, se entiende por Persona Relacionada: “a) el cónyuge, los ascendientes, descendientes 
y colaterales por consanguinidad o afinidad hasta el sexto grado inclusive y las sociedades en que éstos participen, con 
excepción de aquellas inscritas en el Registro de Valores; y b) las personas que se encuentren en alguna de las 
situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18045, de mercado de valores” (artículo 2.26 LRLAEP). Sobre este 
particular, puede consultarse a Alarcón Cañuta, Miguel, “La personas relacionadas en la Ley 20.720. Consecuencias y 
comentarios críticos”, Revista Chilena de Derecho y Ciencia Política, Vol. 5, núm. 2, 2014, passim 
158 A este respecto, bien puede traerse en mente la crítica esbozada por Blasco Gascó, Francisco, El pago de los 
acreedores concursales, Cizur Menor, Aranzadi Thomson Reuters, 2010, p. 327, en la órbita del Derecho español, en 
cuanto se “trata aquí de una postergación o subordinación basada en una oculta presunción de fraude, de manera 
extravagante y con poco sentido, pues si se presume el fraude o la falsedad del crédito, los mecanismos jurídicos deben 
ser otros que no la postergación en el cobro, pues parece que se quiere decir que hay fraude pero no mucho o que se 
presume el fraude pero poco o no lo bastante para declarar la nulidad del contrato”. 
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justificaciones a la subordinación voluntaria de créditos.159 Por ello, la justificación que se tuvo en 
consideración para la mantención de la norma prevista en el artículo 63 LRLAEP se encontraba en 
evitar “el riesgo de la alteración del pasivo mediante la creación de créditos relacionados no 
justificados”.160 Sobre la base de este criterio se avanzó hasta alcanzar la redacción final de la 
norma, particularmente a partir de la intervención del Senador Andrés Zaldívar, quien propuso 
distinguir entre “créditos de la cuenta corriente y los créditos documentarios”, puesto que, a su 
juicio, los primeros “podían ser objeto de manipulación, mientras que los segundos están dotados 
de una mayor seriedad”,161 llevando a que se agregara a la norma un requisito para la operatividad 
de la subordinación de los créditos de las personas relacionadas, referido a la inexistencia de 
documentación dentro de un periodo de noventa días antes del inicio del procedimiento concursal 
de reorganización.162 

Cabe advertir que este supuesto de subordinación del crédito resultará aplicable tanto en los 
procedimientos concursales de reorganización (artículo 63 LRLAEP) como de liquidación (artículo 
241 LRLAEP), aunque con ciertos matices diferenciadores. Mientras en el escenario liquidatorio la 
posposición se presenta como consecuencia de la falta de documentación del crédito en un arco 
temporal de 90 días previos a la dictación de la resolución de liquidación, en el procedimiento 
concursal de reorganización este supuesto sólo se replica en el primero de los casos cubiertos por 
aquella norma. Adicionalmente, el artículo 63 LRLAEP advierte que el acuerdo también podrá 
hacer aplicable la posposición a los créditos que, aun cuando se encuentren documentados, 
provienen de personas relacionadas al deudor, previo informe fundado del veedor. Sin embargo, 
bien cabe cuestionarse si se trata de un modelo de subordinación legal, o si, proveniente de la 
deliberación y votación de los acreedores, se acerca a una fórmula de posposición voluntaria. El 
punto resulta particularmente complejo porque este último, al menos en la formulación propuesta 
por el artículo 2.489 del Código Civil, requiere ineludiblemente de la voluntad del acreedor 
subordinado, cuestión que aquí no podrá presentarse en tanto se tratará de una posposición 
impuesta por los demás acreedores en el contenido del acuerdo, considerando especialmente que 
las personas relacionadas al deudor carecen de derecho a voto (artículo 79 LRLAEP). 

c) Créditos legalmente pospuestos en razón de la revocación de actos y contratos. 

Una de las tantas novedades que se contienen en la LRLAEP se refiere a un nuevo sistema 
revocatorio concursal, contenido en su Capítulo VI. Si bien no es el momento para discutir su 
régimen jurídico,163 debemos resumir algunos de sus aspectos a efectos de comprender cómo se 
articula en este caso el régimen de posposición. En primer término, y a diferencia del sistema 

                                                           
159 En este sentido, Contador Rosales, Nelson y Palacios Vergara, Cristián, op. cit., nota 7, p. 83. 
160 Una de las justificaciones dadas al efecto por la señora Alejandra Anguita, Jefa del Departamento Jurídico de la 
Superintendencia de Quiebras. Punto que fue posteriormente tomado por el Senador Espina a efectos de indicar que “el 
riesgo práctico es que se constituyan falsamente acreencias y que ellas, relacionadas con la empresa, se paguen y 
recuperen dineros indebidamente” (Historia de la Ley, Segundo Informe de las Comisiones Unidas, pp. 667 y 670, 
respectivamente). 
161 Historia de la Ley, Segundo Informe de las Comisiones Unidas, p. 669. 
162 Créditos documentados que, conforme expresó el Senador Tuma, son “para la historia de la ley“, los que se 
encuentran emitidos y están registrados por el deudor” (Historia de la Ley, Segundo Informe de las Comisiones Unidas, 
p. 674), y, que conforme a Contador Rosales, Nelson y Palacios Vergara, Cristián, op. cit., nota 7, p. 83, se refieren a un 
crédito que “debe constar en algún título válido donde se exprese inequívocamente el monto y características del 
crédito”. 
163 Un mayor desarrollo puede encontrarse en Goldenberg Serrano, Juan Luis, “Apuntes sobre el tratamiento normativo 
de las acciones revocatorias concursales en la Ley N° 20.720”, en Jequier Lehuedé, Eduardo (editor), Estudios de 
Derecho concursal. La Ley N° 20.720, a un año de vigencia, Santiago, Thomson Reuters, 2016, passim. 
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previsto en el Libro IV del Código de Comercio, se expresa ahora que las acciones revocatorias 
pueden ser intentadas tanto en el marco de un procedimiento liquidatorio como reorganizativo de 
la empresa deudora, y que, en este caso, cabe hacer ciertas distinciones respecto a la revocación 
objetiva, tratada de manera excepcional para una cierta tipología de actos gratuitos y asimilados 
(artículo 287 LRLAEP) y la revocación subjetiva, basada esencialmente en la existencia de un 
perjuicio a la masa activa o pasiva del concurso y en el conocimiento del mal estado de los 
negocios del deudor por parte del tercero contratante (artículo 288 LRLAEP).164 

A nuestro juicio, sólo en este último supuesto se activa la posposición crediticia prevista en el 
artículo 292 LRLAEP, justificada en el mencionado conocimiento que, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 2468 CC, se asimila a la mala fe. Se trata, en consecuencia, de una formulación que tiñe 
a esta clase de subordinación de un cariz sancionatorio,165 y, acaso, preventivo de las conductas 
que puede tener un tercero contratante que perjudica las posibilidades de cobro de los terceros 
en conocimiento de la crisis patrimonial del deudor. La posposición se plantea en este caso bajo la 
lógica de que la resolución que acoge la revocación subjetiva tendrá por consecuencia la 
destrucción de todos los efectos jurídicos y materiales de los actos invocados, funcionando como 
un tipo de rescisión que pretende situar a las partes en el estado anterior a su perfeccionamiento. 
Siendo de este modo, el tercero deberá restituir material o jurídicamente aquellos bienes que 
hayan salido del patrimonio del deudor para ser reintegrados a la masa activa del concurso (y, en 
este caso, dirigirse a la reorganización de la empresa), pero obtendrá el derecho paralelo a 
obtener también el reintegro de los pagos efectuados con motivo del acto ahora revocado. Es aquí 
donde se articula el régimen degradatorio del crédito, dado que el acreedor deberá verificar su 
crédito en el concurso, pero no podrá ser pagado sino hasta que se hayan satisfechos los créditos 
de todos los demás acreedores valistas. 

 

Conclusiones. 

En torno a la nueva formulación de la normativa concursal chilena, cabe destacar que ella se 
estructura sobre la base de una orientación privatista en la que son los particulares quienes 
podrán acordar una solución que se adecúe a sus pretensiones de satisfacción. Para tales efectos, 
no creemos efectivo que la ley chilena incline la balanza a favor de la reorganización de la empresa 
en desbalance a su eventual liquidación. Al contrario, sostenemos que el diseño de la negociación 
que pretendía el salvamento de la empresa en crisis en el modelo normativo anterior se 
presentaba de manera bastante ineficiente, de modo que la nueva ley ha venido a proponer 
soluciones que, a juicio del legislador, le han parecido más razonables y efectivas. 

Un primer punto de preocupación se refiere a la continuidad de las actividades económicas 
durante el transcurso del procedimiento de negociación, lo que se articula, por una parte, en la 
limitación de los derechos de los acreedores (mediante la denominada “Protección Financiera 
Concursal”), y, por la otra, a través de un fomento a la obtención de liquidez por parte de la 
empresa y a la continuación de sus operaciones (bajo una lógica de protección del dinero fresco). 
En estos casos, los efectos legales se amplifican a todos los acreedores, con independencia a su 

                                                           
164 Adicionalmente, el artículo 289 LRLAEP ha incluido la posibilidad de revocación de reformas a los pactos o estatutos 
sociales que se realicen dentro de los seis meses inmediatamente anteriores al inicio del Procedimiento Concursal 
respectivo, en la medida en que importaren la disminución del patrimonio del deudor. 
165 El carácter sancionatorio que, creemos, fundamenta la norma permite eludir las críticas esbozadas por Puga Vial, 
Juan Esteban, Derecho concursal. Del procedimiento concursal de liquidación. Ley N° 20.720, Santiago, Editorial jurídica 
de Chile, 2014, p. 493, que califica esta decisión legislativa como una “burla” o un “verdadero abuso”. 
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participación en el procedimiento o a una manifestación de voluntad conforme a tales 
consecuencias jurídicas. Ello se justifica en que se tratan éstos de elementos que el legislador ha 
considerado estructurales en la identidad del procedimiento de reorganización, de tal manera que 
se les estiman como herramientas destinadas al cumplimiento de las finalidades implícitas en el 
concurso. De tal suerte, no importará si se trata de acreedores disidentes o no concurrentes (del 
mismo modo que tampoco será relevante si acaso se trata de acreedores que no son llamados a 
participar en el procedimiento, como los acreedores preferentes no garantizados). En todo caso, 
sus derechos se verán limitados en la fase de negociación. 

Ahora bien, cuando nos referimos al acuerdo de reorganización propiamente tal, resulta 
evidente que el sistema chileno ha conservado la lógica de un principio mayoritario, desplegado 
orgánicamente por medio del recurso a la junta de acreedores y dinámicamente en razón de la 
referencia al ejercicio del derecho a voto. Sin embargo, entendiendo que dicha formulación se 
presenta de manera antitética a los efectos relativos del contrato (artículo 1545 del Código Civil), 
creemos que el principio mayoritario sólo puede entenderse de modo que éste sea funcional al 
cumplimiento de las finalidades del concurso. 

Todos estos aspectos reciben una especial atención por parte del nuevo ordenamiento 
concursal, ofreciendo una multitud de reglas orientadas a la conformación de una nómina de 
créditos reconocidos. El punto relevante aquí se encuentra en que, a diferencia de sistema 
anterior, tal determinación no se dirige a identificar a los créditos que resultarán afectados por los 
términos del acuerdo, sino a quiénes formarán parte de la junta de acreedores citada para 
deliberar sobre las propuestas presentadas por el deudor. Siendo así, la falta de concurrencia de 
un acreedor al concurso (en la medida que se trate de un crédito no reconocido previamente por 
el deudor al tiempo de presentar su estado de deudas), sólo tendrá por efecto el impedimento de 
formar parte de la voluntad colegial, sin incidir en los efectos de la reorganización acordada 
respecto a sus créditos. En tal sentido, la afectación del crédito como resultado del acuerdo 
aprobado se sujetará únicamente a un expediente temporal, como es aquél en razón del cual el 
crédito reconoce su origen en un momento anterior a la dictación de la correspondiente 
resolución de reorganización. 

Por su parte, y ahora respecto a los acreedores disidentes, el ordenamiento chileno no destaca 
por contener normas particularmente protectoras de los acreedores minoritarios. Lo anterior 
puesto que la LRLAEP destaca por la libertad de contenidos del acuerdo, fundado en los 
expedientes de la autonomía de la voluntad. De ello resulta que las limitaciones se encuentren 
previstas de manera bastante excepcional, al tiempo en que no se atribuyen al tribunal (ni a otros 
órganos concursales) facultades para una ponderación vinculante del contenido económico del 
acuerdo y en que la revisión de su contenido jurídico no se presenta como una facultad que pueda 
ejercerse ex officio, sino sólo a solicitud de los acreedores. 

Sin embargo, el principal punto a considerar se dará en torno a la regla de igualdad de los 
acreedores afectados, sin perjuicio de que tal regla admitirá ciertas excepciones. La primera es 
aquélla que permite la distinción de los acreedores en clases o categorías, pero que, a diferencia 
de otros modelos normativos, se encuentran tipificadas en aquellas que corresponde a los créditos 
garantizados y valistas (o quirografarios). La segunda es la que admite distinciones al interior de 
cada clase o categoría, pero sólo en la medida en la que la diferencia sea aprobada adicionalmente 
por dos tercios de los acreedores no beneficiados. Y, la última, aquella que permite que el 
ordenamiento reaccione frente a una cierta tipología de créditos a efectos de ser minusvalorados 
al interior del concurso, bajo la idea de la posposición legal de créditos. 
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CAPITULO CUATRO 

LA POSICIÓN JURÍDICA DE LOS ACREEDORES NO FIRMANTES DEL CONVENIO JUDICIAL O DE LOS 

ACUERDOS, EN VÍA EXTRAJUDICIAL, EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL. 

 

Juan Carlos RODRÍGUEZ MASEDA. España. 

 

La configuración de la masa pasiva del concurso en vía judicial. 

La Ley concursal española del 2003 responde al principio de concursalidad, determinando que 
los acreedores, con carácter general, para poder acceder al concurso deben insinuar sus créditos, 
es decir, comunicar, y ver reconocidos sus créditos, porque, declarado el concurso, todos los 
acreedores del deudor, ordinarios o no, cualquiera que sea su nacionalidad y domicilio, quedarán 
de derecho integrados en la masa pasiva del concurso, sin más excepciones que las establecidas 
en las leyes (art. 49 LC). El auto de declaración del deudor en situación concursal, determina, 
formal y materialmente, el punto de partida para la configuración de la masa pasiva, generando 
una serie de efectos sobre el propio deudor, y, en lo que aquí nos interesa, sobre el patrimonio y 
los acreedores. En su consecuencia, todos los acreedores, con independencia de su condición, 
quedan, de derecho, integrados en la masa pasiva. 

Se puede considerar, profundizando en este postulado inicial, que existe una obligación legal 
de insinuar (artículo 85 LC), de comunicar el crédito indicando en qué cuantía y con qué 
clasificación pretende el acreedor que su derecho aparezca en la lista de acreedores, 
constituyendo la masa pasiva. En todo caso, en la Ley concursal, además de dicha comunicación, 
se habla de una segunda fase de reconocimiento y clasificación del crédito (artículo 86 LC), 
verificada por la administración concursal en el informe provisional (artículo 75 LC) cuya lista de 
acreedores debe ser elaborada en los términos previstos en el artículo 94 de la señalada Ley. Una 
lista de acreedores que incluirá los datos de identificación y la cuantía de cada crédito, 
procediendo a su clasificación en (i) laborales, (ii) públicos, (iii) financieros, (iv) y el denominado 
“resto de acreedores”. El protagonismo de la administración concursal en la identificación, 
verificación y determinación del pasivo real de la entidad concursada resulta incuestionable. 

En definitiva, el objetivo del procedimiento de insinuación es que el crédito llegue a 
conocimiento de la administración concursal para que se proceda a su clasificación; porque el 
objetivo, en esta fase inicial, del proceso concursal166 no puede ser otro que el de establecer con 
claridad y precisión el pasivo real del deudor, gozando la lista definitiva de acreedores de fuerza de 
cosa juzgada. Por esta razón, la norma concursal supera el marco de proactividad del acreedor que 
debe velar por su crédito y aporta al esquema de búsqueda y clasificación del pasivo una segunda 
vía que la doctrina ha denominado “cuasioficio”,167 porque se complementa el sistema del artículo 

                                                           
166 CORTÉS DOMÍNGUEZ,V.: “Capítulo I. La Naturaleza jurídica de la Declaración judicial de Concurso”, en VV.AA.: 
“Tratado de Derecho mercantil”, Dir. M. Olivencia Ruiz, C. Fernández-Nóvoa y R. Jiménez de Parga, CORTÉS 
DOMÍNGUEZ,V., DAMIÁN MORENO,J., GONZÁLEZ GRANDA,P., ÁLVAREZ SÁNCHEZ DE MOVELLÁN,P., ARIZA 
COLMENAREJO, Mª .J. y REVILLA GON´ZLEZ,J.A., t. XLVIII, “Derecho Concursal”, vol. 7º, “ Derecho Procesal concursal”, 
edit. MARCIAL PONS, EDICIONES JURÍDICAS Y SOCIALES,S.A., Madrid/Barcelona, 2008, p. 20,  quien se expresa en 
términos tan concluyentes como éstos: “el Concurso es un proceso jurisdiccional”. En el Ordenamiento Jurídico Español, 
el concurso es un proceso, un proceso judicial, que pretende una determinada tutela judicial efectiva, articulada en sus 
distintas fases. 
167 VEIGA COPO, A. “El reconocimiento de créditos sin comunicación previa”. ADC 16/2009. CIVITAS, 2009. Este autor, 
además en su monografía LA MASA PASIVA DEL CONCURSO DE ACREEDORES (CIVITAS, 2012) que tomamos como 
referencia en muchos extremos de este trabajo, incorpora una relevante cita de doctrina italiana que fundamenta la 
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85 permitiendo a la administración concursal, incluso obligándole en algunos supuestos, al 
reconocimiento de determinados créditos, aún en caso de inexistencia de comunicación por parte 
del acreedor. Una realidad tuitiva que resulta posible en la medida en que la administración 
concursal, configurada por profesionales, en principio, que disponen -o deberían disponer- de una 
elevada capacitación técnica, están -o deberían estarlo- capacitados para identificar y determinar 
la realidad del pasivo, más allá de la necesaria proactividad de los acreedores concurrentes en la 
defensa de la integridad de su crédito.168 

Esto es así o puede ser así, porque el concurso es un proceso y como tal, sometido al artículo 
24 de la Constitución española y al artículo 117 y 118 del mismo texto fundamental, y porque el 
administrador concursal es un órgano judicial y el ejercicio de la administración concursal es 
actividad judicial, ejercicio de la tutela judicial efectiva judicial, a través de un sistema de 
colaboración orgánica de los particulares, que configuran un órgano institucional judicial169 en el 

                                                                                                                                                                                 
relevancia del reconocimiento, que por su interés reproducimos: PAJARDI, Manuale di Diritto Fallimentare ( BOCCHIOLA/ 
PALUCHOWSK [a cura di]), 5ª ed., Milano, 1998, pg. 401 quien asevera, no sin acierto, como naturaleza y estructura del 
procedimiento son realidades bien distintas, si bien del todo coherentes. Como bien señala BONSIGNORI, Il Fallimento , 
Milano, 1986, pg. 579 debe subrayarse que la verificación del pasivo tiene una doble finalidad, de un lado lograr la 
individualización de los acreedores y, de otro, la verificación de la medida de sus poderes de agresión sobre los bienes 
del deudor común. No pierden actualidad las palabras de PROVINCIALI, Tratado de Derecho de Quiebra , II, Barcelona, 
1958 ( RAMÍREZ (traducción de), pg. 439 cuando asevera que la síntesis de esta comprobación legitima también la 
apertura y el progreso de la ejecución colectiva, de lo que es buena prueba que, si no resulta pluralidad de acreedores, 
el procedimiento se cierra por haberse comprobado que no es legítimo. 
168 CARRASCO PERERA. A. Los Derechos de Garantía en la Ley concursal, CIVITAS-THOMSON. Tercera Edición. 2009. Una 
visión muy relevante de la problemática concursal en España nos la otorga el profesor Carrasco Perera en  el Prólogo a la 
primera edición de este celebrado libro, referencia esencial en materia de garantías, concluyendo: “En ningún otro 
espacio del Ordenamiento Jurídico como el concursal se aprecia la general y pavorosa inoperancia del Derecho. Es 
inexplicable el optimismo de nuestros legisladores, y de quienes les jalean, cuando se creen que el Derecho concursal 
constituye una poderosa contribución a la justicia y a determinados fines de naturaleza social y económica. Es 
asombroso como maduros juristas y operadores económicos prudentes afirman que la modificación de nuestro 
Ordenamiento concursal es un acontecimiento de gran importancia, y enormemente esperado. Y la mayoría de ellos no 
lo espetan por cinismo. Cuando la ley concursal se pone al servicio de fines de política legislativa ajena a los acreedores, 
se ignora gravemente cuál es la condición humana, los motores del animal racional -un ser puramente egoísta-, la 
existencia de intereses no cooperativos en la quiebra, la creación de incentivos perversos, la catadura, la ralea de los 
sujetos que hacen quebrar las empresas, que en la mayoría de los casos son unos tramposos, la poca importancia social 
que tiene el que un empresario, unos propietarios, unos managers, continúen mangoneando la empresa que ha podido 
llevar a la ruina a muchos pequeños acreedores, la futilidad de mantener temporalmente con vida a una unidad 
económica por la que, si se subasta ahora, no daría un duro el que a grandes voces propugna que  se mantenga, la risible 
creencia de que un abogado y un auditor o economista pueden estar dotados de una sagacidad empresarial más aguda 
que la de quienes han arruinado o vaciado la empresa; se ignora la facilidad con la que se hacen planes de viabilidad y su 
contenido. Y si rebajando el alcance de nuestras pretensiones, quisiéramos limitar los efectos de la Ley concursal a los 
de una simple técnica liquidatoria justa, se ignorarían igualmente los enormes costes de transacción de cualquier paso, 
de cualquier movimiento, de cualquier impulso, que pretenda realizarse dentro del procedimiento concursal; se ignora 
la resistencia que opone el medio opaco de los intereses donde se mueve el concurso; se ignora que en estos 
menesteres la sustancia de la regla es nada, y el espabilarse lo es todo, que da igual que regla de Derecho utilicemos, 
cuando tienen que manejarla un acreedor, su procurador, su abogado, tres administradores concursales (normalmente 
muy ocupados en otros menesteres), el procurador del concurso, el abogado del concurso, el juez del concurso (acaso 
en régimen de suplencia), el secretario del juzgado. Y mientras incidentes van y vienen y los costes terciarios se disparan, 
los bienes han desaparecido, o nadie se molesta en averiguar dónde están. El Derecho, como la religión escrita, puede 
llegar a ser una obra de arte, aunque pueda estar condenado a no ser otra cosa que eso. Consolémonos pensando que el 
inconmesurable producto del ingenio humano que es el Corpus Iuris de Justiniano vio la luz cuando ya apenas había 
territorio en el que aplicarse ni hombres sobre los que regir”. 
169 GARCÍA PITA Y LASTRES, JL. “La separación de los administradores concursales por prolongación indebida de la 
liquidación”. En la obra colectiva, La liquidación de la masa activa, VI Congreso Español de Derecho de la Insolvencia "In 
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marco de un sistema de colaboración público- privada. 

 

El protagonismo de la administración concursal. 

Ergo, constitutivamente, y, sin duda alguna, complementariamente al camino de insinuación 
del crédito, corresponderá a la administración concursal configurar la masa pasiva, determinar su 
realidad y decidir la inclusión o exclusión en la lista de acreedores de los créditos puestos de 
manifiesto, sin perjuicio de la facultad de impugnación de la lista de acreedores, que a los 
interesados en el proceso corresponda en vía jurisdiccional. Esta decisión se adoptará respecto de 
cada uno de los créditos, tanto de los que se hayan comunicado expresamente como de los que 
resultaren de los libros y documentos del deudor o que, por cualquier otra razón, constaren en el 
concurso y llegaran al conocimiento de la administración concursal. 

Es decir, en el sistema español, la administración concursal asume la obligación de configurar la 
masa pasiva real, regulando, de forma concreta, determinados supuestos de obligatorio 
reconocimiento para determinados créditos que, con el soporte correspondiente, llegan a su juicio 
(artículo 86 LC), por cualquier medio, y, especialmente, por los registros públicos, o, en los 
concursos de sociedades, por la evidencia de la contabilidad social. Así se puede decir que se 
impone por la Ley, una labor, ciertamente, inquisitiva en esta fase del proceso, que encuentra su 
fundamento material en el objetivo de alcanzar un sistema financiero sano, en un marco de 
confianza sustancial en el funcionamiento de la economía real, que solo puede otorgar la 
seguridad jurídica, en este caso, liderada por un órgano judicial proactivo que asume la 
responsabilidad de indicar lo que se debe y a quién se debe. El sistema así configurado funciona, 
puesto que evita que las corruptelas estratégicas o el juego de las eventualidades procesales, 
determine o establezca marcos de beneficio de unos acreedores en detrimento de otros. De los 
que ostentan poder o relación con el acreedor, en perjuicio de los que, incluso, pueden tener 
dificultad para conocer el proceso concursal. 

Ergo podemos explicar la regulación legal, que establece un marco de reconocimiento 
necesario, más intenso, indicando que se incluirán necesariamente, es decir, que la administración 
concursal, bajo su responsabilidad, no puede dejar de incluir dentro de la masa pasiva, en la lista 
de acreedores, aquellos créditos que (i) hayan sido reconocidos por laudo o por resolución 
procesal, aunque no fueran firmes, (ii) los que consten en documento con fuerza ejecutiva, (iii) los 
reconocidos por certificación administrativa, (iv) los asegurados con garantía real inscrita en 
registro público, y (v) los créditos de los trabajadores cuya existencia y cuantía resulten de los 
libros y documentos del deudor o por cualquier otra razón consten en el concurso. 

En su consecuencia, si el crédito consta en los libros y en los documentos, en la contabilidad de 
la concursada, en los registros; si concurren evidencias razonables de su existencia que llegan a 
conocimiento de la administración concursal, el hecho de que la comunicación hubiese sido 
realizada de forma tardía, o que no fuera realizada, no determinará la exclusión o la subordinación 
forzosa inherente a la insinuación extemporánea. La comunicación fuera de plazo, o la no 
comunicación, puede ceder ante la constancia del crédito en cualquier forma que pueda ser 
detectada por la administración concursal, y ostente un soporte razonable, y hubiera sido recogida 
de oficio, por la administración concursal, en la lista de acreedores. 

                                                                                                                                                                                 
memoriam Emilio Beltrán". Dir. Angel José Rojo Fernández Río, Jesús Quijano González, Ana Belén Campuzano Laguillo. 
Cizur Menor, Navarra, Aranzadi-Thomson Reuters. 2015. 
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La norma vincula la gestión de la administración concursal con un evidente marco de 
protección del acreedor, en el seno del proceso, con la finalidad de identificar con plenitud la masa 
pasiva. El objetivo del proceso concursal y preconcursal, es la solución de la insolvencia; objetivo 
imposible de alcanzar si el procedimiento previsto legalmente en el seno del proceso, para 
identificar y concretar la masa pasiva no es exhaustivo y permite que queden o resulten créditos 
extraconcurales que puedan, eventualmente, pretender su existencia y vinculación, una vez 
finalizado el concurso o de forma alternativa al mismo. 

Dice la norma (art 92.1º LC), que son créditos subordinados los que hayan sido insinuados con 
posterioridad al plazo legal para esa comunicación. Pero exceptúa (i) a determinados créditos 
públicos y laborales según prevé el artículo 86.3 LC;170 (ii) los que resultare su existencia de la 
documentación del deudor; (iii) los que consten en documento con fuerza ejecutiva; (iv) los 
asegurados con garantía real inscrita en registro público; (v) los que constaren de otro modo en el 
concurso o en otro procedimiento judicial; y (vi) aquellos otros para cuya determinación sea 
precisa la actuación de comprobación de las administraciones públicas. 

Evidenciamos, por lo tanto, un intenso protagonismo de la administración concursal. El 
denominado reconocimiento forzoso171 opera por la cualidad y calidad de esos créditos, ya que 
son créditos que constan documentados o, en su caso, creados constitutivamente bajo el amparo 
de ciertos institutos, documentos, resoluciones o registros que acreditan fehacientemente la 
existencia y veracidad de tales créditos, y no resulta razonable a la administración concursal dudar 
de su veracidad y cuantía. Constituyen el pasivo y, aunque no fueran insinuados, no pueden dejar 
de constituirlo, porque su realidad es incuestionable, razón por la que la administración concursal 
no debe cuestionar su existencia, y debe, en todo caso, reconocerlos y calificarlos conforme a lo 
establecido por la Ley. Que podamos hablar de un reconocimiento forzoso nos pone en la pista del 
grado de intervención y del relevante papel de la administración concursal en la protección del 
crédito y de los acreedores. En definitiva, en la configuración del pasivo real de la concursada. 
Intervención que se extiende a la actuación judicial, dado que la lista de acreedores es susceptible 
de ser objeto de impugnación a través del correspondiente incidente que concluye con una 
Sentencia que tiene por objeto determinar la cuantía y la calificación del crédito, abundando en el 
concurso como proceso y en los efectos de cosa juzgada. 

 

La regulación del denominado reconocimiento forzoso. 

En esta línea de reconocimiento forzoso, quizás mejor definida, ahora, como de oficio o 
cuasioficio, aparece el artículo 87 de la Ley concursal, con una serie de supuestos que se 
denominan especiales de reconocimiento que vienen a ratificar las consideraciones realizadas que 
se pueden resumir en un postulado que es el que defendemos en este trabajo: lo que se pretende 
por la Ley, con fuerza de cosa juzgada, es la determinación real del pasivo concursal; resultando 

                                                           
170 Artículo 86.3 LC: “Cuando no se hubiera presentado alguna declaración o autoliquidación que sea precisa para la 
determinación de un crédito de Derecho Público o de los trabajadores, deberá cumplimentarse por el concursado en 
caso de intervención o, en su caso, por la administración concursal cuando no lo realice el concursado o en el supuesto 
de suspensión de facultades de administración y disposición. Para el caso que, por ausencia de datos, no fuera posible la 
determinación de su cuantía deberá reconocerse como crédito contingente” 
171 BERMEJO, N. «Art. 86. Reconocimiento de créditos», Obra Colectiva. Comentario de la Ley concursal. Dir. ROJO- 
BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008, pg. 1545 quién recuerda que el fundamento lo debemos encontrar en que quien tenga 
acreditada a su favor la existencia de un derecho no debe soportar que su pretensión sea puesta en entredicho por la 
administración concursal. 
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que lo que no esté en la lista de acreedores que resulte firme en el proceso concursal, no estará, 
ya, en el mundo. Este reconocimiento de oficio opera por la cualidad y calidad de unos créditos 
debidamente documentados conforme a su régimen legal específico y que acreditan 
fehacientemente la existencia y veracidad de los mismos. El estudio de esta norma nos pone en el 
elevado nivel de protección que la Ley concursal busca o pretende, en favor de los acreedores y 
del sistema financiero en general. Si sobre los acreedores recae una obligación de alegar e 
insinuar, resulta evidente que existen otras vías, igualmente obligatorias, para configurar el pasivo 
real determinado por los créditos contra el deudor común (art. 84 LC), con la única excepción de 
aquellos que tengan la consideración de créditos contra la masa, que recaen en el órgano judicial 
administración concursal. 

Se establece y regula en el indicado artículo 87 de la Ley concursal172 el régimen obligatorio 
aplicable, (i) en primer lugar, a los créditos sometidos a condición resolutoria que se reconocerán 
como condicionales y disfrutarán de los derechos concursales que correspondan a su cuantía y 
calificación, en tanto no se cumpla la condición; (ii) también se regulan los créditos de derecho 
público de las Administraciones públicas y sus organismos públicos recurridos en vía 
administrativa o jurisdiccional, que son constituidos por los créditos comunicados por las 
administraciones públicas por medio de sus certificaciones administrativas que gozan de 
presunción de veracidad, que deben ser reconocidas literalmente por el administrador concursal, 
sin perjuicio de la facultad de impugnación en vía económico-administrativa173; (iii) igualmente se 
hace referencia a los créditos sometidos a condición suspensiva y los litigiosos que deberán ser 
reconocidos en el concurso como créditos contingentes sin cuantía propia y con la calificación que 
corresponda; (iv) a los créditos que no puedan ser hechos efectivos contra el concursado sin la 
previa excusión del patrimonio del deudor principal que se reconocerán como créditos 
contingentes mientras el acreedor no justifique cumplidamente a la administración concursal 
haber agotado la excusión; (v) o los créditos en los que el acreedor disfrute de fianza de tercero 
que se reconocerán por su importe sin limitación alguna y sin perjuicio de la sustitución del titular 
del crédito en caso de pago por el fiador. 

En consecuencia con lo anteriormente expuesto, tiene pleno sentido lo que establece el 
artículo 49 de nuestra Ley concursal:174 declarado el concurso, todos los acreedores del deudor, 

                                                           
172 VEIGA COPO, A. “El reconocimiento de créditos sin comunicación previa”. Anuario de Derecho Concursal 16/2009. 
CIVITAS. PAMPLONA. 2009. “Esta situación no empece, sin embargo, para que el acreedor o potencial acreedor no 
adopte una postura proactiva, lejos precisamente de la más que aparente pasividad que en estos supuestos recoge o 
induce el propio legislador. Sabido es que la norma concursal establece la integración universal de todos los acreedores 
en la masa pasiva, integración o sumisión al proceso ope legis , sin que sea preciso actuar o enervar nada,… 
Estrechamente unido al principio de concursalidad está la obligatoriedad del procedimiento de verificación para cuantos 
traten de hacer valer sus pretensiones crediticias y patrimoniales en el concurso. Y ese tratar de hacer valer sus 
pretensiones se traduce en la obtención de un título suficiente y habilitante para poder participar en el concurso..” 
173 No tenemos margen para analizar en este trabajo la problemática del crédito tributario en sede concursal y su 
peculiar o especial régimen. Por todos, FRAILE FERNÁNDEZ, R. “La posición del Crédito Tributario en el Concurso de 
Acreedores”. Primera Edición. ARANZADI. 2014. HERRERO CANO, M. “El Crédito Público Tributario en el Concurso de 
Acreedores”. TIRANT. VALENCIA.2014.  GARCÍA GÓMEZ, A. “La posición de las Administraciones Tributarias en  el 
concurso a propósito de la reforma de la Ley 38/211”. Revista Quincena Fiscal num. 14/2012 parte Estudio. Editorial 
Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor. 2012. En todo caso, se puede considerar que la radicalidad del sistema de reconocimiento 
establecido, ratifica la consideración de que la Ley concursal busca determinar y, en su caso, hacerlo constitutivamente, 
la totalidad del pasivo del deudor. 
174 BELTRÁN SÁNCHEZ, E. “De los efectos sobre los acreedores”. Comentario al artículo 49 de la Ley concursal. Obra 
Colectiva. Comentario de la Ley concursal. ROJO-BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008. El Profesor BELTRÁN, nos ilustra con 
su habitual claridad explicando la universalidad del concurso, considerando que se incluyen en la masa todas las clases 
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ordinarios o no, cualquiera que sea su nacionalidad y domicilio, quedarán de derecho integrados 
en la masa pasiva del concurso, sin más excepciones que las establecidas en las leyes. Por lo tanto, 
para concluir que a un disidente, no le afecte el proceso concursal, y pueda mantener algún 
derecho futuro, alguna expectativa, habrá que buscar un régimen legal concreto que lo exceptúe 
del postulado nuclear que establece el artículo 49. La conclusión a que nos debe llevar todo el 
sistema legal establecido es que si no existe esa norma de rango legal que lo establezca, el crédito 
del disidente no reconocido, se extingue; puesto que superados los plazos y las oportunidades 
establecidas en el procedimiento concursal, carecerá de acción para su reconocimiento y, en su 
caso, ejecución. 

 

La clasificación de créditos y el sistema de privilegios. 

Que el sistema concursal irrumpe con radicalidad y especialidad en el pasivo del deudor, 
resulta evidente si nos adentramos en el análisis de la clasificación de los créditos. Después del 
auto de declaración del concurso, nada, nunca, volverá a ser igual. El efecto, determinado por la 
Ley, es intenso. Consideramos necesaria una breve exposición, para comprender que no es posible 
introducir nuevas categorías; y que no pueden ostentar tal condición, en ningún caso, los 
denominados créditos no concurrentes. Debemos, con la finalidad de respetar los límites 
preestablecidos de extensión, omitir el análisis de créditos y acreedores -masa, acreedores 
necesarios, etc- cuya estructura y existencia vienen a ratificar que su origen está, siempre, 
establecido por la Ley, en la dinámica de exhaustividad en del pasivo. 

Los créditos incluidos en la lista de acreedores se clasifican en créditos privilegiados, ordinarios 
y subordinados. Clasificar créditos, en la Ley, implica una opción por parte del legislador, que, 
esencialmente, cuestiona la par conditio creditorum, en beneficio de la vigencia de principios de 
proporcionalidad y preferencia, que postergan a determinados acreedores concursales frente a 
otros. Si con el concurso se pretende maximizar las posibilidades de cobro de todos los 
acreedores,175 los criterios de degradación o sobrevaloración de determinados créditos, deben ir 
orientados a respetar dicho propósito. Por ello la intervención del Estado, del legislador, en este 
punto, debe ser valorada en función de si sus decisiones mejoran o no las posibilidades de que 
todos los acreedores recuperen sus créditos, total o parcialmente. Algunos relevantes autores176 
se plantean que probablemente la clave de un correcto sistema concursal pase por una drástica 
reducción y a la vez racionalización de los privilegios, que han generado un verdadero bosque 
intransitable. 

A la ley concursal española del 2003, le ha tocado enfrentarse, en su tierna juventud, a una de 
las mayores crisis del siglo XX, en clave española, pero vinculada a la gran recesión mundial, que 
comenzó a finales del año 2007 con la quiebra de algunos bancos de inversión estadounidenses y 
la crisis de las hipotecas subprime, en cuyo período destaca la impactante quiebra de Lehman 
Brothers. Una crisis esencialmente financiera, en cuyo núcleo se puede hablar de crisis en el 
funcionamiento de los créditos y de los privilegios. Por ello, la ley concursal hispana, a pesar de ser 
un buen texto legal, con aspiración de permanencia, superador de una previa situación de grave 

                                                                                                                                                                                 
de acreedores, es decir, los privilegiados, los ordinarios y los subordinados; y exponiendo las excepciones a este 
principio de universalidad, que, únicamente serán las establecidas a nivel legal. 
175 JACKSON, Logic and limits of Bankruptcy Law. Cambridge, Mass, 1986. VANESA FINCH, Corporate Insolvence Law. 2º 
Ed. Cambridge 2009. 
176 VEIGA COPO. A “La Masa Pasiva del Concurso de Acreedores”. Pags 646 y 647. CIVITAS. 2º ed. 2012. 
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dispersión normativa que dificultaba en extremo la gestión de la insolvencia, ha sido vista y 
utilizada por el Legislador como un elemento central en las políticas económicas diseñadas para 
salir de la crisis, sometiéndola a sucesivas reformas que han olvidado, y perturbado, en muchos 
casos, el funcionamiento institucional de la norma, desequilibrándola, para articular la defensa de 
determinados intereses concretos, directamente enfrentados con la finalidad esencial de que 
todos los acreedores cobren sus créditos o que el sistema se convierta en un cauce real que les 
permita cobrarlos, total o parcialmente, en un ámbito institucional de equidad y de mutua 
colaboración para tal fin. 

Los privilegios, en clave preferencia convencional, en principio, son necesarios para tutelar, 
fundamentalmente, el sistema crediticio y su relación con el riesgo, estableciéndolo legalmente 
por su objeto y por sus elementos subjetivos. Ciertamente se enfrenta a la vigencia de un principio 
de igualdad, la par conditio, pero encuentra su razón de ser en un funcionamiento institucional en 
cuanto parte de fuentes legales, típicas, que determinan la imposibilidad de crear nuevas 
prelaciones al margen de la Ley, otorgando seguridad jurídica en su reconocimiento, su calificación 
y su ejecución. Se trata del establecimiento de un régimen de prelación derivado de una 
concepción económica capitalista, inherente a economías bancarizadas, en las que las estructuras 
hipotecarias suelen permitir escenarios de financiación a bajos costes financieros, y, sin embargo, 
eficientes en sede de ejecución crediticia. 

Sin embargo su utilización por el Estado, como herramienta de política económica puntual, 
implica, o puede implicar, una desnaturalización del sistema institucional regulador de la 
insolvencia, una perturbación radical del equilibrio intrínseco del procedimiento, judicial o 
extrajudicial, generando, sobre la base de la legislación del caso concreto, un problema grave de 
seguridad jurídica directamente vinculada con la lamentable tendencia a la motorización 
legislativa. 

Vamos a analizar el escenario legal español para profundizar en estas consideraciones. 

 

Créditos con privilegio especial y general. 

En el Derecho de la tutela del crédito existe una distinción básica entre derechos de preferencia 
de origen legal y derechos de preferencia de origen convencional. Aún con ciertos matices, se 
puede decir que la Ley concursal responde, básicamente, a dicho esquema.177 Son créditos con 
privilegio especial (art 90 LC), fundamentalmente de origen convencional, los créditos 
garantizados con hipoteca voluntaria o legal, inmobiliaria o mobiliaria, o con prenda sin 
desplazamiento, sobre los bienes o derechos hipotecados o pignorados; también los garantizados 
con anticresis sobre los frutos del inmueble gravado; los créditos refaccionarios, sobre los bienes 
refaccionados, incluidos los de los trabajadores sobre los objetos por ellos elaborados mientras 
sean propiedad o estén en posesión del concursado. Otorga la Ley concursal privilegio a los 
créditos por contratos de arrendamiento financiero o de compraventa con precio aplazado de 

                                                           
177 GARRIDO, JOSE Mª. “De la clasificación de los créditos”. Comentario al artículo 89 de la Ley concursal. Obra 
Colectiva. Comentario de la Ley concursal. ROJO-BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008. Este autor dice que según la teoría 
mas ortodoxa, los privilegios solo son los derechos de preferencia atribuidos por la Ley, en razón de las especialidades 
del crédito y sin intervención de las partes. Sin embargo, destaca que la Ley concursal a lo largo de todo el articulado ha 
prescindido de esa distinción fundamental entre causas de preferencia de origen legal, puesto que la Ley agrupa los 
créditos con derecho de preferencia bajo la común rúbrica de créditos privilegiados, con lo que se emplea el término 
“privilegio” en un sentido atécnico, como sinónimo de preferencia. 
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bienes muebles o inmuebles, a favor de los arrendadores o vendedores y, en su caso, de los 
financiadores, sobre  los bienes arrendados o vendidos con reserva de dominio, con prohibición de 
disponer o con condición resolutoria en caso de falta de pago. Por último, se concede privilegio 
denominado especial, a los créditos con garantía de valores representados mediante anotaciones 
en cuenta, sobre los valores gravados y a los garantizados con prenda, incluso sobre créditos 
futuros, constituida en documento público. 

Evidentemente, la norma vela por el cumplimiento de la forma en la constitución del respectivo 
crédito, puesto que para acceder a la calificación privilegiada, es necesario que el crédito y su 
estructura de garantía se encuentre constituido con los requisitos y formalidades previstos en su 
legislación específica para su oponibilidad a terceros. 

Una relevante novedad introducida por la Ley 9/2015,178 es la limitación cuantitativa de los 
efectos jurídicos del privilegio, estableciendo que solo alcanzará el noventa por ciento del valor de 
la respectiva garantía que conste en la lista de acreedores, calculada de acuerdo con lo dispuesto 
en el apartado 5 del artículo 94 de la Ley concursal. Esto implica que la parte del crédito que no 
cubra la garantía, será reconocida según su naturaleza, es decir, como ordinario o subordinado. 
Una relevante novedad superadora de un régimen legal que permitía un reconocimiento teórico 
de privilegios basados en la mera constitución de segundas y sucesivas garantías reales 
desvinculadas del valor, sobre la constancia de la garantía en forma. Ergo vinculando la calificación 
privilegiada al valor de la garantía, y limitándolo al 90% de su valoración por tasación oficial, se 
pretende cumplir con la finalidad del privilegio sobre la cosa, e, igualmente, se pretende no 
desvirtuar la ejecución sobre el resto del patrimonio, o la posición relativa del resto de los 
acreedores. 

Una segunda categoría viene establecida por la denominada, créditos con privilegio general 
(art. 91 LC). Son constituidos por la Ley, quizás, se puede considerar, como todos los que disfrutan 
de preferencia. En todo caso, al no estar puestos en relación con el valor de un bien o un derecho, 
se puede decir, se debe concluir, que es el voluntarismo del legislador, sin control, el que 
establece qué créditos van a gozar de esta preferencia.179 Su peculiaridad estructural consiste en 
que estos créditos se hacen efectivos y afectan a todo el patrimonio del deudor, con excepción de 
los créditos concursales privilegiados especiales y aquellos que tengan la condición de créditos 
contra la masa (art. 84 LC). La enumeración de los privilegios recogidos en el artículo 91 de la Ley 
concursal, que mantenemos para facilitar el seguimiento por parte del lector no familiarizado con 
el Derecho español, establece un orden de gradación y preferencia,180 como veremos. En términos 

                                                           
178 Probablemente, siendo consciente en legislador del uso abusivo que los operadores financieros protagonizaron 
durante la crisis, utilizando los mismos como una vía para eludir los efectos concursales sobre sus créditos y sobre sus 
posiciones acreedoras en general. En este sentido podemos recordar que se ha llegado a proponer en el caso de security 
interest priority de limitar su derecho de ejecución a solo una fracción de la colateral. Así, SCHWARTZ,  “Priority 
contracts and priority in Bankruptcy”, Cornell L.R., (1997), pag. 1396; BEBCHUK/FRIED, “The Unesay Case  for the priority 
of secured claims in Bankruptcy”. Yale L.J. (1996). Pag.857. Propone una fixed fraction del 75%. HUDSON, “The Case 
against secured lending”, IRLE , 1995. Pag, 45. Quien propone que si se discute la fracción se decanta por situarla 
alrededor del 80%. 
179 GARRIDO, J. Mª, Comentario al artículo 91”, pg. 1638, Obra Colectiva. Comentario de la Ley concursal. Dir. ROJO- 
BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008advierte que «En los privilegios generales se ha manifestado más claramente la 
voluntad legislativa de revisar todas las situaciones que el Derecho contemplaba como merecedoras de una preferencia, 
pero, en realidad, más que una reducción de los privilegios se ha producido un reajuste, ya que algunos privilegios han 
sido eliminados o privados de efectos en el concurso, mientras que nuevos privilegios generales han sido incorporados” 
180 TOBÍO RIVAS, A. “Los privilegios en la Ley concursal. ¿Reducción o reordenación?”. BIB 2010\202. ADC num. 
20/2010. Editorial Civitas, SA, Pamplona. 2010. Quien concluye que con su estudio se ha querido poner de manifiesto 
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generales, la doctrina destaca que, de un primer examen de este privilegio general, se puede 
deducir que la causa por la que a determinados acreedores se les concede alguna preferencia 
radica en la situación de cierta dependencia o subordinación en la que se encuentran respecto del 
deudor concursado. Una posición especial que justifica un trato diferenciado. En su causa, se 
encuentran los valores que se han querido proteger mediante la concesión del privilegio, en 
función de condiciones subjetivas del acreedor o elementos objetivos que se pueden identificar 
diferenciadamente en la estructura crediticia. En todo caso, intereses concurrentes que no 
responden al funcionamiento de las instituciones concursales, han permitido la entrada de 
privilegios no fácilmente justificables, cuestión que, en este trabajo, necesariamente descriptivo 
en este extremo, dejaremos a la consideración del lector especializado. 

La Ley concursal establece como créditos con privilegio general: (i) los créditos por salarios y las 
indemnizaciones derivadas de la extinción de los contratos, estableciendo un límite cuantitativo en 
función del salario mínimo interprofesional vigente en cada momento; (ii) las indemnizaciones 
derivadas de accidente de trabajo y enfermedad profesional, devengados con anterioridad a la 
declaración de concurso, y los capitales coste de Seguridad Social y los recargos de prestaciones a 
pesar de su naturaleza sancionadora. Se pone de manifiesto aquí la condición de España como 
Estado Social, extendiendo al ámbito concursal la tradicional discriminación positiva a favor del 
trabajador, propia del Derecho del Trabajo.181 También regula como privilegiadas con carácter 
general, las (i) las cantidades correspondientes a retenciones tributarias y de Seguridad Social 
debidas por el concursado en cumplimiento de una obligación legal, es decir cuantías retenidas 
por la concursada en sus funciones de gestión de crédito público y que deben ser ingresadas por 
haber sido previamente retenidas; (ii) Los créditos de personas naturales derivados del trabajo 
personal no dependiente182 y los que correspondan al propio autor por la cesión de los derechos 
de explotación de la obra objeto de propiedad intelectual, devengados durante los seis meses 
anteriores a la declaración del concurso; (iii) los créditos tributarios y demás de Derecho público, 
así como los créditos de la Seguridad Social que no gocen de privilegio especial ni del privilegio 

                                                                                                                                                                                 
que la pretendida reducción y simplificación de los créditos privilegiados en la Ley concursal no ha sido una realidad, 
evidenciando una regulación con muchos puntos débiles. 
GARCÍA PÉREZ, C. L. / LECIÑENA IBARRA, A. / MESTRE RODRÍGUEZ, Mª L., Los créditos con privilegios generales: 
supuestos y régimen jurídico , Reus, Madrid, 2009. 
181 En un hermoso texto que no me canso de leer, el artículo 1 de la Constitución española dice que España se 
constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento 
jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. Por ello esta descripción conceptual que responde a la 
definición del Estado liberal de Derecho, democrático, recibe el enriquecimiento propio del Estado Social, que obliga a 
los poderes públicos a articular políticas de defensa de los trabajadores, en el marco de la economía de mercado 
182 PÉREZ TROYA, A. “Privilegio del Trabajo no Dependiente y del Derecho de Autor”. ENCICLOPEDIA DE DERECHO 
CONCURSAL. T II. Obra Colectiva. Dir. BELTRÁN-GARCÍA CRUCES. Destaca esta autora que se aúnan bajo este privilegio 
de neto carácter subjetivo, dos distintos tipos de créditos (privilegio del trabajo no dependiente y privilegio del derecho 
de autor) sobre la base de entender “ … que los acreedores por uno y otro concepto, … tienen una posición merecedora 
de tutela preferencial. Este merecimiento se debe a razones análogas a las del privilegio general de los créditos laborales 
que ocupa el primer rango en el orden de graduación de los créditos con privilegio general, por lo que su fundamento 
según suele destacar la doctrina, reside en la consideración de la debilidad sustancial de los sujetos titulares de los 
créditos frente a la contraparte devenida insolvente, al mismo tiempo que, además, como se puntualiza por un sector, 
se tutela el valor del trabajo personal y creativo en tanto que medios generadores de dignidad personal y de sustento 
para las personas que lo realizan … Pese a lo anterior, también hay que advertir que la justificación del privilegio viene 
siendo cuestionada desde determinados sectores, tanto respecto del autor, considerando que no siempre el creador 
será un contratante débil, como, sobre todo, en relación a los créditos derivados del trabajo personal no dependiente, 
en la medida que la frontera entre quienes gozan de privilegio o quedan excluidos del mismo puede resultar difícil de 
trazar en algunos casos, con el consiguiente peligro de interpretaciones extensivas contradictorias con el principio de par 
conditio creditorum e incluso con el propio fundamento del privilegio.” 
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general del número 2.º del artículo 91, con el límite del cincuenta por ciento de su importe. 
Obsérvese, en el marco de las potestades del legislador, la sistemática de sobreprotección del 
crédito público, ciertamente discutible, en cuanto implica que el Estado da la espalda a la crisis de 
sus ciudadanos, tanto frente al deudor, al que somete al privilegio, como frente a los restantes 
acreedores, a los que desplaza, sin un fundamento claro. Las crisis, en los Estados con economía 
de mercado, son cíclicas, inherentes al sistema; y, lamentablemente agravadas, en muchos 
supuestos, por la intervención del Estado. Pues bien, ese mismo Estado que ostenta una 
organización que somete a sus ciudadanos a crisis cíclicas y que balbucea en las medidas a adoptar 
cada vez que aparece una, aprovecha su capacidad normativa y se arroga de una posición que 
perjudica el patrimonio del deudor y, especialmente, al resto de acreedores, habitualmente 
ordinarios, que sin tener responsabilidad macroeconómica causal, en la crisis, terminan 
soportándola y financiándola. El privilegio del crédito público, en mi opinión, carece de 
fundamento institucional, puesto que su causa material la encontramos en las necesidades 
meramente financieras del propio Estado. Una administración pública democrática no puede, no 
debería, inhibirse ante las crisis y abstenerse en el juego del riesgo financiero de sus ciudadanos. 
Debería participar activamente, como uno más de los acreedores, aportando, desde la lícita 
defensa de sus créditos, liderazgo y compromiso, a través de funcionarios representantes con 
elevada formación técnica, capaces de incorporar y aportar al conflicto de la insolvencia, criterios 
objetivos, independientes  y transparentes. 

En el número cinco del artículo 91, también como crédito con privilegio general, se regula y se 
concede a (i) los créditos por responsabilidad civil extracontractual y los créditos en concepto de 
responsabilidad civil derivada de delito contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social; (ii) 
a los créditos que supongan nuevos ingresos de tesorería en el marco de un acuerdo de 
refinanciación que responda a una ampliación significativa del crédito disponible o a la 
modificación o extinción de sus obligaciones , y respondan a un plan de viabilidad que permita la 
continuación de la actividad empresarial o profesional a corto y a medio plazo; una importante 
novedad que se coordina con la regulación del artículo 84.2.11 de la Ley concursal que concede la 
condición de créditos contra la masa al cincuenta por ciento de los nuevos ingresos de tesorería 
que respondan al concepto de refinanciación; y (iii) por último concede la Ley preferencia a los 
créditos de que fuera titular el acreedor a instancia del cual se hubiere declarado el concurso -
concurso necesario- y que no tuvieren el carácter de subordinados, hasta el cincuenta por ciento 
de su importe. 

 

Créditos ordinarios. 

Son, según el tenor del artículo 89 de la Ley concursal, todos aquellos créditos que no ostentan 
la condición de privilegiados ni subordinados. Como ha destacado la doctrina, son definidos en 
sentido negativo, constituyendo la denominada clase residual de acreedores. Por lo tanto, siempre 
que no pueda establecerse con claridad un privilegio, salvo que proceda su subordinación, los 
créditos serán ordinarios.183 Como lo serán si exceden los límites establecidos por la Ley en la 
determinación y descripción de las preferencias especiales o generales. Por ello se puede hablar 

                                                           
183 Sin perjuicio de esta consideración, en algunos casos la Ley concursal califica el crédito como ordinario: Así para el 
supuesto previsto en el artículo 81.2 LC, o lo dispuesto en el artículo 47.2 para el derecho de alimentos. Asimismo lo 
dispuesto en el artículo 217 LC que al amparo del principio de reciprocidad en materia de reconocimiento internacional 
de créditos, incluye a los créditos tributarios y de la Seguridad social de otros Estados como ordinarios. 
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en la concepción del sistema de una presunción de ordinariedad,184 que es necesario vencer, en un 
sentido o en otro, para llegar a la clasificación de un crédito como privilegiado o subordinado. Esta 
presunción es una consecuencia lógica del principio de tipicidad y legalidad de todo el sistema, e 
inherente al principio de proporcionalidad en el pago, a la par conditio creditorum. Constituyen, 
en definitiva, el grupo que va a sufrir con mayor intensidad el desequilibrio patrimonial 
constitutivo de la insolvencia que se ponga de manifiesto en la fase de liquidación, porque carecen 
de cualquier derecho de preferencia. De hecho, son los que han financiado la crisis de las 
empresas españolas, que se ha sufrido desde el año 2008 hasta el 2012. Y continúan haciéndolo, 
siempre, en caso de insolvencia. Este grupo, más que ninguno, ha cargado con las consecuencias 
cíclicas del sistema, intentando sobrellevar en cadena, las derivadas vinculadas de las insolvencias 
de unos y de otros, ante la obscenamente neutral mirada del Estado en un ámbito en el que 
destaca su política de acumulación de privilegios, determinados, únicamente, por sus propias 
necesidades financieras. No podemos menos que rememorar aquí a los acreedores proveedores 
de las empresas, que han soportado estoicamente la insolvencia de sus clientes, generando 
cadenas de concursos, causalmente vinculados. Porque ninguno de ellos ostentaba, ni ostenta, la 
capacidad negociadora, ni de presión, para generar algún tipo de preferencia, como sí ostentaban 
-y ostentan- acreedores financieros, trabajadores, o el propio Estado que suele hacer gala de un 
afán recaudatorio absolutamente desmedido. Acreedores no casualmente denominados 
ordinarios, claramente residuales en la concepción de la Ley y en la realidad económica de sus 
transacciones comerciales. Son los financiadores de hecho de las crisis microeconómicas. 

Estos acreedores son los que esencialmente deben concurrir, insinuar sus créditos para que los 
mismos sean reconocidos, recayendo sobre ellos  esta carga, so pena de quedar sometidos a la 
información que la contabilidad del deudor concede a la administración concursal, o a los indicios 
que pueda encontrar, o a los efectos de una comunicación extemporánea que determina su 
subordinación. Y son, en definitiva, sobre los que recae el peso de la aprobación del convenio, 
poseyendo derecho de voto, pero quedando sometido, íntegramente, a su contenido. En todo 
caso, dentro de este sombrío panorama, debemos poner de manifiesto que tienen derecho a votar 
a favor o en contra, a asistir a la Junta y también tienen derecho de información (art. 120 LC), 
pudiendo solicitar aclaraciones sobre el informe de la administración concursal y sobre la 
actuación de ésta, así como sobre las propuestas de convenio y los escritos de evaluación 
emitidos. Además, estarán legitimados activamente para articular judicialmente su oposición al 
Convenio, cuando no hubieran asistido a la junta, o hubieran sido ilegítimamente privados del 
voto, o votado en contra. En definitiva, debido a la eficacia novatoria del convenio, sus créditos 
quedarán extinguidos en la parte que alcance la quita, aplazamiento en su exigibilidad por la 
espera, y modificados por el contenido (art. 136 LC). En fase de liquidación, el punto fundamental, 
a destacar es el pago, que será efectuado una vez que hayan sido pagados los privilegiados y los 
créditos contra la masa (art. 157 LC), y a prorrata, manifestación máxima del principio 
proporcional o de comunidad de pérdidas inherente a todo concurso. En la prorrata se incorpora 
la parte de los créditos privilegiados no satisfechos con cargo a los bienes o derechos afectos. 

 

 

 

                                                           
184 GARRIDO, J. Mª, Comentario al artículo 89”, pg. 1638, Obra Colectiva. Comentario de la Ley concursal. Dir. ROJO- 
BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008 
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Créditos subordinados. 

El artículo 92 de la Ley concursal regula lo que denomina créditos subordinados,185 que 
constituyen una de las novedades que aportó al ordenamiento jurídico español la Ley concursal, 
sobre la base, también, de un principio de tipicidad y legalidad, por el que se postergan 
determinados créditos en relación con los restantes. Sus causas son diversas, como veremos, pero 
sometidas todas ellas a un principio de legalidad, a excepción, quizás de los créditos subordinados 
por pacto contractual. Estos créditos que sufren íntegramente los efectos novatorios del convenio, 
únicamente reciben el pago correspondiente al cumplimiento del convenio, una vez hayan sido 
íntegramente satisfechos los créditos privilegiados y los ordinarios, por lo que la espera en su caso 
aplicable, comenzará a computarse una vez concluya el cumplimiento de convenio para los 
señalados créditos. Además, no pueden votar (art 122 LC). En definitiva, la subordinación de 
origen legal, o, en su caso, por adhesión convencional, implica la atribución de un desvalor a la 
relación jurídica origen del crédito, por lo que se puede decir que los créditos subordinados 
constituyen la antítesis de los créditos con privilegio general, que responde, dentro del esquema 
jerarquizado de la clasificación de créditos a un mayor valor atribuido por la Ley. 

El legislador subordina: (i) los créditos que, habiendo sido comunicados tardíamente, sean 
incluidos por la administración concursal en la lista de acreedores, así como los que, no habiendo 
sido comunicados, o habiéndolo sido de forma tardía, sean incluidos en dicha lista por 
comunicaciones posteriores o por el juez al resolver sobre la impugnación de ésta; (ii) los créditos 
que por pacto contractual tengan el carácter de subordinados respecto de todos los demás 
créditos contra el deudor; (iii), los créditos por recargos e intereses de cualquier clase, incluidos los 
moratorios, salvo los correspondientes a créditos con garantía real hasta donde alcance la 
respectiva garantía; (iv) los créditos por multas y demás sanciones pecuniarias; (v) los créditos de 
que fuera titular alguna de las personas especialmente relacionadas  con  el  deudor  a  las  que  se  
refiere el artículo 93 de la Ley concursal; (vi) los créditos que como consecuencia de rescisión 
concursal resulten a favor de quien en la sentencia haya sido declarado parte de mala fe en el acto 
impugnado; (vii) los créditos derivados de los contratos con obligaciones recíprocas a que se 
refieren los artículos 61, 62, 68 y 69, cuando el juez constate, previo informe de la administración 
concursal, que el acreedor obstaculiza de forma reiterada el cumplimiento del contrato en 
perjuicio del interés del concurso. 

 

Comunicaciones tardías o alternativas en sede procesal. 

Debemos insistir, en la aparente rigidez del sistema y en que el art. 85 de la Ley concursal 
disciplina la forma en que ha de procederse a insinuar un crédito concursal en el concurso, en los 
plazos establecidos. Los Juzgados de lo mercantil y Audiencias Provinciales aplicaban este sistema 
determinando que la comunicación extemporánea implicaba la sanción de subordinación, o la 
exclusión del crédito del concurso, si la comunicación tenía lugar una vez presentado el informe 
del art. 75 LC por la administración concursal. Pero, el Tribunal Supremo en sentencia de 13 de 
mayo de 2011, permite la utilización de la vía incidental del art. 96 de la Ley concursal, como vía 
de insinuación de créditos al señalar que “es evidente que la regla primera del artículo 92, además 
de referirse a los créditos "comunicados tardíamente [...] incluidos por la administración concursal 
en la lista de acreedores", se refiere a los que, "no habiendo sido comunicados oportunamente", 

                                                           
185 ÁVILA DE LA TORRE, A. “Crédito Subordinado”. Enciclopedia de derecho concursal. Tomo II. Obra colectiva. Dir. 
Beltrán-García Cruces, Thomsom-Aranzadi, 2012. 
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puede incorporar a dicha lista "el Juez al resolver sobre la impugnación" de la misma. Con lo que 
abre al intérprete una segunda posibilidad: la de entender que los créditos pueden ser incluidos en 
la lista por el Juez al decidir sobre su impugnación, aunque no hubieran sido comunicados antes –
y, claro está, no resultaren de los libros o documentos del deudor ni constaren en el concurso de 
otro modo–”. Se abre así una nueva vía de protección al crédito no comunicado puesto que el 
artículo 92.1 de la Ley concursal evidencia la posibilidad de distinguir entre créditos comunicados a 
la administración concursal, tardíamente, y créditos no comunicados a la misma, admitiendo el 
alto tribunal que se use el incidente de impugnación de la lista de acreedores para comunicar y 
reconocer un nuevo crédito que en este caso resultaría de la Sentencia resolutoria del incidente 
planteado. Por lo tanto, vemos que el efecto de la subordinación automática a la comunicación 
tardía, no es automático. 

En este marco debemos destacar una de las principales novedades de la Ley 38/2011 que es la 
aceptación de comunicaciones de créditos fuera del plazo inicial del art. 21.1.5º de la Ley 
concursal. Se puede considerar que el art. 96 bis de la Ley concursal, junto a la comunicación 
temporánea y el incidente del art. 96 en los términos que resultan de la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 13 de mayo de 2011, consagra una tercera vía de insinuación del crédito en el 
concurso: las comunicaciones posteriores de créditos. Una muestra más de la finalidad de acceder 
al pasivo real y de que ningún crédito pueda quedar fuera del ámbito concursal. Estas 
comunicaciones tienen un límite temporal, dado que únicamente pueden tener lugar en el período 
temporal que  transcurre entre la conclusión del plazo de impugnación del Informe provisional y el 
momento de presentación de los textos definitivos, en los que la administración concursal 
resolverá sobre tales insinuaciones. La delimitación de este período de tiempo presenta relevantes 
dificultades. 

Hemos dicho que dentro de la aparente rigidez del sistema, el efecto de la comunicación no 
temporánea es la subordinación crediticia, pero en su ya evidente afán de no dejar a nadie fuera 
del proceso concursal, la Ley establece, como criterio general la subordinación “salvo que el 
acreedor justifique no haber tenido noticia antes de su existencia, en cuyo caso se clasificarán 
según su naturaleza” (art. 96 bis .1). Se convierte así en una  norma que regula supuestos muy 
residuales, dado que es muy difícil imaginar, en la práctica, casos en los que un acreedor no 
conozca o no tenga noticia de su crédito, y pueda acreditarlo; sobre todo teniendo en cuenta el 
juego del artículo 87, ya analizado. 

Por lo tanto, se puede concluir que la posibilidad de no concurrentes en el Ordenamiento 
Jurídico español resulta casi imposible, en la práctica; y en la regulación legal, como veremos, en 
nuestra opinión. La obligación de insinuación, junto con las relevantes facultades inquisitivas de la 
administración concursal, en el marco de un sistema que concede vías sucesivas e, incluso, 
alternativas de comunicación, sobre la base de un juego de obligaciones de carácter legal, 
permiten determinar con precisión el pasivo real, pudiéndose considerar que los créditos que no 
están en el proceso, ya no tendrán acción, excepto que una norma con rango legal y especial al 
concurso, así lo establezca. 

 

Crédito y fase de convenio en el proceso concursal. Algunas referencias a la fase de 
liquidación. 

La exposición de motivos de nuestra norma califica al convenio como la solución normal, 
debiéndose entender por tal calificación una mera consideración de preferencia frente a la fase de 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

995 

 

liquidación, respetando, siempre la finalidad de maximizar el cobro de los créditos por parte de los 
acreedores; y no cuestionando la realidad de que las dos soluciones previstas por la Ley concursal 
para la insolvencia, la fase de liquidación y la fase de convenio, se encuentran en igualdad 
estructural. El convenio, en todo caso, se ha convertido en una referencia tópica del Legislador, en 
cuanto acuerdo de voluntades, tramitado por el cauce legal, y aprobado judicialmente, que busca 
la supervivencia de la sociedad -o de la persona física-, como mejor vía para cumplir con los 
acreedores, a través de los pactos novatorios articulados por el propio convenio. Vamos a analizar 
la problemática de los acreedores disidentes o no concurrentes, ahora, tomando como referencia 
la fase de convenio, porque consideramos que en dicha fase, se observan determinadas 
peculiaridades que se extienden claramente a la propia fase de liquidación, es decir, a la posición 
de los acreedores no concurrentes en dicha fase. 

 

La eficacia y el cumplimiento del convenio. La extensión subjetiva. 

El artículo 134 de la LC establece que el convenio vinculará al deudor, a los acreedores 
ordinarios, a los subordinados, por los créditos anteriores a la declaración del concurso, aunque, 
por cualquier causa, no hubieren sido reconocidos. El convenio vincula al concursado, a todo su 
contenido, que no solamente puede suponer la concurrencia de quitas y esperas; también puede 
establecer efectos obligacionales alternativos, muy diversos, siempre dentro del límite legal 
establecido (art. 100 LC). También vincula a los acreedores, porque es un convenio de masa que 
afecta a todos los créditos devengados con anterioridad al auto de declaración del concurso. Por 
ello se habla de su naturaleza universal, con plenos efectos a todos los acreedores, hayan 
comunicado o no sus créditos, hayan sido reconocidos o no; como presupuesto de seguridad 
jurídica en la determinación del pasivo y en sus efectos concursales. En su consecuencia, a ningún 
acreedor le interesará no personarse procesalmente, en su caso, o no insinuar su crédito, puesto 
que la solución final que el proceso concursal alcance, le afectará indefectiblemente, por 
imperativo legal. Porque el artículo 97 de la Ley concursal establece con claridad que fuera de los 
supuestos tasados de modificación de la lista definitiva elaborada por la administración concursal, 
quienes no impugnaren en tiempo y forma el inventario y/o la lista de acreedores no podrán 
plantear pretensiones de modificación del contenido de estos documentos. Y la regulación del 
artículo 97 ter resulta especial, para los supuestos estrictamente contenidos en la norma, y no 
cuestiona la plena vigencia de dicho principio general, como hemos visto. A pesar de la opinión de 
algunos autores, la consecuencia de esta regulación es que la lista de acreedores, una vez pasados 
los plazos de impugnación, o resueltas por Sentencia los incidentes judiciales tramitados, deviene 
firme, pétrea,186 sin que se pueda pretender la existencia de ningún crédito anterior al concurso no 
incluido en dicha lista. La dicción literal del artículo 97187 no deja lugar a dudas, con la única 

                                                           
186 MUÑOZ PAREDEZ. A. “Impugnación del Inventario y de la Lista de Acreedores”. Grandes Tratados. Protocolo 
concursal. Editorial Aranzadi, S.A.U.2013. 
187 Artículo 97 Consecuencias de la falta de impugnación y modificaciones posteriores. 
1. Fuera de los supuestos de los apartados 3 y 4 de este artículo, quienes no impugnaren en tiempo y forma el inventario 
o la lista de acreedores no podrán plantear pretensiones de modificación del contenido de estos documentos, aunque sí 
podrán recurrir contra las modificaciones introducidas por el juez al resolver otras impugnaciones. 2. Si el acreedor 
calificado en la lista de acreedores como especialmente relacionado con el deudor no impugnare en tiempo y forma esta 
calificación, el juez del concurso, vencido el plazo de impugnación y sin más trámites, dictará auto declarando 
extinguidas las garantías de cualquier clase constituidas a favor de los créditos de que aquel fuera titular, ordenando, en 
su caso, la restitución posesoria y la cancelación de los asientos en los registros correspondientes. Quedan exceptuados 
de este supuesto los créditos comprendidos en el número 1.º del artículo 91 cuando el concursado sea persona natural. 
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excepción de lo previsto en los apartados 3 y 4. En coherencia con estas determinaciones, el 
artículo 136 de la Ley concursal,188 con ciertas aspiraciones dogmáticas, habla de eficacia 
novatoria, indicando la afectación sobre los créditos de los acreedores privilegiados que hubiesen 
votado a favor del convenio, y sobre los ordinarios y subordinados que, como consecuencia del 
convenio, quedarán extinguidos en la parte a que alcance la quita, aplazados en su exigibilidad por 
el tiempo de espera y, en general, afectados por el contenido del convenio. 

La extensión subjetiva se produce con limitación en el caso de los acreedores privilegiados que 
únicamente quedarán vinculados si hubieren votado a favor del mismo, o se vinculan con 
posterioridad. 

Destacamos aquí un efecto de extensión o arrastre189 que regula el artículo 134 de la Ley 
concursal, estableciendo que quedarán vinculados cuando concurran determinadas mayorías 
computadas entre acreedores de su misma clase determinada en función de la clasificación que 
establece el artículo 94.2 de la Ley concursal, resultando necesario alcanzar: (i) el 60 por ciento en 
su aceptación en los casos en que se trate de convenios no especialmente gravosos por establecer 
quitas iguales o inferiores a la mitad del importe del crédito y/o esperas con un plazo superior a 

                                                                                                                                                                                 
3. El texto definitivo de la lista de acreedores, además de en los demás supuestos previstos en esta ley, podrá 
modificarse en los casos siguientes: 
1º Cuando se resuelva la impugnación de las modificaciones previstas en el artículo 96 bis. 
2º Cuando después de presentado el informe inicial a que se refiere el artículo 74 o el texto definitivo de la lista de 
acreedores, se inicie un procedimiento administrativo de comprobación o inspección del que pueda resultar créditos de 
Derecho Público de las Administraciones públicas y sus organismos públicos. 
3º Cuando después de presentado el informe inicial a que se refiere el artículo 74 o el texto definitivo de la lista de 
acreedores, se inicie un proceso penal o laboral que pueda suponer el reconocimiento de un crédito concursal. 
4º Cuando después de presentados los textos definitivos, se hubiera cumplido la condición o contingencia prevista o los 
créditos hubieran sido reconocidos o confirmados por acto administrativo, por laudo o por resolución procesal firme o 
susceptible de ejecución provisional con arreglo a su naturaleza o cuantía. 
Caso de resultar reconocidos, tendrán la clasificación que les corresponda con arreglo a su naturaleza, sin que sea 
posible su subordinación al amparo del artículo 92.1.º 
4. Cuando proceda la modificación o sustitución del acreedor inicial en la lista de acreedores, se tendrán en cuenta las 
reglas siguientes para la clasificación del crédito: 
1º Respecto de los créditos salariales o por indemnización derivada de extinción laboral, únicamente se tendrá en 
cuenta la subrogación prevista en el artículo 33 del Estatuto de los Trabajadores. 
2º Respecto de los créditos previstos en el artículo 91.2.º y 4.º, únicamente mantendrán su carácter privilegiado cuando 
el acreedor posterior sea un organismo público. 
1º En caso de pago por pago por avalista, fiador o deudor solidario, se estará a lo dispuesto en el artículo 87.6. 
2º En el supuesto en que el acreedor posterior sea una persona especialmente relacionada con el concursado en los 
términos del artículo 93, en la clasificación del crédito se optará por la que resulte menos gravosa para el concurso entre 
las que correspondan al acreedor inicial y al posterior. 
3º Fuera de los casos anteriores, se mantendrá la clasificación correspondiente al acreedor inicial. 
188 Muy críticos con la estructura de este artículo se muestra ANGEL CARRASCO PERERA, en “Dos paradojas del 
convenio concursal: eficacia liquidativa y eficacia novatoria”. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 614. Editorial Aranzadi, 
S.A.U., Cizur Menor. 2004. Al considerar que “…predicar del convenio una eficacia novatoria es una declaración legal 
inconsecuente. No produce resultado típico alguno, y se limita a describir, redundante e innecesariamente, que, con el 
convenio, acreedores y deudor concursales han modificado de alguna forma sus créditos preexistentes. Lo que es 
obvio.” 
189 Que da continuidad a lo regulado por la Ley 17/2014 , por la que se adoptan medidas urgentes en materia de 
refinanciación y reestructuración de deuda empresarial. Esta norma modifica el apartado 4 de la Disposición Adicional 4ª 
LC , en materia de homologación de acuerdos de refinanciación, posibilitando la extensión de sus efectos a acreedores 
de pasivos financieros que no hubieran suscrito el acuerdo de refinanciación, o que hubieran mostrado su 
disconformidad. Aunque estas previsiones no afecten al convenio, sino a acuerdos de refinanciación, abren una vía por 
la que avanzarán tanto el RDL 11/2014 como la consecutiva Ley 9/2015. 
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cinco años; (ii) y el 75 por ciento cuando se trate de un convenio que supere los anteriores 
umbrales, dentro de los límites establecidos en el artículo 124.1.b) de la Ley concursal. Se trata de 
una relevante novedad que permite el arrastre de los denominados acreedores disidentes, aunque 
tengan créditos privilegiados.190 

 

Los acreedores no reconocidos frente al convenio. 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto algunos autores consideran que para el caso de no 
aprobación del convenio, las conclusiones anteriores se complicarían sustancialmente,191 hablando 
de una categoría de acreedores no reconocidos, ausentes del concurso o alternativos al mismo, 
porque en cuanto no concurrentes, no reconocidos, el Convenio les afecta, pero no toman parte 
en el mismo. Porque, dicen estos autores, es esencial en el proceso concursal que los acreedores 
comparezcan mediante la insinuación de sus créditos, puesto que el eventual ejercicio -una vez 
expirado el plazo para comunicar y todos los supuestos para ser reconocido– de acciones que 
únicamente podrían ser, al menos en teoría, meramente declarativas, pero ante el Juez del 
Concurso (art 8 LC), dada la imposibilidad de ejecutar fuera del concurso y en su vigencia (art 56 
LC) que podría llevar a la declaración de la existencia de un derecho que, eventualmente, podría 
obtener satisfacción una vez concluido el proceso concursal, porque, se dice, que no se 
extinguirían al no haber sido reconocidos en ninguna de las categorías que establece el artículo 
136 LC, por lo que no le alcanzarían los efectos novatorios, o alcanzándoles -como veremos- 
únicamente en cuanto a las quitas y esperas, que podría pretender finalizado el concurso por 
cumplimiento del convenio o finalizada la fase de liquidación. Frente a esta posición no deja de 
sorprender la dicción literal del artículo 49 de la Ley concursal cuando dice que todos los 
acreedores del deudor, evidentemente, al momento de la declaración del concurso, quedarán, 
todos, de derecho, integrados en la masa pasiva. ¿Por qué excluir algunos? 

Se dice por estos autores que si el crédito queda al margen del procedimiento concursal, el 
acreedor no podrá ostentar ningún derecho frente a la masa activa, derivando su hipotético 

                                                           
190 RODRIGUEZ ACHÚTEGUI, E. “ La extensión subjetiva del convenio: el arrastre de los acreedores privilegiados”. 
Revista Aranzadi Doctrinal num. 2/2016 parte Comentario. Editorial Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor. 2016 ”Es el 
preámbulo quien utiliza la ilustrativa expresión «arrastre», que el art. 134.3 LC no emplea. Debe reconocerse que resulta 
muy gráfica como descripción del fenómeno de vinculación de la minoría de los acreedores de una determinada clase y 
privilegio, cuando la mayoría de sus pares deciden someterse al convenio, puesto que literalmente se ven arrastrados al 
mismo, lo que hasta la reforma que se comenta resultaba impensable para los acreedores titulares de esta clase de 
créditos. 
Como ya se ha indicado, hasta entonces este apoyo era posible participando en la votación también con el crédito 
privilegiado. Pero esa decisión voluntaria suponía el sacrificio de la pérdida de beneficios específicos de esa clase de 
créditos, sin que los demás acreedores de la misma clase padecieran costes semejantes. De este modo se dificultaba que 
los acreedores privilegiados pudieran participar de forma activa en la adopción de un convenio, pues una minoría podía 
perjudicar el parecer mayoritario de los de su misma condición. Claramente lo expresa el tan citado apartado III del 
preámbulo al explicar: «piénsese además que si el 60 o 75 por ciento de los acreedores, según los casos, acuerdan para 
sus créditos privilegiados determinados sacrificios que parezcan imprescindibles para la viabilidad de la empresa y para 
recobrar la mayor parte posible del crédito pendiente, dichas medidas habrán de ser tanto más duras si el 40 o 25 por 
ciento restante de los acreedores, no resultan vinculados por el acuerdo mayoritario». Para concluir con las menciones 
al preámbulo, hay que señalar que la que denomina «previsión novedosa» se explica de forma harto gráfica como «la 
capacidad de arrastre de los acreedores disidentes en determinadas circunstancias». En definitiva, la mayoría de 
acreedores con privilegio general o especial de una misma clase pueden conducir a la minoría a pasar por las previsiones 
del convenio. 
191 DÍAZ MORENO, A. “Efectos del Convenio”. ENCICLOPEDIA DE DERECHO CONCURSAL. T II. Obra Colectiva. Dir. 
BELTRÁN-GARCÍA CRUCES. 
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derecho, al momento de la conclusión del procedimiento. En todo caso, de alguna manera el 
Convenio les vincula, y el procedimiento también, puesto que deben esperar a la conclusión del 
concurso; y también tendrán que esperar a finalizar la fase de liquidación, en su caso, sin que 
puedan beneficiarse de los activos constitutivos de la masa activa para pretender cobrar su 
eventual crédito no concurrente. En definitiva, los acreedores no reconocidos, se dice, quedan al 
margen de cualquier mecanismo concursal de satisfacción total o parcial de los créditos contra la 
masa activa, pero, en alguna medida, resultan afectados por el concurso, según veremos. 

En estos autores parece que subyace la idea de configuración de la masa pasiva y la masa activa 
con una cierta “personalidad jurídica”, propia de un patrimonio separado constituido por la Ley. 
Pero como dice el Profesor Beltrán192, la masa no constituye una persona jurídica ni un sujeto de 
derecho distinto de los acreedores que la integran, porque entre los acreedores concursales no 
existe ninguna relación jurídica de naturaleza sustancial, dado que su unión es un hecho procesal. 
Consideramos que para sustentar esta posición, es decir, excepcionar el alcance del artículo 49 de 
la Ley concursal, es necesario hacerlo indicando una Ley que lo establezca, porque es la única vía 
de excepción que concede el artículo 49 LC. 

No podemos olvidar que la lista de acreedores, firme, definitiva, pétrea, otorga un momento 
preclusivo para el reconocimiento de los créditos, determinando que los acreedores que no 
consten reconocidos en dicha lista, no podrán tomar parte en el procedimiento concursal ni en 
ninguno de sus efectos. Por ello no son acreedores subordinados, que solo lo serán los que hayan 
comunicado tardíamente su crédito (art. 92.1º LC), ni tampoco estarán en ninguno de los 
supuestos analizados sobre modificación de esa lista definitiva, que deben ser analizados y 
aplicados restrictivamente. Podríamos considerar que no tiene sentido alguno equiparar -no 
concurre identidad de razón para un tratamiento analógico- al acreedor que insinúa su crédito, 
aún de forma extemporánea, con el que ni siquiera aparece en el proceso, pudiendo generar una 
situación de desequilibrio en la propia fase de cumplimiento de convenio, prevista para un plan de 
pagos con un pasivo determinado en función de la lista definitiva, con la irrupción de créditos no 
contemplados en el plan de pagos y en el plan de viabilidad. La seguridad jurídica, en base a una 
interpretación literal de la Ley concursal, creemos que nos obliga, por lo menos, a plantearnos 
como alternativa considerar que los créditos anteriores al auto de declaración del concurso, no 
insinuados ni reconocidos, en ninguna de las oportunidades procesales que concede la Ley 
concursal, se verán extinguidos, excepto que alguna Ley de forma expresa establezca una 
excepción (artículo 49 de la Ley concursal). 

 

Las posturas del Tribunal Supremo. 

El Tribunal Supremo ha tenido ocasión, muy reciente, de enfrentarse a esta cuestión en 
Sentencia número 655/2016 de fecha 4 de noviembre, recaída en el Recurso de Casación 
707/2014. El alto Tribunal parte de una consideración vinculada a la admisión del cauce del 
incidente concursal que impugna la lista de acreedores para el reconocimiento de créditos, que 
consiste en reconocer que un acreedor puede tener algún interés legítimo en obtener un 
pronunciamiento judicial, más allá de la esencial, inherente al proceso, pretensión de ser 
reconocido en la lista de acreedores. Es decir, para un acreedor no concurrente, dice que “el 
interés del acreedor persiste porque el crédito no se ha extinguido, y el acreedor en cuestión 

                                                           
192 BELTRÁN SÁNCHEZ, E. “De los efectos sobre los acreedores”. Comentario al artículo 49 de la Ley concursal. Obra 
Colectiva. Comentario de la Ley concursal. ROJO-BELTRÁN. CIVITAS. Reimpr. 2008. 
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podría reclamar el pago de su crédito con posterioridad a la conclusión del concurso, tanto en el 
caso de liquidación (art 178 de la Ley concursal) como en el caso de convenio, tras el cumplimiento 
del mismo, pues el titular de un crédito anterior al concurso que no haya sido reconocido en el 
mismo, puede reclamar el pago de su crédito tras el cumplimiento del convenio, con las quitas 
establecidas en  el convenio”193 Aunque no se entiende muy bien, y la Sentencia no lo aclara, no 
entendemos que se diga, por un lado, que un crédito concurrente mantiene su existencia fuera del 
concurso, que no se ve extinguido por no haber sido reconocido en su seno, y, por otro lado, se 
diga que ese mismo crédito, no concurrente, es afectado por el concurso en el efecto novatorio 
del convenio, únicamente con la finalidad de no configurarlo como de mejor condición. Nada de 
esto está previsto en la norma, que simplemente, en el artículo 134 LC se limita a indicar que el 
convenio vinculará a los acreedores ordinarios y subordinados, aunque por cualquier causa no 
fueren reconocidos. En primer lugar, esto significa: (i) que únicamente pueden no ser reconocidos 
créditos  que pudieran ser ordinarios y subordinados, porque los privilegiados son responsabilidad 
de la administración concursal y deben, necesariamente, estar en el concurso; (ii) que el efecto 
novatorio se extiende literalmente, a los ordinarios, subordinados y no reconocidos; (iii) que no es 
posible, ni lo prevé la Ley, una extensión temporal y patrimonial de los efectos del Convenio, que, 
de prosperar esta interpretación implicaría un tercer momento de cumplimiento, posterior al 
previsto para cumplir con los créditos subordinaros, en el que se procedería a cumplir con los no 
concurrentes, en los términos previstos en el Convenio. La Ley concursal no establece nada de 
esto. 

Nos parece una interpretación acorde con el sistema que analizamos y con la literalidad de la 
norma que es clara, indicar que el artículo 134 LC. implica que el Convenio afecta radicalmente a 
los créditos ordinarios y subordinados, a los privilegiados adheridos; y frente a los no concurrentes 
en cuanto, no previstos, o contemplados en el Convenio, aprobado por Sentencia firme, consagrar 
un efecto definitivamente extintivo, al no haber cumplido con el cauce de reclamación/insinuación 
previsto en la Ley concursal, legislación especial para casos de insolvencia, en base al carácter 
especial de la Ley concursal y a la dinámica de obligaciones de constancia y reconocimiento que el 
sistema establece, y cuyo incumplimiento, por cualquiera de los actores, acreedores y/o 
administración concursal, determinará la extinción. Y la misma conclusión se alcanza para el caso 
de liquidación, en el que el efecto de cosa juzgada se ampara en la firmeza de la lista de 
acreedores, que únicamente puede ser modificada en los supuestos contemplados por la Ley; 
porque es firme: si no hay impugnaciones, por la superación del plazo previsto para su 
impugnación; si se impugna, la firmeza deviene de la sentencia o sentencias que resuelvan las 
impugnaciones. 

Dice el Tribunal Supremo que un crédito que no aparezca reconocido en la lista de acreedores 
no puede ser reclamado durante la fase de cumplimiento del Convenio, pero considera que el 
crédito permanece vivo y puede ser reclamado, pero afectado por las quitas y esperas establecida 
en el Convenio. Así, el Tribunal Supremo califica a estos créditos como concursales no 
concurrentes puesto que no serán satisfechos en el concurso, ni sus titulares pueden tener en el 
concurso la intervención que la Ley concursal atribuye a los titulares de créditos concursales 
reconocidos. 

En la fundamentación de esta sentencia, parece que el alto tribunal infravalora las analizadas 

                                                           
193 En el mismo sentido la Sentencia número 608 del Tribunal Supremo de fecha 7 de octubre del 2016, recaída en el 
Recurso de Casación 503/2014. 
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obligaciones de insinuación de créditos,194 configurándolas como un apoyo a la labor de la 
administración concursal, y a los efectos de garantizar la integridad del crédito y el ejercicio de los 
derechos inherentes a la condición de acreedor concursal, pero no analiza las consecuencias de la 
no insinuación, que, literalmente, constituyen un supuesto de incumplimiento de una obligación 
legal, que es lo que determina -el incumplimiento de la obligación legal- la no concurrencia y sus 
efectos. 

Se adentra también el Tribunal Supremo en esta sentencia número 655 del año 2016, 
abundando en su fundamentación, indicando en el extremo séptimo del fundamento sexto195 en 
relación a los créditos de necesario reconocimiento, que, si eventualmente no son reconocidos por 
no estar, finalmente, incluidos en la lista de acreedores, serán concursales pero no concurrentes, 
no pudiendo participar en el procedimiento concursal, ni ostentar ningún derecho frente al 
concursado.196 Nos parece esta conclusión un expediente abierto a la inseguridad jurídica, un 
camino franco creado sobre la base de una contradictio in terminis; porque, realmente, hablar de 
un crédito concursal no concurrente, además de carecer de cualquier amparo legal, supone una 
evidente contradicción, porque no puede merecer la calificación de concursal, un crédito que no 
está en la lista de acreedores; que no está en el proceso concursal. Se abre así la vía a un limbo 
jurídico impropio del sistema. Nos preguntamos -el Tribunal Supremo no lo aclara- por el juego del 
artículo 139 de la Ley concursal frente a la existencia de estos créditos concursales no 

                                                           
194 Considera en el apartado 4 del Fundamento Sexto: “La comunicación de los créditos que, según la ley, tienen la 
consideración de concursales, por parte de sus titulares, va encaminada a que la administración concursal incluya tales 
créditos en la lista de acreedores y queden de este modo reconocidos en el concurso, permitiendo a sus titulares tener 
la intervención que la Ley concursal reconoce a los acreedores concursales, y que los créditos sean satisfechos, en lo que 
sea posible, en el concurso. Para que la comunicación de créditos pueda considerarse hecha en tiempo y forma, debe 
realizarse en el plazo previsto en el art. 21.1.5º, del modo previsto en el art. 85, ambos de la Ley concursal , en cuyo caso 
deberán ser clasificados conforme a su naturaleza. 
La comunicación de créditos que se realice por el acreedor una vez transcurrido el plazo previsto en el artículo 85.1 de la 
Ley concursal pero antes de la presentación por los administradores concursales de los textos provisionales de su 
informe, de la lista de acreedores y del inventario, ha de considerarse tardía. Otro tanto ocurre cuando se formula la 
impugnación de la lista de acreedores en el trámite previsto en el art. 96 de la Ley concursal , y en la demanda incidental 
se solicita el reconocimiento de un crédito que no había sido previamente comunicado a la administración concursal. La 
duda sobre si la posibilidad de reconocimiento por esta última vía se circunscribía a los créditos comunicados entre la 
finalización del plazo del art. 21.1.5º y la presentación de los textos provisionales por la administración concursal o se 
extendía también a aquellos créditos cuya primera comunicación al concurso se hubiera realizado impugnando 
directamente la lista de acreedores en el trámite del art. 96 de la Ley concursal , fue resuelta, a favor de la segunda 
opción en la sentencia 316/2011, de 13 de mayo (RJ 2011, 3859)” 
195 Extremo 7 del Fundamento Jurídico Sexto de la Sentencia número 655/2016: La previsión de reconocimiento  
forzoso contenida en el art. 86.2 de la Ley concursal releva a la administración concursal del juicio de hecho sobre la 
existencia del crédito. Se justifica por el modo reforzado en que se considera acreditada la existencia del crédito, de 
forma que quien tenga acreditada en alguna de estas formas su crédito no debe soportar que su pretensión sea puesta 
en entredicho por la administración concursal, ni que, caso de no reconocerse por esta su crédito y verse obligado a 
impugnar la lista de acreedores, ello suponga la degradación de su crédito a la categoría de crédito subordinado. 
Pero si estos créditos no son incluidos en la lista de acreedores, inclusión que puede producirse bien inicialmente 
porque sean comunicados por los acreedores a la administración concursal o incluidos por esta de oficio, bien mediante 
la oportuna impugnación de la lista de acreedores por la no inclusión de los mismos en la lista de acreedores, no pueden 
ser satisfechos en el concurso. Serán créditos concursales pero no concurrentes. Solo los créditos concursales 
reconocidos en la lista de acreedores son créditos concurrentes en el concurso, que otorgan un derecho efectivo a 
participar en el procedimiento concursal y a verse satisfecho con la masa activa. 
196 Frente a esta consideración se podría reflexionar si pudiéramos estar ante un supuesto de responsabilidad de la 
administración concursal que deberá responder por el daño causado al acreedor que ha devenido no concurrente como 
consecuencia de la infracción de los artículos 86 y 87, es decir, por incumplir la Ley por una omisión realizada sin la 
debida diligencia, ante el incumplimiento de los supuestos de reconocimiento de cuasioficio. 
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concurrentes. Porque, una vez finalizado el cumplimiento del convenio con el pago de los créditos 
subordinados, es decir, cumplido el convenio, el deudor solicitará al juez la declaración de 
cumplimiento; y el juez dictará el correspondiente auto (art. 141 LC) que determina el cese de 
todos los efectos. Si esto es así, no es posible hablar de la existencia de un grupo de créditos 
concursales, que por no haber concurrido, existen, y pueden pretender su cumplimiento pero con 
sometimiento al convenio; porque el convenio ya se ha extinguido por cumplimiento, y así se 
declara por el juez del concurso. 

En definitiva, el Tribunal Supremo sigue lo que podríamos denominar la posición mayoritaria de 
la doctrina que habla de la supervivencia del crédito de los no concurrentes. Una vez presentado el 
informe provisional del artículo 75 de la Ley concursal, no caben ulteriores modificaciones, 
excepto el estricto marco que configuran los artículos 97, 97 bis y 97 ter de la Ley concursal. Sin 
perjuicio de esta consideración, un acreedor que no haya comunicado y que no hubiera visto 
reconocido su crédito en la lista provisional, podrá incidentar y conseguir tal reconocimiento, 
resultando que el mismo, en cuanto comunicación tardía, deberá ser considerado subordinado, tal 
como hemos visto, excepto que pudiera articular su pretensión judicial justificando que la 
administración concursal estaba obligada o tenía o debía tener conocimiento por soportes 
racionales de la existencia del crédito, es decir, que se encuentra en alguno de los supuestos 
legalmente obligatorios de reconocimiento. 

El problema que se plantea, también, viene determinado por la interpretación que sobre el 
artículo 92.1º concurra, cuando indica que (i) serán subordinados los créditos comunicados 
tardíamente que no hayan sido incluidos en la lista de acreedores por la administración concursal, 
(ii) los que no habiendo sido comunicados o habiéndolo sido de forma tardía sean incluidos en 
dicha lista por comunicaciones posteriores o por el juez al resolver sobre la impugnación de esta. 
Algunas resoluciones judiciales han estimado que este supuesto de hecho es el mismo que el 
anterior y que en todo caso se refiere a supuestos de comunicación efectiva de créditos, 
considerándose que la impugnación de la lista de acreedores no es un cauce apto para conseguir 
la comunicación de un crédito;197 sin embargo, el Tribunal Supremo, en sentencia número 
316/2011 de 13 de mayo, admite la impugnación de la lista como una forma de comunicación de 
créditos y resuelve la polémica judicial expuesta por algunos autores.198 Pero esta conclusión 
                                                           
197 Por ejemplo, SSJM Madrid de 25 de mayo de 2005 ( AC 2005, 976) , 30 de abril de 2008 con comentario de VEIGA 
COPO [ ADCon, núm.15, 2008, pgs. 395 y ss.] también las de 17 de diciembre de 2008 ( AC 2009, 261) y 23 de enero de 
2009 ( PROV 2009, 129238). 
198 DÍAZ MORENO, A. “El tiempo en la comunicación y clasificación de los créditos”. ADC 20/2010. CIVITAS. Comenta 
que un buen (y temprano) ejemplo de la formulación de esta tesis se encuentra en la SJM de Madrid de 25 de mayo de 
2005 ( AC 2005, 976) , antes citada: «Dentro de los créditos comunicados expresamente, se discrimina a aquellos que lo 
han sido después de vencido el plazo para la insinuación. A éstos, de comunicación tardía, se les atribuye la calificación 
de subordinados (artículo 92.1º LC). Sin embargo, el artículo 92.1 LC también prevé la calificación como créditos 
subordinados de aquellos que «no habiendo sido comunicados oportunamente, sean incluidos en dicha lista por el Juez 
al resolver sobre la impugnación de ésta». Pudiera parecer que esta mención abre la vía para que aquellos créditos que 
no han sido en absoluto comunicados pudieran llegar a formar parte de la lista de acreedores por el trámite de la 
impugnación de la lista de acreedores. Entendemos que sostener esta tesis supone atribuir al cauce de impugnación de 
la lista de acreedores una virtualidad distinta a la que la Ley establece. En efecto, impugnar significa, según el Diccionario 
de la Real Academia Española, «combatir, contradecir, refutar». Esta contradicción precisa necesariamente de dos 
opiniones que previamente han sido contrapuestas. Y no hay contraposición de posturas relacionadas con la confección 
de la lista de acreedores –que se impugna– si el acreedor no ha insinuado previamente su crédito en el concurso. De ahí 
que el artículo 96.3 LC deba ser interpretado en el sentido de que la impugnación de la lista de acreedores podrá 
consistir en la inclusión de créditos, refiriéndose a aquellos que han sido previamente excluidos; o a la exclusión de 
créditos, respecto de los que han sido incluidos en la lista de acreedores, pero no podrá consistir en otra cosa. No puede 
mantenerse la tesis de que el artículo 92.1 LC abre una nueva vía –en este caso judicial– para el reconocimiento de 
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coherente con el sistema y con la pretensión de exhaustividad en la determinación del pasivo, no 
nos parece coherente con la posibilidad de dejar abierta la supervivencia de créditos 
ultraconcursales. Porque, ciertamente -y en esto acierta el Tribunal Supremo- carece de sentido 
una interpretación  restrictiva,  especialmente si  acudimos al tenor literal del artículo 96.1 de la 
Ley concursal199 que otorga legitimación a los acreedores personados y a los no personados que 
sean interesados. Siendo esto así, no consta en ninguna norma limitación de cognición al juez del 
concurso, por lo que en su Sentencia podrá decidir lo que proceda sobre la incorporación de un 
crédito y su clasificación, y esto aunque no se haya insinuado el crédito.200 De hecho el apartado 3 

                                                                                                                                                                                 
créditos porque dicho precepto hace referencia a los créditos que no han sido comunicados «oportunamente». La 
«comunicación oportuna» no puede referirse a otra comunicación que no sea la prevista en el artículo 85.1 LC. Cualquier 
otra comunicación no podría verse calificada legalmente como oportuna. 
Hemos dicho que el artículo 92.1 LC no tiene como finalidad abrir un nuevo cauce para el reconocimiento de créditos, 
porque su fin es establecer reglas para la calificación de determinados créditos como subordinados. Entendemos que 
cuando el artículo 92.1 LC hace alusión tanto a créditos comunicados tardíamente como a créditos no comunicados 
oportunamente, se está refiriendo a un mismo supuesto de hecho. La diferencia radica en la situación de tales créditos 
comunicados tardíamente. En el primer caso se trata de créditos que la Administración concursal va a reconocer y por 
ello a incluir en la lista de acreedores. En este supuesto la regla para la clasificación de tales créditos se dirige a la 
Administración concursal. En el segundo caso se trata de créditos no comunicados oportunamente –dentro del plazo del 
artículo 21.1.5 LC, pero sí dentro del de confección del informe por la Administración concursal– pero que, a pesar de 
todo, y consecuencia de la valoración efectuada por la Administración concursal según lo previsto en el artículo 86.1 LC, 
no han sido incluidos en la lista de acreedores. En esta hipótesis, la regla de valoración va dirigida al órgano judicial. Se 
trata de créditos que si como consecuencia de la impugnación procede que sean incluidos en la lista de acreedores, 
tendrán la consideración de subordinados precisamente como consecuencia de su tardía, pero al fin necesariamente 
expresa insinuación. De ahí que ambas hipótesis previstas en el artículo 92.1 LC sean calificables como comunicaciones 
tardías de créditos. De ahí que, para los créditos no insinuados dentro del término concedido a la Administración 
concursal para la presentación del informe (…) excluida la posibilidad de su calificación como de subordinados, no pueda 
ser otra la consecuencia que la de su exclusión definitiva del concurso» .En el bien entendido de que, naturalmente, la 
irrelevancia del crédito en el concurso propugnada por quienes defienden esta tesis no se traduciría en su extinción. 
Como explica la SJM de Madrid 23 de enero de 2009 ( PROV 2009, 129238) , «no es posible concluir que la extinción del 
crédito se produzca por la falta de reconocimiento, ya que ésta no es ninguna de las causas de extinción de las 
obligaciones prevista en el art. 1156 del CC. Además si la Ley concursal no ha previsto expresamente esta consecuencia 
no es posible atribuirle al no reconocimiento la extinción del crédito. Por otro lado si acudimos a los antecedentes 
legislativos, observamos que en el Anteproyecto de Ley concursal de 1995 se establecía la extinción si no se comunicaba 
en tiempo, salvo que se tratara de créditos privilegiados y ordinarios para los que solo se establecía la pérdida de rango 
en su clasificación. El legislador no ha asumido esta opción, lo que nos permite entender que su intención no es la 
extinción del crédito por no comunicación, sino la imposibilidad de participar en el concurso» . A lo cual añade que, 
como el acreedor quedará privado de los derechos concedidos a los acreedores concursales, «la única posibilidad que 
tiene el acreedor no reconocido será esperar a la terminación del concurso e intentar cobrar sobre el eventual 
remanente que quede» 
199 YANES (en Comentarios a la legislación concursal [dirs. ALCOVER, ALONSO LEDESMA,ALONSO UREBA y PULGAR], I, 
Madrid, 2004, pg. 873) vinculan la legitimación reconocida en el artículo 96 LC con la posibilidad de obtener el 
reconocimiento mediante impugnación de la lista de acreedores. 
200 En esta línea se orientan un buen número de resoluciones judiciales. Cfr., por ejemplo, SSJM de Alicante de 31 de 
julio de 2007 ( AC 2007, 1674) y 18 de noviembre de 2009 ( PROV 2009, 474086 y ( PROV 2009, 475345) , que consideran 
esta interpretación la más coherente con el derecho a la tutela judicial efectiva; SJM de Madrid de 20 de octubre de 
2009 ( PROV 2009, 451107) ; también SAP de Alicante de 18 de octubre de 2007 ( AC 2007, 2108) ; SAP de Madrid de 26 
de septiembre de 2008 ( AC 2008, 2043) ; SSJM de las Islas Baleares de 11 de abril de 2007PROV 2008, 357168) y 16 de 
enero de 2008 ( AC 2008, 349 y AC 2008/350) ; SJM de Málaga de 18 de abril de 2008 [ ADCon , núm.15, pg. 575]; SJM 
de Sevilla de 7 de febrero de 2006 ( PROV 2006, 299843) ; SSJM de Cantabria de 6 y 29 de junio de 2007 ( PROV 2008, 
357142; AC 2008/227) ; de manera implícita sigue también esta tesis la SJM de Barcelona de 27 de febrero de 2006 ( AC 
2006, 128) ; por su parte, la SJM de La Coruña de 28 de febrero de 2007 ( ADCon , núm. 13, pg. 481) entiende, muy 
plásticamente, que el precepto se refiere «a los créditos que se comunican en el período intermedio entre la finalización 
del plazo de insinuación y la elaboración del informe, o incluso –en una interpretación amplia– a los que se comunican 
por la vía irregular de la impugnación de la lista de acreedores» 
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del artículo 96 señala como contenido de la impugnación la solicitud de inclusión de créditos. El 
Tribunal Supremo cuando dice que: “De lo expuesto se deriva que, aunque pueda considerarse 
extemporánea la solicitud de reconocimiento de un crédito concursal a efectos de su inclusión en 
la lista de acreedores y su satisfacción en el concurso, cuestión que será analizada con detalle más 
adelante, es necesario que el juez del concurso se pronuncie sobre la pretensión de declaración de 
existencia de un crédito o de otro derecho de contenido patrimonial cuando se ha ejercitado una 
acción de contenido patrimonial contra el patrimonio del concursado a través de un incidente 
concursal, para cuyo conocimiento solo es competente el juez del concurso conforme a los arts. 
8.1 y 50.1 de la Ley concursal”. La competencia del juez del concurso es incuestionable, y la 
conclusión es acertada en cuanto permite el acceso al concurso por vía judicial directa, pero no es 
coherente con asumir la existencia de créditos fuera del concurso, con plena vigencia y posibilidad 
de ejecución futura. 

Continuando con el análisis traemos a colación el tenor literal del artículo 97 LC que determina 
la firmeza de la lista de acreedores, lo que implica directamente que los acreedores que no 
consten en dicha lista no serán reconocidos como acreedores concurrentes y,  en su consecuencia, 
quedarán al margen del concurso.201  

Esta sentencia hunde sus raíces en un sector mayoritario, de la doctrina202 que abunda en que 
esos créditos, no concurrentes, serán concursales por haberse devengado con anterioridad, pero 
no se extinguirán. Un crédito concursal que no haya sido reconocido en el concurso, no deja por 
ello de existir, se dice. Simplemente no queda reflejada cuota de responsabilidad alguna por dicho 
crédito, razón por la cual el acreedor no puede ser satisfecho con cargo a la masa activa, pero el 
convenio le afecta (art. 132 LC).203 No explican estos autores la razón o el fundamento legal , por la 
que estamos ante una afectación parcial, dado que, según el criterio que se defiende, un crédito 
no concurrente, está afectado por las quitas y esperas establecidas en el convenio, pero no lo está 
por el efecto extintivo que frente a dicho crédito determinaría la Sentencia judicial que al aprobar 
el Convenio, aprueba el plan de pagos directamente vinculado a la lista de acreedores, cuya 
firmeza, en términos procesales, no se puede cuestionar, y en cuya lista de acreedores y plan de 
pagos, el crédito no existe. ¿No cabría hablar de un efecto preclusivo, que determina la extinción 
del crédito, amparado, además, en la firmeza de resoluciones judiciales, o en la superación de 
plazos procesales que determina, igualmente, la necesaria firmeza? 

                                                           
201 DÍAZ MORENO, A. “El tiempo n la comunicación y clasificación de los créditos”. ADC 20/2010. CIVITAS. Quien cita las 
resoluciones de AAP de Barcelona de 19 de junio de 2009 ( PROV 2009, 464910) , la cual confirmó la decisión de primera 
instancia, que inadmitió a trámite (por impertinente: art. 194.2 LC) una demanda incidental que pretendía el 
reconocimiento de un crédito en el concurso una vez elaborada la lista definitiva de acreedores. Análogamente, el AAP 
de Madrid de 29 de febrero de 2008 (AC 2008, 668) señaló que, «estando expresamente previsto en el concurso un 
trámite específico para el reconocimiento de créditos de los acreedores y que cabe impugnar judicialmente la decisión 
que tomen los administradores sobre la inclusión o exclusión de créditos» no puede admitirse una demanda que tenga 
por objeto, precisamente el reconocimiento de tales créditos. 
202 ALONSO–CUEVILLAS SAYROL (La «vis atractiva» del proceso concursal , Navarra, 2007, pg. 353) distingue dos 
supuestos en función de que el crédito fuera contemplado mediante su inclusión o expresa exclusión, en cuyo caso la vía 
tendría que ser la impugnación de la lista por imperativo del artículo 97.1 LC; o que el crédito no comunicado no hubiera 
sido objeto de inclusión o expresa exclusión en cuyo caso considera que el acreedor podría presentar una demanda 
declarativa. También la admite GARRIDO(«Extensión subjetiva», en ROJO–BELTRÁN, Comentarios a la Ley concursal, II, 
cit., pag. 2224), siempre que el acreedor no hubiese impugnado el texto provisional de la lista de acreedores 
confeccionada por la administración concursal, porque este autor cuestiona los efectos de cosa juzgada de la lista de 
acreedores, olvidando, quizás que el concurso es un proceso.. 
203 BERMEJO, N. Comentario al artículo 86 LC. Obra Colectiva. Comentario de la Ley concursal. Dir.  ROJO- BELTRÁN. 
CIVITAS. Reimpr. 2008. 
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También nos podemos preguntar ¿Por qué se habla de créditos concursales? Porque son 
anteriores al auto de declaración del concurso. ¿Se puede hablar de créditos concursales, a pesar 
de no ser ni ordinarios, ni privilegiados, ni subordinados? ¿Se está creando una nueva categoría de 
créditos concursales no concurrentes, que implica la extensión de la vigencia temporal del 
convenio y de los efectos de la liquidación? 

Y como hemos señalado con anterioridad, estos autores, ciertamente precursores de la 
Sentencia del Tribunal Supremo, dicen que el convenio les afectará, les vinculará (art 134 LC) dado 
que se extienden a los créditos no reconocidos en el concurso algunos efectos novatorios del 
convenio para no hacerlos eventualmente de mejor condición que los concurrentes. Creemos que 
esto es un mero voluntarismo, sin amparo legal. Se reconoce que esta vinculación no significa que 
el acreedor no concurrente vaya a ver satisfecho su crédito con arreglo a lo previsto en el convenio 
y durante la fase de cumplimiento del mismo, o con cargo a la masa activa en la fase de 
liquidación. La conclusión a la que llega la mayoría de la doctrina es que los créditos de los no 
reconocidos desaparecen, pero solo a los efectos del concurso, porque no tendría sentido la 
subordinación denominada de primer rango del artículo 92.1 LC previsto para créditos tardíos, no 
resultando mencionado ningún supuesto dentro del artículo 92, ni constando ninguna categoría 
dentro del artículo 89 LC que regule la situación de los no concurrentes, otorgándole un régimen 
legal excepcional como exigiría el artículo 40 de la Ley concursal. Sin embargo, a pesar de estas 
fundamentaciones, continúan reflexionando alrededor de esta categoría denominada concursales 
no concurrentes. 

En este sentido, el profesor Garrido,204 plantea un supuesto que consideramos indicativo del 
alcance de esta postura doctrinal, adelantándose y sin duda alguna, informando la solución 
establecida por la Sentencia número 655 del Tribunal Supremo, analizando la situación de los 
créditos no concurrentes y considerando que el titular del crédito podría intentar que los mismos 
fueran reconocidos mediante un procedimiento declarativo -necesariamente incidental concursal-, 
y, una vez obtenida sentencia firme, el titular no concurrente tendría derecho a recibir el mismo 
tratamiento que el convenio depare a los créditos de igual naturaleza y graduación, quedando 
vinculados por el convenio, a pesar de no haber podido adherirse ni votar en la junta de 
acreedores. Para llegar a esta conclusión, en nuestra opinión de forma nuclear, se cuestiona la 
fuerza de cosa juzgada de la lista de acreedores, limitando sus efectos a las Sentencias que 
resuelvan los incidentes de impugnación de la señalada lista. Sin embargo disentimos de esta 
argumentación porque, en nuestra opinión, tal como ya hemos analizado, no se puede cuestionar 
la fuerza de cosa juzgada de la lista de acreedores, que, al no haber sido impugnada dentro de los 
plazos procesales otorgados, adquiere firmeza; y esta conclusión no la cuestiona que las sucesivas 
reformas legales hayan otorgado vías para su modificación (art. 97 ter); al contrario, la posibilidad 
de modificación legal, estricta y típica, ratifica su carácter pétreo en el resto de supuestos. Ergo si 
la lista es firme, los créditos que queden fuera de la misma, no podrán ser concursales. 
Simplemente serán no concurrentes, y no ostentarán ningún derecho frente a la masa activa, ni 
antes, ni después de concluido el procedimiento en vía de convenio o en vía de liquidación; en 
nuestra opinión, además, consideramos que resultan extinguidos. 

                                                           
204 GARRIDO, JM. Comentario al artículo 134 LC. Obra Colectiva. Comentario de la Ley concursal. Dir. ROJO- BELTRÁN. 
CIVITAS. Reimpr. 2008. Abunda este autor sus consideraciones al fundamentar que de la actuación de la administración 
concursal no se puede derivar fuerza de cosa juzgad; y en relación a la impugnación de la lista de acreedores que la 
brevedad del plazo de impugnación, así como las limitaciones propias del incidente concursal, abonan esta visión 
restrictiva del efecto de cosa juzgada de la lista de acreedores. 
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En todo caso, el Tribunal Supremo se ha pronunciado, y de tal pronunciamiento resulta (i) una 
cierta relativización de la obligación de insinuación; (ii) una sobredimensión de las facultades de 
reconocimiento de créditos por parte de la administración concursal, con especial intensidad en el 
marco de los supuestos de reconocimiento obligatorio o de oficio; (iii) la posibilidad de articular 
reconocimientos de créditos no comunicados por la vía de impugnación de la lista de acreedores; 
(iv) la posibilidad de que existan créditos concursales no concurrentes, que no serán satisfechos 
con la masa activa, ni otorgarán a sus titulares ningún derecho, pero que no serán extinguidos, 
manteniéndose así, una expectativa de cobro o de derecho, paraconcursal, a pesar de 
considerarlos créditos concursales. 

 

Las soluciones prejudiciales a la insolvencia. 

Desde el año 2012, en el marco de un proceso de intensa actividad legislativa, en el 
Ordenamiento Jurídico español comienza una dinámica pretendidamente desjudicializadora para 
implementar soluciones a la preinsolvencia, procurando aprovechar los indudables beneficios 
temporales, reputacionales, y de costes, que, eventualmente, pueden aportar los convenios 
privados,205 que se convierten en una vía central para la solución de la insolvencia, apareciendo el 
análisis de la posición de los disidentes como un aspecto igualmente nuclear. Sin perjuicio de 
observar, en algunas de estas reformas, soluciones propias de coyunturales modas jurídicas, 
meramente estéticas, en ocasiones ajenas, no solamente a la tradición jurídica española, sino, 
también, a sus estructuras técnicas, generando disrupciones en el funcionamiento de las mismas. 
En todo caso, a la vista de la normativa que vamos a describir, es fácil concluir que la viabilidad 
empresarial o la recuperación del deudor se configura como el foco, quizás la causa, entendiendo 
causa como fin, de toda la regulación en materia de refinanciación en el contexto básicamente 
prejudicial, aunque con intervención del juez. Sin perjuicio de considerar con la mejor doctrina que 
prevalece la finalidad solutoria, puesto que el acuerdo de refinanciación se alcanza, siempre, con 
la finalidad de atender el pago de lo debido por el deudor refinanciado a sus acreedores.206 En este 
trabajo, que tiene por objeto analizar la situación jurídica de los acreedores denominados, ahora, 
disidentes, vamos a centrar el estudio en la estructuras negociadoras contempladas legalmente, y, 
en el análisis de los efectos de arrastre vinculados, fundamentalmente, a la obtención de 
determinadas mayorías, y en los cauces otorgados para la de defensa de los acreedores disidentes 
arrastrados, en un sistema que, sobre la base de la tipicidad otorgada por la Ley, pretende la 
exhaustividad en la determinación del pasivo. 

 

El acuerdo extrajudicial de pagos. 

Constituye un procedimiento introducido por la Ley 14/2013 de 27 de setiembre, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización, por el que se incorpora un nuevo título X a la Ley 

                                                           
205 En el marco del Derecho Comparado encontramos la “prevención francesa: conciliación y salvaguarda de empresas. 
Los “schemes of arrangements del Derecho Inglés. Los acuerdos de reestructuración de deuda del Derecho Argentino. 
Los escudos protectores del Derecho italiano. Derecho norteamericano: “reorganization”, “workouts”, 
“prepackagedbankrupkcy”. 
206 GARCÍA CRUCES, J.A. “Configuración general de los instrumentos preventivos y paliativos de la insolvencia”. Obra 
colectiva. Los acuerdos de Refinanciación y de Reestructuración de la Empresa en Crisis. Autonomía de la Voluntad e 
insolvencia empresarial. BOSCH. 2013. Quien indica con indudable precisión que el acuerdo de refinanciación es un 
instrumento alternativo al concurso, de carácter preventivo o paliativo al estado del insolvencia, pero comparte con este 
procedimiento su finalidad solutoria. 
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concursal. Es un procedimiento concursal puesto que, su presupuesto objetivo es la insolvencia 
actual o inminente. Pero también lo es por su naturaleza universal ya que afecta, a todos los 
acreedores, según lo establecido en la Ley.207 Igualmente puede ser subsumido en la categoría de 
los llamados “institutos preconcursales” puesto que es una alternativa al proceso judicial 
concursal, articulando de forma prejudicial, una vía de refinanciación208 en aquellos supuestos en 
que es posible remover la insolvencia con el plan de pagos propuesto por el mediador y aceptado 
por el quórum necesario de acreedores, puesto que al tratarse de un procedimiento típico, 
regulado a nivel legal, no requiere unanimidad. 

La norma nos dice que el deudor, persona natural, o persona natural empresario, o persona 
jurídica (art 231.2 LC) que se encuentre en situación de insolvencia con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Ley concursal, o que prevea que no podrá cumplir regularmente con sus 
obligaciones, podrá iniciar un procedimiento para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos con 
sus acreedores, siempre que se cumplan ciertos parámetros que lo configuren como de limitada 
cuantía o trascendencia.209 Esta vía permite al deudor, persona física, alcanzar la exoneración total 
del pasivo ordinario (nunca de los créditos privilegiados y los créditos contra la masa), accediendo 
a la denominada second chance. 

 

El contenido de la propuesta. 

Es destacable que el centro del funcionamiento del sistema es la figura del mediador, un 
profesional, designado conforme a un cauce legal que pretende garantizar su independencia, pero 
del que se ha dicho que no es realmente un mediador,210 ya que se configura como un profesional 
especializado en materia concursal al que la Ley atribuye funciones concretas, técnicamente muy 
relevantes y complejas como es la elaboración de un plan de pagos y la preparación del 
denominado concurso consecutivo. Dice la Ley (art 236 LC) que tan pronto como sea posible, y en 
cualquier caso con una antelación mínima de veinte días naturales a la fecha prevista para la 
celebración de la reunión con los acreedores, el mediador concursal remitirá, con el 
consentimiento del deudor, una propuesta de acuerdo extrajudicial de pagos sobre los créditos 
pendientes de pago a la fecha de la solicitud. La propuesta podrá contener cualquiera de las 
siguientes medidas: a) Esperas por un plazo no superior a diez años; b) Quitas; c) Cesión de bienes 
o derechos a los acreedores en pago o para pago de totalidad o parte de sus créditos; d) La 
conversión de deuda en acciones o participaciones de la sociedad deudora. e) La conversión de 
deuda en préstamos participativos por un plazo no superior a diez años, en obligaciones 
convertibles o préstamos subordinados, en préstamos con intereses capitalizables o en cualquier 

                                                           
207 SÁNCHEZ-CALERO, J. “El acuerdo extrajudicial de pagos”. Anuario de Derecho Concursal, 32, mayo agosto 2014, p. 
11. 
208 BOLDÓ RODA, C. “El acuerdo extrajudicial de pagos. Aspectos procedimentales”. La Mediación en Asuntos 
Mercantiles. Dir. Carmen Boldó Roda. Tirant Lo Blanch. 2015, p.391. 
209 Para que se pueda acudir al acuerdo extrajudicial de pagos, la estimación inicial del pasivo no puede superar los 
cinco millones de euros, para las personas físicas. También (art 231.2 LC) podrán instar el mismo acuerdo cualesquiera 
personas jurídicas, sean o no sociedades de capital, que (i) se encuentren en estado de insolvencia, (ii) en caso de ser 
declaradas en concurso, dicho concurso no hubiere de revestir especial trascendencia, es decir, concursos que no 
revisten especial complejidad, determinados por la constancia de menos de 50 trabajadores y con un pasivo y un activo 
que no superen los cinco millones de euros. 
210 LLORENTE SÁNCHEZ-ARJONA. “La mediación mercantil. Especial referencia a la mediación en el marco concursal”. 
Diario La Ley nº 8225, de 9 de enero de 2014. Especialmente crítico resulta el profesor CARRASCO PERERA, en “Los 
nuevos mediadores concursales”. Actualidad Jurídica Aranzadi num. 872/2013. Tribuna. Editorial Aranzadi, SA, 
Pamplona. 2013. 
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otro instrumento financiero de rango, vencimiento o características distintas de la deuda original. 
El mediador concursal deberá solicitar de inmediato la declaración de concurso de acreedores si, 
dentro de lo diez días posteriores al envío a los acreedores de la propuesta de acuerdo, la mayoría 
de éstos decidieran no continuar con las negociaciones y el deudor se encontrase en situación de 
insolvencia actual o inminente. Es decir, si no hay acuerdo o se detecta la imposibilidad de que lo 
haya, el mediador -o el concursado- deberán acudir a la fase siguiente que es el procedimiento 
judicial denominado concurso consecutivo. 

 

El acuerdo y su extensión subjetiva. 

Para que el acuerdo extrajudicial de pagos se considere aceptado, serán necesarias mayorías de 
arrastre, establecidas en función del carácter más o menos gravoso de la propuesta. Estas 
mayorías se calculan sobre la totalidad del pasivo que pueda resultar afectado por el acuerdo: 

a) Si hubiera votado a favor del mismo el 60 por ciento del pasivo que pudiera verse 
afectado por el acuerdo extrajudicial de pagos, los acreedores cuyos créditos no gocen 
de garantía real o por la parte de los créditos que exceda del valor de la garantía real, 
quedarán sometidos a las esperas, ya sean de principal, de intereses o de cualquier 
otra cantidad adeudada, con un plazo no superior a cinco años, a quitas no superiores 
al 25 por ciento del importe de los créditos, o a la conversión de deuda, en préstamos 
participativos durante el mismo plazo. 

b) Si hubiera votado a favor del mismo el 75 por ciento del pasivo que pudiera verse 
afectado por el acuerdo extrajudicial de pagos, los acreedores cuyos créditos no gocen 
de garantía real o por la parte de los créditos que exceda del valor de la garantía real, 
quedarán sometidos a las esperas con un plazo de cinco años o más, pero en ningún 
caso superior a diez, a quitas superiores al 25 por ciento del importe de los créditos, y a 
las demás medidas previstas en el artículo 236 LC.211 

                                                           
211 Artículo 236 LC: 1. Tan pronto como sea posible, y en cualquier caso con una antelación mínima de veinte días 
naturales a la fecha prevista para la celebración de la reunión, el mediador concursal remitirá a los acreedores, con el 
consentimiento del deudor, una propuesta de acuerdo extrajudicial de pagos sobre los créditos pendientes de pago a la 
fecha de la solicitud. La propuesta podrá contener cualquiera de las siguientes medidas: 
Esperas por un plazo no superior a diez años. 
Quitas. 
Cesión de bienes o derechos a los acreedores en pago o para pago de totalidad o parte de sus créditos. 
La conversión de deuda en acciones o participaciones de la sociedad deudora. En este caso se estará a lo dispuesto en el 
apartado 3.b).3.º ii) de la disposición adicional cuarta. 
La conversión de deuda en préstamos participativos por un plazo no superior a diez años, en obligaciones convertibles o 
préstamos subordinados, en préstamos con intereses capitalizables o en cualquier otro instrumento financiero de rango, 
vencimiento o características distintas de la deuda original. 
Solo podrá incluirse la cesión en pago de bienes o derechos a los acreedores siempre que los bienes o derechos cedidos 
no resulten necesarios para la continuación de la actividad profesional o empresarial y que su valor razonable, calculado 
conforme a lo dispuesto en el artículo 94.5, sea igual o inferior al crédito que se extingue. Si fuese superior, la diferencia 
se deberá integrar en el patrimonio del deudor. Si se tratase de bienes afectos a garantía, será de aplicación lo dispuesto 
por el artículo 155.4. 
En ningún caso la propuesta podrá consistir en la liquidación global del patrimonio del deudor para satisfacción de sus 
deudas ni podrá alterar el orden de prelación de créditos legalmente establecido, salvo que los acreedores postergados 
consientan expresamente. 
La propuesta incluirá un plan de pagos con detalle de los recursos previstos para su cumplimiento y de un plan de 
viabilidad y contendrá una propuesta de cumplimiento regular de las nuevas obligaciones, incluyendo, en su caso, la 
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Debemos recordar aquí que, si la propuesta no fuera aceptada, y el deudor continuara incurso 
en insolvencia, el mediador concursal solicitará inmediatamente del juez competente la 
declaración de concurso, que el juez acordará también de forma inmediata. En todo caso, una vez 
alcanzadas las mayorías anteriormente expuestas, el contenido del acuerdo extrajudicial vinculará 
al deudor y a los acreedores anteriormente referenciados. 

Para los acreedores con garantía real, el efecto de arrastre únicamente se produce por la parte 
de su crédito que exceda del valor de la garantía, puesto que, en principio, únicamente quedarán 
vinculados por el acuerdo en la parte que constituye estrictamente la cuantía privilegiada, si 
hubiesen votado a favor del mismo. No obstante, la Ley abunda y consagra determinados efectos 
para los acreedores con garantía real que no hayan aceptado el acuerdo, por la parte de sus 
créditos que no excedan del valor de la garantía, regulando que quedarán vinculados al contenido 
que hemos descrito cuando el acuerdo se alcance por mayorías cualificadísimas, calculadas en 
función de la proporción del valor de las garantías aceptantes sobre el valor total de las garantías 
otorgadas: (i) del 65 por ciento, cuando se trate de las medidas previstas en el apartado a); (ii) del 
80 por ciento, cuando se trate de las medidas previstas en el apartado b). Se responde así y se 
incorpora un criterio de extensión de efectos determinado por, además de cumplir con el resto de 
condiciones formales, alcanzar unos quórums determinados, muy vinculados en su génesis al 
concepto de sacrificio desproporcionado. 

 

Intervención judicial. 

Aunque se trata de un acuerdo pretendidamente extrajudicial, que fundamenta la gestión de la 
insolvencia en la figura del mediador, concurre un marco de intervención judicial que se estructura 
en vía de impugnación del acuerdo (art 239), otorgando legitimación únicamente a los acreedores 
que no hubieran sido convocados y a los que no hubieran votado a favor del mismo.  

La cognición de la impugnación es limitada.212 La primera causa para impugnar el acuerdo que 
puede hacer valer el acreedor legitimado es la circunstancia de la falta de concurrencia de las 
mayorías exigidas para la adopción del acuerdo teniendo en cuenta, en su caso, a los acreedores 
que, debiendo concurrir, no hubieran sido convocados. Con esta previsión se actúa la posibilidad 
de un control procedimental o de la legalidad del procedimiento seguido en la formación del 
acuerdo. La segunda causa que permite la impugnación del acuerdo extrajudicial de pagos es la 
superación de los límites establecidos por el artículo 236.1 del texto legal. Estos son los límites con 
que se disciplina la espera (plazo no superior a diez años) y la conversión de deuda en préstamos 
participativos (que no podrán sujetarse a un plazo superior a diez años). Mayor trascendencia 

                                                                                                                                                                                 
fijación de una cantidad en concepto de alimentos para el deudor y su familia, y de un plan de continuación de la 
actividad profesional o empresarial que desarrollara. También se incluirá copia del acuerdo o solicitud de aplazamiento 
de los créditos de derecho público o, al menos, de las fechas de pago de los mismos, si no van a satisfacerse en sus 
plazos de vencimiento. 
Dentro de los diez días naturales posteriores al envío de la propuesta de acuerdo por el mediador concursal a los 
acreedores, éstos podrán presentar propuestas alternativas o propuestas de modificación. Transcurrido el plazo citado, 
el mediador concursal remitirá a los acreedores el plan de pagos y viabilidad final aceptado por el deudor. 
El mediador concursal deberá solicitar de inmediato la declaración de concurso de acreedores si, antes de transcurrido 
el plazo mencionado en el apartado 3 de este artículo, decidieran no continuar con las negociaciones los acreedores que 
representasen al menos la mayoría del pasivo que pueda verse afectada por el acuerdo y el deudor se encontrase en 
situación de insolvencia actual o inminente 
212 GARCÍA CRUCES, JA. “La Ineficacia del Acuerdo Extrajudicial de Pagos”. Estudios jurídicos. En memoria del profesor 
Emilio Beltrán. LiberAmicorum. TIRANT. 2015. 
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puede presentar la tercera y última causa de impugnación que contempla el artículo 239.2 de la 
Ley concursal, a cuyo tenor, procederá la impugnación del acuerdo cuando medie una 
desproporción de las medidas acordadas. Con esta causa se actúa un control material de los 
contenidos del acuerdo extrajudicial de pagos. Concurrirá la exigida "desproporción", y el acuerdo 
será impugnable por tal causa, cuando el significado material de lo pactado suponga para los 
acreedores un "sacrificio patrimonial excesivo" respecto de las posibilidades reales de pago 
efectivo en función de sus activos, que puede ofrecer el deudor. Pudiéndose valorar la 
concurrencia de quitas excesivas que puedan ser innecesarias para dar cumplimiento al plan de 
viabilidad y el plan de pagos. También, es posible, en un escenario legal de paridad entre los 
acreedores, por inexistencia de una previa clasificación voluntaria de sus créditos, a la hora de 
valorar la posible desproporción intrínseca de las condiciones establecidas, que pueda proponerse 
como objeto de impugnación un término de comparación en función al trato dispensado a 
determinados acreedores frente a los disidentes. El juicio de desproporción vendría a justificarse, 
en tal caso, en la existencia de un trato desigual entre los acreedores partícipes en el acuerdo. En 
cuanto a la consecuencia de la Sentencia que estime la impugnación el texto legal se limita a 
indicar dos extremos, pues la estimación de la impugnación tendrá como consecuencia la 
"anulación" del acuerdo extrajudicial de pagos (artículo 239.4 LC), la cual, a su vez, "dará lugar a la 
sustanciación del concurso consecutivo regulado en el artículo 242" (artículo 239.6 LC). 

En definitiva, el efecto de arrastre que se efectúa sobre los acreedores disidentes se basa en la 
regulación legal, en la configuración de un procedimiento típico; y en la relevante intervención del 
juez, en un marco necesariamente garantista, formalista, dado el efecto de arrastre que permite el 
acuerdo extrajudicial si se alcanzan las mayorías legales establecidas, y la superación de los efectos 
de la relatividad de los contratos inherente a toda institución concursal. Obsérvese que esta 
intervención judicial, lo es al final del procedimiento extrajudicial, y para el caso de impugnación. 
Tiene sentido el esquema dada la intervención reglada de un mediador, que en cuanto profesional 
independiente, y conforme a unas normas legales bastante desarrolladas, promueve un plan de 
pagos y un acuerdo amparado en mayorías relevantes. Esta intervención judicial no se puede 
considerar mediatizada por el carácter limitado de su cognición. Al contrario, el funcionamiento de 
la institución requiere que la discrecionalidad judicial incorpore en su proceso de toma de 
decisión, como principio, un cierto ámbito de presunción de validez y suficiencia del acuerdo 
alcanzado por acreedores, profundamente afectados en la integridad de sus créditos, sobre la 
base de un principio trascendente a esta institución y a las restantes instituciones preconcursales 
de cierto respeto o relativa vinculación a la autonomía de la voluntad articulada en contenidos 
legalmente admitidos y en mayorías cualificadas para su adopción. Una autonomía de la voluntad 
con un elevado grado de intervención legal. 

 

Los acuerdos de refinanciación y su homologación: la Disposición Adicional Cuarta de la ley 
concursal. 

Con la introducción de la vía de la Disposición Adicional Cuarta de la Ley concursal y su 
homologación judicial, se configura un instituto preconcursal, cuyo contexto subjetivo viene 
determinado por un acuerdo de una mayoría de acreedores financieros213 frente a un deudor en 

                                                           
213 QUIJANO, J. “La homologación judicial de los acuerdos de refinanciación”. Estudios Jurídicos. En memoria del 
Profesor Emilio Beltrán. Liber Amicorum. TIRANT. 2015. En esta obra se analiza con claridad el funcionamiento de esta 
institución, destacando el estudio sobre la evolución y el concepto de acreedor financiero, y sobre los efectos del 
acuerdo de homologación, su incumplimiento y su irrescindibilidad. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1010 

 

situación de insolvencia actual o inminente, pero no, procesalmente, en concurso.214 Se cualifica el 
procedimiento por los sujetos intervinientes. Con este instituto, se profundiza en la cuestionable 
diferenciación entre acreedores financieros y los restantes acreedores.215 Es decir se otorga un 
cauce especial al acreedor profesional, fundamentalmente entidades financieras, de las que se 
espera, o se podría exigir, al menos, la máxima proactividad en la obtención del acuerdo. El 
Decreto Ley 3/2009, introduce la Disposición Adicional Cuarta, y la trascendente Ley 38/2011 de 
reforma de la Ley concursal, que constituye una norma estrella en el desarrollo de las instituciones 
preconcursales, liderada, en su día, por el Profesor Emilio Beltrán, lo desarrolla216. En definitiva, la 
finalidad del presente procedimiento extrajudicial preventivo es la homologación judicial, que se 
configura como un mero control ex post para el caso de que en sede de impugnación alguno de los 
acreedores lo alegue y lo pruebe217. La intervención del juez resulta restrictiva, puesto que 
simplemente se debe limitar a homologar o no homologar el acuerdo presentado.218  

 

El efecto de arrastre. 

Dice la Ley concursal, en su Disposición Adicional Cuarta, puesto que estamos en presencia de 
un procedimiento típico, regulado a nivel legal, que podrá homologarse judicialmente el acuerdo 
de refinanciación que habiendo sido suscrito por acreedores que representen al menos el 51 por 
ciento de los pasivos financieros –no representativos, necesariamente de deudas líquidas y 

                                                           
214 VALPUESTA GASTAMIZA, E. “Los acuerdos de refinanciación en el proyecto de reforma de la Ley concursal”. RCP nº 
15, 2011, pp. 162-165. 
215 En su apartado 1, la Disposición Adicional Cuarta, dice que a los efectos de esta disposición, tendrán la 
consideración de acreedores de pasivos financieros los titulares de cualquier endeudamiento financiero con 
independencia de que estén o no sometidos a supervisión financiera. Quedan excluidos de tal concepto los acreedores 
por créditos laborales, los acreedores por operaciones comerciales y los acreedores de pasivos de derecho público. 
Además recoge una posibilidad que, de alguna forma, viene a mediatizar el efecto discriminatorio que estamos 
denunciando, al establecer que voluntariamente podrán adherirse al acuerdo de refinanciación homologado los demás 
acreedores que no lo sean de pasivos financieros ni de pasivos de derecho público. En todo caso, la adhesión está 
configurada en términos muy amplios y genera muchos interrogantes. El primero, es si se trata de una adhesión 
unilateral, por manifestación y vinculante para el resto de acreedores. Ciertamente, tal adhesión puede no resultar 
inocua para las aspiraciones de los restantes. Pensemos en un acuerdo de capitalización de deuda; una adhesión no 
inicialmente contemplada ni prevista, modificará, evidentemente, la posición relativa de los que inicialmente 
configuraron el acuerdo. En el mismo sentido, la pregunta procede en relación con las nuevas garantías otorgadas en el 
proceso de refinanciación. Quizás, la solución la encontremos en la incorporación de pactos concretos, en los acuerdos 
de refinanciación que limiten la adhesión a determinados pactos, o a determinados contenidos. Téngase en cuenta que 
únicamente tienen facultad de impugnar los acreedores de pasivos financieros, por lo que ninguno de los acreedores 
que no lo sean, tendrían oportunidad de reivindicar ningún derecho frente a una limitación pactada y homologada de su 
facultad de adhesión. 
216 BELTRÁN SÁNCHEZ, Emilio. “Materiales de la Reforma Concursal”. Emilio Beltrán. Ana B. Campuzano. Coord. TIRAN 
LO BLANCH. Valencia. 2012. Pag. 662. “Los acuerdos de refinanciación avanzan hacia un verdadero procedimiento 
concursal alternativo/preventivo, mediante la homologación judicial, la paralización de acciones, la imposición de las 
esperas acordadas a los acreedores financieros no firmantes y la concesión de preferencia a los refinanciadores en caso 
de declaración de concurso …”. FERNANDO CERDÁ. “La extensión de efectos del  acuerdo de refinanciación, homologado 
judicialmente, a los acreedores financieros disidentes o no partícipes”. Anuario de Derecho Concursal num.33/2014. 
Editorial Civitas, SA. 2014. 
217 CERVERA, Marta. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”. Anuario de Derecho 
Concursal 33. Setiembre-Diciembre 2014. Pag.120. 
218 LOPEZ SÁNCHEZ, Javier. “El procedimiento de homologación de acuerdos de refinanciación”. Los Acuerdos de 
Refinanciación y de Reestructuración de la Empresas en Crisis. GARCÍA CRUCES (dir.). BOSCH 2013. Pag. 304. 
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exigibles- reúna en el momento de su adopción, las condiciones previstas en la letra a)219 y en los 
números 2.º y 3.º de la letra b)220 del apartado 1 del artículo 71 bis. Los acuerdos adoptados por la 
mayoría descrita alcanzarán el primer efecto que se pretende, su protección frente a cualquier 
acción de rescisión. Para extender sus efectos a los acreedores disidentes, serán necesarias las 
mayorías exigidas en la norma, que se han ido reduciendo paulatinamente en sucesivas reformas y 
que siguiendo la sistemática general de estos acuerdos, vienen establecidos en función de su 
contenido: (i) 51% para obtener la homologación; (ii) para obtener los efectos de extensión para 
acuerdos que representen esperas no superiores a 5 años o la conversión de deuda en préstamos 
participativos, el 60%; (iii) para esperas de 5 a 10 años, quitas, capitalización, conversión de deuda 
en préstamos participativos de mas de 5 años de duración, la cesión de bienes, el 75%. 

La especialidad la encontramos en los casos en que se pretenda la extensión de efectos a 
acreedor los acreedores financieros con garantía real, en cuyo supuesto las mayorías se 
incrementan al 65%, para los acuerdos cuyo contenido se defina con el contenido analizado en el 
extremo (ii), y al 80%, en los casos que hemos expuesto como (iii). 

 

La intervención judicial. 

El esquema legal, regula la intervención del juez, otorgando competencia para conocer de la 
homologación al juez de lo mercantil que, en su caso, fuera competente para la declaración del 
concurso de acreedores. En este sentido también resulta relevante el efecto de paralización de 
ejecuciones que a diferencia de la regulada en el artículo 5 bis, corresponde al juez competente, y 
una vez que es admitida a trámite la solicitud de homologación.221 El juez otorgará –la norma lo 
establece en términos imperativos- la homologación, siempre que el acuerdo reúna los requisitos 
formales anteriormente explicados; y declarará –también en términos imperativos se expresa la 
norma- la extensión de efectos que corresponda cuando el auditor certifique la concurrencia de 
las mayorías requeridas. 

El presupuesto de la viabilidad empresarial futura del deudor, viene impuesto al juez como 
presupuesto de toda homologación que, además, como hemos visto, debe cumplir con la 
adhesión, al menos, del porcentaje del 51 por ciento del pasivo financiero. No obsta a tal 
conclusión el hecho de que el RD-L 4/2014 haya otorgado carácter potestativo a la intervención 
del experto independiente, en la búsqueda de mayor celeridad y menores costes. Ciertamente 
puede dificultar la labor judicial, pero no puede el juez obviar, como contenido esencial del 

                                                           
219 Artículo 71 bis 1 a): “En virtud de éstos se proceda, al menos, a la ampliación significativa del crédito disponible o a 
la modificación o extinción de sus obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de vencimiento o el establecimiento 
de otras contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita la 
continuidad de la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo”. 
220 Artículo 71 bis 1 b): 2.º Se emita certificación del auditor de cuentas del deudor sobre la suficiencia del pasivo que  
se exige para adoptar el acuerdo . De no existir, será auditor el nombrado al efecto por el registrador mercantil del 
domicilio del deudor y, si éste fuera un grupo o subgrupo de sociedades, el de la sociedad dominante. 3.º El acuerdo 
haya sido formalizado en instrumento público al que se habrán unido todos los documentos que justifiquen su 
contenido y el cumplimiento de los requisitos anteriores . 
221 La publicidad en este tipo de procedimientos resulta esencial. Por ello la norma establece que el secretario judicial 
ordenará la publicación de la providencia en el Registro Público Concursal por medio de un anuncio que contendrá los 
datos que identifiquen el deudor, el juez competente, el número del procedimiento judicial de homologación, la fecha 
del acuerdo de refinanciación y los efectos de aquellas medidas que en el mismo se contienen, con la indicación de que 
el acuerdo está a disposición de los acreedores en el Juzgado Mercantil competente donde se hubiere depositado para 
la publicidad, incluso telemática, de su contenido. 
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acuerdo, la ampliación significativa del crédito disponible o a la modificación o extinción de sus 
obligaciones, bien mediante prórroga de su plazo de vencimiento o el establecimiento de otras 
contraídas en sustitución de aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita 
la continuidad de la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo. 

Que el órgano judicial deba velar por el cumplimiento de los requisitos materiales y formales 
del acuerdo, resulta esencial puesto que se observa un estrechamiento222 evidente de los motivos 
de oposición, limitados, exclusivamente a la concurrencia de los porcentajes exigidos y a la 
valoración del carácter desproporcionado del sacrificio exigido, con una regulación 
estructuralmente análoga a la expuesta para el acuerdo extrajudicial de pagos, pero con limitación 
de causas de impugnación, que tiene sentido en un acuerdo protagonizado por acreedores 
profesionales, expertos –o por lo menos deberían serlo- en insolvencia y profundos conocedores 
de las patologías financieras que afectan a sus clientes, y que tiene como objetivo fundamental el 
control judicial ex ante mediante la homologación. 

En todo caso, el juez que en su momento homologó el acuerdo y valoró la legalidad del mismo, 
en caso de impugnación, deberá comprobar la concurrencia de las mayorías necesarias en cada 
caso, teniendo en cuenta los efectos de arrastre que en cada proceso refinanciador se pretendan, 
sin verse limitado o constreñido por su intervención anterior. Especial consideración merece, 
como causa de impugnación, el denominado sacrificio desproporcionado para los acreedores 
financieros no firmantes del acuerdo. Así se puede considerar que (i) será desproporcionado el 
sacrificio si su cuota de satisfacción esperada o previsible en un escenario de concurso o de 
liquidación fuera superior a la resultante de la extensión coactiva de los efectos del acuerdo 
(bestinterest test) (ii) si resulta un trato asimétrico entre acreedores homogéneos, más perjudicial 
para el acreedor disidente, (iii) la imposición de medidas que puedan ser consideradas 
desmesuradas. En su consecuencia, no habrá sacrificio desproporcionado cuando pueda 
constatarse que las posibilidades de cobrar de los acreedores disidentes son mayores con la 
homologación del acuerdo de refinanciación que sin ella, puesto que sin tal acuerdo el escenario 
concursal determinaría que las posibilidades de cobro de los disidentes disminuirían en lugar de 
incrementarse;223 o en aquellos casos en que se conceden garantías a los acreedores afectados 
que les asegura su recuperación.224 

Por último, debemos destacar que no aclara la norma que tipo de procedimiento se va a seguir 
para la emisión de la resolución judicial de homologación. No contempla el apartado 6 de la 
Disposición Adicional Cuarta, traslado a los acreedores disidentes, previo a la emisión del Auto de 
homologación. Es decir, se puede concluir que el acuerdo homologado, no es una solución 
heterocompositiva, sino autocompositiva, que podríamos calificar como jurisdicción voluntaria.225 
Aunque algunas resoluciones judiciales atribuyen a la homologación judicial naturaleza de 
transacción judicial. En todo caso, se convierte en un proceso si existe impugnación. Un proceso 
judicial, especial, con cognición limitada, con efectos de cosa juzgada frente a los acreedores 
financieros disidentes. 

 

                                                           
222 AZOFRA VEGAS, F. “La Homologación Judicial de Acuerdos de Refinanciación”, pp. 62-63. REUS. 2016. 
223 Auto del Juzgado de lo Mercantil número 5 de Barcelona de 28 de junio del 2013. Se puede consultar en el Boletín 
Oficial del Estado (BOE) nº 157, de 2 de julio del 2013, p. 33770. 
224 Auto del Juzgado de lo Mercantil de Barcelona de 23 de enero del 2013. Se puede conultar en el Boletín del Estado 
(BOE) nº 127, de 28 de mayo de 2013. 
225 SENÉS MOTILLA, C. “La homologación de los acuerdos de refinanciación”, ADCom nº 30, 2013. 
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Consideraciones globales y análisis de otras herramientas vinculadas. 

En el Ordenamiento jurídico español, destaca que el protagonismo del órgano judicial, 
elemento esencial en la protección de los disidentes, está diseñado, fundamentalmente en vía de 
impugnación, con cognición limitada, tal como hemos visto, pero con capacidad para analizar la 
concurrencia de los requisitos materiales y formales del acuerdo; y, la concurrencia de las 
mayorías legales, junto con la compleja determinación de la proporcionalidad del acuerdo. La 
autonomía de la voluntad funciona en cuanto adhesión a las propuestas de acuerdo que deben 
responder a la articulación en un procedimiento típico, legalmente regulado, aun cuando pueda 
echarse en falta mayor precisión técnica en su regulación. 

Dentro de estas normas que tienen naturaleza de institutos preconcursales, no podemos 
olvidar, aunque con una articulación diferente, como veremos, el relevante artículo 5 bis de la ley 
concursal, que se limita a regular la comunicación al órgano judicial de la existencia de un proceso 
negociador, con algunos efectos suspensivos, incorporados por las Leyes 17/2014 y 9/2015, que 
configuran la actual redacción del precepto226, y que desarrolla su virtualidad técnica como 
estructura que suspende el plazo de obligación legal para solicitar la declaración de concurso. 

Una muestra de la visión judicializada de la solución de la insolvencia que acunó la versión 
original de la Ley 22/2003, resulta evidente con la constatación de que no existía en la primitiva ley 
concursal, una regulación suficiente de las situaciones de preinsolvencia, que se consideraban 
incardinadas dentro del concepto de insolvencia inminente que contemplaba –y contempla- la 
definición legal de insolvencia. El Legislador del año 2003, consideraba que ante un escenario de 
imposibilidad de pago regular de las obligaciones exigibles (art 2.2 LC), únicamente cabía la 
remoción de la insolvencia a través del procedimiento judicial establecido por la Ley. 

El Real Decreto Ley 3/2009, añadió una especie de situación de prórroga en relación con la 
obligación legal (primitiva redacción del art 5 LC) de instar la declaración concursal, si el deudor 
comunicaba que se encontraba en negociaciones con sus acreedores para la consecución de un 
convenio ancitipado.227 Posteriormente, la reforma articulada por la Ley 38/2011, creando un 
nuevo artículo 5 bis amplía sus efectos de prórroga de la obligación legal de solicitar la declaración 
concursal, a cualquier tipo de negociación de refinanciación, ampliando así, sustancialmente sus 
efectos, y emprendiendo un camino desjudicializador con los primeros pasos para la creación de 
una estructura prejudicial para la solución de la insolvencia. La Ley 14/2013, de apoyo de los 

emprendedores, modifica, nuevamente el precepto, incorporando las nuevas vías de 

                                                           
226 LUCEÑO   OLIVA,   José   Luis.   Actualidad   Jurídica   Aranzadi   num.    887/2014    parte    Comentario.    Editorial 
Aranzadi, SA, Pamplona. 2014. “La valoración de la reforma ha de ser positiva ya que protege, frente a las ejecuciones 
judiciales, la continuidad de la actividad del deudor en esta fase de negociaciones para alcanzar un acuerdo de 
refinanciación. Impide también la nueva norma el que pueda hacerse un uso abusivo de la misma limitando las 
comunicaciones sucesivas, y obligando a que transcurra al menos el periodo de un año entre las mismas. No obstante, 
apreciamos dos deficiencias importantes: la primera que el legislador sigue tratando privilegiadamente a los créditos de 
derecho público lo que impedirá que, incluso en esta fase, pueda continuarse la actividad si existen ejecuciones sobre 
bienes necesarios para el desarrollo de la actividad que provengan de créditos de aquella naturaleza, y la segunda 
deficiencia, bajo nuestro punto de vista, es el «olvido» de no otorgar protección a los bienes del deudor respecto a las 
ejecuciones extrajudiciales notariales que se encuentran inexplicablemente fuera del ámbito de la norma.” 
227 Decía el apartado 3 del artículo 5 de la Ley concursal que: “El deber de solicitar la declaración de concurso no será 
exigible al deudor que, en estado de insolvencia actual, haya iniciado negociaciones para obtener adhesiones a una 
propuesta anticipada de convenio y, dentro del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, lo ponga en 
conocimiento del juzgado competente para su declaración de concurso. Transcurridos tres meses de la comunicación al 
juzgado, el deudor, haya o no alcanzado las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de la propuesta anticipada 
de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes siguiente”. 
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refinanciación con la incorporación de las negociaciones para un acuerdo extrajudicial de 
pagos. Por último, las Leyes 17/2014 y 9/2015, configuran la actual redacción del precepto, 
debiéndose destacar que la Ley 17/2014,228 incorpora la prohibición de ejecuciones judiciales, 
según veremos.229 

Algunos autores han destacado que la comunicación que articula el artículo 5 bis no es una 
institución concursal ni preconcursal, sino “extraconcursal”.230 Compartimos en parte esta 
conclusión, puesto que la vía del 5 bis, en coherencia con su evolución, no contempla como 
supuesto de hecho, únicamente la insolvencia actual. La Ley 14/2013 centra su atención en los 
caminos de solución de la insolvencia. Fundamentalmente prejudiciales –a excepción de la 
propuesta anticipada de convenio- por lo tanto, óptimos para regular y atender a situaciones de 
insolvencia inminente y de preinsolvencia, propias de necesidades de mera refinanciación no 
necesariamente constitutivas de insolvencia. Excede de este trabajo el análisis de los diferentes 
estadios del concepto de insolvencia, pero resulta esencial, al menos dejar constancia que las vías 
que contempla o ampara el paraguas del artículo 5 bis, todas ellas, permiten la remoción de la 
insolvencia, pero en cuanto vías de refinanciación, también situaciones de preinsolvencia, en 
horizontes temporales más dilatados que los estrictos y propios de la insolvencia inminente, que 
se han demostrado ineficaces en la crisis vivida por Europa en los últimos años. 

Establece esta norma la prohibición de ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o 
derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del 
deudor, hasta que se produzcan unas circunstancias que están en estricta relación con cada una 
de las vías que el escudo del 5 bis ampara: i) se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en 
el artículo 71 bis 1, al que haremos referencia en el final de este epígrafe; ii) se dicte la providencia 
judicial admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación; 
iii) se apruebe el acuerdo extrajudicial de pagos. También hace referencia este articulo al supuesto 
-que no consideramos prejudicial- en el que se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la 
admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, y, finalmente, también, 
evidentemente, permanecerá la posibilidad de suspensión de ejecuciones hasta que tenga lugar la 
declaración de concurso, y el comienzo de su régimen legal y sus efectos. Podemos destacar que 
este efecto suspensivo se establece en el Decreto del Secretario Judicial por el cual tiene por 

                                                           
228 LUCEÑO   OLIVA,   José   Luis.   Actualidad   Jurídica   Aranzadi   num.    887/2014    parte    Comentario.    Editorial 
Aranzadi, SA, Pamplona. 2014. “La valoración de la reforma ha de ser positiva ya que protege, frente a las ejecuciones 
judiciales, la continuidad de la actividad del deudor en esta fase de negociaciones para alcanzar un acuerdo de 
refinanciación. Impide también la nueva norma el que pueda hacerse un uso abusivo de la misma limitando las 
comunicaciones sucesivas, y obligando a que transcurra al menos el periodo de un año entre las mismas. No obstante, 
apreciamos dos deficiencias importantes: la primera que el legislador sigue tratando privilegiadamente a los créditos de 
derecho público lo que impedirá que, incluso en esta fase, pueda continuarse la actividad si existen ejecuciones sobre 
bienes necesarios para el desarrollo de la actividad que provengan de créditos de aquella naturaleza, y la segunda 
deficiencia, bajo nuestro punto de vista, es el «olvido» de no otorgar protección a los bienes del deudor respecto a las 
ejecuciones extrajudiciales notariales que se encuentran inexplicablemente fuera del ámbito de la norma.” 
229 Téngase en cuenta que la Disp. Final 1ª del RD-Ley 4/2014 (RCL 2014, 340) también modifica la LEC (RCL 2000, 34, 
962 y RCL 2001, 1892) en su artículo 568.1: «Artículo 568. Suspensión en caso de situaciones concursales  o 
preconcursales. 1. No se dictará auto autorizando y despachando la ejecución cuando conste al Tribunal que el 
demandado se halla en situación de concurso o se haya efectuado la comunicación a que se refiere el artículo 5 bis de la 
Ley concursal y respecto a los bienes determinados en dicho artículo. En este último caso, cuando la ejecución afecte a 
una garantía real, se tendrá por iniciada la ejecución a los efectos del artículo 57.3 de la Ley concursal para el caso de 
que sobrevenga finalmente el concurso a pesar de la falta de despacho de ejecución» 
230 VALPUESTA GASTAMIZA, Eduardo. “Las soluciones a la Situación de Insolvencia”. Coor. Ibón Hualde López. 
ARANZADI. 2014. Pag. 16. 
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hecha la comunicación de inicio de negociaciones con los acreedores. Aquí se produce la única 
intervención directa del órgano judicial en este escenario del 5 bis: en caso de controversia sobre 
el carácter necesario del bien al que afecta la ejecución suspendida, mediante recurso al Decreto 
del Secretario, ante el juez competente para conocer del concurso. Algunos autores cuestionaron 
la competencia del secretario que el 5 bis consagra, por la concurrencia de bienes necesarios231 y 
la evidente necesidad de intervención judicial en la propia valoración de la comunicación ab initio. 
Sin embargo, tal intervención en el marco de la tutela judicial efectiva, se encuentra plenamente 
garantizada en vía de recurso, para el caso de oposición. 

 

El artículo 71 bis. 

Por último, no podemos concluir sin volver la vista a la Ley 17/2014, de 30 de septiembre, de 
medidas urgentes en materia de refinanciación y reestructuración de deuda empresarial, norma 
que viene precedida del Real Decreto Ley 4/2014, de 7 de marzo. Tal como consta en su 
preámbulo, la finalidad de la Ley es la de adoptar medidas que permitan aliviar la carga financiera 
a la que se encuentran sometidas determinadas empresas que podrían llegar a ser viables, 
permitiendo que éstas sigan atendiendo sus compromisos en el tráfico económico, generando 
riqueza y creando puestos de trabajo. Con esta confesada finalidad, se intenta mejorar el marco 
legal preconcursal de los acuerdos de refinanciación; acuerdos que, siendo fruto del consenso 
entre el deudor y sus acreedores, pretenden maximizar el valor de los activos, evitando el 
concurso de la entidad y la reducción y los aplazamientos pasivos. La norma habla de 
preconcursalidad, de evitación del concurso, reconociendo que un marco extrajudicial privado, 
permite una mejor gestión de los activos y de la propia situación de insolvencia o de 

                                                           
231 GONZÁLEZ NAVARRO. Blas Alberto. “El nuevo artículo 5 bis de la Ley concursal tras la reforma de 2014”. Revista 
Aranzadi Doctrinal num. 2/2014 parte Estudio. Editorial Aranzadi, SA, Cizur Menor. 2014: La reforma de 2014 no parece 
haber reparado en que, al mantener intacta la competencia del Secretario Judicial para dejar constancia de la 
comunicación previa, y desde ahora para gestionar la publicación de su resolución de constancia, deja fuera del precepto 
la necesaria intervención judicial que el precepto exige ahora. Y es que, si bien la diligencia de constancia, o la resolución 
que pide el artículo 5 bis al Secretario, no precisa de control ni intervención judicial ninguna, parece claro que no será el 
Secretario quien pueda valorar si los bienes afectados por la ejecución son necesarios o no para la continuidad de la 
actividad profesional o empresarial del deudor. 
Solamente los bienes que son necesarios para la continuidad de la compañía son los que habilitan al Juzgado  mercantil a 
paralizar las ejecuciones contra el deudor. Podría pensarse, entonces, que el sistema de la comunicación previa sigue 
siendo el de la reforma de 2011; una ventanilla de sellado, en la que el Secretario deja constancia meramente de la 
comunicación del inicio de las negociaciones. Será el deudor el que, con este papel, acuda a los Juzgados de 1ª Instancia 
instando la consiguiente paralización de las ejecutorias sobre bienes necesarios. Sin embargo, es obvio que ese sistema 
no puede perdurar: según una doctrina reiterada del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, que acabó por consagrase en 
el artículo 56.5 de la LC, «(a) los efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, corresponderá al juez del 
concurso determinar si un bien del concursado resulta necesario para la continuidad de la actividad profesional o 
empresarial del deudor» . Por tanto, ello obliga al juez civil a preguntar al juez mercantil sobre el carácter de los bienes 
de necesarios o no para la continuidad de la actividad de la empresa, lo que supone un coste temporal incompatible con 
la protección que otorga el artículo 5 bis. 
Es en consecuencia el Juez de lo Mercantil que recibe la comunicación el que debe valorar la necesidad de los bienes; 
evidentemente, en el caso de existir ejecutorias en marcha: es posible que las ejecuciones ni siquiera se hayan activado 
cuando se presenta la comunicación previa, por lo que no se pida valoración de necesidad ninguna, en cuyo caso no 
sería precisa intervención judicial. No obstante, cabe pensar en lo recomendable que sería que, en relación a bienes 
estratégicos sujetos a garantías reales, incluso sujetos al riesgo de ejecuciones por embargos ordinarios, se solicite del 
Juzgado que se declare su necesidad para la continuidad de la empresa, a los efectos de que, de iniciarse luego la 
ejecución, el Juez de 1ª Instancia no tenga que consumir un tiempo precioso preguntando al Juez del eventual concurso 
posterior, de modo que, presentando el deudor el auto del juez en que se declaran los bienes necesarios y se cierra el 
paso a cualquier ejecución durante el plazo del artículo 5 bis, ese debate ni siquiera se abriría.” 
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preinsolvencia. Sin embargo, observamos un grado de tipicidad muy elevado, junto con una 
constante presencia del órgano judicial competente en un hipotético concurso. 

En este marco, el artículo 71 bis LC, responde a la regulación de lo que se ha venido a 
denominar “escudos protectores”232 que permitirían articular estos acuerdos de refinanciación sin 
el riesgo de posteriores acciones de reintegración, consagrando así, una defensa preventiva, para 
el mantenimiento de los mismos. Es decir, se trata ahora, con esta vía, de una regulación reactiva 
que se estructura para evitar la rescisión de los acuerdos de financiación otorgados durante un 
período sospechoso. En España durante el período de dos años anteriores al auto de declaración 
del concurso (art. 71 LC). Probablemente por ello, la actual redacción del artículo 72.2 LC, 
evidencia la voluntad de legislador de limitar, de forma sustancial, la rescindibildad de los 
acuerdos de financiación y de refinanciación, puesto que tal acción únicamente podrá fundarse en 
el incumplimiento de las condiciones legales, con legitimación exclusiva de la administración 
concursal. Con esta redacción, se hace imposible la rescisión por razones materiales, de fondo. Se 
trata de bloquear la rescisión, otorgando la máxima seguridad jurídica a los acuerdos alcanzados 
por alguna de las vías típicas estructuradas por la Ley. Sin perjuicio de ello,  no se nos  escapa la  
posibilidad del ejercicio de acciones de nulidad –simulación, fraude de ley, vicio del 
consentimiento- o, incluso, acción pauliana. En todo caso, desde el punto de vista práctico, resulta 
casi imposible impugnar un acuerdo de refinanciación que cumpla con las condiciones legales233 
formales. Las extraordinarias acciones de nulidad o fraude, no resultan óptimas para procesos que 
tendrán un marco negociador previo, suficientemente contradictorio como para eludir cualquier 
vicio de este tipo. En definitiva, no serán rescindibles los acuerdos de refinanciación alcanzados 
por el deudor, así  como los negocios,  actos  y pagos,  cualquiera que sea la naturaleza  y  la forma 
en que se hubieren realizado, y las garantías constituidas en ejecución de los mismos, que 
cumplan con lo establecido y previsto en el artículo 71 LC. 

 

La regulación legal. 

No serán rescindibles los acuerdos de refinanciación alcanzados por el deudor, así como los 
negocios, actos y pagos, cualquiera que sea la naturaleza y la forma en que se hubieren realizado, 

                                                           
232 Destacamos los trabajos de la profesora PULGAR EZQUERRA, J., quien ha venido sosteniendo en numerosas 
ocasiones la necesidad de avanzar en esta línea, destacando la necesidad de establecer legislativamente «escudos 
protectores» para los acuerdos de refinanciación. Acuerdos que, por su propia naturaleza y la versatilidad de su 
contenido, podrían incluir pactos o requerir actos para su ejecución fácilmente subsumibles en el ámbito de las 
presunciones que en relación a la concurrencia de perjuicio patrimonial para la masa activa se establecen en el artículo 
71 de la Ley concursal. Así, puede verse, entre otros, en los siguientes trabajos de esta autora: «Licitud y temporalidad 
de los acuerdos amistosos extrajudiciales: riesgos para los intervinientes en un eventual concurso», Revista de Derecho 
Concursal y Paraconcursal nº 5, julio 2006; «Refinanciaciones de deuda y concurso de acreedores: la ausencia de 
“escudos protectores” y el fraude del artículo 10 de la Ley del Mercado Hipotecario», Diario La Ley nº 6963, 9 de junio 
de 2008 (La Ley 23016/2008); «Rescisión concursal y refinanciaciones bancarias», Diario La Ley nº 7097, Sección 
Doctrina, 29 de enero de 2009 (La Ley 41791/2008); «Preconcursalidad y acuerdos de refinanciación», Revista de 
Derecho Concursal y Paraconcursal nº 14, Primer semestre 2011, (La Ley 1235/2011) y «Ley 17/2014 de medidas 
urgentes en materia de refinanciaciones y reestructuración de deuda empresarial y Real Decreto Ley 11/2014, de 
reformas urgentes en materia concursal: nuevos paradigmas», Diario La Ley nº 8391, 3 de octubre de 2014 (La Ley 
7151/2014). 
233 PARRA LUCÁN, M.A. «La compatibilidad de la rescisoria concursal con otras acciones de impugnación de actos y 
contratos del Derecho Común», Anuario de Derecho Concursal nº 19, 2010 (BIB 2010, 2) , pág. 11. En sentido contrario 
se pronuncia CARMEN PÉREZ DE ONTIVEROS. Catedrática de Derecho Civil. Universidad de Las Palmas de Gran Canaria. 
Anuario de Derecho Concursal num. 35/2015 parte Estudios. Editorial Civitas, SA, Pamplona. 2015. Esta autora desarrolla 
un interesante estudio sobre la compatibilidad y posibilidades de ejercicio de la acción pauliana. 
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y las garantías constituidas en ejecución de los mismos, cuando: 

a) En virtud de éstos se proceda, al menos, a la ampliación significativa del crédito 
disponible o a la modificación o extinción de sus obligaciones, bien mediante prórroga 
de su plazo de vencimiento o el establecimiento de otras contraídas en sustitución de 
aquéllas, siempre que respondan a un plan de viabilidad que permita la continuidad de 
la actividad profesional o empresarial en el corto y medio plazo; y 

b) Con anterioridad a la declaración del concurso: 

1º El acuerdo haya sido suscrito por acreedores cuyos créditos representen al menos tres 
quintos del pasivo del deudor en la fecha de adopción del acuerdo de refinanciación. A los efectos 
del cómputo de esa mayoría de pasivo se entenderá que, en los acuerdos sujetos a un régimen o 
pacto de sindicación, la totalidad de los acreedores sujetos a dicho acuerdo suscriben el acuerdo 
de refinanciación cuando voten a su favor los que representen al menos el 75 por ciento del pasivo 
afectado por el acuerdo de sindicación, salvo que las normas que regulan la sindicación 
establezcan una mayoría inferior, en cuyo caso será de aplicación esta última. 

En el caso de acuerdos de grupo, el porcentaje señalado se calculará tanto en base individual , 
en relación con todas y cada una de las sociedades afectadas, como en base consolidada, en 
relación con los créditos de cada grupo o subgrupo afectados y excluyendo en ambos casos del 
cómputo del pasivo los préstamos y créditos concedidos por sociedades del grupo. 

2º Se emita certificación del auditor de cuentas del deudor sobre la suficiencia del pasivo que 
se exige para adoptar el acuerdo. De no existir, será auditor el nombrado al efecto por el 
registrador mercantil del domicilio del deudor y, si éste fuera un grupo o subgrupo de sociedades , 
el de la sociedad dominante. 

3º El acuerdo haya sido formalizado en instrumento público al que se habrán unido todos los 
documentos que justifiquen su contenido y el cumplimiento de los requisitos anteriores. 

El párrafo 2 artículo 71 bis introduce un nuevo supuesto por el que se declara la 
irrescindibilidad de determinados acuerdos de refinanciación que, aun sin alcanzar las mayorías 
exigidas en el párrafo 1, podrán también encontrar protección frente a una eventual rescisión en 
fase concursal, profundizando en la naturaleza reactiva y en su clara condición de escudo 
protector. Acuerdos respecto a los que la innecesariedad de alcanzarse las mayorías exigidas se 
suple con exigencias más estrictas. Así se dice que tampoco serán rescindibles aquellos actos que, 
realizados con anterioridad a la declaración de concurso, no puedan acogerse al apartado anterior, 
por no poder cumplir sus exigencias formales y de quorum, pero cumplan todas las condiciones 
siguientes, ya sea de forma individual o conjuntamente con otros que se hayan realizado en 
ejecución del mismo acuerdo de refinanciación, consagrando a nivel legal una verdadera 
definición de lo que el legislador español entiende por refinanciación: 

a) Que incrementen la proporción de activo sobre pasivo previa. 

b) Que el activo corriente resultante sea superior o igual al pasivo corriente. 

c) Que el valor de las garantías resultantes a favor de los acreedores intervinientes no 
exceda de los nueve décimos del valor de la deuda pendiente a favor de los mismos, ni 
de la proporción de garantías sobre deuda pendiente que tuviesen con anterioridad al 
acuerdo. Se entiende por valor de las garantías el definido en el apartado 2 de la 
Disposición adicional cuarta. 
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d) Que el tipo de interés aplicable a la deuda subsistente o resultante del acuerdo de 
refinanciación a favor del o de los acreedores intervinientes no exceda en más de un 
tercio al aplicable a la deuda previa. 

e) Que el acuerdo haya sido formalizado en instrumento público otorgado por todas las 
partes intervinientes en el mismo, y con constancia expresa de las razones que 
justifican, desde el punto de vista económico , los diversos actos y negocios realizados 
entre el deudor y los acreedores intervinientes, con especial mención de las 
condiciones previstas en las letras anteriores. 

Para verificar el cumplimiento de las condiciones a) y b) anteriores se tendrán en cuenta todas 
las consecuencias de índole patrimonial o financiera, incluidas las fiscales, las cláusulas de 
vencimiento anticipado, u otras similares, derivadas de los actos que se lleven a cabo, aun cuando 
se produzcan con respecto a acreedores no intervinientes. El cumplimiento de todas las 
condiciones anteriores deberá darse en el momento de la suscripción del instrumento público en 
el que se recojan los acuerdos. 

Se profundiza así, en el apartado 2, en una definición a nivel legal del concepto de 
refinanciación, en una regulación reactiva, que únicamente pretende evitar que prospere el 
ejercicio de la acción rescisoria. Sin perjuicio de ello, el alcance de esta resolución resulta muy 
relevante para aquellos casos que no accedan o no puedan acceder al quorum necesario previsto, 
no solamente en este artículo, sino en los demás que contemplan vías de refinanciación. En este 
sentido, debemos centrar la atención que el cómputo de garantías resultantes del proceso y su 
limitación se estructura únicamente en relación con los acreedores intervinientes, permitiendo 
reestructuraciones de deuda parcial. 

En coherencia con esta regulación reactiva los acuerdos regulados en este artículo únicamente 
serán susceptibles de impugnación con fundamento en el incumplimiento de las condiciones 
reguladas, correspondiendo la prueba del incumplimiento a quien ejercite la acción; es decir, a la 
administración concursal que es a quien la norma concede la legitimación única para este tipo de 
impugnaciones. 

 

Conclusiones. 

Como corolario se impone llevar a cabo algunas reflexiones sobre la autonomía de la voluntad y 
la posición de los acreedores disidentes y no concurrentes en un sistema típico determinado por la 
ley. 

Tal como se deduce de todo lo anteriormente expuesto, con especial intensidad en el proceso 
concursal, concurre una regulación legal para situar a cada acreedor en el procedimiento, 
determinando el régimen jurídico aplicable a su crédito. Por lo tanto, se puede considerar que 
estamos en presencia de un escaso margen a la autonomía de la voluntad, probablemente 
limitada a casos de admisión de la subordinación creditual voluntaria, o en escenarios de eventual 
renuncia a las preferencias conferidas por el Legislador, que en cuanto disposición sobre un 
crédito, las consideramos esencialmente renunciables. 

No podemos desconocer que en el ámbito concursal estamos ante normas que se pueden 
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considerar preventivas, activas234 y globales, que constituyen regímenes jurídico-positivos de ius 
cogens o semi-imperativos, con mayor o menor número de normas dispositivas. Este fenómeno 
conecta, claramente, en el ámbito concursal, con el fenómeno de la intervención pública sobre la 
Economía, a través de un conjunto de normas o disposiciones de Derecho objetivo escrito 
constitutivo de un sistema, no de intervención administrativa, sino de intervención normativa. De 
limitación de la autonomía privada, operada directamente por vía legal. Se puede decir que la 
proliferación de normas imperativas puede -y debe- tener por objeto garantizar la finalidad 
solutoria de las vías concursales, tanto las concursales como las preconcursales, en el marco de la 
búsqueda de ciertos equilibrios entre los diferentes agentes concurrentes, asegurando un cierto 
ámbito de defensa al mas débil, procurando la máxima información y transparencia, sin  poder  
olvidar esa finalidad solutoria ya analizada con carácter esencial tanto para las vías concursales 
como para las preconcursales. Por ello es posible el estudio del derecho concursal, dentro del 
derecho de la economía, entendido este como un agregado jurídico heterogéneo cuyo principal 
objeto es la determinación de los principios ordenadores de la economía en un concreto espacio, 
incluidas las medidas coyunturales de política económica, el régimen jurídico de los mercados, la 
organización y funcionamiento de los sujetos económicos que operan en ellos y sus relaciones, así 
como el régimen jurídico de las actividades que desarrollan, de los bienes y servicios en relación 
con estas actividades, con independencia de que dichas normas sean de naturaleza pública o de 
carácter privado. 

En este marco legal, y de intervención normativa, resulta un escaso margen para una visión 
purista o, quizás, pueril, de la autonomía de la voluntad. La cuestión tiene relevancia en el ámbito 
de los acuerdos de refinanciación en vía preconcursal, preprocesal, y ciertamente, en el momento 
de la adhesión a la propuesta de convenio. 

Algunos autores consideran que todo acuerdo de refinanciación es siempre, y por concepto, un 
puro acto de autonomía de la voluntad, al margen de cualquier intervención judicial,235 
sobrevalorando su dinámica contractual.236 Sin embargo, estas relevantes y autorizadas 
consideraciones, merecen reflexión, en función de la evolución de nuestro sistema. 

La autonomía de la voluntad se halla muy restringida por la incorporación de un gran número 
de normas constitutivas de derecho imperativo. Por la configuración de herramientas típicas, con 

                                                           
234 GARCÍA AMIGO, M.: «Lecciones de Derecho civil», t. II, Teoría General de las Obligaciones y Contratos, edit. 
McGraw-Hill, Madrid, 1995, pág. 127. 
235 GARCÍA CRUCES, J.A. “Configuración general de los instrumentos preventivos y paliativos de la insolvencia”. Obra 
colectiva. Los acuerdos de Refinanciación y de Reestructuración de la Empresa en Crisis. Autonomía de la Voluntad e 
insolvencia empresarial. BOSCH. 2013. En este trabajo, el Profesor Garcia Cruces expone sus profundas reservas frente al 
sistema preconcursal español: “En algunas ocasiones he advertido que el legislador español ha seguido el modelo que 
podríamos calificar como de los “escudos protectores”. Con ello, lo que quiero poner de manifiesto es una idea 
relativamente simple: el legislador no tiene preocupación alguna por regular en la forma que se estime  conveniente lo 
acuerdos de refinanciación, sino, tan solo, quiere concretar qué protección merecen estos acuerdos cuando fracasan y 
cómo han de ser tratados en el posterior concurso del deudor refinanciado. “ Aprovecha tal crítica para proponer como 
referencia los llamados “Scheme of Arragement”, considerando que: “ …el legislador español debiera haber valorado la 
oportunidad de sancionar una mas completa -y mejor- regulación del procedimiento que debiera seguirse para alcanzar 
tal acuerdo de refinanciación, disponiendo los deberes exigibles a quienes en ella participaran, las exigencias de 
contenidos que se hubieran considerado convenientes, etc., y, sobre todo, requiriendo una previa intervención judicial 
que asegurara un control judicial de acuerdo alcanzado”. 
236 OLIVENCIA, M. “La reforma de la Ley concursal”. RDM, 285, 2012. Analizando la naturaleza jurídica de estos 
acuerdos dice: “no es la de un proceso colectivo, cautelar o preventivo de la insolvencia, sino de un contrato (acuerdo) 
entre determinados acreedores con el deudor, con efectos que superan la relatividad subjetiva propia del negocio, 
porque se extienden a quienes no han sido en él parte y hasta han podido ignorar su existencia”. 
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un elevado nivel de desarrollo normativo; y, siempre, con intervención judicial en algún momento, 
que, incluso nos permitiría considerar inadecuado el concepto de vías prejudiciales, puesto que la 
intervención del juez es nuclear, a pesar de sus limitaciones cognitivas, ya analizadas. Esta 
conclusión resulta más evidente si nos adentramos en el concurso, en cuanto camino 
jurisdiccional, que, como proceso, se ve sometido a consideraciones de orden público procesal -no 
siempre entendidas por la doctrina mercantil- que dejan escasísimo margen a la autonomía de la 
voluntad, probablemente, vinculada, en sede judicial, al acto de adhesión. Obsérvese que hasta los 
contenidos de los acuerdos están determinados o, de alguna forma, delimitados por la ley. 

Con este elevado nivel de intervención, normativa, se puede entender que el sistema no 
permite la existencia, la supervivencia de créditos concursales no concurrentes, o los 
denominados disidentes en esa sede denominada prejudicial. Porque es una cuestión de orden 
público a nivel legal y que trasciende al sistema financiero, además de resultar inherente a la 
aplicación de la Ley en términos literales como hemos visto. Nos puede parecer un tema 
extraordinariamente teórico, porque, ciertamente, será difícil pensar en el caso de la existencia de 
los denominados por el Tribunal Supremo créditos concursales no concurrentes, en un sistema 
económico en el que la mayoría de los convenios concursales se incumplen, y la mayoría de los 
concursos en fase de liquidación devienen sin masa. Pero entendemos que aclarar este tema, es 
un presupuesto de cierre del sistema. 

Concebir así la autonomía de la voluntad, sometida al imperio de la Ley, permite explicar, sin 
dificultad, los efectos de arrastre que hemos analizado, determinados por imperativo legal, sobre 
meras exigencias de cumplimiento de determinadas formalidades procedimentales y acceso a 
determinados quórums de aprobación, que cuestiona radicalmente la presumible voluntad del 
acreedor disidente, que ve sometido su crédito al devenir decidido por una mayoría. Por 
imperativo legal, evidentemente, y con control judicial. Por ello resulta esencial que las vías de 
refinanciación sean estructuradas sobre la base de procedimientos típicos, consagrados a nivel 
legal; que otorguen la máxima seguridad jurídica y que sean capaces de resolver la insolvencia, 
dando cauce a la configuración de distintas vías alternativas que se puedan adaptar a la 
complejidad del sistema económico.237 El Derecho concursal afecta al funcionamiento del sistema 
financiero, y, como tal, afecta al funcionamiento de las instituciones públicas económicas; por ello 
sus normas reguladoras participan de naturaleza pública y privada. Ergo consideramos que la 
exhaustividad que predicamos de la lista de acreedores, se debe extender a los supuestos de 
determinación del pasivo en vía preconcursal, de tal forma que los créditos no contemplados, los 
acreedores no detectados o que no hayan participado ni impugnado, deben ver extinguidos los 
derechos devengados con anterioridad al procedimiento. 

El ordenamiento jurídico español, otorga al acreedor un marco de protección suficiente, con un 
juego de sucesivas oportunidades, y obligaciones, capaz de encauzar su proactividad, tanto a nivel 
preconcursal como concursal. En la sociedad de la información, todo acreedor conoce, o puede 
conocer, la insolvencia de sus deudores; es más, debe conocerla. Si un deudor debe solicitar la 
declaración concursal ante un escenario de insolvencia, nada impide que pudiéramos considerar, 
incluso de lege ferendae, que un acreedor debe conocer la insolvencia de sus deudores, 
asumiendo una esencial proactividad en la defensa de su crédito, y aprovechando las 
oportunidades de intervención e información que le concede, en cada caso, la Ley. A ello coadyuva 

                                                           
237 ARDÁ TRIARÚ, C. “El contenido del acuerdo. Los acuerdos de refinanciación”. Obra colectiva. Los acuerdos de 
Refinanciación y de Reestructuración de la Empresa en Crisis. Autonomía de la Voluntad e insolvencia empresarial. 
BOSCH. 2013 
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la intervención del órgano administración concursal (o el mediador, o el experto designado por el 
Registro Mercantil) que con responsabilidad propia, participan esencialmente en la determinación 
de la masa pasiva real del deudor, que no tiene personalidad jurídica ni autonomía alguna -
tampoco la tiene la masa activa-, por lo que su determinación debe responder a la finalidad 
esencial del sistema que es la identificación total del pasivo real y la solución de la insolvencia 
mediante el pago total o parcial a todos o parte de los acreedores, poniendo fin, por alguna de las 
vías solutorias, a la situación de insolvencia. 
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CAPÍTULO CINCO.  

LÍMITES DEL ARBITRIO JUDICIAL EN LA APROBACIÓN DEL CONVENIO CONCURSAL. 

 

Armando VARGAS RAMOS. México. 

 

 

El interés público de la Ley de Concursos Mercantiles. 

La primera aproximación a los límites del juzgador inmerso en un proceso concursal en México, 
necesariamente debe partir de la base del interés público de la Ley de Concursos Mercantiles, 
ligado legislativamente a la conservación de la empresa, evitando que el incumplimiento 
generalizado de sus obligaciones de pago ponga en riesgo la viabilidad de la misma y de aquellas 
con las cuales mantenga una relación de negocios. Esta interpretación del interés público en 
materia concursal tiene como fin garantizar una adecuada protección a los acreedores frente al 
detrimento del patrimonio de la empresa declarada en concurso, sin embargo, los intereses de la 
empresa y sus acreedores evidentemente están en contradicción y corresponde precisamente al 
juez del concurso allanar el camino acercando tales puntos distantes para acercarse lo más posible 
a una solución satisfactoria común, al menos teleológicamente, externalizando positivamente la 
armonía social con la preservación de empleos, el pago de impuestos y en general creando 
cadenas productivas manteniendo activa la economía, apartándose de los procedimientos 
históricos de insolvencia castigadores del deudor; en palabras de Sanromán Martínez “a partir de 
la publicación de Salgado de Somoza, el interés público se acentúa, y la intervención del Estado se 
incrementa al entenderse que la falta de pago de un deudor afecta a toda la colectividad”.238 

Pese a la claridad conceptual antes apuntada, la redacción del Artículo 1° de la Ley de 
Concursos Mercantiles mexicana motiva el debate respecto de los alcances del interés público 
preceptuado en la norma, cuenta habida al sostener realmente dos elementos relacionados con 
este concepto. Por un lado su primer párrafo refiere como de interés público a la Ley de Concursos 
Mercantiles y en el segundo señala ser de interés público conservar las empresas.239 Esta 
dicotomía tiene claras consecuencias, porque presenta por un lado la garantía superior del 
proceso concursal como de orden público visto desde el punto de vista adjetivo y, por otro el 
objetivo, traducido en el interés del Estado en la conservación de la empresa como fin último del 
proceso concursal. 

Ampliando la disección, se impone establecer los alcances de una normatividad procesal 
especial como lo es la Ley de Concursos Mercantiles, así en principio es de discutirse: “si las leyes 
de procedimiento son de orden público o de interés privado, sin advertir que, por sus 
características, tales leyes ni pueden estar sometidas en absoluto a una u otra categoría. En 
realidad, todas las ramas del derecho, tanto público como privado, tienen como verdaderos sujetos 

                                                           
238 SANROMÁN MARTÍNEZ, Luis Fernando, Concursos Mercantiles, México, Editorial Porrúa, 2010, p. 13. 
239 El artículo 1° de la Ley de Concursos Mercantiles establece: “La presente Ley es de interés público y tiene por  objeto 
regular el concurso mercantil. 
Es de interés público conservar las empresas y evitar que el incumplimiento generalizado de las obligaciones de pago 
ponga en riesgo la viabilidad de las mismas y de las demás con las que mantenga una relación de negocios. Con el fin de 
garantizar una adecuada protección a los acreedores frente al detrimento del patrimonio de las empresas en concurso, 
el juez y los demás sujetos del proceso regulado en esta Ley deberán regir sus actuaciones, en todo momento, bajo los 
principios de trascendencia, economía procesal, celeridad, publicidad y buena fe”. Diario Oficial de la Federación del 12 
de mayo de 2000, México, Vigente. 
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a los individuos, sea aisladamente, sea como integrantes de la colectividad, y esto explica por qué 
toda norma jurídica contiene un máximo y un mínimo que determinan su naturaleza. Es más 
exacto, entonces decir que ciertas normas interesan al orden público o afectan al interés privado 
según la prevalencia que se conceda a uno con respecto al otro, y sólo por facilidad de expresión se 
habla de normas de interés público o de interés privado”.240 

Tal directriz conlleva generar certeza en cuanto, si bien es cierto, toda norma en principio es de 
orden público considerando su cumplimiento como obligatorio para el gobernado, en realidad en 
algunos casos las normas pueden ser dispositivas a diferencia de aquellas de cumplimiento 
taxativo, esto es, “existen materias, instituciones que por su trascendencia e importancia están 
más allá de cualquier transacción que los particulares puedan realizar”,241 así en la Ley de 
Concursos Mercantiles se tienen disposiciones adjetivas de interés público, como lo es el caso del 
artículo 145 de la legislación en cita el cual refiere: “En ningún caso el plazo de la etapa de 
conciliación y su prórroga podrá exceder de trescientos sesenta y cinco días naturales contados a 
partir de la fecha en que se hubiese realizado la última publicación de la sentencia de concurso 
mercantil en el Diario Oficial de la Federación”;242 o como acontece con el diverso el último 
párrafo del artículo 267 de la ley estudia de texto: “Los incidentes planteados en términos de esta 
Ley no suspenderán el procedimiento principal”;243 tales disposiciones son de considerarse de 
interés público y no están sujetas a convención particular de las partes afectas al proceso 
concursal y en tal extremo ni siquiera el juzgador puede hacer una aplicación distinta a la hipótesis 
normativa expresa. 

Por otro lado se tienen las normas relativas a la conservación de la empresa como ente 
productivo, también afectas por definición legal al interés público, pero distintas a las adjetivas, 
por ser estas derivadas del control por parte del juez, como rector del procedimiento concursal, 
debiendo a su arbitrio y claro está dentro de la previsión normativa, determinar sus alcances 
buscando lograr precisamente el rescate del comerciante declarado en concurso mercantil. 

Para abordar la problemática de la norma concursal objetiva y su carácter de ser de interés 
público, se debe partir de la premisa por la cual toda actividad empresarial se encuentra afecta al 
riesgo, así lo apunta Judith Saldaña: “el ser empresario es una actividad en la cual se corre riesgo 
con daños o perjuicios eventuales que son previsibles pero no siempre eludibles”;244 por tanto el 
fracaso en los negocios es una de las posibilidades dentro de tal actividad, consecuentemente en 
el proceso concursal “se busca tratar el concurso ocasionado por causas ajenas al comerciante, 
como una posibilidad en el mundo de los negocios, el cual recibe un tratamiento especial y que 
omite todo tipo de sanciones al comerciante. Dicho tratamiento consiste en buscar primero salvar 
la empresa para evitar las pérdidas que una quiebra ocasiona a sus acreedores y a la sociedad”,245 
la consecución de tal fin, se obtiene primariamente con la suscripción del convenio de acreedores 

                                                           
240 ALSINA, Hugo, Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial, (Cinco Tomos), Segunda Edición, 
Editorial Ediar, Argentina, 1961.pp. 57 y 58. 
241 PASAPERA MORA, Alfonso, “Principios orientadores de la Ley de Concursos Mercantiles”, en NIEBLAS ALDANA, 
Gricelda, (Coordinadora), Derecho Concursal, Editorial Porrúa, México, 2012, p.41. 
242 Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
243 Ibidem. 
244 SALDAÑA ESPINOSA, Judith, “Utilidad  del concurso  mercantil”, en NIEBLAS  ALDANA, Gricelda, (Coordinadora), 
Derecho Concursal, Editorial Porrúa, México, 2012, p. 21. 
245 QUINTANA ADRIANO, Elvia Arcelia, Concursos Mercantiles. Doctrina, Ley, Jurisprudencia, Tercera Edición, Editorial 
Porrua, México, 2011, p. 16. 
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dentro de la fase de conciliación;246 sin embargo, por reforma de 27 de diciembre de 2007, se 
posibilitó expresamente la suscripción del convenio de acreedores en la fase de liquidación del 
activo de la empresa, esto es, ya declarada  la quiebra, como se desprende del contenido de los 
artículos 177 y 262 fracción V de la Ley de Concursos Mercantiles.247 

Se entra así al centro del tema abordado: cuáles son los parámetros para justificar el salvataje 
de la empresa declarada en concurso y lo más importante hasta dónde el Estado puede intervenir 
para tal acción, la cual, normativamente en México, recae en el juzgador como rector del 
procedimiento concursal, conforme lo dispone el Artículo 7° de le Ley de Concursos Mercantiles de 
texto siguiente: “El juez es el rector del procedimiento de concurso mercantil y tendrá las 
facultades necesarias para dar cumplimiento a lo que esta Ley establece, sin que pueda modificar 
cualquier plazo o término que fije la misma salvo que ésta lo faculte expresamente para 
hacerlo”;248 numeral además ilustrativo de las diferencias entre el aspecto adjetivo y objetivo del 
interés público ya abordado, cuenta habida, que por un lado le da  al juez las más amplias 
facultades para cumplir lo previsto en ley –aspecto objetivo del concurso- sin poder trastocar las 
normas taxativas referentes a plazos o términos –aspecto adjetivo del concurso- pero ambas 
compartiendo la idea de un procedimiento concursal moderno: terminar el problema de forma 
rápida y efectiva, al menos esto teleológicamente. 

El primer punto planteado, esto es la justificación de la intervención estatal, presenta una 
posible respuesta rápida; esto es, en la medida de la viabilidad de la empresa sujeta a concurso, 
será el interés público en su rescate; en ese aspecto, los elementos financieros dados a conocer al 
juez serán el elemento con el cual medir tal interés, no pasando por alto en el caso mexicano, 
corresponde precisamente al conciliador o en su caso al síndico presentar dichos parámetros a 
través del plan de negocios correspondiente, justificando con ello el contenido de las cláusulas del 
convenio.249 

El agotamiento del primer tópico arroja el verdadero problema, porque si bien es cierto, la 
viabilidad de la empresa se puede aceptar financieramente, no menos cierto es, ésta vendrá 
acompañada necesariamente por el sacrificio, que en menor o mayor medida harán los acreedores 
respecto de sus acreencias, presentándose entonces el punto más crítico: hasta donde se puede 
llegar con tal sacrificio. La respuesta ameritará cuestionar de la mejor manera posible, el aspecto 
permisivo de la norma concursal, en manos del juez conocedor del concurso, frente a ese interés 
público adjetivo referido tan reiteradamente. 

 

                                                           
246 La primera parte del artículo 3° de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “La finalidad de la conciliación es lograr 
la conservación de la empresa del Comerciante mediante el convenio que suscriba con sus Acreedores Reconocidos”. 
Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
247 Cfr. “Articulo 177.- Sin perjuicio de lo ordenado en el párrafo segundo, las facultades y obligaciones atribuidas por 
esta Ley al conciliador, distintas a las necesarias para la consecución de un convenio y el reconocimiento de créditos, se 
entenderán atribuidas al síndico a partir de su designación” y “Artículo 262.- El juez declarará concluido el concurso 
mercantil en los siguientes casos: I… V En la etapa de quiebra, cuando se apruebe un convenio por el Comerciante y los 
Acreedores Reconocidos que representen las mayorías que refiere el artículo 157 de la Ley y el convenio prevea el pago 
para todos los Acreedores Reconocidos, inclusive para los que no hubieren suscrito el convenio”. Ibidem. 
248 Ibidem. 
249 Sobre el particular el artículo 151 de la Ley de Concursos Mercantiles dispone: “El conciliador recomendará la 
realización de los estudios y avalúos que considere necesarios para la consecución de un convenio, poniéndolos, por 
conducto del juez, a disposición de los acreedores y del Comerciante con excepción de aquella información que tenga el 
carácter de confidencial en términos de las disposiciones aplicables”, Ibidem. 
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Requisitos formales del convenio de acreedores. 

Como se apuntó con antelación, el fin último de la Ley de Concursos Mercantiles es el rescate 
de la empresa y esto se cumple en mejor medida con la suscripción del convenio de acreedores; 
como se destacó, aun en la etapa de quiebra, por tanto, la liquidación forzosa del ente productivo 
ha quedado rezagado al menos desde el punto de vista de la legislación mexicana. 

La responsabilidad de la elaboración del convenio de acreedores recae en el especialista de 
concursos mercantiles –conciliador o síndico atendiendo si el concurso está en etapa de 
conciliación o quiebra respectivamente- quien es nombrado por el Instituto Federal de 
Especialistas Mercantiles (IFECOM),250 concordato que está sujeto a diversos requisitos de forma, 
comenzando por ser impreso conforme a los formatos autorizados por el IFECOM, tales formatos 
contienen la propuesta de convenio, así como, un resumen de la misma. 

En cumplimiento de tal requisito, el especialista contando con la opinión favorable del 
comerciante, pondrá a la vista de los acreedores reconocidos en un plazo de quince días hábiles la 
propuesta de convenio para los efectos de opinión y en su caso firma del mismo,251 es durante 
esta etapa donde los acreedores reconocidos pueden acceder al plan de negocios financieramente 
justificativo para sustentar el contenido obligacional al cual se someterán los suscriptores del 
convenio y conforme se cumplan los requisitos de eficacia, generaran los efectos legales hacia los 
disidentes. 

No puede pasarse por alto la laguna presentada por esta disposición al no establecer cómo 
darse publicidad a los acreedores reconocidos, respecto del inicio del término para tal vista; en la 
práctica personal esto se ha solucionado mediante la solicitud al juez del concurso, a efecto de 
notificar a los acreedores reconocidos mediante los estrados del tribunal, la disposición en el 
domicilio del especialista de la propuesta, para externar su opinión y en su caso suscripción de la 
misma; considerando con ello dar certeza de cumplimiento de tal obligación por parte del 
especialista. 

Vencido el plazo para las opiniones y suscripción, el especialista cuenta con diez días hábiles 
más contados, para presentar al juez el convenio debidamente suscrito por el comerciante y al 
menos la mayoría requerida de acreedores reconocidos, exceptuando a los acreedores por 
créditos fiscales y los laborales, dicha exclusión de participación tiene sentido respecto de la 
autoridad fiscal considerando que solo el Ejecutivo Federal y mediante resoluciones de carácter 
general puede realizar la condonación total o parcial del pago de contribuciones,252 en 

                                                           
250 El Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles es el órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura 
Federal, con autonomía técnica y operativa, el cual, entre otras atribuciones le corresponde designar a las personas que 
desempeñarán las funciones de conciliador y síndico en cada concurso mercantil, de entre las inscritas en los registros 
correspondientes. 
251 El artículo 161 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “El Comerciante o el conciliador, una vez que considere 
que cuenta con la opinión favorable de aquél y de la mayoría de Acreedores Reconocidos necesaria para la aprobación 
de la propuesta de convenio, la pondrá a la vista de los Acreedores Reconocidos por un plazo de quince días para que 
opinen sobre ésta y, en su caso, suscriban el convenio”, Ibidem. 
252 El artículo 39 del Código Fiscal de la Federación establece: “El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter 
general podrá: 
I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido 
o en parcialidades, cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del 
país, una rama de actividad, la producción o venta de productos, o la realización de una actividad, así como en casos de 
catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias”, Código Fiscal e la Federación, Diario Oficial de 
la Federación del 31 de diciembre de 1981, vigente. 
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consecuencia el fisco carece de capacidad para suscribir acuerdo alguno en forma particular; en 
cuanto al crédito laboral, la excepción de la firma opera por mandato constitucional tomando en 
cuento lo preceptuado por la fracción XXIII del Apartado A del artículo 123 Constitucional, el cual 
garantiza el pago de los sueldos e indemnizaciones del último año anterior a la fecha de la 
sentencia de concurso mercantil, por tanto tales prestaciones no son concursales, sin embargo, 
esto no les excluye de algunos casos especiales, en donde por alguna razón, los trabajadores si 
participan firmando el convenio concursal, pero sin contar el monto del crédito para ser eficaz el 
convenio. 

Mención especial requiere el requisito de la firma necesaria del comerciante en el convenio, 
sobre el particular, es de explorarse la posible situación en donde el especialista no cuente con la 
opinión favorable del comerciante y sí reúne la mayoría necesaria para la aprobación del convenio; 
este escenario cobra fuerza, si se toma en cuenta, el hecho de estar ya en la etapa de quiebra, 
donde el comerciante ha perdido su capacidad de ejercicio sobre la masa;253 en tal hipótesis 
particular el síndico no requeriría de la suscripción del convenio por parte del comerciante, 
declarado ya incapaz respecto de la administración de la masa, aunque esto sería prima facie una 
contradicción, porque precisamente se estaría cumpliendo con el salvataje de la empresa a favor 
del comerciante, sin embargo, no puede perderse de vista la posibilidad de darse tal rescate a 
costa de perder los accionistas mayormente sus derechos dentro del negocio, como sucedería en 
el caso, de una capitalización de los créditos reconocidos, o el establecimiento de candados para el 
ejercicio de derechos corporativos tendientes al éxito de la ejecución del convenio. 

Finalmente es importante destacar la eliminación de la junta de acreedores, en consecuencia, 
no es necesario que los acreedores reconocidos se reúnan a votar para suscribir el convenio. 

Presentado el convenio de acreedores ante el juez para su aprobación, al día siguiente lo pone 
a la vista de los acreedores reconocidos por el término de cinco días hábiles, a efecto de 
presentarse las objeciones que consideren pertinentes, respecto de la autenticidad de la expresión 
de su consentimiento o en su caso se ejerza el derecho de veto,254 siendo de comentar la 
existencia de dos clases de derechos a ejercer, corresponden a dos posibles clases de acreedores. 

En el caso de las objeciones, la disposición protege individualmente a la clase de acreedores 
suscriptores del convenio ante el especialista pero cuyo contenido del convenio presentado al 
juez, no corresponde al suscrito originalmente, o aquellos que en definitiva no firmaron y sin 
embargo, su consentimiento ha sido suplantado, porque físicamente sí se encuentra expresado en 
el convenio; esta previsión cobra importancia considerando, como ya ha quedado señalado, la 

                                                           
253 El artículo 169 de la Ley de Concursos Mercantiles dispone: “La sentencia de declaración de quiebra deberá 
contener: I. La declaración de que se suspende la capacidad de ejercicio del Comerciante sobre los bienes y derechos 
que integran la Masa, salvo que esta suspensión se haya decretado con anterioridad”, Ley de Concursos Mercantiles, 
Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
254 El artículo 162 de la Ley de Concursos Mercantiles dispone: “El juez al día siguiente de que le sea presentado el 
convenio y su resumen para su aprobación, deberá ponerlos a la vista de los Acreedores Reconocidos por el término de 
cinco días, a fin de que, en su caso: 
Presenten las objeciones que consideren pertinentes, respecto de la autenticidad de la expresión de su consentimiento, 
y 
Se ejerza el derecho de veto a que se refiere el artículo siguiente”; por su parte el diverso numeral 163 de la ley en cita al 
que se refiere el normatividad anterior señala: “El convenio podrá ser vetado por los Acreedores Reconocidos comunes 
que no hubieren suscrito el convenio, cuyos créditos reconocidos representen conjuntamente más del cincuenta por 
ciento del monto total de los créditos reconocidos a dichos acreedores. 
No podrán ejercer el veto los Acreedores Reconocidos comunes que no hayan suscrito el convenio si en éste se prevé el 
pago de sus créditos en los términos del artículo 158 de este ordenamiento”, Ibidem. 
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firma del convenio se hace fuera del juzgado con el especialista y por separado cada uno de los 
acreedores, esto ante la falta de junta de acreedores para votar, por lo tanto si bien sería bastante 
complejo para el especialista, no puede dejarse de considerar la posibilidad de una situación 
anómala y por tanto la legislación protege la autenticidad de la voluntad externada en el 
concordato, dentro de un contexto de índole particular. 

Respecto del derecho de veto, la protección legislativa se presenta como una prerrogativa 
auténtica de la minoría disidente, en defensa de su derecho a mejorar su posición en el convenio, 
deteniendo su posible aprobación. De ahí la exigencia mínima para hacer efectivo ese derecho de 
integrar solo el 50% más uno del total del monto reconocido a los acreedores comunes no 
suscriptores del convenio para posibilitar el ejercicio de este derecho. 

Una vez transcurrido el plazo para el ejercicio del derecho de objeciones o en su caso del veto 
al convenio, comienza la verdadera labor del arbitrio judicial para la aprobación del convenio 
sujeta a dos lineamientos solamente, el primero de tipo formal en donde el juzgador revisa que se 
cumplan los requisitos previstos en la ley y, el segundo, en donde el juez vigilará que el contenido 
obligacional del clausulado del convenio puesto a su consideración, no contravenga disposiciones 
de orden público,255 así las cosas el juez, por un lado se convierte en un verificador de 
cumplimiento de requisitos de forma, en esencia los ya expuestos en este apartado y por otro, 
prácticamente en total plenitud de libertad de jurisdicción, sin mayores límites, saber el objetivo 
derivado del contenido en las disposiciones legales de próximo análisis y el subjetivo consistente 
en su arbitrio como garante de la protección del citado orden público. 

 

Estipulaciones del convenio concursal. 

Como se viene destacando, el juzgador al momento de llevar a cabo el análisis del convenio 
concursal y asumiendo haberse cumplido los requisitos de forma, se procedería a verificar el 
contenido obligacional expresado en las diversas cláusulas del acuerdo. En tal situación el primer 
escollo a superar es la previsión expresa en el convenio de la forma en que serán cubiertos los 
créditos preferentes a saber: los laborales derivados de la protección constitucional del salario 
anteriormente detallados, los contraídos para la administración de la masa por el comerciante con 
autorización del conciliador o síndico, aquellos indispensables para mantener la operación 
ordinaria de la empresa, los contraídos para atender los gastos de seguridad, refacción, 
conservación y administración de la masa, así como, los derivados de diligencias judiciales o 
extrajudiciales en beneficio de la misma. 

Por lo que hace al caso de los créditos laborales el comerciante fuera del concordato concursal 
puede celebrar convenios con los trabajadores, limitada esta permisión a agravar los términos de 
sus obligaciones a cargo, tales convenciones particulares se reitera deben estar incluidas en el 
convenio presentado al juez, fuera de esta salvedad, la ley no permite la convención extra 
concursal de créditos reconocidos, incluso respecto de los preferentes descritos distintos al 
laboral, cuya forma de pago deberá ser parte integral del convenio de acreedores. 

Mismo efecto resulta respecto de los acreedores singularmente privilegiados, con garantía real 

                                                           
255 Al respecto el artículo 164 establece: “Transcurrido el plazo a que se hace referencia en el artículo 162 de esta Ley, 
el juez verificará que la propuesta de convenio reúna todos los requisitos previstos en el presente Capítulo y no 
contravenga disposiciones de orden público. 
En este caso el juez dictará la resolución que apruebe el convenio”, Ibidem. 
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y con privilegio especial no suscriptores del convenio, cuyo pago debe estar previsto dentro del 
convenio, destacando la excepción de no ejecución de las garantías reales -hipotecaria y 
prendaria- prevista por el artículo 160 en relación con el diverso artículo 158 de la Ley de 
Concursos Mercantiles, en el supuesto de estipularse en el convenio el pago total de las acreencias 
con sus accesorios o el pago hasta el límite del valor de sus garantías, siempre y cuando cualquiera 
de estas formas de liquidar el adeudo se prevenga concretar en un plazo máximo de treinta días 
hábiles; no importando si el valor de la garantía no es suficiente para cubrir el total el adeudo, 
cuenta habida, de darse esta situación, la diferencia no cubierta se considerará como crédito 
común. 

Otra previsión a insertar en el convenio, corresponde a la forma de pago de los créditos 
fiscales. Sobre este tema la ley concursal mexicana distingue acertadamente los créditos fiscales 
con garantía real y aquellos distintos a estos; así los primeros seguirán la misma suerte de los 
créditos garantizados con hipoteca o prenda en general y por lo que hace a los créditos fiscales no 
garantizados se deberá establecer en el convenio la forma de pago;256 ahora bien, tal circunstancia 
obliga remitirse a la legislación fiscal aplicable al caso, es menester recordar lo comentado 
respecto de la imposibilidad de otorgar quitas sean totales o parciales en forma particular, 
imposibilitando la convención respecto de los créditos derivados de contribuciones, sin embargo, 
el Código Fiscal de la Federación, como disposición legal de orden general y emanada del 
legislativo, si previene los límites de la condonación de los créditos fiscales en el caso de 
alcanzarse la firma del convenio de acreedores.257 

Del contenido de la disposición normativa en cita se tiene como primera posibilidad la 
obtención del beneficio mínimo de entre los otorgados por lo acreedores que no sean 
subordinados y que representen al menos el 50% reconocido a los acreedores no fiscales, esto 
siempre y cuando el importe de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de los 
créditos reconocidos en el procedimiento concursal; la segunda opción corresponde al caso en 
donde el monto de los créditos fiscales excede el 60% del total de los créditos reconocidos, en tal 
caso la condonación recaerá exclusivamente sobre los accesorios de las contribuciones adeudadas, 
esta segunda previsión, sintoniza con la ley concursal al preceptuar que en el caso de alcanzarse 

                                                           
256 El artículo 152 de la Ley e Concursos Mercantiles establece: “El Comerciante podrá celebrar convenios con los 
trabajadores siempre que no agraven los términos de las obligaciones a cargo del Comerciante, o solicitar a las 
autoridades fiscales condonaciones o autorizaciones en los términos de las disposiciones aplicables. 
Los términos de los convenios con los trabajadores y de las resoluciones de autorizaciones o condonaciones relativas al 
pago de las obligaciones fiscales deberán incluirse en el convenio que, en su caso, se celebre con arreglo a este Título”, 
Ibidem. 
257 El artículo 146-B del Código Fiscal de la Federación previene: “Tratándose de contribuyentes que se encuentren 
sujetos a un procedimiento de concurso mercantil, las autoridades fiscales podrán condonar parcialmente los créditos 
fiscales relativos a contribuciones que debieron pagarse con anterioridad a la fecha en que se inicie el procedimiento de 
concurso mercantil, siempre que el comerciante haya celebrado convenio con sus acreedores en los términos de la Ley 
respectiva y de acuerdo con lo siguiente: 
Cuando el monto de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de los créditos reconocidos en el 
procedimiento concursal, la condonación no excederá del beneficio mínimo de entre los otorgados por los acreedores 
que, no siendo partes relacionadas, representen en conjunto cuando menos el 50% del monto reconocido a los 
acreedores no fiscales. 
Cuando el monto de los créditos fiscales represente más del 60% del total de los créditos reconocidos en el 
procedimiento concursal, la condonación, determinada en los términos del inciso anterior, no excederá del monto que 
corresponda a los accesorios de las contribuciones adeudadas. 
La autorización de condonación deberá sujetarse a los requisitos y lineamientos que establezca el reglamento de este 
Código”, Código Fiscal e la Federación, Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre de 1981, vigente. 
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un convenio se cancelaran las multas y accesorios generadas durante la etapa de conciliación;258 la 
problemática presentada por esta disposición es el hecho de señalar expresamente la cancelación 
de multas y accesorios generados en la conciliación, dejando fuera de la hipótesis si se alcanza un 
convenio en la etapa de quiebra, particularmente si se toma en consideración la posibilidad de 
iniciar el proceso concursal directamente en la etapa de quiebra.259 

Para finalizar el tema de los créditos fiscales, no puede perderse de vista, en el caso de 
incumplimiento de pago de las obligaciones convenidas, esto dará motivo a iniciar el 
procedimiento administrativo de ejecución conforme las disposiciones fiscales aplicables. 

Uno de los temas de mayor controversia corresponde a la constitución de reservas260 para el 
pago de las diferencias derivadas de las resoluciones por sentencia definitiva que modifiquen la 
cuantía de los créditos reconocidos, para poner en contexto, la sentencia por la cual se determina 
la cuantía de los créditos, es la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos, 
esta es apelable, pero sin suspender el procedimiento, por lo tanto, con cierta normalidad 
procesal, se da el caso que se tiene ya armado el convenio y algunos acreedores habiendo 
impugnado la sentencia de mérito aun no tienen definido su crédito, lo cual, además tiene mayor 
trascendencia no solo por el quantum, porque si bien es cierto, la reserva implica un tema de 
previsión de pago, en el no menor de los casos, la impugnación versa sobre aspectos cualitativos 
del crédito, esto es, la prelación y graduación, lo cual, tiene efectos directos sobre el porcentaje de 
votos a requerir para ser eficaz el convenio. 

Mismo enfoque puede ser aplicado al segundo crédito por reservar, a saber los créditos fiscales 
pendientes de determinar, esta previsión resulta en extremo amplia, tomando en cuenta el 
sistema de autodeterminación de las contribuciones conforme la legislación tributaria mexicana, 
sin que se especifique a cuales créditos se refiere, porque los existentes reconocidos ya están 
determinados y si se refiriera, como se entiende, a futuras determinaciones, materialmente sería 
imposible establecer el monto de tales contribuciones, o si se estuviera inmerso en un proceso de 
verificación de cumplimiento de obligaciones por parte de la autoridad fiscal, evidentemente 
también resulta muy difícil considerar cual será el monto de la determinación. 

Otro punto cuestionable, es saber si el cumplimiento de la previsión de las reservas, es 
precisamente eso, una circunstancia futura y cierta, en donde se establece la obligación de 
reservar parte de los ingresos ya aprobado el convenio para integrar dicha reserva, o si se debe 
constituir y exhibir para dar cumplimiento a la suficiencia exigida por la norma; desde luego que es 
de decantarse sobre la primera consideración. 

Por otro lado el propio artículo 153 de la ley en comento, previene la posibilidad de 
manifestaciones individuales de acreedores en beneficio de la masa y desde luego siempre que 
expresión de voluntad genere un trato menos favorable para dicho acreedor respecto de la 

                                                           
258 El segundo párrafo de la Ley de Concursos Mercantiles refiere: “En caso de alcanzarse un convenio en términos del 
Título Quinto de esta Ley, se cancelarán las multas y accesorios que se hayan causado durante la etapa de conciliación”, 
Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
259 El artículo 20 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “El Comerciante que considere que ha incurrido en el 
incumplimiento generalizado de sus obligaciones en términos de cualquiera de los supuestos establecidos en el artículo 
10 de esta Ley, podrá solicitar que se le declare en concurso mercantil, el cual, en caso de ser fundado, se abrirá en 
etapa de conciliación, salvo que el Comerciante expresamente pida que el concurso mercantil se abra en etapa de 
quiebra”, Ibidem. 
260 Así lo dispone el segundo párrafo del artículo 153 de la Ley de Concursos Mercantiles: “El convenio deberá prever 
reservas suficientes para el pago de las diferencias que puedan resultar de las impugnaciones que se encuentren 
pendientes de resolver y de los créditos fiscales por determinar”, Ibidem. 
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generalidad de los otros con el mismo grado, tales condiciones particulares deben constar 
expresamente en el convenio de acreedores pudiendo ser relativas a la extinción total o parcial de 
sus crédito, su subordinación y por qué no, incluso renuncias de garantías.261 Concluyendo con el 
tema de las previsiones que debe contener el convenio se encuentran los casos, en los cuales se 
propongan aumentos de capital en la empresa declarada en concurso, en ese tenor se tiene la 
oportunidad de contener en el convenio tales aumentos, pero el conciliador, así lo señala 
expresamente el artículo 155 de le ley concursal mexicana, aunque no existe razón legal alguna 
para que dentro de la quiebra el síndico lleve a cabo tal procedimiento; debe cumplir con informar 
al juez para notifique a los socios tal cuestión y puedan ejercer sus derechos de preferencia, 
destacando que el plazo de quince días que les puede otorgar el juzgador para tales efectos, es en 
días naturales, de tal forma que el juez pueda oportunamente autorizar el aumento de capital 
conforme la propuesta inserta en el convenio.262 No debe perderse de vista, respecto del conjunto 
de las estipulaciones analizadas, la falta de límites objetivos en las obligaciones por asumir, como 
consecuencia de la suscripción y en su caso aprobación del convenio; cuestión toral si se considera 
a una mayoría integrada por acreedores comunes y acreedores subordinados, la cual, en principio 
no tiene limitaciones cuantitativas para imponer un convenio lesivo para las minorías no 
firmantes, así es claramente cuestionable, la ausencia de tales limitaciones al porcentaje de quitas, 
o plazos de espera, máxime que en la realidad se han aprobado convenios con quitas para los 
acreedores comunes de hasta un 90% de sus acreencias, sin mayor análisis que el derivado del 
cumplimiento de las mayorías necesarias para hacer eficaz el convenio. Ese tema será el corolario 
y como tal será materia de profundización más adelante, por lo pronto baste subrayarlo, como 
una forma de contextualizarlo dentro del marco del contenido obligacional del convenio de 
acreedores. 

 

La eficacia del convenio concursal. 

Como se viene apuntando en cuanto a otros temas, la eficacia del convenio concursal no 
escapa a la crítica de carecer la Ley de Concursos Mercantiles de máximos cuantificables respecto 
de las cargas que se establecen en el convenio. Efectivamente la eficacia se concreta a la 
valoración numérica de los créditos comunes y subordinados que firmen el convenio y que 
representen más del 50% de dichos créditos, con ciertas limitantes en cuanto al porcentaje de 
representación de los acreedores subordinados; dentro de esta valoración se sumarán al monto 
para determinar el porcentaje de eficacia, los acreedores con garantía real o privilegio especial 
que si firmen el convenio. Hay autores que critican esta inclusión argumentando con cierta lógica, 
no entender “por qué requerimos de la firma de los acreedores que representen más del 
cincuenta por ciento del monto de los créditos con garantía real y privilegio especial. Recordemos 
que los créditos con garantía real son los únicos que siguen generando intereses, hasta cubrir el 

                                                           
261 El último párrafo del artículo 153 de la Ley de Concursos Mercantiles prevé: “Cualquier Acreedor Reconocido, que 
suscriba el convenio a que hace referencia este artículo, puede prever la extinción total o parcial de sus créditos, su 
subordinación u alguna otra forma de tratamiento particular que sea menos favorable que el tratamiento que se da a la 
generalidad de acreedores del mismo grado, siempre y cuando conste de manera expresa el consentimiento del 
mismo”, Ibidem. 
262 El artículo 155 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “En caso de que en la propuesta de convenio se pacte  un 
aumento de capital social, el conciliador deberá informarlo al juez para que lo notifique a los socios con el propósito de 
que éstos puedan ejercer su derecho de preferencia dentro de los quince días naturales siguientes a su notificación. Si 
este derecho no es ejercido dentro del plazo señalado, el juez podrá autorizar el aumento de capital social en los 
términos del convenio que hubiere propuesto el conciliador” Ibidem. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1031 

 

monto del valor de las garantías y los acreedores con privilegio especial son aquellos que tienen 
facultades de retención, por lo que los mismos no tienen interés en que se logre un buen 
convenio”;263 esta apreciación, sin embargo, no puede ser absoluta, en cuanto al desinterés de los 
acreedores con garantía real o privilegio especial en participar del convenio. 

Para dar sentido al problema es de considerarse al mundo de los negocios como una esquema 
en donde a veces perdiendo se gana, así de nada le servirá a un acreedor con garantía real o 
privilegio especial, si por la falta de suscripción del convenio sobreviniera la declaración de 
quiebra, sobre todo si hasta antes de esta el negocio estuviera funcionado cubriendo su operación 
ordinaria; el solo hecho de la declaración de quiebra obliga a cuantificar el pasivo laboral, hasta 
ese momento contingente y a preparar la venta del activo, para pagar a tales acreedores laborales, 
ubicados por encima de los acreedores reales y con privilegio especial. En tal escenario por demás 
catastrófico si los créditos preferentes son iguales o mayores al valor de la garantía real o retenida, 
desde luego que tales acreedores no cobrarán en ejecución de sus garantías y engrosaran sus 
créditos al grado y prelación de los comunes. En palabras de Gricelda Nieblas “Conservar una 
empresa es un asunto en el que todos ganan, y aunque se deben asumir costos por todos los 
participantes, los beneficios también van más allá de los que obtienen en lo particular el 
comerciante y sus acreedores, pues se mantienen los empleos, la producción de bienes y servicios, 
se fomenta la competencia empresarial”.264 

 

Acreedores Suscriptores del Concordato. 

Tomando en cuenta las premisas expuestas, lo conducente es conocer el contenido de la 
disposición otorgante de eficacia al convenio concursal, así el artículo 157 de la Ley de Concursos 
Mercantiles señala: “Para ser eficaz, el convenio deberá ser suscrito por el Comerciante y sus 
Acreedores Reconocidos que representen más del cincuenta por ciento de la suma de: 

I. El monto reconocido a la totalidad de los Acreedores Reconocidos comunes y 
subordinados, y 

II. El monto reconocido a aquellos Acreedores Reconocidos con garantía real o privilegio 
especial que suscriban el convenio”.265 

Luego entonces la eficacia descansa primordialmente en obtener más del 50% de la suma de 
los montos reconocidos a los acreedores comunes y subordinados, con la posibilidad de engrosar 
la votación con los importes de los créditos de los acreedores reconocidos con garantía real o 
privilegio especial que si firmen el convenio. A mayor claridad se proponen los siguientes 
ejemplos: 

 

 Consolidado Pasivo con voto Suscriptores Porcentaje 

Preferentes 500,000.00    

Reales 1,000,000.00    

Privilegio especial 200,000.00    

                                                           
263 SANROMÁN MARTÍNEZ, Luis Fernando, Concursos Mercantiles, México, Editorial Porrúa, 2010, p. 163. 
264 NIEBLAS  ALDANA,  Gricelda,  “Figuras jurídicas cuyo  fortalecimiento  apoya  la  eficiencia  del convenio concursal 
mercantil”, en NIEBLAS ALDANA, Gricelda, (Coordinadora), Derecho Concursal, Editorial Porrúa, México, 2012, p. 259. 
265 Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
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Fiscales sin garantía 50,000.00    

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 1,000,000.00 44.44% 

Subordinados 250,000.00 250,000.00 250,000.00 11.11% 

Pasivo total 4,000,000.00 2,250,000.00 1,250,000.00 55.56% 

 

Como se observa el monto con el cual adquirió eficacia el convenio si acaso corresponde al 25% 
del total del pasivo, sin embargo, los efectos del convenio impactan a todos los acreedores, 
conforme las reglas de las estipulaciones que debe contener el convenio. 

Ahora bien, se destaca para los subsecuentes cuadros que el monto de los acreedores 
subordinados se deja constante asumiendo ser partes relacionadas con el comerciante y por su 
afinidad votarían siempre con la totalidad de su crédito, en este ejemplo no se logra la eficacia, a 
saber: 

 Consolidado Pasivo con voto Suscriptores Porcentaje 

Preferentes 500,000.00    

Reales 1,000,000.00    

Privilegio especial 200,000.00    

Fiscales sin garantía 50,000.00    

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 500,000.00 22.22% 

Subordinados 250,000.00 250,000.00 250,000.00 11.11% 

Pasivo total 4,000,000.00 2,250,000.00 750,000.00 33.33% 

 

En el siguiente cuadro y a sabiendas, para el caso de quiebra, se cubriría con parte del valor de 
las garantías el pasivo laboral, los acreedores garantizados optan mejor por firmar el convenio, 
dicho sea de paso pueden estipular mejores condiciones que los comunes y se obtendría: 

 Consolidado Pasivo con voto Suscriptores Porcentaje 

Preferentes 500,000.00    

Reales 1,000,000.00 1,000,000.00 1,000,000.00 28.99% 

Privilegio especial 200,000.00 200,000.00 200,000.00 5.80% 

Fiscales sin garantía 50,000.00    

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 500,000.00 14.49% 

Subordinados 250,000.00 250,000.00 250,000.00 7.25% 

Pasivo total 4,000,000.00 3,450,000.00 1,950,000.00 56.52% 

 

Lo cual le da sentido a la participación de los acreedores garantizados en la suscripción del 
convenio, conservando su garantía y seguramente con condiciones más favorables respecto de los 
comunes, esto con independencia del muy bajo nivel de aceptación de tales acreedores comunes, 
sobre quienes, en este caso particular, solo tendría efectos el convenio en tanto lo hayan suscrito 
y no respecto a los comunes disidentes a quienes no se les impondrían las condiciones del 
convenio derivado de las restricciones a tratar posteriormente. 

Una de las deficiencias corregidas en le ley en virtud de la reforma de 10 de enero de 2014, fue 
la inclusión de los acreedores subordinados y su limitación de voto para imponer el convenio; 
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hasta antes de la reforma el monto de sus créditos se sumaban libremente al de los comunes o a 
los garantizados según fuera el caso y posibilitaba la aprobación del convenio en perjuicio evidente 
de aquellos con los que no tuvieran relación afín, ilustrando tal anomalía se obtiene lo siguiente: 

 Consolidado Pasivo con voto Suscriptores Porcentaje 

Preferentes 500,000.00    

Reales 1,000,000.00    

Privilegio especial 200,000.00    

Fiscales sin garantía 50,000.00    

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 600,000.00 15.00% 

Subordinados (Comunes) 2,000,000.00 2,000,000.00 2,000,000.00 50.00% 

Pasivo total 5,750,000.00 4,000,000.00 2,010,000.00 65.00% 

 

Con la reforma señalada se estableció como límite para considerar el monto reconocido a los 
acreedores subordinados el 25% del total de los créditos comunes y los reales y privilegio especial 
que si votan, además la eficacia del convenio quedó condicionada a considerar al menos el 
cincuenta por ciento de la suma total del monto de los créditos reconocidos mencionados,266 en 
relación con esto se tiene el siguiente cuadro: 

 Consolidado Pasivo con voto Suscriptores Porcentaje 

Preferentes 500,000.00    

Reales 1,000,000.00 500,000.00 500,000.00 15.15% 

Privilegio especial 200,000.00    

Fiscales sin garantía 50,000.00    

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 1,000,000.00 30.30% 

Subordinados 800,000.00 800,000.00 800,000.00 24.24% 

Pasivo total 4,550,000.00 3,300,000.00 2,300,000.00 69.70% 

 

No debe olvidarse que el legislador agregó como salvedad de aplicación de tal regla, el caso en 
donde los acreedores subordinados se allanen a los términos del acuerdo que suscriban el resto de 
los acreedores reconocidos, prevaleciendo solamente el tope del porcentaje del 25% referido. 

 

La presunción de eficacia. 

Dentro del tema de la eficacia Luis Manuel Mejan, reconoce el convenio de acreedores con 

                                                           
266 El segundo párrafo del artículo 157 de la Ley de Concursos Mercantiles previene: “En los casos en que el 
Comerciante tenga Acreedores Reconocidos subordinados a los que se refiere la fracción II del artículo 222 Bis, 
incluyendo a las personas a que se refieren los artículos 15, fracción I, y 117, fracción II, que representen al menos el 
veinticinco por ciento del monto total reconocido de los créditos a que hacen referencia las fracciones I y II del presente 
artículo, en lo individual o en conjunto, para que el convenio sea eficaz deberá estar suscrito por los Acreedores 
Reconocidos que representen, al menos, el cincuenta por ciento de la suma total del monto de los créditos reconocidos 
a que hacen mención las fracciones I y II del presente artículo, excluyendo el monto de los créditos a favor de los 
acreedores subordinados a los que se refiere la fracción II del artículo 222 Bis, incluyendo a las personas a que se 
refieren los artículos 15, fracción I, y 117, fracción II”, Ibidem. 
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presunción de eficacia,267 al considerarlo bajo ciertas reglas como suscrito por todos los 
acreedores comunes; en lo personal se opina designar doctrinalmente dicho convenio como: 
“Convenio Inobjetable” o “Forzoso” tomando en cuenta los efectos del mismo acorde al contenido 
del artículo 158 de la Ley de Concursos Mercantiles: “El convenio se considerará suscrito por todos 
aquellos Acreedores Reconocidos comunes, sin que se admita manifestación alguna por su parte, 
cuando el convenio prevea con respecto de sus créditos lo siguiente: 

I. El pago del adeudo que era exigible a la fecha en que surtió efectos la sentencia de 
concurso mercantil, convertido a UDIs al valor del día de la sentencia de concurso 
mercantil; 

II. El pago de todas las cantidades y accesorios que se hubieran hecho exigibles conforme 
al contrato vigente, desde la fecha de la sentencia de declaración de concurso 
mercantil, hasta la de aprobación del convenio, de no haberse declarado el concurso 
mercantil y suponiendo que el monto referido en la fracción anterior se hubiera 
pagado el día de la sentencia de concurso mercantil. Estas cantidades se convertirán en 
UDIs al valor de la fecha en que se hubiera hecho exigible cada pago, y 

III. El pago, en las fechas, por los montos y en la denominación convenidos, de las 
obligaciones que, conforme al contrato respectivo, se hagan exigibles a partir de la 
aprobación del convenio, suponiendo que el monto referido en la fracción I se hubiera 
pagado el día de la sentencia de concurso mercantil y que los pagos referidos en la 
fracción II se hubieran realizado en el momento en que resultaran exigibles”.268 

La disposición transcrita es simplemente una retroacción al estado que guardaban los créditos 
del comerciante al momento de ser declarado en concurso mercantil y, pese a ser cuestionable el 
sentido práctico de la disposición, al pensarse la ociosidad y costo de la solicitud del concurso 
mercantil, para terminar presentando un convenio donde simplemente se pagarán los créditos en 
la forma pactada originalmente; contrario a esto, resulta también suficientemente válido, si bien, 
el concurso mercantil dura trescientos sesenta días máximo, no debe perderse de vista que tal 
término comienza a contarse desde la publicación de la sentencia de concurso mercantil en el 
Diario Oficial de la Federación, por tanto entre la solicitud y dicha publicación pudieron pasar 
varios meses, en los cuales con una prudente estrategia, en la que se obtuvieran del juez medidas 
cautelares tendientes a evitar la ejecución de embargos y otras providencias precautorias para 
garantizar los créditos, permitiendo la capitalización de la empresa, resulta no ser descabellada la 
decisión de solicitar el concurso mercantil, amén de considerar la posibilidad de haber sido 
declarado en concurso a partir de la demanda de algún acreedor, dando suficiente tiempo el litigio 
inicial para reestructurar la empresa y presentar el convenio de trato, calificado inicialmente como 
inobjetable, máxime si se toma en cuenta el contenido del segundo párrafo del artículo 163 de la 
Ley de Concursos Mercantiles que niega el derecho a vetar el convenio presentado en los términos 
ya señalados. 

 

Acreedores disidentes. 

Previo abordar este tópico, no debe olvidarse como premisa necesaria de la disidencia, la 
existencia del derecho de ser considerado como acreedor reconocido suscriptor del convenio; esta 

                                                           
267 Mejan Carrer, Luis Manuel, Concursos Mercantiles, Ayuda de Memoria, México, Editorial Oxford, 2010, p. 184. 
268 Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
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anotación posiblemente excesiva en su precisión no lo es tal, tomando en cuenta algunos casos, 
en donde los efectos del convenio no solo se reflejan en los disidentes, sino también en aquellos 
acreedores quienes sin tener el derecho a firmar –ausencia de posibilidad de participar en el 
convenio- ven afectados sus créditos por alguna circunstancia específica, como ejemplo claro de 
ésta hipótesis se tienen los acreedores fiscales, mismos como se ha precisado anteriormente, no 
están habilitados legalmente para firmar el convenio y el monto de sus créditos queda fuera de la 
cuantificación de eficacia del convenio, sin embargo, la aprobación del mismo genera diversas 
consecuencias jurídicas afectando su acreencia, como ya se ha analizado con antelación. Luego 
entonces, se insiste en la necesidad de precisar el punto abordado y en tales condiciones se tiene 
como disidentes propiamente a los acreedores con garantía real, los que tengan un privilegio 
especial y los comunes. 

Excepcional sería el caso de los acreedores subordinados cuya disidencia podría darse por el 
hecho de estar posibilitados para firmar el convenio y no hacerlo, pero se entiende dada la 
afinidad con el comerciante que esta situación no se daría, sin embargo, no es una conducta 
necesaria y en consecuencia pudiera actualizarse la disidencia de los acreedores subordinados; en 
tal extremo los efectos del convenio serían los mismos preceptuados en la norma para los 
comunes no suscriptores del concordato. 

 

Acreedores con garantía real. 

El artículo 160 de la Ley de Concursos Mercantiles269 reconoce expresamente para los 
acreedores reconocidos con garantía real que no hayan firmado el convenio el derecho iniciar o 
continuar con la ejecución de sus garantías, con la salvedad de estar previsto en el convenio el 
pago de su crédito en treinta días hábiles contados a partir de la fecha de aprobación del convenio 
o cubriendo como pago el valor de sus garantías, hasta el importe de dicho valor, señalando la 
disposición para el caso de ser menor el monto obtenido por la realización de la garantía, el saldo 
excedente se integrará a los acreedores comunes, con el tratamiento correspondiente a los de ese 
mismo grado, no suscriptores del convenio. 

Es de comentarse, a pesar de no firmar el convenio estos acreedores, finalmente si existe un 
efecto hacia el crédito, cuenta habida que la sola previsión del pago en dinero o a través de la 
garantía, implica acotar el derecho de ejecución; en ese tenor, si existe un óbice a la autonomía de 
la voluntad del acreedor real, quien no puede ejercer libremente su derecho a cobro, inclusive con 
la prerrogativa establecida en su favor del pago del crédito, porque al menos tendrá que esperar 
los treinta días hábiles de plazo previsto en la ley para poder cobrar, quedando suspendido desde 
luego cualquier acto de ejecución; misma suerte corre la segunda salvedad, en donde por virtud 
del convenio, el acreedor queda obligado a aceptar la dación en pago de su crédito, limitando con 
ello su derecho a rematar la garantía al mejor postor y obligándolo aceptar la dación y quedarse 
para sí con el bien para su posterior realización, lo cual, muchas veces no es tan sencillo de llevar a 
cabo. 

Bajo estas consideraciones, no suscribir el convenio concursal, siempre en el entendido de 

                                                           
269 El contenido textual del artículo 160 señala: “Aquellos Acreedores Reconocidos con garantía real que no hayan 
participado en el convenio que se suscriba, podrán iniciar o continuar con la ejecución de sus garantías, a menos que el 
convenio contemple el pago de sus créditos en los términos del artículo 158 de esta Ley, o el pago del valor de sus 
garantías. En este último caso, cualquier excedente del adeudo reconocido con respecto al valor de la garantía, será 
considerado como crédito común y estará sujeto a lo establecido en el artículo anterior”, Ibidem. 
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cumplirse con las previsiones en estudio, sí genera una afectación a la autonomía de la voluntad 
del acreedor con garantía real, respecto de la ejecución plena de los bienes garantes de su crédito. 

 

Acreedores con privilegio especial. 

Por lo que hace a los acreedores con privilegio especial no suscriptores del convenio y 
atendiendo a su derecho de retención, le resultan aplicables las mismas reglas de ejecución libre 
de sus garantías, de igual manera con las salvedades de estar previsto en el convenio el pago de 
sus créditos o la aceptación de la dación de la garantía como forma de pago, hasta el importe del 
valor de la misma. 

Tal condición de igualdad se deriva de lo previsto por el segundo párrafo del artículo 220 de la 
Ley de Concursos Mercantiles cuyo contenido textual refiere: “Los acreedores con privilegio 
especial cobrarán en los mismos términos que los acreedores con garantía real o de acuerdo con 
la fecha de su crédito, si no estuviere sujeto a inscripción, a no ser que varios de ellos concurrieren 
sobre una cosa determinada, en cuyo caso se hará la distribución a prorrata sin distinción de 
fechas, salvo que las leyes dispusieran lo contrario”.270 

 

Acreedores comunes. 

En el caso de los acreedores comunes no suscriptores se revela el verdadero sentido de la 
imposición del convenio concursal, si bien es cierto, el artículo 159 de la Ley de Concursos 
Mercantiles271 establece con precisión cuales son las estipulaciones generadoras de efectos sobre 
los disidentes comunes, deben de considerarse insuficientes dado sus limitaciones cuantitativas. 

Específicamente se tienen tres posibles estipulaciones: la espera con capitalización de intereses 
ordinarios, una quita sobre el saldo e intereses devengados y una combinación de quita y espera, 
condicionado en general a que el plazo o el porcentaje de la quita haya sido aceptado por los 
acreedores comunes representantes al menos del 30% del monto reconocido en ese grado, 
contrario sensu, de no darse esta condición específica a pesar de que el convenio sea eficaz para 
las demás partes suscriptoras o disidentes, este límite porcentual exclusivo para los comunes 
constituye una barrera para evitar la imposición a estos acreedores, de un convenio obtenido con 
la mayoría de acreedores de otros grados y la participación minoritaria de otros acreedores 
comunes, exaltando con tal medida protectora, la par conditio creditorum, ya que, el punto de 
inflexión de la imposición del acuerdo recae en la representación calificada exclusiva de los 
precitados acreedores comunes. 

                                                           
270 Ibidem. 
271 El artículo 159 de la Ley de Concursos Mercantiles textualmente previene: “El convenio sólo podrá estipular para los 
Acreedores Reconocidos comunes que no lo hubieren suscrito lo siguiente: 
Una espera, con capitalización de intereses ordinarios, con una duración máxima igual a la menor que asuman los 
Acreedores Reconocidos comunes que hayan suscrito el convenio y que representen al menos el treinta por ciento del 
monto reconocido que corresponda a dicho grado; 
Una quita de saldo principal e intereses devengados no pagados, igual a la menor que asuman los Acreedores 
Reconocidos comunes que hayan suscrito el convenio y que representen al menos el treinta por ciento del monto 
reconocido que corresponda a dicho grado, o 
Una combinación de quita y espera, siempre que los términos sean idénticos a los aceptados por al menos el treinta por 
ciento del monto reconocido a los Acreedores Reconocidos comunes que suscribieron el convenio. 
En el convenio se podrá estipular que los créditos se mantengan en la moneda, unidad de valor o denominación, en que 
fueron originalmente pactados”, Ibidem. 
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A pesar del obstáculo mencionado, es de considerarse, la ausencia del límites temporales en 
cuanto al plazo y respecto de la quita de un máximo objetivo del porcentaje. Hugo Richard al 
referirse a lo abusivo de la propuesta concursal opina: “No nos satisfacen argumentos para tentar 
la homologación de esos acuerdos, tales como que en caso de liquidación lo que se obtendría sería 
menor, y que se eliminó el umbral legal del 40% de pago, lo que permitiría quitas totales, además 
de eternas esperas que implican en la realidad acrecentar las quitas”;272 en ese mismo sentido, la 
inserción en la ley concursal mexicana de límites temporales y porcentuales, correspondientes a 
esperas y quitas, darían mayor certeza fomentando la protección del crédito, ya que, de esta 
forma el acreedor profesional o no, al menos puede cuantificar el máximo riesgo al que se vería 
involucrado en el escenario de que su acreditado o cliente se viera inmerso en una situación de 
incumplimiento generalizado de obligaciones orillándole al concurso mercantil, esto siempre con 
la previsión normativa, de posibilitar al juzgador a autorizar mayores plazos o porcentajes de 
quitas, condicionados precisamente a valorar la importancia de rescatar al comerciante, criterio 
consistente con el interés público de conservación de la empresa, convirtiendo al juez en un 
auténtico protagonista de tal preservación, pero siempre contando con un máximo legal de 
garantía para los acreedores. 

Este tipo de normatividad permisiva no es ajena al propio tema de los acreedores comunes no 
suscriptores del convenio, el último párrafo del analizado artículo 159 de la ley comentada 
posibilita establecer: “En el convenio se podrá estipular que los créditos se mantengan en la 
moneda, unidad de valor o denominación, en que fueron originalmente pactados”,273 esto 
considerando que los créditos sin garantía real a la fecha de la sentencia de concurso mercantil 
dejan de generar intereses y quedan indexados en Unidades de Inversión,274 a saber unidades de 
valor basadas en la inflación. 

 

La aprobación del convenio y el arbitrio judicial. 

Al tenor de todo lo expuesto, el acto de aprobación del convenio concursal ¿es realmente una 
resolución donde el juzgador utilice su arbitrio para llegar a un determinado sentido? Tal 
cuestionamiento se sustenta, con independencia del abuso en la propuesta concursal, en el hecho 
de que todos los requisitos de forma y los porcentajes de montos para dar eficacia al convenio se 
cumplan en el convenio puesto a consideración del juez para su aprobación, este debe aprobarlo 
necesariamente, o puede según su arbitrio negar la aprobación. 

Es de pensarse que si da el cumplimiento literal de todos los requisitos previstos en la norma, el 
juzgador no puede desaprobar el convenio porque estaría faltando al interés público de la Ley de 
Concursos Mercantiles, porque el único campo donde podría negar la aprobación es dentro del 
campo de la contravención de normas de orden público, pero cuáles son éstas y hasta dónde se 
pueden anteponer al propio interés público de conservación de la empresa, cuando 
primariamente se cumple con todo lo previsto en la normatividad para ser eficaz el convenio. Ariel 

                                                           
272 RICHARD, Efraín Hugo, Perspectiva el Derecho de la Insolvencia, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales 
de Córdoba, Argentina, 2010, p.77. 
273 Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
274 El artículo 89 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “A la fecha en que se dicte la sentencia de concurso 
mercantil: I. El capital y los accesorios financieros insolutos de los créditos en moneda nacional, sin garantía real, dejarán 
de causar intereses y se convertirán a UDIs utilizando al efecto la equivalencia de dichas unidades que da a conocer el 
Banco de México. Los créditos que hubieren sido denominados originalmente en UDIs dejarán de causar intereses”, 
Ibidem. 
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Ángel Dasso haciendo referencia al proceso concursal mexicano advierte: “El sistema se aparta 
claramente de aquellos ordenamientos en los cuales las condiciones del acuerdo obtenido por 
mayoría se aplican, sin más, a los no acuerdistas”.275 

Al respecto el artículo 166 de la Ley de Concursos Mercantiles es tajante: “Con la sentencia de 
aprobación del convenio, se dará por terminado el concurso mercantil y, en consecuencia, dicho 
convenio y la sentencia que lo aprueba, constituirán el único documento que rija las obligaciones a 
cargo del Comerciante con respecto a los créditos reconocidos. 

Toda espera, quita, remisión y cualquier otro beneficio que dicho convenio y la sentencia que lo 
aprueba establezca en favor del Comerciante sólo se entenderá respecto de éste, y no respecto de 
los obligados solidarios, avalistas, fiadores y demás codeudores, coobligados y garantes del 
Comerciante, salvo consentimiento expreso del acreedor del crédito reconocido de que se trate. 

Asimismo, con la sentencia cesarán en sus funciones los órganos del concurso mercantil. Al 
efecto, el juez ordenará al conciliador la cancelación de las inscripciones que con motivo del 

concurso mercantil se hayan realizado en los registros públicos”.
276

 

En palabras llanas, la sentencia de aprobación coloca al convenio de acreedores como el único 
vínculo obligacional del comerciante frente a sus acreedores reconocidos, sean suscriptores o no 
del mismo, por lo tanto fuera de este no existe forma legal de escapar de sus efectos, que como se 
ha venido destallando efectivamente se corrobora lo mencionado por Dasso, el convenio obliga a 
todos, por tanto es de sostenerse la idea de dotar al juez de un tope en los plazos de espera y 
porcentaje de quitas, que a pesar del análisis jurídico del convenio verificando el cumplimiento 
normativo de forma y eficacia, ya no podrá traspasar desde el punto de vista cuantitativo tal 
límite, pero siempre dejando el margen suficiente para los casos excepcionales, en donde la 
importancia de mantener la empresa lo obligue a él y, en el particular caso mexicano, con la 
opinión del especialista de concursos mercantiles como su auxiliar técnico, a justificar un mayor 
sacrificio a los acreedores involucrados en el proceso concursal. 

 

Efectos sobre los suscriptores. 

Aprobado el convenio y en plenitud de sus efectos considerando que la resolución aprobatoria 
del mismo haya causado estado, en virtud de no haber sido apelada277 por alguna parte 
interesada, al tenor de lo previsto por el artículo 165 de la Ley de Concursos Mercantiles: 

“El convenio aprobado por el juez obligará: 

I. Al Comerciante; 

II. A todos los Acreedores Reconocidos comunes; II Bis. A todos los Acreedores 
Reconocidos subordinados; 

III. A los Acreedores Reconocidos con garantía real o privilegio especial que lo hayan 

                                                           
275 DASSO, Ariel A., Derecho Concursal Comparado, Tomo II, Editorial Legis, Argentina, 2009 p. 1081. 
276 Ley de Concursos Mercantiles, Diario Oficial de la Federación de 12 de mayo de 2000, vigente. 
277 Conforme lo dispuesto por el artículo 166 de la Ley de Concursos Mercantiles la resolución aprobatoria del convenio 
da por terminado el concurso mercantil por lo tanto dicha sentencia es apelable al tenor del diverso artículo 266 de la 
ley en cita, que dispone: “La sentencia de terminación del concurso mercantil será apelable por el Comerciante, 
cualquier Acreedor Reconocido, y el Ministerio Público así como por el visitador, el conciliador o el síndico en los mismos 
términos que la sentencia de concurso mercantil”, Ibidem. 
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suscrito, y 

IV. A los Acreedores Reconocidos con garantía real o privilegio especial para los cuales el 
convenio haya previsto el pago de sus créditos en los términos del artículo 158 de esta 
Ley. 

La suscripción del convenio por parte de los Acreedores Reconocidos con garantía, real o 
personal, o con privilegio especial, no implica la renuncia a sus garantías o privilegios, por lo que 
subsistirán para garantizar el pago de los créditos a su favor en los términos del convenio. 

Tratándose de créditos colectivos con garantía real, ésta sólo podrá ser ejecutada cuando esa 
acción provenga o sea consecuencia de la decisión adoptada por mayoría requerida por las 
disposiciones que regulen o los documentos que instrumenten dichos créditos colectivos y, en 
ausencia de una disposición al respecto, en la asamblea general de acreedores correspondiente, 
en los términos del artículo 161 Bis 1 de esta Ley”.278 

Esto incluye a los no suscriptores (Fracción IV) con garantía real o privilegio especial respecto 
de los cuales ya se mencionó quedan vinculados al convenio, al incluirse su pago o la dación en 
pago en el acuerdo aprobado, destacando que el concordato de marras no genera la novación de 
los créditos279 y como lo establece el segundo párrafo del numeral transcrito, se dejan intocados 
los derechos sobre las garantías o privilegios especiales respecto de los acreedores firmantes del 
convenio. 

 

Acreedores con garantía real o privilegio especial no firmantes del convenio. 

Donde si presentan diversas situaciones a considerar, es en el caso de aquellos acreedores con 
garantía real que inicien o continúen con la ejecución de las garantías para el cobro de sus 
créditos. Sobre el particular primero hay que hacer algunas precisiones. 

La ejecución reglada por la ley a la que se viene haciendo referencia es procedente ya dentro 
de la quiebra, esto es pensando en que se fracasó en la suscripción del convenio o simplemente no 
se haya aprobado el convenio y en consecuencia se declaró la quiebra, sin embargo, no pueden 
pasarse por alto los procedimientos concursales en donde desde un inicio se declara en concurso 
mercantil al comerciante directamente en quiebra, es decir, en ambo casos se trata de 
procedimientos abiertos, en los cuales, por lo que hace al primero difícilmente se llegará al 
convenio dado el fracaso en la conciliación, más esto no significa que sea imposible y en el 
segundo no se sabe aún si se llegará aún convenio habiendo mayor posibilidad para ello. 

En tales la ley concursal sí previene un periodo en el que el síndico puede suspender la 
ejecución al respecto el artículo 124 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “Durante los 
primeros treinta días naturales de la etapa de quiebra, el síndico podrá evitar la ejecución 
separada de una garantía sobre bienes que estén vinculados con la operación ordinaria de la 
empresa del Comerciante cuando considere que es en beneficio de la Masa enajenarla como parte 
de un conjunto de bienes. 

En estos casos, previamente a la enajenación del conjunto de bienes de que se trate, el síndico 

                                                           
278 Ibidem. 
279 El artículo 235 de la Ley de Concursos Mercantiles señala: “Concluido el concurso mercantil, los acreedores que no 
hubiesen obtenido pago íntegro conservarán individualmente sus derechos y acciones por el saldo contra el 
Comerciante”, Ibidem. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1040 

 

realizará una valuación de los bienes que garantizan el crédito: 

I. Si el acreedor no ejerció el derecho a que se refiere el segundo párrafo del artículo 89 
de esta Ley, se aplicará lo siguiente: 

a) Si la valuación del síndico resulta mayor al monto del crédito de que se trate, 
incluyendo los intereses devengados hasta el día de la enajenación, el síndico realizará el 
pago íntegro del crédito, con las deducciones que correspondan conforme a esta Ley, o 

b) Si de la valuación resulta un monto menor al del crédito, incluyendo los intereses 
correspondientes, el síndico pagará al acreedor el monto de la valuación. Si la valuación 
es menor al monto del crédito reconocido a la fecha de declaración de concurso, se 
registrará su diferencia como crédito común. 

II. Si el acreedor ejerció el derecho a que se refiere el segundo párrafo del artículo 89 de 
esta Ley se procederá conforme a lo siguiente: 

a) Si el acreedor le atribuyó a su garantía un valor mayor a la valuación del síndico, éste 
pagará al acreedor el monto de la valuación y registrará para pago como crédito común la 
diferencia entre la valuación y el monto del crédito reconocido a la fecha de declaración 
de concurso, o 

b) Si el acreedor le atribuyó a su garantía un valor menor a la valuación del síndico, éste 
le pagará el monto que el acreedor haya atribuido a su garantía, y registrará para pago 
como crédito común la diferencia entre el valor atribuido y el monto del crédito 
reconocido a la fecha de declaración de concurso. 

Para las comparaciones y los pagos a que se refiere este artículo, el valor atribuido por el 
acreedor a su garantía se convertirá a moneda nacional, utilizando al efecto el valor de las UDIs del 
día anterior al del pago al acreedor. 

En todos los casos, el pago al acreedor deberá realizarse dentro de los tres días siguientes al de 
la enajenación del paquete de bienes de que se trate”.280 

Fuera de esta hipótesis, ya respecto a los acreedores con garantía real o privilegio especial, es 
de considerar como requisito fundamental para ejecutar sus garantías, no haberse contemplado el 
pago de sus créditos o la previsión de otorgar la dación en pago y con tal falta de estipulación el 
convenio haya sido aprobado, generando el derecho a ejecutar en forma absolutamente 
independiente del concurso, desde luego concluido y firme la sentencia. 

Pero de darse la situación donde se generó el fracaso del convenio y en consecuencia sea 
declarada la quiebra, de nueva cuenta estaría acotado el derecho de dichos acreedores para 
ejecutar las garantías, porque al mantenerse abierto el concurso ahora en quiebra, quedan 
inmersos en el procedimiento antes mencionado, desde luego de actualizarse el contenido del 
supuesto normativo en estudio y el interés del síndico. 

 

Imposición del convenio a los acreedores comunes disidentes. 

Como se ha venido comentando, es en los acreedores comunes disidentes, donde permean en 
mayor medida los efectos del convenio concursal aprobado, por ello la ley de concursos 

                                                           
280 Ibidem. 
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mercantiles prevé una mayoría específica en donde al menos el 30% de los acreedores comunes 
hayan suscrito el convenio aceptando las condiciones establecidas para su pago y reflejar estas a 
los disidentes, bajo esta perspectiva el ejemplo numérico para este caso sería así:281 

 Consolidado Monto para voto Suscriptores  

Garantía Real 2,000,000.00 1,000,000.00 1,000,000.00 29% 

Privilegio especial 700,000.00 200,000.00 200,000.00 6% 

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 500,000.00 14% 

Subordinados 300,000.00 300,000.00 300,000.00 9% 

 5,000,000.00 3,500,000.00 2,000,000.00 57% 

  Porcentaje de comunes 25% 

 

En este caso a pesar de estar en posibilidad el juez de aprobar el convenio concursal, ya que se 
reúne el 57% del pasivo que sí vota, no podría imponer las quitas o esperas a los comunes 
disidentes porque el grado de comunes que está participando en la decisión entre sus pares no 
alcanza el 30% previsto en ley, en esta hipótesis el convenio si es eficaz y en condición de 
aprobarse, pero no habría efectos sobre los comunes disidentes, es decir, no se pueden imponer 
los acuerdos estipulados, los que afectan solo a los suscriptores comunes. 

En el siguiente cuadro sí se genera la imposición: 

 Consolidado Monto para voto Suscriptores  

Garantía Real 2,000,000.00 1,000,000.00 1,000,000.00 29% 

Privilegio especial 700,000.00 200,000.00 200,000.00 6% 

Comunes 2,000,000.00 2,000,000.00 600,000.00 17% 

Subordinados 300,000.00 300,000.00 300,000.00 9% 

 5,000,000.00 3,500,000.00 2,000,000.00 60% 

  Porcentaje de comunes 30% 

 

De lo que se colige, es cierto, el porcentaje exigido en la ley resulta una buena defensa para los 
acreedores comunes disidentes, pero en realidad no resulta tan difícil brincar el tope, tomando en 
cuenta los votos aplanadores de otros acreedores de diversos grados, no perdiendo de vista que 
en el cálculo los subordinados representan un porcentaje bastante lejano al límite legal 
establecido para dejar de tomar en cuenta su voto. 

Por otro lado es de significarse el tema de la capitalización de los créditos. La experiencia ha 
venido a demostrar que tal opción ha posibilitado la suscripción de algunos convenios y la 
consecuente solución a procedimientos concursales complejos, sin embargo, es de opinarse que 
tal figura solamente puede darse respecto de los acreedores suscriptores del convenio, más no 
sobre los disidentes, ello a pesar de cumplir con el porcentaje exigido por la legislación concursal 
mexicana; esto es así tomando en cuenta lo previsto por el ya citado artículo 159, limitativo en el 
sentido de prever para los comunes disidentes solo quitas, esperas o una combinación de estas, 
más la previene la capitalización de deuda. En tales condiciones, la capitalización de créditos no se 

                                                           
281 Se omite insertar otros acreedores cuyos montos no cuentan para el porcentaje por no ser de importancia para lo 
que se pretende ilustrar con el ejemplo. Nota del autor. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1042 

 

puede imponer a los acreedores comunes disidentes. 

Con ello se demuestra la insuficiencia de evitar el acuerdo abusivo hacia los acreedores 
comunes disidentes, advirtiendo la importancia de otros mecanismos de control directo sobre las 
estipulaciones que se pueden insertar en el convenio de acreedores, como se ha venido 
proponiendo, el establecimiento preciso de límites a los plazos de espera y al porcentaje de las 
quitas, con los casos de excepción correspondientes, pueden ser la respuesta al abuso de derecho. 

 

Conclusiones. 

La Ley de Concursos Mercantiles vigente en México contiene diversos mecanismos de control 
para evitar el abuso del derecho en el caso de los convenios concursales aprobados por el juez, 
dichos convenios son vinculatorios en mayor o menor medida a todos los acreedores reconocidos, 
con independencia de la calidad de su crédito o la exteriorización de su consentimiento al 
momento de ponerse a la vista el concordato concursal, tomando en cuenta, aún en los casos de 
tener el derecho de ejecución sobre las garantías otorgadas por su crédito, a pesar de no firmar el 
convenio, bajo ciertas condiciones, si conlleva efectos que restringen la autonomía de la voluntad 
para el ejercicio pleno de su derecho, más allá de la previsión del pago de sus acreencia, puede 
obligársele por el solo hecho de así preverlo el convenio, a tomar en dación en pago su garantía 
con la consabida dificultad de realización de la misma, aun como se ha expresado sin participar de 
la firma del convenio. 

En cuanto al tema de los límites del arbitrio judicial en la aprobación del convenio concursal, el 
estado actual de la legislación concursal mexicana genera incertidumbre al dejar en absoluta 
libertad de estipular sin límite toda clase de sacrificios para los acreedores reconocidos, 
especialmente los comunes disidentes, quedando acotada la actividad jurisdiccional a revisar los 
requisitos de forma y eficacia del convenio para ser aprobado, sin poderle dar la legislación la 
posibilidad de incluso negarse a aprobar el convenio, tomando en cuenta de darse este extremo, 
las partes pueden apelar la decisión con amplias posibilidades de obtener una resolución 
favorable, si no en la Alzada, si ante el tribunal de amparo. 

Dotar de elementos objetivos, con los cuales se limiten los plazos y las quitas da certeza prima 
facie que el resultado del concurso mercantil en cuanto a la afectación de los créditos no podrá 
pasar de estos límites y de pretender cruzarlos, las partes involucradas, particularmente, el 
especialista de concursos mercantiles deberá demostrar financieramente la necesidad de mayor 
plazo o quita, destacando la importancia del valor social de la empresa, para justificar ante el juez 
la propuesta estipulando mayores pérdidas a los acreedores previstas en la ley, con tal de salvar la 
empresa, siendo entonces sí y solo sí, responsabilidad del juzgador en su arbitrio determinar sus 
propios límites en defensa del interés público previsto en la Ley de Concursos Mercantiles 
respecto de la conservación del ente productivo, en aras de los efectos colaterales derivados del 
bienestar económico generados directa o indirectamente por la actividad empresarial, que de 
suyo no debería ser estigmatizada ante el fracaso, más aun es deber del Estado, si es viable el 
negocio, protegerlo y salvaguardarlo, para dar una nueva oportunidad para la continuidad del más 
idóneo fenómeno generador de riqueza: la libre empresa. 
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CAPITULO SEIS. 

LA OPONIBILIDAD DEL ACUERDO DE LOS ACREEDORES EN EL CONCURSO PERUANO. 

Jean Paul BROUSSET. Perú. 

 

Consideraciones en torno a un nuevo derecho concursal de corte social. 

En mis clases universitarias suelo comparar al derecho concursal con un terremoto jurídico, el 
cual es inducido por el legislador con el objeto de lograr que se sienten en una sola mesa el deudor 
y sus acreedores, a fin de solucionar el conflicto generado por la delicada situación económica del 
deudor. También comparo metafóricamente esta situación con el principal milagro de uno de 
nuestros santos emblemáticos: San Martín de Porres. Este santo moreno que vivió durante la Lima 
Virreinal del siglo XVI, hizo comer de un solo plato a perro, pericote y gato. De igual manera la 
norma concursal junta -extraordinariamente- en una misma mesa negocial al deudor y a todos sus 
acreedores, para tratar de solucionar la crisis económica del deudor. 

El mecanismo que utiliza la norma peruana para este “milagro” jurídico tiene un nombre 
complejo: Suspensión de la exigibilidad de las obligaciones. Es a través de este constructo que el 
derecho concursal en el Perú compulsa a los acreedores a sentarse y negociar de forma conjunta 
con el deudor en crisis, suspendiendo los plazos y modos de todas las obligaciones concursales 
(aquellas devengadas con anterioridad a la fecha de corte), las que tendrán los nuevos plazos y 
modos que establezca la junta de acreedores. 

Así, la norma concursal modifica instituciones jurídicas como los contratos, las obligaciones, el 
derecho de garantías, entre otras, con el objeto de paralizar las acciones de cobranza de los 
acreedores y así motivar a que los mismos se apersonen al concurso como vía única para cobrar 
dichas acreencias. 

El presente artículo abordará los pormenores de dicho acuerdo, así como sus efectos jurídicos 
sobre las obligaciones concursales, tanto en el caso del Procedimiento ordinario como del 
concurso preventivo, los dos tipos de procesos concursales existentes en el Perú. 

También intentaremos reflexionar respecto de aquellos acreedores que por alguna causa 
sufren efectos distintos a la generalidad, ya sea por haberse apersonado tardíamente a dicho 
proceso o por no apersonarse nunca al mismo. Sobre el particular, intentaremos identificar la 
justicia de la regulación de estos casos en la norma peruana, proponiendo las modificaciones que 
se requieran para garantizar -sobre todo- derechos privilegiados como los laborales o los 
alimentarios. 

Quisiera hacer finalmente una precisión filosófica respecto del enfoque que hemos asumido en 
el desarrollo del presente texto. Nuestra visión del concurso, -y en general del derecho- es que los 
mecanismos jurídicos no sirven como meras herramientas para la vinculación pacífica entre 
individuos. Creemos que estos mecanismos debe servir sustantivamente para lograr la justicia 
inter partes. 

Y la justicia se impone. No es algo que fluya necesariamente entre partes de condiciones 
desiguales. No creemos, por lo tanto, en las alegres reglas del libre mercado que pre-conciben 
agentes bienintencionados que van a tender a comportarse en adecuación con un fin general. 
Tampoco satanizamos a dichos agentes (es decir, tampoco creemos que van a ser necesariamente 
egoístas como lo postulaba Hobbes). El ser humano contiene tanto bondad como maldad en su 
esencia. Pero el derecho no puede permitir que la esencia dañina y ególatra de los individuos se 
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desborde, aniquilando o mermando las posiciones ya afectadas de la parte del conjunto social que 
tiene las condiciones menos favorecidas en la sociedad. Acá es donde actúa la justicia, 
estableciendo ese mínimo de convivencia que garantiza que los menos beneficiados de la sociedad 
no sean pisoteados por los más beneficiados de la misma.282 

El derecho concursal, -como parte de este todo normativo como es el derecho general- tiene 
también ese objetivo. Su ámbito de aplicación -la crisis de una empresa- es especialmente sensible 
a la ocurrencia de inequidades que afecten a los más desposeídos del conjunto regulado (como los 
acreedores laborales, los proveedores menores, los acreedores alimentarios). Y eso es lo que hay 
que evitar. Que los más beneficiados del mismo conjunto (las grandes empresas, los bancos, las 
transnacionales) no los avasallen con sus intereses particulares, totalmente razonables para ellos y 
totalmente atendibles y protegibles en situaciones de igualdad, pero que deben de ser dejados de 
lado cuando amilanan aún más la mermada condición de los menos beneficiados. 

Ese es el gran reto que pretendo abordar con estas reflexiones, reto que coincide con mi visión 
del derecho concursal de corte social. 

Ese derecho concursal con rostro humano, con rostro de justicia. 

 

Principales características obligacionales de los acuerdos que se pueden adoptar en el marco 
de la ley concursal peruana (Ley 27809). 

El concurso y las modificaciones al derecho general de las obligaciones. Suspensión de la 
exigibilidad de las obligaciones. Críticas a la oponibilidad de los efectos del concurso. 

En los contratos de mutuo en general existen obligaciones sinalagmáticas que deben cumplirse. 
Por parte del acreedor, la obligación de entregar una suma dineraria, y por parte del deudor la 
obligación de devolverla en un plazo y con un interés (modo) determinado. Así lo establecen los 
artículos 1648 y siguientes del Código Civil Peruano al regular este contrato típico, el mismo que 
constituye la base de todos los otros tipos contractuales en donde existan obligaciones de dar 
suma de dinero. 

Por ello, en el marco del derecho civil y bajo una perspectiva positivista, resultaría válido que 
otra ley (una especial como es el caso de la ley del concurso), pueda modificar el contenido de la 
ley civil estableciendo nuevas reglas. En este caso la pirámide kelseniana no sufriría mayor 
embate, puesto que en el sistema jurídico peruano una ley tiene la capacidad de modificar otra 
ley. 

La controversia se podría encontrar en la trasgresión que hace la norma concursal -a través del 
constructo comentado de suspensión de exigibilidad de obligaciones- del principio de libertad 
contractual, el mismo que se halla recogido en la Constitución del Estado.283 Este principio señala 
que el legislador (y también los particulares como la junta de acreedores) está impedido de 
modificar los pactos inter partes. Al establecer la norma concursal la suspensión de las condiciones 

                                                           
282 Seguimos la visión filosófica de John Rawls desarrollada en su célebre libro “La Teoría de la Justicia”, donde 
identifica lo que denomina “la posición inicial” que tiene que ver con el principio de imparcialidad aplicado a los 
fenómenos jurídicos. 
283 Artículo  62° .-  La  libertad  de  contratar  garantiza  que  las  partes  pueden  pactar válidamente  según   las normas 
vigentes al  tiempo  del  contrato.  Los  términos contractuales  no  pueden  ser  modificados  por  leyes  u  otras  
disposiciones  de cualquier  clase.  Los  conflictos  derivados  de   la  relación  contractual  sólo   se solucionan en la  vía  
arbitral  o  en  la  judicial,  según  los  mecanismos  de  protección previstos en el contrato o contemplados  en la ley. 
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de plazo y modo del pacto original de mutuo, para posteriormente sustituirlas por lo acordado en 
la junta de acreedores, está otorgándole la potestad a este órgano -distinto a las partes originales 
del contrato- para modificar las obligaciones pactadas en el mismo. Desde un análisis meramente 
positivo, la norma concursal estaría contradiciendo lo estipulado por la norma constitucional. Esta 
contradicción jurídica entre dos normas de distinto rango (y en la que, en puridad, debería de 
permanecer inalterable la constitucional) no ha sido suficientemente clarificada por el legislador 
concursal peruano, colocando al íntegro del sistema concursal en situación contingente. Es cierto 
que se podría invocar el interés general para sustentar esta modificación legal al régimen 
particular de las obligaciones (aunque esta invocación debería estar sustentada en algún artículo 
constitucional para tener razonabilidad jurídica), pero desde el punto de vista de la sistemática 
positiva jurídica esto no ha sido adecuadamente estructurado, presentando el diseño severas 
fisuras en su configuración jurídica sustantiva. 

Pero si el caso de la modificación de las obligaciones de naturaleza civil (dentro de las que 
incluimos las de naturaleza comercial) por un tercero distinto a los contratantes es polémico y 
reparable desde el punto de vista constitucional, el caso de la modificación legal de las 
obligaciones laborales presenta una mayor complejidad, siendo aún más reparable y cuestionable 
que el primero. 

En efecto, la inexigibilidad de las obligaciones alcanza a las obligaciones laborales, lo cual 
presenta similar reparo constitucional, pues se modifican los pactos inter partes en el contrato de 
trabajo. 

Pero el derecho laboral peruano tiene además otras normas constitucionales que también son 
transgredidas por este constructo. El artículo 26 numeral 2 del texto constitucional establece que 
los derechos reconocidos al trabajador por la Constitución y la Ley son irrenunciables, por lo que ni 
él mismo tiene el poder para pactar en contrario (mucho menos una junta de acreedores). Uno de 
esos derechos es el pago oportuno de su prestación en la fecha establecida por ley (que en general 
es al cierre del mes de producida dicha prestación), precisando además la norma laboral que en 
caso de mora en el pago por parte del empleador, se devenga a favor del trabajador un interés 
legal laboral. Estos derechos (el pago oportuno y el interés por mora) como los otros derechos 
laborales surgidos del contrato de trabajo, tienen el carácter de irrenunciables para el trabajador. 

Si ello es así, cuando la norma concursal establece la suspensión de exigibilidad de las 
obligaciones laborales para luego establecer que el contenido de los contratos laborales puede ser 
modificado por la junta de acreedores, está estableciendo la posibilidad inconstitucional que los 
derechos contenidos en dichos contratos puedan ser alterados por una supuesta voluntad 
colectiva (la de la junta) que se superpondría a la voluntad individual del trabajador, otorgándole a 
esta voluntad colectiva la facultad de renunciar en nombre del trabajador a derechos obtenidos 
por el mismo en su relación laboral originaria, como son las condiciones de plazo y modo de dichos 
contratos. 

Pero esta no es la única afectación al derecho constitucional laboral en que incurre la norma 
concursal peruana. EL artículo 24 de la Constitución Política del Perú establece el principio de 
prioridad de los créditos laborales frente a cualquier otra obligación del empleador. A 
continuación analizaré cómo el referido principio es trasgredido en las dos fases procesales del 
concurso: la fase postulatoria, y la fase resolutiva (que subdividiremos en reestructuración y 
liquidación). 

En la fase postulatoria, al ingresar el deudor al concurso, la norma concursal peruana establece 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1047 

 

distintos regímenes según nos encontremos ante obligaciones concursales u obligaciones 
corrientes. Son consideradas obligaciones concursales las devengadas con anterioridad a la fecha 
de publicación del concurso, y son obligaciones corrientes las devengadas con posterioridad a la 
referida fecha. Los efectos generales del concurso (entre ellos, el de suspensión de exigibilidad de 
obligaciones) alcanzan únicamente a las primeras, teniendo los acreedores de las segundas la libre 
potestad de ejecutar el patrimonio del deudor en caso de incumplimiento. Así, un acreedor de 
créditos corrientes puede sacar a remate los activos del deudor en crisis y cobrarse su obligación 
prioritariamente a los acreedores de créditos concursales, incluyendo dentro de los mismos a los 
créditos de naturaleza laboral. Pero no solo los créditos corrientes tienen esta potestad. La norma 
concursal peruana establece en su artículo 18.6 que un tercero garantizado con el patrimonio del 
concursado puede también ejecutar el mismo en caso de incumplimiento de la obligación 
originaria, esto porque no existe ninguna obligación entre el deudor concursado y este tercero que 
pueda afectarse con la suspensión de exigibilidad de las obligaciones, existiendo sí un derecho de 
ejecución del patrimonio producto de la garantía otorgada por el deudor concursado. 

Así, se vienen produciendo en los concursos peruanos ejecuciones judiciales del patrimonio del 
deudor en crisis por parte de estos actores superprivilegiados (los acreedores de créditos 
corrientes y el tercero garantizado con el patrimonio del deudor) que merman el referido 
patrimonio y frente a las cuales los acreedores laborales no tienen ninguna posibilidad -por lo 
menos dentro del concurso- para oponer su prioridad constitucional. Es cierto que algunas 
soluciones procesales han sido desarrolladas en la vía de la práctica para solucionar este tema. Las 
tercerías preferentes de pago han sido invocadas para lograr dichas soluciones, pero 
consideramos que la norma concursal no debería de contener estas contradicciones sustantivas al 
derecho constitucional general. 

En la fase resolutiva del proceso concursal, y cuando la decisión de la junta ha sido la 
reestructuración patrimonial, los créditos laborales pueden ser desestimados como créditos 
privilegiados (el artículo 42 de la norma concursal establece que los órdenes de prelación 
contenidos en el mismo son obligatorios solo en fase liquidatoria, por lo que la junta de 
acreedores puede pactar en contrario de aprobarse la reestructuración). Pero el legislador 
concursal no fue tan indolente frente a los derechos laborales. La norma concursal peruana regula 
dos instituciones que pretenden cumplir con la norma constitucional de prioridad de esta clase de 
créditos. 

La primera institución se encuentra regulada en el artículo 69.1 de la Ley concursal, y establece 
que si el plan de reestructuración contempla la venta de activos de la empresa deudora, el íntegro 
del producto de la venta de dichos activos debe de ir a pre pagar las acreencias laborales 
reconocidas en el concurso. Hasta acá aparentemente podríamos afirmar que se cumple con el 
principio de prioridad, pues se privilegia a los créditos laborales en el pago producto de la venta de 
activos. Pero ¿y los créditos laborales no reconocidos en el concurso? La norma concursal 
establece que los créditos no reconocidos se pagarán al final. Por lo tanto, si la empresa deudora 
ha identificado la existencia de créditos laborales que no se han apersonado a concurso, los 
mismos van a ser pagados luego de que se les pague a los reconocidos, tengan la naturaleza que 
tengan. Por lo tanto en este supuesto resulta claro que la norma concursal está estableciendo la 
prioridad de créditos normales frente a créditos de naturaleza laboral, atentando contra el 
principio constitucional comentado. 

Por cuanto a la segunda es la que se establece en el artículo 66.4 de la Ley concursal. Esta 
norma estipula que del 100% del flujo anual, destinado al pago de las deudas concursales, por lo 
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menos un 30% debe ser destinado a pagar a los créditos laborales bajo sanción de nulidad del 
plan. La trasgresión del principio de prioridad en estos casos, es directo. La junta puede decidir 
pagar prioritariamente a cualquier acreedor por el 70% del flujo anual destinado al pago de 
acreencias concursales, por lo que es evidente que en estos casos no funciona el principio 
constitucional reseñado. 

De otro lado, en la fase de la liquidación también ser producen severas trasgresiones al 
principio de prioridad constitucional de las acreencias laborales. Así, La norma concursal establece 
que en caso se decida la liquidación, se activan los órdenes de prelación establecidos, por lo que el 
liquidador debe pagar respetando los mismos. Hasta ahí, y dado que los créditos laborales tienen 
el primer orden de prelación, no existe mayor problema con el principio de prioridad, siendo este 
razonablemente respetado. Pero, a renglón seguido, la norma coloca por encima de los órdenes 
de prelación a los honorarios del liquidador y a los gastos de la liquidación, los mismos que van a 
detentar una especie de superprivilegio sobre los créditos concursales. 

La justificación de este superprivilegio fue que el legislador concursal estimó que ninguna 
empresa administradora iba a querer aceptar el cargo de liquidador de una masa concursal si por 
encima de su expectativa de cobro de honorarios se colocaban a las acreencias laborales. Por ello -
es decir por un tema práctico- se optó por darle este superprivilegio extraordinario, dejando de 
lado el principio constitucional de prioridad. 

Por lo ya visto, opinamos que la norma concursal peruana presenta severas deficiencias en su 
estructura, las mismas que afectan los principios laborales de prioridad y de irrenunciabilidad. 
Sobre el particular, debemos de recordar que los derechos laborales son parte sustantiva de los 
derechos humanos (forman parte de la tercera generación de los mismos, reconocida a nivel 
universal), y han sido reconocidos en el Perú no solo en la Constitución Política del Estado, sino en 
los pactos internacionales firmados por el mismo estado Peruano y que ratifican su estricta 
observancia. El derecho concursal no puede desconocer estos principios que forman parte de la 
estructura misma de nuestro sistema jurídico. 

Con estas reflexiones que más presentan dudas que certezas sobre la validez de los 
mecanismos comentados, pasaremos al siguiente punto de análisis propuesto. 

 

Los tipos de concurso y sus características especiales.284 

A lo largo de la historia del concurso en el Perú (que se inicia con la promulgación -el 30 de 
diciembre de 1992- del Decreto Ley 26116, Ley de Reestructuración Empresarial), han existido una 
diversidad de procedimientos concursales. Así, podemos identificar al Procedimiento ordinario y al 
concurso preventivo, regímenes que estructuraron las normas concursales iniciales (Decreto Ley 
26116, Decreto Legislativo 845) y que se mantienen vigentes a la fecha, aunque con sustantivas 
modificaciones. En estas normas primarias se encontraba también el denominado procedimiento 
simplificado, el cual tenía por objeto regular las crisis patrimoniales de las pequeñas y medianas 
empresas, y que fue desestimado por la vigente norma concursal (Ley 27809). 

Paralelamente, existieron otros regímenes especiales expedidos en situaciones excepcionales 
en el Perú. Así, podemos reseñar al procedimiento transitorio (DU 064-99-EF) que fue un régimen 
concursal de excepción promovido por el gobierno ante el advenimiento de severos desastres 

                                                           
284 Para una revisión de la legislación histórica sobre las normas que regularon los concursos en el Perú, así como de las 
normas vigentes ver https://www.indecopi.gob.pe/web/procedimientos-concursales/legislacion-y-directivas 

http://www.indecopi.gob.pe/web/procedimientos-concursales/legislacion-y-directivas
http://www.indecopi.gob.pe/web/procedimientos-concursales/legislacion-y-directivas
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naturales producto del fenómeno del niño que azotó a nuestro país en los años 1997 y 1998, y que 
fundamentalmente posibilitaba a las empresas a ingresar a concurso en cualquier situación en que 
se encontrasen. 

Otro régimen también derogado es el que se desarrolló a través de la modificación del artículo 
703 del Código Procesal Civil (modificado luego al art. 692-A del mismo texto legal). Este artículo 
establecía que el juez -en los procesos de cobro de obligaciones de dar suma de dinero- podía 
requerir al deudor para que pusiese a disposición del juzgado bienes libres de gravamen con el 
objeto de garantizar la obligación sentenciada a favor del acreedor demandante, bajo 
apercibimiento de iniciar el procedimiento de disolución y liquidación conforme a la norma 
concursal vigente. Es así que, por esta vía indirecta se comenzó a utilizar el proceso concursal para 
la liquidación de cualquier tipo de patrimonios, ya sea de comerciantes como de no comerciantes. 
Así, y ante la falta de normas que regulasen la quiebra civil, el derecho concursal se abocó a 
liquidar patrimonios de cualquier tipo de deudores en crisis. Durante la vigencia de dicho régimen 
el INDECOPI pudo verificar a nivel estadístico, que el concurso en el Perú se utilizaba 
fundamentalmente (casi en el 90% de los casos) para liquidar patrimonios de personas no 
comerciantes. Al constatarse esta distorsión, el régimen fue derogado.285 

También existió en Perú un régimen parecido al concursal -y que en determinado estadío del 
proceso remitía al mismo- que reguló las crisis patrimoniales de los clubes deportivos (Leyes 29862 
y 30064). Se acogieron a dicho régimen dos de los grandes clubes de futbol peruanos: El Club 
Alianza Lima y el Club Universitario de Deportes. La idea de dichas normas era transformar a estas 
asociaciones sin fines de lucro -que venían soportando severas crisis económicas por manejos 
poco transparentes de su dirigencias- en sociedades anónimas. La propuesta no prosperó, y dichos 
clubes mantuvieron su estatus societario, estando en la actualidad, todavía vigentes los concursos, 
habiendo las juntas de acreedores tomado la administración de los clubes en crisis. 

Las características generales de los dos tipos de concursos vigentes en el Perú son las 
siguientes: 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO CONCURSO PREVENTIVO 

Regula la crisis grave de una empresa 
deudora. En líneas generales la norma 
peruana entiende por crisis grave a aquella 
que implica pérdida patrimonial. 

Regula la situación de crisis leve de una 
empresa deudora. La norma peruana 
entiende que se encuentra en crisis leve 
una empresa     que     presenta     una 
situación de cesación de  pagos (los activos 
corrientes no cubren los pasivos 
corrientes). 

La junta de acreedores puede decidir la 
reestructuración o la liquidación de la 
empresa. 

La junta de acreedores puede decidir solo 
por la reestructuración de la empresa. De 
no aprobarse la misma se levantará el 
concurso. 

                                                           
285 Adjuntamos el link donde pueden verificarse los anuarios expedidos por el INDECOPI hasta el año 2015. En ellos se 
pueden verificar las estadísticas generales comentadas. https://www.indecopi.gob.pe/en/estadisticas 

http://www.indecopi.gob.pe/en/estadisticas
http://www.indecopi.gob.pe/en/estadisticas
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En caso decidirse por la reestructuración 
de la empresa, la junta de acreedores 
aprueba un documento denominado “plan 
de reestructuración”. 

En caso decidirse por la reestructuración 
de la empresa, la junta de acreedores 
aprueba un contrato denominado 
“Acuerdo Global de Refinanciamiento”. 

 

A continuación procederemos a desarrollar los conceptos que definen a los negocios jurídicos 
que se celebran entre acreedores y deudor en cada uno de los dos tipos de procedimientos 
reseñados. 

 

El plan de reestructuración al interior del procedimiento ordinario. 

En líneas generales la norma concursal peruana define al plan de reestructuración como el 
negocio jurídico multilateral celebrado entre el deudor en crisis y determinados acreedores con el 
objeto de establecer las nuevas condiciones generales de pago de las obligaciones concursales. En 
caso de incumplimiento por parte del deudor de los términos y condiciones del plan, la norma 
establece que la administración declarará la disolución y liquidación de la empresa, declaración 
que debe ser ratificada por la Junta. 

Establecida esta definición, procederemos a analizar cada uno de sus elementos constitutivos. 

Negocio jurídico multilateral. En esta ficción jurídica las partes del acuerdo son dos. Por un lado 
el deudor en crisis y por el otro el conjunto de acreedores tomado como un todo de 
multiplicidades. Este diseño jurídico tiene su justificación en el hecho de que, al estarse regulando 
una crisis estructural (crisis grave) del deudor, cualquier incumplimiento de los términos y 
condiciones del plan implicará la resolución global del acuerdo (efecto erga homnes). 

El problema de este constructo -que hemos reparado en trabajos anteriores y que ratificamos 
en el presente- es que homologa de manera compleja la situación jurídica de los acreedores, 
situación que puede ser muy diferente sobre todo cuando analizamos el estatus jurídico de los 
acreedores privilegiados. En efecto, este tratamiento contractual colectivo de la masa como una 
parte única del proceso -con idénticos derechos y obligaciones en el plano contractual-, hace 
perder de vista las gruesas diferencias que deberían mantenerse en el tratamiento entre 
acreedores normales y acreedores privilegiados. Así, al equiparar los derechos generales que 
detenta un acreedor quirografario con los derechos de un acreedor laboral o alimentario, se 
pierden de vista la estructura constitucional de protección de estos últimos (ya hemos 
desarrollado este punto en la primera parte de esta exposición). 

A nuestro concepto esta homologación no puede ser aceptada en nuestro sistema jurídico, 
sobre todo porque violenta derechos humanos fundamentales -como ya hemos descrito al hablar 
de los derechos laborales, pero que podríamos ampliar con similares argumentos a los derechos 
alimentarios-, por lo que somos de la opinión de que estos tipos de acreedores no deberían de 
formar parte del concurso, y por lo tanto no deberían de estar incluidos dentro de esta masa que 
conforma esta parte contractual. 

La norma concursal establece que pueden formar parte de la junta que aprueba el plan, 
aquellos acreedores reconocidos dentro del concurso cuyo apersonamiento al mismo se hizo de 
manera oportuna (es decir, dentro de los 30 días de efectuada la publicación que notificaba a la 
comunidad comercial del inicio del proceso). Estos acreedores son los que adoptarán la decisión, 
pero sus efectos serán erga homnes, es decir, oponibles a todos los acreedores del deudor, estén 
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o no reconocidos en el proceso. 

El problema que identificamos es en relación a los acreedores tardíos y a los no reconocidos, 
pero sobre el mismo reflexionaremos en el ítem siguiente. 

El objeto del negocio es establecer nuevas condiciones de pago de las obligaciones concursales. 
Como ya hemos reflexionado, estas nuevas condiciones van a modificar los pactos sustantivos 
originarios entre el deudor y cada uno de los acreedores. Respecto de aquellos que participan en 
la junta, los reparos contra la libre voluntad de contratar serían infundados, dado que son las 
partes mismas las que pactan la modificación de las condiciones originales de las obligaciones. El 
tema es hacer oponibles dichos pactos a los terceros no participantes de los mismos. Sobre esa 
discusión ya hemos reflexionado suficientemente. Las afectaciones a principios constitucionales 
como la libertad contractual misma, y a principios de derecho laboral como son el de 
irrenunciabilidad y el de prioridad en los pagos han sido resaltadas en los párrafos precedentes. 

Las restricciones más resaltantes al contenido de estas nuevas condiciones se encuentran 
relacionadas con los créditos tributarios. En efecto, la norma concursal prohíbe que se pacten 
condiciones de plazo y modo para estos créditos que sean menores o más gravosas que las del 
promedio de los acreedores. Asimismo establece que dichos créditos no pueden ser materia de 
condonación o de capitalización de obligaciones. 

Entendemos que el sustento de estas restricciones es que los créditos tributarios contienen 
obligaciones a favor de la generalidad de la comunidad, por lo que debe de existir un marco 
protector adicional a los mismos que limite el libre pacto entre acreedores y deudor. Encontramos 
mucha lógica en este raciocinio, pero nos preguntamos ¿Por qué no se utilizó el mismo para 
proteger a los créditos laborales y alimentarios que tienen contextos de supra protección 
similares? 

Así, ¿Por qué no se pusieron límites medios para los pactos que afecten a tipos de créditos tan 
especiales y supra protegidos como los laborales y los alimentarios? ¿Por qué no se prohibió la 
condonación de créditos en el caso de estos créditos especiales, dado que los mismos -por su 
naturaleza especial- son irrenunciables? 

El tema de la capitalización es más polémico. A los créditos laborales y alimentarios les puede 
convenir en determinados casos transformar sus créditos en títulos de propiedad del negocio de 
su deudor, y este cambio no necesariamente implica una renuncia de derechos. Por ello 
consideramos razonable que dicho pacto pueda ser oponible a los acreedores laborales y 
alimentarios. Lo que no consideramos conveniente es la forma de dicha oponibilidad. En el caso de 
estos créditos especiales se debería de requerir un consentimiento expreso, por los principios 
protectores de los mismos que ya hemos comentado y que son recogidos por el texto 
constitucional peruano. 

La resolución por cualquiera de los acreedores es la principal característica que le da el carácter 
multilateral a este negocio jurídico. En efecto, tal y como ya lo reseñamos, este negocio jurídico se 
entiende efectuado entre el deudor y la masa de acreedores que conforman el concurso. Por lo 
tanto, si bien de un lado hay una sola parte, del otro hay un ente que tiene múltiples actores 
contenidos en él mismo (por lo menos dos, dice la norma concursal peruana). 

Esta estructura multilateral tiene sustento en que este tipo de concurso se aplica sobre 
deudores en crisis grave, por lo que el legislador ha entendido que cualquier incumplimiento del 
contenido del plan implica la resolución inmediata del mismo y su remisión a situación de 
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liquidación. 

Sobre el particular, el concurso peruano contiene un mecanismo de resolución algo 
enrevesado.286 Una vez constatado el incumplimiento (ya sea por apercibimiento de uno de los 
acreedores o por declaración del propio deudor) la administración declara la disolución y 
liquidación del deudor por incumplimiento en los términos o condiciones establecidos en el plan, 
por lo que a partir de este momento dicho negocio jurídico debería de entenderse resuelto. El 
problema es que -acto seguido- la misma norma requiere un pronunciamiento final por parte de la 
junta de acreedores, la cual deberá de ratificar el pronunciamiento de la Comisión. Por ello 
debiéramos entender que el pronunciamiento de la Comisión no produce los efectos resolutivos 
deseados, y que los mismos recién se dan cuando la junta se pronuncia estableciendo el destino 
definitivo del deudor. 

En conclusión, el acto constitutivo de la resolución del plan se produce con el pronunciamiento 
de la junta o con su silencio (pues este también conduce a la liquidación como lo establece la 
misma norma en el artículo 94.7), existiendo un acto previo meramente declarativo -como es el 
pronunciamiento de la Comisión-que antecede al pronunciamiento de la junta, pero que está 
sujeto a la condición sustantiva de este efectivamente se produzca y ratifique la decisión de 
liquidación. 

 

El acuerdo global de refinanciamiento al interior del concurso preventivo. 

Como ya hemos señalado, en el derecho peruano el Concurso Preventivo ha sido diseñado por 
el legislador en casos de que las empresas se encuentren en crisis leves, es decir, en situaciones de 
cesación de pagos. Los requisitos para acceder a este tipo de Concursos parten de una definición 
negativa: Si no están en crisis grave el legislador entiende que están en crisis leve. 

Lo interesante de esta parte de la norma es que, dada esta forma negativa de definir la crisis 
leve, en puridad las empresas que no presenten crisis patrimoniales podrían presentarse a este 
tipo de concursos, pues solo tendrían que acreditar no tener pérdida patrimonial para poder 
acceder a estos concursos. Con esto -reiteramos- podrían acceder a un Concurso Preventivo 
empresas que no tengan una situación de cesación de pagos (es decir mayores pasivos corrientes 
que activos corrientes) sino que simplemente sientan que a futuro (dadas las condiciones del 
mercado, de su competencia, de la naturaleza de sus productos o cualquier otra razón que puedan 
elucubrar) puedan entrar en situación de crisis (crisis psicológica). La norma concursal peruana 
coincidiría así -no necesariamente por planificación- con las modernas teorías concursales (sobre 
todo en el derecho italiano) que entienden que el derecho concursal no solo se debería aplicar a 
empresas con algún nivel de crisis, sino a cualquier tipo de empresa que entienda que esta vía 
negocial puede resultar adecuada para solucionar los incumplimientos obligacionales en que 
incurra o en que pueda incurrir a futuro la empresa.287 

                                                           
286 Artículo 67.4.- La Comisión declarará la disolución y liquidación del deudor por incumplimiento de los términos o 
condiciones establecidos en el Plan de Reestructuración a solicitud de un acreedor o de oficio, cuando el incumplimiento 
hauya sido declarado por el deudor. En dichos supuestos, la Junta dentro del plazo de treinta (30) días podrá adoptar los 
acuerdos referidos en los incisos b), c) y d) del numeral 50 .4 del artículo 50, de lo contario, será de aplicación lo 
establecido en el numeral 97.4 del artículo 97. 
287 Sobre el particular debemos resaltar las excelentes exposiciones del Doctor Ferri y del Doctor Vatermolli efectuadas 
en el Congreso Internacional del Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal celebrado el año 2015 en la ciudad de 
Cartagena de Indias, Colombia, en relación a las -en ese momento- recientes modificaciones a la norma italiana que 
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Respecto al diseño interno de este tipo de concursos, el mismo es muy similar al Procedimiento 
ordinario ya comentado. 

Solo hay un punto medular por resaltar: la naturaleza bilateral del Acuerdo Global de 
Refinanciamiento (AGR). En efecto, el pacto que surge de la junta (AGR) no tiene el carácter 
multilateral del plan de reestructuración, pues se entiende que al no estar la empresa en una crisis 
grave, los incumplimientos del mismo pueden ser tratados de manera independiente entre cada 
acreedor y el deudor. Es por ello que la estructura del AGR es la bilateral, existiendo tantos pactos 
bilaterales como acreedores reconocidos. 

De esta forma se puede mantener lo pactado en el AGR entre el deudor y los acreedores 
respecto de los cuales se cumpla dicho pacto, por lo que el incumplimiento en los términos del 
AGR que puede implicar la resolución del mismo por parte del acreedor afectado, solo trae 
consecuencias jurídicas entre el deudor y dicho acreedor, manteniendo vigentes los otros pactos 
bilaterales con los otros acreedores, en la medida en que el deudor cumpla con los mismos. 

 

Afectaciones a las obligaciones concursales. 

Afectaciones a las obligaciones de los acreedores reconocidos en el concurso. Régimen 
general en el concurso. 

Como ya lo dijimos en la introducción al presente trabajo, el derecho concursal utiliza el 
mecanismo de la suspensión de la exigibilidad de las obligaciones como vía para detener las 
acciones legales de cobro de los acreedores, motivando así a que se sienten en una sola mesa 
negocial para lograr un pacto común que solucione la crisis patrimonial del deudor. Vimos también 
con antelación, los reparos (sobre todo constitucionales) que encontrábamos en dicho 
mecanismo. 

A continuación detallaremos cuáles son las afectaciones que sufren los acreedores concursales 
por la aplicación del referido mecanismo en el derecho peruano. 

El primer efecto sustantivo de la inexigiblidad es que se deben de paralizar todas las acciones 
de cobranza de las obligaciones concursales.288 El sustento de esta paralización es que las 
obligaciones concursales ya no están vencidas (sus fechas de vencimiento han sido suspendidas), 
por lo que no es posible requerir su cumplimiento judicialmente. Así, la norma establece la 
paralización de todas las medidas cautelares que afecten el patrimonio de la empresa, y si las 
mismas ya están ordenadas, las autoridades judiciales se abstendrán de hacerlas efectivas. 

                                                                                                                                                                                 
posibilitaban salidas contractuales de corte concursal para empresas en cualquier estado, sin requerir que demuestren 
algún nivel de crisis empresarial. 
288 Artículo 18 de la Ley concursal.- Marco de protección legal del patrimonio: 
A partir de la fecha de la publicación referida en el artículo 32, la autoridad que conoce de los procedimientos judiciales, 
arbitrales, coactivos o de venta extrajudicial seguidos contra el deudor, no ordenará, bajo responsabilidad, cualquier 
medida cautelar que afecte su patrimonio y si ya están ordenadas se abstendrá de trabarlas. 
Dicha abstención no alcanza a las medidas pasibles de registro ni a cualquier otra que no signifique la desposesión de 
bienes del deudor o las que por su naturaleza no afecten el funcionamiento del negocio, las cuales podrán ser ordenadas 
y trabadas pero no podrán ser materia de ejecución forzada. 
Si las medidas cautelares, distintas a las señaladas en el numeral precedente, han sido trabadas se ordenará su 
levantamiento y la devolución de los bienes involucrados en la medida cautelar a quien ejerza la administración del 
patrimonio del deudor. Sin embargo, no serán levantadas las medidas cautelares mencionadas en el artículo 18.2, pero 
no podrán ser materia de ejecución forzada. 
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El primer tema que resalta de la regulación de protección es que la norma concursal hace 
referencia únicamente a medidas cautelares y no a las medidas que se llevan a cabo para ejecutar 
una sentencia consentida. La norma procesal peruana distingue entre las medidas posteriores a 
sentencia (que denomina embargos) y medidas previas a sentencia (que denomina medidas 
cautelares). Así, existirían dos posibilidades interpretativas de este artículo 18: (i) Que la 
paralización de los procesos solo incluye a aquellos que no tienen sentencia o pronunciamiento 
firme. Esto sería contradictorio con el espíritu general de la suspensión de exigiblidad, pues 
implicaría que dicho mecanismo solo se aplicase a las obligaciones no sentenciadas, distinción que 
no efectúa el texto normativo analizado. (ii) Que debe entenderse, cuando el legislador hace 
referencia a medidas cautelares, se está refiriendo a todas las medidas que puedan afectar el 
patrimonio, tanto a aquellas previas a sentencia como a las medidas posteriores a la misma. Esta 
interpretación, -que contradice la literalidad del texto analizado- se efectuaría invocando la ratio 
legis normativa, y tiene coherencia con el mecanismo de la inexigibilidad que afecta al íntegro de 
las obligaciones concursales en el estado procesal en que se encuentren. Ahora bien, este 
mecanismo concursal modifica a la cosa juzgada (es decir, paraliza sentencias judiciales firmes) por 
lo que podría argumentarse válidamente que el mismo se contrapone al principio de 
inalienabilidad de la cosa juzgada contenido en el artículo 139 de la Constitución Peruana.289 Sobre 
este último punto podemos verificar que la norma concursal, al establecer la inexigibilidad de 
obligaciones que ya tienen calidad de cosa juzgada y que se encuentran en fase de ejecución, está 
deteniendo dichos procesos, en directa contraposición con lo señalado en el texto constitucional 
antes referido, por lo que existe una discordancia sustantiva entre el texto constitucional y la ley 
comentada, discordancia que debería de resolverse en favor de la primera de las mencionadas. 
Por ello, consideramos que sería perfectamente invocable por parte de las autoridades 
jurisdiccionales pertinentes el mecanismo de control difuso que regula la Constitución.290 

El segundo efecto es que, a partir del ingreso de la empresa deudora al concurso, se suspende 
el devengamiento de intereses moratorios hasta que la junta de acreedores se reúna y establezca 
los nuevos plazos y modos de las obligaciones concursales. Esta suspensión tiene su sustento en el 
hecho de que, al haberse declarado inexigibles las obligaciones concursales, el deudor está 
impedido de cumplir con su pago, por lo que no podría ser sancionado por el incumplimiento de 
una acto prohibido por la misma ley. 

 

Afectaciones a las obligaciones de los acreedores tardíos y a los acreedores no reconocidos 
en el concurso. Régimen especial. 

Para la norma concursal peruana acreedor tardío es aquel que se apersona al procedimiento 
concursal fuera del plazo establecido por ley. El artículo 34.1 de la Ley concursal estipula que una 
vez publicado el inicio del concurso, los terceros que tengan acreencias frente al deudor 
concursado tienen 30 días para apersonarse a dicho procedimiento y solicitar el reconocimiento 

                                                           
289 Artículo 139° .- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 1… 2. La independencia en el ejercicio de la 
función jurisdiccional. Ninguna autoridad puede avocarse a causas  pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir 
en el ejercicio  de  sus  funciones.  Tampoco  puede dejar  sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad  de  cosa 
juzgada,  ni  cortar  procedimientos  en  trámite,  ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. 
290 Artículo 138°.- La potestad de  administrar  justicia  emana  del  pueblo  y  se  ejerce por  el  Poder  Judicial  a  través 
de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyes. 
En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la 
primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma de rango inferior. 
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de sus créditos al interior del mismo. Aquellos acreedores que soliciten su reconocimiento fuera 
del plazo indicado serán considerados acreedores tardíos. 

La consecuencia principal de tener esta condición es que dicho acreedor pierde los derechos de 
voz y voto en todas las juntas de acreedores que se celebren a lo largo del concurso. 
Consideramos que esta grave consecuencia - que prácticamente elimina los derechos políticos a 
este tipo de acreedores- es excesiva. Las anteriores normas concursales no eran tan drásticas291, 
estipulando que los tardíos perdían el derecho de voz y voto en las juntas en las que no habían 
participado previamente, pero que al incorporarse al proceso lo hacían con plenos derechos para 
las juntas futuras. Así, se castigaba su negligencia de manera proporcional al acto, haciendo 
oponibles a ellos los pactos celebrados sin su participación, pero aceptándolos como acreedores 
con plenos derechos a partir de su apersonamiento efectivo. 

Consideramos que este tratamiento implica un principio de justicia procesal,292 que es 
reconocido en las normas procesales generales (como por ejemplo en el apersonamiento de la 
parte rebelde a un proceso), principio que la norma concursal decide reformular sin mayor 
sustento, afectando -reiteramos- los derechos políticos de estos acreedores. Este tema tiene una 
especial gravedad cuando la calificación de tardíos recae sobre acreedores que supuestamente 
deberían tener una supra protección (como son los acreedores laborales o los alimentarios) por el 
carácter tuitivo de las normas especiales que los regulan, normas que son desestimadas con esta 
punición excesiva que -reiteramos- no solo atenta contra un principio general de justicia procesal, 
sino que también violenta (en el caso de estos acreedores especiales) el principio general tuitivo 
de las acreencias laborales y alimentarias que se sustenta en el texto constitucional y en los 
tratados internacionales de derechos humanos firmados y ratificados por el Estado Peruano. 

Se consideran acreedores no reconocidos a aquellos que no se han apersonado al concurso 
solicitando el cobro de sus obligaciones, o que, habiéndolo hecho, han sido cuestionados en sus 
derechos por el deudor. 

Respecto de estos últimos, el artículo 34.4 de la norma concursal los denomina créditos 
contingentes, estableciéndose que una vez clarificada dicha contingencia (en un proceso 
jurisdiccional seguido ante la administración o ante el mismo poder judicial) los mismos podrán 
participar de las juntas con derecho a voz y voto. El problema de los créditos contingentes es que –
dada la lentitud con que se dirimen dichas contingencias en el proceso concursal peruano- 
generalmente cuando dichos acreedores se apersonan al concurso ya se han tomado las 
principales decisiones respecto del destino del deudor, por lo que estos acreedores tienen que 
asumirlas, así sean contradictorias con sus intereses. Así, si un deudor malicioso quiere neutralizar 
a un acreedor por contradecir sus intereses, solo tiene que oponerse a su crédito con argumentos 

                                                           
291 Artículo 25 del Decreto Legislativo 845 Ley de Reestructuración Patrimonial.- RECONOCIMIENTO TARDIO.- Los 
acreedores cuyos créditos no hayan sido oportunamente presentados o reconocidos por la Comisión conforme a los 
artículos 22 y 23 de la presente Ley, podrán solicitar, en cualquier momento, su reconocimiento ante la misma con el 
objeto de participar en las sesiones de la Junta que se celebren en el futuro, así como en los acuerdos que ésta adopte. 
El reconocimiento tardío de los créditos no invalida, en forma alguna, los acuerdos adoptados por la Junta con 
anterioridad, pero éstos podrán ser impugnados si no hubiese vencido el plazo para hacerlo por las causales 
mencionadas en el artículo 39 de la presente Ley. 
292 Sobre el particular el Código Procesal Civil peruano regula la situación de rebeldía (la que es una situación similar a 
la del acreedor tardío), la misma que se produce cuando el demandado no se apersona al proceso contestando la 
demanda. El artículo 462 de dicho texto legal establece que el rebelde puede incorporarse en cualquier momento al 
proceso, debiendo sujetarse al estado en que este se encuentre, pero con plenos derechos dentro del mismo a partir de 
su apersonamiento. 
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banales para lograr su cometido. Esta situación, que para la generalidad de acreedores es 
compleja, resulta mucho más grave tratándose de acreedores supra protegidos, pues ven 
mermados sus derechos frente a derechos que se suponen subalternos para el derecho peruano, 
generándose una situación de profunda injusticia. 

Respecto de aquellos acreedores que no se han apersonado al proceso (que son los que la 
norma concursal considera con el título de “acreedores no reconocidos”) pueden ocurrir dos 
situaciones a saber: 

a) Que no sean incluidos por el deudor en el listado que éste presenta de manera 
obligatoria al iniciarse el concurso como declaración jurada ante la administración. En 
estos casos, al no existir pronunciamiento de ninguna de las partes involucradas en la 
supuesta obligación de la existencia de dichos créditos, los mismos se entienden 
efectivamente inexistentes para el proceso concursal, así tengan una existencia real 
fuera del mismo. Pero esta inexistencia en el concurso no significa que dichas 
obligaciones hayan fenecido, ya que para ello se deberían de haber producido alguno 
de los supuestos de extinción de las obligaciones contenidos en el Código Civil Peruano 
(como son el pago, la subrogación, la novación, la compensación, condonación, 
consolidación, transacción y el mutuo disenso). Por ello, los únicos efectos de esta falta 
de declaración de las partes de la existencia de estas obligaciones al interior del 
concurso son los siguientes: (1) que no podrán ser pagadas al interior del mismo (2) 
que no podrán ser requeridas por otras vías fuera de dicho concurso. 

b) Que sean incluidos por el deudor en el listado de créditos presentados por éste ante la 
administración. Es en estos supuestos estos créditos serán pagados luego de que se 
culmine el pago de todos los créditos reconocidos. Esta regla funciona ya sea que se 
decida la reestructuración293 o la liquidación294 de la empresa. 

Al respecto, consideramos que estas normas violentan el principio de prioridad de los créditos 
laborales contenido en el artículo 24 de la Constitución (que ya hemos comentado en líneas 
precedentes), pues a pesar de que el mismo deudor reconoce la existencia de créditos 
privilegiados (aun cuando los mismos no se hayan apersonado al concurso), la norma concursal -
por querer sancionar la inacción del acreedor que no se apersona al proceso- envía a dichos 
créditos al final. Esto es absolutamente contradictorio con el citado artículo constitucional, el 
mismo que no contiene ninguna excepción a su aplicación general, por lo que una norma de 
inferior rango no puede regular en contrario. Por ello sería también aplicable en este caso el 
mecanismo de control difuso por parte de los jueces, los que podrían dejar de lado este artículo de 
la ley concursal por atentar contra principios constitucionales expresos, debiéndose establecer 
que los créditos laborales reconocidos por el deudor al interior del concurso que no han cumplido 
con apersonarse al mismo mantienen su prioridad frente a otros créditos, cediéndola únicamente 
ante los créditos de la misma especie (los otros créditos laborales) que sí hayan presentado 

                                                           
293 Artículo 69 de la Ley 27809.- Pago de créditos durante la reestructuración patrimonial (…) 
69.3. Para hacer efectivo el derecho de cobro de los créditos reprogramados en el Plan de reestructuración, éstos 
deberán ser previamente reconocidos por la autoridad concursal. Pagado el íntegro de los créditos reconocidos, el 
deudor deberá pagar los créditos no reconocidos previstos en el Plan de Reestructuración. 
294 Artículo 88 de la Ley 27809.- Pago de créditos por el liquidador… 
88.8. En caso de que se pagara todos los créditos reconocidos la Comisión declarará la conclusión del procedimiento. Si 
hubiera créditos registrados en los libros del deudor que no hubieren sido reconocidos por la Comisión, el liquidador 
procederá a pagarlos de acuerdo al orden de preferencia establecido en el artículo 42, consignándose su importe en el 
Banco de la Nación cuando el domicilio de los acreedores no fuere conocido. 
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oportunamente su reconocimiento ante dicho procedimiento. 

 

Límites del pacto entre acreedores y deudor. Supuestos de nulidad de acuerdos. 

En líneas generales la norma concursal establece pautas para que se lleve a cabo válidamente 
la junta de acreedores. Así, de forma similar a las normas societarias –de donde han extraído la 
mayoría de fórmulas- las normas concursales regulan todo el proceso de apersonamiento, 
reconocimiento de créditos, publicación de avisos de convocatoria, formalidades generales de la 
junta así como la adopción de acuerdos válidos. 

El Capítulo II del Título V de la norma concursal regula el procedimiento que deben de seguir el 
deudor y los acreedores para impugnar los acuerdos de la Junta. Sobre el particular, el artículo 
118.1 de la Ley Concursal establece que: 

a) Pueden impugnar los acuerdos el deudor o los acreedores que en conjunto 
representen créditos de cuando menos el 10% del monto total de los créditos reconocidos por la 
comisión ante la misma. 

b) Se pueden impugnar los acuerdos adoptados en Junta dentro de los 10 días 
siguientes al acuerdo. 

c) Las impugnaciones pueden ser por incumplimiento de las formalidades legales, por 
inobservancia de las disposiciones contenidas en el ordenamiento jurídico o porque el acuerdo 
constituye un ejercicio abusivo de un derecho. 

El artículo 119.1 señala que procedimiento de impugnación se sujeta a lo siguiente: 

a) Si el deudor o los acreedores que pretenden impugnar algún acto de la junta 
estuvieron presentes en la misma, éstos deberán haber dejado constancia en acta de su oposición 
al acuerdo y su intención de impugnar el mismo. 

b) En caso no haber asistido a la Junta, el plazo de 10 días se computará desde que 
tomaron conocimiento del acuerdo. En cualquier caso el derecho a impugnar un acuerdo caducará 
a los 15 días de adoptado. 

c) A solicitud de parte la Comisión podrá ordena la suspensión de los efectos del 
acuerdo impugnado, aun cuando estuviese en ejecución. En este caso la Comisión deberá disponer 
que los impugnantes otorguen una garantía idónea, que será determinada por la Comisión, para el 
eventual resarcimiento de los daños y perjuicios que pudiera causar la suspensión. 

 

Inacción de la junta. Facultades del INDECOPI. 

El artículo 118.2 de la Ley Concursal establece que en caso de inacción de la Junta ante la 
consumación de acuerdos adoptados por incumplimiento de formalidades legales, por 
inobservancia de las disposiciones contenidas en el ordenamiento jurídico, o porque el acuerdo 
constituye el ejercicio abusivo de un derecho; la Comisión podrá, de oficio, declarar la nulidad del 
acuerdo adoptado, dentro del plazo de 30 días. 
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Conclusiones. 

Cuando la norma concursal peruana, a través del mecanismo de suspensión de exigibilidad de 
obligaciones, modifica las condiciones de plazo y modo de las obligaciones concursales, contradice 
de manera expresa el principio constitucional de libre pacto contractual inter partes. Esta 
contradicción jurídica entre dos normas de distinto rango (y en la que, en puridad, debería de 
permanecer inalterable la constitucional) no ha sido suficientemente clarificada por el legislador 
concursal peruano, colocando al íntegro del sistema concursal en situación contingente. 

La norma concursal peruana atenta contra los principios constitucionales de prioridad de los 
créditos laborales e irrenunciabilidad de derechos cuando establece la suspensión de exigibilidad 
de las obligaciones laborales y cuando permite que la junta de acreedores pueda modificar los 
contratos laborales disminuyendo sus condiciones iniciales de plazo y modo. 

En la fase postulatoria del proceso concursal, la norma concursal peruana permite que 
determinados acreedores no privilegiados y terceros ajenos al concurso puedan rematar el 
patrimonio del deudor en crisis. En efecto, los créditos post concursales y el tercero no acreedor 
garantizado con el patrimonio del deudor pueden afectar y rematar dicho patrimonio, a pesar de 
la situación de suspenso concursal. Esta regulación contraviene la prioridad constitucional de 
cobro que tienen los acreedores laborales (artículo 24 de la Constitución Peruana) sobre el 
patrimonio de su empleador (el deudor en concurso), por lo que la norma concursal regula una 
prioridad legal incompatible con la prioridad constitucional antes referida. 

La norma concursal peruana establece que en caso de reestructuración, los órdenes de 
prelación contenidos en la misma no son imperativos, por lo que en principio, los acreedores 
podrían desestimar como prioritarios a los acreedores laborales, colocando otras prioridades 
distintas en el plan. De igual forma intenta conciliar esta regulación general con el principio de 
prioridad constitucional, estableciendo dos mecanismos. El primero es el que establece que, en 
caso se decida la venta de activos durante la vigencia del plan, el íntegro del producto de la venta 
de los mismos servirá para pre pagar a los créditos laborales concursales. A nuestro concepto este 
mecanismo respeta el principio constitucional de prioridad. El segundo mecanismo es el que 
establece que del 100% del flujo anual destinado a pagar los créditos del concurso, por lo menos el 
30% debe de destinarse al pago de las acreencias laborales. En nuestra opinión este mecanismo 
violenta el principio de prioridad constitucional, pues establece la posibilidad de que la junta de 
acreedores pacte una prioridad distinta por el 70% del flujo anual. Hemos concluido, por lo tanto, 
que este mecanismo es inconstitucional. 

En el caso de los créditos laborales aceptados por el deudor en su declaración en el concurso 
como existentes, pero no apersonados al proceso concursal (lo que la norma concursal denomina 
como créditos no reconocidos) estos deberán de ser pagados luego del pago de los créditos 
reconocidos (sean éstos, de naturaleza laboral o no), con lo que se estaría afectando el principio 
de prioridad constitucional de los créditos laborales, pues se estaría privilegiando el pago de 
créditos de cualquier naturaleza frente a estos créditos privilegiados. 

No existe en fase de reestructuración ninguna regulación que garantice la prioridad de los 
créditos alimentarios, por lo que la junta podría pactar su pago al final de la lista de acreedores. 
Esta regulación atentaría contra los derechos humanos de los acreedores alimentarios y podría ser 
reparada por inconstitucional. 

En caso de liquidación, la norma concursal establece que los honorarios y los gastos de la 
liquidación deben ser pagados prioritariamente a los órdenes de prelación establecidos. Esto 
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violenta nuevamente el principio de prioridad constitucional de los créditos laborales, permitiendo 
que créditos de una distinta naturaleza sean pagados con el remate de los bienes del deudor. 
Somos de la opinión de que los acreedores laborales y alimentarios no deberían de formar parte 
del concurso, pues en general sus derechos privilegiados no pueden ser modificados por una masa 
colectiva que tiene la capacidad de mermar las condiciones de plazo y modo y establecer –como 
hemos visto- órdenes de pago distintos a los establecidos por la Constitución. 

Así, al encontrarse fuera de concurso, estos acreedores privilegiados tendrían toda la potestad 
para, -ante el incumplimiento del empleador o del deudor alimentario- poder accionar 
judicialmente y afectar el patrimonio de este último para garantizar el cobro prioritario de sus 
acreencias. La norma concursal, al limitar esta posibilidad, está atentando contra la norma 
constitucional, afectando los derechos humanos fundamentales de estas clases de acreencias. 

Cuando la norma concursal peruana establece la inexigibilidad de obligaciones que cuentan con 
sentencia firme y que se encuentran en fase de ejecución, está atentando contra el principio de 
inalienabilidad de la cosa juzgada contenido en el artículo 139 de la Constitución Peruana, dado 
que, en virtud de un mandato legal está deteniendo dichos procesos ya sentenciados, por lo que 
los jueces competentes podrían utilizar la vía del control difuso para dejar sin efecto dicho 
mecanismo concursal. 

De igual manera cuando previene que los créditos tardíos no tienen voz ni voto en todas las 
futuras juntas de acreedores a celebrarse al interior del concurso, está atentando contra un 
principio de justicia procesal que establece de manera general que la parte que se apersona 
tardíamente al proceso asume lo ya ocurrido en el mismo, pero detenta los derechos generales de 
actor procesal en los actos posteriores a su apersonamiento. Esta afectación resulta mucho más 
grave cuando se merman los derechos de acreedores privilegiados como son los créditos laborales 
y alimentarios, que tienen un tratamiento tuitivo por su naturaleza de derechos humanos 
fundamentales reconocida por la Constitución Peruana y los tratados de derechos humanos 
ratificados por el Estado Peruano. 

Para el caso de los créditos laborales que no se han apersonado al concurso (que se encuentran 
dentro del rubro de créditos no reconocidos), pero que han sido declarados por el deudor en el 
mismo, no debiera de aplicarse la regla general de que los mismos sean pagados luego de que se 
paguen a los créditos reconocidos. Esto porque para los primeros rige el principio constitucional 
de prioridad, el mismo que debería ser respetado de manera absoluta al interior del concurso. 

En general, hemos podido verificar del análisis efectuado, que la norma concursal tiene un 
tratamiento injusto e inconstitucional de los créditos laborales y alimentarios. Hemos tratado de 
ser minuciosos en identificar estas inequidades, porque las mismas hacen que esta norma merme 
de manera sustantiva los derechos constitucionales de estos tipos de créditos, que 
coincidentemente son los créditos de los menos beneficiados del concurso. 

Por ello, aplicando un análisis bajo el enfoque de la Teoría de la Justicia de John Rawls, 
podemos afirmar que la norma concursal viene tratando los fenómenos de la crisis empresarial de 
manera injusta, al disminuir las posiciones de los menos beneficiados del grupo social regulado, 
beneficiando en muchos casos las posiciones de los más beneficiados de este grupo. 
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CAPÍTULO SIETE. 

LOS CONVENIOS CONCURSALES Y SU OBLIGATORIEDAD EN LA LEGISLACIÓN URUGUAYA. 

LA SITUACIÓN DE LOS ACREEDORES DISIDENTES Y TARDÍOS. 

Lucía GRAZIOLI MILBURN. Uruguay. 

 

 

Convenio de acreedores. 

Los convenios concursales otorgados entre el deudor concursado y una mayoría de sus 
acreedores como solución a la situación de insolvencia del aquél, se encuentran actualmente 
regulados en el ordenamiento jurídico uruguayo en la Ley de declaración de Concursos y 
Reorganización Empresarial Nº 18.387 de 23 de octubre de 2008 (en adelante, “LCRE”). 

Bajo las disposiciones de la LCRE, declarado judicialmente el concurso de un deudor -persona 
física que realice actividad empresarial o persona jurídica, en estado de insolvencia-, el mismo 
continuará desarrollando su actividad económica,295 sea personalmente y bajo el control de un 
interventor, o a través de un síndico que lo desplace de la gestión.296 Todos los acreedores del 
deudor por créditos anteriores al concurso quedarán comprendidos en la masa pasiva del 
concurso y no podrán promover acciones contra el deudor para el recupero de sus créditos, 
produciéndose la moratoria provisional.297 

Siguiendo la tendencia legislativa moderna, la ley concursal uruguaya consagra el principio de 
unidad del procedimiento concursal, y a partir de la declaración del concurso se abren en el marco 
del mismo proceso concursal dos posibilidades para dar satisfacción a los créditos de los 
acreedores concursales: una es la del convenio concursal; la otra es la liquidación de la empresa. 
Así, declarado el concurso del deudor, el Juez concursal habrá de convocar a la Junta de 
Acreedores a celebrarse dentro de los 180 días siguientes a la declaración del concurso, para que 
en ella los acreedores consideren –entre otras cuestiones- la propuesta de convenio presentada 
por el deudor ante el Juez concursal para la aprobación de aquellos, si la hubiere. Además, hasta el 
momento de celebrarse la Junta, el deudor tendrá la posibilidad de presentar ante el Juez del 
concurso para su aprobación una propuesta de convenio ya suscrita por las mayorías de 
acreedores necesarias. 

La liquidación constituye para el legislador patrio la última solución, subsidiaria de la 
conservativa del convenio: si el mecanismo de acuerdo entre el deudor y los acreedores se viera 
frustrado (sea por falta de presentación de propuesta de convenio por el deudor, o en caso de no 
aprobación de la misma por los acreedores, o de no aprobación por el Juez concursal de la 

                                                           
295 Art. 44 LCRE: “(Continuación de la actividad del deudor). La declaración judicial de concurso no implica el cese o 
clausura de la actividad del deudor, salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá hacer en cualquier momento 
durante el concurso, a solicitud del deudor, de los acreedores, del síndico o interventor, o de oficio”. 
296 Art. 45 LCRE: “(Suspensión o limitación de la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso). 
La declaración judicial de concurso producirá los siguientes efectos en la legitimación del deudor para disponer y obligar 
a la masa del concurso: 1) Si el concurso fuera necesario, se suspenderá la legitimación del deudor para disponer y 
obligar a la masa del concurso, sustituyéndolo en la administración y disposición de sus bienes por un síndico. 2) Si el 
concurso fuera voluntario, se suspenderá la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, con 
el alcance dispuesto en el numeral 1), solamente cuando el activo no sea suficiente para satisfacer el pasivo. En los 
demás casos, se limitará la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa y se designará un interventor que 
coadministrará los bienes conjuntamente con el mismo (…)”. 
297 Arts. 55, 56, 59 y 60 LCRE. 
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propuesta aprobada por los acreedores), entonces se procederá a liquidar la empresa (art. 168, 
num. 2 LCRE).298 

En ese contexto, la LCRE dispone los requisitos que debe cumplir una propuesta de convenio y 
las mayorías de votos de acreedores que han de obtenerse para su aprobación, para que las 
disposiciones del convenio aprobado resulten vinculantes para todos los acreedores quirografarios 
y subordinados del deudor, tanto aquellos que voluntariamente hayan expresado su aprobación o 
adhesión a la propuesta, como a los disidentes que se hayan manifestado en su contra y a los 
tardíos. 

El convenio de acreedores aparece así como un instrumento preventivo dentro del 
procedimiento concursal, con el que se procura conservar y mantener en marcha la empresa 
viable y evitar la liquidación del deudor. 

Podemos conceptualizarlo como el acuerdo alcanzado entre el deudor concursado y una 
mayoría de sus acreedores, en el marco de un proceso concursal,299 que tiene por finalidad 
establecer la fórmula de pago para satisfacer el pasivo concursal, que alcanza a todos los 
acreedores quirografarios y subordinados del deudor cuyos créditos fueran anteriores a la 
declaración del concurso. Tiene el peculiar efecto de que al resultar aprobado por las mayorías 
necesarias de acreedores y por el Juez concursal, sus disposiciones serán vinculantes y obligatorias 
no sólo para los acreedores quirografarios y subordinados que se hayan pronunciado 
favorablemente a su respecto. Obligará también a los acreedores disidentes que se hubieren 
manifestado en contra de la admisión de la propuesta, así como a los que se hubieren abstenido 
de votarla, a aquellos que estuvieren ausentes al momento de la votación, y también a los que 
verifiquen su crédito en forma tardía.300  

Esta solución conservativa es la preferida por el legislador en caso que la empresa en situación 
de insolvencia sea viable, como forma de mantener en actividad la empresa socialmente útil. 
Constituye una etapa eventual del proceso, dado que el deudor podría no presentar ninguna 
propuesta de convenio, o que la propuesta que presente podría no ser aprobada por sus 
acreedores, o que la propuesta aprobada por éstos podría no ser aprobada luego por el Juez 
concursal. Además, la liquidación podría disponerse en forma anticipada si momento de solicitar 
su concurso voluntario el deudor solicitara al Juez concursal la liquidación, o si en cualquier estado 
del procedimiento fuera solicitada por acreedores que representen la mayoría de los créditos 
quirografarios con derecho a voto. En cualquiera de estos casos, el Juez ordenará la liquidación del 
deudor (art. 168 LCRE). 

En la práctica forense, de acuerdo con el análisis efectuado por Cabrera Damasco, en poco 

                                                           
298 El Juez deberá ordenar la liquidación de la masa activa “en caso de falta de presentación o de aceptación de la 
propuesta de convenio por la Junta de Acreedores” (num. 2) y “en caso de falta de aprobación judicial del convenio” 
(art. 168, num. 3 LCRE). 
299 La LCRE regula asimismo otro tipo de acuerdos, alcanzados por el deudor con sus acreedores antes de la declaración 
judicial del concurso, fuera del procedimiento concursal, que no abordaremos en esta oportunidad. Son los 
denominados “acuerdos privados de reoroganización”, regulados en los arts. 214 a 235 LCRE. Estos acuerdos revisten 
dos posibles modalidades: una, en la que el procedimiento de aprobación es enteramente privado (denominado 
“acuerdo puramente privado de reorganización”, arts. 216 a 220 LCRE); otra, en la que el acuerdo es sometido a la 
homologación judicial (denominado “acuerdo sometido a homologación judicial”, arts. 221 a 226 LCRE). Tienen por 
finalidad reestructurar el pasivo del deudor y prevenir el inicio de un proceso concursal. 
300 Los acreedores deben presentarse a verificar sus créditos dentro de los 60 días siguientes a la declaración del 
concurso (art. 94 LCRE). Transcurrido ese plazo, deberán verificar sus créditos “judicialmente y a su costa, perdiendo el 
derecho a percibir la participación que les hubiere correspondido con los pagos ya realizados” (art. 99 LCRE). 
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menos de la cuarta parte de los concursos declarados en los años 2009 a 2015 (concretamente, en 
82 concursos de un total de 373) se arribó a un convenio entre el deudor y sus acreedores, y el 
número aumentó en relación a la situación anterior a la sanción de la LCRE.301 

 

El convenio como manifestación del principio de conservación de empresas viables. 

El convenio de acreedores es una manifestación del principio de conversación de la empresa 
viable que inspira a la LCRE, entre otros.302 Supone que el valor de la empresa en marcha es 
superior al de cada uno de los elementos que la componen, por lo que mantenerla en 
funcionamiento permitirá una mayor satisfacción de los acreedores, así como el mantenimiento 
de la fuente de trabajo y del relacionamiento de la empresa en cuestión con otros agentes 
económicos.303 

Una solución que permita el mantenimiento de la empresa viable se traduce, en definitiva, en 
la conservación de un valor social.304 Es por ello que el legislador uruguayo ha consagrado el 
convenio como primera solución, o como solución de principio, que permita la continuación de la 
actividad de la unidad productiva viable -siempre que se arribe a un acuerdo entre el deudor y los 
acreedores, representados por las mayorías exigidas legalmente- y que evite la liquidación del 
deudor.305 El legislador uruguayo procura agotar todas las posibilidades de acuerdo, como 
mecanismo de solución de la crisis. En palabras de Creimer, la mejor solución es la 
autocomposición.306 Si esta solución fracasara (por falta de presentación o de aprobación de 
propuestas), entonces se abre el mecanismo de liquidación.307  

Este principio se manifiesta en la gran flexibilidad dada por el legislador al deudor a la hora de 
formular propuestas de convenio, al no establecer un contenido preceptivo, dejar librada a su 
arbitrio la fórmula a darle por contenido, permitirle conformar categorías diferenciadas de 
acreedores y habilitarlo a presentar más de una propuesta, para permitirle explorar toda 
posibilidad de acuerdo con sus acreedores. Se manifiesta además en las distintas oportunidades 
que le brinda para presentar propuestas, teniendo el deudor la posibilidad de hacerlo hasta el 
momento en que se celebre la Junta de Acreedores. 

Estas soluciones responden a una política legislativa que busca proteger al crédito, mediante el 
establecimiento de reglas claras que den previsibilidad respecto de la forma cómo se actuará ante 
la crisis de una empresa. El propósito final perseguido por estas normas es reducir el riesgo del 

                                                           
301 CABRERA DAMASCO, Fernando, “Los números de las presentaciones concursales:  la realidad del año  2015”,  en 
Estudios de Derecho Concursal Uruguayo, T. III, Universidad de Montevideo, Montevideo, 2016, págs. 424 y 425. 
302 Este principio se refleja en varias soluciones contenidas en la ley, como la continuación de la actividad económica 
del deudor concursado como solución de principio, ya referida. 
303 Cfr. OLIVERA GARCIA, Ricardo en Principios y bases de la nueva Ley de Concursos y Reorganización Empresarial, 
Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, Uruguay, 2008, p. 28. 
304 Por el contrario, si la empresa no fuera viable, se debe realizar una ordenada pero rápida liquidación, para evitar 
que siga perdiendo valor. 
305 Ello sin perjuicio de que el convenio puede tener por contenido la liquidación, según diremos. 
306 CREIMER, Israel, Concursos. Ley No. 18.387 de 23 de octubre de 2008, Fundación de Cultura Universitaria, 
Montevideo, mayo 2009. 
307 También en la liquidación encontramos soluciones inspiradas en el principio de conservación de la empresa, al 
disponer la LCRE como primer alternativa la venta de la empresa en bloque, y sucesivamente la venta de la empresa por 
partes (arts. 171 a 174 LCRE). 
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crédito, para fortalecer el acceso al crédito comercial y financiero.308 

 

Modalidades de convenio: judicial y extrajudicial. 

La legislación de Uruguay regula dos modalidades de convenio concursal, dependiendo del 
ámbito en el que se reúnan las mayorías necesarias y del momento en que se pueden presentar en 
el concurso. Siguiendo la terminología de los derogados concordatos preventivos judicial y 
extrajudicial, la doctrina las ha denominado como convenio “judicial” y “extrajudicial”.309 

El convenio judicial es aquél que deriva de una propuesta presentada por el deudor ante la 
sede concursal, que es considerada y votada por los acreedores reunidos en la Junta de 
Acreedores, que es luego aprobado por el Juez concursal.310 

Por su parte, el convenio extrajudicial, es aquel que resulta de una propuesta del deudor, 
sometida por éste en forma privada a la consideración de sus acreedores, para luego someterla a 
la aprobación del Juez concursal.311 En este último caso, es el deudor quien fuera del ámbito del 
proceso judicial se encarga de negociar la propuesta de convenio con sus acreedores y de recabar 
la conformidad de la mayoría necesaria, mediante la suscripción o firma de la misma por tales 
acreedores. La forma en la que haya de intercambiar con ellos el contenido de la propuesta y de 
recabar esas adhesiones no es objeto de regulación y queda librada a su conveniencia y a sus 
posibilidades, siempre que la propuesta cumpla con los requisitos que diremos y que se alcancen 
las mayorías correspondientes. En la medida que la negociación y suscripción del convenio se 
realizan en el ámbito privado, fuera de la Sede concursal, no se exige una reunión de los mismos 
en la que consideren y se pronuncien sobre la propuesta; puede no haber reunión alguna de 
acreedores, y, de haberla, puede que el deudor no convoque a todos a participar de ella. En esta 
modalidad, no hay estrictamente una “votación” de la propuesta por los acreedores: el “voto” de 
los acreedores reunidos en la Junta de Acreedores (propio del convenio judicial) se sustituye aquí 
por la “adhesión” al mismo, que se manifiesta a través de la firma o suscripción del convenio por 
cada acreedor. 

Una vez logradas las adhesiones, el convenio extrajudicial se presenta ante el Juez concursal 
para su aprobación judicial. Así, a diferencia del convenio judicial, cuando la propuesta se presenta 
ante el Juez concursal para su aprobación, ya cuenta con la firma de acreedores que representen 
las mayorías exigidas en señal de adhesión o aceptación.312 

Desde la entrada en vigencia de la LCRE, las propuestas que se presentan con mayor frecuencia 

                                                           
308 OLIVERA GARCÍA, Ricardo, Principios…, p. 24 y 25. 
309 La LCRE no utiliza esta terminología. Hace referencia a las propuestas de convenio que se presentan para ser 
consideradas en la Junta de Acreedores, y a las que se presentan con adhesiones, previamente suscritas por acreedores 
quirografarios que representen las mayorías necesarias. 
310 Está regulado en el Título VII (“Convenios”) de la LCRE, Capítulos I (“Propuesta de convenio”), II (Consideración y 
votación de la propuesta”), III (“Convenios de cesión de activo”), IV (“Aprobación judicial del convenio”) y VI 
(“Cumplimiento e incumplimiento del convenio”). 
311 Se regula en el Capítulo V (“Adhesión a la propuesta de convenio”) del Título VII (“Convenio”), que consta de tan 
solo dos artículos, ubicados a continuación de los capítulos que regulan la propuesta de convenio. 
En estos dos artículos, se regulan las particularidades de este convenio. No regula aspectos de forma ni de contenido, 
resultando de aplicación los establecidos en las restantes normas del Título VII para los convenios judiciales. Esto ha 
generado algunas dificultades de interpretación, a las que haremos referencia. 
312 Por ese motivo, el plazo de que dispone el deudor para presentar propuestas de este tipo es más extenso que el 
plazo para presentar propuestas a ser consideradas en la Junta, como explicaremos a continuación. 
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en los procesos concursales son las que se someten privadamente a la consideración y adhesión 
de los acreedores (es decir, los convenios extrajudiciales), posiblemente por ser la que permite al 
deudor llevar a cabo una mejor y más extensa negociación de sus términos con sus distintos 
acreedores (principalmente, con aquellos acreedores de mayor peso para alcanzar las mayorías 
exigidas). 

 

Requisitos del convenio de acreedores. 

El deudor puede presentar a la consideración de sus acreedores una o varias propuestas de 
convenio,313 que deben reunir una serie de requisitos de forma, de oportunidad y de contenido. 

 

Formalidades y plazos. 

La LCRE exige que la propuesta deba presentarse firmada por el deudor. Si el deudor fuera 
persona jurídica, debe presentarse firmada por todos los administradores o liquidadores (de faltar 
la firma de alguno, se exige indicar la causa de ello), acompañada de la resolución social que 
apruebe la presentación de la propuesta. En caso que un tercero (sea o no acreedor) asuma 
obligaciones de pago, deberá presentarse firmada además por el mismo (art. 138 LCRE). 

En cuanto al plazo para la presentación, el deudor podrá presentar ante el Juez del concurso 
propuestas a ser consideradas por los acreedores reunidos en la Junta de Acreedores (es decir, 
propuestas de convenio judicial), con una anticipación no menor de 60 días previos a dicha Junta 
(art. 138 LCRE). Teniendo en cuenta que la fecha de la Junta debe fijarse dentro de los 180 días 
siguientes a la declaración del concurso, el plazo para la presentación de la propuesta de convenio 
resulta ser relativamente breve, con lo que se pretende evitar dilaciones que aumenten la 
destrucción de valor de la empresa en crisis.314 Sin embargo, en la práctica el plazo para la 
celebración de la Junta de Acreedores (y, por ende, el plazo límite para la presentación de 
propuestas de convenio) se ve ampliamente excedido, dado que nuestros jueces concursales 
entienden que para poder celebrar la Junta, deben haberse resuelto previamente todas las 
impugnaciones que se hayan planteado respecto del listado de acreedores en el marco del 
proceso de verificación de créditos. De esta manera, el otorgamiento de convenios concursales –
solución preferida por el legislador- se ve dificultada en la práctica, sea porque no se celebran las 
Juntas de Acreedores, o porque la demora contribuye al deterioro en la situación de la empresa, 
impidiendo llegar a soluciones viables.315 Pese a los cuestionamientos que esta la posición 
jurisprudencial ha recibido de parte de la doctrina uruguaya, la misma se ha mantenido 
invariablemente. 

El deudor podrá además presentar el convenio con adhesiones (convenio extraconcursal) para 
la aprobación del Juez concursal en cualquier momento “antes de la celebración de la Junta de 

                                                           
313 Únicamente el deudor puede presentar propuestas de convenio para la consideración de sus acreedores. Esto a 
diferencia de otros sistemas que permiten la presentación de propuestas de convenio por acreedores (en solución que 
consideramos más conveniente que la nuestra, dado que aumenta las posibilidades de llegar a un acuerdo que permita 
la satisfacción de los acreedores). 
314 Por disposición del art. 19 LCRE, “*l+a sentencia judicial que declare el concurso del deudor deberá contener: … 4) 
Convocatoria de la Junta de Acreedores a celebrarse dentro del plazo máximo de ciento ochenta días”. 
315 El estudio de CABRERA DAMASCO antes citado evidencia que el número de convenios presentados en el año 2015 
fue sensiblemente menor al del año 2014 (12 convenios en 2015 contra 21 en 2014), circunstancia que entiende se 
explica en la situación que venimos de exponer (CABRERA DAMASCO, op. cit., p. 425) 
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Acreedores” (art. 163 LCRE). De modo que en esta modalidad el deudor podrá tomarse más 
tiempo que en  el caso anterior para negociar y presentar una propuesta con adhesiones. Esta 
propuesta deberá presentarse firmada por el deudor y por todos los acreedores adherentes, en 
número suficiente para alcanzar las mayorías necesarias exigidas. 

 

Contenido del convenio. 

a) Fórmula de cancelación del pasivo. De conformidad con el art. 139 LCRE, la propuesta “podrá 
consistir en quitas y/o esperas, cesión de bienes a los acreedores,316 constitución de una sociedad 
con los acreedores quirografarios, capitalización de pasivos, creación de un fideicomiso, 
reorganización de la sociedad, administración de todo o parte de los bienes en interés de los 
acreedores o tener cualquier otro contenido lícito, incluso el previsto en el numeral 2) del artículo 
174 de la presente ley,317 o cualquier combinación de las anteriores” (art. 139 LCRE). 

El legislador habilita así la más amplia gama de soluciones para que el deudor pueda acordar 
con sus acreedores una solución para salir de la insolvencia y cancelar sus créditos. 

La fórmula de cancelación de los créditos a proponer no se limita a quitas y esperas (y a éstas 
no se las sujeta a límites cuantitativos ni a plazos máximos para el pago),318 ni a las restantes 
fórmulas que el citado artículo enuncia. La única limitación al contenido del convenio es su licitud. 

Con esta amplitud, se genera un ámbito propicio para que el deudor aplique todo su ingenio en 
proponer cualquier tipo de solución para la situación que atraviesa, por novedosa que sea, para 
instrumentar las adecuaciones y/o transformaciones necesarias para mantenerse en actividad. Se 
le da libertad para diseñar una solución a la medida de su problemática, de las características y 
composición de su activo y pasivo, del mercado en el que opera y de su proyección de futuro. 
Podrá proponer prácticamente lo que se le ocurra y le parezca más adecuado, siempre que sea 
lícito. 

La laxitud de las posibles fórmulas de cancelación de los créditos que puede contener el 
convenio se enmarca en la finalidad perseguida por el legislador de permitir la continuación de 
empresas viables, como mecanismo para evitar la destrucción de valor, de modo de permitir la 
supervivencia de las empresas socialmente útiles y de permitir a los acreedores la recuperación de 
sus créditos en la forma que éstos entiendan más conveniente. 

A la vez, para contrarrestar la libertad que confiere al deudor, el legislador adopta otras 
medidas en tutela de los derechos e intereses de los acreedores: la exclusión del voto de ciertos 
acreedores que pueden tener intereses contrapuestos a los de la masa pasiva, el requerimiento de 
las mayorías –en algunos casos, mayorías especiales, atendiendo a las condiciones de la 
propuesta-, la posibilidad de oposición a la aprobación del convenio, la exigencia de que el 
contenido de la propuesta sea lícito, y de que vaya acompañada de un plan de continuación que 
garantice la viabilidad de su cumplimiento, aspectos que comentaremos seguidamente. 

Cabe destacar que en sede de calificación del concurso voluntario319 se establece que cuando el 

                                                           
316 Los convenios de cesión de activo están regulados en los arts. 147 a 150 LCRE 
317 Esta norma alude a la cooperativa de trabajo que se constituya con personal del deudor, para hacer uso y actuar 
como depositaria de los bienes de aquél, ante el riesgo de satisfacción de los créditos laborales con privilegio general 
(art. 110). 
318 A diferencia de nuestro régimen anterior en materia de concordatos (y de otros sistemas comparados). 
319 Se trata del concurso promovido por el propio deudor. 
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convenio permita la satisfacción íntegra de los créditos en un plazo de hasta dos años, no 
procederá la formación del incidente de calificación (art. 196 LCRE). De esta manera, se consagra 
un incentivo para que las fórmulas propuestas permitan la satisfacción íntegra de los créditos en 
plazos inferiores a dos años. Constituye evidentemente una meta ambiciosa, que muy pocos 
deudores estarán en condiciones de proponer y de cumplir. 

b) Prohibición de presentación de propuestas condicionales. La LCRE prohíbe la presentación 
de propuestas condicionales “que sometan la eficacia del convenio a cualquier clase de condición” 
(art. 140). Se ha interpretado que esta prohibición comprende toda condición de cualquier tipo 
(suspensiva o resolutoria, positiva o negativa, simple o compuesta, expresa e implícita).320 

La sanción de presentar una propuesta condicional consiste en tenerla por no presentada, con 
la severa consecuencia de la liquidación del deudor, que el Juez debe ordenar en caso de falta de 
presentación de la propuesta de convenio (art. 168, num. 2 LCRE). 

Esta prohibición no rige en el caso de concurso de sociedades del mismo grupo, en el que “la 
propuesta que presente cualquiera de ellas podrá condicionarse a la aprobación judicial del 
convenio de una o varias sociedades del mismo grupo” (art. 140, inc. 2 LCRE). Si bien los concursos 
de sociedades de un mismo grupo son concursos autónomos e independientes (aunque tramitan 
en forma conjunta, art. 9º LCRE), se habilita así a proponer una solución coordinada de los 
problemas de las sociedades que lo integran. 

 

Categorías de acreedores 

El art. 145 LCRE admite la posibilidad de que “una propuesta contenga ventajas en favor de uno 
o varios acreedores o de una o varias clases de créditos”.321 De esta manera, faculta al deudor a 
proponer categorías de acreedores, agrupándolos y clasificándolos en distintas clases o grupos 
que tendrán la composición y el tratamiento específico que el mismo indique en cada caso. 

Como explica Rodríguez Mascardi, la consagración de esta posibilidad “importa reconocer una 
realidad negocial habitual preexistente… que permite sincerar el convenio concursal y 
concretarlo” cuando no todos los acreedores tienen el mismo peso a la hora de negociar el 
convenio322 (por ejemplo, como suele ocurrir, por la necesidad de que algunos continúen 
suministrando bienes o servicios e incluso de que sigan financiando al deudor), ya que de no 
recibir un trato específico, podrían rehusarse a apoyar la propuesta de convenio. 

De este modo, al permitir la categorización, nuestro legislador ha optado por facilitar el 
otorgamiento del convenio, haciendo primar en estos casos continuidad de la empresa por encima 
de la par conditio creditorum. 

A diferencia de otros ordenamientos comparados, la legislación vigente no establece pautas 
para la categorización.323 No obstante, contemplando el desequilibrio producto de esta 

                                                           
320 Cfr. LOPEZ, Carlos y BADO, Virginia, en “Ley de declaración judicial del concurso y reorganización empresarial. 
Análisis exegético”, T. 2, La Ley Uruguay, Montevideo, 2015, p. 90 y 91. 
321 Art. 108 LCRE: “(Clases de créditos). Los créditos que componen la masa pasiva del deudor se clasificarán en créditos 
privilegiados, créditos quirografarios o comunes y créditos subordinados”. 
322 RODRIGUEZ MASCARDI, Teresita; op. cit., p. 212. 
323 RODRÍGUEZ MASCARDI recomienda fundamentar la categorización, a fin de evitar impugnaciones y situaciones de 
abuso –en opinión que compartimos- (RODRIGUEZ MASCARDI, Teresita en “Cuaderno de Derecho Concursal”, Fundación 
de Cultura Universitaria, Montevideo, 2010, p. 212. 
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flexibilización del principio de igualdad de los acreedores, se dan otras garantías a los acreedores 
no beneficiados para evitar abusos de los acreedores que conforman la mayoría, al exigir para la 
aprobación de las propuestas que contengan estas categorías una doble mayoría, que refleje el 
apoyo a la propuesta de convenio de parte de los acreedores no beneficiados.324 

 

Plan de continuación o de liquidación. 

a) Alcance del plan de continuación. La ley concursal requiere que las propuestas de convenio 
que se presenten ante el Juez concursal sean acompañadas de un plan de continuación.325 

Dicho plan de continuación “deberá contener un cuadro de financiamiento, en el que se 
describirán los recursos necesarios para la continuación total o parcial de la actividad profesional o 
empresarial del deudor durante el período de cumplimiento del convenio, así como sus diferentes 
orígenes” (art. 138 LCRE). 

Se trata de un plan de negocios326 en el que el deudor deberá exponer la forma en que 
desarrollará su actividad empresarial en el futuro, identificando todos los costos asociados 
(teniendo en cuenta que los créditos que se le concedan luego de la declaración del concurso 
serán créditos contra la masa, que deberán abonarse a su vencimiento), los pagos que habrá de 
efectuar para cumplir con lo comprometido en el convenio y para cancelar los créditos de los 
acreedores privilegiados, y los fondos o recursos necesarios para cumplir puntualmente con esos 
pagos. Debe especificar también las fuentes concretas de las que obtendrá tales fondos o recursos 
e identificar el flujo de fondos esperado de su actividad y las eventuales fuentes de financiamiento 
con las que contará para hacer frente a todo ello. 

Si bien el art. 138 exige únicamente que se describan esos extremos (utiliza el término 
“describirán”), entendemos que si el deudor se limitara a describirlos, sin justificarlos, el síndico o 
interventor y/o los acreedores que representen al menos el 10% del pasivo quirografario podrán 
oponerse a la aprobación judicial del convenio. 

De este modo, el deudor debe presentar un proyecto económico y financiero que evidencie 
que podrá subsistir, hacer frente a los costos operativos de la continuación de su actividad y al 
pago de los pasivos en la forma planteada en la propuesta de convenio. 

b) Situación de los acreedores privilegiados. El art. 138 LCRE exige además que el plan incluya 
“una fórmula de pago a los acreedores con privilegio especial” (es decir, aquellos cuyos créditos 
están garantizados con prenda o hipoteca sobre bienes del deudor). Así, en el plan de 
continuación el deudor debe identificar la forma en que hará frente a los créditos privilegiados 
especiales, e incluirlos entre los pagos a efectuar y los recursos necesarios para hacer frente a su 

                                                           
324 El citado art. 145 LCRE exige que ante una propuesta que contenga ventajas en favor de acreedores, además de 
reunirse el voto favorable de las mayorías requeridas para la aprobación de la propuesta, “será necesario que voten a 
favor de la propuesta acreedores que representen una porción del pasivo no beneficiado superior a la correspondiente a 
aquellos acreedores que hubieran votado en contra”, como explicaremos más adelante. 
325 Art. 138 LCRE: “(Presentacion de la propuesta). Con una anticipación no menor de sesenta días a la fecha de reunión 
de la Junta de Acreedores, el deudor podrá presentar al Juez del concurso una o varias propuestas de convenio, 
acompañadas de un plan de continuación o de liquidación”. Si bien no explica en qué consiste el plan de liquidación, 
teniendo en cuenta que estamos ante una hipótesis de continuación de la empresa (y no de liquidación de la misma), 
parecería referir al caso en que la propuesta implique la venta de los activos de la empresa para el pago de los pasivos 
concursales. 
326 Así CREIMER, op. cit., p. 69. RODRIGUEZ MASCARDI, op. cit., p. 210. 
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actividad futura. 

Esta exigencia deriva de la particular situación que tienen estos acreedores frente al concurso, 
al quedar facultados a promover la ejecución de sus garantías reales –o a continuar con las 
ejecuciones iniciadas antes de declararse el concurso- una vez transcurridos 120 días de la 
sentencia declaratoria del concurso.327 Al haber activos del deudor afectados con garantías reales 
a favor de dichos acreedores privilegiados, que tienen esa posibilidad de ejecutar tales garantías, 
el deudor debe indicar una solución satisfactoria para el pago de estos acreedores, a fin de evitar 
que el cumplimiento del convenio se vea luego frustrado por la ejecución de las garantías.328 En el 
marco del plan, debe explicar en qué consiste la forma de pago a esos acreedores y cómo habrá de 
cumplirla. Adviértase que esta información es útil e imprescindible para los acreedores 
quirografarios a la hora de pronunciarse acerca del convenio, ya que el tratamiento a dar a los 
acreedores privilegiados especiales puede ser clave para el éxito del plan propuesto y 
determinante de la viabilidad de la empresa. 

Esto no significa que los acreedores con privilegio especial queden obligados por el convenio. 
Sin perjuicio de contemplarlos en el plan, los créditos privilegiados especiales no resultarán 
alcanzados por los efectos del convenio. En consecuencia, aun cuando el plan contenga un 
correcto esquema de pagos de estos créditos, los acreedores privilegiados especiales estarán 
habilitados para ejecutar o continuar la ejecución de sus garantías una vez transcurridos 120 días 
desde la declaración del concurso (art. 61 LCRE). Si los acreedores privilegiados especiales 
estuvieran dispuestos a obligarse a no ejecutar sus garantías en la medida que se dé cumplimiento 
al pago en la forma propuesta en el plan, podrá resultar necesario otorgar con ellos un acuerdo 
paralelo a tal efecto.329 

Curiosamente, la norma no exige que se incluya una fórmula de pago de los créditos de los 
restantes acreedores privilegiados (es decir, de los acreedores privilegiados generales).330 Estos 
acreedores privilegiados generales no tienen garantía real sobre bienes del deudor,331 pero 
tampoco se ven alcanzados por los efectos del convenio. 

Consideramos que a pesar de que la norma no lo exija, a fin de permitir a los acreedores y al 
síndico o interventor evaluar la viabilidad del convenio,332 el plan igualmente debe contemplar la 

                                                           
327 Además, sus créditos continuarán devengando intereses hasta el límite de su respectiva garantía (art. 64 LCRE) y en 
un escenario de liquidación serán abonados con el producido de la enajenación de los bienes gravados (art. 181 LCRE). 
328 Cfr. CREIMER, op. cit., p. 69 y 70. LOPEZ y BADO, op. cit., p. 80. 
329 Debe tenerse presente que si votaran favorablemente el convenio en la Junta, su voto determinará que su crédito 
sea considerado como quirografario, lo que equivale a la pérdida del privilegio. 
330 Art. 110 LCRE (en redacción dada por Ley Nº 19.355 de 19/12/2015): “(Créditos con privilegio general). Son créditos 
con privilegio general, en el orden planteado: 1) Los créditos laborales de cualquier naturaleza, devengados hasta con 
dos años de anterioridad a la declaración del concurso (…) hasta por un monto de 260.000 UI (…) por trabajador. 
Tendrán también este privilegio los créditos del Banco de Previsión Social por los aportes personales de los trabajadores, 
devengados en el mismo plazo. (…) 2) Los créditos por tributos nacionales y departamentales, exigibles hasta con cuatro 
años de anterioridad a la declaración del concurso. 3) El 50% (…) de los créditos quirografarios de que fuera titular el 
acreedor que promovió la declaración de concurso, hasta el 10% () de la masa pasiva”. 
Estos acreedores privilegiados generales se encuentran en una posición más favorable que la de los acreedores 
quirografarios y subordinados, ya que en caso de liquidación, “en forma independiente del pago a los acreedores con 
privilegio especial, el síndico pagará con el producido de la realización de los bienes que integran la masa activa, por su 
orden, a los acreedores con privilegio general, a los acreedores quirografarios y a los acreedores subordinados” (art. 182 
LCRE). 
331 Posiblemente sea este el motivo por el que no se requirió incluir en el plan una fórmula de pago de sus créditos. 
332 Cfr. Manual del Nuevo Derecho Concursal, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2009, p. 339; 
RODRIGUEZ MASCARDI, op. cit., p. 210; LOPEZ y BADO, op. cit., pág. 80. 
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fórmula de pago a estos acreedores. De lo contrario, esta circunstancia debería ser observada por 
el síndico o interventor en el informe que presente acerca del plan, que podrá ser tenido en 
cuenta por los acreedores a la hora de votar la propuesta. Además, para el caso en que el 
convenio acompañado por un plan de esas características resulte aprobado por las mayorías de 
acreedores exigidas legalmente, podría dar lugar a que acreedores333 y/o el síndico o interventor 
se opongan a la aprobación judicial del convenio, cuestionando la viabilidad del convenio (art. 152 
LCRE). 

c) Plan de continuación y viabilidad de la empresa. Finalidad del plan. Se advierte entonces 
cómo este plan se torna fundamental para evaluar la viabilidad de la propuesta presentada, y, por 
ende, de la empresa. Permite a cada acreedor (y al síndico o interventor) evaluar si puede 
esperarse que el deudor razonablemente continúe con su actividad y cumpla con lo propuesto. 

Del contenido que el legislador exige para el plan, puede inferirse en qué consiste la viabilidad. 
Una empresa será viable cuando su perspectiva económica de futuro le permita cumplir con la 
cancelación de los pasivos concursales en los términos establecidos en la propuesta de convenio y 
en el plan que la acompaña, así como reorientar y continuar con su actividad. Esa empresa deberá 
generar y/u obtener recursos suficientes para atender al cumplimiento del convenio (pasivo 
concursal) y para seguir operando y cubriendo todos sus costos de operación, incluyendo 
eventuales pasivos postconcursales. El plan apunta a exponer estos elementos, que permitirán 
evaluar y determinar si la empresa es viable o no.334 

El plan de continuación constituye entonces un elemento imprescindible para que el acreedor 
pueda decidir su posición respecto de la propuesta y ejercer su voto en forma informada. El plan 
es necesario además a fin de permitir a la minoría de acreedores que no apoye el convenio –y al 
síndico o interventor-, plantear oposiciones basadas en la inviabilidad de la propuesta. Por tal 
motivo, entendemos que constituye una elemento de protección, una garantía para el ejercicio de 
los derechos de todos los acreedores: tanto para aquellos que decidan apoyar la propuesta (en la 
medida que podrán votar o adherir a la misma en forma informada) como para los que no la 
acompañen (ya que les permitirá informarse a fin de oponerse a la aprobación judicial del 
convenio por la inviabilidad objetiva del mismo –eventualmente, si fuera el caso-). 

Una vez presentado el plan, el síndico o interventor deberán emitir un informe especial sobre 
la viabilidad del mismo, que deberá ser presentado al Juzgado y puesto a disposición de los 
acreedores al menos 15 días antes de la fecha de la Junta de Acreedores (arts. 142 LCRE).335 Este 
informe tiene por función informar a los acreedores336 de las características, alcance y 
proyecciones del plan, de cara a la consideración y votación de la propuesta de convenio en la 
Junta de Acreedores. No tiene efecto vinculante para los acreedores, quienes tienen libertad para 
decidir si acompañar, acoger o no las conclusiones que el síndico o interventor expongan en su 

                                                           
333 Como veremos, el art. 152, num. 2 faculta a acreedores que representen al menos el 10% del pasivo quirografario y 
al síndico o interventor a oponerse a la aprobación judicial del convenio, siempre que el cumplimiento del convenio sea 
“objetivamente inviable”. 
334 Como desarrollaremos luego, si la propuesta de convenio no fuera “objetivamente viable”, los acreedores que 
representen al menos el 10% del pasivo quirografario y/o el síndico o interventor podrán oponerse a la aprobación 
judicial de la propuesta, si la misma resultare aprobada por la Junta de Acreedores (art. 152 LCRE). 
335 En caso de modificarse la propuesta, deberán presentar un informe ampliatorio y ponerlo a disposición de los 
acreedores al menos 5 días antes de la fecha de la Junta. 
336 Cfr. RODRÍGUEZ MASCARDI en op. cit.,p. 206. Por su parte, LOPEZ y BADO han sostenido que en este informe el 
síndico o interventor no podrían hacer un análisis de conveniencia de la solución planteada, cuestión que queda 
reservada a los acreedores (así en op. cit.), p. 99. 
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informe. 

Por último, es menester mencionar que la ley concursal no establece cuál es la consecuencia de 
la presentación de la propuesta de convenio sin el plan de continuación. A este respecto, se ha 
entendido que la falta del plan equivale a la falta de presentación del convenio, lo que determina 
la procedencia de la liquidación de conformidad con el art. 168 num. 2 LCRE.337 Esta posición es 
además la adoptada por nuestra jurisprudencia. 

d) Plan de continuación en el convenio extrajudicial. En el caso del convenio extrajudicial 
(presentado para la aprobación judicial ya con las adhesiones de las mayorías de acreedores 
exigidas, arts. 163 y 164 LCRE), las disposiciones que lo regulan no aluden al plan. En ese contexto, 
se ha discutido si en estos casos es necesario presentarlo conjuntamente con el convenio o no. 

En la doctrina, Creimer sostiene que el convenio judicial y el extrajudicial no tienen los mismos 
requisitos formales, y que la propuesta de convenio extrajudicial no requiere la presentación del 
plan de continuación porque ya se presenta con las adhesiones necesarias, como forma de facilitar 
los convenios, para mantener las empresas viables y las fuentes de trabajo. Por el contrario, 
Rodríguez Mascardi, Martínez Blanco y Martínez Vigil entienden que el convenio extrajudicial debe 
cumplir con todos los requisitos exigidos al convenio judicial, por lo que debe presentarse 
acompañado del plan de continuación.338 Esta última es también la posición de la jurisprudencia 
actual.339 Coincidimos con esta opinión, que se deriva de una interpretación armónica de las 
disposiciones del Título VII de la Ley, y porque la presentación del plan constituye una garantía 
para los acreedores que se verán obligados por el convenio por decisión de la mayoría, al 
permitirles formular oposición en base a la causal de inviabilidad del convenio (art. 152 LCRE). 
Constituye además una garantía para el sistema todo, ya que si la empresa no fuera viable, aun 
cuando los acreedores no se opusieran a la aprobación del convenio, podrá hacerlo el síndico o 
interventor, a fin de evitar una mayor destrucción de valor. 

 

 

                                                           
337 Es la opinión de MARTINEZ BLANCO, op. cit., p. 339; MARTINEZ VIGIL, op. cit., p. 168; LOPEZ y BADO, op. cit., p. 81. 
338 RODRIGUEZ MASCARDI, op. cit., p. 210; MARTINEZ BLANCO, op. cit., p. 358; MARTINEZ VIGIL, Daniel, “¿Hecha la 
ley... hecha la trampa?: documentación que debe acompañar a la propuesta concursal en las distintas modalidades de 
convenio” en Estudios de Derecho Concursal Uruguayo, T. I, Universidad de Montevideo, Montevideo, 2014, p.159- 170. 
339 En un caso en el que se presentó un convenio extrajudicial sin el plan de continuación, el Juzgado Letrado de 1ª 
Instancia de Concursos de 2º Turno resolvió tenerlo por no presentado y decretar la liquidación del deudor (sent. 
interlocutoria 2303/2013 del Juzgado Letrado de 1ª Instancia de Concursos de 2º Turno, de 23/12/2013 –González-, en 
autos “Martínez Chaer, Aníbal.- Concurso necesario”, IUE 2-105955/2011). 
Por su parte, en otro caso en el que se presentó la misma situación, el Juzgado Letrado de 1ª Instancia de Concursos – 
Rodríguez Mascardi- resolvió aprobar el convenio extrajudicial presentado y conferir al deudor un plazo de 10 días para 
presentar el plan, bajo apercibimiento de tener el convenio por no presentado (sentencia interlocutoria Nº 1789/2013, 
en autos “Clonor S.A.- Concurso de la Ley Nº 18.387”, IUE 0040-000012/2013). Como consecuencia de esto, si 
transcurrido el plazo no se presentara el plan, correspondería celebrar la Junta de Acreedores y decretar la liquidación. 
Ante el recurso de apelación interpuesto por el síndico, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2º Turno resolvió 
revocar la sentencia de primera instancia y exigir el cumplimiento de todos los requisitos del art. 138 (sent.  
interlocutoria Nº 34/2014 de 23/4/2014, Pérez Brignani –red.-, Sosa Aguirre, França Nebot). 
La jurisprudencia en este sentido cambió, dado que con anterioridad los Juzgados concursales aprobaban los convenios 
extrajudiciales que eran presentados sin un plan de continuación (como puede verse en el fallo del Juzgado Letrado de 
1ª Instancia de Concursos de 1º Turno antes citado). Corresponde comentar que bajo esa posición, durante los primeros 
años de vigencia de la LCRE, en la práctica los convenios extrajudiciales se presentaban sin ser acompañados del plan de 
continuación. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1072 

 

Otros requisitos del convenio. 

Una vez presentada por el deudor ante el Juez concursal, la propuesta no puede ser revocada 
(art. 141 LCRE). Al presentarla, el deudor ya ha manifestado su voluntad y la aprobación de la 
misma depende únicamente de que sea votada favorablemente por las mayorías de acreedores 
quirografarios exigibles según el caso, y de la posterior aprobación por el Juez concursal. 

La propuesta presentada tampoco puede ser modificada, salvo que las modificaciones que se 
introduzcan no la alteren sustancialmente, comporten condiciones más favorables para todos o 
algunos de los acreedores quirografarios, y se introduzcan con una anticipación mínima de 15 días 
a la fecha de la Junta de Acreedores, debiendo cumplirse acumulativamente con todos estos 
requisitos (art. 141 LCRE). 

En el caso del convenio extrajudicial, al presentarse esa propuesta para la aprobación judicial, 
también los acreedores adherentes que hayan suscrito la propuesta habrán expresado su 
voluntad. 

Por último, es menester comentar que ante la inexistencia de normas que exijan disposiciones 
obligatorias a ser reflejadas en las propuestas de convenio, desde la doctrina se ha recomendado 
incluir en él ciertas cláusulas para evitar dificultades a la hora de su interpretación.340 

 

Consideración y aprobación de la propuesta por la junta de acreedores. 

La propuesta (o propuestas) de convenio judicial, junto con el plan correspondiente y el 
informe especial del síndico o interventor son considerados por los acreedores quirografarios 
reunidos en Junta de Acreedores (art. 143 LCRE).341 En ella se pronunciarán a través del voto a 
favor o en contra de la propuesta presentada, y el resultado de esa votación determinará si la 
misma resulta o no aprobada, según se reúnan o no las mayorías exigidas. 

Podrán asistir a la Junta todos los acreedores concursales (esto es, no sólo los acreedores 
quirografarios) cuyos créditos hayan sido verificados por el síndico o interventor.342 

A este respecto, la LCRE consagra la representación legal de pequeños acreedores (art. 120), 
innovadora del régimen legal antes vigente en nuestro país: aquellos acreedores que reúnan las 
características que el legislador indica para ser considerados tales343 y que no asistan a la Junta, 

                                                           
340 Es el caso de CABRERA DAMASCO, que sugiere que la fórmula sea clara (incluyendo cifras, fecha de inicio de pagos, 
domicilio de acreedores, designación de terceros para realizar los pagos, cláusula de mora y garantías de cumplimiento 
(si las hay). Vé. CABRERA DAMASCO, Fernando, “La conveniencia que el acuerdo concursal se pronuncie sobre 
determinados puntos”, ponencia presentada en IV Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal (Punta del Este, 
Uruguay, 12 a 14 de noviembre de 2008), Fundación de Cultura Universitaria, 2008, p. 43 a 48. 
341 La Junta se reúne en la fecha fijada en la sentencia de declaración del concurso, que sólo puede prorrogarse 
excepcionalmente (art. 115 LCRE). Si se presentara una propuesta de convenio extrajudicial con las adhesiones de las 
mayorías necesarias de acreedores, el Juez suspenderá la Junta. 
342 En nuestra opinión, podrán asistir entonces todos aquellos acreedores que al momento de celebrarse la Junta hayan 
sido verificados por el síndico o interventor: sea en su informe inicial (art. 101 LCRE), o por la resolución recaida en 
relación a impugnaciones presentadas a la lista, y también por la presentación de solicitudes de verificaciones tardías 
(incluso posteriores al informe inicial). 
343 Son los acreedores cuyos créditos sean inferiores a 50.000 Unidades Indexadas (equivalentes actualmente a US$ 
6.000 aproximadamente), o que superen esa cifra pero sean titulares de un crédito inferior al cociente de dividir por 
10.000 el total del pasivo. No serán considerados como pequeños acreedores el Estado, entes públicos, entidades de 
intermediación financiera, compañías de seguros, ni las sociedades administradoras de fondos de ahorro previsional y 
de fondos de inversión). 
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serán representados en ella por el síndico o interventor a los solos efectos de votar el convenio. 
Esta norma responde a la realidad fáctica planteada en las Juntas de Acreedores, ante la 
inasistencia de acreedores de este tipo –que suelen no interesarse en el concurso por su escaso 
peso relativo-, circunstancia que dificulta la adopción de resoluciones. Evidencia una vez más el 
propósito del legislador de propender al otorgamiento del convenio cuando están dadas las 
condiciones para ello. 

Podrá intervenir además en la Junta cualquier otra persona que el Juez autorice (por ejemplo, 
asesores, peritos). 

El deudor, por su parte, tiene el deber de asistir personalmente, salvo dispensa del Juez (art. 
117 LCRE). 

La Junta se constituirá válidamente cualquiera sea el número de acreedores y el porcentaje de 
créditos concurrentes, asista o no el deudor.344 En ella, se considerará el informe del síndico o 
interventor previsto en el art. 123 LCRE.345 Además, se discutirá y votará la propuesta de convenio 
que el deudor hubiere presentado. 

Para dar transparencia a la votación de la propuesta, se requiere que sea nominal y pública 
(art. 125 LCRE). 

 

Acreedores excluidos del voto. 

La ley concursal de Uruguay no contiene ninguna norma en la que indique expresamente qué 
acreedores tienen derecho a voto. Indica qué mayorías deben recabarse para adoptar 
resoluciones y para aprobar una propuesta de convenio. Además, establece qué acreedores no 
tendrán derecho a voto, y dispone cuál será la consecuencia del ejercicio del derecho de voto por 
parte de los acreedores privilegiados generales y especiales (presuponiendo así que estos 
acreedores privilegiados especiales y generales tienen derecho a votar). 

Es por demás evidente que los acreedores quirografarios son quienes naturalmente tienen 
derecho a votar la propuesta, ya que son ellos quienes se verán obligados en sus términos. Es así 
que todo el régimen de mayorías hace referencia a ellos. 

El legislador uruguayo excluye a algunos acreedores de la votación, privándolos del derecho de 
voto en la Junta de Acreedores (y del derecho de adherir a un convenio extrajudicial) en el art. 126 
LCRE: “no tendrán derecho de voto en la Junta de Acreedores: 1) Las personas especialmente 
relacionadas con el deudor, mencionadas en el artículo 112. 2) Los acreedores quirografarios 
cuyos créditos se encuentren adecuadamente garantizados con derechos reales de garantía sobre 

                                                           
344 Aunque para adoptar resoluciones válidas tendrá que estar presente al menos la mayoría del pasivo quirografario 
con derecho a voto, como veremos. 
345 Art. 123 LCRE: “(Informe del síndico o del interventor). El informe del síndico o del interventor tendrá el siguiente 
contenido: 1) Memoria explicativa de la historia económica y jurídica del deudor, de la actividad o actividades a que se 
dedica o hubiera dedicado (…) así como de las causas del estado en que se encuentra. 2) Estado de la contabilidad del 
deudor (…) .3) Memoria de la tramitación del concurso de acreedores (…). 4) En caso de que, en el momento de la 
declaración de concurso, el activo fuera inferior al pasivo, el informe contendrá la relación de los bienes y derechos que 
deban ser objeto de reintegración a la masa activa, con expresión de la causa y de la persona o personas a las que afecte 
o pueda afectar la revocación (…). 5) La forma más conveniente de proceder a la liquidación de la masa activa, para el 
caso de que no se apruebe un convenio (…). 6) La tasación a valor de liquidación de la empresa en partes  (…).” 
Para permitir que los acreedores puedan conocer debidamente este informe, debe ser presentado en el concurso al 
menos 30 días antes de la fecha de la Junta, y quedar de manifiesto a su disposición (art. 124 LCRE) 
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bienes o derechos de terceros, o en cualquier otra forma. 3) Los acreedores que, después de la 
declaración judicial de concurso, hubieran adquirido el crédito por actos inter vivos, salvo que la 
adquisición hubiera tenido lugar a título universal o como consecuencia de ejecución judicial o 
extrajudicial. 4) Los acreedores en situación de conflicto de intereses”. 

Se trata de situaciones en las que existe posibilidad de abuso de derecho de tales acreedores, 
que han sido abordadas de la legislación comparada, o de la experiencia derivada de discusiones e 
interpretaciones de la doctrina y jurisprudencia comparadas en ordenamientos que no contienen 
normas expresas al respecto.346 Para evitar ese tipo de situaciones, nuestro legislador la consagró 
expresamente estas exclusiones. 

Aquellos acreedores que se encuentren comprendidos en cualquiera de las situaciones 
indicadas en el citado art. 126 LCRE podrán asistir a la Junta, pero no tendrán derecho a voto ni a 
adherir a propuestas de convenio extrajudiciales.347 Serán privados de su derecho a voto sin más, 
automáticamente, sin considerar la subjetividad ni el contexto del caso.348 No se considerará el 
vínculo que en los hechos puedan haber tenido con el deudor ni con su insolvencia, ni la 
motivación de su voto. Aun cuando en el caso concreto no exista fraude, resultarán 
automáticamente excluidos de la votación, lo que puede dar lugar a exclusiones injustificadas. 

Pese a la drástica solución de nuestro legislador, la exclusión de tales acreedores de la votación 
podrá no resultar sencilla, en la medida para hacer valer algunas de las causales deberá 
acreditarse su verificación. El ejemplo más claro de esto, si se quiere, es el de los acreedores en 
situación de conflicto de interés. 

La doctrina y jurisprudencia coinciden en sostener que estas categorías deben interpretarse en 
forma restrictiva, por ser la exclusión del derecho de voto una circunstancia excepcional, que priva 
al acreedor concursal de su derecho a participar en la decisión sobre la suerte que correrá su 
crédito. 

A continuación aludiremos brevemente a cada una de ellas. 

a) Personas especialmente relacionadas con el deudor. Por disposición del art. 112 LCRE, son 
personas especialmente relacionadas con el deudor persona física: el concubino, cónyuge o quien 
lo hubiera sido en los dos años anteriores a la declaración del concurso; ascendientes y 
descendientes y hermanos del deudor o de cualquiera de las personas antes indicadas; los 
cónyuges o concubinos de ascendientes y descendientes y hermanos del deudor; y las personas 
que hubieran convivido con el deudor en los dos años anteriores (salvo que sean titulares de 
créditos salariales). Son personas especialmente relacionadas con el deudor persona jurídica: los 
socios ilimitadamente responsables; los socios o accionistas limitadamente responsables que sean 
titulares de más del 20% del capital social; los administradores (de derecho y de hecho), los 
liquidadores y quienes lo hayan sido dentro de los dos años anteriores a la declaración del 
concurso; y las sociedades que formen parte de un mismo grupo de sociedades con la deudora, 

                                                           
346 Sobre la problemática planteada en Argentina frente a la exclusión del voto de diversos acreedores puede verse 
FABIER DUBOIS (h), Eduardo M., “Exclusión de voto en los concursos: Un camino en permanente construcción“, en 
Vitolo-Pardini (Dir), La tutela de los acreedores en los procesos concursales, Bs.As., 2006, Ed. Ad Hoc. p. 157 y ss. 
347 Cfr. LOPEZ y BADO, op. cit., p. 44. 
348 CFR. RODRIGUEZ MASCARDI, Teresita, “Los créditos subordinados”, en RODRIGUEZ MASCARDI, Teresita y FERRER 
MONTENEGRO, Alicia, Ensayos concursales, La Ley Uruguay, Montevideo, 2016. GRAZIOLI MILBURN, María Lucía; 
“Subordinación de los créditos de personas especialmente relacionadas con el deudor”, ponencia presentada en Semana 
Académica 2011 del Instituto de Derecho Comercial (Facultad de Derecho, Universidad de la República), publicada en 
Tres pilares del moderno Derecho Comercial, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2011, p. 479-488 
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cuando se encuentren sometidas al poder de dirección de otra. También son personas 
especialmente relacionadas con el deudor los cesionarios de créditos que pertenecieran 
originariamente a las personas especialmente relacionadas con el deudor, adquiridos en los dos 
años anteriores a la declaración del concurso. 

El legislador trata con desconfianza a estos acreedores y los excluye del voto, debido la 
asimetría que tienen respecto de los demás acreedores en la información sobre la situación del 
deudor, y en la mayor tendencia al fraude en su otorgamiento.349 Además, por la estrecha relación 
que mantienen con el deudor, parecen tener una comunidad de intereses con el mismo, que 
puede traducirse en una mayor tendencia al fraude o de connivencia con el deudor a la hora de 
expresar su voluntad.350 

Podría ocurrir que en los hechos estos acreedores no tengan ninguna motivación fraudulenta, 
ni inclinación alguna a favor del deudor, y que no hayan tenido conducta alguna que amerite 
tratarlos en forma desfavorable frente al resto. No obstante, por el mero hecho de quedar 
comprendidos en la categoría de personas especialmente relacionadas al deudor, no tendrán 
derecho de voto. 

b) Acreedores quirografarios adecuadamente garantizados. Los acreedores quirografarios con 
créditos adecuadamente garantizados con derechos reales de garantía sobre bienes o derechos de 
terceros, o en cualquier otra forma, tampoco tienen derecho a voto. Es el caso, por ejemplo, del 
acreedor garantizado por un aval, una fianza, seguros de crédito, fideicomisos en garantía, etc. 
Para el concurso, estos son acreedores quirografarios (y no privilegiados), porque su garantía 
recae sobre bienes o derechos de terceros. Pero a pesar de no conferirles el status de 
privilegiados, esa garantía es relevante y los ubica en una posición distinta y más favorable que de 
la de los acreedores quirografarios, y por ello se les impide votar. 

Se ha interpretado que esta exclusión afecta al crédito, no a la persona. De modo que si un 
mismo acreedor tuviera otros créditos quirografarios no garantizados, por estos últimos sí tendrá 
derecho a voto.351 

La ambigüedad e indeterminación del giro “adecuadamente garantizados” utilizada por el 
legislador genera dificultades a la hora de aplicar esta norma. ¿Cuándo un crédito está 
“adecuadamente” garantizado? Esta interrogante ha dado lugar a diversas interpretaciones 
doctrinarias, a la hora de definir las circunstancias a las que ha de atender el síndico o interventor 
–que en el listado de acreedores deberá indicar si el acreedor tiene o no derecho a voto- a fin de 
determinar si un acreedor se encuentra o no comprendido en esta categoría. Hay quienes 
consideran que un crédito está “adecuadamente garantizado” cuando se constata que la garantía 
del tercero ha sido formal y correctamente constituida a favor del acreedor.352 Otros sostienen, en 
cambio, que en algunos casos puede no ser suficiente con un control formal de la garantía (caso 
de la garantía que recae sobre un bien, que necesita avaluación de su valor de mercado o de 

                                                           
349 Asi lo sostienen FERRER MONTENEGRO y RODRIGUEZ MASCARDI en Los créditos y el concurso, Fundación de 
Cultura Universitaria, Montevideo, 2016, p. 76 y en “Los acreedores sin derecho a voto en la Ley Concursal Uruguaya 
18.387”, publicado en Ensayos Concursales, La Ley, Montevideo, 2016, p. 156. 
350 Por ese mismo fundamento, los créditos de estas personas especialmente relacionadas con el deudor son 
subordinados (art. 126 LCRE). 
351 Cfr. RODRIGUEZ MASCARDI y FERRER MONTENEGRO, “Los acreedores sin derecho a voto…”, p. 159. 
352 Es la posición de GERMAN, Daniel, en “Acreedores sin derecho a voto por encontrarse sus créditos adecuadamente 
garantizados”, publicado en GERMAN, Daniel –dir- et. al, Actualidad del Derecho Concursal, Ed. Idea, Montevideo, 2017, 
163 a 169. 
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subasta) para poder determinar si es adecuada o no para cubrir el crédito al que accede, y resultar 
necesario controlar otros elementos, debiendo para ello el síndico valerse de toda la información 
que esté a su alcance. Éstos últimos entienden que si agotados los medios el administrador 
concursal no logra determinar si el crédito de ese acreedor está suficientemente garantizado o no, 
la norma debe interpretarse la norma en forma restrictiva y no privarlo del derecho de voto.353 

c) Acreedores que hubieran adquirido su crédito por acto inter vivos luego de declarado el 
concurso. El propósito de esta exclusión es evitar la “compra pico a pico” de créditos de 
acreedores hostiles, para obtener la aprobación del convenio. Busca igualmente evitar la 
realización de maniobras fraudulentas que den lugar a la votación del acreedor complaciente, ante 
la sospecha de que su voto esconde al propio deudor, actuando a través de interpuesta persona. 

También en este caso la exclusión del derecho de voto afecta al crédito y no al acreedor, por lo 
que si estos acreedores tuvieran otros créditos quirografarios anteriores al concurso, por esos 
últimos sí podrán votar. 

La exclusión no aplica a los casos en que la adquisición fuera a título universal o por ejecución 
forzosa, ya que en tales supuestos no existiría el fraude que se pretende neutralizar. 

d) Acreedores en situación de conflicto de intereses. Esta categoría es más amplia que las 
anteriores, y permite excluir del voto a distintos acreedores que incurran o que mantengan un 
conflicto de interés. 

La doctrina ha explicado que el conflicto de interés que justifica la exclusión del voto de estos 
acreedores, puede darse en dos hipótesis, que han sido analizadas por la doctrina argentina.354 
Una de ellas, la del acreedor que tenga un conflicto de intereses con el resto de los acreedores y 
actúe en connivencia con el concursado, para imponer al resto una decisión que no resulte 
favorable al interés de los acreedores de lograr la mayor satisfacción de sus créditos, inclinando la 
decisión a favor del deudor (acreedor complaciente). Otra, la del acreedor que motiva su 
actuación en intereses propios, contrarios al del resto de los acreedores, que abusa de su posición 
en perjuicio del resto, y responde a un interés propio dirigido a frustrar el acuerdo colectivo en 
forma disfuncional a los intereses del concurso (el denominado “acreedor hostil”). 

La principal dificultad de esta categoría (a diferencia de las anteriores, que apuntan a 
situaciones objetivas), radica en la prueba que habrá de producirse de la existencia del conflicto 
invocado. 

 

Voto de acreedores privilegiados generales y especiales. 

Estos acreedores no están excluidos del derecho de voto. A su respeto, el art. 127 LCRE dispone 
que si el acreedor privilegiado (especial o general) vota en la Junta de Acreedores, “se entenderá 
que renuncia a su privilegio general o especial, transformándose en un acreedor quirografario”. 

Como el acreedor privilegiado tiene una situación más favorable que la del resto de los 

                                                           
353 Así BACCHI, Adriana y AYUL, Zamira en “Derecho de voto y acreedores adecuadamente garantizados”, ponencia 
presentada en la Semana Académica 2014 del instituto de Derecho Comercial (Facultad de Derecho, Universidad de la 
República), publicado en “Consolidación y cambios: el fecundo panorama del Derecho Comercial”, Fundación de Cultura 
Universitaria, 2014, p. 409-414. 
354 FABIER DUBOIS (h), Eduardo M., “Exclusión de voto en los concursos: Un camino en permanente construcción“, en 
Vitolo-Pardini (Dir) et.al., La tutela de los acreedores en los procesos concursales, Bs.As., 2006, Ed.Ad Hoc. p.157 y ss. 
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acreedores, no debe decidir la suerte de estos créditos. Si lo hiciera, podría estar actuando en 
forma abusiva. Por tal motivo, para el caso en que vote, se lo sanciona con la pérdida de su 
privilegio. 

Sin perjuicio de esto, si ese acreedor privilegiado especial fuera además titular de créditos 
quirografarios, en caso que vote “se entenderá que vota exclusivamente por los créditos 
quirografarios, salvo que, al emitir el voto, manifieste que vota por la totalidad de los créditos” 
(art. 127, inc. 2 LCRE). 

 

Situación de los acreedores subordinados. 

Ante la ausencia de una norma que especifique expresamente qué acreedores tienen derecho 
a voto, y siendo que los créditos subordinados resultan alcanzados por los efectos del convenio 

De conformidad con el art. 111 LCRE, “son créditos subordinados: 1. Las multas y demás 
sanciones pecuniarias, de cualquier naturaleza. 2. Los créditos de personas especialmente 
relacionadas con el deudor”. 

Como ya vimos, las personas especialmente relacionadas con el deudor han sido excluidas del 
derecho al voto. 

La cuestión se ha planteado en relación a aquellos otros acreedores subordinados que no han 
sido excluidos del derecho de voto, dividiendo a la doctrina. Prestigiosos exponentes sostienen 
que la normativa concursal no priva del derecho de voto a todos los acreedores subordinados sino 
tan solo a las personas especialmente relacionadas con el deudor, excluidas del derecho a voto 
por el art. 116 LCRE. En consecuencia, aquellos otros créditos subordinados que no han sido 
excluidos (caso de los créditos por multas y otras sanciones pecuniarias -subordinación legal, art. 
111 LCRE-, o caso de los créditos subordinados por voluntad de las partes -subordinación 
voluntaria-), pueden votar la propuesta de convenio, porque puede que nunca lleguen a cobrar.355 
En posición contraria a esta, hay quienes consideran que los acreedores subordinados (todos) 
están privados del derecho voto, y que los únicos que forman la voluntad de la Junta de 
Acreedores son los acreedores quirografarios.356 

Si atendemos a las normas que regulan la adopción de resoluciones, nos encontramos con que 
el art. 125 LCRE, al regular las mayorías, dispone que los votos favorables con los que se 
conforman esas mayorías son sólo de acreedores quirografarios, no de acreedores subordinados. 
Paralelamente, el art. 126 LCRE dispone, que no tendrán derecho de voto las personas 
especialmente relacionadas con el deudor, sin hacer referencia a los acreedores por multas y otras 
sanciones pecuniarias (que son la otra clase de créditos comprendidos dentro de la categoría de 
créditos subordinados). 

                                                           
355 Asi FERRER MONTENEGRO Y RODRIGUEZ MASCARDI en “Los créditos y el concurso”, Fundación de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2016; “Los acreedores sin derecho a voto en la ley concursal uruguaya 18.387” en Ensayos 
Concursales. 
356 Así OLIVERA GARCIA, “La jerarquización del acreedor quirografario en la nueva ley uruguaya de concursos”, en 
Panorama de Derecho Concursal Uruguayo: estudio sobre la Ley Nº 18.387, Fundación de Cultura Universitaria, 
Montevideo, 2015, p. 156. AUMENTE, Jesús y CIAVATTONE, Alfredo, “Votación de la propuesta de convenio. Problema 
que plantea el régimen de mayorías en la Ley 18.387”, ponencia presentada en la Semana Académica 2016 del instituto 
de Derecho Comercial (Facultad de Derecho, Universidad de la República), publicada en Realidad del Derecho Comercial: 
tensiones y sinergias en su práctica, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2016, p. 373- 378. 
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En ese contexto, en nuestra opinión, no puede entenderse que el acreedor subordinado titular 
de multas y otras sanciones pecuniarias esté privado del derecho de voto.357 Aunque podrá asistir 
a la junta de acreedores, su voto no se computará a los efectos del cálculo de las mayorías 
requeridas. Si podrá computarse -como veremos al abordar el régimen de mayorías- en  los casos 
en que la propuesta plantee un tratamiento especial para sus créditos (art. 145 LCRE). Es posible 
interpretar además que podrían votar en contra de la propuesta que se apruebe por mayoría, a fin 
de formular luego oposición contra la aprobación judicial del convenio.358 

 

Principio de preeminencia de las mayorías. 

La decisión de aprobar o no la propuesta de convenio recae entonces sobre los acreedores 
quirografarios. 

Siguiendo la tendencia de varios siglos, para que la propuesta sea vinculante para todos los 
acreedores que se verán alcanzados por los efectos del convenio, no se exige la voluntad 
conforme o pronunciamiento favorable de la unanimidad de tales acreedores. A diferencia de lo 
que ocurre en materia contractual (donde se exige el consentimiento de todas las partes en 
ejercicio de la autonomía de su voluntad), rige el principio mayoritario. Es el pronunciamiento 
favorable de las mayorías de acreedores exigidas legalmente el que determina que la solución así 
adoptada y acordada sea impuesta a todos los acreedores quirografarios y subordinados. 

Ante la situación de insolvencia del deudor concursado y la imposibilidad de los acreedores de 
ejercer acciones individuales para el recupero de sus créditos, esta es la única solución posible. 
Conseguir el consentimiento unánime es prácticamente imposible, más aún cuando puede haber 
acreedores tardíos que no sean conocidos por el concurso. Además, es la más eficiente, dado que 
en un sistema que procura reducir lo más posible la destrucción de valor ocasionada por la crisis, 
la decisión de la mayoría de los acreedores procurará obtener la mayor satisfacción posible de sus 
créditos.359 

Así, tal como lo desarrollaremos en el punto siguiente, la LCRE regula las mayorías, exigiendo 
como regla general la mayoría absoluta de votos de créditos quirografarios, flexibilizándola 
cuando la propuesta contiene una fórmula más beneficiosa para los acreedores, y aumentándola 
cuando la fórmula es más gravosa para ellos, y exigiendo dobles mayorías cuando ciertos 
acreedores pueden verse perjudicados. 

Luego de que la mayoría necesaria de acreedores aprueba el convenio, el mismo se somete a la 
aprobación del Juez concursal. Una vez aprobado judicialmente por sentencia firme, tendrá fuerza 
vinculante para todos los acreedores quirografarios y subordinados por disposición de la ley 
concursal (art. 158 LCRE). Esa decisión de la mayoría se impone al resto entonces por decisión de 

                                                           
357 Siguiendo en este aspecto a RODRIGUEZ MASCARDI y FERRER MONTENEGRO. 
358 El legislador admite expresamente que el acreedor subordinado formule oposición al convenio extrajudicial. Al trata 
el régimen de oposición al convenio judicial, no hace referencia alguna al mismo, pero podría quedar comprendido 
dentro del elenco de acreedores legitimados para formular oposición (que son los acreedores “que hayan sido privados 
ilegítimamente del derecho de voto y los que hayan votado en contra de la propuesta de convenio” (art. 151.1 LCRE). 
359 En palabras de OLIVERA GARCÍA, “el legislador pone en manos de los acreedores quirografarios la toma de las 
decisiones más trascendentes del concurso… considera que existe una perfecta alineación de intereses entre el acreedor 
quirografario y la Economía en su conjunto. Ambas pretenden por igual impedir la destrucción de valor que las 
situaciones de crisis producen. La preservación del valor de las estructuras empresariales coindice con el afán del 
acreedor quirografario por optimizar la recuperación de su crédito” ( “La jerarquización del acreedor quirografario en la 
nueva ley uruguaya de concursos”, publicado en OLIVERA GARCÍA –dir.- et. al., Panorama…, p. 161 y 162. 
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los acreedores que votaron favorablemente, y principalmente, por la aprobación judicial360 y por 
imperio de la ley que así lo dispone. Es en definitiva la ley concursal la que dispone ese efecto 
obligatorio, vinculante, de la decisión de la mayoría para todos los acreedores, incluyendo los 
disidentes y tardíos. 

Los efectos del convenio se impondrán a aquellos acreedores quirografarios que hubieren 
votado a favor de la propuesta (en cuyo caso la aplicación del convenio será producto de la 
autonomía de su voluntad) y a los subordinados; a los disidentes que se hubieren manifestado 
expresamente en contra de la aprobación de la propuesta que resultara aprobada (que deberán 
respetar la fórmula de pago aceptada por la mayoría, pese a haber la autonomía de su voluntad en 
forma contraria a lo que resultó plasmado en el acuerdo); a los que se hayan abstenido de votar; a 
los que no hayan podido pronunciarse respecto de la propuesta por ser privados del derecho de 
voto por la ley concursal; a los que hubieren verificado su crédito pero hayan estado ausentes en 
la junta de acreedores; a los pequeños acreedores que hayan sido representados por el síndico 
(independientemente de que ésta haya votado en su representación favorablemente o no la 
propuesta); a los que hayan solicitado la verificación de su crédito en forma tardía sin haber 
obtenido aún pronunciamiento al respecto,361 y a los que aún no hayan verificado su crédito. 

 

Mayorías exigidas para la aprobación del convenio en la junta de acreedores. 

a) Criterio general: mayoría absoluta. De conformidad con el art. 144 LCRE, “para que la 
propuesta de convenio se considere aceptada, será necesario que voten a favor de la misma 
acreedores que representen, como mínimo, la mayoría del pasivo quirografario del deudor” (inc. 
1º). 

El criterio general para la aprobación del convenio judicial es entonces el de la mayoría 
absoluta del pasivo quirografario del deudor.362 En consecuencia, para el cómputo de esta 
mayoría, debe tenerse en cuenta todo el pasivo quirografario, incluyendo en el cómputo a 
aquellos acreedores quirografarios que estén excluidos del derecho de voto.363 Se trata del voto 
favorable de la mitad más uno de los créditos quirografarios. 

Debe tenerse en cuenta que el voto se computa en función de los créditos, y no de las personas 
de los acreedores. Se ha destacado que el voto favorable de un solo acreedor podría resultar 
suficiente en teoría para aprobar un convenio. 

Martínez Blanco, con quien coincidimos, sostiene que esta mayoría opera como mínimo para 
considerar la propuesta en la Junta de Acreedores,  de modo tal que si los acreedores asistentes 
no alcanzan a cubrir esa cantidad, la propuesta debe ser rechazada.364 

b) Mayorías especiales. Seguidamente, el art. 144 inc. 2º exige mayorías especiales para 
determinadas propuestas: “cuando la propuesta de convenio implique el otorgamiento de quitas 
superiores al 50% (cincuenta por ciento) del monto de los créditos quirografarios y/o plazos de 

                                                           
360 Es la opinión de CREIMER (op. cit.) y de LOPEZ Y BADO (op. cit.). 
361 Estos potenciales acreedores, en nuestro ordenamiento, no podrán votar dado que recién formarán parte de la 
masa pasiva una vez culminado favorablemente el proceso de verificación de sus créditos. 
362 Esta norma presenta una discordancia con el art. 163 LCRE, que en sede de convenio extrajudicial, hace referencia al 
pasivo quirografario “con derecho a voto”. 
363 Así lo interpretan FERRER MONTENEGRO y RODRIGUEZ MASCARDI en Los créditos… . 
364 MARTINEZ BLANCO, op. cit., p. 346. 
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pago superiores a diez años, será necesario que voten a favor de la misma acreedores 
quirografarios que representen las dos terceras partes del pasivo quirografario con derecho a 
voto” (lit. a). 

Al tratarse de una propuesta que puede resultar gravosa para los acreedores, se exige una 
mayoría calificada, una cantidad de votos favorables mayor que la mayoría absoluta requerida con 
criterio general. Esto constituye un mecanismo de garantía para evitar abusos, a la vez que un 
desincentivo al deudor a proponer propuestas de este tipo, que deberá enfrentar una mayor 
dificultad a la hora de recabar los votos de sus acreedores quirografarios. 

En cambio, “cuando la propuesta de convenio consista en el pago íntegro de los créditos 
quirografarios en plazo no superior a dos años o en el pago inmediato de los créditos 
quirografarios vencidos con quita inferior al 25% (veinticinco por ciento), será suficiente que voten 
a favor acreedores que representen una porción del pasivo del deudor con derecho a voto 
superior a la que vote en contra, siempre que los votos favorables representen, como mínimo, la 
cuarta parte del pasivo quirografario del deudor, deducido el pasivo sin derecho a voto” (lit. b). Se 
exige entonces una mayoría simple (votos a favor que superen los votos en contra), aunque 
calificada (que los votos favorables representen al menos el 25% del pasivo quirografario). Al 
contrario del caso anterior, siendo que esta propuesta contiene una fórmula razonablemente 
beneficiosa para los acreedores quirografarios (casi idílica en un escenario de insolvencia), se exige 
una mayoría simple, calificada, que se traduce en una exigencia menor que la establecida como 
criterio general (mayoría absoluta, num. 1º).365 

c) Doble mayoría requerida para propuestas con categorías de acreedores. En caso que la 
propuesta incluya una categorización de créditos, que implique ventajas en favor de uno o varios 
acreedores o clases de créditos, además del voto favorable de las mayorías antedichas, se requiere 
para su aprobación el voto favorable de acreedores que representen una porción del pasivo no 
beneficiado superior a la correspondiente a aquellos acreedores que hubieran votado en contra 
(art. 145 LCRE). 

Se exige así una doble mayoría que opera como garantía para los acreedores que se verán 
perjudicados, en virtud de la flexibilización de la par conditio creditorum ocasionada al conferir 
ventajas a favor de algunos acreedores. 

 

Consentimiento individual de acreedores. 

Además de las mayorías necesarias para la aprobación de la propuesta, cuando la misma 
suponga nuevas obligaciones, para uno o varios acreedores, será necesario su consentimiento 
individual, el que deberá ser presentado antes de que la propuesta sea sometida a votación (art. 
146, inc. 1º LCRE).366 

La mayoría de los acreedores podrá imponer su voluntad al resto respecto de la solución a 
aplicar para la cancelación de los créditos anteriores al concurso, pero no podrá imponer nuevas 
obligaciones a otros acreedores. Para ello, es indispensable que aquellos acreedores que puedan 

                                                           
365 Esto es una novedad en nuestro sistema, ya que hasta la LCRE la votación se definía únicamente en función de los 
votos a favor. 
366 Esta norma contiene una excepción: “No será necesario el consentimiento individual de los acreedores 
especialmente relacionados con el deudor cuando la propuesta prevea la conversión de los créditos de que fueran 
titulares esos acreedores en acciones o en participaciones sociales de la sociedad deudora” (inc. 2º). 
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resultar obligados a cumplir con nuevas prestaciones, manifiesten expresamente su 
consentimiento para contraer esa obligación, por aplicación del principio de autonomía de la 
voluntad. 

Por otra parte, cuando la propuesta de convenio tenga como objeto la cesión de todo o parte 
del activo en pago a acreedores (convenio de cesión en pago), requiere el consentimiento 
individual de los acreedores cesionarios (art. 148 LCRE). En este caso, prevalece el principio de 
autonomía de la voluntad que rige la paga por entrega de bienes, en virtud del cual un acreedor 
sólo resultará obligado a recibir en pago de su crédito una cosa distinta de la debida, si así lo 
consintiera voluntariamente.367 

A este último respecto, resulta que si la propuesta de convenio implicara la cesión de activos en 
pago de todos los créditos, entonces será necesario el consentimiento individual de todos los 
acreedores, no siendo de aplicación el principio mayoritario. 

 

Mayorías exigidas en el convenio con adhesión privada de acreedores (convenio 
extrajudicial). 

Cuando el deudor presenta para la aprobación del Juez concursal una propuesta de convenio 
con la adhesión (suscripción) de los acreedores al convenio (convenio extrajudicial), las mayorías 
difieren de las antes indicadas. También aplican a este convenio extrajudicial el principio de 
preeminencia de las mayorías y las consideraciones que hemos efectuado acerca de los 
acreedores privilegiados y subordinados, con las diferencias que expondremos ahora. 

La LCRE exige que la propuesta de convenio que se presente haya sido “suscrita por acreedores 
que representen la mayoría del pasivo quirografario con derecho a voto. Cuando la propuesta de 
convenio implique el otorgamiento de quitas superiores al 50% (cincuenta por ciento) del monto 
de los créditos quirografarios y/o plazos de pago superiores a diez años, será necesario contar con 
adhesiones a la misma de acreedores quirografarios que representen las dos terceras partes del 
pasivo quirografario con derecho a voto” (art. 163 LCRE). 

Como puede advertirse, esta norma presenta similitudes y divergencias con la que regula las 
mayorías aplicables al convenio judicial. En primer lugar, también exige la mayoría absoluta de 
votos. Pero en este caso, la mayoría que exige es “del pasivo quirografario con derecho a voto”, a 
diferencia del art. 144 LCRE aplicable al convenio aprobado en la Junta de Acreedores, que refiere 
en cambio a “la mayoría del pasivo quirografario del deudor”, sin aludir al derecho a voto. En 
consecuencia, para el cómputo de la mayoría para la aprobación de este convenio extrajudicial, no 
debe tenerse en cuenta todo el pasivo quirografario, sino sólo el pasivo quirografario con derecho 
a voto, excluyéndose del cómputo a aquellos acreedores quirografarios privados de su derecho de 
voto por el art. 126 LCRE. 

En segundo lugar, al igual que para los convenios aprobados en Junta de Acreedores, cuando la 
propuesta de convenio implique el otorgamiento de quitas superiores al 50% del monto de los 
créditos quirografarios y/o plazos de pago superiores a diez años, exige la mayoría especial o 
calificada de dos tercios del pasivo quirografario con derecho a voto. 

A diferencia del art. 144 LCRE, al regular las mayorías, el art. 163 LCRE no prevé una mayoría 
especial para las propuestas de convenio que consistan en el pago íntegro de los créditos 

                                                           
367 Este principio está consagrado en los arts. 1490 del Código Civil y 943 del Código de Comercio uruguayos. 
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quirografarios en plazo no superior a dos años o en el pago inmediato de los créditos 
quirografarios vencidos con quita inferior al 25%. En consecuencia, las propuestas de convenio 
extrajudicial de esas características requerirán para su aprobación de la adhesión de la mayoría 
absoluta de acreedores quirografarios con derecho a voto (mayoría distinta -más elevada- de la 
exigida para tales propuestas bajo la modalidad de convenio judicial). 

Por otra parte, en los artículos que regulan esta modalidad de convenio, no se exige la doble 
mayoría requerida por el art. 145 para la aprobación de propuestas que prevean categorías 
diferenciadas de acreedores, ni se hace remisión a esa norma.368 Sin perjuicio de esto, 
entendemos que este requisito es también aplicable a los convenios extrajudiciales. Esta 
conclusión se deriva de una interpretación armónica de las normas del Título VII de la LCRE. Se 
trata de una mayoría exigida en el Capítulo II (“Consideración y votación de la propuesta”), que 
opera como norma general aplicable a todos los convenios, salvo que en materia de convenio 
extrajudicial se establezca algo distinto; cosa que no se establece. Además, esta doble mayoría 
busca restablecer el desequilibrio creado entre los acreedores por la categorización, que flexibiliza 
la par conditio creditorum. Ese desequilibrio ocurre tanto en el caso del convenio judicial como en 
el del extrajudicial. Si no se exigiera para la aprobación del convenio extrajudicial, se estaría 
afectando la igualdad de los acreedores, sin dar garantías suficientes a los acreedores no 
beneficiados. 

Las normas que regulan el convenio extrajudicial tampoco exigen el consentimiento individual 
de acreedores cuando la propuesta suponga nuevas obligaciones para ellos (exigido por el art. 
146, inc. 1º). La interpretación armónica antes aludida de la ley nos conduce a interpretar que este 
consentimiento también debe ser exigido para las propuestas que se presenten con adhesiones. 
Como ya expresamos, las mayorías de acreedores pueden decidir la suerte de los créditos 
anteriores al concurso, pero no imponer nuevas obligaciones de cargo de otros acreedores; para 
ello, es necesario el consentimiento de los acreedores que resulten obligados a cumplir con 
nuevas prestaciones, en ejercicio de la autonomía de su voluntad. 

Del mismo modo, corresponde preguntarnos si cuando los convenios extrajudiciales tengan 
como objeto la cesión de todo o parte del activo en pago a acreedores (convenio de cesión en 
pago), requieren el consentimiento individual de los cesionarios, exigido por el art. 148 LCRE (y 
respecto del que el Capítulo V sobre convenio extrajudicial guarda silencio). Por los mismos 
motivos antes expuestos, entendemos que la conclusión que se impone es la afirmativa. 

 

Aprobación judicial del convenio. Oposición a la aprobación. 

Aprobado el convenio por las mayorías de acreedores quirografarios requeridas en la Junta de 
Acreedores, el Juez concursal dictará sentencia aprobando el convenio y se abrirá un plazo de 
cinco días a contar desde el día siguiente al de la conclusión de la Junta para que puedan 
formularse oposiciones a la aprobación judicial del convenio (arts. 151 a 153 LCRE). 

Si el convenio fuera presentado ante el Juez concursal habiendo previamente recabado en 
forma privada las adhesiones de los acreedores, el convenio se presenta para su aprobación 
judicial, y el proceso de aprobación - que hasta ese momento era extrajudicial- se judicializa. El 
Juez dictará sentencia suspendiendo la junta de acreedores, ordenando publicar un extracto de la 
propuesta convocando a los acreedores a presentar sus oposiciones dentro de los veinte días 

                                                           
368 Sí hace esa remisión el art. 145 LCRE en sede de acuerdo privado de reorganización. 
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siguientes a la última publicación (arts. 163 y 164 LCRE). 

El proceso de oposición a la aprobación judicial del convenio es común a ambas modalidades 
de convenio, aunque los acreedores legitimados para formular oposición difieren en uno y otro 
caso. 

Legitimación de los acreedores disidentes para oponerse a la aprobación judicial del convenio 

a) Legitimación para la oposición a la aprobación del convenio aprobado en la Junta de 
Acreedores. Podrán formular oposición a la aprobación judicial del convenio judicial: “1. Los 
acreedores que hayan sido privados ilegítimamente del derecho de voto y los que hayan votado 
en contra la propuesta de convenio. 2. El síndico o el interventor” (art 151 LCRE). 

De este modo, los únicos acreedores que podrán oponerse a la aprobación del convenio son 
aquellos que hayan sido privados ilegítimamente del derecho de voto, y los acreedores disidentes 
que hubieren votado en contra de la propuesta del convenio. 

Se trata de acreedores disidentes, que no están de acuerdo con el convenio aprobado. En un 
caso, el acreedor no pudo votar en forma contraria al convenio, por haber sido privado 
ilegítimamente de su voto. En el otro, ejerció su derecho de voto, manifestándose en contra de la 
propuesta. De cara a la formulación de la oposición, es una carga de cualquiera de los casos estos 
acreedores tomar todos los recaudos para dejar la constancia correspondiente en el acta de la 
Junta de Acreedores, para estar en condiciones de acreditar su legitimación a la hora de formular 
la oposición.369 

A diferencia de otros ordenamientos concursales, no podrán oponerse los acreedores que no 
hayan asistido a la junta. Para estar en condiciones de formular oposición, deben asistir y votar en 
contra de la propuesta (o dejar constancia de haber sido privados de su derecho de voto, si se les 
hubiera impedido votar en contra). 

Finalmente, no podrán oponerse los acreedores sin derecho de voto (art. 126 LCRE),370 dado 
que ese derecho es el presupuesto indispensable de ambos supuestos de legitimación previstos. 

Cuando la causal de oposición que invoquen sea la infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la Junta, o en el contenido del convenio, podrá formular la oposición cualquier 
acreedor que reúna las características indicadas (y el síndico o interventor). En cambio, cuando se 
invoquen las causales de la objetiva inviabilidad del cumplimiento del convenio, o de que el o los 
votos decisivos para la aceptación de la propuesta hayan sido emitidos por quien no era titular 
real del crédito, o hayan sido obtenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la 
paridad de trato entre los acreedores quirografarios, sólo podrán formular la oposición un 
acreedor o acreedores que representen al menos el 10% del pasivo quirografario (y el síndico o 
interventor). 

b) Legitimación para la oposición a la aprobación del convenio presentado con adhesiones. En 
el caso del convenio extrajudicial (presentado a la aprobación judicial con las adhesiones de 
acreedores recabadas en forma privada), la regulación de la legitimación para oponerse a la 
aprobación judicial del convenio es diferente de la que rige para el convenio judicial. 

Quienes pueden oponerse a la aprobación judicial del convenio extrajudicial, son “los 

                                                           
369 Art. 128, inc. 2º LCRE: “Los asistentes tendrán derecho a que conste en el acta el sentido de sus intervenciones y que 
se adjunten a ella los escritos que presenten si no figurasen ya en los autos”. 
370 Cfr. LOPEZ y BADO, op. cit., p. 122. 
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acreedores quirografarios y subordinados del deudor, con excepción de aquellos que lo hubieran 
suscripto, y el síndico e interventor” (art. 164, inc. 2º LCRE). 

En este caso, las adhesiones al convenio se recaban por el deudor en forma privada. No se 
exige (a diferencia del caso del convenio judicial) a los acreedores que para formular oposición 
hayan sido privados ilegítimamente de su derecho de voto, ni que hayan votado en contra de la 
propuesta, por la sencilla razón de que no hay un ámbito en el que se desarrolle la votación ni se 
lleva a cabo votación alguna. A diferencia de lo que ocurre en el convenio judicial, no tenemos 
acreedores “disidentes”, que hayan estado en contra de la aprobación de la propuesta, sino 
simplemente acreedores “no adherentes”. 

En consecuencia, podrán oponerse a la aprobación judicial del convenio todos aquellos 
acreedores quirografarios que no hayan adherido a la propuesta, independientemente de cuál 
haya sido el motivo de esa no adhesión; sea que hayan manifestado o no al deudor su negativa a 
suscribir el convenio, y que hayan sido convocados o no por el deudor para suscribir el convenio. 
Podrán también oponerse los acreedores subordinados. Respecto de estos últimos, si bien se 
legitima a todos los subordinados sin distinción a oponerse, puede entenderse que sólo estarán 
legitimados para hacerlo los acreedores subordinados por multas y demás sanciones pecuniarias 
(art. 111.1 LCRE); no así las personas especialmente relacionadas, dado que, al estar excluidas 
expresamente del derecho de voto (art. 126.1 LCRE), no tienen derecho a pronunciarse acerca del 
contenido del convenio. 

Otra importante diferencia con el convenio judicial, es que en este caso se establece que 
podrán oponerse a la aprobación del convenio “los acreedores quirografarios y subordinados del 
deudor”, sin que se exija que tengan derecho a voto. Bajo el tenor literal de esta norma, podrían 
oponerse todos los acreedores quirografarios y subordinados, aun cuando no tengan derecho de 
voto (art. 126 LCRE). Entendemos que se trata de una omisión involuntaria del legislador, ya que 
habilitar a los acreedores sin derecho de voto a pronunciarse sobre el convenio sería un 
contrasentido. 

 

Causas de oposición. 

Las causas de oposición a la aprobación del convenio se encuentran establecidas en forma 
taxativa en el art. 152 LCRE, y son las siguientes:371 (i) infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la Junta, (ii) infracción legal en el contenido del convenio, (iii) que el o los votos 
decisivos para la aceptación de la propuesta hayan sido emitidos por quien no era titular real del 
crédito o hayan sido obtenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la paridad de 
trato entre los acreedores quirografarios, y (iv) que el cumplimiento del convenio sea 
objetivamente inviable. 

Las indicadas en los numerales (i) y (ii) están consagradas en el art. 152, inc. 1º LCRE, y pueden 
oponerse por cualquier acreedor legitimado al efecto. En cambio, las indicadas en los numerales 
(iii) y (iv) están consagradas en el inc. 2º del art. 152 LCRE, y, cuando recaen sobre un convenio 
judicial aprobado en la Junta de Acreedores, sólo pueden oponerse por un acreedor o acreedores 

                                                           
371 Son de aplicación tanto a la oposición a la aprobación del convenio judicial, como del convenio extrajudicial, por 
remisión expresa del art. 164 al art. 152 LCRE. 
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que representen al menos un 10% del pasivo quirografario.372 De alguna manera se hace jugar el 
principio mayoritario, al impedir que un acreedor (o acreedores) de menor peso quisiera hacer 
caer el convenio por estas causales. 

A continuación formularemos algunos breves comentarios sobre estas causales. 

a) Infracción legal en la constitución o en la celebración de la Junta. Los requisitos exigidos por 
la ley para la constitución y celebración de la Junta de Acreedores se exigen con la finalidad –entre 
otras- de garantizar los derechos de todos los acreedores concursales. Es por ello que se consagra 
la infracción en el cumplimiento de tales requisitos como causal de oposición a la aprobación 
judicial del convenio. Para que se configure la infracción legal en la constitución o en la celebración 
de la Junta, la ley exige que el opositor “haya denunciado la infracción durante la Junta o en el 
momento en que se hubiera producido” (art. 152 inc. 1º LCRE). 

Evidentemente, esta causal que solo podrá invocarse respecto de convenios aprobados en 
Junta, no de convenios extrajudiciales. 

b) Infracción legal en el contenido del convenio. Recordamos que el convenio concursal puede 
tener cualquier contenido, en la medida que sea lícito y que no sujete la eficacia del convenio a 
condición alguna. 

En consecuencia, esta causal podría invocarse en el caso de ilicitud en el contenido del 
convenio. Entendemos que podría ser también el caso en el que el contenido del convenio resulte 
abusivo, a la luz del abuso de derecho. Podría invocarse asimismo si el convenio estuviera sujeto a 
cualquier clase de condición. 

c) Irregularidades en el voto. Esta causal supone que el los votos decisivos para la aceptación de 
la propuesta hayan sido emitidos por quien no era titular real del crédito, o que hayan sido 
obtenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la paridad de trato entre los 
acreedores quirografarios. Son situaciones en las que algunos de los votos favorables a la 
propuesta y decisivos para su aprobación, se formularon de esa manera en el marco de un fraude 
a los acreedores. 

d) Cumplimiento objetivamente inviable. Para pronunciarse respecto de la viabilidad o no del 
convenio, y para fundar su oposición en base a esta causal, será de fundamental importancia para 
el acreedor contar con el plan de continuación. 

Por tal motivo, reiteramos que en nuestra opinión la presentación del plan de continuación 
debe ser exigida tanto en los casos de convenios a ser aprobados en la Junta de Acreedores, como 
de convenios que se presenten con las adhesiones necesarias de acreedores. 

 

Aprobación judicial del convenio. Facultades del juez concursal. 

a) Aprobación en caso de formularse oposición. En caso que cualquiera de los sujetos 
legitimados formulara oposición a la aprobación judicial del convenio en base a las causales 
previstas, “el Juez dictará sentencia aprobando o no el convenio, sin que en ningún caso pueda 

                                                           
372 Este requisito no aplica en el caso del convenio extrajudicial (art. 162 LCRE). Adviértase como nuevamente aquí el 
legislador alude al pasivo “quirografario” y no al pasivo quirografario “con derecho a voto”. Sin embargo, como sólo 
tienen legitimación activa para oponerse invocando alguna de estas causales, acreedores con derecho a voto (que hayan 
votado en contra, o que hayan sido privados ilegítimamente de su derecho de voto), entendemos que sólo podrán 
oponerse acreedores quirografarios con derecho de voto. 
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modificarlo” (art. 155 LCRE). 

Para el caso de que resuelva no aprobarlo por infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la junta, en esa misma sentencia habrá de convocar a una nueva Junta para 
considerar y votar nuevamente la propuesta. 

De aprobarlo, la sentencia firme que lo apruebe será publicada por tres días en el Diario Oficial 
(art. 156 LCRE), la que podrá ser objeto de apelación con efecto suspensivo (art. 252 LCRE). 

b) Aprobación en caso de no formularse oposición. El art. 154 LCRE dispone que en caso de no 
formularse oposiciones dentro del plazo correspondiente, “el Juez dictará auto en el primer día 
hábil posterior aprobando el convenio de acreedores”. 

En este contexto, siendo los acreedores quirografarios los protagonistas del concurso, y siendo 
los acreedores y el síndico quienes se encuentran legitimados a oponerse a la aprobación judicial 
del convenio, nos cuestionamos: ¿puede el Juez no aprobar un convenio aprobado por los 
acreedores, si no se formulan oposiciones a la aprobación judicial?373 ¿Puede rechazar un 
convenio aprobado por las mayorías necesarias de acreedores, respecto del que no se haya 
formulado oposición? 

De conformidad con lo preceptuado en el art. 155 LCRE, el Juez concursal no podrá modificar el 
convenio. No hay posibilidad de que el Juez apruebe una propuesta distinta de la aprobada por los 
acreedores, ni mucho menos de que la apruebe o de que imponga su aprobación si no fuera 
aprobada por los acreedores.374 

En nuestra doctrina, hay quienes sostienen que el carácter imperativo del art. 154 LCRE impone 
al Juez concursal el inmediato dictado de la resolución aprobando el convenio de acreedores si no 
se formularen oposiciones en el plazo correspondiente, sin que realice un control de legalidad 
sobre el convenio.375 En esa línea, se ha afirmado que el Juez debe limitarse a decidir sobre las 
cuestiones que le planteen como consecuencia de las oposiciones.376 

Por el contrario, entendemos que como en todo pronunciamiento jurisdiccional, a la hora de 
resolver acerca de la aprobación del convenio el juez debe analizar que el mismo cumpla con los 
requisitos legales para su aprobación, tanto los que resultan de la ley concursal, como de los 
principios generales que inspiran a todo nuestro ordenamiento jurídico. Por ello, su rol no debe 
acotarse al del “Juez cuenta porotos” -utilizando la aguda expresión de MAFFIA-, limitado a 
computar las mayorías de votos. El Juez no debería aprobar una propuesta ilícita bajo la ley 
concursal, sea por tener contenido ilícito, o por no cumplirse con cualquiera de los aspectos 
formales que la ley exige a su respecto.377 En ese contexto, no debería aprobar convenios que 
resulten abusivos, en aplicación de los principios sobre el abuso de derecho, consagrados en el 
Derecho Civil y aplicables a todo el sistema. 

                                                           
373 Estas consideraciones también son de aplicación a la sentencia que ha de dictar aprobando el convenio extrajudicial 
(art. 163 LCRE), así como a la que se debe dictar en la Junta de Acreedores que reúne las mayorías de acreedores para 
aprobar el convenio (art. 129 LCRE: “(Aprobación judicial de las resoluciones en la Junta). Los acuerdos de la Junta de 
Acreedores deberán ser homologados por el Juez del concurso”). Son igualmente aplicables a los casos en que, 
habiéndose formulado oposición, el Juez pueda considerar que el convenio no deba ser aprobado, en mérito a otras 
circunstancias distintas de las invocadas por los acreedores, síndico o interventor al formular la oposición. 
374 A diferencia de los sistemas que aplican el cramdown. 
375 Así LOPEZ y BADO en op. cit., p. 134 y 135 
376 Así OLIVERA GARCÍA, Ricardo, “Acuerdos privados y concursalidad. Una visión desde el derecho uruguayo”, en 
OLIVERA GARCÍA –dir.- et. al., Panorama…, p 332. 
377 Cfr. RODRIGUEZ MASCARDI, Teresita, en Cuaderno… , p. 212.. 
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En cuanto a la conveniencia y viabilidad de la propuesta, se ha sostenido –en opinión que 
compartimos- que son cuestiones de resorte de los acreedores y del síndico e interventor (que 
podrían oponerse a la aprobación judicial del convenio en atención a ello).378 El Juez debe velar 
por el cumplimiento de los requisitos exigidos al convenio y al proceso de aprobación de ese 
convenio (y la viabilidad del convenio no es un requisito del mismo sino una causal de oposición a 
su aprobación). 

 

Efectos de la aprobación del convenio sobre los acreedores. Situación de acreedores 
disidentes y tardíos. 

Una vez aprobado judicialmente, el convenio despliega sus efectos a partir de la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial que lo aprueba (art. 157 LCRE). 

A partir de ese momento “será obligatorio para el deudor y para todos los acreedores 
quirografarios y subordinados cuyos créditos fueran anteriores a la declaración judicial de 
concurso, incluidos los que, por cualquier causa, no hubieran sido verificados” (art. 158 LCRE). Así, 
el convenio aprobado judicialmente por sentencia firme será obligatorio para los acreedores 
quirografarios disidentes que se hubieren opuesto a su aprobación, para los que no hubieren 
asistido a la Junta, para los acreedores quirografarios y subordinados que se hubieran opuesto a la 
aprobación judicial y para los tardíos. Este efecto vinculante se deriva de la voluntad expresada 
por la mayoría dando cumplimiento a todos los requisitos legales para la adopción de esa decisión, 
por la aprobación judicial y por imperio de la ley concursal que así lo dispone para todos los 
acreedores, incluyendo los disidentes y tardíos. No alcanza a los acreedores privilegiados 
especiales ni a los generales. 

Con su aprobación judicial firme, se produce el efecto novatorio sobre los créditos de estos 
acreedores, los que quedarán “definitivamente extinguidos en la parte en que se hubiera hecho 
condonación al deudor” y que serán “exigibles conforme a lo pactado” (art. 159 LCRE). Opera así 
una novación objetiva de los créditos privilegiados y subordinados. 

Aquellos acreedores que no hayan votado favorablemente la propuesta de convenio (es decir, 
los acreedores disidentes que hayan votado en contra y quienes se hayan abstenido de votar en el 
convenio judicial, y quienes no hayan adherido al convenio extrajudicial) mantienen sus acciones 
por la totalidad de los créditos contra obligados solidarios, fiadores y avalistas del deudor (art. 160 
LCRE). 

 

Conclusiones. 

La ley concursal uruguaya consagra el convenio de acreedores como mecanismo para la 
solución de la situación de insolvencia del deudor concursado, que permite la continuación de la 
empresa viable y socialmente útil y de lograr la mayor satisfacción posible de sus créditos. 

A la hora de formular y presentar la propuesta, se da amplia flexibilidad al deudor a fin de 
permitirle proponer una propuesta en condiciones tales que se adapten a su situación, y que 
resulte admisible para sus acreedores. 

La propuesta de cancelación de créditos formulada por el deudor habrá de ser aprobada o 

                                                           
378 Cfr. LOPEZ y BADO, op. cit., p. 134. 
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rechazada en función de la voluntad de una mayoría de acreedores quirografarios. El legislador 
parte de la base de que la motivación de esos acreedores que conforman la mayoría será lograr la 
mayor satisfacción posible de sus créditos, por lo que la solución a la que arriben ha de ser la más 
eficiente. 

Para que la decisión de esa mayoría se imponga legítimamente sobre la minoría de acreedores, 
como garantía para tales acreedores que deberá adaptar su conducta a lo decidido por otros 
viendo sacrificada o mermada la autonomía de su voluntad, la ley adopta una serie de medidas 
tendientes a evitar posibles abusos y a salvaguardar los derechos de esa minoría. Así, regula los 
requisitos que debe reunir la propuesta de convenio, dando un amplio margen al deudor al 
proponerlas. Regula la constitución y celebración de la Junta de Acreedores, y exige el apoyo de 
ciertas mayorías de acreedores, de modo tal de tutelar los derechos de todos los acreedores 
quirografarios y subordinados a los que habrá de alcanzar la solución prevista en el convenio si 
resultare aprobado, especialmente los derechos de aquellos acreedores que no manifiesten su 
voluntad favorable al convenio, caso de los acreedores disidentes, acreedores que se abstengan 
de votar, ausentes y tardíos. 

Con ese mismo fin, procura evitar posibles abusos del deudor y de las mayorías: exige que la 
propuesta de convenio sea lícita, que no esté sujeta a condición y que vaya acompañada de un 
plan de continuación que permita evaluar la viabilidad del cumplimiento del convenio; excluye del 
voto a determinados acreedores que pueden tener una motivación fraudulenta, connivente con el 
deudor, o contraria con el interés de los acreedores quirografarios de lograr la mayor satisfacción 
posible de los créditos; habilita la oposición de acreedores y del síndico o interventor para corregir 
posibles desviaciones y abusos. 

Luego, la propuesta se somete a la aprobación del Juez, que debe verificar que se hayan 
reunido las mayorías exigidas legalmente. Además, en el ejercicio de su función jurisdiccional debe 
verificar que el acuerdo se haya alcanzado dando cumplimiento a las disposiciones legales de la ley 
concursal y en el marco del jurídico todo, rechazando aquellas que resulten aprobadas por un 
abuso del derecho del deudor o de los acreedores que conforman la mayoría (a nuestro entender, 
sea que se haya planteado o no oposición a la aprobación judicial del convenio por parte los 
acreedores, el síndico o el interventor). 

En suma, la imposición del efecto vinculante del convenio a todos los acreedores quirografarios 
y subordinados del deudor dispuesta por la ley concursal, se enmarca en una regulación que –
aunque tiene varios aspectos que podrían ser mejorados-, consagra diversos mecanismos de 
protección de los derechos de todos los acreedores que se verán afectados por esa decisión, 
incluyendo a los acreedores disidentes y tardíos. 
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CAPÍTULO OCHO. 

PROPUESTA DE ACUERDO PARA ACREEDORES QUIROGRAFARIOS Y SU HOMOLOGACIÓN EN 

CONCURSO DE SOCIEDADES EN LA LEGISLACIÓN ARGENTINA. 

Efraín Hugo RICHARD. Argentina. 

 

 

Delimitación del contenido y apreciaciones iniciales 

La premisa para contextualizar el tema a desarrollar se centra en el “Contenido mínimo exigible 
a una propuesta concordataria para imponerse a disidentes, a la luz de los principios generales del 
Derecho”, respecto de la cual es conocida nuestra particular visión de la problemática en relación 
con las quitas en el concurso de sociedades, de tal forma que formalizamos esta presentación 
vinculada al derecho de la República Argentina, específicamente en la integración del Derecho 
Societario con el Derecho Concursal. 

Proteger a los acreedores que no se expresaron favorablemente en torno a la propuesta, 
porque no se adhirieron o no podían adherirse por estar en trámite de reconocimiento, debe ser la 
preocupación indubitable de la investigación. 

Sobre este aspecto vienen a cuento las expresivas y sinceras manifestaciones obiter dictum del 
camarista Dr. Alfredo A. Kölliker Frers “la realidad cotidiana de nuestros tribunales demuestra que 
los ‘verdaderos acreedores permanecen ajenos, en general, al trámite de los concursos, ya sea por 
desconocer siquiera su existencia, por falta de información o por ignorancia sobre cómo 
manejarse en ese tipo de contingencias, o incluso por carecer de asesoramiento legal o, 
simplemente, por fastidio o hastío por un sistema legal que desde la perspectiva popular sólo 
pareciera proteger a los deudores y desamparar a los acreedores. En fin, cualquiera sea la razón de 
esta realidad, lo cierto es que estos acreedores “genuinos” –mayormente proveedores, 
trabajadores y/o genéricamente, acreedores comerciales- deben presenciar como el concursado y 
sus asesores letrados diseñan estrategias que les posibilitan a estos últimos “manejar” las 
mayorías concursales para imponerles a aquéllos propuestas abusivas, cuando no irrisorias, para 
dilatar su pago, o diluir o licuar directamente sus créditos hasta límites inconcebibles. ¿Puede 
seriamente creerse, entonces, que esos desprotegidos acreedores estarán en condiciones de 
evaluar si la falta de actividad actual y/o potencial del concursado constituye o no un óbice para el 
éxito de la solución preventiva, cuando además de carecer por completo de todo tipo de 
información acerca de la actividad comercial del deudor, se procura por todos los medios que 
aquéllos no participen del procedimiento concursal (si es que se enteran de su existencia) y son 
frecuentemente excluidos de la “voluntad” del colegio de acreedores mediante la interposición de 
acreedores ficticios o ya “desinteresados” deliberadamente para que brinden su connivente 
complacencia a las estrategias del deudor, situación que se agrava si se tiene en cuenta que ni 
siquiera este último está obligado por la ley a decir qué se propone hacer con su empresa y de 
dónde piensa sacar los fondos con los que les va a pagar? Sinceramente creo que no… se tiene la 
más absoluta certeza desde la perspectiva de juez que el único objeto del deudor es “bicicletear” a 
los acreedores y/o ganar tiempo para asegurarse un espacio temporal durante el cual poder diluir 
su responsabilidad patrimonial y garantizar la inmunidad de los responsables de la falencia”.379 

                                                           
379 En la Resolución del 22 de abril de 2008 en la causa “Southern Winds S.A. s/ concurso preventivo” fallado por la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial Sala A, en La Ley del 15.08.2008 pág. 8 con nota de Claudio Alfredo 
Casadío Martínez. 
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Como compartimos este diagnóstico, tan brutal380, es que dirigimos nuestros razonamientos a 
dar una inteligencia constructivista al sistema concursal actual, particularmente en relación a la 
actividad empresaria organizada como sociedad, integrándolo a la legislación específica de la 
actual Ley General de Sociedades –LGS-.381 

No es costumbre distinguir, para este tipo de análisis, sobre cual es el sujeto del concurso, o 
sobre los distintos aspectos a analizar sobre la legalidad de una propuesta concordataria y de la 
posibilidad de homologación del acuerdo en su caso. 

Lo afrontamos dentro del marco de la legislación argentina aunque, a la luz de los principios 
generales del Derecho, por lo que nuestras reflexiones pueden ser útiles en otros marcos 
legislativos con normas no tan precisas, o para el análisis de futuras reformas de los sistemas, 
frente a los continuos cambios o ajustes normativos en el derecho concursal en el intento de 
asegurar la “conservación de la empresa” y no necesariamente de los socios. 

La primera estrategia de una presentación en concurso formalizada bajo un plan de 
insolvencia382 es de la tratar que se verifique la menor cantidad de créditos quirografarios.383 De 
esta manera con el pago por un tercero de créditos hipotecarios, alguna subrogación o alguna 
cesión y las renuncias correspondientes al privilegio o al derecho real, se alcanza la mayoría a 
menor costo para imponer el acuerdo predatorio –de quita y enriquecimiento de los socios- a los 
acreedores normales que no aceptan ese tipo de acuerdo y a todos los que no han sido admitidos 
o no han iniciado aún el trámite de verificación. Así Holand, para otra cuestión384 se refiere como 
cuestiones conflictivas a los “créditos no resueltos”, sugiriendo la posibilidad de introducir “un 
nuevo período informativo” o “implantación de un informe sindical obligatorio, conjunto o previo 
a las autorizaciones respectivas, sobre la composición actualizada del pasivo”. 

Ello implica que cuando el juez resuelve que un acuerdo no es abusivo se lo está imponiendo 
no sólo al tercio que no voto favorablemente el acuerdo, sino a todos los acreedores aún no 
verificados o declarados admisibles, pero que tienen como prenda común el patrimonio de la 
sociedad concursada. El juez al resolver debe tener en cuenta cuanto ello representa, porque 
constituye el monto del enriquecimiento que genera a favor de los socios al imponer la quita y 
espera.385 

                                                           
380 En el mismo sentido de la inmoralidad de los negocios puede leerse Harvard Businesss School and the propagation 
of inmoral profit strategies, artículo de Duff Madonal del 6 de abril de 2017 en Neusweek.com donde se señala “By 
propagating ideologically inspiren amoral theories, business schools have actively freed their students from any sense of 
moral responsability”. (http://a.msn.com./r/2/BBztobi?a=1&m=EN-us) 
381 Ntos. “REFORMA CONCURSAL: ¿DE IDEAS O DE NORMAS?” Comunicación al Primer Congreso Iberoamericano de 
Derecho Concursal: “El derecho concursal del Siglo XXI”, Barranquilla, COLOMBIA, 12 al 14 de octubre de 2005, 
www.acaderc.org.ar; “Insolvencia societaria”, Buenos Aires Ed. Lexis Nexis 2007, y Pespectiva del Derecho de Insolvencia 
edición de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Ed. Advocatus Córdoba 2010. 
382 PALACIO LAJE, Carlos Delitos de vaciamiento de empresas, citado. 
383 Venimos apuntando que un principio de congruencia impone que si se rechaza la verificación o admisibilidad de un 
crédito documentado en títulos valores, bajo la doctrina Diffry, basada en la posibilidad de un consenso fraudulento 
para incorporar acreedores falsos al concurso, corresponde la remoción o intervención parcial de los administradores 
societarios, si son los mismos que otorgaron esos títulos 
384 HOLAND, Mario D. Acerca de la obtención de mayorías para la promoción de la demanda de inoponibilidad 
concursal en DE LA INSOLVENCIA, 3 tomos, libros In Momorian de Héctor Cámara y Francisco Quintana Ferreyra, 
Editorial Advocatus, Córdoba 2000, con las comunicaciones al II Congreso Iberoamericano de la Insolvencia, tomo II pág. 
419 y especialmente a pág. 422 
385 Nto. “LEGITIMACIÓN PARA VOTAR EL ACUERDO CONCURSAL ¿NEGOCIO COLEGIAL COLECTIVO?” en La Ley, diario 
del 13 de marzo de 2006, República Argentina 

http://a.msn.com./r/2/BBztobi?a=1&amp;m=EN-us)
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Se verá que, al referirse a este mínimo, se titula “abuso de derecho”, aunque la entonces Fiscal 
General de Cámara Comercial, Alejandra Gils Carbó también se refería al fraude, que “consiste en 
hacer que opere una norma jurídica con el fin o propósito de eludir, evitar, la aplicación de otra, 
citando que un acto jurídico es fraudulento cuando si bien sus otorgantes obran legitimados 
‘formalmente’ por una norma legal, en realidad eluden otra u otras que les impedirían obtener el 
resultado o fin práctico que se proponen”.386 

El nudo de la cuestión es el art. 52 apartado 4 de la Ley de Concursos y Quiebras n° 24522 y sus 
reformas –LCQ-: “En ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley”. 

 

El método para analizar las quitas en concurso de sociedades. 

Debemos introducirnos, si bien sintéticamente, en aspectos de metodológicos, particularmente 
con el advenimiento del Código Civil y Comercial Argentino –CCC- vigente desde el 1° de agosto de 
2015.387 

El tema hace a una visión axiológica del sistema jurídico, conforme el art. 2° CCC. La cuestión 
conlleva a que el sistema concursal no es una isla y que debe integrarse con todas las normas. 
Ante un análisis exclusivamente cuantitativo, sin criterios precisos sobre el límite, se compone una 
vertiente casi única de los análisis sobre la cuestión propuesta para este ensayo: la cuantía de la 
predación al derecho de propiedad de aquellos a los que se les impondrá la propuesta, 
homogándola judicialmente y transformándola en acuerdo concursal. Teniendo en cuenta a su vez 
que la supuesta mayoría es de los créditos verificados hasta un determinado momento, y no de la 
totalidad del pasivo. 

E. Daniel Truffat388 se ha enrolado en esa posición integradora del sistema jurídico hoy 
reforzada por el contenido del Título Preliminar del CCC: “La pérdida de autosuficiencia del 
Derecho Concursal y su necesaria integración no solo con normas supra legales de base 
constitucional, sino con el derecho positivo clásico y con los “nuevos derechos” (defensa del 
consumidor, normas de prevención de origen espurio de los capitales, defensa de la competencia, 
etc.), impacta radicalmente sobre los criterios y enfoques que deben presidir el “diseño” de cada 
solución concursal y de los acuerdos que a través del concordato se busquen instrumentar”.(…) Mi 
generación se formó con ciertas teóricas ideas (que eran más “prejuicios” que auténticas 
expresiones de racionales) sobre la completividad de tales cuerpos normativos.(…) Claramente se 
integró el derecho concursal con las normas directrices del derecho civil.(…) En el área concursal 
los jueces nacionales se encargaron de remarcar que el derecho concursal “no es una isla”.(…) 
Todo ello con el detalle, tantas veces remarcado, de la “constitucionalización” de las relaciones 
patrimoniales”. 

                                                           
386 GILS CARBÓ, Alejandra La exclusión del voto en el concurso preventivo en libro colectivo “Conflictos en la 
Insolvencia”, dirigido por Ricardo A. Nissen y Daniel R. Vitolo citado, pág. 343 y ss., especialmente p. 347, con cita a 
BELLUSCIO-ZANONI Código Civil y leyes complementarias. Comentado, anotado y concordado tomo I, editorial Astrea, 
Buenos Aires p. 428 
387 Ntos. “SOBRE EL TÍTULO PRELIMINAR DEL PROYECTO DE CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL”, en El Derecho, diario del 5 de 
abril de 2013, Buenos Aires; “INTEGRACIÓN DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES CON EL CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL Y 
RESPONSABILIDAD, INCLUSO DE SOCIOS NO SOLIDARIOS” en Revista de las sociedades y Concursos, Director Ricardo A. 
Nissen, año 17, 2016-3 pág. 3 a 42, Buenos Aires, entre otros 
388 En el VIII Congreso del Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal, México D.F. (México), 17 a 19 de mayo de 
2012, su magistral conferencia con el título “sobre los concursos “a medida”, a la luz de la actual realidad normativa” 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1094 

 

El análisis cuantitativo no se lo vincula a un problema constitucional de confiscatoriedad, o sea 
atentando contra el derecho de propiedad, como hemos sostenido con el Prof. Plenario Dr. José 
Luis Palazzo, Director del Departamento de Derecho Público de la Facultad de Derecho U.N.C.389. 
Hemos escuchado en conferencias a Daniel Roque Vitolo sosteniendo el límite de validez de las 
quitas –por lo menos frente a los que no expresaron opinión, no podían hacerlo o formalizaron 
posición negativa-, sin distinguir en este supuesto entre concurso de personas humanas y 
jurídicas, como lo haremos posteriormente. 

Un tercio sería, desde esa visión, el límite de la quita –más lo que significa la espera- para que 
la propuesta no fuera constitucionalmente reprochable. 

Muchos de esos desacuerdos doctrinarios, y las continuas reformas a la legislación concursal, 
como se acordó en el último Congreso Iberamericano de Derecho Concursal –Villa Giardino 10/12 
de septiembre de 2015- se generan por una falta de coordinación entre las legislaciones societaria 
y concursal, y que si esa sistematización –hoy indubitable a tenor del referido art. 2 CCC-, debería 
empezar por una interpretación congruente de ambas, antes de pensar en una nueva reforma 
concursal, para determinar claramente que se debe reformar. 

Sobre el método para fijar ese mínimo, en un ensayo390 que introduce en el análisis de las 
normas, una suerte de teoría de la verdad, pues ello intenta la universalización del fenómeno 
interpretativo desde lo concreto, se aceptan distintas doctrinas y atendiendo a un problema que 
enfrenta a alguna de las mismas se apunta a “cual es –adelantando conceptos de la hermenéutica 
de Gadamer- ¿la distancia en el tiempo existente entre los textos normativos y la actualidad del 
intérprete”. Y luego explicita la interpretación originalista versus la Interpretación progresiva o 
evolutiva, enmarcando doctrinalmente, sin quererlo, el problema que hoy tenemos entre manos 
con la abusividad y fraude de las propuestas. 

 

La integración sistémica. 

Impone el CCC la unidad del derecho, particularmente la prevalencia del derecho especial de 
las personas jurídicas, de sus normas imperativas, en orden al rol de garantía del patrimonio social 
–seudo capital social-, y las demás normas integratorias que tienden a prevenir cuando no a 
eliminar la crisis de las sociedades. 

En ese sentido el art. 150 CCC, fija la prelación e integración de normas en torno a las personas 
jurídicas y específicamente de la sociedad sujeto de derecho, el CCC en el título 2 Persona Jurídica, 
Sección 2 Clasificación, dispone: “Leyes aplicables. Las personas jurídicas privadas que se 
constituyen en la República, se rigen: a. por las normas imperativas de la ley especial o, en su 
defecto, de este Código”. 

Para las sociedades la ley especial es la LGS, “o en su defecto” –de sus normas- por las normas 
imperativas del CCC. Las normas se clasifican en imperativas y supletorias, siendo indispensable 
reconocerlas para interpretar y aplicarlas. 

                                                           
389 PALAZZO, José Luis y nosotros “Visión básica constitucional de propuesta írrita de quita y espera” en libros del VI 
Congreso Nacional de Derecho Concursal y IV Congreso Iberoamericano de la Insolvencia, Rosario 2006, Tomo I pág. 
715. 
390 GORDILLO SARAVIA, Francisco Matías “Interpretación originalista vs. Interpretación evolutiva. Crítica y propuesta a 
través de la hermenéutica de Gadamer”, en Revista de la facultad, Vol. VII n°! nueva serie II 2016 pág. 169, Universidad 
Nacional de Córdoba, Facultad de Derecho, Directora Zlata Drnas de Clément 
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Son imperativas aquellas que ordenan sin facultar una conducta diversa, aludidas en el adagio 
latino Ius publicum privatorum pactis mutari nequit, a las que Del Vecchio llama taxativas, en latín 
normae cogenti o ius cogens: mandan independientemente de la voluntad de las partes de 
manera que no es lícito derogarlas, ni absoluta, ni relativamente en vistas al fin determinado que 
las partes se propongan alcanzar; porque la obtención de éste fin está cabalmente disciplinada en 
la norma misma.391 

No es la voluntad de las partes la que constituye el derecho aplicable sino la voluntad de la ley 
coincidente o no con aquélla de las partes. El fin de la norma es de interés superior y se identifica 
con su contenido. 

Una norma es imperativa cuando no es posible substraerse a lo que obliga o prohíbe, es 
supletoria cuando lo dispuesto por la norma se aplica a falta de previsión del contrato o estatuto, 
o sea cuando puede ser cambiada o modificada según esa voluntad de las personas intervinientes 
en el negocio jurídico en cuestión. Así son imperativas para sus destinatarios las que se les 
imponen a quiénes están en una situación jurídica determinada sin posibilidad de pacto o decisión 
en contra pues sus efectos deben producirse con independencia del querer de las personas. Son 
imperativas también ciertas previsiones opcionales, esto es, las que permiten a los individuos 
escoger, según su deseo y conveniencias, entre dos o más posibilidades reguladas por la misma ley 
en cuanto a los efectos de las opciones consagradas. La ley se impone a la voluntad de las partes. 
Se cumple aunque las parte en común acuerdo quisieran que no fuera así. La norma imperativa 
generalmente impone obligaciones o establece prohibiciones. La norma supletoria, en cambio, 
brinda la posibilidad de que las partes fijen los efectos o consecuencias, o las obligaciones y 
prohibiciones que gobiernen su relación jurídica, y si las partes nada dicen al respecto la norma 
entra a suplir esa indefinicion, de modo que la ley sólo tendrá efecto si las partes no han 
expresado su voluntad, por lo que se puede afirmar que una norma supletoria permite que la 
voluntad de las partes prevalezca. 

En este ensayo queremos poner de relieve la esforzada labor de la magistratura ante una 
comunidad al margen de la ley, a la que el Congreso de la Nación Argentina recurre para acotar los 
efectos de actos que generan daños. Ello se destaca en el Título Preliminar del CCC,392 que lleva a 
importantes análisis a partir del criterio generalizante previsto en su art. 2°,393 en torno a la 
funcionalidad de las personas jurídicas, específicamente de las sociedades, particularmente en 
situaciones de crisis.394 

En tal sentido, además de las normas referidas, las previsiones contenidas en: “ARTÍCULO 9º.- 
Principio de buena fe. Los derechos deben ser ejercidos de buena fe”, a la que se suma la 
disposición del “ARTÍCULO 10.- Abuso del derecho. El ejercicio regular de un derecho propio o el 
cumplimiento de una obligación legal no puede constituir como ilícito ningún acto. La ley no 
ampara el ejercicio abusivo de los derechos. Se considera tal el que contraría los fines del 
ordenamiento jurídico o el que excede los límites impuestos por la buena fe, la moral y las buenas 

                                                           
391 COLOMBRES, Gervasio “Curso de Derecho Societario”, Parte General, ed. Abeledo Perrot, 1972, p. 84, siguiendo a 
Georg Henrik Von Wright, “Norm and action a logical enquiry”, Londres, 1963 
392 Nto. “Integración de la ley general de sociedades con el código civil y comercial”, en Revista de las sociedades y 
Concursos, Director Ricardo A. Nissen, año 17, 2016-3 pág. 3 a 42, Buenos Aires. 
393 Art. 2 CCC. Interpretación… teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, … los principios y valores jurídicos, de 
modo coherente con todo el ordenamiento 
394 Nto. “Sobre el título preliminar del proyecto de código civil y comercial”, en El Derecho, diario del 5 de abril de 2013, 
Buenos Aires 
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costumbres. El juez debe ordenar lo necesario para evitar los efectos del ejercicio abusivo o de la 
situación jurídica abusiva y, si correspondiere, procurar la reposición al estado de hecho anterior y 
fijar una indemnización”. 

Adviértase el importante rol que se otorga a la judicatura. Pero en el tema de esta 
presentación, corona esas disposiciones el “ARTÍCULO 12.- Orden público. Fraude a la ley. Las 
convenciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya observancia está 
interesado el orden público. El acto respecto del cual se invoque el amparo de un texto legal, que 
persiga un resultado sustancialmente análogo al prohibido por una norma imperativa, se 
considera otorgado en fraude a la ley. En ese caso, el acto debe someterse a la norma imperativa 
que se trata de eludir”.395 Se verá que el art. 12 CCC distingue orden público de normas 
imperativas. Respecto al primero para impedir puedan dejarse de lado, y respecto a ambos 
supuestos para sancionar el fraude a la ley. La distinción es superflua en cuanto a la existencia de 
fraude a la ley. Las normas societarias a las que referiremos tienen carácter imperativo cuanto 
menos. Como premisa: las normas imperativas de la ley societaria -al margen de si constituyen o 
no reglas de orden público-, son inderogables. 

Ya hemos reflexionado sobre las normas imperativas en general, más adelante deberemos 
hacerlo con las específicas de la Ley General de Sociedades –LGS-. 

 

El sujeto del concurso y la legalidad de la propuesta. 

Lo expresado precedentemente impone revisar la congruencia de la LGS en el concurso de una 
sociedad, persona jurídica. 

La LCQ, tiene pocas referencias en orden a distinguir recaudos para el supuesto que se tratare 
de personas humanas o de personas jurídicas, dentro de las que clasifican las sociedades. Relucen 
en normas específicas los arts. 6, sobre ratificación, y muy particularmente la previsión del art. 48 
LCQ, texto conforme ley 25589, que impone una nueva ronda de negociaciones y posibilidades  
ante la no obtención de las mayorías necesarias en el caso de concurso de sociedades, incluso 
cooperativas, permitiendo propuestas de terceros. 

Desde un método particular, que parte del análisis del derecho de sociedades actual en la 
República Argentina,396 queremos reflexionar sobre el mínimo en las propuestas concordatarias, 
sin descuidar aspectos periféricos de legalidad de las mismas. 

Queda así formalizada nuestra advertencia metodológica. 

 

Sobre la legalidad y admisibilidad de la propuesta. 

El tema introduce en otros aspectos legales: uno como se integra la propuesta y otro sobre ese 
contenido mínimo o sea el sacrificio que puede imponerse a los disidentes, pasando sobre otros 
aspectos periféricos. 

 

 
                                                           
395 Nto. “El abuso de derecho y fraude a la ley en materia comercial y los principios generales del nuevo Código Civil y 
Comercial”, en Revista Electrónica Estudios de Derecho Empresario, n° 5 abril 2015, Universidad Nacional de Córdoba. 
396 Nacida esa visión de la similar regulación en el anterior sistema societario español, 
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La certeza de la propuesta. 

La propuesta que prometa pagos a término o imponga esperas debe tener fechas y/o plazos 
determinados, o sea que se cuenten desde un hecho o acto ya producido, por ejemplo la fecha de 
presentación en concurso. Debe descartarse el plazo incierto como el que empiece a correr desde 
la homologación judicial firme del acuerdo, pues queda sujeto a las demoras burocráticas del 
proceso o a recursos improponibles que generan una actividad judicial aunque sea para descartar 
airadamene el agravio supuesto. 

Se impide al juez aceptar como lícita una propuesta de espera en concurso, como lo hizo el juez 
mendociono Arcana en el caso Villanueva,397 preventivamente y apenas presentada, haciendo 
referencias también a su afectación al derecho de propiedad por la quita que proponía. 

 

Las costumbres contra leggem. 

Parece que se ha anclado el análisis de la legitimidad de las quitas y de la eliminación de todo 
tope en los concursos –inclusive de sociedades-, limitando la interpretación a un problema de 
cuantificacón, con un espíritu jurisprudencial de no interiorizarse demasiado en los intereses de 
los acreedores, y ni siguiera en la integridad de la ley de concursos. Por eso sumamos a estas 
apreciaciones al deber de no dañar, a la buena fe negocial – art. 9 CCC-, a la protección del 
mercado denunciando las prácticas concursales contra leggem.398 

Abordar académicamente esta cuestión entraña una misión casi imposible, pues se ha 
entronizado profesional y judicialmente la licitud de quitas y esperas, incluso desmesuradas en los 
concursos preventivos, particularmente en nuestro país. Así la visión se enturbia con invocaciones 
a supuestos conflictos sociales, valores insoslayables de la conservación de la empresa y exitosas 
maniobras dilatorias que centran la atención en aspectos procesales y concursales alejados del 
sistema jurídico y axiológico integral. El nuevo CCC sigue siendo sido ignorado en los cambios que, 
a nuestro entender incorpora, como lo veremos al referirnos a muy reciente jurisprudencia y 
doctrina. 

Trataremos de introducir finamente el bisturí como una suerte de autopsia, pero con la 
esperanza que el resultado anatomo-patológico sirva para salvar empresas, y más que ello un 
sistema macroeconómico de lealtad comercial, buena fe en las relaciones comerciales y correcto 
desenvolvimiento de las sociedades comerciales, respetando la autonomía de la voluntad en su 
constitución y apuntando a responsabilidad por daño en su funcionalidad si se marginan normas 
imperativas. 

 

                                                           
397 En Expte. N° 69.170 “VILLAFAÑE, JUAN AGUSTIN P/ CONC. PREV.” en Mendoza, 10 de Julio de 2.008. 
398 VEIGA, Juan Carlos – RICHARD, Efraín Hugo “El contraderecho: las normas imperativas del derecho societario”, en El 
Derecho Societario y la Empresa en el Tercer Milenio, XII Congreso Argentino de Derecho Societario, VIII Congreso 
Iberoamericano de Derecho Societario y de La Empresa, 25 al 27 de septiembre de 2013, Ed. Universidad Argentina de la 
Empresa y Cámara de Sociedades Anónimas, tomo I pág. 161. De los mismos autores “El contraderecho (el abuso y el 
fraude en la homologación de acuerdos concursales propuestos por sociedades comerciales con quitas)”, en Pensar en 
Derecho, Nro. 5 Año 3, pág. 257, Buenos Aires, Febrero 2015. Ed. Eudeba, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos 
Aires. 
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La legalidad de la propuesta.399 

La doctrina es concordante en que la crisis, especialmente en el caso de sociedades, debe 
afrontarse lo más tempranamente posible, interna, confidencial, privadamente de ser posible o de 
no recurriendo al concurso preventivo o al acuerdo preventivo extrajudicial.400 Pero un 
desencuentro se genera al no distinguir entre el concurso de una persona humana y el de una 
persona jurídica, particularmente sociedad sujeta a normas específicas y, por tanto, a ciertas 
complejidades que suelen omitirse. Esta será nuestra visión en este ensayo. 

Bajo esta óptica afrontamos la temática de legalidad de la propuesta y del acuerdo en concurso 
de sociedades y su homologación, que entendemos tiene dos aspectos: la legalidad en si misma de 
la propuesta, tanto del órgano que debe proponerla como de su contenido y, para su 
homologación la consideración que en ningún caso implique abuso de derecho o fraude a la ley 
(art. 52 ap. 4 LCQ). 

 

Órgano societario legitimado para formalizar la prouesta. 

En primer lugar debería mediar expedición judicial sobre si la propuesta incorporada a la causa 
es imputable a la deudora cuando esta es una sociedad, revisando la legitimación de la persona u 
órgano que la formalizó –al margen de la representación de quién la haya acercado al juicio 
universal-, y si aquél órgano de la sociedad tenía competencia para hacerlo. 

Nos hemos pronunciado en el Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal y de la 
Insolvencia de Rosario con la Profesora Luisa Borgarello,401 reiterando, con su conformidad, 
algunos párrafos donde citamos al distinguido camarista Dr. Heredia: “Presentar la propuesta de 
acuerdo a los acreedores, en los concursos de sociedades comerciales, no debe confundirse con su 
formulación… debe señalarse que la ley concursal dispone en su art. 6 que cuando se trata de una 
persona de existencia ideal la solicitud de apertura del concurso preventivo la deberá efectuar el 
representante legal, previa resolución, en su caso del órgano de administración. Pero la resolución 
de continuar el trámite iniciado que debe presentarse en el expediente dentro del plazo de treinta 
días de la fecha de presentación, corresponde al órgano de gobierno… A la fecha de la ratificación 
de la presentación en concurso, el órgano de administración ya debería haber puesto a 
consideración de los socios la posible propuesta como solución de los problemas patrimoniales de 
la sociedad, el plan para superarlos y la propuesta que entienden debería formalizarse a los 
acreedores. Indudablemente se trata de una omisión del legislador, que ya existía en la normativa 
concursal derogada (Ley Nº 19.551), que impone analizar a través de las normas substanciales que 
órgano puede formalizar para considerar que la propuesta no fue formulada por órgano societario 

                                                           
399 GRAZIABILE, Dario – RICHARD, Efraín Hugo “Legalidad de la propuesta y del acuerdo en el concurso de sociedades y 
su homologación”, en libro AAVV DERECHO CONCURSAL EN EL NUEVO CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL, dirigido por Dario J. 
Graziabile, pág. 371 a 415 en el Cap. III Modificaciones al régimen obligacional: “VI. Legalidad de la propuesta y del 
acuerdo en el concurso de sociedades y su homologación”, Ed. Erreius, Buenos Aires 2016. 
400 PACCHI, Stefania “Empresa y crisis: eficiencia de los mecanismos de resolución de la crisis”, conferencia magistral de 
apertura del XI Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal, Villa Giardino (Sierras de Córdoba), 10 a 12 de 
setiembre de 2015. RICHARD, Efraín Hugo “CRISIS ECONÓMICO-PATRIMONIALES DE LAS PERSONAS JURÍDICAS 
(especialmente societarias) Y EL CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL”, en Derecho Comercial y de las obligaciones (Revista de 
Doctrina, Jurisprudenica, Legislación y Práctica), n° 212 mayo/junio 2015, Edición especial Nuevo Código Civil y 
Comercial de la Nación, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires 2015, pág. 613 y ss. 
401 Legitimación para formular propuesta de acuerdo en el concurso preventivo de sociedades comerciales, Tomo 1, p. 
763 de los libros del Congreso referido. 
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incompetente, y sea imputable a la persona jurídica… Manifestada ya la improcedencia de que la 
propuesta sea formulada por el representante legal o el apoderado, corresponde establecer cuál 
es el órgano societario competente para resolver cuál va a ser la propuesta de acuerdo preventivo 
que formulará la sociedad… No podemos dejar de afirmar que el órgano de administración debe 
efectuar un análisis pormenorizado de la cuestión… Ese órgano es el que debe convocar, con tales 
estudios, al órgano de gobierno. Como acertadamente lo señala Heredia,402 citando a Ragusa 
Maggiore, no puede reconocerse en el órgano de administración la facultad de decidir la 
propuesta de acuerdo, cualquiera que sea su contenido… la decisión… debe emanar del órgano de 
gobierno de la sociedad ya que deviene una cuestión de trascendencia para el derrotero de la vida 
societaria. Evidentemente la propuesta debe reflejar la voluntad del concursado y la voluntad del 
concursado cuando se trata de una sociedad, es la voluntad social. La posibilidad que ante el 
rechazo de la propuesta por los acreedores o su no homologación por abusiva o ilegal, autorice la 
aplicación del art. 48 LCQ,403 de la que puede devenir la transferencia forzada de las 
participaciones de los socios a terceros, como así también la posibilidad de incumplimiento de las 
normas societarias sobre la patrimonialización de la sociedad que podría autorizar la acción 
prevista en el art. 54 in fine LS contra los controlantes abusivos o torpes404 ; el costo impositivo 
que podría generar una propuesta de quita y espera por la ganancia que genera en el patrimonio 
de la sociedad y de los socios, impone, en una visión societaria, la intervención del órgano de 
gobierno de la sociedad para formular la propuesta y el plan que la integra por exigencia legal. 
Incluso, cuando los terceros acreedores afectados por la propuesta írrita homologada – y que no 
votaron- intentaran accionar contra los socios de control (art. 54 in fine LS), estos podrían sostener 
que no les es imputable la acción, por no haber intervenido al respecto y corresponder al Juez la 
homologación de un acuerdo en el que no intervinieron. Algunas opiniones doctrinarias sostienen 
que bastaría la ratificación por parte del órgano de gobierno de la propuesta de acuerdo 
preventivo presentada por los administradores”.405 

Resulta claro que esa ratificación de la propuesta por el órgano de gobierno señala la ilegalidad 
de la formulada con anterioridad por otro órgano, con los riesgos que importa ante los plazos 
perentorios para presentar una propuesta válida. Casi concluíamos con la Profesora Borgarello que 
“resultaría conveniente que la decisión del órgano de gobierno sobre estos temas sea debatida en 
la reunión o asamblea que debe llevarse a cabo a los fines del cumplimiento del art. 6 LCQ. Esa 
asamblea autorizaría406 modificaciones de la propuesta que fuere menester efectuar en el 
desarrollo de la negociación con los acreedores durante el período de exclusividad”. 

                                                           
402 HEREDIA, Pablo, op.cit., T 2, pág.50 
403 Nto. “CRISIS DE SOCIEDADES: ACUERDOS CONCURSALES ABUSIVOS Vs. SOLUCIÓN PRIVADA” en RDCO Julio-Agosto 
2006, nº 519, dentro de la 9ª parte: “Pero el enriquecimiento de los socios, la posibilidad que ante el rechazo de la 
propuesta por los acreedores o su no homologación por abusiva, autorice la aplicación de la legitimación para nuevas 
propuestas, incluso heterónomas (art. 48 LCQ) de la que puede devenir la transferencia forzada de las participaciones de 
los socios a terceros” 
404 RICHARD obra y parte citada “El enriquecimiento de los socios …, el incumplimiento de las normas societarias sobre 
la patrimonialización de la sociedad que podría autorizar la acción del art. 54 in fine LS contra los controlantes, impone, 
en una visión más estricta, que la propuesta de acuerdo a los acreedores sea formalizada por el órgano de gobierno de 
la sociedad”. 
405 GARCIA MARTÍNEZ, R. y FERNANDEZ MADRID, J, Concursos y Quiebras, Contabilidad Moderna, Bs.As., 1.976, 
pág.511; FARINA, Juan M., Concursos de las Sociedades Comerciales, Zeus, Rosario, 1.972, T.1, pág. 150 
406 RICHARD, trabajo citado “Un primer tema de aplicar el derecho societario a la solución de la crisis, es determinar 
que órgano de la sociedad debe formalizar la propuesta a los acreedores. Sin duda que ella podría ya formalizarse en el 
mismo acto que el órgano de gobierno ratifica la presentación en concurso decidida por el órgano de administración”. 
Así lo sostuvimos también con la Prof. Borgarllo. 
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Nuestro colega y Director de la página electrónica del IIDC Prof. Miguel Raspall se ha expedido 
en similar sentido,407 marcando la significación de la cuestión “La propuesta (oferta de acuerdo) 
implica un nuevo compromiso, una nueva obligación que asume el deudor con relación a los 
acreedores en caso que la misma sea aceptada y como tal, quien la formula debe tener la 
capacidad legal para hacerlo, de tal manera que el acto pueda imputarse válidamente al ente 
social”, y afronta una cuidadosa investigación recorriendo la opinión de los autores que a esta 
cuestión nos hemos referido, clasificando las respuestas, reprochando que “Es común ver que en 
concursos preventivos de sociedades directamente la propuesta la presenta el abogado 
patrocinante, sin cumplimentar ningún otro recaudo. No es firmada por el representante legal, no 
se acompañan actas que muestren el tratamiento y aprobación de la misma siquiera por el órgano 
de administración, etc. Igualmente, frente a determinados tipos de propuestas, no se presenta el 
acta de reunión de socios o de asamblea que trata la misma y la aprueba por las mayorías legales y 
estatuarias”. Concluye Raspall: “Una actuación diligente en esta materia, que pera los debates 
doctrinarios y evitará sorpresas desagradables, parte de considerar que no es suficiente con la 
conformidad o ratificación en su caso, otorgada por el órgano de gobierno con el pedido de 
presentación en concurso preventivo”. 

El órgano que determina la propuesta hace a la responsabilidad de socios en su caso (arg. arts. 
99 y 254 LGS y 167 in fine CCC), sobre lo que volveremos. 

 

La integración de las propuestas.408 

Las normas que se concatenan respecto a la propuesta y su homologación son las contenidas 
en los arts. 43, el 45 - 4º párrafo, 49 y 52. LCQ. 

En ningún momento se prevé resolución particular del Tribunal sobre: 1. legalidad de la 
propuesta, en su contenido y por la imputabilidad de la misma a la sociedad concursada; 2. 
presentación y legalidad del “régimen de administración”, 3. configuración del Comité de 
Acreedores con aceptación preventiva mayoritaria de acreedores o 4. legitimación de las personas 
–físicas o jurídicas- que pueden adherir a la propuesta de acuerdo. 

En cambio el art. 42 LCQ impone que el juez debe dictar resolución respecto a la propuesta de 
categorización de acreedores. 

Cabe suponer que el Juez tiene libertad para hacer apreciaciones sobre ello en cada caso, de no 
deberá hacerlo en el momento de decidir sobre la homologación de la propuesta, para la 
oponibilidad a todos los intervinientes en este proceso de reorganización del patrimonio del 
concursado, de intervención múltiple y obligatoria de los acreedores convocados. 

Existencia de un régimen de administración. 

El Tribunal tendría que expedirse sobre la presentación del régimen previsto en el art. Art. 
45…4º párrafo “El deudor deberá acompañar, asimismo, como parte integrante de la propuesta, 
un régimen de administración y de limitaciones a actos de disposición aplicables a la etapa de 
cumplimiento”. Subrayamos la expresión “parte integrante de la propuesta”. 

                                                           
407 RASPALL, Miguel Propuesta de acuerdo en los concursos preventivos de las sociedades. Quién es el legitimado,¿el 
órgano de administración o el órgano de gobierno? En Editorial ZEUS, Rosario 25 de febrero de 2008, año XXXV, Revista 
nº 6 tomo 106, pág. 261. 
408 GRAZIABILE, Dario – RICHARD, Efraín Hugo “La legalidad de la propuesta y del acuerdo en concurso de sociedades y 
su homologación” 
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Heredia señala “Del art. 45, LCQ, resulta que el deudor debe acompañar como parte integrante 
de la propuesta un régimen de administración y de limitaciones a los actos de disposición aplicable 
a la etapa de cumplimiento, así como la conformación de un comité de acreedores que actuará 
como controlador del acuerdo, que sustituirá al comité provisorio”.409 

¿Qué es integrar? Conforme el Diccionario de la Real Academia: “Dicho de las partes: integrar 
un todo. Completar un todo con las partes que faltaban. Hacer que algo pase a formar parte de un 
todo”. El todo es la propuesta que se integra por varias partes. De no estar integrado, el todo no 
existe, la propuesta esta insuficientemente formulada y debe ser integrada, o rechazada como tal. 

La falta de presentación de ese régimen o al no ser imputable a la sociedad, implicaría que no 
se ha presentado propuesta de acuerdo válida. 

El punto hace a la visión del sistema jurídico, si la sociedad deudora debió expresar en su 
presentación las razones por las que recurre al concurso preventivo, parecería una incongruencia 
que allí mismo no anticipara las medidas que ha tomado para atenuar o superar la crisis. Unida a la 
obligación de los administradores sociales de anticipar el diagnóstico –obligatorio en el caso de 
sociedades por acciones: la Memoria anual, que impone diagnosticar sobre las actividades en el 
año que se inicia-. Conlleva a traer a cuento el tema del “plan de empresa” con cuya consideración 
se rindió homenaje a Pedro J. Frías,410 un constante requirente para la sociedad política y 
empresaria de administradores estratégicos, posición que tuvo el apoyo de Junyent y  Muiño,411 
recalcando la cuestión, Alberti412 señala “El exigir a los insolventes una concisa exposición de su 
programa de modificación de la situación empresaria precedente al concursamiento, mediante un 
plan de aquello por poner en práctica para corregir la pérdida que ha causado los incumplimientos 
de los pagos, saneará el concurso preventivo de su actual empleo como artificio procedimental 
destinado simplemente a diferir una fatal liquidación.” Si la sociedad deudora debió expresar en su 
presentación las razones por las que recurre al concurso preventivo, parecería una incongruencia 
que allí mismo no anticipara las medidas que ha tomado para atenuar o superar la crisis y asegurar 
la viabilidad de la conservación de la empresa en crisis. 

El art. 66 LGS manda cumplir a los administradores con la obligación de "informar en la 
memoria sobre el estado de la sociedad".413 La omisión de la Memoria implica una violación de la 

                                                           
409 HEREDIA, Pablo D Tratado exegético de Derecho Concursal. La Ley 24.522 y modificatorias. Comentada, anotada y 
concordada tomo 2 arts. 41 a 76, Editorial Ábaco, Buenos Aires julio de 2000, pág. 113, donde remata “A todo ello se ha 
hecho referencia en el par. 11 del comentario al art. 43, al que corresponde remitir. 
410 RICHARD, Efraín Hugo Estudios en honor de Pedro J. Frías, editado por la Academia Nacional de Derecho y Ciencias 
Sociales de Córdoba, 1994, “El plan de empresa, Ética y responsabilidad del empresario”, tomo III pág. 1187. 
411 Salvataje de la empresa: ¿Una postulación sin respuesta en la ley concursal?” con Francisco Junyent Bas y Orlando 
Manuel Muiño, en RDCO año 30 1997 pág-525 y ss., ya citado. 
412 ALBERTI, Marcelo Edgardo “Una contribución de Efraín Hugo Richard al derecho concursal: el plan de empresa como 
recaudo del concurso preventivo” en DERECHOS PATRIMONIALES Estudios en Homenaje al Profesor Emérito Dr. Efraín 
Hugo Richard, Ed. Ad Hoc, Buenos Aires 2001, tomo II pág. 949. 
413 La Memoria importa una obligación de los administradores para que "los accionistas de informen adecuadamente 
no sólo de lo acaecido sino también de lo proyectado por la administración de la sociedad; mediante el uso de esa 
información, el socio se debe encontrar en condiciones de determinar la congruencia de lo actuado y lo proyectado para 
la consecución del objeto social, y determinar la posibilidad de acciones de responsabilidad o de impugnación (art. 251 
LGS), permitiendo después juzgar si lo actuado fue en cumplimiento de lo comprometido en la memoria, ya que en 
virtud del principio de veracidad de ella, el apartamiento del camino comprometido permitirá una mejor apreciación 
sobre el ejercicio de acciones de responsabilidad por mal desempeño del cargo (art. 274 LSA)" Nto. Derecho Societario 
con Orlando Muiño, pág. 274, Editorial Astrea, Buenos Aires 1997, donde se remite a “El buen hombre de negocios y el 
plan de empresa” en Doctrina Societaria y Concursal Errepar, abril 93 t. V p. 337 y ss.. 
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ley de sociedades en su art. 234 inc. 1º.414 

“¿Para qué perder tiempo si no hay viabilidad económica? El diagnóstico previo fue la savia 
vivificante del sistema procesal francés que le permitió decir que los procesos llevaban a la 
solución de los concursos. La separación del hombre de la empresa, sin que la empresa tuviera 
que acarrear los errores y las inconductas de sus dirigentes. Si había inconducta de los dirigentes y 
la empresa era viable, ¿por qué liquidar una empresa por la inconducta de los directivos?”.415 

 

Se trata de un requisito formal-substancial de la propuesta. 

En este sentido, la ex Presidente y actual integrante del Comité Académico del IIDC, Prof. Lidia 
Vaiser416 se refiere al “plan de empresa”, en punto al "régimen de administración y limitación de 
los actos de disposición" y a la "constitución del comité definitivo". Habíamos considerado en 
oportunidad anterior, que en este segmento de la propuesta de acuerdo podría encontrarse en 
estado embrionario, lo que el derecho comparado ofrece”. En "Vivisección de la propuesta de 
concordato"417 sostiene “que la addenda introducida por la ley 24.522 al régimen de la propuesta, 
en punto a la cuestión del epígrafe, tal vez constituía una forma proteica de lo que desde estas 
latitudes miramos con apetencia (siempre en dirección al norte): el famoso "plan de empresa". 
Extrañamente, este agregado pasó casi inadvertido para la doctrina local. Los autores refieren de 
modo genérico a la existencia de recaudos adicionales… Efraín Hugo Richard afirmaba con énfasis 
que esta nueva exigencia terminaba por insertar el plan de empresa en nuestro sistema concursal 
"La propuesta de acuerdo debe ser acompañada en todos los casos por un plan de administración 
para superar la situación económico financiera de la concursada... El plan y el buen hombre de 
negocios No pueden existir dudas acerca de que el standard jurídico del buen hombre de negocios 
obliga a los dirigentes sociales a planificar las políticas empresarias. Un buen ejercicio de la 
planificación y del control permite detectar a tiempo las dificultades, corregir el rumbo y, si es 
posible, adoptar los remedios necesarios. Las funciones gerenciales implican tres aspectos básicos 
de la dirección empresaria: Planificación, control y coordinación. Ninguna empresa o dirigente 
puede prescindir del planeamiento….En consecuencia, en la formulación de la propuesta parece 
lógico que deba exigirse una explicación acerca de cómo se va a administrar la empresa durante el 
período de cumplimiento del acuerdo, cómo se la va a sanear, cómo se van a generar los recursos 
para hacer frente al pasivo. Según quiera verse, tales temperamentos podían ser considerados un 
"plan de empresa"…. Lo que no parece admitir duda es que el cumplimiento de los estándares de 
conducta de los dirigentes sociales constituye una exigencia insoslayable, también en el marco de 

                                                           
414 por cuanto comporta una falta de integración de la documentación contable obligatoria, explícitamente 
mencionada en la norma, por lo que "ni la votación unánime aprobando el resto de la documentación, puede purgar el 
vicio, resultado impugnable desde la convocatoria a la reunión de socios... no pudiendo descomponerse en partes 
cumplidas e incumplidas, ni es facultad de los administradores el ejercicio de tales opciones, pues se trata de un 
complejo informativo necesariamente integrado" CARLINO, Bernardo “Genética del plan de negocios (más sobre la 
contribución de E.H.Richard)” en Abeledo Perrot, Newsletter 20 de marzo de 2009, sección Doctrina, pág. 31. 
415 PALMERO, Juan Carlos “Nuevo enfoque apra empresas en crisis. Modificaciones destacables en relación a la ley  
19.551. Apreciación metodológica incial. Como entender el nuevo régimen concursal” en Nueva legislación concursal y la 
participación del profecvional en Ciencias Económicas. Jornadas de actualización”, Ed. Advocatus Córdoba noviembre 
1995, pág. 17. 
416 VAISER, Lidia “El "régimen de administración" en la propuesta de acuerdo: ¿plan de empresa?”, en LA LEY 1999-D, 
1073. 
417 VAISER, Lidia “Vivisección de la propuesta de concordato” ponencia al III Congreso Argentino de Derecho Concursal, 
I Congreso Iberoamericano sobre la Insolvencia; Ed. Ad-Hoc, t. I, p. 441, y “El régimen de administración en la propuesta 
de acuerdo: ¿plan de empresa?” en LL, diario del 05/08/1999. 
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un proceso concursal”. 

Sobre el punto en aquel Congreso de Rosario se ha dicho “La propuesta de acuerdo preventivo 
que debe presentar la sociedad concursada juntamente con el régimen de administración y de 
limitaciones a los actos de disposición aplicable a la etapa de cumplimiento, va a determinar los 
derroteros de la vida societaria por un largo tiempo que seguramente excederá con creces el 
período por el cual se designaron los administradores sociales, que desempeñan sus funciones en 
ese momento y además puede contener cuestiones cuya aprobación exceda las atribuciones que 
la ley le confiere a los administradores societarios, como emisión de bonos y debentures, 
reorganización, constitución de sociedad con los acreedores, etc.. Tales resoluciones corresponden 
al órgano de gobierno”.418 

No puede pensarse que en la propuesta heterónoma (la de los intervinientes en la vía abierta 
por aplicación del art. 48 LCQ) –al igual que en la autónoma- disvaliosamente no se exija “El plan 
de explotación, acompañado de un presupuesto de recursos, debidamente fundado” que se 
requiere al síndico en el supuesto del art. 190 inc. 4º LCQ que se mantiene en forma idéntica en el 
nuevo texto fijado por la ley 25.589. Ello impone con más razón que ese régimen de 
administración tenga cierta racionalidad, como se exigía en la reforma del año 83 a la ley 19551 –
luego derogada- en los acuerdos preconcursales para juzgar la validez de los actos con 
posterioridad, que el plan presentado conforme el art. 125-1 no fuera irracional (125-2). 

Se trata a la postre que el órgano de gobierno prevea la funcionalidad de la sociedad, como 
forma de conservación de la empresa, durante todo el lapso de cumplimiento de la propuesta, 
imponiendo ciertas conductas a futuros administradores o socios. Incluso deberá analizarse si el 
plazo de duración de la sociedad es coherente con el plazo de pago del acuerdo, y en un todo lo 
que prevé ahora imperativametne el art. 100 LGS. 

Limitadamente Heredia, anticipándose al comentario que hemos transcripto, reseña las 
facultades del síndico frente a la continuidad de la administración por parte del concursado, y 
correlativamente al homologarse el acuerdo se impone una continuidad, señalando “En esa 
inteligencia, la ley ordena que el deudor acompañe como parte integrante de la propuesta de 
acuerdo un “régimen especial” de administración y de limitaciones a los actos de disposición 
aplicable a la etapa de cumplimiento”.419 Continúa “Es decir, a partir del régimen especial que el 
deudor proponga, los acreedores conocerán cómo será el management de la empresa en la etapa 
de cumplimiento del acuerdo, lo que constituye dato de significativa relevancia a los efectos de 
que definan el sentido de su sufragio acerca de la propuesta que los concierna. Es claro, en este 
aspecto, que la aprobación de la propuesta depende, en buena medida, de que se asegure a los 
acreedores que la gestión empresarial luego de la homologación del acuerdo será eficiente. Desde 
tal punto de vista, se ha postulado que el régimen de administración contemple no menos que lo 
que la ley exige en los incs. 4º y 6º del art. 190 LCQ, en lo relativo al informe del síndico previo a la 
autorización de continuación de la actividad de la empresa en la quiebra. Es decir, el concurso 
preventivamente debería presentar un régimen de administración que indique el plan de 
explotación de la empresa, acompañando de un presupuesto de recursos debidamente fundado, y 
la explicación de las reorganizaciones o modificaciones necesarias para hacer viable tal 
explotación”, con cita del trabajo de Lidia Vaiser que hemos ponderado. 

                                                           
418 BORGARELLO, Luisa Isabel – RICHARD, Efraín Hugo “LEGITIMACIÓN PARA FORMULAR PROPUESTA DE ACUERDO EN 
EL CONCURSO PREVENTIVO DE SOCIEDADES COMERCIALES” t. 1 p. 763 de los libros del Congreso. 
419 HEREDIA, ob. y tomo citados, pág. 77 y ss.. 
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No pueden desoírse estas visiones de la obligación del concursado, de los administradores de la 
sociedad concursada, de integrar la propuesta con un plan de empresa,420 por cuanto son 
lógicamente integrables con la presentación en concurso de una sociedad y los imperativos tanto 
de la legislación societaria como de la concursal. Agregamos lo expuesto Casadío Martínez: “III. 
Falta de información. Estimamos que uno de los mayores problemas del régimen actual para 
analizar si una propuesta supera el "test de abusividad" radica en la carencia de información veraz 
sobre la viabilidad y razonabilidad de la misma. En la actualidad Richard sostiene que todo análisis 
sobre una propuesta abusiva deviene en inconcluso, si no incluye la "justificación de la propuesta" 
para dotar a ésta de una justificación económica que la respalde y evite el enriquecimiento 
injustificado de la concursada en detrimento de sus acreedores, también llamado "plan de 
empresa en la propuesta de acuerdo" por Vaiser, sin que, claro está, esto sea un reemplazo de 
aquel informe del síndico.”421  

Mussi refiere una posición también globalizante: “la exigencia legal insoslayable, de que el 
acuerdo propuesto repose sobre un plan concreto y detallado a presentarse por el concursado, 
que posibilite ese análisis y dé sentido a esa valoración".422 Cierra con esta certera definición: 
"condición mínima para que el magistrado no convalide o desapruebe a ciegas lo que han 
acordado el deudor y la mayoría de los acreedores". Se trata del tan mentado "plan de empresa", 
o "plan de rehabilitación", pieza medular en el derecho comparado, ausente en nuestra 
legislación.423 Se trata, insisto, de que el deudor explique cómo va a hacer para cumplir lo que está 
prometiendo, habida cuenta que deberá atender, a más del pasivo corriente, el que motivó el 
juicio concursal”. 

Existen suficientes elementos para sostener que el plan de negocios no es una pretensión de 
legge ferenda, sino de la ley actual paraticularmente para sociedades y un requerimento doctrinal 
uniforme, tanto respecto a la tempestividad para afrontar la crisis (el timing problem) como en la 
explicitación del plan de negocios para obtener la conformidad de los acreedores y la 
homologación por el juez.424 

Ahora, la nueva redacción del art. 100 LGS impone el análisis de la viabilidad económica, que el 
Juez deberá tener en cuenta para no disponer la liquidación. Esa necesaria información tiene por 
efecto equilibrar la información asimétrica de acreedores y puede potenciar soluciones legales 
como la capitalización del pasivo (arts. 96 y 197 LGS). 

 

                                                           
420 Nto. “SOBRE LA HOMOLOGACIÓN DE LA PROPUESTA DE ACUERDO” en libro colectivo XIV Jornadas de Institutos de 
Derecho Comercial de la República Argentina –Paraná, Pcia.de Entre Ríos 30/31 de agosto de 2007- página 261, edición 
de Fundación para la Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Buenos Aires agosto 2007. 
421 CASADIO MARTÍNEZ, Claudio Alfredo “Propuesta abusiva en el concurso preventivo” en LA LEY 2007-C, 560 
422 MUSSI, Alberto P. “El cramdown power o la imposición de las categorías disidentes” LA LEY 05/01/2005, 1. 
423 MAFFIA, Osvaldo, "Si no salvamos a la empresa, salvemos aunque sea al empresario". En este artículo, cita algunos 
ejemplos " 
en Bélgica, en Estados Unidos, en España, recientemente en Francia y en Alemania con sus leyes del l0 de junio y del 5 
de octubre de l994, el empresario que procure superar sus dificultades debe elaborar un "plan de salvataje" o "plan de 
resanamiento", que deberá ser aprobado por el Juez si estima que de ese modo la empresa podrá salir a 
flote......Nuestra ley omite no solo el requisito concerniente a la ecuación financiera de la recuperación, sino el propio 
plan, exigencia ya consagrada y, según dijimos, vista como la piedra miliar del instituto". A pesar de que esta publicación 
tiene algunos años, guarda a mi juicio, rigurosa actualidad. 
424 PACCHI, Stefania “EMPRESA Y CRISIS: EFICIENCIA DE LOS MECANISMOS DE RESOLUCIÓN DE LA CRISIS”, Conferencia 
de apertura del XI CONGRESO IBEROAMERICANO DE DERECHO CONCURSAL, Villa Giardino, 10 a 12 de setiembre de 
2015, en Estudios de Derecho Empresario, n° 5, Revista Digital de la Universidad Nacional de Córdoba. 
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Constitución del comité de acreedores. 

En tercer lugar, el juez deberá constatar “la conformación de un comité de acreedores que 
actuará como controlador del acuerdo… La integración del comité deberá estar conformada por 
acreedores que representen la mayoría del capital”. Este requisito esta vinculado a las 
negociaciones de la concurswada con sus acreedores, una suerte de tanteo de la propuesta 
económica. 

Se trata también de un requisito integratorio de la propuesta de acuerdo, con aspecto formal y 
substancial. Formalmente debe acompañarse esa integración y la aparente conformación por 
acreedores. Y substancialmente que esos acreedores representante la mayoría del capital. 

Heredia continúa sus comentarios sobre esa integración de la propuesta: “Del mismo art. 45 
LCQ, surge también que la propuesta debe contemplar la conformación de un comité de 
acreedores que actuará como controlador del acuerdo, que sustituirá al comité provisorio… En 
este sentido, el art. 45 LCQ, textualmente alude a la “conformación de  un comité de acreedores 
que actuará como controlador del acuerdo”, cuya integración “deberá estar conformada por 
acreedores que representan la mayoría del capital”. El art. 260 LCQ, lo repite al decir  que “la 
propuesta de acuerdo preventivo debe incluir la conformación y constitución del comité definitivo 
de acreedores”. La ley tiende a que el comité controlador tenga la integración que los propios 
acreedores resuelvan aceptar en función del tipo de acuerdo que  ofrezca  el  deudor, con la sola 
limitación de que tal integración sea representativa de, cuanto menos, la mayoría del capital 
comprendido en la propuesta, y que no sean menos de tres acreedores. Así lo expresa claramente 
el art. 260, LCQ, al decir que “sus integrantes son elegidos por los acreedores por mayoría de 
capital, y el comité debe ser integrado por un número  mínimo de tres  acreedores”. Como se ve, a 
diferencia de los comités de acreedores anteriores, el comité que controle la ejecución del 
acuerdo no tiene un número determinado de participantes, pero sí un número mínimo. Basta que 
la propuesta de integración del comité reúna las exigencias indicadas, para que el juez deba 
proceder a su designación en ocasión de dictar la resolución del art. 52 del cuerpo legal en 
examen”.425 

Se ha resuelto que la exigencia al deudor de que agregue la conformación de un comité de 
acreedores, como integrante de la propuesta debe ajustarse a los términos del art.260 LCQ que 
prevé que los integrantes del mismo son elegidos por los acreedores por mayoría de capital.426 

No basta en el supuesto la voluntad de la deudora, sino que debe existir una conformidad no 
sólo de los integrantes del Comité, sino de esa mayoría de acreedores (por capital), lo que supone 
un análisis previo de la propuesta a presentar por parte de acreedores representantes de la 
mayoría del capital. Si bien no representa aún la mayoría necesaria para aprobar la o las 
propuestas, presupone una negociación seria y fundada de la factibilidad de la propuesta entre los 
administradores de la concursada y sus acreedores quirografarios. Se trata de una suerte de 
“tanteo” de la voluntad de los acreedores. Esa negociación debería estar acompañada de 
adecuada información sobre la magnitud de la crisis y la posibilidad de cumplimiento, o sea la 
forma de superar la crisis (arg. art. 100 LGS). 

En su faltante debería tenerse por no formalizada la propuesta conforme la ley. 

Tal integración debe ser inmediata a la presentación de la propuesta incompleta y no debe 

                                                           
425 Ob y tomo citados pág. 78. 
426 CNCVom. Sala E. 10.09.98 in re “La Ganga S.A., s/ concurso preventivo”, señalada por Heredia. 
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dilatar el trámite del proceso, y la sanción por incumplimiento debe ser clara, eventualmente 
exigiéndolo el juez acreditar en plazo perentorio. 

Esta cuestión se encuentra ratificada por otra norma, como vimos, que ahora transcribimos in 
extenso: “Controlador. Comité de acreedores. Art. 260. El comité provisorio de acreedores en el 
concurso es un órgano de información y consejo. El comité definitivo es el controlador necesario 
en la etapa del cumplimiento del acuerdo preventivo, y en la liquidación en la quiebra. Sus 
integrantes son elegidos por los acreedores por mayoría de capital, y el comité debe ser integrado 
por un número mínimo de 3 (tres acreedores). La propuesta de acuerdo preventivo debe incluir la 
conformación y constitución del comité definitivo de acreedores. El comité constituido para 
controlar el cumplimiento del acuerdo mantiene sus funciones en caso de declaración de quiebra 
como consecuencia de incumplimiento del acuerdo… Debe informar de su gestión a los acreedores 
con la periodicidad que se indique en el acuerdo, la que no deberá ser inferior a 4 (cuatro) 
meses…Contratación de asesores profesionales. El comité de acreedores podrá contratar 
profesionales abogados, contadores, auditores, evaluadores, estimadores, tasados y cualquier 
otro que considere conveniente, para que lo asista en su tarea con cargo a los gastos del concurso. 
La remuneración de dichos profesionales será fijada por el juez al momento de homologación del 
acuerdo”. 

Adviértase el énfasis del legislador respecto a la integración de la propuesta de acuerdo con la 
designación del comité controlador “necesario en la etapa del cumplimiento del acuerdo”, y la 
obligatoria mención en la propuesta de la periodicidad de la información “que se indique en el 
acuerdo, la que no deberá ser inferior a 4 meses”, lo que contrasta con las predatorias propuestas 
de acuerdo que se pusieron de moda sin tener en cuenta las previsiones concursales, 
constitucionales y del derecho privado para tornar viable una propuesta. Énfasis que se recoge 
desde el Capítulo II Funcionarios y empleados de los concursos. Sección I, Designación y Funciones, 
cuando en la “Enunciación” que contiene el art. 251 además del síndico y el coadministrador 
incorpora “los controladores del cumplimiento del acuerdo preventivo”, que -como ya hemos 
visto- su designación se integra en la propuesta de acuerdo, debiendo contener la conformidad de 
la mayoría de capital de acreedores, lo que comporta un verdadero “tanteo” de la voluntad de los 
acreedores de aceptar la propuesta que allí se les presentará. Conformidad con la designación de 
los controladores que no debe entenderse como conformidad con la propuesta, que deberán 
expresar los acreedores en forma separada e individualizada. 

Se solían omitir los comentarios en torno a la integración de la propuesta de acuerdo con el 
régimen de administración y la conformación del comité de acreedores. Hoy el tema toma 
especiales caracerísticas al imponer la ley 26.684 que ese Comité este integrado por un trabajador. 
En efecto, el comité de control inicial se encuentra integrado por los tres acreedores de mayor 
monto denunciados por el deudor en su presentación en concurso preventivo y por un 
representante de los trabajadores, elegidos por éstos (art. 14 inc. 13 LCQ). Al dictar la sentencia de 
categorización –art. 42 LCQ-, el juez “designará a los nuevos integrantes del comité de control, el 
cual quedará conformado como mínimo por un acreedor por cada categoría de las establecidas, 
debiendo integrar necesariamente el acreedor de mayor monto dentro de la categoría y por dos 
nuevos representantes de los trabajadores de la concursada elegidos por los trabajadores, que se 
incorporarán la ya electo por el art. 14 inc. 13”.427 Ya no podrá dejar de existir un comité de 
control. Por otra parte el art. 45 LCQ no ha sido modificado. 

                                                           
427 DI LELLA, Nicolás CONCURSO PREVENTIVO. Leyes 24.522, 25.563, 25.589, 20.086, 26.684 y Código Civil y Comercial 
de la Nación, Ed. Advocatus, junio 2015, págs.780 y ss. donde se podrá ver un mejor desarrollo. 
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El aspecto económico de la propuesta. 

El Art. 43 segunda párrafo LCQ enumera en forma enunciativa sobre en que pueden consistir 
las propuestas. En materia de sociedades pensamos que alguna de ellas pueden ser ilegales en 
cuanto ponen el peso de solucionar la crisis y asumir el daño en los acreedores, beneficiando a los 
socios al disminuir pasivo, por lo que algunos autores como Truffat, Botteri y Carlino las aceptan 
siempre que exista “esfuerzo compartido”, lo que después comentaremos. Varias de ellas 
pudieron ser adoptados privadamente por previsiones de la ley societaria: reintegro, capitalización 
de pasivo, reorganización de la sociedad, emisión de obligaciones negociables o debentures, 
emisión de bonos convertibles en acciones o en un programa de propiedad participada. 

No podrá aceptarse que el Juez se limite a la homologación con las formulaciones lacónicas de 
que se alcanzaron las mayorías, si es que hay cesionarios o subrogados; que lo hace para la 
conservación de la empresa si no existe una presentación coetánea sobre el plan de cumplimiento 
y la integración del comité; y las expresiones sobre que no se alcanzaría más en la liquidación, y en 
observación del informe general no toma en cuenta las posibles acciones de ineficacia y 
responsabilidad, e incluso atento la fecha de la cesación de pagos las acciones individuales de 
responsabilidad de acreedores quirografarios vinculados con posterioridad a esa fecha. 

 

Sobre la mayoría de acreedores que votan la propuesta.428 

Periféricamente formalizamos un comentario sobre la forma en que se integran las mayorías 
para aprobar propuestas predatorias, por cesiones ilegales, donde algo hemos logrado, como 
resulta en el caso “Mandalunis”, con el voto ampliado de la camarista Julia Villanueva en fallo del 
14/2/2014, y lo relatamos en polémica con Graziabile en ensayo conjunto.429 El español Juan Luis 
Moreno Fontela430 refiere este supuesto como un criterio subjetivo por fraude a la ley, conforme 
el art. 52.4 LCQ, que impide al juez homologar, cuando en realidad debe simplemente excluir ese 
voto, conforme aplicación de normas del derecho civil sobre la relatividad de los efectos de los 
contratos, que no pueden afectar a terceros.431 

Porcelli sostiene que “la propuesta es abusiva cuando las condiciones y términos de ella, han 
sido impuestos por el deudor a su arbitrio, aprovechando una posición de fuerza por el manejo o 
manipuleo de la mayoría y de esta forma, las prestaciones a que se obliga dependen, en definitiva 
de su voluntad; y no son fruto de un consenso necesario e imprescindible, para un equilibrio entre 
intereses antagónicos tal como lo exige toda solución reversiva de la crisis que contemple los 

                                                           
428 “PROPUESTA ÍRRITA APROBADA CON VOTO CONNIVENTE”* con el penalista Carlos PALACIO LAJE Tomo I pág.757 ; 
Darío J. Graziabile y Efrain Hugo Richard EFECTO DE LA SENTENCIA DE VERIFICACIÓN EN RELACIÓN A LA 
CONFORMACIÓN DEL ACUERDO Publicado en Verificación Concursal de Créditos, AAVV dirección de Darío J. Graziabile, 
Ed. Erreius, Bs.Aires, 2015, pág. 162. 
429 En el fallo Mandalunis se recepta mi posición en el ensayo “El efecto de los contratos respecto de terceros y la 
cesión de créditos en concursos”, en AA.VV., Liber Amicorum. En homenaje al Prof. Dr. Luis Moisset de Espanés, t. I, 
Advocatus, Córdoba, 2010, ps. 515/552. 
430 Este joven distinguido jurista español ha propuesto indirectamente una polémica con su artículo “La extensión de la 
conservación de la empresa en el derecho de sociedades. Dos críticas a Richard”, que en este número de la Revista de 
Derecho Comercial y de las Obligaciones precede a mi respuesta “Ante las crisis societarias consultemos la ley 
especifica”, en RDCO, 2016. 
431 “Crisis económico-patrimoniales de las personas jurídicas (especialmente societarias) y el Código Civil y Comercial”, 
Revista de Derecho Comercial y de las Obligaciones. (Revista de Doctrina, Jurisprudencia, Legislación y Práctica), nro. 
272, mayo-junio 2015, edición especial Nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, AbeledoPerrot, Buenos Aires, 2015, 
ps. 613 y ss. 
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derechos de todos los afectados”.432 

 

La homologación de la propuesta. El mínimo. 

Nos referiremos ahora, existiendo propuesta formalmente homologable, a las previsiones del 
art. 52.4 LCQ, que dispone que en ningún caso el Juez homologará una propuesta con abuso de 
derecho o fraude a la ley. Intentaremos fijar criterios objetivos y sustanciales sobre ese aspecto, 
cuestionando las apreciaciones cuantitativas para determinar la existencia de abuso de derecho. 

 

Crisis financiera y pérdida del capital social. 

El patrimonio social como prenda común de los acreedores. Nos referimos a la función de 
garantía del capital social, mejor técnicamente del patrimonio social aunque aquellas son las 
palabras de la ley específica 19550 -LSC- y en la hoy LGS, y la integración de esa ley ha sido 
reconocida por jurisprudencia, tanto en supuestos de análisis cuantitativo de la propuesta como 
en otros aspectos en cuanto a verificación de créditos e intento de votar como acreedores socios 
que no habían dotado de capital a la sociedad generando su crisis. 

Las normas imperativas del derecho societario tienden particularmente a asegurar la solvencia 
del patrimonio social y consecuentemente a evitar la insolvencia de la sociedad y daños a terceros 
por incumplimiento de sus obligaciones. Pensemos que una sociedad que patrimonialmente ha 
perdido el capital social o sea que tiene patrimonio neto negativo. La argumentación valdría 
incluso para las one dollar corporation. Esa pérdida constituye una causal de disolución. A salvo la 
autonomía de la voluntad de remover la causal reintegrando el capital social en el caso o 
capitalizando (art. 96 LSC/LGS). 

Se plasma asi para las personas jurídicas, y particularmente para las societarias, un sistema de 
prevención de sus crisis, acotando el daño de una insuficiencia patrimonial. 

El punto ha sido subrayado por la doctrina: “Este enfoque debería ser central dentro de una 
legislación concursal y su apreciación jurisprudencial, es decir poner los esfuerzos y la atención en 
las causas que han llevado a la sociedad a una situación de falencia y no limitarse a prever y 
ordenar los efectos que la misma produce”.433 

Antes de la insolvencia –pérdida del capital social-, en grados menores de crisis debería actuar 
el derecho concursal, incluso los acuerdos privados.434 La preconcursalidad es hoy abordada por 
especialistas, como forma de paliar la ineficiencia de la legislación concursal, con métodos más 

                                                           
432 PORCELLI, Luis A. No homologación del acuerdo preventivo. Propuesta abusiva o en fraude a la ley La Ley 2002- D-
1079, y CABANILLAS, Ana C. Abuso del derecho en las propuestas de acuerdo preventivo. El inc. 4º del nuevo art. 52 LCQ, 
en “Derecho concursal argentino e iberoamericano” Ed. Ah Hoc, Buenos Aires, t. I pág. 501. 
433 RIPPE, Siegbert “Aproximación critica al presupuesto objetivo del estado de insolvencia y de sus manifestaciones y 
efectos en la normativa concursal” en ANUARIO DE DERECHO COMERCIAL n° 14, Ed. Fundación de cultura universitaria, 
Montevideo, marzo de 2012, pág. 9 y ss.. 
434 Nto. “Las soluciones negociadas como respuesta a la insolvencia empresarial. Visión desde el derecho argentino: la 
preconcursalidad societaria”, en libro colectivo Las Soluciones Negociadas como Respuesta a la Insolvencia Empresaria, 
Director José Antonio GARCÍA-CRUCES, Ed. Departamento de Derecho de la Empresa, Univ. de Zaragoza, Thomson 
Reuters Aranzadi, pág. 33 y ss.. 
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inmediatos y de menores costes económicos y sociales435. Pero esos especialistas en el derecho 
concursal suelen no abordar la preconcursalidad prevista en las legislaciones societarias, que 
tienen soluciones uniformes en el derecho comparado,436 basadas en esa función de garantía del 
patrimonio como prenda común de los acreedores. 

La realidad: se intenta aplicar o encontrar normas concursales para atender situaciones más 
graves que las previstas en la ley societaria. De esta forma se están desconociendo las normas 
imperativas del derecho societario, uniformes en el derecho comparado.437 

Aquí comienza el desencuentro. No se aplican las normas societarias. Se intentan quitas como 
técnica abusiva, se soslaya la posibilidad de una capitalización, y entonces los procedimientos 
concursales, llegan tarde y fracasan, y por eso se tiende a modificar constantemente la Ley que los 
regula. 

Si se atiende la crisis antes de la pérdida del capital social, cuando los administradores avizoran 
la crisis no habrá juicios -salvo por obligaciones extracontractuales y laborales-, y no será necesario 
pensar en un trámite judicial para paralizar de ejecuciones, ni respecto a la problemática de la 
invulnerabilidad de arreglos, extensión del acuerdo a los que no lo aceptaron, y la protección de la 
moneda fresca. Además la exteriorización de la crisis tiene un costo, no sólo de mediación sino de 
pérdida de confianza. 

Recordando algo aparentemente olvidado, se ha dicho “La normativa societaria ha tenido, 
desde siempre, la preocupación de la defensa y protección del crédito y, por esta vía, de la 
prevención de las crisis empresariales. Con herramientas y procedimientos diferentes ha ido 
convergiendo con una legislación concursal cada vez más preocupada por la prevención de las 
crisis empresariales y en la solución de éstas con el menor daño posible a las estructuras 
productivas. Esta comunidad de objetivos entre ambas ramas del ordenamiento mercantil hacen 
necesaria una coordinación y armonización normativa –que impone ahora el art. 2 CCC, de modo 
que su objetivo común pueda ser logrado en forma segura y eficiente, derecho concursal y 
derecho societario no son dos compartimentos estancos. Ambas disciplinas deben perseguir, 
desde una concepción integral del sistema jurídico, una armonización de sus sistemas normativos 
en orden a la tutela del crédito, a la anticipación de las crisis y a evitar su profundización y 
propagación”.438 

No podemos concebir que el Estatuto de una sociedad dispusiera, constatada la pérdida 
patrimonial, contra la previsión del art. 96 LGS que impone obligaciones a los socios, dispusiera 

que ante esa pérdida del capital social la sociedad transferirá privada o en juicio concursal el 
problema a los acreedores. 

Defensores de la autonomía de la voluntad en la generación y funcionalidad de las 

                                                           
435 PULGAR EZQUERRA, Juana Preconcursalidad y Acuerdos de Refinanciación. Adaptado a la ley 38/2011 de 10 de 
octubre, de reforma de la ley concursal, Ed. La Ley grupo Wolters Kluwer, Madrid julio 2012. 
436 Nto. “NOTAS EN TORNO A LA PRECONCURSALIDAD SOCIETARIA: UN ESTUDIO COMPARADO”, en Revista de Derecho 
concursal y Paraconcursal, citado. 
437 Nto. “El equilibrio en la legislación societaria y concursal uruguaya: la preconcursalidad extrajudicial” en 25 años de 
la ley de sociedades comerciales. Necesidad de su reforma. Homenaje al Profesor Dr. Siegbert Rippe, AAVV dirección Eva 
Holtz y Rosa Piziomek, edición Facultad de Ciencias Económicas y de Administración Universidad de la República, 
Montevideo 2014, página 415. 
438 OLIVERA AMATO, Juan M. Herramientas societarias para la solución y prevención de las crisis empresariales en 
Situaciones de crisis en las sociedades comerciales” AAVV directores José Miguel Embid Irujo, Daniel Roque Vitolo, Ed. 
Ad Hoc, Bs. Aires 2010, pág.31 y ss., esp.35. 
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sociedades439 reconocen esos límites “La ley 19.550 posee normas de tipo imperativas y normas 
de tipo dispositivas. Dentro de las primeras coexisten las normas que tutelan intereses 
patrimoniales y aquellas que protegen un llamado: orden público. A éstas últimas podemos 
catalogarlas como: normas imperativas (de orden público). Atento el interés jurídico tutelado, las 
normas de orden público no pueden ser derogadas por contrato. Hasta aquí llega la autonomía de 
las partes. Siendo esto así, la cuestión de fondo es saber qué normas de la ley de sociedades son 
imperativas y cuáles de orden público. Esta distinción es vital para comprender el marco 
contractual”. Estos autores sostienen que no hay derechos patrimoniales individuales 
inderogables por razón de orden público si todos están de acuerdo en dejarlos de lado. Lo que es 
obvio. Pero, como anticipan aceptan la existencia de un orden público societario, con normas 
inderogables. Siguen esos autores aceptando la imperatividad de: “8) el régimen de disolución y 
liquidación; entre otros dispositivos. Nadie puede negar, que el capital social constituye un 
elemento esencial del tipo pues hace al patrimonio neto mínimo de retención que el sistema 
jurídico exige como atributo de la personalidad y del régimen de limitación de responsabilidad.… 
Nadie podría válidamente constituir una sociedad sin capital social;… Nos animamos a decir que 
este tipo de normas son imperativas (de orden público) y que su violación da lugar a una nulidad”. 

Como se verá esta línea de doctrina acepta que todo lo referido a las causales de disolución, y 
referido a la liquidación, como la falta de capital social son normas imperativas, de orden público, 
irrenunciables e inderogables, indisponibles, en protección de los terceros, de los acreedores. 

Es nada menos que la “función de garantía del capital social” a la que estamos poniendo de 
resalto como una línea roja que impone conductas. Es una función distinta a la de “productividad o 
funcionalidad” del capital social sobre la que se ha escrito mucho a través de la teoría de la 
“infrapatrimonialización material”. Pero la función de garantía hace a un problema patrimonial: el 
pasivo social no puede ser igual o superior al activo social. Esta función de garantía funciona 
también en las legislaciones que autorizan la one dollar corporation o one pound company. Esa 
función de garantía del capital social esta adecuadamente resguardada en la legislación mundial, 
no en el nacimiento de la sociedad, donde se ha flexibilizado el concepto, sino en la funcionalidad 
de la actividad societaria cuando entra en zona de insolvencia o queda en insolvencia, por pérdida 
de su patrimonio.440 Es la protección de la mentada prenda común de los acreedores. 

Insistimos: a salvo la autonomía de la voluntad de remover la causal reintegrando el capital 
social en el caso o capitalizando (art. 96 LGS), pero nunca imponiendo que los acreedores resignen 
sus créditos para reducir el pasivo. La función de garantía del patrimonio es de orden público y las 
normas que lo tutelan en resguardo de terceros y del mercado son imperativas. Esta norma de 
remoción del art. 96 LGS es una opción imperativa que no puede ser desoída. 

Esa obligación de actuar ante la insuficiencia patrimonial es reconocida en dos recientes fallos, 
aunque el tema a decisión era la verificación de créditos en un concurso de una sociedad, por los 
socios que habían realizado préstamos a la concursada y pretendían ser reconocidos como 
acreedores quirografarios. En dos causas diferentes se rechazó esa pretensión y remarcando que 
era su obligación capitalizar la sociedad y que habían encubierto su incapacidad patrimonial con 
esos préstamos, se los consideró créditos subordinados. Nos referimos a los fallos recaídos en las 

                                                           
439 VAN THIENEN, Pablo Augusto (Director y colaboradores) “Orden público societario…¿estás ahí? En Lax & Finance, 
Working Paper n” 20, 2008. 
440 Nto. “NOTAS EN TORNO A LA PRECONCURSALIDAD SOCIETARIA: UN ESTUDIO COMPARADO”, en Revista de Derecho 
concursal y Paraconcursal, Editorial La Ley,. RPC 20/2014, Reseña Legislativa española y comparada. Madrid 2014, págs.. 
423 a 446. 
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causas Díaz y Querini S.A., y LKP Emprendimientos S.A., que consideraremos más adelante. 

Pese a que la doctrina nacional, de manera reiterada ha tratado sobre la crisis del concepto del 
capital social,441 se acepta que el mismo cumple al menos tres funciones: a) Función de 
productividad; b) Función de garantía; c) Función de determinación de los derechos del socio. 

Si la norma no es imperativa, generaría una disponibilidad, o sea de pactar de diferente forma 
de la norma que actúa sólo a falta de regulación privada, así nos hemos preguntado: ¿Podrían los 
constituyentes de una sociedad pactar en el estatuto que si la persona jurídica societaria pierde el 
capital social esa causal de disolución deberá ser afrontada por los acreedores? ¿Se aceptaría por 
los órganos de control (administrativos o judiciales) inscribirla con tal cláusula? Y si se la hubiera 
rechazado, eliminándola del Estatuto, podrían los socios en el momento de aprobarse un balance 
del que surgiera la constatación de la pérdida del capital social –sin ninguna observación contable- 
decidir que continuarían el giro sin reintegrar ni capitalizar por si, por terceros y acreedores, 
disponiendo que la sociedad sea concursada y se requiera una quita a los acreedores? 

Los riesgos de la actividad societaria no pueden ser transferidos por los socios a terceros.442 
Tampoco se puede dañar a sabiendas a los acreedores, reciente jurisprudencia así lo apunta,443 
marcando la obligación de los socios de capitalizar la sociedad ante la existencia de la causal 
disolutoria de pérdida del capital social. 

La capitalización del pasivo, concursal o privadamente, extingue acciones de responsabilidad 
porque hay satisfacción plena, incluso no genera costos impositivos, y libera a fiadores. 

Los socios siempre pretenden que el problema lo asuman los acreedores, empobreciéndoles y 
enriqueciéndose con la quita lograda. La solución válida en el concurso de una persona humana 
es, a todas luces, abusiva y en fraude a la ley societaria. 

Soslayar esa obligacion, si de ello resultara daño, se generara responsabilidad y sobre ello 
volveremos. 

 

La profundidad de la crisis: abuso de derecho o fraude a la ley. 

La ley de concursos atiende la cesación de pagos de las sociedades, o sea la situación en que el 

                                                           
441 Podemos citar, entre otros: LE PERA, Sergio: “Sobre la futilidad de la noción de capital social” LL, T.1986-b, Pág. 972; 
ARAYA, Miguel C. “El Capital Social” DPyC – Sociedades. Ed. Rubinzal Culzoni, Sta. Fe 2003, Pág. 213; ARAYA, Miguel C. 
“Capital y patrimonio” JA-1996, t. IV. Pág. 676; FOURCADE, Antonio Daniel, en “El patrimonio neto en las sociedades 
comerciales” Ed. Osmar D. Buyatti, Buenos Aires 1998; RAMÍREZ BOSCO, Lucas: en “Responsabilidad por 
infracapitalización societaria”, Ed. Hammurabi Bs. As. 2004 NISSEN, Ricardo en el prólogo a la obra de Ramírez Bosco 
citada; LE PERA, Sergio en prólogo a la obra “Régimen de Utilidades en las Sociedades Anónimas” de la autora 
CHINDEMI, Marcela H., Ed. Ad-Hoc, Bs. As. 2004. VERLY, Hernán: “Apuntes para una  revisión del concepto de  capital 
social” LL-1997-A, Pág. 756; LISDERO, Alfredo R. “Una posible solución al problema de la infracapitalización societaria” 
ED t.191, pág. 804; GALIMBERTI, María Blanca: “El capital social en una era de grandes cambios” DSEyCErrepar, T.IX, 
1998; BOLLINI SHAW, Carlos (h): “Capital y patrimonio en las sociedades anónimas. El principio de la intangibilidad del 
capital social” ED-1976, T.65, Pág. 813; REINOSO, José L. “Capital social: mínimo legal y suficiente para el cumplimiento 
del objeto social” JA-1997. t.IV, Pág. 731; JURADO, María A. “El Capital Social y la Realidad Económica actual”, en la obra 
colectiva: “CUESTIONES DE DERECHO SOCIETARIO. EN HOMENAJE A HORACIO P. FARGOSI”, VÍTOLO, Daniel R. Director. 
Ed. Ad-Hoc. Bs. As. 2004, pág. 333; RICHARD, Efraín Hugo: “Sobre el Capital Social”, en “Jornadas Nacionales de Derecho 
Societario en Homenaje al Profesor Enrique M. Butty, Buenos Aires, 2007, pág. 107 y en http:www.acader.unc.edu.ar.- 
442 STANGHELLINI, Lorenzo “Proprietá e controllo del’impresa in crisis” en Rivista delle Societa anno 49º 2004 
settembre-ottobre fascicolo 5º, Editorial Giuffre Milano, pág. 1079. 
443 Que referiremos más adelante. 

http://www.acader.unc.edu.ar.-/
http://www.acader.unc.edu.ar.-/
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activo corriente es insuficiente para satisfacer el pasivo corriente444, a través de los medios 
preventivos –concurso preventivo, quiebra convertida en concurso o acuerdo preventivo 
extrajudicial- que frenan las acciones individuales y permiten la reorganización de la sociedad. 
Incluso se trata de atender la crisis en sus momentos iniciales. 

Los socios abusarían del derecho si en vez de reintegrar el capital o capitalizar la sociedad la 
concursaran para que los acreedores asuman la pérdida. En tales casos, si el Juez no lo advierte y 
adopta las medidas del caso, el Síndico debería remarcarlo en el informe general del síndico, 
conforme lo previsto en el inc. 7° del art. 39 LCQ, refiriéndose no sólo a la integración del capital 
social, sino ante la pérdida del capital social –antes de convocarse o después y antes del informe 
general-, señalando tal circunstancia y si administradores y socios han adoptado las previsiones de 
los arts. 96 y 99 LSA. 

Si fracasara la tratativa extrajudicial de esa capitalización, o la liquidación privada se 
considerara inviable, recién aparecería lógica la presentación en concurso, formalizada 
temporáneamente con ese proceso. Y la capitalización de los créditos quirografarios puede ser la 
propuesta superadora para lograr un acuerdo. Quita y espera impuestas en acuerdo concursal 
importan enriquecimiento para los socios y empobrecimiento para los acreedores, un verdadero 
abuso de derecho y fraude a la ley, reafirmado en el CCC en análisis.445 

Ante propuestas de quita en concurso de sociedades se abren nuevas posibilidades a la 
judicatura para evitar el daño y encauzar la cuestión, conservando la empresa. 

La apreciación lógica es simple y la reiteramos: si la sociedad tiene un mero problema de 
cesación de pagos, un activo corriente inferior al pasivo corriente, una espera –corta o muy larga- 
solucionará el problema. Si tiene patrimonio neto positivo no se advierte la necesidad de una 
quita. 

Si la sociedad tiene un patrimonio neto neutro o negativo se ha producido una causal de 
disolución que impone su liquidación salvo que los socios decidan reintegrar el capital social o 
capitalizar, sea ellos mismos o terceros, incluso por la capitalización de pasivo (arts. 96 y 197 LGS). 
De no resulta responsabilidad de administradores, y quizá de socios,446 si el pasivo no resultara 
satisfecho. Intentar una quita en el concurso, cuya presentación es ratificada por los socios, 
implica un fraude a la ley societaria intentando que los acreedores asuman las obligaciones que 
tienen los socios, y los enriquezcan. 

La solución es la capitalización de pasivos -que hoy se aconseja en las reformas en la legislación 
de crisis- de acreedores profesionales, pero porque no incluir a los proveedores que ven vinculado 
su futuro con la sociedad proveída en crisis, compartiendo así un proyecto productivo en 
común.447 

                                                           
444 Cfme. Ensayo citado en nota 59. 
445 Nto. “Insolvencia societaria en el Proyecto de Código”, en diario La Ley del 4 de marzo de 2013, pág. 1 y 
ss..correspondiente al tomo La Ley 2013-B. 
446 Nto. “El art. 99 ley 19.550 y causales de disolución de sociedades (De cómo evitar responsabilidad ante la 
insolvencia societaria)”, en RDCO 2013-A- pág. 663, año 46, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires 2013. 
447 Esta es la solución propuesta por Monti acogida por jurisprudencia reciente, así CNCom., Sala F, “Baugruppe S.R.L. s/ 
quiebra” que explícitamente señala: “Así pues, los magistrados siempre se encuentran facultados -y aún constreñidos- a 
valorar los principios que informan el orden jurídico en su integridad, porque la legislación concursal no es una isla o un 
compartimiento estanco, circunstancia que conduce a que deba siempre prevalecer el interés general del comercio, del 
crédito y de la comunidad en general por sobre el individual de los acreedores o del deudor”. 
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Pero la capitalización de pasivo también puede implicar un abuso en ciertos casos, 
particularmente cuando la viabilidad de la sociedad esta comprometida, esas dudas sobre las 
ventajas de la capitalización han sido expresadas por la jurisprudencia, en el caso “Baugruppe 
S.R.L. s/ quiebra” rechazando la homologación de un acuerdo que ofrece la capitalización de 
créditos ante el dudoso y reducido valor de las participaciones en el capital de la empresa 
insolvente: “Es que, como bien se sostuvo en el dictamen que antecede, no explicitó la deudora 
cuál es el beneficio que obtendrían los acreedores en adquirir cuotas partes de una sociedad sin 
actividad alguna, que no genera ganancias, siendo su única actividad el recupero de créditos 
litigiosos. Así, la propuesta de acuerdo formulada resulta por demás escabrosa al no existir 
elementos que permitan evaluar la rentabilidad de la empresa, ni siquiera el valor de las cuotas 
partes ofrecidas”. Particularmente la capitalización de pasivos en casos de inexistencia de 
posibilidades de la sociedad de generar utilidades o sea de satisfacer los recaudos previstos en el 
art. 100 LGS, obligatorio si hubiera pérdida del capital social, se calificaría porque al haber pago 
total por compensación se eliminan acciones contra fiadores y deudores solidarios, como así 
también acciones de responsabilidad. 

El enriquecimiento por quitas es claro en el beneficio de los socios, el pasivo se contrae, el 
activo insuficiente pasa a ser mayor lo que podría llegar hasta para permitir distribuir utilidades. 
Por ello la quita es imponible como ganancia, difiriendo su pago hasta 4 años o antes si se 
reparten utilidades. 

De la exposición anterior resulta que el derecho concursal ofrece herramientas adecuadas para 
evitar las quitas y esperas desmesuradas impuestas con mayorías artificiales. Para impedirlas basta 
con tratarlas correctamente desde la normativa concursal, acudiendo a los propios criterios 
contenidos en la normativa falencial (art. 52.2 (b)(iv) LCQ) y a principios generales del 
ordenamiento como la proscripción del fraude de ley y del abuso de derecho. 

 

La tercera via para imponer la solución concursal. 

Otro camino para evitar la declaración de quiebra sería imponer a la sociedad concursada como 
“tercera vía” atender la cuestión por la vía de aplicación de normas imperativas de la ley societaria 
ante la presencia de causales de disolución que debieron enfrentar, según el caso, concordante 
con las vías de la norma imperativa del art. 96 LSC/LGS, que prevé la capitalización de pasivo,448 
pero no la quita. Los socios deberían “compartir” el riesgo pero no enriquecerse so protexto de la 
conservación de la empresa. 

Es una colaboración con el esforzado trabajo de la judicatura, imponiéndose recordar que ante 
la insolvencia o sea la pérdida del capital social de las sociedades previenen los arts. 94 inc. 5°, 96, 
99 y 100 LGS, que aseguran la capitalización o la liquidación de la sociedad. Esas previsiones 
imperativas no podrán ser soslayadas por la homologación de un acuerdo o la imposición de 
condiciones como “tercera vía” que supongan quitas, enriqueciendo así a los socios y perjudicando 
a los acreedores, cuando el equilibrio se logra por otros medios legales. 

Si hay abuso el juez debería aplicar la norma del art. 10 CCC, y si hay fraude, la del artículo 12 
CCC, y ante la disposición del art. 52.4 LCQ se impondrá la indubitable resolución pues, 

                                                           
448 La capitalización del pasivo puede sugerirse como equilibrio con las quitas, introduciendo cláusulas de compra 
forzosa de las acciones entregadas con la quita prevista, decidida por el acreedor ahora accionista, o por decisión de los 
socios pagando por las acciones el cien por ciento de la acreencia dentro de un periodo determinado. 
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recordemos, “En ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley”, y en 
el caso, con el efecto con que concluiremos este ensayo. 

Bastará advertir que no se adoptaron soluciones societarias, que no se afrontó la crisis 
oportunamente, que sólo se exige un sacrificio a los acreedores, que para imponer la mayoría 
aparece un tercero adquirente de un crédito que se “despoja” de su derecho, que no aparece 
ningún elemento de seriedad –ni antes ni después de la apertura del concurso- para enfrentar la 
crisis, para que la propuesta no sea homologada. Allí se abrirá –pues estamos ensayando sobre 
sociedades- el proceso previsto en el art. 48 LCQ. Esto lo sosteníamos ya en el “VI Congreso 
Nacional de Derecho Concursal y IV Congreso Iberoamericano de la Insolvencia”, Santa Fe 2006, 
sin duda lo mantendremos en el Congreso de la misma naturaleza que se efectivizará en esa 
Ciudad 12 años después, en el año 2018 al cumplirse los 100 de la Universidad Nacional del Litoral. 

 

Sobre el contenido mínimo de la propuesta en materia económica. 

Nos referimos con la exposición de ciertos criterios jurisprudenciales actuales que mantienen el 
análisis solo cuantitativo de la propuesta aún en concursos de sociedades, pese a nuestra 
preocupación de hace muchos años.449 

En este trabajo, apuntamos sólo algunos fallos y doctrina recientes, posteriores a la sanción del 
CCC que mantienen el criterio. 

 

Tres fallos. 

a) Sobre propuesta abusiva y su configuración, la Sala D de la CNCom, en fallo de Diciembre 27 
de 2016, en la causa “Amancay SAICAFI sobre concurso preventivo”, o sea en el concurso de una 
sociedad, expresó: “con relación a la denunciada situación de “abusividad” cabe repasar aquí que 
la oferta original de la deudora consistió básicamente en pagar el 45% del capital verificado y 
declarado admisible de los créditos quirografarios, en ocho anualidades consecutivas (10% las 
primeras seis y 20% las dos últimas), con dos años de gracia a contar desde que quedara firme la 
homologación;450; y a partir de la finalización del período de gracia, cada cuota pagaría un interés, 
no capitalizable, equivalente al 18% anual sobre créditos en moneda local y del 4% sobre los 
créditos en moneda extranjera; y contemplándose una cláusula de aceleración …la concursada 
propuso una mejora: abreviar el plazo de gracia (de dos años a uno); modificar el dies a quo de los 
intereses (desde la homologación y ya no desde el vencimiento del plazo de gracia); y pagar un 
adicional con cada cuota equivalente al porcentaje de inflación proyectada en la Ley de 
Presupuesto. terminó por formular una última mejora, en la cual redujo la quita (de un 55% a un 
35%), adelantó el dies a quo de los intereses (no ya desde la homologación sino de la presentación 
en concurso),451 aclaró los términos del adicional en base a la inflación, y mantuvo la originaria 
cláusula de aceleración.  5).-  Efectuada esa descripción es  menester  recordar que a partir de la 

                                                           
449 “FACHADAS EMPRESARIAS y PREOCUPANTE MENSAJE JURISPRUDENCIAL: ¿vale todo para homologar una 
propuesta?” en La Ley 15 de abril de 2009 y “LAS LIQUIDACIONES SOCIETARIA, LA CONCURSAL Y EL ARGUMENTO DEL 
RESULTADO DE ESTA ÚLTIMA PARA HOMOLOGAR UNA PROPUESTA ABUSIVA”, en Zeus Córdoba, nº 353, Año VIII, 18 de 
agosto de 2009, tomo 15 pág. 169, Doctrina, y en Editorial Zeus, 10 de agosto de 2009, año XXXVI, Revista nº 15, tomo 
110, pág. 785. Doctrina. 
450 Adviértase el plazo incierto. 
451 Generando así un plazo cierto. 
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reforma operada por la ley 25.589, lo atinente al carácter abusivo de la propuesta de acuerdo, 
fundado en lo establecido por el art. 52 inc. 4° de la LCQ, es materia que, ciertamente, puede 
invocarse como causal de impugnación en el marco del art. 50 de esa normativa (esta Sala, 
18.6.12, “Sucesión de Rodríguez, Juan Carlos s/concurso preventivo”). Es que una interpretación 
integral de la legislación concursal permite sostener que los sujetos agraviados por el acuerdo y 
legitimados para formular impugnación pueden censurar el concordato esgrimiendo las nuevas 
causales virtualmente incorporadas por las reformas relativas al abuso y fraude en el acuerdo.452 
Sentado ello, también es necesario mencionar aquí que la conformidad de la mayoría de los 
acreedores a la propuesta de acuerdo ofrecida por el deudor es condición necesaria pero no 
suficiente para obtener la homologación judicial de aquél, pues el juez puede -y debe- ejercer un 
control sustancial de la propuesta, pudiendo denegar su aprobación si la considera abusiva o en 
fraude a la ley (CSJN, 15.3.07, “Arcángel Maggio S.A. s/incidente de impugnación al acuerdo 
preventivo”; y esta Sala, 19.9.07, “Editorial Perfil S.A. s/concurso preventivo”). Desde luego que la 
voluntad de los acreedores que prestaron conformidad con la propuesta del deudor no puede 
ignorarse, pero no debe perderse de vista que ella constituye una pauta valorativa 
complementaria y no dirimente.453 Es claro, entonces, que la cuestión de que se trata, esto es, la 
"abusividad" de la propuesta, es un aspecto muy conflictivo del actual derecho concursal 
argentino, que ha colocado a jueces y litigantes en el trance de dar concreción, en cada caso, a un 
concepto jurídicamente indeterminado como es el del abuso del derecho, con el grave riesgo del 
relativismo que todo juicio de esa índole lleva en su seno, al punto de ser dificultosa -sino 
imposible- la construcción de una jurisprudencia que defina cuándo es y cuándo no es abusiva una 
propuesta. Es que, como lo observa la doctrina especializada, en materia de descalificación de una 
propuesta de acuerdo, la palabra "abusiva" es un término omniabarcativo: todo cabe en él,454 
habiendo señalado  otro autor, con igual sentido crítico, que la referencia al abuso del derecho 
constituye “una pauta cuya vaguedad produce vértigo".455 Lo más que puede decirse es que, caso 
por caso los jueces habrán de decidir lo que en conciencia crean "justo", sin que sus fallos sirvan 
de guía para otros supuestos, ya que estos tendrán sus propios presupuestos fácticos y 
circunstancias, siendo por ello imposible la traslación de una solución determinada de una 
hipótesis a otra. En efecto: no existen parámetros estandarizados para mensurar la razonabilidad 
o, su contracara, la abusividad de una propuesta concursal. Y ello aleja toda posibilidad de ensayar 
interpretaciones rígidas. El análisis -y en esto ha coincidido la doctrina- variará según cada 
circunstancia.456 Siendo ello así, la diversidad de soluciones, empero, puede tener coto a la luz de 
ciertas pautas de delimitación negativa de lo que sería una propuesta abusiva; por ejemplo, habrá 
de verse que la propuesta: 1) no proponga la remisión total de los créditos; 2) traduzca alguna 
ventaja o beneficio a favor de los acreedores; 3) no implique una promesa del deudor de pagar 

                                                           
452 Conf. Di Tullio, J., Macagno, A. y Chiavassa, E., Concurso y quiebras -reformas de las leyes 25.563 y 25.589, Buenos 
Aires, 2002, p. 192; Graziabile, D., Breve comentario a la nueva ley concursal -la de la ley 25.589, porque la de la ley 
25.563, ya es vieja-, Doct. Jud., t. 2002-2, p. 725. 
453 Conf. TRUFFAT, D., Algunas pautas para el empleo de la facultad de no homologar un concordato presuntamente 
abusivo -lcq: art. 52, inc. 4°-, ed, t. 198, p. 760, espec. p. 764. 
454 Conf. MAFFÍA, O., La homologación en la ley 24.522 modificada por la ley 25.589, JA 2002-IV, p. 1292, espec. p. 
1302. 
455 Conf. Ribichini, G., El nuevo artículo 52 de la ley de concursos y quiebras, LL 2003-A, p. 1084. 
456 Conf. MOLINA SANDOVAL, C., Facultades homologatorias del juez concursal y cramdown power en la ley 25.589, 
RDPC, t. 2002-3, p. 103, espec. p. 116; JUNYENT BAS, F. y MOLINA SANDOVAL, C., El informe general del síndico y las 
nuevas facultades homologatorias del juez concursal. Reflexiones en torno a las modificaciones introducidas por la ley 
25.589, ED, t. 198, p. 674; DI TULLIO, J., MACAGNO, A., y CHIAVASSA, E., Concursos y quiebras, reformas de las leyes 
25.563 y 25.589, Buenos Aires, 2002, p. 186; Villanueva, J., Concurso preventivo, Buenos Aires, 2003, p. 504. 
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menos de lo que puede pagar; 4) no prometa un dividendo inferior al que los acreedores podrían 
obtener si se liquidasen los bienes; 5) no imponga sacrificios desmedidos a los acreedores 
disidentes; 6) no difiera el pago sin fecha, o a época indeterminada; 7) no discrimine a los 
acreedores de una misma categoría por su calidad de concurrentes (verificados o declarados 
admisibles) o no concurrentes, prometiéndoles a aquellos una prestación que se niega a estos 
últimos; 8) no desnaturalice el derecho de los acreedores o imponga a algunos pautas arbitrarias 
aceptadas por la mayoría; 9) no desatienda el contexto económico y social del país; etc. (esta Sala, 
19.12.14, “IIG.TOF. B.V. y otro c/ Fibra Papelera S.A. s/concurso preventivo s/ incidente de 
impugnación” y sus citas de doctrina y  jurisprudencia). Asimismo, debe ponderarse en cada caso, 
no sólo la propuesta en sí, sino también la subsistencia de la concursada como fuente generadora 
de puestos de trabajo, esto es, si el deudor es o no dador de empleo, pauta que cobra especial 
relevancia en los tiempos actuales pues es un hecho público y notorio la problemática de la 
desocupación laboral (en similar sentido, esta Sala, "Editorial Perfil"). - En síntesis, las pautas que 
pueden concurrir para determinar la existencia de abuso en una propuesta de acuerdo preventivo 
son multifacéticas, conjugando no solo el punto de vista de los acreedores sino también la 
situación y actuación del deudor, más allá de la mirada que puede darse a partir de porcentajes de 
recupero de créditos y plazos de espera. Y, ciertamente, en todo ello debe campear la misma 
esencia de lo que puede considerarse abusivo a la luz del art. 1071 del Código Civil, en el sentido 
de que se considera tal al acto contrario a los fines que la ley tuvo en mira para reconocer el 
derecho de que se trate, o el que exceda los límites impuestos por la buena fe, la moral y las 
buenas costumbre. - Con tales parámetros, ponderando el “valor presente” informado en fs. 
10691, y considerando especialmente el interés de los acreedores (quienes en un 61,475%, 
representativo de un 70% del capital computable, prestaron su conformidad), el rol de la 
concursada como fuente generadora de riqueza y empleos (lo cual ha sido especialmente 
ponderado por la Fiscal ante la Cámara,… no resulta abusiva ni irrazonable, en tanto se advierte 
que la deudora ha efectuado una mejora sustancial respecto de la propuesta originaria (v. 
especialmente, cuadro comparativo de la sindicatura en fs. 10699).- Todo ello en el entendimiento 
de que el ofrecimiento de que se trata es a priori demostrativo de un mayor sacrificio de su parte, 
configura una mejora de las posibilidades de recupero crediticio de sus acreedores, y que en estos 
casos deben considerarse también la multiplicidad de intereses involucrados y que frente a la 
posibilidad de una eventual quiebra no obtendrían suma superior en concepto de dividendo; de 
allí que, como consecuencia de los expuesto, no cabe sino desestimar también los agravios 
desarrollados a este respecto”. Suscriben este fallo los Dres. Pablo D. Heredia, Gerardo G. Vassallo 
y Juan R. Garibotto; Julio Federico Passarón Secretario de Cámara. 

Muestra cabal de nuestra crítica: es misión imposible la determinación del abuso desde la 
visión meramente cuantitativa. 

b) A su vez sostuvo la Sala F de la misma Cámara que “La atribución legal de rechazar la 
propuesta abusiva de acuerdo preventivo debe  ser ejercida sea a instancia de parte o aún de 
oficio. De allí que procede siempre, en uso de las facultades legales que ostenta el juez al 
momento de decidir la homologación, juzgar la presencia o ausencia de "todos los elementos que 
hacen a la corrección procedimental y la concreción de los valores superiores del ordenamiento 
jurídico”. Como reza el art. 52 inc. 4 de la ley 24.522, en ningún caso el juez homologará una 
propuesta abusiva o en fraude a la ley”; y ello viabiliza ingresar en el análisis del caso efectuando 
un control que trascienda la mera legalidad formal, lo que viene impuesto por los principios que 
fluyen de los arts. 279,958 y1004 del CCCN y el hecho de que la ley concursal no es un 
compartimento estanco separado del resto del ordenamiento jurídico…. Si a la fecha del presente 
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decisorio la deudora ha presentado una mejora sustancial de sus anteriores propuestas, en tales 
condiciones y por aplicación de la regla según la cual, los pronunciamientos judiciales deben 
atender las circunstancias actuales al tiempo de dictar sentencia, corresponde que oportunamente 
se consideren las constancias producidas con posterioridad a la interposición del recurso, pues 
según los propósitos preventivos que guían la ley de concursos y quiebras, y teniendo en cuenta 
que el rechazo del acuerdo originalmente propuesto encuentra fundamento en aspectos que 
pueden ser mejorados, una adecuada interpretación de las normas aplicables aconseja ponderar 
tales circunstancias de manera de agotar los medios para dar acabada respuesta a los fines que el 
instituto del acuerdo preventivo persigue en el sistema”, resolviéndolo el 29 de Diciembre de 
2016, en el caso “Resingel SA sobre quiebra”. 

Apuntamos de los mismos las referencias a valores, al sistema jurídico extraño a la ley 
concursal, a que se trata en todos los casos de apreciaciones sobre la abusividad y no sobre el 
fraude a la ley, a esfuerzos, etc. 

c) Y como otra muestra, recientemente y cualquiera sea el contenido de la impugnación, ante 
un problema de orden público y ante el principio iura curia novit, se discurrió en la causa 
“Agropecuaria Montecarlo S.A. s/ concurso preventivo” – CNCOM – 20/03/2013 que “dada la 
modificación introducida por la ley 25.589 a la L.C.Q.: 43 tercer párrafo -en cuanto se eliminó el 
máximo del 60 % de quita que podía contener la propuesta de acuerdo preventivo-, en ningún 
caso la magnitud de la quita o de la espera puede ser dirimente -por sí misma-, para configurar 
abuso… como no existen indicadores tarifados para determinar si un acuerdo es abusivo o no, 
deben tenerse en cuenta parámetros como la actividad del concursado, sus proyecciones futuras, 
sus posibilidades económico financieras para hacer frente a los pagos, las causas que lo llevaron a 
solicitar la formación de su concurso, etc.”.-…“…en el análisis del abuso del derecho relacionado 
con la admisibilidad de una propuesta de acuerdo preventivo, el juez debe apreciar objetivamente 
si el deudor, en el ejercicio de su derecho, ha contrariado la finalidad económico-social del mismo 
que, no está solamente dada por el resguardo de los intereses del deudor, sino que también está 
definida por el logro de una finalidad satisfactiva del derecho de los acreedores, la cual 
naturalmente resulta negada cuando la pérdida que se les impone a ellos resulta claramente 
excesiva”.-…“La falta de ofrecimiento de una adecuada tasa de interés sumado a la larga espera en 
el pago, determina una depreciación de lo ofrecido por el solo transcurso del tiempo que infringe 
el límite moralmente permitido por nuestro sistema legal considerado en su totalidad, violando, 
además, el derecho de propiedad de los acreedores concursales”.-…“El acuerdo -pago del 40 % del 
monto de los créditos, en el plazo de 10 años desde la fecha de homologación, con 2 años de 
gracia y en 9 cuotas anuales en los siguientes porcentajes: 5 % en las primeras dos cuotas, 10% en 
las siguientes tres cuotas y 15% en las últimas cuatro cuotas con un interés del 6% anual sobre 
saldo deudor- no alcanza la pauta mínima de razonabilidad que cabe exigir, pues teniendo en 
cuenta que la espera total que padecerían los acreedores, si bien escalonada a partir de los pagos 
en cuotas anuales, sería de más de 13 años, sin que la propuesta preserve adecuadamente la 
incidencia provocada por el diferimiento en el pago, en rigor, supone una quita superior a la 
prevista; máxime cuando el pago del 60 % del total ofrecido recién se encuentra previsto en las 
últimas cuatro cuotas convenidas”. (Citar: elDial.com - AA7F54 Publicado el 12/06/2013). 

Parece imposible que no se hubiera discurrido sobre que esto no podría ocurrir si se hubieran 
aplicado las normas imperativas de los arts. 94.5, 96 y 99 LS. Si no se había perdido el capital social 
la quita es abusiva, pues bastaría una mera espera; y si se intenta soslayar la obligación de 
reintegrar el capital o capitalizar  la  sociedad  para no liquidar -previsto en el art. 96- estaríamos 
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frente a un fraude a la ley. Por último, en todos los casos se abriría una acción de responsabilidad 
social, ejercitable individualmente por los acreedores perjudicados, si se les trasladó la obligación 
de los socios a los acreedores a través de imponerles quita y espera. 

Lo fundamental es determinar que una quita y espera empobrece a acreedores quirografarios y 
enriquece directamente a socios de la sociedad concursada, rompiendo así la axiología jurídica y el 
valor justicia que tiende a asegurar el equilibrio en los repartos, justamente bien logrado en la 
última crisis, en las relaciones individuales al hacer soportar a ambas partes los efectos de las 
medidas económicas. 

 

Doctrinariamente. 

Como se verá se trata de apreciaciones cuantitativas, elásticas, tendientes todas a la 
conservación de la empresa, sin consideración de a cargo de quién es esa conservación. 

A su vez anotamos en la doctrina más próxima la tendencia evaluativa de la propuesta de quita 
y espera como legítima formalmente, pero vinculada a su análisis cuantitativo. En ese sentido el 
excelente trabajo de Romina CELANO “Las propuestas abusivas en el concurso preventivo. 
Herramientas de análisis e incidencia de la inflación.”457 Artículo muy actual aunque las dos 
jurisprudencias precedentes son posteriores, no agregan nada nuevo al análisis doctrinal. 

La autora citada repasa la obligación del juez impuesta en el año 2002 por la ley 25589 que en 
ningún caso debía homologarse una  propuesta abusiva o en fraude a la ley. Después del análisis 
en que parte que no existen límites en cuanto al tiempo y porcentaje de espera, no distinguiendo 
entre concurso de personas humanas y jurídicas –como nosotros lo hacemos constantemente- se 
refiere a los diversos elementos a tener en cuenta para determinar esa abusividad, siempre desde 
el punto de vista cuantitativo, refiriendo a la mejora de la propuesta o tercera vía como remedio, 
con despliegue de citas, con reflexiones críticas sobre intereses e inflación, la tasa que puede 
pagar el concursado sin entrar en una nueva cesación de pagos, concluyendo que no ha sido 
incorporada la presentación de un “plan de empresa” ni el flujo de fundos futuros como una 
exigencia formal. Un elemento más para configurar el panorama clásico. 

 

Los fundamentos subrayables de los fallos. 

Los fallos destacan “En todos los casos y aún en ausencia de cuestionamiento alguno, el juez 
está obligado a examinar si la propuesta es abusiva o importa un fraude a la ley. La solución 
contraria conllevaría la renuncia al cumplimiento de deberes propios de la función jurisdiccional. 
Es que le cabe siempre al Poder Judicial decidir si la solución consensuada a que se arribara con las 
conformidades de la mayoría, lo es sin los vicios descalificantes establecidos por criterios éticos y 
de equidad”. 

En los casos atendidos se trataba de concurso de sociedades. Recientemente conocimos el 
trabajo de Daniel Roque VITOLO458 también cerrado en el análisis cuantitativo para determinar la 
abusividad de la propuesta, citando a todos los autores que habrían escrito sobre la abusividad de 

                                                           
457 En Doctrina Societaria y Concursal n° 347, ocubre 2016 pág. 1037. 
458 “EL CASO DEL CORREO ARGENTINO ¿PUZZLE O UN COMPLEJO MODELO PARA ARMAR EN VARIOS AÑOS?”, 
publicado en Revista Doctrina Societaria y Concursal, Ed. Errepar, Buenos Aires, Marzo 2017, y difundido por el 
incansable motivador de Cofradía Concursal el mendocino Ricardo Ruiz Vega el 7 de marzo. 
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las propuestas, sin mencionarnos ni a los que hoy hablan del esfuerzo compartido. A su vez analiza 
la abusividad en forma similar en concursos de personas humanas como de sociedades. 

Claro que el tema cuantitativo es importante, pero el enfoque también debería ser legal –no 
formal sino sustancialmente-, cuando no constitucional que es el aspecto mayor de lo legal. 

 

La funcionalidad societaria. 

El primer tema es determinar que deben hacer los administradores y luego los socios frente a la 
crisis de una sociedad, o sea el referido marco de imperatividad de la ley de la persona jurídica 
sociedad. El punto ha sido subrayado por la doctrina: “Este enfoque debería ser central dentro de 
una legislación concursal y su apreciación jurisprudencial, es decir poner los esfuerzos y la 
atención en las causas que han llevado a la sociedad a una situación de falencia y no limitarse a 
prever y ordenar los efectos que la misma produce”.459 

Antes de la insolvencia –pérdida del capital social-, en grados menores de crisis debería actuar 
el derecho concursal, incluso los acuerdos privados.460 La preconcursalidad es hoy abordada por 
especialistas, como forma de paliar la ineficiencia de la legislación concursal, con métodos más 
inmediatos y de menores costes económicos y sociales.461 Pero esos especialistas en el derecho 
concursal suelen no abordar la preconcursalidad prevista en las legislaciones societarias, que 
tienen soluciones uniformes en el derecho comparado,462 basadas en esa función de garantía. 

Y aquí comienza el desencuentro. No se aplican las normas societarias. Se intentan quitas como 
técnica abusiva, se soslaya la posibilidad de una capitalización, y entonces el Derecho Concursal, 
los procedimientos concursales, llegan tarde y fracasan, y por eso se tiende a modificar 
constantemente la Ley que los regula. 

 

La tempestividad. 

Con insistencia: si se atiende la crisis antes de la pérdida del capital social –o sea cuando existe 
patrimonio neto positivo-, cuando los administradores avizoran la crisis no habrá juicios –salvo por 
obligaciones extracontractuales y laborales-, y no será necesario pensar en un trámite judicial para 
paralización de ejecuciones, ni respecto a la problemática de la invulnerabilidad de arreglos, 
extensión del acuerdo a los que no lo aceptaron, y la protección de la moneda fresca. Claro que la 
exteriorización de la crisis tiene un costo, no sólo de mediación sino de pérdida de confianza. 
Estamos hablando de “preconcursalidad”, como lo hemos hecho en homenaje a Emilio Beltrán 

                                                           
459 RIPPE, Siegbert “Subcalpitalización y responsabilidad de directores y administradores”, pág. 27 en en Anuario de 
Derecho Comercial, Montevideo, 2012, especificamente pág. 34. 
460 Nto. “Las soluciones negociadas como respuesta a la insolvencia empresarial. Visión desde el derecho argentino: la 
preconcursalidad societaria”, en libro colectivo LAS SOLUCIONES NEGOCIADAS COMO RESPUESTA A LA INSOLVENCIA 
EMPRESARIA, Director José Antonio GARCÍA-CRUCES, Ed. Departamento de Derecho de la Empresa, Universidad de 
Zaragoza, Thomson Reuters Aranzadi, pág. 33. 
461 PULGAR EZQUERRA, Juana Preconcursalidad y acuerdos de refinanciación. Adaptado a la ley 38/2011 de 10 de 
octubre, de reforma de la ley concursal, Ed. La Ley grupo Wolters Kluwer, Madrid julio 2012. 
462 Nto. “Notas en torno a la preconcursalidad societaria: un estudio comparado”, en Revista de Derecho Concursal y 
Paraconcursal, Editorial La Ley,. RPC 20/2014, Reseña Legislativa española y comparada. Madrid 2014, págs.. 423 a 446. 
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Sanchez.463 Se ha sostenido que la legislación societaria es preconcursal, paraconcursal o 
anticoncursal, cuya normativa opera en el derecho comparado “como un instrumento 
preconcursal”,464 “tiene una función preconcursal o paraconcursal, considerando algún otro 
considerarla como anticoncursal”,465 y ante los estudios que tratan de rescatar esas normas, desde 
lo concursal se ha avanzado en las recientes reformas española de la ley de sociedades y la 
italiana,466 en una compatibilización que no estamos en condiciones de juzgar. La doctrina italiana 
reiteraba que la reforma de la legislación concursal omitió una regulación orgánica de la crisis y de 
la insolvencia de la sociedad, perpetuando una laguna de la legislación concursal hace tiempo 
criticada por la doctrina.467 

Respecto a la pérdida del capital social y las normas específicas de la legislación del medio 
técnico organizativo, Emilio Beltrán468 postulaba “parece razonable pensar que la quiebra de una 
sociedad anónima –o limitada o comanditaria por acciones- debería convertirse en una institución 
residual, ya que el sistema preconcursal previsto legalmente debería ser suficiente para impedir 
que la sociedad llegase a ser insolvente. En segundo lugar –tras la Ley de Reforma y Adaptación- la 
técnica de la disolución se utiliza también para reprimir la infracción de determinadas normas 
imperativas consideradas como esenciales para la existencia de la sociedad: la sociedad debe 
extinguirse si contraviene la norma que prevé la existencia de un capital social mínimo… la 
disolución adquiere un perfil sancionador. Esas consideraciones explican el carácter imperativo de 
las normas sobre disolución”.469 

La Corte Suprema de Justicia argentina avala esta visión sobre la imperatividad de las normas 
societarias. En fallo del 20 de octubre de 2009 formuló un obiter dictum al acoger planteos de 
arbitrariedad contra la sentencia homologatoria en el concurso de “Sociedad Comercial del Plata S. 
A., expresando: “El proceso concursal, como última ratio preventiva que procura remediar el 
estado de cesación de pagos, atendiendo coetáneamente la protección de la empresa y la 
satisfacción del derecho de los acreedores”. El calificar al concurso como “última ratio preventiva 
que procura remediar el estado de cesación de pagos”, reconoce que existen otros remedios para 
afrontar la crisis en forma preventiva. 

Se confirma así que la legislación societaria tiene normas imperativas, indisponibles, y recursos 
que permiten reencauzar las crisis patrimoniales. Son fundamentales las previsiones en torno a 

                                                           
463 Nto. “La función de garantía del capital social frente a la agenda concursal –estudio comparativo-“ en Libro 
homenaje al profesor Emilio Beltrán, edición del Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal, Cartagena de Indias, 
Colombia, octubre 2014, pág. 279. 
464 URIA, R.; MENÉNDEZ, A. y GARCÍA de ENTERRÍA, J.” La sociedad anónima: disolución” Cap. 4, pág. 1001 en CURSO 
DE DERECHO MERCANTIL dirigido por Rodrígo URIA y Aurelio MENÉNDEZ, Ed. Civiltas, Madrid 1999, tomo I, 
especialmente “Las pérdidas graves” págs. 1009 a 1013. 
465 DÍEZ ECHEGARAY, José Luis Deberes y Responsabilidad de los Administradores de Sociedades de Capital, 2006, Ed. 
Thomson-Aranzadi 2ª edición, Navarra. p. 387. 
466 STRAMPELLI, Giovanni “Capitale sociale e struttura finanziaria nella societá in crisis, en Rivista delle Societá, anno 
57, 2012, luglio-agosto 2012, fascicolo 4, pág. 605, Ed. Giuffre Editore, Italia 2012, donde se analiza la disposición 
contenida en el decreto ley del 22 de junio de 2012, n. 83, donde se impone la reconstrucción del capital social o el 
concurso de la sociedad, en forma similar a lo previsto en la última reforma española. 
467 NIGRO, A. Le societá per azioni nelle procedure concursali, in Trattato delle societá per azioni, direto da G.E. 
Colombo e G.B. Portale, 9º, Torino 1993, 209 ss. 
468 BELTRAN SANCHEZ, Emilio “La responsabilidad por las deudas sociales de administradores de sociedades anónimas y 
limitadas incursas en causa de disolución” en libro colectivo La responsabilidad de los administradores de sociedades de 
capital director Juan Bolás Alfonso, Consejo General del Notariado, Madrid 2000 pág. 154. 
469 BELTRÁN, Emilio “La disolución de la sociedad anónima” en Estudios de Derecho Mercantil, Ed. Civitas, Madrid 1991, 
págs. 138/9. 
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cómo debe procederse cuando se detecten o produzcan causales de disolución, facilitando la 
remoción de las vinculadas a aspectos patrimoniales, con el aumento o reintegración del capital 
social, solución que debería anticiparse a la apertura de cualquier concurso. La capitalización del 
pasivo es la forma societaria de afrontar la crisis si los socios no desean capitalizar. Ello es 
congruente con doctrina y legislación mundial, tratando de que las sociedades se recuperen 
rápidamente acompañados por los acreedores profesionales financieros –que luego colocarán 
esas acciones en el mercado- y por los proveedores vinculados al éxito de la sociedad en crisis. 

Ese juicio, quizá por influencia del obiter dictum de la Corte, terminó en un acuerdo de 
capitalización de pasivo, incluso con decisiones sobre la modalidad ante la necesidad de la decisión 
de asamblea sobre el aumento de capital, como transcribiremos más adelante. 

 

Prioridad normativa. Recapitulando. 

El CCC, además de la específica norma del art. 150, contiene nuevas normas que acentúan la 
obligación de actuar sin dañar -arts. 1710 y ss., como principio jurídico básico universal sobre el 
“Deber de prevención del daño”, evitándolo, adoptando medidas razonables para que no se 
produzca o se limiten sus efectos y a no agravar el daño. A su vez el art. 1722 CCC genera una 
acción prevenetiva en tal sentido. Es un sistema integrado de principios rectores con tutela judicial 
efectiva para evitar daños como los que estamos tratando frente a la insolvencia, particularmente 
de sociedades donde existen normas precisas imponiendo acciones a administradores y socios. 

Hemos resaltado la existencia de normas imperativas en el derecho societario que tienden a 
resaltar los deberes y obligaciones de los administradores, y las correlativas conductas de los 
socios, para evitar daños y las responsabilidades consiguientes. Pues no hay responsabilidad por 
riesgo empresario pero sí por violar normas imperativas e intentar transferir riesgos a terceros. 

La pérdida del capital social es constatada normalmente por una declaración de verdad 
imputable a la sociedad, como es su balance, cuya aprobación por el órgano de gobierno 
acreditando patrimonio neto negativo – sin explicación alguna en notas o Memoria- implica una 
declaración de verdad de haberse producido la causal disolutoria de pérdida del capital social 
prevista en el art. 94.5 LGS. 

Un punto central del sistema de las relaciones de organización es el límite de la autonomía de 
la voluntad y, particularmente respecto al sistema societario, las normas imperativas que 
resguardan el debido uso de la técnica de organización personificada, particularmente en 
resguardo de terceros. 

En tal sentido localizamos aquellas previsiones que impiden que las sociedades asuman las 
obligaciones de los socios, conforme determinó la Corte “así también se generaron las 
privatizaciones, consagrando ilícitas prácticas de apalancamiento financiero, leverage buy out, 
sancionadas sólo en el caso Centrales Térmicas Patagónicas.470 

Por otro lado, son parte de la construcción de la autonomía de la voluntad la determinación del 
capital operativo, pero son normas imperativas las que determinan el capital mínimo y resguardan 
la función de garantía del capital estatutario, constituyendo causal de disolución su pérdida e 
imponiendo la disolución salvo capitalización, para resguardar el interés de los terceros 

                                                           
470 Fallado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación(CS) con fecha: 07/12/2001, caratulado Provincia del Chubut c. 
Centrales Térmicas Patagónicas S.A. Publicado en: LA LEY2002-E, 863. 
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acreedores y su patrimonio. 

 

Protección a la sociedad y a los terceros del accionar de los socios. 

En orden a normas imperativas de la ley societaria, encontramos en ellas las que protegen el 
patrimonio de la sociedad, de los mismos socios al condenar el leverage buy out, de sus 
administradores (art. 59 LS) y particularmente frente a los terceros (art. 94.5, 96 y 99 LS). También 
se postula tempestividad para asumir la crisis, tratando que sociedades que las padecen no 
permanezcan en ese estado perturbando al mercado, rompiendo las reglas de la libre 
competencia, incumpliendo sus obligaciones y contagiando la crisis. 

Para ello sostuvimos y sostenemos la integración del sistema societario para afrontar las 
crisis.471 

Respecto a la pérdida del capital social y las normas específicas de la legislación del medio 
técnico organizativo, la doctrina española –Emilio Beltrán en 1991- calificó la solución como 
preconcursal, sosteniendo que para evitar que la sociedad llegue al estado de insolvencia, el 
legislador ha establecido un mecanismo preventivo consistente en obligar a la sociedad a 
disolverse o adoptar medidas sustitutorias de saneamiento financiero cuando se produzcan 
pérdidas graves, amenazando con graves sanciones a los administradores si esto no se produce –
sustancialmente ello no ha cambiado pese a las posibilidades de concursarlas-. La solución con 
matices especiales no es muy diferente en nuestro país. 

Enfrentamos un problema metodológico. No podemos exigir eficiencia al sistema concursal si 
los administradores de la sociedad en crisis no han satisfecho las previsiones de las normas 
imperativas que resguardan el uso funcional del medio técnico organizativo. Nuestra tesis es que 
la crisis debe ser asumida por administradores y socios inicialmente desde la normativa societaria, 
similar en todos los países. 

Embid Irujo, comentando la ley alemana de sociedades anónimas sostuvo que “el análisis 
específico del Derecho de Sociedades debe acercarse a otros sectores del ordenamiento como 
consecuencia de la complejidad de las modernas regulaciones societarias y de su incidencia en 
numerosos problemas jurídicos de diverso orden”. 

La acción de conservar la empresa debe estar a cargo de alguien y en el derecho societario lo es 
a cargo de los administradores, que deben transmitir los problemas y posibles soluciones a los 
socios, y estos resolver.472 Ese examen lo debería hacer primariamente el mismo titular del 
patrimonio, constituyendo el plan de negocios. El argentino Alberti con la profundidad de su 
escalpelo subraya que “el concurso preventivo se desenvolverá incurablemente como una 
dialéctica solamente procedimental, destinada a cerrarse documentalmente cuando los 
acreedores acuerden con el insolventes vías de solución que continúan siendo principalmente, casi 
exclusivamente, un aplazamiento de la exigibilidad de los pagos, o una reducción de los montos a 
pagar… Bastaría para promover una modificación de ese desarrollo ritual de lo actualmente 
llamado retóricamente solución concordataria… que el concursado ha de exponer un plan de su 

                                                           
471 Nta. Comunicación al VIIIº CONGRESO ARGENTINO DE DERECHO CONCURSAL VIº CONGRESO IBEROAMERICANO DE 
LA INSOLVENCIA Tucumán (R.A.) septiembre de 2012, “LA NECESARIA INTEGRACIÓN DEL SISTEMA CONCURSAL CON EL 
SOCIETARIO ANTE LA CRISIS DE SOCIEDADES”, tomo II pág. 815. 
472 Nto. “Los administradores societarios y la insolvencia” en Summa Societaria, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires 2012, 
t. I pág. 1449 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1123 

 

futura actividad económica… pues la sola utilización del remedio jurídico no curará los males 
empresarios”. 

Si una sociedad no obtiene capital de sus propios socios o de terceros, es porque no existe un 
adecuado plan que determine la viabilidad y la rentabilidad de la empresa. En realidad, los 
administradores societarios deben hacer una evaluación y un plan anualmente. Si el balance anual 
acusa la pérdida tienen obligación de ponerlo a consideración de los socios, sin duda con algún 
plan si pretenden continuar la gestión, y a su vez deben presentar junto a ese balance una 
Memoria sobre la prospectiva del año venidero, que importaría anticipar la asunción de una crisis 
si existiere un sobreendeudamiento o una situación semejante. La legislación societaria de Chile 
impone que anualmente los administradores señalen cual es el capital que debe tener la sociedad 
para afrontar las actividades del inmediato año. Esto impide las maniobras de contabilidad 
creativa propios de las legislaciones de capital fijo, con las que se suele encubrir la pérdida del 
capital social limitándose a una apreciación cuantitativa y no funcional sobre la prospectiva de la 
actividad. 

 

Libertad de asociarse y operar, sin dañar. 

La técnica societaria de organización en todos los países reconoce la libertad de asociación, de 
determinar la técnica de esa organización y de la dotación patrimonial constitutiva y de su 
funcionalidad, normalmente planificando cuanto de capital propio y de terceros será necesario 
para el normal desenvolvimiento. “La suficiente capitalización de la sociedad al momento de su 
constitución y posteriormente, durante todo el desarrollo de la actividad empresaria es la mejor 
manera de evitar la insolvencia de la sociedad, atento que ésta cuenta con mecanismos para 
obtener la financiación interna”,473 y –eventualmente- la capitalización del pasivo.474 

Las soluciones normativas-doctrinarias a la capitalización son múltiples, permitiendo a los 
administradores emitir acciones sin autorización de los socios, con o sin prima, con derecho de 
rescate, generando preferencias patrimoniales que limiten sus derechos políticos, ubicándolas en 
una clase, y otras múltiples soluciones con las que hemos afrontado crisis extrajudicialmente y en 
confidencialidad. Incluso la liquidación privada, a bajo coste, importa una suerte de concurso de 
hecho, que no impide la petición de quiebra por algún acreedor que, sin duda verá por ese medio 
menguado su derecho en el concurso, pues de haber responsabilidades podría ejercerlas 
individualmente. Liquidación que puede encararse con continuidad de la empresa, conforme un 
plan, para tratar de enajenarla privadamente. Las cláusulas o convenios de preferencia para la 
recompra de acciones son de validez indiscutida en el derecho argentino, como en el comparado. 

Los resultados que prometa el plan permitirá analizar a los socios475 la conveniencia de 

                                                           
473 Cám. Trabajo y Minas 4ª Nominación de Santiago del Estero, República Argentina, con fecha 15 de junio de 2005, en 
la causa “Salazar, Oscar E. c/ Forestal El Milagro SRL”, LLNOA 2005-1446. 
474 FIMMANO, Francesco, “L’ allocazione efficiente dell’ impresa in crisi mediante la trasformazione dei creditori in 
soci”, en Revista delle società, 2010, páginas 57 y siguientes. 
475 Y también a los terceros, acreedores o no. Se nos dirá que se los trata de hacer socios “a palos”, pero peor es 
quitarle los créditos a palos para patrimonializar a la sociedad. La información leal, un plan de negocios coherente, hace 
atractiva una propuesta en beneficio de la conservación de la empresa y no del enriquecimiento de los socios. Si 
parecería necesario, al margen de las obligaciones de los socios conforme la ley societaria, quitas importantes –por 
ejemplo 30%-, se podría invitar a los acreedores a capitalizar sus acreencias con un pacto de recompra pagando el 100% 
de la capitalización dentro de un plazo prudencial, y a su vez un compromiso de adquisición pagando el 70% si el 
acreedor ahora socio decidiera tal cosa después de un tiempo de espera (por supuesto en ambos casos a cargo del 
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reintegrar o aumentar el capital social. A su vez la posibilidad de invitar a terceros a integrarse a la 
sociedad por el buen negocio que resulta el adecuado cumplimiento de su objeto, la rentabilidad 
esperada, lo que puede permitir atender o reorganizar el pasivo exigible. 

En el derecho argentino los socios tienen el deber de reintegrar el capital si este se hubiere 
perdido y se optare por no liquidar la sociedad. Se trata de evitar que la sociedad siga contagiando 
en el mercado. Obviamente que de no desear reintegrar el capital social, la ley les brinda la 
posibilidad de recurrir al aumento de ese capital, con la intervención eventual de terceros, incluso 
a través de la solución normativa del art. 197 LS de capitalizar el pasivo. 

Al comparar las vías de abordo de la “Insolvencia Societaria” conviene preguntarse: debe 
estarse a las normas societarias que imponen acciones a administradores y socios? O 
soslayándola, ignorándola puede recurrirse – incluso tardíamente- al proceso concursal para lograr 
una planificada quita y espera? La primera acción se corresponde a las soluciones societarias 
previstas en el art. 96 LSA, permitiendo enervar la causal de disolución por pérdida del capital 
social. La segunda intenta una “donación” a través de las soluciones concursales ante la 
insolvencia societaria, que impone que el problema lo asuman los acreedores. Ello con quitas 
desmesuradas y esperas, con incidencia impositiva de las quitas, al considerárselas ganancia, 
observación que desaparecería si –pese a no asumir los socios la recapitalización- en el “esfuerzo 
compartido” se capitalizan los pasivos, operación neutra para la sociedad, pero que modifica 
profundamente su patrimonio. 

 

La función o causa de las normas imperativas. 

Ángel Rojo reflexiona que resulta “esencial” determinar la función de las normas imperativas 
que imponen deberes legales a los administradores societarios, agregando que “la tutela de los 
acreedores sociales es función esencial a la que una norma imperativa sirve”. 

“El concepto de abuso, como acción y efecto de abusar, es usar mal, excesiva, injusta, impropia 
o indebidamente de algo o de alguien.476 El Art.1.071 del C. Civil derogado, recordaba que el 
ejercicio regular de un derecho propio o el cumplimiento de una obligación legal no puede 
constituir como ilícito ningún acto, agregaba “La Ley no ampara el ejercicio abusivo de los 
derechos. Se considerará tal al que contraríe los fines que aquélla tuvo en mira al reconocerlo o al 
que exceda los límites impuestos por la buena fe, la moral y las buenas costumbres”. Como lo 
reafirma Lidia Vaiser, ese Art. 1.071 del C. Civil resultaba, a no dudarlo, una norma fundamental en 
la restricción del abuso y un soporte monumental en el plano de todo conflicto jurídico, cualquiera 
fuere la esfera normativa que aborda en su núcleo central.477 A ello debe agregarse el contenido 
del art. 953 del C. Civil que sanciona con nulidad absoluta (art. 1044 C.C.) a este tipo de actos. En el 
caso el derecho de proponer quitas implica un real abuso de derecho frente a su obligación 
incumplida de reintegrar o aceptar la capitalización de la sociedad. 

Con relación al fraude a la Ley, Adolfo Rouillon expresó: “Genéricamente, ella se refiere a 
cualquier acto o actividad enderezados a soslayar, contradecir o de cualquier modo burlar 
disposiciones imperativas”.478 Y que los socios y administradores continúen el giro social habiendo 

                                                                                                                                                                                 
grupo de control al tiempo del concurso). De no, los acreedores serían tratados como socios sin derechos, 
imponiéndoles las contribuciones que deben hacer los socios con derechos. 
476 Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española” 2002. 
477 “El Abuso de Derecho en los Procesos Concursales” JA 2.003-IV p.1,328. 
478 ROUILLON, Adolfo, Régimen de Concursos y Quiebras Ed. Astrea, 15° Ed., p.155. 
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perdido el capital social, sin reintegrarlo e incumpliendo así con una norma imperativa de la ley, 
intentando cubrir su personal obligación con quitas impuestas a los acreedores implica un claro 
fraude a la ley societaria. 

Ahora los arts. 10 y 12 CCC son mucho más claros y precisos como hemos recordado.  

Bastará advertir que no se adoptaron soluciones societarias, que no se afrontó la crisis 
oportunamente, que sólo se exige un sacrificio a los acreedores, para que la propuesta no pueda 
sea homologada, por abusiva479 o en fraude a la ley al haberse omitido las soluciones societarias. 

Coincidimos con Olivera García que el orden público societario consiste en una máxima de 
inderogabilidad que sustrae de la autonomía de la voluntad ciertas cuestiones480. Otro uruguayo, 
Alejandro Miller enfatiza catalogando ciertas normas societarias –como las de responsabilidad- de 
“preceptivas, consideradas de orden público y por ende inmodificables. No hay previsiones legales 
que admitan la inclusión en el estatuto de modificaciones por lo que ello no sería posible, la 
terminología legal es imperativa y ello es indicativo de la existencia de normas de orden público.481 

En torno al interés público sobre la conservación de la empresa, debemos apuntar que a la 
comunidad, al país, a los trabajadores, a la economía en general, son indistintos quiénes sean los 
titulares del capital social. No puede aceptarse que se enriquezcan quiénes se marginaron del 
sistema privado societario para solucionar el problema, eventualmente asumiendo 
tempestivamente un sistema concursal o preconcursal, imponiéndose el esfuerzo compartido en 
salvaguarda de la empresa, convergiendo en el capital social todos los interesados –u otorgando 
otros beneficios participativos-, sin excluir de posibles beneficios futuros a los acreedores. 

Con las modificaciones que en torno a la novación ha generado el CCC, se expresa sobre el 
punto del efecto novatorio del acuerdo concursal “En el concurso, la novacion legal producida 
como efecto de la homologacion del acuerdo, no causa la extincion de las obligaciones accesorias 
de los faidores y codeudores. Entonces, novada la obligacion rincipal, las accesorias se constituyen 
en obligacines autónomas, íntimamente relacionadas con las nacidas del acuedo homnologado 
pero sin ser accesorias a las mismas porque difieren en cuanto a la causa fuente, no nacen del 
acuedo sino que subsisten a él”.482 Obviamente la responsabilidad corresponde a sujeto no 
concursado al que se le imputa daño por una conducta u omisión culpable o dolosa, antijurídica, 
generadora de ese daño. 

 

La responsabilidad de administradores y socios.483 

La responsabilidad por daños es la consecuencia del incumplimiento de normas imperativas, 
que hace a la compatibilidad de los arts. 99 LGS y 167 in fine CCC. 

No hay duda que las normas sobre responsabilidad no son imperativas, pero si lo es la 

                                                           
479 Nto. “Crisis de sociedades: Acuerdos concursales abusivos vs. Solución privada” en SUMMA CONCURSAL, Ed. 
Abeledo Perrot, Buenos Aires 2012, tomo II p. 1945. 
480 OLIVERA GARCIA, Ricardo, “Estudios de derecho societario”, Rubinzal–Culzoni Editores, Santa Fe, 2005, ps. 92/93. 
481 MILLER ARTOLA, Alejandro Ley de sociedades. Análisis exegético, tomo II pág. 203, FCU, Montevideo 1993. 
482 GRAZIABILE, Darío J. “Injerencia del Nuevo Código Civil y Comercial en la novación concursal” en Doctrina Societaria 
y Concursal n° 328, Marzo 2015, Ed. Errepar pág. 199 y ss.. 
483 *Responsabilidad de administradores societarios por insolvencia pág. 504 en “Jornadas italoargentinas de derecho: 
perspectivas del derecho entre Latinoamérica e Italia” Córdoba Argentina 2004-2005, Ed. Alveroni, Córdoba Agosto 
2006. 
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obligación de obrar que tienen administradores y socios, por lo que la responsabilidad derivará de 
esa violación de normas imperativas de resultar daño. 

La responsabilidad se genera ante concreto daño a terceros, incluso a la sociedad y a socios 
minoritarios, por el actuar de administradores y de ciertos socios, aún en las personas jurídicas con 
limitación de responsabilidad por no actuar conforme a normas imperativas de la ley y generar ese 
daño. De todos modos la responsabilidad frente a terceros es siempre subsidiaria, o sea a falta de 
patrimonio social para satisfacer la obligación, conforme prevén los arts. 143, 242 y 743 CCC. 

No hay duda que el poder de decisión acerca de la viabilidad constituye una decisión 
empresarial, similar a la que sin duda tomarán en cuenta los socios cuando adopten la opción 
imperativa que les impone el art. 96 LGS si han aprobado un balance con patrimonio neto 
negativo- que debe asignarse o reconocerse en quien se encuentre interesado en adoptar  
correctas decisiones. 

Los jueces y organismos de control carecen de conocimientos y experiencias para tomar una 
decisión relativa a esa viabilidad. Ese pronóstico compete exclusivamente a la esfera interna de la 
sociedad sobre cuyo mérito no deben inmiscuirse ni la autoridad de control ni los jueces, salvo 
para constatar la existencia del plan como de su resguardo por posibles responsabilidades. 

Se coincide que el debido contrapeso lo constituyen al decir de Yadarola las acciones de 
responsabilidad contra administradores y socios de corroborarse que arguyeron la viabilidad de 
mala fe. 

El debido contrapeso al control preventivo lo constituyen, al decir de Mauricioi Yadarola, las 
acciones de responsabilidad contra administradores y socios de corroborarse que arguyeron la 
viabilidad de mala fe causando daño. 

En cuanto a esa viabilidad social la vinculamos casi exclusivamente con los supuestos en que 
otras normas legales requieren dictámenes de viabilidad ambiental o excluyen ciertas actividades 
en zonas urbanas. O sea al cumplimiento de otras normas preexistentes. 

La norma del art. 99 LGS que impone responsabilidad a administradores, lo hace también para 
los socios en su caso. Supuesto que resulta ahora determinado por el art. 167 in fine CCC, que 
dispone “Liquidación y responsabilidades… En caso de infracción responden ilimitada y 
solidariamente sus admnistradores y aquellos miembros que, conociendo o debiendo conocer la 
situación y contando con el poder de decisión necesario para ponerle fin, omiten adoptar las 
medidas necessarias al efecto”. La expresión “miembros” en el capítulo de personas jurídicas es 
comprensiva de “socios” en lo que nos ocupa”. 

La normativa debería ser disuasoria del incumplimiento de administradores y socios de sus 
específicas obligaciones. 

 

La novación. 

La referencia a la novación concursal repite sintéticamente la posicion de Truffat que hemos 
contestado en vieja polémica,484 que difícilmente se cerrará: la novación concursal no alcanza a 

                                                           
484 Nto. “SOBRE LA NOVACIÓN POR ACUERDOS CONCURSALES (y algo sobre responsabilidad de administradores)” en 
Doctrina Societaria y Concursal, Ed. Errepar, nº 282, mayo 2011, año XXIV, tomo XXIII, pág. 445: “Nuevamente Truffat, 
cuya calidez y versación se advierten en todas las polémicas que hemos mantenido, y también en su recuerdo afectuoso 
en relación a algún reconocimiento –del que no sabemos de que se trata- nos propone dos nuevas polémicas. Se trata 
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modificar el grado de responsabilidad por culpa o dolo de terceros (administradores y socios) no 
concursados. Si existe daño quedará autorizada una acción extraconcursal contra ellos basada en 
la teoría general de la responsabilidad. Reiteramos, copiándonos, que “La homologación de un 
acuerdo de quitas no implica la inexistencia de abuso ni asegura la extinción de todo tipo de 
responsabilidad si se contravienen los principios y normas de la ley societaria. Los acreedores 
podrían promover acciones individuales de responsabilidad contra administradores y socios que 
correspondiere, en juzgado diferente al del concurso de la sociedad, pues el demandado no ha 
estado concursado485 y no lo beneficia la novación”.486 

 

Otros antecedentes. 

Debemos recordar que la legislación societaria argentina tiene la misma estructura que tenía la 
española, antes que se agregara la obligación de no liquidar, reintegrar o capitalizar de presentar 
la sociedad en concurso preventivo en término perentorio. 

Sobre el estado actual escribió Jesús Alfaro: “Tras la reforma de 2005 de la Ley de Sociedades 
de Capital, la responsabilidad de los administradores por las deudas sociales en caso que la 

                                                                                                                                                                                 
de su artículo IMPROCEDENCIA DE ACCIONES EXTRACONCURSALES DE RESPONSABILIDAD CONTRA LOS DIRECTORES DE 
CONCURSADAS POR LAS QUITAS HOMOLOGADAS, en el número anterior de Doctrina Societaria y Concursal, abril de 
2011, nº 281, de Editorial Errepar, donde polemiza con gran cordialidad sobre nuestras posiciones en torno a 
“confiscatoriedad de propuestas de quita en acuerdos concursales” y sobre la “posibilidad de promover acciones de 
responsabilidad contra las sociedades que han conseguido homologar acuerdos con esas quitas”. Expresa el polemista 
“Llevo acumulados múltiples contrapuntos, siempre con afecto recíproco y con altura, con el distinguido maestro 
cordobés Efraín Hugo Richard (quien, en el fondo, recibe mis desafíos –eso creo- como un acicate para pulir sus ideas y 
convicciones y que, como buen docente de alma, encuentra motivador que alguien de una generación ulterior, no 
demasiado afecto al temor reverencial, levante periódicamente el guante sobre sus tesis más revulsivas). Es sabido que 
Richard, a partir de su enfoque sistémico del derecho, ha esbozado una teoría inquietante sobre la responsabilidad de 
los administradores por las “quitas”  impuestas en los concursos”. Esto motiva nuestro reiterado agradecimiento a 
Daniel. Y la pregunta que se formula Truffat como eje de su posición: “¿Cómo responsabilizar a terceros 
(administradores/accionistas) por un crédito que ya no existe como tal porque por expreso imperio legal se ha 
extinguido?”, ya ha sido contestada. Se trata de una obligación independiente, no de garantía, sino de responder al daño 
causado por su conducta. Las situaciones son múltiples y no sólo por la quita. Así la jurisprudencia: “Si bien el art. 55 de 
la ley 24.522 establece que el acuerdo homologado importa la novación de las obligaciones con origen o causa anterior 
al concurso, esta novación no causa la extinción de las obligaciones del fiador ni de los codeudores solidarios. La 
aplicación de la legislación común (arts. 707, 803, 8l0, 2042, 2047 y 2049 del Código Civil), extinguiría las obligaciones de 
los garantes como consecuencia de la novación de la deuda principal. A evitar este efecto la ley apunta la segunda parte 
del mentado art. 55 expresando que "esta novación no causa la extinción de las obligaciones del fiador ni de los 
codeudores solidarios". Imputable”.CNCom. Sala B, Noviembre 12 de 2010, “Braun Estrugamou Guillermo sobre 
concurso preventivo sobre Incidente de  verificación por el Banco General de Negocios SA”. Así Vitolo enfatiza “No 
caben dudas que la protección del crédito, de la actividad económica y –en materia societaria- de los accionistas y 
terceros, debe ser uno de los objetivos primordiales del sistema jurídico que gobierna las relaciones empresarias, 
económicas, financieras y del mercado. Y en ello el capital social tiene un rol preponderante, asi lo hemos sostenido en 
varias oportunidades”, y particularmente concilia con nuestra  postura  no  novatoria  expresando  “Frente a  un Acuerdo 
Preventivo Extrajudicial o  un Concurso preventivo con acuerdos homologados judicialmeante, quedará sólo la 
posibilidad de intentar acciones derivadas del derecho común con el objeto de reclamar los daños y perjuicios sufridos 
por quien los invoque”. 
485 La CNCom en el caso “Chmea, Isaac c/ Chmea, Alberto y otros s/ Ordinario, con fecha 14 de octubre de 2010, 
decidió que no era competente el juez del concurso de la sociedad a cuyo administrador se le promovió una acción 
individual de responsabilidad, por no estar el legitimado pasivo en concurso. Cfme. nto. “Ensayo en torno a buena fe e 
insolvencia societaria”, capítulo XLIX tomo I pág. 811 en libro colectivo Tratado de la Buena Fe en el Derecho, 
Coordinador Marcos M. Córdoba, Editorial La Ley, 2 tomos, 2ª Buenos Aires 2005. 
486 Nto. “Sobre la novación por acuerdos concursales (y algo sobre responsabilidad de administradores)” en Doctrina 
Societaria y Concursal, citado en nota 36, pág. 445. 
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sociedad estuviera incursa en causa de disolucion y los administradores no procedieran a convocar 
la Jnta para que ésta acordase la disolución o el aumento de capital o a solicitar el concurso, se 
limita a las deudas sociales contraídas por la socidad con posterioridad a la aparaición de la causa 
de disolución (art. 367 LSC). 

La Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 19 de junio de 2015 es modélica en 
relación con el análisis de este tipo de cfasos. Los  hechos  son típicos: el  acreedor  –un proveedor  
de la  sociedad-demanda a la sociedad deudora y a du admnistrador. La sociedad está disuelta en 
el momento de presentarse la demanda y el acreedor prueba que las deudas que reclama se 
generaron después de que la sociedad estuviera en causa de disolución por pérdidas y 
transcurridos los dos meses a los que se refiere el art. 367 LSC. Sorprendentemente, el Juzgado 
desestima la demanda contra el administrador. La Audiencia revoca la sentencia: ‘Resulta patente 
que la sociedad, cuyo capital social es de 3.006 Euros, incurrió en causal de disolución por pérdida 
a lo largo del ejercicio 2008 y que dicha situacion tuvo que ser conocida o debió serlo por los 
administradores incluso antes de la formulacion de las cuentas anuales dada la grave situacion de 
determioro económico de la sociedad. La jurisprudencia entiende que el plazo de dos meses para 
el cumplimiento del deber de convocar junta para acordar la disolucion se computa desde que el 
administrador tiene conocimiento de la concurrencia de la causa de disolucion en términos de 
normalidad económica y contable, según el principio de exigencia de intencionalidad o negligencia 
que, ceñido a la conduca de omisi´{on de la convocatoria para la disolucion de la ssociedad, rige en 
este tipo de responsabilidad y conduce a la necesidad de tener en cueneta el conocimiento –o 
deber de conocimiento- por los administradores de la situación de pérdidas (sentencia del Tribunal 
Supremo de 20 de febrero de 2007). … lo relevante no es si la disolución se acordó antes del 
vencimiento de la deuda sino si las obligaciones se contrajeron con posterioridad a la causal de 
disolución’…”.487 

En el mismo sentido de responsabilidad puede verse la doctrina chilena.488 

A la postre se converge en soluciones de responsabilidad cuando por falta de acción, sea de 
recurrir a los remedios societarios o tempestivamente al sistema concursal. Se genera daño que 
pudo ser evitado por administradores y socios de la sociedad en insolvencia. 

 

 

                                                           
487 ALFARO, Jesús “Responsabilidad de los administradores por las deudas sociales” de 29 de julio de 2015, en Almacén 
de Derecho del 22 de marzo de 2017. 
488 GOLDENBERG  SERRANO,  Juan  Luis  “MECANISMOS  DE  PROTECCIÓN  A  LOS  ACREEDORES  DE  UNA SOCIEDAD  DE  
RESPONSABILIDAD  LIMITADA  INFRACAPITALIZADA.  ANÁLISIS  CRÍTICO  Y  PROPUESTA  DE SOLUCIÓN” en Revista 
Chilena de Derecho Privado, núm. 27, 2016, pp. 191 – 209, donde el autor ensaya “determinar si es posible (y deseable) 
construir un deber implícito de adecuada capitalización como contrapartida a la limitación de responsabilidad  de  los  
socios,  especialmente  al  tiempo  en  que  las  soluciones  comparadas  han  crecientemente desarticulado la función de 
garantía del capital. Aun cuando pueda apreciarse la necesidad de protección de los acreedores en razón de la traslación 
del riesgo que producen tales reglas, consideramos que tal deber solo sería posible en la medida en que pudiese 
determinarse la existencia de deberes fiduciarios de los socios y de la administración a favor de los acreedores, 
mediados o no por la sociedad deudora, y que ellos devienen de la proximidad de la insolvencia en escenarios de 
infracapitalización.…Por ello, consideramos más adecuado sostener que, en tales eventos, el deber legal de la 
administración se produce en el pronto recurso a los procedimientos concursales que ofrece la legislación aplicable, 
toda vez que estos se encuentran enderezados en la protección de los derechos de los acreedores mediante la 
maximización de sus posibilidades de cobro. Conforme a lo anterior, resulta plausible generar una responsabilidad por 
infracción a dicho deber legal de manera que la administración indemnice a los acreedores por las actuaciones llevadas a 
efecto con posterioridad y que, finalmente, resultaron en un detrimento del crédito”. 
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El cambio de paradigma: casos jurisprudenciales. 

Podemos ver esa integración como natural pero a su vez legal de la legislación societaria y 
concursal en un par de análisis jurisprudenciales respecto verificación de créditos y voto de 
acreedores. 

 

Verificación y calificación. 

Son sentencias que hacen referencia a las obligaciones de los socios de dotar el patrimonio de 
la sociedad, correspondiéndonos los subrayados: Sentencia del TERCER JUZGADO DE PROCESOS 
CONCURSALES PRIMERA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL, del PODER JUDICIAL MENDOZA, en la causa 
“KLP EMPRENDIMIENTOS SOCIEDAD ANONIMA P/MEGACONCURSO”, fechada en Mendoza, 22 de 
Abril de 2016 del Juez de Mendoza Pablo GONZALEZ MASANES: …. ANÁLISIS DE LOS 
CRÉDITOSINSINUADOS… ….Las constancias de autos demuestran – y la incorporación de este 
importante crédito en el pasivo concursal, implica reconocer – que la asistencia económica de este 
acreedor ha sido determinante para el mantenimiento de la actividad de la concursada en orden al 
cumplimiento de su objeto social. En sentido similar ha concluido Sindicatura y resulta también de 
las manifestaciones de los órganos de la concursada, conforme ha sido transcripto anteriormente. 
Si el auxilio económico de un accionista es constante durante varios ejercicios y de tal relevancia 
que sin él no hubiese resultado posible el sostenimiento de la sociedad o la realización del objeto 
social (en los términos de los arts. 163 inc. i CCC y 94 inc. 5 LGS, respectivamente), resulta evidente 
que bajo el ropaje de operaciones de mutuo se encuentra funcionando lo que debió operar como 
aportes de capital. En otras palabras, si la sociedad se encontraba infra capitalizada y quería evitar 
encontrarse en situación de disolución por pérdida del capital social, lo que necesitaba no era la 
asistencia económica de un socio, sino el aporte de capital suficiente para la consecución de su 
propósito empresarial (art. 96 LGS). Aun cuando se asumiera una perspectiva de menor rigor, que 
entiende que el capital social funciona de modo intra societario en la determinación de los 
derechos patrimoniales y políticos de los socios y que su incidencia es irrelevante respecto de los 
terceros; en el caso no es posible sino arribar a la misma conclusión. En efecto, desde la postura 
comentada se señala que la función de garantía directa respecto de terceros se encuentra 
reservada al patrimonio neto, con lo cual la situación de infra capitalización o – como sostiene esta 
visión – infrapatrimonialización, consiste en la deficiencia del patrimonio para cumplir el objeto 
social (Dasso Ariel A., Disolución y quiebra de la sociedad: infra capitalización, IX Congreso 
Argentino de Derecho Concursal – VII Congreso Iberoamericano de la Insolvencia, Crisis y Derecho, 
Tomo I, p. 164). Como fue expuesto, si el auxilio financiero de un socio resultó determinante para 
la continuación del giro de la empresa, es simplemente porque la sociedad carecía de los recursos 
propios y necesarios para sostenerse; o, en otros términos, porque su patrimonio era insuficiente 
para cumplir con el objeto social. Nada impide que la sociedad recurra al crédito, pero cuando la 
vital y continua asistencia financiera es prestada por un socio…forzoso es desembocar en dos 
conclusiones: a) la operación de crédito se hizo eludiendo o remplazando la norma que impone 
adecuar el patrimonio en cuanto prenda común de los acreedores al objeto social (arts. 12, 154, 
163 inc. i y cc. CCC; arts. 94 inc. 5 y 96 LGS) y b) ese accionista-acreedor ha intentado equipararse a 
los demás acreedores respecto a su posición frente a la prenda común….Es que más que ante una 
relación acreedor-deudor, nos encontramos frente a una relación sociedad-accionista. Esta 
relación intrasocietaria sólo puede ser liquidada una vez satisfecho el pasivo social; de otro modo 
el déficit societario sería absorbido por los acreedores, con el consecuente enriquecimiento del 
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patrimonio social y por ende de los accionistas – particularmente los de control- “.489 

 

Otro fallo como antecedente. 

Ilumina aquél fallo con referencia a la sentencia recaída en la causa "Diaz y Quirini S. A. s/ 
concurso preventivo s/ incidente de revisión (promovido por Quirini Augusto)" de la CNCOM – 
SALA C del 31/05/20121, de donde extractamos para nuestro ensayo aspectos de una verificación 
de créditos en una quiebra de un préstamo de un socio cuando la sociedad estaba insolvente, 
declarándolo subordinada. Advertimos que de las propias confesiones judiciales nacieron las 
responsabilidades previstas en el art. 99 LGS, que parece que no se ejercitaron: “Pues bien: 
cualquiera que sea el alcance que se otorgue –y aún cuando se la niegue- a la obligación de los 
accionistas de dotar a la sociedad que integran de un capital suficiente para cumplir su objeto, 

parece claro que el socio que, sabiendo que el ente se halla insolvente, se aviene a prestarle 
dinero en vez de arbitrar los mecanismos para capitalizarlo, no puede quedar en el concurso de la 
sociedad, en igualdad de condiciones con los demás acreedores. Cuando se verifica -como debe 
entenderse ocurrido en el caso a la luz del mismo reconocimiento del interesado- un supuesto de 
infra capitalización formal de la sociedad del que se desprende que, pese a haber perdido su 
capital de riesgo, la sociedad siguió operando en plaza gracias a los fondos entregados, no a título 
de aporte, sino en calidad de préstamo por los socios, éstos no pueden aspirar en dicho concurso a 
disputar derechos a los referidos acreedores.- Es decir: si la sociedad ha perdido su capital de 
riesgo debe ser disuelta (art. 94 inc. 5 LS) o capitalizada (art. 206, misma ley). Con esta aclaración, 
que no es sino una reiteración: si, sabiendo que el ente se encuentra en tales condiciones, el socio 
decide prestarle en lugar de aportar a título de capital, tal decisión no podrá, sobrevenido el 
concurso, servir de mecanismo para frustrar la función de garantía que a la noción de capital 
resulta inherente.- Lo contrario importaría tanto como admitir la posibilidad de trasladar el riesgo 
comercial propio a terceros, lo cual es inadmisible y justifica que los créditos así nacidos, sólo 
puedan ser admitidos con el carácter de subordinados.”…Firman E. R. Machin, Juan R. Garibotto, 
Julia Villanueva. 

Queda así plasmada una corriente evolutiva, integradora entre la legislación concursal y la 
societaria frente a la crisis de sociedades. 

 

La conservación de la empresa viable. 

No hay duda que la pérdida del capital social cuando se formaliza o debió formalizar el balance 
con tal revelación aparece como de inmediata constatación e impone la convocatoria a los socios. 
Si hay “recomposición” o reintegración del capital social o su aumento desaparece todo problema 
aunque hubiere alguna demora, pues ningún daño se generó manteniéndose la garantía de los 
acreedores. 

Si la recomposición no se decide y continúa operando la sociedad la cuestión de la 
responsabilidad se retrotrae a la fecha en que se acredite que administradores y socios conocieron 

                                                           
489 Conf. Richard Efraín Hugo, Preconcursalidad societaria: ¿existe?, IX Congreso Argentino de Derecho Concursal – VII 
Congreso Iberoamericano de la Insolvencia, Crisis y Derecho, Tomo I, p. 152. 



Estudios de Derecho Empresario                                                                         ISSN 2346-9404 
 

1131 

 

o debieron conocer la situación si, como debemos presumir, hay acreedores insatisfechos.490 

Correlativamente: ¿quién debe darle solución? Sin duda los socios con la opción prevista en el 
art. 96 LGS, incluso con la colaboración privada o concursal de los acreedores “capitalizando el 
pasivo” (arts. 96 y 197 LGS), también previsto en el art. 43 2° párrafo LCQ “capitalización de 
créditos, inclusive de acreedores laborales, en acciones o en un programa de propiedad 
participada”. 

Pero siempre son los socios los que deben atender a la solución, no transfiriéndoles el 
problema a los acreedores con quitas. La quita concursal es un fraude a la ley societaria en los 
términos del art. 12 CCC, pues se soslaya la norma imperativa del art. 96 LGS, lo que impediría al 
juez homologar el acuerdo en los términos del art. 52.4 LCQ. 

La quita figura en el listado del art. 43 LCQ, pero no en forma imperativa sino postestativa, y 
como varias otras propuestas que corresponden al concurso de personas humanas como la 
“constitución de sociedad con los acreedores”, así como varias posteriores son exclusivamente 
potestativas para sociedades. Si no hay déficit patrimonial una quita sería abusiva, pues la 
sociedad solo necesitaría espera. Pero si hay déficit patrimonial -evidenciado en un balance con 
patrimonio neto negativo- son los socios los que deben reintegrar o capitalizar la sociedad por sí o 
acercando a terceros, compartiendo la propiedad. La quita devendría en un enriquecimiento para 
ellos violando normas imperativas de la ley societaria. 

La empresa viable debe ser conservada como generadora de riqueza y puestos de trabajo. La 
sociedad es el vehículo jurídico de la actividad empresaria. Esta previsión normativa es aplicable a 
todos los supuestos, previstos específicamente o se trate de causales a las que la ley no les otorga 
tratamiento, incluso a las particulares previstas en los estatutos sociales, si los socios acreditan el 
cumplimiento de los extremos legales para continuar con la actividad de la empresa. 

De allí el requisito de viabilidad. Analizamos el art. 100 LGS491 también modificado por la 
reforma unificadora, concretamente y efectivizando el principio de Conservación de la Empresa, 
que era una sólo una pauta interpretativa en la vieja ley, pero que ahora se lo ha receptado con 
carácter firme posibilitando la remoción de la causal disolutoria una vez que esta se ha producido. 
La reforma ha introducido un cambio significativo al texto del artículo 100, de manera tal de 
promover la conservación de la empresa y de su actividad cuando existe viabilidad económica y 
social en la sociedad disuelta, permitiendo la remoción de la o las causales disolutorias acaecidas, 
desde luego sujetas a ciertos requisitos previstos por la propia ley. Sostenemos que la entrada 
triunfal específica del principio de conservación de la empresa a la ley, que permite la subsistencia 
de la actividad de la sociedad cuando hay viabilidad económica y social es acertada, por cuanto 
posibilita subsanar causales de disolución cuando ocurren, dejándolas de lado, priorizando a las 

                                                           
490 Nto. “Remoción de causales disolutorias y responsabilidad de administradores (y socios) de sociedades: la función 
de garantía del capital social”, en Cuestiones Mercantiles en el Código Civil y Comercial de la Nación”, Ed. Fundación 
para la Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Buenos Aires abril 2016, pág. 279. En el debate de esta 
comunicación en el III Congreso sobre los Aspectos Empresarios enel Código Civil y Comercial de la Nación, realizado en 
ese mes en Mar del Plata, cuando insistimos que la responsabilidad se generaba al día siguiente de constatada la 
insuficiencia patrimonial, se debatió unánimemente que no, que esa responsabilidad se generaba al minuto siguiente – 
corrección que aceptamos-. Posteriormente lo hicimos en “La causal disolutoria de pérdida del capital social”, en 
Doctrina Societaria y Concursal ERREPAR (dsce) tomo/boletín XXVIII, mayo año 2016. 
491 El art. 100 LGS. BALDUZZI, Leonardo David “La disolución de la persona jurídica como causal de extincion del 
contrato de agencia” en El Derecho Societario y de la Empresa en el Nuevo Sistema del Derecho Privado. Tomo I Ed. XIII 
Congreso Argentino de Derecho Societario, IV Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, 
Universidad de Mendoza – Universidad Nacional de Cuyo, Editorial Advocatus, Córdoba, agosto 2016, pág. 317. 
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sociedades comerciales como fuente de trabajo, instrumentos de concentración de capitales y de 
concertación de negocios y actividades económicas y comerciales con la importancia que esto trae 
aparejado para la economía de su zona de actuación. En síntesis, la tendencia de la conservación 
de la empresa que marcó toda una época del Derecho Concursal492 se expande al Derecho 
Societario. 

Su condición de oportunidad es no haber concluido la liquidación y ser decidido por el órgano 
de gobierno de la sociedad en todo momento, esto es a partir del acaecimiento o la declaración 
del hecho disolutorio y hasta el momento mismo en que no hubiere operado la inscripción 
cancelatoria en el registro público, con dos requisitos “eliminación de la causa que le dio origen” y 
además “si existe viabilidad económica y social de la subsistencia de la actividad de la sociedad”. 

Corresponde la decisión de sus miembros adoptada por unanimidad o la mayoría requerida por 
la ley o el estatuto (solución que resulta del silencio que guarda el art. 100 LGS).493 

No deben necesariamente coincidir temporalmente la remoción de la causal disolutoria y la 
reactivación o retorno a la actividad social.494 

No se piense que el Juez debe juzgar sobre el punto. No lo hemos pensado así, como no 
pensamos que el Juez de Registro tenga que analizar si el capital constitutivo de una sociedad es 
suficiente o no, como piensa alguna doctrina. 

Lo pensamos como Héctor Alegría construyó en el 83 los acuerdos parajudiciales de los arts. 
125-1 y 125-2 de la ley de concursos. Una forma de imponer el análisis de la viabilidad económica 
(la social está vinculada a cuando es necesario el dictamen sobre impacto ambiental) a 
administradores para los socios, para que la sociedad inviable no vuelva al mercado a generar 
problemas. Así como en la Memoria los administradores tienen que prever el normal 
desenvolvimiento el año siguiente. Como opina Ricardo Olivera García una suerte de insolvency 
test -equity insolvency test-. En realidad, es un problema interno de la sociedad, que el registrador 
debe recibir y asegurar su conocimiento y resguardo, bajo la responsabilidad de socios y 
administradores en caso de perjuicio a terceros. 

Requisito que puede ser anterior, coetáneo o posterior a la resolución de los socios de 
continuar el giro social,495 y frente a lo cual el Juez sólo debe asegurarse del cumplimiento del 
requisito, que quedará como elemento de convicción si luego se generaran daños en el obrar 

                                                           
492 ROJO, Ángel en Prólogo de “El INREC en devenir pretérito y actual del Derecho Concursal Comparado”, de BARO, 
Alejandro y otros. Ed. Inca, Mendoza, República Argentina, p. 17. 
493 Artículo 100.- Remoción de causales de disolución. Las causales de disolución podrán ser removidas mediando 
decisión del órgano de gobierno y eliminación de la causa que le dio origen, si existe viabilidad económica y social de la 
subsistencia de la actividad de la sociedad. La resolución deberá adoptarse antes de cancelarse la inscripción, sin 
perjuicio de terceros y de las responsabilidades 
asumidas. Norma de interpretación. En caso de duda sobre la existencia de una causal de disolución, se estará a favor de 
la subsistencia de la sociedad. 
494 Sobre la posibilidad de falta de simultaneidad y los otros requisitos puede verse “Modificaciones al instituto de la 
disolución en la LGS” en Doctrina Societaria y Concursal, Ed.Errepar, n° 352, Buenos Aires Marzo 2017, pág. 267, donde 
también hace referencia a la específica causal de disolución de pérdida del capital social a pág.271. 
495 MILLER, Alejandro “La reactivación societaria y la exigencia de viabilidad económica y social” en El Derecho 
Societario Publicado en El Derecho Societario y de la Empresa en el Nuevo Sistema del Derecho Privado. Tomo I Ed. XIII 
Congreso Argentino de Derecho Societario, IV Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, 
Universidad de Mendoza – Universidad Nacional de Cuyo, Editorial Advocatus, Córdoba, agosto 2016, pág. 371. 
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social. Justamente el art. 100, en su último párrafo496 establece una última condición de 
admisibilidad: la resolución de reactivación societaria por vía de remoción del hecho disolutorio 
que hubiera determinado el estado de disolución “deberá adoptarse sin perjuicio de terceros y de 
las responsabilidades asumidas”. 

Si la sociedad es viable económicamente deberá satisfacer todas las obligaciones, pero si ello 
no acaeciere las responsabilidades generadas se mantienen. 

La responsabilidad contraída por administradores y socios subsiste, como regla de buena fe, 
pues si la sociedad es económicamente viable no hay duda que su patrimonio generará los medios 
voluntarios o compulsivos para satisfacer las obligaciones contraídas, sin necesidad de ejercitar la 
responsabilidad subsidiaria de socios o administradores. Si no es viable no es empresa, no hace 
falta que genere dividendo, pero si debe tener sustentabilidad para no dañar. 

 

Sobre el mínimo imponible a los disidentes o que no expresaron su voluntad en la legislación 
argentina. Las quitas en concurso de sociedades. El abuso de derecho y el fraude a la ley 
societaria. 

Las quitas implican un menoscabo al patrimonio de los acreedores que significa un 
enriquecimiento del patrimonio de la sociedad concursada, pues su pasivo se reduce. Generando 
una ganancia de este patrimonio está gravado por el impuesto correspondiente, o sea que implica 
un costo para la concursada, aunque ese pago se difiera. Nos hemos referido a todo ello, 
particularmente con el Profesor Jorge Fushimi, abogado y contador.497 

Los socios abusarían del derecho si en vez de reintegrar el capital o capitalizar la sociedad la 
concursaran para que los acreedores asuman la pérdida. En tales casos, si el Juez no lo advierte y 
adopta las medidas del caso, el síndico debería remarcarlo en el informe general del síndico, 
conforme lo previsto en el inc. 7° del art. 39 LCQ, refiriéndose no sólo a la integración del capital 
social, sino ante la pérdida del capital social –antes de convocarse o después y antes del informe 
general-, señalando tal circunstancia y si administradores y socios han adoptado las previsiones de 
los arts. 96 y 99 LGS. 

Ante propuestas de quita en concurso de sociedades se abren nuevas posibilidades a la 
judicatura para evitar el daño y encauzar la cuestión, conservando la empresa. 

 

El minimum en el concurso de personas humanas y su inaplicabilidad a las jurídicas. 

Ante ciertos criterios que reducen la juridicidad de las quitas al valor recibido por debajo de lo 
que correspondería en liquidación -the best interest of creditors- apuntamos que ello es lógico en 
el caso de personas humanas, pero descartable para personas jurídicas, especialmente societarias, 

                                                           
496 Artículo 100.- Remoción de causales de disolución. Las causales de disolución podrán ser removidas mediando 
decisión del órgano de gobierno y eliminación de la causa que le dio origen, si existe viabilidad económica y social de la 
subsistencia de la actividad de la sociedad. La resolución deberá adoptarse antes de cancelarse la inscripción, sin 
perjuicio de terceros y de las responsabilidades asumidas. Norma de interpretación. En caso de duda sobre la existencia 
de una causal de disolución, se estará a favor de la subsistencia de la sociedad. 
497 FUSHIMI, Jorge Fernando – RICHARD, Efraín Hugo “EL BALANCE Y LA QUITA EN CONCURSOS DE SOCIEDADES Y SU 
TRATAMIENTO CONTABLE Y FISCAL (con algunos aspectos periféricos)”, en ASPECTOS CONTABLES, IMPOSITIVOS Y 
PREVISIONALES EN LAS SOCIEDADES Y LOS CONCURSOS, Obra colectiva, Director Martín Arecha, Págs. 153 a 162. 
Publicación del Instituto Argentino de Derecho Comercial. Editorial Legis Argentina SA, Buenos Aires, Abril de 2013. 
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por la función de garantía del capital social –patrimonio de la persona jurídica sociedad- que 
hemos analizado. Se sostenía que los límites de la legalidad se entienden traspasados cuando 
existe afectación del interés u orden público.498 

 

El “esfuerzo compartido” en concurso de sociedades. 

Parte de la doctrina clásica ha intentado morigerar nuestra interpretación interactiva de la 
legislación societaria sosteniendo la legalidad del “esfuerzo compartido”. 

Empiezan juristas especializados en concursos, como Botteri499, Carlino500 y antes Truffat, a 
aceptar que para la quita no configure una ilegalidad debe existir “esfuerzo compartido”, o sea 
quitas equivalentes a los aportes de los socios. De todas formas esto significa un enriquecimiento 
ilegal de los socios, con una carga impositiva para la sociedad –Impuesto a las Ganancias- que 
desaparecería si el porcentaje de quita ingresa como capitalización a la sociedad. 

Truffat ha escrito: “Con respeto a la propuesta concordataria propiamente dicha, extraigo           
-como consecuencia de lo antedicho- tres consecuencias básicas, en tanto y en cuanto se pretenda 
preservar la moralidad de tal medio de superación de la cesación de pagos: La necesidad de que la 
solución preventiva a obtener importe aquella que la doctrina argentina –tomando una frase feliz 
de la ley de emergencia 25.561- denomina: “el esfuerzo compartido”. Es literalmente inmoral que 
la solución concordataria devuelva al empresario (en general en sociedades de capital, a los 
accionistas de la concursada) una empresa revitalizada y que todo el daño emergente de la 
cesación de pagos recaiga “en exclusiva” en los acreedores del sujeto así salvado. Esa posibilidad 
importaría consagrar el enriquecimiento incausado en favor de los antedichos… el derecho 
concursal no es una isla, pero sí es un derecho especial”,501 lo que permite ubicar el problema 
dentro de lo previsto  por el art. 150 incs. a y c CCC. 

De la exposición anterior resulta que el derecho concursal ofrece herramientas adecuadas para 
evitar las quitas y esperas desmesuradas impuestas con mayorías artificiales. Para impedirlas basta 
con tratarlas correctamente desde la normativa concursal, acudiendo a los propios criterios 
contenidos en la normativa falencial (art. 52 inc. 2, b) apartado (iv) LCQ) y a principios generales 
del ordenamiento como la proscripción del fraude de ley y del abuso de derecho.502 

Otro camino para evitar la declaración de quiebra sería imponer a la sociedad concursada como 

                                                           
498 Numerosas sentencias destacan la afectación del interés público, así, entre otras, CNCom., sala B, 3-9-96, “Covello, 
Francisca s/Quiebra s/Incidente de apelación y CNCom., sala A, 9-4-97, “Btesh, José David s/Quiebra s/inc. (art. 250)”, 
CNCom., sala B, 8-3-2002, “Jorsar SA s/Concurso preventivo” y CNCom., sala C, 4-9-2001, “Línea Vanguard SA s/Conc. 
prev”. 
499 BOTTERI, José David “Notas sobre las quitas concursales, acuerdos abusivos y la integración entre el nuevo Código 
Civil y la Ley de Concursos y Quiebras 24.522”, en Revista de Derecho Comercial y de las Obligaciones Nro. 278, 
(Mayo/Junio de 2016). 
500 CARLINO, Bernardo “Las quitas a los pasivos deben ser proporcionales o menores a la inyección de fondos de los 
socios (art. 96 LGS)”, en CRISIS Y DERECHO IV Congreso Argentino de Derecho Concursal – VII Congreso Iberoamericano 
de Derecho de la Insolvencia, Córdoba, septiembre 2015, Ed. Fespresa, tomo III El sistema concursal, pág. 48. 
501 TRUFFAT, Daniel “La abusividad de la propuesta y la moralización de los concursos en lo atinente –precisamente- a 
la oferta del deudor”, en Segundo Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal, Mérida, Estado de Yucatán, México. 
502 Esta es la solución propuesta por Monti acogida por CNCom., Sala F, en el referido caso “Baugruppe S.R.L. 
s/quiebra” que explícitamente señala: “Así pues, los magistrados siempre se encuentran facultados -y aún constreñidos- 
a valorar los principios que informan el orden jurídico en su integridad, porque la legislación concursal no es una isla o 
un compartimiento estanco, circunstancia que conduce a que deba siempre prevalecer el interés general del comercio, 
del crédito y de la comunidad en general por sobre el individual de los acreedores o del deudor”. 
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“tercera vía” atender la cuestión por la vía de aplicación de normas imperativas de la ley societaria 
ante la presencia de causales de disolución que debieron enfrentar, según el caso, concordante 
con las vías de la norma imperativa del art. 96 LGS, que prevé la capitalización de pasivo,503 pero 
no la quita. Los socios deberían “compartir” el riesgo pero no enriquecerse so pretexto de la 
conservación de la empresa. 

El enriquecimiento por quitas es claro en el beneficio de los socios, el pasivo se contrae, el 
activo insuficiente pasa a ser mayor lo que podría llegar hasta para permitir distribuir utilidades. 
Por ello la quita es imponible como ganancia, difiriendo su pago hasta 4 años o antes si se 
reparten utilidades. 

Si hay “recomposición” del capital social o su reintegración o aumento desaparece todo 
problema, aunque hubiere demora, pues ningún daño se ha generado manteniéndose la garantía 
de los acreedores, satisfaciendo las obligaciones sociales. 

Si esa recomposición no se decide y continúa operando la sociedad la cuestión de la 
responsabilidad se retrotrae a la fecha en que se acredite que administradores y socios conocieron 
o debieron conocer la situación o si aprobaron un balance donde se registró –o debió registrar- la 
pérdida del capital social. Ello se deberá presumir si hay acreedores insatisfechos, incluso los que 
resultan afectados por quitas504 y esperas en un proceso concursal.505 

Quizá así se entienda la repetida “desaparición” de libros y documentación contable en estos 
procesos, que resultará ahora acotada por la disposición del art. 325 CCC que dispone que “Los 
libros y registros del art. 322 deben permanecer en el domicilio de su titular”, en el caso en el 
domicilio social. 

Hemos recordado el fallo a nuestra Corte en el caso “Comercial del Plata”. En ese caso a través 
del voto de la mayoría- se presenta, en torno a la propuesta de acuerdo abusiva, una concordancia 
con el precedente “Arcángel Maggio S. A.”506, sobre una teoría muy laxa sobre el abuso que 
incluso se repite en las propuestas de acuerdo con quitas y esperas despojatorias, que ahora no se 
debería repetir a partir de las nuevas normas introducidas por el CCC. 

 

La judicatura ante propuestas de quita en concurso de sociedades. 

No tenemos duda, por la finalidad de la ley societaria, otorgando autonomía de la voluntad 
bajo responsabilidad, que: si la sociedad tiene un mero problema de cesación de pagos, un activo 
corriente inferior al pasivo corriente, una espera –corta o muy larga- solucionará el problema. Si 
tiene patrimonio neto positivo no se advierte la necesidad de una quita, y ello haría incurrir en 
responsabilidad ante un patrimonio neto neutro o negativo que ha producido una causal de 

                                                           
503 La capitalización del pasivo puede sugerirse como equilibrio con las quitas, introduciendo cláusulas de compra 
forzosa de las acciones entregadas con la quita prevista, decidida por el acreedor ahora accionista, o por decisión de los 
socios pagando por las acciones el cien por ciento de la acreencia dentro de un periodo determinado. 
504 La quita es una propuesta esencialmente inequitativa desde el momento que implica una transferencia de riqueza 
del acreedor al deudor, a título gratuito cfme. Nto. “¿Capitalismo de reposición vs. Capitalismo donatario?” en Doctrina 
Societaria y Concursal” ERREPAR (DSCE) Tomo XXIII Pág.:933 Setiembre 2011, y el consecuente enriquecimiento del 
segundo a costas del empobrecimiento del primero. 
505 Nto. “Los administradores societarios y la insolvencia” en SUMMA SOCIETARIA, Ed. Abeledo Perrot, Bs. Aires 2012, 
tomo I pág. 1449. 
506 BOQUIN, Gabriela y NISSEN, Ricardo Augusto Nissen “UN EJEMPLAR FALLO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA DE LOS 
PROCESOS CONCURSALES”, en “El Cronista Comercial” del 21 de octubre de 2009, pág. 3. 
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disolución que impone su liquidación salvo que los socios decidan reintegrar el capital social o 
capitalizar, sea ellos mismos o terceros, incluso por la capitalización de pasivo (arts. 96 y 197 
LSC/LGS). De no resulta responsabilidad de administradores, y quizá de socios507, si el pasivo no 
resultara satisfecho. 

 

De nuevo sobre homologación de acuerdo en concurso de sociedad. 

¿Esto no es impeditivo de la homologación a tenor del art. 52 ap. 4 LCQ? Recuérdese: impone 
al juez no homologar en ningún caso frente a abuso de derecho o fraude a la ley. 

No tenemos duda que un juez deberá afrontar esta lógica y descartarla expresamente si decide 
homologar un acuerdo de quita en el concurso de una sociedad. Lo que podría ser aceptable en el 
concurso de una persona humana -salvo confiscatoriedad- difícilmente pueda catalogarse como 
que es un fraude a normas imperativas de la ley societaria. 

La solución es la capitalización de pasivos que hoy se aconseja en las reformas en la legislación 
de crisis, como la de hace un par de años en España, particularmente refiriéndose a acreedores 
profesionales, pero porque no incluir a los proveedores que ven vinculado su futuro con la 
sociedad proveída en crisis, compartiendo así un proyecto productivo en común. 

Otro camino para evitar la declaración de quiebra sería imponer como “tercera vía” a la 
sociedad concursada atender la cuestión por la vía de aplicación de normas imperativas de la ley 
societaria ante la presencia de causales de disolución que debieron enfrentar, según el caso, 
concordantemente con las vías de la norma imperativa del art. 96 LSC/LGS, que prevé la 
capitalización de pasivo508 pero no la quita. Los socios deberían “compartir” el riesgo pero no 
enriquecerse so pretexto de la conservación de la empresa. 

El enriquecimiento por quitas es claro en el beneficio de los socios, el pasivo se contrae, el 
activo insuficiente pasa a ser mayor lo que llega hasta permitir distribuir utilidades. Por ello la 
quita es imponible como ganancia, difiriendo su pago hasta 4 años o antes si se reparten 
utilidades. 

Si fracasara la tratativa extrajudicial de la capitalización, o la liquidación privada se considerara 
inviable, recién aparecería lógica la presentación en concurso, formalizada temporáneamente con 
ese proceso. Y la capitalización de los créditos quirografarios puede ser la propuesta superadora 
para lograr un acuerdo. Quita y espera impuestas en acuerdo concursal importan enriquecimiento 
para los socios y empobrecimiento para los acreedores, un verdadero abuso de derecho y fraude a 
la ley, reafirmado en el Código Civil y Comercial en análisis.509 

Nada obsta a que se aumente el capital o se reintegre en etapa de liquidación para evitar 
acciones de responsabilidad satisfaciendo el pasivo.510 Pero, reiteramos, la existencia de normas 

                                                           
507 Nto. “EL ART. 99 LEY 19.550 Y CAUSALES DE DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES (De cómo evitar responsabilidad ante la 
insolvencia societaria)”, citado en Revista de Derecho Comercial y de las Obligaciones (RDCO) 2013-A- pág. 663, año 46, 
508 La capitalización del pasivo puede sugerirse como equilibrio con las quitas, introduciendo cláusulas de compra 
forzosa de las acciones entregadas con la quita prevista, decidida por el acreedor ahora accionista, o por decisión de los 
socios pagando por las acciones el cien por ciento de la acreencia dentro de un periodo determinado. 
509 El art. 12 del Código Civil y Comercial, cfme. nto. “Insolvencia societaria en el Proyecto de Código”, en diario La Ley 
del 4 de marzo de 2013, pág. 1 y ss. correspondiente al tomo La Ley 2013-B. 
510 Una apostilla marginal. El supuesto valor liquidatorio de los bienes en un concurso suele usarse como límite de la 
abusividad de un acuerdo y justificativo para la homologación, en aplicación de un supuesto para el caso de no 
obtenerse las mayorías necesarias en todas las categorías (art. 52 inc. 2 ap. B, requisito iv LCQ) “que el pago resultante 
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imperativas y de orden público en el derecho societario: la ley societaria imperativamente impone 
ante la pérdida del capital social la disolución salvo la reintegración o aumento del capital, que 
devuelva un estado patrimonial que al formalizar un nuevo balance determine que el capital social 
estatutario se ha reconstruido. 

 

Efectos del abuso o del fraude a la ley en el supuesto. 

Si hay abuso el juez debería aplicar la norma del art. 10 del Título Preliminar CCC: “El juez debe 
ordenar lo necesario para evitar los efectos del ejercicio abusivo o de la situación jurídica abusiva 
y, si correspondiere, procurar la reposición al estado de hecho anterior y fijar una indemnización”. 
Es el caso de una sociedad que continúa su operatoria en el mercado contrariando normas 
imperativas de la ley y transfiriendo el riesgo, normalmente generando daño, intentando obtener 
quitas en un concurso preventivo para que los socios ni reintegren el capital ni acepten nuevos 
socios con la capitalización de pasivo. Si hay fraude, la norma será la del artículo 12 del Título 
Preliminar del Código Civil y Comercial se refiere al “Orden público” y al  “Fraude a la ley”: “Las 
convenciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya observancia esté 
interesado el orden público. El acto respecto del cual se invoque el amparo de un texto legal, que 
persiga un resultado sustancialmente análogo al prohibido por una norma imperativa, se 
considera otorgado en fraude a la ley. En ese caso, el acto debe someterse a la norma imperativa 
que se trata de eludir”. 

Obviamente la disposición del art. 52 inc.4 LCQ le impondrá la indubitable resolución pues “En 
ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la ley”, y en el caso de 
concurso de sociedades, se entenderá que la propuesta que contenga quitas es por lo menos 
abusiva si no se ha perdido el capital social, y si lo ha perdido es en fraude a normas imperativas 
de la ley específica. A su vez también pueden ser abusivas o en fraude al derecho de propiedad 
constitucionalmente protegido por confiscatoriedad por quiénes no aceptaron las quitas –si se 
considera el derecho de propiedad de orden público sería irrenunciable a tenor del art. 12 CCC, 
particularmente por estar destinado a beneficiar a los socios que justamente han soslayado el 
cumplimiento de una norma imperativa de la ley -art. 96 LGS y 167 CCC-.511 

No se trata de responsabilizar a nadie, ni administradores ni socios, que para ello tiene que 
haber daño, tratamos de alertar para que no se genere daño, o se acote ante un evento 
impensable, conforme las previsiones imperativas de la ley de sociedades en torno a la función de 
garantía del capital social como forma de tutelar su patrimonio y a los terceros que contratan con 
la misma, y no se sorprenda a la judicatura por medio de abusos en procesos concursales de 
sociedades. 

Pero aunque un juez no entendiera que cada uno de esos aspectos hace ilegítima la 
homologación, no podrá dejar de analizarlos individual y conjuntamente al revisar 

                                                                                                                                                                                 
del acuerdo impuesto equivalga a un dividendo no menor al que obtendrían en la quiebra los acreedores disidentes”. 
Podría llegar a aceptarse ese criterio en el concurso de una persona física, pero nunca en el de una sociedad, pues ello 
sería olvidar los principios del régimen societario –la función de garantía del capital social-, y la elección de ese medio de 
organización formalizado por los fundadores, mantenido por los socios actuales y al que se encuentran ungidos los 
administradores elegidos, socios o no. 
511 Nto. “El laberinto de la pérdida del capital social y su remediación” en pág. 111 del n° 7 de Estudios de Derecho 
Empresario, julio de 2016, en portal de la Universidad Nacional de Córdoba. 
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tradicionalmente la abusividad de la propuesta.512 

Bastará advertir que no se adoptaron soluciones societarias, que no se afrontó la crisis 
oportunamente, que sólo se exige un sacrificio a los acreedores, que para imponer la mayoría 
aparece un tercero adquirente de un crédito que se “despoja” de su derecho, que no aparece 
ningún elemento de seriedad –ni antes ni después de la apertura del concurso- para enfrentar la 
crisis, para que la propuesta no sea homologada. Allí se abrirá –pues estamos ensayando sobre 
sociedades- el proceso previsto en el art. 48 LCQ”.513 

La Corte en el caso Comercial del Plata S.A. inició la atención sobre el régimen societario para 
anticiparse a la crisis y actuar como medios preconcursales,514 incluso la solución final ante idas y 
vueltas fue la capitalización de pasivo:515 “Lo cierto y concreto, reitérase, es que actualmente no 
existen suficientes acciones emitidas en ocasión del anterior aumento de capital efectuado para 
cumplir el acuerdo preventivo. Solo queda, entonces, recurrir al procedimiento supletorio previsto 
en el mismo acuerdo, procediéndose a aumentar nuevamente el capital social en la suma 
necesaria para tender el crédito del …*acreedor+ -con los alcances del acuerdo- y, si como de toda 
obviedad, los restantes accionistas ejercieran el derecho de suscripción preferente el crédito del 
[acreedor] debería ser abonado en pesos con el dinero integrado por esos accionistas. Las 
alegaciones vinculadas a la falta de trato igualitario respecto del resto de son inatendibles… 
primero porque cuando los restantes acreedores recibieron las acciones emitidas por [deudor] 
para cumplir el acuerdo, su valor de cotización bursátil era inferir al valor nominal. Es decir, en 
aquel momento, todos los acreedores percibieron aún menos de lo que recibirá el [acreedor 
ahora. Sólo aquellos que hayan decidido conservar las acciones, han aumentado, luego de un 
tiempo, el valor de su capital invertido. Pero ello sucedió en una instancia ulterior a la de 
cumplimiento del acuerdo y se vincula con una decisión especulativa de cada acreedor en 
particular”.516 

Debe recordarse que en la legislación original se limitaba la quita al 60%, sin aclarar si era para 
el concurso de cualquier sujeto. Ahora la práctica va por todo en beneficio de los socios. 

 

                                                           
512 “Si bien es cierto que la insolvencia no concede al deudor una irrestricta facultad para ofrecer cualquier plan de 
pagos, que expolie a los acreedores o les imponga sacrificios desmedidos, pues un concurso preventivo es, entre otras 
cosas, una herramienta al servicio de un reparto equitativo de los sacrificios que deudor y acreedores deben hacer en 
aras de principios superiores, no lo es menos que en casos de convocatorias de acreedores vinculadas material y 
fácticamente a hechos económicos y financieros que llevaron a la declaración oficial de emergencia productiva y 
crediticia dispuesta por la ley 23.561 (art. 1°), el criterio de la judicatura no puede ser el mismo que en situaciones de 
estabilidad y normalidad.” Del fallo en la causa "Editorial Perfil SA s/ concurso preventivo" de la CNCOM de fecha 
19/09/2007, en la forzada homologación del acuerdo propuesto. 
513 Cfme. “Legalidad de la propuesta y del acuerdo en el concurso de sociedades y su homologación” por Dario J. 
GRAZIABILE – Efraín Hugo RICHARD, en libro AAVV DERECHO CONCURSAL EN EL NUEVO CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL, 
dirigido por Dario J. Graziabile, pág. 371 a 415 en el Cap. III Modificaciones al régimen obligacional: “VI. Legalidad de la 
propuesta y del acuerdo en el concurso de sociedades y su homologación”, Ed. Erreius, Buenos Aires 2016. 
514 Nto. “¿REORGANIZACION SOCIETARIA O CONCURSAL ANTE LA CRISIS? (UN “OBITER DICTUM” DE LA CORTE)”, en 
libro colectivo AAVV “Reestructuración y Reorganización Empresarial en las Sociedades y los Concursos”, publicación del 
Instituto Argentino de Derecho Comercial – 2010, Director Martín Arecha, Vicedirectora Laura L. Filippi, Ed. Legis, 
Buenos Aires 2010, págs. 3 a 78. 
515 Nto. “La sociedad y los fraudes societarios” Publicado en El Derecho, Buenos Aires , jueves 15 de septiembre de 
2016. Año LIV, ED 269- 
516 “Sociedad Comercial del Plata S.A. s/concurso preventivo”, Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial 
Nro. 18, 8.09.16. Increíblemente, realizada la asamblea de aumento de capital y suspensión del derecho de suscripción 
preferente, esta tesis fue aprobada por mayoría. 
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Meditando sobre abuso o fraude a la ley societaria por quitas concursales. 

En conclusión, las normas sobre el capital social son de carácter imperativo y la reforma ha 
potenciado el carácter preventivo de las acciones para evitar daño a terceros, e incluso a la propia 
sociedad. 

Pero el tema se perfila de otra manera si alcanza a formalizarse propuesta de quita, sea que no 
se haya producido la pérdida del capital social, caso en que habría abuso de derecho, o que se 
hubiera producido la pérdida del mismo y se intentara violar las normas de la función de garantía 
del capital social, lo que implicaría un fraude a la ley. 

Si hay abuso el juez deberá aplicar la norma del art. 10 del Título Preliminar: “El juez debe 
ordenar lo necesario para evitar los efectos del ejercicio abusivo o de la situación jurídica abusiva 
y, si correspondiere, procurar la reposición al estado de hecho anterior y fijar una indemnización”. 
En el caso una sociedad continúa su operatoria en el mercado contrariando normas imperativas de 
la ley y transfiriendo el riesgo, cuando no generando daño, o intentando obtener quitas en un 
concurso preventivo no habiendo perdido el capital social. 

Si hay fraude, la norma será la del artículo 12 del Título Preliminar del Código Civil y Comercial 
se refiere al “Orden público” y al “Fraude a la ley”: “Las convenciones particulares no pueden dejar 
sin efecto las leyes en cuya observancia esté interesado el orden público. El acto respecto del cual 
se invoque el amparo de un texto legal, que persiga un resultado sustancialmente análogo al 
prohibido por una norma imperativa, se considera otorgado en fraude a la ley. En ese caso, el acto 
debe someterse a la norma imperativa que se trata de eludir”. 

Obviamente la disposición del art. 52.4 LCQ le impondrá la indubitable resolución. 

 

Conclusiones 

Ante la eventual insuficiencia del capital social, que hace a un tema de infrapatrimonialización 
que es una zona gris, se abre una línea roja, las red flags que funcionan incluso en la one dollar 
corporation, pues cuando el balance como declaración unilateral de verdad es aprobado por la 
asamblea indicando que el patrimonio neto es neutro o negativo significa que se ha perdido ese 
dólar, que era su patrimonio. Y en muchas legislaciones la línea roja se traza con la pérdida de sólo 
parte del capital social, en la argentina recién ante la pérdida total o sea antae el patrimonioi neto 
negativo (el 100%), que pero sería una barrera suficiente si se aplicara, pero en derecho concursal 
de eso no se habla, particularmente al homologar acuerdos. El art. 52 ap. 4 LCQ que 
enfáticamente dispone “En ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en fraude a la 
ley”,517 y en el caso de concurso de sociedades, la propuesta que contenga quitas es por lo menos 
abusiva si no se ha perdido el capital social, y se lo ha perdido es en fraude a normas imperativas 
de la ley específica societaria. A su vez también pueden ser abusivas o en fraude al derecho de 
propiedad constitucionalmente protegido por confiscatoriedad. El juez debería llamar a los socios 
a reintegrar el capital social o capitalizar la sociedad. 

Podría como “tercera vía”518 más lógica y aceptable como “tercera vía” -y procesalmente más 
ejecutivo- exhortar inicialmente a la sociedad concursada atender la cuestión por la vía de 

                                                           
517 Sin duda la propuesta es la abusiva o en fraude a la ley, pero al juez llega para homologar un supuesto acuerdo. 
518 Nto. “EL ABUSO EN LA TERCERA VIA EN CONCURSOS DE SOCIEDADES”, en Revista de la Facultad, Vol. I, n° 1, Nueva 
Serie II (2014), Facultad de Derecho y Ciencias Sociales (UNC), pág. 1. 
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aplicación de normas imperativas de la ley societaria ante la presencia de causales disolutorias que 
debieron enfrentar, según el caso. No puede soslayarse las obligaciones que socios y 
administradores tenían cuando eligieron –ante la pérdida del capital social- incumplir las normas 
societarias e intentar que los acreedores asumieran las expensas de los socios. Incluso generando 
un dispendio jurisdiccional y los gastos y daños consiguientes. 

O sea que un juez, incluso el que entienda en el concurso de una sociedad, de oficio o ante el 
planteo del Síndico o de un acreedor, podría cuestionar por abusiva la propuesta de acuerdo y, 
obviamente no homologar el acuerdo que implicara un fraude a la ley societaria, particularmente 
en cuanto a las normas de garantía del capital social. Sea por abuso sino se perdió el capital social 
o por fraude si esa pérdida existió y los socios no la atendieron en la forma prevista 
imperativamente por la norma específica. 

Ello no implicará anticipar criterio sino recordar normas imperativas y prevenir el daño. Un 
inmovilismo de la judicatura o un excesivo apego a normas procesales puede frustrar la aplicación 
de las herramientas existentes, pero que ahora son reforzadas por normas explícitas del CCC. 

Nos esforzamos desde hace muchos años en distinguir la crisis del patrimonio de una persona 
humana del de una persona jurídica,519 y seguiremos haciéndolo, nos hace bien el diálogo, sobre 
todo tan respetuoso en las diversas polémicas que hemos mantenido. 

Lo que no tenemos duda es que el juez concursal debe asumir con criterio sustancialista el 
análisis de la legalidad de las quitas en los procesos concursales de sociedades. Aunque sea para 
rechazar nuestra posición y señalar la legalidad de la propuesta y el consiguiente acuerdo. 

Como bien señala Julio Chiappini,520 aún si la enseñanza mostrara todo el panorama y no sólo la 
que el docente repite: “El estudiante de derecho o el profesor habitan sobre todo el mundo del 
derecho pensado: law in books (Roscoe Pound). El abogado o el juez habitan más bien el mundo 
del derecho vivido: law in act”. Los teóricos moran, en general los más panchos, en el séptimo 
cielo, que Dante reservó a los contemplativos. Y los que se dedican a los litigios suelen yacer en el 
séptimo círculo, que Dante reservó a los violentos: el ejercicio profesional en cualquiera de las 
materias siempre está un poco o mucho sometido al lobby. En la Argentina no hemos 
institucionalizado los lobbys. No los que se involucran en los procesos legislativos. El problema es 
que de hecho sobrellevamos lobistas que pasean en los tribunales de justicia. Gestores VIP. 
Algunos de veras y, otros, claro, vendedores de humo. Bailan la danza de la lluvia. Creo que 
cuando la litigiosidad en materia comercial sea tribunalicia, en cámaras arbitrales y demás 
pulularán más los lobistas. Por ejemplo, los que quieren acercarse al síndico en los concursos y 
quiebras. O al juez de comercio. O los supuestamente enviados por el Poder Ejecutivo o por 
grandes empresas. Urden en trámites”. 

Cerramos con palabras del Presidente de la República “La ética y la transparencia no son sólo 
una obligación del sector público sino que comprometen al sector privado”.521 

Claro que, en muchos casos, la viabilidad de una empresa ha sido comprometida por una 
disposición estatal y su reconducción impone también una decisión del Estado. No hay duda que la 
conservación de la empresa se centra en la viable, eventualmente por su reorganización 

                                                           
519 En Perspectiva del Derecho de la Insolvencia, citado como trabajos referidos en el decurso de este ensayo. 
520 CHIAPPINI, Julio “El Derecho pensado y el Derecho vivido. Por ejemplo, el Derecho Comercial” en Doctrina Societaria 
y Concursal, Ed. Errepar, n° 350, Enero 2017, Buenos Aires, pág. 65 y ss, sugiriendo leerlo sin desperdicio como así 
también el artículo publicado en la misma Revista en el pasado mes de Diciembre. 
521 Diario La Voz del Interior del 2 de marzo de 2017, pág. 5. 
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preponderantemente por financiación interna y trámite reservado extrajudicial para evitar los 
daños colaterales en el mercado. 

A falta de normas expresas cabrá siempre pensar en la aplicabilidad de las teorías del daño 
resarcible, particularmente si se genera daño mientras se obtiene riqueza. Y allí mirar a las 
acciones u omisiones de quiénes debiendo actuar de determinada manera omitieron acciones 
conducentes a evitar perjuicios y, particularmente si ese daño les generó beneficios directos o 
indirectos dirigiendo su accionar. Quién daña debe reparar. 

Seguiremos meditando, y dialogando, sobre las luces y sombras que se generan al intentar 
compatibilizar normas imperativas con la estrella polar de la conservación de la empresa viable, 
que nada tiene que ver con el intento de los socios de que sean los acreedores los que carguen 
con esa conservación de la empresa que no es suya, sino de los socios indolentes. 
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